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M  ley.— Sent.  27.-5  de  Mayo.— OnmpUmiento  de  con- 
trato. (GttC.  U  Enero,  1904.) 

DOCTRINA:  No  es  exigible  la  pena  pactada 
en  un  contrato  cuando  la  falta  de  cumplimiento 
del  mismo  no  es  imputable  al  deudor,  sino  por  el 
contrarío  tuvo  orígen  en  la  «negligencia  del  acree- 
dor. 

Carece  de  eficacia  un  recurso  de  casación  cuan- 
do la  sentencia  recurrida  debe  subsistir  por  algu« 
no  de  sus  fundamentos  esenciales. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cinco  de  Mayo  de 
mil  novecientos  tres,  en  los  aatos  del  juicio  declai*ati* 
YO  de  mayor  cuantía  que  ha  cursado  ante  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  Oeste  y  Audiencia  de  la  mis- 
ma ciudad  promovido  por  Manuel  González  Bentrón, 
del  comercio  y  de  esta  vecindad  contra  Ellas  Fernán- 
dez Gassona/de  la  propia  ocupación  y  también  vecino 
de  esta  ciudad,  sobre  rescisión  de  contrato,  visto  en 
este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  que  el 
primero  ha  interpuesto  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  expresada  Audiencia,  con  fe» 
cha  veintiuneve  de  Enero  del  corriente  año  que  decla- 
ró sin  lugar  la  demanda. 

Primero.  Resultando  que  en  esta  sentencia  se 
aceptó  la  relación  de  hechos  de  la  de  primera  instan- 
cia contenido  en  los  resultandos  siguientes: 

Dbmaivda: 

Segundo.  Sesultando  que  el  Ldo.  Antonio  Gu- 
tiérrez Bueno  en  uso  del  poder  que  al  objeto  acompa- 
só, pvMnovió  en  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos 
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uno  á  nombre  de  don  Mannel  Gronzález  Bentrón  de- 
manda en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra 
Elias  Fernández  Cassona,  fundando  su  demanda  en 
los  siguientes  hechos:  Primero:  Que  en  quince  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  por  escritura 
pública  otorgada  aut^e  el  Notario  de  la  Habana  don 
Francisco  de  Castro  y  Flaquer  la  señorita  Concepción 
de  la  Torre  y  Velázco,  hija  y  única  heredera  del  sabio 
educador  don  José  M^  de  la  Torre  y  de  la  Torre,  ven- 
dió al  señor  Elias  Fernández  Cassona  la  propiedad  de 
las  obras  eientífícas,  literarias  y  caligráficas  del  citado 
autor  que  se  detallan  en  dicha  escritura,  por  el  precio 
de  cinco  mil  pesos  oro  español,  pagaderos  en  cinco 
plazos  que  vencían  los  días  veinticuatro  de  Abril  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  cuatro,  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  mil  ocho 
cientos  ochenta  y  seis  y  mil  ochocientos  ochenta  y  sie- 
te. Segundo:  Que  se  estipularon  en.  esa  escritura,  en- 
tre otras,  las  condiciones  siguientes:  que  cada  plazo 
vencido  y  no. pagado,  devengaría  el  interés  de  uno  por 
ciento  mensual;  que  por.  faltar  el  comprador  al  pago  de 
un  plazo  ó  á  cualquiera  otra  condición,  se  entendería 
rescindido  el  convenio  y  perdería  sin  retribución  de 
ninguna  clase,  el  8r.  Fernández  Cassona,  las  obras 
que  tuviese  impresas,  quedando  además  obligado  ai 
pago  de  la  cantidad  convenida  y  sus  intereses  al  tipo 
estipulado,  que  el  señor  Fernández  Cassona,  debía  te- 
ner siempre  ejemplares  de  las  obras  vendidas  no  pu- 
diendo  hacer  en  días  alteraciones  de  ninguna  clase 
sin  permiso  expreso  de  la  Srta.  de  la  Torre.  Tercero :« 
Que  el  señor  Fernández  Cassona,  hizo  en  los  primeros 
tiempos  algunos  pagos  por  cuenta  de  su  deuda,  no  He-, 
gando  estos  pagos  á  sumar  en  junto  la  cantidad  de  mil 
quinientos  pesos,  pero  con  arreglo  á  las  in^^trucdones 
recibidas  de  su  cliente  dá  por  pagado  el  primer  plazo 
y  BUS  intereses  con  esas  cantidades  rec'amando  solo  lo 
restante,  es  d-^cir  los  cuatros  últimos  plazos  y  sus  in- 
tereses. Cuarto.  Que  en  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete,  debía  ya  el  señor  Elias 
Fernández  Cassona,  una  suma  importante;  pero  por 
'acuerdo  con  la  señorita  de  la  Torre  se  firmó  el  docu- 
mento que  acompaña,  en  el  cual  se  pactó  que,  por  ha- 
cer favor  al  señor  Fernández  Cassona,  la  señorita  la 
Torre  dejaba  reducida  la  deuda  á  dos  mil  quinientos 
pesos  oro  español,. pagaderos  en  cinco  plazos  que  ven- 
cían-en  primero  de  Diciembre  de  <  mil  oehoeient^A  . 
ochenta  y  siete  y.los  priscieros  de  Junioi  y  ]>iektm)>reu 
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de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  y  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  aceptando  Ja  señorita  de  la  Torre 
para  el  pago  de  los  dos  primeros  plazos,  pagarés  del 
Si*.  Valdepares,  comerciante  de  esta  ¿laza.  Quinto: 
Que  fué  condición  del  referido  convenio  que  por  falta 
de  pago  de  cualquiera  de  estos  plazos  6  por  faltar  k 
cualquiera  otra  condición,  quedaría  sin  valor  el  ton- 
venio,  y  solo  se  rpgirían  las  partes  por  la  est  ritura  de 
quince  de  Junio  de  mil  ochocieutos  ochenta  y  dos, 
abonándosele  en  cuenta  al  sefior  Fernáiid^-z  Cassona 
lo  que  él  ó  el  Valdepares  hubieren  pagado  por  cuenta 
de  la  deuda.  Sexto:  Quf*  el  sefior  Valdepares  no  pagó 
completamente  sus  cuentas;  pero  acepta  como  pagados 
esos  df  B  plazos,  decltirando,  que  a6n  cuando  no  es  ab- 
solutamente cierto,  ha  rec  bido  los  mil  pesos  de  esos 
dos  pagarés,  único  dinero  satisfecho  de  e^A  cuenta, 
pues  el  sefior  Fernándnz  Cassona  no  le  ha  entregado 
para  amortizar  la  misma  cantidad.  Séptimo:  Que  li- 
quidando hasta  el  veinticinco  de  Febrero  último  la 
deuda  del  sefior  Fernández  Cassona,  con  arreglo  á  la 
escritura  de  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  dos  y  teniendo  en  cuenta  que  da  por  pagados  con 
BUS  intereses  el  plazo  que  venció  el  veinticuatro  de 
Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  se  tendrá; 
que  el  segundo  plazo  de  mil  pesos,  venció  y  comenzó 
á  devengar  intereses  el  veinticuatro  de  Abril  de  liiil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro  por  lo  que  hace  doscien- 
tos dos  meses  que  no  se  pagan  éstos  que  á  razón  de 
diez  pesos  mensuales  uno  por  ciento  de  mil  pesos,  su- 
man dos  mil  veinte  pesos;  que  del  tercer  plazo  ^e  adeu- 
dan ciento  noventa  meses,  en  igual  forma,  por  lo  que 
adeuda  rail  novecientos  pesos  de  intereses  puesto  que 
venció  en  veinticuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco,  que  el  cuarto  plazo  que  venció  en 
igual  día  y  mes  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  tie- 
ne ciento  setenta  y  ocho  meses  de  intereses  venoidoá; 
por  lo  que  se  adeudan  por  este  concepto  mil  setecientos 
ochenta  pesos;  y  que  del  quinto  plazo  venc'do  en  vein- 
ticuatip  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete, 
adeuda  ciento  i^esenta  y  seis  meses  que  importan  mil 
seiscientos  sesenta  pesos.  Octavo:  Que  sumando  todos 
eBtOB  intereses  se  vé  que  hacen  un  total  de  siete  mil 
trescientos  sesenta  pesos,  del  que  debe  rebajarse  la 
omtidad  de  mil  pesos  á  que  se  refiere  el  hecho  sexto, 
quedando  asi  reducida  la  cantidad  á  seis  mil  trescien- 
tOB  sesenta  pesos  que  sumada  con  la  de  cuatro  mil, 
'impottte-deW  cuatro  plazos  vencidos  y  no  pagados. 
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dan  la  cantidad  de  diez  mil  trescientos  sesenta  pesos, 
impone  de  lo  que  en  veinticiiatm  de  Febrero  de  mil 
novecientos  uno,  adeudaba  D.  Elias  Fernández  Casso- 
na  á  quien  0n  distintas  ocasiones  se  le  trató  de  cobrar 
ya  por  la  señora  Concepción  de  la  Torre,  ya  por  su 
esposo  don  Francisco  Refojo,  llegando  á  ofrecerle  re- 
baja de  consideración  si  efectuaba  el  pago,  sin  que  lo 
haya  hecho.  Noveno:  Que  la  Sra.  Concepción  de  la 
Torre,  asistida  de  su  citado  esposo,  por  escritura  otor- 
gada ante  el  Notario  de  esta  ciudad  D.  José  de  J  Gu- 
tiérrez como  sustituto  de  d<in  Pedro  Galindo,  en  vein- 
tiséis de  Noviembre  último,  cedió  á  su  representado 
don  Manuel  González  Bentrón,  los  créditos  á  que  se 
ha  referido  en  los  hechos  anteriores  y  cuantos  dere- 
chos y  acciones  tuviera  contra  D.  Elias  Fernández 
Cassona. — De  esta  escritura  acompañó  marcado  con  la 
letra  D.  un  testimonio.  Décimo:  que  agotados  todos 
los  medios  amistosos  para  el  cobro,  propuso  en  repre- 
sentación del  señor  González  Bentiónactode  concilia- 
ción al  señor  Fernández  Cassona  y  este  acto  se  dio  por 
intentado  sin  efecto  por  no  haber  comparecido  el  8r. 
Fernáhdez  Cassona.  Concluyendo  por  suplicar  que  se 
declarase  con  lugar  la  .demanda  y  se  condenase  al  de- 
mandado Elias  Fernández  Cassona  á  que  6e  dé  por 
rescindido  el  contrato  que  celebró  con  Concepción  de 
la  Torre  en  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  dos  y  como  consecuencia  de  ello  que  devuelva  la 
propiedad  de  las  obras  cientlñcas,  literarias  y  caligrá- 
ficas de  José  María  de  la  Torre  que  en  ese  con- 
trato le  fueron  cedidas  y  entregue  los  ejemplares 
que  de  ella  tuviese  á  su  representado  Manuel  Gon- 
zález Bentrón,  á  quien  deberá  pagarle  en  concep- 
to de  capital  adeudado,  la  suma  de  cuatro  mil  pesos 
oro  español;  seis  mil  trescientos  sesenta  pesos  en  igua- 
les monedas  por  intereses  vencidos,  y  el  interés  legal 
de  aquél  y  de  éstos  contados  desde  la  interposición  de 
la  demanda. 

Tercero.  Resultando  que  tenido  por  parte  al  se- 
ñor Gutiérrez  Bueno  á  nombre  de  don  Manuel  Gonzá- 
lez Bentrón  y  admitida  la  demanda,  se  dispuso  en 
providencia  de  veintinueve  de  Marzo  ultimo  que  de 
ella  se  diera  traslado  al  señor  Elias  Fernández  Casso- 
na, emplazándosele  para  que  dentro  de  nueve  días 
improrrogables  se  personase  en  los  autos  en  la  forma 
legal;  emplazamiento  que  se  hizo  en  forma  con  fecha 
primero  del  mes  de  Abril  y  á  virtud  del  cual  compa- 
reció el  emplazado  por  medio  del  mandatario  Aurelio 
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Boyo  á  qnien  en  mérito  del  testimonio  de  poder  que 
presentó  y  que  obra  á  fojas  treinta  y  dos  de  estos  au- 
tos, se  le  tuvo  por  parte, «  ordenándosele  contestara  la 
demanda  en  el  término  de  veinte  días. 

Contesta  CT(K\ : 

Cuarto.  Besultando  que  solicitada  prórroga  por 
el  demandado  y  concedida  ésta  evacuó  el  trámite  en 
el  escrito  que  obra  á  fojas  cuarenta  y  cinco,  oponién- 
dose y  negando  la  demanda  á  virtud  de  los  siguientes 
hechos:  Primero:  Que  acepta  de  la  demanda  como 
ciertos  los  hechos  consignados  en  los  párrafos  prime- 
ro, segundo — en  cuanto  se  ajustan  al  texto  de  la  escri- 
tura que  relaciona  y  que  constan  frente  á  esas  otras 
estipulaciones  á  favor  de  su  cliente — y  el  noveno.  Los 
demás  hechos  los  niega  en  su  letalidad,  pues  aunque 
en  algunos  de  los  párrafos  aducidos  demuestra  acepta- 
ción se  consignan  detalles  que  son  cierto  éstos  se  hace 
relacionándolos  con  datos  y  afirmaciones  que  no  son 
verdad.  Segundo:  Que  por  el  documento  privado 
otorgado  en  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  siete  se  modificó  la  escritura  de  Junio 
quince  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  convinién- 
dose en  este  documento  entre  otras  cosas:  (A)  Que  la 
deuda  ó  el  precio  prudente  pai'a  que  Fernández  extin- 
guiera su  obligación  de  pago  en  aquella  fecha,  era  €^1 
de  dos  mil  quinientos  pesos.  (B)  Que  la  suma  sería 
pagada  en  cinco  plazos  de  quinientos  pesos  cada  uno, 
venciendo  los  cinco  en  Junio  y  Diciembre  de  los  años 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  y  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 
(C)  Que  Fernández  Cansona  podría  pagar,  si  no  lo  hi- 
ciere en  efectivo,  con  ejemplares  de  las  obras  que  fue- 
ron de  su  señor  padre.  (D)  Que  la  rescisión  y  nulidad 
aolo  procedería  si  Fernández  Cassoca  solo  pagare  uno 
de  los  plazos  convenidos.  Tercero:  Que  en  párrafo  ó 
cláusula  segunda  de  ese  contrato  antes  referido  se  dijo 
que  Fernández  Cassona  cedía  y  cedió  á  la  señorita  la 
Torre  la  deuda  que  Valdepares  tenía  con  él,  la  cual 
podía  cobrar  la  señorita  la  Torre  por  mensualidades 
y  que  importaba  cantidad  mayor  de  la  suma  de  dos 
mil  quinientos  pesos  importe  de  los  plazos  á  que  se  li- 
mitó la  obligación.  Como  consecuencia  de  ese  pacto 
vino  á  ser  parte  interesada  directamente  en  este  asun- 
to el  señor  José  Valdepares,  quien  formalizó  ese  con- 
venció con  la  señorita  la  Torre,  reconociéndola  deudora 
de  lo  que  él  adeudaba  al  |ieñor  Elias  Fernández  Cassor 
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na.  Caarto:  Que  en  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil  o<ihb' 
cientos  ochenta  y  siete  la  señorita*  la  Torre  recibió  en 
X)ago  de  la  cantidad  convenida,  según  lo  justiñoa  el 
documento  que  acompañó  á  su  escrito  señalado  con  el 
número  dos,  pagarés  otorgados  por  el  señor  Valdepa- 
res  importantes  mil  cuarenta  y  cuatro  pesos.  Que  á 
partir  de  ese  otorgamiento  y  de  esa  negociación  nova- 
da del  documei.to  de  Marzo  treinta  y  uno  de  mil  ocho* 
cientos  ochenta  y  siete,  el  señor  Elias  Fernández  Ca- 
sona, su  representado,  le  adeudaba  solamente  la  suma 
de  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  seis  pesos.  Que  para 
pagarlo  los  cuales  le  cedió  el  crédito  que  tenia  contra 
el  señor  Valdepares,  dejando  en  libertad  á  la  intere- 
sada de  pactar  como  pactó  libremente  que  conviniera 
con  Valdepares  la  forma  en  que  él  habia  de  pagarle 
esa  suma.  Quinto:  Que  la  señorita  la  Torre  quedó 
sin  embargo  obligada  por  el  documento  de  Marzo  trein- 
ta y  uno  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  á  dar  avi- 
Éo  por  escrito  &  su  cliente  de  las  cantidades  que  le 
abonara  Valdepares,  obligación  que  no  cumplió  nunca 
en  los  términos  convenidos.  Sexto:  Que  según  nota 
que  acompaño  señalada  con  el  número  tres,  facilitada 
por  la  casa  de  Valdepares  hace  año,  éste  había  entre- 
gado hasta  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos 
á  la  señorita  la  Torre  por  cuenta  del  crédito  que  con- 
tra él  tenia  su  cliente  y  de  la  cual  era  cesionaria  la 
citada  señorita,  la  suma  de  un  mil  noventa  y  siete 
pesos  noventa  centavos  oro.  Es  decir,  que  á  cuenta 
de  los  dos  mil  quinientos  convenidos  en  Marzo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  había  recibido  la  señoríta 
la  Torre  la  suma  de  dos  mil  ciento  cuarenta  y  un  pe- 
sos noventa  centavos  oro,  restándole  solo  José  Valde- 
pares la  exigua  cantidad  de  trescientos  sesenta  y  ocho 
pesos  diez  centavos.  Es  decir,  cantidad  menor  que 
la  del  último  plazo  .convenido,  á  cuenta  del  cual  reali- 
zó esa  señorita  después  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos  otras  cantidades  cuya  ascendencia  desconoce.  Pero 
datos  que  en  otras  ocasiones  le  facilitó  su  consorte  le 
permiten  asegurar  que  al  fallecer  Valdepares  no  exce- 
dería en  mucho  de  doscientos  pesos  la  deuda.  Sépti- 
mo: Que  en  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
te el  señor  Refojo,  consorte  de  la  señora  la  Torre,  te 
acercó  á  su  cliente  participándole  por  vez  primera  que 
Valdepares  no  había  satisfecho  por  completo  la  deuda 
que  se  obligara  á  pagar,  exigiéndole  que  süscnbiera  y 
le  entregara  firmada  por  él  la  carta  cuya  minuta  sus- 
erita  por  el  propio  señor  B«fojo  acompañó  con  su  es- 
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crito  seffalándola  con  el  número  cuatro.  Octavo:  Que 
Bupn  en  aquella  ocasión  su  poderdante  que  la  sefiora 
la  Torre  había  otorgado  motu  propio  aplazamiento  al 
señor  Valdepares  y  como  había  convenido  con  él  nue- 
va forma  de  pago  desconocidas  hasta  entonces  por  su 
cliente.  Noveno:  Que  pareció  á  su  cliente  un  poco 
dura  la  carta  que  le  presentaba  Refojo,  tratándose  co- 
mo se  trataba  del  anciano  librero  Valdepares,  enfermo 
y  desgraciado  y  en  aquellos  momentos  casi  imposibili- 
tado para  los  negocio»  y  le  ofreció  escribir  otra  que 
hizo  con  arreglo  á  la  minuta  que  presentó  señalada 
con  el  número  cinco.  Esa  carta  la  recibió  Befojo,  en- 
cargándose de  presentarla  á  Valdepares.  Décimo:  Que 
el  señor  Valdepares  hizo  presente  á  Refojo  la  triste 
situadón  en  que  se  encontraba  y  parece  que  condolido 
de  esa  situación  se  avino,  según  lo  decía,  a  pt'rder  los 
doscientos  ó  trescientos  pesos  que  el  pobre  anciano 
adeudaba  á  su  espo.^a.  Onceno:  Que  después  de  falle- 
cido Valdepares,  llefojo  interesó  de  su  poderdante  que 
le  recomendara  á  la  sucesión  de  Va!depares  para  que 
le  hicieran  efectivos  aquellos  pesos  referidos  en  el  pá- 
rrafo anterior  que  antes  se  había  resignado  á  perder. 
Su  diente,  dando  una  prueba  más  de  afecto  y  conside- 

'  ración  á  la  memoria  de  don  José  M^  de  la  Torre,  ma- 
nifestó á  Refojo  que  si  bien  él  no  se  reconocía  respon- 

'  sable  ni  obligado  en  modo  alguno  al  saldo  de  esa 
deuda  que  hacía  más  de  once  años  que  Valdepares  se 
habla  obligado  á  satisfacer,  á  pesar  de  las  críticas  cir- 
canstaneias  del  país  en  aquellos  días,  le  daría  gracio- 
samente ese  dinero  si  los  señores  Bniz  y  Hermano  le 
formalizaban  un  contrato  que  tenía  en  proyecto  para 
reimprimir  algunas  obras  de  la  Torre.  Décimosegnn- 
do:  Que  conforme  el  señor  Refojo  con  la  proposición 
y  mostrándose  de  ella  muy  agradecido,  celebró  con  su 
cliente  y  los  señores  Ruíz  algunas  entrevistas,  llegan- 
do á  convenir  que  estos  señores  le  entregarían  cuatro 
centenes  mensuales  por  término  de  doce  meses  si  el 
contrato  se  realizaba.  Los  sucesos  gi-aves  que  se  pre- 
sentaron al  comienzo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ochp  hicieron  impracticable  el  contrato  con  Ruiz  y 
Hermano.  Pero  el  señor  Refojo  continuó  conforme 
en  darse  por  deñnitivamente  saldado  y  finiquitado  de 
todo  lo  que  por  saldo  de  los  plazos  convenidos  en  trein- 
ta y  ano  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
debía  pagarle  el  señor  José  Valdepares  (q.  e.  p.  d. ) 
mediante  la  entrega  de  cuarenta  y  ocho  centenes.  Que 
á  ese  ponto  concreto  quedaron  reducidas  y  limita- 
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das  las  relacioneB  establecidas  entre  sn  poderdante  y 
la  señora  la  Torre  por  la  escritura  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos  y  el  documento  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  á  pagarle  sus  plazos,  ñja  buenamente 
y  como  precio  cuarenta  y  ocho  centenes  por  saldo  y 
ñniquito.  Decimotercero:  Que  tan  es  lo  cierto  lo  ex- 
presado, 6  sea  que  la  señora  la  Torre  solo  se  estimaba 
asistida  de  derecho  para  exigir  el  pago  de  una  canti- 
dad, que  lo  corrobora  el  Ldo.  Guillermo  Martínez  en 
Enero  del  actual  eu  carta  que  presentó  señalada  con 
el  número  seis  y  en  la  cual  dirigiéndose  á  su  cliente 
no  habla  de  rescisión  de  contratos  ni  de  nulidad  de  los 
celebrados  sino  de  que  se  le  pague  la  cantidad  que  se 
adeudare,  de  contado,  ó  en  plazos.  Termina  aquí  la 
exposición  de  hechos  para  ampliarlos  en  el  ti^mite 
oportuno  á  fin  de  hacerlo  comprobando  los  que  expon- 
ga con  los  documentos  que  espera  conseguir. 

Réplica: 

Quinto.  Resultando  que  contestada  la  demanda 
se  conñrio  traslado  de  ella  al  actor  quien  replicó  por 
su  escrito  de  fojas  cincuenta  ratificando  los  hechos  de 
la  demanda  y  negando  fueran  ciertos  los  alegados  por 
su  contrario,  por  lo  que  después  de  establecer  estos 
hechos:  Primero:  Que -ratifica  todos  los  de  su  escrito 
de  demanda.  Segundo:  Que  niega  loe  del  escrito  de 
contestación,  excepto  el  quinto  que  lo  acepta.  Terce- 
ro: Que  el  señor  Refojo,  esposo  de  la  señora  la  Torre, 
trató  desde  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  de  cobrar 
al  señor  Fernández  Cassona  sin  que  lograra  arrancarle 
un  centavo  por  cuenta  de  la  deuda  que  con  su  citada 
peñom  tenía  el  demandado.  Cuarto:  Que  confiesa 
haber  recibido  como  parte  de  pago  los  pagaré")  del  se- 
ñor Yaldepares  y  como  resulta  que  suman  cuarenta  y 
cuatro  pesos  más  de  lo  que  supuso,  debe  rebajarse  esta 
suma  de  lo  que  reclama,  asi  como  está  dispuesto  á  re- 
bajar cualquier  otro  pago  legítimo  que  se  le  acredite; 
concluyó  solicitando  se  le  declarase  con  lugar  la  de- 
manda en  la  forma  interpuesta  y  por  otrosí  que  se 
recibiera  el  juicio  á  prueba. 

Duplica: 

Sexto.  Resultando  que  evacuado  el  trámite  de 
réplica  se  dispuso  se  oyese  en  duplica  al  demandado, 
quien  cumplió  el  traslado  reproduciendo  los  hechos 
de  su  contestación,  negando  terminantemente  los  .de 
la  demanda  y  réplica,  concluyendo  por  pedir  se  fallara 
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el  pleito  declarando  sin  lugar  la  demanda  con  las  coa- 
tas  de  cargo  del  actor. 

Héptimo.  Resultando  que  por  auto  de  veinte  de 
Julio  de  mil  novecientos  uno,  visible  al  folio  noventa, 
se  dispuso  el  recibimiento  á  prueba  del  juicio,  abrién- 
dose el  primer  periodo  de  la  misma  por  término  de 
veinte  días  comunes  á  las  partes,  que  comenzaron  á 
contarse  desde  la  notiñcación  de  ese  auto;  proponien- 
do las  partes  durante  ese  término  lo  conducente  &  su 
defensa. 

V 
Prübba:. 

Octavo.  Resultando  que  como  parte  de  su  prue- 
ba propuso  el  actor  además  de  la  escritura  de  diez  y 
seis  de  Noviembre  de  mil  novecientos  por  la  que  la 
señora  Concepción  de  la  Torre  le  cedió  los  derechos 
que  reclama  en  este  juicio  en  documento  privado  de 
fecha  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  siete,  visible  al  folio  catorce,  del  que  aparece  mo- 
dificó la  señora  la  Torre  en  obsequio  de  Fernández 
Cassona  el  contrato  de  quince  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos,  rebajando  la  deuda  en  aquel 
contrato  convenida  á  dos  mil  quinientos  pesos  oro, 
pagaderos  por  semestres  de  quinientos  pesos  á  contar 
desde  el  primero  de  Diciembre  de  rail  ochocientos 
ochenta  y  siete,  y  copia  simple  de  la  escritura  de  quin- 
ce de  Junio  de  mil  ochocieutos  ochenta  y  dos  ya  cita- 
da, donde  la  señorita  Concepción  la  Torre  por  ante  el 
Notario  Francisco  de  Castro  vendió  á  Elias  Fernán- 
dez Cassona  la  propiedad  de  las  obras  literarias  y  cien- 
tilicas  del  Dr.  José  M*^  de  la  Torre  por  todo  el  tiempo 
que  autorizan  las  leyes  de  propiedad  literaria  é  inte- 
lectual de  diez  de  Junio  de  mil  ochocientos  cuarenta 
y  siete  y  primero  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta 
y  nueve,  respectivamente,  por  el  precio  de  cinco  mil 
pesos  en  oró  español,  proponiendo  además  de  las  prue- 
bas documentales  expuestas:  la  de  reconocimiento  del 
documento  privado  por  el  demandado;  la  pericial  para 
que  tres  peritos  calígrafos  reconocieran  la  firma  del 
demandado  puesta  al  pie  del  documento  de  fojas  ca- 
torce y  la  de  confesión  judicial  del  demandado. 

Noveno.  Resultando  que  admitidas  como  perti- 
nentes las  pruebas  del  actor  que  se  mencionan  en  el 
Resultando  que  antecede,  salvo  la  pericial  que  fué  de- 
sestimada por  defecto  en  la  forma  de  proponerse,  se 
practicaron  las  otras  propuestas,  librándose  manda- 
miento con  citación  de  las  partes  al  Notario  Francisco 
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de  Castro  para  la  expedición  de  la  escritura  que  en 
copia  simple  presentó  el  demandante,  y  señalíindose 
día  y  hora  también  con  citación  para  la  toma  de  con- 
fesión bajo  juramento  indecisorio  del  pliego  de  posi- 
ciones acompañado  por  el  actor  para  el  examen  del 
demandado,  pliego  que  fué  declarado  pertinente. 

Décimo.  Resultando  como  prueba  del  actor  la 
documental  referida,  consistente  en  la  escritura  de 
venta  de  obras  literarias  expuesta  anteriormente  y  de 
cuyo  documento  expidió  copia  testimoniada  el  Notario 
Castro  y  Flaquer,  segón  aparece  de  fojas  ciento  &  la 
ciento  doce  de  estos  autos. 

Décimopriraero.  Resultando  como  pmeba  del 
actor  la  confesión  del  demandado,  quien  al  deponer 
por  el  pliego  de  fojas  noventa  y  ocho  reconoció  como 
cierto  el  documento  privado  obrante  al  folio  catorce, 
así  como  la  firma  del  mismo;  negando  fueran  ciertas 
las  posiciones  tercera  y  sigaiente  hasta  la  última  in- 
clusive ambas;  desmintiendo  por  lo  tanto  que  la  reba- 
ja en  el  precio  de  la  venta  de  las  obras  literarias  por 
él  compradas  á  la  señor! tli  la  Torre,  fuese  debido  & 
que  el  dícente  no  pudo  cumplir  sus  compromisos,  pues 
se  hizc»  pi  'venio  con  la  vendedora;  negó  fuera 
cierto  la  no  entrega  de  los  pagarés  mencionados  en  la 
posición  cuarta,  pues  esos  documentos  fueron  entrega- 
dos en  forma,  terminando  su  declaración  con  las  ma- 
nifestaciones de  que  ignoraba  si  las  cantidades  abona- 
das á  la  señorita  la  Torre  por  el  señor  Val  tepares  no 
fuera  más  que  la  que  consta  en. los  documentos  por  él 
presentados,  por  el  hecho  de  st-r  Valdepares  el  encar- 
gado de  efectuar  los  pagos,  pagos  que  hacia  con  canti- 
dades de  la  pertenencia  del  declarante,  por  cuyo  mo- 
tivo presume  fuera  saldada  por  Valdepares  la  deuda. 

Décimosegundo.  Resultando  como  pruebas  del 
demandado,  la  documental.  En  ella  el  señor  Fran- 
cisco Javier  de  Velazco  en  su  carácter  de  apoderado 
que  fué  de  la  t-eñorita  Concepción  de  la  Torre,  recono- 
ció como  cierta  y  de  su  puño  y  letra  la  firma  del  mis- 
mo que  autoriza  el  documento  de  fojas  treinta  y  nueve, 
del  cual  aparece  que  como  apoderado  de  la  señorita 
antes  citada  recibió  de  Elias  Fernández  diez  pagarés 
que  le  fueron  otorgados  por  el  señor  Jo«é  Valdepares 
y  endosados  á  la  señorita  de  la  Torre,  cuyos  diez  pa- 
garés importan  el  total  de  mil  cuarenta  y  cuatro  pesos 
setenta  centavos  en  oro;  cayo  señor  Velazoo  igual- 
mente reconoció  como  cierto  el  contenido  y  firma  de 
los  documentos  que  corren  de  fojas  cincuenta  y  cinco 
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á  la  ochenta  y  naa  ambas  inoliuiivea,  en  loa^coalea^  ep. 
su  repetido  carácter  de  apoderado,  reeibi6  en  cacfa^ 
uno  de  los  meses  á  que  se  refieren  los  recibos  dichosa 
las  cantidades  qne  en  los  mismos  se  expresan. 

Decimotercero,  Resultando  como  más  prnebado-  « 
cumental  del  demandado  el  reconocimiento  hecho  por 
don  Francisco  Refojo  y  Lago,  esposo  de  la  señora 
Concepción  de  la  Turre,  quien  aceptó  ser  de  su  pufio . 
y  letra  el  documento  privado  de  fojas  cuarenta  y  una; 
así  como  los  efectuados  por  don  Miguel  de  la  Puente 
respecto  al  documento  de  fojas  cuarenta  y  dos,  quien 
reconoció  haberlo  redactado  por  encargo  de  Elias  Fer- 
nández Cassona,  y  el  Ldo.  Guillermo  Martínez  respeo- 
to  á  la  carta  de  fojas  cuarenta  y  cuatro,  en  la  cual  di- 
cho Letrado,  por  encargo  de  su  compañero  Gutiérrez 
Bueno,  manifestó  al  señor  Fernández  Cassona  que,  en 
vista  del  resultado  de  las  conferencias  tenidas  con  di- 
versas personas,  el  señor  Bueno  había  resuelto  exigirle 
el  abono  de  la  suma  que,  según  su  entender,  le  era  deu- 
dor dentro  de  los  primeros  días  de  Febrero  de  mil  no- 
vecientos uno  y  qne  eu  el  caso  de  que  no  se  abonase 
la  deuda,  al  contado  ó  á  plazos  con  garantía,  exigiiía 
el  pago  judicialmente. 

Decimocuarto.  Resultando  como  más  prueba 
del  demandado,  la  testifical  en  la  que  los  Sres.  Miguel 
de  la  Puente  y  Bassave,  Francisco  Refojo  y  Lago,  Jo* 
sé  López  Rodríguez,  Fi*ancispo  Javier  Velazco,  José 
Manuel  Ruiz,  Enrique  Aza,  Arcadio  Carbonell,  José 
María  Garay  y  Luis  Guin,  el  deponer  por  los  interro- 
gatorios á  ellos  pertinentes,  dijeron:  El  Primero:  Que 
era  cierto  que  por  encargo  de  Elias  Fernández  Casso- 
na escribió  la  carta  de  fojas  cuarenta  y  cuatro,  cuya 
carta  quería  don  Francisco  Refojo  que  fuese  firmada 
por  Cassona  para  dirigirla  á  A^aidepares,  á  lo  que  se 
negó  Cassona  por  estimar  duros  los  conceptos  de  la 
misma  y  que  en  el  mismo  acto  conferenciaron  Refojo 
y  Cassona,  sin  saber  la  cantidad  que  se  fíjaba  ni  quien 
la  había  de  pagar,  por  más  que  estima  fuese  Ca«-sona; 
el  segundo:  quien  al  deponer  por  el  interrogatorio  de 
fojas  ciento  diez  y  seis,  dijo  que  era  cierto  que  el  Br.  < 
Valdepares  le  ofreció  pagar  por  cuenta  de  Cansona  si. 
estele  facilitaba  libros  y  se  vendían;  qne  viendo  que 
Valdepares  se  negaba  á  entregarle  cantidades  á  cuen- 
ta por  manifestar  no  recibir  libros  de  Cassona,  escri- 
bió á  rungo  de  éste  la  carta  de  fojas  cuarenta  y  una; 
que  era  cierto  qne  el  señor  Francisco  Jayier  de  Velaz- 
co fné  apoderado  de  la  Sifta*   de  la  Torre  hasta,  tres 
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dSas  aniee  de  contraer  éste  matrimonio  con  el  dioente 
que  llevó  bajo  sobte  uoa  carta  al  señoir  Valdepares,  flin 
saber  sea  esta  la  misma  que  reconoció;  que  era  cierto 
que  pactó  con  D.  Joaquín  Ruiz  respecto  á  la  venta  de 
las  acciones  y  derechos  de  su  cónyuge  &  las  obras  de 
José  W}  de  la  Torre  que  m&s  tarde  vendió  al  actor  en 
este  juicio  y  que  era  cierto  que  conocía  el  documento 
otorgado  por  su  esposa  al  Sr.  Cassoua  en  Marzo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete;  el  tercero:  que  dijo: 
que  era  cierto  que  conoce  desde  hace  tiempo  á  don 
Francisco  Kefojo  y  Lago,  esposo  de  la  señora  Concep- 
ción de  la  Torre  y  á  D.  Elias  Fernández  Cassona,  Im- 
biendo  tenido  negociaciones  con  este  último  sobre 
obras  de  don  José  M^  de  la  Torre;  que  en  los  primeros 
días  del  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  fué 
visitado  varias  veces  por  el  señor  Refojo,  pretendien- 
do que  el  declarante  le  pagara,  por  saldo  de  cuen- 
ta de  Cassona,  la  suma  de  doscientos  cincuenta  pesos, 
á  lo  que  se  negó  porque  no  se  lo  permitían  los  nego- 
cios que  tenía  pendientes  con  Cassona:  el  cuarto;  que 
dijo:  que  fué  apoderado  de  la  Sm.  la  Torre  para  ad- 
minisürar  sus  bienes,  que  como  tal  administrador  lle- 
vó las  cuentas  anotando  las  cantidades  que  recibía 
entregando  á  su  mandante  autes  de  contraer  ésta  ma- 
trimonio los  libros  y  papeles  de  su  administración;  que 
era  cierto  el  documento  de  fojas  treinta  y  siete  por 
ser  suya  la  ñrma  del  mismo,  así  como  la  de  los  recibos 
que  obran  del  folio  cincuenta  y  cinco  al  cchenta  y  sie- 
te inclusives,  los  cuales  son  ciertos  en  el  contenido; 
q&e  no  recuerda  haber  dado  aviso  por  escrito  al  señor 
Cassona  de  las  cantidades  que  como  apoderado  de  la 
señora  la  Tori-e  recibiera  de  Yaldepares,  por  más  que 
no  duda  puede  haberlo  hecho;  que  siempre  tuvo  al  Sr. 
Cassona  como  el  único  obligado  al  pago  de  los  plazos 
convenidos  en  el  documento  de  treinta  y  uno  de  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  sin  recordar  las 
cantidades  que  le  tibonara  Yaldepares  hasta  Mayo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ni  el  saldo  que  éste 
flfdeudara  á  su  mandante  en  la  fecha  en  que  cesó  en  el 
mismo,  concluyendo  por  manifestar  que  no  era  cierto 
tuviera  con  Yaldepares  g  an  amistad;  cuyo  testigo  al 
ser  repreguntado  á  tenor  del  pliego  de  fojas  ciento 
veinte  y  cuatro  dijo:  que  entregó  ásu  sobrina  la  Srta. 
la  Torre  todas  las  cantidades  que  ptir  cuenta  de  Cas- 
sona le  entregaba  Yaldepares,  á  quien  otorgaba  reci- 
bo; «in  que  por  esto  haya  celerado  á  nombre  de  la 
señorita  la  Torre  convenio  alguno  que  relevara  al  Sr. 
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Fernández  Cáfieona  de  nu8  responsabilidades,  ni  que 
declarase  hubiera  éste  saldado  sus  ementas;  el  quinto 
que  dijo:  que  si  bien  tiene  idea  que  en  Febrero  6  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  estuvo  el  señor  Fer- 
nández Oassoua  n^;ociando  la  impresión  de  las  obras 
de  José  M^  de  la  Torre  no  sabe  á  ciencia  cierta  ]as  con- 
diciones de  la  misma,  pero  la  conferencia  se  celebró  no 
con  el  dioente  sino  con  su  hermano  Joaquín;  el  sexto: 
que  manifestó  había  sido  durante  muchos  afios  encar- 
gado de  la  librería  de  don  José  Valdepares;  que  infini- 
dad de  reces  presencó  que  el  8r.  Velazco  precibia  una 
mesada  de  la  casa  du  Valdepares,  con  cuya  mesada  se^ 
pagaba  lo  que  Cassona  se  habla  comprometido  á  pagar- 
le por  la  compra  de  la  propiedad  de  las  obras  de  José 
M?  de  la  Torre  y  que  ha  confer.  nciado  varias  veces 
con  Refojo  sin  saber  la  cantidad  que  segñn  se  le  adeu- 
da ni  quién  fuera  el  obligado  al  pago;  el  séptimo  ó  sea 
el  testigo  Arcadio  Carbonell  que  al  ser  interrogado  á 
tenor  del  pliego  de  fojas  ciento  treinta  dijo:  que  como 
empleado  que  fué  de  Valdepares  oyó  á  éste  decir  que 
estaba  obligado  á  pagar  á  la  Sra.  Concepción  de  la  To- 
rre lo  que  le  adeudaba  Fernández  Cassona  por  la  com- 
pra que  le  hizo  de  la  propiedad  de  las  obras  de  D.  José 
M?  de  la  Torre;  que  sin  precisar  la  ascendencia  sabe 
que  Valdepare»  pagaba  mensualmente  al  apoderado 
de  la  Srlta.  la  Torre  muchos  de  cuyos  pagos  los  hizo  á 
presencia  del  mismo  y  que  supone  que  en  los  últimos 
días  de  la  vida  de  Valdepares,  lo  visitó  con  frecuen- 
cia el  8r.  Refojo,  exigiéndole  el  pago  de  lo  que  le  adeu- 
daba á  su  esposa  Sra.  la  Torre  por  cuenta  de  Fernán- 
dez Cassona;  el  octavo  nombrado  José  María  Garay, 
quien  depone  á  tenor  del  interrogatorio  de  fojas  cien- 
to treinta  y  tres,  manifestsmdo  ser  cierto  que  existía 
un  contrato  formalizado  entre  Elias  Fernández  Canso- 
na, Francisco  Javier  Velazco  y  José  Valdepares,  por 
el  cual  Valdepares  se  obligó  á  pagar  á  la  6ra.  Concep- 
ción de  la  Torre  la  suma  que  le  adeudaba  Fernández 
Cassona  por  la  compra  que  le  hizo  de  la  propiedad  de 
lais  obras  de  D.  Jo»é  M*>  de  la  Torre;  que  conoció  la 
existencia  de  ese  contrato  por  haber  oído  refei  ir  á  los 
interesados;  que  el  contrato  se  celeb  ó  por  los  afios  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete  á  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  y  que  todas  cantidades  que  Valdepares 
le  entregaba  á  Velazco  lo  hacía  á  virtud  de  ese  contra- 
to, por  cuenta  de  Fernández  Cassona,  y  el  noveno  ó 
sea  D.  Luis  Ouin  quien  dijo  al  declarar  por  el  interro- 
gatorio de  fojas  ciento  treinta  y  seis;  que  fué  dnefio 
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del  establecimiento  de  libros  que  perteneció  á  Valde* 
parespor  venta  qae  éste  le  hizo:  que  oomo  tal  duefto 
tuvo  en  su  pode/  el  archivo  del  establecimiento,  el  que 
trasmitió  luego  á  los  que  le  sucedieron  en  el  dominio, 
del  mismo,  cuyo  archivo  estaba  en  completo  desorden, 
debido  á  la  larga  enff rmedad  que  alejó  á  Valdepares 
durante  largo  tiempo  del  cuidado  y  regencia  de  la  casa. 

Decimoquinto  Resultando  que  propuesta  tam* 
bien  como  prueba  del  demandado  la  confesióu  judicial 
de  la  Sra.  Concepción  de  la  Torre  de  llefojo,  fué  de* 
negada  por  providencia  del  folio  ciento  cuarenta  vuel- 
to,  en  ateoción  de  no  ser  parte  en  el  juicio  la  referida 
Sra.  contra  cuya  reolución  interpuso  esta  parte  recur- 
so de  reposición,  el  que  sustanciado  con  audiencia  del 
actor,  opuestose  el  mismo,  fué  declarado  sin  lugar  de 
fojas  ciento  cincuenta. 

Decimosexto.  Resultando  que  propuesta  tam- 
bién, por  el  demandado  la  prueba  de  reconocimiento 
de  libros  de  cnmercio,  se  declaró  parte  de  e  la  perti- 
nente denegándose  la  restante  por  no  haber  expresado 
con  precisión  las  fechas  de  los  asientos  y  ser  para  ello 
necesario  la  pesquisa  que  prohibe  el  articulo  cuarenta 
y  cinco  del  Código  de  Comercio.  Contra  esta  denega- 
ción que  fué  hecha  en  la  misma  providencia  citada  en 
el  anterior  resultando,  interpuso  la  parte  recurso  de 
reposición  el  que  por  impugnado  por  el  actor  se  deses- 
t^'mó  en  el  propio  auto  citado  en  el  párrafo  que  ante- 
cede. . 

Decimoséptimo.  Resultando  c  mo  más  prueba 
del  demandado,  la  del  rexM)nocimiento  del  documen- 
to de  fojas  cuarenta  con  vista  de  los  libros  de  con- 
tabilidad de  la  que  fué  librería  de  Valdepares;  re- 
conocimiento que  fué  practicado  por  el  actuario  se- 
gún consta  en  diligencia  de  fojas  ciento  cincuenta 
y  nueve,  apareciendo  que  las  entregas  en  efectivo  he- 
chas á  Velazco  que  aparecen  en  el  documento  del  folio 
cuarenta,  se  hallan  anotadas  en  el  libro  de  la  casa, 
excepto  las  cuatro  últimas  partidas. 

Décimooctavo.  Resultando  que  transcurrido  el 
término  de  prueba  y  practicadas  dentro  de  él  las  pro- 
puestas, salvo  el  examen  de  un  testigo  del  demandado, 
que  se  reservó,  se  mandó  en  providencia  de  diez  y  ocho 
de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  visible  al  dorso 
del  folio  noventa  y  dos,  se  unieran  á  los  autos  las 
pruebas  practicadas,  haciéndosele  saber  á  las  partes; 
prevenciones  que  cumplió  el  actuario,  uniendo  en  el 
mismo  día  á  estos  autos  la  referida  prueba* 
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Bbbolución  rkcubbida: 

Decimonoveno.  Resaltando  que  la  sentencia  de 
fecha  veintinueve  de  Enero  que  ya  se  ha  mencionado, 
dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  en  su  parte  dispositiva  confirma  la  de  prime- 
ra instancia,  con  imposición  de  las  costas  de  la  apela- 
ción al  apelante;  y  dicha  sentencia,  de  fecha  doce  de 
Abril  del  pasado  año  mil  novecientos  dos,  á  su  vez,  de- 
claró sin  lugar  la  excepción  de  incompetencia  y  con 
lugar  la  de  novación,  y  en  su  consecuencia  absolvió 
de  la  demanda  al  demandado  Elias  Fernández  Gassona, 
condenando  al  actor  Manuel  González  Bentrón  al  pago 
de  costas. 

FüNDAMBNTOS  DEL  RECURSO  DE  OABACIÓN: 

Vigésimo.  Resultando  que  contra  la  relacioi  ala 
sentencia  de  segunda  instancia  el  demandante  Gonzá- 
lez Bentróu  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  por  la  causa  del  número  primero  del  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  que  h\zo  consistir  en  las  infracciones 
siguientes:  Primero:  infracción  de  la  ley  tFv^inta  y  cua- 
tro, titulo  once,  partida  quinta,  aplicable  á  la  cuestión 
debatida  por  cuanto  la  sentencia  declara  en  alguna 
forma  que  no  ha  debido  exigirse  al  demandado  la  pe- 
na estipulada  y  el  cumplimiento  de  la  obligación, 
siendo  así  que  á  ambas  cosas  se  obligó  expresamente 
el  demandado.  Segundo: , infracción  de  la  ley  quince, 
titulo  catorce,  partida  quinta,  aplicable  al  caso,  pues 
con  arreglo  a  dicha  ley  la  novación  no  existe  si  no  se 
pacta  expresamente,  y  la  sentencia  declara  existente 
una  obligación  que  no  consta  fehacientemente,  cuya 
existencia  presume  dicha  sentencia,  faltando  la  decla- 
ratoria expresa  que  exige  la  ley  para  que  «valga  el  se- 
gundo pleito  ó  sea  desatado  el  primero».  Tercero: 
infracción  de  la  propia  ley  cit>ada,  que  dispone  que 
cuando  se  novare  una  obligación  por  otra  condicional 
y  se  faltare  á  la  condición  «ñncaria  firme  el  primer 
pleito  é  seria  tenudo  de  lo  cumplir  el  debdor  é  non 
valdria  el  renovamiento»  por  no  haberse  aplicado, 
puesto  que  en  la  novación  efectuada  por  el  documento 
de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  siete  se  novó  la  escritura  de  quince  de  Junio  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  dos,  pactándose  expresamente 
la  condición  de  que  si  no  se  pagaba  en  los  plazos  fija- 
dos no  valdria  la  novación,  y  la  sentencia  recurrida 
declara  subsistente  este  convenio;   y  á  su  vez  novada 
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por  otro;  sin  haberse  pagado  eii  su  totalidad  los  plazos 
estipulados.  Cuarto:  infracción  del  articulo  mil  dos- 
cientos noventa  y  cuatro  del  Código  Civil  que  declara 
subsidiaria  la  acción  de  rescisión,  por  haberi-e  aplicado 
indebidamente  por  cuanto  se  trata  de  contratos  ven- 
cidos y  consumados  antes  de  la  publicación  del  Código 
Civil  y  que  por  tanto  no  puede  aplicársele,  habiéndose 
además  erróneamente  interpretado  al  aplicarlo  al  caso 
discutido  en  el  pleito,  olvidando  que  en  éste  la  resci- 
sión no  era  por  una  causa  de  las  señaladas  en  el  Có- 
digo, sino  por  un  convenio  de  las  partes  contratantes, 
que  no  la  establecieron  como  subsidiaria.  Quinto:  el 
articulo  mil  doscientos  noventa  y  nueve  del  Código 
Civil  por  aplicación  indebida,  pues  se  apüca  á  accio- 
nes nacidas  de  contratos  anteriores  al  Código,  y  por 
interpretación  errónea  porque  se  aplica  á  una  rescisión 
convenida  por  las  partes  para  el  caso  de  que  no  se 
cumpliera  determinada  condición  y  no  es  posible,  aun 
suponiendo  aplicable,  aplicarlo  al  caso  mientras  no  se 
dejó  de  cumplir  la  condición. 

Vigésimoprimero.  Resultando  que  en  auto  de 
veinte  de  Febrero  último  la  Sala  sentenciadora  admi- 
tió dicho  recurso  y  citados  y  emplazados  las  partes  se 
han  personado  ante  este  Tribunal,  compareciendo  el 
recurrente  dentro  del  término,  sustanciándose  el  re- 
curso en  legal  forma  y  celebrándose  )a  vista  el  dia 
veintitrés  del  pasado  Abril,  concurriendo  á  ella  los 
Letratos  de  las  partes,  apoyando  el  recurso  el  que  lo 
era  de  la  recurrente,  que  pidió  fuese  el  mismo  decla- 
rado con  lugar,  é  impugnándolo  por  el  contrario  el  de 
la  no  recurrente,  que  solicitó  á  su  vez  fuese  desesti- 
mado, por  improcedente. 

Decisión  del  rkcurso: 

Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  en  el  pleito  del  cual 
procede  el  presente  recurso  se  ha  perseguido  el  cum- 
plimiento de  lo  estipulado  en  la  cláusula  séptima  de 
la  escritura  de  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos,  6  sea,  el  obtener  conjuntamente  con  la 
rescisión  del  contrato  contenido  en  dicho  título  el  abo- 
no de  la  cantidad  total  á  que  el  deudor  se  obligó  como 
precio  de  la  venta  realizada  á  su  favor  en  ese  acto;  y 
la  expresada  cláusula,  por  reunir  ambas  estipulacio- 
nes, tiene  naturaleza  penal,  conforme  el  recurrente 
sostiene,  y  por  objeto  castigar  el  incumplimiento 
del  comprador  en  cuanto  á  dicho  abono. 
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Segundo.  Considerando  que  al  declarar  la  sen- 
tencia recurrida  que  el  demandado  ha  dejado  de  pagar 
una  parte  del,  precio  por  causas  que  no  le  son  imputa- 
bles, y  que,  por  el  contrario,  atribuye  á  n^ligencia 
-de  su  acreedora,  afirma  un  hecho  que  no  ha  sido  com- 
batido en  casación,  y  que  impide  desde  luego  por  sí 
solo  que  la  demanda  prospere,  en  razón  á  su  funda- 
mento y  fin;  pues  atribuido  el  incumplimiento  del 
contrato  á  la  causante  del  recurrente,  no  debe  tal 
circunstancia  ceder  en  perjuicio  de  quien  con  ella  con- 
trató, y  que  resulta  de  hecho,  por  los  términos  del  fallo 
recurrido,  exonerado  de  dicha  responsabilidad. 

Tercero.  Considerando  que  por  mérito,  de  los 
anteriores  razonamientos  carece  de  toda  eficacia  el  re- 
curso, porque  debiendo  subsistir  en  todo  caso  la  apre- 
-ciación  del  Tribunal  a  quo  en  cuanto  al  particular 
referido,  no  es  dable  casar  la  sentencia;  cualquiera  que 
pueda  ser,  por  otra  parte,  la  propiedad  ó  impropiedad 
con  que  en  ella  se  hayan  mencionado  diversas  leyes  y 
consignado  determinadas  apreciaciones,  contra  cuyas 
citas  y  razonamientos,  más  que  contra  el  fallo,  se  di- 
rijen  algunos  motivos  del  recur«<o. 

Cuarto.  Considerando  que  s^ún  el  articulo 
veinticinco  de  la  Orden  náméro  noventa  y  dos  de  mil 
ochocieíítoB  noventa  y  nueve,  cuando  se  declare  sin 
lugar  un  recurso  de  casación  las  costas  deberán  impo- 
nerse al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  por  infracción 
de  ley  tiene  interpuesto  Manuel  González  Bentrón,  y 
al  cual  se  refiere  la  presente  sentencia,  condenándole 
además,  al  pago  de  las  costas  de  dicho  recurso.  Co- 
muniqúese, etc. — Así  por  esta  nuestra  sentencíalo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  Várela. 
— Pedro  González  Llórente. — Octavio  Giberga. — ^Car- 
lo6  Revilla. — Rafael  Maydagán. 


M  ley.— Sent.  28.-8  de  Mayo.— Precepto  atitorizador. 

(  Gac,  H  Eneroy  1904. ) 

DOCTUINA:  Se  falta  ni  requisito  3?  del  ar- 
ticulo V  de  la  orden  92  de  1899,  cuando  alegados 
dos  motivos  de  casación  se  citan  para  autorizar- 
los tres  preceptos  legales. 

Es  inadmisible  un  recurso  que  se  funda  en  afir- 
maciones de  hechos  que  no  contiene  la  sentencia 
recurrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Mayo  de 
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mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tribu- 
nal el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  enta- 
blado por  los  actores  que  luego  se  meng  onan  contra 
la  sentencia  que  dictó  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  id  abana  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  seguido  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  Distrito  Este  de  esta  capital  y  ante  la  citada  Au- 
diencia por  William  George  Emanuel,  como  apoderado 
de  Federico  Baró,  Federico  Eamos  Cancela,  Marcos 
6o ves,  José  Noriega,  Ignacio  León,  José  Agosto,  Do- 
mingo Luengo  y  Crescendo  Mesa  y  Arrondo,  todos 
sin  segundo  apeUido,á  excepción  del  segundo  y  último, 
vecinos  de  esta  ciudad,  jornaleros  el  primero,  segundo, 
séptimo  y  octavo,  cocinero  el  terc«'ro,  tabaqueros  el 
cuarto  y  el  sexto  y  el  quinto  albañil,  contra  María  de^ 
Jesús  Puig,  de  la  propia  vecindad  y  ocupada  en  los 
quehaceres  de  su  casa,  para  que  cese  en  el  usufructo 
de  dos  casas  en  las  calles  de  Florida  y  Esperanza,  de 
esta  misma  capital,  con  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios: 

Demanda:  • 

Primero.  «Resultando:  que  por  su  escrito  de  fojas 
uferece,  el  señor  William  George  Emanuel  á  nombre  y 
«representación  de  Federico  Baró,  Federico*  Bamo» 
«Cancelas,  Marcos,  Goves,  José  Noriega,  Ignacio  León, 
«José  Agosto,  Domingo  Luengo  y  Crescencio  Mesa  y 
«Arroudo  establece  demanda  declarativa  de  mayor 
«juantia  contra  María  de  Jesús  Puig.  fundándola  en 
«los  siguientes  hechos:  Primero:  Que  según  la  copia 
«autorizada  del  documento  que  acompaña,  la  negra 
«libre  M^  Joaquina  Mesa,  natural  de  la  nación  africana 
«Arará  Da  jomé,  viuda  y  en  la  plenitud  de  sus  dere- 
«chos,  sin  descendientes  ni  ascendientes  legítimos  ni 
«de  ninguna  otra  clase,  otorgó  su  última  voluntad  en 
«veintinueve  de  Octubre  de  mil  ochocientios  cincuenta 
«nueve,  ocurriendo  su  fallecimiento  en  esta  capital  el 
«día  seis  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta.  Se- 
«gundo:  Que  dejó  dos  casas,  una  en  la  calle  de  la  Es- 
«peranza.  número  treinta  y  nueve,  de  mamposteria  y 
«tejas  y  otra  en  la  de  Flor<da,  número  cuarenta,  antes 
«treinta  y  ocho,  también  de  mamposteria  y  tejas,  sin 
»q\ie  conste  el  valor  en  ninguna  escritura  que  esté  á  la 
«vista;  pero  que  pueden  valer,  por  lo  menos,  más  de 
«mil  pesos  oro  cada  una.  ó  sea  dos  mil  y  pico  de  pesos 
«oro  español  las  des.  Tercero:  Que  nombró  heredera 
«usufructuaria  de  las  expresadas  casas  á  la  de  su  raza 
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«Altagracia  Herrera,  hoy  dtfante,  con  la  snstítucióm 
«en  en  el  mismo  usufructo  á  favor  de  la  nación  Arará 
jiDajomé  hasta  la  extinción  de  dicha  nación  en  esta 
nciudad,  como  jtparece  en  las  cláusulas  novena,  déci- 
urna  y  oncena  del  expresado  testamento.  Cuarto:  Que 
iKiesde  hacía  algunos  años  la  demandada  María  de  Je- 
»sás  Puig,  críolla  y  sin  parentesco  alguno  con  los  de 
«la  nación  Arará  Ti^jomé  á  que  la  testadora  peí  teñe- 
«cía, 'vino  del  campo  á  esta  capital,  y  pasado  algún 
«tiempo,  en  virtud  de  una  usurpación  de  la  posesión 
»tomó  á  su  cargo  dichas  dos  casas,  por  lo  que  en  ocho 
«de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  se 
«reunió  el  cabildo  Arará  Dajomé  para  lanzarla  de  ellas, 
«levantando  acta  en  la  fecha  referida,  cuya  acta  debe 
«existir  en  el  Gobierno  Civil.  Quinto:  Que  sus  repre* 
«sentados  son  de  nación  Arará  Dajomé,  condición  im» 
«puesta  por  la  testadora  en  su  legado  de  usufructo,  co* 
«mo  puede  probarse  por  todos  los  antecedentes  y 
«poruña  información  testifical,  ya  que  no  era  posible 
«efectuarlo  por  partida  de  bautismo  ni  much(9  menos 
«por  las  actas  del  Eegistro  Civil,  que  datan  del  año  de 
«mil  ochocientos  ochenta  y  cinco;  y  después  de  consig*- 
«nar  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinen- 
«tes,  concluyó  que  ejercitando  la  acción  real  reivindi- 
«catoria,  pedía  para  sus  representados  se  le  conñriera 
«el  usufructo  de  la»  casas  número  treinta  y  nueve  de 
«de  la  calle  de  la  Esperanza  y  número  cuarenta  de  la 
«de  Florida,  con  indemnización  de  daños  y  perjui- 
«cios  por  parte  de  María  de  Jesús  Puig;  manifestan- 
«do  por  un  otrosí  que  por  efecto  de  las  reformas  mo- 
«dernas  debe  ser  la  diferencia  que  se  nota  en  los  nú- 
«meros  de  las  dos  casas  Esperanza  treinta  y  nueve  y 
«Florida  cuarenta  en  vez  de  treinta  y  ocho;  acompa- 
«fiáfidose  con  dicho  escrito  un  testimonio  del  poder 
«otorgado  ante  el  notario  Emilio  Yillageliú  que  acre- 
«dita  su  personería;  otro  del  testamento  otorgado  por 
«María  Joaquina  Mesa  en  veintinueve  de  Octubre  de 
«mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  ante  el  notario  de 
«Ouerra  y  Marina  Ledo.  Plácido  M.  Borrego;  y  una 
«certificación  expedida  por  el  Secretario  del  extiguido 
«Juzgado  Municipal  del  Distrito  de  Jesús  María  en  la 
«que  lüte  inserta  el  acta  de  conciliación  intentada  sin 
«electo«: 

Segundo.  «Resultando  que  el  propio  señor  Ema- 
«nuel,  por  su  escrito  de  siete  de  Enero  del  corriente 
«año  (mil  novecientos  dos)  fojas  veinticuatro,  para 
«acreditar  la  personalidad  de  sus  representados  acon^- 
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upaña  el  acta  de  0( institución  de  la  Junta  de  la  Socie- 
jidad  de  Socorros  mutuos  denominada  ^'África",  for- 
umada  por  individuos  de  la  nación  Arará  Dajomé  re- 
j»sideute8  en  Cuba,  cuya  acta  se  encuentra  firmada  por 
«los  miembros  de  la  Junta  que  supieron  hacerlo,  la 
«que  fué  presentada  en  el  Gobierno  Civil  á  los  efecto» 
»áe  la  vigente  Ley  de  asociación  en  Enero  seis,  estañ- 
ado firmada  por  el  Gobernador  Civil;  por  lo  que  en 
«providencia  de  fojas  veinticuatro  vuelta  en  mérito 
jide  dicha  acta  testimonio  de  poder  testamento  y  acta 
j»de  conciliación  de  fojas  primera,  cinco  y  doce  se  tuvo 
»por  parte  al  señor  William  George  Emanuel  4  nom- 
jibre  y  representación  de  las  personas  que  expresó  en 
iisu  escritio  de  demanda  la  que  mandó  se  sustanciase 
«por  los  trámites  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
utia  confiriéndose  traslado  de  ella  á  María  de  Jesús 
jiPuig  emplazándosela  para  que  compareciera  en  loa 
jiautos  personándose  en  forman: 

Contentación  : 

Tercero.  «Resultando:  que  el  Procurador  Anto- 
«nio  Arjona,  en  escrito  de  fojas  cuarenta  y  dos  se  per- 
•sona  á  nombre  de  María  de  Jesús  Puig  contestando 
«la  demanda,  negándc  la,  no  sólo  por  falta  de  acción, 
«sino  también  oponiendo  la  de  personalidad  de  los  de- 
«mandantes  y  de  falta  de  personaMdad  en  la  demanda- 
«da,  fundando  su  oposición  en  los  hechos  siguientes: 
«Primero:  Que  los  individuos  pertenecientes  á  la  fami- 
«lia  ó  tribu  Dajomé  de  la  nación  africana  Arará  se 
«reunieron  en  veintitrés  de  Marzo  de  mil  ochocientoa 
«ochenta  y  nueve  para.ajustar  á  la  ley  de  asociaciones 
«vigente  entonces,  la  existencia  del  antiguo  cabildo  de 
«la  nación  Arará  Dajomé;  y  haciendo  constar  que  el 
«Reglamento  había  HÍdo  presentado  al  Gobernador  Ci- 
«vil,  procedieron  á  elegir  la  Junta  Directiva.  Según- 
«do:  Que  en  el  mismo  acto  y  en  posesión  de  sus  cargos 
«los  elegidos  para  esa  Junta  Directiva,  acordaron  los 
«asociados  que  ésta  delegara  la  administración  de  los 
«bienes  de  la  sociedad  en  la  demandada.  Tercero:  Que 
«tanto  el  Reglamento  como  el  acto  de  la  sesión  ante- 
«rior mente  relatada  se  presentaron  al  Gobernador  Ci- 
«vil  quedando  inscrita  la  sociedad  según  nota  al  pie 
«de  los  documentos  que  acompaña;  y  cuarto:  Que  va- 
Arios  individuos  que  niega  tengan  el  carácter  de  natu- 
«rales  de  la  nación  Arai^  en  su  fracción  ó  tribu  llama- 
«da  Dajomé,  algunos  de  ellos  y  los  otros  no  pertenecen 
üá  la  asociación  que  posee  y  administra  las  casas  de 


JÜBIHPBÜDKMCIA  CIYÍL.  23 


vreíerencia.  se  han  reunido  con  objeto  de  fundar  una 
«sociedad  de  socorros  mutuos  titulada  ^* África"  y  sin 
«otra  explicación  que  el  acta  cuyo  autenticidad  impug- 
jinaba  pretenden  se  le  confi^ra  el  usufructo  que  dicen 
jKX)rresponderle  en  las  casas  antes  mencionadas;  y  con- 
«signando  los  fundamentos  de  derecho  pertinentes  so- 
j»licit6  se  tuviese  por  contestada  la  demanda,  y  en  su 
«oportunidad  declarar  con  lugar  las  excepciones  alega- 
jadas absolviendo  á  su  representada  con  las  costas  á  la 
«parte  actora  y  declaratoria  de  su  temeridad»: 

Cuarto.  «Resultando  que  en  once  de  Abril  del 
«corriente  año,  (mil  novecientos  dos)  fojas  cuarenta  y 
«cinco  vuelta,  se  tuvo  por  parte  al  Procurador  Anto- 
«nio  Arjona  en  .  nombre  de  María  de  Jesús  Puig  en 
«mérito  del  testimonio  de  poder  otorgado  á  su  favor 
«ante  el  Notario  Ldo.  Juan  Antonio  Lliteras  que 
«acompaña  c<»n  su  escrito,  con  el  que  también  acompa- 
«fió  un  acta  extendida  en  esta  Ciudad  en  veintitrés  de 
«Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  en  la  que 
«consta  que  reunidos  varios  individuos  en  la  casa  calle 
«de  la  Esperanza  námero  treinta  y  nueve  pertenecien- 
«te  al  Cabildo  Arará  Dajomé  sociedad  de  socorros  mú- 
«tuce  bajo  la  advocación  del  Espíritu  Santo  procedie- 
«ron  á  elegir  su  Junta  Directiva  la  que  ya  en  posesión 
«de  sus  cargos  los  individuos  de  la  misma  acordaron 
«por  unanimidad  delegar  el  carácter  de  administrado- 
«ra  de  loe  bienes  de  la  sociedad  en  María  de  Jesús 
«Puig  la  que  fué  presentada  en  el  Gobierno  Civil  á  los 
«efectos  de  la  Ley  de  asociación  y  un  Reglamento  de 
«la  meueionada  sociedad  de  socorros  mutuos  presen- 
«tado  también  en  el  Gobierno  Civil» : 

Réplica: 

Quinto.  «Resultando  que  conferido  traslado  en 
«réplica  al  actor  de  la  contestación  de  la  demanda  lo 
«evacuó  por  su  escrito  de  fojas  cuarenta  alegando  co- 
»mo  puntos  de  hechos:  Primero:  Que  la  Asociación 
«Arará  Dajomé  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
«único  apoyo  de  la  parte  contraria,  sufrió  en  los  trece 
«años  transcurridos  estas  bajas  y  variaciones:  Ramón 
«Rodríguez  murió  hará  unos  diez  años:  Tomás  A.  Flo- 
«res  murió  también;  y  son  asimismo  difuntos  Patricio 
«Varol  y  Enrique  Pont:  Hermenegildo  Rey  ó  Albear 
«emigró  á  África  habrá  unos  ocho  meses;  Andrés  Fer- 
«nández  reside  en  el  campo  desde  hace  tiempo;  y  José 
«IN'oriega,  José  Agosto,  Federico  Ramos  y  Crescendo 
«Mesa  pertenecen   á  la  nueva  asociación  constituida 
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i»oon  arreglo  &  la  Ley  vigente  y  con  nn  acta  muy  antén* 
Hica,  como  lo  demuestra  el  documento  que  obra  en 
«autos  con  el  sello  del  Gobierno  Civil  y  la  firma  del 
«Gobernador. — Segundo:  Que  nombrada  administra- 
»dora  la  demandada  María  de  Jesús  Puig  desde  enton- 
wces,  y  aprovechando  la  defunción  del  Presidente  Ra- 
»m6n  Rodríguez,  del  Vice-Presidente  Tomás  A.  Flores 
»y  de  otros,  y  el  desconcierto  y  disolución  de  la  socie- 
Ddad  debidos  al  tiempo  y  á  las  circunstancias  calami- 
«tosas  que  han  amargado  á  esta  hermosa  patria  cubana 
/»se  constituyó  en  usufructuaria,  única  y  exclusiva,  en 
«una  verdadera  usurpadora  de  la  posesión  de  las  casas 
«hoy  en  litigio  Florida  cuarenta  y  Esperanza  treinta  y 
«siete;  y  Tercero:  Que  ha  escapado,  desgraciadamen- 
«te,  á  una  de  las  más  brillantes  y  simpáticas  lumbreras 
«del  foro  habanero,  al  negar  el  carácter  de  naturales 
«de  la  nación  Africana  Arará  Dajomé  á  sus  represen - 
«tados,  que  varios  de  éstos  fueron  miembros  de  la 
«asociación  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  como 
«se  vé  en  el  acta  número  dos,  acta  precisamente  en 
«que  la  María  de  Jesús  Puig  apoya  todos  sus  derechos 
«para  poseer  y  usufructar  de  un  modo  exclusivo  las 
«casas  de  referencia;  y  que  los  demás  de  la  nueva  so- 
«ciedad  todos  mayores  de  sesenta  años,  muy  conoce- 
«dores  de  la  geografía  de  su  país,  sin  ser  de  cuatro 
«ojos,  si  no  de  dos,  son  tan  naturales  de  Arará  6  Da- 
«jomé  como  los  otros;  y  consignando  los  fundamentos 
«de  derecho  que  creyó  oportunos  solicitó  se  tuviese  por 
«evacuado*  el  trámite  de  réplica  y  que  ee  recibiese  el 
«pleito  á  prueba»:  ' 

D6plica: 

Sexto.  «Resultando  que  evacuado  el  trámite  de 
«réplica  se  dispuso  en  providencia  de  fojas  cincuenta 
«vuelta  se  confiriese  traslado  en  duplica  á  la  demanda- 
»da  quien  lo  evacuó  por  su  escrito  de  fojas  cincuenta  y 
«seis,  manteniendo  todos  los  fundamentos  de  hecho  y 
«de  derexjho  de  su  escrito  de  contestación,  no  oponién- 
«doseal  recibimiento  del  pleito  á  prueba* : 

Resolución  recurrida: 

Séptimo.  Resultando  que,  con  los  demás  trámi- 
tes legales,  falló  el  pleito  el  referido  Juez  de  primera 
instancia,  de  cuya  sentencia  apelaron  los  actores,  y  en 
cinco  de  Febrero  del  corriente  aflo  dictó  la  suya  la 
mencionada  Sala,  por  la  cual  se  aceptan  los  funda- 
mentos de  hecho  consignados  por  el  Juez,  entre  los 
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qae  aparecen  loe  seis  antes  transcriptos,  se  declara  con 
logar  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  los  de- 
mandantes alegada  por  la  demandada   y   sin  lugar  la 
demanda  con  las  costas  de  ambas  instancias  á  dargode 
aqnellos,  sin  hacerse  especial  declaración  de  temeri- 
dad á  los  efectos  de  la  Orden  número  tres  de  mil   no- 
vecientos uno,   fundándose  el   Tribunal   sentenciador 
en  que  la  representación  actora  presentó  como  justifi- 
cante de  su  personalidad  el  act«  original  de  la  consti- 
tución de  la  Junta  de  la  Sociedad  de  socorros  mutuos 
ff África»,  que  se  dice  formada  por  individuos  de  la  na- 
ción  Arará  Da  jomé  residentes  en  esta  ciudad,  cuya 
acta  lleva  fecha  de  veintiséis  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos uno,  y,  habiéndose  establecido  la  demanda  en 
veintidós  de  Agosto  del  mismo  año,  es  evidente  que 
coando  se  inició  este  juicio  no  tenía  personalidad  para 
ello  la  expresada  asociación:  en  que  del  acta   original 
que  presentft  la  demandada  aparece  que   la  asociación 
de  socorros  mutuos  denominada  «rEspíritu  Santo»,  for- 
mada por  individuos  pertenecientes  al  cabildo   Arará 
Dajomé,  fué  constituida  con   arreglo  á  la  vigente  ley 
de  asociaciones  en  veintiséis  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  inscribiéndose,  con  el  acta  de  su 
constitucióa  en   el   Gobierno  Civil  de  esta  provincia, 
los  estatutos  de  la  misma,  que  originales   también   se 
presentan  per  la  demandada,  cuya  sociedad  ha  venido 
funcionando  ientro  de  sus  atribuciones,  como  lo  com- 
prueban las  Q5tas  que  asimismo  se  presentan,  con  lo 
cual  se  ha  demostrado  que  no  ha  podido  constituirse 
otra  asociaciói  en  sustitución  de  la  que  ya  existia  sin 
que  constase  que  habla  cesado  la  primera:   en  que, 
justificado  el  lecho  de  que  la  sociedad  «Espíritu  San- 
to» como   reprsentante  de  la  nación  africana  Arará 
Dajomé  institiida  en  segundo  término  heredera  usu- 
fructuaria de  1«  bienes  dejados  por  D^  María  Joaqui- 
na Mesa,  ha  enrado  en  la  posesión  y  disfrute  de  ellos, 
percibiendo  y  ncaudando  sus  rentas  ó  productos  por 
medio  de  la  administradora  María  de  Jesús   Puig,  no 
es  posible  privsr  á  ef>ta  sociedad   de  la  representación 
que  ha  ostentato  ha^ta  el   presente  y  conceder  á  los 
demandantes  laque  se  atribuyen,   sin  que  se  haya 
cumplidamente  acreditado  su   carácter  de  nativos  ú 
originarios  del  A*ará  Dajomé,  mucho   menos   recono- 
ciendo los  mism^  demandantes  la  eficacia  y  proceden- 
cia de  los  actos  ^  heredero  que  con  anterioridad  á  la 
interposición  deta  demanda  ha  realizado   la   primera 
asociación:  enqi^,  mientras  no  se  decida  á   cual  de 
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laB  doB  asociaciones  corresponde  la  representación  del 
repetido  cabildo,  no  cabe  privar  de  la  administración 
de  los  bienes  á  la  persona  qne  viene  ejerciéndola  en 
virtnd  de  un  acuerdo  de  la  primeramente  constituida, 
cuy^o  acuerdo  debe  subsistir  en  tanto  qne  no  sea  decla- 
rado ineñcáz  en  la  forma  que  proceda:  en  que,  debién- 
dose atender,  segúh  el  artículo  setecientos  cincuenta  y 
ocho  del  Código  Civil,  para  calificar  la  capacidad  del 
heredero  ó  legatario,  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  per- 
sona de  cuya  sucesión  se  trate,  para  dejar  demostrada 
la  falta  de  acción  de  lo^  demandant>es  bastft  tener  en 
cuenta  el  hecho  de  que  la  Mesa  falleció  con  mucha  an- 
terioridad á  la  constitución  de  la  sociedad  de  st)corros 
mutuos  «África»,  circunstancia  que  demuestra  por  si 
sola  la  absoluta  incapacidad  de  dicha  asociación  para 
poder  alcanzar  iomo  persona  jurídica  las  declaracio- 
nes que  en  orden  4  la  herencia  de  la  Mesa  solicitan  los 
actores;  y  en  que,  apareciendo  del  testamento  de  ésta 
qne  instituyó  heredera  usufructuaria  de  las  casas  en 
cuestión  á  la  morena  Altagracia  Herrera  y  otras  per- 
sonas y  dispuso  qne  al  fallecimiento  de  todas  ellas 
plisase  el  usufructo  de  esos  bienes  á  la  Nación  Arará 
Dajomé,  no  puede  entenderse,  por  no  estir  probado 
en  manera  alguna  el  fallecimiento  de  los  usufructua- 
rios instituidos  en  primer  término,  que  d  usufructo 
haya  pasado  al  referido  Cabildo;  razonei  las  expues- 
tas por  las  cuales  carece  de  personalidad  y  acción  la 
parte  demandante: 

Fundamento  del  rbcubíbo  de  oasagión: 

Octavo.  Resultando  que  contra  la  «zpresada  sen- 
tencia interpuso  esa  parte  recuréO  de  raación  por  in- 
fracción de  ley  y  por  quebrantamiento  «e  forma,  con- 
signando, con  relación  á  aquel,  en  el  párrafo  námero 
tercero  del  escrito  de  interposición,  qie  lo  autorizan 
los  incisos  primero,  segundo  y  séptimoJel  artículo  rail 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjiiciamiento  Ci- 
vil y  en  el  párrafo  número  cuarto  del  propio  escrito, 
además  de  los  particulares  relativos  aliuebrantamien- 
to  de  forma,  que  «Se  ha  infringido  el  a*tículosetecien- 
j»tos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Civil  en  que  se  apo- 
»ya  la  referida  sentencia,  por  no  laber  tenido  en 
)»cuenta  el  párrafo  tercero  del  mismo,  que  dice:  «Si  la 
j»institución  ó  logado  fuese  condicinal  se  atenderá 
)»además  al  tiempo  en  que  se  cumpla  i  condición»,  por 
»lo  cual,  disuelta  la  asociación  prinitiva,  como  está 
«probado  en  autos,  y  formada  la  nu6^a  con  elementos 
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)»di8per808  de  la  otra,  les  corresponde  el  usufructo  en 
jicualqaier  tievripo  6  sea  hasta  la  extinción  de  los  indi- 
jíviduoB  de  la  Nación  africana  Arará  Daiomé  existentes 
ven  Cuba  y  luego  deberán  pasar  dichos  oienes  en  pleno 
j»dominio  á  la  parroquia  del  Espíritu  Santo  de  esta  Ca< 
]»pital  con  arreglo  al  testamento;  á  cuyo  precepto  del 
•Código  no  se  ha  ajustado  la  Sala,  en  el  presente  caso, 
>al  sentar  que  debe  atenderae  para  calificar  la  capaci- 
jidad  del  heredero  ó  legatario  al  tiempo  de  la  muerte  de 
»la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata.— Se  ha  infringí- 
jkIo  igualmente  el  articulo  mil  novecientos  dos  de  di- 
jKsho  CódigOy  por  cuanto  la  administradora  ó  demanda- 
j»da  no  ha  demostrado,  ni  podido  demostrar,  á  quienes 
]»rinde  cuenta  desde  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  de 
JKSuya  fecha  es  la  última  acta  presentada,  de  la  primi- 
]»tiva  asociación  Arará  Dajomé  ya  disuelta,  y  tal  ar- 
•ticulo  no  es  para  amparar  una  usurpación  á  todas  lu- 
jices  visible  y  evidente»:  dictando  la  Sala  sentenciadora 
resolución  por  la  cual  deniega  la  admisión  de  los  re- 
cursos por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción 
de  ley  que  fundados  en  los  números  segundo  y  sépti- 
mo del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  se  establecen  (asi  dice)  y  ad- 
mite el  recurso  que  por  infracción  de  ley  y  fundado  en 
el  caso  primero  del  referido  articulo  mil  seiscientos 
noventa  se  establece,  fundándose  la  Sala,  tocante  al 
recurso  deducido  por  infracción  de  ley,  en  que,  si  bien 
cita  el  recurrente  como  preceptos  autorizantes  los  nú- 
meros primero,  segundo  y  séptimo  del  artículo  mil 
seiscientos  no\enta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
y  solo  como  motivo  la  infracción  de  los  artículos  sete- 
cientos cincuenta  y  ocho  y  mil  novecientos  dos  del 
Código  Civil,  es  evidente  que  dicho  motivo  guarda 
clara  correlación  con  uno  de  loe  preceptos  autorizan- 
tes, ó  sea  el  número  primero  del  referido  artículo  mil 
seiscientos  noventa,  por  lo  cual  debe  ser  admitido  el 
recurso  en  cuanto  se  funda  en  dicho  caso,  y  no  en  los 
demás,  pues  en  cuanto  á  ellos  se  limita  á  citar  los 
mencionados  preceptos  autorizantes  números  segando 
y  séptimo  del  susodicho  artículo,  sin  indicar  respecto 
de  los  mismos  motivo  alguno,  ni  expresar  en  qué  con- 
siste la  incongruencia  ó  el  error  de  hecho  ó  de  derecho 
cometido  por  la  Sala  en  la  apreciación  de  la  prueba 
practicada  en  el  juicio;  habiendo  formulado  voto  par- 
ticular dos  de  los  Magistrados  de  la  Sala  en  el  sentido 
de  ser  improcedente  la  admisión  del  recurso  formula- 
do por  infracción  de  ley,  por  que,  consignándose  en  el 
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escrito  de  interposición  an  solo  motivo  de  casación  al 
amparo  de  tres  números  diferentes  del  articulo  mil 
seiscientos  n(»vepta  del  Enjuiciamiento,  los  cnales  de^ 
terminan  otros  tres  diferentes  aspectos  ó  pt  oblemas  de 
casación,  no  ee  posible  saber  á  cual  de  los  preceptos 
autorizantes  refiere  el  recurrente  el  único  motivo  ale- 
gado y  esa  indeterminación  en  la  cita  de  dicho  precep- 
to impide  conocer  si  se  ha  citado  el  que  corresponde 
al  problema  que  se  plantea: 

Noveno.  Resultando  que,  personadas  las  partes 
ante  este  Supremo  Tribunal,  se  ha  sustanciado  con 
arreglo  á  ley  el  recurso  admitido,  celebrándose  el  pri- 
mero del  corriente  la  vista  pública,  á  que  asistió  tan 
solo  el  Letrado  de  la  parte  recurrente,  quien  informó 
en  sostenimiento  de  aquél: 

Decisión  del  reoubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Gibergar 
Primero.  Considerando  que,  bien  se  estimen  como 
uno  solo,  según  lo  hace  la  Sala  sentenciadora,  bien  • 
como  dos  motivos  diferentes,  que  son  en  realidad,  las 
infracciones  del  Código  Civil  alegadas  con  notoria  se- 
paración en  el  recurso,  aunque  á  primera  vista  y  por 
raasón  de  los  preceptos  que  se  dicen  infringidos  se  con- 
traigan una  y  otra,  como  lo  aprecia  dicha  Sala,  á  la 
misma  causa  de  casación  que  el  recurrente  indica  en 
primer  término,  ó  sea  la  primera  mencionada  en  el 
articulo  mil  eeiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  es  lo  cierto  que  con  la  cita,  hecha  al 
propio  tiempo,  de  los  números  segundo  y  séptimo  de 
dicho  artículo,  se  invocan  á  la  vez  otras  dos  distintas 
causas  de  casación,  resultando  de  tal  manera  mencio- 
nados tres  preceptos  legales  como  autorizadores  del 
único  motivo  que  el  Tribunal  sentenciador  entiende  6 
de  las  dos  cuestiones  que  en  realidad  vienen  propues- 
tas, procedimiento  ilícito  é  ineficaz,  como  contrario  & 
lo  prescrito  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  V  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  según  repetidas  declaraciones  de 
este  Tribunal  Supremo,  por  ser  incompatible  con  la 
determinación  necesaria  y  exigida  en  el  recurso,  de  la 
cual  no  deben  los  recurrentes  prescindir  en  ningún 
caso  con  el  empleo  de  formas  y  expresiones  en  que  su 
reclamación  no  aparezca  claramente  bajo  todos  sus 
aspectos,  haciendo  asi  posible  la  confusión  ó  duda 
acerca  del  verdadero  fundamento  de  casación  que  se 
propone,  como  acontece  ahora,   no  tan  solo  á  conse- 
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cuencia  del  defecto  señalado,  bí  no  también  por  que 
en  las  alegaciones  hechas  por  el  recurrente,  que  el 
Tribunal  sentenciador,  supliendo  la  omisión  de  aquél, 
relaciona  con  la  primera  de  las  varias  causas  aduci- 
das, se  contienen  afirmaciones  de  hecho  que  no  con- 
tiene la  sentencia  y  hasta  alguna  contradictoria  de 
ésta,  lo  que  es  improcedente  cuando  el  recurso  está 
apoyado  en  dicha  causa  y  puede  realizarse  nada  más 
que  al  amparo  de  la  causa  séptima,  cuya  invocación 
también  se  hace,  circunstancias  éstas  que  justifican 
muy  singularmente  el  razonamiento  en  que  descansa 
el  voto  particular  de  los  Magistrados  de  la  Sala  que 
discordaron  en  cuanto  á  la  ad  misión  : 

Segundo.  Considerando  que  por  care^-er,  confor- 
me á  lo  expresado,  del  tercero  de  los  requisitos  de  ad- 
misibilidad, debió  ser  rechaz.ido  el  recurso,  en  obser- 
vancia de  lo  que  dispone  el  articulo  XI,  concoixiaute 
con  el  VII,  de  la  precitada  Orden  número  noventa  y 
dos;  y  admitido,  no  obstante,  y  sustanciado,  por  falta 
de  previa  impugnación,  debe  desestimareie  en  definiti- 
va, según  tiene  declarado  con  reiteración  este  Supre- 
mo Tribunal,  imponiéndose  las  costas  á  la  parte  recu- 
rrente, en  virtud  de  lo  que  prec^túa  el  articulo  XL 
de  dicha  Orden: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente^recurso  de  casacióu  y  conde- 
Damos  en  las  costas  del  mismo  á  la  parte  recurrente: 
comuniqúese  con  devolución  de  autos  al  Tribunal  sen- 
tenciador: Asi  por  esta  nuestra  sentenciólo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro 
€k>nzález  Llórente. — Octavio  Giberga. — Ambrosio  R. 
Horales. — Rafael  Maydagán. 


M  ley.— Sent  29.— 18  de  Mayo.— Eeivindicadón.  iOa- 

etta  J4  Enero,  190 J^, ) 

DOCTRINA:  Un  documento  que  contiene 
dos  informes  inspirados  en  criterios  distintos  no 
es  eficaz  para  demostrar  un  error  de  hecho  atri- 
buido al  juzgador,  poique  dicho  error  para  pro- 
ducir la  casHción  ha  de  resultar  evidente  del  docu- 
mento que  á  ese  eft-cto  se  cite. 

No  infringe  el  artículo  49  de  las  ordenanzas  Mu- 
nicipales, la  Sala  sentenciadora  que  apreciando  la 
•prueba  practicada  en  el  juicio  declara  caduco  un 
provecto  de  urbanización  por  haberse  cumplido 
oportunamente  con  lo  dispuesto  en  la  ley  para 
que  ese  proyecto  estuviera  vigente. 

Si  la  Sala  declara  que  no  se  ha  probado  la  fe- 
cha desde  que  el  reclamante  entró  en  posesión  de 
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los  terrenos  que  pretende  haber  adquirido  por 
prescripción^  no  es  posible  estimar  la  existencia  de 
ésta. 

No  se  comete  la  infracción  prevista  en  el  núme- 
ro 3?  del  artículo  1(590  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  por  emplearse  en  el  fallo  un  vocablo  que 
técnican-ente  no  sea  adecuado,  cuando  claramen- 
te se  comprende  lo  que  con  él  se  quiso  expresar  y 
guarda  debida  relación  con  lo  debatido  en  pleito. 

El  saneamiento  no  puede  exigirse  hasta  que 
haya  recaído  demanda  firme  por  la  que  se  baya 
condenado  al  comprador  á  la  pérdida  de  la  cosa 
adquirida  ó  parte  de  ella. 

En  la  ciadad  de  la  Habana,  á  diez  }*  ocho  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  tree,  en  los  autos  del  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  promovidos  por  Genaro  de 
la  Vega  y  continuados  por  su  sucesión ,  que  la  compo- 
nen, su  viuda  Dolores  Ortega  é  Izquierdo,  por  sí  y 
como  madre  legítima  de  los  menores  Alejandro  y  Do- 
lores de  la  Vega  y  Ortega  y  la  señorita  Marina  de  los 
propios  apellidos,  por  sí,  ambas  vecinas  de  esta  ciu- 
dad y  ocupadas  en  los  quehaceres  domésticos,  contra 
las  Compañías  ferrocarrileras  tituladas  «The  Western 
Railway  of  Ha  vana»  y  «Ferrocarriles  Unidos  de  la  Ha- 
bana», sobre  reiviadicación  de  terreno,  demolición  de 
obra  é  indemnización  de  perjuicios;  los  cuales  autos 
proceden  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  correspon- 
dieron en  su  oportunidad  en  turno  al  Juzgado  Este  de 
la  misma:  visto  en  este  Tribunal  Supremo  los  recursos 
de  casación  que  interpunieron  respectivamente  ambas 
Empresas  demandadan  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  l&la  de  lo  Civil  de  dicha  Audiencia  con  fecha  quin- 
ce de  Diciembre  del  pasado  año. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  aceptan  los  Resultandos  de  la  de  primera  ins- 
tancia, que  á  continuación  se  transcriben. 

Dbhanda: 

Segundo.  Resultando  que  en  catorce  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  el  Procurador  Abraham  Ba- 
rreal á  nombre  de  don  Genaro  de  la  Vega  y  Villa, 
estableció  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  contra  las  Compañías  anónimas  «The  Western 
Railway  of  Havana»  y  «Ferrocarriles  Unidos  de  1» 
Habana»  holicitando  que  en  definitiva  se  condenara  k 
dichas  Empresas:  Primero:  á  devolver  á  su  poder- 
dante las  tierras  de  su  propiedad  que  indebidamente 
ocupan.  Segundo:  á  ab<marle  los  frutos  civiles  de  las 
mismas.     Tercero:  á   demoler  las   obras  que  en  ellas 
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han  coDBtraido,  reponiendo  k  su  costa  las  cosas  á  su 
primitivo  estado.  Cuarto:  á  demoler  igualmente  las 
obras  realizadas  que  impiden  el  libre  curso  de  las  aguas 
en  aquellos  terrenos.  Quinto:  á  que  se  indemnicen 
los  perjuicios  que  esas  obras  han  ocasionado;  y  Sexto: 
al  pago  de  todas  las  costas. 

Tercero.  Resultando  que  con  la  indicada  deman- 
da acompañó  el  Procurador  Barreal  testimonio  de  po- 
der en  forma  para  acreditar  su  personalidad:  segundo, 
testimonio  de  la  escritura  pública  otorgada  en  esta 
ciudad  en  veintidós  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  ante  el  Notario  Manuel  Fornari  del 
Ck)rral,  según  la  cual  doña  Rosalía  Gómez  y  Santos 
Suárez  vendió,  con  pacto  de  retrovender  por  término 
de  un  año  prorrogable  á  otro  k  don  Genaro  de  la  Ve- 
ga y  Villa  una  estancia  formada  de  otras  tres  que  se 
denominaban  «Tamarindo»,  «Balaguer»  y  «Enamora- 
dos)», situadas  en  el  barrio  de  Jesús  del  Monte,  térmi- 
no Municipal  de  esta  ciudad,  con  una  extensión  de 
treinta  y  cinco  hectáreas,  setenta  y  dos  áreas,  cuatro 
centiáreas  y  diez  y  seis  centímetros  cuadrados,  al  pie 
de  cuyo  testimonio  aparece  la  nota  de  haberse  resuelto 
la  condición  del  pacto  y  consolidado  en  consecuencia 
el  dominio  de  don  Grenaro  de  la  Vega  sobre  la  estancia 
vendida:  tercero,  certificación  del  atito  de  haberse  in- 
tentado la  conciliación,  y  cuarto,  un  plano  represen- 
tativo del  espacio  de  terreno  de  la  estancia  «Tamarin- 
do» que  ocupan  las  Empresas  demandadas. 

Cuarto.  Resultando  que  el  Procurador  Barreal 
funda  su  demanda  en  los  siguientes  hechos:  Primero: 
que  don  Genaro  de  la  Vega  y  Villa  por  la  escritura 
acompañada  adquirió,  á  título  de  compra,  con  pacto 
de  retro^  de  doña  Rosalía  Gómez  y  Santos  Suárez, 
causahabiente  de  don  Joaquín  Santos  Suárez,  la  es- 
tancia «Tamarindo»,  formada  de  las  tres  que  se  deno- 
minaban nTamarindo»,  «Balaguer»  y  «Enamorados», 
situadas  en  el  barrio  de  Jesús  del  Monte  de  este  tér- 
mino Municipal,  con  una  cabida  de  dos  caballerías  y 
dos  tercios,  cuya  escritura  fué  inscripta  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  en  veinticuatro  de  TJictembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  y  extendida  en  su  día  al 
margen  de  la  inscripción  la  nota  de  hallarse  lesnelta 
la  condición  de  pacto,  que  vino  á  completar  el  pleno 
dominio  de  la  expresada  finca  á  favor  de  su  citado  ad- 
quirente.  Segundo:  que  por  escritura  otorgada  en 
esta  ciudad  en  veintiuno  de  Enero  de  mil  ochocientos 
sesenta  y   siete  ante  don  Luis  Rodríguez  Boyé&,    dotí 
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Joaqain  Santos  Suárez  vendió  á  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril del  Oeste  un  terreno  compuesto  de  nueve 
mil  cuatrocientos  doce  metros  cuadrados  en  una  faja 
de  setecientos  veinticuatro  metros  de  largo  por  trece 
de  ancho,  pertenecientes  á  )a  estancia  «Tamarindo», 
aBalaguer»  y  «Enamorados»,  cuyo  terreno  vendido  lin- 
da por  el  Norte  y  Sur,  ó  sea  por  su  ancho,  con  el  mis- 
mo Santos  Suárez,  por  el  Este  con  la  calzada  de  Jesüs 
del  Monte  y  por  el  Oeste  con  posesión  de  don  Julio 
Durege.  Terceto:  que  la  Compañía  del  Ferrocarril 
del  Oeste  por  medio  de  su  legítima  representación  y 
por  escritura  otorgada  en  esta  capital  en  cuatro  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  noventa,  ante  don  Andrés 
Mazón  y  Rivero,  vendió  realmente  á  la  Sociedad  anó- 
nima «Banco  del  Comercio,  Ferrocarriles  Unidos  de  la 
Habana  y  Almacenes  de  Regla»,  entre  otros  terrenos, 
cinco  mil  diez  metros  noventa  y  cinco  centímetros 
cuadrados  de  los  adquiridos  de  don  Joaquín  Santos 
Suárez:  de  modo  que  por  virtud  de  dicha  venta  quer 
daron  á  la  Compañía  del  Ferrocan  il  del  Oeste  cuatro 
mil  cuatrocientos  un  metros  cinco  centímetros  cni^ 
drados  de  los  nueve  mil  cuatrocientos  doce  que  había 
adquirido  del  expresado  Santos  Suárez.  Cuarto:  que 
por  otra  escritura  otorgada  en  tres  de  Julio  del  año 
de  mil  novecientos  ante  el  Notario  don  Francisco  de 
Paula  Rodríguez  Acósta  la  Empresa  del  Oeste  permu- 
tó con  los  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  una 
superficie  de  quinientos  sesenta  y  ocho  metros  setenta 
y  cinco  centímetros  planos,  por  otra  igual,  haciéndose 
constar  que  el  espacio  de  terreno  que  permutan  los 
Ferrocarriles  Unidos  es  parte  del  lote  de  cinco  mil 
diez  metros  noventa  y  cinco  centímetros  que  hubo  del 
Ferrocarril  del  Oeste  y  que  adquirió  éste  del  8efk>r 
Santos  Suárez,  híu  que  la  expresada  permuta  alterase, 
como  se  ve,  la  cantidad  6  porción  de  terreno  que  debe 
ocupar  cada  Empresa.  Quinto:  que  conforme  demaes- 
tra y  prueba  el  plano  que  acompaña,  levantado  por  el 
Agrimensor  don  José  F.  Rodríguez  Calzada,  las  Com- 
pañías «The  Western  Railway  of  Havana»  y  «^'erro- 
carriles  Unidos  de  la  Habana»  ocupan  hoy  con  su  te- 
rraplén, carrileras  y  fábricas  en  terrenos  de  la  estancia 
«Tamarindo»  una  superficie  de  diez  y  siete  mil  cuatro- 
cientos noventa  y  cuatro  metros  cuadrados  cincuenta 
centímetros,  no  debiendo  ocupar  ambos  sino  los  refe- 
ridos nueve  mil  cuatrocientos  doce  metros  cinco  cen- 
tímetros á  que  se  refiere  el  hecho  segundo.  Sexto:  que 
es  imposible  sobre  el  terreno  precisar  la  superficie  que 
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ocupa  cada  una  de  las  EmpredaR  demandadas,  por  no 
exÍBtir  señales  que  indiquen  materialmente  hasta  don- 
de llega  el  lindero  de  cada  una.  según  expresa  el  Agn- 
menaor  que  trazó  el  plano.  Séptimo:  que  las  Empre- 
sas demandadas  vienen  ocupando  la  superficie  de  que 
ho}'  disfrutan  desde  el  año  mil  ochocientos  noventa  y 
siete,  sin  p^ar  renta  ni  indemnización  alguna.  Oc- 
taro:  que  no  solo  se  han  apropiado  terrrenos  que  no 
les  corresponden,  sino  que  también  al  expansionarse 
realizaron  ciertas  obras  de  ingeniatura,  después  de 
las  cuales  los  terrenos  de  su  poderdante  y  las  casáis  si- 
tuadas en  los  alrededores  experimentaron  inundacio- 
nes antes  desconocidas  y  Noveno:  que  ha  sido  infruc- 
tuosa la  conciliación  intentada;  y  además  alegó  los 
fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinentes  ha- 
biendo correspondido  en  turno  la  referida  demanda  al 
juagado  del  Qeste  que  mandó  citar  y  emplazar  á  las 
oofnpaflías  demandadas  en  veintiuno  de  Noviembre  de 
mil  novecientos. 

Quinto.  Resultando  que  habiéndose  personado 
en  veintisiete  de  dicho  mes  el  Procurador  Tomá«  J. 
Granados  á  nombre  «The  Western  Kailway  Corapany 
of  Havana  Limited»  con  poder  de  Alfred  Perciral  Lri- 
versey  y  Robinson,  sustituto  de  Ernest  Henry  Pear- 
soii,  apoderado  de  dicha  Compañía,  según  el  que  lo 
confirió  su  representación  en  la  ciudad  de  Londres  en 
tres  de  Febrero  de  mil  ochocientos' noventa  y  ocho  y 
se  protecoló  en  catorce  de  Marzo  de  dicho  año  ante  el 
Notario  de  esta  capital  don  Joaquín  Lancís,  se  le  tuvo 
por  parte  en  su  carácter  de  Administrador  y  represen- 
tMite  de  la  expresada  Compañía  en  veintiocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos. 

Bexto.  Resultando  que  habiéndose  personado  en 
veintiocho  de  dicho  mes  el  mismo  Procurador  Grana- 
dos á  nombre  de  los  Ferrocarriles  Unidos  de  tk  Haba- 
na y  Almacenes  de  Regla  Limitada  Compañía  Inter- 
nacional, con  poder  de  los  8res.  don  Luciano  Ruiz  y 
don  Francisco  María  Stcegers,  Presidente  y  Secretario 
respectivamente  del  Consejo  de  la  Habana  de  la  indi- 
cada Compañía,  se  le  tuvo  por  parte,  á  nombre  de  la 
misma  en  tres  de  Diciembre  de  mil  novecientos. 

Séptimo.  Resultando  que  en  cuatro  de  Enero  de 
mil  novecientos  uno  produjo  escrito,  el  Procurador 
Granados;  poniendo  en  conocimiento  del  Juzgado  el 
h^ho  de  haber  ocurrido  en  ewe  mes  el  fallecimiento 
pe  don  Genaro  de  la  Vega,  el  demandante,  y  se  dis- 
duso  en  siete  de  ^icho  mes  que  se  instruyese  al  Procu- 
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rador  Barreal  y  más  tarde,  en  diez  y  siete  del  mismo, 
proveyendo  á  nuevo  escrito  del  Procurador  Granados 
y  en  vista  de  la  certificación  de  defunción  que  presen- 
tó, se  tuvo  por  cesada  la  representación  del  Procura- 
dor Abraham  Barreal  en  este  juicio  y  se  declaró  en 
venitiuno  de  Enero  en  suspenso  el  procedimiento. 

Octavo.  Resultando  que  en  veintiocho  de  Marzo 
de  mil  novecientos  uno  se  personó  en  estos  autos  el 
Procurador  don  Abraham  Barreal  á  nombre  de  doña 
Dolore.-»  Orfcega,  viuda  de  Vega,  por  sí  y  como  madre 
legítima  de  los  menores  don  Alejandro  Genaro  y  doña 
Dolores  de  la  Vega  y  Ortega,  y  de  la  señorita  Marina 
de  la  Vega  y  Ortega,  ex>n  poderes  de  los  indicados  y 
testimonio  del  testamento  otorgado  en  esta  ciudad  en 
treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  novecientos  por  D. 
Genaro  de  la  Vega  ante  el  Notario  don  Jesús  María 
Barraqué  que  acredita  el  catácter  de  los  indicados 
mandantes  del  Procurador  Barreal,  á  quien,  en  conse- 
cuencia, se  tuvo  por  parte  en  nombre  de  aquéllos  y  se 
dispuso  en  primero  de  Abril  de  mil  novecientos  uno 
que  se  alzara  la  suspensión  del  procedimiento  decreta- 
do en  providencia  de  veintiuno  de  dicho  mes  y  año 
digo  de  Enero  de  dicho  año. 

Contestación: 

Noveno.  Resultando  que  en  ocho  de  Abril  de 
mil  novecientos  uno  el  Procurador  Granados  contestó 
la  demanda  á  nombre  de  los  Ferrocarriles  Unidos  de 
la  Habana  y  Almacenes  de  Regla,  Limitada  Compañía 
Internacional,  acompañando  un  plano  referente  á  per- 
muta de  terrenos  con  el  Ferrocarril  del  Oeste:  un  tes- 
timonio de  la  escritura  de  venta  de  terrenos  hecha  por 
el  Ferrocarril  del  Oeste  á  favor  del  Banco  del  Comer- 
cio, Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  y  Almacenes 
de  Regla  otorgada  en  cuatro  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  ante  el  Notario  de  esta  capital  don 
Andrés  Mazón  y  Rivero  inscripta  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  de  esta  ciudad:  una  certiticación  del  Liqui- 
dador del  impuesto  de  derechos  reales  y  trasmisión  de 
bienes  referentes  á  los  devengados  por  la  citada  escri- 
tura; y  una  copia  simple  de  Ja  escritura  otorgada  en 
tres  de  Julio  de  mil  novecientos  ant-e  el  Notario  de 
esta  ciudad  don  Francisco  de  Paula  Rodríguez  AcoHta 
entre  las  Compañías  del  Oeste  y  la  de  los  Ferrocarriles 
Unidos  de  la  Habana  sobre  permuta  de  dos  porciones 
de  terrenos  y  servidumbre  de  paso,  estableciendo  los 
siguientes  hechos.     Primero:  Que  por  escritura  otor- 
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gada  en  esta  ciudad  ante  el  Notario  don  Andrés  Ma- 
zan en  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noven- 
ta, la  Compañía  del  Ferrocarril  del  Oeste  á  la  que  hoy 
representa  The  Western  Railway  of  Havana  Limitada 
vendió  al  Banco  del  Comercio  Ferrocarriles  Unidos  de 
la  Habana  y  Almacenes  de  Regla  que  representan  hoy 
para  este  efecto  los  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana 
y  Almacenes  de  Regla,  Limitada.  Compañía  Interna- 
cional, cinco  mil  diez  metros  noventa  y  cinco  centíme- 
tros pix)cedentes  de  terrenos  de  don  Joaquín  Santos 
Suárez.  Segundo:  Que  por  otra  escritura  otorgada 
ante  el  Notario  don  Francisco  de  P.  Rodríguez  en  tres' 
de  Julio  de  mil  novecientos,  que  se  acompaña  en  co- 
pia simple,  permutó  la  Compañía  de,  los  Ferrocarriles 
Unidos  con  The  Western  Railway  of  Havana  Limita- 
da, quinientos  cuarenta  y  ocho  metros  treinta  y  siete 
centímetros  del  terreno  á  que  se  refiere  el  hecho  pri- 
mero, por  otra  cantidad  igual  de  metros  que  le  cedió  el 
Ferrocarril  del  Oeste.  Tercero:  que  hoy  resultan  los 
Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  y  Almacenes  de 
Regla  Limitada,  por  virtud  de  la  demanda  del  Sr.  Ge- 
naro de  la  Vega  q«ie  continúan  sus  herederos,  inquie- 
tados en  la  posesión  legal  y  pacífica  de  los  terrenos 
vendidos  por  el  F'errofvirril  del  Oeste.  Cuarto:  Que 
los  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana,  ademáis  de  los 
terrenos  que  les  vendió  el  Oeste,  han  ocupado  en  la 
calle  del  Ferrocarril  por  la  parte  Norte,  trescientos 
treinta  y  cinco  metros  veintiséis  centímetros,  y  por  la 
parte  Sur  quinieutos  sesenta  y  ocho  metros  ochenta  y 
ocho  centímetros,  mgmi  se  observa  en  el  plano  que 
acompaño.  Quinto:  Que  dicho  terreno  de  la  calle  del 
Ferrocarril  no  pertenece  &  la  sucesión  de  don  Genaro 
de  la  Vega,  sino  al  Ayuntamiento  de  esta  ciudad,  se- 
gfin  resulta  del  expediente  del  reparto  de  las  estancias 
á  que  pertenecen  que  se  halla  en  las  oficinas  Munici- 
pales. Sexto:  que  niega  que  las  obras  hechas  por  el 
Ferrocarril  produzcan  inunduaciones  ó  entorpezcan  el 
curso  de  las  aguas  en  los  terrenos  del  demandante;  y 
las  consideraciones  de  derecho  que  juzgó  oportunas 
para  solicitar  que  se  citara  de  evicción  á  The  Western 
Raiway  of  Habana  Limited  en  cuanto  á  los  terrenos 
que  proceden  de  la  venta  y  permuto  hechos  por  dicha 
compafíia  y  su  antecesora  y  que  se  tuviera  por  negada 
la  demanda,  por  opuesta  la  excepción  de  falta  de  ac- 
ción y  las  demás  que  se  derivan  de  los  hechos  expues- 
tos en  cuanto  á  la  parte  de  terreno  ocupada  en  la  calle 
del  Ferrocarril  con  las  costas  á  los  demandan  t-es.     Por 
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\xn  otrosí  de  este  escrito  designó  el  Procarador  Grana- 
dos y  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  como  el  lugar  en 
que  se  encuentra  el  expediente  del  reparto  de  los  te- 
rrenos á  que  se  refiere  este  juicio. 

Décimo.  Resultando  que  el  mismo  Procurador 
Tomás  J.  Granados  á  nombre  de  la  Western  Railway 
of  HaVHna  Limited  contestó  \sL  demanda  en  nueve  de 
Abril  de  mil  novecientos  uno  estableciendo  los  si- 
guientes hechos.  Primero:  que  tiene  por  cieii»  el  he- 
cho primero  de  la  demanda,  á  virtud  de  la  escritura 
exhibida  por  el  actor;  y  no  le  consta  sin  embargo  la 
parte  que  en  cada  una  de  las  estancias  ffTamarindo«>, 
«Balaguern  y  «(Enamorado»  ocupa  la  línea  del  Ferroca- 
rril del  Oeste.  Segundo:  Que  es  igualmente  cierto  el 
hecho  segundo  de  la  demanda  que  se  refiere  á  la  com- 
pra hecha  por  el  Ferrocarril  del  Oeste  de  un  paño  de 
terreno  compuesto  de  nueve  mil  cuatrocientos  doce 
metros  cuadrados  pertenecientes  á  D.  Joaquín  Santos 
Suárez  mediante  escritura  de  veintiuno  de  Enero  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  pero  hay  que  advertir 
que  esta  escritura  vino  &  sancionar  la  ocupación  de 
los  terrenos  realizada  por  el  Ferrocarril  del  Oeste  des- 
de el  año  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho  como 
se  declara  en  la  cláusula  primera  de  dicha  escri- 
tura que  comienza  con  las  siguientes  palabras:  «El 
terreno  ocupado  por  la  Compañía  del  Ferrocarril 
del  Oeste  de  la  propiedad  del  señor  Santos  Suárez 
es  de »  Tercero:  que  es  igualmente  cierto  él  he- 
cho tercero  de  la  demanda  que  se  refiere  á  la  venta 
hecha  por  el  Ferrocarril  del  Oeste  á  los  Ferrocarriles 
Uñidos  de  la  Habana  de  una  extensión  de  cinco  mil 
diez  metros  noventa  y  cinco  centímetros  cuadrados  de 
los  había  adquirido  de  Don  Joaquín  Santos  Suárez, 
cuya  escritura  se  otorgó  en  cuatro  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  ante  Don  Andrés  Mazón  y  Rive- 
ro. — Cuarto:  Que  también  es  cierto  el  hecho  cuarto 
de  la  demanda  relativo  á  la  escritura  de  permuta  otor- 
gada en  tres  de  Julio  de  mil  novecientos  entre  las  dos 
Compañías  de  Ferrocarriles  ante  el  Notario  Don  Fran- 
cisco de  Paula  Rodríguez. —Quinto:  Que  niega  el 
hecho  quinto  de  la  demanda,  y  debe  primeramente 
declarar  que  si  la  copia  que  se  le  ha  entregado  del  pla- 
no del  Agrimensor  Jo-é  Rodríguez  Calzada,  es  exacta, 
dicho  plano  no  demuei^ti-a  ni  prueba,  como  dipe  el  ac- 
tor, que  los  F(»rro('arnl*»s  del  Oeí-te  y  Tenidos  ocupen 
uT)^,  huperficie  de  diez  y  siete  mil  cuatrocientos  noventa 
y  cuatro  metros,   sino  que  ese  señor  Agrimensor  ha 
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hecho  &  sa  capricho  an  dibujo  con  una  leyenda  ezpli- 
catpjria,  abeolutamente  ininteligible  para  quien  no  esté 
en  el  secreto  de  lo  que  signifique,  suponiendo  que  laa 
compa&ias  ocupen  una  zona  que  él  ha  determinado 
dentro  de  ciertas  lineas  quebradas  que  siguen  un^ra- 
zado  especial  y  que  no  se  ajusta  &  la  realidad  de  los 
hechos. — Sexto:  que  en  el  hecho  sexto  de  la  demapda 
el  actor  confiesa  que  es  imposible  precisar  la  superficie 
que  ocupa  cada  uua  de  las  Empresas  demacdadas,  por 
no  existir  señales  que  indiquen  materialmente  hasta 
donde  llegue  el  lindero'  de  cada  una;  y  no  le  cabe  ne- 
gar ni  afirmar  tan  preciosa  confesión,  pero  si  sacar. de 
ella  las  consecuencias  naturales  que  se  derivan  de  la 
falta  de  exactitud  con  que  según  propia  confesión,  se 
han  llevado  &  cabo  los  estudios  técnicos  que  han  ser- 
vido de  base  &  la  reclamación  del  actor. — Séptimo: 
que  en  la  copia  de  la  demanda  que  se  le  entregó  el 
hecho  séptimo  se  formula  de  este  modo  «las  Empresas 
demandadas  vienen  ocupando  la  superficie  de  que 

hoy  disfrutan  desde  el  año  de sin  pagar  renta  ni 

indemnización  alguna»  y  como  en  ese  párrafo  se  ha 
omitido  precisamente  lo  más  importante,  dejándose  en 
daro  la  fecha,  no  se  cree  obligado  á  dar  contestación 
afirmativa  ó  negativa  á  ese  párrafo  del  escrito  contrario. 
— Octavo:  que  en  el  hecho  octavo  se  acusa  á  las  Ck)mpa- 
filas  de  haber  ejecutado  obras  de  ingeniatura  que  han 
perjudicado  á  Jos  terrenos  colindantes  produciendo 
inundaciones;  y  la  acusación  es  tan  vaga  que  en  rigor 
no  había  necesidad  de  refutarla,  pero  en  observancia  de 
la  ley  procesal,  la  niega  y  para  evidenciar  lo  infunda- 
do que  es,  llama  la  atención  de  que  nunca  se  ha  for- 
mulado ninguna  queja  sobre  este  particular  desde  que 
se  construyó  el  Ferrocarril  y  que  en  la  linea  no  se 
puede  llevar  á  cabo  ninguna  obra  por  insignificante 
que  sea  sin  la  aprobación  de  la  Inspección  de  Ferro- 
earriles,  que  no  habría  ciertamente  de  consentir  que 
se  ocasionaran  los  daños  supuestos  por  la  contraparte. 
— Noveno:  que  desde  la  construcción  del  Ferrocarril 
del  Oeste  hasta  la  fecha  esta  Compañía  viene  ocupando 
loe  mismos  terrenos  que  hoy  ocupa  en  las  estancias 
que  fueron  de  )a  pertenencia  de  Don  Joaquín  Sa.ntos 
Buárez  siendo  por  lo  tanto  inexacta  la  afirmación  que 
se  hace  en  el  hecho  octavo  de  la  demanda  de  que  la 
Compañía  su  representada  se  haya  extendido  fuera  de 
la  zona  que  primitivamente  ocupó.— Décimo:  que  des- 
de el  puente  de  Agua  Dulce  hasta  la  excavación  en  la 
loma  ninguna  de  las  obras  de  fábrica  del  Ferrocarril 
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del  Oeste  está  colocada  fuera  de  la  zona  de  trece  metros 
qae  se  señalaba  en  la  escritara  de  veintiuno  de  Enero 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  por  la  que  vendió  el 
Señor  Santos  Suárez.  Desde  la  referida  excavación 
hasta  el  límite  de  loa  terrenos  de  Santos  Suárez  en  una 
extensión  de  trescientos  cincuenta  metros  los  taludes 
de  las  excavaciones  ocupan  de  ancho  veinte  metros 
pero  los  terrenos  ocupados  por  las  paralelas  del  Ferro- 
carril del  Oeste  tampoco  exceden  de  los  trece  metros 
antes  referidos. — Undécimo:  que  entre  la  antigua  Em- 
presa del  Ferrocarril  del  Oeste  y  el  Señor  Santos  Suá- 
rez se  sostuvo  un  pleito  contencioso  administrativo 
sobre  el  valor  de  los  terrenos  expropiados  por  el  Ferro- 
carril dictándose  la  sentencia  definitiva  de  ese  pleito 
por  el  Consejo  de  Estado  en  veintinueve  de  Febrero 
de  mil  och(  cientos  sesenta  y  cuatro.  A  virtud  de  ese 
fallo  se  tasó  el  terreno  á  razón  de  sesenta  centavos  la 
vara  plana  y  no  en  mayor  precio  como  pretendía  San- 
tos Suárez;  y  á  ese  mismo  precio  de  sesenta  centavos, 
se  llevó  á  cabo  la  venta  por  la  escritura  de  veintiuno 
de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  deque  ya 
se  hace  referencia. — Duodécimo:  que  habiendo  presen- 
tado el  Señor  Santos  Suárez  y  otros  cx)lindantes^de  su 
finca,  allá  por  los  años  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
seis,  un  proyecto  de  reparto  de  población  de  fesos  te- 
rrenos, fué  rechazado  por  el  Ayuntamiento  en  cuya 
virtud  comisionaron  al  Agrimensor  Don  Juan  Bautista 
de  Orduña  el  Ayuntamiento,  Don  Julio  Durege,  Don 
José  de  la  Encarnación  Correa  y  Don  Joaquín  Santos 
Suárez  propietarios  los  tres  últimos  de  fincas  en  Jesiis 
del  Monte  para  trazar  un  nuevo  plano  y  proyecto  de 
reparto.  El  Agrimensor  Orduña  presentó  su  trabajo 
y  en  él  aparece  que  la  calle  llamada  del  Ferrocarril 
habría  de  tener  cuarenta  metros  de  anchura,  de  los 
cuales  veinte  del  centro  correspondían  á  la  Empresa 
pudiéndolos  emplear  para  el  servicio  de  la  vía,  que- 
dando los  otros  veinte  para  establecer  una  calle  de  diez 
metros  de  ancho  á  ambos  lados  de  la  zona  del  camino 
de  hierro  y  entre  éste  y  los  edificios. — Decimotercero: 
que  el  proyecto  de  reparto  referido  en  el  hecho  ante- 
rior, fué  aprobado  por  el  Ayuntamiento  de  la  Habana 
en  sesión  ordinaria  de  onc«  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos cincuenta  y  nueve  y  el  Gobernador  General  de 
la  Isla  de  Cuba  Don  Francisco  Serrano  por  decreto  de 
veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  impartió 
su  superior  aprol)ación  al  acuerdo  del  Ayuntamiento 
quedando,  por  lo  tant.0,  firme  y  ejecutorio;  y  Décimo- 
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cuarto:  que  desde  el  año  mil  ochocientos  cincuenta  y 
ocho  hasta  el  dos  de  Abril  de  mil  novecientos  en  que  se 
estableció  esta  demanda  en  conciliación  preliminar  de 
este  juicio,  ni  el  Señor  Santos  Suárez  ni  su  Señora 
viuda  ni  su  causahabiente  Don  Genero  de  la  Vega 
pusieron  en  duda  el  derecho  del  Ferrocarril  del  Oeste 
de  ocupar  el  terreno  que  actualmente  ocupa  y  que  fue- 
mu  parte  seg(in  se  dice  de  las  estancias  «Tamarindo», 
«Balaguer»  y  «Enamorado».  En  ese  mismo  largo  tiem- 
po han  permanecido  ignorados  para  la  Compañía  los 
perjuicios  que  dicen  haber  sufrido  esos  propietarios 
por  inundaciones  y  otras  calamidades  provenientes  de 
obra^  que  se  suponen  defectuosas  ejecutadas  por  la 
Compañía  ferroviaria.  Aun  hoy,  después  de  estable- 
cida  la  demanda  no  sabe  la  Compañía  á  punto  cierto, 
porque  no  se  dice  en  ningún  lugar  de  ese  escrito  en 
qué  consisten  esos  perjuicios,  ni  qué  á  cantidad  ascien- 
den; y  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  perti- 
nentes para  fundar  las  excepciones  de  falta  de  acción 
y  prescripción  que  alega,  pidiendo  que  en  definitiva  se 
declaren  sin  lugar  las  peticiones  formuladas  por  el  ac* 
tor  con  las  costas  á  su  cargo. 

Décimoprimero.  Resultando  que  en  veintiuno 
de  Mayo  de  mil  novecientos  uno  se  tuvo  por  contes- 
tada la  demanda  &  nombre  de  los  Ferrocarriles  Unidos 
de  la  Habana  y  del  Ferrocarril  del  Oeste,  y  por  utili- 
zado en  el  término  de  la  contestación  por  el  primero, 
el  derecho  que  le  conceden  los  artículos  mil  cuatro- 
cientos ochenta  y  uno  y  mil  cuatrocientos  ochenta  y 
dos  del  Código  Civil  y  que  se  citara  de  evicción  al  se- 
gundo. 

Décimosegundo.  Resultando  que  en  trece  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  uno,  el  Procurador  Granados 
contestó  á  nombre  de  The  Western  of  Havana  Limited 
la  demanda  de  evicción  estableciendo  los  siguien- 
tes hechos. T— Primero:  está  conforme  con  los  hechos 
primero,  segundo  3^  tercero  de  la  demanda  de  evic- 
ción por  cuanto  los  dos  primeros  se  contraen  á  la  es- 
critura otorgada  ante  Don  Andrés  Mazón  en  diez  y 
ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  por  la  que 
el  Ferrocarril  del  Oeste  vendó  á  los  Ferrocarriles 
Unidos  cinco  mil  diez  metros  noventa  y  cinco  centí- 
metros procedentes  de  los  terrenos  que  fueron  de  San- 
tos Suárez,  cuya  escritura  de  tres  de  Julio  de  mil 
novecientos  ante  don  Francisco  de  P.  Rodríguez  me- 
diante la  que  las  dos  Compañías  permutaron  una  faja 
de  terreno  de  quinientos  cuarenta  y    ocho    metros 


40  ttOhTfnS  LKOTRLATIVrt. 


treinta  y  siete  centímetros  parte  de  la  totalidad  del 
terreno  que  fué  objeto  de  la  anterior  tramitación,  y  el 
hecho  tercero  se  refiere  al  establecimiento  de  la  de- 
manda de  don  Genaro  de  la  Vega.  Begundo:  que 
también  está  confoime  con  el  hecho  cuarto  de  la  de- 
manda en  que  los  Ferrocarriles  Unidos  confiesan  que 
ocupado  en  la  calle  del  Ferrocarril  en  la  parte  Norte 
y  Sur  con  las  cui'vas  construidas  por  aquella  Emprec^a 
para  realizar  el  cruzamiento  con  las  paralelas  del  Oes* 
te  mayor  extensión  que  la  que  adquirió  mediante  las 
referidas  escrituras  de  compra,  venta  y  permuta. 
Tercero:  que  los  terrenos  que  los  Ferrocarriles  adqui- 
rieron del  Ferrocarril  del  Oeste,  6  sean  los  cinco  mil 
diez  metros  noventa  y  cinco  centímetros,  se  dividieron 
en  dos  paralelas,  una  de  cuatro  mil  cincuenta  y  cinco 
metros  noventa  y  cinco  centímetros  cuadrados  que  se 
extiende  desde  el  lindero  de  don  Julio  Durege  hasta 
la  alcantarilla  próxima  al  puente  de  Agua  Dulce,  cu- 
ya faja  tiene  un  ancho  uniforme  de  seis  metros  y  está 
situada  al  Norte  de  la  línea  del  Ferrocarril  del  Oeaite. 
La  otra  paralela  que  es  donde  se  ha  verificado  la  per- 
muta consta  de  novecientos  cincuenta  y  cinco  metro? 
y  comienza  en  el  puente  de  Agua  Dulce  hasta  la  al- 
cantarilla anteriormente  referida.  En  ambas  paralelas 
el  ancho  de  la  zona  ocupada  por  los  Ferrocarriles  Uni- 
dos está  dentro  He  la  anchura  de  trece  metros  que  es 
la  fijada  en  la  escritura  de  veintiuno  de  Enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  siete;  y  Cuarto:  que  la  deman- 
da de  don  Genaro  de  la  Vega  y  sus  causahabientes  se 
contrae  únicamente  al  exceso  de  terreno  que  pudieran 
poseer  las  Compañías  fuera  de  la  zona  de  trece  metros 
referida  y  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
pertinentes  para  allanarse,  como  se  allanó  á  la  deman- 
da de  evicción,  ofreciendo  sanear  la  venta  y  permuta 
que  respectivamente  hizo  el  Ferrocarril  del  Oeste  á 
los  Ferrocarriles  Unidos  en  tanto  en  cuanto  la  pose- 
sión de  estoR  se  limite  á  la  extensión  adquirida  á  vir- 
tud de  las  escrituras  á  que  se  ha  hecho  referencia. 

Replica: 

Decimotercero.  Resultando  que  conferido  traslado 
en  réplica,  la  evacuó  el  Procurador  Barreal  en  veinti- 
siete de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  estableciendo: 
Primero:  que  si  bien  es  cierto  que  allá  por  los  años 
de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho  y  cincuenta  y 
nueve  las  estancias  del  señor  don  Joaquín  Santos 
Suárez,  situadas  entre  la  calzada  de  Jes6s  del  Monte 
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y  la  de  Buenos  Aires,  fueron  objeto  de  nn  proyecto 
(le  reparto  con  el  fin  de  nrbanizarlaa,  aproba<lo  por  el 
Ayuntamiento  y  Gobierno  Superior  de  la  Isla,  tani- 
b¡¿n  es  ciertK>  que  la  urbanización  quedó  sin  efe('t<>: 
y  quedaron  sin  cumplirse  las  oondicioues  exigidas 
pai-a  que  el  proyecto  llegase  á  i-ejvlizjirse.  Segundo: 
Que  don  Genaro  de  la  Vega  adquirió  las  estí^ncias 
«Tamarldo»,  «Balaguer»  y  «Enamorado»  sin  calles  ni 
callejones  dentro  de  ellos,  por  no  aparecer  calles  ni 
callejones  en  el  Registro  de  la  Propiedad;  y  Tercero: 
que  niega  t-odo^  los  hechos  aducidos  por  los  demanda- 
dos, en  cuanto  no  estén  conformes  con  los  proceden - 
t-es;  y  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  perti- 
nent<»s.  • 

Díi  plica: 

IKíCimocuarto.  Resultando  que  en  diez  de  Julio 
de  mil  novecientos  uno  el  Procurador  Granados  por 
los  Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana  y  Almacenes 
de  Regla  evacuó  el  traslado  en  duplica,  r^^producien- 
do,  en  cuanto  á  la  demanda  de  evicción,  los  hechos 
de  la  misma,  haciendo  consteír  que  la  (yompañia  del 
Ferrocarril  del  Oeste  esta  conforme  con  los  hechos 
primero,  segundo,  tercero  y  cuarto  de  su  demanda  y 
afirmando  que  el  terreno  reclamado  fuera  de  los  nove- 
cientos cuatro  metros  catorce  centímetros  que  posee 
su  mandante,  no  han  de  ser  discutidos  por  él  sino  ex- 
clusivamente por  el  Ferrocarril  del  Oeste,  y  en  cuanto 
á  la  demanda  del  señor  Genaro  de  la  Vega  reproduce 
los  hechos  del  primero  al  sexto  de  su  contestación, 
acepta  los  hechos  primero,  segundo,  tercero,  cuarto 
y  noveno  de  la  demanda,  niega  el  quinto,  sexto,  sép- 
timo y  octavo  de  la  misma,  acepta  los  hechos  segundo 
y  tercero  del  escrito  de  duplica  del  Ferrocarril  del 
Oeste,  niega  los  hechos  numerados  once  y  doce  de  la 
réplica  y  acepta  el  hecho  primero  de  cst*^  escrito  en 
cuanto  reconoce  que  esta  debidamente  aprobado  un 
proyecto  de  reparto  y  urbanización  de  la  estancia 
Santos  Suárez,  pero  lo  niega  en  cuanto  sostiene  que 
la  urbanización  quedó  sin  efecto  y  sin  cumplirse  las 
condiciones  exigidas. 

Decimoquinto.  Resultíindo  que  en  nueve  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  uno  el  mismo  Procurador  Gra- 
nados á  nombre  de  The  Westers  Railway  of  Havana 
Limited,  evacuó  el  traslado  en  duplica  reproduciendo 
los  hechos  de  su  contestación,  negando  que  hubiera 
quedado  sin  efecto  la  urbanización  de  las  estancias  de 
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Santos  Suárez  y  aQrmando  lo  que  dice  el  hecho  déci- 
mo primero  de  la  réplica. 

Decimosexto.  Resultando  que  por  haberlo  solici- 
tado todos  los  litigantes  en  once  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos uno  se  mandó  á  abrir  á  prueba  este  pleito, 
proponiendo  las  partes  las  que  estimaron  convenien- 
tes y  practicados  durante  el  término  legal,  se  dispu^o 
en  providencia  de  once  de  Octubre  de  mil  novecientos 
uno  que  se  unieran  á  los  autos  los  cuadernos  respec- 
tivos. 

Prueba: 

Decimoséptimo.  Resultando  que  como  prueba  del 
actor  se  precintaron  dos  recibos  de  contribucióu  mu- 
nicipal acTcditativo  de  que  en  mil  ochocientos  noventa 
y  seis  y  mil  ochocientos  jioventa  y  siete,  segundo  se- 
mestre de  mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno  la 
astancia  ((Tamarindo»  tributo  como  finca  rústica  y 
fueron  examinados  los  testigos  don  Jorge  Villiers,  don 
Pedro  Baguer,  d'»n  Pascual  Aramendía,  don  Antonio 
Arenas,  don  Juan  Partagás,  don  Arsenio  García  y 
don  Ramón  Cabrei-a,  quienes  declararon  bajo  jura- 
mento que  eran  vecinos  antiguos  de  JesQs  del  Monte, 
que  después  de  hacerse  las  obras  de  ensanche  de  los 
Ferrocarriles  Unidos  y  del  Oaste  en  la  estancia  «El 
Tamarindo»,  las  aguas  se  detienen  en  aquella  barria- 
da mucho  más  alcanzan  mayor  altura  que  antes  de 
realizarse  dichas  obras;  que  á  consecuencia  de  esto 
algunos  vecinos  sufrieron  perjuicios  de  consideración: 
que  atribuyen  esos  hechos  á  las  referidas  obras;  y  que 
desde  tiempo  inmemorial  han  conocido  la  estancia  «Ta- 
marindo» como  verdadera  estancia,  cercada  y  destina- 
da al  cultivo  de  hierba,  sin  que  hallan  visto  en  ella 
ni  calles  ni  solares  ni  cosa  que  se  le  parezca;  los  cua- 
les t-estigos  al  ser  repreguntados  á  tenor  de  los  inte- 
rrogatorios de  los  demandados,  se  confirmaron  sus 
dichos  explicando  algunas  de  sus  afirmaciones  y  sin 
incurrir  en  contradi»  ciones  apreciables. 

Décimooctavo.  Resultando  que  como  prueba  pro- 
puesta por  el  actor  y  por  el  Ferrocarril  del  Oeste  y 
aceptada  y  ampliada  por  los  Ferrocarriles  Unidos  de 
la  Habana,  obra  en  autos  un  informe  y  plano  de  los 
peritos  don  Aurelio  Sandoval,  don  Francisco  Ramírez 
y  don  Francisco  M.  Morales,  nombrados  respectiva- 
mente por  el  actor  los  demandados,  en  cuyo  informe 
se  hace  constar  á  instancia  del  actor.  Primero:  que 
al  total  de  la  superficie  ocupada  en  la  estancia  «Ta- 
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marindo»  por  las  carrileras  de  ambos  Ferrocarriles 
incluyendo  la  parte  ocupada  por  la  casilla  de  los  Uni- 
dos de  la  Habana,  es  de  catorce  mil  setecientos  treinta 
y  tres  metros  cuadrados  ciento  setenta  y  siete  niilési- 
maSjde  los  cuales  los  Ferrocarriles  Unidos  ocupan  seis 
mil  cuatrocientos  cuatro  metros  ciento  diez  milé- 
simas de  metros  cuadrados  y  el  Ferro-carril  del 
Oeste  ocho  mil  trescientos  veintinueve  metros  fce- 
senta  y  siete  milésimas,  correspondiendo  á  la  casi- 
lla de  la  primera  una  extensión  huperfícial  de  cien- 
to cuarenta  y  ocho  metros  cuadrados  con  más  dos- 
cientos ochenta  y  cuatro  milésimas  de  metro  cuadra- 
do, y  á  la  casilla  del  segundo  otra  de  ciento  tres  me- 
tros cuadrados  con  más  cincuenta  y  tres  centésimas  de 
metro  cuadrado,  estando  situada  la  prim^'a  de  dichas 
casillas  á  once  metros  noventa  y  cinco  centímetros  del 
eje  de  los  Ferrocarriles  Unidos  y  á  dos  metros  noven- 
ta y  cinco  centímetros  del  eje  del  Ferrocarril  del  Oes- 
te; y  la  segunda  ó  sea  la  del  Ferrocarril  del  Oeste,  á 
tres  metros  treinta  centímetros  del  eje  de  dicho  Fe- 
rrocarril.—Segundo:  Que  partiendo  del  supuesto  de 
que  ambas  Empresas  solo  tienen  derecho  á  ocupar  en 
conjunto  nueve  mil  cuatrocientop  doce  metros  cuadra- 
dos, las  referidas  Empresas  están  ocupando  cinco  mil 
trescientos  veintiún  metros  ciento  setenta  y  siete  mi- 
límetros cuadrados  demás  de  los  que  deben  ocupar, 
de  cuyo  exceso  corresponden  á  los  Ferrocarriles  Teni- 
dos dos  mil  trescientos  doce  metros  noven t-a  y  siete 
centímetros  cuadrados  y  al  Ferrocarril  del  Oeste  tres 
mil  ocho  metros  veinte  centímetros.  Tercero:  Que 
las  zanjas  y  ale>antarillas  construidas  por  los  Ferro- 
carriles son  suficientes  para  el  desagüe  de  los  terrenos 
á  cuyo  efecto  están  construidas,  no  existiendo,  por 
tanto,  posibilidad  de  que  ocurran  inuudacionrs  en  ios 
terrenos  dichos. 

Decimonoveno.  Resultando  ((ue  en  el  referido  in- 
forme se  hace  constar  á  instancia  del  Ferrocarril  del 
Oeste.  Primero:  Que  la  faja  ocupada  por  *«mbo8  Fe- 
rrocarriles mide  setecientos  treinta  y  siete  metros  no- 
venta y  siete  centímetros  de  largo  por  distintos  anchos 
arrojando  los  cálculos  una  superficie  de  catorce  mil 
setecientos  treinta  y  tres  con  más  ciento  setenta  y 
siete  milésima  de  metro  cuadrado.  Segundo:  Que  la 
anchura  de  la  faja  de  terreno  ocupada  por  las  líneas 
de  ambos  Feiroc<ir riles  comprendida  entre  los  bordes 
extremos  de  las  cunetas  situadas  á  ambos  lados  de  las 
vías,  varía  s'endo  menas  de  trece  metros  en   algunos 
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puntos  y  mayores  en  otros,  siendo  las  distancias  ma- 
yores las  más  y  resultando  que  el  exceso  fuera  de  la 
faja  de  los  trece  metros  basta  llegar  á  la  excavación 
es  de^oa  mil  trescientos  treinta  y  ocho  metros  con 
más  noventa  y  cinco  centésimas  de  metro  cuadrado. 
Tercero:  que  la  porción  ocupada  por  las  lineas  exce- 
de de  trece  metros  de  ancho  tanto  al  Norte  como  al 
Sur.  siendo  el  exceso  superficial  cinco  mil  ciento  trein- 
ta y  nueve  metros  cuadrados  con  más  quinientos  se- 
senta y  siete  milésimas  de  metros  cuadrados,  tomando 
como  base  la  faja  de  trece  metros  en  la  longitud  total 
de  setecientos  treinta  y  siete  metros  noventa  y  siete 
milímetros,  de  cuyo  exceso  corresponden  á  la  Compa- 
ñía del  Oeste  dos  mil  novecientos  cinco  metros  con 
más  quinielas  cincuenta  y  siete  milésimas  de  metro 
plano,  y  á  los  Ferrocarriles  Unidos  dos  mil  doscientos 
treinta  y  cuatro  metros  planos  con  más  diez  milésimas 
de  metro  plano.  Cuarto:  Que  la  anchura  de  la  exca- 
vación varia  según  la  topografía  del  terreno,  siendo 
la  anchura  mínima  ocho,  treinta  y  la  máxima  veinti- 
cinco metros,  teniendo  la  parte  ocupada  por  las  lineas 
una  longitud  de  trescientos  diez  metros  cinco  centi- 
metros  y  una  anchura  de  ocho  metros  sesenta  centí- 
metros, ocupando  una  superficie  de  seis  mil  ochocien- 
tos treinta  y  un  metros  planos  con  doscientas  sesenta 
y  seis  milésim^is;  y  siendo  la  superficie  ocupada  por 
los  taludes  de  cuatro  mil  cuarenta  y  cinco  metros  pla- 
nos con  más  cuatrocientos  ochenta  y  dos  milésimas  de 
metro  plano. 

Vigésimo.  Resultando  que  en  el  referido  infor- 
me se  hace  también  constar  á  instancia  de  los  Ferro- 
carriles Unidos.  Primero:  que  la  medida  del  terreno 
ocupAdo  por  esta  compañía  arroja  seife  mil  cuatrocien- 
tos cuatro  metros  planos  con  más  ciento  diez  milési- 
mas de  metro  plano.  Segundo:  Que  el  terreno  que 
adquirió  esta  Compañía  en  la  parte  que  compró  el  Fe- 
rrocarril del  Oeste  á  Santos  Snárez  tiene  una  superficie 
(le  cinco  mil  diez  metros  plano-»  con  más  noventa  y 
cinco  centésimas  de  metro  plano,  ocupando  en  la  ac- 
tualidad dicha  Compañía  seis  mil  cuatrocientos  cua- 
tro metros  planos  con  más  ciento  diez  milésimas  de 
metro  plano.  Tercero:  Que  la  Compañía  del  Oeste  po- 
see ocho  m  I  trescientos  veintinueve  metros  planos 
con  más  sesenr.?v.  y  siete  milésimas  de  metro- plano, 
cons.tfnulo  el  terreno  (pie  permut^apron  ambas  compa- 
ñías de  (|UÍni(Mitos  sesent¿i  y  ocho  metros  planos  con 
más  setenta  y  cinco  cenUVsimas  de  metro  plano  y  mide 
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£l  terreno  permutado  ochenta  y  siete  metros  cincuenta 
centésimas  de  largo  por  seis  metros  cincuenta  de  an- 
cho; y  Cuarto:  que  según  el  plano  del  reparto  y  urba- 
nización de  la  estancia  Santos  Suárez  se  le  consigna  al 
Ferrocarril  del  Oeste  una  zona  de  veinte  metros  de  an- 
cho dejando  á  cada  lado  de  dicha  zona  diez  metros 
destinados  á  las  calles  laterales  nombradas  del  Ferro- 
carril, siendo  la  suptjrficie  que  ocupa  la  Compañía  de 
los  Ferrocarriles  Unidos  en  la  parte  Norte  de  la  calle 
del  Ferrocarril  de  cuatrocientos  cuarenta  y  un  metros 
cuadrados  con  njás  cuatracientas  setenta  y  cinco  milé- 
simas de  metro  cuadrado  y  en  la  parte  Sur  cuatrocien- 
tos cincuenta  metros  cuadrados  con  más  quinientas 
sesenta  y  dos  milésimas  de  metro  cuadrado. 

Vigésimoprimero.  Resultando  que  como  prueba 
del  actor  se  registra  en  los  autos  una  certificación  del 
Registrador  de  la  Propie^lad  acreditativa  de  que  don 
Genaro  de  la  Vega  tiene  inscripto  el  dominio  de  una 
finca  rústica  estancia  de  labor  que  la  forma  un  solo 
cuerpo  y  la  componen  las  nombradas  «Tamarindo»,  «Ba- 
laguer»  y  «Enamorado»  y  otra  certificación  del  Secreta- 
rio interino  del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  acredita- 
tiva deque  consta  en  el  Negociado  de  Impuei-to  terri- 
torial amillarada  á  nombre  de  Genaro  de  la  Vega  la 
finca  rústica  «Tamarindo»,  barrio  de  Jesús  del  Monte. 

Vigésimosegundo.  Resultando  que  como  prueba 
propuesta  por  la  Compañía  demandada  «The  Western 
Railway  of  Havana  Limited»,  se  registra  en  autos  una 
certificación  del  Secretario  de  este  Ayuntamiento, 
contentativa  de  informe  del  Departamento  de  Ingenie- 
ros en  el  cual  se  consigna  que  el  proyecto  de  reparto 
de  los  terrenos  conocidos  por  «Santos  Suárez»,  realiza- 
do por  el  Agrimensor  don  Juan  de  Orduña,  aprobado 
j)or  el  Ayuntamiento  en  mil  ochocientos  cincuenta  y 
nueve  y  por  el  Gobierno  General  en  mil  ochocientos 
sesenta  está  vigente;  y  que  en  el  plano  de  dicho  repar- 
to existe  una  calle  sobre  la  cual  está-  trazada  la  linf^a 
del  Ferrocarril  del  Oeste  que  tiene  cuarenta  metros  de 
ancho,  de  los  cuales  los  veinte  del  centro  correspon- 
den al  Ferrocarril  según  se  expresa  en  las  adverten- 
cias escritas  sobre  er plano. 

Vigésimotercero.  Resultando  que  en  la  certifica- 
ción indicada  en  el  Resultando  que  antecede  aparece 
también  informe  del  teniente  de  Ingenieros  del  Ejér- 
cito Americ>ano  Mr.  J.  Berden,  Jefe  de  la  ciudad,  en 
el  que  refiriéndose  el  informe  del  Arcjuitecíto  Munici- 
pal referido  llama  la  atención  hacia  el  artículo  cuaren- 
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ta  y  nueve  de  las  Ordenanzas  Municipales  de  cons- 
trucción para  consignar  su  opinión  de  que  el  asunto 
referente  á  si  esta  ó  no  vigente  el  reparto  del  Agri- 
mensor Orduña  podrá  ser  resuelto  únicamente  en  de- 
finitiva por  la  vía  judicial. 

Vigésimocuarto.  Resultívndo  que  como  prueb* 
de  la  Compañía  demandada  «The  Western  Railway  of 
Havana  Limited))  se  trajeron  á  los  autos  testimonio  de 
las  escrituras  de  veintiuno  de  Enero  de  mH  ochocien- 
tos sesenta  y  siete  ant^  don  Luis  Rodríguez  Boyes  y 
de  quince  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos 
ante  don  Rafael  del  Pino,  otorgada  la  primera  por  don 
Joaquín  Santos  Suárez  y  la  representación  del  Ferro- 
carril del  Oeste  por  la  que  el  señor  Santos  Suáres  ven- 
de á  la  Compañía  del  Oeste  nueve  mil  cuatrocientos 
doce  metros  cuadrados  de  terrenos  de  las  estancias 
íf Tamarindo»,  «Balaguer»  y  «Enamorado)»,  á  i'azón  de 
sesenta  centavos  la  vara  plana;  y  por  la  segunda  otor- 
ga recibo  doña  Rosalía  Gómez  viuda  de  Santos  Suárez 
de  las  cantidades  que  por  virtud  de  la  escritura  ante- 
rior adeudaba  á  éste  la  Compañía  del  Oeste. 

Vigésimoíjuinto.  Resultando  que  también  como 
prueba  de  la  misma  Compañía  del  Oeste  se  practicó  en 
primero  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno  un  reco- 
nocimiento judicial  de  los  terrenos  en  cuestión. 

Vigésimasexto.  Resultando  que  como  prueba  de  los 
Ferrocarriles  Unidos  de  la  Habana,  se  trajo  á  estos 
autos  testimonio  de  la  ascritura  de  tres  de  Julio  de 
mil  novecientos  ante  el  Notario  Francisco  de  P.  Ro- 
<lríguez  Acosta  por  la  que  permutaron  ambas  Compa- 
ñías demandadas  una  superficie  de  terreno  de  qui- 
nientos sesenta  y  ocho  metros  setenta  y  cinco  centési- 
mas de  metro  cuadrado,  haciéndose  constar  que  la 
superficie  que  entregan  para  esta  permuta  los  F'erro- 
carriles  Unidos  es  parte  del  lote  de  cinco  mil  diez  me- 
tros con  noventa  y  cinco  centesimas  de  metro  que 
adquirió  dicha  Compañía  del  Ferrocarril  del  Oeste  y 
éste  á  su  vez  del  señor  Santos  Suárez;  y  también  uua 
certificación  del  Secretario  interino  del  Ayuntamiento 
de  esta  ciuda  I  con  tentativa  de  un  informe  del  Depar- 
tamento de  Ingenieros  expresiva  de  que  en  el  plano 
del  reparto  de  Santo»  Suárez  se  representa  la  calle  lla- 
mada del  Ferroc^irril  con  cuarenta  metros  de  ancho  y 
en  las  referencias  de  dicho  plano  se  dice  que  la  calle 
que  recorre  el  Ferrocarril  tiene  cuarenta,  metros  de 
anchura  de  los  cuales  los  veinte  del  centro  correspon- 
den  á  la  Empresa. 
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•Vige8Ímosi*ptimo.  Kesnltandoqucdecursadoel  pro- 
liatorío,  en  providencia  de  diez  y  siete  de  Octubre  de 
mil  novecientos  uno  se  mandaron  entregar  los  autos 
originales  A.  las  partes  para  conclusión  por  término  de 
diez  días  &  cada  uno,  quienes  evacuaron  el  trámite 
sosteniendo  caria  cual  el  criterio  de  sus  respectivas  de- 
mandas y  contestación »s,  en  vista  de  lo  cual  se  cit^ 
para  sentencia. 

RkSOLUCIÓíV  RECITRÍIIDA: 

Vigésimoctavo.  Resultando  que  la  resolución  re- 
currida, cuya  fecha  queda  expresada,  en  su  parte  dis- 
positiva falla  declarando  con  lugar  en  parte  la  deman- 
da, declara  de  la  propiedad  de  la  parte  demandante,  6 
sea  de  la  sucesión  de  (Jenaro  de  la  Vega,  los  cinco 
mil  trescientos  veintiún  metros  planos  y  ciento  seten- 
ta y  siete  milésimas  que  en  conjunto  detentan  las  Com- 
pafltas  demandadas  exceso  de  los  nueve  mil  cuatro- 
cientos doce  que  le  pertenecen  y  proceden  de  compra 
á  Joaquín  Santos  Biiárez,  condenando  á  las  mismas  á 
que  devuelvan  el  indicado  exceso  en  la  medid»*  siguien- 
te: tres  mil  novecientos  veintiocho  metros  planos  y 
diez  y  siete  milésimas  The  Western  Raihvay  of  Hava- 
na  Limited,  y  mil  tresjc  entos  aoventa  y  tres  metros 
planos  y  ciento  sesenta  milésimas  los  Ferrocarriles 
Unidos  de  la  Habana  y  Almacenes  de  Regla  Limitada 
cx)n  los  frutos  civiles  debidos  producir,  en  la  misma 
proporción  y  desde  la  interposición  de  la  demanda, 
con  demolición  de  lo  edificado  en  d'cho  terreno;  sin 
que  tenga  lugar  la  devolución  del  terreno  ni  demoli- 
ción de  lo  edificado  que  sean  necesarios  para  la  circu- 
lación de  trenes  y  el  servicio  público,  la  cual  se  deter- 
minará en  el  período  de  ejecución,  reservando  al  ac- 
tor pDr  esta  imposibilidad  de  la  devolución,  las  accio- 
nes procedentes  para  que  las  ejercite  como  viere  con- 
venirle; declara  también  no  haber  lugar  á  los  demás 
pronunciamientos  interesados  en  la  demanda  y  con 
lugar  la  de  evicción  de  loa  Ferrocarriles  Unidos  por 
lo  que  en  situación  pudieran  perder  del  terreno  com- 
prado á  la  otra  Compañía  demandada,'  sin  hacer  espe- 
cial condenación  de  cos'as  en  ninguna  de  las  instan- 
cias. 

Fundamentos  dkl  rkcurso  de  camacióx: 

Vigésimonoveno.  Resultando  que  contra  la  ex- 
presada sentencia  ambas  Empresas  han  interpuesto 
recurso  de  casación  por  infracción  de  Lev.  La  Western 
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Railway  of  Havana  Lunited,  fniulándoso  en  loa  nfime- 
ros  primero  3^^  séptimo  del  ai'tíciilo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjniciamiento  Civil,  y  que  liaoe 
consistir  en  los  siguientes  motivos: 

«Primero.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  pues  según  consta  en  autos,  en  <locumento 
auténtico,  6  séase  la  certificación  del  Secretario  del 
Ayuntamiento,  que  ocupa  la  foja  doscientos  de  lo» 
autos,  está  vigente  el  reparto  de  población  de  los  te- 
rrenos conocidos  por  Santos  SuArez,  en  cuyo  plano 
existe  una  calle  sobi-e  la  cual  estii  trazada  la  línea  del 
Ferrocarril  del  Oeste,  con  cuarenta  metros  de  ancho, 
de  los  que  esa  línea  férre^i  puede  ocupar  veinte,  dedi- 
cjindose  el  resto  a  vía  publica;  y,  no  obstante  este 
{^testado,  en  la  sentencia  declara  el  Tribunal  senten- 
ciador que  •'se  mismo  terreno,  cedido  en  dicho  plano 
para  línea  férrea  y  calle,  y  ocupado  en  parte  por  el 
Kerrocurril  del  Oeste,  es  de  la  propiedad  de  los  here- 
deros de  don  Genaro  de  la  Vega,  en  cuanto  excede  de 
los  nueve  mil  cuatrocientos  doce  metros  planos  (ó  sea 
una  faja  de  setecientos  veinf.icuatro  metros  de  largo, 
por  trece  de  ancho)  comprados  por  la  Empresa  del  Fe- 
rrocarril del  Oeste  á  Santos  Snárez,  en  cumplimiento 
de  obligaciones  contraídas  con  anterioridad  al  citado 
reparto. » 

«Segundo:  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  consistente  en  la  violación  de  los  artículos 
mil  doscientos  diez  y  seis  y  mil  doscientos  diez  y  ocho 
del  Código  Civil,  que  determinan  cuales  son  documen- 
tos públicos  y  el  valor  de  éstos;  toda  vez  que  siendo  el 
documento  de  fojas  doscientas,  un  documento  autori- 
zado por  empleado  público  competente,  el  Tribunal 
ha  debido  estimar  como  probado  «el  hecho  que  motivó 
su  otorgamiento»,  y  en  tal  virtud  que  está  vigente  el 
reparto,  cuya  supuesta  caducidad  sirve  de  base  á  la 
declaratoria  del  Tribunal  sentenciador  relativa  á  que 
los  terrenos  pertenecen  á  la  sucesión  de  don  Genaro 
de  la  Vega,  siendo  así  que  en  dicho  reparto  de  pobla- 
ción, esos  mismos  terrenos  están  cedidos  al  Ayunta- 
miento para  una  vía  pública  de  cuarenta  metros  de 
ancho,  de  los  que  veinte  metros,  había  de  ocupar  la 
línea  del  Ferrocarril  del  Oeste.» 

«Tercero:  La  del  artículo  sesenta  y  nueve  de  la 
Ley  provisional  Municipal  de  la  Isla  de  Cuba,  en  su 
párrafo  inicial,  y  en  el  apartado  primero  así  en  el  nú- 
mero primero  del  dicho  apartado  primero,  y  también 
en   el   apartíido  segundo  de  dicho  artículo  sesenta 
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y  nneve^  por  su  no  aplicación,  toda  vez  que  en  dichos 
preceptos  se  estatuye  ser  «de  la  competencia  de  los 
Ayuntamientos,-  el  gobierno  y  dirección  de  los  intere- 
ses peculiares  de  los  pueblos» Ky  en  particular 

cuando  tenga  relación  con» <cel  arreglo   y  ornato 

de  la  vía  pública» «Apertura  y  alineación  de  calles 

y  plazas  y  de  toda  clase  de  vías  de  comunicación»  y 
esto  no  obstante,  la  sentencia  declara  de  la  propiedad 
de  la  sucesión  de  don  Genaro  de  la  Y^a  un  terreno 
que  fué  cedido  al  Ayuntamiento  para  calle  por  su  pro* 
pietario  al  solicitar  la  aprobación  del  proyecto  de  re- 
parto de  población  que  lo  fué  impartida,  y  está  vigen- 
te. Declarado  por  el  Ayuntamiento  que  estima  como 
vigente  ese  reparto  (certificfMsión  de  fojas  doscientas) 
no  podía  el  Tribunal  sentenciador^  sin  infracción  del 
citado  precepto  de  la  Ley  Municipal,  atribuirse  la  fa- 
cultad de  decidir  sobre  ese  extremo,  en  sentido  con- 
trario, afectando  con  ello  los  derechos  dominicos  del 
Ayuntamiento;  que  no  ha  sido  parte  en  este  pleito.» 

Cuarto:  Inadecuada  aplicación  del  articulo  cua- 
renta y  nueve  de  las  ordenanzas  de  construcción  para 
la  ciudad  de  la  Habana  que  en  el  precepto  legal  vi- 
gente en  materia  de  repartos  de  población  en  esta  ca- 
pital: por  cuanto  la  sentencia  declara  de  la  propiedad 
de  los  herederos  de  don  Genaro  de  la  Vega,  cierta 
porción  de  terreno  cedida  por  Santos  Suárez  al  Ayun- 
tamiento para  la  apertura  de  las  calles  en  el  proyecto 
de  reparto  presentado  por  el  citado  Santos  Suárez  y 
aprobado  por  el  Cabildo  y  por  el  Gobernador  General 
de  la  Isla;  y  para  llegar  á  esa  declaratoria  el  Tribunal 
sentenciador  parte  del  supuesto  de  que  ese  reparto  y 
los  derechos  que  se  derivan  del  mismo  han  caducado, 
á  tenor  del  citado  articulo  de  las  Ordenanzas  Munici- 
pales, no  obstante  la  declaración  del  Ayuntamiento 
que  consta  de  la  certificación  de  fojas  doscientas  de  es- 
tos autos,  de  que  el  referido  reparto  está  vigente.» 

«Quinto:  Inadecuada  aplicación  del  mismo  articulo 
cuarenta  y  nueve  de  las  Ordenanzas  de  construcción  pa- 
ra la  ciudad  de  la  Habana,  por  cuanto  la  caución  de  ca- 
ducidad que  contiene  es  puramente  administrativa,  y 
requiere  para  ser  aplicada  una  declaración  expresa  del 
Ayuntamiento,  que  es  la  autoridad  competente  en  la 
materia,  lo  que  no  se  ha  hecho,  puesto  que,  lejos  de 
ello,  el  Ayuntamiento  considera  vigente  el  reparto  de 
Santos  Suárez  (certificación  foja«  doscientas  de  estos 
autos).» 

«Sexto:  Errónea  aplicación  del  mismo  artículo 
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caarenta  y  naeve  de  las  Oi^enanzas  de  construcolAn 
para  la  ciudad  de  la  Habana,  por  cnanto  el  Tribunal 
sentenciador,  interpreta  y  aplica  ese  pf ecepto  y  dedu- 
ce de  BU  aplicación,  consecuencias  decisivas  en  este 
litigio,  sin  tener  atribuciones  para  ello.» 

«Séptimo:  La  de  la  Ley  XXI,  título  XXIX  de 
la  partida  III,  por  inaplicación,  toda  vez  que  á  tenor 
dé  lo  dispuesto  en  el  artículo  mil  novecientos  treinta 
y  nueve  del  Código  Civil  vigente,  dicha  ley  debe  apli- 
carse al  caso  de  autos,  ya  que  habiendo  permanecido 
cuarenta  y  dos  años  la  Compañía  del  Oeste  en  la  pa- 
cífica posesión  de  esa  faja  de  terreno,  ganó  por  pres- 
cripción el  dominio  de  la  misma.» 

Los  Ferrocarriles  Unidos,  por  medíp  de  su  repre- 
sentación, expresaron  los  motivos  para  recurrir  en 
casación  que  á  continuación  se  copian: 

írQue  exprese  á  continuación  el  precepto  legal  in- 
fringido, á  los  efectos  de  la  aplicación  del  caso  tercero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil.» 

«Primero:  La  sentencia  infringe  el  artículo  tres- 
cientos cincuenta  y  ocho  de  la  propia  Ley  procesal, 
que  determina  que  los  fallos  han  de  ser  claros,  preci* 
sos  y  congruentes  con  las  demandas  y  con  las  dem&s 
pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito, 
haciendo  las  declaraciones  que  éstas  exijan,  condenan- 
do ó  absolviendo  al  demandado  y  decidiendo  todos  los 
puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.» 

«En  efecto:  en  la  contestación  á  la  demanda  cita- 
mos de  evicción  á  la  Compañía  del  Oeste,  en  cuanto  á 
los  terrenos  que  procedían  de  la  compra  y  de  la  permu- 
ta celebradas  entre  ésta  y  la  Empresa  de  los  Unidos. 
El  fallo  declara  con  lugar  la  demanda  de  evicción  en 
cuanto  á  los  terrenos  que  proceden  de  la  venta,  dejan- 
do de  resolver  en  cuanto  á  la  procedencia  ó  improce- 
dencia de  la  evicción  en  cuanto  se  relaciona  con  los 
terrenos  que  procedan  de  la  permuta.  •  A  ésto  hube 
de  referirme  en  mi  escrito  solicitando  aclaración  de 
la  sentencia.» 

«A  los  efectos  de  la  aplicación  del  número  prime- 
ro del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  cito  como  precepto  legal  infrin- 
gido el  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho  del 
Código  Civil.» 

«En  efecto:  la  sentencia  declai-a  con  lugar  la  de- 
manda de  evicción.  solamente  por  lo  que  en  situación 
pudiera  perder  la  Compañía  que  represento  del  terre- 
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no  colorado  &  la  atra  Empresa  demaudadif.,  coaadp  á 
teBor  del  preoepto  1<^  que  «e  oita  como  infringido, 
«sta  Empresa  del  Oeste  debe  devolver  loe  frutos  y  ren- 
tas y  pagar  las  costas  causadas  en  el  pleito  que  di6 
origen  á  la  evioción,  así  como  los  daños  é  intereses  en 
los  mismos  términos  en  que  el  fallo  condena  á  mi  re- 
presentado &  devolver  á  la  sucesión  de  Genaro  de  la 
Vega  los  frutos  civiles  debidos  producir  y  á  demoler 
lo  edificado  en  dicho  tonino.» 

Trigésimo.  Resultando  que  admitidos  ambos  re- 
cursos por  auto  de  siete  de  Marzo  del  corriente  affo, 
«e  personaron  las  partes  aute  este  Tribunal  Supremo 
y  tramitados  ambos  recursos  conjuntamente,  en  forma 
le^l,  se  celebró  la  vista  el  dfa  seis  de  los  corrientes 
con  asistencia  de  los  Letratos  de  las  mismas,  y  en  di- 
cho acto  loe  que  representaban  &  loe  recurrentes  sos- 
tuvieron sus  recursos  respectivos,  pidiendo  fuesen  de- 
daradoe  con  lugar,  impugnándolos  el  de  la  parte  no 
recurrente,  que  pidió  fuesen  declarado  sin  lugar. 

Decisión  dbl  recurso: 

*  Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrwi. 

Primero.  CoDsiderando  en  cuanto  á  los  supues- 
tos errores  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba,  que  la  Compañía  del  Ferrocarril  del 
Oeste  alegó  en  los  motivos  primero  y  segundo  de  su 
reoorso,  citando  con  dicho  propósito  el  documento  de 
fqjas  doscientas,  que  de  ningñn  modo  ha  podido  la 
Sala  incurrir  en  semejantes  errores  en  el  concepto  que 
se  ^ipresa  en  los  referidos  motivos,  porque  al  estimar 
caducada  pM»  los  efectos  del  fallo  el  reparto  realizado 
para  urbanizar  la  estancia  el  /Tamarindo»,  que  com- 
prende los  terrenos  en  litigio,  lo  hace  en  consideración 
al  precepto  legal  que  estatuye  las  condiciones  requeri- 
das pu^  dicha  caducidad,  en  relación  con  la  justifíca- 
(HÓn  de  dichas  condiciones  en  el  caso  que  resuelve, 
que  estima  haberse  realizado  dentro  del  pleito,  atri- 
buyendo á  medioe  de  pruebas  distintos  del  documento 
citado  por  el  recurrente;  y,  por  tanto,  tan  solo  con  la 
indebida  aplicación  del  mencionado  precepto  podría 
cometerse  infracción  legal  que  hiciera,  en  9u  caso, 
claudicar  el  fallo. 

Segundo.  Considerando  que  aun  cuando  así  no 
fuere,  el  documento  de  fojas  doscientas  es  ineficaz  pa- 
na éí  objeto  que  la  Empresa  recurrente  lo  invoca,  por- 
que eontíene  dos  informes  de  distintos  f uneionariDs 
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expresivos  de*  criterios  diferentes  y  la  indeterminación 
que  surge  de  esa  circunstancia  con  respecto  al  sentido 
y  alcance  del  dicho  documento,  impide  racionalmente 
demostrar  con  su  mérito,  cualquiera  que  sea  el  valor 
que  se  le  atribuya  y  la  aprobación  que  del  mismo  se 
haga,  el  error  evidente  del  Juzgador  que  la  ley  exige 
para  la  casación  de  una  sentencia. 

Tercero.  CJonsiderando  que  la  sentencia  recurri- 
da no  desconoce  las  facultades  de  los  Ayuntamientos 
en  punto  al  «gobierno  y  dirección  de  los  intereses  pe- 
culiares de  los  pueblos»,  ((cn  cuanto  tenga  relación  con 
el  arreglo  y  ornato  de  la  vía  publica»,  «apertura  y  ali- 
neación de  calles  y  plazas  y  de  todas  clases  de  vías 
de  comunicación»  y  por  tanto  no  infringe  el  articulo 
sesenta  y  nueve  de  la  Ley  Provisional  Municipal  que 
se  cita  en  el  tercer  motivo  del  recurso  interpuesto  por 
la  mencionada  Empresa,  ni  usurpa  dichas  facultades, 
cuando  teniendo  que  resolver  una  contienda  entre 
partes  aprecia  la  situación  legal  de  unos  terrenos  cuya 
propiedad  ha  originado  dicha  contienda. 

Cuarto.  Considerando  que  á  dicho  respecto,  es- 
timando la  Sala  probado  que  no  se  han  realizado  los 
trabajos  exigidos  para  la  apertura  de  calles  y  proyectos 
de  nueva  población  en  los  capítulos  segundo  y  tercero 
de  las  Ordenanzas  de  construcción  tratándose  de  un 
proyecto  aprobado  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta, 
cuando  en  la  necesidad  de  estimar  la  vigencia  ó  cadu- 
cidad del  mismo  lo  tiene  por  caducado,  aplica  recta- 
mente el  artículo  cuarenta  y  nueve  de  las  dichas  Or- 
denanzas, que  dispone  claramente  que  el  transcurso 
de  dos  años  sin  ejecución  por  parte  de  los  interesados 
de  las  condiciones  establecidas  por  las  mismas,  anula 
el  proyecto,  que  aun  aprobado,  se  entiende  provisio- 
nal, según  el  propio  texto  de  dicho  artículo;  y  la  Sala 
al  hacer  aplicación  de  dicho  precepto  para  los  efectos 
de  la  sentencia,  procede  en  uso  de  las  facultades  que 
le  competen  para  resolver  respecto  á  la  naturaleza  y 
condición  de  los  derechos  alegados  y  probados  dentro 
del  pleito;  por  todo  lo  que  son  también  improcedentes 
los  motivos  cuarto,  quinto  y  sexto  del  recurso  &  que 
se  refieren  los  anteriores  «Considerandos». 

Quinto.  Considerando  en  cuanto  al  séptimo  mo- 
tivo, que  la  Sala  declara  no  haberse  probado  la  fecha 
en  que  las  Compañías  énti*aron  á  poseer  los  terrenos 
que  en  el  pleito  se  han  pretendido  reivindicar,  y  esta 
apreciación  de  hecho  que  en  casación  no  ha  sido  im- 
pugnada en  forma  alguna,  hace  imposible  graduar^el 


írUMPRfMíVÍ'IA  CIVIL. 


tiem^K)  de  la  poseeión  que  se  requiere  para  la  prescrip- 
ción adquiRitiva  del  dominio,  y  aun  el  mero  trans- 
curso del  que  es  indispensable  para  que  una  ac- 
ción no  ejercitada  se  extinga;  declarando  á  mayor 
abundamiento  la  sentencia  recurrida,  que  acerca  de 
dicho  particular  ni  siquiera  se  ha  aducido  prueba,  á 
lo  que  estaba  sin  duda  obligada  la  Compañía  recurren- 
te, dada  la  naturaleza  de  la  excepción  alegada. 

Sexto.  Considerando  en  cuanto  al  primer  motivo 
de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  de  los  Ferro- 
carriles Unidos,  que  si  bien  ea  indudable  la  co#\'e- 
niencia  que  resulta  de  procurar  en  los  fallos  la  mayor 
claridad  y  precisión,  posible  para  cumplir  de  ese  modo 
en  su  letra  y  espíritu  el  artículo  trescientos  cincuenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  Aste  no 
puede  entenderse  violado,  en  la  forma  que  establece 
el  níimero  tercero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  propia  Ley,  por  el  solo  empleo  en  el  fallo  de  un 
vocablo,  cuya  signiñcación  técnica  rigurosamente  ad- 
mitida no  adecué  á  la  naturaleza  y  alcance  del  pronun- 
ciamiento que  aquel  contiene,  cuando  respecto  á  dichas 
circunstancias  no  es  posible  abrigar  dudas,  teniendo 
en  cuenta  los  términos  de  la  pretensión  deducida  en  el 
pleito,  la  forma  en  que  durante  el  mismo  ha  sido  de- 
batida y  los  fundamentos  legales  que  para  resolver 
respecto  á  la  misma  se  hayan  consignado  en  la  sen- 
tencia. 

Séptimo.  Considerando  á  dicho  respecto  que  el 
fundamento  aducido  por  la  sentencia  para  declarar 
con  lugar  la  evicción  no  es  otro  que  el  allanamiento 
de  la  Empresa  del  Ferrocarril  del  Oeste  á  dicha  de- 
manda, concepto  que  después  se  reañrma  y  amplía 
cuando  en  el  auto  que  resolvió  la  aclaración  pedida 
por  el  recurrente  se  expresa  con  respecto  á  la  evicción,, 
siquiera  se  diga  á  otros  efectos,  que  la  «Sala  resolvien- 
do congruentemente  debía  hacer  é  hizo  el  pronuncia- 
miento en  la  forma  pedida  y  consentida». 

Octavo.  Considerando  que  por  tales  razones  debe 
racionalmente  entenderse  que  la  demanda  de  evicción 
ha  sido  declarada  con  lugar  en  su  totalidad,  toda  vez 
que  referida  por  los  Ferrocarriles  Unidos  conjunta- 
mente á  los  terrenos  por  ella  adquiridos  por  compra  y 
permuta  del  Ferrocarril  del  Oeste,  allanada  esta  Em- 
presa á  BU  vez,  en  la  misma  forma,  y  apreciada  esa 
situación  procesal  en  la  sentencia  para  fundar  en  ella 
la  resolución,  no  puede  entenderse  limitado  el  alcance 
de  ésta  porque  en  la  parte  diapositiva  se  haga  tínica- 
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mente  mención  de  los  comprados,  pues  semeJMtid 
limitación  no  encuentra  base  en  Ingar  alguno  de  la 
Hentencía  recurrida. 

Noveno.  Considerando  en  cuanto  al  segundo  mo- 
tivo  del  recurso  interpuesto  por  el  propio  recurrente, 
que  el  fallo  no  viola  el  articulo  mil  cuatrocientos  no- 
venta y  ocho  del  Código  Civil  en  el  concepto  que  se 
menciona,  porque  además  de  que  en  la  demanda  de 
evicción  no  se  pidió  declaración  alguna  con  respecto  á 
los  particulares  que  en  él  se  contienen,  es  lo  cierto  que 
el  ^il  cuatrocientos  ochenta  del  propio  cuerpo  legal 
dispone  que  el  saneamiento  no  puede  exigirse  hasta 
que  haya  recaído  neutencia  ñrme  por  la  que  se  haya 
condenado  al  comprador  á  la  pérdida  de  la  cosa  adqui- 
rida 6  de  parte  de  la  misma,  por  lo  cual  es  visto  que 
no  debía  la  sentencia  aplicar  el  artículo  citado  como 
infringido  &  los  efectos  que  el  recurrente  pretende. 

Décimo.  Considerando  que  conforme  al  XL  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  cuando  se  declara  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  deben  imponei*se  las  costas  á  la 
parte  ó  partes  recurrentes. 

Fallamas  ({ue  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  casar  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  contra  1»  que 
las  Empresas  del  Ferrocarril  del  Oeste  y  tenidos  de  la 
}íal>ana  han  recurrido  en  la  forma  que  queda  explicada 
en  esta  sentencia,  debiendo  las^castas  de  dichos  recur- 
sos tramitados  conjuntamente  entenderse  de  pormi^Bhd 
entre  ambas  Empresas  recurrentes.     Publiquese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente.— Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — 
Kafael  Maydag&n. 


In£  ley.-Sent  30—21  de  Mayo.— MotiTW.  (Cor.  is 

Enero,  1904.) 

1H>CTRIN  A:  Cuando  la  sentencia  descansa 
en  un  fonda  mentó  lej^al  rectamente  aplicado,  ca- 
recen de  eficacia  los  motivos  que  se  dingen  á  com- 
batir el  fallo,  si  no  son  suficientes  á  destruir 
dicho  fundamento. 

Kl  recurso  de  casación  no  es  e6cai  contra  los 
Considcrandi>s  de  las  SentciKias,  sino  contra  «a 
parte  dispositiva. 

Es  ci-^nirruente  la  sentencia  que  declara  con  la- 
gar la  demaiuia  en  todos  los  extremos  que  contie- 
ne.  coa)es4)uiera  ijue  sean  los  fundamentos  legales 
en  que  se  apOTC. 
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No  es  de  aplicación  la  doctrina  de  que  á  nadie  es 
lícito  ir  contra  sus  propios  actos,  cuando  el  acto 
que  se  alega  como  contradictorio  es  compatible 
con  el  anterior  aceptado  y  por  consiguiente  el 
uno  ni  se  opone,  ni  destruye  al  otro. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  &  veíntíuno  de  Mayo 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  por  ¡nfraccióa  de  ley  y 
de  doctrina  legal  deducido  por  Ramón  Sánchez  y 
Sáenz,  del  comercio  y  de  esta  vecindad,  como  heredero 
de  Francisco  Monserrat  y  Yilanova,  contra  la  senten- 
cia definitiva  dictada  por  la  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  el  juicio 
declarativo  propuesto  por  Lízardo,  María  Teresa  y  jA^ 
de  Tas  Mercedes  Muñoz  y  Safiudo,  propietarios  y  de  la 
misma  vecindad,  contra  Juan  Muñoz  y  Romay,  cuya 
profesión  y  domicilio  no  se  expresan,  y  contra  el  citado 
Monserrat  y  Vilanova,  que  falleció  dorante  el  pleito, 
continuado  con  su  sucesión,  sobre  nulidad  de  la  escri- 
tura otorgada  con.  fecha  veintiuno  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  por  los  demandados  an- 
te el  Notario  (le  esta  capital  Alejandro  Núñez  de  Vi- 
llavicencio  en  «uanto  por  ella  cedió  el  primero  al 
segundo  los  alquileres  de  varias  casas  pertenecientes 
&  los  demandantes  y  sobre  entrega  de  cantidad  á  éstos 
por  razón  de  dichos  alquileres: 

Dsmanda: 

Primero.  «Resultando  que  en  el  escrito  foja  cien- 
to cincuenta  y  cuatro  formularon  los  actores  su  de- 
manda, consignando  los  hechos  siguientes:  Primero: 
qoe  en  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  D.  Juan  Mañoz  y  Romay  otorgó  á  favor  de 
Franoisoo  Monserrat  y  Vilanova,  ante  el  Notario  Ale- 
jandro Núfiez  una  escritura  que  presenta  en  copia 
8iitt]^1e;  expresando  que  según  escritura  de  cinco  de 
Marzo  de  lúil  ochocientos  noventa  y  cuatro  ante  dicho 
Notario,  dio  en  arrendamiento  á  Francisco  Monserrat, 
la  casa  Principe  Alfonso  veintitrés  perteneciente  &  sus 
úienores  hijos  Lizardo,  Teresa  y  Mercedes  por  ciento 
dos  pesos  oro  mensuales  y  término  de  seis  años  &  con- 
tar desde  el  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro:  que  también  arrendó  por  esa  escri- 
tura &  Monserrat,  la  casa  Mercaderes  veintinueve, 
igofalmente  de  sus  hijos,  por  ciento  cincuenta  y  tres 
pesoe  oro  mensuales  y  término  de  seis  años  &  contar 
desde  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
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onatro:  que  segán  escritara  de  diez  y  naeve  de  Abril 
de  dicho  afio  ante  el  propio  Notorio,  dí6  en  arrenda- 
miento &  Monserrat  las  casaa  números  diez  y  naeve, 
veintisiete  y  veintinueve  de  1^  calle  del  Príncipe  Al- 
fonso, los  bajos  de  la  casa  número  veinte  de  la  calle 
de  Santo  Clara  y  la  casa  Inquisidor  diez  y  siete  pro- 
piedad de  sus  hijos  por  seis  años  contodos  desde  pri- 
mero de  Junio  de  mil  ochocientos  novento  y  cuatro, 
siendo  el  precio  de  cuarento  y  dos  pesos  oro  mensua- 
les por  cada  una  de  las  tres  casas  de  Príncipe  Alfonso; 
treinta  y  cuatro  pesos  al  mes  por  los  bajos  de  la  casa 
Santo  Clara  y  sesento  y  tres  pesos  oro  mensuales  se- 
tento  y  cinco  centovos  por  la  de  Inquisidor:  de  que  se 
tomó  anotoción  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  decla- 
rando Muñoz  en  la  cláusula  quinto  de  la  escritura  de 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  novento  y 
cuatro,  que  teniendo  urgentes  necesidades  que  cubrir 
y  careciendo  de  numerario  con  que  atender  4  ellas, 
recibió  de  Monserrat  treinto  y  tres  mil  seiscientos  se- 
sento y  ocho  pesos  cincuento  centovos  en  oro,  que 
importon  todas  las  mensualidades  del  arrendamiento 
hasto  su  extinción,  por  las  siete  fincas  mencionadas; 
que  en  la  cláusula  tercera  de  dicha  escritura  dice 
Muñoz  que  las  referidas  casas  pertenecen  á  sus  tres 
hijos  citados,  y  á  los  demás  que  procreare  su  esposa 
D'>  María  Regla  Sañudo,  según  testimonio  de  los  tes- 
tamentos de  D^  Micaela  Rebollo  y  Domingo  Sañudo: 
que  según  el  testomento  de  dichos  señores  acompaña- 
do con  la  escritura  de  división,  desde  foja  ciento  cua- 
renta á  la  ciento  sesento  y  ocho,  D^  Micaela  y  Don 
Domingo  legaron  á  sus  tres  nietos  citodos  y  á  los 
demás  hijos  que  tuviere  I»  Regla  Sañudo  el  quinto  y 
tercio  de  sus  bienes,  con  prevención  de  que  sus  pro- 
ductos se  acumulasen  y  depositasen  desde  su  falleci- 
miento en  la  Caja  de  Ahorros,  existente  en  aquella 
época  en  esto  ciudad,  asegurándose  cada  año  los  pro- 
ductos líquidos  en  ñucas  urbanas,  sin  que  fuera  lícito 
aplicarlos  á  alimentos  y  mucho  menos  á  ningún  otro 
objeto,  incluso  el  peculio;  pues  el  propósito  de  la  me- 
jora era  prevenir  acontecimientos  desgraciados,  á  fin 
de  que  en  todo  tiempo  contasen  sus  descendientes  con 
elemento  de  subsistencia  y  bienestor;  que  en  la  citada 
cláusula  novena  del  testamento  exhibido  en  testimo: 
nio  á  Monserrat  en  el  acto  de  otorgarse  la  escritara  de 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  novento  y 
cuatro  se  dispone  que  los  productos  del  legado  se  in- 
vierton  en  la  forma  ordenada,  hasto  que  el  menor  de 
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los  nietos  arribe  4  loe  veintioinco  años,  eu  cuya  opoi'- 
toDidad  86  destribniráa  el  capitel  y  las  atilidades  aca- 
maladas  entre  los  legatarios  por  partes  igaales,  á  no 
ser  qae  antes  contraiga  matrimonio  algano  de  ellos, 
en  cayo  caso  se  le  enterará  mensaalmeate  de  la  parte 
alioaota  de  productos  que  desde  ese  momento  le  corres- 
ponda; por  la  oláosnla  décima  designó  los  bienes  in- 
muebles que  habían  de  aplicarse  al  legado  en  pago  de 
terdo  y  qninto,  de  lo  que  debió  enterarse  Monserrat 
al  efectuar  su  negociación  con  Muñoz,  por  que  el  tes- 
tamento y  la  escritura  de  la  casa  Mercaderes  veinti- 
nueve adquirida  por  los  menores  con  el  efectivo  que 
les  correspondió  en  divisoria,  son  los  títulos  de  domi- 
nio de  las  fincas  que  se  le  afectaron,  inscritas  en  el 
Begistro  de  la  Propiedad  con  inserción  de  la  cl&usula 
novena  expresada,  según  consta  de  las  certificaciones 
que  se  acompañan:  qne  para  reclamar  contra  el  con- 
trato celebn^o  entre  Muñoz  y  Monserrat  el  veintinno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  el 
Sr.  Juez  de  la  testamentaría  de  les  esposos  Sañudo, 
nombró  al  compareciente,  Sr.  Fernández  Criado,  de- 
fensor de  loe  menores  perjudicados,  puesto  que  su 
padre  no  podía  representarlos  en  ese  caso,  autorizán- 
dolos para  deducir  la  presente  demanda  á  nombre  de 
dichos  menores,  según  lo  acredita  la  certificación 
acompañada».  A  continuación  de  esos  hechos,  con- 
signó el  Pror.  Urquijo  en  su  escrito  de  demanda,  los 
fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunos,  y  con- 
cluyó solicitando  que  en  definitiva  se  declare  la  nuli- 
dad del  contrato  celebrado  por  los  demandados  en  la 
escritura  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro  en  cuanto  se  refiere  á  la  cesión  de 
alquileres  de  las  casas  de  dichos  menores,  hecha  por 
Muñez  Bomay  en  pago  de  cantidad  recibida  para  aten- 
ciones particulares  suyas;  y  como  consecuencia  de 
dicha  declaratoria,  condenar  á  D.  Francisco  Monse- 
rrat á  que  dentro  de  tercero  día  entregue  á  la  repre- 
sentación de  los  citados  menores,  á  los  fines  expresa- 
dos en  el  testamento  de  D^  Micaela  Rebollo,  el  importe 
de  los  alquileres  que  las  indicadas  casas  han  producido 
desde  la  fecha  de  la  citada  escritura,  de  conformidad 
con  los  anteriores  contratos  de  arrendamiento  á  que 
la  propia  escritura  alude,  abonando  en  lo  sucesivo  y 
con  el  fin  ya  indicado,  á  la  representación  de  los  me- 
noreS|  los  alquileres  que  vayan  devengándose  hasta  la 
extinción  de  los  contratos  vigentes;  y  condenar  tam- 
biéQ  á  los  demant^i^^o^,  en  todas  lascostan  del  juicio.» 
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Siguudo.  «Besaltondo  que  con  el  eeorito  de  de- 
manda se  acompañan  los  doonmentos  signientes:  de 
foja  primera  ¿  la  cnatro,  testimonio  del  poder  otorga* 
do  al  Pror.  Urquijo  por  Fernández  Criado  como 
defensor  de  los  menores:  á  foja  cinco,  certiñoación  del 
anto  en  qne  se  autorizó  á  Fernández  Criado  para  esta- 
blecer el  presente  juicio  de  fojas  seis  á  la  cien* 
to  once,  testimonio  de  la  división  y  adJQdtcacióii 
de  los  bienes  de  los  esposos  Sañudo  fecha  veintisie^ 
te  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
ante  el  Notario  Ñuño,  adjudicándose á  los  menores  en 
pago  del  legado  las  casas  Inquisidor  diez  y  siete,  Mon- 
te diez  y  nueve,  veintitrés,  veintisiete  y  veintinueve 
y  Santa  Clara  veinte;  de  foja  ciento  doce  á  ciento 
veinte.  Certificación  del  Registrador  de  la  Propiedad 
fecha  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis;  y  de  foja  ciento  veintiuna  á  ciento  veintidós,  otra 
certificación  del  mismo,  fedia  veintinueve  de  Diciem* 
bre  de  mil  ochocientos  no  venta  y  seis,  en  que  aparecen 
inscritas  las  casas  pertenecientes  á  los  menores;  copia 
simple  de  la  escritura  de  ocho  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve  ante  el  Notario  Castro,  foja 
ciento  veintitrés  á  ciento  cuarenta  y  cuatro  por  la  que 
doña  Regla  Sañudo  compró  la  casa  Mercaderes  veinti- 
nueve para  sus  hijos,  entrando  esa  casa  en  el  legado; 
de  foja  ciento  cuarenta  y  cinco  á  ciento  cuarenta  y 
nueve  copia  simple  de  la  escritura  de  veintiuno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  ante  Nú- 
ñez  por  la  que  Muñoz  Bomay  se  dá  por  recibido  de 
Monserrat,  de  treinta  y  tres  mil  seiscientos  sesenta  y 
ocho  pesos  cincuenta  centavos  importe  de  loe  alquile-^ 
res  de  las  siete  casas  de  sus  hijos,  por  los  seis  a2os 
qne  debía  durar  el  contrato:  no  estimándose  necesario 
repetir  los  particulares  que  expresan  dichos  documen- 
tos, por  ser  los  mismos  consignados  en  loe  hechos  de 
la  demanda.» 

Tercero.  (rResultando  que  los  tres  menores  deman- 
dantes, á  quienes  representaba  su  defensor  Fernández 
Criado,  arribaron  á  la  mayor  edad  y  confirieron  el  po- 
der presentado  á  fojas  trescientos  veintiséis  al  Procu- 
rador Urquijo  quien  se  personó  á  fojas  trescientos 
treinta  y  se  le  tuvo  por  parte  en  nombre  de  aquéllos.» 

Contestación: 

Cuarto.  (cResultando  que  de  la  demanda  deducida 
sé  dio  traslado  con  emplazamiento  á  los  demandados, 
y  emplazados  éstos,  se  allanó  don  Juan  Muñoz  y  Bo* 
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mUy  pjDF  su  fiBorito  fojas  treBeientoe  setoata  j  tres  á  lü 
demanda,  la  cual  confeestó  el  Procarador  Llagano  á 
aomlM^  de  i>biiiieisco  Monserrafe  ea  sa  escrilio  de  foja 
tneseieiitos  treinta  y  nueve,  coa  el  qae  aooiapañó  á 
loja- ciento  ochenta  y  tres  teetimonio  de  sa  poder;  á 
fofa  ciento  noventa  y  ana.  Otiro  testimonio  de  la  es* 
oritara  de  «inóo  de  Marco  de  mil  ochocientos  noventa 
y  caaAro  de  arrendamiento  de  las  casas  Principe  Al- 
lonso  veintitrés  y  Mercaderes  veintinueve:  á  fojas 
«lento  noventa  y  seis  testimonio  de  la  escritura  de 
arrendamiento  de  diez  y  nnev^  de  Abril  de  mil  ocho- 
•oieatos  noventa  y  cuatro;  y  á  fojas  doscientos  dos  tee- 

.  timonio  de  la  eseritora  de  arrendamiento  de  veintiuno 
-de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro;  ale- 
^aindo  como  heebos  los  siguientes:  Primero:  Por  escri- 
tura de  cinco  de  Marzo  ^e  mil  ochocientos  noventa  y 
caatro,  ante  Alejandro  Núñez,  Jaan  Muñoz  Romay 
en  representación  de  sus  menores  hijos  Lizardo  Tere- 
sa y  Mercedes,  arrendó  &  Monserrat  por  seis  afios  en 
-dentó  dos  y  ciento  oLacaenta  y  tres  pesos  mensuales 
respectivamente,  las  casas  Príncipe  Alfonso  veintitrés 
y  Mercaderes  veintinueve  que  adquirieron  sus  hijos, 
la  primera  por  legado  de  Micaela  Rebollo,  según  tes- 
tamento de  veinticinoo  de  Junio  de  mil  ochocieatoB 
ochenta  y  uno,  ante  Ñuño  y  la  segunda  por  compra 
«egán  eserütura  ante  el  Kotario  Oastro  en  ocho  de 
Agosto  de  mil  ^ochocientos  ochenta  y  nueve.  Por  otra 
teseiitusa  ante  dicho  Notario  el  diez  y  nueve  de  Abril 

*  de  m£l  ochocientos  noventa  y  cuatro  Muñoz  fiomay 
•con  el  mismo  carácter  arrendó  á  Monserrat  por  seis 
años  las  casas  números  diez  y  nueve,  veintisiete  y 
veintinueve  de  la  caUe  del  Principe  Alfonso;  número 
veinte  de  la  calle  de  Santa  Glara  y  diez  y  siete  de  la 
•de  Inqnieidor,  las  tres  primeras  por  cuarenta  y  dos 
pesos  cincuenta  jcentavos,  la  cuarta  por  treinta  y  cua- 
tro y  la  quinta  por  sesenta  y  tres  pesos  setenta  y  .cinco 
centavos  oro  iiiíenBnale&,  legadas  á  los  menores  por 
-Micaela  BetMiUo  en  su  testamento.  Por  otra  escritura 
ante  el  Notario  Núñez  el  veintiuno  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  Monserrat  anticipó  á 
Muñoz  Bomay  como  representante  de  sus  tres  hijos 
menores  las  xentas  por  vencer  hasta  la  extinción  de 
los  4;ontratos  de  arrendamiento  expresados  ascendentes 
4  treinta  y  tres  mil  seiscientos  -sesenta  y  ocho  pesos 
¡dnoaenta  oentavos  oro:  que  dichos  menores  solicitan 
se  declare  la  nulidad  del  contrato  de  veintiuno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ouatro  sobre  an- 
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tícipo  de  rentas,  y  ee  condene  á  Monserrat  á  que  lea 
entregue  los  alquileres  de  las  fincas  arrendadas  desde 
la  fecha  de  los  contratos  hasta  los  vencimientos  de  los 
de  cinco  de  Marzo  y  diez  y  nueve  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  en  la  forma  que  estos 
expresan,  fundados  en  que  Bomay,  padre  de  los  ac« 
tores  aplicó  &  usos  propios  y  no  &  los  fines  que  en  su 
testamento  dispuso  la  Rebollo,  las  rentas  que  por  di- 
cha escritura  le  anticipó  Monserrat  por  cuenta  de  los 
arrendamientos  de  cinco  de  Marzo  y  diez  y  nueve  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro:  que  no  es 
cierto  que  el  expresado  fundamento  de  hecho  de  la  de- 
manda; ni  es  cierto  que  el  contrato  de  veintiuno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  fuese  de 
cesión  de  rentas,  sino  de  anticipo  de  éstas;  ni  que  las 
palabras  teniendo  urgentes  necesidades  que  cubrir  y 
careciendo  de  numerario  con  que  atender  á  ellas  em- 
pleadas por  Mufioz  Bomay  en  dicho  contrato  expresen 
que  éste  aplicara  &  usos  propios  las  rentas  anticipadas 
que  recibió  de  Monserrat,  sin  que  esas  urgentes  nece- 
sidades de  que  se  hablan  fueran  procedentes  de  obli- 
gaciones contra  sus  menores  hijos,  nacidas  del  oum* 
plimiento  de  la  cláusula  novena  del  testamento  de 
Micaela  Rebollo,  como  es  lógico  presumir,  ni  es  tam- 
poco cierto  que  &  Monserrat  se  exhibiera  el  testamento 
sino  al  Notario  autorizante  de  la  escritura  de  veintiuno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro;  que 
al  hacer  la  Rebollo  el  legado  del  tercio  y  quinto  &  sus 
nietos-Ios  actores,  no  impuso  la  condición  expuestos, 
que  esos  bienes  no  fueran  usufructuados  por  los  pa- 
dree, entre  cuyos  bienes  no  se  encuentra  la  casa  Mer- 
caderes veintinueve.  Séptimo:  que  ni^;a  los  hechos 
de  la  demanda  que  no  convengan  con  los  expuestos. 
Octavo:  que  la  reclamación  de  los  actores  por  lo  que 
respecto  &  Monserrat,  que  se  limitó  á  pagar  al  repre- 
sentante de  los  actores  y  Administrador  de  los  bienes 
del  legado  seg&n  se  declaró  en  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  de  España,  es  á  todas  luces  im- 
procedente y  temeraria  cualesquiera  que  por  otro  hido 
sean  las  acciones  que  para  que  les  indemnice  asistan  á 
los  actores  contra  su  señor  padre.  Se  hicieron  después 
en  el  escrito  de  contestación  las  alegaciones  de  derecho 
que  se  estimaron  oportunas  y  se  concluyó  solicitando 
se  tuviera  por  opuestas  &  la  demanda  la  excepción  pe- 
rentoria de  falta  de  acción  para  pedir,  se  declarase 
sin  lugar  la  demanda  absolviéndose  al  demandado  y 
condenándose  en  todas  las  costas  á  los  demandantes.!» 
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Quinto.  «BeBultando  qae  en  este  estado  del  jaicio 
presentaron  loe  actores  la  certifioaoión  del  fallecimien- 
to de  Monserrat,  solicitando  se  toviera  por  cesado  al 
Procarador  Llagano  en  su  representación  y  se  citabe 
por  edictos  á  los  herederos  de  Monserrat,  por  ignorar- 
se  quienes  eran,  á  lo  que  se  accedió  en  providencia  de 
fc^a  trescientas  dncaenta  y  cnatro;  y  publicados  los 
edict<>8  se  personó  el  Procarador  Abraham  Barreal  á 
fojas  trescientas  setenta  y  una,  solicitando  se  le  tovie- 
se  por  parte  á  nombre  de  don  Bamón  Sánchez  y  Saenz 
como  único  heredero  de  Monserrat,  acompañando  testi- 
monio del  poder  y  del  testamento  de  Monserrat,  fojas 
trescientas  setenta,  manifestando  por  otrosí  que  acep- 
taba la  herencia  á.  beneficio  de  inventario;  cuya  ma- 
nifestación se  tuvo  por  hecha  teniéndose  también  por 
parte  á  dicho  Procarador.» 

Renuncia  db  la  bépliga: 

Sexto.  «Besultando  que  conferido  traslado  en  ré- 
plica, lo  renunciaron  los  actores,  se  tavo  por  innesa- 
ria  la  duplica,  y  á  solicitud  délos  demantes  se  abrió  el 
jaicio  á  prueba,  practicándose  en  el  segando  perío- 
do de  ella  las  admitidas  en  el  primero,  j» 

Kebolución  riboubbida: 

Séptimo.  Besnltando  que  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta  capital,  que 
oonodó  del  jaicio,  dictó  sentencia,  con  fecha  veintidós 
de  Abril  de  mil  novecientos  dos,  desestimando  la  de- 
manda, y,  apelada  aquella  por  los  demandantes,  la 
revocó  en  definitiva,  con  fecha  diez  y  ocho  de  Noviem- 
bre último,  la  ante  citada  Sección  primera  de  la  Sala 
de  lo  Oivil  de  la  Andiencia  de  la  Habana,  aceptando 
la  relación  de  hechos  consignada  en  la  sentencia  del 
Jazgado — en  la  cual  aparecen  entre  otros  los  seis  Re- 
snltandos  que  en  la  presente  se  han  transcrito,  de- 
sestimando la  excepción  de  falta  de  acción  alegada 
por  el  demandado  Monserrat,  declarando  con  lugar  la 
demanda  y  en  su  consecaencia  nulo,  de  ningún  valor 
ni  efecto,  el  contrato  contenido  en  la  escritara  de 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  y  condenando  á  Sánchez,  como  heredero  del 
referido  demandado  Monserrat,  á  que  dentro  de  ter- 
cero día  dé  y  pague  á  los  actores  los  alquileres  de  las 
easas  de  sa  pertenencia  qae  á  partir  del  veinti* 
uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
precitado  estuvieren  vencidos  con  arreglo  á  los  con- 
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tíratofi  de  arrendamiento  constituidos  por  las  eeorita- 
ras  de  cinco  de  Marzo  y  diez  y  aoeve  de  Abril  del 
mismo  año,  sin  especial  ooiQdenaoi6n  de  costas  respeo* 
to  de  ninguna  de  las  dos  estancias;  para  lo  cual  se 
funda  dicha  Sala^  entre  otras  consideraciones,  en  que, 
conforme  á  los  articalos  sesenta  y  cinco  y  sesenta  y 
odio  de  la  Ley  de  malnrimoDio  Civil,  aplici^les  en 
virtad  de  la  primera  regla  de  las  disposieiones  transí* 
torias  del  Código  Civil,  para  estal^ecer  los  derechos 
correspondientes  á  Muñoz  sobre  los  bienes  legados  á 
los  hijos  de  éste  por  Micaela  BeboUo  de  Bañado,  tenía 
Mañozla  administración  de  aquéllos,  cuyo  derecho 
le  está  reconocido  por  sentencia  ejecutoria  certificada 
en  estos  autos,  pero  no  su  usufructo,  expresamente 
prohibido  por  el  testamento,  pues  no  otra  cosa  que  esa 
prohibición  expresa  es  la  disposición  contenida  en  la 
cláusula  noveua,  que  previene  con  toda  claridad  el 
destino  que  ha  de  darse  á  los  productos  y  ni  siquiera 
á  guardarlos  autoriza  d  quien  los  perciba,  enjebando 
el  legado  á  la  precisa  condición  de  que  los  bienes  no 
puedan  s^  enagenados  ni  gravados  por  ning&n  moti- 
vo y  ordenando  además  que  sus  productos  se  acama- 
leu  y  depositen,  desde  el  fallecimiento  de  la  testadora, 
en  la  Caja  de  Ahorros,  asegurándose  cada  año  en  fin- 
cas urbanas,  sin  que  puedan  aplicarse  á  alimentos,  ni 
juucho  menos  á  ning&n  otro  objeto,  autorizando  que 
te  destinen  á  las  necesidades  de  los  menores  los  qise 
fueren  absolutamente  indispensables  solo  en  él  caso  de 
que  hubiesen  sido  enagenados  todos  los  demás  bienes 
de  la  herencia:  en  que  uno  de  los  modos  de  extiiigair- 
se  el  usufructo  es  la  renuncia  del  usufractnarie,  efi- 
caz en  tanto  no  se  justifique  que  ha  sido  ihedia  en 
daño  ó  fraude  de  acreedores,  de  acuerdo  con  le  dis- 
puesto en  el  articulo  mil  seiscientos  once  y  n&mero 
tres  del  artículo  doscientos  noventa  y  uno  <se  refiere 
al  articulo  mil  doscientos  noventa  y  uno)  del  Código 
Civil:  en  que,  según  la  ley  primera  titulo  primero  de 
la  Partida  sexta  y  jurisprudencia  constante  de  nues* 
tros  Tribunales,  la  voluntad  del  testador  es  la  Ley  en 
materia  de  testamentos  y  tanto  el  heredero  como  el 
legatario  están  obligados  á  cumplir  con  sujeción  es- 
tricta  á  aquella  voluntad  todas  las  condiciones  im- 
puestas por  el  testador  que  no  sean  contrarias  á  te 
Jej  ó  á  las  buenas  costumbres,  siendo  en  otro  caso  nulo 
cuanto  hicieren  contra  lo  ordenado:  en  que  el  acto 
irealizado  entre  Muñoz  y  Monserrat  y  que  ^oonsta  «n 
<el  otorgamiento  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  odao- 
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cíeotos  noventa  y  euatro,  ea  vixiad  del  cual  el  prime^ 
ro  recibió  del  segundo  de  ana  sola  vez  para  apiicarlo 
á  algentes  neceeidadea  el'iinpoi*te  adelantado  de  cerca 
de  seta  afioe  de  alquileres  de  varias  casas  procedentes 
del  l^ado,  es  contrario,  á  la  voluntad  de  la  testadora, 
de  la  cual  tenían  perfecto  conocimiento  ambos  otor- 
gantes, tanto  porque  á  sqiotorgamiento  no  tuvo  (dice 
la  sentencia,  por  decir  se  tavo)  á  la  vista  aqurt  testa- 
mento, como  por  hdUarse  la  mencionada  dáusala  no- 
vena inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad:  en  que^ 
que  por  otra  parte,  cuando,  por  no  tener  el  nsofrocto 
legal,  sólo  corresponde  al  píkLre  la  administración  de 
loa  bienes  del  hijo  sometido  á  sn  potestad,  sus  facul- 
tades y  obligaciones  respecto  de  esos  bienes  son  las  de 
de  todo  administrador  ó  mandatario,  seg&n  se  expre- 
sa en  el  articulo  ciento  sesenta  y  tres  del  Código  Ci- 
vil, y  en  tal  concepto  le  esté»  prohibido  enagenarlos, 
hipotecarlos  ó  ejecutar  cualquier  otro  acto  de  riguroso 
dominio  no  estando  para  ello  formal  y  expresammite 
autorizado,  artículoBj[ciento  sesenta  y  cuatro  y  mil  se- 
tecientos trece  del  predicho  Código  y  doscientos  ciuco 
de  la  Ley  Hipotecaria:  en  que  los  contratos  generado- 
res de  derechos  reales  son  actos  de  riguroso  dominio, 
perteneciendo  &  esa  clase  indudablemente  todos  loa 
actos  y  contratos  que,  conforme  al  articulo  segundo  de 
l&^Ley  Hipotecaria,  deben  ser  incriptos  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  y,  por  tanto,  el  llevado  á  cabo  por 
Mufioz  con  la  escritora  de  Agosto  de  mil  ochoci^itos 
noventa  y  cuatro,  ya  se  le  considere  aisladamente,  ya 
como  una  modificación  de  los  anteriores  contratos  de 
arrendamiento  celebrados  en  Marzo  y  Abril  del  mis- 
mo BñOy  según  se  consigna  al  final  de  aquélla,  porque, 
mediante  el  pago  Miticipado  de  tres  y  más  años  de 
rentas,  convirtió  esos  arrendamientos  en  verdaderos 
derechos  reates  á  favor  del  arrendatario  Monserrat, 
inscribibles  en  el  Registro  con  arreglo  al  número 
quinto  del  mencionado  artículo  s^iindo  de  la  Ley 
Hipotecaria,  sin  estar  para  eUo  competentemente  au- 
torizado, siendo  evidente  que  rebasó  asi  los  limites  de 
la  mera  administración  que  tenia  en  los  bienes  de  sus 
hijos  que  eran  objeto  de  ambos  arrendamientos:  en 
que,  si  bien  por  la  regla  general  del  artículo  mil  dos- 
oientoe  cincuenta  y  nueve  del  Código  Civil  puede 
contratar  á  nombre  de  una  persona  el  que  tiene  su 
representación  legal,  esto  es  y  se  entiende  sin  perjni* 
cío  de  las  disposiciones  y  formas  que  para  cada  caso 
establecen  especialmente  las  leyes  cuya  inobservancia 


64.  boletín  LEOISLATXTO. 


vioia  de  nulidad  esos  mismoe  oonftratOB,  7,  en  conse- 
cuencia, aunque  Mufioz,  como  repreBentante  legal  7 
administrador  de  los  bienes  de  sus  menores  Mjos, 
pudo  contratar  válidamente  los  arrendamientos  á 
que  se  refieren  las  escrituras  de  Marzo  7  Abril  7  den- 
tro  de  las  condiciones  de  esos  contratos  tenia  faculta- 
des para  cobrar  los  alquileres  7  darles  después  la  apli- 
cación ordenada  en  el  testamento,  carecía  de  facultades 
para  modificar  esos  arrendamientos  convirtiéndolos 
en  derechos  reales  inscribibles  por  disposición  legal, 
en  verdaderos  gravámenes  á  favor  del  arrendatario, 
con  detrimento  de  los  derechos  dominicos,  7,  siendo 
por  esta  razón  nulo  el  acto  ó  convenio  en  que  tal  mo- 
dificación se  realizó,  nulas  son  igualmente  sus  conse- 
cuencias, que,  por  tanto,  no  pueden  perjudicar  á  los 
actores:  7  en  que,  conforme  al  articulo  mil  trescien- 
tos dos  del  Código  Civil,  la  acción  de  nulidad  de  un 
acto  ó  contrato  la  pueden  eiercitar  todos  los  que  por 
él  resulten  principal  ó  subsidiariamente  obligados: 

Fundamentos  dei,  rbcubso  de  casación: 

Octavo*  Resultando  que  contra  la  sentencia  re*- 
caida  interpuso  Sáochez  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  que  le  fué  denegado,  de- 
sestimándose posteriormente  la  queja  que  dedujo, 
7  por  infracción  de  le7  7  doctrina  legal,  que  le  fué 
admitido,  el  cual  funda  en  los  nñmeros  primero  7 
segundo  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  del  En- 
juiciamiento 7  sefiala  las  infracciones  que  á  conti- 
nuación se  copian:  «Primero:  El  artículo  mil  ciento 
once;  7  el  número  tercero  del  artículo  doscientos 
noventa  7  uno;  ambos  del  Código  Civil;  por  indebida 
aplicación.  Concepto.  La  sentencia  recurrida,  de 
acuerdo  con  las  peticiones  aducidas  en  la  demanda 
declara  la  nulidad  del  contrato  celebrado  entre  don 
Juan  Muñoz  Boma7  padre  de  las  demandantes  7  ad- 
ministrador legal  de  sus  bienes  7  don  Francisco 
Monserrat,  sobre  anticipo  de  los  alquileres  de  varias 
casas  de  las  mismas  demandantes,  correspondien- 
te á  seis  años  por  los  que  Monserrat  se  las  había  pre- 
viamente arrendado  á  Muñoz.  Carece,  pues,  de  toda 
aplicación  á  este  juicio  el  citado  artículo  mil  ciento 
once,  que  se  refiere  concretamente  á  la  facultad  que 
tienen  los  acreedores  para  ejecutar,  digo,  ejercitar  los 
derechos  de  su  deudor  después  de  haber  perseguido 
los  bienes  de  que  esté  éste  en  posesión  para  realizar 
CUi^nto  se  leQ  deba  7  para  impugnar  los  actos  que  el 
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dendor  haya  realizado  en  fraude  de  sa  derecho.  Por- 
gue MoüBerrat,  qne  es  el  único  qoe  en  eefee  pleito  pue- 
de oonceptaarse  como  deudor,  no  ha  hecho  ninguna 
renuncia  de  derechos  usufructuarios  á  que  el  fallo  se 
contrae  al  ocuparse  de  las  lejes  infringidas  y  objeto 
de  este  motivo.  Y  si  el  fallo  recurrido  qaiere  referirse 
á  Muñoz  Bomay  como  deudor  tampoco  resultaría  apli- 
cable al  caso  del  pleito  el  citado  articulo  mil  ciento 
once;  puesto  que  la  facultad  que  éste-concede  á  los 
acreedores  para  impugnar  los  actos  que  el  deudor  ha- 
ya podido  realizar  en  fraude  de  su  derecho,  exige  que 
previamente  al  ejercicio  de  ese  derecho  se  hayan  per- 
seguido por  los  mismos  acreedores  los  bienes  de  su 
deudor;  lo  que  en  este  juicio  no  se  ha  realizado.  Y  en 
<iuanto  al  caso  tercero  del  artículo  doscientos  noventa 
y  uno  en  inaplicación  es  absoluta  á  este  pleito  en  que 
no  se  trata  de  ninguna  inscripción  de  tutela  en  el  Ke- 
gistro  respectivo,  que  es  al  que  se  refiere;  y  que  no 
tiene  por  cierto  más  que  un  solo  y  único  inciso.  Se- 
gundo: La  Ley  primera,  título  primero  de  la  partida 
eesta,  por  su  indebida  aplicación.  •Concepto.  La 
sentencia  recurrida  infringe  por  su  indebida  aplicación 
á  este  pleit^. aquella  Ley:  la  que  únicamente  se  con- 
trae á  la  definición  del  testamento,  &  designar  sus 
clases  de  nuncupativo  y  escrito  y  á  reseñar  las  forma- 
lidades externas  de  que  deben  hallarse  revestidos. 
Nada  de  lo  cual  se  ventila  en  este  juicio,  eñ  que  no  se 
discute  las  formalidades  de  ningún  testamento,  ni  su 
eficacia.  Y  también  resulta  infringida,  por  indebida 
aplicación,  la  doctrina  que  la  sentencia  invoca  de  que 
4i\a  voluntad  del  testador  es  ley  en  materia  de  testa- 
mento, estando,  tanto  el  heredero  como  el  legatario, 
obligado  á  cumplirla)».  Porque  no  siendo,  como  no  lo 
son,  ni  don  Juan  Muñoz  y  Bomay  ni  don  Francisco 
Monserrat,  otorgantes  del  contrato  cuya  nulidad  de- 
clara el  fallo  recurrido,  ni  herederos  ni  legatarios  de 
4oña  Micaela  Rebollo,  abuela  de  los  demandantes,  no 
puede  invocarse  en  contra  de  Monserrat  doctrina  se- 
mejante para  anular  en  su  perjuicio  un  contrato  per- 
fecto y  válidamente  celebrado  entre  él  y  Muñoz.  Ter- 
•cero:  Los  artículos  ciento  sesenta  y  ti  es,  ciento  sesen- 
ta y  cuatro  y  mil  setecientos  trece  del  Código  Civil,  y 
^1  doscientos  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria,  por  aplica- 
ción indebida.  Concepto.  Ni  la  sentencia,  ni  la  de- 
manda, desconocen  la  eficacia  del  contrato  de  arren- 
damiento celebrado  entre  Muñoz  como' padre  con  patria 
potestad  y  repxieaentante  legal  de  sus  menores  hijos  y 
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Monaerrat,  por  las  escrituras  de  cinco  de  Marzo  y  diez 
y  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro. 
Por  el  contrario,  expresamente  reconocen  su  validez; 
y  como  por  esas  escrituras  se  pactaron  esos  arrenda- 
mientos por  un  término  de  seis  años,  es  claro  que  aqu( 
no  se  pueden  invocar  esos  preceptos  para  aplicarlos  4 
contratos  de  arrendamientos,  cuya  validez  se  reconoce 
y  acepta,  celebrados  por  el  padre  con  patria  potestad 
sobre  bienes  que,  no  solo  por  precepto  legal,  sino  por 
virtud  de  sentencia  ejecutoria,  se  bailaban  sometidos 
y  sujetos  á  su  administración.  La  demanda  no  recla- 
ma ni  plantea  la  nulidad  del  contrato  contenido  en  la 
escritura  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
novent-a  y  cuatro,  porque  en  ella  se  contratara  sobre 
un  derecho  real  nacido  de  un  arrendamiento  inscribi- 
ble en  el  Registro  déla  Propiedad,  sino  concretamen- 
te pretende  esa  nulidad  «en  cuanto  por  dicho  docu- 
mento cede  Muñoz  Romay  á  Monserrat  en  pago  de 
treinta  y  tres  mil  seiscientos  sesenta  y  ocho  pesos  cin- 
cuenta centavos  que  recibió  de  este  señor  para  cubrir 
atenciones  particulares  suyas  y  alquileres  futuros  de 
las  casas  arrendadas,  hasta  cubrir  esa  sumi^.»  Por 
consiguiente,  no  es  lícito  al  Tribunal^entenciador 
apartarse  de  los  términos  en  que  la  demanda  ha  sido 
planteada  y  propuesta;  de  acuerdo  con  el  precepto  del 
artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  y  con  la  Doctrina  legal  de  que  la» 
sentencias  deben  ser  congruentes  con  los  términos  de 
la  cuestión,  tal  cual  se  plantea  por  las  partes  en  su» 
escritos  de  demanda  y  contestación,  y  cuya  doctrina 
proclamadas  en  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de 
JuBticia  de  España  de  diez  y  siete  de  Enero  de  rail 
ochocientos  noventa  y  seis,  doce  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  y  otras  muchas  cuyos  precep- 
to9  y  doctrina  resultan  también  infringidas  por  la 
sentencia  recurrida  por  su  no  aplicación;  y  por  lo  tan- 
to el  propio  fallo  recurrido  no  puede  convalecer,  en 
tanto  en  cuanto  la  nulidad  que  declara  del  contrato 
contenido  en  la  escritura  de  veintiuno  de  Agosto  lo 
deriva  no  de  la  validez  é  ineficacia  legal  del  anticipo 
de  los  alquileres  en  si,  sino  de  la  carencia  de  faculta- 
des de  Muñoz  Romay  para  gravar  los  bienes  de  sus 
hijos  por  consecuencia  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento inscribible  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  cu- 
ya materia  no  es  objeto  de  reclamación  en  el  pleito. 
Cuarto:  Los  artículos  sesenta  y  cinco  y  sesenta  y  ocha 
de  la  Ley  del  matrimonio  civil  de  diez  y  ocho  de  Ja» 
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nio  de  mil  ochocientos  setenta  por  su  no  aplicación  el 
primero,  y  por  bu  aplicación  errónea  el  segundo.  Con- 
cepto. Según  el  articulo  sesenta  y  cinco  de  la  Ley  de 
matrimonio  civil  corresponde  al  padre  y  en  su  defecto 
á  la  madre  ia  administración  y  el  usufructo  sobre  los 
bienes  qne  los  hijos  constituidos  b^jo  su  patria  po- 
testad adquieren  por  titulo  lucrativo  ó  por  su  trabajo 
6  indnstrí»,  con  la  sola  excepción,  según  el  articulo 
cuarenta  y  ocho  de  la  citada  ley,  en  cuanto  al  usufruc- 
to de  los  bienes  mandados  ó  donados  al  hijo  para  los 
gastos  de  su  educación  é  instrucción  ó  con  la  condi- 
ción expresa  de  que  aquéllos  no  hubiesen  de  usufruc- 
tuarlos, siempre  que  en  este  caso  los  bienes  donados 
no  constituyan  la  legitima  del  hijo,  y  como  el  testa- 
mento de  doña  Micaela  Rebollo  en  el  que  se  legan  á 
los  demandantes  las  casas  objeto  del  contrato  que  es 
materia  del  pleito  no  contiene  esa  condición  expresa 
prohibiendo  á  su  padre  don  Juan  Muñoz  el  usufructo 
de  esos  bienes,  es  evidente  que  la  sentencia  recurrida 
al  no  reconocerle  ese  derecho,  con  perjuicio  para  la 
eficacia  del  contrato  contenido  en  la  escritura  de  vein- 
tiuno de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
infringe  dichas  leyes  en  el  concepto  qne  se  deja  ex- 
puesto. Quinto.  £1  articulo  mil  doscientos  cincuenta 
y  siete  del  Código  Civil.  Concepto.  La  sentencia  re- 
currida reconoció  válida  y  eficaz  en  cnanto  se  refiera  á 
don  Francisco  Monserrat  la  renuncia  que  don  Juan 
Muñoz,  padre  de  los  demandantes,  hizo  por  la  epcri- 
tnra  de  ocho  de  Noviembre  íle  rail  ochocientos  noven- 
ta y  ocho,  de  todos  los  derechos  que  como  tal  padre 
pudieran  corresponderle  sobre  lo?  bienes  de  la  mejora 
del  tercio  y  quinto  que  les  dejara  su  abuela  doña  Mi- 
caela Rebollo,  en  los  que  se  comprenden  las  casas  mo- 
tivo de  este  pleito.  Y  como  Monserrat  no  intervino 
en  modo  alguno  en  esa  renuncia,  es  evidente  que  la 
sentencia  infringe,  por  no  aplicarlo,  el  citado  articulo 
mil  doscientos  cincuenta  y  siete  del  Cóiigo  Civil,  asi 
como  la  doctrina  de  que  los  contratos  tienen  fuerza  de 
ley  para  los  contratantes,  pero  no  para  los  terceros 
que  no  intervienen  en  ello,  ni  para  si  ni  para  sus  cau- 
santes, también  infringida  por  la  sentencia  recurrida 
y  proclamada  por  la  de  nuestro  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  de  veintiocho  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
t<9ft,  al  estimarse  obligatorio  para  Monserrat  la  expre- 
sada renuncia  de  Muñoz,  no  obstante  qne  ni  fué  otor- 
gante del  contrato  en  escritura  consignado,  ni  es  he- 
redero de  ninguno  de  los  otorgantes.     Siendo  adeu.«&s 
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ilegal  é  ineficaz  dicha  renuncia  con  arreglo  á  la 
doctrina  establecida  por  la  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo Español  de  veintidós  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno,  según  la  cual  do  es  re- 
nunciable  la  administración  que  el  padre  6  madre 
tienen  sobre  los  bienes  de  sus  hijos  sometidos  &  su  pa- 
tria potestad;  y  cuya  doctrina  resulta  asimismo  infrin- 
gida por  no  aplicación,  en  la  sentencia  recurrida. 
— Sexto.  Los  aitículos  mil  quinientos  cuarenta  y  ocho 
mil  ciento  veinte  y  seis  y  mil  ciento  sesenta  y  dos  del 
Código  Civil;  por  su  no  aplicación. — Concepto. — Se- 
giín  dicho  artículo  mil  quinientos  cuarenta  y  ocho  el 
padre  no  puede  dar  en  arrendamiento  los  bienes  del 
hijo  por  un  periodo  que  sea  de  seis  años.  Luego  al 
contrario  sensu  puede  arrendarlos  por  tiempo  que  no 
exceda  de  ese  período.  Y  como  los  arrendamientos  ce- 
lebrados por  Muñoz  con  Monserrat  &  los  cuales  se  re- 
fieren los  anticipos  de  las  rentas  ó  alquileres  que  fue- 
ron objeto  de  la  escritura  de  veintiuno  de  Agosto 
— fueron  por  seis  afios;  es  claro  que  la  sentencia  recu- 
rrida infringe  ese  precepto  desde  que  desconoce  la 
eficacia  de  ese  arrendamiento,  puesto  que  se  le  niega 
á  su  consecuencia,  que  es  el  cobro  de  sus  rentas  por 
el  arrendador  Muñoz -Sin  que  el  hecho  de  que  dichas 
rentas  ó  alquileres  se  anticipasen  al  arrendador  por  el 
arrendatario,  desvirtué  en  modo  alguno  la  eficacia  del 
pago,  toda  vez  que  conforme  &  los  citados  artículos 
mil  ciento  veintiséis  y  mil  ciento  sesenta  y  siete  del 
Código,  ese  anticipo  y  su  pago  á  Muñoz  como  legíti- 
ma y  legal  representación  de  los  dueños  de  las  casas 
arrendadas,  fué  realizado  por  el  deudor  en  uso  de  su 
derecho  y  hecho  á  la  persona  autorizada  para  cobrar- 
lo.— Por  lo  que  no  puede  deeconotérsele,  como  lo  ha- 
ce el  fallo  recurrido,  plena  eficacia  legal. — Séptimo. 
— Los  artículos  mil  noventa  y  seis,  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  ocho,  mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  y  mil 
doscientos  sesenta  y  uno  del  Código  Civil,  por  su  no 
aplicación. — Concepto. — Los  dos  primeros  preceptos 
legales  referidos  determinan  la  fuerza  y  eficacia  dé  los 
contratos;  cuyos  requisitos  exigidos  por  el  último  se 
reúnen  en  el  contrato  de  anticipo  de  rentas  que  con- 
tiene la  escritura  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cujitro. — Y  como  la  sentencias  nie- 
ga valor  y  eficacia  á  ese  contrato  celebrado  con  tochas 
las  condiciones  que  la  ley  exige  por  quien  tenía  por 
ministerio  de  la  Ley  segar*  el  artículo  ciento  cincuen- 
ta y  nueve  del  propio  Código,  cuyo  precepto  también 
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resalta  infringido  en  sn  relación  con  el  citado  artf ca- 
lo mil  doscientos  cincaenta  y  noeve— la  legitima  re- 
presentación de  los  arrendadores  boy  demandantes;  es 
clara  la  infracción  qae  de  dichos  preceptos,  comete  la 
sentencia  recnrrida,  al  desconocerlos  y  no  aplicarlos  & 
este  pleito. — Octavo.  La  doctrina  legal  de  que  á  na- 
die es  lícito  ir  contra  sus  propios  actos;  proclamada 
en  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  esta  Ifila  de 
veintiséis  de  Febrero,  veintisiete  de  Marzo  y  once  de 
Octubre  de  mil  novecientos  y  veintitrés  de  Enero  de 
mil  novecientos  uno  y  otras. — Concepto. — Según  di- 
cho artícalo  mil  quinientos  cuarenta  y  ocho  el  padre 
nopoede.)  Los  demandantes  reconocen  expresamente 
la  valides  de  los  contratos  de  arrendamiento  celebra- 
dos entre  su  padre  y  legal  representación  D.  Jaan 
Hafioz  y  D.  Francisco  Monserrat;  cuyos  contratos  no 
impugnan — Asimismo  han  reconocido  la  eficacia  del 
pago  de  los  alquileres  que  Monserrat  hizo  á  Muñoz  de 
los  vencidos  con  anterioridad  &  la  escritura  de  vein- 
tiano  de  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro.— Lnego  uo  pueden  impugnar  el  cobro  anticipado 
de  loe  alquileres  qne  en  lo  sucesivo  vencieran,  cual- 
qnieraque  fuere  el  numero  de  mensualidades  antici- 
padas sin  contrariar  aqaella  doctrina  que  evidente- 
mMite  resalta  infringida  por  el  fallo  recurrido  al  de- 
clarar con  lugar  la  nulidad  de  esos  anticipos,  de 
acuerdo  con  la  petición  de  la  demanda.» 

Noveno.  Hesult-ando  qae,  personadas  las  partes 
ante  este  Supremo  Tribuna),  se  ha  sustanciado  en  des 
bida  forma  el  recurso  admitido,  habiendo  la  no  recu- 
rrente impngnado  su  admisión  y,  desestimada  la  im- 
pugnación propuesta,  celebrándose  en  ocho  de  este  me- 
la  vista  «Q  definitiva,  á  que  asistieron  los  Letrados  de- 
fensores, que  informaron  respectivamente  en  sosteni- 
miento y  contradicción  del  recurso: 

1  ESCISIÓN  DBL  RECUBSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Oiberga: 
Primero.  Oonsiderando  que  es  fundamento  prin- 
cipal de  la  sentencia,  acertadamente  deducido  por  el 
Tribunal  sentenciador  de  diversos  preceptos  legalesque 
mendona  y  en  eepedal  de  los  artículos  ciento  seeenta 
y  tres  y  dentó  sesenta  y  cuatro  del  Oódigo  Civil  y  segun- 
do y  desden  tos  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria,  la  incapa- 
ddad  del  padre  de  los  demandantes  para  constituir,  se- 
g6n  lo  biso  por  la  escritura  de  Agosto  de  mil  ocho- 
denlOB  noventa  y  cuatro,  sobre  loe  bienes  de  éstos,  & 
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la  sazón  menores,  un  verdadero  gravamen  de  caráoter 
real  no  siendo  por  la  causa  y  con  la  autorización  pre- 
venidas en  la  ley,  incapacidad  que  ésta  dispone  no  tan 
solo  respecto  del  padre  que  carezca  del  derecho  de 
usufrncto  en  los  bienes  de  sus  hijos,  sino  también  del 
que  tiene  ese  derecho;  atendido  lo  cual,  no  es  dable 
legalmente  reconocer  fuerza  contra  el  fallo  al  motivo 
primero  del  recui'so,  que  en  rigor  no  ataca  el  fallo  mis- 
mo, sino  las  apreciaciones  verdaderamente  secandaiias 
que  en  un  Considerando  se  consignan  acerca  de  la  re- 
nuncia de  usufructo  hecha  en  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  ocho  por  el  padre,  y  el  notorio  é  insignificante 
error  de  cita,  que  tal  vez  sea  simple  error  de  copia, 
consistente  en  la  referencia  al  articulo  doscientos 
noventa  y  uno  en  lugar  del  mil  doscientos  noventa  y 
uno  del  Código  Civil,  pues^  aún  siendo  el  padre  usu- 
fructuario, carece  de  facultad  para  Jo  que  hizo:  ni  al 
motivo  segundo,  que  también  resulta  mera  impugna- 
ción de  los  Considerandos  en  que  se  estima  la  volun- 
tad de  la  testadora  como  ley  del  legado,  violada  en  la 
escritura  del  citado  Agosto  y  que  debe  ser  cumplida, 
pues  la  antedicha  limitación  impuesta  al  padre  exis- 
te por  si  sola  independientemente  de  lo  que  dispone 
el  testamento:  ni  al  motivo  cuarto,  encaminado  &  de- 
mostrar que  el  padre  gozaba  de  usufructo,  pues,  apar- 
te deque  el  testamento  le  priva  de  él  expresamente  al 
ordenar  en  términos  explícitos  y  ciaros  que  los  produc- 
tos se  destinen  &  otro  y  determinado  objeto  incompa- 
tible con  su  disfrute  por  el  padre,  aunque  asi  no  fue- 
ra, subsistiría  para  éste  en  semejante  caso  la  prohilH- 
cióu  legal  de  gravar  los  bienes  de  los  hijos:  ni  al  mo- 
tivo quinto,  por  la  propia  razón  que  repetidamente  se 
acaba  de  exponer,  pues  en  tal  motivo  se  sostiene  solo 
que  no  puede  perjudicar  al  recurrente  la  renuncia  de 
usufructo  hecha  por  el  padre,  incurriéndose  por  cierto 
para  fundar  en  parte  este  juicio  en  la  confusión  de  in- 
vocar jurisprudencia  relativa  á  la  irrenunciabilidad  de 
la  administración,  que  es  no  tanto  un  derecho  como 
un  deber  del  padre:  ni  al  motivo  sexto,  con  relación 
al  cual,  sobre  lo  expuesto  anteriormente  acerca  de  la. 
razón  común  á  los  demás  motivos,  cabe  añadir  que  la 
seiitencia  no  desconoce  la  facultad  del  padre  para  dar 
en  arrendamiento  los  aludidos  bienes  por  término  no 
excedente  de  seis  afios,  como  para  percibir  las  rentas 
en  la  forma  estipulada  al  otorgarse  los  arrendamien- . 
tos  de  los  mismos,  que  era  la  consecuencia  de  los  con- 
tratos anteriores  al  declarado  nulo,  y  que  los  precep- 
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tos  que  86  citan  referentes. al  pago  se  contraen  y  son 
de  aplicación  á  las  obligaciones  validamente  constitui- 
das, por  lo  que  no  se  infringen,  no  aplicándolos,  cuan- 
do en  virtud  de  otros  procede  declarar  nula  alguna 
obligación:  ni  al  motivo  séptimo,  porque  son  lasque  se 
invocan  disposiciones  fundamentales  reguladoras  de 
la  contratación  en  general,  que  excluyen  los  que  na 
-establece  la  ley  misma  para  casos  especiales,  á  las  que 
se  aplican  unas  y  otras,  y  así,  en  el  caso  actual,  si  se 
hubiesen  observado  por  los  contratantes  las  reglas  que. 
lo  rigen  en  concreto,  estarían  ciertamente  los  actores 
obligados  á  respetar  y  seiían,  si  lo  desconocieran,  eom- 
pelidos  al  cumplimiento  del  contrato  pactado  á  nom- 
bre suyo  por  quien  tenia  su  representación  legal,  que 
la  sentencia  recurrida  ha  declarado  nulo  por  no  haber 
•éste  obtenido  la  autorización  necesaria  para  cele« 
brarlo: 

Segundo.  Considerando,  efi  cuanto  al  tercer  mo- 
tivo, que  no  es  la  que  expone  el  recurrente  la  incon- 
^uencia  que  como  causa  de  casación  señala  el  núme* 
ro  segundo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
X/ey  de  Enjuiciamiento  Civil,  á  saber,  incongruencia 
entre  lo  pedido  y  lo  resuelto,  porque,  sean  cuales  fue- 
ren las  razones  legales  en  que  descansa  un  fallo,  aun 
«iendo  diferentes  de  las  aducidas  por  los  demandantes 
y  hasta  ajenas  á  la  cuestión  del  pleito,  es  congruente 
la  sentencia  que  decide  tal  cuestión,  como  sucede  en 
^ste  caso  con  la  sentencia  contra  que  se  recurre,  cuya 
parte  dispositiva  estima  con  lugar  la  demanda  en  sus 
dos  extremos,  pronunciando  conforme  &  la  pretensión 
de  los  actores  sobre  la  nulidad  del  contrato  de  cesión 
ó  anticipo  de  alquileres  y  consiguiente  entrega  de  es- 
tos &  los  reclamantes,  con  lo  cual  se  realiza  sin  posi- 
ble duda  el  fin  del  juicio,  que  debe  ser  y  es  ladeclara- 
-eión  del  derecho  mediante  la  aplicación  de  la  Ley: 

Tercero.  Considerando,  tocante  al  motivo  octavo 
y  último,  que  la  doctrina  If  gal  de  que  4  nadie  es  líci-. 
to  ir  contra  sus  propios  actos  no  se  infringe  al  decía*, 
rarse  la  nulidad  de  los  expresados  anticipos.apesar  de 
•que  los  demandantes  reconocen  la  validez  de  los  con-^ 
tratos  anteriores  y  del  pago  realizado  con  arreglo  á 
ellos  hasta  el  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,  en  que  el  anticipo  se  estipuló  y  se 
llevó  á  efecto,  ya  que  una  cosa  no  se  opone  á  la  otra 
de  ninguna  suerte,  pues  sin  negar  que  el  padre  pueda 
por  si  ceder  en  arrendamiento  de  duración  no  exceden- 
te de  seis  años  los  bienes  de  sus  menores  hijos,   peroi'; 
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biendo  laB  rentas  por  mennualidadei),  cabe  impugnar, 
como  se  ha  heoho,  la  modificae'óa  del  arreodamieoto 
convenido,  verificada  contra  lo  preceptuado  por  las 
leyes,  en  cuanto  ella  determina  un  gravamen  de  ca* 
r&cter  real  que  está  prohibido  al  padre  constituir  so- 
bre la  propiedad  de  aquellos  de  la  manera  que  lo 
hizo: 

Cuarto.  Considerando,  finalmente,  que  por  todo 
lo  expuesto  procede  desestimar  el  recurso  y,  con  suje- 
ción al  articulo  XL  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  al 
recurrente  en  costas: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  é  imponemos  las 
costas  del  mismo  al  recurrente:  comuniqúese,  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firroamoF. — Jo^é  Várela, -=-Pedro  Gon* 
z&lez  Llórente. — Octavio  Qiberga. — Carlos  Kevilla. 
— Ambrosio  R.  Morales. 


M  ley.-  -Sent.  3L— 25  de  ICayo.— Sxuipensión  de  pagos. 

(Goc.  19  Enero j  2904.) 

DOCTRINA:  En  virtud  de  la  ley  de  10  de 
Junio  de  1897,  no  rígen  para  las  suspensiones  de 
pagos  los  artículos  1392,  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  902  del  Código  de  Comercio. 

Para  que  un  acreedor  asistente  á  la  junta  en  que 
se  concedió  esperas  al  deudor  pueda  impugnar  el 
acuerdo  de  la  mayoría,  no  basta  que  haya  vota- 
do en  contra,  sino  que  es  necesario  que  proteste 
en  la  misma  junta  al  conocer  el  resultado  de  la 
votación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinticinco  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal 
Sapremo  el  recarso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Jaime  Riera,  del  comercio  y  vecino 
de  esta  ciadad,  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  diez  y  seis 
de  Febrero  último,  en  las  actuaciones  promovidas  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Este  por  Miguel 
Pascual  y  Formosa,  del  comercio  y  vecino  de  esta  ca- 
pital, como  liquidador  de  Jane  Pascual  y  Compañía, 
para  que  se  declare  &  dicha  sociedad  en  estado  de 
suspensión  de  pagos. 

Primero.  Resultando  que  el  auto  recurrido  con- 
tiene los  ocho  Besultandos  que  á  continuación  se 
i!ranscriben: 
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ANTBCB  DSNTE8 : 

S^pindo.  BesQltando  qae  iniciadas  en  el  Juga- 
do del  Difltrito  Este  de  esta  capital  por  don  Miguel 
Pascnal  y  Formosa,  en  su  carácter  de  liquidador  de  la 
sociedad  de  Jane  Pascual  y  C^,  las  diligencias  necesa- 
rias al  objeto  de  constituir  á  dicha  sociedad  en  estado 
de  suspensión  de  pagos,  se  celebró  con  fecha  veintidoe 
de  Agosto  último  la  junta  de  acreedores  convocada 
oportunamente  al  objeto  de  aprobar  ó  desaprobar  la 
proposición  de  espera  presentada  oportunamente  por 
el  promovente,  y  en  dicha  junta,  después  de  haberse 
dado  lectura  á  los  artículos  pertinentes  de  la  Ley  Pro- 
cesal y  del  Código  de  Comercio,  &  la  solicitud  del  deu- 
dor y  á  las  relaciones  de  acreedores  y  bienes  por  éste 
presentadas,  se  abrió  discusión  sobre  dicha  solicitud, 
en  cuya  oportunidad  el  acreedor  don  Jaime  Biera,  uno 
de  los  recurrentes,  hubo  de  manifestar  que  se  oponía 
á  las  solicitudes  del  promovente  en  quien  no  reside 
personalidad  ni  acción  para  iniciar  un  juicio  de  esa 
naturaleza,  adoleciendo,  además,  estas  actuaciones  de 
varios  defectos,  especialmente  en  la  convocatoria  y 
citación  á  los  acreedores,  protestando  ejercitar  por 
todos  conceptos  en  su  oportunidad  los  derechos  que 
le  concede  la  ley,  despué$i  de  lo  cual  el  director  del 
promovente  hubo  de  expresar  que  eran  inoportunas, 
atendido  el  estado  en  que  se  encontraba  la  Junta,  las 
manifestaciones  del  acreedor  Riera,  y  cerrado  el  de- 
bate por  no  haber  hecho  uso  de  la  palabra  ningün 
otro  acreedor  el  Juez  puso  á  votación  la  proposición 
de  espera  ó  convenio  de  suspensión  presentada,  for- 
mulándola en  términos  claros  y  precisos,  conforme  á 
lo  preceptuado  en  la  regla  cuarta  del  artículo  mil  cien- 
to treinta  y  siete  de  la  Ley  Procesal,  y  puesta  á  vota- 
ción dijeron  sí  todos  los  acreedores  concurrentes,  con 
excepción  de  don  Jaime  Kiera,  que  votó  por  la  desa- 
probación, sin  que  después  de  publicada  la  votadón 
hiciera  constar  su  protesta  contra  el  voto  de  la  mayo- 
ría. 

Tercero.  Resultando  que  dicho  acreedor  don 
Jaime  Riera,  por  su  escrito  de  fojas  ciento  siete  de  los 
autos  prinoipales,  se  opuso  al  convenio  adoptado  en 
dicha  junta,  fundando  su  oposición  en  las  cansas  pri- 
mera, segunda,  tercera  y  quinta  del  artículo  noveeien- 
tos  tres  del  Código  de  Comercio,  y  solicitó  se  sustan- 
ciara dicha  oposición  por  loe  trámites  de  un  incidente 
de  previo  y  especial  pronunciamiento. 

Coarto.     Resultando  que  por  providencia  de  fe- 
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cha  dos  de  Septiembre  último,  después  de  tenerse  por 
parte  al  mandatario  de  don  Jaime  Riera  se  dio  au- 
diencia de  la  oposición  establecida  por  dicho  acreedor 
á  la  sociedad  de  Jane  Pascual  y  C?*,  disponiéndose  asi- 
mismo el  recibimiento  á  prueba  del  incidente  por  tér- 
mino improrrogable  de  treinta  días,  dentix)  de  los  cua- 
les debían  alegar,  tanto  los  litigantes  como  cualquiera 
otro  acreedor  que  se  presentare,  lo  que  á  su  derecho 
estimasen  conveniente. 

Quinto.  Resultando  que  contra  dicha  providen- 
cia se  estableció  por  don  Jaime  Riera  recurso  de  repo- 
sición, que  fundó  en  la  consideración  de  resultar  in- 
fringidos por  dicha  providencia  el  artículo  mil  ciento 
cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
aplicándose  indebidamente  el  mil  trescientos  noventa 
y  dos  dé  la  misma,  que  se  reñere  exclusivamente  al 
convenio  celebrado  entre  el  ((uebrado  y  sus  acreedo- 
res, procedimiento  inadecuado  en  este  caso  por  no 
existir  Síndicos  ni  quiebra,  siendo  á  juicio  del  inter- 
pelante el  único  procedimiento  legal  el  referente  al 
convenio  de  la  quita  y  espera;  y  sustanciada»  dicho  re- 
curso sin  que  fuera  impugnado  por  la  parte  contraria, 
se  dictó  coa  fecha  quince  de  Septiembre  auto  decla- 
rándolo sin  lugar,  aduciendo  como  único  fundamento 
el  texto  del  articulo  ochocientos  setenta  y  dos  del  Có- 
digo de  Comercio  tal  como  estaba  redactado  antes  de 
ser  reformado  por  la  ley  de  diez  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete. 

Sexto.  Resultando  que  por  su  parte  el  liquidador 
de  la  sociedad  de  Jane  y  Pascual  estableció  asimismo 
recurso  de  reposición  contra  la  referida  providencia 
de  fecha  dos  de  Septiembre  en  los  extremos  siguientes: 
Primero:  porque  en  ese  proveído  se  admitía  la  impug- 
nación formulada  por  un  acreedor  que  no  había  pro- 
testado contra  el  voto  de  la  mayoría  con  infracción 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  mil  ciento  cuarenta  y 
dos  de  la  Ley  Procesal.  Segundo:  porque  aun  en  el 
supuesto  de  que  la  oposición  fuera  admisible  no  se  es- 
peraba para  sustanciarla  á  que  se  hubiese  practicado 
la  notificación  á  que  se  refiere  el  articulo  mil  ciento 
cuarenta  y  tres  de  la  Ley  Procesal,  con  objeto  de  que 
los  acreedores  no  concurrentes  que  quisierau  oponerse 
pudieran  hacerlo  sustanciándose  conjuntamente  con  la 
del  impugnante  la  oposición  que  pudieran  formular, 
infringiéndose  de  ese  modo  el  artículo  mil  ciento  cua- 
renta y  ocho  de  la  ley  antes  citada;  y,  Tercero:  porque 
en  el  propio  proveído  se  daba  audiencia  al  promoven- 
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te  sin  concedérsele  término  para  contestar  y  á  la  vez  , 
se  recibe  á  prueba  el  incidente  con   iufm'cción   délos 
articnlos  mil  ciento  cuarenta  y  ocho,   setecientos  cua- 
renta y  nueve  y  setecientos  cincuenta  y  dos  de  la  ley 
de  procedimientos. 

Séptimo.  Resultando  que  mandado  sustanciar  di- 
cho recurso  fué  impugnado  dentro  del  término  legal 
por  don  Jaime  Riera,  quien  alegó  como  argumentos 
determinantes  de  la  improcedencia  del  recurso  por  lo 
que  respecta,  al  primer  extremo  la  circunstancia  de  ser 
innecesaria  la  protesta  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  novecientos  dos  del  Código  de  Comercio  y  la 
de  no  ser  cierto  que  no  se  hubiese  protestado  por  Rie- 
ra del  convenio  adoptado,  pues  dicha  protesta  consta- 
ba claramente  del  acta  de  la  Junta:  por  lo  que  hace 
al  segundo  extremo,  alegó  que  no  era  posible  que  el 
^erdcio  de  los  derechos  de  Riera  quedara  subordina- 
do á  la  notificación  á  los  demás  acreedores,  no  exí^ 
ngiedo  tampoco  el  articulo  novecientos  dos  del  Código 
de  Comercio  esa  previa  citación  para  oponerse  al  con- 
venio; y  por  lo  que  se  referia  al  tercer  extremo  alegó 
que  habiendo  sido  el  objeto  de  una  reposición  anterior 
establecida  por  el  impugnante  contra  la  referida  pro- 
videncia de  fecha  dos  y  estando  resuelta  por  auto  fir- 
me era  &  todas  luces  inoportuna  dicha  reposición  y  que 
el  articulo  mil  trescientos  noventa  y  dos  establecia 
que  la  alegación  y  la  prueba  se  hiciesen  dentro  del 
término  de  treinta  días,  no  viniendo  obligado  el  Juz- 
gado ni  por  el  articulo  mil  ciento  cuarenta  y  ocho  ni 
por  el  mil  trescientos  noventa  y  dos  á  conferir  trasla- 
do á  los  acreedores,  sino  que  solo  eran  parte  los  que 
compareciesen  con  ese  objeto. 

Octavo.  Resultando  que  por  auto  de  fecha  diez 
y  nueve  de  Septiembre  se  declaró  sin  lugar  el  recureo 
establecido  por  don  Miguel  Pascual  contra  la  provi- 
dencia de  dos  de  Septiempre  por  el  fundamento  de  es- 
tar ya  declarado  por  el  auto  de  fecha  quince  de  ese 
mismo  mes  que  el  procedimiento  á  que  debía  ajustar- 
Be  el  incidente  propuesto  por  Riera  era  el  del  artículo 
mil  trescientos  noventa  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. 

Noveno.  Resultando  que  contra  dichos  autos  de 
fecha  quince  y  diez  y  nueve  de  Septiembre  se  estable- 
ció por  el  liquidador  de  la  Sociedad  de  Jane  Pascual 
el  recurso  de  apelación  que  le  fué  oído  en  ambos  efec- 
tos y  emplazadas  las  partes  comparecieron  en  esta  su- 
períoridiMJ  sustanciándose  por  todos  sus  trámites  la 
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Blanda  instancia  habiéndose  celebrado  la  vista  el  día 
seis  del  corriente. 

Besoluciók  bkcubrida: 

Décimo.  Resultando  que  dicho  auto  de  la  An» 
diencia,  revocando  los  apelados  de  quince  y  diez  y 
nueve  de  Septiembre  del  año  último,  asi  como  la  pro- 
videncia concordante  de  dos  del  propio  mes,  declaró 
que  no  habiendo  cumplido  el  acreedor  Jaime  Biera 
con  el  requisito  exigido  por  la  r^la  séptima  del  ar- 
ticulo mil  ciento  treinta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  de  protestar  contra  el  voto  de  la  Mayo- 
ría después  de  publicada  la  votación,  carece  de  todo 
derecho  á  impugnar  el  acuerdo  tomado  en  la  Junta  de 
acreedores  celebrada  el  día  dos  de  Agosto  último  y  por 
tanto,  que  no  es  admisible  él  incidente  deducido  por 
dicho  Sr.  no  haciendo  especial  condenación  de  costas 
de  ambas  instancias. 

FUNDAHENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Bécimoprímero.  Resultando  que  contra  dicho  au- 
to interpuso  Jaime  Riera  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  alegando  los  siguientes  motivos:  Pri- 
mero: La  sentencia  aplica  indebidAmente  el  articulo 
ochocientos  setenta  y  tres  del  Código  de  Comercio  re- 
dactado por  la  ley  de  diez  de  Junio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete  en  el  sentido  del  caso  primero  del  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento Civil.  Consiste  esta  aplicación  indebida  en 
que  la  sentencia  pretende  que  los  trámites  de  este  in- 
cidente, se  acomoden  y  ajusten  a  los  establecidos  en 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  los  procedimien- 
tos de  quita  y  espera,  como  si  en  este  incidente  se  tra- 
tara de  una  suspensión  de  pagos,  lo  cual  no  sucede, 
pues  es  cosa  completamente  distinta  una  suspensión 
de  pago  que  tiene  sus  trámites  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  en  lo  referente  á  la  quita  y  espera,  á  un 
juicio  incidental  que  tiene  sus  trámites  claramente  se- 
Halados  para  la  oposición  al  convenio  en  el  articulo 
mil  trescientos  noventa  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. — Segundo:  La  sentencia  aplica  indebi- 
damente loe  articules  ochocientos  setenta  al  ochocien- 
tos setenta  y  tres  del  Código  de  Comercio,  con  su  nue- 
va redacción  establecida  en  el  real  decreto  de  diez  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  en  el  senti- 
do del  caso  primero  del,  articulo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Son  asi- 
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mismo  de  aplicación  á  estos  extremos  los  fandamentos 
y  consideraciones  qne  quedan  sentados  en  el  motivo 
anterior. — ^Tercero:  La'sentencia  interpreta  en  énea- 
mente la  regla  séptima  del  artículo  mil  ciento  treinta  y 
siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  el  sentido 
del  caso  primero  del  articulo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  propia  Ley. — Consiste  dicha  interpretación 
errónea,  en  que  la  sentencia  afirma  que  la  publi- 
cación de  la  votación ;  es  cosa  independiente  del 
acto  en  que  los  acreedores  se  reúnen  para  probar  6 
rechazar  el  convenio,  si  por  uu  acta  tuviera  que  hacer- 
se la  votación  y  cerrada  e)  acta,  se  hiciera  en  otro  ac- 
to y  por  medio  distinto,  la  publicación  de  dicha  vota- 
ción. Siendo  así  que  en  el  mismo  acto  y  en  la  misma 
act«,  se  vota  y  se  publica  la  votación  para  ver  si  la 
mayoría  de  los  acreedores  dicen  que  si,  ó  que  no,  con 
el  objeto  de  que  quede  ó  no  aprobado  el  convenio. — Y 
por  tal  motivo  Riera  hizo  en  tieuipo  oportuno  la  pro- 
testa para  oponerse  4  dicho  convenio,  pues  consta  en 
el  acta,  después  de  haberse  publicado  en  aquel  acta, 
la  votación  de  los  acreedores  aprobando  el  convenio. 
Cuarto:  La  sentencia  viola  el  artículo  mil  ciento  cua- 
renta y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  el 
sentido  del  caso  primero  del  articulo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  propia  Ley.  -Consiste  dicha  violación 
en  que  considera  que  Riei*a  no  pudo  oponerse  al  con- 
venio por  que  no  protestó  en  su  Dportuuidad  contra  el 
voto  de  la  mayoría,  cuando  es  visto  por  lo  dicho  ante- 
riormente que  la  protesta  se  hizo  por  Eiera  en  tiempo 
y  forma  en  el  acto  y  el  acta. — Quinto  en  ]a  sentencia 
hay  error  de  hecho  en  la  apreciación  del  documento 
por  el  que  Riera  demostró  haber  consignado  su  pro- 
testa en  tiempo  oportuno  contra  el  voto  de  la  mayoría 
aprobando  el  convenio  lo  cual  resulta  del  documento 
auténtico  obrante  á  fojas  cincuenta  y  seis  de  autos  en 
el  sentido  del  caso  séptimo  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. — Por  ese  documento  se  comprueba  que 
Riera  protestó  contra  el  voto  de  la  Mayoría  después 
de  haber  votado  en  contra  del  convenio  y  cuya  protes- 
ta la  hizo  en  el  acto  de  publicarse  la  votación  de  los 
acreedores. — Sexto:  En  la  sentencia  se  incurre  en  la 
violación  y  error  de  derecho  del  articulo  novecientos 
dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  el  sentido 
del  caso  primero  y  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  propia  Ley. — Consiste  dicha  violación 
y  error  en  que  no  reconoce  á  mi  cliente  el  señor  Riera 
el  derecho  de  oponerse  dentro  de  los  ochos  días,  como 
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se  opuso  al  convenio  acordado  en  la  Junta  por  los 
acreedores,  habiendo  sido  como  fué  acreedor  disi- 
dente. 

Déciinf  segando.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  en  este  Tribunal  Supremo,  se  cele- 
bró la  vista  páblica  el  doce  del  actual,  informando  en 
dicho  acto  los  respectivos  defensores  de  las  partes. 

Decisión  dbl  rccurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydag&n. 

Primero.  Considerando  que  la  Ley  de  diez  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  al  modificar 
la  sección  primera — título  primero,  libro  cuarto  del 
Código  de  Comercio,  suprimió,  por  la  sustitución  del 
articulo  ochocientos  setenta  y  dos.  la  comunidad  de 
trámites  que  en  él  se  establecía  entre  el  convenio  pro- 
puesto en  el  expediente  de  suspensión  de  pagos  y  el 
que  naco  del  juicio  universal  de  quiebra,  debiendo 
ajustarse  desde  entonces  los  respectivos  convenios  & 
distinto  procedimiento';  pero  como  la  ley  especial  & 
que,  según  el  articulo  ochocientos  setenta  y  tres,  de- 
bía acomodarse  el  expediente  de*  suspensión  de  pagos, 
no  llegó  á  publicarse,  hay  que  suplirla,  conforme  al 
precepto  del  artículo  mil  trescientos  diez  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  con  las  disposiciones  de 
la  tíección  primera  título  doce>  libro  segundo  de  la 
misma  ley  procesal,  relativas  á  la  solicitud  de  espera 
de  los  deudores  no  comerciantes,  sin  otras  limitacio- 
nes á  modifícaciones  que  las  que  imponga  lo  ya  orde- 
nado expresamente  en  la  citada  Sección  primera  titulo 
primero,  libro  cuarto  del  Código  mercantil;  más  como 
dicha  Sección  del  Código  no  hace  alusión  absolutamen- 
te á  la  celebración  de  la  Junta  ni  á  la  oposición  al 
convenio,  son  de  aplicai*se  íntegros  en  lo  respectivo  & 
cada  uno  de  dichos  particulares  las  citadas  disposicio- 
nes supletorias;  razón  por  la  que  no  cabe  aceptar  como 
eficaces  para  la  casación  los  motivos  primero,  segundo 
y  sexto  del  recurso  en  los  que  se  afirma  que  rigen  en 
el  presente  caso  los  artículos  mil  trescientos  noventa 
y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  novecientos 
dos  del  Código  de  Comercio,  relativos  al  convenio  que 
surge  de  un  juicio  universal  de  quiebra-,  al  que  no  es- 
tán sometidos  Jane  Pascual  y  Compañía. 

Segundo.  Considerando  que  conforme  á  los  ar- 
tículos mil  ciento  treinta  y  siete  y  mil  ciento  cuarenta 
y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  para  que  el 
acreedor  concurrente  á  la  Junta  sobre  solicitud  de  es- 
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pera  pneda  impugnar  el  acuerdo  favorable  al  deudor, 
no  basta  que  haya  disentido  del  voto  de  la  mayoría, 
sino  que  es  indispensable  además  que  haya  protestado 
contra  ese  voto  en  la  misma  junta,  después  de  publi- 
cada la  votación;  y  como  las  cuestiones,  que  so- 
bre este  punto  plantea  el  recurrente  en  los  moti- 
vos tercero,  cuarto  y  quinto  del  recureo.  en  los  cuales 
sostiene  implícitamente  la  legítima  aplicación  de  los 
dos  citados  artículos  á  cuyos  precepto.")  cree  que  se  han 
ajustado  sus  actos,  difiriendo  únicamente  de  la  Sala 
sentenciadora  en  que  ésta  niega  y  él  afirma  que  pro- 
testó de  la  votación  en  el  acto  de  publicarse,  es  visto 
que  dichas  tre-<  cuestiones  se  reducen  lógicamente  á 
una  puramente  de  hecho,  la  cual  ha  quedado  debida- 
mente resuelta  por  la  Sala  sentenciadora  con  el  exa- 
men de  la  correspondiente  acta  de  la  junta,  visible  & 
fojas  cincuenta  y  seis  de  los  autos  principales,  donde 
no  aparece  que  se  hiciera  de  modo  alguno  la  protesta 
aludida,  debiendo  entenderse  por  tai  omisión  que  el 
acreedor  se  ha  sometido  al  voto  de  la  mayoría;  por  lo 
que  son  de  desestimarse  también  dichos  tres  restantes 
motivos  del  recurso,  declarando  é«te  sin  lugar,  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos,  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  establecido  por  Jaime  Riera  contra  el  auto  dictado 
por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  diez  y  seis  de  Fe- 
brero último,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente,  y 
devuélvanse  los  autos  á  dicha  Audiencia  con  la  corres- 
pondiente certificación. 

Así  por  esta»  nuesti^a  sentencia,  que  se  publica- 
rá, etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Várela. —  Pedro  Gonzfiles  Llórente.  —  Octavio 
Giberga. — Carlos   Re  villa. — Rafael  Maydagán. 


Inf.  ley —Sent.  32. -26  Mayo. —Tutela.  (Gae.  18  Ene- 
ro, 190i,) 

DOCTRINA:  El  Código  Civil  reconoce  la 
VRlidez  del  ejercicio  de  los  tutores  que  desempeña- 
ban el  cargo  con  anterioridad  á  la  vigencia  de  di- 
cho Código,  sin  que  la  circunstancia  de  haberse 
nombrado  el  Consejo  de  familia  releve  á  aquél  de 
la  obligación  de  rendir  cuentas  á  su  pupilo. 

Cuando  en  una  demanda  se  reclama  la  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios,  en  ellos  están  com- 
prendidas las  costas  y  por  tanto,  no  se  deja  de  re- 
solver aquella  petición,   ui  se  otorga  más  de  lo 
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pedido,  cuando  se  condena  en  costas,  aunque  ex- 
presamente no  haya  sido  solicitado. 

Resuelta  por  la  Audiencia  una  cuestión  de  in- 
competencia promovida  en  forma  de  declaratoria, 
no  puede  dentro  del  juicio,  volverse  á  suscitar  la 
cuestión  jurisdiccional,  aunque  se  presente  con 
otro  aspecto. 

El  artículo  1832  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, ni  ningiin  otro  precepto  legal  autorizan  al 
Juez  para  que  á  su  arbitrio  declare  exento  de  ren- 
dir cuentas  á  los  que  administran  bienes  ágenos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintiséis  de  Mayo 
de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  seguidos  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Güines  y  Audiencia 
de  la  Habana  por  doña  María  de  los  Dolores  Hernán- 
dez y  Comas,  vecina  de  esta  capital  y  ocupada  en  los 
quehaceres  domésticos,  contra  don  Enrique  Hernán- 
dez y  Hernández,  hacendado  y  también  vecino  de  esta 
ciudad,  sobre  rendición  de  cuentas,  entrega  de  bienes 
é  indemnización  de  dañes  y  perjuicios;  en  cuyos  autos 
la  Sala  de  lo  Civil  de  dicha  Audiencia  dictó  fallo  acep- 
tando la  relación  de  hechos  contenida  en  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  que  á  continuación  se  copia: 

Demaisda: 

«Primero.  Resultando  que  el  Procurador  Re}',  á 
nombre  de  la  actora,  estableció  dicha  demanda,  ale- 
gando como  hechos  que  en  quince  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  dos  falleció  don  Miguel  Anto- 
nio Hernández  bajo  testamento  que  otorgó  en  diez  y 
seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve 
ante  el  Notario  de  la  Habana  don  José  Antonio  Porto, 
instituyendo  por  sus  herederos  á  sus  menores  hijos 
don  Miguel  Antonio  y  su  representada  doña  María  de 
los  Dolores  habidos  en  su  matrimonio  con  doña  Bea- 
triz Comas  nombrando  curador  de  los  mismos  á  don 
Enrique  Hernández  y  á  don  Luis  del  mismo  apellido 
en  sustitución  del  primero:  que  le  fué  conferido  el 
cargo  de  curador  en  las  diligencias  promovidas  en  el 
Juzgado  de  Guadalupe  por  la  Escribanía  de  don  Ar- 
turo Galletti,  no  acompañando  certitícación  del  dis- 
cernimiento por  no  existir  entonces  el  moderno  Regis- 
tro de  tutelas  y  ser  infructuosas  las  diligencias  prac- 
ticadas para  encontrar  el.  citado  expediente:  que  en 
primero  de  Marzo  del  noventa  y  seis  arribó  su  repre- 
sentada á  la  mayor  edad;  que  en  catorce  de  Diciembre 
del  noventa  y  tres  contrajo  matrimonio  con  don  Juan 
Arturo  Gómez  do  Molina:  que  el  demandado  recibió 
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áe  dichos  menores  veinte  mil  pesos  oro  del  seguro  de 
vida  que  á  nombre  de  sns  hijos  dejó  don  Miguel  An* 
tonio  Hernández  en  la  Compañía  de  Seguros  ((New 
York  Life  Insurance  Company»,  correspondiendo  por 
tanto  diez  mil  pesos  en  oro  á  la  actora.  Acompaña 
testimonio  de  su  poder,  certifícación  de  haber  inten- 
«tado  el  acto  de  conciliación,  testimonio  del  testamen- 
to y  codicilo  otorgado  por  don  Miguel  Antonio  Her- 
nández y  lat)  partidas  de  bautismo  y  matrimonio  de 
la  actora». 

«Segundo.  Resultando  que  admitida  la  demanda 
por  providencia  de  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  se  mandó  emplazar  a)  demandado,  y 
verificado  el  emplazamiento  por  el  téimino  legal  y  por 
haberse  hecho  en  día  inhábil  por  el  Juzgado  Munici- 
pal de  Pipián,  solicitó  la  representación  actora,  y  así 
se  dispuso  se  practicara  nuevamente  por  dicho  Juez 
Municipal  en  día  hábil  como  lo  verificó  por  la  diligen- 
cia de  fojas  treinta  y  cincoD. 

Artículo  previo: 

«Tercero.  Resaltando  que  el  Procurador  don 
Manuel  Montes  se  personó  á  nombre  del  demandada 
por  el  escrito  de  fojas  veintiocho  contestando  ó  pro- 
moviendo la  incompetencia  del  Juzgado,  proponiendo 
ea  forma  la  declinatoria  como  cuestión  de  previo  y 
especial  pronunciamiento  mediante  los  hechos  que 
alega;  promueve  insolvencia  á  nombre  de  su  repre- 
sentado, solicita  se  libre  exhorto  al  Juez  Decano  de  la 
Habana  para  que  por  el  Notnrio  don  Carlos  Laurent 
se  expida  sin  exacción  de  derechos  el  testimonio  de  sn 
poder  por  no  haberle  sido  posible  proveerse  de  él;  y 
promueve  la  nulidad  del  emplazamiento  por  haberse 
practicado  en  día  inhábil,  y  que  se  reciban  á  prueba 
dichos  incidentes^). 

ttCuarto.  Resultando  que  por  auto  de  quince  de 
Didembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  fojas 
cuarenta  y  cinco,  se  declaró  no  haber  lugar  á  proveer 
sobre  los  incidentes  de  pobreza  y  nulidad  de  actuacio- 
nes promovidos  por  el  demandado,  por  no  ser  proce- 
dente darles  cui*so  hasta  que  se  decida  la  competen- 
cia establecida». 

«Quinto.  Resultando  que  tramitada  la  excepción 
de  incompetencia  y  declinatoria  propuesta  por  el  de- 
mandado se  declató  sin  lugar  por  sentencia  de  ocho 
de  Febrero  de  mil  novecientos,  la  que  fué  confirmada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  déla   Ha-' 
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baña  á  virtud  de  apelación  interpuesta  por  el  deman- 
dado». 

«Sexto.  Kesultando  que  declarado  competente 
este  Juzgado  para  el  conocimiento  de  este  juicio  se 
mandó  sustanciar  en  pieza  aparte,  que  se  formó,  la  in- 
solvencia promovida  por  el  demandado,  de  la  que  se 
separó,  tenién .lósele  por  desistido  de  ella  por  provi- 
dencia de  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
uno  diotada  en  dicha  pieza». 

«Séptimo.  Hesnltando  que  solicitado  por  la  re- 
presentación de  la  actora  se  sustanciara  el  incidente 
de  nulidad  promovidí>  por  el  demandado  por  haber  si- 
do emplazado  por  el  Juez  Municipal  de  Pipián  en  dfa 
inhábil,  pe  declaró  sin  lugar  dicha  pretensión  por  auto 
de  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno 
por  haberse  subsanado  ya  dicho  defecto  y  haberse  da- 
do por  enterado  el  demandado,  surtiendo  por  ello  to- 
dos sus  efectos  la  referida  diligencia». 

Contestación: 

«Octavo.  Resultando  que  á  solicitud  del  dem na- 
dado y  por  providencia  de  nueve  de  Enero  del  corrien- 
te año  se  ordenó  al  demandado  contestase  la  demanda 
principal  dentro  de  diez  días,  lo  que  verificó  por  el 
escrito  de  fojas  ciento  veinte,  proponiendo  nuevamen- 
te la  excepción  de  incompetencia,  reproduciendo  los ' 
hechos  del  escrito  en  que  la  promovió  anteriormente  * 
y  alegando  además  que  promulgado  el  Código  Civil  la 
cúretela  fué  organizada  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
la  octava  de  sus  disposiciones;  y  contestó  la  demanda 
principal  fundándose  en  los  siguientes  hechos:  que  el 
testamento  de  don  Miguel  Hernández  relevó  al  cura- 
dor nombrado  de  la  obligación  de  rendir  cuentas:  que 
con  esa  condición  le  fué  diferida  la  cúratela  siendo  ra- 
tificada esa  tutela  en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
con  arreglo  al  Código  Civil:  que  no  obstante  el  tutor 
cumpliendo  una  cláusula  testamentaria  entregaba  men- 
sual mente  los  frutos  á  la  í^eñora  madre  de  la  esposa 
de  la  demandante,  ó  sea  la  sobrina  de  su  cliente  la  se- 
fiora  Hernández  y  Comas  de  Gómez  de  Molina:  que  la 
señora  Beatriz  Comas,  madre  de  la  demandante,  era 
quien  administraba  los  bienes,  percibía  sus  productos 
y  los  invertía  en  sus  hijos,  que  de  ello  ha  ticuido  cuen- 
ta y  razón  constantemente:  que  niégalos  hechos  de  la 
demanda  que  se  opongan  á  los  que  deja  expuesto  ó  los 
contradigan;  y  en  cuanto  á  los  que  se  refieran  á  docu- 
mentos solo  acepta  aquellos  que  sean  reproducción  li- 
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teral  del  documento  á  que  se  contraigan;  y  que  su  re- 
presentado, no  obstante  lo  expuesto,  ha  ofrecido  reite- 
radamente á  su  pupilo  y  su  consorte  las  cuentas  para 
que  las  examinamn,  alegando  el  coDSorte  que  las 
quiere  judicialmente  porque  á  él  no  le  cuestan  los  plei- 
tos; y  concluye  pidiendo  se  tenga  por  contestada  la 
demanda  declarándola  sin  lugar  y  con  lugar  las  ex- 
<^pciones  alegadas  con  las  costas  á  cargo  de  la  de- 
mandante». 

Réplica: 

oNoveno.  Resultando  que  por  providencia  de 
veintinueve  de  Enero  del  presente  ano  se  tuvo  por 
contestada  la  demanda  y  se  conñrió  traslado  en  répli- 
<ca  al  actor  por  término  de  diez  días,  cuyo  trámite  eva- 
cuó por  el  escrito  de  fojas  ciento  veintidós  reprodu- 
iuendo  los  hechos  de  la  demanda:  niega  el  primero  y 
segundo  de  la  coutostación  por  ser  esto  úUimo  una 
falsedad:  que  niega  el  tercero  en  cuanto  no  le  consta 
la  entrega  que  dice  hacía  mensualmente  el  tutor 
aunque  lo  acepta  en  el  fondo:  que  niega  el  cuar- 
to hecho  por  ser  opuesto  al  tercero  y  cuarto,  pues 
«i  entregaba  mensualmente  el  tutor  los  frutos  á 
la  señora  madre  de  la  demandante  no  se  expli- 
ca que  diga  en  el  cuarto  hecho,  que  la  madre  de  la 
demandante  administraba  los  bienes  y  percibía  sus 
frutos,  pues  tiene  que  ser  uno  de  dichos  extremos;  y  si 
era  lo  segundo  no  cumplía  el  tutor  su  deber  y  es  cul- 
pable por  su  negligencia:  niega  el  sexto  hecho  de  la 
contestación:  que  esta  contienda  ha  quedado  estableci- 
da con  posterioridad  al  tres  de  Enero  de  mil  novecien- 
tos uno  desde  el  momento  que  ha  sido  contestada  en 
veintisiete  de  Enero  del  presente  año  seg&n  decía  la 
Ley  tercera,  título  diez,  Partida  tercera  llamando  á  la 
contestación  aComenzamiento  ó  raíz  de  todo  pleito»  y 
concluye  suplicando  se  tenga  por  evacuado  el  traslado 
y  se  falle  e^  definitiva  como  tiene  solicitado  en  el  es- 
crito de  demanda;  y  por  otrosí  manifiesta  procede  se 
falle  este  juicio  sin  más  trámitesj». 

Duplica: 

«Décimo.  Resultando  que  por  providencia  de 
ocho  de  Febrero  último  se  tuvo  por  evacuado  el  tras- 
lado en  réplica  y  se  confirió  en  duplica  al  demandado 
por  diez  días  el  que  llenó  este  trámite  por  el  escrito 
de  fojas  ciento  veintiséis  manifestando  que  como  el 
actor  DO  aduce  ningún -«Mievo  hecho  se  limita  á  repro- 
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ducir  literalmente  los  de  la  incompetencia  y  contesta- 
ción á  la  demanda  negando  la  certeza  de  los  consigna- 
dos en  la  réplica  y  concluye  suplicando  se  tenga  por 
evacuada  la  duplica  y  se  declare  sin  lugar  la  deman- 
da, con  lugar  la  excepción  propu'^sta  y  se  condene  al 
aetor  á  quien  se  declarará  temerario  al  pago  de  las 
costas  y  por  otrosí  solicita  se  reciba  el  juicio  á 
prueba». 

«Déciraoprimero.  Resultando  que  por  providen- 
cia de  siete  de  Marzo  dttl  corriente  afío  se  tuvo  por 
evacuada  la  duplica  y  se  recibió  el  juicio  á  prueba 
concediéndose  como  primer  período  el  término  de 
quince  días  para  que  las  partes  propusieran  las  que 
lea  interesase,  cuyo  término  se  prorrogó  &  todo  el  de 
la  Ley  á  solictud  del  demandando  promoviendo  éste 
en  tiemp  » la  que  tuvo  por  conveniente,  sin  que  el  ac- 
tor solicitara  alguna». 

«Décimosegnndo.  Resultando  que  vencido  el  pe- 
ríodo de  pi-omoción  de  prueba  se  dio  por  cerrado  defi- 
nitivamente y  se  abrió  el  segundo  período  por  termina 
de  veinte  días  para  la  práctica  de  Ja  propuesta». 

Pbubba: 

Decimotercero.  Resultando  que  por  parte  del  de 
mandado  se  reprodujo  el  mérito  favorable  de  autos  j 
se  trajo  á  ellos  con  citación  contraria,  comunicación 
del  Alcalde  Municipal  de  esca  Villa  referente  á  na 
constar  que  don  Juan  Arturo  Gómez  de  Molina  ni  su 
consorte  doña  Dolores  Hernández  Comas  sean  vecinos 
de  este  término  municipal  fojas  ciento  treinta  y  ocho: 
un  informe  emitido  por  el  Escribano  del  Juzgado  de 
prime]*a  instancia  del  Centro  de  la  Habana  refereate  á 
qae  en  el  libro  de  inscripciones  de  tutelas  correspon- 
diente al  extinguido  Juzgado  de  Guadalupe  y  que  em- 
pit-za  con  fecha  veinte  de  Septiembre  de  mil  ochocien-- 
tos  noventa  y  dos  y  termina  con  la  de  veintinueve  de 
Junio  de  mil  novecientos  no  aparece  inscripta  la  que 
ne  refiere  á  la  tutela  de  los  menores  Hernández  Comas 
á  favor  de  don  Enrique  Hernández,  informe  del  repar- 
tidor de  negocios  civiles  de  la  Habana  referente  á  que 
en  los  libros  del  indicado  repartimiento  correspon- 
diente al  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  no 
aparece  que  en  veintiocho  de  Septiembre  del  referido 
año  se  hayan  turnado  diligencias  promovida**  por  don 
Enrique  Hernández  sobre  discernimiento  del  cargo  de 
curador  de  d  fía  Dolore«  Hernández». 

«Dédmoeaarto.     Resultando  que  también  en  parte 
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de  prueba  del  demandado  se  trajo  á  los  aatos  con  cita- 
•ción  conti-aria  testimonio  en  relación  del  poder  para 
pleitos  otorgado  en  la  ciudad  de  la  Habana  en  veinti- 
siete de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cip- 
co  ante  el  Notario  Francipco  Diego  y  Alberto  por  doña 
María  de  los  Dolores  Hernández  Comas,  natural  y  ve- 
cina de  la  Habana,  asistida  de  su  legítimo  esposo  se- 
ñor Juan  Arturo  Gómez  de  Molina,  de  la  misma  natu- 
ralidad y  vecindario  que  la  anterior,  mayor  de  edad,  á 
euyo  otorgamiento  también  concurrió  dofia  Beatriz 
Comas  y  Esberel.  viuda  de  Hernández,  natuml  y  veci- 
na de  la  propia  ciudad  de  la  Habana,  como  madca  de 
la  otorgante  señora  María  Hernández,  para  otorgar  á 
ésta  el  consentimiento  prevenido  en  el  artículo  tres- 
cientos diez  y  siete  del  Código  Civil:  otro  testimonio 
en  relación  de  la  escritura  de  partición  de  los  bienes 
quedados  al  fallecimiento  de  don  Miguel  Antonio  Her- 
nández, otorgada  en  la  ciudad  de  la  Habana  en  ocho 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  an- 
te el  mismo  Notario,  por  la  señora  Beatriz  Comas- y 
Esberel,  natural  y  vecina  de  la  Habana,  don  Miguel 
Antouio  Tomás  Hernández  Comas,  natural  de  la  Ha- 
bana y  vecino  de  San  Felipe,  doña  María  Hernández 
Comas,  natural  y  vecina  de  la  Habana  calle  de  Esrobar 
número  ciento  cuarenta  y  cuatro  y  don  Juan  Arturo 
Gómez  de  Molina,  vecino  de  la  propia  ciudad,  casa  y 
■calle,  concurriendo  al  acto  la  señora  Beatriz  Comas  y 
el  señor  Juan  Arturo  Gómez  de  Molina,  la  primera 
para  prestar  á  su  hija  menor  la  citada  doña  María 
Hernández  el  consentimiento  legal  correspondiente  y  el 
segundo  para  otorgar  autorización  á  su  esposa  la  pro- 
pia señora  María  Hernández  Comas». 

«Decimoquinto.  Resultando  que  concluido  el  tér- 
mino de  prueba  se  mandaron  unir  á  los  autos  las  prac- 
ticadas y  que  se  hiciese  saber  á  las  partes,  y  no  ha- 
biendo éstas  solicitado  dentro  del  término  legal  la  ce- 
lebración de  vista  pública,  se  dispuso  por  providencia 
de  seis  de  Junio  último  se  entregasen  los  aut'  s  origi- 
nales á  las  partes  por  término  de  quince  días  á  cada 
una  empezando  por  la  actora  para  que  concluyan  ha- 
<;iendo  por  escrito  el  resumen  de  las  puebas». 

«Decimosexto.  Resultando  que  el  actor  evacuó  el 
trámite  de  conclusiones  exponiendo  que  está  justifica- 
do en  autos  que  don  Miguel  Antonio  Hernández  falle- 
ció en  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  bajo  testamento 
nombrando  tutor  de  sus  hijos  á  don  Enrique  Hernán- 
dez y  Hernández:  que  dicho  cargo  de  tutor  le  fué  con- 
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íerído  en  las  diligeLcias  promovidas  al  efecto  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Guadalupe  y  ante  el 
escribano  Arturo  Galletti,  que  estos  hechos  están  acre- 
ditados cumplidamente  por  el  reconocimiento  expresa 
y  aceptación  del  demandado  en  su  escrito  de  diez  y 
seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve: 
que  el  hecho  referente  á  que  don  Enrique  Hernández 
recibió  de  dichos  menores  la  suma  de  veinte  mil  pesos 
en  oro  procedentes  del  seguro  de  vida  que  á  nombre 
de  sus  hijos  dejó  don  Miguel  Antonio  Hernández  está 
justificado  con  el  testamento  y  con  el  silencio  del  de- 
mandado que  no  se  ha  atrevido  á  negarlo:  que  la  prue- 
ba del  demandado  es  ineficaz  é  impeitinente,  supli- 
cando al  Juzgado  falle  la  demanda  en  los  términos  que 
tiene  pedido  en  el  escrito  respectivo». 

«Decimoséptimo.  Resulfevndo  que  el  demandado 
evacuó  por  fu  parte  el  trámite  de  conclusión  manifes- 
tando que  en  autos  y  con  los  documentos  traídos  á  los 
mismos  se  justifica  la  incompetencia  de  este  Juzgado 
para  conocer  de  esta  demanda:  que  el  actor  no  ha  jus- 
tificado que  la  tutela  de  que  se  trata  le  fuera  diferida 
al  demandado  y  menos  con  la  obligación  de  rendir 
cuenta  suplicando  al  Juzgado  declare  sin  lugar  la  de« 
manda,  con  las  costas  á  cargo  de  la  parte  actora». 

tDécimooctavo.  Resultando  que  devueltos  los  au- 
tos por  el  demandado  sq  tuvieron  estos  por  conclusos  y 
se  dispuso  se  trajesen  á  la  vista  para  sentencia  con  ci- 
tación de  las  partes,  la  cual  citación  se  practicó*. 

SeKTENCIA  de  PRIMKBA  1K8TAKCIA : 

«Decimonoveno.  Resultando  que  el  Juez  dictó 
sentencia  en  veintisiete  de  Agosto  de  mil  novecientos 
dos,  por  la  que  declaró  sin  lugar  la  demanda,  y,  en 
consecuencia,  absolvió  á  don  EnHque  Hernández,  sin 
especial  condenación  de  costas: 

Sentencia  recubrida: 

Vigésimo.  Resultando  que  D?  María  Dolores  Her- 
nández apeló  de  esa  resolución,  y  la  mencionada  Sala, 
en  once  de  Febrero  del  corriente  año,  la  revocó,  con- 
denando á  don  Enrique  Hernández  y  Hernández  á  que 
dentro  de  quinto  día  rinda  á  D^  María  de  los  Dolores 
Hernández  y  Comas  las  cuentas  de  su  tutela  y  á  que  le 
entregue  el  saldo  que  de  ellas  resulte,  así  como  los 
bienes  y  documentos  pertenecientes  á  la  referda  Her- 
nández y  Comas,  que  61  tuviera  en  su  poder,  con  las 
cost  B  de  primera  instancia  á  cargo   del   mencionado 
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don  Enrique,  sin  hacer  especial  condenación  respecto 
á  ]as  de  aquel  recurso  ni  declaratoria  de  temeridad  6 
mala  fé  á  los  efectos  de  la  Orden  númei¡^o  tres  del  Go- 
bierno Militar,  serie  de  mil  novecientos  uno. 

Funda HEN'ix)8  del  krcürso  db  casación: 

Vigésimoprimero.  Resultando  que  don  Enrique 
Hernández  interpuso  recurso  de  capación  por  infrac- 
ción de  ley,  alegando  como  motivos  los  siguientes: 

«Primero:  El  fallo  al  estimaren  el  demandado  un 
tutor  en  el  legal  desempefio  de  la  tutela,  infringe  é 
interpreta  erróneamente  la  regla  octava  de  las  dispo- 
siciones transitorias  del  Código  Civil.  Porque  si  el 
demandado  no  se  sometió  en  el  ejercicio  de  la  tutela 
á  las  disposiciones  del  Código,  como  así  lo  reconoce  la 
sentencia  al  declarar  probado  que  no  se  constituyó  el 
Consejo  de  familia  ni  de  consiguiente  se  confió  &  per- 
sona alguna  el  ejercicio  de  la  protuteía;  no  era  un  tu- 
tor &  partir  del  día  en  que  el  Código  que^ó  vigente  en 
Cuba.  A  partir  de  ese  momento  el  demandado  dejó 
de  ser  tutor,  porque  no  cumplió  la  condición  mediante 
la  cocí  la  ley  le  conservaba  en  el  cargo  que  se  supone 
le  fué  diferido.  Asi  es  que  la  sentencia  infringe  la 
ley  citada,  del  modo  expi*e8ado  en  el  párrafo  primero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  proce- 
sal». 

«Segundo:  Del  mismo  modo  determinado  en  ese 
párrafo  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  sentencia  in- 
fringe el  artículo  doscientos  ochenta  y  uno  del  Código 
Civil  al  imponer  al  demandado  la  obligación  de  dar 
cuenta  de  su  administración,  cuando  la  sentencia  re- 
conoce en  sus  hechos  probados  que  la  tutela  no  había 
«do  diferida  en  forma  legal,  y  de  consiguiente  no  pu<* 
do  comenzar  en  su  ejercicio.  Así  es  que  no  puede  ser 
aplicada  á  quien  no  ha  comenzado  el  ejercicio  de  una 
tutela,  un  precepto  legal  consignado  en  la  Ley  para  el 
caso  en  que  la  tutela  haya  terminado  y-  no  para  un 
caso  como  éste  en  que  la  tutela  no  tuvo  comienzo  le- 
gal justificado». 

«Tercero:  Del  modo  ó  manera  expresados  en  el 
párrafo  segundo  del  artículo  mil  f  eisoientos  noventa 
de  la  Ley  procesal,  ha  infringido  el  fallo  el  artículo 
trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  procesal,  por- 
que en  su  parte  dispositiva  no  hace  pronunciamiento 
alguno  sobre  estos  dos  extremos  que  fueron  objeto  del 
litigio.  El  uno  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
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pedidos  y  reclamados  por  el  demandante,  cuyo  extre- 
mo queda  pendiente  en  el  fallo,  cuando  éste  debió  de- 
sestimar la  demanda  en  ese  extremo,  resolviéndolo 
definitivamente». 

«Otro  la  cuestión  jurisdiccional  por  abuso  ó  exce- 
so de  jurisdicción,  discutida  en  el  pleito  bajo  el  su- 
puesto de  que  la  cuestión  debatida  no  ed  de  la  juris- 
dicción de  los  Tribunales,  sino  privativa  del  Consejo 
de  familia». 

«Cuarto.  Del  modo  expresado  en  el  párrafo  terce- 
ro del  artículo  mil  seiscientos»  noventa  de  la  Ley  pro- 
cesal, ha  infringido  la  doctrina  legal  consignada  en  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  cuatro  de  Abril  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  diez  y  ocho  de  Abril 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  cuatro  y  veintitrés 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa,  porqoe  no 
habiendo  reclamado  el  demandante  en  la  primera  ins- 
tancia la  imposición  de  costas  al  demandado,  no  de- 
bien<lo  imponérselas  al  Juez,  porque  la  demandaba 
debido  ser  desestimada  en  parte  al  no  otorgar  la  im- 
demnización  de  daños  y  perjuicios,  absolviendo  en 
parte  de  la  demanda  al  demandado,  no  ha  debido  im- 
ponerle la  Sala  las  costas  de  primera  instancia,  sino 
declararlas  en  la  forma  ordinaria». 

Quinto.  Del  modo  expresado  en  el  p&rrafo  sexto 
del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  proce- 
sal, ha  infringido  los  artículos  doscientos  setenta  y 
nueve  y  trescientos  nueve  del  Código  Civil ,  el  prime- 
ro porque  previene  que  el  tutor  rinda  las  cuentas  de 
la  tutela  al  Consejo  de  familia:  el  segundo  porque  dis- 
pone que  el  Consejo  conozca  de  los  asuntos  que  son  de 
su  competencia,  y  contra  ambos  preceptos  se  pronun- 
cia el  fallo,  por  el  cual  se  recx)noce  á  los  Tribunales 
jurisdicción  patu  conocer  de  la?  cuentas  de  la  tutela, 
las  cuales  constituyen  un  asunto  de  la  previa  y  priva- 
tiva competenc  a  del  consejo,  en  cuanto  á  su  rendi- 
ción, examen  y  censura». 

Y  ante  este  Tribunal  Supremo  amplió  los  moti- 
vos, añadiendo  los  dos  siguientes. 

«Sexto:  Del  modo  expresado  en  el  párrafo  prime- 
ro del  artículo  mil  seiscientos  noventa,  en  relación 
con  el  párrafo  séptimo  del  mismo  artículo,  ha  infrin- 
gido la  Sala  sentenciadora  el  artículo  mil  doscientos 
catoice  del  Código  Civil.  Porque  declarando  la  sen- 
tencia que  el  demandado  está  obligado  á  devolver  á  la 
demandante  sus  bienes  y  sus  papeles,  es  preciso  que 
durante  el  curso  del  juicio  se  haya  justificado  que  mi 
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mandante  recibió  esos  bienes  y  esos  papeles:  y  como 
aceica  de  ese  extremo  no  ae  ha  aducido  ningún  heebo 
durante  el  curso  del  debate,  ni  se  ha  llevado  prueba 
alguna  para  justificarlo,  claro  es  que  la  sentencia  con- 
trariando el  precepto  del  articulo  mil  doscientos  ca- 
torce citado,  impone  al  demandado  el  cumplimiento 
de  una  obligación  cuya  existencia  no  ha  probado  el 
actor;  resultando  el  error  del  total  examen  de  los  an« 
tos,  cuyas  páginas,  que  son  otros  tantos  documentos 
auténticos,  demuestran  el  evidente  error  de  hecho  y 
de  derecho  de  la  Sala,  suponiendo  probada  la  oblijga- 
ción  que  manda  cumplir». 

«Séptimo:  También  del  modo  expresado  en  los  pá- 
rrafos primero  y  séptimo  del  articulo  tnil  seiscientos 
noventa  ha  infringido  la  sentencia  el  articulo  mil  ocho- 
cientos treinta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, porque  supone  diferida  la  tutela  por  el  testamento 
y  partiendo  de  ese  supuesto  errónea»,  estima  que  el  tu- 
tor no  fué  relevado  de  la  obligación  de  rendir  cuenta». 
Cuando  es  lo  cierto  que  con  arreglo  a  la  legislación 
aplicable  ó  sea  el  citado  articulo  mil  ochocientos  trein- 
ta y  dos,  quien  diferia  la  tutela  era  el  Juez,  el  cual 
era  el  que  resolvía  al  disceriár  el  cargo,  sobre  si  el  tu- 
tor quedaba  ó  no  obligado  á  rendir  cuentasi». 

«Faltando  en  los  autos  el  acta  de  discernimiento 
del  cargo  hecho  por  el  Juez,  los  autos  como  documen- 
tos prueban  el  evidente  error  de  la  Sala  estimando  di- 
ferida la  tutela  por  el  tiestamente  y  aplicando  á  su  ré- 
gimen el  contenido  confuso  del  testamento  acerca  de 
ese  extremo,  en  vez  de  desestimar  en  ese  extremo  la 
demanda  por  faltar  con  el  acta  de  discernimiento  la 
fuente  y  constancia  de  la  obligación  del  tutor,  en  cuyo 
concepto  también  infringe  el  articulo  mil  doscientos 
catorce  del  Código  Civil». 

Yigésimosegundo.  Resultattdo  que  en  este  Tri- 
bunal Supremo  se  sustanció  debidamente  el  recurso, 
y  en  la  vista,  celebrada  el  trece  de  este  mes,  informa- 
ron los  defensores  de  las  partes: 

Decisión  del  riccurso: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero.  Consideran^,  respecto  al  primero  de 
los  motivos  alegados  como  fundamentos  del  recurso, 
no  ser  exacto  que  la  sentencia  infrinja  ni  interprete 
erróneamente  la  regla  octava  de  las  disposiciones  tran- 
sitorias del  Código  Civil,   porque,  según  el  recurrente 
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'^dice,  el  demandado  no  se  sometió  á  las  disposiciones 
del  Código,  no  habiéndose  constituido  el  Consejo  de 
familia,  y  desde  que  el  Código  quedó  vigente  en  Cuba, 
el  demandado  dejó  de  ser  tutor;  pues  la  sentencia  no 
ha  declarado  que  el  tutpr  nombrado  bajo  la  legisla- 
ción anterior,  para  conservar  su  cargo,  no  tuviera  que 
someterse  á  las  disposiciones  del  Código;  y,  segñn  la 
décima  de  dichas  reglas,  cuando  el  tutor  ó  curador 
hubiere  comenzado  ya  á  ejercer  su  cargo,  no  se  pnice- 
derá  al  nombramiento  del  Consejo  hasta  que  lo  solici- 
te algunas  de  las  personas  que  deban  formar  parte  de 
él,  ó  el  mismo  tutor  ó  curador;  de  modo  que  el  Código 
reconoce  la  validez  del  ejercicio  anterior,  sin  que  la 
circunstancia  de  no  haberse  nombrado  el  Consejo,  dis- 
pense al  guardador  de  rendir  cuentas,  ni  quite  al  que 
ha  estado  bajo  la  tutela  el  derecho  de  exigit  las. 

Segundo.  Considerando,  en  cuanto  al  segundo 
motivo,  no  ser  tampoco  exacto  que  se  quebrante  el 
articulo  doscientos  ochenta  y  uno  del  Código,  al  im- 
poni*rse  al  demandado  aquella  obligación,  cuando  la 
sentencia,  segün  el  recurrente,  reconoce  en  sus  hechos 
probados  que  la  tutela  no  había  sido  discernida  en  for- 
ma legal,  y  de  consiguiente,  no  pudo  comenzar  en  su 
ejercicio;  porque  el  articulo  doscientos  ochenta  y  uno 
es  precisamente  base  capital  de  la  sentencia,  pues  en 
él  se  dispone  que  «acabada  la  tut'Cla,  el  tutor  ó  sus  he- 
•rederos  están  obligados  á  dar  cuenta  de  su  adminis- 
j»tración  al  que  haya  estado  sometida  á  aquélla,  ó  & 
•sus  representantes  ó  derechohabientes»;  y  la  senten- 
cia lejos  de  reconocer  que  la  tutela  no  hatiia  sido  dis- 
cernida en  forma  legal,  aceptó,  entre  los  fundamentos 
de  hecho  relacionados  en  el  fallo  dé  primera  instan- 
cia, que  el  demandado,  á  instancia  suya,  le  fué  discer- 
nido el  cargo  en  diligencias  promovidas  en  el  Juzgado 
de  Guadalupe  y  Escribanía  de  don  Arturo  Gallettí,  y 
el  propio  demandado  ha  dicho  que  entregaba  mensual- 
mente  frutos  á  la  madre  de  la  demandante. 

Tercero.  Considerando  que  al  reclamarse  en  una 
demanda  la  indemnización  de  perjuicios,  se  hallan 
comprendidos  en  éstos  los  gastos  consiguientes  &  la 
necesidad  de  ocurrir  á  los  Tribunales,  y  la  persona 
que  así  lo  hace,  usando  de  un  deiecho  que  se  le  reco- 
noce en  la  sentencia,  di  }^  ser  reintegrada  dd  las  costas 
que  le  ha  ocasionado  la  resistencia  del  que  ha  negado 
aquel  derecho;  y,  por  lo  tanto,  el  fallo  recurrido  al 
condenar  en  las  costas  de  primera  instancia  al  deman- 
daiio,  ha  resuelto  sobre  daños  y  perjuicios,    y   no  ha 
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cometido  dí  la  infracción  ni  ]a  omisión  alegados  en  los 
motivos  tercero  y  cuarto  del  recurpo. 

Cuarto.  Considerando  qne  la  excepción  de  in- 
competencia, propuesta  como  declinatoria,  faé  deses- 
timada por  sentencia  de  ocho  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos, confirmada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Aa- 
diencia  de  la  Habana  en  diez  y  siete  de  Octnbre  del 
mismo  año,  segán  el  quinto  resultando  de'  los  acepta- 
dos por  el  fallo  recurrido,  y  consca  además  en  los  fo- 
lios setenta  hasta  el  setenta  y  tres  vuelto,  ochenta  y 
cuatro  y  ochenta  y  cinco  vuelto  de  los  autos:  que  esa 
,  excepción  no  pudo  reproducirse»  porque  lo  impedía  el 
articulo  setenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  no  habiendo,  por  consiguiente,  términos  hábiles 
para  que  la  Sala  senteneiadora  resolviera  sobre  la  pro- 
pia excepción,  aunque  se  haya  intentado  presentarla 
bajo  nuevo  aspecto,  al  decir  que  la  cuestión  debatida 
no  es  de  la  jurisdicción  de  los  Tribunales,  sino  priva- 
tiva del  Consejo  de  familia,  que  no  ejerce  jurisdicción, 
ni  está  revestido  de  autoridad  judicial  para  fallar  un 
litigio,  ni  tiene  facultades)  coactivas  para  compeler  á 
su  tutor  á  que  rinda  sus  cuentas. 

Quinto.  Considerando  respecto  al  sexto  motivo, 
haber  manifestado  el  tutor  que  había  pedido  el  discer- 
nimiento del  cargo,  tomado  posesión  y  entregado  men- 
sualmente  cantidades  á  la  madre  de  la  d»* mandante, 
lo  cual  sobra  para  afirmar  que  estuvo  en  administra- 
ción de  los  bienes  y  tiene  que  ser  cuentadante. 

Sexto.  Considerando  que  hay  equivocación  gra- 
ve y  e\id^nte  en  decir,  como  se  dice  en  el  ultimo  mo- 
tivo del  recurso,  que,  con  arreglo  al  artículo  mil  ocho- 
cientos treinta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, el  Juez  era  quien,  al  discernir  el  cargo,  debía 
resolver  si  el  tutor  quedada  ó  no  obligado  á  rendir 
cuentas;  pues  lo  que  ese  articulo  declara  es,  á  la 
letra,  lo  siguiente:  «Acreditado  el  nombramiento 
»de  tutor,  hecho  en  disposición  testamentaria  por 
»éí  padre  6  la  madre  del  menor,  mandará  el  Jaez  que 
»se  le  discierna  el  cargo  sin  exigirle  fianzas,  si  se  le 
jihubiere  relevado  de  darlas»;  de  modo  que  en  el  caso 
del  pleito  el  Juez  debía  discernir  el  cargo  sin  exigir 
fianzas,  no  porque  el  así  lo  quisiera,  sino  porque  lo 
había  ordenado  el  testador,  pero  no  podía  el  Juez  re- 
levar al  tutor  de  la  obligación  de  rendir  cuentas,  y  no 
es  posible  encoiitrar  ni  f  n  el  citado  artículo,  ni  en 
ningún  otro  de  la  misma  ley,  ni  del  Código  Civil,  ni 
de  otra  compilación  alguna,  disposición  qué  autorice 
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á  nn  Juez  para  que  tratándose  de  intereses  partienla- 
res,  y  tan  merecedores  de  protección  como  los  de  los 
huérfanos,  declare,  á  su  arbitrio,  que  se  bajan  exen- 
tos de  rendir  cuentas  los  administradores  de  bienes 
ajenos: 

Séptimo.  Considerando  que,  según  el  artícalo 
XL,  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  Gk)bierno 
Militar,  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso  de  casación, 
han  de  interponerse  las  costas  al  que  lo  haya  estable- 
cido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  don  Enrique  Hernández  y  Hernández,  á 
quien  condenamos  en  las  cortas,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — El  Magistrado  Sr.  Octavio  Giberga  votó 
en  Sala  y  no  pudo  firmar,  José  Várela.— Carlos  Re- 
villa.— Rafael  Maydagán. 


Inf.  ley.— Amigables  componedores.— Sent.  1.— 2  de  Di- 
ciembre.—Plazo,  (^«c.  18  Enero,  190^.) 

DOCTRINA:  Es  nulo  el  lando  pronuoctado 
fuera  del  plazo  pactado  en  la  escritura  de  compro- 
miso. 

Ese  plazo,  si  no  consta  expresamente  lo  contra- 
rio, se  cuenta  de  momento  á  momento,  sin  excluir 
los  días  inhábiles. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  dos  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  eres,  visto  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal él  recurso  de  casación  establecido  por  Manuel 
Yí'ro  Sagol,  Gabriel  Bonnet  y  Molinas  y  José  Hill  y 
Feliü,  el  primero  abogado,  corredor  de  número  el  se- 
gundo y  comerciante  el  último,  todos  vecinos  de  San- 
tiago de  Cuba,  contra  el  fallo  dictado  por  los  amiga- 
bles componedorei?  que  nombraron  los  referidos  recu- 
rrentes y  otros  para  resolver  determinadas  diferencias 
relativas  á  la  razón  social  «Boulanger  y  Compa&ia, 
Sociedad  en  Comandita^),  dedicada  á  suministrar  el 
alumbrado  eléctrico  en  aquella  población:  recurso  que 
se  ha  sustanciado  con  la  intervención  de  Brdro  José 
Monés  y  Maury,  comerciante,  vecino  de  Baracoa,  y 
Eduardo  Fuentes  Vázquez,  del  comercio  también  y 
vecino  de  Santiago  de  Cuba: 
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Antkcbdbntes  : 

Primero.  Resultando  que  en  diez  y  siete  de  Fe- 
brero del  corriente  año  comparecieron  ante  el  Notario 
Manuel  Caminero  y  Ferrer,  de  la  expresada  ciudad  de 
Santiago  de  Cuba,  Antonio  Arrnfat  y  Arabitg,  Eduar- 
do Fuentes  Vázquez,  Gabriel  Bonnet  y  Molinas,  por 
si  y  como  apoderado  de  Jo^é  Hili  y  Filiú  y  de  Pedro 
José  Monés  y  Maury,  Manuel  Yero  y  Sagol,  Carlos 
Vidal  y  Dimas  por  sí  y  como  apoderado  de  Anto  íio 
Berra  y  Ferret,  Luis  de  Hechavarría  y  L1  monta  por  sí 
y  como  apoderado  de  Pablo  Boulanger  y  Bliecq,  Nor- 
berto  Echemendía  y  Fresneda  por  sí  y  como  apodera- 
do d-^  su  hermana  de  los  mismos  apellidos  viuda  de 
Fons,  Bernardo  de  Hechavarría  y  Limón ta  y  Cayeta*- 
no  Vidal  y  Dimas,  manifestando  que  en  el  Libro  de 
Actas  que  llevan  los  señores  «Boulanger  y  C^,  Socie- 
dad en  Comandita»,  dedicada  á  sumiui-trar  el  alum- 
brado eléctrico  en  la  propia  ciudad,  aparecen  la  de 
una  reunión  celebrada  en  diez  y  nnev-*  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  dos  por  los  liquidadores  de  la  so- 
ciedad y  la  de  una  junta  de  socios  y  accionistas  cele- 
brada en  veinticuatro  del  mismo  mes  y  año,  cuyas  dos 
actas  se  transcrilien  en  el  documento  pübHc<»  que  com- 
parecen 4  otorgar,  y  que,  habien^io  surgido  diferencias 
de  apreciación  acerca  de  ciertos  entremos  segñn  las 
actas  que  se  insertan,  han  convenido,  de  acuerab  con 
lo  que  previene  la  escritura  de  constitución  de  dicha 
sociedad,  en  someter  las  diferencias  ocurridas  al  juicio 
de  amigables  componedores,  como  lo  verifican  en  los 
términos  siguientes:  Primero:  Nombran  como  ami- 
gables componed  »res  á  Juan  de  Dios  Bolívar  y  Giró, 
Enrique  Wenceslao  Schueg  y  Chassin  y  Julián  Cendo- 
yay  Echeverría;  segundo:  Exponen  concreta  y  nu- 
meradamenie  cuatro  cuestiones  que  someten  á  la  dn- 
cisión  de  aquéllos;  tercero:  Consignan  que  para  la 
máe  acertada  apreciación  y  d*  cisión  le-i  prisentarán  los 
otorgantes  las  notas  y  documentos  pertinf*nte8  para  la 
justifícición  de  sus  reppoctivas  pretensiones;  cuarto 
y  ultimo:  Consignan  asimismo  que  «dentro  de  los  quin- 
»ce  días  siguientes  k  la  última  notificación  pronuncia- 
vr&n  los  amigables  componedores  su  fallo  decisivo»: 

Segundo.  Resultando  que  el  día  veinte  de  Febre- 
ro del  año  en  curso  el'Notario  autorizante  de  la  ante- 
rior escritur*  1  %  pr**sentó  á  los  amigables  componedo- 
res designados,  Cendoya,  Schueg  y  Bolívar,  quienes, 
éespués  de  enterados   de  su  contenido,    dijeron  acep- 
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tar  5  aceptaron  dicho  nombramiento,  obligándose  á 
df  sera  peñarlo  bien  y  fielmente  y  &  dieta  r  su  fallo  den- 
tro del  término  acordado: 

Tercero.  Eesnitando  que  el  día  once  de  Marsso 
del  mismo  año  comparecieron  ante  el  referido  Notario 
los  amigables  componedores  y,  exponiendo  haberse 
entei'ado  de  los  particulares  consignados  en  la  men- 
cionada escritura  de  compromiso,  oído  detenidamente 
á  los  interesados  y  r^  cogido  los  demás  datos  que  esti- 
maron conducentes  á  su  mejor  decisión,  consignaron 
el  fallo  de  la  mayoi*i^  acerca  de  las  cuatro  cuestiones 
que  se  les  propusieron,  así  como  el  voto  particular  de 
Juan  de  Dios  Bolívar  y  Giró  sobre  cada  una  de  las 
mismas,  fi^rmando  todos,  con  el  Notario,  la  sentencia, 
que  fué  tiotifícada  el  siguiente  día  doce  á  los  intere- 
sados: 

FrNDAMENTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Cuarto.  Resultando  que  con  fecha  dos  del  si- 
guiente mes  de  Abril  compareció  ante  este  Supremo 
Tribunal  el  Ldo.  Rafael  Portaondo  y  Tamayo,  como 
apoderado  de  los  antedichos  Yero,  Bonnet,  Hill  y  Mo- 
nés,  interponiendo  por  escrito  del  propio  día  dos  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  recaído,  que  funda 
en  la  primera  de  las  causas  expresadas  en  el  número 
tercero  del  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve 
de  la  ^y  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  que  la 
ley  del  compromiso  ha  sido  infringida  por  dictarse  el 
fallo  fuera  del  término  concedido,  pues,  «Primero:  Ha- 
»biéndose  señalado  en  la  escritura  de  compromiso  otor-- 
»gada  el  día  diez  y  siete  de  Febrero  último  el  plazo 
»de  quince  días  dentro  del  cual  había  de  pronunciarse. 
»la  sentencia  y  notificada  á  iodos  los  amigables  com- 
nponedores  dicha  escritura,  el  veíate  de  Febrero,  aceptan^ 
Ddo  todos  el  cargo,  es  evidente  que  el  referido  plazo 
)>empezó  A  correr  desde  el  día  siguiente,  veintiuno  de 
«Febrero,  venciendo  el  día  siete  de  ^arzo  siguiente. 
«Porque  estos  plazos  se  cuentan  de  momento  á  momen- 
«to,  si  no  se  excluyen  ex  )re»amente  en  el  compromiso 
nlos  días  festivos,  con  arreglo  á  lo  expresado  en  seu- 
»tencia  del  Tribun^il  Supremo  de  España  de  veinte  de 
«Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete.  De  consi- 
«guiente,  los  amigables  componedores  han  dictado  su 
«fallo  fuera  del  plazo  fijado  en  el  compromiso,  incu- 
«rriendo  la  sentencia  en  el  motivo  de  casación  autori- 
«zado  y  previsto  en  el  primer  caso  del  párrafo  tercero 
«del  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y   nueve  de  la 
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«Ley  procesal.  Segando:  Dadas  las  fechas  consigna- 
»das  en  el  párrafo  ó  motivo  de  casación  antes  expre- 
Dsado  y  aun  suponiendo  descontables  del  término 
«otorgado  en  el  Compromiso  los  dfas  de  fiesta  legal- 
«mcnte  determinados  en  la  Orden  ciento  setenta  y  seis 
»de  veiutiuno  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
xventa  y  nueve,  aun  así,  el  fallo  fué  dictado  fuera  del  * 
j>plazo  señalado  en  et  compromiso,  el  cual,  descontau'^  . 
»áo  esos  días,  venció  el  diez  de  Marzo  último.  Tam- 
i»biéa,  pues,  bajo  este  otro  aspee i  o,  el  fallo  de  los  ami* 
Dgables  componedores  ha  incurrido  en  el  motivo  de 
jicasación  definido  en  el  primer  extremo  del  párrafo  • 
«tercero  del  artículo  mil  ^eisc¡entos  ochenta  y  nueve 
»de  la  Ley  de  Enjuici^niiento  Civil»:  á  cuyo  escrito  de 
interposición  del  recurso  acompafió  el  compareciente 
el  testimonio  de  la  escritura  de  compromiso,  de  la  sen- 
tencia y  su  notificación  á  todos  los  interesados  y  copia 
autorizada  del  poder  que  sus  representados  le  confirie- 
ron ante  el  Notario  de  Santiago  de  Cuba  Donato  Va- 
liente y  Portuondo  en  veintiocho  de  Marzo  de  este  afio. 

Quinto.     Resultado  que  este  Supremo  Tribunal,  : 
en  providencia  del  día  seis  de  Abril,   tuvo  por  perso- 
nado  al  compareciente  en  representación   de  Yero, 
Bonnet  y  Hill  y  por  interpuesto  el  recurso  de  casación 
contra  el  mencionado  fallo,  declarando  no  haber  lugar 
á  tenerlo  por  personado  en  nombre  de  su  otro  poder- 
dante por  no  contener  la  escritura  de   mandato  acom-  i 
pafíada  facultades  suficientes  al  efecto,  y  ordenó  la 
citación  y  emplazamiento  de  los  interesados  para  que 
comparecieran  á  usar  de  su  derecho  en  el  término  de  : 
veinte  días,  diligenciar  que  se  ejecutó  en  esta  capital, 
el  día  trece  del  mismo  mes  de  Abril,  respecto  de  Pa- 
blo  Boulanger  y  Biiecq,  y  el  día  seis  de  Mayo  respecto  . 
de  María  Echemendía  y  Fresneda  viuda  d<e  Fons;  en 
Baracoa  el  veinticinco  de  Abril,  respecto  de  Pedro  Jo- 
sé Monés;  en  Santiago  de  Cuba,  el  diez  y  ocho  del  pro- 
pio Abril,   respecto  de  Luis  <le  Hecha varría  y  Limon- 
ta.  Antonio  Arrufat  y  Arabitg,  Carlos  Vidal  y  Dimas, 
Cayetano   Vidal  y   Dimas,    Norberto   Echemendía  y . 
Fresneda,   Eduardo  Fuentes  y   Vázquez  y  Bernardo 
de  Hecha  varría  y  Limonta;   y  en  Sitges  (España),  el 
día  diez  y  seis  de  Junio,   respecto  de  Antonio  Serra  y 
Ferret,   mediante  exhorto  cursado  por  la  vía  dip  omá- 
tica,   con  el  cual,   diligenciado,   se  dio  cuenta  á  esta 
Sala  de  lo  Civil  el  día  diez  y  ocho  de  Agosto,  señalán- 
dose con  fecha  diez  y  nueve,  para  la  vista  del  recurso, . 
el  día  cuatro  de  Septiembre: 
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Sexto.  Resultando  que  el  antedicho  Ldo.  Por- 
tuondo  Re  pereonó  eu  forma  ante  esta  Sala  con  fecha 
treinta  de  Abril,  en  representación  de  Ioh  interesados 
Pedro  José  Monés  y  Eduardo  Fuentes  Vázquez,  á  nom- 
bre de  quienes  se  adhirió  al  recuitjo  interpuesto: 

Séptimo.  Resultando  que  en  veintidós  de  Agosto 
presentó  Nicolás  María  Bravo  un  escrito  fechado  el 
dia  veintiuno  al  efecto  de  que  se  le  tuviera  por  repre- 
sentante de  Yero,  Fuentes  y  Monés/en  virtud  de  ha- 
ber el  licenciado  Poituondo  sustituido  en  él  los  pode- 
res recibidos  de  éstos,  lo  cual  acreditó  mediante  el 
correspondient»^  testimonio  notarial,  accediendo  la  Sa- 
la á  la  solicitud  de  Bravo: 

Octavo.  Resultando  qtie  cst«,  con  el  carácter  re- 
ferido, pidió  en  dos  de  Septiembre  y  la  Sala  acordó  el 
siguiente  día  tres,  por  enfermedad  del  Letrado  de  esa 
parte,  la  suspensión  de  la  vista  señalada;  y  que,  á  ins- 
tancia del  Licenciado  Portuondo,  se  sefialó  de  nuevo 
para  el  día  veintiséis  de  Noviembre  último,  en  coya 
fecha  se  celebró  ese  acto,  con  la  sola  asistencia  del 
propio  Licenciado  Portnondo,  quien  informó  en  sos- 
tenimiento del  recurso: 

Decisión  dbl  uecukso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.  Considerando  que,  según  reiteradas 
declaraciones  de  la  jurisprudencia,  el  plazo  dentro  del 
cual  los  amigables  componedores  han  de  dar  su  fallo 
se  regula  por  el  pacto  de  las  partes,  pues  el  contrato, 
en  cuanto  á  las  obligaciones  que  produce,  tiene  fuerza 
de  ley  entre  los  contratantes,  debiéndose  cumplir 
aquéllas  al  tenor  del  mismo,  por  lo  que  se  cuenta  di- 
cho plazo  de  momento  á  momento,  como  todos  los 
referent>es  al  cumplimiento  de  contratos,  á  menos  que 
por  expreso  convenio  de  los  <?onti'atantes  se  exceptúen 
los  días  festivos;  y  esto  sentado,  teniendo  en  cnenta 
que  en  la  escritura  de  compromiso  con  qué  guarda  re- 
l.iHón  este  recui-so  se  pactó  en  términos  explícitos  que 
dentro  de  los  quince  días  siguientes  á  la  última  noti- 
ficación á  l(»s  amigables  componedores  deberían  éstos 
pronunciar  el  fallo  de  su  cargo,  que  la  notificación  se 
hizo  á  todos  ellos  el  día  veinte  de  Febrero  y  que  falla- 
ron el  día  once  del  siguiente  mes  de  Marzo,  es  mani- 
fiesto que  bi  sentencia  fué  pronunciada  después  de 
vencido  el  término,  infracción  esta  que  siempre  exis- 
tiría, según  alega  el  recurrente,  aunque  no  se  hiciera 
aplicación  de  la  doctrina  mencionada  y  se  descontasen 
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kxs  diafi  festivos  comprendidos  en  el  peWodo  de  tiempo 
decnrsado  desde  qae  comenzó  á  correr  el  plazo  hast» 
que  los  amigables  componedores  desempefiaron  el  en- 
cargo recibido;  procediendo,  en  tal  virtnd,  conforme  6, 
la  cansa  de  casación  que  autoriza  este  recurso,  decla- 
rarlo con  lugar: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  capación  interpuesto  contra  el 
fallo  que  por  mayoría  de  votos  dictaron  con  fecha  on- 
ce de  Marzo  de  este  afio  los  amigables  componedores 
Juan  de  Dios  Bolívar  y  Giró,  Enrique  Wenceslao 
Schueg  y  Chassin  y  Julián  Cendoya  y  Echeverría  so- 
bre los  asuntos  relativos  á  la  sociedad  en  comandita 
«rBoulanger  y  C?»,  de  Santiago  de  Cuba,  que  se  les  so- 
metieron por  la  escritura  de  compromiso  otorgada  en 
diez  y  siete  de  Febrero  anterior  ante  el  Notario  de  di- 
cha ciudad  Manuel  Camineroy  Ferrer,  y,  en  consecuen- 
cia, casamos  y  anulamos  el  expresado  fallo,  sin  hacer 
enpecial  condenación  de  costas.     Notiñquese.  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gron- 
asález  Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Kevilla. 
— Bafael  Maydagán: 


In£  ley.— Seftt  33.-27  ie  Mayo.— Liquidación  de  so- 
ciedad. (Oac.  21  Enero,  1904-) 

DOCTRINA:  Son  ineficaces  los  motivos  que 
descansasen  supuestos  de  hechos  distintos  á  los 
en  que  se  funda  el  fallo 

Al  amparo  del  número  1?  del  artículo  1690  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  no  puede  impugnar- 
se la  apreciación  de  la  prueba. 

Bs  ineficaz  un  motivo  en  el  que  se  impugna  la 
mayor  ó  menor  pertinencia  de  una  cita  legal  hecha 
en  ía  sentencia. 

No  es  procedente  un  motivo  contra  la  aprecia- 
ción en  conjunto  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora. 

Para  que  una  doctrina  le'gal  pueda  ser  infrín- 
gida  en  un  fallv>  es  preciso  que  se  haya  establecido 
en  un  caso  idéntico  al  en  que  %e  invoca. 

En  la  cindad  de  la  Habana,  á  veintisiete  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  tres,  visto  ant€  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  de  doctrma  legal  interpuesto  ante  la  Andienda  de 
Santiago  de  Cuba  por  Isidoro  Domingo  y  Madurell  y 
Virginio  Porro  y  Céspedes,  del  comercio  y  vecinos  de 
aqnélia  población ,  contra  la  sentencia  definitiva  dic- 
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tada  por  la  referida  Audiencia  en  el  juicio  declarativo 
que  contra  ambos  ha  seguido  Gabriel  Bonnet  y  Moli- 
nas,  también  comerciante  y  de  la  expresada  vecindad, 
para  que  por  el  segundo  de  los  demandados  se  abone 
la  suma  de  veinte  mil  doscientos  sesenta  y  siete  pesos 
y  diez  centavos  oro  é  intereses  legales  á  la  liquida- 
ción déla  sociedad  Márquez  Hermanos  y  Compañía, 
con  la  cual  ha  de  satisfacei-se  al  demandante  lo  que 
dicha  liquidación  le  adeuda  y  que  fué  condenada  á 
pagarle  por  sentencia  firme  de  Juez  competente  y 
para  que  se  declaren  nulos  y  falsos  civilmente  los  ac- 
tos realizados  yor  el  primero  de  los  demandados,  co- 
mo liquidador  de  Márquez  Hermanos  y  Compaflia,  en 
fraude  del  derecho  del  demandante,  suponiendo  sal- 
dado cierto  crédito  contra  el  otro  demandado  y  efec- 
tuados pagos  ilegales: 

Dbmanda: 

Primero.  «Resultando  que  por  su  escrito  de  treiu- 
»ta  de  Noviembre  del  afio  próximo  pasado  (rail  nove- 
«cientos  uno)  fué  establecida  la  demanda  fundándola 
»en  los  hechos  siguientes:  Primero  que  adeudándose  á 
»Molinas  para  la  referida  sociedad  en  liquidación  doce 
í>mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  pesos  sesenta  y  ocho 
Mcenta vos  de  saldos  de  cuentas  corrientes  que  no  le  han 
»sido  pagados  para  realizar  su  cobro,  estableció  juicio 
«declarativo  de  mayor  cuau tía  contra  la  repetida  socie- 
«dad  en  liquidación,  decidiéndose  por  sentencia  de  la 
4)  Audiencia  de  esta  ciudad  de  trece  de  Febrero  de  mil 
j)Ochocient03  noventa  y  nueve  condenando  á  la  socie- 
Ddad  demandante  al  pago  de  la  suma  reclamada,  sus 
«intereses  al  seis  por  ciento  desde  la  interposición  de 
«la  demanda  y  costas  de  ambas  instancias.  Segundo: 
«que  ejecutoriada  la  sentencia  y  remitida  con  los  autos 
«al  Juzgado  de  su  origen  se  mandó  á  guardar  y  cum- 
«plir  en  veintidós  de  Marzo  de  dicho  año.  Tercero: 
)»que  para  ello  se  solicitó  el  embargo  de  bienes  del  deu- 
«dor,  señalándose  al  efecto  la  suma  de  quinientos 
«veintidós  pesos  sesenta  y  dos  centavos  que  debían 
«existir  en  efectivo  en  la  caja  de  la  liquidación,  seis 
«mil  pesos  consignados  en  efectivos  por  Domingo  en 
«poder  de  los  señores  E.  Brahuet  y  Compañía  como 
«fianza  en  la  apelación  establecida  en  incidente  seguido 
«en  dicho  Juzgado:  y  el  crédito  de  diez  y  nueve,  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis  pesos  veinticinco  centavos 
«oro,  que  á  la  repetida  liquidación  adeuda  el  señor  I. 
«Márquez  Boca  por  cuenta  liquidada  y   reconocida  en 
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»tmiit-'i  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«siete,  más  el  otro  crédito  debido  también  por  dicho 
«señor  Márquez  Roca' de  trescientos  setenta  pesos 
j>ochenta  y  cinco  centavos  de  arreglo  de  cuentas  ha- 
wbiéndose  trabado  el  embargo  sobre  dich'S  bienes  en 
«tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 
«Cuarto:  que  requerido  el  liquidador  Sr.  Domingo  el 
«mismo  día  por  el  escribano  señor  Manuel  Canainero, 
«solo  entregó  como  efectivo  existente  en  su  poder  de 
vía  precitada  liquidación,  veintidós  pesos  sesenta  y  un 
«centavos,  manifestando  en  su  carácter  de  liquidador 
«y  apoderado  general  del  señor  Porro  y  Céspedes  su- 
«cesor  de  Márquez  R6ca  quien  no  podía  aceptar  el  em- 
«bargo  que  se  le  hacía  porque  el  señor  Porro  por  sí  ni 
«como  sucesor  de  Roca  adeudada  cantidad  alguna  á  la 
nliquidación  de  Márquez  Hermanos  y  compañía  por 
«haber  saldado  entre  ambos  todas  sus  cuentas  desde 
«Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho;  expresando 
»á  la  vez  los  señores  Brahuet  y  compañía  al  requerír- 
«seles  por  el  Escribano,  que  nada  tenían  en  su  poder 
«perteneciente  al  demandado  Domingo,  y  que  la  fian- 
«za  de  referencia  la  constituyó  el  señor  Ricardo  Po- 
«rro.  Quinto:  Que  teniendo  en  cuenta  que  por  su 
«dilip:encia  de  embargo  ya  referido  lo  había  sido  el 
«crédito  adeudado  por  Porro  á  la  liquidación  por  todos 
.«conceptos,  cuyo  crédito  no  había  sido  pagado  según 
«documentos  que  obraban  en  poder  del  demandante  y 
«pretendiendo  el  señor  Domingo,  apoderado  de  aquél 
«y  liquidador  á  la  vez  de  la  sociedad  deudora,  hacer 
«aparecer  que  nada  se  debía  á  la  liquida<íión,  á  sabien-  ■ 
«das  de  que  todo  lo  que  se  decía  y  hacía  no  eran  más 
«que  pretextos  para  eludir  el  pago  de  las  cantidades 
j)reclamadas,  se  solicitó  autorización  para  ejercitar  los 
«derechos  y  acciones  que  correspondiesen  al  deudor, 
«para  reclamar  y  perseguir  lo  que  se  a<{eudaba  y  pa- 
«garse  el  demandante  de  su  crédito,  le  fué  concedida 
«por  providencia  de  quince  de  Abril  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  nueve,  contra  la  cual  se  interpuso  re- 
*curso  de  reposición  que  se  declaró  sin  lugar  y  firme 
«la  pr<)vi«íencia  recurrida;  constando  cuanto  en  dicho 
«hecho  y  los  cuatro  anteriores  se  ha  consignado  del 
«testimonio  acompañado  con  el  número  dos  y  que  obra 
«desde  foja  primera  á  la  décima  inclusive,  tíexto:  Que 
«el  señor  Virginio  Porro,  como  sucesor  de  I.  Márquez 
«Boca,  adeuda  á  la  liquidación  la  suma  de  diez  y  nue- 
«ve  mil  ochocientos  noventa  y  siet»*  pesos  veinticinco 
«centavos  que  proceden  del  crédito  de  la  cuenta  **com- 
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Dpra  de  créditos"  que  correspoiiflían  á  la  sociedad  de^ 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía,  que  traspalaron  á  sus 
«acreedores  cuyas  responsabilidades  asumió  I.  Márquez 
«Roca,  así  como  también  trescientos  setenta  pesos 
«ochenta  y  cinco  centavos  que  por  otros  conceptos 
«adeudaba  al  mismo,  totalizando  veinte  mil  doscientos 
«sesenta  y  siete  pesos  diez  centavos;  todo  lo  que  cons- 
«ta  de  documentos  públicos  y  de  los  libros  del  propio 
«señor  Porro,  así  como  su  carácter  de  sucesor  de  Már- 
«quezRoca,  como  sigue:  los  acreedores  de  Márquez 
«Hernández  y  Compañía,  Schrrab  y  Tillman,  Eabone 
«Hermanos,  Martín  Falk  y  Compañía  y  Theite  y  Quak, 
«ejecutaron  á  dicha  sociedad  y  para  satisfacer  á  los 
)>mÍ8rao8  convinieron  además  de  cederles  mercancías  y 
«créditos  activo  por  el  valor  total  de  sus  créditos,  clar- 
«les  un  treinta  por  ciento  más  de  la  totalidad  en  cré- 
«ditos  activos  para  responder  á  su  cobro,  sujeto  este 
«treinta  por  ciento  «^e  demasía  ó  exceso  á  la  liquida- 
ación  que  se  efectúa s»-  después  de  cobrados.  Los  cré- 
«d¡t<xs  mencionados  vendieron  y  traspasaron  á  I.  Már- 
«quez  Roca  cuanto  había  adquirido  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía,  aceptando  este  señor  las  obli- 
«gaciones  á  aquéllos  impuestos.  Entre  don  I.  Már- 
«quez  Roca  y  don  Virginio  Porro  se  celebró  un  con- 
«trato  de  cuenta  en  participación  en  veintiocho  de 
«Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos.  el  que 
«quedó  disuelto  por  fallecimiento  de  don  I.  Márquez 
«Roca,  precediéndose  á  consignar  dicha  disolución  en 
.  «escritura  publica,  otorgada  ante  el  Notario  don  Ma- 
«nuel  Caminero  en  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  siete,  escritura  que  fué  ratifi- 
«cada  por  la  otra  otorgada  en  veintitrés  de  Diciembre 
«de  dicho  año  ante  el  propio  Notario.  Por  virtud  de 
«dicha  disolución,  el  señor  don  Virginio  Porro  se  hizo 
«cargo  de  todos  los  negocios  de  I.  Márquez  Roca,  asu- 
«miendo  todos  sus  derechos  y  obligaciones,  incluso  las 
«responsabilidades  que  asumió  I.  Márquez  Roca  c<>n 
«respecto  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía.  Que 
«acompaña  con  este  escrito  y  señalados  con  los  núme- 
«ros  tres  y  cuatro,  copias  simples  de  las  escrituras 
«públicas  que  ha  mencionado,  protestando  traerlas  en 
«legal  forma  dentro  del  período  probatorio  (folios  once 
«al  diez  y  seis  inclusive).  Séptimo:  como  consecuen- 
«cia  de  la  obligación  que  existía  por  parte  de  I.  Márquez 
«Roca  de  dar  cuenta  del  resultado  de  la  liquidación  del 
«treinta  por  ciento  dado  como  exceso  de  créditos  acti- 
«vos  de  la  sociedad  de  Márquez,   Hermanos  y  Compa- 
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'>ñía,  cobradas  que  fueran  las  cuentas  todas  que  habían 
Dcedido  de  pago  se  procedió  por  los  representantes  de 
j)L  Márquez  Roca  á  practicar  dicha  liquidación  y  de 
í)la  misma  resulta:  que  cobrado  cuanto  Márquez  Her- 
«amnos  y  Compañía  adeudaban  había  un  sobrante  á 
«favor  de  éstos,  que  debía  serles  devuelto  por  I.  Már- 
»que2  Roca  6  por  su  sucesor  don  Virginio  Porro,  as- 
j)cendente  á  diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y 
«seis  pesos  veinticinco  centavos,  y  así  se  hizo  constar 
»en  el  balance  que  se  pasó  por*  I.  Márquez  Roca  en 
»treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«siete,  que  acompaña  en  copia  con  el  níimero  cinco  y. 
jíconsta  también  del  documento  que  autorizó  don  Isido- 
))ro  Domingo  en  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
Muo venta  y  siete  como  apoderado  de  la  viuda  de  I. 
«Márquez  Roca  y  cuyo  documento  acompaña  con  el 
jmúmero  seis:  que  también  acompaña  copia  del  inven- 
»tario  y  balance  de  la  sociedad  de  I.  Márquez  Roca, 
^pasado  en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  siete  en  que  consta  en  el  pasivo  el  crédito 
)>á  que  se  i-efiere,  como  consta  también  de  dicho  balan- 
Mce  el  crédito  de  trescientos  setenta  pesos  ochenta  y 
•cinco  centavos  que  adeudaba  por  otro  concepto  el 
«propio  I.  Márquez  Roca  á  la.  sociedad  de  Márquez 
«Hermanos  y  Comp-ifiía  De  manera  que  queda  com- 
«probado  que  don  Virginio  Porro  adeuda  como  sucesor 
«legal  de  I.  ^lárquez  Roca  á  la  sociedad  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía  la  suma  de  veinte  mil  doscien- 
«tos  sesenta  y  siete  pesos  diez  centavos  que  no  ha  pa- 
«gado  como  demostrará.  Octavo:  que  al  asumir  el  se- 
«ñor  Virginio  Porro  por  las  escrituras  de  diez  y  siete 
«de  Septiemi)re  y  veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  siete  cuantas  acciones,  derechos  y 
«obligaciones  correspondientes  á  la  sociedad  de  cuenta 
«en  participación  de  I.  Márquez  Roca,  cesión  que  se 
«le  hizo  y  aceptó  conforme  al  balance  de  treinta  y  uno 
«de  Julio  de  dicho  año  (cláusula  segunda  de  la  prime- 
»ra  de  las  escrituras  antes  expresadas,  reconoció  im- 
«plícitamente  deber  y  obligado  por  tanto  á  pagar  á  la 
«liquidación  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  el 
«saldo  líquido  reconocido  y  aceptado  como  resultado 
»de  la  cuenta,  «compra  de  créditos  más  la  suma  que 
«por  otros  conceptos  adeudaba  á  la  citada  liquidación, 
«sin  que  ¡íudieían  ser  alteradas  esas  cantidades  no 
«solo  poi-que  ellas  eran  las  comunicadas  á  Márquez 
Hermanos  y  Compañía  y  ner  legítimas  y  ciertas,  sino 
«también  por  ser  las  fijadas  y  aceptadas  por  la  señora 
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»María  Arellano  viuda  de  Márquez  Roca  como  base 
j)para  la  liquidación  y  fijación  de  su  haber  en  el  balan- 
j>ce  citado  y  por  ello  venia  Porro  obligado  á  pagar  ín- 
Dtegramente  sin  deducción  alguna  á  la  liquidación  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  sin  que  le  afectara, 
»y  por  tal  razón  se  embargó  como  se  ha  expresado. 
«Noveno:  que  los  propios  libros  de  la  liquidación  ci- 
«tada  prueban  no  haberse  pagado  el  cr^ito  á  ella, 
»pues  no  consta  en  ninguno  de  sus  asientos  anteriores 
«al  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
«fecha  del  embargo  citado,  el  abono  total  del  crédito, 
«existiendo  solamente  en  las  diligencias  de  ejecución 
«de  la  sentencia  dictada  en  el  juicio  referido  el  hecho 
«primero  de  la  demanda,  la  manifestación  riel  señor 
«Isidoro  Domingo,  apoderado  de  Porro,  de  que  ha  sido 
«pagado,  sin  justificarlo,  debiendo  tenerse  en  cuenta 
«que  esa  manifestación  la  hace  el  liquidador  de  Már- 
«quez  Hermanos  y  Compañía  que  ha  resistido  constan- 
»te  y  temerariamente  el  pago  de  su  crédito  al  deman- 
«dante,  teniendo  interés  en  ocultar  lo  que  adeuda  su 
«apoderado  y  padre  político;  no  pudiendo  haber  otor- 
«gado  documento  alguno  de  cancelación  de  la  deuda 
«por  incompatibilidad  en  su  carácter  de  liquidador  de 
«Márquez  y  Hermanos  con  el  de  apoderado  de  Porro, 
«no  pudiendo  por  tanto  otorgarse  asimismo  documenta 
«de  pago,  en  cuyo  caso  no  concurren  los  requisitos  le- 
«gales  pai^  producir  confusión  de  derechos.  Décimo-.. 
«Que  don  Isidoro  Domingo,  que  tiene  interés  en  que 
«no  se  abone  á  mi  mandante  lo  que  legítimamente  se 
«le  adeuda  y  que  Porro  no  pague  lo  que  debe,  porque 
«para  las  relaciones  de  negocios  en  que  se  encuentran 
«ligados,  no  le  conviene,  no  solo  ha  ocultado  las  ope- 
«raciones  que  la  verificado  como  liquidador,  sino  que 
«ha  realizado  actos  con  fraude  de  los  derechos  de  mi 
«mandante  tendentes  á  burlar  lo  que  á  éste  se  le  debe 
«como  se  comprobarán.  En  primer  lugar  ha  ocultado- 
<cen  los  libros  de  la  liquidación  de  Márquez  Hermanos 
«y  Compañía,  de  que  es  liquidador,  lo  que  don  Yirgi- 
«DÍo  Porro  debe,  y  lejos  de  hacer  constar  en  ellos  di- 
«cha  deuda,  forauala  asientos  en  los  cuales  aparece 
«don  Virginio  I'orro,  su  poderdante  y  suegro,  como- 
«acreedor,  en  lugar  de  ser  deudoi-,  como  lo  demuestra 
«la  cuenta  de  éste  en  el  libro  mayor  de  dicha  liquida- 
«ción,  folio  doscientos  noventa  y  seis,  que  dice  «Debe» 
•r  Virginio  Porro,  sucesor  de  I.  Márquez  Roca,  «Haber»- 
«y  en  éste  un  abono  por  caja  de  diez  mil  seiscientos 
«setenta  y  ocho  pesos   treinta   y  cuatro  centavos  sin 
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Aüingana  partida  en  el  debe.  De  manera  que  de  ese 
«asiento,  maliciosamente  becho,  no  consta  que  Yirgi- 
mio  Porro  deba  nada  como  sucesor  de  I.  Márquez 
jiBoca,  por  cuanto  el  liquidador  señor  Domingo  ha 
jK>mitido  consignar  en  el  debe  de  la-  cuenta  que  exa- 
jiminan  lo  que,  reconocido  por  Porro  en  la  escritura 
«de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
D venta  y  siete  (veinle  mil  doscientos  sesenta  y  siete 
jpesoB  diez  centavos)  adeuda  á  Márquez  Hermanos  y 
jiCompañia  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca,  omisi* 
»B}¿n  que  constituye  una  ocultación  en  fraude  de  su 
smandante,  porque  de  haberlo  consignado,  cual  era  su 
«deber,  no  aparecería  Porro  como  acreedor  de  Mar- 
j>quez  Hermanos  y  Compañía  por  los  diez  mil  seiscien- 
•tos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos 
«que  le  consigna  en  el  haber,  cuando  lo  cierto  es  que 
«nada  se  le  debe,  sino  deudor  de  nueve  mil  quinientos 
«ochenta  y  ocho  pesos  setenta  y  seis  centavos,  oculta- 
»ci6n  que  tiene  por  objeto  también  el  de  poder  consig- 
«nar  en  el  libro  Diario  de  dicha  sociedad  (folio  qui- 
«nientos  cuarenta  y  nueve)  y  con  fecha  veinticinco  de 
«Abril  de  mil  cchocientoSi  noventa  y  ocho,  el  asiento 
«siguiente:  «Caja  á  Virginio  Porro«  Eecibido  de  este 
«señor  como  sucesor  de  I.  Márquez  Eoca,  por  saldo  de 
«su  cuentA  del  importe  del  treinta  por  ciento  de  los 
«crisditos  que  el  citado  I.  Márquez  Eoca  compró  á  los 
«señores  Theile  y  Qnaek,  Martin  Falk,  Eabone  Her- 
«manos  y  Schrrat  y  Tilmann  y  que  se  cedieron  á  dicho 
«señor  diez  mil  seiscientos  FCtentll  y  ocho  pesos  treinta 
«y  cuatro  centavos,  de  manera  que  esos  diez  mil  seis- 
«cientos  setenta  y  ocho  pe^os  treinta  y  cuatro  centavos 
«que  abonaron  en  la  cuenta  de  V.  Porro  como  sucesor 
«de  I.  Márquez  Eoca,  no  siendo  el  saldo  de  ésta,  no 
«hubiera  podido  el  liquidador  I.  Domingo  expresar 
«que  dicha  cantidad  era  el  saldo,  si  no  hubiese  oculta- 
«do  frs^udulentamente  lo  que  importaba  el  debe  adeu- 
«dado  por  Porro,  y  al  no  hacerlo,  para  figurar  saldada 
«la  cuenta,  solo  se  ha  he(*ho  con  el  único  objeto  de 
«burlar  el  crédito  de  su  mandante  á  fin  de  que  éste  no 
«tuviese  en  qué  hacer  efectivo  dicho  crédito,  actos  to- 
«dos  que  ha  verificado  el  deudor,  que  lo  es  el  liquida- 
«dor  señor  Dbmingo,  en  fraude  de  los  derechos  d«  su 
«mandante,  undécimo:  que  los  actos  realizados  por 
«el  deudor  Isidoro  Domingo,  ya  expresados,  para  bur- 
«lar  el  crédito,  son  más  notorios  por  cuanto  el  asiento 
«del  diario  referido  en  el  hecho  anterior  es  una  opera- 
ación  simulada,  porque  Porro  no  pagó  cantidad  alguna 
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Den  la  fecha  que  be  expresa,  pues  no  consta  en  la  caen- 
Ata  de  caja  de  sn  libro  mayor  que  hubiese  ese  día  la 
«cantidad  que  se  dice  pagada  en  veinticinco  de  Abril 
j»de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y  no  habiéndola 
»en  caja  no  podia  ser  pagada,  cuyos  hechos  se  com- 
j»pruelÑin  con  el  examen  de  cuenta  de  la  Caja  del  Libro 
»mayor  de  Porro  y  de  los  libros  de  la  liquidación  de 
otMárquez  Hermanos  y  Compañía:  que  en  el  supuesto 
-vy  solo  admitiéndolo  y  consignándolo  como  hipótesis, 
»pues  queda  impugnado  como  simulado,  que  fuese 
«exacto  el  asiento  del  libro  Diario  referido,  nuncaj[>o- 
«dría  ser  ]a  suma  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho 
«pesos  treinta  y  cuaitro  centavos,  el  saldo  de  lo  que 
«adeuda  Porro  como  sucesor  de  Márquez  B.oca,  sino  par- 
óte de  pago  de  lo  que  adeuda  á  Márquez  Hermano  y 
«Compafiia,  por  haber  reconocido  en  el  balance  de 
»t»treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
»siete,  en  la  cuenta  presentada  del  primero  de  Agosto 
«del  mismo  año,  y  en  la  escritura  de  diez  y  siete  de 
«Septiembre  del  propio  año,  que  la  deuda  at^ciende  á 
»la  suma  de  diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y 
«seis  pesos  veinticinco  centavos,  y  aceptando  en  hipó- 
«tesis  el  aboDO  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho 
«pesos  treinta  y  cuatro  centavos,  queda  debiendo  Po- 
«rro  por  ese  concepto,  nueve  mil  doscientos  diez  y 
«siete  pesos  noventa  y  un  centavos,  que  unidos  á  los 
«trescientos  setenta  con  ochenta  y  cinco  centavos  que 
«adeuda  por  otra  causa,  totalizan  nueve  mil  quinien- 
«tos  ochenta  y  ocho* pesos  setenta  y  seis  centavos  que 
«aún  está  debiendo  á  la  liquidación  de  Márquez  Her- 
«mano  y  Compañía  y  que  no  consta  pagada.  Duodé- 
«cimo:  que  no  solo  se  han  realizado  por  Domingo  los 
«actos  simulados  expresados,  y  ha  ocultado  en  fraude 
«de  acreedores  operaciones  de  la  liquidación  de  Már- 
«quez  Hermanos  y  Compañía  de  que  está  encargado, 
«sino  que  con  su  afán  de  burlar  el  crédito  y  que  no  se 
«abone  y  á  cuyo  pago  está  condenado^  á  ñn  de  que  á 
«la  vez  que  simulaba  el  pago  de  Porro  por  saldo  de  su 
«cuenta,  como  al  consignarlo  en  los  libros  debía  dar 
«cuenta  de  ello,  era  necesario  que  esa  supuesta  suma 
«no  quedase  en  caja,  y  al  efecto,  lo  distribuyó  apli- 
«candóla  asimismo  en  pago  de  supuestos  sueldos,  que 
«nadie  le  asignó,  y  por  ese  concepto  se  apropió  la  suma 
«de  tres  mil  cuatrocientos  cincuenta  pesos;  pagó  por 
«honorarios  al  señor  Luis  de  Hechevarría  seis 
«mil  cincuenta;  al  procurador  García,  novecientos 
«tres,  cuarenta  y  siete,  y  loe  doscientos  cincuenta  ocho 
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«treinta  y  mete  restantes,  hasta  estinguir  la  supuesta 
j»8uma,  pagados  en  otros  gastos  judiciales,  ocasionados 
'i»por  el  pleito  establecido  por  Molinas  en  cobro  de  su 
«crédito;  constando  lo  expuesto  de  los  asientos  del 
'>libro  Diario  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  que 
»en  copia  se  acompaSLa  con  el  número  siete  y  obrante 
j)del  folio  veintiuno  al  veintitrés  inclusive;  que  aparte 
»áe  lo  absurdo  de  que  ningún  Letrado  cobrase  canti- 
j»dades  tan  exagero^das  como  la  de  cuatro  mil  pesos 
i>que  aparece  pagada  en  veintiocho  de  Mayo  de  mil 
j»ochociento8  noventa  y  ocho  á  don  Luis  de  Hecheva- 
»rrla  cuando  en  aquella  época  solo  se  había  iniciado 
«el  juicio  á  que  se  refiere  en  el  hecho  primero  de  este 
•escrito,  el  haber  sido  condenado  el  señor  Domingo  en 
«dicho  juicio  al  pago  del  crédito  y  costas,  le  obligaba 
i>á  uo  díisponer  de  cantidad  alguna,  sin  que  se  hubiese 
«satisfecho  previamente  el  crédito  que  se  reclamaba  y 
«DO  satisfacer  con  cargo  &  la  liquidación  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía,  gasto  alguno  judicial  sin  la 
«previa  tasación  d»  costas  y  su  aprobación,  y  en  este 
«caso  en  el  orden  de  Ley  ó  sea  empezando  por  abonar 
«los  del  mandante,  nada  de  lo  cual  ha  efectuado  el  se- 
«ñor  Domingo,  porque  su  interé»  era  el  de  hacer  de- 
«saparecer  simuladamente  de  la  caja  lo  que  simulada- 
«mente  se  había  hecho  ingresar  en  ella,  como  lo 
«demuestra  y  comprueba  el  hecho  del  que  al  >erles 
«entregado  á  mi  mandante  los  libros  de  la  liquidación 
>»de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  los  autos  del 
«juicio  que  siguió  contra  dicha  liquidaciÓL,  sobre  des- 
«titución  del  señor  Domingo  del  cargo  de  liquidador 
«y  solicitar  su  mandante  la  entrega  de  los  comproban- 
«tes  de  Caja,  se  le  manifestó  que  no  habla  comproban- 
tes de  Caja,  lo  cual  demuestra  «que  nada  se  ha  paga- 
ndo, pues  de  haberlo  hecho,  todos  los  recibos,  de  las 
«cantidades  á  que  se  contrae  en  los  asientos,  que  como 
»falsoB,  impugnó  y  que  acompaña  en  copia  con  el  nú- 
«mero  ^iete,  hubieran  sido  entregados.  Que  de  igual 
«modo  se  aplica  el  propio  señor  Domingo  como  su- 
«puestos  sueldos  la  suma  de  tres  mil  cuatrocientos 
«cincuenta  pesos,  hecho  falso  también,  por  cuanto  el 
«cargo  de  liquidador  es  gratuito,  salvo  que  se  le  haya 
«fijado  retribución,  lo  que  no  ^•e  ha  hecho  en  el  presen- 
«te  caso,  por  los  socios  de  Márquez  Hermanos  y  Com- 
«pañla  y  por  lo  tanto  no  ha  podido  designarse  sueldo 
«alguno,  ni  menos  para  aplicarse,  para  su  pago,  can- 
«tidad  ninguna  siendo  como  es  deudor  á  la  liquidación 
j^de  seis  mil  ochocientos  setenta  y  dos  peso»  cincuenta  y 
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j)nueve  rentavos.  Que  el  propósito  era  invertir  de  al- 
agan modo,  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos- 
Dtreinta  y  cuatro  centavos,  que  se  suponían  ingresados 
j»por  V.  Porro,  y  de  ahí  esa  inversión  simulada  tam- 
«bien,  como  el  supuesto  pago  hecho  por  D.  Virginio 
»Porro.  Decimotercero:  que  de  los  hechos  proceden- 
»te8  comprobados  por  documentos  públicos,  se  jus- 
iitifica  que  don  Virginio  Porro,  como  sucesor  de  I. 
«Márquez  Roca,  adeuda  á  la  liquidación  de  Marquesa 
^Hermanos  y  Compañía  la  suma  de  veinte  mil  dos- 
«cientos  sesenta  y  siete  pesos  diez  centavos,  que  de 
«dicha  suma  no  ha  ha  pagado  cantidad  alguna  á  esta 
«fecha  que  esa  suma  ha  sido  debidamente  embargada 
«por  su  mandante  para  hacerse  pago  de  su  crédito  en 
«tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
«embargo  que  ha  sido  formalmente  notificado  al  deu- 
«dor,  que  son  simulados  y  falsos  civilmente,  sin  per- 
» juicio  de  la  responsabilidad  criminal  que  hubiera  y 
«que  su  representado  se  reserva  ejercitar  en  su  opor- 
«tunidad,  los  asientos  hechos  en  el  libro  mayor  y  en 
«Diario  á  que  se  referido,  de  la  sociedad  de  Márquez. 
«Hermanos  y  Compañía,  hechos  por  Don  Isidoro  Do- 
«mingo,  suponiendo  el  pago  por  Don  Virginio  Porro, 
«de  la  suma  de  diez  mil  seiscientos  setenta,  y  ocho  pe- 
«808  treinta  y  cuatro  centavos  por  saldo  de  la  cuenta 
«Compra  de  créditos»^  que  asimismo  3on  simulados  y 
«falsos  los  asientos  del  libro  Diario  folio  quinientos 
«cuarenta  y  nueve  á  quinientos  cincuenta  y  tres  y  que 
«ha  acompañado  en  copia  número,  suponiendo  pagos 
«d^^  cantidades  que  no  se  han  verificado,  todos  cuyos 
«actos  han  sido  realizados  por  Don  Isidoro  Domingo 
«con  el  propósito  deliberado  de  burlar  el  crédito  de  su 
«mandante  y  por  tanto  en  fraude  de  su  derecho  y  que 
«apareciera  que  sólo  existían  veintidós  pesos  para  pa- 
«gar  á  su  representado  como  resto  de  los  diez  mil 
«seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  cen- 
«tavos  que  suponía  el  señor  Domingo  que  le  habían 
«sido  pagados. — Que  hace  constar  además,  para  men- 
«gua  del  liquidador  Domingo  y  en  coroboración  de 
«cuanto  lleva  expuesto  para  demostr^'r  el  afán  de 
«ocultar  par»  su  provecho  lo  que  á  la  liquidación 
«corresponde,  que  embargado  todo  lo  que  á  ella  per- 
«tenecía  el  día  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos  noven- 
«ta  y  nueve,  y  habiendo  entregado  el  liquidador  Do- 
«mingo,  solo  los  referidos  veintidós  pesos  con  sesenta 
»y  un  centavos  al  Escribano  señor  Caminero,  por 
»8er  la  única  existencia  en   Caja  según  se  ve  en  los 
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j)libro8  de  liquidación,  el  día  veinte  de  Junio  entraron 
"«ciento  veinticin»  o  pesos  y  el  día  veintidós  del  mismo 
«mes  ciento  veintiún  pesos  cincuenta  y  ocho  centavos^ 
«que  componen  un  total  de  doscientos  cuarenta  y  seis 
«pesos  cincuenta  y  ocho  centavos  qae  fueron  entrega- 
«dos  á  su  buen  amigo  y  procíirador  don  Amador  Gar- 
»cía,  el  día  veintitrés  del  referido  mes,  6  sea,  veinte 
«días  después  de  trabado  el  «embargo  sobre  el  Haber 
«de  la  liquidación  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía^ 
«quedando  de  esta  manera  consumado  el  despojo  por 
«mano  á^l  liquidador  Domingo,  todos  cuyos  actos  im  • 
«pugnó  porque  siendo  como  son,  simulados  y  falsos, 
«cnonulose.  Decimocuarto:  que  al  ser  su'  man- 
«dan te  autorizado  para  ejercitar  los  derechos  que 
«corresponden  á  su  deudor,  en  su  obligación  hacer 
«que  pague  Don  Virginio  Porro  lo  que  debe  á  la  liqui- 
«dación  y  demostrar  la  falsedad  de  los  actos  realiza- 
idos  por  su  deudor  señor  Domingo  en  fraude  de  su 
«derecho,  habiendo  sido  inútiles  cuantas  gestiones  se 
«han  verificado  para  una  avenencia,  como  lo  acredita 
«con  la  certificación  del  acto  de  conciliación  queacom- 
«paña  número  ocho,  intentado  sin  efecto,  y  aplicando 
lá  los  precedentes  hechos  las  consideraciones  de  de- 
«recho  que  estimó  aplicables  al  caso,  apoyadas  en 
«los  artículos  mil  ochenta  y  ocho,  mil  ochenta  y  nne- 
»ve  y  siguientes  hasta  el  mil  noventa  y  cinco  del 
«Código  Civil,  el  mil  ciento  once  del  mismo  y  el  cua- 
«trecientos  veinte  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
«vil,  solicitó  se  dictará  sentencia  condenando  al  señor 
«Virginio  Porro,  como  Sucesor  de  Márquez  Roca  á  pa- 
«garle  á  la  liquidación  de  Márquez  Hermanos  y  Com- 
«pañía  por  medio  del  demandante  la  suma  reclamada^ 
«sus  intereses  legales  desde  la  interposición  de  la  de- 
«manda,  y  que  se  declaren  nulos  y  falsos  civilmente 
«los  actos  realizados  por  don  Isidoro  Domingo  en  frau- 
»de  del  derecho  de  Molinas  y  declarando  que  de  dicha 
«suma  se  cobre  éste  su  crédito  adeudado  por  la  socie- 
«dad  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  sus  intereses 
«y  las  costas  á  que  fué  condenada  dicha  sociedad  en 
«el  juicio  sobre  cobro  de  ese  crédito,  condenando  tam- 
«bién  en  las  costas  solidariamente  á  ambos  deman- 
«dados» : 

Contestación: 

Segundo  «Resultando  que  conferido  traslikdo  a) 
«demandado  después  de  admitida  la  demanda  por  la^ 
«providencia  de  tres  de  Diciembre  del  año  último,. 
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))(mü  novecientos  uno)  personado*  en  forma  el  procu- 
«rador  señor  Amador  García  en  nombre  de  los  deman* 
udados  por  su  escrito  de  catorce  de  dicho  mes  y  año, 
wevacuó  dicho  traslado  por  el  de  veintiocho  de  Enero 
))del  año  actual,  consignando,  luego  de  n<^gar  los  he- 
»chos  de  la  demandada  ya  por  ser  absolutamente  in- 
í)CÍertos  unos  ya  por  estar  expuestos  los  demás  en  for- 
»ma  sofística  ocultando  ó  desfigurando  la  verdad*  los 
«hechos  siguientes  que  se  contraen  al  Señor  Virginio 
«Porro.  Primero:  que  en  veintiocho  de  Noviembre  de 
»mii  ochocientos  noventa  y  dos,  los  señores  Virginio 
))Porro  y  Céspedes  é  Isidoro  Máiquez  Roca,  celebraron 
»en  esta  ciudad  un  contrato  de  cuentas  en  participa- 
»ci6n  por  el  cual  el  señor  Márquez  Boca,  recibió  del 
))sefíor  Porro  el  ochenta  por  ciento  del  capital  que  ne- 
«cesitase  emplear  en  la  compra  de  todas  las  mercancías 
«efectos,  muebles  y  créditos  cedidos  y  adjudicados  á 
«los  señores  Scliuab  y  Tillman,  Rabone  Hermanos 
«Theile  y  Quak  en  los  juicios  ejecutivos  que  dichos  se- 
«ñores  siguieron  contra  la  sociedad  Márquez  Herma- 
wnos  y  Compañía,  con  objeto  de  establecerse  como  al- 
«macenista  importador  de  ferretería  eu  la  casa  número 
«veintinueve  de  la  calle  baja  de  la  Marina  de  la  pro- 
«piedad  del  señor  Porro  é  interesó  á  éste  Márquez  Ro- 
«ca  en  los  n-sultados  y  operaciones  del  negocio  con  el 
»och»  nta  por  ciento  de  todos  los  beneficios  que  se  ob- 
«tuvieran  reservándose  él,  el  otro  veinte  por  ciento. 
«El  expresado  contrato  cuya  duración  se  fijó  en  dos 
«años,  fué  prorrogándose  con  acuerdo  de  las  partes 
«hasta  que  con  motivo  del  fallecimiento  del  señor  Már- 
«quez  Roca,  ocurrido  en  esta  ciudad  el  once  de  Abril 
«de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y. por  la  ausencia 
odel  señor  Porro,  se  convino  la  terminación  del  con- 
«trato  y  se  a'ljudicaron  al  señor  Porro  todas  las  exis- 
«tencias,  efectos,  muebles  y  créditos  activos  y  pasiyos 
«que  se  detallaron  en  el  inventario  y  balance  practi- 
«cado  mediante  la  entrega  que  hizo  el  señor  Porro  á 
«los  herederos  de  Márquez  Roca  del  importe  del  vein- 
»te  por  ciento  de  los  beneficios  obtenidos,  según  todo 
«consta  de  las  escrituras  de  diez  y  siete  de  Se{)t¡erabre 
«y  veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  siete,  que  en  copia  simple  ha  traído  á  los  autos  el 
«actor.  Segundo:  Que  como  resultado  de  la  compra 
«hecha  por  el  Señor  Márquez  Roca  de  los  créditos  ce- 
«didqp  por  la  sociedad  Márquez  Hermanos  y  Corapa- 
«ñía  se  obtuvo  á  favor  de  ésta  un  saldo  de  diez  mil 
«seiscientos  setenta  y  ocho  pe-os  treinta  y  cuatro  cen- 
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Dtavos  por  el  treinta  por  ciento  dado  como  exceso,  cu- 
j>^a  suma  era  la  que  en  realidad  de  verdad  debía  abo- 
jinar  Márquez  Roca,  pero  el  señor  Molinas  sugirió  di 
«señor  Isidoro  Domingo  la  idea  de  que  debían  de  abo- 
barse intereses  por  esa  suma  aunque  no  se  habían 
vpactado  y  que  se  añadieran  otras  cantidades  impro- 
«cedentes  haciendo  elevar  ésta  á  di»z  y  nueve  mil  ocho- 
)»cientos  noventa  y  seis  pesos  veinticinco  centavos  que 
«fué  la  que  indebidamente  S('  hizo  figurar  en  el  balan 
j»ce  de  cuentas  en  participación  de  I.  Márquez  Roca 
j»con  el  señor  Porro  al  liquidarse  ésta,  de  cuyo  asiento 
*se  ha  presentado  una  copia  por  el  señor  Molina  ins- 
»pirador  de  los  actos  de  la  cana  mercantil  y  que  tenía 
»á  su  hermano  don  Francisco  (qñe  se  creía  socio, 
•viendo  fracasadas  sus  aspiraciones,  por  sentencia  del 
«Tribunal  Supremo),  pretendió  se  sancionase  ese  error 
upor  la  representación  de  los  herederos  de  Márquez 
«Roca  y  por  el  señor  Porro,  ausente  en  Macírid.  Ter- 
»cero:  que  la  viuda  del  señor  Márquez  Roca  por  sí  y 
»en  representación  de  su  hija  y  herededera,  ál  *-nte- 
»raise  del  reconocimiento  improcedente  hecho  por  el 
«señor  Domingo  en  el  asiento  de  treinta  y  uno  de  JuHo 
»de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  haciendo  elevar  á 
«diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y  ^eis  pesos  vein- 
«ticinco  centavos  el  saldo  de  la  cuenta  compra  de  crédi- 
«to8  á  favor  de  la  sociedadVárqiiez  Hermán  os  y  Conipa- 
»ñía  en  vez  de  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho 
«pesos  treinta  y  cuatro  centavos  por  la  aceptación  de 
«partidas  indebidas  y  reconociendo  inte»  ereses  no  pac- 
Atados,  revocó  al  señor  Domingo  por  escritura  otorga- 
«da  ante  el  Notario  señor  Silva  el  treinta  de  Agosto 
«siguiente,  el  poder  de  factor  que  en  veintiuno  de 
«Abril  anterior  le  había  conferido  y  en  el  veinte  por 
«ciento  que  á  su  esposo  correspondía  se  negó  á  aceptar 
«ese  reconocimiento.  Cuarto:  que  el  señor  Isidoro 
«Domingo  que  era  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y 
«representaba  los  intereses  del  señor  Virginio  Porr-, 
«ausente  en  Madrid,  le  escribió  sugestionado  por  Mo- 
«linas  con  fecha  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
«tos  noventa  y  siete,  exponiéndole  los  motivos  que  ha- 
«bía  tenido  para  reconocer á favor  de  la  sociedad  Már- 
«quez  Hermanos  y  Compañía  otras  partidas  además 
«de  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  trein- 
»ta  y  cuatro  centavos  liquidados,  así  como  intereses 
«de  esas  sumas,  creyéndose  con  poder  de  aquél  para 
«reconocer  dicha  deuda  esperando  mereciera  su  apro- 
«bación,  que  no  la  obtuvo  del  señor  Porro  y  por  carta 
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»del  liquidador  de  Má^qaez  Hermanos  y  Compañía  dí- 
«rigida  aquél  ea  diez  de .  Febrero  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  ocho  se  rectificó  el  error  padecido  y  se  fijó 
j)en  definitiva  la  cantidad  de  diez  mil  seiscientos  se- 
»tenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos,  como 
«íinica  que  debía  abonarse  por  Porro  como  sucesor  de 
)>I.  Márquez  Roca  á  la  liquidación  de  Márquez  Herma- 
irnos  y  C  'ompañía  por  exceso  de  los  créditos  comproba- 
))dos  particulares  que  constan  de  las  cartas  que  se 
j>acompañan  y  que  obran  á  folios  doscientos  sesent'i  y 
j>ocho^y  doscientos  setenta  y  doscientos  setenta  y  seis 
»y  doscientos  set-enta  y  siete  del  libro  copiarior  de  car- 
litas de  esa  sociedad  consignándose  en  el  último  párra- 
»fo  de  la  segunda,  que  como  la  liquidación  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía  no  tenía  fondos  y  necesitaba 
«atender  á  los  gastos  del  pleito  promovido  por  Molinas 
«asi  como  á  los  demás  que  anunciaba  promover  que 
«rogaba  que  tan  pronto  lo  permitiera  el  estado  de  sus 
«fondos  hiciera  efectivos  los  diea  mil  seiscientos  seten- 
«ta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos  por  saldo 
«de  la  cuenta  compra  de  créditos  y  todo  lo  que  se  re- 
Mlacionara  con  la  comandita  y  la  casa  Márquez  Herma- 
^»nos  y  Compañía  extendiéndole  el  correspondiente  re- 
«cibo  de  saldo.  Quinto:  que  accediendo  el  señor  Po- 
«rro  á  los  deseos  del  liquidador  de  Márquez  Hermanos 
)>y  ( 'ompañía  ordenó  el  pago  de  los  diez  mil  ^•eiscientos 
«setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  cenfcivos  oro 
«que  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  adeudaba  á  la 
«liquidación  por  saldo  de  los  créditos  que  compró  éste 
«al  procurador  Alberto  Quintana  como  apoderado  de 
«los  señores  Schuab  y  Tillman  y  Theile  y  Quack  y  á 
«los  señore&  Broks  y  Compañía  como  apoderados  de 
«Martín  Falk  y  Rabón e  Hermanos  y  así  se  verificó  en 
«veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«ocho,  expidiéndosele  el  recibo  de  saldo  que  se  acom- 
«paña  con  el  número  tres  á  folio  cincuenta  y  dirigién- 
«dosele  la  carta  que  ^e  acompaña  con  el  número  cuatro 
«á  folio  cincuenta  y  uno  en  que  se  confirma  el  texto 
«del  recibo.  Sexto:  que  saldavla  desde  desde  veinti- 
«cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
«la  deuda  del  señor  Porro  como  sucesor  de  I.  Mar- 
«quez  Roca  por  todos  conceptos,  era  natural  y 
«lógico  que  al  requerírsele  por  el  Juzgado  de  tres 
«de  Abril  de  mil  novecientos  noventa  y  nueve  ó  sea 
«un  año  después,  para  que  abonase  diez  y  nueve  mil 
«ochocientos  noventa  y  neis  pesos,  veinticinco  centa- 
«vos,  que  adeudaba  á  la  liquidación  de  Márquez  Her- 
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«manos  y  Compañía,  manifestase  entonces  al  señor 
jiDomingo,  como  apoderado  que  era  del  señor  Porro, 
«que  no  podía  aceptar  el  embargo  que  se  le  hacía  por- 
«que  don  Virginio  Porro  por  sí  ni  como  sucesor  de 
i>I.  Máiquez  Koca  adeudaba  cantidad  alguna  á  esa  li- 
«quidacióu  por  haber  quedado  saldadas  todas  las  cuen- 
«tas  entre  ambos  desde  el  mes  de  Abril  de  mil  ocho- 
«cieutos  noventa  y  ocho,  como  lo  evidencia  el  docu- 
i>ment(>  antes  mencionado.  Que  por  consiguiente  no 
«pudo  quedar  embargado  un  crédito  imaginario  y  les 
«apena  que  el  señor  Molinas  haya  perdido  tres  años 
«sin  reclamar  su  efectividad.  Séptimo:  que  en  el  ba- 
oilauce  que  sirvió  de  base  á  la  liquidación  de  la  socie- 
vodad  de  cuentas  en  participación  se  consignase  errónea- 
jimente  que  el  saldo  de  cuerna  de  compra  de  créditos 
«era  de  diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y  seis 
j»pesos  veinticiuoo  centavos  e»  vez  de  diez  mil  seiscien- 
«tos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos  na- 
«da  signiñca,  pues  era  un  balance  privado  entre  socios 
«que  solo  producía  efecto  entre  ellos  y  si  Molina  obtu- 
«vo  una  copia  del  asiento  equivocado,  lo  fué  como  re- 
«pre-entante  de  los  comanditarios  en  cuyos  derechos 
«se  había  subrogado  por  cesión,  sujeto  siempre  á  los 
«actos  del  gerente  y  liquidador  señor  Domingo,  que 
«reconociéndolo  más  tarde  hubsauó  el  error  .  oiuetido. 
«Que  a  lemas  ese  reconocimieuto  estaba  pendiente  de 
«la  aprobación  del  señor  Porro,  como  se  hace  constar 
«en  las  cartas  que  se  acompañan  y  no  puede  ser  toma- 
«do  como  fnenüe  ó  base  de  derechos  por  persona  ajena 
«á  la  sociedad  de  cuentas  en  participación  entre  I.  Mar- 
«quez  Roca,  y  Porro.  Que  la  viuda  de  aqu^^l  es  la  áui- 
«ca  que  podría  reclamar,  sino  hubiera  renunciado'  á 
«todos  sus  derechos,  la  parte  proporcional  de  los  nue- 
«ve  mil  doscientos  diez  y  siete  pesos  noventa  y  un  cen- 
«tavos  incluidos  indebidamente  en  el  pasivo  y  que  le 
«mermaron  su  parte  de  beneficios.  Octavo:  que  por 
«el  pago  hecho  por  saldo  de  tO'ia  cuenta  el  señor  Po- 
«rro  no  adeuda  cantidad  alguna  á  la  liquidación  de  Már- 
«quez  Hermanos  y  Compañía,  habiéndose  efectuado  el 
«pago  en  forma  indiscutiblemente  legal,  pues  no  exis- 
«te  precepto  alguno  de  derecho,  que  declare  incompa- 
rtible el  cargo  de  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía  con  el  de  apoderado  de  Virginio  Porro  y 
«resulta  curioso  que  el  señor  Molinas  le  parezca  muy 
«bueno  y  no  encuentre  incompatiblidad  en  que  Domin- 
«go  como  tal  apoderado  reconozca  un  saldo  de  diez  y 
onueve  mil  oclsiocientos  noventa  y  seis  pesos  veinticin- 
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wco  centavos  á  favor  de  la  sociedad  STárquez  Herma- 
»no8  y  Compañía  de  que  era  liquidador  y  en  cambio  le 
í>parezca  muy  malo  que  reconociendo  el  error  cometí- 
»do  y  no  aceptado  por  Porro,  á  cuya  aprobación  «e 
«sometió,  deje  las  cosas  en  su  verdadero  estado,  y  acep- 
»te  por  saldo  los  diez  mil  seiscientos  setienta  y  ocho 
»pesos  treinta  y  cuatro  centavos  oro,  que  satisfizo  Po- 
wrro  á  la  liquidación.  Noveno:  que  no  siendo  perso- 
»nal  la  intervención  de  Domingo,  no  cabe  la  confusión 
»de  derechos  á  que  alude  el  actor  en  el  hecho  novena 
»y  ha  podido  como  liquidador  de  Márquez  Hermanos 
«y  Compañía  otorgar  al  señor  Porro  el  recibo  del  saldo- 
«mediante  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos 
«treinta  y  cuatro  centavos  satisfechos  siendo  comple- 
«tamente  gratuita  la  afirmación  que  hace  el  actor  de 
«que  el  señor  Porro  no  tenía  esa  cantidad  en  Caja  que 
»en  ultimo  caso  nada  significa,  pues  como  comerciante- 
«particular  y  obligados  todos  sus  bienes  á  las  respon- 
«abilidades  pendientes  ha  podido  pagar  sus  cuentns 
j>con  cualquier  dinero,  sin  necesidad  de  concretarse  á 
«los  que  figuran  en  el  libro  de  almacén  de  ferretería. 
«Décimo:  que  los  actos  lícitos  verdaderos  y  legítimos 
«ejecutados  por  el  señor  Virginio  Porro  en  nada  pue- 
«den  ser  conceptuados  de  fraudulentos  y  al  que  no 
«pueden  afectar  en  manera  alguna  los  actos  llevados  á 
«cabo  por  el  señor  Domingo  como  liquidador  de  Már- 
«qtTez  Hermanos  y  Compañía  ni  la  inmersión  que  diera 
«á  lo  que  le  abonara  por  saldo  de  cuentas  con  dicha 
«sociedad.  Y  en  cuanto  á  los  hechos  qu#*  se  contraen 
«á  don  Isidoro  Domingo  consignó  los  siguientes.  Un- 
«décimo:  que  fijada  definitivamente  entre  el  señor  Po« 
«rro,  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  y  dicho  señor 
«Domingo  como  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía  la  cantidad  de  diez  mil  seiscientos  setenta 
«y  ocho  pesos  treinta,  y  cuatro  centavos,  como  importe- 
«del  treinta  por  ciento  de  exceso  de  los  créditos  cedi- 
«dos  por  éstos  á  sus  acreedores  y  que  fueron  vendidos 
»á  I.  Márquez  Roca,  procedió  hacerla  efectiva  verifi- 
«cándolo  en  veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  ocho  y  otorgó  al  señor  Porro  el  correspon- 
«diente  rcibo  de  saldo.  Que  esa  operación  que  cons- 
»ta  en  los  libros  de  la  liquidación  es  perfectamente 
«clara  y  sencilla  y  no  nos  acertamos  á  expliéar  de  don- 
»de  deduce  el  señor  Molinas  que  Domingo  ha  ocu1ta.do 
«las  operaciones  realizadas  como  liquidador  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía.  Que  pretende,  el  señor  Mo- 
«lina  demoFtrar  sin  conseguirlo  la  existencia  de  fraude 
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nen  los  asientos  de  los  libros  de  la  liquidación  sola- 
«mente  porque  no  se  hizo  ascender  la  cuenta  de  com- 
»pra  de  créditos  á  diez  y  nueve  mil  ochocientos  no  vén- 
eta y  seis  pesos  veinticinco  centavos  y  aparecen  única- 
üinente  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos 
«treinta  y  cuatro  centavos  pagados  por  Porro.  Que 
«siendo  entidades  jurídicas  distintas  la  liquidación  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  y  la  sociedad  de 
«cuentas  en  participación  de  I.  Márquez  Roca  con  Po- 
«rro,  no  es  posible  confundir  los  libros  de  contabilidad 
«de  una  y  otra,  ni  menos  querer  llevar  partidas  6 
«asientos,  de  los  libros  de  I.  Márquez  Roca  á  los  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  liquidación  á  fin 
«de  dar  por  cierta  é  indubitables  en  estas  cantidades 
«que  solo  por  error,  después  desvanecido,  se  condigna- 
«ron  en  aquélloH.  Duodécimo:  que  como  demostración 
«de  la  realización  de  actos  por  Domingo  en  fraude  de 
«sus  acreedores,  impugna  Molina  la  inversión  dada  á 
«los  diez  mil  seiscientas  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y 
'  «cuatro  centavos  cobrados  del  señor  Porro;  siendo  dos 
«los  conceptos  principales  que  absor vieron  esa  suma; 
«las  cantidades  tomadas  por  el  señor  Domingo  y  los 
«gastos  judiciales  con  motivo  de  los  distintos  juicios 
«que  promoviera  el  señor  Molina:  que  era  y  es  el  señor 
«Domingo  gerente  de  la  sociedad  de  Márquez  Herma- 
«noB  y  Compañía  para  atender  4  sus  necesidades  tomó 
«la  modesta  snma  de  cincueuta  pesos  mensuales,  no 
«como  sueldo  del  liquidador,  sino  por  cuenta  de  su 
«participación  social  y  snjeto  á  la  liquidación  definiti- 
«va  de  los  negocios  de  la  casa:  es  gratuito  el  cargo  de 
«liquidador,  pero  no  hay  precepto  alguno  que  prohiba 
«á  uno  de  los  socios  tomar  del  fondo  común  can  ti  da- 
«des  á  cuenta  de  su  haber  y  con  cargo  á  su  participa- 
«ción  social;  que  nadie  más  que  el  señor  Molina  ha 
«sido  cansa  de  que  se  invirtiesen  grandes  cantidades 
«en  Abogados,  Pi-ocuradores,  Escribanos  y  Peritos, 
«que  él  inició  los  juicios  y  obligó  con  sus  continuas 
«promociones  al  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía,  á  estar  constantemente  en  el  bufete  del 
«Abogado,  cuyo  tiempo  le  ocupó  durante  largo  tiempo 
«y  no  puede  parecerle  exagerada  la  (uienta  presentada 
«porque  solo  él  y  no  Molinas  era  el  llamado  á  apreciar 
«la  importancia  de  los  servicios  expresados:  que  no 
«hay  un  solo  juicio  promovido  por  el  liquidador  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía,  por  su  iniciación  no 
«se  ha  gastado  un  centavo  y  los  pagos  efectuados  han 
«sido  en  la  defensa  de  la  liquidación  atacada  por  el  se- 
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«ñor  Molinas  qae  deseaba  apoderarse  de  ella  y  que  se 
«destituyera  al  señor  Domingo,  juicio  que  peitlió  ante 
»el  Tribunal  Supremo  y  que  reconoció  los  derechos  del 
Dseñor  Domingo;  que  no  es  necesario  discutir  aquí,  si 
«fueron  exagerados  los  pagos  hechos:  que  en  el  período 
»de  prueba  traerán  datos  de  las  anotaciones  hechas 
«por  los  Abogados  del  señor  Molinas  en  los  juicios  que 
«promovió  que  es  obligación  de  los  litigantes  pagar  ias 
«costas  á  medida  que  van  devengándose  y  no  podía  Do- 
«mingo  á  los  que  le  servían  el  pago  de  sus  honorarios 
^ihasta  que  terminaran  los  pleitos,  para  ver  á  quien  se 
«condenaba  en  costas  y  en  ese  caso  preferir  los  del  con- 
«trato  á  los  suyos  que  de  seguro  que  el  señor  Molinas  y 
«su  Abogado  y  Procurador  hubieran  hecho  lo  que  acon- 
«sejan.  Decimotercero:  que  no  es  cierto  que  los  pa- 
«gos  hechos  no  estén  debidamente  justificados  y  en  el 
«periodo  de  prueba  se  acreditarán  por  el  Juzgado  los 
«asientos  de  lus  libros  y  i^us  comprobantes  de  caja. 
«Decimocuarto:  que  los  hechos  procedentes  evidencian 
«la  certeza  y  legitimidad  del  pago  efectuado  por  el  se-  * 
«ñor  Virginio  Porro,  al  liquidador  de  Márquez  Her- 
«manos  y  Compañía,  de  la  cantidad  de  diez  mil  s^- 
«cicntos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos 
«es  por  saldo  de  la  cuenta  «compra  de  créditos»  y  de 
«toda  otra  entre  ambos,  que  los  actos  realizados  por  el 
«el  señor  Domingo  lo  fueron  dentro  de  sus  facultades 
«de  gerente  liquidador  y  que  la  inversión  dada  á  la 
^suiña  recaudada  es  también  cierta*  y  legítima  debida- 
«mente  comprobada:  que  lo  que  el  señor  Molinas  llama 
«fraude  y  despojo,  es  la  consecuencia  de  su  temeridad 
«y  mala  fe  demostrada  con  «1  sin  número  de  reclama- 
«ciones  judiciales,  que  no  haberlas  promovido,  en  caja 
«estuviera  el  importe  de  lo  gastado  por  ese  concepto. 
«Y  haciendo  aplicación  de  los  fundamentos  de  derecho, 
j^neganda  la  pertinencia  de  los  consignados  en  el  es- 
«crito  de  demanda  y  apoyándose  en  los  artículos  mil 
«ciento  sesenta  y  cuatro,  mil  ciento  sesenta  y  dos  del 
«C'ódigo  Civil  y  en  los  doscientos  veintiocho,  doscien- 
«tos  treinta  y  seis  del  Código  de  Comercio  solicitó  se 
«diese  por  contestada  la  demanda  y  se  absolviese  de 
«ella  á  los  demandados  condenando  en  las  costas  al 
«actor«: 

Ekpijca: 

Tercero.  «Resultando  que  por  la  providencia  de 
«treinta  de  Enero  último  (mil  novecientos  dos)  se  dio 
itpor  contestada  la  demanda  y  se  confirió  traslado  en 
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j»réplicaa]  actor,  quien,  mediante  prórn^  que  solicitó 
jiy  ae  le  concedió,  lo  evacuó  por  su  escrito  de  diez  y  siete 
j»de  Febrero  próximo  pasado  (mil  novec*ientoe  dos)  esta* 
«bledendo  como  definitivos,  para  el  debate,  loe  siguien- 
»tes  hechos:  que  mantenía  todos  los  consignados  en  el 
j»eacrito  de  demanda  negando  todos  los  de  la  demanda 
j»conte8tacióu  que  se  opusieran  ó  contradijeran  á  ,  los 
»que  tenían  co.  signados:  manteniendo  también  como 
•fundamentos  de  derecho  los  expresados  en  su  dicho 
j»escrito  de  demanda  y  agregando  los  que  estimó  con- 
ttvenientes  basándose  en  el  articulo  mil  setecientos 
«veintisiete  del  Código  Civil  y  en  el  treinta  y  ocho  y 
jisiguientes  del  Código  de  Comercio,  solicitando  se  dic- 
«tara  sentencia  en  los  términos  pedidos  en  su  escrito 
j»de  demanda;  y  por  su  otrosí  pidió  se  abriese  el  juicio 
>Á  prueba»: 

Duplica: 

Cuarto.  «Resultando  que  dado  traslado  para  dá- 
«plica  á  la  contra  parte  por  la  providencia  de  diez  y 
jKX^ho  de  Febrero  ya  citado,  evacuó  su  trámite  por  el 
jiescrito  de  tres  de  Marzo  siguiente,  estableciendo  co- 
>mo  definitivos  los  siguientes  hechos:  reproduciendo 
Jilos  del  escrito  de  contestación  sin  decir  nada  respec- 
•to  de  la  réplica  por  no  haberae  consignado  ninguno 
jiotro  nuevo;  y  como  fundamento  de  derecho,  reprodu- 
j»jo  también  los  fijados  en  el  escrito  de  contestación 
»8in  perjuicio  de  adicionarlo  en  el  de  conclusión,  pi- 
«diendo  se  dictase  sentencia  en  los  términos  ya  soli- 
«citados  y  por  un  otrosí  que  se  abriese  el  juicio  á 
«prueba»: 

Quinto.  «Resultando  que  á  solicitud  de  las  partes 
Mj  por  la  providencia  del  antes  dicho  mes  y  día,  en 
«que  se  tuvo  por  formulada  la  duplica,  se  recibió  el 
«pleito  á  prueba  con  término  de  quince  días  para  pro- 
«ponerla  y  por  el  de  veinte  para  ejecutar  la  que  en  el 
«primer  período  se  propusiese  habiéndose  prorrogado 
«éste  á  instancia  del  actor  de  diez  y  ocho  de  Abril,  á 
todo  el  término  de  la  Ley«: 

Pbubba: 

Sexto.  «Resultando  que  por  la  representación  fué 
«propuesta  la  prueba  siguiente  por  la  parte  actora:  la 
«documental  consistente  en  las  escrituras  otorgadas 
«ante  el  Notario  señor  Manuel  Caminero  en  diez  y 
«siete  de  Septiembre  y  veintitrés  de  Diciembre  de  mil 
«ochoctentoii  novc^pta  y  sMie  con  los  námeros  tres- 
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«cientos  veinticinco  y  cuatrocientos  veintisiete,  reía- 
»tiva  la  primera  á  la  disolución  de  una  compañía  de 
Dcuenta  en  participación,  otorgarla  por  la  señora  Ma- 
Dría  Ávellán,  viuda  de  I.  Márquez  Roca,  Diego  Ave- 
»llán  defensor  de  la  menor  Dolores  Márquez  y  Avellán 
«y  el  señor  Isidoro  Domingo,  como  apoderado  del  se- 
»ñx)r  Virginio  Porro  y  la  última  de  ratificación  de  la 
«anterior  otorgada  por  los  mismos  individuos  cuyas 
«escrituras  se  encuentran  acompañadas  en  los  autos  con 
»su  escrito  de  demanda  señaladas  con  los  números  tres 
»y  cuatro  y  procede  que  se- libre  mandamiento  compul- 
«sorio  al  señor  Caminero,  para  que  con  citación  con- 
traria, sean  testimoniadas  á  continuación  de  dicha 
«orden:  el  cotejo  de  testimonio  de  fojas  primera  á  la 
«décima  de  estos  autos  con  sus  originales  obrantes  en 
«el  juicio  declai-ativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  el 
«señor  Gabriel  B.  Molinas  conti*a  el  señor  Isidoro  Do- 
«mingo  como  liquidador  de  los  señores  Márquez  Her- 
«manos  y  Compañía  en  cobro  de  pesos,  fué  condenado- 
«y  que  se  encuentra  en  este  Juzgado,  ante  el  Escriba- 
«no  señor  Francisco  Buscarely,  como  sucesor  del  señor 
«Isidoro  Tapia  que  es  el  que  como  actuario  autoriza 
«el  testimonio  presentado:  la  de  libros  de  los  oomer- 
«ciantes  para  que  con  vista  del  libro  Diario  de  la  casa 
«de  comercio  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía. 
«S.  en  C  hoy  en  liquidación  se  ponga  certificación  de 
«los  asientos  que  obran  al  folio  quinientos  cuarenta  y 
«nueve  y  siguientes  y  comprenden  las  operaciones  ve- 
«rificadas  por  el  liquidador  desde  el  día  veinticinco  de 
«Abril  de  mil  ochocientos  noventa  3'  ocho  hasta  el 
«veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
«así  como  también  de  los  documentos  que  acrediten 
«la  certeza  de  las  mismas:  que  con  vista  del  libro  Ma* 
«yor  de  la  sociedad  citada  se  certifique  literalmente  la 
«cuenta  que  aparece  al  folio  doscientos  noventa  y  seis 
«del  señor  Virginio  Porro  como  sucesor  de  I.  Márquez 
«Boca:  que  con  vista  de  los  libros  Diario  y  Mayor  de 
«la  casa  de  comercio  de  don  Virginio  Porro  se  certifi- 
«queu  los  asientos  de  las  operaciones  que  haya  hecha 
«dicha  casa  el  día  veinticinco  de  Abril  del  ai^o  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  ocho,  poniéndose  constancia 
«de  no  existir  ninguno,  en  el  caso  de  que  así  resultase: 
«que  con  vista  de  los  mismos  libros  del  señor  Porro  se 
«certifiquen  los  asientos  de  la  cuenta  de  Caja  del  día 
«veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«ocho:  que  con  vista  de  la  cuenta  de  Caja  del  libro 
j»Mayor  ya  citado  se  ponga  certific^ión  de  las  samas 
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stotales  á  que  ascienden  el  debe  y  el  haber  de  dicha 
Acaenta  de  caja,  los  días  treinta  y  uno  de  Enero, 
«veintiocho  de  Febrero,  treinta  y  uno  de  Marzo  y 
•quince  de  Abril  del  año  mil  ochocientos  noventa  y 
«ocho:  que  teuieitf  o  á  la  vista  el  libro  de  Inventarios 
]>y  Balances  de  la  casa  de  I.  Márquez  Roca,  se  certifí- 
j»que  la  ascendencia  total  del  activo  y  literalmente  el 
«pasivo  del  Balance  general  de  dicha  casa  de  com<>r- 
«cío  cerrado  el  día  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  siete  incluyéndose  en  dicha  certifí- 
«cación  el  pie  y  las  fírmas  qnei  lo  autorizan  con  vista 
«del  libro  Mayor  de  la  casa  de  comeroio  de  I.  Márquez 
«Boca,  de  la  que  es  sucesor  Virginio  Pono,  se  certiñ- 
«que  que  en  la  cuenta  queen  dicho  libro  existe  deno- 
«minada  «compra  de  créditos^)  tenia  en  treinta  y  uno 
«de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  un  saldo 
«á  favor  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  de  diez  y 
«Bi^eve  mil  ochocientos  novenüv  y  seis  pesos  veinticin- 
«co  centavos;  y  que  la  otra  cuenta  del  mismo  libro  y 
«titulada  Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  liquida- 
ación  arroja  otro  saldo  á  favor  de  dicha  sociedad  de 
«trescientos  setenta  ptsos  ochenta  y  cinco  centavos, 
«examinándose,  si^fuese  necesario,  los  asientos  que 
«con  dicha  cuenta  se  relacionan,  que  se  encuentran  en 
«el  librp  Diario  de  dicha  ca=ia,  el  que  también  se  pon- 
«drá  de  manifiesto  para  su  debida  comprobación:  que 
«con  vista  del  libro  May^-r  de  la  casa  de  comercio  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  liquidación,  se  cer- 
«tifíque  por  el  uctuario,  que  no  existe  en  él  ninguna 
«cuenta  porlacnal  se  venga  en  conocimiento  de  que  ni 
«la  casa  de  I.  Márquez  Roca  ni  la  de  Virginio  Porro  ha- 
«yan  sido  en  alguna  época  deudores  de  dicha  «sociedad 
«de  la  cantidad  de  vfUte  mil  doscientos  sesenta  y  siete 
«pesos  diez  centavos.  Y  por  la  representación  de  los 
«demandados  fué  propuesta  la  siguiente  documental, 
«consistente  en  las  escrituras  públicas  otorgadas  bajo 
«los  números  trescientos  veinticinco  y  cuatrocientos 
«veintisiete  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  Don  Manuel 
«Caminero  y  Ferrer  en  diez  y  siete  de  Septiembre  y 
«veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ochocient»  s  noventa  y 
«siete  que  se  hayan  traído  á  los  autos  por  copia  simple: 
«Libros  de  los  comerciantes,  consistente  en  que  cons- 
«titnyéndose  el  Juagado  en  el  local  donde  reside  el  se- 
«ñor  ]>omingo  encargado  de  los  negocios  de  la  sócie- 
«dad  Márquez  Hermanos  y  Compañía  y  con  vista  de 
«sus  libros,  se  certifique  por  el  actuario  primero,  las 
«cartas  que  en  el  libro  copiador  de  ellas,  en  uno,  apa- 
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«recen  á  los  folios  doBcientoe  sesenta  y  ocho  al  doeoien* 
j)toa  setenta  y  doscientos  setenta  y  siete  de  fecha  vein* 
vtíuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  s\^^ 
»diez  de  Febrero  y  veintiséis  de  Abril  de  mil  oohocien- 
j»to8  noventa  y  ocho,  los  asientos  qaeftiparezean  en  los 
jilibros  Diario  y  Mayor  de  fechas  veinticinco  de  Abril 
vde  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  relativos  al  pago 
»de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y 
j»cuatro  centavos  efectuado  por  el  señor  Virginio  Po- 
Drro  á  dicha  sociedad  por  saldo  de  la  cuenta  «compra 
j»de  créditos»)  afií  como  los  asientos  desde  esa  fecha  al 
«veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
«relativos  á.  pagos  hechos  por  gastos  judiciales  con  sus 
«comprobantes  en  caja:  Documentos  privados  consis- 
«tente  en  el  de  fecha  veinticinco  de  Abril  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  ocho  presentado  con  el  escrito  de 
«contestación  á  la  demanda  y  que  será  reconocida  por 
«el  señor  Domingo  que  lo  suscribe  como  liquidador  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  y:  La  testifical,  á 
«cuyo  efecto  los  testigos  que  se  indiquen  en  la  lista 
«que  oportunamente  se  presentará,  serán  examinado» 
«á  tenor  del  interrogatorio  adjunto;  cuyas  pruebas  U>* 
«das  f ueix>n  admiti(S»  y  declaradas  pertinentes  haoiái- 
«dose  los  oportunos  señalamientoB«: 

Séptimo.  «Resultando  que  de  la  prueba  dof^umen- 
«tal  del  demandante  aparecen  testimoniadas  desde  el 
«folio  ochenta  y  siete  hasta  el  ciento  siete  inclusive  las 
«dos  escrituras  números  treseáentos  veinticinco  y  caa- 
«trocientos  veintisiete  de  disolución  de  un  contrato  de 
«Compañía  de  cuentas  en  participación  la  primera 
«otorgada  por  la  señora  María  Avellán  viuda  de 
«I.  Márquez  Boca,  Diego  Avellán,  defensor  de  la  me* 
«ñor  Dolores  Márquez  Avellán,  J»el  señor  Isidoro  Do- 
«mingo  apoderado  del  señor  Virginio  Porro,  en  diez  y 
«siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
«te  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  señor  Manuel  Gami- 
«nero  y  Ferrer;  y  la  segunda,  de  ratificación  de  una 
«escritura  disolución  de  un  contrato  de  Compañía  en 
«participación  otorgada  por  las  mismas  partes  y  ante 
xel  propio  Notario  en  veintisiete  de  Diciembre  del  afie 
«antes  dicho. — Desde  folio  ciento  doce  vuelk)  al  ciento 
«veinte  inclusive  aparecen  los  asientos  comprensivos, 
«certificados  por  el  actuario  con  vista  del  libro  Diario 
jKle  la  casa  de  Márquez  Hermanos  y  Gompafiia  desde 
«el  folio  quinientos  noventa  y  nueve  del  mismo  al  qiii* 
«nientos  cincuenta  y  tres  y  de  veinticinco  de  Abril  de 
i«iil  ochocientos  noventa  v  ocho  á  veinte  de  Junio  de 
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>iDÍI  ochocientos  noventa  y  nueve,  de  las  operaciones 
j»verífícadas  por  el  liquidador  durante  esas  fechas;  cu- 
xyos  documentos  acreditativos  de  la  certeza  de  esas 
•cuentas  también  se  presentaron,  examinándose  y  con- 
jvfrontándose  por  las  partes  que  manifestaron,  aunque 
«haciendo  constar  los  particulares  que  e:3t presan  los 
vcertifícados  al  folio  ciento  diez  y  siete  y  su  vuelta  de 
j»estos.autos;  que  asimismo  aparece  certificada  con  vis- 
ita del  libro  mayor  de  la  sociedad  citada  la  cuenta  del 
jifolio  doscientos  noventa  y  seis  del  señor  Virginio  Po- 
»rro  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  de  veinticinco 
i»de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  los 
«asientos  constantes  de  los  libros  Diario  y  Mayor  de 
íla  casa  del  señor  Virginio  Porro,  de  las  operaciones 
«hechas  p)or  dicha  casa  desde  el  diez  y  seis  al  treinta 
«de  Abril,  anotadas  por  quincenas,  en  cuya  forma  es- 
«tán  los  cargos  y  abquos  de  cada  cuenta:  Que  de  la 
«certificación  expedida  con  vista  del  libro  Mayor,  cons- 
«ta  la  cuenta  de  caja  existente  al  folio  d^s  del  mismo 
«con  expresión  de  la  totalidad  á  que  asciende  el  Debe 
«y  el  Haber,  siendo  el  primero  de  cuatro  mil  quinien- 
«toe  setenta  y  ocho  pesos  quince  centavos  y  el  segundo 
«de  doce  mil  cuatrocientos  ochenta  y  seis  treinta  y  seis, 
«en  treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho: 
«Que  del  cotejo  practicado  del  documento  de  fojas  pri- 
«mera  á  la  décima  inclusive  del  juicio  principal  con  sn 
«original  que  obra  del  folio  doscientos  cincuenta  y  uno 
«al  doscientos  noventa  y  uno  de  la  segunda  pieza  del 
«juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  p'ir  el 
«señor  Gabriel  B.  Molina  contra  el  señor  Isidoro  Do- 
«mingo  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía 
«sobre  cobro  de  pesos,  cursado  por  ante  el  EHcribano 
«señor  Manuel  Caminero  la  cual  al  efecto  se  exhibió 
«resulta  que  ambos  documentos  están  conformen  en 
«todas  BUS  partes:  Que  de  los  certificados  á  fojas  cien- 
«to  veintidós  á  ciento  veinticinco,  con  vista  del  libro 
«Mayor,  aparece  al  folio  dos  del  mismo  la  cuenta  de 
«caja  de  la  cual  no  consta  asiento  ninguno  de  entrada 
»BÍ  salida  el  veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos 
«noventa  y  odio,  por  hallarse  englobadas  en  la  parti- 
«da  del  día  treinta  del  mismo  mes  y  año  correspon- 
«diente  á  los  asientos  del  Diario  del  diez  y  seis  al 
«treinta  de  dicho  mes  y  certificados  en  la  diligencia 
«practicada  en  once  de  Abril  apareciendo  asimismo  del 
•diado  libro  Mayor  las  sumas  totales  del  Debe  y  Ha- 
«ber  de  la  cuenta  de  Caja  de  los  días  treinta  y  uno  dé 
«Enero,  veintiocho  de  Febrero,  treinta  y  uno  de  Mar- 
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»zo  y  quince  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
Nocho. — Que  del  libro  de  Inventario  y  Balancea  apa- 
i»rece  certificado  lo  que  consta  al  folio  ciento  ocho,  re- 
»ferente  á  la  ascendencia  total  del  activo  de  ochenta 
Dy  cuatro  mil  cuatrocientos  veintinueve  pesos  treinta 
ny  cinco  centavos  y  la  del  pasivo^  cincuenta  y  ocho 
Dmil  novecientos  ochenta  con  noventa  y  seis,  ceñudo 
«en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa 
«y  siete  y  con  la  declaración  de  haberae  aceptado  y 
«estar  conformes  los  que  los  suscribieron,  María  Ave- 
jíllán  viuda  de  Márquez,  Diego  Avellán  y  por  poder  de 
«Virginio  Torro,  Isidoro  Domingo. — Que  de  la  certifi- 
scaci6n  puesta  con  vista  del  libro  Mayor  de  I.  Már- 
vquez  Koca  de  la  que  es  sucesor  el  señor  Virginio  Po- 
»rro,  aparece  al  folio  setenta  y  seis  del  mismo  la  cuen- 
i*t>a  titulada  «Compra  de  créditos^  de  Márquez  Herma- 
«nos  y  Compañía  que  en  treinta  y  uno  de  Junio  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  cinco  arroja  un  saldo  á  favor 
j»de  esa  sociedad  de  diez  y  nueve  mil  ochocientos  no- 
«venta  y  seis  pesos  veinticiiico  centavos,  y  al  folio 
«ciento  diez  y  siete  la  de  Márquez  Hermanos  y  Com* 
«pañia  en  liquidación,  con  un  saldo  en  treinta  y  uno 
«de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  favor 
«de  dichos  señores  de  trescientos  sett^nta  pesos  ochen- 
«ta  y  cinco  centavos;  y  por  último  consta  del  libro  Ma- 
«3'or  de  Márquez  Plermauos  y  Compañía  certificado  lo 
«siguiente:  que  en  ninguno  de  f^us  folios  existe  cuenta 
«ninguna  de  la  casa  I.  Márquez  Roca  por  la  cual  haya 
«sido  deudor  en  ninguna  época  de  la  liquidación  de 
«Máix|uez  Hermanos  y  Compañía  por  la  cantidad  de 
«veinte  mil  doscientos  se*^enta  y  siete  pesos  diez  cen- 
«tavos;  apareciendo  al  folio  doscientos  noventa  y  seis 
«la  íuentík  titulada  «Virginio  Porro  acreedor  de  la  li- 
«quidacióií  de  Márqu»  z  Hermanos  y  Compañía  por  la 
«cantidad  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos 
«treinta  y  cuatro  centavos»: 

Octavo  «Kesultando  que  en  la  cláusula  cuarta 
«de  la  primera  escritura  de  que  se  hace  mención  al 
«principio  del  séptimo  Resultando  se  expresa  que 
«pasan  á  ser  propiedad  exclusiva  de  Don  Virginio 
«Porro  y  Céspedes  todas  las  existencias  en  mercan- 
«cías,  efectos  y  muebles,  así  como  los  créditos  acti- 
«vos  pertenecientes  á  la  disuelta  sociedad  merean- 
«til  '*I.  Márquez  Roca",  siendo  de  cargo  del  ex- 
«presado  señor  Porro  satisfacer  todas  las  deudas  que 
«existían  pendientes  de  pago  por  la  casa  mercantil 
•/*I.  Márquez  Roca'' y  que  aparecían  de  sus  libroe. 
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«libertando  por  ese  concepto  de  toda  responsabilidad 
»á  la  viuda  y  heredera  legitima  de  don  Isidoro  Mar- 
*»quez  Roca;  que  por  la  segunda  de  las  escritura^  men- 
»eionadas  en  el  mismo  Resultando  se  ratifica  todo  lo 
«convenido  en  la  primera,  interviniendo  en  ella  don 
jíisidoro  Dominga,  expresamente  autorizado  con  facul- 
»tades  amplias  para  el  acto  de  la  ratificación,  en  virtud 
»áe  poder  otorgado  por  don  Virginio  Porro  y  Céspedes 
»eu  la  Villa  de  Madrid  ante  el  Notario  de  la  misma 
«don  Zacarías  Alonso  y  Cabal h^ro  con  fecha  veintidós 
»de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siet  e  y  bajo 
»el  número  de  orden  mil  ciento  nueve:  que  del  docu- 
«mento  de  folios  primero  y  siguientes  de  los  autos,  á 
«cuyo  cotejo  y  conformidad  con  el  oficial  pe  hace  refe- 
«rencia  en  el  citado  Resultando,  aparece  que  por  sen- 
)>tencia  firme  de  trece  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
>'noventa  y  nueve  fué  condenado  el  señor  Isidoro  Do- 
«mingoy  Madurell,  como  liquidador  de  la  sociedad  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía,  á  pagar  al  señor 
«Gabriel  Bonnet  Molinas  la  suma  de  doce  rail  ocho- 
«cientos  sesenta  y  ocho  pesos  y  sesenta  y  ocho  centa- 
«vofl  con  sus  intereses  al  seis  por  ciento  anual  desde 
«la  interposición  de  la  demanda  y. las  costas  de  ambas 
«instancias,  así  como  que  por  providencia  de  quince  de 
«Abril  del  mismo  año,  que  quedó  firme  en  virtud  de 
«haber  sido  desestimada  la  reposición  que  contra  ella 
«se  interpuso,  se  autorizó  al  señor  Gabriel  Bonnet  Mo- 
«linas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  (mil 
«ciento  once)  mil  ciento  once  del  Código  Civil,  para 
«ejercitar  los  derechos  y  acciones  correspondientes  á 
«su  deudor,  ó  sea  la  liquidación  de  Márquez  Hermanos 
«y  Compañía,  para  reclamar  y  perseguir  lo  que  á  ella 
«se  adeudaba  á  fin  de  poder  hacerse  pago  de  lo  que  la 
«misma  le  debía;  y  que  del  testimonio  que  obra  á  fo- 
«lios  ciento  veintitrés  <Ie  particulares  del  libro  de  In- 
«ventarios  y  Balances  de  la  sociedad  I.  Márquez  Roca 
«aparece  en  el  * 'Pasivo",  entre  los  acreedores  del  libro 
«auxiliar  y  bajo  el  número  cuarenta  y  uno,  por  com- 
«pra  de  créditos,  la  suma  de  diez  y  nuev»*  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  seis,  veinticinco  y  la  de  pesos  tres- 
«cientos  setenta,  ochenta  y  cin^o  á  favor  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía  en  liquidación  al  número  cin- 
«cuenta;  habiendo  sido  practicado  el  balance  á  que  este 
«particular  se  refiere  en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil 
«ochocientos  noventa  y  siete  y  autorizado  por  los  seño- 
«res  María  Avellán  viuda  de  Márquez.  Diego  Avellán  é 
«Isidoro  Domingo,  como  apoderado  de  Virginio  Porro»: 


122  BOLXnK  LSeULATITO. 

BiCBOLUOlÓX  bbcürrida: 

Noveno.  «Resaltando  qae,  fallado  en  primera 
«instancia  el  pleito  por  el  Juez  de  Santiago  de  Cuba, 
Dqae  conocía  del  mÍRmo,  y  apelada  la  sentencia  por  los 
j»demandados,  dictó  la  Fuya  on  diez  y  nueve  de  Enero 
>»del  corriente  año  la  Audiencia  referida,  que  consigna 
jaentre  otros  los  ocho  Resultandos  ya  transcriptos,  de- 
)>clara ''nulo  y  falso  civilmente  el  asiento  hecho  en 
»el  libro  Diario  de  la  sociedad  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía  en  liquidación  al  folio  quinientos  cuarenta 
»y  nueve  en  fecha  veinticinco  de  Abril  de  mil  ocho- 
»cientos  noventa  y  ocho — Caja  á  Virginio  Porro — en 
«que  se  expresa  haberse  recibido  de  dicho  señor  como 
«sucesor  de  I.  Márquez  Roca,  por  saldo  de  la  cuenta 
«que  relaciona,  la  cantidad  de  pesos  diez  mil  seiscien- 
«tos  setenta  y  ocho,  treinta  y  cuatro  y  el  asiento  hecho 
«con  la  misma  fecha  al  folio  doscientos  noventa  y  seis 
«del  libro  Mayor  de  dicha  sociedad,  consignando  como 
«Haber  de  Virginio  Porro,  sucesor  de  I.  Márquez  Ro- 
«ca,  un  abono  por  Caja  de  pesos  diez  mil  seiscientos 
«setenta  y  ocho  treinta  y  cuatro",  y  en  su  consecuen- 
«cia  condena  ''al  demandado  señor  Isidoro  Domingo, 
«liquidador  dé  dicha  sociedad,  á  que  los  deje  sin  efec- 
»to,  absolviéndole  en  cuanto  á  dejar  sin  efecto  los  re- 
«ferentes  á  pagos  efectuados,  por  carecer  de  derecho 
«el  demandante  para  hacer  esa  petición"  y  condena  ''al 
«señor  Virginio  Porro  y  Céspedes,  sucesor  de  I.  Már- 
«quez  Roca,  á  que  pague  á  la  liquidación  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía,  por  medio  del  demandante 
«señor  Gabriel  Bonnet  y  Molina,  la  suma  de  veinte 
«mil  doscientos  sesenta  y  siete  pesos  diez  centavos  oro, 
«con  sus  intereses  legales  desde  la  interposición  de 
«esta  demanda,  abonando  de  ella  al  expresado  deman- 
«dante  señor  Bonnet  y  Molinas  la  cantidad  de  doce 
«mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  pesos  sesenta  y  ocho 
«centavos  que  le  adeuda  la  sociedad  Márquez  Herma- 
«nos  y  Compañía,  con  los  intereses  legales  y  las  costas 
«á  que  fué  condenada  dicha  sociedad  en  la  sentencia 
«de  esta  Audiencia  de  trece  de  Febrero  de  mil  ocho- 
«cientoB  noventa  y  nueve,  dictada  en  última  instancia 
«en  el  juicio  que  se  le  siguió  en  cobro  de  dicho  crédito, 
«8ÍQ  hacer  expresa  condenación  de  costas  en  ninguna 
«de  las  instancias«: 

FUÜDAHBNTOS  DBL  BICCUB80  DBGASAClÓir: 

Décimo.  Resaltando  qne  contra  dicho  fftUo  in- 
terpufiercMi  los  demandadoB  el  presente  recurso  de 
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camcíóii,  fundado  eu  las  cansas  de  los  incisos  prime- 
ro y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  los  motivos 
que  seguidamente  se  transcriben:  «r Primero:  La  sen- 
tí tencia  de  la  Audiencia  al  confirmar  en  parte  la  de 
«primera  instancia,  infringe,  violándolos,  los  siguien- 
«tes  artículos  del  Código  Civil:  mil  ciento  cincuenta  y 
«seis  que  dice  que  las  obligaciones  se  extinguen  por  el 
«pago  6  cumplimiento;  el  mil  ciento  sesenta  y  dos,  que 
«el  pago  deberá  hacerse  á  la  persona  en  cuyo  favor 
«estuviese  constituida  la  obligación,  ó  á  otr»  autoríza- 
«da  para  recibirla  en  su  nombre;  el  mil  ciento  sesenta 
«y  cuatro,  que  el  pago  hecho  de  buena  fe  al  que  estn- 
» viere  en  posesión  del  crédito  liberará  el  deudor.  Se 
«infringen  los  preceptos  legales  antes  citados  al  conde- 
«nar  al  señor  Virginio  Porro  y  Céspedes,  como  sucesor 
«de  I.  Márquez  Roca,  á  que  pague  á  la  liquidación  de 
«Márquez  Hermanos  y  Compaflía,  por  medio  áéí  de- 
«mandante  sefior  Gabriel  B.  Molinas,  la  suma  de  vein- 
j^te  mil  seiscientos  sesenta  y  siete  pesos  diez  centavos 
«oro  con  sus  intereses  legales  desde  la  interposición 
«de  la  demanda,  porque  del  documento  del  folio  cin- 
•cuenta,  reconocido  por  el  sefior  Isidoro  Domingo,  li- 
«quidador  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía,  folio 
«ci^ita  treinta  y  cuatro  vuelto  de  los  autos,  consta 
«que  el  señor  Porro  satisfizo  al  sefior  Domingo,  que 
«era  la  persona  autorizada  pam  recibirla,  conforme  al 
«articulo  doscientos  veintiocho  del  Código  de  Comer- 
«cio,  en  nombre  de  la  sociedad  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía  qué  estaba  en  posesión  del  crédito,  la  can- 
«tidad  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos 
«treinta  y  cuatro  centavos  oro  que  deudaba  como  su- 
«cesor  de  I.  Márquez  Roca  á  esa  liquidación  por  saldo 
«de  los  créditos  que  compró  á  los  señores  Schuab  y 
«Tillman,  Theile  y  Quack,  Martín  Falk  y  Rabone 
«Hermanos,  dejándole  libre  y  quieto  de  toda  responsa- 
«biüdad  para  con  la  liquidación  de  Márquez  Herma- 
«nos  y  Compañía,  cuyo  documento  privado  no  ha  sido 
■anulado  y  tiene  la  validez  que  le  reconoce  el  articulo 
«mil  doscientos  veinticinco  del  Código  Civil,  constan- 
«do  también  ese  pago  del  asiento  del  libro  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía,  certificado  al  folio  ciento 
«trece  y  la  carta  que  obra  en  el  libro  de  corresponden- 
ida  de  la  misma  sociedad,  certificada  al  folio  ciento 
«treÍAta  y  nueve  de  los  autos  y  de  los  asientos  de  los 
«libros  de  eontaMlidad  del  señor  Virginio  Porro,  ya 
«meneíoiiado.     Segundo:  Infracción  del  •  artículo  cua- 
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Nrenta  y  ocho  del  Código  de  Comercio  en  su  regla  pri- 
»mera  interpretándolo  erróneamente  en  el  que  al  gra- 
))duar.-e  la  fuerza  probatoiia  de  los  libros  de  los  co- 
»merciantes  se  establece:  *'que  los  libros  de  éstos 
Mprobaráif  contra  ellos  sin  admitirles  prueba  eu  con- 
Dtrario;  pero  el  adversario  no  podrá  aceptar  los  asien- 
)>tí'S  que  le  sean  favorables  y  desechar  los  que  le  perju- 
»diquen,  sino  que,  habiendo  aceptado  este  medio  de 
«prueba  quedará  sujeto  al  resultado  que  arrojen  en  su 
»con junto,  tomando  en  igual  consideración  todos  los 
)>aí*iento8  relativos  á  la  cuestión  Utigiosa''.  Acep- 
Atado  por  el  demandante  señor  Molinas  ese  medio  de 
»prueba,  no  pudo  la  Sala,  como  lo  hace  en  la  sentencia 
^recurrida,  tomar  en  consideración  únicameute  los 
»asientos  que  se  consignaron  en  el  balance  que  aparece 
«practicado  con  fecha  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil 
jK)chocientos  noventa  y  siete  en  el  libro  de  Inventarios 
»y  Balances  de  I.  Márquez  Roca  antecessor  del  señor 
«Virginio  Porro,  uno  ascendente  á  diez  y  nueve  mil 
«ochocientos  noventa  y  seis  pesos  veinticinco  centavos 
«y  otro  de  trescientos  setenta  pesos,  ochenta»  y  cinco 
«centavos  á  favor  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía 
»en  liquidación  y  que  aparecen  testimoniailos  á  folio 
«ciento  veintitrés  de  los  autos,  prescindiendo  de  los 
«otros  asientos  que  aparecen  en  los  libros  de  contabili- 
«dad  del  señor  Virginio  Porro,  sucesor  de  I.  Márquez 
«Roca  y  continuador  de  su  personalidad  jurídica,  oer- 
«tificados  á  fojas  ciento  diez  y  ocho  á  ciento  veinte  de' 
«los  autos,  de  los  que  constíi  el  pago  efectuado  el  vein- 
«ticinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  no\'enta  y  ocho  de 
«la  cantidad  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pe- 
nses treinta  cuatro  centavos  al  señor  Isidoro  Domingo 
«como  liquidador  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía 
«por  saldo  de  su  cuenta  y  prescindiéndose  también  de 
«lo  que  aparece  en  los  libros  Diario  y  Mayor  de  la  So- 
«ciedad  Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  cuyoasien- 
«to  certificado  por  el  Escribano  actuario  como  elemen- 
»to  de  prueba  á  folio  ciento  trece,  aparece  el  ingreso 
«en  caja  por  pago  efectuado  el  veinticinco  de  Abril  de 
«mil  ochocientos  noventa  y  ocio  por  el  Sr.  Virginio 
«Porro,  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  de  la  canti- 
«dad  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  trein- 
«ta  y  cuatro  centavos  por  saldo  de  la  cuenta  importe 
«del  treinta  por  ciento  de  los  créditos  que  I.  Márquez 
«Roca  compró  á  los  señores  Theile  y  Quack,  Mantin 
«Falck,  Rabone  Hermanos  y  Schuab  y  Tillman  y  que 
»le  cedieron  dichos  señores. — ivsí  oomo  también  se 
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i  ^prescinde  de  la  correspondencia  mediada  entre  la  So- 

I  j»ciedad  Márquez  Hermanos  y   Compañía  en   liquida- 

JK5Í6n  y  el  8r.  Virginio  Porro  sacesor  de  I.    Márquez 

i  wRoca,  de  cuya  coi  respendenoia  cei  tincada  por  el  ac- 

ntuario  en  el  periodo  de  prueba  de  fojas  ciento  treinta 
»y  cinco  á  ci^ato  treinta  y  nueve  tomada  del  libro  res- 

'  jpectivo  de  aquella  Bp<iedad,  aparece  que  por  un  be- 

»rror  se  bizo  ascender  á  prsos  diez  y  nueve  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  seis,  veinticinco  la  cuenta  por  com- 
>pra  de  los  créditos  anteis  mencionados  cuyo  importe 
«era  de  pesos  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocbo  trein- 
»ta,  y  cuatro  reconociéndose  indebidamente  intereses 
»por  no  habei*se  pactado,  cuya  suma  de  pesos  diez  y 
jmueve  mil  seiscientos  setenta  y  ocho — treinta  y  cua- 
jítro  se  hizo  figurar  en  el  Balance  que  sirvió  de  base  á 
i»la  liquidación  del  contrato  de  cuentas  en  participación 
jique  tenía  celebrado  el  Sr.  I.  Márquez  Hoca  cqn  el  se- 
«ñor  Virginio  Porro  y  se  insertó  en  las  escrituras  otor- 
«gadas  entre  la  sucesión  de  aquel  y  el  apoderado  del 
jM^nndo  en  diez  y  siete  de  Septiembre  y  veintitrés  do 
•Dioiembre  de  mil  ochocientos  noveinta  y  8Íet»»,-cons- 
«tando  el  pago  de  loe  pesos  diez  mil  seiscientos  seten- 
uta  y  ocho,  treinta  y  cuatro  centavos  por  saldo  de 
«cuentas  con  la  Sociedad  Márquez  Hermanos  y  C!om- 
«pañía  en  liquidación  por  el  expresado  concepto.  Ter- 
«cero:  Se  infringen  igualmente  las  reglas  segunda  y 
«cuarta  del  articulo  cuarenta  y  ocho  antes  citado  del 
«Código  de  Comercio  al  estimarse  (como  se  lee  en  el 
.«Considerando  sexto),  como  dos  comerciantes  distin- 
«tos  al  señor  I.  Márquez  R<»ca  del  Sr.  Virgnio  Porro 
aqne  es  continuador  legal  y  que  integran  para  todos 
«los  efectofr  de  derecho >  y  obl'gacioneK,  una  sola  y  mis- 
«ma  personalidad  jurídica,  no  pudiendo  ponerse  en 
«contraposición  los  alientos  de  los  libros  de  uno  y  otro 
«para  encontrar  preferencia  entre  ellos,  elegir  al  que 
«mejor  parezca  y  buscar  apoyo  en  otros  medios  de 
«prueba,  como  son  las  esoVituras  de  referencia  desvir- 
«tuadas  por  lo  que  aparece  de  los  mismos  libros  de  co- 
«mercio  y  consta,  según  se  ha  manifestado  antes,  del 
«libro  de  correspondencia  de  los  acreedores  Márquez 
«Hermano^í  y  com[>añía  en  liquidnción  certificado  de 
«folio  ciento  treinta  y  cinco  á  ciento  treinta  y  nueve  y 
«los  asientos  expresados,  refiriéndose  el  párrafo  cuarto 
«a  las  contradicciones  en  los  libros  de  una  y  otiu  par- 
«te  y  aquí  no  ha  habido  contradicción  en  los  libros  de 
«Márquez  Hermanos  y  compañía  con  los  de  Virginio 
«Porro  sucesor  de  I.  Márquez  Roca. — Cuarto:  Para  el 
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«caso  de  no  estimarse  los  dos  anteriores  motivos  como 
jiÍDÍracci6u  de  la  ley  en  los  preceptos  contenidos  en  loe 
j»citado8  párrafos  primero,  segundo  y  cuarto  del  artículo 
)>ci]arenta  y  ocho  del  Código  de  Comercio,  los  alegó  en 
^subsidio  como  error  de  derecho  en  la  apreciación  do  la 
«prueba,  consistente  en  los  documentos  y  certifícacio- 
»nes  tomadas  de  los  asientos  que.  figuran  de  los  libros 
»áe  comercio  y  á  que  se  ha  hecho  referencia. — Quinto 
)»Se  ha  comet'do  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
i)la  prueba  al  dar  por  pi*obado  como  se  hace  en  la  sen- 
Dtencia  que  el  señor  Virginio  Porro,  como  sucesor  de 
uI.  Márquez  Boca  adeudaba  á  la  Sociedad  de  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía  pesos  diez  y  nueve  mil  ocho- 
)»cientos  noventa  y  seis,  veinticinco  centavos  impc^rte 
j>de  la  cuenta  «compra  de  créditos»  seg&n  se  hiiso  Agu- 
jerar erróneamente  en  el  balance  fechado  el  treinta  y 
«uno  d^  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  que 
«se  insertó  en  las  escrituras  de  fechas  diez  y  siete  de 
«Septiembre  y  veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  siete,  y  pesos  trescientos  setenta, 
«ochenta  y  cinco  centavos  por  otros  conceptos  que  ha- 
«cen  el  total  de  pesos  veinte  mil  doscientos  sesenta  y 
«siete  diez  centavos  á  cuyo  pago  se  le  condena  en  la 
«sentencia  recurrida,  siendo  asi  que  de  las  cartas  pre- 
«sentadas  por  el  mismo  demandante  con  su  escrito  de 
«réplica,  aceptadas  por  esta  parte  y  que  hacen  prueba 
«en  contra  de  aquel  que  las  produjo  en  juicio,  ran  que 
«pueda  sustraerse  á  sus  efectos,  que  les  fueron  dirígi- 
«das  por  el  señor  Domingo  como  liquidador  de  Már.- 
«qnez  Hermanos  y  Compañía  consta  que  el  veintiocho 
«de  julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  ó  sea  tres 
«días  antes  de  la  fecha  de  ese  balance  que  se  acepta 
«como  verdad  indiscutible,  el  saldo  que  i*esnltaba  á  fa- 
«vor  de  la  Sociedad  Márquez  Hermanos  y  Compañía, 
«según  las  cuentas  de  los  libros  ó  sea  el  treinta  por 
«ciento  que  se  cobró  de  las  cuentas  que  se  cedieron  á 
«los  acreedores  paia  pagos  efe  sus  créditos  y  que  éstos 
«traspasaron,  al  Sr.  Márquez  Boca,  era  de  diez  mil 
«seiscientos  setenta  y  ocho  pes<  s  treinta  y  cuatro  cen- 
«tavos,  haciéndose  constar  en  la  otra  del  diez  y  ocho 
«de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  ó  sea 
«posterior  á  la  fecha  del  balance,  que  había  habido 
«error  en  esas  cuenta<«  cargándose  partidas  indebidas 
«consignándole  las  siguientes  palabras:  cuyo  saldo  h4»y 
«es  de  doce  mil  cuatrocientos  treinta  y  nueve  pesos 
«cuarenta  centavos  á  favor  de  la  liquidación  Márquez 
«Hermanos  y  Compañía,  loe  cuales  documentos  indu- 
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4>itable8  no  han  sido  tomados  en  consideración  por  el 
«Tríbiinal  sentenciador  y  que  evidencian  que  no  era 
;KSÍerta  la  deuda  de  los  diez  y  nueve  mil  ochocientos 
jtnoventa  y  seis  pesos  veinticinco  centavos  como  im- 
«porte  de  la  cuenta  compra  de  créditos,  corroborada 
jiesta  afirmación  por  los  motivos  que  se  explican  en  la 
^correspondencia  sostenida  entre  el  señor  Porro  y  el 
«liquidador  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía,  certi- 
jicada  &  folios  ciento  treinta  y  cinco  á  ciento  treinta  y 
amueve  y  por  las  declaraciones  de  los  testigos  don  Eli- 
j»gio  Bes  y  Rodríguez  y  don  Diego  Avellán  y  López 
jique  obran  á  folios  ciento  cuarenta  y  seis  y  ciento  cua- 
»renta  y  siete,  que  expresan  el  error  en  que  estaba, 
«reconociéndose  intereses  de  una  deuda,  cuando  no 
«habían  sido  estipulados,  haciéndose  constar  á  mayor 
«abundamiento  en  la  certificación  del  folio  ciento  vein- 
«ticuatro  vuelto  que  en  ninguno  de  los  folios  de  los 
»libn>s  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  figura 
«I.  Márquez  S^ca  como  deudor  de  esa  sociedad  por 
j»la  cantidad  ele  veinte  mil  doscientos  sesenta  y 
«siete  pesos  diez  centavos  á  ciiyo  pago  se  con- 
«dena  al  Señor  Porro  como  sucesor  de  I.  Mar- 
«quez  Boca.  Al  dar  p)or  probado,  como  antes  se  ha 
«dicho,  que  el  señor  Virginio  Porro  como  sucesor  de 
«I.*  Márquez  Boca  es  deudor  de  Márquez  Hermanos  y 
«Compañía  de  la  cantidad  de  diez  y  nueve  mil  ocho- 
«cientos  noventa  y  seis  pesos  veinte  y  seis  centavos  y 
«trescientos  setenta  pesos  ochenta  y  cinco  centavos, 
«que  hacen  el  total  de  veinte  mil  doscientos  sesenta  y 
«siete  pesos  diez  centavos  á  cuyo  pago  se  le  condena, 
«se  incurre  en  la  sentencia  en  el  motivo  séptimo  del 
«artículo  mil  seiscientos  noventa,  cometiendo  error  de 
«derecho  la  Sala  en  la  aprobación  de  la  prueba,  pues 
«infringe  los  artículos  seiscientos  uno  y  seiscientos 
«cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  mil  dos- 
«dentos  veinticinco  y  mil  doscientos  veintiocho  del 
«Código  Civil  y  cuarenta  y  ocho  del  Código  de  Comer- 
«cid  al  desconocer  la  fuerza  probatoria  de  los  documen- 
«tos  privados  referidos,  correspondencia  y  asientos  de 
«los  libros  de  los  comerciantes,  certificados  en  autos, 
«en  contra  de  lo  que  en  los  preceptos  legales  antps  ex- 
«presados  se  establece.  Sexto:  Se  incurre  también  en 
«ka  sentencia  en  el  motivo  séptimo  del  citado  artículo 
«mil  seiscientos  noventa,  cometiéndose  error  de  hecho 
»y  de  derecho  en  la  apieciación  de  la  prueba,  contra 
»h>  preceptuado  en  las  disposiciones  legales  invocadas 
«en  el  anterior  motivo,  al  declararse  nulo   y  falso  ci- 
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Dvilmente  el  aKÍento  hecho  en  el  Diario  de  la  sociedad 
«Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  liquidación  al  fo- 
«lio  quinientos  cuarenta  y  nueve  de  fecha  veinticinco 
»de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho — Caja  & 
i) Virginio  Porro — en  que  se  expresa  haberee  recibido 
»de  dicho  socio  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  por 
«sal^o  de  si)  cuenta  la  cantidad  de  diez  mil  seiscientos 
«setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos,  y  el 
«asiento  corret^pondtente  de  la  misma  fecha  al  folio 
«doscientos  noventa  y  seis  del  libro  Mayor  de  dicha 
«sociedad  y  en  su  consecuencia  se  condena  al  deman- 
«dado  señor  Isidoro  Domingo,  liquidador  de  dicha  so- 
«ciedad,  á  que  los  deje  sin  efecto,  absolviéndolo  en 
«cnanto  á  dejar  sin  efecto  los  referentes  á  pagos  efec- 
«tuados  por  carecer  de  derecho  el  dt^mandante  para 
«hacer  esa  petición.  Aceptada  la  validez  de  lo?  asien- 
«tos  referentes  á  los  pagos  hechos  por  el  liquidador  de 
«Márquez  Hermano  y  CompaQía  desde  veintiocho  de 
«Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  á  veinte  de 
«Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  (casi  to- 
«dos  por  gastos  judiciales  originados  por  los  diferentes 
«pleitos  promovidos  por  el  mismo  señor  Molinas,  sin 
«contar  los  incidentes,  dos  de  cuyos  pleitos  terminaron 
«por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  fecha  trein- 
»ta  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  y  ocho  de  fre- 
«brero  de  mil  novecientos  uno,  que  le  fueron  adversas, 
«otro  que  es  en  el  que  por  incid«'nte  logró  obtener  sen- 
«tencia  favorable  que  trata  de  hacer  efectiva  en  el  jai- 
«cío  y  que  quedó  firme  por  no  haberse  constituido  aún 
«en  aquella  fecha  el  Tribunal  Hnpremo  de  Justicia, 
«asumiendo  tal  carácter  la  Audiencia  de  esta  ciudad 
«formada  en  los  primeros  momentos  de  la  Intervención 
«Americana  y  además  el  presente  juicio),  como  no  po- 
«dia  menos  de  ser  dada  la  legitimidad  y  certeza  de  los 
«pagos,  reconocida  por  las  partes  del  juicio  en  la  cer- 
«tifícación  del  folio  ciento  diez  y  siete  se  incurre  en  un 
«verdadero  error  de  hecho  al  declarar  nulo  y  falso  ci- 
«vilmente  el  asiento  de  fecha  veinticinco  de  Abril  de 
«los  libros  de  Márquez  Hermanos  y  Compañia  en 
«que  se  hizo  constar  el  ingreso  de  esa  cantidad  en  la 
«Caja  de  la  sociedad,  pues  si  es  falso  dicho  ingreso 
«falso  el  pago  efectuado  por  el  señor  Virginio  Porro 
«como  sucesor  de  I.  Mái*quez  Roca,  de  lo«<  diez  mil 
«seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  cen- 
«tavos  por  saldo  de  cuentas,  simulados  tienen  que  ser 
«los  pagos,  falsas  las  salidas  de  Caja,  cuyos  asientos 
jTJtparecen  de  fojas  ciento  trece  á  ciento  diez  y  seis, 
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»paes  uo  se  concibe  qae  pudiera  hacer  esos  pagos  el 
jiseñor  DominKO  como  liquidador  de  Márquez  Herma- 
^Qos  y  Compañía  si  no  hubiera  percibido  esa  cantidad 
j>del  señor  Porro  como  sucesor  de  I.  Márquez  Boca,  ya 
A»que  la  sociedad  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía 
i»carecía  de  todo  efectivo.  Séptimo:  Incurre  asimismo 
»en  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  al 
«consignarse  en  la  sentencia  que  la  Caja  del  señor  Vir- 
i>ginio  Porro  no  tenia  en  veinticinco  de  Abril  cantidad 
«suficiente  para  haber  efectuado  ese  pago  cuando  la  cer- 
Hiñcación  del  folio  ciento  diez  y  nueve  vuelto  aparece 
«que  en  treinta  de  ese  mes  al  liquidarse  á  la  quincena 
j>los  pagos  efectuados  en  ellas  el  Debe  era  de  cuatro 
j»mil  quinientos  setenta  y  ocho  pesos  quince  centavos 
j»y  el  Haber  de  doce  mil  cuatrocientos  ochenta  y  seis 
jtpesos  treinta  y  seis  centavos  lo  que  demuestra  que 
j»despué6  de  efectuado  ese  pago  aún  había  sobrante, 
j>certifícación  de  autos  que  reviste  el  carácter  de  au- 
«téntica  á  los  efectos  del  número  séptimo  del  artículo 
jimil  seiscientos  noventa.  Octavo:  Se  infringe  la  do&- 
j>trina  legal  sustentada  en  la  sentencia  del  Tribunal 
«Supremo  de  tres  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
j>uno  que  establece  que  ol  cesionario  tiene  que  ejercitar 
»8U  acción  dentro  de  los  límites  y  con  los  requisitos 
«que  el  cedente  pudiera  ejercitarla.  Habiéndose  con- 
«vertido  el  señor  Molinas  en  cesionario  de  los  derechos 
«de  la  sociedad  Márquez  Hermanos  y  Compañía,  no 
«puede  concedérseles  mayores  derechos  que  los  que  á 
i»é6ta  correspondían  contra  el  señor  Virginio  Porro 
«como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca  y  dando  por  fíni- 
j»quitado  por  el  liquidador  de  aquélla  como  su  repre- 
«sentante  legal  el  crédito  contra  éste  mediante  el  pago 
«de  los  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos,  trein- 
«ta  y  cnatro  centavos  es  improcedente  que  el  señor 
j>MolinaB  como  cesionario  de  dicha  sociedad  venga  á 
«impugnar  los  actos  legítimos  realizados  por  aquél«: 
Undécimo.  Resultando  que,  personadas  las  par- 
tesen  este  Supremo  Tnbunal,  se  ha  sustanciado  en 
forma  el  recurso,  celebrándose  en  catorce  del  corrien- 
te mes  la  vista  publica,  con  asistencia  de  los  respecti- 
vos Letrados  defensores,  que  informaron,  sosteniendo 
aquél  el  de  la  recurrente  é  impugnándolo  el  de  la  con- 
traria: « 

,  Decisión  del  becüiiso: 

Siendo  Ponente  el  Magistmdo  Octavio  Giberga: 
Primero.     Considerando  que  es  ineficaz  el  motivo 
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primero  del  recurso,  apoyado  en  la  primera  de  las  cau- 
sas de  casación  que  establece  el  articulo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque  las 
infracciones  invocadas  en  el  mismo  se  hacen  descansar 
en  el  supuesto  de  haber  entregado  Porro  á  Domingo  la 
cantidad  que  se  menciona,  caso  distinto  del  del  pleito 
y  que  no  resuelve  la  sentencia,  en  la  cual,  por  el  con- 
trario, mediante  la  apreciación  de  las  f)ruebas  realiza- 
da por  el  Tribunal  sentCLciador.  se  estima  no  ser 
cierta  semejante  entrega  y  se  declaran  nulos  y  falsos 
los  asientos  referentes  al  pago  y  al  recibo,  con  lo 
que  se  evidencia  que  no  ha  podido  el  fallo  infringir 
disposiciones  relativas  á  la  forma  y  eficacia  del  paga 
cuando  se  verifica: 

Segundo.  Considerando  que  deben  desestimarse 
los  motivos  segundo  y  tercero  del  recurso,  en  cuanta 
los  apoya  el  recurrente  en  la  predicha  causa  primera 
del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento, procediendo  examinarlos,  como  se  ha- 
rá enseguida,  con  relación  á  la  causa  séptima  del  pro- 
pio articulo,  á  qué  refiere  en  el  motivo  cuarto  las 
mismas  infracciones  en  aquellos  señaladas,  pues  la 
qu€i  hace  en  rigor  el  recurrente  es  impugnar  la  apre- 
ciación de  prueba: 

Tercero.  Considerando,  pues,  acerca  del  motiva 
cuarto,  que  no  existe  ninguna  de  las  infracciones  ale- 
gadas del  artículo  cuarenta  y  ocho  del  Código  de  Co- 
mercio, porque  es  inexacto  que  la  Sala  haya  tomada 
en  consideración  únicamente  los  asientos  consignados 
en  el  libro  de  inventarios  y  balances  de  I.  Már- 
quez Roca,  antecesor  de  Virginio  Porro,  uno  ascc- 
dente  á  diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y 
seis  pesos  veinticinco  centavos  y  otro  á  trescientos 
setenta  pesos  ochenta  y  cinco  centavos,  á  favor 
de  Márquez  Hermanos  y  Compañía,  en  liquidación, 
prescindiendo  de  los  otros  asientos  que  aparecen  en 
los  libros  de  Virginio  Porro,  sucesor  de  I.  Márquez 
Roca,  y  prescindiendo  también  de  los  asientos  de  los  li- 
bros de  Márquez  Hermanos  y  Compañía,  relativos 
unos  y  otroH  al  pago  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y 
ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos  en  concepto  de  sal- 
do del  crédito  que  se  reclama,  como  asimismo  prescin- 
diendo de  la  correspondencia  medtada  entre  esta  filti- 
ma  sociedad  y  el  demandado  Porro  sobre  rectificación 
de  dicho  saldo;  lejos  de  eso,  ha  tenido  la  Sala  en  cuen- 
ta todos  los  elementos  documentales  en  cuestión  y,  por 
lo  contradictorios  que  resultan,   ha  debido  por  necesi- 
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dad  ineludible  acudir  racionalmente  á  diversos  datos 
probatorios  de  positiva  fuerza,  que  fijasen  el  valor  res- 
pectivo de  aquéllos,  utilizando  entre  otros  á  este  fin 
los  asientos  de  caja  consignados  en  los  propios  libros 
de  Virginio  Porro,  con  vista  de  los  cuales  y  de  las  de- 
más pruebas  apreciadas  ba  resuelto  la  contradicción, 
juzgando  sobre  el  punto,  único  procedimiento  posible 
para  la  averiguación  de  la  verdad,  que,  con  estar  au- 
torizado en  la  regla  segunda  y  con  ser  el  mi^mo  pre- 
ceptuado en  la  regla  cuarta  del  articulo  cuarenta  y 
ocbo  para  el  caso  análogo  de  contradecir  los  libros  de 
uno  y  otro  comerciantes  en  litigio,  no  por  ello  infrin- 
ge dicbas  leye^,  como  tampoco  infringe  la  primera  re- 
gla contenida  en  el  artículo  citado,  que  de  ninguna 
suerte  se  contrae  al  caso  decpmpleta  y  absoluta  oposi- 
ción entre  los  asientos  de  uno  ó  diferentes  libros  de 
un  solo  comerciante,  sino  á  aquellos  asientos  compa- 
tibles entre  sí  que  de  algün  modo  puedan  favorecer  6 
perjudicar  á  la  otra  parte  que  ha  aceptado  semejante 
medio  de  comprobación;  quedando,  por  consiguiente, 
este  motivo  reducido  á  una  impugnación,  ineficaz 
acerca  de  la  mayor  ó  menor  pertinencia  de  alguna  cita 
legal  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en  la  sentencia 
recurrida: 

Cuarto.  Considerando,  con  relación  al  motivo 
quinto,  que,  según  en  el  mismo  se  consigna,  aunque 
de  las  cartas  á  qué  en  primer  término  se  alude  apa- 
rezca que  el  veintiocho  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete,  ó  sea  tres  días  antes  del  balance,  el 
saldo  &  favor  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  era 
de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  treinta  y 
cuatro  centavos,  en  el  balance  posterior,  fechado  el 
día  treinta  y  uno,  figura  como  saldo  la  mayor  suma  á 
cuyo  pago  se  condena,  y,  aunque  en  la  otra  carta  de 
diez  y  ocho  de  Agosto  del  propio  año,  posterior  á  la 
fecha  del  balance,  se  haga  constar  que  había  habido 
error  de  cuentas,  expresándose  un  saldo  en  la  fecha^ 
de  la  carta  de  doce  mil  cuatrocientos  treinta  y  nueve 
pesos  cuarenta  centavos,  inferior  también  á  la  canti- 
dad que  fija  el  fallo,  no  es  menos  cierto  que  con  poste- 
rioridad, en  las  escrituras  de  diez  y  siete  de  Septiem- 
bre y  veintitrés  de  Diciembre  del  referido  año  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  se  determina  como  saldo 
este  último,  ó  sea  el  mismo  que  resulta  del  balance; 
lo  cual  basta  á  demostrar  que  la  correspondencia  men- 
cionada en  este  motivo  no*  puede  constituir,  contra  lo 
que  86  supone  en  el  recurso,   prueba  copcluyente  de 
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que  el  Baldo  debido  no  es  el  reclamado  y  que  pe  decla- 
ra en  la  sentencia,  para  cuya  declaración,  como  se  ha 
expuesto,  tuvo  la  Sala 'necesidad  de  atender  á  diferen- 
tes elementos  probatorios,  sin  prescindir  de  los  que  el 
recurrente  indica,  formando  una  apreciación  del  con- 
junto de  las  pruebas  que  no  se  destruye  por  cierto  en 
el  motivo  examinado,  donde  se  acusan  infracciones 
que  con  lo  dicho  está  claro  que  no  existen : 

Quinto.  Considerando  que  no  constituye  error  de 
hecho  ni  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
capaz  de  producir  la  casación  del  fallo  recurrido,  el  de- 
clararse nulos  y  falsos  civilmente  el  asiento  del  libro 
Diario  de  Márquez  Hermanos  y  Compañía  en  liquida- 
ción en  el  cual  se  expresa  haber  recibido  de  Virginio 
Porro,  como  sucesor  de  I.  Márquez  Roca,  por  saldo  de 
su  cuenta,  la  cantidad  de  diez  mil  seiscientos  setenta 
y  ocho  pesos  treinta  y  cuatro  centavos  y  el  asiento 
concordante  del  libro  Mayor  de  aquella  sociedad^ 
mientras  se  absuelve  á  ésta  ó  á  su  liquidador  Domin* 
go  en  cuanto  á  anularse  los  asientos  referentes  á  pa- 
gos efectuados,  por  carecer  el  demandante  de  derecho 
para  hacer  esa  petición,  que  afecta  al  de  terceros  que 
no  han  intervenido  en  el  litigio;  pues,  aún  suponien- 
do que  hubiera  oposición  entre  uno  y  otro  de  ambos 
pronunciamientos,  que  no  la  hay  de  ninguna  especie 
y  así  salta  á  la  vista  si  se  atiende  á  sus  fundamentos 
respectivos  y  al  alcance  que  les  corresponde,  tal  cues- 
tión, según  está  propuesta  en  el  motivo  sexto  del  re- 
curso, no  pertenece  en  realidad,  por  su  naturaleza, 
al  número  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  qué  se 
ampara: 

Sexto.  Considerando,  respecto  del  séptimo  moti- 
vo del  recurso,  que  en  él  no  se  demuestra  que  la  Sala 
padeciera  evidente  equivocación  estiujando  que  la  ca- 
ja de  Virginio  Porro  no  tenía  en  veinticinco  de  Abril 
't^antidad  suficiente  para  efectuar  el  pago  de  esa  fecha, 
porque,  si  de  la  certificación  seClalada  como  documento 
auténtico  demostrativo  de  ese  error  aparece  que  en 
treinta  de  aquel  mes,  al  liquidarle  á  la  quincena  las 
operaciones  verificadas  durante  ella,  el  Haber  excedía 
del  Debe  en  la  cantidad  que  dice  el  recurrente,  lo  cual 
prueba,  según  éste,  la  existencia  de  un  sobrante  des- 
pués de  efectuado  dicho  pago,  tales  extremos  de  la 
certificación  podrían  únicamente  acreditar  la  existen- 
cia en  caja,  de  un  saldo  más  ó  menos  importante  el 
día  treinta  de  Abril  en  qué  se  balanceó  esta  cuenta, 
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pero  no  que  el  día  veinticinco  hubiese  disponible  la 
cantidad  requerida  para  el  mencioDado  pago: 

Séptimo.  Considerando  que  no  tiene  aplicación  al 
pleito  la  doctrina  legal  invocada  en  el  octavo  motivo 
para  pretender  que  el  demandante  no  pudo  impugnar 
el  reconocimiento  hecho  por  sus  deudores  Márquez 
Hermanos  y  Compafiia,  ó  su  liquidador,  dando  por  sa- 
tisfecho y  extinguido  el  crédifo  contra  I.  Márquez  Ro- 
ca, pues  tal  doctrina  se  refiere  á  la  simple  y  ordinaria 
qesión  de  bienes  ó  derechos,  pero  no  al  caso  ordenado 
especialmente  en  el  articulo  mil  ciento  once  del  Código 
Civil,  que  es  el  actual,  de  ejercitar  el  acreedor,  para 
realizar  cnanto  se  le  debe,  después  de  haber  persegui- 
do los  bienes  en  posesióu  de  sus  deudores,  los  derechos 
y  acciones  de  estos  últimos,  respecto  de  quienes,  por 
expresa  y  justa  prescripción  de  aquél  artículo,  le  es 
lícito  impugnar  los  actos  que  en  fraude  de  su  dere- 
cho hayan  realizado: 

Ootavo.  Considerando,  en  consecuencia,  que  pro- 
cede desestimar  el  recurso  deducido  y,  en  observancia 
de  lo  dispuesto  por  el  artículo  XL  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, condenar  en  las  costas  á  los  recurrentes: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  y  conde- 
namos en  las  costas  del  mismo,  por  mitad,  á  los  recu- 
rrentes: comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Octavio  Giberga,— Carlos  Re  villa. — 
Rafael  Maydagán. 


.Inf.  ley.— Sent  31— 28  de  Mayo.— Expropiación.  {Ga- 
ceta 25  Enero,  1904.) 

BOCTRlJí  A:  El  número  3?  del  artículo  VII 
de  la  orden  34>  de  1902,  no  contiene  ningún  pre- 
cepto que  autorice  á  tener  en  cuenta  para  el  valor 
de  los  terrenos  expropiados  el  precio  de  afección, 
si  no  el  valor  real  y  el  de  los  daños  y  perjuicios 
entre  los  cuales  no  está  incluido  aquél. 

£o  la  cindad  de  la  Habana,  á  veintiocho  de  Mayo 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  es- 
tablecido por  Laureano  Llórente  y  Ruiz,  propietario 
y  vecino  de  Saucti  8piritup,  couti*a  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  el  expediente 
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promovido  por  la  Compañía  del  Ferrocarril  «TheOaba 
Company»  sobre  expropiacióa  de  cierta  faja  de  terreno 
de  la  finca  rústica  «Loma  de  Siguaney  de  Blanco»,  de 
la  propiedad  del  recurrente,  para  entación  y  patios  del 
servicio  de  trenes  de  dicha  Compañía: 

Demanda  : 

Primero.  «cResultando  qne  en  diez  de  dicho  Di- 
ciembre (mil  novecientos  dos)  se  recibió  en  este  Juz- 
gado (de  primera  instancia  de  Sancti  Sptritns)  nna 
solicitud  de  tres  de  aquel  mes  del  referido  Mandnley 
(Manuel  de  Jesús)  con  el  indicado  carácter  (de  repre- 
sentante de  la  citada  Compañía),  lo  cual  justificó, 
asi  como  la  existencia  legal  de  la  misma  Compañía, 
con  dos  testimonios  por  exhibición  y  certificado  del 
Rpgistro  Mercantil  de  la  Habana,  cuyos  documentos 
acompañó,  exponiendo  que  «The  Caba  Company»  ne- 
cesita expropiar,  para  sus  fines  de  ferrocarril,  estación 
y  patios  para  facilitar  el  servicio  de  trenes,  el  terreno 
comprendido  entre  la  faja  de  terreno  en  la  que  va  la 
línea  principal  y  el  camino  de  Sancti  Spíritus  á  Ta- 
gnasco,  en  la  forma  y  dimensiones  especificadas  en  el 
plano  que  también  acompañó,  debidamente  aprobado 
por  la  Comisión  de  Ferrocarriles,  y  cuyo  terreno  tiene 
una  área  de  veintinueve  mil  cuatrocientos  cuarenta 
metros  cuadrados,  correspondiendo  á  la  finca  Loma 
de  Siguaney  de  Blanco,  propiedad  de  don  Laureano 
Llórente,  vecino  de  esta  ciudad,  y  pidió  se  citara  á  las 
personas  que  correspondiera  para  qne  comparecieren 
ante  este  Juzgado  á  celebrar  una  junta,  en  la  qne  se 
hiciera  el  nombramiento  de  Comisionados  para  evaluar 
la  faja  de  terreno  que  debe  ser  expropiada  y  los  per- 
juicios que  puedan  irrogarse  por  dicha  expropiación, 
habida  cuenta  de  los  beneficios  que  también  recibe  la 
finca  con  el  ferrocarril,  para  el  que  se  hace  la  expro^ 
pi&ción,  y  que  se  publicaran  los  edictos  del  caso»: 

Sustanciación: 

Segundo.  (íResultando  que  por  providencia  de 
este  Juzgado  del  mismo  día  diez  de  Diciembre  se  tuvo 
por  presentado  aquel  día  el  escrito  con  los  documen- 
tos que  se  acompañaron;  se  mandó  convocar  á  junta 
á  los  interesados  con  el  objeto  de  que  hicieran  el  nom- 
bramiento de  Comisionados  para  evaluar  la  propiedad 
ó  faja  de  terreno  que  debe  ser  expropiada  y  los  per- 
juicios que  puedan  irrogarse  por  dicha  expropiación; 
se  señaló  para  celebrar  tal  junta  la  nna  de  la  tarde  del 
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treinta  del  propio  Diciembre  en  eate  Juzgado  y  se 
dispuso  además  se  hiciera  la  correspcndiente  publica- 
-ción  en  el  Boletín  Oficial  de  esta  Provincia  y  en  el 
periódico  '^EL  Fénix"  de  esta  ciudad»: 

Tercero.  ((Reanimando  que  se  hizo  la  publicación 
dispuesta  en  dichos  dos  periódicos  y  además  fué  noti- 
ficado y  citado  personalmente  para  la  junta  el  señor 
Llórente,  siéndolo  tambiéu  el  señor  Alcides  Beton* 
^x>urt,  designado  por  el  señor  Manduley  para  asistir  á 
la  referida  junta  y  nombrar  Comisionado  por  la  expre* 
sada  Compañía»: 

Cuarto.  «Resultando  que  á  la  una  de  la  tarde 
del  treinta  de  Diciembre  último  se  celebró  ante  este 
Juzgado  la  junla  dispuesta,  á  la  cual  concurrieron  di* 
-cho  s^ñor  Betancourt,  en  representación  de  la  Com- 
pañía, en  persona  el  señor  Llórente  y  además  el  re- 
presentante del  Ministerio  Fiscal;  que  en  ese  acto, 
por  parte  de  la  Compañía,  fué  nombrado  Comisionado 
Bernardo  de  Aguilera  y  Bodríguez,  y  por  parte  de 
Llórente,  Vicente  Lastayo  y  Ponce,  vecinos  de  esta 
ciudad,  con  domicilio  en  la  calle  de  Máximo  Gómez 
n&meros  diez  y  siete  y  veintinueve;  que  presentes  ea 
aquel  acto  dichos  Comisionados  aceptaron  el  cargo, 
Xiuyos  nombramientos  se  les  hizo  saber,  y  prestaron 
juramento  ante  el  Juez  de  cumplir  bien  y  fielmente  sa 
cometidt>  dentro  del  período  fijado  en  el  acto  por  el 
Juez,  ó  sea,  para  la  tasación  el  quince  dvl  actual  Ene- 
ro, á  las  tres  de  la  tarde,  en  el  lugar  donde  radica  el 
terreno,  objeto  de  la  tasación;  y  para  el  informe  qué 
á  ellos  incumbe  el  veinte  del  mismo  Enero,  á  la  una  de 
la  tarde,  en  este  Juzgado;  y  que  ambos  Comisionados 
nombraron  un  tercer  Comisionado  para  que  en  el  caso 
de  no  hal>er  acuerdo  entre  ellos,  decidiera  respecto  de 
latasaciÓL;  cargo  de  tercer  Comisionado  que  recayó 
en  José  K&fael  Cañizares  Gómez,  vecino  de  esta  oiu^ 
dad»: 

Quinto.  «Resultando  que  por  providencia  del 
mismo  treinta  de  Diciembre  se  mandó  publicar  en  la 
misma  forma  prescripta  para  la  junta  celebrada,  un 
anuncio  llamando  á  todos  los  que  se  crean  interesados 
en  el  terreno  que  se  trata  de  expropiar  con  el  fin  de 
hacerle  saber  que  los  Comisionados  habían  sido  nom- 
brados, expresando  sus  nombres  y  apellidos;  que  di- 
chod  Comisionados  harían  la  tasación  en  la  fecha,  ó 
sea  el  día,  á  la  hora  y  en  el  lugar  antes  expresados,  y 
que  presentarrían  su  informe  al  Juez  el  día,  á  la  hora 
y  en  el  sitio  también  designados;  como  igualmente  que 
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las  paites  iiitereeadas  podrían  comparecer  ante  loe 
Gomisiouados  para  ser  oídas  eu  el  día  fijado  para  la 
tasación,  6  presentar  cualesquiera  prueba  á  los  mismos 
con  anterioridad  á  la  fecha  de  la  presentación  de  su 
informe)): 

Sexto.  «Resultando  que  se  hizo  también  la  pu- 
blicación acordada  en  los  ya  citados  periódicos,  y  ft  la 
una  de  la  barde  del  veinte  del  actual  comparecieron 
en  el  local  de  este  Juzgado  los  Comisionados  Aguilera 
y  Lastayo  y  entrt>garon  personalmente  al  Juez,  pre- 
sente el  Escribano,  su  iu forme  respectivo,  de  Ja  misma 
fecha  veinte,  firmado  por  ellos  cada  cual»: 

Séptimo.  ((Resultando  que  Aguilera,  en  su  infor- 
me, dice,  que  para  tasar  tomaba  como  base  un  tipo 
más  alto  que  el  de  las  ventas  efectuadas  hasta  el  dia^ 
el  de  doscientos  pesos  la  caballería,  detalla  las  dimeni 
sionep,  descripción  y  linderos  de  la  finca,  lo  que  le 
manifestó  el  señor  Llórente  y  hace  varias  considera- 
ciones, tasando  en  cuarenta  y  tres  pesos,  ochenta  y 
siete  centavos,  los  veintinueve  mtl  cuati ocientos  cua- 
renta metros  de  terreno  que  deben  ser  expropiados,  y 
que  como  quiera  que  tanto  Lastayo  como  Llórente  re- 
claman se  les  indemnice  la  cerca  del  camino  paralela 
.  al  chucho  y  ésta  tiene  diez  cordeles,  tasados  &  tres 
pesos  cordel,  resulta  que  hay  que  indemnizar  á  Lio* 
rente  per  sus  tierras  y  por  su  ceica,  setenta  y  tres  pe- 
sos, ochenta  y  siete  centavos»: 

Octavo.  «Resultando  que  á  su  vez  el  Comisiona- 
do  por  Llórente,  señor  Lastayo,  en  su  informe  expresa 
las  dimensiones,  descripción  y  linderos  del  terreno,  el 
escrito  dirigido  por  Llórente  á  los  Comisionados  y  ha- 
ce varias  consideraciones  manifestando  que  hay  ade- 
más eu  el  espacio  de  terreno  diez  y  siete  y  medio  cor- 
deles de  cerca  de  alambre,  con  poste»  ele  madera  y 
sembrada  de  janes  de  mata  de  ratón,  cerca  que  hoy 
puede  considerarse  en  superior  condición;  y  estima  el 
valor  de  cada  metro  de  terreno  que  se  expropia  á  Lló- 
rente en  uno  y  medio  centavos  moneda  americana,  y 
los  diez  y  siete  y  medio  cordeles  de  cerca  de  alambre 
á  razón  de  cuatro  pesos  de  igual  moneda  cada  cordel» : 

Noveno.  «Resultando  que  el  tercer  Comisionado 
Cañizares  Gómez  en  su  informe  de  veintiséis  de  éste 
mes,  presentado  por  él  á  las  cinco  de  la  tarde  del 
siguiente  día  veintisiete  al  Juez,  ante  el  E*ícriba- 
no  en  este  Juzgado,  describe  Ja  finca  con  sus  di- 
mensiones y  linderos,  también  las  diíneneiones  y 
linderos   del  terreno  que  se  trata    de  expropiar  á 
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Llórente,  y  con  L.fl  informes  de  Iob  OomiBionados  Agai- 
lera  y  Laetayo  á  la  vista,  hace  yaríaa  manifestaciones 
creyendo  en  conclufiión  qne  los  terrenos  deben  ser  ta- 
sados como  simples  terrenos  y  no  como  terrenos  urba- 
nizados; pero  que  concediendo  á  dichos  terrenos  precio 
m&fi  elevado,  por  ser  conocidos  los  perjuicios  que  Llo" 
rente  recibe  al  desprenderse  de  aquéllos  tan  prójimo 
á  la  primera  proyectada  estación  y  los  más  apropósito 
para  el  fomento  de  un  poblado,  por  estar  coihprendi- 
doB  entre  la  vítry  el  camino  Real  de  Taguasco  á  Sano- 
tl-Spirítus,  hace  su  tasación  basado  en  dichos  princi- 
pios y  les  dá  el  resallado  siguiente:  por  veintinueve 
mil  cuatrocientos  cuatenta  metros  cuadrados  &  medio 
centavo  el  metro  incluyendo  los  perjuicios  que  recibe 
el  sefior  Llórente,  ciento' cuarenta  y  siete  pesos  veinte 
centavos  oro  americano,  y  por  trescientos  treinta  y 
tres,  cuatro  ¿aetros  de  cerca  de  alambre,  qne  tasa  & 
ratón  de  áiez  y  siefee  centavos  oro  americano  uno, 
cfncnenta  y  seis  pesos,  seseuto  y  ocho  centavos;  to-» 
tal  doscientos  tres  pesos,  ochenta  y  ocho  ceutavof  oro 
amerioanoA: 

Sesolución  de  primera  instancia: 

Décimo.  Resulliando  que  el  Juez  dictó  senten- 
cia en  veintiocho  de  Enero  último  aprobando  el  infor- 
me del  tercer  Comisionado,  en  el  cual  informe  se  tasan 
en  ciento  cuarenta  y  siete  pesos,  veinte  centavos  oro 
americano  los  veintinueve  mil  cuatrocientos  cuarenta 
metros  cuadradoef  de  terreno  que  se  expropian  de  la 
finca  rústica  «Loma  de  Siguaney  de  Blanco»,  de  la 
propiedad  del  8r.  Laureano  Llorrente  Ruiz,  á  razón 
de  medio  centavo  cada  metro  incluyendo  los  perjuicio^ 
que  con  tal  expropiación  recibe  dicho  Sr.  Llórente, 
y  en  cincuenta  y  seis  pesos  sesenta  y  ocho  centavos  en 
dicha  moneda,  los  trescientos  treinta  metros,  cuatro 
decímetros  de  cerca  de  alambre,  á  razón  de  diez  y 
siete  centavos  cada  metro;  total  doscientos  tres  pesos, 
ochenta  y  ocho  centavos  oro  americano  y,  en  su  con- 
secuencia, expropiando  dicha  cantidad  de  terreno  y 
la  mencionada  cerca,  tasadas  como  queia  referido  y 
por  las  sumas  expresadas,  al  8r.  Llórente,  para  la  Com- 
pafifa  de  Ferrocarril  The  Otiba  Gompany,  por  serle 
necesario  el  terreno  para  sus  fines  de  ferrocarril,  es- 
tación y  patios,  al  objeto  de  facilitar  el  servicio  de 
trenes,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas:  expre- 
sándose, entre  otros  fundamentos  legales  de  la  resolu- 
ción expuesta,  que,  al  hacer  su  informe  los  Comisiona- 
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dos,  han  tenido  en  oonaideración  en  lo  qne  respecta  á 
los  terrenos  objeto  de  la  expropiación  el  aumento  en  va- 
lor qne  adquirirán  los  terrenos  que  babr&n  de  ser  cru- 
zados por  el  Ferrocarril  en  oonstruocióu,  para  dismi- 
nuir en  su  caso  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios 
que  por  virtud  de  la  expropiación  se  ocasionaren:  que 
corresponde  al  Juez  resolver  aprobando  6  no  el  infor- 
me de  los  Comisionados,  segfin  el  p&rrafo  octavo  del 
número  tercero,  capitulo  VII  de  la  Orden  n&mero 
treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos,  y,  al  hacerlo,, 
tiene  en  cuenta  que,  conforme  9X  párrafo  cuarto  del 
propio  námero  tercero,  cuando  se  haya  hecho  el  nom- 
bramiento de  los  Comisionados,  ésbos  nombrarán  ua 
tercero  para  que  en  caso  de  no  haber  acuerdo  entre 
ellos  decida  respecto  de  la  tasación:  y  que,  siendo, 
como  es,  el  tercer  Comisionado  el  que  decide  respecto 
de  la  tasación  y  dado  qne  tal  tercero  ha  sido  nombra- 
do por  los  mismos  Comisionados  que  eligieron  las  par- 
tes, explicando  todos  aquéllos  los  fundamentos  de  sa 
tasacyón  respectiva,  con  la  facultad  A  Juez  sobre  ello 
para  resolver,  aprobando  ó  no  el  informe,  opta  por 
aprobarlo  en  fuerza  de  las  razones  expresadas»: 

Resolución  recurrida,  y  fundamentos  del  recurso 

DE  casación: 

Décimoprimero.  Resultando  que,  apelada  por 
Llórente  la  sentencia  del  Juez,  fué  conñrmada  ppr  la 
predicha  Audiencia  de  Santa  Clara  en  la  suya  de  vein- 
ticinco de  Febrero  próximo  pasado,  que  acepta  los 
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  consignados  por 
aquel,  entre  los  cuales  aparecen  los  nueve  Resultan- 
dos que  van  transcriptos  en  la  actual;  y  contra  el  fallo 
de  la  Audiencia  interpuso  aquella  parte  el  presente 
recurso  de  casación,  fundado  en  el  número  primero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  ley  de  En-r 
juiciamiento  Civil,  alegando  el  siguiente  único  moti-r 
vo:  «La  sentencia  interpreta  erróneamente  lo  dispues- 
to en  el  número  tercero  del  capítulo  géptimo  sobre  la 
expropiación  forzosa,  de  la  ley  vigente  de  Ferrocarri* 
les  de  siete  de  Febrero  de  mil  novecientos  dos,  infrin- 
giendo cuanto  ordena  respecto  á  las  bases  que  se  de- 
ben tener  presentes  para  fijar  el  valor  del  terreno  ex- 
propiado asi  como  la  estimación  de  daños  y  perjuicios. 
Fácilmente  se  adquiere  el  conocimiento  de  los  concep- 
tos qne  informan  la  infracción  apuntada.  Basta  leer 
los  informes  de  los  dos  CDmisionados  para  el  avalúo 
de  la  faja  de  terreno  expropiada  y  del  tercero  en   dis- 
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cordia  á  cayoe  térmÍDOS  se  ajasfea  el  fallo  recnrrido 
para  ver  qae,  &  excepción  hecha  del  Comisionado  eleo 
to  por  el  ár.  Llórenle,  los  oíros  tras  consideraciones 
impertinentes  anas  y  otras  apartadas  de  los  elementos 
de  hecho  del  debate,  y  de  la  letra  y  espirita  de  la 
ley  qne  invocaban  dejaron  de  tener  en  caenta  los  dos 
precio  del  terreno;  ano  el  relativo  al  común  valer  de 
los  terrenos  de  su  clase,  y  otro  el  de  afeod&n,  tradaci- 
dos  en  los  daños  y  perjaicios  de  qae  habla  la  ley,  toda 
vez  que  contra  sn  volantad  se  obliga  &  ana  persona  á 
desprenderse  de  lo  qae  no  qaiere  enagenar,  sea  caal- 
qaiera  la  altura  del  precio  que  se  le  oí raica.  Salta  por 
consiguiente  á  la  vista  qae  se  ha  encerrado  por  los  Oo^ 
misionados  en  muy  estrechos  limites  el  alto  problema 
de  apropiación  de  esos  daftos  y  perjuicios  que  se  refte* 
rea  al  precio  efectivo  de  la  or>sa  expropiaba,  en  cayos 
estrechos  limites  se  ha  quedado  también  el  fallo  re- 
currido al  aceptar  la  tasacióu  del  tercero  en  discordia 
que  hico  caso  omiso  del  pauto  culmioautede  los  datlos 
y  perjuicios  inferidos  por  la  expropiacióa»: 

Déoimosegundo.  BesuUando  que,  admitido  el 
recurso  y  personado  el  recurrente  ante  este  Supremo 
Tribunal,  sin  que  haya  comparecido  la  otra  parte,  se 
ha  sustanciado  aquel  en  forma,  celebrándose  en  quin- 
ce del  corriente  mes  la  vista  pública,  con  asistencia 
del  Letrado  Director  del  recurrente,  qfae  informó  en 
sostenimiento  del  recurso: 

Decisión  dblrecuaso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.  Considerando  que,  contra  lo  aducido 
en  el  recurso^  el  número  tercero  jdel  capítulo  VII  de 
la  Orden  número  treinta  y  cuatro  del  año  mil  nove- 
cientos dos,  sobre  expropiación  forzosa,  no  contiene 
entre  sus  reglas  relativas  á  las  bañes  en  qué  d<fba  fun- 
darse la  tasación  para  fijar  el  valor  del  terreno  qne  se 
expropia,  asi  como  el  importe  de  los  daños  y  perjui- 
cios, ninguna  preceptiva  deque  se  tendrá  en  cuenta, 
además  del  común  valer  de  los  terrenos,  el  precio  de 
afección,  ni  es  admisible  en  este  caso,  en  que  la  ley 
distingue^  refiriéndose  separada  y  concretamente  al  va- 
lor del  terreno  y  á  los  daños  y  perjuicios  determinados 
por  la  expropiación,  el  criterio  expuesto  en  el  recurso, 
conforme  al  cual  el  valor  afectivo  se  traduce  en  los 
daños  y  perjuicios  de  qué  habla  la  ley,  pues  son  una  y 
otra  cosas  muy  diversas,  que  en  modo  alguno  pue- 
den confundirse,  dada  la  significación,  en  el  lenguaje 
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ububI  y  en  el  jurídico,  de  tan  precisos  y  eonocidos  tér- 
minos: 

Bagando.  Considerando  que,  en  consecaencia,  y 
habiendo  el  Juez,  en  ejercicio  de  )a  facultad  que  lees*- 
i&  expresamente  atribuida  y  que  .en  el  recurso  no  pue* 
de  negársele,  aprobado  la  tasación  del  tercer  Comisio- 
nado, al  cual  incumbe  decidir  por  desacuerdo  de  los 
que  las  partes  por  hi  mismas  eligieron,  procede  deses- 
timar el  recurso,  sin  que  se  baga  especial  conder ación 
de  costas,  por  no  haberse  personado  la  otra  parte; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  lej:  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Cron- 
zález  Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — 
Rafael  Maydag&n. 


Inf.  ley.— Sent.  35.— 30  de  Maya— Alimentos.  (Gaceta 

25  Enero,  WOj^.) 

DOCTRIXA:  La  obligación  que  impone  el 
Código  Civil  á  los  cónyuges  de  darse  recíproca- 
mente alimentos  eñ  la  proporción  en  él  prevista» 
no  se  extingue  por  conseca^ncia  del  divorcio. 

Los  preceptos  de  carácter  procesal  no  pueden 
ser  utilmente  citados  como  infringidos  en  un  re- 
curso de  fondo. 

Si  bien  no  es  dable  impugnar  en  casación  el  cri- 
terio con  que  el  juzgador,  aplicando  el  artículo 
146  del  Código  Civil,  haya  decidido  tocante  á  la 
proporcionabilidad  de  la  cuota  de  alimentos  que 
señale  al  condenado  (\  prestarlos,  sólo  en  el  con- 
cepto de  faltar  el  fallo  á  )n  proporcionabilidad 
que  exige  ese  artículo  es  posible  bailar  la  razón 
conque  alegue  su  infracción. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  de  Mayo  de 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Sapremo  Tribunal 
e)  recurso  de  casación  por  infracción  de  Ley  deducido 
por  Abelardo  Hernández  y  Valdéa,  profesor  de  instruc* 
ción  pública  y  vecino  de  epta  capital,  contra  la  senten- 
cia definitiva  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  sobre  divorcio,  propuento  contra  aqnél 
por  Mercedes  Colón  y  Silva,  dedicada  á  los  quehaceres 
de  su  sexo  y  también  de  esta  vecindad: 

Demanda: 

((Primero,  Resultando  que  el  referido  mandatario 
don  Luis  D.  Méndez  por  su  escrito  de  fojas  ocho  esta- 
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bleoió  &  nombre  de  la  seftora  Mercedes  Co16n  dernan* 
da  ea  forma  contra  don  Abelardo  Heroándexque 
fondo  en  loe  siguientes  hechos:  Primero:  que  en  diez 
de  Agoelo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  naer^e  sa  re- 
presentada contrajo  matrimonio  caoónico  en  ia  Igle- 
sia parroquial  de  los  Quemados  de  Maríanao  con  don 
Abelardo  Hernández,  habiéndose  hecho  la  transerip* 
ci6n  de  dicha  partida  en  el  Juagado  Munidpal  de 
Marianao  en  diez  y  seis  de  Octnbre  áltimo,  en  vírtnd 
de  lo  dtspneeto  en  las  Ordenes  del  Gobierno  Militar  nú- 
raeros  sesenta  y  sei9  y  ciento  sesenta  y  nno  de  v^nti- 
tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y 
trece  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno  con  relación  á 
k)  ordenado  en  el  artículo  treinta  y  siete  del  Reglamen- 
to para  la  ejeeución  de  la  Ley  deb  Registro  Oí vii  según 
consta  de  la  eertiftcaci6n  aoompaflada.  Segundo:  que 
pocos  días  después  de  celebrado  el  matrimonio  comen- 
zó su  representada  á  sufrir  una  serie  no  interrumpi- 
da de  injurias  graves  y  de  malos  tratamientos  de  oln*a 
por  parte  de  su  esposo,  lo  cual  produjo  en  su  cliente 
ía  firme  resolución  de  separarse  definitivamente  de 
su  esposo,  por  serle  imposible  eoporlar  por  m&s  tiem- 
po tantas  injurias  humi  I  laoiones  y  malos  trat>inMent08, 
los  que  le  hubieran  causado  enfermedades  graves  y 
sin  duda  la  muerte^  Tercero:  que  lan  injurias  graves 
inferidas  por  su  esposa»  por  el  m&s  ligero  desacuerdo 
que  existiera  entre  ambos,  provocado  siempre  por 
ifern&ndez,  éste  casi  diariamente  le  llamaba  «Rame- 
ra» expresando  con  otra  palabra  indecorosa  que  emite 
el  concepto  que  la  acusada  aqni  significa;  igual«nente 
usaba  con  la  propia  frecuencia  la  propia  frase  indeco- 
rosa aplic&ndola  &  la  digna  y  respetable  señora  madre 
de  la  sefiora  Colón:  que  le  dirigía  otras  frases  injurio- 
sas por  el  m&s  insignificante  hecho,  y  en  las  horas  de 
almuerzo  y  de  comida  estaba  sometida  su  representa- 
da á  un  oonstanto  martirio  pues  en  eeos  moiaentos 
le  hacia  presente  los  deseos  que  tenia  de  que  los  ali- 
mentos que  con  ella  compartía  sirviese  de  medio  para 
que  terminase  la  vida,  expres&ndole  esos  sentimientos 
con  las  frases  m&s  ó  menos  parecidas,  «de  que  se  ale- 
graría de  ^ne  esos  alimentos  le  sirvieran  para  que 
reventase».  Cuarto:  que  los  malos  tratamientos  de 
obra  llevados  &  cabo  por  el  esposo  de  su  poderdante 
comensaron  &  los  quince  días  de  celerado  el  matri- 
monio, con  motivo  de  un  disgusto  tenido  &  cansa  de 
la  cuenta  de  dinero  aportado  al  matrimonio  por  dicha 
sefiora,  pues  aquél  dio  &  sn  esposa  varías  bofetadas^ 
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las  que  desde  entonces  repetía  casi  diariamente,  oon 
el  más  insiguifícante  pretexto  y  además  le  daba  golpes 
por  otras  partes  del  cuerpo  cod  las  manos.  Quinto: 
que  los  malos  tratamientos  así  como  las  injurias  infe- 
ridas, comprendía  otras  formas  además  de  las  expues- 
tas debiendo  citar  entre  otros  por  su  originalidad,  la 
circunstancia  de  que  Hernández  obligalMi  á  su  con- 
sorte á  qne  por  las  noches  ésta  se  sentara  en  un  mue- 
ble adecuado  á  ese  objeto  y  le  impedía  que  durmiese^ 
despertándola  si  llegaba  á  suceder  y  amenazaba  con 
otros  castigos  semejantes.  La  obligaba  también  4 
dormir  noches  enteras  en  un  sillón  privándola  de  la 
cama;  asimismo  le  obligaba  en  repetidas  ocasiones  oo* 
mo  castigo  á  que  durmiese  en  el  suelo  de  su  habita- 
ción conyugal  no  permitiéndole  usar  sino  trajes  may 
ligeros  en  esos  momentos  para  qne  sintiera  duranto  la 
noche  las  mortificaciones  que  ocasiona  la  frialdad  del 
suelo  y  de  la  atmósfera,  le  impedía  salir  de  la  habita- 
ción tapándole  las  salida?  con  muebles  y  con  frecuen- 
cia le  impedia  mirar  á  la  calle.  Sexto:  que  todo  lo 
expuesto  ocasionó  en  su  representada  frecuentes  en- 
fermedades necesitando  algunas  veces  asistoneia  fa- 
cultativa y  se  notan  aún  en  su  rostro  las  huellas  de 
las  desventuras  de  aquella  señora  que  quizás  sean  de 
resultados  fatales.  Séptimo:  que  los  hechos  narrados 
en  esta  demanda  tuvieron  lugar  en  San  Antonio  de 
los  Baños,  Guanabacoa  y  en  esta  cindad,  en  cuyos  la- 
gares han  i*eBÍdido,  debiendo  concsignar  como  dato 
para  que  pueda  apreciarse  la  conducta  de  dicho  señor 
qne  éste  acostumbraba  á  llevar  con  frecuencia  á  su 
esposa  á  casa  de  los  familiares  de  la  misma  en  donde 
la  dejaba  abandonada  y  sin  recursos,  habiéndola  de- 
jado la  última  vez  en  el  domicilio  de  don  Salvador 
Lecour,  hermano  político  de  la  señora  Col^n.  Octa- 
vo: que  la  señora  Mercedes  Colóu  no  ha  tonido  hijos» 
Noveno:  que  con  motivo  de  todo  lo  expuesto  su  re- 
presentada solicitó  judicialmeuto  su  depósito  cujas 
diligencias  correspondieron  á  este  Juzgado  Escribanía 
de  don  Andrés  G^arcía,  accediéudose  á  lo  pedido  y  lle- 
vándose á  cabo  en  veinticinco  de  Octubre  del  corrien- 
te año,  en  la  casa  del  señor  Salvador  Lecour  situada 
en  San  Joaquín  ciento  treinta  y  ocho  eu  Jesús  del 
Monte,  habiéudose  señalado  un  peao  oro  diario  para 
alimentos  con  caiácter  provisional.  Y  décimo:  que 
intentada  la  conciliación  no  tuvo  efecto  según  lo  acre- 
dita la  certificación  acompañada:  Consignando  loa 
fundamentos  de  derecho  que  estimó  aplicables  y  con- 
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clayó  pidiendo  qne  en  definitiva  se  declare  con  lugar 
dicha  demanda  accediendo  al  divorcio  solicitado  á  los 
efectos  del  articulo  setepta  y  tres  del  Código  Civil, 
condenar  &  don  Abelardo  Hernández  á  que  satisfaga 
)>or  razón  de  alimentos  la  suma  de  treinta  pesos  en 
oro  mensuales  6  la  que  se  juzgue  oportuna  y  al  pago 
de  las  costas,  haciéudose  la  declaratoria  de  tiemeridad 
&  los  efectos  de  la  Orden  n&mero  tres  del  corriente 
afio«: 

CONTESTAOIÓM 

«Segundo.  Resultando:  qne  conferido  traslado  de 
la  demanda  al  demandado  don  Abelardo  Hernández  y 
Valdéa  se  personó  e.i  los  autos  por  su  escrito  de  fojas 
trece  y  contestó  á  la  demanda  por  su  escrito  de  fojas 
quince  qne  fundó  en  los  siguientes  hechos:  Primero: 
qne  está  conforme  con  el  hecho  primero  de  la  deman- 
da, el  que  reproduce.  Segundo  que  niega  el  hecho 
segundo  de  la  demanda  referida,  estableciendo  en  su 
lugar,  que  desde  el  día  que  contrajo  matrimonio  hasta 
la  fecha  en  qne  voluntariamente  y  sin  justa  causa  se 
separó  de  su  lado  su  esposa,  no  hizo  otra  cosa  que 
cumplir  sus  deberes.  Tercero:  que  niega  el  tercero, 
cuarto  y  quitfto,  sexto  y  séptimo  hecho  déla  demanda. 
.Y  cuarto,  que  está  r.onforme  con  el  hecho  octavo,  no- 
veno y  décimo  de  la  demanda.  Alegando  los  funda- 
mentos de  derecho  que  estimó  del  caso  y  concluyó 
pidiendo  qne  en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la  de- 
manda con  las  costas  á  cargo  de  la  promovente»: 

Benuncia de  la  replica: 

«Tercero.  Resultando  qne  conferido  traslado  al 
actor  para  réplica  y  renunciado  por  esta  parte  ese 
trámite  no  permitiendo  la  dñplica  dentro  del  término 
correspondiente  se  abrió  el  juicio  á  prueba  practicán- 
dose dentro  de  él  las  propuestas  por  el  actor»: 

Sentencia  de  pjrimeba  instancia: 

Cuarto.  Resultando  que  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  Distrito  del  Centro  de  esta  capital,  que 
conoció  del  juicio,  dictó  sentencia,  que  contiene  entre 
sus  fundamentos  de  hecho  los  consignados  en  Ioh  tres 
Resultandos  ya  transcritos,  y,  aparte  de  otras  conside- 
raciones, estimando  probado  qne  Hernández  ha  inju- 
riado gravemente  de  palabra  á  su  esposa  en  repetidas 
ocasiones,  llegando  en  algunos  casos  á  maltratarla  de 
obra,  declara  con  lugar  la  demanda  de  divorcio  y   de- 
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creta,  en  consecuencia,  la  separación  de  los  cónyu- 
ges y  demás  efectos  que  ala  sentencia  de  divorcio 
concede  el  articulo  setenta  y  tres  del  Código  Civil, 
condenando  al  demandado  &  que  satisfaga  á  la  ac- 
tora  por  razón  de  alimentos  la  cantidad  de  treinta  pe- 
sos oro  mensuales,  que  deberá  pagar  por  adelantado, 
y  al  pago  de  las  costas: 

Resolución  recurrida  y  fundamentos  del  recctrso 

DE  casación: 

Quinto.  Resultando  que  el  demandado  apeló  de 
la  sentencia  del  Juez,  que  fué  confirmada,  por  sus 
propios  fundamentos,  mediante  la  dictada  en  nueve 
de  Febrero  áltimo  por  la  ante  dicha  Sala  de  lo  Givil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  contra  la  cual  intei;[>u- 
so  dicho  demandado  recurro  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  que  le  fué  admitido  en  parte,  sin  que  uti- 
lizara el  de  queja  con  relación  á  la  denegatoria  de  al- 
gnnos  de  los  motivos  alegados,  excluidos  los  cuales, 
aparecen,  en  el  escrito  de  iuterposieión,  las  sigjuientes 
infracciones,  coinprendidas  en  el  párrafo  primero  del 
articulo  mil  seiscientos  noventa  de  Ja  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil: — «Se  ha  infringido  el  articulo  setenta 
y  tres  párrafo  quinto  del  Código  Civil,  en  el  concepto 
de  haberse  aplicado  indebidamente  el  articulo  y  pá- 
rrafo anteriormente  citados,  pues  ese  párrafo  que  tra-* 
ta  y  resuelve  el  caso  en  que  siendo  inocente  el  mari- 
do, contináa  administrando  los  bienes  de  la  mujer  es 
dnicamente  cuando  queda  obligado  á  pasar  alimentos, 
y  no  como  manda  la  sentencia  en  su  part>o  dispositiva 
que  además  de  condenar  á  la  separación  de  los  cónyu- 
ges y  de  los  bienes,  ordena  al  marida  que  pague 
treinta  pesos  mensuales  por  alimentos  á  la  esposa, 
siendo  asi  que  la  sentencia  al  declarar  con  lugar  la 
demanda  de  divorcio  establecida  por  D?  Mercedes  Co- 
lón, por  malos  tratos  estimó  culpable  al  marido,  y  por 
consiguiente  debió  limitarse  el  fallo  á  la  separación  de 
cuerpos  y  de  bienes  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en 
el  párrafo  primero  y  cuarto  del  articulo  setenta  y  tres 
del  Código  Civil.  También  se  ha  infringido  en  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  al  ordenar  el  pago  de  trein- 
ta pesos  por  alimentos  el  articulo  mil  seiscijBntos  siete 
déla  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  que  en  cumpli- 
miento de  lo  dispuesto  en  el  titulo  diez  y  ocho,  libro 
segundo  de  la  Ley  procesal  citada,  para  decretar  ali- 
mentos provisionales,  fijando  la  cuantía,  hay  que  su- 
jetarse á  esas  reglas  y  también  infringe  la  seiitenoia 
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al  ordenar  el  pago  de  alimentos  fijar  do  la  cnantfa,  e) 
articnlo  mil  BeÍBcientoa  quince,  del  título  diez  y  ocho 
libro  segundo  de  la  propia  ley,  por  cuanto  no  tan  so- 
lo se  hace  la  condena  de  pago  de  alimentos  y  se  fija  la 
cantidad  como  definitiva,  sino  que  al  hacerlo  sin  tener 
en  cuenta  ninguno  de  los  requisitos  exigidos  en  la  ley 
citada,  se  falta  /i  lo  estatuido  en  el  articulo  mil  seis- 
cientos quince,  ya  citado  que  ordena  se  sustancie  en 
el  juicio  declarativo  que  corresponda,  que  es  el  únicO' 
medio  legal  para  hacer  esa  condena,  ya  que  la  Sefiora 
Mercedes  Colón,  limitó  su  demanria  en  juicio  declara- 
tivo de  mayor  cuantía,  á  obtener  el  divorcio  de  su  es- 
poso, y  aunque  en  sus  fundamentos  de  derecho  invo- 
có la  obligación  que  tenia  el  esposo  al  pago  de  alimen^^ 
tos,  estos  no  fueron  controvertidos  en  el  pleito,  Hmi- 
tándof^e  la  controversia  á  las  causales  para  obtener  el 
divorcio.»— «Infringe  igualmente  la  sentencia  el  ar- 
tículo ciento  cuarenta  y  seis  del  Código  Civil,  siendo 
el  concepto  de  la  infracción  el  no  haber  tenido  en 
enenta  al  fijar  la  cuantía  de  los  alimentos,  fl  caudal 
6  medios  de  quien  los  dá  y  las  necesidades  de  quie& 
los  recibe»: 

Sexto.  Resultando  que,  personado  el  recurrente 
ante  este  Supremo  Tribunal,  sin  que  lo  hay»  efectua- 
do la  otra  parte  del  juicio,  y  sustanciado  el  recurso 
oon  arreglo  á  derecho,  habiéndose  denegado  la  am- 
pliación por  el  recurrente  pretendida,  se  ha  celebrado 
ec  veinte  y  uno  de  este  mes  la  correspondiente  vista 
pública,  con  asistencia  del  Letrado  de  Ja  parte  peí  so- 
nada, que  informó  en  sostenimiento  del  recurso: 

DXCISIÓK  DBL  SKOUBSO: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero. — Considerando  que  los  cónyuges  están 
obligados  reciprocamente  á  darse  alimentos,  según  el 
artículo  ciento  cuarenta  y  tres  del  Código  Civil,  en 
cuantía  proporcionada  al  caudal  ó  medios  de  quien 
los  dá  y  &  las  necesidades  de  quien  los  recibe,  confor-^ 
me  al  artículo  ciento  cuarenta  y  seis,  perteneciente 
oomo  el  anterior  al  mismo  Título  VI  del  Libro  Prime- 
ro relativo  &  las  personas;  obligación  que  no  se  extin- 
gue por  consecuencia  del  divorcio,  pues,  no  solo  no  se 
expresa  tal  efecto  entre  los  que  produce  con  arreglo  al 
artículo  setenta  y  tres  una  sentencia  de  eeta  clase,  si 
no  que  ese  propio  texto,  en  tus  párrafos  números  cuar- 
to y  quinto,  á  continuación  de  dipponer,  como  uno  de 
)oH  efectos  aludidos,  la  separación  de  los  bienes  de  la- 
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sociedad  conyugal,  previeudo  qae  el  marido  admi- 
nistre los  de  la  mujer,  precept&a  que  perderá  la  admi- 
nistración, si  él  fuere  el  culpable,  y  la  conservará, 
siendo  inocente,  en  cuyo  último  caso  la  ^  mujer  sola- 
mente tendrá  derecho  á  alimentos,  y  el  artículo  mil 
cuatrocientos  treinta  y  cuatro,  del  Capítulo  que  trata, 
entre  otras  cosas,  de  la  separación  de  los  bienes  de  los 
cónyuges,  comprendido  en  el  Libro  Cuarto  del  Código 
sobre  las  obligaciones  y  contratos,  prescribe  que,  acor- 
dada dicha  separación  de  bienes,  á  solicitud  de  uno 
de  los  cónyuges,  entre  varios  motivos  que  determina 
el  mil  cuatrocientos  treinta  y  tres,  cuando  el  otro  hu- 
biese dado  causa  al  divorcio,  quedará  disnelta  y  se  li- 
quidará la  sociedad  de  gananciales,  debiendo,  sin  em- 
bargo, el  marido  y  la  mujer  atender  reciprocamente  á 
su  sostenimiento  durante  la  separación: 

Segundo.  Considerando  que  la  sentencia  recurri- 
da, al  condenar  al  marido  demandado  á  pasar  alimen- 
tos á  su  mujer,  ajustándose  á  lo  expuesto  y  con  expre- 
sa invocación  de  los  artículos  citados  mil  cuatrocien- 
tos treinta  y  tres  y  mil  cuatrocientos  treinta  Jr  cuatro 
del  Código,  que  menciona  el  Juez  como  aplicables,  no 
comete  la  infracción  del  también  citado  artículo  seten- 
ta y  tres  que  se  supone  en  el  recurso,  afirmándose 
erróneamente,  para  suponerla^  que  al  marido  le  está 
impuesta  por  la  ley  semejante  obligación  únicamente 
en  el  caso  de  que,  siendo  inocente,  continué  adminis* 
trando  los  bienes  de  la  mujer,  como  si  en  el  caso  de 
ser  esta  inocente  y  carecer  de  bienes  fuera  lícito  al 
marido  culpable  dejarla  por  completo  abandonada  en 
la  destitución,  contingencia  esta  última  qae,  por  ser 
más  probable  cuando  el  marido  conserva  la  adminis- 
tración, ha  previsto  la  ley  y  cuida  de  evitarla  respec- 
to de  la  mujer  culpable  en  el  párrafo  quinto  del  repe-  *  • 
tido  artículo  setenta  y  tres,  que  no  tiene  otro  objeto, 
significación,  ni  alcancd. 

Tercero. — Considerando  que  el  artículo  mil  seis- 
cientos siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  limi- 
tado á  establecer  reglas  de  carácter  procesal  sobre  l'a 
forma  de  reclamar  alimentos  provisionales  el  que  se 
crea  con  derecho  á  ellos,  no  puede  invocarse  eficaz- 
mente en  un  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
deducido  contra  la  sentencia  que  decide  en  juicio  ple- 
nario  sobre  la  prestación  de  alimentos  definitivos, 
manteniendo  {yor  cierto  en  calidad  de  tales  los  que 
provisionalmente  se  asignaron  con  anterioridad:  y  que 
lo  indicado  es,  por  otra  parte,   suficiente  para  demos- 
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trar  la  ineficacia  del  motivo  relativo  al  articalo  mil 
seiscientos  quince  de  la  propia  Ley  de  Eojaiciamiento, 
pues  visto  está  qae  en  los  presentes  autos,  posteriores 
al  procedimiento  jadicial  en  qné  se  fijaron  los  alimen- 
tos provisionales,  al  que  la  actora  se  refiere  en  el  he- 
cho noveno  de  su  demanda,  aceptado  por  el  recurren- 
te en  el  hecho  cuarto  de  su  contestación,  no  hace 
aquélla  otra  cosa  que  ejercitar,  además  de  su  derecho 
para  obtener  la  declaratoria  del  divorcio  á  los  efectos 
señalados  en  el  artículo  setenta  y  tres  del  Código  Civil, 
<somo  lo  expresa  claramente  la  súplica  de  aquel  escri- 
to, el  que  el  aftículo  mil  seiscientos  quince  ante  cita- 
do reserva  para  promover  en  juicio  declarativo  la  de- 
terminación tocante  á  alimeniios  definitivos,  con  cuyo 
objeto  pide  expresamente,  en  la  mencionada  súplica 
de  su  demanda,  que  se  condene  al  demandado  á  satis- 
facerle por  ese  concepto  la  cantidad  de  treinta  pesos 
oro  mensuales  ó  lo  que  el  Juzgado  estime  oportuno, 
petición  con  laque,  en  orden  á  sus  fundamentos,  se  re- 
laciona el  heqho  noveno  ya  aludido  y  la  cuarta  de 
sus  alegaciones  en  derecho,  relativa  á  la  obligación 
recíproca  de  los  cónyuges  de  qué  tratan  los  artículos 
ciento  cuarenta  y  dos,  ciento  cuarenta  y  tres  y  ciento 
cuarenta  y  seis  del  Código,  acerca  de  la  cual  expuso 
el  demandado  en  su  contestación  estar  conforme  con 
el  cuarto  fundamento  de  la  demandante  aunque  no 
pueda,  según  dice,  cumplir  hoy  con  esas  obligaciones 
por  carecer  de  recursos  y  trabajo: 

Cuarto.  Considerando,  acerca  de  la  infracción  del 
artículo  ciento  cuarenta  y  seis  del  Código  Civil,  redu- 
oido  á  disponer  que  la  cuantía  de  loa  alimentos,  en 
loe  casos  á  los  cuales  se  refiere,  será  proporcionada  al  • 
«audal  ó  medios  de  quien  los  dá  y  á  las  necesidades 
de  quien  los  recibe,  que  no  se  comprende  como,  sin 
indicar  siquiera  el  recurrente  que  sea  desproporciona- 
da la  cuota  á  que  se  le  condena,  pretende,  eso  no  obs- 
tante, que  existe  la  infracción  de  aquel  precepto,  por 
que,  si  bien  no  es  dable  impugnar  en  casación  el  cri- 
terio con  qué  el  juzgador  haya  decidido  tocante  á  la 
proporcionalidad  de  la  cuota,  solo  en  aqnel  concepto 
de  faltar  el  fallo  á  la  proporcionalidad  que  exige  el 
artículo  ciento  cuarenta  y  seis  cabe  hallar  la  razón  de 
reclamar  p  r  haberse  infringido  esta  disposición  legal: 

Quinto. — Considerando  que,  en  tal  virtud,  pro- 
cede desestimar  el  recurso,  sin  que  haya  lugar  á  impo- 
ner al  recurrente  las  costas,  por  no  haberse  personado 
Ja  otra  parte: 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  recurso  de  casaciÓD,  sin  espe- 
cial condeDacién  de  costas:  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  .firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. —  Octavio  Giberga.  —  Carlos  Revilla. — 
El  Magistrado  Br.  Joeé  Cabarrocas  votó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar. — José  Várela. 

Guqa.— Auto  49.— 15  de  Julio.— Resolución  no  recnrrible.. 

(  Gaa.  Enero  29,  190^. ) 

DOC/TRINA:  No  procede  el  recurso  de  casa- 
ción c<intra  resoluciones  dictada?  en  incidentes 
que  no  pongan  término  al  pleito  principal 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  la  vía  de  apremio  del  juicia 
ejecutivo  promovido  por  María  de  la  Concepción  d^  la 
Cantera  y  José  de  .Jesfis  Montalvo  y  seguido  por  De- 
metrio H.  Moenk  y  Ruiz  contra  Salvador  Baró  y  Ne- 
gre,  en  cobro  de  pesos,  dictó  auto  en  apela(*i6n  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  fecha 
veintiséis  de  Mayo  último,  admitiendo  como  parte  en 
el  juicio  á  José  K.  Cabrera,  administrador  del  abin tés- 
tate del  ejecutado;  resolución  contra  la  cual  interpuso 
la  parte  ejecutante  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma,  que  la  Sala  ha  rechazado,  fundán- 
dose para  ello  en  que  dicha  resolución  no  es  suscep- 
tible de  tal  recurso: 

Resultando  que  el  recurrente  ha  ocurrido  á  eate- 
Tribunal  Supremo  en  queja,  la  cual  se  ha  sustanciado 
en  forma  con  intervención  del  citado  José  R.  Cabrera 
y  del  Ministerio  Fiscal,  celebrándose  en  nueve  de  este 
mes  la  correspondiente  vista  pública,  con  asistencia 
del  Letrado  del  recurrente,  que  sostuvo  la  queja  pro- 
ducida, y  del  de  la  otra  parte  litigante  ya  expresada, 
que  la  impugnó: 

Resolución: 

Considerando  que,  según  acertadamente  lo  ha  en- 
tendido la  Sala  sentenciadora,  no  piocede  el  recurso- 
de  casación  que  se  ha  propuesto  contra  la  resolución 
de  veintiséis  de  Mayo  último,  dictada  en  un  incidente 
de  un  juicio  ejecutivo  en  la  vía  de  apremio,  por  que, 
limitándose  á  admitir  como  parte  en  el  procedimiento 
al  administrador  del  abintestato  del  ejecutado,  claro 
está  que  no  pone  término  al  juicio  principal,  impidien- 
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do  su  continaación;  sin  lo  cual  no  es  posible,  con  arre- 
glo al  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  reconocerle  el  carácter 
de  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación: 

Considerando  que,  en  consecuencia,  debe  desesti- 
marse la  presente  queja  y,  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo XXV  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  imponerse  las  costas  al 
recurrente: 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  antes  citado  y  se 
imponen  las  costas  del  mismo  al  recurrente:  comuni- 
qúese, etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen  ante  mí,  certifico. — K\  Magistrado  Pe- 
dro González  Llórente,  qu«  presidió  la  Sala,  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar.  Octavio  Giberga. — Octavio 
Giberga. — Luis  Gastón. — Carlos  Beviila. — JoséCaba- 
rrdbas  Horta. — Silverio  Castro,  Secretario  p.  s. 


dueja.— Auto  50.— 15  de  Julio.— Eosoludón  no  recurriblo. 

(^ac.  Enero  29,  1904..^ 

OOCTRINAl^No  procede  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  Ifv  en  los  juicios  ejecutivos, 
ni  en  sus  incidentes,  ni  en  la  vía  de  apremio  de  los 
misnios. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
la  Condesa  de  Montalvo  y  continuado  por  Demetrio 
H.  Moenk  contra  Salvador  Baró  y  N^gre,  el  cual  jui- 
cio se  encuentra  en  la  vía  de  apremio,  compareció  en 
el  Juzgado  Elisa  Olivera,  como  madre  legítima  de  los 
menores  Eduardo  Luis  y  Ana  Elisa  Baró  y  Olivera, 
nietos  del  ejecutado  Salvador  Baró  y  Negre,  solicitan- 
do se  le  tuviera  por  parte  en  los  autos,  y  el  Juez  por 
providencia  de  diez  y  nueve  de  Septiembre  de  mil  no- 
vecientos dos  declaró  no  haber  lugar  á  lo  solicitado, 
denegando  más  tarde  el  recurso  de  reposición  que  in- 
terpuso y  oyéndose  en  ambos  efectos  el  de  apelación. 

Resultando  que  el  procurador  José  Urquijo,  á 
nombre  de  José  R.  Cabrera.,  administrador  del  abin- 
testado del  ejecutado,  había  también  solicitado  ser 
parte  en  el  juicio,  á  lo  que  proveyó  el  Juez  en  once  de 
Julio  de  mil  novecientos  uno  no  haber  lugar  y  luego 
denegó  la  reposición  solicitada,  y  admitida  apelación 
en  un  solo  efecto,  después  de  sustanciado  un  recurso 
-de  queja  que  prosperó  ante  la  Sala  de   lo  Civil  de  la 
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A^udiencia,  fueron  elevados  los  autos  por  virtud  de  la 
apelación  oída  libremente  á  doña  Elisa  Olivera. 

Resolución  eecübkida: 

Resultando  que  sustanciada  en  la  segunda  instan- 
cia la  apelación  libre  de  la  señora  Olivera  recayó  re- 
solución el  dia  dos  de  Mayo  último,  confirmando  el 
auto  apelado  que  no  admitió  como  parte  á  doña  Elisa 
Olivera  en  representación  de  los  pretendidos  heredero» 
del  ejecutado;  y  habiendo  pedido  la  representación  del 
administrador  que  supliendo  la  omisión  cometida  se 
resolviese  su  apelación,  se  hizo  asi  en  veintiséis  del 
pasado  Mayo,  revocándose  el  auto  apelado  y  su  con- 
cordante la  providencia  de  once  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos uno  y  admitiendo  como  parte  en  el  ejecutiva 
&  José  R.  Cabrera,  Administrador  del  abintestato  del 
ejecutado. 

Rbcubso  denegado: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes  ese  auto 
aclaratorio  el  veintinueve  y  treinta  de  Mayo,  los  pro- 
curadores Antonio  Arjon4j>r  Nicolás  Sterling,  inter- 
pusieron recurso  de  casación,  el  primero  á  nombre  de 
Elisa  Olivera,  por  infracción  de  ley,  y  el  segundo  á 
nombre  del  ejecutante  Demetrio  H.  Moenk  por  que- 
brantamiento de  forma. 

Causa  de  la  qubja: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  lo  Audien- 
cia de  la  Habana,  que  conoce  de  los  expresados  autos, 
en  auto  de  fecha  cuatro  de  Junio  próximo  pasado,  de- 
claró no  haber  lugar  á  admitir  ambos  recursos,  fun- 
dándose en  cuanto  al  primero  en  que  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  no  se  dá  en  los  juicios 
ejecutivos  y  en  cuanto  al  segundo  en  que  la  resolución 
no  es  definitiva  para  la  casación  porque  no  pone  tér- 
mino al  juicio. 

Resolución: 

Resultando  que  ambos  recurrentes  han  acudida 
en  queja  ante  este  Tribunal  Supremo  después  de  pre- 
pararlos debidamente  anunciando  su  propósito  de  in- 
terponerla; por  lo  cual  recibida  que  fué  la  certificación 
que  ordena  el  artículo  diez  y  siete  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,^ 
se  mandó  radicar  dichos  recursos  separadamente  y  és- 
te que  corresponde  á  la  queja  de  Elisa  Olivera,   se  ha. 
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sustanciado  en  forma  legal,  celebrándose  la  vista,  el 
día  naeve  de  los  corrientes,  con  asistencia  de  los  le- 
trados de  la  recurrente  y  del  ejecutante. 

Considerando  que  el  articulo  mil  seiscientos  no- 
venta y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  dispone 
que  en  los  juicios  ejecutivos  no  procede  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  y  la  jurisprudencia  ha 
declarado  reiteradamente  que  esa  prohibición  se  ex- 
tiende á  los  incidentes  que  ocurran  en  dichos  juicios 
y  á  la  vía  de  apremio  que  les  subsigue. 

Considerando  que  el  artículo  veinticinco  de  la 
Orden  ya  citada  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  establece  que  cuando  se  de- 
clare sin  lugar  un  recurso  de  queja  deben  las  costas 
imponerse  al  recurrente. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  in- 
terpuesto por  Elisa  Olivera,  con  la  representación  que 
obsten ta,  contra  el  auto  de  fecha  cuatro  de  Junio  pasa- 
do que  le  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación 
á  que  se  contrae  esta  resolución,  con  las  costas  á  su 
cargo. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  mi:  certifico. — Por  el  Presidente 
accidental  Magistrado  Pedro  González  Llórente,  que 
votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar.  Octavio  Giberga. — Oc- 
tavio Giberga. — Luis  Gastón. — ^José  Cabarrocas  Hor- 
ta. — Carlos  Bevilla. — Silverio  Castro,  Secretario  P.  8. 


Inf.  ley.— Sent.  36.— 30  do  Mayo.— Contratos.  (Oae.  Fe- 

hrero  22,  1904..) 

DOCTREN^A:  Afirmándose  en  la  sentencia 
recurrida  que  las  tierras  objeto  de  la  reivindica- 
ción fueron  adquiridas  por  el  propietario  de  una 
finca  y  anexadas  á  ésta  formando  un  solo  cuerpo, 
la  venta  becha  de  la  finca  con  expresión  de  los 
linderos  dentro  de  los  cuales  estaban  compren- 
didos los  terrenos  anexados  es  claro  que  el  con- 
trato de  venta  comprendía  también  dicbos  terre- 
nos. 

La  apreciación  de  las  pruebas  respecto  á  hechos 
compete  al  Tribunal  sentenciador  y  sólo  pueden 
ser  combatidas  en  casación  en  la  forma  estable- 
cida en  la  ley. 

En  la  cindad  de  la  Habana  &  treinta  de  Mayo  de 
mil  novecientos  tres  en  los  autos  del  jaicio  declarativo 
de  mayor  cuantía,  procedente  del  Juzgado  de  Guana- 
jay  y  Audiencia  de  Piuar  del  Río,  é  iniciados  por  Sa- 
bino García  Fernández,  comerciante,  vecino  de  esta  ciu- 
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dad  contra  José  M?  Castelló  y  Castro,  propietario,  coa 
domicilio  en  España,  continuados  contra  su  sucesión 
sobre  reivindi(;ación  de  dos  caballerías  y  cincuenta 
cordeles  de  tierra,  con  sus  frutos  y  rentas;  visto  en  es- 
te Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  de  doctrina  legal  interpuesto  por  el  refe- 
rido demandante  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Audiencia  mencionada  con  fecha  once  de  Marzo  del 
corriente  afio. 

Primero.  Resultando  que  en  la  misma  sentencia 
se  ha  aceptado  la  relación  de  hechos  que  en  su  oportuni- 
dad consignó  la  dictada  por  el  Juagado  de  primera 
instancia  en  cuatro  de  Noviembre  del  pasado  año  mil 
novecientos  dos,  y  que  se  contiene  en  los  Resultandos 
que  á  continuación  se  transcriben. 

Demanda  : 

Segundo.  «Resultando  que  el  actor  fundó  su  de- 
manda en  los  siguientes  hechos.  Primero:  Que  por  es- 
critura otorgada  en  la  Habana  en  diez  de  Enero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  ante  el  Notario 
Francisco  de  Castro,  José  Valladares  Roviche,  compró 
á  Pedro  González  Larrinaga  dos  caballerías  cincuenta 
cordeles  de  tierra  conocidas  por  tierras  de  don  «Luis 
Pinzón»,  ubicadas  eñ  el  Cuartón  Santa  Ana  en  este 
Termino  Municipal,  lindantes  por  el  Norte  con  el  ca- 
mino real  que  vá  á  Tabernas  Nuevas,  frente  á  la  finca 
Ramos  de  Bernardo  La  Grande  y  finca  del  Padre  Ale- 
mán, por  el  Sur  con  dos  caballerías  llamadas  Camejo 
que  pertenecen  al  demolido  ingenio  San  Dimas,  por  el 
Estecen  el  camino  de  las  Virtudes  que  vá  á  Tabernas 
de  Chicharrón  frente  al  cafetal  de  los  herederos  de 
don  Onofre  Pascual;  y  por  él  Oeste  con  el  sitio  que  fué 
dQ  Sánchez  después  de  Pedro  Porto  y  hoy  de  José  de  Je- 
sús Hernández,  cuyas  caballería  y  coi'deles,  hnbo  el 
vendedor  de  D.  Juan  José  Hermoso  y  Lucía  Canela 
por  escritura  ante  José  A.  Quiñones  de  veintiuno  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  y  fueron 
parte  del  referido  cafetal  «Fundador». — Segundo:  Que 
el  título  fué  inscripto  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
en  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  y  sin  que  aparezca  inscripto  el  dominio  de  di- 
chas tierras  á  favor  de  ninguna  otra  persona.  —Terce- 
ro: que  Valladares,  solicitó  de  este  Jugado  se  le  diera 
posesión  de  las  tierras  que  se  encontraban  en  poder  de 
José  María  Castelló  colindante,  como  dueño  del  demo- 
do San  Dimas  y  de  las  dos  caballerías  tituladas  «Ca- 
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mejo»  que  le  fueron  agregadas,  á  lo  que  accedió  el 
Juzgado  en  vista  del  Título  inscripto  en  que  se  basaba 
la  solicitud,  dándosele  la  posesión.  Cuarto:  Que  á 
oonsecnencia  de  estos  hechos  compareció  la  represen- 
tación de  José  María  Castelló  oponiéndose  á  la  pose- 
ción  dada  y  solicitando  se  dejara  ésta  sin  efecto  con 
reserva  á  Valladares  de  sus  derechos  para  que  los  hi- 
ciera valer  en  el  juicio  correspondiente,  á  lo  que  pro- 
veyó el  Juzgado  manteniendo  en  la  posesión  á  Valla^ 
dares  y  declarando  contencioso  el  expediente;  y  esta- 
blecida reposición  sustanciada  y  resuelta  ésta,  se  le 
admitió  apelación  oída  en  un  solo  efecto. — Quinto:  que 
la  Superioridad  revocó  el  auto  apelado,  reponiéndolas 
cosas,  al  ser  y  estado  que  tenían  cuando  Valladares 
solicitó  la  posesión. — Sexto:  Que  firme  la  resolución  de 
la  Audiencia  solicitó  Valladares  el  desglose  y  devolu- 
ción de  los  documentos  á  los  efectos  de  ejercitar  sus 
acciones  en  la  correspondiente  demanda  en  reivindi- 
cación. —Séptimo:  Que  en  tal  situación  Valladares 
vendió  á  su  representado  García,  las  dos  caballerías  y 
cincuenta  cordeles  inscribiéndose  esta  en  el  Registro 
de  la  Propiedad. — Octavo:  Que  Cuando  Pedro  Gonzá- 
lez Larrinaga  adquirió  por  herencia  de  su  padre  el 
San  Dimas,  se  lo  adjudicó  con  medida  de  treinta  y 
siete  caballerías,  adquiriendo  después  en  ocho  de 
Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  por  compra 
á  Francisco  Camejo  dos  caballerías  conocidas  con  ese 
mismo  nombre  de  Camejo,  limítrofe  con  el  mismo  San 
Dimas  por  el  Sur,  por  el  Norte  con  dos  caballerías  y 
cincuenta  cordeles  conocidas  por  tierras  de  Pinzón, 
I)or  el  Este  con  camino  de  las  Virtudes;  y  por  el  Oes- 
te con  terrenos  de  Sánchez,  que  esas  dos  caballerías  de 
Camejo  las  agregó  al  San  Dimas  que  llegó  así  á  tener 
la  medida  de  treinta  y  nueve  caballerías  que  más  tar- 
de adquirió  también  en  veintiuno  de  Octubre  del  mis- 
mo año  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  por  compra 
á  Lucía  Canela  y  á  Juan  José  Hermoso  las  dos  caba- 
llerías y  cincuenta  cordeles  de  referencia,  que  son  las 
mismas  conocidas  por  tierras  de  Pinzón  con  las  que 
lindan  por  el  Norte  las  otras  dos  procedentes  de  la 
Sra.  Camejo,  las  cuales  aparte  de  las  diferencias  de 
linderos  su  distinta  procedencia  y  ffecha  de  adquisi- 
ción que  las  distinguen  de  las  otras  dos,  nunca  fueron 
agregadas  al  San  Dimas;  formando  siempre  una  sola  y 
separada  finca.  Noveno:  Que  en  este  estado  de  cosas 
y  en  esta  situación  las  tierras  referidas  vendió  en  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  González  La- 
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rrinaga  á  Gastelló  el  San  Dimas  y  ésta  se  entendió  con 
la  medida  de  treinta  y  nueve  caballerías  á  que  llegó 
por  la  agregación  que  se  le  había  ya  hecho  de  las  dos 
tituladas  de  Camejo,  posesionándose  el  comprador  sin 
duda  por  error,  no  ton  solo  de  las  treinta  y  nueve  ca- 
ballerías vendidas,  sino  de  mayor  extensión  de  terre- 
no por  el  Norte  donde  se  encuentran  las  dos  caballerías 
y  cincuenta  cordeles  que  no  habían  sido  objeto  de  con- 
trato y  que  continuaban  perteneciendo  al  vendedor 
González  Larrinaga,  quien  por  entonces  y  debido  á 
no  estar  utilizándolas  no  echó  de  ver  la  extralimita- 
ción  de  Castelló. — ^Décimo:  que  en  diez  de  Enero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  se  ofreció  á  Gonzá- 
lez Larrinaga  la  oportunidad  de  vender  esas  dos  caba- 
llerías y  cincuenta  cordeles  y  así  lo  hizo,  adquiriéndo- 
las Valladares  quien  al  intentar  posesionarse  de  ellas 
las  encontró  ya  en  poder  de  Castelló,  originada  por 
haberse  extralimitado  éste  al  posesionarse  del  San  Di- 
mas,  y  con  cuya  dificultad  tropieza  también  su  repre- 
sentado; y  Onceno:  Que  han  resultado  ioútileslas  ges- 
tiones practicadas  para  lograr  la  posesión  de  la  cosa 
legítimamente  adquirida,  viéndose  en  la  necesidad  de 
establecer  la  demanda  sin  el  requisito  de  la  concilia- 
ción por  ijgnorar  el  domicilio  del  demandado. — Como 
fandamentos  de  derecho  alegó  los  que  estimó  oportu- 
nos y  ejercitado  las  accciones  reales  y  personales  que 
expresó  le  asistían  concluyó  pidiendo  que  se  declarase 
con  lugar  la  demanda  y  que  se  condenara  al  deman- 
dado 4  verificar  el  deslinde  de  la  finca  de  que  se  trata 
á  la  entrega  de  ésta  con  sus  frutos  percibidos  durante 
el  tiempo  que  la  ha  detentado  y  en  su  defecto  á  estar 
y  pasar  por  el  deslinde  que  de  oficio;  á  su  costa  y  con 
arreglo  á  derecho  se  practique  á  los  efectos  de  deter- 
minar dichas  dos  caballerías  y  cincuenta  cordeles  que 
se  entregaran,  á  su  representado  con  sus  frutos  perci- 
bidos é  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  con  las 
costas». 

Tercero.  «Resultando  que  el  promovente  acom- 
pañó con  su  demanda  los  siguientes  documentos:  Uno 
Testimonio  del  poder  otorgado  por  Sabino  García  Fer- 
nández ante  el  Notario  Ldo.  Juan  Antonio  Lliteras, 
con  fecha  veintidós  de  Mayo  de  mil  novecientos  á 
favor  de  Emeterio  Ureña  y  otros:  Dos:  Testimonio  de 
la  escritura  de  diez  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco  ante  el  Notario  Francisco  de  Castro  y 
Flaquer  por  la  que  Pedro  González  Larrinaga  y  Mari- 
ño  como  dueño  de  una  caballería  y  cincuenta  cordeles 
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de  tierra  ubicada  en  el  caartón  de  Santa  Ana  en  el 
Término  Municipal  de  esta  cabecera  que  linda  por  el 
Naciente  con  el  camino  de  las  Virtudes  6  Taberna  de 
Chicharrón  por  el  Poniente  ú  Oeste  con  tierras  de  los 
herederos  de  don  Gabiiel  Sánchez,  por  el  Norte  con 
el  camino  de  Tabernas  Nuevas  y  por  el  Sur  con  tierras 
del  mismo;  y  de  otra  caballería  en  el  propio  cuartón  y 
término  que  linda  por  el  Sur  con  terrenos  del  citado 
Larrinaga,  por  el  Norte  con  camino  Real  de  Tabernas 
Nuevas  y  potrero  Bamos,  por  el  Este  con  camino  real 
de  Chicharrón  y  cafetal  de  D.  Onofre  Pascual  y  por  el 
Oeste  con  el  sitio  de  Pedro  Porto  y  cuyas  dos  porcio- 
nes formaban  una  sola  finca  con  una  cabida  de  dos 
caballerías  cincuenta  cordeles  de  tierra  que  linda  en 
conjunto  por  el  Norte  con  el  camino  real  que  vá  á  Ta- 
bernas Nuevas  frente  á  las  fincas  Kamos  y  Padre  Ale- 
mán, por  el  Sur  con  dos  caballerías  tituladas  Camejo, 
que  pertenecen  al  demolido  San  Dimas,  por  el  Este 
con  camino  de  las  Virtudes  que  va  á  Tabernas  de  Chi- 
charrón frente  al  cafetal  de  herederos  de  Onofre  Pas- 
cual y  por  el  Oeste  con  el  sitio  que  fué  de  Gabriel 
Sánchez,  después  de  Pedro  Porto,  y  hoy  de  José  de 
Jesús  Hernández,  terrenos  éstos  que  había  adquirido 
por  compra  á  D.  Juan  José  de  Hermoso  y  á  Lucía 
Canelas  por  escritura  de  veintiuno  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cuatro  ante  el  Escribano  José 
A.  Quiñones;  vendió  realmente  en  parte  de  pago  de 
deuda  á  José  Encarnación  Valladares  y  Rouviche,  en 
precio  de  dos  mil  quinientos  pesos  en  oro,  que  ya  te- 
nía recibido  como  parte  de  la  hipoteca  de  las  casas 
calle  Sol  numero  setenta  y  dos  y  setenta  y  cuatro 
que  le  debía  y  fué  mandada  cancelar  en  diez  y  seis  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  haciéndose 
constar  en  la  cláusula  sexta  de  la  expresada  escritura 
la  cesión  de  los  derechos  que  tenía  á  cobrar  las  in- 
demnizaciones que  procedían  por  el  tiempo  que  inde- 
bidamente hayan  percibido  las  rentas  de  los  terrenos 
descriptos  la  persona  ó  personas  que  lo  han  detentado 
y  esa  escritura  previo  el  pago  de  los  derechos  fiscales 
que  devengó  fué  inscripta  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad de  esta  Villa  en  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  al  folio  cincuenta  y  cuatro, 
tomo  catorce  de  este  término,  finca  número  quinientos 
cuarenta  y  dos  inscripción  primera:  Tres:  Certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  Propiedad  de  esta 
Villa  de  fecha  veintiocho  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  de  la  que  consta  que  á  favor  de  Va- 
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Hadares  y  Rou  viche  al  folio  del  tomo  referido  y  con  el 
número  citado  aparece  la  inscripción  de  dominio  de 
un  sitio  de  dos  caballerías  y  cincuenta  cordeles  ubica- 
da en  el  cuartón  Santa  Ana,  lindando  por  el  Norte 
con  el  camino  real  que  va  á  Tabernas  Nuevas,  frente 
á  las  fincas  Eamos  y  Padre  Alemán,  por  el  Sur  con 
caballerías  tituladas  Oamejo  pertenecientes  al  ingenio 
San  Di  mas,  por  el  Este  con  el  camino  de  las  Virtudes 
que  va  á  Tabernas  de  Chicharrón  frente  al  cafetal  de 
los  herederos  de  D.  Onofre  Pascual  y  por  el  Oeste  con 
el  sitio  que  fué  de  don  Gabriel  Sánchez,  después  de 
D.  Pedro  Porto  y  hoy  de  D.  José  de  Jesús  Hernández 
y  cuya  finca  adquirió  por  compra  á  don  Pedro  Gonzá- 
lez Larrinaga  por  la  escritura  antes  mencionada  y  en 
la  forma  que  la  misma  expresa:  Cuatro:  Testimonio 
de  la  escritura  de  veintidós  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  Emilio 
Villageliú  por  la  que  José  de  la  Encamación  Vallada- 
res Rouviche  como  duefío  del  ^rreno  de  dos  caballe- 
rías cincuenta  cordeles  deacriptos  anteriormente  lo 
enagcnó  á  Sabino  García  Fernández  por  precio  de  un 
mil  pesos  oro  español  pagaderos  en  esta  forma  dos- 
cientos pesos  que  confiesa  haber  recibido  y  los  ocho- 
cientos pesos  restantes  al  tomar  posesión  de  la  finca 
cediendo  por  la  propio  escritura  los  derechos  y  accio- 
nes que  le  correspondían  |>ara  reclamar,  cobrar  y 
percibir  las  cantidades  que  por  indemnizaciones  con- 
motivo de  la  detención  del  inmueble  pudieran  corres- 
ponderle,  de  cuya  escritura  se  pagaron  los  derechos 
fiscales  inscribiéndose  en  el  Registro  de  In.  Propiedad 
al  folio  cincuenta  y  siete,  tomo  catorce  de  este  A.  yun- 
tamiento  finca  quinientos  cuarenta  y  dos  tercera  ins- 
cripción: Cinco:  Copia  simple  de  la  escritura  de  dos 
de  Octubre  de  mil  ochocientí>s  ochenta  y  siete  otorga- 
da'ante  el  Notario  Joaquín  Lancís  y  Alfonso  y  por  la 
que  Pedro  González  Larrinaga  y  Marino  como  duefío 
de  la  finca  rustica  Ingenio  demolilo  San  Dimas  situa- 
do en  este  Término  Municipal  compuesto  de  treinta  y 
nueve  caballerías  de  tierra  que  linda  al  Norte  con  el 
callejón  que  sale  al  paso  del  Francés  al  Sur  con  cami- 
no transversal  que  sale  al  Chicharrón,  al  Este  con  el 
camino  Real  de  este  último  nombre  y  al  Oeste  con  el 
camino  real  de  Cabriades,  que  adquirió  en  la  forma: 
El  fundo  de  dicho  Ingenio  con  treinta  y  siete  caballe- 
rías de  tierra,  por  adjudicación  en  la  testamentaria  de 
Juan  de  Dios  González  Larrinaga,  según  acuerdo  de 
once  de  Marzo  de  mil  ochocient»  s  sesenta  y  tres,  y  las 
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dos  caballerías  restantes  por  título  de  compra  á  Fran- 
cisco Camejo  en  ocho  de  Abrí)  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  cinco,  ante  el  Escribano  de  esta  Villa  D.  José 
Seoane  por  la  enagenó  á  José  M*?^  Castelló  y  Castro 
por  precio  de  cuarenta  y  cinco  mil  novecientos  noven- 
ta y  cinco  pesos  ochenta»  y  nueve  centavos  en  oro; 
Seis:  Copia  simpre  de  la  escritura  de  ocho  de  Abril  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  ante  José  Seoane  por 
la  cual  Francisca.  Camejo,  vendió  á  Pedro  González 
Larrinaga  un  sitio  compuesto  de  dos  caballerías  de 
tierra  situado  en  ei  cuartón  Santa  Ana  en  el  Término 
de  esta  cabecera  de  las  correspondientes  al  cafetal 
Fundador  lindando  por  su  frente  con  camino  real  de 
las  Virtudes  por  el  Sur  con  el  Ingenio  San  Dimas  del 
comprador  por  el  Norte  con  tierras  de  Luis  Pinzón  y 
por  el  Este  con  terrenos  que  fueron  de  don  Aiige^  Sán- 
chez y  hubo  en  catorce  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres  por  adjudicación  en  el  intestato  de  su 
esposo  Pedro  Herrera  en  precio  de  tres  mil  ochocien- 
tos cincuenta  pesos». 

Cuarto.  «Resultando  que  el  actor  por  escrito  fo- 
jas sesenta  y  cinco,  amplió  su  demanda  con  fos  si- 
guientes hechos  que  conforme  consta  del  hecho  nove- 
no de  la  demanda  González  Larrinaga  vendió  en 
Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siet.e  á  don  José 
M*  Castelló  la  finca  San  Dimas  y  como  también  consta 
del  he<ího  décimo  el  propio  González  Larrinaga,  ven- 
dió en  diez  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  á  José  Valladares  las  dos  caballerías  y  cincuen- 
ta cordeles  á  que  la  demanda  se  refiere  <|ue  por  ello 
se  evidencia  que  Larrinaga  no  transmitió  á^José  Ma- 
ría Castelló  al  venderle  la  finca  «San  Dimas»  más 
que  el  dominio  y  posesión  de  las  treinta  y  nueve 
caballerías  que  las  constituían  y  nunca  el  que  tenía 
sobre  lasados  caballerías  y  cincuenta  cordeles  objeto 
de  la  demanda,  agregando  que  de  otro  modo  no  se  ex- 
plica que  siete  afíos  más  tarde  Larrinaga  vendiese  di- 
chas dos  caballerías  á  Valladares. 

Bebeldía: 

Quinto.  Resultando  que  por  proveído  Fojas  se- 
tenta y  tres  vueltas  se  tuvo  por  parte  á  Emeterio  Ure- 
ña  á  nombre  del  actor  se  confirió  traslado  al  deman- 
dado f«or  el  término  legal  con  emplazamiento  el  que  se 
verificaría  así  que  se  determinase  el  domicilio  del  de- 
mandado, y  por  manife-^trar  aquel  por  escrito  fojas 
setenta  y  cinco  que  lo  desconocía   se  dispuso  á  su  ins- 


158 


boletín  IíEOIBLATIYO. 


tancia  verificarlo  por  medio  de  edictos  lo  que  se  efec- 
tuó como  consta  al  folio  setenta  y  siete  y  setenta  y 
ocho:  que  transcurrido  el  término  del  emplazamiento 
y  á  solicitud  también  del  actor  foja  setenta  y  nueve, 
se  tuvo  por  acunada  la  rebeldía  del  demandado  y  se 
acordó  hacerle  un  segundo  llamamiento  en  la  misma 
forma  que  el  anterior  y  por  la  mitad  del  término  pri- 
meramente concedido,  lo  que  también  se  verificó  según 
resulta  á  fojas  ochenta  y  uno  y  ochenta  dos;  y  transcu- 
rrido ese  nuevo  término  sin  que  tampoco  hubiera  com- 
parecido acusándola  nuevamente  la  rebeldía  en  auto 
foja  ochenta  y  cuatro  vuelta  se  le  declaró  en  ese  esta- 
do, se  tuvo  por  contestada  la  demanda,  por  renunciada 
por  el  actor  la  réplica  y  se  recibió  el  juicio  á  prueba, 
abriéndose  el  primer  período  por  término  de  veinte 
diasD. 

Sexto.  Resultando  que  el  Procurador  Joaquín 
Lascaibar,  por  escrito  foja  noventa  y  cuatro,  se  perso- 
nó á  nombre  del  demandado  Castelló  acompañando 
testimonio  de  escritura  de  poder  otorgada  ante  Juan 
Oantisan,  Notario  de  Sevilla,  por  d(m  José  M^  Caste- 
lló á  favor  de  Patricio  Sánchez  y  González  con  facul- 
tad de  Representarlo  en  juicio  y  para  sustituirlo  en 
favor  de  Procuradores  y  de  la  sustitución  otorgada  á 
su  favor  por  Sánchez  en  veintitrés  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  Manuel 
de  J.  Arocha;  y  tenido  p  »r  parte  por  providencia  foja 
noventa  y  cuatro  vuelta  se  le  entregaron  las  copias  de 
la  demanda  y  documentos  acompañados:  que  pedida 
reforma  fojas  ciento  dos  del  proveído  anterior,  se  de- 
claró no  haber  lugar  á  sustau'dar  el  propio  recurso  por 
estar  presentado  el  escrito  fuei'a  del  término  legal». 

Prukba : 

Séptimo.  Resultando  que  durante  el  término  pro- 
batorio á  instancia  del  demandante  se  practicaron  los 
medios  de  prueba  siguientes:  Prueba  documental:  Se 
trajo  á  los  autos  un  testimonio  de  las  escrituraos  de 
veintiuno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
<;uatro  otorgada  ant^  el  Esci'ibauo  de  la  Habana  José 
A.  de  Quiñones,  constando  del  de  'a  foja  ciento  seten- 
ta }•  siete  vuelta,  la  venta  de  un  sitio  de  labor  com- 
puesto de  una  caballería  de  tierra  de  las  del  cafetal 
demolido  «Funlador»  ubicado  en  el  partido  rural  de 
Guanajay,  cuartón  de  Santa  Ana,  que  linda  por  el  Sur 
con  terrenos  del  comprador,  por  el  Norte  con  el  cami- 
no real  de  Tabernas  Nuevas  y  potrero   Ramos,  por  el 
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Este  con  el  camino  real  de  Chicharrón  y  cafetal  de 
Onofre  Pascual  y  por  el  Oeste  con  el  sitio  de  Pedro 
Porto  y  cuya  venta  efectuó  en  favor  de  don  Pedro 
González  Larrinaga,  Lucia  Canelas,  haciendo  constar 
ésta  haberlas  adquirido  por  adjudicación  k  consecuen- 
cia de  la  testamentaria  de  Luis  Pinzón  y  Tolón.  Y  del 
de  la  foja  ciento  ochenta  y  dos  resulta  que  don  Pedro 
González  Larrinaga  compró  á  don  Juan  José  Hermoso 
un  sitio  de  una  caballería  y  cincuenta  cordeles  de 
tierra  ubicado  en  el  mismo  cuartón  y  término  que  el 
antes  descripto.  lindando  por  el  Naciente  con  el  cami- 
no de  las  Virtudes  á  Tabernas  de  Chicharrón,  por  el 
Poniente  con  tierras  de  los  herederos  de  don  Ángel 
Sánchez,  por  el  Norte  con  el  camino  de  las  Tabernas 
Nuevas  y  por  el  Sur  con  tierras  del  cx)mprador.  Tes- 
timonio de  la  escritui'a  de  fecha  dos  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  ante  don  Joaquín  Lancis 
y  Alfonso,  Notario  de  la  Habana,  y  por  la  que  Gonzá- 
lez Larrinaga  vendió  á  Castelló  el  inmueble  San  Di- 
xnas;  esta  escritura  es  la  misma  de  que  se  ha  hecho 
mérito  en  el  Resultando  segundo  con  el  número  cinco: 
Certificación  expedida  por  el  Escribano  Luis  de  J.  San- 
sa del  Juzgado  de  primera  instancia  del  Centro  de  la 
Habana  de  la  que  consta  que  en  1h  testamentaTÍa  de 
don  Juan  de  Dios  González  Larrinaga,  por  escrito  de 
once  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  se 
adjudicó  don  Pedro  González  Larrinaga  el  Ingenio 
San  Dimas,  cuya  ñnca  no  se  describe:  del  «uto  de 
nueve  de  Abril  del  mismo  año  aprobando  esa  adjudi- 
cación que  fué  exenta  del  pago  de  derechos:  Testimo- 
nio de  la  escritura  de  ocho  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y.  cuatro  ante  el  Notario  que  fué  de  esta 
Villa  don  José  Seoane  por  la  que  doña  Francisca  Ca- 
mejo  vendió  á  González  Larrinaga  dos  caballerías  de 
tierra  y  es  ésta  la  misma  escrituiu  á  que  se  hace  men- 
ción en  el  número  sexto  del  segundo  Resaltando: 
Aparte  de  la  relacionada,  el  actor  solicitó  prueba  pe- 
ricial al  objeto  de  que  con  vista  de  las  escrituras  ó  tí- 
tulos de  propiedad  por  los  que  se  adjudicó  Pedro  Gon- 
zález Larrinaga  las  treinta  y  siete  caballerías  que 
<x>m ponían  el  demolido  Ingenio  San  Dimas,  las  dos 
caballerías  tituladas  de  Camf» jo  y  los  de  las  dos  caba- 
llerías y  cincuenta  cordeles  objeto  de  este  pleito,  así 
<5omo  aquelloH  títulos  ó  escrituras  por  las  cuales  ven- 
dió á  don  José  M^  Castelló  el  Ingenio  San  Dima^^  com- 
puesto ya  de  treinta  y  nueve  caballerías  de  tierras  y 
Á  Encarnación  Valladares   las   dos  caballerías  y  cin- 
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cuenta  cordeles  y  teniendo  en  cuenta  los  linderos,  ca- 
bida y  demás  que  en  las  referidas  escrituras  se  con- 
signa respecto  á  dichos  terrenos,  proceda  á  la  medida 
de  dichas  fincas  para  determinar  que  las  dos  caballe- 
rías y  cincuenta  cordeles,  no  se  encuentran  compren- 
didas dentro  de  la  cabida  del  Ingenio  ^an  Dimas  ni 
cuando  ésta  constaba  de  treinta  y  siete  caballerías  y 
se  la  adjudicó  González  Larrinaga,  ni  cuando  com- 
puesto de  treinta  y  nueve  por  habérsele  agr»  gado  las 
dos  caballerías  de  Camejo  fué  vendida  por  Laiiinaga 
á  José  M*}  Castelló  y  admitida  como  pertinente  esta 
prueba  foja  ciento  veinticuatro  vuelta  en  acta  de  foja 
ciento  veintiséis  vuelto  las  partes  se  pusieron  de  acuer- 
do y  designaron  al  Perito  Antonio  Fernández  de  Cas- 
tro y  héchole  saber  el  nombramiento  foja  ciento  trein- 
ta y  uno  vuelto  aceptó  el  cargo  y  en  proveído  de  foja 
ciento  treinta  y  d<is  vuelta  se  previno  al  perito  referi- 
do emitiese  su  informe  dentro  del  término  de  diez 
días,  haciéndosele  saber  los  extremos  de  que  había  de 
ser  objeto:  que  después  á  instancia  del  demandado,  se 
saQaló  día  para  dar  comienzo  á  esta  diligencia,  Jo  que 
se  notificó  al  perito  al  folio  ciento  cincuenta  y  uno 
vuelto;  y  solicirada  por  el  actor  la  suspensión  de  esia 
diligencia  basta  tanto  se  tiajeran  á  los  autos  varios 
de  los  documentos  que  había  de  tener  á  la  vista,  en 
proveído  foja  ciento  cincuenta  y  tres  se  accedió  á  ello, 
no  llegándose  á  practicar  e^te  medio  de  prueba  dentro 
del  término  que  se  concedió». 

Octavo.  Resultando  que  á  instancia  del  deman- 
dad»» se  practicaron  las  siguientes  pruebas:  Documen- 
tal: Se  trajo  á  los  autos  testimonio  de  la  escritura  de 
dos  de  Octubi  e  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante 
Joaquín  Lancís  que  es  la  misma  referida  en  el  nixmero 
cinco  del  segundo  Resultando:  Prueba  de  testigos:  £1 
testigo  Manuel  González  Gutiérrez  declaró  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  ley:  que  las  caballerías 
y  cordeles  cuyos  linderos,  situación  y  nombres  se  le 
dieron  á  conocer,  fueron  agregadas  al  Ingenio  San  Di- 
mas  por  su  dueño  Pedro  González  Larrinaga,  desde  la 
misma  fecha  que  las  compró  ó  sea  en  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cuatro,  constándole  por  haber- 
las conocido  siempre  agregadas  al  Ingenio  S^n  Dimas: 
que  al  venderle  Pedro  González  Larrinaga  el  Ingenio 
San  Dimas  á  Castelló  en  el  año  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  le  entregó  formando  un  solo  cuerpo  tal 
como  hoy  se  encuentra  dicha  fincA,  comprendiendo  en 
su  área  las  dos  caballerías  de  tierra  á  que  ante^  se  ha 
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referido;  y  que  deede  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
hasta  la  fecha  don  José  Castelló  ha  vendido  definiti- 
yamente  la  finca  San  Dimas  con  inclusión  de  las  dos 
caballerías  y  cordeles  antes  descriptas,  siendo  arren- 
datario don  Nicolás  Olaiz  de  esas  tierras:  El  testigo 
Nicolás  Olaiz  dijo:  que  no  le  comprendían  las  genera- 
les de  la  ley:  que  lo  único  que  le  consta  es  que  desde 
el  año  mil  ochocientos  setenta  y  tres  están  agregadas 
las  dos  caballerías  y  cordeles  al  Ingenio  San  Dimas, 
ignorando  si  lo  están  desde  el  año  mil  ochocientos  se- 
senta y  cuatro:  que  al  venderle  Pedro  González  La- 
rrinaga  el  Ingenio  San  Dimas  á  José  Castelló  el  año 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete  lo  entregó  formando 
un  solo  cuerpo  tal  como  hoy  se  encuentra  dicha  finca, 
comprendiendo  en  su  área  ías  dos  caballerías  de  tierra 
á  que  antes  se  ha  referido,  constándole  por  ser  arren- 
datario de  la  finca,  desde  el  año  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  que  ha  sido  y  es  arrendatario  de  la  finca,  co- 
nociéndola tanto  en  tiempo  de  González  Larrinaga 
como  en  el  de  José  María  Castelló  tal  y  como  en 
la  actualidad  se  encuentra.  Y  el  otro  testigo  Jo- 
sé de  Jesús  Hernández  y  Pérez,  manifestó  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  ley:  que  es  cierto  que 
las  dos  caballerías  y  cordeles  que  reclama  Sabino 
García  fueron  agregadaa  al  Ingenio  San  Dimas  por 
su  dueño  Pedro  González  Larrinaga  desde  la  misma 
fecha  en  que  las  compró  ó  sea  en  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cuadro,  constándole  como  vecino  co- 
lindante muy  antiguo:  que  no  le  consta  si  al  ví*nderle 
Pedro  González  Larrinaga  el  ingenio  San  Dimas  á  Jo- 
sé CastelUó,  le  entregó  formando  un  solo  cuerpo,  tal 
como  hoy  se  encuentra  dicha  finca  comprendiendo  en 
su  área  las  dos  caballerías  de  tierra  que  han  sido  obje- 
to de  la  contestación  anterior  y  que  le  consta  que  Ñi-^ 
colas  Olaiz  es  arrendatario  de  la  finca  habiendo  oido 
decir  que  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ha 
vendido  definitivamente  la  finca  San  Dimas  con  inclu- 
sión de  las  dos  caballerías  y  cordeles  antes  menciona- 
dos. Prueba  pericial:  practicada  por  los  peritos  An- 
tonio Fernández  de  Castro,  José  Vega  y  Flores  é 
Ignacio  Garrido  designados  por  ambas  partes  foja 
trescientas  veinticuatro  vuelta,  la  medida  descripción 
y  linderos  de  la  finca  San  Dimas,  sobre  el  hecho  de  es- 
tar comprendida  dentro  de  los  linderos  de  dichas  fin- 
cas tal  y  como  se  explicaron  en  la  escritura  de  dos  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante  Don 
Joaquín  Lancís  las  dos  caballerías  y   cordeles   objeto 
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cuenta  cordeles  y  teniendo  en  cuenta  los  linderos,  ca- 
bida y  demás  que  en  las  referidas  escrituras  se  con- 
signa respecto  á  dichos  terrenos,  proceda  á  la  medida 
de  dichas  fincas  para  determinar  que  las  dos  caballe- 
rías y  cincuenta  cordeles,  no  se  encuentran  compren- 
didas dentro  de  la  cabida  del  Ingenio  han  Dimas  ni 
cuando  ésta  constaba  de  treinta  y  siete  caballerías  y 
se  la  adjudicó  González  Larrinaga,  ni  cuando  com- 
puesto de  treinta  y  nueve  por  habérsele  agregado  las 
dos  caballerías  de  Camejo  fué  vendida  por  Larrinaga 
á  José  M^  Castelló  y  admitida  como  pertinente  esta 
prueba  foja  ciento  veinticuatro  vuelta  en  acta  de  foja 
ciento  veintiséis  vuelto  las  partes  se  pusieron  de  acuer- 
do y  designaron  al  l'erito  Antonio  Fernández  de  Cas- 
tro y  héchole  saber  el  nombramiento  foja  ciento  trein- 
ta y  uno  vuelto  aceptó  el  cargo  y  en  proveído  de  foja 
ciento  treinta  y  di,s  vuelta  se  previno  al  perito  referi- 
do emitiese  su  informe  dentro  del  término  de  diez 
días,  haciéndosele  saber  los  extremos  de  que  había  de 
ser  objeto:  que  después  á  instancia  del  demandado,  se 
safialó  día  para  dar  comienzo  á  esta  diligencia,  Jo  que 
se  notificó  al  perito  al  folio  ciento  cincuenta  y  uno 
vuelto;  y  solicitada  por  el  actor  la  sunpensión  de  esta 
diligencia  hasta  tanto  se  tiajeran  á  los  autos  varios 
de  los  documentos  que  había  de  tener  á  la  vistA,  en 
proveído  foja  ciento  cincuenta  y  tres  se  accedió  á  ello, 
no  llegándose  á  practicar  este  medio  de  prueba  dentro 
del  término  que  se  concedió». 

Octavo.  Resultando  que  á  instancia  del  deman- 
dad*» se  practicaron  las  siguientes  pruebas:  Documen- 
tal: Se  trajo  á  los  autos  testimonio  de  la  escritura  de 
dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante 
Joaquín  Lancís  que  es  la  misma  referida  en  el  numero 
cinco  del  segundo  Resultando:  Prueba  de  testigos:  El 
testigo  Manuel  González  Gutiérrez  declaró  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  ley:  que  las  caballerías 
y  cordeles  cuyos  linderos,  situación  y  nombres  se  le 
dieron  á  conocer,  fueron  agregadas  al  Ingenio  San  Di- 
mas  por  su  dueño  Pedro  González  Larrinaga,  desde  la 
misma  fecha  que  las  compró  ó  sea  en  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesentíi  y  cuatro,  constáudole  por  haber- 
las conocido  siempre  agregadas  al  Ingenio  Sjín  Dimas: 
que  al  venderle  Pedro  González  Larrinaga  el  Ingenio 
San  Dimas  á  Castelló  en  el  año  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  le  entiegó  formando  un  solo  cuerpo  tal 
como  hoy  se  encuentra  dicha  fincA,  comprendiendo  en 
su  área  las  dos  caballerías  de  tierra  á  que  antes  se  ha 
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referido;  y  que  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
hasta  la  fecha  don  José  Castelló  ha  vendido  defíniti- 
Tamente  la  finca  San  Dimas  con  inclusión  de  las  dos 
caballerías  y  cordeles  antes  descriptas,  siendo  arren- 
datario don  Nicolás  Olaiz  de  esas  tierrab:  El  testigo 
iN'icolás  Olaiz  dijo:  que  no  le  comprendían  las  genera- 
les de  la  ley:  que  lo  único  que  le  consta  es  que  desde 
el  año  mil  ochocientos  setenta  y  tres  están  agregadas 
las  dos  caballerías  y  cordeles  al  Ingenio  San  Dimas, 
ignorando  si  lo  están  desde  el  año  mil  ochocientos  se- 
senta y  cuatro:  que  al  venderle  Pedro  González  La- 
rrinaga  el  Ingenio  San  Dimas  á  José  Castelló  el  año 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete  lo  entregó  formando 
un  solo  cuerpo  tal  como  hoy  se  encuentra  dicha  finca, 
comprendiendo  en  su  área  ]as  dos  caballerías  de  tierra 
á  que  antes  se  ha  referido,  constándole  por  ser  arren- 
datario de  la  finca,  desde  el  año  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  que  ha  sido  y  es  arrendatario  de  la  finca,  co- 
nociéndola tanto  en  tiempo  de  González  Larrinaga 
como  en  el  de  José  María  Castelló  tal  y  como  en 
la  actualidad  se  encuentra.  T  el  otro  testigo  Jo- 
sé de  Jesüs  Hernández  y  Pérez,  manifestó  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  ley:  que  es  cierto  que 
las  dos  caballerías  y  cordeles  que  reclama  Sabino 
García  fueron  agregadaa  al  Ingenio  San  Dimas  por 
su  dueño  Pedro  González  Larrinaga  desde  la  misma 
fecha  ep  que  las  compró  ó  sea  en  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  cuatro,  constándole  como  vecino  co- 
lindante muy  antiguo:  que  no  le  consta  si  al  venderle 
Pedro  González  Larrinaga  el  ingenio  San  Dimas  4  Jo- 
sé CastelUó,  le  entregó  formando  un  solo  cuerpo,  tal 
como  hoy  se  encuentra  dicha  finca  comprendiendo  en 
su  área  las  dos  caballerías  de  tierra  que  han  sido  obje- 
to de  la  contestación  anterior  y  que  le  consta  que  Ni- 
colás Olaiz  es  arrendatario  de  la  finca  habiendo  oído 
decir  que  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ha 
vendido  definitivamente  la  finca  San  Dimas  con  inclu- 
sión de  las  dos  caballerías  y  cordeles  antes  menciona- 
dos. Prueba  pericial:  practicada  por  los  peritos  An- 
tonio Fernández  de  Castro,  José  Vega  y  Flores  é 
Ignacio  Garrido  designados  por  ambas  partes  foja 
trescientas  veinticuatro  vuelta,  la  medida  descripción 
y  linderos  de  la  finca  San  Dimas,  sobre  el  hecho  de  es- 
tar comprendida  dentro  de  los  linderos  de  dichas  fin- 
cas tal  y  como  se  explicaron  en  la  escritura  de  dos  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante  Don 
Joaquín  Lancís  las  dos  caballerías  y   cordeles  objeto 
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de  este  pleito  menoioDadas  en  las  escrituras  de  diez  de 
Enero  del  noventa  y  cinco  y  veintidós  de  Novi«-mbre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  produjeron  como 
resultado  de  la  operación  el  oportuno  informe  foja 
doscientos  ochenta  y  siete  haciendo  constar  en  él  co- 
mo linderos  al  Norte  con  el  camino  que  vá  al  Francés 
el  cual  la  separa  de  las  fincas  del  Padre  Alemán  y  de 
la  de  los  herederos  de  Granada  por  el  Kste  con  el  ca- 
mino de  Chicharrón  que  la  separa  de  las  fincas  Santa 
Ana  de  los  herederos  de  Onof  re  Pascual  y  de  las  de 
González  José  Fernández  Hernández  y  Pedro  Gramas 
por  el  Sur  con  el  mismo  camino  de  Chicharrón  que  las 
separa  de  las  fincas  Moran  y  Barrera  y  por  el  Oeste 
con  el  camino  de  Cabriales  que  la  separa  de  las  fincas 
de  este  último  nombre  de  Rafael  Martínez  y  San  Pe- 
dro, de  don  Manuel  González;  se  halla  situada  en  este 
término  Municipal  teniendo  una  superficie  según  el 
plano  levantado  y  del  cual  acompañaron  copia,  de 
treinta  y  ocho  caballería  de  tierra  y  doscientos  sesen- 
ta y  cuatro  cordeles  de  las  que  según  manifestación  de 
vecinos  hay  que  deducir  dos  caballerías  de  tieri*a  que 
dentro  de  las  primeras  pertenecen  á  D.  Rafael  Rodrí- 
guez López  quedando  en  este  caso  á  la  finca  San  Di- 
mas  una  superficie  de  treinta  y  seis  caballerías  y  dos- 
cientos sesenta  y  cuatro  cordeles  planos:  que  estudia- 
dos los  linderos  de  las  dos  caballerías  cincuenta  cor- 
deles á  que  se  refieren  las  escrituras  de  diez  de  Enero 
del  noventa  y  veintidós  de  Noviembre  del  noventa  y 
nueve,  ó  sean  las  que  lindan  por  el  Norte  con  el  cami- 
no real  que  vá  á  Tabernas  Nuevas,  frente  á  la  finca 
Ramos  y  finca  del  Padre  Alemán,  por  el  Sur  con  dos- 
caballerías  tituladas  Camejo  que  pertenecen  á  San  Di- 
mas  por  el  Este  con  el  camino  de  las  Virtudes  que  vá 
á  Tabernas  de  Chicharrón  frente  al  cafetal  de  herede- 
ros de  Gnofre  Pascual  y  por  el  Oeste  con  el  sitio  que 
fué  de  D.  Gabriel  Sánchez  después  de  Pedro  Porto  hoy 
de  José  de  Jesús  Hernández  manifiestan  que  la  expre- 
sada finca  de  dos  caballeí  ías  y  cincuenta  cordeles  está 
situada  en  el  ángulo  Nordeste  del  plano  adjuntado  y 
que  representa  todo  el  terreno  comprendido  entre  los 
cuatro  caminos  que  limitan  la  finca  San  Dimas:  La  de 
reconocimiento  judicial:  De  la  finca  San  Dimas  en  la 
parte  que  es  objeto  de  esta  reclamación:  Practicada 
dicha  prueba  foja  doscientos  cincuenta  y  seis  con  asis- 
tencia de  las  partes  aparece  del  acta  levantada  al  efec- 
to que  recorrido  el  callejón  denominado  Paso  el  Fran- 
cés, extremo  Norte  hasta  llegar  el  denominado  Chi- 
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•charrón,  que  es  el  lindero  Este  al  otro  camino  trans- 
versal que  sale  al  Chicharrón  que  es  el  lindero  Sur  y 
de  éste  al  primero  denominado  real  de  Cabriales  que 
^8  el  lindero  Oeste  de  la  expresada  finca  sin  que  fuera 
de  los  expresados  caminos  que  constituyen  los  linderos 
de  toda  la  finca  según  la  escritura  existan  á  su  sim- 
ple vista  terrenos  de  la  mencionada  finca  San  Dimas, 
se  observó  que  las  dos  caballerías  cincuenta  cordeles 
señaladas  por  la  representación  del  actor  García  se 
encuentran  dentro  de  los  linderos  transcriptos.  En  el 
acto  de  referencia  pidió  la  representación  del  actor 
que  también  se  consignara  en  el  acta  que  se  levantaba 
que  dentro  de  los  linderos  del  San  Dimas  también 
existia  sin  pertenecer  á  esta  finca,  la  de  José  de  Jesüs 
Hernández  y  el  Juzgado  declaró  sin  lugar  ese  pedi- 
mentí»». 

Noveno.  Resultando  que  vencido  el  término  de 
prueba  por  proveído  de  foja  ciento  diez  y  seis,  se  man- 
-daron  agregar  las  practicadas  &  los  autos  haciéndose 
saber  á  las  partes  y  en  proveído  de  fojas  trescientos 
<!uatro  se  dispuso  se  entregaran  los  autos  originales  á 
las  partes  por  diez  días  á  cada  una  para  el  trámite  de 
<3f)nclusión  que  evacuaron  á  fojas  trescientos  once  y 
trescientos  veintiocho  y  que  á  fojas  trescientos  treinta 
y  uno  vuelta  se  dieron  por  conclusos  los  autos  los  que 
■se  mandaron  traer  á  la  vista  con  citación  de  las  partes 
para  sentencia  lo  que  así  se  realizó^). 

Décimo.  Resultando  que  por  proveído  de  fojas 
tres(iientos  treintia^y  dos  vuelti  para  mejor  proveer  se 
acordó  traer  al  juicio  certificación  literal  de  varios 
.asientos  y  antecedentes  del  Registro  de  la  Propiedad 
y  antigua  Anotaduría  de  hipotecas  así  como  qvie  se 
ampliara  la  diligencia  de  inspección  ocular  señalándo- 
se para  esta  diligencia  dí^  y  hora,  y  tuvo  lugar  dando 
«1  siguiente  resultado:  Constituido  el  juzgado  en  el  ba- 
rrio de  Santa  Ana  finca  Ingenio  Demolido  San  Dimas 
ángulo  Nor-Oe-ite  formado  por  el  Callejón  conocido  por ' 
«1  paso  del  Francés  y  camino  de  Cabriales,  á  fin,  es  de- 
cir, continuando  de  este  lugar  hacia  el  Este  y  por  el 
mismo  Callejón  del  Francés  que  es  la  parte  Norte  de 
la  finca  San  Dimas  se  observó  después  de  recorrida 
una  extensión  el  comienzo  de  una  cerca  de  Pina  de 
ratón  con  postes  reforzada  por  la  parte  del  camino  con 
alambres  hasta  llegar  á  una  entrada  que  dá  accedo  á 
un  batey  en  el  que  hay  varias  casas  y  pertenece  á  .la 
finca  propiedad  de  don  Rafael  Rodríguez;  continuando 
-el  camino  lindero  Norte  sigue  la  cerca  en  igual   forma 
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hasta  llegar  á  an  árbol  en  el  que  comienza  una  cerca 
de  piedra,  notándose  que  ésta  también  se  dirige  de 
Norte  á  Sur,  aquella  continua  hasta  un  callejón  6  ca- 
mino conocido  por  Chicharrón,  formando  el  recorrido- 
y  éste  un  ángulo  recto:  tomando  por  este  camino  hacia 
el  Sur  continua  la  cerca  de  piedra  hasta  llegar  á  la  en- 
trada de  un  batey  en  el  que  hay  varias  casas  que  ocu- 
pa don  Nicolás  Olaiz  y  cuyo  asiento  es  el  de  la  finca 
conocida  por  Belomé  objeto  de  este  litigio:  que  conti- 
nuando el  camino  del  Chicharrón  por  la  parte  interior 
de  la  finca  sigue  también  la  perca  de  piedra  hasta  lle- 
gar á  otra  de  la  misma  construcción  que  sirve  de  lin- 
dero y  que  se  dirige  de  Este  á  Oeste  y  cuya  cerca  la 
divide  de  terrenos  de  San Dimas  y  continúa hastaotra 
de  igual  material  que  vá  de  Sur  á  Norte  hasta  llegar 
al  camino  del  Francés,  sirviendo  ésta  de  lindero  con 
terrenos  de  Rafael  Rodríguez  de  todo  lo  que  resulta 
que  el  terreno  objeto  de  discusión  consta  de  los  linde- 
ros antea  expresados  y  que  según  manifestación  de- 
don  Nicolás  Olaiz  son  los  que  conoce  d^sde  hace  vein- 
tisiete años  de  la  finca  Belomé:  De  la  certificación  que 
se  pidió  al  registrador  de  la  Propiedad  foja  trescientos 
treinta  y  ocho,  aparece  primero:  que  al  folio  cincuenta 
y  cuatro  del  tomo  catorce  del  Ayuntamiento  d^  esta 
Villa,  existe  la  inscripción  primera  de  la  finca  número 
quinientos  cuarenta  y  dos,  ó  sea  de  un  sitio  de  dos  ca- 
ballerías y  cincuenta  cordeles  de  tierra  de  los  linderos 
que  constan  en  la  certififcación  á  que  se  refiere  el  pá- 
rrafo ó  apartado  tercero  del  segundo  resultando,  ad- 
quiridas en  la  forma  en  que  se  ha  expresado  antes 
por  D.  Pedro  González  Larrinaga  á  cuyo  nombre 
se  hizo  esa  inscripción,  es  decir,  quien  «lan  vendió  á 
José  Encarnación  Valladares  y  Roviche,  á  favor 
de  cuyo  último  señor  se  hizo  esa  primera  ins- 
cripción.—Segundo:  que  examinados  los  libros  del 
moderno  Registro  y  antigua  Anotaduría,  no  apare- 
•  ce  de  ellos  asiento  en  que  conste  que  Pedro  González 
Liarrinaga  adquiriera  de  Francisca  Camejo  las  dos  ca- 
ballerías de  tierra  situadas  en  el  cuartón  Santa  Ana 
pertenecientes  al  cafetal  Fundador,  constando  sola- 
mente en  el  cuaderno  veinticinco  del  año  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres  ante  Teodoro  Sánchez  y  por  la 
que  don  Domingo  Belaumé  vendió  á  la  viuda  y  here- 
deros de  don  Pedro  Herrera  y  Molina,  nombrados  do- 
ña Francinca  Camejo,  dona  María  de  los  Angeles  He- 
rrera Camejo  y  otros,  dos  caballerías  de  tierra,  parte 
délas  cuales  que  estaban  en  un  cuerpo  de  que  se  com- 
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ponía  el  cafetal  «Fundador»  situadas  en  este  Término 
Municipal,  Cuartón  Santa  Ana,  lindando  por  el  fren- 
te con  el  camino  de  las  Virtudes,  por  el  Sur  con  el  In- 
genio San  Dimas,  por  el  Norte  con  tierras  de  Luis 
Pinzón  y  por  el  Éste  con  terreuos  que  fueron  de  los 
herederos  de  Ángel  Sánchez  y  hubo  de  Santiago  Be- 
laumé.  Tercero:  Que  al  folio  ochenta  y  ocho  del  to- 
mo séptimo  del  Ayuntamiento  de  esta  Villa  se  encuen- 
tra la  inscripción  cuarta  de  la  finca  doscientos  setenta 
y  cuatro  que  es  la  de  dominio  de  la  ñuca  Ingenio  de 
-elaborar  azúcar  titulado  San  Dimas  á  favor  de  don 
José  M^  Castelló,  sin  que  en  ellas  conste  la  descrip- 
ción de  la  finca,  la  cabida  y  linderos,  por  expresar  el 
asiento  que  esos  antecedentes  constan  en  la  inscrip- 
ción primera  de  dicha  finca:  que  de  la  descripción  que 
del  referido  Ingenio  San  Dimas  se  hace  en  su  primer 
asiento  en  el  moderno  Registro  aparece  lo  que  sigue: 
Situado  en  el  Término  Municipal  de  estA  Villa,  com- 
puesto de  treinta  y  nueve  caballerías  de  tierra,  que 
lindan  por  el  Norte  con  el  Callejón  que  sale  al  Fran- 
cés, por  el  Sur  con  el  camino  transversal  que  sale  al 
Chicharrón,  por  el  Este  con  el  camino  real  del  pueblo 
del  Chicharrón  y  por  el  Oeste  con  el  camino  real  de 
Cabriales,  adquiridlo  por  González  Larrinaga  por  he- 
rencia de  Juan  de  Dios  en  autos  testamentarios  que 
cursaron  por  ante  Eugenio  Peutón  en  once  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  en  cuya  fecha  se  com- 
ponía la  finca  de  treinta  y  siete  caballerías  y  las  dos 
restantes  se  le  agregaron  con  posfeerioridad  y  fueron 
adquiridas  de  Francisco  Camejo:  Cuarto:  Que  al  folio 
ciento  Hcsenta  y  cinco  del  tomo  doce  del  Ayuntamien- 
to de  esta  Villa  se  halla  la  inscripción  quinta  de  la 
finca  cuatrocientos  sesenta  y  seis  titulada  las  Merce- 
des, descubriéndose  en  la  inscripción  cuarta  á  favor 
de  Rafael  Rodríguez  López  por  compra  á  Ramón  R. 
Maribona;  dicha  finca  linda  por  el  íí'orte  con  el  cami- 
no real  ó  callejón  conocido  por  el  Francés,  al  Sur  con 
otra  caballería  que  formó  parte  de  la  citada  finca,  al 
Este  y  Oeste  con  terrenos  del  demolido  Ingenio  San 
Dimas:  también  de  la  inscripción  primera  aparece 
descripta  la  misma  finca  de  la  manera  que  sigue:  Sitio, 
cafetal  titulado  Mercedes  compuesto  de  una  caballería 
doscientos  noventa  y  siete  cordeles  de  tierra,  con  sus 
fábricas,  situado  en  el  Partido  rural  de  Guanajay,  lin- 
dando por  el  frente  con  el  camino  real  y  por  los  de- 
más costados  y  fondo  con  Pedro  González  Larrinaga. 
Quinto:  Que  al  folio  ciento  sesenta   y  cinco  del  tomo 
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doce  de  esta  Villa  se  encaentra  la  inscripción  coarta 
de  la  anterior  finca  Mercedep  de  cuya  descripción  se 
hizo  mérito  al  comienzo  del  número  anterior,  apare* 
ciendo  inscripta  á  favor  de  Ramón  J.  Maribona  y  Gar- 
cía que  la  adquirió  por  compra  á  Rafael  Rodríguez 
López,  quien  á  su  vez  la  había  adquirido  según  apa- 
rece de  la  tercera  de  José  de  Jesús  Hernández  y  éste 
según  la  inscripción  primera  de  Rosario  Ck)l]azo  con 
anuencia  de  su  consorte  Pedro  Porto,  describiéndose 
en  este  asiento  de  la  manera  que  se  ha  explicado. 

Resolución  recurrida: 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  sentencia  ya 
expresada  de  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  en  su 
parte  dispositiva  confirma  la  sentencia  apelada  en 
cuanto  declara  sin  lugar  la  demanda  y  absuelve  por 
tanto  de  ella  al  demandado  con  las  costas  de  primera 
instancia  á  caí  go  del  actor  y  la  revoca  en  cuanto  or- 
dena que  se  libre  mandamiento  al  Registrador  de  la 
propiedad  de  Guanajay  para  que  cancele  las  inscrip- 
ciones de  dominio  de  los  terrenos  objeto  del  pleito  á 
favor  de  José  Encarnación  Valladares  y  Roviche  y  el 
actor  Sabino  García  Fernández,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas  en  la  segunda  instancia. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación:  - 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  dicha- 
sentencia  de  segunda  instancia  el  demandante  por  me- 
dio de  su  representación  en  autos,  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal, 
fundándose  en  el  inciso  primero  del  articulo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y 
consignando  como  motivos  al  efecto  los  siguientes:  «A. 
Se  infringe  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
del  Código  Civil  vigente,  violando  su  precepto,  al  pre- 
terirlo en  el  caso  de  autos  y  dar  aplicación  á  otras 
disposiciones  legales  dictadas  para  la  interpretación 
de  los  contratos,  cuando  los  términos  del  contrato  ob- 
jeto aquí  de  interpretación  son  claros  y  no  dejan  du- 
das sobre  la  intención  de  los  contratantes  y  debe  es- 
tarse al.  sentido  literal  de  sus  cláusulas  como  exige 
dicho  artículo  infringido,  sin  recurrir,  como  en  la  sen- 
tencia se  hace,  á  los  preceptos  de  artículos  del  misma 
Código  Civil,  solo  aplicables  á  la  interpretación  de  los 
contratos  que  contengan  clausulas  oscuras  ó  dudosas». 
«B.  Se  infringe  también  en  la  misma  sentencia  el  otra 
artículo  mil  doscientos  ochenta  y   tres  del  citado  C6- 
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digo  Civil  al  aplicarlo  asimismo  indebidamente  cnando 
se  aprecia  que  sn  precepto  milita  en  pro  del  demanda- 
do por  virtud  de  los  linderos  más  6  menos  erróneos 
que  se  determinan  en  la  escritura  de  la  compra  que  se 
hizo  á  González  Larrinaga  en  mil  ochocientos  ochenta 
j  siete  cuando  precisamente  ese  precepto  erróneamen- 
te aplicado  en  la  sentencia  y  oportunamente  invocado 
en  el  voto  particular  que  en  la  misma  se  consigna  pug- 
na con  la  resolución  contenida  en  su  parte  dispositiva». 
«C.  Igualmente  se  infringe  el  artículo  mil  cuatrocien- 
tos setenta  y  tres  del  tantas  veces  citado  Código  Civil 
por  indebida  aplicación,  toda  vez  que  en  el  caso  de 
autos  no  consta  inscripción  alguna  de  los  terrenos  re- 
clamados por  mi  parte,  á  favor  del  demandado,  siendo 
la  primera  de  dominio  constante  de  dicho  Registro  la 
que  se  hizo  á  favor  del  causante  de  mi  representado  y 
por  ello  le  favorece  en  vez  de  perjudicarle  el  artículo 
infringido  á  que  alude».  «D.  Asimismo  se  infringe  en 
la  sentencia  la  doctrina  legal  contenida  en  las  senten- 
cias del  T.  S.  de  J.  Espafia  de  trece  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete  y  tres  de  Junio  de  mil 
chocientos  noventa  y  ocho  y  tres  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  por  el  mismo  concepto 
que  resulta  infringido  el  artículo  mil  cuatrocientos  se- 
tenta y  tres  á  que  me  refiero  en  la  letra  que  precede». 
«E.  Be  inflinge  también  en  lá  sentencia  por  indebida 
inoportuna  aplicación  los  artículos  mil  doscientos 
ochenta  y  dos,  mil  doscientos  ochenta  y  ocho  y  mil 
cuatrocientos  setenta  y  uno  del  repetido  Código  Civil, 
el  primero  porque  en  el  caso  de  autos  por  ser  claros 
los  términos  del  contrato  objeto  del  pleito,  se  está  al 
precepto  del  otro  articule  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
cuya  aplicación  excluye  la  del  mil  doscientos  ochenta 
y  dos,  el  segundo  porque  solo  es  aplicable  á  la  inter- 
'  pretación  de  las  clausulas  oscuras,  que  no  existen  en 
el  contrato  de  compra-venta  causa  del  pleito,  y  el  ter- 
cero, porque  no  se  trata  en  este  juicio  de  la  porción  de 
terreno  vendida  sino  de  las  fincas  objeto  de  la  venta». 
Decimotercero.  Resultando  que  la  Sala  senten- 
ciadora, por  auto  de  veinte  y  seis  de  Marzo  admitió  el 
citado  recurso  de  casación  y  personadas  las  partes  en 
este  Tribunal  Supremo  se  ha  sustanciado  en  legal  for- 
ma, celebrándose  la  vista  el  día  veinte  y  dos  del  me» 
en  curso  con  asistencia  del  Letrado  de  la  recurrente, 
que  apoyó  el  repetido  recurso  y  pidió  se  declarase  con 
lugar;  y  del  de  la  contraria,  que  se  opuso  y  solicitó 
que  se  desestimase. 
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Decisión  dbl  íibgübso: 


Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Bevilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  qae  en  la  sentencia  re« 
currida  se  afirma:  primero:  que  las  tierras  cnya  reivin- 
dicación constituye  la  materia  del  pleito  fueron  agre- 
gadas al  Ingenio  San  Dimas  por  Pedro  Gronzález  La- 
rrinaga  desde  que  las  adquirió,  y  formaban  con  dicho 
ingenio  un  solo  cuerpo  cuando  fué  vendido  al  demau- 
4ado  por  la  escritura  de  dos  de  Octubre  de  mil  ocho- 
<iient06  ochenta  y  dos;  segundo:  que  las  propias  tie- 
rras perseguidas  en  el  juicio  se  hallan  comprendidas 
dentro  de  los  linderos  que  se  expresan  en  la  citada  es- 
critura, y  tercero:  que  la  cabida  de  la  finca  demarca- 
da por  esos  linderos,  y  por  tanto,  sin  excluir  de  ella  la 
porción  reclamada,  es  menor  de  las  treinta  v  nueve 
caballerías  que  como  objeto  de  venta  se  expresaron  en 
dicho  instrumento;  y  eti^tos  particulares  de  hecho,  no 
combatidos  en  casación,  hacen  de  aplicación  al  caso  el 
articulo  mil  cuatrocientos  setenta  y  uno  del  Código 
Civil,  como  rectamente  ha  entendido  el  Tribunal  a  quó^ 
pues  es  visto  que  si  cuando  se  otorgó  la  mencionada 
escritura  los  terrenos  en  litigio  formaban  parte  del 
Ingenio  San  Dimas  y  los  linderos  en  la  misma  consig- 
nados los  comprendíaa,  á  lo  que  éstos  expresan  preci- 
sa estar,  de  acuerdo  con  el  referido  precepto,  para  re- 
solver respecto  á  si  dichos  terrenos  fueron  ó  no  inclui- 
dos en  la  enajenación». 

Segundo.  Considerando  qneá  esto  no  se  opene  el 
que  el  precepto  enunciado  se  haya  dictado  para  otros 
efectos,  cuales  son  los  de  fijar  las  obligaciones  y  dere- 
chos entre  vendedor  y  comprador  con  respecto  á  la 
entrega  de  la  cosa  vendida  por  precio  alzado,  puesto 
que  virtualmente  consagra  el  principio  de  que  en  las 
ventas  de  «sa  naturaleza  los  linderos,  indispensables 
en  toda  enajenación  de  inmuebles,  han  de  prevalecer 
en  punto  á  determinar  la  cabida  de  la  finca  vendida, 
y  si  bien  en  el  presente  caso  no  es  ésta  la  que  se  dis- 
cute, sino  si  en  el  contrato  de  compra-venta  de  que  se 
trata  fué  comprendida  cierta  porción  de  tierra  que  el 
vendedor  no  mencionó  especial  y  señaladamente  en  la 
escritura  que  otorgó  al  efecto,  el  hecho  de  haber  sido 
anexada  anteriormente  al  fundo  principal  y  de  estar 
comprendida  dentro  de  los  linderos  que  se  expresaron 
en  el  dicho  título,  implica  la  realidad  de  su  venia,  con- 
forme al  precepto  citado. 
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Tercero.  (Considerando  que  aun  cuando  asi  no 
fuera,  siempre  habría  lugar  á  juzgar  de  la  intención 
del  vendedor  aplicando  los  artículos  mil  doscientos 
ochenta  y  dos,  mil  doscientos  ochenta  y  tres  y  mil  dos- 
cientos ochenta  y  ocho  del  Código  Civil  conforme  ha 
hecho  la  Sala  sentenciadora;  puesto  que  aun  dándole 
á  la  carencia  del  particular  indicado  la  importancia 
que  el  recurrente  le  atribuye,  siempre  resulta  oposi- 
ción entre  ese  silencio  y  la  fijación  de  linderos  que  los 
terrenos  cuestionados  comprenden,  lo  que  originando 
dudaS;  obliga  á  interpretar  la  intención  de  los  otor- 
gantes del  contra.to  celebrado  en  dicha  oportunidad, 
por  lo  cual  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
en  BU  primer  párrafo,  que  cita  el  recurrente  como  le- 
galmente  aplicable,  no  es  ciertamente  de  aplicación  al 
caso  del  pleito. 

Cuarto.  Considerando  que  tampoco  se  ha  infrin- 
gido el  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  tres  por  su 
aplicación  indebida,  ni  la  doctrina  á  dicho  respecto 
invocada,  como  también  pretende  el  recurrente  eu  los 
motivos  C.  y  D.  de  su  recurso;  pues  dicha  aplicación 
es  natural  consecuencia  de  lo  afirmado  en  la  sentencia 
recurrida  respecto  á  que  el  Ingenip  San  Di  mas  com- 
prendía los  terrenos  reclamados  y  que  fué  inscripta  la 
venta  del  mismo  á  José  M^  Castelló  en  treí»e  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete;  siendo  así  que 
el  demandante  obtuvo  la  inscripción  de  su  título  en 
diez  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cin- 
co; particulares  que  á  la  Sala  sentieneiadora  correspon- 
día fijar  por  virtud  de  la  apreciación  de  la  prueba,  como 
desde  luego  ha  hecho,  sin  que  tal  apreciación  se  haya 
combatido  en  forma  legal  y  debiendo  por  tanto  cons- 
tituir precedente  necesario  para  aplicar  la  disposición 
correspondiente. 

Quinto.  Considerando  que  debiéndose  desestimar 
el  recurso  en  cuanto  á  todos  sus  motivos  por  mérito 
de  las  consideraciones  anteriores,  procede  imponer  las 
costas  al  recurrente  conforme  al  artículo  XL  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Sa- 
bino García  Fernández  á  que  se  refiere  esta  sentencia 
con  las  costas  á  su  cargo. 

Comuniqúese  etc. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
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mandamo»  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — El  Magistrado  Sr.  Octavio  Giberga  vo- 
tó en  Sala  y  no  pudo  firmar. — ^José  Várela. — Garlos 
Revilla. — Rafael  Maydagán. 


Inf. 


ley.—Sent.  37.~  3  de  Junio.— Cosa jtizgada.  {Gaceta 

Febrero  22,  190^.) 

OOCTRINA:  Para  qtie  prospere  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  es  necesario  que  exista  iden- 
tidad completa  de  personas,  cosas  y  acciones  d 
sea  la  misma  razón  ó  fundamento  de  pedir. 

No  puede  prosperar  un,  motivo  (jue  se  íiinda  en 
supuestos  de  hechos  inexactos. 

No  niega  fuerza  probatoria  á  un  documento  la 
sentencia  que  aceptando  aquél  estima  su  conté* 
nido,  aunque  en  sentido  distinto  al  sostenido  por 
el  recurrente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  &  tres  de  Junio  de  mil 
novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supremo  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y.  doctrina 
legal  interpuesto  por  Juan  Rodríguez  y  Ñúñez,  del 
comercio  y  vecino  de  Empalme,  contra  la  sentencia^ 
dictada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ma- 
tanzas en  diez  y  nueve  de  Marzo  ultimo  en  el  juicio 
de  desahucio  establecido  en  el  Juzgado  Municipal  de 
Ceiba  Mocha  por  Matías  M.  Averhoff,  hacendado  y 
vecino  del  Central  Averhoff,  contra  dicho  Rodríguez 
y  Núñez. 

Primero.  Resultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia dictada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Matanzas,  se  aceptan  los  Resultandos  de  la  del  Juez 
Municipal  de  Ceiba  Mocha,  entre  los  cuales  se  encuen- 
tran los  trece  que  á  continuación  se  copian: 

Segundo.  Resultando  que  propuesta  la  demanda 
se  señaló  día  y  hora  para  celebrarla  y  comparecieron 
las  partes  citadas  en  forma. 

Demanda: 

Tercero.  Resultando  que  el  actor  reprodujo  su 
demanda  y  agregó  que  el  Juzgado  es  competente  para 
oiría;  que  la  casa  está  deshabitada;  que  la  estima  en 
trescientos  pesos  y  en  tres  centenes  mensuales  de  al- 
quiler: que  en  veintiséis  de  Enero  último  entabló  jui- 
cio de  conciliación,  en  este  Juzgado,  para  que  el  de- 
mandado le  hiciera  entrega  del  terreno  y  la  casa,  y 
como  han  transcurrido  diez  días  sin  que  lo  efectuara 
ha  promovido  el  presente:  que  el  demandado  dijo  en 
el  acto  de  conciliación  que  reconvendría  al  actor  por 
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las  acciones  de  que  se  cree  asistido,  olvidando  que  en 
los  juicios  de  desahucio  no  pueden  hacerse  reconven- 
ciones: que  solo  ha  de  limitarse  á  que  el  demandado 
diga  si  fué  requerido;  si  han  transcurrido  diez  días 
del  requerimiento;  si  tiene  algün  título  para  oponerse 
al  desahucio  que  por  precario  le  establece  de  un  terre- 
no y  una  casa  que  está  todo  dentro  de  la  finca  San 
Nicolás  del  actor:  que  el  demandado  con  la  tenencia 
indebida  de  la  cosa,  causa  gastos  y  disgustos,  sin  po- 
der justificar  que  medie  pacto,  promesa,  tiempo  ni 
obligación  alguna  en  virtud  de  ]a  que  pudiera  alegar 
derecho  para  retener  lo  que  no  le  pertenece:  concluye 
solicitando  del  Juzgado,  declare  con  lugar  la  demanda 
condenando  al  demandado  al  desalojo  y  al  pago  de  las 
costas  con  declaración  de  temeridad,  porque  á  pesar 
del  requerimiento  continua  viviendo  y  sin  entregar  la 
casa. 

CONTBaTACIÓN: 

Cuarto.  Resultando  que  el  demandado  contestó 
pidiendo  se  declare  sin  lugar  la  demanda,  imponiendo 
al  actor  las  costas  por  temerario,  fundando  lo  que  pide 
en  las  excepciones  de  cosa  juzgada,  y  subsidiariamen- 
te en  la  falta  de  acción.  La  primera  excepción  la  com- 
prueban las  sentencias  de  tres  y  cinco  de  Marzo  y 
treinta  de  Junio  del  año  último  dictadas  por  e^te  Juz- 
gado y  la  de  Julio  del  mismo  año  del  de  primera  ins- 
tancia. Que  la  casa  es  propiedad  del  demandado  por 
haberla  construido  de  buena  fe  en  el  terreno  que  ocu- 
pa y  no  habiendo  indemnizado  el  señor  Averhoff  no 
es  propietario,  teniendo  solo  el  derecho  declarado  en 
los  artículos  trescientos  sesenta  y  uno  y  cuatrocientos 
cincuenta  y  tres  del  Código  Civil.  Que  el  precario 
solo  puede  reclamarlo  el  propietario,  y  Averhoff  no 
lo  es.  Que  como  parte  de  su  prueba  solicita  se  trai- 
gan á  los  autos  certificaciones  de  las  cuatro  sentencias, 
de  la  declaración  de  los  testigos  y  se  reciba  declara- 
ción á  José  María  Bolaño  y  Bernardino  Morín,  por 
interrogatorio  que  formula. 

Quinto.  Kesultando  que  el  actor  dijo,  que  el  jui- 
cio ha  de  limitarse  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  mil 
quinientos  ochenta.  Que  las  sentencias  cuya  certifi- 
cación se  pide  fueron  dictadas  en  juicios  en  cobro  de 
pesos  y  justifican  la  existencia  del  precario,  porque  no 
se  probó  el  contrato  de  inquilinato;  cita  el  artículo  mil 
doscientos  cincuenta  y  dos,  refiriéndose  á  presunción 
de  cosa  juzgada,  para  que  no  se  admita  la  prueba  de 
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certifícados  que  propone  el  demando:  que  en  cuanto  á 
la  sentencia  de  otro  juicio  en  precario  debió  solicitar 
la  del  Supremo,  porque  la  de  primera  instancia  no 
causó  ejecutoria:  que  en  cuanto  á  la  manifestación  de 
que  el  actor  carece  de  acción,  basta  lo  mismo  manifes- 
tado por  el  demandado  que  confiesa  fabricó  en  torreno 
del  actor.  Que  no  puede  aceptarse  se  traigan  á  otro 
juicio  certificado  de  declaraciones  de  testigos  porque 
éstos  han  de  comparecer,  para  ser  repreguntados. 

Pbübba: 

Sexto.  Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba 
el  actor  propuso.  Primero:  documental,  consistente 
en  certificado  del  acto  de  conciliación.  Segundo:  con- 
fesión del  demandado.  Tercero:  mérito  favorable  de 
autos. 

Séptimo.  Resultando  que. se  declararon  perti- 
nentes las  pruebas,  se  señaló  para  evacuarlas  el  sába- 
do catorce  del  actual,  quedando  citadas  las  partes  y  se 
unió  el  certificado  presentado  por  el  actor. 

Octavo.  Resultando  que  el  día  señalado,  compa- 
recieron las  partes  y  se  agregaron  á  los  autos  los  certi- 
ficados pedidos  por  el  demandado,  protestando  el  actor 
de  la  admisión  de  la  prueba  de  este  acto  y  pidiendo  re- 
posición se  manifestó  por  el  Juzgado  que  no  habiéndo- 
se resuelto  nada  en  el  acto,  nada  podía  reponerse;  por 
lo  que   estableció  protesta  de  indefensión. 

Noveno.  Resultando  que  el  actor  presentó  y  se 
declaró  pertinente  un  pliego  de  preguntas  para  que 
sea  examinado  el  demandado  que  contiene  trece  y  exa- 
minado por  ellas,  contestó:  que  es  cierto  fué  requerido 
en  acto,  de  conciliación  el  veinte  y  seis  de  Enero:  que 
es  cierto  le  estableció  esta  demanda  traoscurridos  diez 
días:  que  es  cierto  que  la  casa  á  que  se  refiere,  está  en 
terrenos  de  Averhoff :  que  es  cierto  ocupa  el  terreno  y 
la  casa  desde  que  corría  con  la  finca  José  María  Bola- 
ño:  que  antes  de  ser  éste  encargado  de  la  finca,  era  de 
Soto:  que  es  cierto  que  no  ha  pagado,  que  fué  á  hacer- 
lo por  (los  veces  y  Averhoff  no  admitió  el  dinero  que 
le  daba  como  tributo;  que  sí  le  retiene  veinto  y  un  pe- 
sos y  centavos  plata,  que  le  adeuda:  que  no  tiene  más 
tíulo  que  haber  fabricado  la  casa:  que  Averhoff  le  au- 
torizó para  fabricar;  que  no  sabe  construyera  Bolaño 
más  casa  que  la  de  la  Loma:  que  la  casa  tiene  unas  vi- 
guetas y  una  ó  dos  llaves  del  monte  de  la  finca:  que 
no  se  considera  dueño  del  terreno  pero  sí  de  la  casa: 
que  no  tiene  documento   público   pero  sí  de  palabra: 
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que  Averhoff  le  eedió  el  terreoo  pagándole  tributo: 
que  Bolaño  no  le  vendió  ninguna  acción  ni  derecho 
sobre  lo  edificado  por  Bolaño:  que  Bolaño  sobre  lo  que 
el  mismo  edificó  nada  le  cedió  y  por  último  que  no  sa- 
be por  no  entender  de  ello  si  causó  ejecutoria  la  sen- 
tencia del  Juez  de  primera  Instancia  (El  pliego  de 
preguntas  folios  treinta  y  cinco  y  treinta  y  seis). 

Décimo.  Besultando  que  evacuado  el  interroga- 
torio (fojas  cinco)  dijo  el  testigo  José  María  Bolaño, 
que  pagó  á  Bernardino  Morín,  por  cuenta  del  deman- 
dado la  hechura  de  la  casa  que  está  frente  á  la  esta- 
ción Empalme  y  el  testigo  Morín-  que  es  cierto  cobró 
asi. 

Undécimo.  Resultando  que  contestando  repre- 
guntas (fojas  treinta  y  siete  y  treinta  y  ocho)  contes- 
tó el  primer  tesfcigo:  que  construyó  en  el  asiento' de  la 
finca,  una  casa  de  tabla  y  dos  de  guano:  que  no  hizo 
la  de  autos:  que  solo  tiene  la  casa  seis  ú  ocho  viguetas 
de  la  finca:  que  está  comprendida  en  terrenos  de  Aver- 
hoff: que  pagó  los  trabajos  de  la  casa  por  cuenta  de 
Juan  Rodríguez  y  después  han  saldado  cuentas:  que 
Rodríguez  sabe  que  la  casa  está  en  terrenos  de  Aver* 
hoff :  que  no  sabe  si  Averhoff  ha  querido  ó  no  hacer 
contrato  con  Juan  Rodríguez,  pero  sí  que  autorizó  á 
éste  para  construir  la  casa:  que  á  su  salida  de  la  finca 
las  casas  de  la  loma  quedaron  á  beneficio  de  la  finca: 
que  no  sabe  si  Rodríguez  tiene  ó  no  contrato,  ni  si  tie- 
ne ó  no  derecho  á  disfrutar  la  casa. 

Duodécimo.  Resultando  que  el  testigo  Morín 
constestando  repreguntas,  dijo:  que  es  cierto  está  la 
casa  en. terrenos  de  Averhoff:  que  sabe  hizo  Bolaño  la 
casa  de  vivienda  y  la  de  autos:  que  le  pagó  la  primera 
para  Averhoff  y  la  sefcunda  para  Rodríguez:  que  Bo- 
laño le  dijo  siempre  era  la  casa  para  Rodríguez:  que 
no  sabe  si  al  retirarse  Bolaño  quedaron  las  casas  á  be- 
neficio de  la  finca:  que  las  carretas  de  Bolaño,  trajeron 
la  madera  y  á  nombre  del  mismo  vino  la  tabla,  que 
no  sabe  que  negocio  hicieron  él  y  Rodríguez. 

Decimotercero.  Resultando  que  el  actor  dijo:  que 
el  Juzgado  tiene  que  declarar  con  lugar  el  desahucio, 
atemperándose  á  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  diez  y  ocho  de  Ago>to  de  mil  novecientos  en  la  ca- 
sación establecida  por  la  Sociedad  de  Beattie  y  com- 
pañía del  comercio  de  Manzanillo  contra  Antonio  So- 
carras Alarcón,  sobre  desahucio  en  precario,  cuya 
sentencia  resuelve  un  caso  idéntico.  Que  el  actor  ha 
justificado  su  acción,  pues  según  el   artículo   mil  qui- 
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nientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Oivil  y  orden  ciento  setenta  de  mil  novecientos  dos, 
procede  el  desahucio  contra  cualquier  persona  que  ten- 
gan en  precario  )a  finca  si  ha  sido  requerido  con  diez 
días  de  anticipación:  que  Rodríguez  confiesa  el  reque- 
rimiento y  confiesa  ser  el  terreno  de  Averhoff,  lo  que 
basta  para  prol>ar  su  acción.  Que  Rodríguez  no  ha 
probado  las  excepciones  alegadas,  como  exige  el  ar- 
tículo mil  doscientos  catorce  del  Código  Civil:  que  si  el 
Juzgado  examina  la  sentencia  del  Supremo,  verá  con- 
sidei-a  personalidad  bastante  á  su  representado  y  si 
declaró  sin  lugar  el  recurso  de  casación  establecido, 
fué  porque  tuvo  que  limitarse  á  resolver  con  arreglo  & 
los  resultandos  del  Juzgado  Municipal,  pero  cumplida 
la  formalidad  del  requerimiento,  no  es  posible  decla- 
rar sin  lugar  el  desahucio. 

Decimocuarto.  Resultando  que  el  demandado  di- 
ce que  justificada  su  excepción,  de  haber  construido  la 
casa,  pide  al  Juzgado  se  declare  esta  demanda  sin  lu- 
gar. 

Resolución  recurrida: 

Decimoquinto.  ResuU.ando  que  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Matanzas  confirmó  la  sentencia  del 
Juez  Municipal,  que  declaró  con  lugar  el  desahucio, 
condenando  al  demandado  á  que  en  el  acto  dasaloje  y 
deje  á  la  libre  disposición  del  actor  el  terreno  y  casa 
objeto  del  de-ahucio,  dejándole  expedito,  para  ejerci-i 
tarlo  en  el  juicio  correspondiente,  el  derecho  que  leda 
el  artículo  trescientos  sesenta  y  uno  relacionado  con  el 
cuatrocientos  cincuenta  y  tres  del  Código  Civil. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimosexto.  Resultando  que  contra  dicha  senten- 
cia interpuso  el  demandado  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  y  doctrina  legal,  expresando  que  lo  fun- 
da en  los  números  primero,  quinto  y  séptimo  del  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  alegando  los  motivos  siguientes.  Primero:  El  ca- 
so quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa,  en  cuanto 
la  sentencia  recurrida  al  confirmar  la  sentencia  apela- 
da de  diez  y  ocho  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres 
(que  declara  con  lugar  la  demanda  de  desahucio  esta- 
blecida por  don  Matías  Averhoff  y  condena  al  recu- 
rrente á  que  en  el  acto  desaloje  y  deje  á  la  disposición 
del  actor  el  terreno  y  casa  objeto  del  desahucio  con 
las  costas)  es  contraria  al  fallo  de  la  sentencia  detrein- 
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ta  de  Junio  de  mil  novecientos  dos,  pues  esta  declaró 
ffsin  lugar  por  falta  de  acción  en  el  actor»  la  demanda 
^tablecida  por  D.  Matías  Averhoff  ejercitando  la  mis- 
ma acción  de  desahucio  por  precario  del  mismo  terreno 
y  casa  contra  el  recurrente  Juan  Rodríguez,  quien  lo  . 
alegó  y  probó  como  excepción  en  el  segundo  juicio. 
— Por  este  motivo  y  por  falta  de  aplicación  se  quebran- 
ta el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  dos  del  Códi- 
go Civil,  desde  el  momento  que  entre  los  casos  resuel- 
tos por  la  sentencia  de  diez  y  nueve  de  IMarzo  de  mil 
novecientos  tres  y  la  de  treinta  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos dos  invocada,  concurre  la  más  perfecta  identi- 
dad entre  las  cosas,  las  caiüfeas,  las  personas  de  los 
litigan te-i  y  la  calidad  con  que  lo  fueron. — Segundo: 
El  segundo  motivo  de  casación  por  infracción  de  ley 
se  funda  en  el  caso  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
por  cuanto  el  fallo  de  la  sentencia  de  diez  y  nueve  de 
Marzo  del  corriente  (al  confirmarse  el  fallo  del  infe- 
rior declarando  con  lugar  el  desahucio  por  el  precario 
^e  Juan  Rodríguez  alegado  por  don  Matía  Averhoff) 
viola  y  quebraiíta  por  falta  de  aplicación  la  doctrina 
legal  de  que  nadie  puede  ir  eñcftzmente  contra  sus  propios 
actos  y  heclios  como  intenta  el  señor  Averhoff  en  este 
segundo  juicio  (resuelto  en  la  sentencia  recurrida) 
cuando  sostieoe  que  Juan  Rodríguez  ocupa  el  terreno 
y  la  casa  en  precario,  á  pesar  de  haberle  demandado 
para  el  cobro  de  precio  6  renta  del  arrendamiento  de 
los  mismos  inmuebles,  en  otros  juicios  resueltos  en  la 
sentencias  dictadas  por  el  mismo  Juzgado  Municipal 
en  tres  y  cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos.  El 
acto  de  demandar  á  otra  persona  para  que  ésta  le  pa- 
gue renta  supone  la  existencia  de  un  contrato  oneroso 
de  arrendamiento  y  cuando  menos  que  el  actor  ó  de- 
mandante se  supone  arrendar  I  or  y  que  á  su  vez  reco- 
noce en  el  demandado  el  carácter  de  arrendatario,  cu- 
yo título  de  tenencia  y  causa  para  disfrutar  lo  arren- 
dado ó  tenido  es  distinto  y  no  puede  ser  simultáneo 
con  la  tenencia  en  precario  y  en  concepto  de  p»  ecaris- 
ta  como  pretende  don  Matías  Averhoff  al  interponer 
la  demanda  de  desahucio  declarada  con  lugar  por  la 
sentencia  recurrida.  La  doctrina  ó  jurisprudencia  de 
que  «nadie  puede  ir  eficazmente  contra  sus  propios  ac- 
tos y  hechos»,  está  establecida  y  ratificada  por  las  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  de  España  de  veintisie- 
te de  Diciembre  de  mil  ochociencos  setenta  y  tres, 
primero  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
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seis,  once  de  Mayo  y  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil 
ophocientos  ochenta  y  ocho  y  otras  y  por  la  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  de  Cuba  consignadas  en 
las  sentencias  de  veinte  y  seis  de  Febrero  y  once  de 
Octubre  de  mil  novecientos  y  otras.  Tercero:  El 
tercer  motivo  de  casación  por  infracción  de  ley  ne  fun- 
da en  el  caso  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  ya  citada,  en 
cuanto  viola  por  falta  de  aplicación  los  artículos  mil 
doscientos  ochenta  y  dos,  mil  quinientos  cuarenta  y 
tres  y  caso  tercero  del  artículo  mil  quinientos  cincuen- 
ta y  cuatro  del  Código  Civil  pues  la  sentencia  recurri- 
da (en  cuanto  declara  con  lugar  el  desahucio  supo- 
niendo ei  precario)  prescinde  del  efecto  y  significación 
que  tienen  las  demandas  anteriores  interpuestas  por 
don  Matías  Averhoff  y  resueltas  en  las  sentencias  de 
tres  y  cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos  para  juz- 
gar por  estos  actos  á^  la  intención  de  los  contratantes 
(6  sea  el  señor  Averhoff  y  el  recurrente)  y  esos  ac- 
tos, consistentes  en  demandar  el  precio  6  renta  del 
terreno  y  la  casa  objeto  de  este  desahucio,  demuestran 
que  entre  Averhoff  y  Rodríguez  existe  un  contrata 
oneroso  para  disfrutar  el  terreno  y  que  el  primero  lo 
denominaba  arrendamiento,  (comprendido  en  el  ar- 
tículo mil  quinientos  cuarenta  y  tres  del  Código  Civil) 
por  cuyo  motivo  está  obligado  á  mantener  el  arrenda- 
tario en  el  goce  pacífico  de  los  objetos  arrendados,  si 
había  de  c>umplir  la  obligación  consignada  en  el  casa 
tercero  del  artículo  mil  quinientos  cincuenta  y  cuatro 
del  Código  Civil. — Cuarto:  El  cuarto  motivo  del  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  Ley  se  funda  en 
el  mismo  cavso  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  aplica- 
ción indebida  de  la  sentencia  de  diez  y  ocho  de  Agosto 
de  mil  novecientos,  en  el  supuesto  de  que  esta  senten- 
cia establece  jurisprudencia  para  la  resolución  del  jui- 
cio fallado  por  la  sentencia  recurrida,  dado  que  la 
sentencia  de  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
se  refiere  á  un  verdadero  precario  alegado,  sostenido 
y  reconocido  como  causa  del  desahucio  y  en  el  presen- 
te caso  ni  se  alegó  ni  se  probó  ni  se  reconoció  según 
se  deduce  de  los  respectivos  hechos  en  su  expresión  li- 
teral. Quinto:  El  quinto  motivo  del  recurso  se  funda  en 
el  caso  séptimo  del  artículo  mil  seincientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  haberse  incurrido 
en  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  cu- 
ya equivocación  evidente  se  demuestra  con  las  c^rti- 


JITRISPRUDENCIA  CIVIL. 


fícaciones  de  las  sentencias  de  tres  y  cinco  de  Marzo 
y  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos  dos  dictadas  por 
el  mismo  Juzgado  Municipal.  El  error  de  hecho  rec- 
tificable consiste  en  que  el  Juzgador  de  la  sentencia 
recurrida  dá  por  supuesto  y  probado  que  las  relaciones 
jurídicas  existentes  entre  Averhoff  y  Rodríguez  se  li- 
mitan á  una  tenencia  precaria  del  terreno  por  parte 
de  Rodríguez,  y  sin  erah&rgo  las  sentencias  de  tres, 
cinco  de  Marzo  y  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos 
dos  demuestran  que  antes  del  tres  de  Marzo  de  mil 
novecientos  existían  entre  los  dos  y  no  se  han  extin- 
guido relaciones  jurídicas  de  carácter  oneroso  y  han 
mediado  todos  los  hechos  mencionados  en  las  senten- 
cias aludidas,  cuya  copia  literal  debe  tenerse  por  parte 
integrante  de  •'Ste  escrito.  En  esa  errónea  apreciación 
de  la  prueba  se  han  infringido  por  falta  de  aplicación 
los  artículos  mil  doscientos  quince,  mil  doscientos  diez 
y  seis  y  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil  en 
relación  con  loe  casos  tercero  y  séptimo  del  artículo 
quinientos  noventa  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  pues  las  certificaciones  mencionadas  (y  que 
comprueban  el  error  del  Juzgador)  son  ejecutorias  y 
actuaciones  judiciales  expedidas  por  funcionario  au- 
torizado que  como  documentos  públicos  hacen  prueba 
contra  los  contratantes,  y  á  su  contenido  debe  sujetar- 
se el  Juzgado. 

Decimoséptimo.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  en  este  Tribunal  Supremo,  se  ce- 
lebró la  vista  pública  el  día  veintidof  de  Mayo  último, 
con  solo  la  asistencia  del  abogado  defensnr  del  recu- 
rrente, quien  sostuvo  la  procendencia  del  recurso. 

Decisión  del  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  con  relación  al  primer 
motivo  del  recurso,  que  si  bien  es  cierto  que  la  sen- 
tencia de  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos  dos, 
certificada  &  fojas  veintinueve  de  los  autos  principales, 
recayó  en  juicio  sostenido  entre  las  mismas  partes  del 
presente,  y  que,  como  la  recurrida,  se  contrae  á  un 
juicií»  de  desahucio  por  cauna  de  precario,  también  lo 
es  que  la  demanda  deducida  en  dicho  juicio  se  limitó 
á  una  casa  construida  en  el  terreno  que,  conjunta  y 
forzosamente  con  la  casa  por  ser  ésta  su  contenido,  es 
objeto  del  desalojo  solicitado  con  posterioridad,  sin 
qae  tal  inclusión  alcance  á  afectar  los  derechos  so- 
bre dicho  edificio  alegados  por  el  demandado,  los  cua- 
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les  no  pueden  discutirse  en  juicios  de  esta  naturaleza; 
siendo  cierto  á  la  vez,  por  constar  del  propio  modo  en 
la  sentencia  aludida,  que  ésta  declaró  sin  lugar  el  de- 
sahucio por  falta  del  requerimiento  previo  que  para 
estos  casos  exige  la  ley  y  que  se  ha  llevado  á  cabo  en 
el  presente;  por  lo  que  no  es  de  estimarse  tampoco 
iguales  en  numero  y  procedencia  en  una  y  otra  deman- 
dk  los  respectivos  fundamentos  ó  causa  de  pedir,  sin 
que  por  lo  resuelto  sobre  el  defecto  de  forma  cometido 
en  la  primera  pueda  entenderse  prejuzgado  el  fondo 
de  la  cuestión;  y  no  existiendo,  como  no  existe,  entre 
las  cosas  y  causas  de  las  dos  resoluciones  la  perfecta 
identidad  que  exige  el  articulo  mil  doscientos  cincuen- 
ta y  dos  del  Código  Civil  para  que  pueda  surtir  efecto 
en  otro  juicio  la  presunción  de  cosa  juzgada,  no  es 
posible  aceptar  como  eficaz  en  el  presente  lo  que  no 
lleva  las  condiciones  legales  que  para  el  caso  se  impo- 
nen. 

Segundo.  Considerando  que  las  otras  sentencias 
de  trC'í  y  cinco  de  Marzo  del  mismo  año  de  mil  nove- 
cientos dos,  referentes  á  dos  demandas  establecidas 
por  el  propio  actor  contra  el  recurrente  en  cqbro  de 
alquileres  de  la  precitada  casa,  lejos  de  demostrar*  que 
el  propio  recurrente  pague  por  ella  merced  alguna, 
evidencia  totio  lo  contrario»  puesto  que  dichas  deman- 
das fueron  declaradas  sin  lugar  precisamente  por  no 
estar  comprobado  la  existeucia  de  contrato  oneroso 
alguno  entre  el  actor  y  el  demandado;  y  siendo  contra- 
ria á  esta  verdad,  declarada  en  los  dos  fallos  definiti- 
vos, la  base  de  los  motivos  segundo,  tercero  y  cuarto 
para  acusar  las  infracciones  de  ley  y  de  doctrina  que 
en  los  mismos  se  expresan,  resultan  completamente 
ineficaces. 

Tercero.  Considerando  que  no  contradiciendo  la 
sentencia  rí^currida  la  fuerza  probatoria  de  los  docu- 
mentos públicos  á  que  se  hi  h-'cho  referencia,  sino  tan 
solo  la  apreciación  que  el  propio  recurrente  hace  del 
contenido  de  dichos  documentos,  no  pueden  estimarse 
infringidos  por  falta  de  aplicación,  como  se  afirma  en 
el  quinto  y  último  motivo  del  recurso,  los  artículos 
mil  doscient  »s  quince,  mil  doscientos  diez  y  seis  y  mil 
doscientos  diez  y  ocho  «iel  Código  Civil  en  relación 
con  el  quinientos  noventa  y  cinco  de  la  Ley  procesal, 
por  no  ser  adaptables  al  caso,  contrayéndose  como  se 
contraen  á  la  denominación  y  fuerza  probatoria  de  los 
documentos  públicos. 

Cuarto.     Considerando  que   por  las  razones  ex- 
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puestas  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  impo- 
niendo las  costas  al  recurrente: 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Juan  Rodríguez  y  Núfiez  contra  la  sentencia  dictada 
por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Matanzas  en  diez 
y  nueve  de  Marzo  último,  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  á  dicho  Juez  con 
la  correspondiente  certífícación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela.  —Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — El  Magistrado  Sr.  Giberga  votó  en  Sala 
y  no  pudo  ñrmar. — ^José  Várela. — Carlos  Eevilla. — 
Eafael  Maydagán. 

Inf.  ley.  — Sent.  38.— 20  de  Junio.— Mayor  cuantía.  (Oa- 

ceta  Febrero  26,  1904., ) 

DOCTRINA;  No  son  de  estimarse  motivos 
que  descansan  en  supuestos  inexactos. 

La  apreciación  de  las  declaraciones  testifícales 
corresponde  libremente  al  Tribunal  sentenciador. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Junio  de 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doc- 
trina legal  interpuesto  por  Rita  Esté  vez  viuda  de 
Cruañes,  dedicada  á  los  quehaceres  domésticos  y  veci- 
na de  Santiago  de  Cuba  por  si  y  como  representante 
legal  de  sus  menores  hijos  .Josefa,  Carmen,  José  y  Luis 
Cruafies,  contra  la  sentencia  dictada  en  treinta  de 
Marzo  último  por  la  Audiencia  de  Santiago  d*»  Cuba 
•en  el  juicio  protnovido  por  dicha  señora  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Guantánamo  contra  los  espo- 
sos Jjoaqui?!  Sánchez  de  Toca  y  María  Ballester,  pro- 
pietarios, y  vecinos  de  Madrid  en  cobro  de  pesos  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Pripaero.  BeRultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cu- 
ba se  aceptan  los  Resultandos  de  la  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Guantánamo  entre  los  cuales  se 
encuentran  los  diez  y  seis  que  á  continuación  se  co- 
pian. 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  el  Pror.  Morlote 
por  su  escrito  de  catorce  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos uno  entabló  el  juicio  fundándolo  en  los  si- 
guientes hechos:  Primero:  que  los  señores  D^  María 
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Ballester  y  Bueno  y  D.  Joaquíq  Sánchez  de  Toca  ve- 
cinos de  la  villa  y  corte  de  Madrid  son  dueños  en  ple- 
no dominio  del  Ingenio  de  fabricar  azúcar  llamado 
líConfluente»  sito  en  las  inmediaciones  de  esta  villa  de 
Guantánamo. — Segundo:  que  siendo  José  Cruaíies  ve- 
cino de  esta  villa  y  legítimo  esposo  de  mi  poderdante 
primer  maquinista  del  refei-ido  ingenio,  el  día  veinti- 
nueve de  Marzo  del  corriente  año  al  poner  el  pie  en 
el  peldaño  superior  de  una  escalera  de  la  casa  de  má- 
quinas en  servicio  de  su  empleo  se  rompió  6  desa&io 
en  el  a  cto  el  peldaño  y  perdiendo  Ouañes  el  equi- 
librio se  cayó  desde  su  altura  al  pavimiento.  fallecien- 
do pocos  momentos  después,  por  consecuencia  del 
golpe  recibido. — Tercero:  que  don  José  Cruañez  esta- 
ba dotado  de  una  naturaleza  sana  y  robusta  y  su 
fallecimiento  casi  instantáneo  fué  evidente  resultado 
de  su  fatal  caída.— Cuarto:  que  el  mismo  día  veinti- 
nueve de  Marzo  el  administrador  del  ingenio  y  apode- 
rado general  de  los  señores  San 'hez  de  Toca  don  Car- 
los Taquechel  pasó  un  parte  al  juzgado  manifestándole 
que  estando  trabajando  el  señor  Cruañez  como  á  las 
doce  del  día  se  había  dado  un  golpe  en  la  casa  de 
máquina  donde  trabajaba  como  primer  maquinis- 
ta y  que  aún  cuando  se  le  prestaron  los  auxilios 
necesarios  había  fallecido  á  los  pocos  momentos. 
— Quinto:  que  hecha  la  autopsia  del  cadáver  por 
los  doctores  D.  Francisco  Sabas  Castillo  y  don  Flo- 
rencio Villuf'ndas  declararon  éstos,  que  el  cadáver 
presentaba  grandes  placas  equimóxicas  en  la  parte  iz- 
quierda del  abdomen  s«»bre  la  cresta  iliaca  y  que  en- 
contraron gran  derrame  sanguíneo  en  la  cavidad  ab- 
dominal con  desgarradura  de  los  vasos  mesentéricos 
que  debieron  causar  la  muerte  por  necesidad. — Sexto: 
que  el  escalón  que  se  rompió  ocasionando  la  caída  y 
muerte  de  Cruañez  solo  estaba  articulado  en  el  cuerpo 
de  la  escalerií*  como  todos  los  demás  por  medio  de  tres 
6  cuatro  clavos  introducidos  en  la  caja  con  inserción  en 
los  topes  de  los  escalones  formando  eje.  —Séptimo:  que 
líi  escalera  estaba  construida  con  material  de  pino  que 
es  una  de  las  maderas  más  blandas  que  se  conocen. 
— Octavo:  que  tanto  por  razón  del  material  empleado 
como  por  la  forma  de  construcción  de  la  escalera,  re- 
sulta claro,  que  los  empleados  carpinteros  del  ingenio 
sus  constructores  no  han  puesto  en  la  obra  aquella  di- 
ligencia que  exigía  la  naturaleza  y  objeto  de  la  mismsk 
de  cuya  falta  ú  omisión  se  originó  la  desgracia  ocurri- 
da.— Noveno:  que  hubo  asimismo  culpa  y  negligencia 
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por  parte  del  administrador  del  ingenio  Confluente  para 
quien  no  debió  pasar  desapercibido  la  mala  construc- 
oión  de  la  escalera  y  ei  inminente  peligro  de  su  uso  si 
se  hubiese  conducido  con  la  diligencia  de  un  buen  pa- 
dre de  familia. — Décimo:  que  tanto  el  maestro  carpin- 
tero y  oficiales  del  departamento  de  carpintería  en  los 
ingenios  como  sus  administradores  no  son  otra  cosa  que 
empleados  en  las  ñucas  con  sueldo  dado  y  por  tanto 
dependientes  de  los  dueños  6  propietarios  de  los  inge- 
nios.— Undécimo:  que  los  dueños  6  propietarios  de 
los  ingenios  responden  por  sus  dependientes  de  los 
perjuidoB  por  éstos  causados  con  motivo  de  sus  fun- 
cionee  en  el  servicio  de  dichas  fincas. — Duodécimo: 
que  al  ocurrir  sir  fallecimiento  tenia  don  JoséCruañez 
la  edad  de  cuarenta  y  seis  años  y  ganaba  como  primer 
maquinista  del  ingenio  Confluente  la  cantidad  de  cien- 
to dos  pesos  oro  americano. — Décimo  tercero:  que 
dada  la  robustez  y  buen  estado  de  sahid  de  don  José 
Crnailez  se  le  pueden  calcular  de  vida  probable  unos 
diez  años  y  en  tal  concepto  su  viuda  D^  Rita  Estévez 
por  sí  y  en  representación  de  sus  cuatros  hijos  impú- 
beres reclama  como  indemnización  del  daño  y  perjuicio 
que  se  le  ha  causado  la  cantidad  de  ocho  mil  pesos,  es- 
to es,  menos  de  la  mitad  de  veinte  mil  trescientos  se- 
senta pesos  con  sesenta  y  siete  centavos,  que  repre- 
sentan los  ciento  dos  pesos  mensuales  que  Cruanez 
tenía  de  sueldo  capitulizado  al  seis  por  ciento  anual 
asegurándose  así  á  los  infortunados  niños  una  renta 
mensual  de  cuarenta  pesos,  pobre  compensación  hu- 
mana del  irreíjparable  daño  sufrido. — Decimocuarto: 
que  loe  Sres.  Sánchez  de  Toca  están  obligados  á  in- 
demnizar á  doña  Eita  Estévez  y  sus  menores  hijos  por 
el  daño  y  perjuicio  que  se  les  causó  con  la  muerte  de 
don  José  Cruañez  originada  por  culpa  y  negligencia 
de  sus  dependientes  en  el  ingenio. — Decimoquinto; 
que  T^  Rita  Estévez  demandó  eu  acto  de  conciliación 
al  administrador  del  ingenio  y  apoderado  de  los  seño- 
res Sánchez  de  Toca  don  Carlos  Taquechel  sobre  que  le 
abonase  y  pagase  la  expuesta  suma  de  ocho  mil  pesos 
oro  americano  por  indemnización  de  la  muerte  de  su 
marido  el  Sr.  Cruañez,  cuyo  acto  se  dio  por  intentado 
sin  efecto  alguuo  por  no  haber  comparecido  el  señor 
Taquechel  s^ún  la  certificación  que  se  acompaña,  pi- 
diendo en  definitiva  se  condene  á  los  expresados  seño- 
res María  Ballester  y  Bueno  y  don  Joaquín  Sánchez 
de  Toca  á  que  abonen  á  doña  Rita  Estévez  y  á  sus 
-cuatro  hijos  la  cantidad  de  ocho  mil  pesos  por  indem- 
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nizaci6n  del  daño  y  perjuicio  qae  se  le  ha  caosado  ooa 
la  muerte  de  don  José  Cruaneis  y  Alfonso  y  en  todas 
las  costas  del  juicio,  y  por  otrosí  solicita  se  libre  exhor- 
to al  8r.  Juez  decano  de  los  de  Madrid  para  el  empla- 
zamiento de  los  demandados. 

Tercero.  Besultando  que  por  providencia  de- 
veintidós  de  Octubre  del  año  pasado  se  di6  por  inter- 
puesta la  demanda  mandando  se  sustanciara  por  Ios- 
trámites  del  juicio  de  mayor  cuantía,  dándose  traslado* 
de  la  misma  al  Sr.  Joaquín  Sánchez  de  Toca  y  á  la 
Sra.  María  Ballester  para  que  dentro  de  cuarenta  días- 
improrrogables  se  personaran  en  los  autos,  habiéndose 
librado  el  correspondiente  exhorto  al  Sr.  Juez  decano- 
de  los  de  Madrid  por  la  vía  diplomática;  y  -en  diez  y 
seis  de  Diciembre  del  año  pasado  á  instancia  del  actor 
se  dispuso  se  emplazara  al  Procurador  Sr.  Ernesto- 
Reyna  en  representación  de  los  señores  Sánchez  de 
Toca  para  que  comparecieran  en  los  autos  á  personar- 
se en  forma  dentro  del  término  de  nueve  días;  y  ea 
diez  y  siete  del  propio  mes  y  año  fué  emplazado  el  ci» 
tado  Procurador  haciéndole  entrega  de  la  correspon- 
diente cédula,  copia  de  documentos  y  demanda  habién- 
dose personado  dicho  Procurador  con  poder  bastante; 
en  dos  de  Enero  del  corriente  año;  y  en  cuatro  del  pro- 
pio mes  se  tuvo  por  parte  al  mismo  en  nombre  de  la 
señora  María  Ballester  y  el  señor  Joaquín  Sánchez  de 
Toca  concediéndosele  el  término  de  veinte  días  para 
que  contestara  la  demanda. 

Contestación: 

Cuarto.  Sesultando  que  el  Procurador  Ernesto 
Reyna  por  su  escrito  ^e  veintisiete  de  Enero  último,  co- 
mo representante  de  los  señores  Sánchez  de  Toca  con- 
testa la  demanda  y  la  niega  fundándola  en  los  hechos 
siguientes:  Primero:  Acepto  los  hechos  primero,  se- 
gundo, tercero,  décimo  y  duodécimo,  si  bien  el  señor 
Taquechel  no  era  ni  es  apoderado  general  de  los  seño- 
res Sánchez  de  Toca,  y  añadiendo  que  las  diligencias 
sumariales  instruidas  á  consecuencia  de  la  muerte  de 
Cruañez,  fueron  sobreseídas  libremente  sin  que  se  hu- 
biese dictado  auto  de  procesamiento  contra  persona 
alguna.  Segundo:  Que  ignorando  el  dictamen  presen- 
tado por  los  facultativos  que  practicaron  la  autopsia 
de  Cruañez  es  por  lo  que  mientras  no  se  acredite  nie- 
go lo  consignado  en  el  hecho  quinto.  Tercero:  Niego 
los  hechos  segundo,  sexto,  séptimo,  octavo,  noveno, 
undécimo,  decimotercero  y  decimocuarto  del  escrito 
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de  demanda.  Tercero:  Niego  Iob  hechos  segnn'do, 
seztO;  séptimo,  octavo,  noveno,  nndécimo,  decimoter- 
cero y  decimocuarto  del  escrito  de  demanda.  Cuarto: 
Que  la  escalera  de  la  cual  cayó  el  desgraciado  Cruañez 
fué  mandada  á  hacer  por  el  mismo  Oruafiez,  á  quien, 
como  Jefe  del  Departamento  de  máquinas,  obedecían 
todos  lo»  empleadoeT  en  dicho  departamento,  tales  co- 
mo carpinteros,  herreros,  &,  &  y  por  consiguiente  bajo 
la  dirección  y  mandato  de  Cruafíez  se  hizo  y  colocó  la 
escalera  á  la  altura  de  dos  metros.  Quinto:  Que  el 
señor  Taquechel  se  encontraba  ausente  de  Confluente 
en  la  mañana  del  hecho  y  pocos  momentos  después  de  su 
regreso  al  lugenio  fué  avisado  de  que  Cruañez  se  había 
caído  y  estaba  muriendo,  informándose  entonces  de 
que  Cruañez  habfa  ordt'uado  hacer  y  poner  la  esca- 
lera, ignorando  los  materiales  con  que  fuera  ésta  cons- 
truida, y  termina  solicitando  se  desestime  la  demanda 
absolviendo  de  ella  á  su  representado  con  imposición 
de  las  costas  al  demandante. 

Réplica: 

Quinto:  Resultando  que  por  providencia  de  diez 
de  Febrero  del  corriente  año  se  dio  por  contestada  la 
demanda  conñriéndose  traslado  en  réplica  á  la  deman- 
dante por  término  de  diez  días,  traslado  que  evacuó  el 
Procurador  Morlote  por  su  escrito  de  diez  y  nueve  del 
propio  mes  reproduciendo  los  hechos  consignados  en 
la  demanda  y  negando  los  hechos  cuarto  y  quinto  de  la 
contestación  á  la  misma,  y  termina  solicitando  que  en 
definitiva  se  desestime  la  excepción  propuesta  por  los 
demandados  señores  Sánchez  de  Toca  y  por  otrosí  so- 
licita se  abra  este  pleito  á  prueba.  <^ 

Dúplioa:  ,,^ 

Sexto.  Resultando  que  por  providencia  de  vein- 
tidós de  Febrero  del  corriente  año  se  confirió  traslado 
ár  los  demandados  para  duplica  por  término  de  diez 
días,  traslado  que  evacuó  el  Procurador  Reyna  repro- 
duciendo todos  los  hechos  consignados  en  su  escrito  de 
contestación  á  la  demanda,  solicitando  que  en  defini- 
tiva se  falle  este  pleito  en  los  términos  solicitados  en 
su  escrito  de  veintisiete  de  Enero  del  corriente  año  y 
por  otrosí  está  conforme  con  que  el  pleito  se  reciba  á 
prueba. 

Séptimo.  Resultando  que  por  providencia  de  do- 
ce de  Marzo  del  corriente  año  se  dio  por  evacuado  el 
trámite  de  duplica  y  en  vista  de  la  conformidad  de 
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]aa  partes  se  dispuso  se  recibiese  á  prueba  el  juicio 
abriéndose  el  primer  período  por  térmiDO  de  veinte 
días  oomunes  para  que  las  partes  propusieran  todas 
las  que  creyeran  convenientes  á  su  derecho. 

Octavo.  Resultando  que  el  Procurador  Reyna  eu 
su  escrito  de  siete  de  Abril  recusó  al  Escribano  interino 
señor  Ramón  Vallejo  por  ser  hermano  político  de  la  de- 
mandante y  por  auto  de  once  del  mismo  mes  se  tuvo 
por  recusado  para  que  siguiera  actuando  en  este  juicio 
pasándose  al  Escribano  señor  Ángel  Díaz. 

Pbueba  : 

Noveno.  Resultando  que  los  demandantes  por 
BU  escrito  de  treinta  de  Marzo  del  corriente  año  pro- 
mueven pruebas  documental,  pericial  y  de  reconoci- 
miento judicial,  admitiéndose  como  pertinente  excep- 
tuándose la  pericial  que  se  le  desestimó  en  providencia 
de  cuatro  de  Abril  y  cinco  de  Junio  del  corriente  año> 

Décimo.  Resultando  que  los  demandados  por  su 
escrito  de  treinta  de  Marzo  del  corriente  año  promue- 
ven prueba  documental  y  testifical  acompañando  el 
interrogatorio  por  el  cual  han  de  ser  examinados  los 
testigos  cuya  prueba  fué  declarada  pertinente  prese u- 
tándose  por  los  demandados  la  lista  de  testigos. 

Undécimo.  Resultando  que  abierto  el  segando 
período  de  prueba  y  presentada  la  lista  de  testigos  de 
la  parte  demandante  se  couHtituyó  el  Juzgado  en  el 
Ingenio  Confluente  con  los  Procuradores  de  las  paites 
y  el  Administrador  del  mismo  don  Garlos  Taquechei 
exhibió  un  libro  de  empleados  mensuales  en  el  que 
aparece  don  José  Cruañez  hasta  el  día  veintiocho  de 
Febrero  de  mil  novecientos  uno  como  primer  maqui- 
nista y  ciento  dos  pesos  de  sueldo,  manifestando  el  se- 
ñor Taquechel  que  no  podía  presentar  el  libro  donde 
consta  la  cuenta  de  gastos  de  la  carpintería  porque  no 
se  lleva  en  el  Ingenio,  pues  los  carpinteros  están  por 
quincenas  y  meses  y  trabajan  donde  son  llamados  á 
prestar  sus  servicios  y  por  ello  no  se  llevan  cuenta  de 
los  gastos  de  Carpintería,  por  cuyo  motivo  se  ignoran 
los  gastos  de  construcción  de  la  escalera  de  la  cual  m 
oayó  Cruañez  en  la  casa  de  Máquinas;  declarando  el 
señor  Taquechel  manifestó  que  no  conservaba  la  esca- 
lera porque  cuando  ocurrió  la  muerte  de  Cruañesí  los 
empleados  la  destruyeron  y  la  quemai*on:  El  testigo 
Pálmenlo  Contreras  que  es  cierto  que  la  escalera  colo- 
cada en  la  casa  de  Máquinas  donde  se  cayó  por  d^- 
prendimiento  de  uno  de  los  escalones  don  José  Orue^ 
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ñas  era  de  tabla  de  á  pulgada,  de  pino  blanco  y  no 
tenía  pasamanos  y  que  la  tabla  empleada  en  la  cons- 
trucción de  la  escalera  formando  las  paralelas  de  la 
misma  solo  tenia  de  grueso  una  pulgada  inglesa  y  que 
los  pasos  6  peldaños  de  la  escalera  solo  estaban  unidos 
al  tope  por  cuatro  6  cinco  clavos  y  íio  tenían  enpigas 
los  peldaños  y  que  no  sabe  de  fijo  la  cantidad  ó  entrada 
de  los  peldaños  superiores  á  la  escalera,  digo,  á  las  pa- 
ralelas y  en  caso  de  existir  podrían  tener  un  cuarto 
de  pulgada,  esto  si  lo  han  hecho;  y  que  cuando  Orua- 
ñez  llegó  á  Conñnente  de  Santa  María  ya  estaba  la  es- 
calera colocada  en  la  casa  Máquinas  no  recordando  la 
fecha  ñja  de  su  colocación  y  que  la  escalera  de  donde 
se  cayó  Cruafiez  ae  encontraba  ya  colocada  en  la  casa 
de  Máquinas  del  Ingenio  Conñuente  cuando  fué  colo- 
cado en  él  el  citado  Cruañez:  Andrés  Guerra  declara 
que  es  cierto,  que  en  la  escalera  colocada  en  la  casa 
de  Máquinas  donde  se  cayó  por  desprendimiento  dé 
unos  de  los  escalones  superiores' don  José  Crunfíez  era 
de  tabla  de  pino  oomún  y  no  tenia  pasamano  y  que  la 
tabla  empleada  en  la  construcción  de  la  escalera  for- 
mando las  paralelas  solo  tenían  una  pulgada  de  grueso 
j  que  los  pasos  ó  peldaños  de  la  escalera  solo  estaban 
unidos  por  cuatro  ó  cinco  clavos  y  no  tenían  espiga 
los  peldaños,  teniendo  un  cuarto  de  pulgada  de  entra- 
da los  peldaños  superiores  en  las  paralelas  y  que  el 
Torres  fué  el  que  hizo  la  escalera  á  principios  de  la 
isafra  de  mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno  y  le 
parece  que  fué  el  mes  de  Febrero  porque  allá  en  Mar- 
zo no  trabajaba  en  la  finca  y  la  escalera  fué  uno  de  los 
últimx)s  trabajos  que  hizo  en  la  finca  y  que  cuando  se 
<K>loe6  la  escalera  en  la  casa  de  Máquinas  no  estaba  el 
«eñor  Cruañez  en  Confluente  sino  un  segundo  cuyo 
nombre  no  conoce.  Constituido  el  actuario  en  el  In- 
genio Santa  María  y  presente  su  dueño  Fernanrio  Pons 
presentó  un  libro  donde  consta  la  última  liquidación 
•como  don  José  Cruañez  del  primero  al  treinta  y  uno 
de  Enero  sesenta  pesos:  El  testigo  Joaquín  Dabia  ma- 
nifestó que  en  el  mes  de  Febrero  dejó  de  ser  empleado 
de  la  finca  no  estando  en  la  misma  cuando  ocurrió  la 
muerte  de  Cruañez,  recordando  que  la  escalera  de  don- 
de éste  cayó  la  hizo  Andrés  Torres,  que  no  se  fijó  en  el 
grucMSo  de  las  paralelas  y  que  sus  ocupaciones  no  le 
permitían  fijarse  si  los  peldaños  de  la  escale^ti  esta- 
ban unidos  al  tope  por  éuatro  ó  cinco  clavos  ó  si  te- 
nían ó  no  espigas  los  peldaños  y  si  estos  entraban  en 
las  paralelas  y  que  la  escalera  estaba  hecha  cuando 
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salió  del  ingenio  no  recordando  la  fecha  cnando  la  hi- 
cieron ni  cuándo  la  colocaron,  ignorando  también  si 
fué  colocada  ó  no  la  escalera  antes  6  después  de  estar 
colocado  Cruafíez  en  el  ingenio:  El  perito  don  José 
Vidal  manifiesta  que  la  tabla  común  de  pino  tiene  una 
pulgada  inglesa  y  que  una  escalera  de  tabla  de  pino 
común  y  cuyos  pasos  ó  peldaños  están  unidos  al  tope 
por  cuatro  6  cinco  clavos  ofrece  peligro  para  las  per- 
sonas que  la  usan  pues  no  tiene-  ninguna  seguridad  y 
que  esas  escaleras  no  se  construyen  para  uso  corriente 
pues  se  utilizan  otms  maderas  más  fuertes  regular- 
mente de  dos  pulgadas  de  grueso  endientados  los  pel- 
daños con  cuña  y  pasador  de  hierro;  constando  eñ  los 
autos  un  testimonio  remitido  por  la  Audiencia  de  esta 
provincia  de  la  declaración  del  señor  Carlos  Taquechel, 
reconocimiento  facultativo  y  judicial,  declaración  de 
don  José  Dogas,  Tomás  de  Eibas  declaración  del  Doc- 
tor José  Solsona  y  diligencia  de  autopsia  existente  en 
la  causa  seguida  por  muerte  de  D.  José  Crnafiez  en  la 
que  declara  el  Br.  Taquechel  que  cuando  acudió  á  la 
casa  de  máquinas  ya  traían  al  8r.  Gruanez  de  brazo 
por  lo  que  dispuso  que  inmediatamente  acudiera  el 
médico  don  José  Solsona  para  su  asistencia,  falleciendo 
á  pocos  momentos  después,  creyendo  el  hecho  casual: 
del  reconocimiento  facultativo  resulta  que  para  poder 
precisar  la  causa  de  la  muerte  era  necesario  la  práctica 
de  la  autopsia  y  que  la  muerte  debió  ocurrir  pocos 
momentos  después  del  accidente:  del  reconocimiento 
judicial  resulta  que  á  la  parte  Sur  de  la  casa  de  má- 
quinas del  Ingenio  se  halla  una  caldera  de  vapor  cu- 
bierta de  una  mampostería  de  ladrillos  como  de  d6B 
metros  de  altura  por  uno  de  ancho  la  cual  se  ve  que  le 
falta  uno  de  los  escalones  de  arriba  por  lo  que  se  de- 
duce que  el  interfecto  al  ir  á  bajar  por  la  escalera  puso 
el  pié  en  el  primer  escalón  el  que  rompiéndose  y 
perdiendo  dicho  interfecto  el  equilibrio  cayósobre  el 
pavimento  produciéndose  el  golpe  que  le  ocasionó 
la  muerte:  don  Juan  Boumi  y  don  José  Dogal  vieron 
llegar  al  maquinista  D.  José  Cruañez  y  que  al  ba- 
jar la  escalera  para  ir  á  las  hornillas  de  la  calde- 
ra puso  el  pie  sobre  el  primer  escalón  rompiéndose 
éste  y  cayendo  el  expresado  maquinista  sobre  el  empe- 
drado boca  abajo,  quejándose  de  dolores  en  el  costólo 
y  falleciendo  á  los  pocos  momentos  y  que  el  hecho  fué 
casual;  declarando  también  Ibmás  Ribas  el  cual  no 
presenció  el  hecho  pero  vio  á  los  fogoneros  corriendo 
y  dirigiéndose  á  este  lugar  encontró  tendido  en  el  sue- 
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lo  boca  abajo  al  maquinista  que  se  quejaba  falleciendo 
á  lofi  pocos  momentos,  creyendo  que  el  heho  sea  ca- 
sual; practicada  la  autopsia  del  cadáver  por  loe  facul- 
tativop  F.  Sabas  y  Villuendas  manifiestan  éstos  que 
la  muerte  de  Cruañez  por  necesidad  era  por  conse- 
cuencia de  desgarraduras  de  los  vasos  menentéricos; 
declarando  el  doctor  José  Balsona  que  el  día  veinti- 
nueve de  Marzo  del  aflo  pasado  asistió  en  el  ingenio 
Ck>nfiuente  á  José  Cruañez  con  el  que  no  pudo  hablar 
porque  estaba  sin  conocimiento  enterándose  de  que 
lo  que  padecía  era  consecuencia  de  un  golpe  en  la  casa 
de  máquina  del  referido  ingenio  donde  trabajaba  cre- 
yendo fuera  consecuencia  de  un  síncope. 

Duodécimo.  Resultando  que  á  instancia  de  los 
demandados  declararon  los  testigos  Bafael  Yalera, 
Juan  Quintero,  Antonio  Bister,  José  Luque,  Eugenio 
Luque,  Bafael  Bodriguez.  Gastón  Bordelois  y  Fi  ancis- 
co  Guevara:  Que  era  cierto  que  D.  José  Cruañez  era 
el  Jefe  de  máquinas  en  el  departamento  de  máquinas 
en  el  Ingenio  Confluente  y  al  que  como  tal  jefe  obedecían 
los  demás  empleados  como  carpinteros  herreros  &&y 
que  por  orden  y  bajo  la  dirección  de  Cruañez  se  hizo  la  es- 
lera  y  se  colocó  de  la  cuál  cayó  el  referido  Cruañez;  que 
cuando  ocurrió  la  muerte  de  éste  aquel  mismo  día  ha- 
bía regresado  al  ingenid  Confluente  el  Sr.  Taquechel, 
enterándose  al  comunicársele  la  desgracia  de  Cruañez 
de  que  éste  había  ordenado  de  hacer  y  colocar  la  esca- 
lera: repreguntado  el  testigo  Bafael  Yalera  manifestó 
que  el  jefe  de  la  casa  de  máquinas  lo  es  el  primer  ma- 
quinista y  que  ignoraba  el  día  que  s^  colocó  y  en  el 
que  se  hizo  la  escalera,  que  Cruañez  le.  pidió  un  maes- 
tro carpintero  para  hacer  la  misma  lo  que  le  facilitó  y 
que  el  día  que  se  desgració  Cruañez  llegó  Taquechel  al 
ingenio,  habiendo  estado  fuera  de  él  tres  ó  cuatro  días: 
repreguntados  los  demás  testigos  manifiesta  Juan 
Quintero,  Antonio  Bister,  José  Luque,  Eugenio  Lu- 
que, Bafael  Bodríguez,  Gastón  Bordelois  y  Francisco 
Guevara,  que  en  el  iugenio  no  había  existido  la  esca- 
lera de  la  cual  se  cayó  Cruañez,  que  éste  era  el  primer 
maquinista  y  que  á  sus  órdenes  estaban  los  demás 
que  trabajaban  en  la  casa  de  máquinas,  que  los  carpin- 
teros también  obedecían  al  maquinista  agregando  Bis- 
ter que  Cruañez  mandó  á  hacer  la  escalera  el  año  pa- 
sado por  haberlo  presenciado;  José  Luque  agrega  que 
la  escalera  se  hizo  en  el  mes  de  Marzo  del  año  pasado 
ignorando  el  dia:  Eugenio  Luque  y  Bafael  Bodríguez 
agregan  que  oyeron  decir  á  los  ayudantes  de  la  casa 


188 


BOIiETI>'  LEGISLATIVO. 


d^  máquina  y  á  los  carpinteros  que  Cruañez  mandó  á 
hacer  la  escalera  al  carpintero  Andréft  Torres  en  el 
raes  de  Mai*zo:  Guevara  agrega  que  le  oyó  decir  á 
Audrés  Torres  que  había  hecho  la  escalera  en  el  mes 
de  Marzo  del  año  pasado. 

Decimotercero.  Resultando  que  el  Procurador 
Morlote  en  su  escrito  de  cuatro  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos dos  manifiesta  que  los  testigos  que  anterior- 
mente han  declarado  son  dependientes  de  los  señores 
Sánchez  de  Toca  y  siendo  ésta  una  de  las  tachas  á  que 
se  contrae  el  artículo  seiscientos  cincuenta  y  nueve  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  solicita  se  tenga  por 
promovido  el  incidente  de  tacha  y  para  justificarlo 
propone:  Primero:  que  se  certifique  con  vista  del  ta- 
lonario de  órdenes  de  la  finca  el  alcance  de  cada  uno 
de  los  testigos  y  el  día  que  fueron  expedidos  las  órde- 
nes, comprendiendo  todo  el  periodo  de  tiempo  que  ca- 
da uno  de  ello  lleva  empleado  en  la  finca  y  que  con 
\'ista  del  libro  de  quincenas  y  mensual  se  certifique 
desde  el  día  primero  de  Mayo  hasta  el  cuatro  de  Julio 
del  corriente  año  los  salarios  que  hallan  devengado  y 
éfiten  devengando  dichos  testigos:  propone  ademán 
pi'ueba  de  testigos  para  que  éstos  declaren — primero 
—generales  de  la  ley — Segundo — Diga  como  es  cierto 
que  el  testigo  Rafael  Valera  es  en  la  actualidad  el 
maesti-o  carpintero  del  ingenio  Confluente  y  con,  ese 
carácter  empleado  del  mismo  hace  unos  ochos  años 
— tercero— diga  como  es  cierto  que  todos  los  demás 
testigos  Juan  Quintero,  Antonio  Bister,  José  Luque, 
Eugenio  Luque,  Rafael  Rodríguez,  Gastón  Bordelois, 
Francisco  Ladrón  de  Guevara  son  Jiodos  en  la  actuali- 
dad empleados  del  ingenio  Confluente  y  lo  son  desde 
algún  tiempo  de  dicho  Ingenio  donde  prestan  habitual- 
uiente  los  servicios  de  sus  oficios  respectivos  por  sus 
malarios  ó  sueldos,  además  solicita  que  el  actuario  cer- 
tificara que  el  Sr.  Gastón  Bordelois  era  el  mismo  que 
en  el  Ingenio  Confluente  era  el  que  traía  y  llevaba  los 
libros  por  orden  del  Sr.  Taquechel  al  constituirse  el 
Juzgado  en  dicho  Ingenio  para  la  prueba  del  recono- 
cimiento de  los  libros  en  el  mismo. 

Decimocuarto.  Resultando  que  por  providencia 
de  biete  de  Julio  último  se  dio  traslado  á  los  demanda- 
dos por  término  de  tres  días  para  impugnar  las  tachan 
y  contestando  dicho  traslado  el  procuradar  Reyna  im- 
pugnó la  tacha  de  los  testigos,  toda  vez  que  los 
tastigos  por  él  presentados  dejaron  de  ser  dependien- 
tes de  la  finca  en  Marzo  y  Junio  sin   que  ninguno  de 
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ellos  ios  fuera  el  día  que  comparecieron  á  declarar  an- 
te el  juzgado  exceptuando  el  testigo  Bister  y  termina 
solicitando  que  se  desestime  la  tacha  de  testigos  reco- 
nociendo el  valor  de  todas  las  declaraciones  que  pres- 
taron y  por  otrosí  promueve  prueba  documental  y 
testifical  consintente  la  primera  en  los  asientos  del  li- 
bro de  quincena  y  mensual  del  Ingnio  Confluente  y  la 
segunda  un  interrogatorio  para  los  testigos  que  pre- 
sentará. 

Decimoquinto.  Eesultando  que  por  providen- 
cia de  catorce  de  Julio  se  declaró  pertinente  toda  la 
prueba  propuesta  exceptuándose  aquélla  de  que  el  ae- 
tuariocei  tifícara  que  el  sefior  Gastón  Bordelois  era  el 
mismo  que  en  Junio  diez  v  nueve  del  corriente  afio 
era  el  que  traía  y  llevaba  los  libros  en  el  Ingenio  Con-< 
fluente  cuando  se  encontraba  allí  constituido  el  Juzga- 
do, estableciéndose  recurso  de  apelación  y  el  de  protes- 
ta para  reproducir  el  recurso  en  el  Tribunal  Superior, 
teniéndose  por  hecha  la  protesta. 

Decimosexto.  Resultando  que  constituido  el  ac- 
tuario en  el  Ingenio  Confluente  se  presentó  el  libro  de 
quincena  por  el  Administrador  así  como  el  de  emplea- 
do^ en  el  que  consta  que  Juan  Quintero  dejó  de  traba- 
jar en  la  finca  el  quince  de  Mayo,  Rafael  Valera  y 
Francisco  Guevara  el  quince  de  Junio,  Eugenio  y  José 
Luque  en  (quince  de  Abril  y  Gastón  Bordefois  hasta  el 
quince  de  Mayo  todos  del  corriente  año,  habiendo 
transcurrido  ei  término  sin  que  las  partes  hubieran 
presentado  la  lista  de  testigos  para  la  prueba  testifical 
que  propusieron. 

Decimoséptimo.  Resultando  que  á  instancia  del 
Procurador  Rey  na  se  trajo  á  los  autos  certificación  del 
auto  del  sobreseimiento  libre  dictado  por  la  Audiencia 
de  esta  Provincia  en  la  causa  que  se  formó  por  muerte 
del  sefior  José  Cruafiez  y  cuyo  auto  es  como  sigue: 
«Santiago  de  Cuba  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos uno.  Al  margen. — Sres.  Pte.  Gastón.  —Ma- 
gistrados.— Ramírez.  —  J.  Fernández. — Tapia. — Nieto. 
— Resultando  que  en  el  Juzgado  de  instrucción  de 
Guantánamo  ne  inició  la  presente  causa  número  cua- 
renta y  cuatro  de  mil  novecientos  uno,  Rollo  número 
doscientos  ochenta  y  tres  mil  novecientos  uno  por  muer- 
te, digo,  por  el  delito  de  muerte  y  se  dictó  por  el  Juez 
auto  declarando  terminado  el  sumario  que  elevó  al 
Fist^al. — Resultando:  que  el  Ministerio  Fiscal  pide  la 
C( infirmación  de  dicho  auto  y  que  se  sobresea  libre- 
mente con  arreglo  al  caso  segundo  del  artículo  treinta. 
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y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.-  Con- 
siderando:  que  dado  el  estado  del  proceso  y  méritos 
que  arroja  el  sumario  es  de  accederse  á  lo  solicitado 
por  el  Miuíeterio  Fiscal. — Vistos  los  artículos  seiscien- 
tos treinta,  seiscientos  treinta  y  cuatro  y  seiscientos 
treinta  y  siete  caso  segundo,  modificado  el  primero 
piir  eS  trece  de  la  Orden  de  trece  de  Julio  de  mil  ocho- 
cien  tOK  noventa  y  nueve. — Se  confirma  el  expresado 
aato  tie  terminación  del  sumario  y  se  sobresee  libre- 
mente en  la  presente  causa  declarando  de  oficio  las 
costaa.  ^Póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del 
Juex  de  Instrucción  y  obtenido  el  acuse  de  recibo  ar- 
chívele rollo  y  o^usa. — Así  lo  acordaron,  mandaron  y 
firman  ]oñ  señores  expresados  al  margen. — CeHifico, — 
Luík  Gastón. — José  Ramírez. — J.  Fernández  BondárU» 
—José  V.  Tapia.— Rafael  Meto  Abeillé.— Ángel  Mes- 
tre. 

Reííolucíon  recurrible: 

Décimooctavo.  Resultando  que  la  Audiencia  d© 
Santiago  de  Cuba  confirmó  con  las  costas  de  la  segun- 
da insbíitieía  la  sentencia  apelada,  que  declaró  sin  lu- 
gar hi  deiuanda,  absolviendo  de  ella  á  los  demandados, 
con  las  Cíí-tas  á  cargo  de  la  actora. 

FUNOAMKNTOS  DEL  RBCURSO   DE  CASACIÓN: 

Decimonoveno.  Resultando  que  contra  dicha 
sentencia  interpuso  Rita  Esté  vez,  con  los  CHract«res 
expreHíidns.  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  doctrina  legal,  alegando  los  siguientes  motivos:  A. 
— Violación  del  artículo  mil  novecientos  dos  del  ró- 
digo  Civil,  puesto  que  la  Sala  «al  estimar  indispensa- 
ble al  der  echo  de  la  parte  actora  para  que  su  atícióu 
pudif*ra  prosperar,  la  justificación,  no  solo  de  la  exis- 
tencia d*>  la  culpa  ó  negligencia  alegadas  como  cansa 
de  la  muerte  del  señor  Cruañez,  sino  también  que  e^- 
tan  fiiertin  provenientes  de  actos  ú  omisiones  de  los 
esposos  Hiínchez  de  Toca,  ó  de  sus  dependientes *►;  al 
reconocer  en  el  tercero  Considerando  «que  dos  de  loa 
tvi^  te^ífciííos  presentados  por  la  representación  de  do- 
ña Kíta  Entevez  y  sus  menores  hijos,  si  bien  han  de- 
clarado que  la  escalera  de  donde  cayó  por  desprendi- 
miento de  uno  de  sus  escalones  el  señor  Cruañez,  era 
de  tabla  de  pino  común  y  sin  pasamanos,  que  las  ta- 
blas de  i  as  paralelas  de  la  misma  solo  tenían  una  pul- 
gmla  ingle'^a  de  grueso,  que  los  peldaños  estaban  uni- 
dos al  tope  por  cuatro  ó  cinco  clavos  sin   aspiga   loa 
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primeros  y  caso  de  tenerlos,  solo  llegarían  á  un  cuarto 
de  pulgada  de  grueso,  que  la  escalera  se  colocó  antes 
de  la  zafra  de  mil  novecientos  á  mil  noveci»*ntos  uno  y 
•que  su  colocación  fué  anterior  al  ingreso  en  el  Ingenio 
del  referido  señor  Cruañez,  y  el  Perito  don  José  Bidat 
manifiesta  que  la  tabla  de  pino  común  tiene  una  pul- 
:gada  inglesa  de  grueso,  que  la  escalera  en  la  forma 
<)ue  se  indicó  por  el  demandante  ofrece  peligro  para 
las  personas  jque  la  usen  y  que  para  esos  usos  se  cons- 
truyen con  maderas  más  fuertes  con  dientes,  cuñas  y 
pasadores;  todo  ésto  por  si  solo  no  revela  la  culpa  ó 
'  negligencia  del  Administrador  del  Ingenio  Confluente 
de  que  se  pretende  hacer  responsable  á  sus  dueños;  es 
indudable  que  la  Sala  sentenciadora  relacionando  en^^ 
tresí  la  fuerza  jurídica  de  este  Considerando  con  el 
anterior  como  se  refiere  á  hechos  corroborados  por 
pruebas  á^i  juicio,  tales  como  la  pericial,  aceptada  de 
dimún  acuerdo  por  las  partes  á  fojas  ciento  diez  y  seis 
de  los  autos;  la  de  testigos  tales  como  las  declaracio- 
nes del  señor  Parmenio  Contreras  y  Alvarez,  Andrés 
Torres,  carpintero  que  confiesa  con  el  amerior  testigo 
y  con  Joaquín  David  á  fojas  ciento  ocho  á  ciento  diez 
7  ciento  veintidós  á  ciento  veintitrés  de  los  autCiS  que 
la  escalera  de  la  cual  se  cayó  don  José  Cruañez  fué 
construida  por  el  mismo  Andrés  Torre,  antes  de  colo- 
carse Cruañez  en  el  Ingenio  Confluente  y  por  tanto 
sobre  esta  manifestación,  de  actos  ejecutados  por  una 
persona,  no  cabe  apreciar  otra  prueba  que  la  destruya 
mientras  no  se  demuestre  que  esos  actos  no  fueron 
realizados  por  la  misma  que  los  confiesa,  corroborados 
además  por  prueba  documental  cual  lo  es  la  de  fojas 
ciento  doce,  donde  consta  en  el  libro  liquidación  del 
ingenio  Santa  María,  que  dou  Jo^é  Cruañez,  página 
seiscientos  treinta  y  siete,  alcanzó  hasta  treinta  y  uno 
de  Enero  de  mil  novecientos  uno  en  su  última  liquida- 
ción, sesenta  y  pesos;  y  á  fojas  noventa  y  siete,  requeri- 
do don  Carlos  Taquechel,  Administrador  del  Ingenio 
Confluente,  aparece  en  los  libros  exhibidos  por  éste, 
que  Cruañez  entró  en  el  Ingenio  en  Febrero  de  mil  no- 
vecientos uno,  y  trabajó  veintiocho  días  con  el  sueldo 
de  ciento  dos  pesos».  Y  por  tanto  al  prescindir  la  Sa- 
la sentenciadora  de  prueba  tan  sustancial,  incurre  en 
error  dn  hecho  en  la  apreciación  de  esas  pruebas  que 
resalta  de  documentos  y  autos  auténticos  que  demues- 
tran la  equivocación  evidente  del  Juzgador  y  error  de 
derecho,  violando  por  interpretación  errónea,  los  ar- 
tículos mil  novecientos  dos,  mil  novecientos  tres  y  mil 


boletín  LEOISI/ATnrO. 


novecientos  catorce  del  Código  Civil. — E.  Por  viola- 
ción también  del  articulo  mil  ciento  cuatro  del  Código 
Civil,  puesto  que  al  no  aplicarse  esa  disposición  legal 
y  constando  de  autos  que  la  culpa  ó  negligencia  existió 
en  el  Beilor  Carlos  Taciuechel,  Administrador  del  In- 
genio Conftue»ite,  por  la  omisión  de  aquella  diligencia 
que  exigía  la  naturaleza  de  su  obligación  que,  como 
anexa  á  ^u  cargo,  consistía  en  la  inspección  de  los  tra- 
bajos todua  del  Ingenio,  omitió  á  ese  respecto  la  que 
correspímdería  á  un  buen  padre  de  familia,  y  por  lo 
tanto  ís  1  no  aplicarse  ppr  la  Sala  senteuciadora  ese  pre- 
cepto, s^e  viola  el  referido  artículo  por  su  no  aplica- 
ción.— Y.  Por  interpretación  errónea  de  los  artículos 
mil  doseitíntos  cuarenta  y  cinco  al  mil  doscientos  cua- 
renta y  sitóte  del  Código  Civil;  y  violación  de  los  ar- 
tículoa  mil  doscientos  cuarenta  y  ocho  del  propio  Có- 
digo y  í.'aima  segunda  del  artículo  seiscientos  cincuen- 
ta y  nuevt'  del  propio  Código  por  su  no  aplicación, 
dado  que  la  Sala  sentenciadora  en  su  quinto  Conside- 
rando, al  estimar  (rque  no  es  procedente  la  tacha  de 
los  testigos  presentados  por  la  representación  de  los 
demandadíiB,  alegada  por  el  actor  y  que  se  funda  en 
que  al  prestar  sus  declaraciones  eran  depeni lentes  de 
los  señores  Sánchez  de  Toca,  por  no  estar  comprendi- 
do en  ninguno  de  los  ca^os  de  los  artículos  mil  dos- 
cientos cuarenta  y  cinco  al  mil  doscientos  cuarenta  y 
siete  del  Código  Civil  que  rige  en  la  materia,  de  inca- 
pacidades de  los  testigos  para  declarar  en  juicio  civil ^ 
lípaewto  (|ue  los  referidos  artículo-»  del  Código  Civil  no 
derogan  la  ley  adjetiva  en  que  taxativamente  se  pre- 
vee  que  tien«  tacha  legal  el  testigo  que  al  prestar  su 
declaí'acion  sea  dependiente  del  que  lo  presentare,  ex- 
tremo que  consta  probado  de  la  lista  de  testigos  de  los 
demandados,  á  fojas  ciento  treinta  y  tres  de  los  autos, 
en  que  m  expresa  que  don  Rafael  Valera,  carpintero 
domiciliado  en  el  Ingenio  Confluente  y  así  sucesiva- 
mente los  demás  testigos  hasta  nueve,  maquinista, 
azucarero,  ayudante  de  máquinas,  alimentador  de  cal- 
deras Se,  *&.  en  el  citado  Ingenio,  son  tales  dependien- 
tei^  de  la  ^Miite  que  los  presentó,  y  por  tanto,  si  la  Sala 
sent-eneiadora  aprecia  la  fuerza  probatoria  de  las  de- 
claraciones de  estos  testigos,  prescindiendo  de  la  ta- 
cha de  que  adolecen,  por  no  ser  incapaces  conforme  á 
los  artículos  mil  doscientos  cuarenta  y  cinco  al  mil 
doscientos  cuarenta  y  siete  ya  citados,  viola  por  su  no- 
aplicaeiÓTL  el  mil  doscientos  cuarenta  y  ocho  y  el  de 
la  ley  procesal  que  obliga  al  Juzgador  á  no  prescindir 
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de  U  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  la  apreciación 
de  la  prueba  testifical. — O,  Infracción  de  doctrina  le- 
gal y  entre  otr^,  eentencias  del  Tribunal  Supremo  de 
España  pertinentes  al  caso,  al  no  estimar  la  Sala  como^ 
de  alto  interés  social  la  obligación  en  que  están  los  se- 
ñores Sánchez  de  Toca  de  indemnizar  á  la  viuda  é  hi- 
jos del  señor  Cruañez,  por  los  perjuicios  causados  por 
sus  dependientes,  infringe  la  Sala  entre  otras  la  doc- 
trina sentada  por  la  jurisprudencia  de  diez  y  seis  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  sentencia 
publicada  en  la  Ga<  eta  de  Madrid  de  dos  de  Octubre 
del  mismo  año,  página  ciento  cuarenta  y  si^e,  y  la 
típica  completamente  análoga  de  catorde  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  página  se- 
senta y  dos  de  la  jurisprudencia  referente  al  Código 
Civil  &  por  V.  A,  M.  Tomo  tercero  año  mil  ochocien- 
tos noventa  y  seis. 

Vigésimo.  Resultando  que  admitido  el  recurso 
y  sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró 
la  vista  pública  el  día  nueve  del  actual  con  la  sol» 
asistencia  del  Abogado  defensor  de  la  parte  no  recu- 
rrente que  impugnó  la  procedencia  del  recurso. 

Decisión  del  rrcurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Ma3'dagán. 

Primero.  Considerando  que  no  pueden  estimarse 
infringidos  en  la  sentencia  los  artículos  mil  nove- 
<;ientos  dos  y  rail  novecientos  tres  del  Código  Civil, 
que  tratan  de  las  obligaciones  que  nacen  de  culpa  ó 
negligencia  cuando  para  afirmar  tal  infracción  se  par- 
te de  un  supuesto  contrario  al  apreciado  por  la  Sala 
sentenciadora  cuyo  criterio  sobre  e-te  punto  se  com- 
bate en  el  primer  motivo  del  recurso,  ora  como  error 
de  hecho  sin  aducir  documentos  ó  actos  auténticos 
que  lo  demuestren,  ya  como  error  de  deiecho  sin  in- 
dicar siquiera  el  concepto  de  dicho  error. 

S^nndo.  Considerando  que  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  es  de  la  libre  esti- 
mación del  Juez  sentei^ciador,  según  el  precepto  de  la 
ley  y  la  constante  jurisprudencia;  sin  que,  por  otra 
parte,  haya  constancia  en  autos  de  lo  que  se  alega  en 
-el  segundo  motivo  del  recurso  para  justificar  la  6nica 
tacha  argüida  i'especto  de  los  testigos  á  que  alude,  ó 
sea  que  estos  eran  empleados  ó  dependientes  de  los 
demandados  al  prestar  su  declaración . 

Tercero.  Considerando  que  los  dos  restantes  mo- 
tivos del  recurso  se  infieren  de  antecedentes  no  acre- 
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ditados,  6  sea  de  los  supuestos  errores  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  &  que  se  La  hecho  referencia  en  el 
primer  Considerando,  careciendo  en  ponsecuencia  de 
base  uno  y  otro  motivo. 

Cuarto*  Considerando  que  por  las  razones  expre- 
sadas es  de  declararse  sin  lugar  el  recurso  interpuesto 
con  las  costas  á  cargo  de  la  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  na 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  doctriua  legal  establecido  por  Rita  Estévez  viu- 
da de  Cruañez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia 'j(le  Santiago  de  Cuba  en  treinta  de  Marza 
último,  con  llis  costas  (i  cargo  del  recurrente.  Y  de* 
vuélvanse  los  autyos  á  dicha  Audiencia  con  la  corres- 
pondiente certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.—  José  Várela. — Pedio  Qoúzá- 
lez  Llórente. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Kevi- 
11a. — Eafael  Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  39.— 20  de  Junio.-  Acdóñ  reivindicato- 

ria.  (  Gac,  Febrero  29,  1904., ) 

DOCTRINA:  Los  derechos  que  la  ley  hipo- 
tecaria concede  á  los  terceros  descansan  en  la  pre- 
sunción de  que  cuando  niice  el  derecho  de  aquéllos, 
ellos  ignoraban  los  gravámenes  del  impuesto, 
presunción  que  cede  ante  la  prueba  de  que  tenían 
conocimiento  de  los  hechos  que  la  ley  presume  que 
ignoraban. . 

No  puede  estimarse  como  un  despojo  el  acto  de 
aprovechamientio  ú  ocupación  realizado  con  con- 
sentimiento de  la  persona  que  tiene  derecho  á  con- 
st-ntirlo,  en  e]  momento  de  realizarse  aquél. 

En  virtud  de  la  Orden  34-  de  1902,  todos  los  Fe- 
rrocarriles de  servicio  público,  son  de  utilidad  pú- 
blica, sin  necesidnd  de  expresa  declaración. 

No  obsta  el  ejercicio,  con  éxito,  de  la  acción 
reivindicatoría  el  que  no  se  disponga  la  entrega 
de  la  cosa  y  sus  consecuencias,  cuando  razones  es- 
peciales se  oponen  á  ello. 

En  la  cindad  de  )a  Habana,  á  veinte  de  Jimio  de 
mil  novecientos  tres,  en  los  autos  del  juicio  declarati- 
vo de  mayor  cuantía  procedentes  de  la  Audiencia  de 
Matanzas  é  iniciados  en  el  Juzgado  de  esta  última  ciu- 
dad seguidos  por  la  señora  Nestora  Crespo  y  Hernán- 
dez de  Ovares  y  León  Crespo  y  Hernández,  la  prime- 
ra ocupada  en  los  quehaceres  domésticos  y  del  comer- 
cio el  segundo,  ambos  vecinos  de  esta  capital,  contra 
la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Matanzas,  sobre  reivin- 
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dicaoióü  de  terrenos;  visto  ante  este  Tribunal  Supremo 
el  recurso  de  casación  por  inf  rae  ion  de  ley  y  doctrina 
Ic^l,  interpuesto  por  los  primeros  contra  sentencia 
dictada  por  la  expresada  Audiencia  con  fecha  veinte 
de  Marzo  ultimo. 

Primero.  Eesultando  que  en  la  indicada  senten- 
cia recurrida  se  aceptaron  los  Resultandos  contenidos 
en  la  que  el  Jnez  de  primera  instancia  dictó  en  veinti- 
séis de  Marzo  del  pasado  año  y  que  á  continuac  óu  se 
transcriben. 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  el  Procurador  M.  Can- 
tón como  apoderado  de  los  señores  Nestora  y  León 
Crespo  y  Hernández  acompafiaudo  el  testimonio  de 
poder  de  fojas  dos  del  que  aparece  que  el  señor  Abra- 
ham  Bari*eal  y  Balaza  r  por  ante  el  Notario  de  la  ciu^ 
dad  de  la  Habana  don  Jesús  M?*  Barraqué  y  Adue,  en 
primero  de  Dieiembr»-  de  mil  noveciento;*  sustituyó  á 
favor  del  expresado  Cantón  el  poder  que  le  fué  otorga- 
do por  los  señores  doña  M  estera  y  don  León  Crespo  y 
Hernández,  genei'al  para  pleito-,  en  veintiuno  de  Ju- 
nio de  mil  ochodentos  noventa  y  nueve,  ante  el  Nota- 
rio Arturo  Mañas  y  Urquiola,  cuya  sustitución  verifi*- 
06  el  expresado  B^vrreal  en  uso  de  las  facultades  de 
sustituir  contenida  en  dicho  poder.  La  certificación 
expedida  en  ocho  de  Diciembre  de  mil  novecientos  por 
don  Joan  Quiñones  y  Prado.  Secretario  del  Juzgado 
Municipal  de  estA  ciudad  con  el  Visto  Bueno  del  Juez 
Municipal  Miguel  Tamago,  de  la  que  aparece  que  el 
referido  Procurador  Cantón  como  tai  apoderado  de  los 
señores  NesWra  y  León  Crespo  y  Hernández  estable*» 
ció  iiemanda  de  conciliación  el  i*eferido  día  ocho  de 
Diciembre  de  mil  novecientos  contra  la  Empresa  del 
Fen*ocarril  de  Matanzas,  para  que  ésta  se  prestara  á 
las  reclamaciones  que  se  le  hacen  en  el  presente  juicio, 
sin  que  en  dicho  acto  hubiera  avenencia.  La  certifica* 
ción  de  fojas  ocho  expedida  en  veinticuatro  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  por  don  Francisco  Baños, 
Escribano  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distri- 
to Sur  de  esta  ciudad,  contentiva  de  varios  lugares 
del  juicio  ejecutivo  promovido  por  doña  Nestora  Cres- 
po contra  la  señora  Maiia  Teresa  Beltranena,  en  cobro 
de  veintiséis  mil  trescientos  ochenta  y  cuatro  pesos 
treinta  y  cuatro  siete  Oítavo  centavos,  en  cuyo  juicio 
fué  condenada  la  demanda  al  pago  de  la  cantidad  re- 
clamada y  la  certificación  de  fojas  veinticinco  expedi- 
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da  por  el  Registrador  de  la  Propiedad'  de  Alacranes 
por  la  que  consta  inscripto  el  ingenio  el  Cannen  á  fa- 
vor de  los  demandantes.  En  su  consecuencia  el  Pro- 
curador Leopoldo  M.  Cantón  como  apoderado  de  los 
señores  Nestora  y  León  Crespo  y  Hernández  según  el 
testimonio  de  poder  que  acompañó  estableció  dicho 
demanda  por  su  escrito  de  fojas  veintisiete,  fundándo- 
se en  los  siguientes  hechos:  Primero:  Per  escritura 
pública  otorgada  en  esta  ciudad  ante  el  que  fué  Nota- 
rio de  su  Colegio  don  Bonifacio  Domínguez,  en  dos  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  y  previa 
la  oportuna  aprobación  judicial,  se  protocoló  la  cuen- 
ta divisoria  de  los  bienes  que  constituyen  la  herencia 
del  señor  don  León  Crespo  de  la  Serna,  abuelo  de  los 
demandantes  doña  Kestora  y  don  León  Crespo  y  Her- 
nández, por  cuya  cuenta  correspondió* á  éstos  en  pago 
de  la  legitima  que  dichos  bienes  le  correspondia  como 
hijos  del  que  á  su  vez  lo  habia  sido  de  dicho  señor 
Crespo  de  la  Serna  don  José  de  León  Crespo  y  Vicie- 
do  la  suma  de  cincuenta  y  dos  mil  setecientos  sesenta 
y  nueve  pesos  sesenta  y  nueve  y  tres  cuartos  centavos 
ó  sea  la  de  veintiséis  mil  trescientos  ochenta  y  cuatro 
pesos  ochenta  y  cuatro  dos  centavos  para  cada  uno  de 
dichos  hermanos.  Segundo:  Según  la  propia  cuenta 
divisoria,  la  viuda  del  señor  Crespo  de  la  Serna,  doña 
María  Teresa  Beltranena,  se  adjudicó  entre  otros  de 
los  bienes  que  formaban  dicha  herencia  el  ingenio  de 
elaborar  azúcar  denominado  Nuestra  Señora  del  Car- 
men, situado  en  el  término  municipal  de  Sabanilla  dis- 
trito judicial  de  Alacranes  ó  Alfonso  XII,  de  treinta 
y  siete  y  media  caballerías  de  tierra  equivalentes  á 
quinientos  tres  hectáreas,  veinticinco  áreas  y  setenta 
y  siete  centiáreas;  en  cuya  finca  y  con  aseguración  hi- 
potecaria áe  la  misma,  reconoció  dicha  señora  el  ha- 
ber hereditario  antes  referido  de  los  menores  doña 
Nestora  y  don  León  Crespo  y  Hernández,  ascendente 
en  junto  á  los  referidos  cincuenta  y  dos  mil  setecien- 
tos ochenta  y  nueve  pesos  y  sesenta  y  nueve  dos  cuartos 
centavos  de  por  mitad  entre  ambos  y  también  el  de  otra 
suma  igual  de  cincuenta  y  dos  mil  setecientos  sesenta 
y  nueve  pesos  sesenta  y  nueve  tres  cuartos  centavos  á 
favor  de  su  hijo  don  Luis  Felipe  Crespo  y  Beltranena, 
obligándose  la  adjudi cataría  á  abonarles  sus  respecti- 
vos haberes  á  dichos  menores  luego  que  llegare  uno  de 
los  casos  de  la  Ley,  y  abonarles  mientras  tanto  el  in- 
terés pupilar  del  ocho  por  ciento.  Tercero:  La  expre- 
sada escritura  y  dichas  aseguraciones  hipotecarías  fue- 
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ran  oportaoamente  inscriptas  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad de  Alacranes  6  Alfonso  XII  «al  folio  cien  del 
libro  sexto  del  Ayuntamiento  de  Sabanilla,  inscripción 
primera  de  la  tinca  número  ciento  treinta  y  siete  que 
es  el  expresado  ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen. 
Cuarto:  Doña  Nestora  Crespo  y  Hernández  después 
de  haber  arribado  á  su  mayoría  de  edad  y  con  fecha 
dos  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  pro- 
movió en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Cerro,  hoy  Sur  de  la  ciudad  de  la  Habana,  y  por 
ante  el  Escribano  Francisco  Baños  demanda  ejecutiva 
contra  dofia  María  Teresa  Beltranena,  viuda  de  Cres- 
po, en  cobro  de  los  veintiséis  mil  trescientos  ochenta 
y  cuatro  pesos  ochenta  y  cuatro  siete  octavos  centavos 
importe  de  sn  legítima  referida  en  cuyo  juicio  se  dictó 
sentencia  de  remate  con  fecha  tres  de  Agosto  de  mil 
ochocientijs  noventa  y  nueve,  condenando  á  la  señora 
ejecutada  al  pago  de  dicho  capital  sus  intereses  y  costas. 
Quinto.  Que  por  consecuencia  de  dicho  juicio  se  em- 
bargó á  1m  deudora  el  referido  ingenio  Nuestra  Señora 
del  Carmen  con  sus  terrenos,  pertenencias  y  anexida- 
des, el  cual  se  sacó  á  remate  público,  acto  que  tuvo 
efecto  ante  el  mencionado  señor  Juez  de  primera  ins-/ 
tancia  del  distrito  del  Cerro  de  la  ciudad  de  la  Haba- 
na, en  diez  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  por  la  suma  en  que  fué  tasada  ó  sean  sesenta 
y  dos  mil  seis  pesos  setenta  y  cinco  centavos,  adjudi- 
cándose la  descripta  finca  la  señora  ejecutada  doña 
Nestora  Crespo  y  Hernández  por  el  precio  de  los  dos 
tercios  de  su  tasación.  Sexto:  Que  aprobado  dicho  re- 
mate en  favor  de  la  ejecutante,  ésta  cedió  la  mitad  de 
la  fínoa  rematada  á  su  hermano  don  León,  acreedor 
como  ella  y  en  igual  grado  y  por  idéntica  causa,  de  la 
propia  finca,  poniéndosele  en  posesión  de  ésta,  otor- 
gándose el  acta  de  adjudicación  correspondiente  y  ex- 
pidiéndose por  el  expresado  juzgado  el  mandamiento 
oportuno  al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  de  Ala- 
cranes para  la  inscripción  del  dominio  sobre  la  finca . 
mencionada  en  favor  de  los  señores  adjudicatarios. 
Todos  los  hechos  hasta  aquí  consignados  resultan  com- 
probados de  la  éertifícacióu  que  acompañó  expedida  con 
vista  délos  referidos  autos  ejecutivos  seguidos  por  do- 
fia  Nestora  Crespo  contra  doña  María  Teresa  Beltrane- 
na  y  autorizada  por  el  Escribano  don  Francisco  Baños 
por  ante  quien  los  mismos  cursaron  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Distrito  del  Cerro  hoy  Sur  de 
la  Habana^  Séptimo.  Que  Tfi  Nestora  y  D.  León  Cres- 
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po  y  Hernández  inscribieron  su  dominio  sobre  el  referi- 
do Iiigerno  Nuestra  Señora  del  Ovrmen  al  folio  veinte 
vueiba  del  tomo  once  del  Ayuntamiento  de  Sabanilla 
Registro  de  la  Propiedad  de  Alacranes  por  la  inscrip- 
ción BcpMma  de  la  finca  número  ciento  treinta  y  siete 
dupliuado  según  se  justifica  con  la  certificación  expedi- 
da por  diclio  Registro  en  veintiocho  de  Enero  de  mil 
fíovecietttos  que  acompaño.  Octavo.  El  únií'O  grava- 
men ó  derecho  real  que  el  Ingenio  Nuestra  Señora  del 
Carmen  reconocía  impuesto  al  inscribii-se  la  asegura- 
ción hipotecaria  constituida  por  la  Señora  doña  Maria 
Teresa  Beltranena  viuda  de  Crespo  en  favor  de  los  se- 
ñores doíla  Nestora  y  don  León  Crespo  y  Hernández 
por  consecuencia  de  las  legítimas  que  les  correspon- 
dieron según  la  cuenta  divisoria  y  escrituras  que  se 
dejan  expiesadas  en  el  hecho  primero  de  este  escrito, 
era  el  Cíipital  del  censo  de  mil  pesos  que  dicha  finca 
reconoeíri,  en  dos  de  sus  caballerías  á  favor  de  doña 
Eita  Gonmlez  de  la  Barrera  cuyo  gravamen  es  el  único 
leconocído  por  lo3  señores  Crespo  y  H«^rnández  al  ad- 
judicai^e  la  finca  expresada  en  pago  de  sus  legitimas 
en  elUí  iiseguradas.  Noveno.  Ni  antes  de  inscribirse 
€11  el  Registro  de  la  Propiedad  respectivo  las  expresa- 
das anegii raciones  hipotecarias  á  favor  de  los  señores 
Creí*iJO  y  llerniuulez,  ni  después  tampoco  ha  existido  ni 
existe  JiitigCín  derecho  real,  ni  servidumbre  de  ninguna 
e^pi^íie  constituido  sobre  el  Ingenio  Nuestra  Señora  del 
Canueii  :'i  favor  de  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Ma- 
tan zus,  T^os  dos  hechos  que  preceden  resultan  justifi- 
cados también  de  la  propia  certificación  referida  en  el 
Béptíiiiü.  así  como  de  la  expedida  por  el  mismo  Regis- 
tn>  en  diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no* 
venía  y  nueve  3'  que  se  inserta  eu  la  de  lugares  anto- 
rizadf*  por  el  Escribano  Baños  á  que  se  contrae  el  he- 
cho sexto.  Décimo.  No  obstante  que  el  In^nio 
Nupí^tni  Señora  del  Carmen  propiedad  absoluta  de  do- 
uí%  Nefntura  y  don  León  Crespo  y  Hernández,  no  ha 
re<:onoeitlo  nunca,  ni  reconoce  hoy,  ninguna  servidum- 
bre ni  derecho  real  de  ninguna  especie  á  favor  de  H^ 
Compíiñía  del  Ferrocarril  de  Matanzas,  ést»  viene 
ocupando  una  extensa  faj.i  ó  parte  de  los  terrenos  de 
la  propia  ñuca  con  una  línea  férrea  que  los  atraviesa 
y  (íivíde  en  dos  porciones  casi  iguales,  ó  sea  con  el  ra- 
mal que  desde  su  línea  central  de  Matanzas  á  Unión 
de  Eeyen  se  dirige  al  poblado  de  Cabezas,  y  cuyo  ra- 
mal tit^ne  en  explotación.  Décimoprimero.  Esa  linea  ó 
ramal  y  bu  explotación  constituyen  an  verdadero  4es« 
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pojo  del  deracho  dominical  absoluto  y  fiin  res^ricoión 
alguna  en  favor  de  dicha  Ck)inpañía  que  sobre  ia  tota- 
lidad de  los  terrenos  del  Ingenio  Nuestra  Señora  del 
Carmen  pertenecen  á  los  señores  demandantes, ^quie- 
nes en  uso  de  tal  derecho  exigen  que  la  Compañía  de- 
mandada les  deje  completamente  libre  y  expedita  esa 
zona  ó  faja  de  terreno  de  ios  de  su  Ingenio  Nuestra 
Señora  del  Carmen  que  indebidamente  viene  ocupando 
y  nti Usando  en  su  perjuicio  y  sin  su  autorización  y 
sin  haber  obtenido  la  expropiación  legal  de  dicho  te- 
rreno. Décimosegundo.  Se  ha  intentado  la  concilia- 
ción sin  avenencia,  acompaña  la  oport^ina  certifica- 
ción. Continúa  haciendo  relación  de  fundamentos  le- 
galles  &  su  derecho  y  concluye  solicitando  del  Juzgado 
se  condene  á  lá  Compañía  del  Ferrocarril  de  Matan- 
zas en  la  forma  que  al  príncipio  ee  ha  consignado  y 
que  se  entendiera  dicha  demanda  con  don  José  Suris 
y  Domeuech  en  su  carácter  de  Presidente  accidental 
de  dicha  Compañía. 

Contestación: 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  de  ocho 
de  Enero  del  año  próximo  pasado  se  tuvo  por  estable- 
cida esta  demanda  cotí  los  documentos  referidos  que 
obran  de  fojas  dos  á  la  veintiséis  y  por  personado  al 
Pro  urador  don  Leopoldo  M.  Cantón  á  nombre  de  los 
demandantes  y  conferido  traslado  á  la  Compañía  del 
Ferrocarril  de  Matanzas  para  contestar  la  demanda, 
el  Procurador  Gabriel  Simeón  en  nombre  de  la  referi- 
da Compañía  del  Ferrocarril  de  Matanzas  evacuó  di- 
cho trámite  por  su  escrito  de  fojas  cuarenta  y  ocho 
consignando  los  siguientes  hechos.  Primero.  La  seño- 
ra María  Teresa  Beltranena  de  Crespo  dueña  del  In- 
■  genio  Nuestra  Señora  del  Carmen  en  el  año  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve  y  de  acuerdo  con  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  de  Matanzas  por  ser  la  negociación 
conveniente  para  una  y  ott-a  parte  se  pactó  la  cons- 
trucción por  la  Compañía,  de  un  rama^l  de  camino  de 
hierro  que  debía  entroncar  con  la  línea  principal  de 
la  misma  Compañía  en  el  tramo  comprendido  entre 
sns  estaciones  de  Sabanilla  y  Unión.  Este  ramal  de- 
bía terminar  de  momento  en  el  batey  del  Ingenio  Car- 
men y  patente  es,  su  consecuencia  que  en  su  principio 
se  destinó  nada  más  que  á  prestar  el  servicio  de  aque- 
lla finca.  Así  además  se  deduce  del  convenio  celebra- 
do. Segundo.  Se  reservó  la  Compañía  del  Ferrocarril 
el  derecho  de  prolongar  dicho  ramal  hacia  Cabezas;  y 
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f*on  viniéndola  realizar  esta  prolongación  la  llevó  á  ca* 
b<}  con  grandes  ventajas  también  para  la  dueña  del 
Ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen  porque  esa  nueva 
lÍLiea  (fodía  acarrear  las  cañas'  de  la  tinca  Teresita  de 
su  propiedad,  la  del  demolido  ingenio  San  Claudio, 
que  llevaba  entonces  en  arrendamiento  y  los  demás  de 
la  zana  que  recorria  la  línea  en  términos  más  favora- 
bles qae  cualquier  otro  dueño  de  algán  Central  situado 
en  la  Compañía  del  Ferrocirril.  Tercero.  Todos  los  te- 
rreiios  que  la  misma  Compañía  de  Ferrocarril  hubiese 
de  ijcupar  en  las  fincas  rústicas  Nuestra  Señora  del  Car- 
men y  Teresita  para  la  construcción  del  ramal  referido 
le  fueron  cedidos  por  su  dueña  la  señora  Beltranena  de 
Crespo  aunque  sujeta  esta  cesión  á  la  coínlición  de 
que  si  alguna  vez  esos  terrenos  dejan  de  destinarse  al 
rama)  dicho  ha  de  volver  su  propiedad  á  la  cedente. 
Cuarto.  Deseosa  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  tri- 
butar un  homenaje  á  la  memoria  del  señor  León  Ci^es- 
po  causante  de  la  «eñora  Beltranena  por  la  circuns- 
cia  de  haber  pertenecido  á  pu  Junta  Directiva  y 
haberle  prestado  muy  buenos  servicios  quiso  darle  su 
iiííinbre  al  ramal  de  que  se  viene  hablando,  y  aquella 
Befiorn  en  su  nombie  y  en  representación  de  los  hijos 
y  h*írederos  del  mencionado  señor  Crespo  enbi^  los 
cuales  se  cuentan  los  demandantes,  le  concedió  la  de- 
bida autorización  para  ello.  Ahora  los  actores  piden 
la  dpstrucción  de  esa  línea  que  hasta  lleva  el  nombre 
de  su  abuelo,  el  que  reunió  el  dinero  que  ellos  hereda- 
ron y  en  pago  de  cuya  herencia  se  han  adjudicado  el 
Ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen.  Quinto.  Convi- 
nieron la  Compañía  del  Ferrocarril  y  la  señora  Bel- 
tranena de  Crespo  en  hacer  constar  las  obligaciones 
antes  dichas  y  otras  muchas  que  contrajeron  en  un 
coiiiirato  privado,  como  así  se  hizo  en  veintisiete  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  el  origi- 
nal de  cuyo  contrato  lo  acompaño  con  este  escrito. 
Sexto.  Para  la  efectividad  de  sus  derechos  bastaba  á 
la  Compañía  del  Ferrocarril  la  celebración  del  contra- 
to en  la  forma  dicha,  por  no  serle  indispensable  el 
fjt  n-gamiento  de  una  escritura  pública  en  atención  á 
que  no  debía  inscribir  los  terrenos  que  ocupaba  en  el 
Ke^iBtro  de  la  Propiedad  ya  que  después  «te  todo  tam- 
p<xM)  le  era  necesano  ese  instrumento  público  para  ad- 
quirir los  terrenos  dichos.  Séptimo.  Las  partes  se  re- 
inervaron  el  derecho  de  elevar  á  escritura  pública  el 
mencionado  contrato,  y  a^í  intentó  hacerlo  varias  ve- 
ces la  Compañía  del  Ferrocarril  para  inscribirlo  en  el 
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Begistro  de  la  Propiedad  al  solo  fin  de  que  siempre 
fa4*rau  respetadas  las  obligaciones  contraidas  por  la 
señora  BeltrHnena  de  Crespo  de  acarrear  los  frutos 
del  Ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen  por  las  lineas 
de  la  Compañía  en  los  términos  que  constan  del  mis- 
mo contrato,  y  de  hacerle  nueva  cesión  de  terrenos  á 
los  efectos  que  se  expresan  en  el  número  veintiuno 
de  éste.  Octavo.  Trastornos  que  experimentó  en 
su  fortuna  la  señora  Beltranena  de  Crespo  que  la 
determinaron  á  constituir  una  hipoteca  de  más  de 
setecientos  mil  pesos  en  el  Ingenio  Nuestra  Señora 
del  Carmen,  previameíite  y  después  la  destrucción  por 
un  incendio  de  esa  finca,  privó  á  la  Compañía  de  los 
rendimientos  que  podía  esperar  del  ramal  León  Cres- 
po cuya  explotación  ha  tenido  que  sostener  sin  em- 
bargo por  prestar  en  el  servicio  público.  Noveno.  Con 
justo  titulo,  pues  con  buena  fe  y  sin  interrupción  algu- 
na ha  venido  la  Compañía  poseyendo  desde  el  año  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  los  terrenos  del  Inge- 
nio Nuestra  Señora  del  Carmen  que  le  fueron  cedidos 
encontrándose  presente  durante  una  buena  parte  de  ese 
tiempo  la  señora  Beltranena  de  Crespo  y  estando  re- 
presentada aquí  por  su  apoderado  cuando  se  ausentó 
dee^talsla.  Décimo.  La  señora  Nestora  Crespo  y 
Hernández  y  hu  Hermano  el  señor  León  Crespo  y 
Hernández  á  virtud  de  un  juicio  que  S'guieron  á  Ja 
señora  Beltranena  de  Crespo  sostienen  que  son  due- 
ños del  Ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen  y  que  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  no  existe  ninguna  servi- 
dumbre constituida  que  grave  ese  inmueble  á  favor  de 
la  Compañía  del  Ferrocarril;  y  no  tengo  inconvenien- 
te en  aceptar  este  hecho  como  cierto  en  su  segundo 
extremo  y  en  aceptarlo  también  en  cuanto  al  primero 
en  lo  que  hace  á  la  presente  reclamaci6a  judicial  que 
han  interpuesto  á  la  Compañía  del  Ferrocarril.  Déci- 
moprímero.  No  ocupa  ésta  los  terrenos  del  Ingenio 
Nuestra  Señora  del  Germen  á  virtud  de  una  servidum- 
bre constituida  á  su  favor  en  esa  ñnca-;  sino  por  la 
cesión  que  de  ellos  le  hizo  su  dueña  la  señora  María 
Teresa  Beltranena  de  Crespo  como  he  consignado. 
Décimosegundo.  Pero  aún  admitiendo  que  se  trate  de 
una  servidumbre  verdadera  de  carácter  real  no  se  ha 
demostrado  si  en  los  títulos  deadquisión  del  inmue- 
ble dicho,  que  de  ellos  forman  parte  los  antecedentes 
del  juicio  que  dio  lugar.á  su  subasta  y  adjudicación  se 
omitió  la  declaración  de  la  existencia  de  esa  servidum- 
bre.    Decimotercero.  Omitida  ó  declarada    en   esos 
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títulos  ]a  supuesta  servidumbre  cualquiera  que  sea  sti 
naturaleza,  existiendo  como  existe  y  mermando  ea 
todo  caso  el  valor  del  inmueble  comprado,  la  reclama- 
ción se  ha  dirigido  i^o  contra  la  vendedora  de  la  finca, 
sino  contra  la  Compañía  del  Ferrocarril  que  es  un  ter- 
cero, que  ninguna  intervención  tuvo  en  el  contrato 
celebrado.  Decimocuarto.  La  presente  demanda  se 
ha  interpuesto  no  ya  para  interrumpir  el  servicio  de 
una  linea  de  ferrocarril  cuya  concesión  se  ha  obtenido 
con  todas  las  formalidades  del  derecho,  sino  lo  que  es 
más  aún  para  que  se  destruya  por  completo.  Décimo- 
quinto.  La  Compañía  del  Ferrocarril  ha  procedido 
en  todo  de  acuerdo  con  las  esiipulacioues  de  un  con- 
trato celebrado  cuya  eficacia  y  validez  tienen  que  ser 
respetados  mientras  su  nulidad  no  sea  declarada  por 
el  Tribunal  competente.  Decimosexto.  De  los  acto- 
res, laSra.  Nestora  Crespo  de  Ovares  es  casada  y  no 
ha  acreditado  que  haya  obtenido  la  correspondiente 
licencia  de  su  marido  para  establecer  esta  reclamación 
j  udicial.  Décimosépti mo.  La  temeridad  con  que  pro- 
ceden en  este  juicio  los  demandantes  es  manifiesta, 
por  que  ni  siquiera  pueden  alegar  ignorancia  de  los 
antecedentes  que  deja  reseñados.  A  estos  hechos  ha- 
ce sus  fundamentos  de  derecho  y  pide  que  en  definiti- 
va se  declaren  con  lugar  las  excepciones  que  ha  alega- 
do se  absuelva  de  la  demanda  á  dicha  Compañía  y  se 
condena  en  las  costas  á  los  actores. 

Cuarto.  Resultando  que  á  fojas  cuarenta  y  dos 
cobista  certificado  el  documento  privado  del  convenio 
celebrado  por  la  8ra.  María  Teresa  Beltranena  viuda 
de  Crespo  con  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Matan- 
zas en  veintisiete  de  Febrero  de  mi)  ochocíentors  ochen- 
ta y  nueve  por  el  cual  dicha  Sra.  Beltranena  convino 
con  la  expresadla  Compañía  entre  otras  condiciones  en 
lo  siguiente.  Primero,  La  Compañía  del  Ferrocarril 
procederá  á  censtruir  á  so  costa  una  carrilera  ó  ramal 
que  arranque  del  tramo  de  la  línea  comprendido  entre 
las  estacion<  s  de  Sabanilla  y  Unión  y  termine  por 
ahora  en  el  batey  del  Ingenio  Carmen,  de  la  propiedad 
de  la  Sra,  Beltranena  de  Crespo.  Segundo.  Una  ca- 
rrilera ó  ramal  habrá  de  construirse  en  condiciones  de 
que  el  servicio  de  ella  pueda  prestarse  con  locomoto- 
raíPy  estará  concluida  para  que  comience  á  utilizarla 
el  Ingenio  Carmen  el  día  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve.  Si  así  no  fuere  podrá 
la  Sra.  Beltranena  de  Crespo  proceder  á  la  construo- 
ción  de  la  cicada  carrilera  por  cuenta  de  la  Compañía* 
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del  Perrocarril.  Tercero.  Un»  vez  que,  la  carrilera 
ó  ramal  deqne  se  trata  llegae  al'  batey  del  Imgenio 
Carmen  podía  la  Ck)mpHñla  del  Ferrocarril  en  cual- 
quier tiempo  prolongarla  en  dirección  hasta  los*  Palos 
ó  Cabezas  y  ocupando  los  terrenos  del  Ingenio  El  Car- 
men y  del  Teresita  á  él  anexo  que  para  el  efecto  pue- 
da necesitar.  Esos  terreno:^  asi  como  los  que  han  de 
cruzar  el  Ingnio  Carmen  con  la  misma  carrilera  desde 
la  *  línea  de  la  Compañía  hasta  el  batey  de  esta 
finca  graciosamente  se  los  cede  á  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril la  Sra.  Beltranena  de  Ci'espo.  Cuarto.  8i 
la  Compañía  del  Ferrocarril  ]»ix>longa  como  lleva  di- 
cho la  carrilera  ó  ramal  en  dirección  hasta  los  Palos  ó 
Cabezas' no  podía  acarrear  en  las  próximas  zafras  de 
mil  ochociénto.^  och,enta  y  nuevo  &  noventa  y  mil  ocho- 
cientos noventa  á  noventa  y  uno,  caña  que  proceda  de 
los  Ingenios  de  Zabala,  el  Tiempo,  Segundo  y  Valdi- 
vieso y  Zayas  y  de  las  Colonias  sueltas  que  hoy  hacen 
el  tiro  de  sus  frutos  á  la  Estación  de  Bermeja  con  las 
demás  oondicion<^s  inherentes  á  dicho  contrato  y  la  de 
elevarlo  é  escritura  pública  cuando  asi  lo  deseare 
cualquiera  de  las  partes  contratantes  para  su  inscrip- 
ción correspondiente  en  el  Registro  de  la  Propiedad  y 
demás  efectos  legales. 

Réplica: 

Quinto,  ibesultando  que  conferido  traslado  en 
replica  á  los  demandantes  lo  evacuaron  poi*  su  escrito 
de  fojas  setenta  y  tres  exponiendo  los  siguientes  he- 
chos. Reprod|iicen  los  hechos  que  bajo  los  números 
del  primero  al  duodécimo  dejo  consignado  en  su  escri- 
to de  demanda.  Decimotercero.  La  Compañía  del 
Ferrocarril  de  Matanzas  alega  como  único  título  que 
justifique  su  derecho  á  la  pi>ses86n  de  la  parte  de  te- 
rrenoB  del  Ingenio  Carmen  que  ocupa  cou  el  ramal 
objeto  de  este  pleito  un  documento  privado  que  dice 
suscribieron  D^  María  Teresa  Beltranena  y  el  Presi- 
dente de  dicha  Compañía  en  veintisiete  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  por  el  que  dicha  se- 
ñora cedió  á  la  s^^nda  esos  y  otros  terrenos  sin  fijar- 
se precio  ninguno  por  la  cesión.  Decimocuarto.  Di- 
cho documento  privado  cuya  legitimidad  no  aceptó  ni 
puede  aceptar  en  tanto  no  sea  reconocida  como  tal  por 
las  personas  que  lo  suscriben  que  no  son  los  deman-* 
dantes,  es  de  fecha  posterior  á  la  en  que  se  inscribió 
en  el  Re^stro  de  la  Propiedad  de  Alfonso  XII  el  cré- 
dito hipotecario  que  D^  María  Teresa  Beltranena  cons- 
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tituyó  Bobre  la  totalidad  del  Ingenio  Carmen  á  favor 
de  D^  Nestora  y  D.  León  Crespo  y  Hernández  por  la 
escritura  referida  eu  el  hecho  primero  de  la  demanda: 
no  se  consignó  nunca  en  escritura  pública  ni  ha  sido 
inscripto  en  el  Registro  de  la  Propiedad  mencionada 
en  cuyo  distrito  se  encuentra  enclavada  la  expresada 
finca.  Decimoquinto.  Por  la  cláusula  vigésimacuarta 
del  propio  documento  se  convino  entre  las  personas 
que  aparece  lo  firmaron  que  el  contrato  objeto  del 
mismo  se  elevara  á  escritura  publica  cuando  lo  desea- 
ra así  cualquiera  de  las  parte.s  contratante,  para  su 
inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad  y  demás 
efectos  legales:  con  cuya  estipulación  se  reconoció  por 
la  representación  de  la  Empresa  contratantes  la  nece- 
sidad de  que  ese  contrato  se  consignara  en  escritura 
pública  y  se  inscribiere  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
para  que  A  mismo  produjeia  efectos  legales  dado  que 
su  objeto  eran  bienes  de  naturaleza  inmueble.  Déci* 
mosexto.  Aceptando  la  legitimidad  del  documento 
privado  de  veintisiete  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  la  que  solo  admite  en  la  hipoteca  de 
que  ese  documento  sea  reconocido  en  este  juicio  en  for- 
ma legal  por  las  personas  que  lo  autorizaron  resulta  que 
al  otoigarlo  la  Empresa  demandada  y  concertar  el  con- 
trato que  el  mismo  expresa,  ya  conocía  por  la  publici- 
dad que  originaba  su  anterior  inscripción  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  de  Alfonso  XII  Ion  créditos  hipoteca- 
rios que  la  totalidad  del  Ingenio  Carmen  reconocía  eñ 
favor  de  los  señores  D^  Nestora  y  D.  León  Crespo. 
Decimoséptimo.  La  Empresa  demandada  acepta  y 
i-econoce  la  certeza  de  los  hechos  primero»  segundo, 
tercero,  cuarto,  quinto  y  sexto  de  la  demanda  que  se 
refieren  exclusivamente  á  la  justificación  del  dominio 
que  los  señores  demandantes  tienen  sobre  el  Ingenio 
Carmen  así  lo  consigna  en  el  párrafo  cuai  to  de  su  es- 
crito de  contestación  y  hecho  décimo  de  la  misma. 
Décimooctavo.  Asimismo  la  Empresa  demandada  re- 
conoce también  por  el  propio  párrafo  cuarto  y  por  el 
hecho  décimo  referido  de  su  contestación.  Que  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  no  existe  inscapta  ninguna 
servidumbre  ni  carga  real  que  grava  al  inmueble  ósea 
al  Ingenio  Carmen  en  favor  de  la  propia  Compañía. 
Con  lo  que  se  confiesa  expresamente  la  certeza  y  exac- 
titud del  hecho  noveno  de  la  demanda.  Decimonove- 
no. El  poder  que  en  veintiuno  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  y  por  ante  el  ^N^otarío  de  la 
ciudad  de  la  Habana  D.  Arturo  Mañas,  otorgó  doña 
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ITestora  Crespo  y  Hernández  en  favor  entre  otros  man* 
datarlos  del  Procarador  Barreal  y  que  por  sustitución 
Qtilizó  en  este  pleito  fué  otorgado  por  dicha  señora  con 
asistencia  de  su  esposo  D.  Enrique  Ovares  quien  al 
efecto  le  concedió  la  licencia  y  autorización  que  como 
mujer  casada  necesitaba  para  ese  acto,  continúa  ha- 
ciendo exposición  de  sus  fundamentos  de  derecho  y 
concluye  pidiendo  se  falle  según  pidió  eu  su  escrito  de 
demanda  y  se  resuelva  lo  procedente  en  cumplimiento 
de  lo  que  ordena  el  articulo  trece  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria anterior  y  trescientos  treinta  y  nueve  de  la  vigente. 
Sexto.  Resultando  del  testimonio  de  poder  acom- 
pañado^ por  la  representación  de  los  demandaittes  fojas 
sesenta  y  nueve.  Que  eti  veintiuno  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  uno  por  ante  el  Notario  de  la 
Habana  Ledo.  Arturo  Mañas  Urquiola  la  Sra.  Nesto- 
ra  Crespo  de  Ovares,  asistida  y  con  licencia  de  su  le- 
gítimo consorte  D.  Enrique  Ovares  y  Baró  á  favor  de 
los  Procuradores  Abraham  Barreal  y  otros  general  pa- 
ra pleitos  con  facultad  de  sustituir  y  según  consta  del 
testímonio  de  fojas  dos  acompañado  con  el  escrito  de 
demanda  del  Sr.  Abraham  Barreal  en  primero  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  ante  el  Notario  de  la  Ha- 
bana Jesús  M*?-  Barraqué  y  Adue  sustituyó  dicho  po- 
der en  favor  del  Procurador  D.  Leopoldo  Cantón  y 
otros. 

DUPLICA : 

Séptimo.  Resultando  que  conferido  traslado  en 
duplica  á  laCompañia  demandada  evacuó  dicho  trámi- 
te por  su  escrito  de  fojas  noventa  y  uno  con  exposi- 
ción de  los  siguientes  hechos.  Reproduce  íntegramen- 
te los  diez  y  siete  de  su  escrito  de  contestación  al  de 
demanda.  Décimooctavo.  La  Compañía  demandada 
no  ha  negado  los  derechos  que  pudieran  tener  los  de- 
mandante? como  acreedores  hipotecarios  del  Ingenio 
Nuestra  Señora  del  Carmen  pero  sí  los  que  ejercitan  co- 
mo dueños  de  esta  ñuca  con  relación  á  los  terrenos  cuyo 
absoluto  dominio  tiene  y  disputa  la  misma  Compañía. 
Decimonoveno.  En  el  presente  pleito  no  se  ventila 
la  validez  ó  nulidad  de  ninguna  concesión  de  ferroca- 
rril  otorgada  á  la  Compañía  mi  mandante.  Vigésimo. 
No  he  al'-gado  la  prescripción  de  dei*echo  de  los  acree- 
dores hipotecarios  que  pueden  existir  gravando  los  te- 
rrenos que  posee  la  Compañía  eu  A  Ingenio  Nuestra 
Señora  del  Caimen  porque  ea  e?*te  pleito  no  se  ventila 
esas  derechos  sino  los  del  dominio  de  los  mismos  te- 
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vrenos  oponiendo  esta  excepción  á  los  dnefios  del  resto 
de  aquel  inmiTebl^.  Coa  relación  á  los  hechos  conte- 
nidas en  el  escritjo  de  demanda.  Primero  Tampoco 
acepto  ni  niego  los  números  primero  al  séptimo  de  J& 
demanda  por  que  los  antecedentes  á  que  se  contraen 
en  nada  se  relacionan  con  los  derechos  de  la  Oí»mpa- 
ñía  mi  representada.  Segundo.  Acepto  el  duodécimo 
de  ese  escrito.  Teix;ero.  Acepto  los  números  décimo- 
octavo  y  decimonoveno  del  escrito  de  réplica;  pero 
i^especto  de  este  último  tal  como  se  encuentra  redac- 
tado es  decir  que  la  licencia  conced  d  i  por  el  Sr.  Ova- 
res lo  fué  por  el  acto  de  otorgamiento  del  poder.  Cuar- 
to. Niego  los  demás  hechos.  Continúa  con  los  fun- 
damentos de  derecho  y  pide  al  Juzgado  que  en  deñni* 
ti  va  se  dicte  sentencia  en  los  términos  que  lo  tiene 
solicitado.  Que  se  abra  el  juicio  á  prueba  y  por  otrosi 
que  se  tenga  por  hecha  la  man  if estación  de  que  el  do- 
cumento por  esta  parte  presentado  no  es  de  los  que  de- 
ben ser  inscriptos. 

Octavo.  Resultando  de  fojas  noventa  y  nueve  á 
la  cien(o  uno  se  dispuso  recibir  este  pleito  á  prueba 
abriéndose  el  primer  periodo  por  térmiuo  de  veinte 
días  transcurriiios  los  cuales  por  providencia  de  nueve 
de  Mayo  siguiente  se  dispuso  se  abriese  el  segando 
periodo  por  plazo  de  treinta  días  mandándose  anir  á 
los  autos  las  pruebas  practicadas  por  providencia  de 
diez  y  ocho  de  Junio  del  mismo  afio. 

Pkueba: 

Noveno.  Resultando  del  cuaderno  de  pruebas  de 
los  actores  que  por  su  escrito  de  fojas  ciento  cuatro 
como  parte  de  su  prueba  reprodujo  y  ofrece  el  mérito 
favorable  de  autos  y  como  más  pruebas  propuso  la  de 
documentos  públicos  consistentes  en  los  lugares  que 
designó  de  la  cuenta  divisoria  de  los  bienes  dejados  á 
su  falh  cimiento  por  D.  León  Crespo  de  la  Berna  pro- 
tocolizada .por  escritura  ototgada  en  dos  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante  el  Notario  don 
Bonifacio  Domínguez  Vallejo.  En'la  certificación  del 
Registrador  de  la  Propiedad  de  Aiaci*anes  dn  los  luga- 
res que  asimismo  designó  en  la  certificación  del  Escri- 
bano D.  Francisco  Baños  de  los  lugares  que  determinó 
del  juicio  declarativo,  digo  autos  ejecutivos  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Distrito  Sur  de 
la  Habaua  por  D?  Nestora  Crespo  y  Heri'ández  contra 
jy}  María  Teresa  Beltranena  en  cobro  de  una  asegura- 
cióu  hipotecaria  de  veintiocho  mil  Irescientt  s  ochenta 
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y  cuatro  pesos  treinta  y  cuatro  eiete  octavo  centa«vos  y 
que  se  libraran  comunicaciones  al  Secretario  de  Obras 
Públicas  y  Capitán  del  Puerto  para  que  certificaran  los 
particulares  que  designó.  Y  la  testifical  acompañando 
el  interrogatorio  de  las  preguntas  porque  habían  de  ser 
examinados  los  testigos  que  expresaría  en  la  lista  que 
reservo  presentar,  solicitando  se  declarasen  pertinen- 
tes dichas  pruebas  y  las  preguntas  contenidas  en  el 
pliego  separado,  practicándose  con  citación  de  la  Em- 
presa demandada. 

Décimo.  Resultando  que  por  providencia  de  fo- 
jas ciento  seis  vuelta  se  tuvieron  por  propuestas  dichas 
pruebas  y  declaradas  pertinentes  librándose  lo-*  despa- 
cho-i solicitados  y  por  providi-ncia  de  fojas  ciento  diez 
vuelta  se  tuvo  por  acompañada  la  ]  stade  testigos  pre- 
sentada por  el  Procurador  Cantó^,  librándose  para  su 
examen  el  exhorto  con'espondiente  al  Juez  Decano  de 
los  de  primera  instancia  de  la  Habana. 

Déciinoprimeco.  Resultando  de  la  prueba  practi- 
cada á  instancia  de  los  demandantes:  que  el  Registra-' 
dor  de  la  Propiedarl  de  Alacranes  ó  Alfonso  XII  con- 
íórnie  lo  solicitado  por  esta  parte  certifique  los  siguien- 
tes particulares  constantes  de  la  certificación  de  fojas 
ciento  diez  y  ocho.  Primero.  Que  la  escritura  de  pro- 
tolización  de  la  cuenta  de  división  y  adjudic^ición  de 
los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D,  León  Cres- 
po de  la  Serna  otorgada  en  está  ciudad  en  dos  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  ante  el  No* 
tario  D.  Bonifacio  Domínguez  y  VaJlejo  se  presentó 
en  dicho  Registro  de  la  Propiedad  á  las  diez  de  la  ma- 
ñana del  dÍH  once  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochen* 
ta  y  nueve  y  se  inscribió  el  día  doce  del  mismo  mes  y 
año  en  cuanto  al  Ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen  ai 
folio  cien  del  Libro  sexto  del  Ayuntamiento  de  Saba- 
nilla finca  número  ciento  treinta  y  siete  insciipción 
primera;  constando  de  esa  misma  inscripción  la  adju- 
dicación que  del  expresado  Ingenio  Nuestra  'Señora 
del  Carmen  se  hizo  la  viuda  8ra.  María  Teresa  Bél- 
tranena  y  Roma  y  la  hipóte*  a  por  asegui^ación  cons- 
tituida sobre  la  misma  finca  á  favor  de  los  meno- 
res D^  Nestora  y  D.  L«  ón  Crespo  Hernánez,  ascenden- 
te á  la  cantidad  de  veintiséis  mil  trescientos  ochenta 
y  cuatro  pesos  ochenta  y  cuatro  y  siete  octavos  Centa- 
vos para  cada  uno.  haciendo  constar  que  dicha  ins- 
cripción está  cancelada  por  haberse  adjudicado  el  re- 
ferido ingenio  los  hipotecario'*  D'^  Nestora  y  D.  León 
Crespo  y  Hernández,   en  el  remate  celebrado  en  el 
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Juzgado  de  primera  instancia  del  Distrito  del  Cerro 
de  la  Habana  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  dichos 
hipotex».rios  contia  la  ñnca  gi*avada.  Segundo:  Que 
de  las  inscripciones  que  constan  en  dicho  Registro  re- 
lativas al  ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen  no  apa- 
rece que  ni  antes  ni  después  de  la  inscripción  relacio- 
nada haya  existido  ni  exista  inscripto  ningún  dere- 
cho real  de  dominio,  posesión,  cesión  ó  servidumbre 
constituida  á  favor  del  Ferrocarril  de  Matanzas  sobre 
alguna  porción  determinada  de  los  terrenos  que  cons- 
tituyen la  cabida  del  ingenio  Nuestra  Señora  del  Car- 
raen.  Y  tercero:  Que  con  posterioridad  á  primero  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ,  nueve  la  única 
inscripción  sobre  concesión  hecha  á  favor  de  la  Com- 
pañía del  Ferrocarril  de  Matanzas,  según  los  libros  de 
dicho  Registro,  es  la  constituida  por  D.  Amado  Leo- 
nardo sobre  el  ingenio  Ntieva  Cecilia,  antes  San  Anto- 
nio, cuya  inscripción  se  certifica  literalmente  y  de  ella 
no  aparece  nada  que  se  relacione  con  los  terrenos  del 
ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen.  De  la  certifica- 
ción expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  del  Distrito  Sur  de  la  Habana  D.  Fran- 
cisco Baños  con  vi^ta  de  los  autos  ejecutivos  seguidos 
por  D?  Nestora  Crespo  y  Hernández  contra  D^  Teresa 
Beltranena  viuda  de  Crespo,  en  cobro  de  su  asegura- 
ción hipotecaria,  aparece  tasado  el  valor  del  ingenio 
Nuestra  Señora  del  Carmen  con  sus  terrenos,  fábricas 
y  parte  industrial  en  sesenta  y  dos  mil  seis  pesos  se- 
tenta y  cinco  centavos,  certificando  asimismo  dicho 
ji^ciibano  que  de  la  certificación  expedida  por  el  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  de  Alfonso  Doce  en  diez  y 
siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
que  obra  en  dichos  autos,  no  consta  incripción  á  favor 
de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Mat<anzas  sobre  el 
ingenio  Nuesti'a  Señora  del  Carmen.  Examinados  los 
testigos  designados  por  esta  parte,  D.  Arturo  Palomi- 
no y  García,  D.  José  Francisco  Tejedor  y  Rodríguez 
y  D.  Francisco  Penal  ver  y  Montalvo  de  fojas  ciento 
cuarenta  y  cuatro  á  la  ciento  cuarenta  y  cinco  y  su 
vuelto,  por  las  preguntas  contenidas  en  el  interr(^a- 
torio  de  fojas  ciento  seis,  contestaron  á  la  primera  que* 
no  les  comprendía  las  generales  de  la  Ley.  A  la  se- 
gunda. Que  es  «ierto  que  conocen  personalmente  á 
iy>  María  Beltranenit  viuda  de  Crespo  y  le  consta  que 
dicha  señora  se  embarcó  en  el  Puerto  de  la  Habana 
ron  dirección  á  los  Estados  Unidos  fie  México  el  día 
É^eis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y   seis  en  el 
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vapor  «Saint  Germán».  A  la  tercia  y  última  pregun- 
ta de  dicho  interrogatorio  que  es  cierto  y  les  consta 
que  desde  esa  fecha  la  Sra.  Beltranena  viuda  de  Cres- 
po se  encuentra  residiendo  en  la  Rep&blica  Mejicana 
sin  haber  regresado  á  esta  Isla.  De  la  comunicación 
de  fojas  ciento  cuarenta  y  ocho  procedente  de  la  Se- 
cretaria de  Obras  Públicas  aparece  que  la  Empresa  del 
Ferrocarril  de  Matanzas  en  cuanto  al  ramal  de  Cabe- 
zas tiene  solo  concesión  pi*ovisional  dada  por  el  Go- 
bernador General  de  la  Isla  en  veintitrés  de  Junio  de 
mil  ochocientoe  noventa  y  cinco,  estando  pendiente  la 
concesión  definitiva  del  resultado  de  la  tramitación 
del  expediente  de  legalización  que  se  ordenó  por  el 
Gobernador  Civil  de  Matanzas  en  la  misma  citada  fe- 
cha sin  que  conste  en  dicha  Secretaría  el  estado  en 
que  dicho  expediente  se  encuentra,  resultando  asimis- 
mo de  dicha  concesión  provisional  según  la  orden  que 
en  copia  remitida  par  dicha  Secretaría  de  Obras  Pú- 
blicas se  halla  á  fojas  ciento  cuarenta  y  nueve. — Que 
en  vista  del  acta  de  reconocimiento  practicada  por  la 
división  de  Ferrocarriles  en  el  ramal  de  Cabezas  cons- 
t-ruído  sin  la  competente  autorización  por  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  de  Matanzas,  el  Excmo.  Sr.  Gober- 
nador General  en  acuei-do  fecha  veintitrés  de  Julio  de 
níil  ochocientos  noventa  y  cinco  dispuso  conforme  lo 
resuelto  en  quince  de  Abril  del  mismo  año  sobre  ese 
particular,  que  se  alzara  la  suspensión  del  tráfico  en 
el  citado  ramal,  recomendado  se  activara  la  tramita- 
ción  del  expediente  para  la  concesión  definitiva  si 
procedía.  A  fojas  ciento  cincuenta  y  uno  se  encuentra 
la  comunicación  del  Capitán  del  Puerto  de  la  Habana 
su  fecha  veintitrés  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno 
de  la  que  aparece  que  en  la  lista  de  pasajeros  que  sa- 
lieron de  dicho  Puerto  el  seis  de  Mayor  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  en  el  vapor  «Saint  Germán» 
para  Veracraz,  México,  se  encuentra  el  nombre  de  la 
Sra.  María  Teresa  Beltranena,  natural  de  Matanzas  y 
que  no  hay  noticias  de  que  haya  vuelto  á  la  Habana 
desde  aquella  feéha  hasta  el  día  de  dicha  comunica- 
ción. Y  por  último  de  fojas  ciento  cincuenta  y  cinco 
vuelta  á  la  ciento  sesenta  y  tres  se  halla  el  testimonio 
expedido  por  el  Notario  de  esta  ciudad  D.  Guillermo 
Caballero  del  que  aparece  que  por  escritura  otorgada 
en  dos  de  Dicieml>re  de  mil  ochocientos  ochenta  y  sie- 
te aüt**  el  Notario  de  esta  ciudad  D.  Bonifacio  Domíü- 
gtiejc  Vallejo  se  protocolizó  en  el  Registro  de  dicho 
Notario  la  cuenta  de  liquidación  y  división  de  la  he- 
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renoia  del  Exorno.  León  Crespo  de  la  Serna,  la  onal 
fué  aprobada  judicialmente  por  auto  dictado  por  el 
Sr.  Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  Sur  de  esta 
ciudad  en  veinticuatro  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  siete  en  el  que  se  dispuso  su  protocoli- 
zación en  el  Registro  de  dicho  Notario  Domínguez  hoy 
á  cargo  del  citado  Guillermo  Caballero,  constando  del 
supuesto  décimo:  que  se  convino  que  la  viuda  que  se 
adjudica  una  de  las  casas,  digo,  fincas  más  valiosa  y 
productiva  del  caudal  en  pago  de  su  haber  asegure  en 
ella  por  lo  de  que  este  excede  su  precio  lo  de  sus  me- 
nores hijos  y  nietos  con  la  usura  pupilar  de  ocho  por 
ciento  anual,  apareciendo  de  la  hijuela  de  D?  Nestora 
y  D.  León  Crespo  y  Hernández  que  á  cada  uno  de  és- 
tos le  correspondió  por  su  haber  en  representación  de 
su  padre  D.  José  León  veintiséis  mil  trescientos  ochen- 
ta y  cuatro  pesos  ochenta  y  cuatro  siete  octavos  centa- 
vos dando  un  total  de  cincuenta  y  dos  mil  setecientos 
sesenta  y  nueve  pesos  sesenta  y  nueve  tres  cuartos 
centavos  que  se  les  reconocieron  asegurados  en  el  in- 
genio Carmen,  que  con  dicha  condición  se  adjudicó  la 
viuda,  declarándose  entre  otras  cosas  que  los  términos 
y  condiciones  en  que  se  hacen  las  aseguraciones  de  los 
menores  herederos  quedan  expresados  y  convenidos 
en  el  supuesto  décimo.» 

Décimosegundo.  Resultando  que  el  Procurador 
Gabriel  Simeón  á  nombre  de  la  Compañía  del  Ferro- 
carril demandada,  por  su  escrito  de  fojas  ciento  sesen- 
ta y  siete  propuso  como  pruebas  la  citación  por  edic- 
tos de  la  Sra.  María  Teresa  Beltranena  para  que 
reconociera  la  autenticidad  y  legitimadad  de  ]a  firma 
del  documento  privado  de  que  se-ha  hecho  referencia, 
proponiendo  en  defecto  de  la  comparencia  de  dicha 
señora  á  la  referida  diligencia  la  prueba  pericial  de 
calígrafos  para  el  cx)tejo  de  dicha  firma  con  otras  in- 
dubitadas de  dicha  señora  en  los  documentos  que  para 
ello  relaciona,  la  de  testimonio  para  el  actuario  de  los 
antecedentes  obrantes  en  la  Secretaría  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Matanzas  á  fin  de  acredit^ir  que  el 
Sr.  Salvador  Castañer  ejercía  las  funciones  de  Presi- 
dente de  la  Compañía  en  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  y  que  el  contrato  celebrado  por  ésta  y  la  señora 
Beltranena  mereció  la  sanción  de  la  Junta  Directiva. 
Que  se  certificara  por  el  actuario  con  vista  de  los  Li- 
bros de  la  Contaduría  de  la  Compañía  del  Ferrocarril 
de  Matanzas  que  desde  el  año  de  mil  ochocietttoa 
ochenta  y  nueve  el  ramal  llamado  León  Crespo  se 
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encnentra  en  'explotación  fiin  que  ésta  haya  cesado 
nn  momento.  Qae  por  al  Alca.lde  Municipal  de 
Gabezafl,  se  informara  como  es  cierto  que  el  ra- 
mal León  Crespo  se  encuentra  en  explotación  desde  el 
año  mil  ochocientos  ochenta  y  nu^ve  en  que  se  cons- 
truyó. Que  se  solicitara  del  Sr.  Secretario  de  Obras 
Públicas  copia  de  los  itinerarios  de  los  trenes  de  la 
Compafila  del  Ferrocarril  de  Matanzas  que  circulan 
por  el  ramal  León  Crespo  ó  de  Cabezas  con  ]a  aproba- 
ción'de  dicha  autoridad.  Y  concluye  solicitando  se 
declare  pertinente  toda  la  referida  prueba  propuesta  y 
que  se  practicara  con  citación  contraria. 

Decimotercero.  Resultando  que  por  auto  de  fo- 
jas ciento  sesenta  y  ocho  vuelto  se  admitieron  y  de- 
clararon pertinentes  las  pruebas  propuestas  por  la 
Compañía  demandada  excepto  la  pericial  de  calígrafos 
por  no  haber  cumplido  en  su  petición  con  el  precepto 
del  articulo  segundo  del  inciso  seiscientos  diez  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  que  solicitado  por  el 
demandado  por  su  escrito  de  fojas  ciento  setenta  y  uno 
adicionar  su  prueba  con  determinados  lugares  del  jui- 
cio seguido  por  doña  Nestora  Crespo  contra  ]a  señora 
Beltranena  que  señalaría,  fué  asimismo  declarada  sin 
lugar  esta  solicitud  por  auto  de  fojas  ciento  setenta  y 
uno  vuelto. 

Decimocuarto.  Resultando  que  la  Compañía  de- 
mandada por  su  escrito  de  fojas  ciento  setenta  y  tres 
solicitó  reposición  de  los  dos  autos  antes  referido  que 
declararon  sin  lugar  la  prueba  pericial  de  calígrafos  y 
la  adición  solicitada  y  conferido  traslado  á  los  deman- 
dantes lo  evacuaron  por  su  escrito  de  fojas  ciento  se- 
tenta y  ocho  solicitando  se  declarara  sin  lugar  el 
recurso  de  reposición  de  los  referidos  autos  estableci- 
dos por  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Matanzas. 

Decimoquinto.  Resultando  que  por  auto  de  fojas 
ciento  ochenta  vuelto  se  declaró  sin  lugar  la  reposición 
solicitada  por  la  Compañía  demandada  de  los  dos  re- 
feridos autos  condenándola  en  las  costas  del  recurso  y 
subsistentes  en  todas  sus  partes  las  resoluciones  inter- 
peladas y  ejecutoriado  dicho  auto  á  solicitud  del 
.  Procurador  Cantón  se  dispuso  en  providencia  de  fojas 
ciento  ochenta  y  ocho  vuelto  formar  pieza  separada 
para  el  cobro  de  costas  y  honorarios. 

Decimosexto.  Resultando  de  la  prueba  practi- 
cada á  instancia  de  la  Compañía  del  Ferrocarril  de 
Matanzas.  Que  citados  por  edicto  la  Sra.  Beltranena 
no  compareció  según  certiñcó  el  actuario  á  fojas  ciento 
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ochenta  y  seis.  Que  según  resulta  de  la  diligencia  de 
fojas  ciento  ochenta  y  nueve  examinados  los  libros, 
correspondientes  en  la  Contaduría  de  dicha  Compañía 
resulta  de  ellos  que  el  ramal  León  Crespo  desde  el  año 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  en  el  mes  de  No- 
viembre hasta  la  fecha  de  dicha  dih'gencia  ha  es- 
ewtado  en  explotación  sin  haber  sido  ésta  interrumpida. 
Que  á  fojas  ciento  noventa  y  siete  se  encuentra  la  co- 
municación de  la  Secretaría  de  Obras  Públicas  en  la 
que  se  expresa:  que  el  ramal  de  Cabezas  de  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  de  Matanzas  tiene  solo  una  auto- 
rización provisional  para  que  fuera  explotado  dada  por 
el  Oobierno  de  la  Isla  en  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  y  como  esi»  autorización  no  determina  el  carác- 
ter de  dicho  ramal  la  Compañía  no  está  obligada  á 
someter  á  la  aprobación  superior  los  itinerarios  del 
mismo  acompañando  copia  de  los  últimos  itinerarioé 
aprobados  á  dicha  Compañía  por  el  Grobierno  General 
en  veinticuatro  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  de  cuya  copia  aparece  que  el  tren  mixto  número 
tres  circula  los  Miércoles  y  Sábados  por  el  ramal  de 
Babanilla  á  Cabezas  en  el  que  se  encuentran  las  estua- 
ciones de  Sabanilla,  León  Crespo  y  Cabezas  y  el  tren 
mixto  número  cuatro  circula  los  mismos  días  de  Cabe- 
zas á  Sabanilla  por  las  mismas  estaciones.  En  la 
diligencia  que  comienza  á  fojas  doscientas  vuelta  apa- 
rece.  Que  por  sesión  celebrada  por  la  Junta  General 
de  ]a  Compañía  del  Ferrocarril  de  Matanzas  en  treinta 
de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  entre 
otros  acuerdos  quedó  reelecto  Presidente  de  la  misma 
D.  Salvador  Castañer  y  por  otra  sesión  de  la  Junta 
Directiva  de  dicha  Compañía  de  veintiocho  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  fué  aprobado  el 
contrato  celebrado  el  día  anterior  por  el  Presidente  de 
la  (Compañía  y  la  Sra.  María  Teresa  Beltranena  por  la 
que  ésta  se  obligó  á  transportar  por  las  líneas  de  la 
Compañía  durante  el  término  de  veinticinco  años  los 
frutos  del  Ingenio  Carmen  siempre  que  la  misma  Com- 
pania  por  su  parte  se  comprometiera  á  construir  antes 
del  quince  de  Septiembre  próximo  á  aquella  fecha  una 
carrilera  que  partiendo  del  tramo  comprendido  entre 
Balmnilla  y  Unión  se  dirigipra  al  batey  de  aquella  ñnca, 
ru;'a  carrilera  podría  prolongarla  para  los  usos  que  le 
conviniera  en  la  dirección  que  considerase  mejor,  ha- 
ciéndose relación  de  las  grandes  ventajas  que  dicho 
contrato  reportaba  á  la  Compañía  acordó  aprobar  el 
contrato  en  todas  sus  partes.     A  fojas  doscientos  cinoo 


"■■•■ ■■■!■■■  I.     I         ■■  I     II  ..  ■  ■      -  .  I       .  .1  I  I  , 

«e  halla  la  contestación  del  Alcalde  Municipal  de  Sa- 
banilla en  cuya  circunscripción  resulta  enciavado  el 
ramal  de  Crespo  que  dicho  ramal  que  parte  de  ^abai- 
nilla  con  dirección  á  Cabeza?  se  halla  en  explotación 
desde  el  año  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  que  se 
construyó* 

Decimoséptimo.  Resultando  que  la  representa- 
ción de  la  Compañía  demandada  con  su  escrito  de 
fojas  doscientos  ocho  presentó  el  ejemplar  de  la 
Gagbta  y  periódico  « El  Republicano»  de  esta  ciudad 
en  que  se  insertaron  los  edictos  citando  á  la  Sra.  Bel- 
tranena  y  solicito  del  Juzgado  declarase  auténtica  y 
legítima  la  firma  de  la  Sra.  María  Teresa  Beltranena 
puesta  al  pié  del  documento  privado  relacionado  á  cuyo 
escrito  recayó  la  providencia  de  su  d^rso  declaraBdo 
no  haber  lugar  á  la  declaración  solicitada. 

Décimooctavo.  Resultando  que  por  providencia 
de  fojas  doscientos  diez  se  dispuso  entregar  Ioh  autos 
á  las  partes  por  su  orden  y  por  término  de  veinte  días* 
para  conclusiones  cuyo  tránsito  evacuaron  los  deman- 
dantes por  su  escrito  de  fojas  doscientos  trece  solici- 
4íando  el  fallo  en  definitiva  en  los  términos  solicitados 
en  sus  escritos  de  demanda  y  réplica  y  por  otrosí  que 
se.  tuvieran  por  reproducidas  nuevamente  las  manifes- 
taciones legales  y  súplica  contenidas  en  el  segundo 
otrosí  de  dicho  escrito  de  réplica. 

Decimonoveno.  Resultando  que  la  Compañía  de- 
mandada evacuó  dicho  trámite  de  conclusiones  por  su 
escrito  de  fojas  doscientos  veintitrés  solicitando  se 
dicte  sentencia  en  definitiva  en  los  términos  que  tiene 
solicitado:  por  el  primer  otrc^í  solicitó  que  por  los  de- 
mandantes se  absolviera  el  pliego  de  posiciones  cerrado 
que  acompañó  bajo  juramento  indecisorio  y  con  las 
precauciones  necesarias  para  que  no  pudiei-an  comu- 
nicarse, por  el  segundo  otrosí  que  se  libram  el  corres- 
pondiente exhorto  acompañado  del  pliego  de  posiciones 
para  el  referido  acto  en  virtud  de  residir  los  deman- 
dantes en  la  Habana  apercibiéndoles  de  tenerlos  por 
confesos  sino  se  presentaren  y  por  el  tercer  otrosí  que 
teniendo  noticias  de  que  la  Sra.  Beltranena  reside  eu 
México  se  reserva  en  su  oportunidad  ejercitar  los  de- 
rechos que  del  conocimiento  de  este  hecho  se  derivan 
en  favor  de  1»  Compañía  del  Ferrocarril  de  Matanzas; 
á  cuyo  escrito  recayó  la  providencia  de  fojas  doscien- 
tos treinta  y  dos  declarando  pertinentes  las  preguntas 
del  pliego  de  posiciones  mandándose  desglosar  el  do- 
.oumento  privado  de  fojas  cuarenta  y  dos  y  acompaña- 


214  BOLETI!<  LEGISLATIVO. 


1 


do  de  dicho  pliego  remitido  con  el  exhorto  solicitado 
y  al  tercer  otrosí  por  hecha  la  reserva  de  derechos  que 
contiene. 

Vigénimo.  Resaltando  que  examinados  bajo  ju- 
ramento indecisorio  la  Sra,  Nestora  y  D.  León  Ci^espo 
y  Hernández  á  tenor  del  pliego  de  posiciones  presen- 
tado por  la  representación  de  la  Compañía  demandada. 
A  la  primera  de  sus  preguntas  contestó  que  la  señora 
Beltranena  tenia  conferido  un  poder  general  á  sus  hi- 
jos José  Macario  y  Franci.-co  Crespo  de  los  cuales  dice 
no  residen  en  la  Habana  ó  en  la  I^la,  contestando  á 
esta  pregunta  D.  León  Crt*8po  que  lo  ignora  y  á  la  se- 
gunda pregunta  contestaron  los  dos  negativamente 
ignorando  la  primera  ó  sea  doña  Nestora  si  doña  Ma- 
ría Teresa  Beltranena  autorizó  ó  no  el  documento 
privado  que  se  le  puso  de  manifiesto  para  que  dijeran 
si  era  de  dicha  señora  la  firma  puesta  á  su  pie,  no  pu- 
diendo  León  Crespo  asegurar  dicho  particular. 

Resolución  recurrida: 

Vigéeimoprimero.  Resultando  que  la  propia  sen- 
tencia recurrida  en  su  parte  dispositiva,  absolvió  de 
la  demanda  en  la  forma  y  términos  en  que  ha  sido 
interpuesta  4  la  sociedad  demandada  declarando  sin 
lugar  las  excepciones  de  falta  de  personalidad  y  de 
prescripción  alegadas  por  ésta,  sin  especial  condena- 
ción de  costas,  confirmando  en  lo  conforme  y  revocan- 
do en  lo  que  no  lo  esté  la  sentencia  apelada. 

Fundamentos  del  recurso  de  casaqión: 

Vigésimosegundo.  Resultando qne  contradicha 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Matanzas  interpuso  )a 
representación  de  los  demandantes  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  que  apoyó  en  el 
número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  cuyos  motivos  se 
consignaron  en  los  términos  siguientes:  A.  El  articu- 
lo novecientos  treinta  y  uno  del  Código  de  Comercio 
(único  precepto  de  ley  en  que  aquélla  se  apoya)  por 
su  indebida  aplicación  á  este  pleito. — Concepto. — En 
este  pleito  se  ejercita  la  acción  de  reivindicación  que 
nace  de  dominio  reclamando  de  la  Compañía  deman^- 
dada  la  entrega  de  unos  terrenos  que  ocupa,  y  que  son 
de  la  única  y  exclusiva  propiedad  de  los  dem^^ndantes. 
No  se  debate,  por  tanto,  nada  que  se  refiera  á  recla- 
mación de  obligaciones  provenientes  de  ci'éditos  cbn- 
traidcs  por  dicha  Compañía  ó  adquiridos  contra  ella. 
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[  ni  macho  menos  se  ejercitan  acciones  que  por  ningún 

'  coaoepto  se  relacionen  con  el  estado  de  suspensión  de 

pagos,  ni  con  el  de  quiebra  de  esa  Compañía  ferroca- 
rrilera, por  virtud  de  los  cuales  se  pretenda  el  embar- 
gOj  secuestro  6  remate  de  ninguna  propiedad  del  fe- 
rrocarril, con  cuyas  medidas  hubiera  de  interrumpirse 
el  servicio  de  explotación  del  mismo  Ferrocarril.  Sin 
embargo  de  lo  cual,  la  sentencia  recurrida  invoca  y 
aplica  el  citado  artículo  novecientos  treinta  y  uno  del 
Código  de  Comercio;  que  solo  puede  aplicarse,  y  solo 
está  dictado  para  cuando  se  trate  «de  la  susp^^nsión  de 
pagoü  y  de  1^  quiebras  de  las  Compañia^  y  Empresas 
ferrocarrileras  y  demás  Obras  públicas»,  como  com- 
prendido en  la  Sección  cuarta  del  Titulo  primero  del 
Libro  cuarto  del  Código  de  Comer^iio  que  á  tales  ma- 
terias exclusivamente  se  refiere.  Sin  que  ese  precep- 
to, ni  ningún  otro  de  la  misma  Sección  pueda  aplicar- 
se al  propietario  de  unos  terrenos  que  se  encuentran 
en  poder  de  una  de  esas  Compañías  y  cuya  reivindi- 
cación se  reclama  en  virtud  de  la  acción  de  dominio 
qoe  aquel  corresponde.  B.  El  Real  Decreto  de  ca- 
torce dé  Abril  de  mil  ochocientos  novent-a  y  cuatro 
por  su  evidente  indebida  aplicación  al  caso  de  este 
pleito. — Concepto. — El  citado  Eeal  Decreto  se  dictó  á 
á  consecuencia  de  una  cuestión  de  competencia,  pro- 
vocada entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  la  Autoridad 
gnbernativa  para  conocer  de  una  reclamación  en  vía 
ejecutiva  formulada  pai*a  el  cobro  de  un  crédito  hipo- 
tecaj*io  constituido  sobre  unos  terrenos,  en  virtud  de 
lo  qne  se  requirió  al  poseedor  de  los  mismos  para  que 
pagase  dicho  crédito  ó  abandonase  la  parcela  de  esos 
terrenos  que  ocupaba  con  un  ferrocarril.  En  este 
pleito  no  se  trata  de  ninguna  cuestión  de  competencia, 
pues  ambas  partes  hemos  reconocido  la  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  para  entender  y  fallar  el  conflicto  que 
el  mismo  plantea.  Y  á  mayor  abundamiento,  la  linea 
férrea  motivo  del  citado  Real  Decreto  habla  sido  de- 
clarada obra  de  utilidad  pública  la  linea  construida 
por  la  empresa  de  Matanzas  sobre  el  terreno  objeto  de 
este  pleito,  nunca  ha  sido  declarada  de  utilidad  públi- 
ca. Esta  declaración  una  vez  hecha  plantea  y  define 
nna  situación  jurídica  determinada  y  crea  determina- 
dos derechos  á  favor  de  quien  la  obtiene  en  relación 
con  las  cosas  que  son  objeto  de  las  mismas  y  de  sus 
dueños;  pero  cuyos  derechos  y  situación  jurídica  nun- 
ca pueden  confundirse  ni  considerarse  iguales  á  los 
que  corresponde  apreciar  antes  de  hacerse  aquella  de- 
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claración.  Es  evidente  por  lo  tanto,  la  indebida  apli- 
cación  de  la  doctrina  de  ese  Real  Decreto  al  pleito 
que  la  sentencia  recurrida  resuelve.  D.  Los  artícu- 
los trescientos  cuarenta  y  ocho  y  trescientos  cuarenta  y 
nueve  del  Código  Civil  por  su  no  aplicación.— Concep- 
to.— Estos  preceptos  declaran  y  sancionan  el  derecho 
de  todo  propietario  á  reivindicar  sus  cosas  de  quien 
las  tenga  ó  posea,  asi  como  el  de  ser  amparado  y  rein- 
tegrado en  su  posesión  por  los  Jueces,  aún  en  el  caso 
deque  perla  Autoridad  competente  sé  les  prive  de 
aquella  propiedad  por  causa  justificada  de  pública  uti- 
lidad; en  tanto  que  no  haya  sido  indemnizado  del  va- 
lor de  las  mismas  cosas.  Y  sin  embargo  de  que  los 
demandantes  tienen  inscripto  su  título  de  propiedad 
de  todos  los  terrenqp  del  Ingenio  «Nuestra  48ra.  dfel 
Carmen»  sin  ninguna  li¿nitación;  sin  embargo  de  que 
ninguna  autoridad,  de  ningún  orden,  ni  foímal  ni  in- 
formalmente, ha  declarado  de  utilidad  pública  la  obra 
ó  línea  férrea  que  la  Compañía  demandada  tiene  cons- 
truida en  parte  de  los  terrenos  de  esa  finca;  y  sin  em- 
bargo de  que  tampoco  y  en  ning6n  tiempo  la  citada 
Compañía  á  indemnizado  á  los  Sres.  Crespo  y  Her« 
nández  del  valor  de  esos  terrenos,  el  fallo  recurrido 
desestima  la  demanda  y  absuelve  de  ella  á  dicha  Com- 
pañía sancionando  el  despojo  que  se  comete  por  dicha 
Empresa  con  los  Sres.  demandantes,  negándose  á  en- 
tregarles una  porción  de  terrenos  por  ellos  adquiridos 
en  un  remate  judicial,  á  consecuencia  y  en  pago  de 
crédito  reconocido  por  título  inscrito  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  con  antelación  á  la  fecha  de  la  constmc- 
ción  de  la  línea.  Por  que  aún  prescindiendo  de  su  con- 
dición de  acreedores  hipotecarios  en  cuya  virtud  ad- 
quirieron el  carácter  de  dueños  de  la  totalidad  de  la 
finca  á  que  pertenecen  los  terrenos  que  la  línea  ocupa 
es  lo  cierto  que  la  Compañía  demandada — ni  antes  ni 
después  de  ser  los  demandantes  dueños  de  esa  finca  y 
de  todos  sus  terrenos — nunca  ha  promovido  la  expro- 
piación forzosa  de  esos  terrenos  ni  tampoco  ha  obteni- 
do la  declaratoria  de  utilidad  pública  respecto  de  las 
obras  del  ramal  ó  línea  de  Cabezas  que  atraviesa  los 
terrenoó  objeto  del  pleito,  ni  ha  indemnizado  su  valor 
á  los  Sres.  demandantes,  sus  legítimos  y  únicos  due- 
ños. — «D. — IjOS  artículos  trescientos  cincuenta  y  tres- 
cientos cincuenta  y  cinco  del  mismo  Código  Civil,  por 
sti  no  aplicación.  Concepto. —  Esos  preceptos  decla- 
ran ique  el  propietario  de  un  ten  eno  lo  es  támbiéü  de 
sil  superficie,  pudiendo  hacer  en  él  las  óhfes  y  pláñu^- 
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dones  qne  le  conveDgan,  salvas  las  servidumbres  y  las 
disposiciones  legales  sobre  Aguas  y  Minas;  correspon- 
diéndole  como  frutos  civiles  de  aquel  el  precio  de  sa 
arrendamiento. — ^Y  siendo  como  son  los  Sres.  deman- 
dantes dueños  por  título  de  adjudicación  en  remate 
público  judicial  de  la  totalidad  de  los  terrenos  que  for- 
man el  demolido  Ingenio  «Nuestra  Sra.  del  Carmena 
eon  sn  derecho  dominipal  debidamente  inscripto  en  el 
Registro  de  la  Pro^dedad  respectivo,  sin  quede  ese  do- 
minio se  except6.e  una  sola  pulgada  de  esos  terrenos; 
la  sentehcia  recurrida  infringe  abiertamente  el  prime- 
ro de  esos  preceptos  al  declarar  sin  lugar  esta  deman- 
da, en  la  que  se  reivindica,  coüio  consecuencia  de  ese 
dominio,  la  porción  superficial  que  de  esos  terrenos 
ocupa  la  Compañía  demandada  con  su  linea  del  ramal 
de  Cabezas  impidiéndose  con  ello  á  los  demandantes 
el  ejerciciadel  derecho  que  ese  mismo  precepto  legal 
se  reconoce;  y  el  segundo  al  privar  á  los  demandantes 
— por  consecuencia  de  absolver  de  la  demanda  á  la  ci- 
tada Compañía— de  su  legitimo  derecho  al  cobro  de 
las  rentas  que  el  terreno  por  ella  ocupado  lia  debido 
producirles  desde  el  inicio  de  este  pleito.  «E.— Los 
artículos  seiscientos  cinco,  seiscientos  seis  y  seiscien- 
tos ocho  del  Código  Civil  en  relación  con  los  incisos 
primero  y  segundo  del  artículo  segundo,  y  con  A  pá- 
rrafo primero  del  veintitres,^  de  la  vigente  Ley  Hipo- 
tecnria  treinta  y  uno  de  la  anterior,  por  sn  no 
aplicación. — Concepto.— Los  mencionados  preceptos  de 
nuestro  Código  Civil  determinan  de  una  manera  clara 
y  positiva  la  vigencia  de  la  Ley  Hipotecaria  en  cuanto 
se  relaciona  con  los  actos  y  contratos  relativos  al  domi-* 
nio  y  demás  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles; 
declarándose  por  el  segundo  de  ellos  (artículo  hciscien- 
tos  seis)  que  los  títulos  de  dominio  ó  de  otros  dere- 
chos reales  sobre  esos  bienes,  que  no  estén  debidHmen- 
te  inf«cript08  ó  anotados  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
DO  perjudican  á  tercero.  Y  no  obstante  ello,  no  obs- 
tante que  el  único  título  que  en  contra  del  derecho  do- 
minical de  los  demandantes  alega  la  Socie<1ad  deman- 
dada, es  un  documento  privado,  no  inscripto  ni  ano- 
tado en  parte  alguna  y  menos  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad de  Alacranes  en  donde  radican  los  terrenos  del 
ingenio  Nuestra  Señora  del  Carmen,  no  obstante  que 
el  contrato  objeto  de  ese  documento  es  el  de  cesión  ó 
transmisión  del  dominio  de  determinados  bienes  in- 
muebles; la  sentencia  recurrida  le  reconoce  eficacia 
con  evidente  infracción  de  dichos  preceptos  legales. 
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eoñ  arreglo  áloe  cuáles  ni  ese  documento  ni  ese  con- 
trato que  el  mismo  contenga  pueden  tener  valor  algu- 
no en  este  pleito.  «F. — Los  artículos  laceros  de  las 
Leyes  Hipotecarias  vigentes  y  anterior,  en  relación 
con  el  caso  primero  de  mil  doscientos  ochenta  y  con  el 
mil  doscientos  dieciséis  del  Código  Civil  por  su  no 
aplicación.  Concepto.  El  documento  en  que  )a  Com- 
pañía demandada  apoya  el  derecho  que  alega  sobre 
loe  terrenos  que  son  objeto  de  esta  demanda  reivindi- 
catoría, es  un  simple  documento  privado  (y  así  lo  re- 
conoce el  fallo  recurrido)  que  por  su  propia  condición 
y  en  virtud  de  los  preceptos  citados  en  el  motivo  pre- 
cedente, no  pudo  ser  ni  fué  inscripto  nunca  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  de  Alaci*anes  ni  puede  merecer 
la  consideración  del  público.  La  sentencia  recurrida 
sin  embargo  de  ello,  reconoce  su  eficacia  y  legalidad, 
en  contra  nada  menos  que  de  documentos  públicos  de* 
bidamente  inscriptos;  con  lo  que  ha  infringido  las  dis- 
posiciones legales  consignadas  en  este  motivo  al  no  te- 
nerlas en  cuenta  para  su  aplicación  al  pleito.  «G. — Loa 
artículos  veinticuatro  y  veintirinco  en  relación  con  el 
segundo  de  la  vigente  Ley  Hipotecaria,  (treinta  y  dos, 
treinta  y  tres  y  treinta  y  cinco  de  la  anterior)  por  su 
no  aplicación.  Concepto.  Los  sefiores  demandantes 
fundan  su  acción  reivindicatoría  en  que  su  titulo  de 
dominio  absoluto  y  sin  limitaciones  ni  excepciones  so- 
bre la  totalidad  de  los  terrenos  del  ingenio  Nuestra 
Señora  del  Carmen  y  por  tanto  sobre  la  porción  que 
de  ellos  vienen  ocupando  la  Compañía  demandada  con 
la  línea  de  Cabezas — se  encuentra  inscripta  en  e\  Ee» 
gistro  de  la  Propiedad  de  Alacraues. — Y  como  según 
dicho  atiiículo  veinticuatro,  la  inscripción  de  aquel 
título,  «surtirá  efectos  aún  contra  acreedores  singular- 
mente privilegiados»;  y  la  Compañía  demandada  ni 
disfruta  privilegio  de  ninguna  especie  (al  menos  que 
se  conozca)  con  relación  á  esos  terrenos,  ni  tiene  nin- 
gún título  público  inscripto  con  anterioridad  ni  con 
posterioridad  al  de  los  señores  demandantes;  resulta 
evidente  la  infracción  que  la  sentencia  recurrida  co- 
mete al  no  aplicar  á  este  pleito  el  precepto  citado,  que 
constituye  uno  de  los  principios  fundamentales  de 
nuestro  derecho  hipotecario.  Y  asimismo  se  infringe 
el  artículo  venticinco,  toda  vez  que  si  con  arreglo  al 
mismo  los  títulos  inscriptos  «no  surtirán  sus  efectos  en 
cuanto  á  tercero,  sino  desde  la  fecha  de  la  inscripción» 
con  mayor  motivo  no  pueden  surtir  ningún  efecto  con- 
tra esos  terceros  aquellos  títulos  que  no  han  sido  ina» 
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críptoe  en  nin^na  forma  ni  ocasión.  «H. — ^El  ártica* 
lo  mil  doscientos  veinte  y  ocho  en  relación  con  el  mil 
doscientos  cincuenta  y  siete,  ambos  del  Código  Civil, 
por  sn  no  aplicación.  Concepto.  El  citado  documen- 
to privado  con  el  que  la  Compañía  demandada  intenta 
defender  su  dereoho  á  poseer  el  terreno  que  se  reivin- 
dica aparece  autorizado  únicamente  por  doña  Maiia 
Teresa  Beltranena  y  pr  el  señor  Castañer,  Presidente 
que  f«é  de  esa  Compañía.  Ninguno  de  los  señores 
demandantes  ñrman  ni  autorizan  el  tal  documento  ni 
son  tampoco  herederos  de  ninguno  de  aquéllos,  ni  los 
derechos  que  hoy  poseen  sobre  esos  terrenos  proceden 
de  ninguna  de  es^vs  personas.  Remataron  esa  finca  y 
se  la  adjudicaron  en  su  totalidad  en  pago  precisamen- 
te de  un  crédito  hipotecario  que  aquélla,  la  <^itada  se« 
ñora  Beltranena,  le  adeudaba  por  razón  de  Intima 
paterna.  A  pesar  de  lo  cual,  y  no  obstante  que  en  mo* 
do  alguuo  puede  obligarles  el  contrato  que  ese  docu* 
mentó  consigue,  por  no  ser  herederos  de  ninguno  de 
sos  otorgHutes;  el  fallo  recurrido  de  hecho  les  obliga  & 
respetarlo,  desde  el  momento  en  que  declara  sin  lugar 
esta  demanda,  con  inca<*8tionable  quebrantamiento  de 
esos  preceptos  legales.  Y  los  artículos  ciento  cinco 
y  ciento  veintidós  de  la  vigente  Ley  Hipotecaria  (^len- 
to diez  y  nueve  y  ciento  treinta  y  seis  de  la  anterior) 
y  el  mil  ochocientos  setenta  y  seis  del  Código  Civil; 
por  su  no  aplicación.  Concepto.  Los  señores  Cres- 
po y  Hernández  adquirieron  en  remate  público  la  to* 
talidad  de  las  tierras  del  ingenio  Nuestra  Señora  del 
Carmen  en  juicio  seguido  para  el  cobro  de  sus  legí li- 
mas paternas,  aseguradas  con  hipoteca  de  la  totalidad 
de  esa  finca,  por  escritura  de  dos  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  que  fué  inscripta  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  de  Alacranes  en  doce  de  Febre- 
ro de  mil  ochocientos  ochenta  y  nuevQ.  Ei  con- 
trato ó  documento  que  se  alegan  como  título  de 
BU  (icrecho  por  la  Compañía  demandada  fechado  en 
veinte  y  siete  de  Febreio  del  mismo  año  de  mil 
ochoc(ent<  s  ochenta  y  nueve  son  posteriores  por 
tanto,  á  la  inscripción  de  aquella  escritura  y  de  la 
hipoteca  por  ella  constituida  á  favor  de  los  señorea 
Crespo  y  Hernández.  Los  preceptos  legales  citados  re- 
conocen la  efectividad  de  la  hipoteca  sobre  la  totalidad 
de  los  bienes  hipotecados  y  sobre  cualquier  parte  de 
los  mismos.  Por  consiguiente  es  indudable  y  positivo 
ei  Rececho  40  lo^  di^QSLan^lan tes  á  haberse  a^iidicadp 
ocmo  se  adjudicaron  1$  totalidad  de  las  tierras  de.l^ 
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finca  gravada  para  hacerse  pago  de  sus  réditoB;  y  & 
considerarse  como  daeSos  únicoí^  y  absolutos  de  todas 
y  cada  una  de  las  porciones  de  esa  finca,  sin  excepción, 
supuesto  que  ni  al  escribir  en  el  Registro  su  derecho 
hipotecario,  ni  después  al  inscribir  su  dominio  consi^ 
guiente  á  la  adjudicación  de  la  finca  en  pago  de  su 
crédito,  no  existía  inscripto  ni  anotado  derecho  real 
alguno  á  favor  de  la  Compañía  demandada,  en  cuanto 
á  ninguna  porción  de  esos  terrenos.  Y  desde  el  mo- 
mento en  que  la  sentencia  recurrida  declara  sin  lugar 
esta  den^anda  en  la  que  se  reivindica  una  parte  del 
terreno  ad judiego  en  pago  de  la  hipoteca  que  los  gra- 
vaba sin  que  en  el  Registro  resultase  ningán  derecho 
en  favor  de  un  tercer  poseedor  es  clara  y  evidente  la 
infracción  de  aquellos  preceptos,  supuesto  que  del  de* 
recho  hipotecario  que  ellos  garantizaban  y  amparaban 
(aún  en  contra  de  acreedores  singularmente  privile- 
giados) desde  el  momento  de  la  respectiva  inscripción 
de  la  hipoteca  es  que  nace  y  tiene  su  origen  el  dere* 
cho  dominical  que  en  este  pleito  reivindicatorío  se  re- 
clama.— C<m  lo  que  también  se  infringe  el  príncipio 
déla  indivisibilidad  de  la  hipoteca,  en  que  descansa 
nuestro  pistema  hipotecario  vigente  desde  el  prímero 
de  M&yo  de  mil  o<*hooientos  ochenta:  principio  que  se 
encuentra  reconocido  y  proclamado  por  la  sentqpcia 
del  Tribunal  Supremo  Español  de  doce  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete. — J. — La  doctrina  re- 
conocida por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  Espa- 
ñol de  diez  y  ocho  de  Abril  de  mil  ochocientos  noven- 
ts|  y  dos  que  declara  que  la  inscripción  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  del  título  de  adquisición  de  una  línea 
fénea,  en  los  actos  de  cuya  concesión  ni  trasmisión  es 
sucesivas  no  intervinieron  el  demandante  ni  sus  cau- 
sahabientes  no  atribuye  á  dichn  título  eficacia  bastante 
á  enervar  la  acción  reivindicatoría  ejercitada  por  el 
mismo  demandante  en  concepto  de  dueños  de  unos 
terrenos  ocupados  por  dicha  línea  si  no  resulta 
inscripto  el  título  por  el  que  se  adquiriera  el- dere- 
cho para  ocuparlo  con  ella,  con  anterioridad  á  la  ina- 
crípción  del  título  en  cuya  virtud  se  ejercita  la  acción 
reivindicatoría.  Concepto. — La  acción  reivindicato- 
ría ejercida  en  este  pleito  se  basa  en  que  los  Sres.  de* 
mandantes  tienen  inscripto  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad oportuno  su  dominio  absoluto  sobre  todos  los 
terrenos  del  Ingenio  «Nuestra  Sra.  del  Carmen»  y  por 
lo  tanto  sobre  los  que  con  su  ramal  á  Cabezas  ocupa, 
como  una  porción  de  ellos,  la  Coin|>afíia  d^mandi^a; 
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sin  qae  antes  ni  después  de  esa  inscripción  aparezca 
ni  resalte  inscripto  derecho  de  ninguna  especie  de  esa 
Gompafiia  sobre  porción  alguna  de  esos  terrenos  por 
virtud  del  que  pudiera  considerarse  limitado  ó  rednci* 
do  aquel  dominio,  cuyo  origen  arranca  de  un  derecho 
hipotecario  inscripto  á  favor  de  los  demandantes  con 
anterioridad  &  la  fecha  de  la  construcción  de  la  linea 
por  esa  Compañía  y  con  igual  anterioridad  á  la  fecha 
del  documento  privado  (no  inscripto  nunca)  en  que 
apoya  su  oposición  á  la  demanda.  Por  consiguiente 
el  fallo  recurrido  infringe  y  contradice  aquella  doc- 
trina de  mayor  evidente  aplicación  á  este  pleito,  en 
que  no  existe  ningún  documento  inscripto  en  el  Regis- 
tro en  favor  del  den  cho  con  que  la  Compañía  deman- 
dada  pretende  enarvar  el  que  los  Sres^  demandantes 
^ercitan  por  virtud  de  títulos  públicos  debidamente 
inscriptos  en  el  Registro  respectivo. — K. — Los  artícu*- 
loe  tercero  y  cuarto  de  la  Ley  de  expropiación  forzosa 
de  dit'Z  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve, 
vigente  en  esta  Isla  al  plantearse  esta  d^'manda,  asi 
como  también  los  preceptos  del  apartado  III  del  capír 
tulo  VII  de  la  Orden  número  treinta  y  <;uatrb  de  siete 
de  Febrero  de  mil  novecientos  dos  del  Grobierno  Mili-r 
tar  que  fué  de  esta  Isla,,  vigente  al  dictarse  la  senten- 
cia objeto  de  este  recurso  por  su  no  aplicación. — Cour 
oepto.  Aún  suponiendo  que  la  Compañía  del  Ferro- 
carril  de  Matanzas  tuviera  el  derecho  (que  la  senten- 
cia menciona  de  soslayo)  de  expropiar  á  los  señores 
demandantes  del  terreno  objeto  del  juicio  por  tratar- 
se de  un  Ferrocarril  ú  obras  de  pública  utilidad;  ese 
fallo  infringe  abiertamente  y  de  manera  indiscutible 
y  evidente  los  citados  preceptos  de  la  ley  de  diez  de 
Ejnero  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve,  toda  vez 
que  con  arreglo  á  los  mismos  la  expropiación  forzosa 
no  puede  nunca  tener  efecto  sin  que  le  precedan  los 
requisitos  que  dicho  artículo  tercero  determina  estan- 
do obligados  los  Jueces  &  amparar  y  reintegrar  en  la 
posesión  de  su  propiedad  di  que  sin  esas  formalidades 
ó  requisitos  se  vea  privado  de  ella.  Y  la  Compañía 
demandada  á  quien  se  absuelve  de  la  demanda  reivin^ 
dicatoria  objeto  de  este  pleito  ni  ha  obtenido  la  decla- 
ración de  utilidad  pública  para  la  línea  ó  ramal  de  Ca- 
bezas en  el  extremo  ó  parte  de  ella  que  ocupa  los  te- 
rrenos reclamados,  ni  siquiera  ha  promovido  el  oporr 
tuno  expediente  de  expropiación  forzosa,  ni  se  ha 
declarado  que  la  ejecución  de  esa  línea  exige  el  terréÁo 
que -je  feívitidieaj'  ni  ae  ha  procedido'  &  su  *  ayal&o  ni 


322 


BOLtTIN  LBOISLATITO. 


tampoco  ha  pagado  á  los  Sres.  demandcbíiteB  dueffoe 
legítimos  de  ese  terreno  el  precio  que  repres^ite  la  in- 
demaización  de  ese  mismo  terreno.  Y  si  no  faeee  di* 
eba  Ley  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  la  hoy 
aplicable  á  esta  materia  de,  expropiación  no  obstiuité 
la  fecha  de  promoción  de  este  pleito  sino  la  Orden  nú* 
mero  treinta  y  cnatro  de  siete  de  Febrero  de  mil  no- 
vecientos dos  del  extinguido  Gobierno  Militar  de  esta 
I^la;  la  sentencia  recurrida  también  infringe  las  reglas 
y  preceptos  que  la  misma  establece  para  las  expropia- 
ciones de  terrenos  de  particulares  en  el  apartado  III 
del  capítulo  VII  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  párrafo 
inicial  de  dicho  capítulo  toda  vez  que  la  Compañía  de- 
mandada tampoco  ha  promovido  ante  elJ  negado  oom- 
petente  la  solicitud  ó  expediente  que  previene  el  pá- 
rrafo segundo  de  dicho 'artículo^  digo,  apartado  III  ni 
tampoco  se  han  cumplido  ninguno  de  los  trámites  y 
formalidades  ulteriores  á  dicha  solicitud  que  en  el  ex* 
presado  apartado  se  establecen  para  la  expropiación. — 
li, — ^ Loe  artículos  trescientos  ochenta  y  nueve  de  la  vi- 
gente Ley  Hipotecaria  y  cuatrocientos  treinta  y  cinco 
de  MU  Reglamento  (trece  de  la  anterior  y  sesenta  y  dos 
de  BU  Reglamento)  en  relación  con  el  inciso  primero 
del  artículo  segundo  de  dichas  leyes;  por  su  no  aplica- 
dóiu — CJoncepto. — La  sentencia  recurrida  infringe  los 
citados  preceptos  legales  al  no  aplicarlos  al  documen- 
to privado  presentado  por  la  Compañía  demandada, 
reconociéndole  eficacia  y  validez  al  mismo;  cuyodocn- 
mentó,  en  el  que  se  constituyen  derechos  sujetos  á  ins- 
cripción según  el  citado  inciso  primero  d^  artículo 
segundo  de  aquella  Ley,  do  ha  sido  presentado  ^al  Re- 
gistro ni  de  él  se  ha  tomado  razón  en  el  mismo  no  obs- 
tante presentarse  en  este  pleito  con  el  fin  de  hacer 
efectivo  en  peí  juicio  de  los  demandantes  (que  son  ter- 
CíToe  con  relación  á  dicho  documento)  el  derecho  que 
debió  ser  inscripto,  8in  que  le  comprenda  ninguna  de 
las  excepciones  que  esos  preceptos  legales  contienen. 
Yigésimotercero.  Resultando  que  la  mencionada 
audiencia  admitió  el  recurso  por  auto  de  Marzo  trein- 
ta y  emplazadas  las  partes  se  personaron  en  este  Tri- 
bunal Supremo  ante  el  cual  se  ha  sustanciado  el  re- 
cur:K>  en  leffal  forma  teniendo  lugar  la  vista  «1  día 
veintiocho  del  mes  de  Mayo  pasado,  informando  du- 
rante su  celebración  los  Abogados  de  las  partes. 

DjtUlBlÓN  DBL  REOÜBSO: 

'  Pónepte  el  Magistrado  Carlos  Reviiia'  y  Tetrari. 
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f  Primero.  Cionsiderando  que  la  sentencia  recuriri* 
da  aft  limita  á  absolver  á  la  Sociedad  demandada  009 
respecto  á  la  demanda  en  la  forma  y  términos  en  que 
ha  aido  interpuesta,  y  en  ésta,  sin  solicitarse  una  ex- 
presa declaración  acerca  del  dominio  de  los  terrenos 
ocupados  por  el  ramal  del  ferrocarril  que  desde  la  11- 
Bca  central  se  dirige  á  Cabezas,  se  pide  que  la  Ck)mpa-. 
ftía  demandada  sea  condenada  á  «que  dentro  de  quinto 
día  deje  completamente  libres  y  expeditos  y  á  la  abso^ 
lata  disposición  de  los  Sres.  D?  Nestora  y  D.  León 
Orefepo  los  mencionados  terrenos»  y  á  que  «levante  deu^ 
tro  de  dichQ  termino,  á  costa  exclusivamente  de  la 
misma  Compañía,  dicho  ramal,  en  toda  la  extensión 
que  atraviesa  dicha  finca. » 

Segundo.  Considerando  que  la  cuestión  funda- 
mental propuesta  en  capación  es  la  de  di  la  sentencia 
que  nie^  la  petición  indicada,  supuesto  los  antecedea- 
tos  del  caao,  viola  los  artículos  trescientos  cuarej^ta  y. 
ocho  y  trescientos  cuarenta  y  nueve  del  Código  Civil, 
que  definen  la  propiedad,  determinan  la  acción  qu% 
produce  pnra  reivindicar  la  cosa  que  de  ella  es  objeto 
6  impon^i  á  los  Jueces  el  deber  de  amparar  y  reinte- 
grar en  la  posesión  al  propietario  que  en  ella  fueseí 
perturbado,  á  no  ser  que  se  le  prive  de  la  propi^dadi 
conforme  también  indican  dichos  preceptos. 

Tercero.  Considerando  que  el  primero  de  I09  ci- 
tados artículos,  al  definir  la  propiedad  como  derecho 
degoBar  y  disponer  en  una  cosa,  expresa  que  esto  ha 
de  ser  con  las  limitaciones  que  las  leyes  establecen;  y 
además;  que  en  el  caso  del  pleito  no  se  trata  de  si  loa 
demandantes  hayan  de  ser  reintegrados  en  una  pose* 
ette  en  la  que  hubiesen  sido  perturbados,  sino  si  ha- 
biendo adquirido  un  inmueble  por  cuya  superficie  cru^ 
la  una  via  férrea,  tienen  derecho  para  obtener  que  este^ 
sea  levantada,  lo  que  constituye  una  cuestión  jurídica 
de  índole  distinta. 

Cuarto.  Considerando  que  á  dicho  respecto  la  sen" 
tencsa  recurrida  afirma  como  un  hecho,  sin  que  esta 
apreciación  se  haya  en  forma  combatido  en  el  recurso 
que  cuando  los  demandantes  se  adjudicaron  el  Ingenio 
Nuestra  Sefiora  del  Carmen  conocían  el  cruce  de  di-r 
eha  via;  y  esto  priva  &  dichos  adjudicatarios  de  su  ca-» 
r&ctei:  de  terceros  conforme  al  artículo  veintisiete  de 
la  IjBy  Hipotecaria  y  á  los  efectos  de  dicha  ley;  pqe^ 
ka  derechos  atribuidos  por  la  misma  á  quien  ostenta 
el  escpreeado  carácter,  descansan  en  la  presunción  de 
fue  cnando  su  derecho  nace,  ignora  los  grayái9.W€# 
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que  afectan  al  inmueble,  presunción  que  cede  ante  el 
hecho  del  conocimiento  que  tenga  de  los  mismos  en 
aquella  oportunidad. 

Quinto.  Considerando  que  cualquiera  que  sea  el 
valor  del  título  que  para  justificar  la  posesión  de  los 
terrenos  cue6tiona()o8  ha  exhibido  la  sociedad  deman* 
dada,  y  su  ineficacia  para  trasmitir  el  dominio  de  los 
Qciismos,  que  la  sentencia  tampoco  le  atribuye  haber 
transmitido,  es  lo  cierto  que  demuestra  de  modo  indu* 
dable  el  expreso  consentimiento  para  el  cruce  de  la 
vía  férrea  por  la  finca,  dado  por  quien  en  la  época  en 
que  se  otorgó  dichb  título  era  dueño  de  la  mit'ma,y  en 
tal  concepto. no  puede  estimarse  el  acto  de  la  empresa 
ferroviaria  como  un  despojo  que  prive  al  propietario 
del  inmueble  de  la  posesión  que  del  mismo  disfrutaba 
sin  que  pueda  negarse  el  derecho  con  que  el  expresar 
do  consentimiento  fué  otorgado  y  sin  perjuicio  de  los 
que  entonces  eran  hipotecarios,  y  hoy  son  duefiod  del 
inmueble  y  demandantes  en  este  juicio;  derechos  que 
nunca  ejercitaron  con  dicho  carácter  de  hipotecarios. 

Sexto.  Considerando  que  la  Orden  número  trein^ 
ta  y  cuatro  del  año  mil  novecientos  dos,  dictada  por 
el  extinguido  Gobierno  Militar  de  la  Isla  ^6  Cuba,qiie 
regula  en  la  actualidad  las  facultades  de  los  Ferroca- 
rriles y  que  debe  aplicarse  á  los  que  existen  en  expío* 
tación,  conforme  ordena  en  el  párrafo  segundo  de  su 
preámbulo  y  en  el  capitulo  primero  de  su  artículo  dier 
y  siete,  considera  como  de  utilidad  pública  á  todos  los 
que  sean  de  servicio  público,  sustituyendo  asi  con  esa 
declaración  hecha  por  ministerio  de  la  ley  la  expresa 
que  en  la  legislación  anterior  se  exigía  para  cada  caso. 

Béptimo.  Considerando  que  es  fuerza  estimar  como 
de  servicio  público  para  los  efectos  de  este  juicio  al 
ramal  del  Ferrocarril  de  Matanzas  que  desde  su  línea 
Central  se  dirije  á  Cabezas;  por  virtud  de  lo  que  se  dis- 
pone en  el  capítulo  primero  de  dicha  orden  treinta  y 
cuatro. 

Octavo.  Considerando  que  si  bien  en  lá  demanda 
se  han  reclamado  las  rentas  del  terreno  ocupado  por 
la  Empresa  demandada  y  la  sentencia  la  absuelve  de 
la  demanda;  al  emplear  la  locución;  crén  la  forma  y 
términos  en  que  ha  sido  interpuesta»  limita  evidente- 
knente  el  alcance  del  pronunciamiento,  de  manera  que 
no  llega  á  negar  el  dominio  que  puelen  tener  los  de- 
tnandantes  en  dichos  terrenos,  omitiendo  toda  decla- 
ración á  este  último  respecto,  que  tampoco  en  forma 
concreta  había  sido  solicitada;  debiéndose  considero^ 
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que  aun  cuando  el  ejercicio  de  la  acción  reivindicato- 
ría pr«*8upone  el  dominio  en  quien  lo  ejercita  y  al  dis- 
ponerse la  entrega  de  una  cosa  á  quien  en  concepto  de 
dueño  la  reclama,  este  carácter  se  le  reconoce;  puede 
orarse  la  devolución  y  demás  consecuencias  de  ella  á 
virtud  de  especiales  razones  que  la  estorben,  sin  que 
por  ello  se  niegue  el  dominio  que  fundamenta  dicha 
acción. 

Noveno.  Considerando  que  debiendo  mantenerse 
la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida  no  pro- 
cede casarla,  cualesquiera  que  sean  los  otros  funda- 
mentos en  que  descansa  la  misma;  y  que  con  arreglo 
al  artículo  XL  de  la  orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  al  declararse  sin  lu- 
gar un  recurso  deben  imponérselas  costas  del  mismo 
al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  á  que  se  refiere  es- 
Üa  sentencia,  con  las  costas  á  cargo  de  los  recurrentes. 
— Así  por  esta  nuesti*a  sentencia  lo  pronunciamos  man- 
damos y  firmamos. — José  Várela. — El  Magistrado  se- 
ñor Pedro  González  Llórente  votó  en  sala  y  nopudo  fir- 
mar.— José  Várela.  —Octavio  Giberga. — Carlos  Revi- 
lla.— Rafael  Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  40.— 24  de  Junio.— Prescripción.  {Gaceta 

Marzo  J?,  2904. ) 

DOCTRINA:  El  tiempo  para  la  prescripción 
de  lau  acciones  comprendidas  en  el  párrafo  1?  del 
artículo  1697  del  Código  Civil,  empieza  á  contar- 
se desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse,  3'  no 
desde  que  se  dejaron  de  prestar  los  servicios. 

La  costumbre  no  tiene  fuerza  contra  preceptos 
terminantes  de  la  ley,  ni  eficacia  para  derogar 
ésta. 

En  la  ciudad  de  la  Habana^  á  veinticuatro  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  seguidos  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Este  y 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  dicha  Capital  por 
la  señora  Magdalena  Plasencia  y  Lizaso,  ocupada  en 
los  quehaceres  domésticos  y  de  esta  vecindad,  por  sí  y 
como  madre  legítima  de  los  menores  Fernando,  Anto- 
nio y  Asunción  Mesa  y  Domínguez  y  por  la  señorita 
María  Cecilia  Mesa  y  Valdés,  sin  profesión  y  de  la 
misma  vecindad,  contra  los  señores  Manuel  y  María 
Josefa  Ramos  Izquierdo  y  Diago,  el  primero  propieta- 
rio y  de  igual  vecindad,  y  la  segunda  vecina  de  Ma- 
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drid,  en  cobro  de  pesos:  en  cuyos  autos  la  mencionada 
Sala  aceptó  la  relación  de  hechos  contenida  en  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y  que  se  copia  en  los  pri- 
meros veintidus  resultandos  siguientes: 

Demanda: 

Primero.  Resultando  que  el  Procurador  Tomás 
J.  Granados  á  nombre  de  los  herederos  «leí  Ledo.  Fer- 
nando Mesa  y  Domínguez  á  saber:  Doña  María  Mag- 
dalena Piasencia  y  Lizaso  por  sí  y  como  madre  legíti- 
ma con  patria  potestad  de  los  menores  don  Fernando^ 
don  Antonio  y  doña  Asunción  Mesa  y  Piasencia  y 
doña  María  Josefa  Cecilia  Mesa  y  Valdés,  por  lo  prin- 
cipal de  su  escrito  de  fojas  once,  acompañó  la  certifi- 
cación de  fojas  primera  expedida  por  el  escribano  don 
José  M.  Ramírez  Ovando  con  vista  de  los  autos  sobre 
declaratoria  de  herederos  abintestato  del  Ledo.  Fer- 
nando Mesa  y  Domínguez  con  tentativa  de  que  por 
auto  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos,  se 
declaró  abintestato  el  fallecimiento  de  D.  Fernanda 
Mesa  y  Domínguez  y  por  sus  únicos  y  universales  he- 
rederos á  sus  legítimos  hijos  doña  María  Josefa  Ceci- 
lia de  los  Dolores  Mesa  y  Valdés  y  doña  María  de  la 
Asunción  Valentina  Leonarda,  don  Fernando  Justino 
Clemente  Ignacio  y  don  Antonio  Benigno  Rafael  Car- 
Ios  Mesa  y  Piasencia,  por  partes  iguales  con-  derecho- 
la  viuda  doña  María  Magdalena  Piasencia  y  Lizaso  á 
una  cuota  en  usufructo  igual  á  la  que  corresponda  & 
cada  uno  de  dichos  herederos:  también  acompañó  el 
procurador  Granados  testimonio  de  la  escritura  de  po- 
der que  acreditaba  su  personalidad:  consigoandoen  di- 
cho <-scrito  de  fojas  once,  los  siguientes  hechos:  que  el 
licenciado  Fernando  Mesa  y  Domínguez  prestó  sus  ser- 
vicios profesionales  á  don  Manuel  y  doña  María  Jose- 
fa Ramos  Izquierdo  en  las  tres  piezas  de  los  autos 
seguidos  en  el  juzgado  de  Primera  Instancia  de  Gua- 
nabacoa,  Escribanía  de  D.  Rafael  ualindo,  contra  la 
sucesión  de  don  Francisco  Ramos  Izquierdo  y  García, 
por  don  Felipe  Tobías  y  Manzanares  en  la  tercería  de 
mejor  derecho  establecida  por  don  Manuel  y  doña  Ma- 
ría Josefa  Ramos  Izíjuierdo  contra  el  referido  Tobías 
y  Manzanares:  que  el  por  menor  de  esos  trabajos  y  su 
apreciación  era  la  siguiente:  Demanda,  instrucción  de 
la  testamentaría  de  don  Francisco  Diago,  intestado  de 
don  Francisco  Ramos  Izquierdo,  ejecutivos  y  concurso 
fojas  veinte,  pesoí  seiscientos;  escritos  de  fojas  sesen- 
ta y  dos,  veinticinco:  reposición  fojas  sesenta  y  seis, 
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ciento,  réplica  fojas  ciento  ocho,  trescientos  cuarenta; 
sin  honorarios  fojas  ciento  treintay  nueve;  ampliación 
término  de  prueba,  quince;  prueba  fojas  doscientas 
cuatro,  doscientos;  idem  fojas  doscientas  veintitrés, 
ciento  cincuenta;  Lsta  de  testigos  é  intei  rogatorio  fo- 
jas doscientas  setenta  y  siete,  doscientos;  asistencias 
fojas  doscientas  noventa  y  una,  doscientas  noventa  y 
tres  y  doscientas  noventa  y  seis,  treinta:  nueva  cita- 
ción fojas  trescientas  do»*,  diez  sesenta;  prórroga  sin 
honorarios  fojal^  trescientas  cuarenta  y  cinco  y  tres- 
cientas cuarenta  y  sietic;  conclusión  fojas  trescientas 
cuarenta  y  nueve,  doscientos  cincuenta;  sin  honorarios 
fojas  cuatrocientas  veintinueve.  Honorarios  del  rollo 
de  Audiencia  en  Ja  apelación  de  ese  mismo  asunto, 
doscientos  doce.  Pesos  dos  mil  ciento  cuarenta  y  tres^ 
veinte:  que  igualmente  prestó  el  licenciado  Mesa  y 
Domínguez  sus  servicios  profesionales  á  doña  María  y 
Josefa  y  don  Manuel  Ramos  Izquierdo  en  los  ejecuti- 
vos seguidos  por  ésios  contra  don  Carlos  La  Rosa  y 
Vera  en  cobro  de  treinta  y  nueve  mil  cuatrocientos 
cuarenta  y  un  pesos  é  intereses  en  el  Juzgado  de  Jesús 
María,  Escribanía  de  don  Manuel  del  Pino  que  el  por- 
menor de  esos  trabajos  era  el  siguiente:  Escrito  de 
demanda,  conferencias,  consultas,  examen  de  docu- 
mentos &,  &,  pesos  mil  trescientos  cincuenta;  escrito 
de  fojas  cincuenta  y  siete,  quince:  escrito  de  fojas  se- 
tenta y  cinco  á  setenta  y  ocho,  cincuenta;  escrito  de 
fojas  ochenta  y  una  &  ochenta  y  seis,  ochenta  y  cinco: 
pesos  mil  quinientos:  que  sumadas  esas  dos  partidas 
resultaba  adeudarse  por  la  señora  María  Josefa  Ramos 
Izquierdo  y  don  Manuel  de  los  mismos  apellidos,  la 
suma  de  tres  mil  siescientos  cuarenta  y  tres  pesos 
veinte  centavos  en  oro  y  que  el  licenciado  don  Fernan- 
do Mesa  y  Domínguez  había  fallecido  siendo  sus  úni- 
cos herederos  sus  mandantes  conforme  lo  justificaba  la 
certificación  del  auto  de  declaratoria  de  herederos  que 
marcada  con  el  número  dos  acompañaba;  y  concluyó 
el  procurador  6i*anados  solicitando  por  lo  principal  se 
tuviera  por  presentado  el  poder  y  declaratoria  antes 
expresados,  asi  como  las  copÍHS  prevenidas  por  la  ley, 
se  le  tuviera  por  parte  á  nombre  de  quienes  compare- 
cía y  por  interpuesta  la  demanda,  se  mandara  sustan- 
ciar por  los  trámites?  del  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  y  en  definitiva  se  condenara  á  don  Manuel  y 
á  doña  María  Josefa  Ramos  Izquierdo  á  que  pagarán 
á  sus  clientes  la  suma  de  tres  mil  seiscientos  cuarenta 
y  tres  pesos  veinte  centavos  en  oro,  así  como  los  inte- 
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reses  legales  desde  la  ioterpodición  de  la  demanda  y 
las  costas  del  juicio:  por  el  primer  otrosí  promovió 
demanda  de  pobreza:  por  el  segundo,  manifestó  que  sus 
representados  no  tenían  la  certificación  á  que  se  refe- 
ría el  párrafo  sexto  del  articulo  veintiocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  y  por  el  tercer  otrosí,  solici* 
tó  se  citara  á  los  demandados  en  la  forma  que  precep- 
tuaba  el  artículo  doscientos  sesenta  y  nueve  de  la  Ley 
referida,  por  ignorar  el  domicilio  de  D.  Manuel  y  do* 
fia  María  Josefa  Ramos  Izquierdo. 

Segundo.  Resultando  que  mandada  sustanciarla 
demanda  de  pobreza,  se  personó  el  procurador  Manuel 
Fernández  de  la  Reguera  á  nombre  y  con  poder  de 
don  Manuel  y  dofia  María  Josefa  Ramos  Izquierdo, 
teniéndosele  por  parte  por  providencia  de  tres  de  Di* 
ciembre  de  mil  novecientos,  fojas  veinticinco  vuelta. 

Tercen).  Resultando  que  sustanciada  en  forma 
la  demanda  de  pobreza  promovida  por  el  procurador 
Granados  se  dictó  sentencia  en  once  de  £nero  de  mil 
novecientos  uno  por  la  que  se  declaró  sin  lugar  la  de- 
manda de  defensa  por  pobre  establecida  por  D^  María 
Magdalena  Plasencia  y  Lizaso  por  sí  y  como  madre 
legítima  de  D.  Fernando,  D.  Antonio  y  dofia  Asun- 
ción Mesa  y  Plasencia  y  por  doña  María  Cecilia  Me- 
sa y  Yaldá  para  litigar  con  don  Manuel  y  doña  María 
Josefa  Ramos  Izquierdo. 

Cuarto.  Resultando  que  firme  esa  sentencia  por 
providencia  de  áiea  y  ocho  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos uno.  fojas  treinta  y  seis  vuelta,  se  admitió  la 
demanda  interpuesta  por  lo  principal  del  escrito  de 
fojas  once,  mandándose  sustanciar  por  los  trámites  del 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  y  se  confirió  tras- 
lado de  ella  á  los  demandados,  emplazándolos  para 
que  dentro  de  nueve  días  improrrogables  comparecie- 
ran en  los  autos  personándose  en  foima. 

Quinto.  Resultando  que  el  procurador  Manu^ 
Fernández  de  la  Reguera  á  nombre  de  don  Manuel  y 
doña  María  Josefa  Ramos  Izquierdo  se  personó,  y  por 
providencia  de  fojas  treinta  y  ocho  vuelta,  se  le  tuvo 
por  personado  ordenándosele  que  contestara  la  deman- 
da dentro  de  veinte  días. 

Sexto.  Resultando  que  el  referido  procurador 
Fernández  de  la  Reguera  por  su  escrito  de  fojas  cua- 
renta y  cinco,  contesta  la  demanda  y  consigna  como 
hechos  los  siguientes:  que  la  parte  actora  no  había 
acompañado  con  la  demanda  los  documentos  en  los 
cuales  fundaba  su  derecho,  consistentes  en  los  escrí- 
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t06  cayo  mérito  profesioual  se  disentía  y  que  precisa- 
mente debió  haber  traido  al  pleito  oportunamente 
para  que  fuera  franca  y  leal  contienda:  documentos 
que  había  podido  pedir  y  obtener:  que  como  no  cono- 
cía los  trabajos  ejecutados  por  el  Ldo.  Fernando  Me- 
sa y  Domínguez,  impugnaba  los  honorarios  que 
habían  sido  regulados  por  la  parte  actora  como  de- 
vengados en  los  pleitos  á  que  se  refería  la  demanda: 
que  según  la  cuenta  suscrita  por  el  causante  de  los 
demandantes  y  que  acompasaba  marcada  con  el  nú- 
mero uno,  sus  representados  acreditaban  con  ella  que 
en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  le  habían 
entregado  á  aquél  la  suma  de  setecientos  noventa  y 
ocho  pesos  veintinueve  centavos  en  oro  de  la  que  to- 
mó para  sí  doscientos  cincuenta  y  ti*es  pesos  cincuen- 
ta centavos  á  cuenta  de  los  honorarios  que  devengó 
en  ese  año,  como  Abogado  director  que  fué  de  sus 
mandantes:  que  los  honoi-arios  que  devengara  el  Li- 
cenciado Fernando  Mesa  en  el  juicio  ejecutivo  á  que 
se  refería  la  demanda  eran  anteriores  al  año  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  y  por  tanto  á  la  fecha  en  que 
fué  establecida  la  tercería;  que  la  accióu  para  reclamar 
esos  honorarios  estaba  preseripta:  que  el  primer  escri- 
to que  el  Ldo.  Mesa  autorizó  en  la  tercería  de  mejor 
derecho  4  que  hacía  referencia  la  demanda  y  que  de- 
vengó honorarios,  era  de  fecha  veintiuno  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y  el  último  el  de  vein- 
te y  cinco  de'Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis; 
que  estaba  preseripta  la  acción  para  reclamar  los  hono- 
rarios de  los  escritos  autorizados  en  todo  ese  tiempo: 
que  el  único  escrito  que  suscribió  después  ese  Letrado 
con  motivo  de  la  apelación  establecida  en  esa  tercería 
fué  de  fecha  dos  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete;  que  la  acción  para  reclamar  los  honora- 
rios de  ese  escrito  era  la  única  que  no  había  prescrito: 
que  la  demanda  interpuesta  contra  sus  poderdantes 
fué  presentada  al  tumo  en  veinte  de  Agosto  del  año 
de  mil  novecientos  que  como  consecuencia  de  lo  ex- 
puesto en  los  cuatro  hechos  anteriores  resultaba  lo 
siguiente:  si  los  honorarios  que  el  Ldo.  Fernando  Me- 
sa devengó  en  el  juicio  ejecutivo  spguido  contra  don 
Carlos  La  Rosa  fué  con  anterioridad  á  la  fecha  en  que 
se  estableció  la  tercería:  si  desde  veintiuno  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  en  que  devengó  l(»s 
primeros  honorarios  eu  la  tercería  de  mejor  derecho 
promovida  á  consecuencia  de  los  ejecutivos  seguidos 
por  don  Felipe  Tobías  y  Manzanares   contra  la  suce- 
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«i6n  de  don  Francisco  Ramos  Izquierdo,  hasta,  el  vein- 
te de  Agosto  de  mil  novecientos  en  que  los  deman- 
<!antes  presentaron  al  turno  la  demanda  inicial  de 
este  pleito  habían  transcurrido  cinco  años  y  tres  me- 
ses; y  cuatro  años  tres  meses  y  diez  y  ocho  días  á 
coutar  desde  el  veinticinco  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  seis,  fecha  del  ultimo  escrito  presenta- 
do en  la  primera  instancia  de  esa  tercería,  tenían  que 
afirmar  que  todos  1(js  honorarios  devengados  hasta  la 
fecha  últimamente  citada  estaban  prescriptos  y  que 
tan  solo  no  lo  e-^taban  los  que  ameritase  el  escrito  de 
fecha  dos  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  que  figuraba  en  el  rollo  de  audiencia:  porque 
respecto  de  la  fecha  de  ese  escrito,  en  la  apelación, 
hasta  que  se  interpuso  la  demanda  en  veinte  de  Agos- 
to de  mil  novecientos,  no  había  transcurrido  más  que 
dos  años,  once  meses  y  diez  y  ocho  días:  que  negaba 
los  hschos  primero,  segundo  y  tercero  de  la  demanda 
por  cuanto  que  no  les  contaba  el  mérito  de  los  traba- 
jos profesionales  ejecutados  por  el  Ldo.  Femando 
Mesa  y  Domíuguez,  así  como  tampoco  el  número  de 
escritos  que  hubiere  autorizado  dicho  Letrad  >:  que 
tan  solo  aceptaba  el  último  hecho  de  la  demanda  y 
que  los  demandantes  litigaban  con  temeridad  mani- 
fiesta. También  estableció  el  procurador  Fernández 
<le  la  Reguera  reconvención,  consignando  como  hechos 
de  ésta  los  siguientes:  que  con  fecha  nueve  de  Febre- 
ro de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  su  mandante  don 
Manuel  Ramos  Izquierdo  entregó  al  Ldo.  Fernando 
Mesa  y  Domínguez  causante  de  los  demandantes,  la 
cantidad  de  trescientos  cuarenta  pesos  en  oro  para 
atender  á  los  primeros  gastos  que  ocasionara  el  juicio 
ejecutivo  cuya  dirección  había  de  llevar  ese  Letra- 
do á  nombre  de  don  Manuel  y  doña  María  Jose- 
fa Ramos  Izquierdo  y  Diago,  contra  don  Carlos  La 
Rosa,  según  lo  acreditaba  con  el  documento  privado 
que  acompañs^ba  marcado  con  el  número  dos  y  que 
sus  mandantes  no  cabían  si  esa  cantidad  fué  invertida 
en  gastos  de  aquel  juicio  y  de  ahí  que  exigiera  su  de- 
volución á  la  parte  actora  como  herederos  del  Licen- 
ciado Fernando  Mesa  y  Doipínguez  y  concluyó  el  pro- 
curador Fernández  d-í  la  Reguera  solicitando  que 
oponiendo  á  la  demanda  la  excepción  perentoria  de 
prescripción  de  la  acción  ejercitada  con  la  limitación 
que  habían  expuesto  y  por  deducida  dt'manda  de  re- 
convención, se  tuviera  por  presentado  en  tiempo  y 
forma  el  escrito  con  los  documentos  que  acompañaba 
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y  las  copias,  por  contestada  la  demanda  y  por  deduci- 
da reconvención  contra  la  parte  actora  y  en  definitiva 
se  dictara  sentencia  declarando  sin  lugar  la  demanda 
establecida  contra  sus  representados  por  no  haber  jus- 
tificado su  acción  los  demandantes  y  con  lugar  la  re- 
convención, condenando  á  éstos  al  pago  de  los  tres- 
cientos cuarenta  pesos  por  loa  que  se  le  reconvenía:  y 
en  otro  caso  declarar  con  lugar  la  excepción  perento- 
ria de  prescripción  que  oponían  á  la  demanda  con  la 
limitación  de  que  se  había  hecho  mérito  y  en  su  con- 
secuencia, prese ripta  la  acción  para  reclamar  el  pago 
de  los  honorarios  devengados  por  el  Ldo.  Fernando 
Mesa  y  Domínguez  con  anterioridad  &  los  tres  años 
precedentes  á  la  incoación  de  la  demanda  6  sea  á  la 
iecba  en  que  fué  presentada  al  turno,  y  con  lugar  la 
reconvención;  y  en  este  caso  tener  á  sus  mandantes 
por  allanados  en  cuanto  á  los  doscientos  doce  pesos  fi- 
jados por  la  contra  parte  como  honorarios  devenga- 
dos en  el  rollo  de  Audiencia  si  de  la  regulación  que 
se  haga  no  resultaba  excesiva  esa  suma  condenando 
en  su  virtud  á  los  herederos  demandantes,  á  que  die- 
ran y  pagaran  á  don  Manuel  y  á  doña  María  Josefa 
Ramos  Izquierdo  y  Diago  la  cantidad  de  ciento  veinte 
y  ocho  pesos  en  oro  como  diferencia  á  favor  de  éstos 
entre  esa  suma  y  la  de  trescientos  cuarenta  pesos  ob- 
jeto de  la  reconvención,  ó  bien  la  que  resultara  de  la 
regulación  que  se  hiciera  de  dichos  honorarios  si  aqué- 
lla había  sido  excesiva,  imponiendo  en  todo  caso  á  la 
parte  actora  las  costas  del  juicio;  y  por  providencia  de 
ocho  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  fojas  cin- 
cuenta y  cinco  vuelta,  se  tuvo  por  contestada  la  de- 
manda, por  deducida  la  reconvención  y  se  confirió 
traslado  al  actor  para  réplica  por  término  de  diez 
días. 

BÉPLiCA : 

Séptimo.  Resultando  que  el  procurador  Tomás  J. 
Granados  á  nombre  de  los  demandantes  por  su  escrito 
de  fojas  setenta  y  seis,  evacuando  el  trámite  de  répli- 
ca reproduce  los  hechos  de  la  demanda  y  consigna 
además  los  siguientes:  que  negaba  el  primer  hecho  de 
la  contestación,  que  sus  clientes  no  tenían  obligación 
de  presentar  con  su  demanda  la  copia  de  los  escritos 
que  en.  dicho  hecho  se  mencionaban  porque  no  eran, 
<5omo  ya  habían  demostrado,  los  documentos  en  que 
fundaba  su  derecho:  que  para  que  reísplandeciera  en  el 
•debate  la  lealtad  de  sus  clientes,  admitía  la  impugna- 
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pión  que  de  los  honorarios  se  hacía  en  el  hecho  se- 
gundo de  la  contestación,  estando  dispuesto  á  pasar 
por  el  valor  que  en  ella  se  diera  &  dichos  trabajos,  en 
ia  seguridad  de  que  éste  sería  mayor  que  el  que  se  les 
daba  en  esta  reclamación:  que  negaba  que  los  doscien- 
tos cincuenta  y  tres  pesos  á  que  se  refería  el  hecho 
tercero  de  la  contestación  y  que  aparecían  en  la  cuen- 
ta acompañada  con  dicho  escrito  fueron  percibidos 
por  el  Licenciado  Mesa  á  cuenta  de  los  honorario- 
que  se  reclamaban  en  este  juicio:  que  igualmente 
negaba  los  hechos  cuarto  y  quinto  de  la  contess 
tación;  que  ninguno  de  los  honorarios  que  eran  ob- 
jeto de  la  presente  demanda  estaban  prescriptos:  que 
negaba  el  hecho  sexto  de  la  contestación  en  cuanto 
opinaba  que  estaban  prescriptos  los  honorarios  deven- 
gados con  anterioridad  al  dos  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  y  lo  aceptaba  como  cierto 
en  la  parte  que  afirmaba  que  los  honorarios  posterio- 
res á  dicha  fecha  ao  estaban  prescriptos:  que  era  cier- 
to el  hecho  séptimo  de  la  contestación:  que  negaba  el 
hecho  octavo  de  la  contestación  en  cuanto  aseveraba 
y  trataba  de  demostrar  que  prescribieron  los  honoi'a- 
rios  anteriores  al  dos  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete:  que  afirmaba  que,  siguiendo  la 
costumbre  del  foro  de  esta  Isla,  cuando  el  Ldo.  Mesa 
y  Domínguez  se  hizo  cargo  de  la  dirección  de  los  plei- 
tos cuyos  honorarios  se  reclamaban  en  este  juicio  de 
comiiu  acuerdo  con  el  señor  Manuel  Ramos  Izquierdo 
aceptó  dirigir  aquellos  pleitos  para  tasar  y  liquidar  á 
BU  término  en  conjunto,  la  cantidad  á  que  ascendiera 
el  importe  de  su  trabajó:  que  la  tasación  de  los  hono- 
rarios que  se  reclamaban  no  estaba  verificada:  que  el 
Ldo.  Mesa  y  Domínguez  falleció  el  día  once  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  3'  que  antes  de 
finalizar  ese  año  la  señora  María  Magdalena  Plasencia 
viuda  de  Mesa,  trató  con  el  señor  Manuel  Ramos  Iz- 
quierdo del  cobro  de  los  honorarios  que  se  reclamaban 
en  este  pleito:  que  desde  entonces  continuaron  ince- 
santemente por  parte  de  dicha  señora  las  gestiones 
extrajudiciales  para  hacer  efectivo  dichos  honorarios: 
que  como  se  veía  por  lo  expuesto,  la  señora  A'iuda  de 
Mesa,  heredera  del  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domín- 
guez, desde  fines  del  año  de  mil  ochocientos  noventa 
y  siete  había  estado  haciendo  continuos  requerimien- 
tos amistosos  y  gestiones  extrajudiciales  para  cobrar 
la  deuda  que  hoy  reclamaba:  que  desde  veintiuno  de 
Mayo  de  mil  ochocientos   noventa  y  cinco,    fecha  del 
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primer  escrito,  hasta  el  mes  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  solo  transcurrieron  en  todo 
caso,  dos  años  y  nueve  meses  sin  que  se  exigiera  el 
cobro  que  hoy  solicitaban:  que  el  Ldo.  Sr.  Félix  Solo- 
ni  como  Letrado  y  por  encargo  de  los  herederos  del 
Ldo,  Mesa  acordó  con  el  señor  Ramos  Izquierdo  fijar 
el  valor  de  los  honorarios  que  se  reclamaban  en  la  su- 
ma de  trep  mil  seiscientos  cuarenta  y  tres  pesos  vein- 
te centavos  en  oro,  asi  como  también  se  acordó  entre 
dichos  señores  que  se  firmara  un  documento  á  tenor 
de  la  minuta  que  marcada  con  el  número  dos  acompa- 
ñaba, documento  que  después  se  negó  á  firmar  el  fee- 
fior  Ramos  I/xiuierdo.  Y  como  hechos  de  la  contes- 
tación de  la  reconvención  consignó  que  era  cierto  el 
hecho  primero  de  la  reconvención:  que  negaba  el  he- 
cho segundo  que  según  lo  comprueban  los  documentos 
que  marcados  con  los  números  del  tres  al  catorce,  acom- 
pañaba, el  Ldo.  Mesa  invirtió  no  solo  los  trescientos 
cuarenta  pesos  mencionados  sino  la  suma  de  setecien- 
tos ochenta  y  siete  pesos  doce  centavos,  ó  séase  una 
cantidad  superior  á  la  reclamada. 

Duplica: 

Octavo.  Resultando  que  el  procurador  don  Ma- 
nuel Fernández  de  la  Regueni  á  nombre  délo-*  deman- 
dados por  su  escrito  de  fojas  noventa  y  dos  evacuando 
el  tnlmite  de  duplica  reproduce  los  hechos  de  la  con- 
testación á  la  demanda  y  consigna  además  que  el 
Ldo.  Fernando  Mesa  ni  antes  ni  después  de  haberse 
hecho  cargo  de  dirigir  los  pleitos  de  los  hermanos  Ra- 
mos Izquierdo,  pactó  nada  con  éstos  acerca  de  cobrar 
los  honorarios  que  devengara  á  la  terminación  de  los 
asuntos  á  que  se  refería  la  demanda,  como  lo  demos- 
traba el  hecho  de  haber  aplicado  dicho  Letrado  á  pago 
de  sus  honorarios  en  el  año  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cinco  las  cantidades  de  ciento  seis  pesos  y  ciento 
cuarenta  y  siete  pesos  cincuenta  centavos  que  figura- 
ban en  la  cuenta  acompañada  con  el  escrito  de  contes- 
tación á  la  demanda:  que  era  costumbre  del  Foro  en 
esta  Isla,  que  los  Abogados  y  demás  curiales  cobraban 
del  cliente  solvente  los  honorarios  ó  derechos  que  de- 
vengaran en  los  asuntos  á  medida  que  los  necesitaban: 
que  no  acepta,ba  los  hechos  de  la  réplica  mar*  ados  con 
los  números  uno,  dos,  tres,  cuatro,  cinco,  seis,  ocho, 
catorce,  quince  y  diez  y  seis  en  cuanto  se  opusieran  ó 
contradijeran  á  los  fijados  en  el  escrito  de  contesta- 
ción á  la  demanda:  que   no   estaba   conforme  con   el 
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hecho  séptimo  de  la  réplica:  que  negaba  el  hecho  no- 
veno por  ser  completamente  incierto  lo  que  se  afirma- 
ba de  contrario  respecto  á  la  costumbre  del  foro  en 
esta  Isla  de  no  cobrar  un  Letrato  los  honorarios  que 
devengase  en  un  pleito  hasta  la  terminación  de  éste; 
así  como  también  negaba  el  convenio  á  que  se  refería 
el  expresado  hecho  noveno:  que  no  le  constaba  el  he- 
cho décimo;  y  que  negaba  los  hechos  marcados  con  los 
números  once,  doce  y  trece,  por  ser  incierto  lo  que  en 
ellos  se  afirmaba,  excepción  del  fallecimiento  del  Li- 
cenciado Mesa.  Y  en  cuanto  á  la  reconvención  con- 
signó como  hechos  que  negaba  el  marcado  con  el  nu- 
mero dos  de  la  contestación  porque  los  recibos  á  que 
el  mismo  se  refería  los  pagó  el  Ldo.  Mesa  con  el  di- 
nero que  le  entregaba  el  señor  Ramos  Izquierdo  á 
medida  que  se  lo  pedía  para  esas  atenciones:  que  re- 
producía el  hecho  primero  de  la  demanda  de  recon- 
vención: que  el  señor  Ramos  Izquierdo  entregó  al 
Ldo.  Mesa  para  gastos  durante  el  año  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  la  cantidad  de  setecientos 
noventa  y  siete  pesos  noventa  centavos,  que  unida  & 
la  de  trescientos  cuarenta  pesos  á  que  ne  refería  el  he- 
cho primero  de  la  demanda  de  reconvención,  hacían 
un  total  de  mil  ciento  treinta  y  siete  pesos  noventa 
centavos,  que  deduciendo  de  e.^a  suma  la  de  doscien- 
tos cuarenta  y  tres  pesos  cincuenta  centavos  que  apli- 
có dicho  Letrado  á  pagos  de  honorarios  y  la  de  qui- 
nientos cuarenta  y  cuatro  pesos  setenta  y  nueve  cen- 
tavos que  invirtió  en  gastos  del  juicio  ejecutivo 
seguido  contra  don  Carlos  La  Rosa,  y  del  de  tercería 
contra  don  Felipe  Tobías  Manzanares,  quedó  en  poder 
de  ese  Letrado  la  diferencia  ó  sean  trescientos  treinta 
y  nueve  pesos  sesenta  y  un  centavos:  que  los  recibos 
marcados  con  los  números  tres,  cuatro  y  cinco  acom- 
pañados con  el  escrito  de  réplica  y  que  ascendía  su 
importe  á  ciento  diez  y  nueve  pesos  ochenta  centavos 
estaban  comprendidos  en  la  cantidad  antes  expresada 
de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  setenta  y  nueve 
centavos,  según  se  evidenciaba  en  la  cuenta  que  acom- 
pañó con  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda:  que 
á  virtud  de  las  peticiones  que  hizo  el  Ldo.  Mesa  á  don 
Mamuel  Ramos  Izquierdo  por  medio  de  las  cartas  que 
acompañaba  con  los  números  dos,  cuatro,  cinco  y  seis 
le  fueron  entregadas  las  cantidades  correspondientes 
para  pagar  los  recibos  marcados  con  los  números  ocho, 
diez,  seis,  trece,  doce,  once  y  catorce  ascendentes  á 
la  suma  de  quinientos  cuarenta  y  ocho  pesos  noventa 
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y  do9  centavos  según  se  había  explicado  en  el  cuerpo 
del  escrito  bajo  el  título  «Demanda  de  Reconvención» 
y  que  por  no  repetirlo  en  el  hecho  daba  por  reprodu- 
cido cuanto  allí  se  manifestaba  asi  como  la  liquidación 
que  aparecía  practicada  en  ese  lugar,  habiendo  siem- 
pre correspondido  el  señor  Ramos  Izquierdo  á  las  pe- 
ticiones que  le  hacia  su  Abogado,  en  virtud  de  que 
éste  según  le  había  manifestado,  no  podía  suplir  los 
gastos  que  originaran  los  dos  pleitos  que  le  dirigía  por 
los  fracasos  que  había  sufrido,  lo  cual  se  advertía  en 
la  carta  marcada  con  el  numere*  dos:  que  los  recibos 
marcados  con  los  números  siete  y  nueve  de  los  Procu- 
radores A.rjona  y  Calero  por  noventa  y  tres  pesos  y 
quince  pesos  noventa  centavos  respectivamente,  fue- 
ron satisfechos  como  así  lo  expresaban  los  mismos, 
por  los  hermanos  don  Manuel  y  doña  ufaría  Josefa 
Ramos  Izquierdo  y  no  por  el  Ldo.  Mesa;  y  que  como 
resultado  de  lo  expuesto  el  Ldo.  Mesa  no  pagó  gasto 
alguno  sin  que  previamente  no  hubiera  recibido  el 
importe  de  ellos,  por  lo  que  quedaba  demostrado  que 
los  trescientos  cuarenta  pesos  de  la  reconvención  es- 
taban justificados,  existiendo  tan  solo  una  diferencia 
de  treinta  y  nueve  centavos  en  contra  de  la  cantidad 
reclamada  por  lo  que  la  dejaba  reducida  á  trescientos 
treinta  y  un  pesos  sesenta  y  un  centavos.  Y  concluyó 
el  procurador  Reguera  solicitando  que  teniéndose  por 
presentado  el  escrito  con  las  cartas  que  acompañaba  y 
las  copias  prevenidas  por  la  Ley,  se  tuviera  por  evacua- 
do el  trámite  de  duplica  y  en  definitiva  se  dictara  sen- 
tencia conforme  solicitó  en  su  escrito  de  contestación  á 
la  demanda,  con  la  sola  modificación  de  dejar  reducida 
á  la  suma  de  trescientos  treinta  y  nueve  pesos  sesenta 
y  un  centavos  la  de  trescientos  cuarenta  objeto  de  la 
reconvención. 

Noveno.  Resultando  que  por  providencia  de  diez 
y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  fojas  ciento 
tres  vuelta,  se  recibió  el  pleito  á  prueba  y  se  concedió 
para  el  primer  período  el  término  de  veinte  días, 
transcurridos  los  cuales  por  providencia  de  veintisiete 
de  Junio  siguiente,  se  declaró  cerrado  el  primer  perío- 
de  de  prueba  y  se  abrió  el  segundo  por  término  de 
treinta  días  comunes  á  las  partes. 

Pkueba: 

Décimo.  Resultando  como  prueba  de  los  deman- 
dantes, el  informe  del  Colegio  de  Abogados  de  la  Ha- 
bana, fojas  ciento  treintaj  en  el  que  se  hace  constar 
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que  no  era  costambre  en  el  Foro  fle  la  Habana  qne  los 
Letrados  cuando  se  hadan  cargo  de  la  dirección  de  nn 
pleito,  fueran  tasando,  liquidando  y  cobrando  sus  ho- 
norarios cada  vez  que  se  presentara  un  escrito  en  el 
juicio:  que  no  ei'a  costumbre  que  el  Letrado  director 
de  un  pleito  esperase  á  que  éste  finalizara  para  enton- 
ces tasar  sus  honorarios  y  liquidar  la  cuenta  de  lo  que 
hubiere  devengado;  que  era  costumbre  que  los  Letra- 
dos cobrasen  cantidades  á  cuenta  de  sus  honorarios 
durante  el  curso  de  los  pleitos:  que  no  era  costumbre 
que  se  hiciera  tasación  de  los  honorarios  cuando  i)or 
cuenta  de  ellos  cobraban  los  Letrados  alguna  canti- 
dad: que  era  costumbre  que  los  clientes  se  entendieran 
con  el  Letk*ad()  para  todas  las  cuestiones  relacionadas 
con  el  negocio  confiado  á  la  dirección  del  mismo;  y 
que  faltaba  la  base  para  la  existencia  de  la  costumbre 
que  era  la  repetición  de  los  propios  hechos,  pues  el 
abaudono  de  un  juicio  ejecutivo  para  establecer  una 
tercería  no  se  presentaba  con  la  frecuencia  necesaria 
para  determinar  costumbre  en  algún  sentido;  pero 
opinaba  la  Junta*  que  estaría  justificada  la  liquidación 
de  los  honorarios  devengados  en  el  Ejecutivo  para 
proceder  á  su  cobro  tan  pronto  como  se  tuviera  que 
abandonar  ese  juicio  al  interponer  la  tercería. 

Décimoprimero.  Resultando  como  más  prueba 
de  los  demandantes  la  declaración  del  testigo  don  Ma- 
nuel Muñoz  Bustamante  fojas  ciento  treinta  y  seis, 
quien  declarando  por  el  interroga^rio  de  la  ciento 
treinta  y  cinco  dijo:  Que  no  le  comprendían  las  gene- 
rales de  la  Ley:  que  al  fallecer  el  Ledo.  Fernando  Me- 
sa y  Domínguez,  á  quien  auxiliaba  en  el  despacho  de 
sus  asuntos,  quedó  por  algún  tiempo  por  favor,  ayu- 
dando á  su  señora  viuda  doña  María  Magdalena  Pla- 
sencia  en  la  devolución  de  los  papeles  y  documentos  & 
los  que  fueron  clientes  del  Ledo.  Mesa  y  Domínguez: 
que  por  esa  causa,  después  del  fallecimiento  del  Li- 
cenciado Mesa  y  Domínguez,  estaba  amenudo  en  la 
casa  de  su  viuda  la  referida  señora  María  Magdalena 
Plasencia:  que  á  fines  del  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete  y  durante  el  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  vio  varias  veces  al  señor  Ramos  Izquier- 
do en  casa  de  la  señora  viuda  de  Mesa:  que  en  esas 
visitas  la  señora  viuda  de  Mesa  trataba  con  el  señor 
Ramos  Izquierdo,  de  que  le  abonara  los  honorarios  de 
su  esposo  al  Ledo.  Mesa  y  Domínguez:  que  el  señor 
Manuel  Ramos  Izquierdo  pedía  siempre  plazos  para 
pagar  los  honorarios,  diciéndole  varias  veces  al  decía- 
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rante  qae  tan  pronto  cobrara  los  aaantos  en  que  se  de- 
vengaron los  honorario 4,  los  abonaría:  que  la  señora 
viuda  de  Mesa  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  encargó  al  Ledo.  Félix  Soloui  para  que  gestio- 
nara el  cobro  de  los  honorarios  que  le  adeudaba  el  se- 
ñor Manuel  Ramos  Izquierdo  por  los  trabajos  de  su 
esposo  Ledo.  Mesa  y  Domínguez  y  en  las  veces  que  el 
señor  Manuel  Bamos  Izquierdo  le  dijo  que  abonaría  á  la 
8ra.  Plasencia  los  honorarios  cuando  cobrara  los  asun- 
tos, nunca  le  dijo  que  hubiera  entregado  cantidades 
á  cuenta  de  esos  honorarios  ni  que  los  hubiera  pagado. 
Y  contestando  el  testigo  á  las  repreguntas  del  pliego 
de  fojas  ciento  treinta  y  ocho  dijo:  Que  era  imposible 
pudiera  fijar  6  precisar  la  fecha  en  que  terminó  de 
arreglar  los  papeles  á  la  muerte  del  Ledo,  señor  Fer- 
nando Mesa  y  Domínguez  y  que  tampoco  podía  preci- 
sar las  personas  a  quienes  entregara  los  documentos 
por  haber  muchos,  pero  que  en  poder  de  la  viuda  de- 
bían efitar  los  recibos  que  le  entregaban  las  personas  á 
quienes  á  su  vez  el  declarante  lo  hacía  de  los  docu- 
mentos: que  el  testigo  concretó  su  ayuda  á  la  señora 
viuda  de  Mesa  á  la  devolución  de  documentos  para  lo 
cual  iba  á  casa  de  dicha  señora  el  tiempo  preciso  á  fin 
de  recoger  documentos  y  hacer  entrega  de  los  mismos 
estando  algunas  veces  unos  instantes  y  otras  algunas 
horas:  que  en  los  primeros  tiempos  de  la  muerte  del 
8r.  Mesa  acostumbraba  ir  todos  los  días  y  después 
unas  veces  por  la  mañana  y  otras  veces  después  de  al- 
muerzo: que  no  se  había  visto  reunido  coq  clientes  que 
hubieran  sirio  del  Ledo.  Fernando  Mesa  en  que  se  tra- 
tara de  ningún  asunto  que  hubiera  dirigido  dicho  Le- 
trado, por  lo  que  bacía  á  los  honorarios  que  hubiera 
devengado  y  tuvieran  que  percibir  los  herederos  de 
Mesa:  que  la  señora  viuda  de  Mesa  confió  al  testigo  la 
comisión  que  le  dio,  porque  habiendo  sido  empleado 
del  bufete  del  licenciado  Mesa  cuyo  bufete  tenia  é^te 
en  su  propia  casa,  tuvo  ocasiói»  de  ser  tratado  con  ii;- 
timidad  por  ese  Letrado  y  por  sus  herederos,  debido 
&  lo  cual  mereció  la  más  completa  confianza  &  la  seño- 
ra viuda  para  confiarle  el  encargo  de  devolver  docu- 
mentos pertenecient«^s  á  clientes  del  licenciado  Mesa: 
Que  le  constaban  las  diferencias  que  la  señora  viuda 
de  Mesa  y  sus  hijos  tenían  con  los  hermanos  Ramos 
Izquierdo  por  habérselo  ella  manifestado;  y  que  no  ha- 
bía sido  nunca  testigo  en  ningún  asunto  en  que  estu- 
vieran interesados  los  herederos  del  licenciado  Fer- 
nando Mesa  y  Domínguez. 
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BécimosegQudo.  Resultando  como  tnás  prueba  de 
los  demandantes,  la  declaración  del  testigo  licenciado 
Félix  Soloni  y  Escarz»,  fojas  ciento  cuarenta,  quien  con- 
testando á  las  preguntas  del  interrogatorio  de  la  cien- 
to treinta  y  nueve  dijo:  Que  no  le  comprendían  las 
generales  de  la  Ley:  Que  después  del  fallecimiento 
del  licenciado  Fernando  Mesa  y  Domínguez  su  esposa 
doña  María  Magdalena  Plasencia  le  hizo  cargo  como 
Letrado  de  gestionar  cerca  del  señor  Manuel  Ramos 
Izquierdo  el  cobro  de  los  honorarios  que  este  Sr,  en 
unión  de  su  hermana  D^  María  le  adeudaba  por  la  di- 
rección del  Ledo.  Mesa  y  Domínguez  en  la  tercería  de 
mejor  derecho  establecida  por  don  Manuel  y  doña 
María  Josefa  Ramos  Izquierdo  contra  don  Felipe  To- 
bías y  Manzanares  y  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
dichos  Ramos  Izquierdo  contra  D.  Carlos  La  Rosa  y 
Vera  y  que  esas  gestiones  las  practicaba  desinteresa- 
damente por  tratarse  de  la  esposa  de  mi  antiguo  com- 
pañero la  cual  le  había  hecho  ese  encargo:  que  ese  en- 
cargo se  lo  hizo  la  señora  Plasencia  viuda  de  Mesa  á 
principios  del  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
por  más  que  no  dio  principio  &  sus  gertíones  con  toda 
actividad  hasta  después  de  Mayo  del  propio  año,  pues 
se  lo  impedían  sus  ocupaciones  oficiales:  que  aceptó 
dicho  encargo  y  á  ese  efecto  habló  varias  veces  con  el 
señor  Mflnuel  Ramos  Izquierdo  tratando  de  que  este 
señor  abonara  dichos  honorarios:  que  el  señor  Ramos 
Izquierdo  siempre  le  aseguró  que  pagaría  dicho  adeu- 
do: que  por- virtud  de  sus  gestiones  se  acordó  entre  el 
declarante  y  el  st  ñor  Ramos  Izquierdo  formar  un  do- 
cumento de  declaración  de  deuda  á  tenor  de  la  minuta 
de  fojas  sesenta,  siendo  esta  copia  sacada  del  borrador 
de  la  minuta  que  se  le  entregó  al  señor  Ramos  Izquier- 
do y  que  la  letra  del  documento  de  fojas  sesenta  era 
escrita  por  el  declarante:  que  después  de  mostrar  su 
conformidad  el  señor  Ramos  Izquierdo  con  dicha  mi- 
nuta se  negó  á  ñrmar  la  escritura,  pues  lo  aplazó  in- 
definidamente, y  por  ultimo,  se  negó  á  firmarla,  ha- 
biendo llevado  dicha  minuta  porque  siendo  los  gastos 
de  esa  escritura  de  su  cuentíi  se  había  reservado  elegir 
el  Notario:  Que  desde  mediado  del  año  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho,  en  todo  el  año  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  y  en  los  primeros  meses  de  mil  novecien- 
tos fueron  incesantes  y  continuas  las  gestiones  que  rea- 
lizó para  que  el  señor  Ramos  izquierdo  abonara  el  adeu- 
do mencionado:  que  el  Señor  Ramos  Izquierdo  prome- 
tió que  sin  necesidad  de  escritura  él  haría  el   pago  de 
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los  honorarios  del  Ldo.  Mesa  tan  pronto  cobrase  cier- 
ta suma  que  esperaba  percibir  por  consecuencia  de 
arreglos  en  el  mismo  negocio;  y  que  en  las  múltiples 
ocasiones  que  habló  con  el  señor  Hamos  Izquierdo  pa- 
ra el  dicho  cobro  nunca  el  señor  Eamos  Izquierdo  le 
dijo  que  hubiera  satisfecho  al  Ldo.  Mesa  y  Domínguez 
el  todo,  ni  parte  de  dichos  honorarios,  sino  que  loque 
hacia  era  darle  plazos  para  que  esperaran  á  que  termi- 
nasen los  pleitos  y  tener  dinero. — Y  contestando  á  las 
repreguntas  de  fojas  ciento  cuarenta  y  tres  dijo  el 
testigo  señor  Soloni  que  cuando  habló  con  el  señor 
Eamos  Izquierdo  el  año  de  mil  novecientos,  acerca  de 
los  honorarios  cuya  reclamación  era  objeto  del  presen- 
te juicio,  le  manifestó  que  no  podía  pagar  los  honora- 
rios porque  no  porque  entendiera  que  con  las  cantida- 
des que  había  entregado  al  Ldo.  Fernando  Mesa  tenía 
pagados  los  servicios  que  le  prestó  dicho  Leti-ado,  8Íno 
porque  aspiraba  á  que  la  señora  viuda  le  hiciera  algu- 
na rebaja  de  importancia  atendido  á  que  él  también 
había  hecho  rebaja  en  los  arreglos  que  había  hecho 
con  sus  deudores;  y  el  declarante  le  manifestó  que  co- 
mo afectaba  á  los  derechos  de  la  viuda  y  herederos  de 
Mesa  porque  éstos  para  cobrar  los  justos  honorarios 
de  su  causante  no  estaban  obligados  k  tener  en  cuen- 
ta las  rebajas  que  el  señor  Ramos  Izquierdo  hubiere 
creído  conveniente  hacer  de  las  cantida'ies  que  cobra- 
ra de  sus  deudores  que  el  señor  Ramos  Izquierdo  te- 
nía pactado,  lo  que  constaba  de  la  minuta  ó  borrador 
de  escritura  que  se  le  había  presentado,  lo  cual  estaba 
convenido  desde  fecha  muy  anterior  y  que  por  la  in- 
formalidad ó  conveniencia  del  señor  Ramos  Izquierdo 
le  había  hablado  repetidamente  acerca  del  asunto 
que  espera  terminar  para  tener  dinero  y  pagar  á  los 
herederos  de  Mesa  la  cantidad  que  le  reelamaban,  lle- 
gando el  declarante  á  manifestarle  más  de  una  vez  su 
extrañeza  de  que  procediese  de  manera  tan  anómala  é 
incorrecta,  tratándose  de  los  honorarios  de  un  aboga- 
do que  con  tanto  afán  y  buen  deseo  había  trabajado 
en  beneficio  del  señor  Ramos  Izquierdo  y  de  su  seño- 
rita hermana. 

Decimotercero.  Resultando  tamb'én  como  prue- 
ba de  los  demandantes,  1a  declaración  del  testigo  Don 
Manuel  Urquiza  y  Urquiza,  fojas  ciento  cuarenta  y 
cinco,  que  contestando  á  las  preguntas  del  interroga- 
torio de  la  ciento  cuarenta  y  cuatro  vuelta,  dijo:  Que 
no  le  comprendían  las  generales  de  la  Ley  de  que  está 
instruido:    Que  fué  á   ver   varias  veces  á   D.  Manuel 
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Hamos  Izquierdo  con  el  objeto  de  maDÍfestarle  qne  la 
viuda  del  señor  Fernando  Mesa  y  Domínguez  deseaba 
verlo,  sin  que  nunca  lograra  \erlo,  que  E^abia  que  lo 
solicitaba  para  tratar  de  los  honorarios  que  le  adeuda- 
ba á  su  esposo.  Y  que  vi6  al  señor  Ramos  Izquierdo 
varias  veces  durante  el  año  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho  en  casa  de  la  señora  María  Magdalena  Pla- 
sencia.  Y  contestando  el  testigo  á  las  repregunt-as  de 
fojas  ciento  cuarenta  y  ocho,  dijo:  que  como  ya  lleva- 
ba manifCvStado  nunca  vio  al  señor  Ramos  Izquierdo, 
pero  si  que  fué  comisionado  por  la  señora  viuda  del 
Ldo.  Feruando  Mesa  y  Domínguez  para  verlo  con  el 
objeto  de  decirle  que  la  expresada  señora  deseaba  ver- 
le: que  era  incierto  que  al  testigo  no  le  hubiera  dado 
la  señora  viuda  de  Mesa  ningún  recado  que  hubiera 
de  trasmitir  al  señor  Manuel  Ramos  Izquierdo,  refe- 
rente al  asunto  que  motivaba  este  pleito:  que  era  in- 
cierto que  el  testigo  no  recordara  hiber  visto  al  señor 
Ramos  Izquierdo  en  ninguna  casa  que  visitara  el  de- 
clarante, puesto  que  lo  había  visto  en  la  casa  de  la  se- 
ñora viuda  de  Mesa:  y  que  era  incierto  que  la  única 
vez  que  el  testigo  hubiera  hablado  con  el  señor  Manuel 
Ramos  Izquierdo  acerca  de  la  reclamación  de  que  es 
objeto  el  preaente  juicio  había  sido  en  los  primeros 
días  del  mes  de  Julio  de  mil  novecientos  uno,  qun  lo 
ocurrido  fué  que  en  los  primeros  días  de  ese  mes  y 
año  el  señor  Ramos  Izquierdo  vi6  al  declarante  en  la 
calle  y  en  esa  entrevista  le  preguntó  que  si  se  hallaba 
enterado  de  este  asunto,  lo  cual  le  contestó  que  sí  y 
que  decTamría  lo  que  sabía  acerca  del  mismo. 

Decimocuarto.  Result.ando  como  más  prueba  de 
los  demandantes,  la  declaración  del  testigo  Ldo.  An- 
tonio Mesa  y  Domínguez  fojas  ciento  cuarenta  y  seis 
quien  declarando  por  las  preguntas  del  interrogatorio 
de  fojas  ciento  cuarenta  y  cuatro  dijo:  que  solo  le 
comprendían  las  generales  de  la  Ley  en  cuanto  es  her- 
mano político  de  la  parte  demandante:  que  después  de 
fallecido  el  hermano  del  declarante  D.  Fernando  Me- 
sa, la  viuda  de  éste  Doña  María  Magdalena  Plasencia 
á  fines  del  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  á 
principios  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  hacía 
gestiones  cerca  del  señor  Manuel  Ramos  Izquierdo  pa- 
ra que  éste  le  abonara  los  honorarios  que  adeudaba 
por  los  trabajos  que  hiciera  Don  Fernando  Mesa,  que 
por  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  recordaba 
que  el  señor  Ramos  Izquierdo  le  habló  para  que  lleva- 
ra su  representación  del  pleito  que  llevaba  su  difunto 


JrBI8PBÜD£NCIA  CIVIL.  241 


heripano,  lo  cual  verificó,  ea  la  segunda  instancia,  j 
aún  en  algunas  reclaxnaciones  en  el  Juzgado  de  Gua- 
nabacoa,  por  cuyo  motdvo  y  por  ser  pariente  de  Doña 
Rosario  FJasencia  se  excusó  de  conocer  de  esta  cues- 
tión: que  Doña  María  Magdalena  Plasencia  encargó 
al  Ldo.  Félix  Soloni  á  mediados  del  año  «.de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho,  que  gestionara  cerca  del  señor 
Manuel  Ramos  IzquienJo  el  cobro  de  dichos  honora- 
rios: que  solo  recordaba  haber  hecho  la  regulación  de 
los  honorarios  devengados  por  su  difunto  hermano  en 
el  juicio  de  tercería  seguido  por  Don  Manuel  y  Doña 
María  Josefa  Ramos  Izquierdo  contra  Don  Felipe  To- 
bías y  Manzanares  sin  poder  prec'sar  exactamente  la 
fecha:  que  eólo  habló  con  el  señor  Ramos  Izquierdo 
sobre  los  honorarios  que  éste  adeudaba  á  la  viuda  de 
BU  hermano  Don  Fernando  en  la  ocasión  antes  dicha 
en  que  se  excusó  de  conocer:  que  solamente  le  habló 
en  la  ocasión  á  que  se  había  referido  y  en  el  concepto 
de  pagar  dichos  honorarios.. — Y  contestando  el  testigo 
á  las  repreguntas  de  fojas  ciento  cnarenta  y  nueve  dijo: 
Que  fué  Abogado  director  de  los  hermanos  Ramos  Iz- 
quierdo en  la  seguntla  instancia  del  juicio  de  tercería 
referido  y  en  las  diligencias  sobre  cumplimiento  de  la 
ejecutoría  cuyos  honorarios  les  satisdzo  el  señor  Ra- 
mos Izquierdo:  Y  que  en  la  ocasión  en  que  el  señor 
Rcunos  Izquierdo  le  habló  de  los  honorarios  que  á  él  y 
&  su  hermana  Doña  María  Josefa  le  reclamaban  los 
herederos  del  Ledo.  Fernando  Mesa  lo  hizo  en  el  sen* 
tido  de  pagar  las  honorarios. 

Decimoquinto.  Resultando  también  como  prueba 
de  los  demandantes  la  ceráfícacióo  de  fojas  ciento  cua- 
renta y  dos  á  la  ciento  ochenta  y  seis,  expedida  por  el 
Escribano  del  Juzgado  de  Guanabacoa  Don  Luis  de 
Vera  y  Saenz,  con  vista  de  los  autos  de  la  tercería  de 
dominio  promovida  por  Don  Manuel  Ramos  Izquierdo 
y  Diago  ptir  sí  y  como  apoderado  de  su  hermana  Doña 
María  Josefa  contra  Don  Felipe  Tobías  y  Manzanares 
y  Don  Federico  de  Porto  y  Zarazate,  en  la  que  se  in- 
sertan varios  escritos  y  actuaciones  practicadas  en  los 
mismos. 

Decimosexto.  Resultando  como  márS  prueba  de 
los  actores,  la  certificación  de  fojas  ciento  ochenta  y 
nueve  vuelta,  expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado 
del  Sur  señor  José  ürrutiá,  con  vista  del  juicio  ejecu- 
tivo promovido  por  Manuel  y  María  Josefa  Ramos  Iz- 
quierdo y  Diago  contra  Carlos  de  la  Rosa  y  Vera  en 
cobro  de  pesos,  en  la  que  se  hace  constar  que  de  di- 
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ehos  aatos  no  parecía  haberse  practicado  tasación  de 
costas. 

Decimoséptimo.  Resultando  como  más  prueba 
de  los  demandantes,  el  dictamen  de  los  Letrados  Li-- 
cenciados  Bamón  J.  Franquis  y  Don  José  Pedro  Gay 
de  fojas  cíqíUk)  noventa  y  tres  en  el  que  gradúan  los 
honorarios  del  JLdo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez  en 
el  juicio  de  tercería  de  que  se  ha  hecho  referencia  en 
la  suma  de  mil  cuatrocientos  ochenta  y  un  pesos  vein- 
te centavos  y  los  del  ejecutivo  de  cuati'ocientos  cincuen- 
ta y  tres  pesos  haciendo  un  total  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro  pesos  veinte  centavos  y  el  dicta- 
men del  Ldo.  Evelio  Rodríguez  Lendián  fojas  ciento 
noventa  y  siete  que  gradúa  los  honorarios  de  dicha 
tercería  en  dos  mil  sesenta  y  tres  pesos  veinte  centavos 
y  los  del  ejecutivo  en  mil  treinta  y  cinco  pesos,  que 
hacen  un  total  de  tres  mil  noventa  y  ocho  pesos  veinte 
centavos. 

Décimooctavo.  Resultando  como  prueba  de  loa 
demandados,  el  informe  del  Colegio  de  Abogados  de 
la  Habana  fojas  doscientas  doce  en  la  que  se  hace 
constar:  que  era  costumbre  generalmente  observada 
entre  los  Letrados  de  este  foro  la  de  cobrar  cantida-  i 

des  á  cuenta  de  sus  honorarios  mientras  el   pleito  es-  ' 

tuviese  tramitándose,  bien  fuera  al  terminar  cada 
instancia  bien  en  otras  oportunidades:  que  no  existía 
costumbre  en  este  foro  relativa  á  que,  cuando  por  vo- 
luntad del  actor  quedaba  paralizado  el  curso  de  un 
pleito  por  ser  inútil  su  continuación  ó  por  convenirle 
así  la  paralización  que  el  abogado  cobrara  entonces 
los  honorarios  que  hubiese  devengado  en  dicho*  plei- 
to, si  bien  se  hallaría  justificado  en  dicho  caso  el  co- 
bro de  los  honorarios  devengados:  y  que  no  era 
costumbre  que  los  Letrados  aguardaran  á  la  termina- 
ción de  los  pleitos  para  cobrar  sus  honorarios,  pues 
era  costumbre,  por  el  contrario  que  durante  la  sustan- 
ciación  de  los  pleitos  cobrasen  cantidades  á  cuenta. 

Decimonoveno.  Resultando  como  más  prueba  de 
los  demandados  la  certificación  de  fojas  doscientas 
quince  á  la  doscientas   veintidós,  expedida  por  el  Es-  \ 

cribano  del  Juzgado  de  Guanabacoa  don  Luis  de  Ve- 
ra y  Sáez  con  vista  de  los  autos  de  tercería  ya  repe- 
tidos en  la  que  se  insertan  actuaciones  en  qua  intervi- 
niera el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez. 

Vigésimo.  Resultando  como   más   prueba   de  los  ¡ 

demandados  la  certificación  fojas  doscientas  veinticin- 
co vuelta  expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado  del  ' 
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Sar  Don  José  de  Urmtia  con  vista  del  repetido  jaicio 
ejecutivo,  en  la  que  se  insertan  las  actuaciones  ea.qae 
intervino  el  Ldo.  Fernando  Me«a  y  Domínguez. 

Vigésimopriniero.  Resultando  que  vencido .  el 
término  de  prueba  por  providencia  de  seis  de  Agosto 
de  mil  ¿ovecien'tos  uno  fojas  ciento  seis,  se  raandarpp 
unir  las  practicadas  á  los  autos  y  que  se  hiciera  saber 
á  las  partes,  lo  que  se  verificó. 

Vigésimos^ gundo.  Resultando  que  evacuando  po- 
siciones el  demandado  Don  Manuel  Ramos  Izquierdo 
y  Diago  fojas  doscientos  cuarenta  y  cinco  contestando 
á  las  preguntas  del  pli^o  de  la  doscientas  cuarenta  y 
siete  dijo:  que  el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domiuguez, 
era  ei  Letrado  á  quien  el  declarante  por  sí  y  (K)mo 
apoderado  de  su  bermana  Doña  María  Josefa,  desde 
el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  <K>nsultaba 
todos  sus  asuntos  y  al  cual  encomendaba  la  dirección 
de  todos  sus  negocios  judiciales:  que  entre  sus  múlti- 
ples negocios  encargó  al  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Do- 
mín^ez  por  sí  y  como  apoderado  de  su  referida  her- 
mana Doña  María  Josefa,  qne  realizam  las  gestiones 
judiciales  necesarias,  para  hacer  efectivo  los  créditos 
4  que  se  referían  los  juicios  de  cuyas  honorarios  se 
trataba  en  este  pleito,  que  el  Ldo.  Fernando  Mesa 
y  Domínguez  no  acostambraba  á  cobrarle  sus  ho- 
norarios cada  día  que  firmaba  un  escrito  ó  le  daba 
una  consulta:  que  aunque  el  señor  Mesa  y  Domínguez 
no  acostumbraba  á  cobrar  sus  houorarios  cada  vez  que 
formulaba  ó  daba  una  consulta,  en  muchos  casos  pe- 
día al  confesante  cantidades,  por  cuenta  de  sus  hono- 
rarios que  le  ei*an  satisfechas:  que  el  Ldo.  Fernando 
Mesa  y  Domínguez,  tampoco  le  decía,  cada  vez  que  le 
hacía  un  escrito  ó  le  evacuaba  una  consulta,  cuanto 
valía:  que  el  declarante  abonaba  al  Ldo.  Fernando 
Mesa  y  Domínguez  sus  honorarios,  por  cantidades  al- 
2adas,  á  cuenta  de  los  que  resultaren  al  finalizar  el 
negocio:  que  por  esa  causa  no  sabía  á  la  muerte  del 
rei>etido  Letrado,  á  cuanto  ascendieran  sus  adeudos 
por  concepto  de  los  honorarios  de  éste,  si  bien  el  con- 
fesante estimaba  que  con  las  cantidades  que  había  re- 
cibido el  señor  Mesa  y  Domínguez  estaban  cubiertos 
todos  suB  houorarios:  que  no  era  cierto  que  cuando  fa- 
lleció el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez  fuera  al 
poco  tiempo  á  casa  de  su  señora  viuda  Doña  María 
Magdalena  Plasencia  y  que  évsta  le  pidiera  algún  dine- 
ro por  cuenta  de  los  houorarios  que  adeudabíi  á  su  es- 
poso, manifestándole  el  declarante  que   no   se  lo  daba 
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por  carecer  de  numerario  eti  aquellos  momentos  y 
ofreciéndole  que  lo  haría  cuando  cobrara  el  dinero  del 
pleito:  que  no  era  certo  que  después  del  fallecimien- 
to del  Ldo.  Femando  Mesa  y  Domínguez,  á  mediador 
del  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  en  el  año- 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  en  los  primeros 
meses  del  año  mil  novecientos  el  Ldo.  Félix  Soloni 
celebrara  distintas  conferencias  con  el  confesante  tra- 
tando del  cobro  de  los  honorarios  que  adeudaba  á  los 
herederos  del  Ldo.  Mesa  y  Domínguez  y  devengados 
por  éste,  pues  el  señur  Soloni  vio  al  confesante  en 
Abril  de  mil  novecientos  tratando  del  particular  de 
los  honorarios  del  señor  Mesa  y  Domínguez  á  lo  que 
le  manifestó  el  declarante  que  no  adeudaba  cantidad 
alguna  por  ese  concepto:  que  no  era  cierto  que  en  su 
poder  obraia  remitida  por  el  referido  Ldo.  Félix  8olo-^ 
ni  una  copia  de  minuta  de  escritura  igual  á  la  de  fojas 
sesenta:  que  no  era  cierto  que  á  consecuencia  de  lo8 
juicios  cuyos  honoi-arios  se  reclamaban,  hubiera  per- 
cibido el  confesante  la  suma  de  cincuenta  mil  pesos  en 
oro:  que  no  era  cierto  que  poco  antes  de  embarcarse 
paitt  su  último  viaje  &  Europa,  estuvleía  en  casa  de  la 
señora  viuda  de  Mesa  y  le  manifestara  á  esta  s^ora ' 
que  con  mil  y  pico  de  pesos  que  había  entr^ado  á  siv 
marido,  estimaba  haberle  satisfecho  sus  honorarios 
pero  que  por  aprecio  á  la  memoria  del  difunto  Licen- 
ciado Fernando  Mesa  y  Domínguez  le  entregaría  qui- 
nientos pesos,  los  cuales  rehusó  percibir  la  referida^ 
señora  viuda  del  Ldo.  Mesa,  pues  esa  oferta  de  qui- 
nientos pesos  la  hizo  al  señor  Solont  en  concepto  de 
un  regalo  &  la  viuda  del  señor  Mesa  y  Domínguez:  que 
no  es  cierto  que  acostumbrara  liquidar  con  el  Ldo.  Me- 
sa y  Dc>míñg(iez  los  honorarios  de  cada  negocio  cuando- 
terminaba  éste,  y  si  le  daba  cantidades  á  cuenta  era  4 
las  resultas  de  la  liquidación  que  al  final  se  practicaba, 
pues  el  confesante  dab»  cantidades  por  concepto  de 
honorarios  al  señor  Mesa  y  Domínguez  cada  vez  que 
se  las  pedia,  sin  que  quedara  sujeto  á  liquidación  al- 
guna: y  que  no  era  cierto  que  cuando  hablaba  de  los^ 
honorarios  del  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez  con 
el  hermano  de  éste  el  Ldo.  Don  Antonio,  con  el  Licen- 
ciado Félix  Soloni  y  con  el  señor  Manuel  Mufloz  Bus- 
tamante  les  manifestara  que  abonaría  los  dichos  hono- 
rarios cuando  se  terminara  el  negocio,  pues  hasta  en- 
tonces no  tendría  efectivo. 

Vigésimotercero.     Resultando  que  entregados  los 
autos  sucesivamente  &  los  demandantes  y  demandados- 
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para  el  trámite  de  conclusión  lo  evacuaron  por  sus  es- 
•critos  respectivos  de  f  jas  do%pientas  setenta  y  uno  j 
doscientas  set^^nta  y  seis,  y  por  providencia  de  veinti- 
trés de  Juliti  último  se  tuvieron  p'>r  conc  usos  \o&  au- 
tos y  se  mandaron  traer  á  la  vista  con  citación  de  las 
partes  para  sentencia. 

Vigésimocnarto.  Resultando,  que  en  diez  de  Sep- 
tiembre He  mil  novecientos  dos  el  Juez  dictó  senten- 
cia, por  la  que  declaró  ron  lugar  la  deruant'a  estable-  • 
<5ida  por  los  herederos  de  Don  Fernando  Mesa  y  I)o- 
minguez,  redujo  la  cantidad  reclamada  á  la  suma  de 
mil  novecientos  treinta  y. cuatro  pesos  veinte  centavos, 
<^ndenó  á  los  demandados  al  pago  de  ia  misma;  y  de- 
claró sin  lugar  la  reconvención ^  sin  hacer  especial  cour 
'denación  de  costas,  ni  expresa  declaración  de  teme- 
ridad. 

Resolución  recurrida: 

Yigésimoquinto.  Resultando  que  apelado  ese 
fallo  por  Jos  sefiores  Manuel  y  María  «Tosefa  Ra- 
mos Izquierda  >  y  Diago,  Ja  refet  ida  Sala  en  senten- 
cia pronunciada  el  frece  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos tres,  por  considerar:  que  habiéndose  opuesto 
por  los  demHudados  la  excepc  ón  de  prescripción  de 
la  acción  ejercitaiia  por  los  demandantes,  la  pri- 
mera cuestión  que  debía  resolveive  era  la  de  si  pro- 
cedía ó  i»p  apreciar  en  todo  ó  en  parte  dicha  exc^'p- 
ción  perentoria;  que  no  derminándose  en  el  párrafo 
primero  del  artículo  mil  novecientcs  sesenta  y  sie- 
te el  tiempo  &  contar  del  cual  comienza  á  computarse 
la  prescripción  de  la  acción  que  ftsf^te  á  los  abogados 
para  exigir  de  sus  clientes  el  pago  de  los  honprarios 
devengados  en  los  pleitos  en  que  hayan  llevado  la  de- 
fensa de  aquéllos,  hay  que  estar  á  la  disposición  gene- 
ral contenida  en  el  artículo  mil  seiscientos  sesenta  y 
nueve,  no  solo  por  la  razón  de  comprender  dicho  ar- 
tículo la  regla  general  que  debe  aplicarse  en  todos  los 
<;a806  en  que  no  exista  disposición  especial  que  otra 
cosa  determine,  sino  también  porque,  seg&n  lo  decla- 
do  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  Español  en  su 
^sentencia  de  diez  y  seis  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  la  excepción  á  la  regla  general  con- 
signada en  el  último  párrafo  del  artículo  mil  nove- 
cientos sesenta  y  siete,  recta  y  naturalmente  entendi- 
da solo  se  refiere  á  lo3  tres  párrafos  que  inmediata- 
mente la  preceden:  que  ésto  sentado  y  apareciendo  de 
la  prueba  testifical  practicada  á  instancia  de   los  de- . 


1i4ñ  BOLETIíT  LEGISLATIVO. 


mandan  tes  que  las  gestiones  efectuadas  por  los  here- 
deros de  clon  Fernando  J(fcesa  y  Domínguez  cerca  de 
don  Mftnnel  Hn-mos  Izquierdo  con  objeto  de  alcanzar 
el  pítgo  tl«  Itís  fiónorrtrios  reclamados,  no  comenzjtmn 
hasta  pasado  el  mes  de  Mayo  de  rail  ochocientos  no- 
ven üv  y  odio,  liabía  que  deducir,  atendiendo  al  rebul- 
tado de  um  prueba,  apreciada  en  conjunto  y  en  la  for- 
ma recomendada  por  el  artículo  seiscientos  cincuenta 
y  ocho  de  la  ley  procesal,  que  no  constando  que  las 
reclamación eíi  extrajudieiales  formuladas  por  los  cau- 
sahabientes  del  acreedor  con  objeto  de  interrumpir  la 
prescripción  se  hubie»an  realizado  con  anteríoridad  á 
á  la  fecha  antes  indicada,  se  hallan  prescriptos,  por 
no  haber  sido  objeto  de  reclamación  dentro  del  plazo 
de  tres  años,  los  honorarios  devengados  por  él  Licen- 
ciado  MeBa  y  Domínguez  con  anterioridad  al  mes  de 
Junio  de  rail  ochocientos  noventa  y  cinco;  que  en  raa- 
nera  alguna  se  había  probado  la  existencia  del  pacto 
alegado  por  los  demandantes,  en  virtud  del  cual  m 
afirma  que  el  Ldn.  Mesa  y  Domínguez  se  comprometió 
á  no  robiTir  ios  honorarios  que  por  la  defensa  de  loe 
señores  Manuel  y  María  Bamos  Izquierdo  pudieran 
corresponderle  en  los  pleitos  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción, apareciendo  por  el  contrario,  de  las  manif esta- 
cionen del  Rcñor  Ramos  Izquierdo  al  absolver  el  plie- 
go de  poííieiones,  fojas  doscientas  cuarenta  y  siete  de 
los  aufcTiH,  que  dicho  señor  negó  de  una  manera  taie- 
górica  que  fnese^ierto  el  hecho  de  que  acostumbraba 
liquidar  con  el  Ldo.  Mesa  los  honoi-arios  de  cada  ne- 
gocio, pueft»  por  el  contrario,  le  daba  cantidades  ¿  J 
cnenta  por  concepto  (fe  honorarios  al  señor  Mesa  y  ca-  | 
da  vex  que  se  los  pedía,  sin  que  quedara  sujeto  -k  li-  | 
quidaí.HÓn  alguna,  y  sin  que  se  hayan  producido  nin- 
guna otra  prueba  con  el  objeto  de  acreditar  la  exis- 
tencia de  un  pacto  por  la  sucesión  actora;  que,"  como  i 
consecueijcia  de  todo  lo  expue-*to,  procede  deducir  de 
la  candídad  míindada  pagar  á  los  demandados,  por  la 
Henteneia  apelada  en  concepto  de  honorarios  jmr  el 
caucante  de  Jos  actores  las  que  resulten  corresponder 
á  los  escritos  de  fecha  anterior  al  primero  de  Junio  de 
rail  ocliocieiítíís  noventa  y  cinco,  debiendo  estarse  pa- 
ra la  práctica  de  esa  rebaja  á  la  cantidad  fijada  para 
esos  etícritos  en  la  regulación  hecha  por  los  peritfíS  se- 
ñores Gay  y  Martínez  en  el  informe  que  consta  al  folio 
ciento  noventa  y  tres  de  los  autos;  y  que,  dado8  los  , 
t-í^rminuíí  en  que  se  resolvía  la  apelación,  no  prócí^iía 
hacer  declaratoria  de  costas  ni  pronunciamiento  aobre 
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temeridad;  falló  declarando  con  lugar  la  demanda  en 
cuanto  se  eolicitaba  el  cobro  de  los  honorarios  deven-» 
gados  por  el  cansante  de  los  actores  en  los  dos  men* 
cionados  juicios  con  posterioridad  al  treinta  y  uno  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  condenando 
á  los  demandados  al  pago  de  novecientos  sesenta  y  un 
pesos  veinte  centavos  oro;  sin  lugar  dicha  demanda  en 
cuanto  por  ella  se  pide  el  pago  de  honorarios  deven- 
gados por  los  escritos  presentados  con  anterioridad  al 
primero  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
con  respecto  á  cuyos  honorarios  se  declaró  con  lugar  ' 
la  excepción  de  prescripción  alegada  por  los  deman- 
dados, y  se  absolvió  á  los  mismos  de  los  demás  extre* 
mes  de  la  demanda,  declarándose  sin  lugar  la  recon- 
vención, y  no  haciéndose  especial  declaración  de  costas 
en  ninguna  áe  las  instancias  ni  aplicación  de  la  Orden 
sobre  temeridad. 

Fdkdamentos  del  rkcübso  de  casación: 

Yicésimosexto.  Resultando  que  contra  ese  fallo 
interpusieron  los  herederos  del  Ldo.  Fernando  Mesa 
y  Domínguez  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  de  doctrina  legal,  porque,  á  su  juicio,  se  hablan  co- 
metido las  infracciones  siguientes,  cuya  exposición  se 
copia  á  la  letra: 

Primera:  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  con  infracción  del  principio  consignado, 
entre  otras  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia de  España,  en  la  de  veinticinco  de  Junio  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cinco — dos  de  Junio  de  mil  ocbo- 
chocientos  sesenta  y  cuatro — cinco  de  Enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  siete — cinco  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro — dos  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  seis — veintiuno  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno  y  diez  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  segün  el 
cual  «La  confesión  judicial  constituye  prueba  contra 
el  confesante));  así  como  el  artículo  quinientos  setenta 
y  nueve,  párrafo  segundo,  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  dejado  erróneamente  de  aplicar,  en  el  concep- 
to de  que  habiendo  confesado  hiijo  juramento  indecisorw 
el  demandado,  don  Maouel  Kamos  Izquierdo,  ser 
cierto  que  el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez  no 
acostumbraba  cobrarle  sus  honorarios  cada  día  que  fir- 
maba un  escrito  ó  le  hacía  una  consulta;  que  tam- 
poco le  deda  cada  vez  que  le  hacía  up  escrito  ó  una 
consulta  cuánto  valía;   qne  le  abonaba  los  honorarios 
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(al  dicho  Letrado)  por  cantidades  alzadÍEks  á  cuenta  de 
lo8  que  remliasen  al  fatalizar  el  negocio;  que  por  esa  ra- 
zón no  sabía  á  la  maerte  del  referido  letrado  á  cuánto 
ascendía  su  adeudo  por  concepto  de  los  honorarios  de 
éste;  que  cuando  falleció  el  Ldo.  Fernando  Mesa  y 
Domínguez,  fué  al  poco  tiempo  á  casa  de  su  viuda  do- 
fia  Maiia  Magdalena  Plasencia  y  que  esta  señora  le 
pidió  algún  dinero  por  cuenta  de  los  honorarios  maní- 
ft'stando  que  no  se  lo  daba  por  carecer  de  numerario, 
pero  que  se  lo  daría  cuando  cobrara  el  dinero  del  plei- 
to; ha  confesado  y  reconocido  el  dicho  señor  Ramos 
Izquierdo,  de  una  manera  explícita,  existir  un  conve- 
nio por  el  cual  el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez 
tenía  acordada  una  forma  especial  y  determinada  de 
pago  de  sus  honorarios  con  los  demandados,  y  consis- 
tía en  decirle  y  cobrarle  sus  honorarios  al  finalizar  los 
negocios;  y  al  no  apreciarlo  así,  ha  incurrido  la  Sala 
en  el  error  de  derecho  ya  referido.  Corroborándose 
estas  confesiones  con  el  dictamen  del  Colegio  de  Abo- 
gados de  la  Habana  que  ocupa  la  foja  ciento  cincuen- 
ta y  de  cuyo  documento  aparece  que  el  pacto  se  hizo 
de  acuerdo  con  la  costumbre  del  foro  de  esta  ciudad. 

Segunda:  Error  de  derecho  en  la  apreciacióni  de 
la  prueba,  infringiéndose  el  mismo  principio  consig- 
nado en  las  referidas  sentencias  del  Tribu oal  Supre- 
mo de  Justicia  de  Espafia,  y  el  citado  párrafo  segundo 
del  artículo  quinientos  setenta  y  nueve  de  la  Ley  pro- 
cesal civil;  en  el  concepto  deque  la  Sala  sentenciadora 
(apreciando  tan  solo  la  prueba  testifical)  declara  pros- 
criptos los  honorarios  de  los  escritos  antet*iores  á  pri- 
mero de  Junio  á^  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
partiendo  del  supuesto  de  que  las  gestiones  extrajndi- 
ciales  de  los  demandados,  para  el  cobro  de  los  honora- 
rios que  se  reclaman  en  este  pleito,  no  fueron  anteiio- 
res  al  mes  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
cuando  bajo  juramento  indeciso  rio  (al  responder  á 
la  séptima  pregunta  del  pliego  de  posiciones)  confe- 
só el  demandado  Bamos  Izquierdo,  ser  cierto  que 
cuando  falleció  el  Ldo.  Fernando  Mesa  y  Domínguez 
en  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete,  fué  al  poco  tiempo  á  casa  de  su  viuda,  la  se- 
ñora María  Magdalena  Plasencia,  y  que  esra  señora 
le  pidió  algún  dinero  por  cuenta  de  los  honorarios,  mani- 
festándole al   declarante  que  no  se  lo  daba ;y 

también  confesó  que  ofreció  al  Sr.  Félix  Soloni  qui- 
nientos pesos  como  regalo,  lo  que  demuestra  (como 
dice  la  sentencia  de  primera  instancia)  que  se  hacían 
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la9  geetionee. — Esta  confesión  eBpTicita,  es,  &  tenor  de 
los  citados  conteptos,  prueba  plena  de  que  desde  fines 
del  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  (al  menos) 
se  pedían  (reclamaban)  los  honorarios  y  al  no  estimar- 
lo así  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en  el  referido 
•error  de  derecho. 

Tercera:  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  infringiéndose  el  mismo  principio  de  dere- 
cho consignado  en  las  referidas  sentencias  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  de  España,  y  el  citado  párra- 
fo segundo  del  artículo  quinientos  setenta  y  nueve  de 
la  ley  procesal  civil,  en  el  concepto  de  que  la  Sala 
sentenciadora  no  estima  probado  la  existencia  de  un 
acto  de  reconocimiento  de  la  deuda  por  parte  del  Sr. 
Manuel  Ramos  Izquierdo,  el  que  éste  hubiera  ofrecido 
«dar  algún  dinero  por  cuenta  de  los  honorarios  cuan- 
do cobrara  el  dinero  del  pleito»  cuando  así  lo  confesó 
al  absorver  posiciones  y  al  no  estimar  probado  un  he- 
cho confesado  al  absolver  posiciones,  se  incurre  por  el 
Tribunal  o  guo  en  el  referido  error  de  derecho. 

Y  en  Gste  Tribunal  Supremo  agregai'on  como  mo- 
tivos los  dos  que  á  continuación  se  transcriben: 

A.  El  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  nueve 
del  Código  Civil  erróneamente  aplicado.  Dicha  in- 
fracción consiste,  en  que,  prescríbese  por  dicho  ar- 
tículo que  el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase 
de  acciones,  cuando  no  haya  diaposición  especial  que 
otra  cosa  determine,  se  contará  desde  el  día  en  que 
pudieren  ejecutarse,  la  Sala  resuelve  erróneamente 
que  los  tres  años  á  que  se  contrae  el  último  párrafo 
del  articulo  mil  novecientos  sesenta  y  siete  para  que 
prescriban  las  acciones  para  el  cumplimiento  de  las 
-obligaciones  que  en  él  se  comprenden,  se  refieren  tam- 
bién á  los  honorarios  de  los  abogados,  devengados  en  la 
dirección  de  un  pleito,  computando  este  tiempo  desde 
^ue  se  presenta  cada  un  escrito  ó  se  dá  una  consulta 
en  el  negocio  que  se  dirige,  cuando  el  dicho  precepto 
del  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  nueve  solo  es 
<;ontrae  y  puede  aplicarse  á  los  caaoé  á  que  se  refieren 
loe  párrafos  s^undo,  tercio  y  cuarto  de  dicho  ar- 
tículo. 

B.  Errónea  aplicación  del  párrafo  primero  del 
■artículo  mil  novecientos  sesenta  y  siete  del  Ci»digo  Ci- 
vil en  relación  con  el  artículo  mil  novecientos  sesenta 
y  nueve  del  mismo  Código,  por  cuanto  basándose  en 
-ellos  la  sentencia,  declara  prescriptos  los  honorarios 
•devengados  por  un  Letrado  en  la  dirección  de  un  plei- 
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to;  cuando  esos  honorarios  por  sa  nataraleza,  y  dado 
el  origen  de  donde  emana  la  obligación  de  pagarlos, 
no  pueden  hacerse  efectivos  hasta  que  no  conste  con 
ñjezii  su  importe,  y  éste,  basta  que  no  se  tasen,  no 
puede  determinarse,  yaque  basta  entonces,  pueden  ser 
impugnados  reduciéndole  ó  elevándose  la  suma  de  los 
mismos  y  basta  que  la  impugnación  no  se  tramite,  6 
se  deje  caer  el  derecho  á  ejercitarla,  no  se  encuentra 
el  abogado  en  situación  de  exigir  una  cantidad  fija, 
cierta  y  determinada. — Asi  resulta  de  la  Ley  de  En^ 
juicip<*miento  Civil. 

Yigésimoséptimo.  Resultando  que  admitido  el 
recurso,  se  sustanció  por  sus  debidos  trámites  en  este 
Tribunal,  y  en  la  vista  celebrada  el  nueve  del  corrien- 
te, informaron  los  defensores   de  las  partes. 

Decisión  del  rbcurso: 

Vistos  siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Pedro 
Oonzá'ez  Llórente. 

Primero.  Considerando,  respecto  á  los  motivos 
primero,  segundo  y  tercero  del  recurso,  en  los  que  se 
alega  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  pruebaí 
con  infracción  del  principio  segán  el  cual  la  confesión 
judicial  constituye  prueba  contra  el  confesante,  así 
como  el  articulo  quinientos  setenta  y  nueve,  párrafo 
segundo,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  el 
concepto  de  que,  al  decir  de  los  recurrentes,  habienio 
confesado,  bajo  juramento  indecisorio,  Don  Manuel 
Ramos  Izquierdo  ser  cierto  que  abonaba  al  Ldo.  Don 
Fernando  Mesa  y  Domínguez  sus  honorarios  por  can- 
tidades alzadas  á  cuenta  de  las  que  resultasen  al  fina- 
lizar  el  negocio;  que  cuando  falleció  dicho  Letrado, 
fué  al  poco  tiempo  á  casa  de  su  viuda,  y  que  esta  Se- 
ñora le  pidió  algún  dinero  por  cuenta  de  los  honom- 
rios,  manifestando  que  no  se  lo  daba  por  carecer  de 
numerario,  pero  que  se  lo  daría  cuando  cobrara  el  di- 
nero del  pleito;  ser  absolutamente  inexacto  que  Ramos 
Izquierdo  prestara  semejante  c  >nfesión,  pues  consta, 
en  el  folio  doscientos  cuarenta  y  seis  de  los  autos  que 
absolviendo  las  posiciones^v  séptima  y  duodécima,  en 
que  se  proponían  esos  hechos,  contestó  que  no  eran 
ciertos;  de  modo  que  los  tres  primeros  motivos  del 
recurso,  sin  demostrar  error  alguno  de  derecho,  des- 
cansan en  un  aserto  que  se  halla  en  evidente  oposición 
con  la  constancia  procesal: 

Segundo.  Considerando,  en  lo  referente  al  cuar- 
to y  quinto  motivos,  que  la  sala  sentenciadora  ha  da- 
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do  aplicación  recta  á  los  artículos  mil  novecientos  se^ 
senta  y  siete  y  mil  novecientos  sesenta  y  nueve  del 
Código  Civil,  siendo  equivocadp  que,  según  expresan 
los  recurrentes,  el  precepto  del  artículo  mil  novecien- 
tos sesenta  y  nueve  solo  se  contraiga  á  los  casos  á  que 
se  refieren  los  párrafos  segundo,  tercero  y  cuarto  del 
articulo  mil  seiscientos  noventa  y  siete;  pues  en  éste 
se  declara  del  modo  más  inequívoco  que  el  tiempo 
para  la  prescripción  de  las  acciones  á  que  se  refieren 
los  tres  párrafos  anteriores,  se  contará  desde  que  de- 
jaren de  prestarse  los  respectivos  servicios;  y  no  se 
co*mprende  en  esos  tres  párrafos  el  primero,  en  que  se 
hallan  los  honorarios  de  los  abogados,  honorarios  que 
así  quedan  sometidos  á  la  regla  general  del  artículo 
mil  novecientos  sesenta  y  nueve,  según  la  cual  cuando 
no  haya  especial  disposición  que  otra  cosa  determine, 
el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase  de  accio- 
nes se  contará  desue  el  día  en  que  pudieran  ejercitarse; 
sin  que  obste  la  circunstancia  de  ser  posible  la  impug- 
nación de  los  honorarios  reclamados,  pues  ésta  puede 
hacerse  cuando  el  abogado  deduzca  su  acción: 

Tercero.  Considerando,  en  cuanto  á  la  costum- 
bre que  en  el  segundo  motivo  se  dice  existe  en  el  foro 
de  esta  ciudad,  que  sea  más  ó  menos  general,  más  ó 
menos  afirmativa  y  más  ó  menos  demostrada,  no  pue- 
de admitírsela  como  obstáculo  jurídico  á  la  aplicación 
de  la  ley;  porque  se  opondría  el  artículo  quinto  del  Có- 
digo Civil,  según  el  cual  alas  leyes  solo  se  derogan  por 
«otras  leyes  posteriores,  y  no  prevalecerá  contra  su 
^observancia  el  desuso,  ni  la  costumbre  ó  la  práctica 
encontrariov: 

Cuarto.  Considerando,  que  cuando  se  declara 
sin  lugar  un  recurso  de  casación,  deben  imponerse  las 
costas  al  recurrente  ó  á  los  recurrentes,  porque  así  lo 
previene  el  artículo  XL  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos,  serie  del  año  mil  ochocientos  noventa»  y  nueve, 
del  Gobierno  Militar: 

Fallamos  que  debemos  deolarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  sucesión  del  Ldo.  Don  Fernando  Mesa  y 
Domníguez,  á  la  cual  condenamos  en  costas;  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Audiencia  con  la  correspondiente 
certificación. — Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pro- 
nunciamos mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — El 
Magistrado  Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en  la 
Sala  y  no  pudo  firmar,  José  Várela.  —Luis  Gastón. — 
Ambrosio  R.  Momles. — Carlos  Revilla. 
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Inf.  ley.— Sent  41.— 26  de  Jimio.- Obligaciones.  (<?ac«to 
Mayos,  1904.) 

DOCTRINA:  No  son  extinguibles  por  con- 
fusión las  obligaciones  que  se  discuten  en  dos  liti- 
gios, cuando  el  objeto  de  uno  de  ellos  es  precisa- 
mente aclarar  quién  es  el  acreedor  y  quién  el 
deudor.  * 

Tampoco  son  confundibles  derechos  y  obliga- 
ciones, cuando  el  primero  es  personal  y  no  preten- 
de ejercitar  quien  no  trae  causa  legítima  del  dere- 
cho habiente. 

£d  la  ciudad  de  la  Habana  á  veiptíseis  de  Janib 
de  mil  novecientos  tres,  visto  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  procedente  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
seguido  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  capital  por  Jo- 
sé Serra  y  García,  contra  Juan  Noriega  y  Oria,  ambos 
del  comercio  y  vecinos  del  caserío  del  Luyanó,  sobre 
liquidación  de  cuentas  y  devolución  de  un  pagaré,  re- 
curso interpuesto  por  el  demandante  contra  el  auto 
dictado  por  la  8ala  de  lo  Civil  (Je  la  expresada  Au- 
diencia, el  veintitrés  de  Marzo  del  afio  actual,  que 
confirmó  los  pronunciados  por  el  Juez  de  la  Primera 
Instancia  en  diez  y  veinte  de  Noviembre  último  que 
dieron  por  extinguida  la  obligación  que  reclamaba  el 
actor  y  por  fenecido  el  juicio. 

Primero.  Resultando  que  en  la  resolución  recu- 
rrida se  aceptaron  la  relación  de  hechos  contenida  en 
los  resultandos  de  los  expresados  autos,  siendo  perti- 
nente al  objeto  de  este  recurso  los  que  se  consignan 
en  el  de  diez  de  Noviembre  del  año  próximo  pagado 
que  se  trancriben  á  continuación. 

Cuestión  resuelta: 

Begundo.  Besultando  que  la  representación  del 
demandado  D.  Juan  Noriega  y  Oria  por  su  escrito  de 
veintidós  del  mes  próximo  pasado  presenta  una  certi- 
ficación expedida  por. el  escribano  don  Santiago  Ledo, 
con  vista  del  juicio  declarativo  seguido  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  del  Oeste,  por  don  José  Serra  y 
García,  contra  el  mencionado  Noriega  y  Oria,  de  la 
que  consta  que  en  el  referido  juicio  fueron  embarga- 
dos á  Serra  y  García  los  derechos  y  acciones  que  ejer- 
<;ita  en  el  presente,  los  que  le  fueron  adjudicados  á 
D.  Juan  Noriega  Oria  para  hacer  efectivas  las  respon- 
sabilidades de  Seri'a  y  García  en  aquel  juicio,  y  solici- 
ta que  por  ser  innecesario  que  satisfaga  el  trámite  de 
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conclasiones,  con  cayo  objeto  se  le  entregaron  los  au- 
tos, se  tenga  por  extingnida  la  obligación  que  recla- 
maba el  aotor,  por  fenecido  este  pleito,  mandando  qae 
se  archive. 

Tercero.  Resaltando  que  conferida  instrucción  ár 
D.  José  Berra  y  Qarciá  de  la  anterior  solicitud,  la 
evacúa  por  el  procedente  escrito  oponiéndose  á  dicha 
pretensión  por  las  razones  que  expresa. 

Resolución  recurrida: 

Cuarto.  Resultando  que  con  estos  antecedentes 
de  hecho,  y  aceptando  sus  fundamentos  de  derecho  la 
Audiencia  conñrmó  las  referidas  resoluciones  de  pri^ 
mera  Instancia  que,  aplicando  el  articulo  mil  ciento 
noventa  y  dos  del  Código  Civil,  dio  por  extinguida  Isr 
obligación  de  Nori^a  Oria  por  haberse  confundido  en 
él,  los  derechos  de  acreedor  y  de  deudor;  y  en  conse- 
cuencia lo  tuvo  por  separado  de  la  prosecución  del 
juicio,  declarando  éste  fenecido. 

Antecedentes  : 

Quinto.  Resultando  que  el  actor  Serra  pide  en 
su  demanda  que  se  condene  á  íí"oriega  Oria.  Primero; 
á  que  liquide  las  cuentas  que  tiene  pendiente  previo 
los  trámites  del  caso:  Segundo:  á  que  se  le  restituya 
la  cantidad  en  que  exceda  los  tres  mil  seiscientos  no- 
venta y  dos  pesos  diez  y  seis  centavos  que  pagó  sobre 
lo  que  realmente  adeuda  con  sus  intereses  desde  el 
catorce  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 
Tercero:  &  devolverle  el  pagaré  que  lleva  fecha  veinti- 
séis de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y 
Cuarto:  al  pago  de  todas  las  costas  que  se  causen  en 
este  pleito. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Sexto.  Resultando  que  contra  el  mencionado  au- 
to de  veintitrés  de  Marzo  (iltimo  el  repetido  Serra  y 
García  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  autorizado  por  el  caso  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
el  cual  funda  en  los  dos  motivos  que  á  continuación 
se  transcriben.  Primero:  La  aplicación  errónea  del 
articulo  mil  ciento  noventa  y  dos  del  Código  Civil, 
que  dispone:  «Quedará  extinguida  la  obligación  desde 
que  se  reúnan  en  una  misma  persona  los  conceptos  de 
acreedor  y  deudor».  Pues  es  visto  que  en  el  caso  de 
autos  no  es  pasible  la  confusión  de  derechos;  porque 
exijo  la  liquidación  de  cuentas  y  se  me  opone,   para 
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confundirla  con  ella,  la  deuda  pendiente  de  pagar  & 
Noriega  ascendente  &  dos  mil  noventa  pesos  treinta  y 
cinco  centavos  en  oro,  según  aparece  de  fa  certificación 
del  Escribano  Santiago  Ledo,  y  siendo  el  derecho  que 
reclamo  en  este  juicio  ilíquido  hasta  que,  dictada  sen- 
teucia,  no  se  practique  la  liquidación,  no  cabe  estable- 
cer que  sean  confundibles  los  dos  mil  noventa  pesos 
treinta  y  cinco  centavos  que  me  reclama  Noriegay  la 
cantidad  indeterminada  aun,  que  puede  resultar  de  la 
liquidación  de  cuentas  que  solicito  y  que  pudiera  arro- 
jar un  saldo  igual,  mayor  ó  menor  á  la  suma  de  dos 
mil  noventa  pesos  treinta  y  cinco  centavos  que  Norie- 
ga  Oria  pretende  cobrarme;  para  que  existiera  la  con- 
fusión ge  hace  necesario  conocer  la  cnantía  de  los  de- 
rechos que  reclamo,  puesto  que  sin  determinarla  pre- 
viamente es  imposible  establecer  la  comparación  entre 
uno  y  otro  crédito  como  pretende  Juan  Noriega:  en 
este  sentido  el  auto  que  recurro  infringe  dicho  artícu- 
lo mil  ciento  noventa  y  dos  del  Código  Civil  por  no 
haberlo  aplicado  rectamente  y  la  resolución  que  en  él 
se  funda  debe  ser  revocada.  Segundo:  La  infracción 
del  mismo  artículo  mil  ciento  noventa  y  dos  mal  apli- 
cado en  cuanto  á  la  tercera  de  las  peticiones  de  mi  de- 
manda; pues  solicitando  yo  que  me  sea  devuelto  el  pa- 
garé que  lleva  fecha  del  domingo  veintiséis  de  Junio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  habiendo  confe- 
sado Koriega  que  la  deuda  de  cuatro  mil  veintiún  pe- 
sos tres  centavos  que  expresa  estaba  satisfecha,  no  es 
jurídicamente  posible  que  dicha  solicitud  se  confunda 
con  la  reclamación  de  dos  mil  noventa  pesos  treinta  y 
cinco  centavos  que  me  hace;  cuando  mi  petición  es  por 
su  naturaleza  de  las  que  no  admiten  este  medio  de  ex- 
tinguirse; reclamo  en  ese  extremo  de  la  demanda  la 
entrega  de  un  documento  que  representa  un  crédito 
pagado  y  por  tanto  Noriega  Oria  no  puede  aspirar, 
por  virtud  de  la  confusión  de  derechos  que  pretende 
á  seguir  poseyendo  un  documento  por  el  cual  aparezco 
obligado  á  pagar  una  suma  que  no  debo. 

Séptimo.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y 
personado  Serra  García  ante  este  Tribunal  Supremo, 
previa  la  sustanciación  correspondiente,  tuvo  lugar  la 
vista  pública,  el  once  del  actual,  con  asistencia  de  los 
Letrados  de  las  partes. 

Decihión  del  kecdrso: 

Ponente  el  Magistrado Sr.  Ambrosio  R,  Morales; 
Primero.     Considerando  que    según   el   párrafo 
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primero  del  artícalo  mil  ciento  noventa  y  dos  del  C6« 
digo  Civil)  quedará  extinguida  la  obligación  desde  que 
se  reúnan  en  una  misma  persona  los  conceptos  de 
acreedor  y  de  deudor. 

S^undo.  Considerando  que  el  precepto  citado 
se  ha  interpretado  erróneamente  por  el  Tribunal  a  quo 
al  aplicarlo  al  presente  caso,  porque  los  derechos  que 
ejercita  el  demandante  pidiendo  que  se  condene  al  de- 
mandado á  rendirle  una  cuenta,  a^í  como  también  á 
que  le  devuelva  un  pagaré  que  dice  haberle  satisfecho 
ofrecen  la  singularidad  el  primero,  de  tener  por  objeto 
precisamente  averiguar  quien  es  el  acreedor  y  quien 
el  deudor;  particular  que  constituye  en  esencia  la  ma- 
teria del  litigio,  y,  por  lo  que,  no  puede  atribuirse  á 
ninguna  de  las  partes  una  ú  otra  cualidad  mientras 
no  quede  decidida  en  último  extremo  la  contienda;  y 
el  segundo,  la  de  tener  carácter  puramente  personal, 
dado  que  por  su  naturaleza,  objeto  ó  motivo  resulta 
ser  de  exclusivo  interés  para  el  que  lo  sustenta  y  no 
puede  sustituirse  en  él,  quien,  como  el  demandado  no 
trae  causa  licita  que  le  permita  asumirse  la  personali- 
dad del  actor  en  uso  de  ése  especial  derecho;  pues  los 
que  de  éste  pudiera  haber  adquirido  el  demandado  y 
que  acredita  con  el  documento  que  presenta,  no  pue- 
den ser  otros,  que  los  que  se  declaraia  en  deñnitiva  á 
favor  del  demandante  por  consecuencia  de  este  pleito 
pero  no  los  que  consiste  en  la  facultad  que  ejercita  pi- 
diendo la  rendición  de  una  cuenta  y  la  devolución  de 
un  documento. 

Tercero.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas el  Tribunal  a  quo  ha  infringido  el  mencionado 
articulo  mil  ciento  noventa  y  dos  y  cometido  el  herror 
de  derecho  que  se  le  atribuye;  siendo  por  ello  proce- 
dente declarar  con  lugar  el  presente  recurso  sin  espe- 
cial condenación  de  costas. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber Ingaral  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  José  Serra  y  García,  contra  el  auto  dic- 
tado el  veintitrés  de  Marzo  último  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  el  cual  casamos  y 
anulamos  sin  especial  condenación  de  costas.  Comu- 
niqúese, etc.  Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  ñrmamos.  —  José  Várela. 
— El  Magistrado  Sr.  Pedro  González  Llórente  vo- 
tó en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Várela. — Am- 
brosio B.  Morales. — Carlos  Revi  lia. —  Rafael  May- 
dagán. 
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Segunda  rosoludón. — ^^  lo  miama  fecha  el  Tribunal  dieta 
en  (ntóiitución  del  casado  nuevo  auto  en  la  siguiente 
forma: 

Aceptando  los  Kesultandos  del  anto  dictado  por 
el  Juez  de  Primera  instancia  el  diez  de  Noviembre  úl- 
timo. 

Resaltando  que  el  actor  Serra  pide  en  su  deman- 
da que  se  condene  á  Noriega  Oria.  Primero:  á  que 
liquide  las  cuentan  que  tiene  pendiente,  previo  los  trá- 
mites del  caso;  Segundo  á  que  se  le  restituya  la  canti- 
dad en  que  exceda  los  tres  mil  seiscientos  noventa  y 
dos  pesos  diez  y  seis  centavos  que  pagó  sobre  lo  que 
realmente  adeuda  C(»n  sus  intereses  desde  el  catorce 
de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Ter- 
cero á  devolverle  el  pagaré  que  lleva  fecha  veintiséis 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  cuarto 
al  pago  de  todas  las  costas  que  se  cansen  en  este 
pleito. 

Besultando  que  con  estos  antecedentes  de  hecho, 
el  referido  Juez  fundándose  en  el  articulo  mil  ciento 
noventa  y  dos  del  Código  Civil,  dio  por  extinguida  la 
obligación  de  Noriega  Oria,  estimando  haberse  con- 
fundido en  él  los  derechos  de  acreedor  y  de  deudor  y 
en  consecuencia  lo  tuvo  por  separada  de  la  prosecu- 
ción del  juicio  declarándolo  fenecido  por  auto  de  diez 
de  Noviembre  del  año  último^  resolución  contra  la 
cual  interpuso  Sena,  recurso  de  reposición  el  que  sus- 
tanciado fué  declarado  sin  lugar,  por  el  de  veinte  de 
Noviembre  del  mismo  año. 

Resultando  que  interpuesto  recurso  de  apelación 
contra  esos  proveidos  por  el  repetido  Berra  le  fué  oido 
libremente  y  previa  la  sustanciación  correspondiente, 
se  celebró  la  vista  pública  el  veintinco  del  actuaL 

Considerando  que  según  el  párrafo  primero  del 
artículo  mil  ciento  noventa  y  dos  del  Código  Civil, 
quedará  extinguida  la  obligación  desde  que  se  reúnan 
en  una  misma  persona  los  conceptos  de  acreedor  y  de 
deudor. 

Considerando  que  los  derechos  que  ejercita  el  de- 
mandante pidiendo  que  se  condene  al  demandado  á 
rendirle  una  cuenta,  asi  como  también  á  que  le  de- 
vuelva un  pagaré  que  dice  haberle  satisfecho,  ofrecen 
la  singularidad:  el  primero,  de  tener  por  objeto  preci- 
samente averiguar  quién  es  el  acreedor  y  quién  el  deu- 
dor; particular  que  constituye  en  esencia  la  materia 
del  litigio,  y,  por  lo  que,  no  puede  atribuirse  á  ñinga- 
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ua  de  las  partes  upa  ú  otra  cualidad  mientms  no  que- 
de decidida  en  último  extremo  la  contienda;  y  el  se- 
gundo, la  de  tener  carácter  puramente  personal,  dado 
que  por  su  naturaleza,  obj^eto  6  motivo,  resulta  ser  de 
exclusivo  interés  para  el  que  lo  sustenta  y  no  puede 
sustituirse  en  él,  quien  como  el  demandado  no  trae 
causa  lícita  que  Je  permita  a<«umirse  la  personalidad 
del  actor  en  uso  de  ese.  especial  derecho;  pues  los  que 
de  éste  pudiera  haber  adquirido  el  demandado  y  que 
acredita  con  el  documento  que  presenta,  no  pueden 
ser  otros  que  los  que  se  declara  en  definitiva  á  favor 
del  demandante  por  consecuencia  de  e^te  pleito;  pero, 
no  los  que  consiten  en  !a  facultad  que  ejercita,  pidien- 
do la  rendición  de  una  cuenta  y  la  devolución  de  un 
documento.  * 

.  (3onsi<)eraudo  que  no  habiendo  procedido  ninguna 
de  las  partes  con  temeridad  ó  mala  fé  no  procede  ha- 
cer especial  declaración  sobi-e  el  pago  de  las  costas. 

Se  revoca  el  auto  apelado  de  diez  de  Noviembre 
del  año  último  y  su  concordante  del  veinte  del  mismo 
mes  y  año;  sin  especial  condenación  de  costas;  y  en 
consecuencia  continúe  el  Juez  la  sustanciación  del  jui- 
cio con  arreglo  á  derecho. 

Así  lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magis- 
trados del  margen,  ante  mí:  certifico.-— José  Várela. 
— E!  Magistrado  Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Várela. — Ambrosio  R. 
Morales.— Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. 


In£  ley.— Sent  42.-27  de  Junio.— Contratos.  (Oaceta 

Marzo  10,  190JÍ.) 

DOCTRINA:  Cuando  los  términos  de  un 
contrato  son  claro»  ha  de  atenderse  para  su  inte- 
ligencia al  sentido  liberal  de  los  mismos. 

Tratándose  de  una  obli>;ación  de  naturaleza  ex- 
cepcumal,  es  necesario,  para  aceptarla  como  com- 

Ínendidaenlos  términos  de  un  contrato,  que  aqué- 
la  resulte  claramente  pactada. 

No  ^  en  el  esurríto  de  conclusión,  sino  en  los  de 
demanda,  contestación,  réplica  y  diáplica,  donde 
se  fijan  los  puntos  que  la  sentencia  ha  de  resolver 
y  á  los  cuales  hay  que  atender  para  juzgar  de  la 
congruencia  de  aquélla. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintisiete  de  Junio 
de  mil  novecientos  tres  en  los  autos  del  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  procedente  del  Juzgado  y. 
Audiencia  de  Matanzas,  seguido  por  el  Presidente  del 

T.  6 —1904.— 17.  • 
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Gremio  de  Estivadores  y  jonialeros  de  dicha  ciudad  cod- 
tra  la  Sociedad  T.  Bea  y  Compañía,  de  la  misma  plaza, 
sobre  cumplimi'ento  de  contrato;  visto  en  este  Tribu- 
nal Bupremo  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
parte  actora  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  refe- 
rida, su  fecha  siete  de  Abril  del  año  en  curso. 

Primero.  Resultando  que  en  dicha  sentencia  se 
han  aceptado  los  fundamentos  de  hecho  de  la  dictada 
por  el  Juez  de  primera  instancia,  y  los  cuales  fundar 
me  utos  están  contenidos  en  los  siguientes  Resultandos: 

Documentos  unidos  A  la  demanda: 

Segundo.  Resultando  que  con  el  escrito  de  deman- 
da se  acompañaron^  los  documentos  que  acreditan  el 
carácter  de  Presidente  del  Gremio  de  Estivadores  y  jor- 
naleros de  esta  ciudad  del  demandante:  el  que  com- 
prueba el  acuerdo  de  ese  Grcjiño  para  establecer  esta  re- 
clamación judicial  y  autorización  á  su  Presidente,  Ote- 
Tardo  Cárdenas,  para  que  la  interponga :  el  poder  otor- 
gado al  Procurador  por  el  Presidente  Gerardo  Cárde- 
nas en  su  expresado  carácter:  Certificación  del  Se- 
cretario del  Gobierno  Civil,  expedida  en  cinco  de  Mar- 
zo do  mil  novecientos  uno,  con  vista  del  expediente 
relativo  á  la  huelga  del  Gremio  de  Estivadores  y  jor- 
naleros, referente  al  acta  levantada  en  trece  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  uno,  en  la  que  consta  que 
presente  en  ella  los  Sres.  Tiburcio  Bea,  Antonio  de 
Galíndez,  Leoncio  Serpa,  José  Lucís,  José  Lombar- 
do, Sixto  Lecuona,  Alfredo  Dubois  y  Serafín  Martí- 
nez, en  representación  de  las  Sociedades  Mercantiles 
q\ic  en  esta  plaza  giran  bajo  la  razón  social  "T.  Bea 
V  C%"  '^A.  Galíndez  y  Aldama/'  "Leoncio  Serpa  y  C%" 
'^Svicís  Gali  y  C%"  "lombardo  y  C%"  "Sainz  Martí- 
nez y  C*/'"  "Brinkerhoff  y  CV'  "Dubois  y  C%"  y  el  Sr. 
Asín  US  Leonbard,  como  representante  de  la  casa  navie- 
ra "^Munson  Steamship  Line/'  de  ima  parte  y  de  la 
otra  los  Sres.  Gerardo  Augusto  Cárdenas,  Presidente 
del  Gremio  de  Estivadores  y  jornaleros;  Ramón  Esta- 
choli.  Presidente  de  tumo  del  Centro  Obrero;  Valen- 
tín Schwoyor,  vocal  del  Gremio  de  Estivadores  y  Fran- 
cítM'o  de  Zayaí>,  Delegado  del  Centro  de  Obreros,  con  el 
cararter  que  especifican  los  cargos  citados  y  con  el  de 
mandatarios  expreso  además  de  los  Estivadores  y  jorna- 
leros del  río  San  Juan,  declarados  en  Inielga,  Y  después 
de  aliierta  por  el  Sr.  Gobernador  la  discusión  sobre  los 
jíuntos  motivo  de  la  liuelga  y  de  alegadas  por  las  partes 
sus  iipreeiaeiones,  á  virtud  de  las  indicaciones  de  los 
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Sres.  Alcalde  y  Gobernador,  fueron 'resueltas  las  dife^ 
rencias  con  la  aprobación  de  ambas  parte  quedando  fi- 
jada la  tarifa  de  ios  Estivadores  que  se  inserta  á  fojas 
nueve,  acordándose  volver  á  reunirse  para  tratar  de  las 
otras  tarifas.  El  Sr.  Dubois  manifestó  que  estaba  dis- 
puesto aceptar  en  la  parte  que  le  corresponde  la  tarifa 
pregentada  por  los  Gremios,  á  condición  de  que  se  co- 
menzaran en  su  almacén  los  trabajos  inmediatamente. 
Después  de  discusiones  y  observaciones,  se  acordó  que- 
dara fijada  la  tarifa  que  se  halla  á  fojas  trece  fijándose 
también  la  qué'  aparece  á  fojas  catorce  para  los  viajes 
desde  Matanzas  á  Baracoa  y  puertos  intermedios;  con 
manifestación  de  quedar  así  terminada  la  huelga. 

Tercero.  Eesultando  que  también  presentó  el  de- 
mandante la  certificación  que  obra  á  fojas  diez  y  seis, 
de  la  que  consta  que,  por  una  parte,  el  Sr.  T.  Bea  y 
Mr.  Arus  Tjeonhard:  el  primero  como  representante 
de  la  Sociedad  Comercial  de  esta  plaza,  T.  Bea  y  C* 
y  el  segundo  de  la  casa  naviera  de  Munson  Steam- 
ship  Line" ;  por  la  otra  parte,  el  Sr.  Gerardo  Cárdenas,^ 
•con  la  representación  del  Gremio  de  Estivadores  de 
esta  ciudad  con  el  fin  de  zanjar  diferencias  sur j idas 
entre  los  mencionados  señores  relativas  al  trabajo  á 
que  se  dedican  los  individuos  pertenecientes  á  dichos 
Gremios :  alegando  éstos  que  los  Sres.  T.  Bea  y  C*  y  el 
Sr.  I^onliard,  como  consignatarios  los  primeros  y  re- 
presentante ei  segundo  de  la  expresada  casa  naviera, 
empleaban  individuos  no  agremiados  para  los  trabajos 
antedichos;  y  después  de  discutido  suficientemente  el 
particular  se  convino,  primero:  no  emplear  en  lo  su- 
<5esivo  los  Sres.  T.  Bea  y  C*  y  el  Sr.  Leonhard  para 
aquellos  trabajos,  individuos  ajenos  al  gremio  men- 
cionado, conviniendo  además  el  iiltimo  de  dichos  se- 
ñores en  utilizar  hombres  pertenecientes  al  gremio, 
siempre  que  fuese  útil,  embarcar  trabajadores  de  ba- 
hía procedentes  de  esta  Capital,  hal)iendo  aceptado  el 
mismo  señor  la  renuncia  presentada  por  Cipriano  Sil- 
veira  como  trabajador  de  Bahía,  individuó  que  hasta 
entonces  empleara  en  tales  faenas.  Segundo:  la  repre- 
sentación del  gremio  *se  compromete  formalmente  á 
facilitar  á  los  Sres.  T.  Be¿  y  C*  y  al  Sr.  Li^onhard  el 
número  de  trabajadores  que  necesiten,  pudiendo  estos 
señores  ele.írir  entre  los  individuos  del  gremio  aquéllos 
que  más  les  convengan  á  los  trabajos  que  habrán  de 
ser  destinados,  sujetándose  unos  y  otros  á  la  tarifa  y 
condiciones  convenidas  con  fecha  trece  de  Febrero  pró- 
jximo  pasado:   Con  lo  cual   se  dio  por  terminada  la 
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reunión  en  Matanzas  á  trece  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos lino. 

Demanda: 

Cuarto.  Eesultando  que  también  presentó  el  de- 
maudante  certificación  del  acto  de  conciliacijn  celebra- 
do sin  acuerdo  de  las  pai*tes;  y  en  el  escrito  (le  deman- 
da que  obra  á  fojas  veinte,  consigna  JvH  hechos  que 
dicen: — Hechos. — Primero:  que  según  coíwííuío  (íele- 
brado  entre  varios  comerciantes  y  navieros  y  entre 
ellos  los  Sres.  T.  Bea  y  C*  en  trece  y  catorce  de  Febre- 
ro de  mil  novecientos  uno  y  de  otra  parte  la  repcesciita- 
ción  del  Gremio  de  Estibadores  y  jornaleros  dee:¿ta 
ciudad,  se  estipuló  que  todos  los  trabajos  de  cargas  j 
descargas  de  los  buques  consignados  á  dichos  señores  se 
llevarían  á  cabo,  precisamente,  por  los  individuos  del 
Gremio,  por  los  precios  fijados  en  las  tarifas  que  en 
dicho  contrato  quedó  establecido.  Segundo :  que  el  Gre- 
mio de  Estivadores  y  jornaleros  ha  cumplido  fielmente 
el  contrato,  presentándose  los  trabajadores  en  la  opor- 
tunidad y  lugar  que  se  le  ha  indicado,  sin  dar  lugar 
nunca  á  quejas,  ni  reclamaciones  de  ninguna  clase.  Ter- 
cero :  los  Sres.  T.  Bea  y  C*^  no  han  cumplido  lo  conve- 
nido, pues  faltando  al  contrato,  han  utilizado  para  sus 
operaciones  á  estivadores  y  jornaleros  extraños  al  Gre- 
niio,  ocasionándole  perjuicios  que  estiman  en  seiscien- 
tos pesos  en  oro.  Cuarto:  que  demandada  en  concilia- 
ción la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C*,  compareció  al  acto, 
imo  de  sus  gerentes,  el  Sr.  Tiburcio  Bea  y  TJrquijo,  ale- 
gando como  razón  de  la  irresponsabilidad  de  la  Socie- 
dad, que  él,  el  Sr.  Bea,  no  había  sido  el  que  utilizó  en 
las  operaciones  de  la  casa  trabajadores  extraños  y  neg6 
la  demanda."  Alegándose  como  fundamentos  de  derecho 
los  que  cre3Ó  el  demandante  convenientes  y  pidió  que 
en  definitiva,  se  condene  á  la  Sociedad  demandada  T. 
Bea  y  C*  á  que  cumpla  en  todas  sus  partes  el  contrato 
celebrado,  facilitando  todos  los  trabajos  que  en  el  con- 
trato ratificado  se  especifican  al  Gremio  de  Estibadores 
y  que  abone  al  mismo  Gremio  la  suma  de  seiscientos 
pesos  en  oro  en  que  estiman  los  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados por  los  trabajos  qu«  se  han  dado  á  otros  tra- 
bajadores extraños  al  Gremio  y  condenándoles  al  pago 
de  las  costas. 

Documentos  de  la  contestación: 

Quinto.  Eesultando  que  admitida  la  demanda  y 
emplazados  los  demandados  se  personaron  en  forma;  y. 
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por  el  escrito  de  fojas  treinta  y  seis,  acompañaron  la 
certificación  que  aparece  á  fojas  treinta  y  cuatro  expe- 
dida en  veinticinco  de  Febrero  de  mil  novecientos  dos 
por  el  Secretario  del  Gobierno  Civil  de  esta  Ciudad,  con 
vista  del  expediente  de  la  huelga  de  Bstivadores  y  jor- 
naleros de  esta  ciudad,  y  del  acta  levantada  en  dicho 
expediente^  en  catorce  de  Febrero  de  mil  novecientos 
uno,  en  cuya  certificación  se  expresa  que  las  firmas 
que  contiene  dicha  acta  son  las  siguientes:  M.  Sobrado 
Gobernador  Civil.  P.  S. — Dubois  C*-Brinkerhoff.— 
El  Presidente  accidental  de  la  Compañía  Azucarera 
Tiburcio  Bea, — Suris  Gali  y  C*. — A-mézaga  y  C*.— 
P.  P.  J.  Lombardo. — Antonio  Galíndez. — L.  Serpa. — 
A.  Leonhard.,  Superintendente  de  la  Munson  Line. — P. 
A.  P.  Casteleira. — D.  Lecuon^. —  Gerardo  A.  Cárde- 
nas.— Francisco  de  Zayas. — Ramón  Estacholi. — ^Valen- 
tín  Schweyer.  Por  dicho  documento  igualmente  se  cer- 
tifica con  vista  del  referido  expediente  qne  en  treinta  y 
uno  de  Julio  de  mil  novecientos  uno,  reunidos  en  el 
despacho  del  Sr.  Gobernador  Civil,  previa  convocatoria, 
por  una  parte  el  Sr.  Federico  Casteleiro,  en  represen- 
tación del  Sr.  Armus  Leonhard,  Superintendente  Ge- 
neral de  la  Munson  Line  Steamship,  y  de  la  otra  el  Sr. 
Gerardo  Cárdenas,  con  la  representación  del  Gremio  de 
Bstivadores  y  jornaleros  de  esta  ciudad,  con  el  objeto 
de  zanjar  diferencias  surgidas  entre  la  línea  y  el  Gre- 
mio de  Estivadores,  que  han  dado  lugar  á  gestiones  ju- 
diciales por  el  segundo,  deseosos  de  poner  fin  á  dichas 
diferencias  y  teniendo  en  cuenta  las  causas  que  la  han 
producido,  acordaron  después  de  mutnas  explicaciones 
y  de  excitaciones  hechas  por  el  Gobernador  Civil  en 
favor  de  la  armonía  entre  ambas  colectividades,  lo  si- 
guiente: Primero,  mantener  las  tarifas  convenidas  en 
trece  y  catorce  de  Febrero  último,  con  la  aclaración  de 
que  cuando  el  trabajo  en  días  laborales  y  festivos  no 
pasare  do  cuatro  horas  y  media  no  se  pagará  más  que 
medio  día.  Segundo :  mantener  los  compromisos  contraí- 
dos por  el  Gremio  de  Estivadores  y  por  la  línea  de 
Munson  *knte  el  Gobernador  Civil  en  trece  de  Marzo 
último.  Tercero :  dejar  en  libertad,  tanto  á  la  línea  Mtm- 
sos  como  al  Gremio  de  Estivadores  para  entenderse 
desligados  de  los  compromisos  contraídos  así  en  el  acta 
de  trece  y  catorce  de  Febrero,  como  en  la  de  trece  de 
Marzo,  después  del  primero  de  Octubre  próximo  veni- 
dero, siempre  que  se  notifique  con  un  mes  de  anticipa- 
ción por  una  y  otra  parte.  Y  Cuarto:  renunciar  recí- 
procrament^  á  dar  .por  terminada  toda  reclamación  orí- 
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ginada  en  las  diferencias  surgidas. — Nota:  entiéndase 
que  la  notificación  á  que  se  refiere  el  artículo  tercero  ha- 
brá de  hacerse  por  conducto  del  Sr.  Gobernador  Civil. 
— Aparece  también  que  en  diez  y  seis  de  Octubre  de 
**  mil  novecientos  uno,  Armus  Leonhard,  Superintendente 

de  Munson  Line,  remitió  por  conducto  del  Sr.  Goberna- 
dor Civil  de  esta  ciudad  la  notificación  convenida  en  el 
artículo  tercero  del  artículo  antes  mencionado  para  que- 
dar desligada.de  los  compromisos  á  que  el  mismo  se  re- 
fiere, y  consta  también  que  en  diez  y  nueve  de  Octubre 
*  de  mil  novecientos  uno  el  Presidente  del  Gremio  de  Es- 

tibadores acusó  recibo  al  Sr.  Gobernador  Civil  de  la 
notificación  anteriormente  mencionada. 

Contestación: 

Sexto.  Kesultando  que  por  el  citado  escrito  de  fo- 
jas treinta  y  seis  los  demandados  T.  Bea  y  C*  contesta- 
ron la  demanda,  presentando  los  hechos  que  dicen  r  Pri- 
mero: En  las  reuniones  que  celebraron  el  año  pasado 
en  el  mes  de  Febrero,  la  rjepresentación  del  Gremio  de 
Estivadores  y  jornaleros  de  esta  ciudad  y  los  almacenis; 
tas  y  comerciantes  dedicados  á  depósito  de  frutos,  lan- 
chajes y  remolques;  con  asistencia  además  del  repre- 
sentante de  la  línea  de  Vapores  Munson  Steamship 
Line,  se  llegaron  á  varios  acuerdos  y  entre  éstos,  á  la 
aceptación  de  una  tarifa  de  precio  que  debían  pagar  los 
segundos  á  los  primeros  por  los  trabajos  que  efectua- 
ran. Esto  está  comprobado  con  el  documento  que  se 
acompaña  á  la  demanda. — Segundo:  Al  acto  asistió  el 
Sr.  Tiburcio  Bea  y  ürquijo,  que  entonces  tenía  dos  car- 
gos importantes,  el  de  Genrente  de  la  Sociedad  en  co- 
mandita de  T.  Bea  y  C%  demandada  en  este  juicio,  y  el 
de  Presidente  de  la  Compañía  Azucarera  de  Matanzas^ 
cuyo  cargo  ejercía  interinamente. — Suponiéndose  equi- 
vocadamente, al  rdactarse  el  acta  que  concurría  asu- 
miendo la  representación  de  la  primera  Sociedad,  así 
se  consignó;  pero  al  leerse  lüzo  observar  el  error  co- 
metido y  se  dio  por  rectificado,  firmando  el  acta  con  el 
único  carácter  que  tenía  en  la  reunión :  el  de  Pi-esidente 
interino  de  la  citada  Compañía  Azucarera  de  Matan- 
zas.— Así  lo  hizo  y  la  Sociedad  de  '1\  Bea  y  C%  no  fir- 
mó el  acta  ni  aceptó,  en  su  consecuencia,  los  acuerdos 
celebrados. — Compruebo  este  heclio  con  el  primer  pá- 
rrafo de  la  certificación  del  Gobierno  Civil  que  acom- 
paño á  este  escrito.  Tercero:  Nuevas  dificultades  que 
surgieron  con  el  Gremio  de  Estivadores  dieron  lugar  á 
otra  reunión  ante  el  Sr.  Gobernador,  Civil  que  tuvo  lu- 
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gar  e]  trece  de  Marzo  con  asitencia  de  las  representacio- 
nes del  Gremio  dicho,  de  la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C% 
demandada,  y  de  la  Munson  Steaitiship  Line;  y  dio  por 
resultado  que  ésta  última  conviniera  en  utilizar  para 
los  trabajos  de  sus  vapores  á  los  jornaleros  agremiados, 
quedando  á  ello  obligados  mis  clientes  como  consigna- 
tarios que  son  de  los  mismos,  porque  con  este  carácter 
concurrieron  al  acto. — Así  se  ve  en  otro  documento 
que  se  acompaña  á  la  demanda.  Cuarto :  Pero  el  trein- 
ta y  uno  de  Julio  se  celebra  otra  reunión  más  ante  el 
Sr.  Gobernador  con  la  concurrencia  del  representante 
del  Gremio  de  Estivadores  del  Munson  Steamship 
L¿ne;  y  entre  otras  cosas  se  acordó  dejar  en  libertad, 
tanto  á  la  línea  de  Munson,  como^al  Gremio  de  Estiba- 
dores, para  entenderse  desligados  de  los  compromisos 
contraídos  así  en  el  acta  de  trece  y  catorce  de  Febrero, 
como  en  la  de  trece  de  Marzo,  después  del  primero  de 
Octubre,  siempre  que  se  notificara  con  un  mes  de  anti- 
cipación por  una  y  otra  parte.  Quinto :  En  el  ejercicio 
de  este  derecho  el  diez  y  seis  de  Octubre  la  representa- 
ción de  la  Munson  Steamship  Line  notificó  por  conduc- 
to del  Sr.  Gobernador  Civil  al  Presidente  del  Gremio  de 
Estibadores  que  quedaba  desligado  de  todo  compromiso 
con  éste  y  en  libertad  de  emplear  en  sus  vapores,  consi- 
guientemente, los  jornaleros  que  le  convinieran.  Sex- 
to :^  El  Presidente  del  Gremio  dio  por  hecha  y  en  la  for- 
ma establecida  y  á  los  efectos  indicados  la  notificación 
referida. — Este  extremo  y  los  dos  hechos  anteriores  que- 
dan debidamente  comprobados  con  el  segundo  párrafo 
de  la  certificación  del  Gobierno  Civil  que  acompaño  á 
este  escrito.  Séptimo :  Los  acuerdos  tomados  en  la  reu- 
nión que  comenzó  el  trece  de  Marzo  y  concluyó  el  ca- 
torce, no  tiene  más  alcance,  según  opinión  expuesta  al 
cerrarse  el  acta  por  el  Sr.  Gobernador  Civil,  porque 
nada  se  consiguió  con  ella,  sino  dar  carácter  oficial  y 
obligatorio  para  las  partes  á  los  precios  de  la  tarifa 
aceptada,  los  cuales  no  podían  ser  alterados  individual- 
mente siempre  que  se  trataran  de  agremiados  y  comer- 
ciantes establecidos  para  el  giro  á  que  dicha  tarifa  se 
refiere,  entendiéndose  proferido  en  todos  los  casos  á  los 
agremiados.  Octavo:  Estos  acuerdos  no  pueden  obligar 
á  la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C*  que  no  los  tomó,  ni  menos 
los  aceptó;  pero  aun  cuando  así  no  fuera,  para  que  á 
ellos  hubiera  faltado,  es  requisito  indispensable  que  los 
precios  de  las  tarifas  los  hubiera  alterado,  no  colectiva, 
sino  individualmente,  que  la  alteración  hubiera  tenido 
lugar  con  trabajodres   pertenecientes   al   gremio,   que 
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esa  Socidad  se  dedicara  á  algimo  de  los  giros  á  que 
la  tarifa  se  refiere  y  que  en  igualdad  de  condiciones 
hubiera  dejado  de  dar  preferencia  á  los  agremiados; 
circunstancias  todas  que  deben  de  concurrir  de  consu- 
no; y  cuya  existencia  é  infracción  corresponde  probar 
al  demandante.  Noveno:  En  la  demanda  no  se  consig- 
nan específicamente  los  hechos  que  á  juicio  del  actor 
constituj^en  las  infracciones  que  supone  cometidas  y 
que  sirven  de  fundamento  á  la  indemnización  que  pide. 
Décimo:  Es  manifiesta  la  temeridad  con  que  se  proce- 
de en  este  pleito.  Undécimo:  Niego  los  tres  primeros 
hechos  de  la  demanda;  y  acepto  el  cuarto  en  cuanto  á 
haberse  celebrado  el  acto  de  conciliación,  pero  no  con 
relación  á  la  manifestación  que  se  dice  hecha  por  el  Sr. 
Tiburcio  Bea,  apareciendo  de  la  certificación  del  acta 
que  se  acompaña  á  la  demanda  lo  que  realmente  consig- 
nó en  aquel  acto,  que  es  bien  distinto.  Y  termina  la  re- 
presentación de  los  Sres.  T.  Bea  y  C*,  sociedad  en  co- 
mandita, después  de  alegar  los  fundamentos  de  dere- 
cho que  tuvo  por  conveniente,  manifestando  que,  te- 
ñiéndose por  acompañados  el  documento  antes  referido 
y  las  copias  procedentes,  se  diera  por  contestada  la  de- 
manda y  pidió  al  Juzgado  declarase  con  lugar  las  ex- 
cepciones alegadas,  absolviendo  de  ella  á  la  sociedad 
deferida  que  representa;  así  como  que  se  condenara  al 
actor  á  perpetuo  silencio  con  las  costas  por  la  temeri- 
dad con  que  ha  procedido. 

Séptimo.  Resultando  que  por  el  proveído  de  fo- 
jas cuarenta  y  una  se  tuvo  por  presentado  el  anterior 
crito  y  documentos  acompañados  con  sus  copia=5,  por 
contestada  la  demanda  y  por  alegadas  las  excepcicaies 
que  el  mismo  expresa,  confiriéndose  traslado  de  la 
contestación  al  actor  por  término  de  diez  días  para  re- 
plicar; cuyo  proveído  se  notificó  en  forma  legal  á  las 
partes  de  este  juicio. 

Octavó.  Resultando  que  la  representación  del  de- 
mandante. Procurador  Gabriel  Simeón,  por  el  escrito 
de  fojas  cuarenta  y  dos  desistió  voluntariamente  de  la 
representación  que  ostenta  en  estos  autos,  pidiendo  se 
le  hiciera  así  saber  á  su  poderdante  Gerardo  Cárdenas, 
én  su  carácter  de  Presidente  del  Gremio  de  Estivadores 
y  jornaleros  de  esta  ciudad,  á  sus  efectos,  teniéndosele 
por  desistido  proveyéndose  de  conformidad  la  renuncia 
hecha  por  el  Procurador  Simeón  del  poder  con  que  ve- 
nía representando  en  estos  autos  al  demandante;  cuyo 
proveído  se  notificó  al  renunciante,  parte  actora  y  po- 
derdante de  la  sociedad  demandada,  teniéndose  por  ce- 
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sada  dicha  representación  en  este  juicio  por  providen- 
cia de  fojas  cuarenta  y  tres,  la  cual  asimismo  fué  notifi- 
cada á  todos  los  interesados. 

Réplica: 

Noveno.  Kesultando  que  la  parte  actora  por  el 
escrito  de  fojas  cuarenta  y  cuatro  cumplió  el  trámite  de 
réplica  que  le  fué  conferido  consignando  los  hechos  si- 
guientes:— Primero:  Reproduzco  los  del  escrito  de  de- 
manda.— Segundo:  No  es  cierto  que  el  Sr.  Tiburcio 
Bea  concurriese,  solo  como  representante  v  ó  Presidente 
de  la  Compañía  Azucarera,  pues  concurrió  como  Geren- 
te de  la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C*  que  es  la  consignataria 
de  casas  navieras  que  eran  con  las  que  tenían  que  en- 
tenderse ¡08  estibadores. — Tercero:  Tampoco  es  cierto 
como  afirma  después  la  sociedad  demandada,  que  0i 
concurrrió,  fué  sólo  como  consignataria  de  la  casa  na- 
viera Munson  Steamship  Line. — Cuarto:  Es  manifies- 
ta la  temeridad  de  la  Sociedad  demandada. — Quinto: 
Niega,  los  hechos  expuestos  por  la  sociedad  demandada, 
en  todo  cuanto  se  opongan  á  los  que  dejo  consignados  en 
este  escrito  y  en  el  de  demanda. — Alegó  los  fundamentos 
de  derecho  que  estimó  conveniente  y  pidió  que  se  tu- 
viera por  satisfecho  dicho  trámite  de  réplica  y  por  fija- 
dos definitivamente  los  hechos  del  debate,  así  como  que 
en  su  oportunidad  se  abriera  á  prueba  el  juicio  y  con 
su  resultado  se  fallara  según  lo  solicitado. 

Décimo.  Eeeultando  que  al  anterior  escrito  recayó 
la  providencia  de  fojas  cincuenta,  teniéndose  por  satis- 
fecho el  trámite  de  réplica  y  disponiéndose  que  con  la 
entrega  de  la  copia  del  mismo  escrito  á  los  demandados 
se  confiera  á  éstos  traslado  para  duplica  por  término 
de  diez  días. 

Décimoprimero.  Resultando  que  el  Procurador  de 
los  demandados  por  el  escrito  de  fojas  cincuenta  y  una, 
solicitó  se  prorrogara  el  término  concedido  para  el  trá- 
mite de  duplica  á  cinco  días  más,  en  virtud  de  que  el 
Letrado  que  lo  dirige  no  ha  podido  redactar  aún  el  es- 
crito por  haber  estado  en  estos  días  desempeñando  el 
cargo  de  Magistrado  Suplente  de  esta  Audiencia,  car- 
go recargado  de  trabajo  con  motivo  del  indulto  recien- 
temente otorgado,  fundando  además  dicha  petición  en 
que  siendo  dicho  término  de  los  prorrogables  y  en  que 
este  escrito  se  presenta  antes  de  vencer  el  ordinario  con- 
cedido; á  cuyo  escrito  recayó  providencia  de  conformi- 
dad con  lo  solicitado. 
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DUPLICA: 

Décimosegundo.  Resultando  que  por  el  escrito  de 
fojas  cincuenta  y  tres  la  representación  de  la  sociedad 
demandada  satisfizo  el  trámite  de  duplica,  consignando 
los  hechos  siguientes:  Hechos. — ^Doy  por  reproducido 
los  once  que  contiene  mi  escrito  de  contestación. — Duo- 
décimo. Los  Estivadores  de  los  buques  no  son  contra- 
tados por  sus  consignatarios  sino  por  los  Capitanes  de 
ellos,  y  tan  sabe  esto  el  demandante  que  para  poder  obli- 
gar á  los  vapores  de  la  Munson  Steamship  Line  á  que 
tomara  los  estibadores  del  gremio  que  aquél  represen- 
ta se  hizo  necesario  hacer  aceptar  los  acuerdos  tomados 
al  representante  de  esta  línea,  no  obstante  ser  permanen- 
temente sus  consignatarios  mis  clientes  T.  Bea  y  C*. — 
Decimotercero:  Niego  los  hechos  del  escrito  de  réplica. 
— Alegó  los  fundamentos  de  derecho  que  creyó  conve- 
niente, pidiendo  que  en  definitiva  se  dictara  sentencia 
en  los  términos  solicitados  y  que  son  los  de  justicia.  Por 
un  otrosí  mostró  su  conformidad  en  que  este  pleito  se 
abra  á  prueba  y  que  se  tuviera  por  hecha  esta  manifes- 
tación á  sus  efectos. 

Decimotercero.  Besultando  que  el  Juzgado  por 
providencia  del  día  doce  de  Mayo  último,  recibió  á  prue- 
ba este  pleito,  señalando  el  término  de  veinte  días  impro- 
rrogables para  que  las  partes  propusieran  las  que  les  in- 
terese, la  cual  se  le  notificó  á  las  mismas. 

Decimocuarto.  Resultando  que  con  fecha  doce  de 
Junio  último,  el  actuario  informó  que  en  el  día  de  ayer 
vencieron  los  tres  días  que  señala  el  artículo  quinientos 
sesenta  y  siete  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil,  con 
los  cuales  se  amplió  el  término  de  veinte  días  señalado 
para  el  período  de  promoción  de  pruebas,  por  haber  las 
partes  propuesto  las  que  les  interesaban'  el  último  día  de 
dicho  período  designado  para  ello,  dictándose  providen- 
cia en  la  fecha  de  ese  informe  por  lo  que  se  declara  cerra- 
do definitivamente  el  primer  período  de  prueba  en  este 
juicio  y  se  abre  el  segundo  por  el  de  treinta  días  para  la 
práctica  de  las  pruebas  propuestas  por  las  partes,  dispo- 
niéndose además  se  diera  cuenta  con  los  respectivos  cua- 
dernos para  proveer  lo  conducente. 

Prueba : 

Decimoquinto.  Resultando  que  por  parte  del  ac- 
tor y  duraute  el  período  de  prueba  se  presentó  el  escrito 
de  fojas  cincuenta  y  siete,  reproduciendo  el  mérito  favo- 
rable de  autos :  la  cláusula  sexta  de  la  escritura  de  cons- 
titución de  la  Sociedad  IVI^reantil  de  T.  Bea  y  C*  que 
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consta  del  testimonio  de  poder  presentado  por  el  Procu- 
rador de  los  demandados,  tendente  á  justificar  que  en 
la  fecha  del  contrato,  origen  de  este  pleito,  el  Sr.  Tibur- 
cio  Bea  y  ürquijo  era  Gerente  y  llevaba  la  representa- 
ción de  la  sociedad  referida:  la  de  confesión  judicial 
para  que  bajo  juramento  indecisorio  absuelva  posicio- 
nes el  Sr.  Tiburcio  Bea,  Gerente  de  los  Sres.  T.  Bea  y 
C*:  la  documental  referentes  á  los  acompañados  con  el 
escrito  de  demanda;  que  se  dirija  comunicación  al  Sr. 
Administrador  de  Aduana  y  Capitán  del  Puerto,  á  fin 
de  que  con  citación  contraria  se  certifique  los  buques  en* 
irados  en  puerto  desde  veinte  y  uno  de  Noviembre  á  diez 
y  siete  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado,  consigna- 
dos á  los  Sres.  T.  Bea  y  C* ;  que  por  el  actuario  se  pon- 
ga certificación  de  los  asientos  que  consten  de  los  La- 
bros de  los  Sres.  T.  Bea  y  C*  relativos  á  los  gastos,  cos-^ 
tos,  fletes  causados  y  devengados  por  el  vapor  "Curyti- 
ba'^  desde  su  entrada  en  veintiuno  de  Noviembre  último 
hasta  su  salida;  del  vapor  "Europa"  desde  su  entrada 
en  veintinueve  de  Noviembre  hasta  su  salida ;  del  vapor 
"Curytiba"  desde  que  entró  en  cuatro  de  Diciembre  has- 
ta su  salida;  del  vapor  "Olinda"  desde  su  entrada  en  seis 
de  Diciembre  hasta  su  salida;  del  vapor  "Vivina'*  desde 
que  entró  en  ocho  de  Diciembre  hasta  su  salida  y  del  va- 
por "Olinda"  que  entró  en  diez  y  seis  de  Diciembre  últi- 
mo, cuya  prueba  también  solicita  que  se  verifique  con  ci- 
tación contraria;  así  como  que  en  el  caso  de  que  no  cons- 
te detallada  con  toda  claridad  lo  que  se  abonó  á  los  tra- 
bajadores que  se  ocuparon  en  la  descarga  de  esos  buques, 
se  requiera  á  la  Sociedad  para  que  presente  los  libros  6 
libretas  en  que  aparezca  dicho  pago,  poniéndose  certi- 
ficación en  autos. — A  cuyo  escrito  recayó  la  providencia 
de  siete  de  Julio  último,  por  la  cual  se  ordena  se  entre- 
gue la  copia  del  mismo  á  la  contraparte  y  que  transcu- 
rrido que  sea  el  término  que  señala  el  artículo  quinientos 
sesenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  se  dé 
cuenta  para  prever  lo  que  proceda. 

Decimosexto.  Eesultando  que  admitida  la  prpeba 
de  confesión  propuesta  por  el  actor,  se  señaló  para  reci- 
birla día  y  hora,  citándose  al  Sr.  Tiburcio  Bea  para  el 
acto,  al  que  concurrió,  asistido  de  su  Abogado  director 
Ledo.  Alvaro  Labastida,  ostentando  el  carácter  de  Ge- 
rente de  T.  Bea  y  C*  y  también  asistió  Gerardo  Cárde- 
nas, con  el  que  figura  en  estos  autos ;  y  habiéndose  decla- 
rado pertinentes  las  preguntas  del  pliego  de  posiciones 
presentado  por  el  actor,  se  examinó  en  forma  legal  al 
Sr.  Bea  á  tenor  de  las  mismas,  declarando:  A  la  pri- 
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mera :  que  es  cierto  que  es  Gerente  de  la  Sociedad  Mer- 
cantil que  gira  en  esta  plaza  bajo  la  razón  social  de  T. 
Bea  y  C*  y  como  tal  Grerente,  tiene  la  representación  bas- 
tante para  obligar  á  la  sociedad  al  cumplimiento  de  to- 
das las  obligaciones  que  contraiga  y  de  todos  los  contra- 
tos que  celebre. — A  la  segunda :  que  es  cierto  que  en  los 
álñtí  trece  y  catorce  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno  y 
treinta  y  uno  de  Julio  del  mismo  año,  el  que  contesta 
era,  Gerente  de  la  Sociedad  T.  Bea  y  C*  y  estaba  en  la 
plenitud  de  todas  las  facultades  que  se  le  confirieron  en 
Ta  escritura  de  constitución  de  la  sckíiedad,  sin  limitación 
alguna. — A  la  tercera:  poniéndosele  de  manifiesto  y 
dí'indoselfi  lectura  al  contrato  que  en  copia  certificada 
obra  á  fojas  cinco  de  estos  autos,  dijo:  que  es  cierto  que 
todas  cuantas  estipulaciones,  tarifas  y  obligaciones  apa- 
TvcQU  en  dicho  contrato,  fueron  discutidas  y  aceptadas 
por  el  declarante,  así  como  por  los  demás  señores  que 
figuran  en  el  mismo;  pero  que  fué  con  el  carácter  de 
Presidente  de  la  Compañía  Azucarera. — A  la  cuarta: 
para  que  diga  como  es  cierto,  que  siendo  la  Compañía 
Azucarera  una  Compañía  Anónima  y  no  siendo  el  ob- 
jeto del  contrato  que  se  le  acaba  de  leer  de  los  compren- 
didos en  los  negocios  y  operaciones  determinados  en  los 
Estatutos  de  la  Sociedad,  no  ha  podido  contratar,  á 
nombre  de  ésta,  sin  estar  expresamente  autorizado  en 
jiinta  general  de  accionistas,  contestó:  que  no  ha  con- 
tratado sino  aceptado  las  condiciones  que  se  le  impu- 
sieron.— ^A  la  quinta:  para  que  diga  cómo  es  verdad 
que  la  Compañía  Azucarera  no  ha  celebrado  junta  gene- 
raí  de  accionista,  ni  ninguna  otra,  en  la  que  se  autori- 
zase contraer  las  obligaciones  formalizadas  en  el  contrato 
de  trece  y  catorce  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno, 
y  en  otro  caéo  exprese  la  fecha  en  que  se  celebró  dicha 
junta  y  lugar  en  que  tuvo  efecto,  contestó:  que  no  ha 
celebrado  junta  general  la  Compañía  ni  ninguna  otra 
con  ese  objeto. — A  la  sexta :  para  que  diga  como  es  cier- 
to que  el  que  declara  no  era  Presidente  efectivo  ó  soa- 
se en  propiedad  de  la  Compañía  Azucarera,  en  los  me- 
ses de  Enero  y  Febrero  de  mil  novecientos  uno,  contes- 
tó :  que  era  Presidente  accidental. — A  la  séptima :  para 
que  diga  como  es  cierto  que  celebrado  el  contrato  de  trece 
y  catorce  de  Febrero,  continuaron  los  indi\iduos  del 
Gremio  de  Estivadores  haciendo  las  descargas  de  buques 
y  demás  trabajos  de  la  casa,  y  que  los  cobros  del  importe 
de  dichos  trabajos,  los  hacían  en  el  escritorio  de  los  Sres. 
T.  Bea  y  C*,  calle  de  Independencia,  esquina  á  Matan- 
zas, pagándoseles  con  el  dinero  de  la  caja  de  esta  socie- 
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dad,  contestó :  que  ignora  quiénes  sovl  los  individuos  que 
trabajan  á  bordo,  pues  de  eso  se  ocupa  los  dependientes 
y  empleados  de  la  casa  D.  Miguel  de  la  Torre  y  que  res- 
pecto al  segundo  extremo  que  es  cierto.^ — A  la  octava: 
que  es  cierto  que  la  Sociedad  T.  Bea  y  C*  es  consignata- 
ria  de  los  vapores  "Curytiba,"  "Europa/^  "Olinda"  y 
'"^Vivina/^  y  por  lo  tanto  es  guien  corre  con  todos  los  gas- 
tos que  ocasione  su  entrada  y  estancia  en  el  puerto  de 
lh|ptanzas.~^A  la  novena:  para  que  diga  como  es  cierto 
que  en  las  descargas  de  cada  uno  de  esos  buques  y  en  sv 
estiba  se  abonan  á  los  individuos  que  se  ocupan  en  esa 
operación,  más  de  doscientos  pesos  en  oro  cada  vez  que 
entran  en  puerto  a  descargar  y  cargar,  contestó ;  que  lo 
ignora,  porque  depende  de  la  carga  que  traiga  el  buque, 
por  lo  que  no  lo  puede  precisar  en  este  momento. — ^A  la 
décima:  para  que  diga  como  es  verdad  que  en  las  en- 
tradas de  esos  vapores,  en  veintiuno  de  Noviembre,  vein- 
tinueve de  Noviembre  y  cuatro,  seis,  ocho  y  diez  y  seis 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno  aJ  hacerse  la  des- 
carga, carga  y  estiba  no  utilizó  á  íos  individuos  del  Gre- 
Hiio  de  Estibadores  de  esta  ciudad  y  si  llamó  y  utilizó 
trabajadores  extraños  á  dicho  gremio,  contestó:  que  lo 
ignora  porque  no  estaba  aquí  en  parte  de  esas  fechas. — 
A  la  décimaprimera :  que  no  es  cierto  que  la  Sociedad  T. 
Bea  y  C*  haya  dejado  de  cumplir  el  contrato  de  trece  y 
catorce  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno  ni  ha  priva- 
do del  importe  de  la  descarga,  carga  y  estiba  de  los  bu- 
ques antes  dichos,  á  los  indiviluos  del  gremio,  cuyo  im- 
porte asciende  á  la  suma  de  seiscientos  pesos. — ^A  la  dé- 
cimasegunda  y  intima,  para  que  diga  como  es  cierto  que 
por  parte  del  Gremio  de  Estivadores  siempre  se  le  iia 
facilitado  los  individuos  que  se  han  necesitado,  cobran- 
do los  precios  estipulados  en  las  tarifas,  contestó:  que 
lo  ignora  porqtie  los  Capitanes  de  los  buques  son  los  que 
se  encargan  de  buscar  los  trabajadores. 

Decimoséptimo.  Resultanlo  que,  según  la  certifi- 
cación del  Sr.  Administrador  de  Aduana  de  esta  ciudad, 
aparece  que  los  Sres.  T.  Bea  y  C*,  de  este  comercio,  des- 
de, veintiuno  de  Noviembre  hasta  diez  y  siete  de  Di- 
ciembre; ambos  inclusives  de  mil  novecientos  uno,  han 
hecho  como  consigantarios,  las  siguientes  entradas  de 
buques  de  travesía  en  esta  forma. — Noviembre  último: 
vapor  cubano  "Curytiba/^ — Noviembre  veintinueve:  va- 
por noruego  "Europa." — Diciembre  cuatro :  vapor  cuba- 
no "Cursiiba.^' — Diciembre  seis:  vapor  cubano  "OHn- 
da." — Diciembre  ocho,  vapor  español  "Vivina.'^ — Di- 
ciembre diez  y  seis:  vapor  cubano  "Olinda.'^ 
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Décimooctavo.  Resultando  del  examen  practicado 
en  los  libros  de  la  sociedad  T.  Bea  y  C*  en  virtud  de  lo 
solicitado  por  el  actor  como  parte  de  su  prueba,  que,  se- 
gún aparece  de  las  diligencias  de  fojas  sesenta  y  ocho  á 
la  setenta  y  una  vuelta  de  los  autos,  el  vapor  "Curytiba^' 
ocasionó  los  gastos  siguientes: — Los  de  puerto  formado 
por  diversas  partidas  que  dan  un  total  de  cuatrocientos 
treinta  y  un  pesos  un  centavo — los  de  cargamento— ppr 
estiba  doscientos  ochenta  y  cuatro  pesos  cuarenta  y  cua- 
tro centavos  de  entrada  y  noventa  y  dos  pesos  noventa  y 
nueve  pentavos  de  salida,  y  los  de  fletes:  por  entrada 
cuatrocientos  diez  pesos  diez  y  siete  centavos,  y  por  sa- 
lida cinco  pesos. — El  vapor  "Europa"  originó  los  si- 
guientes :  gastos  de  puerto :  ochenta  y  ocho  pesos  noven- 
ta y  cinco  centavos,  de  estiba,  doscientos  treinta  y  dos 
pesos  cuarenta  centavos,  de  cargamento,  en  su  totalidad 
quinientos  noventa  y  un  pesos  veinticinco  centavos,  y 
por  otros,  sin  que  se  exprese  su  concepto,  cuatro  pesos 
ochenta  centavos;  cuyo  vapor  entró  en  este  puerto  el 
veintinueve  do  Noviembre  de  mil  novecientos  uno  y  sa- 
lió al  día  siguiente,  sin  que  de  la  cuenta  del  mismo  antes 
mencionada  exista  partida  al  gima  por  razón  de  fletes, 
según  se  expresa  en  las  diligencias  practicadas  con  mo- 
tivo de  la  prueba  aludida,  constando  también  de  ellas 
que,  en  vista  de  no  aparecer  del  libro  que  se  examinaba 
la  nueva  cuenta  del  vapor  "Curvtiba,"  citada  por  el  ac- 
tor como  entrado  en  cuatro  de  Diciembre  se  inquirió  del 
Sr.  Juan  Landeta,  Gerente  de  la  Sociedad  T.  Bea  y  O 
respecto  de  esa  cuenta,  manifestando:  que  dicho  vapor 
salió  precisamente  el  día  cuatro  de  Diciembre  de  este 
puerto  y  que  por  lo  tanto  mal  podía  haber  entrado  ese 
mismo  día  cuando  no  lo  hizo  de  arribada. — El  vapor 
^^Olinda,"  que  entró  el  seis  de  Diciembre  y  salió  el  diez 
y  seis,  hizo  las  siguientes  cuentas :  gastos  de  entrada  de 
puerto,  ciento  seis  pesos  cincuenta  y  un  centavos,  de  es- 
tiba doscientos  veintisiete  pesos  noventa  y  siete  centavos, 
de  cargamento  en  su  totalidad  seiscientos  cuarenta  y 
nueve  pesos  noventa  y  cinco  centavos ;  y  de  fletes  ciento 
sesenta  y  tros  posos  cincuenta  y  siete  centavos. — Gastos 
de  salida  de  puerto,  ochenta  y  dos  pesos  veintidós  centa- 
vos, de  estiba  cincuenta  y  ocho  pesos,  noventa  y  dos  cen- 
tavos, de  cargamento  en  su  totalidad  sesenta  y  un  pesos 
sesenta  y  un  centavos  y  de  fletes  cincuenta  y  seis  pesos 
ochenta  y  cinco  centavos. — El  vapor  *"Vivina''  que  en- 
tró el  ocho  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno,  formó 
la  cuenta  siguiente: — Por  fletes,  seiscientos  sesenta  y  un 
pesoH  treinta  y  un  ccnitavos,  por  gasto-s  de  puerto,  cuatro 
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partidas  que  suman  setenta  y  dos  pesos  sesenta  y  siete 
centavos,  un  vale  por  jornales,  trece  pesos  setenta  y  cin- 
co centavos  y  otras  varias  partidas  por  distintoss  concep- 
tos, siendo  dichos  gastos,  en  su  totalidad,  de  ciento  cua- 
renta y  siete  pesos  cuarenta  y  cinco  centavos. — Del  pro- 
pio modo  consta  de  las  referidas  diligencias,  que,  habién- 
dose solicitado  la  cuenta  del  vapor  "Olinda"  que  se  dice 
entró  en  este  puerto  el  día  diez  y  seis  de  Diciembre,  el 
Sr.  Landeta,  expuso :  que  ese  vapor  salió  de  este  puerto 
precisamente,  en  dicha  fecha,  agregando  además  otros 
particulares  referentes  á  la  forma  ó  práctica  que  se  em- 
plea por  la  sociedad  con  la  línea  de  Munson  para  rendir 
la  cuenta  por  viaje  completo. 

Decimonoveno.  Resultando  que  además  de  las  ante- 
riores pruebas  que  se  practicaron  á  instancia  del  actor, 
propuso  las  que  expresa  el  escrito  de  fojas  sesenta  de 
los  autos,  las  cuales  también  se  practicaron  y  dieron  el 
resultado  siguiente:  Del  oficio  dirigido  al  Sr.  Alcalde 
Municipal  que  la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C*  figura  como 
contribuyente  á  este  municipio  por  concepto  de  Almacén 
de  efectos  de  ferretería,  Comerciantes,  Banqueros  y  Al- 
macén de  Carbón  Mineral  en  Independencia  diez  y  siete 
y  asimismo  por  concepto  de  fincas  urbana?,  las  cuales  re- 
laciona. Del  mandamiento  dirigido  al  Registrador  de  la 
Propiedad  y  Encargado  del  Registro  Mercantil ;  que  en 
el  mes  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno,  constaba  ins- 
crita la  sociedad  anónima  denominada  Compañía  Azu- 
carera de  Matanzas,  antes  Bea,  Bellido  y  C*,  con  domici- 
lio en  esta  ciudad,  y  que  la  sociedad  mercantil  en  coman- 
dita de  T.  Bea  y  C*  de  esta  plaza,  constaba  también  ins- 
cripta jen  el  mes  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno,  sien- 
do uno  de  sus  gerenttís  D.  Tiburcio  Bea  y  Urquijo,  Del 
oficio  dirigido  al  Sr.  Gobernador  Civil  de  esta  Provincia : 
que  del  Libro  registro  de  asociaciones  que  se  lleva  en 
el  Gobierno,  no  aparece  inscripta  ningima  con  el  nom- 
bre de  "Centro  de  Comerciantes  de  esta  Isla.  Del  oficio 
que  obra  al  folio  setenta  y  cinco  aparece  que  el  "Centro 
de  Comerciantes  é  Industriales"  informa  que  los  con- 
signatarios de  buques  no  se  ocupan  de  elegir  ni  contra- 
tar los  trabajadores  ni  estibadores  entendiéndose  exclu- 
sivamente en  ello  los  Capitanes  de  los  buques  y  que  D. 
Tiburcio  Bea  es  el  Presidente  efectivo  de  ese  Centro,  se 
encuentra  con  licencia  y  no  ejerce  ahora  fimciones  de 
ese  cargo. 

Vigésimo.  Resultando  de  las  pruebas  practicadas 
á  instancia  de  los  Sres.  T.  Bea  y  C"  que  á  fojas  ochenta 
y  tres  *e  cotejó  la  certificación  que  obra  á  fojas  treinta 
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y  cuatro  con  su  original  en  el  expediente  de  la  Huelga 
de  Estivadores  y  jornaleros,  resultando  de  esa  diligen- 
cia que  la  certificación  es  exactamente  igual  á  los  ante- 
cedentes que  obran  en  el  citado  expediente,  y  á  fojas 
ochenta  y  cuatro  aparece  el  informe  del  "Centro  de  Co- 
merciantes en  el  que  y  en  resumen  se  dice  que  los  Capi- 
tanes de  los  buques  son  los  que  se  ocupan  de  buscar  los 
trabajadores  y  estivadores  para  las  cargas  y  descargas 
de  los  buques,  y  los  consignatarios  abonan  las  cuentas 
que  ellos  remiten,  y  del  informe  del  OBhtador  Munici- 
pal que  obra  á  fojafi  ochenta  y  nueve,  dado  á  virtud  de 
Ja  comunicación  de  fojas  ochenta  y  ocho,  aparece  que 
del  examen  de  los  Registros  de  Industria  y  Comercio  de 
aquella  Oficina,  no  aparece  en  ellos  matriculada  la  so- 
ciedad de  T.  Bea  y  C*  en  el  año  de  mil  novecientos  uno, 
como  Almacenistas  de  Depósito  de  Azúcares  ni  tampo- 
co como  lancheros, 

Vigésimoprimero.  Resultando  que  transcurrido  el 
término  probatorio  se  mandaron  unir  las  practicadas  á 
los  autos  y  que  se  instruyese  á  las  partes,  y  transcurrido 
el  término  legal  se  dispuso,  fojas  noventa  y  dos,  por  no 
haberse  solicitado  vista  pública  que  se  entregasen  á  las 
partes  los  autos  originales  para  que  concluyesen,  ha- 
ciendo por  escrito  el  resumen  de  las  pruebas ;  y  por  los 
escritos  del  folio  noventa  y  tres  y  ciento  once  el  d^ 
mandante  y  demandado,  respectivamente,  evacuaron  di- 
cho' trámite,  alegando  cada  cual  lo  que  tuvo  por  conve- 
niente, mandándose  por  proveído  del  folio  ciento  vein- 
te traer  los  autos  con  citación  de  las  partes  para  sen- 
tencia. 

Resolución  recurrida: 

A^igésimosegundo.  Resultando  que  la  mencionada 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Matanzas,  que  ha  sido  re- 
currida ;  en  su  parte  dispositiva  declara  sin  lugar  las  ex- 
cepciones de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda y  la  de  falta  de  acción  en  los  demandantes  para 
exigir  (le  la  sociedad  de  T.  Bea  y  C"  las  obligaciones  que 
contiene  el  contrato  celebrado  por  comerciantes  y  esti- 
badores de  esta  plaza  en  trece  y  catorce  de  Febrero  de 
mil  novecientos  y  con  lugar  la  de  falta  de  acción  del 
Gremio  de  Estivadores  y  jornaleros  contra  diclrn  socie- 
dad con  res))(K^to  á  las  operaciones  de  estiba,  carga  y 
descarga  de  los  vapores  de  la  Mimson  Steamship  Line; 
condena  á  la  referida  sociedad  de  T.  Bea  y  C*  á  cum- 
])lir  las  obligaciones  contraídas  en  dicho  contrato  y  por 
tanto  á  pagar  los  precios  fijados  en  las  tarifas  en  ellos 
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mcluídos  ain  poderlos  alterar  por  sí  solos,  debiendo  pre- 
ferir para  dichos  trabajos  en  igualdad  de  precios  á  las 
trabajadores  del  Gremio  demandante  y  la  absuelve  en 
cuanto  al  pago  de  los  perjuicios  que  se  le  reclaman  por 
no  haberse  probado  que  se  hubiesen  ocasionado,  confir- 
mando la  sentencia  apelada  en  cuanto  con  aquella  es* 
tuviese  conforme  y  revocándola  en  cuanto  no  lo  estu- 
viere. 

Fundamentos  del  recurso  dk  casación  : 

Vigésimoterceroñ  Resultando  que  contra  la  sen- 
tencia, cuya  parte  dispositiva  se  relaciona  en  el  pá- 
rrafo anterior  la  parte  demandante  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundándose  "en  los  in- 
cisos primero,  segundo,  cuarto  y  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  y  expresando  como  motivos  á  dicho  efecto  los  si- 
guientes :  A.  Se  ha  infringido  en  la  parte  dispositiva  de 
la  sentencia  la  Ijey  del  Contrato  cuya  validez,  certeza 
y  eñcíicia  ha  proclamado  la  misma  sentencia  y  se  ha  in- 
ifringido,  porque  estando  en  dicho  contrato  concertado  y 
convenido  que  durante  el  término  de  su  duración  la  socie- 
dad de  T.  Bea  y  C*  ocupará  solamente  á  los  obreros  de  la 
Sociedad  Agremiada,  demandante,  por  el  precio  fijado 
en  las  tarifas ;  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  se 
altera  y  modifica  el  contrato,  al  establecer  que  s61o  se- 
rán preferidos  los  del  gremio  de  estivadores,  en  igual- 
dad de  precios. — El  contrato  de  trece  y  catorce  de  Fe- 
brero de  mil  novecyentos  uno  que  la  Sala  manda  cumplir 
&  la  Sociedad  demandada  de  T.  Bea  y  C*  fué  ratifica- 
do por  el  de  trece  de  Marzo  del  mismo  año,  en  el  cuál 
«c  llegó  á  un  acuerdo  concreto  sobro  las  diferencias  sur- 
gidasentre  ambas  partes  y  se  convino  que  los  Sres.  T. 
•Bea  y.  G*  no  emplearían  en  lo  sucesivo  para  aquellos 
trabajos,  individuos  ajenos  al  greaiio  y  que  arabas  par- 
tes se  sujetarían  á  las  tarifa^  de  trece  de  Febrero  y 
claro  es  que  no  conteniendo  dicho  contrato  más  cláusu- 
las ni  más  pactos,  no  es  posible  establecer,  como  lo  hace 
la  sentencia,  que  sólo  serán  preferidos  en,  igualdad  de 
precios. — Dos  extremos  ó  dos  condiciones  reunía  y  reú- 
ne el  contrato  citado,  la  primera  es  la  obligación  de  la 
Sociedad  de  T«  Bea  y  C^  de  no  emplear  individuos  aje- 
nos al  gremio  y  segunda  que  esos  individuos  tenían  que 
ser  pagados  á  tenor  de  las  tarifas  acordadas;  y  siendo 
esto  un  hecho  cierto,  como  lo  reconoce  la  misma  sen- 
tencia, no  es  posible  aceptar  que  individuos  ajenos  á 
dicho  gremio^  puedan  .verificar  esos  trabajos  por.  menos 
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pn?c:ii)  que  el  que  se  fija  en  las  tarifas. — ^Cito,  pues,  co» 
mo  infringidos  los  artículos  mil  noventa  y  uno  y  mil 
tloíií'ientos  ochenta  y  uno  del  Código  Civil. — B.  Incisos 
primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
ije  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  La  sentencia  con- 
tif^ne  una  interpretación  errónea  al  mandar  cumplir  el 
con t  ruto,  cuya  validez  y  certeza  ha  reconocido,  puesto 
que  <Mi  él  no  se  ha  pactado  que  sólo  en  igualdad  de  pre- 
t'iot^  serían  preferidos  los  del  gremio  de  estibadores, 
ha  habido  pues  interpretación  errónea  del  contrato,  que 
es  en  este  caso  la  Ley.  En  su  parte  dispositiva  declara 
la  sentencia  que  no  se  ha  probado  que  por  los  Sres.  T. 
Bca  y  C*  se  hubiese  faltado  al  cumplimiento  del  con- 
trato y  pgr  consiguiente  no  se  habían  justificado  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  reclaman. — Hay  error  do  he- 
cho en  la  apreciación  de  esa  prueba  y  esto  resulta  de 
doeiii Tientos  y  autos  auténticos  como  paso  á  demostrarlo. 
En  t'l  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  en  el  de 
dii[diea  y  en  el  de  conclusiones  ha  sostenido  y  asegu- 
rad íí  la  repersentación  de  la  parte  demandada,  Sres.  T. 
Beíi  y  C*  que  esta  Sociedad  ni  estaba  ni  está  obligada  á 
cun\])lir  el  contrato  de  trece  y  catorce  de  Febrero,  por- 
qup  fila  no  contrató  ni  se  obligó  á  nada :  que  la  que  con- 
trató y  convino  fué  la  Compañía  Azucarera,  por  medio 
de  iy\\  Presidente  accidental  8r.  Tiburcio  Bea,  y  eso  mis- 
mo lia  manifestado  el  Sr.  Tiburcio  Bea,  al  evacuar  po- 
Riciones  como  Gerente  de  la  Sociedad  demandada  de  T. 
Beñ  y  C*  quien  interrogado  para  que  contestara  cate- 
góricamente, si  había  ó  no  dado  trabajo  á  los  esti vado- 
res  agremiados,  contestó  evasivamente  que  estaba  fuera 
de  Matanzas  é  ignoraba  lo  que  habían  hecho  sus  socios, 
oomo  si  fuera  posible  creer  que  en  una  casa  de  comercio, 
eada  socio  Gerente  ande  por  su  lado  sin  darle  cuenta  4 
los  demás  y  además  en  el  término  de  prueba  y  en  el  cua- 
derno de  mi  parte,  está  la  diligencia  practicada  por  el 
fííícribano  actuario,  Sr.  W^snceslao  Morejón,  con  citación 
coTitraria  en  cuya  diilgencia  con  vista  de  los  Libros  co- 
rrientes de  la  Casa  de  Comercio  de  los  Sres.  T.  Bea  y 
C*  certificó  que  aparecen  vapores  de  distintas  casas  na- 
vieras— algunas  nada  tienen  que  ver  con  la  de  Munson, 
— son  otras — en  cuya  estiva  se  emplearon  trabajadores 
ají  nos  al  gennio,  los  que  percibieron  lo^que  correspon- 
día á  los  agremiados,  consta  pues,  por  datos  auténticos, 
demostrada  la  equivocación  evidente  de  la  Sala  senten- 
ciadora ;  y  tanta  fuerza  y  validez  tienen  las  manifesta- 
ciones hechas  en  los  escritos  de  contestación  y  duplica 
j  el  silencio  y  la  respuesta  evasiva,  respecto  al  incumplí- 
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miento  del  contrato,  que  según^  el  artículo  .  quinientos 
cuarenta  y  oclio  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que 
también  resulta  infringido,  deberán  estimarse  en  la 
«jntencia  como  confesión  de  los  hechos  á  que  se  refieren, 
el  silencio  y  las  respuestas  evasivas.  Cito  pues,  como  in- 
fringido el  artículo  mil  ciento  uno  del  Código  Civil  por 
falta  de  aplicación.  También  ha  infringido  la  ley,  la 
parte  dispositiva  de  la  s'-»ntencia;  la  Orden  número  tres 
de  primero  de  Enero  de  mil  novecientos  uno  por  su  in- 
terpretación errónea.  Es  un  hecho  cierto,  y  declarado 
probado  en  la  sentencia,  que  el  Sr.  Tibiircio  Bea  y  TJr- 
quijo  concurrió  á  la  Junta  de  trece  y  catorce  de  Febre- 
ro y  contrató  con  el  carácter  de  Gerente  de  la  Sociedad 
de  T.  Bea  y  C*.  Sin  embargo,  á  la  hora  de  firmar  el  con- 
trato, solemnemente  celebrado,  y  por  el  cual  quedaba 
obligada  la  sociedad  citada  ideó  burlarse  del  contrato  y 
preparó  im'  ardid  para  eludir  su  cumplinnento  en  caso 
de  un  pleito  y  allí  mismo,  en  aquel  acto,  puso  la  ante- 
firma Presidente  accidental  de  la  "Compañía  Azucare- 
ra.^^— Establecida  la  demanda  opuso  excepción,  funda- 
da en  esa  maquinación  que  preparó  y  abierto  el  juicio 
á  prueba,  no  se  atrevió  siquiera  á  proponer  prueba  para 
demostrar  que  él,  en  .esos  días  trece  y  catorce  de  Febre- 
ro, por  enfermedad,  ausencia,  ú  otro  impedimento  del 
Presidente  efectivo,  le  sustituyó  accidentalmente.  Qui- 
zás haya  algo  en  los  libros  de  actas  ó  documentos  que  lo 
impidieran.-^Está  con  aso  demostrada  la  temeridad  de 
la  sociedad  demandadad  y  resulta  infringida  por  inter- 
pretación errónea  la  Orden  citada  al  no  condenársele  al 
pago  de  las  costas. — C. — Inciso  segimdo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa.  La  sentencia  recurrida  no  es 
congruente  con  las  pretensiones  deducidas  por  los  liti- 
gantes.— La  sentencia  admite  la  excepción  de  falta  de 
acción  del  gremio  de  estivadores,  con  respecto  á  las  ope- 
raciones, de  estiba,  carga  y  descarga  de  los  vapores  de  la 
línea  de  Munson.  En  los  escritos  de  réplica  y  de  conclu- 
sión, al  referirme  á  los  hechos  expuestos  por  la  sociedad 
demandada,  en  los  números  cuarto,  quinto  y  sexto  de  su 
escrito  de  contestación,  manifestó  que  el  documento  6 
certificación  del  contrato  celebrado  en  trece  de  Marzo 
por  el  Sr.  Aniuis  Leonhard  representante  de  la  línea 
de  Munson  y  el  Sr.  Tiburcio  Bea  con  el  carácter  de  Ge- 
rente de  la  Sociedad  de  T.  Bea  y  C*  con  eil  Gremio  de 
estibadores,  se  había  presentado  con  el  solo  objeto  de 
acreditar,  que  el  carácter  con  que  concurrió  á  la  Jun- 
tade  trece  y  catorce  de  Febrero  el  Sr.  Tiburcio  Bea, 
fué  con  el  Gerente  de  T.  Bea  y  C*  como  se  despren- 
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de  de  la  lectura  de  difho  contrato.  En  el  escrito  de 
conclusión,  que  sirve  de  baae  para  resolver  el  pleito,  se 
agrega  que  los  hech'üs  cuarto,  quinto  y  sexto,  del  escrito 
de  contestación  á  la  demanda  que  se  refiere  á  negocia- 
ciones con  la  casa  naviera  línea  de  Munson,  iio  tiene 
relación  alguna  con  este  pleito,  por  cuyo  motivo  y  no 
habiéndose  fijado  hechos  en  el  escrito  de  demanda  sobre 
la  línea  de  Munson,  ni  establecí dose  reclamación  algu- 
na en  su  parte  petitoria,  y  aclarado  además  este  parti- 
cular en  los  escritos  de  réplica  y  conclusión,  se  resuel- 
ve como  injusta  una  reclamación  que  no  se  ha  formula- 
do, infringiéndose  el  artículo  trescientos  cincuenta  y 
ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Yigésimocuarto.  Eesultando  que  admitido  dicho 
nxíurso  por  auto  de  quince  de  Abril  último  y  remitidos- 
Ios  autos  á  este  Supremo  Tribunal  se  personaron  las 
partes. 

Ampliación: 

Vigésimoquinto.  Resultando  que  en  el  trámite  de 
instrucción  la  parte  recurrente,  utilizando  el  derecha 
que  le  concede  el  apartado  segundo  del  artículo  yein- 
tiocho  de  la  Orden  niimero  noventa  y  dos  de  mil  ocho-  . 
cientos  noventa  y  nueve  amplió  los  motivos  del  recurso, 
apoyándose  en  el  párrafo  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Civil  ya 
citada,  y  estableciendo  el  siguiente. — D. — Al  disponer  la 
Sala  sentenciadora  en  el  fallo  de  la  sentencia  recurrida 
que  debe  preferirse  para  los  trabajos  en  igualdad  de 
precios  á  los  trabajadores  del  gremio  demandante,  no- 
sólo  ha  infringido  por  errónea  interpretación  como  ya 
he  alegado  el  texto  claro  del  contrato  causa  del  pleito, 
sino  que,  en  el  supuesto  de  que  hubiera  creído  necesario 
fijar  el  concepto  de  sus  estipulaciones  para  llegar  al  co- 
nocimiento del  alcance  y  significación  de  las  palabras 
'*en tendiéndose  preferidos  en  todos  los  casos  los  agre^ 
liiiados,  ha  infringido  también  los  artículos  mil  doscien- 
*  tos  ochenta  y  dos,  mil  doscientos  ochenta  y  cuatro  y  mil 
doscientos  ochenta  y  seis  del  Código  Civil. — El  prime- 
ro, porque  no  ha  tenido  en  cuenta  al  interpretar  dicho 
contratxi,  sin  sefíirsí*  á  su  texto  literal,  como  debió  ha- 
cerlo, que  en  esto  caso  os  preciso  atender  á  los  actos  pos- 
teriores de  fi^f^  contratantos;  y  la  Sala  sentenciadora  ha 
ciambiado  los  términos  sin  razón  justificada  alguna,  por 
no  haberse  fijado  en  ol  acto  realizado  por  el  contratan- 
te T.  Bea  y  C*  en  ol  acuerdo  obrante  á  fojas  diez  y  seis 
lie  trece  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno  del  cual  resul- 
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ta  elaraniente  que  la  intoligencia  del  contrato  anterior 
que  da  origen  á  este  pleito,  y  cuya  falta  de  cumplimien- 
to por  parte  de  T.  Bea  y  C*  especialmente  en  cuanto  á 
los  trabajos  de  los  vapores  de  la  línea  de  Munson,  de  los 
que  era  consignatario  y  que  dio  también  ocasión  á  aquel 
acuerdo  era  que  los  comerciantes  concurrentes  al  mismo 
estaban  obligados  á  utilizar  los  servicios  de  los  anemia- 
dos  en  todos  los  casos,  sujetándose  éstos  á  la  tarifa  con- 
venida y  no,  como  en  la  sentencia  se  ordena,  á  preferir- , 
los  en  igualtlad  de  precios. — El  segundo  ó  sea  el  artícu- 
lo mil  doscientos  ochenta  y  cuatro  por  que  esta  inteli- 
gencia dada  al  contrato  por  la  Sala  hace  que  el  mis- 
mo no  produzca  efecto  ya  que  dejando  al  comerciante 
en  libertad  de  utilizar  trabajadores  no  agremiados  por 
precio  inferior  al  de  la  tarifa,  que  no  otra  cosa  dispone 
el  fallo  no  queda  asegurado  el  trabajo  al  agremiado 
conforme  á  dicha  tariía  que  fué  el  objeto  que  con  la 
huelga  á  que  puso  término  el  convenio,  se  propusieron 
los  trabajadores. — Y  el  tercero,  ó  sea  el  mil  doscientoa 
(Kíhenta  y  seis  porque  siendo  el  objeto  del  contrato  el 
que  se  deja  expuesto  según  resulta  de  sus  estipulacio- 
nes y  antecedentes,  al  entender  la  Sala  que  las  palabras, 
preferencia  en  todo  caso  es  preferencia  en  igualdad  de 
precios  entiende  esas  palabras  y  manda  á  cumplir  el 
contrato  de  un  modo  que  no  se  conforma  con  el  objeto 
del  mismo  por  la  razón  apuntada  anteriormente  de  qne 
mediante  aquélla,  qneda  al  arbitrio  del  comerciante  uti- 
lizar trabajadores  no  agremiados  por  precio  más  bajo. 

Vigésimosexto.  Resultando  que  se  celebró  la  vis- 
ta del  recurso  el  día  tres  de  los  corrientes  informando  en 
ella  los  Letrados  de  las  partes  y  que  el  mismo  se  ha  tra- 
mitado en  legal  forma. 

Decisión  i»el  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Fe- 
nrari. 

Primero.  Considerando  que  la  cuestión  principal 
üontroveiitida  en  el  pleito  ha  sido  la  de  fijar  el  alcance 
del  convenio  celebrado  ante  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Matanzas,  en  los  días  trece  y  catorce  de  Febrero 
(íe  mil  novecientos  uno,  entre  la  representación  del  gre- 
roio  de  estivadores  y  jornaleros  de  dicha  ciudad  y  varios 
e-omerciantes  de  la  misma,  de  una  y  otra  parte,  en  pun- 
to á  si  en  el  convenio  expresado  se  estipuló,  conforme 
sostiene  la  parte  actora  en  el  hecho  primero  de  su  de- 
manda, que  todos  los  trabajos  de  carga  y  descarga  de 
lí^uques  consignados  á  los  Sres  T.  Bea  y  C*  se  llevarían 
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á  cabo  precisamente  por  los  individuos  del  gremio  y  por 
los  precios  fijados  en  las  tarifas  también  pactadas,  ó  si, 
por  el  contrario,  como  ha  mantenido  la  parte  demandada 
en  el  hecho  octavo  de  su  contestación,  sólo  estaba  ella 
obligada  á  dicho  respecto  á  dar  preferencia  á  los  agre- 
miados en  igualdad  de  condiciones ;  por  lo  cual  es  visto, 
que  la  Sala  sentenciadora  lia  podido  legalmente  aceptar 
uno  ú  otro  criterio,  fundándose  en  el  texto  del  mencio- 
nado convenio,  ó  en  su  caso,  en  la  intención  de  los  con- 
tratantes debidamente  interpretada. 

Segundo.     Considerando  que  en  las  actas  que  con-         '  ¡ 

tienen  dicho  convenio,  después  de  consignar  que  eran  ^  { 

obligatorios  los  precios  de  las  tarifas  acordadas  en  las  ! 

sesiones  á  que  ellas  se  refieren  se  dice  lo  siguiente:  "cu- 
yos precios  no  podrán  ser  alterados  individualmente  por 
ninguna  de  las  partes  siempre  que  se  tratara  de  agremia-  | 

dos  y  comerciantes  establecidos  para  el  giro  que  dicha  ta- 
rifa comprende,  entendiéndose  preferidos  en  todos  los 
casos  los  agremiados'^  y  la  Sala  sentenciadora  al  estimar 
que  tales  conceptos  originan  para  los  últimos  el  derecho 
de  ser  elegidos  en  igualdad  de  precios,  no  infringe  la  ley 
del  contrato,  como  pretende  el  recurrente  en  el  motivo 
de  su  recurso  que  señala  con  la  letra  A.  Primero :  porque 
el  concepto  de  preferencia,  que  es  el  expresado,  no  im- 
plica por  sí  solo  la  exclusión  de  los  no  preferidos,  ante» 
despierta  idea  de  concurrencia,  aunque  en  condicione» 
ventajosas  para  los  primeros;  segundo:  porque  la  frase 
"siempre  que  se  tratara  de  agremiados  y  comerciantes," 
á  lo  cual  se  subordina  el  sentido  de  todo  lo  convenido; 
dada  su  índole  condicional,  referida  únicamente  á  las 
relaciones  entre  agi*emiados  y  comerciantes  establecidos 
en  el  giro,  conduce  á  admitir  la  posibilidad  de  relaciones 
de  análoga  naturaleza  entre  los  dichos  y  otros  ajenos  al 
contrato ;  tercero :  porque  en  materia  de  arrendamientos 
de  servicio  ó  de  obras,  generalmente  se  entiende  el  dere- 
cho de  ser  preferido  con  el  alcance  y  efectos  que  la  sen- 
tencia le  atribuye  en  cuanto  al  contrato  que  es  base  de 
la  demanda;  cuarto:  porque  tratándose  de  una  obliga- 
ción de  naturaleza  excepcional  como  es  la  de  emplear 
únioaniente  á  jornaleros  agremiados,  es  necesario  que 
conste  de  modo  indudable,  lo  cual,  lejos  de  suceder  en  el 
presente  caso,  sólo  habría  de  admitirse  contrariando  la 
natural  y  corriente  significación  de  los  términos  emplea- 
dos en  el  convenio. 

Tercero.  Considerando  que  si  los  términos  del 
contrato  rectamente  entendidos  y  apreciados  por  razón 
de  su  valor  y  significación  más  generalmente  admitidos 
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conducen  á  declarar  el  derecho  de  los  demandantes  en  la 
forma  explicada,  la  Sala  al  hacerlo  así,  se  ajusta  á  lo 
que  dispone  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  uno  del 
Código  Civil,  que  es  la  regla  primera  en  la  interpreta- 
ción de  los  contratos ;  y  no  viola  el  mil  doscientos  ochen- 
ta y  dos  del  propio  cuerpo  legal,  como  se  ha  sostenido  en 
el  motivo  del  recurso  propuesto  como  ampliación,  porque 
la  intención  de  las  partes  aparece  demostrada  por  dichoí^ 
términos,  lejos  de  ser  contraria  á  ellos ;  caso  que  debe  re* 
solverse  conforme  al  primero  de  los  preceptos  citados. 

Cuarto.  Considerando  que  los  artículos  mil  dos- 
cientos ochenta  y  cuatro  y  mil  doscientos  ochenta  y  seis 
del  Código  Civil  son  inaplicables  al  caso  del  pleito  y  no 
resultan  violados  en  la  sentencia ;  porque,  conforme  se  ha 
expresado,  los  ténninos  del  contrato  que  ya  se  han  con- 
signado, tan  soim  admiten  como  significación  propia  y 
directa  la  que  se  le  ha  atribuido,  que  entraña  un  derecho 
eficaz  para  los  actores  en  el  juicio,  cual  es  el  de  preferen- 
cia en  condiciones  iguales;  derecho  que,  además  se  ar- 
moniza con  la  índole  del  convenio  celebrado,  pues  tenien- 
do por  objeto  fijar  las  tarifas  de  precios  entre  agremiados 
y  comerciantes  como  retribución  de  los  servicios  que  los 
primcTOA'  habían  de  prestar,  muy  bien  pudo  pactarse  á 
continuación  la  indicada  preferencia;  que  si  bien  no  evi- 
ta la  concurrencia  de  trabajadores  no  agremiados,  les  co- 
loca á  los  efectos  de  la  misma  en  condiciones  de  inferio- 
ridad manifiesta  respecto  á  los  que  estuvieren  agre- 
miados. 

Quinto.  Considerando  que  en  el  párrafo  marcado 
con  la  letra  B.  en  el  escrito  de  interposición,  citando  co- 
mo preceptos  autorizadores  del  recurso  los  números  pri- 
mero y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Jjey  de  Enjuiciamiento  Civil,  se  agrupan  varios  moti- 
vos de  casación,  que  por  no  haber  sido  expuestos  con  la 
debida  separación  no  han  debido  admitirse. 

Sexto.  Considerando  en  cuanto  al  motivo  fundado 
en  la  incongruencia  de  la  sentencia  con  las  pretensiones 
deducidas  por  los  litigantes,  que  se  ha  deducido  apoyán- 
dose en  el  precepto  del  inciso  segundo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ya  cita- 
da, que  dicha  incongruencia  no  es  de  estimarse ;  porque 
en  todo  caso  es  deber  del  demandante  fijar  con  precisión 
y  claridad  lo  que  pida  en  su  escrito  de  demanda,  confor- 
me ordena  el  artículo  quinientos  veintitrés  de  la  repetida 
ley  de  trámites  civiles,  pudiendo  en  todo  caso  en  el  de 
réplica  ampliar,  adicionar  6  modificar  las  pretensiones 
en  aquélla  contenidas,  conforme  también  expresa  el  qui- 
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nientos  cuarenta  y  siete  de  la  propia  ley ;  y  al  acompañar 
con  su  demnada  el  actor  el  acta  de  la  sesión  del  día  trece 
de  Marzo  de  níil  novecientos  uno,  que  corresponde  é 
acuerdo  al  cual  concurrió  la  sociedad  demandada,  atri- 
imir  á  este  acuerdo  el  objeto  de  ratificar  el  anterior  y  so- 
licibxr  expresamente  en  la  súplica  que  la  sociedad  de- 
mandada fuese  condenada  á  que  cumpla  en  todas  sus. 
]iartes  el  convenio  celebrado,  facilitando  todos  los  traba- 
josa que  en  el  contrato  ratificado  se  especifican,  pudo  ra- 
ciímalmente  entenderse  que  la  acción  ejercitada  se  fun- 
ilaba  en  ambos  y  así  entendida  por  el  demandado  en  su 
twrito  de  contestación,  debió  el  demandante  determinar 
coTK  retamente  el  sentido  y  alcance  de  su  reclamación  al 
fijar  definitivamente  los  hechos  y  fundamentos  que  eran 
inateria  del  juicio,  sin  que  baste  para  el  efecto  que  así 
pueda  deducirse  del  sentido  de  ciertas  ^Kílaraciones  con- 
tenidas en  el  escrito  de  réplica,  pero  no  incluidas,  de  un 
modo  á  otro  entre  aquellos,  ni  indicada  siquiera  en  la 
súplica  de  dicho  escrito;  en  la  cual,  después  de  pedir  se 
tenga  por  evacuado  el  trámite  y  por  fijados  definitiva- 
mente los  hechos  del  debate,  se  pide  que  la  sentencia  sea 
dictada  conforme  á  lo  solicitado;  y  sin  que  para  el  caso 
tynipoco  pueda  surtir  efecto  lo  consignado  en  di- escrito 
(le  conclusiones  por  no  ser  ese  el  trámite  adecuado. 

Séptimo.  Considerando  que  conforme  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  del  extinguido  Grobiemo  Militar 
(le  la  Isla  de  Cuba  las  costas  deben  imponerse  al  recu- 
rrente cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  lu- 
g^T  el  recurso  de  casación  á  que  se  refiere  esta  sentencia, 
COTÍ  las  costas  á  cargo  del  promovente. 

Publíquese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronimciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  González 
ÍJorente. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Revilla. — Ra- 


fael Maydagán. 


Ini  ley.— Sent.  43.-29  de  Junio. —Desahucio.  (Gaceta 

Marzo  10,  1904.) 

IWCTRIN'A:  Reconocida  en  la  sentencia  9I 
demandante  la  calidad  de  poseedor  de  la  finca 
objeto  del  desahucio  en  virtud  de  compra  que 
realizó  por  escritura  pública  y  también  no  habién- 
dose demostrado  en.  sentir  de  la  Sala  sentencia- 
dora que  hubiera  perdido  dicha  posesión  ni  que  )a 
hubiera  adquirido  por  título  alguno  el  demandé- 
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do,  al  estimar  que  el  actor  es  parte  legítima  para 
promover  el  juicio  de  desabncio  se  cumple  con  el 
artículo  1562  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Al  que  ocupa  un  inraueljle  sin  justificar  su  títu- 
lo de  ocupación  sólo  es  posible  conceder  el  carác- 
ter de  ocupante  material  en  concepto  de  precario. 

Los  actos  meramente  tolerados  no  afectan  á  la 
posesión  y  esta  doctrina  por  necesidad  ha  de  apli- 
cara para  calificar  la  tenencia  de  quien  ha  en  pre- 
cario cosa  de  otro  y  pretende  haberla  como  posee- 
dor legal. 

Lo  establecido  por  la  Sala  sentenciadora  en  ma- 
teria de  hechos  y  como  resultado  de  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  sólo  puede  ser  combatido  en 
casación  al  amparo  del  número  6?  del  artículo 
1690  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Las  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar  e]  artícu- 
lo 1560  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  sólo 
pueden  reclamarse  en  ui  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma. 

El  artículo  1569  del  Código  Civil  no  excluye  el 
derecho  á  pedir  el  desahucio  en  virtud  de  otras 
disposiciones  legales  dictadas  para  el  caso  de  no 
existir  arrendamiento,  á  que  í«e  refiere  aquél. 

La  acción  reivindicatoiia  que  compete  al  pro- 
pie  tai  io  no  le  priva  de  las  demás  acciones  que  le- 
galmente  pueda  ejercitar  con  otro  fin,  entre  las 
cuales  está  la  de  desahucio  contra  el  que  ocupa 
una  finca  de  su  propiedad  sin  pagar  merced. 

En  la  ciudad  de  la  Habana^  á  veintinueve  de  Junio 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tribu- 
nal el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  deducido 
por  el  Ledo.  Nicolás  de  Cárdenas  y  Ortega  contra  la 
sentencia  definitiva  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  el  juicio  de  desahucio  pro- 
puesto por  Rafaela  Valdés  Pedroso  y  Sotolongo,  viuda 
de  Zayas,  propietaria  y  vecina  de  esta  capital,  contra  el 
predicho  Ledo.  Cárdenas  y  Ortega,  abogado  y  vecino 
también  de  esta  capital,  para  obtener  el  desalojo  de  la 
casa  número  seiscientos  tres  de  la  Calzada  del  Cerro, 
ocupada  en  precario  por  el  último : 

Demanda  : 

Primero.  "Resultando  que  el  referido  Sr.  Antonio 
"García  Sola  (representante  de  la  actora)  por  el  escrito 
"de  fojas  trece,  fecha  catorce  de  Marzo  último  (mil  nó- 
"vecientos  dos)  formuló  dicha  demanda  fundándola  en 
"los  siguientes  hechos.  Primero :  Que  s\i  representada  es 
"dueña  en  absoluto  dominio  de  la  casa  Calzada  del  Ce- 
"rro  seiscientos  tres,  según  se  comprueba  con  el  título  de 
"dominio  que  acompañaba  y  cuya  casa  habita  contra  su 
"voluntad  D.  Nicolás  de  Cárdenas  y  Ortega,  con  su  ía- 
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"milia.  Segundo:  Que  en  veintinueve  de  Enero  último 
"y  por  ante  el  Notario  D.  Enrique  Eoig  fué  requerido 
"Cárdenas  para  que  en  el  plazo  de  treinta  días  que  se- 
xuala la  ley,  desalojase  la  referida  casa,  lo  que  se  com- 
"prueba  con  el  testimonio  de  dicho  requerimiento  que 
"también  acompaña  y  Tercero :  Que  D.  Nicolás  de  Cár- 
"denas  y  Ortega  ño  ha  desocupado  la  tantas  veces  repeti- 
"da  casa  á  pesar  de  haber  transcurrido  con  exceso  el  pla- 
"zo  antedicho;  y  consignando  los  fundamentos  de  dere- 
"cho  que  creyó  del  caso  citar;  acompañando  además  del 
"testimonio  del  poder  que  acredita  su  personalidad,  el 
"título  de  propiedad  de  la  casa  de  referencia,  consisten- 
"te  en  una  primera  copia  de  la  escritura  número  ocho- 
"cientos  ochenta  y  tres  ante  el  Notario  de  esta  ciudad 
"D.  José  Miguel  Ñuño  y  Steegers,  por  la  cual  Do^a  Ra- 
"faela  Valdés  Pedroso  y  Sotolongo  compró  á  Doña  So- 
"corro  Sola  y  Silveira  la  aludida  casa  y  por  último  un 
"testimonio  del  acta  notarial  de  fecha  veintinueve  de 
"Enero  último,  referente  al  requerimiento  hecho  al  de- 
smandado por  el  Notario  Enrique  Roig  y  Forte  Saave- 
"dra,  en  dicha  fecha,  para  que  desalojase  dentro  del  tér- 
"miuo  de  treinta  días  la  casa  de  que  se  trata.  Y  concluyó 
"pidiendo  que  previos  los  trámites  legales  se  declarase 
"con  lugar  el  desahucio  condenándose  al  demandado  al 
"desalojo  de  la  finca  dentro  de  ocho  días,  bajo  apercibi- 
"miento  de  ser  lanzado  de  ella^  y  al  pago  de  todas  las 
"costas." 

Oposición: 

Segundo.  "Resultando  que  tenido  por  parte  al 
Ledo.  García  Sola,  se  señaló  día  y  hora  para  el  acto  ver- 
"bal  correspondiente  citándose  á  las  partes,  y  en  cuanto 
"al  demandado  con  entrega  de  las  correspondientes  oo- 
"pias  del  escrito  de  demanda  y  de  los  documentos  acom- 
"pañados;  celebrándose  dicho  acto  en  el  cual  el  actor 
"ratificó  su  demanda,  y  el  demandado  se  opuso  el  de- 
"sahucio  y  negando  los  hechos  de  la  demanda.  El  prime- 
"ro  porque  si  la  señora  tiene  el  dominio  de  la  casa  no 
"tiene  la  posesión  real  exigida  por  la  Ley  y  si  se  ocupaba 
"la  casa  contra  su  voluntad  no  será  en  precario  la  ocu- 
"pación  y  el  Tercero  por  la  razón  consignada  en  el  acja 
"notarial  referida  en  el  segundo.  El  actor  en  réplica 
"dijo :  Que  la  señora  demandante  tiene  el  dominio  y  la 
"posesión  de  la  dicha  casa,  puesto  que  por  ningún  acto 
"legal  se  halla  privada  de  ninguno  de  estos  dos  derechos. 
"En  cuanto  al  tercer  hecho  que  si  bien  es  verdad  que  el 
"Sr.  Cárdenas  hizo  la  manifestación  que  consta  en  ei 
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"acta  notarial  que  existe  agregada,  en  testimonio,  4  los 
"autos,  en  el  Juzgado  de  Instrucción  del  Oeste  ante  el 
"Escribano  D.  Miguel  Vema  existe  una  declaración  pres- 
"tadá  por  el  Sr.  Cárdenas  y  Ortega,  en  denuncia  por  es- 
"tafa  contra  él  hecha  en  que  consta  que  él  ocupaba  la 
"casa  en  compañía  de  su  familia.  El  demandado  en  dú- 
"plica  y  reprodujo  sus  anteriores  manifestaciones." 

Tercero.  "Kesultando  que  en  providencia  de  trein- 
"ta  y  uno  de  Marzo  último"^  (mil  novecientos  dos)  según 
"el  precepto  del  artículo  mil  quinientos  noventa  y  los 
"de  la  Ley  Procesal,  se  confirió  traslado  de  la  demanda 
"al  demandado  por  término  de  seis  días,  acomodándose 
"el  juicio  á  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes." 

Contbstación; 

Cuarto.  ''Tíesultando  que  el  demandado  por  su  es- 
"crito  de  fojas  diez  y  nueve,  evacuando  el  traillado  con- 
"ferido  manifiesta  que  la  demandante  no  tiene  razón  ni 
"derecho  para  interponer  esta  demanda,  que  no  ocupa 
"la  cjisa  en  precario,  ni  de  ningima  manera  que  autorice 
"la  demanda ;  que  la  ocupa  y  disfruta  por  convenio  des- 
"de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  con  posesión  natural 
"continua  y  buena  fe,  al  cual  convenio  está  obligado  la 
"señora  aun  contra  su  voluntad,  del  que  nacen  efectos  ju- 
"rídicos  del  mayor  respeto,  y  el  que  limita  el  derecho  de 
"propiedad  alegado,  al  punto  de  privarla  de  gozar  y  dis- 
"poner  de  la  casa.  Por  cuyas  razones  negaba  la  deman- 
"da  y  la  certeza  de  los  hechos  de  su  escrito.  El  primero : 
"Porque  la  señora  no  es  en  la  actualidad  dueña  en  ab- 
"soluto  dominio  de  la  casa  en  cuestión;  ni  tiene,  desde 
"mil  ochocientos  noventa  y  siete  su  posesión ;  ocupándo- 
'^a  el  demandado  desde  esta  fecha  á  título  de  propie- 
"tario.  El  segundo:  Porque  el  acta  notarial  citada,  ex- 
"presa,  con  perfecta  claridad  que,  la  casa  no  se  ocupa 
"en  precario  ni  de  ninguna  manera  que  autorice  la  dc- 
"manda  ejercitando  la  acción  de  desahucio  puesto  que 
"esta  acción  sólo  procede  por  la  ocupación  de  un  inmue- 
^'ble  en  arrendamiento  ó  en  precario  sin  pagar  merced, 
"separado  completamente  de  cualquier  derecho  en  que 
"se  base  la  posesión.  El  tercero:  porque  ocupándose  la 
"casa  por  causa  que  no  se  deriva  del  arrendamiento  ni 
"del  precario,  no  resulta  de  eficacia  legal  el  aviso  á  que 
"se  refiere  este  hecho  á  los  efectos  de  un  juicio  de  dfe- 
^^ahucio.'  Y  que  también  negaba  los  fundamentos  de  de- 
"recho  consignados  en  el  escrito  de  demanda.  El  prime- 
"ro,  por  no  ser  de  aplicación  el  inciso  segundo  del  ar- 
"tículo  mil  quinientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
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"ciamiento  Civil,  cuando  la  ocupación  y  disfrute  de  un 
^^nmueble  no  resulta  de  arrendamiento  ni  de  precario, 
^^únicos  motivos  porque  procede  la  acción  de  desahucio 
^^según  el  artículo  mil  quinientos  sesenta  y  tres.  El  se- 
"gundo  por  no  ser  aplicable  el  artículo  rail  quinientos  se- 
"senta  y  dos  de  dicha  ley  puesto  que  la  demandada  no 
^^tiene  la  posesión  real  de  la  casa  á  título  de  dueña»  ha-» 
'hiendo  perdido  la  que  tenía  desde  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  siete  fecha  en  que,  por  razón  del  convenio  an- 
otes citado,  pasó  al  demandado,  ocupándola  material- 
emente  sin  violencia  y  con  buena  fe  y  sin  oposición  de  la 
"demandante  j  resultando  de  esto  el  derecho  del  deman- 
"dado,  como  actual  poseedor,  por  si  respetado  en  la  po- 
"sesión,  aceptándose  esta,  que  ha  durado  más  de  un  año, 
^'continuamente,  y  motivo  por  sí  solo,  que  á  tenor  de  la 
"ley  es  bastante  y  eficaz  para  sostener  que  la  señora  de- 
smandante perdió  la  posesión,  aun  cuando  esta  pérdida 
''liubiera  sido  contra  su  voluntad,  según  el  artículo  cua- 
"^trocientos  sesenta  del  Código  Civil.  El  tercero :  porque 
"no  es  tampoco  de  aplicación  el  caso  tercero  del  artículo 
"mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la  ley  por  cuanto  el  de- 
smandado no  disfruta  la  casa  en  precario  sin  pagar  mer- 
eced, sino  en  virtud  de  un  convenio  que  le  dá  derecho  á 
"su  ocupación  y  de  una  posesión  por  más  de  un  año.  Y 
"concluyó  pidiendo  al  Juzgado  que  en  mérito  de  tales 
"consideraciones  y  teniéndosele  por  evacuado  el  traslado 
"se  desestimare  la  demanda  absolviéndosele  de  ella  con 
"las  costas  de  cargo  de  la  demandante  pidiendo  por  un 
"otrosí  que  se  abriera  á  prueba  el  juicio." 

Resolución  becürrida: 

Quinto.  Resultando  que  el  juicio  se  siguió  por  los 
demás  trámites,  recibiéndose  á  prueba  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  Distrito  Este,  de  esta  capital,  que 
conocía  del  mismo,  y,  mediante  apelación  de  la  sentencia 
del  Juzgado,  en  la  antedicha  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  que  también  lo  abrió  á  prueba,  y 
con  fecha  once  de  Diciembre  último  falló  en  definitiva, 
confirmando,  con  las  costas  de  segunda  instancia  al  de- 
mandado, la  sentencia  del  Juez,  por  la  cual  se  declara 
la  demanda  con  lugar  y  en  consecuencia  se  condena  á 
aquél  al  desalojo  del  mencionado  inmueble,  apercibido 
de  lanzamiento,  si  no  lo  verifica,  y  se  le  imponen  las  cos- 
tas de  la  primera  instancia:  fundándose  la  Sala,  cuya 
resolución  comprende  entre  otros  los  cuatro  Resultandos 
que  en  la  presente  se  han  transcrito,  en  que  la  deman- 
dante ha  justificado  ser  dueña  en  abosluto  dominio  de 
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la  casa  Calzada  del  Cerro  número  seiscientos  tres  de 
esta  ciudad,  qne  adquirió  por  compra  á  Socorro  Salas 
y  Silveira  en  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  tres,  y  en  virtud  de  ese  título  obtuvo  la  po- 
sesión de  tal  inmueble,  debiéndose  presumir,  conforme 
al  artículo  cuatrocientos  treinta  y  seis  del  Código  Civilj 
que  sigue  disfrutando  esa  posesión  en  el  mismo  concep- 
to en  que  la  adquirió,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario, y  el  demandado  no  ha  justificado  en  manera  al- 
guna que  aquella  haya  perdido  la  posesión,  ni  menos  que 
él  la  haya  adquirido  por  ningún  título,  atendido  lo  cual 
y  apareciendo  que  la  ocupa  sin  pagar  renta  de  ningún 
género,  es  indiscutible  que  vive  en  ella  de  precario,  por 
mera  tolerancia  de  la  dueña,  en  virtud  de  im  convenio 
cuya  naturaleza  y  carácter  no  se  ha  acreditado  que  sea 
un  contrato  de  venta  del  inmueble,  ni  \m  pacto  limita- 
tivo del  dominio,  y  está  demostrado  que  no  es  un  arren- 
damiento; habiendo  la  actora  por  su  parte  llenado  el 
requisito  del  aviso  previo  á  que  se  contrae  el  artículo 
mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil: 

Fundamentos  delbegubso  db  casación: 

Sexto.  Eesultando  que  el  demandado  estableció 
contra  dicha  sentencia  recurso  do  casación  por  infracción 
de  ley  y  de  doctrina  legal,  apoyado  en  el  caso  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento, 
que  le  fué  admitido  solo  en  cuanto  á  los  motivos  cuarto 
y  séptimo  redactados  como  sigue:  "Cuarto:  Infracción 
"del  artículo  mil  quinientos  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Civil,  en  cuanto  no  puede  ejercitarse 
"la  acción  de  desahucio  por  la  demandante,  puesto  que 
"no  ha  probado  que  tiene  la  posesión  de  la  casa.  El  tí- 
"tulo .  presentado  es  un  testimonio  de  escritura  de  com- 
"pra  expedido  en  el  año  mil  ochocientos  ochenta  y  tres, 
"sin  acompañar  certificación  del  Registro  de  la  Propie- 
''^dad,que  demuestre  que  su  posesión  no  estaba  limitada 
"ni  cedida  el  día  que  interpuso  la  demanda.'^  "Séptimo : 
"Aplicación  indebida  del  artículo  cuatrocientos  cuaren- 
"ta  y  cuatro  del  Código  Civil,  por  no  tratarse  en  este 
"juicio  de  cuestión  posesoria  sino  de  desahucio,  y  este 
"juicio  sumario  tiene  que  descansar,  precisamente,  en  la 
"ocupación  de  un  inmueble,  ya  en  concepto  de  arrenda- 
"miento,  ya  en  precario ;  y  -este  hecho  no  consta:  justifi- 
"cado  ¡en- autos,  careciendo  por  consiguiente  de. acción 
"la.- actora  para  establecer  el  juicio  de  desahucio:"  mo- 
tivos á  los  cuales,  luego  de- personadas  en  este  Supr(í- 
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1110  Tribunal,  ambas'  partes  litigantes,  pretendió  la  re- 
currente añadir  en  ampliación  otros  catorce,  sin  invo- 
car nuevo  precepto  autorizador  de  la  casación  del  fa- 
llo, admitiendo  esta  Sala,  en  calidad  de  adicionales,  los 
motivos  designados  por  el  recurrente  bajo  los  números 
décimo,  décimoprimero,  decimotercero  y  decimocuarto, 
concebidos  en  los  siguientes  términos:  "Décimo:  In- 
"fracción  del  artículo  mil  quinientos  sesenta  Ley  de  En- 
ajuiciamiento  Civil  en  su  número  primero  y  del  artícu- 
"lo  mil  quinientos  sesenta  y  tres  en  su  número  tercero. 
"Estos  dos  artículos  disponen,  el  número  primero  que 
"para  la  procedencia  del  juicio  de  desahucio  es  preciso  ^ 
"que  hubiera  vencido  el  término  estipulado  en  el  con- 
"trato,  y  el  número  tres  que  igualmente  procede  contra 
"quien  disfrute  ó  tenga  en  precario  la  finca,  siempre 
"que  se  le  hubiera  requerido  con  un  mes  de  ánticipa- 
"ción  para  que  la  desocupara.  Y  la  mencionada  SalA, 
•'sin  que  conste  en  autos  lá  existencia  de  im  contrato 
"cuyo  término  hubiera  vencido ;  y  sin  que  conste  en  au- 
"tos  la  existencia  de  un  contrato, en  precario,  y  sin  ad- 
"vertir,  ni  atender  ni  apreciar  la  contestación  dada  al 
"requerimiento  por  acta  notarial  que  obra  á  fojas  once 
"de  los  autos  principales;  contestación  porque  se  nie- 
"ga  la  existencia  del  contrato  en  precario  celebrado  con 
"el  demandado,  y  de  cualquiera  otro  que  diera  derecho 
"para  reclamar  dicho  demandado,  en  desahucio  la  en- 
"trega  de  la  casa,  declara  con  lugar  la  demanda  de  de- 
"sahucio  promovida  en  este  juicio  por  la  Sra.  Pedroso, 
"fundada  en  un  contrato  en  precario.  El  precario  es 
"un  contrato  liberal,  gratuito  sin  tiempo  fijo,  revocable 
"á  voluntad  del  prestamista,  exigiendo  la  Ley,  para 
"poder  ejercitar  la  acción  que  de  él  se  deriva,  un  aviso 
"previo,  con  un  mes  de  anticipación,  como  medio  y  nia- 
"nera  de  dar  término  á  dicho  contrato.  Contrato  al  fin, 
"cuya  existencia  es  necesario  justificar  y  demostrar  aca- 
^Taadamente  para  que  surta  efecto  legal  la  demanda  en 
"juicio  de  desahucio  por  los  trámites  sumarísimos  que 
"señala  la  I^ey;  y  no  solo  de  la  existencia  de  ese  con- 
"trato,  sino  de  la  persona  con  quien  se  contrató.  Y  lo 
"repetimos,  en  autos  no  consta,  de  ninguna  manera,  la 
"existencia  de  ese  contrato  ni  que  la  Sra.  Pedroso  lo 
"celebrara — aun  directamente — con  el  demandado.  Y  la 
"falta  de  esta  tprueba  puede  traer  un  conflicto :  pue- 
"de  resultar  que,  al  cumplirse  y  ejecutarse  la  sen- 
"tencia  recurrida,  qué  lleva  al  lanzamiento  del  deman- 
"dado,  se  tropiece  con  que,  el  que  disfruta  ó  tiene  la 
"casa,  no  es  el  demandado  ni  inquilino  de  CvSte,  sino 
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•^^.tercera  persona  que  no  fué  citada,  oída  ni  vencida  en 
"juicio,  ái  este  contrato  eii  precario  no  existe,  y  si  no 
"está  designada  la  persona  que  en  precario  tiene  la 
"casa,  no  es  posible,  para  efecto  legal,  fundar  en  él,  la 
"demanda  de  desahiicio.  Podría  ser  ilegal;  punible;  si 
"se  quiere  la  tenencia  de  la  casa  por  quien  la  tenga; 
"pues  no  podrá,  sin  aquellos  requisitos,  afirmarse  que 
"esa  tenencia  sea  en  precario.  Si  la  Sra.  Valdés  tiene 
"derecho  para  reclamar  la  propiedad  y  Ja  posesión  de 
"la  casa,  la  Ijcv  sustantiva  y  la  Ley  adjetiva  le  señalan, 
"niarcan  y  exigen  la  manera  de  ejercitar  ese  derecho  y 
"la  forma  como  debe  ejercitarlo.  No  está  en  sus  facul- 
"tades  exigir  arbitrariamente  la  forma  que  más  le  aco- 
"mode.  Hacerlo  así,  y  lo  que  es  más  grave,  que  la  au- 
"toridad  judicial  acepte  esa  forma  arbitraria,  es  una 
"violación  de  la  Ley ;  de  la  Ley,  garantía  de  los  ciuda- 
"danos  para  sus  compromisos  y  transacciones.  Si  la 
"casa  fué  violentamente  arrebatada. ^1  legítimo  propie- 
"tario,  la  Ley  señala  el  procedimiento^t|ue  debe  adoptar- 
"sc  para  recuperarla.  Si  de  manera  injusta  se  le  privó 
"de  la  posesión  la  Ijey  fija  y  exige  el  procedimiento  que 
"debe  adoptarse  para  recobrarla.  No  está  repito,  en  la 
"facultad  de  la  señora,  elegir  el  procedimiento  en  de- 
"sahucio  porque  es  más  breve :  si  á  ella  favorece  al  de- 
"mandado  perjudica  limitando  su  defensa  al  estrecho 
"círculo  de  estos  juicios  en  los  cuales  sólo  puede  negar 
"que  la  acción  ejercida  descanse  en  los  casos  taxativos 
"de  la  Ley.  No  es  posible  presentar  prueba  negativa.*' 
"Décimo  primero:  Infracción  del  artículo  mil  quinien- 
"tos  sesenta  y  d#s,  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  ordena 
"este  artículo  que  la  acción  de  desahucio  sólo  puede 
"ejercitarla  el  que  tenga  la  posesión  real  de  la  finca. 
"La  posesión  real,  dice  la  Ley:  es,  pues,  la  posesión 
"material;  la  posesión. de  hecho;  y  eséi  posesión  no  es- 
"taba  en  poMer  de  la  señora  demandante  desde  No- 
"viembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete;  por  con- 
"secuencia,  el  día  de  la  demanda,  la  señora  no  era  parte 
"legitima  para  promover  el  juicio  de  desahucio :  y  aun 
"suponiendo  que  esta  señora  tuviera  la  posesión  simbó- 
*^ica  que  le  diera  la  escritura  de  compraventa  que  ha 
"presentado,  esta  posesión  no  es  la  posesión  real  que  di- 
"  ce  la  Ley,  y  además,  la  perdió  por  ministerio  del  ar- 
^*ticulo  cuatrocientos  sesenta  del  Código  Civil,  puesto 
"que  todo  poseedor  pierde  la  posesión,  por  la  posesión 
*^de  otro  aun  contra  la  voluntad  del  antiguo  poseedor 
"si  la  posesión  del  nuevo  poseedor  hubiera  durado  más 
"de  un  año.  Y  esto  resulta  de  este  juicio,  según  consta 
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"de  autos,  el  demandado  tiene  la  casa,  con  la  voluntad 
"6  sin  la  voluntad  del  demandante,  desde  Noviembre 
**de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  y  en  Marzo  de  mil 
"novecientos  dos,  cinco  años  después,  se  pone  esta  de- 
smanda, y  como  el  artículo  cuatrocientos  treinta  y  ocho 
*^del  citado  Código  declara  que  la  posesión  se  adquiere 
'^por  la  ocupación  material  de  la  cosa,  y  la  señora  de- 
''numdante  afirma  que  esta  posesión  la  tiene  el  dc- 
''mandado,  contra  su  voluntad,  desde  mil  ochociento.^ 
"noventa  y  siete,  resulta  evidenciado  que  la  señora  no 
"tiene  la  posesión  real  exigida  por  el  artículo  mil  qui- 
"^nientos  sesenta  y  dos  de  la  Ijcy  de  Enjuiciamiento 
^'Civil  para  que  se  le  tenga  por  parte  legítima  á  los 
^'efectos  de  un  juicio  en  desahucio,  ni  procede  aplicar, 
*^como  hace  el  tercer  Considerando  de  la  sentencia  re- 
''currida,  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro 
'Mel  mencionado  Código  Civil,  porque  no  consta  de 
* 'ninguna  manera  que  la  posesión  del  demandado  fuera 
^^un  acto  tolerado  por  la  señora,  ni  ejercitado  clandesti- 
"namcnte  sin  su  conocimiento,  ni  con  violencia:  por  el 
"contrario,  expresa  el  escrito  de  demanda  que  el  deman- 
"dado,  según  la  demanda,  tiene  la  casa  desde  mil  ocho- 
"cientos  noventa  y  siete  contra  la  voluntad  del  propie- 
"tario  y  según  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  ciri- 
neo del  repetido  Código,  la  posesión  de  una  cosa  no  pue- 
"de  hallarse  en  dos  personas  distintas  siendo  preferido, 
"el  actual  poseedor,  no  la  señora  no  tiene  el  derecho  que 
"otorga  el  artículo  mil  quinientos  sesenta  y  dos.  Pues 
-*^ien,  sin  embargo  de  esto,  la  sentencia  recurrida,  re- 
**canoce  y  declara  que  la  señora  demwidante  es  parte 
■*^legítima  y  dicta  sentencia  declarando  con  lugar  él 
"desahucio/'  "Decimotercero :  Infracción  del  artículo  mü 
^^quinientos  sesenta  y  nueve  Código  Civil.  Este  artícu- 
"lo  que  es  de  Ley  posterior  á  la  de  Enjuiciamiento  Civil, 
"no  autoriza  la  acción  de  desahucio  por  la  causal  ale- 
"gada  en  la  demanda  esta.  Por  causal  distinta  é  los 
^'cuatro  casos  que  encierra  no  procede  el  desahucio.  Sin 
''embargo,  si  se  quiere  aplicar  el  niimero  primero  de 
"este  artículo  por  considerar  terminado  el  tiempo  del 
"convenio,  para  la  duración  del  precario;  será  preciso 
"probar  la  existencia  del  convenio  celebrado  por  preca- 
"rio  y  ya  hemos  dicho  que  este  convenio  no  existe  y 
"que  si  existiese  corresponde  su  prueba  al  demandanlJe 
"puesto  que  el  demandado  sólo  puede  negar  siéndole 
"imposible  suministrar  prueba  negativa,  y  la  Sala  de 
"lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  la  senten- 
"cia  recurrida,  acepta  como  precepto  legal  vigente  la 
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"causal  alegada  por  la  señora  demandante  resolviendo 
"con  lugar  la  demanda  bajo  el  fundamento  de  que  no 
'habiéndose  probado  la  existencia  de  un  arrendamiento, 
"es  necesariamente  en  precario  la  ocupación  de  la  casa 
'^or  el  demandado.  Si  no  hay  arrendamiento  expre- 
"so  ó  tácito,  el  juicio  de  desahucio,  á  tenor  del  citado 
"artículo  mil  quinientos  sesenta  y  nueve  del  Código  Ci- 
"vil  no  puede  prosperar."  "Decimocuarto:  Infracción 
"del  artículo  que  el  propietario,  tiene  acción  contra  el 
"tenedor  ó  poseedor  de  la  cosa  para  reivindicarla.  Si  la 
"señora  demandante  es  propietaria  y  poseedota  de  la 
"casa  en  cuestión,  tiene  expedita  la  acción  reivindicado- 
"ra  que  autoriza  la  Ley ;  pero  esta  acción  no  puede  ejer- 
"citarla  en  un  juicio  de  desahucio,  sino  en  uno  declara- 
"tivo  ordinario  en  que  pueda  debatirse  ampliamente  el 
"derecho  de  ambas  partes.  Los  juicios  de  desahucios 
/'sólo  proceden,  cuando  en  ellos  se  acredita  previamen- 
"te  un  contrato  de  arrendamiento  expreso  ó  tácito,  pa- 
**gando  renta  ó  sin  pagar  merced  alguna." 

Séptimo.  Resultando  que,  sustanciado  el  recurso 
con  arreglo  á  derecho,  se  ha  celebrado  en  diez  y  ocho 
del  actual  la  correspondiente  vista  pública,  á  que  asis- 
tió tan  sólo  el  Ledo.  Nicolás  de  Cárdenas  y  Ortega,  recu- 
rrente, quien  informó  en  sostenimiento  de  aquel : 

Decisión  dbl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 
Primero.  Considerando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida, apreciándose  al  efecto  la  prueba  del  juicio,  se  re- 
conoce en  la  parte  demandante  la  calidad  de  poseedora 
de  la  casa  á  que  se  refiere  aquel,  en  virtud  de  la  compra 
que  realizó  por  escritura  pública,  no  habiéndose  demos- 
trado, en  sentir  de  la  Sala  sentenciadora,  que  aquella 
haya  perdido  dicha  posesión,  ni  que  la  haya  adquirido 
por  título  alguno  el  demandado,  y,  en  consecuencia,  al 
estimarse  á  la  actora  parte  legítima  para  promover  el 
desahucio,  no  se  infringe,  por  el  contrario,  cúmplese  el 
articulo  mil  quinientos  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  que  otorga  esta  acción  á  los  que  ten- 
gan la  posesión  real  á  título  de  dueño,  con  lo  cual  se 
evidencia  la  ineficacia  de  los  motivos  cuarto  y  décimo- 
primero,  fundados  en  los  supuestos  de  hecho  que  sienta 
el  r^urrente,  por  su  propia  apreciación,  de  no  ser  la 
demandante  poseedora  de  la  casa  y  sí  el  mismo  recurren- 
te, á  quien  solo  es  posible  conceder  el  carácter  de  ocu- 
pante material  en  concepto  de  precario,  que  la  sentencia 
le  atribuye,  pues  no  acredita  de  la  manera  autorizada  por 
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el  párrafo  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento,  ni  siquiera  invocado  en  el  re- 
curso, que  el  juzgador  haya  apreciado  erróneamente  la 
prueba  del  juicio  acerca  de  tal  hecho,  porque  su  ocupa- 
ción le  constituya  en  poseedor  real  del  inmueble  con  de- 
recho á  disfrutarlo: 

Segundo.  Considerando  que  al  consignar  la  Sala, 
como  ima  de  las  razones  en  que  se  funda  el  fallo,  que,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y 
cuatro  del  Código  Civil,  los  actos  meramente  tolerados 
no  afectan  á  la  posesión,  refiriéndose  á  los  actos  que  como 
ocupante  haya  realizado  el  recurrente,  no  infringe  con 
ello  ese  precepto,  que  por  necesidad  ha  de  aplicarse  para 
calificar  la  tenencia  de  quien  ha  en  precario  cosa  de  otro 
y  pretende  haberla  como  poseedor  legal,  caso  frecuente 
en  juicios  de  esta  clase  y  que  es  precisamente  el  que  de- 
cide la  sentencia,  por  haberlo  en  estos  términos  plantea-, 
do  la  idemanda  y  la  contestación  del  demandado,  á  quien, 
por  lo  expuesto,  no  puede  ser  de  utilidad  el  motivo  sépti- 
mo de  su  recurso,  limitado  sustancialmente  á  expresar 
que  no  se  trata  en  este  juicio  de  cuestión  posesoria,  sino 
de  desahucio,  y  á  negar,  contra  lo  afirmado  por  la  Sala, 
que  se  haya  justificado  su  ocupación  en  concepto  de  pre- 
cario : 

Tercero.  Considerando  que  en  esa  misma  inútil 
negativa,  contradictoria  de  la  apreciación  de  la  prueba 
por  el  Tribunal  sentenciador,  descansa  el  motivo  décimo, 
en  el  punto  relativo  á  la  alegada  infracción  del  número 
tercero  del  artículo  mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento,  que  no  se  ha  infringido  por  el 
fallo,  sino  que  se  aplica  rectamente,  pues  se  decreta  el 
desalojo  de  quien  tiene  en  precario  y  ha  sido  requerido 
con  la  debida  anticipación,  según  el  juicio,  no  impugna- 
do en  forma,  del  mencionado  Tribunal;  como  tconpoco 
se  ha  infringido  el  párrafo  primero  del  artículo  mil  qui- 
nientos sesenta,  que  se  refiere  al  caso  de  arrendamiento 
y  cuya  infracción  por  otra  parte,  sólo  se  puede  reclamar 
en  un  recurso  por  quebrantamiento  de  forma: 

Cuarto.  Considerando  que  se  incurre  en  grave 
error  al  afirmar,  como  se  hace  en  el  motivo  decimotercero 
del  recurso,  que  el  desahucio  no  procede  más  que  por  las 
causas  expresadas  en  el  artículo  mil  quinientos  sesenta 
y  nueve  del  Código  Civil,  porque  este  precepto  se  con- 
trae á  la  acción  del  arrendador  para  desahuciar  al  arren- 
datario, pero  no  se  opone  de  manera  alguna  á  lo  prescri- 
to en  otras  disposiciones  de  la  ley  para  casos,  como  el  ac- 
tual, en  que  no  existe  arrendamiento ;  con  lo  que  es  vis- 
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to  que  no  se  infringe  por  la  sentencia  recurrida  el  artícu- 
lo citado : 

Quinto.  Considerando  que  también  se  interpreta 
erróneamente  en  el  recurso  el  artículo  trescientos  cua- 
renta y  ocho  del  predicho  Código  Civil,  que,  al  otorgar 
al  propietario  acción  contra  el  tenedor  y  el  poseedor  de 
la  cosa  para  reivindicarla,  no  por  ello  le  priva  de  las  de- 
más acciones  que  legal  mente  puede  ejercitar  con  otro 
fin,  entre  las  cuales  está  la  de  desahucio,  deducida  en  este 
pleito  por  la  actora  para  obtener  el  desalojo  por  el  de- 
mandado de'la  casa  que,  según  la  Sala,  pertenece  á  aquell-.i 
y  por  su  tolerancia  viene  ocupando  el  último  sin  pagar 
merced ;  lo  cual  demuestra  que  no  se  ha  cometido  la  in- 
fracción alegada  en  el  motivo  decimocuarto  del  recurso : 

Sexto.  Considerando  que,  en  consecuencia,  debe 
este  ser  desestimado  )',  con  arreglo  al  artículo  XL  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  la  serie  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  condenarse  en  las  costas  del  mismo 
al  recurrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  presente  recurso  de  casación  y  condenamos 
en  costas  al  recurrente  Ledo.  Nicolás  de  Cárdenas  y  Or- 
tega; comimíquese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentoncia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Eafael 
Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  44.— l^de  Julio.— Desahucio.  (Gac.  Mar- 

zo  10,  lOOIf. ) 

DOCTRINA:  Los  artículos  1542  y  1543 
del  Código  Civil  son  inaplicables  al  ca»o  del  des- 
ahucio de  un  inmueble  ocupado  en  precario  y  por 
consiguiente  no  pueden  ser  infringidos  en  juicios 
de  esa  clase. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  primero  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  para  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal por  Ignacio  Mújica  y  Soroa,  propietario  y  vecino 
de  Candelaria,  contra  la  sentencia  definitiva  dictada  por 
el  Juez  de  primera  instancia  de  San  Cristóbal  en  el  jui- 
cio de  desahucio  seguido  contra  aquél  por  Francisco  E. 
de  Silva,  propietario  y  vecino  de  esta  capital,  para  el 
desalojo  de  seis  caballerías  de  tierra  pertenecientes  á  la 
hacienda  "El  Brujo  de  Méndez^'  ocupadas  en  precario 
por  el  demandado : 
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Demanda: 

Primero.  Eesultando  que  en  veinte  de  Noviern- 
"bre  de  mil  novecientos  dos  presentó  escrito  ante  el  Juz- 
"gado  Municipal  de  Candelaria  D.  Francisco  E.  de  Sil- 
"va  estableciendo  demanda  contra  D.  Ignacio  Mujica  y 
"Soroa,  para  que  desalojara  seis  caballerías  de  tierra  que 
"ocupaba  éste  en  precario  de  la  hacienda  "San  Diego  do 
"los  Arroyos"  ó  "El  Brujo  de  Méndez/'  propiedad  del 
"primero,  que  en  concepto  de  precario  ocupaba  Mujica" ; 

Rebolüción  rkcu  kri  da  : 

Segundo.  Eesultando  que,  tramitado  el  juicio  er 
dos  instancias,  dictó  sentencia  definitiva  con  fecha  vein- 
tiséis de  Enero  último  el  Juez  de  San  Cristóbal,  confir- 
mando la  del  Juez  Municipal  de  Candelaria,  que  decretó 
haber  lugar  al  desahucio,  para  lo  cual  se  funda  el  Juez 
en  que  el  demandante  posee  á  título  de  dueño  las  tierras 
en  cuestión  ocupadas  como  mero  tenedor  por  el  deman- 
dado, por  la  tolerancia  de  aquél,  sin  otro  título  que  le  dé 
derecho  á  disfrutarlas  y  sin  pagarle  preció  ni  merced,  y 
en  haber  transcurrido  el  plazo  del  requerimiento  legal 
hecho  al  demandado  para  el  desalojo  del  referido  in- 
mueble : 

Fu>'DAHCNTOS  DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Tercero.  Resultando  que  el  demandado  interpuso 
contra  dicha  sentencia  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  que,  mediante  queja^educida  por  aquel  con- 
tra el  auto  denegatorio  de  su  admisión  y  declarada  en 
parte  con  lugar  por  este  Tribunal  Supremo,  quedó  admi- 
tido únicamente  en  cuanto  al  segundo  de  los  motivos  ale- 
gados, el  cual  se  transcribe  á  continuación :  "Existe  tam- 
"bién  este  motivo  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
"noventa  de  la  Ley  Procesal  civil,  cuando  debiéndose  en 
"los  juicios  de  desahucio  determinar  de  manera  cierta  y 
"positiva  la  cosa  que  en  arriendo  se  tiene  en  cualquiera 
"de  las  formas  de  la  Ley,  expresa  ó  tácita,  esa  determi- 
"nación  deja  de  llenarse,  infringiendo  la  disposición  con- 
"tenida  en  los  artículos  rail  quinientos  cuarenta  y  dos  y 
"mil  quinientos  cuarenta  y  tres  del  Código  Civil;  por 
"cuanto  el  arrendamiento  sólo  puede  ser  de  cosas  ó  de 
"obras  ó  servicios  bien  determinados,  de  manera  á  podtr 
"ceder  y  gozar  el  uso  de  la  cosa  y  su  disfrute,  condicione^* 
"que  no  cabe  admitir  cuando  la  cosa  del  arriendo  no  tie- 
"ne  existencia  conocida": 

Cuarto.  Resultando  que,  personadas  las  partes  en 
este  Supremo  Tribunal  y  sustanciado  el  recurso  en  de- 
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bida  forma,  se  ha  celebrado  con  fecha  veintiséis  de  Ju- 
nio último  la  correspondiente  vista  pública,  á  que  asistie- 
ron los  Letrados  de  aquellas,  sosteniendo  el  recurso  el  de 
la  recurrente  é  impugnándolo  el  de  la  contraria : 

Decisión  dbl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 

Primero.  Considerando  que  los  artículos  mil  qui- 
nientos cuarenta  y  dos  y  mil  quinientos  cuarenta  y  tres 
del  Código  Civil,  citados  en  el  recurso  como  infringidos 
por  el  fallo,  no  contienen  más  que  disposiciones  genera- 
les, destinadas  á  definir  el  contrato  legal  de  arrendamien- 
to y,  por  tanto,  no  es  posible  que  cometa  infracción  de 
ellos  la  sentencia  que  condena  al  desalojo  de  un  inmue- 
ble á  quien  lo  ocupa  en  concepto  de  precario :  en  razón 
de  lo  cual,  atendida  la  absoluta  incongruencia  de  los 
preceptos  que  el  recurrente  invoca  con  el  caso  del  litigio 
que  se  decidjB  por  el  fallo,  debe  desestimarse  el  recurso, 
y,  con  sujeción  á  lo  prescrito  en  el  artículo  XL  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  condenarse  á  aquel  en  costas : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  presente  recurso,  con  las  costas  del  mismo  á 
cargo  del  recurrente;  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamo«, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — El  Magistrado 
Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar. José  Várela. — Octavio  Giberga. — Rafael  Mayda- 
gán. — José  V.  Tapia. 


Inf.  ley.— Sent  45.-4  de  Julio.— Hechos.  (Gac  Marzo 

10,  lOOi,) 

DOCTRINA:  Es  improcedente  un  motivo 
fnndado  en  el  número  1?  del  artículo  1690  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  que  descansa  en  la 
apreciación  de  hechos  contraria  á  la  consignada 
en  la  sentencia  recurrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supremo  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
Cristina  Eabelo,  dedicada  á  los  quehaceres  domésticos 
y  vecina  de  esta  ciudad,  contra  la  sentencia  dictada  en 
treinta  y  uno  de  Marzo  liltimo  por  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  el  juicio  promovido 
por  dicha  recurrente  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
4el-Este  contra  la  Havana  Electric  Kailway  Companv, 
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representada  en  esta  ciudad  por  Mr.  G.  F.  Greenwood, 
en  cobro  de  pesos  por  daños  y  perjuicios. 

Primero.  Eesultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Audiencia  de  la  Habana,  se 
aceptan  los  Resultandos  de  la  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia entre  los  cuales  se  encuentran  los  cinco  que  se 
copian  á  continuación. 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  el  Ledo.  Ramírez  d^i 
Estenoz  á  nombre  de  la  morena  Cristina  Rabelo,  por  sí 
y  como  heredera  universal  de  su  hijo  Ambrosio  Rabelo, 
por  su  escrito  de  catorce  de  Mayo  último,  folio  veintisit^ 
ie  estableció  la  presente  demanda  contra  la  Compañía 
Havana  Electric  Railway  Company  fundándola  en  los 
siguientes  hechos.  Primero :  que  en  la  mañana  del  diez  y 
nueve  de  Abril  del  pasado  año  ocurrió  el  desplome  de 
parte  del  paradero  que  en  el  barrio  de  Jesús  del  Monte 
posee  la  Havana  Electric  Railway  Company  quedando 
sepultado  entre  los  escombros  el  moreno  Ambrosio  Ró- 
belo, que  como  carpintero,  operario  de  aquella  Empresa 
prestaba  allí  sus  servicios  en  tales  momentos,  según  apa- 
rece de  la  certificación  de  distintos  lugares  del  sumario 
iniciado  por  el  Juzgado  del  Distrito  del  Oeste,  que  bajo 
el  número  primero  acompaña.  Segundo:  que  en  aquel 
derrumbe  el  citado  Ambrosio  Rabelo  recibió  distintas 
lesiones  que  fueron  calificadas  de  graves,  según  puede 
verse  del  certificado  que  antes  señalo  en  la  parte  que  á 
este  extremo  se  refiere.  Tercero:  que  á  las  cinco  de  la 
tarde  del  día  veintidós  del  mismo  mes  y  año  falleció 
el  mencionado  Rabelo,  á  consecuencia  de  aquellas  le- 
siones, según  consta  del  certificado  aludido.  Cuarto: 
que  el  dictamen  emitido  por  el  señor  Arquitecto  Muni- 
cipal, así  como  el  de  los  peritos  D.  José  de  Vega  y  D. 
Walfrido  Fuentes,  señalan  como  causa  determinante  dei 
derrumbe  antes  explicado  la  negligencia  ó  impericia 
con  que  se  realizaron  el  acodalamiento  y  las  excavacio- 
nes para  demolición  de  aquel  edificio,  según  puede  com- 
probarse con  la  lectura  de  aquellos  extremos  en  el  cer- 
tificado adjunto.  Quinto :  que  según  la  propia  confesión 
<lel  demandado  la  Empresa  que  representa,  tenía  enco- 
mendada la  inmediata-  vigilancia  del  paradero  de  Je- 
sús del  Monte  en  la  fecha  en  que  ocurrió  el  derrumbo 
á  Mr.  A.  W.  K.  Billings,  como  consta  de  la  comunica- 
ción que  Mr.  G.  F.  Greenwood,  en  su  carácter  de  ge- 
neral manager  de  dicha  Compañía  dirigió  al  Juzgado 
que  conoció  del  sumario  y  obra  también  en  el  certifica- 
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do  adjunto.  Sexto :  que  á  virtud  de  lo  expuesto  el  señor 
Juez  de  Instrucción  del  Oeste,  estimando  que  Ioí?  he- 
chos relatados  constituían  el  delito  de  homicidio  por  im- 
prudencia temeraria  en  auto  de  dos  de  Julio  del  mismo 
año  declaró  procesado  á  Mr.  A.  W.  K.  Billings  y  res- 
ponsable civilmente  á  la  Havana  Electric  Bailway  Com- 
pany,  según  puede  comprobarse  con  la  vista  de  aquella 
resolución,  inserta  en  la  certificación  acompañada.  Sép- 
timo: que  habiendo. desaparecido  de  esta  ciudad  el  pro- 
cesado, fué  declarado  rebelde,  reservándose  á  la  parte 
ofendida  por  el  delito,  el  ejercicio  del  derecho  á  que  se 
crea  asistida,  xíonforme  al  artículo  ochocientos  cuarenta 
y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal ;  cuyo  ex- 
tremo consta  también  acreditado  en  la  certificación  ad- 
junta. Octavo :  que  la  demandante  en  su  calidad  de  ma- 
dre natural  de  Éabelo,  se  personó  en  el  sumario  indica- 
do, mostrándose  parte  en  él  y  protestó  deducir  cuantas 
acciones  criminales  ó  civiles  le  asistieran  contra  el  cul- 
pable ó  responsable,  según  también  es  evidencia  del  ad- 
junto certificado.  Noveno:  que  posteriormente  la  do- 
mandante  solicitó  y  obtuvo  del  Juzgado  que  ordenara 
á  la  Havana  Electric  Railway  Company,  en  su  carácter 
de  responsable  civilmente  á  esta  parte,  de  los  daños  y 
perjuicios  causados  por  el  derrumbe,  la  prestación  do 
ima  fianza  de  cincuenta  mil  pesetas,  que  impugnada  por 
la  Empresa  confirmó  la  Audiencia  y  fué  prestada  defi- 
nitivamente por  D.  Narciso  Gelats,  según  todo  en  su 
oportunidad  justificaré.  Décimo :  que  el  finado,  soltero,  y 
por  consecuencia  sin  otras  obligaciones  á  que  atender, 
subvenía  con  cariñosa  solicitud  á  todas  las  atenciones  de 
su  anciana  madre,  proveyendo  con  el  producto  de  su 
trabajo  personal  á  todos  los  gastos  ordinarios  de  su  vida, 
tales  como  los  de  habitación,  alimentos  y  vestidos,  con 
tanta  más  exactitud  y  regularidad,  cuanto  que  su  natu- 
ral laboriosidad  y  honradez  lo  aseguraron  por  un  pe- 
ríodo largo  de  años,  trabajo  permanente  en  la  Empresa 
del  Ferrocarril  urbano;  extremos  que  serán  oportima- 
mente  probados.  Décimoprimero :  que  desde  que  ocu- 
rrió el  fallecimiento  de  Rabelo  la  demandante  á  qiiiei» 
faltan  en  absoluto  salud  y  fuerza  para  trabajar  y  bienes 
de  fortuna,  no  poseídos  tampoco  por  aquél,  carece  de  lob 
medios  necesarios  para  atender  á  Iéis  más  apremiantes 
necesidades  de  su  vida,  librando  su  subsistencia  gracias 
á  la  caridad  de  sus  amistades,  que  movidas  á  piedad  por 
su  lastimosa  situación,  la  prestan  los  auxilios  más  preca- 
rios, para  salvarla  de  los  horrores  del  hambre.  Décimo- 
segundo  :  que  con  la  muerte  de  Ambrosio  Eabelo  ¿e  pri- 
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vó  á  la  demandante  de  los  medios  posibles  con,  que  aten- 
der á  las  necesidades  naturales  de  la  vida,  con  lo  que 
se  le  ha  causado  daños  y  perjuicios.  Decimotercero :  que 
la  indemnización  del  daño  es  la  de  cinco  mil  pesetas  ó 
sean  mil  pesos  oro  español ;  y  la  de  perjuicios  que  4  ella 
por  sí  corresponde  por  sus  gastos  de  habitación,  comidd. 
y  vestido  es  la  de  dos  mil  cuatrocientos  pesos  en  la  mis- 
ma moneda.  Decimocuarto :  que  el  importe  de  la  indem- 
nización del  daño  con  el  de  los  perjuicios  hacen  im  total 
de  tres  mil  cuatrocientos  pesos  oro  español,  Y  décimo- 
quinta  :  que  á  pesar  de  los  esfuerzos  extrajudiciales  rea- 
lizados para  recabar  amistosamente  la  debida  indemni- 
zación de  la  Empresa  demandada,  nada  he  podido  reca- 
bar, ni  aun  con  la  interposición  del  juicio  conciliatorio, 
que  justifico  haber  intentado  con  la  certificación  acom- 
pañada bajo  el  número  tres.  Solicitando,  por  lo  principal 
que  en  definitiva  se  condene  á  Mr.  G.  F.  Greenwood  en 
su  carácter  de  representante  legal  en  esta  ciudad,  de  la 
Havana  Electric  Eailway  Company,  á  pagar  á  la  de- 
mandante la  suma  de  tres  mil  cuatrocientos  pesos  en 
oro  español  por  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
que  con  la  muerte  de  su  hijo  Ambrosio  Rabelo  le  causó 
el  desplome  del  paradero  que  aquella  Compañía  posee 
en  el  barrio  de  Jesús  del  Monte  en  diez  y  nueve  de  Abril 
del  pasado  año,  por  la  negligencia  ó  impericia  de  su  em- 
pleado Mr.  A.  W.  K.  Billings  en  el  acodalamiento  y  zan- 
jeo de  aquel  paradero :  al  pago  igualmente  de  los  intere- 
ses legales  de  dicha  suma  á  partir  desde  la  fecha  de  la 
interposición  de  esta  demanda  hasta  la  de  la  extinción 
del  adeudo,  y  por  último  al  de  todas  las  costas  que  so 
irroguen  por  virtud  de  esta  reclamación.  Por  el  primei 
otrosí,  acompañó  las  copias  de  la  demanda  y  documen- 
tos. Y  por  el  segundo  otrosí,  designó  el  domicilio  de  la 
Compañía  demandada: 

Contestación: 

Tercero.  Eesultando  que  la  representación  de  la 
Compañía  demandada  por  su  escrito  de  fojas  cuarenta  y 
cuatro,  evacuó  el  trámite  de  contestación  á  la  demanda, 
negándola,  fundándose  en  los  siguientes  hechos.  Prime- 
ro: que  es  cierto  el  primer  hecho  de  la  demanda.  Segim- 
do:  que  asimismo  es  cierto  el  segundo  hecho.  Tercero: 
que  del  mismo  modo  es  cierto  el  tercer  hecho.  Cuarto: 
que  ignora  si  los  Arquitectos  Municipales  D.  José  de 
Vcíra  y  D.  Walfrido  Fuentes  dieran  el  informe  al  Juz- 
gado instructor  á  que  se  alude  en  el  cuarto  hecho  de  la 
demanda,  pero  aun  admitiendo  la  certeza  de  ese  hecho, 
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aquel  dictamen  no  podría  perjudicar  á  la  Compañía  eu 
este  pleito,  por  haber  sido  dado  sin  su  intervención.  Quin- 
to :  que  no  es  cierto  que  á  Mr.  Billings  estuviera  enco- 
mendada especialmente  la  vigilancia  del  paradero  de  Je- 
stis  del  Monte:  que  esa  estación  tenía  su  jefe,  y  Mr. 
Billings  eía  el  ingeniero  encargado  de  todas  las  obras 
de  construcción  de  la  Compañía.  Sexto :  que  es  cierto  Ct 
sexto  hecho  de  la  demanda.  Séptimo :  que  es  cierto  el 
hecho  séptimo,  pero  me  interesa  hacer  constar  que  Mr. 
Billings  no  desapareció  de  esta  ciudad  en  el  sentido  que 
parece  darlo  á  entender  la  parte  contraria,  á  sea  huyendo 
á  las  consecuencias  de  esta  causa,  sino  porque  habiendo 
venido  á  la  Habana  para  coadyuvar  á  los  trabajos  de 
construcción,  y  terminados  éstos  cesó  su  compromiso  con 
la  Compañía.  Octavo :  que  es  cierto  el  octavo  hecho  de  la 
demanda.  Noveno :  que  también  es  cierto  el  hecho  nove- 
no. Décimo :  que  ignora  la  certeza  de  los  hechos  décimo  y 
undécimo  del  escrito  contrario.  Undécimo :  que  niego  el 
hecho  duodécimo :  que  no  fué  la  imprudencia  de  un  em- 
pleado de  la  Compañía  la  que  causó  el  lamentable  suce- 
so. Duodécimo :  que  la  cantidad  que  fija  para  la  indem- 
nización la  parte  actora  en  el  decimotercero  fundamento 
-de  su  escrito,  es  puramete  caprichosa.  Decimotercero: 
que  es  cierto  el  hecho  decimoquinto:  que  la  Compañía 
no  accedió  á  transigir  el  asunto  con  la  Sra.  Kabelo  por 
no  creerse  á  ello  obligada.  Decimocuarto :  que  en  la  ma- 
drugada del  diez  y  ocho  al  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil 
novecientos  uno  descargaron  sobre  la  ciudad  de  la  Ha-» 
baña,  y  especialmente  sobre  el  barrio  de  Jesús  del  Mon- 
te copiosos  aguaceros,  soplando  vientos  huracanados,  que 
produjeron  algunos  desperfectos  en  la  estación  que  la 
Compañía  tiene  establecida  en  aquel  lugar :  que  con  ob- 
jeto de  repararlos  á  primera  hora  de  la  mañana,  un  maes- 
tra carpintero  con  sus  operarios  comenzó  á  apuntalar 
uno  de  los  colgadizos  y  estando  en  esta  operación,  súbita- 
mente se  desplomó  aquél,  quedando  sepultado  entre  los 
escombros  el  infeliz  Ambrosio  Babelo,  operario  que  tra- 
bajaba á  las  órdenes  del  carpintero.  Y  decimoquinto: 
que  la  Compañía  empleó  toda  la  diligencia  que  la  más 
previsora  prudencia  aconseja^ para  prevenir  el  daño,  pues 
tan  pronto  como  se  enteraron  sus  empleados  de  los  desper- 
fectos ocasionados  durante  la  noche  por  la  lluvia  y  el 
viento,  en  el  paradero  de  Jesús  del  Monte,  enviaron  al 
maestro  carpintero  y  sus  operarios  para  hacer  las  nece- 
sarias reparaciones,  y  estas  se  comenzaron  en  las  pri- 
meras horas  de  la. mañana.  Solicitando  por  lo  principal 
•que  en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la  demanda  con  las 
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\  [  costas  de  cargo  del  actor.  Y  por  otrosí  acompañó  la  copia 

i  >  de  dicho  escrito. 


}    : 


Béplioa: 

Cuarto.  Resultando  que  conferido  traslado  en 
réplica  á  la  actora  la  representación  de  ésta  por  su  es- 
crito de  fojas  cuarenta  y  ocho,  evacuó  dicho  trámite,  enu- 
merando los  siguientes  hechos.  Primero :  que  ratifica  en 
todas  sus  partes  los  de  la  demanda.  Segundo :  que  el  de- 
mandado sólo  ha  negado  el  quinto  y  duodécimo  de  los  fun- 
damentos de  dicha  demanda.  Tercero :  que  la  parte  con- 
traria no  puede  negar  que  á  Mr.  Billings  estuviera  enco- 
mendada especialmente  la  vigilancia  del  paradero  de  Je- 
sús del  Monte,  porque  asi  lo  manifestó  Mr.  6.  P.  Green- 
wood  en  su  carácter  de  Greneral  Manager  de  la  Empresa 
demandada,  en  la  contestación  escrita  que  dio  en  el  su- 
mario ocasionado  por  el  derrumbe  de  aquel  paradero,  y 
la  cual  consta  certificada  en  el  atestado  que  se  acompañó 
con  el  escrito  de  demanda.  Cuarto:  que  niego  los  doó 
únicos  hechos  que  por  su  parte  sustenta  la  contraria  en 
los  párrafos  decimocuarto  y  decimoquinto  de  la  contes- 
tación. Quinto :  que  el  paradero  de  Jesús  del  Monte  ha 
sido  demolido  en  parte,  y  paralizada  su  demolición  en 
esas  condiciones,  sin  que  la  Empresa  tomase  medida  de 
ninguna  clase  para  garantir  la  seg\iridad  del  mismo :  que 
ocurrieron  los  aguaceros  en  la  madrugada  del  diez  y  ocho 
al  diez  y  nueve  de  Abril,  que  si  bien  pudieron  contribuir 
en  alguna  parte  á  que  se  produjera  el  desplome  que  des- 
pués ocurrió,  fué  sin  duda  porque  encontraron  el  edifi- 
cio medio  demolido,  sin  la  solidez  y  resistencia  que  Ir- 
mas elemental  prudencia  aconsejada.  Sexto:  que  al 
practicar  la  demolición  parcial  de  aquel  edificio,  se  fal- 
tó al  artículo  ciento  ochenta  de  las  Ordenanzas  de  Cons- 
trucción, que  exigen  en  tales  casos,  puesix)  que  según  ci 
artículo  noventa  y  tres  de  dichas  Ordenanzas,  el  Arqui- 
tecto Municipal  hubiera  propuesto  las  reglas  y  pormeno- 
res para  efectuar  aquella  demolición,  habiéndose  evitado 
de  esa  manera  el  desplome  que  costó  la  vida  á  más  de  un 
infeliz  obrero.  Séptimo:  que  lejos  de  emplear  la  Compa- 
ñía demandada  la  diligencia  y  previsión  que  se  atribu- 
ye, para  prevenir  el  daño  que  debían  ocasionar  aquellos 
aguaceros,  en  un  edificio  medio  demolido,  haciendo  que 
los  peligrosos  trabajos  que  tenían  de  realizarse,  se  efec- 
tuaran bajo  la  inmediata  dirección  técnica  del  Ingeniero 
encargado  de  su  cuidado,  se  contentó  con  enviar  al  maes- 
tro carpintero,  que  no  siendo  arquitecto  ni  ingeniero,  ca- 
recía de  la  pericia  y  competencia  necesarias  para  dirigir 
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obras  de  tanta  importancia,  y  esta  negligente  omisión 
costó  la  vida  al  desgraciado  Eabelo.  Solicitando  por  b 
principal  se  le  tuviese  por  evacuado  el  trámite  de  répli- 
ca y  se  proveyese  cuanto  más  en  derecho  procedíi.  Por  o: 
otrosí,  acompañó  la  copia  de  dicho  escrito. 

Duplica: 

Quinto.  Besultando  que  la  representación  de  la 
Compañía  demandada  por  su  escrito  de  folio  cincuenta 
y  cuatro,  evacuó  el  trámite  de  duplica  que  le  fué  confe- 
rido por  la  providencia  de  fojas  cincuenta  y  dos,  solici- 
tando por  lo  principal,  se  le  tuviese  por  llenado  aquel 
trámite  y  que  se  provea  lo  demás  que  corresponda  con 
arreglo  á  derecho;  emmierando  los  siguientes  hechos. 
Primero:  que  reproduce  todos  los  de  la  contestación.  Y 
segundo:  que  niega  los  hechos  tercero,  quinto,  sexto  y 
séptimo  de  la  réplica,  oponiendo  en  frente  de  ellos,  las 
manifestaciones  que  aparecen  en  los  hechos  de  la  con- 
testación. Y  por  otrosí  acompañó  la  copia  del  referido 
escrito. 

Sexto.  Besultando  que  no  habiéndose  solicitado  po'^ 
ninguna  de  las  partes  el  recibimiento  á  prueba  de  este 
juicio,  en  providencia  de  doce  del  corriente  mes  se  maii- 
dó  traer  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  parte* 
para  sentencia. 

Resolución  recurrida: 

Séptimo.  Resultando  que  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana estimando  que  no  está  probado  el  fundamento  de  la 
reclamación  confirmó  con  las  costas  de  la  segunda  instan- 
cia la  sentencia  apelada,  que  declaró  sin  lugar  la  deman- 
da, absolviendo  de  ella  á  la  Empresa  demandada,  sin  ha- 
cer, especial  condenación  de  costas. 

FuifDAMBNTOS  DEL  RKCUR60  DE  CASACIÓN: 

Octavo.  Resultando  que  contra  dicha  sentencia  in- 
terpuso Cristina  Rabelo  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  invocando  coo  precepto  autorizante  el  número  pri- 
mero del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ijey  de 
Enjuiciamiento  Civil,  cuyo  recurso  sólo  le  fué  admitido 
en  cuanto  á  los  motivos  marcados  con  las  letras  B.  y  C. 
que  se  expresan  á  continuación :  "Han  sido  infringidos 
por  el  fallo  recurrido  los  siguientes  preceptos  legales :  B. 
El  artículo  diez  y  ocho  del  Código  Penal,  que  hace  res- 
ponsable civilmente,  en  defecto  de  los  que  lo  sean  cri- 
minalmente, á  las  Empresas  por  delitos  que  se  cometie- 
sen en  los  establecimientos  que  dirijan,  siempre  que  por 
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tíoetas  de  cargo  del  actor.  Y  por  otrosí  acompañó  la  copia 
(le  dicho  escrito. 

Képlioa: 

Cuarto.  Resultando  que  conferido  traslado  en 
réplica  á  la  actora  la  representación  de  ésta  por  su  es- 
t  rito  de  fojas  cuarenta  y  ocho,  evacuó  dicho  trámite,  enu- 
merando los  siguientes  hechos.  Primero :  que  ratifica  en 
todas  sus  partes  los  de  la  demanda.  Segundo :  que  el  de- 
mandado sólo  ha  negado  el  quinto  y  duodécimo  de  los  f  un- 
<  I  amentos  de  dicha  demanda.  Tercero :  que  la  parte  con- 
traria no  puede  negar  que  á  Mr.  Billings  estuviera  enco- 
mendada especialmente  la  vigilancia  del  paradero  de  Je- 
sús del  Monte,  porque  así  lo  manifestó  Mr.  G.  P.  Green- 
wood  en  su  carácter  de  General  Manager  de  la  Empresa 
^lemandada,  en  la  contestación  escrita  que  dio  en  el  su- 
mario ocasionado  por  el  derrumbe  de  aquel  paradero,  y 
la  cual  consta  certificada  en  el  atestado  que  se  acompañó 
ton  el  escrito  de  demanda.  Cuarto:  que  niego  los  dos 
Vmicos  hechos  que  por  su  parte  sustenta  la  contraria  en 
los  párrafos  decimocuarto  y  decimoquinto  de  la  contes- 
tación. Quinto :  que  el  paradero  de  Jesús  del  Monte  ha 
sido  demolido  en  parte,  y  paralizada  su  demolición  en 
t'sas  condiciones,  sin  que  la  Empresa  tomase  medida  de 
ninguna  clase  para  garantir  la  seguridad  del  mismo :  que 
ocurrieron  los  aguaceros  en  la  madrugada  del  diez  y  ocho 
al  diez  y  nueve  de  Abril,  que  si  bien  pudieron  contribuir 
i^ii  alguna  parte  á  que  se  produjera  el  desplome  que  des- 
pués ocurrió,  fué  sin  duda  porque  encontraron  el  edifi- 
cio medio  demolido,  sin  la  solidez  y  resistencia  que  la 
más  elemental  prudencia  aconsejada.  Sexto:  que  al 
[tracticar  la  demolición  parcial  de  aquel  edificio,  se  fal- 
tó al  artículo  ciento  ochenta  de  las  Ordenanzas  de  Cons- 
trucción, que  exigen  en  tales  casos,  puesto  que  según  ol 
artículo  noventa  y  tres  de  dichas  Ordenanzas,  el  Arqui- 
tecto Municipal  hubiera  propuesto  las  reglas  y  pormeno- 
res para  efectuar  aquella  demolición,  habiéndose  evitado 
íle  esa  manera  el  desplome  que  costó  la  vida  á  más  de  un 
infeliz  obrero.  Séptimo:  que  lejos  de  emplear  la  Compa- 
ñía demandada  la  diligencia  y  previsión  que  se  atribu- 
ye, para  prevenir  el  daño  que  debían  ocasionar  aquellos 
aguaceros,  en  un  edificio  medio  demolido,  haciendo  que 
los  peligi'osos  trabajos  que  tenían  de  realizarse,  se  efec- 
tuaran bajo  la  inmediata  dirección  técnica  del  Ingeniero 
encargado  de  su  cuidado,  se  contentó  con  enviar  al  maes- 
tro carpintero,  que  no  siendo  arquitecto  ni  ingeniero,  ca- 
recía de  la  pericia  y  competencia  necesarias  para  dirigir 
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obras  de  tanta  importancia,  y  esta  negligente  omisión 
coetó  la  vida  al  desgraciado  Babelo.  Solicitando  por  l.i 
principal  se  le  tuviese  por  evacuado  el  trámite  de  répli- 
ca y  se  proveyese  cnanto  más  en  derecho  procedíi.  Por  o! 
otrosí,  acompañó  la  copia  de  dicho  escrito. 

Duplica: 

Quinto.  Eesultando  que  la  representación  de  la 
Compañía  demandada  por  su  escrito  de  folio  cincuenta 
y  cuatro,  evacuó  el  trámite  de  duplica  que  le  fué  confe- 
rido por  la  providencia  de  fojas  cincuenta  y  dos,  solici- 
tando por  lo  principal,  se  le  tuviese  por  llenado  aquel 
trámite  y  que  se  provea  lo  demás  que  corresponda  con 
arreglo  á  derecho;  enumerando  los  siguientes  hechos. 
Primero :  que  reproduce  todos  los  de  la  contestación.  Y 
segundo:  que  niega  los  hechos  tercero,  quinto,  sexto  y 
séptimo  de  la  réplica,  oponiendo  en  frente  de  ellos,  las 
manifestaciones  que  aparecen  en  los  hechos  de  la  con- 
testación. Y  por  otrosí  acompañó  la  copia  del  referido 
escrito. 

Sexto.  Besultando  que  no  habiéndose  solicitado  po^ 
ninguna  de  las  partes  el  recibimiento  á  prueba  de  este 
juicio,  en  providencia  de  doce  del  corriente  mes  se  maii  • 
dó  traer  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  parte* 
para  sentencia. 

Resolución  becurbida: 

Séptimo.  Resultando  que  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana estimando  que  no  está  probado  el  fundamento  de  la 
reclamación  confirmó  con  las  costas  de  la  segunda  instan- 
cia la  sentencia  apelada,  que  declaró  sin  lugar  la  deman- 
da, absolviendo  de  ella  á  la  Empresa  demandada,  sin  ha- 
cer especial  condenación  de  costas. 

FuifDAMBNTOS  DBL  RKCUR80  DE  CASACIÓN: 

Octavo.  Resultando  que  contra  dicha  sentencia  in- 
terpuso Cristina  Rabelo  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  invocando  coo  precepto  autorizante  el  número  pri- 
mero del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ijey  de 
Enjuiciamiento  Civil,  cuyo  recurso  sólo  le  fué  admitido 
en  cuanto  á  los  motivos  marcados  con  las  letras  B.  y  C. 
que  se  expresan  á  continuación :  "Han  sido  infringidos 
por  el  fallo  recurrido  los  siguientes  preceptos  legales :  B. 
El  artículo  diez  y  ocho  del  Código  Penal,  que  hace  res- 
ponsable civilmente,  en  defecto  de  los  que  lo  sean  cri- 
minalmente, á  las  Empresas  por  delitos  que  se  cometie- 
sen en  los  establecimientos  que  dirijan,  siempre  que  por 
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SU  parte,  ó  la  de  sus  dependientes,  haya  intervenido  in- 
fracción de  los  reglamentos  generales  ó  especiales  de  po- 
licía ;  determinándose  la  infracción  de  dicho  artículo,  en 
el  concepto  de  no  apreciar  la  Sala  el  incumplimiento,  por 
parte  de  la  Empresa,  demandada,  del  artículo  ciento 
ochenta  de  las  ordenanzas  de  construcción,  señalado  en 
el  sexto  hecho  de  la  réplica,  cuya  observancia  incumbía 
justificar  á  la  parte  contraria  y  en  defecto  de  lo  que  se 
imponía  una  resolución,  de  acuerdo  con  el  precepto  in- 
fringido, declaratoria  de  la  responsabilidad  subsidiaria 
de  la  Havana  Electric  Railway  Company  cuyo  empleado 
está  declarado  procesado  por  delito  de  homicidio  por  im- 
prudencia temeraria  por  auto  firme  de  esta  Audiencia, 
constante  de  las  certificaciones  presentadas  con  la  de- 
manda. C.  Del  artículo  mil  novecientos  tres  del  Código 
Civil,  que  hace  responsables  á.  las  empresas,  por  los  da- 
ños causados  por  sus  dependientes  en  el  servicio  de  los 
ramos  en  que  estuvieren  empleados,  ó  con  ocasión  de  sus 
funciones,  no  cesando  esa  responsabilidad  sino  cuando 
prueben  que  emplearon  toda  la  diligencia  de  un  buen 
padre  de  familia  para  prevenir  el  daño ;  y  ese  artículo  ha 
sido  infringido  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recu- 
rrida, á  pesar  de  no  haber  probado  la  Havana  Electric 
Railway  Company  que  empleó  toda  la  diligencia  de  un 
buen  padre  de  familia  para  prevenir  el  daño,  que  ha  de 
suponerse,  legalmente,  causado  por  la  imprudencia  de 
su  dependiente  M.  A.  W.  K.  Billings,  mientras  no  sea 
revocado  el  auto  de  su  procesamiento  que  así  lo  estima, 
absuelve  á  dicha  Empresa  de  la  demanda  en  qué  se  le 
reclama,  precisamente,  la  responsabilidad  que  señala  el 
precepto  infringido.  * 

Noveno.  Resultando  que  sustanciado  el  recurso 
ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  la  vista  pública 
el  día  veinticinco  de  Junio  último,  con  la  sola  asistencia 
del  abogado  defensor  de  la  parte  recurrente,  que  sostu- 
vo el  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Rafael  May- 
an. 

Primero.  Considerando  que  las  infracciones  de  ley 
que  invocando  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Tioy  de  Enjuiciamiento  Civil  se 
alegan  en  los  dos  únicos  motivos  del  recurso,  parten  del 
supuesto  de  que  el  daño  cuya  indemnización  se  pretende 
fué  ocasionado  por  negligencia  ó  impericia  de  un  em- 
pleado de  la  Empresa  demandada;  y  como  la.Sala.  sear 
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tenei adora  ha  declarado  sin  lugar  la  demanda  precisa- 
mente por  no  estimar  probada  la  existencia  de  esa  cir- 
cunstancia en  que  se  apoya  la  reclamación^  sin  que  la 
parte  recurrente  haya  combatido,  como  ha  podido  ha- 
cerlo al  amparo  del  número  séptimo  del  propio  artículo 
citado,  dicha  apreciación  judicial,  resulta  evidente  la 
ineficacia  de  las  mencionadas  alegaciones,  babadas  en 
supuestos  distintos  á  los  del  problema  planteado,  del 
que  es  término  principal  el  criterio  de  la  Sala  sentencia- 
dora respecto  de  las  constancias  de  autos,  no  impugnado 
en  forma  por  la  recurrente,  en  cuyo  concepto  no  pueden 
estimarse  infringidas  por  falta  de  aplicación  las  leye.< 
que  se  citan  como  aplicables  al  caso  inverso. 

Segundo.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas es  de  declararse  sin  lugar  el  recurso,  y,  por  pre- 
cepto legal,  las  costas  á  cargo  de  la  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  es- 
tablecido por  Cristina  Babelo  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
on  treinta  y  uno  de  Marzo  último,  con  las  costas  á  cargo 
de  la  recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  á  dicha  Au- 
diencia con  la  correspondiente  certificación. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia  la  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  líevilla. — Ra- 
fael Maydagán. 

ftxLcga.-— Auto  51. --18  de  Julio.— Besolnción  reoxurible. 

{Gae,  A{artol2.  190 J^.) 

DOCTRINA:  Cuando  en  las  diligencias  so- 
bre el  ctimpli miento  de  sentencia  se  dicta  en  se- 
gunda instancia  un  auto  que  c<Miiprenda  declara- 
toria de  derecho  8í)bre  p.-irticulares  no  controver- 
tidos en  el  pleito  ni  decididos  en  la  ejecutoria, 
procede  la  odniifión  del  recurso  de  casación,  con- 
forme al  artículo  1693  de  la  lej  de  Enjuiciamiento 
Civil. 

Antecriíbntes: 

Resaltando  que  en  el  trámite  de  cumplimiento  de 
eentencia  recaída  en  juicio  de  desahucio  st^guido  en  el 
Juzgado  Municipal  del  Distrito  Sur  de  esta  ciudad 
por  José  M*  Cotta  contra  Juan  X.  Martínez,  ehleman- 
dante  estableció  uit  recurso  de  casacióu  que  fué  decla- 
rado sin  lugar  condenándose  al  recurrente  al  pago  de 
las  costas,  que  ascendieron  á  d06cient<>s  sesenta  pesos, 
cuya  suma  satisfizo  un  tercero,  6  sea  José   M'>  Neyra, 
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ante  el  Secretario  del  Juzgado,  al  demandado  Juan  N. 
Martínez  quien  expresó  en  aquel  acto  que  subrogaba 
á  Neyra  en  todos  sus  derechos  y  acciones,  acto  que 
aprobó  el  Juez  Municipal  en  providencia  que  se  noti- 
ficó á  Cotta  y  conti-a  la  cual  no  se  interpuso  recurso 
alguno. 

Resultando  que  habiendo  solicitado  la  represen- 
tación de  Cotta  que  por  el  Juzgado  se  declarase  que 
su  mandante  holo  estaba  obligado  á  pagar  á  Neyra  la 
cantidad  en  que  se  había  beneficiado,  toda  vez  que 
Cotta  era  acree<ior  de  Neyra  por  doscientos  pesos  pro- 
venientes de  alquileres  de  la  misma  casa  objeto  del 
desahucio  y  que  estaban  mandados  á  pagar  por  sen- 
tencia firme;  el  Juez  denegó  la  solicitud,  dando  esto 
lugar  al  recurso  de  apelación,  que,  previo  el  de  repo- 
sición, interpuso  Cotta  ante  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Centro  y  que  fué  resuelto  por  auto  de  ocho 
de  Junio  último  en  el  sentido  de  que  el  apelante  solo 
debía  pagar  á  Neyra  la  diferencia  entre  los  doscientos 
sesenta  pesos  mone<la  americana  á  que  ascendían  las 
costas  á  cuyo  pago  fué  condenado  y  ios  doscientos  pe- 
sos oro  español  que  por  alquileres  le  adeudaba  Mar- 
tínez. 

Recurso  dbnegado: 

Resultando  que  contra  dicho  auto  interpuso  José 
M^  Neyra  recurso  de  casación  p  »r  infracción  de  ley, 
invocando  como  precepto  autorizante  el  artículo  mil 
seisiientos  novenUt  y  tres  de  la  Ley  de  Etijuiciamien- 
to  Civil  en  relación  cou  los  números  primero,  segun- 
do, tercero  y  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta de  la  propia  Ley  por  entender  que  el  auto  dictado 
en  las  citadas  diligencias  resuelve  puntos  suntanciales 
no  controvertidos  ni  decididos  en  la  sentencia  y  con- 
tiene violación,  interpretación  errónea  y  aplicación 
indebida  de  las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al 
caso  discutido. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  por 
auto  de  diez  y  ocho  de  Junio  próximo  pasado  denegó  la 
admisión  del  recurso  interpuasto,  fundado  en  que  con 
arreglo  al  citado  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  tres 
de  la  Ley  Procesal,  para  quesea  recurrible  un  auto  dio- 
tado en  el  trámite  de  ejecución  de  sentencia  es  indis- 
pensable no  solo  que  los  puntos  resuellos  en  el  auto 
no  hayan  sido  cv)ntrovertitios  en  el  pleito  ni  decididos 
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en  la  sentencia  sino  además  que  sean  sustanciales, 
conc«*pto  que»  en  el  del  Juzgado  solo  puede  atribuirse, 
tratándose  de  un  juicio  de  desahucio,  á  lo  que  se  refie- 
re al  desalojo  ú  ociipacióu  de  la  finca  objeto  del  jui- 
cio; pero  nunca  al  part  cular  ahora  discutido,  6  sea  la 
fijación  de  la  suma  que  tenga  derecho  á  cobrar  al  de- 
mandante condenado  en  costas  el  tercero  que  por  él 
las  satisfizo  al  acreedor  de  las  mismas 

Kesult-ando  que  la  parte  recurrente  interpuso  re- 
cui-so  de  queja  contra  el  expresado  auto  denegatorio, 
cuyo  recurso  se  ha  sustanciado  ante  este  Tribunal,  ce- 
lebrándose la  vista  pública  el  día  catorce  del  corrien- 
te con  asistencia  de  los  Abogados  de  las  partes,  soste- 
niendo el  del  recurrente  el  recurso  de  queja  ó  impug- 
nándolo el  otro. 

Resolución: 

Considerando  que  cuando  en  las  diligencias  sobre 
cumplimiento  de  sentencia  se  dicta  en  segunda  instan- 
cia un  auto  que  comprenda,  como  sucede  en  este  caso, 
declaratorias  de  derecho  sobre  particulares  que  no  han 
sido  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  eu  la  sen- 
tencia, se  resuelve  verdaderamente  en  dicho  auto  una 
cuestión  de  fondo,  sustíincial  y  que  puede  ser  objeto 
del  recurso  de  casación,  conforme  lo  establece  el  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  y  tres  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil;  y  como  por  otra  parte  en  el  escrito 
de  interposición  del  recurso  á  que  se  contrae  esta  que- 
ja, se  han  llenado,  como  lo  afirma  el  Juez  sentencia- 
dor, los  requisitos  exigidos  en  el  nrticulo  quinto  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  rail  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  no  hay  razón  para  denegar  la  admisión 
del  citado  recurso  y  es  de  declararse  con  lugar  el  de 
queja  que  se  resuelve  en  este  auto. 

Se  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja  inter- 
puesto por  José  Ml^  Keyí-a  contra  el  auto  de  diez  y 
ocho  de  Junio  último  dictado  por  el  Juez  de  primera 
instancia  del  Centio,  á  quien  se  ordena  que  remita  las 
actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo,  con  emplaza- 
miento de  partes;  y  no  hacemos  especial  condenación 
de  costas. 

Comuniquei^e  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  mí  de  que  ce»  tífico. —José  Vare- 
la. — Octavio Giberga.  —Ambrosio  II.  Morales. — Carlos 
Kevilla. — Rafael  Maydagán.— Silverio  Castro,  Secre- 
tario p.  s. 
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Impugnación.— Auto  53.-28  de  Julio.— Personalidad. 

(  Guc,  Marzo  12,  UH)^. ) 

DOCTRINA:  El  tutor  no  necesita  autoriza- 
ción del  Conseio  de  familia  para  interponer  los  re- 
cursos de  apelación  y  casación  contra  las  senten- 
cias en  que  su  pupilo  sea  condenado,  pero  si  la 
necesita  para  sostener  esos  recursos. 

El  recurrente  ha  de  tener  personalidad  en  el  mo- 
mento en  que  ejercite  el  derecho  para  el  cual  la 
ley  exige  aquélla,  sin  que  pueda  ese  defecto  subsa- 
narlo por  haberla  adquirido  posteriormente. 

ANTEOKDENThS: 

Resultando  que  en  veintisiete  de  Marzo  del  co- 
rriente año  el  Consejo  de  familia  del  incapacitado  Ma- 
rio Echarte  y  Alfonso  autorizó  al  Ldo.  Eduardo 
Echarte,  tutor  de  dicho  incapacitado,  para  que  conti- 
nuara la  apelación  interpuesta  por  su  pupilo  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  del  Este  de  esta  Capital, 
t  tjutra  Gonzalo  Herrera  en  cobro  de  pesos  y  para  que 
otorgase  los  pod<^ res  neceí'arios  para  continuar  dicha 
apelación  y  representar  al  referido  Mario  Echarte  co- 
rno actor  ó  demandado  en  toda  clase  de  juicios. 

Kkcürso  admitido: 

Resultando  que  el  mencionado  tutor  con  tal  ca- 
rácter y  haciendo  uso  de  las  facultades  que  le  fueron 
€Qiiferidas  por  el  Consejo,  otorgó  poder  al  Procurador 
Nicolás  Sterliug  V^arona,  el  cual,  á  nombre  de  su  po- 
derdante, interpus«)  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia dictada  con  fecha  siete  de  Mayo  último  en  los 
L  libidos  autos  por  la  tíala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
d^  la  Habana  y  habiéndole  nido  admitido  el  recurso, 
Be  personó  en  este  Tribunal  Supremo  utilizando  al 
efecto  el  mismo  poder  á  que  acaba  de  hacerse  referen- 
cia. 

Resultivndo  que  transcurrido  el  término  del  em- 
phizainiento  que  venció  en  ocho  de  Junio  próximo  pa- 
gado, y  abierto  ya  el  periodo  de  instrucción,  el  Procu- 
niflor  títerling  presentó  el  certificado  de  un  acta  del 
Consejo  de  familia  del  incapacitado  Mario  Echarte, 
de  la  que  aparece  que  en  diez  3'  ocho  de  Junio  último 
liné  autorizado  el  tutor  Eduardo  Echarte  para  sostener 
A  presente  recurso  de  casación. 

Impugnación: 

Resultando  que  dúlzante  el  propio  término  de  ins- 
trucción el  Procurador  Esteban  de  la  Tejera  á  nombre 
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<lel  demandaík)  Gonzalo  Herrera,  parte  no  recurrente, 
promovió  cuestión  previa  sobre  ]a  admisión  y  sustan- 
ciación  del  recnrao,  solicitando  que  se  declare  mal  ad- 
mitido y  en  todo  caso  no  haber  lugar  á  sustanciarlo, 
exponiendo  como  fundamentos  de  la  petición  que  el 
tutor  Eduardo  Echarte  no  estaba  facultado  por  el 
Oonsejo  de  familia  pai-a  interponer  ó  sostener  recur- 
sos de  casación  cuando  estableció  el  presente  por  me- 
dio de  Procurador  y  lo  admitió  la  Audiencia  la  cual 
no  debió  admitirlo  por  faltar  dicho  requisito:  que  del 
mismo  modo  carecía  eje  dichas  facultades  el  tutor  no 
solo  cuando  |)or  medio  del  mismo  Procurador  Sterling 
se  personó  en  este  Tribunal-  sino  también  dumnte  el 
término  del  emplazamiento  y  que  aun  cuando  fuera 
subsauable  tal  omisión  en  el  tiempo  en  que  se  intentó 
hacerlo,  no  se  ha  empleado  en  este  caso  la  forma  que 
seria  oportuna,  puesto  que  el  tutor  no  se  ha  persona- 
do por  sí  ni  conferido  nuevo  poder  al  Procurador  que 
viene  representándolo. 

Resultando  que  de  dicho  escríto  se  entregaron  las 
correspondientes  copias  á  !as  demás  partes  y  que  la 
vista  pública  tuvo  efecto  el  día  quince  del  actual  con 
solo  la  asistencia  del  Letrado  de  la  pa«te  no  recurren- 
te que  sostuvo  la  impugnación  del  recurso. 

Resolución  : 

Considerando  que  el  tutor  no  necesita  autoriza- 
ción del  Consejo  de  familia  para  interponer  los  recur- 
sos de  apelación  y  casación  contra  las  sentencias  en 
que  el  sujeto  á  tutela  hubiese  sido  condenado,  siendo 
tan  solo  necesaria  dicha  autorización,  según  el  precep- 
to del  artículo  doscientos  sesenta  y  nueve  del  Código 
Civil,  para  que  el  propio  tutor  pueda  sostener  los  ex- 
presado»  recursos  si  los  hubiera  interpuesto;  y  como 
la  decisión  de  sostenerlos  se  manifiesta  primeramente 
compareciendo  en  tiempo  y  forma  ante  el  Tribunal  al 
que  se  recurre,  es  evidente  que  en  el  presente  caso  la 
Sala  que  ha  pronunciado  la  sentencia  recurrida  ha 
prescindido  debidamente  para  resolver  sobre  la  admi- 
sión del  recurso,  de  apreciar  la  existencia  ó  falta  de 
un  requisito  que  no  es  necesario  para  su  admisión. 

Considerando  que  el  Ledo.  Eduardo  Echarte  al 
personarse  por  medio  de  Procurador  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  con  el  carácter  de  tutor  del  incapacitado 
Mario  Echarte,  no  estaba  autorizado  por  el  Consejo  de 
familia  para  sostener  e^te  recurso  á  nombre  de  su  re- 
presentado, viniendo  á  obteuer  dicha  autorización  diez 
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<lías  después  de  tmnsciirrido  el  término  del  emplaza- 
miento,  según  consta  de  la  certificación  presentada  por 
su  Procurador  á  los  dos  dííis  de  otorgada  dicha  autori- 
zación, razón  por  la  cual  carecía  de  personalidad  para 
sostener  el  recurso  al  tiempo  en  que  debió  presentarse 
á  sostenerlo,  en  cuyo  caso  y  de  conformidad  con  lo 
preceptuado  en  el  número  cuarto  del  articulo  treinta 
y  cuatro  de  U  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  es  de  declararse  no  ha- 
ber lugar  á  sustanciarle, 

8e  declara  no  haber  lugar  á  sustanciar  el  recarso 
de  casación  interpuesto  á  nombre  del  Ledo  Eduardo 
Echarte  como  tutor  del  incapacitado"  Mario  Echarte 
cx)ntr<i  la  sentencia  d'ctada  en  hiete  de  Mayo  última 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
coQ  las  costas  á  cargo  del  recarrente. — Corauniquede 
etc. — Lo  acordaron,  mandaron  y  firma  »  los  Magis- 
trados del  margen  ante  mi;  certifico:  José  Várela. 
— Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Mayda* 
gán. — J.  M.  Aguirre. — Silverio  Castro,  Secretario  p.  s. 


Quega.~-Aüto  54.-23  de  Julio.— Sentencia  no  definitiva. 

(Gac.  Marsm  i^,  190^.) 

OOCTROíA:  La  resolución  que  declara  sin 
lugar  la  intervención  judicial  de  unos  bienes  suje- 
tos á  litigio  no  tit;ne  el  carácter  de  sentencia  ded- 
nitiva  á  los  efectos  de  la  casación. 

ANTECEDENTES : 

Resultando  que  en  la  pieza  separada  á  los  autos 
seguidos  por  Domingo  Hernández  González  esposo 
de  Dolores  Pérez  Ksqui jarosa  y  tutor  de  los  menores 
Kegino,  Ricardo  y  Rosa  María  Patricia  Albiza  y  Boli- 
grin  contra  Domingo  Ubeda  Jorge  y  otros,  sobre  reivin- 
dicación del  potrero  "Dos  Amigos»  y  sobre  nulidad  de 
varios  actos,  formada  para  tratar  del  aseguramiento 
de  bienes  litigio-os,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencui 
de  la  Habana  dictó  auto  en  veintidós  de  Mayoúltimo^ 
confirmando  el  dictado  por  el  Juez  de  primera  Ins- 
tnncia  en  primero  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
dos  que  declaró  sin  lugar  la  pretensión  de  la  parte 
demandante  de  que  se  estableciera  la  intervención  ju- 
dicial del  potrero  oDos  Amigos»  cuya  propiedad  re- 
clama. 

Rkcurso  d «negado: 

Resultando  que  contra  el  referido  auto  de  la  Sala 
á€  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana^    interpuso 
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Domingo  Hernández  González  con  los  caracteres  que 
ostenta,  recursí)  de  casaeióil  por  infracción  de  Ley  y 
de  doctrina  legal,  invocando  como  preceptos  autori- 
zantes del  recui'so  los  artículos  mil  setecientos  ochen- 
ta y  siete,  mil  setecientos  ochenta  y  ocho,  mil  se- 
tecientos ochenta  y  nueve  y  caso  primero  de  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  alegando  los  motivos  que  estimó  oportunos. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  propiíaSala  de  lo  Civil  por  auto 
de  quince  de  Julio  próximo  pasado  denegó  la  admisión 
del  recurso  fundada  en  que  segfm  el  precepto  del 
articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  en  su  caso 
primero,  para  que  las  sentencias,  que  recaen,  en  un 
incidente  ó  articulo  tengan  el  concepto  de  deñuitivas, 
es  preciso  que  pongan  término  al  pleito  principal  ha- 
ciendo imposible  su  continuación,  y  en  que  no  siendo 
sent^icia  definitiva,  ni  teniendo  concepto  de  tal  el 
auta  dictado,  falta  uno  de  los  más  esenciales  requisi^ 
tos  para  que  fuera  procedente  su  admisión. 

Fundamentos  de  la  queja: 

Resultando  que  contra  el  referido  auto  interpuso 
en  tiempo  el  apelante  recurso  de  queja  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  manifestando  en  el  escriio  de  interpo- 
sición de  aquélla,  que  la  Sala  de  lo  Civil  consigna  co- 
mo único  fundamento  para  la  denegatoria,  el  de  que 
la  sentencia  contra  la  cual  recurre  no  es  definitiva 
por  cuanto  no  impide  la  continuación  del  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  sobre  reivindicación  de  la 
propiedad  del  potrero  «Dos  Amigos»,  siendo  esto  un 
error,  pues  si  bien  la  sentencia  no  impide  la  continua- 
ción de  los  autos  principales,  es  lo  cierto  que  ella 
pone  término  al  incidente  de  dicho  juicio  para  tratar 
del  aseguramiento  de  los  bienes  litigiosos  por  medio 
de  la  intervención  judicial,  causauíio  estado  é  impi- 
diendo la  continuación  del  referido  incidente,  origi- 
nando un  verdadero  perjiíicio  á  sus  intereses  de  un 
modo  definí  ti  v(;,  razón  por  lo  que  la  sent-oncia  tiene 
el  carácter  de  definitiva  según  el  articulo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  ocho  de  la  Ley  Procesal  que  dice: 
«además  de  las  sentencias  que  terminan  el  juicio,  las 
«que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan 
«término  á  éste,  haciendo  imposibe  bU  continuación.» 

Resultando  que  el  expresado  recurso  ae  ha  sus- 
tanciado  en  forma,  celebrándose  la   vista  pública  el 
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día  diez  y  siete  del  actual,  con  solo  la  asistencia  del 
Abogado  defensor  del  recurrente,  quien  sostuvo  la 
procedencia  del  recurso. 

RESpLUOlÓN: 

Considerando  que  la  resolución  que  declara  sin 
lugar  la  intervención  judicial  de  unos  bienes  sujetos 
á  litigio  solicitada  en  un  incidente,  no  pone  término  al 
pleito  principal,  haciendo  imposible  su  continuación 
y  por  consecuencia,  como  reiteradamente  tiene  decla- 
rado este  Supremo  Tribunal;  no  tiene  á  los  efectos  de 
la  casación  el  concepto  <le  sentencia  definitiva  que 
exige  en  tales  casos  el  n(imero  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  dene- 
gar el  recurso  de  casación  contra  un  auto  de  esta  na- 
turaleza ha  cumplido  lo  dispuesto  en  el  artículo  XI 
en  relación  con  el  número  primero  del  VII  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  y  por  consiguiente  debe  desestimarse  la 
queja  condenando  al  recurrente  en  las  costas  confor- 
me dispone  el  artículo  XXV  de  la  citada  Orden: 

No  ha  lugar  á  la  queja  establecida  por  la  repre- 
sentación de  Domingo  Hernández  González  con  los 
caracteres  que  ostenta  contt*a  el  auto  dictado  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  quin- 
ce de  Julio  último,  con  las  costas  á  su  cargo. — Comu- 
QÍquese  etc. 

Lo  acordai*on,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  mí:  certifico. — José  Várela.— 
— Octavio  Giberga. — Carlos  Reviila: — Kafael  Mayda- 
gán. — J.  M.  Aguirre.-Silverio  Castro,  Secretario  P.  S. 


1 


Cluqa.~Axito  57.-28  de  Julio,— Precisión  v  claridad. 

{Gac.  Marzo  12,  190^.) 

I>OCTKINA:  Se  falta  á  la  debida  precisión 
y  claridad  en  la  expresión  de  un  motivo,  cuando 
fundado  éste  en  la  causa  7*  del  artículo  1690.  no 
se  expresa  si  el  error  atribuido  á  la  Sala  senten- 
ciadora es  de  hecho  ó  de  derecho,  y  si  pretendien- 
do que  sea  de  ambos,  no  se  determina  claramente 
el  error  que  se  reclama. 

Antecedentes: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictó  seuteocia  en  el  juicio  seguido  por 
la  señora  Dolores  Mora  y  Rivero  contra  Juan  B^tutis- 
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ta  Giqael  y  otros;  con  fecha  dos  de  Junio  próximo 
pasado,  qae  fué  notificada  á  las  partes  ea  diez  y  seis, 
del  mismo,  y  eu  veintidós  presentó  escrito  Entanislao 
Hermoso,  apoderado  de  la  dicba  señora  Mora,  ínter* 
poniendo  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  leg^il,  fundándolo  en  los  caaos  primero,  se* 
gnndo  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  en  auto  de  fecha  veinticuatro  del 
referido  mes  de  Junio,  la  mencionada  B^la  aimiti^el 
recurso  interpuesto  en  cuanto  4  U>8  casos  primero  y  se- 
gundo del  articulo  mil  seiscientos  noventa,  que  se  citan 
en  dicho  recurso,  y  declaró  no  haber  lugar  á  su  admi-> 
sión  respecto  del  caso  séptimo  del  mismo  artículo, 
fundándose  en  que  no  se  expresa  si  el  error  es  de  he- 
cho ó  de  de  derecho  y  sin  citarse  además  en  el  primer 
caso  el  precepto  legal  infringido,  ni  en  el  segundo 
el  documento  aiitéutico  que  demuestre  la  equivoca* 
ción  del  Juzgador. 

Resultando  que  habiendo  acudido  en  queja  la  re- 
presentación de  la  recurrente  contra  el  extremo  del 
auto  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso,  dicha 
queja  se  ha  sustanciado  en  legal  forma  ante  este  Tri- 
bunal, habiendo  comparecido  las  partes,  cuyos  Letra- 
dos concurrieron  á  la  vi^ta  que  se  verificó  el  día  vein- 
ticuatro del  mes  de  la  fechi«. 

Resolución: 

ConMderando  que  en  el  escrito  interponiendo  el 
recurso  de  casacióu  no  se  expresa  si  el  error  que  el 
recurrente  atribuye  á  la  Sala  sentenciadora,  y  que 
pretende  discutir  al  amparo  del  número  siete,  articulo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  es  de  hecho  ó  de  derecho;  y  esta  ind^^termina- 
ción  cbliga  á  estar,  para  resolver  la  queja,  á  las  ma- 
nifestaciones que  la  parte  recurrente  ha  connigna^lo 
al  interponer  este  último  recurso,  en  el  seiítidodeque 
la  casación  se  ha  fundado  en  ambas  causas  mencio- 
nadas. 

Ct  nnderando  que  partiendo  de  esta  afirmación  es 
indudable  que  si  el  motivo,  que  por  no  haber  sido  ad- 
mitido ha  originado  el  reeurso  de  queja,  se  ha  funda- 
do «á  la  vez»  en  error  de  hecho  y  de  derecho,  estas 
dos  causas  de  casacióu  no  se  han  puntualizado  de  mo- 
do tal  que  sea  posible  apreciar  separadamente  en  lo 
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que  consiste  una  y  otra,  ni  siquiera  á  ca^l  ríe  las  ale- 
gaciones hechas  recnrre4)tH  atribuye  ano  6  otro  ea- 
ráctser,  aparccieudo  involucrados  sus  respectivos  con- 
ceptos, y  sin  que  la  índole  de  l«s  alegaciones  que  .se 
han  aclucido  permita  tampoco  aprecmrque  se  trata  en 
realitlrid  de  un  error  de  hecho;  por  todo  lo  cual  el  me- 
tí vu  del  recui-HO  en  cuestión  ci^rece  de  la  precisión  y 
claridad  que  exige  la  Orden  nQmero  noventa  y  dos  de 
mil  ochoiientOH  noventa  y  nueve,  en  el  inciso  cuarto 
de  BU  artículo  quinto,  como  condición'  indispensable 
para  la  admisión  de  los  recursos  de  la  naturaleza  ya 
t^x  pregada. 

Considerado  que  el  articulo  veinticinco  de  dicha 
Orden  preceptúa  que  las  costas  del  recurso  de  queja, 
cuando  se  deniega,  serán  de  cargo  del  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queje»  interpues- 
to por  la  señora  Dolores  Mora  y  Bivero  con  las  costas 
á  su  cargo. 

Ooiuuniqnese  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  mi:  certifico. — José  Várela. — 
Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. 
— J.  M.  Aguirre. — Ante  mi,  Camilo  André,  Secretario 
interino. 


Inf.  ley.— Sent.  46.-4  de  Julio.  -Leyes  aplicables.  (Ga- 

eeia  Marzo  15,  190.Í. ) 

DOCTRINA:  Las  leyes  del  Derecho  Roma- 
no no  están  ni  han  estado  nunca  vigentes  en 
Cuba  y  no  pueden  ser  infringidas  en  un  fallo  que 
dicten  los  Tribunales  de  la  Isla. 

Es  improcedente  un  recurso  fundado  en  un  su- 
puesto no  contenido  en  la  seattncia. 

En  la  ciudftd  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supremo 
\A  rt^üurso  de  casación  por  infracción  de  ley  deducido  por 
Julia  Massiou,  viuda  de  Mitjans,  residente  en  Méjico, 
(oino  heredera  de  Aurelio  Mitjans  y  Alvarez,  contra  la 
sentencia  definitiva  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Aurlicncia  de  la  Habana,  en  el  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  propuesto  por  aquélla  contra  Ofelia  Giquel 
viuda  de  Vázquez  Queipo,  vecina  de  esta  capital,  como 
lu^rcdera  de  Antonio  Vázquez  Queipo,  y  contra  Manuel 
Martínez  y  Pérez,  del  comercio  y  también  vecino  de  esta 
eajíital,  sobre  nulidad  de  escrituras  y  del  juicio  ejecutivo 
íiegiudo  por  Vázquez  Queipo  contra  la  sucesión  de  Bar- 
tolomé ^íitjans : 


V 
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Antbcbdentks: 

Primero.  "Resultando  que  en  el  escrito  foja  cator- 
ce Doña  Julia  Massiou  por  medio  de  su  Procurador  Oc- 
tavio Zubizarreta,  dedujo  su  demanda  en  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  como  incidental  al  juicio  eje- 
cutivo que  siguió  D.  Antonio  Vázquez  Queipo  contra  los 
herederos  de  D.  Bartolomé  Mitjans  en  cobro  de  pesos; 
dirigiéndose  la  demanda  contra  los  herederos  de  dicho 
Vázquez  Queipo  y  D.  Manuel  Martínez  Pérez,  para  que 
en  definitiva  se  declare:  Primero:  Que  D.  Aurelio  MH- 
jans,  de  quien  es  causahabiente  la  actora,  no  estaba  obli- 
gado á  pagar  al  Sr.  Vázquez  Queipo  las  cantidades  que 
por  razón  de  honorarios  exigió  éste  judicialmente  en  el 
juicio  ejecutivo  expresado,  siendo  ineficaz  por  tanto  el 
convenio  celebrado  en  cuatro  de  Agosto  de  inil  ochocien- 
tos setenta  y  siete,  en  los  autos  de  la  testamentaría  de 
D.  Bartolomé  Mitjans,  entre  Doña  Dolores  Alvarez  de 
Bada,  curadora  á  la  sazón  de  D.  Aurelio  Mitjans,  D. 
José  Llamina  curador  ad-litem  del  mismo,  D.  José  To- 
más de  Salazar  y  los  acreedores  de  la  herencia;  en  tanto 
en  cuanto  dicho  convenio  declaró  ser  de  cargo  de  los  bie- 
nes del  referido  Mitjans  el  pago  de  cualquier  cantidad 
en  concepto  de  costas  al  Sr.  Vázquez  Queipo.  Segundo : 
ineficaz  en  cuanto  á  D.  Aurelio  Mitjans  causante  de  la 
actora,  el  contrato  celebrado  en  la  escritura  otorgada 
ante  el  Notario  Eafael  del  Pino  en  diez  y  siete  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  cuyo  testimo- 
nio se  halla  á  fojas  tres  del  juicio  ejecutivo  y  en  cuyo 
convenio  Doña  Dolores  Alvarez  de  Banda,  madre  y  cu- 
radora del  citado  Mitjans  obligó  mancomunad  amenté 
con  ella  á  su  referido  hijo  á  pagar  al  Sr  Vázquez  Quei]>o 
la  suma  de  setenta  y  ocho  mil  pesos'  devengados  en  la 
defensa  de  D.  José  Tomás  de  Salazar,  cuya  obligación 
ha  servido  para  que  el  Sr.  Vázquez  Queipo  haya  deduci- 
do sus  reclamaciones  contra  los  bienes  de  D.  Aurelio 
Mitjans,  hasta  hacer  en  ellos  trance  y  remate.  Tercero : 
que  es  nulo  de  derecho  por  tanto  este  juicio ;  nulos  de  de- 
recho los  remates  de  su  vía  de  apremio  y  las  adjudicacio- 
nes hechas  por  Vázquez  Queipo  á  su  favor,  de  las  casas 
situadas  en  esta  ciudad  Tenerife  cuarenta  y  dos  y  cua- 
renta y  cuatro,  Figuras  treinta  y  nueve,  cuarenta  y  uno 
y  veintiuno  y  de  la  posesión  rústica  denominada  Cayo 
Largo  cuya  descripción  consta  de  autos;  y  las  adjudica- 
ciones hechas  á  D.  Manuel  Martínez  y  Pérez  de  las  casa.s 
Príncipe  Alfonso  ciento  catorce  y  Tenerife  treinta  y 
siete;  nulas  de  derecho  las  escrituras  de  remate  ante  el 
Notario  Eafael  del  Pino  de  treinta  de  Agosto  de  mi! 
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ochocientos  setenta  y  nueve  y  veintiséis  de  Septiembre 
del  misino  año,  con  que  se  hicieron  las  referidas  adjudi- 
eacíones,  y  las  incripeiones  de  esas  escrituras  en  el  Ke- 
gistro  de  la  propiedad.  Cuarto:  Que  los  herederos  de  D. 
Antonio  Vázquez  Queipo  y  D.  Manuel  Martínez  y  Pé- 
rez restituyan  á  Ja  masa 'hereditaria  de  bienes  de  D.  Au- 
relio Mitjans  dichos  bienes  con  los  frutos  producidos  y 
debidos  producir  desde  que  tomaron  posesión  de  ellos  y 
que  abonen  las  costas  de  este  juicio." 

Demanda: 

Segimdo  :"Resultando  que  la  demanda  se  funda  en 
los  siguientes  hechos:  Primero:  que  en  las  actuacionei» 
de  la  testamentaría  de  D.  Bartolomé-  Mitjans  de  la  que 
es  incidente  el  presente  juicio  ejecutivo  presentó  el  Dr. 
Antonio  Vázquez  Queipo  nombrado  Contador  partidor 
de  los  bienes,  por  D.  José  Tomás  de  Salazar  que  á  su  vez 
había  sido  nombrado  albacea  administrador,  liquidador, 
contador  partidor  por  el  testador  D.  José  Llavina.  Cu- 
rador ad-litem  del  menor  Aurelio  Mitjans  hijo  y  here- 
dero de  D.  Bartolomé  y  finalmente  por  D.  Manuel  Bada 
é  Isla,  esposo  y  apoderado  generalísimo  de  Doña  Dolo- 
res Alvarez,  heredera  también  del  citado  D.  Bartolomé 
Mitjans  una  cuenta  de  división  y  partición  de  los 
bienes  hereditarios,  foja  trescientos  veintitrés  de  la  tes- 
tamentaría.— Segimdo:  en  esa  cuenta  se  dividieron  los 
bienes  por  partes  iguales  entre  Doña  Dolores  Alvarez  y 
D.  Aurelio  Mitjans,  adjudicándose  á  este  iiltimo,  entre 
otros  bienes  las  casas  situadas  en  esta  ciudad^  Tenerife 
cuarenta  y  dos  y  cuarenta  y  cuatro;  Figuras  treinta  y 
nueve,  cuarenta  y  uno  y  veinte  y  uno,  Príncipe  Alfonso 
ciento  catorce,  Tenerife  treinta  y  siete  y  la  finca  rús- 
tica Cayo  Largo,  sita  en  los  almacigos,  jurisdicción 
de  Pinar  del  Río,  en  la  hacienda  Santiago.  Tercero: 
en  la  referida  cuenta  particional,  se  hizo  ))or  el  con- 
tador partidor  la  manifestación  de  que  no  se  forma- 
ba en  dicha  cuenta  hijuela  de  deudas  ni  de  costas, 
ni  se  rebajan  éstas  y  aquéllas  del  haber  hereditario 
no  sólo  porque  parte  de  ellas  estaban  satisfechas,  sino 
porque  según  lo  estipulado  en  un  convenio  celebrado 
con  anterioridad  con  las  partes  interesadas  en  el  juicio 
con  el  7)roducto  de  los  bienes  adjudicados,  ó  sea  con  sup 
frutos  durante  la  zafra  de  mil  ochocientos  setenta  y  do»? 
á  mil  ochocientos  setenta  y  tres  se  pagaría  ])or  el  Admor. 
D.  José  Tomás  de  Salazar  todos  los  demás  gastos  y  cos- 
tas originadas  y  que  se  originasen  hasta  la  final  aproba- 
ción de  la  testamentaría.  Cuarto:   La  referida  cuentíi 
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particional  fué  aprobada  por  auto  de  veinticinco  de 
Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  en  los  autos  tes- 
tamentarios. Quinto :  con  fecha  diez  y  ocho  de  ílayo  de 
mil  ochocientos  setenta  y  dos  presentó  el  Albacea  conta- 
dor partidor  Sal  azar  una  cuenta  de  partición  adicional, 
en  l^  que  se  altera  la  partición  anterior,  pues  se  adjudica 
tan  sólo  á  D.  Aurelio  Mitjans  un  haber  de  cuatrocientos 
setenta  y  siete  mil,  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  pesoa> 
cincuenta  ytres  centavos,  al  paso  que  el  de  su  coheredera 
Doña  Dolores  Alvarez  se  hace  ascender  á  mucha  mayor 
suma.  Sexto :  la  razón  de  esta  diferencia  se  halla  en  la 
circunstancia  de  habérsele  adjudicado  su  haber  á  D. 
Aurelio  libre  de  toda  carga  ó  responsabilidad  al  paso 
que  el  de  Doña  Dolores  resultaba  gravado  con  las  de 
satisfacer  las  deudas  del  caudal  hereditario,  así  como  las 
costas  que  se  hacían  ascender,,  á  veintiséis  mil  pesos. 
Séptimo:  esta  cuenta  adicional  presentada  por  D.  José 
Tomás  de  Salazar  fué  aprobada  en  un  convenio  celebra- 
do en  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  sie- 
te por  todos  los  interesados  en  el  juicio  testamentario, 
incluyendo  casi  todos  los  acreedores  hereditarios,  cuyo 
convenio  fué  aprobado  judicialmente  por  auto  de  seis 
de  Septiembre  del  mismo  año  foja  ochocientos  setenta  y 
nueve  de  la  testamentaría.  Octavo:  que  en  la  referida 
cuenta  adicional  se  aprobaron  las  cuentas  del  Albacea 
Admor.  Salazar  y  se  dio  por  apartado  á  éste  de  dicho 
cargo.  Noveno:  que  á  pesar  de  tales  estipulaciones  se 
negó  Salazar  á  rendir  cuentas  y  á  abandonar  el  cargo, 
dando  con  ello  lugar  á  la  promoción  de  varios  pleitos 
tramitados  como  incidentes  á  la  testamentaría,  en  al- 
guno de  los  cuales  fué  condenado  en  costas  Salazar,  sin 
que  en  los  otros  fuera  nunca  condenado  el  menor  Aurelio 
Mitjans  á  abonar  costas  á  Salazar.  Décimo:  que  antes 
de  dicho  convenio  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  si- 
guió D.  Claudio  Iglesias  como  apoderado  de  Doña  Te- 
resa Sicart  de  Berisons,  un  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  contra  la  sucesión  de  D.  Bartolomé  Mitjans,  cu- 
yo juicio  quedó  paralizado  por  el  referido  convenio,  y  en 
el  que  llevó  la  defensa  de  la  parte  actora  el  Dr.  D.  An- 
tonio Vázquez  Queipo.  Undécimo:  que  en  el  aludido 
convenio  de  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta 
y  siete,  se  estipuló  por  la  cláusula  novena  con  evidente 
infracción  de  las  cuentas  de  partición  aprobadas,  que  el 
pago  de  las  costas  de  la  testamentaría  se  hiciese  con  car- 
go á  la  masa  hereditaria  sin  excluir  el  haber  de  D.  Aure- 
lio Mitjans,  el  cual  había  de  pagar  treinta  mil  pesos  me- 
nos de  costas  que  Doña  Dolores  Alvarez.  Duodécimo:  en 
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ese  mismo  convenio  se  expresó  que  el  pago  de  las  respon- 
saViilidades  de  la  herencia  se  hubiese  de  hacer  con  cargo 
á  las  rentas  de  ella  á  fin  de  conservar  al  menor  Mitjans 
integro  su  haber.  Decimotercio:  también  se  convino  que 
el  pago  de  las  costas  se  había  de  hacer  durante  el  año 
siguiente  al  convenio  y  que  durante  los  siguientes  cinco 
años  se  pagarían  los  demás  créditos.  Decimocuarto:  que 
esas  mismas  estipulaciones  á  que  se  refieren  los  dos  he- 
chos anteriores,  fueron  repetidos  en  un  escrito  firmado 
|>ar  el  Sr.  Vázquez  Queipo  en  siete  de  Agosto  de  mil 
whocientos  setenta  y  siete;  y  cuyo  escribo  se  encuentra 
á  fojas  ochocientas  de  la  testamentaría.  Decimoquinto: 
i-1  tantas  veces  aludido  convenio  de  cuatro  de  Agosto  d^ 
mil  ochocientos  setenta  y  siete  fué  judicialmente  aproba- 
do por  auto  de  seis  de  Septiembre  de  ese  año,  en  el  que 
se  repite  dos  veces,  que  según  dicho  convenio  el  pago  de 
las  costas  testamentarias  se  hará  con  los  frutos  del  cau- 
dal, para  conservar  éste  íntegro  al  menor.  Ese  auto  se 
encuentra  á  fojas  ochocientos  setenta  y  nueve  vuelto  de 
la  testamentaría. — Decimosexto:  En  diez  y  siete  de  Sep- 
tiembre del  mismo  año  mil  ochocientos  setenta  y  siete 
por  escritura  ante  D.  Rafael  del  Pino,  declaró  D.  José 
Tomás  de  Salazar  en  su  carácter  de  Albacea  Admor.  con- 
tador partidor  de  los  bienes  de  D.  Bartolomé  Mitjans 
que  estos  eran  legítimos  deudores  de  D.  Antonio  Váz- 
quez Queipo  por  la  suma  de  noventa  y  dos  mil  novecien- 
tos cincuenta  y  siete  pesos  setenta  y  cinco  centavos  por 
razón  de  honorarios  devengados  por  éste  en  la  defensa 
do  Salazar  en  pleitos  sostenidos  con  los  herederos  de  D. 
Bartolomé  Mitjans  y  con  terceras  personas,  declaró  ade- 
más que  los  trabajos  de  Vázquez  Queipo  se  habían  he- 
cho por  su  orden  y  bajo  su  responsabilidad  sin  perjuicio 
de  lo  que  pudiera  resolverse  definitivamente  en  las  con- 
denaciones de  costas  en  los  asuntos  en  que  se  han  im- 
pendido y  de  cualquier  arreglo  que  pudiese  hacer  el  com- 
pareciente con  terceras  personas.  Decimoséptimo:  En 
mí\  misma  escritura  aceptó  D*  Dolores  Alvarez  como  tu- 
tora  y  curadora  de  su  hijo  D.  Aurelio  Mitjans  una  rebaja 
tjiu.'  le  fué  ofrecida  en  ella  por  el  Dr.  Vázquez  Queipo; 
íihligó  á  su  hijo  Aurelio  mancomunada  y  solidariamente 
von  ella  á  pagar  al  Dr.  Vázquez  Queipo  la  suma  de  seten- 
ta y  ocho  mil  pesos  en  dos  plazos  iguales  sin  expresar  que 
el  pago  hubiese  de  hacerse  con  los  frutos  del  caudal  tes- 
tamentario. Décimooctavo :  En  la  suma  total  de  hono- 
rarios que  Doña  Dolores  reconoció  á  favor  de  Vázquez 
Queipo,  se  incluyó  una  partida  de  nueve  mil  trescientos 
quince  pesos  procedentes  de  honorarios  devengados  por 
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éete  en  el  juicio  de  mayor  cuantía  á  que  alude  el  hecho 
décimo  cuyo  juicio  fué  iniciado  por  Doña  Teresa  Licent 
(acreedora  que  aceptó  el  convenio  de  cuatro  de  Agosto 
de  mil  ochocientos,  setenta  y  siete,  en  el  cual  se  estipuló 
que  las  costas  se  pagasen  con  los  frutos  del  caudal)  y  en 
cuyo  juicio  no  hubo  condena  de  costas  en  perjuido  do 
Aurelio  Mitjans.  Decimonoveno:  La  escri^tura  referida 
de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  siete,  no  fué  celebrada  con  autorización  judicial,  ni  fué 
judicialmente  aprobada  ni  internnieron  en  ella  todos 
los  interesados  en  el  convenio  de  cuatro  de  Agosto  ^c 
mil  ochocientos  setenta  y  siete.  Vigésimo:  No  pidió 
tampoco  su  otorgamiento  ni  intervino  en  él  Aurelio  Mit- 
jans que  en  esa  fecha  tenía  más  de  catorce  años.  Vigé- 
simoprimero :  En  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  oclio- 
cientos  setenta  y  siete  era  mayor  de  catorce  años  Aurelio 
Mitjans.  Vigésimosegundo :  fundado  en  esa  escritura  co- 
mo título  ejecutivo  ha  seguido  este  juicio  D.  Antonio 
Vázquez  Queipo,  en  cuyo  juicio  corridos  sus  trámites 
fueron  adjudicados  al  actor  en  pago  de  su  supuesto  cré- 
dito las  casas  y  fincas  rústicas  propiedad  del  menor  ya 
referidas,  y  en  cuyo  juicio  ha  adquirido  en  remate  D. 
Manuel  Martínez  Pérez  las  que  también  he  indicado. 
Vigésimotercero :  tanto  las  adquisiciones  del  Sr.  Váz- 
quez Queipo  como  las  de  Martínez  Pérez  han  sido  he- 
chas de  mala  fe,  pues  ninguno  de  ellos  podía  desconocer 
y  mucho  menos  el  primero  los  vicios  que  la  invalida- 
ban. Vigésimocuarto :  por  consecuencia  de  esas  adjudi- 
caciones ha  estado  privado  Aurelio  Mitjans  del  disfrute 
de  esos  bienes  que  le  pertenecían.  Vigésimoquinto :  D. 
Aurelio  Mitjans  y  Alvarez  falleció  en  esta  ciudad  el 
veinticinco  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro  sin  dejar  descendeircia  ni  otorgar  disposición  tes- 
tamentaria, siendo  declarada  heredera  de  sus  bienes  su 
madre  Doña  Dolores  Alvarez  Sánchez,  por  auto  del  Juz- 
gado de  Marianao  de  catorce  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve  que  en  certificación  se  acompa- 
ña. Vigésimosexto :  en  los  referidos  autos  de  intestado 
de  Aurelio  Mitjans  presentó  instancia  la  viuda  de  éste 
Doña  Julia  Massiou  y  Duarte  para  que  se  le  declarase 
con  derecho  á  la  cuarta  marital  de  los  bienes  de  Aurelio 
Mitjans  por  el  carácter  que  en  ella  concurría  la  viuda 
pobre  é  indotada.  Vigésimoséptimo :  Doña  Dolores  Al- 
varez se  allanó  á  esa  pretensión  y  concurrió  además  en 
unión  de  Doña  Julia  Massiou  á  otorgar  una  escritura 
ante  D.  Andrés  Mazón  en  treinta  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno,  de  la  que  se  acompaña  testimonio. 
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por  la  que  Doña  Dolores  ratificó  dicho  allanamiento  y 
reconoció  el  derecho  de  Doña  Julia  Massiou  á  la  cuarta 
parte  de  los  bienes,  derechos  y  acciones  dejados  por  Au- 
relio Mitjans." 

Tercero.  "Resultando  que  además  de  las  copias  res- 
pectivas se  acompañaron  al  escrito  de  demanda  desde  fo- 
jas primera  hasta  la  trece,  los  documentos  siguientes:  un 
testimonio  del  poder  con  que  representa  á  la  actora  su 
Pror  Zubizarreta :  una  certificación  de  la  declaratoria  de 
heredera  de  Aurelio  Mitjans  á  favor  de  su  madre  Dolo- 
res Alvarez,  expedida  por  el  Escribano  Carlos  Granados : 
y  un  testimonio  de  la  escritura  ante  el  Notario  Andrfe 
Mazón,  el  treinta  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno,  por  la  cual  Doña  Dolores  Alvarez  madre  y  heredera 
de  Aurelio  Mitjans,  ratificó  el  derecho  que  á  favor  de  la 
viuda  de  éste  Julia  Massiou  le  había  reconocido,  á  la 
cuarta  parte  de  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones  de 
la  herencia,  cuya  cuarta  parte  cedió  y  traspasó  la  here- 
dera de  Aurelio  á  la  viuda  de  éste  cuyos  documentos  en 
lo  sustancial  expresan  los  mismos  particulares  consigna- 
dos en  el  escrito  de  demanda." 

Contehtación: 

(hiarto.  "Resultando  que  la  demandada  t)oña  Ofe- 
lia por  medio  de  su  Pror  Llama  contestó  por  su  escrito 
fojas  ochenta  y  seis  á  la  demanda  pidiendo  que  ésta  se 
declare  sin  lugar  con  las  costas  á  la  actora,  y  alegando 
ios  siguientes  hechos :  Primero :  que  en  convenio  de  pri- 
mero de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta,  aprobado  por 
auto  del  día  once  siguiente  en  el  juicio  de  testamentaría 
de  D.  Bartolomé  Mitjans  por  Doña  Dolores  Alvarez  por 
^u  propio  derecho  como  heredera  de  D.  Elias  Mitjans 
y  como  tutora  y  curadora  de  su  hijo  menor  D.  Aurelio; 
D.  José  Llavina  curador  ad-litem  de  dicho  menor  D. 
Aurelio;  D.  José  Tomás  de  Salazar,  albacea,  adminis- 
trador, contador  partidor  de  los  bienes;  para  dar  por 
terminado  dicho  juicio  de  testamentaría  se  consignó  el 
siguiente  buen  propósito  "el  importe  de  las  costas  cau- 
sadas por  las  partes,  así  como  el  de  los  honorarios  de  los 
Letrados  directores,  deberán  liquidarse,  pagándose  como 
los  demás  en  el  orden  y  oportimidad  convenientes,  con 
los  productos  de  los  bienes,  con  cargo  á  la  testamentaría, 
debiendo  tenerse  en  cuenta  al  hacerse  la  partición  entre 
los  herederos/'  Segundo:  que  en  la  cuenta  divisoria  de 
los  biene*  del  caudal  de  Mitjans,  que  lleva  la  fecha  trein- 
ta y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno  y  se 
presentó  al  Juzgado  con  escrito  en  veintinueve  de  No- 
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viembre  del  mismo  año,  que  redactó  el  Dr.  Vázquez 
Queipo  por  etieargo  del  Contador  y  herederos  representa- 
dos legalmente  conforme  á  sus  instrucciones  y  ajustán- 
dose al  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil  ochocieu- 
tostos  setenta,  se  consignaron  los  siguientes  supuesto? 
Cuarto:  dicho  capital,  una  vez  desembarazado  y  libre 
en  la  forma  que  establece  el  convenio  aprobado  á  que 
después  nos  referimos,  debe  partirse  por  mitad  entre  el 
menor  Anrelio  y  su  madre  heredera  de  D.  Elias.  Quinto: 
según  lo  convenido  por  las  partes  el  contador  ha  creído 
lo  más  conveniente  dividir  al  acerbo  en  dos  partes  y 
adjudicarlas  á  cada  uno  de  los  herederos;  pero  teniendo 
en  cuenta  que  los  herederos  no  deben  ni  pueden  hacerso 
cargo  de  los  bienes  adjudicados  según  el  convenio  hasta 
después  de  la  recolección  y  venta  de  la  zafra  de  mil  ocho- . 
cientos  setenta  y  dos  á  mil  ochocientos  setenta  y  tres 
para  que  con  los  productos  líquidos  de  los  mismos  se  va- 
3^an  pagando  todas  las  responsabilidades  y  deudas  que 
aún  gravitan  sobre  el  caudal  según  los  balances  que  obran 
en  autos  más  el  die-/  por  ciento  de  Salazar ;  y  por  último 
todas  las  costas,  honorarios  y  gastos  que  se  originan  y  ya 
originados,  hasta  la  final  aprobación  de  esta  testamenta- 
ría y  archivo  de  ella  en  la  Escribanía  del  actuario  y  de 
todos  los  incidentes  ó  pleitos  que' por  el  citado  convenio 
quedan  transigidos.  Sexto:  una  vez  libre  de  responsabi- 
lidad todos  los  bienes  adjudicados,  Doña  Dolores  por  sí 
y  como  tutora  y  curadora,  podrá  á  su  voluntad  entrar 
en  plena  y  pacífica  posesión  de  todos  los  bienes."  Terce- 
ro: El  Dr.  Vázquez  Queipo  no  contrajo  la  obligación  de 
cobrar  sus  honorarios  devengados  en  la  testamentaría 
de  Mitjans  ó  en  sus  incidentes  con  los  productos  de  los 
bienes  del  caudal  testamentario,  porque  no  fué  parte  pp 
el  convenm  de  primerode  Junio  de  mil  ochocientos  soter»- 
ta,  ni  esa  parte  interesada  tampoco  en  la  cuenta  divisoria 
de  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
uno,  que  firmó  como  Letrado  por  encargo  de  las  partea 
y  con  arreglo  á  sus  instrucciones,  importándole  poco  des- 
pués de  todo,  el  saber  con  qué  bienes  se  le  habían  de  re- 
tribuir sus  trabajos  profesionales.  Cuarto:  el  Dr.  1>. 
Antonio  Vázquez  Quei]:>o  no  formó  la  cuenta  adicional  á 
la  de  partición  de  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  och.o- 
cientos  setenta  y  uno  que  lleva  la  fecluí  de  diez  de  May(» 
de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  y  que  se  presentó  r»()ii 
escrito  de  diez  y  siete  de  Agosto  de  dicho  año.  En  dichí) 
cuenta  adicional  en  que  no  fué  parte  Vázquez  Queioo, 
no  se  hizo  declaración  alguna  sobre  pa<ío  de  ct^stas.  Quin- 
to: que  los  buenos  propósitos  formados  por  los  horedí-.- 
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ros  (le  D.  Bartolomé  Mitjans  y  demás  partes  interesadas 
on  el  juicio,  como  el  curador  ad-litem  del  menor  y  el  al- 
bacea  administrador  contador  partidor  de  bienes,  tanto 
en  el  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil  ochocientos 
setenta  aprobado  judicialmente  el  día  once,  como  en  la 
cuenta  divisoria  de  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  uno,  que  se  aprobó  por  auto  de  quince 
de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  como  en  la 
cuenta  adicional  de  diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  dos,  respecto  al  pago  de  laá  deudas  y  de  las  cos- 
tas y  gastos  judiciales  con  los  productos  de  los  bienes,  á 
cuyo  efecto  I).  José  Tomás  de  Salazar  había  de  quedar 
encargado  de  la  administración  de  dichos  bienes  hasta 
treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tro*» 
sin  que  se  le  pudiera  revocar  ese  encargo,  quedó  frustra- 
do por  completo  por  la  propia  conducta  de  Doña  Dolores 
Alvarez  según  se  ha  explicado  con  el  debido  pormenor 
en  este  escrito :  quedando  también  como  operaciones  so- 
bre el  papel  las  divisorias  de  mil  ochocientos  setenta  y 
lino  y  su  adición  de  mil  ochocientas  setenta  y  dos.  Sex- 
to: Que  en  el  período  que  media  desde  Enero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  tres  á  quince  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  siete,  removido  ilegalmente  de  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  D.  José  Tomás  de  Salazar  y 
encarcelado,  se  apoderó  Doña  Dolores  Alvarez  de  la  ad- 
ministración del  caudal  testamentario  de  D.  Bartolomé 
Mijans,  dando  causa  á  que  se  multiplicaran  los  pleitos 
y  los  gastos  de  un  modo  extraordinario ;  impugnando  el 
propio  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil  ochociento<í 
setenta  y  la  cuenta  adicional  de  diez  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  setenta  y  de  dos,  por  lo  que  no  es  imputable 
al  Dr.  Vázquez  Queipo  que  el  propósito  de  las  parte;-; 
interesadas  en  el  juicio  respecto  al  pago  de  costas  cori 
anterioridad  al  año  de  mil  ochocientos  setenta*y  tres  no 
se  cumpliera  de  buena  fe.  Séptimo:  que  restablecida  la 
situación  legal  anterior  á  la  solicitud  é  ilegal  separación 
de  Salazar,  en  virtud  de  la  ejecutoria  del  T.  S.  de  J.  de 
diez  y  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  seiy, 
y  puesto  de  nuevo  Salazar  en  posesión  de  los  bienes  dci 
caudal  desde  quince  de  Marzo  do  mil  ochocientos  setenta 
y  siete,  intentaron  las  partos  del  juicio,  á  saber  herede- 
ros y  albacoas  administrador  celebrar  un  nuevo  conve- 
nio que  se  consignó  en  la  escritura  pública  de  cuatro  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  ante  el  Notario 
liafaol  del  Pino,  aprobado  juíliciahnento  por  auto  de  sie- 
te de  Septiembre  del  mismo  año  Octavo:  que  en  dicho 
convenio  de  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta 
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y  siete,  en  su  cláusula  novena  se  acordó  qíie  las  costas 
causadas  en  la  testamentaría  y  sus  incidentes  en  la  defen- 
sa de  Salazar  como  albacea  administrador  de  la  misma  se 
liquidaron  y  pagaron  con  toda  preferencia  con  cargo  á 
la  masa  común  hereditaria,  así  como  las  demás  pendieü- 
tes,  si  bien  Doña  Dolores  Alvarez  se  compromete  a  res- 
ponder en  su  particular  y  á  satisfacer  treinta'  mil  pesos 
de  la  parte  que  corresponda  pagar  por  cuenta  del  menor^ 
lo  cual  hace  en  beneficio  de  éste.  Noveno:  que  también 
se  pactó  el  modo  y  forma  de  pagar  á  los  acreedores  comu- 
nes del  caudal  con  excepción  expresa  de  ¡as  costas  en  la 
forma  siguiente  que  consta  de  su  cláusula  diez  y  siete 
que  dice:  IjOs  acreedores  del  caudal  testamentario,  que 
consta  que  lo  son  por  los  libros  que  ha  llevado  el  Admor. 
Salazar  y  que  aparecerán  al  final  de  esta  escritura  com<^ 
relación  del  pasivo  formado  de  conformidad  con  Doña 
Dolores  Alvarez  por  sí  como  tutora  y  curadora  de  su 
hijo  menor  D.  Aurelio  Mitjans,  y  con  el  curador  ad-litem 
del  mismo,  D.  José  Llavina,  concurren  al  otorgamiento 
de  este  convenio  firmando  como  prueba  de  conformidad 
reconociéndosele  sus  créditos  en  la  más  bastante  forma 
de  derecho  conformándose  ellos  en  ir  percibiendo  lo  que 
alcanzan,  de  la  manera  que  lo  permitan  los  productos  del 
caudal  y  que  cada  uno  de  ellos  convenga  particularmente 
con  los  deudores,  si  bien  á  reserva  de  formalizar  con  ca- 
da cual  la  correspondiente  escritura  en  la  cual  se  estipu- 
lará un  ao  muerto  y  cinco  para  el  pago  de  los  créditos. 
Décimo.  Que  el  doctor  D.  Antonio  Vázquez  Queipo  por 
sus  honorarios  devengados  en  la  defensa  de  Salazar  y  de 
la  Sra.  Teresa  Sicart  Bousons,  no  era  ni  fué  acreedor  co- 
mún sino  privilegiado  con  arreglo  al  convenio  de  cuatro  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  y  á  la  aprobación 
jiulicial  del  mismo.  Undécimo:  que  la  escritura  pública 
de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setentii 
y  siete  ante  Pino,  denominada  de  liquidación,  no  necesi- 
tó para  su  eficacia  derivada  del  convenio  de  cuatro  de 
Agosto  anterior,  autorización  judicial.  En  la  expresada 
escritura  á  que  concurn^eron  la  Alvarez  por  sí  y  como 
tutora  y  curadora  de  su. hijo  Aurelio,  Salazar  y  el  Du. 
Vázquez  Qneipo,  se  liquidaron  en  primer  término  los 
honorarios  devengados  por  éste  en  la  defensa  de  Salazar 
durante  diez  años  consecutivos ;  y  en  segimdo  término  lo 
í|ue  Vázquez  Queipo  había  devengado  en  la  defensa  de 
Doña  Teresa  Sicart:  hecha  la  liquidación  que  arrojó  A 
favor  del  Dr.  Vázquez  Queipo  un  saldo  de  ciento  dos  md 
doscientos  setenta  y  dos  pesos,  setenta  y  cinco  centavos, 
hizo  éste  graciosamente  una  rebaja  de  veinticuatro  md 
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doscientos  setenta  y  dos  pesos  setenta  y  cinco  centavos, 
por  lo  que  la  deuda  quedó  reducida  á  setenta  y  ocho  mil 
pesos,  suma  menor  que  la  de  noventa  y  dos  rail  no v<  cien- 
tos cincuenta  y  siete  pesos  setenta  y  cinco  centavos  que 
Vázquez  Queipo  tenía  devengados  exclusivamente  en  la 
defensa  del  mencionado  Salazar.  Duodécimo :  que  en  otra 
escritura  de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete  ante  el  propio  Notario  Pino,  entre  D* 
Dolores  Alvarez  y  D.  Claudio  Iglesias  como  apoderado 
de  Doña  Teresa  Sicart  de  Bonsons,  se  obligó  la  Al  vare/ 
en  cumplimiento  de  lo  convenido  en  cuatro  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  á  pagar  al  Dr.  Váz- 
quez Queipo  sus  honorarios  devengados  en  la  defensa 
de  la  8ra.  Sicart.  Decimotercero:  que  el  Dr.  Vázque^í 
Queipo  en  la  escritura  de  liquidación  y  obligación  de 
diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  siete  aceptó  el  reconociminto  que  hizo  á  su  favor  la  Sra. 
Alvarez  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  su  hijo  Aure- 
lio, de  deberle  mancomunada  y  solidariamente,  como  que 
la  obligada  era  la  masa  de  bienes,  todo  el  caudal,  la  can- 
tidad ya  expresada  de  setenta  y  ocho  mil  pesos,  que 
prometieron  pagarle  en  dos  plazos  iguales  de  treinta  y 
nueve  mil  en  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  ocho  y  en  treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  nueve,  con  el  interés  de  mora  á  razón 
del  ocho  por  ciento  anual  y  el  pacto  penal  de  que  si  ven- 
cido uno  de  los  plazos  no  le  fuere  satisfecho,  se  enten- 
derá vencida  toda  la  deuda.  Decimocuarto:  que  por  fal- 
ta de  pago  del  primer  plazo  vencido  en  treinta  y  uno  do 
Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  demandó  eje- 
cutivamente en  el  juicio  principal  de  que  este  es  inci- 
dente, en  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho,  el  cobro  de  los  setenta  y  ocho  mil  pesos  que  le  debía 
la  masa  ó  caudal  de  la  testamentaría  de  D.  Bartolomé 
Mitjans  habiéndose  vendido  judicialmente  bienes  para 
su  pago  y  habiéndose  adjudicado  otros  en  pago  entre 
ellos  los  que  posee  actualmente  en  la  calle  de  las  Figuras 
número  veintinueve,  treinta  y  «no  y  cuarenta  y  uno  y 
Tenerife  número  cuarenta  y  dos  y  cuarenta  y  cuatro.  De- 
cimoquinto: que  el  Dr.  Vázquez  Queipo  ni  su  sucesión 
han  sido  demandados  jamás,  ni  por  tanto  se  ha  dictado 
ejecutoria  sohny  la  ineñcacia  de  la  escritura  de  obliga- 
ción de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  siete  en  conseíaiencia  del  convenio  de  cuatro  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  aprobado  judi- 
cialmente.— Decimosexto:  que  la  testamentaría  de  D. 
Bartolomé  Mitjans  se  presentó  en  concurso  necesario  eu 
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veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve.  De- 
cimoséptimo :  que  la  demanda  propuesta  por  la  Sra.  Mast- 
siou  es  temeraria  por  falta  de  exacto  conocimiento  de  los 
hechos  sucedidos  en  la  testamentaría  de  D.  Bartolomé 
Mitjans  y  Eivas." 

Quinto.  "Kesultando  que  el  otro  demandado  D. 
Manuel  Martínez  Pérez  por  su  escrito  fojas  veintiséis 
contestó  á  la  demanda  alegando  los  siguientes  hechos: 

.  Primero :  que  según  el  testimonio  de  escritura  acompa- 
ñado el  i):  Antonio  Vázquez  Queipo  en  primero  de  Julio 
de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  presentó  demanda  eje- 
cutiva como  incidente  á  la  testamentaría  de  D.  Bartolo- 
mé Mitjans  contra  Doña  Dolores  Alvarez  por  sí  y  como 

.  tutora  de  su  hijo  Aurelio  Mitjans  en  cobro  de  treinta  y 
nueve  mil  pesos.  Segundo:  que  dictada  sentencia  de  re- 
mate y  consentida  ésta,  se  subastaron  previa  su  ta.^dción 
las  casas  Príncipe  Alfonso  ciento  catorce  y  Tenerife 
treinta  y  siete.  Tercero:  que  el  demandado  Martínez 
ofreció  el  precio  de  la  tasación  reconociendo  además  el 
gravamen  de  setecientos  setenta  y  seis  pesos  tres  reales 
que  sufre  la  casa  Tenerife  treinta  y  siete,  aprobándose 
por  el  Juez  el  remate  en  once  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  nueve  y  pagándose  el  precio.  Cuarto: 
que  en  veintidós  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  seten- 
ta y  nueve,  el  Juez  de  la  Catedral,  en  defecto  de  la  eje- 
cutada, ésta  con  los  caracteres  indicados,  otorgó  la  escri- 
tura á  favot  de  dicho  Martínez  ante  dicho  Notario  Pino 
Quinto :  que  Martínez  pagó  los  derechos  fiscales  en  siete 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve.  Sext<:): 

.  que  en  nueve  del  propio  mes  y  año  se  anotó  la  escritura 
en  los  Libros  del  antiguo  Kegistro.  Séptimo:  que  en 
veinte  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  se 
inscribió  el  testimonio  en  el  moderno  Eegistro  de  la  Pro- 
piedad de  traslación  y  adición.  Octavo:  que  según  la 
certificación  del  Registro  fecha  quince  de  Septiembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  la  casa  Príncipe  Alfonso 
número  ciento  catorce,  no  tiene  gravamen  y  la  de  Tene- 
rife treinta  y  siete  reconoce  impuestos  setecientos  se- 
tenta y  tres  pesos  tres  reales  á  favor  del  Marqués  de  Ar- 

<cos.  Koveno:  que  dicho  Martínez  posee  esas  fincas  con 
buena  fe  y  justo  título  hace  más  de  veinte  años.  Décimo : 
que  en  todo  ese  tiempo  no  ha  sido  inquietado  en  el  do- 
minio ni  en  la  posesión  de  las  dos  casas.  Undécimo: 
que  el  demandado  Martínez  ha  invertido  sumas  cuantio- 

.$ks  en  la  reparación  de  dichas  casas  que  tiene  por  lo  mis- 
mo un  valor  muy  superior  al  que  tenían.  Duodécimo: 
que  niega  todos  los  hechos  de  la  demanda  contrarios  á 
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los  anteriores.  Siguen  después  los  fundamentos  de  dere- 
cho y  concluye  suplicando  se  tengan  por  alegadas  las  ex- 
cepciones perentorias  de  falta  de  acción  en  la  demandan- 
te, prescripción  de  dominio  y  extintiva;  y  en  definitiva 
se  declare  no  haber  lugar  á  la  demanda  contra  Martínez, 
absolviendo  á  éste,  é  imponiendo  las  costas  á  la  actora.'' 
Sexto.  ^'Besultando  que  además  de  las  copias  res- 
pectivas se  acompañó  al  escrito  de  contestación,  desde 
fojas  ciento  diez  hasta  la  ciento  veinticinco  un  testimo- 
nio de  la  escritura  ante  el  Notario  Rafael  del  Pino,  el 
veintiséis  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
nueve  por  la  cual  el  señor  Juez  de  primera  instancia  deí 
Distrito  de  la  Catedral  D.  Federico  Galbis  y  Abella  á 
nombre  de  la  ejecutada  Dolores  Alvarez  por  sí  y  como 
tutora  y  curadora  de  su  hijo  Aurelio  Mitjans,  Vendió  al 
demandado  Manuel  Martínez  y  Pérez  las  dos  casas  re- 
matadas por  éste  en  el  juicio  ejecutivo  que  contra  ellos 
siguió  el  Dr.  Antonio  Vázquez  Queipo;  cuya  escritura 
expresa,  en  lo  sustancial,  los  mismos  particulares  consig- 
nados en  el  escrito  de  contestación  de  Martínez.'^ 

Eéplica: 

Séptimo.  "Eesultando  que  en  el  escrito  de  réplica 
foja  ciento  treinta  y  ocho  mantuvo  la  actora  los  hecho? 
de  su  demanda  y  añadió  los  siguientes:  Segundo:  que 
en  la  escritura  de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  siete,  no  estuvo  representado  el  menor 
Aurelio  por  ningún  curador.  Tercero :  que  la  citación  do 
remate  hecha  en  el  juicio  ejecutivo  cuya  nulidad  se  pide 
en  esta  demanda,  se  entendió  sólo  con  Doña  Dolores  Al- 
varez y  no  con  ella  como  representante  del  menor  Aure- 
lio ó  con  otro  legal  representante  del  mismo,  según  se 
ve  en  la  diligencia  foja  veintisiete  vuelta  del  juicio  eje- 
cutivo, de  la  que  resulta  que  no  fué  citado  do  remate. 
Cuarto:  que  en  diez  y  seis  de  Junio  de  mil  ochociento-* 
ochenta  el  Ledo.  D.  Miguel  Francisco  Viondi,  nombrado 
Curador  ad-litem  del  menor  Aurelio  Mitjans,  formalizó 
querella  contra  D.  Antonio  Vázquez  Queipo,  por  false- 
dad de  la  escritura  citada  de  diez  y  siete  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  sustanciándose  proceso 
criminal  por  tal  motivo,  que  terminó  con  sentencia  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  veintidós  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno  en  la  que  se  negó  la  admi- 
sión' de  la  querella  reservando  sin  embargo  al  curador 
del  menor  Aurelio  los  derechos  civiles  de  que  se  creyera 
asistido  para  que  los  ejercitase  dónde,  cómo  y  cuándo  le 
conviniera  y  procediese.  Esta  resolución  consta  á  fojss 
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ciento  veinticuatro  vuelto  >de  dicha  querella  que  es  in- 
cidente de  la  testamentaría  de  Bartolomé  Mitjans. — 
Quinto :  que  desde  el  inicio  del  juicio  ejecutivo  haeta  eí 
planteamiento  de  la  presente  demanda,  residió  casi  cons- 
tantemente en  Europa  D.  Antonio  Vázquez  Qtieipo. 
Sexto:  en  incidente  promovido  por  el  mismo  Viondi 
como  tal  curador  se  declaró  en  sentencia  firme  de  vein- 
tisiete de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  por 
el  Juez  que  conocía  de  la  testamentaría  de  D.  Bartolomé 
Mitjans,  que  según  lo  estipulado  en  el  convenio  de  cua- 
tro de  Agosto  las  deudas  de  la  testamentaría  se  debie- 
ron haber  pagado  con  el  producto  de  los  bienes,  que  el 
menor  Mitjans  no  era  responsable  de  aquellas  deudas  quo 
los  acreedores  del  caudal  sólo  pudieron  proceder  contra 
Doña  Dolores  Alvarez  y  que  al  menor  se  le  adjudicaron 
sus  bienes  libres  de  toda  responsabilidad.  Séptimo:  que 
según  lo  consignado  en  los  últimos  párrafos  de  los  capí- 
tulos primero  y  segundo,  niego  los  hechos  de  los  escri- 
tos de  contestación  en  cuanto  se  opongan  á  los  consigna- 
dos en  la  demanda  y  en  el  escrito  de  réplica. — ^Mantuvo 
también  los  fundamentos  de  derecho  alegados,  añadiendo 
otros;  y  concluyó  suplicando  se  dictara  la  sentencia  so- 
licitada en  su  demanda  :'^ 

Octavo.  "Besultando  que  el  demandado  Martínez  i 
en  su  escrito  de  duplica  fojas  ciento  ochenta  y  una, 
mantuvo  los  hechos  alegados  en  su  contestación,  agre- 
gando que  niega  el  hecho  tercero  de  la  réplica,  porque 
Doña  Dolores  Alvarez  fué  citada  de  remate  por  sí  y 
como  representante  legal  de  su  hijo  Aurelio ;  ignorando 
si  son  ó  no  ciertos  demás  hechos  de  la  réplica,  salvo  el 
séptimo,  suplicando  se  resuelva  según  lo  pedido  en  su 
escrito  de  contestación:^' 

Duplica: 

ífoveno.  "Resultando  que  al  evacviar  la  duplica  al 
otro  demandado  fojas  ciento  ochenta  y  tres  reprodujo 
los  hechos  de  su  contestación  añadió :  Segundo :  que  eu 
los  juicios  declarativos,  es  decir,  que  en  el  juicio  ejecu- 
tivo seguido  por  Vázquez  Queipo  contra  la  Alvarez  por 
sí  y  como  tutora  y  curadora  del  menor  Aurelio,  según  la 
escritura  de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  siete  se  citó  á  dicha  señora  con  tal  carácter 
al  requerirla  de  pago,  embargarle  bienes  y  citarla  de  re- 
mate .al  repetir  la  diligencia  con  su  marido,  al  ampliarse 
la  demajida  al  segundo  plazo  por  otros  tanto- tro! lita  y 
nueve  mil. pesos,  al  notificarse  el  fallo  de  remato:  quo 
con  ambos  caracteres  se  personó  en  el  juicio  dicha  señora 
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é- intervino  en  él  como  intervinieron  los  Síndicos  Je  la 
testamentaría  concursada:  que  en  el  juicio  ejecut'v'o  tra- 
tó de  personarse  el  Ledo.  Miguel  Viondi  como  cnrador 
ad-litem  del  menor,  y  la  Audiencia  de  este  Territorio 
por  sentencia  firme  que  se  halla  á  fojas  novecientos  no- 
venta y  cinco  del  juicio  ejecutivo ;  declaró  que  el  menor 
estaba  bien  representado  en  este  juicio  por  su  madre  co- 
mo tutora  y  curadora.  Tercero :  que  el  Dr.  Vázquez  Quei- 
po  no  fué  parte  en  el  incidente  á  la  testamentaría  «le 
Mitjans  en  que  el  Tjcdo.  Viondi  como  curador  del  menor 
Aurelio  pidió  que  se  declarara  que  éste  no  era  deudor 
sino  acreedor,  interpretando  con  notorio  error  el  conve- 
nio de  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  sie- 
te.— Cuarto :  que  niega  los  hechos  del  escrito  de  deman- 
da y  del  de  réplica  en  cuanto  se  opongan  á  los  consigna- 
dos en  los  escritos  de  contestación  y  duplica  de  la  deman- 
dada Doña  Ofelia  Giquel;  reproduce  también  fimda- 
mentos  de  derecho  alegados  por  la  misma,  añadiendo 
otros;  y  concluye  suplicando  se  falle  el  pleito  scgiin  lo 
tiene  solicitado  en  su  escrito  de  contestación  :** 

Beboluoióx  bbcubbida: 

Décimo.  Resultando  que,  recibido  el  juicio  á  prue- 
ba y  practadas  las  que  se  admitieron  á  las  partes,  dictó 
sentencia  en  diez  y  nueve  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos dos  el  Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  del  Cen- 
tro de  esta  capital,  la  cual  comprende  los  nueve  trans- 
criptos Resultandos  y  por  los  fundamentos  que  en  ella 
se  consignan,  entre  otros  el  expuesto  en  su  Considerando 
decimocuarto,  que  estima  haber  prescripto  la  acción  ejer- 
citada, se  declara  sin  lugar  en  todas  sus  partes  la  (deman- 
da, absolviéndose  de  ella  á  los  demandados  y  condenándo- 
se á  la  demandante  al  pago  de  las  costas :  sentencia  contra 
la  cual  reclamó  esta  parte  en  apelación,  que  fué  deses- 
timada, confirmándose  el  fallo  del  Juzgado  por  el  que 
dictó  con  fecha  siete  de  Abril  último  la  antedicha  Salii 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  á  cuvo  efecto 
aceptó  los  fundamentos  legales  de  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  menos  el  marcado  con  el  número  catorce,  y 
consignó  además  los  que  estimó  propios  del  caso : 

Fundamentos  del  keoubso  de  casación: 

Décimoprimero.     Resultando  que  la  actora  dedujo 
subsiguientemente  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  fundado  en  el  párrafo  primero  del  artículo " mi^ ^is- • 
cientos  noventa  dé  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Giv^l,éx-- 
pfeV^ando  ios'  motivos  qué   á  continuación   se  copian:" 
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"Primero:  La  «entencia  infringe  la  ley  tercera,  títiilo^ 
séptimo^   libro   décimosegundo   del   Digesto.    Qu?   aine 
cansa  obligantur  inserti  condictione  conseqni  poseuns  nt 

liberentnr que  era  precepto  vigente  antes  de  pro-  '■ 

mulgarse  el  Código  Civil,  aplicable  al  caso  con  arreglo' 
á  la  regla  primera  de  las  disposiciones  transitorias.^ — 
Concepto. — La  Sala  sentenciadora  estima  que  el  d<?fo- 
cho  del  Ledo.  Vázquez  Queipo  á  cobrar  honorarios  á  P. 
Aurelio  Mitjans  y  el  importe  de  éstos  nació  del  convenio 
de  cuatro  de  Agosto  de  mil  novecientos  setenta  y  cuatro 
y  veintitrés  de  Septiembre  de  ese  año  y  precisamente 
pide  el  recurrente  la  nulidad  de  ambos  convenios  en  los' 
c[ue  se  obliga  al  menor  Aurelio  Mitjans  á  pagar  tofbs 
las  costas,  las  cuales  en  su  casi  totalidad,  se  devengaror.  ^ 
tín  pleitos  entre  D.  Tomás  de  Salazar  y  Doña  Dolores 
x^lvarez  en  muchos  de  los  cuales  recayó  sentencia  conde-, 
nando  á  uno  ú  otro  de  los  litigantes  y  por  tal  motWo  u) 
tenía  obligación  Aurelio  Mitjans  de  pagar  puesto  c\\\e  no 
había  causa  de  deber,  y  al  no  reconocerlo  €tóí  la  Sola  sen- 
tenciadora infringe  la  ley  citada.  Segundo :  La  S«la  in- 
fringe el  convenio  de  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochoeicij.- 
tos  setenta  y  siete,  que  es  ley  para  las  partes  otorgantes 
Concepto. — En  el  convenio  referido  se  acordó  que  la-^ 
costas  se  pagaran  con  el  producto  de  los  bienes,  aproban- 
do las  particiones  hechas  en  mil  ochocicntoá  setenta  y 
uno  y  mil  ochocientos  setenta  y  dos  en  las  que  se  adju- 
dicaba á  Doña  Dolores  Alvarez  veintiséis  mil  pesos  pa?¿ 
d  pago  de  las  costas:  Se  convino  además  que  Do^í a  Do- 
lores Alvarez  pagaría  treinta  mil  pesos  más  de  costas 
que  su  hijo  D.  Aurelio :  Que  los  bienes  se  entregaran  en 
administración  á  los  acreedores  del  caudal  y  quo  «c  con- 
cedería un  año  para  que  con  los  productos  recaiida«los  ó 
que  se  recaudaran  se  abonaran  las  costas — Para  qae. 
pudiera  aprobarse  ese  convenio  el  mismo  Ledo.  Vá/qxvjz 
Queipo  dirigiendo  á  las  partes  promovió  imá  informa*-! 
crón  para  justificar  la  utilidad  que  recibía  B;  Aunfíio.' 
Mitjans  con  el  convenio,  referido,  toda  vez  que  percibirÍA 
íntegramente  su  haber  hereditario  puesto  que  h«  costíis 
habrían  de  abonarse  con  los  productos.  En  la  escritura 
de  veintitrés  de  Septiembre  de  mil  ochocientas  set^íntai 
y  siete  Doña  Dolores  Alvarez  sin  autorización  judicial 
por  sí  y  en  representación  de  su  meñór  hijo  liquide  las 
costas  de  Yázquez  Queipo,  fijó  su  ascendencia  en. más  de 
setenta  mil  pesos  obligó  á  su  hijo,  aolidariamenta  -LsáA. 
tisfacsBf  esa  enorme  suma  y  :fi jó.  un'  plazo.  .de-siBis-ijiDíses;. 
para*  pagar  una  mitad  y  otros,  seis  -pampear  el:te«to7: 
si^ido  así  que  ségun  el  convenio  de  mil- ochocientos  :3íí- 
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tenta  y  siete  ni  tenía  bienes  con  que  realizar  el  pae^o  ni 
los  productos  con  los  cuales  habrían  de  satisfacerle  Uí 
costas  se  recaudaban  sino  hasta  dentro  del  año.  So  prer- 
cindió  además  de  la  obligación  contraída  por  Doña  Do^ 
lores  Alvarez  que  pagaba  treinta  mil  pesos  más  y  ademátf 
se  les  habían  adjudicado  veintisiete  itijíl  pesos  para  aten- 
der á  esas  responsabilidades. — ^No  obstante  eso  l^  Sala 
sentenciadora  entiende  que  la  escritura  de  veintitrés  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  es  una  con- 
secuencia de  la  de  cuatro  de  Agosto. de  mil  ochocientos 
setenta  y  siete,  por  lo  cual  infringe  esta  última  dac^o  que 
entra  una  y  otra  hay  tal  diferencia  que  la  otor ajada  eu 
Septiembre  es  verdadera  infracción  de  lo  que  se  '»onvino 
en  el  repetido  documento  de  cuatro  de  Ago^tto  ^.e  mi', 
ochocientos  setenta  y  siete.  Tercero:  infringe  nsiraiprno 
]a  sentencia  la  ley  veintinueve  título  veintinueve  de  .la 
Partida  tercera  que  señalan  los  diferentes  modos  de  in- 
terrumpir la  prescripción. — Concepto. — En  Ja  sentíjncia 
recurrida  se  estima  que  D.  Antonio  Vázquez  Queipo  pu- 
do haber  adquirido  por  prescripción,  cuando  es  Jo  cierto 
que  consta  de  autos  que  el  actor  no  sólo  reclamó  de  di^ 
versas  maneras  sino  que  en  diez  y  seis  de  Junio  ele  mü 
ochocientos  ochenta  el  Ledo.  Miguel  Francisco  Yiour¿i, 
como  curador  ad-litem  querella  criminal,  contra  D.  An- 
tonio yázquez  Queipo  falsedad  de  la  escritura  que  sir- 
vió á  éste  de  título  para  ejecutar,  y  la  Audiencia  de.  la 
Habana  en  sentencia  de  veintidós  de  Noviembre  d**  mií 
ochocientos  ochenta  y  imo  desestimar  la  querella  d«*clar6 
que  reservaba  al  menor  todos  sus  derechos  para  ej.^rciT 
tarlos  contra  el  Sr.  Vázquez  Queipo" ; 

Décimosegundo.  Resultando  que,  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  en  forma  con  intervención  de  toJa-* 
las  partes  del  litigio,  que  se  personaron  en  este  Tribunal 
Supremo,  y  del  representante  del  Ministerio  Fiscal,  se 
ha  celebrado  en  veintiséis  de  Junio  último  la  co^responr 
diente  vista  pública,  á  la  que  asistió  tan  solo  el  Letrado 
Director  de  la  demandada  Ofelia  Giquel  Vda  Je  Váz- 
quez Queipo,  que  informó  impugnándolo:  ■ 

Decisión  del  becurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.     Considerando  que  no  es  posible  quo  oe 
infrinjan  en  un  fallo  leyes  que  no  hayan  sido  ni  debido, 
ser  aplicadas  al  fallar,  según  ocurre  conla  del  rieesio- 
invocada  en  el  primer  motivo  del  recurso,  la  cual,  ro4Vií) 
en  general  todas  las  pertenecientes  al  .Derecho  rom'mo^ 
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no  está  ni  haestado  ^unca  vigente  en  él  territorio  de  es- 
ta Isla;  y  debe  por  tanto  ser  desestimado  ese  motivo: 

Segnndo.  Considerando  que  también  procedo  de- 
sestimar el  motivo  segundo,  por  que,  sean  las  que  f nerejí 
las  diferencias  que  pueda  haber  entre  el  contrato  do  cua- 
tro dé  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  siotr;  y  el 
de  veintitrés  de  Septiembre  del  propio  año  y  quepa  ó  nó, 
por  razón  de  ellas,  entender  que  el  último  fué  consecuen- 
cia del  primero,  es  lo  cierto  que  el  fallo,  denegatorio  de  la 
declaratoria  de  nulidad  pedida  en  su  demanda  por  la 
parte  hoy  recurrente,  no  infringe  con  tal  denegación  la 
ley  del  contrato  ¡que  como  eficaz  invoca  en  el  recurso  el 
niismo  que  dedujo  el  pleito  para  que  se  declarase  en  él 
su,  ineficacia: 

Tercero.  Considerando  que  es  igualmente  inútil 
para  la  casación  el  motivo  tercero,  como  basado  en  **!  su- 
pi(*^tó' erróneo  de  estimar  la  sentencia  recurrida  que  An- 
tonio Vázquez  Quéipo  pudo  haber  adquirido  por  pro^- 
(rripcfón,  ptíes  la  sentencia  no  tiene  en  realidad  s'^niojan- 
te  firtidaniento,  habiendo  la  Sala  sentenciadora  rechaza- 
do, como  rechazó  en  lo  que  al  punto  atañe,  la  apreciación 
del  Juez  de  la  primera  instancia: 

Cuarto.  •  Considerando  que,  en  tal  virtud,  del-e  de- 
élárBrsé"8fill  higai*  esté  recurso  y,  con  arreglo  al  artículo 
XL  de  la  Orden  núlhero  noventa  y  dos  de  la  serie  de  jiiil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  en  las  costas  4 
la  parte  recurrente: 

'"'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramrK  r.n  !it- 
ber  lugar  ál  presente  recurso  de  casación  y  condenamos 
eñ  las  cortas  del'  misino  á  la  parte  recurrente :  comuni- 
qúese, etc:       *    ■  . 

Así,  por  está  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  Magistrado  Pe- 
dro González  Líbrente  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. 
José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla  — Ra- 
fael Maydagán. 


Chidb;  forma.— Sént.  8.— 14  de  Jtúio.— -Denegadón  áe 

prueba.  (Gac.  Marzo  17,  190i,) 

I>OCTRINA:  Las  posiciones  no  pueden  ser 
absueUas  por  un  tercero  sino  en  e^  caso  que  «sí  lo 
solicite  el  mismo  litigante  deponente,  por  tratar- 
se de  hechos  que  no  sean  personales  suyos;  y  yút 
consi)2[uiente  no  se  quebranta  la  forma  del  juicio 
cuando  se  niégala  absolución  de  posiciones  en  esa 
forma  á  solicitud  de  la  parte  que  produce  la  prue- 
ba y  no  de  aquélla  que  na  de  absolverla. 
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No  constituje  denegación  ^e  prueba  capaz  <jk 
producir  la  casación  del  fallo,  cnando  la  denega- 
ción ha  tenido  por  causa  la  morosidad  y  culpa 
del  mismo  recurrente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  catorc»  de  Julio  d^^ 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Suprenio 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  fomo. 
interpuesto  por  üanión  García  y  Fernández^  del  co- 
mercio y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  veintidós  de  Enero  últinxo  por  el  Juez  de  p'i^ 
Diera  instancia  del  Distrito  Oeste  de  la  Habana  en  el 
juicio  promovido  en  el  Juzgado  Municipal  de  dicho 
J)istrito  por  Amalia  Noninger,  vecina  de  esta  capital 
contra  el  mencionado  García  Fernández  sobre  desahu- 
cio de  la  casa  número  quinientos  cincuenta  de  la  Cal- 
zada del  Cerro. 

Primero.  ,  Resultando  que  en  la  referida  sentencia 
dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  Oeste  :^ 
.aceptan  los.  Kesultandos  de  la  del  Juez  Municipal,  en- 
tre los  cuales  se  encuentran  los  seis  que  se  copian  4  con- 
tinuación. 

Demanda: 

Segundo.  ^^Resultando  que  el  día  señalado  para 
la  celebración  del  acto  y  citadas  las  partes  comparecie- 
ron ambas  haciéndolo  la  actora  por  medio  de  su  apode- 
rado D.  Antonio  Damas  Cuello;  leída  la  demanda  la 
.representación  actora  la  ratificó,  contestando  el  djeniau- 
dado  que  la  negaba  porque  siendo  falsos  los  hechos  en 
que  se  funda  no  tenía  acción  la  representación  acto- 
ra para  interponerla:  que  ésta  en  réplica  reprodujo  f.u 
demanda  agregando  que  los  artículos  mil  quinientos  se- 
senta y  cinco  y  mil  quinientos  ochenta  y  uno  del  Códi- 
go Civil  son  terminantes,  en  los  que  se  apoya  eata  de- 
manda y  pide  se  abra  el  juicio  á  prueba.^* 

Oposición: 

Tercero.  "Resultando  que  en  duplica  el  demanda- 
ndo insistió  en  su  contentación,  agregando  <que  precisa- 
mente por  el  precepto  claro  y  terminante  del  artículo 
mil  quinientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Civil  invoca- 
do por  él  contrario  como  igualmente  el  mil  quinientos 
ochenta  y  uno  y  el  del  mil  ciento  veinticinco  del  pro- 
pio Código  ha  fundado  la  negativa  y  alegado  lo  incier- 
to de  los  hechos :  que  hace  más  de  dos  años  es  arrenda- 
tario de  la  Srita.  Neninger  por  ol  indicado  inmueble, 
alonando. una  renta  mensual  de  tres  centenes  pagaderos 
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los  días  primeros  de  cada  mes  y  más  tarde  convinieron 
en  aumentar  ese  alquiler  á  cuatro  centenes  en  igual  ven- 
cimiento primero  de  cada  mes  y  con  la  garantía  de  un 
fiador  solidario;  que  al  enterarse  por  una  nota  puesta 
al  dorso  del  recibo  de  Junio  en  la  que  se  le  prevenía  hv 
bia  de  satisfacer  en  Agosto  siguiente  seis  centenes  como 
renta,  trató  en  unión  de  varios  amigos  de  ambo?,  que. 
tal  aumento  no  tuviera  efecto,  logrando  al  fin  fuese  el 
de  los  cuatro  centenes  y  el  que  se  le  otorgara  un  con- 
trato público  de  arrendamiento  por  cuatro  años  conta- 
dos desde  primero  de  Septiembre  próximo  pasado :  que 
así  continuó  hasta  el  primero  de  Octubre  inclusive  en 
le  prevenía  que  en  el  presóte  mes  tenía  que  satisfacer 
-que  advirtió  que  al  dorso  del  recibo  había  una  nota  que 

.de  alqxiiler  si  quería  seguir  en  la  casa,  ocho  centenes; 

•  que  con  este  motivo  demandó  á  la  dueña  en  conciliaci<'m 
para  que  le  otorgase  el  contrato  público  ó  en  su  def ecJ.o 
le 'indemnizase  de  los  perjuicios  y  daños  que  se  le  esto- 
ban  irrogando  é  irrogaran,  teniendo,  efecto  la  concilia- 
ción sin  la  concurrencia  de  la  Srita.  Neninger,  habien- 
do intejpuesto  demanda  declarativa  de  mayor  cuautía 
contra  la  misma  reclamándole  el  cumplimiento  de  lo 
expuesto :  que  de  esto  se  deduce  que  tanto  por  los  ar- 
tículos en  que  la  representación  actora  funda  su  de- 
manda como  por  el  mil  ciento  veinticinco  del  mismo 
Código,  carece  por  completo  de  acción  para  la  pretensión 
que  deduce  por  sí :  que  tanto  por  el  artículo  mil  ciento 
veinticinco  como  por  el  mil  quinientos  sesenta  y  cinco 
se  dispone  que  las  obligaciones  á  que  se  haya  señalado 
cierto  plazo  sólo  serán  exigidas  el  día  acordado  y  que  .«i 
el  arrendamiento  se  ha  hecho  por  tiempo  determinado 
concluye  el  día  prefijado  y  aquí  el  vencimiento  lo  era 
y  es  el  día  primero:  que  se  ve  lo  improcedente  del  tív^ 
iamte  juicio  y  suplica  al  Juzgado  que  dicte  sentencia  ad- 
mitiendo la  excepción  y  sin  lugar  la  demanda  y  quí¿  se 
abra  el  juicio  á  prueba;  y  abierto  el  juicio  á  prueba  las 
partes  produjeron  las  que  creyeron  de  su  derecho." 

Prueba : 

Cuarto.  Resultando  de  la  prueba  del  actor:  la 
confesión  judicial  del  demandado  que  absolviendo  lis 
posiciones  consignadas  por  el  actor  y  declaradas  perti- 
nentes ha  contestado  que  es  cierto  tomó  con  la  garantía 
de  D.  Francisco  Boher  la  casa  objeto  de  esta  demanda  . 
por  mensualidades  vencidas  nó  los  días  primero  de  cada 
)Des  sino  el  día  dos,  siendo  cierto  que  se  extendió  la  car- 
ta que  se  le  pone  de  manifiesto :  que  reconoce  como  suya 
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de  su  puño  y  letra  uso  y  costumbre  la  firma  que  expresa 
su  nombre  y  apellido  y  que  existe  otro  contrato  que  es 
el  de  la  promesa  que  le  hizo  su  interrogante  de  garanti- 
zarle el  inquilinato  de  la  casa;  y  habiendo  renunciado^ 
ia  pniebaT  testifical  se  tuvo  por  renunciada/^ 

Quinto.  "Resultando  de  la  prueba  del  demanda- 
do declarada  pertinente:  la  confesión  judicial  de  la  de- 
mandante que  absolviendo  el  pliego  de  posiciones  de  fo- 
jas veintinueve  ha  contestado  ser  ciertas  todas  las  pre- 
guntas que  el  mismo  contiene  y  puéstole  de  manifiesto 
los  recibos  que  ocupan  de  fojas  trece  á  la  quince  expuso 
ser  cierto  el  contenido  de  ellos  y  suya  las  firmas  que 
los  autorizan  y  dicen  su  nombre  y  apellido.  La  certifica- 
ción expedida  por  el  Escribano  I).  José  Urrutia  y  Lló- 
rente de  fojas  treinta  y  seis  expedida  á  virtud  del  su- 
plicatorio librado  y  las  certificaciones  expedidas  por  c-l 
aJctuario  que  obran  de  fojas  diez  y  nueve  á  la  veinti- 
séis.'^ 

Sexto.  "Resultando  que  señalado  día  parn  íI 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  mil  quinien- 
tos sesenta  y  ocho  de  1^  Ley  Procesal  Civil  comparecie- 
ron las  partes  y  habiendo  alegado  por  su  orden  lo  que 
creyeron  conveniente  se  dispuso  se  diese  cuenta." 

Séptimo.  "Resultando  que  para  mejor  proveer  se 
dispuso  que  por  el  Secretario  se  pusiese  certificación 
con  vista  de  la  diligencia  de  consignación  hecha  por 
D.  Ramón  García  Fernández  del  alquiler  de  la  cas*i 
Cerro  seiscientos  ochenta  y  nueve;  y  puesta  ésta  se  ha 
dado  cuenta/' 

Octavo:  "Resultando  que  en  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  se  adicionaron  los  Resultandos  traní*- 
critos  con  los  cuatro  siguientes. 

Noveno.  "Resultando  que  interpuesta  apelación 
contra  la  referida  sentencia  por  la  actora,  le  fué  admi- 
tida libremente  elevándose  los  autos  á  esta  Superioridad 
previa  citación  y  emplazamiento  de  las  partes  dond.í  se 
personaron  éstas  dentro  del  término  legal  y  celebrado  el 
acto  verbal  que  previene  la  Ley;  el  apelado  solicitó  S3 
abriese  el  juicio  á  prueba  para  el  examen  de  los  testigos 
que  propuso  en  primera  instancia  á  los  cuales  no  pudo 
tomárseles  declaración  por  haber  vencido  el  término  se- 
ñalado para  la  práctica  de  la  prueba  y  la  de  confc^sión 
judicial  del  apoderado  de  la  actora:  declarándose  con 
lugar  la  práctica  de  la  prueba  de  testigos  y  sin  lugar  Ift 
de  confesión  judicial  de  D.  Antonio  Damas  por  no  te- 
ner el  carácter  de  litigante;  solicitando  D.  Miguel  Mi- 
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tanda  apoderado  del  apelado  Ramón  García  reposición 
de  la  negativa  y  no  accediéndose  á  ello  por  los  mismos 
fundamentos,  hizo  la  protesta  á  los  efectos  del  artículo 
quinientos  ochenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamienlo 
Qivil  para  interponer  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma.  El  apelante  solicitó  se  señala- 
se el  término  dentro  del  cual  deba  practicarse  la  prue- 
ba testifical  propuesta,  declarándose  sin  lugar  esta  s»)- 
licitud  porque  la  Ley  no  señala  ;un  término  para  prac- 
ticar esta  diligencia  de  prueba  y  para  la  que  se  ha 
hecho  señalamiento  de  día;  pidiendo  reposición  el  ape- 
lante é  impugnando  el  recurso  el  apelado  por  el  f  unvl¿i- 
mento  del  artículo  quinientos  ochenta  y  cuatro  de  diclia 
Ley;  declarándose  por  el  Juzgado  sin  lugar  el  recnreo 
de  reposición  por  los  mismos  fundamentos  consigi\ados 
anteriormente." 

Décimo.  "Resultando  que  el  día  y  hora  señalado 
para  la  práctica  de  la  prueba  propuesta  no  compareció 
ninguno  de  los  testigos;  dispiniéndose  se  librase  orden 
al  señor  Jefe  de  Policía  para  la  conducción  de  los  tes- 
tigos y  se  citase  á  la  demandante  para  absolver  posi- 
<3Íones.^^ 

Décimoprimero.  <  "Resultando  que  Doña  Amalia 
Neningor  contestando  á  las  preguntas  declaradas  pi^rti- 
nentes  del  pliego  presentado  por  el  apelado  dijo:  qiie 
es  cierto  que  tiene,  conferido  poder  de.  administración 
desde  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  seis  á  favor  de 
D.  Antonio  Damas  y  ha  practicado  éste  en  uso  de  tal 
poder  y  desde  esa  fecha  distintas  gestiones  y  realizado 
varios  actos  y  «contratos:  que  es  cierto  que  aun  cuando 
no  conoce  los  términos  y  condiciones  en  general  en  que 
osos  actos  y  contratos  se  celebraron,  los  ha  aceptado  y 
acepta  por  la  suma  confianza  que  en  su  apoderado  y 
estimar  redundan  en  su  beneficio :  que  es  verdad  que  el 
día  primero  de  Diciembre  próximo  pasado  el  poderdoii- 
te  del  que  pregunta  concurrió  á  su  domicilio  á  hacerlo 
entrega  de  los  cuatro  centenes  de  la  renta  que' en  dicb.o 
día  vencía  y  no  encontrándola  consiguió  dicha  renta  ca 
el  Juzgado  Municipal  del  Oeste:  que  es  cierto  recibió 
los  ciuitro  centenes  por  conducto  de  su  apoderado  An- 
tonio Damas  que  se  personó  ^n  el  expediente  de  consig- 
nación, habiéndose  declarado  ésta  bien  hecha  con  las 
costas  á  su  cargo :  que  es  cierto  fué  su  apoderado  Anto- 
nio Damas  el  que  se  personó  en  dicho  expediente  y  re- 
cibió como  tal  apoderado  la  renta  consignada  é  ignori 
las  manifestaciones  que  aquél  hizo  en  la  consignación 
de  primero  de  Diciembre;  que  es  cierto  que  el  día  pri- 
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mero  del  actual  mes  de  Enero  acudió  á  su  domicilio  Ei- 
món  García  con  su  poderdante  para  ofrecerle  la  rentii 
fjue  vencía  en  dicho  día,  no  hallándose  presente  ella  y 
tí  su  apoderado  Damas;  que  es  cierto  que  no  estando 
ronforme  el  recibo  que  entregaba  su  apoderado  coní.el 
])ago  que  iba  á  efectuarse  por  estar  alterada  la  fecha  de 
iíu  vencimiento  y  rio  prestándose  aquél  á  subsanar  ose 
error,  no  se  entregó  la  suma  referida  yendo  García  ante 
el  Secretario  del  Juzgado  Municipal  á  consignarla." 

Décimosegundo.  "Resultando  que  como  más  prue- 
ba del  apelado  declararon  los  testigos  José  Alvarez  Ro- 
dríguez :  que  es  cierto  que  Ramón  García  hace  más  de  dos 
años  tiene  en  arrendamiento  la  casa  Cerro  seiscientos 
ííchenta  y  nueve  de  la  que  dice  ser  propietaria  la  Sríiu. 
Neninger  y  de  León  abonando  primeramente  como  ren- 
ta mensual  tres  chítenos  y  después  cuatro  los  días  pri- 
mero de  cada  mes  siendo  fiador  solidario  desde  esa  lar- 
jía  fecha  el  Sr.  Francisco  Bohcr  y  que  es  cierto  que  tie- 
ne satisfechas  todas  sus  rentas  hasta  el  día  primero  de 
Octubre  último'^y  consignadas  en  el  Juzgado  las  venci- 
das en  Noviembre;  agregando  que  le  consta  por  haber 
llevado  el  dinero  á  casa  del  apoderado  de  la  Srita.  Ne- 
ninger.  El  testigo  Pedro  Castelló  y  §anz  contestó  en 
igual  sentido  que  el  anterior  pero  ignorando  si  es  fiador 
íí  Sr.  Boher :  y  el  testigo  Francisco  Boher  y  Smith  de- 
claró en  igual  sentido  que  los  anteriores  con  respecto  á 
la  primera  pregunta,  y  á  la  segunda  que  no  le  consta 
pero  lo  supone  porque  no  le  ha  ido  á  cobrar  siendo  ol 
fiador." 

Besolución  recurrida: 

Decimotercero.  Resultando  que  el  propio  Jue^ 
de  primera  instancia,  estimando  que  el  demandado  na 
ha  justificado  la  prórroga  que  alega  del  contrato  do 
arrendamiento,  revocó  la  sentencia  apelada,  declarando 
í'on  lugar  el  desahucio  con  las  costas  de  primera  insl.an« 
fia  de  cargo  del  demandado,  sin  hacer  especial  con- 
denación en  cuanto  á  las  de  la  segimda. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimocuarto.  Resultando  que  contra  dicha  sf^u- 
íencia  interpuso  el  demandado  García  recurso  de  ^a-sa- 
eión  por  quebrantamiento  de  forma  y  á  la  vez  por  in- 
fracción de  ley  y  doctrina  legal,  de  los  cuales  sólo  le  fué 
admitido  el  primero,  que  fundó  en  el  caso  quinto,  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  de  la  manera  siguiente:  "En  el  Juz- 
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gado  inferior  interesé  como  parte  de  su  prueba  mi  man* 
dante  la  de  confesión  judicial  del  apoderado  de  la  do- 
mandante  Srita.  Neüinger  D.  Antonio  Damas  y  la 
testifical ;  se  le  negó  la  primera  ó  sea  la  de  confesión  del 
apoderado  Damas  como  también  la  reposición  que  in- 
teresó, no  obstante  demostrar  que  no  se  trataba  de  he- 
eho$  y  actos  realizados  por  la  demandante  personalmei)- 
te  sino  por  el  apoderado:  y  en  cuanto  á  los  testigos  so 
le  reservó  su  derecho  para  reproducirlos  en  esta  segun- 
da instancia;  teniéndosele  por  consignada  la  protcjla 
del  caso.  Acudimos  á  esta  Superioridad  y  reproducimos 
dichas  solicitudes,  negándosenos  la  primera,  cual  Um- 
l:ién  la  reposición  que  nuevamentp  interpusimos  teriéii- 
dosonos  por  consignada  nueva  protesta  de  indefensión: 
y  en  cuanto  á  la  segunda  prueba  ó  sea  á  la  de  testigos, 
si  bien  se  admitió,  nos  fué  después  negada  la  citación 
(]c  los  testigos  con  señalamiento  de  día  y  hora  posterior ; 
que  fundamos  en  el  cambio  de  domicilio  de  uno  de  ellos, 
desestimándose  el  recurso  de  reposición  que  interpuse 
y  teniéndoseme  por  consignada  solemne  protesta  de  in- 
defensión, como  la  anterior,  á  los  efectos  del  presentí 
recurso  que  establezco:  se  ha  cometido  por  tanto  mani- 
fiesto quebrantamiento  de  forma  en  las  resol  uciouos 
dictadas  por  el  inferior  y  reproducidas  por  el  superior, 
en  las  comparecencias  efectuadas  los  días  diez  y  ocho  de 
Oiciembre  de  mil  novecientos  dos  y  dos  del  actual  mes  de 
Enero,  al  negárseme  la  admisión  y  práctica  de  pruebas 
á  que  me  autorizan  los  artículos  quinientos  ochenta  v 
seis  V  seiscientos  cuarenta  y  dos  del  repetido  cuerpo 
legal.'" 

Decimoquinto.  Resultando  que  sustanciado  el  re- 
curso ante  este  Tribunal  Supremo  se  celebró  la  vi.^ta 
pública  el  día  dos  del  actual,  asistiendo  á  ella  únicamen- 
te el  Abogado  defensor  del  recurrente  que  sostuvo  el  re- 
curso. 

Decisión  dhi.  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydasrnn. 

Primero.  C'onsiderando  que  el  artículo  quinien- 
tos ochenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
invocado  por  el  recurrente,  sólo  autoriza  la  absolución 
do  "posiciones  por  medio  de  un  tercero  cuando  sea  el 
litigante  interrogado  quien  formule  la  solicitud  «^n  el 
caso  de  negarse  á  contestar  alguna  pregunta  que  ?e  re- 
fiera á  hechos  que  no  sean  personales  suyos,  aceptando 
la  responsabilidad  de  la  declaración  del  tercero,  y  como 
la  parte  interrogada  en  el  juicio  de  donde  este  recL  rso 
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procede  no  se  ha  negado  á  responder  á  ninguna  pregun- 
ta de  las  pertinentes  que  se  le  dirigieron  ni  ha  hef;ho 
petición  alguna  sobre  absolución  de  posiciones  en  la 
forma  indicada,  siendo  tan  sólo  el  litigante  contrario, 
ó  sea  el  recurrente,  quien  ha  formulado  tal  solicitud, 
resulta  justificada  la  negativa  del  Juez  á  aceptar  en  la 
forma  pretendida  el  citado  medio  de  prueba. 

Segundo.  Considerando  en  cuanto  al  segundo  ta'- 
tremo  del  recurso,  relativo  á  haberse  denegado  por  el 
Juez  la  citación  de  un  testigo,  que  si  bien  con  arroglo 
iil  número  quinto,  del  artículo  mil  seiscientos  noveura 
y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  habrá  lug^r  al 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  cu-iu- 
do  se  deniegue  alguna  diligencia  de  prueba  admisible 
fegiin  las  leyes,  y  cuya  falta  haya  podido  producir  iride- 
lensión,  tal  disposición  legal  no  es  aplicable  al  presente 
caso,  en  que  la  denegación  de  la  .práctica  de  la  diligcn- 
eia  indicada  tiene  por  fundamento  la  morosidad  y  cul- 
pa del  que  la  solicitó,  siendo  así  que  el  Juez  aci^edió  á 
el. a  en  cuanto  le  fué  propuesta,  y  el  promo vente  á  pesar 
de  saber  que  la  citación  no  había  podido  efectuarse  por 
haber  cambiado  de  domicilio  el  testigo,  no  vino  á  mani- 
festar cuál  fuera  éste  en  la  actualidad,  pidiendo  nueva 
citación,  hasta  quince  días  después  de  liaberse  infcentpdo 
la  anterior  y  cuando  ya  se  habían  celebrado  «los  compa- 
recencias con  intervalo,  de  diez  días  para  recibir  la  prue- 
ba reproducida  en  segimda  instancia;  es  decir,  cuando 
ya  la  citación  era  impracticable  y  su  solicitud  ociosa  y 
for  tanto  inadmisible  según  las  leyes. 

Tercero.  Considerando  que  por  tales  razones  es 
de  declararse  sin  lugar  el  recurso;  y  en  consec'ienei.i, 
por  precepto  legal,  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  do 
forma  establecido  por  Ramón  García  y  Fernández  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  veitidos  de  Enero  iilfimo, 
por  el  Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  Oeste  tic 
la  ílabana,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Y  ^.o- 
vuélvanse  los  autos  á  dicho  Juzgado  con  la  correspon- 
Jieute  crtificación. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  G'bergM. 
— Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Rovilla. — Rafael  May- 
dagán. 
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Inf.  ley.— Sent.  47.— 4  d©  Julio.— Expropiación.  {Gaceta 

Marzo  18,  1904.. ) 

DOCTRINA:  No  son  de  estimarse  los  moti- 
vos que  se  fundan  en  un  supuesto  equivocado  res- 
pecto de  la  resolución  recurrida. 

El  recurso  de  casación  nu  se  da  contra  los  con- 
siderahdos  siuo  contra  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia. 

Procede  la  casación  de  iin  fallo  cuando  se  de- 
muestra que  descansa  en  un  error  de  hecho  qut 
afecta  al  mismo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres  en  el  expediente  promovido  por  la 
Empresa  tlel  Ferrocarril  de  tracción  eléctrica,  titulada 
"Insular  Railway  C""  sobre  expropiación  forzosa  de  una 
faja  de  terreno  de  la  finca  "La  Miranda^^  iniciado  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  Centro  de  esta  capital 
y  del  cual  ha  conocido  mediante  apelación  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  misma;  siendo  partes  la  men- 
cionada Empresa,  Sociedad  Anónima  del  Estado  de  New 
Jersey,  de  los  E.  U.  del  Norte  de  América  y  Manuel  José 
Morales  y  Martín  propietario  y  vecino  de  la  expresada 
finca;  visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  segundo  contra  la  resolución 
de. la  dicha  Sala  fecha  treinta  y  uno  de  Marzo  último. 

Primero.  Resultando  que  en  dicha  resolución  se 
han  aceptado  los  resultandos  del  auto  apelado  que  son 
los  siguientes. 

Antecbdenteb: 

Segundo.  Resultando  que  en  escrito  fecha  ocho  de 
Diciembre  último,  el  Ledo.  Néstor  Tremols  y  Amat  á 
nombre  de  la  "Insular  Railway  C^^  promovió  este  ex- 
pediente sobre  expropiación  forzosa  de  una  faja  de  te- 
rreno de"  la  finca  "La  Miranda"  propiedad  de  D.  Manuel 
Morales. 

Tercero.  Resultando  que  con  dicha  solicituíj  acom- 
pañó un  plano  parcial  de  la  faja  de  terreno  que  en  la 
expresada  finca  ha  de  ocupar  la  línea  del  ferrocarril  eléc- 
trico que  partiendo  de  la  Estación  del  Carmelo  se  dirige 
á  Marianao  y  otras  poblaciones,  plano  que  aparece  apro 
bado  por  la  Comisión  de  ferrocarriles  de  esta  Isla;  sien- 
do la  superficie  total  de  dicha  faja  la  de  treinta  y  cuatro 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres  metros  cuadrados. 

Cuarto.  Resultando  que  por  providencia  de  doce 
de  Diciembre  pasado  se  mandó  convocar  al  promovente, 
á  D.  Manuel  Morales  y  á  las  demás  personas  interesadas 
por  cualquier  concepto  en  la  propiedad,  posesión,  dere- 
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cho,  participación  ó  servidumbre  de  dichos  terrenos  y  X 
todas  las  que  se  creyeran  con  algún  interés  en  ef  asunto 
para  la  celebración  de  la  junta  dispuesta  en  el  párrafo 
tercero  capítulo  séptimo  de  la  Orden  número  treinta  y 
cuatro  de  mil  novecientos  dos,  publicándose  la  convoca- 
toria por  cien  números  consecutivos  de  la  Gaceta  de 
esta  República  y  periódico  ^^La  Discusión." 

Quinto.  Resultando  que  á  instancia  del  promoven- 
te  se  le  dio  esto  es,  se  puso  á  la  "Insular  Railway  C**'^  en 
posesión  previa  de  la  faja  de  terreno  relacionada,  hacién- 
dose constar  en  el  Registro  de  la  Propiedad  correspoii- 
díente,  habiendo  consignado  al  efecto  en  el  Juzgado  un 
Chek  por  valor  de  quinientos  pesos. 

Sexto.  Resultando'  que  al  acto  de  la  Junta  que  tu- 
vo efecto  en  treinta  de  Enero  último  sólo  concurrieron 
el  promovente  y  D.  Manuel  José  Morales,  designando  res- 
pectivamente como  comisionados  para  el  avalúo  de  la 
faja  de  terreno  de  que  se  trata  á  los  Sres.  Alberto  de 
Castro  y  Bermúdes  y  D.  José  Cadenas  y  Castañer,  quie- 
nes después  de  aceptar  el  cargo  designaron  como  tercer 
comisionado  para  que  en  caso  de  no  haber  acuerdo  entre 
ellos  decidiera  respecto  de  la  tasación,  al  Sr.  Antonio 
Fernández  de  Castro,  el  que  también  aceptó  su  cargo  en 
cuya  virtud  después  de  haber  prestado  juramento  ofre- 
ciendo cumplir  bien  y  fielmente  su  cometido,  les  fué 
señalado  por  el  Juez  el  día  diez  y  seis  de  Febrero  á  las 
ocho  de  la  mañana  para  hacer  la  tasación  y  el  veintiséis 
del  mismo,  á  las  dos  de  la  tarde  para  presentar  su  infor- 
me, disponiendo  la  publicación  de  los  avisos  á  que  s«¿ 
refiere  la  orden  treinta  y  cuatro  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción anteriormente,  los  que  se  han  publicado  en  la  Ga- 
ceta de  esta  República  y  en  el  periódico  "La  Discusión" 
por  término  de  cinco  días." 

Séptimo.  Resultando  que  el  día  señalado  compí 
recieron  en  el  Juzgado  los  comisionados  nombrados  ^n- 
tregando  cada  uno  su  informe  haciendo  constar  que  el 
motivo  *de  presentarlo  en  esa  forma  era  debido  á  no  hu- 
berse  puesto  de  acuerdo  respecto  no  sólo  al  valor  del  te- 
rreno sino  de  los  daños  y  perjuicios  y  por  consecuencia 
de  ello  á  la  apreciación  de  las  bases. 

Octavo.  Resultando  que  los  citados  comisionados 
en  sus  respectivos  informes  después  de  relacionar  todos 
los  antecedentes  necesarios  valorizando  la  faja  de  terre- 
no y  los  perjuicios  en  la  forma  siguiente :  El  Sr.  Alberto 
de  Castro  fija  como  valor  de  la  faja  el  de  cuatrocientos 
setenta  y  cuatro  pesos  sesenta  y  medio  centavos  oro  es-» 
pañol  y  los  perjuicios  en  quinientos  seis  pesos  ocho  ceu- 
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tayoe  también  oro  español.  El  Sr.  José  Cadenas  da  á  la 
faja  un  valor  de  cuatro  mil  quinientos  veinticuatro  pe- 
sos, treinta  y  nueve  centavos  y  los. perjuicios  en  tres  mil 
novecientos  setenta  y  cinco  pesos  setenta  y  cinco  centa- 
vos; y  el  Sr.  Fernández  de  Castro  fija  como  valor  de  Id 
faja  expropiada  al  de  un  mil  doscientos  diez  y  ocho  pe- 
sos oro  español  y  los  perjuicios  en  novecientos  cuarenta 
y  siete  pesos  treinta  centavos  incluyendo  en  ellos  tres- 
cientos tres  pesos  valor  del  pozo,  motor  y  abrevaderos  pa- 
ra el  caso  dudoso  de  que  la  Compañía  no  realice  las  obras 
que  según  el  perito  Castro  están  convenidas  entre  el  Sr. 
Morales  y  el  Ingeniero  de  la  Insular,  consignando  tanto 
este  Comisionado  como  el  Sr.  Castro  que  siendo  mayores 
los  beneficios  que  los  perjuicios  no  deben  ser  abonados 
estos. 

Noveno,  Resultando  que  además  de  aceptar  los  re- 
sultandos del  auto  de  primera  instancia,  la  resolución 
recurrida  contiene  el  siguiente : 

Décimo.  Besultando  que  los  peritos  nombrados  de 
común  acuerdo  señalan  cinco  clases  ú  órdenes  de  perjui- 
cios que  pueden  causarse  al  propietario  de  la  finca  "I-a 
Miranda,'^  á  saber :  primero :  los  que  se  derivan  de  la  di- 
visión de  la  finca  en  dos  parcelas :  segundo :  daiios  causa- 
dos en  los  corrales,  abrevaderos  y  otros  servicios  de  la 
finca:  tercero:  valor  de  la  piedra  que  de  la  cantera  "Do- 
lores" que  da  á  beneficio  de  la  Compañía ;  cuarto :  valor 
del  pozo  y  motor  y  quinto :  precio  de  dos  tramos  de  cerca 
de  piedra  que  se  han  destruido;  y  que  el  comisionado  ter- 
cero, después  de  hacerse  cargo  de  los  valores  asignados  á 
esos  perjuicios  por  los  nombrados  respectivamente  por 
las  partes,  los  estima,  los  primeros  en  quinientos  pesos 
por  considerarlos  reducidos  á  la  mayor  molestia  que  pro- 
porciona la  división  de  la  finca;  la  del  inciso  cuarto  en 
trescientos  pesos  para  el  caso  en  que  la  Compañía  no  rea- 
lice las  obras  i  que  se  ha  comprometido  con  el  propieta- 
rio y  los  del  número  quinto  en  ciento  cuarenta  y  cuatro 
pesos  treinta  y  cuatro  centavos  sin  que  asigne  dicho  pe- 
rito precio  alguno  á  los  perjuicios  de  los  números  segun- 
do y  tercero,  porque  los  segundos  quedan  incluidos  en  los 
primeros  y  porque  la  extracción  de  piedra  cuesta  mucho 
á  la  Compañía  teniendo  en  cuenta,  además  con  respecto 
á  esto  último  el  precio  señalado  por  él  á  los  terrenos ;  ter- 
minando el  perito  con  la  afirmación  de  que  siendo  supe- 
riores los  beneficios  que  obtiene  la  fií^a  con  el  cruce  por 
el  ferroííarril  á  los  perjuicio^  que  le  causa  no  debe  in- 
demnizarse cantidad  alguna. 

Undécimo,     Resultando  que  el  Juez  de  primera  ins- 
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tancia  en  su  auto  de  fecha  tres  de  Marzo,  aprueba  el  in- 
forme del  comisionado  tercero  Sr.  Antonio  Fernández  de 
Castro  en  la  parte  que  determina  el  valor  de  la  faja  de 
terreno  de  la  finca  "La  Miranda"  de  cuya  expropiación 
se  trata  y  en  su  consecuencia  que  la  cantidad  que  por  ese 
concepto  debe  abonar  la  "Insular  Eailway  G^^  á  Manuel 
José  Morales  es  la  de  mil  doscientos  diez  y  ocho  pesos  en 
oro  español  y  se  fija  como  importe  de  la  indemnización 
que  también  debe  ser  abonada  por  la  Compañía  al  Sr. 
Morales  por  los  perjuicios  sufridos  por  dicha  expropia- 
ción la  cantidad  de  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  Siete  pe- 
sos, treinta  centavos  en  igual  moneda,  imponiendo  á  la 
expresada  Compañía  el  pago  de  todas  las  costas  del  ex- 
pediente. 

Décimosegundo.  Besultando  que  la  propia  Compa- 
ñía condenada,  por  medio  de  su  representación,  y  en  es- 
crito de  fecha  diez  y  seis  de  Marzo  último  apeló  de  dicha 
resolución  para  ante  la  Audiencia  en  cuanto  á  la  indem- 
nización fijada  por  daños  y  perjuicios  ascendente  á  mil 
cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  pesos  treinta  centavos  y 
también  al  pago  de  costas,  por  estimarse  en  ambos  casos 
infringida  la  Orden  número  (que  no  expresa)  y  las  le- 
yes vigentes  en  materia  de  imposición  de  costas. 

Eesolügión  recubrida  : 

Decimotercero.  Besultando  que  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  resolución  cuya  fe- 
cha ya  consta,  revoca  al  auto  de  primera  instancia  en  el 
extremo  apelada  y  fija  en  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro 
pesos,  treinta  y  cuatro  centavos  los  perjuicios  que  la 
Compañía  promovente  debe  indemnizar  á  Manuel  José 
Morales  y  Martín;  sin  especial  declaración  de  costas  en 
ambas  instancias. 

Fundamentos  del  rbcükso  de  casación: 

Decimocuarto.  Resultando  que  contra  esta  última 
rsolución  ha  interpuesto  Manuel  José  Morales  y  Martín 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  apoya  en 
los  números  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  <^ue 
hace  consistir  en  los  motivos  que  siguen:  (a)  Al  revocar 
la  sentencia  el  fallo  dictado  en  primera  instancia  y  de- 
clarar, como  se  deriva  del  natural  enlace  entre  su  penúl- 
timo Cpnsiderandf  y  su  parte  dispositiva,  que  yo  debo 
pagar  los  honorarios  del  Comisionado  que  nombré  para 
que  me  representase  en  la  valoración  de  los  terrenos  y 
perjuicios,  objeto  de  los  primeros  de  la  expropiación  y 
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causados  los  segundos  por  ella,  ha  infringido  la  doctrina 
legal  según  la  que  las  costas  que  se  causen  en  cualquier 
diligencia  ó  actuación  judicial,  debe  pagarla  aquél  á  cuya 
instancia  la  diligencia  ó  actuación  se  practica,  mientras 
que  por  un  motivo  que  se  derive  de  la  temeridad  de  las 
partes,  no  sea  preciso  imponerlas  á  aquellas  en  quienes 
concurra  el  motivo  en  cuestión. — La  doctrina  ya  dicha 
está  consignada  en  el  artículo  quinto  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  inciso  quinto  del  mismo,  puesto  que 
éste  obliga  al  procurador  á  pagar  todos  los  gastos  que  se 
hacen  ó  causan  á  su  instancia;  lo  cual  comprende  la  obli- 
gación declarada  de  la  parte  á  quién  representa,  ó  di- 
recta de  la  misma  parte  (cuando  ella  asi  mismo  se  repi-c- 
senta,  lo  que  hoy  es  legalmente  posible)  de  pagar  esos 
gastos,  cuando  á  petición  suya  es  que  se  causan. — En 
tanto  qte  la  Orden  número  treinta  y  cuatro  de  mil  no- 
vecientas dos,  en  la  sección  tercera  de  su  capítulo  VI  í, 
declara  que  la  parte  contra  la  cual  se  promueve  el  expe- 
diente de  expropiación  debe  nombrar  comisionado  que  lo 
represente,  y  si  no  hiciere  este  nombramiento,  el  Juez  lo 
nombrará  en  representación  suya,  es  manifiesto  que  yo 
no  he  hecho  uso  de  un  derecho  al  nombrar  ese  comisio- 
nado, sino  que  simplemente  he  cumplido  con  un  deber, 
al  cual  da  lugar  la  promoción  del  expedietne  por  la  Com- 
pañía expropiante. — ^Es  manifiesto,  por  tanto  que  el  nom- 
bramiento de  los  Comisionados  todos,  hágase  por  una  (i 
otra  parte,  se  hace  siempre  á  instancias  de  la  que  pro- 
mueve el  expediente,  ya  que  ese  nombramiento  es  una 
conscuencia  irremediable  y  forzosa  de  la  promoción  del 
expediente  mismo.  En  el  Diccionario  de  Legislación  y 
Jurisprudencia  de  Escriche,  en  el  artículo  "Costas"  se 
dice  lo  siguiente:  "Todas  las  costas  que  se  causaren  en 
cualquier  diligencia  que  se  ejecuta  en  juicio,  son  de  cuen- 
ta de  la  parte  que  la  pide,  mientras  no  so  determine  en  la 
sentencia  cuál  es  la  que  debe  pagarlas." — Y  un  poco 
más  adelante,  en  el  artículo  denominado  "Costas  en  ma- 
teria Civil,"  se  consignan  también  estas  palabras:  "En 
general  las  costas  son  de  cuenta  de  quien  pide,  las  dili- 
gencias en  que  se  causan,  si  la  sentencia  no  prescribe 
quién  debe  pagarlas.  Conforme. con  esta  regla  se  previe- 
ne en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  general,  en  su 
artículo  catorce,  que  el  procurador  de  cada  parte  está 
obligado  á  pagar  las  costas  que  se  causen  á  su  instancia." 
— ^Y  ese  artículo  catorce  y  el  citado  precepto  del  mismo 
son  hoy  equivalentes  al  inciso  quinto  del  artículo  quinto 
de  la  Ley  actual. — ^En  virtud  de  todo  ello,  la  primera  de; 
las  infracciones  que  alego  es  la  del  principio  general  del 


HO  fiÓLÉfllí  tfeOÍSLAfíVÓ. 


^ 


derecho,  aplicable  como  doctrina  legal  según  el  artículo 
sexto  del  Código  Civil,  que  dice  que  cada  parte  debe  pa- 
gar las  costas  que  se  causen  á  su  instancia ;  cuya  doctrina 
wti  halla  también  consignada  en  el  citado  inciso  quinto 
del  artículo  quinto  dre  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Y 
por  todo  ello  resulta  también  infringido  el  precepto  con- 
tíínido  en  uno  de  los  párrafos  del  apartado  III  del  Capí- 
lulo  Vil  de  la  Orden  número  treinta  y  cuatro  de  mil 
i^ovecientos  dos,  según  el  cual  "el  Juez  de  primera  ins- 
tancia ó  el  Tribunal  en  caso  de  apelación,  fijarán  ly 
rv^sponsabilidades  de  costas  y  gastos  de  conformidad  con 
hts  leyes  vigentes."  El  recurso  en  cuanto  á  esta  infrac- 
i  ion  está  autorizado  por  el  inciso  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
t'ivil.  (b)  La  sentencia  declara  que  no  ha  lugar  á  que  se 
me  abone  el  valor  de  la  piedra  de  la  cantera  Ddlores  de 
la  cual  se  me  priva  por  la  expropiación  porque  Tos  peri- 
tos han  tenido  en  cuenta  el  valor  de  esta  piedra  al  deter- 
minar el  valor  de  la  faja  de  terreno  ocupada  por  la  Com- 
pañía promovonte. — En  esto  hay  error  de  hecho,  el  ctial 
fie  demuestra  como  evidente  en  virtud  de  lo  informado 
fior  los  comisionados  mismos,  á  cuyos  dictámenes  la  Sala 
se  refiere.  En  estos  dictámenes  se  tasa  el  terreno  y  sepa- 
radamente se  tasa  esa  piedra,  como  de  ello  puede  verse 
y  como  lo  reconoce  la  misma  sentencia  contra  la  que  te- 
curro,  en  el  Resultando  que  agrega  á  los  del  fallo  del 
Juez  al  aludirse  á  la  tercera  de  las  clases  de  perjuicioH 
que  pueden  causarse  al  propietario  de  la  finca  "La  Mi- 
randa."— Estos  dictámenes  de  los  comisionados  y  esta 
[>arte  de  la  misma  sentencia,  son  en  el  presente  caso  los 
documentos  ó  autos  auténticos  que  demuestran  la  equi- 
vocación del  juzgador. — Este  motivo  del  recurso  está 
autorizado  por  el  inciso  séptimo  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Tjcv  de  Enjuiciamiento  Civil. — (c)  Ja 
sentencia  recurrida  infringe  asimismo  el  artículo  tres- 
cientos cuarenta  y  nueve  del  Código  Civil,  en  tanto  que 
píste  declara  que  nadie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad 
sino  por  causa  justificada  de  utilidad  pública,  previa 
siempre  la  correspondiente  indemnización. — ^Y  también 
se  infringe  en  relación  con  el  precedente  artículo,  el  tres^ 
cientos  cincuenta  y  tres  del  mismo  Código,  puesto  que 
este  último  declara  que  la  propiedad  de  los  bienes  da 
derecho  por  accesión  á  todo  lo  que  ellos  producen  6  se 
les  une  ó  incorpora  natural  ó  artificialmente. — Y  es  ma- 
nifiesto que  indemnizar  al  propietario  expropiado^  del  va- 
lor de  la  tierra  considerada  como  suelo,  esto  es,  como 
sustentamiento  de  lo  que  en  ella  se  edifica  ó  se  siembra 


no  és  indemnizarlo  de  lo  que  ese  suelo  encíelra  y  del 
mismo  se  puede  extraer  como  mineral  aprovechable. — 
Este  motivo  de  casación  está  amparado  por  el  inciso  pri- 
mero del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil. 

Decimoquinto.  Resultando  que  admitido  el  recur- 
so por  auto  fecha  veinticuatro  de  Abril,  se  emplazaron 
las  partes  para  ante  este  Tribunal  Supremo  y  elevadoá 
los  autos,  se  personó  tan  sólo  el  recurrente,  tramitándo- 
se el  recurso  en  forma  legal  y  celebrándose  la  vista  el 
día  veintitrés  del  pasado  con  asistencia  del  Letrado  dé 
dicha  parte. 

Decisión  dbl  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Ftí- 
rrari- 

Primero^  Considerando  que  el  primer  motivo  del 
recurso  es  improcedente  ponjue  se  funda  en  el  supuesto 
equivocado  de  (|ue  la  resolución  recurrida  declara  que  el 
resiuirrente  debe  pagar  los  honorarios  del  comisionado 
que  nombró  para  que  lo  rej>re8entase  en  el  avalúo  de  los 
terrenos  y  perjuicios,  objeto  los  primeros  de  la  expropia- 
ción y  causados  los  segundos  por  ella;  cuando  es  lo  cier- 
to que  dicha  resolución  nada  ordena  á  ese  respecto,  pues 
habiendo  sido  condenada  en  la  primera  instancia  la  Com- 
pañía promovente  al  pago  de  todas  las  costas  y  apelada 
por  la  misma  este  extremo  del  fallo,  al  resolver  el  Tribu- 
nal de  apelación  revocando  el  expresado  pronunciamien- 
to y  declarando  aquellas  sin  especial  condenación,  con- 
formándose á  lo  dispuesto  en  la  Orden  treinta  y  cuatro 
serie  de  mil  novecientos  dos  del  Gobierno  Militar  que 
fué  de  la  Isla  de  Cuba,  que  preceptúa  que  en  los  expe- 
dientes de  expropiación  los  Jueces  y  Tribunales  resolve- 
rán sobre  costas  de  acuerdo  con  las  leyes  vigentes  tan  sólo 
emplea  la  fórmula  generalmente  usada  en  las  resolucio- 
nes judiciales  al  dicho  efecto,  con  la  cual-  sólo  se  significa 
que  no  hallándose  mérito  suficiente  para  castigar  á  una 
parte  imponiéndole  el  pago  de  todas  las  costas,  cualquie- 
ra que  sea  su  origen,  se  dispone  que  cada  litigante  debe 
pagar  las  de  su  instancia;  declaración  que  no  resuelve  ni 
prejuzga  los  casos  particulares  y  concretos  que  surjan 
Con  motivo  de  su  cumplimiento. 

Segundo.  Considerando  que  para  corroborar  ló 
antetiormente  expuesto  basta  atender  á  que  precisamente 
el  concepto  de  la  infracción  alegada  por  el  recurrente  al 
efecto  expresado,  se  hace  consistir  en  que  el  nombramien- 
to del  comisionado  designado  por  él  en  el  expediente  de 
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que  se  trata,  no  puede  entenderse  como  diligencia  de  su 
instancia,  porque,  según  él  mismo  entiende,  fundándose 
para  ello  en  ciertos  preceptos  legales,  el  nombramiento 
de  los  comisionados  todos,  hágase  por  una  ó  por  otra 
parte,  se  hace  siempre  á  instancia  del  que  promueve  el 
expediente,"  con  lo  cual  se  evidencia  que  la  cuestión  jurí- 
dica que  el  recurso  plantea  en  su  indicado  primer  motivo, 
es  en  rigor  la  de  si  la  referida  gestión  judicial  de  nombi*a- 
miento  de  perito  por  parte  del  recurrente  debe  entender- 
se ó  no  de  su  instancia,  cuestión  que  no  queda  resuelta 
en  la  resolución  recurrida,  porque  ella  tan  sólo  dispone 
que  cada  litigante  pague  sus  costas;  y  este  pronuncia- 
miento de  carácter  general  é  indeterminado  se  procura 
interpretar  en  el  recurso  en  relación  con  la  cuestión 
que  el  mismo  plantea,  sin  que  en  este  trámite  sea  lícito 
hacerlo,  pues  no  es  seguramente  el  adecuado  para  pre- 
cisar el  alcance  de  dicho  pronunciamiento  sobre  costar 
con  referencia  á  las  distintas  actuaciones. del  pleito. 

Tercero.  Considerando  que  para  adoptar  el  criterio 
que  se  explica  en  los  dos  anteriores  párrafos  no  puede  ser 
óbice  el  que  en  cierto  considerando  de  la  resolución  recu- 
rrida se  aduzcan  razones  de  las  cuales  pudiera  inferirse 
que  el  Tribunal  á  quo  entedía  lo  contrario  de  lo  que 
el  recurrente  expone,  porque  conforme  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  no  se  da 
contra  los  considerandos,  sino  contra  la  parte  dispositiva 
de  las  resoluciones. 

Cuarto.  Considerando  que  la  propia  Sala  de  la 
A.udiencia  ha  incurrido  indudablemente  en  el  error  de 
hecho  que  el  recurrente  le  atribuye  en  el  segimdo  motivo 
del  recurso ;  porque  si  bien  los  comisionados  pudieron  te- 
ner en  cuenta  al  valorar  los  terrenos  el  valor  de  la  piedra 
de  cuya  extracción  se  privaba  al  expropiado,  es  lo  cierto 
que  así  no  lo  han  realizado,  como  lo  evidencia  el  hecho 
de  haber  formado  con  el  segundo  concepto  una  partida 
distinta  del  primero,  incluyéndola  entre  los  perjuicios, 
señalando  para  dicha  partida  dos  de  los  comisionados  \m 
valor  determinado  y  sobretodo  por  haber  consignado  el 
comisionado  tercero,  cuyo  criterio  es  el  que  ha  prevaleci- 
do en  cuanto  á  la  tasación  de  los  terrenos,  que  su  valor  no 
puede  apreciarse  por  su  naturaleza,  pues  dicho  valor  úni- 
camente se  los  comunica  su  especialísima  situación;  sin 
que  importe  nada  que  después  exprese  para  explicar  su 
abstención  de  justipreciar  la  piedra,  que  ha  tenido  en 
consideración  el  precio  por  él  señalado  á  los  terrenos,  por- 
que siendo  lo  cierto  que  en  el  precio  de  éstos  no  sfe  ha 
incluido  el  de  la  piedra,  tal  expresión  sea  la  que  fuere 
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la  significación  que  se  le  atribuya,  no  puede  entenderse,  . 
sin  incurrir  en  notoria  inexactitud,  en  el  sentido  de  que 
el  comisionado  comprendiese  el  importe  de  la  piedra  en 
el  valor  de  los  terrienos  que  ha  fijado. 

Quinto.  Coxjsiderando  que  debiéndose  casar  la  re- 
solución recurrida  por  el  motivo  que  antes  se  expresa  ca- 
rece de  objeto  el  examinar  el  tercero  de  los  que  contiene 
el  recurso.  ^ 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  con 
lugar  ál  recurso  de  casación  interpuesto  por  Manuel  J. 
Morales  y  Martín  contra  la  resolución  de  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  fecha  treinta  y  uno 
de  Marzo  último,  la  cual  casamos  y  anulamos  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas. — Comuniqúese  esta  re- 
solución con  la  que  á  continuación  habrá  de  dictarse, 
etc.  José  Várela. — El  Magistrado  Pedro  González  Lio-; 
rente,  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — José  Várela. — 
Octavio  Giberga. — Carlos    Revilla. — Eafael    Maydrgán. 

SegXUldd  sentencia. — ^n  la  miima  fecha  dictó  él  Tribunal 
nueva  sentencia  en  los  siguientes  términos: 

Aceptando  los  Besultandos  de  la  resolución  de  pri- 
mera instancia  que  en  la  de  casación  han  sido  transcrip- 
tos lo  propio  que  el  adcionado  por  la  resolución  casada, 
que  también  se  transcribe  en  la  sentencia  de  casación. 

Reproduciendo  los  considerandos  de  la  sentencia  re- 
currida que  ocupan  los  lugares  primero,  segundo  y 
cuarto.. 

Considerando  que  el  comisionado  tercero,  cuya  opi- 
nión ha  prevalecido  en  punto  al  iustiprecio  de  la  faja  de 
terreno  expropiado,  pues  habiéndose  aceptado  su  criterio 
por  el  Juez  de  la  primera  instancia,  la  Compañía  promo- 
vente  ha  consentido  lo  resuelto  por  éste  en  cuanto  á  dicho 
particular ;  manifiesta  en  su  informe ;  precisamente  en  la 
parte  del  mismo  que  dedica  á  explicar  la  valorización  de 
la  expresada  faja,  que,  "en  su  concepto  lo  que  da  un  ver- 
dadero valor  á  la  finca  en  sus  terrenos  es  su  especialísima 
situación  respecto  de  la  Habana,  siendo  accesorio  todo  lo 
demás,  cuando  no  insignificante,  "por  lo  cual  concluye" 
opinando  que  el  valor  no  puede  apreciarse  por  la  natura- 
Jbza  de  los  terrenos'^  es  forzoso  entender  que  el  de  In 
piedra  de  la  cantera  Dolores,  que  según  el  propio  perito 
queda  á  beneficio  de  la  Compañía  expropiante,  no  ha 
sido  elementó  apreciado  por  dicho  perito  para  fijar  él  de 
aquellos. 

Coíisiderando  que  el  hecho  de  que  todos  los  comisio- 
nados hagan  del  valor  de  la  piedra  materia  de  un  con- 
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cepto  de  perjuicios,  distinto  y  separado  del  valor  de  la 
faja  de  terreno  expropiada,  corrobora  lo  manifestado  en 
el  párrafo  anterior. 

Considerando  que  si  la  piedra  que  como  consecuen- 
cia de  la  expropiación  queda  á  benefieio  de  la  Compañía 
que  expropia,  constituye  especie  valorable  por  sí  misma 
y  con  independencia  de  los  terrenos ;  cuando  así  se  valo- 
re, como  ha  sucedido  en  el  presente  caso  debe  ser  abona- 
do su  precio  también  con  separación,  no  siendo  de  los 
conceptos  que  únicamente  irrogan  perjuicio  al  expropi;i- 
do,  pues  es  evidente  que  además,  proporciona  ima  utili- 
dad su  aprovechamiento  que  cede  en  favor  de  la  Empre- 
sa y  priva  á  aquél  de  un  objeto  de  valor  real,  que  sólo 
incluyéndole  de  modo  indudable  en  el  precio  del  terreno, 
como  elemento  integrante  del  mismo,  po<lría  dejar  de  ser 
apreciado  independientemente  para  ser  indemnizado  con 
separación  de  aquel  concepto. 

Considerando  que  siendo,  pues,  la  piedra  de  la  cau- 
tera  Dolores  que  queda  á  beneficio  de  la  Compañía  un 
objeto  valorable  que  pierde  el  expropiado  y  adquiere  la 
('Oinpañía  que  expropia,  no  debe  ser  compensado;  por- 
(}uo  dado  el  sentido  de  lo  que  dispone  á  dicho  respecto  la 
Orden  número  treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos 
que  ya  se  ha,  citado,  esa  pérdida  y  adquisición  respectiva 
comunica  á  dicho  hecho  una  naturaleza  tal  que  no  puede 
estimársele  tan  sólo  como  causante  de  perjuicio. 

Considerando  que  si  bien  el  perito  tercero  no  ha 
valorado  la  mencionada  piedra,  fundándose  para  ello 
principalmente  en  lo  que  cuesta  á  la  Compañía  promo- 
vente  el  importe  del  desmonte,  lo  cual,  por  otra  parte,  no 
constituye  fundamento  bastante  para  privar  al  expropia- 
do de  la  indemnización  debida,  es  dable  al  Tribunal  es- 
tablecerlo teniendo  en  cuenta»  el  valor  fijado  por  los  otros 
peritos. 

Reproduciendo  los  considerandos  de  la  sentencia  re- 
currida, sexto,  séptimo  y  octavo. 

.Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  aut») 
dictado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Centro  con  fecha  trece  de  Marzo  último  en  la  parte  en 
que  ha  sido  apelado,  y  en  su  consecuencia  se  fijan  e^ 
cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  treinta  y  cuatro 
centavos  los  perjuicios  que  la  compañía  promovente  debe 
indemnizar  á  D^_ Manuel  J.  Jloyales  y  Martín  con  líiás 
quinientos  pesos  que  se  fijan  también  como  valor  á  la 
piedra  de  la  cantera  Dolores  que  ha. quedado  á  b^efi<^io 
de  dicha  Compañía  y  que  asimismo  deberá  abonar  dicha 
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Compañía  al  expresado  Morales  sin  especial  eondenaeióu 
de  costas  en  ambas  instancias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José .  Várela. — El  Magistrado 
Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. 
— ^José  Tárela. — Octavio  Giberga. — Carlos  R^villa. — 
Rafael  Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  48.-6  dé  Jtilio.-  Nulidad.  (Gac  Marzo 

J  8,  1904.) 

DOCTRINA:  No  puede  prosperar  ati  moti- 
vo de  casación  en  el  que  se  alega  una  infracción 
prescindiendo  de  los  hechos  fundamentales  del  fa- 
llo tales  como  se  consignan  en  la  sentencia  recu- 
rrida. 

No  infringe  el  artículo  17,  párrafo  2.^,  de  la  Ley 
Hipotecaría  la  Sala  que  deniega  la  nulidad  de  una 
inscrípción  fundándose  en  que  el  título  en  que  la 
actora  funda  su  pretensión  fué  pi'esentado  al  Re- 
gistro con  posterioridad  al  que  pretende  anular, 
estando  sin  cancelar  el  asiento  de  presentación  de 
éste. 

Cuando  en  el  pleito  se  trata  de  la  nulidad  de  un 
título  y  de  su  inscripción  no  puede  ser  infringido 
por  falta  de  aplicación  el  artículo  1473  del  Códi- 
go CítíI,  que  no  es  aplicable  al  caso. 

No  se  inírínge  el  artículo  1473  del  Código  Civil 
en  una  sentencia  que  no  priva  del  dominio  de  un 
inmueble  dos  veces  vendido  á  aquél  que  tiene  ins- 
cripto sn  título  en  el  Registro. 

No  es  aplicable  al  caso  de  una  doble  venta  la 
.  doctrina  de  que  niíiguno  puede  dar  á  otro  más 
derecho  en  una  cosa  del  que  en  ella  tuviere,  por- 
que ese  caso  está  expresamente  previsto  y  sus 
efectos  regulados  en  el  artículo  1473  del  Código 
Civil,  el  cual  no  se  conforma  con  la  expresada 
doctrina. 

No  son  de  estimarse  las  infracciones  referentes  á 
leyes  no  aplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  seis  de  Julio  de  mil . 
novecientos  tres  en  los  autos  del  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  Este  de  esta  ciudad  y  en  la  Audiencia  de  la  misma, 
por  Carlota  Rodríguez  y  Rodríguez  contra  Isabel  BaraU 
y  Sánchez  de  Ragusa  sobre  nulidad  del  título  de  domi- 
nio de  la  casa  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte  y 
de  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Me- 
diodía; visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  ca- 
sación por  inf  racción  de  ley  interpuesto  por  la  primera 
contra  la  sentencia  que  ha  dictado  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  precitada  Audiencia  <íon  fecha  ocho  de  Abril  último. 
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Primero.  Resultando  que  en  la  eixpresada  senten- 
cia se  ha  aceptado  la  relación  de  hechos  contenida  en  la 
de  primera  instancia  á  la  que  se  refieren  los  Resultandos 
que  á  continuación  se  transcriben. 

Demanda: 

Segundo.  "Resultando  que  con  fecha  catorce  do 
Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  D.  Juan  Grau  y 
Dosi,  como  apoderado  de  la  Sra.  Carlota  Rodríguez  y 
Rodríguez  presentó  demanda  acompañando  á  ella,  á  fo- 
jas primera,  el  poder  que  acredita  su  personería,  bastau- 
teado  por  el  Tjcdo.  Corzo;  una  certiñcación  autorizada 
por  D.  José  Telesforo  Marrero,  Secretario  del  Juzgado 
Municipal  del  Distrito  del  Xorte  de  c«ta  ciudad,  del  acta 
del  remate  de  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  numen» 
ciento  veinte,  llevado  á  cabo  el  día  diez  y  seis  de  Abril  del 
propio  año,  por  consecuencia  del  juicio  verbal  seguido 
en  dicho  Juzgado,  por  la  cual  consta  haber  sido  adjudi- 
cado dicho  remate  á  su  mandante,  bajo  las  condicione» 
que  constan  en  el  acta  de  referencia,  así  como  que  la  cer- 
tiñcación que  la  contiene  fué  presentada  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  del  Mediodía  á  las  dos  y  cuarenta  minu- 
tos de  la  tarde  del  inmdiato  día  diez  y  siete  de  Abril,  de- 
volviéndose al  presentante  en  la  propia  fecha  para  acu- 
dir á  la  Oficina  liquidadora  del  impuesto;  que  el  día 
diez  y  ocho  fué  presentada  á  la  liquidación  y  practicada 
ésta  y  pagado  el  impuesto  el  veintiséis  de  Julio  fué  nue- 
vamente presentado  al  Registro  en  veintinueve  de  Julio  á 
las  tres  y  diez  minutos  de  la  tarde,  según  asiento  número 
veintidós,  tomo  séptimo  del  Diario,  con  nota  denegatoria 
fecha  diez  de  Agosto  del  propio  año,  de  la  anotación  pre- 
ventiva solicitada  de  dicho  documento,"  por  cuanto  ins- 
cripto en  once  de  Junio  último  á  favor  de  Doña  Isabel 
Baralt  y  Sánchea  un  título  traslativo  del  dominio  que 
en  el  mismo  inmueble  á  que  se  refiere  dicho  documento 
tenía  D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo,  no  era  posible,  con 
arreglo  al  artículo  diez  y  siete  de  la  Ley  Hipotecaria,  Ins- 
cribir ni  anotar  un  título  anterior,  por  el  cual  se  tras- 
mite ese  mismo  dominio,  y  esto  dando  por  supuesto  que 
uaa  certificación  de  lugares,  desprovista  de  los  requisitoe 
que  señala  la  Ley,  pudiera  considerarse  como  tal  título 
traslativo  de  dominio,  fojas  cuatro  y  cinco;  tres  cartas 
de  pago  justificativas  del  impuesto  devengado  por  dicho 
documento  y  el  que  la  sigue,  fojas  seis,  siete  y  ocho^  uita 
primera  copia  de  la  escritura  de  remate  de  la  casa  Calza-* 
da  de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte,  otorgada 
en  diez  y  seis  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  ante  el 
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Notario  D.  Alfredo  Villageliú  é  Irola  por  D.  Emilio  Ca* 
rrera  y  Peñarredonda,  Juez  Municipal  del  Distrito  Oeste 
de  esta  capital,  en  representación  y  por  rebeldía  de  D: 
Rafael  Quevedo  y  Quevedo  en  favor  de  la  Sra.  Carlota 
Rodríguez  y  Rodríguez  con  notas  de  haber  sido  presenta- 
da al  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía  á  las  tres  y 
treinta  minutos  del  siguiente  día  diez  y  siete  de  Mayo 
de  estar  satisfecho  el  impuesto,  de  haberse  vuelto  á  pre- 
sentar en  el  Registro  á  las  tres  y  veinte  minutos  del  día 
veintinueve  de  Julio;  y  declarádose,  en  diez  de  Agosto 
siguiente,  no  admitida,  conforme  al  artículo  veinte  de  la 
Ley  Hipotecaria,  la  inscripción  del  doéumento,  porque  el 
dominio  del  inmueble  que  por  el  mismo  se  transfiere  no 
se  halla  inscripto  ni  anotado  en  favor  de  la  persona  en 
cuyo  nombre  ge  hace  la  trasmisión,  foja  nueve  á  diez  y 
nueve,  y,  por  último,  la  certificación  del  acto  de  concilia- 
ción intentado  «in  avenencia  en  diez  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  imo,  ante  el  Señor  Juez  Municipal  del 
Vedado,  fojas  veinte:  en  mérito  de  cuyos  documentos 
formalizó  su  demanda,  agregada  á  fojas  veintidós,  expre- 
sándose como  hechos  de  la  misma.  Primero :  que  en  siete 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  la  Sra.  Car- 
lota Rodríguez  estableció  juicio  verbal  en  el  Juzgado  Mu- 
nicipal del  Distrito  del  Pilar,  hoy  del  Oeste  de  esta  ciu- 
dad, contra  D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo,  para  el  cobro 
de  ciento  seis  pesos  en  oro  del  cuño  español  que  este  úl- 
timo era  en  deberle ;  recayendo  sentencia  en  veinticuatro 
del  propio  mes,  por  la  que  se  condenó  al  demandado  ai 
pago  de  la  cantidad  reclamada  y  al  de  las  costas  del  jui- 
cio, y  que  previos  los  trámites  legales,  llegó  á  causar  eje- 
cutoria. Segundo:  Que  para  el  cumplimiento  de  dicha 
ejecutoria,  en  once  de  Octubre  de  mil  novecientos,  y  á 
solicitud  de  la  actora,  se  decretó  el  embargo  de  la  Casji 
Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte  en  esta 
ciudad;  quedando  preventivamente  anotado  dicho  em- 
bargo en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía  al  fo- 
lio uno  vuelto  del  tomo  seiscientos  treinta  y  tres,  finca 
número  cuatro  mil  setecientos  noventa  y  uno,  anotación 
letra  A.  Tercero:  que  previos  los  trámites  del  caso,  se 
sacó  la  finca  á  pública  subasta  el  diez  y  seis  de  Abril  de 
mil  novecientos  uno,  adjudicándose  su  remate  á  la  acto- 
ra por  los  dos  tercios  de  su  tasación  de  cuatro  mil  novo- 
Cientos  euarea^a  y  do&  pesos  cinco  ce.ntavos  en  oro,  bajo 
loer  términos  y.  condiciones  del  acta-  cuya  certificación 
acompañada  bajo  el  número  dos,  figurando  «ntre  esaf^ 
ooñdicionea  la-  de  deducir  del  precio  ofrecido  todos  \oa 
gravámenes  de  cualquier  género  que  aparecieran  consti- 


848  BOLSnN  LKOISLATIYO. 


1 


tuídos  válidamente  sobre  el  inmueble,  y  que,  por  lo  tan- 
to, quedaba  obligada  á  reconocer  la  rematadora  hasta 
completar  el  valor  del  mismo.  Cuarto :  Que  aprobado  el 
remate  en  el  acto  solicitó  y  obtuvo  la  compradora  para 
poner  á  salvo  sus  derechos  que  se  le  facilitase  la  Certifica- 
ción de  que  se  ha  hecho  mérito  en  el  hecho  anterior,  la 
cual  presentó  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  á  las  dos  y 
cuarenta  minutos  de  la  tarde  del  día  diez  y  siete  de  Abril 
para  su  anotación  preventiva,  de  conformidad  y  é  los 
efectos  de  lo  determinado  en  las  resoluciones  de  la  Sec- 
ción de  los  Registros  de  la  Propiedad  y  del  Notariado 
de  diez  y  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres,  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve 
y  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
tres,  haciéndose  constar  la  presentación  al  pie  de  dicho 
documento,  con  referencia  al  asiento  número  treinta,  fo- 
lio ciento  vuelto  del  tomo  sexto  del  Diario  del  Registro 
devolviéndose  al  presentante  para  acudir  á  la  Oficina  li- 
quidadora del  impuesto,  en  la  cual  quedó  presentado  el 
diez  y  ocho  de  Abril,  bajo  el  número  seis  mil  ciento  cua- 
renta y  cuatro.  Quinto :  que  simultáneamente  con  el  jui- 
cio de  la  actora  se  seguía  contra  el  deudor  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  Sur  de  esta  ciudad  y  por 
ante  el  Escribano  D.  José  Urrutia,  un  procedimiento  su- 
mario de  los  que  autoriza  el  artículo  ciento  veintiocho  de 
la  Ley  Hipotecaria  vigente  y  sus  concordantes  promovido 
por  la  acreedora  Señora  María  Gutiérrez  y  García,  viuda 
de  Sust  y  continuado  por  su  cesionaria  Sra.  Isabel  Baralt 
de  Raguisa,  en  cobro  de  un  crédito  hipotecario  de  mil 
ochocientos  pesos  de  principal,  -del  plazo  aún  no  vencido, 
que  figuraba  entre  los  gravámenes  del  inmueble :  en  cuyo 
procedimiento  se  sacó  éste  á  pi\blica  subasta,  señalándose 
para  el  acto  el  día  diez  y  siete  de  Abril  de  mil  noveciento.^ 
uno,  sin  que  rematada  la  finca  desde  el  día  anterior  en  o! 
juicio  de  la  actora,  hubiese  sido  requerida  de  pago  :1a  re- 
matadora, á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  artículo  ciento 
veintinueve  de  la  Ley  Hipotecaria.  Sexto :  que  adjudicada 
la  finca  A  la  actora  el  día  diez  y  seis,  y  habiendo  salido  del 
dominio  de  D.  Rafael  Quevedo,  aun  cuando  fuera  ciierto 
que  el  crédito  hipotecario  estuviera  vencido,  el  diez  y  sie- 
te á  las  doce  y  media,  presentó  aquella  escrito  en  el  pro- 
cedimiento ejecutivo  seguido  por  la  Baralt  solicitando  lu 
suspensión  del  remate  y  promoviendo  al  efecto  la  corres- 
pondiente demanda  de  tercería  de  dominio,  cuya -admi- 
sión le  fué  denegada  en*  la 'propia  fecha,*  por  no  xcnnir 
el  título  con  que  la  acompañaba,  tó  sea  lá  certificacíói^vdel 
acto- de  su  remate  á- juicio*  del  Juez  todos  los  Tequisitos 
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exigidos  por  el  número  segundo  del  artículo  ciento  seten- 
ta y  cinco  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hi- 
potecaria ;  en  cuya  virtud  continuó  la  subasta  adjudicán- 
dose el  remate  de  la  finca  á  la  hipotecario  Doña  Isabel 
Baralt  por  los  dos  tercios  de  su  tasación  convenida  de 
tres  mil  ochocientos  pesos,  y  sin  el  previo  requerimiento 
de  ley  á  la  actual  dueña  Doña  Carlota  Rodríguez.  Sépti- 
mo :  Que  dentro  de  los  treinta  días  de  la  presentación  de 
lá  certificación  del  acto  á  que  se  alude  en  el  hecho  tercero, 
ó  sea  el  diez  y  siete  de  Mayo,  fué  presentada  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad  del  Mediodía,  según  asiento  número 
doscientos  veintiséis  del  tomo  sexto  del  Diario,  la  escri- 
tura de  remate  de  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte 
número  ciento  veinte  otorgada  el  día  diez  y  seis  en  favor 
de  la  actora  por  el  Señor  Juez  Municipal  del  Distrito  de) 
Oeste  de  esta  ciudad  por  rebeldía  del  deudor  expropiado 
D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo,  documento  número  tres. 
Octavo :  que  surtiendo  aún  sus  efectos  legales  ese  asien^^o 
de  presentación  ó  sea  en  once  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos uno,  fué  inscripto  el  dominio  de  la  casa  Calzada  de 
Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte  y  de  sus  terrenos 
anexos ;  á  nombre  de  la  Sra.  Isabel  Baralt  y  Sánchez  de 
Ragusa,  según  resulta  de  la  nota  puesta  por  el  Registra- 
dor de  la  Propiedad  al  pie  de  la  certificación  acompaña- 
da bajo  el  número  dos.  Noveno :  que  la  actora  desconocía 
el  título  en  virtud  del  cual  hubiera  podido  hacerse  esa 
inscripción,  imaginando  que  no  podía  ser  la  certificación 
del  acto  de  su  remate  que  solicitó  y  obtuvo  el  diez  y  ocho 
de  Abril  después  de  la  presentación  en  el  Registro  de  la 
del  adjudicado  á  la  actora  el  día  diez  y  seis,  puesto  que 
el  Registrador,  en  la  nota  denegatoria  puesta  á  esta  últi- 
ma, pone  en  duda  que  en  una  certificación  de  lugares, 
desprovista  á  su  juicio,  de  los  requisitos  que  señala  la 
Ijey,  pueda  considerarse  como  título  traslativo  de  domi- 
nio;  pero  que  de  todos  modos  resulta  que  It  teferida  cer- 
tificación, que  solicitó  el  día  diez  y  ocho,  tendría  que  ha- 
ber sido  presentada  nec^ariamente  con  posterioridad  al 
día  diez  y  «iete  fecha  de  la  presentación  de  la  de  la  acto- 
ra; y  que  revalidada  la  presentación  de  esta  última  con 
la  de  la  escritura  de  remate  llevada  al  Registro  dentro 
de  los  treinta  días  de  aquella,  ó  sea  el  diez  y  siete  de-Ma- 
yo no  había  podido  hacerse  válidamente  el  once  de  Junio, 
á  perjuicio  de  la  que  anteriormente  tenía  pedida  la  acto- 
ra, ninguna  inscripción  de  dominio  de  la  casa  Calzada 
de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte.*  Décimo :  Que 
de  lo  relacionado  resulta  que  el  remate  efectuado  por  la 
Sra.  Baralt  de  Ragusa  de  la  casa  Calzada  de  Jesús  del 
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Monte  número  cientx)  veinte,  en  concepto  de  pertenece? 
la  finca  á  D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo/es  notoriamente 
ilegal  y  de  consiguiente  nulo,  tanto  por  tener  perdido  di- 
cho señor  el  dominio  del  inmueble  desde  el  día  anterior 
al  de  la  adjudicación  ó  sea  desde  el  día  diez  y  seis  de 
Abril  ciíanto  por  no  estar  vencido  el  plazo  de  la  hipoteca 
en  virtud  de  la  cual  verificó  su  adquisición,  y  por  encon-' 
trarse  ya  el  inmueble  sujeto  al  dominio  de  un  tercef  po- 
seedor no  requerido  previamente  de  pago,  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  artículo  ciento  veintinueve  de  la  Ley  Hi- 
potecaria; y  que  la  inscripción  del  dominio  de  la  casn 
hecha  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía  á  fn- 
vor  de  dicha  Sra.  Baralt,  es  también  ilegal,  y  de  consi- 
guiente nula,  por  haberse  llevado  á  cabo  á  perjuicio  de 
otros  títulos  traslativos  del  dominio  presentado  anterior- 
mente en  dicho  Registro  y  pendientes  aún  de  la  califica- 
ción del  Registrador.  Undécimo:  Que  estimando  por  1 » 
tanto,  nula  esa  operación  del  Registro  y  subsistente  la  hi- 
poteca constituida  sobre  el  inmueble  en  favor  de  la  Sra. 
Isabel  Baralt  de  Ragusa,  la  actora  había  venido  consig- 
nando a  disposición  de  la  acreedora  hipotecaria  los  inte- 
reses hasta  entonces  vencidos  de  su  crédito,  habiéndola 
requerido  en  debida  forma  que  los  hiciera  efectivos.  Duo- 
décimo :  (jue  desde  el  cuatro  de  Junio  y  de  conformida  1 
con  lo  dispuesto  en  providencia  del  Señor  Juez  Municipa! 
del  Distrito  del  Oeste  de  esta  ciudad,  de  diez  y  seis  de 
Mayo  anterior,  fué  puesta  la  actora  judicialmente  en  po- 
sesión de  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  cien- 
to veinte,  posesión  que  todavía  conservaba,  percibiendo  los 
productos  del  inmueble  como  legítima  dueña  del  mismo. 
Decimotercero :  Que  presentado  nuevamente  en  el  Re- 
gistro el  día  veintinueve  de  Julio  de  mil  novecientos  uno, 
después  de  pagados  los  derechos  fiscales  liquidados,  la 
certificación  del  acto  de  remate  de  la  actora  y  la  escri- 
tura que  le  había  sido  otorgada  en  diez  y  seis  de  Mayo 
anterior  por  el  Señor  Juez  Municipal  del  Distrito  del 
Oeste,  ó  sean  los  documentos  que  acompañaba  bajo  los 
número^  dos  y  tres,  fueron  devueltos  á  la  interesada  eu 
diez  de  Agosto  siguiente,  con  las  notas  denegatorias  que 
decían,  la  de  la  certificación,  "denegada  la  anotación  que 
se  pide  por  cuanto  inscripto  en  once  de  Junio  último  A 
favor  de  D*  Isabel  Baralt  y  Sánchez  con  título  traslativo 
del  dominio  á  que  se  refiere  el  documento  que  antecede 
teñía  í).  Rafael  Qúevedo  y  Quevedo,  no  es  poBibte;  con 
arrglo  ai  artículo  diez  y  siete  de  la  Ley  Hipotecaría,,  insr 
cTÍbir  ni  anotar  un  título  anterior  por  el  cual  se  trasmite 
ese  mismo  dominio ;  y  esto  dando  por  supuesto  que  una 
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certificación  de  lugares,  desprovista  de  los  requisitos^  que 
señala  la  Ley,  pudiera  considerarse  como  tal  título  tras- 
lativo del  dominio  ;^'  y  la  de  la  escritura  de  remate.  "No 
admitida  conforme  al  artículo  veinte  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria, la  inscripción  del  documento  que  precede,  porque  eJ 
dominio  del  inmueble  qite  por  el  mismo  se  transfiere,  no 
se  halla  inscripto  ñi  anotado  en  favor  de  la  persona  en 
cuyo  nombre  se  hace  la  trasmisión  y  sí  á  nombre  de  un 
tercero,  como  se  expresa  en  la  nota  puesta  al  pie  de  la 
certificación  presentada  en  este  Registro  con  el  númer-i 
veintidós  del  tomo  séptimo  del  Diario,  por  la  misma  per- 
sona que  presentó  el  título  que  es  objeto  de  esta  nota  ;'* 
y  Decimocuarto :  que  la  conciliación  propuesta  á  la  Sra. 
Isabel  Baralt  de  Sagusa  había  producido  el  negativo  re- 
sultado que  aparecía  de  la  certificación  adjunta  bajo  el 
número  cuatro :  en  mérito  de  cuyos  hechos,  y  de  las  con- 
sideraciones legales  que  de  los  mismos  derivaba,  concluía 
suplicando  al  Juzgado  se  sirviera  tener  por  establecida  la 
demanda  contra  la  Sra.  Isabel  Baralt  y  Sánchez  de  Ra- 
gusa ;  disponer  que  se  sustanciara  con  la  demandada  por 
los  trámites  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  y 
en  definitiva  estimarla  con  lugar,  declarar  nulo  y  de  nin- 
gún valor  ni  efefcto  el  remate  de  la  casa  Calzada  de  Jesú- 
del  Monte  ciento  veinte,  adjudicada  á  dicha  demandada 
por  el  Señor  Juez  de  priinera  instancia  del  Distrito  Sur 
de  esta  ciudad  y  el  título  de  dominio  que  hubiera  otorga- 
do en  su  favor,  así  como  la  inscripción  de  su  pretendido 
derecho  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía  de 
esta  capital;  condenándola  en  su  consecuencia  á  consen- 
tir en  la  cancelación  de  esa  inscripción  y  á  peímitir  que 
la  finca  se  inscribiera  en  dicho  Registro  á  nombre  de  la 
actora  como  legítima  propietaria  de  la  misma,  á  indemni- 
zar á  dicha  actora  los  daños  y  perjuicios  que  le  hubiera 
ocasionado  por  consecuencia  de  la  ilegal  inscripción  que 
obtuvo  en  once  de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  y  á  pe- 
gar las  costas  de  este  juicio;  reservándose  por  otrosí, 
cuantas  acciones  y  derechos  pudieran  corresponderle  para 
exigir  del  Registrador  de  la  Propiedad  del  Mediodía  en 
la  vía  y  forma  correspondiente,  la  responsabilidad  civil 
ó  criminal  en  que  hubiere  incurrido  por  sus  actos  en  ííI 
asunto  que  ofrecía  materia  á  la  demanda." 

Tercero.  ^'Resultando  que  despachado  á  solicitud 
de  la  actora,  mandamiento  al  Registrador  de  la  Propie- 
dad del  Mediodía  de  esta  ciudad,  para  la  anotación  pre- 
ventiva de  la  demanda  en  dicho  Registro,  se  llevó  á  cabo 
en  diez  de  Octubre  de  mil  novecientos  uno  fojas  treinta 
y  cuatro,  vuelta  y  treinta  y  cinco  el  emplazamiento  de  la 
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demandada,  la  que  se  personó  en  los  autos  á  fojas  cun- 
renta,  el  diez  y  nueve  de  Octubre  por  medio  del  procu- 
rador D.  Octavio  Zubizarreta  acompañando  éste  el  testi- 
monio de  su  poder  bastanteado  por  el  Ledo.  Pedro  G.  de 
Medina;  confiriéndose  traslado  de  la  demanda  el  vein- 
tiuno de  Octubre,  para  que  la  contestara  dentro  del  tér- 
mino de  veinte  días,  prorrogados  opcJ^tunamente  á  diez 
días  más/^ 

Contestación: 

Cuarto.  "Kesultando  que  el  procurador  Octavio 
Zubizarreta  por  su  escrito  de  veinticinco  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  uno,  fojas  cincuenta  y  nueve  y  ¿esen- 
ta,  contestó  la  demanda,  bajo  la  dirección  del  Ijcdo.  Pe- 
dro Ct.  de  Medina,  acompañando  á  su  escrito,  fojas  cua- 
renta y  seis,  una  certificación  del  Escribano  de  actuacio- 
nes del  Distrito  Sur  D.  José  de  Urrutia  y  Llórente,  expe- 
dida en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  procedimiento 
hipotecario,  por  Doña  Isabel  Baralt  de  Bagusa  contra  D. 
liafael  Quevedo,  contentiva  de  un  escrito  presentado  en 
dichos  autos  con  fecha  veintiocho  de  Mayo  del  propio 
año,  renunciando  al  derecho  a  que  además  de  lo  remati*  • 
ble,  pudiera  tener  en  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte 
número  ciento  veinte,  al  efecto  de  que  se  entendiera  apro- 
bado su  remate  en  el  sentido  de  que  se  dedujera  el  usu- 
fructo que  sobre  la  misma  pesaba :  con  la  providencia  re~ 
caída  á  dicho  escrito  y  la  nota  de  la  presentación  de  la 
certificación  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  á  las  dos  y 
cincuenta  y  cinco  minutos  de  la  tarde  del  día  once  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  uno :  otra  certificación  expedida 
en  los  propios  autos  por  el  mismo  Escribano,  contentiva ; 
del  escrito  presentado  por  Doña  Isabel  Baralt  de  Bagusa, 
ratificando  el  producido  por  su  mandatario  D.  Pablo  Ló- 
pez Quintana,  á  que  se  hace  referencia  en  el  inciso  ante-^ 
rior  con  nota  de  presentÉición  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad simultáneamente  con  aquel;  y  otra  certificación 
expedida  por  el  propio  Escribano  Urrutia,  con  vista  de 
los  referidos  autos,  contentiva,  de  varios  lugares  de  los 
mismos,  de  la  que  r(\sulta.  Primero:  que  el  Procurador 
Tomás  J.  Granados,  á  nombre  y  con  poder  de  Doña  Ma- 
ría Gutiérrez,  A'iuda  de  Sust,  estableció  demanda  ejecu- 
tiva, adoptando  el  procedimiento  establecido  por  la  Ley 
Hipotecaria  y  su  Reglamento,  contra  D.  Rafael  Quevedo, 
en  cobro  de  rail  ochocientos  pesos,  sus  intereses  conveni- 
dos al  uno  y  cuarto  por  ciento  mensual,  vencidos  y  que  • 
se  vencieren  y  las  costas.  Segundo :  que  dicho  crédito 
procedía  del  préstamo  verificado  por  la  Sra.  Gutierres}  al 
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Sr.  Queyedo.  por  escritura  de  veinte  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  ante  D.  Carlos  Laurent  é 
Iglesias  inscripto  en  el  Registro  de  la  Propiedad  al  folio 
doscientos  ocho  del  tomo  seiscientos  cuatro,  finca  núme- 
ro cuatro  mil  setecientos  noventa  y  uno,  inscripción  oc- 
tava, por  la  que  el  deudor  se  obligó  á  pagar  á  su  acreedo- 
ra dicha  cantidad  en  el  término  de  dos  años  á  contar  des- 
de su  fecha,  abonándole  mientras  tanto  el  interés  del  un<^ 
y  cuarto  por  ciento  mensual  debiendo  entenderse  vencida 
la  deuda  por  falta  de^ago  de  dos  mensualidades  de  los 
intereses.  Tercero:  que  en  garantía  del  pago  del  crédito 
y  de  seiscientos  pesos  más  para  costas,  había  hipotecado 
el  deudor  la  casa  de  su  propiedad  Calzada  de  Jesús  del 
Monte  número  ciento  veinte  con  su  terrí?no  anexo.  Cuar- 
to: que  con  su  escrito  de  demanda  acompañó  el  procn-- 
rador  Granados  el  testimonio  de  su  poder,  la  escritura 
de  préstamo  y  la  certificación  del  Registrador  de  la  Pro- 
piedad del  Mediodía,  de  estar  aquella  inscripta  en  el  Re- 
gistro y  de  no  haber  sido  cancelada.  Quinto:  que  por 
auío  de  quince  de  Diciembre  de  mil  novecientos  se  man- 
dó requerir  de  pago  al  deudor,  y  en  este  estado  compare- 
ció en  los  autos  D.  Pablo  López  Quintana  á  nombre  de 
Doña  Isabel  Baralt  de  Ragusa,  justificando  haberle  sido 
cedido  el  crédito:  en  cuya  virtud  se  efectuó  el  requeri- 
miento de  pago  al  deudor  en  veinticuatro  de  Diciembre 
del  propio  año.  Sexto:  que  transcurrido  el  término  de 
ese  requerimiento  se  puso  la  finca  hipotecada  en  pública 
subasta  por  término  de  veinte  días:  anunciándose  la  mis- 
ma por  el' precio  convenido  de  tres  mil  ochocientos  pesos, 
en  la  Gaceta  y  "La  Discusión"  de  esta  ciudad.  Séptimo : 
que  el  día  señalado  para  el  remate  ó  sea  el  diez  y  siete 
de  AbrjBle  mil  novecientos  uno,  se  adjudicó  éste  á  la 
ejecutante,  en  los  términos  del  acta  inserta  bajo  el  nú- 
mero anteriormente  expresado.  Octavo:  que  en  diez  y 
ocho  de  Abril,  y  á  solicitud  de  la  representación  de  la 
actora,  se  mandó  expedir  la  certificación  extractada,  la 
cual  fué  expedida  el  día  diez  y  nueve  de  Abril  y  presen- 
tada en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía  á  las 
dos  y  quince  minutos  de  la  tarde  del  propio  día  diez  y 
nueve  de  Abril  devolviéndose  al  presentante  para  la  li- 
quidación y  pago  del  impuesto,  siendo  pagados  los  dere- 
chos liquidados  el  veintisiete  de  Al)ril  suspendida  la 
inscripción  en  veintidós  de  Mayo,  por  no  constar  inscrip- 
ta á  nombre  de  D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo,  la  totali- 
dad de  la  finca  rematada,  tomándose  en  su  lugar  anota- 
ción preventiva  de  la  suspensión  y  convirtiéndola  ésta  el 
día  once  de  Junio  en  inscripción  definitiva,  al  folio  tres 
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vuelto  del  tomo  trescientos  cincuenta  f  seis  del  Registro, 
fincíi  número  cuatro  mil  setecientos  noventa  y  uno,  ins- 
cripción décima,  quedando  totalmente  cancelada, .  por 
confusión  de  derechos,  la  hipoteca  constituida  á  nombre 
de  la  ejecutante  Doña  Isabelt  Baralt  de  Ragusa :  en  mó- 
fito  de  cuyos  antecedentes,  negó  esta  demanda  en  su  pre- 
citado escrito  de  fojas  cincuenta  y  nueve,  y  solicitó  que 
fuera  declarada  sin  lugar,  con  las  costas,  alegando  contra 
la  misma  excepción  de  falta  de  accj^n  bajo  el  fundamento 
de  los  siguientes  hechos.  Primero:  que  el  procedimiento 
á  que  se  refieren  los  hechos  quinto  y  sexto  de  la  demanda, 
en  el  cual  la  demandada  Doña  Isabel  Baralt  se  adjudi- 
có en  remate  el  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos 
uno,  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  ciento 
veinte,  se  seguía  por  dicha  señora  en  cobro  de  un  crédito 
hipotecario  impuesto  sobre  la  mencionada  casa,  contra 
D.  Rafael  Quevedo,  que  según  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, era  desde  que  se  inició  el  procedimiento  hasta  que 
tuvo  lugar  la  subasta,  poseedor  de  dicho  inmueble.  Se- 
gundo :  Que  el  juicio  verbal  á  que  se  refieren  los  hechos 
primero,  segundo,  tercero  y  cuarto  de  la  demanda,  en  oí 
cual  la  actora  Doña  Carlota  Rodríguez  se  adjudicó  en 
remate,  el  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  la 
misma  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  ciento 
veinte,  se  seguía  por  dicha  señora  contra  D.  Rafael  ftue- 
vedo,  en  cobro  de  un  crédito  personal,  anotado  sobre  la 
misma  finca  con  posterioridad  al  hipotecario  reclamado 
por  la  demandada,  sin  que  la  demandante  D*  Carlota  Ro- 
dríguez tuviera  inscripto  su  pretendido  dominio  sobre  la 
finca  hipotecada  en  la  fecha  en  que  se  hizo  el  requeri- 
miento de  pago,  ni  aun  en  el  acto  en  que  tuvo  lúsar  la  su- 
basta; y  Tercero:  que  es  cierto  que  el  Registraoor  de  la 
Propiedad  inscribió  el  dominio  de  la  referida  finca  núme- 
ro ciento  veinte  de  la  Calzada  de  Jesús  del  Monte,  á 
favor  de  la  demandada,  y  denegó  la  inscripción  solicitada 
por  la  demandante  Doña  Carlota  Rodríguez,  y  no  lo  era 
que  estuviese  ésta  en  posesión  del  inmueble,  sino  la  de- 
mandada ;  y  que  los  demás  hechos  de  la  demanda*  entre 
los  cuales  se  hacían  consideraciones  de  derecho  inadecua- 
das, carecían  de  todo  interés,  como  no  fuese  el  remate  de- 
fectuoso á  favor  de  la  actora,  en  el  cual  se  hizo  la  publi- 
cación por  diez  días,  en  vez  de  veinte,  y  el  que  presenta 
la  adjudicación  á  la  misma  en  la  que  se  consideró  car/ra 
perpetua  del  inmueble  la  hipoteca  constituida  á  favor  de 
pereptua  del  inmueble  la  hipoteca  constituida  á  favor  de 
la  demandada,  y  no  se  consignó  su  importe." 


r 
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Bbnumcia  db  la  réplica: 

Quinto.  "Eesultando  que  conferido  el  traslado  en 
réplica  lo  renunció  la  representación  actora,  solicitando 
el  recibimiento  á  prueba  por  su  escrito  de  fojas  sesenta  y 
siete,  y  se  recibió  el  juicio  á  prueba,  por  auto  de  diez  y 
siete  de  Febrero  del  corriente  año,  fojas  setenta  y  doü 
vuelta/^ 

Sexto.  "Eesultando  que  anotada  la  demanda  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía,  según  consta  de 
la  nota  visible  á  fojas  ciento  nueve,  al  pie  de  los  manda- 
mientos despachados  al  Registrador,  agregados  de  fojas 
setenta  y  ocho  á  la  ciento  nueve,  se  agregaron  también  á 
los  autos  las  pruebas  practicadas  á  solicitud  de  la? 
partes." 

Pküeba : 

Séptimo.  "Resultando  como  prueba  de  la  parte  ac- 
tora,  además  del  mérito  favorable  de  autos :  la  comunica- 
ción del  Presidente  de  la  Comisión  de  Amillaramiento, 
de  fecha  ocho  de  Abril  del  corriente  año,  por  la  que  se 
hace  constar  que  existe  en  dicha  oñcina  una  planilla,  sus- 
crita por  el  Sr.  Juan  Grau  como  apoderado  de  Carlota 
Rodríguez,  con  fecha  diez  y  seis  de  Mayo  del  año  anterior 
declarando  la  casa  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte, 
y  un  terreno  anexo  al  fondo  de  la  misma:  un  atestad? 
agregado  á  fojas  ciento  treinta  y  tres,  autorizado  por  el 
Secretario  del  Juzgado  del  Distrito  del  Oaste  de  esta  ciu- 
dad, de  la  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la 
PropiedÉid  del  Mediodía  á  consecuencia  del  juicio  verbal 
seguido  por  la  Sra.  Carlota  Rodríguez  contra  D.  Rafael 
Quévedo  y  Quevedo,  de  los  gravámenes  de  la  casa  Calza- 
da de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte  por  la  cuhI 
consta  que  dicha  casa  se  encontraba  inscripta  á  nombre 
del  expresado  Sr.  Quevedo,  m^^  perjuicio  del  derecho  de 
usufructo  que  sobre  la  misma  tenía  el  Sr.  Rafael  Marzán, 
como  ciudo  de  la  Sra.  María  del  Carmen  Quevedo  y  Que- 
vedo, en  la  tercera  parte  de  la  mitad  que  correspondía  á 
su  consorte :  segundo  que  en  la  finca  antes  descrita  están 
impuestos  cien  pesos  á  favor  del  Teniente  Coronel  D. 
Luis  Ramírez  Izquierdo.  Tercero :  que  está  hipotecada  á 
favor  de  Doña  Isabel  Baralt  y  Sánchez  de  Ragusa  como 
ceaionaria  de  Doña  María  Gutiérrez  y  García,  viuda  de 
Sust,  por  mil  ochocientos  pesos  de  principal,  sus  intereses 
al  uno  y  cuarto  por  ciento  mensual  y  seiscientgs  pesos  pa- 
ra gastos  y  costas ;  y  cuarto :  que  se  halla  embargada  la 
participación  de  D.  Rafael  Quevedo,  á  consecuencia  del 
juicio  verbal  que  le  seguía  Doña  Carlota  Rodríguez  ea 
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v]  Juzgado  Mimicipal  del  Distrito  del  Oeste  de  esta  ciu- 
dad,  para  responder  de  la  suma  de  ciento  seis  pesos  de 
principal  y  quinientos  pesos  para  costas:  una  certifica- 
ción expedida  por  el  Sr.  José  francisco  Prieto  y  Prieto, 
HtKíretario  del  Juzgado  Municipal  del  distrito  Norte  de 
císta  ciudad,  con  vista  de  las  diligencias  promovidas  en 
i4  mismo  por  D.  Juan  "Grau  y  Dosi  como  apoderado  de 
J)^  Carlota  Rodríguez,  en  la  que  constan  las  diligencias» 
de  requerimientos  para  el  cobro,  hechas  á  Doña  Isabel 
Baralt  de  Ragusa,  de  las  mensualidades  de  intereses  de- 
venegadas  hasta  el  veinte  de  Agosto  de  mil  novecientos 
uno,  por  el  crédito  hipotecario  impuesto  á  su  favor  sobre 
)a  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte, 
y  la  consignación  de  su  importe  en  dicho  Juzgado  á  dis- 
posición de  la  expresada  señora :  la  confesión  prestada  por 
Ja  demandada,  Sra.  Isabel  Baralt  de  Regusa,  á  fojas 
í  fento  cincuenta  y  siete,  en  veintiséis  de  Abril  del  co- 
rrínete  año,  en  cual  negó  la  primera  de  las  posiciones  del 
pliego  agregado  á  fojas  ciento  cincuenta  y  nueve;  afir- 
mando respecto  de  los  demás,  que  ella  percibía  los  ñlqvA- 
leres  de  la  casa  Calzada  de  Jeáús  del  Monte  número  cien- 
tfi  veinte  desde  que  adquirió  su  dominio :  que  si  bien  era 
c^ierto  que  se  trató  de  una  transacción,  no  fué  en  el  con- 
<  í^pto  de  reconocer  la  absolvente  derecho  alguna  á  la  sc- 
fiora  Rodríguez  sobre  la  referida  casa,  sino  con  el  pro- 
]>/)sito  de  evitar  el  pleito,  quedando  en  condiciones  de 
ílisponer  libremente  de  la  casa;  y  que  por  su  esposo  se 
enteró  de  que  se  había  hecho  el  préstamo  á  que  se  refiere 
la  pregunta,  el  cual  había  sido  pago;  y,  por  último  á  fo- 
jas ciento  sesenta  y  tres  vuelta  y  siguientes,  una  certifica- 
ción del  Escribano  D.  José  de  Urrutia,  adscripto  al  Jilv 
frado  de  primera  instancia  del  Centro  de  esta  ciudad  con 
vista  de  las  actuaciones  del  procedimiento  sumario  ins- 
t^ado  por  Doña  Isabel  Baralt  de  Ragusa  contra  D.  Rafael 
Qtievedo,  contentiva  del  escrito  presentado  á  las  doce  y 
mKÜa  del  día  diez  y  siete  de  Abril  de  mil  novecientos  uno 
]M>r  D.  Juan  Grau  y  Dosi,  como  apoderado  de  Doña  Cnr- 
lüta  Rodríguez,  promoviendo  demanda  de  tercería  de  do- 
minio sobre  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número 
Honto  veinte,  y  providencia  que  le  recayó  en  la  propi.i 
fecha,  así  como  de  la  dili^rencia  de  la  posesión  de  la  mis- 
ma casa,  conferida  á  la  Sra.  Baralt,  en  quince  de  Juíio 
del  expresado  año  de  mil  novecientos  uno.'' 

Octavo.  "Resultando  como  prueba  de  la  demanda- 
da Doña  Isabel  Baralt  de  Ragusa,  además  del  mérito  fa- 
vorable de  los  autos,  que  también  se  tuvo  por  reproduci- 
do á  <u  favor  la  confesión  prestada  por  la  actora  Sra. 
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Carlota  Rodríguez  en  veinticinco  de  Abril  último,  á  fo- 
jas ciento  setenta  y  nueve  vuelta,  á  tenor  del  pliego  de  pe- 
diciones agregado  á  fojas  ciento  ochenta  de  la  cual  resul- 
ta :  que  negó  las  dos  primeras  de  dichas  posiciones,  con- 
testando á  la  tercera  que  era  ^cierto  que  no  percibía  los 
alquileres  de  la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número 
eiento  veinte,  y  que  se  supone  que  serían  pagados  á  la 
Sra.  Baralt;  y  una  certificación  expedida  por  el  señor  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  del  Mediodía  de  la  Habana, 
de  la  cual  resulta.  Primero :  que  D.  Juan  Grau  y  Dosi, 
como  apoderado  de  Doña  Carlota  Rodríguez,  presentó  en 
dicho  Registro  á  las  dos  y  cuarenta  minutos  de  la  tarde 
úel  día  diez  y  siete  de  Abril  de  mil  novecientos  uno,  según 
asiento  al  folio  diez  vuelto  del  tomo  sexto  del  Diario  de 
Operaciones,  una  certificación  expedida  en  la  propia  fe- 
cha por  el  Secretario  del  Juzgado  Municipal  del  Distrito 
del  Oeste  de  esta  ciudad,  de  la  que  resulta  que  á  conse- 
cuencia del  juicio  seguido  por  el  compareciente,  se  le  ad- 
judicó la  casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  dien- 
to veinte,  con  su  terreno  anexo  al  fondo,  rematada  en  di- 
cho juicirf,  en  la  suma  de  cuatro  mil  novecientos  cuarenta 
y  dos  pesos  cinco  centavos,  y  una  instancia  en  que  solici- 
taba se  tomase  anotación  preventiva  de  dicha  adjudica- 
ción, y  que  se  devolvía  al  interesado  para  acudir  á  la 
Oficina  liquidadora  del  impuesto ;  segundo,  que  el  asiou- 
to  de  presentación  aludido  en  el  número  anterior  fué 
cancelado  con  fecha  veintidós  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos uno,  por  haber  transcurrido  treinta  días  hábiles  sin 
haberse  devuelto  el  documento ;  tercero :  que  al  folio  die/ 
y  ocho  vuelto  del  citado  tomo  sexto  del  Diario,  aparece 
un  asiento  marcado  con  el  número  cincuenta  y  dos,  del 
que  resulta  que  en  veintidós  de  Mayo  de  mil  novecientos 
tino,  á  las  dos  y  quince  minutos  de  ía  tarde,  D.  Pablo  Ló- 
pez Quintana,  como  mandatario  de  Doña  Isabel  Baralt  y 
Sánchez,  presentó  en  el  Registro  una  certificación  expe- 
dida por  D.  José  de  TTrrutia,  EscribanQ  de  actuacioní>8 
del  Juzgado  del  Distrito  Sur,  librada  á  consecuencia  «Jel 
juicio  ejecutivo  seguido  por  la  mandante  del  compare- 
ciente contra  D.  Rafael  Quevedo  y  Quevedo,  en  cobro  de 
mil  ochocientos  pesos  de  cuyo  documento  resulta  que  la 
mandante  del  compareciente  remató  la  casa  Calzada  de 
Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte,  el  día  diez  y  siete 
^e  Abril  del  propio  año  de  mil  novecientos  uno,  por  los 
dos  tercios  de  su  tasación,  ascendente  á  tres  mil  ocho- 
cientos pesos :  y  que  el  documento  fué  devuelto  al  intere- 
sado en  la  propia  fecha  para  la  liquidación  y  pago  átl 
impuesto ;  cuarto ;  que  al  folio  ciento  setenta  y  tres  vuel- 
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to  del  tomo  sexto  del  Diario,  y  con  fecha  once  de  Junio 
de  mil  novecientos  tmo,  consta  que  D.  Pablo  López  Quin- 
tana, como  mandatario  de  Doña  Isabel  Baralt,  presentó 
en  el  Begistro  dos  certificaciones  expedidas  en  cinco  y 
seis  del  propio  mes^  por  el  Escribano  del  Juzgado  Sr.  J"). 
José  Urrutia,  en  el  juicio  referido  anteriormente,  com- 
prensivas de  las  renimcias  del  usufructo ;  y  una  instancia 
solicitando  á  nombre  de  su  mandante  la  inscripción  de  la 
casa,  la  cual  en  su  virtud  se  hizo  á  nombre  de  la  solicitan- 
te, al  folio  tres  vuelto  del  tomo  cincuenta  y  seis  de  este 
Kegistro,  finca  número  cuatro  mil  setecientos  noventa  y 
uno,  inscripción  décima ;  quinto :  que  al  folio  ciento  diez 
vuelto  del  tomo  sexto  del  Diario,  y  con  fecha  diez  y  siete 
de  Mayo  de  mil  novecientos  uno,  consta  que  D.  Francis- 
<»  Carod,  como  mandatario  de  Doña  Carlota  Rodríguez 
presentó  en  el  Eegistro  copia  de  una  escritura  otorgad.^ 
el  día  anterior,  ante  el  Notario  D.  Alfredo  Villageliú  é 
Irola,  por  la  cual  consta  que  el  Sr.  Juez  Municipal  del 
Distrito  Oeste  de  esta  ciudad,  vende  á  la  mandante  la 
casa  Calzada  de  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte, 
cuya  escritura  se  devolvió  al  presentante  para  la  liquida- 
ción y  pago  del  impuesto.;  y  que  al  margen  del  asiento  di? 
presentación  se  halla  una  nota  de  la  que  resulta  haber 
sido  cancelado  con  fecha  veinticuatro  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno,  por  haber  transcurrido  treinta  díaí> 
hábiles  sin  haberse  devuelto  el  documento ;  y  sexto :  que 
cuando  se  tomó  la  anotación  preventiva  del  título  pre- 
sentado, según  el  número  tercero  de  la  certificación,  ano- 
tación que  fué  después  convertida  en  inscripción  definiti- 
va, no  existía  asiento  alguno  vigente  en  el  Begistro  que 
impidiera  aquella  anotación." 

Noveno.  "Besultando  que  agregadas  las  pruebas  á 
los  autos  formalizaron  las  partes  sus  respectivos  escritas 
de  conclusión  y  fueron  citados  para  sentencia,  después 
de  cuya  oportunidad  la  representación  de  la  actora,  Sra. 
Carlota  Bodríguez  presentó  escrito  acompañando  un 
ejemplar  de  la  Gaceta  Oficial  de  esta  ciudad,  corres- 
pondiente al  día  veintidós  de  Marzo  de  mil  novecientos 
imo,  en  el  que  se  inserta  el  edicto  librado  en  el  procedi- 
miento simiario  de  Doña  Isabel  Baralt  contra  D.  Bafael 
Quevedo,  anunciando  la  subasta  de  la  casa  Calzada  de 
Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte,  en  el  cual  no  cons- 
ta que  se  haya  cumplido  el  requisito  exigido  en  el  párra- 
fo segundo  del  artículo  ciento  setenta  y  dos  del  Begla- 
mentó  de  la  Ley  Hipotecaria,  de  hacer  saber  la  subasta  á 
la  acreedora  Sra.  Bodríguez,  como  causante  de  un  em- 
bargo anotado  sobre  la  referida  casa  con  posterioridad  al 
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crédito  hipotecario  de  la  ejecutante,  y  de  expresar  su 
nombre  en  el  edicto  Qomo  lo  exige  el  referido  artículo,  en 
cuya  virtud  solicitó  del  Juzgado  que  tuviera  presente  el 
hecho  al  dictar  su  fallo,  usando  de  la  facultad  que  para 
mejor  proveer  le  confería  el  artículo  trescientos  cuarenta 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil/^ 

Re8olüci6n  recurrida  : 

Décimo.  Resultando  que  dicha  sentencia  en  su  par- 
te dispositiva  confirma  la  de  primera  instancia  de  fecha 
veintiocho  de  Julio  del  año  próximo  pasado  que  declaró 
sin  lugar  la  demanda,  absolviendo  de  ella  á  la  demanda- 
da con  las  costas  de  cargo  de  la  actora,  sin  hacer  expresa 
declaración  de  temeridad,  á  los  efectos  de  la  Orden  núme- 
ro tres  de  mil  novecientos  uno;  é  impone  también  las 
costas  de  segunda  instancia  á  la  misma  parte  condenada 
á  ellas  en  la  primera. 

Fundamentos  del  recurso  db  casación: 

Décimoprimero.  Resultando  que  contra  esta  sen- 
tencia interpuso  la  parte  actora  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  estableciendo  al  efecto 
los  siguientes  motivos : 

"Primero :  La  infracción  de  Ley  más  notoria  es  la 
del  inciso  final,  ó  sea  el  párrafo  segimdo  del  artículo  diez 
y  siete  de  la  Ley  Hipotecaria  (artículo  diez  y  siete  de  ia 
I-iey  Hipotecaria,  párrafo  final).  Eti  efecto,  habiéndose 
presentado  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía 
de  esta  capital  en  diez  y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
uno  la  escritura  de  remate  otorgada  ante  el  Notario  .D. 
Alfredo  Villageíjú  é  Irola,  á  favor  de  Doña  Carlota  Ro- 
dríguez y  Rodríguez  por  el  Sr.  Juez  Municipal  del  Dis- 
trito del  Oeste  de  esta  ciudad,  en  representación  del  deu- 
dor D.  Rafael  Quevedo,  á  consecuencia  del  juicio  verbal 
en  cobro  de  pesos  que  aquélla  seguía  á  éste,  y  en  rebeldía 
del  mismo,  relativa  al  remate  de  la  casa  Jesús  del  Mon- 
te número  ciento  veinte,  efectuado  en  ese  juicio  por  ia 
Rodríguez,  no  pudo  el  Registrador  del  Mediodía  en  once 
de  Junio  del  mismo  año  de  mil  novecientos  uno  inscribir 
el  título  expedido  áiavor  de  Doña  Isabel  Baralt,  á  cotí- 
secuencia  del  remate  de  la  propia  casa  Jesús  del  Monte 
número  ciento  veinte,  que  ésta  hizo  en  el  procedimiento 
sumario  que,  á  su  vez,  seguía  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  Distrito  Sui-  de  esta  ciudad,  en  cobro  de  un 
crédito  hipotecario,  contra  el  deudor  común  D.  Rafael 
Quevedo,  en  el  que  remató  dicha  casa  Jesús  del  Monte 
número  ciento  Veinte  un  día  después  de  haberlo  verifica- 
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do  la  líodríguez,  pues  ésta  remató  en  diez  y  seis  de  Abril 
de  mil  novecientos  uno  y  la  Sra.  Baralt  de  Ragusa  en  diez 
y  siete  del  propio  mes,  por  oponerse  á  ello  de  una  manera 
terminante  el  párrafo  segundo  del  artículo  diez  y  siete  de 
la  Ley  Hipotecaria.  Dispone  éste  que  si  se  hubiese  exten- 
dido asiento  de  presentación  de  un  título  traslativo  de 
dominio,  no  puede  inscribirse  ni  anotarse  otro  título  de 
igual  clase  dentro  de  los  treinta  días  contados  desde  el  si- 
guiente al  de  la  fecha  del  mismo  asientoi  Pues  bien,  ha- 
biendo presentado  Doña  Carlota  Rodríguez  en  diez  y  si»- 
te  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno  su  título  en  el  Regis- 
tro, ó  sea  la  escritura  de  venta  en  remate  de  la  casa  Je* 
sus  del  Monte  número  ciento  veinte,  que,  ante  el  Notario 
Villageliú,  le  otorgó  el  Juez  Municipal  del  Oeste  en  re- 
presentación y  rebeldía  del  deudor  D.  Rafael  Quevedo,  ro 
ha  podido  inscribirse  en  once  de  Junio  de  ese  año,  es 
decir,  dentro  de  los  treinta  días  siguientes,  el  título  do  la 
Baralt,  por  oponerse  á  ello  q1  citado  párrafo  segundo  del 
artículo  diez  y  siete  de  la  Ley  Hipotecaria,  cuya  redac- 
ción clara  y  terminante,  no  deja  lugar  á  dudas ;  siendo 
nula,  en  consecuencia,  la  inscripción  del  título  del  rema- 
te á  favor  de  dicha  Sra.  Baralt,  conforme  al  artícalo 
cuarto  (artículo' cuarto)  del  Código  Civil,  por  haber  sido 
esa  una  inscripción  practicada  contra  ley ;  y  aL  no  tener 
presente  y  no  tomar  en  consideración  la  Sala  sentencia- 
dora en  su  fallo,  esos  dos  preceptos  legales — el  artículo 
diez  y  siete  párrafo  final  de  la  Ley  Hipotecaria  y  el  ar- 
ttculo  cuarto  del  Código  Civil — íntimamente  ligados. en 

f5te  caso,  y  absolver  á  la  parte  demandada  de  la  demanda 
e  nulidad  establecida  á  ese  fin,  el  de  obtener  la  nulidad 
del  título  de  lo  Baralt  ^  la  nulidad  de  su  inscripción  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  del  Mediodía — ^ha  infringi- 
do los  mencionados  preceptos." 

"Segundo:  También  ha  infringido  la  Sala  senten- 
ciadora, en  el  fallo  recurrido  el  artículo  mil  cuatrocientos 
setenta  y  tres,  del  Código  Civil  (artículo  mil  cuatrocien- 
tos setenta  y  tres  del  Código  Civil)  en  sus  párrafos  se- 
gundo y  tercero." 

"A. — En  efecto,  al  dái*sele  validez  al  título  de  adqui- 
sición de  la  casa  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte, 
por  parte  de  la  Baralt,  y  á  su  inscripción  en  el  Registro 
de  la  Propiedad,  se  infringe  por  indebida  aplicación,  el 
párrafo  segundo  del  citado  artículo  mil  cuatrocientos  se- 
tenta y  tres  del  Código  Civil ;  pues  hay  que  tener  presen- 
te que,  siendo  nula  esa  inscripción,  conforme  se  demuo?- 
tra  en  el  primer  motivo  del  recurso,  en  realidad  no  existe 
inscripción  alguna,  y  que,  por  lo  tanto,  no  puede  consi- 
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derarse  inscripto  legalmente  el  título  de  la  Sra.  Baralt, 
para  hacerlo  prevalecer  sobre  el  título  de  la  Sra.  Rodrí- 
guez, á  los  efectos  que  el  expresado  artículo  mil  cuatro- 
cientos del  Código  Civil  consigna;  y  al  estimar  la  Sala 
sentenciadora  esa  validez  y  prelación  del  título  de  la  Ba- 
ralt,  ha  infringido  el  referido  artículo  mil  cuatrocientors 
setenta  y  tres,  párrafo  segundo  del  Código  Civil." 

"B.  Y  se  ha  infringido  también  el  párrafo  tercero  ó 
final  del  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  tres  del  Có- 
digo Civil,  al  no  estimar  la  sentencia  que  la  casa  vendida 
á  ambos  litigantes  por  dos  distintos  Jueces,  en  diferentes 
procedimientos,  en  representación  del  deudor  común,  per- 
tenece á  Doña  Carlota  Rodríguez  y  Rodríguez,  toda  vez 
que  ésta,  de  buena  fe,  entró  primero  en  posesión  de  dicha 
casa  que  la  Baralt,  quien,  por  añadidura,  no  ha  procedido 
de  buena  fe  en  la  adquisición.  La  Rodríguez  entró  pri- 
mero en  posesión  de  la  casa,  porque  se  le  otorgó  por  su 
Juez  escritura  en  diez  y  seis  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos uno ;  y  sabido  es  que  conforme  al  artículo  mil  cua- 
trocientos sesenta  y  dos  del  Código  Civil,  se  entiende 
que  el  comprador  entra  en  posesión  de  la  cosa  vendida, 
cuando  se  le  otorga  escritura  pública  del  contrato :  á  la 
Beralt  no  se  le  otorgó  escritura  pública,  simplemente 
se  le  expidió  certificación  del  acta  de  remate,  que  fué 
con  la  que  ocurrió  á  inscribir  su  derecho  en  el  Registro 
de  la  Propiedad.  Pero  si  atendemos  á  la  expedición  Aq 
certificaciones,  resulta  que  también  á  la  Rodríguez  ade- 
más de  haberle  otorgado  escritura  pública  de  venta  su 
Juez  sje  le  expidió  otra  certificación  de  su  remate,  pero' 
con  anterioridad  á  la  expedida  á  la  Baralt;  de  modo 
que  siempre  resulta  prioridad  á  favor  de  Doña  Carlota 
Rodríguez,  con  cuya  certificación  ocurrió  ésta  al  Re- 
gistro, ^-habiéndose  negado  á  inscribirle  el  Registrador, 
sin  que  dicha  negativa  pueda  prejuzgar  la  cuestión  Ju- 
dicial debatida,  teniéndose  en  cuenta  lo  dispuesto  én 
el  artículo  ciento  diez  y  seis  del  Reglamento  para  la 
^cución  de  la  Ley  Hipotecaria  y  que  la  Baralt  no  pro- 
cedió de  buena  fe  en  su  adquisición  es  notorio,  porque 
consta  de  la  sentencia  recurrida  que  mi  parte  presentó 
en  el  juicio  de  la  Baralt  una  tercería  de  dominio  de  la 
casa  Jesús  del  Monte  ciento  veinte,  que  había  adquirido 
el  día  antes,  cuya  presentación  de  la  tercería  se  efectuó 
en  el  juicio  de  la  Baralt,  antes  de  haberse  llevado  á  efec- 
to el  remate  en  dicho  juicio  de  la  Sra.  Baralt,  y  que  no 
fué  admitida  por  defecto  de  forma,  á  juicio  del  Señor 
Juez,  que  conocía  de  los  autos  de  ésta,  quien  ordenó 
•que  continuara  la  subasta;  de  modo  que  dicha  Sra.  Ba- 
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ralt  sabía  en  diez  y  siete  de  Abril  de  mil  novecientos 
uno,  antes  de  su  remate  que,  la  casa  que  se  iba  á  subas- 
tar en,  su  expediente,  y  que  adquirió,  ya  había  sido  re- 
matada el  día  anterior — diez  y  seis  de  Abril — ^por  la 
Eodríguez,  en  el  procedimiento  á  la  vez  seguido  poi* 
éste  contra  el  dedor  común.  Al  no  tomar  en  considera- 
ción la  Sala  recurrida  el  párrafo  tercero  del  artículo 
mil  cuatrocientos  setenta  y  tres  del  Código,  dados  los 
precedentes  que  se  consignan  en  este  apartado,  de  acuer- 
do con  lo  que  se  expresa  en  la  sentencia  recurrida  res- 
pecto á  esos  hechos  ha  infringido,  por  falta  de  aplica- 
ción, el  precepto  legal  citado  en  este  párrafo/^ 

"Tercero:  La  doctrina  legal  "que  ninguno  puede 
dar  á  otro  más  derecho  en  una  cosa  del  que  en  ella  tú- 
viere^^  (reconocida  en  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  España  de  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  y  otras).  Si  ambos  Jueces,  el  Munici- 
pal del  Distrito  del  Oeste,  que  conocía  del  juicio  de  la 
Rodríguez,  y  el  de  primera  instancia  del  Sur,  que,  á 
su  vez,  entendía  en  el  de  la  Baralt,  representaban  al 
deudor  común  Don  Eafael  Quevedo  al  trasmitir  el  do- 
minio de  la  casa  subastada  á  los  respectivos  rematado- 
res, es  evidente  que,  vendida  la  mencionada  casa,  Je- 
sús del  Monte  número  ciento  veinte,  á  Doña  Carlota 
Rodríguez  en  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos 
uno,  por  el  Juez  Municipal  del  Oeste,  en  representación 
del  deudor  común  Sr.  Quevedo,  ya  la  finca,  en  diez  y 
siete  del  propio  mes  de  Abril,  no  pertenecía  á  éste;  de 
modo  que,  al  día  siguiente  de  adquirida  la  casa  por  la 
Rodríguez,  no  pudo  el  Juez  de  primera  instancia  del 
Distrito  Sur  trasmitir  á  la  Sra.  Baralt  un  dominio  que 
ya  no  tenía  sobre  la  casa  el  deudor  Quevedo,  como  in- 
debidamente lo  ha  efectuado.  Al  desconocer  la  Sala  la 
doctrina  legal  expresada,  no  aplicándola,  absolviendo 
de  la  demanda  de  nulidad  de  la  segunda  venta  realiza- 
da de  la  casa  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte  á 
la  demandada,  ha  infringido  dicha  doctrina  legal.'* 

Décimosegundo.  Resultando  que  la  Sala  senten- 
ciadora por  auto  de  fecha  treinta  de  Abril  último  ad- 
mitió dicho  recurso,  y  personado  el  recurrente  ante  este 
Tribunal  Supremo,  en  el  trámite  oportuno  amplió  los 
motivos  de  su  recurso  consignando  los  que  siguen; 

"Primero.  El  número  tercero  del  artículo  mil  dos- 
cientos noventa  y  uno  del  Código  Civil,  puesto  que,  cuan- 
do se  constituyó  la  hipoteca  á  virtud  de  la  cual  ha  re- 
matado la  casa  Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte, 
la  Sra.  Barault  de  Ragusa  en  su  expediente,  en  veinte 
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de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ya 
se  había  dictado  sentencia  en  el  juicio  verbal  seguido 
por  mi  parte,  Doña  Carlota  Rodríguez  contra  el  deu- 
dor común  D.  Eafael  Quevedo,  llevando  esa  sentencia 
fecha  veinticuatro  de  Junio  del  propio  año  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  habiéndose  contraído  esa  obli- 
gación hipotecaria  para  burlar  los  efectos  del  fallo  re- 
caído en  el  expediente  de  la  Rodríguez.  Al  no  estimar 
la  Sala  sentenciadora  la  falta  de  validez  de  dicha  obli- 
gación hipotecaria,  que  corrobora  aun  más  la  nulidad 
del  remate  verificado  por  la  Sra.  Baralt  de  la  casa  Je- 
sús del  Monte  número  ciento  veinte,  dejando  de  tomar 
en  cuenta  el  citado  artículo  mil  doscientos  noventa  y 
uno,  número  tercero  del  Código  Civil,  lo  ha  infrin- 
gido." 

"Segundo:  También  ha  infringido  la  Sala  de  Au- 
diencia el  párrafo  segundo  del  artículo  mil  doscientos 
noventa  y  siete  del  propio  Código  Civil.  No  puede  me- 
nos que  estimarse  fraudulenta  la  hipoteca  constituida 
por  I).  Rafael  Quevedo  á  favor  de  la  cedente  de  Doña 
Isabel  Baralt,  gravando  la  casa  Jesús  del  Monte  núme- 
ro ciento  veinte,  toda  vez,  que  como  se  ha  expresado  y 
consta  de  la  sentencia  recurrida,  cuando  se  constituyó 
dicha  hipoteca  en  veinte  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  ya  se  había  dictado  sentencia  á 
favor  de  mi  parte,  desde  veinticuatro  de  Junio  del  men- 
cionado año,  condenando  á  D.  Rafael  Quevedo  al  pago 
de  cantidad,  lo  que  amerita  la  invalidez  del  contrato 
celebrado  de  préstamo  hipotecario,  por  el  deudor  con 
la  cedente  de  lá  Baralt;  y  al  no  estimarlo  la  Sala,  al 
efecto  de  declarar  la  nulidad  del  remate  de  la  casa 
mencionada,  por  la  Sra.  Baralt  de  Ragusa,  ha  infrin- 
gido, asimismo,  por  falta  de  aplicación,  el  precepto  le- 
gal á  que  aludo  en  este  apartado. — Lo  expuesto  en  este 
número  y  en  el  anterior  de  la  presente  ampliación,  con- 
firmando aún  más  la  mala  fe  con  que  ha  procedido  la 
Sra.  Baralt  de  Ragusa  al  rematar  la  casa  Calzada  de 
Jesús  del  Monte  número  ciento  veinte,  á  consecuencia 
de  su  expediente,  teniendo  conocimiento  del  remate  an- 
terior verificado  por  la  Rodríguez,  de  cuya  mala  fe  me 
he  ocupado  en  la  sección  letra  B.  del  segundo  motivo  del 
Tecurso  que  contra  la  sentencia  definitiva  estableci  en 
veintiocho  de  Abril  de  este  año." 

Decimotercero.  Resultando  que  en  este  Tribunal 
Supremo  se  ha  tramitado  el  recuros  en  legal  forma, 
celebrándose  la  vista  el  día  veinticuatro  del  pasado  Ju- 
nio con  asistencia  tan  sólo  del  Letrado  del  recurrente. 
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que    apoyó  el    recurso    pidiendo    fuese    declarado    con 
lugar. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
no  ha  infringido  el  párrafo  segundo,  artículo  diez  y 
siete  de  la  Ley  Hipotecaria,  como  el  recurrente  preten- 
de en  el  primer  motivo  de  su  recurso;  porque  habiendo 
aquélla  establecido  que  el  título  traslativo  de  dominio 
en  que  el  expresado  recurrente  ha  fundado  su  derecho, 
fué  presentado  al  Eegistro  con  posterioridad  al  de  su 
contrario  y  sin  que  el  asiento  de  presentación  correspon- 
diente á  este  último  estuviese  entonces  cancelado;  afir- 
mación que  no  se  combate  en  el  recurso  y  de  la  cual 
sin  embargo  se  prescinde  al  explicar  el  concepto  de  la 
infracción  alegada,  debió  declarar,  como  lo  ha  hecho, 
válida  y  eficaz  la  inscripción  del  segundo,  pues  dicho 
precepto  legal  impone  ese  criterio,  toda  vez  que  prohibo 
la  incripción  ó  anotación  de  todo  título  traslativo  del 
dominio  ó  de  la  posesión  durante  el  término  que  esta- 
tuye' para  la  vigencia  del  asiento  de  presentación  ex- 
tendido anteriormente  á  favor  de  otro  de  igual  clase. 

Segundo.  Considerando  que  el  artículo  mil  cuatro- 
cientos setenta  y  tres  del  Código  Civil  no  ha  podido  ser 
infringido  en  la  sentencia,  porque  la  contienda  en  el 
pleito  se  ha  referido  únicamente  á  la  pretendida  nuli- 
dad del  título  de  la  demandada  y  á  la  de  su  incripción 
en  el  Registro;  pero  aun  cuando  así  no  fuera,  dicho 
precepto  no  favorece  el  derecho  del  recurrente,  quien 
no  ha  logrado  inscribir  su  título  de  adquisición,  como 
lo  ha  realizado  su  contrario,  ;io  pudiendo  ser  este  últi- 
mo privado  de  su  propiedad  en  beneficio  del  actor  re- 
currente por  virtud  precisamente  de  dicho  precepto, 
mientras  subsista  la  situación  legal  referida. 

Tercero.  Considerando  que  la  doctrina  legal  qu»j 
se  invoca  en  el  motivo  tercero  es  inaplicable  al  caso  del 
pleito,  porque  el  hecho  de  haberse  vendido  ima  cosa  á 
diferentes  compradores  está  previsto  en  el  artículo  mil 
cuatrocientos  setenta  y  tres  del  Código  Civil,  que  esta- 
blece reglas  para  resolver  el  conflicto  creado  por  la  opo- 
sición entre  sus  derechos  respectivos;  conforme  lo  re- 
conoce implícitamente  el  promovente  al  señalar  dicho 
artículo  como  infringido,  en  el  anterior  motivo  de  su 
recurso;  no  siendo  ciertamente  el  criterio  que  al  esta- 
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blecer  dichas  reglas  ha  prevalecido  el  que  informa  la 
doctrina  invocada  por  el  recurrente. 

Cuarto.  Considerando  que  los  motivos  alegado.5 
como  ampliación  ante  este  Tribunal  Supremo  son  am- 
bos improcedentes  por  referirse  á  supuestas  infraccio- 
nes de  los  arirículos  mil  doscientos  noventa  y  uno  en  su 
número  tercero  y  mil  doscientos  noventa  y  siete  del  Có- 
digo Civil  que  tratan  de  la  rescisión  de  los  contratos 
p<)r  haber  sido  celebrados  en  fraude  de  acreedores;  par- 
ticular que  no  ha  sido  materia  del  pleito,  y  por  tanto 
no*  puede  aducirse  en  casación ;  conforme  tiene  declara- 
do la  jurisprudencia. 

Quinto.  Considerando  que  con  arreglo  al  artícu- 
lo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  cuando  se  declare  sin  lugar  im 
-  recurso  de  casación  deben  imponerse  las  costas  del  mis- 
mo al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  el  recurso  interpuesto  por  Carlota  Kódríguez  y 
Rodríguez,  y  en  su  consecuencia  no  haber  lugar  á  casar 
ni  anular  el  fallo  dictado  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  ocho  de  Abril  últi- 
mo en  el  juicio  seguido  á  instancia  de  la  recurrente  á 
que  se  contrae  esta  sentencia,  con  las  qpstas  del  recurso 
á  cargo  de  dicha  parte.  Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — El  Magistrado 
Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo 
firmar,  José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revl- 
11a: — ^Bafael  Maydagán. 


M.  ley.— Sent.  49.-9  de  Julio.— Pensiones.  {Gac.  Mar- 
zo 18,  woi.) 

DOCTRINA:  Es  admisible  un  recurso  de  ca- 
sación contra  resoluciones  dictadas  eu  las  diligen- 
cias para  ejecucióii  de  ?entcncla  cuando  aquéllas 
versen  sobre  puntos  sustanciales  no  discutidos  en 
el  pk'ito  ni  resueltos  en  la  fjtcutoria. 

Sólo  pueden  calificarse  de  pensiones  aquellas 
cantidades  cuyo  pago  debe  hacerse  periódicamen- 
te pt)r  tiempo  exprtso  ó  indeterminado,  pero  no 
tiene  ese  carácter,  aunque  provendrá  de  pensiones, 
un  crédito  exigilile  á  virtud  de  sentencia  como  una 
deuda  trasmisilile  á  tercero  contraida  por  el  que 
dejó  de  abonar  las  pensiones  originarias  de  ella. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  nueve  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres,  en  el  testimonio  de  lugares  de  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
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Centro  y  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  dicha  ca- 
pital por  Doña  Francisca  Cairo,  ejercitada  en  los  que- 
haceres domésticos  y  vecina  de  la  misma  ciudad,  como 
madre  con  patria  potestad,  de  su  menor  hijo  Nicolás 
Serapio  Gómez  y  Cairo  contra  Doña  Blanca  Gómez  y 
Cachonegrete,  de  la  propia  vecindad  y  otrds  sobre  nuli- 
dad de  un  testamento  é  incidente  formado  sobre  cobr) 
de  las  costas,  en  que  la  referida  Sala  dictó  resolución 
aceptando  los  resultandos  del  auto  apelado,  que  son  á 
la  letra  los  dos  siguientes: 

Antecedentes: 

Primero.  Resultando  que  el  Procurador  Francis- 
co del  Barrio  por  su  escrito  de  fojas  veintidós  interpuso 
recurso  de  reposición  contra  la  providencia  de  veintidós 
de  Septiembre  último  que  decretó  el  embargo  de  la  can- 
tidad que  Doña  Francisca  Cairo  debía  percibir  dol 
Ledo.  Manuel  Enrique  Gómez  fundado  en  que  D.  Ma- 
nuel Enrique  Gómez  es  dependiente  administrador  de 
los  bienes  del  hijo  de  su  representada;  cierto  ese  hecho 
resulta  que  las  costas  las  debe  ó  su  madre  ó  el  menor; 
si  la  primera,  deben  embargarse  bienes  á  ella,  si  del 
segundo,  al  segundo.  En  este  último  caso,  todo  menos 
la  mesada  alimenticia.  Porque  lo  prohibe  el  artículo  cien- 
to cincuenta  y  uno  del  Código  Civil.  Lo  que  no  es  re- 
nunciable  ni  trasmisible  no  es  embargable;  se  embarga 
lo  que  está  en  el  comercio  de  los  hombres  y  no  sólo  pn 
el  derecho  contemporáneo,  en  el  antiguo  acontecía  lo 
mismo. — Véase  á  Escrich,  tomo  primero  página  cua- 
trocientos cuarenta  y  cuatro.  Son  varios  los  privilegfOb 
que  se  han  introducido  á  favor  de  los  alimentos  con  ol> 
jeto  de  asegurarlos  á  las  personas  que  tienen  derecho  á 
ellos.  La  pensión  alimenticia  está  exenta  de  embargo. 
No  importa  que  sean  atrasadas  esas  mensualidades.  Y 
se  compensan  por  deuda  á  favor  del  que  ha  de  prestar- 
los, á  menos  que  en  acto  voluntario  se  renuncien  ó  se 
compensen,  el  Código  facilita  ese  derecho.  Según  la 
sentencia  acompañada,  el  menor  de  su  mesada  alimen- 
ticia de  ciento  diez  y  nueve  pesos  ha  percibido  sólo  cin- 
cuenta .y  nueve  cada  mes.  La  Audiencia  manda  que  se 
le  embargue  lo  que  se  le  debe  ó  sean  cuatrocientos  y  pico 
de  pesos  lo  que  no  es  embargable,  porque  no  es  de  la 
madre,  es  del  menor  y  se  le  entrega  á  ésta  en  su  carácter 
de  representante  del  primero.  La  madre  no  toma  laa 
mesadas,  la  parte  de  ésta  se  manda  á  entregar  al  me- 
nor, para  que  pague  con  ella  lo  que  éste  ha  consumido 
mientras  se  le  retenían  por  el  administrador  no  siendo 
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materia  embargable  y  ha  cometido  el  Juzgado  un  gran 
error  al  disponerlo.  Violada  la  ley  y  señalado  el  artícu- 
lo del  Código  Civil  sacrificado  en  la  disposición  judi- 
cial, el  presente  recurso  se  impone  para  dar  satisfac- 
ción al  derecho  del  menor  cuyas  mesadas  no  pagadas 
por  Gómez  y  condenado  al  pago  por  la  Audiencia,  se 
trata  de  arrebatar  por  el  Sr.  Barrena,  abogado  del  Sr 
Gómez,  é  interesa  se  reforme  la  providencia  con  las  cos- 
tas á  cargo  del  actor. 

Resolución  recurbida: 

Segundo.  Resultando  que  mandado  sustanciar  el 
recurso  fué  impugnado  por  el  Procurador  Bernardo 
Cotoño  por  su  anterior  escrito. 

Tercero.  Resultando  que  el  Juez  por  auto  do 
diez  y  ocho  de  Octubre  de  mil  novecie*ntos  dos,  declaró 
sin  lugar  la  reposición  de  la  providencia  impugnado, 
con  las  costas  á  cargo  de  la  recurrente,  y  que  apelado 
aquel  auto  por  Doña  Francisca  Cairo,  la  mencionada 
Sala,  en  veintitrés  de  Marzo  del  corriente  año,  lo  con- 
firmó con  las  costas  á  cargo  de  la  apelante : 

FaND.\MENT08  DBL  RECURSO  DE  OA8.\Ci6n: 

Cuarto.  Resultando  que  contra  esa  resolución  la 
Sra.  Cairo  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
dé  ley,  en  los  términos  que  á  continuación  se  copian: 
Autorizan  este  recurso  los  artículos  mil  seiscientos 
ochenta  y  ocho,  primer  párrafo  y  mil  seiscientoá  no- 
venta y  tres,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  re- 
lación con  el  primer  párrafo  del  mil  seiscientos  noventa 
de  la  propia  ley,  por  tratarse  de  interpretación  errónen 
de  la  ley  de  la  materia. — Cito  con  precisión  y  claridad 
la  ley  violada  por  su  falsa  interpretación,  y  es  el  artícu- 
lo mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  de  la  Ijey  de  En- 
juiciamiento Civil. 

Concepto. — El  concepto  de  la  violación  por  erró- 
nea interpretación  de  ese  artículo  mil  cuatrocientos 
cuarenta  y  cinco  de  Enjuiciamiento  Civil,  es  el  seguien- 
te: El  artículo  de  Enjuiciamiento  Civil  mil  cuatrocien" 
tos  cuarenta  y  cinco,  fija  y  numera  el  orden  de  los  em- 
bargos.— Coloca  en  el  cuarto  lugar  los  créditos  realiza- 
bles, y  en  el  noveno  lugar  las  Pensiones. — Aqaí  se  tra- 
ta de  pensiones,  como  lo  dice  todo  en  el  incidenee  inclu- 
so la  relación  fiel  del  hecho  de  la  sentencia  de  primera 
instancia.  Resultandos  aceptados  por  la  de  esta  segmi- 
da  instancia. — Y  la  recurrida,  ó  sea  la  última,  á  hu 
guisa  y  sin  disposición  previa  de  ley,  afirma  "que  las 
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pensiones  atrasadas  del  menor  embargadas  deben  clasi- 
ficarse de  créditos  realizables" — errónea  interpretación 
de  una  ley,  que  marca  entre  pensiones  y  créditos  realiza- 
bles clara  diferencia,  inconfundible,  dando  ese  artículo 
mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, al  uno,  el  numero  cuatro  y  á  la  otra  el  número 
nueve.  * 

Este  punto  sustancial  no  ha  sido  controvertido  en 
el  pleito  ni  decidido  en  la  sentencia,  por  lo  que  autori- 
za este  recurso  el  artículo  citado  mil  seiscientos  noventa 
y  tres  Enjuiciamiento  Civil. 

Quinto.  Resultando  que  en  este  Tribunal  Supre- 
mo se  sustanció  el  recurso  por  sus  debidos  trámites,  y 
en  el  acto  de  la  vista  el  defensor  de  Doña  Blanca  Gó- 
mez impugnó  dicho  recurso  en  cuanto  al  fondo  y  á  lu 
forma  y  pidió  s<?  desestimara,  porque  éste  no  se  daba 
respecto  á  la  resolución  de  que  se  trata,  ni  lo  autoriza- 
ban los  preceptos  al  efecto  invocados. 

Decisión  i>bl  recurso: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Gon- 
zález Llórente. 

Primero.  Considerando  que  el  artícido  mil  seis- 
cientos noventa  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil declara  procedente  el  recurso  de  casación  contra  las 
resoi aciones  dictadas  en  el  período  de  ejecución  de  sen- 
tencia, cuando  aquellas  se  contraigan  á  puntos  sustan- 
ciales no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la 
ejecutoria;  y  como  tales  circunstancias  concurren  en  la 
resolución  de  que  se  trata,  resultan  improcedentes  las 
alegaciones  que  contra  la  admisión  del  recurso  formuló 
en  el  acto  de  la  vista  la  representación  de  la  parte  no 
recurrente. 

Segundo.  Considerando  que  sólo  pueden  califi- 
carse de  pensiones  aquellas  cantidades  cuyo  pago  debj 
hacerse  periódicamente  por  tiempo  expreso  ó  indeter- 
minado ;  y  siendo  el  crédito  de  que  se  trata,  exigible  en. 
su  totalidad  y  sin  dilación  por  el  deudor  contra  quien 
se  procede,  no  hay  .razón  para  afirmar,  como  se  hace  en 
el  único  motivo  del  recurso,  que  dicho  crédito  ha  debi- 
do estimarse  comprendido  á  los  efectos  del  procedi- 
miento de  apremio,  entre  las  pensiones  á  que  se  con- 
trae el  número  noveno  del  artículo  mil  cuatrocientos 
cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil; 
pues  aun  cuando  dicho  crédito  provenga  de  pensiones 
atrasadas,  tilles  pensiones  han  dejado  de  serlo,  dado  el 
objeto  y  forma  de  pago  que  son  sus  caracteres  y  de  los 
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cuales  se  les  ha  desposeído^  transformándose^  á  virtud 
de  s^itencia^  en  una  deuda  trasinisible  á  tercero  con- 
traída por  el  que  dejó  de  abonarlas ;  y  como  la  Sala  sen- 
tenciadora ha  procedido  con  acierto  al  calificar  de  cré- 
dito exigible  en  el  acto  el  que  ha  sido  objeto  del  em- 
bargo^ resulta  improcedente  la  impugnación  formulada 
y,  por  consiguiente^  el  recurso. 

Tercero.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin 
lugar  un  recurso  corresponde  por  precepto  legal,  im- 
poner  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Doña  Francisca  Cairo,  á  quien  se  con- 
dena en  las  costas. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Revilla. — 
Rafael  Maydagán. 

Inf.  ley.— Sent.  50.— 18  de  Julia— Relación  de  créditos. 

(^Gac.  Marzo  19,  lOO^.) 

DOCTRINA:  Tratándose  de  documentos 
privados  y  teniendo  uno  de  los  acreedores  concu- 
rrentes la  condición  de  tercero  respecto  á  los  con- 
tratos de  los  cuales  dimanan  las  respectivas 
acreencias  de  ambos  concurrentes,  por  no  haber 
intervenido  en  dichos  contratos  de  modo  alguno, 
es  forzoso  estar  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1927 
del  Código  Civil. 

Se  aplica  rectamente  el  precepto  citado  cuando 
en  defecto  de  prueba  de  un  otorgamiento  anterior, 
se  tiene  como  cierta,  en  contra  de  tercero,  la  fecha 
de  unos  documentos  privados  desde  su  presenta- 
ción en  juicio  para  reclamar  la  obligación  que  en 
ellos  conste. 

No  es  útil  para  demostrar  un  error  de  hecho  co- 
metido en  la  apreciación  de  la  prueba,  el  testimo- 
nio de  una  sentencia  dictada  en  juicio  que  no  tuvo 
por  objeto  el  hecho  que  se  pretende  demostrar,  ni 
aparece  en  ella  reconocido;  cualquiera  que  sea  la 
referenría  que  á  él  se  haga  en  sus  fundamentos  le- 
gales al  objeto  de  justificar  el  fallo. 

No  puede  estimarse  probado  por  presunción  un 
hecho,  cuando  entre  éste  y  el  que  se  da  por  justifi- 
cado no  existe  enlace  directo  y  preciso 

Tiene  preferencia  sobre  los  créditos  posteriores, 
respecto  de  determinado  inmueble,  el  anterior- 
mente anotado. 

Las  informaciones  ad perpetu»m  no  producen 
por  SI  mismas  prueba  contra  terceros. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Julio 
de  mil  novecienfog  tres,  en  los  antos  del  concurso  de  la 

T.  6.-1904.— 24. 
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Sra.  Caridad  Carón  de  Bidet  que  cursan  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Santiago  de  Cuba,  y  de  los 
cuales  ha  conocido  la  Audiencia  de  dicha  provincia 
por  apelación  establecida  en  la  pieza  de  graduación  do 
créditos;  visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de 
casación  establecido  por  José  Eufino  Marino,  de  dicha 
vecindad,  y  Femando  Stable,  de  la  misma,  contra  sen- 
tencia fecha  once  de  Abril  último  dictada  por  dicha  Au- 
diencia, habiendo  sido  parte  asimismo  la  Sociedad  de 
Badell  y  Compañía,  de  aquella  plaza. 

Demanda: 

Primero.  Eesultando  que  en  dicha  sentencia  se 
han  aceptado  los  Eesultandos  primero  y  segundo  de  la 
que  fué  apelada  y  que  dictb  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia en  veintitrés  de  Diciembre  del  pasado  año,  y  los 
cuales  están  concebidos  en  los  siguientes  términos. 

Segundo.  Eesultando  que  los  referidos  señores 
Marino  y  Stable  por  su  escrito  de  catorce  de  Noviem- 
bre del  corriente  año  establecen  el  incidente  relaciona- 
do fundándolo  en  los  siguientes  hechos.  Primero:  que 
el  crédito  reclamado  en  este  juicio  por  mi  mandante 
D.  José  Eufino  Marino  procede  de  sus  jornales  como  ma- 
yoral de  la  finca  "La  Caridad"  según  así  se  reconoc^ 
por  la  deudora  Doña  Caridad  Carón  conforme  consta 
*del  documento  de  folio  uno  fecha  primero  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  cuyo  crédito 
ascendente  á  la  suma  de  cuatrocientos  veintitrés  pesos 
setenta  y  cinco  centavos  ha  sido  reconocido  como  legi- 
timo en  estos  autos  de  concurso  necesario  de  acreedores 
de  Doña  Caridad  Carón.  Segundo:  Que  asimismo  el 
crédito  de  setecientos  pesos  adeudado  por  Doña  Caridad 
Carón  á  D.  Fernando  Stable,  procede  de  servicios  per- 
sonales prestados  por  el  Sr.  Stable  á  la  Sra.  Carón  en 
su  finca  "La  Caridad"  según  así  consta  del  documento 
del  folio  cuatro  fecha  primero  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  y  cuyo  crédito  ha  sido  reconocido 
como  legítimo  en  este  concurso  de  acreedores  necesa- 
rios de  Doña  Caridad  Carón  como  consta  de  estos  au- 
tos. Tercero:  Que  ambos  créditos  referidos  expresados 
en  los  dos  hechos  precedentes,  además  de  haber  sido 
reconocidos  como  ciertos  y  legítimos  en  este  concuriO 
en  la  Junta  general  celebrada  en  diez  y  siete  de  Sep- 
tiembre próximo  pasado  han  sido  anotados  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  y  además  han  sido  graduados  en 
el  Estado  número  uno  por  el  Síndico  de  este  concur 
so  en  su  informe  previo  á  la  Junta  sobre  graduación  de 
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créditos.  Cuarto :  Que  el  crédito  reclamado  por  los  Sres. 
Badell  y  Compañía  ascendente  á  cinco  mil  quinientos 
veintisiete  pesos  trece  centavos  oro  que  con  sus  intere- 
ses ascienden  á  la  suma  de  siete  mil  ciento  diez  y  siete 
pesos  catorce  centavos  en  oro  y  que,  ha  sido  reconocido 
en  la  sentencia  firme  dictada  en  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  seguido  contra  Doña  Caridad  Carón, 
con  fecha  ocho  de  Abril  de  mil  ochocientos  iu)venta  y 
nueve  por  el  extinguido  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  Norte  Escribanía  de  D.  Francisco  García 
es  un  crédito  de  préstamo  en  cuenta  corriente  con  in- 
tereses, préstüinos  hechos  con  anticipos  á  la  Sra.  Carón 
para  el  cultivo  de  frutos  de  la  finca  "La  Caridad"  y 
amortizable  con  los  frutos  de  dicha  finca  únicamente 
que  debían  ser  consignados  para  su  venta  á  los  Sre«í. 
Badell  y  Compañía  previo  pago  de  la  correspondiente 
comisión.  Quinto :  Que  dicho  crédito  de  los  Sres.  BadeU 
y  Compañía  en  ese  concepto  reconocido  como  legítimo 
ha  sido  graduado  en  el  Estado  número  cuatro  presen- 
tado por  el  Síndico  porque  era  el  que  le  correspondía 
por  ser  im  crédito  agrícola,  sin  otra  preferencia  espe- 
cial, sin  que  dicho  crédito  se  haya  constituido  para  re- 
parar, reconstruir  ó  refaccionar  propiedad  inmueble 
alguna  sino  iónicamente  como  préstamo  destinado  á  la 
recolección  de  frutos  de  la  finca  "La  Caridad."  Sexto: 
Que  reunida  la  Junta  sobre  graduación  de  crédito  de 
este  concurso  en  veinte  de  Octubre  de  este  aíio  y  ha- 
biéndose impugnado  la  graduación  de  los  mismos  pre- 
sentada por  el  Síndico,  por  los  Sres.  Badell  y  Compa- 
ñía y  no  habiéndose  reunido  las  dos  mayorías  á  que  se 
refiere  el  artículo  mil  doscientos  setenta  deja  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  Juzgado  por  auto  de  veint*.- 
«iete  de  Octubre  último  declara  preferente  el  crédito 
de  los  Sres.  Badell  y  Compañía  por  estimarlo  refaccio- 
nario y  con  relación  al  bien  inmueble  finca  "La  Cari- 
dad" sin  que  en  dicho  auto  se  determine  la  graduación 
de  ningún  otro  crédito.  Séptimo:  Que  impugnado  di- 
cho auto  en  tiempo  y  forma  las  partes  tienen  el  dere- 
cho á  formalizar  su  oposición  dentro  del  término  legal 
concedido." 

CoNTBST  ación: 

Tercero.  "Resultando  que  conferido  traslado  á 
la  representación  de  los  Sres.  Badell  y  Compañía,  lo 
evacuó  por  escrito  de  veinticuatro  de  Koviembre  esta- 
bleciendo los  siguientes  Hechos.  Primero:  Que  en  seis 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  los 
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Sres.  Badell  y  Compañía  comparecieron  en  el  Juzgado 
estableciendo  reclamación  judicial  contra  la  Sra.  Cari- 
dad C^rón  ó  sus  herederos  caso  de  haber  fallecido  en 
estableciendo  reclamación  judicial  contra  la  Sra.  Caridad 
Carón  ó  sus  herederos  caso  de  haber  fallecido  en  cobro  de 
siete  mil  ciento  diez  y  siete  pesos  catorce  centavos  oto 
,  que  les  adeudaba  procedente  de  la  refacción  del  cafetal 
"La  Caridad"  de  Toledo,  según  el  contrato  de  refac- 
ción que  celebraron  en  doce  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos  y  decretado  el  embargo  preventivo 
ese  día,  se  anotó  el  crédito  en  la  misma  fecha  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad,  en  cuanto  al  inmueble  referido 
según  consta  de  la  pieza  de  autos  correspondiente.  Se- 
gundo: Ratificado  dicho  embargo  mediante  la  interpo- 
sición de  la  demanda  dentro  del  término  legal,  y  se- 
guido el  juicio  por  todos  sus  trámites,  se  dictó  senten- 
cia en  ocho  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
en  la  que  haciéndose  constar  que  el  crédito  procedía  de 
la  refacción  de  la  finca  "La  Caridad"  se  condenó  á  la 
deudora  Sra.  Caridad  Carón,  al  pago  de  la  suma  recla- 
mada, intereses  pactados  y  costas/ cuya  sentencia  quedó 
firme  por  no  haberse  interpuesto  recurso  alguno  dentro 
del  término  legal.  Tercero:  Que  en  diez  y  siete  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ó  sea  con  posterio- 
ridad á  la  sentencia  recaída  en  el  juicio  seguido  por  lo¿? 
Sres.  Badell  y  Compañía  cuyo  crédito  estaba  anotado 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  desde  el  seis  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  acudió  al  Juz- 
gado el  Sr.  Femando  Stable  y  Majaudie  estableciendo 
reclamación  judicial  contra  la  misma  Caridad  Carón 
por  la  cantidad  de  setecientos  pesos  que  decía  se  lo 
adeudaban  por  servicios  prestados  acompañando  para 
justificar  su  derecho  un  documento  privado  otorgado  en 
primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y 
tramitado  el  juicio  se  dictó  mandamiento  de  ejecuciói: 
el  diez  de  Febrero  de  mil  novecientos,  tomándose  anota- 
ción del  embargo  en  el  Registro  de  la  Propiedad  en 
veintinueve  de  Marzo  de  mil  novecientos.  Cuarto:  Que 
en  veintidós  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  ó  sea  con  posterioridad  al  Sr.  Stable,  el  Sr.  Jo?é 
Rufino  Marino  estableció  reclamación  judicial  contra 
Doña  Caridad  Carón  en  cobro,  de  cuatrocientos  veinti- 
trés pesos  setenta  y  cinco  centavos  que  decía  se  le  adeuda- 
ban por  saldo  de  su  cuenta  como  mayoral  de  la  finca 
"La  Caridad"  acompañando  para  justificar  su  derech> 
un.  documento  privado  extendido  en  primero  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  despaclián- 


W 


JURISPRUDENCIA  «TIL.  373 


dose  ejecución  en  tres  de  Agosto  de  mil  novecientos  y 
anotándose  el  embargo  en  cinco  de  Octubre  del  mismo 
año  de  mil  novecientos.  Quinto:  Que  concursado  los 
bienes  de  la  Sra.  Caridad  Carón,  en  la  Junta  celebrada 
el  diez  y  siete  de  Septiembre  último  fueron  reconoc- 
dos  como  legítimos  los  créditos  de  los  Sres.  Baáell  y 
Compañía,  Fernando  Stable  y  José  Eufino  Marino  y 
celebrada  el  veinte  de  Octubre  próximo  pasado  la  Junta 
•de  graduación  de  crédito  no  se  pusieron  de  acuerdo  los 
acreedores  acerca  de  dicha  graduación  por  lo  que  ño 
habiéndose  reunido  las  dos  mayorías  de  votos  y  canti» 
dades  el  Juzgado  de  acuerdo  con  lo  que  previene  el  a,T- 
tículo  mil  doscientos  setenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  dictó  auto  haciendo  la  graduación  y  en  el  que 
se  declara  preferente  el  crédito  de  los  Sres.  Badell  y 
Compañía  conforme  al  artículo  mil  novecientos  veinti- 
trés del  Código  Civil.  Sexto:  Que  no  habiéndose  con- 
formado los  acreedores  Sres.  Stable  y  Marino  con  la  re- 
solución del  Juzgado  promovieron  dentro  del  término 
legal  incidente  para  tratar  acerca  de  la  impugnación 
del  aceurdo  adoptado.*' 

Cuarto.  Resultando  que  la  resolución  recurrida 
contiene  además  los  resultandos  siguientes: 

Quinto.  '*Eesultando  que  personadas  laa  partes  y 
tramitada  en  forma  la  segunda  instancia  tuvo  lugar  la 
vista  el  día  cuatro  del  actual  con  asistencia  de  aquéllas 
y  sus  Letrados  directores  Sres.  Luis  de  Hechavarría  y 
José  María  Céspedes,  que  informaron  alegando  el  de- 
recho de  sus  defendidos.'* 

PiüEBA: 

Sexto.  "Resultando  que  abierto  á  prueba  este  in- 
cidente á  instancia  de  la  parte  actora,  se  trajo  á  los  au- 
tos el  testimonio  de  fojas  cuarenta  al  cuarenta  y  dos, 
comprensivo  de  la  cuenta  corrieute  de  Caridad  Carón 
con  Badell  y  Compañía  presentados  por  éstos  en  el  jui- 
cio declarativo  que  siguieron  contra  la  referida  Carón : 
así  como  también  testimonio  de  los  pagarés  otorgados 
por  la  Carónr  á  José  Rufino  Marino  en  primero  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  por  cuatro- 
<íientos  veintitrés  pesos  setenta  y  cinco  centavos  proce- 
dentes del  saldo  de  su  cuenta  hasta  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  como 
mayoral  de  la  finca  "La  Caridad**  á  razón  de  cuatro- 
<íientos  pesos  anuales;  y  á  Fernando  Stable  en  primero 
de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  por  setecien- 
tos pesos,  por  sueldos  devengados  por  distintas  ocupa- 
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ciones  prjestadas  en  el  cafetal  "lia  Caridad'^  desde  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  á  treinta  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis.  Y  que  á  ins- 
tancia de  la  Sociedad  Badell  y  Compañía  trajéronBO 
los  testimonios  de  folios  cuarenta  y  seis  vuelto  al  cin- 
cuenta y  uno  vuelto  donde  constan  insertos  el  contrato 
privado  sobre  refacción  de  la  hacienda  "La  Caridad," 
celebrado  por  Caridad  Carón  con  los  Sres.  Mes  y  Com- 
pañía en  primero  (Je  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  dos,  los  Considerandos  y  parte  dispositiva  de  la  seii- 
tencia  de  este  Juzgado  por  la  que  que  se  condenó  á  la 
Carón  á  abonar  á  Badell  y  Compañía  siete  mil  ciento 
diez  y  siete  pesos  catorce  centavos  oro,  intereses  v  cas- 
tas; certificación  del  Escribano  Francisco  Bucareli  qic 
en  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
á  instancia  de  Badell  y  Compañía  se  decretó  por  el 
Juzgado  embargo  preventivo  contra  la  Carón  que  se 
anotó  sobre  la  finca  "La  Caridad"  en  este  Registro  di 
la  Propiedad  el  propio  día  seis;  de  que  el  escrito  de 
Stable  promoviendo  juicio  ejecutivo  contra  la  Carón 
lleva  fecha  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos;  de  que 
en  veintisiete  de  Marzo  de  dicho  año  se  libró  manda- 
miento al  Begistro  de  la  Propiedad  para  la  anotacijn 
del  embargo  preventivo  decretado  á  instancia  de  S*^a- 
ble;  que  se  anotó  en  el  Eegistro  de  veintinueve  del  pro- 
pio mes;  y  que  por  su  parte  Marino  promovió  su  juicio 
ejecutivo  en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  novecientos 
obteniendo  anotación  del  embargo  que  también  se  de- 
cretó á  su  instancia  en  cinco  de  Octubre  del  precitado 
año  de  mil  novecientos."  / 

Resolución  recubrida: 

Séptimo.  Resultando  que  en  su  parte  dispositi'i^a 
la  sentencia  recurrida  confirma  la  apelada  de  la  cual 
ya  se  ha  hecho  mérito  y  en  su  consecuencia  declara  que 
el  crédito  de  los  Sres.  Badell  y  Compañía  tiene  pref*^ 
rencia  sobre  la  finca  "La  Caridad"  al  de  los  Sres.  José 
Bufino  Marino  y  Femando  Stable,  debiendo  la  Sindica- 
tura del  concurso  reformar  los  estados  que  presentó, 
con  sujeción  á  lo  resuelto  en  el  fallo,  sin  especial  con- 
denación de  costas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Octavo.  Resultando  *que  contra  esta  sentencia  la 
representación  de  los  mencionados  Marino  y  Stable  es- 
tAbleció  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dándose en  la  causa  primera  del  artículo  mil  seiscien- 
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tos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  seña- 
lando como  infringidos  los  artículos  mil  doscientos  vein- 
tisiete y  número  cuarto  del  mil  novecientos  veintitrés 
del  Código  Civil  en  el  concepto  de  haberse  aplicado  in- 
debidamente  y  con  manifiesto  error  al  caso  del  pleito, 
exponiendo  á  dicho  efecto  lo  siguiente.  "El  punto  que 
se  discute  se  encierra  en  la  clasificación  y  prelación  de 
créditos  de  un  concurso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  capítulos  II  y  III  del  título  XVII  del  Código  Ci- 
vil; y  en  la  sentencia  se  ha  prescindido  de  la  naturale- 
za especial  del  crédito  de  Badell  y  Compañía  para  po- 
der removerlo  y  llevarlo  desde  el  número  sexto  del  ar- 
tículo mil  novecientos  veintidós  del  Código  citado  has- 
ta el  número  cuarto  del  artículo  mil  novecientos  veinti- 
trés del  mismo  Código,  haciéndole  perder  su  naturaleza 
de  préstamos  sobre  cosechas  ó  sea  el  privilegio  sobre 
bienes  muebles  de  la  deudora,  para  darle  el  carácter  d^ 
crédito  anotado  preventivamente  en  el  Eegistro  de  la 
Propiedad,  ó  sea  el  privilegio  sobre  bienes  inmuebles 
de  la  propia  deudora.  Está  justificado  que  el  crédito  d(^ 
Badell  y  Compañía  no  es  refaccionario  y  que  no  le  son 
aplicables  por  consiguiente,  los  números  tercero  y  .quin- 
to del  artículo  mil  novecientos  veintitrés.  Primero: 
Porque  en  el  contrato  privado  de  primero  da  Agosto  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos,  que  quedó  extinguido 
en  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientiís  noventa  y  sie- 
te, se  adelantaban  doscientos  pesos  mensuales,  con  in- 
terés y  comisiones,  en  cuenta  corriente,  para  pagarse 
con  las  cosechas  de  café  y  cacao,  constituyéndose  un 
contrato  de  préstamo  sobre  frutos,  y  no  el  de  refacción 
como  erróneamente  se  dice  en  el  documento.  Segundo: 
Porque  la  Ley  Hipotecaria  habla  de  obras,  y  de  valores 
de  las  fincas  antes  de  empezarse  los  trabajos  en  los  ar- 
tículos sesenta,  sesenta  y  uno,  sesenta  y  tres,  sesenta  y 
cuatro  y  noventa  y  dos,  que  concuerdan  con  los  ciento 
cinco,  ciento  seis  y  ciento  nueve  del  Reglamento;  y  ter- 
cero: porque  la  refacción  se  ha  limitado  en  la  Ley  ac- 
tual á  las  fiLncas  urbanas,  puesto  que  quedaron  supri- 
midos los  artículos  setenta  y  tres  al  setenta  y  ocho  do 
la  antigua,  que  trataban  exclusivamente  de  la  refacción 
de  las  fincas  rústicas.  Fijando  ya  la  atención  detenida- 
mente en  el  número  cu^jto  del  artículo  mil  novecientos 
veintitrés  citado,  y  suponiendo  cambiada  en  favor  de 
Badell  y  Compañía  la  naturaleza  especial  de  su  crédi- 
to, observamos  que  la  anotación  preventiva  de  los  em- 
bargos da  sólo  preferencia  sobre  los  créditos  posterio- 
res; porque  no  era  posible  que  ese  simple  acto  favore- 
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ciera  de  tal  modo  al  anotante,  que  le  elevase  de  repen- 
te por  encinia.de  todos  los  acreedores  anteriores  y  con- 
temporáneos, cualesquiera  que  fuese  su  categoría.  Pero 
para  remachar  la  aplicación  errónea  del  número  ouarít> 
del  artículo  mil  novecientos  veintitrés,  infringiéndolo, 
se  echa  mano  del  mil  doscientos  veintisiete  del  propio 
Código  Civil,  para  aplicarlo  equivocadamente  al  capo 
de  autos  y  del  mismo  modo  infringido.  Olvidando  la 
naturaleza  de  los  créditos  para  su  graduaciói^  con  arr'> 
glo  á  las  Leyes,  se  pretende  ahora  graduarlos  por  ol  or- 
den de  sus  fechas ;  y  se  afirma  que  el  artículo  mil.  dos- 
cientos veintisiete,  resuelve  la  posterioridad  de  nu?stro^ 
créditos  por  haber  venido  á  la  vida,  para  terceros,  «:egán 
ese  artículo,  en  seis  y  veintinueve  de  Febrero,  treinta 
y  uno  de  Julio  y  cinco  de  Octubre  de  mü  nox'ociontos 
después  del  día  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  en  que  se  anotó  el  de  Badell  y  Compa- 
ñía en  el  Eegistro  de  la  Propiedad.  Contra  c»3e  criterio 
del  Tribunal,  afirmamos  nosotros.  Primero:  que  el  a*/- 
tículo  cuarenta  y  cuatro  de  la  Ley  Hipotecaria  en  har- 
monía con  el  número  segundo  del  artículo  cuarenta  y 
dos  de  la  misma  Ley  Hipotecaria  y  el  cuarto  dtl  ar- 
tículo mil  novecientos  veintitrés,  dice:  ^^scrá  preferido, 
en  cuanto  á  los  bienes  anotados  solamente,  á  Ioh  qi:e 
tengan  contra  el  mismo  deudor  otro  crédito  contraído 
con  posterioridad  á  dicha  anotación;"  y  nuestros  cré- 
ditos fueron  contraidos  en  los  años  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  y  mil  ochocientos  noventa  y  seis.  Se- 
gundo: Que  los  terceros  perjudicados  son  aouellos  que 
no  interviniendo  en  determinado  contrato  ú  obligación, 
estipulan  después  algo  que  pugne  con  el  dicho  coi^trato 
ú  obligación;  y  el  crédito  de  Badell  y  Compañía  es 
muy  anterior  puesto  que  procede  del  contrato  de  prés- 
tamo sobre  frutos  de  primero  de  Agosto  dtí  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos.  Tercero:  Que  la  resala  segoní^A 
del  artículo  mil  novecientos  veintisiete  del  Código  Civil 
dice :  que  los  créditos  comprendidos  en  el  número  cuarto 
del  artículo  mil  novecientos  veintitrés  del  mismo  Código, 
"gozarán  de  prelación  entre  sí  por  el  orden  de  antigüedad 
de  las  respectivas  inscripciones  (hipotecarias  y  ref ac- 
cionistas) ó  anotaciones  en  el  Registro  de  la  Propinad 
(embargos,  secuestros  ó  ejecución  de  sentencias) ;  y 
aquí  no  se  ha  tratado  de  la  preferencia  entre  los  liti- 
gantes por  las  fechas  de  sus  inscripciones  preventivas, 
sino  por  la  naturaleza  especial  de  sus  créditos  respecti- 
vos; y  Cuarto:  Que  en  el  cuarto  Considerando  de  la 
sentencia  del  Juzgado  de  ocho  de  Abril  do  mil  ocho- 
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cientoB  noventa  y  nueve  dictada  á  consecuencia  del  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  Badeíl  y 
Compañía  contra  Caridad  Carón,  se  afirma,  "que  exis- 
te la  presunción  de  muerte  de  la  Carón,  en  virtud  do 
no  saberse  de  su  paradero  desde  la  emigración  al  Ca- 
ney;''  cuyo  fallecimiento  quedó  confirmado  en  repolu- 
ción  judicial  de  cuatro  de  Septiembre  de  mil  novocien- 
tos  dos  á  consecuencia  del  informativo  que  para  per- 
petua njemoria  promovió  Ensebio  Carón,  sobrino  de  la 
muerta,  diciendo  el  Juez  en  la  parte  dispositiva  de  su 
auto :  "Que  de  conformidad  con  lo  representado  por  el 
Ministerio  Fiscal,  debía  aprobar  y  aprobaba  la  presen- 
te información  á  perpetua  memoria,  practicada  á  ins- 
tancia del  Sr.  Ensebio  Carón,  para  acreditar  la  muer- 
te de  su  tía  Caridad  Carón;  cuya  aprobación  se  otorga 
en  cuanto  se  refiere  al  fallecimiento  de  ésta,  ocurrido 
en  uno  de  los  días  del  mes  de  Julio  de  mü  ochocientos 
noventa  y  ocho,  que  no  ha  podido  determinarse^^  (el 
día) ;  y  es  claro  que  desde  el  mes  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho,  empiezan  á  contarse,  para  terce- 
ros, las  fechas  de  nuestros  pagarés,  que  resultan  ante- 
riores al  embargo  preventivo  de  Badell  y  Compañía, 
anotado  en  el  Registro  de  la  Propiedad  el  día  seis  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Queda 
justificado  de  ese  modo  el  precepto  del  artículo  mil  dos- 
cientos veintisiete  del  Código  Civil,  en  cuanto  á  la  fe- 
cha de  los  documentos  privados,  que  se  cuenta  para  ter- 
ceros, "desde  la  muerte  de  -cualquiera  de  los  que  les 
firmaron."  Pero  si  se  casa  lá  sentencia,  como  esperamos 
¿cómo  y  en  qué  orden  deberemos  cobrar  nuestros  res- 
pectivos créditos?  Y  antes  de  todo,  debemos  advertir, 
que  los  bienes  del  concurso  se  reducen  á  sólo  el  cafetal 
"Caridad;"  y  los  acreedores  á  nosotros  dos,  por  traba- 
jo personal,  y  Badell  y  Compañía  por  préstamos  sobre 
frutos.  Deberemos  cobrar  nuestros  respectivos  créditos 
en  esta  forma.  Primero :  Badell  y  Compañía  hasta  don- 
de alcancen  los  frutos  de  la  finca  por  razón  de  su  pri- 
vilegio en  los  muebles,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
número  sexto  del  artículo  mil  novecientos  veintidós  del 
Código  Civil;  y  nosotros  la  totalidad  de  nuestros  cré- 
ditos, por  virtud  de  no  tener  preferencia  alguna  Badell 
y  Compañía  en  los  demás  bienes  muebles  é  inmuebles 
de  la  deudora,  constituidos  fuera  de  las  cosechas,  por 
la  finca  misma,  puesto  que  estamos  comprendidos  en  la 
letra  D.  del  inciso  segundo  del  artículo  mil  novecientos 
veinticuatro.  Segundo:  Si  sobraren  bienes  después  de 
pagada  la  totalidad  de  nuestros  créditos,  con  la  prefe- 
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rencia  que  sobre  los  demás  bienes  muebles  é  inmuebles 
nos  otorga  el  artículo  mil  novecientos  veinticuatro  le- 
tra D.,  entrará  la  sociedad  de  Badell  y  Compañía,  se- 
gún el  artículo  mil  novecientos  veintiocho  del  Código 
Civil  á  participar  del  remanente  del  caudal  de  la  deu- 
dora, sin  que  haya  quienes  puedan  disputarle  el  cobro." 
dora,  sin  que  haya  quienes  puedan  disputar  el  cobro/' 

Ampliación: 

Noveno.  Resultando  que  admitido  el  recurso  por 
auto  de  fecha  veintitrés  de  Abril  último,  se  emplazaron 
las  partes  y  elevaron  los  autos,  y  habiendo  comparecido 
los  recurrentes  con  una  sola  representación,  y  la  so- 
ciedad Badell  y  Compañía  por  su  parte,  como  no  recu- 
rrente, los  primeros  ampliaron  el  recurso  á  nuevos  mo- 
tivos, que  autorizados  por  el  número  séptimo  del  men- 
cionado artículo  mil  seiscientos  noventa  se  redactaron 
en  la  forma  siguiente: 

"Primero:  Por  haber  cometido  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba  error  de  hecho  en  la  apreciación  del 
cuarto  Considerando  y  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
fecha  ocho  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
dictada  por  el  Juez  de  Santiago  de  Cuba  en  el  juicio 
seguido  por  J.  Badell  y  Compañía  contra  la  Sra.  Carón 
y  traídos  como  prueba  á  la  segunda  pieza  del  concurso 
en  que  se  dictó  la  sentencia  objeto  de  la  casación  pro- 
puesta, por  cuento  en  dicha  sentencia  se  aceptó  la  pre- 
sunción de  muerte  de  1»  Sra.  Carón  durante  la  emigra- 
ción al  Caney,  hecho  histórico  este  último  que  no  ne- 
cesita prueba  alguna  por  ser  de  evidente  notoriedad, 
pues  no  puede  ningún  Tribunal  desconocer  que  hubo 
una  guerra  entre  los  Estados  Unidos  de  América  y  Es- 
paña, y  que  el  día  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  en  que  el  ejército  de  los  Estados  Unidos 
comenzó  definitivamente  el  bombardeo  de  la  ciudad  de 
Santiago  de  Cuba,  los  habitantes  de  la  misma  huyeron 
á  Cuabitas  y  el  Caney,  pereciendo  gran  número  de  ellos 
de  hambre  y  fiebres.  El  Tribunal  sentenciador  ha  co- 
metido, pues,  evidente  error  de  hecho  al  apreciar  el  do- 
cumento ó  acto  auténtico  mencionado.^' 

"Segundo:  Ha  cometido  asimismo  la  Audiencia 
de  Santiago  de  Cuba  error  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  expresada  prueba  de  la  muerte  de  la  Sra.  Carón, 
ocurrida  durante  la  mencionada  emigración  al  Caney, 
toda  vez  que  no  ha  hecho  aplicación  de  los  artículos 
mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  y  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  tres  del  Código  Civil,  ai  apreciar  esa  prueba 
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de  presunción,  que  demuestra  que  la  Sra.  Carón  falle- 
ció en  los  terribles  días  en  que  el  paludismo  y  el  ham- 
bre diezmaban  en  el  Caney  la  población  de  Santiago  de 
Cuba.  Hay  im  enlace  preciso  y  directo  sobre  este  hecho 
histórico  y  la  muerte  de  la  Sra.  Carón,  pues  está  admi- 
tido por  todo  el  mundo  que  las  mujeres  y  niños  y  an- 
cianos que  no  regresaron  á  la  ciudad  de  Santiago  de 
Cuba,  después  de  la  rendición  de  la  misma,  quedaron 
entre  los  millares  de  muertos  que  sin  siquiera  identifi- 
car la  mayor  parte  de  ellos,  fueron  enterrados  en  co- 
mún, destruidos  por  el  incendio  ó  sirvieron  de  pasto 
á  los  animales  en  el  Caney  desde  el  cinco  al  diez  y  siete 
de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.'^ 

Décimo.  Eesultando  que  el  recurso  se  ha  trami- 
tado en  legal  forma,  celebrándose  la  vista  el  día  vein- 
ticinco del  pasado  Junio,  con  asistencia  de  los  lictrados 
de  las  partes  ya  expresadas. 

Decisión  den  beourso: 

Siendo  Ponente  para  la  redacción  de  esta  sentencia 
el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Ferrari  por  enfermedad 
del  de  igual  clase  Pedro  González  Llórente. 

Primero.  Considerando  que  la  cuestión  fundamen- 
tal que  precisa  esclarecer  para  formar  concepto  aceptado 
respecto  al  presente  recurso  de  casación,  es  la  de  fijar 
la  fecha  cierta  de  los  documentos  exhibidos  por  los  recu- 
rrentes en  el  concurso  de  la  Sra.  Caridad  Carón,  en  jus- 
tificación de  su  carácter  de  acreedores  de  ésta,  pues  di- 
cha fecha  es  elemento  necesario  para  determinar  el  or- 
den de  su  graduación  con  referencia  al  otro  crédito  tam- 
bién concurrente  á  dicho  concurso. 

Segundo.  Considerando  que  tratándose  de  docu- 
mentos privados,  y  teniendo  el  último  acreedor  referi- 
do indudablemente  la  condición  de  tercero  respecto  á 
los  contratos  de  los  cuales  dimanan  las  respectivas 
acreencias  de  ambos  recurrentes  por  no  haber  interveni- 
do en  dichos  contratos  de  modo  alguno,  es  forzoso  estar 
á  lo  que  dispone  el  artículo  mil  doscientos  veintisiete  del 
Código  Civil,  el  cual  con  su  aplicación  no  se  ha  in- 
fringido, como  en  el  recurso  se  pretende. 

Tercero.  Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  aplicado  además  rectamente  este  precepto  legal,  cuan- 
do, en  defecto  de  prueba  de  un  otorgamiento  anterior, 
ha  tenido  como  cierta  en  contra  de  tercero  la  fecha  de 
la  presentación  al  Juzgado  de  los  indicados  docuemntos 
en  las  respectivas  demandas  ejecutivas  contra  la  Ca- 
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ron,  deducidas  en  cobro  de  los  créditos  que  ellos  acre- 
ditan. 

Cuarto.  Considrando  que  al  apreciar  la  prueba 
en  esa  forma  no  se  ha  cometido  el  error  de  hecho  que 
el  recurrente  invoca  en  el  apartado  primero  de  su  es- 
crito ampliando  motivos,  presentado  ante  este  Tribunal 
Supremo,  en  orden  á  que  la  sentencia  dictada  por  el 
Juez  de  Santiago  de  Cuba  con  fecha  ocho  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  en  el  juicio  seguido 
por  J.  Badell  y  Compañía  contra  la  Sra.  Carón,  en  su 
cuarto  Considerando  y  parte  dispositiva,  que  consta  en 
autos  como  prueba,  se  acepta  la  presunsión  de  muerte 
de  dicha  Sra.  Carón,  porque,  en  todo  caso,  dicha  muer- 
te no  está  reconocida  como  im  hecho  en  esa  sentencia, 
ni  tiene  por  objeto  declararla,  ni  se  trata  de  la  presun- 
ción de  muerte  que  la  Ley  establece  cuando  concurren 
otras  circunstancias  y  para  otros  fines,  ni,  en  suma, 
constituye  sino  un  fundamento  legal  consignado  en 
una  sentencia  para  justificar  el  pronunciamiento  de  su 
parte  dispositiva,  en  la  que  alternativamente  se  condena 
á  la  deudora  ó  á  la  sucesión,  caso  de  haber  fallecido. 

Quinto.  Considerando  que  tampoco  ha  cometido 
la  Sala  sentenciadora  el  error  de  derecho  que  se  le  atri- 
buye en  el  apartado  segundo  del  enunciado  escrito  de 
ampliación  de  motivos;  porque  entre  el  hecho  histórico 
que  en  el  recurso  se  designa  con  la  frase  "emigración 
al  Caney ,^^  con  motivo  de  los  sucesos  ocurridos  en  San- 
tiago de  Cuba  los  días  cinco  al  diez  y  siete  de  Julio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y  la  muerte  de  la  Sra. 
Carón  no  existe  enlace  directo  y  menos  preciso;  porque 
cualesquiera  que  fueran  los  estragos  causados  en  la  po- 
blación de  dicha  ciudad  por  aquellos  sucesos,  no  es  po- 
sible, sin  más  antecedentes,  apreciar  el  fallecimiento 
de  una  persona  determinada  que  de  aquella  población 
formaba  parte. 

Sexto.  Considerando  que  si  por  virtud  de  todo  lo 
•expuesto  debe  mantenerse  el  criterio  de  la  Sala  de  la 
Audiencia  en  punto  á  estimar  como  ciertas  las  fechas 
de  los  títulos  de  los  recurrentes,  referida  á  la  de  su 
presentación  en  juicio  siendo  dichas  fechas  posteriores  á 
la  demanda  de  la  sociedad  Badell  y  C°  encaminada 
á  obtener  el  cobro  del  crédito  que  reclama  en  el  concur- 
so, y  sobre  todo  á  la  anotación  de  la  misma  en  el  Re- 
gistro, es  procedente  la  aplicación  que  la  dicha  Sala  ha 
hecho  al  caso  del  pleito  del  número  cuarto,  artículo  mil 
novecientos  veintitrés  del  Código  Civil,  estableciendo 
la  prelación  del  último  crédito  en  cuanto  al  inmueble 
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ea  el  que  se  hizo  la  anotación,  por  lo  cual  no  se  ha  in- 
fringido dicho  precepto  legal,  ni  ningún  otro  con  oca- 
sión de  dicho  pronunciamiento. 

Séptimo.  Considerando  que  el  resultado  de  la  in- 
formación ad  perpetuam,  que  se  menciona  en  el  primer 
motivo  del  recurso,  como  mérito  para  la  demostración 
del  fallecimiento  de  la  Sra.  Carón,  ocurrida,  según  el 
ríícurrente,  en  mil  ochocientos  noventa  y  ocho;  no  es 
posible  tenerlo  en  cuenta;  en  primer  término,  por  no 
constar  dicha  información  en  los  autos,  además,  porque, 
aimque  contase,  no  se  invoca  dicho  resultado  en  el  re- 
curso en  la  forma  adecuada  para  surtir  efecto  en  casa- 
ción; y,  en  iiltimo  término,  porque  esas  informaciones 
no  producen  por  sí  mismas  prueba  contra  terceros. 

Octavo.  Considerando  que  con  arreglo  al  artícu- 
lo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  cuando  se  declara  sin  lugar  un 
recurso  de  casación  deben  imponerse  las  costas  del  mis- 
mo al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Fernando  Stable 
y  por  José  Rufino  Marino  contra  la  sentencia  dictada  por 
y  por  José  Rufino  Mario  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  once  de  Abril  úl- 
timo en  el  incidente  al  concurso  necesario  de  la  Sra.  Ca- 
ridad Carón  de  Bidet  formado  para  tratar  del  reconoci- 
miento y  graduación  de  créditos  á  que  se  contrae  esta 
sentencia,  con  las  costas  del  recurso  á  cargo  de  los  recu- 
rrentes. Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — El  Magistrado 
Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo 
firmar,  José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revi- 
lla.— ^Rafael  Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  51.— 18  de  Julio.— Prescripción.  (Gaceta 

Mayo  19,  10  H.) 

DOCTRINA:  El  derecho  del  litigante  vence- 
dor en  juicio  para  cobrar  las  costas  qne  le  ha  cau- 
sado su  contrarío  y  que  se  le  mandan  á  pagaren 
la  sentencia,  se  eie reí t a  por  medio  de  una  acción 
personal,  que  no  tun:  en  el  Código  Civil  señalado 
especialmente  término  para  la  prescripción  y  por 
consiguiente  prescribe  á  los  quiíiCe  años  contados 
desde  que  la  sentencia  condenatoria  quedó  firme; 
no  siendo  por  tanto  de  aplicación  á  este  caso  el 
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artículo  1967  del  citado  Código,  que  «e  refiere  á  la 
acción  de  lus  abogados,  jueces  etc.,  para  cobrar 
sus  honorarios  de  las  partes  á  quienes  hubieren 
prestado  sus  servicios. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  Eduardo,  Ana  María  y  Enrique  Suás- 
tegui  Fajardo,  como  sucesores  de  su  padre  Eduardo 
Suástegui  Fajardo,  vecinos  de  Manzanillo  y  de  ofi- 
cio ó  profesión  que  no  se  expresan,  contra  la  sentencia 
definitiva  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  en  los  autos  seguidos  contra  aquéllos  por  Ricardo 
R.  de  Céspedes  y  Céspedes,  propietario,  de  la  misma  ve- 
cindad, en  su  carácter  de  heredero  único  de  su  madre 
Trinidad  de  Céspedes  del  Castillo,  para  que  se  declare 
prescripto  el  derecho  de  aquéllos  á  cobrar  ciertas  costas 
en  que  fué  condenada  la  última: 

Demanda: 

Primero.  "Resultando  que  en  veintidós  de  Enero 
'^iltimo  (mil  novecientos  dos)  presentó  escrito  el  apo- 
"derado  del  Sr.  Ricardo  R.  de  Céspedes  y  Céspedes,  es- 
'"tableciendo  el  juicio  de  que  es  objeto  esta  sentencia, 
"solicitando  se  le  dé  por  comparecido  contra  la  suce- 
"sión  del  Sr.  p]duardo  Suástegui  Fajardo  en  derecho 
"de  prescripción;  que  se  le  tenga  por  parte  legítima, 
"mandándolo  sustanciar  en  forma  legal  y  dictar  fallo 
"definitivo  dcxílarando  prescripta  de  derecho  la  acción 
"para  exigir  el  cumplimiento  del  cobro  de  las  costas  á 
'^que  fué  condenada  la  señora  madre  de  su  representado 
"Trinidad  de  Céspedes  y  del  Castillo  por  la  sentencia 
"ejecutoria  pronunciada  en  veinte  de  Diciembre  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  cuatro  en  el  juicio  declarativo  es- 
"tablecido  por  el  Sr.  Francisco  Javier  de  Céspedes  y 
"del  Castillo  sobre  reivindicación  del  predio  rústico  Pi- 
"mental  de  Pablo  y  el  pago  de  costas ;  fundando  su  de- 
"manda  en  los  Hechos  de  que  en  esta  última  fecha  se 
"dictó  sentencia  por  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia 
"de  Santiago  de  Cuba  en  el  juicio  citado  y  fué  condena- 
"da  la  señora  madre  de  su  representado,  en  las  costas 
"de  la  primera  instancia:  que  esa  sentencia  causó  eje- 
"cutoria  hace  mucho  más  de  tres  años:  que  después 
"de  los  tres  años  de  ejecutoriada  la  sentencia  de  que  nace 
^la  acción  para  el  cobro  de  las  costas  que  se  reclaman, 
"se  instó  su  exacción  por  la  parte  contraria,  cuyo  dere- 
"cho  en  carácter  de  sucesión  legítima  representan  los 
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"demandados:  que  ha  prescripto  la  acción  que  nace  de  j 

*^a  obligación  declarada  por  la  sentencia,  para  el  cobro 
"de  las  referidas  costas,  y  no  obstante  ello  se  intenta,  .^ 

"para  que  su  representado  las  abone  como  ejecución  de  j 

"aquel  fallo ;  á  cuyo  efecto  se  le  dio  vista  en  dos  del  co- 
"rriente  mes  de  Enero,  de  la  tasación  practicada.  Ha- 
biendo aplicado  á  esos  Hechos  los  Fundamentos  lega- 
rles que  constan  de  los  siete  capítulos  consignados  en 
"dicho  escrito  de  demanda  la  que  admitida  con  lugar 
"en  veinticuatro  del  propio  mes  de  Enero  próximo  pa- 
"sado  (mil  novecientos  dos)  con  los  documentos  y  co- 
"pias  que  se  acompañan,  se  mandó  tramitar  por  el  jui- 
r^cio  declarativo  de  mayor  cuantía,  teniéndose  por  par- 
"te  al  Sr.  Juan  A.  Roblejo  en  nombre  del  Sr.  Ricardo 
"R.  de  Céspedes;  conferir  traslado  á  la  sucesión  del 
"Sr.  Eduardo  Suástegui  que  la  componen  los  Sres. 
"Eduardo,  Ana  y  Enrique  Suástegui  Fajardo,  á  quie- 
"nes  se  emplazará  para  que  dentro  de  nueve  días  se  per- 
"sonen  en  los  autos:  fojas  primera  á  la  treinta:" 

Contestación: 

Segundo.  "Resultando  que  emplazados  en  forma 
"los  demandados  el  propio  día  veinticuatro  de  Enero 
"último  (mil  novecientos  dos)  comparecieron  en  el  jui- 
"cio  el  tres  del  siguiente  Febrero,  dándoseles  por  per- 
"sonados  y  mandándoles  contestasen  la  demanda  dentro 
"de  veinte  como  lo  efectuaron  en  escrito  fechado  en  la 
"Ciudad  de  Santiago  de  Cuba  para  ésta  el  veintiséis 
"de  dicho  mes  de  Febrero,  y  por  el  cual  alegan  los  He- 
r^chos  de  que  el  Sr.  Francisco  Javier  de  Céspedes  en  re- 
^^presentación  de  su  esposa  María  Trinidad  Céspedes 
"siguió  en  este  Juzgado  juicio  de  mayor  cuantía  con- 
"tra  el  padre  de  los  demandados  Sr.  Eduardo  Suáfite- 
"gui  sobre  reivindicación  del  predio  rústico  titulado 
"Pimental,"  en  cuya  demanda  se  absolvió  al  referido 
"padre  por  sentencia  de  veinte  de  Diciembre  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  cuatro  dictada  por  la  Audiencia 
"de  Santiago  de  Cuba,  condenando  al  demandante  en 
'las  costas  de  primera  instancia  y  el  de  que  en  veintiimo 
"de  Noviembre  de  mil  novecientos  se  remitieron  por 
dicha  Superioridad  los  autos  á  este  Juzgado;  y  por 
"provindencia  de  veintiséis  de  aquel  mismo  mes  y  año 
se  dispuso  el  cumplimiento  habiéndose  solicitado  en 
"seis  de  Junio  de  mil  novecientos  uno  la  tasación  de 
"costas,  la  que  fué,  practicada  en  treinta  y  uno  de  Agos- 
"to;  constando  lo  expuesto  en  este  hecho  y  el  anterior 


BOLEnX  LB016L4TiyO. 


"de  la  certificación  que  acompañaron  fojas  treinta  y  nna 
"á  la  sesenta  y  una^^ ; 

Replica: 

Tercero.  ^^Resultando  que  dádose  traslado  en  ré- 
"plica  se  evacuó  éste  en  escrito  de  cinco  de  Marzo  del 
"corriente  año  (mil  novecientos  dos)  por  el  cual  des- 
opiles de  las  varias  alegaciones  sentadas  fueron  reasu- 
"midas  en  los  hechos  de  que  los  demandados  pudieron 
"legalmente  solicitar  desde  el  día  siguiente  de  quedar 
"firme  la  sentencia  que  declaró  la  obligación  del  pago 
"de  las  costas  que  pretenden  hacer  efectivo,  la  devolu- 
"ción  de  los  autos  y  gestionar  el  cumplimiento  y  eje- 
"cución  dé  dicha  sentencia,  antes  que  trascurriesen  tres 
"aos  á  contar  desde  aquella  fecha :  que  habiendo  trans- 
**eurrido  ese  término  de  tres  años  con  bastante  exceso, 
"sin  que  la  parte  demandada  ejercitara  su  derecho  pu- 
"diendo  hacerlo,  ha  prescripto  la  acción  que  tenía  para 
"el  cobro  de  las  costas  y  que  la  parte  demandada  en  este 
"juicio  incurre  en  manifiesta  temeridad  al  no  allanar- 
"se  á  la  demanda.  Aplicando  á  estos  fundamentos  los 
"de  derecho  aducidos  en  el  escrito  de  demanda  y  el  de 
"que  tratándose  de  litigante  temerario  debe  aplicarse 
"la  Orden  número  tres  de  mil  novecientos  uno:  fojas 
"sesenta  y  dos  á  sesenta  y  cinco :'' 

Duplica: 

Cuarto.  "Resultando  que  dádose  traslado  en  dú- 
"plica  y  sin  embargo  de  la  prórroga  solicitada  y  conce- 
"dida  para  contestar,  no  lo  hicieron  y  habiéndose  soli- 
"eitado  por  el  demandante  se  diera  por  evacuado  el  trá- 
"mite  y  el  recibimiento  á  prueba  del  pleito,  se  accedió 
"á  ello  en  providencia  de  veinticinco  de  Marzo,  abrién- 
"dose  el  primer  período  por  veinte  días,  en  virtud  á  ha- 
"berlo  solicitado  así  tanto  el  actor  como  el  reo,  dentro 
"de  cuyo  período  propusieron  la  que  á  su  derecho  esti- 
"niaron  conveniente,  la  que  se  dio  por  aducida  en  provi- 
"dencias  oportunas  fojas  sesenta  y  seis  á  setenta  y  tres 
*S'uelta  :*' 

Rksolüció.v  recukrida: 

Quinto.  Resultando  que,  previas  las  demás  ac- 
tuaciones procedentes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  do  Manzanillo,  que  fué  apelada  por  los 
demandados,  y,  mediante  ese  recurso,  pronunció  la  suya, 
en  treinta  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos,  la  Au- 
diencia de  Santiago  de  Chiba,  confirmando  la  de  prime- 
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ra  instancia,  que  declaró  la  deanda  con  lugar,  y  en 
Hu  cojisecueneia  dtíclarando  proscripta  la  acción  para 
cobrar  las  costas  á  cuyo  pago  fué  condenada  Trinidad 
í'éspedos  del  Castillo  en  el  anterior  juicio  declarativo 
de  referencia,  siii  es^pecial  condenación  respecto  de  las 
causadas  en  las  dos  instancias  del  presente  juicio;  para 
lo  cual  se  funda  la  referida  Audiencia  en  que  la  prueba 
documental  traída  á  los  autos  por  el  demandante  jus- 
tifica los  hechos  de  la  demanda:  en  que  el  artículo  mil 
novecientos  sesenta  y  siete  del  Código  Civil  ordena  que 
])or  el  transcurso  de  tres  años  prescriben  las  acciones 
para  el  cumplimiento  de^  las  obligaciones  de  pagar  á 
los  Jueces,  Abogados,  líegistradores,  Notarios,  Escri- 
i)ana6.  Peritos,  Agentes  y  curiales  sus  honorarios  y  de- 
re<*hos  y  los  gastos  y  desembolsos  que  hubiesen  realizado 
en  desempeño  de  sus  cargos  vi  oficios  en  los  asuntos  á 
(juc  las  obligaciones  se  refieren:  y  en  que  han  transcu- 
rrido con- exceso,  en  el  caso  de  autos,  los  tres  años  fijados 
por  aquel  artículo,  toda  vez  que  los  mismos  deben  con- 
tarse, al  efecto  de  la  prescripción,  según  el  artículo  mil 
novecientos  setenta  y  uno  del  citado  Código,  desde  que 
quedó  ejecutoriada  la  sentencia  de  la  Audiencia  que 
condenó  al  pago  de  las  costas  á  la  madre  del  actor  y  no 
desde  que  se  practicó  la  tasación,  sin  que  sea  óbice  á 
ello  que  los  autos  no  hubieran  bajado  de  la  Superiori- 
dad donde  se  encontraban  haata  el  veintiuno  de  No- 
viembre de  mil  novecientos,  pues  esta  demora  sólo  es 
imputable  á  los  demandados  que  oportunamente  no  so- 
licitaron- la  devohición  de  los  autos : 

Fundamentos  del  krcurso  de  casacjón; 

Sexto.  Resultando  que  los  demandados  interpu- 
sieron contra  el  fallo  de  la  Audiencia  recurso  de  casa- 
líión  por  infracción  de  ley,  mediante  escrito  en  el  cual 
alega  dicha  parte  recurrente  que  "al  estimarse  la  pres- 
"cripción  se  ha  infringido  el  artículo  mil  novecientos 
"sesenta  y  cuatro  en  relación  con  el  mil  novecientos  se- 
"sesenta  y  nueve  del  Código  Civil  al  no  aplicarse  por  la 
"Sala  y  también  el  mil  novecientos  sesenta  y  siete  del 
'*tnÍ8mo  Código  que  ha  sido  interpretado  y  por  consi- 
"guiente  aplicado  erróneamente  en  el  siguiente  concep- 
"to.  El  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  siete  del  Códi- 
"go  Civil  señala  el  término  de  tres  años  para  la  pres- 
"cripción  de  la  acción  que  tienen  los  Abogados  y  los 
"demás  que  enumera  para  reclamar  sus  honorarios  y 
^'derechos;  pero  esto  es  de  aplicación  sólo  cuando  se 
'Venere  á  la  acción  contra  el  que  ordenó  el  trabajo  ó 
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"cliente,  nunca  para  que  pueda  hacer  uso  de  elk  la 
"parte  contraria  que  haya  sido  condenada  en  costas, 
"pues  ya  el  mismo  artículo  lo  expresa  claramente  cuan- 
"(lo  st'  refiere  también  á  los  gastos  y  desembolsos  que 
"hubiesen  hecho,  lo  cual  no  puede  ser  sino  por  el  litigan- 
"te  que  se  dirige.  Al  condenarse  á  un  litigante  al  pago 
"de  las  costas  todas  de  un  juicio  lo  que  se  hace  es  decla- 
"rar  una  obligación  de  carácter  pereonal  y  para  exigir 
"el  cumplimiento  de  ella  notiene  acción  más  que  el  li- 
"t  i  gante  vencedor  porque  se  trata  de  indemnizarle  los 
"gastos  que  se  le  ocasionaron  injustamente  y  tal  vez 
"con  mala  fe  y  cuyos  gastos  satisfizo  bien  voluntaria- 
"mente,  bien  por  reclamaciones  que  se  le  hicieran  por 
"los  interesados  para  evitar  la  prescripción.  Estimando 
"por  estos  razonamientos  que  se  trata  de  una  obligación 
"personal  se  estima  que  ha  debido  aplicarse  el  artículo 
"mil  novecientos  sesenta  y  cuatro  del  Código  Civil:** 

Séptimo.  liesultando  •  que,  rechazado  el  recurso 
por  la  Audiencia  y  declarada  con  lugar  por  este  Supre- 
mo Tribunal  la  queja  que  formuló  la  parte  recurrente, 
fué  luego  admitido  y  se  ha  sustanciado  en  forma,  cele- 
brándose con  fecha  diez  y  seis  de  Junio  próximo  pasado 
la  correspondiente  vista  pública,  en  que  informaron  los 
Letrados  de  ambas  partes  litigante,  sosteniendo  el  re- 
curso el  de  la  mencionada  é  impugnándolo  el  de  la 
otra: 

DiccisiÓN  DBL  recurso: 

Siendo  Ponente,  para  la  redacción  de  esta  senten- 
cia, el  Magistrado  Sr.  Octavio  Giberga,  por  enfermedad 
del  Magistrado  Pedro  González  Llórente,  que  lo  ha 
sido  en  tumo  durante  la  sustanciación : 

Primero.  Considerand  que  la  prescripción  de 
que  .se  trata  en  et^b'^  pleito  no  es  la  de  la  acción  corres- 
pondiente á  Jueces,  Abogados,  Registradores,  Notarios, 
Escribanos,  peritos,  agentes  y  curiales  para  reclamar 
del  cliente  6  del  litigante  á  cuya  instancia  hubies(»n 
prestado  sus  servicios  el  })ago  de  sus  honorarios  y  dere- 
chos ó  de  los  gastos  y  desembolsos  por  los  mismos  reali- 
zados en  el  desempeño  de  sus  cargos  ú  oficios  en  ios 
asimtos  á  que  se  refiera  la  obligación  de  pago,  cuyo  cum- 
plimiento es  exigible  por  aquéllos  durante  el  plazo  de 
tres  años  que  señala  el  (/ódigo  Civil  en  el  artículo  mil 
novecientos  sosentA  y  sicote,  sino  la  de  la  acción  corres- 
pondiente á  los  causahabientes  del  litigante  Eduardo 
Suástegui  Fajardo,  vencedor  en  el  juicio  sobre  reivindi- 
cación que  contra  él  siguiera  María  Trinidad  de  Oes- 
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pedes  Castillo,  para  que  los  herederos  de  esta  condenada 
en  las  costas  de  primera  instancia  de  aqnel  juicio  por. 
sentencia  de  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  les  indemnicen,  en  ejecución  del  fallo, 
do  los  gastos  judiciales  que  se  le  causaron  en  la  referi- 
da instancia,  acción  personal  que  no  tiene  en  la  ley  se- 
ñalado íénnino  especial  de  prescripción  y,  consiguiente- 
mente, atendida  su  naturaleza,  prescribe  á  los  «piince 
años,  con  arreglo  al  artículo  juil  novecientos  sesenta  y 
cuatro  del  citado  Código,  comenzando*  este  término  á 
contarse,  según  el  artículo  mil  novecientos  setenta  y 
uno,  desde  que  quedó  firme  la  sentencia  que  declaró  á 
la  demandante  en  el  mencionado  pleito  incursa  en  la 
obligación  de  pagar  aquellas  costas: 

Segundo.  Considerando  que,  en  tal  virtud,  í« 
manifiesta  la  infracción  cometida  por  la  Sala  senten- 
ciadora al  confirmar  el  fallo  del  Juez  de  Manzanillo, 
que  estimó  con  lugar  la  demanda,  y  declarar  prcscripta 
la  acción  de  los  demandados  para  reembolsarse  de  las 
costas  que  hubiesen  satisfecho^  aplicando  indebidamente 
el  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  siete  ya  citado  y 
dejando  de  aplicar  el  también  citado  mil  novecientos 
sesenta  y  cuatro,  que  es  el  aplicable;  por  lo  cual,  pres- 
cindiendo de  la  cita  que  en  el  recurso  se  hace  del  artícu- 
lo mil  novecientos  sesenta  y  nueve,  cuya  disposición  con- 
cuerda en  este  caso  con  la  del  mil  novecientos  setenta 
y  uno  tocante  al  día  desde  el  cual  debe  contarse  el  tiem- 
po para  la  prescripción,  pues  la  acción  para  cobrar  cos- 
tas judiciales  en  cumplimiento  de  sentencia  sólo  puede 
ejercitarse  desde  que  la  sentencia  (jueda  firme,  procede 
casar  y  anular  la  recurrida  en  los  presentes  autos: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  que  en  los  presentes 
autos  se  ha  interpuesto,  sin  especial  condenación  de  cos- 
tas, y,  en  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  senten- 
cia pronunciada  en  este  pleito  con  fecha  treinta  de  Oc- 
tubre del  año  próximo  ])asado  por  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cul)a,  á  la  cual  se  comunicará,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  ^Magistrado 
Sr.  Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo, 
firmar,  José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilk. 
— Rafael  Maydagán. 

Segunda  sentencia. — -Kn  la  mii*ma  fecha  dútó   el    Tribunal 
nueva  scviencia  en  los  tcnninos  siguientes: 

Reproduciendo  los  Resultandos  primero,  segundo, 
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teivero  y  cuarto  de  la  anterior  sentencia  de  esto  Tjí- 
bunal  Supremo,  qne  llevan  igual  numeración  en  la  dic- 
tada por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Manzanillo, 
y  reproduciendo  también  los  Resultandos  quinto,  «^exto 
y  séptimo  de  la  propia  sentencia  de  primera  instancia: 

Primero.  Resultando  que  por  la  sentencia  de) 
referido  Juez,  fechada  el  veintiocho  de  Junio  de  mil 
novecientos  4Í0S,  se  declaró  con  lugar  la  demanda;  sin 
especial  condenujpión  de  costas:  que,  apelado  dicho  fallo 
por  los  demandados,  fué  confirmado  en  treinta  del  si- 
guiente Octubre  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba, 
dwlarándose  en  consecuencia  proscripta  la  acción  de 
los  demandados  para  cobrar  las  costas  a  que  fué  con- 
denada Trinidad  de  Céspedes  del  Castillo  en  el  ante- 
rior juicio  de  referencia,  sin  especial  condenación  re.-^- 
pecto  de  ninguna  de  las  dos  instancias  del  presente  jui- 
cio: y  que,  interpuesto  por  los  demandados  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra 'el  fallo  de  la  Au- 
diencia, ha  declarado  este  Tril)unal  Supremo  en  su  alu- 
dida sentencia  fecha  de  lioy  haber  lugar  al  niismu^  ta- 
sando y  anulando  en  tal  virtud  la  de  la  Audiencia  men- 
cionada : 

Segundo.  Resultando  que  en  la  sustanciación  del 
procedimiento  se  han  observado  las  disposiciones  le- 
gales : 

Siendo  Ponente,  etc. 

Primero.  Considerando  que,  por  haber  este  Tri- 
bunal Supremo  declarado  ecm  lugar  el  recurso  de  capa- 
ción por  infracción  de  ley  deducido  en  los  presentes  au- 
tos, debe,  conforme  á  lo  prescripto  en  el  artículo 
XXXVIII  de  la  Orden  mmiero  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  dictar  sentencia  en  susti- 
tución de  la  recaída  en  la  seginida  instancia  de  este 
pleito,  que  ha  sido  casada  y  anulada: 

Segundo.  Reproduciendo  el  primer  Considerando 
de  la  aludida  sentencia  de  casación  dictada  en  este  día 
por  este  Supremo  Tribunal. 

Tercero.  Considerando  que,  según  lo  expuesto 
en  el  que  acaba  de  reproducii*se,  no  habiendo  transcu- 
rrido el  tiempo  de  quince  años  cuyo  transcurso  es  ín- 
tlisi)ensable  para  que  prescriba  la  acción  nacida  He  la 
sentencia  de  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro  al  efecto  de  reembolsarse  los  h.3re.^o- 
ros  del  litigante  vencedor  en  el  juicio  en  que  recayó 
aquella  del  importe  de  los  gastos  que  por  razón  del  nv.y- 
nio  hayan  debidamente  satisfcxjho,  no  procede  la  déclc- 
íatoria  de  prescripción  que  en  el  presente  solicita  t-l  h(í- 
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redero  de  la  litigante  condenada  en  aquél  al  pago  c\* 
las  costas  de  primera  instancia : 

Cuarto.  Considerando  que,  dada  la  naturaleza 
de  la  reclamación  propuesta  por  el  demandante,  no  caoe 
entender  que  exista  por  su  parte  temeridad  ni  mala  f<3, 
siendo  improcedente,  por  tanto,  condenarle  en  las  cos- 
taí>  de  la  primera  instancia  de  este  juicio;  como  igual- 
mente lo  es  hacer  condenación  respecto  de  las  de  segv.ii- 
da,  por  estimarse  con  lugar  la  apelación  establecida  por 
los  demandados : 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  st-n- 
tencia  dictada  en  este  juicio  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Manzanillo  y  declarar  como  declaramos  Jio 
haber  lugar  á  la  demanda  establecida  por  Ricardo  TI: 
de  Céspedes  y  Céspedes  en  su  carácter  antedicho  /'n 
especial  condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  dos 
instancias.  - 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronuncian».-  s, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  Magistrado  Sr. 
Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmal, 
José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla.-  Ra- 
fael Maydagán. 


Unega.— Auto  58.-29  de  Jtilw.— Concepto.— Ley  infrin- 
gida.—Precepto  antorizador.  {Oac,  Marzo  17,  190^,) 

DOCTRINA:  Resulta  claramente  expresado 
el  concepto  de  la  infracción  legal  que  se  reclama 
cuando  el  recurrente  expone  la  razón  por  la  cual 
debió  aplicarse  la  ley  que  cita  onio  infringida. 
^  Para  que  sea  admisible  un  motivo  fundado  en 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  es 
necesario  que  se  citen 'a ^  leyes  que  en  virtud  del 
error  resulten  infringidas. 

La  falla  de  rtcibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
instancia  se  reclama  al  amparo  del  número  3?  del 
artículo  lü9l  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Antecedentes: 

Resultando  que  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuan  tía  se^idopor  Martin  Herrera  y  Montero  contia 
Julio  Viliaf  ranea  y  Torres  »obre  reí  vindicación  de  una  y 
media  caballeria  de  tierra  de  la  fínca  denorainada  «La 
Esperanza»  con  sus  fábricas  y  plantíos,  dictada  sen- 
tencia definitiva  en  diez  y  siete  de  Junio  último  por 
la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  interpuso  contra  ella 
el  demandante  recuiso  de  casación  por  quf^brantamien- 
to  de  forma  y  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  le- 
gal, en  escrito  que  entre  otros  pármíos  contiene  los 
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que  se  transcriben  &  continaación:  «Quinto:  Que  fan- 
j»do  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
jima  en  que  habiendo  propuesto  como  parte  de  mi  prue- 
»ba  la  pericial  de  Agrimensores  para  el  apeo  y  deslinde 
•del  terreno  adquirido  por  mi  cliente  de  Federico  G. 
•FeíTagut  del  que  le  tiene  una  parte  el  demandado  y 
«cuya  reclamación  sirve  de  origen  á  este  pleito,  que 
jise  cotejara  con  su  original  la  copia  de  la  escritura  de 
jifojas  ochenta  y  tres  á  ochenta  y  cinco  y  el  plano  que 
«existe  en  el  legajo  de  documentos  privados  del  Regis- 
Hro  de  la  Propiedad  del  deslinde  He  la  finca  «La  £s- 
«peranza»  propiedad  de  mi  mandante,  fué  declarada 
•pertinente  por  el  Juzgado  de  primera  instancia,  no 
•habiéndose  podido  evacuar  por  falta  de  tiempo  y  de 
voelo  en  los  empleados  judiciales,  causas  que  no  me 
•son  imputables;  segíin  manifesté  en  mi  escrito  de 
•veinticuatro  de  Mayo  de  mil  novecientos  dos  (priaier 
•otrosí)  reservándome  solicitar  y  obtener  en  segunda 
•instancia  que  se  practicaran  dichas  pruebas  necesa- 
•rias  á  mí  defensa. — Sexto:  En  este  Tribunal  solicité 
•en  tiempo  y  forma  por  mi  escrito  de  cinco  de  Enero 
•del  corriente  año,  que  se  abriera  á  prueba  el  juicio 
•para  que  se  practicaran  la  Je  apeo  y  deslinde  de  la 
•una  y  media  caballería  de  tierra  que  usurpa  á  mi  clien- 
jíte  el  demandado  y  se  trajese  copia  del  plano  de  refe- 
•reneia  existente  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  ambas 
•periciales  y  que  debían  ser  practicadas  por  tres  Agri- 
•mensores  y  que  se  cotejara  la  escritura  de  fojas  ochen- 
•ta  y  tres  con  su  matriz  y  viniera  certificación  del  jui- 
•cio  de  apeo  y  daslinde  del  juicio  seguido  por  el  cau- 
•sante  de  mi  roprcí-entado  Sr.  Federico  González  Fa- 
•rnigut  contra  el  mismo  demandadlo  Sr.  Julio  Villa- 
•franca  de  la  vega  «Esperanza»  propiedad  de  mi  repre- 
•sentado  y  de  la  que  mía  parte  es  la  materia  litigiosa 
•en  este  pleito,  por  no  serme  imputable  dicha  falta,  y 
•la  de  e^as  pruebas  en  los  autos,  producía  mi  indefen- 
•sión;  habiendo  denegado  el  Tribunal  mi  solicitud  á 
•pesar  do  fundai'se  en  el  caso  segundo  del  artículo 
•ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Euju5ciarai*^n- 
»to  Civil.— Que  solicitada  reposición  de  aquella  nega- 
•tiva  por  mi  escrito  de  trece  de  Marzo,  en  su  primer 
•otrosí  reclamé  contra  la  mencionada  falta,  m?vuifes- 
•tando  que  lo  hacía  con  objeto  de  dejar  preparado  el 
•recurso  de  casación  por  quebrj^nta miento  de  forma, 
•dejando  así  satisfecho  el  requisito  que  pide  el  artícu- 
•lo  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  En- 
•juicíaniiento  Civil,  en  cuyos  casos  estamos,  por  no 
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nhaber  accedido  la  Sala  á  dicha  reposición  y  haber  te- 
j»QÍdo  por  consignada  la  aludida  protesta.  Apoyo  el 
»rccarso  en  esta  parte  en  el  número  qainto  del  ai*t!cu- 
»\o  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  mencionada 
vLey,  por  que  las  faltas  de  esas  pruebas  no  la  tengo 
»yo  y  por  consiguiente  no  me  son  imputables  y  por  no 
«constar  ellas  en  autos  he  resultado  indefenso;  habien- 
»do  quedado  también  cumplido  lo  que  requiere  el  incl- 
uso quinto  del  artículo  V  de  la  mencionada  Orden  no- 
«venta  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  pues 
«menciono  y  justifico  las  reclamaciones  que  he  practi- 
»cado  para  que  se  subsanara  aquella  falta  y  demuestro 
»que  ella  me  ha  producido  indefensión. — Séptimo: 
«Fundo  el  recnrso  de  casación  por  infracción  de  leyes 
«y  de  doctrinas  legales  en  los  motivos  que  paso  á  ex- 
«poner.  C:  Que  la  Audiencia  ha  infringido  las 
«Leyes  Tercera,  Título  XIV  de  la  Partida  primera  y 
«veintiocho  Titulo  VIII  de  la  partida  quinta,  si  se 
«estima  que  existió  censo  á  favor  de  Doña  Maiia  del 
«Rosario  Sotolongo  ant»  s  del  mes  de  Noviembre  del 
«año  mrl  ochocientos  noventa  en  que  comenzó  á  regir 
>»en  esta  Isla  el  Código  Civil, y  el  artículo  mil  doscien- 
«tos  ochenta  de  dicho  Código  (caso  primero)  si  se  cree 
«que  fué  después  de  su  promulgación,  porque  ambos 
«cuerpos  legales  exigen  y  exigían  que  los  censos  ha- 
«bian  de  constituirse  para  que  fueren  legítimos  y  va- 
«lederos  y  lo  sean  actualmente  por  escritura  pública, 
»lo  que  no  hicieron  José  Vento  ni  Doña  María  del  Bo- 
«sario  Sotolongo;  apoyando  el  recurso  en  lo  que  á  este 
«punto  se  refiere,  en  el  número  primero  del  artículo 
«mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
«Civil  por  la  tiolación  de  las  Leyes  ^sustantivas  citadas; 
«y  en  el  número  séptimo  del  mismo  artículo  por  el 
«error  de  derecho  en  que  ha  incurrido  la  Sala  al  dar 
«valor  para  tener  por  constituido  un  censo,  á  una  es- 
«pecie  de  documento  privado,  no  comprobado  por  ac- 
atos posteriores,  cuando  solo  podía  probarse  aquel  he- 
«cho  con  una  escritura  pública.» 

Causa  de  la  queja; 

Result^indo  que  la  cita  da  Audiencia,  por  auto  de 
veintinueve  de  Junio  último,  admitiendo  el  recurso 
en  cuanto  á  los  demás  motivos,  denegó  su  admisión 
en  la  parte  que  se  ha  re'acionado,  fundando  esta  reso- 
lución, respecto  del  recurso  por  quebrantamiento  de 
forma,  en  que  carece  de  la  circunstancia  tercera  de  ad- 
misibilidad señalada  por  el  artículo  V  de  la  Orden  nú- 
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mero  noventa  3^  dos  de  nnil  ochocientó-j  noventa  y  nue- 
ve, pues  la  falta  que  se  supone  cometida  no  está  oom- 
preí.dida  en  el  número  cincí»  del  artículo  m«l  seiscien- 
t  s  noventa  y  uno  de  la  f>ey  de  Enjuiciamiento  Civil, 
que  ae  menciona  como  precepto  autorizador  de  la  re- 
clamación, tO)da  vez  que  el  no  otorgar  la  Sala  el  recibi- 
miento II  prueba  no  es  la  denegación  de  diligencia  pro- 
batoria por  cuya  falta  autoriza  á  recurrir  el  precepto 
mencionado,  y.  respecto  de  los  motivos  por  infracción 
de  ley  que  comprende  el  párrafo  letra  C,  en  que  no 
expresa  el  recurrente,  en  la  p¿irte  primera  de  dicho 
párrafo,  el  concepto  en  que  supone  infringidas  las  le- 
yen  de  Partidas  y  el  artículo  del  Código  Civil  que  cita, 
y,  en  cuanto  á  la  última  parte  de  dicho  párrafo,  no  ci- 
ta la  ley  infringida  por  la  Bala  al  apreciai {con  error, 
de  derecho  la  prueba  del  documento  privado  á  que 
alude: 

Resultando  que  el  i^cur¡eute  ha  ocurrido  en  que- 
ja á  este  Supremo  Tribunal  «contra  el  auto  dictado  por 
»la  Au  liencia  de  Pinar  del  Río  en  veinte  y  nueve  de 
«Junio  del  año  corriente  en  cuanto  no  admitió  el  re- 
Dcarso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  in- 
«terpuesto  conti^a  la  sentencia  pronunciada  en  diez  y 
Dsieie  del  citado  mes  y  el  motivo  C  de  casación  por 
infracción  de  ley»:  n  curso  de  queja  que  se  ha  suatan- 
cialo  debidamente",  sin  intervención  del  otro  litigante, 
que  no  se  ha  personado  en  este  Tribunal,  celebi^ndo* 
se  en  el  día  de  ayer  la  con^espondiente  vista  pública, 
en  que  informó  el  Letrado  de  la  parte  recurrente  en 
sostenimiento  de  la  queja: 

RKSOLnciÓN:  ^ 

Considerando,  acerca  del  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  que  la  falta  alegada  en  este  caso, 
consistente  en  no  habei*se  recibido  el  juicio  á  prueba 
en  la  segunda  instancia,  siendo  así  que,  según  la  par^ 
te,  procedía  i-ecibirlo  con  arreglo  á  derecho,  solo  pue- 
de reclama» se  bajo  la  cita  del  número  tercero  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Ku- 
juiciamiento  Civil,  1  o  invocado  por  el  recurrente  en 
el  escrito  de  interposición,  como  d»  bió  serlo  pam  de- 
jar cumplida  la  formalidad  que  impone  el  númeix)  ter- 
cero del  artículo  V  de  la  Orden  número  noventa  y  íIob 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  > ,  en  consecuen- 
cia, no  habiéndose  expresado  en  dicho  escírito  el  pre- 
cept  •  autorizador  de  la  reclamación  que  se  formula,  la 
Sala  sentenciadora  ha  procedido  rectamente,  de  acuer- 
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do  con  lo  que  prescribe  el  artículo  XI  en  relación  con 
el  VII  de  ]a  Orden  precitada,    denegando  la  admisión 
del  recurso  en  tal  extremo: 
i  Considerando,  respecto  del  primer  motivo  d^  ca- 

I  sación  por  infracción  de  ley  consignado  en  el  párrafo 

letra  C  del  escrito  de  interposición,  que,  contra  lo  es- 
,  timado  por  la  Sala,  aparece  en  la  primera  parte  del 

¡  ref<írido  párrafo  expaesto  de  manera  clara  y  precisa  el 

concepto  «-n  que,  á  juicio  del  r**ctirrent€,  se  han  infrin- 
gido, al  estimarse  la  existencia  de  determinado  censo, 
I  las  leyes  que  señala,  á  saber,  la  tercera  del  título  XIV 

de  la  Partida  primera  y  la  veinte  y  ocho  del  Título  oc- 
tavo d«  la  Partida  quinta  ó  el  caso  primero  del  ar- 
tículo mil  doscientos  ochenta  del  Código  Civil,  según 
se  estime  que  el  censo  existia  antes  ó  después  de  re- 
gir en  esta  Isla  el  Código  citado,  alegándose  que  am- 
bos cuerpos  legales  exigen  para  que  los  censos  sean  le- 
gítimos y  valederos  su  constitución  por  escritura  pú- 
blica, lo  que  no  se  hizo  con  el  de  que  se  trata: 

Considerando,  tocante  al  segundo  motivo  conte- 
nido en  el  propio  párrafo  letra  O  <lel  escrito  de  inter- 
posición, fundado  en  el  número  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamieuto, 
que,  atribuyéndose  á  la  Sala  error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  pruebas,  por  conceder  valor  para  el 
efecto  que  se  expresa  á  una  especie  de  documento  pri- 
vado no  comprobado  por  actos  posteriores,  omite  el 
recurrente  mencionar  las  disposiciones  de  derecho  re- 
guladoras de  la  prueba  que  con  ello  se  hayan  infringi- 
do por  la  Sala  y  deja  así  por  plantear  en  sus  debidos 
términos  la  cuestión  jurídica  del  caso,  privando  á  su 
reclamación  en  este  punto  del  indispensable  requisito 
de  admisibilidad  que  se  dispone  en  el  número  cuarto 
del  artículo  V  de  la  antecitada  Orden  número  noven- 
ta y  dos,  por  cuya  razón  es  procfdente  la  denegatoria 
recaída,  conforme  al  también  citado  artículo  XI  en 
relación  con  el  VIT  de  lá  misma  Orden: 

Considerando,  pues,  que  la  queja  debe  desestimar" 
se  en  cuanto  al  motivo  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  y  al  motivo  por  infracción  de  ley 
consignado  en  segundo  lugar  en  el  párrafo  letra  C 
del  escrito  de  interposición,  siendo  fundada  únicamen- 
te en  lo  que  toca  al  primer  motivo  por  infracción  de 
ley  que  comprende  el  propio  párrafo: 

Se  df'clarasin  lugar  la  presente  queja  respecto  del 
motivo  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y 
del  s^undo  de  loe  dos  motivos  por  infracción  de  ley 
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contenidos  en  el  párrafo  letra  C  del  escrito  interponién- 
dose el  recurso  y  con  lugar  en  cuanto  al  primero  de 
ambos  motivos  por  infracción  de  ley  referente  á  las 
de  Partidas  y  Código  Civil  que  en  esa  parte  del  aludi- 
do párrafo  se  expresan,  no  haciéndose  especial  conde- 
nación de  costas:  comuniqúese  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen,  ante  mí:  certifico.  —José  Várela.— Oc- 
tavio Giberga. —Carlos  Revil la. —Rafael  Maydagán. 
— J.  M.  Aguirre. — Camilo  André,  Secretario  interino. 


— Desahu- 


Queb.  forma  é  In¿  ley.— Sent  9.— 16  de  Junio. 

cío.  (6*ac.  Marzo  2/,  1904,) 

DOCTRINA:  La  sentencia  que  se  limita  á 
declarar  con  lugar  el  desahucio  de  quien  habita 
en  precario  un  inmueble*  á  virtud  de  demanda  es- 
tablecida por  el  representante  de  la  propietaria  y 
vencido  el  término  del  requerimiento  legal,  no 
comete  ninguna  infracción  por  virtud  de  la  cual 
desconozca  la  capacidad  de  la  propietaria  para 
ceder  en  precario  el  inmueble  ni  lu  eficacia  jurídica 
de  dicho  acto,  sino  que  por  el  contrario  acepta 
como  ocupante  legal  á  quien  ha  disfrutado  el  in- 
mueble en  virtud  del  precnrio  por  todo  el  tiempo 
que  la  propietaria  lo  ha  consentido. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  seis  de  Julio 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tribu- 
nal el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma y  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Narciso 
Américo  Crucet  y  Radillo,  vecino  de  esta  capital  y  cuyo 
oficio  ó  profesión  no  consta  en  autos,  contra  la  senten- 
cia definitiva  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia 
del  Distrito  del  Centro  en  el  juicio  de  desahucio  para 
el  desalojo  de  la  casa  Gervasio  número  veintiséis,  pro- 
puesto contra  aquél  por  Ramón  del  Busto  y  Cuervo,  de 
vecindad  y  profesión  \\  oficio  que  en  autos  no  se  ex- 
presan, como  Administrador  judicial  nombrado  en  io? 
ejecutivos  seguidos  por  Manuel  Menéndez  contra  El- 
vira Sotolongo,  propietaria  de  la  referida  casa  de  esta 
ciudad : 

Antecedentes: 

Primero.  Resultando  "que  en  siete  del  actual 
Marzo  de  mil  novecientos  tres  D.  Ramón  del  Busto  y 
Cuervo  con  el  carácter  ya  expresado  estableció  la  pre- 
sente demanda  contra  D.  Narciso  Crucet  para  que  des- 
aloje la  casa  Gervasio  número  veintiséis,  toda  vez  qu** 
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disfrutándola  sin  pagar  merced,  ha  sido  requerido  con 
más  de  diez  días  de  anticipación  para  su  desalojo": 

Segundo.  Resultando  "que  habiéndose  excusado 
del  conocimiento  de  este  juicio  el  Ledo.  Herminio  del 
Barrio,  Juez  Municipal  del  Distrito  del  Norte,  por  con- 
currir en  él  con  relación  al  Sr.  Crucet  la  causal  novena 
del  artículo  ciento  ochenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  se  dio  cuenta  al  que  provee,  seíialán- 
doso  para  la  celebración  del  juicio  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  día  de  ayer  (doce  del  citado  Marzo)": 

Demanda: 

Tercero.  Resultando  "que  á  la  hora  señalada 
comparecieron  las  partes  y  dado  principio  al  juicio  con 
la  lectura  de  la  papeleta  de  demanda,  fué  ratificada  por 
el  demandante,  quien  á  la  vez  presentó  el  testimonio 
del  acta  notarial  otorgada  por  ante  el  Notario  D.  Alfre- 
do Villageliu  en  treinta  de  Enero  del  corriente  año  y 
de  la  que  consta  que  á  petición  de  D.  Ramón  del  Busto 
y  Cuervo  como  Administrador  judicial  de  los  alquileros 
de  la  casa  Gervasio  número  Veintiséis  nombrado  en  el 
juicio  ejecutivo  seguido  por  D.  Manuel  Méndez  contra 
Doña  Elvira  Sotolongo,  fué  requerido  D.  Narciso  Cru- 
cet para  que  desocupe  la  expresada  casa  por  virtud  de 
la  falta  de  pago  de  sus  alquileres;  y  ima  certificación 
expedida  por  el  Escribano  Francisco  Baños  en  tres  de 
Octubre  de  mil  novecientos  uno  y  con  vista  del  juicio 
aijtes  referido  y  de  la  que  aparece  que  en  dicho  juicio 
y  en  trece  de  Septiembre  de  mil  novecientos  fué  nom- 
brado D.  Ramón  del  Busto  Administrador  judicial  de 
los  alquileres  de  la  casa  antes  mencionada" : 

Contestación: 

Cuarto.  Resultando  "que  el  demandado,  contes- 
tando á  la  demanda,  la  negó  por  no  reconocer  la  perso- 
nalidad del  actor,  puesto  que  con  consentimiento  del 
dueño  de  la  finca  habita  esa  casa  hace  más  de  cinco 
años  sin  pagar  alquiler  de  ningún  género^' : 

Quinto.  Resultando  "que  en  réplica  el  actor  In- 
sistió en  su  demanda,  expresando  además  que  la  perso- 
nalidad del  actor  está  justificada  con  los  documentos 
que  tiene  presentados:  que,  bien  disfrute  el  demandado 
la  casa  con  permiso  del  dueño  ó  sin  él.  puede  establecer- 
se la  demanda  de  desahucio  por  el  Administrador  judi- 
cial que  es  el  que  en  los  actuales  momentos  representa  ios 
derechos  de  aquél;  y  el  demandado  en  duplica  repro- 
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dujo  SU  contestación^  alegando  la  falta  de  acción  en  el 
actor" : 

Prukba: 

Sexto.  Resultando  que,  abierto  á  prueba  el  juicio 
y  practicada  la  pertinente,  dictó  sentencia  el  Juez  Mu- 
nicipal del  Distrito  del  Sur,  por  la  cual,  estimándose 
probado  que  el  demandado  vive  la  casa  objeto  del  de- 
sahucio sin  pagar  merced  y  ha  sido  legalmente  reque- 
rido por  el  demandante  para  el  desalojo  y  teniendo  en 
cuenta  que  los  derechos  que  la  ley  concede  al  propieta- 
rio para  desahuciar  á  los  inquilinos  ú  ocupantes  de  sus 
fincas  se  entienden  concedidas  también  al  administra- 
dor judicial,  porque  es  el  representante  del  dueño  y 
mandatario  de  la  autoridad  que  lo  nombra,  carácter  que 
el  actor  ha  acreditado  documentalmente,  se  declara  con 
lugar  la  demanda  y  se  condena  al  demandado  al  das- 
alojo  de  la  casa  en  el  improrrogable  término  de  ocho 
días,  con  apercibimiento  de  lanzárselo  si  no  lo  verifica, 
y  al  pago  de  las  costas  sin  declaración  de  temeridad  ni 
mala  fe: 

Resolución  rscurbida: 

Séptimo.  Resultando  que  el  demandado  apeló  de 
dicha  sentencia  y  el  predicho  Juez  de  primera  instancia, 
aceptando  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  de 
la  misma,  la  confirmó  en  siete  de  Abril  último,  con  las 
costas  al  apelante  y  sin  hacer  tampoco  declaratoria  do 
temeridad  ó  mala  fe: 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Octavo.  Resultando  que  el  demandado  formuló 
contra  la  expresada  sentencia  definitiva  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción 
de  ley,  fundado  el  segimdo  en  el  número  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  .de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  comprendiendo  los  dos  motivos  que  se 
transcriben  á  continuación:  "En  cuanto  al  recurso  d»? 
casación  por  infracción  de  ley.  Primer  motivo^ — Resul- 
ta por  la  sentencia  violado  el  artículo  trescientos  cua- 
renta y  ocho  del  Código  Civil,  en  cuanto  siendo  la  pro- 
piedad el  derecho  de  gozar  y  disponer  de  una  cosa  sin 
Jilas  limitaciones  que  las  establecidas  en  las  leyes,  so 
anula  con  ello  el  que  tuvo  la  Sra.  Sotolongo  para  dar 
á  Crucet  en  precario  la  casa  número  veintiséis  de  la 
calle  de  Gervasio-. — Segundo  motivo:  Infringe  la  sen- 
tencia igualmente  el  artículo  mil  ochocientos  ochenta 
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y  siote  del  propio  Código  Civil,  al  desconocer  la  eflea- 
cia  del  cuasi  contrato  existente  entre  la  Sra.  Sotolon- 
íío  y  el  Sr.  Crncet  con  respecto  al  precario  en  que  dis- 
frutaba éste  desde  hace  más  de  cinco  años  la  menciona- 
da casa  Gervasio  veintiséis": 

Noveno.  Resultando  que,  admitido  el  doble  recur- 
so interpuesto  y  personado  en  este  Supremo  Tribunal 
el  recurrente,  sin  que  haya  comparecido  la  otra  pa;'- 
te,  impugnó  el  Ministerio  Fiscal  en  rrámite  de  ins- 
trucción la  admisión  del  recurso  por  quebranianiien- 
to  de  forma,  que  esta  Sala  en  auto  (íe  feclia  dos  de  Junio 
declaró  mal  admitido,  continuándose  la  >ustanci ación  en 
cuanto  al  reíujrso  por  infracción  de  ley  y  celebrándose 
(u  nueve  de  este  mes  la  correspondiente  vista  pública, 
con  asistencia  del  Ijetrado  Director  del  recurrente,  qi.e 
informó  n  sostenimiento  de  su  rclamación: 

Decís í6n  del  kkcursí»: 

Siendo  Ponente,  para  la  redacción  de  esta  senteii- 
.'ia,  el  Magistrado  Octavio  Giberga :  por  enfermedad  del 
designado  en  turno  Magistrado  Pedro  González  Lló- 
rente : 

Primero.  Considerando  que  la  sentencia  recurri- 
da, limitándose  á  tlecretar  el  desahucio  de  quien  ocupa 
sin  pagar  merced  determinado  inmueble  y  ha  sido  re- 
querido para  su  desalojo  con  la  debida  anticipación  por 
el  representante  de  la  propietaria,  carácter  este  recono- 
cido por  el  Juez  y  no  negado  en  el  recurso  al  adminis- 
trador judicial  promovente  del  juicio,  no  infringe  con 
ello  ninguna  de  las  disposiciones  del  Código  Civil  que 
el  recurrente  invoca,  pues  de  ninguna  muerte  dcoconoce 
la  capacidad  de  dicha  propietaria  para  ceder  en  preca- 
rio al  demandado  la  casa  objeto  del  litigio,  ni  la  efica- 
cia que  jurídicamente  corresponda  al  acto  por  ella  rea- 
lizado, muy  lejos  de  esto,  al  ordenar  al  desalojo  á  con- 
secuencia del  requerimiento  que  se  ha  hecho  por  la  pro- 
pietaria, ó  qjiien  la  representa,  al  ocupante  en  precarií) 
del  referido  inmueble,  acepta  implícitamente  como  ocu- 
pación legal  la  que  ha  gozado  el  último  durante  el  tiem- 
po en  que  la  ha  consentido  la  primera : 

Segundo.  Considerando  que  en  tal  virtud  proce- 
de desestimar  el  recurso  y,  con  arreglo  al  arl,ícnlo  XI j 
de  la  Orden  mimero  noventa  y  dos,  condenar  :ü  recu- 
rrente en  las  costas: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  presente  rtHjurso  de  casación  y  condena- 
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inos  en  las  costas  del  mismo  al  recurrente:  comuniqúe- 
se, etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuneiamob, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  Magistrado 
Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar. José  A^'arela. — Octavio  .Giberga. — Carlos  Revi- 
lla.— Eafael  Maydagán. 


Qneja.— Auto  62.— 4  de  Septiembre. —Motivos.  {Gaceta 

Marzo  S2,  190^. ) 

DOCTRINA:  Es  inadmisible  un  motivo  en 
el  que  se  invoca  la  infracción  del  artículo  6?  del 
Código  Civil  y  se  hace  sin  embargo  derivar  de  la 
ley  la  doctrina  que  se  dice  infringida. 

La  infracción  de  leyes  de  orden  procesal  no  pue- 
de ser  materia  de  un  recurso  en  el  fondo. 

No  es  admisible  un  motivo  en  el  que  se  englo- 
ban dos  causas  de  casación  citando  un  sólo  pre- 
cepto autorizador. 

La  circunstancia  de  haber  entendido  la  Sala 
sentenciadora  que  el  demandante  necesitaba  ob- 
tener una  adjudicación  previa  para  c&tablecer  el 
juicio,  no  afecta  á  la  competencia  para  conocer  de 
éste. 

Para  admitir  un  motivo  en  el  que  se  alegue  la 
infracción  de  una  doctrina  legal  es  necesario  citar 
los  fallos  del  Tribunal  Supremo  en  que  dicha  doc- 
trina esté  contevida. 

La  apreciación  respecto  al  grado  de  parentesco, 
aun  supuesto  que  se  haga  con  error  no  constitu- 
ye error  de  hecho. 

El  error  de  hecho  tan  sólo  consiste  en  la  equi- 
vocación  evidente  del  juzgador  en  particulares  de 
esa  clase,  y  para  que  pueda  reclamar«e  contra  él, 
es  necesario  citar  un  documento  ó  acto  auténtico 
que  lo  demuestre. 

No  es  admisible  un  motivo  en  el  que  se  alegan 
varias  iiifracciones  de  ley  involucrando  sus  res- 
pectivos conceptos. 

AnT£CBDENT£8: 

Resnitando  que  en  autos  qué  cursan  ante  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  segaidoa 
por  Juan  Antonio  Carrazco  y  Ruiz,  contra  el  Obispa- 
do de  la  Diócesis  de  la  Habana  y  el  Ministerio  Fiscal, 
cu  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  sobre  nulidad 
de  \a  fundación  dispuesta  por  Pedro  Ruiz  y  su  consor- 
te Antonia  Díaz,  dicba  Sala  dictó  sentencia  con  fecba 
tres  de  Julio  último,  y  notificada  á  las  partea  en  diez 
y  ocbo  del  mismo  mes,  el  veintitrés  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  el   Procurador   Ber- 
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nardo  Gotriño  &  nombre  de  Juan  Antonio  Oarrazco  y 
Rníz,  qne  la  propia  Sala  declaró  no  haber  lugar  á  ad* 
mitir  por  aato  de  fecha  veinticuatro  p:>r  no  haberse 
planteado  con  la  debida  separació a  y  claridad  las  cues- 
tiones objeto  del  recurso. 

Kbcubso  denegado: 

Resultando  qne  el  expresado  recargo  contiene  los 
siguientes  motivos: — Primer  fundamento: — Llamados 
en  la  fundación  los  parientes  de  D.  Podro  Rtiiz  al  pa- 
tronato y  descansando  el  demandante  en  su  carácter 
de  pariente  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  in- 
terpuso la  demanda,  justificando  con  prueba  docu- 
mental su  personalidad,  su  parentesco,  la  arción  y  el 
derecho  del  actor  á  los  bienes  y  el  fallo  de  la  senten- 
cia qne  declara  q^u  lugar  la  excepción  de  falta  de  ac- 
ción en  el  demaniante,  infringe  la  doctrina  legal  de- 
rivada de  la  Ley,  seg&n  el  articulo  sexto  del  Código 
Civil,  interpretando  erróneamente,  y  aplicando  inde- 
bidamente la  Ley  y  doctrina  legal  aplicables  al  caso 
del  pleito  contenida  en  los  artículos  mil  ciento  dos, 
mil  ciento  tres  y  mil  ciento  cuatro  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  relacionados  con  los  artículos  mil 
cien  y  mil  ciento  ano  de  la  propia  Ley  en  los  concep- 
tos de  qne  podrán  promover  el  juicio  universal,  si  el 
testador  no  hubiese  dispuesto  algo  que  lo  impida,  los 
que  se  crean  con  derecho  á  los  bienes  ó  á  cualquiera 
de  ellos  presentando  el  testamento  ó  fundación  y  de-> 
más  documentos  en  que  pueda  fundarse  la  acción  que 
se  ejercite;  y  el  derecho  del  actor  á  los  bienes;  y  si  de 
los  documentos  resultare  que  la  demanda  se  haya  com* 
prendida  en  el  caso  de  la  adjudicación  de  bienes  de 
cualquiera  fundación  que  deban  distribniróe  entre  los 
parientes  llamados  por  el  fundador  ó  por  la  Ley  en 
ios  demás  casos  análogos  en  que  los  Tribunales  hayan 
de  hacer  la  declaración  del  derecho  se  observará  el 
procedimiento  que  se  establece  en  el  presente  título 
once,  libro  segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil.— Segundo  fundamento: —  Causal  comprendida 
en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Se- 
gundo fundamento:  Habiendo  fundado  el  Obispa- 
do de  la  Diócesis  de  la  Habana  las  excepciones 
de  falta  de  personalidad  y  acción  en  el  actor  si- 
multáneamente en  los  artículos  quinientos  dos,  inciso 
segundo  del  artículo  quinientos  tres,  y  artículo  qui- 
nientos treinta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
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Civil  Kegán  están  redartados  los  dos  primeros  fanda- 
mentos  de  derecho  de  la  cou testación  y  d(íp1ica  al  se- 
pararlas al  fallo  de  su  fuente  jaridiea  le  otorga  al 
Obisipado  más  de  lo  por  él  pedido  oportchiamente  de- 
ducido eu  el  pleito  é  infringe  el  articnlo  trescientos 
cincuenta  y  ocho  de  la  L^y  de  Enjuicíamient)  Ci- 
vil en  el  coucepto  de  no  haber  hecho  el  pronuilcia- 
miento  congruente  con  las  demandas  y  con  oada  uoa 
dd  las  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el 
pleito. — E:3ta  Causal  está  comprendida  eu  el  número 
tercero  del  articulo  mil  seiecientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Tercero  fundamen- 
to: Teniendo  por  objeto  principal  el  pleito  la  nulidad 
del  auto  de  la  creación  canónica  y  la  nulidad  de  la 
perpetuidad  de  la  referida  fundación  de  la  que  se  in- 
teresa la  desvinculación  y  teniendo  acción  el  deman- 
dante en  concepto  de  parieute  del  fundador  D.  Pedro 
Kuiz  para  aspirar  á  los  bienes  de  la  misma;  la  exigen- 
cia  de  la  adjudicación  previa  le  impone  la  aceptación 
de  lo  mismo  qne  se  pide  d#je  de  existir,  por  cuyo  mo- 
tivo el  fallo  que  exige  este  requisito,  es  incongruente 
con  las  pretensiones  oportunamente  dedacidaa  en  el 
pleito;  é  infringe  ei  articulo  trescientos  cincuenta  y 
ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  la  resolución 
de  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  novecientos  uno,  en 
los  articulo  Fegundo  en  los  conceptos  en  que  las  w  n- 
tencias  deben  ser  claras  y  precisas  y  congruentes  con 
las  demandas  y  con  las  demás  pretensiones  deducidas 
oportunamente  en  el  pleito  haciendo  las  declaraciones 
que  éstas  exijan  y  decidiendo  todos  los  puntos  litigio- 
sos que  hayan  sido  objeto  del  debate,  declarando  la 
nulidad  del  auto  de  erección  canónica.  Causal  com- 
prendida en  el  número  segundo  del  artfculo  mil  seis- 
cientos novent'i  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — 
Cuarto  fundamento. — Derogada  la  vinculación  por 
R.  D.  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres  que  hizo  extensiva  la  Ley  desvincula- 
dora  de  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos  veinte  y 
sus  aclaratorias  posteriores  vigente  desde  primero  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  y  teniendo 
por  fundamento  la  prescripción  de  acción,  la  renuncia 
por  la  dejación  del  ejercicio  del  derecho  que  la  conce- 
de el  fallo  que  declara  con  lugar  la  excepción  de  pres- 
cripción de  la  acción  para  pedir  la  desvinonlación 
aplica  indebidamente  las  leyes  y  doctrinas  leales 
aplicables  al  caso  del  pleito  é  interpreta  enónea- 
mente  las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso 
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del  fvleíto  é  infringe  por  aplicación  indebida  de 
las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  plei^ 
to  en  los  conceptos  de  los  artícalo3  primero  y  cuarto 
del  Código  Civil  en  ^os  conceptos  de  qae  las  leyes 
obligan  y  los  derechos  oouoedidos  por  las  leyes  no 
son  renunciables  contra  el  orden  público  6  el  interés 
público  ó  en  perjuicio  de  tercero  é  infringe  dicho  fallo 
por  interpretación  errónea  de  las  leyes  y  doctrinas 
legales  aplicadas  al  caso  del  pleito,  los  artículos  mil 
novecientos  sesenta  y  ano,  mil  novecientos  sesenta  y 
tres  y  mil  novecientos  sesenta  y  cuatro  del  Código 
Civil  en  los  c^mceptos  de  que  las  acciones  prescriben 
por  el  mero  lapso  de  tiempo  ñjado  por  la  Ley,  las  ac- 
ciones reales  sobre  los  bienes  inmuebles  á  los  treinta 
hSkos;  y  las  personales  que  no  tenga  señalado  tif^mpo 
especial  prescriben  á  los  quince  años. — Estas  infrac- 
ciones demuestran  á  so  vez  la  violación  de  las  leyes  y 
doctrinas  legales  aplicables  al  ca90  del  pleito. — Causa- 
les comprendidas  en  el  número  segundo  del  artícalo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil. — Quinto  fundamento:  Debiendo  formalizarse  la 
contestación  y  duplica  en  los  mismos  términos  preve- 
nidos para  la  demanda  y  réplica  según  los  preceptos 
de  los  artículos  quinientos  treinta  y  nueve  y  quinien- 
tos coarenta  y  sieto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
en  relación  con  el  articulo  quinientos  veinto  y  tres  de 
la  propia  Ley  en  cuyos  escritos  expuestos  sascinta  y 
numerados  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho 
se  fíjala»  con  claridad  y  precisión  lo  que  se  pida,  la 
alegación  de  la  excepción  de  prescripción  para  el  caso 
de  que  asisto  acción  al  actor  de  una  manera  dubitati- 
va; el  fallo  recurrido  que  declara  con  lug^r  dicha  ex- 
cepción deja  de  ser  congruente  con  las  pretensiones 
oportunimento  deducidas  por  los  litigantes  é  infringe 
el  articulo  quinientos  treinta  y  nueve  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  relacionado  con  los  artículos  qui- 
nientos veintitrés  y  trescientos  cincuenta  y  ocho  de 
la  propia  Ley  en  los  conceptos  de  que  se  fijará  con 
claridad  y  precisión  lo  que  se  pide  debiendo  ser  las 
sentencias  claras,  precísHS  y  congruentes  con  las  pre- 
tensiones deducidas  oportunamente  en  el  pleito. — Cau- 
sal comprendida  en  el  número  tercero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
Sexto  fundamento. — Siendo  la  falta  de  personalidad 
distinta  de  la  de  prescripción  de  la  acción  y  ésta 
completamente  distinta  de  la  prescripción  sin  que  una 
paeda  ser  consecuencia  de  la  otra  planteándose  con 
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<;ada  uua  de  ellas  distinta  cuestión  en  el  pleito,  sin 
que  pueda  estimarse  alguna  de  ellas  continuación  de 
las  otras,  el  f.«llo  de  la  sentencia  recurrida  que  decla- 
ra con  lugar  la  excepción  de  prescripción  alegada  en 
el  escribo  de  d&plica  en  concepto  de  ampliación  ó  mo- 
diñcación  ó  adición  de  las  excepcionea  de  f¿i1ta  de 
personalidad  y  de  la  falta  de  acción  interpreta 
erróneamente  las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables 
al  caso  del  pleito  infriup:iendo  el  artículo  quinientos 
cuarenta  y  siete  de  la  L^y  de  Enjuiciamiento  Civil 
«n  los  conceptos  de  que  dichas  adiciones  no  pueden 
alterar  las  que  sean  objeto  principal  del  pleito,  ya 
de  las  acciones,  ya  de  las  excepciones. — Causal  com- 
prendida en  el  número  primero  del  articulo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil. -Séptimo  fundamento. — Habiendo  sido  propuesta 
la  excepción  de  prescripción  de  la  acción  y  del  de- 
recho del  actor  á  los  bienes  de  la  fundación  de  don 
Pedro  Rw  de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de  princi- 
pal en  el  sexto  fundamento  de  derecho  de  la  du- 
plica el  fallo  de  la  sentencia  recurrida  declarando 
con  lugar  dicha  excepción  de  prescripción  le  otorga 
más  de  lo  pedido  sobre  las  pretensiones  oportanameíi- 
te  deducidas  en  el  pleito,  é  infringe  el  artículo  qui« 
cientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  en  los  conceptos  de  que  en  la  contestación  á  la 
demanda  el  demandado  deberá  hacer  aso  de  las  ex- 
cepciones perentorias  que  tuviere. — Causal  compren- 
dida en  el  número  tercero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Octavo 
fundamento. — Que  estando  vacante  el  Patronato  de  la 
fundación  de  la  que  fué  Patrono  D.  Francisco  Kuiz 
único  expresamente  designaJo  y  fallecido  eu  cuatro 
de  Julio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  si4te  y  lla- 
mado por  su  falta  al  pariente  más  cercano  del  fun- 
dador D.  Pedro  Ruiz,  que  estuviese  más  pronto  apto 
para  la  colación  y  no  á  los  desendientes  de  D.  Manuel 
José  y  D.  Ignacio  Ruiz  demostrándose  que  á  excep- 
ción de  D.  Francisco  Ruiz  los  Patronos  que  han  po- 
seído, han  sido  los  nombrados  biznietos  de  D.  Ignacio 
Ruiz  y  Abren, se  demuestra  también  con  pruelia  docu- 
mental ser  D.  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz  nieto  de 
D.  Fernando  Ruiz  y  Abren  hermano  de  D.  Ignacio 
Ruiz  y  Abren  y  ambos  sobrinos  de  los  fundadores,  es 
evidente  que  se  encuentra  en  igual  y  preferente  grado 
respectivamente  de  preferente  parentesco  con  las  per- 
sonas que  fueron  Patronos  nombrados  D.  José  de  la 
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O.  RuiZy  D.  Manuel  María  Ruiz,  D.  A  odres  Avelíüo 
&UÍZ  8eg6ii  86  evideocia  din  la  prueba  documental  y 
con  la  eertifíoaci6n'de  fojas  doscientos  trece,  y  por  ca- 
^os  motivos  el  fallo  recurrido  que  declara  con  lugar  la 
excepcióu  de  falta  de  acción  incurre  en  el  error  de  he-* 
cho  demostrando  con  documentos  auténticos  de  los 
que  resulta  la  evidente  equivocado ¡i  del  juzgador,  por 
cuyo  ñaotivo  infringe  el  fallo  recurrido  al  artículo  no- 
vecientos quince  del  Código  Civil  en  los  conceptos  de 
que  la  proximidad  del  parentesco  se  demuestra  con  el 
número  de  generaciones,  cada  generación  forma  nn 
^rado,  causal  comprendida  en  el  núniero  séptimo  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil. — No  veno  fundamento. — Teniendo  es- 
te juicio  declarativo  el  carácter  de  incidente  previo 
que  por  tener  una  tramitación  especial  señalada  en 
la  Ley,  no  siendo  posible  la  aceptación  de  la  perpetui-^ 
dad  de  la  fundación  y  la  validez  del  auto  de  erección 
canónica,  la  adjudicación  de  lo3  bienes,  solicitada  en 
la  demanda  quedó  en  suspenso  por  haber  sido  el  ob- 
jeto principal  y  quedó  el  juicio  limitado  álos  pronun- 
ciamientr>s  previos  que  en  la  réplica  se  interesan;  y 
por  consiguiente  el  fallo  recurrido  que  declara  con  lu- 
gar la  excepción  de  falta  de  acción  para  el  incidente, 
infringe  la  doctrina  legal  consignada  en  los  artículos 
ciento  tres,  mil  ciento  cuatro  y  setecientos  cuarenta  y 
tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  los  concep- 
tos de  que  con  el  testamento  Ó  fundación  y  los  demás 
documentos  en  que  pueda  fundar  la  acción  que  se 
ejercita  y  el  derecho  del  actor  á  los  bienes  debe  admi- 
tirse la  demanda  que  exige  un  pronunciamiento  previo, 
sirviend  »  de  obstáculo  á  la  continuacióu  del  juicio  de 
adjudicación,  y  se  sustanciará  en  la  misma  pieza  de 
autos,  quedando  mientras  tanto  en  suspenso  el  curso 
de  la  demanda  principal  y  por  lo  que  se  demuestra  la 
aplicación  indebida  de  las  leyes  y  doctrinas  legales 
aplicables  al  caso  del  pleito.  — Causal  comprendida  en 
el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Causa  db  la  queja: 

Resultando  que  contra  el  referido  auto,  fecha 
veinticuatro  de  Julio,  que  declaró  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso,  interpuso  el  recurrente  recurso 
de  queja  ante  este  Supremo  Tribunal  que  formalizó 
en  diez  del  mes  de  Agosto  próximo  pasado,  habiéndo- 
le tramitado  en  forma  legal,  celebrándose  la  visita  el 
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día  veinte  y  ocho  de  dicho  mes  con  asÍBtencia  de  loa 
Letradce  de  la  parte  recurj^nte  y  del  Obispado  Cató- 
lico de  la  Habana,  quienes  mantuvierou  é  impugna- 
ron respectivamente  el  recurso,  digo,  el  mencionado 
recurso  de  quej  A. 

Resolución: 

Considerando  que  el  piimer  motivo  del  recurso  es 
inadmisible,  porque  invocándose  en  el  articulo  seis 
del  Código  Civil  que  se  reñere  al  caso  de  no  haber  ley 
esact-amente  aplicable  al  punto  controvertido  se  hace 
sin  embargo  derivar  de  ella  la  doctrina  que  se  dice 
infringida;  y  porque  citándose  como  infringidos  por 
aplicación  indebida  determinados  preceptos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  algunos  de  los  cuales,  por 
otra  parte,  tienen  índole  meramente  procesal  y  no 
pueden  ser  materia  de  un  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  se  explica/ el  concepto  de  su  infracción  en  tér- 
minos que  hacen  entender  que  precisamente  al  ampa- 
ro de  dichos  preceptos  y  cumpliéndolos  se  interpuso 
por  el  recurrente  la  demanda  con  que  se  inició  ol 
pleito. 

Considerando  que  respecto  al  segundo  motivO|. 
que  en  él  se  engloban  dos  causas  de  casación,  ó  sean 
las  de  los  números  segundo  y  tercero  del  articulo  mil 
Beiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, invocando  tan  solo  expresamente  este  áltimo- 
como  precepto  autorizador  de  dicho  motivo,  refirién- 
dose, además,  el  recurrente  indistintamente  á  una  ú 
otra  de  las  indicadas  causas  involucrando  sus  respec- 
tivos conceptos;  lo  cual  es  incurrir  en  el  defecto  de 
dejar  de  cumplir  lo  que  dispone  el  párrafo  tercero, 
articulo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  no  esbablecié adose 
tampoco  la  debida  separación  entre  dichas  declaracio- 
nes planteadas. 

Considerando  que  p1  número  segundo  del  ya  cita- 
do artículo  mil  seiscientios  noventa  ea  manifiestamen- 
te inadecuado  para  autorizar  la  infracción  que  se 
alega  en  el  motivo  tercero  porque  el  haber  entendido 
la  iü^ala  sentenciadora,  conforme  sostiene  el  recurren- 
te, que  érte  necesitaba  obtener  una  adjudicación  pre- 
via á  la  interposición  de  la  demanda,  para  ejercitar 
eficazmente  el  derecho  reclamado  en  la  misma,  cual- 
quiera que  sea  la  procedencia  ó  improcedencia  con 
que  semejante  declaración  haya  sido  hecha,  no  es 
(cuestión  ésta  que  afecte  de   modo    alguno  á  la  con*- 
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gmeocii  entre  lo  pedido  en  el  pleito  y  el  fallo  que  le 
puso  término. 

Coneiderando  que  el  cuarto  motivo  se  refiere  á 
doctrina  legal  que  en  el  recurso  uo  está  apoyado  en 
sentencias  del  Tribunal  Supremo,  cuya  mención  es  in- 
dispensable en  todo  caso;  carece  además  de  )a  claridad 
necesaria  y  no  contiene  cuestión  alguna  que  pueda 
discutirse  al  amparo  d^l  número  segundo  del  articulo 
mil  seiscientos  noventa  ya  referido. 

Considerando  que  el  motivo  quinto  tampoco  está 
autorizado  por  el  numero  tercero  de  dicho  artículo, 
porque  éste  se  refiere  al  caso  de  otorgarse  en  el  fallo 
más  de  lo  pedido  en  el  pleito:  cuestión  que  para  nada 
se  menciona  en  el  expresado  motivo,  ni  tiene  relación 
con  los  preceptos  ]eg»»les  que  como  infringidos  en  él 
se  invocan. 

Considerando  que,  por  el  contrario,  los  motivos 
sexto  T  séptimo  han  debido  admitirse,  por  reunir  lae 
condiciones  que  la  Ley  requiere  para  su  admisión. 

Considerando  que  la  apreciación  de  la  preferencia 
en  el  grado  de  parentesco,  para  resolver  en  su  vista 
el  derecho  del  demandante,  supuesto  que  se  haya  he- 
^  cho  con  error,  como  pretende  el  recurrente,  no  puede 
ser  de  hecho,  conforme  también  el  propio  recurrente 
aduce  en  el  motivo  octavo  de  su  recurso,  porque  dicha 
apreciación  es  de  índole  estrictamente  legal  y  el  ei«ror 
de  hecho  tan  solo  puede  consistir  en  la  equivocación 
evidente  del  juzgador  en  particular  de  est»  filtima  na- 
turaleza, demostrada  además  por  documentos  autén- 
ticos. 

Considerando  que  el  motivo  noveno  carece  de  la 
claridad  y  precisión  que  se  requiere  para  su  admisión, 
porque  en  él  se  alegan  varias  infracciones  de  ley  in- 
vnlucrando  sus  respectivos  conceptos,  porque  algunos 
de  los  que  se  suponen  infringidos  no  secitau  en  modo 
alguno  y  porque  respecto  á  la  doctrina  legal,  que  tam- 
bién se  supone  iuf  ringida,.uo  se  menciona  ningán  fallo 
de  la  jurisprudencia  en  que  aquélla   puede  apoyarse. 

Be  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja  inter- 
puesto por  Juan  Antonio  Carrasco  en  cuaiito  á  loa 
motivos  sexto  y  séptimo  del  de  capación,  y  sin  lugar 
en  cuanto  á  los  otros,  sin  especial  condenación  de  cos- 
tas.    Comuniqúese  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
«dos  del  margen  ante  mi,  certifico. — JoFé  Várela.— -Oc- 
tavio Oiberga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — 
Federico  Mora. — Camilo  André,  Secretario  interino. 
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dneja,— Auto  63.-5  de  Septiembre,— Precepto' autoriza- 

dor.  (ÍVac.  Marzo  2S,   ihOl.) 

I>0<*TlíINA:  Paro  juz«;ar  de  la  procedencia 
del  recurso  de  casación  cuando  se  traía  de  autos 
dictados  en  diligencias  de  ejecución  de  sentencias 
es  necesario  atender  al  ariífulo  1693  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  y  no  al  IGiSS,  (jue  no  es 
aplica  ble  al  caso. 

No  es  fundamento  adecuado  para  negar  la  ad- 
misión de  uii  recurso  la  simple  afirmación  de  la 
Sala  sentenciadora  de  que  la  resolución  recurrida 
no  adolece  de  los  defectos  (|ue  el  recurrente  le  titri- 
bu3'e. 

VA  artículo  943  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil no  se  opone  á  que  se  admita  un  recurso  de  ca- 
sación en  un  incidente  de  liquidación  cuando  aquél 
se  funde  en  haberse  resuelto  puntos  esenciales  no 
discutidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  ejecuto- 
ria, segiín  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
de  esta  República  y  de  España. 

Anteckdkktk8: 

Resultando  qu(í  en  las  diligenciaiü  sobre  cumpli- 
miento de  la  sentencia  dictada  en  el  juicio  de  mayor 
cuantía  seguido  por  Eicardo  Giiell  Laslieras  contra  la 
sociedad  de  Andrés  Gímzález  y  Compañía  en  cobro  de 
pesos,  se  promovió  incidente  respecto  de  la  liquidación 
que  debía  practicarse  según  la  ejecutoria,  cuyo  inciden- 
te/ué  resuelto  definitivamente  en  grado  de  apelación 
por  la  Andiencia  de  Santa  Clara  en  auto  de  diez  y  seis 
de  Julio  último. 

Recurso  dg>egado: 

Resultando  que  Joaquina  Raigt  y  compartes  inter^ 
pusieron  contra  el  referido  auto  de  la  Audiencia  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley,  citando  como  ])ro- 
cepto  autorizante  del  recurso  el  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  tivs  de»  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  eu 
relación  con  v\  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos novííuta  de  la  propia  ley,  porque  en  su  sentir 
el  auto  recurrido  resolvía  puntos  sustanciales  no  contro- 
vertidos en  el  ])leito  ni  decididos  en  la  sentencia  y  pro- 
veía en  (Contradicción  con  lo  ejecutoriado,  conteniendo 
á  la  vez  violación,  interpretación  errónea  y  aplicación 
indebida  de  1as  leyes  aplicables  al  coso  debatido,  expo- 
niendo en  los  correspímdientes  motivos  el  concepto  de 
las  infracciones  alegadas. 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  (jue  la  Sala  sentenciadora  dictó  auto 
en  tK'bo  d(í  Agosto  próximo  pasado  declarando  no  ha- 
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ber  lugar  á  admitir  el  expresado  recurso  por  los  si- 
guientes fundamentos:  que  si  bien  el  escrito  en  que 
aquél  se  interpone  se  ajusta  á  las  exigencias  de  forma 
que  relaciona  el  artículo  V  de  la  Orden  número  noven- 
ta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  recurso 
es  improcedente  por  no  ser  susceptible  de  casación  ol 
fallo  de  la  Sala,  en  cuyas  atribuciones  está  apreciar  ese 
extremo,  según  el  precepto  del  artículo  VII  dé  la  cita- 
da Orden,  negando  el  recurso  cuando  así  corresponda, 
conforme  al  articulo  XI:  que  según  el  artículo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  ocho,  en^relación  con  el  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  el 
auto  recurrido  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  defini- 
tiva á  los  efectos  de  la  casación,  por  no  serlo  en  sí  mis- 
mo, sino  que  ha  recaído  en  un  incidente  que  lejos  de 
poner  término  al  juicio  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación, facilita  su  curso,  resolviendo  la  manera  de  eje- 
cutarse el  fallo  dictado:  que  tampoco  es  susceptible  ¿a 
casación  dicho  auto  conforme  al  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  tres  de  la  citada  Ley  procesal,  ya  que  en  él 
no  se  resuelven  puntos  sustanciales  no  controvertidos 
en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia,  ni  se  provee 
en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,  sino  que  por  fú 
contrario,  se  ajusta  á  ello  lo  ciue  en  el  propio  auto  se 
manda:  que  versando  el  propio  auto  sobre  el  pago  ó 
entrega  á  Güell  Lasheras  de  cantidades  líquidas  ó  que 
puedan  llegar  á  serlo  por  ser  conocidos  los  factores  de 
que  ha  de  coniponerse,  y  habiéndose  tramitado  las  re- 
clamaciones de  Joaquina  Kaigt  y  compartes  con  arre- 
glo al  artículo  novecientos  treinta  y  uno  y  siguientes  do 
la  repetida  Jjcy  procesal,  no  puede  darse  recurso  alguno 
contra  la  indicada  resolución,  segiin  el  artículo  nove- 
cientos cuarenta  y  tres,  no  fístarldo  tampoco  comprendi- 
do el  cíLSo  en  el  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  tres*, 
parte  final.  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia de  Espaiía  de  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  seis;  y  por  último,  que  las  resoluciones 
que  terminan  un  incidente  on  la  segunda  instancia,  tie- 
nen el  carácter  de  definitivos  á  los  efectos  de  la  casa- 
ción sólo  en  el  caso  de  que  j)ongiin  término  al  pleito  h;i- 
ciento  imposible  su  continuación — Auto  del  Suprema 
Tribunal  de  Justicia  de  esta  Isla  de  veinte  y  ocho  de 
Julio  de  mil  novecientos  uno. 

Resultando  que  los  recurrentes  interpusieron  re- 
curso de  queja  contra  el  expresiWlo  auto  denegatorio  de 
ocho  de  Agosto  próximo  pasado,  cuyo  recurso  se  ha  sus- 
tanciado ante  este  Tribunal  Supremo,  celebrándose  la 
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visíí^.  ^)'M.}ica  (A  í'i:a  dos  !i{*l  ncrnal  con  sólo  la  asistonoiíi 
<]i}\  Ahní;n.lo  tlolVnsnr  ñ^:  ht.-y  nvunvntí's,  que  :í(»fttuvo 
o]  rci-iirso. 

Kkrülución: 

(.V)ns!iltM*an(lo  <\uo  fuii<lánrlosi'  (>1  nMiirso  intcrpuo-- 
ío  ])()••  .l(ui(|UÍTUi  licii^L  y  com partís  en  ol  artículo  iimI 
s'Mscit  iitot;  iiovtiiita  y  tres  do  la  Tj<'y  do  K]ijiiioiainÚMit4) 
Civil,  la  dí^olaratoria  do  no  liabor  lugar  á  admitirlo  no 
juicdí^  jusiiíicarla  la  afirmación  qiio  so  Iiaco  por  la  Kala 
so?íí  "iHÍ.idí>ra  do  que  la  resolución  do  qiio  so  traía  lojtvs 
do  ]M>n'M'  ténniíH)  al  ploiío  Cacilita  su  continuación,  por- 
<ji!o  tal  cinu'istiincia  que  ])rÍAaría  al  recurso  (»n  otr;> 
v.i\>'.)  dv  una  do  sus  condiciones  de  admisibilidad,'  os  de 
iin]>n>p¡a  invocación  rospt^cto  do  unas  di  Herencias  sohní 
cumplimiento  di}  ejecutoria,  en  los  cubiles  no  cabo  vsu- 
[íoner  que  so  dicte  resolución  aliruna  de  las  qiu»  ])onen 
término  á  un  juicio  principal  en  tramitación,  ba.sc  d"l 
artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  cu  su  número 
primero,  el  cual,  por  lanío,  os  inaplical)lo  al  caso  del 
mil  seiscientos  noventa  y  tros. 

Considoraiído  que  la  otra  afirmación  do  la  propia 
Sala  de  (pie  el  auto  recurrido  no  contiene  ninguno  de 
los  defíM-tos  que  señala  el  artículo  mil  seiscientos  no- 
víMita  y  trv's  como  causas  de  casación,  tampoco  puede 
estimarse  couío  base  proeedente  para  denegar  la  admi- 
sión del  recurso,  poríiue  con  semejante  afirmación,  llo- 
clla de  lina  manera  absoluta  y  sin  explicaciones  con  r.^- 
fí'ri^ucia  á  todas  las  indicadas  cansas,  no  se  determina 
verdaderanuMito  cuáles  sean  las  informalidades  de  que, 
á  juicio  do  la  Sala,,  adolece  la  interposición  del  recur- 
so, no  pudiendo  concederse  á  la  citada  man  i  f  estación 
otro  alcance  que  el  que  sus  propios  términos  limitnn,  ó 
sea  el  do  una  negativa,  en  defcnisa  del  auto,-  contra  las 
nl(\ü:acionos  del  recurso. 

Considerando  que  si  bien  el  párrafo  segundo  del 
artículo  novecientos  cuarenta  y  tres  de  la  Tjoy  de  En- 
juiciamiento Civil  previene  que  no  se  dé  rocur.;o  al- 
guno contra  el  fallo  dv  la  Audiencia  que  resu'r^lva  el 
incidente  de  liipiidación  á  que  se  refiere  la  Sección  pri- 
niera  del  título  octavo  de  la  propia  ley,  tal  pnMi-opto,  li- 
mitado al  cumidiniiento  de  la  ejecutoria,  no  puede  ha- 
( erso  ext<*nsivo  á  particulares  no  comprendidos  en  ella, 
ó  que  estén  en  contradicción  con  dicha  ejecutoria,  cílsím 
distintos  contra  cuya  r(#solución  otorga,  por  excepción, 
el  pnvilado  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  tres  el 
recurso  (jue  ahora  se  denioíra,  equivalietulo   una  aj»r*^- 
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ciacíón  distinta  á  estimar  que  ambos  artículos  se  ro»- 
pelen,  lo  que  no  flel)e  suponerse,  mucho  menos  cuando 
lo  que  acaba  de  exponerse  está  de  acuerdo  con  el  princi- 
pio á  que  obedece  el  párrafo  segando  del  artículo  nove- 
cientos  cuarenta  y  oclio  y  con  la  jurisprudencia  de  esto 
Tribunal  8u])renio  y  el  de  T5spaña,  sin  exclusión  del 
auto  dictado  por  este  iiltimo  en  diez  de  Diciembre  do 
mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  citado  en  el  que  motiva 
la  queja,  porque  si  dicha  resolución  declara  aplicable  al 
caso  que  resuelve  el  artículo  novecientos  cuarenta  y  trc^, 
es,  precisamente  por  no  estar  comprendido  aquél,  s(»- 
gún  lo  exprosa,  en  las  exc(»pciones  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  y  tres. 

Considerando  que  j)or  las  razones  expuestas?  y  por 
llenar  el  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso  los  re- 
quisitos de  forma  señalados  en  el  número  cinco  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  procede  declarar  con  lugar  la  presente  queja. 

Se  declara  con  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to p9r  Joaquina  Raigt  y  compartes  contra  el  auto  dic- 
tado en  ocho  de  Agosto  último  por  la  Audiencia  dií 
Hanta  Clara,  á  quien  se  ordena  que  remita  los  autos  á 
este  Tribunal  Suprettio,  con  emplazamiento  de  partes; 
y  nó  hacemos  especial  condenación  de  costas.  Y  lo 
acordado. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  finnan  los  Magistn- 
dos  del  margen  ante  mí,  de  que  certifico.  José  Várela.—^ 
Pedro  González  Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos 
Revilla. — Riifael  Maydagán. — Camilo  André,  Secreta- 
rio interino. 


ftti^a.— Auto  66.— 21  de  Septiembre.— Precepto  antori- 

Zador.  iOae:  Marzo  28,  190 Jí  ) 

DOCTRINA:  No  procede  admitir  un  recur- 
so de  casación  fundado  en  el  caso  5?  del  anículo 
1691  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ciril.  cuando 
se  alega  la  denegación  de  una  dih'gencia  de  prueba 
que  en  realidad  no  ívíú.  propuesta  en  el  juicio. 

Causa,  de  la  queja  : 

Resultando  que  en  antos  seguidos  por  Plácido 
Cambas  contra  Faustino  Bcrmúdes  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  ba  dictado  con  feclia  dicí 
y  siete  de  Agosto  último  el  auto  cuyos  resultandos  son 
los  dos  que  á  continuación  se  copian. — Kesultando :  que 
abierto  este  juicio  á  pruel)a  en  segunda  instancia  «í-^ 
practicó  la  de  confesión  judicial   mandada  á  evacuar 
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por  el  Tribunal  Supremo,  y  en  providencia  de  veinti- 
ocho de  Marzo  del  presente  año  se  digpuso  que,  practi- 
cada como  liabía  sido  la  prueba  admitida,  se  agregara  k 
su  actuación  y  se  entregaran  los  autos  á  las  partes  para 
instrucción  por  el  término  de  seis  días  improrrogables 
á  cada  una. — Kesultando:  que  en  dos  de  Abril  el  actor 
Plácido  Cambas  interpuso  recurso  de  súplica  contra  la 
anterior  providencia  fundado  en  que  procedía  una 
prueba  de  cotejo  que  expresamente  promovía;  siendo 
negada  el  tres  la  sustanciación  del  recurso,  por  tratarse 
de  providencia  de  mera  tramitación. — Resultando:  que 
dictiida  sentencia  en  este  juicio  en  catorce  de  Julio  con- 
firmando la  apelada,  fué  notificada  el  tres  de  Agosto  á 
las  partes  y  el  ocho  del  propio  mes  D.  Pedro  üdaeta 
mandatario 'del  actor  presenta  escrito  interponiendo  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  fonna  é  in- 
fracción de  ley,  autorizado  en  cuanto  á  la  forma  por  el 
inciso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  imo 
y  en  cuanto  al  de  infracción  de  ley  los  incisos  primero, 
segundo,  tercero  y  séptimo  del  artículo  mil  seisciento» 
noventa  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Resultando  que  dicho  auto  en  su  parte  dispositiva 
adimte  el  recurso  de  casación  inteit^uesto  por  infracción 
de  ley  á  que  se  refiere  en  sus  resultandos,  y  deniega  ia 
admisión  del  de  quebrantamiento  de  forma,  fundándosí» 
para  lo  primero  en  que  se  han  llenado  las  exigencias  le- 
gales para  su  interposición,  y  para  lo  segundo  en  que  el 
expresado  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  no 
ee  ha  preparado  convenientemente,  porque  el  recurso  de 
súplica  que  se  interpuso  en  dos  de  Abril  por  el  actor  lo 
fué  contra  la  providencia  que  mandó  entregar  los  autos 
para  instrucción,  sin  que  en  ella  se  le  negase  ninguna 
diligencia  de  prueba  que  no  propuso  el  actor  sino  como 
consecuencia  de  la  súplica  que  interponía. 

Resultando  que  mandadas  entregar  las  oportiuias 
copias  de  dicho  auto  y  del  escrito  al  cual  recayó;  Voih-o 
üdaeta  y  Cagigal  en  repreí^entación  del  recurrente  Plá- 
cido Cambas  y  (lonzález  ha  acudido  ante  este  Tribunal 
.  Supremo  interponiendo  recurso  de  queja  contra  la  pre- 
citada resolución,  habiéndose  sustanciado  este  último 
recurso  ^n  legal  forma,  ceh^brándose  ia  vista  el  día  iV^y. 
y  siete  del  corriente  mes  con  asistencia  de  los  Tx^trados 
(le  las  dos  partes  litigantes. 

Resolución: 

Considerando  que  al  et;tablc"cer  el  inciso  quinto  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  v  uno  de  la  í^ev  de  Kn- 
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juiciamiento  Civil,  como  materia  de  quebrantamieixto 
de  las  formas  esonciales  del  juicio  al  efecto  de  la  casa- 
ción, la  donejs^ación  de  cualquiera  diligencia  de  prueba 
que  sea  admisible  según  las  leyes,  evidentemente  re- 
quiere como  primer  elemento  para  que  pueda  entrar- 
síe  á  discutir  semejante  cuestión  en  cada  caso,  y  por 
tanto  para  que  sea  admisible  el  recurso  funtlado  en 
aquel  precepto,  que  la  diligencia  de  prueba  denegada 
haya  sido  en  realidad  promovida. 

Considerando  que  la  circunstancia  expresada  en 
el  anterior  párrafo,  en  concpeto  de  elemento  necesario 
para  el  recurso,  no  concurre  en  el  caso  presente;  porque 
teniendo  por  objeto  la  diligencia  de  cotejo  de  letras,  con- 
forme explica  el  artículo  .seiscientos  cinco  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  autenticar  un  documento  pre- 
sentado en  juicio  siempre  que  su  autenticidad  3C  nie- 
gue ó  ponga  en  duda,  es  claro  que  sólo  puedo  dicha  dili- 
gencia tener  existencia  legal  como  consecuencia  de  ha- 
berse promovido  pruelm  documental,  lo  cual  no  ha  jsu- 
cedido  en  este  pleito;  pues  haí)ióndose  casado  la  prime- 
ra sentencia  dictada  por  el  Tribunal  á  quo  al  sólo  efec- 
to de  que,  abriéndose  á  prueba  el  juicio  en  su  segunda 
instancia  se  recibiera  confesión  judicial  al  demandado, 
cuando  con  ocasión  de  esta  prueba,  el  demandante  pre- 
tende el  que  se  practique  un  cotejo  de  letras,  no  puedíí 
decii-se  que' se  refiera  á  la  diligencia  que  la  Ley  establece 
con  la  dicha  designación  para  el  caso  ya  explicado,  ni 
tampoco  que  haya  promovido  prueba  alguna  que  le  haya 
sido  denegada;  faltándole  así  al  recurso  promovido  con 
tales  antecMídentes  el  requisito  terc(?ro  del  artículo  quin- 
to Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  pues  las  razones  exp mistas  ílemuestrau 
que  al  precepto  invocado  como  autorizador  del  recurso 
no  puede  atribuírsele  este  carácter. 

Considerando  que  cuando  un  recurso  de  queja  por 
denegación  de  casación  se  declara  sin  lugar  las  costas 
deben  imponerse  al  recurrente  confornuí  ordena  el  ar- 
tículo veinticinco  de  la  citada  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Se  det^lara  sin  lugar  el  rocur.«5o  de  queja  estableci- 
do por  la  representación  de  Plácido  C'and)as  y  Gonzá- 
lez  condenando  á  este  último  en  las  costas. — C-omuníouc- 
se,  etc.  Tjo  acordaron,  manílanm  y  fírman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen  ante  mí,  certifico.  José  Várela. — 
Pedro  González  Llórente. —  Octavio  Giberga. —  (birlos 
Revilla. — Kafael  Mavdagán. — í]l  Secretario,  Armando  de 
J.  Riva. 
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ff^-.  GnejaN—Atito  68.-26  de  Septiembre.  -Serítencia  deñni- 

^jíf:'  tira.  {Gac,  Marzo  2-i,  WOjí.) 

0;¡--  DOCTRINA:    Tiene  el  concepto  de  sentencia 

ñv'  definitivn   á  los  efectos  de  la  casación  la  dictada 

te''  en  un  juicio  declaraiivo  de  mayor  cuantía  por  la 

¿-^   "  cual  se  at»suelve   al  demandado  por  no  serle  exigi- 

'^i  ble  la  obligación,   sin  que  obste  á  aí|uel  carácter 

1<  ;  el  de  techo  que   tenga  el  actor  para  dirigir  su  ac- 

¿Vv .  ción  contra  otras  p&rsonas. 
m-^   .                               , 

7í^: '  Antecedentes: 

íj^V  Resultando  que  en  Jos  autos  del  juicio  d(x*larativo 
if;  '  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
f¿,v  instancia  de  la  ciudad  de  Matanzas  y  Audiencia  de  la 
y.-'  misma  por  D.  José  Grande  y  Carroño  contra  Doria  Ca- 
fe? mila  Hernández  y  Kauce,  sobre  aplazamiento  de  cré- 
^I  ,  .  dito  hipotecario.  Grande  estableció  demanda  contra  la 
'J'^\  Hernández,  como  dueña  del  crédito  sobre  cuyo  apla- 
•V  zamiento  se  trata,  la  Audiencia  declaró  que  Doña  Ca- 
5-;  i  ■  mila  Hernández  no  tiene  ef  cará^íter  con  que  se  la 
demanda,  ó  sea  el  de  dueña  (k;l  crédito  sobre  cuyo  apla- 
ta'  zamiento  se  trata  para  los  efectos  de  la  Orden  número 

V  ;  ciento  treinta  y  nueve  de  veintisiete  de  Mayo  de  mil 
¡ttv  '  novecíientos  uno,  por  tratarse  de  finca  destruida  durante 

V  la  guerra,  por  cuyo  motivo  absolvió  á  la  Hernández  de  ía 
.; '  demanda. 

,1.  ,  Recurso  denegado: 

'■■-  Resultando   que   contra    esa    sentencia    interpuso 

Grande  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley.  fun- 

V  dándolo  su  Procurador  en  los  siguientes  motivos:  "Mí 
y  representado  según  lo  comprueba  el  testimonio  de  escri- 
tura de  fojas  tres,  ])or  escritura  de  veinticuatro  de  Ju- 

c  lio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  recibió  y  confesó 

haber  recibido  de  Doña  Camila  Hernández  trece  mii 
doscientos  setenta  y  un  pesos  setenta  y  dos  centavos  en 
oro,  cuyo  contríito  fué  inscripto  en  el  Registro  de  la 

K  Propiedad  de  Alacranes.  Y  en  la  mencionada  escritura  de. 

fojas  tres,  de  veinticinco  de  Agosto  de  mil  ocliocientos 
noventa  y  cuatro,  ante  el  Notario  D.  Bonifacio  Domín- 
guez Vallejo  se  hace  mención  de  aquella  obligación  y 
íse  estipula  la  forma  y  modo  de  pago  de  lo  que  se  que- 
daba debiendo  de  la  misma  á  la  Sra.  Camila  Hernándc/:. 
Ocurrió  el  fallecimiento  del  esposo  de  ésta  Sr.  Gutié- 
rrez y  en  los  autos  de  su  testamentaría  ó  juicio  de  fami- 
lia se  adjudicó  ese  crédito  hipotecario  á  los  hijos  dv? 
Doña  Camila  Hernández  y  Gutiérrez,  proindi vivsaaion te 
entre  los  nombrados  Doña  María  Ramona  Generosa,  1>. 


r 
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Francisco  Eleuterio,  Doña  María  Ycrena  y  D.  José  Aiilo- 
j>io  Bonifacio,  según  el  documento  acompañado  á  la 
contestación  á  la  demanda  sin  que  conste  del  mismo  quo 
Be  inÉ>cril)iese  en  el  Kegi^tro  de  la  Propiedad  correspon- 
diente.— D. ,  José  Grande  y  Carroño  ignoraba  esas  ope- 
raciones de  familia;  con  arreglo  al  artículo  ciento  cin- 
cuenta y  dos  de  la  Ley  Hipotecaria  no  se  le  dio  conoci- 
miento de  la  cesión  que  Doña  (Jámila  liahía  hecho  á 
6US  hijos  y  por  lo  tanto  creyó  Grande  (jue  aún  era  suyo 
el  crédito  hij)otecario  referido  y  que  su  acreedora  era 
la  misma  Doña  Camila  Hernández,  por  lo  que  la  dt}- 
manda  para  aplazamiento  del  crédito  hipotecario  con 
arreglo  a  la  Orden  ciento  treinta  y  nueve  de  mil  nove- 
cientos uno,  la  ])ropu80  contra  ella. — Después  de  la  ad- 
judicación falleció  Dona  María  y  su  heredera  es  su 
madre  legítima  Dojia  Camila  Hernández  según  mani- 
íiesta  en  el  hecho  primero  del  escrito  de  contestación 
que  reprodujo  en  la  duplica. — Aceptando  como  ha  sido 
aceptado  ese  hecho  Doña  Camila  Hernández,  sucedió  á 
su  hija  Doña  María  por  el  solo  luHího  (1|í  su  muerte  en 
toílos  sus  derechos  y  obligaciones  como  prescribe  el  ar- 
tículo seiscientos  sesenta  y  nno  del  Código  Civil  y  en 
ciíc  concepto  es  condueña  del  crédito  hipotecario  do 
veinticuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres 
con  la  modificación  contenida  en  la  de  veinticinco  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  ol)rante  á 
fojas  tres,  de  que  fué  adjudicatoria  Doña  ufaría  y  ha- 
biéndola sucedido  su  matlre  Doña  ( -amila  Hernández,  «s 
evidente,  más  claro  que  la  luz,  que  es  condueña  de  ese 
crédito,  como  ella  confiesa  en  los  escritos  de  contesta- 
ción y  duplica  y  que  por  lo  tanto  no  carece  de  personali- 
dad para  ser  doma?idada,  como  le  atribuye  la  Sala  sen- 
tenciadora, porque  su  carácter  está  perf(íctanu»nte  defi- 
nido y  por  consiguiente  su  personalidad  de  condueiía, 
por  lo  que  existe  el  motivo  alegado  por  la  violación  del 
artículo  seiscientos  sesenta  y  uno  del  Código  (íivil  cita- 
do y  la  interpretación  errónea  de  estimar  sin  carácter 
al  que  lo  tiene  señaladamente  marcado,  de  condueña 
del" crédito,  por  cuya  virtud  tiene  la  personalidad  con 
que  ha  sido  demandada,  en  este  caso  innegable. — Kl 
comunero  puede  ser  demandado,  aunque  no  lo  fuesen 
los  demás  comuneros,  lo  que  rlará  lugar  á  otra  clase  de 
excepción,  pero  nunca  por  no  tener  el  carácter  con  qu<> 
fie  le  demanda  y  más  en  este  caso  en  que  no  se  litiga 
ni  discute  la  obligación  sino  que  tan  sólo  la  ccrntrover- 
fiia  versa  exclusivamente  en  que  sea  pagada  en  los  tér- 
minos que  señala  la  Orden  ciento  treinta  y  nueve  de 
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m\]  novoeiontos  uno  por  entender  el  deudor  que  se  tra- 
ta de  finca  destruida  por  la  guerra,  y  claro  está  que 
siendo  la  sucosora  de  su  hija  María  que  se  adjudicó  la 
(uarta  parte  del  crédito  hipotecario  de  que  se  trata,  con 
olla  precisamente  ha  de  entenderse  el  pleito  por  el  in- 
terés directo  y  personal  que  tiene  en  la  cuarta  parte  in- 
divisa del  mismo,  y  en  ese  concepto  tiene  la  personali- 
dad con  que  fué  demandada. — Segundo:  Ivxiste  error 
de  derec^ho  en  la  apreciación  de  la  ])rueba  de  la  persona- 
lidad en  que  fué  demandada  la  Sra.  Camila  Hernán- 
dez. Autoriza  este  motivo  el  niímero  séptimo  del  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  de  la  lx»y  de  Enjuiciamienü) 
Civil.  Según  el  artículo  quinientos  cuarenta  y  siete  de 
la  Tjey  de  Enjuiciamiento  Civil  en.  los  escritos  de  dú- 
jdica  el  demandado  fijará  concreta  y  definitivamente 
ios  puntos  de  hechos  objeto  del  debate.  En  la  contesta- 
ción á  la  demanda  dijo  Doña  Camila  que  era  la  herede- 
ra de  su  hija  Doña  María,  lo  cual  reprodujo  en  la  dú- 
))lica  definitivamente,  sin  ser  contradiclia  por  nadie  y 
aceptándose  es^  he<*ho  por  consiguiente. — Esto  prueba 
de  manera  evidente  que  al  apreciar  la  Sala  la  prueba 
del  pleito  no  apnvió  esa  ])rueba  fehaciente  del  carácter 
que  tenía  Doña  ('amila  Hernández  de  condueña  del 
crédito  hipot(»cario  en  virtiid  de  haber  sucedido  á  su 
hijo,  por  lo  que  incurrió  en  la  equivocación  á  mi  juicio 
humilde  de  despiojarla  de  un  carácter  que  visiblemente 
tiene  para  declarar  que  carece  de  personalirlad  para  ser 
demandada  en  el  pleito. 

Catsa  de  la  íírK.iA: 

Resultando  que  la  Sala  ])or  considerar  que,  á  su 
juicio,  "no  es  y)osible  admitir  dicho  recurso,  porque  la 
sentencia  recurrida,  no  tiene  el  carácier  de  deQnitiva 
})ara  los  efectos  d(í  la  casación,  porque  se  niega  la  per- 
sonalidad de  D.  José  Grande  (-arreño  para  reclamar  el 
beneficio  de  espera  que  concede  la  Ord(»n  Mulita r  nú- 
mero ciento  treinta  y  nueve  de  mil  novecientos  uno  sino 
la  de  Doña  Camila  Hernández  p;;ra  ser  denuindada,  y, 
por  tanto,  deja  expedito  su  derecha)  para  hacerlo  contra 
(juienes  deban  ser  diMiiandados,  no  pímiendo  por  ello 
fin  á  la  reclamación  de  los  dcreehos  de  Grande:'' 

licsultando  que  (irande  interpuso  ante  este  Tri- 
bunal Su])remo  reeurso  de  queja,  qui'  se  ha  sustanciado 
por  todos  sus  trámites  y  en  el  acto  de  la  vista  celebra- 
da el  veintitrés  del  eorrient<'  informó  el  defensor  del 
nvurr(»nt(\ 
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Rkí50LUCi6n: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se 
estableció  el  recurso  es  evidentemente  definitiva,  porque 
absolviendo  de  una  demanda  ordinaria  establecida  en 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  pone  término  al 
juicio  entre  la  persona  que  lo  ba  promovido  como  de- 
mandante y  la  demandaila.  sin  que  la  circunstancia  de 
que  Grande  pueda  tener  derechos  contra  otras  perso- 
nas en  el  mismo  asunto  altera  la  naturaleza  de  la  deci- 
sión dictada,  ni  prive  al  demandante  de  su  facultad 
para  sostener  su  demanda  ante  el  Tribunal  Supremo; 
por  lo  cual  está  visto  que  es  procedente  el  recurso  de 
casación  con  arreglo  al  artículo  mil  seiscientos  ochenta 
y  siete  de  la  Ley  de  P^njuiciamiento  Civil. 

Se  declara  con  lugar  la  queja  intíTpuesla  por  S[ 
Sr.  José  Grande  y  Carreño  y  que  del)e  admitírsele  el  re- 
curso de  casación  á  que  aquélla  se  refiere,  sin  especial 
condenación  de  costas;  y  comuniqúese,  etc. 

Así  lo  acordaron,  maydaron  y  firman  los  Sres.  Ma- 
gistrados del  margen  ante  mí;  certifico.  José  Várela. — 
Pedro  González  Llórente. — Octavio  (fiberga. — Carlos 
Eevilla. — Tiafael  Maydagán. — Armando  de  J.   Riva. 


Iluga.— Auto  69.-28  de  Septiembre.  —  Subsanación  de 

faltas.  (Gac,  ^far^o  2S,  WOi.) 

DOCTKINA:  Elariículo  858  de  1h  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  no  es  de  aplicación  á  los  jui- 
cios de  menor  cuantía,  cuya  segunda  instancia  se 
ripe  por  preceptos  especiales;  y  por  tanto  para 
obtener  en  ésta  la  subsanación  dt  faltas  cometi- 
das en  la  primera  no  puede  seguirse  el  p*"ocedi- 
miento  establecido  en  el  citado  ariículo  sino  nti- 
lizar  los  recursos  legales  procedentes,  según  los 
casos. 

Antecedentes: 

"Resultando  que  en  el  presente  juicio  de  menor 
''cuantía  el  actor  líufmo  Collado  demandó  á  Francivsco 
*'Miíír  en  su  carácter  de  gei'ente  de  la  socii^dad  Mier 
*'y  Suárez  para  que  le  devolviese  ciento  setenta  y  cinco 
''sacos  de  azúcar  ó  su  imj)(>rte  en  otro  caso,  que  kí  ba- 
'*bian  sido  entregados  de  juás  en  el  total  íle  cinco  mil 
''seiscientos  cincu(;nta  y  seis  que  le  fueron  entregados 
'V-oííio  rejHvsentante  de  diversos  colonos  del  ingenio 
''San  Lino  en  la  zafra  de  mil  noveeicíntos  uno  a  mil  no- 
"vecicntos  dos ;  y  (pie  estando  conforme  el  demandado  al 
"contestar  la  demanda  en  que  había  recibido  el  total 
"de  los  cinco  mil  seiscientos  cincutnita  y  seis  sacos,  si 
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*'bien  aliriTiaiulo  que  los  constituían  á  más  de  las  en- 
'*tregas  tle  los  colonos  otras  hechas  \y)T  el  mismo  actor, 
"éste  en  el  período  probatorio  presentó  escrito  aconi- 
""pañando  acta  notarial,  que  hizo  levantar  con  posíerio- 
''ridad  á  la  fecha  en  que  estableció  su  demanda,  con  los 
'*(latos  que  arrojaban  los  libros  de  la  Oficina  del  Ferro- 
''carril  de  líodas  á  Turquino  y  Cartagena,  por  donóle 
**se  acarrearon  a(|uel]os  sacos  á  la  plaza  de  Cienfuegos, 
**al  objeto  de  acreditar  que  eran  cinco  mil  seiscientos 
"cincuenta  y  seis  sacos  los  recibidos  por  Francisco  ^lier, 
*'como  (.'U  efecto  aparece  acreditado  y  admitido  por  '^l 
"demandado,  manifestando  (el  actor)  en  el  escrito  que 
"aunipie  el  d(x»u mentó  era  de  fecha  posterior  á  la  de- 
"manda  se  contraía  á  hechos  n^specto  á  cuya  existencia 
"juraba  no  tener  conocimiento  sino  en  el  acto  de  practi- 
carse la  prueba,  por  lo  que  debía  ser  admitido  por  tra- 
"tarse  de  un  documento  dos  veces  comprendido  en  los 
"casos  señalados  por  el  artículo  quinientos  cinco  de  la 
"l^^y  de  Enjuiciamiento  Civil  y  por  ser  de  notoria  in- 
" fluencia  en  el  juicio":  • 

"Resultando  que,  dado  traslado  del  escrito  con  ^\ 
"documento  acompañado  á  la  "parte  demandada,  ésta 
"impugnó  el  documento  fundándose  en  que  según  el 
"artículo  quinientos  sesenta  y  cuatro  de  la  Ley  citada 
"la  prueba  debe  concretarse  á  los  hechor  fijados  definiti- 
**vamente  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ó  en  los  de 
"demanda  y  contestación  y  en  los  de  ampliación  en  su 
"caso,  hechos  los  cuales  tío  hayan  sido  confesados  11a- 
"namente  por  la  parte  á  que  perjudiquen,  y  que  estan- 
"do  conformes  los  demandados  en  haber  recibido  como 
"total  de  sacos  de  azúcar  los  cinco  mil  seiscientos  cÁn- 
"cuíMita  y  seis,  (pieda  excluida  la  prueba  de  ese  hecho  y 
"(jue  ])or  tanto  era  ineficaz  é  ina<Ímisible  el  documento 
"á  los  eftíctos  ])ro])atorios  que  con  él  se  perseguían'': 

'*Hesultando  que  fuuílándose  en  las  anteriores  con- 
"sideraciones.  el  Juez  al  dictar  sentencia  declaró  no  ha- 
"ber  lugar  á  a<lmitir  el  referido  documento,  y  declaró 
"asimismo,  sin  lugar  la  demanda  con  las  costas  á  car- 
"go  (!(*!  demandante  por  temerario": 

KKcruso  üKNicoADo: 

*" Resultando  (]ue.  a])elada  la  sentencia  })or  el  actor, 
"se  personaron  las  partes  en  esta  Superioridad  (la  Au- 
"diencia  de  Santa  (Mará),  sin  que  aciuella  á  quien  in- 
"teresaba  haya  reproducido  la  ]>reíensión  de  que  le  fu(^- 
"ra  admitido  el  referido  documento,  y  que,  dictada  sen- 
*Mencia  confirmando   la  del   inferior,  dicho  actor  esta- 
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'^bleció  en  tiempo  recurso  de  casación  por  quebrantíx- 
"miento  de  forma  con  arreglo,  al  último  párrafo  del  ar- 
^'tículo  mil  seiscientos  noventa  y  dos  de  la  Ley  del  pro- 
"Vcdimiento,  alegando  que  autorizaba  el  recurso  el  nii- 
''mero  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno 
"de  dicha  ley  ó  sea  la  denegación  en  primera  instancia 
•*á  la  admisión  como  medio  de  prueba  del  citado  docu- 
"mento,  con  lo  cual  se»  le  produjo  indefensión,  agre 
"gando  que  en  el  acto  de  la  vista  de  la  segunda  instan- 
*'cia  había  pedido  la  revocación  de  la  sentencia  y  que 
'^al  dictar  la  Sala  la  procedente  admitiese  como  medio 
"de  prueba  el  repetido  documento,  con  lo  cual  había 
"cumplido  con  el  precepto  del  artículo  mil  seiscientoíí 
"noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
"respecto  de  la  petición  de  la  subsanación  de  la  falta 
"en  la  forma  legal  procedente": 

Causa  db  la  queja: 

Resultando  que  la  expresada  Audiencia  de  Santa 
Clara,  por  rt»solución  do  fecha  veintiséis  de  Agosto  úl- 
timo, en  que  consigna  los  antecedentes  transcripto«i  en 
la  actual,  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casMción 
establecido,  porcjuc.  según  el  artículo  mil  ;^,MSCicnros  no- 
venta y  cuatro  (h?  la  T^cy  de  Enjuicianiicuto  Civil,  es 
indispensable  para  la  admisión  el  habei*  reclaiiiado  en 
tiempo  opíu'tuno  la  subsanación  de  la  falta  que  se  ale- 
ga, promoviendo  el  incidente  que  permite  '^1  artículo 
ochocientos  cinc\ienta  y  ocho  de  dicha  Ley.  cuando  ^e 
reclama  la  subsanación  eu  la  segunda  iíistenc'a  y  r^ta- 
bleciendo  en  su  caso  el  recurso  de  súplica  correspondien- 
te, y  el  recurrente  no  promovió  en  la  Audiencia  el  in- 
cidente para  que  le  fuera  admitida  el  ivia  notarial  que 
como  medio  de  prueba  presentó  en  primera  instancia, 
ni  pudo  por  consiguiente  suplicar  la  «sentencia  que  le 
recayese : 

Resultando  que  el  recurrente  ha  acudido  en  queja 
a  este  Supremo  Tribunal  contra  la  resolución  denegato- 
ria mencionada,  sustanciándose  con  arreglo  á  derecho 
este  recurso,  que  fue  sostenido  por  el  TiCtrado  director 
(le  aquél  en  el  acto  de  la  vista,  celebrando  el  día  veinti- 
cinco d(»]  pr(\sente  mes,  sin  (jue  la  otra  parte  litiganre 
haya  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo : 

Resolución  : 

Considerando  que  i»s  erróneo  el  fundainenio  con 
que  la  Audiencia  ha  recha'/rulo  el  recurso  de  cas;ieió?i 
establecido,  pues,  como  tiene  declarado  este  Supremo  'i  i  i- 
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bunal,  el  artículo  ochocientos  cincuexita  y  ocho  de  la 
Tjey  de  Enjuiciamiento  Civil  no  es  de  extricta  aplica^ 
<íión  á  los  juicios  de  menor  cuantía,  cuya  segunda  ins- 
tancia, conforme  al  artículo  ochocientos  ochenta  y  seis, 
«e  rige  por  preceptos  especiales  ó  sean  los  contenidos  en 
ios  setecientos  tres  al  setecientos  doce  de  la  misma  Ley, 
-entre  los  cuales  no  se  encuentra  ninguna  referencia  al 
precitado  ochocientos  cincuenta  y  ocho,  ni  existe  si- 
quiera establecido,  con  relación  á  todas  las  diversas  fal- 
tas procesales  que  se  hayan  podido  cometer  en  la  pri- 
mera instancia,  el  trámite  incidental  que  ordena  este 
último  precepto  para  procurar  la  subsanación  en  la  se- 
gunda, motivo  por  el  cual  el  requisito  de  reproducir  er 
esta  la  solicitud  de  subsanación  debe  llenarse  en  tales 
juicios  utilizando  en  cada  caso  el  recurso  legal-  que 
procediese  según  la  naturaleza  de  la  infracción  que  se 
suponga  cometida:  y  habiendo  la  prueba  documental  á 
-que  el  recurso  se  contrae  sido  rechazada  por  el  Juez, 
-como  inadmisible,  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
«1  recurso  de  apelación  deducido  contra  ésta  constituye 
'cl  único  medio  legal  posible  en  semejante  situación  pa- 
ra sostener  la  admisibilidad  de  aquélla  y  obtener  que 
en  el  fallo  de  segunda  instancia  se  reparase  la  falta  que 
se  aduce,  declarándose  admisible  y  apreciándose  por  la 
Audiencia  con  arreglo  á  derecho  la  prueba  rechazada 
por  el  Juez,  si  lo  hubiese  sido  con  error;  por  lo  que  se 
ve  que  el  recurrente  dedujo  la  reclamación  adecuada  y 
•es  inaceptable  el  criterio  que  ha  servido  para  denegar  la 
•admisión  del  recurso  de  casación  por  quebrantamienti> 
de  forma: 

Considerando  que,  en  consecuencia,  no  existiendo 
por  otra  parte  razón  legal  alguna  de  distinta  especie 
para  denegarlo,  procede  estimar  la  queja  deducida: 

Se  declara  con  lugar  el  presente  recurso  de  que- 
ja, sin  especial  condenación  de  costas :  Comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandan  y  firman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen,  ante  mí :  certifico.  José  Várela. — 
Pedro  González  Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos 
Bevilla. — Rafael  Maydagán. — Armando  de  J.  Riva. 


Qtiega.— Auto  70.— 28  de  Septiembre.  —  Subsanación  de 

faltas.  {Qac.  Marzo  2^.  190^.) 

DOCTRINA:  No  es  admisible  un  recurso  de 
casación  fundado  en  denegación  de  una  diligencia 
de  prueba,  si  dicha  prueba  fué  denegada  en  pri- 
mera instancia  y  no  se  estableció  contra  eí  auto 
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denegatorio  el  correspondiente  recurso  de  repo- 
sición. 

Si  el  fundamento  del  recurso  es  la  falta  de  per- 
sonalidad del  actor,  y  esa  falta  no  fué  objeto  de 
excepción  alguna  en  el  pleito  no  precede  la  admi- 
sión del  recurso. 

Sbcubso  dbnrgado: 

Beenltando  qae  en  los  autos  del  juicio  ejecutivo 
«eguido  por  Jaime  Bassa  Lloverás  contra  Francisca 
Angela  Yaldés,  como  madre  con  patria  potestad  de 
la  menor  Bosa  del  Río  Yaldés.  la  Sala  de  lo  Civil  de  « 
la  Aadiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia  en  veinte 
de  Julio  último,  contra  la  cual  interpuso  la  demanda- 
ba recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
•con  fecha  trece  de  Agosto  próximí»  pasado,  citando  co- 
mo preceptos  autorizantes  del  recurso  los  señalados 
<con  los  números  segundo  y  quinto  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  exponiendo  los  motivos  siguientes:  que  en  la 
primera  instancia  y  durante  el  trámite  de  prueba  fue- 
ron declaradas  impertinentes  las  dos  primeras  pregun- 
tas del  pliego  de  posiciones  que  presentó,  así  como  loe 
documentos  que  con  él  se  acompañaron,  lo  que  equiva- 
lía á  denegar  una  diligencia  de  prueba  con  la  que  se 
pretendía  acreditar  el  pajino  de  la  obligación  exigida, 
Jiabiendo  reclamado  el  abogado  director  de  la  recu- 
rrente la  Hubsanación  de  la  falta  con  el  hecho  de  pro- 
testa, contra  tal  denegatoria  en  el  acto  de  la  vista  cele- 
brada en  segunda  instancia;  y  en  cuanto  á  la  falta  de 
personalidad  en  la  demandada,  que  aun  cuando  entré 
las  excepciones  alegadas  no  figura  lo  que  se  expresa, 
•en  el.  fondo  y  en  el  verdadero  sentido  de  los  hechos 
■expuestos  resulta  dicha  falta  de  personalidad,  diri- 
giéndose á  su  subsanación  todos  los  motivos  de  oposi- 
ción y  la  apelación  interpuesta. 

Oausa.  de  la  queja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  denegó  en 
auto  de  quince  de  Agosto  último  la  admisión  del  re- 
•curso  fundándose  con  relación  al  primer  motivo,  en 
que  Ho  habiéndose  establecido  contra  la  resoludóu  ju- 
dicial que  declaró  la  impertinencia  de  las  citadas  po- 
sisiones  los  recursos  que  contra  las  diligencias  dene- 
gatorias de  una  prueba  concede  la  Lf^y  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  no  habiéndose  solicitado  la  práctica  de 
la  prueba  de  confesión  en  la  segunda  instancia  es  evi- 
dente que  no  se   ha  cumplido  por  la   recurrente  con 
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el  requisito  exigido  por  el  número  quieto  del  artícnio 
séptimo  de  la  Orden  sobre  casación;  y  con  referencia 
al  otro  motivo  en  que  no  figurando  entie  las  excepcio- 
nas alegadas  la  falta  de  personalidad  á  ([ue  se  alude, 
es  asimismo  evidente  que  habiéndose  pi*opuesto  en  la 
oportunidad  Ifgal  dicha  cuestión,  no  hay  términos  há- 
biles para  que  en  el  estado  del  juicio  pueda  ella  confe- 
ti tuir  la  materia  de  un  recui'so  de  casación  por  la 
forma. 

Resultando  que  contra  el  mencionado  auto  de 
quince  de  Agosto  interpuso  en  tiempo  y  forma  la  de- 
mandada recurso  de  queja  ante  este  Tribunal  Supremo, 
cuyo  recurso  se  ha  sustar» ciado  debidamente,  celebrán- 
dose la  vista  pública  el  día  veinticuatro  del  corriente 
sin  asistencia  de  las  partes. 

Resolución: 

Considerando  en  cuanto  al  primer  motivo  del  re- 
curso de  casación,  que  la  diligencia  de  prueba  denta- 
da en  primera  instancia  no  lo  ha  sido  también  en  la 
segunda,  donde  no  se  prupnso  ni  podía  eficazmente 
proponerse  porque  contta  la  no  admisión  de  la  misma, 
dec:arada  por  el  Juez,  no  se  interpuso  previamente  el 
recurso  de  reposición,  no  cabiendo  en  tales  condicio- 
nes utilizar  el  de  ca8a<íión  según  el  precepto  del  núme- 
ro quinto  del  artículo  séptimo  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que  según  lo  expresa  el  propio  re- 
purrente,  la  falta  de  personalidad  que  ahora  se  arguye 
no  ha  sido  objeto  de  ninguna  de  las  excepciones  alega- 
das en  el  pleito,  y  por  consiguiente  el  motivo  segundo 
que  á  ella  se  refiere  no  lo  es  de  casación  por  no  poder 
comprenderse  en  tal  recurso  un  particular  que  está 
fuera  de  la  contraversia  planteada. 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  establecido  por 
Francisca  Angela  Valdés  contra  el  auto  dictado  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  quin- 
ce de  Agosto  ú.ltimo,  con  las  costas  á  cargo  de  la  re- 
currente. 

Comuniqúese,  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Sres.  Ma- 
gistrados del  margen,  lo  que  certifico. — José  Várela. 
— Pedro  González  Llórente. — Octavio  Giberga.— Car- 
los Revilla.  —Rafael  Maydagán. — Kl  Secretario,  Ar- 
mando de  J.  Riva. 


r 


JFBISPRl'DENCIA  CIVIL.  421 

Iiúpugnación.— Auto  71.— 3  de  Octubre.— Precepto  auto- 
'  rizador.  ( í^'«c.  Aíarzo  24, 1904, ) 

DOCTRINA:  No  vicia  el  recurso  la  cita  in- 
adecuada, como  precept<i  autorizador  de  los  ar- 
tículos 1687  y  1688  de  la  Lev  de  Enjuiciamiento 
Civil,  si  al  propio  tiempo  se  mencionan  en  tal  con- 
cepto, causas  comprendidas  en  el  artículo  1690  de 
la  misma  ley. 

No  se  falta  al  requisito  cuarto  del  artículo  V  de 
la  ley  de  casación  dejando  de  expresar  numérica- 
mente en  cada  motivo  la  causa  de  casación  en  que 
está  comprendido,  cuando  literalmente  se  expresa 
dicha  causa. 

En  el  trámite  de  admisión  no  es  procedente  exa- 
minar la  congruencia  de  la  ley  que  se  alega  como 
infringida  con  relación  «1  cííso  propuesto,  ponjue 
esta  cuesiión  afecta  al  fondo  del  recurso. 

No  obsta  á  la  admisión  dt*l  recursí)  un  ligero 
error  material  en  que  incurra  el  procurador  del 
recurrente  al  expresar  el  nombre  de  éste,  cuaado 
tiene  acreditada  su  representación  en  autos  y  me- 
diante eSH  represa tación  ha  estado  gestionando 
en  los  mismos. 

La  caus.'i  de  casación  prevista  en  el  número  sex- 
to del  artículo  1690  de  la  Ley  fie  Ejuicinmiento 
Civil  se  reíiere  al  indebido  conocimiento  por  parte 
(lela  Autoridad  judicidi  de  asuntos  que  no  le  es- 
tén s.»nRtid<»s  Y  nó  á  su  conocimiento  en  asuntos 
íic  su  coinixMercia.  respecto  de  h>s  cuales  el  recu- 
rrciiLo  t'uiic/ídií  que  no  ha  debitiu  conocer,  por  el 
estado  ó  situación  del  negocio,  nó  por  su  natura- 
leza. 

KECUhSO  admitido: 

Resultando  que  en  los  autos  promovidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de"  Cienfuegos  por  Teófila 
Bouza  viuda  de  Formoso  contra  Emilio  y  Francisco 
Terry,  t;omo  dueñ'  s  del  Ferrocarril  de  Rodas  k  Tur- 
quino y  Cartagena,  en  cuyos  autos  ha  sido  tenido  por 
parte  como  demandada  la  sociedad  de  Francisco  y  Emi- 
lio Terry  y  í\)mpanía  en  liquidación  la  Audiencia  de 
Santal  Clara  dictó  sentencia  en  veinticinco  de  Junio 
último,  contra  la  cual  la  representación  en  juicio  de 
dicha  sociedad  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
f  I  acción  (le  ley,  expresando  que  el  artículo  mil  seiscien- 
tos ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
lo  autoriza  para  interpímer  dicho  recurso  por  tratarse 
de  sentencia  definitiva,  y  exponiendo  en  cuanto  á  fun- 
damentos y  motivos  los  que  á  continuación  se  transcri- 
ben: Sirven  de  fundamento-  del  recurso  los  siguientes: 
Primero:  El  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos ochenta  y  nueve  de  la  referida  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  porque  en  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
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tencia  se  han  infringido  y  aplicado  indebidamente  pre^ 
ceptos  legales,  qae  más  adelante  se  citaran  en  el  mo- 
do y  forma  previstos  por  la  Ley  de  casación  á  que  me 
vengo  ciñendo.  Segundo:  El  también  número  prime- 
ro del  subsificuiente  articulo  mil  seiscientos  noventa  del 
referido  Código  adjetivo  por  cuanto  el  fallo  de  que  re- 
curro contiene  violación,  interpretación  errónea  y  apli- 
cación indebida  de  las  leyes  aplicables  al  caso  del  plei- 
to. Tercero:  El  número  segundo  de  ese  propio  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  por  no  ger  la  ejecutoria 
recurrida  congruente  con  las  pretensiones  oportona- 
mente  deducidas  en  el  debate  por  los  litigantes.  Cuar- 
to: El  número  tercero  de  dicho  articulo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  toda 
vez  que  el  fallo  otorga  más  de  lo  pedido  ó  no  contiene 
declaración  sobre  la  base  esencial  en  que  descansa  la 
acción  deducida  en  el  pleito.  Quinto:  Y,  por  último, 
el  número  sexto  del  repetido  articula  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  procesal  á4)ue  me  vengo  contrayen- 
do por  resultar  defecto  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
conociendo  en  asunto  que,  tal  cu'il  se  ha  decidido,  cae 
dentro  del  dominio  de  la  jurisd  cción  penal,  por  hacer- 
se derivar  la  obligación  civil  de  una  responsabilidad 
de  aquel  orden,  segú»»  lo  apareja  la  apreciación  que 
de  los  hechos  hace  el  fallo  recunido.  Siendo  los  mo- 
tivos de  casación  más  de  uno,  voy  á  consignarlos  se- 
paradamente, expresando,  con  claridad  y  precisión , 
los  preceptos  legales  infringidos  é  indebidamente  apli- 
cados y  el  concepto  en  que  lo  han  sido,  cumplimiendo 
de  este  modo  lo  que,  de  esencial  manera,  ordena  la 
Ley  exótica  de  casación  vigente. — Motivos  de  casación. 
Primero.  La  sentencia  infringe  el  artículo  diez 
y  ocho  del  Código  Penal,  que  establece  la  responsabi- 
lidad civil  subsidiaria  de  las  Empresas  y  otras  perso- 
nas en  defecto  de  los  que  lo  sean  criminalmente.  El 
concepto  de  esta  infracción  no  ha  menester  de  exten- 
sos reciocinios  para  quedar  evi<len ciado.  Con  efecto; 
este  pleito  civil  se  hace  descansar  y  la  sentencia  recu- 
rrida en  tal  sentido  ha  resuelto,  — en  la  cuasi—  culpa- 
bilidad, con  infracción  de  Reglamento  de  Ferrocivrri- 
les,  por  parte  de  los  que  conducian  el  tren  donde  su- 
cedió el  accidente  de  Formoao,  propiedad  esa  Empre- 
sa de  los  de  demandados  Emilio  y  Francisdo  Terry  en 
liquidación. — Y  como  sobre  ella  se  siguiei-a  oausa  cri- 
minal, que  fué  sobreseída  provisionalmente  confiarme 
al  número  primero  del  artículo  seiscientos  cuarenta  y 
uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal,  ó  séase 
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por  no  haber  resaltado  debidamettte  justificada  la  co- 
misión de  hecho  deli  tivo,  6  cuaí«i  delictivo,  es  riguro- 
samente lógico  que,  faltando  la  fuente  6  séase  el  ante- 
cedente, no  puede  existir  el  conniguiente  <te  la  respon- 
sabilidad civil,  que  se  manda  á  indemnizar. 

Segundo.  Infringe  asimismo  el  fallo  recurrido  el 
artículo  ciento  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal.—  Para  demostrar  el  concepti»  de  esta  infraccióu 
basta  fijarse  en  que  el  lesionado  Formoso  renuncifr 
expresamente  la  indemnización  civil  en  los  momento» 
en  que  con  capacidad  legal  necesaria  declató  en  el  f-u- 
mario  instruido  con  ocasión  dei  accidente  que  hubo  de 
lesionarlo  tan  gravemente,  que  perdiera  después  la  vi- 
da.— No  tiene  réplica  que  esa  renuncia  alcanza  á  los 
causahabientCH  del  mismo  por  el  titulo  universal  de 
herenca,  que  es  el  que  aduce  el  fallo  recurrido  en  fa- 
vor de  la  demandante  por  su  carácter  de  viuda  de- 
aqu^'l. — No  importa  que  para  llegar  &  tal  acuerdo,  1» 
Sala  sentenciadora,  poniéndose  fuera  del  circulo  de  lo 
alegado  y  probado,  estime  ineficaz  ó  no  valedera  la  re- 
nuncia de  la  indemnización  civil  por  parte  de  Formo- 
so,  estableciendo  prejuicioH  aceica  de  su  capacidad 
mental  en  aquellos  instantep. — Por  parte  de  la  actora 
H»*  afirma,  en  el  plt^ito.  que  viene  á  él  no  en  concepto 
de  heredera  de  su  difunto  esposo  Form«'SO,  sino  &  que 
se  le  indemnicen  los  perjuicios  qu^«e  le  han  irrogado 
con  su  muerte  accident*al  á  virtud  de  negligencia  con 
infra<  ción  de  los  Reglamentos  de  Ferrocarriles. — Yj 
prescindiendo  de  que  tal  acción,  to  puede  conducirse 
en  la  vía  civil,  poi^que  supone  la  cuasi  delicuencia  á 
qen  se  refiere  el  inciso  segundo  del  articulo  quinientos 
noventa  y  dos  del  Código  Penal,  se  vé  con  perfecta 
claridad,  que  la  oríginal  demanda  de  la  Señora  Bouza 
parece  informada  por  efia  doctrina,  que  juzgamos  bue- 
na, pero  que  no  ha  encajado  en  nuestro  derecho  po- 
sitivo, según  la  cual  se  entablec^n  respon&abilidade- 
de  carácter  civil  patronales  por  los  accidentes  del  tras- 
bajo  que  experimefnten  los  obreros.  Algunas  naciones 
tienen  ya  en  sus  Códigos  preceptos  terminantes  en  tai- 
sentido,  pero  no  la  nuestra,  l'odo  esto  advierte  que 
el  fallo  no  es  congruente  eon  la-»  pretensiones  deducid 
das  por  la  actora,  y  que  le  otorga  más  de  lo  pedido,, 
puesto  que  ni  solicitó  el  recocimiento  de  su  calidad  de 
heredera  de  Formoso,  ni  pretendió  la  ineficacia  de  la^ 
renuncia  civil  que  dicho  Formoso  hiciera  en  el  proce- 
so criminal,  no  resolviendo,  en  cambio,  nada  sobre  su 
doctirna  propia  del   derecho  constituyente  acerca  de 


■H1 


4-2+  boletín  liEOIBLATrVO. 


la  indemnización  de  perjuicios  por  accideutes  del  tra- 
bajo. 

Tercero:  Infringe  también  1h  sentencia  el  artículo 
ciento  once  de  la  Ley  de  Knjuiciamiento  Criminal  «se- 
Dgún  el  cual  las  acciones  (jue  nacen  de  un  delito  ó  fal- 
Mta  podrían  ejercí  t<irse  jumas  6  Reparadamente;  pero 
«mientras  estuvie-e  pemiiente  la  acción  penal  no  se 
«ejercitará  la  civil  con  separación  hasta  que  aquella 
»haja  sido  re>uelta  en  sentencia  ñrme,  salvo  siempre 
»lo  dispuewto  en  ¡os  artículos  cuarto,  quinto  y  sexto 
»de  este  Código». — El  concepto  de  esta  infracción  salta 
á  la  vista  por  cuanto  el  mismo  fallo  rt'currido  r^cono- 
^5e  que  el  sobreseimiento  provisional  ox)nforme  al  nú- 
mero primen  i  del  articulo  seiscientos  cuarenta  y  uno 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ciiminal,  qu^  fué  el  pro- 
ferido con  ocasión  de  la  muerte  accidental  deFormoso, 
no  pr4»duce  excepción  de  cosa  juzgada  lo  que  implica 
•que  no  es  la  aentencin  finne  á  que  se  refiere  el  transcrip- 
to artículo  ciento  on<*e  infringido — Por  t^nto  pendien- 
te, como  está,  la  ac<!i6n  p^nal,  conducida  en  el  proceso 
sobr^-seido  provisionalmente,  no  h^  podido  seguirse,  en 
modo  alguno,  este  pleito  civil  separadamente;  y,  mu- 
cho menos,  hacer  derivar,  en  él,  la  indemnización  ci- 
vil que  se  mnnda  pagar,  de  negligencia  con  infracción 
de  Reglamento,  que  constituye  la  cuasi-<lelincuencia 
definida  en  el  artíqmJo  quinientos  noventa  y  dos  del 
Código  Penal  y  solo  invf'stigable  en  un  proceso  de  tal 
índole.  —Y,  de  paso,  resulta  también  infringido  el  ar- 
tículo octavo  de  la  referida  Ley  de  Enjuiciarai»  ntQ 
Criminal  ([ue  hace  improrrogable  la  jurisdicción  cri- 
minal, demostran  lo  todo  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  fallado,  con  defecto  en  el.  ejercicio  de  su  jurisdic- 
ción, en  estos  autos,  exclusivamente  civil. 

Cuarto:  La  sentencia  infringe  igualmente  el  inci- 
so segundo  del  artículo  cuarto  del  Código  Civil,  se<;ún 
el  cual  los  derechos  concedidos  por  las  leyes  son  re- 
nunciables  á  no  ser  esta  renuncia  contra  el  int-ei'és  ó 
el  orden  público  ó  en  perjuicio  de  tercero;  y  aplica  in- 
debidamenle  el  artículo  rail  novecientos  dos  y  el  párrafo 
cuarto  del  mil  novecientos  tres  del  propio  Código  Ci- 
vil, que  invnca.  Y  es  suficiente  A  poner  de  manifiesto 
esa  infi-acción  y  aplicación  indebida,  el  punto  exacto 
del  debate  de  no  hal)er  combatido  la  actoi'a  la  validez 
de  la  renuncia  que  de  su  derecho  á  ser  indemnizado 
civilmente  hiciera  el  lesionado  Fornioso  arguyendo 
firmemente  qu^  no  demandaba  en  concepto  de  herede- 
ra, de  fijo  porque  tropezaba   con    el    valladar  infran- 
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qneable  de  la  renuncia  efectuada  por  su  esposo  de  la 
indemnización  civil,  fuertemente  sostenida  por  la  doc- 
trina legal  que  enseña:  «que  el  q\ie  contrae,  lo  hace 
para  sí  y  sus  herederos». 

Quinto:  Infringe  el  fallo  y  lo  aplica  indebidamen- 
te el  artículo  ciento  veintidós  del  i'ódigo  Penal  que 
invoca.  El  concepto  de  esta  infracción  es  ostensible 
porque  Robieseída  provisionalmente,  como  está,  la 
causa  instruida  con  ocasión  de  la  muerte  accidental  de 
Formoso.  implica  una  antimonia  irreductible,  hacer 
derivar  de  una  delincuencia  no  comprobada,  la  res- 
ponsabilidad civil  que  se  manda  hacer  efectiva,  resul- 
tando, por  ende,  de  igual  indebida  aplicación  los  ar- 
tículos cincuenta  y  seis,  cincuenta  y  siete,  ciento  cua- 
renta, y  do3  y  ciento  cuarenta  y  tres  inciso  primero 
del  Código  Civil,  que  se  invocan. 

Sexto:  Aplica  indebidamente  el  fallo  el  artículo 
novecientos  trece  del  Cgdigo  Civil,  que  cita  porque  si 
bien  su  doctrina  es  exacta  en  parte  ó  séase  en  cuanto 
el  Considerando  del  caso  establece  «que  el  carácter  de 
»herede»-o  de  una  persona  no  nace  de  la  declaratoria 
rtque  hace  el  Juez  conforme  á  los  pr^^ceptos  d»  la  8ec- 
ución  segunda,  título  noveno,  libro  segundo  de  la  Ley 
»de  Enjuiciamiento  Civil,  pues,  esos  preceptos,  de  ín- 
jídole  adjetiva,  no  tinen  otro  objeto  que  el  de  conocer 
«quienes  son  todos  los  que  tienen  derechos  á  una  he- 
«rencia  yacente,  siendo  el  Código  Civil,  el  que  crea  el 
«título  de  heredero,  el  que  difiere  la  herencia  corres- 
«pondiendo  á  la  parte  que  alega  la  incapacidad  de  su 
«contrario  para  heredar»,  hacer  las  demostraciones  de 
sus  fundamentos»,  no  lo  es,  en  cuanto  de  esa  discreta 
inteligencia  de  la  Ley  parte  para  atribuir  á  la  señora 
Bouza,  toda  la  herencia  del  desventurado  Formoso, 
que  por  lo  visto,  consiste  solo  en  los  cinco  mil  pesos 
que  manda  abonar  la  ejecutoria  recurrida,  pues  ya 
para  esto,  que  implica  dominio  específico,  es  impres- 
cindible la  adjudicación  ó  declaratoria  de  ser  ñ»  ica  y 
universal  heredra  la  Bouza,  del  causante  de  la  heren- 
cia. Pero,  esto,  ítesf»ués  de  todo  r^^sulta  curioso  por- 
que la  demandante,  lo  primero  que  haí^e  en  el  pleito 
es  negar  que  viene  á  él  en  conceí)to  de  heredera  de 
Fermoso  y  el  fallo  le  otorga  ese  carácter  á  manos  lle- 
nas. 

Séptimo:  El  fallo  infringe  el  artículo  seiscientos 
nueve  de  It^  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  por  no 
ser  de  mera  tramitacióu,  sino  que  desenvuelve  un  prin- 
cipio capital  de  pr  cedimiento,  que  afecta,  á  la  justicia 
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del  fondo,  su  quebrantamiento  motiva  bien  el  recnrsa 
de  casación — El  concepto  de  esta  infracción  no  efl  difí- 
cil demostrarlo,  puesto  que  la  demandante,  antojadi- 
zamente^, pidió  chico  mil  pesos,  como  monto  de  los  da- 
ños y  perjuicios,  sin  hac-r  probanzas  de  ni ngán  género 
á  este  respecto;  y,  el  fallo,  haciendo  uso  de  un  pruden- 
te arbitrio,  que  no  tie»  e  en  lo  civil,  valora  en  esa  mis- 
ma suma,  los  tales  daños  y  perjuicios,  siendo  asi  que 
debió  someterlo  k  la  apreciación  de  peritos,  admitien- 
do hipotéticamente  la  validez  de  la  acción  deducida^ 
por  la  Bouza. 

Octavo:  Por  último  infrini<e  el  fallo  lo  que  por 
responsabilidad  por  mora  invoca  para  imponer  las 
costas  de  la  primera  instancia  á  los  demandados,  que- 
brantando y  aplicando  indebidante  los  números  del 
artículo  mil  cien  del  Código  Civil. 

Fundamentos  déla  impugnación: 

« 
ftesultando  que  admitido  el  recurso  y  personada» 
las  partes  ante  este  Tribunal  Supremo,  la  no  recurren- 
te ha  impugnado  con  fecha  quince  de  Septiembre  últi- 
mo, la  admisión  de  dicho  recurso  por  los  siguientes 
fundamentos:  «Primero:  Infracción  del  número  terce- 
ro del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  }'• 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cometida  en 
el  escrito  de  interposición  del  recurso,  al  citarse  coma 
precepto  que  lo  autoriza  el  articulo  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  número  primero  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  siendo  así  que  ese  precepto  se  limita 
á  consignar  cubiles  sou  las  resoluciones  susceptibles  de 
de  los  recursos  de  casación  y  así  lo  tiene  declarado 
con  repelición  esta  Sala,  entre  otras  resoluciones,  en 
el  auto  número  diez,  fecha  siete  de  Febrero  de  mil 
novecientos  uno  (página  ciento  treinta,  tomo  segundo 
de  mil  novecientos  uno  de  la  Colección  legislativa)  y 
en  la  sentencia  número  veintidós,  y  fecha,  once  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  uno  (página  setecientos  sesenta 
y  dos,  t'.mo  primero  de  mil  novecientos  uno  de  la  Co- 
lección legislativa). — Segundo:  Infracción  del  mismo 
número  y  artículo,  al  citarse  como  fundamento  del  re- 
curso, el  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  nú- 
mero primero  de  la  Ley  de  Enjuciamiento  Civil,  pre- 
cepto que  solo  establece  las  causas  en  que  habrán  de 
fundarse  los  recursos  de  casación.  Terceror  Infrac- 
ción del  número  cuarto  del  artículo  V  de  la  Orden 
número  noventa  3'  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  cometida  al  citarse   como   fundamento  del  re- 
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curso  el  articulo  mil  seiscientos  noventa  números  pri- 
,mero,  segundo,  tercer  >  y  sexto  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  sin  cumplir  el  segundo  requisito  <tel  nú- 
mero cuarto  antes  aludido.  El  citado  articulo  de  la 
Ley  procesal  permite  proponer  y  discutir  á  su  amparo 
la  materia  objeto  del  recurso  de  casación  pnr  infrac- 
ción de  ley;  pero  cuando  esta  se  establece  bajo  distin- 
tos puntos  de  vista,  deben  consignarse  con  la  debida 
separación  los  distintos  números  del  articulo  citado 
que  he  invoquen  como  autorizantes  del  recurso  y  de- 
ben además  citarse  agrupados  al  amparo  de  cada  uno 
de  esos  números  del  articulo  mil  sieseientos  noventa 
qne  se  invoquen,  las  leyes  6  doctrinas  legales  que  se 
estimen  infringidas  en  la  sentencia  recurrida,  c<  n  obje« 
to  de  poder  ser  discutidas  acertadamente  por  las  par- 
tes y  resueltas  p"r  la  Sala  las  cuestiones  planteada»  en 
el  recurso;  y  no  habiéndose  hecho  asi  en  el  escrito  es- 
tal>leciendo  el  presente  recurso  de  casación,  se  ha  in- 
fringido el  número  cuarto  del  articulo  Y  de  la  Orden 
vigente  sobre  casación  y  este  recurso  es  inadmisible, 
según  tiene  declarado  la  Sala  entre  otras,  en  las  sen- 
tencias números  dos,  fecha  primero  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  (página  quinientos 
treinta,  tomo  segundo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  en  la  Colecicón  legislativa)  y  número  tres,  fe- 
cha dos  de  Abril  de  mil  novecientos  uno  (página  cien- 
to noventa  y  ocho  tomo  segundo  de  mil  novecientos 
nno  de  la  Colección  legislativa). — Cuarto:  Infracción 
del  número  cuarto  del  articulo  V  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
cometida  al  citarse  en  los  motivos  de  casación  marca- 
dos con  los  números  primero,  segundo,  tercero,  quin- 
to y  séptimo,  como  leyes  infringidas  en  la  sentencia 
recurrida  los  articulob  números  diez  y  ocho  y  ciento 
veintidós  del  Código  Penal,  los  articulos  ciento  siete 
y  ciento  once  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal  y 
el  articulo  seiscientos  nneve  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil;  preceptos  que  no  pueden  servir  de  base 
á  un  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  pues 
la  infracción  de  articulos  del  Código  Penal  solo  sirve 
de  fundamento  á  recursos  de  casación  en  materia  pe- 
nal y  la  infracción  de  leyes  procesales  solo  daria  ori- 
gen á  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  de  España  en  sus  sentencian  fechas  diez  de 
Abril  y  veinticuatro  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos;  doce  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochen- 
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ta  y  cinco;  dos  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
siete  y  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  y  la  Sala,  entre  otras,  en  las  sentencias  núme- 
ros siete,  quince,  diez  y  seis,  cincuenta  y  cinco  y  nue- 
ve, fechas  nueve  de  Febrero,  veinte  y  veintidós  de 
Abril,  once  de  Julio  y  veinticuatro  de  Octubre  de  mil 
Bovecientort  uno  (páginas  doscientas  diez  y  nueve  y 
seiscientos  ochenta,  t6mo  segundo  de  mil  novecientos 
uno,  setenta  tomo  primero  de  mil  novecientos  uno  y 
quin  en  tos  ochenta  y  siete  tomo  primero  á^  mil  nove- 
cientos dos  de  la  Colección  legislativa). — Quinto:  In- 
fracción de  los  números  tercero  y  cuarto  del  artículo 
V  y  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  serie  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve.  Descartados  del  recur- 
so de  casación,  por  inadmisibles,  los  cinco  motivos 
consignados  en  el  párrafo  precedente,  quedan  solo  co- 
mo subsistentes  para  ser  dscutidos  y  resueltos  los  tres 
motivos  de  casación  marcados  con  los  números  cuarto, 
sexto  y  octavo,  en  que  se  citan  como  infringidos  pre- 
ceptos del  Código  Civil;  pero  como  quiera  que  s«  in- 
vocan como  fundamentos  del  recurso  los  números  pri- 
mero, segundo,  tercero  y  sexto  del  artículo  mil  sei-^- 
cientos  noventa  de  )a  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  sin 
determinarse  al  amparo  del  cual  de  cada  uno  de  esos 
números  se  plantea  la  materia  del  recurso  que  resulta 
de  la  infracción  de  esos  tres  únicos  preceptos  del  Códi- 
go Civil  invocados,  existe  confusión  que  impide  discu- 
tir los  puntos  de  vista  de  la  parte  recurrente  y  resolver- 
los acertadamente,  según  tiene  declarado  la  Sala  en  las 
sentencias  números  tres  y  cuatro  fechas  dos  y  tres  de 
Abril  de  mil  novecientos  uno  (págin  i  ciento  noven- 
ta y  ocho  y  doscientos  doce,  tomo  segundo  de  mil  no- 
vecientos uno  de  la  Colección  legislativa.) — Sexto: 
Infracción  de  los  artículos  quinto  y  séprimo  de  la  Or- 
den núnipro  noventa  y  dos  serie  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  cometida  por  la  Audiencia  á^  Santa 
Clara  al  admitir  este  recurso  de  casación  establecido 
á  nombre  de  los  señores  «Emilio  y  Francisco  Terry  en 
liquidación»,  que  según  reconoce  la  Sala  en  el  auto  de 
fecha  doce  de  Agosto  de  mil  novecientos  tres,  es  per- 
sona extraña  á  las  dos  partes  de  este  juicio  en  el  que 
se  dá  el  caso  anómalo  de  que  se  haya  admitido  y  se 
esté  sustanciando  un  recurso  extraordinario,  como  lo 
es  el  de  casación,  establecido  por  persoga  extraña  á 
las  dos  partes  del  juicio,  únicas  que  pueden  establecer 
recursos  de  los  que  franquea  el  derecho. 

Resultando  que  dicha  cuestión  previa  ha  sido  sus- 
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tanciada  con  arreglo  á  derecho,  celebrándose  la  fon  es- 
pondiente  vista  pública  el  día  treinta  de  Septiembre 
próximo  pasado  «on  asistencia  de  li)s  Letrado:*  de  la» 
partes,  en  cuyo  acto  sostuvo  su  pretensión  el  impug- 
nante, y  el  recurrente  solicitó  que  se  de<ílarara  sin  lu- 
gar la  impugnación  formulada.  < 

Rh  solución: 

Considerando  que  no  fundándose  únicamente  e^ 
recurso  interpuesto,  como  se  afirma  eu  los  motivo^ 
primero  y  secundo  en  que  se  impugna  su  admisión* 
en  los  artículos  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  y  mi' 
seiscientos  ochenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuicia* 
miento  Civil,  ineficaces  sin  duda  al  fin  propuesto,  sino 
además  en  cuatro  de  las  causas  taxativamenie  señala- 
das como  autorizantes  del  recurso  en  el  articulo  mil 
seiscientos  noventa,  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamien- 
to, no  puede  decirse  con  razón  que  en  la  interposición 
de  dicho  recurso  se  haya  infringi«lo  el  número  tercero 
del  artículo  quinto  déla  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  porque,  el  error 
padecido  por  el  recurrente  en  la  calificación  de  los 
dos  primeros  fundamentos  rm  puede  afectar  á  la  vali- 
dez y  eficacia  de  los  restantes,  que  son  notoriamente 
procedentes. 

Considerando  que  tampoco  puede  conceptuarse  in- 
fringido el  número  cuarto  del  artículo  quinto  de  la 
mencionada  Orden,  por  el  meio hecho  de  no  expresar- 
se en  cada  uno  de  los  motivos  del  recurso  el  número 
del  precepto  autorizante  bajo  cuyo  amparo  se  estable- 
ce, porque  aun  cuando  esto,  que  alega  el  impugnante 
en  los  fundamentos  tercero  y  quinto,  sea  la  forma  ge- 
neralmente empleada  como  más  conveniente  para  la 
concisión  y  claridad  del  problema  planteado,  no  por 
eso  deja  de  llenarse  el  objeto  cuando,  como  lo  hace  el 
recuriíente,  se  sustituye  la  referencia  numérica  con  la 
expresión  literal  de  la  causa  á  que  el  precepto  autori- 
zador  se  contrae,  porque  de  uno  y  otro  modo  cabe  de- 
terminar la  debida  relación  entre  la  alegación  y  su 
causa,  que  es  el  fin  á  que  se  dirige  la  disposición  del 
precitado  número  cuarto,  artículo  quinto,  de  la  Orden 
número  nov-'uta  y  dos. 

Considerando  que  en  el  escrito  de  int-erposición 
del  recurso  se  cita-n  por  el  recurrente  con  claridad  y 
precisión  las  leyes  que  estima  infringidas  y  el  concep- 
to en  que  á  su  juicio  lo  han  sido;  sin  que  en  el  trámi- 
te de  admisión  quepa  apreciar  la  adaptación  de  dichas 
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leyee  al  caso  propuesto,  porque  esto. entraña  una  cues- 
tión de  fondo  que  solo  puede  decidirse  en  sentencia 
<K>mo  lo  demuestra  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Tribunal. 

Considerando  en  cuanto  al  ultimo  motivo  de  im- 
pugnación, que  el  procurador  Francisco  de  R  ja^  re- 
presentaba en  la  segunda  in.-tancia  á  la  sociedad  de 
«Francisco  y  Emilio  Terry  y  C^  en  liquidación»,  con 
cuyo  carácter,  debidamente  acreditado  con  el  oportuno 
testimonio  de  poder,  fué  tenido  por  parte  en  dicha 
instancia,  según  consta  á  folio  diez  y  siete  del  corres- 
pondiente rollo:  de  manera  que  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  dicho  procurador  no  puede  suponerse 
que  lo  fuera  &  nombre  de  persona  ó  extindad  distinta 
de  la  otorgante  del  poder,  por  más  que  en  el  escrito  de 
interposición  se  haya  designado  equivocadamente  á 
dicha  sociedad  con  el  nombre  de  «Emilio  y  Francisco 
Terry  en  liquidación»,  porque  semejante  error  mate- 
rial, comprensible  fácilmente,  atendidaH  todas  las  cir- 
cunstancias de  los  autos,  no  es  fundamento  que  pueda 
utilizarse  en  derecho  para  afirmar,  como  se  hace  en  el 
indicado  motivo,  que  el  recurso  de  casación  se  ha  esta- 
blt*cido  por  persona  extraña  á  las  dos  partes  del  juicio. 

Considerando  que  reconociéndose  de  un  modo  ex- 
preso en  el  tercer  motivo  del  recurso  de  casación  la 
competencia  judicial  para  conocer  de  la  reclamación 
establecida,  negándose  tan  solo  por  el  recurrente  la 
oportunidad  de  interponerla  por  entender  que  deri- 
vándose de  un  acto  sometido  á  procedimiento  criminal 
no  terminado  por  sentencia,  no  cabe  que  se  ejercite 
separad» mente  la  acción  civil,  es  evidente  que  dicho 
motivo  no  puede  alegarse,  como  se  alega  al  amparo 
del  número  sexto  del  articulo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  exclusivamente 
se  contrae  al  indebido  conocimiento  en  asunto  q^ue  no 
sea  de  la  competencia  judicial;  y  tal  incongruencia  en- 
tre el  motivo  y  el  precepto  que  se  dice  autorizante  del 
mismo,  no  permite  en  esta  parte  la  admisión  del  re- 
curso aun  cuando  el  impugnante  no  haya  aducido 
contra  ella  las  razones  que  se  dejan  expuestas,  siendo 
asi  que  el  precepto  del  número  terceio  del  articulo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  es  absoluto 
y  no  puede  quedar  sujeto  **n  su  aplicación  á  la  volun- 
tad de  las  partes. 

Considerando  que  cuando  no  se  desestiman  todas 
las  pretensiones  del  impugnante  no  cabe  la  imposición 
de  costas: 
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Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  en 
-cuanto  al  motivo  tercero  d-1  escrito  en  que  se  inter- 
pone; y  no  ha  lugar  &  la  misma  declaratoria  que  se 
-solicita  respecto  de  los  demás  motivos  del  recurso;  sin 
-especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  sefiores 
Magistrado»  del  margen  ante  mi,  certifico. — José  Vá- 
rela.— Pedro  Oonzález  Llórente. — Octavio  Giberga  — 
■Garlos  Re  villa.— Rafael  Maydagán.—El  Secretario, 
Armando  de  J.  Riva. 


Aueb.  forma.->Sent.  10.  -18  de  Julio.— Falta  de  persona- 
lidad. (Gac.  Marzo  30,  J904.) 

DOCTRINA:  Conforme  al  inciso  4?  del  ar- 
tículo 632  de  la  I^y  de  Enjuiciamiento  Civil  la 
f^lta  de  personalidad  en  el  demandado  consiste  en 
no  tener  el  carácter  ó  representación  con  que  se  le 
demanda  y  esa  falta  no  puede  existir  cuando  la 
acción  ejercitada  se  dirige  personalmente  contra 
los  demandados  p<>r  actos  realizados  por  éstos, 
aunque  aleguen  que  los  realizaron  en  representa- 
ción de  otros;  puesto  que  en  este  caso  lo  que  se 
disecute  es  la  falta  de  acción  contra  los  demanda- 
dos nó  la  personalidad  de  éstos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  ocho  de  Jnlio 
de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  del  interdicto  de 
retener  ciertos  terrenos  del  Ingenio  Victoria  que  han 
cursado  ante  el  Juzgado  Municipal  de  Jibara  y  por  ape- 
lación ante  el  de  primera  instancia  de  Holguín,  promo- 
vidos por  Juan  Antonio  Calderón  y  Rodríguez,  propie-  j) 
tario  y  vecino  de  dicha  villa  contra  Philbrich  Lamsoa 
y  Philips  B.  Windson  ambos  propietarios  y  vecinos  el 
primero  de  la  Habana  y  el  segundo  de  Puerto  Príncipe ; 
visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  los 
mencionados  demandados  contra  la  sentencia  dictada 
|)or  dicho  Juzgado  de  primera  instancia  de  Holguín  en 
seis  de  Abril  último. 

Primero.  Resultando  que  en  esta  sentencia  se 
han  aceptado  los  resultandos  de  la  de  primera  instancia 
que  se  copian  á  continuación. 

Bsmanda: 

Segundo.  Resultando  que  el  Sr.  Juan  Antoni.» 
Calderón  y  Rodríguez  en  su  demanda  manifi^^ta  qu: 
loe  demandados  Mr.  G.  P.  Lamson  y  M.  P.  B.  Windsor, 
han  practicado  actos  que  tienden  á  inquietarlo  y  pertur- 
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barle  en  Ja  posesión  que  tiene  del  ingenio  Victoria  v 
({lie  esos  actos  consisten  en  propalar  que  uníi  part^^  ' 
esa  ünca  compuesta  de  unas  veintinueve  caballerías  <lo 
lieiTa  ])róxinuiinente,  es  de  una  Sociedad  Americana  de 
(jue  son  empleados  y  (jiie  van  li  proceder  á  su  medición 
sin  permiso  del  })í)sc(Nl()r  para  separarlas  para  dicha  So- 
cic.iad  Americana. 

Oposición  : 

Tercero.  licsultando  que  el  demandante  acredita 
estar  en  posesión  de  sus  bienes  y  la  intención  de  los  de- 
mandados de  perturbarle  en  ella  y  que  la  demanda  apa- 
rece presentada  antes  de  haber  transcurrido  im  año  á 
i:ontar  desde  dichos  actos  por  lo  que  le  fué  admitida  jfi 
providencia  de  siete  del  actual  mandando  recibir  la  in- 
rorr..'ación  ofrecida. 

Cuarto,  líesultando  que  comprobados  por  la  in- 
formación los  extremos  expresados  en  la  demanda  > 
|)revÍ8tos  en  el  artículo  mil  seiscientos  cincuenta  de  la 
L(\y  de  Enjuiciamiento  C^ivil  se  convocó  á  las  parte-- 
á  juicio  verbal. 

Quinto.  Resultando  que  en  este  juicio  loa  deman- 
dados confesaron  los  hechos  alegados  por  el  actor  v  qu? 
('ste  acreditó  con  testi^^t)s  la  posesión  que  tiene  del  In- 
genio ^^ictoria. 

Se>íto.  líesultando  que  la  propia  sentencia  adici-"- 
nó  por  su   parte  los  Resultandos  siguientes. 

Sé;)timo.  Resultando  que  por  virtud  dv  la  ap*^- 
lación  que  interpusieron  contra  la  misma  los  demanda- 
dos en  el  juicio,  se  personaron  en  esta  segimda  instan- 
cia por  su  citado  apoderado,  y  el  demandante  por  ^í 
mismo:  dándoseles  por  su  orden  de  debida  instrucción 
de  los  autos,  trámite  éste  que  evacuaron  los  demanda- 
dos por  el  escrito  de  diez  y  ocho  de  Febrero  líltimo,  en 
el  que  expusieron  qUe  la  parte  contraria  no  había  acom- 
pañado ningún  documento  con  la  demanda,  no  obstante 
ser  de  necesidad  con  arreglo  á  los  artículos  quinientos 
dos  al  quinientos  cuatro  de  la  T^ey  de  Enjuiciaiento  Ci- 
vil :  que  el  actor  funda  su  posesión  en  un  título  de  he- 
rencia que  por  sí  vsolo  no  es  bastante  sino  se  apoya  en 
otro  anterior  (|ue  justifique  la  trasmisión  del  domini"». 
<so  en  cuanto  á  la  herencia,  que  por  lo  que  respecta  al 
abandono  (pie  dice  hicieron  los  Sres.  Beola  del  Ingenio,. 
ni  se  ha  justificarlo  ni  puedcí  constituir  una  tiasmisi*^- 
de  dominio  y  posesión  á  favor  del  Sr.  Calderón:  en  la 
inforniación  trata  éi^io  de  acreditar  (pie  su  caucante  ha* 
l)ín  ])()seído  por  espacio  <1<^  mucbos  años  ;í  título  de  du*- 
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ño  el  Ingenio  Victoria,  que  á  su  muerte  lo  trasmitió  á 
él  y  sus  demás  bijos  y  que  los  que  exponen  venían  ¿i 
medir  sin  pesmiao  del  poseedor  una  parte  de  esa  finca 
á  pretexto  de  que  pertenecía  á  una  Compañía  extranje- 
ra de  que  eran  empleados;  los  testigos  que  declaran  á 
tenor  de  esos  hechos,  el  uno  por  contar  sólo  veintiocho 
años  de  edad,  los  mismos  que  dice  falleció  el  padre  del 
actor,  ofrece  duda  en  cuanto  á  su  veracidad,  y  el  otro 
que  como  él  declaró  conforme  con  todos  el  interrogato- 
rio no  da  la  razón  de  ciencia  de  su  dicho  que  tan  nece- 
saria es  á  los  efectos  probatorios ;  que  no  procedía  dirigir 
la  acción  contra  los  demandados  sino  contra  Ui  Compa- 
ñía de  que  son  empleados,  y  que  á  pesar  de  lia\)erló  mA- 
nifestando  aaien  el  juicio  y  de  haberse  consignado  en 
él  los  documentos  que  lo  acreditaban,  ninguna  declara- 
ción se  hizo  acerca  de  ese,  punto  tan  importante  en  toda, 
dase  de  litigio;  además  el  pretendido  despojo  está  fun- 
dado en  palabras  y  no  en  los  actos  á  que  se  refieren  I*>s 
artículos  mil  seiscientos  cuarenta  y  nueve  y  mil  seis- 
cientos cincuenta  de  la  ley ;  haciendo  constar  tambióii 
que  á.  los  testigos  en  vez  de  hacerle  las  prevenciones  do 
la  Ley  Procesal  Civil  se  les  hicieron  la  de  la  Criminul, 
y  que  la  notificación  que  se  hizo  de  la  sentencia  al  do- 
manadante  no  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  la  Orden  ci  li- 
to sesenta  y  seis  de  mil  novecientos ;  relación  de  hoch  ^ 
que  segim  se  manifiesta  en  el  mismo  escrito  en.Xjue  so 
hace,  tiene  por  objeto  el  ejercicio  d  un  derecho,  no  pro- 
hibido por  la  Ley. 

0(iavo-  Resultando  que  habiéndose  dado  el  a]>G- 
lado  por  instruido  de  los  autos  se  celebró  la  vista  el 
seis  del  actual  exponiendo  el  apelaute  por  su  letrado  i». 
siguiente:  que  pedía  la  revocación  de  la  sentencia  Tol 
inferior  por  tres  fundamentos:  Primero:  el  actor  al 
propoiier  la  demanda  reconoció  que  los  demar dados  'i o 
obraban  por  cuenK  propia  sino  como  empicados  de  u..ii 
Compañía  careciendo  éstos  por  tanto  de  personalidal 
Segundo:  no  acompañó  títulos  que  acrediten  sor  loírí- 
timos  poseedores  de  la  totalidad  de  la  finca  y  por  el  con- 
trario, existen  documentos  que  justifican  quo  parte  de 
ésta  perteneció  al  Conde  de  Mora])ox,  al  que  el  causante 
del  actor  reconoció  como  dueño  de  la  parte  del  ingenio 
que  motiva  esta  reclamación;  y  tercero:  los  tr-stigos  ivo 
afirman  que  los  demandados  se  dijeran  duef.os  de  í:<.-a 
parte  de  terreno,  ni  que  penetraran  en  la  finca  con  6 
sin  pennLso,  ni  ejecutaran  ningún  acto  de  los  que  p"j- 
turban  la  posesión  y  el  apelado  por  su  letra^^o  conte-s- 
tó:  que  la  excepción  de  falta  de  personalidad  no  se  !¡:i 
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probado  ni  tiene  razón  de  ser,  pues  los  demanJado»  han 
sido  los  causantes  de  la  perturbación  que  ha  dado  mar- 
gen al  interdicto;  que  carece  también  de  fundamcr*ü 
la  excepción  basada  en  que  el  demandante  no  acompíi- 
ñó  los  documentos  acreditativos  de  la  posesión,  pues* 
no  lo  exige  el  artículo  mil  seiscientos  cincuenta  de  3a 
Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil  y  la  tramitación  espoeiiU 
de  este  juicio,  y  más  habiéndose  probado  cumplidamen- 
te como  se  ha  verificado  la  posesión  del  demandante, 
que  poseyendo  como  condueño  posee  en  el  toJo  que  en 
cuanto  á  los  actos  del  despojo,  los  demandados  han  con- 
fesado en  el  juicio  haber  propalado  las  palabras  que  die- 
ron lugar  á  la  demanda,  las  que  por  sí  bastan  para  in- 
terponer el  interdicto  de  que  se  trata,  pues  ^os  actos  á 
que  se  refieren  los  contrarios  son  objeto  del  do  recobrar, 
por  todo  lo  que  pidió  la  confirmación  de  la  sentencia 
del  inferior  é  imposición  de  costas  á  los  demandados. 
Resolución  bbcu brida: 

Noveno.  Resultando  que  la  sentencia  referida  en 
su  parte  dispositiva  confirma  la  de  primera  instancia 
imponiendo  las  costas  de  la  segunda  á  la  apelante,  todo 
sin  perjuicio  de  tercero  y  dicha  sentencia  del  inferior, 
que  ha  sido  confirmada,  también  á  su  vez  en  la  parte 
dispositiva,  declara  haber  lugar  al  interdicto  de  retener 
intentado  por  el  Sr.  Juan  Antonio  Calderón  y  Rodrí- 
guez, i#an teniéndola  sin  perjuicio  de  tercero  en  la  fin- 
ca titulada  Ingenio  Victoria  sita  en  el  Término  Mmii- 
cipal  de  Gibara  mandando  requerir  á  los  demandados 
M*  G.  P.  Samson  y  Mr.  P.  B.  Windsor  para  que  en  lo 
sucesivo  se  abstengan  de  inquietar  y  perturbar  en  ella 
y  de  hacer  mediciones  dentro  de  sus  linderos,  bajo  el 
apercibimiento  de  lo  que  corresiwnda  con  arreglo  á  de- 
recho, condenando  á  los  mismos  Mr.  G.  P.  Hamson  v 
Mr.  P.  B.  VVindson  al  pago  de  las  costas  y  reservando 
á  las  partes  el  derecho  que  puedan  tener  sobre  la  pro- 
piedad ó  sobre  la  posesión  definitiva,  el  que  podrán  uti- 
lizar en  el  juicio  correspondiente. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Décimo.  Resultando  que  ambos  demandados  in- 
terpusieron recurso  de  casación  por  quebi'antaraiento  de 
forma  contra  la  sentencia  ya  mencionada  del  Juez  de 
primera  instancia  de  llolginii,  fecha  seis  de  Abril  últi- 
mo fundándose  en  el  ca.so  segundo  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil para  lo  cual  se  alegaron  los  dos  motivos  que  á  con- 
tinuación se  copian:  Primero:  Falta  de  personalidatl 
#n  los  demaní  lados,  por  cuanto  que  siendo  empleados 
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de  una  Compañía  y  por  encargo  de  épta  como  lo  recono- 
ció y  confesó  el  actor  en  en  escrito  do  demanda,  se  per- 
sonaron en  esta  ciudad  por  orílen  de  la  misma  á  eápc- 
rar  en  ella  la  que  debían  recibir  para -poder  traeladar<?e 
'al  Ingenio  Victoria  á  medir  las  veintinueve  caballerías 
ciento  sesenta  3'  cuatro  cordeles  de  i^ierras  pei'tenecien- 
les  á  dicha  Compañía,  j»in  haberse  introducido  en  ellas 
ai  hecho  advertencias  sobre  su  cultivo  al  encargado, 
arrendatarios  ni  colonos  ni  menos  dicho  que  les  perte- 
necieran y  fueran  sus  legítimos  dueños;  falta  de  per- 
sonalidad que  se  alegó  en  primera  instancia  y  se  repro- 
dujo en  la  segunda,  primero  en  el  escrito  devolviendo 
los  autos  que  fueron  entregados  para  instrucción;  y 
después  en  el  acto  de  la  vista ;  lo  que  ya  en  este  estado 
el  juicio  imposibilitó  reclamar  más  la  subsauación  do 
la  falta :  y  Segundo :  Falta  de  personalidad  en  el  de- 
mandante, toda  vez  que  no  presentó  ningún  documen- 
to que  le  acreditara,  ni  tampoco  los  en  que  fundara  su 
derecho  á  la  posesión  legal  que  reclamaba,  pues  no  16 
daban  una  .ni  otra  cosa  la  información  irregular,  anó- 
mala y  prohibida  por  la  licy  que  propuso  y  se  lé  admi- 
tió y  que  según  ésta  tenía  que  limitarse  al  hecho  de  po- 
seer y  al  temor  de  ser  inquietado  y  para  esto  m'anifestar 
el  que  abrigue  si  la  persona  que  lo  ejecuta  lo  hace  ó  no 
por  orden  de  otra;  y  nunca  á  la  propiedad  de  la  pose- 
sión que  es  objeto  de  otro  juicio ;  y  por  ello  debió  repe- 
'  lerse  por  el  Juzgado  todo  lo  que  no  se  concretase  á  aque- 
llos hechos,  y  que  es  en  lo  que  se  basa  la  sentencia  recu- 
rrida para  no  reconocer,  como  procedía  y  debía,  es^ 
falta  de  personalidad,  reclamada  en  segunda  instancia, 
también  en  el  escrito  y  vista  citados;  y  cuya  subsana- 
cien  se  hace  imposible  pedir  por  esos  motivos. 

Undécimo.  Resultando  que  dicho  Juzgado  por 
auto  de^  treinta  del  mes  de  Abril  antes  citado  admitió 
el  recurso  en  cuanto  al  primer  motivo  ó  sea  el  que  se 
funda  en  la  alegada  falta  de  personalidad  en  los  deman- 
dados y  denegó  la  admisión  én  cuanto  al  segundo  qi*.o 
se  basa  en  la  misma  falta  en  cuanto  á  los  demandantes 
y  elevados  los  autos  la  parte  recurrente  se  personó  opor- 
tunamente ant¿  este  Tribunal  Supremo  tramitándose  el 
recurso  en  forma  legal  y  celebrándose  la  vista  el  día 
siete  de  los  corrientes,  sin  asistencia  de  las  partes  á 
dicho  acto. 
Decisión  dkl  kecurso: 

Siendo  Ponente  para  la  redacción  de  esta  senten- 
cia el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Ferrari  por  enfer- 
medad del  de  igual  clase  Sr.  Pedro  González  Llórente. 
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*  Priniei'o.  Considerando  que  conforme  explica  el 
meiso  cuarto  artículo  quinientos  treinta  y  dos  de  ia 
íicy  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  la  jurisprudencia  con- 
sagra, la  falta  de  personalidad  en  el  demandado  ha  de 
consistir  en  no  tener  el  carácter  ó  representación  cotí 
que  se  le  demanda ;  y  habiéndose  dirigido  contra  los  re- 
currentes en  el  presente  caso  la  acción  ejercitada  en  el 
interdicto,  en  razón  á  actos  de  los  mismos  que  tendían 
á  perturbar  en  su  posesión  al  demandante ;  la  alegación 
por  ellos  deducida  en  el  pleito  y  mantenida  después  en 
el  recurso  de  que  no  pueden  ser  demandados  en  dicho 
juicio  porque  tales  actos  los  han  ejecutado  tan  sólo  co- 
mo mandatarios  que  son  de  una  Sociedad  que  ostenta 
un  título  en  virtud  del  cual  se  les  ha  conferido  el  ex- 
presado mandato,  siendo  cuestión  que  impone  el  resol- 
ver si  el  actor  carece  ó  no  de  acción  contra  los  recurren- 
tes, no  puede  ser  considerada  como  de  falta  de  perso- 
nalidad y  no  resulta,  por  tanto,  autorizada  por  el  nú- 
mero segundo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno 
dé  la  Ley  citada  de  Enjuiciamiento  Civil.   . 

I  Segimdo.  Considerando  que  este  Tribunal  Su- 
pf^mo  tiene  declarado  que  cuando  una  cuestión  en  ca- 
sación nb  viene  amparada  por  el  caso  de  los  artículos 
mil  seiscientos 'noventa  ó  mil  seiscientos  noventa  y  uno 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  le  corresponda, 
se  ha  de  entender  que  su  planteamiento  se  ha  hecho  sin 
cumplir  la  formalidad  del  inciso  tercero,  artículo  quin- 
to de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocien?- 
tos  noventa  y  nueve ;  y  que  este  motivo  para  no  admitir 
el  recurso  puede  estimarse  al  resolver  en  definitiva,  aun- 
que dicha  admisión  no  resulte  impugnada,  debiéndose 
en  tal  caso  declarar  aquél  sin  lugar. 

Tercero.  Considerando  que  según  el  artículo  cua- 
renta de  la  mencionada  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  las  cosías  del  re- 
curso deben  imponerse  al  recurrente,  cuando  dicho  re- 
curso se  declare  sin  lugar. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Guy  P. 
Lamson  y  Philip  B.  Windsor  contra  la  sentencia  del 
Juez  de  Holguin  á  que  se  contrae  el  referido  recurs-^, 
con  las  costas  á  cargo  de  los  expresados  recurrentes. 

Am,  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos^ 
andamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  Magistrado  Pcr- 
dro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. 
— José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Sevilla. — 
Kafael  Maydagén. 
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DOCTRINA:    Son  ineficaces  los  motivos  que  j 

se  fundan  eu  supuestos  de  hechos  contrarios  A  ios  ..! 

establecidos  por  )a  Sala  sentenciadora  en  vista  de 
la  prueba  practicada.  \ 

No  tienen  aplicacióa   los  preceptos  que  regulan  ^, 

las  donaciones  á  los  contratos  en  que  segiín  la  \ 

Sala  sentenciadora  he  ha  probado  que  se  hicieron 
recíprocas  prestaciones  los  contratantes  y  por 
cOD^igutente  merecen  el  calificativo  de  onerosos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  de  Julio  de 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribjyjal  Supremo 
el  recurso  de  capación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Facundo  Bacardí  y  Moreau,  del  comercio  y  vecino 
de  Santiago  de  Cuba,  contra  la  sentencia  dictada  en 
veintisiete  de  !Marzo  último  por  la  Audiencia  de  San- 
tiago de  Cuba  en  el  juicio  promovido  em  el  Juzgado  do 
primera  instancia  de  dicha  ciudad  por  José  Masforroll, 
empleado  y  vecino  también  del  citado  lugar,  contra  el 
propio  recurrente  sobre  cumplimiento  de  obligaciones. 

Primero.  ^Resultando  que  en  la  referida  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  se  acep- 
tan los  trece  Kesultandos  de  la  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia que  se  copian  á  continuación. 

Dsmanda: 

Segundo.  Resultando:  Que  el  procurador  Buch 
con  el  indicado  carácter  y  por  su  escrito  de  quince  de 
Marzo  del  aiío  próximo  paf^ado  inició  el  presente  juicio 
])or  medio  de  demanda  que  formuló  alegando  los  si- 
guientes liedlos. — Primero;  Que  en  quince  de  Septiem- 
f)re  de  mil  ochocientos  noventa  entre  D.  Emilio  Bacar- 
dí y  !Moreau,  D.  Manuel  Masforroll  y  Salomé  por  sí  y 
como  apoderado  de  Doña  Francisca  García,  viuda  de 
íiópez  Rodríguez,  y  mi  poderdante  I).  José  ^Masforroll 
y  Ciarcía  se  celebró  un  contrato  estipulándose  en  sus 
varias  cláusulas  lo  siguiente:  "Primero:  D.  Emilio  Ba- 
cardí y  Morcan  hace  donación  á  favor  de  I).  Manuel 
Ma<!forroll  y  Salomé,  y  de  D.  José  Masforrol  y  García 
de  un  cinco  por  ciento  á  cada  uno  del  líquido  producido 
de  la  mina  de  hierro  "Victoria"  denunciada  en  la  ha- 
cienda "Guama,"  en  la  jurisdicción  del  Cobre,  barrio 
de  Sevilla,  y  de  cuantas  más  minas  denunciare  en  los 
terrenos  de  T)ofía  Francisca  García,  viuda  de  López  Ro- 
dríguez.— Segundo:  El  cinco  por  ciento  que  se  mencio- 
lifl  en  el  artículo  primero,  será  con  deducción  de  los  gas- 
tos de  investigación,  denuncia,  títulos,  comisiones,  co* 
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rretajes  y  demás  que  resulten  hasta  la  cesión^  venta  6 
arrendaíniento  de  las  minas,  y  que  serán  suplidas  por 
D.  Emilio  Bacardí  y  Moreau. — Tercero:  D.  Manuel 
Masforrol  y  García,  es  decir,  Salomé,  en  su  calidad  de 
apoderado  general  de  la  Sra.  Doña  Francisca  García, 
viuda  de  López  Rodríguez,  autoriza  á  D.- Emilio  Bacar- 
dí ó  á  quien  él  nombrase  para  que  libremente  pueda  in- 
vestigar en  los  terrenos  que  comprende  su  finca  Sevilla 
hasta  Peladeros  que  son  de  su  propiedad. — Cuarto: 
Doña  Francisca  García,  viuda  de  López  Bodríguez,  me- 
diante su  poder,  cederá  gratuitamente  de  loa  terrenos 
de  las  haciendas  citadas,  las  maderas  que  se  necesitaren 
para  la  coní^tucción  de  establecimientos  y  edificios  que 
para  tiendas  y  edificios  se  construyeren  en  aquellos  te- 
rrenos caso  de  explotación  de  la  mina  'Victoria'*  ó 
cualquiera  otra  mina  que  denunciase  D.  Emilio  Bacar- 
dí y  Moreau. — Quinto:  Caso  de  explotarse  la  mina  "Vic- 
toria," ó  cualquiera  otra  que  denunciase  D.  Emilio  Ba- 
cardí y  Moreau  cederá  en  venta  Doña  Francisca  García 
viuda  de  I^pez  Rodríguez  á  un  precio  que  se  conviniere 
y  cuyo  valor  no  excederá  de  trescientos  pesos  oro  cada 
caballería  de  tierra  de  que  tuviese  necesidad  la  Empre- 
sa minera  para  labores  y  explotación. — Sexto:  Doña 
Francisca  García  ^duda  de  López  Rodríguez,  no  permi- 
tirá en  las  haciendas  desde  Sevilla  á  Peladeros  caso  de 
explotarse  algunas  de  las  minas  denunciadas  ó  que  se 
denunciase,  otros  establecimientos  comerciales  que  lod 
que  estableciese  D.  Emilio  Bacardí  y  Moreau,  á  quien 
concede  exclusivamente  ese  derecho  al  vencerse  los  con- 
tratos de  arriendo  que  tiene  hechos  de  Guama  y  Pela- 
deros y  mientras  el  Gobierno  no  declare  el  punto  por  ¡k)- 
blado. — Séptimo:  A  D.  Manuel  MasforroU  y  Salomé 
corresponderá  im  cincuenta  por  ciento  de  las  utilidades 
líquidas  de  la  casa  ó  casas  comerciales  que  D.  Emilio 
Bacardí  y  Moreau  estableciese  en  los  terrenos  de  las 
haciendas  citadas. — Octavo:  D.  Emilio  Bacardí  y  Mo- 
reau queda  autorizado  para  vender,  ceder  én.  arrenda- 
miento ó  explotación  la  propiedad  de  la  mina  "Victo- 
ria" ó  cualquiera  otra  que  se  denunciare,  excluyendo 
de  ello  el  terreno. — Noveno:  Este  contrato  se  reducirá  *i 

a  escritura  publica,  cuando  cualesquiera  de  las  parten 
así  lo  pidiere ;  y  cualquieiv  duda  que  ocurriese  será  so- 
metida á  arbitros  ó  amigables  componedores:. — Santiago 
de  Cuba,  (juince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta.— Emilio  Bacardí. — J.  MasforroU. — Manuel  Mas- 
forrol. — «Como  apoderado  general  de  la  Sra.  Doña  Fran- 
cisca García. — Manuel  MasforroU. — Conforme  las  par- 
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tes  en  aceptar  con  D.  Francisco  Bacanlí  las  condiciones 
de  este  contrato,  lo  firmamos  para  constancia.  Santiago 
de  Cuba,  veinte  y  cuatro  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos. — F.  Bacardí. — Manuel  Masfo- 
TT(ñU'  Así  resulta  del  ejemplar  del  mismo  contrato  que 
se  acompaña  marcado  con  el  número.  Se«^íitlo :  Que  en 
veinticuatro  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  dos  el  Sr.  B^acundo  Bacardí  y  Moreau  se  subrogó  en 
todos  los  derechos  y  obligaciones  de  su  hermano  D. 
Emilio  en  el  contrato  que  acaba  de  relacionarse,  con- 
formándose con  ello  las  otras  partes  contratantes. — 
Así  resulta  del  documento  anteriormente  transcripto. — . 
Tercero:  que  en  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocieiiio;^ 
noventa  y  nueve  el  citado  D.  Facundo  Bacardí  conce- 
dió á  Mr.  T.  A.  Bates,  una  opción  para  la  venta  ó  arren-' 
d amiento  de  las  minas  de  hierro  conocidas  por  "Gua- 
ma," cuvo  grupo  comprende  las  nombradas  "Oíd  Bng- 
land'^  "New  England,''  "Gran  Victoria,"  "Pitto  Burgh" 
y  *'A11  Right "  bajo  las  condiciones  de  que  dicho  arrenda- 
miento sería  j)or  cincuenta  años  desde  Mayo  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  por  un  royalty  de  diez 
centavos  por  toneladas  de  mineral  embarcado;  y  pa- 
gadero dicho  royalty  por  trimestres  en  oro  americano, 
siendo  el  mínimum  de  extracción  de  mineral  el  tle  cin- 
cuenta mil  toneladas  al  año,  pagándose  de  contado  al 
aceptarse  dicha  ojición,  la  suma  de  cincuenta  mil  pesos 
oro  americano,  amortizándose  este  adelanto,  con  el  cin- 
cuenta por  ciento  del  royalty  y  hasta  su  completo  saldo ; 
y  por  último,  que  mediante  el  pago  de  ciento  veinticin- 
co mil  pesos  dentro  del  término  de  cuatro  años,  se  redu- 
ciría el  royalty  á  cinco  centavos  por  toneladas  de  mine- 
ral, y  si  alguna  parte  de  los  cincuenta  mil  pesos  antes 
mencionados,  estuviera  aún  pendiente,  se  deduciría  de  , 
los  citados  ciento  veinticinco  mil  pesos;  cuya  opción  fué 
por  Bates  traspasada  á  la  "Investí ment  Oompanv  of 
Philadelphia  y  Lustei"  y  por  ésta  á  la  "Cuban  Steel 
ore  Company"  en  treinta  de  Junio  de  mil  ochocit»rit(>s 
noventa  y  nueve.  Así  consta  en  la  escritura  otorgada  en 
veintinueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  por  D.  Facundo  Bacardí  y  M.  R.  (Charles  Zio- 
genffus  ante  el  Notario  D.  Manuel  Caminero  y  obranti» 
en  su  protocolo  que  designó  al  efecto  del  artículo  qui- 
nientos tres  párrafo  .segundo  do  la  Ijey  -de  Enjuicia- 
miento Civil. — Cuarto:  Que  en  veinte  de  Junio  d<'( 
mismo  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  el  re- 
ferido Don  Facundo  Bacardí  con  Don  Manuel  ]\í:i.s- 
forrol  y  García,  representante  de  Doña  Francisca  Gar- 
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cía,  viuda  de  López  Rodríguez,  y  auto  ol  TsTotario  Dou 
Manuel  Caminero,  elevó  á  escritura  pública  el  contrato 
privado  de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta en  que  se  había  subrogado  Bacardí  en  veinticua- 
tro del  propio  mes  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos 
confirmándose  ésta  íntegramente  en  el  apartado  segun- 
do de  la  citada  escritura  del  modo  siguiente. — "Segun- 
do: Que  ambos  señores  comparecientes  en  los  conceptos 
que  comparecen,  cumpliendo  la  condición  novena  del 
contrato,  lo  elevan  por  la  presente,  á  escritura  pública, 
obligándose  en  la  más  solemne  forma  á  cmnplirlo  exac- 
.taniente  en  todas  y  cada  una  de  sus  cláusulas;'^ — Así 
aparece  de.  la  primera  copia  de  dicha  escritura  que  se 
acompaña  marcada  con  el  número,  y  la  que  consta  ins- 
cripta en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  al  tomo  tercero 
folio  ciento  cincuenta  y  cinco  Ayuntamiento  del  Cobre, 
finca  número  ciento  nueve  inscripción  segunda. — Quin- 
to: Que  por  escritura  pública  otorgada  en  veintinueve 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante*i?l 
propio  Notario  Sr.  Caminero,  el  referido  D.  Facundo 
Bacardí  y  Morcan,  en  su  carácter  de  dueño  de  las  cita- 
das cinco  minas  "Oíd  England,"  "New  England," 
"Gran  Victoria,"  "Pitts  Burghs"  y  "AU  Right,"  radi- 
cadas en  la  posesión  conocida  por  Guama,  finca  Sevilla, 
de  Doña  Francisca  García,  las  cedió  en  arrendamiento 
á  la  "Cuban  Steel  Ore  C*""  de  Philadelphia  representa- 
da por  su  apoderado  en  esta  ciudad  Mr.  R.  Charles  H. 
Ivengenfuiss,  por  término  de  cincuenta  años  que  em- 
pezaron á  contarse  desde  el  día  dos  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  pactándose  el  precio  del 
arrendamiento  á  razón  de  diez  centavos  oro  americano 
}K>r  cada  tonelada  métrica  de  mineral  de  hierro  en  bru- 
to que  se  extraiga,  pagaderos  por  trimestres  vencidos  en 
esta  ciudad. — Consta  así  en  lá  referida  escritura  ya 
designada  anteriormente  en  el  hecho  tercero. — Sexto: 
Que  ese  misnio  día  veintinueve  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  ó  sea  el  del  otorgamiento  de  la 
relatada  escritura  de  arrendamiento  de  las  referidas 
minas  recibió  D.  Facundo  Bacardí  del  representante  de 
la  C()m])añía  un  giro  de  cincuenta  mil  posos  sobre  Phi- 
ladelphia expresándose  que  esa  suma  sería  reembolsada 
por  la  C^ompañía,  descontando  trimestralmente  un  cin- 
(ueiita  por  ciento  del  derecho  de  explotación  reconoci- 
do á  Bacardí  ó  sea  de  los  diez  centavos  por  tonelada 
hasta  su  completo  pago ;  y  teniendo  en  cuenta  que  la  en- 
trega de  estos  cincuenta  mil  pesos  no  fué  más  que  la 
realización  de  lo  estipulado  en  la  cláusula  tercera  de  la 
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opción  conferida  por  Bacardí  á  Bates  transferida  luesro 
á  la  Compañía  arrendataria  "Cuban  Steel  Ore  C**'^  de 
que  al  aceptarse  la  opción  se  pagaría  al  contado  la  su- 
ma de  cincuenta  mil  pesos  oro  americano,  cuyo  adelan- 
to se  amortizaría  con  el  cincuenta  por  ciento  del  roy- 
alty  hasta  su  completo  pago,  es  decir  saldo,  es  induda- 
ble que  aunque  á  la  entrega  de  esa  suma  se  le  diera  el 
nombre  de  préstamo,  no  fué  más  que  el  anticipo  de 
precio  del  arrendamiento  ya  convenido  como  condición 
esencial  del  contrato/^ — Resulta  igualmente  de  la  es- 
critura anteriormente  indicada. — Séptimo:  Que  ese 
propio  día  veintinueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  en  que  D.  Facundo  Bacardí  arrendó 
á  la  "Cuban  Steel  Ore  C°"  las  referidas  minas,  recibien- 
do cincueata  mil  pesos  por  anticipo  de  su  precio,  mi 
poderdante  D.  José  Masforroll  y  García  le  requirió  por 
ante  el  Notario  de  esta  ciudad  D.  Pedro  Secundino  Sil- 
va para  que  cumpliendo  lo  4?xpresamente  convenido,  de- 
terminase claramente  el  tiempo,  modo  y  forma  en  quo 
le  daría  cuenta  del  producto  líquido  obtenido  por  el 
arrendamiento  que  de  dichas  minas  tenía  celebrado  con 
la  "Cuban  Steel  Ore  C**^^  y  de  cuyo  producto  líquido  le 
eorrespondía  á  mi  poderdante  un  cinco  por  ciento;  res- 
pondiendo Bacardí  á  dicha  gestión  con  evasivas  quí» 
aparecen  consignadas  en  la  copia  del  acta  que  se  acom- 
paña marcada  con  número. — Octavo:  Que  según  resulta 
de  la  certificación  del  acto  de  conciliación  que  acompaño 
marcado  con  el  numero  se  ha  intentado  ésta  sin  efecto 
por  incomparecencia  del  Sr.  Bacardí,  cuyo  escrito  ter- 
mina pidiendo  se  le  tenga  por  parte  á  nombre  del  refv»- 
rido  Masforroll  y  García,  y  que  se  sustancie  la  deman- 
da por  los  trámites  del  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  condenánVlose  en  definitiva  á  Bacardí  y  Moreaii 
á  quo  dentro  de  quinto  día  cumpliendo  las  obíigaciones 
que  le  incumben  según  el  contrato  de  quince  de  Sep- 
tiembre íle  mil  novecientos,  y  la  escritura  pública  de 
veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nuevo,  li- 
quide y  abone  á  Masforrol  el  cinco  por  ciento  de  loí» 
cincuenta  mil  pesos  que  recibió  al  otorgar  la  escritura 
do  veintinueve  de  Agosto  de  mil  ochocicrntos  noventa  y 
nueve,  y  de  lo  que  por  ese  mismo  contrato  hubiese  ya 
recibido  ó  en  lo  de  adelante  pfTcibiore;  intereses  legales 
desde  el  citado  día  veintinueve  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  y  en  las  costas  del  juicio ;  aña- 
diendo por  un  otrosí  que  no  pudiondo  pedir  y  obtener 
copia  fehaciente  de  la  (escritura  otorí^ada  por  Facundo 
l^ardí  con  la  Compañía  "Cuban  Steel  Ose  C^'  ante 
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ol  Notario  8r.  Manuel  Caminero  en  veintinueve  do 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  á  los  efec- 
tos del  Articulo  quinientos  tres  de  la  Ley  de  Enjuicia 
miento  Civil,  designaba  el  protocolo  de  dicho  Notario 
en  que  radica  la  referida  escritura  original. 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  de  diez 
V  ocho  del  mismo  mes  de  Marzo,  se  tuvo  por  estableci- 
da la  demanda,  y  se  mandó  conferir  de  ella  traslado  al 
demandado  Facundo  Bacardí  á  quien  se  emplazó  per- 
sonalmente con  entrega  de  las  copias  acompañadas  para 
que  dentro  del  improrrogable  término  de  diez  días  com- 
pareciiera  en  los  autos  personándose  en  forma,  y  en 
cuanto  al  otrosí  túvose  también  por  hecha  la  manifes- 
tación en  él  contenida. 

Contesta  ci6x: 

Cuarto.  Eesultando  que  personado  en  tiempo  Jo- 
sé Ochoa  y  Castillo,  con  poder  bastante,  por  su  escrito 
de  once  de  Abril  último  se  le  mandó  contestar  la  de- 
manda dentro  del  término  de  veinte  días;  prorrogado  ii 
diez  días  más,  por  providencia  de  ocho  de  Mayo  siguien- 
te recaída  ásu  instancia;  dentro  de  cuyo  término  tuvo 
lugar  dicha  contestación,  por  escrito  ^e  diez  y  ocho  del 
mismo  mes  de  Mayo  pidiendo  se  declare  sin, lugar  la 
demanda,  por  no  estar  obligado  su  poderdante  al  cum- 
plimiento dq  contrato  que  no  se  ha  celebrado  ni  con- 
traído compromiso  de  ninguna  especié  con  el  Sr.  José 
Masforrol,  por  virtud  del  cual  se  hubiesen  establecido 
relaciones  jurídicas  entre  ambos  partes,  fundando  di- 
cha contestación  en  los  hechos  siguientes. — Primero: 
Niego  los  hechos  de  la  demanda  propuesta  unas  porque 
de  ellas  preténdese  establecer  motivos  ó  causas  de  obli- 
gaciones con  respecto  á  mi  mandante,  y  en  otras  se  na- 
rran equivocadamente  al  partir  del  supuesto  también 
equivocado  de  la  existencia  de  obligaciones  y  compromi- 
sos de  mi  representado  con  relación  al  demaudante. — Se- 
gundo: Que  al  verificarse  en  el  año  de  mil  ochocientos 
noventa  por  D.  Emilio  Bacardí  la  denuncia  de  la  mina 
^'Victoria"  en  terreno?  de  la  propiedad  de  Doña  Fran- 
cisca García  viuda  de  Tiópez  Rodríguez  se  estimó  que 
tal  mina  sería  de  re^sultados  prósperos  é  inmediatos  y 
por  el  hecho  de  hallarse  (^1  Sr.  José  Mosforrol  en  una 
finca  inmediata  y  en  relacione?  de  amistad  con  el  cita- 
<lo  Sr.  Bacardí,  al  celebrarse  el  contrato  á  nombre  de  la 
Sra.  García,  viuda  dt»  López  Rodríguez,  respecto  do 
las  concesiones  que  e?ta  señora  hacía  en  quince  de  Sep- 
tiembre de  mil  ofbocientos  noventa  espontánea  y  gra- 
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ciosaíiiente  lyzo  el  Sr.  Bacardi  donación  de  un  cinco  por 
ciento  del  líquido  producido  de  la  citada  mina  ^Victo- 
ria" en  Ja  creencia,  com^o  antes  he  expresado,  de  que 
la  realización  de  dicha  mina  se  haría  brevemente,  y  que 
6U  producido  superaría  al  de  otras  minas  que  en  aquella 
época  se  habían  realizado  á  pesar  de  no  estar  en  tan 
ventajosa  posición  topográfica. — Tercero:  Muy  lejos  de 
suceder  como  había  imaginado  D,  Emilio  Bacardi  la 
realización  de  la  mina  "Victoria"  no  se  verificó,  sino 
que  fué  necesario  á  dicho  señor  hacer  grandes  desem- 
bolsos, tanto  para  obtener  el  título  de  propiedad  de  esa 
y  demás  minas  en  diclios  terrenos  denunciados,  como 
para  fijar  sus  demarcaciones,  y  además  lo  invertido  en 
viajes  para  tratar  de  su  negociación  sin  que  ningún  re- 
sultado práctico  de  tantas  gestiones  y  sacrificios  se  ob- 
tuviere; al  extremo  que  el  Sr.  Emilio  Bacardi  imposi- 
bilitado por  falta,  de  recursos  de  continuar  haciendo 
nuevos  desembolsos ;  y  al  mismo  tiempo  obligado  á  cum- 
plir con  compromisos  contraídos  a  consecuencia  de  uqiié-  * 
líos,  se  viese  obligado  á  traspasar  todos  sus  derechos  de 
propiedad  en  las  referidas  minas  á  mi  mandante  en  el 
mes  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 
Cuarto :  Como  consecuencia  de  la  cesión  hecha  á  mi  re- 
presentado, le  cedió  y  traspasó  también  los  derechos  que 
le  comprtían  en  el  contrato  celebrado  con  la  Sra.  Gar- 
cía, viuda  de  Lopes  Rodríguez,  en  quince  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa,  haciéndose  constar  dicha 
cesión  por  diligencia  suscrita  al  final  de  dicho  documen- 
to,  por  mi  mandante  y  ü.  Manuel  Masforrol  y  Salomó 
apoderado  general  de  dicha  Sra.  García  en  veinticuatro 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  dos,  y  sin  que  mi  re- 
presentado cuyos  derechos  y  obligaciones  empiezan  y 
se  derivan  de  dicha  cesión  v  traspaso,  pactase  absí)luta- 
mente  nada  con  D.  José  Masforrol  y  García  quien  ni 
siquiera  intervino  en  dicha  diligencia,  ni  tenía  por  qué 
intervenir  limitándose  como  se  limitaba  la  cesión  y 
traspaso  de  dicho  contrato  sólo  en  cuanto  á  las  obliga- 
ciones y  derechos  relacionados  con  la  Sra.  García,  que 
con  respecto  á  D.  José  Masforrol  que  uingima  obliga- 
ción con  él  se  establecía. — Quinto:  Que  siendo  la  dona- 
ción hecha  por  D.  Emilio  Bacardi  al  Sr.  José  Masfo- 
rroll,  graciosamente  y  de  pura  liberalidad,  al  ceder  y 
traspasar  aquél  sus  derechos  de  propiedad  en  las  cita- 
das minas,  quedó  la  misma  sin  efecto  y  revocada,  y  sin 
que  mi  representado  aceptara  al  aceptar  la  cesión  y  tras- 
paso de  dichas  propiedades  denunciadas  la  obligación  de 
verificar  dictas  donaciones  ó  regalos,  motivo  por  el  cual. 
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al  elevar  á  escritura  pública  á  instanpias  de  mi  vepre* 
sentado  y  ante  el  Notario  Sr.  Caminero  en  veinte  dé 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  contrato 
de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
sólo  se  hizo  con  la  representación  de  la  Sra.  García,  úni- 
ca con  quien  existían  obligaciones  mutuas  que  debían 
cumplirse  recíprocamente,  y  era  lógico  que  el  Notario  co- 
piase íntegro  el  tal  documento,  apareciendo  así  inci- 
dentalmente  aunque  sin  ningún  valor,  la  cláusula  pri- 
mera donde  se  hace  mención  de  las  donaciones  á  D. 
José  y  D,  Manuel  Masforrol  y  por  ella  y  al  íeferirse  cu 
la  cláusula  segunda  de  dicha  escritura  al  cumplimiento 
de  dicho  contrato  en  todas  sus  cláusulas  se  contraen 
únicamente  á  los  conceptos  en  que  comparecen  en  dicha 
escritura  ó  sea  á  las  obligaciones  entre  la  Sra.  García  y 
el  Sr.  Bacardí,  y  en  manera  alguna  con  respecto  á  D. 
José  Masforroll,  obligaciones  aquéllas  que  han  sido  en 
todas  sus  partes  cumy^idas. — Sexto:  Que  por  virtud  de 
gozar  mi  mandante  del  derecho  exclusivo  de  propiedad 
de  la  mina  "Victoria"  y  demás  del  grupo  denunciadas 
en  terrenos  de  la  Sra.  García,  estaba  en  plena  libertad 
para  n^ociar  dichas  minas,  por  cuanto  las  mismas  las 
había  adquirido  sin  limitación,  condición  ni  cortapisa 
alguna  y  en  esc  concepto  obraba  en  ejercicio  de  su  dere- 
cho, al  verificar  el  arrendamiento  de  dichas  «minas  en 
veintinueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  á  favor  de  la  "Cuban  Steel  Ore  Company*'  por 
los  precios  y  pactos  y  condiciones  que  estimó  mi  man- 
dante y  sin  que  del  resultado  de  esas  negociaciones  tu- 
viese que  dar  cuenta  á  D.  José  Masforroll  ni  expresarle 
cuál  fuera  el  producido  de  las  minas  por  cuanto  á  nada 
estaba  ni  está  obligado  con  dicho  señor. — Séptimo: 
Que  no  es  cierto  que  mi  poderdante  haya  opuesto,  comd 
asegirra  el  demandante  á  sus  peticiones  estudiada  y  per- 
tinaz resistencia  sino  que  la  primera  y  única  vez  que 
de  esa  reclamación  se  le  ha  hablado,  que  fué  al  reque- 
ríi-sele  por  el  Notario  Sr.  Pedro  S.  Silva  en  veintinueve 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  franca- 
mente la  rechazó  por  entender  que  nada  había  pactad<> 
con  el  Sr.  José  Masforroll,  ni  al  adquirir  la  propiedad  de 
la  mina  ^Victoria''  y  otras,  aceptase  verificar  donacio- 
nes (le  ninguna  esi>ecie ;  y  en  su  consecuencia  nada  debía 
al  Sr.  Masforroll  ni  con  el  mismo  tenía  compromiso  al- 
guno que  cumplir. — Cuanto  en  este  hecho  como  en  lo» 
anteriores  consigno,  consta  de  los  propios  documentos 
presentados  por  el  demandante;  pidiendo  en  definitiva 
que  teniendo  por  contestada  en  tiempo  y  forma  la  d^ 
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manda,  se  dictara  sentencia  declarétidola  sin  Ingaí  con 
impoeicióh  de  las  cortas  al  demandante. 

Bkplica: 

Qninto.  Resultando  que  teniéndose  por  contes- 
tada la  demanda  por  providencia  de  veintidós  de  Mayo 
referido  se  confirió  traslado  al  actor  para  réplica,  eva- 
cuándola por  su  escrito  de  diez  de  Junio  siguiente  re-' 
produciendo  los  hechos  de  su  demanda,  y  pidiendo  pot 
otrosí  que  en  su  oportunidad  se  reciba  á  prueba  el 
juicio. 

Duplica: 

Sexto.    Resultando  que  seguido  con  el  demandado» 
el  trájgitte- de  duplica,  también  lo  evacu6  por  sú  escrito  * 
de  primero  de  Julio  último  repr©duciendo  los  hechos 
de  su  escrito  de  contestación;  y  pidiendo  igualmente 
por  otrosi  el  recibimiento  á  prueba  del  juicio. 

Prueba: 

Séptimo.  Resultando  que  en  vista  de  la  conformi- 
dad de  ambas  partes  respecto  al  recibimiento  á  prueba 
del  juicio  se  acordó  así  por  providencia  de  cinco  del  re- 
ferido mes  dé  Julio  señalándose  el  término  de  veinte 
días  comunes  á  ambas  partes,  para  que  dentro  de  él 
propusieran  toda  aquella  que  a  su  derecho  convinieran; 
proponiendo  al  demandante  la  documental  consistente 
en  los  documentos  ya  acompañados  á  la  demanda,  y  eú 
copia,  de  la  escritura  que  en  veintinueve  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  otorgaron  D.  Facundo 
Bacardí  y  I).  Charles  H.  Ziengenffus  sobre  arrenda- 
miento de  la  mina  de  hierro  "Oíd  England,"  "New 
England,"  "Gran  Victoria,''  "Pitts  Burgh"  y  "AU 
Right,"  cuya  escritura  se  reservó  traerla  en  el  período 
de  prueba,  conforme  al  segundo  párrafo  del  articuló 
quinientos  tnjs  de  la  ley  procesal ;  pro|)oniendo  también 
dicho  demandante  la  pnieba  de  testigos,  consistente  en 
la  declaración  de  los  que  aparecen  comprendidos  en  la 
lista  presentada,  obrante  á  folios  ochenta  y  siete  y 
ochenta  y  ocho. 

Octavo.  Resultando  que  el  demandado  por  escrito 
(ie  treinta  y  uno  de  Julio  referido,  propuso  como  prueba 
la  documental  consistente  en  el  mérito  favorable  de 
autos,  y  especialmente  los  documentos  públicos  presen- 
tados por  el  actor  proponiendo  además  la  de  testigua 
cuya  lista  obra  á  folio  ciento  cincuenta  y  uno,^  debiendo 
declarar  á  tenor  del  pliego  de  preguntas  presentado;; 
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Noveno.  Resultando  que  declaradas  pertinentes 
las  pruebas,  el  actor,  por  su  escrito  de  doce  de  Agosto 
de  mil  novecientos  uno  expuso :  ^Que  el  demandado  ha 
propuesto  prueba  testifical  para  justificar  en  perjuicio 
del  éxito  de  mi  acción,  que  las  caballerías  de  tierra  en 
fincas  próximas  á  esta  ciudad,  no  se  cotizan  á  más  de 
cien  pesos;  de  lo  cual  pretenderá  deducir  luego  que  h 
cláusula  del  contrato,  base  de  mi  demanda  en  que  ee 
fijó  en  trescientos  pesos  el  precio  de  cada  caballería  de 
tierra  que  había  de  vender  Doña  Francisca  García  ai 
Sr.  Emilio  Bacardí,  ó  cualquier  otro  explotador  de  las 
minas  de  Guama,  era  altamente  beucficioso  para  dicha 
señora,  y  como  quiera  que  acabo  de  tener  eonocimientn 
de  una  aseri tura  pública  otorgada  aquí  precisamente  el 
año  de  mil  ochocientos  noventa  y  en  que  D.  Jo^  Ma- 
ría Eguilior  vendió  ¿  la  "The  Spanish  American  Iron 
CJompany'-  cuarenta  y  una  y  media  caballerías  de  tierra, 
para  la  explotación  de  las  minas  de  Daiquirí  en  dieas  y 
siete  mil  pesos  ó  sea  cuatrocientos  nueve  pesos,  sesenta 
y  tres  centavos  caballería,  cuyo  dato  me  interiesa  que 
cqnste  en  autos,  por  tratarse  de  mi  documento  del  que 
juro  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  su  exis- 
tencia, haciendo  uso  del  derecho  que  me  reconoce  el  ar- 
tículo quinientos  cinco  en  relación  con  el  quinientos  no- 
venta y  seis  inciso  segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  y  no  pudiendo  presentar  copia  de  dicho  docu- 
mento por  no  tener  carácter  para  pedirla  y  obtenerla 
pido  al  Juzgado  que  en  virtud  de  las  razones  anterior- 
mente consignadas  y  del  solenme  juramento  que  hago 
de  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  la  citada  es- 
critura otorgada  en  esta  ciudad  bajo  el  número  doscien- 
tos diez  y  ocho,  el  cuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta por  ante  el  Notario  D.  Manuel  Caminero,  y  jior 
la  que  D.  José  María  Eguilior  como  apoderado  de  su 
hermano  Ricardo,  vendió  á  Samuel  P.  Ely  represen- 
tante de  la  •*The  Spanish  American  Iron  Couipauv^*  3a 
finca  Magdalena,  de  cuarenta  y  una  media  caballerí.is 
de  cabida,  por  pnxíio  de  diez  y  siete  mil  peso^,  so  sirva 
acordar  que  dicho  documento  sea  traído  á  estos  duto!* 
librándose  al  efecto  mandamiento  compulsorio  al  No- 
tario Sr.  Caminero;  acordándose  de  conformidad  por 
providencia  recaída  del  doce  del  mismo  mes. 

Décimo.     Res^ultando   que   la   representación   del 
demandado  expuso  por  su  escrito  de  cuatro  .le  Septiem- 
bre siguiente:  que  haciendo  uso  del  derecho  que  le  con- 
cede el  artículo  seiscientos  cincuenta  v   nueve  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  venía  dentro  del  término 
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legal  á  tachar  á  la  testigo  Francisca  García,  viuda  de 
López  Rofkíguez,  por  entender  que  á  su  dfxílaración  no 
debe  dársele  yalor  alguno,  por  concurrir  en  ella  !a  cir- 
cunstancia de  ser  pariente  en  tercer  grado  «Jo  consan- 
guinidad  del  demandante  MasforroU  y  García  •se^n  la 
propia  confesión  de  dicho  testigo,  y  entregadíi  ¡a  c^pia 
de  este  escrito  al  actor  á  los  efectos  del  aniculo  seis- 
cientos sesenta  y  dos  de  la  citada  Ley.  prese/itó  el  de 
diez  y  seis  del  mismo  mes,  exponiendo  '"fjue  en  docj;  del 
corriente  se  le  notificó  )a  providencia  del  cuatro,  dándo- 
la traslado  del  escrito  del  demandado  en  qoe  tacha  la 
testigo  Doña  Francisca  García,. como  parióntc  en  tercer 
grado  de  consanguinidad  del  actor  Jo<*é  Jk'af^forrol,  pre- 
tendiendo no  se  conceda  valor  alguno  á  su  declaración 
en  autos;  y  ejercitando  el  derecho  que  le  conct>dn,  es 
decir,  le  reconoce  el  artículo  seiscientos  sosenta  y  dos 
de  la  Ley  ritual,  impugno  aquella  tacha  por  medio  de 
las  consideraciones  siguientes. — Que  observe  el  Juzoado 
en  primer  lugar,  que  Doña  Francisca  García  no  eb  una 
testigo  cualquiera  extraña  al  asunto  y  que  haya  dcílara- 
do  sobre  lo  que  hubiese  visto  ó  supiere  por  reiVronoias, 
sino  que  es  una  testigo  especial,  puesto  que  fué  parte 
principal  en  la  celebración  del  contrato,  base  de  la  de- 
manda cuya  causa  onerosa,  trátase  de  patentizar,  y  nue 
ha  venido  á  declarar  sobre  un  hecho  tan  íntimo  de  h¿^ 
contratantes,  como  el  de  la  causa  de  sus  obligaciones,  y 
sobre  el  cual,  sólo  Doña  Francisca  García  podía  depo- 
ner puesto  que  las  otras  partes  contratantes  Bacardí  y 
Masforroll  son  litigantes,  y  D.  Manuel  Masforrol  os 
ya  difunto.  Trátase,  pues,  de  un  hecho  íntimo  sobre  el 
cual  consiente  la  Ley  que  declaren  Iob  que  por  regla  ge- 
neral quedan  exceptuados,  pero  que  aparte  de  esa  con- 
sideración hay  otra  fundada  en  precepto  claro  y  que 
vedan  al  Juez  prescindir  en  la  precisión  de  las  prueba^! 
del  testimonio  de  Doña  Francisca  García:  que  es  cier- 
to que  el  inciso  primero  del  artículo  seiscientos  cincuen- 
ta y  nueve  de  la  licy  de  Enjuiciamiento  Civil  \'igont3, 
de  primero  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  sei.n 
establece  como  tac!) as  de  los  testigos  ser  estos  parientes 
por  consanguinidad  ó  afinidad  dentro  del  cuarto  grado 
civil,  del  litigante  que  lo  presentare :  que  la  representa- 
ción de  Bacardí  al  incluir  en  ese  inciso  á  Doña  Fran-* 
cisca  García,  tía  de  mi  cliente  no  ha  tomado  en  cuenta 
que  el-  Código  Civil  posterior  á  la  ley  procesal;  al  de- 
terminar, quiénes  'Son  las  personas  inhábiles  para  sor 
testigos,  por  disposición  de  la  T^ey,  en  vez  de  reproducir 
esa  causa  primera  del  artículo  seiscientos  cincuenta  y 
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nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  establece  como 
únicas  causas  de  inhabilidad  por  parentesco  el  de  lt;3 
ascendientes  con  respecto  á  los  descendientes  y,  vice- 
versa el  del  suegro  ó  suegra  respecto  del  yerno  ó  nuera 
y  viceversa  y  el  del  marido  respecto  de  la  mujer  y  vice- 
versa (artículo  mil  doscientos  cuarenta  y  siete)  no  con- 
siderando inhábiles  á  los  demás  parientes  señalados  ]K)r 
ia  Jjey  procesal;  por  lo  que  el  artículo  seiscientos  cin- 
cuenta y  nueve  de  ésta  debe  entenderse  subordinado,  á 
lo  establecido  por  el  Código  vigente,  según  lo  reconoce 
autoridad  tan  consultada  como  Alcubilla  (quinta  edir 
ción  del  Diccionario,  tomo  cuarto. — Enjuiciamiento  Ci- 
vil, página  novecientos  noventa  y  cuatro,  nota  ciento 
cuarenta  y  dos)  que  el  otro  artículo  mil  doscientos  cua- 
renta y  cinco  del  propio  Código  Civil  dispone  que  po- 
dían ser  testigos  todas  las  partes,  es  decir,  personas  de 
uno  y  otro  sexo  que  no  fueren  inhábiles  por  incapacidad 
material,  es  decir,  natural  (artículo  mil  doscientos  cua- 
renta y  seis)  ni  por  disposición  de  la  Ley  (mil  doscien- 
tos cuarenta  y  siete)  y  mi  testigo  Doña  Francisca  Gar- 
cía no  está  comprendida  en  ninguna  de  las  causas  de 
inhabilidad  que  estos  artículos  mil  doscientos  cuarenta 
y  seis  y  mil  doscientos  cuarenta  y  siete  establecen,  claro 
«stá  que  si  el  Juzgado  negara  eficacia  á  su  deolaracióo 
infringiría  los  repetidos  artículos  mil  doscientos  cua- 
renta y  cinco  y  mil  doscientos  cuarenta  y  siete  por  todo 
lo  cual  concluyó  pidiendo  al  Juzgado  que  habiendo  por 
impugnada  en  tiempo  la  taclia  de  la  testigo  Doña 
Francisca  García,  se  si  viere  en  su  oportmiidad  y  por 
las  razones  expuestas  conceder  la  debida  eficacia  á  la 
declaración  que  tiene  prestada  en  autos. 

Décimoprimero.  Resultando  que  entregada  al  de- 
mandado la  copia  de  dicho  escrito,  por  providencia  de 
tres  de  Febrero  del  año  actual,  se  tuvieron  por  hecha<^ 
las  manifestaciones  en  él  contenidas  para  su  oportu- 
nidad. 

Décimosegundo.  Resultando  que  señalado  el  día 
para  el  examen  de  los  testigos  del  demandante,  compa- 
retíieron  ol  veintidós  de  Agosto  del  año  prójimo  pasr.do 
í>.  Juan  Real  y  ^las,  D.  Juan  Espino  Benítxjz,  Benig- 
no Almenares  Cintra,  Francisco  Carrión  García,  José 
•  Llanmrio  Reyes,  Bruno  Alvarez  Sardines  y  Ramón  Fo- 
lies Román,  quienes  declararon  á  tenor  de  las  pregun- 
tas con^'tonidas  en  el  interrogatorio  presentado  por  esta 
parte  y  del  pliego  de  repreguntáis  exhibido  por  el  de- 
mandado en  dicho  acto  declarando  también  la  testigo 
Doña  Francisca  García,  á  t^nor  del  interrogatorio  del 
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demandante,  en  su  domicilio  donde  se  constituyó  el 
Juzgado  el  treinta  del  mismo  mes  de  Agosto  por  haber 
acreditado  legalmente  su  enfermedad. 

Decimotercero.  Resultando  que  señalado  día  pa- 
ra el  examen  de  los  testigos  propuestos  por  el  deman- 
dante comparecieron  el  siete  de  Septiembre  del  mismo 
año,  los  nombrados  Carlos  Guillermo  Schuman,  Ger- 
mán Michaelson  y  Enrique  de  Mesa,  los  que  depusieron 
también  á  tenor  de  las  preguntas  contenidas  en  el  in- 
terrogatorio que  esta  parte  presentó  y  fueron  declaradas 
pertinentes. 

Decimocuarto.     Resultando  que  practicada  toda  la 
I  prueba  propuesta  por  ambas  partes,  y  vencido  el  tér- 

mino concedido  para  evacuarla,  se  mandaron  á  unir  á 
los  autos  por  providencia  de  tres  de  Febrero  del  año  ac- 
tual; y  por  la  del  siete  del  mismo  mes,  no  habiéndose 
solicitado  la  celebración  de  vista,  se  mandaron  á  entre- 
gar éstos  al  demandante  y  demandado  para  concluir, 
concediéndose  á  cada  uno  el  término  de  veinte  días: 
cuyo  trámite  evacuaron  uno  y  otro,  haciendo  el  resumen 
de  las  pruebas,  y  sustancialmente  reproduciendo  los 
hechos  y  fundamentos  legales  de  sus  respectivos  escri- 
tos de  demanda  y  contestación. 

Resolución  kkcübrida: 

Decimoquinto.  Resultando  que  la  Audiencia  de 
Santiago  de  Cuba,  confirmando  la  sentencia  apelada, 
declaró  con  lugar  la  demanda  condenando  á  Facundo 
Bacardí  á  que  dentro  de  quinto  día  liquide  y  pague  á 
José  Masforroll  el  cinco  por  ciento  de  los  cincuenta  mil 
pesos  que  recibió  al  otorgar  la  escritura  áe  veintinueve 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  de  lo 
que  por  ese  mismo  contrato  hubiese  ya  recibido  6  en  lo 
adelante  percibiese,  deducidos  los  gastos  expresados  en 
el  contrato  de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
consistentes  en  el  seis  por  ciento  de  interés  anual  de 
las  cantidades  que  hayan  de  ser  entregadas  desde  el  ci- 
tado día  veintinueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  y  al  pago  de  las  costas  de  ambas  instan- 
cias. 

FüNDAMBNTOS  DEL  BBCUR80  DE  CASACIÓN: 

Decimosexto.  Resultando  que  contra  dicha  sen- 
tencia interpuso  Facundo  Bacardí  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  citando  como  preceptos  autorizan- 
tes del  mismo  los  números  primero  v  séptimo  dol  ar- 
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tículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  fundándolo  en  los  siguientes  motivos. 
Primero :  Que  la  sentencia  recurrida  infringe  por  vio- 
lación los  artículos  seiscientos  diez  y  ocho  y  seiscientos 
treinta  y  cinco  del  Código  Civil,  por  cuanto  previnién- 
dose que  la  donación  es  un  acto  de  liberalidad  por  la 
cual  una  persona  dispone  de  una  cosa  gratuitamente 
en  favor  de  otra  que  la  acepta,  ese  acto  no  puede  com- 
prender bienes  futuros,  y  al  hacerlo  así  el  mismo  ys 
nulo  y  sin  ningún  valor,  entendiéndose  por  bienes  futu- 
ros aquellos  de  que  el  donante  no  puede  disponer  al 
tiempo  de  la  donación,  por  cuanto  para  trasmitir  es 
necesario  ante  todo  disponer,  y  la  cosa  inexistente,  fu- 
tura, incierta,  la  mera  posibilidad  de  traspasar  en  el 
día  de  mañana  de  una  cosa  ó  de  un  derecho  todavía  no 
creado  ó  no  surgido  no  constituye  legalmente  el  objeto 
de  una  trasmisión,  bien  ésta  se  realice  á  título  oneroso 
ó  lucrativo;  y  en  su  consecuencia  la  donación  gratuita, 
de  pura  liberalidad  que  aparece  del  documento  de  quin- 
ce de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  hecha  por 
D.  Emilio  Bacardí  Moreau  á  D.  José  MasforroU  de  un 
cinco  por  ciento  del  líquido  producido  de  la  mina  de 
hierro  "Victoria"  denunciada  en  la  hacienda  "Guama'' 
en  la  jurisdicción  del  Cobre,  barrio  de  Sevilla,  y  do 
cuantas  más  minas  denunciare  en  los  terrenos  de  Doña 
Francisca  García  viuda  de  López  Rodríguez,  es  nula  y 
sin  ningún  valor  por  cuanto  se  refiere  á  cosas  ó  dere- 
chos futuros  de  que  el  donante  no  podía  disponer  al 
tiempo  de  la  donación,  y  por  tanto  la  Sala  ha  violado 
lo  dispuesto  en  los  artículos  seiscientos  diez  y  ocho  y 
seiscientos  treinta  y  cinco  del  Código  Civil  en  la  sen- 
tencia recurrida  al  condenar  á  mi  mandante  al  pago  del 
cinco  por  ciento  del  producto  líquido  de  todas  las  minas 
á  que  se  refiere  la  escritura  pública  de  veintinueve  do 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  otorgada  an- 
te el  Notario  D.  Manuel  Caminero,  al  estimar  válida  y 
eficaz  la  citada  donación  y  al  hacer  extensiva  á  cosas  y 
derechos  que  no  se  poseían  ni  existían  al  firmarse  el  do- 
cumento de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa.  Segundo:  Que  asimismo  la  Sala  ha  infringido 
por  violación  lo  dispuesto  en  el  artículo  seiscientos 
treinta  y  seis  del  Código  por  cuanto  estableciéndose  en 
dicho  artículo  restricción  á  la  facultad  de  donar  que  en 
ningún  caso  podrá  dar  más  que  lo  que  pueda  dar  ó  re- 
cibir por  testamento,  la  Sala  sentenciadora  ha  infrin- 
gido dicho  artículo  al  dictar  su  fallo  condenando  á  mi 
representado  no  sólo  extendiendo  la  donación  á  cosas 
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íuturas^  sino  sin  tener  en  cuenta  el  límite  de  la  misma 
y  si  se  ha  podido  conforme  á  la  Ley  verificarse  aquélla 
en  toda  su  extensión  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
lierederos  forzozos,  tratándose  como  se  trataba  en  este 
caso  de  donación  á  un  extraño,  donación  que  no  verificó 
mi  niandante,  á  quien  condena  la  Sala.  Tercero:  Que 
de  igual  modo  la  Sala  sentenciadora  ha  infringido  por 
violación  los  artículos  mil  doscientos  ochenta  y  uno  y 
mil  doscientos  ochenta  y  tres  del  Código  Civil  y  por 
indebida  aplicación  los  artículos  seiscientos  veintidós  y 
seiscientos  veintitrés  también  del  propio  Código  Civil, 
en  r(íl ación  con  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por 
cuanto  los  términos  de  un  contrato  son  claros  y  no  de- 
jan duda  sobre  la  intención  de  los  que  contratan  se  es- 
tará al  sentido  literal  de  sus  cláusulas,  sin  que,  cual- 
([uiera  que  «^ea  la  generalidad  de  sus  términos,  no  de- 
ben comprenderse  en  él  cosas  distintas  y  casos  diferen- 
tes de  aquéllos  sobre  que  los  interesados  se  propusieran 
contratar,  y  por  tanto,  siendo  la  cláusula  primera  del 
documento  de  quince  de '  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa,  único  objeto  de  este  litigio,  perfectamente  cla- 
ra en  sus  términos  sin  que  sobre  la  misma  quepa  duda 
alguna  de  lo  on  ella  consignado,  á  su  sentido  literal  es 
necesario  estar  sin  ningima  otra  interpretación  ni  com» 
prender  en  ella  cosas  distintas  y  casos  diferentes,  y  al 
haberlo  hecho  así  la  Sala  sentenciadora  ha  infringido 
en  el  concepto  antes  expresado  los  artículos  mil  doscien- 
tos ochenta  y  uno  y. mil  doscientos  ochenta  y  tres  del 
Código  Civil  citado,  de  igual  manera  que  ha  infringido 
por  indebida  aplicación  los  artículos  mencionados  seis- 
cientos veintidós  y  seiscientos  veintitrés  del  propio  Có- 
digo, al  estimar  como  donación  con  causa  onerosa  la  que 
se  hizo  en  la  pláusula  primera  del  documento  de  quin- 
ce de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  cuando  del 
texto  literal  de  dicha  cláusula,  á  cuyos  términos  claros 
y  explícitos  hay  que  atenerse  no  se  deduce  tal  cosa,  ni 
siquiera  en  las  demás  cláusulas  del  referido  documento 
se  hace  referencia  á  la  primera,  ni  se  deduce  de  la  in- 
tención de  los  qiie  suscribieron  ese  documento  que  fue- 
se ese  el  motivo,  y  sí  sólo  una  donación  de  pura  libera- 
lidad sin  causa  alguna  onerosa  con  relación  á  D.  José 
Masforrol  y  García,  único  demandante  en  este  juicio  y 
línica  cuestión  debatida.  Cuarto:  Que  en  la  sentencia 
recurrida  se  infringen  asimismo  por  indebida  aplicación 
los  artículos  mil  noventa  y  uno  y  mil  dosciento  setenta 
y  uno  del  Código  Civil  y  por  indebida  aplicación,  ínter- 
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pretación  errónea  y  violación  el  artículo  seiscientos 
\  eintinno  del  propio  Código  Civil,  por  cnanto  aún  acep- 
tándose el  erróneo  criterio  y  equivocada  apreciación  ju- 
rídica que  hace  la  Sala  sentenciadora  al  estimar  como* 
donación  con  causa  onerosa  la  contenida  en  la  cláusula 
primera  del  documento  de  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa,  infringe  en  los  conceptos  expresa- 
dos los  artículos  citados  en  este  motivo  por  cuanto  las 
donaciones  que  hayan  "de  producir  sus  efectos  entre  vi- 
vos, como  es  la  donación  que  se  discute  en  este  juicio 
con  causa  onerosa,  según  el  criterio  y  apreciación  de  la 
Sala,  se  regirán  por  las  disposiciones  generales  de  los 
contratos  y  obligaciones  en  todo  lo  que  no  se  halle  de-^ 
terminado  en  el  título  segundo  Libro  tercero  del  Códi- 
go Civil,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  seiscientos 
veintiuno  de  dicho  Código,  y  en  su  consecuencia  la  Sala 
al  estimar  dicha  donación  con  causa  onerosa  y  sujetarla 
Á  sus  efectos  jurídicos  para  deducir  de  ello  el  fallo  que 
condena  á  mis  representados  á  las  reglas  generales  de^ 
los  contratos  sin  tener  en  cuenta  las  limitaciones,  res- 
tricciones y  prescripciones  legales  contenidas  en  el  títu- 
lo segundo  Libro  tercero  del  Código  Civil,  no  sólo  ha 
violado  el  artículo  seiscientos  veintiimo  mencionado, 
sino  por  indebida  aplicación  el  mil  noventa  y  uno  y  el 
mil  dosciejitos  setenta  y  uno  del  propio  Código,  pues  en 
todos  los  casos  onerosa  ó  gratuita,  cualquiera  que  sea 
el  carácter  de  la  donación  ha  de  regirse  en  primer  tér- 
mino por  lo  dispuesto  en  el  título  segimdo  Libro  terce- 
ro del  citado  Código  sin  perjuicio  de  las  reglas  generales 
de  los  contratos  en  las  donaciones  intervivos,  y  en  ese 
concepto  y  por  virtud  de  las  razones  expuestas  ha  in- 
fringido asimismo  violándolos  los  artículos  seiscientos 
treinta  y  cinco  y  seiscientos  treinta  y  seis  del  Código  Ci- 
vil. Quinto:  Que  en  la  sentencia  recurrida  se  iniringe 
el  principio  general  de  derecho  de  lo  que  es  nulo  no  pro-^ 
duce  efecto  alguno,  y  un  título  originariamente  nulo  no 
puede  producir  efecto  jurídico  alguno,  por  cuanto  do- 
un  acto  que  por  ministerio  de  la  Ley  es  nulo  no  pueden 
nacer  obligaciones  ni  derechos  que  den  por  supuesta  su 
validez,  y  en  su  virtud  al  aceptar  el  Sr.  D.  Facundo 
Bacardí  con  D.  Manuel  Masforrol  las  concRciones  del 
documento  de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientoí? 
noventa  sin  que  á  dicho  acto  concurriese  D.  José  Mas- 
forroll  sólo  se  referían  á  las  que  dicho  Sr.  Manuel  Mas- 
forrol en  su  carácter  de  representante  de  Doña  Fran- 
cisca García  representaba,  sin  que  aceptase  otras,  ni 
menos  aquellas  que  eran  nulas  con  arreglo  á  la  ley.  y 
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uo  podía  subrogarse  en  lo  que  era  nulo,  ni  esto  producir 
^^fecto  alguno,  y  al  no  estimarlo  así  la  sentencia,  inf riñ- 
ere el  principio  jurídico  < consignado  anteriormente,  é 
infringe  asimismo  por  indebida  aplicación  el  artículo 
mil  doscientos  cincuenta  y  seis  del  Código  Civil,  por 
cuanto  no  obliga  á  D.  Facundo  Bacardí  no  sólo  una 
obligación  nula  por  él  no  contraída,  ni  existe  entre  él 
y  D.  José  MasforroU  contrato  alguno  á  cuyo  cumpli- 
miento recíproco  estuviesen  obligados.  Sexto:  Que  por 
la  Sala  sentenciadora  se  ha  cometido  error  de  hecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas,  motivo  de  casación  pre- 
visto en  el  caso  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  cuyo  error 
de  hecho  consta  de  documento  auténtico,  y  como  conse- 
•cuencia  de  ese  error  se  condena  á  mi  representado.  En 
efecto,  en  la  sentencia  que  recurro  se  condena  á  mi  re- 
presentado ai  pago  del  cinco  por  ciento  del  producto  lí- 
quido de  los  cincuenta  mil  pesos  que  como  anticipo  de 
arrendamiento  de  las  minas  expresadas  en  la  escritu- 
ra pública  otorgada  en  veinte  y  nueve  de  Agosto  de  mil 
■ochocientos  noventa  y  nueve  percibiese  y  de  lo  que  eu 
«delante  percibiere  por  dichas  minas,  y  se  consigna  en 
dicha  sentencia  que  las  minas  arrendadas  á  la  "Cuban 
Steel  Ore  Oompanv,"  en  la  escritura  antes  citada  ó 
-aean  la  "Pittsbug,'^  "Xew  England,'*  "Oíd  England,'' 
•^^Gran  Victoria"  y  "All  Right",  son  las  mismas  mencio- 
nadas en  el  documenta  de  quince  de  Septiembre  de  mil 
•ochocientos  noventa,  es  evidente  que  se  comete  el  error 
de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  que  consigno, 
pues  de  la  cláusula  primera  del  documento  auténtico 
de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
'que  consta  á  folios  tres  de  autos  no  menciona  ninguna 
-áe  dichas  minas  sino  la  mina  "Victoria"  y  por  tanto 
ni  puede  hacerse  la  afirmación  que  se  hace  en  la  sen- 
tencia que  sean  las  mismas  denunciadas  por  D.  Emilio 
Bacardí,  ni  puede  obligarse  y  condenarse  á  mi  mandante 
á  que  dé  una  participación  á  D.  José  MasforroU  de  una 
t»08a  á  que  no  se  ha  obligado,  pues  aun  el  supuesto  de 
que  le  obligase  la  donación  gratuita  hecha  por  D.  Emi- 
lio Bacardí,  esta  no  podía  referirse  á  otra  cosa  sino 
única  y  exclusivamente  á  la  mina  "Victoria"  que  no  es 
-de  las  comprendidos  en  el  contrato  de  arrendamiento 
á  la  "Cuban  Steel  Ore  Company"  de  veintinuevi»  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Séptimo: 
Que  asimismo  se  comete  error  de  hecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  que  motiva  y  autoriza  el  caso  séptimo 
'del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
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-'  ciamieato   Civil,  al  condenarse  en  la   sentencia  á   mi 

i     -  '  mandante,  aparte  de  los  anteriores  motivos,  qne  de  los 

,t  "  cincuenta  mil  pesos  abonadas  por  la  ^'Chiban  Steei  Ore 

/  Company**  según  el  contrato  de  veintinueve  de  Aí»:o<- 

to  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  abonase  e!  cin- 
co por  ciento  á  D.  José  MasforroU,  dedncido  apstos. 
,  N  por  cuanto  seorim  consta  de  diclia  esíTitura  pública,  qne 

es  documento  público  y  auténtico  y  que  obra  en  autos 
(le  folios  noventa  y  dos  á  ciento  diez  y  ocho,  dicha  siuna 
de'cincnenta  mil  pesos  fué  entre,srada  iú  Sr.  Facundo 
Bacardí  en  calidad  de  préstamo,  lo  cual  constituye  en- 
,:  tre  el  Sr.  Bacardí  y  la  Compañía  arrendataria  im  con- 

'•\,\  ,  trato  especial  y  directo  y  en  su  virtud,  y  en  el  supuesta 

que  D.  José  Masforrol  tuviese  derecho  á  percibir  el  cin- 
co por  ciento  del  arrendamiento  de  dichas  minas,  lo  se- 
ría al  pagarse  su  royalty  ó  arrendamiento  y  no  de  los 
préstamos  de  que  es  responsable  el  Sr.  Bacardí,  y  al 
no  hacerlo  así  estimado  la  Sala  sentenciadora  incurre 
en  el  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  error 
que  consta  de  documento  auténtico.  Octavo :  Que  la  Sa- 
;,  la  sentenciadora  al  aceptar  como  válidas  y  eficaces  las 

declaraciones  de  Doña  Francisca  García  viuda  de  Ló- 
pez Rodríguez,  tía  del  demandante  D.  José  Masforrol 
y  García  y  parte  asimismo  en  el  documento  de  quince 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa,  para  deter- 
minar con  ese  único  dato  el  carácter  de  la  donación  y 
consignar  en  la  sentencia  ^^que  ^e  cinco  por  ciento  do- 
"nado  á  Masforrol  lo  fué  por  exigencias  de  la  Sra,  Gar- 
''cía  en  compensación  de  los  múltiples  beneficios  que- 
"Bacardí  recibió  al  denunciar  y  explotar  minas  con  to- 
"da  libertad  en  los  terrenos  de  aquélla"'  incurre  no  sólo 
en  el  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  que 
consta  de  documento  auténtico,  caso  séptimo  del  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  pues  consta  del  documento  de  quince  de  Sep-  j 
tiembre  de  mil  ochocientos  noventa  las  distintas  com- 
pensaciones que  directamente  recibió  la  Sra.  García  por 
la  facultad  que  á  ella  concedía,  sino  que  infringe  el 
principio  jurídico  textis  umus  textis  nullus,  un  sol(> 
testigo,  testimonio  nulo,  y  por  indebida  aplicación  y  ! 
violación  el  artículo  mil  doscientos  cuarenta  y  siete  del  ! 
Código  Civil  en  relación  con  el  caso  primero  del  artícu-  ¡ 
lo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  por  cuanto  no  sólo  no  es  válido  ni  puede  aceptar- 
se el  testimonio  de  un  solo  testigo  para  determinar  e^- 
carácter  jurídico  de  un  acto  que  consta  en  términos 
claros  y  escritos,  sino  que  la  Sra.  García  tiene  tacha  le- 
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^al,  no  sólo  conforme  al  caso  primero  del  artículo  seis- 
cientos cincuenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  sino  también  al  caso  primero  del  artículo  mil 
doscientos  cuarenta  y  siete  del  Código  Civil  que  ha  vio- 
lado la  Sala,  pues  esl 'mando  la  Sala  á  dicha  Sra.  Gar- 
cía parte  intosrrante  del  documento  de  quince  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa,  es  evidente  que 
ella  tiene  interés  en  este  pleito  y  su  testimonio  no  puede 
adir.itirse  como  válido  y  legal,  no  sólo  por  la  causa  ex- 
presada, sino  por  ser  único  y  por  tanto  nulo. 

Decimoséptimo.  Resultando  que  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  ante  este  Tribunal,  se  celebró  la 
vista  pública  el  día  once  de  Junio  último,  con  la  sola 
asistencia  del  Abogado  representante  de  la  parte  no  re*- 
currente,  que  impugnó  la  procedencia  del  recurso. 

Decisión  del  hkcukso:  « 

Siendo  Ponente  para  la*^ redacción  de  esta  senten- 
cia el  Magistrado  Rafael  Maydagán  en  sustitución  del 
que  lo  es  por  tumo  Pedro  González  Llórente. 

Primero.  Considerando  que  habiendo  estimado  i  a 
Sala  sentenciadora  por  el  conjunto  de  las  pruebas  prac- 
ticadas, que  el  acto  á  que  se  j-efiere  el  documento  que 
sirve  de  base  á  la  demanda  fué  determinado  por  el 
mutuo  interés  de  los  contratantes  y  no  por  una  liberali- 
dad del  demandado  á  favor  del  demandante,  la  alega- 
ción de  haberse  infringido  con  tal  motivo  el  artículo 
seiscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil,  que  trata  de 
las  donaciones  gratuitas,  queda  subordinada,  por  de- 
pender de  ella  la  declaratoria  sobre  su  procedencia,  á 
la  demostración  cumplida  de  que  es  errónea  de  hecho 
ó  de  derecho  la  apreciación  de  la  prueba  en  que  se  fun- 
da dicho  concepto  judicial  y  de  que  el  resultado  de  la 
misma  se  adapta  á  la  definición  que  de  la  donación  pu- 
ra y  simple  establece  el  artículo  mencionado;  y  como 
para  la  consecución  de  ese  objeto  se  limita  el  recurren- 
te á  oponer  su  propio  criterio  al  de  la  Sala  respecto  á 
la  inteligencia  de  los  términos  del  contrato  aludido  y 
á  combatir  la  eficacia  de  la  declaración  de  uno  de  los 
testigos  presentados  por  el  actor,  en  la  cual  no  se  fun- 
da exclusivamente  la  apreciación  judicial,  es  evidente  la 
ineficacia  de  los  motivos  tercero,  quinto  y  octavo  y  la 
parte  del  primero  que  tales  impugnaciones  contienen. 

Segundo.  Considerando  en  cuanto  al  motivo  se- 
gundo y  último  extremo  del  primero,  que  carecen  de 
aplicación  al  caso  los  artículos  seiscientos  veintiuno, 
seiscientos  treinta  y  cinco  y  seiscientos  treinta  y  seis 
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del  Código  Civil,  referentes  al  régimen  y  límite  de  las 
donaciones  y  á  la  prohibición  de  donar  bienes  futuros, 
porque  aun  cuando  en  el  aludido  contrato  se  designa 
con  el  nombro  de  donación  el  acto  de  disponer  uno  de 
los  contratantes  de  cierta  porción  de  productos  á  favor 
de  otro  que  la  acepta,  como  dicho  acto  tuvo  origen,  se- 
gún el  resultado  de  la  prueba,  en  ciertos  acuerdos  sobre 
prestaciones  recíprocas  tenidos  por  los  interesados,  la 
existencia  de  la  donación,  tal  como  la  define  el  artículo 
fiiescientos  diez  y  ocho  del  Código,  sólo  puede  aceptarse 
en  aquella  parte  del  contrato  que  exceda  de  las  obliga- 
ciones impuestas;  y  como  por  el  demandado  no  se  ha 
indicado  siquiera  la  resultancia  de  semejante  exceso, 
■íípncretándose  á  argüir  la  nulidad  de  la  obligación  con- 
traída, por  estimar  la  relativa  á  bienes  futuros,  no  cabe 
•excluir  de  las  leyes  generales  de  los  contratos  el  onero- 
so celebrado,  haciendo  extensivo  á  él  prohibiciones  y  li- 
mitaciones establecidas  únicamente  para  la  donación, 
que  es  otro  modo  distinto  de  adquirir. 

Tercero.  Considerando,  por  último,  con  relación  .\ 
los  motivos  sexto  y  séptimo,  que  los  errores  de  hecho 
que  en  dichos  motivos  se  atribuyen  á  la  Sala  sentencia- 
dora por  no  apreciar  que^  la  mina  Victoria  fué  la  única 
comprendida  en  el  contrato  de  referencia,  ni  que  el 
demandado  recibió  en  préstamo  la  cantidad  que  se  ca- 
lifica de  renta,  no  tiene  en  autos  comprobación  alguna, 
confirmándose  por  el  contrario  en  los  mismos  documen- 
tos que  se  citan  para  demostrar  los  errores  la  exactitud 
de  la  apreciación  judicial,  siendq  así  que  el  contrato 
•de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  de 
rdonde  emana  la  pretensión  del  actor,  no  se  limita,  con- 
forme lo  expresa  la  cláusula  primera,  á  la  mina  "Vic- 
toria," sino  que  comprende  también  cuantas  otras  se 
denunciaron  en  los  terrenos  de  la  viuda  de  López  Ro- 
dríguez, que  es  donde  se  encuentran  las  mismas  á  que 
se  contraen  los  contendientes;  y  en  la  escritura  de  diez 
y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
por  la  cual  arrendó  el  demandado  'dichas  minas  a  la 
"Cuban  Steel  Ore  Company,"  consta  que  aquél  recibió 
como  anticipo  del  arrendamiento  la  suma  de  cincuenta 
mil  pesos  en  moneda  americana. 

Cuarto.  Considerando  que  por  las  razones  expre- 
sadas es  de  declararse  sin  lugar  el  recurso  interpuesto 
y,  por  precepto  legal,  imponerse  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
iiaber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 


JDillSPRTJDBNCIA  CIVIL.  457 


ley  establecido  por  Facundo  Bacardí  contra  la  eenten- 
-cia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en 
veintisiete  de  Marzo  último,  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  á  dicha  Audiencia 
•con  la  correspondiente  certificación. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará, 
etc.,  1©  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  Pedro 
González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar. — Jos^é 
Várela. —  Octavio  Giberga. —  Carlos  Revilla. —  Eafael 
Maydagán. 

<liieb.  forma.— Sent.  11.— 29  de  Julio.— Competencia.  ( ^- 

eeta  Marzo  SO,  1904. ) 

DOCTRINA:    Cualesquiera  que  sean  los  tér- 
minos de  una  sentencia  dictada  en  juicto  ejecutivo 
por  un  Juez  de  primera  instancia,  cuya  competen- 
^  '  cía  ha  sido  ¿admitida  por  la  parte  recurrente  para 

fallar  sobre  Ins  excepciones  que  opuso,  no  cabe 
luego  estimar  la  incompetencia  de  la  Audiencia 
para  decidir  tocante  á  las  mismas  en  segunda  ins- 
tancia!, habiendo  quedado  84»metido  en  grado  á  su' 
conocimiento  en  resolución  la  totalidad  del  pleito 
mediante  la  apelación  que  se  dedujo  contra  la  sen- 
tencia del  Juzgado,  toda  vez  que  la  apelación  no 
se  contrae  determinadamente  á  algunas  de  las 
cuestiones  dii^cuiidas  y  que  constituyen  en  con- 
junto la  materia  del  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintinueve  de  Julio 
^e  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  deducido  por  la  sociedad  de  Presmanes  y  Gar- 
cía, del  comercio  de  esta  plaza,  contra  la  sentencia  de- 
finitiva dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
•de  la  Habana  en  el  juicio  ejecutivo  promovido  contra 
Francisco  García  Valdés,  por  sí  y  como  gerente  de  di- 
«ha  sociedad,  por  Juan  Llabona  y  Canellada,  también 
del  comercio  y  vecino  de  esta  capital,  en  cobro  de  seis 
mil  trescientos  cuarenta  y  siete  pesos  setenta  y  siete 
<?entavos  oro  español  é  intereses  legales  desde  la  inter- 
posición de  la  demanda  y  costas : 

Demanda: 

Primero.  ^^Resultando  que  por  escrito  de  cuatro 
de  Junio  del  corriente  año  (mil  novecientos  dos)  D. 
Antonio  López  como  mandatario  de  D.  Juan  Llabona 
y  Canellada  estableció  demanda  ejecutiva  contra  D. 
Francisco  García  por  sí  y  como  gerente  de  la  sociedad 
de  Presmanes  y  García  en  cobro  de  seis  mil  trescientos 
cuarenta  y  siete  pesos  setenta  y  siete  centavos  oro  es- 
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^  pañol,  cuya  demanda  fundó  en  los  siguientes  hechos.— 
Primero:  Que  por  virtud  de  las  cuentas  que  su  repre- 
sentado ha  tenido  con  D.  Francisco  García  por  sí  y 
como  gerente  de  la  sociedad  de  Presmanes  y  García 
por  las  operaciones  de  tabacos  realizadas  entre  ambos, 
el  segundo  es  en  deberle  al  primero  la  cantidad  de  seis 
mil  trescigintos  cuarenta  y  siete  pesos  setenta  y  siete 
centavos  oro  español.  Segundo:  Que  no  habiendo  dado 
resultado  las  gestiones  amistosas  practicadas,  para  al- 
canzar el  cobro  de  esa  suma,  su  representado  promovió 
diligencias  preparatorias  de  la  vía  ejecutiva  con  objeto 
de  que  el  Sr..  García  con  los  caracteres  expresados  con- 
fesara ser  cierto  que  está  adeudando  á  D.  Juan  Llabo- 
na  y  Canellada  la  cantidad  de  seis  mil  trescientos  cua- 
renta y  siete  pesos  setenta  y  siete  centavos  oro  español 
como  saldo  de  las  cuentas  que  han  tenido  por  concepto 
de  las  operaciones  de  tabaco  realizadas  y  que  estáb  ven- 
cido el  plazo  para  el  pago  de  dicha  cantidad.  Tercero: 
Que  citado  el  deudor  por  tres  veces,  la  última  con  aper- 
cibimiento de  confeso,  para  que  concurriera  á  prestar 
la  declaración  solicitada,  no  lo  ha  verificado  ni  alegado 
justa  causa  que  se  lo  itnpidiera,  por  lo  que  fué  declara- 
do confeso  en  la  certeza  de  la  deuda  para  los  efectos  de 
despachar  la  ejecución.  Alegando  los  fundamentos  de 
derecho  que  estimó  pertinentes  y  ejercitando  la  acción 
personal  que  á  su  representado  asiste  y  ofreciendo  abo- 
nar en  cuenta  justos  y. legítimos  pagos  solicitó  se  des- 
pachara^ mandamiento  de  ejecución  por  la  expresada 
cantidad  é  intereses  legales  de  demora  desde  la  inter- 
posición judicial,  á  fin  de  que  requerido  de  pago  el  de- 
mandado con  los  caracteres  expresados,  se  le  embarga- 
ran en  su  caso  bienes  por  el  orden  que  determina  la  ley 
en  cuanto  basten  á  cubrir  las  expresadas  cantidades  y 
las  costas  causadas  y  que  se  causaren,  citándose  de  re- 
mate al  deudor  con  entrega  de  las  copias  acompañadas ; 
por  otrosí  designó  para  su  caso  la  caja  de  hierro  con  el 
efectivo  que  contenga;  el  tabaco  que  exista  en  la  casa 
Suárez  noventa  y  tres  con  sus  alquileres  vencidos  y  no 
pagados  y  que  se  venzan  en  lo  sucesivo" : 

Segundo.  "Resultando  que  por  auto  de  seis  de  Ju- 
nio del  corriente  año  (mil  novecientos  dos)  se  despa- 
chó el  mandamiento  de  ejecución  solicitado  con  el  que 
fué  requerido  de  pago  D.  Francisco  García  por  sí  y 
como  gerente  de  la  sociedad  de  Presmanes  y  García 
en  diez  y  siete  del  mismo  mes  de  Junio  último  y  no 
habiéndolo  verificado  se  le  embargó  una  caja  de  hierro 
que  se  encuentra  sin  efectivo  ciento  diez  y  seis  tercio?* 
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(le  tabaco  marca  A.  F.  cuarenta  y  cinco  ídem,  ochenta- 
y  ocho  Colaz  P.  G.  setenta  y  nueve  distintas  clases  P.  G-. 
ochenta  y  cuatro  A.  F.  setenta  también  A.  F.  sesenta  y 
lino  B.  S.  y  la  casa  Suárez  noventa  y  tres  con  sus  al- 
quileres vencidos  y  no  pagados  y  los  que  venzan  en  lo- 
sucesivo;  citándosele  de  remate": 

Tercero.  "Resultando  que  por  escrito  de  diez  y 
nueve  de  Junio  del  corriente  año  (mil  novecientos  dos) 
se  personó  en  los  autos  D.  Antonio  Puig  como  manda- 
tario de  1).  Fríincisco  García  Valdés  por  sí  y  como  ge- 
rente de  la  sociedad  Presmanes  y  C%  esto^  es,  García, 
acompañando  el  testimonio  del  poder  con  que  compa- 
rece debidamente  bastanteado,  oponiéndose  á  la  ejecu- 
ción despachada  y  por  providencia  de  veintiuno  del  mis- 
mo mes  se  le  tuvo  por  parte,  mandándosele  que  forma- 
lizara la  oposición  en  el  improrrogable  término  de  cua- 
tro días  alegando  las  excepciones  y  proponiendo  la  prue- 
ba que  estimare  conveniente*^: 

Oposición: 

Cuarto.  "Eesultando  que  D.  Antonio  Puig  á  nom- 
bre de  D.  Francisco  García  Valdés,  por  sí  y  como  ge- 
rente de  la  sociedad  Presmanes  y  García  formalizó  la 
oposición  en  escrito  de  veintisiete  de  Junio  último  (mil 
novecientos  dos)  solicitando  por  lo  principal  del  mismo 
que  se  declare  la  nulidad  del  juicio;  con  imposición  de 
las  costas  al  ejecutante,  alegando  para  ello  que  ningu- 
no de  los  hechos  que  se  fijan  en  la  demanda  son  exactos, 
estableciendo  como  tales  los  siguientes.  Primero:  Que 
el  Sr.  Juan  Uabona  y  Canellada  por  sí  y  en  sociedad 
con  el  Sr.  Pedro  Valdés  Sánchez  á  cuya  sociedad  titula- 
ban y  aún  titulan  ^^Llabpna  y  Sánchez**  dado  que  á  su 
mandante  no  le  consta  su  disolución,  ha  mantenido  re- 
laciones de  negocios  durante  algunos  años  con  la  casa 
de  "Presmanes  y  García.** — Segundo :  Que  al  ocurrir  el 
fallecimiento  del  Sr.  Manuel  Presmanes  y  Barcena  que 
asumía  el  carácter  de  gerente  y  se  encontraba  al  frente 
de  los  negocios  en  la  casa  de  Presmanes  y  García,  vista 
la  situación  difícil  de  la  misma,  entre  otras  causas  debi- 
do á  la  última  guerra ;  su  representado  el  Sr.  Francisco 
García  Valdés  en  su  doble  carácter  de  heredero  testa- 
mentario del  Sr.  Presmanes  y  gerente  de  la  sociedad 
Presmanes  y  García  celebró  en  quince  de  Abril  del  año 
mil  novecientos  un  convenio  con  varios  de  sus  acreedo- 
res* entre  los  cuales  aparece  suscribiéndolo  el  Sr.  Juan 
Llabona  por  sí  y  en  representación  de  la  Sociedad  Lla- 
bona  y  Sánchez  y  por  el  cual  se  concedió  al  Sr.  García 
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Val  des  el  plazo  prorrogable  de  dos  arios  á  contar  desde 
el  primero  del  entrante  mes  de  Mayo  para  el  abono  de 
los  créditos  que  respectivamente  representaban  los  acree- 
dores que  con  él  celebraron  dicho  pacto,  créditos  que 
ffonstaban  en  los  libros  de  la  casa  y  acerca  de  los  cuales 
practicarían  en  su  oportunidad  la  liquidación  corres- 
pondiente. Contrato  que  en  documento  original  fué  pro- 
tocolizado en  el  Registro  del  Notario  de  esta  ciudad  Sr. 
Carlos  Laurent  é  Iglesias  en  veintiocho  de  Abril  del 
propio  año  de  mil  novecientos  y  del  cual  acompaña  co- 
pia autorizada  señalada  con  el  número  uno. — Tercero: 
Que  consta  también  del  citado  contrato  que  el  plazo  de 
dos  años  comenzaba  á  contarse  en  primero  de  Mayo  de 
mil  novecientos  por  lo  cual  es  indudable  que  no  había 
vencido  en  catorce  de  Abril  del  año  actual  en  cuya  íe- 
í^ha  se  citó  por  primera  vez  á  su  representado  á  conse- 
cuencia de  las  diligencias  preparatorias  del  juicio  eje- 
cutivo en  que  comparece,  que  ya  habían  sido  promovi- 
áñB  por  Llabona,  no  habiéndose  practicado  por  éste  la 
liquidación  á  que  el  contrato  precitado  se  contrae  por 
cuyas  razones  no  ha  sido  posible  que  el  Sr.  Llabona  tu- 
viese' en  su  poder  título  alguno  representativo  de  su 
íííítnido  ni  aun  en  el  supuesto  de  existir,  habría  tenido 
fuerza  ej(?cutiva,  toda  vez  que^l  plazo  para  exigir  la 
obligación  no  había  vencido;  la  cantidad  total  de  la 
deuda  se  desconocía:  resultando  por  consiguiente  ilí- 
quida é  inexigible.  Cuarto:  que  comprueban  evidente- 
mente la  veracidad  de  los  asertos  que  van  expuestos  á 
más  del  mérito  favorable  existente  en  autos,  el  conve- 
nio que  en  copia  autorizada  ha  acompañado  y  el  acta 
de  requerimiento  otorgada  por  el  Sr.  Llabona  en  prime- 
ro de  Agosto  de  mil  novecientos  uno  ante  el  Notario 
de  esta  ciudad  Sr.  Carlos  Alzugaray,  que  en  copia  au- 
torizada señalada  con  el  número  dos  también  acompaña 
V  en  la  cual  después  de  aceptar  en  todo  su  valor  el  con- 
venio efectuado  remitiéndose  al  texto  del  mismo,  entre 
otros  extremos,  consigna  Llabona  que  el  saldo  de  su 
acreencia  en  esa  fecha  primero  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos uno,  era  el  mismo  que  existía  en  la  fecha  de  la 
celebración  del  convenio  y  que  á  pesar  del  tiempo  trans- 
en! rri  do  no  le  había  abonado  su  mandante  cantidad  al- 
iTUua  por  cuenta  de  su  crédito.  Quinto:  Que  á  partir  de 
la  fecha  en  que  se  extendió  el  acta  notarial  expresada 
un  efectuaron  nuevas  negociaciones  los  Sres.  Llabona, 
Príísmanes  y  García,  por  lo  cual  resulta  inexplicablfe  la 
r  iuitidad  de  seis  mil  trescientos  cuarenta  y  siete  pesos 
r^t^tenta  y  siete  centavos  porque  se  ha  despachado  la  eje- 
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cución,  comparada  con  la  de  cuatro  mil  ciento  veinti- 
cinco pesos  cincuenta  centavos,  confesada  por  Llabona 
como  saldo  de  su  crédito  en  el  expresado  documento. 
Por  otrosí  alegó  como  excepciones  las  siguientes:  Pa- 
gos, fundado  en  los  realizados  al  Sr.  Juan  Llabona  ipov 
sí,  como  cargo  á  su  cuenta  de  la  Sociedat^  Llabona  y 
Sánchez  consitentes  en  las  cantidades  de  mil  seiscien- 
tos treinta  y  cuatro  pesos  veinte  centavos,  y  doscientos 
setenta,  treinta  y  siete  oro  español  en  diez  y  ocho  de 
Abril  de  mil  novecientos  por  D.  Pedro  Valdés  Sánchez, 
consocio  de  Llabona  en  la  sociedad  Llabona  y  Sánchez, 
forman  un  to'tal  de  seis  mil  trescientos  noventa  y  ocho 
pesos  noventa  y  siete  centavos  que  comparado  con  'il 
de  seis  mil  trescientos  cuarentsf  y  siete,  setenta  y  siete 
reclamados  arroja  una  diferencia  en  favor  de  la  socie- 
dad de  Presmanes  y  García  de  cincuenta  y  uno,  veinte 
del  cual  aparecían  únicos  deudores  los  Sres.  Llabona  y 
Sánchez,  cuyos  pagos  vienen  á  destruir  por  completo  la 
afirmación  contenida  en  el  acta  notarial  suscrita  por 
Tulabona  en  primero  de  Abril  de  mil  novecientos  imo  re- 
ferente á  que  no  se  le  había  abonado  ninguna  cantidad 
por  cuenta  de  su  crédito  demostrando  al  propio  tiempo 
que  el  convenio  celebrado  por  la  sociedad  Presmanes  y 
García  con  varios  de  sus  acreedores  ha  sido  cumplido 
en  todas  sus  partes  por  dicha  Sociedad  pacto  ó  prome- 
sa de  no  pedir;  excepción  que  funda  en  el  convenio  tan- 
tas veces  citado  celebrado  en  quince  de  Abril  de  mil 
novecientos  por  D.  Francisco  García  por  sí  y  como  Ge- 
rente de  la  Sociedad  Presmanes  y  García  con  varios  de 
los  acreedores  de  dicha  sociedad  y  en  el  que  se  le  otorgó 
el  plazo  de  dos  años  para  abonar  sus  respectivos  crédi- 
tos; deduciéndose  de  lo  expuesto  que  al  promover  Lla- 
bona las  diligencias  preparatorias  en  catorce  de  Abril 
del  año  actual  no  sólo  ha  ido  contra  sus  propios  actos  <5Í 
qiie  pretende  el  cumplimiento  de  una  obligación  que 
aún  no  es  exigible.  Falta  de  personalidad  en  el  ejecu- 
tante; que  funda  en  el  hecho  de  reclamar  Llabona  por 
sí  lo  que  en  caso  de  adeudarse  por  la  Sociedad  Presma- 
nes y  García  con-espondía  abonarlo  á  la  Sociedad  Lla- 
bona y  Sánchez:  Compensación,  excepción  que  funda 
en  el  hecho  especial  de  que  aun  en  el  supuesto  de  que  Lla- 
bona que  solo  liabía  tomado  por  su  cuenta  mil  seiscientos 
treinta  y  cuatro  pesos  veinte  en  diez  y  ocho  de  Abril  de 
mil  novecientos  con  relación  á  su  acreencia  aún  quedaba  á 
su  favor  una  diferencia  de  dos  mil  setecientos  veinti- 
cuatro, veinticuatro,  dado  que  el  haber  de  su  cuenta  en 
la  fecha  en  que  se  efectuó  el  convenio  ascendía  á  cuatro 
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inil  trescientos  cincuenta  y  ocho  cuarenta  y  cuatro,  co- 
mo quiera  que  á  Llabona  y  Sánchez  se  le  adeudaban  en 
hi  propia  feclia  mil  novecientos  ochenta  y  nueve,  trein- 
ta y  tres,  (pie  equiparados  á  los  doscientos  setenta,  trein- 
ta y  siete,  tomados  por  Llabona  en  diez  y  ocho  de  Abril 
de  mil  novecientos  y  dos  mil  setecientos  noventa  y  tres, 
diez,  por  Sáncliez  en  veintitrés  de  Julio  del  propio  año 
existe  como  diferencia  de  mil  setenta  y  cuatro,  catorce, 
tomados  de  ]náá  por  Sánchez  que  unidos  á  los  mil  se- 
tf^íientos  uno,  treinta,  tomados  por  Llabona  en  cuatro 
de  Octubre  de  mil  novecientos  hacen  un  total  de  dos  mil 
íirtecientos  setenta  y  cinco,  cuarenta  y  cuatro,  que  com- 
pensados con  los  dos  mil  setecientos  veinticuatro.  Vein- 
ticuatro, supuesto  saldoTen  favor  de  Llabona,  viene  á 
lar  la  diferencia  antes  citada  de  cincuenta  y  uno,  vein- 
U-  en  favor  de  Presmanes  García;  Plus  petición;  que 
f  imda  en  que  excede  el  crédito  que  reclama  Llabona  en 
cincuenta  y  uno  veinte  del  saldo  que  á  su  favor  consta- 
ba en  los  libros  de  la  Sociedad  Presmanes  y  García  en 
la  fecha  en  que  se  libró  el  convenio^  Solicita  en  su  con- 
ísi'cuencia  que  se  declare  no  haber  lu.^ar  á  pronimciar 
sentencia  do  remate  con  las  costas  al  ejecutante.  Por 
Dirosí  y  paro  justificar  las  excepciones  propuso  la  prue- 
ba siguiente:  confesión  judicial  del  ejecutante  á  tenor 
ele  posiciones  contenidas  en  el  interrogatorio  que  se  re- 
tn-rvó  presentar.  Documentos  públicos:  El  convenio  ce- 
lebrado en  quince  de  Abril  de  mil  novecientos  por  D. 
T^rancisco  García  Valdés  con  varios  acreedores  protoco- 
lizado ante  D.  Carlos  Laurent  é  Iglesias,  veintiocho  de 
Abril  de  mil  novecientos  y  el  acta  de  requerimiento 
otorgada  por  D.  Juan  Llabona  en  primero  de  Agosto 
de  mil  novecientos  uno  ante  D.  Carlos  M.  Alzugaray 
que  en  copia  autorizada  acompañó  solicitando  para  el 
taso  de  que  se  impugnen  su  autenticidad  ó  exactitud,  el 
fotejo  con  sus  originales.^— Documentos  privados:  Tres 
recibos  expedidos  en  esta  ciudad,  dos  en  diez  y  ocho  de 
Abril  y  uno  en  cuatro  de  Octubre  de  mil  novecientos, 
por  D.  Juan  Llabona  por  las  cantidades  de  doscientos 
setenta  pesos  treinta  y  siete  centavos,  mil  seiscientos 
treinta  y  cuatro,  veinte  y  mil  setecientos  uno,  treinta; 
vún  cargo  el  segundo  á  la  cuenta  de  Llabona  y  el  pri- 
mero y  tercero  á  la  de  la  Sociedad  Llabona  y  Sánchez. 
--Dos  recibos  expedidos  en  est^i  ciudad  en  veintitrés  de 
Julio  de  mil  novecientos  por  D.  Pedro  V.  Sánchez  por 
ciento  noventa  y  tres,  diez,  y  dos  mil  setecientos;  el  pri- 
mero con  cargo  á  la  cuenta  de  Sánchez  y  el  segundo  á 
la  de  Llabona  y  Sánchez  solicitando  que  dichos  docu- 
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iiunitos  sean  rwouocidos  por  los  Sres.  Llabona  y  Sán- 
chez. Para  el  caso  de  que  los  Sres.  Llabona  y  Sánchez 
negaren  la^  iinuas  y  legitimidad  de  estos  documentos 
propuso  el  cotejo  de  letra  señalando  como  indubitadas 
del  Sr.  Llabona  el  poder  otorgado  en  trece  de  Agosto  de 
.mil  novecientos  ante  el  Notario  Sr.  Alzugarav  y  el  acta 
de  requerimiento  otorgada  ante  el  propio  Notario  Sr. 
Alzugarav  en  primero  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno 
por  tre?  calígrafos;  y  respecto  del  Sr.  Valdés  Sánchez, 
desconociendo  los  indubitados  del  mismo,  que  se  le  re- 
quiera para  que  forme  un  cuerpo  de  escritura  en  la  pre- 
sencia judicial  y  para  el  caso  de  negarse,  se  le  tenga  por 
confeso.  La  de  Libros  de  la  casa  Presmanes  y  García 
consistente  en  obtener  las  cantidades  exactas  á  que  as- 
cienden los  haberes  respectivos  de  las  cuentas  de  D. 
Juan  Llabona  y  de  la  Sociedad  de  Llabona  y  Sánchez 
en  la  fecha  en  que  se  celebró  el  convenio  ó  sea  en  quin- 
ce» de  Abril  de  mil  novecientos"; 

«Contkstación: 

Quinto.  "Resultando  que  conferido  traslado  al 
ejecutante  tle  la  oposición  formulada,  en  providencia  de 
veinte  de  Junio  último  (mil  novecientos  doé)  notifica- 
da (^n  su  fecha,  lo  evacuó  en  escrito  de  ocho  de  Julio  del 
mismo  año  alegando  que  el  ejecutado  funda  la  nuWdad 
en  el  error  de  creer  que  es  nulo  el  juicio  porque  la  can- 
tidad que  se  reclama  no  se  debe  en  su  totalidad,  que 
siendo  uno  de  los  .requisitos  de  la  demanda  ejecutiva 
la  protesta  de  abonar  pagos  legítimos  no  puede  enten- 
derse nulo  el  juicio  tan  sólo  porque  el  deudor  intente 
acreditar  que  ha  pagado  parte  de  la  cantidad  por  la 
cual  se  despachó  la  ejecución. — En  cuanto  á  la  ejecu- 
ción, digo,  excepción  de  pago  alegada,  dice  que  no  tiene 
ningún  motivo  para  dudar  de  la  legitimidad  de  los  re- 
cibos que  aparecen  firmados  por  D.  Pedro  V.  Sánchez; 
pero  aunque  él  no  estaba  autorizado  para  percibir  par- 
ticularmente las  cantidades  que  esos  recibos  expresan, 
no  significan  esos  pagos  como  los  otros  á  que  se  refieren 
los  demás  recibos  firmados  por  el  ejecutante;  que  los 
Sres.  Presmanes  y  García  no  son  deudores  de  D.  Juan 
Llabona  según  se  afirma.  Que  todos  esos  recibos  se  con- 
traen á  cantidades  procedentes  de  tabacos  de  su  poder- 
^dante  cobrados  por  Presmanes  y  García  después  de  li- 
quidada la  cuenta  cuyo  saldo  reclama;  es  decir,  que 
además  de  este  saldo,  Presmanes  y  García  tienen  en  su 
poder  tabaco  de  Llabona  que  al  venderlo  y  entregar  su 
importe  le  fueron  otorgados  los  recibos  que  presenta; 
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que  al  celebrarse  el  convenio  Jnan  Llabona  tenía  li- 
quidada su  cuenta  y  luego  con  posterioridad  á  esa  li- 
quidación cobró  García  cuatro  mil  cuatrocientos  vein- 
ticinco, que  eran  de  Llabona  y  que  procedían  de  seten- 
ta y  cinco  tercios  que  había  vendido  á  la  casa  de  Upmam 
á  razón  de  cincuenta  y  nueve  cada  tercio;  y  que  cobró- 
otra  partida  de  tabaco  y  vendido  á  los  Sres.  Suárez  Mu- 
rías y  otra  cantidad  a  P.  Roig  y  C%  y  que  García  sabe- 
que  los  recibos  por  él  presentados  no  se  refieren  al  saldo 
que  á  favor  de  Llabona  existía  cuando  se  efectuó  el  con- 
venio. Respecto  al  pacto  ó  promesa  de  no  pedir,  alegó 
que  el  ejecutado  invoca  un  convenio  que  él  ha  sido  el 
primero  en  infringir,  sólo  así  se  explica  que  después  de 
burlar  á  sus  acreedores  y  de ,  apropiarse  en  su  provecho 
las  cantidades  que  existían  en  la  casa  de  los  Sres.  Up- 
mam y  C*  se  atreva  á  invocar  convenio  que  no  ha  cum- 
plido aun  después  de  transcurrir  los  dos  años  de  espe- 
ra que  solicitó.  Respecto  de  la  falta  de  personalidad  to 
el  ejecutante  alegó  que  la  personalidad  de  Llabona  ha 
sido  aceptada  por  Presmanes  y  García  no  sólo  en  el 
convenio  que  ha  presentado  en  estos  autos,  sino  en  1oí> 
mismos  recibos  en  que  hace  descansar  las  excepciones 
de  pago  y  compensación,  que  la  Sociedad  de  Llabona  y 
Sánchez  era  privada  y  sólo  servía  para  determinar  las 
relabiones  de  negocios  entre  ambos,  pero  al  efecto  de  las 
contrataciones  con  Presmanes  y  García  siempre  fué 
Juan  Llabona  el  único  responsable,  tan  es  así,  que  tra- 
tando de  eludir  el  pago  en  este  juicio  el  ejecutado. . . . 
como  de  cargo  de  Llabona  cantidades  paga- 
das á  Pedro  V.  Sánchez.  Respecto  de  la  compensación 
alegó,  que  se  reconoce  la  personalidad  de  Llabona  para 
responder  de  partidas  abonadas  á  Pedro  V.  Sánchez, 
expresándose  que  García  Llabona  y  Sánchez  vienen  \ 
ser  una  sola  persona  por  cuanto  trata  de  compensar  el 
crédito  de  Llabona  con  otro  de  Llabona  y  Sánchez ;  que- 
lo  que  resulta  es,  que  refiriéndose  á  Juan  Llabona  lo 
mismo  que  á  Llabona  y  Sánchez  siempre  es  deudor  d 
ejecutado.  Respecto  de  la  plus  petición  alegó  que  erró- 
neamente se  relacionan,  esto  es,  reclaman  seis  mil  tres- 
cientos cuarenta  y  siete,  setenta  y  siete  en  vez  de  cuatro- 
mil  ciento  veinticuatro,  cincuenta  que  adeudan  Pres- 
manes y  García  á  su  representado  y  que  utilizando  la 
protesta  de  abonar  pagos  legítimos,  salvo  el  error,  repi- 
tiendo que  la  cantidad  de  cuatro  mil  ciento  veinticuatro- 
cincuenta  es  en  deberla  el  ejecutado  después  de  dedu- 
cir las  cantidades  que  se  expresan  en  los  recibos  ya  ci- 
tados ;  y  concluye  solicitando  que  en  definitiva  se  mande- 
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seguir  adelante  la  ejecución  para  seguir  digo  cubrir  loa 
cuatro  mil  ciento  veinticuatro  cincuenta,  los  intereses 
legales  desde  la  interpelación  judicial  y  costas.  Por 
otrosí  propuso  además  como  prueba  el  mérito  favorable 
de  autos  y  la  confesión  del  ejecutado ;  reservándose  pre- 
sentar el  oportuno  pliego  de  posiciones  y  acompañó  co- 
mo parte  de  la  prueba  unas  notas  que  fueron  entregadaí5 
á  su  poderdante  por  los  Sres.  Presmanes  y  García,  que 
contienen  el  estado  de  su  cuenta  á  los  efectos  de  justicia 
y  la  testifical  á  tenor  de  los  interrogatorios  que  presen- 
tó para  el  qxamen  de  los  testigos  D.  Jaime  Carbonell  y 
D.  Bernardo  González^': 

Fallo  de  primera  inbtancía: 

Sexto.  Resultando  que,  previo  recibimiento  á 
prueba  y  práctica  de  ésta,  falló  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  Oeste  de  esta  capital  estimando  ilíquida  la 
cantidad  reclamada,  declarando  en  consecuencia  la  nu- 
lidad de  todo  el  juicio  ejecutivo  y  absteniéndose  de  re- 
solver sobre  las  excepciones  alegadas,  con  las  costas  de 
cargo  del  ejecutante: 

BEgOLTJCLÓX  RECCRRIDA; 

Séptimo.  Resultando  que  éste  apeló  del  expresa- 
do fallo  y  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, resolviendo  el  recurso,  dictó  sentencia  en  trece  de 
Abril  del  corriente  año,  por  la  que  se  aceptan  los  Re- 
sultandos de  la  apelada,  entre  los  cuales  figuran  los  cin- 
co que  en  la  presente  se  lian  transcripto,  y,  en  atención 
á  los  fundamentos  de  derecho  que  consigna  la  Sala 
sentenciadora,  se  desestima  la  pretensión  de  nulidad 
formulada  por  el  ejecutado,  así  como  también  las  ex- 
cepciones opuestas  por  el  mismo,  salvo  la  de  plus  peti- 
ción, que  se  declara  con  lugar,  y,  por  tanto,  se  revoca  la 
sentencia  del  Juez  y  se  manda  seguir  la  ejecución  ade- 
lante hasta  el  pago  al  acreedor  de  la  cantidad  de  sete- 
cientos cincuenta  y  dos  pesos  cincuenta  y  siete  centa- 
vos,  intereses  lo^o^ales  desde  la  interposición  de  la  de- 
manda y  costas  ríe  ambas  instancias : 

FüNDAMWMTOS  DEL  RECURSO    DB  CASACIÓN: 

Octavo.  Resultnndo  que  contra  el  fallo  de  la  ex- 
presada Sala  interpiisí)  la  Sociedad  de  Presmanes  y  Gar- 
cía el  presente  recurso  de  casación  por  quebrantamienio 
de  forma,  que  se  funda  en  la  causal  del  número  sexto 
écl  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  "dada  la  falta  de  competencia  quo 
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ha  tenido  la  Sala  sentenciadora  para  fallar  con  relacióif 
á  las  exce})CÍones  ale^sradas  en  el  juicio,  cuando  sobre 
ellas  no  ha  resuelto  el  Juez  de  la  primera  instancia  ni 
pudieron  ir  en  grado  como  cuestión  resuelta  á  conoci- 
miento del  Tribunal  sentenciador,  en  tanto  en  cuanto 
estimado  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  el  motivo 
de  mil  i  dad  argüido  por  esta  parte,'  aquel  Jujzgado  m 
abstuvo  de  fallar  sobre  ellas,  siendo  el  único  que  podía 
hacerlo  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  número  primero' 
del  artículo  cincuenta  3^  tres,  en  el  artículo  cincuenta  y 
nueve  en  la  regla  primera  del  artículo  cincuenta  y  doíj 
y  en  el  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  uno,  todos 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  sin  que  tan  notoria 
falta  baya  podido  (la  parte)  pedir  que  se  subsane  por 
falla  de  trámite  en  que  hacerlo": 

Noveno.  Resultando  que,  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  ante  este  Supremo  Tribunal  con  arreglo  á 
ley,  se  ha  celebrado  en  catorce  de  este  mes  la  vista  pú- 
blica, con  asistencia  solamente  del  Tx^trado  defensor  del 
no  recurrente  Juan  Llabona,  que  impugnó  el  recurso : 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 

Primero.  Considerando  que,  cualesquiera  que  sean 
los  términos  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  prl-, 
mera  instancia  en  el  juicio  ejecutivo  en  que  se  ha  in- 
terpuesto este  recurso  por  una  parte  que  ha  admitido  la 
competencia  de  dicho  Juez  para  fallar  sobre  las  excep- 
ciones que  ella  opuso,  no  cabe  estimar  incompetente  & 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  para  decidir  tocante 
á  las  mismas  en  la  segunda  instancia,  habiendo  quedado  ' 
sometida  en  grado  á  su  conocimiento  y  resolución  la  to- 
talidad del  pleito  mediante  la  apelación  que  se  dedujo 
contra  la  sentencia  del  Juzgado,  toda  vez  que  la  apela- 
ción no  se  contrae  determinadamente  á  una  ó  más  cues- 
tiones de  las  varias  que  fueron  discutidas  por  los  liti- 
gantes y  constituyen  en  conjunto  la  materia  objeto  del* 
litigio : 

Segundo.     Considerando,   pues,   que  debe   desesti- 
marse este  recurso  y,  con  arreglo  al  artículo  Xh  de  la  • 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  condenar  en  las  costas  del  mismo  á  la  piarte  r  »- 
.  cúrrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  n"> 
haber  lugar  al  prevsente  recurso  de  casación  y  condena- 
mos en  las  costas  á  la  parte  recurrente:  comuníquf»-' 
se,  etc. 


v--- 
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Así,  por"  esta  nuestra  sentencia,  lo.  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos  José  Várela. — Octavio  Gibergfí. 
' — Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Revilla. — Rafael  May- 
dagán.  " 


Qaidb.  £9n!ia.-Sent.  12.-31  de  Julio.— Denegación  de 
praeba.  (Oac.  Mafzosu,  1904.,) 

OOCTRINA:  En  la  segunda  instancia  de  los 
juicios  de  desahucio  de  los  que  conocen  en  primera 
los  jueces  municipales,  no  son  admis^íbles  otras 
prueba»  que  1»8  que  propuefitas  en  la  dtcha  prime- 
ra instancia  no  hayaj^ podido  practicarse. 

En  la  ciudad  de  la  HaBaná,  á  treinta  y  uno  ie .Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  del  juicio  tte 
desahucio  iniciado  en  el  Juzgado  Municipal  dc^  Oibacoa, 
y  del  que  ha  conocido  mediante  apelación  el  de  primera 
instancia  de  Jaruco,  seguidos  comp  demandantes  por 
P(»drp  y  José  Esteban  y  González  Larri  naga,  vecinos  ¿i: 
jísía !  ciudad,  contra  Gerónimo  Schmidt,  que  ló  es  del 
término  municipal  de  Gibacoa  ya  citado;  visto  m  e»s{c 
Tribunal  Supremo  el  rucursp  de  casación  por  qnohraii 
l^miento  de  forma  iuterpuestp  por  el  segimdo  cimtra  la 
sentencia  dictada  por  el  mencionado  .Tuzgado  (h  Jari- 
co en  siete  de  Abril  último. 

Primero.  Resultando  que  en  dicha  sentencia  recu- 
rrida se  han  aceptado  los  Resultandos  de  la  de  primera 
instancia  que  á  continuación  se  transcriben 

Pkmanda: 

Segundo.  Resultando  que  con  fecha  cinco  del  pre 
«ente  estíibleció  ü.  Ramón  Francisco  Ruiz  y  Betancourt 
en  representación  de  sus  poderdantas  los  Sres.  ^larqués 
4e  Esteban  y  de  Tiarrinaga  demanda  en  ¡uicio  verbal  do 
desahucio  contra  el  expresado  Schmidt,  del  Ingenio  Se- 
;inanat'y  su  casa  de  vivienda. 

Tercero.  Resultando  que  señalada  las  oijc.^  ,!e  ^i 
mafíana  deldía  doce  para  la  celebración  del  juicio,  v 
siendo  la  hora  señalada  concurrió  el  actor  y  no  el  d(í- 
mandado,  por  lo  (|ue  el  demandante  expuse»  el  objeto  de 
su  .demanda  haciendo  presentación  del  título  de  domi- 
nio y  podei'  otorgado  por  los  Sres.  Marqueses  y  que  con 
yirreglo  al. artículo  mil  quinientos  setenta  y  seis  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  se  suspendió  el  jiiicio  se- 
fíalájadose  para  la  nueva  comparecencia  el  día  catoror 
_^él  corriente  á  las  once  de  su  mañana. 
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Contestación: 

Cuarto.  Resultando  que  á  la  hora  señalada  com- 
parecieron las  partes  y  el  demandante  ratificó  su  df?- 
manda  y  también  las  manifestaciones  hechas  en  -áu  pri- 
mera comparecencia  y  el  demandado  expuso  no  estir 
conforme  por  la  razón  de  lo  que  los  Sres.  Marqueses  \^ 
eran  en  deber  una  suma  exhorbitante  y  que  sólo  oeup'> 
ba  en  la  fecha  la  casa  de  vivienda  y  un  caballo,  que  Jol 
resto  de  la  finca  en  cumplimiento  de  órdenes  del  Sr. 
Marqués  había  hecho  entrega  á  Leopoldo  Síilazai  y  como 
tiene  participación  en  todo  lo  existente  en  dicha  finca 
se  había  reservado  la  caga  de  vivienda  y  uu  caballo  h(ista 
que  le  fueran  satisfechos  sus  haberes  para  poder  liacer 
entrega  de  las  mismas. 

BÉPLioA : 

Quinto.  Resultando  que  el  demandante  en  répli- 
ca negó  al  demandado  el  carácter  de  socio,  a»!  como  éí 
de  inquilino  aparcero  ni  arrendatario;  pero  sí  declaró 
que  el  demandado  ocupaba  las  fincas  con  el  carácter  dv» 
encargado  de  las  mismas  y  saliéndose  del  objoto  princi- 
pal de  su  demanda  y  que  respecto  á  los  halieros  que 
pretendía  el  demandado  le  constaba  que  s,us  representa- 
dos tenían  satisfecho  al  Sr.  Schmidt  hasta  el  primero 
de  Octubre  de  mil  novecientos  dos  y  que  respecto  des  lo 
esta  fecha  hasta  el  primero  de  Diciembre  en  que  Ic/fiié 
ordenada  la  entrega  desconocía  el  negocio  que  existía 
entre  ambos ;  pero  que  cualquiera  que  fuese  no  podía  as- 
cender á  esa  suma  exhorbitante  á  que  h:ibía  hecho  rela- 
ción, estimándola  solamente  como  un  ardid  del  dem'?i> 
dadp  para  entorpecer  el  juicio  y  terminó  presentando 
como  prueba  documental  una  carta  contrato  y  otra  par- 
ticular constante  en  la  primera  cláusula  donde  el  de- 
mandado tendría  distintos  tantos  por  cientos  sobre  fru- 
tos semovientes  y  demás  productos  de  la  finca  y  la  re- 
serva que  había  hecho  hasta  terminar  de  arreciar  suft 
cuentas  con  el  aludido  Marqués  dicha  carta  fec^hada  en 
cuatro  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos. 

DfiPiJCA: 

Sexto.  Resultando  que  el  demandado  en  su  con- 
tra réplica  se  limitó  á  pedir  que  el  demandante  se  con- 
cretara á  la  papeleta  de  demanda  y  no  habiendo  expues- 
to nada  más  se  dio  por  terminado  el  juicio. 

Séptimo.  Resultando  que  además  de  los  resultan- 
dos de  la  sentencia  de  primera  instancia  que  antes  sá 
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han  insertado,  en  la  que  ha  sido  recurrida  se  contienen 
los  siguientes. 

SiCNTE.NCJA  DB  PRIBIEUA  INSTANCIA: 

Octavo.  Resultando  que  por  el  Juez  municipal  d* 
Santa  Cruz  del  Norte  se  pronunció  sentencia  tü  el  jui- 
cio de  desahucio  referido  en  diez  y  siete  do  Murzo  úlli- 
mo,  por  la  cual  se  declaró  con  lu^ar  la  demanda  do  lo- 
sahuoio,  apercibiendo  á  D.  Gerónimo  Schmidt  de  lan- 
zamiento si  en  el  término  de  veinte  días,  á  contar  desde 
la  notificación,  no  desaloja  la  finca,  condenándolo  en  el 
pago  de  las  costas  de  dicho  juicio. 

Noveno.  Resultando  que  en  diez  y  nueve  de  dicho 
raes  fué  notificada  la  sentencia  á  las  parte»,  y  la  con- 
denada, en  veinte  del  mismo,  interpuso  recurso  de  ape- 
lación, que  le  fué  admitido,  mandándose  remitir  los  au- 
tos á  este  Juzpfado  con  emplazamiento  de  las  partes  por 
término  de  ocho  días,  y  recibidas  en  veintitrés  del  mis- 
mo sin  el  emplazamiento  dispuesto,  se  previno  al  Juez 
apelado  que  ordenara  la  práctica  de  tales  diligencin?, 
las  que  se  cumplieron  en  treinta  del  mismo. 

Décimo.  Resultando  que  formado  el  presente  rollo 
y  personados  el  apelante  y  apelado,  recibidas  las  diligen- 
cias de  emplazamiento  so  señaló  el  cuatro  del  que  rige 
á  las  tres  de  la  tarde  para  la  comparecencia  de  Ley  en 
la  Sala  de  Audiencia  del  Juzgado,  avisando  con  antici- 
pación y  citación  previa  á  las  partes  conforme  á  las 
precripciones  de  Ley. 

Causa  del  RRCURSO  por  QUKBttANTAMlKNTO: 

Décimoprimero.  Resultando  que  el  día  y  hora  «o- 
ñalado  concurrieron  el  apelado  acompañado  de  su  voc?- 
ro  y  los  apelados  por  medio  de  su  representante  Sr.  Ra- 
món Francisco  Ruiz  y  Betancourt,  haciendo  uso  de  la 
palabra  el  primero  oue  por  medio  de  su  vocero  pidió  la 
revocatoria  de  la  sentencia  dictada  en  primera  in^tancÍA 
y  que  se  declare  sin  lugar  la  demanda  que  la  motivó, 
fundándose  en  que  el  Juzgado  Municipal  ha  declarado 
con  lugar  la  demanda  bajo  el  supuesto  de  que  el  Si. 
Schmidt  es  un  encargado  de  los  apelados  en  la  finca  Se- 
manat,  cuando  lo  cierto  es  que  el  Sr.  Schmidt  es  un  bo- 
cio industrial  de  dicho  señores  en  la  referida  finca  de- 
mostrando las  cláusulas  que  contiene  el  contrato  exhib'.- 
do  por  el  actor  y  que  obra  en  el  juicio,  pero  como  pudie- 
ra no  ser  esto  bastante,  en  uso  del  derecho  que  le  conce- 
de el  artículo  ochocientos  sesenta  y  dos  de  lu  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  se  cite  á  los  apelados  para  que  d 
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día  y  hora  señalada  digo  que  se  sirva  señalar  comparez- 
can á  absolver  posiciones  y  siendo  así  que  el  dpc4anto  no 
es  tal  encargado  de  la  finca  deberá  revocarse  la  senten- 
cia declarando  sin  lugar  la  demanda  y  en  todo  oxtrí»mo 
habla  .que  estimar  que  el  apelante  tiene  aquella  finca 
sin  pagar  merced  algima  y  que  por  consiguiente  no  pue- 
de ser  desalojado  de  ella  mientras  no  se  practique  el  re- 
querimieuto  que  previene  la  Orden  ciento  setenta,  Seri<? 
de  mil  novecientos  dos  del  Gobierno  Militar  en  el  ex- 
tremo que  modifica  el  artículo  mil  quinientos  r,esenta  y 
..tros  de  la  referida  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  ter- 
mina solicitando  se  flcclarc  pertinente  el  medio  de  pruo- 
;ba  prQpuesto,  señalando  día  y  hora  para  que  tenga  efec- 
ip  y  en  definitiva  revocando  la  sentencia  declarando  zin 
Augar  la  demanda  con  las  costas  á  catgo  del  actor. 

Décimosegundo.  Resultando  que  los  apelados  ra- 
tifica^ron  por  medio  de  su  representante  todo  lo  expuesto- 
eri  la  demanda,  insistiendo  en  que  la  carta,  que  obra  en 
.íiutos  y  que  le  dá  algunas  participaciones  en  las  utilida- 
des al  apelante  no  le  dá  derecho  á  llamarse  socio  indus- 
trial^ que  como  el  acto  de  la  apelación  á  la  sentoiicia  rí:- 
/caída  en  el  Juzgado  Municipal  se  demuestra  una  vez 
•más  y  de  una  manera  evidente  la  temeridad  del  deman- 
dado de  querer  permanecer  ocupando  una  propiedad  que 
en  manera  algima  tiene  derecho  á  ella  desde  el  momento 
que  perdida  la  confiamsa  ha  sido  retirado  del  oncargo  y 
jeuidadp  de  la  finca  en  primero  de  Diciembre  último..  Vj 
cual  ha  entregado  según  consta  de  autos,  por  su  propia 
confesión  al  contestar  la  demanda  y  por  la  carta  que 
con  fecha  cuatro  del  mes  referido  dirigió  á  los  apelador 
xjue  consta  de  autos  también:  que  si  éstos  le  adeudan 
xjantidad  alguna  como  dijo  el  apelante  podrá  ejercitar 
«US  derechos  por  la  vía  que  le  convenga,  pero  que  sin 
que.  esto  sea  razón  de  fuerza,  ni  tiene  (^ue  ver  en  esto 
juicio  porque  no  le  dá  derecho  alguno  para  ocupar  1h 
casa  de  vivienda  de  la  finca  desde  el  momento  que  ha 
.cesado  en  su  Cv*\rácter  de  encargado  para  el  cuidado  de 
aquélla  y  no  tener,  por  lo  tanto,  objeto  al^runo  su  per- 
manencia allí;  que  la  situación  del  demandado  ocupan- 
do la  casa  de  vivienda  es  precario  para  los  apelados  con- 
forme al  inciso  tercero  del  artíc\ilo  mil  quinientos  se- 
senta y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque 
la  citaíla  casa  que  retiene  en  su  poder  el  demandado  es 
.pajte  principal  de  la  finca  y  porque  está  destinada  á  vi- 
.vienda  la  persona  que  esté  al  cuidado  de  la  misma,  pi- 
diendo se  confirme  la  sentencia  apelada.  \cto  seguido, 
U  Beñor  jJuez  declaró  sin  lugar  las  posiciones  pedidas 
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por  el  apelante  para  que  la  absolvieran  los  aí)elados  por 
«er  improcedentes  en  este  acto  v  pedida  reposición  de 
esa  resolución  por  entender  infringido  el  artículo  que 
citó  y  para  el  caso  que  no  se  accediese  constase  su  debi- 
da protesta  á  los  efectos  de  interponer  en  su  día  el  re- 
curso de  casación  correspondiente;  y  concedida  la  pala- 
bra al  apelado  no  teniendo  nada  que  exponer  el  señor 
Juez  declaró  sin  lugar  la  reposición  pedida  por  tratarie 
de  una  resolución  denegatoria  de  admisión  de  prueba  y 
por  hecha  la  protesta  consignada. 

Resolución  recurrida: 

Decimotercero.  Resultando  que  la  precitada  reso- 
lución recurrida  en  su  parte  dispositiva  declara  sin  lu- 
gar' la  apelación  interpuesta  por  Gerónimo  Sbmidt  con-  ' 
tra  la  sentencia  de  desahucio  dictada  por  el  Jiicz  Muni- 
cipal de  Gibacoa,  la  que  en  su  consecuencia  confirmó  en 
todas  sus  partes,  con  imposición  de  las  costas  de  la  se-' 
gunda  instancia  al  apelante,  sin  estimarle  litigante  te-  ' 
merario  ni  de  mala  fe;  y  la  referida  sentencia  confirma- 
da del  Juez  !^[unicipal  de  Gibacoa  á.su  vez  declaró  con 
lugar  la  demanda  de  desahucio  establecida  por  Ramón 
Francisco  Ruiz  Betancourt  en  representación  de  los  ya 
mencionados,  apercibiendo  al  demandado  de  lanzarflien- 
to  si  en  término  de  veinte  días  á  contar  desde  el  de  la 
notificación  no  desalóla  la  finca,  condenándole  ade;ná.< 
al  pago  de  las  costas. 

Fundamentos  dkl  kkcukso  de  casu^ión: 

Decimocuarto.  Resultando  que  contra  la  repetida- 
sentencia  de  segunda  instancia  estableció  el  demándalo  ' 
recurso  de  casación  por  nuebrfintamiento  de  forma  qu«?- 
apoyó  en  el  inciso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos 
ochcrnta  y  seis  (debió  decir  mil  seiscientos  noventa  y 
uno)  y  que  explicó  del  siguiente  modo. — Cuarto:  Que 
el  quebrantamiento  de  forma,  motivo  de  este  recurso; 
consiste :  A  :  En  el  hecha  de  haber  denegado  este  Juzgado 
la  prueba  de  confesión  judicial,  propuesta  por  mí  en  p1 
acto  señabido  para  la  comparecencia  de  las  partos,  en 
sustanciación  del  recurso  de  apelación,  cuando  este  me- 
dio de  prueba  lo  autoriza  el  artículo  ochocientos  noven- 
ta y  seis  de  la  Ticy  de  Enjuiciamiento  Civil  para  todps 
las  apelaciones  de  sentencias  dictadas  en  juicio  que  no 
son  de  mayor  cuantía,  siempre  que  como  en  este  juicio 
acontece,  concurra  uno  de  los  casos  expresados  en  e! 
artículo  ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  precitada  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  como  es  el  de  no  haberse  prac- 
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ideado  esa  prueba  en  primera  instancia,  por  causas  no 
imputables  al  que  la  solicitare.  La  denegación  de  estíi 
prueba  coloca  á  esta  parte  en  completo  estado  de  iiíde- 
fensión;  y  para  demostrar  su  pertinencia,  basta  sola- 
mente la  importancia  que  da  á  ello  la  propia  Ley  do 
Enjuiciamiento  Civil  estimando  que  para  los  efectos  de' 
fallo  constituye  prueba  plena;  lo  cual  hace  que  no  tenga 
valor  alguno  el  fundamento  alegado  por  el  Juzgado  de 
que  el  artículo  ochocientos  sesenta  y  dos  de  al  IjCv  de 
Enju-ciamiento  Civil,  solamente  se  refiere  á  las  apcla-^ 
ciones  de  los  juicios  de  mayor  cuantía,  porque  si  bien  es 
cierto  que  su  contenido  se  refiere  á  esa  clase  de  juicio?, 
no  menos  cierto  es,  que  para  el  cumplimiento  del  ocho- 
cientos noventa  y  seis,  ya  referido,  se  tienen  en  cuenta 
loB  casos  que  expresa  el  ochocientos  sesenta  y  uno,  quv* 
también  pudiera  decirse,  que  correspondía  solamente  á 
los  juicios  de  mayor  cuantía  dado  que  está  inserto  en 
este  apartado.  Así,  pues,  no  teniendo  la  Ley  un  artículo 
expresamente  para  tratar  de  los  medios  de  prueba  du- 
rante la  sustanciación  de  la  apelación  del  juicio  de  de- 
sahucio, necesariamente  hay  que  aplicar  por  analogía 
como  precepto  nue  autoriza  la  prueba  de  confesión  ju- 
dicial en  segunda  instancia,  el  artículo  ochocientos  se- 
senta y  dos  en  atención  al  enlace  y  relación  íntima  que 
tiene  con  el  ochocientos  noventa  y  seis  de  la  misma  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  por  tanto  la  denegación  de 
esta  prueba  da  lugar  á  que  respecto  á  su  fuerza  y  validez 
no  pueda  resolverse  en  casación,  al  quedar  segregavla  en 
la  sentencia,  y  es  motivo  para  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio  qae 
'  autoriza  el  párrafo  quinto  del  artículo  mil  seiscientos 
ochenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — B: 
Para  que  se  subsanara  la  falta  cometida,  pedí  en  ticm|v-> 
reposición  de  la  providencia  que  denegó  la  prueba  de 
confesión  judicial  solicitada  por  mí  y  como  dicho  recur* 
so  fué  declarado  sin  lugar,  establecí,  también  en  tiem- 
po, la  protesta  consiguiente  á  los  efectos  de  este  recurso, 
con  lo  que  queda  demostrado,  que  ha  sido  perfectamen- 
te preparado  este  recurso  de  casación,  y  son  hechos  que 
constan  en  el  acta  de  fojas  seis  vuelta  del  rollo  formado 
para  tratar  la  apelación. 

Decimoquinto.  Eesultando  que  habiéndose  admi- 
tido dicho  rocurso  fueron  elevadas  á  esto  Tribunal  h.s 
actuaciones,  habiéndose  tramitado  el  primero  en  legal 
forma,  verificándose  la  vista  el  día  veintitrés  de  los  co- 
rrientes con  la  sola  asistencia  del  letrado  de  la  parte  no 
recurrente. 


"^  '^^ 
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Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  ^fagistrado  Carlos  Revilla  y  Fe- 
rrari. 

Priiiiero.  Considerando  que  la  primera  instancia 
del  presente  juicio  de  desahucio  vse  ha  sustanciado  anto 
un  Juzgado  Municipal,  por  lo  cual  la  apelación  estahl> 
cida  contra  la  sentencia  que  le  puso  término,  ha  debido 
regirse  por  las  reglas  espec^iales  estatuidas  para  la  tra- 
mitación de  esa  clase  de  recursos  cuando  se  interpo- 
nen contra  resohiciones  de  la  naturaleza  indicada,  y  so 
dictan  por  Jueces  del  ex])resado  orden  en  pleitos  de  la 
índole  del  prest nte:  teniendo  en  cuenta  para  ello  lo  que 
dispone  el  artículo  ochocientos  cincuenta  y  tres  de  la 
Ta\v  de  Enjuiciamiento  Civil. 

SeíTiindo.  C'onsiderando  que,  como  consecuencia 
íle  lo  expusto  en  el  párrafo  anterior,  se  compren de^  que 
el  Juzgado  de  primera  instancia  que  conoció  de  la  ajjc- 
lación  referida,  no  quebrantó  las  formas  del  procc-d'- 
miento  cuando  denegó  la  admisión  de  la  confesión  jurll- 
cial  jiropuesta  por  el  demandado  durante  los  trámites 
de  dicho  recurso,  poríjue  se  ajustó  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  mil  quinientos  ochenta  y  cuatro  de  la  T.ey  de 
Enjuiciamiento  citada,  que  proliibe  la  práctica  dt  toda 
prueba  en  segunda  instancia  de  los  juicios  de  desahjci') 
de  que  conocen  en  la  primera  los  Jueces  Municipales;  á 
no  ser  que  habiendo  sido  promovida  ante  estos  no  hava 
podido  entonces  practicarse. 

Tercero,  ('onsiderando  que  los  artículos  ochocien- 
tos sesenta  y  dos  y  oc:h  ocien  tos  noventa  v  seis  de  la  re- 
petida Ley  de  trámites  no  deben  ser  aplicados,  porque 
han  sido  dictados  para  otros  juicios  cuya  segunda  ins- 
tancia se  tramita  ante  las  Audiencias,  conforme  tiene 
declardo  este  Tribunal  con  respecto  al  primero  de  dichos 
-artículos;  porque  en  cuanto  al  segundo,  aunque  así  m» 
fuera,  por  referirse  al  recibimiento  á  prueba  en  la  se- 
gimda  instancia,  es  ajeno  del  todo  á  la  cuestión  á  que  (I 
recurso  se  contrae,  toda  vez  que  semejante  solicitud  no 
se  ha  deducido  durante  el  indicado  estado  del  juicio,  y 
porque,  en  último  término,  ambos  artículos,  dictado.^ 
para  situaciones  diversas,  no  podrían  tener  aplicación 
conjuntamente  al  mismo  caso,  ni  tienen  entre  sí  la  re- 
lación y  enlace  que  el  recurrente  les  atribuye. 

Cuarto.  Considerando  que  el  artículo  XL  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  dispone  que  las  costas  deberán  imponerse  al 
recurrente  cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso. 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Co- 
rónimo  Schniidt  á  que  se  refiere  esta  sentencia,  t-on  las 
tostas  á  su  cargo.  Publíquese,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamo-s, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Sevilla. — Eafael  Maydagán. — J.  M.  Aguixrj. 


Inf.  ley.—SeDt.  53.-5  de  Agosto.  -  Daños  y  perjuicios. 

(  (Jac.  Marzo  2Jf. ) 

DOCTRINA:  Cualquiera  que  sea  la  natura- 
K*Zíi  de  un  contrato  cuyo  cumplimiento  sirve  de 
base  para  reclamar  daños  y  perjuicios,  la  deman- 
da debe  declararse  sin  lugar  si  el  demandante  no 
prueba  la  existencia  de  dichos  daños. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Agosto  do 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tribuna^ 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  procedente 
lie  la  Audiencia  de  la  Habana  é  interpuesto  por  el  dc- 
líiandante  José  Collia  Intriago,  del  comercio  y  vecino 
de  Jaruco  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  se- 
guido contra  Antonio  Fernández  de  Castro,  Abogado  y 
de  esta  vecindad,  sobre  cumplimiento  de  contrato  y  re- 
damación de  perjuicios. 

Primero.  Resultando  que  en  estos  autos  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  sentencia 
recurrida  de  veinticinco  de  Abril  del  año  actual,  aceptó 
la  relación  de  hechos  contenida  en  los  Resultandos  de  la 
dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  de 
J'aruco,  en  once  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado, 
que  son  los  que  á  continuación  se  transcriben. 

Segundo.  Resultando  que  el  Procurador  Ricardo 
Martínez,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  José  Collia  In- 
íriago,  por  su  escrito  que  principia  á  foja  veintisiete  es- 
tablece el  presente  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
contra  D.  Antonio  Fernández  de  Castro,  sobre  cumpL- 
iiiiento  de  contrato  é  indemnización  de  daños  y  perjui- 
(ios. 

Dem.\nd.\: 

Tercero.  Resultandp  "que  se  consignan  como  he- 
chos: Primero:  Que  en  primero  de  Noviembre  de  mi- 
novecientos  su  representado  propuso  al  Sr.  Fcriinnde-j 
de  Castro,  por  carta  de  esa  fecha,  el  siguiente  contrato 
de  sociedad  mercantil :  adquirir  una  casa  que  se  k  ofre- 
cía para  establecimiento — tienda  mixta — con  pocaa  exi.^ 
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tencias  que  no  pasarían  de  trescientos  pesos :  que  ol  Sr. 
Fernández  de  Castro  pusiera  lo  demás  que  hiciera  falta 
para  surtir  el  dicho  establecimiento  tomando  CoUia  la 
mitad  de  las  utilidades  que  resultaren  líquidas  uiia  veí 
rebajados  los  gastos:  Segundo:  Que  en  garantía  del 
exacto  cumplimiento  que  contraía  el  Sr.  Collia  ofreció 
traspasar  al  Sr.  Fernández  de  Castro  dos  yuntas  de  bue- 
yes maestros,  una  carreta  de  marca  nueva,  la  caña  sem- 
brada y  que  se  siembre,  cien  aves,  cuatro  puercos  y  bs 
frutos  menores.  Tercero:  El  Sr.  Fernández  de  Castro 
aceptó  el  contrato  con  algunas  modificaciones  que  apa- 
recen consignadas  al  pie  de  la  carta  en  estos  término.-» : 
acepto  el  negocio  propuesto  en  la  presente  carta  con  las 
condiciones  siguientes:  Primero:  Ser  el  único  dueño 
del  estalMecipiiento  sin  que  para  nada  pueda  alegar  el 
carácter  de  sif>cio  resultando  la  personalidad  del  Sr.  Co- 
llia, la  de  un  encargado  del  establecimiento  recibiendo 
<íomo  recompensa  de  su  trabajo  personal  la  mitad  de 
las  utilidades  líquidas  de  los  balances  que  hiciere.  Se- 
gundo: Que  el  capital  que  entrega  es  el  de  trescientos 
treinta  y  tres  pesos  setenta  y  cinco  centavos  que  es  ol 
qu  arroja  el  balance  practicado  en  el  establecimiento 
que  acaba  de  comprar  y  además  que  abre  un  crédito  pjr 
valor  de  seiscientos  pesos  oro  español.  Tercero :  Con  di- 
cho capital  y  crédito  haría  el  Sr.  Collia  el  giro  y  paga- 
ría lo»"'alquileres  y  demás  gastos  del  establecimiento: 
Cuarto:  Que  en  cualquier  tiempo  tendría  el  Sr.  Collia 
derecho  á  exigir  su  mitad  y  el  Sr.  Fernández  de  Castro 
el  de  retirítrle.  Cuarto :  Al  pie  de  lo  anteriormente  rela- 
cionado se  lee  y  para  constancia  firmamos  el  presente 
en  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos.— Antonio  Fernández  de  Castro. — J.  Collia. — 
Lo  cual  justifica  que  hubo  sólo  un  ejemplar  del  convenio 
que  conservó  el  Sr.  Fernández  de  Castro:  Quinto:  Los 
términos  del  contrato  son  los  de  una  verdadera  sociedail 
mercantil  en  la  cual  el  socio  capitalista  es  el  Sr.  Fer- 
nández de  Castro  é  industrial  su  comitente,  garantizan- 
do su  gestión  con  bienes  propios  y  determinados  y  reci- 
biendo una  parte  de  las  utilidades  por  la  dirección  y 
trabajo  en  el  negocio. — Sexto :  Cumpliendo  lo  convenido 
el  Sr.  Collia  traspasó  en  el  Registro  pecuario  al  Sr. 
Fernández  de  Castro  las  dos  ynntas  de  bueyes  únicos  que 
poseía,  quedándose,  según  es  costumbre,  con  las  do?  ro- 
feridas  yuntas  en  su  poder,  cuyos  animales  le  extrajo  el 
Sr.  Fernández  de  Castro,  según  más  adelante  se  indi- 
cará. Séptimo :  Constituida  la  Sociedad  en  la  forma  que 
vá  explicada  estuvo  durante  nueve  meses  el  Sr.  Collia 
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al  frente  del  establecimiento  haciendo  las  compraft  y 
ventas  y  elevando  las  condiciones  del  comercio  á  que 
se  dedicaba  á  gran  altura  aumentando  la  marchanteríi 
de  un  modo  considerable  y  obteniendo  grandes  utilida- 
des á  consecuencia  de  la  próspera  marcha  que  llevaba  el 
negocio. — Octavo:  Durante  los  meses  referido^  el  Sr. 
Fernández  de  Castro  se  mostraba  satisfecho  de  la  mar- 
cha que  llevaba  el  negocio,  pero  habiéndole  indicado 
C'ollia  la  necesidad  de  ampliar  el  negocio,  digo,  el  capi- 
tal social  á  consecuencia  del  incremento  que  había  to- 
mado el  negocio,  le  indicó  el  demandado  que  no  le  con- 
venía y  que  su  comitente  opinaba  de  otro  modo  que  le 
vendiera  su  parte.  Aceptada  esta  proposición  el  Sr.  Co- 
llia  fué  á  la  capital  en  el  mes  de  Junio  el  día  veintiuno 
con  el  fin  de  buscar  quien  le  facilitara  el  dinero  necesn- 
rio.  Que  estando  ausente  de  Janico  se  presentó  el  Sr. 
Antonio  Fernández  de  Castro  é  hizo  un  inventario  á  su 
capricho,  el  que  aparece  presentado  por  él  en  los  autos : 
despidió  á  los  dependientes:  se  apropió  de  las  existen- 
cias, créditos,  libros,  documentos,  enseres,  armatostes  y 
muebles  y  dio  por  terminada  la  sociedad  de  esa  manera 
original,  sin  devolver  las  reses  traspasadas  sin  contar 
con  el  consentimiento  del  otro  socio  y  olvidándose  de  1» 
proposición  que  hizo  y  que  fué  aceptada  por  mi  cliente. 
Noveno:  El  balance  que  hizo  el  actor  por  su  puenta  y 
sin  anuencia  de  mi  representado  consigna  que  loe  efec- 
tos valen  mil  sesenta  y  ocho  pesos  sesenta  y  cinco  cen- 
tavos en  la  cual  no  está  conforme  mi  representado,  que 
las  existencias  de  la  casa  ascendían  á  mil  cuatrocientos^ 
ochenta  y  nueve  pesos.  En  el  propio  inventario  se  dice 
que  las  cuentas  corrientes  ascendían  á  ochocientos  cua- 
renta y  tres  pesos  setenta  y  dos  centavos,  lo  cual  tampo- 
co era  exacto,. pues  de  los  libros  ha  de  aparecer  que  pas«i 
de  mil  doscientos.  Décimo:  En  el  propio  balance  s; 
consigna  que  los  últimos  tienen  un  valor  de  ochenta  y 
un  pesos  noventa  centavos  en  oro,  cuando  valían  casi  oí 
doble,  y  que  el  efectivo  es  de  trece  pesos  diez  centavos, 
cuando  ha  debido  encontrarse  cinco  ó  seis  veces  esa  sxi- 
ma,  pues  el  diario  de  la  casa  pasaba  de  cuarenta  pesos. 
Décimoprimero :  El  pasivo  figura  mil  novecientos  m^ 
pesos  sesenta  y  tres  centavos,  con  cuya  partida  no  está 
conforme  su  cliente  ni  con  los  treinta  y  siete  pesos  de 
mercaderías  ni  con  los  cincuenta  y  tres  pesos  de  alquiler 
de  la  casa;  pues  solamente  abonaba  una  parte  de  eso^ 
alquileres,  según  justificará  oportunamente.  Décimoso- 
gundo :  El  Sr.  Fernández  de  Castro,  después  de  atrop<^ 
llar  mis.  derechos  y  de  .despojarme  lanzándQme  á  la  cá- 
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He  sin  intervención  de  la  autoridad,  erigiéudoBC  arbitro 
y  íeñoT  de  la  sociedad  comercial  vendió  unos  efectos,  en- 
tregó otros,  traspasó  otros,  enajenó  las  mercaderías,  par- 
te de  las  cuales  adquirió  el  Sr.  Martín,  arregló  los  dé- 
bitos abonando  muchos  de  ellos,  con  beneficio  y  tomó 
los  créditos  activos  sin  dar  cuenta  de  nada  ni  de  devol- 
ver los  animales  que  le  fueron  entregados  y  que  llevó 
el  Sr.  Fernández  de  Castro.  Decimotercero :  Ha  origina- 
do daños  y  perjuicios  á  su  mandante  esa  conducta  arbi- 
traria del  Sr.  Fernández  de  Castro  bajo  un  triple  con- 
cepto. Primero:  Porque  destruyó  un  establecimiento  eu 
el  cual  tenía  su  representado  la  mitad.  El  establecimien- 
to no  sólo  lo  constituyen  los  efectos,  sino  la  marchante- 
ría  y  el  crédito. — Mi  representado  entiende  que  el  esta- 
blecimiento por  su  crédito  sin  los  efectos  vale  mil  pesos. 
El  segundo  concepto  en  que  se  le  irrogan  daños  y  per* 
juicios  en  el  valor  de  los  efectos  y  créditos  activos  que 
estima  su  comitente  en  cuatro  mil  pesos  y  el  Tercero  en 
la  exageración  del  pasivo  para  que  apareciera  disminuí- 
do  el  capital  y  llevándose  y  utilizando  unos  animales  que 
eran  de  su  poderdante.  Decimocuarto:  Su  comitente  es- 
tima los  daños  y  perjuicios  en  dos  mil  quinientos  pesos 
en  oro,  no  obstante  lo  cual  deja  al  juicio  pericial  y  al 
reísultado  de  la  prueba  determinar  el  alcance  de  éstos." 
Cuarto.  '^Resultando  que  admitida  la  demanda  y 
conferido  traslado  de  ella  á  D.  Antonio  Fernández  do 
Castro  se  le  emplazó  para  que  se  personara  en  los  autos, 
teniéndosele  por  promovida  la  demanda  en  las  diligen- 
cias preliminares  propuestas  por  el  actor,  que  personado 
el  demandado,  en  estos  autos  se  le  ordenó  que  contestara 
la  demanda  dentro  de  veinte  días." 

Contestación: 

Quinto.  '"Resultando  que  personado  D.  Ernesto 
Araoz  á  nombre  de  A.  Antonio  de  Castro  con  c^.  testi- 
monio de  poder  que  principia  á  fojas  treinta  y,  nuevo 
■se  le  tuvo  por  parte  á  nombre  de  la  que  comparece  y  que 
se  entendieron  con  él  los  trámites  del  juicio:  que  por  el 
escrito  que  principia  á  fojas  ciento  diez  conte.-tó  la  do- 
manda  consignando  como  hechos:  Primero:  Ser  cierto 
(jue  el  Sr.  Collia  escribió  al  Sr.  Fernández  de  Castro  la 
carta  que  en  copia  se  acompaña;  pero  no  es  cierto  que 
en  ella  le  propusiera  un  contrato  de  sociedad  mercantil. 
Segundo:  que  es  cierto  que  en  garantía  le  ofieció  tras- 
pasar el  Sr.  Collia  al  Sr.  Fernández  de  Castro,  los  ani- 
males, cultivos  y  demás  efectos  que  se  detallan  en  esa 
carta,  pero  que  también  es  cierto  que  esto  no  pasó  nun- 
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ca  de  un  ofrecimiento,  pues  el  traspaso  no  llej^ó  á  efec- 
tuarse. Tercero:  No  es  cierto  que  el  Sr.  Fernández  de 
Castro  aceptara  el  liegocio  con  algunas  modificaciones, 
sino  que  lo  aceptó  con  los  términos,  bases  y  condiciones 
determinadas  en  la  nota  puesta  al  pie  de  esa  carta  y 
cuya  nota  dice  así:  Acepto  el  negocio  propuesto  en  la 
presente  carta  con  las  condiciones  siguientes :  Primera : 
De  ser  yo  el  único  dueño  del  establecimiento  !<jn  quo 
para  nada  pueda  alegarse  el  carácter  de  áoclo  resultando 
la  personalidad  del  Sr.  CoUia  como  la  de  encargado  do 
dicho  establecimiento,  recibiendo  como  recompensa  do 
su  trabajo  personal  la  mitad  de  las  utilidades  líquidas 
que  resulten  de  los  balances  que  yo  hiciere.  Segunda: 
que  el  capital  que  le  entrega  para  hacer  el  giro  de  víve- 
res es  el  de  trescientos  treinta  y  tres  pesos  setenta  y  cinco 
centavos  oro  español,  que  es  lo  que  arroja  el  balance  prac- 
ticado con  el  dueño  del  establecimiento  que  acabo  de 
comprar  en  Jaruco  y  además  le  abro  crédito  por  valor 
de  seiscientos  pesos  oro  español  en  la  casa  Colón.  Terce- 
ra :  que  con  ese  capital  y  crédito  han  de  hacerse  los  giro.^, 
pagar  el  alquiler,  contribución  y  demás  gastos  impre- 
vistos qtie  se  relacionen  con  el  mencionado  estableci- 
miento. Cuarta:  que  en  cualquier  tiempo  y  situación 
tiene  el  Sr.  Collia  el  derecho  de  exigirme  su  mitad  come* 
yo  el  de  retirarlo  y  para  constancia  firmamos  el  presen- 
te en  la  Habana,  á  treinta  y  Tino  de  Octubre  de  mil  no- 
vecientos.— Antonio  F.  de  Castro. — J.  Collia. — Cuarto: 
En  la  nota  puesta  al  pie  de  la  carta  no  se  celebra  un  con- 
trato de  sociedad  mercantil  entre  los  que  firman,  sino 
que  solamente,  fíjese  el  Juzgado,  se  dice  que  el  Sr.  Collia 
será  un  simple  dependiente  y  prueba  de  ello  es  que  nun- 
ca llegó  á  traspasar  los  animales  y  demás  efectos  á  que 
se  refiere  la  carta.  Esa  nota  que  existe  en  la  carta  no  reú- 
ne ninguno  de  los  requisitos  que  el  Código  de  Comercio 
exige  para  que  se  entienda  constituida  una  sociedad 
mercantil,  además  la  voluntad  de  las  partes  e^  ley  su- 
prema en  los  contratos.  Quinto:  El  Sr.  Collia  no  tras- 
pasó los  bueyes  ni  los  efectos  del  Sr.  Fernández  de  Caj- 
tro  para  garantir  la  gestión,  sino  con  posterioridad  á  su 
separación  como  dependientes  del  establecimiento  y  de 
su  venta  para  el  Sr.  Fernández  de  Castro  para  indem- 
nizarle de  lo  que  adeudaba  el  establecimiento  por  los 
efectos  tomados  para  su  familia  y  de  las  facturas  de  ví- 
veres que  le  había  tomado  en  otros  establecimiento--. 
Sexto:  Es  incierto  que  el  Sr.  Fernández  de  Castro  s**- 
parara  al  Sr.  Collia  como  dependiente  del  estabíecimier- 
to  sin  previo  conocimiento  de  éste  y  que  hiciera  el  ba- 
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lance  á  espalda  del  mismo.  El  Sr.  CoUia  presenció  estos 
particulares  como  lo  demuestran  los  documentos  uúmo- 
ros  uno,  dos,  tres  y  cuatro  en  que  consta  que  la  nota  de 
deudores  y  acreedores  fué  dictada  por  el  mismo  Sr.  €o- 
llia  con  posterioridad  á  todo  ello  y  como  compensación 
á  lo  desfavorable  del  balanco-y  de  haberse  extralimitado 
de  la  autorización  que  tenia  para  tomar  efectos;  en  tras- 
pasar los  bueyes  y  los  otros  efectos  á  que  se  refieren  los 
documentos  uno  y  dos,  existe,  pues,  la  conformidad  y 
aceptación  de  todos  los  actos  del  Sr.  Fernández  de  Caí- 
tro.  Séptimo:  El  balance  que  se  acompaña  con  el  nú- 
mero cinco  demuestra  toda  vez  que  se  unen  á  él  los  com- 
probantes que  la  marcha  del  establecimiento  fué  desas- 
trosa y,  que  el  Sr.  Fernández  de  Castro  sufrió  grav-s 
perjuicios  por  culpa  del  dependiente  del  establecimien- 
to Sr.  Collia.  Octavo:  Con  arreglo  á  lo  pactado  y  aun 
suponiendo  que  el  Sr.  Collia  no  hubiera  tenidí»  conoci- 
miento del  balance  practicado  por  el  Sr.  Fernández  do 
Castro  ni  de  su  separación  como  dependiente  del  est?.- 
blecimiento  como  socio,  aun  aceptando  en  hipótesis  tal 
carácter  en  el  Sr.  Collia,  no  tendrá  aun  para  reclamar 
daños  y  perjuicios,  toda  vez  que  el  término  del  contrato 
quedaba  á  voluntad  del  Sr.  Fernández  de  Castro  y  que 
el  balance  se  había  convenido  que  se  hiciera  pt)r  el  Sr. 
Fernández  de  Castro  como  en  efecto  se  hizo  y  que  ccn 
arreglo  á  él  se  abonaron  al  Sr.  Collia  su  parte  de  utili- 
dades. Si  en  el  balance  que  presenta  el  Sr.  Fernández 
de  Castro,  no  existen  utilidades  carece  por  completo  de 
razón  al  establecer  este  pleito  el  demandante.  ^Noveno: 
De  los  hechos  expuestos  resulta  que  esta  demanda  es 
improcedente.  A :  Porque  el  Sr.  Collia  acepta  el  balance 
hecho  por  el  Sr.  Fernández  de  Castro  y  acepta  asimismo 
todos  los  actos  realizados  por  el  mismo.  B:  Porque  el 
Sr.  Collia  era  un  simple  dependiente  del  establecimicTi- 
to.  C :  Porque  habiendo  practicado  el  balance  y  termina- 
do el  contrato  de  acuerdo  con  lo  pactado  el  Sr.  Colüa 
no  puede  exigir  daños  y  perjuicios  al  Sr.  Fernández  de 
Castro.  D:  Porque  aun  de  existir  esos  daños  y  píjrjni- 
cios  y  de  tener  el  Sr.  Collia  el  carácter  de  socio  tendría 
que  obtener  previamente  la  rendición  de  cuentas  y  la 
práctica  de  nuevo  balance  para  de  ello  derivar  su  ac- 
ción. E:  Porque  no  existe  sociedad  mercantil.  Pidiendo 
se  dé  por  contestada  la  demanda  por  negada  en  todas 
s;is  partes  y  por  alegada  la  falta  de  acción  se  deekire  e?! 
definitiva  sin  lugar  con  las  costas  á  cargo  del  actor  aconi- 
pañando  copia  simple  delcontrato  por  hallarse  el  oriííi- 
nal  agregado  á  otros  autos.^^ 
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Répí.ica: 

Sexto.  "Resultando  que  conferido  traslado  en  ré- 
plica al  actor  lo  evacuó  por  su  escrito  de  fojas  cieiití>  die:'. 
y  seis,  quien  previo  los  razonamientos  que  contieiie  cov- 
signó  como  hechos.  Prim(?ro:  Reproduce  todos  los  he- 
chos del  escrito  de  demanda.  Seofundo:  La  veracilíi-ñ  Ov. 
las  alegaci<mes  contenidas  en  la  demanda  están  iu-lif.- 
cadas  en  la  misma  contestación.  En  el  hecho  primero, 
por  ejemplo,  se  dice  que  es  verdad  que  mi  cliente  le  di- 
rigió la  carta  que  en  copia  acompaña;  pero  no  es  cien- 
to que  en  ella  le  propusiera  celebrar  un  contrato  J^^  so- 
ciedad— véase  la  carta. — En  el  hecho  segundo  dice  qn»^ 
es  cierto  que  en  la  carta  le  ofreció  Collia  transferirle  en 
garantía  los  animales,  cultivos  y  efectos  que  allí  st:  dela- 
llan,  pero  que  eso  no  pasó  nunca  de  un  (jfrecimi-ínto, 
pues  el  traspaso  no  llegó  á  efeotuarse  nunca.  Pnra  pro- 
bar este  heclio,  trae  la  certificación  del  Registi-o  pecuji- 
íio  en  que  consta  que  se  hizo  el  traspaso.  En  ol  hecho 
tercero  asegura  que  no  es  cierto,  como  dijin  os,  niic- 
aceptara  Fernández  de  Castro  el  negocio  que  le  propu- 
so Collia  con  algunas  modificaciones  y  á  renglón  segui- 
do asegura  que  al  pie  de  la  carta  de  Collia  escrib-ó: 
acepto  el  negocio  propuesto  en  la  presente  cart«  con  íaí» 
condiciones  siguientes  ^;para  qué  seguir  mns?.  veíase  el 
hecho  tercero  de  m.i  demanda  y  dígase  si  negándolo  no 
se  aceptó  íntegramente  lo  allí  consignado.  Resulta  que 
el  demandado  afirma  ó  niega  una  cosa  y  luego  pruel  a 
que  es  inexacto  lo  que  dice.  Tercero:  Niego  los  hechos 
primero,  vsegundo  y  tercero  de  la  contestación  en  lo  qiu: 
se  opongan  á  lo  consignado  en  la  demanda.  "Nieiro  ani- 
mismo el  cuarto  por  no  ser  exacto  ni  ajustado  á  dere<?ho 
la  denominación  que  se  da  á  el  contrato.  CuRrto:  No 
es  cierto  lo  que  se  dice  en  el  hecho  quinto,  asimismo  es 
completamente  incierto  cuanto  se  afirma  en  el  se\ío. 
Quinto:  El  balance  que  presenta  el  demandado  car:ce 
de  valor  y  de  eficacia,  fué  hecho  estando  ausente  el  S*. 
Cffffia  sin  conocimiento  de  éste  y  contra  su  volantíid. 
En  poder  del  demandado  han  estado  esos  docuLn3ntí'S 
y  ha  sido  preciso  el  requerimiento  judicial  para  que  Io.í 
presentara :  en  manos  del  Sr.  Fernández  de  Castro  están 
los  libros  y  apuntes  que  tenía  mi  cliente  i.n  la  i^a^fi  y 
los  cuales  no  ha  exhibido  aún.  Sexto:  El  demandado, 
sin  anuencia  de  mi  representado,  estando  éste  en  la  c;i- 
pital  sin  haberle  dado  conocimiento  de  sus  prop'silos 
se  presentó  en  el  establecimiento  hizo  un  inventario  y 
balance  á  su  capricho  valorizando  lo  que  quizo  ó  in/en- 
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tarianrlo  lo  que  le  convino,  ocupó  y  se  llevó  lo.i  efecíd?, 
librofci,  armatostes  y  créditos  inventariados  y  no.  invoii- 
tariados,  al  extremo  de  sacar  tres  y  medio  tercitw  de  íu- 
bacos  capa  de  primera  que  tenía  depositado  D.  Pablo 
Gómez,  y  cuyos  tercios  ha  reclamado  mi  repr:%sc-ii*-o.nto 
después  á  mi  representado.  Séptimo:  Las  copiai?  dol.  cla- 
mado inventario  y  balance  que  se  han  entregado  i  un 
cliente  aparecen  hechos  á  modo  de  escritura  unni  parti- 
das tras  otras  en  el  mismo  renglón  sin  orden  ni  concier- 
to, sin  que  sea  posible  comprobar  las  operacioiiCíí  á  lo 
que  se  agrega  que  hay  algunos  nombres  que  so  e!n[)jza- 
ron  á  escribir  y  se  dejaron  su  blanco  luego  y  sin  (|Lie  í^é 
reclame  en  esa  desconcertada  copia  los  titulados?  eoin- 
probantes  con  las  partidas.  Octavo:  Niego  en  aj^olnto 
el  hecho  séptimo.  A  mi  cliente  no  se  le  ha  dado  l»a^ance 
alguno  ni  copia  de  él  y  desde  ahora  manifiestci  •:iie  íio 
8on  exactas  las  partidas  del  mismo  ni  del  inventar io. 
No  es  verdad  que  las  operaciones  que  se  dicen  iin])er 
hecho  el  demandado  sean  reflejo  de  la  situación  do  la 
casa.  Xo  es  cierto  que  estén  conforme  con  los  lluros  ni 
es  verdad  que  sean  leí^ítimos  ni  estén  todos  los  compro- 
bantes que  debieran  presentarse.  El  Sr.  Fernández  de 
Castro  tiene  en  su  poder,  según  he  dicho,  los  lii»i<>s,  co- 
rrespondencias, copias  de  cartas,  documentos  y  d^^máí^ 
datos  necesarios  para  rectificar  las  caprichosas  un  'r.t.-is 
que  dice  haher  presentado.  Décimo:  El  hecho  octavo  no 
es  tal  hecho  bajo  ese  número  se  contiene  una  s^rie  de 
consideraciones  desprovistas  de  fundamentos  euippiien- 
do  ima  fórmula  procesal  niego  ese  hecho  en  t^dos  sus 
extremos.  El  demandado  asegura  en  ese  hecho  qn^  aini 
suponiendo  que  el  Sr.  CoUia  no  hubiera  tenido  Cf>noci- 
miento  del  balance  practicado  por  el  Sr.  Feriiún.l-»z  de 
Castro  ni  de  su  separación  como  dependiente  6  como 
socio  aceptando  en  hipótesis  tal  carácter  en  el  Sr.  Col  lia 
no  tiene  acción  para  reclamar  toda  vez  que  el  tv'irniino 
del  contrato  quedaba  á  voluntad  del  Sr.  Fernández  de 
Castro  y  que  el  balance  se  había  convenido  que  lo  hiciera 
éste.  El  demandado  se  consideró,  pues,  en  condiciones 
de  proceder  como  ^pudiera  hacerlo  el  amo  con  el  escla- 
vo. El  resuelve  acabar  con  la  sociedad  y  él  decide  que 
no  hay  utilidades  y  al  otro  socio  no  le  toca  más  one  ca- 
llar. Así  lo  pensó  y  así  lo  hizo.  Las  cosas  deben  suceder 
de  otro  modo  y  en  ello  convendrá  al  fin  el  demandad.) 
cuando  no  perturbe  su  claro  entendimiento  el  amor  pro- 
pio ó  la  pasión.  Aun  aceptando  que  él  decidiera  del  tér- 
mino social,  lo  que  no  discuto,  y  que  hiciera  el  balanco. 
ima  V  otra  cosa  no  pudo  realizarla  en  la  forma  en  ouc 
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lo  realizó,  porque  eso  equivale  á  dejar  un  contratante  ii 
merced  del  otro,  lo  cual  prohibe  la  ley.  Las  conse'^'icn- 
cias  que  el  señor  demandado  deduce  de  falsas  premisas 
tienen  que  ser  falsas  también.  Pidiendo  se  dé  por  eva- 
cuada la  réplica  y  resolver  según  tiene  pedido  en  la  d.-*- 
manda  y  por  otrosí  que  se  reciba  el  pleito  á  prueba  '^ 

Díum.ica: 

Séptimo.  "Resultando  que  mandado  contimijir  el 
de  duplica  con  el  demandado,  éste,  por  su  escrito  do  fo- 
jas ciento  veintisiete  evacuó  el  trámite  á  su  carino  y 
después  de  varias  alegaciones  consignó  como  bembos. 
Prijnero:  Reproduce  los  de  la  demanda.  Segundo:  Afir- 
ma que  en  este  juicio  se  reclaman  daños  y  pcrjui.iios 
por  incumplimiento  de  un  contrato  y  como  dicho  con- 
trato no  se  ha  infringido  esta  demanda  es  temeraria,  y 
que  aun  suponiendo  que  haya  sido  infringido,  no  so 
demuestran  en  qué  se  hace  consistir  esos  daños.  Terce- 
ro :  Afirmo  que  el  balance  ha  sido  practicado  por  el  Sr. 
Fernández  de  Castro  por  haberse  convenido  así  en  el 
contrato  y  como  en  ese  balance  no  existen  util'd'^de.'? 
para  el  Sr.  Collia,  éste  no  tiene  nada  que  reclamar  ¿  mi 
cliente.  Cuarto:  Niego  los  hechos  del  primero  al  diez 
inclusive  y  afirmo  que  el  Sr.  Fernández  de  Castro  --,e;,j- 
ró  del  establecimiento  al  Sr.  Collia  porque  para  ello  te- 
nía facultades  en  el  contrato  que  con  él  celebró  y  que 
el  Sr.  Collia  aceptó  los  actos  realizados  por  mi  aliente. 
Quinto:  Afirmo  que  los  bueyes  les  fueron  traspasado:,  á 
mi  cliente  por  indemnización  de  los  daños  sufridor  y 
no  en  cumplimiento  del  contrato.  Pidiendo  que  en  de- 
finitiva se  resuelva  conforme  al  escrito  de  contestación 
á  la  demanda  y  por  otrosí  que  el  juicio  se  reciba  á 
prueba." 

Prueba: 

Octavo.  "Resultando  que  por  auto  de  diez,  y  svis 
de  Mayo  se  recibió  á  prueba  el  juicio  y  se  abrió  ol  ]>e- 
ríodo  de  la  misma  por  veinte  días  comunes  á  las  partes 
dentro  del  cual  propuso  cada  una  la  que  estimó  conve- 
niente á  su  derecho,  que  transcurrido  éste  se  abrió  i'l  se- 
gundo período  por  término  de  treinta  días,  dentio  di-1 
cual  se  practicó  con  citación  de  las  partes,  la  que  obra 
de  los  autos." 

Xoveno.  Resultando  que  la  parte  actora.  por  su 
(serito  de  fojas  ciento  treinta  y  nueve  promovió  la  prue- 
ba de  su  esfuerzo  reproduciendo  el  mérito  favorable  df» 
aut(»s :  la  de  confesión  judicial  bajo  juramento  indócil»»- 
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rio,  la  docujiiental  y  testifical  acompañando  loa  pliegos 
consiguientes  para  que  se  practicara  í  que  por  providen- 
cia de  doce  dé  Junio  se  declaró  pertinente  dicha  prueba 
á  excepción  de  los  particulares  referentes  á  la  zapatería, 
por  no  haber  sido  objeto  del  debate,  practicando  lo  d»^- 
más  que  consta  de  fojas  ciento  treinta  y  dos  á  la  dos- 
cientos cinco." 

Décimo.  "Eesultando  que  el  demandado,  por  su 
escrito  de  fojas  doscientos  ocho  promovió  la  que  á  su 
derecho  convino  reproduciendo  el  mérito  favorable  dj 
autos:  i  a  de  confesión  del  demandante  bajo  juramen*> 
indecisorio:  la  testifical  á  tenor  de  los  interrogatorio  j 
'^que  presentó  y  la  documental  solicitando  varios  atesta- 
dos, la  que  se  admitió  c©mo  pertinente  y  mandada  reci- 
bir consta  practicada  desde  fojas  doscientos  seis  á  la  dos- 
cientas sesenta  y  cinco." 

Décimoprimero.  "Resultando  que  unidas  á  los  au- 
tos y  avisadas  las  partes  transcurrió  el  término  de  ^7 
sin  que,  pidieran  señalamiento  para  vista,  por  cuyo  mo- 
tivo se'mandaron  entregar  los  autos  originales  á  las  par- 
tes por  su  orden  por  término  de  veinte  días  para  quci 
concluyan  haciendo  el  resumen  dé  las  pruebas." 

Décimosegundo.  ^•'Resultando  que  el  actor,  por  sn 
escrito  de  fojas  doscientos  sesenta  y  siete  evacuó  el  trá- 
mite á  su  cargo,  en  el  cual  enumera  los  hechos  debatidos 
y  hace  el  resumen  y  alegaciones  del  caso  sobre  las  prue- 
bas practicadas  reproduciendo  los  fundamentos  de  'de- 
recho de  los  escritos  de  demanda  y  réplica  y  pide  qu.-^ 
en  definitiva  se  falle  condenando  á  D.  Antonio  Fernán- 
dez de  Castro  á  que  abone  á  D.  José  CoUia  el  importo 
de  los  daños  y  perjuicios  cuya  ascendencia  se  ha  apro- 
bado y  al  pago  de  costas,  con  declaración  de  temeridad.'' 

Decimotercero.  "Resultando  que  la  parte  deman- 
dada, por  su  escrito  fojas  doscientos  setenta  y  siete  evn- 
cuó  el  traslado  conferido  llamando  la  atención  del  Juz- 
gado sobre  la  f^ueba  del  actor  y  el  objeto  de  la  demanda 
alegando  después  sobre  su  confesión  en  juicio:  Respec- 
to á  los  hechos  de  la  demanda  y  réplica  del  actor  resu- 
miendo las  pruebas  con  las  alegaciones  conveniente  á  su 
derecho  ocupándose  después  de  su  contestación  y  dupli- 
ca y  reasumiendo  consigna.  Primero:  Que  el  Sr.  José 
Coília  fué  separado  de  su  cargo  de  dependiente  del  e- 
tahleciraiento  del  Sr.  Fernández  de  Castro,  haciendo  usf- 
éste  del  indiscutible  derecho  que  tiene  para  ello  de  acuer- 
do con  el  contrato  celebrado  por  arabos.  Segundo:  Quo 
aun  en  el  supuesto  caso  de  que  el  Sr.  Fernández  de  Cas 
tro  no  le  hubiera  asistido  el  derecho  de  separar  al  Sr. 
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Collia;  éste  aceptó  todos  los  actos  realizados  por  el  Sr. 
Fernández  de  Castro.  Tercero:  Porque  caso  de  que  el 
8r.  Fernández  de  Castro  hubiera  separado-  al  Sr.  Collia 
con  su  consentimiento  éste  no  tiene  derecho  á  reclamar 
daños  y  perjuicios,  sino  la  mitad  de  sus  utilidades.  Cuar- 
to :  Porque  en  estos  autos  no  se  ha  justificado  el  incum- 
plimiento del  contrato  por  parte  del  Sr.  Fernández  do 
Castro,  ni  se  lia  justificado  tampoco  la  marcha  próspera 
del  establecimiento  ni  los  perjuicios  sufridos  por  CollJ:j. 
Quinto :  Porque  caso  de  haberse  justificado  el  incumpli- 
miento del  contrato  no  se  ha  acreditado  que  por  dioha 
incumplimiento  el  Sr.  Collia,  hubiera  sufrido  perjuicios. 
Sexto:  Que  aun  suponiendo  que  se  hubiera  acreditado 
osos  perjuicios  por  el  Sr.  Collií\  no  ha  probado  que  Jos 
mismos  ascendían  á  dos  mil  quinientos  pesos  ni  se  iia 
practicado  la  prueba  pericial  para  determinar  su  cuan- 
tía según  se  solicitaba  en  la  demanda  pidiendo  se  dé  por 
evacuado  el  traslado  y  se  pronuncie  sentencia  según  tie- 
ne solicitado  en  sus  escritos  de  demanda  y  réplica.*^ 

Decimocuarto.  "Resultando  que  por  providenci? 
de  veintisiete  de  Octubre  se  declararon  conclusos  estos 
autos  mandándose  traer  á  la  vista  para  sentencia  con 
citación  de  las  partes  y  que  cumplido  se  ha  dado  cuen- 
ta con  ellos  en  veintinueve  del  mismo." 

Sentencia  de  primera  instancia: 

Decimoquinto.  "Resultando  que  el  Juez  dictó  sen- 
tencia en  once  de  noviembre  último  declarando  sin  lu- 
gar la  demanda  por  carecer  de  acción  el  actor,  absol- 
viendo de  la  misma  al  demandado  Antonio  Fernándoz 
de  Castro  é  imponiendo  las  costas  al  demandante  con 
expresa  declaración  de  temeridad  a  los  efectos  de  la  Or- 
den número  tres  de  mil  novecientos  uno. 

Rksoi.ución  rkcurrioa: 

Decimosexto.  Resultando  que  apelaba  por  el  actor 
dicha  sentencia,  la  Sala  dictó  la  suya  en  veinticinco  de 
Abril  del  presente  año  confirmando  en  todas  sus  partes 
la  de  primera  instancia  é  imponiendo  las  costas  de  la 
segunda  al  apelante  con  declaración  expresa  también  de 
temeridad  á  los  efectos  de  la  citada  Orden  número  tr(»s 
de  mil  novecientos  uno. 

Fundamentos  dkl  recurso  de  casación: 

Decimoséptimo.  Resultando  que  contra  ese  fallo 
interpuso  la  representación  del  demandante  el  presenio 
recurso  autorizado  por  el  número  primero  de  la  Orden 
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número  noventa  y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  noventa 
y  mieve,  en  relación  con  el  caso  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  ochenta  y  siete,  causa  primera  del  mil  seis- 
cientos ochenta  y  nueve  y  caso  primero  del  mil  soíscicis- 
tos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  citand(» 
como  infringidas  las  disposiciones  siguientes :  ^llotivop : 
Primero:  El  artículo  ciento  diez  y  seis  del  Código  de 
Comercio,  que  define  el  contrato  de  sociedad. — Concep- 
to.— La  Sala  sentenciadora  reconoce  la  existencia  de  \v,i 
contrato  celebrado  entre  D.  Antonio  Fernández  de  Cas- 
tro y  I).  José  CoUia,  (segundo  y  tercero  Considerando), 
por  el  cual  éste  tenía  derecho  á  la  mitad  de  las  utilida- 
des de  un  establecimiento  propiedad  del  primero,  y  no 
obstante  esto,  resuelve  que  ese  contrato  no  es  de  socie- 
dad, siendo  así  que  del  texto  de  la  obligación  y  de  los 
propios  términos  de  la  sentencia  resulta  que  se  unieri>n 
el  demandado  y  el  actor  poniendo  aquél  bienes  (el  esta- 
blecimiento) y  éste  su  industria  para  obtener  lucro,  y 
á^o  precisamente  es  lo  que  constituye  el  contrato  de  ci'»- 
ciedad.  Segimdo:  El  artículo  doscientos  ochenta  y  ocho 
del  propio  Código  de  Comercio,  en  su  párrafo  tercero, 
según  el  cual  el  factor  que  no  aporte  capital  y  está  inte- 
resado en  las  ganancias  es  considerado  como  socio  indus- 
trial.— Concepto. — Es  factor,  el  que  rige  un  establ-c-i- 
raiento  fabril  ó  comercial  por  cuenta  ajena  autorizado 
para  administrarlo,  dirigirlo  y  contratar  con  más  ó  me- 
nos facultades  sobre  las  cosas  concernientes  á  él  (artícu- 
lo doscientos  ochenta  y  tres  del  Código  de  Comercio). 
— "La  Sala  sentenciadora  dice:  "que  aparece  la  cons- 
titución de  un  establecimiento  mercantil  por  D.  Antv»- 

nio  Fernández  de  Castro,  como  único  dueño 

colocando  como  encargado  del  mismo  al  actor  D.  Jor>6 
CoUia,  el  que  como  recompensa  de  su  trabajo  personal 
recibiría  la  mitad  de  las  utilidades  líquidas  que  resuda- 
ran de  los  balances". . . .  (segundo  Considerando).  T^o 
modo  que  la  Sala  acepta  como  probado  que  el  actor  era 
un  factor  porque  ese  es  el  nombre  que  tiene  el  que  auxi- 
lia al  comerciante  en  el  tráfico  cuando  éste  le  coloca  para 
que  sea  Gerente  ó  encargado  de  una  empresa  con  más 
ó  menos  facultades  y  como  que  á  ese  factor  se  la  duba 
en  pago  la  mitad  de  las  utilidades  ha  debido  considerár- 
sele como  socio  industrial  según  dispone  el  invocado  ar- 
tículo doscientos  ochenta  y  ocho  del  Código  de  Coüiercic 
y  al  no  reconocerlo  así  la  Sala  infringe  el  relacionado 
artículo;  Terpero:  Infringe  el  artículo  ciento  veiatiun-) 
del  Código  de  Comercio  que  declara  que  las  cláusulas 
del  contrato  de  sociedad  es  ley  para  los  contratantes.— 
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Concepto. — En  el  convenio  celebrado  entre  CoUia  y  Fer- 
nández de  Castro  se  pactó  que  aquél  sería  el  encurga<lo 
del  establecimiento  recibiendo  la  mitad  de  las  util'dados 
líquidas  como  recompensa  de  su  trabajo  y  ese  contrato, 
que  tiene  el  carácter  dé  sociedad,  se  infringe  violando  el 
precepto  legal  invocado  en  este  motivo  y  la  sentencia  t^.el 
Tribunal  Supremo  de  veitiuno^de  Marzo  de  mil  novo- 
cientos  uno,  desde  el  momento  en  que  se  acepta  puf  la 
Sala  sentenciadora  que  uno  de  los  otorgantes  ha  podido 
disponer  del  establecimiento,  liquidar  y  proceder  sin  la 
anuencia  y  el  acuerdo  de  que  es  partícipe  en  las  uclli."' ci- 
des y  por  tanto  socio  industrial. — Cuarto:  El  artícAlo 
mil  doscientos  cincuenta  del*  Código  Civil,  según  el  ciial 
la  validez  y  cumplimiento  de  las  obligaciones  no  pa^-lo 
dejarse  al  arbitrio  de  una  de  las  pari;es. — Concepto. — Eu 
la  sentencia  se  admite  la  existencia  de  un  contrato, 
en  el  que  el  demandado^  como  dueño  de  un  estableci- 
miento mercantil  está  obligado  á  dar  la  mitad  de  las 
utilidades  al  actor  y  aun  admitiendo  que  esto  no  3*»:í, 
como  es  un  contrato  de  sociedad  supone  obligaciones  y 
derechos  recíprocos  que  la  Sala  estima  dependiente  de 
la  voluntad  del  demandado,  toda  vez  que  acepta  cor.io 
eficaz  que  éste  pudiera  sin  consentimiento  del  actor  ce- 
rrar  el  establecimiento  y  practicar  el  balance,  con  1a 
cual  la  validez  del  contrato  depende  del  demandado,  que 
no  sólo  lo  extingue,  sino  que  por  sí  solo  hace  el  balance, 
fija  los  precios  y  resuelve  en  daño  del  actor  sobre  la  exis- 
tencia de  las  utilidades,  todo  lo  cual  constituye  una  ma- 
nifiesta infracción  del  citado  artículo  mil  doscientos  cin- 
cuenta del  Código  Civil/^ 

Décimooctavo.  Eesultando  que  admitido  el  roour- 
so  y  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal  se  celebró 
la  vsta  pública  del  mismo  el  día  treinta  y  uno  de!  ])asa- 
do  Julio  con  asistencia  de  la  representación  de  la  parte 
no  recurrente  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  María  Agairrv\ 
Primero.  Considerando  que,  sea  la  que  fuer?  «a 
naturaleza  del  contrato  por  razón  del  cual  se  pido  oii 
la  demanda  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  contra- 
to que  la  Sala  se  ha  abstenido  de  calificar,  contra  lo  qjc 
afirma  el  recurrente,  atendidos  los  fundamentos  de  Ih 
sentencia  recurrida,  á  saber,  que  el  demandado  ha  ejer- 
citado un  derecho  que  por  el  contrato  se  le  reconoce  y 
que  además,  el  demandante  no  ha  probado  que  s»  l»i 
causasen  los  daños  y  perjuicios  que  reclama,  es  evidente 
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]a  inutilidad  de  los  motivos  fundados  en  la  calificíicióa 
de  sociedad  que  hace  el  recurrente,  como  también  Li 
de  los  motivos  referentes  á  la  fuerjía  obligatoria  de  lo 
convenido,  pues  aun  cuando  se  quiere  prescindir  di»  no 
haberse  acreditado  la  existencia  de  daños  y  per¡uicjos 
lo  cual  es  suficiente  para  que  no  proceda  la  casación  del 
fallo,  claro  está  que,  al  absolver  la  Sala  de  la  reolr.ma- 
ción  en  virtud  de  la  otra  consideración  que  expone,  lo 
realiza  concediendo  valor  al  contrato  que  se  mvooa  y 
estimándolo  obligatorio  para  los  contratantes. 

Segundo.  Considerando  que  no  siendo  do  esti- 
marse ninguno  de  los  motivos  del  recurso,  procedo  de- 
clarar éste  sin  lugar  y  en  cumplimiento  de  lo  qup.  orde- 
na el  artículo  XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos, 
serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  on 
las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Jcí^é 
Collia  Intriago,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  veinticinco  de  Abril  úHinio  en 
el  juicio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recun-ento. 
— Comuniqúese,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronuncúuncs, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberpi. 
— José  Cabarrocas  Horta. — Carlos  Eevilla. — J.  M. 
Aguirre. 

M  ley.— Sent.  54.-6  de  Agosto.— Expropiación.  ( face- 
to Marzo  30,  190^.) 

DOCTltlNA:  El  derecho  de  expropiación 
concedido  á  las  Empresas  de  Ferrocarriles  se  ri- 
gen por  su  legislación  especial  y  no  le  son  aplica- 
bles los  preceptos  generales  de  la  expropiación 
forzosa. 

El  apartado  ,3?  del  artículo  VII  de  la  Orden  34 
de  1902  solo  puede  entenderse  respecto  de  U)s  in- 
teresados, que  sin  oposición  entre  sí,  reclamen  1.» 
que  les  corresponda  por  la  cada  cosa  ó  derecho 
expropiado,  más  no  en  cuanto  á  aquéllos  cuyo  in- 
terés no  esté  debidamente  esclarecitlo  por  aspirar 
individual  y  contradictoriamente  á  la  indemniza- 
ción; porque  tal  cuestión  no  es  posible  resolverla 
en  un  expediente  circunscrito  A  fijar  el  importe  de 
la  indemnización  y  que  excluye  teda  declaración 
de  derecho  en  forma  contenciosa. 

En  la  indemnización  de.  peí  juicios  por  expropia- 
ción á  causa  de  un  ferrocarril,  sólo  deben  valori- 
zarse los  que  efectivamente  se  causen  por  la  expro- 
piación, no  los  daños  futuros  que  ésta  ocasione. 

No  es  de  estimarse  un  motivo  que  desea nsfi  en 
un  supuesto  distinto  á  lo  declarado  en  el  tallo. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  .seis  de  Agosto  d.^ 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supremo 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Atanasio  Querejeta  y  ^lanuel  José  Morales,  propie- 
tarios y  vecinos  de  esta  ciudad,  contra  la  resolución  dic- 
tada en  veintinuve  de  Abril  iiltiivio,  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha])ana  en  el  expedieute 
proivoviíU)  en  el  Juz^^ado  de  primera  instancia  del  Cen- 
tro por  la  '^Insular  I^ailway  YCompany,''  del  Estado  de 
X:^w-Jersey,  en  los  Estado^;  Unidos  del  Xorte  de  Amé-, 
ricii,  sobre  expropiación  de  una  faja  y  parcída  de  terre- 
ro de  la  finca  ^*La  Miranda.'' 

Primero.  Resultando  que  en  la  resolución  recurri- 
da se  acej)í:an  los  nueve  Kesultandos  del  auto,  ajielado 
que  se  copian  á  continuación. 

Antecedentes  : 

Sé;^'undo.  Resultando  qu.e  (^n  escrito  de  fecha 
treinta  y  uíío  de  Diciembre  últiiuo  el  Ledo.  Néstor  Tr-^- 
mols  y  Amat.  á  nondjre  de  la  "^'Insular  I^iihvay  (>)iu- 
pany*'  prouu>vió  este  expediente  so])re  expropiación  for- 
zosa de  una  faja  y  una  parcela  de  terreno  de  la  finca 
^*Tja  ^liranda/'  propiedad  del  Sr.  ^lanuel  3forales,  cou 
una  su])erficie  total  de  treinta  y  oclio  mil  seiscientos 
ochenta  y  cuatro  metros  cuadrados,  destinada  la  faja  á 
unir  Ja  línea  principal  con  la  parcela,  de  la  cual  ha  de 
cacarse  material  para  los  terraplenes,  dedicándola  des- 
pués á  departamento  de  carbón  ;  acom])aña]ido  copia  del 
plano  de  esos  terrenos  aprobado  ])or  la  Comisión  de  fe- 
rrocarriles. 

Tercero.  T?esultando  que  por  providencia  de  cinco 
de  Enero  último,  se  mandó  convocar  al  promovtmte,  a 
D.  ^fanuel  Morales,  propietario  de  los  temónos,  al  pre- 
sunto arrendatario  D.  Atanasfo  Querejeta  y  á  las  demás 
personas  interesadas  por  cualquier  título  en  la  propie- 
dad, posesión,  participación  ó  servidumbre  de  dichos  te- 
rrenos y  á  todas  las  que  se  creyeran  con  al^ún  interés  en 
el  asunto  para  la  celebración  de  la  junta  dispuesta  en  el 
párrafo  tercero.  caj)ítu]o  séptimo  d(»  la  orden  núnuíro 
treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos,  piddicándose  la 
convocatoria  por  cinco  números  en  la  (iA(  eta  de  esta 
Ticpública  y  periódico  ^'La  Discusión.-' 

Cuarto.  Resultando  que  á  iastancia  del  promo- 
vente  se  puso  á  la  *' Insular  Railway  Company"  en  po- 
sesión previa  de  la  faja  y  parcela  de  terreno  relaciona- 
das, haciéndose  constar  en  el  Re¿ristro  de  la  Propiedad 
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correspondiente,   habiendo   consignado   al   efecto  en  el 
Juzgado  un  chek  por  valor  de  quinientos  ochenta  pesos. 

Quinto.  Resultando  que  al  acto  de  la  junta  que 
tuvo  efecto  en  once  de  Febrero  último  sólo  concurrieron 
el  proniovente,  D.  Manuel  José  Morales  y  D.  Atanasio 
Querejeta  designando  como  comisionados  para  q1  ava- 
lúo del  terreno  de  que  se  trata  á  los  Sres.  Alberto  de 
Castro  y  Bermúdez  y  José  Cadenas  y  Castañer,  quienes 
después  de  aceptar  el  cargo  designaron  como  tercer  co- 
misionado  para  que  en  caso  de  no  haber  acuerdo  entre 
ellos  decidiera  respecto  de  la  tasación,  al  Sr.  Antonio 
Fernández  de  Castro,  el  que  también  aceptó  su  cargo; 
en  cuya  virtud  después  de  haber  prestado  juramento 
ofreciendo  cumplir  bien  y  fielmente  su  cometido,  les  fué 
señalado  por  el  Sr.  Juez  elidía  veitisiete  de  Febrero  á- 
las  ocho  de  la  mañana  para  hacer  la  tasación  de  la  faja 
y  parcela  de  terreno  y  el  nueve  del  corriente,  4  las  dos 
de  la  tarde,  para  presentar  su  informe^  disponiendo  la 
publicación  de  los  avisos  á  que  se  refiere  la  orden  trein- 
ta y  cuatro,  de  que  se  ha  hecho  mención  anteriormente, 
los  que  se  han  publicado  en  la  Gaceta  y  periódico  "La 
Discusión,"  durante  cinco  días. 

Sexto.  Resultando  que  por  el  Sr.  Antonio  Quero- 
jeta  se  presentó  en  su  oportunidad  para  acreditar  su  de- 
recho á  tomar  parte  en  la  junta  señalada,  un  testimonio 
de  la  escritura  de  cesión  de  derechos  y  acciones  otorgada 
en  veintiocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  ante  el  Notario  D.  Francisco  de  Castro,  sustituto 
de  D.  Alejandro  Núñez,  de  la  que  consta  que  dicho  Sr. 
Querejeta  posee  en  arrendamiento  por  término  de  nue- 
ve años  que  vencerá  en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil 
novecientos  cinco,  tres  caballerías  de  la  finca  "La  Mi- 
randa," por  virtud  del  cual  se  obligó  dicho  Sr.  á  satis- 
facer el  día  primero  de  cada  mes  á  la  Sra.  Juana  López 
Argandoña  ochenta  y  cinco  pesos  oro  y  al  Sr.  Manuel 
José  Morales  trescientos  pesos  en  oro  los  días  treinta  y 
lino  de  Enero  y  primero  de  Julio  de  cada  año,  hasta  la 
expiración  del  contrato  por  la  venta  estipulada. 

Séptimo.  Resultando  que  el  día  señalado  compa- 
recieron en  el  Juzgado  los  señores  comisionados  entre- 
gando cada  uno  su  informe,  haciendo  constar  que  lo 
hacían  en  esa  forma  por  no  haber  estado  de  acuerdo  en 
cuanto  aJ  avalúo  del  terreno  y  apreciación  de  los  per- 
juicios. 

Octavo.  Resultando  que  los  citados  comisionados, 
después  de  relacionar  en  sus  informes  todos  los  antece- 
dentes necesarios  hacen  el  avalúo  en  la  forma  siguiente : 
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el  Sr.  Alberto  de  Castro  fija  como  valor  del  terreno  la 
cantidad  de  quinientos  sesenta  y  nueve  pesos  diez  y 
seis  centavos  oro  español;  por  la  arena  existente  en  di- 
cho terreno  tres  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos  vein- 
ticuatro centavos  igual  moneda:  por  la  grava  y  la  pie- 
dra ciento  cuarenta  y  siete  pesos  setenta  centavos  tam- 
bién oro ;  fijando  los  perjuicios  en  ciento  ochenta  y  cin- 
tío  pesos^  haciendo  constar  que  siendo  superiores  los  be- 
neficios no  procede  que  se  abone  cantidad  alguna  por 
ese  concepto.  El  Sr.  Cárdenas  hace  el  siguiente  resu- 
men :  Por  valor  del  terreno  siete  mil  setecientos  cincuen- 
i:a  y  seis  pesos  cuarenta  centavos ;  por  valor  de  la  arena 
y  grava  diez  mil  ochocientos  sesenta  y  un  pesos  treinta 
y  cinco  centavos;  por  valor  del  material  de  relleno  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  pesos  ochenta  centavos;  por 
valor  perjuicio  en  parcelas  mil  pesos,  total,  veinte  mil 
cuatrocientos  ochenta  y  dos  pesos,  cincuenta  y  cinco  cen- 
tavos.— Y  el  Sr.  Fernández  de  Castro  formuló  el  si- 
guiente resumen:  Por  valor  del  terreno  mil  setecientotí 
cuarenta  pesos  sesenta  y  nueve  centavos.  Perjuicios. 
Valor  de  la  Arena,  cuatro  mil  novecientos  y  cinco  pesos 
treinta  centavos;  ídem  de  la  piedra  y  grava  cuatrocien- 
tos cuarenta  y  tres  pesos  diez  centavos ;  ídem  de  la  por- 
ción de  terreno  interceptado  ciento  ochenta  pesos,  agre- 
gando por  lo  que  hace  á  los  perjuicios  que  se  ocasionan 
al  Sr.  Antonio  Querejeta  interrumpiéndole  en  la  explo- 
tación que  por  contrato  die  subarrendamiento  venía  rea- 
lizando en  la  finca  "La  Miranda,"  precisamente  según 
su  declaración  dentro  de  los  terrenos  expropiados  por  la 
"Insular  Railway  Company,"  conforme  en  principio  con 
el  derecho  que  tiene  el  Sr.  Querejeta  á  reclamar  á  al- 
guien y  con  los  cálculos  de  su  compañero  Sr.  Cadenas, 
que  estíán  ajustados  á  la  realidad  y  exactitud  de  las  ope- 
raciones aritméticas  y  sin  acabar  de  comprender  por 
qué  la  Compañía  ha  de  quedar  obligada  al  pago  de  la 
cantidad  que  dicho  Sr.  Querejeta  dejara  de  percibir  por 
la  expropiación  de  los  terrenos  del  Sr.  Morales  repite  á 
instancias  del  Comisionado  Sr.  Cadenas,  que  partiendo 
de  la  base  de  que  el  Sr.  Querejeta  vendiera  en  la  Ha- 
bana el  metro  cúbico  de  arena  al  precio  de  dos  pesos 
oro  español,  la  utilidad  de  la  arena  existente  en  los  te- 
rrenos de  la  carbonera  representaría  un  valor  de  cinco 
mil  seiscientos  cincuenta  y  un  pesos  diez  centavos  oro 
español. 

Noveno.  Resultando  que  el  citado  Sr.  Fernández 
de  Castro  presentó  escrito  en  este  Juzgado  con  fecha 
diez  del  corriente  haciendo  constar  que  había  padecido 
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errores  al  rcdax^tar  su  informe^  acompañando  dos  hoja» 
en  sustitución  de  la  página  nueve  de  su  informe^  resul- 
tando con  esa  aclaración  que  la  cantidad  que  dejara  de 
ganar  el  Sr.  Querejeta  será  la  de  mil  novecientos  sesen- 
ta y  cinco  pesos  sesenta  centavos  oro  español^  haciendo 
constar  que  según  declaración  de  dicho  señor,  en  los  te- 
rrenos expropiados  existe  una  porción  de  ellos  arrenda- 
dos al  Sr.  Carlos  Zaldo,  representante  del  General  But- 
ter^  de  los  Estados  unidos  de  América. 

Décimo.  Kesultando  que  en  el  escrito  que  ante- 
cede el  Sr.  Querejeta  hace  constar  que  el  derecho  de  can- 
tera y  el  beneficio  resultante  de  la  arena  y  grava  le  per- 
tenecen exclusivamente  como  arrendatario  de  la  finca^ 
la  indemnización  que  se  fije  por  estos  conceptos  debe 
satisfacérsele  á  él  y  no  al  propietario  de  la  finca,  á  quien 
se  indemniza  por  otro  concepto  y  que  en  este  caso  se 
trata  de  terrenos  cuyo  aprovechamiento  consiste  en  la 
extracción  de  arena  y  otros  materiales,  industria  que 
viene  ejerciendo  hace  muchos  años  y  que  supone  el  em- 
pleo de  un  capital  -superior  al  valor  de  la  finca. 

Resolución  bbcübrida: 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  revocando  el  auto  de 
primera  instancia  en  los  extremos  apelados,  6  sea  en 
cuanto  determina  la  indemnización  de  perjuicios  co- 
rrespondientes al  dueño  y  al  arrendatario  del  terreno 
expropiado,  y  condena  en  costas  á  la  Empresa  promove- 
dora del  expediente,  fijó  en  la  cantidad  de  tres  mil  seis- 
cientos ocho  pesos  noventa  y  cuatro  centavos  los  perjui- 
cios que  la  "Insular  Railway  Company^*  debe  indemni- 
zar, ordenando  que  se  deposite  dicha  suma  á  disposición 
de  la  Autoridad  judicial  hasta  que  por  la  misma  se  de- 
clare á  quién  debe  ser  entregada,  sin  hacer  especial  con- 
denación de  costas  en  ambas  instancias. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  dicha  re- 
solución de  la  Audiencia  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  Atanasio  Querejeta  y  Manuel 
José  Morales,  apoyándolo  ambos  en  el  número  primero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  y  alegando  el  primero  los  motivos  si- 
guientes: Primero:  artículo  octavo  del  Real  Decreto  de 
quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  uno, 
por  su  indebida  aplicación  al  caso  de  autos,  por  cuanto 
Morales  no  impugnó  mi  derecho  como  arrendatario  en 
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la  primera  instancia  y,  lejos  de  hacer  esto,  nombró  con- 
migo el  perito  que  había  de  practicar  la  tasación.  Sólo 
después  de  pronunciado  el  fallo,  cuando  ya  no  era  tiem- 
po para  alterar  el  objeto  del  litigio,  ni  variar  su  ocndi- 
ción,  apeló  de  aquél,  alegando  que  él  únicamente  debía 


1 


:^-  percibir  la  indemnización. — Segundo:  el  artículo  nove- 

>''  no  del  Reglamento  para  la  ejecución  del  R.  D.  de  quin- 

■'¡\.  ce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  uno,  fe- 

cha once  de  Agosto  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete, 
I'  ^  porque  la  sentencia  no  manda  pagar  al  expropiante  los 

V  honorarios  de  los  peritos  que  deben  comprenderse  en 

ii'^  concepto  de  perjuicios  indemnizables,  en  el  precio  de 

;^-   ,  la  expropiación.  Tercero:  el  artículo  veinticuatro  de  la 

\¿ ;  Instrucción  sobre  el  modo  de  formar  los  expedientes  de 

;<  -expropiación,  de  veintiuno  de  Septiembre  de  mil  ocho- 

^  r  cientos  sesenta  y  cinco,  porque  la  sentencia  no  manda 

que  los  gastos  de  la  tasación  y  los  honorarios  de  los  pe- 
ritos so  satisfagan  á  éstos  por  el  expropiante.  Cuarto :  (A 
apartado  III,  capítulo  VII  de  la  Orden  número  treinta 
y  cuatro,  serie  de  mil  novecientos  dos,  primero,  porque 
la  sentencia  no  determina  con  separación  lo  que  por  in- 
demnización debe  pagarse  al  dueño  y  al  arrendatario  si- 
no que,  en  conjunto,  manda  pagar  una  cantidad  de  po- 
sos. Segundo :  porque  prescinde  de  los  perjuicios  que  se 
me  irrogiien  al  privarme  de  la  utilidad  que  me  reporta 
la  venta  de  la  arena  y  grava,  que  es  objeto  de  una  indus- 
tria importante,  sin  advertir  que  el  artículo  infringido 
establece  que  han  de  tasarse  con  la  propiedad,  posesión, 
•  etc.,  los  perjuicios  que  puedan  irrogarse  de  la  ocupación, 

uso,  cruce  ó  anegación. 

Decimotercero.  Resultando  que  la  representación 
de  Manuel  José  Morales  estableció  como  único  motivo 
del  recurso,  el  siguiente:  Al  revocar  la  sentencia  d  fa- 
llo dictado  en  primera  instancia  y  declarar  que  yo  debo 
pagar  los  honorarios  del  comisionado  que  nombré  para 
•que  me  representase  en  la  valoración  de  los  terrenos  y 
perjuicios,  objeto  los  primeros  de  la  expropiación  y 
causados  los  segundos  por  ella,  ha  infringido  la  doctrina 
legal,  según  la  que  las  costas  que  se  causen  en  cualquier 
diligencia  ó  actuación  judicial,  debe  pagarlas  aqiiél  á 
•cuya  instancia  la  diligencia  ó  actuación  se  practique, 
principio  citado  en  uno  de  los  Considerandos  del  fallo 
mismo.  La  doctrina  ya  dicha  está  consignada  en  el  ar- 
ticulo quinto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  inciso 
quinto  del  mismo,  puesto  que  éste  obliga  al  Procurador 
á  pagar  todos  los  gastos  que  se  hacen  ó  causan  á  su  ins- 
tancia; lo  cual  comprende  la  obligación  declarada  de  l-i 
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parte  á  quien  i^presenta  ó  directa  de  la  misma  parte 
(cuando  ella  se  representa  á  sí  propia  lo  que  hoy  es  le- 
galmente  posible)  de  pagar  esos  gastos,  cuando  á  peti- 
ción suya  es  que  se  causan.  En  tanto  que  la  Orden  nú- 
mero treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos,  en  la  sec- 
ción III  de  su  capítulo  VII  ¿celara  que  la  parte  contra 
la  cual  se  promueve  el  expediente  de  expropiación  debe 
nombrar  comisionado  que  lo  represente,  y  que  si  no  hi- 
ciere esto  nombramiento,  el  Juez  lo  nombrará  en  reprí)- 
sentación  suya,  es  manifiesto  que  yo  no  he  hecho  uso 
de  un  derecho  al  nombrar  ese  Comisionado,  sino  que 
simplemente  he  cumplido  con  un  deber,  al  cual  da  lu- 
gar la  promoción  del  expediente  por  la  Compañía  ex* 
propiante.  Es  manifiesto,  por  tanto,  que  el  nombramien- 
to de  los  comisionados  todos,  hágase  por  ima  ú  otra  par- 
te, se  hace  siem|)re  á  instancia  de  la  que  promueve  el  ex- 
pediente, ya  que  ese  nombramiento  es  una  consecuen- 
cia irremediable  y  forzosa  de  la  promoción  del  expe- 
diente mismo. — En  el  Diccionario  de  Legislación  y  Ju- 
risprudencia de  Escrich,  en  el  artículo  ^^Costas,"  se  dice 
lo  siguiente :  "Todas  las  costas  que  se  causaren  en  cual- 
quier diligt»ncia  que  se  ejecuta  en  juicio,  son  de  cuenta 
(le  la  parte  que  la  pide,  mientras  no  se  determine  en  la 
s*»utencia  cuál  os  la  que  debe  pagarlas/* — Y  un  poco  más 
adelante,  en  el  artículo  denominado  '^Costas  en  materia 
Civil,''  se  consignan  también  estas  palabras:  "En  gene- 
ral, las  costas  son  de  cuenta  de  quien  pide  las  diligen- 
cias en  que  se  causan,  si  la  sentencia  no  prescribe  quién 
debe  pagarlas. — Conforme  con  esta  regla  se  previene  en 
la  Ley  do  Enjuiciamiento  Civil  en  general,  en  su  artícu- 
lo catorce,  que  el  procurador  de  cada  parte  está  obliga- 
do i  pagar  laR  costas  que  se  causen  á  su  instancia. — Y 
ese  artículo  catorce  y  el  citado  precepto  del  mismo  son 
hoy  equivalentes  al  inciso  quinto  del  artículo  quinto  lie 
la  Ley  actual. — En  virtud  de  todo  ello  alego  como  in- 
fracción la  del  principio  general  de  derecho  aplicable 
como  doctrina  legal,  según  el  artículo  sexto  del  Código 
Civil,  que  dice  que  cada  parte  debe  pagar  las  costas  que 
me  causen  á  su  instancia;  cuyo  principio  se  halla  tam- 
bién consignado  en  el  inciso  quinto  del  artículo  quinto 
de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil. — Y  por  todo  ello  re- 
sulta también  infringido  el  precepto  contenido  en  unv> 
de  los  párrafos  del  apartado  tercero  de  capítulo  séptimf) 
de  la  Orden  número  treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos 
dos,  según  el  cual  el  Juez  de  Primera  instancia  ó  el  Tri- 
bunal, en  caso  de  apelación  fijarán  las  responsabilidad^^ 
de  costas  y  gastos  de  conformidad  con  las  leyes  vigen- 
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tes/' — ^El  recurso,  en  cuanto  á  esta  infracción  está  auto- 
rizado por  el  inciso  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Decimocuarto.  Eesultando  que  admitidos  ambos 
recursos  y  sustanciados  ante  este  Tribunal  Supremo,  83 
celebró  la  vista  pública  el  día  veinte  y  dos  de  Julio  últi- 
ino  con  la  asistencia  únicamente  del  Iletrado  de  Atana- 
sio  Querejeta,  que  sostuvo  el  recurso. 

Decisión  dbl  becubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  las  disposiciones  ge- 
nerales sobre  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad 
pública,  que  como  infringidas  en  la  sentencia  se  citan 
en  los  tres  primeros  motivos  del  recurso  interpuesto  por 
Atanasio  Querejeta,  no  son  aplicables  al  caso  de  autos,, 
porque  el  ejercicio  del  derecho  de  expropiación  concedi- 
do á  las  Empresas  de  ferrocarriles  de  servicio  público- 
está  sujeto  á  las  disposiciones  especiales  que,  con  ex- 
clusión de  todas  las  de  carácter  general  vigentes,  esta- 
blece la  Orden  del  Gobierno  Militar  número  treinta  y 
cuatro  de  mil  novecientos  dos,  comprensiva  de  la  actual 
legislación  de  ferrocarriles;  y  como  loe  Decretos  y  Be- 
glamentos  invocados  por  el  recurrente  no  tienen  fuerz:- 
de  ley  en  el  particular  de  que  se  trata,  la  violación  é  in- 
terpretación errónea  que  respecto  de  los  mismos  se  ar- 
guye, no  pueden  constituir  la  causa  de  casación  que  de- 
termina el  número  primero  del  artículo  mil  s^iscientog 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  relativo  á' 
leyes  y  doctrinas  legales. 

Segundo.  Considerando  en  cuanto  al  primer  ex- 
tremo del  motivo  cuarto  del  propio  recurso,  que  el  he- 
cho de  que  en  la  sentencia  no  se  determine  coa  separa- 
ción lo  que  por  indemnización  debe  pagarse  al  dueño  y 
al  arrendatario  del  terreno  expropiado,  no  infringe,  co- 
mo se  supone,  el  apartado  tercero  del  artículo  séptimo 
de  la  citada  Orden  del  Gobierno  Militar,  porque  si  bien 
en  dicho  apartado  se  expresa  que  los  Comisionados  ha- 
brán de  manifestar  la  suma  que  deberá  pagarse  á  eada^ 
interesado,  esto  sólo  puede  entenderse  respecto  de  los 
(jue  sin  oposición  representen  por  sí  ó  á  nombre  de  otros 
cada  cosa  ó  derecho  expropiado;  mas  no  en  cuanto  á- 
aquellos  cuyo  interés  no  esté  debidamente  esclarecida/, 
por  aapirar  individual  y  contradictoriamente,  como  su- 
cede en  este  caso  entre  el  señor  y  el  arrendatario,  el  co- 
bro íntegro  de  la  suma  acordada  para  indemnización  de 
perjuicios,  con  exclusión  de  los  demás  que  también  se 
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conceptúan  interesados ;  planteándose  de  este  modo  una 
cuestión  que  no  puede  resolverse  en  un  expediente  cir- 
circunscrito  á  fijar  el  valor  de  la  indemnización  y  que 
excluye,  por  consiguiente,  toda  declaratoria  de  derechos 
en  forma  contenciosa. 

Tercero.  Considerando  que  al  prescindir  la  Sala 
sentenciadora  de  los  perjuicios  que  el  recurrente  dice 
que  se  le  irrogan  al  privársele  de  la  utilidad  que  repor- 
taba con  la  venta  de  la  arena  y  grava  del  terreno  expro- 
piadoy  no  ha  infringido  tampoco,  como  se  afirma  en  el 
segundo  extremo  del  propio  motivo  cuarto,  la  citada 
Orden  número  treinta  y  cuatro,  siendo  así  que  dicha  Or- 
den al  referirse  á  daños  y  perjuicios  sólo  dispone  que  se 
valoricen  los  causados  por  la  expropiación,  es  decir,  loe 
efectivos,  no  los  futuros  meramente  posibles ;  y  como  lu 
obligación  de  satisfacerlos  que  ise  impone  al  expropiante 
no  tiene  otro  origen  inmediato  que  la  Orden  Militar 
donde  se  establece  el  modo  y  forma  de  realizar  dicha?» 
expropiaciones,  a  su  letra  hay  que  concretarse,  sin  pre- 
tender ampliaciones  qiie  sólo  pueden  emanar  de  actos 
ú  omisiones  en  que  intervenga  culpa  ó  negligencia  ó  dd 
incumplimiento  de  un  contrato. 

Cuarto.  Considerando  que  el  único  motivo  del  re- 
curso interpuesto  por  Manuel  José  Morales  es  improce- 
dente por  fundarse  en  el  concepto  equivocado  de  que  la 
sentencia  recurrida  declara  que  él  debe  pagar  los  hono- 
rarios del  Comisionado  que  nombró  en  el  expediente  de 
expropiación;  aserción  que  constituye  un  verdadero 
error;  porque  sean  cuales  fueren  los  términos  del  Con- 
siderando de  donde  tal  aseveración  deduce,  ellos  nada 
deciden  ni  pueden  dar  á  la  declaratoria,  consignada  en 
el  fallo,  de  no  hacer  especial  condenación  de  costar, 
•otra  significación  que  la  generalmente  admitida  y  que 
revela  en  éste  caso  la  circunstancia  de  revocarse  con 
ella  la  condenación  especial  de  costas  hecha  en  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  por  no  existir  á  juicio  de  la 
Sala  méritos  para  imponerlas  á  una  sola  de  las  partes; 
resolución  de  carácter  general  é  indeterminado  dictada 
de  acuerdo  con  las  leyes  vigentes,  según  lo  preceptúa  la 
Orden  número  treinta  y  cuatro  de  mil  novecientos  dos, 
y  que  no  decide  ni  prejuzga  la  cuestión  que  ahora  pre- 
maturamente y  fuera  de  lugar  se  plantea,  de  si  Ja  ges- 
tión judicial  de  nombramiento  de  perito  por  parte  dol 
recurrente  debe  entenderse  ó  no  de  su  instancia. 

Quinto.  Considerando  que  por  las  razones  expues- 
tas son  de  declararse  sin  lugar  entrambos  recursos  y 
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por  precepto  legal,  imponerse  de  por  mitad  las  costati  á 
ios  recurrentes. 

Fallamos  que  debenios  declarar  y  declaramos  uo 
haber  lugar  á  los  recursos  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuestos  respectivanient(*  T)or  Atanasio  Qiiereje- 
ta  y  Manuel  José  Morales  contra  la  resolución  dictada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  ei; 
veintinueve  de  Abril  último,  con  las  costas  de  por  mi- 
tad, á  cargo  de  los  recurrentes ;  y  devuélvanse  los  autos 
á  dicha  Audiencia  con  la  correspondiente  certificación. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Eevilla. — Rafael  Maydagán. — J.  M.  Aguirre. 


Inf.  ley.  -  Sent.  55.-7  de  Agosto.— Motivos.  {Gac,  Mar- 

20  so,  1904.,) 

DOCTRINA:  Sí  la  Sala  estima  que  el  actor 
no  ha  probado  el  hecho  del  cual  origina  su  acción 
no  es  posible  que  prospere  la  demanda,  ni  el  re- 
curso de  casación  contra  la  sentencia  absolutoria, 
mientras  por  los  medios  legales  no  se  destruya 
aquella  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora 

Son  ineficaces  para  obtener  la  casación  de  una 
sentencia  las  infracciones  legales,  que  aunque  en 
realidad  resulten  cometidas  no  afecten  á  los  fun- 
damentos del  fallo  y  por  tanto  no  puedan  alterar 
éste. 

En  casación  no  pueden  plantearse  cuestiones 
que  no  hayan  sido  planteadas  en  el  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  siete  de  Agosto  da 
mil  novecientos  tres,  en  los  autos  del  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  iniciado  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Santiago  de  Cuba  y  seguido  después  ante  la 
Audiencia  de  la  provincia  de  ese  nombre,  por  Dolores* 
Palacios  y  Crispina  de  la  Caridad  Borges  y  Palacio^i, 
vecinas  ambas  de  la  dicha  ciudad  de  Santiago  de  Cuba 
y  ocupadas  en  las  labores  de  su  sexo,  contra  Manuel  y 
Matilde  Mena,  propietarios  y  de  la  propia  vecindad,  co- 
mo hijos  y  sucesores  de  Manuel  Mena  y  Hechavarría, 
sobre  nulidad  de  la  inscripción  de  la  finca  urbana  situa- 
da en  la  calle  del  Salvador,  esquina  á  San  Mateo,  de  la 
ciudad  últimamente  mencionada,  y  que  tiene  el  número 
cuarenta  y  ocho  de  la  indicada  primera  calle:  visto  en 
este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  interpuesto  por  las  demandantes,  Do- 
lores Palacios  y  Crispina  de  la  Caridad  Borges  y  Pala- 
cios, contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  que 
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ya  se  ha  expresado  en  veintiocho  de  Enero  del  íiño  co- 
rriente. 

Primero.  Beenltando  que  en  la  expresada  senten- 
cia se  han  aceptado  los  resultandos  de  la  de  primera  ins- 
tancia que  á  continuación  se  transcriben. 

Demanda: 

Segundo.  'TResultando  que  por  su  escrito  de  seis 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  se 
estableció  la  demanda  fundándola  en  los  hechos  siguien- 
tes. Primero:  Que  la  finca  referida  correspondió  á  sus 
causantes  en  virtud  de  habérsela  adjudicado  en  la  cuen- 
ta divisoria  de  la  testamentaría  de  Doña  Basilia  Anto- 
nia Garrón  ante  el  Escribano  Ramírez,  y  que  consta 
protocolada  en  la  Escribanía  de  D.  Isidro  de  Tapia.  Se- 
gundo: Que  al  fallecimiento  del  legítimo  esposo  y  padre 
respectivamente  de  las  demandantes  promovieron  de- 
claratoria de  herederos,  que  fué  aprobada  por  el  Juz- 
gado en  auto  de  diez  y  nueve  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  Tercero:  Que  al  ir  á  inscribir 
dicha  finca  á  sus  nombres  se  encontraron  por  informe 
del  Registrador  de  la  Propiedad  con  que  dicho  inmue- 
ble figuraba  indebidamente  á  nombre  de  D.  Manuel  de 
Mena  y  Hechavarría,  por  cuyo  motivo  hicieron  denuncia 
criminal  ante  este  Juzgado  por  falsedad,  cuya  causa 
fué  sobreseída  por  haber  falecido  el  denunciante  y  por 
consiguiente  extinguida  la  acción  penal.  Cuarto:  Que 
dicha  finca  ha  venido  figuran*)  siempre  en  los  padrones 
de  las  urbanas  á  nombre  de  su  causante  como  lo  justi- 
ficarían en  su  oportunidad.  Y  haciendo  aplicación  de 
los  fundamentos  de  derecho  que  creyó  oportunos  al  caso, 
basándose  en  los  artículos  seiscientos  nueve  y  mil  dos- 
cientos sesenta  y  uno  del  Código  Civil  y  á  lo  prescrip- 
to  en  la  Ley  Hipotecaria,  solicitó,  que  en  definitiva  se 
declarase  la  nulidad  de  la  inscripción  hecha  á  favor  de 
D.  Manuel  Mena  Hechavarría,  librándose  mandamiento^ 
al  señor  Registrador  de  la  Propiedad,  para  que  quedi^ 
sin  efecto  dicha  inscripción  y  ordenar  se  haga  á  sui? 
nombres  condenando  en  las  costas  al  demandado,  por 
un  primer  otrosí  solicitó  se  despachasen  los  dowmentos 
referidos  en  el  mismo  en  justificación  de  lo  que  precep- 
túa el  caso  segundo  del  artículo  quinientos  dos  du  la 
Ley.de  Enjuiciamiento  Civil;  por  el  segundo  otrosí, 
pidió  se  le  nombrase  procurador  de  tumo  por  falta  do 
recursos  con  que  otorgar  poder  algunos  de  ellos,  y  por 
el  tercer  otrosí  designó  el  domicilio  de  los  demandados.^^ 

Tercero.    "Resultando  que  por  otro  escrito  de  doce 
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(le  Febrero  de  mil  novecientos  acompañó  testimonio  del 
auto  por  el  cual  fueron  declarados  herederos  de  su  cau- 
sante, cuyo  testimonio  aparece  ser  el  de  la  sentencia  dic- 
tada en  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres  por  el  señor  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  Norte  de  esta  ciudad,  en  la  demanda  de  pobresa 
establecida  por  Dolores  Palacios  para  promover  decla- 
ratoria de  herederos  á  favor  de  su  legítima  hija  Crispi- 
na de  la  Caridad  Borges,  por  el  fallecimiento  de  su  pa- 
dre José  de  las  Mercedes,  y  á  cuyo  escrito  y  por  provi- 
dencia de  diez  y  seis  de  dicho  mes,  se  aeordó.que  por  la 
compareciente  se  designase  el  Escribano  que  quería  co- 
nociese del  asunto,  y  lo  verificó  al  siguiente  día,  eligien- 
do al  señor  Francisco  Chávez  y  Milanés,  en  cuya  virtud 
se  le  mandaron  entregar  las  diligencias  para  que  diera 
cuenta,  lo  que  no  rasultó,  apareciendo  de  la  compareccp- 
cia  de  fecha  primero  de  Marzo  por  la  señora  Dolores  Pa- 
lacios, que  por  no  convenirle  que  el  Escribano  Sr.  Chá- 
vez,  á  quien  había  designado,  fuese  el  que  conociese  i.2l 
juicio,  pedía  se  turnase  entre  los  del  Juzgado,  lo  cual 
fué  practicado,  correspondiendo  al  Escribano,  Sr.  liino 
Benítoz,  quien  dio  cuenta  y  se  dictó  la  providencia  de 
cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos,  por  la  cual  se  dis- 
puvso  que  se  llenasen  íos  requisitos  de  los  artículos  cua- 
renta y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  y  el 
st'fienta  del  Código  Civil  y  se  forjnulase  la  demanda  de 
pobreza  en  la  forma  determinada  por  la  ley  procesal.'' 

Cuarto.  Ke8ultando4í|ue  por  su  escriti>  de  doce  de 
Marzo  del  año  antes  dicho  y  cumpliendo  las  partes  pro- 
uioventes  lo  ordenado  en  la  providencia  ya  citada,  for- 
mularon la  demanda  de  pobreza  prevenida  en  ella,  la 
cual  filé  sustanciada  dec^larán doseles  como  tales  pobre? 
j)ara  litigar  en  la  forma  que  lo  tenían  solicitada.'' 

Quinto.  '^Resultando  que  dichas  promoventes  Do- 
lores Palacios  y  Crispina  de  la  Caridaíd  Borges  por  su 
otro  escrito  de  treinta  de  Noviembre  do  mil  novecientas 
solicitaron,  que  en  virtud  de  la  declaratoria  de  pobr:*za 
antes  expresada  se  diese  traslado  á  los  demandados  y  st. 
proveyese  de  conformidad  á  lo  que  tenían  solicitado  en 
el  escritp.  principal,  accediéndose  por  providencia  de  tr«;s 
(le  Diciembre  de  dicho  año  á  lo  solicitado." 

CONTESTACIOX:  ' 

Sexto.  "Resultando  tpie  por  su  escrito  de  veinti- 
cinco de  Mayo  de  mil  novecientos  imo  se  personaron  lus 
demandados  Manuel  y  Matilde  Mena  por  sí  y  como  sn- 
irsí>res  de  su  difunto  padre  Manuel  de  Mena  y  Hecha- 
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varría  y  se  lee  mandó  contestasen  la  demaifda,  coni»)  ]> 
verificaron  por  su  escrito  de  veintiocho  de  Junio  de  di- 
cho año,  después  de  concedida  da  prórroga  que  solicita- 
ron, manifestando  en  contestación  á  la  demanda  qu  ; 
solamente  obedeciendo  á  im  propósito  de  jiiortificarlo?, 
han  podido  las  actoras  promover  el  pleito,  pues  bien  per- 
suadidos se  hallan  de  la  injusticia  y  falta  de  razón  con 
que  proceden,  y  ya  que,  las  obligan  á  ello,  cumpliendo 
las  formalidades  de  la  Ley  procesal,  establecían  loo  si- 
guientes hechos.  Primero:  Que  negaban  y  eontradecíax; 
los  oonsignadoB  en  el  escrito  de  demaada,  por  la  con- 
secuencia'que  de  los  mismos  se  pretende  deducir,  p'ies 
si  bien  el  colgadizo  perteneció  en  una  época  á  José  de 
las  Mercedes  Borges,  perdió  su  dominio  por  los  motivo'- 
qu«  expondrían  más  adelante,  siendo  inexacto  que  por 
falleciniiiento  del  Sr.  Mena  Hechavarría  se  sobreseyoríi 
la  cauBa  criminal  motivada  por  denuncia  de  los  demaii- 
dantes,  toda  vez  que  dicho  sobreseimiento  &e  dictó  c'»i 
anterioridad  á  la  muerte  de  aquél,  que  es  su  causante. 
Segundo :  Que  el  diíynto  su  padre  dio  en  préstamo  á  nv 
señor  de  apellido  Larrosa,  cuyo  nombre  no  recuerda, 
cierta  cantidad  de  dinero,  de  cuya  obligación  se  consti- 
tuyó fiador  José  de  las  Mercedes  Borges  v  por  falta  de 
pago  á  su  vencimiento,  el  Sr.  Mena  y  Hechavarría  pro- 
iñovió  demanda  en  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  con- 
tra el  Borgea  en  la  Alcaldía  Mayor  del  distarito  Norte  de 
esta  ciudad  y  Escribanía  de  D.  Manuel  Villasana,  de^^- 
pués  de  D.  José  Laso.  Tercero:  Que  por  conFecuencia 
de  dicha  demanda  fué  rematado  el  colgadizo  número 
cuarenta-y  ocho  de  la  calle  del  Salvador,  esquina  á  San 
Matea  y  adjudicado  al  acreedor  Sr.  Mena  Hechavarría, 
según  lo  comp^ruebaxi  los  documentos  qne  acompañaban 
protestando  traer  otros  al  juicio  durante  el  período  de 
prueba  si  fuera  menester,,  toda  vez  que  no  les  ha  sido 
dable  adquirirlos  ahora,  por  informar  los  distintos  E?»- 
críbanos,  qne  loe  autos  de  referencia  han  sufrido  extra- 
vío, cuya  protesta  hacían  á  los  efectos  prevenidos  en 
los  artículos  qtiinientos  tres  y  quinientos  cuatro  de  la 
Ley  procesal.  Cuarto:  Que  desde  el  año  sesenta  y  nueve 
el  Sr.  Mena  y  Hechavarría  primero,  y  luego  los  compa- 
recientes han  venido  poseyendo  como  sus  herederos, 
quieta,  pacíficamente  y  sin  interrupción,  el  colgadizo  tle 
referencia^ pagando  sus  contribuciones  á  título  de  due- 
ños, como  lo  comprueban  los  documentos  que  acompa- 
ñaban. Quinto:  Que  no  siendo  fácil  á  su  causante  ad- 
quirir loe.  títulos  de  propiedad  del  colgadizo  en  cues- 
tión^ pr<Mi(iovi6  el  oportuno  expediente  posesorio,  el  cnal^ 
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í'r  previas  las  formalidades  del  caso,  fué  aprobado  por  auto 

ii';* :  de  diez  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  «inco, 

^5:  .  dictado  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 

Norte  de  esta  ciudad  y  Escribanía  de  D.  Alberto  Espino 
é  inscripto  igualmente  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad, 
según  lo  comprueba  el  documento  también  acompañ&do. 
A  cuyos  hechos  aplicó  los  fundamentos  de  derecho  (\\ie 
creyó  conducentes  al  caso,  apoyándose  en  las  leyes  del 
g- ;     .  título  veintinueve  de  la  partida  tercera  y  artículos  mil 

^:v;,  novecientos  treinta,  mil  novecientos  cuarenta,  mil  no- 

f •:'..;  vecientos  cuarenta  y  uno  y  mil  novecientoQ  cincuenta  y 

;^ '  siete  del  Código  Civil  y  concluyó  solicitando  se  absoí- 

;.,!.  viese  de  la  demanda  como  lo  interesa  al  urineipio  del 

^¿  eBcrito  que  reproducían;  y  por  un  otrosí,  expresó  aue 

por  las  múltiples  ocupaciones  del  Juzgado  faabia  pagado 
inadvertido,  que  las  demandantes  no  habían  con  los  re- 
quisitos de  la  Ijey,  intentado  previamente  la  concilia- 
ción; dictándose  en  consecuencia  la  providencia  de  diez 
(le  Julio  de  mil  novecientos  uno,  se  dispuso,  que  por  no 
aparecer  de  autos  la  certificación  ^el  acto  concfliatorio, 
luego  que  se  justificase  se  proveería  lo  demás  corres- 
pondiente." 

JíÉPi  ioa: 

Séptimo.  ^'Resultando  que  traída  á  los  autos  la 
certificación  del  acto  de  conciliación  intentado  sin  efec- 
to, se  dio  por  contestada  la  demanda  mandándose  se- 
guir el  traslado  en  réplica  con  las  demandantes  por  tér- 
mino de  diez  diez;  y  evacuándola  por  su  escrito  de 
treinta  de  Septiembre  de  mil  novecientos  imo,  manifes- 
taron que  al  hacerlo  protestaban  de  las  frases  insidiosas 
y  reticentes  empleadas  por  los  demandados,  pues  ra- 
zón y  justicia  les  sobraban  á  las  promoventes  para  es- 
tablecer la  demanda,  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto 
que  de  los  documentos  presentados  por  aquéllos  se  vie- 
ne en  perfecto  conocimiento  de  la  certeza  de  la  recla- 
mación, los  fundamentos  que  la  justifican  á  las  bases 
legales  en  que  descansa,  á  cuyo  efecto  formulaban  la  ré- 
plica como  sigue  y  bajo  los  siguientes  hechos.  Primero : 
Xegando  y  contradiciendo  los  consignados  en  la  contes- 
tación á  la  demanda.  Segundo:  Que  una  vez  verificado 
el  remate  de  la  casa  de  su  causante,  celebró  un  conve- 
nio el  difunto  Manuel  de  Mena  y  Hechavarría  con  José 
de  las  Mercedes  Borges  en  el  referido  año  de  mil  ocho- 
•oientos  sesenta  y  nueve,  por  el  cual  recibió  la  casa  en 
administración  para  aplicar  el  producto  de  sus  alqui- 
leres al  pago  de  la  cantidad  que  se  le  adeudaba.por  prin- 
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cipial  intereses  y  costas  en  la  demanda  referida  con  lo^ 
demandados.  Tercei:í):  Que  con  tal  motivo  el-  Sr,  Mena 
y  Echavarría  nunca  insistió  después  del  remíite  en  qiie 
se  le  otorgara  la  escritura  ordenada  por  la  Ley  de  pro- 
cedimientos vigentes  entonces,  limitándose  única  y  ex- 
elusivamente  á  percibir  los  alquileres  hasta  su  falleci- 
miento, como  lo  estaban  verificando  todavía  sus  herede- 
ros, sin  que  consiguieran  de  él  que  rindiese  feuentas,  pues 
siempre  alegaba  que  le  debía  intereses  de  intereses,  t 
cuantos  abogados  lo  llamaron  para  hacer  la  liquidación, 
tales  como  los  Sres.  Yero  Sagol,  Francisco  de  P.  Caba- 
llero, José  Planas  y  Tur  y  por  último,  el  que  las  defien- 
de, prometió  siempre  la  liquidación  sin  nunca  llevarla 
á  efecto.  Cuarto:  que  en  garantía  de  ese  convenio  se 
dejó  subsistente  en  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas 
una  anotación  preventiva  de  embargo  que  se  cancelaría 
al  hacer  la  oportuna  liquidación,  que  con  el  sistema  usu- 
rario del  difunto,  respetando  su  memoria,  nunca  hubo 
de  llegar;  y  Quinto:  que  como  se  desprende  de  la  cer- 
tificación del  Registro  de  la  Propiedad  acompañada  por 
los  demandados,  era  incierto  que  el  Sr.  Mena  y  falso 
de  toda  falsedad  adquiriese  el  inmueble  de  referencia 
por  compra  al  causante  de  las  promoventes,  lo  que 
contradicen  los  hechos  de  la  contestación,  pues  si  en 
ellos  se  expresa  que  adquirieron  por  remate,  mal  podían 
presentar  un  documento  público  y  solemne  donde  se 
certifique  que  el  título  de  adquisición  fué  por  compra, 
lo  que  también  es  completamente  incierto.  Y  haciendo 
aplicación  del  derecho  que  estimó  por  conveniente  con 
arreglo  al  artículo  cuarto  del  Código  Civil  y  el  trescien- 
tos noventa  y  uno  y  siguientes  de  la  Ley  Hipotecaria, 
solicitó  que  teniéndose  por  fijados  concreta  y  definitiva- 
mente y  ampliados  los  hechos  y  fundamento  de  derecho, 
se  dictase  en  definitiva  sentencia  como  lo  tenía  solicita- 
do con  las  costas;  y  por  un  otrosí,  pidió  se  abriese  á 
prueba  la  demanda  en  su  oportunidad.*' 

DáPLiOA: 

Octavo.  "Resultando  que  dándose  por  evacuado  el 
trámite  de  réplica,  siguió  con  el  demandado  para  el  de 
duplica  y  lo  evacuó  por  su  escrito  de  diez  y  nueve  de 
Octubre  último,  manifestando  que  sólo  la  temeridad  ma- 
nifiesta de  la  parte  contraria  puede  esforzarse  en  soste- 
ner un  pleito  planteado  únicamente  como  se  sentó  en 
el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  al  objeto  y  de- 
cidido propósito  de  mortificarlos  ya  que  nada  podía  apa- 
recer más  ajeno  á  la  razón  y  al  derecho  que  esas  extem- 
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ppráneas  é  infundadas  pretensiones  deducidas  por  las 
iic toras,  pretensiones  que  á  primer^  vista  y  ante  el  es- 
pejismo ^le  suelen  provocar  las  apariencias  pudieran 
creerse  justas ;  pero  que  sujetas  á  la  más  superficial  crí- 
tica se  desvanecen  como  pasto  que  son  de  la  imaginación 
y  no  de  la  realidad,  demostrando  el  engaño  y  la  injus- 
ticia que  encarnan ;  y  formuló  los  siguientes  hechos.  Pri^ 
mero :  Que  reproducía  en  concepto  de  definitivos  y  á  los 
efectos  del  arjtículo  quinientos  cuarenta  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  todos  los  consignados  en 
el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  Segundo:  Que 
niegan  los  aducidos  por  la  parte  contraria  en  los  escri- 
tos de  demanda  y  de  réplica  en  cujinto  se  opongan  a 
aquéllos.  Y  reproduciendo  los  fundamentos  de  derecho 
expuestos  en  el  antedicho  escrito  de  contestación  á  U 
demanda,  solicitaron  que  en  definitiva  se  les  absolviese 
en  los  términos  antes  pedidos;  y  por  un  otrosí,  manifes- 
taron estar  conformes  en  el  recibimiento  á  prueba  del 
pleito,  solicitado  por  la  parte  contraria." 

Prueba: 

Noveno.  "Resultando  que  por  providencia  de  nue- 
ve de  iSToviembre  del  año  último  y  teniéndose  por  for- 
mulada la  duplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba  por  tér- 
mino de  quince  días  para  proponer,  y  el  de  veinte  para 
ejecutar  la  que  fuere  propuesta,  cuyo  primer  término 
fué  prorrogado  hasta  el  máicimo  que  señala  la  Ley  á  so- 
licitud de  los  demandados  por  su  escrito  de  veintidós  del 
mismo  mes  y  año,  proponiéndose  dentro  de  dicho  tér- 
mino y  por  las  partes  demandfuites  las  siguientes:  repro- 
ducción del  mérito  favorable  de  autos  y  protesta  de  lo 
adverso:  documental  pública  consistente  en  que  por  el 
Registrador  de  la  Propiedad  se  despachase  copia  certi^ 
ficada  del  escrito  presentado  por  el  Sr.  Manuel  de  Mena 
y  Hechavarría  promoviendo  expediente  posesorio  que 
se  aprobó  en  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  por  el  señor  Juez  de  primera  instancia 
del  Distrito  Norte  de  esta  ciudad,  ante  le  Escribano  D. 
Alberto  Espino,  de  la  finca  en  cuestión :  certificación  con 
vista  de  los  libros  de  la  antigua  Anotaduria  en  relación, 
de  los  asientos  y  gravámenes  á  que  está  afecta  dicha 
finca:  que  por  la  Administración  de  Hacienda  y  con 
vista  de  los  libros  del  cobro  del  impuesto  de  derechos 
reales  que  se  certifique  si  aparece  satisfecho  por  D.  Ma- 
nuel de  Mena  y  Hechavarría  desde  el  año  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  nueve  hasta  la  presente  fecha,  el  im- 
puesto de  Derechos  Reales  ó  fiscal  á  consecuencia  d^"' 
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Teníate  del  colgadizo  ya  citado  á  favor  del  expresado  Sr. 
Hechavarría  contra  José  de  las  Mercedes  Borges:  que 
igualmente  certifique  el  mismo  Registrador  de  la  Pro- 
piedad si  á  consecuencia  del  juicio  ejecutivo  seguido  por 
el  Mena  contra  Borges  consta  inscripta  la  finca  de  refe- 
rencia por  escritura  judicial  á  consecuncia  de  sentencia 
(le  remate :  que  pí)r  el  Escribano  encargado  del  archivo, 
D.  Pedro  Secundino  Silva,  se  despache  certificación  del 
auto  de  diez  y  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  en  que  se  declararon  á  las  promoventes 
heredemos  abintestados  de  D.  José  de  las  Mercedes  Bor- 
ges: que  |)or  el  ílscribano  encargado  del  archivo  de  D. 
feidro  (lo  Tapia  se  despache  copia  certificada  de  la  hi- 
juela de  la  cuenta  divisoria  de  la  testamentaría  de  Doña 
Basilia  Autonia  Grarzón,  por  la  que  consta  se  adjudicó 
á  D.  José  de  las  Mercedes  Borges  el  referido  colgadizo, 
cuya  cuenta  se  practicó  por  ante  el  difunto  Escribano 
Rafael  Ramírez  y  Torres :  que  se  dirija  suplicatorio  á  la 
Audiencia  de  esta  ciudad  para  que  por  Secretaría  d¿ 
Sala  se  d(^])aclio  copia  certificada  de  la  sentencia  dicta- 
da en  la  causM  criminal  que  por  el  delito  de  falsedad  sp 
<lonunci(')  por  la  promovente  ante  el  Jnzgado  Norte  de 
esta  ciudad  y  Escribano  García.  Y  por  las  partes  deman- 
iladas  s<'  príipuso  la  que  sigue:  que  se  eleve  suplicatorio 
á  la  Audieiuia  para  que  por  el  Secretario  de  ella  se  cer- 
tificase el  aut(í  (lo  sobreseimiento  dictado  en  la  causa 
criminal  seguida  en  el  Juzgado  de  esta  ciudad  por  de- 
nuncia de  las  demandantes  contra  D.  Manuel  Mena  d'í 
Hechavarrííi,  ])or  el  supuesto  delito  de  falsedad  y  quo 
debió  iniciarse  tros  ó  cuatro  años  antes  de  la  última 
guerra:  que  por  el  Escribano  D.  Carlos  G.  Portocarrero, 
á  cuyo  cargo  están  los  archivos  de  los  que  fueron  Escri- 
banos D.  Manuel  Villasana  y  D.  José  Lasso,  se  expida 
testimonio  i\(A  acta  de  remate  del  colgadizo  número  cua- 
renta y  oi-lio  de  la  calle 'de  Salvador,  esquina  á  San  Ma- 
teo, adjudicado  á  Mena  y  Hechavarría  en  la  demanda 
que  siguió  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  con- 
tra José  d(^  las  IMercedes  Borges  como  fiador  del  Sr.  Ija- 
rrosa;  y  la  testifical  á  cuyo  efecto  acompañó  el  interro- 
gatorio de  preguntas  porque  debían  examinarse,  ciiya 
lista  presentó  oportunaniente." 

Décimo.  "Resultando  que  admitidas  las  pruebas 
propuestas  y  hechos  los  correspondientes  señalamientos, 
se  practi<*aron  dentro  del  segimdo  término  probatorio 
apareciendo  del  mandamiento  librado  al  señor  Registra- 
dor de  la  Propiedad,  solicitado  por  las  demandantes  lo 
que  signe:  qne  al  folio  ciento  veinticinco  del  tomo  cin- 
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cuenta  y  siete  de  este  Ayuntamiento,  finca  número  dos 
mil  trescientos  veintinueve,  anotación  letra  A,  consta  el 
embargo  del  colgadizo  en  cuestión,  en  el  juicio  ejecuti- 
vo seguido  por  Doña  Matilde  de  los  Dolores  Mena  en 
cobro  de  pesos  contra  D.  Manuel  del  mismo  apellido  se- 
^ido  en  el  Juzgado  de  primera  nistancia  del  Distrito 
ííorte  de  esta  ciudad  y  Escribano  Sr.  Alberto  Espino, 
habiéndose  anotado  suspensivamente  por  no  ,aparecer 
inscripta  la  finca,  en  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno,  apareciendo  al  margen  de  ella,  la  nota  de 
caducación  por  haberse  transcurrido  el  término  de  su 
duración,  sin  que  se  subsanara  el  defecto  que  la  motivó; 
segundo :  que  al  folio  veinticinco  vuelto  ya  del  citado  tc^ 
luo  hay  otra  anotación  de  suspensión  convertida  en  ano- 
tación preventiva  marcada  con  la  letra  B.  extendida  en 
veintidós  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinca, 
á  consecuencia  del  juicio  de  menor  cuantía  seguido  por 
el  Dr.  Sr.  Antonio  Eeyes  Zamora  contra  el  citado  Mena 
Tlechavarría,  sobre  cumplimiento  de  im  contrato,  se 
cursó  por  antq  el  Juzgado  ya  dicho  de  primera  instancia 
del  Distrito  Norte,  bajo  la  actuación  del  Escribano  D. 
Pedro  Secundino  Silva,  embargándose  el  citado  colgadi- 
zo cuestionado.  Tercero:  que  al  folio  veintiséis  vuelta» 
del  antes  dicho  tomo  aparece  la  inscripción  primera  del 
mencionado  colgadizo,  expedida  en  veintisies  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  á  favor  del 
Sr.  Mena  Hechavarría  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
jor derecho  á  su  propiedad  y  por  expediente  posesorio 
aprobado  en  diez  de  Agosto  del  repetido  año  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia antes  mencionado  y  Escribanía  del  Sr.  Espino, 
que  se  presentó  en  el  Registro  con  instancia  en  la  que 
manifestó  el  Sr.  Mena  haberla  adquirido  de  D.  José  de 
las  Mercedes  Borges.  Cuarto :  que  al  folio  veintiocho  del 
mismo  tomo  aparece  embargado  el  colgadizo  de  que  se 
trata  por  el  importe  de  los  honorarios  reclamados  por 
el  Ledo.  D.  Erasmo  Regueiferos  y  las  costas,  por  dispo- 
sición del  Juzgado  de  primera  instancia  del  Distrito  Sur 
y  Escribanía  del  Sr.  Fornaris  en  cumplimiento  de  carta 
orden  de  la  Superioridad  según  consta  de  la  anotación 
letra  B. — Quinto:  que  al  folio  veintiocho  del  repetido 
tomo  consta  la  anotación  letra  E.  embargado  el  mencio- 
nado colgadizo  por  Belén  Discic  en  la  demanda  contra 
el  precitado  Mena  por  disposición  del  Juez  Municipal 
de  esta  ciudad  en  seis  de  Febrero  último.  Sexto :  que  no 
aparece  afecto  á  ningún  otro  gravamen  el  colgadizo  de 
referencia,   vigente  en  los  modernos  libros;  pero  .qu*" 
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examinados  los  índices  de  fincas  urbanas  de  la  Antigua 
Anotaduría  aparece  la  accesoria  del  colgadizo  número 
cuarenta  y  ocho  de  la  cal.le  de  Salvador  hacia  la  de  San 
Mateo,  de  José  de  las  Merced cb  Borges,  que  por  escritu- 
ra, otorgada  ante  el  Sr.  Escribano  público  llafael  I?amí- 
i:ez,  en  treinta  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete  como  encargado  interinamente  del  oficio  público  y 
de  Gobierno  por  enfermedad  de  su  propietario,  se  reco- 
noció deudor  eTo&é  de  las  Mercedes  Borges  de  D.  Guiller- 
mo Bestet  de  la  cantidad  de  doscientos  ochenta  y  nuevo 
escudos  que  le  prestó  por  un  año  para  componer  una' 
accesoria  de  la  casa  número  cuarenta  y  ocho  de  la  callo 
de  Salvador  hacia  á  la  de  San  Mateo,  que  se  hipotecó 
expresamente  para  la  seguridad  del  pago.  Séptimo :  qu'- 
el  otro  asiento  antiguo  consta  al  folio  sesenta  y  ocho 
vuelto  del  libro  octavo  entredichos  y  embargos  de  la  an- 
tigua Anotaduría,  apareciendo  de  ella  que  por  manda- 
miento del  &r.  Alcalde  Mayor,  del  Distrito  Xorte  de 
esta  ciudad,  se  mandó  toraaT  razón  del  embargo  practi- 
cado en  el  colgadizo  de  que  queda  hecha  mención  á  ius-'  *" 
tancia  de  I>.  Manuel  Mena,  en  el  juicio  ejecutivo  que  se- 
guía contra  el  citado  Borges  en  cobro  de  escudos  por 
ante  la  Escribanía  de  D.  Manuel  Villasana:  cuyos  asien- 
tos todos  manifestó  eran  conformes  con  los  libros  á  qu:- 
se  refería,  haciendo  constar  que  no  se  expedía  la  copin 
certificada  que  se  interesaba  del  escrito  del  expedierit'* 
posesorio,  por  no  eonsideraí-se  dicho  Eegistrador  faculta- 
do legalmente  para*  certificar  documentos  que  obran  en 
su  archivo,  puesto  que  únicamente  pueden  los  Registra- 
dores expedir  certificaciones  con  vista  de  los  libros  á  su 
cargo :  que  de  la  comunicación  del  señor  x\dministradór 
de  Rentas  é  Impuestos  de  esta  Zona  fiscal  contestando 
la  que  se  le  dirigié  á  solicitud  de  los  demandantes  apa- 
rece que  á  pesar  de  los  esfuerzos  hechos  por  dicha  Ad- 
ministración en  algunos  antecedentes  y  no*  haberse  en- 
contrado nada  relativo  al  particular  no  puede  corrc;^- 
ponder  á  la  contestación  categórica  que  desearía  acerca 
de  sí  aparece  satisfecho  por  D.  Manuel  de  Mena  Hecha- 
varría  desde  el  año  de  mil  odiocientos  sesenta  y  nueve 
el  impuesto  de  derechos  reales  ó  fiscales,  á  consecuencia 
del  remate  del  colgadizo  número  cuarenta  y  ocho  de  la 
calle  de  Salvador  á  favor  de  dicho  señor  en  el  juicio  con- 
tra José  de  las  Mercedes  Borges,  porque  los  documentos 
(jue  constituyen  el  archivo  han  sufrido  desorganización 
total  á  consecuencia  de  la  pasada  guerra,  sin  que  hay-i 
sido  posible  obtener  los  reáirsos  necesarios  para  orde- 
narlos, más  qne  en  muy  pequeña  parte,  no  obstante  la4 
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iueeórintes  gostioncs  á  ese  efecto  ante  la  Superiorifíad ; 
y  d(í  la  certificación  expedida  por  el  actuario  con  vistsi 
de  lii  demanda  de  pobreza  establecida  por  Doña  Dolor-M 
Palacios,  para  ])romover  la  declaratoria  de  herederos  á 
favor  de  su  legítima  hija  Cristina  de  la  Caridad  Borgen 
por  muerte  de  su  le¿rítinio  padre  José  de  las  Mercedes . 
del  mismo  apellido,  de  que  eonoídó  el  Sr.  Pedro  Secun- 
dino  Silva,  aparece  que  en  diez  y  nueve  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  se  dictó  auto  por  'i\ 
cual  se  hizo  la  declaratoria  antes  expresada,  sin  perjui- 
cio do  tercero  de  igual  derecho." 

Décimoprimero.  "Resultando  que  de  la  prueba  de 
los  demandados  aparece  lo  siguiente.  Respecto  á  la  tes- 
tifical :  que  el  primer  testigo  de  la  lista  presentada,  José 
Caridad  Alvaroz.  después  de  manifestar  no  comprender- 
le con  sus  producentes  las  generales  de  la  Ley,  expu^ 
en  cuanto  á  la  primera  pregunta  ser  cierto  que  D.  Ma- 
nuel Mena  y  líechavarría  y  luego  las  producentes  hae« 
más  de  veinte  años  que  vienen  poseyendo  sin  interrup- 
ciÓD  íi  titulo  de  dueño  el  colgadizo  númerd  cuarenta  y 
ocho  de. la  calle  Salvador,  esquina  á  San  Mateo,  por 
cuanto  hace  más  de  diez  y  nueve  años  le  ha  venido  tra- 
bajando á  dicho  Mena  y  luego  á  su  hijo,  a  quienes  h«i 
tenido  como  dueños  de  dicha  finca  y  repreguntado  por 
la  del  contra  interrogatorio  presentado  en  el  s^tto  y  dí>- 
clarada  pertinente,  contestó  ser  cierto,  que  igijora  el  tí- 
tulo con  que  vienen  poseyendo  el  colgadizo  Teferide, 
tanto  los  hijos  de  Mena  y  líechavarría  como  el  padre  y 
por  qué  clase  de  contrato  han  hecho  suyo  ese  inmueble. 
El  segundo  testigo,  Sr.  Eligió  Villalón,  que  manifestó 
no  comprenderle  las  generales  de  la  Ley,  se  expresó  ^^m 
Jos  mismos  términos  que  el  anterior.  El  tercer  testigo,  ó 
ííea  Benigno  Caballero,  que  expresó  no  comprenderl.i 
las  generales  de  la  Ijey  contestó  en  iguales  términos  qu^ 
los  anteriores  agi'egando  que  lo  sabía  por  hacer  veintiún 
años  que  vive  la  acccísoria  y  le  viene  pagando  á  sus  pro- 
ducentcís,  y  a  la  repregunta  manifestó  ser  cierto  ignor*í- 
ba  el  título  y  dennís  a  que  se  refi(»re.  Y  el  cuarto  testigt» 
Rafael  Rivera,  que  era  cierta  la  pregunta  porque  desde 
(pie  el  tíístigí)  tenía  doce  años  y  el  Sr.  Mena  Hecha  va - 
iTÍa  se  encontraba  enfermo,  muchas  vwcfcj  iba  á  cobrarla? 
M  una  inquilina  de  éste  llamada  Simona:  y  á  la  repre- 
;»unt.a,  manifestó  ser  cierto  ignorar  el  título  c(m  que 
})oseíau  el  colgadizo  Mena  y  sus  hijos  y  por  qué  cla:»e 
de  contrato  lo  hicienm  suyo  y  en  cnanto  á  la  documen- 
tal, aparece  de  la  certificación  ex])edida  por  el  Secreta- 
rio de  la  Audiencia  con  fecha  trece  de  Enero  último  ir- 
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eerto  en  ella  el  auto  de  seis  de  Noviembre  de  mil  och.>- 
cientos  noventa  y  cinco,  por  el  cual  se  sobreseyó  provisio- 
nalmente la  causa  mimero  cuatrocientos  cinco  del  af  > 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  que  procedente  del  su- 
primido Juzgado  de  Instrucción  del  Distrito  Sur  do 
esta  ciudad  se  siguió  contra  Manuel  Mena  y  Hechavíi- 
rría  por  falsificación  de  documento  privado,  remitiéndo- 
se para  su  archivo  á  dicho  Juzgado.^^ 

^  Décimosegundo.  "Resultando  que  mandadas  imir 
las  pruebas  á  los  autos  y  que  se  hiciera  saber  4  las  par- 
tes á  los  efectos  del  artículo  seiscientos  sesenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  las  demandadas  ma- 
nifestaron preferir  el  informe  oral  á  la  presentación  do] 
escrito  de  conclusión  por  tratarse  de  un  asunto  de  fácil 
examen  solicitando  la  vista  pública; -de  cuyo  escrito  se 
dio  traslado  ¿  la  contraparte  que  lo  evacuó  manifestan- 
do que  no  ameritando  la  índole  del  asunto  ni  la  impor- 
tancia del  mismo  la  celebración  de  la  vista  pública  ^soli- 
citada, no  prestaba  á  ello  su  conformidad  pidiéhdose  re- 
solviese lo  procedente  en  justicia;  y  en  su  virtud  y  por 
la  providencia  de  veintiocho  de  Enero  se  accedió  á  Ir» 
interesado  por  las  partes  demandantes  mandándose  en- 
tregar los  autos  por  su  orden  para  formular  sus  conchi- 
siones  dentro  del  términp  de  quince  días  en  la  forma  or- 
denada por  la  Jjey." 

Decimotercero.  "Resultando  que  por  sus  respeeti- 
vos  escritos  de  once  de  Febrero  y  diez  de  Marzo  últimos 
hicieron  el  resumen  cada  una  de  las  partes  de  las  prue- 
bas practicadas  en  el  juicio,  ajustándose  á  lo  que  de  auto-^? 
consta  y  solicitando  se  resolviese  en  definitiva  y  confor- 
me lo  tenían  pedido  en  sus  anteriores  escritos ;  y  por  un- 
otrosí,  solicitaron  también  las  partes  demandantes  sf- 
trajesen  á  los  autos  los  documentos  que  interesó  en  el 
escrito,  proponiendo  sus  pruebas  y  en  su  números  octavo 
y  noveno  cuyo  último  particular  le  fué  dene^rado,  poi' 
la  providencia  de  veinte  de  Febrero  próximo  pasado  por 
las  razones  consignadas  en  ella.,  y  por  la  de  catorce  «le 
Marzo  último  se  tuvieron  por  concluso  los  autos  man- 
dándose traer  á  la  vista  con  citación  de  las  miomas  pai*- 
tes..p^ara  sentencia." 

Resolución  •itKcuRKi  da: 

Decimocuarto.  Resultando  que  la  propia  senten- 
cia, en  su  parte  dispositiva,  confirma  la  de  primera  ins- 
tancia, con  las  costas  de  la  apelación  á  cargo  de  la  parte 
apelante,  y  que  la  resolución  confirmada  en  la  indicada 
fornaa,  que  el  Juzgado  que  conoció  del  pleito  dictó  con 
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fcíchí^  veintiséis  de  Julio  de  mil  novecientos  dos,  á  su 
ve?,  en  la  parte  diapositiva  declara  sin  .lugar  la  demanda 
y  absuelve  de  la  mi^ma  á  los  demandados,  sin  esp^iol 
•t'pnden^ición  de  costas. 

Fundamentos  del  bkcur8o  de  ca8aci6<\: 

Decimoquinto.  Resultando  que  los  demamlantc^- 
iuterpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia,  apo.yándo- 
se  en  los  njiunoaros  primero, y  séptimo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  expresando  al  efecto  los  siguientes  motivos  i 

"A. — Tjos  artículos  trescientos  noventa  y  trescieii- 
tos,  noventa  y  imo,  caaos  tercero  y  quinto  de  la  Ley  Hi- 
potecaria por  interpretación  errónea  de  su  texto,  puesto 
que  manifestando  el  demandado  que  su  causante  adqu- 
rió  el  inmueble  de  la  calle  del  Salvador  número  cuaren- 
ta y  .ocho,  .esquina  á  San  Mateo,  con  su. accesoria,  á  títu- 
lo de  co'oipra  venta  según  la  inscripción  del  Registro  di! 

-  la  Propiedad  lo  que  contradice  á  las  manifestaciones  Ak} 
los.  demandados,  de  que  fué  por  remate  sin  que  conste 
la  escritura  Judicial  qiie  así  lo  justifique,  claro  está  quo 
esto  mismo  viene  á  demostrar  como  una  presunción  ju- 
rídica admisible  én  derecho  que  el  referido  inmueble  fue 
entregado  á  D.  Manuel  de  Mena  y  Hechavarría  y  bo  á 
José  de  kís  Mercedes  Borges,  como  erróneamente  se  d*-, 
ce,  en  administración,  para  que  con  sus  productos  co- 
brarse el  principal  é  intereses ;  y  por  consiguiente  no 
ha  podido  inscribir  el  causante  de  los  demandados  k 
casa  en  litigio,  puesto  que  el  título  existía  y  existe  á 

-  nombre  de  nuestra  causante  en  el  Registro  de  la  Propi*».- 
dad,  según  así  lo  certifica  elr  Registrador  y  al  no  apre- 
ciarlo así  la  Sala  sentenciadora,  interpreta  erróneamen- 
te, violándolos,  los  referidos  artículos  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria." 

**B. — El  párrafo  séptimo  del  artículo  mil  seiBcieri- 
tos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto 
que  por  la  Sala  sentenciadora  se  ha  cometido  error  de 
iiecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  resultando  de 
documento  auténtico  que  demuestra  la  equivocación  evi- 
dente del  Juzgador  porque  en  el  segimdo  .Consideran^) 
afirma  "Que  aparte  de  que  por  lo  expuesto  carecen  de 
acsóión  los  demandantes. para  establecer  este  juicio  nun- 
ca procedería  la  cleclai*aeión  de  nulidad  que  pretendrai 
de<  la  jngcrij)ei6n  en  él  Ekígistro  de  la;  Propiedad  del  col- 
fgatdizo  númeDoióuaíeiita^y  ocho/lde  ia  óalle/del. Salvador 
oansUiJiáccíiaohiaJ  liecivBí^mí'fwífífT  •efl:,P::ilíánuei  d^  M«iii 
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y  Heehavarría  ni  la  iiificripción  de  dioha  fiíica  i  liotnfere 
de  las  mismas,  por  no  haberse  solicitado  expi^sameiite 
«Q  1«^  súplicas  de  los  escritos  de  deraanda  y  réplica  ia 
del  eKpe(liente ,  posesorio  objeto  de  dicha  inscripcióiii,'' 
siendo  así  que  en  el  escrito  de  demanda  de  fojas  \ina;á 
tres  d»;  los  aiitos.  en  el  preámbulo  decimos  "Que  veni- 
mos »  establecer  contra  D.  Manuel  y  MatildeMen^i,  bi* 
jos  y  sucesores  del  difunto  D.  Manuel  de  Mena  y  He- 
cha varría  demanda  de  nulidad  sobre  la  inscripción  >dc 
la  fincA  urbana  situada  en  la  calle  del  Salvador  número 
cuarenta  y  ocho,  esquina  á  San  Mateo/'  y  en  los  funda- 
mentos de  derecho  tercero  y  cuarto  citainos  las  disposi- 
ciones legales  por  las  que  estimamos  nujo  el  expediente 
posesorio  y  en  la  súplica  decimos :  al  Jiizgado,  "se  sirva 
admitir  la  presente  demanda  de  nulidad  del  referido 
.  colgadiaso.  y  ía  de  la  inscripción  hecha  a  favor  de  D.  Ma- 
^ikuel  de  Mena  y  Hechavarría  librándose  mandamiento 
por  duplicado  al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  pa- 
ra que  quede  sin  efecto  la  inscripción  aludida  y  ordenar 
se  inscriba  dicha  finca  á  nuestro  nombre"  y  en  escrito 
de  réplica  m  el  sogiando  fundaracuto  de  derecho  se  ci- 
tan las  disposiciones  legales  por  las  cuales  estimapJps 
nulo  dicho  expediente  posesorio  reproduciendo  en  la 
i3Ú{>lica  toda<«  las  manifestaciones  del  escrito  de  demaii- 
da.  Con  lo  que  ha  habido  también  erroi*  de  derecho  qu 
la  apreciación  de  las  ¡írtíébas  al  no  estimarse  en  virtió 
de  ese  error,  infringidos  los  artículos  trescientos  uo ven- 
ta y  uno  y  siguientes  de  la  licy  Hipotecaria."  ;, 

"C. — El  artículo  cuarto  del  Código  Civil  por  vi<^ 
lación  d<^l- mismo  por  su  no  aplicación,  puesi;o  que  sien- 
do nulos  los  actos,  que  so  verifiquen  contra  lo  dispuesto 
í>n  la  ley,  al  constar  de  la  certificación  del  Registro  de 
la  Pro]:)iedad  que  el  8r.  Mena  y  Hechavarría  sólo  tenía 
sebre  el  referido  inmueble  una  anotación  de  embargo 
que  no  le  trasmitía  ningún  título  sobre  la  finca  mientras 
éste  no  viniese  por  Ministerio,  de  la  Ley,  claro  está  q\[c 
ese  expediente  posesorio  era  nulo,  puesto  que  para  ai - 
quirir  al  finca  \>ot  com])ra  dircííjta  á  José  de  las  Mcroi^- 
fies  Borges  faltaron  los  requisitos  indispensables  qite 
exige  el  artículo  mil  doscientos  sesenta  y  u^io  del  Códi- 
go CiviU  que  en  este  concepto  estimo  violados  por  su  ito 
aplicación/' 

Decimosexto.     Resultando  que  por  auto  fecha  d^bz 

de  Febrero  de  este  año.  la  Audiencia  declaró  no  haber 

lugar  á  admitir  dicho, recurso,  é  interpuesta  queja  ante 

,áfste  Trih^inal  Suprejno  se  declaró  con  lu^r  en:priín6tiyí 

.iik». Abril- ejfi  e^t.att^.íá/lc?*?  puitiyíw  priniei^í  y.SíPgwdo, sf- 
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ñalados  con  las  letras  A.  y  C.  en  el  aeejrito.en  que  de  in- 
terpuso/el de  casación,  y  comunicada  á  la  Audiencia  esta 
última  resolución  fueron  emplazadas  las  partes,  y  remi- 
tidos los  autos  de  oficio  por  estar  declarados  pobres  lo3 
recurrentes. 

Decimoséptimo.  Resultando  que  en  este  Tribunal 
se  ha  sustanciado  en  legal  forma  el  mencionado  recurso 
con  sólo  la  representación  de  la  parte  recurrente,  para 
lo  cual  fué  primeramente  designado  en  turno  el  Ledo. 
Antonio  Montero  Sánchez,  quien  estimó  el  recurso  im- 
procedente haciéndolo  así  constar  á  los  efectos  del  ar- 
tículo LIV  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  y  habiendo  recaído  nueva 
designación  m^cl  Letrado  Sandalio  Fernández  Cuervo 
fué  tenido  como' representante  de  los  recurrentes  por  re- 
solución de  diejfi  y  seis  de  Junio  último,  celebrándose  la 
vista  el  día^  veinticuatro  del  pasado  Julio  sin  asistencia 
de  parte  alguna. 

Decisión  dkl  kkcukso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Sevilla  y  Fe- 
rrari. 

Primero.  Considerando  que  la  cuestión  funda- 
mental controvertida  en  el  pleito  es  la  de  si  las  deman- 
dantes, como  herederas  de  José  de  las  Mercedes  Borges» 
son  dueñas  de  la  finca  urbana  cuya  inscripción  en  el 
Registro  á  favor  de  Manuel  Mena  Hechavarría  preten- 
den se  anule :  pues  precisamente  en  la  propiedad  de  tli- 
cho  inmueble  que  se  atribuyen,  fundan  su  derecho  para 
reclamar  la  indicada  nulidad ;  por  lo  cual,  al  establecer 
la  sentencia  que  la  finca  de  que  «e  trata  había  dejado  de 
pertenecer  al  expresado  José  de  las  Mercedes  Bordes  eii 
vida  del  mismo,  á  virtud  de  remate  judicial ;  y,  además^ 
que  las  demandantes  no  han  probado  el  convenio  que 
alegan,  y  por  virtud  del  cual,  según  expresaron  en  el  se- 
ginido  heclio  del  escrito  de  ré[>li(ía,  la  repetida  finca  fué 
entregada  por  su  causante  a!  r(ue  á  su  vez  lo  es  de  los 
demandados  en  administración,  para  con  sus  productos 
hacerse  pago  de  cierto  crédito  que  el  segundo  tenía  con- 
tra'eV  primero;  es  claro  que  i*esuelvc  la  mencionada  cues- 
tión en  términos  tales,  que  sólo  combatiendo  en  casación 
victoriosamente  las  referidas  apreciaciones  de  hec»ho  po- 
dría prosperar  la  acción  ejercitada  en  el  juicio. 

Segundo.  Considerando  que  el  artículo  trescien- 
tos noventa  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  el  recurrente  cita 
cíom  infringido  conjuntamente  con  los  números  tercero 
y  quintó  del  trescientos  noventa  y  uno  de  dicho  cuerpo 
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legal,  tan  sólo  establece  el  medio  que  tienen  los  propieta- 
rios que  carecen  de.  título  de  dominio  escrito  para  su- 
plirlo á  los  efectos  de  la  inscripción,  tramitando  el  opor- 
tuno expediente  posesorio;  y  los  incisos  ya  expresados 
del  artículo  trescientos  noventa  y  uno  contienen,  á  su 
vez,  la  determinación  de  requisitos  que  en  dicho  expe- 
diente habían  de  cumplirse,  por  lo  cual,  aun  cuando  di- 
chos preceptos  legales  hubieran  sido  interpretados  erró- 
neamente por  la  Sala  sentenciadora,  lo  cual  no  ha  su- 
cedido, no  influiría  dicha  errónea  interpretación  en  1« 
casación  de  la  sentencia,  porque  las  razones  en  que  ésta 
fundamentalmente  descansa,  y  á  las  cuales  se  ha  hecho 
referencia  en  el  párrafo  anterior,  no  dependen  -del  valor 
y  alcance  del  expediente  posesorio  en  virtud  del  cual  el 
causante  de  los  demandados  inscribió  su  derecho,  sino  de 
no  tener  Jos  actores  la  propiedad  que  invocan  como  base 
necesaria  de  la  acción  que  han  ejercitado. 

Tercero.  Considerando  que  la  presunción  que  los 
Tecurrent4?s  pretenden  derivar  de  contradicciones  entre 
las  manifestaciones  de  los  demandados,  en  relación  con 
la  infracción  legal  de  los  ya  citados  artículos  de  la  Ijcv 
Hipotecaria,  no  ha  sido  invocada  en  forma  eficaz,  ni,  en 
todo  caso,  podría  prevalecer  contra  la  apreciación  que 
la  Sala  ha  hecho  del  conjunto  de  las  pruebas,  por  todo 
lo  cual  resulta  infimdado  el  motivo  primero  del  re- 
curso. 

Cuarto.  Considerando  que  el  tcrc^er  motivo,  que 
es  el  segundo  de  los  admitidos,  se  encamina  á  demostrar 
la  líulidad  del  expediente  posesorio  ya  referido,  cuando 
precisaTfiente  en  no  halnír  pedido  I09  actores  dentro  dei 
juicio  esa  nulidad,  encuentra  la.  Sala  sejitenciadora  una 
razón  para  d<íídarar  sin  lugar  la  demanda;  lo  que  ev' 
dencia,  aparte  del  acierto  ó  error  con  que  este  funda^ 
mentó  legal  se  haya  aducido  en  la  sentencia  recurrida, 
que  cu  el  expresado  tercer  motivo  del  recurso  se  plan- 
tea una  cuestión  nueva,  no  alegada  en  el  pleito,  y,  por 
tanto,  ineficaz  en  casación ;  conforme  este  Tribunal  tie- 
ne declarado  antes  de  ahora. 

Quinto.  (Considerando  que  las  costas  del  recurso 
de  casación  deben  ser  de  cargo  del  recurrente,  cuando  el 
recurso  se  dwlara  sin  lugar,  según  dispone  el  artículo 
XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nue\e. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
hal)er  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Dolores  Palacios  y  Crispina  de  la  Cari- 


51'2  ..  BOIiKTlN   LBGItil^ATlVO. 


dadi  BoFges  y  Palacios,  á  que  se  contrae  esta  eeriténcia, 
concias  costas  á  su  cargo,  de  por  mitad. 
Comuniqúese,  etc. 

•  A.<í,  por  esta  nuestra  si'ntencia,  lo  pronunciaiuoá 
matitlamos  y  firumino.s.  José  Várela. — Ambrosio  K.  Mo- 
rales.—  Carlos  Revilla. —  Rafael  Maydagán. —  , J.  M. 
A^uirre. 


Oxiob.  forma,— Sent.  13.-8  de  Agosto.— Denegadón  de 

prueba.  (Gac.  Marzo  SO,  IOO4.  ) 

DOCTRINA:  Para  que  se  practique  una 
prueba  en  1h  segunda  instancia  no  es  bastante 
que  haya  sido  admitida  en  la  primera  y  no  se  Hh- 
ya  podido  practicar,  sino  que  además  es  necesario 
que  sea  admisible  couibrme  á  derecho. 

En  el  término  probatorio  no  pueden  traerse  do- 
cumentos justificativos  de  la  acción  ejercitada 
porqué  éstos  han  de  acompañarse  con  la  demanda 
y  después  no  son  admisibles. 

ti  número  Vi  del  artículo  1690  de  la  l.ty  de  En- 
juiciamiento  Civil  no  auioi iza  á  discutir  en  casa- 
ción errores  en  la  apreciación  de  la  prueba;  por-, 
que  estas  cuestiones  esián  comprendidas  en  el 
caso  7? 

No  se  infrin^fe  el  artículo  502  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  cuando  se  e&tinia  en  la  senten- 
cia que  quien  reclama  como  propioun  derecho  que 
provenji^a  de<  habérselo  otra  persona  trasmiiidc. 
por  herencia,  debe  acompañar  necesariamente  á 
la  demanda  el  documento  justificativo  del  ciaác- 
ter  con  que  comparece  en  juicio. 

No  es  de  estimarse  un  mr.tívo  fundado  en  error 
■ .-  ,  en  la  apreciación  de  la  prueba  hi  en  éliio  se  exp)^- 

sa  con  la  debida  claridad  qué  es  lo  que  en  sentir 
del  lecurrente  y  oposición  al  de  la  Sala  se  prueba 
con  los  documentos  que  invoca  y  cuáles  son  las 
disposiciones  de  derecho  que  lea  dan  valor  para 
K  probarlo. 

Bii  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Agosto  do 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supremo 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  é 
infracción  de  ley  y  de  doctrina  le^ral  interpuesto  por 
Mercedes  Febles  y  Flores,  vecina  de  Matanzas  y  dedi- 
caila  á  los  quehaceres  domésticos,  contra  la  sentencia  de- 
finitiva dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  el 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  se/¿:uido  por  aqué- 
lla y  por  Dolores  Febles  y  Floras,  ocupada  también  en 
los  quehaceres  de  su  casa,  y  Antonio  y  Juan  María  F'*- 
bleü  y  Cart aya,  cuya  profesión  n  oficio  no  constan  eu 
los  autos^  los  tres  de  la  misma  vwiiulad  que  laprimertí, 
contra  Quirina  García,  viuda  de  Fernández  Blanco,  y 
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Catalina  Josefa  Fernández  Blanco  de  Avendaño,  ambas 
vecinas  de  esta  capital  y  ocupadas  en  los  quehaceres  do- 
másticoB.  pobre  reivindicación  de  la  cuarta  parte  del  In- 
genio "San  José  y  Animas'-  y  entrega  de  sus  frutos: 

Demanda: 

Primero.  *'Kesultando  que  en  cinco  de  Julio  del 
"año  próximo  pasado  (mil  novecientos  uno)  los  exprc- 
"sados  Doña  Mercedes  y  Doña  Dolores  Febles  y  Flore;^, 
"por  medio  de  sus  legítimas  representaciones  y  D.  An- 
"tonio  y  D.  Juan  María  febles  y  Cartaya  por  sí,  acudie- 
"rou  ai  Juzgado  (de  primera  instancia  de  Matanssas) 
"con  el  escrito  que  se  registra  desde  el  folio  veintiuno  «si 
"treinta  y  dos  inclusive,  acompaññando  al  mismo  copia 
"de  los  poderes  otorgados  á  favor  de  dichos  letrados  por 
"los  Sras.  Febles  y  Flores;  y  una  segunda  copia  expedi- 
"da  á  virtiul  de  mandamiento  judicial  de  feclia  veinte 
"de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  de  la  escri- 
"tura  de  venta  real  otorgada  ante  el  Escribano  que  fué 
"de  esta  ciudad  (de  Matanzas)'  D.  Luis  de  Zuriarráin 
"Tolosa  en  veintiocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se- 
"tenta ;  de  la  que  aparece  que  el  Ledo.  D.  Manuel  Car- 
"denal,  en  concepto  de  apoderado  generalísimo  de  D. 
"Gonzalo  Febles  y  Flores  vendió  realmente  á  D.  José 
"Isidro  y  D.  Juan  Bautista  Febles  y  Flores  y  á  D.  Agus- 
'%n  (Carvajal  la  cuarta  parte  que  le  pertenecía  y  repre- 
"sentaba  en  el  Ingenio  de  fabricar  azúcar  nombrado  S. 
"José  y  Animas,  ubicado  en  el  cuartón  de  Corral  Nuevo 
"partido  de  Cauasí,  en  esta  provincia,  compuesto  de 
"cuarenta  caballerías  de  tierra,  ou  precio  la  venta  de  di- 
"cha  cuarta  parte  con  sus  siembras,  fábricas,  máquinas 
"de  vapor,  animales,  aperos  de  labranza  y  demás  útiles 
"y  anexidades,  en  precio  de  veintiún  mil  doce  pc^sos  cin- 
"cuenta  centavos  que  pagarían  los  compradores  d(^  nian- 
"común  et  insolidum,  con  la  c(mdición  esencial  (V'  que 
'.^os  compradores  no  adquirirían  eu  la  finca  más  parte» 
"ó  proporción  que  la  equivalente  á  las  cantidades  que 
"sucesivamente  fueran  pagando  por  cuenta  del  precio, 
"pues  por  las  qne  resultaren  adíuularse  al  vendedor  D. 
"Gonzalo  Febles  sería  éste  considerado  como  condueño 
"en  la  referida  cuarta  parte  de  la  finca  objeto  de  la  es- 
"criíura  de  coni pra- venta :  asimismo  fué  condición  ex- 
"presamente  estipulada  en  la  estTÍtura  que  D.  (ionzalo 
"Febles  seguiría  disfrutando  de  un  sitio  de  labor  de  una 
"y  me<lia  caballería  de  tierra  de  las  del  ingenio  San  José 
"y  Animas,  á  la  cual  una  y  media  caballería,  agregarían 
*1o8  c*ompradore8  dueños  de  las  tres  restantes  partes  de 

T.  6.-1904.— :18. 
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'Miohcí  ingenio,  una  y  media  caballería  de  tierra  más, 
**para  que  las  disfrutase  el  D.  Gonzalo  Febles  sin  abonar 
'^renta  ni  merced  alguna  hasta  t^nto  quedase  completa- 
"mente  pagado  del  precio  de  la  compra- venta,  cuyas 
'^condiciones  aceptadas  por  los  compradores  se  obli^^a- 
*^*on  á  cumplirlas  solemnemente;  rebajándose  del  pre- 
ndo de  la  venta  la  suma  dé  seis  mil  quinientos  doce  pi^ 
•*sos  cincuenta  centavos,  importe  de  la  cuarta  parte  de 
"las  deudas  que  pesaban  sobre  dicha  finca  y  la  de  mil 
"pesos  que  recibió  D.  Gonzalo  Febles  por  cuenta  de  di- 
"cho  precio  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura,  que- 
"dándosele  á  deber  la  suma  de  catorce  mil  pesos  qufe  se 
"ibligaron  los  compradores  á  alwnarle  en  tres  plazos  de 
"cuatro  mil  seiscientos  sesenta  y  seis  pesos  cada  uno  en 
"loa  (lias  primero  de  Mayo  de  los  años  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta  y  dos,  mil  ochocientos  setenta  y  tres  y  mil 
"ochocientos  setenta  y  cuatro  con  el  diez  por  ciento  de 
"interés  anual  sobre  dichos  catorce  mil  pesos,  abonable 
^^en  los  meses  de  Marzo  de  cada  año  comprendido  en  \cm 
"plazos  que  se  irá  disííiinuyendo  en  proporción  á  las 
"cantidades  que  se  fueren  satisfaciendo;  y  cuya  copia 
"de  escritura  fué  inscrita  en  el  Registro  de  Propiedad 
"de  esta  ciudad  al  folio  ciento  noventa  y  cinco  vuelto  del 
"tomo  segimdo  del  Ayuntamiento  de  Cana«í  finca  nú- 
"mero  trece,  inscripción  quinta,  en  veintidós  de  Junio 
"de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis;  y  cuyas  copias  de 
"poderes  y  de  'escritura  se  registran  desde  fojas  primera 
"á  la  cinco  inclusive  y  de  la  ocho  á  la  veinte  también 
"inclusive  de  estos  autos,  solicitando  por  lo  principal 
"del  escrito  de  demanda  se  tuviera  por  promovido  oi 
"juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  las  Sras. 
"Catalina  Josefa  Fernández  Blanco  y  García  de  Aven- 
"daño  y  Quirina  García  viuda  de  Fernández  Blanco, 
"dueña  aquélla  y  usufructuaria  in  partibus  ésta,  del  in- 
"geniq^  "San  José  y  Animaí?",  basando  sus  acciones  en 
"los  fundamentos  de  hecho  que  contiene  el  escrito  d.\ 
"demanda  y  -que  son  los  siguient(»s.  Primero :  que  por 
"escritura  pública  otorgada  ante  el  Xotario  qlie  fué  dé 
"esta  ciudad  D.  Luis  de  Zuriarraín  Tolosa  en  veintiocho 
"de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta,  el  Ledo.  D.  Ma- 
"nuel  (^irdenal  como  apoderado  de  D.  Gonzalo  Febles 
"y  Flores  vendió  á  los  Sres.  Agustín  Carvajal,  J«an 
"Bautista  Febles  y  D.  Isidro  Febles  y  Flores,  una  cuar- 
"ta  parte  del  ingenio  denominado  "8an  José  y  Animas" 
"de  cuarenta  caballerías  de  tierra  con  todas  sus  máqui- 
"nas  de  fabricar  azúcar,  fábricas  y  demás  anexidades! 
"cuya  finca  se  encuentra  ubicada  en  el  barrio  de  (íana-'í 
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"eo.yeFte  térmiBo  nmnicipal  de  Matanzas,  linflaiMlo  con 
**el  pueblo  y  :pj^rto  de  Cai:kasí,  con  camino  de  Jibaeo^, 
'*IngejaÍ4>  deiuoiido  Armenteros  y  río  Canasí.  El  precio 
"4e;^a  venta  fué  por  el  precio  de  pesos  veintiún  niii 
"quinientos  sesenta  y  dos  pesos  en  la  siguiente  fpnwa.— 
*SS,ei«  njil  quinientos  sesenta  y  dos  pesos  imj>orte  de  li 
l*<íuarta  parte  <le  las  deudas  que  pesaban  sobre  la  to ta- 
ludad de  la  finca;  mil  ]iesos  entregados  al  vendedor,  y 
^'ei  resto  en  tres  plazos  anuales  de  cuatro  mil  seiscien- 
"tos  sesenta  y  seis  f>eso9  los  días  primero  de  Jklayo  do 
"los  años  de  mil  íxíhocieiitos  setenta  y  dos,  mil  ochoí^ien^ 
"tos  setenta  y  tres  y  mil  ochoc^ientos  st^tenta  y  <?uatro, 
"con  el  interés  del  diez  por  ciento  anual  del  precio  apla- 
"jfado,  pagadero  eii  los  mesiís  de  Marzo  de  caíla  año, 
"siendo  condición  císencial  del  ctrntüato  que  los  compra- 
adores  no  adíjuirían  en  la  finca  ma»/  parte  6  proporción 
"que  la  equivalente  á  las  cantidades  que  sucesivamente^ 
"fueren  pagando  por  cuenta,  del  precio,  pues  por  la,** 
"que  resultaren  adeudarse  al  vendedor  Gonzalo  Febles, 
"se  consideraría  á  éste  como  condueño  en  la  cuarta  par- 
"te  de  la  finca  objetó  de  la  escritura  de  c-ompra-v(*nta.— 
"Fué  iademás  I  condición  estipulada  expresamente  en  bi 
"escritura  que  (íonzalo  Febles  seguiría  disfrutando  diíl 
"sitio  de  laWr  de  una  y  media  caballería  de  tic^rra  d*.* 
"las  del  Ingenio  "8aai  José  y  Animas,''  á  cuya  una  y 
"media  caballería  de  tierra  agregarían  los  comparecien* 
"tes,  dueños  de  las  tres  restantes  partes  del  ingenio  una 
"y.  media  caballería  de  tierra  más,  sin  qu(»  Gonzalo  Fe- 
"bles  tuviera  que  pagar  por  el  disfrutt^  de  esas  tres  ca- 
"ballerías  de  tierra  renta  ó  meixied  luvsta  tanto  que  le 
"fifttuyiese,  completamente  pagado  el  precio  tie  la  com- 
"pri-venta.  Kstas  dos  condiciones  es})eciales  del  contra- 
"to  fueron  aceptadas  por  los  compradores,  quienes  se 
"obligaron  solemnemente  á  su  cumplimiento.  Segundo  i 
"que  entre  los  gravámenes  ccmstituídos  sobre  la  finca 
"ingenio  "San  José  y  Animas"  se  hallaba  una  hipoteca 
"á  favor  de  D.  Adolfo  Fei>les  por  veintiséis  mil  cuatro- 
"cientos  veintisiete  .  pesos  veinticinco  centavos  en  or^» 
"español  y  ciento  noventa  y  cuatro  \^e»os  en. billetes  del 
^* Banco  Español  de  la  Habana,  é  interpuesta  demanda 
"ejecutiva  por. el  ^creedor  en  Abril  de  m^  ochocientos 
"setenta  y  siete  y  seguida  por  sus  trámites,  se  dictó  por 
"el  Juzgado  de  primera  instancia  del  extinguido  distrit» 
^* Norte  de  esta  ciudad  en  Mayo  del  propio  año  sentencia 
"de  rema%  Y  fallecido  Adolfo  Febles  en  treinta  de  Ju- 
í*nio  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  bajo  disposición 
"te^tem^ntaria.enja  que  instituyó. por. única  y  univer- 
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^^sal  heredera  á  su  legítima  hija  Elisa  Aurelia  y  de  tíii- 
"radora  d^  éeta  á  su  viuda  Dolores  Bodrí^ruez,  la  que 
"con  ese  carácter  se  personó  en  el  juicio  ejecutivo  con- 
^^tinuándolo  hasta  el  remate.  Tercero :  Que  en  la  subas- 
"ta  celebrada  hizo  el  remate  ]).  José  Fernández  Blanco 
"por  sesenta  y  tres  mil  quinientos  nueve  pesos  setenta 
"y  siete  centavos  habiendo  otorgado  el  Juez  de  primera 
"instancia  en  nueve  de  Agosto  ante  el  Notario  Vinage- 
"ras  la  correspondiente  escritura  de  compra-venta  del  In- 
"genio  S.  José  y  Animas/'  cuya  capacidad,  situación  y 
"demás  pormenores  son  los  mismos  que  están  referidos  en 
"el  hecho  primero  de  esta  demanda.  Cuarto:  Que  en  Oc- 
"tubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  D.  José  Fer- 
"nández  Blanco  inscribió  su  título  de  compra-venta  en 
"el  Registro  de  la  ¿Propiedad  y  en  quince  de  Abril  de 
"mil  ochocientos  ii*)venta  y  seis  por  escritura  ante  el 
"Notario  de  la  Habana  D.  Manuel  Díaz  Quibus  vendió 
"á  Cipriano  Fernández  Blanco  el  ingenio  de  que  se  tra- 
ta. Quinto:  D.  José  Fernández  Blanco  falleció  intestado 
"en  trece  de  Heptieiiíbre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"ocho;  y  promovida  la  declaratoria  de  herederos  fueron 
"dechirados  por  auto  del  Juez  de  primera  instancia  de 
"B<í]én  ante  el  Escribano  Juan  Ignacio  Casas,  fecha 
"veintiuno  de  Diciembre  del  propio  año  herederos  úni- 
"cos  de  I).  José  Fernández  Blanco  'su  legítima  hija  Ca- 
"talina  Josefa  Fernández  Blanco  y  OaiXíía  y  su  viuda 
"Doña  Quirina  García  la  primera  como  heredera  uni- 
"versal  en  el  dominio  de  los  bienes  heredables  y  la  se- 
^'gunda  como  heredera  usufructuaria  por  su  cuota  vi- 
"dual. — Sexto  :D.  Cipriano  Fernández  Blanco  retroven- 
"dió  á  esas  heriHlcras  de  Fernández  Blanco,  el  Ingeni») 
"San  José  y  Animas"'  en  diez  y  siete  de  Mayo  de#mil 
"ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  de  la  Ha- 
"bana  antes  citado  D.  Manuel  Díaz  Quibus  y  las  coni- 
"pradoras  inscribieron  á  su  nombre  en  el  K^gistro  de 
"la  i^ropiedad  de  esta  ciudad  la  finca  comprada,  con  loa 
"caracteres  que  ostentaban  por  la  declaratoria  de  herfr- 
"deros  de  Fernánd(íz  Blanco  que  hal)ian  alctinzado ;  e&t'> 
"es,  como  ])r<>pietaria  la  Sra.  Catalina  Josefa  Fernán- 
"dez  Blanco  y  como  usufructuaria  en  su  cuota  vidual 
"Doña  Quirina  García.  Séptimo:  Doña  Mercedes  Pe- 
"bles  y  Flores,  que  con  sus  hermanos  consanguíneos  Do- 
"lores,  Rosa,  ÍAitgarda  y  Juan  Bautista  y  sus  sobrinos 
"Federico  Ricardo,  Francisca  María  é  Isabel  García  y 
"Febles  fueron  dwlarados  herederos  abintesi§tos  de'  D. 
"Gonzalo  Febles  y  Flores  por  auto  del  Juez  de  Primera 
"instancia  del  distrito  Sur  de  esta  ciudad,  fecha  príine- 
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"ro  de  Febrero  de  mil  ocliocientos  setenta  y  seis,  ante 
^^éi  Escribana -D.  NicoláET^^inageras;  Doña  Mercedes 
^^Febles  como  antes  decimos,  solicitó  del  Juzgado  de  pri- 
*%era  instancia  del  Distrito  Sur  una  copia  notarial  de 
**la  primitiva  escritura  dé  veintiocho  de  Octubre  de  mil 
^Whocientos  setenta  para  su  inscripción  y  obtenido  el 
^'testimonio  lo  presentó  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
^'en  diez  y  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
seis.  Octavo :  El  Registrador  de  la  Propiedad,  con  vista 
'Me  esa  escritura  y  de  lia  anotación  niimero  trescientos 
^*del  liliro  veinte  de  la  antigua  anotaduría  de  hipotecad 
"y  de  la  certificación  del  auto  de  declaratoria  de  here- 
"deros  de  Gonzalo  Febles  y  Flores,  al  folio  ciento  noven- 
"ta  y  cinco  vuelto  del  tomo  segundo  del  Ayuntamiento 
'*de  Canasí  en  veintidós  de  Junio  del  propio  año  de  mil 
^'ochocientos  ochenta  y  seis,  según  puede  leerse  al  pie 
*'de  la  copia  notarial  de  escritura  que  es  primera  copia 
''Jiara  Doña  Mercedes  Febles  que  acompañamos  con  esta 
•'demanda.  Noveno:  Ni  los  primeros  adquirentes  del 
"Ingenio  "San  José  y  Aninms"  ni  D.  José  Fernández 
^'Blanco  ni  Cipriano  de  los  migmos  apellidos,  ni  las  ac- 
^tuales  dueñas  de  la  finca  mencionada  han  satisfecho  los 
"catorce  mil  pesos  que  por  la  escritura  de  Octubre  de 
■"mil  ochocientos  setenta  se  obligaron  á  pagar  los  pri- 
^'meros  como  precio  de  la  compra-venta  de  la  cuarta  par- 
*'t«  del  ingenio  "San  José  y  Animas."  IK^cimo:  Que  la 
"inscripción  del  derecho  de  los  causahabientes  de  D. 
"Gonzalo  Febles  y  Flores  hecha  en  veintidós  de  Junio 
^'de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  no  ha  sido  cancelada. 
""Undécimo:  Que  Doña  Catalina  Josefa  Fernández 
"Blanco  de  Avendaño  y  Doña  Quirina  García,  viuda  de 
"Fernández  Blanco,  vecinas  de  la  Habana,  tienen  1a 
"posesión  de  la  totalidad  de  la  finca  "San  José  y  Ani- 
"mas,"  alegando  como  fundamentos  de  derecho  los  que 
"tuvieron  por  convenientes;  y  solicitando  se  les  tuvi'> 
"re  por  partes  con  los  caracteres  que  (íomparecen  admi- 
^'tir  la  demanda  que  habrá  de  sustanciarse  en  la  forma 
"señalada  en  el  título  segimdo  del  libro  segundo  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  mandándose  citar  y  em- 
"plazar  á  las  demandadas  Sras.  Catalina  Josefa  Fer- 
"nández  Blanco  y  García  de  Avendaño  y  Quirina  Gar- 
"cía  viuda  de  Fernández  Blanco,  contra  quienes  las  in- 
"terponen  para  que  dentro  del  término  legal  comparez- 
"can  á  contestarla,  á  cuyo  efecto  se  les  entregarán  las 
"copias  acompañadas,  y  tramitado  el  juicio  dictar  sen- 
"tencia  definitiva  condenando  á  las  demandadas  á  en- 
^tregar  á  la  sucesión  de  Gonzalo  Febles  y  Florea  la 
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"cuartíi  parte  del  ingenio  "San  José  y  Animas'^  con  Iok 
^^productos  (le  ella  durante  el  tiempo  que  la^  referidas 
"demandadas  han  tenido  la  posesión  de  la  totalidad  de 
"dicha  finca;  interesando  por  un  otrosí  que  en  virtud  de^ 
"lo  dirfpuento  en  el  articulo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley 
^^Hipotecaria  y  en  los  que  para  cumplirlo  contiene  el 
"fíegl amento  sobre  su  ejecu<iión  se  ordenara  la  anota- 
"ción  prevtíntiva  de  la  demanda  en  el  Eegistro  de  U 
"Propiedad,  librándose  al  efecto  los  oportiuu>s  raanda- 
"mientos;  y  por  otrosí  que  para  la  citacíión  de  las  d.-v 
"mandadas,  se  libre  exhorto  al  señor  Jue»  de  Primera 
"Instancia  del  Distinto  Norte  de  la  Habana,  acompañan- 
"dose  las  cédulas  de  citación  y  c<opias  de  la  demandi 
"presentada'^ : 

Segundo.  Resultando  que  en  la  copia  de  escritura 
de  venta  aludida  en  el  que  preceíle  se  contiene  al  fínal^ 
adomíís  (!«»  la  nota  de  presentación  al  llegistro  de  la 
Pro})iedad  de  Matanzas,  otras  dos  de  la  propia  oficina 
rtídíictadas  en  Los  siguientes  términos:  "Suspendida  la 
^.^rectificación  del  asiento  número  trescientos  uno,  legi- 
"ble  al  folio  noventa  y  ocho  del  libro  veinte  del  antiguo- 
"  Registro  que  tienen  solicitada  Doña  Mercedes,  Doña 
"Dolores,  Doña  Rosa  y  Doña  Lutgarda  Febles  y  Flores, 
"á  cuyo  fin  stí  ha  presentado  el  anterior  documento,  por 
"el  defecto  subsanable  de  no  e^tar  justificado  tíl  carác^ 
"ter,  con  que  comparecen  las  peticionarias,  de  heredera? 
"de  I).  Gonzalo  Fiables  y  Flores,  y  tomada  anotaciórt 
"preventiva  de  dicha  rectificación  al  folio  ciento  uoven-^ 
"ta  y  tres  vuelto  del  tomo  segundo  «leí  Ayuntamiento 
"de  Canasí  finca  número  trcve,  anotación  letra  B.,  Ma- 
"tanzas.  Mayo  trece  de  mil  ochocientos  fK*henta  y  sc»is. — 
"L.  Juan  Á.  Betancourt." — "Subsanado  el  defecto  ex- 
"presado  en  la  anterior  nota  por  medio  de  una  certifica* 
"ción  contentiva  del  auto  de  d(»crlaratoria  de  herederos 
"de  D.  Gonzalo  Febles,  se  ha  convertido  In  anotación 
"preventiva  á  qué  se  refiere  la  misma  nota  en  rectifica- 
"ción.  definitiva  al  folio  ciento  noventa  y  cinco  vuelti> 
"del  tomo  segundo  del  x\y untamiento)  de  (^anasí,  finca 
"número,  trece,  inseripcidn  quinta.  Matanzas,  Juni<> 
"veintidós  de  mil  ochocientos  otthenta  y  seis. — L.  Juan 
"A.  Betancourt": 

Contestación: 

Tercero.  "Besultando  que  en  veinte  de  Agosto  del 
"año  inmediato  pasado,  (mil  novecientí)8  uno),  presen- 
"tó  escrito  el  procurador  Alfredo  Rodríguez,  acompa- 
^tñattdo  copia  del  poder  que  .le  confirieron  las  Sras.  Ca- 
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*^talina  Josefa  Fernándeü  Blanco  y  García  y  Doña  Quh 
^*rina  García,  viuda  de  José  Fernández  Blanco,  persw>- 
^'nándose  en  este  juicio  y  solicitando  se  le  tuviera  por 
"parte  á  nonibre  de  las  mismas,  entendiéndose  con  él 
'^los  sucesivos  tráinites  del  mismo  y  por  proveído  de 
'^veinte  y  dos  del  mismo  mes  de  Agosto,  fojas  cuarenta 
"y  ima  vuelta,  se  le  tuvo  por  parte  en  nombre  de  lan 
"referidas  señoras  y  se  le  mandó  contestase  la  demanda 
"dentro  del  término  de  veinte  días;  lo  que  verificó  por 
"el  escrito  de  fojas  ochenta  y  oclio,  oponiéndose  á  la 
^'demanda  y  consignando  los  fundamentos  de  hechos  si-; 
"guientes:  Primero:  D.  José  Ramón  Febles  era  dueño 
"del  ingenio  "San  José  y  Animas,"  y  á  su  fallecimiento 
"86  lo  adjudicaron  sus  hijos  Gonzalo,  Hamón,  Juan  Bau- 
"tista  y  José  Isidro  Febles,  dejando  reconocidos  en  dicha 
^*finca  con  hi|)oteca  de  la  misma,  doce  mil  pesos  á  favor 
*'(le  su  otro  hermano  D.  Adolfo  con  el  interés  y  plazos 
"que  constan  de  la  escritura  que  al  efecto  se  otorgó.  Se- 
"güudo :  1).  Gonzalo  Febltís  vendió  á  sus  hermanos  Juan 
"Bautista  y  José  isidro  Febles  la  cuarta  parte  que  re- 
"presentaba  en  el  dominio  del  ingenio  "San  José  y  Ani- 
"mas ,"  que  juntos  se  habían  adjudicado  por  herencia 
"de  BU  padre,  con  la  condición,  según  parece,  de  que 
^'sólo  les  transfería  el  dominio  de  lo  que  fuera  abonán- 
"dosele  del  precio  señalado,  cuyo  pago  se  comino  que 
"se  hiciera  á  ]))azo8.  De  esta  venta  se  tomó  razón  en  los 
"libros  de  la  extinguida  Aa(>taduría  de  Hipotecas  de 
"Matanzas,  sin  hacer  constar  aqutíla  condición.  Terce- 
"ro:  El  8r.  Adolfo  Febles,  para  el  cobro' del  crédito  hi- 
"potecario  reconocido  á  su  favor  sobria  la  totalidad  del 
"ingenio  "San  eJosé  y  Animas"  estable<*ió  juicio  ejecuti- 
"vo  en  el  Juzgado  del  Distrito  Norte  fie  esta  ciudad  y 
'^Escribanía  á  cargo  del  Sr.  Francisco  Vicente  Pérez 
"contra  sus  hermanos  Juan  Bautista  y  José  Isidro,  úni- 
"cfís  dueños  de  la  finca,  autos  que  continuó  y  terminó 
"su  viuda  8ra.  Dolores  Rodríguez,  (^larto:  Los  Sres. 
"Juan  Bautista  y  José  Isidro  Febles  se  presentaron  en 
"concurso  voluntario  que  se  tramitó  en  la  ílscribanía 
"del  Sr.  Santiago  Castro  y  á  cuyo  juicio  no  pudo  acu- 
"mularse  el  eje<*utivo  antes  dicho,  continuando  sustan- 
*"ciándose  sej)aradamentc  ambos  juicios.  Quinto:  Des- 
"pnés  de  promulgada  la  Ley  Hipotecaria  en  esta  Isla 
'"se  pidió  y  agi'(»gó  á  los  ejecutivos  certificación  de  gra- 
"vámenes  de  aquel  ingenio,  certificación  que  se  tuvo 
"presente  para  la  subasta  y  de  la  que  no  resultaba  gra- 
"vado  el  inmueble  ni  afectado  en  modo  alg\mo  á  favor 
"del   expresado  Sr.   Gcmzalo   Febles.  *  Sexto :   Sacado  á 
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"subasta  el  iní2;eDÍo  eii  los  ejecutivos  fué  aprobado  el  re- 
ámate á  favor  del  Sr.  José  Fernández  iilanco,  quien 
"ofreció  cantidad  determinada  y  el  ((ue  hizo  el  remate 
'libre  de  graváemnewS,  en  cuyo  sentido  le  fué  otorgada 
"la  escritura,  con  la  única  excepción  que  en  ella  se  ex- 
"presa.  Séptimo:  fx)s  Síndicos  tlel  concurso  se  persona- 
"ron  en  los  ejecutivos  y  lograron  se  declarara  que  el  so- 
mbrante del  precio,  después  de  cubiertas  las  responsabili- 
"dades  del  ejecutante,  se  destinara  al  concurso  para  ser 
"repartido  en  el  orden  v  forma  convenido  en  la  gradua- 
"ción  de  créditos  practicada  en  dicho  concurso.  Octavo: 
"al  presentarse  en  concurso  .Juan  Bautista  y  José  Isi- 
"dro  Febles  hicieron  figurar  en  el  pasivo  el  crédito  de 
"su  hermano  Gonzalo  por  la  venta  de  su  cuarta  part*í 
"del  Ingenio,  sin  mencionar  entonces,  ni  posteriorraen- 
"te,  la  condición  estipulada  en  la  escritura  de  venta, 
"que  permaneció  desconocida,  así  para  los  Síndicos  co- 
"mo  para  los  acreedores.  Noveno :  En  los  estados  presen- 
"tados  en  el  concurso  por  los  Síndicos  y  que  fueron 
"aprobados  en  la  correspondiente  Junta  de  acreedores, 
"fué  eliminado  del  reconocíjuiento  de  créditos  el  consa- 
^^)ido  crédito  del  Sr.  Gonzalo  Febles,  sin  que  contra  di- 
"cho  acuerdo,  que  fué  publicado  debidamente,  se  esta- 
'^leciera  recurso  algimo  por  los  herederos  de  dicho  se- 
"ñor,  que  ya  había  fallecido.  Décimo:  practicada  la  gra- 
"duación  de  créditos  en  el  concurso  que  se  sustanció  por 
"la  anterior  Jjcy  de  Enjuiciamiento  Civil  se  fijaron  en 
"primer  lugar  las  coates  de  los  Síndicos,  en  segundo  los 
"suplementos  de  éstos  y  en  tercero  un  crédito  refaccio- 
"nista  del  Sr.  José  Fernández  Blanco.  Tasadas  «(fuellas 
"costas  absolvieron  todo  el  sobrante  que  de  los  ejeciiti- 
"vos  había  quedado  para  el  concurso,  resultando,  por 
"consiguiente,  que  la  sucesión  de  Fernández  Blanco  con- 
"tinúa  siendo  acreedora  de  los  concursados  por  gruesas 
"sumas.  Undécimo:  Tanto  en  el  concurso  conu>  en  los 
"ejecutivos  se  declaró  haber  pagado  totahueute  el  r*?- 
"matador  FerujauJez  Blanco  el  precio  ofrecido.  Duodé- 
"cimo:  En  virtud  de  no  haber  sido  reconocido  en  el 
"concurso  ol  crédito  <lel  Sr.  Gonzalo,  se  libró  en  dicho 
"juicio  mandan) ionto  al  Notario  autorizante  de  la  es- 
"critura  de  venta  de  su  cuarta  parte,  á  fin  de  que  ni 
"margen  de  la  matriz  se  hiciera  constar,  el  no  recono- 
"cimiento  del  crédito,  lo  que  se  cumplió.  Decimotercero: 
"Que  ni  D.  José  Fernández  Blanco  ni  sus  herederas  han 
"sido  citadas  en  ninguna  forma  para  hacer  la  rectifica- 
"ción  á  que  se  refiere  el  hecho  octavo  de  la  demanda,  ni 
*^an  tenido  por  tanto,  conocimiento  legal  de  que  se  hu- 
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''biera  efectuado;  exponiendo  como  fundamento  de  de- 
"recho  los  qne  tuvo  por  conveniente,  solicitando  se  de- 
belare sin  lugar  la  demanda  y  con  lugar  las  excepcionejj 
"alegadas,  y  que  en  el  fallo  se  mande  la  cancelación  de 
"la  rectificación  de  inscripción  hecha  á  favor  de  los  de- 
"mand  antes  con  imposición  de  todas  las  costas  á  los  ac- 
"tores;  y  por  otrosí  solicita  que  en  su  oportunidad  ?ie 
"abra  á  prueba  el  juicio^^ : 

Réplica: 

Cuarto.  ^Tlesultando  que  á  fojas  noventa  y  scím 
"consta  el  escrito  producido  por  los  demandantes  en 
"quince  de  Octubre  del  año  anterior  (mil  novecientos 
'*uno),  evacuando  el  traslado  en  réplica  que  se  les  con- 
"firió;  y  en  el  cual  escrito  se  consignan  los  hechos  si- 
"guientes.  Primero:  Reproducimos  el  que  con  este  nú- 
"mero  hemos  consignado  en  nuestro  escrito  de  deman- 
"da,  hecho  que  con  el  número  segundo  se  inserida  en  la 
"contestación,  con  la  sola  diferencia  de  afirmarse  allí 
"que  la  condición  impuesta  por  D.  Gonzalo  Febles  en 
**la  escritura  de  veintiocho  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
'^os  setenta  no  fué  anotada  en  los  libros  de  la  Antigua 
"Anotaduría  de  Hipotecas  de  esta  ciudad,  supuesto  que 
"negamos,  porque,  según  en  el  período  correspondiente 
"del  pleito  hemos  de  probar  esa  condición  fué  anotada 
"al  folio  noventa  y  ocho,  pari;ida  trescientas  una,  Libro 
"veinte  de  la  Anotaduría  de  Hipotecas  y  trasladada  en 
"Octubre  de  mil  ochocient-os  ochenta  y  dos  al  nuevo  Re- 
"gistro  de  la  Propiedad  á  los  folios  ciento  treinta  y  siete 
"al  ciento  cuarenta  y  uno  vuelto  del  tomo  primero  del 
"Ayuntamiento  de  Canasí,  como  inscripción  primera  de 
"esa  finca  ingenio  "San  José  y  Animas,^'  inscripción 
"que  fué  rectificada  por  la  segunda  extendida  -^n  tres 
"de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos.  En  esaí^ 
"inscripciones  consta  la  condición  impuesta  por  el  ven- 
"dedor  Gonzalo  Febles.  Segundo:  Igualmente  reprodu- 
"cimos  aquí  el  segundo  hecho  de  nuestro  escrito  de  de- 
"manda,  con  el  que  está  conforme  el  hecho  tercero  de 
'la  contestación,  sin  otra  diferencia  notable  que  la  do 
"afirmar  los  demandados  que  Adolfo  Febles  dirigió  su 
"juicio,  digo  su  demanda  ejecutiva  contra  sus  hermanos 
"José  Isidro  y  Juan  Bautista,  como  únicos  dueños  del 
"ingenio,  en  vez  de  expresar  que  los  ejecutaba  como  úni- 
"cos  deudores.  La  demostración  de  que  está  equívocada- 
"mente  redactado  ese  tercer  hecho  de  la  contestación  es 
"sencilla. — ^D.  José  Ramón  Febles  era  dueño  del  Inge- 
"nio  San  José  y  Animas"  y  4  su  fallecimiento  se  lo  ad- 
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"judicaron  sus  hijos  y  herederos  Gonzalo  Ramón,  Juan 
^^autista  y  José  Isidro  Febles  y  Plores,  obligándose, 
"según  documento  privado  que  con  dos  testigos  y  el 
''Teniente  pedáneo  de  Canasí  suscribieron  en  ocho  de 
•"Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  á  pagar 
^%  su  coheredero  Adolfo  su  haber  hereditario  de  doc^ 
"mil  pesos,  y  otorgarle  la  correspondiente  garantía  hi- 
"potecaria  del  Ingenio  hipotecado.  Pero  transcurrió  el 
"tiempo  sin  que  tal  hipoteca  se  constituyera;  vendió  D. 
"Gonzalo  la  cuarta  parte  de  la  finca  poseída  en  condo- 
"'minio  á  sus  condomínicos  sus  hermanos  José  Isidro  y 
"Juan  Bautista  y  al  Sr.  Agustín  Carvajal  (causaha- 
"biente'del  condomínico  D.  Ramón)  con  las  condicio- 
"nes  y  precio  estipulados  en  la  escritura  de  veintiocho 
"de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta;  y  queriendo  D. 
"Adolfo  Febles  que  se  le  constituyese  la  hipoteca  ofre- 
"cida  en  garantía  de  su  haber  instó  en  los  autos  testa- 
^'inentarios  el  cumplimiento  de  la  promesa  de  constitii- 
"ción  de  hipoteca  obteniendo  que  el  Juzgado  mandase 
"requerir  á  D.  José  Isidro  y  D.  Juan  Bautista  Febles, 
"que  se  titulaban  únicos  dueños  del  Ingenio,  para  el 
"otorgamiento  de  la  escritura  de  constitución  de  hipóte- 
"ca;  y  no  habiéndolo  verificado,  fué  otorgada  esa  escri- 
"tura  en  su  rebeldía  por  D.  Iliginio  Betancourt  y  Her- 
"nández,  Juez  de  primera  instancia  accidental  del  dis- 
"trito  Sur  de  esta  ciudad,  quien  en  esa  escritura  consti- 
"tuyó  como  únicos  deudores  de  D.  Adolfo  Febles  á  sua» 
"hermanos  José  Isidro  y  Juan  Bautista.  Todo  esto  cons- 
"ta  relacionado  en  la  cláusula  primera  de  la  escritura 
"de  compra-venta  á  favor  de  José  Fernández  Blanco, 
"que  en  copia  notarial  de  primera  saca  han  acompañado 
"las  demandadas  con  su  escrito  de  contestación.  Por  lo 
"que  de  ello  resulta  se  vé  demostrado  que  D.  Adolfo  Fe- 
"bles,  al  establecer  su  demanda  ejecutiva,  fundada  en  su 
"escritura  de  hipoteca,  la  dirigió  contra  sus  hermanos 
"José  Isidro  y  Juan  Bautista,  como  únicos  deudores  so- 
"lidarios,  no  como  únicos  poseedores  de  la  finca  hipote- 
"cada.  Tercero:  Al  que  con  este  número  figura  en  los 
"hechos  de  la  demanda,  hemos  de  agregar:  que  D.  José 
"Fernández,  rematador  del  ingenio  "San  José  y  Ani- 
"raas  no  pudo  obtener  del  Juzgado  donde  se  hizo  el  re- 
"mate,  que  se  mandaran  cancelar  todas  las  cargas  que 
"pesaban  sobre  la  finca  subastada;  sino  que  por  el  con- 
"trario,  en  el  auto  que  aprobó  el  remate  y  que  tiene  fe» 
"cha  veintiséis  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 

"cuatro,  se  dice  entre  otras  cosas  lo  siguiente "en 

"su  consecuencia  otorgúese  la  escritura  de  propiedad 
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"del  ingenio  subastado  al  rematador  D.  José  Fernández 
"Blanco;  consignándose  en  dicha  escritura  los  gravá- 
"meiies  é  hipotecas  que  pesan  sobre  dicha  finca,  que  re- 
"conocerá  el  rematador,  etc.'^  Esto  consta  en  la  propia 
"escritura  de  remate,  que  en  copia  han  presentado  las 
"demandadas,  según  puede  leerse  en  su  cláusula  pri- 
"mera.  No  es  cierto,  pues,  como  se  afirma  por  la  repre- 
"sentación  demandada  en  el  cuarto  fundamento.de  siu 
"escrito,  que  el  remata,  aprobado  borrara  toda  condición 
"6  gravamen  impuesto  sobre  la  finca  rematada.  Ni  tam- 
"poco  es  cierto,  como  en  el  mismo  lugar  afirman  las 
"partes  contrarias,  que  el  crédito  hipotecario  de  D. 
"Adolfo  Febles  se  constituyese  con  anterioridad  á  la 
"venta  condicional  hecha  por  D.  Gonzalo  Febles.  Aquel 
"crédito  se  constituyó  en  la  forma  explicada  en  el  hecho 
"anterior,  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  D.  Ni- 
"colás  Vinageras  en  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mü  ocho- 
"cientos  setenta  y  cuatro,  según  puede  leerse  en  la  co- 
"pia  de  la  escritura  de  remate  (cláusula  primera)  pre- 
"sentada  por  la  contra-parte;  y  la  venta  condicional  se 
"realizó  en  escritura  ante  Luis  Zuriarraín  Tolosa  en 
"veintiocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta.  Si 
"evidentemente  resulta  de  las  fechas  de  escrituras  que 
"D.  Gonzalo  Febles  vendió  condicionalmente  su  parte 
"de  condominio  en  la  finca  antes  de  que  ésta  fuese  hi- 
"potecada  y  que  por  no  estar  cumplida  la  condición 
"esencial  'del  contrato  los  compradores  D.  José  Isidro- 
"y  D.  Juan  Bautista  Febles  no  habían  adquirido  Ja  pro- 
"piedad  de  aquella  parte  de  la  finca,  es  indiscutible  la 
"falsedad  que  se  contiene  en  el  cuarto  fundamento  del 
"escrito  contrario  al  afirmar  que  la  parte  de  la  finca  per- 
"teneciente  á  D.  Gonzalo  estuviese  hipotecada  por  vir- 
tud de  una  escritura  de  hipoteca  en  la  que  no  figuró 
"D.  Gonzalo,  ni  estuvo  representado,  dado  que  el  Juez 
'^etancourt,  al  otorgar  aquella  escritura  lo  hizo  en  re- 
"beldía  y  representación  de  José  Isidro  y  Juan  Bautis- 
"ta,  nó  de  I).  Gonzalo.  Es  baladí  la  consideración  qne 
"se  consigna  también  en  el  fundamento  de  que  por  no* 
'Tiaber  acudido  D.  Gonzalo  al  concurso  de  sus  hermanos 
"á  pedir  que  se  exceptuara  del  concurso  su  cuarta  parte- 
"de  finca,  quedara  ésta  como  las  tres  partes  restantes  su- 
"jetas  al  concursó.  Nadie  que  sepa  lo  que  en  la  época 
"del  concurso  significaba  un  acreedor  de  dominio  puede 
"consentir  tan  absurdo  razonamiento.  D.  Groñzalo  Fe- 
'Tsles,  acreedor  de  dominio  no  estaba  obligado  á  ir  al 
"concurso  de  sus  hermanos  ni  le  podía  parar  ningún 
"perjuicio  nada  de  lo  que  en  el  concurso  se  hiciera,  Tam-^ 
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^^poco  le  afectaba  el  que  los  concursados  hubieran  incluí- 
•''do  su  créditp  en  la  relación  de  deudores*  Y  aunque  él 
•^^ubiere  acudido  al  concurso  á  pedir  el  pago  del  precio 
•'^de  la  venta  que  se  le  adeudaba,  hubiera  sufrido  nada 
''^su  condición  de  acreedor  de  dominio,  porque  como  tal 
"podía  pedir  el  pago  del  precio,  sin  que  por  ello  se  me- 
"noscabase  su  dominio  de  la  cosa  en  tanto  no  estuviera 
"pagado.  Cuarto:  Dando  por  reproducido  aquí  el  cuar- 
•"to  hecho  de  nuestra  demanda,  agregando  en  contradic- 
"ción  á  lo  que  se  afirma  en  el  quinto  fundamento  del  es- 
"crito  de  ocntestación,  que  cuando  D.  José  Fernández 
■'^Blanco  adquirió  en  remate  el  ingenio  "San  José  j  Ani- 
"mas,*^  constaba  en  la  primera  inscripción  de  esa  finca 
'^Tiecha  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  la  condición  im- 
"puesta  como  esencial  en  la  venta  hecha  en  Octubre  de 
■'^mil  ochocientos  setenta,  inscripción  que  pudo  perfecta- 
^'mente  conocer  Fernández  Blanco,  porque  para  que  sea 
"conocidamente  público  el  estado  y  condición  de  los  in- 
^^muebles  y  derechos  reales  fué  creado  el  Eegistro  de  la 
''Tropiedad.  Quinto :  reproducimos  aquí  los  hechor  quin- 
"to  y  sexto  del  escrito  de  demanda  que  no  han  sido  con- 
''tradichos  ni  negados  en  el  escrito  de  contestación.  Sép- 
^^timo :  Reproducimos  el  de  ese  número  de  la  demanda. 
"Octavo:  Reproducimos  el  hecho  que  numeramos  de 
"igual  manera  en  la  demanda,  ampliándolo  y  declaran- 
^dolo  en  la  forma  siguiente :  Él  Registrador  de  Jíf  Pro- 
"piedad,  al  hacer  la  inscripción  que  se  lee  al  folio  ciento 
•^^noventa  y  cinco  vuelto  del  Tomo  segundo  del  Ayunta- 
"miento  de  Canasí  expresó  que  esa  rectificación  de  la 
•"anotación  número  trescientos,  del  libro  veinte  de  la 
'^antigua  Anotaduría,  en  vez  de  expresar  que  esa  adi- 
^^ción,  que  es  el  vocablo  que  debió  usar,  puesto  que  él 
^'no  rectificó  errores  de  concepto,  sino  sólo  adicionó  la 
•'antigua  anotación  con  datos  que  contenía  el  mismo  tí- 
"tiQo  anotado.  Noveno:  Reproducimos  los  hechos  nove- 
■"no,  décimo  y  undécimo  de  la  demanda.  Doce:  D.  José 
^Ternández  Blanco  y  los  herederos  de  D.  Gonzalo  Fe- 
bles no  han  residido  en  esta  misma  ciudad  de  Matanzas 
"durante  diez  años.  Trece:  Negamos  la  certeza  iel  he- 
"cho  primero  de  la  contestación  á  la  demanda,  porque 
"en  el  segundo  de  este  escrito  hemos  relatado  la  manera 
'*y  forma  en  que  fué  asegurado  el  crédito  hereditario  de 
'TD. Adolfo  Febles.  Catorce:  De  igual  manera  negamos 
■"el  hecho  sexto  de  la  contestación  por  resultar  en  con- 
"tradicción  con  el  tercero  de  esta  réplica.  Quince:  No 
'^fundándose  la  acción  de  la  demanda  en  la  existencia 
^'de  un  gravamen  constituido  sobre  el  ingenio  "San  Jo- 
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"sé  y  Animas,"  sino  en  un  derecho  real  de  condominio 
^•^contenido  en  la  escritura  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta,  inserto  en  la  inscripción  primera  de  la  fin- 
'^•^ca  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  en  nada  nos  afecta 
*^o  qne  en  el  quinto  hecho  de  la  contestación  consignan 
'^'las  demandadas.  Diez  y  seis:  Porque  en  nada  afectan 
"nuestra  demanda,  no  hacemos  reparos  á  los  hechos 
^'cuarto,  séptimo,  octavo,  noveno,  décimo,  undécimo. 
^^Diez  y  siete:  Respecto  al  hecho  duodécimo  de  ia  con- 
■^^testación  á  la  demanda  es  tan  insignificante  y  s»n  con- 
**secuencia  que  nada  hemos  de  decir  respecto  á  él.  Lo 
"^raismo  equivale  la  nota  puesta  al  margen  de  la  matriz 
^*de  la  escritura  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta, 
"que  si  la  hubiera  puesto  el  señor  Notario  en  su  cartera 
"'^de  bolsillo.  Esta  nota  nada,  absolutamente  nada  signi*- 
'•fica,  porque  la  Ley  Notarial,  ni  la  Ley  Hipotecaria,  ni 
^^el  Código  Civil,  ni  precepto  legal  alguno  reconoce  la 
"validez  de  esa  clase  de  notas.  Resulta  verdaderamente 
"pueril  la  pretensión  de  dar  eficacia  alguna  á  esa  nota. 
"Si  el  Sr.  Fernández  Blanco,  por  no  haber  podado  lo- 
"^'grar  que  el  Juez  de  los  .ejecutivos  dispusiera  al  Regis- 
"trador  de  la  Propiedad  la  cancelación  del  derocho  de 
"D.  Gonzalo  Febles,  solicitó  que  aquel  Juez  librara  man- 
"damiento  al  Notario  autorizante  de  la  escritura  Je  mil 
"ochocientos  setenta,  y  el  Juez  libró  el  mandamieiito,  no 
^'resulta  otra  cosa  sino  que  el  Sr.  Fernández  Blanco  so- 
"licitó  ima  bobería  y  el  Juez,  por  tratarse  de  una  pre- 
"tensión  tan  inofensiva,  tan  ineficaz,  accedió  á  ella.  Lo 
"mismo  accedería  el  Juzgado  á  quien  me  dirijo  si  le  pi- 
"diésemos  que  el  Escribano  actuario  librase  cuií-onica- 
"ción  á  cualquiera  autoridad  administrativa  not^ficán- 
^^dole  la  existencia  de  este  pleito  ú  otra  simpleza  por  el 
"estilo,  sin  consecuencia,  concluyó  alegando  los  funda- 
"mentos  de  derecho  que  creyó  oportunos,  y  pidiendo  por 
*^o  principal  se  le  dé  por  contestado  el  trámite  de  répli- 
"sa;  se  confiera  tralado  en  duplica  á  las  demandadas 
"y  en  definitiva  fallar  el  pleito  conforme  lo  tienen  so- 
^TÍicitado  en  la  deumnda  y  por  otrosí  que  se  abra  el  plei- 
"to  á  prueba  para  comprobar  en  ese  período  los  hechos 
"negados  ó  contradichos  por  la  representación  de  las 
"demandadas": 

Duplica: 

Quinto.  "Residtando  que  por  providencia  de  diez 
"y  siete  de  Octubre  del  año  inmediato  pasado  (inil  no- 
"vecientos  uno)  visible  al  folio  ciento  nuevo  vuelto,  se 
''Mió  por  evacuado  el  trámite  de  réplica  y  se  mandó  se- 
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•'giiir  d  (le  (iúplica  por  el  mismo  término* que  aquél;  y 
•'en  dos  de  Noviembre  del  citado  año  evacuaron  Iob  re- 
"'presentantes  de  las  demandadas  el  trámite  fijando  co- 
"^mo  definitivos  los  siguientes  Hechos.  Primero:  Doy 
"por  reproducidos  los?  de  la  contestación  á  la  demanda. 
'^Segundo :  Niego  los  del  escrito  de  réplica  en  cuanto  se 
**opongan  a  los  consignados  por  mí :  y  pidiendo  ñe  falle- 
"'el  pleito  en  definitiva" : 

Pbukba.: 

Sexto.  Resultando  que,  abierto*  el  juicio  á  prueba,, 
propusieron  las  partes  las  que  entendieron  convenirles, 
solicitando  entre  otras  los  demandantes  que  por  el  actua- 
rio se  pusiera  en  autos  con  vista  de- los  del  intestado  de- 
Gonzalo Febles  y  Flores,  que  cursaron  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  Distrito  Sur  de  Matanzas,  ante  o» 
propio  Escribano  del  presente  juicio,  certificación  del 
auto  de  declaratoria  de  herederos  dictado  con  feclia  pri- 
mero de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis, 
y  admitiendo  el  Juzgado  como  pertinente  la  diligencia 
mencionada,  que,  según  se  expresa  á  fojas  ciento  cua» 
renta  y  seis,  no  pudo  tener  efecto  por  no  haber  encon- 
trado el  actuario  los  autos  del  intestado  referido^  con 
motivo  de  lo  cual  practicaron  dichotí  pronioventes  va- 
rias  gestiones  que  es  innecesario  consignar: 

Fallo  db  primera  instattcia: 

Séptimo»  Resultando  que  el  Juez  dictó  sentencia 
estimando  con  lugar  la  excepción  alegada  por  las  de- 
mandadas de  falta  de  personalidad  en  los  actores  j,  en 
consecuencia,  sin  lugar  la  demanda,  con  las  costas  á 
cargo  de  estos  últimos,  fallo  que  funda  en  que,  recla- 
mándose por  los  demandantes  en  concepto  de  herederos 
de  Gonzalo  Febles  y  para  la  sucesión  áe  éste  la  cuarta 
parte  del  ingenio  ^^San  José  y  Animas  "  no  han  acredi- 
tado aquéllos  el  carácter  con  que  establecen  su  recla- 
mación, ni  al  tiempo  de  establecerse  la  demanda,  como 
lo  dispone  el  artículo  quinientos  dos  de  la  Ley  de  En* 
juiciamiento  Civil,  ni  tampoco  en  el  trámite  de  prueba, 
siendo  insuficiente  para  tal  efecto  la  nota  puesta  por  el 
Registrador  de  la  Propiedad  al  pie  de  la  escritura  de- 
venta antes  relacionada,  por  tener  dicha  nota  su  finali- 
dad propia  dentro  del  derecho  vigente,  no  pudiendo  ha- 
ceí  extensiva  sn  fuerza  probatoria  á  subsanar  el  defecto- 
señalado  y  Uentir  lo  dispuesto  en  el  precitado  artículo- 
quinientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil: 
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Causa  ukl  KKCrRoO  por  qukbbantamiknto: 

Octavo,  Resultando  que  los  demandantes  apelaron 
de  la  sentencia  del  Jnez  y  en  trámite  oportuno  de  la 
-segunda  instancia  solicitó  Mercedes  Febles  y  Plores  que 
.^e  rívil)ierfi.  (\  prueba  el  juicio  para  practicar  la  documen- 
tal de  qué  ?*<^  lia  luK*ho  mención,  dado  que  no  liabía  po- 
dido practicarse  en  la  primera  instancia  por  cansa  que 
no  le  era  imputable:  solicitud  qne  desestimó  la  Au- 
diencia de  ^íatanzas,  como  también  el  recurso  de  sú- 
plica entablado  por  su  negativa: 

Resolución  recurrida  y  fundamentos  dicl  recurso 

DK  casación: 

Xoveuo.  Resultando  que  dicha  Audiencia  dictó  fa- 
llo en  veintidós  de  Mayo  del  presente  año,  confirmando  la 
sentencia  apelada,  por  sus  propios  fundamentos,  entre 
loá  cuales  aparwen  los  cuatro  Resultandos  que  en  ést.i 
be  han  transcrito;  y  que  contra  aquél  interpuso  la  men- 
cionada ^íí'reedes  Febh's  y  Flores  el  presente  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infrac- 
ción de  ley  y  do  doctrina  legal,  fundado  el  primero,  se- 
gún expresa  el  escrito  de  interpasición,  en  los  incisos 
tercero  y  quinto  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  y 
uno  de  la  Ley  de  Enjuiciaminto  Civil  y  el  segundo  en 
los  incisos  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la' misma  Ley,  alegando  los  siguientes  moti- 
vos :  "Quebrantamiento  de  forma.  Primero :  Consiste  en 
*'no  liaberso  recibido  á  prueba  este  pleito  en  la  segunda 
"instancia  á  fin  de  traer  la  certificación  del  auto  de  de- 
"claratoria  de  herederos  de  Gonzalo  Febles  y  Flores, 
"pues  halúendo  sido  admitida  esa  prueba  como  perti- 
"nente  en  la  primera  instancia,  no  pudo  practicarse  por 
"expresar  el  Escribano  Juan  Vinageras  no  encontrar 
"los  autos ;  por  lo  que  se  solicitó  dicha  prueba  en  la  se- 
"gunda  instancia  y  que  se  librara  exhorto  á  la  Audien- 
^^cia  de  la  Habana,  donde  podrian  encontrarse  esos  au- 
^%s  por  haber  sido  elevados  por  virtud  de  apelación  y 
^^no  haberlos  hallado  el  Escribano  Vinageras.  Y  por 
"^^auto  de  veintiuno  de  Febrero  de  este  año  se  desestimó 
"la  pretensión  sobre  recibimiento  á  prueba;  establecien- 
"do  contra  dicho  auto  recurso  de  súplica,  que  también 
"fué  declarado  sin  lugar  por  auto  de  diez  y  ocho  de  Mar- 
"zo  del  corriente  año;  por  cuya  negativa  no  ha  podido 
"mi  cliente  corrotorar  el  carácter  de  heredero  trayendo 
"una  prueba  ya  admitida  en  la  primera  instancia  y  que 
"por  causa  no  imputable  á  la  promovente,  cual  es  el  no 
'^^encontrar  los  autos  el  Escribano  encargado  de  su  cus- 
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"todia  y  conservación,  no  se  ha  tenido  en  los  autos  en 
"que  se  interpone  este  recurso.  Segundo :  También  ens- 
ate el  quebrantamiento  de  forma  por  haber  denegado 
"este  Tribunal  la  diligencia  de  prueba  á  que  se  r^ere 
"el  número  anterior  por  estimar  que  esa  prueba  es  de 
'las  comprendidas  en  el  artículo  quinientos  dos  de  la 
"Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuando  precisamente  es 
"admisible  y  su  falta  produce  indefensión,  resultando 
"prematura  la  declaración  l^echa  por  el  Tribunal  y  con- 
"traria  á  la  declaratoria  de  pertinencia  que  consta  de  la 
"providencia  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia 
"en  veintisiete  de  Noviembre  de  mil  novecientos  imo. — 
"Infracción  de  Ley.  Primero : Aplicación  indebida  del 
"artículo  quinientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Civil  (inciso  segundo)  en  la  sentencia  dictada,  pof 
"cuanto  que  si  bien  es  necesario  acompañar  el  documeiy 
"to  que  acredite  el  carácter  con  que  el  litigante  se  pre- 
"senta  en  juicio,  ese  carácter  ha  quedado  acreditado  con 
"la  nota  puesta  al  pie  de  la  escritura  acompañada  con 
'la  demanda,  por  la  que  consta  inscrito  ese  título  en  el 
"Registro  de  la  Propiedad  á  favor  de  los  hermanos  de 
"Gonzalo  Febles  y  entre  ellos,  Mercedes  del  mismo  ape- 
'llido,  que  es  la  litigante;  y  desde  el  momento  de  la 
"inscripción  practicada  con  un  título  fehaciente  ha  ad- 
'^uirido  los  derechos  dominicos  sobre  finca  inscripta  y 
^n  aptitud  de  ejercitar  las  acciones  que  le  correspon- 
"den :  y  al  no  estimarlo  así  interpreta  también  errónea- 
"mente  el  referido  artículo  la  Sala,  dándole  un  valor 
"absoluto  á  dicho  precepto,  haciendo  caso  omiso  de  la 
"verdad  legal  que  entraña  la  repetida  nota  que  apareco 
"al  pie  de  la  escritura  acompañada  y  que  no  acredita 
"otra  cosa  sino  el  carácter  de  la  Sra.  Mercedes  Febles, 
"de  heredera  de  Gonzalo  de  ese  apellido.  Segundo:  Eris- 
"te  igualmente  infracción  de  ley  por  error  de  derecha 
"en  la  apreciación  de  las  pruebas. — ^A :  Al  no  darle  fuer- 
"za  y  valor  legal  á  la  nota  puesta  al  pie  de  la  escritura 
"de  veinticinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta 
"ante  Manuel  Zambrana  acompañada  con  la  demanda, 
puesta  por  el  Registrador  de  la  Propiedad,  que  es  un 
"funcionario  público,  sin  haber  sido  impugnado  ese  do- 
"cumento  sü  autenticidad  ó  exactitud  por  la  parte  á 
"quien  perjudica,  que  lo  eran  las  demandadas;  dejando 
"de  aplicarse  el  artículo  quinientos  noventa  y  seis,  re« 
"gla  primera  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que 
"considera  eficaz  en  juicio  el  documento  público  que 
"haya  venido  al  pleito  sin  citación  cuando  expresamente 
"no  haya  sido  impugnado. — ^B.  Al  no  dar  fuerza  proba- 
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"taria  á  la  certificación  expedida  por  el  Registrador  de 
*'la  Propiedad  de  esta  ciudad  que  se  encuentra  en  el  jui- 
"cio  traída  eii  el  término  de  prueba  con  citación  contra- 
diría y  por  la  que  resulta  inscrito  en  el  Registro  de  la 

•^*Propiedad  al  folio  ciento  noventa  y  cinco  vuelto  del 
^iibro  segundo  de  Canasí,  finca  número  trece,  tripü- 
"cado,  inscripción,  número  cinco,  los  derechos  que  ema- 
'^nan  de  la  escritura  de  veintiocho  de  Octubre  de  mil 
"ochocientos  setenta  á  favor  de  los  herederos  de  6on- 
^^zalo  Febles  por  virtud  de  la  certificación  librada  por 
"el  Escribano  Juan  Vinageras  del  auto  dictado  en  pri- 
"mero  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  por 
"el  Jue?  de  primera  instancia  del  distrito  Sur  ante  Ni- 
^^colás  Vinageras,  por  el  que  fueron  declarados  heredc- 
^^ros  abintestato  del  indicado  Gonzalo  Febles  sus  legí- 
"timos  hermanos  José  Isidro,  Juan  Bautista,  Ramón, 
"Adolfo,  Dolores,  Rosa,  Mercedes  y  Lutgarda  y  sus  so- 
"brinds  Federico,  Ricarío,  Francisco;  Isabel  García  y 
"Febles;  siendo  esta  certificación  expedida  por  el  Re- 
"gistrador  de  la  P^-opiedad  un  documento  público  con- 
"^'forme  al  número  tercero  del  artículo  quinientos  no- 
^^venta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  al 
^^prescindir  del  mismo  el  Tribunal  infringe  la  regla 
"cuarta  del  referido  artículo  quinientos  noventa  y  se«s 
"de  dicha  Ley.  Tercero:  Desconociéndose  ó  no  dándole 
"fuerza  probatoria  á  la  nota  puesta  por  el  Registrador 
^'de  la  Propiedad  á  la  escritura  acompañada  con  la  de- 
^'manda,  así  como  á  la  certificación  expedida  por  el  mis- 
^*mo  funcionario,  infringe  la  sentencia  dictada  la  doc- 
"trina  del  Tribunal  Supremo  de  España  "consignada 
-en  la  sentencia  de  diez  y  n^ueve  de  Noviembre  ele  mil 
"ochocientos  noventa  y  dos,  que  declara  no  existir  la 
^'falta  de  personalidad  acreditado  el  carácter  del  actor 
^*de  heredero  con  la  inserción  en  un  poder  de  la  cláugu- 
^%  de  ser  heredero,,  corroborando  después  ese  hecho  por 

>  "distintos  documentos.;  por  lo  que  al  declarar  este  Tri- 
^4>uiMil  con  lugar  la  falta  de  personalidad  de  mi  clientí» 
"sin  consideración  á  las  pruebas  aducidas  en  dichos  do- 
"cumentos,  ha  infringido  esa  doctrina." 

Décimo.  Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  per- 
sonadas en  este  Supremo  Tribunal  la  parte  recurrente  y 
las  demandadas,  se  ha  sustanciado  aquél  conforme  ;í 
derecho,  celebrándose  en  veintiocho  de  Julio  último  la 
correspondiente  vista  pública,  en  la  que  informaron  el 
Letrado  defensor  de  la  primera,  sosteniendo  su  recla- 
xnación,.v  el  de  las  contrarias,  impugnándola: 

T.  6.— 1904.-S4. 
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Decisión  del  bkcukso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 

Primero.  Considerando,  con  relación  al  prinjer 
motivo  del  recurso*  por  quebrantamiento  de  fornia,  que 
el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  para 
practicar  alguna  diligencia  admitida  en  la  primera  y 
que  no  haya  podido  durante  ésta  hacerse  por  causa  no 
imputable  al  que  la  ha  solicitado  es  improcedente  si  la 
diligencia  promovida  no  ha  debido  admitirse  con  arre- 
glo á  derecho,  que  es  el  caso  de  que  se  trata  ahora,  pues 
el  artículo  quinientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamient'> 
Civil  preceptúa  de  manera  terminante  que  á  toda  de- 
manda se  ha  de  acompañar  necesariamente  el  documen- 
to ó  documentos  que  acrediten  el  carácter  con  que  el 
litigante  se  presente  en  juicio,  cuando  el  derecho  que  re- 
clame provenga  de  habérselo  otro  trasmitido  por  heren- 
cia ó  por  cualquier  otro  título,  y  la  certificación  del  auto 
de  declaratoria  de  herederos  de  Gonzalo  Febles  á  favor 
de  la  recurrente  y  otras  personas  en  el  juicio  iutestado 
de  referencia  y  que  se  ha  intentado  traer  al  presente  jui- 
cio durante  el  período  probatorio  no  se  pudo  pedir,  ni 
se  ha  pedido,  en  realidad,  como  lo  reconoce  aquella  par- 
te en  el  recurso  y  lo  han  reconocido  en  el  pleito  todo  i 
los  actores,  con  otro  objeto  que  el  de  acreditar  dicho  ca- 
rácter, con  el  cual  fué  entablada  la  demanda  reclamán- 
dose para  la  sucesión  de  dicho  Febles  los  derechos  que 
se  expresan  en  la  misma : 

Segundo.  Considerando,  acerca  del  segundo  mo- 
tivo del  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  funda- 
do en  el  inciso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  esta 
causa  de  casación,  referida  por  el  recurrente  á  la  misma 
diligencia  probatoria  que  se  ha  mencionado  en  el  ante- 
rior motivo,  es  incompatible  con  la  causa  tercera  de! 
propio  artículo,  ya  invocada  en  el  recurso,  y  del  todo  in- 
adecuada al  caso  actual,  eji  el  que,  habiéndose  desesti- 
mado la  solicitud  de  recibimiento  á  prueba  en  la  segun- 
da instancia  para  llevar  á  efecto  la  indicada  diligencia, 
por  lo  cual  se  ha  reclamado  en  casación,  es  claro  que  nj 
puede  al  mismo  tiempo  reclamarse  por  la  especial  dene- 
gación de  aquéllaft  añadiéndose  á  ello  que,  si  cupiera  tal 
reclamación,  sería  ineficaz  de  todos  modos  por  la  inad- 
misibilidad  de  la  diligencia  probatoria  á  que  se  refiere: 

Tercero.  Considerando,  pues,  que  debe  desesti- 
marse el  recurso  formulado  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, y,  en  consecuencia,  resolverse  acerca  del  propuesto 


Wir 


JUBISPBITDEyCIA  CIVIL.  531 


por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  con  sujeción 
á Jp  prescrito  en  el  artículo  XLVII  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve : 

Cuarto.  ,  Considerando,  respecto  del  primer  moti- 
vo comprendido  en  el  recurso  por  infracción  de  ley  y 
apoyado  en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  de  Enjuiciamiento,  que  al  amparo  de 
este  texto  no  es  posible  Icgalmente  contrariar  la  apre- 
ciación del  Tribunal  sentenciador  tocante  al  valor  pro- 
batorio de  cualesquier  documentos  obrantes  en  el  jui- 
cio, como  lo  hace  la  recurrente  al  sostener  que  el  carác- 
ter con  que  se  propuso  la  demanda  quedó  acreditado  con 
la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  puesta  al  pie 
de  la  escritura  acompañada  á  su  primer  escrito  y  que  la 
Audiencia  ha  hecho  caso  omiso  de  la  verdad  legal  quj 
entraña  dicha  nota,  que  no  acredita  otra  cotsa  sino  el 
carácter  de  la  recurrente  de  heredera  de  Gonzalo  Febles, 
para  cuya  sucesión  se  reclamaba,  cuestión  que,  por  su 
naturaleza,  pertenece  en  rigor  al  caso  séptimo  del  pre- 
dicho  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento; siendo,  por  otra  parte,  manifiesto  que  no 
se  infringe  el  artículo  quinientos  dos  de  la  propia  T^ey, 
por  indebida  aplicación,  cuando  se  estima  que  quien  re* 
clama  como  propio  algún  derecho  que  provenga  de  ha- 
bérsele otra  persona  trasmitido  por  herencia,  según 
hacen  en  este  pleito  los  actores,  debe  acompañar  necesa- 
riamente á  la  demanda  el  documento  justificativo  del 
carácter  con  que  se  presenta  en  juicio: 

Quinto.  Considerando,  por  lo  que  atañe  á  los  mo- 
tivos fundados  en  la  enunciada  causa  séptima  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
mento,  que,  para  desestimar  los  comprendidos  bajo 
las  letras  A.  y  B.  en  el  párrafo  número  segundo  del  re- 
curso por  infracción  de  ley,  basta  la  circunstancia  do 
no  expresarse  en  ellos  con  las  debidas  claridad  y  preci- 
sión qvfé  es  lo  que,  en  sentir  del  recurrente  y  en  oposi- 
ción al  de  la  Sala,  se  prueba  por  los  documentos  que  sj 
invocan  y  cuál  ó  cuáles  son  las  disposiciones  del  derecho 
que  les  dan  valor  para  probarlo,  pues  el  reourrente  se  li- 
mita á  invocar  la  nota  puesta  por  el  Registrador  de  U 
Propiedad  al  pie  de  la  escritura  acompañada  á  la  de- 
manda y  una  certificación  del  propio  funcionario  traíd?. 
al  pleito  en  el  término  probatorio,  atribuyéndoles  la  cua- 
lidad <le  documentos  públicos,  que  la  Sala  sentenciado- 
ra no  les  niega,  y  á  citar  como  infringidas  las  reglas  pri- 
mera y  cuf^rta  del  artículo  quinientos  noventa  y  seis 
de  la  predicha  I^ey  de  Enjuiciamiento,  porque — dice — no 
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Decisión  del  BKCUfiSo: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 

Primero.  Considerando,  con  relación  al  prinier 
motivo  del  recurso*  por  quebrantamiento  de  forma,  que 
el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  para 
practicar  alguna  diligencia  admitida  en  la  primera  y 
que  no  haya  podido  durante  ésta  hacerse  por  causa  nv> 
imputable  al  que  la  ha  solicitado  es  improcedente  si  la 
diligencia  promovida  no  ha  debido  admitirse  con  arre- 
glo á  derecho,  que  es  el  caso  de  que  se  trata  ahora,  pues 
el  artículo  quinientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamient'> 
Civil  preceptúa  de  manera  terminante  que  á  toda  de- 
manda se  ha  de  acompañar  necesariamente  el  documen- 
to ó  docuuientos  que  acrediten  el  carácter  con  que  el 
litigante  se  presente  en  juiCj^o,  cuando  el  derecho  que  re- 
clame provenga  de  habérselo  otro  trasmitido,  por  heren- 
cia ó  por  cualquier  otro  título,^  y  la  certificación  del  auto 
de  declaratoria  de  herederos  de  Gonzalo  Febles  a  favor 
de  la  recurrente  y  otras  personas  en  el  juicio  intestado 
de  referencia  y  que  se  ha  intentado  traer  al  presente  jui- 
cio durante  el  período  probatorio  no  se  pudo  pedir^  ni 
se  ha  pedido^  en  realidad,  como  lo  reconoce  aquella  par- 
te en  el  recurso  y  lo  han  reconocido  en  el  pleito  todo^ 
los  actores,  con  otro  objeto  que  el  de  acreditar  dicho  ca- 
rácter, con  el  cual  fué  entablada  la  demanda  reclamán- 
dose para  la  sucesión  de  dicho  Febles  los  derechos  que 
se  expresan  en  la  misma: 

Segundo.  Considerando,  acerca  del  segundo  mo- 
tivo del  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  funda- 
do en  el  inciso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  estu 
causa  de  casación,  referida  por  el  recurrente  á  la  misma 
diligencia  probatoria  que  se  ha  mencionado  en  el  ante- 
rior motivo,  es  incompatible  con  la  causa  tercera  deí 
propio  artículo,  ya  invocada  en  el  recurso,  y  del  todo  in- 
adecuada al  caso  actual,  eji  el  que,  habiéndose  desesti- 
mado la  solicitud  de  recibimiento  á  prueba  en  la  segun- 
da instancia  para  llevar  á  efecto  la  indicada  diligencia, 
por  lo  cual  se  ha  reclamado  en  casación,  es  claro  que  nj 
puede  al  mismo  tiempo  reclamarse  por  la  especial  dene- 
gación de  aquélla^,  añadiéndose  á  ello  que,  si  cupiera  tal 
reclamación,  sería  ineficaz  de  todos  modos  por  la  inad- 
misibilidad  de  la  diligencia  probatoria  á  que  se  refiere: 

Tercero.  Considerando,  pues,  que  debe  desesti- 
marse el  recurso  formulado  \k>t  quebrantamiento  de  for- 
ma, y,  en  consecuencia,  resolverse  acerca  del  propuesto 


^r'^^^ 
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por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  con  sujeción 
á¿o  prescrito  en  el  artículo  XLVII  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve : 
Cuarto.  ,  Considerando,  respecto  del  primer  moti- 
vo comprendido  en  el  recurso  por  infracción  de  ley  y 
apoyado  en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
I  tos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento,  que  al  amparo  de 

¡  este  texto  no  es  posible  Icgalmente  contrariar  la  apre- 

ciación del  Tribunal  sentenciador  tocante  al  valor  pro- 
batorio de  cualesquier  documentos  obrantes  en  el  jui- 
'  ció,  como  lo  hace  la  recurrente  al  sostener  que  el  carác- 

I  ter  con  que  se  propuso  la  demanda  quedó  acreditado  con 

I  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  puesta  al  pió 

I  de  la  escritura  acompañada  á  su  primer  escrito  y  que  la 

Audiencia  ha  hecho  caso  omiso  de  la  verdad  legal  qu¿ 
entraña  dicha  nota,  que  no  acredita  otra  cosa  sino  el 
carácter  de  la  recurrente  de  heredera  de  Gonzalo  Feble?, 
para  cuya  sucesión  se  reclamaba,  cuestión  que,  por  áu 
naturaleza,  pertenece  en  rigor  al  caso  séptimo  del  pre- 
dicho  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento; siendo,  por  otra  parte,  manifiesto  que  no 
fie  infringe  el  artículo  quinientos  dos  de  la  propia  Ley, 
por  indebida  aplicación,  cuando  se  estima  que  quien  re- 
clama como  propio  algún  derecho  que  provenga  de  ha- 
I  bérsele   otra   persona   trasmitido    por    herencia,  según 

i  hacen  en  este  pleito  los  actores,  debe  acompañar  necesa- 

riamente á  la  demanda  el  documento  justificativo  del 
carácter  con  que  se  presenta  en  juicio: 

Quinto.     Considerando,  por  lo  que  atañe  á  los  mo- 
tivos fundados  en  la  enunciada  causa  séptima  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
■■  mentó,   que,    para   desestimar   los   comprendidos   bajo 

las  letras  A.  y  B.  en  el  párrafo  número  segundo  del  re- 
i  curso  por  infracción  de  ley,  basta  la  circunstancia  do 

no  expresarse  en  ellos  con  las  debidas  claridad  y  preci- 

(sión  qiíé  es  lo  que,  en  sentir  del  recurrente  y  en  oposi- 
ción al  de  la  Sala,  se  prueba  por  los  documentos  que  s3 
invocan  y  cuál  ó  cuáles  son  las  disposiciones  del  derecho 
que  les  dan  valor  para  probarlo,  pues  ol  recurrente  se  li- 
1  mita  á  invocar  la  nota  puesta  por  el  Registrador  de  hi 

Propiedad  al  pie  de  la  escritura  acompañada  á  la  de- 
j  manda  y  una  certificación  del  propio  funcionario  traída 

,  al  pleito  en  el  término  probatorio,  atribuyéndoles  la  cua- 

■<  lidad  <le  documentos  públicos,  que  la  Sala  sentenciado- 

'•  ra  no  les  niega,  y  á  citar  como  infringidas  las  reglas  pri- 

i  *       mera  y  cuí^rta  del  artículo  quinientos  noventa  y  seis 

de  la  predicha  I^ey  de  Enjuiciamiento,  porque — dice — ^no 
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dá  la  Sala  fuerza  y  valor  legal  á  aquella  nota  y  prescin- 
de de  la  expresada  certificación,  resultando  así,  camo 
ya  queda  expuesto,  que  la  parte  no  determina  concreta- 
mente el  particular  ó  extremo  que  por  tales  medios  se 
haya  justificado  á  su  juicio,  ni  señala  texto  alguno  legal 
que  los  declare  útiles  para  semejante  justificación,  pues 
las  leyes  que  menciona,  de  naturaleza  principalmente 
procesal,  no  tienen  más  trascendencia  que  fijar  los  re- 
quisitos necesarios  para  que  los  documentos  públicos 
puedan  surtir  en  juicio  los  efectos  que  les  correspondan 
conforme  á  otras  leyes,  por  lo  que  se  contraen  en  geno- 
ral  á  la  eficacia  de  los  mismos  para  probar  en  actuacio- 
nes judiciales,  pero  no  al  sentido  y  alcance  probatorios 
que  deben  concedérseles  por  el  juzgador;  siendo,  ade- 
más de  esto,  incuestionable,  si  en  tales  motivos  del  re- 
curso se  alude  al  hecho  de  ser  la  recurrente  y  sus  com- 
partes herederos  de  Gonzalo  Febles,  que  la  expresada 
certificación  no  puede  ser  tenida  en  cuenta  para  demos- 
trarlo, según  el  referido  artículo  quinientos  dos,  como 
traída  al  pleito  después  de  la  demanda,  y  que  la  nota 
obrante  en  la  escritura  que  se  presentó  con  ésta  no  lo 
puede  acreditar,  dado  el  precepto  del  Código  Civil  en 
su  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho:  en  virtud  de  lo 
cual  y  dé  la  evidente  disparidad  que  existe  entre  el 
presente  caso  y  el  resuelto  en  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  España  que  se  menciona  en  el  tercer  moti- 
vo, sin  mencionarse  ninguna  otra  al  efecto  de  la  casa- 
ción, no  procede  tampoco  estimar  dicho  tercer  y  último 
motivo : 

Sexto.  Considerando,  en  consecuencia,  que  no  ha 
lugar  á  la  casación  del  fallo  por  motivo  alguno  de  loí 
alegados  en  el  recurso  deducido  y,  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos XL  y  XLVII  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  debe  ser  condenada 
la  recurrente  al  pago  de  las  costas: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  mencionado  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  é  infracción  de  ley  y  de  doctri- 
na legal  y  condenamos  en  las  costas  del  mismo  á  la  parto 
recurrente:  comuniqúese,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamo?. 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
—Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — J.  "M.  Aguirre. 
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Qxieb.  fonna.~Sent.  14.— 13  de  Agosto.— Competencia. 

(Oac.  Abril  6y  190^.) 

l>OCTBIN A:    La  totalidad  de  la  obligación 
reclamada  en  tanto  que  su  cuantía  determina  la 
naturaleza  del  juicio,  üja  también  la  competencia 
»,  del  Tribunal  para  conocer  de  éste,  cualquiera  que 

V'  sea  la  reducción  que  de  dicha  totalidad  pudiera 

hacerse  al  sentenciar  el  pleito  por  virtud  de  las 
excepciones  en  él  alegadas. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Agosto  de  mil 
novecientos  tres,  en  los  autos  del  juicio  ejecutivo  proce- 
dentes del  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  de 
dicha  ciudad  y  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Provincia  del  propio  nombre,  seguidos  por  Julián  Géner 
y  Batet,  del  comercio  y  de  esta  vecindad,  contra  Niceto 
Sola  y  Freixas,  periodista  y  de  la  misma  vecindad  en 
cobro  de  cantidad  procedente  de  préstamo;  visto  en  este 
Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  interpuesto  por  el  segundo  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  ya  referida  con  fecha 
doce  de  Mayo  del  año  actual. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  que  acar 
ba  de  mencionar-^e  se  han  aceptado  los  fundamentos  do 
hecho  de  la  de  primera  instancia  que  á  continuación  ^v^» 
transcriben. 

Demanda: 

Segundo.  '"Resultando  que  promovida  la  presente 
demanda  por  el  actor  preparando  la  vía  ejecutiva,  á  I.i 
cual  acompañó  el  testimonio  de  poder,  foja  primera  > 
documento  de  fojas  cuatro,  solicitó  y  obtuvo  el  reconoci- 
miento de  la  firma  puesta  al  final  del  mismo  por  el  ejo- 
cutado ;  lo  que  verificado  por  éste,  el  ejecutante  foraializó 
BU  demanda,  fundándola  en  los  siguientes  hechos :  Primer 
ro :  Que  en  veinte  y  siete  del  mes  de  Abril  del  pasado  año 
mil  novecientos  uno,  el  Sr.  Julián  Gener  y  Batet  facili- 
tó al  Sr.  Niceto  Sola  doscientos  veinticinco  pesos  oro  en 
efectivo,  cuya  cantidad  se  obligó  á  devolver  el  Sr.  Sola 
al  ejecutante  Sr.  Gener,  tan  pronto  le  fuera  por  éste  re- 
clamada, según  se  ve  en  el  documento  privado  que  otorgó 
y  que  obra  agregado  á  estos  autos. — Segundo:  Que  no 
habiendo  satisfecho  el  deudor,  Sr.  Niceto  Sola,  la  canti- 
dad adeudada,  á  pesar  de  las  gestiones  y  reclamacione.^ 
extrajudiciales  hechas  por  el  Sr.  Gener  para  que  le  de- 
volviera la  suma  que  le  había  prestado,  me  vi  precisado 
á  promover,  en  nombre  de  mi  poderdante,  diligencins 
preparatorias  de  la  vía  ejecutiva  solicitando  la  citacióii 
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del  deudor  Sr.  Xiceto  Sola  para  que  compareciera  á  la 
presencia  judicial  á  reconocer  la  firma  que  con  su  nombre 
y  apellido  autoriza  el  documento  privado  que  obra  en 
este  juicio  y  que  acredita  la  deuda  que  reclama  el  Sr. 
Gener.  Teróero:  Que  en  treinta  del  pasado  compareció 
en  el  Juzgado  el  Sr.  Niceto  Sola  y  reconoció  la  firma  ^el 
documento  privado  que  obra  en  el  juicio,  por  cuya  razón, 
siendo  la  cantidad  reclamada  líquida  y  en  dinero  efec- 
tivo que  excede  de  mil  pesetas  y  que  está  vencida  la  obli- 
gación, toda  vez  que  por  no  habérsele  señalado  plazo  ni 
condición  alguna  al  préstamo,  es  exigible  la  devolución 
del  mismo  á  voluntad  del  acreedor  Sr.  Gener.  ha  queda- 
do preparada  la  vía  ejecutiva  y  puede  despacharse  la 
ejecución  contra  el  Sr.  Niceto  Sola.  Y  después  de  con- 
signas los  fundamentos  de  dei^cho  que  estimó  oportu- 
nos, solicitó  se  despachara  mandamiento  de  ejecución 
contra  el  deudor  Sr.  Sola,  para  que  por  uno  de  los  Al- 
guaciles del  Juzgado  con  asistencia  de  Escribano  se  re- 
quiriese al  ejecutado  para  que  en  el  acto  pagase  al  eje- 
cutante, Sr.  Gener,  la  cantidad  de  doscientos  veinticinco 
pesos  oro,  sus  intereses  legales  desde  la  interpelación  ju- 
dicial y  costas  causada  y  no  verificando  el  pago  se  le 
embargasen  bienes  de  su  propiedad  en  cantidad  suficient'j 
á  cubrir  el  principal  reclamado  sus  intereses  legales  y 
costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta  el  completo  pago, 
y  que  verificado  el  embargo  se  le  cite  de  remate  con  en- 
trega de  las  copias  de  la  demanda  y  documentos  acompa- 
ñados con  la  misma :  señalando  por  otrosí  para  la  traba 
del  embargo  en  bienes  de  la  propiedad  del  ejecutado  en 
primer  término  el  solar  que  adquirió  el  Sr.  Sola  por  tí- 
tulo de  compra  al  Ledo.  Wenceslao  García,  situado  en  el 
barrio  del  Cerro  y  señalado  en  el  reparto  con  el  número 
treinta  y  nueve,  cuyos  linderos  indica ;  la  casa  que  estu- 
vo señalada  con  el  número  veintiuno  de  la  calle  de  San 
Cristóbal  y  hoy  marcada  con  el  número  seis  de  esa  mis- 
ma calle,  que  debe  ser  embargada  con  sus  frutos  y  ren- 
tas, cuya  casa  fué  construida  por  el  Sr.  Sola  á  sus  ex- 
pensas en  parte  del  Solar  antes  referido,  reservándose  el 
actor  designar  otros  bienes  para  que  sean  embargados 
si  tuviese  noticias  de  ellos." 

Tercero.  "Resultando  que  despachado  mandamien- 
to de  ejecución  contra  el  deudor,  Sr.  Nirofo  Sola  y  re- 
querido de  pago,  no  verificándolo,  se  le  embargaron  los 
bienes  designados  por  el  actor  en  el  otrosí  íV  su  escrito 
de  demanda  en  la  forma  solicitada,  citándosele  de  rema- 
te en  forma.'^ 

Cuarto.     ^^Restiltando  que  por  haberlo  solicitado  el 
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actor,  una  vez  verificado  el  embargo  de  la  casa  con  sus 
frutos  y  rentas,  se  le  hizo  saber  á  la  inquilina  de  la  refe- 
rida casa  retuviese  en  su  poder  los  alquileres  vencidoj 
que  estuvieran  pedientes  de  pago  y  los  que  en  lo  sucesiva 
vencieran,  según  la  diligencia  de  fojas  veinticuatro." 

,     Oposición  : 

Quinto.  "Resultando  que  el  ejecutado,  por  su  er?- 
erito  fojas  veintisiete  se  personó  en  loe  autos,  oponién- 
dose á  la  ejecución,  el  que  tenido  por  opuesto  y  mandán- 
dosele á  que  la  formalizase,  por  su  escrito  de  fojaus  veinti- 
ocho formalizó  su  oposición  fundándola  en  iee  hechos  si- 
guientes: Primero:  que  si  bien  en  el  documento  que  sir- 
ve de  base  á  la  ejecución  aparece  que  recibió  á  préstamo, 
del  Sr.  Julián  Gener,  la  cantidad  de  doscientos  veinti- 
cinco pesos  en  oro,  que  se  obligó  á  entregarle  tan  pronto 
se  lo  reclamase,  también  es  lo  cierto  que  del  propio  do- 
cumento consta  que  tal  obligación  de  entregar  lleva  en 
sí  la  condición  de  que  mientras  no  se  verificase  dicha  en- 
trega Julián  Géner  quedaba  obligado  á  abonar  el  alqui- 
ler de  fei  casa  de  la  propiedad  del  deudor,  que  ocupaba 
entonces  en  la  calle  de  San  Cristóbal  número  seis,  á  ra- 
zón de  veinticuatro  pesos  en  oro  español,  en'  lugar  de  los 
seis  centenes  convenidos  con  anterioridad. — Segundo: 
Que  esa  condición,  consistente  en  la  obligación  impues- 
ta á  Gener  de  abonarle, dichos  veinticuatro  pesos  men- 
suales, ínterin  no  le  abonase  el  deudor  lo  que  le  adeuda- 
ba, hizo  ilíquida  la  deuda  desde  el  instante  en  que  el  al- 
quiler empezó  á  correr,  y  Gener,  al  faltar  al  pago  de  di- 
chos veinticuatro  pesos  mensuales,  cuya  particular  ha 
silenciado  al  pedir  que  se  despachase  contra  el  deudor 
la  presente  ejecución,  por  una  cantidad  determinada  de 
pesos^  en  circunstancias  en  que  por  no  haber  cumplido 
por  su.  parte  la  obligación  que  por  el  mismo  documento 
se  impuso,  no  era  ya  el  ejecutado  deudor  de  esa  suma, 
y  estando  el  ejecutante  debiendo  varios  meses  y  días 
hasta  la  fecha  en  que  abandonó  la  casa,  ocho  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  es  evidente  que  se  imponían 
eiatre  ambos  una  previa  liquidación  á  toda  reclamación 
de  esta  clase. — Tercero :  Que  el  ejecutante  no  ha  podido 
promover  el  presente  juicio  ejecutivo,  sin  antes  justifi- 
car la  condición  impuesta  para  que  él  pudiese  reclamarlo 
'  al  ejecutado  íntegra  la  cantidad  que  pretende  y  que  no 
es  la  que  el  deudor  pueda  estar  adeudando,  pero  con  el 
propósito  sin  duda  de  hacer  más  gravosa  la  situación  del 
ejecutado  se  finge  acreedor  por  doscientos  veinticinco  pe- 
sos en  oro  y  promueve  el  presente  juicio  escrito,  cuando 
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el  deudor  sólo  es  en  deber  por  dicho  documento  la  can- 
tidad de  ciento  cinco  pesos  en  oro,  deducidos  ciento  vein- 
te pesos  que  iiuportan  los  alquileres  vencidos  y  no  pa- 
gados, sin  perjuicio  de  las  demás  obligaciones  en  que  por 
otros  conceptos  está  obligado  para  con  el  deudor.  Ciento 
cinco  pesos  en  oro,  que  es  la  cantidad  que  por  razón  de 
dicho  documento  queda  debiéndole,  es,  en  resumen,  \d 
cuantía  que  se  ventila  en  el  presente  juicio,  sin  que  sea 
aplicable  á  este  caso  para  salvar  la  incompetencia  del 
Juzgado  á  que  mañosamente  se  acudió  para  establecer 
la  demanda,  violando  lá  Ley  de  Enjuiciamiento,  la  pro- 
test» de  admitir  justos  y  legítimos  abonos,  porque  ambas 
obligaciones  están  contenidas  en  el  mismo  documento  y 
el  cumplimiento  de  la  una  depende  del  cumplimiento  de 
la  otra,  de  cuyos  hechos  se  deriva  la  excepción  de  incom- 
petencia del  Juzgado  por  razón  de  la  cuantía  y  la  d? 
plus  petición,  no  siendo  procedente  la  consignación  de 
la  cantidad  en  metálico  debida  por  tratarse  de  una  suma 
menor  á  doscientos  pesos,  de  cuyo  conocimiento  única- 
mente  es  competente  el  Juez  Municipal.  Y  después  de 
formular  loa  fundamentos  de  derecho  que  estimó  Oportu- 
nos solicitó  del  Juzgado  se  declarase  incompetente  para 
conocer  de  la  presente  demanda  y  nula  la  ejecución  de^^- 
pachada  y  todo  lo  actuado  en  su  consecuencia  con  las 
costas  al  ejecutante. — Por  el  primer  otrosí  solicitó  so 
recibiese  á  prueba  el  juicio  reproduciendo  el  mérito  favo- 
rable de  autos.  Por  el  segundo  otrosí  propone  la  de  con- 
fesión judicial  del  actor,  Sr.  Gener,  y  por  tercer  otrosí 
la  testifical,  insertando  á  continuación  el  interrogatorio 
por  el  que  han  de  ser  examinados  los  testigos. 

Contestación  a  la  oposición  : 

Sexto.  "Resultando  que  dado  traslado  al  actor  por 
el  término  legal  de  la  oposición  del  ejecutado,  evacuó  el 
trámite  á  fojas  treinta  y  seis  contestando  la  oposición 
formulada,  negando  en  ^ absoluto  los  hechos  en  que  el 
deudor  funda  su  oposición  y  solicitando  que  en  su  opor- 
tunidad se  dicte  sentencia  mandando  seguir  adelante  la 
ejecución  hasta  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  em- 
bargados y  que  se  embarguen  al  deudor  y  con  su  produc- 
to cumplido  pago  al  acreedor  Sr.  Gener  de  las  responsa- 
bilidades que- reclamo  imponiendo  al  ejecutado  Sr.  Sola 
todas  las  costas  de  este  juicio.  Por  primer  otrosí  solicitó 
se  abriese  el  juicio  á  prueba  y  por  segundo  otrosí  propo- 
ne la  de  confesión  judicial  del  demandado. 

I^lil'EBA  : 

Séptimo.     ''Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prue- 
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ba  eonio  parte  del  actor  la  confesión  judicial  del  deman- 
dado Sr.  Sola  el  que  absolviendo  el  pliego  de  posiciones 
presentado  por  el  actor  de  fojas  cincuenta  y  cuatro  de- 
claró á  fojas  cincuenta  y  dos. — Ques  es*  cierto  que  1). 
Julián  Gener  se  mudó  voluntariamente  de  la  casa  San 
Cristóbal  número  seis,  por  la  que  venía  pagando  veinti- 
cuatro pesos,  oro  mensuales,  de  alquiler,  porc  dejan- 
do de  pagar  las  cinco  iiltimae  mensualidades.  Que  es 
cierto  recibió  la  llave  de  esa  casa  á  su  satisfacción,  pro- 
cediendo á  alquilarla  nuevamente  en  menos  cantidad  de 
la  que  pagaba  Gener  como  la  tiene  arrendada  en  la  ac- 
tualidad á  Doña  Elena  Martínez,  pero  que  dicha  inquili- 
na  paga  menos  alquiler  porque  ha  entregado  anticipabas 
varias  mensualidades  y  porque  el  declarante  le  tiene 
afecto  personal. — Que  no  es  cierto  que  Gener  le  facilitó 
la  cantidad  necesaria  para  la  instalación  del  agua  en  la 
casa  San  Cristóbal  número  seis,  que  Gener  le  tuvo  alqui- 
lada. Que  no  es  cierto  que  Gener  le  reclamó  diferentes 
veces  extrajudicialmente,  el  pago  de  los  doscientos  vein- 
ticinco pesoé  que  le  había  prestado,  según  el  pagaré  fe- 
cha veintisiete  de  Abril  del  año  pasado  y  que  el  absol ven- 
te le  suplicó  siempre  que  lo  esperara  hasta  poder  conse- 
guir el  dinero  necesario  para  abonárselos ;  y  que  no  ha 
pagado  esa  cantidad  porque  García  le  adeuda  ciento  vein- 
te pesos  de  alquileres  y  tiene  contraídas  con  el  declaran- 
te otras  obligaciones. — Que  no  es  cierto  que  hasta  el  pre- 
sente no  ha  entregado  á  Gener  ningima  cantidad  por 
cuenta  de  los  doscientos  veinticinco  pesos  del  pagaré 
mencionado  porque  ha  dejado  de  satisfacer  ciento  veinte 
pesos  de  alquileres  de  la  casa. — Que  es  cierto  que  Gener 
le  entregaba  mensualmente  los  veinticuatro  pesos  oro  del 
alquiler  de  la  casa,  por  lo  que  el  aboslvente  le  otorgaba 
recibos,  exceptuando  los  últimos  cinco  meses,  de  los  cua- 
les Gener  no  tiene  recibo.  Que  es  cierto  que  el  absolvento 
no  tiene  digo  no  ha  entablado  hasta  el  presente  reclama- 
ción alguna  contra  Gener  en  cobro  de  alquileres  de  esa 
casa,  pero  que  es  debido  á  estar  pendiente  de  la  liquida- 
ción del  pagaré  que  se  le  cobra. — Que  es  cierto,  por  las 
razones  antes  expresadas,  que  el  absol  vente  no  ha  paga- 
do hasta  el  presente  la  deuda  á  que  se  refiere  el  docu- 
mento de  veintisiete  de  Abril  de  mil  novecientos  uno  que 
obra  en  autos. 

Octavo.  "Resultando  como  prueba  del  deuiandado 
la  testifical,  á  cuyo  efecto  declaró  el  testigo  José  Suárez 
Díaz,  á  fojas  sesenta  y  dos  á  tenor  del  interrogatoria  in- 
serto en  el  escrito  de  promoción  de  prueba  de  esta  parte 
de  fojas  treinta  y  dos.  Que  no  le  comprenden  las  genera- 
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les  de  la  Ley  de  que  fné  instruido.  Que  es  cierto  que  co- 
noce al  Sr.  Julián  Gener  y  Batet  y  le  consta  que  dicho 
señor  permaneció  habitando  la  casa  calle.de  San  Cristó- 
bal número  seis,  en  el  Cerro,  hasta  el  día  ocho  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  imo,  en  que  se  mudó,  pero 
que  no  le  consta  lo  que  pagara  el  Sr.  Gener  por  el  alqui- 
ler de  la  casa. 

Noveno.  "Resultando  como  más  prueba  del  de- 
mandado la  declaración  del  testigo  José  Dí^z  y  Díaz,  de 
fojas  sesenta  y  tres,  el  que  declarando  al  tenor  del  plie- 
go digo  propio  interrogatorio  que  el  anterior  dijo:  Que 
no  le  comprenden  las  generales  de  la  ley  de  que  fué  ins- 
truido :  Que  es  cierto  qué  conoce  al  Sr.  Julián  Gener  y 
Batet  y  le  consta  que  dicha  señor  permaneció  habitando 
la  casa  San  Cristóbal  número  seis,  en  el  Cerro,  hasta  el 
día  ocho  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno,  en  que  s^í 
mudó ;  pero  advierte  que  cuando  tenía  la  casa  Gener,  oyó 
decir  que  ganaba  seis  centenes  y  después  oyó  decir  á  los 
vecinos  que  se  la  habían  rebajado  á  veinticuatro  pe- 
sos oro." 

Décimo.  "Resultando,  como  más  prueba  del  de- 
mandado, la  confesión  judicial  del  actor  Sr.  Julián  Ge- 
ner, el  que  absolviendo  el  pliego  de  posiciones  presentado 
por  la  parte  ejecutada  de  fojas  setenta  y  dos,  contestó  á 
fojas  setenta  y  una  después  de  haber  sido  declarado  per- 
tinente, menos  el  último  extremo  de  la  pregunta  cuarta. 
Que  es  cierto,  habiéndosele  puesto  de  manifiesto  el  docu- 
mento base  de  su  demanda,  su  contenido  en  todas  sus 
partes,  así  en  lo  que  se  refiere  á  la  obligación  contraída 
por  el  Sr.  Sola  como  en  'lo  que  se  refiere  al  que  contesta. 
Que  no  es  cierto  que  abonara  entonces  seis  centenes  men- 
suales y  sí  lo  es  que  el  declarante  habitara  la  casa.  Que 
no  es  cierto  que  tuvieran  convenio  de  pagar  seis  cente- 
nes, á  no  ser  que  el  Sr.  Sola  le  hubiera  devuelto  la  can- 
tidad que  expresa  la  demanda,  en  cuyo  caso  hubiera  pa- 
gado seis  centenes  de  alquiler,  según  hubieran  convenido 
verbalmente.  Que  algo  le  debe  al  Sr.  Sola  por  concepto 
de  alquileres,  pero  no  recuerda  los  meses  que  son,  que 
esto  está  sujeto  á  liquidación,  porque  le  tiene  entregado 
al  Sr.  Sola  otra  cantidad  aparte  de  la  que  le  reclama  en 
el  presente  juicio.  Que  no  es  cierto  que  haya  tenido  la 
conferencia  con  Sola  con  intervención  de  su  Iletrado  di- 
rector, donde  expusiera  estar  conforme  en  apear  de  la 
cantidad  expresada  en  el  documento,  el  importe  de  di- 
chos alquileres  y  admitir  en  pago  del  documento  los 
ciento  cinco  pesos  restantes  y  que  nunca  ha  negado  al  Sr. 
Sola  el  pago  de  los  meses  de  alquileres." 
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Décimoprimero.  ^'Besiiltando  que  vencido  el  tér- 
mino de  prueba  se' unieron  las  practicadas  á  los  autos, 
disponiéndose  se  pusieran  de  manifiesto  en  la  Escriba- 
nía á  las  partes  pjira  instrucción  por  término  de  cuatro 
días/^ 

Décimoseguhdo.  Resultando  que,  dada  cuenta  por 
el  actuario,  «e  mandaron  citar  á  las  partes  para  sentencia 
y  pedida  vista  por  el  actor  se  celebró  ésta  el  día  y  horíi 
señalados,  fojas  setenta  y  cinco,  alegando  la  representa- 
ción actora  las  razones  que  tuvo  por  conveniente  en  uso 
de  su  derecho,  solicitando  que  se  declarase  con  lugar  la 
demanda  ejecutiva  presentada  y  se  dictase  sentencia  de 
remate  mandando  seguir  la  ejecución  adelante  conde- 
nando en  las  costas  al  ejecutado.  Y  concedida  que  le  fué 
la  palabra  al^  Letrado  de  la  parte  ejecutada  solicitó  que 
se  dictase  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  dictar 
sentencia  de  remate/' 

Eesolugión  recurrida: 

Decimotercero.  Resultando  que  la  expresada  sen- 
tencia de  la  Sala  de  la  Audiencia  confirma  la  apelada  del 
Juzgado  inferior  imponiendo  al  ejecutado  que  fué  ape- 
lante las  costas  de  la  segunda  instancia,  sin  declaración 
de  temeridad;  la  cual  sentencia  apelada,  de  fecha  seis 
de  Enero  de  este  año,  á  su  vez,  había  declarado  sin  lugar 
la  excepción  de  incompetencia  y  la  nulidad  solicitadíl 
mandando  seguir  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  tran- 
ce y  remate  de  los  bienes  embargados  y  efectivo  pago  al 
ejecutante,  condenando  también  al  ejecutado  al  pago  de 
costas,  sin  declarar  tampoco  temeridad  ni  mala  fe,  pero 
como  quiera  que  en  la  referida  sentencia  del  Juez  pri- 
mera instancia  no  se  determinó,  indicándola  numérica- 
mente, la  cantidad  que  debía  ser  pagada  al  acreedor  y 
por  la  cual  se  mandó  seguir  adelante  la  ejecución,  la  que 
resolvió  la  apelación,  la  fijó  primeramente  en  cuatro- 
cientos veinticinco  pesos  y  sus  intereses  legales  y  des- 
pués en  doscientos  veinticinco  pesos  por  auto  de  veiti- 
cinco  de  Mayo  que  recayó  á  petición  del  ejecutado  en  el 
sentido  de  que  se  aclarase  y  enmendase  la  sentencia  re- 
frida  en  cuanto  al  dicho  particular. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimocuarto.  Resultando  que  el  propio  ejecu- 
tado interpuso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  contra  la  sentencia  de  la  Sala,  de  fecha  doce 
de  Mayo  del  año  actual,  ya  repetidamente  citada,  fun- 
dándola en  el  número  sexto,  artículo  mil  seiscientos  no- 
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venta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuyo 
concepto  explicó  en  los  siguientes  términos:  "El  juicio 
ejecutivo  sólo  puede  establecerse  por  cantidad  liquida 
que  exceda  de  mil  pesetas,  según  el  artículo  mil  cuatro- 
cientos treinta  y  tres  de  la  Ley  de  f]njuiciamiento  Civil, 
caso  primero,  y  respecto  de  las  cantidades  inferiores  á 
mil  pesetas  sólo  pueden  conocer  como  únicos  competen- 
tes los  Jueces  Municipales,  aunque  la  deuda  descanse 
en  un  título  que  traiga  aparejada  ejecución  c^mo  expre- 
samente lo  determina  el  artículo  setecientos  catorce  de 
la  propia  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  relación  eou 
el  cuatrocientos  ochenta  y  cinco  de  esa  misma.  Ley. — 
Verdad  es  que  la  demanda  ejecutiva  se  estableció  por  to- 
do el  importe  del  título  que  la  motivó,  pero  es  lo  cierto 
que  al  establecerse  la  demanda  yo  no  adeudaba  esa  suma 
total  de  doscientos  veinticinco  pesos  que  raalieiosamentc 
supuso  debérsele  el  ejecutante  y  sí  una  cantidad  menor, 
de  mil  pesetas  á  que  quedó  reducida  la  cuantía  del  pleito. 
]K)rque  reconocido  como  está  en  la  sentencia  de  primera 
instancia  confirmada  por  la  Audiencia,  noveno  liasultan- 
do  y  segundo  Considerando  de  la  misma  que  el  ejecu- 
tante adeudaba  por  el  mismo  documento  que  sirvió  de 
título  para  despachar  la  ejecución  varias  partidas  de  á 
veinte  y  cuatro  pesos  cada  una,  según  el  mismo  ejecutado 
digo  ejecutante  lo  confesó  prestando  la  confesión  judi- 
cial en  este  juicio  y  siendo  la  suma  reclamada  de  dos- 
cientos veinte  y  cinco  pesos,  es  claro  que  ésta  quetló  por 
virtud  de  la  compensación  que  se  realizó  por  ministerio 
de  la  I/ey  reducida  á  menos  de  doscientos  pesos  y  por 
eude  no  debió  establecerse  contra  mí  este  pleito  cuya 
cuantía  no  llega  á  mil  pesetas  y  sólo  era  proce<lente  el 
juicio  verbal  y  por  ende  no  es  competente  el  Juzgado  de 
primera  instancia,  ni  lo  es  la  Audiencia  por  razón  de 
la  cuantía  verdadera  del  litigio.'' 

Decimoquinto.  Resultando  que  dicho  recurso  fué 
admitido  por  auto  de  fecha  dos  de  Junio  itltimo  que  dic- 
tó la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia  y  emplazadas  las 
])artes  se  personaron  ante  este  Tribunal  Supremo,  sus- 
tanciándose aquél  en  forma  legal  y  celebrándose  la  vista 
el  (lía  veinte  y  nueve  del  pasado  nies  de  Julio,  en  la  cuai 
informaron  los  Letrados  de  las  partes  apoyando  el  re- 
rurso  el  de  la  recurnmte  é  impugnándolo  el  de  la  con- 
traria. 
J)K('isióx  DEL  REcruso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revi  I  la  y  Fív 
rrari. 

Primero.     Considerando  que  la  totalidad  de  la  obli- 
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pación  reclamada,  en  tanto  que  su  cuantía  determina  la 
naturaleza  del  juicio,  fija  también  la  competencia  del 
Tribunal  para  conocer  de  éste,  y,  por  tanto,  habiéndose 
interpuesto  la  demanda  ejecutiva  de  Julián  Gener  contra 
Nxceto  Sola  en  cobro  de  doscientos  veinticinco  pCsos; 
cantidad  qué  excede  de  la  establecida  como  límite  míni- 
mo para  q\ie  pueda  despacharse  ejecución,  conforme  al 
inciso  primero,  artículo  mil  cuatrocientos  treinta  y  tres 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  que  consta  además 
de  título  ejecutivo,  es  indudable  la  competencia  con  que 
el  Juez  de  primera  instancia  y  la  Audiencia  han  conocido 
.respectivamente  de  dicha  demanda,  cualquiera  que  ábn 
Ja  reducción  que  en  la  siuna  expresada  pudiera  hacerse 
al  sentenciar  el  pleito  por  virtud  de  las  excepciones  en 
él  aleg:adas. 

Segundo.  Considerando  á  mayor  abundamiento, 
ífue  aun  cuando  la  anterior  doctrina,  sancionada  por  la 
jurisprudencia  y  aceptada  por  este  Tribunal  al  resolver 
un  caso  análogo,  no  hubiera  de  prevalecer,  tampoco  ha- 
bría lugar  á  declarar  el  quebrantamiento  que  el  recu- 
rrente pretende ;  porque  para  admitir  que  de  la  cantidad 
reclamada  en  el  juicio  y  por  la  cual  la  ejecución  se  ha 
despae]|ado,  deba  deducirse  otra  adeudada  á  su  vez  por 
el  ejecutante  al  ejecutado  como  obligación  distinta,  si- 
quiera traiga  su  origen  del  mismo  documento  en  que  so 
fimda  la  acción  ejercitada  en  el  juicio,  es  preciso  recono- 
cer previamente  al  segundo  su  carácter  de  acreedor  á  di- 
cho respecto ;  reconocimiento  que  el  mismo  debe  solicitar 
para  obtener  la  compensación,,  y  si  en  el  presente  caso 
semejante  excepción  no  se  ha  deducido,  cualesquiera  que 
sean  las  razones  que  expliquen  esta  actitud,  es  evidente 
que  tampoco  ha  de  estimarse  reducción  alguna  de  la 
cantidad  reclamada,  ni  apreciar,  por  tanto,  ninguno  de 
lo»  efectos  que  á  dicha  reducción  el  recurrente  le  atri- 
buye. 

•  Tercero.  Considerando  que  según  el  artículo  XL 
de  la  Qf  den  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  las  costas  deben  imponerse  al  recurrente 
cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  interpuesto  por  Niceto  Sola  y  Freixas  á  que  se 
contrae  esta  sentencia  con  las  costas  á  su  cargo. 

Comuniqúese  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamo?, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
—Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — J.  M.  Aguirro. 
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aueb.  forma  é  Inf.  ky.— Sent.  15.— 15  da  Agosto.— Per- 
Bonalidad.— Acción  reivindicatoria.  (Uac.Abñl  7, 

DOCTKINA:    Si  bien  el   admiirístrador   de 
una  testamentaria  no  tiene    personalidad  para 
ejercitar  en  juicio  las  acciones  que  competen  á  los 
'     herederos,  salvo  el  caso  de  haberse  aceptado  la 
herencia  á   beneficio  de  inventario,   mientras  no 
.    e^tén  pagados  los  acreedores  y  legatarios,  cuando 
el  administrador  además  de  la  testa  mentaría  lo  es 
de  un  abiniestato,  acumulado  á  aquélla,  no  puede 
negársele  personahdad  para  ejercitar  acciones  so- 
bre bienes  pertenecientes  á  ambo»  juicios,  puesto 
•  que  es  evidente  ti  derecho  que  tiene  de  gestionar  á 

favor  del  último. 

Las  cuestiones  de  falta  de  personalidad  no  pue- 
den discutirse  en  un  recurso  por  infracción  de  ley. 

Refíriéndose  el  título  presentado  por  el  deman- 
dado á  la  compra  de  sefíalada  parte  de  una  finca 
pro  in(livisa  y  no  á  lo  que  el  vendedor,  como  con- 
dueño de  dicha  finca  pueda  corresponder  en  divi- 
soria, es  inadecuado  al  caso  la  cita  como  infrin- 
gido del  artículo  399  del  Código  Civil. 

Cuando  él  título  presentado  por  el  demandado 
no  tiene  eficacia  para  enervar  la  acción  ejercitada, 
ni  ésta  descansa  en  la  nulidad  de  dicho  título,  sino 
en  la  firmeza  de  un  derecho  inscripto  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad,  carece  de  aplicación  la  doc- 
trina legal  de  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la 
nulidad  de  un  acto  lo  primero  que  debe  pedirse  es 
dicha  nulidad. 
**  No  existe  omisión  ni  incongruencia  en  una  sen- 

tencia en  la  que  de  acuerdo  con  la  acción  reivindi- 
catoria ejercitada  en  el  pleito,  se  manda  á  rtstl- 
tuir  al  actor  los  bienes  objeto  del  litigio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  quince  de  Agosto  de 
mil  noveciontos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal  Supremo 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y 
á  la  vez  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  interpues- 
to por  Pastor  Moreno  y  Estrella,  propietario  y  vecino 
del  barrio  de  Taironas,  contra  la  sentencia  dictada  en 
diez  y  nueve  de  Marzo  último  por  la  Audiencia  de  Pinar 
del  Río,  en  el  juicio  promovido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  dicha  ciudad,  por  Diego  Calderín  Gon- 
zález, propietario  y  vecino  de  la  misma  ciudad,  sobre  rei- 
vindicación de  terrenos. 

Primero.  Resultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  «c 
aceptan  los  diez  y  siete  Resultandos  de  la  del  Juez  de 
primera  instancia  que  so  copian  á  continuación. 

Demanda: 

Segundo.     "Resultando  que  Diego  Calderín  y  Gon- 
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zález,  con  el  carácter  de  Administrador  dé  los  bienes  per- 
tenecientes á  la  testamentaría  de  D.  Manuel  Alvarez 
Abreut  y  abintestato  de  Felipa  Josefa  Crespo,  acudió  á 
este  Juzgado  estableciendo  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  contra  Pastor  Moreno  Estrella  sobre  reivindica- 
ción de  la  finca  que  fué  de  José  Isabel  Miranda,  fundado 
en  los  siguientes  hechos :  Primero :  Según  lo  justifico  cou 
la  certificación  que  acompaño,  la  hacienda  "San  Mateo^^ 
corresponde'  á  la  testamentaría  de  D.  Manuel  Alvarez 
Abreut  y  al  intestado  de  Doña  Felipa  Josefa  Crespo,  en 
cuyos  juicios  no  se  han  practicado  la  división  y  adjudica- 
ción de  bienes. — Segundo :  Como  lo  acredito  también  con 
la  certificación  que  acompaño,  soy  Administrador  nom- 
brado en  dichos  juicios  mortuorios  y  estoy  en  posesión 
del  cargo. — Tercero:  Según  lo  justifico  con  la  certifica- 
ción que  asimismo  adjunto,  en  juicio  que  mi  aíiteees(»r 
D.  Ramón  González  Pardo  en  representación  de  la  testa- 
mentaría de  D.  Manuel  Alvarez  Abreut  y  del  intestado 
de  Doña  Felipa  Josefa  Crespo  siguió  contra  el  moreno 
José  Isabel  Miranda,  en  cobro  de  censos  le  fué  rematada 
á  éste  ima  vega  cuyos  terrenos  pertenecían  á  la  hacienda 
San  Mateo.  El  remate  se  celebró  el  Veintisiete  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  y  por  no  haberse  pre- 
sentado licitadores  se  adjudicó  la  vega  referida  á  los  he- 
rederos de  D.  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Doña  Felipa  Jo- 
sefa Crespo.  Cuarto:  La  finca  mencionada  en  el  hecho 
anterior,  según  lo  comprueba  el  atestado  á  que  me  refe- 
rí, se  compone  de  tres  caballerías  de  tierra  de  la  mencio- 
nada hacienda  San  Mateo,  enclavada  en  el  barrio  Las 
Taironas,  término  municipal  de  Pinar  del  Río,  linda  al 
Norte  y  Este  con  D.  José  Pérez  Castañeda,  al  Sur  cou 
D.  Benito  Jáuregui  y  al  Oeste  con  el  propio  Jáuregu i. 
Quinto :  Aprobada  la  adjudicación  á  favor  de  los  herede- 
ros de  D.  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Doña  Felipa  Josefa 
Crespo,  en  auto  de  veintidós  de  Junio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  se  me  expidió  la  oportuna  certificación  de 
éste  en  treinta  de  Enero  del  corriente  año  y  con  ella,  des- 
pués de  haber  obtenido  la  exención  de  derechos,  la  pre- 
senté en  el  Registro  de  la  Propiedad  inscribiéndose  al 
folio  doscientos  veintiocho,  tomo  veintisiete  del  Ayunta- 
miento de  Pj^ar  del  Río,  finca  número  mil  trescientos 
ochenta  y  uno,  inscripción  tercera. — Sexto :  Después  que 
se  aprobó  el  remate,  ó  sea  desde  el  veintidós  de  Junio  dií 
mil  ochocientos  noventa  y  dos,  entró  el  Administrador 
judicial  de  la  testamentaría  de  D.  Manuel  Alvarez 
Abreut  y  del  intestado  de  Doña  Felipa  Josefa  Crespo,  en 
posesión  de  la  finca  rematada.  Ese  Administrador  era 
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entonces  D.  Ramón  González  Pardo,  y  con  ust,  carác- 
ter arrendó  al  demandado  las  tres  caballerías  rematada.^ 
til  moreno  D.  José  Isabel  Miranda.  El  Administrador  re- 
ferido en  la  cuenta  presentada  en  veintidós  de  Scptiem- 
lire  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  consignó  en  su 
cargo  la  partida  siguiente :  "Renta  de  la  Vega  que  fué 
(tel  moreno  José  Isabel  Miranda,  que  le, fué  rematada  y 
(idjudicada  á  k  Hacienda,  siendo  el  arrendatario  D. 
Pastor  Moreno.  "Años  de  mil  ochocientos  noventa  y  do; 
A  noveAta  y  cuatro,  ciento  setenta  pesos  ochenta  y  cinco 
centavos.  Descuento,  doce  pesos  noventa. — Líquido,  pe- 
80S  ciento  cincuenta  y  seite,  diez.  En  la  data  se  lee.  Papel 
í^ellado  para  la  primera  y  segunda  obligación  del  arren- 
datario D.  Pastor  Moreno,  pesos  tres  cincuenta. — La^ 
anteriores  partidas  constan  del  atestado  que  acompaño 
expedido  por  el  Escribano  D.  José  V.  Urrutia,  con  vista 
ríe  las  cuentas.''  Séptimo:  Acompaño,  además,  una  car- 
ta expedida  por  los  Sres.  J.  González  y  Hermanos,  en  in 
cual  se  me  dice  que  de  los  libros  aparece  que  en  vemli- 
isiete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  so 
facilitaron  á  D.  Pastor  Moreno  ochenta  y  cinco  pesos  pa- 
ra pagar  la  renta  de  la  finca  que  trabajaba  en  las  Tairo- 
nas.  "Octavo:  D.  Pastor  Moreno  fué,  pues,  arrendatario 
y  contrató  con  el  Administrador  y  representante  de  la 
testamentaría  y  del  intestado,  por  cuyo  concepto  no  po- 
seyó el  terreno  arrendado  sino  á  nombre  del  arrendador. 
Xo  obstante  eso  y  de  saber  perfectamente  que  los  bienes 
estaban  y  están  proindivisos  y  sujetos  á  una  Administra- 
ción, celebró  un  contrato  de  compra-venta  de  la  vega 
con  D.  Manuel  Alvarez  Crespo,  uno  de  los  trece  herede- 
ros de  Alvarez  Abreut  y  de  Doña  Felipa  Josefa  Crespo, 
según  escritura  de  nueve  de  Agosto  áe  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  ante  el  Notario  Esteban  Quintana,  d«í 
cuyo  documento  me  he  enterado  recientemente.  Hizo 
más,  promovió  un  expediente  posesorio,  que  dado  lo> 
liechos  expuestos  forzosamente  ha  de  resultar  nulo  ó 
qui;5ás  con  vicio  más  grav^,  que  haya  de  traerle  respon- 
.sabilidades'de  otro  orden.  Noveno:  Con  estos  documen- 
tos, que  no  eran  inscribibles  y  que  por  lo  tanto  no  ins- 
cribió, se  presentó  al  Juzgado  solicitando  se  le  amparase 
en  la  posesión  que  suponía  tener  y  desestimada  esa  pre- 
tensión en  el  Juzgado,  que  tenía  todos  los  antecedentes 
á  la  vista,  recurrió  en  alzada  y  la  Audienciaj  resolviendo 
íiobre  el  hecho  de  la  posesión,  con  vista  de  los  documentos 
referidos,  dictó  auto  en  veintidós  del  corriente,  revocan- 
<lo  la  del  Juzgado  de  primera  instancia  amparando  al 
1). Pastor  Moreno  y  Estrella  en  la  posesión  é  imponiendo 
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las  costas  al  Administrador  judicial  que  suscribe  coma 
representante  de  la  testamentaría  y  abintestato  acumu- 
lado de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo, 
dejando  á  salvo  suq  derechos  respecto  i  la  propiedad  y 
posesión  definitivas,  para  utilizarlas  ept  la  vía  y  forma 
procedentes,  derechos  que  vengo  á  ejercitar  en  eate  jui- 
cio.— ^Décimo:  El  demandado  resulta,  pues,  que  ha  dis- 
frutado maliciosamente  de  la  finca  durante  cuatro  años 
y  once  meses,  ó  sea  desde  primero  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ^o venta  y  cinco  á  la  fecha;  adeudando  los 
frutos  producidos  y  que  debió  producir  los  que  calcula- 
dos solamente  al  tipo  de  la  renta  importarían  trescien- 
tos cuarenta  pesos  y  añadiendo  el  año  que  ha  de  vencer 
dentro  de  pocos  días  ó  sean  ochenta  y  cinco  pesos  más : 
suman  cuatrocientos  veinticinco  pesos.  Además,  es  in- 
discutible el  perjuicio  que  ha  originado  al  demandado, 
con  el  recurso  de  amparo,  cuyas  costas  ha  de  satisfacer 
el  juicio  mortuorio  de  los  esposos  Alvarez  Crespo.  Con- 
signo estas  cantidades  como  daños  y  como  perjuicios  los 
intereses  legales  de  las  costas. — Décimoprimero :  D.  Ma- 
nuel Alvarez  Crespo,  por  escritura  de  veintiséis  de  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  ante  Domingo 
Ports,  hipotecó  expresamente  á  favor  de  D.  Nicolás  Mii% 
por  la  suma  de  tres  mil  doscientos  cincuenta  pesos,  los 
derechos  y  acciones  que  habrían  de  corresponderle  en  la 
hacienda  "San  Matei),'^  no  pudiendo  enajenarla  ó  ven- 
derla sin  estar  satisfecha  esa  obligación. — N"o  estando 
pagada  esa  deuda  que  aparece  vigente  aun  en  los  libros 
de  la  Antigua  Anotaduría  de  hipotecas,  se  ha  vendido 
como  libre  de  dicho  gravamen  por  ese  heredero,  una 
parte  bienes  poseídos  en  comunidad  y  que  no  se  había 
adjudicado  aún.  Como  quiera  que  no  he  sido  otorgante 
me  limito  á  designar  el  archivo  á  los  efectos  legales. — ^Y 
concluyó  solicitando  se  tuviera  por  acompañados  los  do- 
cumentos que  relacionaba  y  en  definitiva  se  declarase: 
Primero :  Que  el  dominio  y  la  posesión  de  las  tres  caba- 
llerías de  la  hacienda  "San  Mateo,"  descritas  en  los  he- 
chos tercero  y  cuarto  de  la  demanda  corresponden  á  la 
testamentaría  é  intestado  acumulado  de  Manuel  A. 
Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo.  Segundo:  En  conse- 
cuencia que  el  demandado  debe  restituir  esa  finca  con 
los  frutos  percibidos  y  que  ha  debido  percibir  como  po- 
seedor de  mala  fe ;  y  tercero,  que  debe  abonar  además  los 
daños  y  perjuicios  que  ha  originado  con  el  recurso  de 
amparo  en  la  posesión,  declarándole  litigante  temerario 
con  imposición  de  las  costas,  consignando  por  \m  otrosí 
á  los  efectos  de  determinar  la  cuantía  del  juicio  según 
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la  regla  del  artíeulo  cuatrocientos  ochenta  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  según  el  título  que 
acompañaba  la  finca,  fué  avaluada  en  mil  trescientos 
treinta  y  cinco  pesos  que  los  daños  y  perjuicios  reclama- 
dos ascendían  á  cuatrocientos  veinticinco  pesos  é  igual 
simia  por  lo  menos  ^l  importe  de  las  costas,  y  ademán, 
los  intereses,  por  lo  que  la  reclamación  excedía  de  mil 
quinientos  pesos,  y  por  consiguiente  debía  sustanciarsie 
en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía.'^ 

Tercero.  ^T^ultando  que  con  el  escrito  de  deman- 
da acompañó  el  actor:  Primero:  Una  certificación  ex- 
pedida por  el  actuario  con  fecha  treinta  y  uno  de  Agosto 
de  mil  novecientos  uno  y  con  vista  de  la  testamentaría  y 
abintestato  acumulado  de  Manuel  Alvarez  de  Abreut  y 
su  consorte  Felipa  tTosef a  Crespo ;  que  hace  constar  que 
Diego  Calderín  y  González  fué  nombrado  Administrador 
de  los  bienes  del  expresado  juicio,  cargo  del  cual  se  le 
puso  en  posesión  en  veintiuno  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cinco.  Segundo :  Otra  certificación  expedi- 
da por  el  mismo  Escribano  actuario  en  treinta  y  uno  de 
Enero  de  mil  novecientos  uno,  en  la  que  se  inserta  lite- 
ralmente un  auto  dictado  por  este  Juzgado  con  fecha 
veintidós  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  en 
el  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  que  Eamón  Gon- 
zález Pardo  pomo  Administrador  judicial  de  los  bienes 
del  juicio  de  testamentaría  de  Manuel  Alvarez  Abreut 
y  abintestato  de  su  consorte  Felipa  Josefa  Crespo  siguió 
contra  el  moreno  José  Isabel  Miranda  en  cobro  do  pensio- 
nes de  censo,  por  el  cual  auto  se  adjudicó  á  los  interesados 
en  la  herencia  indivisa  de  Alvarez  Abreut  y  la  Crespo  en 
pago  de  trescientos  sesenta  pesos  que  por  pensiones  de 
censo  atrasadas,  intereses  y  costas  se  había  mandado  sa- 
tisfajcer  al  Administrador  González  Pardo  en  la  sen- 
tencia firme  de  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  uno  y  por  las  dos  terceras  partes  del  tipo 
que  sirvió  para  la  segunda  subasta  la  finca  embargada 
de  tres  caballerías  de  tierra  de  la  hacienda  *'San  Mateo/' 
con  sus  fábrics  y  demás  anexidades  lindante  al  Norte  y 
Este  con  José  Pérez  Castañeda,  al  Sur  con  Benito  Jáu- 
regui  y  al  Oeste  con  el  propio  Jáuregui  y  camino  real 
de  "La  Llamada/^  radicante  en  el  barrio  de  Taironas  de 
este  Término  Municipal;  apareciendo  al  pie  de  dicha 
certificación  que  fué  presentada  en  la  Administración 
de  Hacienda  de  esta  Zona  Fiscal  en  veinticinco  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  uno,  la  que  declaró  exento  dicho 
documento  del  pago  de  los  derechos  fiscales  por  estar 
condonados,  y  en  cinco  de  Julio  del  mismo  año  el  Regis- 
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trador  de  la  Propiedad  de  este  Partido  extendió  nota 
haciendo  constar  estar  inscrito  dicho  documento  en  cuan- 
to á  una  y  un  cuarto  caballería  que  era  lo  que  tenía  ins- 
crito á  su  nombre  el  moreno  ejecutado  al  folio  doscientos 
veintiocho  del  Tomo  y^ntisiete  de  este  Ayuntamiento, 
finca  número  mil  trescientos  ochenta,  y  imo,  inscripción 
tercera.  Tercero:  Otra  certificación  del  propio  Escriba- 
no actuario,  expedida  con  fecha  veinticuatro  de  Agosto 
de  mil  novecientos  uno,  con  vista  de  la  pieza  de  Adminis- 
tración de  los  bienes  pertenecientes  al  juicio  de  familia 
3'a  citado,  en  la  que  hace  constar  que  en  la  cuenta  rendida 
en  veintidós  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres  por  el  Administrador  Ramón  González  Pardo,  en- 
tres las  partidas  del  cargo  figuraba  la  siguiente  Benta  de 
la  vega  que  fué  del  moreno  José  Isabel  Miranda  y  le  fué 
rematada  y  adjudicada  á  la  hacienda,  siendo  el  arrenda- 
tario Pastor  Moreno  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro.  Ciento  setenta  pesos. 
Ochenta  y  cinco.  Descuento.  Doce  noventa.  Líquido. 
Ciento  cincuenta  y  siete  diez ;  y  en  la  data  la  siguiente : 
Papel  sellado  para  la  primera  y  segrmda  obligación  del 
arrendatario  Pastor  Moreno.  Tres  pesos  cincuenta  cen- 
tavos. Cuarto.  Una  certificación  suscrita  Celestino  Gon- 
7.ález  por  poder  de  J.  González  y  Hermanos  con  fecha  en 
t}sta  ciudad  á  veinticuatro  de  Agosto  de  mil  novecientos 
uno  dirigida  á  Diego  Calderín,  que  dice:  "Respecto  á 
lo  que  Vd.  nos  dice  de  cuándo  se  facilitó  aquí  dinero  al 
Sr.  Pastor  Moreno  para  pago  de  la  renta  de  la  vega  que 
dicho  señor  trabaja  en  el  barrio  de  Taironas,  le  manifes- 
tamos que  de  los  libros  de  esta  su  casa  resulta  que  en 
veintisiete  de  Agosto  del  año  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  se  facilitó  á  dicho  señor  la  cantidad  de  cinco  on- 
zas oro,  ó  sean  ochenta  y  cinco  pesos  para  dicho  concep- 
to. P.  D.  Según  manifestación  del  Sr.  Moreno,  esta  ren- 
ta de  que  arriba  se  habla  fué  para  la  vega  que  pertenecía 
al  moreno  José  Isabel  Miranda,  de  la  hacienda  "San 
Mateo.''  González.  Quinto:  La  certificación  de  haber  in- 
tentado el  acto  de  conciliación ;  y  Sexto :  dos  copias  sim- 
ples de  los  autos  dictados  por  este  Juzgado  y  la  Audien- 
cia de  la  Provincia  en  el  recurso  de  amparo  interpuesto 
por  Pastor  Moreno  Estrella  en  la  posesión  de  una  finca 
de  tres  caballerías  de  tierra,  denominada  Esperanza  y 
ubicado  en  el  barrio  de  Taironas.'' 

<'OXTESTACIÓN  : 

Cuarto.     "Resultando  que  Pastor  Moreno  Estrella, 
contestando  á  la  demanda  consigna  como  hechos  los  si- 
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í^^ientes :  Primero :  Estoy  conforme  con  el  primero  y  se- 
gundo del  escrito  de  demanda  y  con  la  parte  del  octavo 
desde  donde  dice :  "celebró"  hasta  donde  dice :  "Quinta- 
na/' por  ser  ciertos,  negando  en  absoluto  todos  los  demá?, 
incluso  ese  mismo  octavo,  meno^en  la  pari«  que  lo  he- 
aceptado.  Segundo:  Impugno  la  autenticidad  y  exacti- 
tud de  todos  los  documentos  acompañados  á  la  demanda. 
Tercero :  Pastor  Moreno  es  legítimo  propietario  de  tre& 
caballerías  de  tierra  de  la  hacienda  "San  Mateo,"  que- 
llevan  el  nombre  de  Esperanza. — Cuari:o:  Pastor  Morena 
es  propietario  y  poseedor  de  buena  fe  de  dicha  finca,  sien- 
do de  su  propiedad  los  plantíos,  cercas  y  fábricas.  Quin- 
to :  Diego  CaMerín  no  e§  propietario  ni  posee  'i  nombre 
propio  ni  en  representación  de  nadie  la  finca  Esperanza. 
Sexto:  Pastor  Moreno  no  ha  ocasionado  perjuicio  de 
ninguna  clase  á  Calderín  ni  á  los  herederos  de  Manuel 
Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa'  Crespo.  Séptimo :  En 
los  juicios  mortuorios  de  los  consortes  Alvarez  Abreut  y 
la  Crespo  se  han  verificado  declaratoria  de  herederos  y 
concluyó  solicitando  que  teniendo  por  argüidas  las  ex- 
cepciones dilatorias  de  falta  de  personalidad  en  el  actor 
como  Administrador  judicial  de  los  juicios  mortuorios 
de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo  para 
promover  este  pleito,  de  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
poner la  demanda  por  no  expresarse  en  ella  la  clase  de 
acción  que  se  ejercita  la  excepción  perentoria  de  falta 
de  acción  en  el  actor  por  sí  y  como  tal  Administrador  y 
por  negada  la  demanda;  en  definitiva  se  declaró  sin  lu- 
gar imponiendo  todas  las  costas,  multas  é  indemnizacio- 
nes de  daños  y  perjuicios  á  la  parte  actora.  Por  el  pri- 
mer otrosí  y  á  los  efectos  del  número  tercero  del  artícu- 
lo quinientos  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
tlesigno  como  existentes  en  este  Juzgado  las  declaracio- 
nes de  herederos  hechas  en  los  juicios  mortuorios  de  Al- 
vai^z  Abreut  y  la  Crespo ;  y  por  el  segundo  acompañó  un 
expediente  posesorio  dos  copias  simples,  la  escritura  de- 
adquisición de  la  vega  "Esperanza,"  recibos  de  contri- 
buciones y  réditos  de  censos,  prometiendo  en  el  términcx^ 
de  prueba  traer  copias  fehacientes." 

Quinto.  "Eesultando  de  los  documentos  acompa- 
ñados :  Primero :  El  expediente  posesorio  que  con  fecha 
veinticinco  de  Enero  de  mil  novecientos  uno  promovió- 
en  este  Juzgado  Pastor  Moreno  Estrella  á  fin  de  acredi-^ 
tar  que  hacía  cerca  de  diez  años  poseía  á  título  de  pro- 
pietario un  lote  de  tres  caballerías  de  tierra  en  el  barrio- 
de  Taironas  que  forman  la  vega  "Eeperanza,"  que  adqui-^ 
rió  de  Manuel  Alvarez  Crespo,  lindante  al  Norte  coir 
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Jacinto  Hernández,  por  el  Sur  con  Benito  Jáuregui,  por 
el  Oeste  con  el  camino  que  conduce  de  esta  ciudad  á  "La 
Llamada*'  y  el  propio  Jáujregui,  y  por  el  Este  con  el  mis- 
mo Jacinto  Hernández,  expediente  que  fué  aprobado 
por  autp  de  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  novecientos 
uno,  mandando  hacer  en  el  Eegistro  de  la  propiedad,  de 
este  Partido  la  inscripción  de  posesión  solicitada  sin 
perjuicio  de  terreno  cUgo  tercero  de  mejor  derecho,  á 
<íuyo  efecto  le  fué  entregado  el  expediente  original  que 
presentado  en  la  Administración  de  Kentas  de  esta  Zo- 
na Fiscal,  en  veinte-  de  Febrero  del  mismo  año  le  fué  de- 
vuelta en  veintitrés  del  propio  mes  con  nota  de  no  estar 
-sujeto  al  pago  del  impuesto,  sin  que  conste  haber  sido 
presentado  ni  inscripto  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
de  este  Partido.  Segundo :  Una  copia  simple  de  la  orden 
librada  por  este  Juzgado,  en  quince  de  Enero  de  mil  no- 
vecientos uno,  por  la  que  se  mandó  dar  posesión  á  Diego 
Calderín  y  González  con  el  carácter  de  Administrador  de 
los  bienes  de  la  testamentaría  y  abintestato  acumulado 
de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  su  consorte  Felipa  Josofa 
Crespo  de  la  finca  rústica  que  por  auto  de  veintidós  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  fué  adjudicada 
á  los  interesados  en  la  herencia  indivisa  de  los  mencio- 
nados consortes  en  el  juicio  seguido  contra  José  Isabel 
Miranda,  en  cobro  de  pensiones  de  censo  compuesta  de 
tres  caballerías  de  tierra  de  la  demolida  hacienda  "San 
Mateo",  con  sus  fábricas  y  demás  anexidades,  conocida 
por  Cayo  de  Bacallao,  que  lindaba  primero  al  Norte  con 
Jacinto  Hernández,  al  Sur  con  Benito  Jáuregui,  al  Este 
<;amino  real  de  "La  Llamada,"  y  Oeste  vega  San  Vicente, 
de  José  Pérez  Castañeda,  y  después  al  Norte  y  este  con 
finca  de  dicho  Pérez  Castañeda,  al  Sur  con  otra  de  Jáu- 
regui y  al  Oeste  con  el  mismo  Jáuregui  y  camino  real 
de  "La  Llamada,"  radicante  en  el  barrio  de  Taironas,  de 
este  Término  Municipal,  d«  la  que  fué  cumplida  en  vein- 
tidós de  Enero  de  mil  novecientos  imo.  Tercero:  Otra 
copia  de  la  misma  orden.  Cuarto :  Un  testimonio  de  es- 
critura primera,  copia  otorgada  ante  el  Notario  de  esta 
ciudad,  Esteban  Quintana  y  Rubio  con  fecha  en  la  mis- 
ma á  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, por  la  que  Manuel  Alvarez  y  Crespo,  como  hijo  legí- 
timo y  único  heredero  incapacite  que  dijo  sobrevivía  de 
Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo,  los  que 
entre  sus  bienes  dejaron  la  hacienda  "San  Mateo"  toda- 
vía indivisa  en  su  mayor  parte,  de  cuyos  terrenos  fueron 
repartidos  á  censo  reservativo  un  cayo  de  tres  caballerías 
de  tierra  situado  en  el  barrio  de  Taironaus  que  llavaba  por 
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nombre  "Esperanza/^  lindando  por  el  Norte  primero  con 
Juan  Rubio  y  luego  con  Jacinto  Hernández,  por  el  Sur 
y  Oeste  con  terrenos  de  la  Hacienda  y  Benito  Jáuregui 
y  por  el  Este  con  terreno  de  la  propia  hacienda  y  el  mis- 
mo Jacinto  Hernández,  existiendo  entre  los  terrenos  de 
la  "Esperanza'^  y  Jáuregui,  por  el  rumbo  Oeste,  el  ca- 
mino que  conduce  de  esta  ciudad  á  la  finca  ^^Léus  Pali- 
zadas," cuya  finca  tomó  el  moreno  José  María  Miranda, 
reconociendo  en  ella  á  favor  de  los  dueños  de  la  hacienda 
á  censo  reservativo  redimible  seiscientos  pesos,  de  los 
que  corresponden  doscientos  á  cada  caballería  con  el  in- 
terés anual  de  cinco  por  ciento,  pagaderos  los  días  pri- 
meros de  Agosto  de  cada  año. — Que  por  lo  poco  produc- 
tivo del  terreno  y  otras  causas,  el  José  María  Miranda 
no  pudo  pagar  casi,  nunca  las  redituaciones  anuales  del 
censo  que  reconoce,  entregando  la  finca  sin  fábricas  ni 
cercas  al  que  exponía  como  heredero  incapite  y  haber 
sido  dicho  terreno  parte  del  lote  que  como  á  tal  heredero 
y  por  anticipo  de  herencia,  mientras  se  efectuaba  la  par- 
tición del  total  se  le  había  entregado,  según  se  había  he- 
cho también  con  sus  coherederos  respecto  de  otros  terre- 
nos; que  de  acuerdo  con  el  Administrador  judicial  de 
los  juicios  mortuorios  para  favorecer  los  intereses  de  sus 
coherederos  y  que  pudiesen  percibir  los  réditos  del  censo 
en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  entregó  dicha 
finca  "Esperanza"  con  su  cabida  y  linderos  expresado? 
en  propiedad  al  otro  compareciente  Pastor  Moreno  Es- 
trila, contrayendo  éste  la  obligación  de  reconocer  los 
seiscientos  pesos  oro  español  á  razón  de  doscientos  cada 
caballería  á  censo  reservativo  á  favor  de  loe  herederos  de 
Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo;  habien- 
do cumplido  Moreno  el  compromiso  de  pagar  anualmen- 
te las  redituaciones  del  censo  como  lo  justifican  los  reci- 
bos que  exhibió  para  su  agregación :  que  para  que  Moreno 
pueda  justificar  en  todo  tiempo  lo  expuesto  acudía  á 
otorgar  este  instrumento  con  el  carácter  con  que  compa- 
recía, de  venta  la  finca  nombrada,  descrita  y  doslinda- 
da  á  censo  reservativo  redimible  al  cinco  por  ciento  anual 
por  la  cantidad  de  seiscientos  pesos  oro  español,  á  razón 
de  doscientos  pesos  cada  caballería  á  favor  de  los  herede- 
ros de  D.  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Cres- 
po, cuya  cantidad  total  quedaba  impuesta  y  asegurada 
en  el  susodicho  terreno  con  la  obligación  de  pagar  la» 
redituaciones  anuales  los  días  primero  de  Agosto  á  los 
precitados  herederos;  escritura  que  fué  aceptada  por 
Pastor  Moreno  con  la  obligación  del  censo  que  reconoce 
y  sus  redituaciones  que  había  venido  satisfaciendo." 


JÜBI8FBUDENCIA  CmL.  661 


Sexto.  ^fResiiltando  que  en  la  misma  escritura  de 
que  se  ha  hecho  relación  se  insertan  varios  recibos  expe- 
didos uno  con  fecha  en  esta  ciudad  á  treinta  de  Enero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  por  Aurelio  Naveda,. 
con  el  carácter  de  Administrador  judicial  de  los  bienes 
de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo,  dán- 
dose por  recibido  de  veintisiete  con  sesenta  de  Pastor  Mo- 
reno, cantidad  que  le  correspondía  pagar  por  el  año  que 
vencía  en  dicha  fecha  de  los  terrenos  que  ocupaba  de  la 
hacienda  "San  Mateo*^  en  calidad  de  censatario,  rebajado 
el  ocho  por  ciento  para  contribución  componían  el  total 
de  treinta  pesos,  á  reserva  de  cobrar  los  años  de  una 
que  por  dicho  cencepto  adeudaba  de  fechas  anteriores 
haciendo  constar,  por  nota,  que  dicho  recibo  pertenecía 
al  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á  noventa  y 
tres  y  el  censo  era  pagado  por  el  cayo  que  fué  del  more- 
no José  María  Miranda.  El  segundo,  expedido  por  el 
mismo  Aureliáno  Naveda,  con  fecha-  en  esta  ciudad,  á 
primero  j3e  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
por  la  cantidad  de  veintisiete  pesos  sesenta  centavos 
que  le  satisfizo  Pastor  Moreno  Estrella  por  el  año  que 
vencía  en  dicha  fecha  como  censatario  de  los  terrenos 
que  ocupaba  en  San  Mateo.  El  tercero  y  cuarto,  expedi- 
dos en  diez  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
y  treinta  del  mismo  mes  y  año  por  el  propio  Aureliáno- 
Naveda  con  el  carácter  de  Administrador  de  los  bienes 
del  juicio  antes  referidos  y  por  las  cantidades  de  veinti- 
siete pesos  sesenta  centavos  cada  uno,  que  le  satisfizo- 
Pastor  Moreno  en  calidad  de  censatario  de  los  tenrenos 
que  ocupa  en  la  hacienda  de  "San  Mateo,"  perteneciente- 
á  los  juicios  citados  que  vencían  en  primero  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y  noventa  y  seis. 
Otro  recibo  por  la  cantidad  dé  cincuenta  y  cinco  pesos 
veinte  centavos  oro,  con  fecha  en  esta  ciudad,  á  primero 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  á  favor 
de  Pastor  Moreno  por  dos  años  de  réditos  del  capital 
acensuado  en  la  finca  de  su  propiedad,  sita  en  la  hacien- 
da San  Mateo  llamada  "La  Esperanza"  y  correspondien- 
te á  los  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  á  noventa  y 
ocho,  dado  pfer  quien  se  decía  heredera  dé  su  madre  Sa- 
turnina Alvarez,  y  como  viuda  de  Manuel  Alvarez  y  Al- 
varez heredero  de  Quintín  Alvarez  y  como  representan- 
te legal  de  sus  hijos  menores  de  edad  habidos  en  su  ma- 
trimonio con  el  Manuel,  ambos  herederos  de  Alvarez 
Abreut  y  la  Crespo,  recibo  que  por  no  saber  fimar  el  otor* 
gante  autorizó  el  Letrado  José  Antonio  Cainas  y  testi- 
go Nicolás  Estrella  y  José  Viqueira.  Y  por  último,  otro- 
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recibo  fechado  en  esta  ciudad  á  diez  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  suscrito  por  Alfredo  Azcá- 
rraga  á  ruego  de  Manuel  Alvarez  Abreut,  digo  Crespo, 
por  el  que  ésta  expresa  que  como  heredero  incapite  de 
Manuel  Alvarez  Abreut  y  la  Crespo,  de  quienes  era  hijo, 
recibió  de  Pastor  Moreno  veintisiete  pesos  oro  español, 
réditos  del  censo  que  reconocía  su  vega  "La  Esperanza/* 
eorrespondiente  al  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
á  noventa  y  nueve/* 

Séptimo.  'Tlesultando  que  con  la  contestación  á 
la  demanda  también  se  acompañaron  varios  recibos  de 
contribuciones  correspondientes  á  los  ejercicios  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  á  noventa  y  seis,  expedido  á 
favor  de  los  herederos  de  D.  Manuel  Alvarez  Abreut  por 
la  finca  "Esjjieranza/*  satisfecho  por  Pastor  Moreno; 
otro  recibo  de  Eosalía  Rivera  Alvarez  con  fecha  en  esta 
eiudad,  á  diez  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  en 
^concepto  de  hija  y  heredera  de  Saturnina  Alvarez,  por 
la  cantidad  de  veintisiete  pesos  y  procedente  del  censo 
que  le  satisfizo  Pastor  Moreno  Estrella,  vencido  en  Agos- 
.  to  de  mil  novecientos,  reconocido  en  la  vega  "Esperan- 
za," del  que  era  poseedor  y  propietario,  sita  en  el  barrio 
de  Taironas  y  una  copia  simple  de  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  esta  Provincia  en  veintidós  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  uno,  que  con  revocación  del  auto 
dictado  por  este  Juzgado  declaró  con  lugar  el  recurso  , 
de  amparo  interpuesto  por  Pastor  Moreno  Estrella  ^  - 
la  posesión  de  la  finca  ^TEsperanza,*'  situada  en  el  ba- 
rrio de  Taironas  de  este  Término  Mimicipal/* 

Réplica: 

Octavo.  "Resultando  que  el  actor,  contestando  el 
traslado  en  réplica  fijó  definitivamente  como  hechos  los 
siguientes:  Primero:  Reproduzco  "todos  los  consignados 
en  mi  escrito  de  demanda.  Segundo:  Niego  los  hechos 
segundo  al  séptimo  inclusives  de  la  contestación.  Terce- 
ro: El  demandado,  por  escritura  pública  de  nueve  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ante  el  No- 
tario Esteban  Quintana  compró  el  censo  que  reivindicó 
á  Manuel  Alvarez  Crespo,  uno  de  los  trece  li^rederos  in- 
capite de  Manuel  Alvarez  Abreut,  consignándose  en  la 
escritura  que  la  finca  no  estaba  adjudicada  ai  vendedor 
y  que  los  bienes  hereditarios  estaba  en  administración. 
Ese  documento  no  fué  inscripto  en  el  Registro  de  Pro- 
piedad porque  el  comprador  sabía  perfectamente  que  no 
hábfa  de  inscribirse.  Cuarto:  El  demandado,  que  en  la 
^escritura  antes  relacionada  era  nulo,  promovió  una  in- 
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formación  posesoria  ocultando  maliciosamente  la  escri- 
tura referida  y  suponiendo  falsamente  que  no  tenía  títu- 
lo, puesto  que  sólo  cuando  no  lo  hay  puede  promoverse  el 
expediente  posesorio.  Quinto:  En  el  expediente  poseso- 
rio se  ocultó  que  la  finca  pertenecía  á  una  sucesión:  se 
omitió  decir  como  dispone  el  artículo  trescientos  noven- 
ta y  uno  de  la  Ley  Hipotecaria  el  nombre  y  apellido  de 
quién  hubo  la  finca  el  promovente ;  silenció  taiabién  in- 
dicar quiénes  eran  los  partícipes  en  la  hacienda  San  Ma- 
teo para  que  no  se  les  citara  como  ordena  el  mismo  ar- 
tículo trescientos  noventa  y  imo  de  la  Ley  Hipotecaria  y 
por  último,  en  el  expediente  no  declaran  los  testigos  que 
poseyere  el  demandado  á  título  de  dueño.  Sexto :  Niego 
la  autencidad  de  los  recibos  que  se  dicen  pagados  por 
censos,  é  impugno  expresamente  no  sólo  esos  documentos 
sino  las  notas  puestas  á  los  recibos  de  contribuciones  que 
ha  presentado  el  contrario. — Séptimo :  La  finca  reivindi- 
cada tiene  cinco  casas  de  vivienda,  la  primera  de  tabla,' 
guano  y  colgadizo  de  teja  y  cocina  de  guano  y  tabla  y 
las  otras  de  guano  y  forro  de  yagua  y  tres  casas  de  taba- 
co con  cuatro  aposentos  ima  de  ellas,  y  las  otras  tres. 
Además,  hay  varias  palmas  y  un  majagual.  Octavo :  El 
demandado  no  tiene  inscrita  la  escritura  de  compra-ven- 
ta, rii  la  posesión  de  la  finca,  ni  puede  inscribirla  dado 
los  defectos  de  esos  documentos. — ^Tampoco  tiene  inscri- 
ta la  finca  Manuel  Alvarez  Crespo,  su  causante,  ni  se  le 
ha  adjudicado  ni  puede  anejenarla.  Y  concluyó  solici- 
tando se  tuviese  por  contestada  la  réplica,  por  fijados  de- 
finitivamente los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que 
han  de  ser  objeto  del  debate,  conferir  traslado  en  dupli- 
ca y  en  definitiva  fallar  como  pidió  en  la  demanda.  Por 
el  primer  otrosí  solicitó,  se  recibiera  el  pleito  á  prueba  y 
por  el  segundo  impugna  expresamente  la  autenticidacl 
de  los  docimientos  privados  que  presentó  el  demandado ; 
y  solicita  que  respecto  á  la  escritura  y  expediente  poseso- 
rio se  devuelvan  al  demandado  por  no  estar  inscripto  ó 
se  resuelva  que  tales  documentos  no  le  perjudican.'^ 

DUPLICA : 

Noveno.  "Resultando  que  el  demandado,  en  su 
perito  de  duplica  consigna  los  siguientes  hecho?  •  Prime- 
ro: Reproduzco  los  de  mi  escrito  de  contestación.  Se- 
gundo: Niego  los  expuestos  por  el  contrario  en  el  escri- 
to de  demanda  y  en  el  de  réplica.  Tercero :  La  testamen- 
taría y  el  abintestato  de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Feli- 
pa Josefa  Crespo  se  promovieron  antes  del  año  de  mil 
ochocientos  noventa  en  que  se  promulgó  el  Código  Civil- 
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Cuarto:  Pastor  Moreno  posee  con  todos  los  requisíitos  le- 
gales lafi  tres  caballerías  de  tierra  que  forman  la  vega 
"Esperanza^'  en  el  barrio  de  Taironas.  Quinto:  Diego 
Calderín,  ni  por  sí  ni  como  Administrador  de  aquellos 
juicios  mortuorios,  nunca  ha  disfrutado  de  dicha  pose- 
sión, que  nunca  tuvo  tampoco  ninguno  de  sus  anteceso- 
res en  el  cargo  ni  la  sucesión  que  representa.  Y  terminó 
solicitando  se  tuviese  por  satisfecho  en  tiempo  y  forma 
el  trámite  de  duplica  dando  á  los  autos  el  curso  corres- 
pondiente. Por  un  otrosí  solicitó  que  el  juicio  se  recibie- 
ra á  prueba.^' 

Prueba : 

Décimo.  Resultando  de  la  prueba  practicada  á  ins- 
tancia del  actor  con  la  debida  citación  contraria  que  los 
testigos  Juan  González  .y  Rodríguez,  José  Calcedo  y  Ce- 
lestino González  y  Rodríguez,  por  declaración  en  forma 
y  expresando  no  comprenderle  las  generales  de  la  Ley 
de  que  fueron  instruidos  afirman  el  primero  que  Pastor 
Moreno  Estrella  tenía  arrendadas  tres  caballerias  de  la 
hacienda  San  Mateo  en  el  barrio  de  las  Taironas,  pagan- 
do renta  al  Administrador  de  la  testamentaría  de  Ma- 
nuel Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo,  lo  cual  le 
constaba  porque  facilitó  á  Pastor  Moreno  la  cantidad  ne- 
cesaria para  pagar  esa  renta  al  Administrador  que  ñió 
de  la  testamentaría,  Ramón  González  Pardo,  que  la  car- 
ta de  fojas  siete  que  á  su  final  dice  J.  González  y  Her- 
manos p.p.  Celestino  González  es  del  testigo  firmada  por 
poder  de  la  misma  d  apoderado  Celestino  González^  en 
cuya  forma  se  dirige  con  frecuencia  la  correspondencia 
de  la  casa  siendo  cierto  el  contenido  de  dicha  carta.  El 
testigo  Calcedo  conviene  y  afirma  ser  ciertos  los  hechos 
relativos  al  arrendamiento  y  pago  de  la  renta  por  Pas- 
tor Moreno  en  los  mismos  términos  afirmados  por  el  an- 
terior testigo,  lo  que  le  constaba  por  su  condición  de  ve- 
cino del  barrio,  Alcalde  que  fué  del  mismo  y  por  ha- 
bérselo manifestado  así  Pastor  Moreno  y  el  Celestino 
González  Rodríguez,  que  aun  cuando  no  le  consta  que 
Moreno  fuese  tal  arrendatario  sí  le  consta  que  pidió  di- 
nero en  la  casa  de  J.  González  Hermanos,  de  la  que  el 
testigo  era  apoderado  para  pagar  la  renta  de  la  vega  que 
tenía  arrendada  en  Taironas  sin  saber  á  quién  hubiera 
de  pagar  esa  renta,  lo  que  sabía  por  haber  consultando 
con  el  principal  si  podía  dar  á  Moreno  ese  dinero  y  por- 
que constaba  en  los  Libros  de  la  casa  la  salida  de  Caja.^* 

Décimoprimero.  ^Tlesultando  que  el  demandado 
Pastor  Moreno,  absolviendo  posiciones,  niega  que  las 
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tres  caballerías  que  ocupa  y  designa  con  el  nombre  de 
"Esperanza^'  pertenzcan  á  la  hacienda  ^*San  Mateo/^  de 
los  herederos  de  Alvarez  Ahreut  y  la  Crespo,  pues  son  de 
su  propiedad  que  sólo  ha  pagado  los  réditos  de  censo  al 
Administrador  Naveda  y  los  demás  á  los  herederos ;  que 
no  ha  pagado  renta  al  Administrador  Kamón  González 
Pardo  en  los  años  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á 
noventa  y  tres  ni  al  Administrador  Naveda  en  los  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  á  noventa  y  cinco :  que 
no  arrendó  los  terrenos  que  ocupa  á  González  Pardo  en 
su  carácter  de  Administrador  judicial,  pues  se  la  com- 
pró á  dicho  señor  á  censo  en  conformidad  con  algunos 
herederos :  que  no  fué  demandado  por  el  Administrador 
Aureliano  Naveda  para  el  pago  de  la  renta  vencida  en 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  por  lo  que  ni  asistió  al 
juicio  verbal  ni  satisfizo  ochenta  y  cinco  pesos  oro  por 
renta  como  tampoco  hizo  manifestÍEición  alguna :  que  no 
ee  cierto  dejara  de  llevar  á  inscribir  en  el  Registro  la  es-^ 
critura  que  en  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  le  otorgó  Manuel  Alvarez  Crespo;  que 
éste  le  vendió  esa  finca  á  José  María  Miranda,  despuéí^ 
se  la  quitó  á  éste  y  se  la  vendió  al  absolvente,  intervi- 
niendo en  ella  el  Administrador  González  Pardo:  quíi-. 
presentó  en  el  Begistro  el  expediente  posesorio :  que  no 
es  cierto  dejara  de  pretender  la  inscripción  de  dicho  ex- 
pediente y  la  escritura  de  dominio,  pues  por  mandato  su- 
yo lo  había  llevado  su  Abogado  y  que  no  era  cierto  ocul- 
tara la  escritura  de  renta  y  la  silenciase  al  promover  el 
expediente  posesorio/' 

Bécimosegundo.  "Resultando  que  cotejados  con 
sus  originales  las  certificaciones  que  el  actor  acompaña 
con  su  demanda^  resultaron  conformes  y  de  una  certifica- 
ción expedida- en  el  período  de  prueba  por  el  Registrador 
de  la  Propiedad  de  este  Partido  aparecía  inscrito  al  fo- 
lio doséíentos  veintiocho  del  tomo  veintisiete  del  A3run- 
tamiento  de  esta  ciudad,  finca  número  mil  trescientos' 
ochenta  y  uno,  inscrito  el  dominio  de  una  y  un  cuarto 
caballería  de  tierra  á  favor  de  los  Sres.  María  Luisa,  Se- 
rafina de  Jesús,  Manuel  de  la  Cruz  Quintín,  María  Lo- 
renza del  Carmen,  María  Belén  de  Consolación,  José 
Alejandro  de  Jesús  Nazareno,  Jacoba,  Juana  Francisca 
de  la  Salud,  José  Francisco  Coleto,  Francisca  María  Sa- 
turnina, Magdalena,  Manuel  de  la  Luz,  María  Catalina 
de  Jesús,  Felipa,  conocida  también  por  María  Coleta 
Matilde,  y  Tiburcio  Rufino  Alvarez  de  Abreut  y  Crespo, 
que  son  los  interesados  en  la  herencia  indivisa  de  los 
esposos  Alvarez  y  Crespo,  apareciendo  actualmente  di- 
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cha  caballería  y  cuarto  propiedad  de  la  sucesión  expre- 
sada á  consecuencia  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuati- 
tíá  seguido  por  el  Sr.  Ramón  González  Pardo  como  Ad- 
ministrador judicial  de  los  bienes  de  la  testamentaría  y 
abintestato  de  los  esposos  Abreut  y  Crespo,  contra  el 
moreno  José  Isabel  Miranda  y  Martínez ;  habiéndose  sa- 
ciado á  subasta  una  finca  de  tres  caballeríafi  de  tierra, 
de  las  cuales  una  y  un  cuarto  son  las  descritas,  que,  como 
se  ha  dicho  anteriormente,  constan  inscriptas  á  nombre 
de  los  susodichos  Alvarez  Abreut  y  la  Crespo  por  la  ins- 
.cripción  tercera  que  está  vigente;  y  no  se  verificó  d 
asiento  en  cuanto  al  resto  de  las  tres  caballerías  remata- 
das por  no  resultar  inscriptas  á  favor  del  ejecutado :  Que 
Pastor  Moreno  Estrella  no  tiene  inscripto  el  dominio  ni 
la  posesión  de  tres  caballerías  de  tierra  de  la  hacienda 
"San  Mateo,'^  barrio  Taironas,  con  el  nombre  de  ^TEs- 
peranza"  ni  con  ningún  otro  á  partir  desde  el  estableci- 
mientp  de  la  antigua  Anotaduría  d^  hipotecas  de  esta 
ciudad  que  la  mitad  de  la  hacienda  nombrada  "San  Ma- 
teo,^* compuesta  de  cuatro  leguas  que  quedaron  reduci- 
da á  dos,  se  inscribió  con  fecha  treinta  y  uno  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  á  favor  de  los  individuos  al  prin- 
cipio detenninados  como  herederos  de  Manuel  Alvarez 
Abreut  y  la  Crespo,  según  la  inscripción  primera,  finca 
número  mil  seiscientos  cuarenta  y  siete,  folio  diez  del 
tomo  treinta  y  cuatro  de  este  A3runtamiento;  y  por  la 
inscripción  segunda  Matilde  Alvarez  Crespo  ó  sea  Fe- 
lipa>  conocida  por  María  Coleta  Matilde  vendió  á  Diego 
Calderín  y  González  la  parte  que  le  correspondía  proin- 
di viso  :  que  por  la  inscripción  tercera  el  mismo  Calderín 
adquirió  de  la  Sra.  Catalina  Alvarez  y  Crespo,  conocida 
por  María  Catalina  de  Jesús,  la  parte  que  ella  represen- 
taba: que  por  la  inscripción. cuarta  y  por  fallecimiento 
de  Manuel  de  la  Luz  Alvarez  Abreut  y  Crespo  y  de  su 
esposa  Josefa  Valdés  Duarte  pasó  la  participación  de 
.  aquél  á  Francisco  Eduviges  y  Vitalia,  hijos  legitimados 
y  Aurelia  y  Emilia  Alvarez  y  Valdés,  los  que,  según  la 
inscripción  quinta,  cedieron  y  transfirieron  á  Francisco 
Gutiérrez  Fonte  su  participación  proindivisa/^   - 

Decimotercero.  "Resultando  que,  según  certifica- 
ción expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado  Municipal 
del  Distrito  rural  de  leste  término,  en  otího  de  Febrero  úl- 
timo, con  vista  de  los  autos  del  juicio  verbal  seguido  por 
Aureliano  Naveda,  como  Administrador  de  los  bienes 
quedados  al  fallecimiento  de  Manuel  Alvarez  Abreiit 
y  su  esposa  Felipa  Josefa  Crespo  contra  Pastor  Moreno 
en  cobro  de  rentas  establecido  en  veintitres.de  Agosto  de 
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mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  por  la  cantidad  de- 
ochenta  y  cinco  pesos  oro,  que  debió  satisfacer  por  ade- 
lantado en  primero  del  citado  mes  por  la  posesión  de 
vega  que  ocupaba,  pertenecientes  á  los  bienes  antes  refe- 
ridos y  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  en  el  acta; 
extendida  en  veinisiete  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro  expuesto  por  el  actor  el  objeto  de  sir 
demanda  al  demandado  Pastor  Moreno  dijo,  textuahnen- 
te :  "que  exhibe  la  cantidad  que  se  le  reclama,  la  cual  no 
ha  abonado  antes  porque  el  actor  que  se  la  reclajna  no 
le  justificó  el  carácter  con  que  le  ha  demandado  :*'  que 
el  demandante  en  réplica  expuso  no  era  de  admitirse 
la  evasiva  de  aquél,  porque  anteriormente  habían  celebra-  - 
do  actos  reconociéndole  carácter  que  uctentaba  cuáles 
eran  solicitar  autorización  para  recolectar  guano,  made- 
ras y  leñas  de  los  terrenos  no  repartidos  y  que  pertene- 
cen á  los  bienes  que  administraba  y  concluyeron  solici- 
tando se  dictase  sentencia  y  ambos  litigantes  firmaron  el 
acta  con  el  Juez  y  Secretario,  dictándose  por  dicho  Juez 
y  en  el  mismo  día  la  providencia  siguiente :  "Por  exhi- 
bida la  cantidad,  entregúese  al  demandante  y  mediante 
"qae  én  este  acto  se  han  abonado  las  costas  causadas,  ar- 
chívense estas  diligencias^*  y  por  nota  de  la  misma  fecha 
aparece  entregada  á  Aurelio  Naveda  la  cantidad  exhibi- 
da por  Moreno/' 

Decimocuarto.  ^Hesultando  que  por  escritura  pú- 
blica de  veintiséis  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cuatro,  Manuel  Alvarez  Crespo  se  constituyó  deudor  de 
Nicolás  Mir  por  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  cin- 
cuenta pesos  en  billetes  del  Banco  Español  con  la  obli- 
gación de  pagarla  en  el  mes  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
setenta  y  seis,  hipotecándole  la  herencia  que  pudiera  eo- 
rresponderle  en  los  terrenos  de  la  hacienda  "San  Mateo" 
y  sus  censos  como  hijo  que  era  de  Manuel  Alvarez  de^ 
Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo/' 

Decimoquinto.     ^Tlesultando  que  otra  certificación 
expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado  Municipal  dol 
Distrito  rural  de  este  término,  con  fecha  veintinueve  de^ 
Marzo  último,  que  Pastor  Moreno,  en  veintidós  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  estableció- 
demanda  en  juicio  verbal  á  Esteban  Márquez,  Domingo 
Pérez  y  José  Vento  para  que  le  abonasen  la  cuarta  parto 
de  treinta  y  siete  mil,  postura  de  tabaco  que  habían 
arrancado  del  semillero  que  regaron  en  terrenos  que  di- 
cho demandante  tenía  en  arrendamiento  á  la  sucesión  de- 
Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo,  á  razón 
de  dos  pesos  cincuenta  centavos  el  mil  y  le  enti-egasen  la: 
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cuarta  parte  de  los  semilleros  que  tenían  regados  en  di- 
cho terreno  arrendado;  y  por  sentencia  de  primero  de 
Diciembre  del  propio  año  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  se  absolvió  á  los  demandados  con  las  costas  á 
cargo  del  actor,  y  habiendo  solicitado  éste,  por  compa- 
recencia que  suscribió  en  veintidós  de  Julio  de  mil  ocJio- 
'Cientos  noventa  y  cinco  la  devolución  del  contrato  de 
arrendamiento  presentado  por  necesitarlo  para  otros 
usos,  proveída  conforme  su  solicitud,  el  Secretario  ex- 
tendió la  diligencia  que  literalmente  dice:  '^que  á  foja*? 
nueve  de  esta  diligencia  aparece  un  contrato  de  arrenda- 
miento otorgado  en  Pinar  del  Bío  á  dos  de  Abril  de  mil 
ochocintos  noventa  y  tres  por  D,  Eamón  6.  Pardo,  como 
Administrador  de  los  bienes  adscritos  á  la  testamentaría 
de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Pastor  Moreno,  el  cual  apa- 
rece suscrito  por  dicho  Pardo.  D.  Pedro  Pila  y  D.  Eleu- 
terio  Rodríguez  solamente,  y  por  el  cual  dá  el  expresado 
Pardo  al  aludido  Moreno  en  arrendamiento  una  vega 
como  de  tres  caballerías  de  tierra  de  la  hacienda  "San 
Mateo,"  la  cual  fué  del  moreno  Isabel  Miraníla,  cuyo 
arrendamiento' por  el  término  de  seis  años  que  princi- 
pian en  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres  y  terminan  en  el  mismo  día  de  mil  ochocienips  no- 
venta y  cuatro,  todo  lo  que  hago  constar  por  medio  de  la 
presente  para  la  debida  constancia  y  en  cumplimiento 
de  lo  mandado  pongo  la  presente.  Pinar  del  Eío,  Julio 
veintidós  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco.  Pablo  M. 
Barrionuevo."  En  el  mismo  día,  mes  y  año  compareció 
D.  Pastor  Moreno  y  le  hice  entrega  del  documento  que 
constaba  agregado  á  fojas  nueve,  el  cual  desglosó  y  firma 
lo  certifico. — Pastor  Moreno. — Hay  una  rúbrica.'* 

Decimosexto.  'Tlesultando  que  otra  certificación 
expedida  por  el  Escribano  actuario  en  ocho  de  Marzo  úl- 
■timo,  en  la  que  con  vista  del  ramo  de  cuenta  y  de  la  pre- 
sentada por  el  Administrador  Aureliano  Na  veda  y  Rau- 
nes  en  diez  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cinco,  en  el  cargo  de  la  misma  figura  una  paiüda  que 
dice :  "Pastor  Moreno,  por  renta  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  á  noventa  y  cinco,  ochenta  y  cinco  peses" 
que  á  instancia  de  los  interesados  en  la  testamertaría  de 
Alvarez  de  Abreut  y  la  Crespo  y  por  providencia  de  vein 
titres  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  se  prohibió 
al  Administrador  repartir  entre  los  herederos  las  pensio- 
nes censuales  que  hiciere  efectivas  mientras  no  se  apro- 
base la  correspondiente  liquidación:  que  en  juata  cele- 
brada en  veintiocho  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  cuatro  se  acordó  que  los  trámites  del  juicio  se  acó- 
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modasen  á  las  reglas  establecidas  por  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  entonces  vigente  para  los  de  testamenta- 
ría necesarios,  y  así  fué  aprobado  por  auto  de  veintinue- 
ve de  Febrero  del  mismo  año ;  que  Diego  Calderín  y  Gon- 
zález fué  nombrado  y  viene  ejerciendo  el  cargo  de  Admi- 
nistrador de  los  bienes  del  juicio  de  testamentaría  y  abin- 
testato  acumulado  de  los  consortes  Alvarez  Abreut  y  la 
Crespo,  y  por  último,  que  del  referido  juicio  no  consta 
que  á  Manuel  Alvarez  Crespo,  uno  de  los  hijos  de  aque- 
llos consortes,  le  haya  sido  adjudicada  ninguna  parte  ni 
porción  de  terreno  de  la  hacienda  "San  Mateo^'  ni  que 
en  las  listas  de  censatario  de  la  referida  hacienda  figure 
como  tal  Pastor  Moreno  Estrella/^ 

Decimoséptimo.  ^Tlesidtando  de  la  prueta  practi- 
cada 4  instancia  del  demandado,  que  el  actor,  absolvien- 
do posiciones  afirma  que  ha  poseído  judicialmente  la  fin- 
ca "Esperanza,"  de  tres  caballerías  de  tierra,  sita  en 
Taironas,  hasta  que  Pastor  Moreno,  valiéndose  del  de- 
creto de  amparo  en  la  posesión  ante  esta  Audiencia  la 
reclamó  y  le  fué  concedida :  que  no  ha  comprado  por  sí 
ni  como  Administrador  de  los  bienes  afectos  á  la  testa- 
mentaría de  Alvarez  Abreut  y  la  Crespo  las  tro;í  caballe- 
rías de  tierra  que  se  discuten,  pero  sí  ha  comprado  dere- 
chos y  acciones  á  varios  herederos  de  la  hacieula  "San 
Mateo,"  y  como  la  finca  que  discute  Pastor  Moieno  con 
el  nombre  de  "Esperanza"  pertenece  á  dicha  sucesión, 
por  eso  ha  dicho  que  ha  comprado:  que  dicho  Moreno 
no  es  el  propietario  de  la  finca  y  siempre  lo  ha  tenido 
como  arrendatario  de  la  que  aquél  titula  "Esperanza"'  y 
que  no  ha  inscrito  con  dicho  nombre  ninguna  finca  á 
favor  suyo  ni  al  de  los  herederos,  cuyos  bienes  adminis- 
tra, pero  sí  lo  ha  hecho  á  nombre  de  la  sucesión  con  la 
finca  que  se  discute  en  este  pleito  y  que  Pastor  Morauo 
lo  nombra  ^TEsperanza." 

Décimooctavo.  ^Tlesultando  de  la  prueba  documen- 
tal que  en  veintiuno  de  Febrero  ultimo  y  por  el  Se- 
cretario de  esta  Audiencia  se  libró  certificación  de  la 
sentencia  de  veintidós  de  Agosto  de  mil  novecientos 
uno  que  declaró  con  lugar  el  recurso  de  amparo  en  la 
posesión  de  ima  finca  de  tres  caballerías  de  tierra  de- 
nominada "Esperanza,"  en  el  barrio  de  Tairouas,  esta- 
blecido por  Pastor  Moreno  Estrella.  Otra  certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  Propiedad  de  este 
Partido  en  diez  y  nueve  de  Febrero  próximo  pasado,  on 
que  hace  constar  que  José  Isabel  Miranda  no  tiene  ius- 
•cripta  á  su  favor  finca  alguna  de  tres  caballerías  de  tie- 
rra de  la  hacienda  "San  Mateo,"  como  tampoco  la  su- 
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cesión  de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Cres- 
po ni  Diego  Calderín  y  González  por  sí  6  como  Admi- 
nistrador de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de 
aquéllos  en  este  Ayuntamiento  con  el  título  de  '''Espe- 
ranza" ni  con  otro  en  el  barrio  de  Taironas ;  pero  el  mo- 
reno José  Isabel  Miranda  y  Martínez  tuvo  inscripto  el 
dominio  de  una  y  un  cuarto  caballería  de  tierra  de  la 
hacienda  ^^San  Mateo,"  lindando  al  Norte  y  Sur  con 
Nicolás  Eodríguez,  al  Este  con  el  moreno  José  María 
Miranda,  y  al  Oeste  con  Juan  Rubio,  por  título  de  he- 
rencia intestada;  y  por  virtud  del  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  que  siguió  Ramón  González  Pardo  coma 
Administrador  judicial  de  los  bienes  de  Alvarez  Abreut 
y  la  Crespo  contra  dicho  moreno  José  Isabel  Miranda 
se  sacó  á  subasta  una  finca  de  tres  caballerías  de  tierra, 
de  las  cuales  una  y  un  cuarto  son  las  descritas  que  se 
adjudicaron  á  los  interesados  en  la  herencia  indivisa  de 
los  consortes  Alvarez  y  Crespo;  estando  inscripta  ac- 
tualmente la  precitada  una  y  un  cuarto  caballería  de 
tierra  á  favor  de  María  Luisa  Serafina  de  Jesús,  Ma- 
nuel de  la  Cruz  Quintín,  María  Lorenza  del  Carmen, 
María  Belén  de  Consolación,  José  Alejandro  de  Jesús 
Nazareno,  Jacoba,  Juana  Francisca  de  la  Salud,  José 
Francisco  Coleto,  Francisca  María  Saturnina  Magda- 
lena, Manuel  de  la  Luz,  María  Catalina  de  Jesús,  Fe- 
lipa, conocida  también  por  María  Coleta  Matilde  y  Ti- 
burcio  Rufino  Alvarez  de  Abreut  y  Crospo,  que  son  los 
interesados  en  la  herencia  indivisa  de  los  esposos  Alva- 
rez y  Crespo,  según  consta  en  el  tomo  veintisiete  de  este 
Ayuntamiento,  folio  doscientos  veintiocho,  finca  núme- 
ro mil  trescientos  ochenta  y  imo,  inscripción  tercera  y 
una  certificación  expedida  por  el  actuario  en  que  consta 
que  Manuel  Alvarez  de  Abreut  y  Amores,  en  el  testa- 
mento que  otorgó  declaró  por  sus  hijos  é  instiluyó  he- 
rederos suyos  á  María  Luisa  Ceferina  de  Jesús,  Manuel 
Quintín,  María  Lorenza  del  Carmen,  María  Belén,  Ale- 
jandro, Jacoba,  Juana,  Coleto,  Saturnina,  Manuel,  Ca- 
talina, Felipa  y  Tiburcio ;  que  por  providencia  de  cinco 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  dictada 
en  juicio  de  testamentaría  é  intestado  de  los  consortes 
Alvarez  de  Abreut  y  la  Crespo  se  acordó  la  convocación 
de  las  partes  para  fijar  la  ley  á  que  había  de  ajuotarse 
el  procedimiento,  y  el  día  señalado  tuvo  efecto  con  la 
sola  concurrencia  de  la  representación  de  la  heredera 
incapite  Matilde  Alvarez  Crespo,  que  optó  por  la  Ley  vi- 
gente en  la  actualidad ;  que  si  bien  Rosalía  Rivera  y  Al- 
varez no  consta  en  el  juicio,  se  la  haya  declarado  liere- 
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dera  de  su  madre  Saturnina  Alvarez  Crespo,  como  tal, 
ha  tenido  intervención  en  el  juicio;  que  la  última  re- 
lación de  censatarios  comprendida  en  la  óuenta  del 
Administrador  Eamón  González  Pardo  está  fecliada  en 
veintidós  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres  y  la  final  complementaria  en  veintiuno  de  Diciem- 
bre del  mismo  año;  que  tampoco  consta  en  el  juicio 
que  se  haya  declarado  heredero  abintestato  de  Manuel 
Quintín  Álvarez  y  Crespo  á  Manuel  Alvarez  y  Alvore/, 
aun  cuando  con  dicho  carácter  ha  gestionado  en  el  jui- 
cio; y  que  con  fecha  treinta  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos uno  Francisco  E,  Alvarez  y  Yaldés,  coiro  uno  de 
los  herederos  abintestato  así  declarados  de  Manuel  Alva- 
rez Crespo  promovió  información  para  perpetua  memoria 
aprobada  en  auto  de  seis  de  Diciembre  del  propio  i^ño 
á  fin  de  acreditar  que  su  padre  generalmente  conocido 
por  Manuel  Alvarez  Crespo  se  llamaba  Manuel  de  la 
Luz  de  los  mismos  apellidos/' 

Decimonoveno.  "Eesultando  de  la  prueba  testifi- 
cal que  Rosalía  Eivera  y  Alvarez,  José  Manuel  y  An- 
selmo A.  Castillo,  contestando  los  interrogatorios  de 
preguntas  y  repreguntas  expresan,  la  primera:  que  Pas- 
tor Moreno  posee  la  finca  ^'Esperanza,"  situada  en  el  ba- 
rrio de  Taironas,  terrenos  de  la  hacienda  "San  Mateo,'^ 
la  que  tiene  tres  caballerías  de  tierra  y  como  heredera  dñ 
Manuel  Alvarez  de  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crcs])o,  ha- 
bía pagado  á  la  testigo  varios  recibos  del  rédito  dol  cen- 
so que  reconoce  dicha  finca,  firmando  á  ruego  y  presen- 
cia de  ella  el  Ledo.  José  Antonio  Caiñas  ante  distintos 
testigos,  y  que  tanto  ella  como  sus  coherederos  tienen 
á  Pastor  Moreno  como  único  dueño  y  propietario  do  la 
vega  "Esperanza"  y  que  á  todos  ellos  les  convione  que 
éste  sea  el  propietario  de.  ]a  finca,  porque  de  un  sába- 
na estéril  que  nunca  produjo  ni  para  pagar  los  réditos 
del  censo  la  ha  convertido  en  una  finca  útil  y  valiosa 
con  su  trabajo  y  capital  que  la  hacienda  "San  Mateo'* 
está  proindivisa  sin  que  la  testigo  reconozca  al  Sr.  (.)al- 
derín  como  Administrador  de  ella;  que  aunque  no  ju- 
dicialmente entre  los  herederos  de  Alvarez  de  Abreut 
y  la  Crespo  se  han  repartido  parte  de  los  bienes  sin  que 
le  conste  si  el  Administrador  judicial  es  el  que  recauda 
las  rentas  y  cobra  los  réditos  de  los  censos  ni  si  i\ure- 
hano  ísaveda  con  aquél  carácter  estuvo  cobrando  ren- 
tas á  Pastor  Moreno  hasta  el  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro,  inclusive  que  la  testigo  no  estií  autori- 
zada por  el  Juez  para  cobrar  rentas  de  la  hacienda  "San 
Mateo,"  pero  que  cobraba  lo  suyo:  que  el  terreno  (|ue 
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ocwpa  Pastor  Moreno  es  el  mismo  que  tuvo  José  Isabel 
Miranda;. pero  que  ella  y  tres  de  sus  coheredei-os  se  la 
quitaroij  á  Miranda:  que  no  convino  cen  Pastor  More- 
no en  declarar  á  favor  de  él.  Los  otros  testigos,  á  ex- 
cepción del  nombrado  José,  afirman  que  consideran  co- 
mo dueño  de  la  vega  "Esperanza^'  á  P&stor  Moreno 
Estrella,  pues  dicen  que  algunos  herederos  se  la  han 
vendido,  sin  que  le  conste  al  José,  agregando  éste  que 
no  le  conviene  que  Pastor  Moreno  sea  dueño  de  diclia 
finca,  afirmando  los  otros  lo  contrario,  porque  de  una 
sábana  estéril  que  nunca  produjo  para  pagar  los  réditos 
del  censo  la  ha  convertido  en  una  finca  valiosa:  afirman 
todos  que  la  hacienda  "San  Mateo^^  está  prcáudivisa, 
sin  que  se  hayan  adjudicado  parte  alguna  de  eüa:  que 
está  en  administración  y  el  actual  Administrador  lo  es- 
Diego  Calderín,  particular  éste  que  no  le  consta  á  los 
dos  últimos,  como  tampoco  si  en  las  cuentas  presentadas 
por  el  Administrador  Aureliano  Naveda  figurase  Pas- 
tor Moreno  como  arrendatario  y  que  no  habían  venido  á 
declarar  p¿r  ofrecimiento  que  hiciera  Moreno  ni  por 
convenio  con  éste." 

Besolución  recurrida  : 

Vigésimo.  Resultando  que  la  Audiencia  do  Pinar 
del  Río,  confirmando  la  sentencia  apelada,  declaró  con 
lugar  la  demanda,  y  en  consecuencia  condenó  á  Pastor 
Moreno  á  que  restituya  á  la  testamentaría  de  Manuel 
Alvarez  Abreut  é  intestado  de  Felipa  Joseía  Crespo, 
las  tres  caballerías  de  tierra  que  pcupa  de  la  hacienda 
"San  Mateo,"  en  el  barrio  de  Taironas,  cm  l«»s  frutos 
percibidos,  sin  que  tenga  que  abonar  daños  y  perjuicios 
por  no  haberse  determinado  éstos,  y  al  pago  do  las  cos- 
tas de  ambas  instancias,  declarándolo  temerario  á  los 
efectos  de  la  Orden  número  tres  de  mil  novecientos  uno. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

YigésAmoprimero.  Resultando  que  contra  diclia 
sentencia  interpuso  Pastor  Moreno  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  además  por  infracción 
de  ley  y  doctrina  legal,  citando  como  precepto  autorizan- 
te del  primero  el  número  segundo  del  artículo  JuiJ  seis- 
cientos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  formulando  su  único  motivo  de  este  mo  lo.  ''En 
cuanto  al  quebrantamiento  de  forma,  fundo  el  recurso 
en  la  infracción  del  artículo  mil  noventa  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que  la  sentencia 
ha  desestimado  la  excepción  de  falta  de  peráonalidad 
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que  argüí  al  contestar  la  demanda,  porque  el  Adminis- 
trador de  la  testamentaría  sólo  tiene,  segúii  aquel  testo 
legal,  la  representación  de  la  misma  en  lo  que  so  rela- 
ciona con  la  administración  del  caudal,  sy  cintodia  y 
conservación  y  no  para  interponer  pleitos  más  ó  menos 
dudosos,  y  en  la  indebida  aplicación  del  artículo  mil 
veintiséis  del  Código  Civil  que  también  se  ha  infrinp*- 
do,  pues  el  Administrador  de  la  testamentaría  que  funge 
de  parte  actora,  no  ha  comprobado  que  esté  comprendi- 
do en  la  excepción  que  establece  dicho  artituio,  ya  que 
no  ha  justificado  en  los  autos  que  los  herederos  de  Ma- 
nuel Alvarez  Abreut  y  Felipa  Josefa  Crespo  hayan  acep- 
tado la  herencia  á  beneficio  de  inventario  y  que  no  es- 
tén pagados  todos  los  acreedores  y  legaUrios,  por  lo 
cual,  con  el  carácter  de  Administrador,  carf^ce  de  perso-  . 
nalidad  en  este  pleito.  Número  segundo  dtl  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil.^' 

Vigésimosegundo.  Eesultando  que  de  los  motivoíi 
de  casación  que  estableció  por  infracción  de  ley  y  doc- 
trina legal  sólo  le  fueron  admitidos  los  dos  siguientes 
que  fundó  en  el  caso  primero  del  artículo  mil  í^ciscien- 
tos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  A.  La 
sentencia  infringe  el  artículo  trescientos  noventa  y 
nueve  del  Código  Civil  por  falta  de  aplicación,  porque 
si  Manuel  Alvarez  Crespo,  causante  de  Pastor  Moreno, 
era  condueño  de  la  hacienda  "San  Mateo"  por  hí»rencia 
paterna  y  materna  testamentaria,  pertenociéi'dole  una 
trece  ava  parte,  bien  pudo  enajenar  al  rcjurrínte  las 
tres  caballerías  de  tierra  que  constitu3^en  la  le^^a  "Es- 
peranza," discutida  en  este  pleito  y  que  viene  a  ser  una 
mínima  fracción  de  dicha  hacienda,  cuyo  coutrnto  fué 
lícito,  porque  según  dicho  artículo  todo  condueío  tiene 
la  plena  propiedad  de  su  parte  y  la  de  sus  frutos  y  uti- 
lidades, pudiendo  enajenarla,  cederla  é  hi|»otecarhi  con 
tal  que  no  se  extralimite  de  la  porción  que  se  le  puede 
adjudicar  en  la  división.  Caso  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
— E.  La  sentencia  ha  infringido  también,  en  perjuicio 
de  mi  cliente,  la  doctrina  legal  consignada  en  las  reso- 
luciones del  Tribunal  Supremo  de  Españ-y.,  de  veinti- 
trés de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  veinti- 
ocho de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  diez 
y  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  y 
otras  de  que  cuando  las  acciones  sostenidas  por  la  parte 
actora  en  \m  pleito  se  funden  en  la  nulidad  de  un  acto, 
documento  público  ó  contrato,  lo  primero  quj  debe  pe- 


564  boletín  legislativo. 


dirse  es  la  declaración  de  esa  nulidad,  sin  la  cxuú  nada 
puede  ni  debe  decidirse  en  la  sentencia;  pero  en  este 
caso  la  recurrida  declara  nulo  é  ineficaz  á  priori  la  de 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
por  la  cual  Manuel  Alvarez  Crespo  vendió  al  demanda- 
do las  tres  caballerías  de  tierra  discutida?,  titulo  que 
desconoce  la  Sala  negándole  validez  á  aquel  instrumen- 
to á  pesar  de  que  la  parte  actora  no  reclamó  ni  obtuvo 
previamente  su  declaratoria  de  nulidad.  N'umero  pri- 
mero del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil.'^ 

Vigésimotercero.  Eesultando  que  elevados  los  au- 
tos á  este  Tribunal  Supremo  y  en  el  período  oportuno 
el  recurrente  Moreno  amplió  los  motivos  del  recurso  por 
infracción  de  ley  con  otros  nuevos  de  los  cuales  le  fue- 
ron admitidos  I09  que  se  transcriben  á  continyación  fun- 
dados en  las  causas  primera  y  segunda  del  citado  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa. — Primeío:  La  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  España,  consignada  entre 
otras  en  las  sentencias  de  treinta  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve,  veintiuno  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro,  doce  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro  y  treinta  y  uno  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  de  acuerdo 
con  los  principios  generales  del  derecho  civil,  establece 
que  la  acción  reivindicatoría  sólo  puede  ejercitarse  y 
ser  estimada  cuando  el  actor,  consignándolo  como  base 
fundamental  de  su  demanda  justifica  su  dominio  sobre 
la  cosa  objeto  de  la  acción.  "La  sentencia  del  modo  ex- 
presado en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  ha  vio- 
lado é  interpretado  erróneamente  esa  jurisprudencia  y 
los  principios  generales  del  derecho  civil,  porque  lejos 
de  reconocer  el  dominio  de  la  finca  objeto  de  la  reivin- 
dicación en  el  demandante,  se  limita  á  decir  que  esa 
finca  pertenece  á  la  hacienda  "San  Mateo"  y  que  ésta  es 
de  la  propiedad  de  la  sucesión  de  Manuel  Alvarez ;  cuya 
sucesión  no  es  actora  ni  demandante  en  el  pleito,  según 
la  propia  sentencia  lo  reconoce." — Segundo :  Del  mismo 
modo  determinado  en  el  número  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil ha  infringido  el  artículo  mil  veintiséis  del  Código 
Civil,  dándole  aplicación  indebida  en  este  pleito,  donde 
no  comparece  ni  promueve  el  representante  administra- 
dor de  una  herencia  aceptada  á  beneficio  de  inventario, 
sino  el  administrador  de  una  testamentaría  cuya  heren- 
cia, si  bien  proindi  visa,  está  sujeta  en  su  tramitación  al 
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concepto  de  una  herencia  aceptada  pura  y  simplemen- 
te/'— Tercero:  Del  modo  determinado  en  el  caso  se- 
gundo del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  ley 
procesal,  ha  infringido  los  artículos  trescientos  cuaren- 
ta y  ocho  y  trescientos  cuarenta  y  nueve  del  Código  Ci- 
vil, porque  la  sentencia,  para  ser  congruente  con  la  de- 
manda, tenía  que  resolver  como  cuestión  previa  esencial 
y  fundamental,  si  el  demandante  en  el  pleito  tenía  ó 
disfrutaba  del  derecho  de  propiedad  de  la  finca  objeto 
de  la  reclamación  reivindicatoría;  y  lejos  de  hacerlo 
así,  equivocando  el  problema,  establece  que  la  cuestión 
queda  reducida  á  resolver  si  los  títulos  de  adquisición 
del  demandado  son  bastantes  para  darle  el  dominio  en 
tres  caballerías.  De  consiguiente,  al  resolver  la  senten- 
cia ese  problema  secundario,  no  es  congruente  con  la 
demanda  y  la  cuestión  debatida  consistente  en  deter- 
minar si  el  actor  tiene  ó  no  sobre  la  finca  objeto  del  li- 
tigio el  dominio  y  la  propiedad/' 

Vigésimocuafrto.  Resultando  que  sustanciado  el 
recurso,  se  celebró  la  vista  pública  el  día  cuatro  del  co- 
rriente mes,  con  la  sola  asistencia  del  Letrado  de  la 
parte  no  recurrente  que  impugnó  la  procedencia  del  re- 
curso. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando,  en  cuanto  al  único  moti- 
vo de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  ex- 
presando el  artículo  mil  noventa  y  siete  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  que  el  Administrador  de  una  tes- 
tamentaría sólo  tiene  la  representación  de  la  misma  en 
lo  que  se  relacione  directamente  con  la  administración 
del  caudal,  su  custodia  y  conservación  y  no  habiendo 
acreditado  el  demandante  Diego  Calderín  que  la  he- 
rencia testamentaria  de  Manuel  Alvarez  Abreut,  cuya 
administración  desempeña,  haya  sido  aceptada  á  bene- 
ficio de  inventario,  sin  que  resulten  satisfechos  1#8  acree- 
dores y  legatarios,  único  caso  en  que,  conformo  al  artícu- 
lo mil  veintiséis  del  Código  Civil,  podría  ejercitar  en 
juicio  las  acciones  que  á  la  citada  herencia  competan,  es 
indudable  que  con  tales  antecedentes  y  prescindiendo 
por  completo  como  se  hace  en  dicho  motivo  de  otros  an- 
tecedentes que  son  también  factores  de  la  cuestión  pro- 
puesta, habría  que  aceptar  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad alegada  por  el  demandado ;  pero  como  en  seme- 
jante forma  no  puede  estimarse  planteada  la  cuestión 
que  en  su  integridad  ha  de  resolverse,  preciso  se  hace 
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complementar  los  expuestos  datos  con  aquellos  otros  que 
á  la  par  de  éstos  han  de  servir  de  fundamento  á  la  de- 
cisión del  Tribunal. 

Segundo.  Considerando  que  comprendiendo  la 
Administración  judicial  que  desempeña  Diego  Calderín, 
Begún  lo  ha  comprobado,  no  sólo  la  citada  testamenta- 
ría, sino  el  abintestato  á  ella  acumulado  de  Felipa  Jo- 
sefa Crespo,  consorte  de  Alvarez  x\breut,  no  es  posible 
desconocer  en  el  demandante  la  legítima  representación 
del  abintestato  como  emanada  del  artículo  mil  siete  de 
la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento,  siendo  así  que  la  de- 
claratoria de  herederos  argüida  por  el  demandado  y  ne- 
gada por  el  actor,  no  existe  comprobada  en  los  autos,  ni 
cabe  en  consecuencia  coartar  á  dicho  Administrador  la 
facultad  de  ejercitar  los  derechos  del  abintestato  por 
el  mero  hecho  de  hallarse  confundidos  con  los  de  la  tes- 
tamentaría á  causa  de  permanecer  proindivisos  y  ser 
comunes  los  bienes  de  uno  y  otro  juicio,  que  no  por  es- 
tar interesada  en  dichos  derechos  la  testamentaría  de- 
jan ellos  de  corresponder  también  al  abintestato;  sien- 
do por  otra  parte,  doctrina  consignada  en  la  jurispru- 
dencia, que  "el  juicio  que  fuere  dado  á  favor  de  un  co- 
munero, en  su  calidad  de  tal,  aprovecha  á  sus  compa- 
ñeros,'^ de  donde  se  deduce  que  el  comunero  puede  pro- 
mover el  juicio  cuando,  como  en  el  presente  caso,  tiene 
por  objeto  reivindicar  la  cosa  común  6  el  de  evitar  su 
pérdida ;  razones  por  las  cuales  la  Sala  sentenciadora  se 
ha  ajustado  á  derecho  al  no  admitir  la  excepción  de 
falta  de  personalidad  alegada. 

Tercero.  Considerando  respecto  á  los  motivos  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  (lue 
aquéllas  que  por  falta  de  aplicación  se  citan  como  in- 
fringidas en  loe  marcados  con  las  letras  A  y  E  no  lo  han 
sido  de  modo  alguno  en  la  sentencia,  porque  refiriéndo- 
se el  título  presentado  por  el  demandado,  á  la  compra 
de  señ%Jada  parte  de  una  finca  proindivisa  y  no  á  lo  que 
al  vendedor,  como  condueño  de  dicha  finca  puede  corres- 
ponderle  en  divisoria,  que  es  á  lo  que  se  contrae  el  ar- 
tículo trescientos  noventa  y  nueve  del  Código  Civil,  la 
invocación  de  éste  resulta  inadecuada  al  caso,  como  resnl- 
ta  inadecuada  también  la  cita  de  la  doctrina  lesa»  de  que 
cuando  la  acción  se  funda  en  la  nulidad  de  un  acto,  lo 
primero  que  debe  pedirse  es  la  declaratoria  de  nulidad, 
porque  además  de  que  el  título  de  referencia,  ha  sido 
objeto  de  controversia  entre  las  partes,  negándole  la 
Sala  sentenciadora  al  apreciar  en  conjunto  las  pruebas 
practicadas,  la  eficacia  necesaria  para  desvirtuar  la  ac- 
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ción  y  que  se  ejercita  es  lo  cierto  que  tal  acción  no  pe 
funda  en  la  nulidad  de  aquel  título,  sino  en  la  li nueza 
de  un  derecho  inscrito  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad 
con  anterioridad  á  dicho  título  no  inscrito. 

Cuarto,  Considerando,  con  relación  á  los  demás 
motivos  del  recurso,  que  siendo  el  derecho  de  propieda<l 
la  base  de  la  acción  real  reivindicatoría  que  se  ejercita, 
al  resolverse  en  la  sentencia  de  acuerdo  con  lo  solicitado 
en  la  demanda,  que  el  demandado  restituya  á  los  jui- 
cios acumulados  de  Manuel  Alvarez  Abreut  y  abintesta- 
to  de  su  consorte  Felipa  Josefa  Crespo  el  terreno  objeto 
del  litigio  queda  reconocido  el  derecho  de  propiedad  de 
dichos  juicios  sobre  el  expresado  terreno  y  decidida  de 
un  todo  la  cuestión  sostenida  por  los  litigantes,  no  exis- 
tiendo, por  consiguiente,  la  omisión  é  incongruencia 
que  se  acusan  respectivamente  en  los  motivos  primero 
y  tercero  con  que  se  ampliaron  los  admitidos  por  la  Au- 
diencia; y  como  en  el  motivo  segundo  de  la  propia  am- 
pliación se  propone  una  cuestión  de  falta  de  personali- 
dad impropia  de  un  recurso  por  infracción  de  ley  y  que 
ha  sido  resuelta  en  el  lugar  oportuno,  es  de  estimarse 
ineficaz  para  la  casación. 

Quinto.  Considerando  que  cuando  se  declaran  sin 
lugar  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  é  infracción  de  ley  interpuestos  simultáneamen- 
te, deben  imponerse  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  y  á  la  vez  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal  que  ha  interpuesto  Pastor  Moreno  y  Estrella  contra 
la  sentencia  dictada  en  diez  y  nueve  de  Marzo  último 
por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  con  las  costas  á  cargo 
del  recurrente. 

Devuélvanse  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia  la  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Revilla. — El  Magistrado  J.  M.  Aguirre  votó 
en  Sala  y  no  pudo  firmar.— José  Várela. — Rafael  May- 
dagán. 

Inf.  lev.—Sent.  56.— 19  de  Agosto.-  Cosa  juzgada.  (Ca- 

ceta  Abril  13,   190^, ) 

DOCTRINA:  Es  procedente  la  excepción  de 
cosa  juzgada  cuando  fallado  un  pleito  e^  el  que, 
se  perseguía»  mediante  la  dnción  de  cuentas,  como 
consecuencia  de  un  contrato  de  pignoración  de 
acciones  la  entrega  de  un  saldo  á  favor  del  recla- 
mante, concretado  á  un  número  de  acciones  j  can- 


568  boletín  LSOISLATrra 


tidad  en  efectivo,  y  luego  se  establece  por  la  mis- 
ma persona  contra  el  mismo  demandado,  con 
igual  calidad  conque  comparecieron  en  dicho  jui- 
cio, otra  demanda  en  reclamación  de  un  número 
de  acciones,  como  saldo  de  la  propia  cuenta;  por- 
que  entre  ambos  juicios  existe  la  identidad  exigida 
en  la  ley  para  que  prospere  la  excepción  antes 
dicha,  aunque  en  el  segundo  pleito  se  denomine 
acción  reí  vindicatoria  la  ejercitada. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  diez  y  nueve  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  tres:  en  los  autos  del  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  procedentes  del  Juzgado  de 
primera  instancia  del  Oeste  de  dicha  ciudad  y  Audien- 
cia de  la  provincia  de  su  nombre,  seguidos  por  Leocadia 
Olivar  y  Font,  como  depositaria-administradora  de  los 
bienes  de  su  difunto  esposo  Francisco  Fernández  y  Gon- 
zález, vecina  de  esta  ciudad  y  ocupada  en  los  quehaceres 
de  su  casa,  contra  Cosme  BJanco  Herrera,  del  comercio 
y  de  la  propia  vecindad,  sobre  restitución  de  setenta  y 
tres  acciones  del  Ferrocarril  de  Caibarién ;  visto  en  este 
Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  de  doctrina  legal  interpuesto  por  la  representa- 
ción de  la  demandante  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  precitada  Audiencia,  con  fecha 
veintinueve  de  Mayo  del  año  corriente. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  expre- 
sada se  han  aceptado  los  fundamentos  de  hecho  que 
contiene  la  de  primera  instancia  expuestos  en  los  Ee- 
sultandos  siguientes: 

Antecedentes  : 

Segundo.  Resultando  que  la  representación  de 
Doña  Leocadia  Oliver,  por  el  escrito  de  diez  y  ocho  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  que  ocupa 
el  folio  uno  al  cuatro,  expresa  que  la  expresada  señora, 
con  el  carácter  indicado  estableció  demanda  en  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  contra  el  Sr.  Herrera, 
fundándose  en  que  Fernández  había  tomado  de  aquél 
cierta  cantidad  en  concepto  de  préstamo  con  el  interés 
anual  del  nueve  por  ciento  dándole  en  garantía  doscien- 
tas once  acciones  de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Cai- 
barién representando  \m  valor  nominal  de  ciento  cinco 
mil  quinientos  pesos  oro,  á  cuya  obligación  no  se  le  se- 
ñaló plazo  debido  á  que  acreedor  y  deudor  se  dedicaban 
á  la  especulación,  realizándose  compras  y  ventas  de  las 
acciones  pignoradas,  ingresando  en  poder  de  Blanco 
Herrera  el  importe  de  las  vendidas,  sin  que  no  obstante 
el  tiempo  transcurrido  desde  la  muerte  de  Fernández 
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hasta  la  interposición  de  la  referida  demanda  rindiera 
cuenta  justificada  de  las  doscientas  once  actjiones,  ne- 
gando el  demandado  la  demanda  que  le  estableciera  pa- 
ra que  entregara  el  saldo,  alegando  que  las  negociacio- 
nes que  mediaron  entre  él  y  Fernández,  fueron  resultan- 
do de  un  contrato  por  consecuencia  del  que  se  compra- 
ron y  vendieron  muchas  acciones  y  que  al  fallecimiento 
de  Fernández  éste  le  adeudaba  treinta  y  seis  mil  cuatro- 
cientos veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centavos  oro,  por 
lo  cual  reconvino  á  su  sucesión  al  contestar  la  demanda, 
garantizados  por  setenta  y  tres  acciones  del  Ferrocarril 
de  Caibarién  "que  los  herederos  tienen  á  su  disposición 
previo  pago  de  aquella  suma^' — según  consignó  en  el 
hecho  séptimo  de  la  contestación :  que  se  dictó  sentencia 
por  la  que  se  declaró  sin  liígar  la  demanda  absolviendo 
de  ella  al  demandado  y  con  lugar  la  reconvención  esta- 
blecida por  éste,  condenando  á  la  sucesión  de  Fernández 
al  pago  de  la  referida  suma  de  treinta  y  seis  mil  cua- 
trocientos veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centavos  oro 
y  sus  intereses  contra  setenta  y  tres  acciones  que  en  el 
haber  de  la  cuenta  presentada  por  Blanco  Herrera  apa- 
rece á  favor  de  dicha  sucesión,  y  apelada,  fué  revocada 
por  la  de  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  en  el  sentido  de  que  los  hechos  de  la  demanda  no 
habían  sido  probados  concretamente,  sino  que  habían 
pretendido  demostrarse  por  medio  de  cálculos  más  ó 
menos  probables,  por  lo  que  absolvió  de  ella  al  demuda- 
do; desestimándose  al  propio  tiempo  la  reconvención 
por  no  haber  probado  Blanco  Herrera  que  la  sucesión 
de  Fernández  le  adeudara  la  cantidad  de  treinta  y  seis 
mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  cen- 
tavos, por  lo  que  la  había  reconvenido;  de  modo  que  la 
sucesión  en  cuestión  nada  debe  á  Blanco  Herrera  y  éste 
en  cambio  tiene  setenta  y  tres  acciones  del  Ferrocarril 
de  Caibarién  que  le  pertenecen  á  aquélla  según  su  pro- 
pia y  reiterada  confesión  en  los  autos  del  referido  juicio 
y  solicitó  se  requiera  á  D.  Cosme  Blanco  Herrera,  á  fin 
de  que  entregue  en  el  acto  como  bienes  pertenecientes  al 
juicio  de  abintestato  de  D.  Francisco  Fernández,  en  e! 
que  producía  el  escrito,  las  referidas  setenta  y  treá  ac- 
ciones con  sus  dividendos  desde  la  fecha  que  las  tiene 
en  su  poder;  y  por  otrosí  que  se  pusiera  en  los  autos 
certificación  de  las  sentencias  dictadas,  las  que  aparecen 
de  fojas  cuatro  vuelta  á  la  noventa  y  seis ;  con  cuyo  r> 
sultado  se  dictó  la  providencia  de  su  dorso,  lecha  die.'^ 
y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve, 
por  la  que  se  dispuso  proceder  á  la  ocupación  de  las  se- 
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lenta  y  tres  acciones  del  Ferrocarril  de  Caibarién,  que, 
como  bienes  pertenecientes  al  abintestato  de  D.  Fran- 
cisco Fernández  existen  en  poder  de  D.  Cosme  Blanco 
Herrera,  requiriéndolo  al  efecto  para  que  las  entregase 
en  el  acto,  así  como  los  dividendos  que  hubiese  percibi- 
do; y  al  ser  requerido  á  fojafi  noventa  y  siete  contestó 
que  no  podía  aceptarlo  por  no  adeudar  nada  ;i  la  suce- 
sión de  D.  Francisco  Fernández  á  virtud  de  la  senten- 
cia de  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  dictada  por  la  Audiencia  en  el  pleito  seguido  con- 
tra él  por  la  Sra.  Leocadia  Oliver  como  administradora 
de  los  bienes  dejados  por  el  Sr.  Fernández,  por  la  cual 
fué  absuelto:  que  la  representación  de  la  Sra.  Oliver 
presentó  en  el  abintestato,  el  escrito  folio  actual  noven- 
ta y  ocho  al  ciento  uno,  pidiendo  se  requiera  de  nuevo 
al  Sr.  Blanco  Herrera,  lo  que  se  declaró  sin  lugar  en  la 
providencia  de  veinticinco  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  y  pedido  reposición  por  el  d-3 
fojas  ciento  dos  al  ciento  ocho,  sustanciada  que  fué-,  en 
auto  de  diez  y  siete  de  Enero  de  mil  novecientos,  folio 
ciento  veintiuno  al  ciento  veinticinco,  se  declaró  sin  lu- 
gar la  reposición  estableciendo  apelación  que  se  admitió 
libremente  y  por  la  resolución  que  contiene  la  certifica- 
ción de  la  Audiencia  de  fojas  ciento  veintinueve,  se 
confirmó  el  auto  de  diez  y  siete  de  Enero,  después  de  lo 
que  la  representación  de  la  Sra.  Oliver  presentó  escrito 
en  los  mismos  autos  del  abintestato,  que  ocupa  el  folio 
ciento  treinta  y  cuatro  de  esta  demanda,  expresando  que 
para  deducir  las  acciones  correspondientes  de  acuerdo 
con  lo  resuelto  por  la  Audiencia,  necesita  que  se  desglose 
y  forme  pieza  separada  con  todo  lo  actuado  desde  fojas 
cincuenta  y  ocho  á  la  ciento  ochenta  y  nueve  por  consti- 
tuir estas  actuaciones  los  documentos  fundamentales  de 
la  demanda  que  ha  de  establecer  de  acuerdo  con  lo  re- 
suelto por  la  Audiencia  y  concluyó  pidiendo  se  proveye- 
ra conforme,  á  lo  que  se  accedió,  formándose  pieza  se- 
parada para  tratar  de  lo  resuelto  por  la  Audiencia  en 
la  resolución  de  tres  de  Julio  de  mil  novecientos,  en  la 
que  se  produjo  la  demanda  á  la  que  recae  la  presente 
resolución. 

Demanda : 

Tercero.  Bcvsultando  que  con  los  antecedentes  ex- 
puestos \^  demás  documentos  que  acompañó  y  se  relacio- 
narán, el  procurador  D.  Francisco  del  Barrio,  á  nombra 
de  Doña  Leocadia  Oliver  y  Font,  administradora  de  loa 
bienes  del  intestado  del  Sr.  Francisco  Fernández  Bo- 
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dríguez,  comparece  en  el  cuaderno  formado  para  recla- 
mar setenta  y  tres  acciones  del  Ferrocarril  de  Caibariéu 
al  Sr.  Cosme  Blanco  Herrera,  presentando  el  escrito  del 
folio  ciento  setenta  y  siete  al  ciento  noventa  y  nueve,  íu 
fecha  catorce  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno,  ai 
que  acompaña  los  documentos  de  fojas  ciento  treinta  y 
seis  al  ciento  setenta  y  seis;  y  por  el  indicado  escrito  es- 
tablece la  demanda  que  funda  en  los  siguientes  hechoá. 
Primero :  que  en  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  falleció  violentamente  D.  Francisco 
Fernández  y  Rodríguez  dejando  escrita  una  carta  al  Sr. 
Agustín  Arguelles,  que  en  certificación  acompaña  en  la 
que  le  recomendaba  recogiera  todas  las  acciones  que  el 
difunto  tenía  en  casa  del  Sr.  Cosme  Blanco  Herré ra^ 
que  liquidara  la  cuenta,  reservándolo  todo  á  disposición 
de  su  esposa  y  que  eso  y  todo  lo  que  le  perteneciera  lo 
arreglara  del  mejor  modo  en  favor  de  ella,  que  se  que- 
daba sin  recursos  más  que  los  que  llevaba  dichos.  Se- 
gundo :  que  en  carta  de  seis  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  dirigida  por  el  Sr.  Cosme  Blanco 
Herrera  al  Sr.  Arguelles,  aseguró  tener  en  su  poder  se- 
tenta y  tres  acciones  de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de 
Caibarién  pertenecientes  al  Sr.  Francisco  Fernández, 
el  cual,  según  extracto  de  cuenta  que  acompañaba  á  es>i 
carta,  le  adeudaba  treinta  y  cinco  mil  veinte  pesos  ochen- 
ta y  cuatro  centavos.  Tercero:  que  no  habiendo  dado 
cuenta  el  Sr.  Arguelles  ni  el  Sr.  Blanco  Herrera  ni  á 
su  representada  ni  al  Juzgado,  de  los  valores  que  poseía 
el  difunto  Sr.  Fernández  y  que  se  encontraban  en  poder 
del  último  y  habiendo  regresado  á  esta  ciudad  la  Sra. 
Oliver,  del  viaje  á  Barcelona,  que  en  cumplimiento  de 
la  voluntad  de  su  esposo  le  había  hecho  emprender  el 
Sr.  Arguelles,  obtuvo  en  el  intestado  del  Sr.  Fernández 
por  auto  de  diez  y  ocho  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  el  nombramiento  de  depositaría  admi- 
oistradora  de  los  bienes  de  aqiiel  juicio  que  en  certifi- 
cación acompaña;  y  con  el  íin  que  en  todo  tiempo 
constara  su  deseo  de  arreglar  equitativamente  las  cueu 
tas  del  Sr.  Blanco  Herrera  con  el  difunto  Fernández, 
propuso  al  primero  acto  de  conciliación  en  el  Juzgado 
Municipal  de  la  Catedral  en  quince  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  que  no  tuvo  efecto  por  falta 
de  asistencia  del  Sr.  Blanco  Herrera:  por  lo  cual  se 
vio  en  el  caso  en  cumplimiento  de  los  deberes  que  le  im- 
pone el  artículo  mil  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil;  y  con  los  escasas  noticias  que  de  aquellos  asuntos 
tenía,  de  proponer  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
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para  que  se  condenara  al  Sr.  Blanco  Herrera  á  que 
dentro  de  tercero  día  rindiera  cuenta  justificada  de  las 
doscientas  once  acciones  de  la  Empresa  del  Ferrocarril 
de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus  y  sus  dividendos  que  le 
tenía  pignorados  el  referido  Fernández  Eodríguez,  en- 
tregando el  saldo  que  resultaba  á  favor  de  éste  y  de  su 
herencia,  con  los  daños,  perjuicios  y  las  costas  según  se 
consiguió  en  el  escrito  de  demanda  y  se  ratificó  en  el 
de  duplica.  Cuarto :  que  el  Sr.  Blanco  Herrera,  por  me- 
dio del  Procurador  D.  Alfredo  Llaguno  y  en  mérito  del 
poder  que  con  el  número  doscientos  cincuenta  y  dos  le 
confirió  en  veinticinco  de  Mayo  del  mismo  año  del  no- 
venta y  cinco  ante  el  Notario.  Sr.  Francisco  de  P.  Ro- 
dríguez y  Acosta,  se  personó  en  dicho  juicio;  negó  la 
demanda  asegurando  que  la  negociación  realizada  entre 
él  y  el  Sr.  Fernández  consitía  en  un  préstamo  con  inte- 
rés de  nueve  por  ciento  y  la  pignoración  d§  doscientas 
treinta  y  una  acciones,  según  aparecía  del  extracto  de 
cuenta  corriente  que  presentaba  y\  que  en  copia  suscrita 
por  el  Procurador  Llaguno  le  fué  entregada  con  la  con- 
testación y  acompaña  con  la  demanda.  Quinto :  Que  en  la 
referida  contestación  á  la  demanda  consignó  el  Sr.  Blanco 
Herrera  los  siguientes  hechos :  Segundo,  que  no  es  cierto 
el  hecho  cuarto  en  cuanto  por  él  se  afirma  que  el  Sr.  Blan- 
co Herrera  se  dedicara  á  la  especulación  con  el  Sr.  Fer- 
nández y  Rodríguez  como  lo  demuestra  el  confesarse  en  la 
misma  demanda  que  la  negociación  realizada  entre  ambos 
fué  un  préstamo  con  interés  de  nueve  por  ciento  anual 
y  la  pignoración  de  las  doscientas  once  acciones  que  re 
citan  en  el  hecho  tercero  de  la  misma  y  la  cuenta  co- 
rriente obedecía  sencillamente  á  la  necesidad  de  abonar 
y  cargar  en  la  misma  al  Sr.  Fernández  el  resultado  de 
los  traspasos  que  frecuentemente  hacía  por  su  propia 
cuenta,  así  como  las  sumas  que  recibía  y  entregaba. 
Quinto :  que  no  es  cierto  en  cuanto  al  hecho  decimocuar- 
to que  se  haya  negado  el  demandado  á  dar  cuenta  justi- 
ficada de  las  doscientas  once  acciones  á  que  se  refiere  la 
demanda,  puesto  que  siéndole  deudora  la  sucesión  del 
Sr.  Fernández  de  una  importante  suma  por  consecuen- 
cia de  aquellos  préstamos  su  mayor  deseo  habría  sido 
que  se  hubieran  acercado  á  él  con  el  propósito  de  liqui- 
dar y  recibir  las  acciones  sobrantes,  abonándole  á  la 
vez  el  saldo  que  á  su  favor  le  resulta.  Sexto:  que  en 
cuanto  al  hecho  decimoquinto  de  la  demanda,  es  cierto 
que  la  Empresa  de  Caibarién  ha  repartido  dividendos, 
los  cuales  han  sido  siempre  abonados  al  Sr.  Femánde-s 
en  su  cuenta  corriente,  como  también  le  han  sido  carga- 
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dos  los  intereses  correspondientes  á  los  préstamos  que 
garantizaban  las  acciones  que  los  devengaror.,  según 
todo  resulta  pormenorizado  en  el  extracto  de  cuenta  co- 
rriente que  se  acompaña.  Séptimo :  que  como  consecuen- 
cia del  movimiento  realizado  por  el  Sr.  Fernández  has- 
ta el  día  de  su  fallecimiento  adeuda  hoy  un  saldo  de 
treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta 
y  cinco  centavos  contra  setenta  y  tres  acciones  que  los 
herederos  tienen  á  su  disposición,  previo  pago  de  aque- 
lla suma,  todos  cuyos  particulares  no  deóen  ser  descono- 
cidos por  aquellos,  no  sólo  por  las  noticias  que  directn- 
mente  haya  podido  adquirir,  sino  también  por  su  mis- 
mo apoderado  D.  Agustín  Arguelles  como  gerente  de  la 
casa  de  R.  Arguelles  y  Compañía,  que  intervino  en  al- 
gunas de  las  operaciones  realizadas  y  recibió  en  treinta 
y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  las 
sesenta  acciones  de  Méndez,  según  explica  el  hecho  ter- 
cero, negándose  á  recibir  el  completo  de  las  cien  á  que 
también  se  refiere  el  hecho  octavo  de  la  demanda.  Sex- 
to: que  en  el  propio  escrito  propuso  reconvención  á  su 
representada  y  fijó  los  hechos  siguientes :  Primero :  que 
el  extracto  de  cuenta  corriente  que  se  acompaña,  arroja 
un  saldo  contra  la  sucesión  de  D.  Francisco  Fernández 
y  Rodríguez  y  á  favor  de  D.  Cosme  Blanco  Herrera,  de 
treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta 
y  cinco  centavos  en  oro,  garantizados  con  setenta  y  tres 
acciones  del  Ferrocarril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus, 
cuyo  precio  de  cotización  en  Bolsa,  no  alcanza  ni  con 
mucho  á  cubrir  dicho  saldo.  Segundo :  que  el  Sr.  Blanco 
Herrera  reconviene  por  esa  suma  á  la  sucesión  de  D. 
Francisco  Fernández  y  Rodríguez  representada  en  esto 
juicio  por  la  parte  actora,^'  Séptimo :  que  como  resulta- 
do estos  hechos  que  ratifico  en  el  escrito  de  duplica  so- 
licitó del  Juzgado  en  su  contestación  tuviera  por  con- 
testada la  demanda  y  por  propuesta  reconvención,  y  en 
definitiva  declil^ar  aquélla  sin  lugar  y  con  lugar  la  re- 
convención, condenando  á  la  sucesión  de  D.  Francisco 
Fernández  á  que  le  pagara  la  suma  de  treinta  y  seis  mil 
cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centavos 
oro,  con  sus  intereses  al  nueve  por  ciento  anual  desde 
el  traslado  de  ese  escrito,  condenándola  asimismo  al  pa- 
go de  las  costas.  Octavo:  que  sustanciada  la  demanda  se 
declaró  sin  lugar  y  también  fué' desechada  la  reconven- 
ción sin  especial  condenación  de  costas  según  aparece 
de  la  ejecutoria  agregada  á  este  cuaderno  y  por  virtud 
de  lo  resuelto,  .el  Sr.  Cosme  Blanco  Herrera  no  tiene 
que  rendir  cuentas  ni  entregar  el  saldo  de  ella,  pero 
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tampoco  puede  cobrar  los  treinta  3^  seis  mil  cuatrocien- 
tos veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centavos  de  la  re- 
convención ;  y  no  teniendo  por  consiguiente  el  Sr  Blan- 
co Herrera  crédito  que  garantizar  las  Setenta  y  tres  ac- 
ciones que  en  prenda  tenía,  debe  devolverlas  en  cumpli- 
miento de  la  obligación  que  le  imponen  los  artículos 
mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve,  mil  ochocientos  se- 
senta y  seis,  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  y  mil  ocho- 
cientos setenta  y  uno  del  Código  Civil  y  el  trescientos 
veinticuatro  del  Código  de  Comercio:  que  amerita  asi- 
mismo esa  devolución  el  hecho  indiscutible  y  reconocido 
por  el  Sr.  Blanco  Herrera  de  ser  esas  setenta  y  trts  ac- 
ciones de  la  propiedad  de  D.  Francisco  Fernández  y 
mantenerlas  á  disposición  de  sus  herederos,  dado  que 
aun  cuando  en  su  contestación  y  en  sus  cuentas  apare- 
cían aquéllas  sujetas  á  la  condición  del  pago  de  un  saldo, 
declar^ado  por  la  ejecutoria  que  éste  no  es  exigible,  está 
resuelta  la  condición  según  el  artículo  mil  ciento  catorce 
del  Código  Civil,  y  con  arreglo  al  mil  ciento  veintitrés 
y  mil  ciento  veinticuatro  del  propio  Código  procede  ^a 
restitución  de  las  indicadas  acciones  del  Ferrocarril  de 
Caibarién,  con  todos  sus  dividendos  é  intereses  del  tiem- 
po transcurrido,  desde  el  fallecimiento,  de  D.  Francisco 
Fernández,  en  cuya  fecha  quedó  cerrada  su  cuenta  y  á 
la  que  también  hay  que  referir  los  efectos  de  la  ajecuto- 
ria  que  declaró  sin  lugar  la  reconvención.  Noveno :  que- 
en  la  cuenta  que  acompaña  aparece  que  á  su  fallecimien- 
to adeudaba  el  Sr.  Blanco  Herrera  treinta  y  cinco  mil 
veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  y  según  se  expre- 
sa en  el  Debe  de  ella  esa  suma  devengó  hasta  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis  en  que  se  presentó  el  es- 
crito de  contestación,  veintiún  mil  doce  pesos  de  interes»?s 
á  razón  de  nueve  por  ciento  en  ochenta  meses;  ó  sea 
desde  primero  de  Agosto  del  ochenta  y  nueve  á  treinta 
y  uno  de  Marzo  del  noventa  y  seis,  cuyas  dos  partida^", 
sumaban  los  cincuenta  y  seis  mil  treiuía  y  dos  pesos 
ochenta  y  cuatro  centavos  del  Debe,  cantidad  esta  últi- 
ma que  se  compensó  en  el  Haber  en  la  parte  concurrente 
con  catorce  mil  novecientos  sesenta  y  cinco  pesos  á  que 
ascienden  los  dividendos  de  las  setenta  y  tres  accione» 
durante  el  mismo  período  de  tiempo  y  los  intereses  íi 
razón  de  nueve  por  ciento  desde  las  fechas  en  que  res- 
pectivamente cobró  el  Sr.  Blanco  Herrera  los  dividendos 
que  la  Empresa  repartió;  y  cuyos  intereses  fijó  el  mis- 
mo Sr.  Blanco  Herrera,  al  tipo  de  nueve  por  ciento 
anual  en  cuatro  mil  seiscientos  cuarenta  pesos  cuarenta 
y  nueve  centavos,  que  unidos  al  importe  de  los  dividen- 
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dos  hacen  la  suma  de  diez  y  nueve  mil  seiscientos  cinco 
pesos  cuarenta  y  nueve  centavos,  que  deducidos  de  los 
cincuenta  y  seis  mil  treinta  y  dos  pesos  ochenta  y  cua- 
tro centavos  del  Debe  dejaban  el  saldo  ie  treinta  y  seis 
mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centa- 
vos, porque  se  estableció  la  reconvención  y  en  esta  can- 
tidad estaban  comprendidos  efectivamente,  y  por  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  mil  ciento  veinte  del  Codicio  Civil 
los  treinta  y  cinco  mil  veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  cen- 
tavos del  saldo  de  la  cuenta  de  cinco  de  Agosto  del 
ochenta  y  nueve  y  mil  cuatrocientos  seis  pesos  cincuen- 
ta centavos  de  intereses  no  cubiertos  con  los  abonos  de 
dividendos  é  intereses  cargados  en  el  haber  á  favor  del 
Sr.  Fernández ;  y  esta  última  cantidad,  resulta,  no  sólo 
de  la  diferencia  entre  los  treinta  y  cinco  mil  veinte  pe- 
sos de  la  cuenta  primitiva  y  el  saldo  reclamado  en  la  re- 
convención, sino  que  se  obtiene  también  restando  los 
diez  y  nueve  mil  seiscientos  cinco  pesos  cuarenta  y  nue- 
ve centavos  de  intereses  y  dividendos  de  Fernández  de 
los  veintiún  mil  doce  pesos  de  intereses  cargados  á  fa- 
vor del  Sr.  Blanco  Herrera  en  su  cuenta.  Décimo :  que 
de  lo  expuesto  resulta  que  en  la  reconvención  se  com- 
prendían intereses  y  el  saldo  íntegro  de  la  cuenta  cerra- 
da al  fallecimiento  de  Fernández,  que  suponía  el  Sr. 
Blanco  Herrera  garantizado  con  las  setenta  y  tres  ac- 
ciones referidas,  y  no  adeudándose  ese  saldo,  según  la 
ejecutoria,  no  ha  podido  devengar  intereses  de  nueve 
por  ciento  y  no  devengándose  éstos  no  ha  podido  tampo- 
co realizarse  la  compensación,  que  para  otros  casos  esta- 
tuye el  artículo  mil  ciento  veinte  del  Código  Civil ;  y  es 
indudable  por  deducción  lógica,  por  precepto  legal,  que 
el  Sr.  Blanco  Herrera  con  la  restitución  de  las  st?tenta 
y  tres  acciones  que  reivindica,  debe  entregar  los  dividen- 
dos percibidos  por  él,  hasta  treinta  y  uno  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis;  los  intereses  por  él  fija- 
dos en  la  propia  cuenta,  así  como  los  devengados  con 
posterioridad  por  aquellos  dividendos  ya  percibidos, 
desde  la  fecha  de  la  cuenta  hasta  el  presente  mes ;  y  los 
que  continúen  devengado  hasta  el  definitivo  pago,  así 
como  la  bonificación  que  dichas  acciones  han  obtenido 
por  la  modificación  que  ha  suplido  la  Empresa.  Dóeimo- 
primero :  que  con  el  fin  de  evitar  perjuicios  al  Sr,  Blan- 
co Herrera,  solicitó  su  representado  en  el  abintestato,  se 
ocuparan  las  setenta  y  tres  acciones,  cuya  propiedad 
conservaba  el  juicio,  requiri endose  al  efecto  al  Sr.  Blan- 
co Herrera,  que  excusó  la  entrega  por  creer  que  según 
la  ejecutoria  nada  debía  á  la  sucesión  de  Fernández,  in- 


576  BOIiETtlf  LBGTBLATITO. 


&f> 


I; 


terpretando  erróneamente  esa  resolución,  que  simple- 
mente declaró  que  aquel  señor  no  tenía  que  rendirles 
cuentas,  ni  entregarles  el  saldo  de  aquéllas;  declarando 
asimismo  que  k  sucesión  de  Fernández  no  adeudaba 
los  treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos 
treinta  y  cinco  centavos  de  la  reconvención,  que  se  com- 
ponía de  Ieis  cantidades  que  ha  explicado  en  el  hecho 
noveno  del  escrito  de  demanda  que  se  relaciona.  Décimo- 
segundo:  que  solicitado  nuevo  requerimiento  con  el 
apercibimiento  á  que  hubiere  lugar,  se  negó  por  el  Juz- 
gado; y  pedida  reposición  que  apoyó  el  Ministerio  Fis- 
cal, fué  negada  por  el  Juzgado  que  desempeñaba  enton- 
ces el  Sr.  Licenciado  Jorge  Alfredo  Belt  y  Muñoz,  que 
nuevamente  ha  venido  á  desempeñarlo,  fundándoáe  en 
que  la  anterior  demanda,  no  tuvo  por  objeto  reivindicar 
las  setenta  y  tres  acciones  que  el  Sr.  Blanco  Herrera  po- 
seía á  título  legítimo  de  prenda,  y  no  cabía  sin  drispojo 
privarle  de  esa  posesión  sin  oirlo  y  vencerlo  en  el  juicio 
correspondiente,  que  era  el  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía; cuyo  auto  fué  confirmado  por  la  Audiencia  de  esta 
^i:  ciudad  en  resolución  de  cuatro  de  Agosto  de  mil  nove- 

fe';^  cientos,  sin  que  en  ninguna  de  esas  resoluciones  .se  de- 

M,^-:  clarase  la  expropiación  de  las  setenta  y  tres  acciones  da- 

^V'  das  en  prenda,  ni  que  contra  el  precepto  terminante  de 

í;\  los  artículos  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  y  mil 

^/ '.  ochocientos  sesenta  y  nueve  del  Código  Civil  se  hiciera 

;.  ,    una  excepción  á  favor  del  Sr.  Blanco  Herrera,  por  vir- 

p  tud  de  la  cual  adquiriese  en  absoluta  propiedad  la  pren- 

^  da,  sin  llenarse  los  requisitos  que  establece  el  artículo 

k^-  ■  mil  ochocientos  setenta  y  dos  del  mencionado  C6digo. 

Decimotercero:  que  la  sucesión  del  Sr.  Fernández  no 
;  ha  sido  expropiada  por  ningimo  de  los  medi'>s  que  el 

derecho  reconoce,  de  las  setenta  y  tres  acciones  que  el 
-  Sr.  Blanco  Herrera  manifestaba  tener  en  su  poJer  A 

'  disposición  de  aquélla  en  concepto  de  prenda.  í)écimo- 

cuarto:  que  aun  cuando  el  informe  de  la  Empresa  de 
Caibarién  que  en  certificación  acompaña  diga  otra  cosa, 
'  como  el  acreedor  no  puede  disponer  de  la  preu'la,  quierí 

convenir  por  ahora  en  la  certeza  de  las  afirmae^onc3  del 
;  Sr.  Blanco  Herrera,  y  suponer  en  su  poder  las  setenta 

y  tres  acciones  mencionadas  ó  sus  equivalentes  en  lo^ 
nuevos  títulos  emitidos  por  la  actual  Empre-a  con  la 
bonificación  del  veinte  por  ciento  que  concedió  á  los  an- 
tiguos accionistas  y  al  devolver  estos  títulos  transfor- 
mados deberá  hacerlo  con  los  dividendos  fijos,  que  para 
esas  acciones  preferentes  tiene  acordado  la  Compañía 
en  sus  Estatutos ;  ó  sea  el  cinco  y  medio  por  ciento  anual 
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sobre  el  valor  de  las  nuevas  acciones;  y  qne  se  han  de- 
v^mgado  por  el  transcurso  de  dos  años  sociales  de  la  líp 

nueva  Empresa.  Decimoquinto:  que  en  mérito  de  lo  ex-  '  ^^í?| 

puesto  en  los  hechos  anteriores  y  por  la  transformación  .  V%i 

de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Caibaríén,  el  Sr.  Blan-  ^í?f 

co,  Herrera  conserva  en  sn  poder  las  setenta  y  tres  accio-  '¿I 

nes  con  sus  intereses  y  dividendos  según  !a  liquidación  r^: 

que  se  hace,  y  según  ella  importan  por  consiguiente  los  :  ,3- f 

valores  del  intestado  del  Sr.  Francisco  Fernández,  que  se  "^ 

encuentran  en  poder  del  Sr.  Blanco  Herrera  cuarenta  Ji'^ 

y  tres  mil  ochocientos  pesos  en  acciones  de  la  nueva  Em-  l^k 

presa  ó  sus  valores  al  tipo  de  cotización  actual  y  treinta  '  Vi 

y  dos  mil  cuarenta  y  siete  pesos  noventa  y  siete  centavos  : 

en  dinero  efectivo,  importe  de  los  dividendos  cóbralos  f^! 

y  de  los  intereses  devengados  que  hacen  un  total  en  oro  "?< 

español  de  setenta  y  cinco  mil  ochociento«  cuarenta  y  5;^! 

siete  pesos  noventa  y  siete  centavos  que  se  compone  ^ 

de  sesenta  y  tres  mil  quinientos  setenta  y  tres  pesos  \^ 

de  valores  recibidos  y  doce  mil  doscientos  setenta  y  (^ 

cuatro  pesos  noventa  y  siete  centavos  de  intereses  de-  ¿^ 

vengados    por    estos    valores.     Decimosexto :    que    da-  \^^ 

dos  los  preceptos  terminantes,  tanto  del  Código  de 
Comercio  (artículos  trescientos  veintitrés  y  trescien- 
tos veinticuatro)  como  los  del  Código  Civil  (artícu- 
los mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve,  mil  ochocien- 
tos setenta  y  dos)  y  las  declaraciones  que  contiene 
la  ejecutoria  que  recayó  en  el  pleito  que  siguió  la 
Sra.  Oliver  al  Sr.  Cosme  Blanco  Herrera,  éste  no  pue- 
de dudar  de  sus  obligaciones  con  la  sucesión  del  Sr.  Fer- 
nández, á  mayor  abundamiento  por  él  reconocí dns ;  y 
por  consguiente  obra  con  temeridad  al  obligarle  ^  in- 
terponer este  juicio  en  reclamación  de  las  pertenencias  • 
del  abintestato;  y  por  lo  tanto,  al  declararse  con  lugar 
la  demanda,  debe  ser  condenado  en  las  costas  (|ne  en  la 
misma  se  causen;  y  después  de  los  fundamentoB  de  de- 
recho solicitó  se  le  tuviera  por  personado  á  nombre  de 
la  Sra.  Leocadia  Oliver  y  Font  en  mérito  del  poder  que 
acompaña  con  el  número  uno,  y  en  su  caráct(?r  ñe  ad- 
ministradora de  los  bienes  del  intestado  de  D.  Francis- 
co Fernández  Eodríguez  que  acredita  la  certifieainóu 
número  dos:  se  tenga  por  promovido  en  forma  inciden- 
tal juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  oontra  el  Sr. 
Cosme  Blanco  Herrera  para  que  restitu3^a  al  referido 
juicio,  las  setenta  y  tres  acciones  del  ferrocarril  de  Gai- 
barién,  sus  dividendos  é  intereses  que  aparece  tenor  en 
su  poder  se^n  la  cuenta  número  tres  y  demás  docu- 
mentos que  acompaña  marcados  con  los  oúmorcs  cuíi- 
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tro,  cinco  y  seis;  en  definitiva  se  declare  con  \usiXT  la 
demanda  condenando  al  Sr.  Blanco  Herrera  á  la  resti- 
tución indicada,  y  en  caso  de  no  ser  posible  la  devolu- 
ción de  las  setenta  y  tres  acciones  por  su  conversión  en 
títulos  de  la  nueva  Empresa,  ó  por  haber  dispuestí>  de 
ellas  el  Sr.  Blanco  Herrera,  que  en  su  lugar  roinfogre 
títulos  de  la  Nueva  Empresa  ó  sus  valores  con  los  divi- 
dendos é  intereses  correspondientes  por  los  conceptos  y 
en  la  cuantía  explicada  en  el  hecho  décimoquiíjto  do 
esta  demanda;  condenando  en  costas  al  clemaT^dado  y 
haciendo  á  ese  efecto  la  apreciación  consiguiente  en  mé- 
rito de  la  Orden  número  tres  de  primero  fie  Enero  de 
mil  novecientos  uno. 

Cixarto.  Eesxiltando  que  con  la  expresada  deman- 
da se  acompañó  el  testimonio  de  poder  señalado  con  «1 
número  uno  que  ocupa  del  folio  ciento  treinta  y  seis  al 
ciento  cuarenta  /  tres ;  el  señalado  con  el  número  dos  el 
nombramiento  de  administradora  Judicial  que  á  favor 
de  Doña  Leocadia  Oliver  recayó  en  el  abintestal-o  de  su 
esposo  D.  Francisco  Fernández,  folio  cuarenta  y  cuatro 
y  cuarenta  y  cinco:  con  el  número  tres  una  CMéiita  co- 
rriente entre  D.  Francisco  Fernández  y  D.  Cosrr.e  Blan- 
co Herrera,  de  la  que  aparece:  que  en  el  "I>ebc"  en  cud- 
tro  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  v  nuevo  figura- 
ban con  doscientas  once  acciones  del  Ferror-arr'!  de  Cai- 
barién,  ciento  dos  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos  pesos 
veintiocho  centavos,  conteniendo  después  las  siguientes 
partidas  de  cargo:  intereses  hasta  treinta  del  mismo 
mes,  setecientos  setenta  y  im  pesos  treinta  y  nii<?ve  cen- 
tavos: en  dos  de  Julio  siguiente,  intereses  de  ese  mes 
cuatrocientos  ochenta  y  cuatro  pesos  sesenta  y  seis  cen- 
tavos, por  entrega  á  Fernández  en  efectivo  doscientos 
cincuenta  pesos  y  por  diez  acciones  Caibarién  á  la  ])ar 
abonadas  además,  cinco  mil  pesos:  en  veintiíaieve  del 
propio  mes  por  entrega  á  Fernández  en  efectivo  tres- 
cientos veinticinco  pesos:  en  treinta  y  uno  dei  mi.imo 
mes  por  diferencia  en  intereses  treinta  y  siete  pesos  cin- 
cuenta y  un  centavos;  y  en  cinco  de  Agosto  de!  propio 
mes  por  costo  de  diez  acciones  Caibarién  á  uno  por  cien- 
to premio  cinco  n.il  cincuenta  pesos,  cuyas  partidas  su- 
man once  mil  novecientos  diez  y  ocho  pesos  que  con  la 
cantidad  adeudada  en  cuatro  de  Junio  ascendieron  ú 
ciento  catorce  mil  setecientos  setenta  pesos  ochenta  y 
cuatro  centavos,  arrojando  un  saldo  de  treinta  y  cinco 
mil  veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  contra  se- 
tenta y  tres  acciones :  que  en  el  "Haber^^  eñ  el  .-eferido 
día  cuatro  de  Junio  figuraban  contra  ciento  dos  mil 
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ochocientos  cincuenta  y  dos  pesos  veintiocho  contavos 
oro,  doscientas  once  acciones  conteniendo  despiiéí*  l^s 
siguientes  partidas  de  abono:  en  la  misma  fet-lia,  por 
producto  de  setenta  y  ocho  acciones  Caibarién  á  la  par, 
treinta  y  nueve  mil  pesos:  en  dos  del  siguiente  mes  de 
Julio  un  cargo  de  diez  acciones  contra  cinco  mil  pesos; 
en  treinta  y  uno  del  mismo  mes,  un  abono  por  producto 
de  diez,  acciones  Caibarién  á  dos  por  ciento  premio 
"Mier^'  cinco  mil  cien  pesos :  en  la  misma  fecha  otro 
abono  por  producto  de  otras  diez  acciones  de  ior';al  Em- 
presa á  uno  por  ciento,  premio  Cacheiro,"  cinco  mil  cin- 
cuenta pesos,  en  la  misma  fecha,  producto  de  sesenta  ac- 
ciones de  la  propia  Empresa  á  dos  por  ciento  premio 
"Méndez"  treinta  mil. seiscientos  pesos  y  en  ainco  de 
Agosto  siguiente  un  cargo  de  diez  acciones  contra  cinco 
mil  cincuenta  pesos  oro,  sumando  dichas  partidas  de 
abono  setenta  y  nueve  mil  setecientos  cincuenta  pesos, 
que  con  el  saldo  del  "Debe"  ascendente  á  treinta  y  cinco 
mil  veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  hacen  el  total 
lo  mismo  que  en  éste  de  ciento  catorce  mil  setecientos 
setenta  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  y  siendo  el  nú- 
mero de  acciones  existentes  el  de  setenta  y  tres  que  en 
el  "Debe",  después  del  saldo  indicado,  figura  en  Marzo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  im  cargo  por  intere- 
ses de  los  expresados  treinta  y  cinco  mil  veinte  pesos 
ochenta  y  ouatro  centavos  del  saldo  al  nueve  por  ciento 
en  ochenta  meses  transcurridos  desde  el  día  primero  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  hasta  el 
treinta  y  uno  del  indicado  mes  de  Marzo  que  importa 
veintiún  mil  doce  pesos;  el  cual  unido  á  dicho  saldo, 
suma  cincuenta  y  seis  mil  treinta  y  dos  pesos  ochenta  y 
cuatro  centavos,  de  cuyo  total  rebajadas  las  partidas  del 
"Haber^,,  ascendentes  á  diez  y  nueve  mil  seiscientos  cin- 
co pesos  cuarenta  y  nueve  centavos  queda  un  saldo  de 
treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veintiseite  pesos  treinta 
y  cinco  centavos  contra  setenta  y  tres  acciones  y  en  el 
Haber  se  cargan  dividendos  é  intereses  que  suman  trein- 
ta y  seis  mil  cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y 
cinco  centavos,  haciendo  un  total  de  cincuenta  y  seis 
mil  treinta  y  dos  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos:  el 
documento  número  cuatro,  certificación  expedida  por 
el  Escribano  D.  Aurelio  Valladares  con  vista  ele  los  au- 
tos seguidos  entre  las  mismas  partes  sobre  rendición  de 
cuentas  y  entrega  del  saldo  en  la  que  se  inserta  una  car- 
ta de  fecha  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochei-ta 
y  nueve  dirigida  á  D,  Agustín  Arguelles,  que  es  copia 
firmada  por  Alfredo  Llaguno,  con  la  que  se  remitía  im 
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extracto  de  cuenta  que  á  su  fallecimiento  dejó  pendiente  ^ 
D.  Francisco  Fernández,  que  arroja  un  saldo  á  favor  del 
que  la  dirige  de  treinta  y  cinco  mil  veinte  pesos  ochenta 
y  cuatro  centavos  contra  setenta  y  tres  acciones  de  la 
Empresa  del  Ferrocarril  de  Caibarién,  manifestándole 
que  conserva  en  su  poder  un  contrato  suscrito  por  An- 
tonio Martínez  con  la  intervención  del  corredor  J.  Gar- 
cía Calderón  por  compra  de  diez  acciones  de  la  mencio-: 
nada  Empresa  al  precio  de  uno  por  ciento,  premio  ven- 
cido en  treinta  y  uno  de  Julio  próximo  pasado  y  otro 
autorizado  por  Agustín  J.  Heres,  por  compra  de  veinte- 
y  cinco  acciones  de  las  mismas  al  precio  de  dos  y  medio- 
por  ciento,  premio  á  pedir  hasta  fines  del  corriente  mes ; 
que  como  expresa  el  finado  en  la  carta  que  dirigió  al  Sr. 
Arguelles  en  sus  últimos  momentos  de  que  recogiera  las 
acciones  mediante  el  pago  de  lo  que  adeudaba,  le  supli- 
ca la  contestación  inmediatamente  sobre  el  particular, 
en  la  que  se  inserta  la  diligencia  de  prueba  de  libros 
practicada  en  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis  en  el  pleito  sobre  rendición  de  cuentoü  en 
el  escrito  de  los  Sres.  Arguelles  y  Compañía  que  vom- 
prende  k  titulada  "Cuentas  corrientes**  número  cuatro- 
y  se  hace  constar  en  ella  que  al  folio  ciento  treinta  y  dos 
aparece  una  cuenta  de  Pedro  Méndez,  la  cual  pasó  al 
folio  ciento  noventa  y  seis  y  examinados  los  asientos  que- 
comprende  desde  el  primero  de  Julio  al  primero  Je 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  no  existe 
ninguno  en  que  conste  la  operación  de  compra  de  cien 
acciones  que  se  dice  hecha  por  los  Sres.  E.  Arguelles  y 
*  Compañía  pertenecientes  á  la  Empresa  del  Ferrocarril 
de  Caibarién  que,  según  contrato  les  traspasó  D.  Pedro 
Méndez  y  que  había  de  entregarlas  en  treinta  y  imo  de- 
Julio  citado  al  Sr.  Cosme  Blanco  Herrera,  de  las  que  á 
éste  le  tenía  pignoradas  D.  Francisco  Fernández  Bodrí- 
guez;  pero  en  la  mencionada  cuenta  al  folio  ciento  no- 
venta y  seis  aparece  un  asiento  del  referido  día  treinta 
y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  que 
dice:  importe  de  sesenta  acciones  del  Ferrocaml  de 
Caibarién,  que  por  su  cuenta  recibimos  de  Cosme  He- 
rrera al  dos  por  ciento  premio-pesos  treinta  mil  bei^^-^ 
cientos. 

Quinto.  Besultando  que  también  se  presentó  con 
la  demanda  certificación  expedida  con  vista  de  lo?  au- 
tos que  las  mismas  partes  siguieron  sobre  rendición  de 
cuenta  que  obra  del  folio  ciento  cincuenta  al  ciento  se- 
tenta y  cuatro,  insertándose  la  cuenta  de  D.  Francisco 
Fernández  con  Cosme  Blanco  Herrera,  relacionada,  eiü 
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'el  anterior  Eesultando:  el  escrito  de  contestación  del 
demandado  en  el  que  están  consignados  los  siguientes 
Hechos:  Primero:  Que  son  ciertos  los  hechos  del  pri- 
mero al  tercero  de  la  demanda,  ó  al  menos,  nada  tiene 
que  oponer  contra  ellos  el  demandado,  agregando  que 
la  cantidad  prestada  á  D.  Francisco  Fernández  contra 
las  doscientas  once  acciones  que  se  mencionan  del  Fe- 
rrocarril de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus  fué  la  de  ciento 
dos  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos  pesos  veintiocho 
'Centavos  oro.  Segimdo :  Que  no  es  cierto  el  hecho  cuarto 
en  cuanto  por  él  se  afirma  que  el  Sr.  Blanco  HeiTera  se 
dedicara  á  la  especulación  con  el  Sr.  Fernández  y  Eodrí- 
guez,  como  lo  demuestra  el  confesarse  en  la  mi¿ima  de- 
manda que  la  negociación  realizada  entre  ambos  faé 
un  préstamo  con  interés  de  nueve  por  ciento  anual  y  la 
pignoración  de  las  doscientas  once  acciones  que  ?e  citan 
en  el  hecho  tercero  de  la  misma;  y  la  cuenta  corriente 
obedecía  sencillamente  á  la  necesidad  de  abonar  y  cargar 
en  la  misma  al  Sr.  Fernández  el  resultado  de  los  traspa- 
sos que  frecuentemente  hacía  por  su  propia  cuenta,  así 
como  la  suma  que  recibía  y  entregaba.  Tercero :  Que  las 
operaciones  á  que  se  refieren  los  hechos  quinto,  sexto, 
séptimo,  octavo  y  noveno,  no  guardan  conformidad  con 
las  operaciones  realizadas,  que  lo  fueron  del  adjunto  ex- 
tracto de  la  cuenta  corriente  que  el  Sr.  Blanco  Herrera 
llevaba  al  81^  Fernández  y  Rodríguez;  pues  del  propio 
modo  que  no  fueron  sólo  las  doscientas  once  acciones 
con  que  la  misma  se  encabeza,  las  que  recibió  el  Sr. 
Blanco  Herrera  por  cuenta  de  Fernández,  sino  veinte 
más,  diez  en  dos  de  Julio  y  diez  en  cinco  de  Agosto  del 
mismo  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  tampoco 
fueron  cien  las  acciones  recibidas  por  los  Sres.  Argue- 
lles y  Compañía,  sino  sesenta,  en  término  de  que  habién- 
doles sido  traspasadas  las  cien  que  dispuso  el  Sr.  Fer- 
nández, tuvieron  aquéllos  que  devolver,  como  devolvie- 
ron en  el  mismo  acto,  las  cuarenta  restantes,  todo  lo  que 
debe  constar  en  los  libros  de  la  Compañía  y  en  los  de  la 
respetable  casa  mercantil  de  R.  Arguelles  y  Compañía. 
Ouarto :  Que  cuanto  se  consigna  en  los  hechos  décimo  al 
decimotercero,  como  ajenos  que  son  al  objeto  de  la  de- 
manda, en  cuanto  c«n  el  demandado  se  relacionen,  no 
considera  que  deben  ocupar  la  atención  del  Juzgado  por 
lo  que  es  objeto  de  la  misma,  aunque  conozca  alíennos  de 
esos  particulares  por  su  notoriedad,  á  la  vez  que  otros 
les  son  completamente  desconocidos.  Quinto:  que  no  es 
cierto,  en  cuanto  al  hecho  decimocuarto,  que  se  haya  ne- 
gado el  demandado  á  dar  cuenta  justificada  de  las  dos- 
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cientos  once  accione^  á  que  se  refiere  la  demanda,  puesto 
que  siéndole  deudora  la  sucesión  del  Sr.  Fernández  ce 
una  importante  suma  por  consecuencia  de  aquellos  prés- 
tamos, su  mayor  deseo  habría  sido  que  se  hubieran  acer- 
cado á  él  con  el  propósito  de  liquidar  y  á  recibir  las  ac- 
ciones sobrantes,  abonándole  á  la  vez  el  saldo  que  á  su 
favor  le  resulta.  Sexto :  Que  en  cuanto  al  hecho  decimo- 
quinto de  la  demanda,  es  cierto  que  la  Empresa  de  Cai- 
barién  ha  repartido  dividendos,  los  cuales  han  sido  siem- 
pre abonados  al  Sr.  Fernández  en  su  cuenta  corriente, 
como  también  han  sido  cargados  los  intereses  correspon- 
dientes á  los  préstamos  que  garantizaban  las  acciones 
que  los  devengaron,  según  todo  resulta  pormenori>jacla 
en  el  extracto  de  cuenta  corriente  que  se  acompaña.  Sép- 
timo: que  como  consecuencia  del  movimiento  realizado 
por  el  Sr.  Fernández  hasta  el  día  de  su  falleci miento, 
adeuda  hoy  un  saldo  de  treinta  v  seis  mil  cuatrocientos 
veinte  y  siete  pesos  treinta  y  cinco  centavos  oro  contra 
setenta  y  cinco  acciones,  que  los  herederos  tienen  á  su 
disposición,  previo  pago  de  aquella  suma,  todos  cuyos 
particulares  no  deben  ser  desconocidos  por  aquéllos,  no 
sólo  por  las  noticias  que  directamente  hayan  podido  ad- 
quirir, sino  también  por  su  mismo  apoderado,  I).  Agus- 
tín Arguelles,  como  gerente  de  la  casa  de  R.  Arguelles 
y  Compañía,  que  intervino  en  algimas  de  las  operacio- 
nes realizadas  y  recibió  en  treinta  y  uno  ie  Julio  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve  las  sesenta  acciones  de  Mén- 
dez, según  explica  el  hecho  tercero,  negándose  á  recibir 
el  completo  de  las  cien  á  que  también  se  refiere  el  hecho 
octavo  de  la  demanda;  y  como  hechos  de  la  reconvención 
alegó  los  siguientes:  Primero:  que  el  extracto  de  cuen- 
ta corriente  que  se  acompaña,  arroja  un  saldo  ccmtra  la 
sucesión  de  I).  Francisco  Fernández  y  Eodrígnez  y  á 
favor  de  D.  Cosme  Blanco  Herrera  de  treinta  y  .^eis  mil 
cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centíH'os 
oro,  garantizados  con  setenta  y  tres  acciones  del  Forro- 
carril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus,  cuyo  precio  de 
cotización  en  Bolsa,  no  alcanza  ni  con  mucho  á  cvi])rir 
dicho  saldo.  Segimdo :  que  el  Sr.  Blanco  Herrera  recon- 
viene por  esa  suma  á  la  sucesión  de  D.  Francisco  Fer- 
nández y  Rodríguez  represen tadfi  en  este  juicio  por  la 
parte  actora;  y  concluyó  pidiendo  se  tuviera  por  con- 
testada la  demanda  y  por  propuesta  reconvención,  y  en 
definitiva  declarar  aquélla  sin  lugar  y  con  lugar  la  re- 
convención condenando  á  la  sucesión  de  D.  Francisco  Fer- 
nández Rodríguez  á  que  pague  al  demandado  la  suma  de 
treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veinte  y  seite  pesos  treinta 
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y  cinco  centavos  oro,  con  sns  intereses  al  nueve  por  ciento 
anual  desde  el  traslado  del  escrito  condenándola  asimis- 
mo al  pago  de  todas  las  costas :  que  en  su  escrito  de  du- 
plica consigna  como  hechos.  Primero:  los  de  la  contes- 
tación á  la  demanda,  así  como  los  de  la  reconvención  qne 
reproduce.  Segundo:  que  las  negociaciones  que  media- 
ron entre  Fernández  y  el  que  duplica,  fueron  el  resulta- 
do de  un  contrato  concertado  entre  ambos,  según  el 
cual,  el  Sr.  Blanco  ílerrera,  previa  aprobación  en  cada 
caso  y  entrega  de  contratos,  recibía  abonando  su  im- 
porte, las  acciones  que  al  Sr.  Fernández  compraba  por 
cuenta  propia  y  viceversa,  entregaba  recibiendo  su  im- 
porte, las  acciones  que  el  Sr.  Fernández  vendía  también 
por  cuenta  propia,  siendo  utilidad  de  Blanco  Herrera  el 
interés  de  nueve  por  ciento  anual  por  la  suma  que  hubie- 
ra pagado  por  las  acciones  comparadas,  y  de  Fernández 
el  sobre  precio  con  que  se  vendían  dichas  acciones,  las 
cuales  quedaban  pignoradas  á  favor  de  Blanco  Herrera. 
Tercero :  que  ese  contrato  fué  celebrado  por  Blanco  He- 
rrera con  el  solo  objeto  de  auxiliar  á  Fernández,  cuyo 
mal  estado  de  fortuna  era  de  público  conocida  en  esta 
plaza,  dio  principio  en  cinco  de  Jimio  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho.  Cuarto :  que  en  la  forma  convenida 
se  practicaron  operaciones  por  Fernández,  de  compra  y 
de  venta  de  acciones  de  distintas  Empresas  por  valor 
de  algunos  cientos  de  miles  de  pesos  hasta  su  falleci- 
miento, ocurrido  en  primero  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  practicándose  balance  de  saldo  de 
vez  en  cuando  entre  éste  y  Blanco  Herrera,  de  la  cuenta 
que  tanto  uno  como  otro  llevaba  siguiendo  á  cuenta  nue- 
va dicho  saldo.  Quinto :  Que  en  cuatro  de  Julio  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve  se  practicó  entre  Fernán- 
dez y  Blanoo  Herrera  el  último  balance  ó  liquidación 
que  arrojó  un  saldo  de  doscientas  once  acciones  de  Cai- 
barién  á  favor  de  Fernández  y  de  ciento  dos  mil  ocho- 
cientos cincuenta  y  dos  pesos  veintiocho  centavos  oro  á 
favor  de  Blanco  Herrera,  el  cual  saldo  fué  aprobado  por 
ambos  pasándose  á  cuenta  nueva  como  de  costumbre. 
Sexto:  Que  desde  el  cuatro  de  Junio  hasta  el  primero 
de  Agosto,  en  que  falleció  Fernández,  se  vendieron  las 
sesenta  y  ocho  acciones  que  se  expresan  el  hecho  quinto 
de  la  demanda,  y  no  setenta  y  ocho  como  se  dijo  en  el 
hecho  tercero  de  la  contestación  por  error,  que  si  bien 
fué  ese  el  número  que  se  creyó  vendido,  luego  sólo  re- 
sultaron ser  sesenta  y  ocho,  haciéndose  el  descargo  co- 
rrespondiente por  las  diez  de  diferencia  en  dos  de  Julio, 
según  resulta  del  extracto  de  cuenta  corriente  present*?.- 
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do  con  la  contestación.  Séptimo :  que  además  se  vendie- 
ron las  diez  acciones  de  Mier  y  las  diez  de  Cacheiro,  y 
sólo  se  cobraron  sesenta  de  las  cien  contratadas  con 
Méndez;  pues  D.  Agustín  Arguelles,  como  gerente  de 
R.  Arguelles  y  Compañía  que  había  de  recibir  cien  por 
cuenta  de  Méndez,  sólo  quiso  recibir  de  Blanco  Herrera 
y  abonar  sesenta,  devolviendo  las  cuarenta  restantes  á 
fin  de  dar  aplicación  á  otras  cuarenta  que  ya  obrtxban 
en  su  poder,  de  Francisco  Fernández.  Octavo:  que  al 
fallecimiento  de  Fernández,  quedaron  en  poder  de  Blan- 
<ío  Herrera  dos  contratos  suscritos,  uno  por  D.  Antonio 
Martínez,  por  compra  á  Fernández  de  diez  acciones  y 
otro  por  D.  Agustín  J.  Heres  por  compra,  también  á 
Fernández,  de  veinticinco  acciones,  los  cuales  contratos 
-quedaron  incumplidos,  porque  habiendo  bajado  las  ac- 
ciones, los  compradores  se  negaron  á  recibirlas  y  el  Sr. 
Blanco  Herrea  carecía  de  acción  para  exigir  su  cumpli- 
miento, por  lo  cual  dio  cuenta  de  ello  á  D.  Agastíii 
Arguelles  apoderado  de  la  viuda  de  Fernández,  así  como 
de  los  demás  particulares  relacionados  en  la  carta  que  se 
acompañó  á  la  contestación,  que  no  ha  sido  impugnaida  de 
contrario.  Noveno :  que  las  diez  acciones  que  resultan  abo- 
nadas en  cinco  de  Agosto  en  el  Haber  de  Fernández  fue- 
ron pagadas  legítimamente  por  Blanco  Herrera  á  B. 
Arguelles  y  Compañía,  según  se  justificaría  en  su  opor- 
tunidad.— Décimo:  que  igualmente  tendrá  comproba- 
ción en  el  probatorio  la  certeza  de  las  entregas  en  efec- 
tivo hechas  á  Fernández  por  Blanco  Herrera  en  dos  y 
en  veintinueve  de  Julio  por  doscientos  cincuenta  y  tres- 
cientos veinticinco  pesos  oro  respectivamente.  Onceno: 
.que  niega  los  hechos  de  la  réplica  en  cuanto  se  aparten 
•de  los  relatados.  Duodécimo:  que  existe  temeridad  en 
el  contrario  en  seguir  la  reclamación;  y  s(dicitó  que  en 
definitiva  se  condene  á  la  sucesión  ó  intestado  de  D. 
Francisco  Fernández  á  que  pague  á  D.  Cosme  Blanco 
Herrera  la  suma  de  treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  vein- 
tisiete pesos  treinta  y  cinco  centavos  oro  con  lo  demás 
solicitado  en  su  escrito  de  contestación:  que  también 
consta  de  dicha  certificación  las  posiciones  absueltas 
por  D.  Cosme  Blanco  Herrera  y  expuso  que  no  es  cierto 
•el  contenido  de  la  primera  pregimta  referente  á  que 
<;onserva  en  su  poder  un  ejemplar  del  contrato  que  ce- 
lebró con  D.  Francisco  Fernández  y  Rodríguez,  corre- 
dor que  fué  de  esta  plaza  respecto  al  préstamo  que  este 
hizo  al  declarante  con  garantía  de  doscientas  once  ac- 
ciones del  Ferrocarril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus, 
porque  el  saldo  de  las  doscientas  once  acciones  á  que  se 
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refiere  dicha  pregunta,  viene  arrastrándose  desde  cinco 
de  Junio  del  (kíhenta  y  ocho  en  que  entraron  las  prime- 
rag  de  esa  Empresa  juntas  con  otras  de  otra  Empresa 
en  cuenta  corriente :  que  es  cierto  que  según  se  expresa 
en  la  segunda  pregunta  que  en  los  contratos  de  présta- 
,  mo  con  garantía  de  acciones,  éstas  se  transfieren  á  fa- 
vor del  prestamista  en  los  libros  de  la  Empresa  á  que 
pertenecen  dichos,  valores  sin  nota  alguna,  si  bien  en  la 
mayoría  de  los  casos  la  entrega  la  hace  el  vendedor  por 
cuenta  del  que  las  pignora  directamente:'^  que  si' bien 
es  cierto,  como  se  consigna  en  la  tercera  pregunta,  ^'que 
esos  contratos  se  hacen  constar  en  documentos  privados, 
en  los  que  se  expresan  la  cantidad  que  se  presta,  la  fe- 
cha en  que  ha  de  devolverse  ésta  y  ^el  interés  del  présta- 
mo extendiéndose  dos  ejemplares  que  conservan  cada 
uno  de  los  obligados,''  eso  tiene  lugar  en  muchos  ciuias 
y  en  otros  no,  pero  nunca  cuando  se  trata  de  cuenta  co- 
rriente, por  lo  que  al  declarante  se  refiere :  que  respecto 
á  que  si  en  dichos  contratos  se  estipula  también  que  si 
el  valor  de  las  acciones  disminuye  en  más  de  im  cinco 
.por  ciento,  queda  obligado  el  deudor  á  reforzar  ó  au- 
mentar la  garantía  hasta  cubrir  el  importe  de  ia'canti- 
'dad  prestada ;  y  de  no  hacerlo  se  realizan  los  títíilos  por 
medio  de  corredor  y  se  liquida  el  contrato,"  como  se  con- 
signa en  la.  cuarta  pregunta,  depende  de  las  estipulacio- 
nes que  se  establezcan  en  los  contratos,  que  en  unos  ca- 
sos se  hace  y  en  otros  no,  y  en  el  presente  como  no  Iiabía 
contrato  escrito  y  sí  sólo  verbal,  no  existían  las  bases  á 
•que  se  refiere  dicha  pregunta:  que  las  doscientas  once 
acciones  referidas  correspondían  al  declarante  afectadas 
«en  garantía  para  responder  al  saldo  de  la  liquidación 
•que  se  hizo  en  cuatro  de  Junio  del  ochenta  y  nueve,  ha- 
♦ciendo  constar  como  aclaración  que  esas  acciones  ^traían 
su  arrastre  de  la  cuenta  corriente,  no  siendo,  por  lo  tan- 
ix),  pignoración  de  dichas  acciones  en  la  forma  que  ex- 
presa la  quinta  pregunta  á  que  contesta  y  que  no  podía 
reconocer  á  D.  Francisco  Fernández  derecho  para  afec- 
tar las  propias  acciones  á  tercera  persona  y  sí  sólo  para 
disponer  de  ellas  abonand-o  previamente  al  declarante  el 
importe  de  lo, que  adeudaba:  que  por  encargo  verbal  de 
Fernández  traspasó  en  treinta  y  uno  de  Julio  del  ochen- 
ta y  nueve  á  los  Sres.  Arguelles  y  Compañía  cien  accio- 
nes de  las  expresadas  por  recibirlas  dichos  señores,  se- 
gún manifestación  del  indicado  Fernández,  por  cuenta 
y  en  pignoración  del  Sr.  Méndez;  pero  que  I).  A;^ustín 
Arguelles,  gerente  de  dicha  Sociedad,  no  quiso  efectuar 
el  pago  de  las  cien  haciéndolo  sólo  de  sesenta,  razón  por 
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la  cual  los  expresados  señores,  en  primero  de  Agosto  si- 
guiente, devolvieron  al  declarante  las  cuarenta  acciones 
restantes,  según  consta  en  los  libros  de  la  Corapañía, 
expresando  el  referido  D.  Agustín  Arguelles  que  esas 
cuarenta  acciones  las  aplicaba  dicha  sociedad  de  la  cuen- 
ta de  Fernández  á  la  de  Méndez :  que  ignora  que  R.  Ar- 
guelles y  Compañía  tuviesen  algún  compromiso  descono- 
cido, lo  referente  á  haberse  pasado  á  dichos  señore.?  el 
documento  de  las  transferencias  de  las  cien  acciones, 
como  se  expresa  en  la  séptima  pregunta  y  no  recordan- 
do si  el  pago  de  las  sesenta  acciones  fué  el  de  treinta  y 
uno  de  Julio  ó  el  primero  de  Agosto;  que  en  cuanto  á 
la  octava  pregunta  referente  "A  si  es  cierto  que  el  pri- 
mero de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  en 
que  se  suicidó  D.  Francisco  Fernández,  después  de  este 
hecho  los  Sres.  R.  Arguelles  y  Compañía  transfirieron 
al  que  contesta  cuarenta  acciones  de  la  Empresa  de  Cai- 
barién,  sin  que  dicho  traspaso  estuviera  sujeto  á  contrato 
en  que  "hubiese  intervenido  el  repetido  Fernández  y  Eo- 
dríguez,^'  se  atiene  á  lo  manifestado  anteriormente,  y 
que  esas  cuarenta  acciones  son  la  devolución  de  las  cien : 
que  según  ya  tiene  dicho,  no  recuerda  si  las  sesenta  ac- 
cionegi«e  las  pagaron  los  Sres.  R.  Arguelles  y  Compañía 
el  día  treinta  y  uno  de  Julio  ó  el  primero  de  Agosto,  no 
recordando  tampoco  la  hora;  que  respecto  á  la  décima 
pregunta,  referente  á  si  es  cierto  que  las  doscientas  once 
acciones  pignoradas  tienen  su  numeración  propia,  lo  que 
se  hizo  constar  al  celebrar  el  contrato  de  préstamo  con 
garantía  de  aquéllas,'^  repite  que  no  había  pignoración, 
sino  que  las  acciones  traían  su  arrastre  de  la  cuenta  co- 
rriente y  que  todas  las  acciones  tienen  su  numeración 
de  Empresa  ó  sociedad  y  que  para  el  declarante  ninguna 
particular  reconoce  á  los  que  se  refiere  la  preginitA :  (^ue 
no  recuerda  de  momento  las  acciones  que  posee  en  la 
Empresa  de  Caibarién  y  que  no  reconoce  numeración 
especial :  que  como  ya  ha  manifestado  no  existía  contra- 
to más  que  vrbalmente,  y  que  le  facilitaba  á  Fernández 
cantidades  parciales,  el  cual  también  á  su  vez  se  la^ 
entregaba  al  declarante:  que  no  es  cierto  que  además 
del  préstamo  con  garantía  de  las  doscientas  once  accio- 
nes, Fernández  hizo  y  dejó  pendientes  otras  negociacio- 
nes con  el  confesante  "  como  se  consigna  en  la  décima- 
tercera  pregunta,  y  que  solamente  conserva  en  su  poder 
unos  contratos  de  venta  de  esas  acciones  hechas  por  Fer- 
nández á  unos  señores,  cuyo  nombre  no  recordaba  en  el 
momento,  de  cuyos  contratos  había  dado  cuenta  al  Juz^ 
gado :  que  no  os  cierto,  como  se  consigna  en  la  décima- 
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cuarta  pregunta  "que  en  la  cuenta  que  en  los  libros  del 
que  contesta  se  llevaba  á  Fernández  y  Rodríguez,  apa- 
recen anotadas  equivocadamente  operaciones  ajenas  al 
contrato  de  prenda  de  las  doscientas  once  acciones,"^ 
pues  lo  único  que  puede  haber  son  cargos  y  abonos  para 
salvar  en  esa  forma  errores:  que  respecto  á  la  décima- 
quinta  pregunta  referente  "á  que  no  ha  hecho  uso  del 
derecho  que  le  concede  el  Código  de  Comercio  para  ha- 
ber vendido  por  medio  de  Notario  las  acciones  ciue  le 
quedaron  de  Fernández  y  Eodríguez  al  siguiente  día  de 
vencida  la  obligación  con  éste  contraída",  como  no  exis- 
tía obligación,  según  ha  expresado,  esperaba  la  repre- 
sentación de  los  herederos  de  Fernández  ó  de  D.  Agustín 
Arguelles,  á  quien  escribió  el  deponente  una  carta  en 
vista  de  la  que  le  había  dejado  el  finado  para  que  con 
arreglo  á  lo  que  en  ésta  le  encargaba,  recogiese  del  ])o- 
der  del  declarante  el  saldo  de  las  acciones  que  le  queda- 
ban, entregándole  el  saldo  que  le  adeudaba :  que  en  cuan- 
to á  la  décimasexta  pregunta  "contraída  á  que  no  ha  es- 
tablecido reclamación  judicial  contra  los  herederos  de 
Fernández  y  Rodríguez  respecto  al  cumplimiento  del 
contrato  de  las  doscientas  once  acciones  pignoradas,*' 
repite  que  no  habiendo  contrato  y  desconociendo  quié- 
nes eran  los  herederos  de  Fernández,  sólo  escribió  la 
carta  que  expresa  á  D.  Agustín  Arguelles  y  que  más  tar- 
de, á  solicitud  amistosa  de  D.  Isidro  Martín^^í,  le  faci- 
litó un  extracto  de  la  cuenta  y  de  la  carta  dirigíala  á  Ar- 
guelles, y  según  tiene  entendido  ambos  documentos  los 
remitió  á  los  familiares  de  Fernández,  á  Barcelona ;  que 
no  existiendo  contrato,  como  ha  manifestado  antes,  ni 
pignoración  de  las  doscientas  once  acciones,  por  proce- 
der del  arrastre  de  una  cuenta  corriente,  no  había  ven- 
cimiento de  tal  contrato:  que  no  es  cierto,  como  se  ex- 
presa en  la  décimaoctava  pregunta,  que  el  término  esti- 
pulado en  el  contrato  de  préstamo,  con  pignoración  de 
las  doscientas  once  acciones  fué  el  de  tros  meses,''  que 
tampoco  es  cierto:  como  se  expresa  en  la  décimaiiovcna 
pregunta  "que  conserva  en  su  poder  la  carta  que  D. 
Agustín  Arguelles  como  apoderado  de  la  demandante  le 
dirigió  contestando  la  suya,  de  seis  de  ^fayo  de  mil  oclio- 
cientos  ochenta  y  nueve  y  en  la  cual  dicho  apoderado  se 
mostraba  inconfonne  con  la  cuenta  que  producía  el  que 
responde,"  pues  no  ha  recibido  contestación  A  la  carta 
d^  que  es  copia  la  del  folio  diez  y  nueve  que  se  le  puso 
de  manifiesto :  que  tampoco  es  cierto  el  contenido  de  la 
vigésima  pregunta  "de  que  el  apoderado  le  manifestaba 
además  en  su  contestación  el  alcance  que  tenía  á  su  fa- 
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vor,  con  cuyo  motivo  el  que  contesta  tuvo  varias  confe- 
rencias con  D.  Agustín,  las  que  terminaron  sin  resulta- 
do práctico:  que  ignora  la  fecha  en  que  embarcó  para 
Barcelona  la  viuda,  que  supo  el  embarque  por  D.  Isidro 
Martínez,  y  que  ni  conoce  á  dicha  viuda  ni  tiene  con 
ella  correspondencia  alguna :  que  ha  sabido  últimamente 
que  D.  Agustín  Arguelles  fué  apoderado  de  esa  señora, 
á  cuyo  D.  Agustín  tuvo  siempre  por  gerente  de  R.  Ar- 
guelles y  Compañía,  cuyo  carácter  le  reconocía  el  día 
treinta  y  uno  de  Julio,  y  que  el  declarante  tenía  enten- 
dido que  las  cien  acciones  las  recibió  dicho  sociedad  por 
cuenta  de  Méndez:  que  repetía,  entendía  que  los  Sres. 
R.  Arguelles  recibían  en  pignoración  las  cien  acciones 
por  cuenta  de  Méndez,  y  que  en  efecto,  D.  Agustín  Ar- 
guelle fué  el  que  le  pagó  las  sesenta  acciones  y  le  devol- 
vió las  cuarenta;  que  respecto  á  la  vigésimacuarta  pre- 
gunta "referente  á  ser  cierto  que  el  contrato  á  favor  de 
Méndez  traspasado  por  éste  á  R.  Arguelles  y  Compañía 
lo  entregó  el  que  contesta  al  gerente  de  éstos  y  ellos  al 
que  responde  del  otro  ejemplar,  cuyo  contenido  es  igual 
á  la  copia  que  se  le  pondrá  de  manifiesto  y  que  se  acom- 
paña al  pliego  de  posiciones,^'  por  haber  transcurrido 
siete  años,  no  recuerda  bien  el  caso,  pero  que  concuerda 
con  lo  que  viene  declarando  respecto  á  las  cien  acciones, 
que  no  es  cierto  que  los  préstamos  que  ha  hecho  y  hace 
el  declamante  con  garantía  de  acciones  nunca  exceden 
del  nu^e  por  ciento  de  lo  que  representan  dichos  valo- 
res al  hacerse  el  contrato :  que  tampoco  es  cierto  que  D. 
Manuel  Herrera,  dueño  del  establecimiento  de  ropas 
"La  Isla,''  sea  pariente  dentro  del  cuarto  grado  del  que 
responde  y  que  es  conocido  y  tiene  relaciones  con  D.  Ra- 
món Arguelles,  gerente  de  R.  Arguelles  y  Compañía, 
pero  que  no  tiene  amistad  íntima:  también  se  inserta 
copia  certificada  de  la  diligencia  de  prueba  de  libros 
practicada  en  trece  de  Agosto  del  noventa  y  seis  y  de 
ella  consta:  primero,  que  requerido  D.  Cosme  Blanco 
Herrera  para  que  presentase  la  contrata  ó  contratos  que 
se  contraigan  al  préstamo  que  hiciera  á  D.  Francisco 
Fernández,  con  pignoración  de  doscientas  once  acciones 
del  Ferrocarril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus,  para  ex- 
tender copia  literal  de  dichos  documentos,  manifestó, 
que  no  tenía  tales  contratos  y  por  lo  tanto  no  podía  ex- 
hibirlos, porque  las  doscientas  once  acciones  á  que  se 
aludía  eran  el  resultado  de  la  cuenta  corriente  á  que  ya 
se  tenía  referido  en  los  autos.  Segando:  que  requerido 
también  el  propio  demandado  para  que  presentase  el 
libro  ^^Diario"  y  Borrador  correspondiente  al  año  de 


JUKI8PBÜDEM0IA  CIVIL.  58^ 


mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  para  certificar  los  asien- 
tos relativos  al  préstamo  hecho  á  Fernández  con  garan- 
tía de  lafi  doscientas  once  acciones^  asi  como  los  asientos 
anteriores  al  cuatro  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve  que  se  encontrasen  en  el  libro  designado  ó  en 
otros  del  año  anterior  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
dijo :  que  las  operaciones  practicadas  con  Fernández, 
fueron  en  particular  con  el  dicente,  y  no  se  refieren  á  la 
Sociedad  de  Sobrinos  de  Herrera,  de  que  era  gerijnte, 
por  lo  que  sólo  tenía  un  libro  en  que  anotaba  y  anota 
dichas  operaciones  particulares  de  cuentas  corrientes  con 
cada  una  de  las  personas  con  quienes  contrata,  cuyo  libro 
exhibió,  manifeertando  que  en  él  consta  toda  la  cuenta  re- 
ferente á  D.  Francisco  Fernández,  la  cual  empicha  al 
folio  veintiuno,  sigue  al  veintitrés  y  pasa  al  sesenta  y 
tres,  donde  termina;  y  examinada  dicha  cuenta,  que 
principia  en  cinco  de  Jimio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho  y  alcanza  á  veinticuatro  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve,  aparece  que  como  resultado  de 
las  operaciones  mnteriores,  en  cuatro  de  Junio  del  ochen- 
ta y  nueve,  resultaba  en  el  "Haber^^  un  saldo  de  doscien- 
tas once  acciones  y  en  el  "Debe^^  otro  saldo  de  ciento  dos 
mil  ochocientos  cincuenta  y  dos  veintiocho  centavos, 
como  figura  en  el  extracto  presentado  con  la  contesta- 
ción de  la  demanda,  existiendo  como  resultado  de  las 
operaciones  posteriores  hasta  el  veinticuatro  de  Agosto 
del  ochenta  y  nueve  un  saldo  en  el  "Haber'*  de  setenta 
y  tres  acciones  contra  el  saldo  en  el  "Debe"  de  treinta 
y  cinco  mil  veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos,  se- 
gún también  consta  en  el  referido  extracto,  por  lo  que 
mediante  la  existencia  de  éste  en  los  autos,  se  hizo  in- 
necesario copiar  los  asientos  de  la  referida  cuenta,  se- 
gún expresó  la  representación  actora:  tercero:  que  re- 
querido en  la  propia  forma  él  demandado  para  que  pre- 
sentase el  ejemplar  de  contrata,  fecha  primero  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  en  que  constaba 
que  Fernández  vendiera  á  D.  Pedro  Méndez  cien  accio- 
nes de  la  Empresa  de  Caibarién  al  tipo  de  dos  por  (?iento 
prima,  para  entregar  el  treinta  y  uno  de  dicho  mes,  ó 
antes  si  los  pidiere,  á  fin  de  extender  copia  de  dicho  do- 
cumento, manifestó  que  no  tenía  en  su  poder  semejante 
contrata;  y  cuarto:  que  requerido  por  último  el  propio- 
demandado  para  que  presentase  el  libro  "Diario"  co- 
rrespondiente al  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve, á  fin  de  certificar  el  asiento,  ó  asientos  relativos  á  la 
referida  contrata,  expuso :  que  según  al  principio  liabía 
manifestado  no  tenía  más  libro  de  operaciones  particnla- 
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res  que  el  que  había  exhibido,  no  copiándose  asiento  al- 
guno de  la  cuenta  referente  á  D.  Francisco  Fernández, 
de  que  ya  se  hizo  mérito  por  estimarlo  innecesario  la 
parte  actora,  en  razón  á  existir  en  los  autos  un  exti'íioto 
de  dicha  cuenta  }''  en  atención  también  á  que  ésta  liabía 
de  insertarse  literalmente  como  parte  de  la  prueba  del 
demandado;  y  también  comprende  el  informe  emitido 
en  los  mismos  autos  á  fojas  ciento  cuarenta  y  cinco  la 
Compañía  del  Ferrocarril  de  Caibarién  y  consta  de  él, 
primero:  que  á  partir  del  veintinueve  de  Enero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  en  adelante,  D.  Francisco 
Fernández  y  Rodríguez,  tan  sólo  aparece  accionista  de 
la  antigua  Compañía  anónima  del  Ferocarril  de  Caiba- 
rién á  Sancti-Spíritus  por  una  sola  acción  de  quijaientos 
pesos,  según  certificado  número  tres  mil  cuatrocientos 
veinticinco  de  los  correspondientes  á  aquella  Compañía 
extinguida,  hoy  fusionada  en  la  actual  Compañía  Vm- 
da  de  los  Ferocarriles  de  Caibarién.  Segundo:  que  des- 
de el  mencionado  día  veintinueve  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  seite  en  que  era  el  expresado  Sr.  Fer- 
nández y  Rodríguez  poseedor  de  la  sola  acción  de  refe- 
rencia, que  aún  continúa  á  su  nombre,  no  ha  realizado 
traspaso  ni  movimiento  alguna  de  acciones.  Tercero: 
-que  con  el  número  ochocientos  ocho  del  libro  de  trans- 
ferencias de  la  Compañía  antigua  del  Ferrocarril  de  Cai- 
barién á  Sancti-Spíritus,  marcado  con  el  mimero  eeite 
de  tós  de  su  serie,  aparece  im  asiento  en  el  mismo  de  fe- 
cha treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  •  que  copiado  literalmente  dice  así :  "Habana, 
treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve. El  Sr.  D.  Cosme  Blanco  Herrera  traspasa  á  los  Sres. 
R.  Arguelles  y  Compañía  las  cien  acciones  de  á  qui- 
nientos pesos  que  con  los  números  consignados  en  los 
documentos  del  margen  se  hallan  inscritas  en  esta  Com- 
pañía á  su  nombre.  El  cedente  Cosme  Blanco  Herrera — 
Hay  una  rúbrica. — El  cesionario  R.  Arguelles  y  C^. — 
Hay  una  rúbrica.  Cuarto:  que  los  traspasos  hechos  por 
el  Sr.  D.  Cosme  Blanco  Herera  desde  primero  de  .\gos- 
to  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  á  treinta  y  uno 
de  Diciembre  del  mismo  año  son  los  siguientes. — En 
cinco  de  Agosto. — A.  R.  Arguelles  y  C* — diez  acciones, 
— Agosto  doce — á  R.  Arguelles  y  C%  diez  acciones. — 
Agosto  catorce,  á  Laureano  Pequeño,  diez  acciones. — 
En  Septiembre  veintiocho,  á  R.  Arguelles  y  C*,  cuaren- 
ta acciones. — En  Octubre  treinta  y  uno,  á  Lino  Sánchez 
Mármol,  cuatro  acciones. — Noviembre  cuatro,  á  Fernan- 
do  Solozábal,   cuarenta   y   ocho   acciones. — Noviembre 


JUBISFKüDENCIA  CIVIL.  '591 


treinta,  á  Isidro  Oliva,  diez  acciones. — Diciembre  dos, 
á  Laureano  Cagigal,  seis  acciones, — ^y  Diciembre  trein- 
ta y  uno,  á  José  Bengochea,  diez  acciones :  quinto :  que 
las  acciones  que  hoy  posee  el  Sr.  D.  Cosme  Blanco  He- 
rrera son  sesenta  y  siete,  sus  números,  setecientos  cua- 
renta y  cuatro  y  cuarenta  y  cinco,  mil  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres  al  mil  cuatrocientos  sesenta  y  dos,  mil 
ochocientos  diez  y  siete  al  mil  ochocientos  veintidós,  dos 
mil  treinta  y  tres,  dos  mil  cincuenta  y  tres,  dos  mil 
cuatrocientos  uno,  dos  mil  quinientos  cinco  á  dos  mil 
quinientos  ocho,  dos  mil  quinientos  sesenta  y  siete  á 
dos  mil  quinientos  setenta,  dos  mil  seiscientos  veinti- 
siete, tres  mil  doscientos  sesenta  y  dos  ft  tres  mil  dos- 
cientos ochenta,  cuatro  mil  ciento  sesenta  y  ocho  y  cua- 
tro mil  doscientos  treinta  y  uno  al  cuatro  mil  doscien- 
tos cuarenta  y  cinco  y  el  cupón  número  ciento  uno  por 
valor  de  cuatrocientos  diez  y  nueve  pesos  veinte  y  dos  cen- 
tavos. Sexto :  que  con  el  número  ochocientos  trece  del  li- 
bro de  traiusferencias  de  la  antigua  Compañía  anónima 
del  Ferrocarril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus  marcado 
con  el  número  siete  de  los  de  su  serie,  aparece  un  asiento 
en  el  mismo  de  fecha  primero  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve,  que  copiado  literalmente  dice: 
Habana,  primero  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve.  Los  Sres.  B.  Arguelles  y  C*  traspasaron  al  Sr. 
D.  Cosme  Blanco  Herrera  cuarenta  acciones  de  á  qui- 
nientos pesos,  que  con  los  números  consignados  en  los 
documentos  del  margen  se  hallan  inscritos  á  su  nombre 
en  esta  Compañía. — El  cédente,  R.  Arguelles  y  C''. — 
Hay  una  rúbrica. — El  cesionario,  Cosme  Blanco  Herre- 
ra.— Hay  una  rúbrica,  siendo  la  numeración  corres|)on- 
diente  á  las  cuarenta  acciones  la  siguiente:  Números 
doscientos  cincuenta  y  cinco  á  doscientos  cincuenta  y 
siete,  trescientos  nueve  y  diez,  trescientos  noventa  y 
seis,  quinientos  veinte  al  quinientos  veintitrés,  cuatro- 
cientos seis  á  cuatrocientos  nueve,  seiscientos  cincuenta 
y  siete,  seiscientos  ochenta  y  n^ieve  y  novfenta,  setecien- 
tos cuarenta  y  tres  al'cuarenta  y  seis,  ochocientos  treiuta 
y  cinco,  ochocientos  cincuenta  y  uno  al  cincuenta  y  tres, 
ochocientos  sesenta  y  siete,  mil  ochenta  y  cinco,  r.iil 
ciento  uno  al  mil  ciento  tres,  mil  seiscientos  setenta  y 
ocho  á  mil  seiscientos  ochenta,  mil  novecientos  ochenta 
y  tres  al  ochenta  y  siete,  dos  mil  quinientos  cincuenta  y 
dos  y  dos  mil  seiscientos  ochenta,  y  uno ;  que  fueron  tras- 
pasadas á  los  Sres.  R.  Arguelles  y  Compañía  en  veinti- 
KXího  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue^e. 
Sexto.     Resultando   que  también   se   acompañó   á 
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la  demanda  con  el  número  seis,  la  certificación  expedida 
con  vista  de  los  autos  que  las  partes  siguieron  sobre  ren- 
dición de,  cuentas^  en  la  que  se  ^inseri»,  la  copia  de  una 
carta  de  fecha  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve,  firmada  por  Alfredo  Llaguno,  dirigida  á  D, 
Agustín  Arguelles,  que  queda .  relacionada  al  exti-actar 
la  del  folio  ciento,  cuarenta  y  siete;  y  en  cuya  certifica- 
ción de  fojas  ciento  setenta  y  cinco,  marcada  con  el  nú- 
mero 8ei6,  se  inserta  la  carta  firmada  por  F.  Fernández 
y  dirigida  á  D.  Agustín  Arguelles  participándole  que* 
no  pudiendo  soportar  por  más  tiempo  los  rudos  golpes 
de  la 'desgracia  en  sus  operaciones  bursátiles  ha  determi- 
nádese  suicidarse,  suplicándole  procuiie  que  su  señora 
se  embarque  inmediatamente  facilitándole  cualquier  di- 
nero que  necesite  y  guardando  á  su  disposición  todo  lo- 
que á  él  le  pueda  pertenecer,  procurando  al  mismo  tiem- 
po recoger  todas  las  acciones  que  tiene  en  casa  de  He- 
rrera y  liquide  la  cuenta  dejáiidolo  también  en  poder- 
del  Sr.  Arguelles  y  á  disposición  de  su  esposa,  eso  y  todo 
lo  que  vea  que  puede  pertenecerles  se  haga  cargo  de  ello 
y  lo  dispone  como  mejor  lo  considere  en  favor  de  ella, 
pues  se  queda  sin  otros  recursos  que  los  que  lleva  dichos ; 
haciendo  también  constar  en  la  referida  certificación 
que  el  Procurador  D.  Alfredo  Llaguno  llevó  la  repre- 
sentación del  demandado  D.  Cosme  Blanco  Herrera.. 

Séptimo.  Resultando  que  la  demanda  fué  adiniti- 
da  por  la  providencia,  folio  doscientos  vuelto  teniendo 
por  parte  al  procurador  D.  Francisco  del  Barrio,  á  noni- 
bre  de  la  Sra.  Leocadia  Oliver  y  Font  en  su  carácter  de 
administradora  de  los  bienes  del  abintestato  de  D.  Fran- 
cisco Fernández  Eodríguéz  mandando  sustanciarla  por 
los  trámites  del  declarativo  de  mayor  cuantía  confirien- 
do traslado  á  D.  Cosme  Blanco  Herrera,  emplazándolo 
para  que  dentro  de  nueve  días  improrrogables  comparez- 
ca en  los  autos  personándose  en  forma. 

Contestación.: 

Octavo.  Resultando  que  emplazado  dicho  deman- 
dado á  fojas  doscientas  una  vuelta,  presentando  el  po- 
der del  doscientos  dos  al  doscientos  cuatro,  se  personó 
á  su  nombre  el  Procurador  D.  Ramón  Zubizarreta  por 
el  escrito  del  doscientos  cinco  y  se  tuvo  por  parte  á  su 
sustituto  D.  Octavio  Zubizarreta  mandándole  contestara 
la  demanda  dentro  del  término  de  veinte  días,  que  lo 
evacuó  por  el  escrito  folio  doscientos  ocho  al  doscientos 
doce,  consignando  como  hechos,  Primero:  que  en  ocho 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  el  Procu- 
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rador  D.  Francisco  del  Barrio,  en  representación  He 
Doña  Leocadia  Oliver  y  Font  como  administradora  del 
intestado  de  D.  Francisco  Fernández  y  Rodríguez,  en- 
tabló demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
contra  su  poderdante  D.  Cosme  Blanco  Herrera,  en  la 
cual  consignó  como  hechos  pertinertes  al  caso,  f|ue  csl 
expresado  D.  Francisco  Fernández  Rodríguez  era  po- 
seedor de  doscientas  once  acciones  del  Ferrocarril  d.e 
Caibarién  á  Sancti-Spíritus,  representando  un  valor  no- 
minal de  ciento  cinco  mil  quinientos 'pesos,  y  que  ha- 
biéndole tomado  á  préstamo  cierta  cantidad  á  D.  Co:>- 
me  Blanco  Herrera,  dio  á  éste  en  garantía  las  doscientas 
once  acciones  de  referencia,  de  las  cuales  fueron  venda- 
das algunas  partidas  por  Fernández  y  Rodríguez,  ci.yo 
importe  recibió  su  poderdante;  hechos  segundo,  tercero, 
quinto  y  sexto  del  mencionado  escrito  de  demanda;  y 
coíno  fundamento  de  derecho  ^^que  habiendo  el  denian- 
dado  Blanco  Herrera  percibido  el  importe  de  las  accio- 
nes enajenadas,  parte  de  las  doscientas  once  que  tenía 
pignoradas,  estaba  obligado  á  liquidar,  ó  sea,  á  rendií; 
cuenta -á  la  demandante  Sra.  Oliver  y  Font,  de  la  inver- 
sión de  dichas  canfidades  y  de  las  referidas  acciones,  co,- 
mo  asimismo  á  devolver  aquéllas  con  sus  correspondien" 
tes  dividendos,  que  por  estar  satisfecha  la  obiigacióu 
principal  habían  quedado  libres  por  extinción  del  con- 
trato accesorio,  es  decir,  el  de  prenda,  que  garantizaba 
el  cumplimiento  del  de  préstamo;"  segundo  fundamen- 
to de  derecho  del  susodicho  escrito  de  demanda ;  con- 
cluyendo por  solicitar  en  la  súplica  del  mismo  escrito, 
que  se  sirviera  el  Juzgado  condenar  á  su  representado 
D.  Cosme  Blanco  Herrera  "í  que  dentro  de  tercero  día 
rindiese  cuenta  justificada  de  las  doscientas  once  ac- 
ciones de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Cai.'>arién  á 
Sancti-Spíritus  y  sus  dividendos  que  le  tenía  pií^^nora- 
dos  el  referido  Fernández  y  Rodríguez,  entregando  el 
saldo  que  resultaba  á  favor  de  éste,  hoy  su  herencia,  con 
los  daños,  perjuicios  y  las  costas." — Segundo:  que  al 
contestar  su  poderdante  á  esa  demanda  presentó  laj? 
cuentas  de  las  acciones  que  se  le  pedían  y  p]0])uso  re- 
convención á  la  actora  por  las  cantidades  que  había  en- 
tregado á  D.  Francisco  Fernández  y  RodrígU'jx. ;  v  aj 
replicar  Doña  Leocadia  Oliver  y  Font  consÍ£;iKS  en  ej 
hecho  tercero  del  referido  escrito  de  réplica,  fecha  siete 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  que  su  po- 
derdante debía  á  la  sucesión  de  Fernández  y  Rodríguez 
trece  acciones,  como  resto  de  las  doscientas  once  y  cua- 
tro mil  trescientos  veinte  y  un  pesos  setenta  y  cinco  cen- 
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tavos  como  saldo  de  las  acciones  vendidas  pidiendo  en 
la  súplica  de  dicho  escrito,  que  se  sirviera  el  Juzgado  en 
definitiva  declarar  sin  lugar  la  reconvención  **y  conde- 
nar además  al  demandado  D.  Cosme  Blanco  Herrera,  á 
entregar  el  saldo  que  conservaba  en  su  poder  y  que  á  la 
sucesión  de  Fernández  y  Eodríguez  correspondía,  en- 
tregando como  tal  saldo  las  trece  acciones,  resto  de  las 
que  fueron  pignoradas  y  el  importe  en  metálico,  hasta 
cubrir  el  valor  que  tenían  el  día  que  debieron  ser  entre- 
gadas por  quedar  cumplida  la  obligación  que  garantiza- 
ron, con  más  los  daños,  perjuicios  y  costas/'  Tercero: 
que  habiendo  llegado  el  juicio  de  que  se  hace  relación  al 
trámite  de  conclusión  evacuó  dicho  trámite  la  actora 
Doña  Leocadia  Oliver  y  Font  por  su  escrito  :le  quince 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  y  en  la  sú- 
plica de  dicho  escrito  pidió  "que  se  declarara  con  lugar 
su  demanda  con  todos  los  pronunciamientos  solicitados 
en  su  primer  escrito  y  que  se  previniera  al  dci  o  andado 
D.  Cosme  Blanco  Herrera  que  abonase  á  la  actora  Doña 
Leocadia  Oliver  las  cantidades  cuya  inversión  no  hu- 
biese justificado  su  representado  y  que  excedie^íen  de  la 
aceptada  como  deuda,  con  más  las  acciones  que  retenía 
en  su  poder.  Cuarto:  que  fallado  ese  pleito  por  ol  ex- 
tinguido Juzgado  de  primera  instancia  del  C-.^n'o  de 
esta  Ciudad,  bajo  la  actuación  del  Escribano  D.  Manuel 
Baños,  con  fecha  veinticinco  de  Diciembre  de  mil  oobo- 
cientos  noventa  y  seis,  declaróse  sin  lugar  la  denianda 
y  con  lugar  la  reconvención  y  habiendo  interpuesto  con- 
tra dicha  sentencia  la  representación  de  Doña  Leocadia 
Oliver  el  recurso  de  apelación  para  ante  la  Audiencia 
del  Territorio,  dicho  Superior  Tribunal,  por  su  senten- 
cia de  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  confirmó  la  sentencia  apelada  en  cuanto  declaró 
sin  lugar  la  demanda  de  Doña  Leocadia  Oliver  y  la  re- 
vocó en  cuanto  declaró  con  lugar  la  reconvención.  Quin- 
to: que  no  habiéndose  interpuesto  recurso  alguno  por 
las  partes  contra  el  referido  fallo  del  Tribunal  de  .Vpe- 
lación,  fecha  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  fué  declarada  firme  por  providencia  de  la 
Sala  de  veinte  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  pasando  á  tener  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, siendo  entre  otros  bastante  explícito  y  su;íestivo 
el  Considerando  de  ese  fallo  que  advierte  la  falta  de  titu- 
lo en  Doña  Leocadia  Oliver  y  Font,  para  pedir  In  resti- 
tución de  las  trece  acciones  del  Ferrocarril  de  Caibnrién 
á  Sancti-Spíritus,  resto  de  las  doscientas  once,  y  la  su- 
ma de  cuatro  mil  trescientos  veintiún  pesos  setonia  y 
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cinco  centavos  por  saldo  de  las  acciones  vendidas  qne 
reclamaba,  y  que  dice  textualmente  así:  "Considerando, 
por  otra  parte,  que  la  falta  de  representación  por  la  de- 
mandante del  libro  ó  libros  de  su  causante  Fernández  Ro- 
dríguez relativo  á  sus  negociaciones  con  Blanco  Herrera  y 
la  carta  de  aquél  atribuyendo  su  suicidio  á  la  desgracia  de 
sus  operaciones  bursátiles,  y  las  manifestaciones  de  los 
testigos  Alonso  y  Martínez,  amigos  de  Fernández  Ro- 
dríguez sobre  la  falta  de  recursos  de  éste  y  el  infontie  de 
la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Caibarién  de  que  Fer- 
nández Rodríguez  sólo  poseía  una  acción  de  dicho  Fe- 
Trocarril,  son  antecedentes  que  ciertamente  no  prestan 
apoyo  á  las  pretensiones  de  la  demandante/'  Sexto :  que 
no  obstante  los  términos  de  esa  sentencia,  claros  y  ])re- 
cisos,  que  negaba  á  la  actora  todo  derecho  á  la  rcstitii- 
tjióñ  de  las  acciones  que  pretendía,  intentóse  por  ésta  un 
requerimiento  á  su  representado  en  los  autos  del  juicio 
de  intestado  de  D.  Francisco  Fernández  y  Rodríguez, 
para  que  le  entregara,  no  ya  las  trece  acciones  d(»l  Fe- 
rrocarril de  Caibarién  á  Sancti-Spíritus.  resto  de  las 
doscientas  once,  á  que  se  consideraJba  con  dercclio  en  el 
pleito  á  que  antes  se  ha  referido,  sino  setenta  y  tres  de 
esas  acciones,  cuyo  requerimiento  tuvo  lugar  negando  su 
poderdante  que  adeudara  nada  á  la  requirentc  por  vir- 
tud de  la  sentencia  dictada^ en  dicho  pleito,  y  habiendo 
insistido  la  actora  en  que  se  hiciera  un  nuevo  requeri- 
miento con  apercibimiento  de  embargo,  nególe  el  Juz- 
:gado  en  definitivo  por  auto  fundado  de  diez  y  siete  de 
Enero  de  mil  novecientos  confirmado  en  gibado  de  ape- 
lación con  las  costas  por  la  Audiencia  del  Terrilcrio  en 
su  fallo  de  treinta  de  Julio  de  mil  novecientos  que  quedó 
consentido  y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  con- 
signándose en  los  Considerandos  de  esas  resoluciones!', 
entre  otras  cosas,  que  no  era  dable  sin  manifiesta  viola- 
ción de  la  sana  crítica,  dividir  como  pretendía  h  rcqui- 
rente  la  confesión  certificada  que  pudiera  hab.^r  hecho 
Blanco  Herrera  en  el  juicio  de  que  se  ha  venido  tratan- 
do con  el  propósito  de  reconvenir,  como  reconvino  á  su 
adversario,  ni  aislándola  del  escrito  que  la  contuviera, 
apreciarla  con  abstracción  completa  y  absoluta  del  con- 
junto de  circunstancias  que  la  determinaran  y  d(í  que 
sería  realmente  inseparable;  sin  que  por  lo  demás  pu- 
diera estimarse  jurídico,  ni  siquiera  razonable,  que  la 
confesión  judicial  trascendiese  en  sus  efectos  á  un  juicio 
donde  no  se  produjo,  y  sobre  todo  cuando,  como  en  dicho 
caso  acontecía,  en  el  pleito  en  que  se  hiciera  no  le  atri- 
Tjuyó  el  Tribunal  que  dictó  el  fallo  definitivo,  eficacia 
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alguna  perjudicial  al  confesante,  agregándose  que  esto 
sólo  podía  discutirse  en  otro  juicio  en  la  hipótesis  de  que 
la  sentencia  absolutoria  pronunciada  en  el  anterior  no  / 
produjera  excepción  de  cosa  juzgada  en  el  nuevo  pleito, 
no  pudiendo  el  Juzgado  interpretar  la  sentencia  do  cua- 
tro de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  no 
sólo  porque  sus  términos  absolutos  y  sin  reservas  de  de- 
rechos eran  claros  y  no  consentían  dudas  en  H  sentido 
de  poner  fin  á  la  mutua  reclamación  de  los  litiga  utos, 
sino  porque  su  interpretación,  si  cupiese,  no  teudría  la- 
gar fuera  del  juicio  mismo  en  que  se  dictó  y  para  proce- 
der á  su  ejecución.  Séptimo :  que  á  pesar  de  la  exactitud 
de  todo  lo  expuesto,  que  tiene  su  completa  contiruiación 
en  Jos  propios  documentos  presentados  por  la  adora  con 
su  demanda  en  el  presente  juicio,  6  sean  las  doí  senten- 
cias certificadas  dictadas  en  el  juicio  que  cursó  en  el 
Juzgado  del  Cerro  por  ante  el  Escribano  D.  Manuel  Ba- 
ños y  las  dos  resoluciones  también  certificadas  que  se 
dictaron  en  el  intestado  de  D.  Francisco  Feriiáiidez  y 
Rodríguez;  de  todo  lo  cual  resulta:  que  Doña  Leocadia 
Oliver  y  Font,  como  administradora  del  referido  intes- 
tado de  D.  Francisco  Fernández  y  Rodríguez  pi-riió  un 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  su  poderdan- 
te D.  Cosme  Blanco  Herrera  para  que  le  rindiera  cuenta 
de  doscientas  once  acciones  del  Ferrocarril  de  Caibarién 
á  Sancti-Spíritus,  restituyéndole  parte  de  dichas  acoio* 
nes  y  el  producto  de  otras  que  fueron  vendidas,  por  es- 
timar que  esas  acciones  eran  propiedad  de  Fernández  y 
Rodríguez  y  que  estaban  indebidamente  retenidas  por 
Blanco  Herrera  desde  que  había  quedado  extinguido 
por  el  pago  cierto  préstamo  en  garantía  del  cual  se  le 
habían  entregado  las  acciones ;  y  que  ese  juicio  se  siguió 
por  todos  sus  trámites,  y  fallado  en  definitivu  por  la  ' 
Audiencia  de  la  Habana  en  cuatro  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  declarando  sin  lugar  la  de- 
manda y  absolviendo  de  la  misma  á  su  reprc-so atado, 
cuya  sentencia  se  declaró  firme  por  proveído  de  lo.  mis- 
ma Sala  de  veintiocho  de  Julio  de  mil  ochocier-tos  no- 
venta y  nueve;  á  pesar  de  todo  esto,  repítese,  y  de  haber- 
se negado  por  ejecutoria  también  la  pretendida  ocupa- 
ción de  las  setenta  y  tres  acciones ;  la  misma  Doña  Leo- 
cadia Oliver  y  Font,  con  igual  carácter  de  admiDisira do- 
ra del  intestado  de  D.  Francisco  Fernández  y  Tlodrí- 
guez  establece  un  nuevo  juicio,  que  es  el  presente,  con- 
tra el  propio  D,  Cosme  Blanco  Herrera,  para  que  asi- 
mismo restituya  al  referido  juicio  setenta  y  tres  accio- 
nes del  Ferrocarril  de  Caibarién,  sus  dividendos  é  Lnte- 
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reses  resto  de  las  doscientas  once  que  supuso  aiites  de 
la  propiedad  de  D.  Francisco  Fernández  Rodríí^uoz  y 
-en  caso  de  no  ser  posible  la  devolución  por  la  conversión 
de  esas  acciones  en  títulos  de  la  nueva  Empresa  ó  por 
haber  dispuesto  de  ellas  el  Sr.  Blanco  Herrera,  que  en  su 
legar  reintegre  títulos  de  la  nueva  Empresa  ó  su  valor 
con  los  dividendos  é  intereses  correspondientes;  esto  es, 
se  pide  á  su  representado  con  un  nuevo  juicio  lo  mismo 
que  se  le  pidió  en  el  anterior,  con  la  sola  diferencia  de 
<jue  en  vez  de  ser  trece  acciones  y  cuatro  mil  trescientos 
veintiún  pesos  setenta  y  cinco  centavos,  son  ahora  seten- 
ta y  tres  acciones  y  muchos  miles  de  pesos  como  resto  de 
las  doscientas  once  acciones  del  Ferrocarril  de  Caihariéu 
á  Sancti-Spíritus,  es  decir,  que  la  diferencia  eát-ribn  en 
que  antes  Se  pidió  lo  menos  y  ahora  sb  pide  lo  más ;  la 
persona  que  pide  es  la  misma  Doña  Leocadia  Oliver  y 
Font  con  el  propio  carácter  de  administradora  del  in- 
testado de  D.  Francisco  Femández^y  Rodríguez;  y  la 
causa  ó  razón  de  pedir  es  también  la  misma  ó  sea  el 
pretendido  dominio  sobre  esas  acciones  que  atribuye  la 
reclamante  á  J).  Francisco  Fernández  y  Rodríguez,  sn 
causante,  dominio  que,  por  otra  parte,  ni  acredita  ni 
funda  en  ningim  título;  por  todo  lo  cual  es  o  vid  cute 
que  existe  entre  este  juicio  y  el  que  antes  se  siguió  con- 
tra su  representado,  identidad  de  personas,  de  cosas  y 
de  acción,  sin  que  valga  decir  que  aquél  fué  sobro  ren- 
dición de  cuentas  y  éste  sobre  restitución  de  valores, 
puesto  que  en  aquél,  como  se  ha  demostrado,  se  trató 
de  que  su  representado  rindiera  cuenta  de  doí^cientas 
once  acciones  y  restituyera  valores  y  efectivo.  Octavo: 
que  niega  los  hechos  de  la  demanda  que  no  convengan 
expresamente  con  los  expuestos;  y  después  de  alegar  la 
excepción  de  la  cosa  juzgada  apoyada  en  los  fundnnien- 
tos  de  derecho  que  consigna,  solicitó  por  lo  principal 
se  tuviera  por  contestada  la  demanda,  en  definitiva  se 
declare  sin  lugar  absolviéndole  de  ella  con  las  costos  á  la 
actora;  por  el  primer  otrosí  que  en  su  oportunidad  so 
recibiera  el  juicio  á  prueba;  y  por  el  segundo  que  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  artículo  quinientos  cuarenta 
y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  excepción 
de  cosa  juzgada  que  alega  se  sustancie  y  decida  por  los 
trámites  de  los  incidentes. 

Incidente  previo  : 

Noveno.  Resultando  que  en  providencia  folio  dos- 
cientos doce  vuelto  se  tuvo  por  contestada  la  deman- 
da y  se  dispuso  sustanciara  la  excepción  alegada  de  co- 


598  boletín  legislativo. 


&a  juzgada,  por  los  trámites  de  los  incidented  A  cuyo 
efecto  se  confirió  traslado  por  seis  días  á  la  otra  parte 
que  lo  evaeuó  por  el  escrito  folio  doscientos  quince  al 
doscientos  veintitrés  exponiendo  que  reducida  k  cues- 
tión propuesta  á  determinar  si  está  ó  no  resuelta  eu  la 
ejecutoria,  asegura  que  no  lo  está,  que  en  el  escrito  de 
demanda  ha  expuesto  la  naturaleza  de  los  juicios  y  de 
los  fallos  que  los  terminan,  estableciendo  como  principio 
fundamental  que  las  sentencias  no  resuelven  otras  cues- 
tiones que  las  debatidas  en  los  pleitos  y  que  esas  resolu- 
ciones no  son  en  modo  alguno  interpretables  que  son  es- 
peciales para  un  caso  dado,  que  sólo  deben  cumplirse 
dentro  de  sus  propios  conceptos  .y  determinaciones ;  fun- 
dándose para  ello  en  el  texto  del  artículo  trescientos  se- 
senta y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  al  prohil»ir  que 
se  varíen  y  modifiquen  las  sentencias  despuds  de  firma- 
das, concede  la  facultad  al  Trbiunal  de  aclararlas  ó  su- 
plir cualquiera  omisión,  bien  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte,  y  cuando  no  se  hace  uso  de  ese  único  medio  la 
sentencia  tienen  que  entenderse  limitada,  circunscripta 
al  punto  debatido  que  según  la  jurisprudencia  consigna- 
da en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España 
de  catorce  de  Octubre  del  sesenta  y  seis,  veintiséis  de 
Diciembre  del  setenta  y  ocho  y  dos  de  Julio  del  sesen- 
ta y  ocho  y  otras  más  citadas  en  la  demanda  las  peticio- 
nes contenidas  en  las  súplicas  de  los  escritos  de  deman- 
da y  contestación  constituyen  la  cuestión  litigiosa  y  que 
deben  resolver  y  resuelven  las  sentencias  según  lo  orde- 
na el  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil:  que  en  la  anterior  demanda 
propuesta  por  la  Sra.  Oliver,  según  se  ve  en  la  súplica 
de  ella  y  en  el  tercer  hecho  de  la  misma  sólo  pide  al  de- 
mandado Sr.  Blanco  Herrera  rindiera  cuenta  justíficji- 
da  de  las  doscientas  once  acciones  del  Ferrocarril  de 
Caibarién  y  sus  dividendos  que  le  tenía  pignorados  el 
Sr.  Fernández,  entregando  el  saldo  que  resultara  á  fa- 
vor de  la  herencia,  reconviniendo  el  demandado  per  otro 
saldo  procedente  de  un  crédito  que  suponía  tener  con- 
tra Fernández  por  préstamo  de  cantidades:  ambos  re- 
clamaciones  fueron  declaradas  sin  lugar;  pero  la  re- 
convención es  una  demanda  que  dentro  de  su  juicio  pro- 
puso el  Sr.  Herrera  y  que  tiene  tal  carácter  lo  .letermi- 
na  el  artículo  quinientos  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  las  sentencias  d  veintiocho  y 
veintinueve  de  Abril  del  sesenta  y  cinco,  y  ocho  do  Ju- 
nio del  setenta  y  cinco ;  y  al  proponerle  tal  reconvención 
no  podían  variar  los  términos  de  la  demanda  ni  estable- 
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cer  á  su  vez  nueva  reconvención  por  las  setenta  y  tres 
acciones  que  tenía  en  prenda  el  Sr.  Blanco  Herrera, 
porque  esa  facultad  de  reconvenir  sólo  puede  ejercitar- 
la el  demandado  y  no  la  concede  la  Ley  al  actor;  pero 
la  reconvención  no  es  obligatoria  puesto  que  el  artículo 
citado  dice  que  es  ejercitable  en  el  juicio  correspondien- 
te; y  ese  temperamento  es  el  que  desde  luego  tomó  en 
aquel  juicio,  fundándose  en  que  según  la  sentencia  de 
veintiuno  de  Mayo  del  setenta  y  \mo  y  otras  más  ol  de- 
mandante, cuando  determina  ía  razón  porque  pide  la 
cosa,  puede  reclamarla  después  por  otra  diferente  no 
en  el  mismo  juicio,  sino  en  otro  nuevo,  fenecido  que  seo. 
aquél;  y  es  visto  por  tal  motivo  que  en  el  presente  jui- 
cio, al  reclamar  las  setenta  y  tree  acciones  por  la  acción 
reivindicatoría  que  es  distinta  de  la  declaración  ñr. 
cuentas,  ni  ejercita  la  misma  acción  ni  las  sentenciar. 
que  resuelvan  una  y  otra  pueden  nunca  ser  contradicto- 
rias ni  producir  entre  sí  excepción  de  cosa  juzgada;  y 
con  reproducción  del  escrito  de  demanda  solicitó  se  tu- 
viera por  evacuada  la  instrucción,  se  reciba  á  prueba  y  - 
en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la  única  excepción 
de  cosa  juzgada,  objetada  á  la  demanda  que  se  declarará 
con  lugar  con  costas  al  demandado. 

Prueba  : 

Décimo.  Eesultando  que  por  la  providencia  folio 
doscientos  veintitrés  se  recibió  el  incidente  á  prr.eba 
por  quince  días  prorrogado  á  todo  el  de  Ley ;  y  en  partij 
de  la  propuesta  por  la  representación  de  Doña  Leoca- 
dia Oliver,  con  vista  del  pleito  que  siguió  á  D.  Cosme 
Blanco  Herrera  sobre  rendición  de  cuentas,  se  extendió 
la  certificación  de  fojas  doscientas  cuarenta  y  dos  y  dos- 
cientas cuarenta  y  tres  y  en  ella  se  inserta,  después  de 
hacer  constar  que  el  Sr.  Blanco  Barera  en  dichos  auto'j 
estaba  representado  por  el  Procurador  D.  Alfredo  Lla- 
guno,  la  súplica  del  escrito  de  demanda  y  la  del  de  répli- 
ca pidiendo  en  la  primera  se  condene  al  demandado  á 
que  dentro  de  tercero  día  rinda  cuenta  justificada  de 
las  doscientas  once  acciones  de  la  Empresa  del  Ferro- 
carril de  Caibarién  y  sus  dividendos  que  le  tiene  |)iíinü- 
rados  el  Fernández  y  Rodríguez  entregando  el  saldo  (ji.f 
resulte  á  favor  de  éste  hoy  su  sucesión  oon  las  costas ;  y 
por  el  de  réplica  se  negó  la  reconvención  se  deciaro  sin 
lugar  condenando  además  al  demandado  á  la  entrega  del 
saldo  que  retiene  en  su  poder  y  que  á  la  sucesión  corres- 
ponde, entregando  las  trece  acciones,  resto  de  los  que 
fueron  pignoradas  y  el  importe  en  metálico  hasin  cu- 
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hrir  el  valor  que  tenían  el  día  que  debieron  ser  entrega- 
das por  quedar  cumplida  la  obligación  que  garantiza- 
ron con  más  las  costáis. 

«  Décimoprimero.  Resultando  que  como  más  prue- 
be de  la  demandante  y  consecuente  á  lo  interesado  en 
el  tercero,  cuarto  y  quinto  otrosí  del  escrito  de  cuatro 
de  Abril  último,  que  de  fojas  doscientas  cuarenla  y  seis 
á'  la  doscientas  cincuenta  informó  la  "Cuban  Central 
Railways  Limited,"  que  el  número  de  acciones  devuel- 
tas por  los  Sres.  É.  Arguelles  y  Compañía  á  T>.  Cosme 
Blanco  Herrera  es  el  de  cuarenta  que  fueron  transferi- 
das por  éste  á  aquéllos  señores  en  veintiocho  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  según  consta 
al  folio  doscientos  ochenta  y  siete  del  libro  de  transfe- 
rencias que  el  valor  de  cada  acción  nominal  de  la  Compa- 
ñía Unida  de  los  Ferrocarriles  de  Caibarién  era  de  qui- 
nientos pesos  en  la  fecha  en  que  se  verificaron  las  trans- 
ferencias y  hasta  que  en  treinta  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  y  ante  el  Notario  D.  Arturo 
Mañas  se  otorgó  la  escritura  de  fusión  y  refundición  en 
la  expresada;  que  respecto  al  tipo  de  conversión  de  esas 
acciones  á  las  de  la  nueva  Compañía,  al  otorgarse  la  ci- 
tada escritura  satisfacer  en  efectivo  el  importe  nominal 
de  las  acciones  y  cupones  que  poseían  los  accionistas 
de  la  Compañía  Unida  de  los  Ferrocarriles  de  Caibarién 
y  los  de  la  Compañía  de  Sagua:  que  según  el  estado  de- 
mostrativo que  al  informe  se  acompaña,  consta  que  D. 
Cosme  Blanco  Herrera,  desde  nueve  de  Enero  del  año 
noventa  al  catorce  de  Abril  del  noventa  y  ocho  cobró  por 
dividendos  en  oro  catorce  mil  cuatrocientos  treinta  y 
dos  pesos  setenta  y  tres  centavos  y  en  plata  trescientos 
treinta  y  nueve  pesos  diez  y  nueve  centavos:  que  res- 
pecto de  los  dividendos  ó  intereses  abonados  por  la  "Cu- 
ban Central  Railways  Limited,  desde  su  constit-ución 
hasta  la  fecha,  se  distribuye  un  dividendo  fijo  de  cinco 
y  medio  por  ciento  anual  y  hasta  la  fecha  se  han  paga- 
do los  siguientes:  Primero:  Dividendo  número  uno, 
Cupón  número  uno  de  tres  chelines  y  seis  peniques  por 
acción,  equivalente  á  noventa  y  cuatro  centavos  oro  es- 
pañol, á  cuenta  de  las  utilidades  del  año  social  que  ter- 
minó en  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos  y  calciila- 
do  para  el  período  que  expiró  en  treinta  y  uno  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve:  admitien- 
do que  el  valor  nominal  de  cada  acción  de  esta  Conipa- 
ñia  es  el  de  diez  libras  esterlinas.  Segundo:  Dividendo 
número  uno,  Cupón  número  dos  de  cinco  chelines  tres 
y  medio  peniques  por  acción  ó  un  peso  cuarenta  y  un 
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centavos  oro  español  por  cuenta  de  las  utilidades  del  aiio 
social  terminado  en  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos 
y  resto  del  primer  dividendo.  Tercero:  Dividendo  nú- 
mero dos,  Cupón  número  tres  de  cinco  chelines  tres  pe- 
niques por  acción,  ó  un  peso  treinta  y  nueve  centavos 
oro  español  por^  cuenta  de  las  utilidades  del  año  social 
que  terminó  en  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos  uno ; 
y  Cuarto :  Dividendo  número  dos,  cupón  número  cuatro 
de  cinco  chelines  dos  y  medio  peniques  por  acción  ó  un 
peso  treinta  y  ocho  centavos  oro  español  como  resto  del 
dividendo  número  dos,  corespondiente  á  las  utilidades 
del  año  terminado  en  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos 
uno;  y  que  sobre  las  acciones  ordinarias  de  la  Compañía 
sólo  se  ha  distribuido  el  dividendo  número  uno,  cupón 
número  uno,  de  un  chelín  diez  tres  cuartos  ])eniques 
por  acción  ó  pesos  cero  cincuenta,  ciento  veintinveve 
oro  español  correspondiente  á  las  utilidades  del  año  ter- 
minado en  treinta  de  Junio  de  mil  novecientos  uno ;  no 
pudiendo  precisar  las  acciones  que  actualmente  posee 
el  Sr.  Blanco  Herrera  y  el  Sr.  Francisco  Femández  ó 
sus  herederos  por  ser  al  portador. 

Décimosegundo.  Resultando  que  como  mfc  prue- 
ba absolvió  posiciones  el  demandado  D.  Cosme  Blanco 
Herrera  por  las  preguntas  del  pliego  de  fojas  doscien- 
tas cincuenta  y  dos  á  la  doscientas  cincuenta  y  sois  y  al 
doscientos  cincuenta  y  siete  y  doscientos  cincuenta  y 
ocho  expuso:  contestando  á  la  primera  pregunta  para 
que  "diga  cómo  es  verdad  con  vista  de  la  cuenta  firmada 
por  el  difunto  Procurador  Sr.  Alfredo  Llagniio  que 
acompañó  con  la  demanda  y  que  está  certificada,  ade- 
más á  fojas  ciento  cincuenta  de  estos  autos,  que  en 
treinta  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
seis,  hasta  cuya  fecha  com^prende  aquella  cuenta,  tenía 
en  6U  poder  setenta  y  tres  acciones  del  Ferrocarril  de 
Caibarién  pertenecientes  al  Sr.  Francisco  Fernández, 
según  se  consigna  en  la  propia  cuenta  que  no  puede  pre- 
cisar la  certeza  del  hecho  porque  se  le  pregunta,  no  obs- 
tante haber  tenido  á  la  vista  el  documento  á  que  se  re- 
fiere por  tratarse  de  fechas  y  números  que  dado  el  tiem- 
po transcurrido  no  es  posible  precisar  que  por  lo  expues- 
to no  puede  determinar  el  número  de  las  acciones  ni  el 
saldo  de  ellas,  agregando  á  pregimtas  del  Sr.  Juez  que 
tenía  acciones  sin  poder  precisar  su  número  por  no  re- 
cordarlo, en  prenda  del  débito  de  D.  Francisco  Fernán- 
dez y  por  cuyo  débito  reconvino  á  la  sucesión  del  mismo : 
á  k  tercera  pregunta  para  que  "confiese  como  es  cierto 
que  ese  saldo  ascendente  á  treinta  y  seis  mil  cuatrocien- 
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tos  veintiseite  pesos  treinta  y  cinco  centavos  era  la  dife- 
rencia que  él  sacaba  entre  los  cincuenta  y  seis  mil  treiji- 
ta  y  dos  pesos  ochenta  .y  cuatro  centavos  del  Debe  de  la 
cuenta  y  el  importe  de  los  dividendos  de  las  setenta  y 
tres  acciones  que  tenía  en  su  poder  y  de  los  intereses  de 
esos  dividendos  á  razón  de  nueve  por  ciento  anual  que 
están  cargados  en  el  Haber  de  la  cuenta  referida'^  dijo 
que  no  podía  contestar  esta  pregunta  por  no  tener  an- 
tecedentes á  la  vista :  á  la  cuarta  para  que  dijera  ^•'cómo 
es  cierto  que  en  el  Haber  de  la  cuenta  no  se  ha  sumado 
el  valor  de  las  setenta  y  tres  acciones  para  rebajarlo 
del  debe,  sino  que  quedaron  separadas  y  4  dispisición 
de  los  herederos;  no  comprendiéndose  más  valores  en 
el  Haber  que  los  dividendos  y  los  intereses  de  éstos,  to- 
dos los  cuales  sumaban  diez  y  nueve  mil  seiscientos  cin- 
co pesos  cuarenta  y  nueve  centavos,  que  unidos  á  los 
treinta  y  seis  mil  cuatrocientos  veintisieífe  pesos  treinta 
y  cinco  centavos  del  saldo  sumaban  á  su  vez  los  cincuen- 
ta y  seis  mil  treinta  y  dos  pesos  ochenta  y  cuatro  centa- 
vos con  que  se  igualaba  esa  cuenta  con  la  del  "Debe,"  con- 
testó no  le  era  posible  hacerlo  en  este  acto  á  esa  pregunta, 
por  cuanto  que  no  teniendo  á  la  vista  sus  libros  en  que 
tales  operaciones  constasen,  ño  puede  afirmar  ni  negar 
la  certeza  de  la  pregimta:  que  por  esa  razón  no*])ucde 
contestar  á  la  quinta  pregunta  para  determinar  las  par- 
tidas con  que  está  formado  el  Debe  de  la  cuenta  en  su 
último  resumen:  que  tampoco,  por  no  tener  á  la  vista 
sus  libros  de  contabilidad  podía  contestar  la  sexta  pre- 
gunta: contestando  á  la  séptima  para  que  "confiese  có- 
mo es  cierto  que  habiéndose  declarado  sin  lugar  la  de- 
manda de  reconvención  que  el  que  contesta  propuso  á 
la  sucesión  de  Fernández,  el  saldo  de  treinta  y  seis  mil 
cuatrocientos  veintisiete  pesos  treinta  y  cinco  centavos, 
no  puede  cobrarlo  ni  debe  aparecer  en  lo  sucesivo  en  el 
Haber  de  su  cuenta,  en  la  que  continuaran  como  cargo 
contra  el  que  contesta  las  setenta  y  tres  acciones  del  Sr. 
Francisco  Fernández  "dijo  que  siendo  prenda  las  accio- 
nes que  sin  poder  precisar  su  número  tenía  en  su  i)0- 
der  el  declarante  para  responder  al  saldo  deudor  de  D. 
Francisco  Fernández,  no  puede  segregarías  de  la  cuen- 
ta por  estar  afectadas  al  pago  de  dicho  saldo :  á  la  octa- 
va para  que  "confiese  cómo  es  cierto  que  al  devsapareccr 
del  haber  el  saldo  referido,  desaparecen  asimismo  las 
cantidades  que  lo  componen  ó  sean  los  treinta  y  cinco 
mil  veinte  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos  del  anterior 
saldo  y  los  intereses  de  esa  cantidad,"  contestó  que  no 
es  cierto,  pues  deben  subsistir  en  la  cuenta  hasta  que 
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sea  reintegrado  el  que  contesta  de  la  deuda  del  Sr.  Fer- 
nández para  la  que  8eryí$ii  de  prenda  las  acciones  que 
en  la  misma  figuran :  contestando  á  la  novena  pregunta 
para  que  diga  "cómo  es  verdad  que  en  los  negocios  que 
llevó  con  el  Sr.  Francisco  Fernández  estaba  convenido 
abonarse  mutuamente  el  nueve  por  ciento  de  interés 
anual  por  las  cantidades  que  entraban  en  su  poder,  se- 
gún se  ha  practicado  en  la  cuenta  que  ha  examinado/^ 
dijo,  que  no  es  cierto,  pues  esas  operaciones  se  liquidan 
mensualmente  y  dentro  de  ellos,  cualquier  cantidad  que 
se  entregara,  no  se  abonaban  intereses  por  ser  costum- 
bre en  estas  operaciones ;  y  á  la  décima  que  es  cierto  que 
no  ha  entregado  á  la  sucesión  del  Sr.  Francisco  Fern^in- 
dez  ni  á  la  administradora  de  sus  bienes  las  setenta  y 
tres  acciones  que  á  favor  de  aquél  aparecen  cargadas  en 
su  libro  particular  y  en  la  cuenta  que  ha  examinado: 
agregando  que  ello  se  debe  á  que  las  referidas  acciones, 
como  antes  deja  manifestado,  estaban  en  prenda  en  po- 
der del  que  contesta  para  responder  al  pago  de  la  can- 
tidad que  se  le  adeudaba  y  que  aún  no  ha  sido  pagada. 
Decimotercero.  Resultando  que  la  parte  demanda- 
da como  única  prueba  solicitó  en  el  primer  otrosí  de  su 
escrito  de  primero  de  Abril  último,  que  con  vista  del 
juicio  de  mayor  cuantía  que  siguió  contra  ella  la  propia 
Sra.  Leocadia  Oliver  con  el  mismo  carácter  de  adíídnis- 
tradora  judicial  del  intestado  de  D.  Francisco  Feniún- 
dez  Rodríguez  sobre  rendición  de  cuentas,  restitución 
de  valores  y  entrega  del  saldo  de  doscientas  once  accio- 
nes del  Ferrocarril  de  Caibarién  que  cursó  en  el  Jr.zga- 
do  del  Cerro,  se  certificase  el  escrito  de  demanda  y  en- 
cabezamientos y  súplicas  del  de  réplica  y  del  de  conclu- 
sión del  demandante;  y  de  la  extendida  de  fojas  dos- 
cientas sesenta  y  una  á  la  doscientas  sesenta  y  ocho  apa- 
rece que  con  fecha  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco  Doña  Leocadia  Oliver  y  Font,  como  depo- 
sitaría administradora  del  intestado  de  D.  Francisco 
Fernández  Rodríguez  estableció  demanda  en  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  contra  D.  Cosme  Blanco  He- 
rrera, fundándola  en  los  siguientes  hechos.  Primero: 
que  Doña  Leocadia  Oliver  y  Font  fué  casada  coq  D. 
Francisco  Fernández  y  Rodríguez,  natural  de  übeda  en 
Córdoba,  mayor  de  edad  y  Corredor  de  esta  plaza,  el 
cual  falleció  de  manera  violenta  el  día  primero  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve.  Segundo:  (|ue  el 
referido  Fernández  y  Rodríguez  era  poseedor  de  doscien- 
tas once  acciones  de  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Cai- 
barién á  Sancti-Spíritus,  representando  un  valor  noini- 
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nal  de  ciento  cinco  mil  quinientos  pesos.  Tercero:  que 
Fernández  y  Kodríguez  tomó'*en  préstamo  del  Sr.  D. 
Cosme  Blanco  Herrera  cierta  cantidad  con  el  interés 
anual  de  nueve  por  ciento,  y  dio  á  éste  en  garantía  las 
doscientas  once  acciones  antes  expresadas,  sin  que  se 
estipulara  plazo  á  dicha  obligación  por  la  razón  que  se 
expresará  en  el  hecho  inmediato.  Cuarto :  los  Sres.  Blan- 
co Herrera  y  Fernández  Rodríguez  se  dedicaban  á  la 
especulación  realizando  por  intervención  del  segi'ndo 
compras  y  ventas  de  los  valores  pignorados,  llevándose 
una  cuenta  corriente  en  la  que  se  anotaban  las  entre- 
gas del  producto  de  los  traspasos,  así  como  de  la  ad(|uisi- 
ción  de  esos  propios  valores.  Quinto :  que  en  treinta  de 
Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  se  vendieron 
á  la  par  sesenta  y  ocho  acciones  de  las  doscientas  once, 
cuyo  importe  de  íreinta  y  cuatro  mil  pesos,  entró  en  po- 
der del  Sr.  Blanco  Herrera  conservando  el  resto  de  cien- 
to cuarenta  y  tres  títulos.  Sexto :  que  en  dos  de  Julio  si- 
guiente, Fernández  y  Kodríguez,  por  documento  priva- 
do contrató  con  D.  Pedro  Méndez  la  venta  de  cien  de  las 
repetidas  acciones  al  tipo  de  dos  por  ciento  prima,  pa- 
ra hacer  la  transferencia  el  día  treinta  y  imo  del  y)ropio 
mes  ó  antes,  si  le  convenía  pedirlas.  Séptimo :  que  en  la 
misma  fecha,  dos  de  Julio,  y  al  pie  del  docmento  que 
se  expresa  en  el  hecho  anterior,  consta  que  las  acciones 
las  entregaría  Blanco  Herrera,  de  las  que  le  tenía  pigno- 
radas Fernández  Rodríguez,  quien  autorizó  este  traspa- 
so é  hizo  entrega  de  la  contrata  al  Sr.  Herrera.  Octavo : 
que  el  día  del  vencimiento  treinta  y  uno  de  Julio  el  Sr. 
Blanco  Herrera,  por  orden  del  Sr.  Méndez,  traspasó 
las  cien  acciones  de  referencia  á  los  Sres.  R.  Arguelles 
y  Compañía  de  esta  plaza.  Noveno :  el  siguiente  día  pri- 
mero de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
ocurrió  el  suicidio  de  Fernández  y  Rodríguez,  cuyo  he- 
cho llevó  á  efecto  en  una  habitación  alta  de  la  casa  calle 
de  Jesris  María  número  treinta  y  tres,  donde  existían 
las  Oficinas  de  la  Empresa  del  Ferorcarril  de  Caiba- 
rién.  Décimo:  que  al  constituirse  el  Juzgado  en  el  lu*- 
gar  de  la  ocurrencia  fueron  encontradas  y  ocupó  feres 
cartas  suscritas  por  el  suicida,  una  de  las  que  dirigía  á 
D.  Agustín  Arguelles,  que  «n  lo  pertinente  dice  "al 
mismo  tiempo  procure  recoger  todas  las  acciones  que 
tengo  en  <íasa  de  Herrera  y  liquide  la  cuenta  de  paso 
dejándolo  también  en  su  poder  y  á  disposición  de  su  es- 
posa, y  Cvso  y  todo  lo  que  vea  que  puede  pertenecerjne,  se 
hace  Vd.  cargo  de  ello  y  lo  dispone  como  mejor  lo  cou* 
sidere  en  favor  de  ella."  Undécimo :  que  cumpliendo  otro 
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de  los  encargos  del  fallecido,  el  Sr.  Arguelles  hizo  tras- 
ladar á  la  demandante  con  dirección  á  Barcelona,  em- 
barcándose el  día  diez  y  nueve  del  propio  mes  de  Agos- 
to de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  otorgando  su  po- 
der L  D.  Agustín  Arguelles  ante  D.  Carlos  Amores  en 
trece  de  dicho  mes,  habiendo  tenido  lugar  el  regreso  de 
la  señora  en  quince  de  Febrero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro.  Duodécimo:  que  durante  el  tiempo 
transcurrido  hasta  el  fallecimiento  de  D.  Agustín  Ar- 
guelles, éste  no  había  dado  cuenta  de  sus  gestiones,  por 
lo  que  la  actora  determinó  adquirir  personalidad  com- 
pleta para  demandar  los  derechos  y  acciones  de  la  he- 
rencia de  su  esposo,  en  la  que  le  corresponde  sus  ganan- 
ciales además  del  usufructo  en  porción  igual  á  los  here- 
deros. Decimotercero:  que  qomo  resultado  de  sus  pro- 
pósitos por  auto  de  diez  y  seis  de  Febrero  del  corriente 
año,  fué  nombrada  depositaría  administradora  de  los 
bienes  quedados  por  fallecimiento  de  su  esposo  Francis- 
co Fernández  y  Rodríguez.  Decimocuarto:  que  después 
de  diligencias  privadas  sin  resultado  intentó  concilia- 
ción con  el  Sr.  Cosme  Blanco  Herrera  para  que  rinda 
cuenta  justificada  de  las  doscientas  once  acciones  de  la 
Empresa  del  Ferrocarril  de  Caibarién  á  Sancti-Spíri- 
tus,  que  le  tenía  pignoradas  D.  Francisco  Fernández  y 
Rodríguez,  entregando  el  saldo  que  regultas¡e  á  favor 
de  éste,  hoy  su  herencia,  con  los  daños,  perjuicios  y  cos- 
tas, á  cuya  invitación  estimó  conveniente  no  at(;ndor  el 
Sr.  Cosme  Blanco  Herrera.  Decimoquinto:  que  durante 
el  tiempo  transcurrido  desde  la  muerte  de  Fernández 
y  Rodríguez,  la  Empresa  del  Ferocarril  de  Caibarién 
acordó  el  reparto  de  distintos  dividendos;  ciiyo  impor- 
te ha  percibido  D.  Cosme  Blanco  Herrera;  y  después 
de  los  fundamentos  de  derecho  solicitó  que  en  definiti- 
va se  condene  á  D.  Cosme  Blanco  Herrera  á  que  dentro 
de  tercero  día  rinda  cuenta  justificada  de  las  doscientas 
once  acciones  de  la  Empresa  del  Ferrocarril  do  Caiba- 
rién á  Sancti-Spíritus  y  sus  dividendos,  que  le  tiene 
pignoradas  el  referido  Fernández  y  Rodríguez,  entre- 
gando el  saldo  que  resulte  á  favor  de  éste  hoy  su  suce- 
sión con  los  daños  y  perjuicios  y  costas:  que  ])or  escrito 
de  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  la 
actora  evacuó  el  traslado  en  réplica  y  solicitó  que  en  de- 
finitiva se  declare  sin  lugar  la  reconvención  ooud(?uando 
además  al  demandado  á  la  entrega  del  saldo  que  ntie- 
ne  en  su  poder  y  que  á  la  dicha  sucesión  corresponde  en- 
tregando las  trece  acciones  resto  de  las  que  íuercm  pi.ií- 
noradas  y  el  importe  en  metálico  hasta  cubrir  el  valor 
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quo  tenían  el  día  que  debieron  ser  entregadas  por  que- 
dar cumplida  la  obligación  que  garantizaran  con  más 
los  daños^  perjuicios  y  costas;  y  por  escrito  de  quince 
de  Octubre  del  noventa  y  seis  la  misma  actora  evacuó 
el  trámite  de  conclusión  y  pidió  que  en  definitiva  se 
declare  con  lugar  la  demanda,  con  todos  los  pronuncia- 
mientos solicitados  en  su  primer  escrito,  previniendo  al 
demandado  que  le  abone  las  cantidades  cuya  inversión 
no  ha  justificado  y  que  exceden  de  la  aceptada  como  deu- 
da con  más  las  acciones  que  retiene  en  su  poder. 

Decimocuarto.  Resultando  que  vencido  el  térinino 
de  prueba  se  xmió  á  los  autos  la  practicada  y  so  manda- 
ron traer  á  la  vista  para  sentencia  con  citación  de  las 
partes,  folio  doscientos  veinticinco. 

Decimoquinto.  Eesultando  que  para  mejor  pro- 
veer se  mandaron  traer  á  la  vista  los  autos  originales 
seguidos  por  Doña  Leocadia  Oliver  como  administra- 
dora del  abintestato  de  D.  Francisco  Hernández  con- 
tra D.  Cosme  Herrera,  sobre  rendición  de  cuenta  y  en- 
trega de  saldo. 

Eesolución  recurrida  : 

Decimosexto.  Eesultando  que  la  propia  sentencia 
de  la  Sala  de  Audiencia  mencionada,  en  su  parte  dispo- 
sitva,  confirma  la  que  en  su  oportunidad  fué  apelada, 
y  que  dictó  el  Juzgado  de  primera  instancia,  con  Pecha 
veintidós  de  Octubre  del  año  último,  imponiendo  el 
pago  de  las  costas  de  segunda  instancia  á  la  parte  ape- 
lante, que  es  hoy  la  recurrente;  la  cual  senti'iicia  de  la 
primera  instancia,  á  su  vez,  estimó  la  excepción  de  cosa 
juzgada  propuesta  por  el  demandado,  declarando  sin 
lugar  la  demanda,  absolviendo  de  ella  á  Cosuííj  Blanco 
Herrera,  con  las  costas,  también  á  cargo  de  la  deman- 
dante, sin  hacer  especial  declaración  de  temeridad. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimoséptimo.  Eesultando  que  contra  la  senten- 
cia confirmatoria  que  dictó  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia en  la  ocasión  ya  enunciada,  la  representación 
de  Leocadia  Oliver  interpuso  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  que  funda  en  los  nii- 
meros  primero,  quinto  y  séptimo  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de'  Enjuiciamienro  Civil,  y 
que  hacen  consistir  en  lo  siguiente:  "Se  han  infringido 
en  la  sentencia  de  6sta  Audiencia  las  leyes  y  doctrinas 
que  enumero  á  continuación.  I :  El  artículo  mil  doscien- 
tos cincuenta  y  dos  del  Código  Civil  por  cuanto  en  ól  se 
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exige  para  que  la  presunción  de  cosa  juzgada  surta  efec- 
to en  otro  juicio  que  entre  el  caso  resuelto  ])or  la  sen- 
tencia y  aquél  en  que  ésta  sea  invocada  concumi  la  ni4s 
perfecta  identidad  entre  las  cosas,  las  causas,  las  per- 
sonas de  los  litigantes  y  la  calidad  con  que  lo  fuera,  y 
no  puede  existir  esa  perfecta  identidad  entra  un  juicio 
en  que  se  reclaman  cuentas  y  saldos  procedentes  de  un 
contrato  de  pignoración  de  acciones,  cuya  existencia 
negó  el  demandado  Blanco  Herrera,  y  por  no  haborjíe 
probado  por  mi  representada  fué  aquél  absuelto,  y  este 
otro  juicio  que  nace  de  la  reconvención  que  en  aquel  otro 
propuso  el  mismo  Sr.  Blanco  Herrera  para  que  se  le  pa- 
garan treinta  y  cinco  mil  y  pico  de  pesos,  r'ecoüiendo  los 
herederos  del  difunto  Sr.  Fernández,  cuyo  abíjitestato 
representa  mi  cliente  setenta  y  tres  acciones  del  Ferro- 
carril de  Caibarién  que  mantenía  á  su  disposición,  re- 
clamándose aquí  esas  setenta  y  tres  acciones  por  baborse 
declarado  en  aquélla  ejecutoria  también  que  el  Sr.  He- 
rrera no  tenía  crédito  alguno  contra  la  sucesió»  de  Fer- 
nández, que  á  tanto  equivale  absolver  á  éstos  de  la  re- 
convención, y  como  ese  fallo  no  dispuso  nada  sobrci  las 
acciones  que  el  Sr.  Herrera  tenía  á  dispo¿ici6n  de  los 
citados  herederos  «u  representación  las  recljuna  en  el 
presente  juicio,  en  el  que  la  Audiencia  de  la  Haluma,  de 
acuerdo  con  el  Juez  de  Primera  Instaticia  declara  que 
hay  cosa  juzgada  respecto  á  esas  acciones.  Mo  hay  iden- 
tidad perfecta  entre  las  cosas,  porque  en  ei  primer  jui- 
cio y  á  virtud  de  la  contestación  que  á  él  dio  q]  Sr.  Blnn- 
co  Herrera  y  por  una  cuenta  que  entonces  presentó,  se 
pidió  se  le  <;ondenara  según  la  demanda  á  ojitrogar  el 
saldo  del  contrato  de  pignoración  de  accioiicvs  y  oonio 
parte  de  ese  saldo  trece  acciones  que  le  habíúu  devuelto 
terceras  personas  pero  negada  la  existencia  del  contrato 
de  pignoración  de  acciones  y  retenidas  éstas  en  poder 
del  Sr.  Herrera  como  prenda  y  para  respondftr  á  vm  cré- 
dito de  treinta  y  cinco  mil  pesos  que  supoiu'a  tener 
contra  la  sucesión  de  Fernández,  aquí  pediiMo.^j  osas  se- 
tenta y  tres  acciones  que  ya  no  puede  retener  en  ejerci- 
cio del  derecho  que  declara  el  artículo  mil  setee;(?utos 
ochenta  del  Código  Civil,  porque  la  ejecutotia  negó  la 
existencia  del  crédito.  No  hay  identidad  de  las  causas 
porque  en  el  anterior  juicio  se  reclamó  un  saldo  de  un 
contrato  de  pignoración  de  acciones  celebra  "lo  cire  el 
Sr.  Herrera  y  el  difunto  Sr.  Fernández  y  aquí  lo  que  se 
reclama  son  las  setenta  y  tres  acciones,  cuya  propií^dad 
ha  confesado  el  demandado  y  que  sólo  se  ísnía  por  el 
crédito  cuya  existencia  no  probó  y  fué  objeto  Cic^  la  re- 
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convención  que  es  una  demanda  especial  intercalada  en 
el  anterior  juicio,  pero  que  de  ningún  modo  constituye 
\ina  excepción  de  la  otra  demanda  por  nosotros  propues- 
ta y  resuelta  por  un  pronunciamiento  separado,  resul- 
tando de  todo  ello  que  se  interpreta  erróneamente  y  se 
aplica  indebidamente  el  artículo  mil  doscientoá  cincuen- 
ta y  dos  del  Código  Civil.  II:  El  fallo  recurrido  es 
contrario  á  la  cosa  juzgada,  porque  suponiendo  idénti- 
cos este  juicio  y  el  anterior  se  contraría  la  ejecutoria  al 
entenderse  que  por  ella  está  resuelta  Ja  cuestión  de  ])ro- 
piedad  de  las  setenta  y  tres  acciones  reclamadas  en  este 
juicio,  dado  que  según  el  artículo  trescientos  cincuenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  do  acuerdo 
con  el  artículo  trescientos  setenta  y  uno,  y  las  sentencias 
del  Supremo  Tribunal  de  España  de  veintiocho  de  No- 
viembre del  sasenta  y  tres,  veintitrés  de  Octubre  del  se- 
senta y  cuatro  y  quince  de  Junio  del  setenta  y  siete,  los 
fallos  que  se  dictan  en  los  juicios  están  limitados  á  deci- 
dir exclusivamente  las  cuestiones  litigiosas  según  loe 
términos  en  que  las  hayan  fijado  las  partee,  detei'miuiüi- 
dosc  en  congruencia  por  las  declaraciones  exigidas  por 
los  litigantes  y  lo  resuelto  ó  determinado  en  la  parte 
dispositiva  de  dichas  sentencias,  que  no  pueden  conce- 
der de  lo  pedido  en  la  demanda  y  contestación,  ni  en- 
tenderse bajo  ningún  concepto  que  absuelven  i-especto 
de  puntos  en  que  el  demandado  reconoció  su  responí^abi- 
lidad,  cuya  doctrina  infringida  en  el  fallo  que  recurro 
está  establecida  por  la  sentencia  del  Suprei\io  de  cinco 
de  Marzo  del  sesenta  y  uno,  diez  y  seis  de  Octubre  del 
sesenta  y  tres,  veintidós  de  Noviembre  d^l  sesenta  y 
cuatro,  once  de  Febrero  del  sesenta  y  siete,  doce  de  Fe- 
brero del  ochenta  y  uno  y  otilas  muchas  más.  1 11:  Hay 
error  de  hecho  en* la  sentencia  al  suponer  que  es  lo  mis- 
mo pedir  la  rendición  de  cuentas  y  entrega  del  s^ldo  que 
de  ellas  resulte,  que  reclamar  la  propiedad  de  cosa  de- 
terminada, no  por  el  resultado  de  aquellas  iiouidaciones, 
sino  por  el  reconocimiento  que  del  dominio  de  la  cosa 
haya  hecho  el  litigante,  y  hay  error  de  derocho  al  supo- 
ner que  la  Sala  sentenciadora  en  el  anterior  pleito  po- 
día re^iolver  la  cuestión  de  dominio  no  debatida  y  solu- 
cionar la  prenda  por  medios  ó  tomperamei»í(^s  diversos 
de  los  establecidos  en  el  Código  Civil  infriuviondo  á  sa- 
biendas los  preceptos  de  los  artículos  mil  ochocicnios  se- 
senta y  seis,  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve,  mil  ocho- 
cientos setenta,  mil  ochocientos  setenta  y  uno  y  mil 
ochocientos  setenta  y  dos  del  Código  meiu  «(.nació  a]>li- 
cables  á  los  contratos  mercantiles,  según  el  articulo  cin- 
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cuenta  del  Código  de  Comrcio:  resultando  demostrado 
el  error  de  apreciación  no  sólo  de  los  considernndos  del 
fallo  recurrido,  sino  de  la  anterior  ejecutoriíi,  de  los  es- 
critos fundamentales  de  aquel  juicio  y  del  presento  y 
de  lae  demás  actuaciones  traídas  en  el  probatorio. 

Déeimooctavo.  Resultando  que  adinitido  el  ex- 
presado recurso  por  auto  de  diez  y  siete  de  »li;nio  último, 
que  dictó  la  referida  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  y 
emplazadas  las  partes  se  han  personado^  anie  e:íte  Tri- 
bunal Supremo,  sustanciándose  en  legal  fomm  el  re- 
curso, y  celebrándose  la  vista  el  día  seite  de  los  corrien- 
tes con  asistencia  de  los  letrados  de  las  partes,  sostenien- 
do el  de  la  parte  recurrente  el  recurso  expresado  é  im- 
pugnándolo el  de  la  contraria. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Carlos  JíeviJla 
y  Ferrari. 

Pritiiero.  Considerando  que  habiéndose  deducido* 
en  este  pleito  como  única  eíccepción  la  de  cosa  juzgaJa, 
sustanciándose  en  la  forma  que  establece  el  segundo  pá- 
rrafo, artículo  quinientos  cuarenta  y  tres  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  la  cuestión  fundamental  própues* 
ta  por  el  recurrente,  es  la  de  si  en  el  pre¿ente  caso  ha 
debido  ó  no  estimarse  como  procedente  dicha  exci?pción, 
dado  que  el  fallo  recurrido  ha  aceptado  lo  ])nniero. 

Segimdo.  Considerando  que  la  Sala  simtenciadó- 
ra  no  ha  interpretado  el  artículo  mil  í^osciontos  oinciien- 
ta  y  dos  del  Código  Civil,  ni  le  ha  atribuido  otro  senti- 
do, alcance  y  efecto  que  no  sea  el  de  su  tenor  literal, 
respecto  á  lo  cual  el  recurrente  en  reolidb'l  iiadn  oljeta, 
por  lo  cual,  es  visto  que  no  puede  contener  la  sentenciar 
recurrida  el  error  de  interpretación  que  el  mi^nio  le 
atribuye  con  referencia  á  dicho  artículo: 

Tercero.  Considerando  que  la  indicaila  f^entencia' 
tampoco  ha  aplicado  indebidamente  el  refjírido  precepto 
legal,  ni  es  contraria  á  la  cosa  juzgada,  ni  «e  apuna  Je 
lá  jurisprudencia,  como  el  recurrente  prcrendt»  en  íofí' 
motivos  primero  y  segundo  de  su  recurso:  porque  entre 
el  caso  propuesto  en  el  pleito  de  que  ahorn  se  trata  y  cí 
resuelto  por  el  propio  Tribunal  que  de  él  conoce,  eñ 
sentencia  de  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- . 
venta  y  ocho,  que  fué  contendido  entre  hí  iiiisnia.s  per-* 
sonas,  y  con  la  propia  calidad  con  que  ban  coni})areci- 
do  en  uno  y  otro  litigio,  existe  también  la  perfecta  iden- 
tidad entre  las  cosas  discutidas  en  ambos  y  .sus  respec- 
tivas causas:  pues  en  el  ciue  se  falló  ^^riiiiero  se  perse- 

T.  6.— 1904.-39. 
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gnia,  mediante  la  dación  de  cuentas  como  consecuencia 
de  iin  contrato  de  pignoración  de  acciones,  la  entrega 
de  un  saldo  favorable  al  reclamante,  quien  después,  y 
en  trámite  adecuado,  la  concretó  á  trece  acciones  y  á 
cantidad  en  efectivo ;  y  en  el  segundo  «e  redaman  .reten- 
ta y  tres  acciones,  en  realidad,  también,  como  saldo  de 
la  propia  cuenta ;  siquiera  se  procure  obtener  esto  desig- 
nando como  reivindicatoría  la  acción  ejercitada,  deri- 
vándola de  ciertas  manifestaciones  y  de  li  actitud  del 
diemandado  en  el  pleito  primero. 

Cuarto.  Considerando  que  las  razones  consigna- 
das en  el  párrafo  procedente  convencen  de  ia  improce- 
dencia con  que  han  sido  alegados  los  .írrores  de  hecho  y 
de  derecho,  que  integran  el  tercero  y  lílcimo  n.otivo  pro- 
puesto en  casación  por  el  recurrente;  perqué  habiéndose 
de  estimar  como  eficaz  la  excepción  de  cosa  juzgada,  es 
claro  que  con  ello  se  resuelve  que  todos  los  documentos 
traídos  al  juicio  como  antecedentes  del  anterior  del  que 
procede  la  ejecutoria  en  que  dicha  excepción  s<í  fanda, 
han  sido  para  este  efecto^  apreciados  en  su  verdadero 
sentido  y  alcance^  atribuyéndoles  al  iiiisnio  tienipo  el 
valor  legal  que  les  corresponde,  lo  que  dN3niuostra,  ade- 
más, que  en  la  cuestión  propuesta  y  refürid^i  á  sí  ha  de- 
bido ó  no  estimarse  la  repetida  excepción  se  resumen 
todas  las  otras  contenidas  en  el  recurso. 

Quinto.  Considerando  que  -  confonae  al  artícido 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  do  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  cuando  se  declare  sin  lugar  un 
recurso  deben  imponerse  las  costas  ol  recurrente. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  á  ((ue  se  cor.trae  cbta 
sentencia,  interpuesto  por  Leocadia  01  i  ver  y  Pont  cojno 
depositaría  administradora  de  los  bienes  de  su  difunto 
esposo  Prancisco  Fernández  y  Eodríííuez;  con  las  cos- 
tas del  recurso  de  cargo  de  la  recurrente 

Comuniqúese  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  VareJa. — Octavio  iíiberga. 
— Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — El  Magistrado 
Sr.  J.  M.  Aguirre  votó  en  Sala  y  no  ])udo  firmar,  José 
Várela. 


M  ley.-Sent  57.-22  de  Agosto.— Procedimiento  ^e- 
outivo  hipotecario.  (Oac.  Abril  IS,  190^,) 

DOCTRINA:  El  procedimiento  ejecutivo  es- 
pecial establecido  por  la  vigente  ley  hipotecaría 
para  el  cobro  de  los  créditos  de  esta  clase,  se  re- 
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guía  por  los  preceptos  de  dicha  ley,  y  no  son,  por 
consiguiente,  aplicables  á  él  leyes  y  doctrinas  le- 
gales antiguas. 

El  mencionado  procedimiento  sólo  puede  esta- 
blecerlo quien  tenga  inscripto  á  su  favor  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  el  derecho  que  reclama. 

Al  denegar  una  Sala  sentenciadora  la  ejecución 
de  una  sentencia  pretendida  en  forma  distinta  á 
la  autorizada  en  la  le3',  cumple  ésta  3'  no  puede 
infringir  la  ejecutoría. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintidós  de  Agosta 
de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  legal  interpuesto  por  Francisco  Romero  y  Cár- 
denas, propietario  y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  el  au- 
to dictado  en  veintidós  de  Mayo  último  por  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  las  diligen- 
cias sobre  cumplimiento  de  sentencia  recaída  en  l'>s  au- 
tos seguidos  por  el  recurrente  contra  la  sucesión  de  José 
de  la  Cruz  TJlloa  en  cobro  de  pesos. 

Primero.  Resultando  que  el  auto  recurrido  con- 
tiene los  diez  y  seis  Resultandos  que  á  continuación  so 
transcriben. 

Antecedentes  : 

Segundo.  Resultando  que  por  escritura  de  fcíclia 
nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  ante 
D.  José  F.  Verdaguer,  D.  José  de  la  Cruz  Ulloa  consti- 
tuyó hipoteca  sobre  la  finca  de  su  propiedad,  potrero 
"^^Santa  Bárbara,^'  á  favor  del  Marqués  de  Casa  Niiñez 
de  Villavicencio  en  garantía  del  pago  de  quince  mil  pe- 
dos que  importaban  el  valor  en  venta  y  renta  de  quinien- 
tas vacas  que  por  la  referida  escritura  entregó  el  Mar- 
qués á  D.  José  de  la  Cruz  Ulloa. 

Tercero.  Resultando  que  por  otra  escritura  ante 
D.  Narciso  Valerio  de  fecha  nueve  de  Mayo  de  mil  ocho- 
■cientos  sesenta  y  siete  D.  Felipe  Romero  y  Núfiez  de 
Villavicencio  Marqués  de  Casa  Núñez  de  Villavicen- 
•cio  cedió  y  traspasó  á  D.  Ambrosio  de  Cárdenas  y  Ro- 
mero, en  garantía  del  pago  de  la  suma  de  diez  mil  pe- 
sos, que  el  primero  era  en  deber  al  segundo  por  el  im- 
porte de  dos  pagarés  librados  contra  el  Marqués  de  San 
Miguel  de  Bejucal  y  resto  del  importe  de  la  venta  de  la 
hacienda  Cocodrilos,  la  cantidad  de  trece  mil  cuatro- 
cientos pesos  que  aún  le  debía  D.  José  de  la  Cruz  Ulloa 
como  resto  de  los  plazos  que  este  señor  se  comprometió 
á  pagarle  al  cedente  á  consecuencia  de  la  escritura  re- 
lacionada con  el  anterior  Resultando,  garantizando  ade- 
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más  el  pago  de  flicha  suma  de  trece  mil  cuatracientos 
pesos  como  fiador  principal  pagador  de  XJlloa." 

Cuarto.  Resultamlo  que  con  un  testimonio  de  di- 
cha escritura  Doña  Josefina  Webster,  viuda  de  Cárde- 
nas, en  su  carácter  de  albacea  testamentaria  de  T>.  Am- 
brosio de  Cárdenas  y  Eomero  estableció  juicio  ejecuti- 
vo contra  el  Conde  de  Casa  Romero  en  su  carácter  de 
depositario  judicial  de  la  testamentaría  del  Marqué» 
de  Casa  Núñez  de  Villavicencio  obteniendo  en  definitiva 
sentencia  de  remate  á  su  favor  por  la  que  se  mandó  se- 
guir adelante  la  ejecución  contra  el  Conde  de  Casa  Ro- 
mero en  su  carácter  de  depositario  administrador  judi- 
cial de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  del  Marqués 
de  Casa  JSTúñez  basta  hacerse  pago  la  acreedora  de  la 
suma  de  once  mil  pesos  en  oro  intereses  de  demora  y 
costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta  el  efectivo 
pago." 

Quinto.  Resultando  que  con  certificación  literal 
de  las  escrituras  y  sentencia  de  remate  anteriormente  re- 
lacionadas y  otras  dos  acreditativas  de  su  carác- 
ter de  heredero  del  Marqués  de  Casa  Núñez  de  Vi- 
llavicencio Don  Francisco  Romero  y  Cárdenas  acu- 
dió en  quince  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  es- 
tableciendo juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra 
los  herederos  de  D.  José  de  la  Cruz  Ulloa  en  cobro  de 
la  suma  de  trece  mil  cuatrocientos  pesos,  sus  intereses 
de  demora  y  las  costas  causadas  y  que  se  causaren  en  el 
ejecutivo  promovido  por  Doña  Josefina  Webst-fr  y  ad- 
mitida la  demanda  se  sustanció  dicho  juicio  declarativo 
en  rebeldía  de  los  herederos  de  D.  José  de  la  Cniz  Ulloa 
hasta  sentencia  que  se  dictó  con  fecha  diez  y  orho  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  por  la  que  leclarán- 

\:  dose  con  lugar  la  demanda  se  condenó  á  la  sucesión  de 

!  D.  Juan  de  la  Cruz  Ulloa  á  pagar  la  cantidad  de  trece 

*  mil  cuatrocientos  pesos  reclamados,  intereses  de  demora, 

gastos  hechos  en  el  ejecutivo  y  costas  causadas  en  el  jui- 
cio y  publicada  dicha  sentencia  en  los  periódicos  oficia- 
les y  por  medio  de  edictos  en  la  tablilla  del  Juzgado 
"í  transcurrió  el  término  legal  sin  que  los  sucesores  de  D. 

k  José  de  la  Cruz  Ulloa  establecieran  contra  ella  recurso 

:  de  apelación.'^ 

Sexto.  Resultando  que  firme  ya  dicha  sentencia 
se  presentó  por  D.  Francisco  Romero  y  Cárdenas  el  es- 
crito que  obra  á  fojas  sesenta  y  dos  de  los  principales 
por  el  que,  entre  otros  particulares,  se  solicitó  el  em- 
bargo del  potrero  *' Santa  Bárbara^',  interesándose  para 
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ello  el  libramiento  de  un  exhorto  al  Juzgado  de  Cien- 
fuegos  con  certificación  de  los  lugares  pertinentes  al 
objeto  de  que  se  expidiese  el  mandamiento  por  duplica- 
do necesario  para  hacerlo  constar  tomando  á  eae  efecto 
anotación  preventiva  en  los  libros  del  Registro  de  la 
Propiedad  de  dicho  partido  de  Cienfuegos,  y  proveída 
de  conformidad  dicha  solicitud  se  entregó  al  Procura- 
dor representante  de  D.  Francisco  de  Cárdenas  con  fe- 
cha veinticuatro  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  uno  el  exhorto  dispuesto,  según  aparece  de  las 
notas  que  obran  á  fojas  ochenta  y  seis  vuelta  y  ochenta 
y  siete  de  los  principales  y  presentado  4icho  exhorto  al 
señor  Juez  de  Cienfuegos  se  expidieron  los  mandamien- 
tos "por  duplicado  interesados,  imo  de  los  cuales  se  ha- 
lla agregado  á  fojas  ciento  cincuenta  y  nueve  dn  los  au- 
tos^ apareciendo  de  las  notas  que  obran  á  su  fíjial  que 
presentado  para  su  anotación  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad no  fué  admitido  por  no  constar  inscrito  el  do- 
minio de  la  finca  y  encontrarse  comprendida  la  inisma 
en  la  primera  de  las  disposiciones  transitorias  de  la  Ijcv 
Hipotecaria,  teniendo  la  nota  de  inadmisión  fecha  once 
de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno." 

Séptimo.  Resultando  que  sin  llegar  á  anotarse 
el  embargo  se  continuó  el  recurso  de  la  vía  de  apremio 
trayéndose  4  los  autos  certificación  del  Registro  de  la 
propiedad  expresiva  de  las  hipotecas,  censos  y,  graváme- 
nes que  afectaban  la  finca  ''Santa  Bárbara"  aparecien- 
d(/  de  dicha  certificación  que  obra  á  fojas  doscientas  cin-  * 
cuenta  de  los  autos  que  á  fojas  ciento  treinta  y  dos  del 
tomo  quinto  antiguo  existía  el  asiento  de  anotación  de 
una  hipoteca  de  quinientos  pesos  sobre  la  finca  "Santa 
Bárbara"  á  favor  del  menor  Filomeno  Mora,  según  es- 
critura de  veinte  de  Agosto  de  mil  ochocientos  cincuen- 
ta y  seis,  que  al  folio  ciento  cincuenta  y  cinco  del  tomo 
sexto  antiguo  existía,  digo,  existe,  otro  asiento  de  ano- 
tación de  hipoteca  sobre  el  mismo  potrero  por  la  suma 
de  ocho  mil  pesos  á  favor  de  D.  Joaquín  Mora  y  Gonzá- 
lez hecho  á  virtud  de  escritura  de  fecha  dos  de  Julio  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  al  folio  ciento  ochen- 
ta y  ocho  del  citado  tomo  sexto  antiguo  existe  otro  asien- 
to del  que  aparece  anotada  la  escritura  por  la  que  se 
procede  en  estos  autos  cuya  anotación  aparece  hecha 
en  primero  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco 
y  por  último  que  al  margen  del  asiento  precedente  exis- 
te una  nota  en  la  que  se  expresa  que  por  escritura  ante 
Valerio  de  fecha  nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  siete  se  traspasa  la  anterior  anotación  á  favor  de 
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D.  Ambrosio  de  Cárdenas  por  la  cantidad  de  veintiséis 
mil  ochocientos  escudos  para  pagarle  veinte  mil  qiíe  se 
confiesa  deberle." 

Octavo.  "Resultando  que  en  este  estado  el  juicio 
Bo  solicitó  por  el  actor  la  tasación  de  la  finca,  quedando 
paralizadas  las  actuaciones  á  consecuencia  de  una  ter- 
cería de  dominio  establecida  por  Doña  Esperanza  Mora 
y  González  declarada  en  definitiva  sin  lugar  según  la 
certificación  que  obra  á  fojas  trescientos  once  vuelco  de 
los  autos  y  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  Bandos  de 
los  Gobernadores  Generales  de  esta  Isla  publicados  en 
los  años  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho." 

Noveno.  Resultando  que  modificados  esos  Bandos 
por  la  Orden  del  Gobierno  Militar  de  fecha  cinco  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  se  interesó  la 
realización  del  avalúo  practicándose  ésta  en  definitiva, 
según  resulta  de  los  folios  trescientos  treinta  y  cuatro 
y  siguientes  y  ratificada  dicha  tasación  y  formada  la 
pieza  de  títulos  se  solicitó  del  Juzgado  la  venta  en  pú- 
blica subasta  del  potrero  "Santa  Bárbara,"  acceJiéndo- 
se  á  ello  por  providencia  de  fecha  seis  de  Abril  de  mil 
novecientos  y  mandándose  publicar  la  subasta  por  me- 
dio de  edictos  que  habrían  de  publicarse  en  esta  ciudad 
y  en  la  villa  de  Cienfuegos." 

Décimo.  Resultando  que  en  ese  estado  el  juicio 
m  presentó  por  D.  Francisco  de  Cárdenas  y  Romero  el 
escrito  de  fojas  trescientos  cincuenta  y  uno  por  el  que 
después  de  manifestarse  que  los  herederos  de  Doña  Es- 
peranza Mora  trataban  de  inscribir  el  potrero  "Santa 
Bárbara,"  como  si  fuera  de  aquélla  y  no  estar  inscrito 
el  inmueble  en  los  libros  del  Registro  de  la  Propiedad, 
por  lo  cual  no  había  sido  dable  hacer  el  traslado  del 
gravamen  hipotecario  que  en  este  juicio  se  reclamaba 
no  obstante  haberse  expedido  el  traslado  de  la  anotación 
do  la  hipoteca  á  lo§  libros  del  moderno  Registro  con  fe- 
cha diez  y  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro,  se  interesó  á  fin  de  evitarse  los  inconvenientes 
fUí  la  inscripción  pretendida  por  los  herederos  do  Doña 
Esperanza  Mora,  que  fué  desglosado  el  título  de  domi- 
nio presentado  por  esa  señora  al  establecer  su  tercería 
y  con  certificación  de  la  sentencia  recaída  á  consecuen- 
cia del  Establecimiento  de  la  misma  y  de  los  linderos 
del  potrero  "Santa  Bárbara  "  constantes  de  la  tasación 
ee  exhortase  jil  Juzgado  de  Cienfuegos  acompañándole 
dichos  documentos  al  objeto  de  que  por  ese  Juzgado  se 
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expidiese  mandamiento  al  Registro  de  la  Propiedad  con 
objeto  de  inscribir  el  potrero  á  nombre  de  José  de  leí 
Cruz  Ulloa  y  trasladar  el  crédito  hipotecario  constituido 
por  éste  á  favor  del  Marqués  de  Casa  Xúñez,  y  proveída 
de  conformidad  dicha  solicitud  se  expidió  el  exhorto  so- 
licitado, apareciendo  de  las  actuaciones  que  obran  á  fo- 
jas cuatrocientos  dos  y  siguientes  de  los  autos  que  libra- 
do por  el  Juez  exhortado  el  mandamiento  por  duplica- 
do que  se  interesaba  fué  devuelto  dicho  mandamiento 
al  Juez  de  Cienfuegos  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
ciento  diez  y  ocho  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria, expresándose  en  la  comimicación  devolutoria  que 
se  denegaba  la  inscripción  de  la  escritura  acompañada 
por  aparecer  inscrito  el  dominio  de  la  finca  á  favor  de 
otra  persona;  expresándose  asimismo  en  la  coíaunica- 
ción  de  fojas  cuatrocientos  cuatro  que  el  traslado  tam- 
bién interesado  había  sido  practicado  en  la  forma  que 
expresaba  la  nota  puesta  al  pie  de  dicho  mandamiento 
sin  que  en  los  autos  consten  las  escrituras  ni  el  manda-, 
miento  á  que  se  ha  hecho  anteriómente  referencia  por 
haber  sido  desglosado  y  remitidos  á  la  Presidencia  de 
la  Audiencia  de  Santa  Clara  que  los  solicitó  para  tener- 
los á  la  vista  antes  de  resolver  el  recurso  gubernativo, 
que  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  lo^  artículos  ciento 
diez  y  nueve  y  siguientes  del  Reglamento  de  la  Ley  Hi- 
potecaria se  estableció  por  D.  Francisco  Romero  y  Cár- 
denas contra  la  nota  denegatoria  de  la  inscripción/* 

Décimoprimero.  Resultando  que  dicho  recurso 
gubernativo  quedó  resuelto  en  los  términos  que  se  ex- 
presan á  fojas  cuatrocientos  veinte  vuelto  y  cuatrocien- 
tos veintiuno  de  los  autos  y  que  al  acompañarse  el  núme- 
ro de  la  Gaceta  en  que  aparece  publicada  dicha  reso- 
lución se  interesó  del  Juzgado  según  escrito  que  obra  á 
fojas  cuatrocientas  treinta  y  uno  de  los  principales  se 
sacase  nuevamente  á  pública  subasta  la  ñnca  "Santa 
Bárbara,"  celebrándose  al  fin  el  acto  con  fecha  treinta 
de  Abril  de  mil  novecientos  dos,  en  cuyo  acto  no  re  pre- 
sentó postor  algimo,  solicitando  el  actor  la  adjudicación 
por  los  dos  tercios  de  su  tasación,  á  lo  que  se  accedió 
por  auto  de  esa  misma  fecha." 

Décimosegundo.  "Resultando  que  realizada  la  ad- 
judicación de  la  finca  "Santa  Bárbara,"  se  presentó  por 
el  actor  el  escrito  de  fojas  quinientos  dos  en  el  qnc  se 
solicitaba  la  posesión  del  potrero  mencionado  y  se  pe- 
día el  lanzamiento  de  las  personas  que  en  él  pudieran 
encontrarse,  cualquiera  que  fuese  el  título  que  ostenta- 
ran, interesándose  para  llevar  á  efecto  lo  solicitado,  que 
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se  librare  exhorto  al  Juez  de  Cienfuegos,  dispoiii<^ndo8e 
por  la  providencia  de  veintiseite  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos dos  el  libramiento  del  exhorto  á  fin  de  oue  so 
diese  posesión  al  adjudicatario,  dándosele  á  conocer  co- 
mo dueño  á  las  personas  que  designase  pero  declarán- 
dose no  haber  lugar  á  la  solicitud  de  lanzamiento  inte- 
resado, y  pedida  reposición  del  último  extremo  de  esta 
providencia,  fué  declarado  sin  lugar  el  recurso  por  auto 
de  fecha  cuatro  de  Junio  último  visible  á  fojas  quinien- 
tos nueve,  llevándose  á  efecto  la  diligencia  de  posesión 
en  los  términos  que  se  expresan  en  el  acta  que  obra  á 
fojas  quinientas  treinta  y  siete." 

Decimotercero.  Resultando  que  por  el  segundo 
otrosí  del  escrito  de  fecha  tres  de  Octubre  último  se  in- 
teresó del  Juzgado  la  cancelación  de  las  hipotecas  pos- 
teriores á  la  constituida  á  favor  del  causante  del  actor 
así  como  cualquiera  otra  c^rga  real  que  haya  podido  ins- 
cribirse sobre  lá  finca  con  posterioridad  á  la  referida 
hipoteca  y  así  como  también  la  cancelación  del  aliento 
de  dominio  hecho  á  favor  de  Doña  Angela  Madxazo  y 
Mora,  viuda  de  Alvarez,  disponiéndose  por  el  Juzgado, 
en  providencia  fecha  seis  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos dos,  fuera  librado  el  exhorto  interesado,  pero  al  solo 
efecto  de  la  cancelación  de  las  hipotecas  posteriores,  de- 
clarándose sin  luga;*  los  otros  extremos  de  la  solicitud, 
sin  que  contra  dicha  providencia  se  estableciese  recurso 
alguno.'^ 

Decimocuarto.  Resultando  que  por  el  escrito  de 
fojas  cuatrocientos  noventa  y  seite  interesó  el  actor  la 
aprobación  de  la  liquidación  del  remate  y  hecho  ésto  que 
se  expidiese  certificación  de  los  lugares  pertinentes  para 
que  le  sirviesen  de  títulos  de  dominio,  pudiendo  con 
ellos  acudir  al  Registro  de  la  Propiedad  á  obtener  la 
corespondiente  inscripción  proveyéndose  de  conformi- 
dad dicha  solicitud.'^ 

Decimoquinto.  "Resultando  que  D.  Francisco  Ro- 
mero y  Cárdenas,  después  de  protocolizar  la  certifica- 
ción de  lugares  que  por  el  Escribano  actuario  le  fná  ex- 
pedida acudió  al  Registro  de  la  Propiedad  de  Cionfue- 
gos  con  una  copia  de  dicha  acta  de  protocolización  con 
objeto  de  alcanzar  la  inscripción  á  su  favor  del  potrero 
"Santa  Bárbara,"  cuya  inscripción  le  fué  denegada  en- 
tre otros  motivos  por  aparecer  inscripta  á  favor  de  la 
Sra.  Angela  Madrazo,  el  dominio  de  la  finca  "Santa 
Bárbara,"  persona  distinta  de  aquélla  contra  la  cual  se 
había  seguido  el  juicio  en  que  se  realizó  la  adjudica- 
ción." 
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Decimosexto.  ^Tlesultando  que  en  este  estado  se 
solicitó  por  el  actor  fuera  notificado  á  Dbña  Angela  Ma- 
draao  la  «djudicación  del  potrero  Santa  Bárbara,  reali- 
zada á  virtud  del  auto  de  treinta  de  Abril  de  mil  no- 
vecientos dos  por  si  quería  librar  los  bienes  pagando  lo 
adeudado  con  •apercibimiento  de  que  si  no  pagaba  sé 
procedería  á  cancelar  en  «1  Bejgistro  la  inscripción  de 
su  dominio  librando  el  oportuno  mandamiento  al  Tie^ís- 
trador  de  la  Propiedad  de  Cienfuegos,  negándose  esa 
solicitud  por  providencia  de  fecha  diez  de  Diciembre 
último  en  consideración  al  estado  del  juicio/' 

Decimoséptimo.  'Tlesultando  que  contra  dicha 
providencia  se  estableció  por  D.  Francisco  Romero  y 
Cárdenas  recprso  de  reposición  que  fué  declarado  sin 
lugar  por  auto  de  fecha  diez  y  ocho  de  Diciembre  úl* 
timo." 

Ebsolüción  becürrida: 

Décimooctavo.  Resultando  que  dicho  auto  de  la 
Audiencia  confirmó  con  las  costas  de  am))as  instancias 
y  sin  declaratoria  de  temeridad,  el  auto  apelado  de  diez 
y  ocho  de  Diciembre  del  año  último  y  la  providencia 
concordante  de  diez  del  propio  mes,  que  tenien-lo  en 
cuenta  el  estado  del  juicio,  declaró  no  haber  lugar  á  la 
solicitud  de  Francisco  Romero  y  Cárdenas  de  que  so  no- 
tificase á  la  Sra.  Angela  Madrazo  la  adjudicación  del 
potrero  Santa  ^^Bárbara'^  por  si  quería  librar  los  bienes 
pagando  capital,  intereses  y  costas,  con  apercibimiento 
de  que  si  no  lo  hiciere  se  procedería  á  cancelar  en  el 
Registro  la  inscripción  de  su  dominio." 

Fundamentos  del  becühso  de  casación: 

Decimonoveno.  Resultando  que  contra  el  mencio- 
nado auto  de  la  Audiencia  interpuso  Francisco  R^^mero 
y  Cárdenas  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  legal,  citando  como  precepto  autorilsante  el  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  y  tres  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  en  relación  con  el  número  primero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  propia  T^y  v 
alegando  las  infracciones  siguientes:  "Primera  infrac- 
ción: La  Ley  catorce,  título  doce,  partida  quinta,  que 
trata  de  por  qué  razones  se  desata  la  fiadura,  é  puede  el 
fiador  salir  de  ella  al  negar  al  Conde  de  Casa  Romero 
como  heredero  del  Marqués  de  Casa  Núñez,  fiador  de 
D.  José  Cruz  Ulloa  el  carácter  de  acreedor  hipotecario 
de  éste,  adquirido  por  la  escritura  de  nueve  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco.  Por  esa  escrifura  D. 
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José  Cniz  TJlloa  se  confesó  deudor  del  Marqués  de  Casa 
Núñez  de  la  cantidad  de  quince  mil  pesos  constituyendo 
hipoteca  prefija  especial  y  señaladamente  se  expresa 
cláusula  de  no  enajenar  del  potrero  de  su  propiedad 
nombrado  "Santa  Bárbara,"  anotándose  esa  hipoteca 
en  la  Antigua  Anotaduría  el  día  diez  sigtiiente. — Y  por 
otra  escritura  del  día  nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  siete  el  Marqués  de  Casa  Núñez  cedió  á  D, 
Ambrosio  de  Cárdenas  la  cantidad  de  trece  mil  cuatro- 
cientos p^os  >que  aún  le  debía  D.  José  Cruz  IlUoa  de 
aquellos  quince  mil  pesos  garantizando  el  exacto  cumpli- 
miento de  Ulloa  como  fiador  principal  pagador.  Como 
XJlloa  no  pagó  la  sucesión  de  D.  Ambrosio  de  Cárdenas, 
dedujo  demanda  ejecutiva  contra  el  heredero  del  Mar- 
qués de  Casa  Núñez,  obteniendo  sentencia  de  remate 
en  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  que 
trata  de  hacer  efectiva  en  la  hacienda  Jagüey  Chico, 
propiedad  del  Marqués,  y  el  heredero  del  Marqués,  vién- 
dose demandado  y  juzgado,  es  decir,  condenado  á  pagar 
la  fianza  que  prestó  por  Cruz  TJlloa,  en  ejercicio  do]  de- 
recho que  le  otorgaba  en  aquel  momento  la  Ley  de  Par- 
tida citada  demandó  á  Cruz  TJlloa  para  que  lo  sacara 
de  la  finza,  como  ei  la  hubiera  pagado,  y  á  virtud  de 
esa  demanda  adquirió  el  potrero  "Santa  Bárbara,'*  que 
estaba  hipotecado,  adjudicándoselo  en  pago  de  la  fianza. 
— No  hay,  pues,  duda  de  que  el  potrero  "Santa  Bárba- 
ra*' ha  pasado  legalmente  á  poder  del  heredero  del  Mar- 
qués de  Casa  Núñez  y  que  á  virtud  de  esa  adjudicación 
\e  corresponde  ejercitai  todos  los  derechos  de  acreedor 
hipotecario  como  si  hubiera  pagado  la  fianza. — El  hecho 
de  estar  la  hipoteca  del  potrero  "Santa  Bárbara'  ins- 
crita en  el  Registro  á  nombre  de  D.  Ambrosio  de  Cár- 
denas no  empece  los  derechos  del  heredero  del  Marqués 
de  Casa  Núñez  contra  Cruz  TJlloa  nacidos  de  la  fianza  y 
de  las  sentencias  de  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  que  condenaron  á  fiador  y  fiado  á  pagar  res- 
pectivamente los  trece  mil  cuatrocientos  pesos  de  la 
fianza. — Lo  único  que  el  heredero  del  Marqués  de  Ca^a 
Núñez  no  podrá  hacer  como  adjudicatario  del  potrero 
"Santa  Bárbara,"  es  cancelar  la  hipoteca  de  troce  jnil 
cuatrocientos  pesos  sin  pagar  á  los  herederos  de  D.  Am- 
brosio de  Cárdenas  su  crédito  ó  entenderse  con  ello.í. — 
La  Ijcv  citada  no  permitía  que  los  fiadores  se  quejasen 
á  ningún  Juez  para  que  apremiasen  á  los  fiados  para  que 
los  sacasen  de  la  fianza  fasta  que  paguen  alguna  cosa 
del  debdo  por  que  entraron  fiadores,  fueras  ende,  por 
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cinco  razones,  nnasi  el  que  entra  fiador,  fuere  juz^^^ado 
á  pagar  toda  la^debda  6  parte  de  ella.  Ca  por  cualquier 
de  estas  razones  sobredichas  se  desata  la  fíadura ;  é  pue- 
de apremiar  el  fiador  á  aquel  á  quien  fio,  que  le  saque 
de  ella,  palabras  que  no  dejan  lugar  á  duda  del  perfecto 
derecho  del  fiador  á  demandar  al  fiado  y  adjudicarse  en 
pago  la  cosa  hipotecada  como  si  hubiera  obtenido  del 
acreedor  la  carta  de  lasto. — Eí>rque  como  dice  el  moder- 
no Código  en  su  artículo  mil  ochocientos  cuarerita  y 
tres.  En  todos  estos  casos  la  acción  del  fiador  tiende  á 
obtener  relevación  de  la  fianza  ó  una  garantía  (pie  lo 
ponga  á  cubierto  de  los  procedimientos  del  acroeí1c»r  y 
del  peligro  de  insolvencia  en  el  deudor, — La  adjudica- 
ción ha  puesto  al  fiador  al  cubierto  de  la  insolveDcia  de! 
fiado.  Y  el  fiador  tiene  ya  en  su  poder  una  garantís  que 
lo  pone  á  cubierto  de  ios  procedimientos  del  acreedor; 
la  hipoteca  debe,  pues,  subsistir  hasta  que  el  heredero 
del  Marqués  de  Casa  Núñez  pague  á  los  herederos  de 
D.  Ambrosio  Cárdenas,  pero  por  ello  no  puede  negarse 
al  heredero  su  carácter  de  acreedor  hipotecario  drl  po- 
trero "Santa  Bárbara^^  y  el  derecho  de  obtener  la  f^ance- 
lación  de  todos  los  gravámenes  posteriores  k  la  hi]iol:eca 
que  no  cupieron  dentro  del  precio  de  la  adjudicación, 
sin  que  para  ello  sea  necesario  tener  en  cuenta  las  fe- 
chas en  que  respectivamente  adquiriron  el  dominio  el 
Conde  Eomero  y  Doña  Angela  Madrazo,  pues  el  liecho 
accidental  de  haber  comprado  la  finca  esta  última  no 
modifica  el  rigor  ni  desvirtúa  la  tendencia  de  la  dispo- 
sición legal  que  se  refiere,  como  queda  erpuc-uío  á  la 
concelación,  los  gravámenes  posteriores  á  la  hipoteca, 
que  como  la  del  Conde  de  Eomero,  era  preferente. — 
Segunda  infracción:  Los  artículos  setenta  y  sirte, 
setenta  y  nueve,  ochenta  y  dos  y  ciento  cinco  de  la  Ijcv 
Hipotecaria  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  por  cuan- 
to adjudicado  al  Conde  de  Casa  Romero,  heredero  del 
Marqués  de  Casa  Núñez,  el  potrero  "Santa  Bárbara,^' 
en  pago  de  la  hipoteca  de  trece  mil  cuatrocientos  y)esos 
constituida  por  la  escritura  de  nueve  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  la  inscripción  de  dominio 
á  favor  del  deudor  Cruz  IJlloa  y  la  hecha  más  tarde 
(después  de  constituida  la  hipoteca  y  establecido  el  plei- 
to para  hacerla  efectiva)  á  favor  de  Doña  AnsreLí  Afa- 
drazo  y  Mora  en  siete  de  Septiembre  de  rail  novecientos 
se  extinguieron  por  no  haber  alcanzado  el  precio  de!  in- 
mueble á  cubrir  la  hipoteca.  Y  como  las  hipotecas  su- 
jetan directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobro  ,]{\k  so 
imponen  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplii.aien- 


620  BOLETINi  LEGISLATIVO. 


to  de  la  obligación  para  cu3'a  seguridad  fué  constituida, 
vendida  judicialmente  el  potrero  ^'Santa  Bárbara*'  pa- 
ra pagar  la  hipoteca  y  consumido  su  valor  por  es3  pago 
-las  inscripciones  de  dominio  anteriores  á  la  hipoteca  4 
favor  de  Cruz  Ulloa  y  la  posterior  á  favor  de  Doña  An- 
gela Madrazo  y  Mora,  aunque  hechas  en  escritura  públi- 
ca pueden  y  deben  cancelarse  sin  los  requisitos  de  la 
providencia  ejecutoria  ó  4^  otra  escritura  en  que  expre- 
se su  consentimiento  para  la  cancelación  la  perdona  i 
cuyo  favor  se  hubiese  hecho  la  inscripción,  cuando  que- 
de extinguido  el  derecho  inscripto  por  declaración  de 
la  ley,  como  sucede  en  este  caso  en  que  se  ha  realizado 
un  crédito  hipotecario  inscripto  y  el  valor  del  inmueble 
se  ha  consumido  en  ese  pago  pasando  la  finca  á  nnevo 
dueño. — Tercera  infracción:  El  artículo  ciento  «retenta 
y  cuatro  del  Beglamento  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  toda  vez  que  adjudicada  la 
finca  hipotecada  y  aplicado  su  producto  á  cubrir  la  hi- 
poteca se  otorgará  de  oficio  el  acta  de  adjudicación  por 
el  Juzgado  en  representación  del  dueño  de  tes  bienes 
hipotecados  y  seguidamente  se  pondrá  en  posesión  al 
nuevo  düerid,  precepto  que  excluye  la  necesidad  de  citar 
al  tercer  poseedor  que  adquirió  la  cosa  después  que  el 
acreedor  hizo  efectivo  su  derecho  sobre  la  finca  hipote- 
cada y  andaba  ya  en  almoneda. — Cuarta  infracción : . 
El  artículo  ciento  setenta  y  cincd  del  Reglamento  de  la 
Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  que 
establece  que  si  durante  la  sustanciación  del  expedienb; 
pasare  la  finca  hipotecada  á  manos  de  otro  poseedor, 
éste  acreditando  la  inscripción  de  su  título,  podrá  pedir 
que  se  le  exhiban  los  autos  en  la  Escribanía  y  el  Juez 
lo  acordará  sin  paralizar  el  curso  del  expediente  enten- 
diéndose con  él  las  diligencias  ulteriores  como  subroga- 
do en  el  lugar  del  causante,  toda  vez  que  señalado  por 
el  remate  del  potrero  "Santa  Bárbara'^  por  providencia 
de  seis  de  Abril  de  mil  novecientos  el  día  doce  de  Mayo 
siguiente  los  herederos  de  Cruz  Ulloa  estaban  notifica- 
dos del  embargo  y  conocían  la  existencia  del  juicio,  ven- 
dieron dicha  finca  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora  ins- 
cribiendo ésta  su  derecho  cuatro  meses  después  de  andar 
en  almoneda  la  finca;  y  la  sentencia  estima  que  debió 
requerirse  á  dicha  señora  como  tercera  poseedora  para 
que  pagara  óvabandonara  la  finca,  retrogradando  en  el 
procedimiento,  infringiéndose  el  citado  artículo,  -^ogún 
el  cual  si  el  poseedor  no  lo  solicita  no  se  entienden  ya 
con  él  las  diligencias  y  aunque  parezca  injusto  no  lo  es, 
pues  el  que  adquiere  la  finca  durante  el  procedimiejito 
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ejecutivo  y  cuando  está  en  almoneda,  ni  debe  i<{norar 
los  gravámenes  que  la  afectan,  ni  extrañarse  de  lo  que 
resulte  de  las  diligencias  judiciales. — Quinta  infracción: 
En  el  caso  que  á  f  ?sar  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  do»» 
mil  ciento  cuarenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  cuatrocientos  trece  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres  se  estime  no  ser  aplicables  á 
este  caso  los  preceptos  de  la  Ley  Hipotecaria  y  3u  re- 
glamento citados  en  los  motivos  segundo,  tercero  y 
cuarto,  y  si  la  legislación  anterior  á  la  Ley  Hipotecaria 
de  mil  ochocientos  ochenta  por  haberse  constituido  la 
hipoteca  en  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  la  sentencia 
infringe  las  leyes  catoree,  título  trece  y  sesenta  y  siete 
titulo  quinto,  ambas  de  la  partida  quinta  que  declp.ra  la 
primera  innecesaria  la  excusión  cuando  el  deudor  ven- 
de la  cosa  hipotecada  después  de  movido  pleito  3obre 
ella  y  la  segimda  nula  la  venta  de  la  cosa  hipotecada 
con  el  pacto  de  no  enajenarla  mientras  subsista  la  deu- 
da y  la  doctrina  de  las  sentencias  de  cuatro  de  ^íayo  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  tomo  diez  y  siete,  página 
cuatrocientos  diez  y  seite.  y  vintiseite  de  Febrero  .le  mil 
ochocientos  setenta,  tomo  cuarenta  y  uno,  página  dos- 
cientos sesenta  y  cinco  del  Tribunal  Supremo  d3  Espa- 
ña, en  caso  de  esta  Isla,  que  apreciando  la  eficacia  del 
pacto  de  non  alienando  al  constituir  la  hipoteca  declaran 
que  cuando  éste  existe  no  es  necesario  la  excusión  de 
bienes  del  deudor,  para  perseguir  la  cosa  hipotecnda,  y 
que  la  venta  de  la  cosa  hipotecada  sin  la  intervención  y 
consentimiento  del  acreedor  hipotecario  no  ha  podido 
alterar  ni  modificar  el  derecho  que  éste  adquiriera  en 
virtud  de  aquel  pacto  á  dirigir  su  acción  contra  la  finca 
gravada  para  el  reintegro  de  su  crédito,  como  si  no  hu- 
biera salido  del  dominio  de  su  deudor,  to  que  con.^Lítuía 
un  nuevo  fundamento  de  que  no  se  infringió  la  ley  ca- 
torce, título  trece  de  la  partida  quinta. — A  virtud  de 
estos  preceptos,  ni  el  heredero  del  Marqués  de  Casa 
Núñez  ni  la  sucesión  de  I).  Ambrosio  de  Cárdenas,  para 
hacer  efectiva  la  hipoteca  que  pesa  sobre  el  potrero 
"Santa  Bárbara/'  constituida  en  nueve  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco  teníün  necesidad  d(í  di- 
rigir su  acción  contra  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora, 
que  había  adquirido  la  finca  después  de  movido  el  pleito 
contra  Cruz  ITlloa. — A :  Porque  los  herederos  del  deudor 
Cruz  Ulloá  enajenaron  el  potrero  "Santa  Bárbara''  des- 
pués de  habérsele  movido  pleito  por  el  acreedor,  ins- 
cribiéndose la  venta  cinco  meses  después  de  andar  en 
almoneda   dicho  potrero,   caso   de  excepción   estableci- 
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do  por  la  I-/ey  catorce,  título  trece  de  la  partida  quin- 
ta á  la  regla  general  consignada  en  la  propia  ley, 
de  cjue  antes  de  dirigir  la  acción  hipotecaria  contra 
el  tercer  poseedor  de  la  casa  hipotecada  hay  que  re- 
convenir primero  al  deudor  y  hacer  excusión  de  sus 
bienes.  Excepción  que  es  en  esencia  el  precedente  del 
último  inciso  del  artículo  ciento  setenta  y  cinco  del  Re- 
glamento de  la  Ley  Hipotecaria." — B:  Porque  el  deu- 
dor Cruz  ülloa  se  obligó  al  constituir  la  hipoteca  á  fa- 
vor del  Marqués  de  Casa  Niiñez  á  conservar  la  cosa  hi- 
potecada sin  enajenarla  mientras  subsistiese  la  deuda 
y  á  pesar  de  ese  pacto  la  enajenó  después,  y  según  la 
ley  sesenta  y  siete,  título  quinto,  partida  quinta  en  este 
caso  se  considera  nula  la  enajenación  y  subsistente  la 
finca  en  poder  del  deudor.  Sexta  infracción :  En  el  caso 
de  no  ser  aplicable  á  este  pleito  las  leyes  citadas  en  los 
motivos  segundo,  tercero  y  cuarto  la  sentencia  infringe 
la  Ley  catorce,  título  quince,  partida  quinta,  que  trata 
del  derecho  que  gana  ome  en  la  cosa  que  es  obligada  á 
peños,  toda  vez  que  adjudicado  el  potrero  "Santa  Bár- 
bara" al  heredero  del  Marqués  de  Casa  Núñez  para 
desatar  la  fianza  que  había  prestado  por  la  escritura  de 
nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seite,  no 
bastando  el  precio  de  esa  adjudicación  para  cubrir  el 
im'porte  de  la  hipoteca  constituida  por  Cruz  Tilloa,  el 
inmueble  pasó  á  poder  del  adjudicatario,  quedando  por 
ministerio  de  la  Ley  cancelada  las  inscripciones  poste- 
riores á  la  hipoteca  y  bastando  para  cancel arla^í  lo  he- 
cho presentar  en  el  Registro  el  acta  de  adjudicación, 
sin  que  sea  obstáculo  para  ello,  que  la  finca,  después  de 
movido  el  pleito  haya  pasado  á  otro  poseedor  y  sea  ne- 
cesario oirlo  y  vencerlo,  pues  la  ley  citada  supone  la  cosa 
en  ese  momento  vendida,  como  si  la  venta  no  se  hubiere 
hecho  y  en  poder  del  deudor,  lo  mismo  que  el  artículo 
ciento  setenta  y  cinco  del  Reglamento  de  la  Hipoteca- 
ria, porque  las  leyes,  lo  mismo  las  antiguas  que  las  mo- 
dernas, no  favorecen  nunca  la  mala  fe  de  los  deudores, 
que  resultarían  triunfantes  si  movido  el  pleito  pudie- 
ran vender  válidamente  lo  cosa  hipotecada  y  para  hacer 
efectivo  el  derecho  tuviera  el  acreedor  que  demandar  al 
tercero  y  así  sucesivamente  á  todos  los  que  fueran  ad- 
adquiriendo la  finca  para  hacer  efectiva  la  hipoteca. — 
Séptima  infracción:  El  artículo  cincuenta  y  dos  de  la 
Ley  Hipotecaria  por  indebida  aplicación,  toda  voz  que 
el  efecto  de  las  anotaciones  preventivas  de  embarco  es 
sólo  asegurar  los  bienes  anotados  al  pago  del  crédito  con 
preferencia  sobre  los  derechos  creados  con  posterior  i  ;lad. 
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sin  que  para  salvaguardar  los  derechos  nacidos  de  una. 
hipoteca  sea  necesaria  la  anotación.  Doctrina^  consi.2[na- 
da  en  multitud  de  sentencias,  una  la  de  diez  de  Julio  de 
rail  ochocientos  ochenta  y  nueve,  página  ciento  d'e^  y 
ocho,  tomo  sesenta  y  seis. — Es,  pues,  un  error  de  la 
sentencia,  hacer  depender  el  derecho  nacido  de  la  hipo- 
teca inscripta  de  la  anotación  del  embargo,  aunque  esa 
anotación  llevase  en  sí  la  prohibición  de  enajenad  la 
cosa  (que  no  la  lleva)  porque  esa  prohibición  se  la  im- 
puso el  ejecutado  al  otorgar  la  escritura  de  nueve  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco.^' 

Vigésimo.  Kesultando  que  admitido  el  recurso  y 
elevados  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo  el  rer^iiiren- 
te  amplió  los  motiyoe  anteriores  con  los  siguientes  que 
también  le  fueron  admitidos. — Octava  infracción:  Ijos 
artíc\Ü08  ciento  setenta  y  cuatro  y  ciento  setenta  y  cinco 
del  Beglamento  de  la  Ley  Hipotecaria  dos  mil  ciento 
cuarenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  cua- 
trocientos trece  de  la  Ley  Hipotecaria  por  cuanto  seña- 
lado para  el  remate  del  potrero  "Santa  Bárbara"  el  día 
doce  de  Mayo  de  mil  novecientos,  los  herederos  do  Cruz 
IJIloa  demandados  en  el  pleito,  que  estaban  notificados 
del  embargo  y  conocían  la  existencia  del  juicio  vendie- 
ron dicho  potrero  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora,  ins- 
cíibiendo  ésta  su  dominio  el  día  siete  de  Septiembre  si- 
guiente. Y  no  habiendo  habido  postor  y  señalado  nue- 
vamente para  el  remate  el  día  treinta  de  Abril  de  mil 
novecientos  dos  fué  adjudicado  ese  mismo  día  al  Conde 
de  Casa  Romero  en  pago  de  las  cantidades  que  niandó 
abonarle  la  seijtencia  de  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa,  aprobándose  dicha  adjudicación 
por  auto  de  diez  y  siete  de  Mayo  siguiente,  dándosele 
posesión  el  día  diez  y  siete  de  Octubre.  Y  al  presentar 
el  Conde  en  el  Registro  de  la  Propiedad  el  acta  de  la 
adjudicación  de  dicho  inmueble  el  Registrador  io  negó 
la  inscripción  por  aparecer  inscripto  el  dominio  del 
potrero  "Santa  Bárbara"  á  favor  de  la  Sra.  Doña  .An- 
gela Madrazo  y  Mora,  persona  distinta  de  aquélla  con- 
tra la  cual  se  ha  seguido  el  juicio  que  motivó  la  adjudi- 
cación.— Al  darse  posesión  al  Conde  de  Casa  Jíoniero 
del  potrero  "Santa  Bárbara,"  en  seis  de  Junio  de  mil 
novecientos  dos,  el  arrendatario  se  opuso  á  la  posesión, 
pidiendo  se  ampare  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora 
que  estaba  poseyendo  dicha  finca  desde  diez  y  nuí^vc  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  habiendo 
inscripto  su  dominio  en  siete  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos, digo,  novecientos,  y  por  auto  de  seis  de  Octu- 
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bre  se  declaró  sin  lugar  el  amparo  notificando  el  \ÍQy. 
y  siete  de  «Octubre  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora  en 
la  persona 'de  su  apoderado  D..  Arturo  López,  que  si  se 
consideraba  con  algún  derecho  á  la  posesión  y  dominio 
del  potrero  "Santa  Bárbara'^  ocurriera  á  los  autos  á 
ejercitarlo.  Con  esos  antecedentes  el  Conde  de  Casa  Ho- 
mero pidió,  fojas  quinientos  setenta,  que  se  notificara  la 
adjudicación  del  potrero  "Santa  Bárbara"  á  Doña  x\n- 
gela  Madrazo  y  Mora,  por  si  quería  librar  los  bienes  pa- 
gando la  hipoteca  con  apercibimiento  de  que  si  no  lo 
hacía  se  procediera  á  cancelar  su  dominio  en  el  Kogtís- 
tro  y  como  el  Juzgado,  teniendo  en  cuenta  el  estado  del 
juicio  declarase  no  haber  lugar,  insistió  por  vía  de  repo- 
sición en  que  se  cancelase  la  inscripción  de  dominio  á 
favor  (le  Doña  Angela  sin  perjuicio  de  notificarle  la  ad- 
judicación al  efecto  expresado,  lo  que  también  fué  de- 
clarado sin  lugar,  obligando  al  adjudicatario  para  ins- 
cribir su  dominio  á  vencer  en  juicio  4  dicha  señora. — Ese 
autp,  que  fué  confirmado  por  la  Audiencia,  infringe 
los  preceptos  citados  por  los  conceptos  siguientes:  A: 
Al  estimar  que  no  son  aplicables  las  reglas  processjes 
contenidas  en  los  artículos  ciento  setenta  y  cuatro  y 
ciento  setenta  y  cinco  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipote- 
caria, los  artículos  dos  mil  cienta  cuarenta  y  fres  del 
Enjuiciamiento  y  cuatrocientos  trece  de  la  Hi]>otecari!i, 
porque  si  bien  la  hipoteca  que  se  persigue  fué  constitui- 
da en  mil  ofehocientos  sesenta  y  cinco;  es  lo  cierto  que 
los  actos  de  persecución  del  inmueble  hipotecado  al 
cumplimiento  de  la  obligación,  comenzaron  en  mil  <>cho- 
cientos  noventa  cuando  ya  regía  la  Ley  Hipotecaria  y 
la  venta  del  inmueble  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Afora 
y  su  inscripción  en  el  Registro,  tuvieron  lugar  mucho 
tiempo  después  de  regir  la  Ley  Hipotecaria  de  mil  ocho- 
cientos* noventa  y  tres;  siendo  demasiado  sabido  que  las 
leyes  procesales  rigen  desde  su  promulgación  y  que  los 
preceptos  procesales  contenrdos  en  la  Ley  Hipotecaria 
y  su  Reglamento  se  aplican  lo  mismo  al  iiacnr  efectivas 
las  hipotecas  antiguas  que  las  modernas,  por  lo  y^vr^  es 
evidente  que  el  precepto  de  esos  artículos  ciento  set-Mita 
y  cuatro  y  ciento  setenta  y  cinco,  como  orden  puramente 
í^rocesal,  son  aplicables  á  este  pleito.  "B:  Al  estimar 
que  no  es  inscribible  la  adjudicación  del  potrero  "Santxi 
Bárbara*'  á  favor  del  Conde  de  Casa  Romero  por  estar 
iiiscripto  el  dominio  á  favor  de  Doña  Angela  Madrazo 
Y  Mora,  persona  distinta  de  la  ejecutada,  se  inírin;j:p  el 
artículo  ciento  setenta  y  cuatro  del  Reglamento  por 
cuanto   a<ljudiea'da   la   finca  hipotecada  y  aplicado  su 
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producto  á  cubrir  la  hipoteca  inscripta  que  es  una  car- 
ga real  la  escritura  6  acta  de  adjudicación  que  se  otor- 
ga de  oficio  por  el  Juzgado,  es,  en  representación  del 
dueño  de  los  bienes  hipotecados  sin  necesidad  de  citarlo 
á  ese  efecto,  quedando  de  derecho  anulado  el  derecho 
posterior  adquirido  sobre  ese  inmueble  por  Doña  Ange- 
la Madrazo  y  Mora,  que  como  declaró  el  Presidente  Je 
.  este  alto  Tribunal  en  la  resolución  número  treinta  y 
tres  de  treinta  de  Noviembre  de  mil  novecientos  uno  no 
tiene  el  concepto  de  tercero  con  relación  al  gravamen 
hipotecario  que  pesa  sobre  el  potrero  "Santa  Bárbara/' 
C :  Al  estimar  que  para  que  fuera  eficaz  la  vía  de  apre- 
mio y  la  adjudicación  del  potrero  "Santa  Bárbara^',  en 
pago  de  la  hipoteca, 'era  necesarío  requerir  á  Doña  x\n- 
gela  Madrazo  y  Mora  como  tercera  poseedora  del  in- 
mueble, retrogradando  en  el  procedimiento,  se  infringe 
el  artículo  ciento  setenta  y  cinco  del  Eeglamonto  que 
establece  que  si  durante  la  su8tan,ciación  del  expediente 
pasase  la  finca  hipotecada  á  manos  de  otro  poseedor,  éste 
acreditando  la  inscripción  de  su  título,  podrá  pedir  que 
se  le  exhiban  los  autos  en  la  Escribanía  y  el  Juez  lo 
acordará,  sin  paralizar  el  curso  del  expediente,  enten- 
diéndose con  él  las  diligencias  ulteriores  como  3ul>roi;a- 
do  en  el  lugar  del  causante;  porque  con  arreglo  á  ese 
precepto,  el  que  adquiere  la  finca  durante  la  sustancia- 
ción  del  expediente  se  subroga  en  lugar  del  deudor  y  sí 
no  solicita  ser  tenido  por  parte,  no  hay  necesidad  de  ci- 
tarlo ni  de  entenderse  con  él,  lo  que  es  justo,  pues  el  que 
adquiere  la  finca  durante  el  procedimiento  ejecutivo  y 
cuando  está  en  almoneda,  ni  debe  ignorar  los  graváme- 
nes que  la  afectan  ni  extrañarse  de  lo  que  resulte  de  las 
diligencias  judiciales. — Obligar  a:l  Conde  de  ííasa  Ro- 
mero á  qne  para  inscribir  su  dominio  en  el  Registro, 
retrograde  en  el  procedimiento  para  requerir  á  Doña 
Angela  Madrazo  que  adquirió  la  finca  después  dé  estar 
en  almoneda  á  que  ven^a  en  juicio  á  dicha  señora,  cuan- 
do la  Ley  le  impone  el  deber  de  comparecer  si  quiere 
conocer  lo  actuado,  sin  paralizar  siquiera  el  curso  del 
procedimiento  es  una  monstruosidad  jurídica,  que  des- 
truiría si  llegase  á  formar  jurisprudencia  la  eficacia  de 
las  hipotecas  consignadas  en  los  artículos  ciento  cinco 
de  la  Ley  Hipotecaria  y  ciento  sesenta  de  su  Reglamen- 
to."— Novena  infracción:  El  artículo  veinte  de  la  Tjey 
Hipotecaria  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  igual  al 
veintiocho  de  la  Ley  de  mil  ochocientos  ochenta,  toda 
vez  que  adjudicado  el  potrero  "Santa  Bárbara"  en  pago 
de  la  hipoteca  y  aprobada  judicialmente  la  adjudicación: 
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en  representación  del  dueño  de  los  bienes  hipohecados, 
el  efecto  legal  es  el  niismo  que  si  hubiera  ocurrido  al  ac- 
to Doña  Angela  Madrazo  y  Mora,  dueña  de  los  bi(.'ne8 
hipotecados  porque  el  Juzgado  obró  en  su  nombre  al  lia- 
cer  la  transmisión." — Décima  infracción;  El  artículo 
ciento  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  la  doctrina  de  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  España,  de  trece  de  Diciembr'3  de' 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  tomo  cuarenta  y  siete, 
página  setecientas  veintidós,  al  estimar  la  sentencia  que 
debió  requerirse  á  Doña  Angela  Madrazo  y  Mora,  que 
adquirió  el  potrero  "Santa  Bárbara'^,  toda  vez  que  con 
arreglo  al  artículo  ciento  cuarenta  ^y  uno  es  potestativo 
y  no  obligatorio  en  el  acreedor  reclamar  el  pago  del  ter- 
cer poseedor  de  los  bienes  hipotecados.'' — Úndícima  in- 
fracci'ón:  La  sentencia  dictada  en  este  .pleito,  fecha  diez 
y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa,  que  decla- 
ró con  lugar  la  demanda  y  condenó  á  la  sucesión  de  D. 
José  Cruz  ülloa  á  pagar  al  Conde  de  Casa  Romero  co- 
mo heredero  «del  Marqués  de  Casa  Nimez  trece  mil  cua- 
trocientos pesos  oro,  los  intereses  de  demora  al  se  i  te  por 
ciento  anual  y  todos  los  gastos  que  ha  hecho  y  haga  el 
expresado  Conde  y  las  costas  que  pague,  con  motivo  de 
la  fianza  prestada  por  el  Marqués  de  Casa  iS'úñez  á  fin 
de  que  entregue  la  suma  que  le  reclaman  por  la  fianza 
y  quede  ésta  extinguida,  al  negar  al  Conde  de  Casa  Ho- 
mero el  derecho  de  adjudicarse  en  pago  de  dichas  can- 
tidades el  potrero  "Santa  Bárbara,"  hipotecado  á  esa 
responsabilidad  y  que  se  inscriba  á  su  nombre  dicha  ad- 
judicación en  el  Eegistro  de  la  Propiedad,  no  obstante 
estar  acreditado  en  autos  que  los  herederos  de  D.  Am- 
brosio de  Cárdenas  obtuvieron  sentencia  de  remate  que 
debía  hacerse  efectiva  en  los  bienes  del  Marqués  de  Ca- 
sa Núñez  desde  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  para  hacer  efectiva  la  fianza  persiguen  los  bie- 
nes de  dicho  Marqués  como  independencia  del  potrero 
^'Santa  Bárbara." 

Vigésimoprimero.  Eesultando  que  sustanciado  el  re- 
curso se  celebró  la  vista  pública  el  día  once  del  actual, 
con  la  sola  asistencia  del  Letrado  de  la  parte  recurren- 
te, que  sostuvo  la  procedencia  del  recurso. 

Decisión  del  recubso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  las  diversas  cuestio- 
nes que  se  proponen  en  el  recurso  se  resumen  en  la  de 
si  corresponde  ó  no  aplicar  al  caso  de  autos  el  proredi- 
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miento  que  establece  la  Ley  Hipotecaria  para  hacer 
efectivos  los  créditos  garantizados  con  hipoteca ;  y  como 
f'se  procedimiento,  privativo  de  la  citada  Ley,  constitu- 
ye una  verdadera  innovación  en  nuestro  derei^.ho,  es  evi- 
dente que  la  relación  que  es  preciso  buscar  para  la  de- 
cisión de  la  controversia  entre  el  caso  propuesto  y  el  que 
es  objeto  del  nuevo  procedimiento,"  sólo  pueílen  deter- 
minarla las  propias  disposicones  del  texto  le^^^al  en  que 
dicho  procedimiento  se  establece,  siendo,  por  tanto,  in- 
adecuadas al  objeto  las  antiguas  leyes  y  doctrinas  Íe;:?a- 
les  que  se  citan  como  infringidas  en  los  motivos  prime- 
ro, quinto  y  sexto  del  recurso. 

Segundo.  Considerando  que  el  procedimiento  es- 
tablecido en  el  artículo  setenta  y  uno  de  la  Ley  Hipote- 
caria y  sus  concordantes  del  Eeglamento  para  hacer 
efectivos  los  créditos  hipotecarios,  es  aplicable  nnica- 
mente  al. caso  de  que  el  acreedor  tenga  anotado  á  su 
nombre  en  el  Registro  de  la  Propiedad  el  derecho  que 
reclama,  circunstancia  que  no  concurre  en  el  caso  pre- 
sente, siendo  así  que,  conforme  lo  ha  manifestar  lo  el  Re- 
gistrador, ni  en  los  antiguos  ni  en  los  modernos  Li])ro3 
dpi  Registro  consta  que  respecto  al  recurrente  se  haya 
llenado  dicho  requistio,  apareciendo,  por  otra  ])arte,  en 
los  lil)ros  antiguos  que  su  causante,  el  Marqués  de  Casa 
Nviñ^z  cedió  á  un  tercero  la  liipoteca  de  que  se  trata;  y 
como  sólo  un  derecho  real  inscrito  es  el  que  puedo  darlo 
para  obtener  lo  que  se  pretende  en  las  diligencias  sol)re 
cumplimiento  de  una  ejecutoria  que  no  ha  reconocido 
al  recurrente  otra  acción  que  la  personal,  es  indudable 
que  al  caso  de  autos  no  e§  aplicable  el  citado  procedi- 
miento especial,  y  que  son  ineficaces  los  motivos  en  que 
se  arguye  contra  la  negativa  del  auto  recurrido. 

Tercero.  Considerando,  en  ciianto  al  undécimo  y 
último  de  los  motivos  del  recurso  que  las  sentencias  se 
cumplen  del  modo  y  forma  que  permiten  las  leyes ;  y  al 
denegarse  por  la  Sala  sentenciadora  la  adopción  de  un 
procedimiento  que  al  precepto  de  aquéllos  no  se  ajusta, 
lejos  de  proveer  contra  lo  ejecutoriado  sostiene  la  for- 
ma única  y  adecuada  para  su  exacto  cumplimiento. 

Cuarto.  Considerando  que  por  las  razones  expues- 
tas es  de  declararse  sin  lugar  el  recurso  y  por  precepto 
legal  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  doctrina  legal  interpuesto  por  Francisco  Romero  y 
'Cárdenas  contra  el  auto  dictado  en  veintidós  de  jVFayo 
AÍltimo  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
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Habana,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente;  .y  devuél- 
vanse los  autos  á  dicha  Audiencia  con  la  correspondien- 
te certificación. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  qiíe  se  publicará 
etc.,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José 
Várela. —  Octavio  Giberga. — Carlos  Kevilla. — Rafael 
Maydagán. — El  Magistrado  Sr.  J.  M.  Aguirre  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar. — ^José  Várela.  * 


Queb.  forma.— Sent  16.— 31  de  Agosto.— Falta  de  perso- 
nalidad. (Goc.  Abril  20,  1901) 

DOCTRINA:  La  falta  de  derecho  para  re^ 
clamar  lo  que  en  el  juicio  se  pretende,  por  adolecer 
de  un  vicio  intrínseco,  que  lo  hace  ineficaz,  el  títu- 
lo en  que  funda  la  acción,  constituye  una  cuestión 
de  fondo  y  no  falta  de  personalidad,  por  cuya  ra- 
zón es  improcedente  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  Jornia,  fundado  en  dicha 
falta. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de 
Agosto  de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma '  interpuesto  por  Félix  Manuel  de  Villiers  y 
Sánchez,  agente  de  negocios  y  vecino  de  esta  ciudad  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  nueve  de  Junio  último  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  el 
juicio  ejecutivo  promovido  en  el  .Juzgado  de  primera 
instancia  de  Marianao  por  el  L/do.  Joaquín  Navarro, 
Abogado  y  vecino  de  dicho  pueblo  contra  el  citado  re- 
currente y  Félix  M.  de  Villiers  y  Zamora. 

Primero.  Eesultando  que  en  la  referida  senten- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana  se  aceptan  lot 
once  Resultandos  de  la  del  Juez  de  primera  instancia 
que  á  continuación  se  transcriben. 

Antecedentes  : 

Segimdo.  Resultando  que  el  Sr.  Juan  Negrín,  por 
su  escrito  del  día  once  de  Octubre  último,  acompaña  el 
pagaré  del  folio  primero,  extendido  á  su  favor  por  los 
Sres.  Villiers  y  Zamora  y  Villiers  y  Sánchez,  en  diez  y 
seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
por  la  suma  de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  oro 
español,  preparando  por  dicho  escrito  la  acción  ejecuti- 
va é  interesando  la  citación  de  los  Sres.  Villiers,  en  la 
calle  de  Martí  número  ochenta,  para  el  reconocimiento 
de  las  firmas  de  dicho  pagaré,  y  por  la  providencia  de 
trece  de  Octubre,  se  tuvieron  por  promovidas  dichas  di- 
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ligenciafi  preparatorias  de  la  vía  ejecutiva,  por  parte  en 
ellas  por  en  propio  derecho  al  citado  Negrín,  disponién- 
dose la  citación  en  forma  de  los  Sres.  Villiers  para  los 
reconocimientos  dispuestos,  verificadas  las  primeras  ci- 
taciones sin  que  comparecieran  los  deudores,  por  lo  que 
á  instancia  del  citado  Negrín,  se  dispusieron  y  efectua- 
ron las  segundas  á  dichos  Sres.  Villiers,  bajo  el  aperci- 
bimiento de  ser  declarados  confesos  en  la  legitimidad 
•de  las  firmas  para  los  efectos  de  la  ejecución,  no  concu- 
rriendo aquéllos  á  dicho  segundo  llamamiento,  y  el  in- 
dicado Sr.  Juan  Negrín,  por  su  escrito  de  veinte  y  siete 
de  Octubre  último,  por  lo  principal  interesa  la  tercera 
y  última  citación  con  el  apercibimiento  reiterado  y 
ticompaña  un  testimonio  del  acta  de  requerimiento  No- 
tarial de  pago  hecha  á  dicho  Sr.  Villiers,  ante  el  Notario 
de  esta  Cabecera,  en  veintiséis  del  referido  mes  de  Oc- 
tubre y  por  el  otrosí  interesó  se  decretara  embargo  pre- 
ventivo de  bienes  de  la  finca  ^^Neptuno^'  por  la  antes 
citada  cantidad,  disponiéndose  por  la  providencia  de 
dicho  día  veintisiete,  la  tercera  y  última  citación  inte- 
resada, bajo  el  expresado  apercibimiento:  así  como  el 
de  tenerles  taml)ién  por  confesos  en  la  certeza  de  la  deu- 
da; disponiéndose  asimismo  la  ratificación  del  otrosi 
mencionado  por  el  promovente  Sr.  Juan  Negrín,  veri- 
ficado dichos  trámites,  por  auto  de  veintiocho  de  dicho 
mes  de  Octubre,  se  decretó  de  cuenta  y  riesgo  del  peti- 
cionario Negrín,  el  indicado  embargo  preventivo  limi- 
tándose el  mismo  á  la  citada  finca  "Neptuno''  designada 
expresamente  y  en  cuanto  bastase  á  cubrir  la  referida 
suma  de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos,  más  las 
«ostas;  y  cuyos  embargos  se  eíPectuaron  el  referido  día 
veintiocho;  y  por  último,  se  efectuaron  las  terceras  ci- 
'taciones  en  la  forma  dispuesta,  sin  que  tampoco  compa- 
recieran los  citados  Sres.  Villiers. 

Tercero.  Resultando  que  el  Letrado  Sr.  Joaquín 
Navarro,  por  su  escrito  presentado  en  cinco  de  Noviem- 
l)re,  acompaña  testimonio  de  la  escritura  del  folio 
treinta  y  dos,  que  lo  es  de  la  otorgada  en  el  pueblo  de 
Wajay,  en  dos  del  referido  mes  de  Noviembre  último, 
ante  el  propio  Notario  Ldo.  Julio  Valdés  Infante;  por 
lo  que  el  citado  Juan  Negrín  y  Piñeiro  vende,  cede  y 
traspasa  á  favor  del  Iletrado  Sr.  Navarro,  el  indicado 
crédito  contra  los  Sres.  Villiers,  por  el  precio  de  los  mis- 
mos quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  oro  español,  que 
confiesa  haber  recibido  de  Navarro,  constando  al  pie 
de  dicha  escritura  el  pago  de  los  correspondientes  dere- 
chos á  la  Hacienda,  interesándose  por  el  Letrado  Nava- 
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rro,  en  el  escrito  antes  relacionado  se  le  tuviera  por  par- 
te V  por  su  propio  derecho  en  las  citadas  diligencias  y 
por  ratificadas  por  él  todos  los. actos  realizados  por  el 
a*( lente  I\e,iírín  y  el  Jnzo-ado  por  la  providencia  del  mis- 
mo día  cinco,  tuvo  por  parte  á  Navarro,  mandando  se 
enteuilieran  con  él  las  notificaciones  y  trámites  sucesir- 
vos.  y  tuvo  por  hechas  las  manifestaciones  contenidas 
en  el  escrito. 

DE:\rANnA: 

C hinrto.  Resultando  que  el  dicho  Letrado  8r.  Joa- 
quín Navarro,  por  su  escrito  del  referido  digo  de  seis  del 
referido  Noviembre,  por  lo  principal  establece  demanda 
ejecutiva  é  interesa  se  de^^pache  mandamiento  de  ejecu- 
ción en  forma  contra  los  Inenes  de  Félix  M.  de  Villiers 
y  Félix  M.  de  Villiers  y  Zamora  en  su  carácter  de  deu- 
dor y  fiador  solidario,  por  la  cantidad  de  quinientos  cua- 
renta y  cuatro  pesos  oro  español  de  que  les  son  deudores 
en  virtud  de  la  cesión,  intereses  legales  desde  la  interpo- 
sición de  la  demanda  y  costas  causadas  y  que  se  causa- 
ren hasta  el  efectivo  pago  y  que  se  les  declarara  confe- 
sos en  la  legitimidad  de  sus  firmas  y  en  la  certeza  de  la 
deuda,  el  efecto  de  despachar  la  ejecución ;  así  como  he- 
cho el  embargo  se  citara  de  remate  á  los  deudores:  por 
el  primer  otrosí  señala  como  bienes  en  que  debía  tra- 
barse el  embargo,  la  mencionada  finca  "Neptuno,"  cuya 
descripción  consigna  y  por  el  segimdo  otrosí  solicita  la 
ratificación  del  embargo  preventivo  á  que  antes  se  ha 
hecho  referencia,  fundando  la  demanda  á  que  se  contrae 
en  lo  principal,  en  los  siguientes  Hechos :  Primero :  Que 
en  diez  y  seis  de  Noviembre  del  año  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  D.  Félix  M.  de  Villiers,  otorgó  un  pa- 
garé á  D.  Juan  Negrín  por  la  suma  de  quinientos  cua- 
renta y  cuatro  pesos  oro  español,  señalando  el  día  diez 
y  seis  de  Noviembre  del  año  de  mil  novecientos  como 
prefijo  plazo  para  el  vencimiento  de  la  obligación. — 
Segundo :  Que  el  citado  señor  dio  en  garantía  de  la  deu- 
da contraída  en  el  referido  pagaré  la  cosecha  de  tabaco 
que  en  aquel  año  realizaba  sin  determinar  en  qué  lugar, 
y  á  más  con  media  caballería  de  tierra  del  batey  de  la 
finca  "Neptuno"  ubicada  en  el  Término  del  Cano  de  la 
Propiedad  de  su  señor  padre  D.  Félix  Manuel  de  Vi- 
lliers y  Zamora,  que  también  firmó  el  documento,  decla- 
rando niilo  y  sin  ningún  valor  cualquier  otro  de  fecha 
anterior  al  otorgamiento  del  que  sirve  de  título  á  esta 
demanda. — Tercero :  Que  habiendo  vencido  el  plazo  fija- 
do para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  D.  Juan  Ne- 
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grín  ha  venido  realizando  durante  dos  años  gestiones 
au}ist(>sas  para  que  el  deudor  y  el  solidaria  fiador  rea- 
lizaran el  pago,  y  habiendo  agotado  esos  medios  se  vi6 
en  la  necesidad  de  promover  estas  diligencias  prepara- 
torifis  se  vÍH  ejecutiva  para  que  dichos  señores  bajo  ju- 
niriiento  reconocieran  como  suyas  las  firmas  que  dicen 
sus  nombres  y  apellidos  puestas  al  pie  del  pagaré  referi- 
do y  declararan  la  certeza  de  la  deuda. — Cuarto:  Que 
citados  en  forma  los  Sres  .  Félix  M.  de  Villiers  y  Fé- 
lix ^I.  de  Villiers  y  Zamora  para  que  el  día  diez  y  seite 
del  pasado  mes  de  Octubre  comparecieran  ante  el  Juz- 
gado al  acto  de  reconocvi miento  de  firma  y  declaración 
sobro  la  certeza  de  la  deuda,  no  comparecieron  por  lo 
que  el  pronioveute  Megrín  solicitó  se  le  citara  por  segun- 
da vez  con  el  apercibimiento  de  tenerlos  por  confesos  en 
la  legitimidad  de  sus  firmas  y  certeza  de  la  deuda,  á  lo 
que  accedió  el  Juagado,  señalando  para  el  acto  la  ima 
de  la  tarde  del  día  veinticinco  del  citado  mes  de  Octubre 
para  lo  que  también  dichos  señores  fueron  citados  en 
forma,  sin  que  tampoco  comparecieran  á  dicho  acto  á 
pesar  de  los  apercibimientos  ni  alegar  justa  causa  que 
se  lo  impidiera. — Quinto :  Que  el  día  veintiséis  del  mes 
próximo  pasado,  el  Notario  de  este  pueblo,  Julio  V.  In- 
fante, á  instancia  de  D.  Jiuin  Negrín  se  constituyó  en 
la  calle  de  Martí  número  ochenta,  domicilio  de  los  Sres, 
Villiers,  para  requerirles 'de  pago  por  la  cantidad  que 
expresa  el  pagaré  que  ocupa  la  foja  primera  de  estas  di- 
ligencias y  presente  D*  Félix  Manuel  de  Villiers  y  Sán- 
chez, quien  le  manifestó  que  el  señor  su  padre  estaba  au- 
sente, le  requirió  de  pago  por  la  cantidad  que  expresa 
el  citado  pagaré,  contestando  que  tan  pronto  como  viera 
el  pagaré  á  que  se  refiere  el  acta  y  estas  diligencias  con- 
testaría entregándole  dicho  Notario  cédula  con  copia 
literal  del  acta,  la  que  quedó  comprometido  á  su  vez  á 
entregar  á  su  señor  padre,  por  la  que  se  procedió  á  ha- 
cerle el  requerimiento. — Sexto:  Que  dado  los  términos 
de  la  contestación  del  Sr.  Villiers  y  Sánchez,  D.  Juan 
Negrín  presentó  escrito  acompañando  el  testimonio  del 
acta  Notarial  solicitando  se  les  citara  por  tercera  y  últi- 
ma vez  con  iguales  apercibimientos  á  los  que  se  les  hi- 
cieron en  la  segimda  citación,  señalando  el  Juzgado  para 
ese  acto  la  hora  de  la  una  de  la  tarde  del  día  primero 
del  presente  mes,  mandando  citar  en  forma  á  dichos  se- 
ñores, lo  que  se  hizo. — Séptimo:  Que  con  noticias  D. 
Juan  Negrín,  de  que  el  Sr.  Villiers  y  Zamora  trataba 
de  vender  la  fina  "Neptuno",  únicos  bienes  que  le  cono- 
cía, y  presumiendo  de  q\ie  se  trataba  de  burlar  su  eré- 
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dito,  conociendo  los  antecedentes  de  D.  Félix  Villiers  y 
Sánchez,  y  los  cuales  constan  en  este  Juzgado,  solicitó 
el  embargo  preventivo  de  la  finca  "Neptuno,"  á  lo  que 
accedió  el  Juzgado  tomando  en  consideración  las  razones 
expuestas  en  su  mencionado  escrito. — Octavo:  Que  por 
escritura  pública  otorgada  en  dos  del  comente  mes  ante 
el  Notario  Julio  Valdés  Infante,  marcada  con  el  nú- 
mero ciento  treinta,  y  de  la  que  fueron  satisfechos  los 
derechos  reales,  según  carta  de  pago  número  cinco  mil 
-ciento  veintiséis  D.  Juan  Negrín  me  cedió  el  menciona- 
do crédito  que  poseía  contra  los  Sres.  Villiers  por  la  su- 
ma de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  oro  español, 
subrogándome  en  su  lugar  con  todos  los  derechos,  accio- 
nes y  obligaciones  para  que  pudiera  ejercitarlos  dentro 
ó  fuera  del  juicio  iniciado. — Noveno:  Que  (dispuesto 
-como  estaba  la  comparecencia)  en  el  día  de  ayer,  me 
personé  en  estas  diligencias  acompañando  copia  de  'la 
referida  escritura  de  cesión  de  crédito,  teniéndoseme  por 
parte  en  mi  propio  derecho. — Décimo:  Que  dispuesto 
como  estaba  la  comparecencia  de  los  Sres.  Villiers  para 
>el  próximo  pasado  día  primero  para  que  comparecieran 
al  acto  de  reconocimiento  de  firmas  y  declaraciones  ju- 
radas sobre  la  certeza  de  la  deuda  no  comparecieron,  y 
después  de  la  hora  señalada,  D.  Félix  Villiers  y  Sán- 
chez, por  medio  de  tercera  persona,  acompañó  certifica- 
ción facultativa,  de  la  que  aparece  se  encontraba  enfer- 
mo é  imposiblitado  para  asistir  al  acto,  por  lo  que  el 
Juzgado,  estimando  acreditada  i  a  imposibilidad  sus- 
pendió el  acto  en  cuanto  á  él  consignándose  en  la  dili- 
gencia la  falta  de  comparecencia  de  Villiers  y  Zamora. 
— ^Undécimo:  Que  presentado  escrito  por  D.  Juan  Ne- 
grín  para  que  señalara  nuevo  día  y  hora  para  el  com- 
parendo de  Villiers  y  Sánchez  al  reconocimiento  de  la 
firma  y  declaración  jurada  sobre  la  certeza  de  la  deuda 
con  los  mismos  apercibimientos  que  en  las  dos  anterio- 
res ocasiones,  señaló  el  Juzgado  para  el  acto  la  una  de 
la  tarde  del  día  de  ayer  cinco,  al  cual  asistí  en  mi  carác- 
ter de  cesionario  D.  Juan  Negrín  y  transcurrida  con 
exceso  la  hora  señalada,  sin  que  el  citado  Villiers  asis- 
tiera al  acto  dispuesto  ni  haber  alegado  causal  que  se 
lo  impidiera,  se  extendió  por  el  Actuario  diligencia  en 
que  se  hizo  constar  la  falta  de  comparecencia,  la  que 
firmé  con  dicho  Actuario. —  Décimosegundo :  Que  la 
concurrencia  de  D.  Félix  Villiers  y  Zamora  al  otorga- 
miento del  pagaré  garantizando  el  cumplimiento  de  la 
obligación  con  bienes  de  su  propiedad  lo  constituye  en 
fiador  solidario  con  el  deudor  y  obligado  al  pago  de  la 
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deuda  y  á  quien  son  aplicables  Im  disposiciones  conte- 
nidas en  la  sección  cuarta,  capítulo  tercero,  título  pri- 
mero del  Libro  cuarto  d^l  Código  Civil  y  á  quien  no 
iccmprende  el  beneficio  de  escusión  de  los  bienes  del  deu- 
dor.— Decimotercero :  Que  el  deudor  ni  el  solidario  fia- 
dor no  han  realizado  el  pago  á  pesar  de  haber  transcurri- 
do con  tanto  exceso  el  plazo  fijado  para  el  cumplimiento 
-da  la  obligación  alegando  los  fundamentos  de  derecho 
que  creyó  conducentes. 

Quinto.  Eesultando  que  por  auto  de  diez  de  No- 
viembre último,  fueron  declarados  confesos  loe  Sres. 
Félix  M.  de  Villiers  y  Zamora  y  Félix  M.  de  Villiers  y 
Sánchez  en  la  legitimidad  de  sus  firmas  puestas  al  pie 
del  documento  privado  de  foja  primera,  así  como  en  la, 
tíerteza  de  la  deuda  de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pe- 
sos á  que  el  mismo  se  refiere,  á  favor  del  Sr.  Juan  Ñe- 
grín,  hoy  de  su  cesionario  el  Letrado  Sr.  Joaquín  Na- 
varro, mandándose  despachar  mandamiento  de  ejecu- 
ción en  forma  contra  los  bienes  de  aquéllos  por  la  ex- 
presada cantidad,  intereses  legales  desde  la  interposición 
de  la  demanda,  costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta 
•el  efectivo  pago  con  cuyo  mandamiento  se  dispuso  fue- 
sen requeridos  los  deudores  por  el  Alguacil^,  asistido  de 
Escribano  para  que  en  el  acto  abonasen  dichas  respon- 
sabilidades ;  y  si  no  lo  verificaban  se  le  embargasen  bie- 
nes .  de  su  propiedad  en  cantidad  suficiente  á  cubrir 
aquéllas,  guardándose  el  orden  dispuesto  por  la  Ley  y 
teniéndose  por  designado  para  el  embargo  en  su  caso, 
la  dicha  finca  "Neptuno",  que  efectuado  el  embargo  se 
citara  de  remate  á  los  deudores  por  el  Escribano ;  y  por 
último,  se  ratificó  el  embargo  preventivo  llevado  á  efec- 
to en  la  citada  finca;  y  cuyo  mandamiento  fué  cumplido 
«n  forma  en  catorce  y  diez  y  nueve  del  citado  mes  de 
Noviembre  en  cuanto  á  los  deudores  Villiers  y  Sánchez 
y  Villiers  y  Zamora,  respectivamente. 

Sexto.  Resultando  que  según  aparece  de  la  nota 
visible  á  foja  setenta. y  siete  el  Sr.  Félix  M.  de  Villiers 
y  Zamora  se  opuso  al  embargo  preventivo,  formándose 
el  oportuno  incidente  para  tratar  de  dicha  oposición,  así 
como  de  la  reclamación  sobre  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  y  personándose  en  tiempo  y  forma  los  citados 
Villiers,  oponiéndose  á  la  ejecución  se  les  tuvo  por  par- 
te haciéndoseles  saber  que  dentro  del  término  de  cuatro 
días  improrrogables  formalizaran  ddcha  oposición,  a 
cuyo  efecto  alegaran  las  excepciones  y  propuseiran  la 
prueba  que  estimaran  procedente. 
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Qposiciox: 

Sóptiiiio.  Resultando  que  el  ejecutado  Sr.  Villíers 
y  Sánchez,  por  su  escrito  de  veintidós  de  Noviembre, 
por  lo  principal  formaliza  la  oposición,  interesando  que 
eii  definitiva  se  declare  nulo  el  título  ejecutivo,  desde 
que  se  personó  el  Letrado  Sr.  Navarro  con  las  costas  á 
caríío  del  ejecutante ;  y  de  no  haber  lugar  á  ello  se  de- 
claren con  luci^ar  las  excepciones  alebradas  de  falsedad  ci- 
vil del  título  y  falta  de  personalidad  en  dicho  ejecutan- 
te, que  se  declare  asimismo  no  haber  lugar  á  pronunciar 
sentencia  de  remate  con  igual  imposición  de  costas  á 
(liclio  ejecutante;  y  por  el  otrosi  exprosa  que  no  solicita 
.<v»  abra  ;i  prueba  el  juicio  porque  todos  los  hechos  ale- 
gados constan  de  autos  y  el  asunto  queda  reducido  á 
una  cuestión  de  derecho  fundando  la  oposición  que  por 
lo  principal  formula  en  los  siguientes  Hechos:  Prime- 
ro: que  en  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  otorgué  á  favor  de  D.  Juan  Negrín 
un  contrato  por  el  cual  me  obligué  á  entregarle  quinien- 
tos cuarenta  y  cuatro  pesos  oro  español  en  término  de 
un  año. — Asimismo  me  comprometí  á  dar  en  garantía  de 
esa  sunuí  la  cosecha  de  tabaco  que  tenía  entonces  y  ade- 
más á  hipotecar  media  caballería  de  tierra  de  la  finca 
"Neptuno,"  y  como  ésta  era  de  la  propiedad  de  mi  señor 
padre,  suscribió  éste  la  obligación  á  fin  de  que  constara 
su  acuerdo  en  prestar  esa  garantía. — Segundo :  Que  con 
el  referido  documento  y  sin  haber  precedido  requeri- 
miento ni  aviso  alguno  estableció  D.  Juan  Negrín,  bajo 
la  dirección  del  Ldo.  D.  Joquín  Navarro,  diligencias 
preparatorias  de  la  vía  ejecutiva,  y  además,  pidió  y  ob- 
tuvo que  se  despachara  un  embargo  preventivo  sin  ra^ón 
que  justificara  tal  medida. — Tercero:  Que  habiéndose 
enterado  mi  señor  padre,  que  vive  en  Guanabacoa,  que 
S'?  había  decretado  un  embargo  preventivo,  consignó  en 
el  Juzgado  los  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  que 
reclamaba  D.  Juan  Negrín  y  se  opuso  al  embargo. — 
Cuarto:  Que  en  este  estado  y  sin  que  se  me  hubiera 
declarado  confeso  en  la  legitimidad  de  la  firma,  ni  en 
la  deuda,  (pues  he  sabido  ahora  que  se  solicitó  también 
la  Címfesión  de  ésta)  en  este  estado,  digo,  se  presentó  el 
Letrado  director  de  D.  Juan  Negrín  con  una  escritura 
de  cesión  solicitando  que  se  le  tuviera  por  parte  y  se  des- 
pachara la  ejecución. — Quinto :  Que  la  súplica  de  la  de- 
manda dice  así:  "Suplico  al  Juzgado  que  habiendo 
por  presentado  este  escrito  con  su  copia,  por  opuesto  á 
esa  consignación  y  alzamiento  de  embargo,  se  sirva  de- 
clarar en  definitiva  mal  hecha  la  consignación  y  sin  lu- 
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gar  el  alzamieíito  dol  emlSaroro  con  las  costar  de  carino 
do  Yilliers  y  Zamora,  pues  así  es  de  justicia  que  pido." 
— Sexto:  Que  no  so  me  ha  entregado  copia  de  la  escri- 
tura de  cesión,  con'o  debió  hacerse  al  practicar  la  cita- 
ción de  remato. — Séptimo:  Que  es  cierto  el  hecho  pri- 
mero de  la  demanda;  y  lo  es  el  secundo  en  cuanto  ofre- 
cí en  ^rarantía  la  cosecha  de  tabaco  y  media  caballería  del 
batey  del  "'Xeptuno/"  pero  no  lo  es  en  cuanto  afirma  que 
mi  señor  padre  autorizó  sencillamente  el  documento 
cuando  es  lo  cierto  fjue  lo  hizo  para  autorizarme  á  dar- 
la referida  finca  en  garantía  de  los  quinientos  cuarenta  y 
cuatro  p(\sós  sin  obligarse  á  otra  cosa. — Octavo:  Que  no 
es  cierto  el  hecho  tercero  de  la  demanda,  ni  es  verdad 
que  se  hayan  hecho  las  citaciones  en  debida  forma  co- 
mo dice  el  hecho  cuarto. — Noveno:  Que  no  es  cierto 
que  mi  señor  padre  haya  vivido  en  la  calle  de  Martí 
ochenta;  por  lo  cual  niego  el  hecho  cinco. — Décimo: 
Que  ignoro  el  hecho  sexto  y  niego  por  ser  falso  el  pri- 
mer extremo  d,el  hecho  séptimo. — Undécimo :  Qué  acep- 
to como  cierto  el  hecho  octavo,  por  más  que  no  se  me 
ha  dado  copia  de  la  escritura  de  cesión,  ni  se  me  ha  noti- 
ficado.— Me  opongo  á  aceptar  como  cesionario  al  Ldo. 
Joaquín  Navarro,  porque  la  Ley  prohibe  esta  cesión. — 
Duodécimo :  Que  ignoro  el  hecho  noveno. — Acepto  el 
décimo  y  el  undécimo  en  lo  que  se  relaciona  á  mí. — 
Niego,  por  ser  inexactos,  los  hechos  duodécimo  y  deci- 
motercero: alegando  asimismo  los  fundamentos  de  de- 
recho que  estimó  oportunos. 

Octavo.  Resultíindo  que  eV  otro  ejeciitado  Sr.  Fé- 
lix Manuel  de  Villiers  y  Zamora,  por  lo  principal  de  su 
escrito  de  veintinueve  de  Noviembre  formalizó  también 
su  oposición  pidiendo  que  en  definitiva  se  declare  nulo 
el  juicio  ejecutivo ;  y  si  no  hubiere  lugar  á  ello  con  lu- 
gar la  excepción  propuesta  de  falta  de  personalidad  del 
ejecutante;  imponiendo  á  éste  las  costas  en  imo  y  otro 
caso :  por  el  primer  otrosí  expresa  que  estima  innecesaria 
la  prueba,  y  por  el  segundo  acompaña  otra  certificación 
expedida  por  la  Alcaldía  Municipal  de  Guanabacoa 
obrante  á  fojas  cien,  acreditativa  de  que  dicho  Sr.  Yi- 
lliers y  Zamora  ha  tenido  y  tiene  su  domicilio  en  la  ca- 
lle de  Adolfo  Castillo  número  cuarenta  y  cinco,  desde  el 
año  de  mil  novecientos  hasta  la  fecha  de  la  expedición, 
ó  sea  veintinueve  de  Noviembre  y  la  residencia  fija  en 
dicha  calle  y  número  cuyo  atestado  acompaño  para  que 
conste  en  autos,  toda  vez  que  el  que  presentó  con  fecha 
cuatro  de  dicho  mes  fué  agregado  al  incidente  de  oposi- 
ción al  embargo  preventivo  y  funda  la  oposición  que 


636  boletín  LF.OTSLATITO. 


por  lo  principal  formula  en  los  silentes  Hechos:  Pri- 
mero :  Que  el  Sr.  D.  Félix  de  Villiers  y  Sánchez  otorgó 
é  favor  de  D.  Juan  Negrin  un  documento  que  dice  así : 
*^Debo  y  pagaré  á  D.  Juan  Negrín  ó  á  quien  sus  derechos 
represente  en  el  prefijo  plazo  de  un  año  que  vencerá  el 
día  diez  y  seis  de  Noviembre  del  año  venidero  la  suma 
do  quinientos  cuarenta  y. cuatro  pesos  oro  español,  cuyji 
cantidad  garantizo  con  la  cosecha  de  tabaco  del  presente 
año  y  á  más  con  media  caballería  de  tierra  del  batey  de 
la  finca  "Neptuno,"  situada  en  el  Término  del  Cano, 
(le  la  propiedad  de  mi  mi  señor  padre  D.  Félix  Villiers  y 
Zamora,  á  cuyo  compromiso  se  obliga  también  mi  se- 
ñor padre,  por  lo  cual  firma  también  este  documento, 
siendo  nulo  y  de  ningún  valor  otro  documento  anterior 
á  la  fecha  de  éste.  Márianao,  Noviembre  diez  y  seis  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Segundo:  Que  del 
referido  documento  privado  consta  claramente  que  quien 
se  obligó  á  pagar  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  al 
Sr.  Negrín  fué  D.  Félix  Villiers  y  Sánchez,  y  que  mi 
poderdante  no  se  comprometió  á  otra  cosa  que  á  consen- 
tir en  que  el  deudor  diera  en  garantía  de  la  deuda  me- 
dia caballería  de  tierra  de  la  finca  "Neptuno."  La  obli- 
gación de  mi  representado  no  llegó  á  elevarse  á  escri- 
tura pública,  ni  ese  requisito  le  fué  exigido  por  D.  Juan 
Negrín. — Tercero:  Que  con  el  documento  privado  de 
referencia,  inició  D.  Juan  Negrín  en  este  Juzgado,  bajo 
la  dirección  del  Ldo.  D.  Joaquín  Navarro,  diligencias 
prepartorias  de  vía  ejecutiva  contra  D.  Félix  Villiers  y 
Sánchez  y  contra  mi  representado,  solicitando  que  reco* 
nocieran  la  firma  del  documento  privado  y  la  deuda. — 
De  estas  diligencias  no  tiene  otras  noticias  mi  poder- 
dante que  las  referencias  que  ^ace  el  ejecutante  en  los 
liechos  de  la  demanda,  pues  siendo  vecino  de  Guanaba- 
coa,  calle  de  Adolfo  Castillo  número  cuarenta  y  cinco, 
no  pudo  enterarse  de  las  citaciones  que  se  le  hacían  en 
Marianao.—Cuarto :  Que  según  refiere  el  ejecutante  en  el 
liecho  séptimo  suponiendo  cosa  inexacta  según  probará 
mi  cliente  que  éste  trataba  de  vender  la  finca  "Neptuno" 
y  que  no  tenía  otros  bienes,  pidió  y  obtuvo  que  se  des- 
pachara embargo  preventivo  contra  mi  representado, 
no  obstante  no  estar  éste  obligado  á  satisfacerle  suma  al- 
gima. — El  Sr.  Negrín  obtuvo  lo  que  deseaba.  Se  despa- 
chó el  embargo  preventivo  bajo  su  responsabilidad  y  se 
llevó  á  cabo  á  espaldas  de  mi  representado,  á  quien  se 
siguió  suponiendo  vecino  de  Márianao. — Quinto:  Que 
noticioso  de  este  hecho  mi  cliente,  se  personó  en  el  inci- 
dente de  embargo  preventivo  el  día  cuatro  de  este  mes 
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de  Noviembre^  según  consta  de  la  diligencia  que  allí  se- 
puso,  y  consignó  los  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos 
que  le  reclamaba  Negrín,  á  fin  de  que  se  alzara  dicho 
embargo ;  y  se  opuso  á  él,  por  no  deber  nada  el  reclaman- 
te y  por  no  estar  comprendido  en  ninguno  de  los  casos 
en  que  según  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  puede  de- 
cretarse esa  medida. — Sexto :  Que  el  cinco,  ó  sea  un  día 
después,  se  personó  el  Ldo.  D.  Joaquín  Navarro  en  las 
diligencias  preparatorias  de  la,  vía  ejecutiva,  que  había 
iniciado  D.  Juan  Negrín  bajo  su  dirección  como  Letra- 
do.— Con  el  escrito  personándose,  (según  dice,  porque 
no  se  me  ha  entregado  copia,  como  consta  de  autos)  pre- 
sentó una  escritura  de  cesión  qne  á  su  favor  otorgó  D. 
Juan  líegrín. — El  día  cinco  se  le  tuvo  por  parte,  por  lo 
cual  permitió  que  el  día  seis,  cuando  se  proveyó  el  escri- 
to de  mi  cliente  se  le  confiriera  traslado  de  la  oposición 
al  cesionario,  á  lo  cual  se  opuso  mi  representado,  que  en 
ese  incidente  demanda  á  D.  Juan  Negrín,  y  no  al  Ldo. 
Navarro,  cuyo  carácter  ni  ha  aceptado,  ni  acepta,  y  que 
no  fué  el  que  pidió  el  embargo. — Séptimo :  Que  sin  ha- 
este  motivo,  por  orden  de  mi  mandante  acudí  á  los  au- 
tos y  me  enteré  de  cuanto  he  referido,  y  de  este  modo- 
he  podido  formular  la  oposición. — Duodécimo:  Que  en 
cuanto  á  los  hechos  alegados  en  la  demanda  ejecutiva 
acepto  el  primero. — El  segundo  lo  admito  con  el  adita- 
mento áe  que  mi  representado  firmó  el  documento  para 
hacer  constar  que  consentía  en  que  se  hipotecara  media 
caballería  del  batey  de  su  finca  "Xeptuno". — Son  in-' 
exactos  los  hechos  tercero  y  cuarto: — Ignoro  el  quinto 
y  sexto  porque  mi  poderdante  no  vive  en  Marianao  y  no 
tiene  noticias  de  tal  requerimiento  Notarial. — Es  ab- 
solutamente inexacto  el  hecho  séptimo. — El  octavo  y 
noveno  son  ciertos,  por  más  que  esa  cesión  no  se  ha  no- 
tificado á  mi  representado  ni  la  acepta. — Es  inexacto 
el  hecho  décimo,  por  no  haberse  citado  una  sola  vez  á 
mi  mandante  en  su  domicilio;  y  no  saber  por  tanto  que 
80  le  citaba. — El  undécimo  no  se  refiere  á  mi  cliente. — 
El  duodécimo  es  una  consideración  legal  inexacta  y 
opuesta  á  lo  que  estatuye  el  artículo  mil  ochocientos 
veintisiete  del  Código  Civil. — El  decimotercero  es  in- 
cierto ;  consignando  los  fundamentos  de  derecho  que  es- 
timó pertinentes. — Y  por  la  providencia  de  dos  de  Di- 
ciembre, fojas  ciento  doce  vuelta  se  confirió  traslado  al 
ejecutante  Ldo.  Joaquín  Navarro  por  el  preciso  térmi- 
no de  cuatro  días,  entregándole  al  efecto  los  autos  para 
que  contestara  y  produjera  la  prueba  que  le  conviniese^ 
y  el  citado  ejecutante  por  lo  principal  de  su  escrito  pre- 
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sentado  en  seis  de  dicho  mes  de  Diciembre  con  que  de- 
volvió los  autos  evacuó  dicho  traslado  pidiendo  se  re- 
solviera en  la  sentenqia  definitiva  conforme  á  lo  solici- 
tado en  la  demanda,  y  por  el  otrosi  solicita  se  reciba  á 
prueba  el  juicio  fimdando  su  petición  en  los  siguientes 
Hechos:  Re])roduzco  los  trece  consignados  en  mi  escri- 
to de  demanda  y  además. — Catorce:  Que  estándose  en 
diligencias  prepartorias  de  vía  ejecutiva  cuando  se  me 
hizo  la  cesión  el  crédito  no  era  litigioso,  porque  ni  aún 
se  había  puesto  la  demanda  relativa  al  mismo. — Quin- 
ce :  Que  cuando  se  constituyó  la  obligación  D.  Félix  de 
Yilliers  y  Zamora  era  vecino  de  este  partido  judicial, 
continúa  siéndolo  y  éste  es  el  lugar  para  el  cumplimiento 
de  hi  misma,  y  por  el  auto  de  fecha  diez  del  citado  mes 
de  r)ieieml)re  se  recibió  este  pleito  á  prueba  por  térmi- 
no de  diez  días  comunes  á  las  partes,  para  la  práctica 
de  las  que  j)ropusieron  y  se  estimasen  procedentes. 

Prueba: 

Noveno.  Eesultando  que  como  parte  de  prueba 
del  ejecutante  corre,  unida  á  fojas  ciento  cuarenta  y  3ie- 
tí»,  la  certificación  del  Secretario  del  x\yuntamiento  de 
este  puel)lo,  relativa  á  que  el  Sr.  Félix  Yilliers  y  Zamo- 
ra figura  como  Candidato  para  Alcalde  Municipal  de 
El  Cano.  Juez  Municipal  y  Concejales  del  citado  Ayiui- 
tamiejito,  con  domicilio  en  la  finca,  potrero  "Neptuno" 
en  el  año  de  mil  novecientos. 

Déoiuio.  Kesultando,  como  más  prueba  del  eje- 
cutante, que  á  fojas  ciento  cincuenta  y  nueve  prestó  con- 
fesión judicial  bajo  juramento  el  Sr.  Félix  M.  de  Vi- 
lliers  y  vSánchez,  á  tenor  del  pliego  de  posiciones  acom- 
pado,  exponiendo  que  no  es  cierto  que  al  otorgarse  el 
documento  de  fojas  primera,  que  se  le  puso  de  manifies- 
to, se  firmara  por  los  otorgantes  constituyendo  la  ga- 
berse  declarado  confeso  á  mi  poderdante,  sin  que  se  le 
hubiese  citado  en  legal  forma,  constando  de  una  certi- 
ficación expedida  por  la  Alcaldía  Municipal  de  Guana- 
bacoa,  que  es  vecino  de  dicha  Villa,  se  presentó  el  día 
seis  la  demanda  ejecutiva,  cuya  súplica  dice  así:  "Su- 
plico al  Juzgado  que  habiendo  por  presentado  esta  de- 
manda con  las  copias  prevenidas,  á  mí  por  parte  en  mi 
propio  derecho  y  por  lo  que  resulta  de  todo  se  sirva  des- 
pachar mandamiento  de  ejecución  en  forma  contra  los 
bienes  de  los  Sres.  Félix  M.  de  Villiers  y  Félix  Manuel 
de  Villiers  y  Zamora  contra  quienes  la  interpongo  en  sus 
respectivos  caracteres  de  deudor  y  fiador  solidario,  por 
la  cantidad  de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  oro 
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español,  de  que  me  son  deudores  en  virtud  de  la  cesión 
que  me  liizo  D.  Juan  Negrín  del  crédito  que  contra  ellos 
poseía  y  que  se  encuentra  agregado  á  fojas  primero  de 
estas  diligencias,  más  los  intereses  legales  desde  la  in- 
terpelación de  esta  demanda  3'  costas  causadas  y  que  se 
causen  hasta  el  efectivo  pago  declarándoles  confesos  en 
la  legitimidad  de  las  finnas  que  dicen  sus  nombres  y 
apellidos  puestas  al  pie  del  referido  documento  y  en  la 
certeza  de  la  deuda  al  efecto  de  despachar  la  ejecución 
mandando  que  hecho  el  embargo  se  cite  de  remate  á  los 
expresados  deudores,  pues  así  procede  en  justicia  que 
pido  con  costas. — Octavo:  Que  en  la  demanda  ejecutiva 
se  atribuye  á  mi  cliente  el  carácter  de  fiador  solidario, 
siendo  aí?í  que  el  documento  privado  no  aparece  obli- 
gándose á  pagar  suma  de  nhigima  clase. — Noveno :  Que 
el  Juzgado  en  auto  de  fecha  diez  de  Noviembre  declaró 
confeso  á  mi  cliente  en  la  legitimdad  de  la  firma  y  cer- 
teza de  la  deuda,  no  obstante  habérsele  citado  fuera  de 
su  domicilio,  y  constar  en  el  juicio  que  vivía  en  Guá- 
nabacoa,  calle  de  Adolfo  Castillo  número  cuarenta  y  cin- 
co.— En  el  mismo  auto  se  despachó  la  ejecución  á  favor 
del  Ldo.  D.  Joaquín  Navarro  como  cesionario  de  D. 
Juan  Negrín  por  la  suma  de  quinientos  cuarenta  y  cua- 
tro p(\sos  intereses  legales  y  las  costas. — Décimo:  Que 
despachada  la  ejecución  el  Alguacil  asistido  del  Actua- 
rio fueron  á  cumplir  el  mandamiento  en  Marianao  y  al 
inquirir  de  D.  Félix  Villiers  y  Sánchez  si  vivía  allí 
mi  mandante  contestó  negativamente,  añadiendo  que 
tenia  su  domicilio  en  Guanabacoa  calle  de  Adolfo  Cas- 
tillo número  cuarenta  y  cinco. — El  Escribano  y  el  Al- 
guacil suspendieron  la  diligencia  para  dar  cuonta  al 
Juzgado  y  éste,  á  instancia  del  ejecutante,  ordenó  que 
86  hiciera  el  emplazamiento  de  mi  comitente  en  casa  de 
D.  Félix  Villiers  y  Sánchez. — No  obstante  haber  re- 
producido éste  sus  manifestaciones  se  le  dejaron  quie- 
ras que  no,  las  cédulas  y  los  documentos  que  debían  ser 
entregados  á  mi  mandante. — El  Sr.  Villiers  y  Sán- 
chez, entendiendo  que  nadie  podía  obligarle  á  recibir 
tina  cédula  para  darla  á  un  vecino  de  Guanabacoa  la 
devolvió  al  Juzgado  con  instancia  á  fin  de  que  se  cum- 
pliera lo  dispuesto  en  la  Ley  procesal  pero  el  Juzgado 
se  la  mandó  devolver,  resultando  por  consguiente  que 
mi  poderdante  no  ha  sido  citado  de  remate  en  forma  le- 
gal.— Undécimo:  Que  por  fortuna  para  mi  poderdante 
Tecibió  una  carta  de  D.  Félix  Villiers  en  la  cual  le  re- 
fería que  trataban  de  emplazarle  en  Marianao. — Con 
rantía  solidaria  Villiers  y  Zamora,  habiendo  convenido 
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con  Negrín  dejar  sin  efecto  ni  valor  cualquier  otro  do- 
cumento que  á  favor  del  mismo  estuviera  otorgado,  que- 
dando como  único  y  verdadero  el  de  diez  y  seis  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por  el  va- 
lor que  representa  de  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesoB 
oro  español  y  que  por  dicha  suma  se  dio  en  garantía  la 
media  caballería  de  tierra  del  batey  de  la  finca  "Nep- 
tuno/'  propiedad  del  padre  del  confesante,  pues  aquél 
sólo  se  constituyó  comprometido  á  hipotecar  dicha  me- 
dia caballería  del  batey  tan  pronto  como  D.  Juan  Ne- 
grín se  lo  exigiera,  pero  nunca  se  constituyó  fiador  soli- 
dario, ni  deudor,  que  no  es  cierto  que  el  padre  del  pre- 
guntado concurrió  á  la  constitución  de  la  obligación, 
firmándola  con  el  antes  expresado  carácter  para  garan- 
tir y  solventar  el  crédito,  porque,  el  que  confiesa  no  tie- 
ne bienes  raíces  inscriptos  á  su  nombre  en  ningún  Re- 
gistro de  la  Propiedad,  habiendo  convenido  con  Negrín 
el  qué,  con  la  firma  de  Villiers  y  Zamora  facilitaba  la 
cantidad  como  en  efecto  lo  hizo,  habiendo  exigido  sola- 
mente Negrín  que  su  padre  se  obligase  en  dicho  docu- 
mento á  constituir  la  indicada  hipot^a  tan  pronto  como- 
se  lo  exigiera:  que  no  es  cierto  que  presentado  Negrín 
escrito  para  que  se  citara  al  confesante  y  á  su  padre  po- 
ra reconocer  judi<iialmente  sus  firmas  al  pie  del  indica- 
do documento  privado,  haya  manifestado  el  confesante 
en  el  Café  "La  Aroma  de  Cuba,'^  á  presencia  de  Ma- 
nuel Herrera  y  Clemente  Martínez  Malo,  que  al  reali- 
zar su  padre  la  venta  de  la  finca  "Neptuno",  que  estaba 
pactando  con  unos  americanos,  pagaría  el  importe  del 
pagaré  que  en  este  juicio  se  le  reclama :  que  tampoco  es 
cierto  que  su  señor  padre  haya  vivido  nunca  en  Maria- 
nao,  siendo  cierto  que  por  el  año  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  ó  novecientos  se  presentó  como  candidato  á  la 
Alcaldía  Municipal  de  El  Cano,  en  cuyo  término  ha  vi- 
vido más  de  veinte  años.  Y  contestando  el  confesante 
á  preguntas  hechas  por  el  Juzgado  por  vía  de  aclaración 
expuso:  que  su  señor  padre,  aunque  ha  dormido  algu- 
nas veces  en  la  residencia  del  declarante  calle  de  Martí 
niimero  ochenta,  siempre  ha  residido  en  Guanabacoa. 
Y  por  último,  que  es  cierto  que  vencida  la  obligación 
el  Sr.  Negrín  gestionó  con  el  declarante  el  cumplimien- 
to de  la  misma,  sin  que  él  lo  haya  verificador  que  su 
padre  tampoco  ha  verificado  dicho  pago  ignorando  que 
respecto  de  él  se  hayan  hecho  gestiones  para  el  abono. 
Décimoprimero.  Resultando  que  como  más  prue- 
ba del  ejecutante  y  á  virtud  de  exhorto  girado  al  señor 
Juez  de  primera  instancia  de  Bejucal  se  trajo  á  los  au- 
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tos  y  obra  unida  á  fojas  ciento  sesenta  y  Qoho  certifica- 
ción del  Registrador  de  la  Propiedad  de  dicho  punto 
referente  á  las  cargas  que  afectan  á  la  finca  "Nep- 
tiino." 

Décimosegiindo.  Eescltando  que  como  más  prue- 
ba del  ejecutante  prestó  confesión  judicial  á  fojas  cien- 
to sesenta  y  ocho  ante  el  señor  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Guanabacoa  á  virtud  de  exhorto  que  se  le  dirigió, 
el  otro  ejecutado  Félix  M.  de  Villiers  y  Zamora,  bajo 
juramento  indecisorio  y  expuso :  que  no  es  cierto  que  al 
otorgarse  el  pagaré  de  referencia  concurriera  poniendo 
BU  firma  en  el  mismo  en  concepto  de  fiador  solidario 
de  su  hijo  D.  Félix  ni  que  por  ello  D.  Juan  Negrín  acep- 
tara el  documento  por  no  tener  su  citado  hijo  bienes  de 
ninguna  clase:  que  tampoco  es  cierto  que  entendiera 
siempre  que  era  deudor  de  Negrín  por  la  suma  importe 
del  pagaré ;  por  no  tener  bienes  su  hijo :  obligando  en 
dicho  documento  una  parte  de  la  finca  "Neptuno"  ubi- 
cada en  El  Cano  y  de  la  propiedad  del  confesante  y 
que  no  es  cierto  que  esté  empadronado  en  el  Cano  como 
vecino  de  la  finca  "Neptuno'^  y  que  reside  en  la  casa  de 
su  hijo,  figurando  en  las  elecciones  de  mil  novecientos 
como  candidato  á  la  Alcaldía  Municipal  del  extinguido 
A3runtamiento  de  El  Cano,  no  recordando  si  firmó  ó  no 
la  propuesta  para  dicho  cargo:,  habiéndose  solicitado 
por  la  parte  ejecutante  en  su  escrito  de  seis  del  actual 
se  expidiera  y  le  fuera  entregada  certificación  de  los 
lugares  en  dicho  escrito  designados  para  "el  estableci- 
miento de  la  correspondiente  querella  criminal,  por  el 
delito  de  perjuro  en  que  e.-^tima  haberse  incurrido  por 
el  confesante  Sr.  Villiers  y  Zamora,  á  lo  que  se  accedió 
en  providencia  del  día  siete,  disponiéndose  por  la  del 
día  ocho  de  este  propio  mea  que  habiendo  transcurrido 
el  término  de  cuatro  días  señalados  á  las  partes  para  ins- 
trucción, se  trajeran  los  autos  á  la  vista  con  citación  de 
aquéllas  para  Sentencia :  cuyas  citaciones  se  efectuaron 
practicándose  la  última  en  nueve  del  actual. 

Éesolücíón  recueeida: 

Decimotercero.  Resultando  que  contra  la  senten- 
cia proferida  por  el  Juez  de  primera  instancia  estable- 
cieron los  ejecutantes  recurso  de  apelación  para  ante  la 
Audiencia  de  la  Habana  y  ésta  confirmó  la  sentencia 
apelada  en  cuanto  mandó  seguir  la  ejecución  adelante 
contra  Félix  M.  de  A^illiers  y  Sánchez,  á  quien  impuso 
la  mitad  de  las  costas  de  ambas  instancias  con  decía- 
íatoria  expresa  de  temeridad,  revocándola  en  cuanto  al 
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otro  ejecutado^  respecix)  del  cual  declaró  nulo  iodo  el 
juicio. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimocuarto.  Besultando  que  contra  dicha  jaen- 
tencia  interpuso  Félix  M.  de  Villiers  y  Sánchez  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  alegando  el 
siguiente  motivo. — "Interpongo  el  recurso  fundándolo 
eñ  la  falta  de  personalidad  del  ejecutante. — Caso  se- 
gundo del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Concepto.  Hay  falta  de 
personalidad  según  la  definición  de  la  misma  Ley  Pro- 
cesal, cuando  se  carece  de  las  cualidades  necesarias  para 
comparecer  en  juicio  ó  no  se  acredita  el  carácter  ó  re- 
presentación con  que  se  reclama.  El  ejecutante  se  ha 
personado  en  este  juicio  como  cesionario  de  D.  Juan 
!N^egrín  y  ha  presentado  la  escritura  de  cesión  que  éste 
le  otorgó.  De  estos  autos  consta  que  el  ceaioniírio  actual 
era  el  Abogado  director  de  D.  Juan  Negrín  y  que  bajo 
su  dirección  se  había  iniciado  el  juicio  ejecutivo  y  pre- 
parado la  ejecución.— La  sentencia  así  lo  reconoce.  Es  la 
cesión  que  hace  un  litigante  del  crédito  que  reclama  al 
abogado  que  le  dirige. — Esa  cesión  no  le  dá  personali- 
dad al  cesionario  para  reclamar,  porque  carece  de  capa- 
cidad para  adquirir  dicho  crédito  y  por  consiguiente  pa- 
ra reclamarlo.  El  artículo  mil  cuatrocientos  cincuenta  y 
nueve  del  Código  Civil  dispone  que  no  pueden  adquirir 
por  compra  Jos  abogados  y  procuradores  los  bienes  y  de- 
rechos que  fueren  objeto  de  un  litigio,  en  el  que  inter- 
vengan por  su  profesión  y  oficio. — La  prohibición  es 
terminante  y  se  refiere  á  todo  crédito  objeto  de  litigio, 
aunque  el  crédito  no  sea  litigioso,  basta  que  esté  recla- 
mado para  que  sea  objeto  de  un  litigio,  y  litigio  aquí 
se  toma  en  el  sentido  vulgar  y  corriente  con  arreglo  á  la 
opinión  de  todos  los  tratadistas,  asi  españoles  como 
franceses. — ^Mencionamos  entre  otros  que  opinan  de  es- 
te modo  á  Pottier,  á  Mercadé,  tomo  sexto,  página  dos- 
cientos tres  de  la  obra  de  Explicatión  Theotique  efc 
Practique  du  Code  Civil  á  Troplong  y  Duvergier  y  la 
muy  autorizada  de  Laurent,  Priricipes  du  Droit  Civil 
tomo  veinticuatro  tercera  edición,  página  sesenta  y  ocho 
número  cincuenta  y  ocho  y  siguientes,  cuya  obra  se  haya 
en  el  Colegio  de  Abogados. — Entre  los  tratadistas  es- 
pañoles cito  la  autoridad  de  Amandi,  García  Cayena  y 
Sánchez  Román. — Es  un  error  suponer  que  hay  capaci- 
dad para  adquirir  cuando  el  crédito,  aunque  sea  objeto 
de  un  litigio  porque  está  establecido  el  pleito  no  es  liti- 
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gioso  porque  no  le  comprende  la  definición  del  artículo 
mil  quinientos  treinta  y  cinco  del  Código  Civil  escrito 

Í)ara  limitar  la  extensión  del  objeto  litigioso  á  fin  de  que 
os  deudores  no  se  aprovechen  maliciosamente  de  la  fa- 
cultad que  ese  artículo  les  concede. — La  Ley  en  su  ar*^ 
tículo  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  nueve  al  limitar  Is 
capacidad  para  adquirir  usa  la  voz  liti^o^sustantivo  y 
ésta  en  el  sentido  general  y  corriente  significa  pleito ;  y 
las  diligencias  preparatorias  de  la  vía  ejecutiva  están 
en  la  jurisdicción  contenciosa  son  un  pleito.— En  este 
concepto  mi  crédito  puede  ser  objeto  de  litigio,  es  de- 
cir, reclamarse  judicialmente  y  no  ser  litigioso  porque 
no  se  pone  en  duda  su  existencia.— Ahora  bien,  el  ce- 
sionario no  ejercita  un  derecho  propio  sino  que  viene 
por  virtud  de  la  cesión  á  representar  los  derechos  del 
cedente- — (La  cesión  dice  Sánchez  íRomán  es  un  conr 
trato  consensual,  bilateral  ó  unilateral  por  el  cual  una 
persona  trasmite  á  otra  derechos  y  acciones  que  compe- 
ten contra  xm  tercero)  y  si  esa  cesión  está  prohibida,  si 
carece  el  cesionario  de  capacidad  legal  para  adquirir,  es 
claro  que  le  falta  personalidad  para  representar  al  ce- 
dente  y  para  ejercitar  los  derechos  de  éste. 

Decimoquinto.  .Resultando  que  admitido  el  re- 
curso y  sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  ce- 
lebró ía  vista  pública  el  día  diez  y  nueve  del  actual  in- 
formando en  dicho  acto  el  Abogado  del  recurrente  y 
el  Ldo.  Joaquín  Navarro  por  su  propio  derecho. 

Decisióx  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Rafael  May- 
dagán. 

Primero.  Considerando  que  fundándose  el  presen- 
te recurso  en  que  la  cesión  del  crédito  que  se  reclama, 
hecha  á  favor  del  actor,  adolece  de  un  vicio  intrínseco 
que  la  hace  ineficaz  en  derecho,  es  evidente  que  este  par- 
ticular, ajeno  á  la  forma  del  procedimiento  y  que  en- 
traña una  cuestión  de  fondo  que  afecta  directamente  X 
la  acción  ejercitada  por  el  demandante,  no  puede  por 
su  naturaleza  ser  objeto  de  un  recurso  de  casación  por 
qcebrantamiento  de  forma;  y  siendo  de  esta  cJase  el 
que  únicamente  por  el  motivo  expresado  se  ha  interpues- 
to, resulta  que  falta  en  él  el  requisito  esencial  de  un  pre- 
cepto legal  que  lo  autorice. 

Segundo.  Considerando  que  careciendo  el  recur- 
so de  que  se  trata  de  la  condición  de  admisibilidad  ex- 
presada en  el  número  tres  del  artículo  quinto  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
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y  nueve  debió  ser  rechazado  al  tiempo  de  su  interposi- 
ción, conforme  lo  previene  el  artículo  XI  de  la  expre- 
sada Orden ;  y  no  siendo  admisible  dicho  recurso  según 
la  propia  Orden,  ésta  sería  contrariada,  así  como  el  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  y  dos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  si  se  resolviese  por  este  Tribunal  la 
presente  cuestión  de  fondo  que  se  propone  respecto  de 
un  fallo  dictado  en  juicio  ejecutivo. 

Tercero.  Considerando  que  por  precepto  legil 
cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso  deben  imponerse 
las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  Félix  M.  de  Villiers  y  Sánchez 
contra  la  sentencia  dictada  en  nueve  de  Jnnio  último 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
con  las  costas  á  cíirgo  del  recurrente.  Devuélvanse  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  prontmciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — ^Rafae! 
Maydagán. 

M  lev.  -Se¿kt.  58.-2  de  Septiembre.— Betracto  legal 

(Gac.  Áhrü20,  190JÍ.) 

DOCTRINA:  Aplica  rectamente  el  artículo 
1524.  del  Código  Civil  la  sentencia  que  declara  sin 
lugar  una  demanda  de  retracto  legal  interpuesta 
después  de  los  nueve  días  que  dicho  artículo  se- 
ñala para  que  proceda  su  admisión. 

La  sentencia  que  en  términos  absolutos  declara 
sin  lugar  la  demanda  y  absuelve  de  ella  el  deman- 
dado, no  puede  tener  el  defecto  de  ser  incon- 
gruente. 

Ep  la  ciudad  de  la  Habana,  á  dos  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  tres,  en  los  autos  sobre  retracto  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  y  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  la  Sra. 
María  de  la  Luz  Cabrera  de  Mora,  vecina  de  esta  capi- 
tal, de  la  cual  no  se  expresa  la  ocupación  contra  el  Dr. 
Guillermo  Domínguez  Roldan,  abogado  también  de  esta 
vecindad  en  los  que  dicha  Sala  dictó  sentencia  aceptan- 
do los  fundamentos  de  hecl^o  de  la  apelada,  que  son  los 
siguientes : 

Demanda  : 

Primero.  Resultando  que  el  Procurador  D.  Fran- 
cisco del  Barrio,  á  nombre  de  la  Sra.  María  de  la  Luz 
Cabrera  de  Mora  por  su  escrito  de  fojas  cuatro  con  el  cual 
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acompaña  el  testimoiiio  de  poder  de  foja  primera  inten- 
tando la  demanda  vde  retracto  y  ofreciendo  acompañar 
en  debida  forma  los  documentos  que  justifican  su  deje- 
cho  por  medio  de  su  escrito  de  fojas  diez  y  siete  forma- 
liza la  demanda  de  retracto  adjuntando  los  documentos 
de  fojas  seis  á  la  diez  y  seis  que  funda  en  los  siguiente» 
hechos:  Primero:  Que  ante  el  !N"otario  de  esta  ciudad 
Sr.  Francisco  de  Castro  y  Flaquer  se  otorgó  en  dos  de 
Mayo  del  año  mil  novecientos  por  D.  José  María  Ca- 
brera una  escritura  de  cesión  de  derechos  y  acciones  á 
la  herencia  de  Doña  Juana  Agustina  Calvo  que  la  cons- 
tituye la  casa  Campanario  número  sesenta  y  cinco  de 
esta  ciudad  á  favor  del  Sr.  Guilermo  Domínguez  Eol- 
dán.; — Segundo:  Que  dentro  del  término  legal  presentó 
escrito  intentando  el  retracto  que  ahora  por  éste  forma- 
liza y  que  funda  en  el  carácter  de  heredera  que  ostenta 
su  mandante  y  copropietaria  y  por  tanto  de  los  bienes  de 
dicha  Sra.  Calvo,  cuyo  título  de  heredera  se  demuestra 
con  la  certificación  que  presentó  fojas  seis  con  el  escrito 
de  fojas  catorce  de  acuerdo  con  lo  prometido  en  aquél 
por  el  que  se  intentó  el  retracto. — Tercero :  Que  ha  con- 
signado en  el  Juzgado  el  precio  que  pagó  el  Dr.  Domín- 
guez Roldan  por  la  venta  que  á  su  favor  se  hizo  y  que 
según  sus  noticias  es  de  setenta  pesos  en  oro,  contrayen- 
do además  el  compromiso  de  conservar  la  participación 
del  dominio  que  es  objeto  de  este  retracto  durante  cua- 
tro años  ofreciendo  además  reembolsar  al  comprador  to- 
dos los  gastos  que  conforme  al  artículo  mil  quinientos 
diez  y  ocho  del  Código  Civil  le  sean  de  legítimo  abono 
tan  pronto  como  presente  cuenta  justificada  de  ellos. — ; 
Y  después  de  formular  las  consideraciones  de  derecho 
que  creyó  oportunas  que  admitida  que  fuese  la  de- 
manda intentada  en  tiempo  y  por  haberse  cumplido  con 
todos  los  requisitos  legales,  se  declare  con  lugar  conde- 
nando al  comprador  Sr.  Domínguez  Eoldán  á  que  den- 
tro de  tercero  día  otorgue  a  favor  de  su  representada 
Sra.  de  la  Luz  Cabrera  de  Mora  la  correspondiente  escri- 
tura de  subrogación  en  las  mismas  condiciones  que  la 
que  se  le  otorgara  por  el  vendedor  Sr.  José  María  Ca- 
brera bajo  apercibimiento  de  otorgarse  de  oficio  a  su 
costa." 

Segundo.  Resultando  que  dispuesto  antes  de  pro- 
veer á  la  demanda  se  trajesen  á  los  autos  certificación 
del  Registro  de  la  Propiedad  correspondiente  que  acre- 
ditase que  no  se  había  inscrito  la  venta  de  los  dere- 
chos á  la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco  hecha  por 
D.  José  María  Cabrera  á  D.  Guillermo  Domínguez,  la. 
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representación  actora  por  su  escrito  de  fojas  veintixma 
acompaño,,  dicha  certificación.  • 

Contestación  : 

Tercero.  Eesultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  con  emplazamiento  al  demandado  se  personó 
á  fojas  veintitrés  el  que  tenido  por  personado  y  por  par- 
tea contestó  la  demanda  bajo  los  simientes  hechos :  Pri- 
mero :  que  D.  Domingo  Mora,  esposo  de  Doña  María  de 
la  Luz  Cabrera  sabía  hace  más  de  dos  años  que  D.  José 
María  Cabrera  y  de  la  Cruz  había  vendido  al  que  sus- 
cribe sus  derechos  y  acciones  á  la  casa  Campanario  se- 
senta y  cinco  y  que  también  lo  sabía  hace  mucho  tiempo 
su  esposa  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera.  Segundo :  Que 
Doña  María  de  la  Luz  Cabrera  se  personó  en  el  intesta- 
do de  Doña  Juana  Agustina  Calvo  en  tres  de  Junio  del 
corriente  año  que  no  presentó  su  primer  escrito  al  Juz- 
gado hasta  veintiséis  del  mismo  mes  el  segundo  en  ocho 
de  Julio  y  la  certificación  del  Registro  en  nueve  de  Agos- 
to, por  lo  que  han  pasado  más  de  los  nueve  días  que  el 
Código  Civil  le  exige  como  máximum  para  presentar 
la  demanda  de  retracto. — ^Tercero:  Que  en  los  juicios 
de  retracto  no  cabe  el  intentar  y  formalizar  demanda 
de  retracto  como  pretende  el  actor,  sino  presentar  ó  no 
la  demanda  como  exige  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
por  lo  cual  la  demanda  de  Doña  María  de  la  Luz  Ca- 
blera está  presentada  fuera  del  tiempo  que  la  Ley  or- 
dena.— Cuarto :  Que  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera  no 
acompañó  en  tiempo  justificación  del  título  en  que  fun- 
da su  retracto  que  no  ha  interpuesto  la  demanda  dentro 
de  los  nueve  días  y  que  no  ha  hecho  además  el  compro- 
miso de  no  vender  dentro  de  cuatro  años  el  dominio  que 
retraiga  en  virtud  de  tratarse  de  un  retracto  de  comu- 
neros, defecto  por  los  cuales  no  ha  debido  dársele  curso 
á  ninguno  Üe  los  escritos  presentados  por  la  actora  y  si 
así  se  ha  hecho  apesar  de  la  prohibición  del  artículo  mil 
seiscientos  diez  y  seis  de  Enjuiciamiento  Civil  deberá 
ser  absolutorio  el  fallo  definitivo. — Quinto:  Que  Doña 
María  de  la  Luz  Cabrera  ha  procedido  con  evidente  te- 
meridad. Y  después  de  consignar  los  fundamentos  de 
derecho  que  estimó  oportunos  solicitó  que  en  definitiva 
se  declare  sin  lugar  la  demanda  absolviendo  de  ella  y 
condenando  en  las  costas  á  la  actora.'' 

Prueba : 

Cuarto.  Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prue- 
ba por  el  término  de  diez  días  ambas  partes  á  fojas 
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treinta  y  una  y  treinta  y  dos  solicitaron  y  obtuvieron  la 
prórroga  é  todo  el  de  la  Ley/* 

Quinto.  Resultando  que  como  prueba  del  actor 
«n  primer  lugar  reproduce  el  mérito  favorable  de  autos 
y  la  confesión  judicial  del  demandado  Dr.  Guillermo 
Domínguez  Roldan,  el  que  citado  por  primera  y  segun- 
da vez  con  el  apercibimiento  de  tenérsele  por  confeso 
compareció  el  día  y  hora  señalados  absolviendo  el  plie- 
go de  posiciones  presentado  por  la  representación  acto- 
ra  de  fojas  treinta  y  nueve  que  fué  declarado  pertinen- 
te y  expuso  á  fojas  cuarenta ;  que  es  cierto  que  ante  el 
Notario  de  esta  capital,  Sr.  Francisco  de  Castro  y  Pla- 
cjuer  le  otorgó  sin  que  recuerde  la  fecha  el  Sr.  José  Ma- 
ría Cabrera  una  escritura  de  cesión  de  derechos  y  accio- 
nes á  la  herencia  de  la  Sra.  Juana  Agustina  Calvo.  Que 
es  cierto  que  constituye  los  mismos  bienes  de  esa  heren- 
cia la  casa  Campanario  número  sesenta  y  cinco  de  esta 
ciudad.  Que  es  cierto  que  la  escritura  de  cesión  que  le 
otorgó  el  Sr.  José  María  Cabrera  no  ha  sido  inscrita 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  correspondiente,  pero 
-que  la  no  inscripción  depende  de  que  no  estaba  inscrita 
á  nombre  del  padre  de  D.  José  María  Cabrera,  pero  que 
se  llevó  ^  al  Registro,  donde  por  ese  motivo  le  pusieron 
nota  de  suspensión  habiendo  pagado  los  derechos  fisca- 
les: Que  es  cierto  que  nunca  ha  dado  conocimiento  de 
la  compra  de  los  derechos  y  acciones  á  la  casa  Campa- 
nario número  sesenta  y  cinco  á  la  Sra.  María  de  la  Luz 
Cabrera  de  Mora  ni  ha  hablado  con  dicha  señora  sobre 
tal  asunto,  porque  no  conoce  á  dicha  señora  personal- 
mente, pero  ha  hablado  con  su  esposo  D.  Domingo  Mora 
dos  veces  el  año  pasado  una  vez  en  la  calle  de  Empedra- 
do y  otra  en  el  Club  Almendares,  habiéndole  hecho  en 
ambas  el  Sr.Mora  proposiciones  de  compra  que  no  acep- 
tó porque  exigió  la  liquidación  de  lo  que  le  correspondía 
durante  los  años  que  era  dueño  de  parte  de  la  casa.  Que 
no  recuerda  que  en  la  escritura  que  le  otorgó  el  Sr.  José 
María  Cabrera  aparece  éste  haberle  hecho  la  venta  me- 
diante la  cantidad  de  setenta  pesos  en  oro  que  tenía  re- 
cibidos, pero  ha  de  constar  en  el  testimonio  de  escritu- 
ra que  ha  de  venir  á  los  autos.  Que  es  cierto  que  nunca 
ha  participado  á  la  Sra.  María  de  la  Luz  Cabrera  de 
Mora  el  hecho  de  estar  interviniendo  en  las  diligencias 
del  intestado  de  la  Sra.  Juana  Agustina  Calvo,  así  como 
tampoco  le  ha  comunicado  la  más  pequeña  noticia  sobre 
esas  diligencias,  porque  no  tenía  necesidad  de  cumplir 
ese  requisito. 

Sexto.    Resultando  por  más  prueba  de  la  actora  la 
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documental  propuesta  en  su  escrito  de  promoción  de  fo^ 
jas  treinta  y  cuatro  relativa  al  exhorto  que  se  dirigió 
ai  Juzgado  del  Este  para  que  por  eV  Escribano  Don 
Luis  Piraentel,  ante  el  cual  cursan  los  autos  del 
abintestato  de  Doña  Juana  Agustina  Calvo  para 
que  se  certificara  los  particulares  siguientes:  El 
lescrito  presentado  por  la  Sra.  Cabrera  en  tres  de  Junio 
del  corriente  año  providencia  á  él  recaída  expresando  la 
fecha  en  que  fué  notificada. — El  escrito  de  la  misma  se- 
ñora era  de  veintitrés  de  Junio  del  corriente  año,  así 
como  la  providencia  á  él  recaída  y  fecha  en  que  fué  no- 
tificada tal  providencia  y  cuyo  exhorto  diligenqiado  con- 
forme se  trajo  á  los  autos  á  fojas  cuarenta  y  dos  que 
60  acompañó  por  el  escrito  de  fojas  cuarenta  y  siete/' 

Séptimo.  Resultando  como  prueba  del  demandado 
Dr.  Guillermo* Domínguez  Eoldán  la  testifical  repro- 
duciendo en  primer  lugar  el  mérito  favorable  de  autos; 
y  examinado  el  testigo  D.  José  María  Cabrera,  natural 
de  la  Habana,  mayor  de  edad,  dependiente  y  vecino  de 
esta  ciudad  al  tener  del  interrogatorio  número  uno  de 
fojas  cuarenta  y  nueve  que  fué  declarado  pertinente  di- 
jo: á  fojas  sesenta  y  nueve  que  no  le  comprenden  las 
generales  de  la  Ley  de  que  fué  instruido.  Que  es  cierto 
que  el  documento  privado  que  está  firmado  por  el  que 
declara  y  que  se  le  pone  de  manifiesto  es  auténtico  cierto 
en  todas  sus  partes  y  que  la  firma  que  lo  autoriza  es 
suya  de  su  puño  y  letra,  uso  y  costumbre.  Que  es  cier- 
to que  toda  la  familia,  incluso  Doña  María  de  la  Luz 
Cabrera,  sabía  que  el  que  declara  había  vendido  hace 
más  de  dos  años  y  por  documento  privado  y  luego  por 
escritura  pública  y  al  Dr.  Guillermo  Domínguez  sua 
acciones  y  derechos  á  la  casa  Campanario  sesenta  y  cin- 
co :  Que  es  cierto  conoce  íiace  mucho  tiempo  á  D.  Domin- 
go Mora,  á  su  esposa  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera, 
que  visitaba  y  visita  con  frecuencia  la  casa  Campanario 
sesenta  y  cinco,  donde  viven,  porque  allí  reside  su  her- 
mana Doña  María  Luisa  Cabrera.  Repreguntado  el  tes- 
tigo al  tenor  del  pliego  de  re})regiintas  presentado  por 
el  Pror.  D.  Francisco  del  Barrio,  que  fué  declarado  per- 
tinente, ,dijo :  Que  es  cierto  que  el  documento  privado 
que  suscrito  por  él  y  á  que  la  segimda  preg\mta  del  in- 
terrogatorio del  demandado  se  refiere  ha  sido  redactado 
por  el  Dr.  Guillermo  Domínguez  y  Roldan,  el  cual  le 
suplicó  que  lo  firmase  y  que  el  declarante  no  tuvo  in- 
conveniente por  satisfacer  los  deseos  del  Dr.  Domín- 
guez en  acceder  á  su  solicitud,  agregando  que  lo  firmó 
jio  por  complacencia  á  éste,  sino  espontáneamente  y 


JUBISPRUDENCIA  GIVIIí:  649 


porque  era  cierto  el  contenido  del  mismo  como  ya  lo  ha 
declarado.  Que  es  cierto  que  al  vender  por  documento 
privado*  al  Dr.  Domínguez  Roldan  la  participación  en  la 
casa  Campanario  número  sesenta  y  cinco  no  lo  eomimicó 
directamente  á  la  Sra.  María  de  Ja  Luz  Cabrera,  así 
como  tampoco  nunca  babló  con  esta  señora  respecto  al 
hecho  de  que  había  formalizado  escritura  de  venta  á  fa- 
vor del  dichx)  Sr.  Domínguez  Roldan,  pero  si  se  le  ma- 
nifestó á  la  Sra.  María  Luisa  Cabrera,  hermana  del  de- 
clarante, así  como  al  Sr.  Domingo  Mora,  presumiendo 
por  este  motivo  que  del  hecho  de  la  venta  se  enterara  la 
Sra.  María  de  la  Luz,  pues  todos  viven  en  la  misma 
casa.  Que  la  última  vez  que  estuvo  en  la  citada  casa  fué 
hace  cuatro  ó  cinco  meses,  no  pasando  de  la  sala  de  la 
misma  y  hablando  sólo  con  unos  sobrinos  del  declaran- 
te, hijos  de  su  hermana  María  Luisa.  Que  efectivamen- 
te hace  algún  tiempo  no  habla  con  el  Sr.  Domingo  Mo- 
ra, con  quien  no  está  en  buenas  relaciones  de  amistad, 
con  el  que  habló  por  última  vez  hace  como  un  año  en  la 
plaza  del  Vapor  y  acerca  del  asunte  sobre  que  declara 
qn  este  ácte.^^ 

Octavo.  Resultando,  como  más  pryeba  del  de- 
mandado, la  declaración  del  testigo  D.  Domingo  Mora 
y  Chávez,  natural  de  Orotava,  mayor  de  edad,  propieta- 
rio y  vecino  de  esta  ciudad,  el  que  examinado  á  tenor 
del  interrogaterio  número  tros  de  fojas  cincuenta  y  uno 
expuso  á  fojas  setenta  y  dos :  que*  no  le  comprenden  las 
generales  de  la  Ley  de. que  fué  instruido:  que  es  cierto 
conoce  de  vista  y  trato  hace  más  de  seis  años,  al  que  le 
interroga,  sin  haber  tenido  negocios  con  él :  que  como  ha 
manifestado  es  esposo  de  Doña  María  de  la  Luz  Ca- 
brera con  quien  se  casó  hace  doce  años,  desde  cuya  fecha 
viven  ambos  en  dos  habitaciones  interiores  de  la  casa 
Campanario  sesenta  y  cinco,  junto  con  los  demás  here- 
deros que  la  ocupan  por  mutuo  convenio,  por  cuyo  moti- 
vo no  ha  tenido  necesidad  de  dar  cuentas  ni  pagar  cop^a 
alguna  ni  tampoco  pedirlas;  que  es  cierto  que  en  la 
misma  casa  vive  Doña  María  Luisa  Cabrera,  pero  que 
es  media  hermana  de  D.  José  María  Cabrera;  que  no  es 
cierto  que  D.  José  María  Cabrera,  por  ser  de  la  familia 
visitaba  y  visita  con  mucha  frecuencia  la  casa  Campa- 
nario sesenta  y  cinco,  pues  hace  más  de  dos  años  que  e¡ 
citado  José  María  Cabrera  había  vendido  al  que  le  pre- 
gunta sus  derechos  y  acciones  á  la  casa  Campanario  se- 
senta y  cinco  y  lo, sabe  no  sólo  por  el  mismo  Cabrera, 
cuando  al  tratarle  de  comprar  su  parte  en  la  casa  éste  le 
dijo  que  se  la  había  vendido  al  que  suscribe,  por  lo  cual 
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el  que  declara  le  contestó  qu  habla  hecho  muy  mal  en 
meter  un  extraño  en  la  familia,  sino  también  porque  el 
que  declara,  primero  en  la  calle  y  luego  en  el  Club  Al- 
mendares  tuvo  dos  conferencias^  aunque  ri^yidas,  con 
elquelepreguntay  hasta  hizo  ofertas  para  comprar  y  á  lo 
que  el  que  pregunta  se  opuso:  <spie  no  es  cierto  que  tuvo 
notidAS  de  la  promoeiión  del  intestado  de  Juana  Agustina 
Calvo  personalmente,  y  que  se  enteró  de  que  la  declara- 
toria de  herederos  se  había  hecho  á  instancia  del  que  le 
pregunta :  pues  lo  supo  el  mismo  día  en  que  con  ese  mo- 
tivo se  personó  su  esposa  en  el  intestado.  Repreguntado 
el  testigo  al  tenor  del  pliego  de  repreguntas  presentado 
por  el  actor  de  fojas  setenta  y  uno  que  fué  declarado 
pertinente  expuso:  que  se  atiene  á  lo  dicho  respecto  á 
si  era  cierto  que  habita  en  la  Casa  Campanario  sesenta 
y  cinco  en  dos  habitaciones,  digo,  en  dos  cuartos  inte- 
riores en  unión  de  su  esposa  la  Sra.  María  de  la  Luz  Ca- 
brera :  que  se  reñere  á  lo  dicho  sobre  que  habitan  en  esa 
casa  además  de  la  Srá.  María  de  la  Luz  Cabrera  y  el 
declarante  otros  herederos  de  la  Sra.  Juana  Agustina 
Calvo:  que  es  cierto  que  ninguno  de  los  herederos  que 
viven  en' la  mencionada  casa  pagan  cantidad  alguna  en 
concepto  -de  alquileres :  que  se  atiene  á  lo  dicho  que  nun- 
ca el  Dr.  Domínguez  Boldán  le  ha  hablado  de  la  compra 
de  los  derechos  y  acciones  al  heredero  D.  José  María 
Cabrera :  que  es  cierto  que  ha  venido  pagando  desde  hace 
muchos  años  las  contribuéiones  limpiezas  obras  de  sani- 
dad y  demás  arreglos  de  toda  la  casa  que  habita  sin  que 
ninguno  de  los  demás  herederos  haya  desembolsado  can- 
tidad alguna  á  ese  objeto,  agregando  que  además  ha 
construido  á  sus  expensas  dos  habitaciones  de  madera 
que  se  hallan  en  el  fondo  ocupada  por  el  comedor  y  co- 
cina. 

Noveno.  Resultando  como  más  prueba  del  deman- 
dado la  declaración  de  Doña  María  Luisa  Cabrera  Val- 
dés,  natural  de  la  Habana,  mayor  de  edad,  y  vecina  de 
Campanario  sesenta  y  cinco,  la  que  examinada  á  tenor 
del  pliego  interrogatorio  número  cuatro  de  fojas  cin- 
cuenta y  tres  contestó  á  fojas  setenta  y  cinco:  Que  eo 
amiga  íntima  de  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera,  vivien- 
do juntas :  Que  es  cierto  que  es  hermana  de  D.  José  Ma- 
ría Cabrera  y  que  vive  hace  muchos  años  la  casa  Campa- 
nario sesenta  y  cinco  en  unión  óe  D.  Domingo  Mora  y 
de  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera,  casa  que  pertenece 
á  los  herederos  de  Doña  Juana  Agustina  Calvo  y  á  cuya 
casa  iba  y  va  con  frecuencia  D.  José  María  Cabrera: 
Que  es  cierto  que  después  que  el  Dr.  Guillermo  Domín- 
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^ez  le  compró  ¿  su  hermano  bus  derechos  y  iit.^í>iilij  á 
la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco  le  hizo  allá  por  él 
año  pasado  y  por  conducto  de  su  mencionado  hermano 
proposiciones  para  comprarle  la  parte  que  la  que  de- 
clara tiene  en  la  mencionada  casa,  á  lo  que  üo,  accedió. 
Que  es  cierto  que  D.  José  María  Cabrera,  en  conversa- 
ción con  la  familia  ha  dicho  varias  veces  y  hace  mis 
de  un  año  que  había  vendido  su  parte  al  que  le  pre^^inta 
y  por  lo  cual  le  dijo  que  había  hecho  mal  dando  entrada 
á  un  extraño  en  la  familia  inorando  este  último  par- 
ticular, así  como  en  que  no  hubiese  accedido  á  vendér- 
sela á  Domingo  Mora,  que  era  de  la  familia.  Que  es 
cierto  que  toda  la  familia,  incluso  Doña  María  de  la 
Luz  Cabrera,  sabía  desde  hace  mucho  tiempo  lo  de  la 
venta  de  José  María  Cabrera  al  Dr.  Guillermo  Domín- 
^ez,  habiéndoselo  dicho  á  la  Sra.  Doña  María  de  la 
Luz  la  declarante  hace  próximamente  cuatro  años.  Be- 
preguntado  la  testigo  á  tenor  del  pliego  de  repreguntas 
pre&entado  por  el  actor  de  fojas  setenta  y  cuatro  que 
fué  declarado  pertinente  contestó :  Que  es  cierto  que 
en  niguna  ocasión  ha  hablado  nada  absolutamente  con 
el  Sr.  Domingo  Mora  con  respecto  á  la  venta  de.  sus  de- 
rechos y  acciones  á  la  casa  Campanario  número  sesenta 
y  cinco. — Que  es  cierto  que  la  declarante  nunca  ha  abo- 
nado nada  en  concepto  de  alquileres  de  la  casa  que  ha- 
bita en  Campanario  sesenta  y  cinco  ¿  nadie  y  que  ha 
sido  convenio  de  todos  los  herederos  vivir  alguna  parte 
de  la  casa  sin  pagar  alquiler  alguno,  el  cual  se  acordó 
subsistiera  mientras  vivieran  las  tías  de  la  declarante, 
que  al  morir  la  última  y  con  motivo  de  la  formación  de 
su  intestado  ha  continuado  taxativamente  vigente  el 
anterior  convenio  hasta  la  terminación  de  dicho  intesta- 
do. Que  al  contraer  matrimonio  Domingo  Mora  con  la 
Sra.  María  de  la  Luz  Cabrera  contrajo  el  compromiso 
de  abonar  las  contribuciones  de  la  casa  á  cambio  del  uso 
de  un  local  en  la  misma  que  el  citado  Mora  pagó  para  las 
contribuciones  hasta  hace  próximamente  un  año  y  ocho 
meses  y  que  también  es  cierto  que  el  citado  Mora  en  dos 
ocasiones  ha  hecho  reparaciones  definitivas  en  la  casa. 
Que  es  cierto  que  la  declarante  tiene  alquilada  una  ha- 
bitación y  que  de  los  alquileres  ninguna  cuenta  ha  dado 
á  ningún  heredero,  pues  con  autorización  del  Sr.  Fran- 
cisco Cabrera  alquiló  á  la  M»»  Nazaria  BaiToso  una 
habitación:  Que  no  es  cierto  que  nunca  se  le  ha 
participado  por  nadie  que  D.  José  María  Cabrera  ven- 
diera su  parte  de  casa  al  Dr.  Domínguez  Holdán  y  que 
hasta  ahora  ha  estado  ignorante  de  este  hecho,  pues  el 
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mismo  D.  José  María  Cabrera  se  lo  comunicó  hace  al- 
gún tiempo. 

Décimo.  Eesultando  como  más  prueba  del  deman- 
dado la  declaraí?ión  del  testigo  D.  Francisco  Cabrera  y 
Porro,  natural  de  Santiago  de  Cuba,  mayor  de  edad, 
maestro  de  obras  y  vecino  de  esta  ciudad,  el  que  exami-* 
nado  al  tenor  del  interrogatorio  número  dos  de  fojas 
cincuenta  que  fué  declarado  pertinente  dijo:  á  fojas 
setenta  y  ocho :  Que  no  le  comprenden  las  generales  de 
la  Ley :  Que  es  cierto  que  por  ser  de  familia  conoce  hace 
mucho  tiempo  á  María  de  la  Luz  Cabrera  desde  que  era 
niña,  pero  que  al  Sr.  Domingo  Mora  sólo  le  conoce  desde 
el  año  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  ignorando  que 
Mora,  como  esposo  de  la  8ra.  Cabrera  ha  tratado  de  com- 
prarle sus  derechos  y  acciones  á  todos  los  partícipes  en 
la  propiedad  de  la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco,  en 
donde  reside  hace  muchos  años  sin  abonarle  á  nadie  un 
real  por  ningún  concepto.  Que  es  cierto  hace  más  de 
cuatro  años  que  D.  José  María  Cabrera  le  manifestó  al 
que  declara  que  había  vendido  al  Sr.  Domínguez  sus 
derechos  ó  participación  en  la  casa  Campanario  sesenta 
y  cinco  y  que  igual  que  el  que  declara  lo  saben  todos  los 
de  la  familia,  incluso  Doña  María  de  la  Lúa  Cabrera  y 
su  esposo  D.  Domingo  Mora,  pues  en  la  familia  se  ha 
hablado  de  ese  particular  varias  veces  y  se  ha  criticado 
á  José  María  Cabrera  por  haberle  dado  entrada  á  la  fa- 
milia á  un  extraño  que  ya  antes  conocía  este  hecho  por 
manifestaciones  de  María  Luisa,  hermana  de  aquél  y 
que  ambos  igualmente  le  dijeron  que  de  dicha  venta  es- 
taban enterados  tanto  D.  Domingo  Mora  como  su  espo-. 
sa. — Que  rectifica  su  contestación  á  la  segcnda  pregun- 
ta manifestando  que  el  Sr.  Mora,  por  conducto  de  D. 
Adalberto  Jiménez  hizo  proposicones  al  declarante  de 
comprarle  sus  derechos  en  dicha  casa,  de  lo  cual  hace 
próximamente  dos  años.  Repreguntado  el  testigo  á  tenor 
del  pliego  de  repreguntas  presentado  por  el  actor  de 
fojas  setenta  y  siete  expuso  después  de  la  declaratoria 
de  pertinente.  Que  es  cierto  que  directamente  nunca  el 
Sr.  Domingo  Mora  ha  lial)la(lo  con  el  declarante  con 
respecto  á  la  compra  de  los  derechos  y  acciones  á  la 
casa  Campanario  sesenta  y  cinco,  poro  que  sí  le  ha  hecho 
proposiciones  })or  el  conducto  antes  mencionado.  Que  es 
cierto  que  nunca  Doña  María  de  la  Taiz  Cabrera  de  Mo- 
ra ha  hablado  con  el  declarante  con  respecto  á  la  com- 
pra de  los  derechos  y  acciones  a  la  casa  C-ampanario  nú- 
mero sesenta  y  cinco. — Que  se  atiende  á  lo  que  ya  ha 
contestado,  respecto  porque  le  consta  que  Doña  María 
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de  la  Luz  Cabrera  de  Mora  sabía  desde  hace  tiempo  que 
el  Sr.  José  M»ria  Cabrera  había  vendido  sus  derechoó 
al  Dr.  Guillermo  Dbmín^ez  Roldan,  sn  qué  ocasión 
se  ha  hecho  la  crítica  del  Sr.  José  María  Cabrera  por  su 
proceder  y  quiénes  la  han  hecho,  citando  los  nombres  de 
las  personas. 

Dócirooprimero.  Eeeiiltando,  como  más  prueba 
del  demandado,  la  confesión  judicial  de  la  Sra.  actora 
Doña  María  de  la  Luz  Cabrera,  la  que  absolviendo  el 
pliego  de  posiciones  presentado  por  la  representación 
demandada  de  fojas  ochenta  expuso,  previa  declaratoria 
cuatro :  Que  es  cierto  que  hace  más  de  seis  afífOs  que  vive 
de  pertinente  de  algunas  preguntas  á  fojas  ochenta  y 
en  unión  de  su  esposo*  D.  Domingo  Mora  y  de  Doña  Ma- 
ría Luisa  Cabrera  la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco, 
sin  pagar  alquiler  ni  cantidad  alguna  á  ninguna  perso- 
na. Que  es  cierto  que  conoce,  por  ser  sus  parientes,  á  D. 
Francisco  Cabrera  y  á  D.  José  María  Cabrera,  visitan- 
do la  casa  Campanario  sesenta  y- cinco  con  bastante  fre- 
cuencia D.  Francisco  Cabrera  y^  no  D.  José  María,  el 
que  hace  años  no  la  visita :  Que  no  es  cierto  que  su  espo- 
so D.  Domingo  Mora  ha  tratado  de  comprarle  á  io« 
condueños  de  la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco  su 
participación  en  dicha  casa,  y  principalmente  á  D.  José  , 
María  Cabrera.  Que  es  cieriko  que  sabiendo  que  dicha 
casa  pertenecía  á  todos  los  herederos  de  Doña  Juana 
Agustina  Calvo  nada  había  hecho  por  dividir  el  condo- 
minio toda  vez  que  como  vivía  lá  casa  nada  le  importa- 
ba el  tiempo  que  corría,  agregando  que  nunca  se  le  ocu-  . 
rrió  intentar  la  disolución  del  condominio  ni  se  lo  pro- 
pusieron los  condomínicos. — Que  no  es  cierto  que  hace 
más  de  seis  meses  y  después  que  D.  José  María  Cabrera 
vino  de  México  el  Dr.  Guillermo  Domínguez  le  quis») 
comprar  á  Doña  María  Luisa  Cabrera  y  por  conducto 
de  José  María  la  participación  que  María  Luisa  tenía 
en  la  casa,  á  lo  que  ésta  se  opuso.  Que  no  es  cierto  que 
tanto  la  que  contesta  como  María  Luisa  y  hasta  su  es- 
poso D.  Domingo  Mora  hubieron  de  decirle  á  José  Ma- 
ría Cabrera  que  hacía  muy  mal  en  estar  buscando  com- 
prador cuando  en  la  familia  se  había  ó  podía  arreglarse. 
Que  ignora  que  todos  los  de  la  familia  tuvieron  un  gran 
disgusto  cuando  supieron  por  el  mismo  José  María  Ca- 
brera hace  mucho  tiempo  que  éste  había  vendido  su 
parte  en  la  casa  Campanario  sesenta  y  cinco  al  Dr.  Gui- 
llermo Domínguez  antes  de  haberse  ido  para  Méjico 
el  año  pasado,  habiéndole  todos  dicho  que  había  hecho 
muy  mal  en  haberle  vendido  y  metido  un  extraño  en  la 
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familia.  Que  ignora  que  el  año  pasado  y  después  que  bu^ 
pieron  la  venta  que  hizo  José  María  Cabrera  al  Dr.  Do« 
mínguez  Boldán  el  esposo  de  la  que  declara  y  ptia  ha* 
cerle  un  bien  á  la  familia  trató  personalmente  de  C6«^ 
prarle  al  Dr.  Domínguez  su  participación  en  la  casa  te- 
niendo todos  un  gran  disgusto  cuando  se  convencieron 
de  la  inutilidad  de  sus  esfuerzos.  Que  ignora  que  la  que 
declara  sale  muy  pocas  veces  á  la  calle  y  como  señora 
de  su  casa  no  conoce  la  Notaría  de  D.  Francisco  de  Cas- 
tro ni  la  Escribanía  de  D.  Loiis  Pimentel,  aunque  sí  sabe 
que  esta  última  y  desde  principio  de  este  año  que  en  ella 
estaban  D.»  Francisco  Cabrera  y  D.  Guillermo  Domín- 
guez, este  último  como  dueño  de  la  parte  de  José  María 
Cabrera,  promoviendo  el  intestado  de  Doña  Juana  Agus- 
tina  Calvo,  causante  de  la  que  declara  teniendo  eslaa 
noticias  por  su  esposo  D.  Domingo  Mora,  pues  éste  co- 
mo empleado  en  el  bufete  del  Dr.  Gener  tiene  que  ir  i 
las  Escribanías  casi  todos  los  días,  pues  tiene  mucho  tra- 
bajo.— Que  la  que  declara  no  conoce  nada  de  lo  que  ha 
hecho  en  este  juicio,  pues  ignora  el  derecho  y  sólo  ha 
promovido  este  juicio  á  instancia  de  su  esposo  D.  Do- 
mingo Mora,  apesar  de  que  éste  no  estaba  muy  seguro, 
pues  hace  más  de  un  año  que  José  María  Cabrera  le 
había  dicho  á  la  que  declara,  á  María  Luisa  y  á  su  es- 
poso lo  de  la  venta  á  Domínguez,  agregando  que  al  sa- 
ber la  declarante  lo  de  la  venta  hecha  á  Domínguez  se 
lo  manifestó  á  su  esposo,  proponiéndose  gestionar  judi- 
eialmente  en  el  sentido  que  lo  ha  hecho  y  que  ignora 
que  el  D.  José  María  Cabrera  le  hubiera  dicho  timto  á 
Doña  María  Luisa  como  á  su  esposo  lo  de  la  venta  i 
Domínguez.  Que  no  es  cierto  que  también  por  su  pa- 
riente Francisco  Cabrera  sabe  hace  mucho  tiempo  lo  de 
la  venta  de  José  María  Cabrera  á  Domínguez.— Que  se 
atiene  á  lo  que  ha  manifestado  respecto  á  que  no  ha- 
biendo sido  personalmente  como  ella  se  enteró  de  lo  que 
afirma  en  el  párrafo  segundo  del  escrito  ya  dicho,  fue 
por  su  esposo  D.  Domingo  Mora  por  quien  supo  lo  de  la 
fecha  de  la  escritura,  aunque  ya  todos  sabían  por  el  mis- 
mo José  María  Cabrera  lo  de  la  venta  y  ante  qué  Nota- 
rio y  que  insiste  en  manifestar  que  ha  promovido  este 
juicio  no  para  obligar  al  Dr.  Domínguez  á  xm  arreglo 
sino  ejercitando  un  derecho  de  que  se  cree  asistida. — 
Que  lo  ignora,  que  su  esposo  D.  Domingo  Mora,  hacien- 
do un  esfuerzo  trató  de  comprarle  al  Dr.  Domínguez 
allá  por  el  año  próximo  pasado  y  para  bien  de  la  familia, 
pero  el  Dr.  Domínguez  se  negó  á  vender  por  el  precio 
que  se  le  ofreció  y  porque  además  quería  que  la  que  de- 
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clara  le  abonase  la  parte  que  decia  le  correspondía  del 
alquiler  de  dicha  casa  durante  varios  años,  á  lo  cual  no 
accedió  su  esposo  D.  Domingo.^-Todas  laa  demás  pre* 
l^tas  del  pliego  fueron  declaradas  impertinentes  y  ha- 
biendo solicitado  el  Dr.  Domin>^ez  que  á  tenor  del  ar- 
tículo quinientos  ochenta  y  seite  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  se  preguntara  ¿  la  compareciente,  así  gt 
acordó,  contestando  ésta  á  Jas  preguntas  que  por  du 
conducto  le  dirigió :  Que  se  enteró  de  la  venta  hecha  á 
Domínguez  por  D.  José  María  Cabrera  de  la  parte  que 
éste  tenía  en  la  casa  Campanario  Sesenta  y  cinco  por  ha- 
bérselo oíd^o  manifestar  á  Doña  María  Luisa  Cabrera, 
quien  no  se  lo  dijo  directamente  ¿  la  que  habla,  sino  que 
como  ha  dicho  lo  referia  á  distintas  personas,  cuyos 
nombres  no  recuerda,  en  familiar  conversación  que  sos- 
tenían en  Campanario  sesenta  y  cinco.  Que  no  recuerda 
la  fecha  en  que  esto  sucediera,  pero  que  supone  que  fué 
poco  antes  de  la  promoción  del  presente  juicio  y  sin 
afirmarlo  cree  que  fué  á  fines  del  mes  de  Junio  ó  prin- 
cipios de  Julio.  Que  por  conducto  de  su  esposo  fué  por 
donde  llegó  á  su  conocimiento  la  promoción  del  intesta- 
do y  que  su  esoposo  se  lo  manifestó  algún  tiempo  dety- 
pues  á  la  conversación  á  que  ha  hecho  referencia  y  sin 
recordar  ni  exacta  ni  aproximadamente  la  fecha. 

Décimosegundo.  Besultando,  por  más  prueba  áel 
demandado,  la  documental,  á  cuyo  efecto  se  trajo  á  los 
autos  el  exhorto  librado  al  Juzgado  del  Este  para  que 
por  el  Escribano  D.  Luis  Piraentel  con  vista  del  intes- 
tado de  Doña  Juana  Agustina  Calvo  certificara  los  par- 
ticulares siguientes:  El  testimonio  de  la  escritura  de 
venta  hecha  por  D.  José  María  Cabrera  al  Dr.  Guiller- 
mo Domínguez  y  del  escrito  en  que  se  acompañó.  La 
providencia  en  que  se  tuvo  por  parte  al  Sr.  Domínguez, 
El  escrito  presentado  por  Doña  María  de  la  Luz  Cabre- 
ra, personándose  de  la  providencia  que  le  recayó  y  de  la 
notificación  .de  la  misma  al  Pror.  Barrio  cuyo  exhorto 
diligenciado  se  halla  á  fojas  ochenta  y  siete  que  se  acom* 
paño  con  el  escrito  de  fojas  cien." 

Decimotercero.  ^Resultando  que  vencido  el  térnii- 
no  de  prueba  se  mandaron  imir  las  practicadas  á  los  au- 
tos y  se  trajesen  á  la  vista  para  sentencia  con  citación 
de  las  partes." 

Decimocuarto.  Besultando  que  la  representación 
^tora  por  su  escrito,  fojas  ciento  dos,  solicitó  la  cele^ 
bración  de  la  vista  en  estos  autos  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo setecientos  cincuenta  y  cinco  de  la  Ley  Procesal 
y  señalndo  día  y  hora  para  el  acto  comparecieron  am- 
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báfe  representaciones.  Ooncedida  la  palabra  al  actor, 
hizo  uso  de  aquélla  el  Letrado  Jiménez,  quien  expuso 
los  argumentos  que  tuvo  por  convenientes  para  sostener 
su  derecho  reprQduciendo  lo  que  ha  solicitado  en  su  es- 
crito de  demanda. — Concedida  la  palabra  al  demandado 
también  argumentó  lo  que  á  su  derecho  convino,  repro- 
duciendo lo  dicho  en  su  contestación  á  la  demanda. 

Resolución  recurrida: 

Decimoquinto.  Resultando  que  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  dictó  sentencia  en  seis  de  Enero  del  co^ 
rriente  año,  por  la  que  declaró  sin  lugar  la  demanda, 
absolviendo  de  ella  al  demandado  con  las  costas  á  car^o 
del  actor,  no  por  temeridad  ó  mala  fe ;  y  que  la  mencio- 
nada Sala  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  ocho  de  Ju- 
nio del  presente  año  confirmó  con  costas  dicha  sm- 
tencia. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimosexto.  Resultando  que  contra  esa  resolu- 
ción interpuso  la  Sra.  María  de  la  Luz  Cabrera  de  Mo- 
ra recuréo  de  casación  por  infracción  de  ley  en  los  tér- 
minos siguientes:  El  recurso  que  interpongo  lo  autori- 
zan el  artículo  primero  de  la  citada  Orden  número  no- 
venta y  dos  y  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  lo  fundo  en  la  causa  primera  del  artículo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  nueve  y  en  los  casos  primero,  tercero 
y  séptimo  -del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  pro- 
pia Ley. — ^Primero:  En  la  sentencia  recurrida  existe 
error  evidente  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  prueban, 
resultante  éste  de  documentos  que  existen  en  los  autos 
y  que  demuestran  la  equivocación  evidente  del  Juzga- 
dor, por  cuanto  declara  probado  en  dicha -sentencia  en  su 
primer  Considerando  que  la  demandante  mi  representa- 
da sabía  con  mucha  anticipación  á  la  fecha  en  que  so 
inició  el  presente  juicio  que  D.  José  María  Cabrera  ha- 
bía vendido  al  demandado  la  participación  que  tenía 
en  la  casa  calle  de  Campanario  nú^nero  sesenta  y  cinco, 
que  es  la  que  constituye  la  herencia  de  Doña  Juana 
Agustina  Calvo  y  para  hacer  esa  afirmación  parte  de  la 
prueba  de  testigos,  los  cuales  han  declarado  que  del  he- 
cho de  la  venta  tenía  conocimiento  Doña  María  de  la 
Luz  Cabrera  por  habérselo  participado  á  ésta  hace  cua- 
tro ó  más  años.  Como  quiera  que  hace  dos  años  se  otor- 
gó la  escritura  de  la  venta  de  la  cesión  de  los  derecho?*  y 
acciones  que  constan  en  los  autos  y  las  declaración^  de 
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los  testigos  se  refieren  á  la  noticia  de  nna  venta  hecíia 
hace  cuatro  ó  raás  años,  no  puede  menos  que  existir 
equivocación  evidente  por  parte  del  Jugador  al  apre- 
ciar esas  declaraciones  de  los  testigos  como  suficientes 
para  probar  el  hecho  de  que  Doña  María  de  la  Luz  Ca- 
brera sabía  con  anterioridad  á  los  nuevij  días  en  que  es- 
tableció la  demanda  de  retracto,  la  existencia  de  eáa 
venta,  que  si  se  hizo  por  un  documento  privado  haóe 
cuatro  ó  más  años,  no  podía  esa  forma  ilegal  de  verifi- 
carse la  venta;  perjudicar  los  derechos  de  ella  tercera  en 
este  caso,  los  cuales  dereclios  deben  nacer  y  nacen  con- 
forme al  artículo  mil  quinientos  veinticuatro  del  Có- 
digo Civil  desde  que  el  retrayente  hubiera  tenido  conoci- 
miento de  la  venta  realizada  en  forma  perfectamente 
legal,  es  decir,  por  medio  de  escritura  pública  y  solemne. 
— Al  apreciarse  de  este  modo  erróneo  por  el  juzgador  la 
prueba  realizada  se  ha  infringido  la  disposición  conte- 
nida en  el  artículo  mil  quinientos  veinticuatro  del  Có- 
digo Civil  en  el  concepto  de  entenderse  que  el  retrayen- 
te no  ha  ejercitado  su  acción  dentro  del  término  de  los 
nueve  días  de  que  nos  habla  ese  artículo  mil  quinienLos 
veinte  y  cuatro  del  Código  Civil. 

Segundo.  La  sentencia  recurrida  infringe  taai- 
bién  el  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  en  el  concepto  de  que  declara 
que  no  puede  aplicarse  á  este  caso  la  disposición  del  ar- 
tículo mil  sesenta  y  siete  de  nuestro  Código  Civil  refe- 
rente al  retracto  de  coherederos,  por  la  circunstancia  de 
que  sobre  éste  no  ha  girado  el  debate  y  como  quiera  que 
hemos  establecido  nuestra  demanda  de  retracto  legal,  á 
nombre  de  Doña  María  de  la  Luz  Cabrera  en  su  dobte 
carácter  de  coheredera  y  copropietaria,  por  tanto,  de  la 
casa  Campanario  número  sesenta  y  cinco,  únicos  bienes 
que  constituyen  la  herencia  de  Doña.  Juana  Águstiu'a 
Calvo,  es  indudable  que  hemos  deducido  oportunamen- 
te en  el  pleito  una  pretensión  que  exigía  una  declaracióh 
que  no  se  ha  hecho  sobre  su  ])rocedencia  ó  improce- 
dencia. 

Tercero.  linfringe  también  la  sentencia  recurri- 
da el  artículo  trescientos  sesenta  de  la  propia  Ley  db 
Enjuiciamiento  Civil  en  el  concepto  de  que  se  ha  nega- 
do la  resolución  de  la  cuestión  planteada  en  la  demanda 
sobre  retracto  de  coherederos  que  pertenece  al  numeró 
ó  á  la  clase  de  los  retractos  legales  de  nuestras  Leyes.  ' 

Cuarto.  Infringe  también  la  sentencia  recurrida 
el  artículo  mil  sesenta  y  seite  del  Código  Civil  en  é\ 
concepto  de  que  se  prescinde  de  la  aplicación  exactít  du 
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él,  para  la  resolución  del  punto  discutido,  expresándose 
que  aun  cuando  podía  haberse  ejercitado  la  acción  que 
dá  ese  artículo  á  los  coherederos,  sobre  tal  punto  no  ha 
girado  el  debate.  x- 

Decimoséptimo.  Resultando  que  sustanciado  ei 
recurso  en  este  Tribunal  Supremo  se  celebró  la  vista  el 
veinte  y  imo  de  Agosto  del  corriente  año,  en  la  que  se 
informaron  los  defensores  d  las  partes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  González  LL»- 
rente. 

Primero.  Considerando  no  ser  exacto  que  al  de^ 
clarar  la  Sala  en  primer  Considerando  que  la  demandan- 
te sabía  con  mucha  anticipación  á  la  fecha  en  que  se  ini- 
ció el  presente  juicio  que  D.  José  María  Cabrera  había 
vendido  al  deniandado  la  parte  que  aquél  tenía  en  la 
casa  calle  del  Campanrio  número  sesenta  y  cinco  parta 
solo  para  dicha  afirmación  de  la  prueba  de  testigos,  pued 
lo  que  se  declara  en  el  primer  Considerando  es  que  con 
la  prueba  de  testigos  y  documental  se  ha  justificado  q\ic 
la  demandante  sabía  la  venta  con  mucha  anticipación 
á  la  fecha  en  que  se  inició  el  presente  juicio  y  que  no  se 
explica  cómo  con  aquel  supuesto  error  haya  podido  in- 
fringirse el  artículo  mil  quinientos  veinticuatro  al  en- 
tenderse que  el  retrayente  no  ha  ejercitado  su  acción 
dentro  de  los  nueve  días  señalados  en  ese  artículo. 

Segundo.  Considerando  que  la  sentencia  recurri- 
da guarda  plena  congruencia  con  la  demanda,  en  la  que 
se  dedujo  la  de  retracto  legal;  como  lo  demuestra  pri- 
mero el  texto  de  la  misma  demanda,  pues  en  ella  se  ló 
califica  de  retracto  legal;  segundo,  el  primero  de  sus 
fundamentos  de  derecho  que  se  hace  descansar  en  el 
artículo  mil  quinientos  veintidós,  el  cual  sólo  se  refiere 
al  retracto  de  copropietarios ;  tercero,  el  segundo  funda- 
mento en  que  se  cita  el  artículo  mil  quinientos  veinti- 
cuatro como  determinante  del  término  de  nueve  días 
para  ese  retracto;  cuarto,  la  protesta  que  hizo  de  no 
vender  durante  cierto  tiempo  la  participación  del  do- 
minio que  intentaba  retraer  protesta  que  sólo  tiene  lu- 
gar en  el  retracto  de  comuneros,  por  todo  lo  cual  el  Tri- 
bunal sentenciador  aplicó  rectamente  eí  artículo  mil 
quinientos  veinticuatro  del  Código  Civil  al  declarar  ¿in 
lugar  una  demanda  que  se  interpuso  mucho  después  de 
los  nueve  días  que  aquel  artículo  señala  para  que  pro- 
ceda ser  admitida: 

Tercero.  Considerando,  respecto  á  los  dos  últimos 
motivos  de  casación  alegados  que  en  los  términos  abso- 
lutos de  la  sentencia  declarando  sin  lugar  la  demanda 
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y  absolviendo  de  ella  al  demandado  se  comprenden  y 
resuelven  todos  los  puntos  á  que  ésta  se  dirigiera,  siü 
que  en  tal  caso  haya  términos  hábiles  para  alegar  omi- 
siones, según  lo  tienen  declarados  con  repetición  eats 
Tribunal  Supremo  y  el  de  España. 

Cuarto.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin 
lugar  un  recurso  deben  imponerse  las  costas  á  la  parte  6 
partes  que  lo  hubieren  establecido,  artículo  XL  dé  la 
Orden  noventa  y  dos  del  Gobierno  Militar,  serie  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
María  de  la  Luz  Cabrera,  á  quien  condenamos  en  las 
costas  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  con  la  co- 
rrespondiente certiñcación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  etc., 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.---José  Várela. 
— Pedro  González  Llórente.— Octavio  Qiberga. — Carlos 
Sevilla. — Rafael  Maydagán. 


Queb.  forma.— Sent.  17,-14  do  Septiembre.-  Precepto 
autoiizador.  ( (Jac^  Abril  22^  190i, ) 

DOCTRINA:  'El  recurso  que  se  funda  en  la 
falta  de  recibí  míen  tp  á  prueba  en  la  segunda  Ins- 
tancia, aunque  sea  para  la  práctica  de  una  dili- 
gencia denegada  en  la  primera,  está  autorizado 
por  el  número  3?  y  no  en  el  6?  del  artículo  1691  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  catorce  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  e^te  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  establecido  por  Martín  Albizua  y  Oliva,  del 
comercio  y  de  esta  vecindad,  contra  la  sentencia  defi- 
nitiva dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de  menor  cuan- 
tía propuesto  por  aquel  contra  Andrés  Antonio  Te- 
^U  y  Gutiérrez,  hacendado  y  de  la  misma  vecindad,  en 
cobro  de  cuatrocientos  cincuenta  y  ocho  pesos  trein- 
ta y  tres  centavos,  oro  español : 

Demanda : 

Primero.  ^'Eesultando  que  el  mandatario  del  actor 
funda  su  demanda  en  los  hechos  siguientes:  Primero: 
que  su  mandante  fué  presentado  al  demandado  por  D. 
Kamón  C.  Abela,  Administrador  del  Ingenio  Central 
Cayajabos,  á  quien  el  Sr.  Terry  había  recomendado  que 
le  buscase  una  persona  para  que  estuviese  al  frente  de 
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la  tienda  mixta  ó  bodega  de  dicha  finca. — Segundo :  que 
aceptada  por  el  Sr.  Terry  y  Gkitiérrez  la  persona  de  su 
mandante,  dicho  señor  lo  puso  al  frente  del  expresado 
establecimiento  como  encargado  del  mismo  con  un 
sueldo  mensual  de  veinticinco  pesos  en  oro  del  cuño 
español.  Tercero :  que  su  mandante  desempeñó  el  puesto 
de  encargado  de  dicho  establecimiento  desde  el  día  vein- 
te de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  hasta  el 
día  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis  que  á  razón  de  veinticinco  pesos  cada  mes  hacen  la 
suma  de  doscientos  cincuenta  y  ocho  pesos  treinta  y  tres 
centavos  en  oro  del  cuño  español.  Cuarto,:  que  habiendo 
vacado  la  plaza  de  primer  pesador  de  caña  del  referido 
Ingenio  ^1  Sr.  Andrés  A.  Terry  le  propuso  á  su  mandan- 
te que  desempeñara  esta  plaza  de  primer  pesador  con 
el  sueldo  de  cincuenta  pesos  oro  español,  cuya  proposi- 
ción fué  aceptada  por  su  mandante.  Quinto:  que  «u  po- 
derdante Sr.  Martín  Albizua,  desde  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y  duran- 
te todo  el  mes  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis,  además  de  ser  encargado  de  la  tienda  mixta  desem- 
peñó la  referida  plaza  de  primer  pesador  de  caña  del 
expresado  Ingenio  Centra^  Cayajabos. — Sexto:  que  du- 
rante todos  los  días  de  Abril  y  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis  su  mandante  desempeñó  solamente  el  car- 
go de  primer  pesador  de  caña  del  Ingenio  Central  Ca- 
yajabos devengado  en  los  últimos  expresados  cuatro  me- 
ses como  tal  primer  pesador  de  caña  la  cantidad  de  dos- 
cientos pesos  en  oro  del  cuño  español,  á  razón  de  cin- 
cuenta pesos  en  cada  mes. — Séptimo:  que  la  totalidad 
de  los  sueldos  devengados  por  su  poderdante  en  el  In- 
genio Central  Cayajabos  por  ambos  destinos  que  desem- 
peñó asciende  a  la  suma  de  cuatrocientos  cincuenta  y 
ocho  pesos  treinta  y  tres  centavos  en  oro  del  cuño  espa- 
ñol, cuya  cantidad  no  le  ha  sido  satisfecha  por  el  Sr. 
Andrés  A.  Terry  y  Gutiérrez. — Octavo:  que  para  justi- 
ficar la  certeza  del  hecho  de  haber  estado  su  ])v»der<lan- 
te  como  encargado  de  la  bodega  ó  tienda  mixta  del  In- 
genio Central  Cayajabos  acompaña  con  la  presente  de- 
manda veintidós  documentos  privados.  Xoveno:  q'io  ha 
intentado  la  conciliación  á  D.  Andrés  A.  Terr^-  y  Gu- 
tiérrez y  éste  no  compareció  al  acto. 

Segundo.  "Resultando  ([ue  con  el  escrito  de  de- 
manda además  del  testimonio  de  poder  conferido  por 
el  actor  á  su  mandatario  y  la  certificación  de  haberse 
intentado  la  conciliación  sin  que  hubiera  comparecido 
el  demandado,  se  han  acompañado  veintidós  dociunen- 
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tos  privados  consistentes  unos  epi  vales  expedidos  por 
D.  Andrés  Terry  por  comestibles  y  bebidas  en  el  Cen- 
tral Cayajabos,  otros  en  recibos  expedidos  á  favor  del 
citado  Terry  por  suscripción  á  la  sociedad  "Centro  de 
Ariiesanos*'  y  de  la  Academia  de  música  de  Madruga; 
una  orden  para  abonar  dos  pesos  doce  centavos  diri- 
gida 4  Martín  por  Ramón:  una  carica  dirigida  á  Mar- 
tín Albizua  por  Antonio  Camba  sobre  remisión  de  rue- 
das de  cigarros,  otra  carta  firmada  por  un  individuo 
cuya  firma  no  se  entiende  dirigida  al  propio  Albizua 
sobre  un  asunto  que  no  se  expresa  cual  sea;  el  más 
antiguo  de  esos  documentos  tiene  la  fecha  de  cinco  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y  el  más 
moderno  tiene  estas  cifras:  doce — ^treinta — novecientos 
uno,  equivalentes  al  parecer  á  treinta  de  Diciembre  d^ 
mil  novecientos  uno/' 

Contestación  y  reconvención  : 

Tercero.  "Resultando  que  emplazado  ol  dcTii anda- 
do'se  personó  en  su  nombre  el  Pror.  D.  Francisco  del 
Barrio  y  contestó  á  la  demanda  negándola  alegando 
las  excepciones  de  falta  de  personalidad  en  el  demandan- 
te pago  y  prescripción,  estableciendo  reconvención  y  pi- 
diendo que  en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la  deman- 
da absolviendo  de  ella  al  demandado  imponiendo  al 
actor  perpetuo  silenció  y  condenándolo  al  pago  ínte^ 
^o  de  las  costas  y  si  no  las  satisfaciere  á  sufrir  las  pe- 
nalidades que  señala  la  Orden  de  primero  de  Enero 
de  mil  novecientos  uno  represiva  de  la  temeridad  6 
mala  fe  de  los  litigantes,  declarando  al  mismo  tiem- 
po con  lugar  la  reconvención  y  condenando  al  Sr.  Al- 
bizua y  Oliva  á  pagar  á  su  cliente  en  conceptos  de  da- 
ños y  perjuicios  la  cantidad  de  un  mil  pesos  en  oro  es- 
pañol." 

Cuarto.  "Resultando  que  el  Pror.  Barrios  fiiiula 
la  contestación  en  los  hechos  siguientes:  Primero:  que 
en  la  época  ó  en  los  años  á  que  se  refiere  el  actor  en  su 
demanda  el  ex-Central  Cayajabos  no  era  del  Sr.  Te- 
rry y  Gutiérrez  su  cliente,  sino  de  su  señor  padre  el 
Sr.  Andrés  L.  Terry  y  Dorticós  de  quien  aquel  era 
entonces  y  sigue  siendo  apoderado  general.  Segundo: 
que  el  demandante  Sr.  Albizua  y  Oliva  tuvo  á  su  car- 
go como  trabajador  ó  menestral  la  tienda  ó  bodega  del 
ex-Central  Cayajabos  situado  en  Madruga  partido  ju- 
dicial de  Güines,  provincia  de  la  Habana  mediante  un 
salario  mensual  de  veinticinco  pesos,  el  cual  se  le  sa- 
tisfizo puntualmente.     Que  también  fué  dicho  Sr.  Al- 
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bizua  y  Oliva  trabajador  auxiliar  del  pesador  de  caña 
del  mencionado  Ingenio,  Sr.  Osear  Barrayabia.  Por 
e$te  otro  trabajo  tenía  asignado  el  actor  un  salario 
mensual  de  veinticinco  pesos  que  se  le  abonó  con  toda 
exactitud.  Que  el  primer  trabajo  lo  realizó  el  deman- 
dante desde  el  veinte  de  Marzo  de  mil  ochocientos  no- 
veinta  y  cinco  hasta  el  día  dos  de  Enero  de  mil  ocho- 
cieentos  noventa  y  seis.  Cuarto:  que  el  día  dos  de 
Enero  *tie  mil  ochocientos  noventa  y  seis  desapareció 
inopinadamente  del  central  Cayajabos  abandonando 
todos  sus  trabajos  el  demandante  á  consecuencia  de  ha- 
ber tenido  efecto  en  esa  fecha  la  imponente  invasión 
de  la  ¡provincia  de  la  Habana  por  Im  fuerzas  del  ejér- 
cito libertador,  no  habiendo  aparecido  más  por  la  finca 
el  señor  Albizua  y  Oliva.  Quinto:  que  desde  el  dos  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  y  por  causa 
de  aquel  memorable  suceso  de  guerra,  cesaron  todas  las 
operaciones  de  la  zafra  en  el  central  Cayajabos,  las  que 
no  se  volvieron  á  reanudar  por  la  guerra  y  por  la  total 
quema  y  destrucción  del  ingenio." 

Contestación  á  la  reconvención  : 

Quinto.  ^"'Resultando  que  conferido  traslado  de  Ja 
reconvención  lo  evacuó  el  actor  negándola  en  absoluto, 
así  como  el  liecho  en  que  la  funda  el  demandado  señor 
Terry  y  sus  consecuencias  y  pidiendo  que  se  declare  sin 
lugar  con  las  costas  á  cargo  de  dicho  demandado.  Lo 
cual  funda  el  actor  en  los  hechos  siguientes:  primero: 
que  niega  en  absoluto  que  sea  cierto  que  D.  Martín  Al- 
bizua hubiese  abandonado  el  día  dos  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noveinta  y  seis  la  tienda  mixta  ó  bodega 
del  central  Cayajabos  y  el  cargo  de  pesador  de  caña  del 
referido  central,  destinos  que  el  mismo  señor  Terry  le 
había  encomendado  al  señor  Albizua.  Segundo:  que 
niega  también  como  consecuencia  del  hecho  anterior 
que  sea  cierto  que  el  señor  Martín  Albizua  hubiese  cau- 
sado al  señor  Terry  y  Gutiérrez  los  daños  y  perjuicios 
ascendentes  á  mil  pesos  oro  del  cuño  español  por  el  su- 
puesto abandono  de  aquellos  cargos  ó  destinos": 

Sexto.  Resultando  que  el  pleito  se  recil»ió  á 
prueba" : 

Séptimo.  "Resultando  que  el  actor  promovió  y  se 
practicaron  la  de  testigos  y  de  confesión  del  demanda- 
do, proponiendo  además  la  pericial  á  fin  de  que  los 
propietarios  ó  administradores  de  ingenios  ó  centrales 
determinen  el  sueldo  que  raensualmente  puede  ganar 
un  primer  pesador  de  caña  de  un  central  de  las  condi- 
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clones  del  nombrado  Cayajabos  en  el  ténoino  munici- 
pal de  Madruga,  jurisdicdión  de  Güines,  provincia  de 
la  Habana,  oponiéndose  á  dicha  prueba  de  peritos  el 
demandado,  por  impertinente,  y  rechazándola  como  tal 
el  Juez  de  primera  instancia  del  Oeste,  que  conocía  del 
juicio,  quien  desestimó  con  posterioridad  el  recurso  de 
reposición  entablado  por  el  promovente  é  impugnado 
por  la  contraparte'^ : 

Sentencia  del  inferior: 

Octavo.  'Tlesultando  que  el  referido  Juez  dictó  sen- 
tencia declarando  sin  lugar  las  excepciones  de  falta  de 
personalidad  en  el  demandado  y  de  pago,  alegadas  por 
éste,  como  también  la  reconvención  propuesta  por  el 
mismo,  y  con  lugar  la  excepción  de  prescripción,  por 
haber  transcurrido  el  término  legal  para  el  ejercicio  de 
la  acción  por  el  demandante,  sin  que  éste  haya  proba- 
do en  el  litigio,  como  lo  intentó,  haber  realizarlo  las  ges- 
tiones necesarias  para  la  interrupción  del  termine,  de- 
sestimándose en  consecuencia  la  demanda,  de  la  cual  se 
absuelve  al  demandado  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas : 

Causa  del  recurso: 

Noveno.  Resultando  que,  elevados  los  autos  :i  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  cu  vir- 
tud de  apelación  deducida  por  el  demandante  contra  el 
referido  fallo,  solicitó  esta  parte  oportunamente,  en  uso 
del  derecho  que  le  da  el  artículo  setecientos  seis  en  re- 
lación con  el  quinientos  sesenta  y  seis  y  el  inciso  pri- 
mero del  ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  invocados  todos  en  su  escrito,  que  se 
recibieran  á  prueba  los  autos  en  la  segunda  instancia, 
para  practicarse  la  diligencia  pericial  rechazada  en  la 
primera,  á  lo  cual  se  opuso  el  demandado  y  lo  denegó 
la  Sala  por  conceptuar  la  diligencia  impertinente,  con 
cuyo  fundamento  descvstimó  después  el  recurso  de  sú- 
plica que  dedujo  el  demandante: 

I?esolí-ci6n  recuruida  y  fundamentos  del  UEcnuso: 
Décimo.  Resultando  que  diclia  Sala,  previo  trá- 
mite de  vista,  dictó  sentencia  en  veinticuatro  .3e  Junio 
último,  eoníinaando  la  apelada,  y  contra  aquclu»  inter- 
puso el  actor  el  presente  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  (jue  funda  en  el  «.«aso  quinto 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  por  no  habérsele  admitido  «m  pri- 
mera ni  en  segimda  instancia,  la  pnieba  de  dictiiuien 
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de  peritos  que  oportunamente  promoviera  y  cuya  de- 
negación le  ha  producido-^ice — indefensión  en  el 
juicio : 

Decimoprimero.  Kesultando  que  el  recurso  se  ha 
sustanciado  con  arreglo  á  derecho,  celebrándose  en  onc« 
del  actual  la  correspondiente  yista  pública,  con  la  sola 
asistencia  del  Letrado  defensor  del  demandado,  que 
informó  en  impugnación  de  aquél. 

Decisión  del  becurso: 

Siendo  Ponente,  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 

Primero.  Considerando  que,  en  realidad,  la  falta 
de  procedimiento  por  cuya  causa  se  reclama  en  el  re- 
curso es  por  no  haberse  recibido  el  pleito  á  prueba  en 
la  segunda  instancia,  para  la  práctica  de  la  diligen- 
cia pericial  rechazada  en  la  primera,  motivo  compren- 
dido en  el  párrafo  tercero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, que  no  se  invoca  como  autorizador  de  la  reclama- 
ción, citando  sólo  el  recurrente  el  párrafo  quinto  del 
citado  texto,  que  se  contrae  á  la  denegación  especial 
de  alguna  diligencia  probatoria  en  juicio  que  se  ha- 
ya abierto  á  prueba;  de  lo  cual  es  consecuencia  quo 
el  recurso  formulado  carece  del  tercero  de  los  requi- 
sitos de  admisibilidad  dispuestos  por  el  artículo  V  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  y  ha  debido,  en  tal  virtud,  ser  recha- 
zado, según  lo  que  prescribe  dicha  Orden  en  el  ar- 
tículo XI  en  relación  con  el  VII,  sin  que  la  admisión 
indebidamente  acordada,  ni  la  ulterior  sustanciación 
hasta  definitiva,  originada  por  la  circunstancia  de  no 
haberse  impugnado  la  admisión,  puedan  en  modo  algu- 
no atribuirle  una  eficacia  que  no  cabe  conceder  á  ningún 
recurso  legalmente  inadmisible,  de  acuerdo  con  la  rei- 
terada jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal: 

Segundo.  Considerando  que,  al  desestimarse  un 
recurso  de  casación,  procede  imponer  las  costas  al  re- 
currente, conforme  al  artículo  XL  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  antecitada: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  en  los 
expresados  autos  y  condonamos  en  las  costas  del  mis- 
mo al  rocnrrento:  comuniqúese    etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Rafael 
Maydagán. 
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Quet.  forma.— Sent.  18.— 22  de  Septiembre.— Palta  de 
persoBalidad.  (Oae.  AbrU  n,  lyoi.) 

I>OCTIiIKA:  Los  documentos  justificativos 
de  la  personalidad  del  demandante  han  de  presen- 
tarse en  forma  autentica  y  no  en  copia  simple  co- 
mo autoriza  la  ley  para  otra  clase  de  documentos, 
y  el  no  hacerlo  en  la  forma  dicha  constituye  el  de- 
fecto de  falta  de  personalidad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintidós  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  de  menor 
cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
Centro  y  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  dicha  ciu- 
dad por  D.  Baudilio  Mestre  y  Sevilla,  vecino  y  del  co- 
mercio de  esta  capital,  contra  D.  Fermín  Fuente  y  Ba- 
rreda, del  comercio  y  vecino  de  Consolación  del  Sur,  en 
cobro  de  pesos :  autos  pendientes  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal, en  virtud  del  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  establecido  por  el  demandado  contra  la 
sentencia  definitiva  dictada  por  la  expresada  Sala: 

Demanda : 

Primero.  ^^Resultando  que  en  el  escrito  foja  ca- 
^'torce,  Baudilio  Mestre,  por  medio  de  su  mandatario  el 
"Letrado  José  Puig  y  Ventura,  deduce  demanda  contra 
"Fermín  Fuente,  alegando.  Primero :  que  el  demandado 
"adeuda  á  la  sociedad  de  Sisniega  Isla  y  Compañía,  de' 
"esta  ciudad,  quinientos  cuarenta  y  cuatro  pesos  diez  y 
"ocho  centavos  oro  español,  saldo  de  mercancías  que  le 
"vendió  en  esta  ciudad,  á  pagar  en  la  misma  á  treinta 
"días  plazo,  siendo  hecha  la  última  venta  antes  del 
"treinta  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno.  Segun- 
"do:  que  el  propio  demandado  adeuda  á  la  sociedad  de 
"Costa  Fernández  y  Compañía,  de  esta  ciudad,  la  suma 
"líquida  y  vencida  como  la  anterior  de  quinientos  setcn- 
"ta  y  nueve  pesos  treinta  y  cuatro  centavos  oro  español, 
"importe  de  mercancías  compradas  el  ocho  de  Abril  de 
"mil  novecientos  dos,  entregadas  en  esta  ciudad,  y  paga- 
"deras  en  la  misma  á  treinta  días  plazo.  Tercero :  ambas 
"sociedades  traspasaron  al  actor  dichos  créditos,  por  su 
"íntegro  valor,  contra  el  demandado,  subrogándose  el 
"actor  en  todos  los  derechos  de  ambas  sociedades,  según 
"lo  acreditan  las  dos  escrituras  de  ocho  de  Octubre  de 
"mil  novecientos  dos,  ante  el  Notario  Daniel,  de  las  que 
"acompaña  copia  simple  á  los  efectos  del  artículo  qui- 
"nientos  cuatro  de  la  Ley  procesal.  Cuarto :  el  demanda- 
"do  promovió  en  el  Juzgado  de  Pinar  del  Río  düigen- 
"cias  sobre  suspensión  de  pagos  incluyendo  eníre  sus 
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"deudas  las  do&  cedidas,  al  actor,  habiéndose  fijado  el 
"veintitrés  de  Diciembre  para  la  Junta  de  acreedores. 
"Qnint:  no  es  necesaria  la  conciliación  por  residir  el 
"demandado  fuera  de  esta  ciudad  donde  ha  de  cumplir- 
"se  la  obligación  y  donde  debe  deducirse  la  demanda. 
"Después  se  consignan  los  fundamentos  de  derecho,  y 
"concluye  suplicando  que  en  definitiva  se  condene  al  de- 
"mandado  á  pagar,  al  actor  mil  ciento  veintitrés  pesos 
"cincuenta  y  dos  centavos  oro  español,  sus  intereses  al 
"seis  por  ciento  anual  desde  la  interpelación  judicial,  y 
^las  costas  con  la  temeridad  si  se  opone.'^ 

Causa  del  recurso: 

Segundo.  Resultando,  que  además  de  las  copias 
"para  el  demandado,  se  acompañaron  al  escrito  de  de- 
"manda,  desde  foja  primera  hasta  la  trece  un  testimo- 
"nio  del  poder  otorgado  por  el  actor  á  su  mandatario  y 
"director;  copias  simples  de  las  dos  escrituras  mencio- 
"nadas,  y  otras  dos  copias  de  pagos  hechos  por  el  de- 
"mandado  á  Sisniega,  Isla  y  Compañía.^' 

Contestación  : 

Tercero.  "Resultando  que  emplazado  el  demanda- 
"dado,  por  medio  de  exhorto  dirigido  á  Pinar  del  Río, 
"se  personó  por  medio  de  su  mandatario  Luis  Merelo 
"y  Hernández,  según  el  testimonio  de  poder  fojas  vein- 
"ticinco  alegando  en  su  escrito  de  fojas  veintinueve  co- 
"mo  hechos,  que  son  ciertos  el  primero  y  segundo  de  la 
"demanda.  Tercero:  que  no  le  consta  el  hecho  tercero 
"de  la  demanda.  Cuarto :  que  es  cierto  el  hecho  cuarto  de 
"la  demanda,  excepto  los  caracteres  dependentes  que  se 
"atribuyen  á  las  sociedades  acreedoras  de  cedentes,  con 
"cuyo  carácter  no  está  conforme.  Quinto:  que  es  cierto 
"el  hecho  quinto  de  la  demanda.  Sexto :  las  copias  de  es- 
"crituras  acompañadas  á  la  demanda,  por  las  que  se  di- 
"cen  realizadas  las  cesiones  en  que  se  funda  la  persona- 
"lidad  del  demandante,  son  simples,  su  contenido  insu- 
"ficiente  aunque  fueran  legítimas  para  acreditar  el  con- 
"trato  de  cesión  que  con  ellas  se  pretende  jxiztificar 
'"el  carácter  de  gerente  de  Don  José  Sisniega,  de 
"la  Sociedad  de  Sisniega,  Isla  y  Compañía,  por  no  apa- 
"recer  éste  ni  el  Sr.  Fernández  Trápaga  facultados  para 
"hacer  cesiones  por  las  entidades  á  quienes  dicen  repre- 
"sentar  y  por  no  acreditarse  la  subsistencia  cuando  se 
"dice  hecha  la  cesión,  de  las  sociedades  cedentes,  y  por 
"último,  de  dichas  copias  no  consta  que  por  las  escritu- 
"ras  de  su  referencia  se  hayan  abonado  los  derechos  fis- 
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''cales.  Séptimo :  de  las  cesiones  que  se  dicen  realizadas 
"á  favor  del  demandante  por  laa  sociedades  de  Sisniega, 
"Isla  y  Compañía,  y  Costa,  Fernández  y  Compañía,  no 
"se  ha  dado  conocimiento  al  demandado.  Después  se 
"consignar  los  fundamentos  de  derecho,  y  se  concluye 
"suplicando  se  tengan  por  alegadas  las  excepciones  de 
"falta  de  personalidad  y  de  acción  en  el  demandante,  y 
"en  definitiva  se  declare  con  lugar  la  primera  de  dichas 
"excepciones,  ó,  en  su  defecto  la  segunda,  y  sin  lugar 
"la  demanda,  condenando  al  actor  al  pago  de  todas  las 
"costas  como  temerario  litigante.  Por  otrosí  manifiesta 
"ser  ociosa  la  prueba  porque  la  Ley  no  permite  al  actor 
"traer  otros  documentos  después  de  los  presentados  con 
"la  demanda  que  han  sido  impugnados."  . 

Prueba : 

Cuarto.  Resultando  que,  abierto  el  juicio  á  prue- 
ba, se  trajo  á  los  autos,  á  instancia  del  actor,  testimonio 
notarial  de  las  dos  escrituras  de  cesión  presentadas  en 
copia  simple  con  el  escrito  de  demanda,  con  motivo  de 
cuya  prueba  protestó  el  demandado  por  estimarla  inad- 
misible : 

Resolución  recurrida: 

Quinto.  Resultando  que  el  Juez  dictó  sentencia 
el  diez  y  nueve  de  Febrero  del  corriente  año,  por  la  (jue 
declaró  con  lugar  la  excepción  de  falta  de  personalidad 
en  el  demandante,  sin  resolver  en  cuanto  al  fondo  del 
pleito,  con  las  costas  á  cargo  del  actor,  resolución  que,  el 
nueve  de  Junio  del  mismo  año,  fué  revocada  por  la  re- 
ferida Sala,  que  declaró  con  lugar  la  demanda  y  sin  lu- 
gar la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  actor  y 
en  consecuencia  condenó  á  D.  Fermín  Fuente  y  Barre- 
da 4  que  pague  á  D.  Baudilio  Mestre  y  Sevilla  la  suma 
de  un  mil  ciento  veintitrés  pesos  cincuenta  y  dos  centa- 
vos oro  español  y  sus  intereses  legales  desde  la  interpela- 
ción judicial,  sin  especal  condenación  de  costas: 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Sexto.  Resultando  que  Fuente  y  Barreda  estable- 
ció recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
en  los  términos  si^^uientes : 

"A. — El  quebrantamiento  de  forma  consiste:  en 
"falta  de  aplicación  del  número  dos  del  artículo  quinien- 
"tos  dos  y  excepción  segunda  del  quinientos  treinta  y 
"dos,  ambos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  lo 
"siguiente:  (a)   Porque  aun  en  la  hipótesis  de  que  las 
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"escrituras  de  cesión  otorgadas  á  favor  del  actor  D. 
"Baudilio  Mestre  y  Sevilla,  de  los  créditos  que  adeuda- 
"ba  D.  Fermín  Fuente  á  las  Sociedades  de  Sisniega, 
"Isla  y  Compañía,"  y  "Costa,  Fernández  y  Compa- 
ñía," y  que  se  reclaman  en  este  juicio,  fueren,  co- 
"mo  equivocadamente  sostiene  la  sentencia  recurri- 
"da,  docinnentos  acreditativos  no  de  la  personali- 
"dad  del  actor,  sino  su  derecho  á  reclamar,  resultan  ta- 
'^es  escrituras  generadoras  de  la  excepción  de  falta  de 
^'personalidad  en  dicho  demandante  que  oportunamente 
"alegamos  en  el  juicio  y  que  ha  sido  desestimada  en  la 
"sentencia  que  recurrimos,  puesto  que  las  cesiones  que 
"contienen  ambas  escrituras  aparecen  realizadas  por 
"personas  que  no  tenían  personalidad  para  ello.  *En  ef ec- 
"to,  en  la  escritura  de  cesión  de  la  sociedad  de  Sisniega, 
"Isla  y  Compañía,  á  favor  del  actor,  comparce  en  nom- 
inare de  la  misma  á  celebrar  dicho  contrato  D.  José  Sis- 
aniega,  que  dijo  ser  gerente  de  esa  razón  social,  sin  que 
se  insertara  en  la  escritura  el  título  ó  documento  que 
"justiñcase  tal  carácter,  ni  diese  fe  el  Notario  de  haber- 
"se  exhibido,  ni  tan  siquiera  de  haberlo  tenido  á  hx  vis- 
"ta:  y  en  la  otra  escritura  de  cesión  ó  sea  la  de  Costa, 
"Fernández  y  C*,  á  favor  también  del  demandante,  apa- 
"rece  concurriendo  á  su  otorgamiento  en  nombie  de  éste 
"el  gerente  D.  Kamón  Fernández  Trápaga,  el  cual  no 
"consta  ni  se  expresa  en  la  escritura  que  tuviese  f  aculta- 
"des  para  realizar  esa  cesión ;  por  lo  cual  es  visto  que  si 
"las  personas  que  cedieron  á  D.  Baudilio  Mestre  el  de- 
"recho  que  reclama  en  este  juicio  no  tenían  ó  no  t?e  ha 
"justificado  en  debida  forma,  que  tuviesen  personalidad 
"para  ello  ni  para  comparecer  con  esos  caracteres  en 
"juicio,  tampoco  puede  tener  tal  personalidad,  para  com- 
"parecer  ni  reclamar  en  juicio  I).  Baudilio  Mestre  co- 
mo cesionario  de  las  dos  referidas  sociedades,  ya  que  la 
falta  de  personalidad  de  aquéllos  viene  á  reflejarse  en 
"estos  y  al  no  estimarlo  así  la  sentencia  recurrida  que- 
"branta  las  formas  esenciales  del  juicio.- (b)  Porque  aun 
"en  el  caso  de  que  las  escrituras  de  cesión  á  que  se  re- 
"fiere  el  apartado  á  que  antecede,  no  contuviesen  los  de- 
"fectos  que  en  el  mismo  se  dejan  enumerados  resultaría 
"siempre,  que  la  sentencia  de  esta  Audiencia  de  nueve 
"del  pasado  mes  de  Junio,  que  recurrimos,  deja  de  apli- 
"oar  igualmente  los  citados  número  dos  del  artículo  qui- 
"nientos  dos  y  excepción  segunda  del  quinientos  treinta 
"y  dos  ambos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto 
"que  al  desestimar  la  sentencia  dicha  excepción  dilato- 
"ria  de  falta  de  personalidad  en  el  demandante  que  ale- 
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^'gainoB  fundados  también  en  los  precitados  números  y 
^artículos  se  quebrantan  las  formas  esenciales  del  jui- 
'^cio^  ya  que  con  la  demanda  no  se  habían  acompañado 
"los  documentos  justificativos  del  carácter  con  que  re- 
"clamaba  el  actor  el  débito  que  tenía  en  descubierto  mi 
"mandante  con  las  sociedades  de  Sisniega,  Isla  y  Com- 
"pañía  y  Costa,  Fernández  y  Compañía,  son  las  men- 
"cionadas  escrituras  de  cesión  del  descubierto  reclama- 
ndo números  diez  y  seis  y  diez  y  siete  de  orden  de  fechas 
"las  dos  de  ocho  de  Octubre  del  año  de  mil  novecientos 
"dos,  ante  el  Notario  de  ésta  ciudad  Francisco  J.  Daniel 
"y  Rodríguez,  dado  que  se  hizo  i>or  copias  simples  como 
"si  esos  documentos  fueren  exclusivamente  de  los  en 
"que  se  fundara  el  derecho  del  reclamante  y  de  ello  dable 
"dejar  de  acompañarlos  en  copias  autorizadas  hasta  el 
"momento  en  que  el  juicio  se  recibiera  á  prueba. — Las 
"escrituras  de  cesión  suprecitadas  son  documentos  que 
"de  no  existir  en  ellos  los  defectos  antes  ^señalados  acre- 
"ditarían  tanto  el  carácter  con  que  el  cesionario  haya 
"de  comparecer  en  juicio  reclamando  como  el  funda- 
"mento  de  esa  reclamación ;  atesta  el  carácter  de  cesiona- 
"rio  y  el  derecho  á  exigir  todos  y  cada  uno  de  los  que 
"comprenda  ó  se  deriven  en  la  cesión.— En  el  caso  de  la 
"sentencia  de  que  recurrimos,  no  es  posible,  no  es  dable, 
"se  haya  dejado  de  acompañar  el  documento  demostrati- 
"vo  de  aquellos  actos  en  perfecta  con^^ruencia  con  lo  es- 
"tatuido  en  los  artículos  quinientos  dos  y  quinientos 
"treinta  y  dos  de  la  I^ey  de  Enjuiciamiento  Civil,  lo  que 
"demás  sanciona  toda  sana  hermenéutica  legal,  ya  que 
"el  acreditar  el  carácter  con  que  el  litigante  .se  presenta 
"en  juicio  no  es  otra  cosa  que  atestar  su  personalidad. — 
"Ix)s  preceptos  legales  precitados  son  bien  claros  y  preci- 
"sos  ellos  no  dejan  lugar  á  dudas  el  actor  no  puede  bajo 
"pretexto  alguno  preferir  de  acompañar  con  la  deman- 
"da  el  documento  que  acredite  el  carácter  con  que  se 
"presenta  en  juicio  cuando  el  derecho  que  reclama  pro- 
"viene  de  habérselo  otro  trasmitido  por  herencia  ó  cual- 
"quier  otro  título  comprendiéndose  en  este  último  caso, 
"cualquiera  tal  corno  el  de  cesión  que  basta  á  trasmitir 
"el  derecho  á  alguno  ó  cosa^!  ú  objetos  de  la  propictlad  del 
"ceílente. — En  tales  relacionadas  circunstancias  se  ob- 
"serva  paladinamente  la  concurrencia  dtí  la  exccipción 
"dilatoria  segunda  del  artículo  cjuinientos  treinta  y  dos 
*'de  la  IjCV  de  procedimi(»nto  civil,  y  de  ello  procedente 
"su  alegación  puesto  que  hace  relación  á  la  personalidad 
"del  actor  para  reclamar  los  derechos  ó  acciones  trasmi- 
"tídoles  y  sin  que  tal  excepción  pueda  estimarse  de  sine 
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"actione  agis.  De  lo  expuesto  resulta  que  el  quebranta- 
"tiiiento  consiste  en  haberse  sustanciado  una  demanda 
^*sin  acompañarse  necesariamente  documentos  de  los 
"comprendidos  en  el  námero  segundo  del  articulo  qui- 
"nientos  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  cual 
"prevención  señala  el  momehto  preciso  en  que  se  ha  de 
"hacer  y  que  es  el  de  la  presentación  de  la  demanda  y 
"rechazarse  una  excepción  admitida  por  el  número  se- 
"gundo  del  artículo  quinientos  treinta  y  dos  del  referido 
"Cuerpo  de  Ley  adjetiva  que  concurrente  en  el  caso  qué 
"nos  ocupa  dilata  las  aspiraciones  del  actor  mientras  no 
"reclame  en  forma  y  de  todo  ello  quebrantadas  las  refor- 
"mas  esenciales  del  juicio  y  anuladas  por  tanto  con  la 
"resolución  recurrida  la  obligación  de  todo  demandante 
"de  acompañar  el  documento  que  acredita  el  carácter  con 
"que  reclama  ó  sea  su  personalidad  y  el  derecho  del  de- 
"mándado  de  no  cumplir  la  obligación  que  se  le  reclama 
"mientras  el  a(;tor  no  acredite  los  requisitos  para  exigir- 
"la. — ^De  la  resolución  recurida  no  me  ha  sido  dable 
"practicar  reclamación  alguna  para  la  subsanación  de 
^ía  falta  ó  quebrantamiento  cometido  toda  vez  que  ha 
"tenido  lugar  en  la  sentencia  objeto  de  este  recurso,  la 
"que  sólo  es  susceptible  del  propio  remedio  legal,  habien- 
"do,  no  obstante,  pedido  aclaratoria  de  la  misma,  la  que 
"ha  sido  declarada  improcedente  por  auto  de  la  propia 
"Sala  de  fecha  veintiséis  del  propio  mes  de  Junio''  y 
luego  de  personado  el  recurrente  en  este  Tribunal  Supre- 
mo añadió  y  le  fué  admitido  como  nuevo  motivo  del  re- 
curso el  siguiente:  "El  nuevo  motivo  de  casación  que 
"adiciono  por  este  escrito  lo  fundo  en  el  caso  sexto  del 
"artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ijey  de  En- 
"juici amiento  Civil  y  hago  consistir  el  quebrantamiento 
"de  forma  en  lo  siguiente. — En  que  la  sentencia  recurrí- 
"da  de  la  Sala  de  fecha  nueve  del  pasado  mes  de  Junio 
"al  declarar  como  declara  con  lugar  la  demanda  estable- 
"cida  por  D.  Baudilio  Mestre  contra  mi  mandante,  re- 
"suelve  un  punto  que  no  era  de  su  competencia  y  por 
"tanto  que  no  le  era  dable  resolver.  Alegada  por  mi  re- 
"presentado  en  tiempo  jwrtuno,  ó  sea  en  el  escrito  de 
"contestación  á  la  demanda,  además  de  la  excepción  pe- 
"rentoria  de  falta  ele  acción  la  dilatoria  de  falta  de  per- 
"sanalidad  en  el  actor,  D.  Baudilio  Mestre,  fundada  en 
"el  número  segundo  del  artículo  quinientos  dos  en 
"relación  con  el  quinientos  trinta  y  dos  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Civil  y  estimada  dicha  excepción  en  la 
"sentencia  de  fecha  diez  y  nueve  de  Febrero  de  este  año 
"del  Juez  de  primera  instancia  del  Centro  de  la  Habana, 
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"éste  se  abstuvo  en  la  misma,  en  observancia  de  lo  dis- 
*^uesto  en  el  artículo  seiscientos  ochenta  y  seis  de  la 
''Ley  de  Enjuiciamiento  Civif,  de  reéolver  sobre  el  fondo 
''del  pleito.  Interpuesta  por  el  demandante  contra  esa 
"sentencia  recurso  de  apelación  para  ante  la  Audiencia 
"de  la  Habana  es  evidente  que  la  competencia  de  ésta  á 
"tenor  del  precepto  legal  que  dejamos  citado,  estaba  li- 
"mitada,  como  Tribunal  de  alzada  ó  de  segunda  instan- 
"cia,  á  lo  que  fué  objeto  de  la  apelación,  á  decidir  sobre 
"el  fallo  del  Tribunal  inferior  del  de  primera  instancia, 
"esto  es,  á  resolver  sobre  la  excepción  dilatoria  de  falta 
"de  personalidad  que  en  esa  sentencia  se  declara  con 
"lugar.  No  obstante  esto  la  sentencia  recuiTida  de  la 
"Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  de  fe- 
"cha  nueve  de  Junio  último,  revoca  la  dictada  por  el 
"Juez  de  primera  instancia  del  Centro,  antes  aludida  y 
"declarando  sin  lugar  la  excepción  de  falta  de  persona- 
"lidad  en  el  actor,  declara  con  lugar  la  demanda  y  con- 
"dena  á  nuestro  representado  al  pago  de  la  cantidad  re- 
"clamada  por  aquél,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  resuelve  sobre 
"el  fondo  del  pleito. — La  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
"cia  de  la  Habana,  no  ha  podido,  sin  quebrantar  como  lo 
"ha  hecho  las  formas  esenciales  del  juicio,  incidiendo  en 
"el  caso  sexto  del  artículo  mil  seiscientos  novetita  y  uno 
"de  la  Ley  procesal,  resolver  sobre  el  fondo  del  pleito, 
"pues  al  hacerlo  así  se  ha  abrogado  facultades  de  que 
"carecía,  resuelto  cuestiones  que  no  eran  de  su  compe- 
"tencia,  puesto  que  no  le  estaban  sometidas  y  se  ha  con 
"vertido  en  fin  en  Tribunal  de  primera  y  única  instan- 
"cia. — Si  al  Juez  de  primera  instancia,  no  le  fué  dable 
"ante  el  imperativo  precepto  del  artículo  seiscientos 
"ochenta  y  seis  de  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento 
"Civil,  dictar  sentencia  sobre  el  fondo  del  pleito,  es  vis- 
"to  que  tampoco  le  era  dable  hacerlo  al  Tribunal  á  quo, 
"ya  que  como  dejamos  dicho  la  competencia  de  éste  en 
"grado  estaba  circunscrita  á  lo  que  fué  materia  de  la 
"apelación. — Tal  doctrina  es  la  que  se  desprende  del  ci- 
"tado  precepto  legal  y  la  única  admisible  en  buenos  prin- 
"cipios  procesales,  como  así  lo  ha  reconocido  y  consagra- 
"do  este  propio  Tribunal  Supremo,  precisamente  en  la 
"primera  de  sus  sentencias  en  recursos  de  quebranta- 
"miento  de  forma  de  fecha  seis  de  Octubre  de  mil  oclio- 
"cientos  noventa  y  nueve,  en  la  que  resolviendo  un  caso 
"idéntico  al  presente,  casó  y  anuló  por  esos  fundamentos 
"una  sentencia  también  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
"en  la  que  al  igual  que  en  la  recurrida  por  mi  mandante, 
"se  había  resuelto  sobre  el  fondo  del  pleito  no  obstante 
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^Tiaberse  abstenido  de  hacerlo  el  Juez  de  primera  instan- 
"cia  por  haber  estimado  procedente  una  excepción  dila- 
"toria  alegada. — Contra  ef  quebrantamiento  de  las  for- 
"mas  esenciales  del  juicio  á  que  se  refiere  el  motivo  de 
"casación  que  adiciono  por  este  escrito,  no  le  ha  sido  da- 
"ble  á  mi  mandante  practicar  reclamación  alguna  para 
"su  subsanación,  dado  que  ha  sido  cometida  en  la  misma 
"sentencia  objeto  de  este  recurso,  la  que  sólo  es  sxiscep- 
"tible  del  propio  remedio  legal,  habiendo  no  obstante  so- 
"licitado  oportunamente  aclarj^ción  de  la  misma,  la  que 
"fué  declarada  improcedente  por  auto  del  propio  Tri- 
"bunal  sentenciador  de  fecha  veintiséis  del  citado  mes 
"(le  Junio  próximo  pasado." 

Séptimo.  Kesultando  que  el  recurso  se  ha  sustan- 
ciado con  arreglo  á  derecho,  desestimándose  la  impug- 
nación formulada  en  incidente  previo  por  el  no  recurren- 
te contra  la  admisión  de  aquél  y  celebrándose  la  vistA 
del  mismo  en  definitiva  con  fecha  diez  del  mes  actual, 
á  cuyo  acto  asistieron  los  Letrados  de  ambas  partes,  que 
informaron  sosteniéndolo  el  de  la  recurrente  é  impug- 
nándolo el  de  la  contraria : 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  González 
Llórente. 

Primero.  Considerando  que  el  demandante  debe 
en  todo  caso  acreditar  al  tiempo  de  presentarse  en  juicio 
el  carácter  con  que  se  presenta,  acompañando  necesaria- 
mente á  su  escrito  de  demanda  el  documento  ó  docu- 
mentos que  lo  justifiquen,  cuando  el  derecho  que  reclame 
provenga  de  habérsele  otro  trasmitido  por  cualquier  tí- 
tulo, como  lo  preceptúa  el  artículo  quinientos  dos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  sin  que  respecto  de  tales 
documentos,  demostrativos  de  la  personalidad  para  liti- 
gar, pueda  tener  aplicación,  lo  que  permiten  otras  dispo- 
ííiciones  de  esa  Ley  tocante  á  aquellos  documentos  fun- 
damentales <lel  derecho  (|ue  se  aduce;  por  lo  cual  no  cabe 
efectuar  la  presentación  de  los  primeros  en  copia  simple, 
reservando  para  el  período  de  prueba  la  presentación  do 
co]>ia  fehaciente,  y,  cuando  así  se  hace,  se  incurre  en  el 
defecto  esencial  tle  no  justificarse  debidamente  la  perso- 
nalidad del  litigante,  dándo.se  lugar,  si  se  cursa  la  de- 
manda, á  la  excepción  segunda  de  las  determinadas  en  el 
artículo  quinientos  treinta  y  dos  de  la  predicha  I^ey  y 
produciéndose  el  vicio  señalado  como  causa  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  en  el  párrafo  segundo  de 
su  artículo  mil  seiscientos  noventa  v  uno : 
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Segundo.  Considerando  que,  por  haber  esto  sucedi- 
do en  los  presentes  auto«,  hay  que  reconocer  como  eficait 
el  motivo  del  recurso  propuesfo  bajo  la  letra  (b)  en  el 
párrafo  numerado  cuarto  del  escrito  de  interposición :  y 
atendida  su  naturaleza  y  los  efectos  resultantes  de  la  ca- 
sación por  ese  motivo  es  improcedente  examinar  los  otros*, 
pues  el  motivo  letra  (a)  se  contrae  al  contenido  de^  do- 
cumentos que  no  pueden  estimarse  y  el  alegado  en  amr 
pliación  tiene  por  base  el  hecho  de  desconocer  el  fallo 
recurrido  la  aludida  excepción  que  prospera  en  el  prcr 
senté :  - 

Fallamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  con 
lugar  por  el  motivo  expuesto  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma  deducido  por  Fermín  Fuente  y  Barreda, 
y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  recurri- 
da, y  mandamos  que  los  autos  se  devuelvan  al  Tribunal 
de  que  proceden,  para  que,  según  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo treinta  y  nueve  de  la  Orden  del  Gobierno  Militar 
número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, r^oniéndose  al  estado  en  que  se  encontraban  cuando 
se  cometió  el  quebrantamiento  de  forma,  se  sustancien  y 
terminen  de  nuevo  con  arreglo  á  derecho.  Y  no  hacemos 
especial  condenación  de  costas. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará, 
etc,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  José  Vá- 
rela.—  Pedro  González  Llórente. —  Octavio  Giberga. — 
Carlos  Eevilla. — ^líafael  Maydagán. 


M  ley.-  Seot.  59.-8  do  Septiembre.— Acdón  de  ntdl- 

dad.   {Qao..  Abril  22,  190i,) 

DOCTRINA:  Para  resolver  judicialmente 
antilandd  ó  modificándolos  efectos  juiídicos  de  un 
contrato  ó  de  cualquier  otro  acto  no  es  posible 
prescindir  de  la  citación  y  audiencia  de  todos  los 
interesados  concurrentes  á  los  dichos  contrato  ó 
acto  y  por  consiguiente  debe  declararse  sin  lugar 
la  demanda  cuando  no  va  dirigida  contra  todo» 
ellos. 

Es  improcedente  un  recurso  de  casación  cuando 
la  sentencia  deba  subsistir  por  un  motiví»  funda- 
mental no  combatido  ó  no  destruido  por  medio 
del  recurso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  ocho  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres :  en  los  autos  del  juicio  declara- 
tivo de  mayor  cuantía  procedente  del  Juzgado  de  prir 
mera  instancia  del  Centro  de  la  misma  y  de  la  Audienr 
cia  de  la  provincia  respectiva,  seguido  por  Jacinto  Siga- 
rroa  y  Jorges,  abogado  y  de  este  vecindario,  contra  Ma- 
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tiuel  Saavedra  Campo,  propietario  y  de  la  propia  vecin- 
dad, sobre  nulidad  de  nn  juicio  ejecutivo ;  visto  en  este 
Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción 
>íle  ley  y  doctrina  legal,  interpuesto  por  el  primero  contra 
4h  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  dicha  Au- 
'diencia  en  nueve  de  Junio  del  corriente  año. 

Primero.  Resultando  que  en  la  expresada  senten- 
T5ÍR  de  la  Sala  de  lo  Civil  se  han  aceptado  los  fundamen- 
tos de  hecho  de  la  de  primera  instancia,  entre  los  cuales 
«3  encuentran  los  siguientes  Eesultandos: 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  "que  el  expresado  Ldo.  Ja- 
.^'cinto  Sigarroa  por  su  escrito  de  fojas  doce  estableció 
^demanda  en  forma  contra  el  referido  Saavedra  y  Cam- 
*^po  que  fxmdó  en  los  siguientes  hechos:  Primero:  que 
''por  escritura  otorgada  en  treinta  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  ante  el  Notario  D.  Joaquín  Lan- 
céis sobre  descripción  de  inmueble  para  su  inscripción, 
''préstamo  é  hipoteca  de  aquéllos,  intervino  como  presta- 
*'mista  D.  Manuel  Saavedra  Campo  facilitando  la  can- 
"tidad  de  veinte  mil  trescientos  pesos  en  oro  á  los  espo* 
"sos  D.  Jacinto  Sigarroa  y  Pérez  y  Doña  Trinidad  Jor* 
.^ges  y  Mederos,  mediante  las  condiciones  estipuladas, 
"ios  que  en  garantía  hipotecaron  expresamente  la  casa 
"construida  en  la  manzana  cincuenta  y  dos  en  varios  so- 
plares del  reparto  del  Carmelo  y  otra  casa  construida  en 
"la  propia  calle  en  parte  de  los  solares  ocho  y  nuc^e  de# 
*%  manzana  cincuenta  y  una  con  el  terreno,  renta  y  al- 
"quileres.  Segundo :  que  en  dicha  escritura  se  hizo  cons- 
"tar  que  los  inmuebles  habían  sido  adquiridos  por  los 
**consortes  Sigarroa,  y  Jorges  durante  la  época  de  su  ma- 
"trimonio  con  efectivo  de  la  sociedad  de  gananciales,  en 
"cuyo  sentido  se  hicieron  las  manifestaciones  contenidas 
*'en  las  cláusulas  siete  y  ocho.  Tercero:  que  Saavedra 
.*%stableció  en  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
"demanda  ejecutiva  por  virtud  del  crédito  referido  en 
"cobro  de  lo  que  entonces  podía  exigir,  o  sea  la  cantidad 
''^líquida  de  mil  ochocientos  veintisiete  pesos  adeudada 
*'por  concepto  de  intereses  vencidos  al  doce  por  ciento 
"anual,  durante  nueve  meses,  comprendidos  desde  trein- 
**ta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  al  trein- 
ta de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  inclusi- 
*'te  á  razón  de  doscientos  tres  pesos  cada  mes,  figuran* 
^do  la  demanda  de  folios  veinticuatro  á  la  treinta  y  cin- 
^  de  los  autos  del  juicio  ejecutivo.  Cuarto:  que  en  esa 
"^demanda,  aunque  no  se  dijo  expresamente  se  entendió 
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"con  el  Sr.  Sigarroa  y  Pérez  como  marido  representante 
''único  administrador  de  la  sociedad  de  gananciales,  por 
''haber  sido  contraída  la  deuda  durante  el  matrimonio  y 
**con  relación  de  bienes  pertenecientes  al  mismo  y  á  lá 
"escritura  del  caso  concurriendo  ambos  cónyuges  é  hi- 
"eieron  las  declaraciones  de  los  bienes  hipotecados.  Quin- 
'%:  que  el  procedimiento  continuó  sustanciándose  coú 
"el  Sr.  Sigarroa  y  Pérez  como  deudor  sin  impugnación 
'^de  dicho  causante  ni  de  nadie.  Sexto :  que  en  veintinue- 
•"ve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  falleció 
•^'en  esta  ciifdad  Doña  Trinidad  Jorges  de  Sigarroa,  he^ 
"cho  que  se  ha  justificado  con  la  certificación  del  Juzga- 
^*do  Municipal  del  Oeste,  obrante  á  fojas  once,  así  como 
""que  de  dicho  matrimonio  existían  hijos.  Séptimo:  qué 
""á  pesar  de  esa  circunstancia  que  vino  á  modificar  lá 
"personalidad  jurídica  de  la  deudora,  el  Sr.  Saavedrá 
"no  se  preocupó,  continuando  el  procedimiento  prescin- 
^'diendo  de  la  sucesión  legítima  de  la  difunta  consorte  y 
''lejos  de  hacer  que  se  dirigiera  la  actuación  en  ese  sen- 
"tido  formuló  contra  Sigarroa  y  Pérez  en  diez  de  Junio 
"de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  un  año  después  dé 
^1a  muerte,  como  si  todavía  fuese  marido  y  representan- 
"te  legal  del  matrimonio,  nueva  demanda,  obrante  á  fo- 
"lios  ochenta  y  cuatro  al  noventa  y  uno,  en  cobro  de 
"intereses  vencidos  con  posterioridad  á  la  sentencia  do 
•^'remate  de  veintitrés  de  Abril  de  mil  ochocientos  noven- 
"ta  y  ocho;  en  esa  demanda  se  cobraron  intereses  com- 
''Srendidos  desde  treinta  de  Abril  al  treinta  y  uno  de 
'diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ascen- 
"dente  á  mil  ochocientos  veintinueve  pesos  por  nueve 
"meses.  Octavo :  que  en  siete  de  Ahril  de  mil  novecien- 
'"tos,  en  concepto  de  ampliación  y  siempre  con  Sigarroa 
"y  Pérez,  prescindiendo  de  sus  hijos  mayores  de  edad, 
"presentó  nueva  demanda  ejecutiva  reclamando  intere- 
■"ses  vencidos  en  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
^tos  noventa  y  nueve  hasta  treinta  de  Marzo  de  mil  no- 
"vecientos  ó  sean  cuatro  meses  por  valor  de  ochocientos 
"doce  pesos.  Noveno :  que  á  principios  de  Mayo  del  mis- 
^'mo  año,  y  en  concepto  de  ampliación  estableció  de- 
"manda  contrir  Sigarroa  y  Pérez,  sin  contar  con  sus  hi- 
"jos,  por  la  cantidad  de  veintidós  mil  trescientos  pesos, 
"importe  del  principal  adeudado  y  de  los  intereses  res- 
'*tantes  vencidos.  Décimo:  que  como  las  anteriores  de- 
"mandas,  fué  admitida  y  sustanciada  por  los  trámites 
^'del  artículo  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  cinco  de  lá 
'"Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  sólo  con  Sigarroa  y  Pé- 
'"res,  sin  que  se  expresase  en  los  traslados  y  demás  trá* 
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^^mifes,  ai  era  'poT  sí,  y  como  viudo  de  la  Sra.  Jorges  en 
"su  carácter  de  albacea  testamentario  ó  como  deudor 
"único.  Décimoprimero :  que  la  Sra.  Jorges  y  su  consor- 
"te  testaron  conjuntamente  en  cinco  de  Agosto  de  mil 
"ochocientos  setenta  y  ocho  ante  el  Notario  Mateo  Gon- 
"zález  Alvarez,  según  lo  comprueba  la  copia  que  acom- 
"paño,  obrante  á  fojas  una,  é  hicieron  instituoión  de  he- 
"rederos  á  favor  de  sus  hijos  legítimos  allí  mencionados, 
"entre  los  que  figura  el  demandante  y  causahabiente  en 
"primer  grado  de  parentesco.  Décimosegundo :  que  por 
"consecuencia  de  las  demandas  fueron  embargados  los 
"inmuebles  con  sus  rentas,  constituyéndose  una  Admi- 
"nistración  judicial  desde  el  principio.  Decimotercero: 
"que  fueron  avaluados  y  sacados  á  remate  por  distintas 
"veces,  la  última  sin  sujeción  á  tipo,  dando  por  resulta- 
ndo que  el  ejecutante  los  rematai'a  en  la  tercera  subasta 
"por  el  precio  y  condiciones  que  figuran  en  el  acta  de 
"tres  de  Diciembre  de  mil  novecientos.  Decimocuarto: 
"que  se  aprobó  la  última  subasta  en  favor  del  ejecutan- 
"te  que  ofreció  de  precio  veinte  mil  pesos  por  los  inmue- 
*^le8  subastados  quince  mil  pesos  por  el  mayor  y  cinco- 
"mil  pasos  por  el  menor.  Decimoquinto :  que  en  cinco  de 
"Enero  de  mil  novecientos  uno  se  otorgó  ante  el  .Notario 
"Joaquín  Lancís  escritura  de  compra-venta  judicial,  en 
"la  cual  de  oficio  lo  hizo  el  Juzgado,  cancelándose  las 
^^ipotecas  posteriores  y  poseyendo  los  inmuebles  como 
"dueño;  y  Decimosexto:  que  habiendo  resultado  inúti- 
'les  las  gestiones  amistosas  practicadas  para  lograr  la 
"que  es  objeto  de  la  demanda  y  evitar  que  por  una  réá- 
"ponsabiliad  corta  para  el  valor  de  los  bienes  afectados 
"se  quedase  el  ejecutante  con  propiedad  de  n^ás  del  do- 
"ble  del  valor  de  que  fueron  tasados  en  juicio,  que  la 
"fueron  en  setenta  y  tres  mil  pesos,  ofreciéndose  veinte 
"mil  pesos,  que  fué  aceptado  por  el  Juzgado,  sin  que  se 
"prestase  á  una  solución  decorosa  por  no  proceder  de 
^^uena  fe,  queriendo  enriqueperse  con  perjuicio  de  per- 
"sonas  mayores  de  edad  á  los  cuales  había  despojado  de 
*^o  suyo  sin  citarlos,  oírlos  ni  vencerlos  en  juicio.  Con- 
"signando  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pro- 
"cedente  y  concluyó  pidiendo  que  en  dtónitiva  se  de- 
"claren  nulas  todas  las  actuaciones  del  juicio  ejecutiva 
"y  sin  valor  ni  efecto  alguno  con  todas  sus  consecuen- 
"cias  legales  á  partir  desde  el  fallecimiento  de  la  Sra* 
"María  de  la  Trinidad  Jorges  de  Sigarroa,  ocurrido  en 
"veintinueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocha 
"y  nulos,  por  consiguiente,  sin  fuerza  legal  el  remate  pú- 
"blico  celebrado  y  aprobado  á  favor  de  D.  Manuel  Saa- 
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''^vedra  en  tres  de  Diciembre  de  mil  novecientos  la  escri- 
*^tura  pública  consecuencia  del  mismo  atorrada  en  cinco 
^'de  Enero  de  mil  novecientos  uno  ante  D.  Joaquín  Lan- 
céis y  la  inscripción  de  dicho  título  en  el  Eesfistro  de  la 
^'Propiedad  con  devolución  de  los  frutos  que  haya  perci- 
"bido,  descontando  los  intereses  hipotecarios  que  resul- 
^'tasé  adeudársele,  previa  liquidación  en  forma,  conde- 
"nándole  al  pago  de  las  costas  como  litigante  temerario, 
^^acompañándose  con  la  referida  demanda  el  testamento 
^^otorgado  en  cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta 
^^y  ocho  ante  Mateo  González  Alvarez,  instituyendo  y 
^'nombrando  por  la  cláusula  ocho  únicos  y  universales 
^^herederos  á  sus  hijos  María  del  Rosario,  Jacinto,  Juan, 
"Felicitas,  José,  María  de  la  Trinidad,  Ana  María, 
'^Amelia  y  Sara  Paulina  y  la  certificación  de  defunción 
"de  la  Sra.  Jorges  de  Sigarroa  expedida  por  el  Juzgado 
'''Municipal  del  Oeste." 

Contestación  : 

Tercero.  Resultando  "que  conferido  traslado  de 
'^a  demanda  al  demandado  D.  Manuel  Saavedra  se  per- 
^'sonó  en  los  autos  á  su  nombre  el  mandatario  D.  Au- 
■"relio  Valladares  por  su  escrito  de  fojas  veintidós  y 
"contestó  á  la  demanda  por  su  escrito  de  fojas  cincueri- 
"ta,  estableciendo  las  excepciones  de  defecto  legal  en  el 
^^odo  de  proponer  la  demanda,  la  marcada  con  el  nú- 
■"mero  seis  del  artículo  quinientos  treinta  y  dos  de  la 
"Ley  Procesal,  toda  vez  que  'dicha  demanda  ha  debido 
"entenderse  con  el  ejecutante  y  ejecutado,  la  de  falta 
•"de  personalidad  y  de  acción  en  el  demandante,  siendo 
^la  única  personalidad  completa  la  de  D.  Jacinto  Siga- 
"rroa  y  Pérez,  deudor  directo  y  además  reunía  el  carác- 
^^ter  de  Albacea  administrador  de  los  bienes  de  su  espo- 
""sa,  cuya  contestación  fundó  en  los  siguientes  hechos: 
^Trímero:  que  acepta  el  primer  hecho  de  la  demanda 
"por  cuanto  se  refiere  á  la  escritura  de  préstamo  é  hi- 
"poteca  otorgada  en  treinta  de  Jimio  de  mil  ochocientod 
"noventa  y  dos.  Segundo :  que  acepta  el  hecho  segundo 
"en  cuanto  á  la  intervención  de  su  representado  como 
"prestamista  facilitando  la  cantidad  de  veinte  mil  tres- 
"cientos  pesos  en  oro  español  con  garantía  hipotecaria 
"de  las  casas,  pero  lo  niega  en  cuanto  á  que  el  préstamo 
"no  fué  á  los  esposos  Sigarroa,  habiendo  comparecido 
"en  la  escritura  hipotecaria  Doña  Triiiidad  Jorges  tan 
"sólo  á  manifestar  que  aunque  una  de  las  licencias  deí 
"fábrica  aparecía  á  su  nombre,  dicha  casa  pertenecía 
"exclusivamente  á  su  esposo  D.  Jacinto,  particulares 
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^'que  constan  en. dicha  escritura.  Tercero:  que  acepta  el 
f'hecho  tercero  de  la  demanda. .Cuarto:  que  rechaza  el 
'liecho  cuarto,  porque  sólo  debía  establecerfie  la  denian- 
^'da  ejecutiva  com  lo  hizo,  contra  Sigarroa  y  Pérez  coma 
'^deudor  directo  y  obligado  por  la  referida  escritura  de 
''treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 
'^Quinto :  que  acepta  el  hecho  quinto  puesto  que  el  jui- 
^^cio  se  tramitó  directamente  con  el  Sr.  Sigarroa  y  Pé- 
"rez  como  deudor.  Sexto:  que  acepta  el  hecho  sexto  en 
"cuanto  se  refiere  al  fallecimiento  de  Doña  Trinidad 
"Jorges,  esposa  de  Sigarroa,  pero  lo  niega  en  cuanto  & 
'^os  demás  particulares,  teniendo  noticias  del  falleci- 
"miento  de  dicha  señora  por  primera  vez,  cuando  \mo 
"de  sus  hijos  se  personó  en  los  autos  ejecutivos  é  hizo 
"promociones  y  declaraciones  que  se  declararon  sin  lü- 
"gar.  Séptimo :  que  negaba  el  hecho  séptimo  por  las  ra- 
"zones  expuestas  y  además  porque  la  Ley  amparaba  á  su 
"representado  para  dirigir  y  susfanciar  el  juicio  contra 
"el  deudor  directo,  por  ser  el  que  reunía  la  personalidad,: 
"aceptando  de  dicho  hecho  la  parte  á  que  se  refiere  aquél. 
"Enprijnerode  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
"formuló  nueva  demanda  en  cobro  de  intereses  vencidos 
l^con  posterioridad  á  la  sentencia  de  remate  de  veintitrés 
"de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  interese» 
"adeudados  anterior  al  primero  de  Enero  de  mil  ocho- 
"cientos  noventa  y  siete  comprendidos  desde  treinta  de 
"Abril  al  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  ocho  por  la  suma  de  mil  ochocientos  veintisie^ 
"te  pesos.  Octavo:  que  acepta  el  hecho  octavo  en  cuan- 
"to  se  refiere  al  establecimiento  de  nueva  demanda  en 
"cobro  de  ochocientos  doce  pesos  por  intereses,  en  siete 
"de  Abril  de  mil  novecientos.  Noveno:  que  aceptaba  el 
'liecho  noveno,  en  cuanto  se  refiere  á  ser  cierto  estable- 
ando nueva  demanda  en  concepto  de  ampliación  de  las 
"anteriores  por  la  cantidad  de  veintidós  mil  trescientos 
"treinta  pesos,  cuya  reclamación  fué  por  el  principal 
^'de  veinte  mil  trescientos  pesos  y  dos  mil  treinta  de  in- 
ftereses  vencidos  hasta  la  fecha  de  la  demanda  que  no 
"fueron  reclamados  anteriormente.  Décimo:  que  acep- 
"taba  el  hecho  décimo  de  la  demanda  en  cuanto  fué  ad- 
"mitido  y  sustanciado  por  los  trámites  de  ley  con  Siga- 
"rroa  Pérez,  por  deber  tramitarse  solamente  -con  él,  por 
"ser  el  único  deudor  directo.  Décimoprimero,  décimose- 
"gundo,  decimotercero,  decimocuarto  y  decimoquinto: 
"que  aceptaba  los  hechos  relativos  á  esos  números.  Dé- 
"cimosexto:  que  negaba  en  absoluto  y  rechazaba  las  ma- 
l'nifestaciones  consignadas  en  el  hecho  de  este  número. 
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''por  cuapto  que  la  primera  noticia  que  tuvo  su  repre- 
"sentado  del  pleito  fué  la  citación  y  emplazamiento  á 
''principios  del  mes  de  Abril  y  respecto  á  los  demás  par- 
"ticulares  que  se  manifiestan  de  que  hubo  necesidad  de 
"una  tercera  subasta  sin  sujeción  á  tipo  para  rematar 
"los  bienes  embargados,  no  se  presentó  persona  alguna 
"para  adquirir  los  bienes  embargados,  su  representado  con 
"objeto  de  no  perjudicarse  más  con  los  gastos  y  costas  del 
"litigio,  toda  vez  que  los  bienes  no  alcanzaban  á  cubrir  el 
"principal,  intereses  y  costas  se  vio  en  la  necesidad  deha- 
"cer  ofertas  que  le  costaron  no  veinte  mil  pesos,  sino  cerca 
"de  treinta  y  cuatro  mil  pesos  á  que.  ascienden  dicha» 
"responsabilidades,  puesto  que  se^^ún  la  liquidación  de 
"remate  practicada  en  ocho  de  Enero  de  mil  novecientoa 
"uno  resultaba  un  saldo  á  favor  del  ejecutante  de  quince 
''mil  seiscientos  nueve  pesos  setenta  y  un  centavos  oro 
"español,  cantidad  que  aún  se  le  adeuda  en  virtud  de 
"aparente  insolvencia  del  deudor,  razones  por  las  cuale» 
"se  verá  quién  es  el  despojado  y  Decimoséptimo:  que 
"según  aparece  de  la  escritura  de  treinta  de  Abril  de 
"mil  novecientos  uno  de  la  que  acompañó  copia  simple 
"D.  Jacinto  Sigarroa  y  Pérez  declaró,  confesó  y  consig- 
"nó  terminantemente  por  sí,  y  como  albacea  de  los  bie- 
"nes  de  su  difunta  esposa  Doña  Trinidad  Jorges  que 
"conocía  la  escritura  otorgada  poi;  el  Juzgado  en  cinco 
"de  Enero  de  mil  novecientos  imo  y  estaba  enterada  de 
"su  contenido,  por  lo  que  mostraba  su  conformidad  con 
"la  misma  y  la  ratificaba  en  todas  sus  partes,  quedando 
"con  eso  c^^^^ostrado  el  reconocimiento  expreso  de  la 
"única  pensona  competente  para  ello:  consignando  los 
"fundamentos  de  derecho  que  estimó  aplicables  y  con- 
"cluyó  pidiendo  que  en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la 
"demanda,  absolviendo  de  ella  á  su  representado ;  y  con 
"lugar  las  excepciones  alegadas  é  imponiéndole  las  co9- 
"tas  todas  del  juicio  al  demandante  con  declaración  ex- 
"presa  de  temeridad  y  mala  fe/' 

EÉPLiCA  : 

Cuarto.  Resultando  "que  conferido  traslado  para 
"réplica  al  autor  lo  evacuó  por  su  escrito  de  fojas  seten- 
"ta  y  ocho  reproduciendo  y  manteniendo  los  hechos  de 
"su  demanda,  aceptados  la  mayor  parte  de  ellos  por  el 
"demandado  que  pretendía  darle  un  alcance  y  significa- 
"ción  distinta  del  que  en  realidad  tenían  y  que  en  cuan- 
"to  al  hecho  diez  y  siete  de  la  contestación  que  no  nega- 
"ba  la  certeza  del  otorgamiento  de  la  escritura  á  que  se 
"contrae,  negando  sólo  la  eficacia  jurídica  que  preten- 
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"día  dársele.  Y  que  en  cuanto  á  las  excepciones  ale^i^- 
"das,  no  existía  por  haber  llenado  todo  lo  que  disponía 
^.y  artículo  quinientos  veintitrés  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
"•miento  Civil  y  demás  razones  consif^nadas  y  concluyó 
^'-pidiendo  se  falle  el  pleito  como  lo  tenia  solicitado/* 

DUPLICA : 

Quinto.  Resultando  "que  conferido  traslado  para 
^^a  duplica  al  demandado  lo  evacuó  por  su  escrito  de  fo- 
^/jas  noventa  y  dos  reproduciendo  y  manteniendo  los  he- 
"chos  de  su  contestación,  y  nefando  los  de  la  demanda 
^^y  réplica  que  no  estuviesen  conformes  con  los  aducidos 
^^en  su  contestación  y  concluyó  pidiendo  se  falle  en  los 
"términos  que  tiene  solicitado." 
Prueba : 

Sexto.  Resultando  que  entre  los  Resultandos  que 
se  refieren  á  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio  á  ins- 
tancia da  las  partes  se  encuentra  el  noveno  que  dice  así : 
"Resultando  que  como  prueba  del  demandado  se  practi- 
"có  la  documental  trayéndose  á  los  autos  con  la  debida 
'^citación,  folio  ciento  cuarenta  y  uno  vuelto,  testimonio 
"de  la  escritura  otor^da  en  esta  ciudad  ante  el  Notario 
'T).  Joaquín  Lancís  en  cinco  de  Enero  de  mil  novecien- 
'^tos  uno,  por  la  que  el  Juz^do  de  primera  Tnstanciii 
"del  Distrito  Sur  poi;  rebeldía  del  deudor,  otorgó  á  D, 
"Manuel  Saavedra  Campo  por  compra-venta  en  subas- 
^*ta  pública  de  las  casas  embargadas  en  el  juicio  ejecuti- 
*^vo  seguido  por  Saavedra  contra  Sigarroa  y  Pérez.  Abí- 
"mismo  se  trajo  á  los  autos  con  la  debida  citación  testi- 
"monio  de  la  escritura  folio  ciento  setenta  y  uno  vuelto 
"otorgada  en  treinta  de  Abril  de  mil  novecientos  uno 
"ante  el  Notario  Lancís,  sobre  la  venta  judicial  por  D. 
"Jacinto  Sigarroa  y  Pérez  con  los  caracteres  que  se  ex- 
"presa  á  D.  Manuel  Saavedra  Campo  de  una  casa  en  el 
"Carmelo,  calle  once,  entre  ocho  y  seis,  por  consecuencia^ 
"del  juicio  ejecutivo  seguido  por  la  Sra.  Inés  Díaz  Cale- 
"ro  como  madre  del  menor  Eulogio  del  Rosario  Díaz  y 
*T).  Andrés  Díaz  contra  D.  Jacinto  Sigarroa  y  Pérez. 
'T)e  igual  modo  se  trajo  á  los  autos  folio  ciento  noventa 
"y  dos  testimonio  de  la  escritura  de  treinta  de  Junio  de 
"mil  ochocientos  noventa  y  dos  otorgada  ante  Lancís 
"por  D.  Jacinto  Sigarroa  y  Pérez  y  Doña  Trinidad  Jor- 
"ges  y  Mederos  por  descripción  de  inmuebles  para  su 
"inscripción,  préstamo  é  hipoteca  á  favor  de  D.  Manuel 
"Saavedra  Campo,  desglosada  del  juicio  ejecutivo  se- 
"guido  por  éste  contra  Sigarroa  y  la  cual  sirvió  de  base 
"'^para  la  ejecución." 
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Séptimo.  Resultando  que  en  la  escritura  citada  en 
último  término  en  el  Resultando  que*  Se  copia  anterior- 
mente, 6  sea  la  otorgada  ante  el  notario  Joaquín  Lancís 
en  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos, 
cuyo  testimonio  ocupa  el  folio  ciento  noventa  y  dos  de 
autos,  constan  las  cláusulas  séptima  y  octava  que  son  las 
simientes :  "Séptimo :  Dice  además  el  Sr.  Si^arroa  que, 
"como  deja  consi^^nado,  tiene  adquirido  por  documentó 
"privado  los  solares  mimeros  ocho,  nueve,  diez  y  once 
"de  la  manzana  cincuenta  y  dos  del  pueblo  del  Carmelo 
"y  los  solares  números  siete,  ocho,  nueve,  diez,  once  y 
"doce  de  la  manzana  cincuenta  y  uno  de  ese  mismo  po- 
"blado,  también  por  documento  privado.  Que  esos  do- 
"cumentos  determinan  la  propiedad  del  que  dice  en  di- 
"chos  solares,  por  más  que  carezca  de  título  revestido  de 
"todas  las  formalidades  de  derecho  para  inscribirlo  dea- 
"de  luep^o  á  su  nombre  en  el  Ee^'stro,  lo  cual  no  es  un 
"obstáculo  para  que  el  exponente  haya  constmído  en 
"unos  y  otros  terrenos  las  fábricas  que  lleva  descritas, 
"cuando  la  ley  reconoce  la  facultad  de  edificar  en  suelo 
"ajeno,  y  que  lo  edificado  se  inscriba,  sin  perjuicio  de 
"los  derechos  del  propietario  del  suelo.  Y  respecto  á 
"haberse  concedido  la  licencia  para  la  construcción  de 
'Ha  casa,  en  parte  de  los  solares  números  ocho  y  nueve, 
"de  la  manzana  número  cincuenta  y  uno  á  favor  de  la 
"consorte  del  exponente,  como  el  terreno  ha  sido  adqui- 
"rido  por  el  que  dice  y  la  construcción  de  dicha  casa  se 
'Tía  realizado  también  á  expensas  del  narrante,  con  efec- 
"tivo  procedente  de  la  sociedad  de  gananciales,  al  otor- 
"írante  es  á  quien  corresponde  administrar  y  disponer 
"libremente  de  los  bienes  así  adquiridos,  en  uso  del  do- 
"recho  establecido  en  la  ley  quinta,  título  cuarto  de  la 
"Novísima  Recopilación  y  el  artículo  mil  cuatrocientos 
"trece  del  Código  Civil,  sin  que  sea  obstáculo  legal  que 
''la  expresada  licencia  para  la  fabricación  de  la  repetida 
"casa,  se  otorgará  á  la  mencionada  su  consorte  á  virtud, 
"de  que  dadas  las  disposiciones  á  que  se  han  contraído  y 
"subsistente  la  sociedad  conyugal  entre^el  que  dice  y  su 
"consorte  no  puede  considerarse  al  marido  distinta  per- 
"sona  de  la  mujer  con  relación  á  los  bienes  ganados,  me- 
"jorados  y  multiplicados  durante  el  matrimonio,  con 
"mucho  mayor  motivo  cuanto  que  la  repetida  su  asposa 
"no  aportó  bienes  de  ninguna  clase  al  matrimonio  ni 
"durante  él  los  ha  adquirido  á  título  lucrativo.  En  vir- 
"tud  de  lo  cual  la  casa  edificada  con  frente  á  la  calle 
"once  y  en  parte  de  los  solares  números  ocho  y  nueve 
"de  la  manzana  cincuenta  y  uno  del  reparto  del  Carme- 
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lo,  debe  inscribirse  á  nombre  y  como  de  la  propiedad  del 
^'narrante,  declarando  que  el  valor  de  esa  finca  es  el  de 
"diez  mil  pesos. — Octavo:  La  Sra.  Doña  Trinidad  Jor- 
"^es  y  Mederos,  previa  licencia  que  solicitó  y  obtuvo  de 
"su  consorte,  dice:  Que  es  cierto  cuanto  lleva  manifes- 
"tado  su  esposo,  declarando  una  vez  más  que  á  su  ma- 
"trimonio  no  aportó  bienes,  ni  durante  él  los  ha  adqui- 
"rido  á  título  lucrativo,  que  es  sabedora  y  reconoce  el 
"derecho  de  su  consorte  para  disponer  libremente  de  la 
"casa  fabricada  en  parte  de  los  solares  números  ocho  y 
"nueve  con  frente  á  la  calle  once,  que  ha  sido  edificada 
"á  expensas  del  dicho  su  marido  con  las  p^anancias  y 
"economías  obtenidas  durante  la  sociedad  conyugal :  que 
"el  contrato  que  tiene  celebrado  el  mismo  con  el  Sr.  D. 
í^Manuel  Saavedra,  no  es  en  fraude,  perjuicio  ni  en  daño 
"de  la  exponente,  sino  en  beneficio  de  los  mismos  biene» 
*Me  la  sociedad  de  gananciales  y  para  satisfacer  obliga- 
"ciones  contraídas  en  la  edificación  de  las  casas  que  vanr 
"descritas.  Y  por  último,  que  cuanto  lleva  expresado,  lo 
"consigna  de  su  libre  y  espontánea  voluntad,  sin  que 
^^aya  mediado  error,  violencia,  intimidación  ni  dolo  por 
"parte  de  su  consorte  m  otra  persona  á  su  nombre." 

Resolución  recurrida: 

Octavo.  Eesultanda  que  la  mencionada  senj^encia 
de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  de 
nueve  de  Junio  de  este  año,  confirmó  la  de  primera  ins- 
tancia, con  las  costas  de  la  segunda  á  cargo  de  la  parte 
apelante,  que  era  el  actor,  hoy  recurrente,  sin  declararle 
t^nerario  ó  de  mala  fe  á  los  efectos  de  la  Orden  número 
tres  de  mil  novecientos  uno ;  y  la  dicha  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  á  su  vez,  después  de  declarar  sin  lugar 
las  excepciones  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda  y  falta  de  personalidad  en  el  actor,  declaró 
con  lugar  la  de  falta  de  acción,  y  en  su  consecuencia, 
sin  lugar  la  demanda,  absolviendo  de  ella  al  demanda- 
do con  las  costas  á  cargo  del  actor : 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Noveno.  Kesultahdo  que  contra  la  sentencia  de 
la  referida  Sala  de  lo  Civil,  cuya  fecha  queda  expresa- 
da, interpuso  el  demandante  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  fundándose  en  la 
causa  primera  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  estableciendo  al  efec- 
to los  siguientes  motivos:  "Primero:  El  artículo  mil 
"cuatrocientos  sesenta  y  cinco,  número  cuatro  de  la  I^y 
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^de  Enjuiciamiento  Civil. — Concepto  de  la  infracción. 
— ^Estriba  ella  en  no  haber  sido  aplicado  al  presente  caso 
"ni  por  el  Juzgado  ni  por  la  Sala  sentenciadora  dicho 
"artículo  aplicable  de  lleno  á  la  cuestión,  por  cuanto  es 
"visto  que  las  demandas  ejecutivas  ampliatorias  pre- 
"sentadas  por  el  Sr.  Saavedra  Campo,  en  el  juicio  co- 
"respondientc  á  partir  desde  la  fecha  de  la  muerte 
"(veintinueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"ocho)  de  la  Sra.  María  de  la  Trinidad  Jorges  de  Si- 
"garroa  fueron  dirigidas  solamente  contra  I).  Jacinto 
"Sigarroa  Pérez,  mi  señor  padre,  en  concepto  de  Deu- 
"dor  Único,  con  evidente  preterición  de  los  herederos 
"testamentarios  de  la  consorte  difunta,  todos  mayores 
"de  edad,  que  pudieron  y  debieron  como  condueños  de 
*^os  bienes  afectados-  ser  llamados  al  juicio,  citados,  oí- 
"dos  y  vencidos ;  y  siendo,  por  tanto,  incuestionable  cjue 
"el  Sr.  Sigarroa  ÍPérez,  dueño  sólo  por  ministerio  de  la 
"ley  de  la  mitad  de  los  bienes  del  caso,  no  tenía  el  ca- 
"rácter  de  único  propietario  obligado  al  pago  con  que 
"fué  demandado  repetidamente  por  Saavedra,  al  no  apli- 
"carse  dicho  artículo  relacionado  estrechamente  con  el 
**mil  cuatrocientos  setenta  y  uno  número  tres  de  la 
"misma  ley,  el  Tribunal  sentenciador  lo  ha  infringido 
"dejando  de  declarar  nulo  por  ese  fundamento  el  juicio 
"ejecutivo  en  la  única  oportunidad  procesal  que  á  virtud 
"de  mi  gestión  posterior  á  ese  pleito,  podía  haberlo  he- 
"cho  ó  sea  en  este  litigio  ordinario. — II. — El  artículo 
"mil  cuatrocientos  setenta  y  siete  de  la  propia  ley  en- 
"juiciaria. — Concepto  de  la  infracción. — Consiste  ella 
"en  que  la  Sala  sentenciadora,  con  evidente  violación  de 
"ese  precepto  legal,  declara  al  hacer  consideraciones  res- 
"pecto  de  la  validez  del  procedimiento  argüido  por  mi 
"de  nulo  (segundo  Considerando)  que  el  mismo  efl  lí- 
"cito  y  no  tiene  vicio  inductivo  alguno  porque  yo  he  po- 
f^dido,  según  ella,  plantear  en  forma  dentro  de  los  eje- 
"cutivos  principales  la  cuestión  cardinal  de  nulidad  ob- 
"jeto  de  este  pleito,  apelando  de  las  sentencias  de  rema- 
"te  recaídas  á  las  respectivas  demandas  de  ampliación, 
"cuya  nulidad  arguye,  preparando  é  interponiendo  des- 
"pués  el  correspondiente  recurso  ,de  casación  por  que- 
'4>rantamiento  de  forma;"  y  al  sustentar  tal  criterio  el 
"Tribunal  sentenciador,  no  ha  tenido  en  cuenta  que  si 
"según  el  artículo  citado  "las  sentencias  dictadas  en  los 
"juicios  ejecutivos,  no  producirán  la  excepción  de  cosa 
"juzgada,  quedando  á  salvo  su  derecho  á  las  partes  para 
^'pjromover  el  declarativo  sobre  la  misma  cuestión",  pre- 
"cepto  que  por  su  absoluta  generalidad,  clarísima  y  ter* 
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"minante,  no  admite  ni  puede  admitir  los  distingos  que 
^la  Sala  quiere  hacerle  invocando  jurisprudencia  "c<h 
"piosa"  derivada  de  sentencias  que  no  cita,  si  los  fallos 
"recaídos  en  los  juicios  ejecutivos  no  son  definitivos  ni 
"para  el  ejecutante,  ni  para  el  ejecutado,  con  rancho 
"menor  motivo  pueden  surtir  efectos  jurídicos  contra 
"quien  como  esta  parte  actora  no  ha  tenido  intervención 
"alguna  en  los  ejecutivos  principales  donde  no  ha  sido 
"lamado  en  forma  alguna  y  donde  en  todo  caso  mi  in- 
"gerencia  hubiese  sido  en  absoluto  potestativa,  nunca 
"obligatoria,  ya  que  nadie  viene  compelido  por  la  ley  á 
"mostrarse  parte  en  un  procedimiento  judicial  donde  no 
"ha-^ido  citado  ni  emplazado,  cualquiera  que  sea  el  pro- 
•^^cedimiento ;  y  en  ese  sentido  la  Sala  ha  cometido  la  in- 
"fracción  del  caso. — III. — El  artículo  mil  cuatrocien- 
"toR  setenta  y  ocho,  n®  apartado  primero  del  mismo 
"cuerpo  legal. — Concepto  de  la  infracción. — Consiste 
"ella  en  que  de  todas  las  confii deraciones  hechas  por  el 
"Tribunal  se  desprende  claramente  que  entiende  que  he 
"podido  y  debido  promover  la  articulación  de  nulidad  de 
"las  actuaciones  ejecutivas  principales  dentro  del  pro- 
"cedimiento  mismo  impugnado,  no  teniendo  la  Sala  en 
"cuenta  la  prohibición  terminante  de  ese  artículo,  sin 
"que  valga  estimarse  que  se  contrae  á  los  incidentes  que 
"se  promuevan  dentro  del  juicio  ejecutivo  y  no  á  los 
"de  la  vía  de  apremio,  porque  en  ésta,  de  proceder,  sólo 
"cabía  admitirlos  referentes  á  vicios  de  nulidad  cometi- 
"dos  dentro  de  ella ;  y  es  visto  sin  lugar  á  dudas  que  la 
"nulidad  argüida  en  este  juicio  parte  de  infracciones 
"realizadas  dentro  de  los  ejecutivos  principales,  cuya 
"subsanación  sólo  cabe  hacerla  en  estos  declarativos  á 
"tenor  de  ese  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho 
"desatendido  por  la  Sala. — IV. —  El  artículo  ciento 
"treinta  y  tres  de  la  Ley  Hipotecaria  aquí  vigente. — 
"Concepto  de  la  infracción. — Existe  porque  la  Sala  ha 
"aplicado  indebidamente  ese  precepto  al  presente  caso 
"al  dar  por  supuesto  en  la  sentencia  que  la  pretensión 
"de  declararle  nulo  el  procedimiento  ejecutivo  por  no 
'haberse  entendido  también  con  los  herederos  del  cón- 
"yuge  muerto  la  tramitación,  contraría  lo  dispuesto  por 
"dicho  artículo,  siendo  así  que  por  la  muerte  de  la  Sra. 
"Jorges  de  Sigarroa  jamás  se  hubiese  paralizado  el  jui- 
"cio  ejecutivo  desde  el  punto  y  hora  en  que  existían  he- 
"rederos  testamentarios,  todos  mayores  de  edad  y  veci- 
"nos  conocidos  de  esta  capital,  los  cuales  pudieron  yde- 
^*bieron  ser  citados  al  juicio ;  y  aparte  de  ello  es  visto  que 
"ese  artícido  ciento  treinta  y  tres  mal  invocado  por  la 
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"Sala,  se  contrae  precisamente  al  procedimianto  ejeeu- 
"tivo  hipotecario,  especialísimo,  determinado  por  dicha 
"ley  y  descrito  en  el  Reglamento  respectivo,  muy  dis- 
"tinto  en  su  tramitación,  naturaleza  y  efectos  jurídicos 
"al  procedimiento  ejecutivo  corriente  de  la  ley -enjuicia- 
"ria  civil  que  siguió  el  Sr.  Saavedra  en  vez  de  utilizar 
"el  más  breve,  rápido  y  sencillo. — V. — El  artículo  mil 
"ochocientos  ochenta  y  siete  del  Código  Civil,  infringi- 
"do  por  no  haberse  aplicado,  ya  que  la  Sala  sentenciado- 
"ra  no  ha  tenido  en.  cuenta  que  la  litis  contestatio  es 
"un  cuasi-contrato  y  como  tal  un  hecho  lícito  y  pura- 
"mente  voluntario  del  que  resulta  obligado  su  autor 
"para  con  un  tercero  y  á  veces  una  obligación  recíproca 
"entre  los  interesados ;  y  al  decir  en  la  sentencia  recurri- 
"da  que  cabe  imputarse  como  falta  el  hecho  de  no  haber 
"demandado  también  de  nulidad  á  D.  Jacinto  Sigarroa 
*^  Pérez,  mi  señor  padre,  es  visto  que  entiende  venía 
"yo  obligado  á  celebrar  un  cuasi-contrato  de  litispenden- 
"cia  con  persona  que  en  caso  de  allanarse  á  la  demanda, 
"su  allanamiento  nada  serviría  en  mi  favor  por  el  pa- 
"rentesco  tan  próximo  que  con  la  misma  me  liga,  olvi- 
"dando  que  las  relaciones  jurídicas  que  nacen  de  los 
"cuasi-contratos  son  puramente  voluntarias  y  no  puede 
"compelerse  á  nadie  á  establecerlas,  tanto  más  cuanto 
"que  no  habiendo  intervenido  D.  Jacinto  Sigarroa  Pé- 
"rez  en  la  escritura  de  compra- venta  judicial  argüida 
"de  nula,  sino  el  Juzgado  de  oficio  en  representación 
"del  deudor,  para  nada  estaba  yo  obligado  á  pedir  á  mi 
"señor  padre  declaración  de  nulidad  de  actos  no  realiza- 
"dos  por  él  personalmente,  ni  por  persona  apoderada  en 
"forma. — VI. — Las  Leyes  primera  y  quinta,  título  cuar- 
"to,  libro  décimo  de  la  Novísima  Recopilación  infrin- 
"gidas  por  aplicación  indebida  y  errónea,  toda  vez  que 
"basándose  en  ellas  la  Sala  sentenciadora  no  ha  estima- 
"do  como  bienes  gananciales  los  que  han  sido  objeto  de 
*^a  hipoteca  ón  favor  de  Saavedra  y  del  procedimiento 
"impugnado,  no  obstante  haber  dec^larado  terminante, 
"clara  y  repetidamente  los  consortes  Sigarroa- Jorges, 
"en  la  escritura  constitutiva  de  la  obligación  hipoteca- 
**ria,  que  los  bienes  del  caso  eran  gananciales  por  haber 
"sido  adquiridos  á  título  oneroso  durante  el  matrimo- 
"nio,  sobre  lo  cual  no  podía  haber  duda  alguna  ni  nece- 
"sidad  á  posteriori  de  practicar  una  liquidación  á  la 
"muerte  de  cualquiera  de  ambos,  exigible  sólo  cuando 
"se  desconoce  la  verdadera  naturaleza  de  los  bienes  de- 
"iados  y  precisa  determinarla^  mediante  la  divisoria  en 
"forma.*— VIL — El  artículo  mil  trescientos  noventa  y 
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"dos  del  referido  Código  Civil,  infringido  por  falta  dé 
"aplicación,  al  no  estimar  como  bienes  gananciales  lotí 
^'del  caso  y  por  las  mismas  razones  ya  dichas  en  el  ante^ 
"rior  párrafo,  así  como  porque  el  Tribunal  sentencia- 
"dor  desatendiendo  al  par  el  artículo  mil  cuatrocientos* 
"uno  de  ese  cuerpo  legal,  no  me  reconoce  derecho  como 
"copartícipe  en  tales  bienes,  no  obstante  el  carácter,  evi- 
"dente  de  los  mismos  y  el  mío  de  heredero  testamentario 
"de  la  Sra.  Jorges  de  Sigarroa  que  en  ellos  tenía  la  mi- 
"tad  por  ministerio  de  la  Ley, — VIII. — El  artículo  seis- 
"cientos  sesenta  y  uno  del  mencionado  Código,  infrin- 
"gido  por  falta  de  aplicación,  toda  vez  que  la  Sala  no 
"ha  tenido  en  cuenta  que  por  el  hecho  bolo  de  la  muerte 
"de  mi  señora  madre  he  entrado  á  disfrutar  en  la  parte 
"que  me  pertenece  de  todos  sus  derechos  y  obligaciones 
"y  por  consiguiente  en  el  dominio  de  la  parte  proindi- 
"viso  de  los  gananciales  del  caso,  lo  cual  me  daba  y  di 
"personalidad  y  derecho  para  establecer  acciones  res- 
"pecto  de  ellos ;  y  desde  el  punto  y  hora  que  el  Tribunal 
'4ia  estimado  que  para  ejercitar  yo  los  derechos  del  caso 
'*he  necesitado  previamente  una  liquidación  de  ganan- 
"cíales,  dicho  se  está  que  ha  dejado  de  tener  en  cuenta 
"y  aplicar  tal  artículo  que  precisamente  es  el  que  me 
"concede  facultad  para  continuar  ipso  facto  de  la  muerte 
"de  mi  causante,  la  personalidad  suya  y  ejercitar  los 
"derechos  que  me  corresponden  por  virtud  del  testa- 
"mento  y  de  mi  condición  de  heredero  en  primer  grado 
"de  parentesco  directo. — IX. — El  artículo  mil  cuatro- 
"cientos  siete  del  citado  Código  Civil,  cuya  infracción 
"consiste  en  que  reputándose,  según  él,  gananciales  to- 
"dos  los  bienes  del  matrimonio  mientras  no  se  prueba 
'^que  pertenecen  privativamente  al  marido  ó  á  la  mujer 
"y  habiendo  ambos  consortes  Sigarroa- Jorges  declarado 
"expresamente  en  la  escritura  que  sirvió  de  título  ejecu- 
"tivo  que  los  bienes  del  caso  eran  gananciales,  declara- 
"ción  que  no  ha  sido  variada  por  ninguna  ejecutoria,  la 
"Sala  no  ha  tenido  presente  tal  precepto,  lo  ha  desaten- 
"dido  desde  el  momento  en  que  por  modo  expreso  deter- 
'^ina  que  es  preciso  practicar  la  liquidación  de  los  ga- 
"nanciales,  trámite  que  sólo  precisa  para  poderse  cum- 
*^plir  el  artículo  mil  cuatrocientos  veintiséis  de  dicho 
"Código  ó  sea  para  que  pueda  dividirse  entre  marido  y 
"mujer  el  remanente  líquido  de  los  bienes  gananciales, 
"ó  entre  sus  respectivos  herederos,  sin  parar  mientes, 
'además,  el  Tribunal  en  que  por  el  mismo  estado  de  in- 
"división  en  que  se  encuentran  los  bienes  de  la  herencia 
"que  no  han  sido  adjudicados  á  nadie,  es  por  lo  que 
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"precisamente  todos  loe  herederos  tienen  legítimo  inte^ 
'Tés  proporcional  en  ellos,  personalidad  y  derechos  para 
"defenderlos  en  juicios  y  contestar  las  demandas  qué 
"con  ellos  se  relacionen. — Doctrina  legal  infringida.-^ 
"Décimo:  La  que  se  arguye  en  el  segundo  Consideran- 
"do  del  fallo  recurrido,  al  decirse  que  existe  "Copiosa 
"jurisprudencia"  (no  citada)  relativa  á  estar  limitada 
"la  discusión  materia  del  juicio  ordinario  consecuente 
"del  ejecutivo,  á  la  certeza  del  crédito  reclamado  en  este 
"último  y  expresamente  excluida  la  de  nulidad  de  sus 
"actuaciones,  porque  aun  en  el  supuesto  de  que  tal  ju- 
"risprudencia  "copiosa"  emanada  de  fallos  no  expresa- 
"dos,  sea  una  realidad,  es  visto  que  la  Sala  la  aplica  in- 
"debidamente  al  presente  caso,  desde  el  punto  y  hora 
"en  que  sólo  podría  por  ella  estimarse  legalmente  eficaz 
"en  contra  del  ejecutante  y  del  ejecutado  respectvamen- 
*'te;  pero  nunca  acerca  de  quien,  como  yo,  ni  he  tenido 
"intervención  directa  en  los  ejecutñ'oe  de  referencia,  ni 
*Tie  podido  articular  su  nulidad  dentro  de  los  mismos  á 
"tenor  de  lo  que  dispone  el  apartado  primero  del  artícu- 
*lo  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho.  Ley  de  de  Enjui- 
"ciamiento  Civil  y  que  por  tanto  debía  y  podía  acudir 
"á  la  vía  ordinaria  para  exigir  la  declaración  de  nulidad 
"de  los  ejecutivos  y  de  la  escritura  de  compra-venta  con- 
^'secuencia  de  ellos. — Undécimo:  La  emanada  de  di- 
"versas  resoluciones  de  la  Dirección  General  de  los  Re- 
^gistros  de  la  Propiedad  de  España,  entre  ellas  las  de 
"seis  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  seite,  diez 
^^y  nueve  de  Octubre  de  mil  novecientos  y  treiifta  de 
"Mayo  de  mil  novecientos  uno  relativa  á  que  no  es  ins- 
''tíribíble  por  ser  nula  la  escritura  de  compra-venta  ju- 
"dicial  otorgada  por  el  Juez  de  oficio  en  representación 
"de  la  parte  deudora  cuando  la  ejecución  ha  sido  dirigi- 
"da  sólo  contra  uno  de  los  condueños  y  no  han  sido  ci- 
•tados  los  demás  al  juicio,  infringida  por  interpretación 
"y  aplicación  errónea  por  cuanto  la  Síila  no  estima  que 
"el  Juzgado  no  puede  tener  más  aptitud  legal  que  la 
"concurrente  en  el  viudo  Sr.  Sigarroa  Pérez  para  tras- 
"mitir  los  gananciales;  y  que  si  el  cónyuge  supersiste, 
"disuelto  el  matrimonio,  no  podía  enajenar  la  totalidad 
"de  los  bienes  gananciales  sin  adjudicárselos  previa- 
"mente  ó  sin  el  conocimiento  de  los  copartícipes,  má- 
"xime  siendo  mayores  de  edad,  con  mucho  menor  moti- 
^'vo  podía  haberío  hecho  el  Juzgado  en  eu  defecto  ya 
"que  por  la  disolución  del  matrinionio,  el  viudo  perdió 
"la  facultad  de  enajenarlos  y  la  enajenación  habrían  de 
"realizarla  de  común  acuerdo  él  y  los  herederos  dé  lá 
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"mujer  ó  sean  todos  los  condueños,  todos  los  partícipes 
"en  la  comunidad^  de  esos  bienes,  mientras  no  se  fectúe 
'la  liquidación  y  partición  de  la  sociedad  conyugal;  y 
"al  no  haberlo  estimado  así  el  Tribunal  á  quo  y  haber 
"dicho  que  tales  decisiones  sólo  se  dictan  á  los  efectos 
"de  la  inscripción  y  no  por  ser  nulos  los  contratos  que 
"los  motivan,  ha  aplicado  erróneamente  esas  resolucio- 
"nes  en  las  cuales  si  se  declaran  no  inscribibles  las  com- 
"pra-ventas  de  referencia,  es  porque  precisamente  han 
"sido  efectuadas  por  quien  no  teniendo  personalidad  ni 
"acción  para  hacerlas,  realizaba  un  acto  evidentemente 
"nulo,  sin  fuerza  ni  valor  alguno  en  tanto,  en  cuanto  no 
"fuese  ratiñcado  por  los  demás  condueños. — Duodéci- 
"mo :  la  derivada  de  las  sentencias  del  Tribunal  Supre- 
"mo  español  de  veinte  de  Octubre,  mil  ochocientos 
"ochenta,  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
"ochenta  y  uno.  Marzo  primero,  mil  ochocientos  ochenta 
"y  (íuatro,  veinticinco  Febrero,  ochenta  y  cinco,  veinti- 
"cinco,  esto  es,  veintinueve  Diciembre  mil  ochocientos 
"setenta  y  tres  y  veinticinco  Diciembre  mil  ochocientos 
"setenta  y  cinco  y  resolución  de  dos  de  Septiembre  mil 
"novecientos  dos,  infringida  evidentemente  por  mala 
"aplicación  á  este  pleito,  ya  que  esas  sentencias,  aparte 
"de  ser  muy  anteriores  al  vigente  Código  Civil,  se  con- 
"traen  á  casos  en  que  era  imprescindible  practicar  la 
"previa  liquidación  del  caudal  hereditario  para  deter- 
"minar  los  gananciales,  innecesaria  en  el  presente  por 
"virtud  de  haber  declarado  expresamente  ambos  consor- 
"«ortí«  Sigarroa-Jorgcs  en  la  escritura  constitutiva  del 
"gravamen  que  los  bienes,  objeto  del  mismo,  eran  ga- 
"nanciales,  declaración  que  nunca  ha  debido  el  Tribu- 
"nal  perderla  de  vista  para  determinar  y  reconocer  por 
"ella  mi  personalidad  y  derechos  á  esos  bienes  en  con- 
"cepto  de  heredero  de  quien  por  la  Ley  tenía  en  ellos  la 
"mitad.  Decimotercero:  el  muy  conocido  principio  d# 
"derecho  de  que  nadie  puede  ííor  legalmente  desposeído 
"de  lo  que  le  pertenece,  sin  ser  citado,  oído  y  vencido  en 
"el  juicio  correspondiente,  infringido  por  la  Sala  sen- 
"teuciadora  en  razón  á  que  declara  válidas  las  actuacio- 
"nes  de  un  juicio  escrito  ejecutivo  donde  han  sido  rema- 
"tados  bienes  pertenecientes  en  una  mitad  á  la  sucesión 
"(testamentaria)  de  Doña  Trinidad  Jorges,  sin  que  ella, 
"compuesta  de  mayores  de  edad  residentes  en  esta  ciu- 
"dad,  haya  sido  llamada  al  juicio  para  hacer  uso  de  sus 
"derechos,  á  pesar  de  la  facilidad  que  existía  para  citar- 
"los  de  remate.  Decimocuarto:  asimismo  el  principio 
"de  derecho  procesal  referente  á  que  es  viciosa  y  nula 
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"de  derecho  toda  tramitación  contraria  á  los  preceptos 
"de  la  Ley,  infringido  por  cuanto  que  la  Sala  no  ha  te- 
"nido  en  cuenta  que  el  procedimiento  del  'artículo  mil 
"cuatrocientos  cincuenta  y  cinco  de  la  Ley  enjuiciaría 
"civil  no  se  entendió  en  los  ejecutivos  del  ca^o  con  toda 
"la  personalidad  deudora,  no  obstante  estar  el  actor  Sr. 
"Saavedrá  enterado  de  quien  la  constituía,  y  sólo  se  sus- 
"tanció  con  el  viudo  Sr.  Sigarroa  en  el  falso  concepto 
"de  eer  el  deudor  único,  por  lo  cual  no  pueden  surtir 
"efectos  en  contra  de  los  herederos  de  Ja  Sra.  Jorges, 
"difunta,  los  actos  judiciales  realizados  por  Saavedrá  y 
"Sigarroa  en  los  ejecutivos  del  caso.  Decimoquinto:  la 
^'doctrina  legal  emanada  de  varias  sentencias,  entre  ellas 
^Has  de  siete  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
"te  de  que  cuando  sean  dos  ó  más  los  deudores  ó  las  per- 
"sonas  que  representen  al  deudor,  todos  deben  ser  cita- 
"dos  de  remate"  infringido  por  falta  de  aplicación  por 
"cuanto  que  la  Sala  sentenciadora  al  no  estimar  nulo 
"el  juicio  ejecutivo  impugnado  como  tal,  ha  declarada 
"suficiente,  bastantes,  \b£¡,  sucesivas  citaciones  hecbaa 
"solo  á  D.  Jacinto  Sigarroa  Pérez,  condueño  en  los  bie- 
"nes  y  no  representante  de  los  demás  copartícipes." 

Décimo.*  Resultando  que  admitido  el  recurso  por 
auto  de  fecha  seis  de  Julio  último  se  personaron  las 
partes  en  este  Tribunal  Supremo,  tramitándose  aquél 
en  legal  forma  y  celebrándose  la  vista  el  día  veintisiete 
del  pasado  Agosto,  informando  en  dicho  acto  como  re- 
currente y  por  derecho  propio  el  Ledo.  Jacinto  Sigarroa 
y  el  Letrado  de  la  parte  no  recurrente  sosteniendo  el  re- 
curso del  primero  é  impugnándolo  el  segundo: 
Decisióx  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Carlos  Eevilla 
y  Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  el  presente  juicio  de- 
clarativo, interpuesto  por  Jacinto  Sigarroa  y  Jorges,  ha 
tenido  por  objeto  el  que  las  actuaciones  del  ejecutivo  se- 
guido por  Manuel  Saavedrá  contra  Jacinto  Sigarroa  y 
Pérez  se  declaren  nulas  á  partir  desde  la  fecha  del  falle- 
cimiento de  la  cónpige  de  este  último,  lo  propio  que  el 
remate  celebrado  á  favor  del  primero  en  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos,  la  escritura,  consecuencia* 
de  dicho  remate,  que  el  Juzgado  que  conoció  de  las  exr 
presadas  actuaciones  otorgó  de  oficio  en  cinco  de  Enero 
de  mil  novecientos  uno  y  la  inscripción  de  este  titulo  en 
el  Registro  de  la  Propiedad ;  por  lo  cual  la  Sala  senten- 
ciadora, al  absolver  de  la  demanda  al  demandado,  apo- 
yándose, entre  otros  fundamentos  legales,  en  que  la  ac- 
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<ti6n  de  nulidad  ha  debido  también  entablarse  contra  el 
Vendedor  en  la  escritura  referida,  el  nombrado  Jacinto 
Sigarroa  y  Pérez,  y  no  únicamente,  como  se  ha  deduci- 
do, contra  el  comprador  Manuel  Saavedra,  resuelve 
acertadamente,  y  además,  de  conformidad  con  lo  esta- 
blecido por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  vein- 
tinueve de  Julio  de  mil  novecientos  uno. 

Sesudo.  Considerando  que  contra  lo  afirmado  en 
«1  párrafo  anterior  no  puede  prevalecer  el  razonamien- 
to que  el  recurrente  aduce  en  el  motivo  quinto  de  su  re- 
curso, citando  al  efecto  como  infrin^do  por  la  Sala  sen- 
tenciadora el  artículo  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
del  Código  Civil ;  porque  la  referida  Sala  en  su  senten- 
cia ni  niega  ni  desconoce  la  libertad  que  preside  á  los  ac- 
tos lícitos  originarios  de  los  cuasi-contratos,  como  el  di- 
cho recurrente  equivocadamente  le  atribuye;  sino  que 
inspirándose  en  el  respeto  debido  al  derecho  de  un  terce- 
to, al  consignar  como  base  para  el  fallo  el  fundamento 
legal  que  ya  se  ha  mencionado,  se  ajusta  á  la  doctrina 
inconcusa  de  que  para  resolver  judicialmente  anulando  ó 
inodificando  los  efectos  jurídicos  de  un  contrato  6  de 
cualquier  otro  acto  que  los  produzca,  no  es  posible  pres- 
cindir de  la  citación  y  audiencia  de  todos  los  interesados 
concurrentes  á  dicho  contrato  ó  acto,  ya  hubiesen  con- 
currido á  otorgar  el  primero  ó  á  realizar  el  segundo  por 
flí  mismos  ó  por  medio  de  representación  legal. 

Tercero.  Considerando,  que  debiendo  subsistir  en 
todo  caso  la  sentencia  recurrida  por  mérito  del  funda- 
mento indicado,  que,  por  referirse  á  un  \ncio  sustancial 
que  afecta  á  la  reclamación  deducida  en  cuanto  á  su  for- 
ma y  efectos,  impide  racionalmente  el  tenerla  ei\  cuenta 
para  considerar  las  razones  en  que  se  apoya,  se  hace,  por 
tanto,  asimismo  improcedente  examinar  los  otros  moti- 
vos del  recurso. 

Cuarto.  Considerando  que  conforme  al  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  cuando  se  declara  sin  lugar  un 
recurso  de  casación  deben  imponerse  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Jacinto  Si- 
garroa y  Jorges  á  que  se  refiere  esta  sentencia,  con  la.*^ 
costas  á  su  cargo. — Común ííiuese  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Pedro  González 
Llórente. —  Octavio  Giborga. — Carlos  Eevilla. —  Kafaci 
Maydagán. 
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Inf.  ley,--Sent.  60.— 12  de  SeptíBmbre.— Letras  de  cam- 
bio. (  Gao.  Abril  22,  190Í.. ) 

DOCTRINA:  Para  determinar  si  un  docu- 
mento .tiene  ó  no  el  carácter  de  letra  de  cambio 
debe  atenerse  exclusiv^amente  á  si  en  él  se  cumplen 
los  requisitos  de  forma  ordenadas  en  el  Código  de 
Comercio,  con  absoluta  independencia  de  los  ac- 
tos realizados  con  posterioridad  á  su  exposición 
por  las  personas  interesadas  en  dicho  documento. 

Las  libranzas  deben  cf^ntcner  el  nombre  de  ta- 
les, para  que  surtan  los  efectos  correspondientes  á 
esa  clase  de  documentos. 

Es  imperfecta  una  letra  de  cambio  no  firmada 
por  la  persona  que  la  libra,  sino  por  otra  en  su 
nombre  sin  estar  autorizada  para  ello. 

Las  letras  de  cambio  imperfectas  sólo  pueden 
reputarse  como  pagarés. 

No  son  pagarés  mercantiles  los  expedidos  por  y 
á  favor  de  personas  que  no  son  comerciantes,  ni 
procedan  de  operaciones  mercantiles;  y  portante, 
á  estos  pagarés  no  alcánzala  los  efectos  de  la  pres- 
cripción los  preceptos  del  Código  de  Comercio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  doce  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de 
doctrina  legal  deducido  por  Faustino  Aguirregaviria  c 
Ibarguen,  empleado  y  de  esta  vecindad,  contra  la  sen- 
tencia definitiva  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  seguido  í)or  aquél  contra  la  sucesión  de  Cris- 
tina Baró,  de  la  cual  comparecieron  en  los  presentes  au- 
tos los  herederos  Julio,  Leandro,  María  y  Josefa  Soler 
y  Baró,  propietarios  y  también  de  esta  vecindad,  en  co- 
bro de  pesos : 

Demanda  : 

Primero.  "Resultando  (pie  la  presente  demanda 
^^fué  presentada  y  turnada  en  la  villa  de  Colón  con  los 
"documentos  á  ella  acompañados  de  fojas  primera  á  la 
"cinco,  la  cual  se  finida  on  los  hechos  siguientes :  Prime- 
"ro :  Que  por  negocios  de  caña  celebrados  entre  el  actor  y 
"la  sucesión  de  Doña  Cristina  Baró,  ésta  quedó  adeu- 
"dándole  la  cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  doce  pc- 
"sos  cuarenta  y  siete  centavos  oro.  Segundo :  Que  el  dé- 
^^jito  consta  de  tres  documentos  que  acompaña  y  son; 
"Uno  por  mil  pesos  extendido  con  fecha  veintiséis  de 
"Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  y  que  fué 
'^aceptado  y  por  tanto  reconocido  por  la  sucesión  deudo- 
'^ra,  con  fecha  veinticuatro  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
^^noventa  y  cuatro,  debiendo  ser  satisfecho  a  los  veinte 
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"días  de  aquella  fecha  de  aceptación.  Otro  por  setecien- 
"tos  treinta  y  cuatro  pesos  cuatro  centavos,  extendido 
"en  ocho  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
"tro,  aceptado  en  diez  y  siete  de  Marzo  del  mismo  año 
"y  que  debió  ser  satisfecho  á  los  veinte  días.  Otro  por 
"dos  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho  pesos  cuarenta  y 
"tres  centavos  extendido  en  Marzo  ocho  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro  aceptado  en  treinta  y  uno  del 
"mismo  mes  y  á  pa^^ar  á  los  veinte  días  de  su  aceptación. 
"Tercero:  Que  hecho  gestiones  particulares  para  el  eo- 
"bro  no  fué  posible  conseguirlo,  y  habiendo  sobrevenido 
"al  siguiente  año  la  guerra,  se  abandonó  por  el  actor 
"toda  clase  de  gestiones.  Cuarto:  Que  habiendo  inten- 
"tado  aquellas  gestiones  en  estos  pasados  días,  no  ha 
"podido  practicarlas  particularmente,  ó  sea  con  carác- 
"ter  extrajudicial,  por  no  haber  podido  averiguar  el  do- 
"micilio  ni  residencia  de  los  deudores,  pues  si  bien  en 
'los  documentos  fijaban  la  casa  Cuba  veinticinco,  Haba- 
"na,  como  en  esta  sólo  tenían  su  escritorio,  y  es  una 
"casa  en  la  que  se  alquilan  habitaciones,  aquél  desapa- 
"reció,  ignorándose  en  absoluto  el  paradero  de  aquéllos. 
"Y  después  de  alegar  los  fundamentos  de  derecho  que 
"creyó  oportuno,  solicita  del  Juzgado  que  teniendo  por 
"acompañados  los  documentos  á  que  ha  hecho  referen- 
"cia  y  admitida  la  demanda  se  dé  traslado  de  la  misma 
"á  la  sucesión  demandada  emplazándola  en  forma  por 
"medio  de  edictos  por  ignorarse  quiénes  sean  piarticu- 
"lamiente  y  el  domicilio  de  los  mismos,  y  que  en  defini- 
"tiva  se  conduce  a  la  expresada  sucesión  de  Doña  Cris- 
"tina  Baró  á  que  abone  al  actor  la  citada  cajitidad  de 
'cuatro  mil  doscientos  doce  pesos  cuarenta  y  siete  cen- 
"tavos  oro  con  los  intereses  legales  desde  la  inierposi- 
"ción  de  esta  demanda  y  las  costas": 

Segimdo.  "Resultando  que  el  procurador  D.  An- 
"tonio  Arjona,  á  nombre  de  I).  Julio  Soler  y  Baró,  por 
"su  escrito  de  fojas  cincuenta  y  cuatro  promovió  hi 
"cuestión  de  competencia,  por  no  querer  someterse  ti 
"Juzgado  de  Colón;  que  tocó  en  turno  á  este  Juzgado 
"(el  de  primera  instancia  del  Distrito  Oeste,  de  la  Ha- 
"bana),  la  que  sustanciada  en  forma  y  elevados  los  res- 
"pectivos  autos  al  Tribunal  Supremo,  éste  declaró  que 
"el  conocimiento  de  este  juicio  correspondía  á  e.^te  Juz- 
"gado  (Oeste),  remitiéndole  todas  las  actuaciones  ele- 
"vadas  para  su  continuación  y  que  comunicara  esta  re- 
"soluci.ón  al  Juzgado  de  Colón'': 

Tercero.  "Resultando  que  D.  lAfanuel  López  Ga- 
"rrido,  como  mandatario  de  D.  Julio  Soler  y  Baró,  por 
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"su  escrito  de  fojas  noventa  y  cinco  se  personó  en  los 
"autos  á  non;ibre  de  su  poderdante,  á  cuyo  efecto  acom- 
"pañó  el  testimonio  de  fojas  noventa,  á  cuyo  escrito  se 
"proveyó,  teniéndosele  por  parte  y  que  se  entendieran 
"con  éi  los  demás  trámites  sucesivos,  y  que  se  entienda 
^'que  el  término  de  veinte  días,  señalado  en  el  proveído 
"de  doce  de  Marzo  del  año  noventa  y  uno  por  el  Juzgado 
"de  Colón  para  contestar  á  la  demanda  no  empezará  á 
"decursar  sino  desde  la  fecha  en  que  se  mande  contestar 
"á  los  demás  demandados,  según  lo  solicitó  esta  parte 
"por  otrosí  del  escrito  antes  referido'*: 

•Cuarto.  "Resultando  que  D.  Manuel  López  Ga- 
"rrido,  mandatario  sustituto  de  D.  Leandro,  Doña  Ma- 
^^ría  y  Doña  Josefa  Soler  y  Baró,  según  consta  del  tes- 
"timonio  que  acompañó  al  personarse  por  D.  Julio  á 
"fojas  noventa,  por  su  escrito  de  fojas  ciento  dos  se  per- 
"sonó  en  este  juicio  á  nombre  de  sus  comitentes,  pidien- 
"do  se  le  tenga  por  parte  á  nombre  de  los  mismos  y  que 
"se  ordene  se  le  entreguen  las  copias  de  la  demanda  y 
"de  los  documentos  acompañados *á  la  misma;  á  lo  cual 
^  "se  proveyó  de  conformidad  mandándose  requerir  al  ac- 
"tor  para  que  exhibiera  las  copias  dichas" : 

Contestación  : 

Quinto.  "Resultando  que  exhibidas  las  copias  por 
"el  actor,  se  confirió  traslado  á  los  demandados  para  que 
"contesten  á  la  demanda  dentro  del  término  de  veinte 
"días,  lo  que  verificaron  á  fojas  ciento  seis,  oponiéndo- 
"se  ala  demanda,  (oposición)  que  fundan  en  los  siguien- 
"tes  hechos :  Primero :  Que  los  tres  documentos  que  sir- 
"ven  de  título  á  la  demanda  son  sendas  letras  de  cambio. 
"Segundo:  Que  han  transcurricTo  más  de  tres  años,  des- 
"de  las  fechas  de  los  vencimientos  de  esas  letras.  Ter- 
"cero :  Sin  que  en  todo  ese  lapso  de  tiempo  D.  Faustino 
"Aguirregaviria  demandara  á  los  sucesores  de  Cristina 
"Baró,  por  el  pago  de  las  letras  consabidas.  Cuarto :  Que 
"en  la  interposición  de  este  juicio  en  el  que  se  ejercita 
''una  acción  prescripta,  conforme  inmediatamente  de- 
"mostrarán  habrán  de  originarse  á  los  demandados  en- 
"tre  otros  perjuicios,  los  consiguientes  á  los  gastos  de 
"su  defensa.  Y  después  de  alegar  las  consideraciones  do 
"derecho  que  estimó  oportunos,  pidió  al  Juzgado  que 
^Heniendo  por  contestada  la  demanda  se  sirva  declarar- 
*^a  sin  lugar  y,  de  cargo  del  demandante  el  pago  de  to- 
"das  las  costas  del  juicio"*^: 

Replica  : 

Sexto,     "Resultando   que   habiéndose   tenido  por 
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"contestada  la  demanda  y  mandándose  seguir  en  réplica 
"al  actor  pr  término  de  diez  días,  lo  evacuó  este  a  fojas 
"ciento  ocho,  bajo  los  hechos  si<]nii^íites :  Reproduce  .y 
"mantiene  todos  los  de  la  demanda.  Segundo:  que  no 
"está  de  acuerdo  en  absoluto  con  el  primero  de  la  con- 
"testación  que  verdaderamente  es  un  fundamento  de 
"derecho,  pues  en  él  no  se  narra  un  suceso,  sino  se  hace 
"una  afirmación  de  concepto,  se  hace  una  apreciiación 
"acerca  de  la  índole  jurídica  de  los  documentos  que  sir- 
"ven  de  título  á  la  demanda.  Tercero:  Que  en  cuanto  al 
"segundo,  si  bien  ef^  cierto  lo  referente  al  plazo  que  se 
"dice,  nada  hace  al  caso  por  no  tratarse  aquí  ciertamcn- 
"te  de  letras  de  cambio.  Cuarto:  Que  es  verdad  que  no 
"ha  existido  la  demanda  judicial  á  que  se  contrae  el  ter- 
"cer  hecho  de  la  contestación,  pero  desde  luego,  si  no 
"se  ha  interpuesto  ha  sido  por  bondad  del  Sr.  Aguirre- 
"gaviria,  que  jamás  ha  considerado  los  documentos  del 
"caso  como  letras  de  cambio;  ha  dejado  de  establcerlas 
"por  consideraciones  especiales  á  la  sucesión  de  Baró  y 
"nunca  creyendo  que  la  recompensa  á  su  espera  fuese 
"una  exce]3ción  de  desprestigio  y  descrédito  para  un  ha-,, 
"condado,  la  de  prcvscripción.  Quinto:  Que  niega  tcrmi- 
"nantemente  el  cuarto  hecho  contrario.  Sexto:  Que  los 
"documentos  á  que  alude  la  contraparte  no  han  sido 
"firmados  por  D.  Antonio  Torres  de  su  propio  derecho 
"ni  como  apoderado  con  poder  bastante  para  expedir  Ic- 
"tras  de  cambio,  otorgado  por  la  sucesión  de  Doña  Cris- 
"tina  Baró,  sino  como  administrador  del  ingenio  "Des- 
"quito,'^  es  decir,  como  empleado  asalariado  de  dicha 
"sucesión  pra])ietaria,  no  habiendo  expresado  que  lo  hi- 
"cicse  por  poder  aun  (^n  el  supuesto  de  que  lo  tuviese. 
"Séptimo:  Que  tales  documentos  no  han  sido  expedidos 
"para  pagarlos  en  lugar  distinto  de  la  persona  obligada 
"al  pago,  pues  el  domicilio  de  la  entidad  jurídica  "Su- 
"cesores  de  Baró"  era  entonces  esta  ciudad  calle  de  Cu- 
"ba  niimero  veinticinco  y  no  el  ingenio  "Desquite,'*  don- 
"de  sólo  vivía  el  em])leado  Sr.  Torres,  Administrador 
"del  mismo.  Octavo:  Que  existe  la  arraigada  costumbre 
"en  los  hacendados  cuando  no  tienen  fondos  en  su  po- 
"der  ó  cuando  no  residen  en  los  ingenios  de  azúcar  rcs- 
"pectivos,  de  expedir  por  medio  de  sus  administradore-: 
"documentos  como  los  del  caso  que  no  son  tomados  ni 
"estimados  como  letras  de  cambio,  sino  como  meros  re- 
"conocimientos  de  deudas  con  vencimiento  á  plazo  fiio. 
"Y  después  de  alegar  las  consideraciones  de  derecho  del 
"caso  solicitó  que  en  definitiva  se  falle,  como  tiene  so- 
"licitado  en  la  demanda,  declarando  temeraria  á  la  .su- 
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^^cesión  de  la  Sra.  Baró,  condenándola  al  pa^o  de  todas 
'^las  costar,  solicitajido  por  otrosí  se  abra  el  juicio  á 
'^prueba  en  su  oportunidad"' : 

Duplica  : 

Séptimo.  "Resultando  que  conferido  traslado  on 
"duplica  á  los  demandados,  éstos,  por  su  escrito  de  fo- 
"pas  ciento  doce,  solicitaron  prórroga  por  cinco  día.-? 
"más  á  los  diez  que  se  le  habían  concedido  para  ese  trá- 
"mi te,  cuya  prórroga  les  fué  admitida  y  dentro  de  ese 
"término  la  evacuaron  á  fojas  ciento  catorce  por  mc- 
"dio  de  6U  mandatario  D.  Manuel  liópez  Garrido,  bajo 
"los  fundamentos  de  hecho  siguientes :  Primero :  que  se 
"tendrán  por  reproducidos,  los  de  la  contestación  y  ñe- 
"gados  los  de  la  demanda  y  réplica  que  no  estuviesen 
"absolutamente  conforme  con  los  de  dicha  contestación 
"y  el  presente  escrito.  Segundo :  Que  D.  Antonio  Torra, 
"librador,  tenía  iguales  poderes  de  la  comunidad  tituia- 
"da  SucQsores  de  "Cristina  Baró,"  que  los  que  tenía  D. 
"José  Justo  Martínez  Mesa,  aceptante  por  dicha  comu- 
"nidad  de  las  letras  de  cambio  que  sirven  de  título  á  la 
"demanda.  Tercero:  Que  D.  Antonio  Torra  firmó  di- 
"chas  letras  como  Administrador  de  dicha  comunidad- 
"según  lo  hizo  constar  al  firmarlas.  Cuarto :  Que  el  pago 
"en  esta  Isla  á  los  Colonos,  del  precio  de  sus  cañas^  .so 
'^hsLce  generalmente  por  años  ó  en  ])lazos  más  breves.  Y 
"después  de  alegar  las  consideraciones  de  derecho  que 
"estimó  oportunas  pidió  al  Juzgado  que  en  definitiva 
"se  dicte  sentencia  en  los  términos  que  yn  tiene  propues- 
"tos;  mostrando  su  conformidad  por  otrosí,  en  que  se 
"abra  el  juicio  á  prueba'^ : 

Prueba  : 

Octavo.  Resultando  que,  abierto  el  juicio  á  prue- 
ba, propusieron  las  partes  y  se  admitió  y  practicó  la  que 
estimaron  oportunas,  obrando  "como  prueba  del  actor 
"el  mérito  favorable  de  autos  y  la  confesión  judicial  de 
"D.  Julio  Soler  y  Baró  por  sí,  como  heredero  y  comf> 
"mandatario  general  de  sus  hermanos  D.  Leandro,  Do- 
"ña  María  y  Doña  Josefa,  demandados,  quien  absoi- 
"viendo  el  pliego  de  posiciones  de  fojas  ciento  diez  y 
"y  nueve  presentado  por  el  demandante,  que  fué  admití- 
"do  y  declarado  pertinente,  contestó  á  fojas  ciento  ([\c7 
"y  ocho.  Que  es  cierto  que  es  apodrado  general  de  sus 
"hermanos  Doña  María,  Doña  Josefa  y  D.  Leandro  So- 
"1er  y  Baró:  que  es  cierto  que  el  poder  le  fué  conferido 
"en  Barcelona  en  mil  ochocientos  noventa :  que  es  cierto 
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"que  con  ose  carácter  hace,  anos  viene  eíjtendiendo  con 
"todo  lo  relativo  á  los  bienes  de  la  comunidad  "Suceso- 
"re«  de  Cristina  Baró/'  entre  ellos  el  inpjenio  "Desqui- 
ete^' :  que  es  cierto  que  en  dicho  ingenio  siempre  ha  to- 
"nido  un  empleado  principal  con  el  nombre  de  admi- 
**nistrador:  que  es  cierto  que  la  misión  de  tal  empleado 
"ha  sido^  como  su  nombre  lo  indica,  administrar  el  in- 
"genio,  cuidando  de  sus  útiles  y  pertenencias  y  de  todo 
"lo  concerniente  á  la  molienda  de  la  caña  en  la  ^poca 
"de  zafra,  entenderse  con  los  colonos:  que  es  cierto  que 
"el  declarante  ha  acostumbrado  pa^ifar  siempre  en  esta 
"ciudad  á  los  colonos  el  importe  de  la  caña  á  ellos  com- 
"prada,  pero  por  medio  de  letras:  que  es  cierto  que  en 
"esos  casos  tenía  convenido  con  el  Administrador  que 
"éste  expidiese  unos  documentos  especiales  á  la  orden 
"para  aceptarlos  cuando  procediere,  en  esta  Ciudad,  de- 
"hiendo  explicar  que  los  documentos  á  que  se  refiere 
^'eran  libranzas:  que  es  cierto  que  nunca  confirió  á  los 
^^administradores  del  ingenio  referido  poder  por  escrito 
*^ante  Notario,  para  administrarlo,  pujos  el  encargo  ha 
"sido  siempre  verbal  como  se  acostumbro  en  todas  las 
"fincas  de  esa  clase:  que  es  cierto  que  tampoco  les  ha 
"conferido  poder  Notarial  para  girar  letras  de  cambio 
"contra  los  sucesores  de  Baró :  que  es  cierto  que  sabe  que 
"los  documentos  de  a\itos  firmados  por  el  Administia- 
"dor  Sr.  Antonio  Torra,  han  sido  expedidos  por  éste  sin 
"poder  notarial  para  ello,  sino  autorizado  verbalmente: 
"que  no  es  cierto  que  si  no  ha  pagado  el  importe  de  ios* 
"documentos  referidos  es  por  carencia  momentánea  de 
"numerario,  pero  que  está  dispuesto  á  una  solución  de- 
"corosas  de  arreglo  por  tratarse  de  una  deuda  cierta": 
Noveno.  Resultando  que,  además  de  la  prueba 
testifical  promovida  por  los  demandados  y  á  la  que  es  in- 
necesario referirse,  llevóse  á  efecto  á  instancia  de  los 
mismos  la  documental,  librándose  mandamiento  para 
acreditar  quiénes  fueron  los  designados  para  reT?reson- 
tar  á  la  comunidad  titulada  "Sucesores  de  Cristina  Ba- 
ró^'  y  para  administrar  los  bienes  de  la  misma,  con  de- 
terminación de  las  facultades  que  se  les  confirieron,  y 
trayéndose,  en  consecuencia,  á  los  autos  certificación  del 
Notario  de  esta  ciudad  Francisco  de  Ca=>tro,  como  sus- 
tituto de  su  compañero  Alejandro  Niiñez  de  Villavicen- 
cio,  expedida  con  vista  del  protocolo  del  segundo  y  con- 
tentiva de  varios  particulares  de  la  escritura  otorgada 
en  veintiocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  novan ta  y 
dos,  sobre  convenio,  por  Josefa,  Matilde  y  María  Soler 
y  Baró,  Antonio  Torra  y  Selva,  Francisco  Plá  y  Silva, 
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José  Justo  Martínez  Mesa  y  Julio  Soler  y  Baró,  este  úl- 
timo por  sí.  y  en  representación  de  sus  tres  hermanos 
Leandro,  Juan  Enrique  y  Alberto  de  iguales  apellidos; 
certificación,  la  indicada,  que,  entre  otros  particulares 
ajenos  á  la  materia  del  litigio,  corhprende  los  siguientes : 
"Sexto:  Quedan  nombrados  administradores  de  dichos 
'bienes  D.  Julio  Soler  y  Baró,  D.  Antonio  Torra  y  S?l- 
"va,  D.  Francisco  Plá  y  Silva  y'  D.  José  Justo  Martínez 
"Meza,  quienes  juntos  ó  separadamente  ejercerán  dicha 
"administración  con  todas  las  facultades  al  efecto  nec.'- 
"sarias  y  entre  ellas  las  de  cobrar  y  pagar  en  metálico 
"ó  en  especie;  hacer  en  los  bienes  comunes  cualquiera 
"clase  de  alteraciones,  dar  y  tomar  bienes  en  arrenda- 
"miento;  comprar  maquinarias  para  los  ingenios,  ad- 
"quirir  bienes  muebles  ó  semovientes,  mejorar  los  edift- 
"cios,  repartir  en  colonias  el  todo  ó  parto  de  los  terre- 
"nos  de  Ijs  fincas  rústicas,  celebrar  contratos  de  refae- 
"ción;con  relaciona  dichas  fincas  rústicas  y  también  á  las 
"urbana^  de  préstamos,  por  las  cantidades  que  creyeren 
"necesarias  para  las  atenciones  de  las  referidas  fincas,  de 
"pignoración  y  venta  de  sus  productos  y  de  depósitos  res- 
"pecto  á  las  cantidades  pertenecientes  á  la  misma  comu- 
"nidad,  quedando  autorizados  para  constituir  dichos  de- 
"pósitos  con  interés  ó  sin  él  en  los  Bancos  que  estima- 
"sen,  y  para  extraerlos  en  todo  ó  en  parte  de  los  propios 
"Bancos  firmando  al  efecto  los  mandatos  y  documentos 
"necesarios.  Octavo:  De  los  consabidos  administradores, 
"D.  Antonio  Torra  y  Selva  y  D.  Julio  Soler  y  Baró  ?o 
"dedicarán  con  preferencia  á  la  atención  de  las  fincas 
"rústicas  de  la  comunidad  y  D.  Francisco  Plá  y  Silva  y 
"D.  José  Justo  Martínez  Meza,  á  la  de  los  demás  bienes 
"y  á  las  operaciones  del  escritorio  propias  de  la  corau- 
"nidad.  Noveno :  En  los  casos  de  ausencia  ó  enfermedad 
"de  cualquiera  de  los  administradores  nombrados,  se  sus- 
"tituirán  respectivamente  en  la  administración  D.  Ju- 
^^io  Soler  y  Baró  y  D.  Antonio  Torra  y  Selva,  por  lo 
"que  hace  á  la  atención  de  las  fincas  rústicas  y  D.  Fran- 
"cisco  Plá  y  Silva  y  D.  José  Justo  Martínez  Meza  en  lo 
"que  respecta  á  la  atención  del  escritorio.  Décimo:  de  la 
"propia  manera  indicada  en  la  cláusula  que  antecede  so 
"sustituirán  los  referidos  administradores,  en  los  casos 
"de  renuncia,  faMecimiento  ó  incapacidad  de  cualquiera 
"de  ellos  ó  cuando  por  alguna  otra  causa  dejare  definiti- 
"vamente  la  administración,  no*  debiendo  por  tanto  pro- 
"cederse  á  nuevo  nombramiento  de  adiuiniv'ítradores  á 
"menos  que  éstos  quedasen  reducidos  á  dos,  en  cuyo 
"caso  se  nombrarán  otros  dos  por  acuerdo  de  la  mayoría 
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*'de  los  interesados.  Decimocuarto :  La  comunidad  podrn 
"prestar  sin  interés  á  cualquiera  de  los  copartícipes  las 
"cantidades  que  los  administradores  por  mayoría  de  vo- 
"tos  estimen  conveniente,  debiendo  evitar  éstos  bajo  su 
"responsabilidatl,  que  ningún  copartícipe  resulte  á  deber 
"á  la  comunidad  más  de  veinte  mil  pesos.  Decimoquinto: 
"La  comunidad  usará  en  todos  sus  negocios  el  nombre 
"de  "Sucesores  de  Cristina.  Bar  ó."  Decimosexto:  La  re- 
"presentación  de  las  exponentes  en  juicio  y  ante  cuales- 
"quiera  autoridades,  Oficinas  y  Corporaciones  en  todos 
"aquellos  ne^íocios  que  se  relacionen  con  la  comunidad 
"corresponderá  á  D.  Julio  Soler  y  Baró,  á  quien  con  tal 
"objeto  se  le  otorgará  inmediatamente  el  mandato  ge- 
"neral  al  efecto  necesario,  sin  perjuicio  de  otorgarle  en 
"su  caso,  los  poderes  especiales  que  resulten  proceden- 
"tes.  Pero  si  alguno  de  los  copartícipes  quisiere  ser  re- 
"presentado  en  cualquiera  asunto  por  otra  persona,  ^^o- 
"drá  hacerlo  por  lo  que  á  su  coparticipación  respecte, 
"no  obstante  los  referidos  poderes,  poniendo  ^ antes  en 
"conocimiento  de  D.  Julio  Soler  y  Baró  su  resolución 
"en  tal  sentido  y  siendo  en  ese  caso  de  cargo  de  dicho  co- 
"partícipe  los  gastos  que  le  ocasionare  su  representación 
"y  defensa  particular": 

Décimo.  Resultando  que,  evacuado  por  los. liti- 
gantes el  trámite  de  conclusión,  el  Juez  de  Primera  liLS- 
tancia  del  Distrito  Oeste,  de  esta  capital,  José  Figucre- 
do  y  Milanés,  que  conocía  de  los  autos,  proveyó  en  trece 
de  Agosto  de  mil  novecientos  dos,  teniéndolos  por  de- 
vueltos y  ]>or  conclusos  y  ordenando  se  trajesen  á  la 
vista-,  con  citación  de  las  partes  para  seniencia,  la  cual 
dictó  en  ocho  de  Noviembre,  declarando  con  lugar  Ja 
excepción  de  prescripción  y  sin  lugar  la  demanda  es- 
tablecida, de  la  que  se  absuelve  á  la  parte  demandada, 
con  imposición  de  costas  al  actor,  y  haciendo  constar 
que  la  sentencia  se  dictó  fuera  de  término  por  las  mu- 
chas ocupaciones  del  Juez : 

Resolución  kecübrida  : 

Décimoí)rimero.  Resultando  que,  apelada  la  sen- 
tencia por  el  demandante,  la  confirmó  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  ijnposición  al  mis- 
mo de  las  costas  de  segunda  instanci;u  por  su  fallo  de 
fecha  veintidós  de  Mayo  último,  ácepta'ido  la  relación 
de  hechos  establecida  ]k>v  el  Juez,  (jue  -jomprende  los 
ocho  Resultandos  transcritos  en  la  prescüte  resolución, 
fundándose  la  Sala  de  lo  Civil,  que  también  acepta  los 
fundamentos  de  derecho  en  la  a])e1ada  «jonsignados,  en 
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que  la  acción  que  se  ejercita  por  el  demandante  es  la 
derivada  de  los  documentos  acompañadoí-  á  la  deman- 
da: en  que  tales  documentos  son'  verdaderas  letras  de 
cambio^,  expedidas  con  todos  los  requisitos  que  exie^e  el 
artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  del  CódjVo  de 
Comercio,  .y  entre  ellos  el  octavo  que  ese  artículo  señala, 
pues  tiene  la  firma  del  Administrador  del  ingenio  '^Des- 
quiten', Antonio  Torra,  de  su  propio  puño,  que  fué  (uiien 
libró  las  letras,  no  siendo  estimables  las  razones  aduci- 
das por  el  actor  para  demostrar  que  carecen  de  este  re- 
quisito porque  el  librador  no  firmó  por  poder  de  otra 
persona,  sino  por  sí,  c^mo  administrador  del  ingenio 
mencionado:  en  que  el  objeto  del  legislador  al  exigir, 
cuando  por  el  librador  firma  su  apoderado,  que  tenga  éste 
poder  bastante,  es  decir,  que  le  faculte  para  hacerlo,  y  al 
dar  derecho  al  tomador  de  ima  letra  para  pedir  á  quien 
la  firma  á  nombre  de  otro  la  exliibición  del  poder  que 
le  autorice,  es  procurar  seguridades  al  tomador  de  eí-c 
instrumento  de  crédito,  destinado  por  su  índole  á  Ja  cir- 
culación, de  que  los  libradores,  endosantes  y  aceptantes, 
responsables  en  "su  caso  del  pago,  han  contraído  con  él 
las  obligaciones  que  de  la  letra  de  cambio  nacen:  en  que 
con  el  hecho  dé  la  aceptación  de  las  letras  por  los  suce- 
sores de  Cristina  Baró  se  reconocieron  por  estos  las  fa- 
cultades que  tenía  el  iidministrador  del  ingenio  "Des- 
quite'^ para  librarlas:  en  que  el  carácter  de  verdaderas 
letras  de  cambio  crrespondiente  á  dichos  documentos 
se  demuestra  por  el  hecho  de  haber  sido  presentados  por 
el  tomador,  ó  sea  el  mismo  demandante,  á  la  aceptación 
del  librado,  lo  cual  no  tendría  explicación  racional  si  los 
hubiese  considerado  simples  libranzas  á  la  orden  ó  n^e-  ' 
ros  pagarés,  afirmación  que  no  se  enerva  ni  destruye 
por  la  circunstancia  que  el  actor  alega  de  no  haber  el 
firmante  procedido  con  las  facultades  necesarias,  sin 
que  se  haya  acreditado  por  los  demandantes  que  tuviese 
|)oder  bastante  para  expedir  las  referidas  letras,  pues, 
aparte  de  estar  estas  firmadas  por  Torra  en  su  carácter 
propio  y  deducirse  del  contexto  de  ellas  que  dicho  Torra 
es  un  verdadero  librador,  siempre  resulta  que  el  preten- 
dido defecto  sólo  hubiera  podido  alegarse  con  éxito  por 
la  entidad  librada  en  caso  de  no  haberlas  aceptado :  eu 
que,  habiéndovse  realizado  la  aceptación  sin  inconvenien- 
'te  y  llenádose  ese  requisito,  propio  y  privativo  de  Jas  le- 
tras de  cambio,  por  el  mismo  demandante,  no  le  es  líci- 
to, sin  ir  contra  sus  propios  actos,  negar  á  aquellos  do- 
cumentos el  carácter  y  eficacia  de  verdaderas  y  perfectas 
letras  de  cambio  que  á  raíz  de  la  expedición  no  tuvo  in- 
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convoniente  en  dispensarles:  en  que  las  letras  de  cam- 
bio, según  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  tres  del 
Código  de  Cíómercio,  deben  reputarse  acto  mercantil  y 
todos  los  derechos  y  acciones  que  de  ellas  se  originen,  sin 
distinción  de  personas,  se  rigen  por  las  disposiciones  del 
citado  Código :  y  en  que,  conforme  al  artículo  novecien- 
tos cincuenta  de  este  cuerpo  legal,  las  acciones  proce- 
dentes de  letras  de  cambio  se  extinguen  á  los  tres  años 
de  su  vencimiento: 

Fundamentos  del  eecürso  de  casación: 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  el  fallo 
de  la  Audiencia  interpuso  el  representante  del  actor  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal,  que  funda  en  las  causas  primera  y  séptima  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento 
Civil,  consignando  los  siguientes  motivos:  "Preceptos 
"legales  infringidos:  Primero:  El  artículo  cuatrocien- 
"tos  cincuenta  del  Código  de  Comercio  vigente  en  esta 
"Isla,  por  R.  D.  de  veintiocho  de  Enero  de  mil  ocho- 
^^cientos  ochenta  y  seis. — Concepto  de 'la  infracción. — 
"Consiste  ella. en  no  haber  sido  aplicado  al  presente  caso 
"ni  por  el  Juzgado  ni  por  la  Sala  de  lo  Civil  dicho  ar- 
"tículo  perfectamente  aplicable  á  la  cuestión,  por  cuan- 
"to  careciendo  los  documentos  acompañados  á  la  de- 
"manda,  obrantes  á  fojas  tres,  cuatro  y  cinco  de  la  íir- 
"ma  de  la  única  entidad  jurídica  capacitada  en  este  caso 
"para  girar  letras  de  cambio  en  pago  del  importe  de  ca- 
"ña  comprada  del  ingenio  "Desquite,"  ó  sea  de  la  firma 
"de  los  "Sucesores  de  Cristina  Baró"  ó  de  un  "Apodera- 
"do  al  efecto  con  poder  bastante"  el  Tribunal  sentencia- 
"dor  con  evidente  error  de  Derecho  ha  dejado  de  repu- 
"tar  como  simples  pagarés  á  favor  del  tomador  y  á  car- 
"go  del  librador,  dichos  documentos.  Segundo:  El  ar- 
"tículo  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  del  propio  Có- 
"digo  Mercantil. — Concepto  en  que  está  infringido.  Lo 
"está  por  aplicación  indebida  y  errónea,  toda  vez  que  la 
"Sala  sentenciadora,  aceptando  el  criterio  erróneo  del 
"Juzgado  inferior,  declara  que  los  documentos  del  caso 
"'son  letras  de  cambio  por  reunir  todos  los  requisitos  que 
"determina  el  citado  artículo,  de  todo  punto  inaplica- 
"1)1  e,  ya  que  si  aparecen  firmados  por  D.  Antonio  Torra 
"éste  ío  hizo  evidentemente,  según  de  ellos  aparece,  como 
"mero  Administrador  del  ingenio  "Desquite",  pertene- 
"ciente  á  la  sucesión  de  Doña  Cristina  Baró,  no  tenien- 
"do  por  ministerio  de  la  Ley  facultades  para  girar  le- 
"tras  de  cambio  de  cuenta  y  orden  de  los  dueños  de  esa 
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"finca,  ni  habiéndose  probado  en  los  autos  que  tuviese 
"poder  bastante  al  efecto,  tanto  más  cuanto  que  apare- 
"ciendo  de  esos  documentos  que  el  importe  de  ellos  era 
"valor  á  cuenta  de  caña  del  ingenio  "'Desquite,^'  que  ha- 
í^'bria  de  cargarse  por  los  Sucesores  de  Baró  á  la  cuenta 
"de  dicha  finca,  es  incuestionable  que  el  Administrador 
"no  realizó  entonces  un  acto  jurídico  por  su  propio  de- 
"recho  y  por  su  propio  interés,  sino  que  lo  hizo  como  em- 
"pleado  de  dicha  finca  rústica  y  pendiente  siempre  de  la 
"aprobación  de  los  propietarios  obligados  al  pago  de  la 
"caña  comprada'  á  mi  poderdante  Sr.  Aguirregaviria. — 
"Tercero:  El  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  siejte  de 
"de  dicho  cuerpo  legal  en  relación  con  el  número  ocho 
"del  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  citado,  infringido 
"por  falta  de  aplicación,  en  virtud  de  que  el  Tribunal 
á  quo  hsi  debido  tener  muy  presente  al  considerar  y  far 
"llar  el  pleito,  lo  que  no  ha  hecho,  que  desde  el  punto  y 
"hora  en  que  el  Sr.  Torra  suscribió  los  documentos  del 
"caso  estimándose  autorizado  para  ello  como  represen- 
"tante  legal  de  los  dueños  de  la  finca  Ingenio  ^TJesqui- 
"te,^'  debió  haberlo  estado  realmente  con  poder  de  las 
"personas  en  cuya  representación  obró,  expresándolo  así 
"en  la  antefirma,"  sin  que  valga  la  consideración 
"del  Tribunal  respecto  de  que  el  Sr,  Aguirregavi- 
"ria,  que  tomó  dichos  documentos  sin  ese  requisi- 
"to  y  los  presentó  á  su  aceptación  y  cobro  como 
"letras  de  giro  ó  cambio,  porque  aparte  de  que  no  existe 
"justificación  de  ese  extremo  referente  á  su  intención,  es 
"lo  cierto  que  tomó  esos  documentos  para  su  cobro  en 
"el  concepto  de  libranzas,  con  .cuyo  nombre  se  les  califi- 
"ca  en  las  fincas  azucareras.  Cuarto:  El  ya  citado  ar- 
"tículo  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro,  también  infrin- 
"gido  por  interpretación  desde  luego  errónea  en  el  sen- 
"tido  de  que  la  Sala,  para  apreciar  que  los  documentos 
"del  caso  son  meras  letras  de  cambio,  parte  del  supuesto 
"de  que  la  presentación  de  ellog  por  el  Sr.  Aguirrega- 
"viria  para  su  aceptación  á  los  "Sucesores  de  Cristina 
"Baró'^  fué  efectuada  por  tratarse  de  letras  de  cambio 
"que  necesitan  de  ese  requisito  previo  para  el  pago  ó 
"protesto  en  su  defecto,  no  teniendo  presente  el  Tribu- 
"nal  que  también  las  libranzas  á  la  orden  para  ser  pa- 
"gadas  por  un  tercero  necesitan  imlispensablemente  de 
"la  aceptación  previa  del  pagador  para  ejercitar  los  de- 
"rechos  que  de  ellas  nacen  á  favor  del  portador,  pues  de 
"otro  modo  no  constituirían  á  ese  tercero  en  la  obliga- 
"ción  de  satisfacer  su  importe.  Quinto:  El  artículo  no- 
"vecientos  cincuenta  del  mencionado  Código,  infringí- 
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"*lo  por  indebida  aplicación,  ¡wr  cuanto  que  conside- 
*'rándo8e  erróneamente  como  letras  de  cambio  en  el  fallo 
^'recurrido  ios  documentos  de  autos,  se, ha  estimado  por 
'*cl  Tribunal,  aceptando  el  criterio  del  Juez  inferior, 
'*Ja  excepción  de  prescripción  de  la  acción  ejercitada 
'S-  se  ha  declarado  caducada  y  muerta  dicha  acción  par^ 
"liendo  de  la  base  de  que  han  transcurrido  más  de  tres 
■^Siños  á  contar  desde  el  vencimiento  sin  haberse  exigido. 
^'ScxtoiKl  Código  Civil  en  su  artículo  mil  novecientos 
'^sp^onta  y  cuatro,  infringido  por  no  haberse  aplicado 
"al  caso,  por  cuanto  tratándose  de  un  degocio  de  venta 
''rlc  (¡-afia  cosechada  por  Aguirregaviria  á  los  sucesores 
"de  Doña  (-ristina  Baró  y  no  siendo  ese  contrato  nier- 
'^antil  sino  puramente  civil  á  tenor  de  lo  que  dis- 
"¡íone  el  número  dos  del  artículo  trescientos  veintiséis 
*'del  Código  de  (^omercio,  es  evidente  que  la  acción  que 
"surge  de  los  documentos  del  caso  como  meramente  per- 
'-ííonal  que  no  tiene  señalado  término  especial  de  pfes- 
"cripción,  prescribe  á  los  quince  años  y  no  á  los  tres 
"cual  se  ha  declarado  y  al  no  haberlo  estimado  así  el  Tri- 
**hunal  sentenciador  ha  dejado  de  aplicar  dicho  artículo 
*'rnil  novecientos  sesenta  y  cuatro.  Séptimo:  El  artícu- 
"lo  sexto  de  dicho  Código  Civil  en  su  inciso  dos,  con- 
"sistiendo  la  infracción  en  la  falta  de  aplicación  de  ese 
"precepto,  toda  vez  que  no  existiendo  en  realidad  ley 
* 'exactamente  aplicable  en  contra  de  mi  representado  pa- 
"ra  estimar  como  letras  de  cambio  los  documentos  de  re- 
'"ferencia,  el  Tribunal  ha  dejado  de  aplicar  la  costumbre 
*'|niblica  y  notoria  vigente  respecto  de  considerar  tales 
^'documentos  como  meras  libranzas  entre  i)ersona8  no 
'Somerciantes,  con  cuyp  carácter  se  expiden,  toman  y 
''acei)tan  en  plaza,  es  decir  en  el  lugar  donde  se  celebran 
*'los  contratos  que  dan  margen  á  ellas. — Doctrina  legal 
"'infringida. — Octavo:  El  principio  de  Derecho  de  que 
"nadie  ])uede  ir  lícitamente  contra  sus  ])ropios  actos''  in- 
"vocadoindebiday  erróneamente  por  la  vSala  sentenciado- 
**ra,ponjueparteelbi del  falso  supuesto  de  habr  proi^ontado 
"el  Sr.  Aguirregaviria  á  los  documentos  á  la  aceptación 
"como  letras  de  cambio  y  que  al  negarles  hoy  Cf^o  carácter 
"se  ])()ncn  en  contradicción  con  sus  propios  actos,  lo  cual 
'*uo  es  exacto,  porque  de  ser,  cual  afirma  la  Sala,  el  Sr. 
*' Aguirregaviria,  conoce<lor  de  sus  derechos,  hubiese  pro- 
'iestado  ante  Xotario  público  la  falta  de  pago;  y  al  no 
"haberlo  hecho  dicho  se  está  que  los  consideró  como  1¡- 
"bran:',as  sujetas  á  aceptación  ])or  ser  á  la  orden  y  ex- 
"  pedid  as  no  por  la  entidad  obligada  al  pago  sino  por  un 
**niero  cniplea<lo  de  la  finca  sin  ))oder  bastante.  Xoveno: 
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"La  doctrina  do  que  la  coufesión  hecha  en  juicio  eons- 
*^tituye  prueba  plena  contra  el  confesante,  según  la  an- 
"tigiia  legislación  de  partidas  y  según  el  artículo  mil 
"doscientos  treinta  y  dos  del  Código  Civil,  infringida 
"desde  el  punto  y  hora  que  al  fallar  el  Tribunal  el  plci- 
"to  no  ha  tenido  en  cuenta,  como  no  lo  tiivo  el  Juzgado 
"en  primera  instancia  que  el  demandado  D.  Julio  So» 
"1er,  con  el  carácter  ostentado  en  autos  confesó  absol- 
"viendo  jx)siciones  (séptima  posición)  que  tenía  con- 
"venido  "con  el  Administrador  que  éste  expidiese  unos 
"documentos  especiales  á  la  orden  para  aceptarlos,  cuan- 
"do  procediese,  en  esta  ciudad,  debiendo  explicar  que 
"los  documentos  á  que  se  refiere  eran  "Libranzas^',  de- 
"claración  hecha  á  su  peí  juicio  por  el  confesante  y  con- 
"tra  la  cual  no  ha  podido  ir  lícitamente  el  Tribunal  dán- 
"dole  á  los  documentos  de  autos  un  carácter  y  naturale- 
"za  distintos  de  aquel  con  el  que  han  sido  expedidos,  se- 
"gún  la  propia  manifestación  del  absol vente.  Décimo: 
"La  doctrina  constante  de  innúmeras  sentencias  del  Tri- 
"bunal  Supremo  de  Justicia  de  España^  entre  ellas  las 
"de  treinta  y  uno  de  ^larzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
"ocho,  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno  y 
"dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  de 
"que  cuando  en  la  sentencia  se  absuelve  al  demandado, 
"prescindiendo  de  la  confesión  judicial,  como  en  el  pre- 
"scnte  caso,  se  infringe  la  expresada  ley  segunda,  título 
"trece  de  la  partida  tres  (hoy  el  artículo  mil  dosciejitos 
"treinta  y  dos  del  Código  Civil)  "según  la  cual  es  de 
"tan  gran  fuerza  la  conoscencia  hecha  por  la  parte  en 
"juicio  que  por  ella  debe  el  Juez  dar  luego  juicio  afina- 
"do"  doctrina  muy  corriente  en  nuestros  Tribunales  de 
"justicia:  infringida  desde  luego  en  la  sentencia  recu- 
"rrida,  porque  en  ella  se  ha  hecho  caso  omiso  de  la 
"prueba  de  absoluciones  referida  favorable  á  uíi  poder- 
"dante^': 

Decimotercero.  Resultando  que  el  recurso  se  ha 
sustanciado  en  debida  forma,  celebrándose  el  día  vein- 
tiocho de  Agosto  último  la  correspondiente  vista,  en  la 
cual  informaron  los  Iletrados  de  ambas  ])artes  litigan- 
tes, sosteniéndolo  el  de  la  actora  é  im])iignándolo  el  do 
la  contraria : 

Decisió-v  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.     Considerando  que,  para  determinar  si 
un  documentó  tiene  ó  no  el  carácter  de  letra  de  cambio, 
debe  atenderse  exclusivamente  á  los  requisitos  de  forma 
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preceptuados  en  el  Código  de  Comercio,  estimándose  tal 
el  que  los  contenga  3^  reconociéndosele  en  juicio  los  efec- 
tos propios  de  la  letra,  con  absoluta  independencia  de 
los  actos  ú  omisiones  que  realizaren  ó  en  que  incurrie- 
ren, con  posterioridad  á  su  expedición,  las  personas  por 
cualquier  concepto  interesadas  en  el  documento,  pues 
]ft  naturaleza  y  calificación  que  según  la  ley  le  eorres- 
pojiden,  luego  de  expedido,  no  pueden  alterarse  por  la 
volimtad  de  ningún  interesado,  que  e^  igualmente  in- 
eficaz para  atribuir  dicho  carácter  al  que  no  se  haya 
girado  conforme  á  lo  prescrito  para  los  de  esa  especie: 

Segundo.  Considerando  que  los  documentos  pre- 
sentados en  este  juicio  por  la  parte  actora,  como  funda- 
mentales del  derecho  que  reclama,  si  bien  ofrecen  á  pri- 
mera vista  el  aspecto  de  las  letras  de  cambio,  toda  vez 
que  contienen  manifiestamente  los  requisitos  exigidos 
en  los  siete  párrafos  primero  al  séptimo  del  artículo  cua- 
trocientos cuarenta  y  cuatro  del  citado  Código,  y,  con 
relación  al  requisito  octavo  y  último,  están  firma- 
dos de  su  pi'opio  puño  por  la  persona  que  aparece  ha- 
berlos expedido,  no  pueden,  sin  embargo,  ser  tenidos  co- 
mo perfectas  letras,  puesto  que  el  firmante  no  es  el 
verdadero  librador,  según  lo  indica  claramente  la  ant'3- 
firma  por  el  mismo  empleada  al  expedir  los  giroí:,  con 
la  que  se  expresa  de  inequívoca  manera  que  los  efectua- 
ba en  representación  de  otro,  ya  lo  verificase  como  Ad- 
ministrador de  los  bienes  todos  de  la  comunidad  "Su- 
cesores de  Cristina  Baró''  ó  simplemente  como  Admi- 
nistrador del  "Ingenio  Desquite'^  perteneciente  á  la 
citada  colectividad,  la  cual  ha  reconocido  en  autos  ser 
la  libradora  sin  que  el  firmante  consignara  de  ningún 
jnodo  en  la  antefirma,  de  eonfornúdad  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  siete,  hallarse  au- 
torizado por  aquélla  para  semejantes  giros,  ni  se  haya 
acreditado  que  en  realidad  lo  esté,  porque  para  ello  no  lo 
faculta  en  mandato  que  para  otros  determinados  y  distin- 
tos actos  se  le  confirió  mediante  la  escritura  de  veintiocho 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  sobro  con- 
venio, ni  sería  válido,  aunque  comprendiera  tal  autori- 
zación, el  encargo  verbal  á  que  se  alude  en  la  confesión 
prestada  en  este  juicio,  ni  cabe  entenderle  autorizado 
por  el  solo  hecho  de  su  nombramiento  de  administrador, 
no  siendo,  como  no  es,  la  administradora  una  compa- 
ñía mercantil: 

Tercero.  Considerando  que,  en  virtud  do  lo  ex- 
puetso,  habida  además  cuenta  á  que  no  es  posible  re- 
putar libranzas  los  documentos  aludidos,  que  para  serlo 
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deberían  contener^  el  nombre  específico  de  tales,  con 
arreglo  al  párrafo  primero  áel  artículo  <]|iiinientos  treiiH 
ta  y  uno  del  citado  Código,  es  evidente  que  constituyeii 
letras  de  cambio  defectuosas  ó  imperfectas  y,  en  razón 
de  esto,  aplicándoles  la  disposición  del  artículo  c\iá^ 
trocientos  cincuenta  de  la  propia  ley,  ha  de  conceptuár- 
seles pagarés  á  favor  del  tomador  y  á  cargo  del  librador  t 

Cuarto.  Considerando  que  así  estimados  y  no  sien- 
do, por  otra  parte,  pagarés  mercantiles,  pues  no  son  co- 
merciantes el  deudor  ni  el  acreedor,  ni  proceden  aqué- 
llos de  operación  alguna  de  comercio,  no  rige  en  cuanto 
á  la  prescripción  de  las  acciones  derivadas  de  los  mis- 
mos el  término  que  señala  el  artículo  novecientos  cin- 
cuenta del  Código  citado,  sino  el  que  fija  la  legislación 
común  respecto  de  las  acciones  personales  que  no  tienen 
señalado  término  especial  de  prescripción,  ó  sea  el  díe 
quince  años  establecido  en  el  artículo  mil  noveciento* 
sesenta  y  cuatro  del  Código  Civil,  pues  la  obligación  que 
se  exige  en  este  pleito  no  es  de  aquellas  consistentes  en. 
pagos  periódicos  realizables  por  años  ó  en  plazos  más  bi«-^ 
ves,  á  las  cuales  se  refiere  el  articuló  mil  novecientos  soa- 
sen ta  y  seis  del  propio  Código  Civil,  como  lo  ha  preten-^ 
dido  desacertadamente  la  parte  demandada,  ni  existe  eii 
éste,  ó  fuera  de  él,  disposición  legal  alguna  que  regule 
especialmente  la  prescripción  de  la  acción  deducida  en 
este  caso: 

Quinto.  Considerando,  pues,  que  en  la  sentencia 
recurrida,  al  estimarse  letras  de  cambio  verdaderas  y' 
perfectas  los  documentos  en  que  el  actor  funda  su  de-^ 
recho  y  declararse,  consiguientemente,  con  lugar  la  ex- 
cepción de  prescripción,  atendido  el  transcurso .  de  treá 
años  desde  el  vencimiento  de  la  obligación  sin  que  el 
demandante  reclamara  el  pago,  se  infringen  el  artículo 
cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  del  Código  de  Comer- 
cio, que  se  interpreta  y  aplica  erróneamente;  el  artículo 
cuatrocientos  cincuenta,  en  relación  con  el  número  oc- 
tavo del  citado  cuatrocientos  cuarenta  y  cuatro  y  el  cua- 
trocientos cuarenta  y  siete,  por  no  aplicarse,  debiendo 
haberlo  sido;  el  novecientos  cincuenta  de  la  propia  ley^ 
al  cual  se  da  indebida  aplicación ;  y  por  no  dársela,  sien- 
do aplicable  al  pleito,  el  mil  novecientos  sesenta  y  cuatro» 
del  Código  Civil: 

Sexto.  Considerando  que,  por  consiguiente,  y  en 
relación  con  los  motivos  alegados  en  el  recurso  bajo  los 
números  primero,  segundo,  tercero,  quinto  y  sexto,  pro- 
cede casar  el  fallo  recurrido,  haciéndose  inútil  examinai* 
los  demás  fundamentos  que  se  alegan,  sin  que  para  la 
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casación  pueda  constituir  obstáculo  la  doctrina  legal  de 
que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos,  invocada  por 
la  Sala  sentenciadora  con  referencia  al  hecho  de  haber 
el  demandado  presentado  aquellos  documentos  al  libra- 
do, pues,  aparte  de  que,  expedidos  como  fueron  á  veinte 
días  vista,  la  presentación  era  de  todo  punto  necesaria 
para  determinar  el  vencimiento,  sea  el  que  fuere  el  ca- 
rácter de  los  mismos,  no  puede  este  en  la  letra  de  cambio 
depender,  según  se  ha  dicho,  de  los  actos  ú  omisiones  de 
las  personas  que  por  razón  del  libramiento  tengan  inte- 
rés en  ella : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  al  presente  recurso  de  casación  interpuesto  contra 
la  expresada  sentencia,  la  cual,  por  tanto,  casamos  y 
anulamos,  sin  especial  condenación  de  costas:  comuni- 
qúese etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronúticiamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
' — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — El  Magistrado 
Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar.  José 
Várela. 

Segunda  sentencia. — ^^  '^  misma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueva  sentencia  en  la  siguiente  forma: 

Reproduciendo  los  diez  primeros  Resultandos  de  la 
sentencia  de  casación  dictada  en  este  mismo  día: 

Resultando  que,  apelada  por  el  demandante  la  sen- 
tencia del  Juez  y  confirmada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de 
]a  Audiencia  de  la  Habana  en  la  suya  de  veintidós  de 
Mayo  último,  ha  sido  ésta  casada  y  anulada  por  este  Tri- 
bunal Supremo,  mediante  la  anterior  recaída  en  el  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  le- 
gal que  interpjuso  el  citado  demandante: 

Resultando  que  en  la  sustanciación  del  juicio  se 
han  observado  las  prescripciones  legales,  con  excepción, 
en  la  primera  instancia,  de  la  contenida  en  el  artículo 
seiscientos  setenta  y  siete  en  relación  con  el  párrafo  pri- 
mero del  artículo  trescientos  setenta  y  cuatro  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  según  lo  ya  expresado  en  el 
Resultando  décimo  de  la  sentencia  de  casación  que  se 
da  por  reproducido  en  la  presente: 

Siendo   Ponente  el   Magistrado   Octavio  Giberga: 

Reproduciendo  los  cuatro  primeros  Considerandos 
de  la  aludida  sentencia  de  casación: 

Considerando,  en  consecuencia,  que,  acreditada  co- 
mo está  la  exisH^encia  de  las  obligaciones  constantes  en 
los  documentos  presentados  por  el  actor  con  su  demanda 
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y  cuya  legitimidad  reconoce  la  otra  parte,  no  habiendo 
transcurrido  desde  el  mes  de  Abril  del  año  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro,  en  que  vencieron  dicha*  obli- 
gaciones, hasta  la  fecha  de  esta  reclamación,  el  pla'/o  de 
quince  años  necesario  para  que  prescribiera  la  acció]i 
que  se  ejercita,  procede  desestimar  la  excepción  de  pres- 
cripción, única  alegada  en  el  juicio,  y  resolver  de  con- 
formidad con  la  pretensión  del  demandante  respecto  de 
la  cantidad  que  se  le  adeuda: 

Considerando,  acerca  de  la  solicitud  que  también 
hace  el  actor  para  que  se  le  abonen  intereses  de  dicha 
cantidad,  que  «se  abono  es  asimismo  procedente,  ct:n 
arreglo  á  los  artículos  mil  ciento,  mil  cient"»  uno  y  mil 
ciento  ocho  del  Código  Civil,  según  los  cuales  inc\UTe 
en  mora  el  obligado  á  entregar  alguna  cosa  desde  que  el 
acreedor  le  exige  el  cumplimiento  de  la  obligación  y 
queda  sujeto  el  moroso  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  que,  en  las  obligaciones  de  pago  de  dinero, 
consistirá  en  el  de  los  intereses  convenidos  y,  á  falca  de 
convenio,  en  el  interés  legal,  conceptuante  ose  tal  el  de 
seis  por  ciento  al  año : 

Considerando  que  no  hay,  á  juicio  de  la  Sahí,  moti- 
vo para  estimar  temeraria  ni  maliciosa  la  conducta  de 
ninguno  de  los  litigantes,  sin  embargo  de  lo  cual  deben 
imponerse  las  costas  de  la  primera  instancia  á  la  parte 
demandada,  que  por  el  incumplimiento  de  sus  obliga- 
ciones puso  al  actor  en  la  necesidad  «le  piorno  ver  rete 
litigio : 

Considerando  que  la  causa  con  qué  explica  el  Juez 
de  primera  instancia  su  demora  en  dictar  sentencia  es 
insuficiente  para  justificar  tan  larga  dilac^m,  ci-utniria 
á  los  preceptos  de  la  ley  é  incompatible  con  la  buoíia  ad- 
ministración de  la  justicia,  por  la  cual  debe  volar  este 
Tribunal  Supremo,  haciendo  las  advertencias  o{>ortunaá 
á  los  Tribunales  y  Jueces  que  le  están  subordinarlos  é 
imponiéndoles,  en  su  caso,  las  demás  correcciones  disci- 
plinarias á  que  dieren  lugar: 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocan lo-  la  sen- 
tencia apelada  y  declarar,  como  declaramos,  con  hiear 
la  demanda  establecida,  condenando,  por  consiguiente,  á 
^los  sucesores  de  Cristina  Baró  á  que  dentro  de  quinto 
día  paguen  á  Faustino  Aguirregaviria  é  Ibarguen  la 
cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  doce  pesos  cuarenta 
y  siete  centavos  oro  español,  con  mas  los  intereses  de  la 
misma,  á  razón  del  seis  por  ciento  anual,  desde  la  fecha 
de  la  interposición  de  la  demanda,  y  les  condenamos 
igualmente  al  pago  de  las  costas  de  la  primera  instancia 
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del  juicio,  sin  hacer  especial  condenación  respecto  de  la& 
de  la  segunda  instancia.  Y  se  advierte  al  funcionario 
que  falló  el  pleito  como  Juez  de  primera  instancia,  José 
Figueredo  Milanos,  que  en  lo  sucesivo  cuide  de  observar 
la  puntualidad  debida  en  el  cumplimiento  de  las  funcio- 
nes de  su  cargo. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Ecrvilla. — Eafael  Maydagán. — El  Magistrado 
Sr.  Federico  Mora  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar.  José 
Várela. 


Impugnación.— Auto  72.  -5  de  Octubre.— Precepto  auto- 

nzador.  {Gac.  Abril  S6,  1904.) 

DOCTRINA:  La  cuestión  de  si  el  Tribunal 
sentenciador  ha  resuelto  ó  no  sobre  la  incompe- 
tencia de  la  jurisdicción  ordinaria  para  conocer 
del  pleito,  no  puede  plantearse  en  un  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma;  ni  tampoco  está  au- 
torizada en  un  recurso  de  fondo  por  él  número  3? 
del  artículo  1690  de  la  lejr  de  Enjuiciamiento 
Civil. 

Eecitrso  admitido: 

Kesultando  que  en  los  autos  del  juicio  declarati^ 
vo  de  mayor  cuantía  seguidos  por  la  Sociedad  de  C. 
Torres  y  C*  en  el  Juzgado  del  Distrito  Oeste  de  esta 
ciudad  contra  el  Ayuntamiento  de  la  misma  en  cobro 
de  pesos,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana dictó  sentencia  definitiva,  contra  la  cual  interpu- 
so la  corporación  municipal  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley  y  doctrir 
na  legal,  expresando  con  relación  al  primero  lo  si- 
guiente: "Es  precepto  autorizante  del  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma  el  número  sexto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  porque  alegada  en  primera  instancia  la 
incompetencia  y  reproducida  en  la  segunda  se  incurro 
en  la  causa  sexta  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y 
tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  no  fallando  so- 
bre ella  y  á  que  únicamente  habiéndose  declarado  com- 
petente puede  dictarse  fallo  sobre  el  fondo  del  litigio. 
Sentencia  de  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cuatro.  Causa  del  quebrantamiento. — Al  dictarse  la 
sentencia  de  primera  instancia  el  Juez  no  resolvió  so- 
bre la  excepción  de  incompetencia  de  los  tribunales  oi- 
dinarios  para  conocer  de  la  reclamación.  Petición  de 
subsanación. — íí"o  fué  posible  porque  habiéndose  come- 
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tido  el  quebrantamiento  al  4Íictarse  la  sentencia  y  no 
dándose  en  la  primera  instancia  contra  las  sentencias 
más  recursos  que  el  del  artículo  trescientos  sesenta  y 
dos  de  la  ÍjCJ  de  Enjuiciamiento  Civil,  este  recurso  no 
le  comprende  por  no  tratarse  de  aélarar  ningún  concep- 
to oscuro  ni  de  íUplir  una  omisión  constitutiva  en  par- 
te de  algún  punto  >  discutido  en  el  litigio,  sino  que  se 
omitió  tratar  todo  un  punto  discutido. — En  la  segun.- 
da  instancia  se  produjo  la  cuestión  en  forma  inciden- 
tal sin  éxito.  Concepto  del  quebrantamiento.  En  las 
sentencias  deben  decidirse  conforme  al  artículo  tres- 
cientos cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento' 
Civil  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto' 
del  debate  y  cuando  hayan  sido  varios  se  hará  con  la 
debida  separación  el  pronunciamiento  de  cada  uno  de 
olios.'  Habiendo  admitido  el  Juez  de  primera  instancia, 
la  Audiencia,  á  pe^ar  de  la  reclamación  establecida, 
confirmó  ese  error. 

Eesultando  que  respecto  al  recurso  por  infracción' 
de  ley  y  doctrina  legal  la  representación  del  Ayunta- 
miento de  la  Habana  expuso  lo  que  sigue :  "Este  recur- 
so está  autorizado  por  el  número  tros  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
por  no  contener  el  fallo  declaración  sobre  una  excep- 
ción opotunamente  deducida  en  el  pleito.  En  efecto, 
me  opuse  á  la  demanda  por  ser  el  Juzgado  incompeten- 
te para  ordenar  al  iVyuntamiento  de  la  Habana  que  pa- 
gase la  suma  reclamada.  El  Juzgado  del  Oeste  dictó 
sentencia  que  fué  aceptada  en  todos  sus  fundamentos 
por  la  Audiencia  de  la  Habana.  En  las  sentencias  que 
quedan  consignadas  se  han  infringido :  Primero,  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque  no  ha  heclio 
pronunciamiento  especial  de  la  alegación  de  mi  parte, 
sosteniendo  que  la  reclamación  que  motivó  esta  deman- 
da no  podía  presentarse  ante  los  tribunales  de  justicia. 
Segundo,  igualmente  se  lia  infringido  la  sentencia  de 
veintidós  de  Agosto  de  mil  novecientos  por  no  resolver 
nada  en  el  fallo  respecto  al  particular  de  la  incompe- 
tencia excepcionada.  Tercero,  también  la  sentencia  ha 
infringido  la  doctrina  establecida  en  la  de  veintiséis  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  que  bastaba  atender  á 
los  hechos  fundamentales  de  la  demanda  y  á  los  docu- 
mentos á  la  misma  acompañados  para  declarar  el  tri- 
bunal su  incompetencia.  De  los  documentos  que  sirvie- 
ron de  base  á  este  pleito  aparece  que  el  Ayuntamiento 
es  deudor  y  reconocía  como  legítimo  el  importe  de  la 
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deuda  que  se  le  reclamab^.  Esos  documentos  fueron 
bastantes  para  que  el  actor  los  aceptase  como  demostra- 
tivos de  la  causa  de  su  obligación,  abandonando  el  pro- 
bar la  entrega,  de.  la  mercancía  y  demás  actos  que  lo 
constituveron  acreedor  del  Municipio.  Cuarto,  también 
ha  infringido  el  real  decreto  de  doce  ó:  trece  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  cuarenta  y  siete,  el  artículo  diez  de 
la  Ley  de  Administración  y  Contabilidad  de  veinte  dé 
Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta,  la  sentencia  de 
diez  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno, 
que  establecen  que  los  tribunales  ordinarios  solo  cono- 
cerán contra  la  hacienda  pública  de  las  cuestiones  de 
dominio  y  propiedad.  Quinto, -por  errónea  aplicación  se 
ha  infringido  el  artículo  ciento  cuarenta  y  cuatro  de 
la  Ley  Municipal  en  cuanto  que  este  artículo  dispone 
el  procedimiento  que  debe  seguirse  por  la  administra- 
ción en  el  caso  de  autos  (no  por  tribunales  ordinarios) 
dejando  solo  p^ra  la  competencia  '(te  los  tribunales  or- 
dinarios el  resolver  respecto  á  la  legitimidad  y  prela- 
ción  de  los  créditos;  debiendo  interpretarse  el  sentido 
de  este  artículo  de  acuerdo  con  la  doctrina  establecida 
en  la  sentdncia  de  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos  que  determina  que  cuando  una  ley  esi>e- 
cial  da  á  los  tribunales  ordinarios  competencia  para 
conocer  en  asuntos  administrativos,  tal  disposición  no 
debe  extenderse  á  más  de  la  que  clara  y  terminantemen- 
te se  establece.  Sexto,  la  sentencia  recurrida  ha  infrin- 
gido el  artículo  ciento  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  Muni- 
cipal que  establece  un  período  de  ampliación  á  que  ha 
debido  sujetarse  el  crédito  de  los  señores  C.  Torres  y 
C*.  y  del  mismo  modo  el  artículo  uno  de  la  Orden 
ciento  doce  de  mil  novecientos  dos  y  su  primera  dispo- 
sición adicional  que  determina  el  modo  de  pagar  los 
atrasos  que  adeudan  los  Ayuntamientos. 

Impuükacton: 

Resultando  que  admitidos  ambos  recursos  y  per- 
sonadas las  partes  en  este  Tribunal  Supremo,  el  mi- 
nisterio fiiscal  ha  impugnado  la  admisión  de  aque- 
llos en  su  escrito  de  diez  y  seis  de  Septiembre 
próximo  pasado,  por  los  siguientes  fundamentos:  "Qae- 
brantamiento  de  forma. —  Tínico. —  Además  de  que 
la  cita  del  precepto  legal  que  autoriza  el  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma  resulta  heclia  con  la  confu- 
sión y  oscuridad  que  provienen  de  invocar  el  número 
sexto,  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  relacionándolo  con  igual  nu 
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mero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  tres  que  no 
tiene  números  en  nuestra  Ley  y  que  no  se  relaciona  en 
modo  alguno  con  dicho  número  sexto  de  mil  seiscientos 
noventa  y  uno,  aunque  puede  pensarse  que  tal  vez  el 
número  sexto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y 
tres  á  que  se  alude  no  es  otro  que  el  mismo  número  sex- 
to del  mil  seiscientos  noventa,  solo  que  por  equivoca- 
ción se  menciona  en  vez  de  éste  el  mil  seiscientos  no- 
venta y  tres,  su  concordante  de  la  Ley  de  España,  por 
consultarse  al  propio  tiempo  el  texto  de  las  dos  leyes, 
aparte  de  esto,  hay  manifiesta  incongruencia  entre  el 
precepto  autorizador  y  el  problema  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  que  se  plantea.  En  efecto,  se 
expone  como  causa  que  al  dictarse  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  el  Juez  no  resolvió  sobre  la  excepción 
de  incompetencia  de  los  tribunales  ordinarios  para  co- 
nocer la  reclamación;  y  como  la  excepción  se  fundó  en 
que  el  Juzgado  era  incompetente  para  ordenar  y  conde- 
nar al  Ayuntamiento  al  pago  de  una  cantidad  no  con- 
signada en  presupuesto,  es  claro  que  lo  que  constituye 
el  objeto  del  recurso  es  haber  existido  abuso,  por  razón 
de  la  materia  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  cono- 
ciéndose de  asunto  que  no  es  do  la  competencia  judi- 
cial, como  literalríiente  comprendido  en  el  número  sex- 
to del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  como  de  infracción  de  ley  y  explíci- 
tamente excluido  del  quebrantamiento,  número  sexto, 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno,  por  referencia 
expresa  de  éste  á  aquél  precepto. — Infracción  de  ley. — 
Único. — Se  cita  como  autorizante  el  número  tercero, 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  esta  disposición  es  incongruente  de  to- 
do punto  con  el  caso  á  que  se  aplica,  ó  sea  el  de  no  ha- 
berse hecho  declaración  expresa  en  el  fallo  recurrida 
sobre  la  incompetencia  por  razón  de  la  materia  alegada 
como  excepción .  por  el  demandado.  Comprendido  tal 
caso,  á  todas  luces,  y  por  modo  expreso,  según  se  razo- 
na en  la  parte  anterior  de  este  escrito,  en  el  número 
sexto  del  mismo  artículo  mil  seiscientos  noventa,  es  in- 
discutible la  incongruencia  señalada,  porque  la  cuesti'n 
propuesta  no  adecúa  en  la  causa  incoada,  y  solo  cabe 
debatirse  al  amparo  del  referido  número  sexto. — Por 
lo  expuesto  es  evidente  que  no  se  han  cumplido  en  nin- 
guno de  los  recursos  los  requisitos  á  que  se  refieren  Jo» 
números  tercero  y  cuarto  del  artículo  quinto  de  la 
Ley  de  casación  y  por  tanto  este  Tribunal  en  observan- 
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cíia  del  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  propia  ley  los  de- 
clarará mal  admitidos. 

Resultando  que  la  cuestión  previa  propuesta  se  ha 
finetanciado  con  arreglo  á  derecho  celebrándose  la  co- 
rrespondiente vista  pública  el  dia  primero  del  actual, 
t  n  cuyo  acto  el  Ministerio  Fiscal  y  el  abogado  de  la 
]mrte  no  recurrente  sostuvieron  los  motivos  de  la  im-- 
jmgna'ción  refutándolos  el  Letrado  del  Ayuntamiento 
íjue*  pidió  se  declarara  sin  lugar  lo  pretendido. 

Resolución  : 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  plantea  en 
er  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  furnia, 
i\e  si  en  el  fallo  recurrido  se  resuelve  ó  no  sobre  la  ex- 
cepción de  incompetencia  de  los  Tribunales  ordinarios 
jiara  conocer  del  pleito,  es  exactamente  la  misma  que 
ál  propio  tiempo  se  establece  en  los  dos  primeros  moti- 
vos del  otro  recurso  interpuesto  por  infracción  de  ley 
y  doctrina  legal ;  y  como  tal  cuestión  tlitá  evidentemen- 
te comprendida  en  el  número  tercero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
que  se  invoca  como  autorizante  .de  los  dos  citados  mo- 
tivos de  casación  en  .el  fondo,  resulta  indudable  que  la 
jírocedente  admisión  de  dichos  motiyos  implica  nece- 
sariamente la  inadmisibilidad  del  otro  igual  y  f^i^íf*^^ 
del  recurso  de  casación  en  la  forma,  al  que  por  su  na- 
turaleza no  puede  amparar  ningún  precepto  del  citado 
artículo  mil  seiscientos  noventa,  ni  por  su  objeto  el 
número  sexto  del  mil  seiscientos  noventa  y  uno  que  se 
tontrae  á  particular  distinto. 

Considerando  en  cuanto  á  los  demás  motivos  del 
i^airso  interpuesto  por  infracción  de  ley,  que  fundán- 
dose todos  estos  en  la  incompetencia  de  los  Tribunales 
ordinarios  ¡íara  conocer  de  la  reclamación  entablada, 
porque  en  concepto  del  recurrente  el  conocimiento  do 
la  misma  corresponde  á  la  Autoridad  Administrativa 
T'csulta  también  notoria  la  incongruencia  entre  tales 
motivos  y  la  causa  autorizadora  del  recurso,  que  es  co- 
mo queda  dicho,  el  número  tercero  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  procesal ;  y  faltando  co- 
mo falta  en  su  interposición  con  referencia  á  las  ci- 
Uulas  alegaciones  lo  mismo  que  en  la  única  del  lecur- 
tío  por  quebrantamiento  de  forma,  el  requisito  terc(»ro 
del  artículo  quinto  de  la  Orden  sobre  casación,  es  vist) 
íjue  ni  el  recurso  que  últimamente  se  menciona,  ni  el 
de  fondo  en  la  parte  indicada,  han  debido  ser  admití* 
dos  por  la  Sala  sentenciadora. 


L 
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Consílen^do  que  en  el  presente  caso,,  no  compren- 
dido en  los  que  determina  el  artículo  treinta  y  tres  de 
la  Orden  sobre  casación,  no  procede  que  se  haga  espe- 
cial condenación  de  costas. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma:  mal  admitido  también 
el  de  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  en  cuanto  ¡i  los 
motivos  tercero,  cuarto,  quinto  y  sex;to  •  y  no  ha  lugar 
á  la  propia  declaratoria  pretendida  respecto  de  los  mo- 
tivos primero  y  segundo  del  último  recurso  citado,  y  no 
se  hace  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen  ante  mí:  certifico. — José  Várela. — Pe- 
dro González  Llórente, — Octavio  Giberga. — Carlos  Re- 
villa.— Rafael  Maydagán. — El  Secretario,  Armando  de 
J.  Riva. 


Qnqa.— Auto  75.— 16  de  Octubre.— Precepto  antorizador. 

{^Gae.  Abril  ^6,  190^) 

DOCTRINA:  Los  preceptos  autorizadores 
de  tin  recurso  de  casación  en  el  fondo  están  con- 
tenidos en  el  artículo  1690  y  no  en  el  1687  de  la 
lev  de  Enjuiciamiento  Civil;  ni  en  los  I  y  111  dé  la 
Orden  92  de  1899. 

No  es  necesario  citar  numéricamente  el  caso  del 
artículo  1690  antes  citado,  para  plantear  el  re- 
curso, siendo  suficiente  la  expresión  de  dicho  caso 
dentro  del  cual  se  plantee  e^  recurso. 

Las  cuestiones  de  apreciación  de  prueba  no  pue- 
'  den  discutirse  al  amparo  del  caso  1?  del  artículo 

1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  diligencias  sobre  declaratoria  de 
herederos  de  Luisa  Chaple,  la  Sala  de  lo  Civil  de  l-i  Au- 
diencia de  la  Habana,  con  fecha  nueve  de  Septiembre 
del  corriente  año,  dictó  auto,  cuyos  Resultandos  s'^'ii  los 
dos  que  á  continuación  se  transcriben:  Habana,  nueve 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  tres.  Resultan  lo  que 
en  trece  de  Agosto  del  corriente  año  dictó  auto  es^n  Sa- 
la, revocando  el  apelado  y  declarando  sin  luoar  la  decla- 
ratoria de  herederos  solicitada  por  ^Matías  Martos  Cha- 
ple, auto  que  fué  notificado  el  primero  del  actuul  al  Mi- 
nisterio fiscal  y  el  dos  al  promo vente  Chaple.  Resultan- 
do que  ayer  ocho  presenta  escrito  Chaple  interpon  i  er.  do 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal  y  diciendo  textualmente,  en  cuanto  al  precepto  au- 
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torizante,  lo  siguiente:  Tercero:  el  precepto  legal  que 
autoriza  este  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
de  doctrina  legal  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia, 
es  el  caso  primero  del  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y 
siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  el  artículo 
primero  de  la  Orden  del  Gobierno  Militar  de  veinte  y 
seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  nú- 
mero noventa  y  dos,  y  habrá  lugar  á  tal  recurso  cuando 
éste  se  funde  en  alguna  de  las  causas  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa,  digo,  mil  seiscientos  ochenta  y 
nueve  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  muy  espe- 
cialmente en  la  primera  de  este  artículo,  como  acontece 
en  el  presente  caso. 

Causa  de  la  queja  : 

Resultando  que  en  dicho  auto  de  nueve  de  Septiem- 
bre la  expresada  Sala  que  la  dictó,  declara  no  hal^er  lu- 
gar á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  doctrina  legal  establecido  por  Matías  Martos 
Chaple,  fundándose  en  que  para  que  sea  admisible  un 
recurso  de  casación  de  esa  clase  es  necesario  que  se  de- 
termine el  problema  planteado  á  dicho  efecto,  bien  ci- 
tando numéricamente  el  caso  de  los  siete  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley,  ó  bien  fijándolo  por 
sus  propias  palabras  ú  otras  equivalente?,  lo  cual  no 
cumple  el  recurrente,  pues  no  fija  el  problema  de  casa- 
ción dentro  de  los  siete  que  expresa  el  ya  citado  artículo 
mil  seiscientos  noventa,  en  términos  que  pueda  apre- 
ciarse la  congruenciai  de  los  motivos,  pues  si  bien  cita  el 
indicado  artículo,  inmediatamente  rectifica  y  se  refiere 
al  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve,  caso  primero,  que  no 
es  precepto  autorizante,  según  está  resuelto. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  en  el  escrito  interponiendo  el  re- 
curso se  contiene  un  apartado,  que  en  su  parte  pertinen- 
te dice  así :  Cuarto :  Citaré  en  este  lugar  con  la  precisión 
y  claridad  prevenidas,  las  leyes  y  doctrinas  infringidas 
y  el  concepto  en  que  lo  han  sido  y  siendo  más  de  uno  los 
fundamentos  de  este  recurso,  paso  á  expresarlos  con  la 
debida  separación.  Pero  para  que  la  precisión  y  la  clari- 
dad requeridas  se  obtengan  por  completo,  me  voy  á  per- 
mitir restablecer  los  hechos  que  motivaron  la  solicitud 
de  declaración  de  herederos,  para  que  se  vea  clara  y  í^in 
ningún  género  de  dudas  que  la  ley  y  la  doctrina  legal 
constantemente  sustentada  en  este  caso  han  sido  infrin- 
gidas por    la  Sala  sentenciadora,    haciendo,  por  oonsi- 
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guíente,  aplicación  indebida  de  leyes  y  doctrinus  legal 
al  caso  del  juicio  abinteatato  de  Luisa  Chaple,  dando  á^ 
esas  leyes  y  doctrinas  legales  efectos  retroactivoí*. 

Fundamento  de  la  queja  : 

Resultando  que  contra  el  mencionado  auto  de  nue- 
ve de  Septiembre,  cuya  parte  dispositiva  y  fundamentos 
se  han  ya  referido,  ha  interpuesto  recurso  de  queja  an- 
te este  Tribunal  Supremo  el  Matías.  Hartos  Chaple,  des- 
pués de  preparario  en  M  forma  legal,  aduciendo  en  pu 
apoyo  que  por  la  Sala  de  la  Audiencia  se  ha  sufrido 
una  equivocación,  puesto  que  la  Orden  número  noventa 
y  dos  en  su  artículo  quinto  solo  exige  que  se  diga  el  pre- 
cepto legal  que  autoriza  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  y  de  doctrina  legal,  y  eso  se  cumple  en  el 
escrito  interponiendo  el  recurso,  pues  bastaba  al  efecto 
haber  citado  los  artículos  primero  y  tercero  do  dicha 
Orden  y  el  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  que  son  los  preceptos  que  autori- 
zan á  establecer  el  recurso  contra  las  sentencias  defini- 
tivas pronunciadas  por  las  Audiencias  y  que  por  tanto 
huelga  lo  que  en  el  indicado  escrito  se  haya  dicho  res- 
pecto á  si  habrá  lugar  al  recurso  por  cualquiera  de  las 
causas,  bien  lo  sean  del  artículo  mil  seiscientos  ochenta 
y  nueve  ó  del  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil;  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia se  excede  en  el  cumplimiento  de  la  Ley  de  cnsa- 
ción  y  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil,  al  respecto  referi- 
do, por  que  esas  leyes  no  exigen  que  se  plantee  ningún 
problema  de  casación,  habiéndose  cumplido  on  el  escrito 
interponiendo  el  recurso  lo  que  ellas  disponen:  y  que, 
por  otra  parte,  el  problema  de  casación  á  quf»  so  reíieve 
el  expresado  Tribunal  está  planteado  excesivan»ent»í  al 
hacer  la  cita  de  las  disposiciones  legales  que  á  juicio  del 
recurrente  han  sido  infringidas  y  al  analizar  como  se 
ha  hecho,  la  causa,  el  por  qué,  el  motivo  de  la  infracción 
de  cada  una  de  las  leyes  mal  aplicadas  ó  interpuestas 
erróneamente. 

Resultando  que  dicho  recurso  de  queja  se  ha  ms- 
tanciado  ante  este  Tribunal  Supremo  en  la  forma  legal, 
habiéndose  personado  únicamente  el  recurrente  ya  iiom- 
brado  y  celebrándose  la  vista  el  dia  troce  de  los  corrien- 
tes con  asistencia  de  su  letrado  director,  quien  verhal- 
mente  pidió  se  declarase  con  lugar  el  recurso. 

Resolución  : 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  ha  de- 
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clarado  reiteradamente  que  el  precepto  autorizador  del 
recurso  de  casación,  á  que  se  refiere  el  inciso  terr^ero,  ar- 
ticulo quinto,  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  nueve,  tratándose  de  la  in- 
fracción de  ley  ó  de  doctrina  en  pleitos  civiles,  debe 
buscarse  entre  los  varios  números  que  contiene  el  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  íJnjuicia- 
miento  Civil  pues  tan  solo  por  las  causas  que  ^lloí?  ex- 
presan es  dable  recurrir  en  casación  contra  resolucio- 
nes que  sean  susceptible  de  recursos  dé  esa  naturalc/.a 
por  todo  lo  cual  al  mencionar  el  recurrente  como  auto- 
rizadores  del  que  él  promueve  los  artículos  primero  y 
tercero  de  la  citada  Orden  y  el  mil  seiscientos  ochenta  y 
siete  de  la  también  citada  Ley  de  Enjuicia] niento,  in- 
sistiendo después  como  fundamento  de  su  queja  en  (jue 
tan  solo  estos  últimos  artículos  tienen  aquel  carácter,  y 
sosteniendo  además  que  es  superfina  la  reff.rencia  ex- 
presa á  cualquiera  de  los  indicados  números  del  mil 
seiscientos  noventa,  incurre  en  error  y  contradice  la 
jurisprudencia. 

Considerando  que,  no  obstante  lo  expuesto  en  el 
párrafo  anterior,  los  términos  empleados  por  el  reou- 
rente  en  el  apartado  cuarto  de  su  escrito  interponiendo 
el  recurso,  que  en  su  parte  pertinente  se  ha  tran>;crito 
en  los  resultandos  del  presente  auto,  en  cucíuto  por 
ello  se  atribuye  á  la  Sala  sentenciadora  el  error  haber 
hecho  "aplicación  indebida  de  Leyes  doctrina  legal  al 
caso  del  juicio",  expresan  el  precepto  autorizador  del 
recurso  en  forma  suficientemente  explícita,  porque  di- 
chas palabras  se  refieren  evidentemente  á  la  cansa  de 
casación  contenida  en  el  número  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Jjcy  de  Enjuiciamiento 
Civil,  que  es  el  único  que  permite  plantear  en  casación 
dicho  problema  de  aplicación  indebida  de  las  leyes,  cum- 
pliéndose así  de  hecho  en  el  indicado  escrito  de  interpo- 
sición lo  que  dispone  el  ya  repetido  inciso  tercero  del  ar- 
ticulo quinto,  Orden  número  noventa  y  dos  do  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  cuyo  objeto,  como  el  de  todos 
los  que  prescriben  formalidades  intrínsicis  para  dicho 
trámite,  consiste  en  procurar  que  las  cuestiones  que  son 
materia  del  recurso  resulten  propuestas  de  modo  indu- 
bitable. 

Considerando  que  alegándose  como  ca^sa  do  casa- 
ción la  de  aplicación  indebida  de  leyes,  ó  sea  la  del  nú- 
mero primero  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  p]njuiciamiento  Civil,  conforme  se  ha  explicado 
en  el  Considerando  anterior,  los  motivos  scf^undo  y  ter- 
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cero  de  los  que  se  alegan  por  el  recurrente  resultan  in- 
congruentes con  la  mencionada  causa  de  casación,  pues 
en  ellas  manifiestamente  combate  la  apreciación  de  la 
prueba  que  el  Tribunal  a  quo  ha  establecido,  ]>ara  dis- 
cutir lo  cual,  es  indispensable  apoyarse  en  otro  precepto 
que  el  expresado. 

Se  declara  con  lugar  la  queja  interpue-?ta  por  Ma- 
tías Martes  Chaple  contra  el  auto  dictado  por  la  Rala 
de  lo  Civil  en  nueve  de  Septiembre  último  en  los  autos 
que  se  refieren  al  principio  de  esta  resolución,  con  excep- 
ción de  los  motivos  segundo  y  tercero  de  los  conttvnidos 
en  el  recurso  de  casación,  respecto  á  los  cuales  se  declara 
sin  lugar  la  queja;  debiendo  las  costas  entenderse  sin 
especial  condenación. 

Comuniqúese  etc. 

Lo  acordaron,  .mandaron  y  firman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen  ante  mí ;,  certifico. — José  Várela. 
— Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Mayda- 
gán. — J.  M.  Aguirre.—^El  Secretario,  Armando  de  J. 
Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  61.— 21  de  Octubre.— Hechos.  (Gaceta 

Abril  26 y  1904.) 

DOCTRINA:  Es  improcedente  un  recurso 
de  casación  fundado  en  la  causa  1*  del  artículo 
1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuando  la 
infracción  legal,  se  hace  det^cansaren  supuestos  de 
hechos  contradictorios  de  los  consignados  en  Ifi 
sentencia  recurrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veintiuno  de  Octubre 
de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal el  recurjW)  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  Salvador  Camps  y  Riera,  vecino  y  del 
comercio  de  Santiago  de  Cuba,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  el  Juez  de  primera  instancia  de  esta  última 
ciudad  en  el  juicio  de  desahucio  promovido  por  ínés 
Barroso,  cuya  vecindad  y  profesión  ú  oficio  no  se  ex- 
presan, sobre  desalojo  de  dos  habitaciones  interiores  de 
la  casa  calle  de  Escudero  niimero  tres,  de  Santiago  de 
Cuba: 

Demanda : 

Primero.  "Resultando  que  el  Procurador  Augusto 

Betancourt,  como  apoderado  de  la  Sra.  Inés  Barroso 

estableció  demanda  contra  el  Sr.  Salvador  Camps,  sobre 

'desahucio   de   dos   habitaciones   interiores   de   la   caí^a 

calle  de  Escudero  número  tres  en  esta  población  que 
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venía  disfrutando  en  precario  y  en  virtud  de  haber  sido 
requerido  por  el  .Juzgado  de  primera  instancia  para  la 
entrega  de  la  llave  de  las  mismas  y  cuyas  habitaciones 
habían  sido  adjudicadas  á  su  mandante  en  el  juicio 
ejecutivo  que  siguió  contra  la  sucesión  del  Sr.  Benigno 
Blez,  en  cuyo  juicio  se  le  dio  posesión  de  dichas  ha'bita- 
cionee;  que  el  último  requerimiento  que  se  hizo  al  de- 
mandado tuvo  lugar  en  treinta  de  Marzo  último  están  lo 
conforme  en  la  entrega  de  las  habitaciones,  aunque  reser- 
vándost  su  acción  sobre  la  propiedad  de  las  mismas,  de 
las  que  se  les  dio  posesión  por  aquel  Juzgado  en  die;:  y 
siete  de  dicho  mes  de  Marzo  acompañando  como  prue- 
ba testimonio  de  esos  particulares'^: 

Contestación  : 

Segundo.  "Resultando  que  el  demandado  negó  !a 
demanda  fundado  en  que  las  habitaciones  objeto  del  de- 
sahucio eran  de  su  propiedad  presentando  como  prueba 
de  ello  copia  de  la  escritura  otorgada  por  el  Sr.  Benig- 
no Blez,  propietario  primitivo  de  la  finca  á  favor  de  la 
Sra.  Matilde  Chunerier,  escritura  de  venta  otorgada  por 
el  Sr.  Pedro  Bellau  al  demandado  que  la  hubo  del  Sr; 
Manuel  Águila  y  éste  de  la  Sra.  Chunerier,  expresan  lo 
que  dicha  finca  al  adquirirla  no  tenía  ningún  grava- 
men: testimonio  de  la  sentencia  del  juicio  de  desahucio 
que  siguió  ante  >el  Juzgado  de  primera  instancia  contra 
los  inquilinos  de  las  referidas  habitaciones  pertenecien- 
tes á  su  finca  Escudero  número  tres ;  expresando  además 
que  teniendo  su  título  inscripto  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  á  la  demandante  tocaba  establecer  el  juicio 
de  anulación;  que  al  darse  posesión  á  la  demandante 
hizo  las  consiguientes  protestas  de  propiedad  y  que  al 
haberse  adjudicado  á  aquélla  esas  habitaciones,  esa  adju 
dicación  era  ilusoria,  porque  el  juicio  no  se  había  segui- 
do contra  el  demandado  que  no  había  sido  condenado 
por  ningún  Tribunal  y  que  sólo  por  obediencia  al  Juz- 
gado estuvo  conforme  con  la  entrega  de  las  llaves  y 
que  tan  luego  aquel  Tribunal  se  apercibió  de  lo  injusto 
del  caso  dictó  providencia  en  contrario  pidiendo  que  en 
definitiva  se  declarase  sin  lugar  el  desahucio  con  Iris 
costas  al  actor": 

Replica  : 

'  Tercero.  "Resultando  que  el  demandante  en  ré- 
plica reprodujo  su  demanda  agregando  que  nunca  co- 
mo en  este  caso  había  podido  observarse  mayor  temeri- 
dad en  el  demandado;  que  no  se  trataba  en  este  juic^'o 
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de  la  propiedad  hipoteca  que  éste  decía  tener  sobro 
esas  habitaciones,  pues  era  sabido  que  en  los  juicios  de 
desahucio  no  se  podía  discutir  cuestión  de  propiedad, 
según  estaba  resuelto  por  repelidas  sentencias  dol  T. 
Supremo,  bastando  sólo  la  posesión  del  inmueble;  que 
de  los  documentos  presentados  por  el  demandado  acep- 
taba sólo  la  escritura  de  venta  que  se  le  hizo  en  sieco 
de  Enero  de  mil  novecientos  dos,  de  la  cual  aparecía 
que  el  inmueble  que  se  le  vendió  lindaba  con  otro  dnl 
8r.  Benigno  Bles  y  que  aun  en  el  supuesto  que  en  esa  es- . 
critura  se  comprendiesen  las  habitaciones  á  que  se  re- 
fiere este  juicio  no  pudo  trasmitii*se  la  posesión  de  ellH.-?, 
porque  el  vendedor  no  la  tenía,  puesto  que  desde  el  vein- 
tidós de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete^  cin  .o 
años  antes,  se  encontraban  embargadas  las  rentas  de  di- 
chas habitíiciones  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  ya  se  ha- 
bía hecho  referencia:  que  la  posesión  correspondía  á  su 
mandante  como  lo  justificaba  con  el  docimiento  presen- 
tado, habiéndose  declarado  sin  lugar  en  ambas  instan- 
cias el  amparo  en  la  posesión  que  solicitó  el  Sr.  Camps 
que  había  demostrado  su  desobediencia  á  la  autoridad 
negándose  á  cumplir  las  providencias  dictadas  para  la 
entrega  de  dichas  habitaciones  proponiendo  como  prue- 
ba además  de  la  exhibida  que  se  librara  suplicatoria  al 
señor  Juez  de  primera  instancia  para  que  se  remitiera 
certificación  de  varios  lugares  del  juicio  ejecutivo  antes 
mencionado  y  testimonios  de  las  sentencias  recaídas  en 
el  incidente  de  amparo  en  la  posesión  promovido  por 
el  Sr.  Camps" : 

Duplica  : 

Cuarto.  "Eesultando  que  el  demandado  en  dupli- 
ca reprodujo  su  contestación  y  la  prueba  de  documentos 
que  tenía  acompañados  proponiendo  además  la  de  co- 
tejo ó  caso  de  que  por  el  demandante  se  impugnare  al- 
guna de  las  presentadas  la  de  posiciones  y  la  documen- 
tal consistente  en  que  por  el  Secretario  de  este  Juzga- 
do se  extendiese  certificación  de  las  sentencias  inferior 
y  superior  recaídas  en  la  demanda  que  siguió  el  8r.  Pi- 
dencio  Estenóz  como  mandatario  de  la  Sra.  Barros,o 
contra  la  expononte  sobre  cobro  de  jornales  de  las  ha- 
bitaciones en  cuestión  y  acompañó  copia  del  voio  part*- 
cular  recaído  en  el  incidente  de  amparo  que  promovió.'' 

PprüeBuA  : 

Quinto.  Kesultando  que,  practicada  prueba  y  traí- 
da á  los  autos  para  mejor  proveer  certificación  de  un: 
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voto  particular  fornuüado  al  dictarse  sentencia  en  an- 
terior recurso  de  amparo  en  la  posesión  de  la  menciona- 
da casa,,  que  fué  negado  al  demandado  en  este  juicio,  el 
Juez  Municipal  de  Santiago  de  Cuba  falló  declarando 
haber  lugar  al  desahudo,  ordenando  el  desalojo  por  el 
demandado  dentro  del  término  de  ocho  días  de  las  doí 
habitaciones  expresadas,  apercibiéndole  de  lanzamiento 
y  condenándole  en  las  costas;  para  lo  cual  se  funda  el 
referido  Juez  en  haber  la  demandante  justificado  por 
medio  de  documentos  públicos  que  se  halla  en  posesión 
de  las  habitaciones  antedichas,  hecho  que  se  demuestn- 
más  por  la  resolución  recaída  en  el  recurso  de  amparo 
que  el  demandado  promoviera  con  anterioridad :  en  que 
éste  fué  debidamente  requerido  para  la  entrega  de  las  ha- 
bitaciones objeto  del  desahucio:  y  en  que,  aun  cuando 
alega  tener  la  propiedad  de  ellas  y  presenta  documentos 
en  justificación  de  tal  aserto,  en  este  juicio  se  trata  sólo 
del  desahucio  á  que  da  lugar  el  hecho  de  la  posesión 
probada  por  la  demandante,  siendo  procedente  el  de- 
cretarlo con  arreglo  al  párrafo  tercero  del  artículo  xiiil 
quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  reformada  por  la  Orden  número  ciento  setenta  di*. 
la  serie  de  mil  novecientos  dos: 

Resolución  recurrida  y  fundamentos  del  recurso: 

Sexto.  Resultando  que,  apelada  la  sentencia  por  el 
demandado  y  confirmada,  en  virtud  de  sus  propios  fun- 
damentos, por  la  que  dictó  el  Juez  de  primera  instan- 
cia respectivo  en  quince  de  Julio  del  corriente  año,  de- 
dujo aquél  contra  ésta  recurso,  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  que  funda  en  el  párrafo  primero  del  artículo 
mil  seiscicnt<K^  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento,  invo- 
cando como  infringidas  las  siguientes  disposicones :  '*E1 
artíciüo  seiscientos  seis  del  Código  Civil  en  relación  con 
el  artículo  veintitrés  de  la  Ley  Hipotecaria  según  lo¿i 
cuales  los  títulos  de  dominio  ó  de  otros  derechos  reale.s 
que  no  estén  debidamente  inscriptos  en  el  Registro  de 
la  Propedatl  ó  anotados  no  perjudican  á  tercero,  por 
cuanto  í^e  considera  dueña  de  los  cuartos  en  cuestión  á 
la  Sra.  Inés  Barroso  por  sus  manifestaciones  corrobora- 
das escasamente  con  una  prueba  deficiente,  que  si  bien 
podrán  servir  para  demostrar  en  otro  juicio  la  falta  de» 
derecho  que  ostenta  para  poseer  los  cuartos  objeto  del 
desahucio  no  le  sirven  para  desvirtuar  la  situación  del 
hecho  de  la  posesión,  y  en  este  supuesto  es  improcedente 
la  acción  del  desahucio  fundada  en  el  caso  III  del  ar- 
menio mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  Procesal. 
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Los  artículos  cuatrocientos  treinta  y  cuatrocientos  trein- 
ta y  ocho  del  Código  Civil  en  relación  con  el  mil  qui- 
nientos sesenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
puesto  que  la  sentencia  al  atribuir  indebidamente  á  la 
demandante,  Sra.  Inés  Barroso,  los  caracteres  que  exige 
la  Ley  Procesal  para  que  prospere  la  acción  del  desahu- 
cio, reconoce  que  no  tiene  la  posesión  de  los  cuartos,  y 
en  este  caso  claro  está  que  ninguna  acción  compete  á  la 
actora  para  adquirir  violentamente  la  posesión  mientras 
exista  un  poseedor  que  á  ello  se  oponga  conforme  al  otro 
artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  uno  del  citado  Código 
que  infringe  también  la  sentencia  recurrida.  En  el  mis- 
mo artículo  mil  quinientos  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  ya  citada  por  indebida  aplicación 
puesto  que  exige  como  requisito  indispensable  para  sor 
parte  legítima  y  poder  promover  el  juiciq  de  desahucio 
la  posesión  real  de  la  finca  posesión  que  ni'  antes  de  pro- 
mover el  juicio  ni  en  la  actualidfid  tiene  la  demandante 
Inés  Barroso,  pues  si  bien  ostenta  ima  providencia  ju- 
dicial tal  documento  no  la  habilita  como  poseedora  de 
los  cuartos,  siendo  indispensable  que  para  adquirir  en 
cualidad  y  la  tenencia  legítima  en  condiciones  de  poder 
ejercitar  acciones  respecto  de  dichos  cuartos  ha  debido 
utilizar  los  procedimientos  establecidos  en  el  artículo 
dos  mil  cincuenta  y  cinco  y  siguientes  de  la  citada  Lev 
para  obtener  la  posesión  judicial  y  no  habiéndolo  heciio 
no  era  parte  legítima  para  ejercitar  la  acción  del  desahu- 
cio, que  no  ha  podido  ó  debido  prosperar,  y  sin  embargo 
la  sentencia  recurrida  lo  ha  declarado  con  lugar/' 

Séptimo.  Resultando  que,  admitido  el  recurso  y 
emplazado  el  recurrente  en  veinte  y  ocho  de  Julio,  sien- 
do éste  el  último  emplazamiento  realizado,  se  personó  di- 
cha parte  mediante  escrito  de  primero  de  Agosto,  no 
compareciendo  en  forma  alguna  la  contraria,  y  se  ha 
sustanciado  aquél  en  debida  forma,  celebrándose  el  día 
ocho  del  actual  la  correspondiente  vista  pública,  sin  asis- 
tencia ni  representación  de  parte  alguna: 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  para  la  redacción  de  esta  senten- 
cia el  Magistrado  Octavio  Giberga,  por  enfermedad  del 
Magistrado  Pedro  G.  Llórente,  designado  en  turno: 

Primero.  Considerando  que  este  recurso,  deducido 
únicamente  por  la  causa  primera  de  casación  que  señala 
el  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  carece  á  primera  vista  de  eficacia,  por  la 
sola  circunstancia  de  hacerse  descansar  las  infracciones 

T.  6.— 1904.— 46. 
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que  se  alegan  en  supuestos  de  hecho  contradictorios  de 
la  sentencia  recurrida,  pues  no  es  exacto  que  ésta  consi- 
dere á  la  demandante  dueña  de  las  habitaciones  en  cues- 
tión y  estime  que  no  tiene  la  posesión  de  ellas,  sino  que 
k  reputa  poseedora  y  reconociéndole,  por  el  hecho  pro- 
bado de  esa  posesión,  personalidad  para  promover  el  pro- 
cedimiento de  desahucio,  se  limita  á'  decidir  sobre  este 
punto,  sin  exponer  juicio  ni  formular  declaración  acerca 
de  la  propiedad ;  en  virtud  de  lo  cual,  no  habiéndose  im- 
pugnado en  el  recurso  la  apreciacón  de  prueba,  con  arre- 
glo al  párrafo  séptimo  del  precitado  artículo  rail  seí^;- 
cientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  claro  está 
que  dicha  apreciación  debe  subsistir  y  son  inútiles  cuan- 
tas alegaciones  se  hacen  con  referencia  á  un  caso  que 
no  es  el  del  litigio,  resuelto  por  el  Juzgador  en  el  fallo 
contra  que  se^  recurre. 

Segundo.  Considerando  quQ,  al  desestimarse  el  re- 
curso de  casación,  procede,  en  cumplimiento  de  lo  pre- 
ceptuado por  el  artículo  XL  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  conde- 
nar en  las  costas  á  la  parte  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  mencionado,  con  las  costos  á  car- 
go del  recurrente :  comuniqúese  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — El  Magistrado  Sr. 
Pedro  González  Llórente  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar. José  Várela. — Octavio  Giberga. — Carlos  Eevilla. 
— Rafael  Maydagán. 


Queb.  forma  é  Inf.  ley.— Sont.  19.— 29  de  Octubre.— Prue- 
ba. iOae.  Abril  se,  190^.) 

DOCTRINA:  La  falta  de  recibimiento  á 
prueba  en  cualquiera  instancia  j  cualquiera  que 
sea  la  causa  por  la  cual  se  solicite  ese  trámite  está 
comprendida  en  el  número  3?  y  no  en  el  5?  del  ar- 
tículo 1691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

La  autenticidad  de  un  documento  privado  me- 
diante su  legal  reconocimiento  y  el  valor  de  escri- 
tura pública  que  se  le  atribuya,  es  cuestión  distin- 
ta de  la  nulidad  del  contrato  en  él  contenido. 

El  artículo  1233  del  Código  Civil  establece  co- 
mo  exce]K!Íón  al  principio  de  la  indivisibilidad  de 
la  confesión,  el  caso  en  c[ue  una  parte  de  ésta  se 
compruebe  por  otros  medios. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintinueve  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  del  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  procedente  del  Juzgado  de  pri- 
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mera  instancia  de  Marianao  y  Audiencia  de  la  Habaníi, 
seguido  por  Manuel  Tobías  y  Lerena,  propietario  y  ve- 
ciño  del  término  municipal  de  Marianao,  contra  Nico- 
lasa  Viera  y  Viera,  ocupada  en  los  quehaceres  domésti- 
cos, y  de  la  propia  vecindad,  sobre  reconocimiento  de 
un  censo  y  pago  de  pensiones;  visto  en  este  Tribunal  »Su- 
premo  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  indicn- 
da  demandada  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  mencionada  Audiencia,  de  fecha  siote 
de  Julio  último. . 

Primro.  Resultando  que  en  la  citada  sentencia  que 
ha  sido  recurrida  se  han  aceptado  los  fundamentos  de 
hecho  de  la  de  primera  instancia,  la  cual  á  su  vez  contie- 
ne los  cuatro  resultandos  que  á  continuación  se  trans* 
criben : 

Demanda  : 

Segundo.  Besultando  que  el  citado  procurador  José 
Ignacio  Tarafa  por  su  escrito  de  fecha  cuatro  de  Febre- 
ro último,  por  lo  principal,  estableció  demanda  de  me- 
nor cuantía  á  nombre  de  su  poderdante  Tobías  contra  la 
señora  Viera,  interesando  que  en  definitiva  se  condene 
á  dicha  demandada  á  que  reduzca  á  escritura  pública  el 
contrato  de  censo  otorgado  en  documento  privado  do 
diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  al 
pago  de  las  pensiones  vencidas,  ascendentes  á  cincuenta 
pesos,  intereses  de  esa  suma  desde  la  interpelación  judi- 
cial y  de  todas  las  costas  con  declaración  de  temeridad 
si  se  opusiere  á  la  demanda,  acompañando  con  el  escrito 
el  testimonio  de  poder  bastanteado  que  acredita  su 
personería,  copia  simple  de  la  escritura  de  fecha  diez  y 
nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  sobre 
compra  venta  del  terreno  á  que  se  refiere  el  censo  do  qm 
se  trata,  un  contrato  ó  documento  privado  por  el  que  el 
demandante,  Tobías  con  fecha  diez  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  celebrado  en  la  demandada 
Nicolasa  Viera,  referente  á  la  venta  á  censo  á  la  última 
de  una  porción  de  terreno  perteneciente  á  la  estancia 
^'Alambique"  por  el  precio  de  doscientos  pesos  y  con  el 
canon  anual  de  diez  pesos,  regulado  al  cinco  por  ciento 
de  dichos  doscientos  pesos,  y  por  último  acompaña  tam- 
bién la  certificación  del  acta  de  la  conciliación  intentada 
por  el  demandante  contra  la  dicha  señora  Viera  en 
treinta  de  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  cuyo  acto  no 
tuvo  efecto  por  falta  de  comparecencia  de  la  demanda- 
da; por  el  primer  otrosí  acompaña  las  copias  de  la  de- 
manda y  documentos  relacionados  é  interesa  que  se  en- 
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tregüen  á  la  demandada  en  el  acto  del  emplazamiento  y 
por  el  segundo  manifiesta  que  no  presenta  el  testimonio- 
de  la  escritura  de  adquisición  del  terreno^  por  no  estar 
en  su  poder,  por  lo  que  ha  acompañado  la  copia  simple 
sin  perjuicio  de  presentarla  fehaciente  durante  el  tér- 
mino de  prueba  por  constar  en  dicha  copia  el  archivo 
donde  fué  otorgada  y  demás  condiciones  que  exige  la 
ley  procesal,  fundando  la  citada  demanda  á  que  se  refie- 
re lo  principal  del  indicado  escrito  en  los  siguientes  he- 
chos :  primero,  que  según  lo  acredito  con  la  copia  de  es- 
critura pública  que  acompaño,  otorgada  ante  el  notario 
Don  Francisco  de  Castro,  en  la  Habana  el  diez  y  nueve 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  (documento 
número  dos)  mi  poderdante  es  dueño  de  una  estancia 
titulada  "Alambique",  situada  en  el  término  municipal- 
de  Marianao,  compuesta  de  tres  caballerías  de  tierra 
equivalentes  á  cuarenta  hectáreas,  veintiséis  centiáreas, 
cuyos  terrenos  lindan  por  el  Norte  y  el  Este  con  el  mar,, 
por  el  Sur  con  el  sitio  de  Casanova  y  por  el  Oeste  con 
terrenos  de  Acevedo,  cuya  finca  tiene  inscripta  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  de  la  Habana  al  folio  ciento  se- 
tenta y  dos  vuelto,  tomo  primero,  Ayuntamiento  de  Ma- 
rianao, finca  treinta  y  dos,  inscripción  quinta.  Segun- 
do, que  el  señor  Don  Manuel  Tobías  como  propietario 
del  terreno  descrito  en  el  hecho  anterior,  vendió  á  censo 
reservativo  á  la  señora  Doña  Nicolasa  Viera  una  por- 
ción de  terreno  de  dicha  estancia  compuesta  de  veinte  j 
dos  metros  cincuenta  y  cuatro  centímetros  de  frente,  se- 
senta y  seis  metros  ochenta  centímetros  de  fondo  y  vein- 
tidós metros  cincuenta  y  cuatro  centímetros  de  frente 
de  fondo  ó  séase  una  superficie  plana  de  mil  quinientos 
seis  metros  situado  en  el  poblado  de  la  Playa,  calle  titu- 
lada de  la  Calzada,  número  trece,  lindando  por  el  frente 
con  la  Calzada,  por  la  derecha  con  la  calle  de  San  Anto- 
nio, por  la  izquierda  con  Don  Alberto  Brut  y  por  el 
fondo  con  terrenos  de  la  misma  estancia.  Tercero,  que 
el  precio  de  la  venta  fué  el  de  doscientos  pesos  en  oro 
en  que  de  común  acuerdo  valorizaron  la  porción  de  te- 
rreno descrita  en  el  hecho  anterior,  cuya  suma  quedó 
impuesta  en  el  expresado  terreno,  y  cuanto  en  el  mismo- 
so  construyera  y  edificara  como  censo  reservativo  redi- 
mible, cpn  el  canon  ó  rédito  de  un  cinco  por  ciento,  el 
cual  debía  importar  la  suma  de  diez  pesos  en  oro  paga- 
deros por  la  señora  Viera  los  días  treinta  y  uno  de  Di- 
ciembre de  cada  año,  comenzando  la  primera  anualidad 
el  día  y  mes  indicado  del  año  mil  oochocientos  noventa 
y  siete.  Cuarto,  que  asimismo  se  convino  que  el  canon  se- 
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pagaría  en  Marianao  libre  de  toda  deducción  por  el 
<;oncepto  de  contribuciones  del  Estado  6  del  Municipio 
6  de  cualquier  otro  impuesto  que  en  lo  adelante  se  esta- 
bleciere. Se  consignó  también  que  en  todo  lo  demás  se 
observaran  las  prescripciones  del  Código  Civil  en  ma- 
teria de  censo.  El  convenio  mencionado  en  los  capítulos 
anteriores  aparece  del  documento  privado  que  acompa- 
ño marcado  con  el  número  tres  y  que  se  autorizó  en  la 
Playa  de  Marianao  el  diez  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete.  Quinto,  que  Doña  Nicolasa  Viera 
se  ha  negado  á  concurrir  á  una  Notaría  á  fin  de  elevar  á 
escritura  pública  el  contrato  de  censo  y  no  ha  pagado 
tampoco  á  mi  poderdante  los  réditos  del  referido  capital 
úe  censo,  desde  la  pensión  vencida  en  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  igual 
xlía  y  mes  de  mil  novecientos  uno  ó  sean  cinco  años,  que 
á  razón  de  diez  pesos,  hacen  cincuenta  pesos  oro.  De- 
mandada en  conciliación  Doña  Nicolasa  Viera  no  asis- 
tió al  acto,  según  lo  aéredita  la  certificación  que  acom- 
paña, y  posteriormente  han  sido  inútiles  las  gestiones 
hechas  para  que  acudiera  á  cumplir  lo  convenido,  ale- 
gando los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  condu- 
centes. 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  de  diez  y 
nueve  de  Febrero  último,  se  tuvo  por  establecida  la  de- 
manda, disponiendo  se  sustanciara  por  los  trámites  del 
juicio  de  menor  cuantía,  contra  la  demandada  señora 
Viera,  se  tuvo  por  parte  al  procurador  Tarafa  á  nombre 
del  demandante  Tobías  y  Lerena  y  emplazada  en  forma 
dicha  demandada  por  el  escrito  de  cuatro  de  Marzo  se 
personó  por  su  propio  derecho  interesando  se  dispusiera 
que  el  presente  juicio  debía  tramitarse  como  de  mayor 
cuantía  por  las  razones  que  en  dicho  escrito  consignan, 
interesando  asimismo  que  al  efecto  se  convocaran  las 
partes  á  la  comparecencia  dispuesta  por  la  ley;  y  por  el 
escrito  de  fecha  doce  de  Marzo  se  personó  en  la  actua- 
ción el  procurador  Bonifacio  Valdés  Alvariño  á  nombre 
de  la  demandada  señora  Nicolasa  Viera  acompañando 
el  testimonio  de  poder  bastanteado  de  fojas  veintiocho ; 
y  por  la  providencia  de  fecha  quince  de  Marzo  se  tuvo 
por  parte  al  referido  procurador  Alvariño  á  nombre  de 
la  demandada  y  se  señaló  para  el  acto  de  la  comparecen- 
cia el  día  diez  y  nueve  del  expresado  mes,  cuyo  acto  fué 
suspendido  á  instancia  de  ambas  partes,  señalándose 
nuevamente  el  día  veinticuatro  de  Marzo,  en  cuya  fecha 
tuvo  lugar  el  acto  alegándose  por  las  direcciones  de  las 
partes  las  razones  oportunas  y  por  el  auto  de  veintiséis 
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del  repetido  mes  se  declaró  por  el  Juzgado  que  el  pre- 
sente juicio  debía  sustanciarse  por  los  trámites  del  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  concediéndose  á  la  demanda- 
da por  la  providencia  de  fecha  veinte  y  nueve  de  dicho 
Marzo  el  término  de  veinte  días  para  el  trámite  de  con- 
testación de  la  demanda. 

Contestación  : 

Cuarto.  Resultando  que  el  Procurador  Bonifacio 
Valdés  Alvariño,  por  el  escrito  de  veinte  y  nueve  de 
Abril  iiltimo  contestó  la  demanda  interesando  se  decla- 
rara sin  lugar  con  las  costas  á  cargo  del  demandante, 
cuya  petición  hizo  por  lo  principal  de  dicho  escrito,  ma- 
nifestando por  el  otrosí  que  su  representada  tenía  entre 
sus  papeles  los  documentos  por  los  cuales  adquirió  la 
casa  que  habita ;  pero  no  le  había  sido  posible  encontrar- 
los para  presentarlos  en  el  trámite  de  contestación,  la 
que  funda  en  la  dicha  parte  principal  del  escrito  en  los 
siguientes  hechos:  Sobre  el  ototgamiento  de  escritura 
pública. — El  señor  Tobías  y  Lerena  carece  de  acción 
para  exigir  á  Doña  Nicolasa  Viera  que  eleve  á  escritura 
pública  el  supuesto  contrato  de  diez  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete  por  los  siguientes  funda- 
mentos.— Hechos :  Primero,  que  según  aparece  de  la  es- 
critura otorgada  en  diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  ante  Don  Francisco  de  Castro  y 
Flaquer,  que  en  testimonio  acompaña  el  actor  marcada 
con  el  número  dos,  la  finca  "Alambique",  sobre  cuya  ca- 
pacidad superficial  hablaré  después,  fué  de  la  propiedad 
de  Doña  Tomasa  Gutiérrez  por  título  de  adjudicación 
que  á  dicha  señora  se  hizo  en  los  autos  de  la  testamenta- 
ría de  su  primer  consorte,  en  tres  de  Agosto  de  miV 
ochocientos  treinta  y  cuatro,  inscribiendo  lo  que  de  esa 
finca  poseía  en  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta.  Segundo,  que  según  se  contiene  en  la  propia  es- 
critura la  propiedad  de  esa  finca  se  vendió  á  Don  An- 
tonio Iglesias  Yuera  por  escritura  de  veinte  y  tres  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  de  quien  la  hubo 
el  demandante  por  ascritura  de  diez  y  nueve  de  Junio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  Tercero,  que  la  ex- 
presada finca  "Alambique"  nunca  contuvo  entre  sus  lin- 
deros la  extensión  superficial  que  en  dicha  escritura  se 
le  señala  de  tres  caballerías  equivalentes  á  cuarenta  hec- 
táreas y  veintiséis  centiáreas,  no  solamente  porque  se 
cedieron  diversos  lotes  de  terreno,  unos  en  pleno  domi- 
nio y  otros  á  censo,  sino  porque  su  limitación  nunca  es- 
tuvo fijada.  Cuarto,  que  con  motivo  del  temporal  ocu- 
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rrido  el  día  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  tres,  los  señores  Ramón  Chaple  y  Montiely  y  Ramóa 
Julia  como  delegados  de  la  comisión  que  se  formó  para 
hacer  una  suscripción  á  fin  de  socorrer  á  las  familias  po- 
bres del  caserío  de  la  Playa  de  Marianao^  obtuvieron  de 
Doña  Tomasa  Gutiérez  viuda  de  Ibáñez  varios  solares 
para  construir  las  casas  de  las  personas  que  resultasen 
favorecidas  tanto  en  los  mismos  lugares  en  que  existían 
las  que  perdieron  como  en  los  solares  cedidos  por  la  se- 
ñora Gutiérrez  de  Ibáñez ;  todo  lo  cual  consta  en  la  me- 
moria depositada  por  dichos  señores  Chaple  y  Julia  en 
el  Juzgado  de  Paz  de  Marianao  en  tres  de  Julio  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro.  Quinto,  que  en  las  fechas 
mencionadas  en  el  hecho  anterior  vivía  en  el  caserío  de 
la  Playa  un  señor  llamado  Don  Adolfo  Beniski  conocido 
por  "El  Polaco^',  quien  habitaba  en  una  casa  de  su  ex- 
clusiva propiedad  y  dominio,  situada  en  la  Calzada  de 
la  Playa,  lindando  por  el  frente  con  dicha  Calzada,  por 
el  lado  del  mar  con  la  casa  de  Don  Francisco  Montero  y 
por  el  otro  con  la  calle  de  Julia,  que  después  se  llamó 
Avenida  E,  y  marcada  dicha  casa  con  el  número  nueve^ 
con  una  superficie  de  veintisiete  varas  de  frente  por  cua* 
renta  de  fondo.  Sexto,  que  la  expresada  casa  fué  vendi-^ 
da  por  Don  Adolfo  Beniski  á  Don  Elias  de  la  Concep-^ 
ción,  quien  á  su  vez  la  vendió  á  Don  Pedro  Narciso  Sa- 
lame en  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  de  quien  la  hu- 
bo Doña  Nicolasa  Viera  en  mil  ochocientos  noventa  y 
tres,  sin  que  ninguno  de  ellos  desde  tiempo  inmemorial 
pagara  nunca  pensión  ó  canon  de  ninguna  especie  y  sin 
que  ni  Doña  Tomasa  Gutiérrez  primero,  desde  mil  ochor 
cientos  treinta  y  cuatro  ni  el  señor  Iglesias  desde  mil 
ochocientos  ochenta  alegaran  nunca  que  la  expresada 
casa  estuviese  edificada  en  terrenos  de  la  .  estancia 
"Alambique".  Séptimo,  que  como  Doña  Nicolasa  Viera 
hiciera  gestiones  para  obtener  una  rebaja  en  la  contribu- 
ción territorial  que  abonaba,  Don  Manuel  Tobías  se 
presentó  en  la  casa  de  dicha  señora  para  que  ésta  suscri- 
biera un  papel  que  llevaba  con  el  objeto  de  solicitar  del 
Avuntamiento  aquella  rebaja.  Octavo,  que  Doña  Nico* 
lasa  Viera  que  no  sabe  leer,  firmó  en  el  expresado  papel, 
siendo  éste  el  contrato  que  fechado  en  diez  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  acompaña  el  señor 
Tobías  con  su  demanda.  Xoveno,  que  á  mayor  abunda- 
miento la  casa  y  terreno  en  que  el  susodicho  contrato  se 
descrilje  no  es  idéntica  ni  la  misma,  ni  en  la  numeración 
ni  en  la  medida  superficial  á  la  que  mi  conf érente  po- 
see y  obtuvo  en  la  forma  ya  expresada.  Décimo,  que  el 


&.%**<jiv  **.?■; 


728 


boletín  legislativo. 


terreno  y  la  casa  de  la  propiedad  de  Doña  Nicolasa  Vie- 
ra  nunca  fueron  del  señor  Tobías  ni  de  ninguno  de  sus 
causantes.  Décimoprimero :  que  cumpliendo  con  el  pre- 
cepto de  la  ley  procesal  manifiesto  que  es  cierto  el  pri- 
mer hecho  de  la  demanda  con  las  restricciones  compren- 
didas en  este  escrito,  especialmente  en  cuanto  al  solar 
marcado  con  el  número  nueve  se  refiere.  Décimosegun- 
do,  que  niego  en  absoluto  los  hechos  segundo,  tercero  y 
cuarto  de  la  demanda,  pues  el  señor  Tobías  nunca  ha 
vendido  á  censo  á  la  señora  Viera  terreno  alguno;  obte- 
niendo sin  embargo  por  engaño  y  error  la  firma  de  dicha 
señora  al  pie  del  documento  privado  que  hoy  con  aire  de 
triunfo  esgrime  el  señor  Tobías  contra  mi  conferente. 
Decimotercero,  que  es  muy  cierto  que  Doña  Nicolasa 
Viera  se  ha  negado  siempre  antes  y  después  del  papel 
fechado  en  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  firmar  es- 
critura ni  contrato  de  censo  á  Don  Manuel  Tobías;  co- 
mo es  muy  cierto  también  que  ni  á  él  ni  á  nadie  se  ha 
pagado  nunca  pensión  ni  rédito  alguno,  precisamente 
porque  nimca  se  había  querido  firmar  escritura  ni  con- 
trato de  censo,  viéndose  por  ello  obligado  el  señor  To- 
bías é  obtener  por  sorpresa  y  engaño  lo  que  voluntaria- 
mente y  á  sabiendas  nunca  pudo  lograr. — Sobre  el  co- 
bro de  las  pensiones. — La  segunda  pretensión  del  señor 
Tobías,  que  con  el  aparente  y  engañoso  jiropósito  de  ha- 
cer este  juicio  de  menor  cuantía,  dedujo  en  demanda, 
se  refiere  al  cobro  nada  menos  que  de  cinco  anualidades 
de  pensiones  desde  la  vencida  en  treinta  y  imo  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  hasta  la  que 
venció  en  igual  día  y  mes  del  año  de  mil  novecientos 
uno,  que  á  razón  de  diez  pesos  cada  una  hacen  un  total 
de  cincuenta  pesos  en  oro;  pretensión  á  todas  luces  in- 
iusta  é  improcedente  y  para  lo  que  carece  de  toda  acción 
6  derecho  el  señor  Tobías.  Fundo  mi  contestación  á  esta 
parte  de  la  demanda  en  los  hechos :  Primero,  que  Doña 
Nicolasa  Viera  y  Don  Manuel  Tobías  nunca  han  otor- 
gado escritura  alguna  de  constitución  de  censo  por  la 
que  se  hubiera  obligado  la  primera  á  pagar  rédito  6 
pensión.  Segundo,  que  Doña  Nicolasa  Viera,  ni  con  es- 
critura ni  sin  ella,  ha  pagado  nunca  rédito  ó  pensión  al 
señor  Tobías  ni  á  ninguna  otra  persona.  Tercero,  que 
aun  cuando  el  documento  privado  que  acompaña  el  ac- 
tor con  su  demanda  no  fuese  nulo,  es  un  hecho  induda- 
ble que  no  sería  eficaz  para  producir  la  acción  ál  cobro 
de  pensiones.  Cuarto,  que  hay  evidente  temeridad  en  es- 
ta pretensión  del  señor  Tobías  porque  1^  ha  sido  ya  de- 
negada por  sentencia  firme  y  ejecutoria  con  antériori- 
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dad  al  presente  litigio,  alegando  los  fundamentos  de  de- 
recho que  estimó  oportunos,  y  por  la  providencia  de  fe- 
cha primero  de  Mayo  último  se  tuvo  por  contestada  la 
demanda  confiriéndose  traslado  en  réplica  al  actor  por 
ténnino  de  diez  días,  y  por  hechas  las  manifestaciones 
contenidas  en  el  otrosí. 

BéPLiCA  Y  Duplica: 

Quinto.  Resultando  que  el  procurador  Tarafa  por 
lo  principal  de  su  escrito  de  doce  del  mes  de  Mayo  eva- 
cúa el  trámite  de  réplica  interesando  se  condene  á  la  de- 
mandada á  que  reduzca  á  escritura  pública  el  contrato  de 
censo  de  que  se  trata,  á  que  abone  las  pensiones  vencidas 
del  mismo,  los  intereses  legales  desde  la  interpelación 
judicial  y  á  que  pague  las  costas  con  declaración  expre- 
sa de  temeridad  y  por  el  otrosí  interesa  que  se  abra  el 
juicio  á  prueba,  fundando  dicha  réplica  en  los  siguien- 
tes hechos :  Primero :  reproduzco  los  de  mi  escrito  de  de- 
manda. Segundo,  que  acepto  los  dos  primeros  hechos  de 
la  contestación  en  cuanto  guardan  conformidad  con  lo 
relacionado  en  la  escritura  de  diez  y  nueve  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  otorgada  ante  Don  Fran- 
cisco de  Castro.  Tercero,  que  niego  los  hechos  tercero, 
cuarto  y  quinto  y  sexto  de  la  referida  contestación. 
Cuarto,  que  niego  asimismo  por  ser  completamente  fal- 
sos los  hechos  séptimo  y  octavo  de  la  referida  contesta- 
ción. La  misma  demandada  se  encarga  de  probar  lo  que 
indico.  Vea  el  Juzgado  lo  que  dice  confesando  bajo  ju- 
ramento indecisorio  en  el  Juzgado  municipal  en  juicio 
seguido  para  el  cobro  de  los  réditos  de  censo  constituido 
en  el  documento  privado  fecha  diez  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete  acompañado  con  la  deman- 
da. Preguntada  primero :  cómo  es  cierto  que  la  firma 
que  autoriza  el  documento  presentado  es  suya ;  segundo : 
cómo  es  cierto  qu«  contrató  con  el  señor  Tobías  la  com- 
pra á  censo  que  en  el  mismo  se  expresa.  Contestó  á  la 
primera,  después  de  haber  examinado  el  documento: 
que  la  firma  que  al  pie  del  mismo  dice  su  nombre  y  ape- 
llido, es  suya,  de  su  puño  y  letra  y  por  lo  que  la  recono- 
ce como  de  su  uso  y  costumbre.  A  la  segunda:  que  es 
cierto  que  trató  con  el  señor  Tobías  el  contenido  de  di- 
cho documento;  pero  que  no  paga  mientras  no  le  haga 
la  escritura,  y  que  lo  dicho  es  la  verdad.  Quinto,  que 
respecto  del  hecho  noveno,  replicó  que  nada  tiene  que 
ver  mi  comitente  con  las  supuestas  adquisiciones  que 
dice  haber  hecho  la  demandada.  En  este  pleito  le  exijo 
el  cumplimiento  de  un  contrato  y  nada  más.  La  descrip* 


730  BOLBnit  LEOISLATITO. 


ción  del  terreno  y  su  extensión  superficial  se  determina- 
ron por  las  partes  contratantes  de  común  acuerdo.  Nie- 
go, pues,  lo  que  se  dice  en  el  repetido  hecho  noveno. 
Sexto,  que  niego  el  hecho  décimo  y  cuanto  se  relaciona 
en  los  hechos  duodécimo  y  duodécimo  tercero.  Séptimo, 
que  el  hecho  primero  duplicado  de  la  contestación,  (se- 
gunda parte)  es  de  lo  más  candido  que  darse  puede. 
Afirma  que  no  se  ha  otorgado  escritura  de  censo  por  el 
señor  Tobías  á  Doña  Nicolasa  Viera,  y  como  en  este 
pleito  se  demanda  á  ésta  para  que  reduzca  á  escritura 
pública  el  contrato  privado  de  censo,  cabe  decirle:  que 
por  la  expresada  razón  se  le  exige  que  cumpla  con  el  re- 
quisito exigido  por  la  ley.  Octavo,  que  respecto  al  hecho 
segundo  duplicado  (segunda  parte)  es  cierto  que  desde 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  en  que  celebró  la  deman- 
dada el  contrato  no  ha  pagado  censo  y  por  ello  se  le  co- 
bra. Noveno,  que  al  hecho  tercero  duplicado  opongo  lo 
siguiente :  que  el  documento  no  es  nulo,  y  que  en  este 
pleito  se  llenan  los  requisitos  del  artículo  mil  doscientos 
setenta  y  nueve  del  Código  Civil  compeliéndola  judi- 
cialmente para  hacer  efectiva  la  obligación,  á  que  reduz- 
ca á  escritura  pública  el  contrato  privado  de  censo.  Dé- 
cimo, que  niego  la  veracidad  del  hecho  cuarto,  duplica- 
do de  la  contestación.  La  sentencia  dictada  en  el  juicio 
verbal  á  que  se  hace  referencia,  que  cursó  en  el  Juagado 
municipal  de  Marianao  y  tiene  fecha  doce  de  Enero  do 
mil  novecientos  uno,  lo  que  resuelve  es  que  no  puede  el 
señor  Tobías  cobrar  censos  sin  otorgar  á  la  señora  Viera 
la  escritura  pública,  según  exigió  ella  en  ese  juicio.  Dé- 
cimoprimero,  que  hay  temeridad  y  mala  fe  en  la  que 
para  no  cumplir  un  contrato  inventa  hechos  tan  mani- 
fiestamente destituidos  de  verdad,  que  resultan  desmen- 
tidos por  la  confesión  de  la  misma  que  los  alega,  ale- 
gando los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  proceden- 
tes ;  y  por  la  providencia  de  diez  y  seis  de  Mayo  se  confi- 
rió traslado  en  duplica  á  la  parte  demandada,  quien  1^> 
evacuó  por  el  escrito  del  folio  sesenta  y  dos  acompaña- 
do por  el  primer  otrosí  la  copia  del  documento  á  que  se 
refirió  en  el  otrosí  de  su  escrito  de  contestación  á  la  de- 
manda; por  el  segundo  otrosí  interesa  se  reciba  el  plei- 
to á  prueba  y  por  el  tercero  hace  manifestaciones  respec- 
to á  la  negativa  de  la  prórroga  que  había  solicitado  fun- 
dándose en  lo  principal  del  escrito  de  duplica  en  los  si- 
guientes liechos :  Primero,  que  en  el  terreno  descrito  e:- 
tá  edificada  la  casa  Calzada  Eeal  número  nueve  de  la 
propiedad  de  doña  Xicolasa  Viera;  nunca  fué  de  Don 
Manuel  Tobías  ni  de  ninguno  de  sus  causantes   á   cuyo 
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punto  se  refieren  los  hechos  primero  al  sexto  inclusive 
(le  mi  contestación.  Segundo,  que  Don  Manuel  Tobías 
obtuvo  con  engaño  la  firma  de  Doña  Nicolasa  Viera  en 
el  documento  de  Doña  Nicolasa  Viera,  digo,  en  el  docu- 
mento de  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  que  hoy  pretende  hacer  valer  en  este  juicio.  Terce- 
ro, que  Don  Manuel  Tobías  nunca  ha  vendido  á  censo 
4  Doña  Nicolasa  Viera  terreno  alguno.  Cuarto,  que  ni 
Doña  Nicolasa  Viera  ni  ninguno  de  sus  causantes  casi 
desde  tiempo  inmemorial  jamás  abonaron  canon  ó  pen- 
sión alguna  reproduciendo  los  fundamentos  de  dereclto 
de  su  escrito  de  contestación,  y  por  auto  de  cinco  de  Ju- 
nio se  tuvo  por  evacuado  el  traslado  conferido  para  du- 
plica, por  acompañada  la  copia  del  documento  de  refe- 
rencia y  se  mandó  recibir  el  pleito  á  prueba  abriéndoite 
el  primer  período  de  la  misma  por  término  de  veinte 
días  comunes  á  las  partes. 

Prueba : 

Sexto.  Eesultando  que  asimismo  constan  en  die'ja 
sentencia  de  primera  instancia  los  resultandos  números 
nueve  y  diez  que  también  á  continuación  se  trans- 
criben. 

Séptimo.  Eesultando  que  como  más  prueba  del  ac- 
tor se  trajo  también  al  juicio  y  consta  unida  al  folio 
ciento  siete  la  certificación  expedida  por  el  Secretario 
del  Juzgado  municipal  de  esta  cabecera,  contentiva  de 
varios  particulares  del  juicio  verbal  seguido  en  dicho 
Juzgado  por  el  referido  Tobías  y  Lerena  contra  la  se- 
ñora Nicolasa  Viera  en  cobro  de  réditos  de  censo  inser- 
tándose en  dicha  certificación  las  sentencias  recaídas 
en  dicho  juicio  verbal  en  la  primera  y  en  la  segunda 
instancia. 

Octavo.  Resultando  como  más  prueba  del  actor  que 
al  folio  ciento  catorce  vuelto  y  con  fecha  cuatro  de  Agos- 
to último,  prestó  confesión  judicial  la  demandada  se- 
ñora Nicolasa  Viera  y  Viera,  la  que  bajo  el  correspon- 
diente juramento  manifestó  que  es  cierto  que  haya  fir- 
mado el  contrato  de  censo  que  obra  en  autos  y  que  le  fué 
puesto  de  manifiesto;  pero  que  no  es  cierto  que  hubiera 
concertado  tal  contrato  con  el  señor  Tobías  sobre  censo 
que  ignoraba  lo  que  firmó  puesto  que  no  se  le  dio  lectu- 
ra, habiéndole  afirmílio  el  señor  Tobías  que  dicho  docu- 
mento era  para  solicitar  el  no  pagar  contribución;  que 
es  cierto  que  fué  demandada  por  Don  Manuel  Tob'as 
en  el  Juzgado  municipal  de  Marianao,  en  cumplimiento 
del  referido  contrato,  para  que  pagase  las  pensiones  del 
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capital  de  censo  y  que  la  confesante  acudió  á  dicho  Juz- 
gado ;  que  no  es  cierto  que  se  negó  á  pagar  porque  no  se 
le  había  otorgado  escritura  pública  ni  que  así  lo  marji- 
feítara  en  el  Juzgado,  obteniendo  del  Juez  de  primera 
instancia  fallara  á  su  favor;  que  es  cierto  que  firmó  el 
documento  de  fojas  quince,  pero  sin  saber  que  era  un 
contrato  sobre  censo,  estando  presente  en  este  acto  Án- 
gel Perera  y  Eafael  Ponseca;  que  es  cierto  que  no  ha 
pagado  á  nadie  el  terreno  que  ocupa  la  casa  que  tiene  en 
]a  Playa,  pero  que  dicho  terreno  y  casa  los  había  com- 
prado á  Don  Pedro  Narciso  sin  recordar  el  precio  que 
abonó ;  que  no  es  cierto  el  particular  de  que  aun  cuaiido 
d  señor  Tobías  habló  con  la  confesante  ofreciéndole 
gestionar  la  rebaja  de  las  contribuciones,  no  pasara  de 
una  oferta,  porque  Tobías  no  volviera  á  tratarle  del 
asunto  ni  que  no  tuviera  con  la  absolvente  otro  negocio 
que  el  relativo  al  censo  sobre  el  terreno  donde  aquella 
tiene  la  casa;  y  por  último,  que  no  sabe  leer  y  escribir 
biii'U ;  que  de  los  documentos  que  ha  otorgado  ha  autori- 
zado unos  y  otros  no,  que  autorizó  el  escrito  de  cuatro  de 
Marzo  último,  reconociendo  como  suya  la  firma  que  di- 
ce su  nombre  y  apellido,  que  le  fué  puesta  de  manifes- 
tó, y  que  nadie  le  ha  encargado  que  hiciera  manifesta- 
ciones en  tal  ó  cual  sentido  respecto  al  particular  y  to- 
das cuyas  contestaciones  lo  fueron  é  las  preguntas  con- 
tenidas en  el  pliego  de  posiciones  de  fojas  ciento  diez  y 
ocho  presentado  por  la  parte  actora  y  que  fué  declarado 
}tertinente. 

Noveno.  Kesultando  que  la  sentencia  de  la  Sala  de 
lo  Civil  consigna  además  de  los  reproducidos  de  la  de 
primera  los  dos  resultandos  que  siguen. 

Oeigen  del  recurso  por  quebrantamiento: 

Décimo.  Resultando  que  elevados  los  autos  4  este 
iribimal  se  personaron  las  partes,  sustanciándose  con 
las  mismas  la  segunda  instancia;  que  la  apelante  al 
evacuar  el  trámite  de  instrucción  pidió  el  recibimiento 
á  prueba  en  esta  segunda  instancia  al  objeto  de  practi- 
car la  de  perito  que  fué  admitida  en  la  primera  instan- 
cia, la  cual  no  pudo  llevarse  á  efecto  por  motivos  no  im 
putables  á  ella,  que  mandado  segxdr  el  trámite  de  ins- 
trucción con  la  parte  apelada  dándole  traslado  de  la  so- 
licitud del  apelante,  evacuó  la  insteución,  y  se  opuso  á 
la  solicitud,  de  la  cual  se  le  había  dado  traslado  y  la  Sa- 
la, por  auto  de  diez  de  Marzo  último,  declaró  no  haber 
lugar  al  recibimiento  á  prueba  solicitado  por  el  ape- 
lante. 
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Décimoprimero.  Resultando  que  establecido  recur- 
so de  súplica  por  el  promovente  de  la  prueba,  contra  el 
auto  que  la  negó,  se  dio  traslado  de  dicho  recurso  á  la 
otra  parte,  la  que  lo  evacuó  solicitando  se  declarase  sin 
lugar  con  imposición  de  las  costas  al  recurrente  y  por 
auto  de  veintiocho  de  Marzo  último  se  declaró  no  haber 
lugar  á  suplir  ni  enmendar  el  auto  de  fecha  diez  del 
corriente  con  las  costas  del  recurso  de  cargo  de  la  seño- 
ra Viera ;  que  la  representación  de  dicha  señora  presen- 
tó escrito  formulando  protesta  y  suplicó  se  le  tuviese 
por  consignada,  como  preparatoria  del  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  y  la  Sala,  por 
providencia  de  dos  de  Abril  próximo  pasado  tuvo  pov 
hecha  la  manifestación  contenida  en  el  escrito  de  refe- 
rencia; y  que  con  citación  de  las  partes  se  señaló  día 
para  la  vista,  la  que  tuvo  efecto  el  día  diez  y  nueve  del 
mes  de  Jimio. 

Resolución  recurrida: 

Décimosegundo.  Resultando  que  la  referida  sen-^ 
tencia  recurrida,  de  fecha  siete  de  Julio  último,  en  su 
parte  dispositiva  desestima  la  excepción  de  falta  de  ac- 
ción propuesta  por  la  demandada,  declara  con  lugar  la 
demanda  interpuesta  por  Manuel  Tobías  contra  Nicola- 
sa  Viera  y  en  su  consecuencia  condena  á  ésta  á  que  den- 
tro del  término  de  diez  días  eleve  á  escritura  pública  el 
documento  privado  de  diez  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete,  declara  que  los  documentos  de  folios 
ciento  noventa  y  ocho  á  doscientos  veinte  y  nueve  son 
ineficaces  para  hacer  fe  en  el  pleito,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimotercero.  Resultando  que  contra  la  senten- 
cia cuya  parte  dispositiva  se  refiere  en  el  párrafo  ante- 
rior, la  representación  de  la  demandada  interpuso  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por 
infracción  de  ley,  fundándose  para  el  primero  en  la  cau- 
sa quinta  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  para  el  segundo  en 
los  número  primero  y  séptimo  del  mil  seiscientos  noven- 
ta, para  lo  cual  estableció  los  siguientes  motivos  que  fi- 
guran el  primero  en  el  apartado  quinto  de  su  escrito  y 
los  otros  en  los  incisos  A  y  B  del  apartado  cuarto  del 
mismo,  que  á  continuación  se  copian:  Quinto,  el  que- 
brantamiento de  forma  que  fundamenta  este  recurso  es- 
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tá  comprendido  en  el  número  quinto  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil.  Propuesta  la  prueba  pericial  de  conformidávi  con 
lo  prevenido  en  los  artículos  seiscientos  nueve  y  seis- 
cientos diez  de  la  ley  procesal  civil,  no  pudo  practicarse 
en  primera  instancia  por  falta  no  imputable  á  mi  parte. 
Reproducida  la  solicitud  en  la  segunda  instancia,  á  te- 
nor de  lo  prevenido  en  el  artículo  ochocientos  sesenta  y 
uno  de  la  propia  ley,  me  fué  denegada.  Dicha  prueba  se 
propuso  para  justificar  que  el  terreno  6  solar  donde  es- 
tá edificada  la  casa,  propiedad  de  la  señora  Viera,  no 
esté  comprendido  en  la  finca  "Alambique",  extremo 
principalísimo,  que  enervaba  la  acción  del  señor  Tobías 
y  justificaba  la  excepción  de  la  señora  Viera,  puesto 
que  no  era  posible  con  el  resultado  de  esa  prueba  que  se 
condenase  á  la  señora  Viera  4  elevar  á  escritura  públi- 
ca un  documento  privado  por  el  cual  compra  á  censo  al 
señor  Tobías  un  terreno  que  no  es  de  la  propiedad  de  és- 
te. Es  tanto  más  notable  la  indefensión  en  que  á  la  se- 
ñora Viera  se  deja  por  la  denegación  de  esa  prtieba, 
cuanto  que  en  la  sentencia  se  estima  que  dicho  solar  es 
de  la  propiedad  del  señor  Tobías  por  manifestarse  asi 
en  el  documento  privado  en  cuestión,  lo  cual  no  hubie- 
ra podido  hacer  la  Sala  sentenciadora  si  admitiendo  la 
prueba  pericial  propuesta,  de  ella  resultase  comprobada 
la  conclusión  contraria.  Conforme  se  expresa  en  los  IJe- 
sultandos  de  la  sentencia  recurrida,  yo  interpuse  recur- 
so de  súplica  contra  el  auto  de  la  Saía  que  me  denegó  la 
prueba,  que  fué  también  desestimado,  y  tuvo  por  con- 
signada mi  protesta  como  preparatoria  del  presente  re- 
curso de  casación  en  la  forma  A.  La  sentencia  infringe 
el  artículo  mil  doscientos  veinticinco  en  relación  con  el 
número  primero  del  mil  doscientos  sesenta  y  uno  y  mil 
doscientos  sesenta  y  cinco  del  Código  Civil  en  el  s*»ntido 
que  fija  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil.  Consista  di- 
cha infracción  en  que  la  sentencia  aplica  indebidamen- 
te el  primero  de  los  preceptos  citados  toda  vez  que  con- 
dena á  la  señora  Viera  á  elevar  á  escritura  pública  un 
documento  privado,  en  el  que  es  nulo  el  consentiniieato 
que  ha  sido  prestado  con  error  y  obtenido  con  engaño. 
B.  La  sentencia  infringe  en  el  sentido  íTjado  en  el  caso 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
do  Enjuiciamiento  Civil  el  propio  artículo  mil  doscien- 
tos veinticinco  en  relación  con  el  mil  doscientos  treinta 
y  tres,  ambos  del  Código  Civil.  Consiste  dicha  infrac- 
ción en  que  en  el  fallo  se  divide  la  confesión  prestada 
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por  la  demandada,  quien  si  es  verdad  que  nunca  desco- 
noció su  firma  puesta  al  pie  del  documento  privado, 
sostuvo  siempre  que  esa  ñrma  se  obtuvo  con  enp:año, 
sin  que  sea  lícito  por  lo  tanto  tomar  de  esa  confesión  lo 
que  perjudica  y  no  lo  que  favorece  á  la  señoriV  Viera 
que  la  prestó.  Hay,  pues,  evidente  error  de  derecho  en 
la  apreciación  de  esa  prueba  de  confesión. 

Decimocuarto.  Resultando  que  la  Sala  sentencia- 
dora admitió  dicho  recurso  por  auto  fecha  veintinueve 
del  expresado  mes  de  Julio,  y  personadas  las  partos  en 
este  Tribunal  Supremo  se  celebró  la  vista  el  día  catorce 
de  los  corrientes,  concurriendo  á  ella  los  Letrados  de 
ambas  partes,  solicitando  el  de  la  recurrente  sé  declare 
con  lugar  el  recurso,  é  impugnándolo  el  de  la  contra- 
parte, tanto  por  su  forma  como  por  su  fondo,  pidiendo 
se  declarase  mal  admitido,  en  su  caso,  ó  se  desestime  por 
improcedente. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  en  cuanto  al  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma,  que  este  Tribunal  tiene  de- 
clarado que  tan  solo  el  número  tercero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  puede  autorizar  el  recurso  cuando  se  funda  en  no 
haberse  recibido  á  prueba  el  juicio;  cualesquiera  que 
sean  las  razones  que  se  aduzcan  para  solicitarlo  y  cual- 
quiera que  sea  la  instancia  en  que  dicha  petición  haya 
sido  denegada,  por  lo  cual  es  evidente  que  el  número 
quinto  del  precitado  artículo,  invocado  por  el  recurrente, 
e.s  incongruente  con  la  cuestión  que  éste  propone,  con 
tanta  más  razón  en  el  presente  caso  cuanto  que  no  ?e 
trata  de  denegación  de  una  diligencia  de  prueba,  sino 
de  haberse  declarado  no  haber  lugar  á  abrir  el  probato- 
rio en  la  segimda  instancia  para  practicar  una  diligen- 
cia que,  admitida  en  la  primera,  no  se  practicó  durante 
ella. 

Segundo.  Considerando  en  cuanto  al  recurso  por  in- 
fracción de  ley  que  en  los  dos  motivos  de  que  consta  se 
han  cumplido  los  requisitos  de  forma  exigidos  por  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  y,  por  tanto,  resulta  infundada  su  impug- 
nación bajo  dicho  respecto. 

Tercero.  Considerando  que  el  primer  motivo  de  los 
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dos  indicados  que  á  infracción  de  ley  se  refieren,  es  im- 
procedente, porque  en  ningún  caso  ha  podido  infringir- 
se el  artículo  mil  doscientos  veinticinco  del  Código  Ci- 
vil en  el  concepto  aducido  por  el  recurrente,  pues  la  au- 
tenticidad de  un  documento  privado  mediante  su  legal 
reconocimiento  y  el  valor  de  escritura  pública  que  para 
tal  caso  dicho  artículo  le  atribuye,  no  es  cuestión  que 
se  relaciona  con  la  nulidad  del  contrato  contenido  en  di- 
cho documento  por  mérito  de  cualquiera  de  las  causas 
que  el  derecho  reconoce,  y  mucho  menos  se  subordina  á 
ella;  y  porque,  además,  afirmado  por  la  Sala  sentencia- 
dora en  concepto  de  hecho,  que  la  demandada  no  ha  jus- 
tificado su  afirmación  de  haber  sido  inducida  dolosa- 
mente á  firmar  el  contrato  de  que  se  trata,  no  hay  ra- 
zón para  señalar  como  infringidos  los  preceptos  que  se 
invocan  por  el  recurrente  sin  destruir  previamente  dicha 
apreciación  mediante  reclamación  adecuada. 

Cuarto.  Considerando  que  el  motivo  segundo  de  l^s 
que  se  refieren  á  infración  de  ley  es  también  improce- 
dente, porque  el  propio  precepto  legal  que  el  recurente 
señala  como  infringido,  ó  sea  el  artículo  mil  doscientos 
treinta  y  tres  del  Código  Civil,  establece  como  excepción 
al  principio  que  él  asimismo  afirma,  de  la  indivisibili- 
dad de  la  confesión,  el  caso  en  que  una  parte  de  esta  es- 
té probada  por  otros  medios,  como  sucede  en  el  presente 
caso,  en  que  testimonios  de  ciertos  lugares  de  otro  jui- 
cio que  solo  en  concepto  de  prueba  documental  han  po- 
dido venir  al  pleito,  comprueban  el  extremo  de  la  confe- 
sión de  la  demandada  que  la  sentencia  aprecia. 

Quinto.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin  Ju- 
gar un  recurso  deben  imponerse  las  costas  al  recurente, 
según  lo  que  dispone  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  Nicolasa  Viera  contra  3a  sen- 
tencia de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, fecha  siete  de  Julio  último,  á  que  se  refiere  ia  pre- 
sente resolución;  con  las  costas  á  cargo  de  la  expresada 
recurrente. 

Conumíquese  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Jo^^é  Vá- 
rela.— Octavio  Giberga. — Carlos  Eevilla. — Eafael  May- 
dagán. 
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Inf.  ley.  -Sent.  62.— 31  de  Octubre.— Prescripcidn.  (Ga- 

cetaAbrü^,  1904..) 

l>OCTRINA:  Las  pensiones  de  censo  pres- 
criben á  los  cinco  años  conforme  lo  dispuesto  en 
fltíirtículo  1966,  número  3?,  del  Código  Civil. 

A  dichas  pensiones  es  de  aplicarse  también  el 
artículo  1939  del  citado  Código. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  legal  interpuesto  por  Manuel  Arocena  y  Zagas- 
tazu,  propietario  y  vecino  de  Martí,  contra  la  sentencia 
dictada  en  catorce  de  Agosto  último  por  la  Audiencja, 
de  Matanzas  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
promovido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cár- 
denas por  Rodrigo  Bustillo  y  Bustillo,  propietario  y  ve- 
cino de  la  Habana,  contra  el  propio  recurrente  en  cobro 
de  réditos  de  censo. 

Primero.  Eesultando  que  en  la  mencionada  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  se  aceptan 
los  nueve  Resultandos  de  la  del  Juez  de  Primera  instan- 
cia que  se  copian  á  continuación  : 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  el  actor  estableció  su 
demanda  por  su  escrito  de  fecha  veintitrés  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  fimdándola  en  los  siguientes  he- 
chos :  que  por  escritura  pública  de  diez  y  siete  de  Junio 
de  mil  ochcientos  noventa  y  tres,  ante  el  íí'otario  de  la 
Habana  D.  Antonio  Armengol,  de  la  que  acompañó  tes- 
timonio, la  Sra.  Dolores  de  Sotolongo  y  Cabrera,  Marque- 
sa viuda  de  la  Real  Proclamación,  con  el  carácter  de  Al- 
bacea,  administradora,  tenedora  de  bienes  quedados  al 
fallecimiento  de  su  esposo  el  Sr.  Marqués,  cedió  á  D.. 
Juan  José  Bustillo,  en  pago  de  deudas,  en  la  más  bas- 
tante forma,  tres  mil  trescientos  setenta  y  cinco  pesos,, 
cuatro  centavos,  ó  sea  la  mitad  de  los  réditos  anuale¿y 
correspondientes  á  los  años  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro,  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  mil  ochocientos 
óchente  y  seis,  y  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  del  cen- 
so de  treinta  y  seis  mil  seiscientos  ochenta  y  cinco  pesos 
veinte  centavos,  pertenecientes  al  mayorazgo  del  ex])re8a- 
do  Sr.  Marqués,  reconocido  en  el  ingenio  "Favorito", 
ubicado  en  Hato  "Nuevo,  constando  el  pago  del  impues-.o- 
de  derechos  reales  devengados  por  esa  cesión;  que  D.  Se- 
bastián TJlacia  adquirió,  en  remate  público,  el  menciona- 
do Ingenio  que  perteneció  al  concurso  de  D.  José  Mora- 
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les  y  Sotolongo,  según  consta  por  escritura  de  veintidob 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  ante  un 
notario  de  la  ciudad  de  la  Habana,  la  cual  acompañó 
asimismo  y  reconoció  expresamente  el  referido  censo,  que 
aparece  además  debidamente  inscripto  pox>'lB8  certificfJ- 
ciones  que  adjuntaba;  que  el  Banco  de  Comercio  adqui- 
rió en  pago  de  una  deuda  del  mencionado  Ulacia,  iliclia 
finca,  y  la  vendió  á  su  vez  4  D.  Manuel  Arocena,  actúa: 
propietario  de  la  misma,  ó  sea  el  Ingenio  "Favorito,'' 
hoy  ^Guipúscoa,"  todo  lo  cual  resulta  de  la  aludida  ceri:i- 
ficación  del  Registro  de  la  Propiedad,  sin  que  le  haya 
sido  posible  obtener  copias  ceri:ificadas  de  las  respectivas 
escrituras,  por  no  ser  pari;e  en  su  otorgamiento ;  pero  se 
reservaba  pedir  se  librase  en  su  oportunidad  el  corres- 
pondiente mandamiento  compulsorio;  á  cuyo  efecto  desde 
luego  designaba  por  la  referida  certificación,  los  archi- 
vos en  que  dichas  escrituras  se  encuentran:  que  su  ri»- 
presentado  D.  Rodrigo  Bustillo  y  Bustillo  es  heroderí) 
de  D.  Juan  José  Bustillo  por  legado  de  los  mencionados 
réditos  que  determinadamente  le  hizo,  según  se  ve  por 
la  copia  certificada  de  su  testamento,  que  debidamente 
legalizado  acompañaba  y  de  la  que  consta  la  entrega  del 
legado  por  las  escrituras  que  acompañaba;  que  estable- 
cida demanda  en  juicio  declarativo  por  su  representado, 
contra  D.  Manuel  Arocena,  en  virtud  de  los  hechos  qr<.e 
preceden,  en  este  Juzgado  y  habiéndose  opuesto  el  di> 
mandado,  contestando  la  demanda,  la  excepción  dila- 
toria de  falta  de  personalidad,  siguióse  el  juicio  por  i^ 
dos  sus  trámites,  y  con  fecha  ocho  de  Julio  último,  so 
^ictó  sentencia,  declarándose  con  lugar  la  excepción  di- 
latoria expresada  y  abteniéndose  el  Juzgado  de  todo  pro- 
nunciamiento en  cuanto  á  las  cuestiones  de  fondo :  que 
en  esta  virtud  procedía  se  estableciera  nuevo  juicio,  una 
vez  subsanada  la  falta  de  personalidad  para  que  se  deci- 
da en  las  cuestiones  de  fondo  sobre  los  cuales  se  abstuvo 
el  Juzgado  de  pronunciar  sentencia,  á  fin  de  que  tenga  á 
bien  dictarla  con  arreglo  á  derecho. 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  de  nueve 
-de  Enero  último  se  tuvo  por  interpuesta  la  demanda,  la 
•cual  se  mandó  sustanciar  por  los  trámites  que  establece 
la  Ley  de  Enjuiciameinto  Civil  para  el  juicio  declareli- 
vo  de  mayor  cuantía,  y  que  se  emplazase  al  demandado 
D.  Manuel  Arocena  y  Zagastazu  para  que  dentro  de  n\u> 
ve  días  compareciera  en  los  autos ;  el  ciial  emplazamien- 
to tuvo  efecto  en  diez  y  seis  del  referido  Enero,  segim 
la  diligenica  de  fojas  sesenta  y  dos. 

Cuarto.     Resultando  que  el  Procurador  D.  Joaquín 
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V.  Robleño,  por  su  escrito  de  veintitrés  del  referido  Ena- 
ro,  visible  á  fojas  sesenta  y  ocho  solicitó  con  el  testi- 
monio de  poder  bastanteado  que  acompañó,  se  le  tnvie* 
ra  por  personado  en  tiempo  y  forma  á  nombre  del  de- 
mandado D.Manuel  Arocena  y  por  parte  en  representación 
de  aquél ;  y  por  providencia  de  esa  misma  fecha  se  pro- 
veyó de  conformidad,  mandándose  entender  con  el  refe- 
rido Procurador  los  trámites  sucesivos,  y  que  procediera 
desde  luego  á  contestar  la  demanda  dentro  del  tértriíao 
de  veinte  días. 

Contestación  : 

Quinto.  Resultando  que  el  mencionado  Procurador 
llobleño  por  su  escrito  de  catorce  de  Febrero  último,  pre- 
sentado en  diez  y  seis  y  visible  de  fojas  setenta  y  nueve 
á  la  ochenta  y  cuatro  evacuó  el  trámite  de  contestáis:  ón 
solicitando  se  declarase  con  lugar  la  excepción  perento- 
ria de  pago  que  alegaba,  en  su  defecto  admitir  !a  ile 
prescripción  de  la  acción  asimismo  opuesta;  y  en  defini- 
tiva declarar  sin  lugar  la  demanda  absolviendo  de  ella  a 
D.  Manuel  Arocena  y  Zagastazu;  y  condenando  al  acr  »r 
previa  declaración  de  temeridad  y  mala  fe,  al  pago  íle 
todas  las  costas  del  juicio,  fundándose  en  los  siguieme-, 
hechos:  que  negaba  el  hecho  primero  de  la  demanda  !?o- 
laiuente  en  la  parte  que  asevera  á  D.  Juan  José  Bus- 
tillo  y  Valle  le  fueron  cedidos  los  réditos  que  en  este  jui- 
cio se  reclaman ;  que  á  esa  cesión,  pues,  le  niega  eficacia 
para  perjudicar  á  su  mandante,  ateniéndose  á  que  ol 
Banco  de  Comercio,  al  trasmitirle  el  dominio  del  Ingenie 
"Favorito,"  afirmó  y  sostiene  que  el  expresado  imnue- 
ble  no  adeudaba  pensiones  del  censo  vencidas  antes  del 
año  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro:  que  los  réditos 
cuestionados,  en  atención  á  lo  manifestado  por  el  Ban- 
co de  Comercio,  y  á  que  su  parte  negó  íntegramente  1a> 
pensiones  del  censo,  correspondientes  á  los  años  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  y  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
como  mostraban  con  los  documentos  que  acompañó,  con 
los  números  uno  al  cinco  inclusive,  afirmó  que  están  íli- 
tisfechos  desde  antes  del  quince  de  Mayo  de  mil  oolio- 
cientos  noventa  y  cuatro,  fecha  en  que,  como  consta  de 
las  certificaciones  del  Registro  de  la  Propiedad  proHen- 
tadas  por  el  actor  Sr.  Arocena,  adquirió  del  Banco  de  Co- 
mercio el  Ingenio  "Favorito:"  que  aceptaba  los  lic'^hoH 
segundo  y  tercero  de  la  demanda:  negó  á  D.  Rodrigo 
Bustillo  el  carácter  de  legatario  de  los  réditos  de  refe- 
rencia que  le  atribuye  el  cuarto  hecho  de  la  demandrx  y 
funda  esa  negativa  en  que  el  testimonio  en  que  tal  legado 
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se  le  hizo  es  de  fecha  posterior  al  quince  de  Mayo  de  mil 
ocliocientos  noventa  y  cuatro,  en  que  adquirió  Axocena 
el  Ingenio  "Favorito,"  sin  estar  pendiente  de  pago  nin- 
guna pensión  atrasada  del  censo  que  lo  agrava:  y  ^ue 
aun  en  el  supuesto  de  no  liaber  sido  pagado  lor.  réditos 
que  Bustillo  reclama :  como  quiera  que  dichos  réditos  ^  o- 
rresponden  á  los  años  mil  ochocientos  ochenta  y  cuctro, 
mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  seis  y  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  es  visto  que 
Arocena  no  vendría  obligado  á  pagarlos  porque  estarían 
prescriptos. 

Sexto.  Resultando  que  por  providencia  de  veinti- 
uno de  Febrero  último,  fojas  ochenta  y  cuatro,  se  tuvo 
por  contestada  la  demanda  y  se  confirió  traslado  al  actor 
para  réplica,  por  término  de  diez  días. 

Keplica  : 

Séptimo.  Resultando  que  el  actor  D.  Rodrigo  Bus- 
tillo  y  Bustillo,  por  su  escrito  de  veintiséis  del  indicada 
Febrero,  presentado  en  la  misma  fecha  y  visible  de  foja.-r 
odien ta  y  seis  á  la  ochenta  y  ocho,  evacuó  el  trámite  que 
se  le  confirió,  solicitando  se  fallase  en  definitiva  el  píci- 
to,  conforme  lo  tenía  solicitado  en  su  demanda,  y  expu- 
so los  siguientes  hechos :  que  reproducía  todos  los  consig- 
nados en  la  referida  demanda',  que  consideraba  incontro- 
vertidos  á  pesar  dé  las  reservas  que  acerca  del  primero 
hace  el  adverso,  y  que  no  se  refieren  á  su  certeza  sino  á  la 
eficacia  de  uno  de  sus  extremos;  q\ie  negaba  el  priniero" 
y  el  segundo  de  la  contestación  en  cuanto  se  preú^ud'í 
desvirtuar  con  meras  consideraciones  de  derecho  qu*;  cvu 
haber  refutado,  los  fundamentos  de  hecho  en  que  se  basa 
la  reclajnación  de  su  cargo:  que  niega  el  hecho  cua.-to 
de  la  contestación,  en  cuanto  pugna  con  la  cláusula  !•(*- 
pectiva  del  testamento  de  D.  Juan  José  Bustillo;  y  que 
negaba  el  hecho  quinto  de  la  qontestación. 

Octavo.  Resultando  que  por  providencia  de  vpiní.i- 
siete  de  Febrero  último,  se  tuvo  por  evacuado  el  trámite 
de  réplica,  confiriéndose  traslado  en  duplica  al  denuiu- 
dado  por  el  término  de  diez  días. 

Duplica  : 

Noveno.  Resultando  que  el  Procurador  Roblono, 
por  su  escrito  de  doce  de  Mazo  último,  presentado  en  '.\ 
misma  fecha,  evacuó  el  trámite  que  se  le  confirió,  soli- 
citando se  fallase  el  pleito  en  el  sentido  que  lo  tenía  -«'- 
licitado  en  su  escrito  de  contestación,  con  las  costas  á  la 
parte  contraria ;  y  como  quiera  que  el  demandante  no  h» 
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bía  negado  se  hubiesen  pagado  las  pensiones  del  censf»  co- 
rrespondientes á  los  años  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
y  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  no  le  interesaba  que  -^e 
recibiese  el  pleito  á  prueba;  y  que  sin  más  trámite  8«' 
fallase  dicho  pleito,  consignando  los  siguientes  hechas: 
que  reproducía  todos  los  consignados  en  la  contestrxión, 
y  negaba  los  señalados  con  los  números  primero  y  se- 
gundo de  la  réplica,  por  ser  inciertas  las  manifestaciorieí? 
que  contienen,  y  que  negaba  el  hecho  tercero  de  la  ré- 
plica. 

Décimo.  Resultando  que  por  providencia  de  diez 
y  siete  de  Marzo  último,  visible  á  fojas  noventa  y  cuatro 
vuelta,  se  tuvo  por  evacuado  el  trámite  de  duplica;  y 
que  no  habiendo  solictado  las  ^partes  que  se  recibiera  el 
pleito  á  prueba,  se  trajeran  W  autos  á  la  vista  para  í^eu- 
tencia  con  citación  de  aquéllas,  la  cual  citación  se  veri- 
ficó en  diez  y  ocho. 

Resolución  recurrida  : 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  Audiencia  de 
Matanzas,  desestimando  como  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia las  excepciones  de  pago  y  prescripción  alegadas 
.alternativamente  por  el  demandado,  confirmó  la  senten- 
cia apelada,  declarando  con  lugar  la  demanda  y  conde- 
nando á  Manuel  Arocena  al  pago  de  las  pensionen*  de 
censo  reclamadas  y  al  de  las  costas  de  la  segunda  ins- 
tancia. 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  dicha  sen- 
tencia de  segunda  instancia  interpuso  Manuel  Aroceiui. 
recurso  de  casación  por  infracción  de  Ley  y  doctrina  ie- 
gal,  citando  como  precepto  autorizante  de  dicho  reci,iríit) 
el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciameinto  Civil  y  alegando  los  motivo." 
siguientes:  Primero.  La  sentencia  recurrida  viola  é  in- 
fringe los  artículos  mil  seiscientos  veinte,  mil  seisciento:> 
catorce,  mil  novecientos  sesenta  y  uno  y  mil  novecientos 
sesenta  y  seis,  caso  primero  y  mil  novecientos  sesenta  y 
nueve  del  Código. Civil,  según  los  cuales  las  acciones,  ;)?.- 
ra  exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  consisten- 
tes en  realizar  pagos  que  deban  hacerse  por  años,  entre 
cuyas  acciones  se  encuentran  las  que  produce  el  cen^o 
prescriben  por  el  mero  transcurso  de  cinco  años,  á  contar 
desde  el  día  en  qué  pudieron  ejercitarse,  por  cuanto,  tra- 
tándose, como  aquí  se  trata,  del  cobro  de  pensiones  (\o  un 
censo  que  vencen  de  año  en  año,  correspondientes  á  los 
años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  mil  ochocien- 
-  tos  ochenta  y  cinco,  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  y  mil 
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ochocientos  ochenta  y  siete,  y  reclamadas  por  primera 
vez  en  mil  novecientog  dos,  no  ha  estimado  la  excepción 
de  prescripción,  alegada  oportuna  y  debidamente  por  el 
demandado.  Segundo:  La  sentencia  recurrida  interpreta 
erróneamente  el  artículo  mil  novecientos  treinta  y  nueve 
del  Código  Civil,  según  el  cual  "la  prescripción  comen- 
"zada  antes  de  la  publicación  del  Código  se  regirá  por 
"las  Leyes  anteriores  al  mismo;  pero  si  desde  que  fuere 
"puesto  en  observancia  transcurriese  todo  el  tiempo  en 
"él  exigido  para  la  prescripción,  surtirá  ésta  su  efecto, 
"aunque  por  dichas  Leyes  anteriores  se  requiriese  mayor 
"lapso  de  tiempo",  por  cuanto  dicha  sentencia  declara 
que  el  término  de  prescripción  señalado  en  el  Código  no 
e:4  aplicable  á  nuestro  caso  por  tratarse  de  un  contrato  y 
de  unas  pensiones  anteriores  al  mismo  cuando  es  eviden- 
te que,  constando  desde  el  día  seis  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve  en  que  fué  puesto  en  obser- 
vancia el  Código  Civil,  había  transcurrido  ya,  el  día  seis 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  todo 
el  tiempo  exigido  por  el  Código,  en  este  nuestro  caso,  pa- 
ra la  prescripción,  por  lo  que  ésta  debió  surtir  su  efecto, 
aunque  por  las  leyes  anteriores  se  requiriese  mayor  lapso 
de  tiempo. — Tercero:  La  sentencia  recurrida  aplica  in- 
debidamente á  este  caso,  y  por  ello  declara  sin  lugar  la 
excepción  de  prescripción  alegada  por  el  demandado,  la 
regla  primera  de  las  disposiciones  transitorias  del  Códi- 
go Civil,  por  cuanto,  según  el  párrafo  que  la  precede,  esa 
regla  primera,  como  todas  las  demás,  se  observará  para 
aplicar  la  legislación  que  corresponda  sólo  en  los  ca<os 
que  no  estén  expresamente  determinados  en  el  Código," 
y  en  materia  de  prescripción  de  acciones  la  regla  para 
aplicar  la  legislación  que  corresponda  está  expresamente 
determinada  en  el  artículo  mil  novecientos  treinta  y  nue- 
ve del  Código  Civil,  que  no  es  otra  cosa  que  la  disposi- 
ción transitoria  especial,  expresa  y  determinadamente 
escrita  para  este  caso. 

Decimotercero.  Resultando  que  admitido  el  recur- 
so y  sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró 
la  vista  pública  el  día  veintisiete  del  corriente  con  asis- 
tencia de  los  Abogados  de  las  partes,  sosteniendo  el  de  la 
recurrente  é  impugnando  el  de  la  contraria  los  motivos 
del  recurso. 

Dfxisióx  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eafael  Maydagán. 
Primero.     Considerando  que  el  artículo  mil  nove- 
cientos sesenta  y  seis  del  Código  Civil,  referentes  á  la^* 
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acciones  que  prescriben  por  el  transcurso  de  cinco  año.s, 
después  de  especificar  dos  de  ellas,  las  resume  todas  en 
un  precepto  general  que  comprende  cualesquiera  pagos 
que  deban  hacerse  por  años  ó  en  plazos  más  breves;  y  da- 
dos los  términos  en  que  está  redactado  dicho  precepto,  es 
evidente  que  para  su  aplicación  ha  de  tenerse  en  cuenta 
ante  todo  la  periodicidad  de  los  pagos  en  la  extensión 
prevista,  ó  sea  la  cualidad  inherente  á  los  dos  casos  ex- 
presos que  sirven  ^e  norma  para  la  determinación  de  los- 
otros  cuya  numeración  se  omite,  sin  que  en  este  puntO' 
influya  para  nada  la  clase  de  acción  que  la  obligación 
produzca,  siendo  así  que  el  referido  artículo,  como  los 
otros  dos  que  inmediatamente  le  siguen,  es  de  carácter 
especial  y  se  aparta  por  excepción  de  las  disposiciones 
generales  sobre  prescripción  que  se  agrupan  á  su  vez  en 
los  artículos  procedentes;  y  como  las  pensiones  de  censo 
de  que  en  este  juicio  se  trata  se  adaptan  por  su  naturale- 
za y  forma  de  pago  á  la  condición  expresada,  son  de  es- 
timarse comprendidas  entre  las  obligaciones  especiales 
á  que  se  contrae  el  mencionado  artículo  mil  novecientos 
sesenta  y  seis. 

Segundo.  Considerando  que  á  pesar  de  que  el  censo 
(le  que  se  derivan  las  pensiones  reclamadas  en  este  pleito- 
fué  constituido  durante  la  legislación  anterior,  no  hay 
duda  de  que  á  dichas  pensiones  comprende  la  prescrip- 
ción de  cinco  años  á  que  se  contrae  el  precitado  artículo 
mil  novecientos  sesenta  y  seis  del  Código  Civil,  porqué- 
habiendo  ocurrido  su  vencimiento  en  el  transcurso  de  los 
cuatro  años  que  precedieron  á  la  promulgación  del  Códi- 
go, su  pago  no  ha  venido  á  exigirse  hasta  trece  años  des- 
pués de  regir  el  citado  Cuerpo  Legal  y  por  consiguiente 
el  ejercicio  del  derecho  para  su  cobro  está  sometido  al 
precepto  del  artículo  mil  novecientos  treinta  y  nueve, 
según  el  cual  ^la  prescripción  comenzada  antes  de  la  pu- 
blicación del  Código  se  regirá  por  las  leyes  anteriores  al 
mismo;  pero  si  desde  que  fuere  puesto"  en  observancia 
transcurriese  todo  el  tiempo  en  él  exigido  para  la  pres- 
cripción, surtirá  éste  su  efecto,  aunque  por  dichas  leyes 
anteriores  se  requiriese  mayor  lapso  de  tiempo.^' 

Tercero.  Considerando  que  consignándose  en  eJ  pá- 
rrafo segundo  de  las  disposiciones  transitorias  del  Códi- 
go Civil,  que  las  reglas  que  á  continuación  del  mipmo  se 
establecen  para  aplicar  la  legislación  que  corresponda,  se 
refieren  únicamente  á  los  casos  que  no  estén  exi>resamon- 
te  determinados  en  el  propio  Código ;  y  estándolo  en  di- 
cha forma  en  el  artículo  mil  novecientos  treinta  y  nueve, 
transcrito  en  el  Considerando  anterior,  resulta  notoria 
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la  improcedencia  de  invocar  en  contra  de  la  excepción  de 
prescripción  alegada  la  regla  primera  de  dichas  disposi- 
ciones transitorias. 

Cuarto.  Considerando  que  contrariándose  en  la  sen- 
tencia recurrida  los  preceptos  legales  que  se  dejan  ex- 
puestos y  fundándose  en  la  infracción  de  los  mismos  los 
motivos  del  presente  recurso;  procede  la  casación  de  di- 
cha sentencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  con  lu- 
^ar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Manuel  Aroce- 
úA  y  Zagastazu  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  Matanzas  en  catorce  de  Agosto  último;  y  en 
•consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia  sin  es- 
pecial condenación  de  costas. —  Devuélvanse,  etc. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Revilla. — Eafael  Maydagán. — J.  M.  Aguirre. 

Segunda  sentdncia. — ^n  la  müma  fecha  dictó  el  Tribunal 
nueva  sentencia  en  la  siguiente  forma: 

Aceptando  la  relación  de  hechos  contenida  en  dicha 
sentencia  de  primera  instancia. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Reproduciendo  los  cuatro  primeros  Considerandos 
de  la  repetida  sentencia. 

Quinto.  Considerando  que  la  excepción  de  pres- 
cripción ha  sido  propuesta  subsidiariamente  para  el  ca- 
so ocurrido,  de  que  no  se  estimara  procedente  la  otra  de 
pago  primeramente  alegada. 

Dando  por  reproducidos  los  Considerandos  prime- 
ro, segundo  y  tercero  de  la  sentencia  de  casación. 

Noveno.  Considerando  que  siendo  procedente  la 
excepción  de  prescripción  oportunamente  establecida, 
ella  basta  por  sí  sola  para  que  se  declare  sin  lugar  la 
demanda. 

Décimo.  Considerando  que  á  juicio  del  Tribunal 
ninguna  de  las  partes  ha  procedido  con  temeridad  6 
mala  fe,  por  lo  cual  no  procede  hacer  expresa  condena- 
ción de  costas  en  ninguna  de  las  instancias. 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sen- 
tencia del  Juzgado  de  primera  instancia  y  declarar  co- 
mo declaramos  con  lugar  la  excepción  de  prescripción 
alegada  en  sustitución  de  la  de  pago  que  se  desestima; 
y  en  consecuencia  sin  lugar  la  demanda  interpuesta  por 
Rodrigo  Bustillo  contra  Manuel  Arocena,  á  quien  absol- 
vemos de  la  misma,  sin  especial  condenación  de  costas  en 
ninguna  de  las  instancias. 
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Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  José  Várela. — Octavio  Giberga. 
— Carlos  Revilla. — Bafael  Maydagdn. — J.  M.  Aguirfe. 

4nega.— Anto  79.-3  de  Noviembre.^ftn©braiitamiento. 

(  Gac, .  Mayo  5,  190Í. ) 

OOCTRINA:  Para  que  sea  admisible  an  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
es  necesario  expresar  claramente  en  qu^  consiste 
el  quebrantamiento  no  siendo  bastante  á  ese  efec- 
to que  se  consigne  en  términos  generales  que  el 
Juez  era  incompetente,  sin  consignar  al  propio 
tiempo  las  razones  de  la  supuesta  incompetencia. 

Recurso  denegado: 

Resultando  que  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar 
del  Río  sentencia  definitiva  en  el  juicio  ejecutivo  que 
í?iguieron  Rosario  y  Luisa  Hidalgo  Gato  contra  Fran- 
cisco M*.  Rumayor  y  Cubas  en  cobro  de  doscientos 
treinta  y  nueve  pesos  sesenta  centavos  oro  de  réditos 
vencidos,  el  Ledo.  Félix  del  Pino  y  Díaz,  como  repre- 
sentante del  ejecutado,  estableció  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  mediante  escrito  en  el 
-que  invoca,  entre  otras  disposiciones  el  inciso  sexto  del 
artít:jiio  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  después  de  cuya  cita  expone  inmedia- 
tamente lo  que  sigue:  "Consistiendo  el  quebrantamien- 
to de  forma. — Primero. — Incompetencia  del  Juez  de 
primera  instancia. — Segundo. —  Por  incompetencia  del 
procedimiento  que  por  la  cosa  juzgada  en  Sentencia  fir- 
me de  la  Audiencia  se  declaró  que  debía  ventilarse  en 
el  juicio  declarativo  correspondiente. — Tercero. — Que 
el  juicio  declarativo  correspondiente  sería  ó  el  verbal  ó 
el  de  menor  cuantía,  artículo  cuatrocientos  ochenta  y 
cuatrocientos  ochenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil. — Quinto. — Que  la  reclamación  de  la  incompeten- 
cia se  fijó  en  la  oposición  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia y  se  sostuvo  en  la  Audiencia,  se  sostiene  aquí,  se 
sostendrá  en  el  Tribunal  Supremo  y  se  seguirá  soste- 
niendo.— Sexto. — Que  ni  ha  habido  imposibilidad  ni  se 
hubiera  dejado  de  establecer  el  recurso  oportunamente 
aún  habiendo  existido. — Séptimo. — Que  la  incompeten- 
cia es  de  las  declaradas  por  ministerio  de  y  no  ha  sido 
resuelta  por  el  Tribunal  Supremo:"  recurso  el  inter- 
puesto que  motivó  el  auto  de  la  referida  Audiencia  fe- 
cha primero  de  Octubre  próximo  pasado,  en  uno  de  cu- 
jos  Resultandos  se  consigna  que  no  aparece  de  los  autos 
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haberse  propuesto  en  forma  dicha  excepción  estimando 
la  Audiencia  inadmisible  el  recurso  y  denegándolo  por 
que  **8i  bien  se  expresa  en  la  forma  que  se  deja  expuesto^ 
en  qué  consiste  dicho  quebrantamiento  no  se  dice  que- 
reclamación  se  ha  practicado  para  obtener  la  subsana- 
(ion  de  la  falta  que  supone  cometida  ni  expresa  que  no 
Jiaya  podido  hacerlo,  ni  por  lo  tanto  la  imposibilidad  y 
sus  motivos,  ni  aparece,  además,  que  la  supuesta  falta 
en  que  se  funda  ha  sido  oportunamente  reclamada'^  y 
•aporque"  la  manifestación  que  hace  el  recurrente  en 
la  forma  consignada  en  la  última  parte  del  segundo  Re- 
sultando (que  en  el  presente  se  ha  transcrito  con  refe- 
rencia al  escrito  de  interposición)  no  es  el  modo  adecua- 
do para  cumplir  como  no  se  ha  cumplido,  con  el  requi- 
sito quinto  del  artículo  cinco  de  la  Orden  noventa  y  dos 
(le  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Resultando  que  el  recurrente  ha  ocurrido  en  queja 
ant(»  este  Supremo  Tribunal  contra  el  auto  denegatorio- 
antecitado,  sin  que  compareciera  la  otra  parte  litigante, 
celebrándose  en  veinte  y  nueve  de  Octubre  último  la 
correspondiente  vista  pública  á  que  asistió  el  recurrente 
Ledo.  Pino  y  Díaz  quien  informó  en  sostenimiento  de 
la  ({ueja. 

Resolución  : 

Considerando  que  el  recurso  interpuesto  carece  en 
realidad  del  necesario  requisito  de  expresarse  en  qué- 
consiste  el  quebrantamiento  de  fonna  en  el  juicio, 
pues,  aunque  se  afirma  como  tal  la  incompetencia  del 
Juez  de  primera  instancia,  comprendida  ciertamente  en 
la  causa  de  casación  que  se  menciona,  ó  sea  la  sexta  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  p]n- 
juiciamiento  Civil,  semejante  afirmación  y  las  confu- 
sas manifestaciones  que  á  ella  siguen,  relativas  á  la  que 
el  recurrente  llama  incompetencia  del  procedimiento  y 
á  la  naturaleza  del  juicio  declarativo  correspondiente  á 
la  demanda,  que  no  especifica  entre  el  verbal  y  el  de 
uumor  cuantía,  no  bastan  para  plantear  en  términos 
concretos  la  cuestión  de  incompetencia  de  jurisdicción 
({ue  haya  de  discutirse  y  resolverse,  ignorándose,  puesto 
que  no  se  consignan,  como  se  debían  consignar,  con  cla- 
ridad y  presición,  las  razones  legales  porque  existe  la 
supuesta  incompetencia. 

Considerando  que  en  tal  virtud,  y  no  solo  por  los 
fiitiflamentos,  en  segundo  término  atendibles,  que  sir- 
vieron á  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  para  rechazar 
el  recurso  forunilado,  es  á  todas  luces  procedente,  con 
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arreglo  al  artículo  XI  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  la  inadmisión  de  aquél, 
impugnada  mediante  éste  de  queja,  el  cual,  por  tanto, 
debe  ser  desestimado,  con  imposición  al  recurrente  de 
las  costas,  según  lo  que  dispone  en  su  artículo  XXV  la 
propia  Orden  número  noventa  y  dos  antes  citada. 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  deducido  en  los 
autos  de  que  se  ha  hecho  mención  y  se  condena  en  las 
costas  del  mismo  al  recurrente:  comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistra- 
dos del  margen  ante  mí:  certifico. — José  Várela. — Oc- 
tavio Giberga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — 
J.  M.  Aguirre, — El  Secretario  Armando  de  J.  Riva. 

Impugnación.— Auto  80.— 4  de  Noviembre.  —Precepto  au- 
tomador.— Ley.  ((rae,  Mayo 5,  1904.) 

DOCTRINA:  Las  cuestiones  de  iriconipeten- 
cia  pi>r  la  ra7Óii  de  1h  materÍH  no  están  compren- 
didas en  el  número  6?  del  artículo  1691  de  la  ley 
de  Bi;ijuiciamienco  Civil,  ni  dan  lucrar  »\  recurso  de 
casasión  por  quebrantamiento  de  forma. 

Es  inadmisible  un  recurso  de  casación,  por  Jal- 
tarseen  él  al  requisito  4V  del  ariiculo  V  de  la  or- 
den 92  de  1899.  cuando  se  cita  en  concepto  de  ley 
infringida  un  R.  D.  que  nunca  ha  estado  vi¿:ente 
en  Cuba. 

RECcn.sü  admitido: 

Resultando  que  en  el  juicio  sobre  divorcio  promovió  o 
por  María  Teresa  Guaxardo  Fajardo  y  Fonseca  contra  su 
marido  Eduardo  Laborde  y  Perera,  dictada  en  veinti- 
dós de  Affosto  último  sentencia  definitiva  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  interpuso 
Laborde  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  y  por  infracción  de  ley,  mediante  escrito  (¡ue 
contiene  entre  otros  los  párrafos  siguientes:  "Cuarto: 
*'Que  el  quebrantamiento  de  forma — motivo  del  recurso 
" — que  fundo  en  el  inciso  sexto  del  artículo  mil  seis- 
"cientos  noventa  y  uno  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento 
"Civil,  consiste  en  el  hecho  de  ser  incompetentes  los 
'^Tribunales  de  esta  República  para  decidir  el  divorcio 
"que  no  obstante  se  decreta. — El  que  firma  es  ciudada- 
"no  de  los  Estados  Unidos  de  América — condición 
"acreditada  en  autos — por  lo  cual  su  estado  y  su  capa- 
"cidad  civil,  le  sigue,  como  estatuto  personal,  en  este 
"Territorio — dentro  del  principio  de  reciprocidad  que 
"se  desprende  del  precepto  del  artículo  noveno  del  (.'ó- 
"digo  Civil,  el  cual  se  infringe  por  falta  de  aplicación ; 
"y  como  el  Real  Decreto  de  veintií^iete  de  Noviembre  • 
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"(le  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos — ^llamado  Ley  dje 
"Extranjería,  establece  que  los  extranjeros  no  podrán 
"ser  citados  ni  emplazados  por  nuestros  Tribunales  más 
"que,  á  tenor  del  articulo  veintinueve,  por  delito  que 
"cometieran  aquí  ó  para  el  cumplimiento  de  obligacio- 
"nes  contraídas  en  nuestro  territorio  á  favor  de  regúleo- 
slos, teniendo  jurisdicción  sobre  ellos  únicamente,  fue- 
"ra  de  estos  casos — conforme  expresa  el  artículo  trein- 
"ta  y  tres,  cuando  se  trata  de  evitar  un  fraude  ó  adop- 
*^ar  medidas  urgentes  ó  provisionales  para  detener  á  un 
"deudor  que  intente  ausentarse,  ó  en  otros  especiales: 
"ninguno  de  cuyos  casos  concurre  en  estos  autos,  pues 
"el  resuelto  por  la  sentencia  es  muy  diverso,  á  esosta- 
"xativos  y  descansa  en  hechos  que  expresan  que  he  con- 
"traído  segunda  unión  en  Territorio  de  los  Estados  Uni- 
"dos  de  América,  es  evidente  que  los  Tribunales  de  esta 
"Hepública,  carecen  de  jurisdicción  para  decretar  eí 
"divorcio  que  acuerdan,  resolviendo,  así,  virtualmente, 
"la  ineficacia  de  actos  que  se  dicen  realizados  en  país 
"extranjero,  por  un  extranjero  y  con  arreglo  á  las  leyes 
"de  su  estatuto  personal;  por  lo  que — infringiéndose 
"por  falta  de  aplicación  el  Real  Decreto  de  veintisiete 
"de  Noviembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos,  en 
"siKs  artículos  veintinueve  y  treinta  y  tres,  procede  la 
"casación  por  este  motivo  del  recurso.  Por  lo  demás :  yo 
"alegué  en  primera  instancia — en  tiempo  oportuno,  esa 
"incompetencia  de  jurisdicción;  y  desestimada,  apelé 
"de  la  sentencia  para  esta  Audiencia,  personándose  en 
"ella,  para  que  se  subsanara  la  falta  cometida,  constitu- 
'  "yendo  la  alegación  en  primera  instancia  y  la  apelación 
"á  esta  segunda  instancia,  las  reclamaciones  que  debía 
"hacer  á  dichos  fines;  por  lo  cual  ha  quedado  preparado 
"perfectamente  el  recurso  pí)r  este  motivo  que  fundo, 
"como  he  significado,  en  el  inciso  sexto  del  artículo  mil 
"seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Civil. — Quinto:  A. — Que  dicha  sentencia  infringe 
"y  viola  por  error  de  derecho  y  aplicación  indebida  en 
"este  caso — el  artículo  ciento  cinco — inciso  primero  del 
"(vódigo  Civil  en  que  se  funda,  pues  apareciendo  de  las 
"actuaciones  y  consignándose  en  el  segundo  fundamen- 
"to  del  fallo  aceptado  por  esta  Audiencia — que  la  de- 
" mandante  sostuvo  como  hecho — y  no  se  ha  negado  por 
"mi  parte — que  contraje  segundas  nupcias,  cual  con 
"sus  consecuencias  ha  dado  lugar  á  la  acción  deducida 
"por  la  actora,  es  indudable  que  los  actos  derivados  de 
"esa  segunda  unión,  perfectamente  legales,  mientras 
"por  sentencia  ejecutoria  no  se  declaren  nulos,  no  pue- 
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"de  estimarse  con  razón  contentivos  de  un  adulterio, 
*'con  escándalo  público  ó  menosprecio  de  la  mujer,  de- 
•'terminante  del  divorcio,  mientras  subsista  con  eficacia 
*^legal  el  nuevo  estado  que  se  reconoce  y  admite  como 
"contraído  en  país  extranjero  y  con  arreglo  á  las  Leyes 
"de  aquel  Territorio,  por  lo  que  procede  la  casación  de 
"la  sentencia  por  este  motivo  del  recurso,  que  fundo  en^ 
"el  inciso  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
"de  la  Ley  de  Enjuiciamento  Civil. — B. — Que  de  todos 
"modos  y  de  no  prosperar  el  recurso — por  quebranta- 
"miento  de  forma,  propuesto  anteriormente — la  senten- 
"cia  infringe  por  error  de  derecho  y  falta  de  aplicación 
"á  la  vez,  el  Real  Decreto  de  veintisiete  de  Noviembre - 
^Vle  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos,  en  sus  dos  artícu- 
"los  veintinueve  y  treinta  y  tres — pues  ha  fallado,  con 
"exceso  de  jurisdicción,  un  asunto  de  un  extranjero; 
"asunto  que  por  razón  de  la  materia  era,  y  es  un  extre- 
"mo  sustraído  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  la- 
"Kepública,  al  afectar  al  estatuto  personal  de  aquel  y 
"no  estar  sometida,  esa  materia  del  divorcio  de  los  ex- 
^^tranjeros,  á  nuestros  Tribunales  con  arreglo  al  Real 
"Decreto  antes  expresado — por  lo  cual — si  se  resuelve 
"que  por  la  naturaleza  de  la  infracción  esta  se  sustrae 
"del  motivo  de  quebrantamiento  ya  formulado,  procede- 
"casar  la  sentencia  por  éste,  que  baso  en  el  inciso  sexto 
"del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
"juiciamiento  Civil,  según  he  consignado  asimismo.'" 

Impi  gxacion: 

Resultando  que,  admitido  el  recurso  y  personada- 
la  parte  recurrente  ante  este  Tribunal  Supremo,  sin 
que  haya  comparecido  la  contraria,  el  Ministerio  Fis- 
cal, durante  el  trámite  de  instrucción,  ha  impugnado 
la  admisión  de  aquél,  respecto  del  único  motivo  formu- 
lado por  quebrantamiento  de  forma  y  del  segundo  por 
infracción  de  ley,  alegando  los  siguientes  fundamen- 
tos: "Quebrantamiento  de  forma. — Único  motivo.  Al 
"amparo  del  inciso  sexto  artícuo  mil  seiscientos  noven- 
"ta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  se  in- 
"voca  como  autorizador  del  recurso,  es  imposible  discu- 
"tir  la  cuestión  propuesta,  y  en  su  consecuencia,  no  se 
"cumple  el  precepto  del  número  tercero  artículo  tercero^ 
"de  la  Ley  de  casación  por  incongruencia  entre  la 
"causa  que  se  cita  y  el  problema  que  se  plantea,  incon- 
"gniencia  evidente,  en  primer  término,,  porque  el  ci- 
"tado  caso  sexto  al  exigir  que  el  punto  de  incompeteii- 
"cia  de  jurisdicción  no  haya  sido  resuelto  por  el  Tribu— 
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"nal  Supremo,  claramente  alude  á  la  incompetencia 
^'relativa  del  Juzgado  ó  Tribunal  requerido  respecto  á 
'^otro  Juzgado  ó  Tribunal  nacional,  incompetencia  que  se 
*"excepciona  por  medio  de  las  cuestiones  jurisdicciona- 
"les  por  declinatoria  ó  por  inhibitoria;  y  aquí  la  incom- 
"petencia  que  se  alegó,  lejos  de  ser  relativa  fué  absolu- 
"ta,  y  lejos  de  traducirse,  por  lo  tanto,  en  una  declina- 
"toria  propuesta  en  la  forma  que  prescribe  en  su  párra- 
"fo  tercero  el  articulo  setenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjui- 
"ciamiento  Civil,  se  tradujo  en  solicitud  de  que  se 
"proveyera  en  términos  análogos  á  los  que  preceptúa  el 
^'artículo  setenta  y  cuatro  para  el  caso  de  que  el  Juez  no 
"se  crea  competente,  por  razón  de  la  materia,  lo  cual 
"afecta  al  primer  requisito  para  la  competencia  exigido 
"por  el  articulo  cincuenta  y  tres,  y  no  al  segundo  de  la 
"propia  disposición,  que  es  al  que  se  contraen  las  cues- 
"tiones  de  competencia;  y  en  segundo  término,  porque 
"conforme  queda  visto,  no  se  trata  de  una  incompeten- 
"cia  por  motivo  de  la  preferencia  de  un  Juez  de  la  Re- 
"pública  sobre  otro  del  propio  Estado  para  conocer  de 
"este  negocio;  sino  discute  si  el  conocimiento  del  pleito 
"está  atribuido  á  la  autoridad  que  ejercen  los  Jueces  6 
"Tribunales  de  Cuba,  y  en  este  concepto,  claro  está,  que 
"se  ventila  una  incompetencia  por  razón  de  la  materia, 
"que  no  es  dable  rebatir  en  casación  por  quebrantamien- 
"to,  sino  por  infracción  de  ley,  y  el  caso  no  solo  no  está 
"comprendido  en  el  repetido  número  sexto  artículo  mil 
"seiscientos  noventa  y  uno,  sino  que  con  arreglo  á  ex- 
"cepción  expresa  en  este  mismo  número  contenida,  que- 
"da  fuera  de  él  por  caer  de  lleno  dentro  del  número  sex- 
"to  del  artículo  mil  seiscientos  noventa,  referente  á 
"infracción  de  ley,  particular  en  que  después  de  todo 
"resulta,  en  cierto  modo,  conforme  el  recurrente  con  es- 
"te  Ministerio,  al  presentar  también  la  cuestión  como 
"objeto  del  recurso  por  infracción  de  ley  en  el  motivo 
"B,  que  admitido  es  indudable  que  implica  necesaria- 
"mente  la  inadmisibilidad  de  otro  igual  y  único  del  re- 
"curso  en  la  forma,  según  se  afirmó  recientemente  por 
"este  Tribunal  Supremo,  en  el  auto  de  cinco  del  co- 
"rriente,  en  que  se  resolvió  favorablemente  á  pretensión 
"de  este  Ministerio,  una  impugnación  análoga  á  la  que 
"nos  ocupa. — Motivo  B.  del  recurso  de  infracción  de 
*'ley. —  Único  fundamento. —  También  motiva  nuestra 
^'oposición  este  segundo  motivo  porque  se  infringe,  por 
"manera  notoria,  el  número  cuarto  artículo  quinto  de 
"la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
"nueve. — La  Ley  que  se  cita  como  infringida   6  sea   el 
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^'Real  Decreto  de  veintisiete  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
"cientos  (en  lo  que  hay  equivocación  hasta  en  la  desig- 
'^'nación  de  la  fecha  pues  el  que  en  realidad  se  invoca 
^^es  de  diez  y  siete  de  dicho  mes  y  año)  no  está  vigente 
"en  Cuba,  para  la  que  fué  promulgada  en  la  materia  de 
"extranjería  la  Ley  de  cuatro  áe  Julio  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta. — Además  los  artículos  veintinueve  y  trein- 
"ta  y  tres  del  mencionado  Real  Decreto  difieren  de  sus 
"^^concordantes  los  artículos  cuarenta  y  uno,  cuarenta  y 
•^^dos  y  cuarenta  y  seis  de  la  Ley  de  cuatro  de  Julio  de 
''^mil  ochocientos  setenta,  no  solo  en  la  numeración  de 
^^los  preceptos  sino  también  en  los  textos,  y  aun  más,  en 
''^^las  disposiciones. — Por  consiguiente,  y  la  demostración 
"de  esto  no  demanda  esfuerzo  alguno,  carece  el  recurso, 
"en  este  extremo,  de  la  precisión  y  claridad  que  la  Ley 
'^'exige,  dado  que  las  leyes  que  se  citan  como  infringidas 
"^'no  rigen  en  Cuba  ni  las  similares  vigentes  son  de  igual 
"^^texto,  ni,  por  lo  mismo  de  precepto  idéntico  al  de 
'^^aquéllas" : — cuestión  previa,  la  suscitada  por  el  Minis- 
terio Fiscal,  que  se  ha  sustanciado  con  arreglo  á  la  ley, 
celebrándose  en  treinta  de  Octubre  último  la  correspon- 
diente vista  á  que  asistió  tan  sólo  el  representante  de  di- 
<cho  Ministerio,  quien  sostuvo  la  expresada  impugna- 
ción : 

ItBSOLDClÓN  DKL  RR0UB80: 

Considerando,  acerca  del  recurso  de  casación  por 
-quebrantamiento  de  forma,  que  la  cuestión  propuesta 
por  el  recurrente  no  está  comprendida  en  el  precepto  de 
la  ley  que  se  dice  autorizarla,  ni  por  su  naturaleza  co- 
rresponde á  un  recurso  de  esa  especie:  por  razón  de  lo 
cual  carece,  como  afirma  el  impugnante,  del  tercero  de 
los  requisitos  preceptuados  para  la  interposición  como 
una  de  las  condiciones  necesarias  para  que  sea  admisi- 
ble y  debió  ser  denegado  por  la  Sala  sentenciadora  en 
cumplimiento  de  lo  que  preceptúa  el  artículo  XI  en  re- 
lación con  el  V  y  VII  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  la  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve: 

Considerando,  respecto  del  segundo  motivo  del  re- 
tjurso  deducido  por  infracción  de  ley,  que  carece  á  su 
vez  del  requisito  señalado  en  el  párrafo  IV  del  artículo 
V  de  la  expresada  Orden,  según  el  cual  debe  el  recu- 
rrente citar  con  precisión  y  claridad  la  ley  ó  la  doctrina 
infringida,  pues  en  ese  concepto  se  menciona  únicamen- 
te un  Real  Decreto  que  no  ha  estado  nunca  vigente  en 
«sta  Isla,  y  en  consecuencia  es  improcedente  la  admi- 
sión de  tal  motivo  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  pre- 
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dicho  artículo  VI  en  relación  con  el  párrafo  VII  del  ar- 
tículo VII  también  citado  en  la  misma  Orden  número 
noventa  }'  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Considerando  que,  de  conformidad  con  su  artículo 
XXVIII  párrafo  segundo,  durante  el  ténnino  de  ins- 
trucción pueden  las  partes  no  recurrentes  impugnar  la 
admisión  del  recurso,  y,  en  observancia  del  articulo 
XXXIV  párrafo  segundo,  el  Tribunal  Supremo  debe 
dictar  auto  declarándolo  mal  admitido  cuando  al  inter- 
ponerlo no  se  hayan  cumplido  los  preceptos  del  artícu- 
lo V  antes  invocado: 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  como  también,  en  cuanto  al 
segundo  de  los  motivos  que  comprende,  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  á  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia, sin  especial  condenación  respecto  de  las  costas 
de  este  incidente:  comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  señores  Ma- 
gistrados del  margen  ante  mí:  certifico. — José  Várela. 
— Octavio  Giberga. —  Carlos  Kevilla. —  Rafael  Mayda- 
gán. — J.  M.  Aguirre. — El  Secretaria,  Armando  de  J. 
Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  63.— 11  de  Noviembre.— Indemnización 

de  peijnicios.   {Gae,,  Mayo  5,  190^.) 

OOCTRINA:  Las  disposiciones  penales  no 
^  pueden  citarse  como  infringidas  al  efecto  de  obte- 

ner la  casación  de  un  fallo  dictado  en  materia  ci- 
vil, por  ser  inaplicables  al  caso  del  pleito. 

Ño  es  objeto  de  casación  la  cita  más  ó  menos 
pertinente  que  de  una  disposición  legal  se  haga  en 
la  sentencia  recurrida,  cuando  dicha  disposición 
no  es  fundamento  esencial  del  fallo. 

Reclamándose  en  el  juicio  la  indemnización  á  la 
viuda  por  la  muerte  de  su  marido,  no  tiene  impor- 
tancia la  renuncia  hecha  por  éste  en  vida  de  la 
indemnización  del  daño  que  se  la  causó  y  luego  le 
produjo  la  muerte;  porque  esos  derechos  son  dis- 
tintos. 

Es  también  improcedente  en  esa  clase  de  ddihan- 
da  la  justificación  de  si  la  viuda,  que  reclama  co- 
mo tal,  tiene  ó  no  el  carácter  de  heredera  de  su 
marido  difunto. 

No  impugnada  por  el  demandado  la  cuantía  de 
la  indemnización  pedida  en  la  demanda,  ni  solici- 
tada por  ninguna  de  las  partes  la  prueba  pericia^ 
la  Sala  sentenciadora  puede  al  declarar  con  lugar 
la  demanda  condenar  al  pago  de  la  suma  reclama- 
da, si  á  su  juicio  la  estima  procedente. 

El  artículo  1100  del  Código  Civil  no  puede  ser 
infringido  por  indebida  aplicación  en  una  senten- 
cia en  que  no  se  condena  al  pago  de  intereses  de 
demora. 
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Se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1902  y 
1903  del  Código  Civil  la  sentencia  que  estimando 
probado  que  la  muerte  de  un  trat»ajador  de  una 
empresa  fué  producida  por  haberse  dispuesto  por 
el  administrador  la  ejecución  de  un  trabajo  sin  las 
precauciones  necesarias  para  impedir  el  dafio  que 
sobrevino,  condena  á  la  dicha  empresa  á  indemni- 
zar á  la  viuda  de  dicho  trabajador  de  la  pérdida 
del  mismo. 

Son  ineficaces  los  motivos  que  se  fundan  en  su^ 
puestos  inexactos  atribuidos  á  la  sentencia  reco- 
rrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  tres.  Alisto  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter- 
puesto por  la  sociedad  de  Francisco  y  Emilio  Terry  y ' 
Comp.  en  liqud  ación,  establecida  en  la  plaza  de  Cien- 
fuegos,,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinticinco  de  Ju- 
lio último,  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  en  el  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  sobre  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  promovido  en  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Cienfuegos,  por  Teófila  Bouza  y  Ya-? 
nes,  viuda  de  Formoso,  ocupada  en  los  quehaceres  do- 
mésticos y  vecina  de  la  última  ciudad  citada,  contra 
Emilio  y  Francisco  Terry  como  dueños  del  ferrocarril 
de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena,  y  en  cuyo  juicio  ha 
sido  tenida  por  parte  como  demandada  la  expresada  so- 
ciedad recurrente. 

Primero.  ^'Resultando  que  en  la  referida  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  se  aceptan  loa 
trece  resultandos  de  la  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Cienfuegos,  que  se  copian  á  continuación. 

Demanda  : 

Segundo.  ^'Resultando  que  en  cuatro  de  Marzo  últi* 
mo  estableció  Don  Juan  Castellanos  y  Toledo,  con  poder 
bastanfe  de  la  señora  Teófila  Bouza  y  Yancs,  viuda  de 
Formoso,  la  presente  demanda  contra  los  señores  Emi- 
lio y  Francisco  Terry  y  Dorticós,  en  cobro  de  la  canti- 
dad de  cinco  mil  pesos  en  oro  americano  en  que  estima 
los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  ella  con  la  muerte  de 
su  esposo  Donato  Formoso  y  Formoso,  alegando  como 
fundamentos  de  la  demanda  los  siguientes  hechos.  Pri- 
mero: que  Donato  Formoso  y  Formoso,  electricista,  ve- 
cino del  pueblo  de  Rodas,  estaba  colocando  una  línea 
telegráfica  ó  telefónica  para  el  ferrocarril  de  Rodas  á 
Turíjuino  y  Cartagena,  de  la  propiedad  de  los  señores 
Francisco  v  Emilio  Terry,  utilizando  para  ello  una  plan- 
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cha  del  ferrocarril  sin  defensa  alguna  en  sus  costados, 
unida  al  tren  mixto  que  sale  de  Rodas  á  las  diez  de  la 
mañana  y  sin  que  el  tren  detuviera  su  marcha,  al  lanzar 
al  camino  uno  de  los  postes  para  la  línea  tropezó  el  pos- 
te con  el  suelo  y  arrojó  á  la  vía  á  Formoso,  causándole 
lesiones  de  cuyas  resultas  falleció  en  Rodas  el  día  vein- 
tidós de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  lo  que  com- 
prueba el  certificado  de  defunción  marcado  con  la  letra 
B.  Segundo :  que  el  Sr.  Formoso  estaba  casado  en  el  ac- 
to de  su  fallecimiento  con  la  señora  Teófila  Bouza  y  Ya- 
nes,  según  lo  acredita  la  certificación  letra  C.  Tercero: 
que  con  la  muerte  del  Sr.  Formoso  quedó  la  señora  Bou- 
za privada  de  todo  recurso  para  su  subsistencia,  ocasio- 
nándoseles perjuicios  y  daños  que  estimaba  en  la  suma 
do  cinco  mil  pesos  en  oro  americano ;  y  Cuarto :  que  ci- 
tados á  conciliación  los  demandados  no  resultó  avenencia 
según  lo.  justifica  el  certificado  letra  B  y  después  de  ale- 
gar los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunos, 
solicitó  se  sustanciase  la  demanda  por  los  trámites  del 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  y  que  se  condenase  á 
los  demandados  al  pago  de  la  cantidad  reclamada  y  al 
pago  de  las  costas. 

Tercero.  ^Tíesultando  que  con  dicho  escrito  de  de- 
manda se  acompañó  por  el  actor,  además  del  poder  en 
cuya  virtud  compareció,  certificaciones  del  matrimonio 
de  su  cliente  con  Donato  Formoso,  de  la  defunción  de 
éste  y  de  haber  intentado  la  conciliación  sin  efecto. 

CONTESTACIOX  : 

Cuarto.  "Resultando  que  emplazados  los  demandados 
Emilio  y  Francisco  Terry  y  Dorticós,  compareció  en  su 
representación  con  poder  bastante  el  Procurador  Fran- 
cisco García  Berrayarza,  y  tenido  por  parte  contestó  ésto 
la  demanda,  pidiendo  se  absolviese  de  ella  á  sus  repre- 
sentados, condenando  á  la  actora  en  todas  las  costas  del 
juicio,  alegando  en  apoyo  de  su  petición,  además  de  los 
fundamentos  de  derecho  que  creyó  pertinentes  al  caso, 
los  siguientes  hechos:  Primero:  que  el  hecho  que  moti- 
vó las  lesiones  y  fallecimiento  de  Don  Donato  Formoso 
fué  puramente  casual,  según  consta  de  las  declaraciones 
de  los  únicos  testigos  presenciales,  Don  José  Ramos  y 
Pérez  y  el  mismo  Formoso,  quien  así  lo  reconoció  y  con- 
fesó. Y  puede  verse  en  las  diligencias  instruidas  en  el 
Juzgado  municipal  de  Rodas,  que  se  encuentran  archi- 
vadas en  el  de  instrucción  de  esta  ciudad  á  virtud  de 
auto  do  sobrosei miento  diotado  por  la  Audiencia  de  San- 
ta Clara  en  nueve  de  Octubre  del  año  último.  Segimdo : 
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que  en  ese  hecho  no  hubo  acción  ni  omisión  por  parte  de 
los  empleados  del  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y 
Cartagena.  Tercero:  que  D.  Donato  Formoso  renunció 
expresamente  la  indemnización  civil,  según  consta  de 
las  expresadas  diligencias:  y  Cuarto:  que  Doña  Teófila 
Bouza  no  ha  justificado  el  carácter  de  heredera  de  For- 
moso. 

EÉPLiCA : 

Quinto  ^Tíesultando  que  la  parte  actora  en  su  escri- 
to de  réplica  reprodujo  los  hechos  consignados  en  el  de 
demanda,  si  bien  rectificó  el  hecho  primero  en  cuanto  en 
él  se  consigna  que  era  mixto  el  tren  á  que  iba  unida  la 
plataforma  sobre  la  que  trabajaba  el  día  veinte  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  uno  Donato  Formoso;  pues 
dicho  tren  era  el  de  viajeros  de  la  línea  de  Rodas  á  Tur- 
quino y  Cartagena,  que  sale  de  Rodas  d  las  diez  de  la 
mañana ;  y  los  adicionó  con  los  siguientes :  negó  que  el 
hecho  productor  de  las  lesiones  y  de  la  muerte  de  Dona- 
to Formoso  haya  sido  casual  y  que  en  él  no  mediase  ac- 
ción ni  omisión  por  parte  de  los  empleados  del  referido 
ferrocarril,  como  pretendía  el  Procurador  Francisco 
García  Berrayarza  en  los  hechos  primero  y  segundo  de 
su  contestación ;  por  el  contrario  afirmó  que  dicho  hecho 
fué  debido  á  la  grave  imprudencia,  con  infracción  de 
los  reglamentos  ferrocarrileros  cometida  por  el  adminis- 
trador de  la  empresa  del  ferrocarril  (^  Rodas  á  Turqui- 
no y  Cartagena  Don  Francisco  Rasco  y  Ruiz,  y  por  el 
jefe  del  tren  de  viajeros  de  dicha  empresa,  Don  Manuel 
Pérez  y  Aponte,  disponiendo  el  primero  y  permitiendo 
el  segundo  que  se  agregasen  á  la  cola  del  tren  citado,  dos 
plataformas  ó  planchas  sin  defensa  alguna  en  los  costa- 
dos y  que  en  la  primera  de  ellas  fuese  Donato  Formoso 
con  el  peón  José  Ramos  y  Ares,  arrojando  á  la  vía, 
mientras  el  tren  marchaba  á  toda  velocidad,  postes  de 
madera  dura  para  la  línea  telefónica  de  la  referida  em- 
presa, en  la  que  Formoso  estaba  colocado  como  inspec- 
tor de  telégrafos ;  de  cuya  plataforma  fué  lanzado  For- 
móse á  la  vía,  al  arrojar  el  tercer  poste,  en  el  kilómetro 
ocho,  crucero  del  ingenio  "San  Lino",  por  no  tener  la 
plataforma  defensa  en  los  costados  que  protegiese  á  los 
empleados  que  iban  en  ella,  de  cualquier  sacudida  del 
tren,  sobre  todo  al  pasar  por  las  agujas  de  los  chuchos 
y  por  los  cruceros,  recibiendo  Formoso  lesiones  tan 
graves  al  ser  atropellado  por  las  ruedas  de  la  segunda 
plancha,  que  falleció  de  sus  resultas  á  los  dos  días  de 
serles  causadas ;  negó  también  que  la  renuncia  de  Donato 
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Fornioso  á  la  indemnización  civil,  hecha  en  las  diligen- 
cias criminales  iniciadas  por  el  Juzgado  mnncipal  de 
Rodas  y  continuadas  por  el  Juzgado  de  instrucción  de 
esta  ciudad,  impida  como  pretende  el  Procurador  Gar- 
cía Berrayarza  en  los  hechos  tercero  y  cuarto  de  su  es- 
crito, á  su  poderdante  ejercitar  la  acción  que  ha  deduci- 
do en  este  juicio :  que  la  señora  Teófila  Bouza  estaba  ca- 
sada con  Donato  Formoso,  el  cual  subvenía  á  sus  necesi- 
dades con  el  sueldo  que  ganaba  como  inspector  de  telé- 
grafos del  ferrocarril  de  Éodas  á  Turquino  y  Cartagena 
y  con  los  productos  de  los  trabajos  que  hacía  como  elec- 
tricista ;  y  desde  el  fallecimiento  de  Formoso  por  conse- 
cuencia de  las  lesiones  que  recibió,  ha  quedado  privada 
la  señora  Bouza  de  todo  recurso  con  que  atender  á  sus 
más  precisas  necesidades,  dado  que  carece  de  familiares 
y  vive  en  la  mayor  miseria,  situación  á  la  que  no  hubie- 
ra llegado,  si  no  hubiese  ocurrido  el  hecho  que  ha  dado- 
origen  á  este  juicio;  y  que  al  oponerse  la  parte  deman- 
dada á  indemnizar  á  su  poderdante  los  perjuicios  que  le 
ha  causado  con  la  muerte  de  su  esposo,  producida  por 
virtud  de  imprudencia  de  sus  dependientes,  procede  con 
notoria  temeridad  y  deben  serle  impuestas  las  costas  de 
este  juicio.  Y  después  de  citar  los  fundamentos  de  de- 
recho que  estimó  pertinentes,  suplicó  se  tuviera  por 
evacuado  el  trámite  de  réplica  en  los  términos  antes  con- 
signados y  que  se  confiriera  traslado  en  duplica  ¿  la 
contraparte  y  en  definitiva  resolver  el  pleito  en  los  tér- 
minos que  aparecen  en  su  escrito  de  demanda  y  por 
otrosí  solicitó  se  recibiese  este  juicio  á  prueba. 

DUPLICA : 

Sexto.  Resultando  que  en  su  escrito  de  duplica  la 
parte  demandada  reprodujo  los  hechos  alegados  en  su 
escrito  de  contestación  y  los  adicionó  con  los  siguientes : 
que  el  administrador  del  ferrocarril  de  Rodas  á  Turqui- 
no y  Cartagena  y  el  conductor  del  tren  emplearon  toda 
lo  diligencia  necesaria  para  precaver  el  accidente;  y 
que  el  tren  marchaba  con  muy  poca  velocidad;  negó  el 
heclio  primero  de  la  demanda  y  su  concordante  de  la  ré- 
plica por  la  forma  en  que  se  refiere  lo  ocurrido  y  negá 
igualmente  el  quinto  de  la  réplica;  y  manifastó  que  es- 
taba conforme  con  el  cuarto  hecho  de  la  demanda,  y 
con  el  segundo  de  dicho  e.-crito  y  cuarto  de  la  réplica  en 
cuanto  al  matriinonio  de  Formoso  con  la  Sra.  Bouza:  pe- 
ro no  le  constaba  lo  consiünado  en  ese  cuarto  hecho  y  en 
el  tercero  de  la  doiiianda  ros]>eoto  á  la  f.tlta  de  recursos 
de  la  mencionada  señora,  negando  desde  luego  la  estima- 
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ción  de  los  perjuicios.  Y  después  de  citar  los  fundamen- 
tos de  derecho  que  estimó  pertinentes  solicitó  que  ha- 
biendo por  presentado  el  escrito  con  su  copia  se  tuviera 
por  evacuado  el  trámite  de  duplica  y  en  definitiva  se  re- 
solviera de  conformidad  con  lo  que  solicitó  en  su  escrito 
de  contestación.  Y  por  otrosí  manifestó  su  conformidad 
con  la  demandante  con  que  se  recibiera  el  juicio  á 
prueba. 

Prueba : 

Séptimo.  Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba 
á  solicitud  de  ambas  partes  y  propuestas  por  éstas  todas 
las  que  estimaron  co4ducentes  á  su  respectivo  derecho, 
de  las  que  fueron  admitidas  todas  á  excepción  de  la  pe- 
ricial propuesta  por  la  parte  actora  que  fué  declarada 
impertinente,  se  procedió  á  su  práctica,  dándose  por  re- 
producido el  mérito  que  arrojan  las  dos  certificaciones 
presentadas  por  la  parte  actora  con  su  escrito  de  deman- 
da expedidas  ambas  por  el  encargado  del  Registro  Civil 
del  término  municipal  de  Rodas,  y  expresivas :  la  prime- 
ra, del  fallecimiento  de  Donato  Formoso  y  Formoso  na- 
tural del  Ferrol,  de  veintiséis  años  de  edad,  electricista, 
casado,  hijo  de  Donato  y  Manuela,  ocurrido  á  las  nueve 
de  la  noche  del  día  veintidós  de  Septiembre  de  mil  no- 
vecientos uno,  en  Rodas,  d-e  resultas  de  septicemia  conse- 
cutiva de  las  lesiones  recibidas ;  y  la  segunda  del  matri- 
monio canónico,  contraído  á  las  ocho  de  la  noche  del  día 
veinte  de  Abril  de  mil  novecientos,  en  Rodas,  por  Dona- 
to Formoso  y  Formaso,  natural  del  Ferrol,  de  veintiséis 
años  de  edad,  soltero  electricista,  vecino  de  Rodas,  hijo 
legítimo  de  Donato  Formoso  y  Beltrán  y  de  Manuela 
Formoso  y  Rodríguez  con  María  Teresa  de  la  Encarna- 
ción Teófila  Bouza  y  Yanes,  natural  de  Yaguaramas, 
de  veintisiete  años  de  edad,  soltera,  dedicada  á  los  que- 
haceres, propios  de  su  sexo,  hija  legítima  de  Andrés  Bou- 
za y  Abilfera  y  de  Donata  Yanes  y  Leiva. 

Octavo.  Resultando  que  como  parte  de  la  prueba 
documental  admitida  por  la  parte  actora  se  unió  á  los 
autos  la  comunicación  dirigida  por  la  Comisión  de  Fe- 
rrocarriles de  la  Isla  de  Cuba  al  Juzgado,  con  fecha  ca- 
torce de  Julio  de  mil  novecientos  dos,  en  la  que  contes- 
tando á  la  que  so  le  envió  con  fecha  dos  del  propio  mes 
so  informa  que  respecto  al  primer  particular  nada  pue- 
de esclarecer  el  asunto  mejor  que  el  acuerdo  tomado  por 
la  Comisión  de  Ferrocarriles  en  quince  de  Mayo  último 
respecto  á  la  línea  de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena, 
cuyo  acuerdo  transcribe  y  es  como  sigue:  Se  leyó  una 
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solicitud  de  los  señores  Francisco  y  Emilio  Terry  y  C*. 
en  liquidación,  acompañada  de  una  certificación  del  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  de  Cienfuegos  acreditando  la 
propiedad  del  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y  Carta- 
gena y  pidiendo  se  concluya  el  expediente  iniciado  en 
veintiocho  de  Marzo  de  mii  ochocientos  noventa  y  cinco 
para  que  se  declare  dicho  ferrocarril  de  servicio  público. 
Informó  el  inspector  general  de  ferrocarriles  que  el  tra- 
mo de  Rodas  á  Turquino  fué  concedido  en  quince  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  y  el  de  Tur- 
quino á  Cartagena  en  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  ambos  como  ferrocarriles  de  servicio  par- 
ticular, pero  que  realmente  ese  ferrocarril  ha  venido 
prestando  un  servicio  público  casi  desde  su  origen,  por 
lo  que  en  veinte  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco  sus  dueños  presentaron  una  instancia  y 
los  planos  y  documentos  completos  para  obtener  la  au- 
torización del  servicio  público,  tramitándose  el  expe- 
diente conforme  á  la  Ley  entonces  vigente  con  resulta- 
dos favorables  y  hasta  proponerse  en  cuatro  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  por  la  División  de 
Ferrocarriles  la  concesiói^  solicitada  sin  que  haya  recaí- 
do resolución  seguramente  por  la  situación  transitoria 
del  momento.  El  artículo  tercero  del  capítulo  once  de  la 
Ley  hoy  vigente  autoriza  la  declaración  de  servicio  pú- 
blico de  los  ferrocarriles  de  uso  particular  que  tengan  el 
ancho  normal, (un  metro  cuatrocientos  treinta  y  cinco 
milímetros)  de  vía  ó  que  cambien  su  vía  al  ancho  nor- 
mal y  cumplan  las  demás  disposiciones  requeridas  para 
los  ferrocarriles  de  servicio  público,  lo  que  á  primera 
vista  impide  acceder  á  lo  solicitado.  Pero  aquí  se  trata 
en  realidad  de  una  línea  que  viene  prestando  un  servi- 
cio público  hace  muchos  años,  aunque  legalmente  no 
apareciera  sino  como  de  servicio  particular,  por  una  de 
tantas  anomalías  de  la  administración  anterior.  De 
modo  que  la  línea  de  Rodas  á  Turquino  es  de  hecho  una 
línea  de  servicio  público  preexistente  á  la  nueva  ley,  co- 
mo las  de  Caibarién  y  Gibara  á  Holguín  y  Puerto  Prín- 
cipe, que  tampoco  tienen  el  ancho  normal  exigido  por  la 
nueva  ley ;  y  la  Comisión  de  Ferrocarriles,  enterada  de 
estos  antecedentes  y  de  acuerdo  con  lo  informado,  acordó 
que  por  la  inspección  general  de  Ferrocarriles  se  haga 
un  reconocimiento  de  la  línea  y  si  ésta  presenta  las  con- 
dici(mes  de  seguridad  y  conveniencia  necesaria  y  los 
dueños  cnmjílen  con  los  demás  requisitos  de  la  Ley  vi- 
gente, se  declare  dicha  línea  de  servicio  público  como 
confirmación  v  legalización  del  carácter  v  condiciones 


JURISPRFDENCIA  CIVIL. 


de  existencias  anteriores  de  dicho  ferrocarril  de  da 
estrecha.  Y  respecto  al  segundo  punto  debía  decir  que 
el  tren  que  diariamente  sale  de  Rodas  á  las  diez  de  la 
mañana  está  anunciado  al  público  como  un  tren  mixto, 
así  como  el  que  regresa  á  las  doce  y  cuarenta  y  que  ese 
tren  puede  por  consiguiente  llevar  carros  de  mercancías 
además  de  los  coches  de  viajeros;  que  nada  se  opone  á 
que  los  empleados  de  un  ferrocarril  vayan  en  un  carro 
descubierto,  en  el  tren,  si  así  es  necesario  para  las  con- 
veniencias ó  necesidades  del  servicio;  pero  la  práctica 
de  arrojar  á  la  vía  postes  de  telégrafo  durante  la  marcha 
del  tren  es  peligrosa  y  no  debe  tolerarse;  que  los  carros 
de  carga  no  están  generalmente  provistos  de  defensas 
para  impedir  que  las  personas  caigan  á  la  vía,  pues  no 
están  dispuestos  para  que  en  ellos  viajen  personas.  El 
cordón  ó  timbre  de  alarma  para  advertir  al  maquinista 
en  la  locomotora,  no  se  usa  generalmente  en  los  trenes 
mixtos  ó  de  mercancías  y  que  la  tramitación  para  la  de- 
claración de  dicho  ferrocaril  como  de  uso  público  se  pro- 
sigue, y  que  en  breve  plazo  dicha  línea,  que  de  hecho 
presta  un  servicio  público  hace  muchos  años,  será  decla- 
rada legalmente  de  servicio  público  y  mientras  esto  no 
se  realice,  ese  ferocarril,  sin  tener  los  derechos  y  facul- 
tados que  concede  la  ley  á  los  ferrocarriles  de  servicio 
público,  especialmente  en  lo  referente  á  la  seguridad  y 
salubridad  de  los  que  lo  usen. 

Noveno.  Resultando  que  como  parte  de  la  prueba 
documental  de  la  parte  actora  se  unió  á  los  autos  una 
certiñcación  expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado  de 
instrucción  de  esta  ciudad  Licenciado  Augusto  Garcerán 
de  Val  contentiva  de  los  siguientes  extremos  del  sumario 
número  cuatrocientos  «etenta  y  dos  del  año  mil  novecien- 
tos uno  formado  por  lesiones  á  Donato  Formoso ;  un  ofi- 
cio dirigido  al  Juez  municipal  de  Rodas  en  veinte  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  uno  por  el  administrador 
del  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena,  par- 
ticipando que  á  las  once  de  la  mañana  recibió  aviso  del 
paradero  de  San  Lino,  de  que  el  Sr.  Donato  Formoso, 
inspector  de  teléfonos  del  ferrocarril,  que  iba  en  el  tren 
de  pasajeros  salido  á  las  diez  de  la  mañana  fué  necesa- 
rio dejarlo  en  el  paradero  de  San  Lino  á  consecuencia 
de  haber  sufrido  la  rotura  de  una  pierna  por  haberse 
caído  del  tren  en  el  tramo  entre  Ro<las  y  San  Lino  de- 
biendo llegar  en  el  tren  de  las  once  y  media;  la  diii^xen- 
cia  practicada  por  el  Juzgado  municipal  de  Rodas  cons- 
tituido en  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno 
en  el  apeadero  del  ferrocarril  con  asistencia  del  doctor 
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en  Medicina  M.  Garcerán,  digo,  Agustín  M.  García,  en 
la  que  observaron  que  en  un  carrito  propiedad  del  cen- 
tral San  Lino,  se  hallaba  tendido  un  hombre  de  la  raza 
blanca,  que  dijo  llamarse  Donato  Formoso,  el  que  no  se 
encontraba  en  disposición  de  declarar  por  el  estado  de 
decadencia  y  reconocido  por  el  médico,  resultó  tener 
fracturados  completamente  la  tibia  y  el  peroné  de  la 
pierna  derecha,  tercio  medio,  de  pronóstico  muy  grare, 
siendo  de  absoluta  necesidad  la  amputación  del  miem- 
bro ;  la  diligencia  de  reconocimiento  pericial  del  lesiona- 
do Donato  Formoso  por  los  médicos  Agustín  M.  García 
y  Federico  Díaz  y  Pérez,  que  practicaron  la  amputación 
de  la  pierna  derecha  en  el  tercio  inferior  del  muslo  á 
médoto  circular,  colocándole  un  aposito  antiséptico  ade- 
cuado, siendo  trasladado  á  su  casa  desde  la  estación  del 
ferrocarril  de  los  Sres.  Terry  y  Hermano  en  grave  esta- 
do; la  declaración  prestada  por  Donato  Formoso  en 
veintiuno  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  ante  el 
Juzgado  municipal  de  Rodas,  en  la  que  expuso  que  fué 
herido  por  el  tren  de  viajeros  como  á  las  once  de  la  ma- 
ñana del  día  veinte  en  el  kilómetro  ocho,  entre  San  Li- 
no y  Eodas,  yendo  él  en  ima  plataforma  tirando  postes 
de  teléfono  en  la  línea,  en  unión  del  peón  José  Ramos  y 
al  tirar  uno  de  ellos  parece  que  el  peón  tiró  la  cabeza  del 
poste  antes  que  él  y  sacudió  la  otra  cabeza,  tocándole  en 
el  cuerpo,  é  impulsándolo  hacia  el  suelo  y  cayendo  con 
tan  mala  suerte  que  cayó  entre  las  ruedas  del  último  ca- 
rro que  le  cogieron  la  pierna,  que  por  parte  del  peón  no 
hubo  mala  intención  al  tirar  la  cabeza  del  poste,  que  na- 
die presenció  el  hecho  y  que  no  se  mostraba  parte  en  el 
sumario  y  renunciaba  á  la  indemnización  civil  que  le 
correspondiese  por  el  suceso;  la  diligencia  de  autopsia 
del  cadáver  de  Donato  Formoso,  practicada  el  veinte  \ 
dos  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  á  presencia 
del  Juzgado  municipal  de  Rodas,  por  los  médicos  Agus- 
tín M.  García  y  Federico  Díaz  Pérez,  los  que  informaron 
que  la  muerte  de  Formoso  fué  debida  á  la  septicemia 
consecutiva  á  las  lesiones  que  recibió,  las  que  produje- 
ron una  notable  hemorragia,  no  pudiendo  lograr  resul- 
tado alguno  con  el  tratamiento  empleado  por  falta  de 
vitalidad:  la  certificación  del  auto  dictado  en  nueve  de 
Octubre  de  mil  novecientos  uno  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  sol)reseyendo  provisionalmente  el  sumario  3' 
una  certificación  del  Escribano  Licenciado  Garcerán, 
expresiva  do  que  en  dicho  >uiiiario  no  aparece  declara- 
ción alguna  de  Teófila  Bouza. 

Décimo.  Resultando  que  como  más  prueba  de  la 
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parte  actora  fueron  examinados  los  siguientes  testi^s 
presentados  por  ella :  Francisco  Rasco  y  Ruiz,  quien  ex- 
puso ser  empleado  de  los  Sres.  Terry,  que  dispuso  el 
día  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  que  se 
agregasen  á  la  cola  del  tren  que  sale  de  Rodas  á  las  diez 
de  la  mañana  dos  plataformas  6  planchas,  llevando  las 
estacadas  de  costumbre  á  los  costados  y  á  la  cabeza,  en 
la  primera  de  las  cuales  iba  el  inspect/)r  de  telégrafos 
Donato  Formoso,  el  que  habría  de  indicar  al  jefe  de  la 
cuadrilla  de  repararción  que  iba  en  el  tren  le  facilitara 
personal  para  proceder  á  la  descarga  de  postes  de  made- 
ra dura  para  la  línea  del  teléfono,  una  vez  parado  el 
tren,  mediante  aviso  que  había  de  darse  al  conductor  y 
maquinista,  los  que  así  como  todo  el  personal  llevaban 
esas  instrucciones ;  que  Donato  Formoso  ganaba  en  vein- 
te de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  sueldo  como 
inspector  de  telégrafos  del  ferrocarril  de  Rodas  á  Tur- 
quino y  Cartagena,  siendo  el  sueldo  de  ocho  pesos  plata 
en  tiempo  muerto  y  de  diez  en  tiempo  de  zafra,  sin  que 
pueda  precisar  fuese  la  única  cosa  que  contaba  para  el 
sostenimiento  de  su  familia,  creyéndolo  muy  limitado; 
que  ignoraba  por  no  ir  en  el  tren  cómo  ocurrió  el  hecho 
de  haber  sido  lanzado  á  la  vía  y  herido  Formoso,  lo  que 
ocurió  en  el  kilómetro  ocho  antes  de  pasar  el  crucero, 
siendo  conducido  á  Rodas  en  un  carrito  facilitado  por  el 
central  San  Lino  y  que  no  podía  precisar  la  inteligen- 
cia de  Formoso  como  electricista  por  no  entender  de 
eso,  ignorando  si  con  su  trabajo  ganaba  lo  suficiente  pa- 
ra atender  con  gran  desahogo  á  sus  necesidades  y  las 
de  su  esposa;  Manuel  Pérez  Aponte,  el  que  dijo  ser  em- 
pleado de  los  señores  Terry,  que  era  cierto  que  Donato 
Formoso  estaba  colocado  como  inspector  del  telégrafo 
del  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena  en 
veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  imo,  ganando 
diez  pesos  plata,  sin  poder  precisar  si  con  ellos  cubría  ó 
no  sus  necesidades;  que  era  cierto  que  Donato  Formoso 
fué  lanzado  á  la  vía  al  arrojar  un  poste  desde  la  plata- 
forma en  que  iba  en  unión  del  peón  Ramos,  pasándole 
por  encima  de  su  cuerpo  la  otra  plataforma  que  iba  de- 
trás,  resultando  herido  tan  gravemente  que  falleció  dos 
días  después,  cuyo  hecho  ocurrió  en  el  kilómetro  ocho 
antes  de  llegar  al  crucero;  que  era  cierto  que  iban  uni- 
dos á  la  cola  del  tren  dos  plataformas  ó  planchas,  las 
que  llevaban  sus  correspondientes  defensas  y  cuando  de- 
jó de  ver  á  Formoso  iba  éste  en  el  coche  de  pasaje  y  el 
tren  iba  con  lentitud  á  causa  de  la  loma  v  de  falta  de 
vapor  en  la  máquina ;  que  era  cierto  que  al  caer  Formo- 
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so  á  la  vía  el  peón  Bamos  dio  gritos  para  que  paralen  (1 
ti  en  y  recogiesen  á  Formoso,  ei^  virtud  de  ios  cuales,  el 
testigo,  conductor  del  tren,  lo  paró,  y  que  por  isrnorarlo 
no  puede  decir  si  Formoso  era  electricista  inteligente, 
y  í>i  ganaba  con  su  trabajo  lo  suficiente  para  atender 
con  desahogo  á  sus  necesidades  y  á  las  de  su  es- 
])0sa;  que  era  cierto  vino  á  enterarse  de  lo  ocurrido  a 
Formoso  cuando  se  le  avisó  para  que  parase  el  tren  y 
que  á  pesar  de  las  órdenes  que  dio  el  administrador  y 
comunicó  á  Formoso  para  que  se  detuviese  el  tren  al 
hacer  la  descarga  de  los  postes,  valiéndose  de  los  peones 
de  la  reparación,  Formoso  procedió  á  hacer  la  descarga 
sin  dar  aviso  para  que  se  detuviese  el  tren  y  empleando 
un  solo  peón;  Federico  Amat  y  Valdés,  quien  dijo  ser 
empleado  de  los  señores  Terry,  que  no  podía  precisar  si 
Formoso  atendía  ó  no  á  las  necesidades  de  su  esposa  con 
el  sueldo  que  ganaba,  que  era  de  nueve  pesos  en  tiem- 
po muerto  y  de  diez  en  tiempo  de  zafra ;  que  era  cierto 
que  Donato  Formoso  fué  lanzado  á  la  vía  al  arrojar  uu 
poste  desde  la  plataforma  en  que  iba  en  unión  del  peón 
Eamos,  pasándole  por  encima  de  su  cuerpo  la  otra  pla- 
taforma que  iba  detrás,  resultando  tan  gravemente  heri- 
do; que  falleció  dos  días  después,  lo  que  ocurrió  en  el  ki- 
]6metro  ocho,  antes  de  llegar  al  crucero;  que  á  la  col.i 
del  tren  se  agregaron  el  día  veinte  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  uno  dos  plataformas  que  iban  provista- 
ele  su  defensa  y  el  tren  iba  atrasado  por  llevar  una  mar- 
cha lenta;  que  al  caer  Formoso  á  la  vía  el  conductor  lo 
dio  aviso  y  él  como  maquinista  paró  el  tren ;  que  no  h 
era  posible  apreciar  si  Formoso  era  un  electricista  inte- 
ligente por  no  ser  práctico  en  la  materia;  que  se  entero 
de  lo  ocurrido  á  Formoso  cuando  se  le  ordenó  parase  el 
tren  y  que  era  cierto  que  á  pesar  de  las  órdenes  que  dio 
el  administrador  y  comunicó  á  Formoso  para  que  se  de- 
tuviese el  tren  al  hacer  la  descarga  de  los  postes,  valién- 
dose de  los  peones  de  la  reparación,  Formoso  procedió 
á  hacer  la  descarga  sin  dar  aviso  para  detener  el  tren  y 
empleando  solo  un  peón;  José  Ramos  Ares,  el  que  ex- 
])uso  s(T  empleado  (le  los  señores  Terry,  que  sabía  que 
Formoso  estaba  coligado  como  inspector  de  telégrafoí> 
<lel  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena,  igno- 
rando el  sueldo  que  ganaba  y  si  con  él  atendiera  á  >u.- 
necosidatles  y  las  de  su  esposa;  que  al  arrojar  un  pOv«to 
desde  la  plataforma  en  que  iba  en  unión  del  testigo  fué 
lanzado  Formoso  á  la  vía  sin  que  le  pasara  la  segunda 
plataforma,  pues  el  tren  paró  en  seguida  que  avisó  el 
testig<í:  que  el  h(vlio  (X'urrió  en  el  kilómetro  ocho,  eru- 
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cero  de  San  Lino;  que  al  tren  se  habían  agregado  dos 
plataformas,  las  que  llevaban  sus  defensas  y  el  tren 
marchaba  poco  á  poco;  que  al  caer  Formoso  á  la  vía  el 
testigo'  dio  gritos  para  que  parasen  el  tren  y  lo  efectuó 
el  conductor ;  que  por  ser  soltero  y  no  conocer  el  asunto 
ignoraba  si  Formoso  era  electricista  inteligente  y  si  con 
su  trabajo  ganaba  lo  suficiente  para  atender  con  desaho- 
go á  sus  necesidades  y  Jas  de  su  esposa;  y  que  era  cierto 
que  á  pesar  de  las  órdenes  del  administrador  comunica- 
das á  Formoso  para  que  se  detuviese  el  tren  al  hacer  la 
descarga  de  los  postes,  valiéndose  de  los  peones  de  la  re- 
paración, Formoso  hizo  la  descarga  sin  dar  aviso  para 
que  parase  el  tren  y  empleando  un  solo  peón;  Martín 
Brunet,  el  que  dijo  no  comprenderle  las  generales  de  la 
I^ey,  que  era  cierto  que  condujo  á  Rodas  en  el  carro  del 
ingenio  San  Lino  á  Donato  Formoso,  que  había  sido  re- 
cogido gravemente  herido  en  el  crucero  del  ferrocarril 
cerca  del  paradero  del  ingenio,  al  ser  lanzado  á  la  vía 
desde  la  plataforma  en  que  iba  y  que  era  cierto  que  la 
orden  para  conducir  á  Rodas  á  Formoso  la  recibió  en  el 
paradero  de  San  Lino,  ignorando  cómo  ocurrió  el  he- 
cho; Ignacio  Lanza  y  Lara,  que  expresó  ser  amigo  ínti- 
mo de  Teófila  Bouza,  por  haberla  criado,  que  ignoraba 
si  Formoso  era  ó  no  inspector  de  telégrafos  del  ferroca- 
rril de  Rodas  á  Turquino  y  Cartagena,  pero  creía  tenía 
una  iguala  con  el  ferrocarril  como  la  tenía  con  el  testi- 
go; que  Formoso  era  electricista  inteligente,  sin  que 
pueda  precisar  si  ganaba  ó  no  lo  suficiente  para  atender 
á  sus  necesidades  y  á  las  de  su  esposa;  que  creía  que 
desde  el  fallecimiento  de  Formoso  su  viuda  Teófila  Bou- 
za había  quedado  privada  de  todo  recurso  para  atender 
á  sus  más  precisas  necesidades  y  vivía  en  la  mayor  mi- 
seria, pues  conociendo  á  la  familia  á  que  está  agregada, 
sabe  que  no  está  bien ;  que  creía  que  Formoso  atendía  á 
sus  necesida/des  y  las  de  su  esposa  desde  el  momento  que 
la  mantenía  y  que  era  cierto  que  por  la  posiciún  social 
de  Formoso  su  esposa  tenía  que  atender  á  todas  ]a?í 
ocupaciones  domésticas ;  y  Ricardo  Carrillo  y  Porras,  el 
que  dijo  no  comprenderle  las  generales  de  la  Le)%  que  1'^ 
constaba  que  Donato  Formoso  era  electricista  inteligen- 
te y  con  el  sueldo  sostenía  á  su  familia,  ignorando  si  lo 
hacía  ó  no  con  desahogo :  que  era  cierto  que  desde  el  fa- 
llecimiento  de  Donato  Formoso,  su  viuda  Teófila  Bou- 
za había  quedado  privada  de  todo  recurso  con  que  aten- 
der Vi  sus  más  pr(ícisas  necesidades  y  vivía  en  la  mayor 
miseria  y  que  ignoraba  si  por  la  posición  socinl  de  For- 
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mo^o  su  esposa  tenía  í|ue  atender  á  todas  las  ocupacio- 
na?  domésticas. 

Décimoprimero.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  parte  actora,  el  actuario  se  constituyó  en  el  escri- 
torio de  los  demandados  y  puso  en  autos  copia  certifica- 
da de  la  hoja  de  ruta  del  tren  mixto  del  ferrocarril  de 
I  todas  á  Turquino  y  Cartagena,  correspondiente  al  día 
veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  la  que 
ne  consigna  la  siguiente  nota:  ^'Sv,  Administrador;  en 
*'el  día  de  hoy  el  inspector  de  teléfonos  de  este  ferroca- 
'Tril,  que  iba  en  el  tren  con  objeto  de  hacer  reparación 
*'eíi  la  línea,  desobedeciendo  las  órdenes  que  usted  le  ha- 
*'bía  dado,  procedió  por  sí  y  ante  sí  á  descargar  los  pos- 
"tüs  de  teléfono  y  sin  darme  á  mí  el  previo  aviso,  de  cu- 
"'yii  operación  me  enteré  al  dárseme  aviso  de  que  se  ha- 
"'bía  caído  del  tren  en  el  kilómetro  ocho,  antes  de  llegar 
'Sd  crucero,  el  que  herido  lo  entregué  en  el  paradero  de 
'^^an  Lino  al  Guarda-almacén  para  ser  conducido  á  Ro- 
**<ks,  habiendo  sufrido  por  este  percance  diez  minutos 
"de  retraso.  Por  falta  de  presión  en  la  locomotora,  debi- 
''do  al  carbón,  quince  minutos  de  retraso  en  todo  el  re- 
*'corrido'\  Y,  además,  una  certificación  con  vista  de  la.^ 
nóminas  del  personal  del  ferrocarril  aludido,  correspon- 
íl  lentes  al  año  de  mil  novecientos  imo,  en  las  que  apare- 
ve  el  Sr.  FormosO;,  en  los  meses  de  Enero,  Febrero,  Mar- 
zo y  Abril,  con  el  sueldo  de  diez  pesos  como  telefonista, 
en  los  de  Mayo  y  Junio  con  ocho  pesos  y  en  los  de  Julio, 
Agosto  y  Septiembre  con  nueve  pesos. 

Décimosegundo.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  parte  actora,  prestó  confesión  judicial  el  deman- 
dado señor  Emilio  Terry  y  Dorticós,  el  que  contestan- 
do, bajo  juramento  indecisorio,  el  pliego  de  posiciones 
jirosentado  por  la  representación  de  Teóííla  Bouza,  dijo : 
que  era  cierto  que  el  ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino  y 
Cartagena  era  de  la  sociedad  de  Francisco  y  Emilio  Te- 
rry; que  ignoraba  si  Donato  Formoso  estaba  colocado 
irn  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno  como 
ini^pector  de  telégrafos  de  dicho  ferrocarril,  por  tratarse 
de  una  propiedad  que  tenía  á  su  cargo  un  administra- 
^lor  y  que  ignoraba  todos  los  liechos  que  dieron  origen  A 
t'^te  pleito. 

Decimotercero.  Resultando  que  á  solicitud  de  la 
parte  demandada  y  como  parte  de  su  prueba  fueron 
(.examinados  los  siguientes  testigos:  José  Puerto  Carva- 
jal* quien  expuso  ser  empleado  de  los  señores  Francisco 
V  Emilio  Terry ;  que  era  cierto  y  le  constaba  por  ha()erlo 
oído  en  nfbnientos  de  estar  encargado  de  un  carro  de  la- 
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drillos,  que  antes  de  salir  de  Rodas  el  tren  mixto  del  fe- 
rrocarril á  Turquino  y  Cartagena  á  las  «diez  de  la  ma- 
ñana "del  día  veinte  de  Septiembre  del  año  último,  el 
administrador  del  ferrocarril  dio  orden  al  conductor  y 
maquinista  del  tren  para  que  lo  detuvieran,  previo  avi- 
so que  debía  darles  Donato  Formoso,  cuando  fuera  á 
procederse  á  la  descarga  de  los  postes  del  teléfono ;  que 
cuando  oyó  esa  orden  estaba  encima  del  andén  y  que  era 
cierto  que  en  la  plataforma  destinada  á  la  conducción 
de  postes  del  teléfono  solo  iban  Donato  Formoso  y  el 
peón  José  Ramos,  sin  que  fuera  en  ella  ninguna  otra 
persqna;  Pedro  Daniel  y  Reyes,  que  expresó  no  com- 
prenderle las  generales  de  la  Ley,  que  estaba  presente, 
en  la  estación  del  ferrocarril  de  Rodas,  cuando  el  admi- 
nistrador dijo  á  Formoso  que  el  conductor  llevaba  ór- 
denes para  parar  cuando  él  le  avisase  para  una  descar- 
ga, y  que  ignoraba  quien  iba  con  Formoso  en  la  plata- 
forma con  postes  de  teléfono,  porque  no  lo  vio;  Ángel 
Rodríguez  Abren,  el  que  dijo  no  le  comprendían  las  ge- 
nerales de  la  Ley,  que  era  cierto  que  antes  de  salir  de 
Rodas  el  tren  mixto  del  ferrocarril  á  Turquino  y  Car- 
tagena á  las  diez  de  la  mañana  del  veinte  de  Septiembre 
del  año  último,  el  administrador  de  dicho  ferrocarril  dio 
orden  al  conductor  y  al  maquinista  del  tren  para  que  lo 
detuviesen  previo  aviso  que  debía  darles  Donato  Formo- 
so  cuando  fuera  á  procederse  á  la  descarga  de  los  postes 
del  teléfono;  que  también  era  cierto  que  el  administra- 
dor diapuso  que  el  reparador  y  varios  peones  que  embar- 
caron en  el  tren  para  San  Lino,  hicieran  la  descarga  de 
los  postes  cuando  lo  previniese  Formoso;  que  igualmen- 
te era  cierto  que  el  administrador  comunicó  las  órdenes 
referidas  á  Donato  Formoso,  recomendándole  que  no 
dispusiera  la  descarga  sino  después  de  estar  detenido  el 
•tren  y  valiéndose  para  ello  del  reparador  y  peont^;  que 
asimismo  era  cierto  que  Formoso  desobedeciendo  las  ór- 
denes del  administrador  procedió  por  sí  á  la  descarga 
empleando  un  solo  peón  y  sin  dar  aviso  para  que  se  de- 
tuviera el  tren;  que  era  verdad  que  las  planchas  ó  pla- 
taformas agregadas  al  tren  llevaban  en  sus  costados  las 
defensas  usadas  en  esa  clase  de  carros  y  que  al  ocurrir 
el  accidente  en  el  kilómetro  ocho  marchaba  el  tren  con 
bastante  lentitud  por  falta  de  vapor  y  por  empezar  á  su- 
bir una  loma;  que  cuando  el  administrador  del  ferroca- 
rril dio  esas  órdenes  estaba  el  testigo  en  la  taquilla  sa- 
cando el  boletín;  que  era  cierto  que  en  la  plataforma 
destinada  á  la  conducción  de  los  postes  del  teléfono  so- 
lo iban  Donato    Formoso  y  el  pe(m  José  Ramos ;    que 
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también  era  cierto  que  el  tren  de  vía  estrecha  que  sale 
lie  Rodas  á  las  diez  de  la  mañana  no  hace  parada  algu- 
na después  que  sale  de  Eodas  hasta  llegar  á  los  Hoyos  y 
después  de  salir  de  los  Hoyos  hasta  el  paradero  del  in- 
genio San  Lino ;  que  el  día  veinte  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  uno  no  hizo  más  que  esas  paradas  y  ninguna 
intermedia;  y  que  el  tren  marchaba  ese  día  al  ocurrir  la 
tkíígracia  de  Formoso  con  su  velocidad  reglamentaria; 
Manuel  Pérez  Aponte,  que  dijo  ser  empleado  de  los  se- 
ñores Emilio  y  Francisco  Terry,  que  era  cierto  que  el 
tt  Mitigo,  como  conductor  del  tren,  y  el  maquinista,  reci- 
liii^ron  orden  del  administrador  de  detener  el  treiv  del 
ti  ía  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  previo 
íivi:?o  que  debía  darles  Formoso  cuando  fuese  á  descar- 
gar los  postes  del  teléfono;  que  Formoso  recibió  orden 
del  administrador  para  que  no  hiciera  la  descarga  de  los 
postes  sino  después  de  detenido  el  tren  y  valiéndose  del 
reparador  y  peones  que  iban  en  el  tren  para  San  Lino ; 
que  Formoso  desobedeció  las  órdenes  del  administrador, 
}>ue.^  el  testigo  no  recibió  en  su  casilla  aviso  alguno  pa- 
rix  detener  e^l  tren ;  que  las  planchas  ó  plataformas  lleva- 
ban en  sus  costados  las  defensas  usadas  en  esa  clase  de 
VI]  rros  y  que  al  ocurrir  el  accidenté  el  tren  marchaba  con 
l^ít^tante  lentitud,  por  falta  de  vapor  y  por  empezar  á 
Biibir  una  loma;  que  al  recibir  la  orden  del  administra- 
flor  estaba  en  el  andén  del  paradero  de  Rodas;  que  en 
la  plataforma  destinada  á  conducir  los  postes  del  telé- 
fono solo  iban  Donato  Formoso  y  el  peón  José  Ramos: 
que  el  tren  de  vía  estrecha  después  de  salir  de  Rodas  no 
]>!ira  hasta  llegar  á  los  Hoyos  y  después  de  salir  de  este 
]jtinto  no  hace  parada  hasta  llegar  al  central  San  Lino: 
(|ue  el  día  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno 
no  pararon  en  los  Hoyos;  que  Formoso  no  le  dio  aviso 
pnra  detener  el  tren;  que  se  enteró  de  la  desgracia  de 
Formoso  por  los  gritos  que  daba  el  peón  Ramos  y  en- 
tonces por  medio  del  timbre  de  alarma  hizo  parar  el 
trt"n  y  recogió  á  Formoso  gravemente  herido,  próximo 
a!  paradero  del  ingenio  San  Lino,  en  cuyo  carro  fué 
traííladado  Formoso  á  Rodas  y  que  en  la  hoja  de  ruta 
consignó  las  órdenes  del  administrador,  las  paradas  del 
tTpn  y  lo  ocurrido  con  Formoso;  Federico  Amat  y  Val- 
ih\^,  el  que  indicó  ser  empleado  de  los  señores  Emilio  y 
Francisco  Terry,  que  era  cierto  que  el  testigo,  como 
maquinista  del  tren,  y  el  conductor  recibieron  orden  del 
atl  ministrador  de  detener  el  tren  previo  aviso  de  Dona- 
li^  Formoso,  cuando  fuera  á  procederse  á  la  descarga  de 
1o:i  postes  del  teléfono;  que  Formoso  recibió  también 
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orden  de  que  no  dispusiera  la  descarga  de  los  postes  si- 
no después  de  parado  el  tren  y  valiéndose  del  repara- 
dor y  de  los  peones  que  embarcaron  en  el  tren  para  San 
Lino;  que  Formoso,  desobedeciendo  las  órdenes  del  ad- 
ministrador, procedió  por  sí  á  la  descarga,  empleando 
para  ello  un  solo  peón  y  sin  dar  aviso  para  que  se  detu- 
viera el  tren ;  que  las  planchas  ó  plataformas  agregadas 
al  tren  llevaban  en  sus  costados  empalizadas;  que  al 
ocurrir  el  accidente  en  el  kilómetro  ocho  marchaba  el 
tren  con  bastante  lentitud  por  falta  de  vapor  y  porque 
empezaba  á  subir  una  loma ;  que  cuando  recibió  el  testi- 
go las  órdenes  estaba  al  lado  d«  la  taquilla  en  la  estación 
de  Rodas ;  que  era  cierto  que  en  la  plataforma  destina- 
da á  conducir  los  postes  del  teléfono  solo  iban  Donato 
Formoso  y  el  peón  José  Eamos ;  que  el  tren  de  vía  estre- 
cha después  de  salir  de  Bodas  no  hace  otra  parada  que 
en  los  Hoyos  y  después  de  los  Hoyos  en  el  ingenio  San 
Lino:  que  el  veinte  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
uno,  paró  el  tren  para  recoger  á  Formoso  cuando  le  avi- 
só el  conductor  y  que  Formoso  fué  recogido  herido  gra- 
vemente próximo  á  una  alcantarilla;  José  Enríquez 
Hernández,  que  dijo  era  empleado  de  los  señores  Terry, 
que  estaba  en  el  andén  de  la  estación  cuando  recibió  or- 
den del  administrador  del  ferrocarril  para  facilitar  á 
Donato  Formoso  los  peones  que  le  pidiera  para  la  des- 
carga de  los  postes  del  teléfono  y  además  oyó  ordenar  el 
administrador  al  conductor  y  maquinista  del  tren  para 
que  lo  detuviese  previo  aviso  de  Formoso,  cuando  fuera 
á  proceder  á  la  descarga  de  los  postes  y  á  Formoso  que 
no  dií?pusiera  la  descarga  sin  estar  parado  el  tren  y  va- 
liéndotíe  del  testigo  y  de  los  peones;  que  Formoso  deso- 
bedeció las  órdenes  del  administrador  y  procedió  por  sí 
á  la  descarga,  empleando  para  ello  un  solo  peón,  que  pi- 
dió al  testigo  y  sin  dar  aviso  para  detener  el  tren;  que 
las  planchas  ó  plataformas  agregadas  al  tren  llevaban 
en  sus  costados  tablas  para  defensa;  que  el  tren  de  vía 
estrecha  después  de  salir  de  Rodas  no  para  hasta  llegar 
á  los  Hoyos  y  después  de  los  Hoyos  hasta  llegar  á  San 
Ijino  y  que  el  día  del  accidente  de  Formoso  solo  paró 
para  recoger  á  éste  é  iba  con  poca  velocidad  por  falta  de 
vapor  y  por  estar  subiendo  ima  loma ;  Román  Rangel  y 
Rangei,  el  que  expresó  ser  empleado  de  los  señores  Te- 
rry, que  estando  en  el  andén  del  paradero  de  Rodas  oyó 
al  administrador  ordenar  al  conductor  y  maquinista  del 
tren  lo  detuviese  mediante  aviso  de  Donato  Formoso 
para  proceder  á  la  descarga  de  los  postes  del  teléfono, 
así  como  á  Formoso,  que  no  hiciese  la  descarga  sin  estar 
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detenido  el  tren  y  valiéndose  del  reparador  y  peones  que 
iban  en  el  tren  para  San  Lino;  que  Pormoso  desobede- 
ció las  órdenes  del  administrador  y  procedió  á  la  des- 
carga de  los  postes  con  im  solo  peón  y  sin  esperar  á  que 
se  detuviese  el  tren ;  que  las  planchas  ó  plataformas  lle- 
vaban en  sus  costados  las  defensas  acostumbradas;  que 
al  ocurrir  el  accidente  iba  el  tren  con  poca  velocidad 
por  falta  de  vapor  y  estar  subiendo  una  loma;  que  no 
sabía  quien  iba  en  la  plataforma  con  Formoso;  que 
cuando  no  hay  que  parar  en  el  camino,  para  donde  es 
costumbre;  y  que  no  recuerda  si  el  día  veinte  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  uno  paró  en  los  Hoyos,  y  Si- 
món Albert  y  Albert,  quien  dijo  ser  empleado  de  los  se- 
ñores Terry,  que  estaba  en  el  andén  del  paradero  de  Ro- 
das cuando  oyó  al  administrador  del  ferrocarril  ordenar 
al  conductor  y  maquinista  del  tren  se  detuviesen  en  la 
vía  cuando  avisase  Pormoso  para  proceder  á  la  descar- 
ga de  los  postes  del  teléfono  y  á  Pormoso  que  se  valiese 
del  reparador  y  peones  que  iban  para  San  Lino,  después 
de  parado  el  tren ;  que  Pormoso  desobedeció  las  órdenes 
del  administrador  y  solo  utilizó  un  peón,  sin  esperar  la 
parada  del  tren ;  que  las  plataformas  ó  planchas  lleva- 
ban en  sus  costados  las  defensas  usuales ;  que  el  tren  iba 
con  poca  velocidad  por  falta  de  vapor  y  por  estar  su- 
biendo una  loma;  que  no  podía  decir  quien  iba  con  Por- 
moso en  la  plancha;  que  el  tren  para  en  los  Hoyos 
cuando  debe ;  y  que  el  veinte  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos uno  pararon  para  recoger  al  herido. 

Decimocuarto.  Resultando  que  como  prueba  docu- 
mental de  la  parte  demandada  se  trajo  certificación  de 
varios  extremos  del  sumario  número  cuatrocientos  seten- 
ta y  dos  del  año  de  mil  novecientos  uno,  iniciado  en  el 
Juzgado  de  instrucción  de  esta  ciudad  por  lesiones  á 
Donato  Pormoso,  entre  las  que  se  consigna,  además  de 
otras  diligencias  de  que  antes  se  hizo  mención,  la  decla- 
ración prestada  en  el  ¿sumario  por  el  testigo  José  Ramos 
Ares,  el  que  dijo  que  iba  con  Donato  Pormoso  en  el  tren 
tirando  postes  de  teléfono,  el  testigo  por  una  punta  y 
por  la  otra  Pormoso;  que  al  tirar  el  tercero  parece  que 
hubo  de  tirar  el  poste  en  alguna  parte  del  cuerpo  y  em- 
pujarlo, cayendo  al  suelo,  creyendo  le  hubiese  pasado  el 
último  carro  del  tren,  pues  el  hecho  ocurrió  en  el  penúl- 
timo ;  que  á  los  gritos  del  testigo  al  conductor  paró  el 
tren,  recogiendo  ensangrentado  del  suelo  á  Formoso, 
quien  pedía  lo  trajesen  al  pueblo. 

Decimoquinto.  liesultando  que  en  la  sentencia  de 
segunda  instancia  se    adiciona  el  resultando   transcrito 
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referente  á  la  hoja  de  ruta,  en  la  forma  siguiente :  La 
hoja  -de  ruta  antes  dicha  contiene  además  de  lo  marcado 
.los  siguientes  particulares:  En  primer  término  el  per- 
sonal del  tren,  á  seguida  las  estaciones  del  trayecto, 
después  las  horas  reglamentarias  del  itinerario,  d^pués 
expresiones  de  tiempo  perdido  por frac- 
ción, accidente,  firmas  y  observaciones  de  los  jefes  de 
estaciones,  después  las  notas  del  itinerario  del  tren  en  su 
recorrido  por  los  jefes  de  estaciones,  y  por  último  la  no- 
ta del  conductor  del  tren  respecto  al  accidente  ocurrido 
al  inspector  del  teléfono  en  el  kilómetro  ocho  con  otras 
especificaciones. 

Besolücion  recurrida: 

Decimosexto.  Kesultando  que  la  Audiencia  de  San* 
ta  Clara,  revocando  la  sentencia  de  primera  inst«ncia 
declaró  con  lugar  la  demanda  condenando  á  los  deman- 
dados á  pagar  á  la  actora  en  el  término  de  quinto  día  Ifl 
cantidad  de  cinco  mil  pesos  en  oro  americano,  con  las 
costas  de  la  primera  instancia  á  cargo  de  los  demanda^ 
dos,  y  sin  e^ecial  condenación  en  cuanto  á  las  de  la  se- 
gunda. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimoséptimo.  Resultando  que  contra  dicha  sen- 
tencia interpuso  el  Procurador  Francisco  de  Rojas,  re- 
presentante en  autos  de  la  sociedad  de  Francisco  y  Emi- 
lio Terry  y  Comp.  en  liquidación,  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  primero, 
segundo,  tercero  y  sexto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  alegando  los  motivos  que  estimó  oportunos,  de 
los  cuales  le  han  sido  admitidos  los  siguientes:  Prime- 
ro :  La  sentencia  infringe  el  artículo  diez  y  ocho  del  0& 
digo  Penal,  que  establece  la  responsabilidad  civil  subsi- 
diaria de  las  empresas  y  otras  personas  en  defecto  de 
los  que  lo  sean  criminalmente.  El  concepto  de  esta  in- 
fracción no  ha  menester  de  extensos  raciocinios  para 
quedar  evidenciado.  Con  efecto ;  este  pleito  civil  se  hace 
descansar  y  la  sentencia  recurrida  en  tal  sentido  ha  re- 
suelto en  la  cuasi  culpabilidad,  con  infracción  de  Re- 
glamento de  Ferrocarriles  por  parte  de  los  que  condu- 
cían el  tren  donde  sucedió  el  accidente  de  Formóse, 
propiedad  ésa  empresa  de  los  demandados  Emilio  y 
Francisco  Terry  en  liquidación.  Y  como  sobre  ello  se  si- 
guiera; causa  criminal  que  fué  sobreseída  provisional- 
mente conforme  al  número  primero  del  artículo  seiscien- 
tos cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Crimi- 
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nal  ó  séase  por  no  haber  resultadQ  debid&mente  justifi- 
cada la  comifiión  de  hecho  delictivo  6  cuasi  delictivo,  es 
rigurosamente  lógico  que  faltando  la  fuente  ó  séase  el 
antecedente,  no  puede  existir  el  consiguiente  de  la  res- 
ponsabilidad civil,  que  se  manda  indemnizar.  Segundo : 
Infringe  asimismo  el  fallo  recurrido  el  artículo  ciento 
siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Criminal.  Para  de- 
mostrar el  concepto  de  esta  infracción  basta  fijarse  en 
que  el  lesionado  Formoso  renunció  expresamente  la  in- 
demnización civil  en  los  momentos  en  que  con  la  capa- 
cidaid  legal  necesaria  declaró  en  el  sumario  instruido, 
con  ocasión  del  accidente  que  hubo  de  lesionarlo  tan  gra- 
vemente que  perdiera  después  la  vida.  No  tiene  réplica 
que  esa  renuncia  alcanza  á  los  causa-habientes  del  mis- 
mo por  el  título  universal  de  herencia,  que  es  el  que 
aduce  el  fallo  recurrido  en  favor  de  la  demandante  por 
gu  carácter  de  viuda  de  aquél.  No  importa  que  para  lle- 
gar á  tal  acuerdo  la  Sala  sentenciadora  poniéndose  fue- 
ra del  círculo  de  lo  alegado  y  probado,  estime  ineficaz  ó 
no  valedera  la  renuncia  de  la  indemnización  civil  por 
parte  de  Formoso,  estableciendo  prejuicios  acerca  de  su 
parte  de  Formoso,  estableciendo  perjuicios  acerca  de  su 
capacidad  mental  en  aquellos  instantes.  Por  parte  de  la 
actora  se  afirma,  en  el  pleito,  que  viene  á  él,  no  en  con- 
cepto de  heredera  de  su  difunto  esposo  Formoso,  sino  á 
que  se  le  indemnicen  los  perjuicios  que  se  le  han  irro- 
gado con  su  muerte  accidental  á  virtud  de  negligencia 
con  infracción  de  los  Heglcunentos  de  Ferrocarriles.  Y 
prescindiendo  de  que  tal  acción,  no  puede  conducirse  en 
la  vía  civil,  porque  supone  la  cuasi  delincuencia  ¿  que  se 
refiere  el  inciso  segundo  del  artículo  quinientos  noventa 
y  dos  del  Código  Penal,  se  ve  c©n  perfecta  claridad,  que 
la  original  demanda  de  la  señora  Bouza  parece  informa- 
da por  esa  doctrina,  que  juzgamos  buena,  pero  que  no 
ha  encarnado  en  nuestro  derecho  positivo,  según  la  cual 
se  establecen  responsabilidades  de  carácter  civil  patro- 
nales -por  los  accidentes  del  trabajo,  que  experimenten 
les  obreros.  Algunas  naciones  tienen  ya  en  sus  Códigos 
preceptos  terminantes  en  tal  sentido,  pero  no  la  nues- 
tra. Todo  esto  advierte  que  el  fallo  no  es  congruente  con 
laa  pretensiones  deducidas  por  la  actora,  y  que  le  otorga 
más  de  lo  pedido,  puesto  que  ni  solicitó  el  reconoci- 
miento de  su  calidad  de  heredera  de  Formoso,  ni  pre- 
tendió la  ineficacia  de  la  renuncia  civil  que  dicho  For- 
moso hiciera  en  el  proceso  criminal,  no  resolviendo,  en 
cambio,  nada  sobre  su  doctrina  propia  del  derecho  cons- 
tituyente acerca  de  la  indemnización  de  perjuicios  por 
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accidentes  del  trabajo.  Cuarto:  La  sentencia  infringe 
igualmente  el  inciso  segundo  del  artículo  cuarto  del  Có- 
digo Civil^  según  el  cual  los  derechos  concedidos  por  la» 
leyes  son  renunciables  á  no  ser  esta  renuncia  contra  el 
interés  ó  el  orden  público  6  en  perjuicio  de  tercero;  y 
aplica  indebidamente  el  artículo  mil  novecientos  dos  y 
el  párrafo  cuarto  del  mil  novecientos  tres  del  propio  Có- 
digo Civil,  que  invoca.  Y  es  suficiente  á  poner  de  mani* 
fíesto  esa  infracción  y  aplicación  indebida,  el  punto 
exacto  del  debate  de  no  haber  combatido  la  actora  la  va- 
lidez de  la  renuncia  que  de  su  derecho  á  ser  indemnizado 
civilmente  hiciera  el  lesionado  Pormoso,  arguyendo  fir- 
memente que  no  demandaba  en  concepto  de  heredera^ 
de  fijo  porque  tropezaba  con  el  valladar  infranqueable 
de  la  renuncia  efectuada  por  su  esposo  de  la  indemniza- 
ción civil,  fuertemente  sostenida  por  la  doctrina  legal 
que^enseñá :  ^^que  el  que  contrae,  lo  hace  para  sí  y  sus  he- 
rederos'^. Quinto :  Infringe  el  fallo  y  lo  aplica  indebida- 
mente el  artículo  ciento  veintidós  del  Código  Penal, 
que  invoca.  El  concepto  de  esta  infracción  es  ostensible 
porque  sobreseída  provisionalmente,  como  está  la  cau- 
sa instruida  con  ocasión  de  la  muerte  accidental  de 
Formoso,  implica  una  antinomia  irreductible,  hacer  de- 
rivar de  una  delincuencia  no  comprobada  la  responsabi- 
lidad civil  que  se  manda  hacer  efectiva,  resultando  por 
ende  de  igual  indebida  aplicación  los  artículos  cincuen- 
ta y  seis,  cincuenta  y  siete,  ciento  cuarenta  y  dos  y  cien- 
to cuarenta  y  tres,  inciso  primero  del  Código  Civil,  que 
se  invocan.  Sexto :  Aplica  indebidamente  el  fallo  el  ar- 
tículo novecientos  trece  del  Código  Civil,  que  cita,  por- 
que si  bien  su  doctrina  es  exacta  en  parte  ó  séase  en 
cuanto  el  coiMsiderando  del  caso  establece  "que  el  carác- 
ter de  heredero  de  una  persona  no  nace  de  la  declarato- 
ria que  hace  el  Juez  conforme  á  los  preceptos  de  la  sec- 
ción segunda,  título  noveno,  libro  segundo  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  pues  esos  preceptos  de  índole  ad- 
jetiva, no  tienen  otro  objeto  que  el  de  conocer  quienes 
son  toídos  los  que  tienen  derecho  á  una  herencia  yacente, 
siendo  el  Código  Civil  el  que  crea  el  título  de  heredero, 
el  que  defiere  la  herencia,  correspondiendo  á  la  parte 
que  alega  de  su  contrario  para  heredar,"  hacer  las  d^ 
mostraciones  de  sus  fundamentos,  no  le  es,  en  cuan- 
to de  esa  discreta  inteligencia  de  la  Ley,  se  parte  pa- 
ra atribuir  á  la  señora  Bouza  toda  la  herencia  del  des- 
venturado Formoso,  que,  por  lo  visto,  consiste  solo  en 
los  cinco  mil  pesos  que  manda  abonar  le  ejecutoria  recu- 
rrida, pues  ya  para  esto,  que  implica  dominio  específico. 
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es  imprescindible  la  adjudicación  6  declaratoria  de  eer 
única  y  universal  heredera  la  Bouza  del  causante  de  la 
herencia.  Pero  esto,  después  de  todo,  resulta  curioso, 
porque  la  demandante  lo  primero  que  hace  en  el  pleito 
es  negar  que  viene  á  él  en  concepto  de  heredera  de  Por- 
moso,  y  el  fallo  le  otorga  ese  carácter  á  manos  llenas. 
Séptimo :  El  fallo  infringe  el  artículo  seiscientos  nueve 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  por  no  ser  de 
mera  tramitación,  sino  que  desenvuelve  un  principio  ca- 
pital de  procedimiento  que  afecta  á  la  justicia  del  fon- 
do, su  quebrantamiento  motiva  bien  el  recurso  de  casa- 
ción. El  concepto  de  esta  infracción  no  es  difícil  demos- 
trarlo, puesto  que  la  demandante,  antojadizamente  pi- 
dió cinco  mil  pesos,  como  mérito  de  los  daños  y  perjuicios 
sin  hacer  probanzas  de  ningún  género  á  este  respec- 
to ;  y,  el  fallo,  haciendo  uso  de  un  prudente  arbitrio,  <\Jie 
no  tiene  en  lo  civil,  valora,  en  esa  misma  suma  los  tales 
daños  y  perjuicios,  siendo  así  que  debió  someterlo  á  la 
apreciación  de  peritos,  admitiendo  hipoteticamente  la 
validez  de  la  acción  deducida  por  la  Bouza.  Octevo :  Por 
último  infringe  el  fallo  lo  que  por  responsabilidad  por 
mora  invoca  para  imponer  las  costes  de  la  primera  ins- 
tancia á  los  demandados,  quebrantendo  y  aplicando  in- 
debidamente los  números  del  artículo  mil  cien  del  Có- 
digo Civil.  El  concepto  de  este  infracción  se  ve  bien 
claro,  porque  la  morosidad  supone  la  preexistencia  do 
una  obligación,  que  se  ha  dejado  incumplida;  y  no 
puede  servir  de  base  para  imponer  costas  de  un  debate 
con  el  que  se  viene  á  hacer  surgir  una  obligación,  que  se 
contradice. 

Décimooctevo.  Besultendo  que  elevados  los  autos  á 
este  Tribunal  Supremo,  la  sociedad  recurrente,  propu- 
so y  le  fué  admitida  la  ampliación  de  los  motivos  del  re- 
curso con  los  dos  que  á  continuación  se  expresan :  ün 
nuevo  motivo  lo  fundo  en  el  número  primero  del  artícu- 
lo mil  seiscientes  nóvente  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  porque  la  sentencia  recurrida  en  veinte  y  cinco  de 
Junio  último,  en  su  fallo  ó  parte  dispositiva,  contieno 
violación,  interpretación  errónea  ó  aplicación  indebida 
de  los  preceptos  legales  siguientes:  Primero:  Del  ar- 
tículo mil  novecientos  dos  del  Código  Civil  en  relación 
con  el  párrafo  cuarto  del  artículo  mil  novecientes  tres 
y  con  los  dos  párrafos  del  mil  ciento  cuatro  del  propio 
Código  Civil.  Con  arreglo  á  esos  preceptos  legales,  la 
culpa  ó  negligencia  consiste  en  la  omisión  de  la  diligen- 
cia que  exige  la  naturaleza  del  acto  con  arreglo  á  las 
circunstencias  de  las  personas,  del  tiempo  y  del  lugar  y 
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•que  -debiera  emplear  un  buen  padre  de  familia,  y  es 
fuente  de  obligaciones  solamente  cuando  entre  ella  y  el 
•daño  se  da  la  relación  de  causa  á  efecto,  pero  si  el  mkl 
producido  no  dimana  directamente  de  actos  ú  omisiones 
■de  tercero,  ni  éste  realizó  actos  que  no  hubiera  realizado 
un  diligente  padre  de  familia,  no  alcanza  á  dicho  terce- 
ro, ni  al  subsidiariamente  responsable  en  casos  genéra- 
les la  obligación  de  repararlo,  aunque  tales  actos  ú  omi- 
siones sean  imprudentes  ó  ilícitos,  y  mucho  menos  si  el 
daño  tiene  por  causa  inmediata  la  propia  imprudencia 
del  perjudicado.  La  sentencia  recurrida  al  declarar  con 
lugar  la  demanda  de  autos,  fundándose  en  los  artículoa 
mil  novecientos  dos  y  mil  novecientos  tres  del  Código 
Civil,'  estimando  que  la  lesión  y  muerte  del  esposo  de  la 
demandante  es  imputable  á  los  empleados  de  la  empre- 
sa, cuando  acepta  y  reconoce  que  la  caída,  la  lesión  y  la 
muerte  del  repetido  individuo  se  originaron  porque  él, 
andando  el  tren,  ee  puso  á  arrojar  unos  postes  á  la  línea 
férrea,  viola  é  interpreta  erróneamente  y  aplica  mal  los 
preceptos  indicados  porque  el  daño  tuvo  por  causa  in- 
mediata la  imprudencia  del  perjudicado,  que  empleado 
en  la  línea  telefónica  ó  telegráfica  del  ferrocarril,  era 
también  empleado  de  éste,  y  como  tal  empleado  realizó  el 
acto  de  imprudencia  que  ocasionó  el  daño  que  ee  reclama 
á  mis  clientes.  Segundo :  La  doctrina  legal  contenida  én 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  tre- 
ce de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y 
nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  que 
determinan  que  la  responsabilidad  sancionada  por  el 
artículo  mil  novecientos  dos  del  Código  Civil,  requiere 
la  demostración  por  parte  de  quien  la  reclama,  de  que 
los  daños  y  perjuicios  se  originaron  por  un  acto  ú  omi- 
sión de  la  persona  de  quien  se  reclama.  La  sentencia  re- 
currida reconoce  y  acepta  que  el  daño  cuya  reparación  se 
reclama  se  ocasionó  por  un  acto  propio  y  directo  del  per- 
judicado .y  no  por  im  acto  ú  omisión  de  la  compañía  ni 
de  sus  empleados,  pues  no  dice  que  éstos  colocaron  al  es- 
poso de  la  actora  en  la  plancha,  ni  que  ellos  sabían  que 
iba  en  la  misma,  y  en  ese  sentido  infringe  la  indicada 
doctrina  legal,  al  no  aplicarla.  Tercero :  De  la  doctrina 
legal  contenida, en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  doce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y 
dos  de  Marzo  y  trece  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete  que  determinan  no  ser  exigible  la  res- 
ponsabilidad por  daños  ó  perjuicios  provenientes  de  ca- 
so fortuito  y  puramente  casual.  La  sentencia  recurrida, 
que  admite  como  un  hecho  -que  el  esposo  de  la  deman^ 
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¿ante  cayó  de  la  plancha  del  ferrocarril  de  loe  demanda- 
dos porque  imprudentemente  se  puso  ¿  arrojar  poste» 
sobre  la  línea  andando  el  tren,  infringe  la  doctrina  ex- 
puesta al  no  absolver  á  los  demandados  y  al  no  declarar 
previamente  que  el  hecho  aludido  ocurrió  por  caso  for- 
tuito ó  sea  sin  culpa  de  los  demandados  ni  de  los  em- 
pleados de  la  misma.  Segundo  motivo. — El  otro  motivo 
lo  fundo  en  el  número  séptimo  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque 
la  sentencia  contiene  errores  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas.^  En  efecto,  la  sentencia 
recurrida  declara  que  el  daño  sufrido  por  la  demalidan- 
te,  la  pérdida  de  su  marido,  tuvo  por  causa  el  hecho  sen- 
sible de  ir  dicho  individuo  en  una  plancha  ferrocarrile- 
ra, cuando  los  hechos  primero  de  la  demanda  y  segundo 
de  la  réplica,  afirman  que  el  daño  se  originó  porque  el 
referido  individuo  se  puso  á  lanzar  postes  á  la  vía  férrea 
andando  el  tren,  y  uno  de  esos  postes  mal  arrojado,  le 
dio  á  él  y  lo  tiró  sobre  la  línea.  Al  proceder  asi,  la  Sala 
sentenciadora  desconoce  el  valor  que  con  arreglo  á  los 
artículos  quinientos  veintitrés,  quinientos  cuarenta  y 
siete,  quinientos  cuarenta  y  ocho  y  quinientos  sesenta  y 
cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  tienen  los  he- 
chos de  los  escritos  de  demanda  y  réplica  y  según  Ids 
cuales  los  Tribunales  tienen  que  aceptarlos  sin  poderlos 
modificar  en  lo  más  mínimo,  y  desconoce,  olvida  ó  pres- 
cinde de  esos  hechos  de  la  demanda  y  de  la  réplica,  ba- 
ses del  debate,  fijando  otros,  por  lo  que  comete  un  do- 
ble error  de  hecho  y  de  derecho. 

Decimonoveno.  Resultando  que  sustanciado  el  re- 
curso, se  celebró  la  vista  pública  el  día  veinte  y  siete  de 
Octubre  próximo  pasado,  con  asistencia  de  los  Aboga- 
dos de  las  partes,  sosteniendo  el  de  la  recurrente  é  im- 
pugnando el  de  la  contraria  los  motivos  de  dicho  re- 
curso. 

Decisión  del  Decurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  la  representación  de  los 
recurrentes  funda  los  dos  primeros  motivos  del  recurso 
en  diversas  disposiciones  de  carácter  penal;  y  en  el  quin- 
to impugna  por  tener  dicho  carácter  y  ser  por  ello  ina- 
plicable al  pleito,  otra  disposición  invocada  á  su  vez  por 
la  Sala  sentenciadora ;  y  como  la  última  de  tan  desacor- 
des alegaciones  es  la  que  se  ajusta  á  la  verdad  por  ser 
materia  puramente  civil  la  reparación  que  en  este  jui- 
cio se  exige,  con  motivo  de  un  daño  causado  por  acción 
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ú  omisión  que  bo  están  penadas  por  le  Ley,  no  siendo, 
por  otra  parte,  objeto  de  casación,  según  la  jurispru- 
dencia, la  cita  más  ó  menos  oportuna  que  por  el  Tribu- 
nal sentenciador  se  haga  de  un  texto  legal  que,  como  en 
el  presente  caso,  no  es  fundamento  esencial  del  fallo,  re- 
sulta evidente  la  ineficacia  de  loe  tres  motivos  mencio- 
nados. 

Segundo.  Considerando  que  el  derecho  ejercitado  en 
el  presente  juicio  por  la  demandante  se  funda  en  los 
perjuicios  que  á  ella  directamente  ha  ocasionado  la 
muerte  de  su  marido,  que  estima  producida  por  actos  ú 
omisiones  de  persona  por  quien  deben  responder  los  de- 
mandados; y  no  contrayéndos*e  de  modo  alguno  dicha 
demandante  á  los  otros  derechos  análogos  que  hubiera 
podido  reclamar  su  esposo  por  el  daño  en  su  persona  su- 
frido, es  notoria  la  inutilidad  de  invocar  como  se  hace 
en  el  motivo  quinto,  la  circunstancia  de  que  el  lesionado 
al  prestar  declaración  en  la  causa  oportunamente  ini- 
ciada y  que  fué  sobreseída  por  no  haberse  justificado  los 
hechos  determinantes  de  la  responsabilidad  penal,  re- 
nunció expresamente  á  toda  indemnización;  no  siendo 
por  igual  concepto  menos  improcedente  al  caso  la  otra 
alegación  formulada  en  el  motivo  sexto  de  no  haberse 
comprobado  en  el  juicio  que  la  actora  tenga  el  carácter 
de  heredera  de  su  marido  ;*  cuestiones  completamente 
agenas  á  la  base  y  objeto  de  la  demanda. 

Tercero.  Considerando  que  no  habiendo  sido  im- 
pugnada por  los  demandados  la  cuantía  de  los  perjuicios 
reclamados  por  la  actora,  ni  propuesta  en  consecuencia 
por  ninguna  de  las  partes  la  prueba  pericial  que  para  la 
exacta  apreciación  de  aquellos  echa  ahora  de  menos  la 
representación  de  los  recurrentes,  resulta  verdaderamen- 
te ociosa  dicha  observación  objeto  del  motivo  séptimo; 
adoleciendo  de  igual  defecto  la  impugnación  contenida 
en  el  motivo  octavo  respecto  á  la  indebida  aplicación 
del  artículo  mil  cien  del  Código  Civil  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, que  no  lo  cita  ni  condena  en  su  fallo  al  pa- 
go de  intereses  por  mora,  que  es  á  la  que  se  contrae  el 
artículo  precitado. 

Cuarto.  Considerando  que  es  un  hecho  reconocido 
por  los  demandados  recurrentes  y  aceptado  como  cierto 
en  la  sentencia  que  el  hecho  que  privó  de  la  vida  al  ma- 
rido de  la  demandante  ocurrió  porque  éste,  yendo  en, 
una  plancha  de  un  tren  mixto  del  ferrocarril  de  Ro- 
das á  Turquino  y  andando  el  tren  se  puso  á  arrojar 
postes  de  telégrafo  al  camino,  en  cuya  operación  uno 
de  los  postes,  al  caer,  hubo  de  tocarle,  arrojándolo  so- 
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bre  la  vía  férrea,  y  como  tal  hecho  no  habría  tenido  lu- 
gar si  el  administrador  de  la  empresa,  á  cuyas  órde- 
nes obedecía  y  se  ajustaba  el  lesionado,  hubiera  dis- 
puesto la  práctica  de  la  operación  en  otra  forma  6  to- 
mado al  menos  las  precauciones  necesarias  para  evitar 
el  peligro  que  evidentemente  ofrecía  el  realizar  la  des- 
carga en  las  condiciones  expresadas,  lo  que  no  hizo  el 
citado  administrador  según  lo  afirma  la  Sala  apreciando 
.el  resultado  de  la  prueba,  es  indudable  que  al  condenar 
la  sentencia  recurrida  á  los  dueños  de  la  referida  empre- 
sa, como  responsables  del  daño  causado  por  culpa  ó  ne- 
gligencia de  un  empleado  de  la  misma,  al  pago  de  la  in- 
demnización exigida  por*  la  demandante,  se  ajusta  en 
todo  á  los  preceptos  de  los  artículos  mil  novecientos  dos 
y  mil  novecientos  tres  deil  Código  Civil,  loe  cuales  sin 
razón  se  estiman  infringidos  en  el  primer  motivo  de  los 
adicionales. 

Quinto.  Considerando  que  no  siendo  exacto  como  lo 
demuestra  la  simple  lectura  de  los  fundamentos  de  la 
sentencia,  que  ésta  declare  que  la  muerte  del  marido  de 
la  demandante  tuvo  por  causa  el  hecho  sencillo  de  ir  di- 
.cho  individuo  en  una  plancha  ferrocarrilera,  ni  tampo- 
co que  desconozca  d  valor  que  tengan  los  hechos  de  los 
escritos  de  demanda  y  réplica  no  contradichos  por  el 
contrario,  puesto  que  á  ellos  se  refiere  y  los  aprecia  con 
los  demás  antecedentes  del  pleito  en  los  propios,  funda- 
mentos citados,  son  in«<!eptables  también  las  alegacio- 
nes del  último  motivo  del  recurso  que  ee  apoyan  única- 
mente en  los  dos  supuestos  indicados. 

Sexto.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin  lu- 
gar un  recurso  de  casación  se  debe  por  precepto  legal, 
imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  la  sociedad  de  Francisco  y  Emilio  Te- 
rry  y  Comp.  en  liquidación,  contra  la  sentencia  dictada 
en  veinticinco  de  Julio  último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  Santa  Clara,  con  las  costas  á  cargo  de  la 
sociedad  recurrente.  Y  lo  acordado. — Devuélvanse,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. — Carlos  Revilla. — Raíael  Maydagán. — José  María 
Gspert. 
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Inf.  ley.— Sent.  64.-13  de  Noviembre.— EmancipaGión. 

{(Jac,  Mayo  IS,  190^.) 

DOCTRINA:  El  matrímonio.  produce  de  de- 
recho la  emancipación,  sin  distinción  de  sexos  y  el 
marido  tiene  la  representación  de  su  mujer  enjui- 
cio, aunque  ésta  sea  menor  de  edad. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  trece  de  NoTÍembre  de 
,niil  novecientos  tres,  en  loe  autos  del  juicio  declaratiyo 
de  mayor  cuantía  promoyido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  Centro  de  la  misma  y  del  cual  ha  conocido 
la  Audiencia  correspondiente,  á  instancia  de  María  An- 
tonia Aussel  y  Eabre  qon  licencia  marital,  dedicada  á  los 
quehaceres  domésticos  y  vecina  de  esta  ciudad;  contra 
Sofía  Saussol  y  Moliner,  de  la  propia  vecindad  y  ocupa- 
ción, sobre  cesación  en  la  administración,  de  bienes,  ren« 
dición  de  cuentas  y  división  de  dominio;  visto  en  este 
Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  por  la  segunda  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  expresada  Audien- 
cia, fecha  once  de  Agosto  del  corriente  año 

Primero.  Resultando  que  la  mencionada  sentencia 
acepta  la  relación  de  hechos  de  la  que  en  su  oportunidtMá 
dictó  el  Juez  de  primera  instancia  en  la  cual  se  contie- 
nen los  siguientes  resultandos: 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  el  referido  procurador 
Ambrosio  L.  Pereira  por  su  escrito  de  folio  veinte  y  ocho 
estableció  demanda  en  forma  contra  doña  Sofía  Saussol 
y  Molinier  sobre  rendición  de  cuentas  y  división  de  con- 
dominio, que  fundó  en  los  hechos  siguientes :  Primero : 
que  en  veinte  y  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  por  fallecimiento  de  los  esposos  Juan  Au- 
ssel y  Antonia  Fabre  fueron  sujetos  á  la  guarda  de  un 
Consejo  de  familia  sus  menores  hijos  María  Antonia  y 
Eduardo  Juan  Antonio  Luis  Aussel  y  Fabre  cuyo  conse- 
jo se  constituyó  en  Gourdou  (Francia)  con  arreglo  á  las 
leyes  de  aquel  país  por  ser  franceses  ambos,  designándo- 
se por  tutor  á  Isaac  Bach. — Segundo :  que  en  diez  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  acordó  dicho  Con- 
sejo sustituir  en  su  cargo  de  tutor  al  Sr.  Isaac  Bach  por 
la  señora  Sofía  Saussol,  viuda  de  Fabre,  abuela  materna 
de  los  menores  en  consideración  á  que  los  tenía  ésta  en 
su  abrigo,  á  que  residían  en  esta  ciudad  y  radicaban  casi 
todos  sus  bienes. — ^Tercero :  que  hacía  tiempo  venían  loe 
menores  viviendo  al  abrigo  de  su  abuela  quien  adminis- 
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traba  los  bienes  y  atendía  á  las  necesidades  de  los  mismos 
hasta  el  diez  y  ocho  de  Julio  de  mil  novecientos  en  que 
doña  María  Antonia  Anssel  contrajo  en  esta  ciudad  ma- 
trimonio con  D.  Anastasio  Villazán,  ciudadano  español 
perdiendo  en  ese  acto  la  contrayente  la  nacionalidad 
francesa,  dejando  de  vivir  con  su  abuela  y  tutora. — 
Cuarto:  que  no  obstante  haber  oesado  la  señora  Sofía 
Saussol  en  el  ejercicio  de  la  tutela  de  doña  María  An- 
tonia Auasel  por  el  cambio  de  estado  y  nacionalidad  ni 
cesó  en  la  administración  de  sus  bienes  ni  después  del 
matrimonio  le  ha  entregado  cantidad  alguna^  ni  le  ha 
proporcionado  recurso  alguno  para  su  subsistencia  rete- 
niendo en  su  poder  un  certificado  de  cinco  acciones  de  la 
Empresa  de  Cárdenas  y  Júcaro  números  trece  mil  ocho- 
-cientoe  ochenta  y  dos,  once  mil  setecientos  setenta  y  cin- 
co, once  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  once  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  dos,  once  mil  setecientos  setenta  y  seis 
por  valor  de  quinientos  pesos  cada  una  y  están  expedidas 
y  pertenecen  á  su  poderdante. — Quinto :  que  por  escri- 
tura otorgada  en  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  ante  Alfredo  Villageliú,  compró  do- 
ña Sofía  Saussol  en  su  carácter  de  tutora  de  sus  nietos 
María  Antonia  y  Eduardo  Juan  Antonio  Luis  Aussel 
para  éstos  y  de  por  mitad  á  cada  uno  las  casas  Belas- 
coain  número  noventa  y  cinco  y  Chaves  número  ocho  en 
mil  setecientos  y  mil  quinientos  pesos  en  oro  español  reg- 
pectivamente. — Sexto :  que  su  representada,  y  por  sí  y 
conducto  de  su  esposo  ha  requerido  amistosamente  en 
diferentes  ocasiones  á  la  señora  Saussol  para  que  le  rin- 
diera cuenta  de  la  tutela  desde  la  fecha  del  matrimonio 
y  para  que  le  hiciera  entrega  del  remanente  que  resolta- 
re á  su  favor,  de  los  bienes  que  le  pertenecen  y  de  los  tí- 
tulos, sin  que  lo  haya  conseguido,  ausentándose  la  extu- 
tora  para  Europa  en  veintisiete  de  Agosto  del  año  próxi- 
mo pasado,  sin  dar  explicaci^  del  estado  de  dichos  bie- 
nes ni  cumplió  las  obligaciones,  por  lo  que  le  estableció 
la  reclamación  judicial;  y  Séptimo:  que  intentada  la 
conciliación  se  celebró  el  acto  sin  su  asistencia.  Consig- 
nando los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  aplicables 
y  concluyó  pidiendo  que  en  definitiva  se  condene  á  la  de- 
mandada por  sí,  á  que  cese  en  la  administración  que 
ejerce  en  los  bienes  de  eu  representada  y  á  que  dentro  de 
tercero  día  rinda  cuenta  justificada  de  dicha  adminis- 
tración desde  la  fecha  de  su  matrimonio  á  la  en  que  lo 
verifique,  abonándole  el  saldo  que  resulte,  con  sus  inte- 
reses al  tipo  legal,  entregándole  la  certificación  de  las 
cinco*  acciones  de  los  ferrocarriles  de  Cárdenas  y  Jaruco 
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expedida  á  favor  de  su  mandante;  á  que  la  condene  co- 
mo tutora  del  menor  Eduardo  Juan  Antonio  Luis  Au- 
8sel  á  que  proceda  á  la  división  del  condominio  que  de 
por  mitad  tiene  éste  y  la  promovente  en  las  casas  noven- 
ta y  cinco  de  Belascoain  y  ocho  de  la  de  Chávez^  bien  ad- 
judicando una  de  las  dos  fincas  á  uno  de  los  condueños 
pagando  al  otro  la  diferencia  del  mayor  ó  bien  subas- 
tándose para  dividirse  el  producto  del  remate  imponién- 
dole el  pago  de  las  costas  al  demandado. 

Tercero.  Resultando  que  dicha  demanda  fué  rati- 
ficada á  folio  treinta  y  dos  vuelto  por  D.  Atanasio  Vilhr 
zán^  esposo  de  la  promovente. 

Cuarto.  Resultando  que  el  Procurador  Pereira  por 
su  escrito  de  folio  treinta  y  tres  se  separa  de  la  demanda 
en  cuanto  á  la  rendición  de  cuentas  de  la  tutela  y  á  la 
entrega  de  los  títulos  de  las  «cciones  por  haberse  efec- 
tuado^ á  lo  que  se  accedió  en  providencia  d^  folio  treinta 
y  tres  vuelto. 

Quinto.  Resultando  <)ue  conferido  traslado  de  la 
demanda  en  cuanto  á  la  división  de  condominio  de  los 
inmuebles,  á  la  demandada  doña  Sofía  Sauasol  como  tu- 
tora del  menor  Juan  Antonio  Luis  Aussel,  se  personó  en 
los  autos  á  su  nombre  al  Pror.  Tomes  J.  Granados  por 
su  escrito  de  folio  treinta  y  ocho  al  que  se  tuvo  por  parte 
á  nombre  de  la  compareciente,  folio  cuarenta  y  dos;  se 
mandó  contestar  la  demandadentro  de  veinte  días,  con- 
tra cuya  providencia  se  interpuso  reposición  por  el  Pro- 
curador Pereira  por  haberse  personado  la  demandada 
sin  hacer  mención  al  cargo  de  tutor  con  que  fué  empla- 
zada, y  sustanciado  el  recurso  é  impugnado  por  el  Pro- 
curador Granados,  por  su  escrito  de  folio  cuarenta  y 
nueve  acompañando  nuevo  poder,  fué  declarado  sin  lu- 
gar folio  cincuenta  y  cuatro  mandándose  cumplir  lo 
dispuesto. 

Contestación  : 

Sexto.  Resultando  que  el  Procurador  Granados 
por  su  escrito  de  folio  cincuenta  y  nueve  á  nombre  de 
doña  Sofía  Sauesol  en  su  carácter  de  tutora  del  menor 
Eduardo  Aussel  contestó  á  la  demanda  alegando  las  ex- 
cepciones de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  la  de 
arraigo  en  el  juicio  por  ser  extranjera  la  demandante  y 
la  de  falta  de  acción  para  exigir  de  la  demandada  la  di- 
visión del  condominio  sin  estar  previamente  autorizada 
por  el  Consejo  de  familia  y  la  necesidad  en  que  está  de 
haceree  esa  división,  la  que  fundó  en  los  siguientes  he- 
chos:   Primero:   que  la  señora  Sofía  Saussol  segiín  la 
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certificación  que  acompañó,  es  de  nacionalidad  france- 
sa lo  mismo  que  el  menor  D.  Eiduardo  Aussel.  Secundo: 
que  dicha  señora  no  ha  sido  autorizada  por  el  Consejo 
de  familia  residente  en  Francia  para  proceder  á  la  divi- 
sión del  condominio  de  las  casas  Belascoain  número  no- 
venta y  cinco  y  Chávez  número  ocho  que  tienen  la  acto- 
ra  y  el  pupilo  de  la  demandada.  Tercero :  que  la  señora 
María  Antonia  Aussel,  de  diez  y  nueve  años  de  edad,  ca- 
sada con  D.  Atanasio  Villazán  ha  establecido  el  presente 
juicio  compareciendo  asistida  únicamente  de  su  esposo. 
Cuarto:  que  la  señora  actora,  no  ha  comparecido,  asis- 
tida de  su  tutor,  como  debió  hacerlo,  según  previene  la 
Ley.  Quinto :  que  la  actora  es  española  eegún  aparece 
de  la  certificación  que  acompañó ;  y  Sexto :  que  niega  to- 
dos los  hechos  de  la  demanda  que  se  opongan  á  los  con- 
signados. Alegando  los  fundamentos  de  derecho  que  es- 
timó procedentes  y  conclmyó  pidiendo  que  en  definitiva 
se  declare  sin  lugar  la  demanda  y  con  lugar  las  excepcio- 
nes con  las  costas  á  cargo  de  la  actora. 

Eeplica  : 

Séptimo.  Resultando  que  conferido  traslado  al  ac- 
tor para  réplica  lo  evacuó  por  su  escrito  de  folio  setenta, 
impugnando  las  excepciones  alegadas  por  el  demandado, 
y  alega  los  siguientes  hechos :  Primero :  que  reproduce 
íntegros  todos  los  de  la  demanda ;  y  Segundo :  que  acep- 
ta como  ciertos  todos  los  de  la  contestación  con  la  salve- 
dad que  k  demandante  no  debió  comparecer  asistida  de 
su  tutor.  Consignando  los  fundamentos  de  derecho  que 
estimó  deíl  caso  y  concluyó  pidiendo  que  en  definitiva  se 
declare  sin  lugar  las  excepciones  opuestas  á  'la  demanda 
y  se  condene  á  la  demandada  á  la  división  del  condomi- 
nio en  la  forma  pedida  en  la  demanda,  con  las  costas,  so- 
licitando por  un  otrosí,  se  abra  á  prueba  el  juicio. 

DUPLICA : 

Octavo.  Resultando  que  conferido  traslado  para 
duplica  al  demandado  lo  evacuó  por  su  escrito  de  folio 
setenta  y  nueve  reproduciendo  todos  los  hechos  de  su 
contestación  y  los  fundamentos  de  derecho  de  la  misma, 
reproduciendo  también  la  súplica  de  su  escrito  de  con- 
testación y  por  un  otrosí,  se  recibiera  el  juicio  i  prueba. 

PjttüEBA : 

Noveno.  Resultando  que  abierto  el  juicio  á  prueba, 
se  practicó  dentro  de  su  término  las  propuestas  por  las 
partes. 
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Décimo.  Resultando  que  como  prueba  del  actor  se 
practicó  la  documental  consistente  en  mandamiento  li- 
brado con  la  debida  citación  al  Notario  D.  Alfredo  Villa- 
geliú  y  se  trajo  á  los  autos,  folios  noventa  y  sitie^  testi- 
monio de  la  escritura  de  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  otorgada  por  D.  Esteban 
Amespil  y  la  Sra.  Sofía  Saussol,  viuda  de  Fabre,  como 
tutora  de  sus  nietos  Antonia  y  Eduardo  Juan  Antonio 
tora  de  sus  nietos  Antonia  y  Eduardo  Juan  Antonio 
Luis  Aussel  por  convpra  de  las  casas  Belascoain  número 
noventa  y  cinco  y  Cha  vez  nximero  ocho. 

Décimoprimero.  Resultando  que  como  prueba  de 
U  demandada^  se  pidió  «e  librase  comunicación  al  señor 
Representante  de  la  República  Francesa  en  esta  Isla  en 
solicitud  de  certificación  literal  de  los  artículos  cuatro- 
cientos cincuentia  y  siete,  cuatrocientos  sesenta  y  cuatro 
y  cuatrocientos  sesenta  y  siete  del  vigente  Código  Civil 
Francés  y  del  artículo  novecientos  cincuenta  y  seie  del 
Código  de  procedimientos  francés  y  librado  con  la  debi- 
da citación  y  por  el  conducto  diplomático  correspondien- 
te, se  recibieron  en  el  Juzgado  folio  ciento  veintiséis  des- 
pués de  vencido  con  exceso  el  término  de  prueba. 

Décimosegundo.  Resultando  que  transcurrido  el 
término  probatorio  se  unieron  á  los  autos  las  practica- 
das y  solicitada  la  celebración  de  vista  pública  por  el  ac- 
tor folio  ciento  diez  y  seis  y  dado  el  traslado  correspon- 
diente á  la  otra  parte  mostró  su  inconformidad  folio 
ciento  diez  y  siete  ^r  lo  que  se  dispuso  fuesen  entrega- 
dos los  autos  originales  á  las  partes  para  conclusiones 
por  el  término  legal. 

Decimotercero.  Resultando  que  evacuadas  las  con- 
clusiones folios  ciento  veinte  y  ciento  veintiocho  se  man- 
dó traer  los  autos  i  la  vista  para  sentencia  con  citación 
de  las  partes. 

Resolución  becubbida  : 

Decimocuarto.  Resultando  que  en  su  parte  dispo- 
sitiva la  expresada  sentencia,  revocando  la  del  Juez  que 
fué  apelada,  desestima  las  excepciones  opuestas,  declara 
con  lugar  la  demanda  y  en  su  consecuencia  condena  ¿  la 
demandada  Sofía  Saussol  y  Molinier,  como  tutora  del 
menor  Eduardo  Juan  Antonio  Luis  Aussel  y  Fabre  á 
que  proceda  en  forma  legal  á  la  división  de  la  comunidad 
que  tenga  éste  con  la  demandante  María  Antonia  Auesel 
y  Fabre  en  las  casas  calle  de  Belascoain  número  noventa 
y  cinco  y  número  ocho  de  la  calle  de  Chávez  en  esta  ciu- 


ras  boletín  leoiblatito. 


dad  sin  hacer  especial  condenación  de  costas,  ni  declara- 
ción de  temeridad. 

Fundamentos  del  becürso  de  casación: 

Decimoquinto.  Resultando  que  contra  la  sentencia 
de  la  fecha  expresada  y  cuya  parte  dispositiva  queda  ex- 
plicada en  el  párrafo  anterior,  la  representación  de  la  de- 
mandada interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  fundándose  «n  el  número  primero  del  articulo  mil 
s«*Í8cientos  noventa  y  consignando  al  efecto  loe  siguien- 
tes motivos:  Primero:  Del  articulo  trescientos  diez  y 
siete  del  vigente  Código  Civil  en  cuanto  este  precepto  e»* 
tablece  una  regla  general  que  abarca  todoe  los  casos  de 
emancipación^  sin  distinguir  la  clase  de  ésta  y  es  por  lo 
tanto  aplicable  á  todos  los  emancipados,  sean  hembras  6 
varones,  cuyas  reglas  consisten  en  que  el  menor  queda 
habilitaido  por  la  emancip^ión  para  regir  su  persona  y 
bienes  como  si  fuera  mayor,  sin  más  limitación  que  la  de 
necesitar  el  consentimiento  de  su  padre,  madre  ó  el  de  un 
tutor,  para  los  actos  que  el  mismo  articulo  determina  y 
entre  ellos  el  de  comparecer  en  juicio.  Como  consecuen- 
cia de  esto  no  cabe  afirmar,  como  hace  el  fallo  recurrido, 
que  ese  artículo  trescientos  diea  y  siete  del  Código  Civil 
no  se  refiere  á  las  hembras  y  si  á  los  varones,  porque  se 
hace  distinciones  donde  la  ley  no  ^distingue ;  lo  que  no  es 
permitido  conforme  á  las  reglas  de  la  hermenéutica  ju- 
rídica. Segundo :  Del  articulo  sesenta  del  Código  Civil 
porque  este  precepto  establece  una  regla  general  de  limi- 
tación en  todo  tiempo,  sin  atender  á  la  edad,  de  la  capa- 
cidad de  la  mujer  casada,  con  las  excepciones,  también 
para  todo  tiempo,  contenidas  en  el  segundo  párrafo  del 
artículo  ses^ita;  pero  este  en  su  integridad  no  puede 
considerarse  como  el  único  que  regula  la  capacidad  de  la 
mujer  casada,  con  exclusión  del  artículo  trescientos  diez 
y  siete  del  mismo  cuerpo  legal,  dado  que  éste  contiene 
una  limitación  inherente,  según  él,  á  todos  los  casos  de 
emancipación  y  en  concreto  mientras  dure  la  menor  edad 
del  emancipado,  y  el  sesenta  se  refiere  á  la  mujer  casada 
durante  este  estado  sin  consideración  alguna  á  su  edad ; 
por  lo  que  no  es  posible  anteponer  este  precepto  al  tres- 
cientos diez  y  siete,  porque  ambos  regulan  distintas  si- 
tuaciones de  derecho.  Tercero:  Del  artícido  mil  tres- 
cientos ochenta  y  siete  del  Código  Civil  dado  que  este 
precepto  por  lo  mismo  que  no  hace  referencia  á  la  edad 
de  la  mujer  casada,  es  de  carácter  general,  como  el  sesen-. 
ta,  que  debe  subordinarse  á  la  especial  y  concreta  del 
trescientos  diez  y  siete:   toda   vez  que  ese  artículo  mil 
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trescientofl  ochenta  y  eiete  se  refiere  á  la  mujer  casada, 
mientras  dure  su  estado^  y  el  trescientos  diez  y  eiete 
mientras  dure  eu  minoría  de  edad ;  siendo  por  esta  razón 
una  clara  y  franca  excepción  de* los  principios  contenidos 
en  los  artículo»  sesenta  y  mil  trescientos  ochenta  y  siete, 
porque  ese  trescientos  diez  y  siete  supone  un  estado  in- 
.  termedio  entre  la  absoluta  minoría  y  la  absoluta  mayo- 
ría de  edad ;  y  en  ese  estado  intermedio  se  supone  que  el 
emancipado  no  ha  dejado  de  necesitar  los  cuidados,  aun- 
que restringidos,  que  le  prestaban  eu  padre,  madre  ó  tu- 
tor. Para  ciertos  actos  de  la  vida,  sobre  todo  en  el  oiden 
económico  del  matrimonio,  ese  artículo  trescientos  diez 
y  siete  estima  que  no  basta,  ni  debe  bastar,  la  interven- 
ción sola  del  mando,  sino  que  requiere  la  del  padre,  ma- 
dre ó  tutor,  no  para  completar,  rigurosamente  hablando, 
lia  capacidad  de  la  menor,  eina  para  evitar  que  un  mal 
esposo  malbarate  loe  bienes  ó  ee  allane  á  demandas,  que 
tad  vez  han  sido  puestas  con  su  anuencia.  El  artículo 
quiere,  y  esa  es  su  razón  de  eer,  que  la  sombra  de  la  fa- 
milia del  menor  emancipado  le  eiga  para  que  sea,  cuando 
se  trate  de  la  mujer  sobre  todo,  protectora  de  ella,  que 
tal  vez  arrancada  del  lado  de  su  familia,  se  la  ha  condu- 
cido á  la  situación  de  abastecedora  de  un  marido,  tan 
poco  delicado,  que  trate  de  vivir  y  dilapidar  loe  bienes  de 
su  mujer.  Por  eso  ese  artículo  trescientos  diez  y  siete, 
repetimos,  es  una  excepción  de  mil  trescientos  diez  y 
siete. 

Decimosexto.  Besultando  que  admitido  el  recurso, 
por  auto  de  fecha  cinco  de  Septiembre  último,  y  empla- 
zadas las  partes,  se  han  personado  en  este  Tribunal  Su- 
premo tramitándose  el  recurso  en  forma  legal,  y  cele- 
brándose la  vista  el  día  veintinueve  del  pasado  Octubre, 
con  la  concurrencia  de  los  Ijetrados  de  las  partes;  en  la 
cual  sostuvo  el  recurso  el  de  la  parte  recurrente  y  lo  im- 
pugnó el  de  la  no  recurrente. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y  Fe- 
rrari. 

Primero.  Considerando  que  el  artículo  trescientos 
quince  del  Código  Civil,  al  establecer  que  el  matrimonio 
produce  de  derecho  la  emancipación,  sin  hacer  distin- 
ciones por  razón  de  1  sexo  de  loe  cónyuges,  refiere  segui- 
damente las  limitaciones  de  dicho  precepto  general  á  las 
contenidas  en  el  artículo  cincuenta  y  nueve  y  en  la  regla 
tercera  del  cincuenta;  por  lo  cual  no  debe  racionalmente 
atribuirse  el  propio  objeto    á    otras  prescripciones  del 
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Cuerpo  legal  mencionado,  en  tanto  que  ellas  mismas  no 
lo  expresen  así  en  términos  precisos  y  claros. 

Segundo.  Considerando  que  en  tal  concepto  no  es 
aceptable  el  criterio  propuesto  por  el  recurrente  en  el 
primer  motivo  de  su  recurso,  con  respecto  á  la  interpre- 
tación del  articulo  trescientos  diez  y  siete  del  repetido 
Código  y  su  aplicación  al  caso  del  pleito ;  y  además  por* 
que  no  es  presumible  que  queriendo  el  legislador  impo- 
ner  al  menor  casado,  cualquiera  que  sea  su  sexo,  las  res* 
tricciones  en  cuanto  á  la  capacidad  civil  que  dicho  ar- 
tículo establece^  como  sostiene  el  recurrente,  no  hubiese 
hecho  expresa  referencia  al  mismo  al  redactar  el  trescien- 
tos quince,  dada  la  colocación  respectiva  de  cada  uno  de 
los  expresados  artículos  en  dicha  ley  sustantiva. 

Tercero.  Considerando  que  el  artículo  sesenta  del 
Código  Civil  es  atinente  al  caso  y  ha  sido  rectamente 
aplicado  por  la  Sala  sentenciadora,  como  también  el  mil 
trescientos  ochenta  y  siete,  pues  ambos  se  armonizan,  es- 
tableciendo el  primero  el  principio  general  de  la  repre- 
sentación de  la  mujer  por  el  marido,  y  el  segundo  esa 
misma  representación  y  dependencia  en  cuanto  á  ciertos 
actos  relacionados  con  los  bienes  parafernales,  compren- 
diéndose en  uno  y  otro  caso  la  comparecencia  en  juicio, 
sin  que  ninguno  de  ellos  establera  distinción  ni  limi- 
tación alguna,  que  no  obstante  esto  pudiera  encontrarse 
en  el  artículo  trescientos  diez  y  siete  invocado  por  el  re- 
currente á  dicho  efecto,  dada  la  generalidad  de  los  tér- 
minos de  su  redacción,  si  las  razones  contenidas  en  los 
dos  primeros  Considerandos  del  presente  fallo  no  lo  im- 
pidieran, haciendo  comprender  que  él  corresponde  á  una 
distinta  situación  legal ;  por  todo  lo  que  es  vista  la  im- 
procedencia del  recurso  con  respecto  á  sus  tres  motivos. 

Cuarto.  Considerando  que  el  artículo  cuarenta  de 
la  orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  dispone  que  cuando  se  declare  sin  lugar 
un  recurso  de  casación  las  costas  deben  imponerse  al  re- 
currente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  á  que  se  contrae  esta  sen- 
tencia, condenando  en  las  costas  ¿  la  recurrente.  Comu- 
niqúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. — Carlos  Revilla. — Rafael  Maydagán. — J.  M.  Agnirre. 

Publicación.  Leída  y  publicada  fué  la  anterior 
sentencia  por  el  Magistrado  Ponente  Carlos  Revilla  y 
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Ferrari  en  andiencia  pública  del  día  de  hoy.  Habana^ 
veinticuatro  de  Noviembre  de  mil  novecientos  tres :  cer- 
tifico.— Armando  de  J.  Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  65.— 14  de  Noviembre.— Contrato.    ( Cfa- 

ceiay  Mayo  26,) 

DOCTRINA:  Reconocida  7  aceptada  la  exis- 
tencia de  un  contrato  no  es  lícito  á  la  parte  recla- 
mar contra  el  mismo,  porque  esto  sería  ir  contra 
sus  propios  actos. 

En  la  ciudiad  de  la  Habana^  á  catorce  de  No- 
viembre  de  mil  novecientos  tres,  en  los  autos  dd  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  procedente  del  Juzgada 
del  Oeste  y  Audiencia  de  la  Habana,  promovido  por  Ei- 
caído  Armenteros,  de  profesión  abogado  y  vecino  de 
Marianao,  como  padre  del  menor  Arturo  Armenteros> 
patrono  de  la  Olxrapía  de  Martin  Calvo  de  la  Puerta, 
contra  Benito  Alvarez  y  Tabares,  dél  comeicio  y  vecina 
de  esta  ciudad  y  Gabriel  Pedroeo  y  Cáidenas,  cuya  pro- 
fesión y  domicilio  no  consta ;  visto  en  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  el  primero,  contra  la  sentencia  de  diez  y 
siete  de  Agosto  del  corriente  año,  dictada  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  expresada  Audiencia. 

Primero.  Besuíltando  que  en  la  mencionada  senten- 
cia se  han  aceptado  los  fundamentos  de  hecho  de  la  dic- 
tada por  el   Juez  de   primera  instancia,  contenidos  en 
los  siguientes  resultandos. 
Demanda  : 

Segundo.  Kesultando  que  D.  Kicardo  Armente- 
ros  y  Oaetellón,  como  representante  legal  de  su  menor 
hijo  Don  Arturo  Armenteros  y  Peñalver,  patrono  de  la 
Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la  Puerta,  por  escrito  de 
fojas  siete  á  la-  diez  estableció  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  contra  loe  señores  Benito  Alvarez  Tabares 
y  Gabriel  Pedroso  y  Cárdenas,  fundada  en  los  siguien- 
tes hechos:  Primero:  que  el  Sr.  Martín  Calvo  de  la 
Puerta  dispuso  en  su  testamento  la  fundación  de  una 
Obrapía,  que  se  llevó  á  debido  efecto  por  su  alba/cea  Ni- 
colás Castellón  por  escritura  pública  otorgada  ante 
Cristóbal  Núñez  y  Cabrera  en  veinte  y  cuatro  de  Diciem- 
bre de  mil  seiscientos  setenta,  reformada  en  mil  seis- 
cientos ochenta  y  cuatro,  y  después  de  establecer  las  re- 
glas que  estimó  convenientes  para  el  nombramiento  de 
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patrono^  ordenó  que  éste  dÍBÍrutara  de  la  caea  situada 
en  las  esquinas  de  las  calles  de  Obrapla  y  Mercaderes^ 
señalada  con  el  número  diez  y  seis  de  la  primera  de  di- 
chas calles^  como  remuneración  por  la  administración 
de  la  Obrapla.  Segundo:  que  el  Sr.  Gabriel  Pedroso  y 
Cárdenas  obtuvo  sentencia  del  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  Belén,  en  veinte  y  siete  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro^  declarán- 
dolo patrono  de  la, referida  Obrapía,  y  con  ese  carácter 
otorgó  en  veinte  y  cinco  de  Octubre  de  núl  ochocientos 
noventa  y  cinco  una  eecritu<m  de  arrendamiento  de  la 
casa  Obrapía  número  diez  y  seis  á  favor  del  Sr.  Benito 
Alvarez  y  Tabares,  por  ante  el  notario  Alfredo  Villa- 
geliú.  Tercero:  que  en  diicho  contrato  convinieron  que 
tél  Sr.  Alvarez  tomaba  en  arrendamiento  parte  de  le  ca- 
:sa,  por  el  término  de  seis  años,  prorrogables  á  otros 
rGeie,  á  su  volimtald,  por  (efl  precio  de  doscientos  cuatro 
X)esoe  en  oro  español  mensuales  y  otras  condiciones. 
Cuarto :  que  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Marianao  y  en  el  mes  de  Febrero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete  fué  designado  patrono  de  la  expresada 
Obrapía,  en  representación  de  su  menor  hijo,  y  después 
de  distintas  tramitaciones  se  confirmó  dicho  nombra- 
miento por  el  Gobierno  General  publicándose  en  la  Ga- 
ceta Oficial.  Y  después  de  loe  fundamentos  de  dere- 
cho solicitó  se  tuviera  por  establecida  la  demanda  con- 
tra los  señores  Benito  Alvarez  y  Tabaies  y  Don  Gabriel 
Pedroso  y  Cárdenas  y  en  definitiva  se  dicte  sentencia 
declarando  resuelta  l^almente  la  escritura  de  arren- 
damiento celebrado  entre  ambos  demandados  en  veinte 
y  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
ante  Alfredo  Villageliú  desde  que  terminó  el  derecho 
de  usufructo  de  la  casa  arrendada  del  Sr.  Pedroso  é 
ineficaz  dicho  contrato  respecto  al  propio  derecho  de 
usufructo  correspondiente  á  su  menor  hijo  por  su  nom- 
bramiento de  patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de 
la  Puerta,  con  las  costas  á  los  demandados. 

Tercero.  Besultando  que  con  la  demanda  acompa- 
ñó copia  simple  del  testamento  de  Don  Nicolás  Caste- 
llón y  certificación  de  la  Secretaría  de  Estado  y  Gober- 
nación en  la  que  se  hace  constar  en  quince  de  Agosto  de 
mil  novecientos  que  el  señor  Gobernador  Militar  en  car- 
ta oficial  del  ocho  ha  reconocido  el  derecho  que  asiste  á 
Don  Arturo  Armenteros  al  patronato  de  la  Obrapía  de 
Martín  Calvo  de  k  Puerta  representado  por  su  padre 
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Don  Bicardo  durante  su  menor  edad,  siendo  por  tanto 
relevado  el  que  venía  desempeñándolo. 

Cuarta.  Resultando  que  admitida  la  demanda  se 
dio  traslado  á  loe  demandados  para  que  emplazados  se 
^personaran  en  los  autos  dentro  del  término  de  nueve  • 
días,  los  que  tuvieron  lugar  personalmente;  y  acompa- 
ñando el  poder  de  fojas  doce  y  trece,  por  eil  escrito  del 
catorce  se  personó  el  procurador  Don  Femando  Taridic 
á  nombre  de  Don  Benito  Alvarez  Taberes  y  se  ie  tuvo 
por  parte. 

Quinto.  Resultando  que  con  el  testimonio  de  poder 
de  fojas  diez  y  seis  á  la  diez  y  nueve  se  personó  el  pro- 
curador Don  Antonio  Arjona  á  nombre  del  Ledo.  Don 
Ricardo  Armenteros,  padbre  del  menor  Arturo  Armen- 
teros,  patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la 
Puerta,  por  el  escrito  de  fojas  veinte  y  veintiuna,  solici- 
tando se  le  tenga  por  parte  y  acusando  k  rebeldía  ai  de- 
mandado Pedroso  que  no  ha  comparecido,  y  en  la  provi- 
dencia de  fojas  veinte  vuelta  se  tuvotj^r  parte  á  dicho 
procurador  y  por  no  haber  comparecido  el  demandado 
Don  Gabriel  Pedroso  se  le  dio  por  acusada  la  rebeldía  j 
por  contestada  la  demanda,  siguiendo  los  autos  en  su 
rebeldía  y  se  mandó  contestar  la  demanda  al  procura- 
dor Tariche. 

Contestación  : 

Sexto.  Resultando  que  por  escrito  de  fojas  cincuen- 
ta y  cuatro  á  la  cincuenta  y  seis  contestó  la  demanda  el 
demandado  Don  Benito  Alvarez  Trabares  alegando  la 
falta  de  acción  del  actor,  consignando  como  hechos  loe 
siguientes:  Primero:  que  Benito  Alvarez  Tabares  tiene 
en  arrendamiento  parte  de  la  casa  calle  de  la  Obrapía 
número  diez  y  seis  esquina  á  Mercaderes,  según  escri- 
tura pública  de  veinte  y  cinco  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  otorgada  ante  el  notario  de  esta 
capital  Ledo.  Alfredo  Villageliú,  inscrita  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad  de  esta  capital  al  folio  ciento  seten- 
ta y  seis,  tomo  quinientos  treinta  y  tres,  finca  mil  sete- 
cientos ochenta  y  nueve,  inscripción  duodécima.  Se- 
gundo: que  esa  escritura  fué  otorgada  é  favor  del  se- 
ñor Alvarez  por  el  Sr.  Qabrieíl  de  Castellón  de  Pedroso 
y  Cérdetias  patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de 
la  Puerta  y  en  la  cláusula  primera  se  hace  constar  que 
el  Sr.  Alvarez  toma  en  arrendamiento  la  parte  baja  que 
ocupa  la  ferretería  en  ella  establecida  y  además  cuatro 
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habitaciones  altas  con  en  corredor,  cocina  y  azotea 
anexas  á  éstas  cuyos  altos  están  al  fondo  con  Tista  al  pa- 
tio y  traspatio  y  el  frente  al  corredor  del  piso  principal. 
Tercero :  que  por  la  cláusula  segunda  se  convino  que  la 
duración  del  arrendamiento  sería  de  seis  años  á  contar 
desde  el  primero  de  Noviembre  del  mismo  año  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco,  prorrogables  á  otros  seis 
años  más  á  voluntad  dell  inquilino.  Ésta  prórroga  le  ha 
sido  notificada  ya  al  patrono  Sr.  Armenteros.  Cuarto: 
que  como  precio  del  arrendamiento  se  obligó  el  Sr.  Be- 
nito Alvarez  á  satisfacer  la  cantidad  mensual  de  dos- 
cientos cuatro  pesos  del  cuño  español  durante  el  tiem- 
po del  contrato  y  su  prórroga.  Quinto :  que  por  la  cláu- 
sula décima  de  dicha  escritura  se  convino  igualmente 
que  el  arrendatario  Don  Benito  Alvarez  abonase  men- 
sualmente  por  cuenta  del  alquiler  estipulado  á  Don  Jo- 
sé de  la  Campa  ó  á  su  apoderado  Don  Juan  José  Do- 
mínguez la  suma  de  ochenta  y  siete  pesos  treinta  y  cin- 
co centavos  oro  ^mo  intereses  de  la  deuda  contraída 
por  el  patrono  á  favor  de  Don  Manuel  Alvarez  y  Fer- 
nández de  quien  era  cesionario  el  Sr.  Campa  por  ocho 
mil  setecientos  treinta  y  cinco  pesos  oro,  cuya  obliga- 
ción ratificó  expresamente  el  inquilino  en  la  cláusula 
décima  cuarta  de  dicha  escritura.  Sexto :  que  el  Sr.  Ar- 
menteros en  autos  contra  Don  Pedro  de  Cárdenas  y 
Barranco  que  cursaron  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Marianao  obtuvo  el  nombramiento  de  patro- 
no en  propiedad  y  con  ese  motivo  se  hicieron  á  su  parte 
distintos  requerimientos-  para  que  se  entendiera  con 
aquel  en  el  pago  de  ios  alquileres;  pero  como  su  nom- 
bramiento no  fué  aceptado  por  el  Gobierno  General 
continuó  el  patronato  á  cargo  de  los  patronos  interinos 
hasta  el  ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  en  que  fué 
reconocido  como  tal  patrono  en  propiedad  el  Sr.  Ar- 
menteros. Séptimo :  que  tanto  los  patronos  interinos  co- 
mo el  Sr.  Eicardo  Armenteros  patrono  propietario  de 
la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la  Puerta  en  represen- 
tación de  su  menor  hijo  Don  Arturo  aceptaron  el  arren- 
damiento que  á  favor  de  Don  Benito  Alvarez  y  Tabares 
entraña  la  escritura  relacionada  en  los  hechos  anterio- 
res, que  se  acompaña  á  este  escrito,  observando  sus  cláu- 
sulas y  percibiendo  el  precio  en  la  forma  estipulada  en 
h.  cláusula  décima  que  queda  explicada,  ó  sea  la  suma 
de  ciento  diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  centavos  que 
con  los  ochenta  y  siete  pesos  treinta  y  cinco  centavos 
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que  se  dedican  á  intereses  h«een  el  total  del  alquiler 
anensual  ascendente  á  doscientos  cuatro  pesos  oro.  Oc- 
tavo: que  esta  aceptación  se  comprueba  con  los  docu- 
mentos que  acompaña  marcados  con  los  números  uno 
al  diez  y  ocho  y  así  está  reconocido  en  el  juicio  decla- 
rativo de  menor  cuantía  que  en  cobro  del  ^alquiler  del 
jnes  vencido  en  Agosto  de  mil  novecientos  estableció  el 
patrono  Sr.  Armenteros  contra  su  representado  y  que 
aquel  perdió  por  sentencia  firme  de  veinte  y  siete  de 
Abril  último,  dictada  por  el  señor  Juez  de  primera  ine- 
•tancia  del  distrito  Norte  de  esta  capital.  De  dichos  do- 
•cnaientos  consta  que  el  patrono  si  bien  demandó  Tarias 
veces  á  su  representado  en  cobro  dd  alquiler  total  de 
doscientos  cuatro  pesos  al  mes  fijados  en  la  escritura  de 
^arrendamiento,  se  avino  é  percibir  lo  que  le  quedaba  li- 
bre después  de  pagados  los  intereses  del  crédito  que  re- 
•conoce  la  casa  ó  sean  los  expresados  ciento  diez  y  seis 
pesos  sesenta  y  cinco  centavos  oro  mensuaíles.  Y  des- 
pués de  los  fundamentos  de  derecho  solicitó  se  tenga 
por  contestada  la  demanda  y  mediante  la  excepción  de 
falta  de  acción  que  alega  se  declare  sin  lugar  la  deman- 
da, absolviendo  de  ella  al  demandado. 

Séptdmo.  Besu'ltando  que  con  la  demanda  se  pre- 
sentó testimonio  de  k  escritura  de  arrendamiento  de 
finca  urbana  y  rescisión  de  otro  arrendamiento  de  fecha 
veinte  y  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
-cinco  ante  el  Ledo.  Don  Alfredo  Vülagéliú  é  Irola  otor- 
gada ante  Don  Gabriel  de  Castellón  de  Pedroso  y  Cár- 
denas como  patrono  de  la  Obraipía  que  mandó  fundar 
Don  Martín  Calvo  de  la  Puerta  en  su  testamento  cerra- 
do de  diez  y  nueve  de  Septiembre  de  mil  seiscientos  se- 
senta y  nueve  ante  el  notario  Don  Cristóbal  Núñez  pro- 
tocolado ante  el  mismo  en  diez  de  Noviembre  del  pro- 
pio año,  reformada  por  su  primer  patrono  Don  Nicolás 
Castellón  por  su  testamento  de  diez  y  seis  de  Noviem- 
bre de  mil  eeiecientos  ochenta  y  cuatro  y  para  cuyo  car- 
go de  patrono  fué  nombrado  el  Sr.  Castellón  de  Pedro- 
so  por  sentencia  de  veintisiete  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ;ioventa  y  cuatro  dictada  por  el  Juez  de  Be- 
lén, que  se  inserta,  Don  Benito  Alvarez  Tabares  y  Don 
Juan  José  Domínguez  en  la  que  se  hace  constar  que  en- 
tre los  bienes  de  la  Obrapía  se  encuentra  la  casa  núme- 
ro diez  y  seis  de  la  calle  de  Obrapía;  que  el  anterior  pa- 
trono Don  Pedro  de  Cárdenas  Barranco  por  escritura 
.ante  Don  José  María  Gamboa  en  veintisiete  de  Octu- 
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bre  de  mil  ochocientoe  ochenta  y  cuatro  dio  en  arren- 
damiento dicha  casa  A  Juan  José  Domínguez  y  Don 
Andrés  GaUán  y  Feméndez  por  el  término  de  seis  años 
por  el  alquiler  y  en  los  términos  que  de  ella  aparece; 
que  por  otra  escritura  de  veintiséis  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis  ante  el  notario  Don  Juan 
Francisco  Rodríguez  Guillen  se  rescindió  el  contrato 
anterior  y  se  otorgó  otro  por  el  que  el  patrono  Cárdalas 
y  Barranco  dio  en  arrendamiento  á  los  mismos  señores 
Domínguez  y  Galán  la  parte  baja  ocupada  con  ferrete- 
ría de  la  casa  Obrapía  diez  y  seis  y  habitaciones  altas 
con  facultad  de  subarrendarlas,  término  de  seis  años 
prorrogables  á  otros  seis  á  voluntad  de  los  inquilinos  y 
por  el  alquiler  mensual  de  ochenta  y  siete  pesos  treinta 
y  cinco  centavos;  que  por  otra  escritura  de  treinta  de- 
Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  ante  el  notario 
Don  Luis  Rodríguez,  Don  Juan  José  Domínguez  y  Don 
Andrés  Galán  y  Fernández  disolvieron  la  sociedad  que 
giraba  bajo  la  razón  de  Domínguez  y  Galán  en  el  ramo- 
de  ferretería,  quedando  Domínguez  dueño  de  todas  las 
existencias;  que  por  escritura  otorgada  ante  Don  José 
Salustiano  Barrera  de  veinte  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  siete  Don  Juan  José  Domínguez,  único- 
arrendatario  de  la  parte  baja  y  posesiones  altas  de  la 
mencionada  casa  Obrapía  diez  y  seis,  las  dio  en  sub- 
arriendo al  otro  compareciente  Don  Benito  Alvarez  con 
sujeción  ad  contrato  de  inquilinato  de  veinte  y  seis  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  ante  Rodrí- 
guez Guillen ;  que  venciéndose  en  primero  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos  los  seis  años  estipulados 
de  la  duración  del  contrato  de  arrendamiento,  el  sub- 
arrendatario Alvarez  Tabares,  deseando  hacer  uso  del 
derecho  de  prórroga  por  seis  años  más  aquel  contrato  se- 
gún la  cláusula  quinta  de  la  escritura  de  veinte  y  seis 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  citada,  por 
medio  de  acta  notarial  ante  Don  Francisco  de  Castro 
requirió  y  notificó  á  Don  Santiago  de  la  Cuesta,  Conde 
de  la  Reunión  de  Cuba,  que  entonces  era  patrono  y  ad- 
ministrador interino  de  la  Obrapía,  que  continuaba  el 
subarriendo  de  la  referida  casa  Obrapía  diez  y  seis, 
quedando  prorrogado  por  seis  años  más  el  contrato  con 
todas  sus  obligaciones;  que  en  tai  situación  las  cosas, 
han  continuado  hasta  el  día  abonando  mensuaJmente- 
el  Sr.  Alvarez  Tabares  al  Sr.  Castellón  de  Pedroso  los 
alquileres  de  la  casa;  que  habiendo  convenido  rescindir 
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ese  contrato  con  el  consentimiento  del  Sr.  Domínguez^  ^ 
lescinden  en  todas  ene  partes  el  referido  contrato  de ' 
arrendamiento  de  veinte  j  seis  de  Febrero  de  mil  ocho^ 
cientos  ochenta  y  seis  ante  el  notario  Eodríguez  Gui- 
Uén,  conviniendo  el  actual  patrono  Don  Gabriel  de 
Castellón  de  Pedroeo  y  Céi^enae  celebrar  un  nuevo 
contrato  con  Don  Benito  Alvarez  de  pari;e  de  difeha  fin- 
ca que  llevan  é  efecto  bajo  las  condiciones  siguientes: 
por  la  primera,  Don  Gabriel  de  Castellón  de  Pedroeo» 
da  en  arrendamiento  á  Don  Benito  Alvarez  Tabares  la 
pari«  baja  que  hoy  ocupa  la  ferretería  allí  establecida 
de  M  casa  calle  de  la  Obrapia  número  diez  y  seis  y  ade- 
más cuatro  habitaciones  aJtas,  con  su  corredor,  cocina 
y  azotea  con  facultad  de  subairendarias ;  por  la  segun- 
da, que  la  duración  del  arrendamiento  será  por  seis 
años  á  contar  deeíde  el  primero  de  Noviembre  próximo, 
prorrogables  á  otros  seis  afioe  más  á  volirntad  del  inqui- 
lino;  por  la  tercera  el  arrendatario  como  precio  del 
arrendamiento  satisfará  la  cantidad  mensual  de  dos- 
cientos cuatro  pesos  oro  del  cuño  español  durante  el 
tiempo  que  subsista  el  contrato  y  su  prórroga  si  le  con- 
viniere; por  la  cuarta  se  procederá  al  desahucio  sola- 
mente en  el  caso  de  falta  de  pago  de  tres  meses  consecu- 
tivos del  alquiler  fijado ;  por  la  quinta,  que  el  arrenda- 
tario queda  obligado  á  hacer  buen  uso  de  las  habitacio- 
nes y  parte  baja;  por  la  sexta,  que  el  arrendatario  que- 
da autorizado  para  realizar  en  la  casa  arrendada  las 
obras  convenientes  que  quedarán  á  beneficio  del  edifi- 
cio ;  por  la  séptima,  que  también  quedará  á  beneficio  de 
la  finca  las  mejoras  que  hiciere  el  arrendatario  durante- 
el  término  deí  contrato  ó  su  prórroga;  por  la  octava, 
que  serán  de  cuenta  defl  arrendatario  reparar  los  des- 
perfectos de  la  parte  arrendada  que  se  ocasionen  por  su 
n^ligencia  ó  culpa;  por  la  novena,  que  los  costos  de  la 
escritura  serán  pagados  por  iguales  partes ;  por  la  déci- 
ma, que  existiendo  la  obligación  en  el.  patrono  según  la 
escritura  de  veinte  y  nueve  dte  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  ante  el  notario  José  María 
Gamboa  procedente  de  deuda  contraída  á  favor  de  Don 
Manuel  Alvarez  de  quien  es  cesionario  Don  José  Cam- 
pa por  ocho  mil  setecientos  treinta  y  cinco  pesos  oró,, 
de  abonar  todos  los  meses  ochenta  y  siete  pesos  treinta 
y  cinco  centavos  como  intereses,  la  cual  ha  venido  sa- 
tisfaciendo .  el  Sr.  Alvarez  Tabares  á  Don  Juan  Josfr 
Domínguez  coma  apoderado  del  Sr.  Campa  con  asentí- 


792  boletín  LEaiBI.ATITO. 


miento  del  actual  patrono,  el  compareciente  Castellón 
•de  Pedxoeo,  será  también  obligación  del  arrendatario 
Bbonar  mensualmente  por  cuenta  del  alquiler  eetipuia- 
do  al  Sr.  Campa  ó  á  su  apoderado  los  expresados  ochen- 
ta y  «iete  pesos  treinta  y  cinco  centavos,  haciendo  cons- 
tar que  el  Sr.  Domínguez,  apoderado  del  Sr.  Campa, 
requirió  al  actual  patrono  para  el  pago  de  los  ocho  mil 
isetecientos  treinta  y  cinco  pesos  del  capital  adeudado  y 
Á  eus  instancias  ha  accedido  i  prorrogar  temporalmente 
esa  obligación  á  condición  de  que  al  inquilino  Sr.  Al- 
varez  ee  le  abonen  mensualmente  y  por  cuenta  de  los 
.alquileres  los  ochenta  y  siete  pesos  treinta  y  cinco  cen- 
tavos; por  'la  décima  primera,  se  hace  constar  que  si 
'bien  se  dieron  al  Sr.  Alvarez  en  arrendamiento  unas 
habitaciones  altas  de  la  esquina  de  Mercaderes  no  llegó 
Á  tomar  posesión  de  ellas ;  por  la  décima  segunda,  Don 
■Gabriel  de  Castellón  de  Pedroso  se  separa  de  los  pleitos 
establecidos  contra  el  Sr.  Alvarez ;  por  la  décima  teree- 
Ta,  Don  Juan  José  Domínguez  declara  rescindido  y  fi- 
niquitado el  contrato  de  arrendamiento  de  la  casa  nú- 
mero diez  y  seis  de  la  calle  de  la  Obrapíe,  contenido  en 
la  escritura  de  veinte  y  siete  de  Octubre  de  mil  ocho- 
*ciento6  ochenta  y  cuatro ;  y  por  la  décima  cuarta,  Don 
Benito  Alvarez  acepta  4  su  íavor  la  escritura  de  fojas 
veinte  y  cuatro  4  la  treinta  y  seis  un  recibo  del  alquiler 
de  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  novecientos,  fojas 
treinta  y  siete  de  la  casa  Obrapía  diez  y  seis,  otros  de 
treinta  y  uno  de  Agosto  y  treinta  de  Septiembre  de  la 
•casa  Mercaderes  diez  y  seis  y  medio  fundado  por  íVan- 
<dsco  Quesada  como  cesionario  de  Ricardo  Armenteros, 
fojas  treinta  y  ocho  y  treinta  y  nueve,  una  liquidación 
de  alquileres  desde  primero  de  Enero  á  treinta  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  fojas  cua- 
renta y  una,  una  notificación  del  notario  Sr.  ViUageliú 
haciendo  saber  al  demandado  Alvarez  la  cesión  que  hi- 
zo Don  Ricardo  Armenteros  á  Don  Francisco  Quesada 
de  mil  pesos  de  los  alquileres  que  debía  abonarle  el 
Sr.  Alvarez,  fojas  cuarenta  y  dos,  las  dos  copias  fojas 
cuarenta  y  tres  y  cuarenta  y  cuatro  de  las  demandas 
que  en  el  Juzgado  municipal  de  la  Catedral  estableció  el 
Sr.  Armenteros  4  Don  Benito  Alvarez  sobre  desalojo  de 
la  sasa  Obrapía  diez  y  seis,  y  otra  en  cobro  de  ia  suma 
de  ciento  noventa  y  nueve  pesos  sesenta  centavos  de  al- 
quileres ;  un  oficio  fojas  cuarenta  y  cinco  que  el  patrono 
propietario  de  la  Obrapía  dirige  al  Sr.  Benito  Alvarez 
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expresándale  que  con  noticias  de  haberoe  nombrado  otit) 
patrono  le  recuerda  que  desde  cuatro  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  ee  entendió  con  él  la  di- 
ligencia judicial  poniéndole  en  posesión  de  >la  casa 
Obrapía  diez  y  seis ;  la  copia  de  la  papeleta  de  demanda 
de  desahucio  fecha  veinte  y  cinco  dé  Agosto  de  mil  no- 
vecientos que  estableció  el  patrono  Ricardo  Oastellón  de 
Armenteros  á  Don  Benito  Alvarez,  ferretero  y  actual 
inquilino  de  la  casa  Obrapía  número  diez  y  seis,  fojas 
cuarenta  y  seis;  tres  recibos  de  treinta.de  Abril^  treinta 
y  uno  de  Marzo  y  veinte  y  ocho  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos uno^  firmados  por  el  mÍBmo  «Castellón  como  pa- 
dre de  su  menor  hijo  á  favor  de  Don  Benito  Alvarez  por 
ej  alquiler  de  dichos  meses  de  la  casa  Obrapía  diez  y 
seis,  fojas  cuarenta  y  siete,  cuarenta  y  ocho  y  cuarenta 
y  nueve  y  cuatro  consignaciones  que  Don  Balito  Alva- 
rez hizo  en  catorce  de  Junio,  trece  de  Julio,  trece  de 
Agosto  y  catoioe  de  Septiembre  de  mil  novecientos  tmo 
del  importe  de  alquileres  de  la  caea  Obraipía  diez  y  seis 
para  que  se  ofrezcan  á  Don  Bicardo  Armenteros  repre- 
sentante de  su  hijo  patrono  de  «la  Obiapía  y  correspon- 
den á  los  vencidos  en  treinta  y  uno  de  Mayo,  treinta  de 
Junio,  treinta  y  uno  de  Julio  y  treinta  y  uno  de  Agos- 
to, fojas  cincuenta,  cincuenta  y  una,  cincuenta  y  dos  y 
cincuenta  y  tres. 

EÉPLICA : 

Octavo.  Besultando  que  por  la  providencia  fojas 
cincuenta  y  siete  se  tuvo  por  evacuado  el  trámite  de 
contestación  y  se  dio  traslado  á  la  parte  actora  para  ré- 
*plica,  que  lo  evacuó  por  el  escrito  fojas  cincuenta  y  ocho 
á  la  sesenta  y  una  confesando  ser  cierto  los  heohos  se- 
ñalados con  los  números  uno  al  octavo  de  'la  contesta- 
ción y  niega  los  restantes,  relacionando  loe  documentos 
presentados  con  la  contestación  y  concluye  reproducien- 
do los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  la  demanda 
y  pidió  se  tuviera  por  evacuado  el  traslado  en  réplica 
recibiendo  eü  pleito  é  prueba. 

Duplica  : 

Noveno.  Besnütando  que  en  duplica  el  demandado 
Don  Benito  Alvarez  en  eu  escrito  de  fojas  sesenta  y  tres 
y  sesenta  y  cuatro  expresa  que  al  no  impugnar  el  actor 
los  documentos  de  la  contestación,  reproduce  los  ocho 
de  la  misma  aceptado  en  la  réplica  y  niega  el  hecho  pri- 
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mero  de  la  demanda  por  no  constarle  su  certeza  y  acep- 
ta  los  marcados  con  loe  números  dos,  tres  y  cuatro  y  so- 
licita se  tenga  por  evacuado  el  traslado  y  por  otrosí  que 
so  reciba  4  p^rueba,  cuyo  trámite  se  tuvo  por  evacuado- 
á  fojas  sesenta  y  cinco  y  se  recibió  el  pleito  á  prueba. 

Prueba: 

Décimo.  Eesultando  que  como  prueba  del  actor  y 
con  citación  contraria  expidió  el  notario  archivero  ge- 
neral de  protocoloe  al  dorso  del  folio  setenta  y  siete  al 
ochenta  testimonio  del  testamento  de  Don  Nicolás  Cas- 
tellón en  el  que  hace  constar  que  el  Gobernador  Martín 
Calvo  por  una  de  sus  cláusulas  dispueo  se  impusiesen  á 
censo  ciento  dos  mil  pesos  de  principal  que  correspon- 
den á  cinco  mil  y  cien  pesos  de  réditos  en  cada  año  para 
que  se  distribuyeran  en  dotes  á  cinco  doncellas  de  la 
virtud  que  se  contienen  en  dicha  cláusula  y  previnien- 
do los  inconvenientes  que  podían  ofrecer  así  en  la  fun- 
dación como  en  todo  lo  demás  concerniente  á  ella  para 
sanar  este  daño  se  da  facultad  como  á  primer  patrono» 
de  dicha  Obrepía  nombrado  por  otra  cláusula  para  que 
piidiese  declarar  y  expresar  lafi  condiciones,  calidades  y 
llamiamientoe  con  que  se  ha  de  instituir  la  dicha  Obra- 
pía  como  aparecerá  de  la  cláusula  que  se  inserta  á  su 
petición  y  al  pie  de  la  que  consta  que  es  su  voluntad  que* 
las  casas  principales  de  su  morada  que  hacen  esquina  y 
mirando  á  dos  calles  reales  las  goce  y  posea  Doña  Ja- 
cinta Cortero  Guilisasti,  su  mujer,  por  los  días  de  su 
vida,  con  cargo  de  pagar  el  tributo  que  tienen  y  después 
de  loe  días  de  la  vida  de  su  mujer  pase  la  dicha  casa 
á  ser  posesión  del  patrono  de  la  dicha  Obrapía  para 
premiar  su  cuidado  porque  es  su  voluntad  que  toda  ella 
sirva  de  patronato  para  alivio  del  trabajo  que  tuvieren 
todos  loe  que  le  sucedieren  y  fueren  patronos  de  dicha 
Obrapía,  y  según  se  expresa  en  su  pie  fué  corregido  con 
su  original  que  según  perece  pasó  por  ante  Don  Cristó- 
bal Núñez  Cabrera  y  queda  en  su  poder  y  archivo  en 
veinte  y  tres  de  Julio  de  mil  setóiientos  ochenta  y 
ocho. 

Décimoprimero.  Resultando  que  también  como 
más  prueba  del  actor  y  citación  contraria,  al  dorso  del 
mandamiento  fojas  ochenta  y  una  extendió  el  notario 
Don  Alfredo  Villageiliú  testimonio  que  ocupa  hasta  el 
folio  ochenta  y  ocho  inclusive,  de  la  escritura  otorgada 
ante  él  en  veinte  y  cinco  de  Octubm  de  mil  ochociento.«í 
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noventa  y  cinco,  qne  consta  relacionada  entre  los  docu- 
mentos pneeentadoe  con  la  contestación. 

Décimosegundo.  Resultando  que  como  más  prue^- 
bfi  del  actor  y  citación  contraria  al  dorso  del  manda- 
miento fojas  noventa  y  nueve  hasta  la  ciento  diez  ex- 
tendió certificación  el  Registrador  de  la  Propiedad  del 
Mediodía  referente  á  la  nota  marginal  puesta  en  la 
inscripción  de  la  casa  Obrapía  diez  y  seis,  lo  relativo  al 
usufructo  que  tiene  Don  Arturo  Armenteros  y  la  ins- 
cripción de  dicha  casa,  y  consta  de  la  cláusuila  primera 
que  al  margen  de  la  inscripción  primera  de  la  finca  nú- 
mero mil  setecientos  ochenta  y  nueve,  folio  cien  del  to- 
mo ciento  cuarenta  y  siete  se  halla  vigente  una  nota  de 
la  finca  de  la  inscripción  primera  perteneciente  á  la 
Obrapía  mandada  fundar  por  Don  Martín  Calvo  de  la 
Puerta  pertenecía  el  derecho  de  patronato  en  favor  de- 
Don  Pedro  Oéidenas  y  Barranco,  quien  con  motivo  de^ 
ausencia  nombró  sustituto  é  Don  Gabriel  de  Pedroso  y 
Cárdenas  y  suspendido  éste  fué  nombrado  por  el  Go- 
bierno General  patrón  interino  Don  Juan  Bautista 
Kohly  y  Zalva;  que  á  consecuencia  de  autos  seguidos 
por  Don  Ricardo  Armenteros  y  Ovando  en  representa- 
ción de  su  menor  hijo  Don  Arturo  Armenteros  y  PeñaJ- 
ver  contra  Don  Pedro  de  Cárdenas  y  Barranco,  propie- 
tario de  la  mencionada  Obraí)ía,  sobre  mejor  derecho  al 
indicado  patronato  y  se  dio  posesión  de  dicho  patronato- 
ai  Sr.  Armenteros  como  padre  de  su  menor  hijo  de  la 
finca  de  este  número  en  concepto  de  usufructuario,  cu- 
yo derecho  de  usufructo  quedó  inscripto  á  nombre  del 
último  mediante  la  ejecutoria;  en  la  cláusula  segunda 
que  á  fojas  ciento  cuarenta  y  siete  se  halla  la  inscrip- 
ción de  una  casa  de  alto  y  bajo  señalada  con  el  número 
diez  y  seis  de  la  calle  de  Obrapía  esquina  á  la  de  Mer- 
caderes; que  pertenecía  esta  casa  al  Gobernador  Don 
Martín  Calvo  de  la  Puerta  y  Arrieta,  el  que  falleció  ba- 
jo testamento  que  otorgó  el  diez  y  nueve  de  Septiembre- 
de  mid  seiscientos  sesenta  y  nueve  ante  Don  Gabriel 
Núñez  en  el  que  con  otras  disposiciones  dispuso  se  im- 
pusieran ciento  dos  mil  pesos  para  que  con  sus  réditos 
que  son  cinco  mil  cien  pesos  en  cada  año,  con  los  cinco 
mil  se  casen  todos  los  años  cinco  huérfanas  pobres  á  mil 
pesos  cada  una  por  su  dote,  cuya  Obrapía  ha  de  estar 
arrimada  á  la  cofradía  del  Dulce  Nombre  de  Jesús,  sin 
que  tengan  sus  mayordomos  intervención  en  ella  sino 
solo  el  patrón;  y  los  cien  pesos  restantes  al  Visitador 
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JEcleeiáfitico,  dando  facultades  al  primer  patrón  nom- 
brado Don  Nicolás  de  Castel'l&n  para^tablecer  las  con- 
diciones de  la  fundación;  y  ee  inscriba  á  favor  de  la 
Obrapía  que  mandó  fundar  Don  Martín  Oalvo  de  la 
Puerta  el  dominio  que  tiene  adquirido  dicha  Obrapia 
^obre  la  finea  de  este  número. 

Decimotercero.  Besultando  que  como  prueba  del 
demandado  Don  Benito  Alyarez  se  presentó  el  recibo 
de  fojas  ciento  doce  firmado  por  Don  Ricardo  Ármente- 
ros  expedido  á  nombre  de  Don  Benito  Alvarez  por  dos- 
.oientos  cuatro  pesos  importe  del  alquiler  de  la  planta 
baja  y  parte  alta  de  la  casa  Obrapía  número  diez  y  seis 
vque  percibió  como  representante  de  su  menor  hijo  Don 
Arturo^  patrono  en  propiedad  de  la  Obrapía  de  que  se 
4;rata. 

Decimocuarto.  Resultando  que  como  más  prueba 
del  demandado  Don  Benito  Alvarez  el  Escribano  Don 
José  Agustín  Rodríguez  extendió  la  certifioación  que 
«obra  á  fojas  ciento  veinte  y  uno  á  la  ciento  treinta  y 
cuatro  con  vista  del  juicio  de  menor  cuantía  seguido  x>or 
Don  Ricardo  Armenteroe  en  representación  de  su  hijo 
Don  Arturo,  patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de 
Ja  Puerta  contra  Don  Benito  Alvarez  en  cobro  de  doe- 
'cientos  cuatro  pesos,  renta  del  mes  de  Agosto  de  la  casa 
Obrapia  número  diez  y  seis,  de  la  que  consta  que  con 
fecha  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil  novecientos  imo  se 
dictó  sentencia  por  el  Sr.  Juez  deil  distrito  Norte  absol- 
viendo de  la  demanda  á  Don  Benito  Alvarez;  que  en 
dichos  autos  el  procurador  Don  Femando  Tariche  á 
nombre  del  demandado  Don  Benito  Alvarez  contestó  á 
la  demanda  con  fecha  veinte  y  dos  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  consignando  como  hechos :  Primero :  que  no 
le  constaba  la  certeza  del  de  ese  número  de  la  demftn- 
da  y  en  cuanto  al  segundo  era  una  consideración  que 
no  cabía  en  el  orden  de  los  hechos  y  por  consiguiente  no 
la  aceptaba.  Segundo :  ique  el  teicer  hecho  de  la  deman- 
da era  cierto  solo  en  cuanto  afirmaba  que  su  represen- 
tado era  el  inquilino  de  parte  de  la  casa  Obrapía  y  Mer- 
caderes. Tercero:  que  niega  el  hecho  cuarto  de  la  de- 
manda. Que  su  representado  tiene  en  arrendamiento 
parte  de  la  casa  calle  de  Obrapía  número  diez  y  seis  es- 
quina é  Mercaderes,  según  escritura  pública  de  veinte 
y  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
otorgada  ante  el  notario  de  esta  ciudad  Ledo.  Alfredo 
Villageliú,  inscripta  en  eH  Registro  de  la  Propiedad  de 
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esta  capital  al  folio  ciento  setenta  y  seis,  tomo  quinien- 
tos treinta  y  tres,  finca  número  mil  setecientos  ochenta 
y  nueve,  inscripción  doce.  Que  en  esa  escritura  por  el 
patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la  Puerta 
que  á  la  sazón  lo  era  el  Sr.  iiabriel  de  Castellón  de  Pe* 
droso  y  Cárdenas,  se  estipuló  en  la  cláusula  segunda 
que  el  arrendamiento  sería  por  seis  años  á  contar  desde- 
el  primero  de  Noviembre  del  propio  año  prorrogable  á 
otros  seis  años  más  á  valimtad  del  inquilino,  y  por  la 
cláusula  tercera  que  el  precio  del  arrendamiento  sería 
de  doscientos  cuatro  pesos  oro  del  cuño  español  cada 
mes  durante  el  término  del  contrato  y  su  prórroga. 
Quinto:  que  la  cláusula  décima  de  dicha  escritura  se 
convino  igualmente  entre  las  partes  contratantes  que  ef 
arrendatario  Don  Benito  Alvarez  abonara  mensuajlmen- 
te  por  cuenta  del  alquiler  estipulado  á  Don  José  de  la 
Campa  ó  á  su  apoderado  Don  Juan  José  Domínguez  la 
suma  de  ochenta  y  siete  pesos  treinta  y  cinco  centavos 
oro  todos  los  meses  como  intereses  de  la  hipoteca,  digo, 
deuda,  contraída  por  el  patrono  á  favor  de  Don  Manuel 
Alvarez  y  Fernández  de  quien  es  cesionario  el  expresa- 
do Don  José  Campa  por  ocho  mil  setecientos  treinta  y 
cinco  pesos  oro;  cuya  obligación  ratifica  expresamente^ 
el  inquilino  en  la  cláusula  catorce  de  dicha  escritura. 
Sexto  que  por  otra  escritura  de  veinte  y  nueve  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  ante  el  pro- 
pio notario  Tjcdo.  Alfredo  Villageliú,  el  Sr.  Ricardo 
Armenteros  y  Ovando  recibió  del  Sr.  Dr.  Francisco' 
Quesada  y  Correa,  en  calidad  de  préstamo,  la  suma  de 
un  mil  pesos  oro  español,  la  misma  que  se  obligó  á  pa- 
gar en  cinco  mensualidades  de  é  doscientos  pesos  en  oro 
cada  una  á  contar  desde  que  el  deudor  en  su  calidad  de- 
representante  de  su  hijo  Don  Arturo  Armenteros  to- 
mase posesión  del  patronato  de  la  Obrapía  mandada 
fundar  por  Don  Martín  Calvo  de  la  Puerta,  es  decir, 
que  el  Gobierno  General  aceptara  la  posesión  y  e)l  patro- 
nato cobrara  sin  dificultad  legal  los  alquileres.  Sépti- 
mo :  que  por  la  cláusula  tercera  de  la  escritura  relacio- 
nada en  el  párrafo  anterior  el  deudor  cedió  al  «creedor 
los  alquileres  que  mensualmente  abona  su  representada 
por  la  casa  Obrapía  y  Mercaderes,  consignando  con 
error  que  esos  alquileres  eran  de  doscientos  pesos  cada 
mes,  por  cuyo  motivo  cedía  cinco  mensualidades;  pero 
agregando  en  la  cláusula  segunda  que  si  cuando  llegara 
la  toma  de  posesión  del  patrono  Sr.  Armenteros  el  in- 
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t^uilino  Sr.  Alvarez  abonara  menos  alquiler  tie  enten- 
derían cedidas  las  rentas  óxi  mismo  inmneUe  hasta 
completar  los  doscientos  pesos  mensuales  sin  que  el  deu- 
dor tenga  derecho  á  percibir  alquiler  hasta  túito  que  al 
acreedor  no  se  le  hubieran  cubierto  las  mesadas  de  dos- 
cientos pesos  cedidas.  Octavo :  que  esta  cesión  le  fué  no- 
tificada á  su  representado  en  ckiez  y  siete  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  s^ún  oonsta  de  la  cé- 
dula que  acompaña^  pero  el  inquilino  no  pudo  aceptarla 
y  no  la  acepta  por  las  razones  que  consignA  en  el  acto 
relativas  entre  otras  á  la  forma  de  pago  y  i  no  estar  el 
Sr.  Armenteros  en  posesión  del  cargo.  Noveno:  que 
posteriormente  en  la  Gaceta  de  la  Habana  corres- 
pondiente al  día  diez  y  nueve  de  Agosto  último  se  pu- 
blicó el  nombramiento  del  Sr.  Armenteros  hecho  por  el 
Gobernador  Militar  de  patrono  de  la  Obrapía  de  Mar- 
tín Calvo  de  'la  Puerta,  y  con  fecha  treinta  y  uno  dei 
propio  mes  de  Agosto  último  el  notario  Sr.  Yillageliú 
volvió  á  notificar  al  inquilino  la  cesión  que  entraña  la 
escritura  de  veinte  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  haciendo  constar  su  representa- 
do que  la  aceptaba,  pero  solo  mediante  la  obligación  Ae 
pagar  mensualmente  la  suma  de  ciento  diez  y  seis  pe- 
flos  sesenta  y  cinco  centavos  oro  que  es  lo  que  corres- 
ponde percibir  al  patrono  por  el  alquiler  de  la  casa, 
pues  la  diferencia  hasta  el  complete  de  doscientos  cua- 
tro pesos  oro  que  im*porta  el  alquiler  mensuai  lo  satis- 
face á  Don  Juan  José  Domínguez  como  réditos  men- 
suales de  una  hipoteca  que  grava  dicha  casa  conforme 
á  lo  convenido  en  la  escritura  de  arrendamiento.  Déci- 
mo :  que  por  consecuencia  de  la  anterior  manifestación 
su  repi^esentedo  ha  pagado  al  cesionario  Don  Francisco 
de  Quesada  los  alquileres  de  Agosto  y  Septiembre  úl- 
timos según  los  dos  recibos  que  acompaña  como  seguirá 
haciendo  hasta  completar  el  pago  de  la  simia  cedida, 
ñor  lo  cual  no  era  cierto  que  esté  adeudando  al  Sr.  Ar- 
menteros los  alquileres  que  reclama;  y  en  la  misma 
forma  ha  pagado  dichos  alquileres  á  los  anteriores  pa- 
tronos según  consta  de  los  recibos  suscritos  por  ei  li- 
cenciado Francisco  Eodríguez  Ecay  y  Dr.  Hugo  Ro- 
bert  que  igualmente  acompaña  así  como  una  carta  de 
este  último  cediendo  al  demandante  los  créditos  activos 
y  pasivos  de  dicha  Obrapía  en  fecha  primero  de  Sep- 
tiembre último,  y  termina  suplicando  se  tuviera  por* 
j^resentacto  con  el  testimonio  de  poder  copia  de  'la  escn- 
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tura  de  arrendamiento^  recibo  de  alquileres  del  mes  de 
Junio  suscrito  por  el  patrón  H.  Bobers^  carta  que  éste 

.  le  dirigió  cediendo  los  créditos  activos  y  pasivos  de  la 
Obrapía,  dos  recibos  de  los  alquileres  de  Agosto  y  Sep- 
tiembre suscritos  por  el  Dr.  Francisco  de  Quesada,  otro 
ó  liquidación  del  que  también  fué  patrono  Ldo.  Fran- 
cisco Eodríguez  Ecay  y  la  cédula  de  notificación  de  la 
cesión  y  pidiendo  que  mediante  la  excepción  de  pago 
•^que  alegaba  se  le  absolviera  de  la  demanda  con  las  costas 
á  cargo  del  actor.  El  interrogatorio  número  uno,  á  te- 
nor dd  que  declaró  el  testigo  Don  Francisco  Bodríguez 
Ecay,  patrono  anterior  gubraiativo  y  reconoció  la  liqui- 
dación y  recibo  de  fojas  treinta  y  seis  referente  á  los 
alquileres  y  Don  Hugo  Eobert,  también  patrono  ante- 
rior y  lo  hizo  por  el  número  dos  del  recibo  de  alquileres 
fojas  treinta  v  dos  y  carta  de  cesión  de  la  treinta  y  cin- 
co, conviniendo  ambos  en  que  al  cobrar  lo  hacían  solo 
de  lo  que  correspondía  después  de  rebajar  para  los  ré- 
ditos de  la  hipoteca  que  X)e8aba  sobre  la  casa  y  también 
^por  el  interrogatorio  número  tres  declaró  él  1?ratigo  Don 
Francisco  Quesada  ser  cierto  que  Don  Bicaido  le  oedió 
"Cinco  mensualidades  de  alquileres  que  debía  satisfacer 
Don  Benito  Alvarez,  los  que  comenzó  á  cobrar  en  el  mes 
de  Affosto  inclusive  del  año  próximo  pasado  por  haber 
sido  reconocido  Armenteros  en  representación  de  su  hi- 
jo menor  Don  Arturo,  por  el  Gobierno,  como  patrono  de 
la  Obrapía,  y  reconoció  como  suyos  los  recibos  de  trein- 
ta y  uno  de  Agosto  y  treinta  de  Septiembre  ascenden- 
tes á  ciento  diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  centavos  ca- 
da uno  á  favor  de  Don  Benito  Alvarez  por  el  alquiler  en 
e&os  meses  de  la  parte  que  ocupa  en  la  casa  de  que  se 
trata  y  los  que  percibió  como  cesionario  de  Armenteros ; 
•que  la  sentencia  inserta  quedó  ejecutoriada  por  no  ha- 
berse interpuesto  contra  ella  recurso  alguno  legal,  y 
que  toda  la  prueba  promovida  por  el  demandado  Don 
Benito  Alvarez  fué  practicada  con  citación  del  actor,  y 
'que  á  instancia  del  actor  fueron  desglosados  los  docu- 
mentos que  acompañó  á  la  demanda. 

Decimoquinto.  Besultando  que  como  más  i;)rueba 
del  demandado  Don  Benito  Alvarez,  el  Secretario  del 
Juzgado  municipal  del  Este  certificó  á  fojas  ciento 
treinta  y  siete  y  ciento  treinta  y  ocho  la  demanda  de 
•conciliación  que  con  fecha  diez  y  siete  de  Junio  de  mi) 

■  -ochocientos  noveníta  y  ocho  estableció  Don  Bicardo  Ar- 
jnenteros,  patrono  propietario  de  la  Obrapía  de  Martín 
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Cadvo  de  la  Puerta  en  repreBentaoión  de  en  menor  üijo 
Don  Arturo,  contra  Don  Benito  Alvarez,  ferretero,  ve- 
cino de  ia  casa  calle  de  Obra-pía  número  diez  y  seis  pa- 
ra que  se  prestara  á  desailojar  y  entregar  el  local  abo- 
nando mientras  tanto  el  alquiler  estipulado  de  dos- 
cientos cuatro  pesos;  otra  demanda  verbal  que  contra 
el  propio  demandado  estableció  en  primero  de  Julio  del 
mismo  año  en  cobro  del  alquiler  vencido  el  día  anterior 
de  dicha  casa  sin  perjuicio  de  loe  derechos  adquiridos 
por  la  de  conciliación  que  le  tenía  establecido. 

Decimosexto.  Eesultando  que  como  más  prueba 
del  demandado  que  efl  mismo  Secretario  del  Juzgado 
municipal  del  Este  de  fojas  ciento  cuarenta  y  una  á  la 
ciento  sesenta  y  dos  certificó  que  en  cuaderno  de  pape- 
letas de  concrliajción  del  año  mil  novecientos  consta  la 
que  en  fecha  veinte  y  cinco  de  Agosto  estableció  el  pa- 
trono de  la  Obrapía  Don  Eicardo  Castellón  de  Armen- 
teros  durante  la  menor  edad  de  eu  hijo  Don  Arturo 
contra  Don  Benito  Alvarez  para  que  se  preste  á  desalo- 
jar la  casa  Obrapía  diez  y  seis,  toda  vez  que  ge  propone 
habitarla  como  patrono;  que  en  el  mismo  cuaderno 
consta  el  acta  de  conciliación  intentada  en  veinte  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos  por  Armenteroe 
con  Alvarez  Tabaree  con  el  objeto  antes  expresado,  á  la 
que  no  concurrió  éste;  que  en  el  expediente  de  consig- 
naciones consta  la  verificada  en  catorce  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno  por  Don  Benito  Alvarez  Tabares,  veci- 
no de  Mercaderes  diez  y  seis  y  medio,  de  la  suma  de 
ciento  diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  centavos  impor- 
to del  alciuiler  vencido  en  treinta  y  uno  del  mes  ante- 
rior de  dicha  casa,  ó  sea  la  parte  que  tiene  arrendada  y 
que  debe  pagar  á  Don  Ricaido  Armenteros  como  padre 
legítimo  de  su  menor  hijo,  patrono  de  la  Obrapía,  sien- 
do arrendatario  de  k  parte  baja  de  la  referida  casa  que 
tiene  por  la  parte  de  Obrapía  diez  y  seis,  expresando  la 
forma  en  que  verifica  el  pago  del  arrendamiento,  cuya 
suma  se  tuvo  por  consignada,  cuya  consignación  se  hi- 
zo «aber  al  Sr.  Armenteros ;  que  en  dos  de  Julio  de  mil 
novecientos  uno  conupareció  en  el  Juzgado  Don  Ricardo 
Armenteros  y  solicitó  se  declarase  mal  hecha  la  consig- 
nación por  no  haberse  acreditado  el  ofrecimiento  n\  el 
anuncio  de  la  consignación ;  que  en  cuatro  de  Julio  se 
dictó  auto  declarando  bien  hecha  la  consignación,  por 
lo  que  el  Sr.  Armenteros  se  prestó  á  recibir  te  cantidad 
y  le  fué  entregada  previo  pago  de  las  costas ;  que  por  ac- 
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tas  áe  trece  de  Julio  de  mil  novecientoe  uno  y  trece  de 
Agosto  y  catorce  de  Septiembre  del  mismo  año^  Don 
Benito  Alvarez  y  Tabares  consignó  las  sumas  de  ciento 
diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  centavos^  importe  de 
los  alquileres  vencidos  en  treinta  de  Junio^  treinta  y 
uno  de  Julio  y  treinta  y  uno  de  Agosto  para  que  se 
ofreciera  al  Sr.  Armenteros  como  padre  legitimo  de  su 
menor  hijo^  reproduciendo  todos  los  antecedentes  que 
consignó  en  la  del  catorce  de  Junio  anterior  la  que  se 
tuvo  por  exhibida  y  como  en  la  misma  fecha  de  las  dos 
primeras  compareció  el  Sr.  Armenteros  expresando  no 
tenía  inconveniente  en  recibirlas  y  le  fueron  entrega- 
das las  cantidades  consignadas  á  excepción  de  le  últi- 
ma que  tuvo  lugar  á  Don  Alfredo  Zayas  como  apodera- 
do de  Don  Ricaói^o  Armenteros. 

Decimoséptimo.  Besultando  que  vencido  el  térmi- 
no de  prueba  se  unió  á  los  autos  la  practicada  y  se  hizo 
saber  á  las  partes,  fojas  setenta  y  dos,  y  mandados  en- 
tregar para  conclusión  á  las  partes,  evacuaron  ed^  trá- 
mite por  los  escritos  fojas  ciento  sesenta  y  seis,  ciento 
setenta  y  tres  y  ciento  setenta  y  siete,  y  por  la  providen- 
cia de  fojas  ciento  setenta  y  ocho  se  tuvieron  por  con- 
clusos los  autos  y  se  mandaron  traer  á  la  vista  para 
sentencia  con  citación  de  las  partes. 

Resolución  rIdcurbida: 

Décimooctavo.  Resultando  que  la  sentencia  re- 
currida en  su  parte  dispositiva  y  resolviendo  el  pleito 
confirma  la  de  primera  instancia,  que  en  su  oportuni- 
dad fué  apelada,  con  las  costas  del  recurso  á  cargo  de 
la  parte  apelante,  sin  declaratoria  de  temeridad  á  los 
efectos  de  la  Orden  número  tres  de  mil  novecientos 
uno;  y  la  de  primera  instancia  de  fecha  veinte  y  tres 
de  Febrero  último,  á  su  vez,  declaró  sin  lugar  la  deman- 
da establecida  por  Ricardo  Armenteros,  como  represeil- 
tante  de  su  menor  hijo  Arturo,  patrono  de  la  Obrapía 
que  mandó  fundar  Martín  Calvo  de  la  Puerta,  absol- 
viendo de  ella  4  Benito  Alvarez  y  Gabriel  Pedroso,  con 
imposición  de  costas  al  actor,  sin  declaración  de  teme- 
ridad ó  mala  fe. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación  :  i 

Decimonoveno.  Resultando  que  contra  la  referida 
sentencia  el  demandante  ya  expresado  interpuso  recurr 
80  de  casación  por  infracción  de  ley,  fundándose  en  los 
números  séptimo  y  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
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noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  oonsignan* 
do  al  efecto  los  siguientes :  Cuarto :  "Estimo  que  ha  habi- 
.do  infracción  de  ley  en  la  sentencia  de  que  recurro;  en  el 
•conoepto  de  haber  apreciado  con  evidente  error  de  he- 
cho la  Sala  sentenciadora  las  pruebas  documentales 
.obrantes  en  las  actuaciones  de  este  pleito  que  es  uno  de 
los  motivos  de  casación  indicados  en  el  número  sépti- 
mo del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
•  Enjuiciamiento  Civil.  En  efecto,  el  Juez  de  primera 
instancia  declaró  sin  lugar  esta  demanda  por  su  fallo 
de  veinte  de  Febrero  Mtimo  y  como  primordial  razón 
•para  hacerlo  así  expuso  que  el  actor  había  consentido 
*^el  contrato  de  arrendamiento  de  la  casa  Obrapía  nú- 
mero diez  y  seis  bien  percibiendo  sin  protesta  de  nin- 
guna clase  la  renta  estipulada  con  el  arrendador  el  an- 
terior patrono,  según  aparece  del  recibo  que  obra  á  fo- 
jas ciento  doce,  bien  cediendo  á  un  tercero  sus  derechos 
á  percibir,  para  solventar  una  deuda  cierto  número  de 
-alquileres'\  Esta  Sala  no  solo  ha  aceptado  los  fuinda- 
mentos  del  fallo  del  Juzgado  de  p^mera  instancia,  sino 
que  calificando  la  supuesta  aceptación  por  el  actor  del 
contrato  de  arrendamiento,  como  suficiente  á  resolver 
el  litigio,  díoe  que  en  el  escrito  de  réplica,  ratificado 
por  el  de  conclusión  se  acepta  el  hecho  sexto  de  la  con- 
testación á  la  deniáiflía  "relativo  á  que  el  Sr.  Armente- 
ros  requirió  al  Sr.  Alvarez  para  que  se  entendiera  con 
él  en  el  pago  de  los  alquileres  convenidos  en  dicho  con- 
trato, y  porque  en  los  recibos  de  fojas  cuarenta  y  siete, 
cuarenta  y  ocho  y  cuarenta  y  nueve  el  referido  Armen- 
teros,  percibe  los  correspondientes  á  Febrero,  Marzo  y 
Abril  de  mil  novecientos  uno  y  si  bien  lo  hace  sin  per- 
juicio de  un  pleito  que  sigue  en  el  Juzgado  Norte,  ese 
pleito  no  es  el  de  autos".  En  esas  apreciaciones  del  Juz- 
gado y  de  ía  Sala  hay  evidentemente  error  de  hedió  y 
resulta  éste  de  documentos  auténticos  que  lo  demues- 
tran.— A.  Según  la  escritura  de  arrendamiento  otorga- 
da en  veinticinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cinco  ante  Alfredo  ViJlageliú  y  que  testimoniada 
obra  en  autos,  el  arrendatario  debe  abonar  como  alqui- 
ler la  cantidad  de  doscientos  cuatro  pesos  mensuailes 
(cláusula  tercera)  con  la  obligación  de  entregar  todos 
los  meses  al  Sr.  José  Campa  ó  á  su  apoderado  ochenta 
y  siete  pesos  cincuenta  centavos  intereses  de  cierto  eré- 
dito  por  cuenta  de  aquel  alquiler;  y  de  todos,  absoluta- 
mente de  todos  los  documentos  traídos  al  pleito  para 
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justificar  cobro,  de  alquileres  realizados  por  mi  poder- 
dante, resuilta  que  cuando  no  ha  percibido  ó  reclamado 
la  suma  de  doscientos  cuatro  pesos  mensuales  y  ha  re- 
cibido la  de  ciento  diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  cen- 
tavos lo  ha  hecho  en  protesta  de  derecho  que  le  asiste 
para  no  reconocer  ese  contrato  de  arrendamiento. — B. 
El  recibo  de  fojas  ciento  doce  se  limita  á  expresar  que 
el  Sr.  Bicardo  Armenteros  recibe  del  Sr.  Benito  Alva- 
rez  doscientos  cuatro  pesos  por  el  alquiler  de  la  casa 
que  ocupa  de  la  calle  Obrapía  diez  y  seis,  pero  no  men- 
ciona contrato  alguno  ni  en  él  se  hace  la  deducción  á 
que  la  escritura  de  arrendamiento  obligaba  al  arrenda- 
tario, de  modo  que  lo  que  aparece  de  ese  documento  es 
lo  contrario  de  lo  que  indica  el  primer  considerando  de 
la  sentencia  del  Juzgado  inferior. — C.  Los  documento* 
relativos  á  la  cesión  aíl  doctor  Francisco  Quesada,  bien 
claramente  demuestran  que  no  se  ajusta  al  contrato  de 
arrendamiento,  pues  en  ellos  se  hacen  referencias  á  me- 
sadas de  doscientos  pesos  y  según  la  escritura  la  parte 
de  alquiler  de  que  podía  disponer  el  patrono  era  tan 
solo  de  ciento  diez  y  seis  pesos  sesenta  y  cinco  centavos. 
— D.  El  hecho  sexto  de  la  contestación  á  la  demanda  ha 
sido  aceptado  por  mí,  en  la  réplica  y  en  el  escrito  de 
coDcdusión,  pero  ese  hecho  sexto  no  dice  lo  que  la  sen^ 
iencia  de  esta  Sala  supone  y  que  varía  por  completo  su 
tenor  y  significado,  ik  sentencia  asevera  que  el  hecho 
sexto  de  la  contestación  se  refiere  A  requerimientos  rea- 
lizados por  Armenteros  para  que  Alvarez  se  entendie- 
ra con  él  en  el  pago  de  los  alquileres  ^'convenidos  en 
dicho  contrato*'  y  es  lo  cierto  que  la  frase  "convenidos 
en  dicho  contrato'*  no  se  encuentra  en  el  citado  hecho, 
y  ha  sido  supuesta  por  la  Sala.  He  aceptado  el  hecho 
sexto  de  la  contestación,  porque  es  verdad  que  al  ser 
nombrado  patrono  el  menor  Armenteros  y  Peñalver,  su 
señor  padre  requirió  al  Sr.  Alvarez  para  que  con  él  se 
entendiera  en  el  pago  de  alquileres,  pero  no  he  acepta- 
do que  fuesen  esos  alquileres  los  convenidos  en  el  con- 
trato de  arrendamiento,  y  antes  al  contrario  he  nega- 
do expresamente  el  hecho  séptimo  de  la  misma  contes- 
tación que  concretamente  afirma  la  aceptación  de  mí 
cliente  de  esa  escritura  de  arrendamiento. — E.  Es  ver- 
dad, como  lo  hace  notar  la  sentencia  de  esta  Sala  que 
loe  recibos  de  fojas  cuarenta  y  siete,  cuarenta  y  ocho  y 
cuarenta  y  nueve  se  refieren  á  un  pleito  seguido  por  Ar- 
menteros contra  Alvarez  y  que  no  es  el  présbite,   pero 
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también  es  verdad  y  al  notarlo  la  Saia  incurre  en  error 
de  hecho,  que  aún  con  referencia  á  ese  otro  pleito,  hace 
constar  Armenteros  en  el  documento  número  catorce 
que  otorga  el  recibo,  atenido  Alvarez  á  los  resultados  del 
pleito  en  cuanto  á  la  eficacia  del  contrato.  De  modo  que 
no  es  posible  derivar  de  ese  recibo  una  aceptación  de 
tal  contrato. — F.  Al  cometer  esta  Sala  error  de  hecho 
en  la  apreciación  de  los  documentos  indicados,  y  en  Iob 
conceptos  explicados,  ha  infringido  el  artículo  mil  dos- 
cientos cincuenta  y  cuatro  del  Código  Civil  toda  vez 
que  se  da  por  existente  un  contrato  sin  consentimiento 
de  una  de  las  partes;  artículos  mil  doscientos  ochenta 
y  uno  y  mil  doscientos  ochenta  y  dos  del  miemo  Código^ 
porque  no  se  atiene  la  Sala  al  tenor  literail  de  loe  docu- 
mentos obrantes  en  autos,  ni  juzga  debidamente  la  in- 
tención de  las  partes  por  eus  actos  posteriores  al  contra- 
to el  artículo  mil  doscientoe  ochenta  y  ocho  del  propio 
Código,  porque  á  loe  documentos  privados  se  les  da  in- 
terpretación distinta  de  lo  que  de  ellos  aparece  con  toda 
claridad ;  el  artículo  mil  doscientos  treinta  y  tres  dd  ci- 
tado Código,  porque  se  acepta  una  parte  de  mis  mani- 
festaciones en  escritos  de  autos,  como  equivalentes  á 
confesión  judicial,  haciendo  caso  omiso  de  otra  parte 
que  hasta  contradice  lo  que  se  pretende  haberlo  sido  por 
mí.  Quinto:  autorizado  por  los  preceptos  legales  ya  ci- 
tados, fundo  también  un  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  en  el  número  primero  del  citado  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  pbT  lo  que  estimo  cometido  de  los  artículos  cua- 
trocientos setenta  y  uno,  cuatrocientos  ochenta,  qui- 
lüentos  trece  y  quinientos  veinte  y  dos  del  Código,  por 
no  aplicación  de  los  dos  primeros  en  el  concepto  de  de- 
terminar ellos  los  derechos  de  mi  poderdante  cómo  usu- 
fructuario de  la  casa  Obrapía  número  diez  y  seis  y  por 
indebida  aplicación  é  interpretación  errónea  los  dos  úl- 
timos, por  cuanto  se  pretende  en  la  sentencia  que  á  te- 
nor de  estos  preceptos  no  es  dable  suponer  el  usufruc- 
to concluido  respecto  al  anterior  patrono  de  la  Obrapía 
y  se  hace  aplicación  de  los  mismos  para  dejar  de  apli- 
car los  dos  ya  mencionados  cuatrocientos  setenta  y  uno 
y  cuatrocientos  ochenta". 

Vigésimo.  Eesultando  que  admitido  el  recurso  in- 
terpuesto, por  auto  de  fecha  diez  de  Septiembre  últi- 
mo, y  elevados  los  autos  se  personaron  en  este  Tribunal 
Supremo,  el  procurador  Antonio  Arjona  á  nombre  del 
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recurrente  Bicardo  Armenterofl^  con  la  representación 
de  eu  menor  hijo,  conforme  Ta  ya  expresado,  y  el  de 
igual  dase  Juan  Mayorga,  á  nombre  de  Benito  Alvarez 
y  Tabares ;  tramitándose  el  recurso  en  legal  forma  y  ce- 
lebrándose la  vista  del  mismo  el  día  treinta  de  Octubre 
último,  con  asistencia  de  los  Letrados  de  ambas  partes 
personadas,  sosteniendo  el  recurso  el  de  la  promovente, 
é  imfpugnándolo  el  de  la  no  recurrente. 

Decisión  del  rrcürso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Sevilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  la  primera  cuestión 
que  importa  examinar  para  los  efectos  de  la  casación  de 
este  litigio,  es  la  de  si  el  demandante,  con  anterioridad 
á  la  promoción  de  aquel,  aceptó  de  hecho  el  contrato  de 
arrendamiento,  cuya  resolución  ha  solicitado  en  su  de- 
manda; pues,  de  mantenerse  la  afirmativa  respecto  á 
dicho  particular,  carece  de  objeto  el  apreciar  la  inter- 
pretación de  los  preceptos  legales  que  el  recurrente  ci- 
ta como  infringidos  en  el  motivo  quinto  de  su  recurso, 
relacionados  con  la  efectividad  del  derecho  que  recla- 
ma, y  de  cuya  recta  ó  equivocada  aplicación  solo  podría 
tratarse  cuando  no  hubiese  mediado  la  circunstancia  de 
que  se  hace  mérito  en  primer  término  en  este  párrafo. 

Segundo.  Considerando  que  á  dicho  respecto,  cual- 
quiera que  sea  la  oportunidad  de  'las  razones  consigna- 
das en  la  sentencia,  en  orden  á  la  apreciación  de  la 
prueba  practicada  en  eil  pleito,  siempre  resulta  induda- 
blemente demostrado  en  el  mismo:  que  el  actor  perci- 
bió del  demandado  en  tres  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  seis,  con  el  carácter  con  que  ha  compare- 
cido á  promover  la  demanda,  la  cantidad  de  doscientos 
cuatro  pesos  en  concepto  de  renta  de  la  casa  Obrapía 
número  diez  y  seis,  que  es  él  alquiler  que  fija  para  di- 
cho inmueble  el  contrato  cuya  resolución  ahora  se  pre- 
tende; que  cedió  después  á  un  acreedor  el  derecho  á 
percibir  defl  inquilino,  hoy  demandado,  ciertas  cantida- 
des para  cubrir  con  ellas  el  importe  de  su  acreencia ; 
que  estableció  posteriormente  un  pleito  también  contra 
el  inquilino  demandado,  en  reclamación  de  alquileres 
valorados  en  la  forma  expresada,  y,  por  último,  que 
percibió  cantidades  de  menor  importancia  por  el  propio 
concepto,  reservándose  siempre  sus  derechos  reclama- 
dos en  dicho  pleito,  todo  ello  sin  invocar  la  existencia 
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de  otro  contrato  de  arrendamiento  posterior  á  aquel  cu- 
ya resolución  ahora  se  procura;  lo  cual  demuestra  que 
el  actor  reconoció  la  existencia  del  contrato  contra  el 
cual  hoy  gestiona  y  aceptó  el  mismo,  y  como  quiera  que 
en  el  pleito  de  que  ahora  se  trata  persigue  la  resolución 
del  expresado  contrato,  es  visto  que  va  contra  sus  pro- 
pios actos;  lo  cual  no  le  es  dable  hacer  sin  contrariar  el 
principio  de  derecho  que  consagra  la  jurisprudencia  en 
materia  de  contratación  y  que  prohibe  semejante  con- 
ducta. 

Tercero.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin 
lugar  un  recurso,  las  costas  deben  imponerse  al  recu- 
rrente, según  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mií  ochocientos  noventa  y  nueve. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaraanoe  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  á  que  se  contrae  esta  sen- 
tencia con  las  costas  á  cargo  del  recurrente;  comuni- 
qúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos^ 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. —  Carlos  Sevilla.  —  Rafael  Maydagán.  —  J.  M. 
Aguirre. 

Inf.  ley.— Sent.  66.-  18  de  Noviembre.— Sentencia  con* 

gruente.  (Oac,  Mayo 26 ^  1904.,) 

I>OCTRINA:  La  sentencia  que  declara  con 
lugar  la  demanda  y  condena  al  demandado  de 
acuerdo  con  aquélla  desestimando  las  excepciones 
opuestas  por  étte,  es  congruente  y  resuelve  acerca 
de  los  particulares  discutidos  en  el  pleito. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  doctrina  legal,  interpuesto  por  el  Ayuntamiento 
de  esta  ciudad,  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  de 
Julio  úlimo  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantia 
promovido  en  el  Juzgado  de  Primera  instancia  del  Oes- 
te por  la  Sociedad  de  C.  Torres  y  C*  del  comercio  de 
esta  plaza  contra  la  citada  Corporación  municipal  en  co- 
bro de  pesos. 

Primero.  Resultando  que  en  la  referida  sentencia  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  se  aceptan  los  diez  y  seia 
Resultandos  que  á  continuación  se  transcriben. 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  el  Procurador  Llama  fun- 
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da  la  demanda  en  los  hechos  siguientes:  Primero:  que 
la  sucesión  de  C.  Torres  y  C*  del  comercio  de  esta  plaza, 
suministró  al  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  y  término 
Municipal  durante  los  años  económicos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  á  mil  ochocientos  noventa  y  siete 
y  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho,  en  concepto  de  contratista  los  efectos 
de  ferretería  que  fueron  necesarios  para  las  dependen- 
cias ó  establecimientos  municipales.  Segundo :  que  según 
lo  acredita  con  el  docimiento  público  que  presenta,  el 
Ayuntamiento  de  la  Habana  debía  pagar  por  los  anterio*. 
res  conceptos  en  veintidós  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  á  la  Socieadd  Mercantil  de  C.  Torres  y' 
C*  la  cantidad  de  cuarenta  y  un  mil  trescientos  noventa 
y  cinco  pesos  treinta  y  ocho  centavos  oro,  en  la  forma  y 
por  los  conceptos  que  expresan  las  siguientes  partidas. — 
A.  Por  el  pagaré  emitido  en  diez  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  á  vencer  en  treinta  y  uno  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  cinco  mil  qui- 
nientos pesos.  B.  Por  el  pagaré  emitido  en  diez  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  á  vencer  en 
treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
cinco  mil  quinientos  pesos.  C.  Por  el  pagaré  emitido  en 
diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  á 
vencer  en  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  cinco  mil  quinientos  pesos.  D.  Por  el  pa- 
garé emitido  en  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete  á  vencer  en  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  cinco  mil  quinientos  pesos 
E.  Por  el  pagaré  emitido  en  diez  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete  á  vencer  en  treinta  y  uno  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cinco  mil 
quinientos  pesos.  F.  Por  el  pagaré  emitido  en  diez  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  vencer 
en  treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  cinco  mil  ciento  veinte  pesos  noventa  y  cuatro 
centavos.  G.  Por  efectos  suministrados  en  el  mes  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  dos  mil  tres- 
cientos diez  y  nueve  pesos  noventa  y  cinco  centavos.  H. 
Por  efectos  suministrados  en  el  mes  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  mil  novecientos  ochenta  y 
cinco  pesos  cinco  centavos.  I.  Por  efectos  suministrados 
en  el  mes  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  oclio, 
mil  setecientos  cincuenta  y  tres  pesos  ochenta  y  ocho 
centavos.  J.  Por  efectos  suministrados  en  el  mes  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  mil  cuatro- 
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cientos  quince  pesos  sesenta  y  cinco  centavos.  K.  Por 
efectos  suministrados  en  el  mes  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho,  mil  doscientos  noventa  y  nue- 
ve pesos  noventa  y  un  centavos. —  Total:  Cuarenta  y 
un  mil  trescientos  noventa  y  cinco  pesos  treinta  y  ocho 
centavos.  Tercero :  que  acompaña  con  los  números  dos, 
tres  y  cuatro  los  pagarés  que  vencieron  en  treinta  de 
Septiembre  y  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocien^ 
tos  noventa  y  ocho  y  respecto  del  pagaré  vencido  en 
treinta  y  uno  de  Julio  del  mismo  año,  acompaña  una 
certiñcación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  expedi- 
da en  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa,  en 
la  que  se  hace  cofustar  que  se  instruyó  en  el  Ayuntamien- 
to un  expediente  á  solicitud  de  sus  poderdantes  para 
hacer  constar  que  este  pagaré  se  había  extraviado  y  para 
que  se  expdiera  un  duplicado,  el  cual  no  expidió  la  Cor- 
poración, si  bien  hizo  constar  que  en  la  fecha  de  ese  do- 
cumento público,  número  cuatro,  ese  pagaré  estaba  aún 
pendiente  de  pago,  que  no  acompaña  los  pagarés  venci- 
dos en  treinta  y  uno  de  los  meses  de  Enero,  Marzo  y 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  porque  fue- 
ron pagados  merced  á  las  oportunas  gestiones  de  su  re- 
presentado, como  créditos  posteriores  á  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  por  la 
Corporación  Municipal:  que  en  cuanto  á  las  facturas 
de  las  cuentas  de  los  efectos  suministrados  en  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  á  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  las  retuvo  la  Contaduría  Munici- 
pal, cuando  la  Secretaría  expidió  á  su  poderdante  el  do- 
cumento público  que  acompaña  con  el  número  uno. 
Cuarto :  que  como  la  Corparación  municipal  satisfizo  los 
tres  pagarés  vencidos  en  treinta  y  uno  de  Enero,  treinta 
y  uno  de  Marzo  y  treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  que  suman  en  conjunto  diez  y  seis 
mil  quinientos  pesos  y  no  ha  satisfecho  después  un  solo 
céntimo  del  resto  de  la  cuenta  queda  debiendo  la  dife- 
rencia entre  los  diez  y  seis  mil  quinientos  pesos  y  los  cua- 
renta y  un  mil  trescientos  noventa  y  cinco  pesos  treinta 
y  ocho  centavos,  ó  sean  veinticinco  mil  doscientos  setenta 
y  cuatro  pesos  cuarenta  y  cuatro  centavos.  Quinto :  que 
no  obstante  los  requerimientos  y  protestas  que  se  han  he- 
cho para  hacer  efectivo  de  la  Corporación  Municipal  el 
importante  saldo  referido  en  el  anterior  fundamento  que 
debe  á  C.  Torres  y  C.*,  ha  sido  imposible  obtener  el  pago 
del  mismo.  Séptimo :  que  la  conducta  de  la  Corporación 
Municipal  resistiendo  á  dicho  pago  es  temeraria." 
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Tercero.  Besultando  que  con  la  demanda  ha  acom- 
pañado el  actor  además  del  testimonio  de  poder  que 
acredita  su  personería  los  documentos  siguientes:  Una 
certiñcación  expedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamien- 
to de  esta  capital  en  ventidos  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
cientos  noventa  y  ocho,  con  el  Visto  Bueno  del  Alcalde 
Municipal  en  la  que  se  hace  constar  que  á  D.  Claudio 
Torres  gerente  de  la  Sociedad  "C.  Torres  y  C.*''  se  le 
adeuda  por  efectos  de  ferretería  suministrados  en  el  año 
económico  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  á  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  y  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  vá  noventa  y' ocho  las  partidas  que  se  enumeran  en 
el  hecho  segundo  del  escrito  de  demanda,  que  hacen  un 
total  de  cuarenta  y  un  mil  trescientos  noventa  y  cinco 
pesos  treinta  y  ocho  centavos  oro.  Un  pagaré  otorgado 
por  el  Aynntamento  en  diez  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  á  favor  de  los  Sres.  C.  Torres  y 
C*  con  vencimiento  en  treinta  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  por  cinco  mil  quinientos  pe- 
sos en  oro  del  cuño  español  por  cuenta  de  su  crédito  co- 
mo contratista  de  efectos  de  ferretería  suministrados  á 
las  Dependencias  Municipales  hasta  treinta  y  uno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete.  Otro  pagaré 
otorgado  en  la  misma  fecha  que  el  anterior  con  venci- 
miento en  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  á  favor  de  dichos  señores  por  igual  canti- 
dad y  por  iguales  efectos  suministrados  hasta  veintinue- 
ve de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. 
Ambos  pagarés  tienen  á  su  pie  nota  de  haber  sido  pro- 
testados ante  el  Notario  D.  José  Ramírez  de  Arellano, 
el  primero,  en  primero  de  Octubre  de  mi  ochocientos  no- 
venta y  ocho  y^  el  segundo  en  dos  de  Diciembre  de  dicho 
año.  Y  una  certificación  expedida  en  treinta  de  Junio 
de  mil  novecientos  por  el  Secretario  de  este  Ayunta- 
miento con  el  Visto  Bueno  del  Alcalde  Municipal  de  la 
que  aparece:  que  el  Sr.  Claudio  Torres,  gerente  de  la 
Sociedad  C.  Torres  y  C.%  promovió  expediente  á  íin  de 
que  se  declarase  nulo  el  pagaré  otorgado  por  el  Ayun- 
tamiento en  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  siete  á  favor  de  dicha  Sociedad  por  valor  de  cinco 
mil  quinientos  pesos  con  vencimiento  en  treinta  y  uno  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  por  haberse 
extraviado,  y  que  se  expidiese  un  duplicado  de  ese  paga- 
ré ó  un  documento  que  acreditase  la  deuda  y  que  el  Ayun- 
tamiento acordó  de  conformidad  con  el  dictamen  emiti- 
do por  el  Letrado  Consultor,  á  saber,  que  no  era  posible 
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acceder  á  la  expedición  de  un  nuevo  pagaré,  pero  sí  de 
una  certificación  en  que  constase  que  fué  otorgado  y  que 
está  por  pagar  la  suma. que  representa  el  mismo/' 

Cuarto.  Eesultando  que  emplazado  el  Alcalde  Mu- 
nicipal en  representación  del  Ayuntamiento  se  personó 
el  Procurador  D.  Felipe  González  Serraín  en  nombre 
del  Sr.  llamón  Mesa  y  Suárez  Indán,  Síndico  de  la  Cor- 
poración, habiendo  sido  tenido  por, parte  y  mandándole 
contestar  la  demanda  dentro  del  término  legal/' 

Antecedentes  : 

Quinto.  Resultando  que  el  Procurador  González  Sa- 
rraín  contestó  la  demanda  pidiendo  que  se  declarase  sin 
lugar  por  carecer  la  Sociedad  actora  de  acción  para  re- 
clamar ante  los  Tribunales  de  Justicia  el  cobro  de  su 
crédito,  caso  de  justificarlo,  al  Ayuntamiento  actual  de 
la  ciudad  de  la  Habana  y  por  ser  el  Juzgado  incompeten- 
te para  ordenar  y  condenar  á  dicho  Ayuntamiento  al  pa- 
go de  una  cantidad  no  consignada  en  presupuesto." 

Sexto.  Resultando  que  el  Procurador  González  Sa- 
rraín  funda  su  contestación  á  la  demanda  en  los  hechos 
siguientes:  Primero:  que  ignora  el  hecho  primero  del 
escrito  de  demanda.  Segundo :  que  ignora  la  autenticidad 
que  niega  en  tanto  no  se  justifique,  de  los  documentos 
que  con  el  escrito  de  demanda  se  acompaña.  Tercero: 
que  es  un  hecho  evidente  que  las  obligaciones  cuyo  cum- 
plimiento se  exige  por  C.  Torres  y  C*  caso  de  ser  cier- 
tos, no  fueron  contraídas  por  el  actual  Ayuntamiento. 
Cuarto :  que  también  lo  es  que  los  Sres.  C.  Torres  y  C* 
no  han  solicitado  que  las  cantidades  que  dicen  adeudár- 
seles, seail  incluidas  en  el  presupuesto  al  olyeto  de  la 
distribución  de  fondos.  Quinto:  que  ni  contra  el  presu- 
puesto vigente,  ni  contra  el  anterior,  ni  contra  la  distri- 
bución de  fondos  han  entablado  los  actores  reclamación 
ni  recurso  de  ninguna  especie." 

Replica  : 

Séptimo.  Resultando  que  el  Procurador  Llama  fun- 
da la  réplica  en  los  hechos  siguientes:  Primero:  repro- 
duce los  de  la  demanda.  Segundo :  que  el  Ayuntamiento 
de  la  Habana  ha  reconocido  la  certeza  de  los  hechos  que 
son  origen  de  los  créditos  que  se  reclaman  en  este  pleito 
así  como  la  autenticidad  de  los  documentos  expedidos 
por  razón  de  esos  créditos.  Tercero :  que  el  Ayuntamien- 
to de  la  Habana  ha  pagado  una  parte  de  esos  mismos 
créditos  ó  sean  los  pagarés  vencidos  en  treinta  y  uno  de 
Enero  é  iguales  días  de  Marzo  y  Mayo  de  mil  ochocien- 
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tos  noventa  y  nueve.  Los  tres  pagarés  pendientes  de  pa- 
go correspondientes  á  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y 
las  demás  cuentas  por  saldo  de  crédito  de  ferretería,  se 
han  tratado  de  cobrar  empleando  al  efecto  toda  clase  de 
medios  y  procedimientos  extrajudiciales,  ya  ante  el  Go- 
bernador de  la  Provincia,  ya  ante  el  propio  Ayuntamien- 
to de  esta  ciudad  en  los  años  de  mil  novecientos  y  mil 
novecientos  imo,  ya  haciendo  colmtar  la  protesta  por  fal- 
ta de  pago  ante  Notario  público.  Y  Cuarto :  que  niega 
lisa  y  llanamente  los  cinco  hechos  del  escrito  de  contes- 
tación á  la  demanda." 

Duplica  : 

Octavo.  Resultando  que  conferido  traslado  en  du- 
plica al  demandado  lo  evacuó  exponiendo  los  hechos  si- 
guientes: Primero:  reproduce  los  del  escrito  de  con- 
testación á  la  demanda.  Segundo :  que  el  demandante 
en  réplica  niega  la  certeza  de  los  cinco  fundamentos  de 
hechos  del  escrito  de  contestación.  De  manera  que  según 
e]  actor,  las  obligaciones  cuyo  cumplimiento  se  exigen, 
fueron  contraídas  por  el  actual  Ayuntamiento ;  han  soli- 
citado que  las  cantidades  que  dicen  adeudárseles  fueron 
incluidas  en  presupuesto  y  objeto  de  la  distribución  de 
fondos ;  y  contra  el  presupuesto  vigente  ó  contra  el  ante- 
rior ó  la  distribución  de  fondos  han  entablado  reclama- 
ciones ó  recursos.  Tercero :  que  en  la  demanda  se  pide 
que  el  Ayuntamiento  pague  las  cantidades  que  en  ella  se 
indiquen  sin  que  se  hagan  referencia  alguna  á  presupues- 
to extraordinario.  Cuarto :  que  el  Ayuntamiento  actual 
no  ha  reconocido  los  hechos  que  se  dicen  origen  de  los 
créditos  que  se  reclaman ;  y  por  tanto,  es  inexacto  el  he- 
cho segundo  de  la  réplica.  Quinto :  que  el  Ayuntamien- 
to ha  pagado  á  C.  Torres  y  C*  tres  pagarés  posteriores  á 
Enero  de  rail  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  solo  en 
cuanto  á  esta  última  afirmación,  acepta  el  hecho  tercero 
de  la  réplica". 

Prueba : 

Noveno.  ^Tlesultando  que  en  parte  de  su  prueba  ha 
presentado  la  parte  actora  un  recibo  expedido  por  la  Se- 
cretaría del  Ayuntamiento  del  que  aparece  que  D.  Justo 
Achútegui  presentó  el  día  primero  de  Abril  del  año  pró- 
ximo pasado,  solicitando  le  sean  satisfechas  las  cantida- 
des que  este  Ayuntamiento  le  adeude". 

Décimo.  "Resultando  que  como  más  prueba  de  la 
parte  actora  ha  presentado  ésta  una  comunicación  fecha- 
da en  once  de  Agosto  de  mil  novecientos  dirigida  por  el 
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señor  Inspector  Municipal  á  D.  Claudio  Torre,  vecino  de 
Mercaderes  quince,  notificándole  que  en  el  expediente 
promovido  á  virtud  de  protesta  ante  el  Ldo.  José  Ramí- 
rez de  Arellano  por  falta  de  pago  de  un  pagaré  vencido 
el  treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  j 
ocho  á  la  orden  de  los  señores  C.  Torre  y  C.*,  por  la  suma 
de  cinco  mil  quinientos  pesos  oro  español  por  cuenta  de 
su  crédito  como  contratista  de  efectos  de  ferretería  su- 
ministrados á  la  Dependencia  Municipal,  el  Ajrunta- 
miento  en  sesión  de  trece  de  Julio  de  mil  novecientos 
acordó  que  tratándose  de  una  deuda  anterior  á  treinta  y 
uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  no 
es  posible  acceder  á  su  pago,  conforme  á  lo  dispuesto  por 
el  Gobierno  Militar  de  la  Isla  sobre  el  particular. 

Décimoprimero.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  actora  ha  acompañado  ésta  una  comunicación  diri- 
gida por  el  señor  Gobernador  Civil  de  la  Provincia  en 
cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  al  se- 
ñor D.  Claudio  Torre,  gerente  de  la  Sociedad  C.  Torre 
y  C.*,  Mercaderes  número  quince,  transmitiéndole  el  in- 
forme del  Sr.  Alcalde  Municipal  á  la  instancia  que  aquél 
presentó  quejándose  contra  el  Ayuntamiento  de  esta  ciu- 
dad por  no  satisfacerles  ninguna  cantidad  de  lo  que  les 
adeuda  por  simiinistros  de  efectos  de  ferretería  á  las  de- 
pendencias de  aquella  Corporación.  En  dicho  informe 
se  manifiesta  que  á  dicha  Sociedad  se  le  adeuda  por  pa- 
garés emitidos  por  suministros  que  vencen  en  los  días 
treinta  y  uno  de  Julio,  Septiembre,  treinta  de  Noviem- 
bre, treinta  y  uno  de  Enero,  treinta  y  uno  de  Marzo, 
treinta  y  uno  de  Mayo  del  año  económico  corriente, 
treinta  y  dos  de  mil  seiscientos  veinte  pesos  noventa  y 
cuatro  centavos  y  por  suministro  de  los  meses  de  Diciem- 
bre del  noventa  y  siete  y  Enero  á  Marzo  inclusives  y  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  ocho  mil  sete- 
cientos setenta  y  cuatro  pesos  cuarenta  y  cuatro  centa- 
vos, que  forman  un  total  de  cuarenta  y  un  mil  trescien- 
tos noventa  y  cinco  pesos  treinta  y  ocho  centavos;  y  el 
motivo  de  no  habérsele  satisfecho  ha  sido  la  precaria  si- 
tuación porque  atraviesa  la  Corporación,  pero  esto  no 
obstante  tan  pronto  como  se  lo  permitan  las  múltiples 
atenciones  que  pesan  hoy  sobre  el  Municipio,  atenderá 
con  preferencia  á  satisfacer  dicho  adeudo. 

Décimosegundo.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  parte  actora  se  ha  traído  testimonio  del  acta  de  pro- 
testa hecha  por  D.  Claudio  Torre  y  Bartureu  ante  el 
Notario  D.  Manuel  Díaz  Quibus  en  primero  de  Agosto 
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de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  aquel  como  Gerente 
de  la  Sociedad  mercantil  C.  Torre  y  C*.,  por  falta  de  pa- 
go por  el  Ayuntamiento  de  eeta  ciudad  del  pagaré  otor- 
gado por  esa  Corporación  á  favor  de  la  expresada  Socie- 
dad en  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete  con  vencimiento  en  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  por  cuenta  de  su  crédito  co- 
mo contratista  de  efectos  de  ferretería  suministrados  á 
las  dependencias  municipales  hasta  treinta  y  uno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete.  En  el  acto  del 
requerimiento  contestó  el  Sr.  Alcalde  Municipal :  que  no 
es  posible  abonar  el  importe  del  referido  pagaré  porque 
los  fondos  que  tiene  en  caja  no  alcanzan  ni  aún  para  sa- 
tisfacer aquellas  atenciones  urgentes  del  Municipio,  cuya 
falte  de  pago  puede  traer  consigo  un  conflicto  de  orden 
público.  \ 

Decimotercero.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  parte  actora  se  han  traído  testimonios  de  las  actas 
de  protestos  del  pagaré  de  cinco  mil  quinientos  pesos 
otorgado  por  el  Ayuntamiento  en  diez  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  nóvente  y  siete  con  vencimiento  de  trein- 
te  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  nóvente  y  ocho  á 
favor  de  los  Sres.  C.  Torre  y  C*  por  cuente  de  su  crédi- 
to como  contratistas  de  efectos  de  ferretería  suministra- 
dos á  las  dependencias  municipales  haste  treinte  y  uno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  nóvente  y  siete ;  y  de  otro 
pagaré  otorgado  también  en  diez  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete  por  igual  cantidad  é  iguales 
conceptos  con  vencimiento  en  treinte  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  nóvente  y  ocho  por  suministro  de  igua- 
les efectos  haste  treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos nóvente  y  siete.  Ambos  protestos  fueron  otorgados 
ante  el  Notario  D.  José  Samirez  de  Arellano  en  primero 
de  Octubre  y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
vente  y  ocho  respectivamente.  En  ambos  protestos  ma- 
nifestó el  Sr.  Alcalde  Municipal  que  no  podía  pagar  el 
importe  de  los  pagarés  porque  los  fondos  existentes  en 
Caja  no  alcanzaban  para  satisfacer  las  atenciones  más 
urgentes  del  Ayuntemiento. 

Decimocuarto.  Resultando  que  como  más  prueba 
de  la  parte  actora  se  ha  traído  una  certificación  del  Se- 
cretario del  Ayuntamiento  de  la  Habana  contentiva  del 
acuerdo  recaido  en  la  sesión  celebrada  en  veinte  y  nueve 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  en  el 
expediente  promovido  por  D.  Claudio  de  la  Torre,  ge- 
rente de  la  Sociedad  C.  Torre  v  C*  contratistas  de  efec- 
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toB  de  ferretería  para  todas  las  dependencias  municípa* 
les,  pidiendo  el  abono  de  créditos  pendientes  en  efectivo 
ó  pagarés;  después  de  oir  el  dictamen  del  Ponente  de  la 
Comisión,  el  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  el  del  Letra- 
do Consultor,  y  de  una  breve  discusión  acordó  el  Ayun- 
tamiento el  pago  á  la  Sociedad  C.  Torre  y  C*  de  lo  que 
se  le  adeuda,  otorgándole  al  efectx)  los  correspondientes 
pagarés,  sin  acreditarse  interés  alguno  y  de  dos  en  dos 
meses  plazos  cada  uno,  distribuyéndose  este  crédito  en  la 
parte  proporcional  correspondiente  en  los  presupuestos 
ó  sea  en  el  corriente  ejercicio  y  en  el  próximo  venidero. 
En  la  misma  certificación  se  inseiia  el  acuerdo  del 
Ayuntamiento  tomado  en  la  sesión  celebrada  el  día  trece 
de  Julio  de  mil  novecientos,  en  el  expediente  que  trata 
de  la  protesta  de  dos  pagarés  vencidos  contra  la  Corpo- 
ración expedidos  á  favor  de  D.  Claudio  Torre  y  Bartu- 
reu  por  cinco  mil  quinientos  pesos  cada  uno  al  treinta  de 
Septiembre  y  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho.  El  Letrado  Consultor  manifestó  que 
tratándose  de  una  deuda  cuya  legitimidad  está  reconoci- 
da, procede  su  pago  pero  como  es  de  fecha  anterior  al 
treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho,  se  debe  poner  su  existencia  en  conocimiento  de  la 
autoridad  militar  á  los  efectos  correspondientes  por  ha- 
ber esta  autoridad  ordenado  que  no  se  haga  ningún  pago 
de  créditos  anteriores  á  primero  de  Enero  del  noventa  y 
nueve  sin  su  autorización ;  y  el  Cabildo  acordó  de  con- 
formidad con  dicho  dictamen  excepto  en  lo  de  ponerlo 
en  conocimiento  de  la  autoridad  militar,  pues  ese  trá- 
mite no  es  ya  necesario'^ 

Decimoquinto.  Resultando  que  como  más  prueba 
del  actor  se  libró  una  comunicación  al  señor  Alcalde  Mu- 
nicipal acerca  de  varios  particulares  de  este  juicio ;  cuya 
comunicación  contesta  el  Secretario  de  la  Corporación 
diciendo  de  orden  del  señor  Alcalde  que  no  le  es 
posible  asegurar  la  certeza  de  la  certificación  de 
veinte  y  dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho,  toda  vez  que  no  ha  podido  comprobarse 
su  legitimidad  por  no  haberse  encontrado  el  expediente 
que  la  produjo  y  cuya  vista  resulta  indispensable  para  la 
afirmación  que  se  interesa  que  la  certificación  relativa 
al  extremo  del  pagaré  número  cuatro  consta  haber  sido 
expedida  en  virtud  de  expediente  promovido  al  efecto: 
en  el  cual  existe  una  minuta  que  concuerda  con  la  copia 
acompañada  cuya  minuta  no  está  autorizada:  que  en 
cuanto  á  la  instancia  presentada  por  el  Sr.  Justo  Achu- 
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•tegui  resulta  que  tuvo  entrada  en  primero  de  Abril  de 
mil  novecientos  uno  según  el  Begistro  de  comunicacio- 
nes, pero  no  expresándose  en  el  asiento  el  año  á  que  se 
refiere  la  reclamación  que  presentaba  no  es  posible  co- 
nocer en  la  actualidad  el  expediente  al  cual  se  unió  y  por 
tanto  no  puede  expedirse  la  copia  que  se  solicita. — Kes- 
pecto  á  la  existencia  de  las  cuentas  por  los  efectos  simii- 
nistrados  por  C.  Torre  y  C*  de  Diciembre  del  noventa 
y  siete  á  Junio  del  noventa  y  ocho  y  pagarés  recogidos 
por  el  Ayuntamiento,  se  transcribe  el  informe  del  Ne^- 
gociado  de  Ordenación  en  el  que  se  dice  que  no  puede 
informar  sobre  la  reclamación  en  cuanto  atañe  al  cré- 
dito de  ocho  mil  setecientos  setenta  y  cuatro  pesos  cua- 
renta y  cuatro  centavos  por  efectos  de  ferretería  sumi- 
nistrados al  Municipio  por  los  Sres.  C.  Torre  y  C*  por- 
que el  expediente  á  virtud  del  cual  se  le  expidió  el  cer- 
tificado de  veinte  y  dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  debe  hallarse  archivado  «n  la  Secretaría 
general  y  que  respecto  á  los  pagarés  expedidos  á  favor 
de  los  demandantes  podrá  ilustrar  el  Tenedor  de  libros; 
y  se  transcribe  el  informe  de  la  Contaduría  que  dice  así : 
"en  el  archivo  de  este  Negociado  existe  un  libro  corres- 
pondiente á  la  época  anterior  al  actual  régimen  y  que  pa- 
rece ser  de  "Obligaciones  á  pagar"  por  los  asientos  que 
contiene;  dA  etftmen  del  mismo  apáteiíén  practicados 
los  asientos  siguientes  á  nombre  de  C.  Torre  y  C.*,  Obli- 
gaciones á  pagar  en  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho,  Número  uno.  Enero  treinta  y  uno.  Emisión  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  cinco  mil 
quinientos  pesos.  Número  siete -Enero  treinta  y  uno 
diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. 
Emisión — cinco  mil  quinientos  pesos,  pagado  diez  y  seis 
Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. — Obliga- 
ciones en  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Nú- 
mero dos  —  Marzo  treinta  y  uno.  —  Emisión  diez  de 
Diciembre  del  noventa  y  siete,  (cinco  mil  quinientos 
pesos).  Obligaciones  á  pagar  en  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve.  Número  ocho  Marzo  treinta 
y  uno,  Emisión  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete,  cinco  mil  quinientos  pesos.  Pagado — 
Obligaciones  á  pagar  en  Mayo  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho.  Número  tres  Mayo  treinta  y  uno  Emi- 
sión diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
te— cinco  mil  quinientos  pesos.  Obligaciones  á  pagar 
en  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve.  Número 
nueve  Mayo  treinta  y  uno.    Emisión  diez  de  Diciembre 
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de  mil  ochocientos  noventa  y  siete^  cinco  ciento  veinte 
pesos  noventa  y  cuatro  centavos  pagado  por  el  li- 
bramiento número  setecientos  nueve.  Obligaciones  á 
pagar  en  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Nú- 
mero cuatro  Julio  treinta  y  uno.  Emisión,  diez  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete— cinco  mil- 
quinientos  pesos. — Obligaciones  á  pagar  en  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Número  cinco. — 
Septiembre  treinta.  Emisión  diez  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  cinco  mil  quinientos  pesos. 
Obligaciones  á  pagar  en  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  Número  seis  Noviembre  treinta.  Emi- 
sión diez  de  Diciembre  mil  ochocientos  noventa  j  siete, 
cinco  mil  quinientos  peso8'\  Y  se  llama  la  atención  con 
respecto  á  que  el  libro  citado  no  tiene  ninguna  analogía 
con  la  actual  contabilidad  y  carece  de  toda  legalización 
oñcial  puesto  que  ni  se  hallan  selladas  sus  hojas, 
ni  está  abierto  en  forma  por  medio  de  la  respecti- 
va certificación  de  costumbre.  Y  en  lo  que  se  renere  á 
la  certificación  de  los  acuerdos  de  trece  de  Julio  de  mU 
novecientos  y  veinte  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  dicho  atestado  ha  sido  eiqpedido 
y  entregado  al  interesado  por  haberlo  solicitado'\ 

Decimosexto.  Resultando  que  como  más  prueba 
del  actor  se  libró  comunicación  al  Sr.  Gobernador  Civil 
de  esta  Provincia  para  que  informase  acerca  de  la  expe- 
dición por  este  Gobierno  del  escrito  dirigido  al  Sr.  Clau- 
dio Torre  en  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho,  asi  como  si  en  la  expresada  fecha  era  Gobernador 
Civil  de  esta  Provincia  el  Sr.  Bafael  Fernández  de  Cas- 
tro que  autoriza  dicho  escrito;  y  en  contestación  informó 
el  Sr.  Gobernador  Civil  que  en  los  diferentes  Negociados 
de  ese  Gobierno  no  consta  documento  alguno  relacio- 
nado con  el  escrito  referido,  y  sólo  aparece  una  hoja  de 
ñrma  del  Negociado  de  Ayuntamientos,  corresponcfiente 
al  día  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
en  la  cual  entre  otros  hay  el  siguiente  asiento: — ^'^Tres 
— Claudio — Torre — Traslado  del  informe  de  la  Alcaldía 
Municipal  referente  á  que  puede  por  ahora  pagarle  lo 
que  le  debe  por  suministros  de  efectos  de  ferretería.  Y 
en  cuanto  á  si  en  el  indicado  día  cinco  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  era  Gobernador  el  Sr.  Bafael 
Fernández  de  Castro,  se  informa  que  de  los  antecedentes 
que  radican  en  este  Centro  sólo  aparece  que  en  catorce 
de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  hizo  en- 
trega de  ese  Gobierno  el  entonces  Gobernador  Sr.  Ha- 
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fael  Fernández  de  Castro  al  Sr.  Federico  Mora,  nombra- 
do para  sustituirle,  significándole  asimismo  que  exami- 
nado el  libro  quinto  del  Registro  de  Marcas  Nacionales 
resulta  que  al  folio  trescientos  noventa  y  dos  de  dicho 
libro  y  en  veintiséis  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  se  hizo  un  asiento  marcado  con  el  número  sete- 
cientos setenta  y  cinco  y  en  el  trescientos  noventa  y  trea 
otro  con  el  número  setecientos  setenta  y  seis  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  del  mismo  año,  los  cuales  aparecen  fir- 
mados por  el  Sr.  Rafael  Fernández  de  Castro  como  (Jo- 
bernador,  citando  estos  dos  asientos  por  ser  las  fechas 
anterior  y  posterior  más  próximas  al  cinco  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  que  desea  averiguar 
el  Juzgado". 

Decimoséptimo.  Resultando  que  como  prueba  del 
Ayuntamiento  se  ha  traido  una  comunicación  del  Alcal- 
de Municipal  en  la  que  manifiesta  que  de  los  anteceden- 
tes municipales  relativos  al  presente  asunto  resulta  que 
existe  el  expediente  número  dos  mil  doscientos  cuarenta 
y  uno  promovido  á  instancia  de  D.  Claudio  Torre  geren-. 
te  de  C.  Torre  y  C*  solicitando  el  pago  del  importe  de 
las  cantidades  que  se  le  adeudaban  por  concepto  de  su- 
ministro de  efectos  de  ferretería  á  todas  las  dependen- 
cias municipales,  cuya  instancia  tiene  fecha  veinte  y  dos 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete;  y  en 
la  que  proponían  se  les  abonase  con  pagarés :  que  poste- 
riormente, ó  sea  con  fecha  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  protestó  por  medio  de  acta 
notarial  la  falta  de  pago  de  uno  de  dichos  pagarés  (Ex- 
pediente f 8.  ochócient(>B  nueve) .  Y  que  no  consta  que  la 
Sociedad  que  se  cita  haya  reclamado  la  inclusión  en  pre- 
supuesto de  su  crédito,  ni  presentado  reclamación  contra 
los  presupuestos  formados  en  los  ejercicios  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  á  la  fecha". 

Resolución  recurrida  : 

Décimooctavo.  Resultando  que  unidas  las  pruebas 
á  los  autos  y  entregados  estos  á  las  partes  para  conclu- 
sión, Henaron  el  trámite  y  se  dictó  sentencia  por  el  Juz- 
gado declarando  con  lugar  la  demanda  y  condenando  en 
consecuencia  al  Ajruntamiento  de  la  Habana  á  pagar  á 
la  Sociedad  de  C.  Torre  y  C*  la  cantidad  de  diez  y  nue- 
ve mil  setecientos  setenta  y  cuatro  pesos  cuarenta  y  cua- 
tro centavos  en  oro  del  cuño  español  y  sus  intereses  le- 
gales desde  la  interposición  de  la  demanda  y  además  la 
de  cinco  mil  quinientos  pesos  en  la  misma  moneda,  im- 

T.  6.— 1904.-51. 
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porte  del  pagaré  extraviado,  si  el  actor  diere  fianza  bas- 
tante á  satisfacción  del  Ayuntamiento  ó  en  su  defecto 
del  Juzgado;  cuya  fianza  subsistirá  hasta  que  se  presente 
el  pagaré  extraviado  ó  prescriba  la  acción  para  reclamar- 
lo^ sin  que  devengue  intereses  esta  cantidad  y  al  pago  de 
las  costas ;  y  apelado  dicho  fallo  por  la  parte  demandada 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  tu^p- 
tando  además  de  los  hechos  los  fundamentos  de  derecha 
de  la  resolución  apelada,  la  confirmó  en  veinte  de  Julia 
último  con  las  costas  de  la  segunda  instancia  á  carga 
también  de  la  Corporación  apelante. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimonoveno.  Besultando  que  contra  el  fallo  de 
la  Audiencia  interpuso  el  A3runtamiento  de  la  Habana 
el  presente  recurso  fundado  en  el  inciso  tercero  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  citando  como  infringidos  el  precepto  y  doctrina 
legal  que  se  expresan  á  continuación.  ^Trímero.  El  pá- 
rrafo segundo  del  articulo  trescientos  cincuenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  que  no  se  ha  he- 
cho pronunciamiento  especial  de  la  alegación  del  Ayun- 
tamiento sosteniendo  que  la  reclamación  que  motivó  la 
demanda  no  podía  presentarse  ante  los  Tribunales  de 
Justicia;  y  Segundo:  la  sentencia  de  veinte  y  dos  de 
Agosto  de  mil  novecientos  por  no  resolver  nada  en  el 
fallo  respecto  al  particular  de  la  incompetencia  excep- 
cionada. 

Vigésimo.  Besultando  que  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  la 
vista  pública  el  día  tres  del  actual,  en  cuyo  acto  infor- 
maron los  Letrados  defensores  de  las  partes,  sostenien- 
do el  de  la  recurrente  la  procedencia  del  recurso  é  im- 
pugnándolo el  de  la  contraria. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  concretándose  la  peti- 
ción formulada  por  la  representación  del  Ayuntamiento 
de  la  Habana  en  sus  escritos  de  contestación  y  duplica  á 
que  se  declare  sin  lugar  la  demanda  por  las  razones  que 
estima  procedentes,  entre  las  cuales  aduce  la  de  ser  in- 
competente el  Juzgado  para  condenar  á  dicho  Ayunta- 
miento al  pago  de  una  cantidad  no  consignada  en  presu- 
puesto, la  Sala  sentenciadora  que  desestimando  tales  ra- 
zones asienta  las  que  cree  oportunas  y  por  ellas  falla  de- 
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clarando  con  Iqgar  la  demanda,  se  ajusta  en  su  proceder 
k  la  forma  de  la  solicitud  y  resuelve,  puesrto  que  la  re- 
chaza, la  pretensión  deducida  por  el  demandado. 

Segundo.  Considerando  que  no  habiendo  incurrido 
dicha  Sala  en  el  defecto  que  como  causa  de  casación  se- 
ñala el  último  extremo  del  inciso  tercero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil^ 
ni  infringido  por  consiguente  la  ley  y  doctrina  legat 
que  sirven  de  fundamento  á  los  dos  motivos  del  recurso, 
procede  declarar  éste  sin  lugar  con  las  costas  á  cargo  del 
recurrente. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  doctrina  l^al  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  la 
Habana  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  de  Julio 
último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha^ 
baña,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Devuélvanse  los  autos,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamoB> 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Gibeity 
ga.— Ambrosio  R.  Morales.  —  Carlos  Revilla.  —  Itafael 
Maydagán. 

ftxiqa.— Auto  87.— 19  de  Noviembre.— Ultima  notifica- 
don.  (,Oae.,  Mayo  ÍB6,  IQOÍ,) 

DOCTRINA:  Sejzún  tiene  declarado  con  re- 
petición  el  Tribunal  Supremo  es  inadmisible  pn 
recurso  si  en  el  escrito  de  interposición  se  omite 
cumplir  con  el  requisito  de  la  ley  ^ue  exije  se  ex- 
prese la  fecha  de  la  ultima  notificación. 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictó  con  fecha  catorce  de  Octubre  último 
una  resolución  cuyos  resultandos  son  los  siguientes : 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  juicio  de  mayor  cuantía  prooe^ 
dente  del  Juzgado  del  Oeste  seguido  por  Ana  María  Da- 
niel Valdés  contra  Pedro  Domínguez  sobre  divorcio  se 
dictó  sentencia  por  esta  Sala  en  quince  de  Septiembre 
del  año  que  cursa,  conñrmando  la  dictada  en  Primera 
Instancia  por  la  que  se  declaró  sin  lugar  la  demanda  ab- 
solviendo de  ella  al  demandado. 

Resultando  que  la  dicha  sentencia  se  notiñcó  á  la 
representación  del  apelado  y  demandado  á  primero  de  es- 
te mes  y  á  la  apelante  y  actora  el  día  tres. 

Resultando  que  la  apelante  presentó  escrito  con  fir- 
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ma  del  Letrado  en  nueve  de  este  mes  e^bleciendo  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  contra  la  senten- 
cia dictada^  citando  como  disposición  legal  que  lo  au- 
toriza el  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  y  mil 
seiscientos  ochenta  y  nueve  y  mil  seiscientos  noventa  en 
úvi  caso  séptimo  todos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  entendiendo  infringido  el  artículo  ciento  cinco  caao 
segundo  del  Código  Civil;  en  el  cual  escrito  no  manifies- 
ta en  qué  f  edia  se  hizo  la  última  notificación  de  esa  sen- 
tencia no  obstante  decir  que  á  esa  parte,  á  la  que  presen- 
ta el  escrito,  dicho,  se  notificó  en  tres  de  este  mes. 

Causa  de  la  queja  : 

Resultando  que  dicha  resolución  en  su  parte  dispo- 
sitiva declaró  no  haber  lugar  á  admitir  el  recurso  de  ca- 
ssjción  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Ana  María 
Daniel  contra  la  sentencia  dictada  por  no  haberse  llena- 
do en  el  escrito  en  que  se  establece  todos  los  requisitos 
(Jue  determinan  el  número  primero  del  artículo  séptimo 
de  la  Orden,  ó  séase  según  la  propia  resolución  expresa 
éki  el  último  de  sus  Besultandos  y  en  el  Considerando 
único  que  contiene,  la  omisión  en  el  mencionado  escrito 
de  la  fecha  de  la  última  notificación. 

Recurso  denegado  : 

Resultando  que  el  escrito  de  que  se  trata  está  redac- 
tado en  los  siguientes  términos :  A  la  Sala. — ^Ana  María 
Í3aniel  y  Valdés  en  el  juicio  de  mayor  cuantía  sobre  di- 
vorcio contra  su  esposo  Pedro  Domínguez,  seguidos  en 
el  Juzgado  del  Oeste  ante  usted  comparece  y  conforme 
á  derecho  dice:  Que  enterada  de  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  en  el  mencionado  juicio  y  causándole  en  un 
todo  perjuicios  viene  á  establecer  contra  ella  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  á  los  efectos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  de  la  Orden  número  del  Go- 
bierno Interventor  reguladora  de  los  recursos  de  casa- 
ción manifiesto. — Primero:  Que  la  referida  sentencia 
es  de  fecha  quince  de  Septiembre,  me  fué  notificada  en 
tres  de  Octubre  llevando  este  escrito  fecha  de  ocho  del 
mismo  mes  de  Octubre  todo  del  corriente  año. — Segun- 
do :  Que  autoriza  este  recurso  el  artículo  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  por  tratarse  de  una  sentencia  definitiva' 
dictada  por  la  Audiencia  manifestando  que  el  articulo 
mil  seiscientos  ochenta  y  siete  citado  es  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil. — Tercero :  Además  autoriza  este  re- 
curso el  caso  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noven- 
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ta  de  la  mencionada  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  dadp 
que  al  aceptar  la  Sala  sentenciadora  los  Besultandos  dá 
la  sentencia  del  Juzgado  y  los  fundamentos  de  derecho 
de  la  referida  sentencia  cometió  el  error  de  derecho  en 
mi  sentir  de  no  apreciar  que  los  hechos  aceptados  en  los 
mismos  Besultandos  constituían  los  malos  tratamientos 
y  las  injurias  graves  que  se  comprueban  por  el  despre> 
cío  hecho  por  Pedro  Domínguez  en  la  persona  de  su  con- 
sorte infringiéndose  la  Ley  de  conformidad  con  el  ar- 
ticulo mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  de  la  citada  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  al  no  comprender  al  caso  de 
autos  dentro  del  artículo  ciento  cinco^  caso  segundo^  que 
trata  de  los  malos  tratamientos  de  obra  ó  injurias  grar 
ves,  que  es  donde  debe  comprenderse,  daido  que  esa  sepa- 
ración y  las  frases  mediadas  de  parte  del  Domínguez  ló 
mismo  que  su  abandono  y  el  desprecio  constituyen  una 
d,e  las  injurias  más  graves  que  se  pueden  infringir  á  una 
esposa  por  parte  del  consorte  obligado  á  protegerla  .y  por 
tanto  se  infringió  la  Ley  al  no  comprender  el  caso  de  au- 
tos dentro  del  ya  citado  artículo  ciento  cinco  caso  segun- 
do del  Código  Civil,  por  tanto :  A  usted  suplico  se  sirva 
tener  por  interpuesto  este  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  en  tiempo  y  forma  admitirlo  y  ordenar 
lo  procedente  á  fin  de  poder  acudir  ante  el  Tribunal  Su- 
premo por  ser  de  justicia  que  pido. — Habana,  Octubre 
ocho  novecientos  tres.  L.  José  García  Balsa.  Ana  M.*" 
Daniel. 

Fundamento  de  la  queja  : 

Resultando  que  contra  la  resolución  referida  ha  in- 
terpuesto la  parte  recurso  de  queja  ante  este  Tribunal 
Supremo  fundándose  en  que  la  frase  que  la  resolución  de 
la  Audiencia,  dice  haberse  omitido  es  una  ^^frase  final 
sin  importancia'^  y  tramitado  dicho  recur$o  de  queja  en 
legal  forma,  tuvo  efecto  la  vista  el  día  doce  del  corrier^te, 
sin  asistencia  de  las  partes. 

Resolución:  ,. 

Considerando  que  el  inciso  primero,  artículo  quin- 
to, de  la  Orden  mimero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  dispone  que  en  el  escrito  en  el  cual  se 
interponga  el  recurso  se  expresará  la  fecha  de  la  notifi^ 
cación  de  la  sentencia  al  recurrente  y  de  la  última  notí- 
ftcación  á  cualquiera  de  las  partes,  por  lo  cual  es  visto 
que  cuando  no  se  cumple  esta  última  formalidad  el  re- 
curso no  debe  admitirse,  conforme  ha  declarado  la  juris- 
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prudencia  de  este  Tribunal;  habiéndose  ajustado  á  ella 
la  Sala  de  la  Audiencia  al  dictar  la  resolución  que  ha 
sido  recurrida  en  queja. 

Considerando  que  conforme  al  artículo  veinte  y 
cinco  de  la  citada  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  cuando  se  declara  sin  lugar 
un  recurso  de  queja  deben  imponerse  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpues- 
to por  Ana  M*.  Daniel  Valdés  á  quien  se  condena  en  las 
costas  del  mismo. — Comuniqúese,  etc. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen  ante  mí  certifico:  José  Várela.— Octavio 
Oiberga. — ^Ambrosio  R.  Morales. — Carlos  Sevilla. — ^Ra- 
fael Maydagán. — El  Secretario  Armando  de  J.  Riva. 


Üneb.  fonna.— Sent.  20.— 19  de  Noviembre. —Precepto  an- 

torizador.  (Gac,  Mayo  26,  190^.) 

DOCTRINA:  El  nfimero  5?  del  artículo  1691 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  autoriza  el  re- 
curso de  casación  cuando  se  deniega  una  diligen- 
cia de  prueba,  pero  no  cuando  se  deniega  el  reci- 
bimiento á  prueba  en  la  segunda  instancia,  cual- 
quiera que  sea  la  causa  que  se  invoque  para  pedir 
dicho  trámite,  pues  en  este  caso  el  precepto  que 
autoriza  á  discutir  esa  cuestión  es  el  número  3? 
del  citado  artículo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  nueve  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres;  en  los  autos  del  juicio 
de  menor  cuantía  procedente  del  Juzgado  de  primera 
instancia  del  Este  y  Audiencia  de  la  Habana,  promovi- 
do por  Gavino  García  Menéndez,  del  comercio  y  vecino 
de  esta  ciudad  contra  Juan  W.  Witacre,  de  la  propia 
profesión  y  vecindad,  en  cobro  de  cuatrocientos  noven- 
ta y  tres  pesos  diez  centavos  oro  como  importe  de  da- 
ños y  perjuicios;  visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  primero  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  mencio- 
nada Audiencia  con  fecha  diez  de  Agosto  de  este  año. 

Primero.  Resultando  que  dicha  sentencia  aceptó 
los  resultandos  de  la  primera  instancia  de  los  cuales 
forman  parte  los  siguientes: 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  por  el  escrito  de  primero 
de  Diciembre  último,  fojas  siete,  Miguel  Miraivda  Me- 
néndez, como  apoderado  de  Gavino  García  Menéndez, 
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estableció  su  demanda  contra  Juan  Witacre,  la  que  fun- 
dó en  los  siguientes  hechos :  Que  hacía  cerca  de  un  año 
y  accediendo  su  mandante  á  los  deseos  y  promesas  que 
1(5'  hiciera  el  demandado  Witacre,  edificó  un  colgadizo 
en  el  solar  marcado  con  el  número  diez  y  seis  del  Paseo 
de  Carlos  III  ó  Tacón,  facilitándole  dicho  señor  los 
materiales  para  ello  y  terminada  esa  edificación  esta- 
bleció allí  el  consabido  taller.  Que  el  compromiso  y 
convenio  que  con  dicho  señor  contrajo  y  él  á  su  vez  con 
su  mandante  lo  fué  que  éste  por  su  parte  había  de  rea- 
lizarle todos  los  trabajos  que  necesitase  de  carpintería, 
herrería  y  anexos  de  coches,  carros,  carretas  y  carreto- 
nes, con  preferencia  y  prioridad  á  cualquier  otro  que  se 
le  presentara,  cualesquiera  que  fuera  su  ascendencia. 
Y  obligándose  aquél  por  su  parte  á  reintegrarle  ó  pa- 
garle previo  ajuste  el  importe  de  los  trabajos  que  reali- 
zara y  á  no  exigirle  renta  ó  alquiler  alguno  por  el  local 
•que  para  su  taller  le  había  cedido  en  la  comparación  á 
le  preferencia  que  á  sus  trabajos  daba  sin  estorbarle  pa- 
ra ello  el  que  aceptara  y  realizara  ágenos  compromisos, 
siempre  que  éstos  los  efectuara  sin  perjuicio  de  los  en- 
cargos que  él  le  hiciera.  Que  bajo  las  condiciones  esti- 
puladas, trasladó  su  representado  el  taller  al  domicilio 
indicado  y  allí  estuvo  cumpliendo  fielmente  el  compro- 
miso por  su  parte  contraído,  realizando  todos  los  traba- 
jos que  por  el  Sr.  Witacre  se  le  pidieron  hasta  el  mes  de 
Julio  de  aquel  año  en  que  se  trasladó  dicho  Sr.  al  do- 
micilio que  hoy  tenía;  mas  sin  cumplir  el  mismo  la 
obligación  que  con  su  parte  contrajo,  pues  al  efectuar 
su  mudada  estaba  adeudando  y  aún  le  adeuda  el  impor- 
te de  distintos  trabajos  que  le  hizo  y  que  no  menciona- 
ba, porque  son  objeto  de  otro  juicio  que  contra  dicho 
«eñor  tenía  interpuesto.  Que  al  cambiar  de  domicilio 
Juan  Witacre  y  trasladar  la  industria  que  ejercía,  hizo 
presente  á  su  mandante  que.  podía  continuar  donde  se 
encontraba  realizando  sus  trabajos  hasta  el  mes  de  No- 
viembre en  que  se  vencía  el  aiTiendo  que  de  todo  el  lo- 
cal tenía,  quedando  en  liquidarle  más  tarde  el  importe 
que  era  en  deberle  por  motivo  de  la  cuenta  corriente 
existente  entre  ambos ;  á  lo  cual  no  puso  objeción  algu- 
na su  poderdante,, creyendo  de  buena  fe  y  sinceramente 
sus  manifestaciones  y  continuó  ejerciendo  su  industria 
sin  interrupción  ni  estorbo  de  nadie.  Que  el  día  prime- 
ro de  Septiembre  último  y  á  las  «primeras  horas  de  mi 
mañana,  se  le  presentó  á'  Gkivino  García  el  demandado 
Juan  Witacre  con  su  dependiente  Sr.  Segura,  preten- 
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diendo  que  en  el  acto  desocupase  y  desalojase  el  local 
donde  tenia  instalado  el  taller  de  su  propiedad  porque 
quería  en  el  momento  hacer  entrega  del  inmueble  á  su 
dueño;  á  cuyas  absurdas  pretensiones  como  es  natural 
y  lógico  se  negó  su  comitente  rotundamente :  en  primer 
término  porque  le  era  imposible  en  tan  inesperado  y 
corto  término^  el  obtener  local  donde  instalaír  su  taUer 
y  domicilio;  y  en  segundo  lugar,  que  era  el  esencial 
porque  carecía  de  numerario  con  que  realizar  la  muda» 
da,  por  cuanto  no  había  podido  obtener  de  aquel  el  pa» 
go  de  los  trabajos  que  á  su  satisfacción  y  con  bastantes 
angustias  había  hecho  no  obsttuite  su  promesa  de  buen 
cumplimiento.  Todas  esas  advertencias  las  hizo  al  se- 
ñor Witacre,  pero  éste,  con  el  carácter  é  indolencia  que 
tiene  la  raza  sajona,  demostró  importarle  poco  la  aflic- 
tiva situación  en  que  debido  á  él  se  encontraba  Oarcía; 
y  lejos  de  tratar  cual  lo  haría  un  hombre  honrado  y 
pundonoroso,  de  liquidar  su  adeudo  para  con  su  parte 
<>  de  no  poderlo  hacer  de  momento  el  solucionar  aquel 
conflicto,  le  manifestó  en  breves  y  soeces  palabras  que 
al  no  aooederse  á  lo  que  él  pretendía,  lo  había  de  reali- 
TiñT,  pesare  á  quien  pesare,  é  incontinenti  llamó  á  unos 
individuos  que  le  acompañaban  y  les  ordenó  procedieran 
á  la  demolición  inmediata  é  instantánea  del  colgadizo, 
donde  el  taller  se  encontraba  montado.  Que  ante  la  rara 
é  inexplicable  actitud  asumida  por  el  demandado  señor 
Witacre  protestó  enérgicamente  su  poderdante  ante  va- 
rias perdonas  allí  presentes  y  como  su  voz  y  protesta  se 
perdieran  en  el  vacío,  se  retiró  al  café  próximo  conoci- 
do por  "The  Élite"  antiguo  "Luz  y  Sombra''  y  desde 
allí  contempló  con  hondo  pesar  y  profundo  encono,  la 
desvastadora  obra  que  en  esos  momentos  realizaba  el 
demandado  y  por  la  cual  llevaba  á  la  miseria  á  un  hon- 
rado hijo  del  trabajo  que  no  había  cometido  otra  falta 
sino  el  de  ser  bueno  y  complaciente.  Que  como  que  va- 
rias personas  enteradas  del  convenio  tenido  y  del  con- 
trato que  con  el  demandado  Juan  Witacre  había  cele- 
brado Gavino  García  y  que  presenciaron  el  injusto 
atropello  de  que  fué  éste  víctima  y  que  observaron 
también  varios  policías,  le  instaron  para  que  denuncia- 
ra esos  hechos  como  constitutivos  de  los  delitos  de  coac- 
ción y  daños  en  la  propiedad  y  aconsejado  además  por 
Letrados  con  quienes  se  consultó,  presentó  formal  de- 
nuncia en  el  séptimo  prescinto  de  policía,  la  que  fué  re- 
mitida al  Juzgado  de  guardia  y  de  allí  al  de  Instrucción 
del  Oeste,  en  donde  fué  ratificada,  resolviéndose  por  el 
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indicado  Juzgado  de  Instrucción  pasasen  las  diligen- 
cias procesales  4  la  Corte  Correccional  del  segundo  dis- 
trito, como  así  se  efectuó;  que  recibidas  en  dicho  Juz- 
gado las  actuaciones  y  ratificadas  por  su  mandante  y 
ampliados  los  hechos  denunciados,  se  dispuso  por  di- 
cho Juzgado  la  tasación  pericial  de  la  ascendencia  de 
los  daños  que  se  le  habían  ocasionado,  practicándose  dir 
cha  tasación  por  los  peritos  forenses  á  ese  Juzgado  ads- 
critos, la  que  importó  cuatrocientos  noyenta  y  tres  pe- 
sos diez  centavos  oro,  que  era  el  motivo  de  esta  deman* 
da  y  señalado  día  para  la  celebración  del  juicio  ante  di- 
cho Juzgado  Correccional  citados  previamente  para  ese 
aicto  el  Sr.  Witacre  y  el  denunciante,  comparecieron  el 
día  y  hora  señalado,  en  cuyo  juicio  en  que  fué  repre- 
sentado y  defendido  el  acusador  por  el  Ledo.  Manuel 
Valdés  Pita  y  en  que  declararon  el  capitán  Massó,  dos 
vigilantes  del  séptimo  px^scinto  y  varios  testigos  pre- 
senciales de  los  hechos  relatados  en  completa  armonía 
y  perfecto  acuerdo  entre  los  mismos,  el  Juez  Correccio- 
nal Suplente  Ledo.  Federico  Justiniani,  estimó,  á  mi 
entender  erróneamente,  que  tales  hechos  solo  eran  cons-: 
titutivos  de  una  acción  civil  para  la  que  dejaba  á  salvo 
y  reservaba  sus  derechos  al  acusador  que  representaba 
á  ñn  de  que  pudiera  utilizarlos  en  la  vía  y  forma  oidi- 
naria  correspondiente,  si  así  le  conviniere.  Y  que  no 
obstante  la  inconformidad  con  tal  resolución  dictada 
por  el  Juez  Correccional  Suplente  del  segundo  distri- 
to, tratándose  de  un  Tribunal  cuyos  fallos  son  inapela- 
J)Ies,  saJvo  el  recurso  de  responsabilidad  judicial  que  se 
reservaba  interponer,  se  vio  precisado  como  lo  hizo  á 
demandar  en  conciliación  al  señor  Juan  Witacre  para 
que  se  prestase  á  entregar  y  en  el  acto  entregase  para 
su  mandante  la  cantidad  que  aquí  reclama  como  impor- 
te en  que  han  sido  tasados  <;on  anuencia  del  demandado 
los  daños  y  perjuicios  que  se  le  han  ocasionado  á  su  po- 
derdante por  la  demolición  que  violentamente  y  sin  el 
consentimiento  de  éste  ha  realizado  aquél  del  colgadizo 
cpntentimiento  de  éste  ha  realizado  aquél  del  colgadizo 
precitado ;  á  cuyo  acto  conciliatorio  efectuado  en  el  Juz- 
gado municipal  del  Oeste  el  veintidós  de  Octubre  úl- 
timo, no  concurrió  el  demandado  por  lo  que  se  tuvo  por 
intentado  con  las  costas  á  su  cargo,  lo  que  demostraba 
una  vez  más  la  malicia  y  temeridad  con  que  procede ;  y 
que  este  hecho  y  los  dos  anteriores  están  comprobados 
con  los  atestados  marcados  con  los  números  dos  y  tres 
que  acompañaba  y  obran  á  fojas  cinco  y  diez  y  ocho  y 
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concluye  solicitando  se  tenga  por  establecida  la  presente 
demanda  contra  Juan  Witacre,  teniéndosele  por  parte 
en  la  misma  con  el  carácter  de  apoderado  que  ostenta, 
disponiéndose  su  sustanciación  por  los  trámites  del  jui- 
cio de  menor  cuantía ;  abrir  á  prueba  el  juicio  en  el  ca- 
so de  que  el  demandado  no  se  allanase  6  estuviese  in- 
conforme  con  los  hechos  que  contenía  y  en  definitiva 
dictar  sentencia  declarando  con  lugar  la  demanda  y 
condenando  al  demandado  á  que  en  el  acto  dé  y  pague 
á  su  mandante  la  suma  expresada,  como  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  que  le  han  causado  y  al  pago 
de  las  costas  con  sus  intereses  y  demás  pronunciamien- 
tos favorables  y  acompañó  el  testimonio  de  poder  de 
fojas  una  que  le  confirió  Gávino  García  y  Menéndez  y 
la  certificación  de  fojas  cinco  del  acto  de  conciliación 
intentado  contra  el  demandado,  á  cuyo  escrito  recayó 
la  providencia  de  cuatro  de  Diciembre  fojas  diez  y  sie- 
te teniendo  por  parte  á  Miguel  Miranda  Menéndez  á 
nombre  de  Gavino  García  y  Menéndez  y  que  se  enten- 
diesen con  él  los  sucesivos  trámites  del  juicio  y  que  lue- 
go que  se  presentasen  las  copias  de  la  demanda  y  docu- 
mentos á  ia  misma  acompañados  se  proveería  á  lo  de- 
más solicitado  lo  que  correspondiera. 

Tercero.  Resultando  que  Miguel  Miranda  por  su 
escrito  de  seis  de  Diciembre  fojas  veintiocho  acompañó 
las  copias  del  escrito  de  demanda  y  de  loe  documentos 
con  él  presentados,  presentando  asimismo  una  certifi- 
cación del  Secretario  del  Juzgado  Correccional  del  se- 
gundo distrito  de  la  que  aparece  que  á  las  siete  y  trein^ 
ta  p.  m.  del  dos  de  Agosto  último  compareció  en  la  es- 
tación de  policía  ante  el  Teniente  S.  A.  Torricella,  Ga- 
vino García,  denunciando  á  Juan  Witacre  por  haber 
desbaratado  un  colgadizo  que  en  la  casa  Carlos  III  die» 
y  seis  ocupaba  con  el  taller  de  herrería  y  carpintería 
que  explotaba,  dejando  á  la  intemperie  herramientas  y 
trabajos  que  estaba  haciendo  por  valor  de  quinientos 
pesos,  llevándose  la  madera  del  colgadizo;  que  recibido 
en  dos  de  Septiembre  último  dicho  parte  en  el  Juzgado 
de  guardia  se  remitió  al  de  instrucción  del  Oeste,  don- 
reservaba  'interponer,  se  vio  procesado  como  lo  hizo  á 
de  se  amplió  y  ratificó  la  denuncia  por  Gavino  García 
y  estimándose  que  los  hechos  pudieran  ser  constituti- 
vos de  daños  en  la  propiedad,  se  remitieron  las  actua- 
ciones al  Juzgado  Correccional  del  segundo  distrito,  en 
el  que  nuevamente  amplió  su  declaración  Gavino  Gar- 
cía y  por  los  peritos  mercantiles  Francisco  Alfaras   y 
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Emiliano  Mazón  fué  tasado  el  daño  causado  en  las  he- 
rramientas de  Gavíno  García  en  la  suma  de  cuatrocien- 
tos noventa  y  tres  pesos  diez  centavos  oro  y  que  previa 
la  celebración  del  juicio  en  el  Juzgado  Correccional  con 
fecha  diez  y  siete  de  Octubre  último  fué  absuelto  el 
acusado  por  no  constituir  falta  ni  delito  el  hecho  de- 
nunciado; y  por  providencia  de  veinte  de  Diciembre 
último  fojas  veintiocho  vuelto  se  tuvo  por  presentada 
la  certificación  acompañada  mandándose  agregar  á  los 
autos  y  se  admitió  la  demanda  establecida  por  Miguel 
Miranda  Menéndez  como  mandatario  de  Gavino  Gar- 
cía Menéndez  sustanciándose  por  loe  trámites  del  juicio 
declarativo  de  menor  cuantía,  confiriéndose  traslado  de 
ella  al  demandado  con  emplazamiento  para  que  dentro 
de  nueve  días,  compareciere  y  la  contestase,  llevándose 
á  efecto  dicho  emplazamiento  en  veintitrés  de  Diciem- 
bre último  según  consta  de  la  diligencia  de  fojas  veinti- 
nueve vuelta. 

Contestación  : 

Cuarto.  Resultando  que  por  el  escrito  de  diez  de 
Enero  último  fojas  treinta  y  ocho  Juan  W.  Witacre  por 
medio  del  Procurador  Abraham  Barreal  por  sustitu- 
ción, acompaña  testimonio  del  poder  conferido  por  Wi- 
tacre á  Procuradores  fojas  treinta  y  una  el  documento 
de  fojas  treinta  y  cinco  por  la  que  Antonio  Fu'lgencio  é 
Isidro  Camus  Garulla  cedieron  en  arrendamiento  á 
Juan  W.  Witacre  por  setenta  y  nueve  pesos  cincuenta 
cfíntavoB  oro  español  mensual  uji  terreno  situado  en 
Carlos  III  diez  y  seis  donde  antes  existía  el  Cuartel  de 
Artillería  y  desde  el  primero  de  Enero  de  mil  novecien- 
tos dos,  estipulándose  que  ni  los  arrendadores,  ni  el 
el  arrendatario  podrían  desocupar  la  finca  sin  avisarse 
con  cuatro  meses  de  anticipación,  un  recibo  fojas  trein- 
ta y  seis  suscrito  por  Domingo  Balbi  en  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  uno  por  la  suma  de  veinte 
y  nueve  pesos  treinta  y  nueve  centavos  oro  á  nombre  de 
''Segura*'  por  maderas  y  el  recibo  de  fojas  treinta  y  sie- 
te suscrito  por  N.  Estrada  Mora  por  poder  de  loe  her- 
manos Antonio  Fulgencio  é  Isidro  Camus  con  fecha 
diez  y  siete  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos  por 
ciento  trece  pesos  noventa  y  cinco  centavos  oro  y  veinte 
pesos  cinco  centavos  plata  á  favor  de  Juan  Witacre  por 
un  mes  y  trece  días  de  alquiler  del  terreno  situado  en 
Carlos  III  diez  y  seis  el  dinero  en  oro  y  los  veinte  pesos 
cinco  centavos  plata  por  gastos  originados  en  juicio  de 
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dtesahucio  establecido  en  el  Juzgado  municipal  del  Oes* 
te;  y  86  y^rsona  dicho  Procurador  en  estos  autos  y  con- 
testa la  demanda,  alegando  como  hechos  los  siguientes : 
Que  Joaquín  Segura  tenia  arrendado  con  anterioridad 
al  primero  de  Enero  de  mil  noyecientos  dos  ¿  Antonio 
Camus  como  administrador  de  loé  bienes  de  Cayetana 
Garulla  un  terreno  situado  en  la  calzada  de  Carlos  III 
diez  y  seis  donde .  antes  existía  el  Cuartel  de.  Artiliería 
por  el  precio  de  setenta  y  nueve  pesos  cincuenta  centa- 
vos oro  español  cada  un  mes  y  cuyo  terreno  quedó  por 
cuenta  de  su  representado  Juan  Witacre  desde  primero 
do  Enero  de  mil  novecientos  dos,  todo  de  lo  que  resulta- 
ba del  documento  acompañado  con  el  número  dos  fo- 
jas treinta  y  cinco;  que  era  condición  de  ese  contrato 
que  Witacre  no  podía  abandonar  el  local  sin  dar  cuatro 
meses  de  aviso  á  los  dueños  del  mismo;  que  su  repre- 
sentado tenia  establecido  en  el  solar  de  referencia  un 
establo  ó  depósito  local  necesario  á  la  industria  que 
ejercía  de  importación  de  ganado  y  tenia  allí  también 
establecido  un  depósito  de  carros  y  carruajes  propios  de 
su  giro ;  que  al  volver  su  representado  del  campo  en  una 
de  las  excursiones  que  hacía  por  razón  de  sus  negocio* 
halló  instalado  en  el  solar  al  actor  Qavino  González  Me- 
néndez  que  allí  se  dedicaba  á  trabajos  de  carpintería  y 
composición  de  carruajes  y  hubo  de  inquirir  de  Joaquín 
Segura  que  á  la  sazón  era  empleado  suyo  y  encargado 
del  solar,  digo,  local,  acerca  del  motivo  porque  se  ha- 
llaba allí  el  Sr.  González,  siendo  informado  por  el  Se- 
gura de  que  habiendo  sido  antes  compañeros  de  traba- 
jo y  careciendo  el  Sr.  González  de  local  donde  dedicarse 
á  sus  .ocupaciones  le  había  rogado  reiteradamente  que 
le  permitiera  poner  sus  herramientas  en  el  solar,  á  lo 
que  había  accedido  el  Sr.  Segura,  su  representado  por 
pura  condescendencia  y  por  hacer  un  favor  al  Sr.  Gar- 
cía accedió  á  que  éste  permaneciera  en  el  solar  donde 
había  local  de  sobra  y  en  nada  le  estorbaba  permanecien- 
do allí  el  Sr.  García  sin  abonar  cantidad  alguna  en  con- 
cepto de  arrendamiento;  así  continuaron  las  cosas  al- 
gunos meses  durante  los  cuales  rcalizó  el  actor  algunos 
trabajos  para  el  demandado,  que  éste  le  abonó  y  sobre 
los  cu»les  no  se  formula  reclamación  alguna.  Que  por 
convenir  á  su  negocio  resolvió  el  Witacre  trasladar  su 
comercio  y  pertenencias  al  local  donde  lo  tiene  estable- 
cido en  la  calzada  de  Concha  esquina  á  Ensenada  y  así 
lo  comunicó  entonces  de  palabra  al  Sr.  García  á  quien 
participó  que  si  bien  el  demandado  se  trasladaba,  el  ac- 
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tor  podría  permanecer  en  el  local  algún  tiempo,  pues 
obligado  por  el  contrato  á  dar  cuatro  meses  de  aviso 
tenkt  que  abonar  la  renta  hasta  primero  de  Septiembre 
do  mil  novecientos  dos,  quedó  conforme  García  quien 
dijo  que  buscaría  nuevo  local  á  que  traslad€u:«e,  desde 
Junio  á  Septiembre  hubo  de  recordar  el  Sr.  Witacre  á 
García  en  repetidas  ocasiones,  personalmente  y  por  me- 
dio d^l  Sr.  Segura  la  necesidad  de  que  abandonara  el 
local  para  la  indicada  fecha.  Que  para  las  necesidades 
de  su  negocio  habían  construido  los  Sres.  Segura  y  Wi- 
tacre además  de  ios  existentes  un  colgadizo  6  tinglado 
do  madera,  cuyo  costo  abonó  el  Sr.  Segura  con  dinero 
del  Sr.  Witacre  y  se  comprueba  por  el  documento  ad- 
junto marcado  con  el  número  tres;  llegado  el  primero 
de  Septiembre,  fecha  en  la  cual  tenía  que  entregar  la 
llave  del  local  el  Sr.  Witacre  y  necesitaádo  además  pe- 
tirar  de  allí  el  referido  tinglado,  que  hasta  entonces 
había  utilizado  el  Sr.  García  procedió  el  Sr.  Segura  á 
presencia  y  aprobación  del  actor  y  auxiliado  por  éste  y 
por  dos  peones  más  á  trasladar  dos  cajas  de  herramien- 
tas del  actor  que  se  encontraban  bajo  el  tinglado  á  un 
colgadizo  inmediato  de  mejor  construcción  que  el  de 
madera,  el  cual  desarmaron,  retirándolo  Segura  de  ple- 
na conformidad  y  sin  protesta  aiguna  por  parte  del  ac- 
tor. Al  realizar  esta  operación  solo  quedaron  en  el  sitio 
que  había  ocupado  el  tinglado  aígunos  ejes  y  otras  pie- 
zas gruesas  que  no  se  consideró  necesario  trasladar.  Que 
como  la  representación  de  los  dueños  del  local  exigiese 
la  entrega  de  la  llave  del  mismo  libre  y  vacío  de  todo 
ocupante  extraño,  reiteró  de  nuevo  el  demandado  sA 
actor  el  deber  en  que  estaba  de  abandonar  el  solar ;  pe- 
ro el  Sr.  García  con  pretextos  y  excusas  no  lo  realizaba, 
por  lo  cual  se  vio  obligado  el  Sr.  Witacre  á  dejarse  de- 
mandar para  el  desahucio  del  local,  á  pesar  de  tener 
satisfecho  todo  el  plazo  del  contrato  por  el  precio  del 
arrendamiento  durante  el  tiempo  que  ocupara  indebi- 
damente el  solar,  el  actor  Sr.  García,  cuyo  juicio  cursó 
por  ante  el  Juzgado  municipal  del  ditrito  Oeste  de  esta 
ciudad  que  lanzado  del  local  á.  manera  de  represalias,  es- 
tableció el  actor  todo  género  de  demandas  y  denuncias 
que  no  prosperaron  proponiéndose  añadir  á  los  beneñ- 
cios  recibidos  el  que  el  Sr.  Witacre  le  costeara  la  muda- 
da á  nuevo  local.  Que  entre  el  Sr.  Witacre  y  el  actor  no 
ha  mediado  contrato  ni  obligación  alguna  que  perma- 
nezca incumplida  por  parte  del  demandado.  Que  el  actor 
no  ha  sufrido  ningún  daño  ni  perjuicio  por  culpa  impu- 
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table  al  demandado^  ni  más  pérdida  de  tiempo  ni  de 
trabajo  que  la  causada  por  sii  propia  malicia,  indolencia 
y  abandono  y  que  el  actor  reclama  en  concepto  de  daños 
y  perjuicios  sufridos  el  importe  total  de  la  tasación  pe^ 
ricial  hecha  en  diez  y  siete  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos dos  por  Francisco  Alfaraz  y  Emiliano  Mazón  en 
cumplimiento  de  lo  ordenado  por  el  señor  Juez  Correc- 
cional del  segundo  distrito,  según  se  ve  de  los  documen- 
tos acompañados  á  la  demanda.  La  referida  tasacióp  es 
el  precio  más  ó  menos  subido  de  todas  las  herramientas, 
utensilios  y  tarecos  que  tuvo  ¿  bien  presentar  á  los  seño- 
res peritos  el  Sr.  García  cual  si  tratara  de  vendérselos 
por  ese  precio  a1  demandado. 

Reconvención  : 

Quinto.  Beeultando  que  por  el  mismo  escrito  el  de- 
mandaldo  establece  reconvención  al  demandante  por  ki 
suma  de  ciento  trece  pesos  noventa  y  cinco  centavos  en 
oro  español  y  veinte  pesos  cinco  centavos  en  plata  la 
que  á  eu  vez  funda  en  los  siguientes  hechos :  Que  el  de- 
mandado era  arrendatario  del  solar  Carlos  III  diez  y 
seis,  propiedad  de  los  señores  Canilla  y  tenía  estable- 
cido en  dicho  local  un  establo  y  depósito  de  aliimales  y 
efectos  de  su  propiedad.  Que  por  condesoend^icia  y  de 
favor  accedió  á  que  el  actor  pusiera  los  instrumentos 
de  su  oficio  en  un  colgadizo  del  solar,  no  habiendo  ce- 
lebrado con  él  contrato  de  ninguna  clase  respecto  á  la 
duración  del.  mencionado  beneficio.  Que  según  la  cláu- 
sula del  contrato  (documento  número  dos)  de  la  de- 
manda el  arrendatario  no  podía  abandonar  el  solar  sin 
dar  cuatro  meses  de  aviso  á  los  dueños  del  mismo.  Que 
en  el  mee  de  Junio  de  mil  novecientos  dos  se  trasladó 
del  local  el  demandado  y  participó  al  actor  la  obliga- 
ción que  tenía  de  abandonar  el  local  antes  del  primero 
de  Septiembre  del  propio  año  habiendo  quedado  con- 
forme el  Sr.  García.  Que  'llegado  el  primero  de  Sep- 
tiembre y  no  habiéndose  mudado  el  actor  exigieron  al 
demandado  los  dueños  del  solar  la  entrega  del  mismo 
y  como  éste  no  tuviera  medios,  sin  acudir  á  la  violencia 
de  echar  á  la  calle  al  Sr.  García  y  no  pudiera  por  tanto 
cumplir  las  exigencias  de  los  Sres.  Canilla,  viéronse  és- 
tos obligados  á  demandar  al  Sr.  Witacre  por  ante  el 
Juzgado  municipal  del  distrito  del  Oeste  de  esta  ciudad 
á  fin  de  lograr  el  desahucio  y  según  se  comprobaba  con 
el  documento  que  se  acompañaba  marcado  con  el  número 
cuatro.  Y  que  según  resulta  del  anterior  documento  por 
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razón  de  la  injustificada  obstinación  del  Sr.  García  tu- 
yo que  satisfacer  al  Ledo.  Nicasio  Estrada  Mora^  apo* 
derado  de  los  duefioe  del  solar,  la  cantidad  de  ciento 
trece  pesos  noventa  y  cinco  centavos  en  oro  español  im- 
porte de  un  mes  y  trece  días  de  alquiler  del  solar  con 
más  la  oantidad  de  veinte  pesos  cinco  centavos  en  plata 
e&peñola  por  gastos  del  juicio  de  desahucio  y  por  cuyas 
sumas  se  establecía  la  reconvención,  y  por  lo  principal 
de  dicho  escrito  solicita  se  le  tenga  por  parte  á  nombre 
de  Juan  Witacre,  por  personado  en  los  autos,  por  con- 
testada la  demanda  y  por  establecida  reconvención  en 
cobro  de  las  cantidades  expresadas,  dar  traslado  de  la 
demanda  al  actor  conforme  al  aii:ículo  seiscientos 
ochenta  y  siete  de  la  Ley  y  en  definitiva  declarar  sin 
lugar  la  demanda  absolviendo  de  ella  á  su  representado 
y  con  lugar  la  reconvención  imponiendo  todas  las  cortas 
al  actor  y  condenándole  á  que  abone  4  mi  representa- 
do el  importe  reclamado  por  vía  de  reconvención,  por  el 
primer, otrosí  manifiesta  no  estar  conforme  con  los  he- 
chos de  la  demanda  y  que  en  su  oportunidad  se  abra  á 
prueba  el  juicio,  por  el  segundo  consigna  que  no  acom- 
paña la  certificación  del  juicio  de  desahucio  seguido 
contra  su  mandante  por  la  representación  de  los  due- 
ños del  solar  Carlos  III  diez  y  seis  por  no  haberle  sido 
posible  obtenerla  dada  la  premura  del  tiempo  dentro 
del  cual  ha  habido  que  contestar  la  demanda,  pero  que 
á  los  efectos  del  artículo  quinientos  tres  de  la  Ley  y  si- 
guientes designa  el  archivo  donde  se  encuentra  y  que  se 
libre  carta-orden  al  Juez  municipal  del  Oeste  para  que 
se  expida  certificación  de  la  sentencia  de  desahucio  y 
de  la  diligencia  de  lanzamiento  en  el  juicio  ya  mencio- 
nado á  cuyo  escrito  recayó  la  providencia  de  doce  de 
Enero  último  fojas  cuarenta  y  una  vuelta  teniéndolo 
por  presentado  con  el  testimonio  de  poder  documentos 
y  copias  por  parte  del  Procurador  Barreal  como  susti- 
tuto de  José  de  Zayas,  4  nombre  de  Juan  Wesley  Wita- 
cre, entendiéndose  con  él  los  sucesivos  tr4mites  del  jui- 
cio y  para  que  contestase  la  reconvención  se  dio  trasla- 
do del  escrito  al  actor  por  término  de  cuatro  días  limi- 
tándose 4  lo  que  es  objeto  de  la  misma. 

Contestación  á  la  reconvención  : 

Sexto.  Resultando  que  por  el  escrito  del  actor  de 
diez  y  seis  de  Enero  último  fojas  cuarenta  y  tres  eva- 
cúa el  traslado  conferido  acerca  de  la  reconvención,  la 
que  niega   é    impugna,  alegando  como    hechos  los    si- 
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gtdentes:  Que  el  demandado  Juan  Witacre  que  venia 
poseyendo  el  solar  Carlos  III  diez  y  seie  y  conviniendo 
á  6US  intereses  le  suplicó  trasladara  á  un  local  de  aquel 
inmueble  el  taller  de  conetrueción  de  carros,  carretas  y 
carretones,  que  en  otro  lu^^ar  poseía  y  á  ese  fin  faxnlitó 
la  madera  y  demás  efectos  necesarios  para  la  construc^ 
ción  del  local  donde  el  taller  se  instalara  y  cuyos  traba-^ 
jos  de  instalación  y  confitrucción  del  local  fueron  he- 
chos por  Gavino  García,  no  González,  como  equivoca- 
damente expresa  el  contrario.  Que  el  Sr.  Witacre  se 
obligó  para  con  su  parte  en  darle  y  abanarle  loe  traba- 
jos todos  concernientes  á  su  industria  y  á  no  cobrarle 
nada  por  el  local  á  condición  de  que  García  diera  pre- 
ferencia á  los  trabajos  de  aquél  habiendo  venido  cnm^ 
pliendo  García  fielmente  por  su  parte  su  compromiso 
estipulado  en  el  contrato  verbal  que  celebraron  no  ha- 
ciéndolo así  el  Sr.  Witacre  que  quedó  adeudándole  y  aún 
le  adeuda  una  suma  importante  por  esos  trabajos  y  en 
cobro  de  la  cual  lo  demfuidó  su  parte  en  conciliación  an- 
te el  Juzgado  municipal  del  Oeste  sin  que  al  acto  con- 
curriera el  demandado,  estando  pendiente  de  terminar- 
se la  demanda  en  forma  contra  aquel  ha  interpuesto 
en  cobro  de  la  cantidad  importe  de  dichos  trabajos. 
Que  al  trasladarse  el  Sr.  Witacre  con  su  ind,ustria  de 
Carlos  III  diez  y  seis  á  los  terrenos  de  Concha  mani- 
festó á  García  que  podría  permanecer  en  el  local  hasta 
el  mes  de  Noviembre,  pues  hasta  esa  fecha  tenía  satis- 
fechas las  rentas  del  inmueble  y  prometiéndole  que  en 
breves  días  le  abonaría  la  cantidad  que  le  adeudaba  á 
le  que  contestó  García  que  su  deseo  era  que  cuanto  an- 
tes le  «pagase  su  adeudo  para  trasladar  su  taller,  pues  lo 
menos  que  deseaba  era  el  continuar  en  el  local  y  solo 
por  carecer  de  numerario  por  entonces  debido  á  la  si- 
tuación en  que  lo  había  colocado,  al  no  pagarle  enton- 
ces, le  cohibía  el  realizarlo  en  el  acto.  Que  como  trans- 
currieran los  días  y  el  Sr.  Witacre  no  efectuase  á  Gar- 
cía el  pago  de  lo  que  le  adeudaba,  le  envió  á  aquél  re- 
petidos recados  verbales  y  por  escrito  reclamándole  el 
cumplimiento  de  su  compromiso  y  recibiendo  por  con- 
testación siempre  la  súplica  de  esperar  y  promesa  de 
próximo  pago,  promesa  que  lejos  de  darle  honrado  cum- 
plimiento el  Sr.  Witacre  la  resolvió  con  el  hecho  reali- 
zado por  él  y  por  su  mandato  de  derrumbar  y  desbara- 
tar el  colgadizo  donde  su  mandante  tenía  intalado  sii 
t^ler  y  que  dieron  lugar  á  las  escenas  y  actos  que  refie- 
ro en  mi  escrito  de  demanda.  Que  como  quiera  que  por 
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consecuencia  de  la  causa  criminal  iniciada  por  los  acto& 
realizados  por  el  Sr.  Witacre  y  de  que  conoció  primero» 
el  Juzgado  de  instrucción  del  Oeste  y  más  taide  la  Cor- 
te  Correccional  del  segundo  distrito  no  podía  su  man- 
dante en  modo  alguno  y  estaba  por  tanto  impedido  de 
trasladar  á  otro  lugar  los  restps  de  su  taller  en  espera 
de  las  diligencias  de  inspección  ocular,  tasación  del  da- 
ño y  demás  que  el  Juzgado  acordase  como  se  estuvie- 
ron practicando.  Y  que  horas  después  de  celebrado  el 
acto  oral  en  la  Corte  citada  contra  el  Sr.  Witacre  por 
los  hechos  que  contra  mi  mandante  realizara,  se  perso- 
nó en  Carlos  III  diez  y  seis  donde  tenía  su  taller,  el 
Juzgado  municipal  del  Oeste,  acompañado  de  un  se- 
ñor que  dijo  ser  de  apellido  Camus,  demandante  eu 
desahucio  del  Sr.  Witacre  y  procedieron  á  lanzar  y  lan- 
zaron sin  consideración  alguna  los  pocos  tarecos  coma 
dice  el  adverso  quedaban  á  su  parte  algo  seryibles  del 
arreglado  taller  que  con  tantas  fatigas  y  privaciones  ha- 
bía logrado  establecer,  ocasionándosele  con  ello  nuevos 
daños  y  perjuicios  que  aumentan  los  causados,  directa, 
maliciosa  y  premeditadamente  por  el  Sr.  Witacre  y 
concluye  solicitando  se  tenga  por  evacuado  el  traslado 
conferido  por  impugnada  y  negada  la  reconvención  he- 
cha por  el  demandado,  abrir  el  juicio  á  prueba  como 
tenía  solicitado  y  en  definitiva  dictar  sentencia  decla^ 
rando  con  lugar  su  demanda  y  sin  lugar  la  reconvención 
que  se  hace  con  imposición  de  las  costas  al  demandado 
y  actor  en  la  reconvención  con  expresa  declaratoria  de 
temeridad  al  mismo;  á  cu^^o  escrito  recayó  la  providen- 
cia de'  diez  y  siete  de  Enero  fojas  cuarenta  y  seis  tenién- 
dolo por  presentado,  mandando  abrir  el  juicio  á  prue- 
ba por  término  de  seis  días  para  proponer  las  partes- 
las  que  les  interesara. 

Pbüeba : 

.  Séptimo.  Eesultando  que  habiendo  transcurrido  el 
término  de  seis  días  concedido  para  proponer  las  prue- 
bas por  providencia  de  dos  de  Febrero  fojas  cuarenta  y 
seis  vuelta  se  señaló  el  término  de  prueba  de  veinte,  es 
decir,  para  que  fuera  ejecutada  la  prueba  admitida  á 
las  partes,  mandóse  dar  cuenta  con  los  cuadernos  man- 
dados formar  patu  hacer  los  señalamientos,  y  por  pro- 
videncia del  diez  y  ocho  del  actual  por  haber  transcu- 
rrido el  término  para  ejecutar  la  prueba  y  diez  días 
más  á  que  fué  prorrogada  al  solo  objeto  de  sustanciar 
el  artículo  de  tacha  propuesto  por  el  demandante  sobre 
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loa  testigos  del  demandado^  se  mandaron  unir  á  los  au- 
tos las  pruebas  practicadas  y  convocar  á  las  partes  á 
comparecencia,  la  que  tuvo  lugar  en  veinticuatro  del  ac- 
tual con  la  asistencia  de  la  representación  del  deman- 
dante y  la  del  demandado,  esta  última  con  su  Letrado 
director  en  cuyo  acto  hicieron  uso  de  la  palabra  por  su 
orden  en  apoyo  del  derecho  que  respectivamente  han 
discutido  y  sostenido  en  este  juicio  todo  lo  que  consta 
de  la  diligencia  de  fojas  ciento  cuarenta  y  cinco. 

Octavo.  Resultaindo  como  prueba  propuesta  por  el 
demandante  la  de  confesión  judicial  del  demandado  ba- 
jo juramento  indeoisorio ;  la  documental  consistente  en 
el  atestado  acompañado  á  la  demanda  y  la  certiñcación 
del  acto  de  conciliación  interesando  su  cotejo  y  la  tes- 
tifical acompañando  los  interrogaitorios  para  ellos,  •  y 
por  providencia  de  veinte  y  cuatro  de  Enero  último  fo- 
jas cincuenta  y  seis  vuelta  se  tuvo  por  reproducido  el 
mérito  favorable  de  autos,  por  propuesta  la  prueba  de 
que  intenta  valerse,  declarándose  pertinentes  las  pre- 
guntas que  contienen  los  cinco  interrogatorios  presen- 
tados, previniéndose  al  actor  que  dentro  del  término  le- 
gal presente  las  listas  de  los  testigos  y  se  manda  citar 
al  demandado  para  que  evacué  el  pliego  de  posiciones 
que  ofrece  presentar,  admitiéndose  también  la  prueba 
documental  y  presentada  la  lista  de  testigos  y  las  co- 
pias por  providencia  de  diez  y  seis  de  Febrero  fojas  se- 
senta y  siete  vuelta  se  eeñaila  día  para  el  cotejo  de  los 
documentos  de  fojas  cinco  y  diez  y  ocho  y  para  la  prue* 
ba  testifical  cuyos  cotejos  se  practicaron  en  forma  se- 
gún constan  de  las  diligencias  de  fojas  ochenta  vuelta 
y  ochenta  y  dos. 

Origen  del  recurso  : 

Noveno.  Eesultando  que  por  el  escrito  de  veinti- 
cinco de  Febrero  fojas  ochenta  y  tres  el  demandante 
sohcitó  la  suspensión  del  término  concedido  para  prac- 
ticar la  prueba,  por  fuerza  mayor  para  que  pudieran 
ser  examinados  sus  testigos,  pues  solo  algunos  compare- 
cieron el  día  señalado  la  víspera  del  día  en  que  expira- 
ba el  término  protestando  por  otrosí  la  repetición  de 
esta  prueba  en  la  segunda  instancia  y  por  providencia 
del  veintiséis  fojas  ochenta  y  cuatro  se  denegó  la  pre- 
tensión teniéndose  por  hechas  las  manifestaciones  y  la 
protesta  contenida  en  el  otrosí. 

Décimo.  Besultando  que  además  en  la  expresada 
jsentencia  recurrida  se  consignan  los  dos  siguientes : 
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Décimo  primero.  Sesiiltaiido  que  elevados  los  aur 
tos  á  esta  superioridad  se  personaron  las  partes  con 
quieneiá  se  sustatnció  la  segunda  instancia;  que  el  ape- 
lante dentro  del  término  concedido  para  instrucción 
presentó  escrito  solicitando  el  recibimiento  á  prueba  en 
esta  segunda  instancia^  declarándose  por  auto  de  doce 
de  Mayo  último  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  é  inter- 
puesto recurso  de  súplica  contra  dicha  resolución  se 
dictó  auto  en  treinta  del  mismo  mes  por  d  que  se  de- 
claró no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmendar  el  recurrido 
con  las  co&tas  al  recurrente. 

Décimo  segundo.  Besultando  que  formulada  pro- 
testa por  la  parte  apelante  á  los  efectos  del  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  fiu  día,  se  le 
tuvo  por  consignada  y  que  con  citación  de  las  partes  se 
señaló  día  para  la  vista  «|ue  tuvo  efecto  el  seis  del  co- 
rriente mes  de  Agosto. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación': 

Décimo  tercero.  Besultando  que  la  repetida  senten- 
cia en  su  parte  dispositiva  confirma  la  aipelade  en  todos 
sus  extremos,  menos  en  cuanto  manda  pagar  al  actor 
la  suma  de  veinte  pesos  cinco  centavos  en  plata,  revo- 
cándola en  ese  último  extremo,  y  declarando  sin  lugar 
la  reconvención  parcialmente  y  por  lo  que  respecta  á  di- 
cha suma  con  'las  costas  de  la  apelación  en  la  forma  or- 
dinaria y  sin  declaratoria  de  temeridad  á  los  efectos  de 
la  Orden  número  tres  de  mil  novecientos  uno.  Y  la  sen- 
tencia confirmada  del  Juzgado  inferior,  fecha  treinta 
de  Marzo  de  este  año,  declaró  sin  lugar  la  demanda  ab- 
solviendo de  ella  all  demandado  Juan  Witacre  y  con  lu- 
gar la  reconvención  condenando  al  actor  Gavino  García 
Menéndez  al  pago  de  doscientos  trece  pesos  en  oro  es- 
pañol y  veinte  pesos  cinco  centevos  plata  con  las  costas 
á  cargo  del  mismo  sin  hacer  tempoco  exi>re8a  declara- 
ción de  temeridad. 

Décimo  cuarto.  Besultando  .que  contra  la  precite- 
da  sentencia  de  la  Audiencia  interpuso  el  actor  recur- 
so de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  con- 
cretó en  su  escrito  de  primero  de  Septiembre  del  co- 
rriente año  en  los  siguientes  términos :  ^^nterpongo  en 
debida  forma  y  dentro  del  término  legal  de  quinto  día 
que  me  fija  el  artículo  tercero  de  la  ley  de  Casación  Or- 
den número  noventa  y  dos  de  veinte  y  seis  de  Junio  de 
mil  ochocientoe  noventa  y  nueve  el  correspondiente  re- 
curso de  casación  por  quebraintemiento  de  forma  á  que 
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^ngo  derecho  según  los  artículos  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  siete,  número  dos  del  mil  seiscientos  ochenta  y  nue- 
ve y  número  cinco  del  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  relación  directa  con  el  ar- 
tículo primero  de  la  citada  Orden  sohre  casación  y  á  ese 
efecto  manifiesto  que  el  recurso  lo  establezco  por  habér- 
seme denegado  en  primera  y  segunda  instancia  la  prác- 
tica de  diligencias  de  prueba  importantísima,  admisi- 
bles desde  luego  según  las  leyes  y  cuya  falta  ha  produ- 
cido evidente  indefensión  para  mi  poderdante  y  dado 
lugar  á  la  injusta  sentencia  del  caso  II.  Me  contraigo  á 
la  abierta  negativa  recaída  respecto  de  la  prueba  testifi- 
cal propuesta  en  primera  instancia  y  admitida  la  que  no 
pudo  practicarse  entonces  por  causas  no  imputables  á 
mi  mandante  por  lo  cual  la  reproduje  en  esta  superiori- 
dad,  habiéndose  negado  el  Tribunal  á  que  se  practica- 
se no  obstante  las  gestiones  legales,  los  recursos  que  es- 
tablecí en  contra  de  la  denegatoria.  Y  para  cumplir  de 
lleno  el  precepto  de  la  Ley  hago  constar  lo  que  sigue: 
Primero :  Mi  mandante  por  su  escrito  de  proposición  de 
prueba,  fecha  veiticuatro  de  Enero  del  corriente  año, 
propuso  y  le  fué  admitido  entre  otros  medios  probato- 
rios, el  de  testigos  á  cuyo  efecto  acompañó  al  escrito  del 
caso,  cinco  interrogatorios  distintos  cuyo  contenido  fué 
declarado  pertinente  en  todos  sus  extremos  por  la  pro- 
videncia citada.  Segundo:  Cumpliendo  lo  dispuesto  en 
ella  de  acuerdo  con  la  Ley  presentó  en  tiempo  y  forma 
de  Derecho  la  lista  de  los  testigos  comprensiva  de  vein« 
to  personas  cuyo  testimonio  era  en  alto  grado  importan- 
te  para  mi  representado  desde  el  punto  y  hora  que  eran 
presenciales  de  los  hechos  primordiales  de  la  demanda, 
según  se  advierte  de  los  interrogatorios.  Tercero:  Por 
providencia  fecha  diez  y  seis  de  Febrero  ordenó  el  Juz- 
gado que  la  prueba  del  caso  se  efectuase  el  día  veinti- 
cinco del  propio  mes  á  las  dos  de  la  tai^e  y  que  fuesen 
citados  de  comparendo  dichos  testigos  habiendo  hecho- 
constar,  pretendiendo  descargarse  de  resfponsabilidad, 
que  dicha  resolución  la  había  dictado  fuera  del  térmi- 
no legal  correspondiente  en  virtud  del  cúmulo  de  nego- 
cios á  cuyo  despacho  ha  tenido  que  prestar  atención 
preferente.  Cuarto :  El  día  seña;lado  por  el  Juez  para  la 
práctica  de  dicha  prueba  testifical,  Febrero  veinticin- 
co, era  el  penúltimo  del  máximum  de  veinte  que  fija  la 
ley  enjuiciaria  en  su  artículo  seiscientos  noventa  y  cin- 
co para  que  se  verifique  toda  la  prueba  en  los  pleitos  de 
menor  cuantía;  de  modo  que  tratándose  de  testigos  no 
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voluTitarioe  á  los  que  había  que  llevar  judicialmente  por 
citación  para  algunos  conminatoria  resultó  lo  que  lógi- 
camente era  de  esperarse  que  dicha  prueba  no  pudiera 
practicarse  por  falta  de  tiempp  material  ei  cual  resul- 
taba angustioso.  Quinto :  Personado  yo  en  esta  segunda 
instancia  á  nombre  de  mi  poderdante  solicité  en  tiem- 
po y  forma  legales  el  día  veinte  y  nueve  de  Abril  úl- 
timo de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  artículo  setecien- 
tos seis  de  la  Ley  citada  en  relación  con  el  ochocientos 
sesenta  y  imo  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  en  esta  se- 
gunda instancia  por  el  término  legal  para  practicarse 
la  de  teetigoe.  que  no  pudo  efectuarse  en  el  inferior  por 
causas  agenas  á  la  voluntad  de  mi  cliente  y  que  por  tan- 
to no  le  eran  imputables.  Sexto:  A  esa  justa  preten- 
€Í6n  recayó  auto  denegatoi^io  fecha  doce  de  Mayo  por 
virtud  del  cual  consideró  el  Tribunal  errónea  é  injusta- 
mente que  si  la  prueba  del  ceso  no  ee  había  practicado^ 
que  si  la  mayor  parte  de  los  testigos  no  habían  compa- 
recido, tal  falta  era  imputable  á  mi  representado,  por 
no  residir  los  testigos  en  los  domicilios  designados  sin 
advertir  que  el  demandante  no  podía  en  ningán  caso 
ser  responsable  de  la  variación  de  domicilio  de  los  tes- 
tigos. Séptimo:  Contra  dicho  auto  establecí  en  tiempo 
y  forma  de  derecho  recurso  de  súplica  con  arreglo  al 
artículo  ochocientos  sesenta  y  seis  en  relación  con  el 
ochocientos  sesenta  y  uno  y  setecientos  seis  y  demás 
concordantes  del  Enjuiciamiento  Civil,  haciendo  al 
efecto  los  poderosos  razonamientos  que  contiene  el  escri- 
to del  caso  fecha  diez  y  seis  del  propio  mes.  Octavo: 
Sustanciado  el  recurso  en  debida  forma  el  Tribunal 
dictó  auto  en  treinta  de  Mayo  declarando  sin  lugar  el 
mismo.  Noveno:  Notificado,  establecí  sin  dilación  la 
protesta  de  la  Ley  á  los  efectos  del  presente  recurso  de 
casación,  la  que  se  tuvo  por  consignada  según  le  provi- 
dencia fecha  diez  y  seis  de  Junio  último. 

Décimo  quinto.  Eesultando  que  por  auto  de  fecha 
cuatro  de  Septiembre  ee  admitió  el  recurso  de  casación 
y  emplazadas  las  partes  se  personaron  en  este  Tribunal 
Supremo  Miguel  Miranda  y  Menéndez  en  representa- 
ción del  recurrente  y  Emiliano  Vivó  á  nombre  de  la 
*  parte  no  recurrente,  tramitándose  en  legail  forma  y  ce- 
lebiiándoee  la  vista  el  día  cuatro  del  corriente  con  asis- 
tencia de  los  Letrados  de  ambas  partes  sosteniendo  el 
de  la  recurrente  el  recurso  é  impugnájidolo  el  de  la  con- 
traria. 
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Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Bevilla  y  Fe- 
rrari. 

Primero.  Considerando  que .  el  inciso  «quinto  del 
articuló  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  autoriza  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  digo,  de  las  formas  esencia- 
les del  juicio  cuando  se  hubiese  denegado  una  diligen- 
cia de  prueba  admisible  según  las  leyes  y  cuya  falta  ha- 
ya podido  producir  indefensión,  lo  cual  no  sucede  en  el 
presente  caso  en  que  la  prueba  testifical  propuesta  por 
el  demandante  ie  fué  admitida  y  no  habiéndose  prac- 
ticado en  primera  instancia  le  ha  sido  denegado  en  la 
segunda  el  recibimiento  á  prueba  á  fin  de  practicar 
aquella,  por  lo  cual,  fundado  en  dicha  denegatoria,  ha  de- 
bido reclamar  el  recurrente,  ó  sea  invocando  el  número 
tercero  del  citado  artículo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento, 
que  es  el  ú:nico  que  autoriza  eil  recurso  cuamdo  se  niega 
el  recibimiente  á  prueba  en  cuialquiera  instancia  y  cual- 
quiera que  sea  la  razón  que  se  aduzca  para  eolicitailo; 
conforme  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en 
múltiples  sentencias. 

Segundo.  Considerando  que  también  es  constmite 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  que  los  defectos  de  for- 
ma que  hacen  inadmisible  un  recuroo  deben  ser  exami- 
nados al  resolver  el  fondo  del  mismo  para  el  efecto  de 
declararlo  sin  lugar,  aunque  no  haya  sido  objeto  de  im- 
pugnación en  el  trámite  oportuno,  y  que  según  el  ar- 
tículo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
otíhocientos  noventa  y  nueve  cuando  se  declara  sin  lu- 
gar un  recurso  deben  imponerse  las  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamoe  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin 
lugar  el  recurso  á  que  se  contrae  esta  sentencia  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente.    Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  s^itencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— Octavio  Giberga. — Caries  Sevilla. — ^Rafael  May- 
dagán.  

Inf.  ley.— Sentr  67.— -20  de  Noviembre.— Desahucáo.  ( 6a- 

ceto,  Mayo  26,  1904.) 

DOCTRINA:  Es  improcedente  un  recurso 
que  se  funda  en  meros  supuestos  contraríos  á  las 
mismas  premisas  que  se  asientan  para  justificarlo 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  tres.    Visto  ante  este  Tribunal  Su- 
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premo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  Esteban  Herrera  y  Núñez,  agricultor  y  veci- 
no de  San  Nicolás,  contra  la  sentencia  dictada  en  trein- 
ta y  lino  de  Agosto  último  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Güines  en  el  juicio  de  desahucio  promovido  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Nicolás  por  José 
Pendas  y  Blanco,  del  comercio  y  vecino  de  San  Antonio 
de  los  Baños,  contra  el  mencionado  Esteban  Herrera. 

Primero.  Residtando  que  en  la  sentencia  recurri- 
da se  aceptan  los  Besultandos  de  la  del  Juez  Municipal, 
entre  los  cuales  se  hallan  los  siete  que  á  continuación  se 
copian : 

Demanda : 

Segundo.  Eesultando  que  el  expresado  D.  José 
Pendas  y  Blanco  por  medio  de  D.  Prudencio  A.  del  Rey 
establece  la  presente  demanda  contra  el  citado  D.  Este- 
ban Herrera  y  Núñez  para  que  desaloje  la  finca  "Cari- 
dad*^ ubicada  en  este  distrito,  en  la  que  habita  como  apar- 
cero según  contrato,  y  con  arreglo  al  que,  se  entiende 
terminado  éste  (cláusula  quinta  letra  K)  cuando  á  Pen- 
das ó  al  propio  Herrera  le  conviniere  darlo  por  fenecido, 
Y  solicitando  se  acordara  la  citación  del  demandado 
para  la  celebración  del  juicio  verbal  correspondiente  y 
que  determina  el  artículo  mil  quinientos  setenta  refor- 
mado de  la  Tjey  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Tercero.  Resultando,  que  admitida  la  demanda  y 
dispuesto  se  convocara  á  las  partes  á  juicio  verbal,  se  se- 
ñaló al  efecto  el  día  tres  del  corriente  mes  á  las  doce 
de  su  mañana. 

,  Cuarto.  Resultando  que  el  citado  día  á  las  doce 
comparecieron  en  el  Juzgado  D.  José  Pendas  y  Blanco- 
como  demandante,  con  su  vocero  el  señor  Prudencio  A. 
del  Rey  Trujillo,  y  de  la  otra  como  demandado  D.  Es- 
teban Herrera  y  Núñez,  con  el  suyo  el  señor  Manuel 
Montes  y  Núñez,  y  expuso  el  demandante  que  reprodu- 
ce su  demanda  y  solicita  del  Juzgado  la  declare  con  lu- 
gar apercibiendo  al  demandado  del  desalojo  de  la  finca 
dentro  del  plazo  que  la  Ley  determina:  Que  según  acre- 
dita con  el  documento  público  que  presentaba,  él  y  el 
señor  Herrera  celebraron  el  contrato  de  aparcería  y  li- 
quidación de  cuentas  que  del  mismo  resulta,  estable- 
ciéndose por  la  cláusula  quinta  letra  K,  que  el  contrato 
terminaría  tan  pronto  conviniese  al  que  habla  ó  al  señor 
Herrera,  y  habiéndolo  dado  por  terminado  el  compares- 
cíente,  en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  aludido  con- 
trato, ha  establecido  este  juicio  que  funda  en  haber  ter- 
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minado  el  tiempo  estipulado  en  el  contrato  que  es  una 
de  las  causas  en  que  puede  fundarse  el  desahucio  según 
el  párrafo  primero  del  artículo  mil  quinientos  sesenta  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  reformado  en  diez  y  siete 
de  Mayo  de  mil  novecientos  dos. 

Contestación  : 

Quinto.  Eesultando  que  el  demandado  contestó 
que  niega  la  demanda  fundado:  Primero:  en  que  este 
Juzgado  no  es  el  competente  por  cuanto  no  se  funda  la 
demanda  en  ninguna  de  las  causas  del  artículo  mil  qui- 
nientos sesenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Se- 
.gundo :  en  que  no  ha  vencido  el  término  estipulado  en  el 
<íontrato,  pues  si  bien  en  la  cláusula  quinta  de  la-  letra  K 
«de  la  escritura  de  seis  de  Junio  de  mil  novecientos  dos 
.se  pactó  que  si  el  señor  Herrera  ó  el  señor  Pendas  con- 
vinieren dar  por  terminado  el  contrato  antes  del  tiempo 
'estipulado  pcaírji  hacerlo,  esto  sería  previo  un  requisito 
sustanfial  que  no  bo  ha  llenado  ó  sea  el  de  proceder  al 
avalúo  de  los  frutos  pendientes  bien  por  los  peritos  de 
las  partes  ó  por  el  tercero  en  discordia.  Tercero :  en  que 
conforme  al  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  nueve  del 
Código  Civil  los  contratos  deben  interpretarse  en  favor 
de  la  mayor  reciprocidad  de  intereses,  y  así  como  He- 
rrera no  hubiese  podido  abandonar  la  Colonia  antes  de 
la  zafra  sin  incurrir  en  responsabilidad  de  daños  y  per- 
juicios, no  puede  hoy  Pendas  lanzar  á  Herrera  de  la  fin- 
ca, acabada  la  zafra  sin  haber  liquidado  con  él  y  rendí- 
dole  la  oportuna  cuenta.  Cuarto:  en  que  no  habiendo 
Pendas  manifestado  su  voluntad  de  dar  por  terminado 
el  contrato  el  día  seis  de  Junio  último  y  habiendo  per- 
manecido Herrera  más  de  quince  días  en  la  finca  con 
aquiescencia  (Jel  arrendador  hay  tácita  reconducción  por 
el  tiempo  que  establecen  los  artículos  mil  quinientos  se- 
tenta y  siete  y  mil  quinientos  ochenta  y  uno  del  Código 
Civil.  Y  Quinto:  en  que  existe  la  litispendencia  por 
cuanto  D.  Esteban  Herrera  ha  demandado  á  D.  José 
Pendas  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Güines  á 
fin  de  que  tenga  á  la  disposición  de  Herrera  los  útiles  y 
animales  que  este  necesite  para  la  explotación  de  la  finca 
"Caridad^^  á  que  le  entregue  todos  los  meses  mientras 
dure  el  contrato  efectos  por  valor  de  quince  pesos  oro 
mensuales,  y  á  que  se  rinda  cuenta  detallada  y  justifi- 
cada del  resultado  de  la  última  zafra  con  entrega  del 
comprobante  de  la  mitad  de  los  productos  que  le  corres- 
pondan.   Oponiendo  por  tanto  á  la  demanda  las  excep- 
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ciones  de  incompetencia  de  jurisdicción,  litispendencia 
j  sine  actione  agis;  y  concluye  pidiendo  al  Juzgado  de- 
clare sin  lugar  la  demanda  con  imposición  de  costas  4 
Pendas.  Y  acompaña  con  el  fin  de  Justificar  la  litis- 
pendencia  entre  este  y  Pendas  certificación  expedida  en 
la  fecha  por  el  Escribano  de  actuaciones  de  Güines  señor 
Francisco  Castañer  por  la  cual  consta  de  un  modo  evi- 
dente el  juicio  declarativo  que  D.  Esteban  Herrera  le 
tiene  establecido  á  D.  José  Pendas  en  catorce  de  Julio 
próximo  pasado;  é  interesa  que  se  reciba  á  prueba  este 
juicio  en  su  oportunidad. 

Eeplica  : 

Sexto.  Besultando  que  el  demandante  replicó  que 
en  cuanto  á  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción alegada,  el  Juzgado  ha  de  servirse  desestimarla 
porque  fundado  el  desahucio  en  haber  terminado  el  plazo 
estipulado  en  el  contrato,  el  artículo  mil  quinientos  se- 
senta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  precisamente 
determina  que  corresponde  el  conocimiento  de  esas  de- 
mandas al  Juez  Municipal  del  distrito  en  que  esté  si- 
tuada la  finca.  Que  en  cuanto  á  la  otra  excepción  de 
litispendencia  también  ha  de  desestimarse  por  el  Juz- 
gado porque  para  que  exista  y  pueda  prosperar  esa  ex- 
cepción es  necesario  que  haya  identidad  de  personas,  co- 
sas y  acciones  lo  que  no  resulta  aquí  porque  según  se 
acredita  con  la  certificación  acompañada  por  el  deman- 
dado, en  el  Juzgado  de  Quines  Herrera  sigue  contra 
Pendas  un  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  sobre 
liquidación  de  cuentas  y  entrega  de  animales  y  en  este 
Juzgado  no  se  discuten  esos  puntos  sino  que  sólo  se  tra- 
ta de  un  juicio  de  desahucio  que  tiene  su  tramitación 
especial  y  que  en  nada  se  relaciona  con  el  juicio  declara- 
tivo antes  referido,  de  modo  que  ambos  asuntos  pueden 
subsistir,  sin  que  el  fallo  que  en  uno  se  pronuncie  afec- 
te en  nada  al  otro,  porque  son  distintas  las  acciones  ejer- 
citadas en  ambos.  Que  en  cuanto  á  haber  terminado 
el  contrato,  basta  leer  el  párrafo  letra  K  de  la  escritura 
que  tiene  presentada  tanto  Pendas  como  Herrera  han 
podido  dar  por  terminado  el  contrato  cuando  así  les  con- 
viniere y  eso  que  está  escrito  no  se  subordina  á  ninguna 
otra  condición  ni  limita  los  derechos  de  los  contratantes, 
la  tasación,  liquidación  y  demás  que  deba  practicarse  con 
arreglo  á  lo  pactado,  siendo  evidente  que  la  terminación 
del  contrato  solo  se  ha  hecho  depender  de  la  voluntad  de 
los  contratantes  y  por  eso  Pendas  lo  dio  por  terminado 
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como  pudo  haberlo  hecho  el  demandado:  Que  no  existe 
la  tácita  reconducción  porque  solo  la  otorga  la  Ley  en 
los  contratos  de  arrendamiento,  y  aquí  se  trata  de  un 
contrato  de  aparcería  que  había  de  concluir  cuando  á 
cualquiera  de  las  partes  le  conviniese:  Que  sin  embargo 
de  no  necesitarse  requerimiento  ni  manifestación  algu- 
na por  parte  de  uno  al  otro  de  los  contratantes  para  que 
terminase  el  contrato.  Pendas  llenó  ese  requisito  como 
justificará  oportunamente,  interesando  el  recibimiento  á 
prueba  y  propone  primero :  Documento  público :  la  escri- 
tura que  tiene  acompañada  que  ha  de  estimarse  eficaz 
porque  no  ha  sido  impugnada  expresamente  conforme  ¿ 
lo  dispuesto  en  el  artículo  quinientos  noventa  y  seis  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  habiéndose  reconocido, 
también  la  eficacia  de  ese  documento  por  el  demandado 
al  establecer  sus  excepciones  en  el  mismo :  Segundo :  con- 
fesión judicial:  Para  que  el  demandado  declare  bajo 
juramento  indecisorio  á  tenor  del  pliego  de  posiciones, 
que  presentará  en  el  acto  y  previa  declaratoria  de  per- 
tinentes. Testifical;  acompañando  un  pliego  de  pre- 
guntas para  que  á  su  tenor  con  citación  contraria  y  pre- 
via declaratoria  de  pertinente  sea  absuelto  por  los  testi- 
gos D.  Pedro  y  D.  Máximo  Pérez  Querrá. 

Duplica  : 

Séptimo.  Resultando  que  el  demandado  duplicó 
que  ratificaba  en  todas  sus  partes  la  contestación  de  la 
demanda  y  propone  como  prueba  la  confesión,  la  cual  se 
sustanciará  previa  declaración  de  pertinente  tan  luego 
como  el  pliego  de  preguntas  sea  presentado. 

Peübba  : 

Octavo.  Resultando  que  abierto  á  prueba  el  juicio 
y  declaradas  pertinentes  las  preguntas  de  los  interroga- 
torios presentados  por  el  actor;  sin  que  el  demandado 
hubiera  presentado  los  suyos,  confesó  el  demandado  ser 
cierto  que  recibió  una  carta  .del  procurador  D.  Pruden- 
cio A.  del  Rey  apoderado  de  D.  José  Pendas  en  la  que 
le  manifestaba  que  el  contrato  entre  ambos  celebrado  se 
daba  por  terminado  en  todas  sus  partes.  Que  era  cierto 
que  desde  que  supo  que  el  contrato  estaba  terminado  no 
trabaja  en  la  finca  y  está  ganando  jornal  por  fuera  sin 
hacer  trabajo  alguno  de  limpieza  en  los  campos.  Y  que 
no  es  cierto  que  ha  sido  requerido  por  D.  Pedro  Pérez 
y  D.  Máximo  de  ese  apellido  para  que  procediera  á  la 
tasación  de  lo  que  había  en  la  finca  por  haber  terminado 
el  contrato  con  Pendas. 
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Noveno.  Resultando  que  en  la  propia  sentencia 
se  adicionan  con  los  dos  siguientes  los  Resultandos  trans- 
critos : 

Décimo.-  Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este 
Juzgado  y  personado  el  apelante  se  señaló  día  y  hora 
para  el  juicio  correspondiente  entre  los  interesa- 
dos, los  cuales  concurrieron  al  acto  previa  citación^ 
exponiendo  el  apelante  por  medio  de  su  Letrado 
Ldo.  Don  Gabriel  Cámps:  que  pidió  la  revocación 
del  fallo  apelado  porque  el  contrato  celebrado  por  las 
partes  es  de  aparcería  y  según  el  artículo  mil  quinientos 
setenta  y  nueve  del  Código  Civil  el  arrendamiento  de 
tierras  por  aparcería  se  regirá  por  las  disposiciones  del 
contrato  de  sociedad  y  por  las  estipulaciones  de  las  par- 
tes y  en  su  defecto  por  la  costumbre  de  la  tierra  y  en  ese 
concepto  no  procede  en  este  caso  el  desahucio,  puesto  que- 
la  disolución  de  la  sociedad  se  dejó  al  arbitrio  de  las  par- 
tes, y  debió  por  ello  ponerse  en  conocimiento  del  deman- 
dado para  que  aquélla  surtiera  efecto :  que  en  el  contrato 
se  estipuló  que  las  partes  podían  darlo  por  terminado 
antes  del' tiempo  estipulado  y  que  al  efecto  se  tasarían 
los  frutos  pendientes  y  como  estos  no  se  han  tasado  no 
procede  desalojarle :  que  el  hecho  de  terminarse  un  con- 
trato de  sociedad  no  dé  derecho  á  uno  de  los  socios  al 
desahucio  y  menos  no  habiendo  terminado  el  contrato 
como  sucede  en  el  caso  de  autos:  que  en  este  Juzgado 
existe  un  pleito  pendiente  sobre  cumplimiento  de  ese- 
contrato  que  debe  resolverse  previamente :  que  en  este  paí« 
es  costumbre  cuando  termina  el  contrato  de  aparcería 
el  dueño  dá  al  aparcero  una  liquidación  lo  cual  ha  reco- 
nocido Pendas,  y  se  estipuló  en  el  contrato  y  lo  que  no- 
ha  verificado  el  demandante:  que  los  testigos  Pedro  y 
Máximo  Pérez  afirman  en  sus  declaraciones  que  requi- 
rieron al  demandado  por  encargo  de  Pendas  para  que 
nombrase  perito  para  la  tasación  de  la  caña  pero  esas 
declaraciones  no  tienen  valor  y  no  se  expresa  la  fecha 
de  tal  requerimiento  y  que  el  procurador  D.  Prudencio 
A.  del  Rey  no  tiene  poder  de  Pendas  para  escribirle  á 
Herera  dando  por  terminado  el  contrato ;  por  lo  que  pro- 
cede la  revocación  de  la  sentencia  con  las  costas  al  actor, 
lo  cual  interesa. 

Décimoprimero.  Resultando  que-  concedida  la  pa- 
labra al  apelado  dijo  por  medio  de  su  apoderado  D.  Pru- 
dencio A.  del  Rey :  que  pide  la  confirmación  del  fallo  in- 
terpelado con  las  costas  á  cargo  del  apelante  y  declara- 
ción de  temeridad,  pues  incurre  en  inexactitud  al  basar 
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su  pretensión  en  declaraciones  de  testigos  que  no  han 
declarado:  que  el  contrato  de  aparcería  es  de  arrenda- 
miento y  se  rige  por  las  estipulaciones  de  las  partes  y  és- 
tas en  la  escritura  pública  presentada  convinieron  que  el 
contrato  terminaría  por  la  voluntad  de  cualquiera  de 
ellos  sin  ser  necesario  requerimiento  alguno  á  la  otra 
■parte  y  no  obstante  al  demandado  se  le  comunicó  por 
medio  de  una  carta  que  Pendas  daba  por  terminado  el 
contrato  habiendo  el  apelante  confesado  que  recibió  esa 
carta,  así  como  que  tiene  la  finca  abandonada  y  se  dedi- 
ca á  ganar  jornal  por  fuera  y  que  cualquier  otra  acción 
que  tenga  Herrera  contra  Pendas  no  interrumpe  este 
juicio  de  desahucio. 

Resolución  keoüiirida: 

Décimosegundo.  Besultando  que  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  confirmando  en  todas  sus  partes  la  sen- 
tencia del  Juez  Municipal^  desestimó  las  excepciones  de 
incompetencia  y  litispendencia  alegadas  por  el  deman- 
dado y  declaró  con  lugar  la  demanda,  condenando  á  Es- 
teban Herrera  y  Núñez  á  que  en  el  térmno  de  veinte 
días  desaloje  la  finca  de  que  se  trata  y  al  pago  de  las 
costas. 

Decimotercero.  Resultando  que  contra  dicha  sen- 
tencia interpuso  el  demandado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  fundándolo  en  el  número  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  d  Enjuicia- 
miento Civil,  y  alegando  como  único  motivo  del  recurso 
el  siguiente:  ^'La  sentencia  infringe  el  artículo  mil 
quinientos  sesenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  reforma- 
da por  la  Orden  Militar  número  ciento  setenta,  en  nin- 
guno de  cuyos  casos  está  comprendido  el  presente  des- 
ahucio, é  infringe  además  los  artículos  mil  quinientos 
setenta  y  nueve,  mil  seiscientos  ochenta  y  mil  setecientos 
cinco  del  Código  Civil  por  cuanto  debiendo  regirse  los 
arrendamientos  por  aparcería  por  las  estipulaciones  de 
las  partes  y  habiéndose  estipulado  que  al  terminarse  la 
aparcería  se  tasarían  los  bienes  sociales,  mientras  esa  ta- 
sación no  se  haga  no  puede  desahuciar  uno  de  los  socios 
al  otro". 

Decimocuarto.  Resultando  que  admitido  el  recurso 
y  sustanciado  ante  este  Tribunal  Supremo,  se  celebró  la 
vista  pública  el  día  cinco  del  corriente  mes  con  la  sola 
asistencia  del  abogado  defensor  del  recurrente,  que  sos- 
tuvo el  recurso. 
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Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Eafael  May- 
dagán. 

Primero.  Considerando  que  afirmándose  en  el  úni- 
co motivo  del  recurso  que  antes  de  interponerse  la  de- 
manda ha  debido  practicarse  el  avalúo  de  los  bienes  so- 
ciales, por  ser  acuerdo  de  las  partes  que  á  la  terminación 
del  contrato  ha  de  realizarse  la  operación  aludida,  resul- 
ta evidente  el  reconocimiento  que  en  dicha  alegación 
se  hace  de  la  extinción  del  mencionado  contrato,  per  ser 
ella  y  no  otra  la  causa  eficiente  de  la  tasación  que  se  dice 
indebidamente  omitida;  y  como  dicha  extinción,  recono- 
cida por  el  recurrente,  ha  sido  estimada  por  el  Juez  sen- 
tenciador ajustándose  á  las  prescripciones  del  artículo 
rail  quinientos  setenta  y  nueve  del  Código  Civil  y  por 
ella  ha  declaíado  comprendido  el  desahucio  en  la  causa 
primera  del  artículo  mil  quinientos  sesenta  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  es  indudable  que  el  recurso  se  fun- 
da en  meros  supuestos,  contrarios  á  las  mismas  premisas 
que  se  asientan  para  justificarlo. 

Segundo.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  y  aplicando 
el  precepto  del  artículo  cuarenta  de  la  Orden  sobro  casa- 
ción, imponer  las  costas  al  recurrente. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Esteban  Herrera  y  Núñez  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  treinta  y  uno  de  Agosto  último  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Güines  con  las  costas  á 
cargo  del  recurrente,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. — Luis  Gastón. — Carlos  Revilla. — Eafael  Maydagán. 

Inf.  ley.— Sent.   68.— 21  de  Noviembre.— Ctunplimient^ 

de  contrato.   {Oac,  Mayo  26,  190^.) 

DOCTRINA:  La  sentencia  que  estimando 
las  alegaciones  hechas  por  el  demandado  condena 
á  éste  conforme  á  los  términos  en  que  mediante 
esa  contestación  queda  circunscripto  el  debate,  es 
perfectamente  congruente. 

La  cita  de  un  precepto  legal  hecha  en  la  senten- 
cia no  demuestra  por  sí  solo  que  el  fallo  se  funde 
en  la  aplicación  de  dicho  precepto  y  por  tanto  no 
es  bastante  para  obtener  la  casación  invocar  co- 
mo infringido  por  indebida  aplicación  el  repetido' 
precepto. 
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El  artículo  1282  del  Código  Civil  es  en  cierto 
sentido  complementario  del  1281  y  la  regla  en  él 
contenida  puede  ser  aplicada  no  solo  en  el  caso  en 
que  la  voluntad  délos  contratantes  aparezca  con- 
traría al  texto  del  contrato,  sino  cuando  se  trate 
de  corroborar  la  verdadera  inteligencia  de  éste. 

Es  ineficaz  la  impugnación  de  un  elemento  de 
prueba  cuando  el  fallo  se  funda  en  la  apreciación 
en  conjunto  de  todas  las  practicadas  en  el  juicio. 

En  la  ciudad  ée  la  Habana^  á  veintiuno  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  de  doctrina  legal  deducido  por  Plácido  Gambas 
González,  del  comercio  y  de  esta  vecindad,  contra  la 
sentencia  definitiva  dictaida  con  fecha  catorce  de  Julio 
del  comente  año  por  la  Sa/la  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Haberla  en  el  juicio  declarativo  propuesto  por 
aquél  contra  Faustino  Bermúdez  y  Castro,  también  del 
•comercio  y  de  esta  vecindad,  sobre  liquidación  de  socie- 
dad y  pago  del  saldo  que  resulte  é  intereses  del  mismo : 

Antecedentes  : 

Reproduciendo  los  ocho  primeros  Resultandos  de 
la  sentencia  dictada  en  casación  por  este  Supremo  Tri- 
l)unal  con  fecha  veinte  y  ocho  de  Enero  del  corriente 
año,  que  declaró  haber  lugar  al  recuTso  por  quebranta- 
miento de  forma  establecido  con  anterioridad  en  dicho 
pleito  y  del  cual  se  hace  mención  en  los  Resultandos  dé- 
cimo cuarto  y  décimo  quinto  de  esta  sentencia: 

Noveno.  Resultando  que  á  instancia  del  actor  se 
practicaron  varias  pruebas,  entre  ellas  la  de  confesión 
judicial  del  demandado,  que  solamente  en  parte  fué  re- 
chazada por  el  Juez,  y,  evacuándola  el  demandado  en 
algunos  de  los  extremos  en  que  fué  admitida,  á  la  pre- 
gunta quinta  "Diga  como  es  cierto  que  el  declarante 
"nunca  ha  tenido  colocado  á  Cambas  como  dependiente 
^^suyo,  ni  en  tal  concepto  le  ha  abonado  sueldo  de  nin- 
"guna  clase"  contestó  "Que  no  es  cierto,  pues  lo  ha  te- 
"nido  colocado  de  dependiente";  á  la  pregunta  serta 
"Confiese  cómo  es  verdad  que  Cambas  ha  trabajado 
"siempre  el  negocio  de  carbón  como  socio  del  declaran- 
"te,  y  con  tal  carácter  lo  ha  dado  á  conocer  á  todas  las 
^^personas  que  trataban  con  él  negocios  sobre  el  carbón*' 
contestó  "Que  solo  lo  dio  á  conocer  á  Don  Julián  Qua- 
"dreny";  á  la  pregunta  décima  séptima  "Confiese  có- 
^'mo  es  verdad  que  desde  que  contrajo  la  sociedad  con 
'^^Caimbas,  hasta  que  éste  fué  separado,  siempre  hizo  los 
^'mismos  trabajos  con  todo  el  carbón  que  venía  de  Ba4A- 
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*1)an6,  cualquiera  que  fuera  el  remitente'',  á  la  décima 
octava  "Diga  cómo  es  verdad  que  entre  el  que  contesta 
"y  mi  representado  (Cambae)  no  ha  existido  más  con- 
"trato  que  el  que  expresa  el  documente  que  ha  recono- 
"cido  (presentado  con  la  demajida)'*  y  á  la  vigésima 
primera  "Confiese  cómo  es  verdad  que  las  cláusulas  ter- 
"cera  y  cuarta  del  contrato  de  sociedad  que  establecen 
^la  remuneración  que  había  de  obtener  mi  representado 
"(Cambas)  por  su  industria,  no  han  eido  alteradas  en 
^^rnodo  alguno"  contestó  "Que  es  cierto": 

Décimo.  Besuitando  que  el  pliego  de  posiciones 
pioducido  por  el  actor  para  l<a  confesión  juidicial  del 
demandado  com»prendía,  además,  las  preguntas  octava, 
novena  y  décima  que  relaciona  el  Resultando  de  este 
mismo  número,  contenido  en  la  anterior  .sentencia  de 
casación  á  que  se  ha  hecho  referencia,  él  cual  se  da  por 
reproducido  con  la  modificación  que  aparece  del  pre- 
sente : 

Reproduciendo,  asimismo,  los  Resultandos  undéci- 
mo, duodécimo,  décimo  tercero  y  décimo  cuarto  de  la 
expresada  sentencia  de  casación : 

Décimo  quinto.  Resultando  que  por  haber  este  Tri- 
bunal Supremo,  en  virtud  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  de  qué  se  ha  hecho  mérito, 
«asado  y  anulado,  mediante  su  sentencia  de  veintiocho 
de  Enero  del  corriente  año,  la  que  dictó  en  caterce  de 
Agosto  de  mil  novecientos  dos  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  restablecido  que  fué  á  su  debi- 
do trámite  el  procedimiento,  se  recibió  el  juicio  á  prue- 
ba en  segunda  instancia  para  evacuar  la  de  confesión 
del  demandado  por  las  aíludidas  preguntas  octava,  no- 
vena y  décima  del  pliego  de  posiciones  presentado  por 
el  demandante,  á  las  cuales  contestó  Bermúdez,  respec- 
tivamente, "que  es  cierto  que  no  se  ha  practicado  ba- 
^'lance  de  la  sociedad  que  llevó  con  Cambas,  pero  no  lo 
"^^es  que  remitiera  las  notas  que  se  le  ponen  de  manifiés- 
tate", "que,  como  ha  dicho,  no  es  cieri;o  que  remitiera 
**dichas  notas,  ni  lo  es  tampoco  que  el  Sr.  Cambas  tu- 
"viere  el  interés  que  expresa  la  pregunta,  pues  solo  lo 
"^'tenía  del  carbón  que  se  recibía  de  Quadren/*  y  "que 
"como  no  ha  ministrado  esas  notas,  no  puede  contestar 
■*'esa  pregunta" : 

Resolución  eboürbida; 

Décimo  sexto.  Resultando  que  la  mencionada  Sala 
dictó  nueva  sentencia  el  día  catorce  de  Julio  del  año 
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actual,  aceptando  los  fundamentos  de  la  de  primera 
instancia  y  negando  eficacia  para  la  decisión  del  juicio- 
á  la  pru-eba  practicada  en  la  segunda,  por  razón  de  lo 
cual  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Juez,  declara 
igualmente  sin  lugar  la  reclamación  de  intereses  legales 
y,  en  cuanto  á  costas,  impone  al  apelante  las  de  la  ape- 
lación,  sin  hacer  declaratoria  de  temeridad  ó  mala  fe; 
resolución  que,  por  lo  tocante  al  presente  recurso  de 
casación,  descansa  en  que,  "examinados  los  medios  pro- 
'^atorios  utilizados — ^á  excepción  del  pericial,  no  apre- 
"ciable  por  su  deficiencia — resulta  justificado  que  en 
"efecto  el  contrato  de  sociedad  formado  por  Cambas  y 
"Bermiidez  no  comprendía  todas  las  remesas  de  carbón 
"que  al  segundo  hiciesen  Quadreny  y  cualesquiera  otras 
"personas,  sino  solo  el  de  aquél,  porque,  en  primer  lu- 
"gar,  el  documento  privado  que  con  eu  contestación 
"acompañó  Bermúdez  y  cuyo  contenido  reconoció  el  ac- 
"tor  demuestra  evidentemente  que  al  carbón  de  Qua- 
"dreny  estaba  limitada  la  sociedad  concertada  entre  los 
"que  allí  litigan,  pues  su  texto  literal  es  harto  expresi- 
"vo  al  consignar  el  actor  que  recibía  cierta  suma  por 
"cuenta  de  las  utilidades  que  reportaría  el  carbón  que 
"vendían  en  sociedad  de  la  propiedad  de  Don  Julián 
"Quadreny;  y  en  segundo  término  porque  los  otros  re- 
"mitentes  de  carbón  no  tenían  concertada  su  venta  en 
"comisión  en  loe  términos  y  condiciones  en  que  se  esti- 
"pulo  la  del  carbón  que  Quadreny  remitía,  sin  que  á 
"esto  sea  óbice  la  circunstancia  de  que  Cambas  vendie- 
"se  también  el  carbón  remitido  á  Barmúdez  por  otros 
"carboneros  prestando  iguales  servicios  que  con  el  de 
"Quadreny,  sin  -que  mediase  contrato  especial  resfpecto 
"de  estos,  pues  esos  servicios  en  todo  caso  originarían 
"acción  distinta  de  la  que  aquí  ejercita  como  provenien- 
"te  de  un  contrato,  el  cual  no  se  ha  justificado  que  abar- 
"case  todas  las  ventas  de  carbón  que  en  comisión  reci- 
"biese  Bermúdez": 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Décimo  séptimo.  Eesultando  que  el  actor  dedujo- 
contra  el  fallo  nuevamente  recaído  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley 
y  doctrina  legal,  autorizado  el  segundo  por  los  incisos 
primero,  segundo,  tercero  y  séptimo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil  j 
fundado  en  los  siguientes  motivos :  "Primer  motivo :  el 
"fallo  pronimciado  contiejie    violación,    interpretación 


'^errónea  y  aplicación  indebida. de  las  leyes  y  doetrina» 
'•aplicables !  ai  oaso  del  pleito.  Exiate  TÍolaeióa  porque 
^'Dojí- Faustino  Bermúdez  al  eyaeuac  posiciones  ooBÍesó 
"que  no  había  tenido  con  Don  PJéoido  Ganabas j  nü  re- 
-^presentadoy  más  que  un  «olo  oontirato,  <]ue  la  cláusnlft 
"del  mismo  que  fijó  bu  tetribución  no  había  sido  altera- 
"d&  y  que  Cambas  había  prestado  los  mismos  aeirvicios 
"cKm.  tcidoei  carbón  «jtíe  había  venido  de  Batabanó.y 
"siendo  estos  hechos  confesados^  düerentes  de.  loe  de* 
"más  cotnsprendidos  eü  el  pliego  de  posicíoliea,  ha  debí* 
"do  1%'  aenteneia  con  arreglo  al  articulo  mil  doseienid» 
"treinta  y  tres  del  Código  Civil  apreciar  con  separaciÓB 
"esta.cpnfesión)  al  efecto  de  declaxar  con  .lugar  la  de- 
"manda;  dado  que  el  articulo.  inenpio(Qado  autoriza  di- 
"vidir  Ja  coinfesi^  contra  ^  quMsJa  hace,  guando  sie.  re- 
tiñere á  hec^hos  diferentes.  Ajsimiamo  han  aido  violada» 
"laB  sentegacias.  del  ¿Snpocemao  Tribunal  de  España  de 
"dos  de  Octubre,  de  mil  oehoqientos  setenta  ylaeifi,  vein- 
"ticinco  de  Junio  de  mil  ochocieAtqs  se^nta  y  lupe/ 
"veintiuno  de  Septiembre  de>  mil.x)ohociento$,cii¥$u€{nta 
"y  nueve^  asi  como  la  doctrina  consignada  .m  ía^.  aen- 
"tencias.de  qinco  de  M^zo  de  mil  ochocientos  sea^ta 
"y  uñó,  diea  y  seis  de  Octubre  jde  mil  ochocientos  sasen-r 
•*ta  y.  tres,  veintidós  de  Noviembre  de  mil  oebocientos^ 
"sesenta  y  cuatro,  once  de  Febrero  de  mil  óchocientoBr. 
"sesenta  y  siete  y  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos* 
"ochenta  y  uno  en  cuanto  por jellaa  ee  declara:  que  fe 
"apreciación  de  la  confesión  no  es  una  cuestión  de  he- 
"cho  que  compete  exclusivamente  á  la  Sala  sentenciado- 
"ra^  ^ino  de  derecho  sujeta  á  las  prescripcionies  de  kir 
"ley  sustantiva;  que  la  confesión  hecha  en  juicio  conft<- 
"tituye  prueba  plena,  que  la  sentencia  que  absuelve  de» 
"]a  demanda  en  puntos  que  el  demandado  reconoció  so* 
"responsabilidad^  ó  hace  otra  deolaraoión  distinta  de  kiv . 
"obligación  confesada,  es  nula  é  infringe  lae  leyes  que 
"dan  valor  á  la  confesión.  Interpreta  mal  la  sentencio^ 
"loa  articudosi  mil  doscientos  ochenta  y  uno  y  mil  dos- 
"ciento*  ochenta  y  dos  del  Código  Civil  en  cuanto  de- 
"termina  en  el  fallo  que  el  contrato  de  sociedad  está  li- 
"mitado  al  carbón  de  Quadreny,  fundándose  en  «1 
*^preám,buk)  de  dicho  contrato  y  en  palabras  tsueltas  que 
"aisla  de  las  cláusulas  en  que  se  encuentran  cuando,  el 
"artículo  mil  doscientos  ochaita  y  uno  previene:  qne 
"cuando  loé  términos  de  un  conkatp  sean  claros  y  no 
"dejen  duda  sobre  la  intención  de  los  contratantes,  ee 
"esté  al  sentido  literal  de  sus  cláusulas  mientras  que  el 
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'^articulo  mil  doscientos  ochenta  y  dos  se  ha  dietado 
'^ra  cuando  no  sea  manifiesta  la  intenci^  de  loe  con- 
^^atantes^  resnfUando  por  consiguiente  que  la  senten- 
'^cia  interpreta  mal  esas  dos  disposiciones  consideTin- 
'^dolas  complementarias  entre  si,  cuando  comprende 
''casos  diversos.  Y  al  fadlar  el  Tribunal  fientenciador  en 
'la  forma  en  que  lo  hace  interpreta  mal  y  erróneamente 
"el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  dos  citado,  por 
'^cuanto  éste  dispone  qué  para  juzgar  la  miendón  de 
**lo8  eoniratanUs,  deberá  atenderse  prindpalmente  á 
"loe  actos  de  éstos  coetáneoe  y  posteriores  al  contrato;  y 
"como  Don  Faustino  Bermúdez  ha  confesado  que  el  re- 
■ ''cúrrente  prestó  los  mismos  servicios  con  todo  el  car- 
"bón  que  venía  de  BatabanÓ,  como  ha  asei^^irado  que  no 
"tuvo  más  que  un  contrato  con  mi  representado  y  ha 
"reconocido  el  de  sociedad  al  estimar  la  Sala  sent^cia- 
:^'dora  que  el  contrato  de  sociedad  fué  para  el  carbón  de 
"un  solo  remitente,  además  de  vidar  las  leyes  y  doctri- 
.'^as  que  dan  valor  á  la  confesión  apHea  erróneamente 
"el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  dos  puesto  que 
'desatiende  para  valorizar  la  intención  de  loe  contra- 
"tantes  los  actos  coetáneos  y  posteriores  de  los  mismos. 
'■Hay  aplicación  indebida  de  ley  por  fundar  el  fallo  en 
"el  artículo  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  del  Oódigo 
"Civil,  exclusivamente  que  se  refiere  á  la  sociedad  par- 
'*ticular  que  tiene  por  objeto  cosas  determinadas  su  uso 
"ó  sus  frutos  ó  una  empresa  señalada  ó  el  ejercicio  de 
"una  profesión  6  arte,  sin  tener  en  cuenta  que  ese  ar- 
"tículo  está  subordinado  al  pretíepto  del  artículo  mil 
"seiscientos  setenta  del  mismo  Código  que  declara :  que 
'^las  sociedades  civiles  pueden  revestir  todas  las  formas 
"reconocidas  por  el  Código  de  Comercio  y  les  serán 
•"aplicables  sus  disposiciones  en  cuanto  no  se  opongan 
"á  las  del  Código  Civil  cuyo  precepto  guarda  congruen- 
"cia  con  el  artículo  segundo  del  Cóoigo  de  Oomercio 
"que  comprende  perfectamente  los  actos  que  debía  rea- 
"lizar  la  sociedad  que  se  explica  en  d  doctmiento  que 
"ocupa  hoy  el  folio  doscientos  quince.  Segundo  motivo : 
"incongruencia  de  la  sentencia.  Bl  fallo  definitivo  no 
-"absuelve  de  la  demanda  al  demandado,  y  por  tanto, 
"no  es  presumible  siquiera,  que  haya  dejado  resueltas 
^  "todas  las  cuestiones  debatidas  en  ol  pleito.  Exige  el  ar- 
"tículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Bnjui- 
"ciamiento  y  las  sentencias  del  Supremo  Tribunal  de 
"España  de  trece  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesen- 
"ta  y  cinco,  diez  y  siete  de  Mayo  del  cincuenta  y  ocho. 
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^veinte  y  tres  de  Febiero  ÚA  sesenta  y  siete,  trece  de 
^^ Julio  del  sesenta  y  nnevey  quince  de  Octubre  del  seten- 
^^ta  y  dos^  catorce  «y  veinte  y  dos  de  Bnero  del  oehenta 
^^y  cuatro,  que  los  faHos  resuelvaai  todas  Jas  cuestiones 
^^debatidas  eki  el  pleito  y  habiéndose  reclainado  los  in- 
^'tereses  de  las  cantidades  adeudadas  como  resultado  de 
^4a  sociedad,  la  senteneia  ha  dejado  de  resolver  ese  pun- 
*^io  dando  con  eMo  lugar  también  al  tercer  motivo  de 
^Scasación  por  no  haber  declaración  expresa  sobre  esa 
^'pretensión  deducida  oportunamente»  Cuarto  motivo. 
^'Error  en  la  apreciación  de  prueba.  Los  fundam^itos 
^'explicados  bd.  el  primer  motivo  justifican  el  presente, 
'^r  lo  cual  los  reprodujsco  integramente  ext  este  lugar, 
^'agregando  que  ¿  fojas  ciento  quince  y  ciento  din  y 
'seis  está  la  confesión  del  Sr.  Bermúdez,  que  contradi- 
^'ee  la  apreciación  que  el  Juzgado  haoe  y  la  sentenáa 
^'aoefpta  sobre  el  documento  que  contiene  el  contrato  de 
^^sociedald  por  estimarlo  cireunsoripto  al  negocio  de 
'^Quadreny  cuando  él  demandado  confiesa  en  la  décima 
^'séptima  pregunta  que  desde  que  contrajo  sociedad  con 
^'Cambas,  hasta  que  la  separó,  éste  hizo  dos  miaanoB  tra« 
%ajos  con  todo  el  carbón  que  venía  de  Batabanó,  cual- 
esquiera que  fuera  el  remitente ;  que  entre  ambos  no  ha- 
^%ía  mediado  más  coniraix)  que  el  de  sociedad  que  títr 
'apresaba  el  docum^ito,  décima  octava  pregunta,  y  que 
'4a  cláusula  tercera  y  cuarta  ddi  ccmtratOvde  sociedad 
e^ufi  establecen  la  remuneración  que  debía  obtener 
^'Cambas  por  su  industria  no  habían  sido  alteradas  en 
''modo  alguno,  cuya  manifestación  consignó  al  oontes- 
"tar  la  vi^sima  primera  pregunta'' : 

Décimo  octavo.  Resultando  que  la  expresada  Sala 
•de  la  Audiencia  denegó  la  admisión  del  recurso  por  que- 
braaitamiento  de  forma  y  admitió  el  otro  deducido  al 
mismo  tiempo  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal, 
habiendo  este  Tribunal  Supremo  desestimado  la  queja 
presentada  por  la  denegación  del  primero  y  subsiguien- 
temente sustanciado  con  arralo  á  ley  el  último,  to- 
cante al  cual  se  celebró  la  vista  el  día  seis  del  mes  en 
curso,  con  asistencia  de  los  Letrados  de  ambos  litigan- 
tes, que  informaron  sosteniendo  el  del  recurrente  su 
reclamación  é  impugnándola  el  de  la  otra  parte : 

Hesolücion  recubrida: 

Simado  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.  Oonsidejrando,  acerca  de  la  incongruencia 
■y  omisión  alegadas  como  segundo  y  tercer  motivos  del  re- 
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eurao,  que  no  existen  tales  camas  de  casacite  en  este 
CASO,  pues,  reclamando  el  aetor  «n  la-  demanda  devta 
participación  ^i  las  utilidades  proyenientes  de  todiU 
las  n^i^iacionies  en  carbón  verificadas  desde  el  otorga- 
miento del  eontrata  de  sociedad  celebrado  con  d  de- 
niandadoy  en  el  concepto  de  que  dicho  contrato  com- 
prende todas  laiB  negbdacioneay  sea  cnal  fuere  la  proce- 
dencia de  la  mercancia,  y  negando  este  extremo  su  coli- 
tigante^ por  contraerse  tan  solo  aquel  contrato  al  car- 
bón de  determinada  procedencia^  la  sentencia  que  en 
'términos  explícitos  declara  esto  último  y  consiguiente- 
nii^^te  condena  de  modo  expreso  al  demandado  á  «prac- 
ticar la  liquidación  de  les  negocios  en  el  contrato  coni- 
prendidos  y  á  pagar  al  demandante  en  la  proporción 
que  exige  las  utilidades  que  de  ellos  puedan  proTenír^ 
desestimando  así  la  reclamación  en  cuanto  se  refiere  á 
los  demás  negocioe  realizados,  ofrece  á  todas  luces  la 
congruencia  requerida  por  el  articulo  trescientos  cin- 
enenta  y  oeho  de  la  Ley  de^  Bnjiíieiamiento  y  por  la  ju- 
risprudencia á  qué  se  alude,  sin  que,  limitada  en  seme- 
jante forma  la  condenación  del  demandado,  sea  indis- 
pensable, para  que  el  fallo  resulte  congruente,  hacer 
pronunciamiento  absolutorio  respecto  de  las  operacio- 
nes agenas  á  la  sociedad,  á  lo  cual  se  agrega  que  no  in- 
cumbe al  demandante  la  impugnadón  de  la  sentencia 
porque  ésta  no  absuelva  al  d^andado;  y^  por  otra  par- 
te, la  Sala  sentenciadora  ha  hecho  el  pronunciamiento 
necesario  con  relacite  á  los  intereses  que  el  actor  pide 
en  su  demanda,  mediante  la  expresa  disposición  conte- 
nida en  el  nuevo  fallo  ahora  recurrido,  ^'declarando 
'^igualmente  sin  lugar  la  reclamación  de  intereses  lega* 
'les'^  con  lo  que  se  demuestra  la  inexactitud  del  su- 
puesto contrario  en  qué  sin  duda  por  equivocación  se 
basa  el  recurrente  cuando  afirma  que  se  ha  dejado  de 
resolver  sobre  este  particular : 

Segundo.  Considerando  que  no  puede  motivar  la 
casación  del  fallo,  aí  constituye  infracción  del  artículo 
mil  seiscientos  setenta  y  ocho  del  Código  Civil  la  sim- 
ple cita  de  dicho  artículo  hecha  en  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  á  continuación  de  los  Considerandos  y 
precediendo  á  la  parte  dispositiva,  razón  por  la  cual  in- 
curre el  recurrente  en  manifiesto  erre»:  al  alegar  que  la 
sentencia  objeto  del  recurso  se  funda  en  aquel  texto 
sin  tener  en  cuenta  su  relación  con  otros  preceptos  de 
la  ley,  siendo  asi  que  la  Sala  s^tenciadora  ni  siquiera 
acepta  ó  reproduce  semejante  cita;  y  esto  sentado,  aten- 
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djda^  además^  la  circunstancia  de  que  las  otras  infrac- 
ciones expuestas  en  el  primer  'motivo  é  ignaíiñélite  con- 
signadas en  el  cuarto,  ai  cuaTta  y  no  al  «prin^éró»  Corres- 
ponden, pnes  «e  refieren  á  la  apreciación  de  prueba, 
por  todo  ello  hay  que  desestimar  dicho  primer  motivo 
del  recurso : 

Tercero.  Considerando  que  el  articulo  mil  dos- 
cientos ochenta  y  dos  del  Código  Civil  es  en  cierto  sen- 
tido complementario  del  artículo  mil  doscientos  ochen- 
ta y  uno,  pues  determina  éste  en  su  párrafo  eegujado 
que  si  las  palabras  dé  un  contrato  parecieren  contrarias 
á  la  intención  evidente  de  los  contratantes,  prevalecerá 
ésta  sobre  aquéllas  y  el  primero  de  ambos  artículos  ci- 
tados ordena  que  para  juzgar  de  la  intención  de  los 
contratantes  deberá  atenderse  principalmente  á  los  ac- 
tos de  éstos ,  coetáneos  y  posteriores  al  contrato,  fijando 
de  este  modo  la  regla  racional  á  que  el  juzgador  debe 
atemperarse  para  conocer  la  voluntad  de  los  que  con- 
trataron y  aplicar  en  consecuencia  el  criterio  de  inter- 
pretación que  rige  el  caso,  sin  que,  por  lo  demás,  sea  el 
previsto  el  x'ínico  en  que  esa  regla  es  de  observarse,  pues, 
en  razón  de  su  fundamento  é  importancia,  tiene  valor 
indiscutible  y  á  ella  lógicamente  hay  que  atender  siem- 
pre que  se  trate  de  formar  juicio  sobre  la  intención, 
aún  cuando  sea  para  estimarse  confirmados  por  los  ac- 
tos de  los  contratantes  los  términos  propios  del  contra- 
to, que  08  lo  que  ocurre  en  el  presente  pleito,  pues  la 
apreciación  de  que  la  sociedad  concertada  entre  las  par- 
tes se  circunscribe  al  carbón  remitido  por  Quadreny, 
descansa  á  la  vez  en  el  tenor  mismo  del  contrato,  con 
referencia  á  la  comisión  por  venta  que  ee  menciona  al 
especificarse  el  objeto  de  la  sociedad,  y  en  el  acto  poste- 
riormente realizado  por  el  demandante  con  ocasión  de 
cierta  entrega  de  dinero  que  le  hizo  el  demandado  y  que 
aquél  expresa  en  el  recibo  que  otorgó  ser  á  cuenta  de 
las  utilidades  del  carbón  que  ambos  vendían  en  socie- 
dad de  la  propiedad  de  Don  Julián  Quadreny,  sin  que 
el  hecho  de  prestar  el  actor  idénticos  servicios  con  los 
demás  carbones  de  otros  remitentes,  no  mediando  con- 
trato especial  respecto  de  ellos,  sea  demostrativo  de  que 
la  intención  de  los  contratantes  al  celebrar  dicho  con- 
trato fuera  la  de  comprenderlos  todos  en  el  de  sociedad, 
pues  la  existencia  de  éste  en  los  términos  limitados  que 
«parecen  de  su  texto,  según  lo  interpreta  la  Sala  sen- 
tenciadora, y  la  circunstaaicia  de  no  haberse  celebrado 
otro  distinto  entre  las  partes,  eon  perfectamente  com- 
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patibles  cpa  tal  hechO;,  del  que  la  sentencia  esa^ne  que 
80  origi^riii  otra  acción  diversa  de  la  ejercitada;  por 
cuyas  razoQ^s  está  claro  que  uo  ee  hau  infringido  oomo 
se  pretende  los  artículos  mil  doecieíntos  ochenta  y  uno 
y  mil  doscientos  ochenta  y  dos  del  Código  Civil : 

Cuarto.  Considerando  que,  según  lo  expuesto  últi- 
manaente,  tampoco  se  han  cometido  las  infraociones  que 
se  alegan  con  referencia  á  la. confesión  en  juicio^  por- 
que el  Tribunal  sentenciador  no  desconoce  la  eficacia 
que  tiene  la  prestada  por  el  demandado  para  acreditar 
los  dos  particulares  de  hecho  que  se  acaban  de  exponer, 
como  también  que  no  ha  sido  alterada  la  cláusula  del 
contrato  relativa  á  la  retribución  del  demandante,  coa 
cuyos  hechos  no  .se  prueba  que  la  sociedad  tuviese  la 
extensión  que  éste  le  atribuye;  pero,  aunque  pudiera 
entenderse  en  tal  sentido  esa  parte  de  la  confesión, 
prescindiendo  de  que  el  propio  demandado  lo  contradi- 
ce y  niega  de  modo  categórico  y  explícito  al  contestar 
otras  preguntas  referentes  á  ese  extremo,  como  ee  con- 
signa en  el  noveno  y  en  el  decimoquinto  Resultandos, 
y  su  negativa  está  probada  por  otros  medios  en  el  jui- 
cio, de  todas  suertes,  aún  en  aquel  supuesto,  sería  ine- 
ficaz la  impugnación  que  se  hace  respecto  de  ima  sola 
de  las  pruebas,  toda  vez  que  el  fallo  recaído  se  ha  basa- 
do en  otras  cuya  apreciación  no  se  combate  en  el  re- 
curso: t 

Quinto.  Considerando  que,  consiguientemente,  no 
es  posible  casar  por  los  motivos  alegados  la  sentencia 
recurrida,  y  han  de  imponerse  al  recurrente  las  costas 
del  recurso,  con  arreglo  al  af-tículo  XL  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  la  serie  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  se  deja  examina- 
do é  imponemos  las  costas  del  mismo  al  recurrente:  co- 
muniqúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
gñ, — Luis  Gfistón. — Ambrosio  B.  Morales. — Carlos  Re- 
villa. 


In£  ley.— Sent.  69.— 24  do  Noviembre.— Ntdidad  do  con» 

trato.  {Gne  ,  Maya  so,  290^.) 

DOCTRINA:  Es  congruente  la  sentencia  gae 
absuelve  al '  demandado  estimando  la  oposición 
hecha  por  éste  6  la  demanda.  • 
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.  S<  falta  á  la  claridad  y  precwión  en  la  exposi- 
ción de  nn  motivo  cuando  éste  descansa  en  nn 
simple  supuesto  sin  apoyo  legal  ni  expresión  con- 
creta del  error  de  derecho  que  se  invoca. 

Los  preceptos  de  ana  R.  O.  ni  una  sentencia  del^ 
Tribunal  de  lo  Contendoao  AdministratiV'O  ni 
una  resolución  de  la  Dirección  de  los  Registros  y 
del  Notariado  constitujen  doctrina  legal  en  mate* 
ría  Civil. 

Bl  mandante  no  puede  impugnar  loe  actos  del 
mandatario  una  ves  aceptado  y  cumplido  por  éaté 
el  mandato,  en  el  supuesto  de  que  el  acto  requería 
que  el  dicho  mandato  se  otorgara  en  escritura  p6- 
blica. 

No  se  vicia  iK>r  falta  de  consentimiento  un  con- 
trato celebrado  por  apoderado  con  poder  que  la 
Sala  estima  eficaz  v  cuja  apreciación  ha  sido  co- 
rroborada por  el  Tribunal  Supremo  al  conocer  del 
recurso  en  que  Se  alega  esa  infracción. 

£1  poder  otorgado  por  la  mujer  referente  á  to- 
dos los  bienes  de  su  propiedad  comprende  los  pa- 
rafernales. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  eete  Tri-^ 
banal  Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de' 
ley  y  de  doctrina  legal  establecido  por  Dolores  Mora  dé 
Echeverría,  vecina  de  esta  capital,  contra  la  sentencia 
definitiva  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien* 
cia  de  la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía propuesto  por  aquélla  contra  Juan  Bautista  Giquel, 
José  Morales  de  los  Eios  y  José  Anacletó,  Manuel  y  Mer- 
cedes Mora  y  Bivero,  -los  dos  primeros  propietarios,  abo- 
godo  el  tercero  y  todos  de  esta  veedndad,  sobre  nulidad 
<ie  la  renuncia  de  derechos  y  transaoción  verificadas  á 
nombre  de  la  actora  mediante  la  escritura  número  mil 
doscientos  treinta  y  uno  de  veinte  y  siete  de  Junio  de 
mdl  ochocientos  noventa  y  tres  otorgada  aofte  el  !N^otario 
de  esta  ciudad  Francisco  de  Castro,  y  Flaqu^ : 

Primero.  Resultando  que  la  sentencia  recurrida 
aceptó  los  de  la  dictada  en  primera  instancia  por  el  Juez 
<iel  distrito  del  Centro  de  esta  capital,  que  contiene,  en- 
tre otros,  los  catorce  que  se  transcriben  á  continuación : 

Demanda: 

Segundo.  "Resultando  que  en  el  escrito  fojas  dieci- 
nueve doña  Dolores  Mora  por  medio  de  su  Procurador 
Tomás  J.  Granados,  es  deqir  por  medio  de  su  mandatario 
Estanislao  Hermoso,  deduce  su  demanda  en  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía  alegando  los  siguientes  hechos  : 
Primero:  que  por  la  escritura  acompañada  los  Sres.  Mo- 
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rales  de  los  Rioe,  Juan  B.  Griqu^^  José  M*.^  José  Ana- 
deto,  Manuel,  Mercedes  Mora  Rafael  Echeverría  como 
marido  de  Dolores  Mora  y  Rivero  representado  por  su 
apoderado  Manuel  Mora  y  Rivero,  reconocieron  como  he- 
^íios  ciertx)s  que  en  virtud  de  haber  adquirido  los  dos  pri- 
meros Giquel  y  Morales,  de  los  Sres  Bulnes  y  herederos 
de  la  Marquesa  de  Villalba  los  créditos  hipotecarios  con- 
loa el  ingenio  Alejandría  que  fué  de  la  propiedad  de  di- 
cho Sr.  José  M.*  Mora  y  Ortiz  y  de  su  consorte  Mercedes 
Rivero  madre  de  los  otros  cuatro  comparecientes  José 
Anacleto,  Manuel,  Mercedes  y  Dolores  Mora;  y  de  con- 
tinuar actuando  los  procedimientos  iniciados  para  su  co- 
bro contra  la  que  estos  últimos  sostenían  una  tenaz  resis- 
tencia, ya  impugnando  la  certeza  de  dichos  créditos,  ya 
sosteniendo  el  mejor  derecho  da  su  crédito  dotal  que  co- 
rrespondía á  su  señora  madre,  ya  impugnando  la  validez 
del  remate  referido  del  ingenio  Alejandría  transigieron 
ambos  contrincantes  aquellos  referidos  pleitos  y  otros 
más  que  allí  se  detallan  y  no  son  del  caso  referir,  me- 
diante la  entrega  de  quinientos  pesos  para  cada  uno  de 
los  herederos  de  Mercedes  Rivero,  y  una  renta  vitalicia 
de  seiscientos  doce  pesos  anuales  para  D.  José  M/  Mora. 
Segundo:  en  esa  escritura  concurrió  el  D.  Rafael  Eche- 
varría como  marido  de  Dolores  Mora  representado  por 
su  apoderado  Manuel  Mora  y  Rivero  á  quien  dioho  Eche- 
verría le  comunicó  instrucciones  facultándolo  para  la 
transacción.  Tercero :  qtie  Manuel  Mora  entregó  á  Rafael 
Echeverría  los  quinientos  pesos  que  recibió  de  José  Mo- 
rales de  los  Ríos,  aunque  aquel  ha  tratado  de  ^itregár- 
selos  á  su  esposa  ésta  los  ha  rehusado  conservándolos  el 
Dr.  Echevarría  en  su  poder.  Cuarto :  los  bienes  de  que 
trataban  todos  los  pleitos,  y  sus  incidencias  á  que  se  re* 
fiere  la  transacción  de  la  escritura  acompañada,  ó  sean 
el  ingenio  Alejandría  y  el  potrero  Bizarrón  y  dótales  de 
la  madre  de  la  actora  pertenecen  á  la  clase  de  paraferna- 
les en  cuanto  á  la  actora,  porque  la  mitad  de  aquellas 
propiedades  correspondían  á  su  señora  madre  B*  Merce- 
des Rivero.  Quinto :  que  en  la  propia  escritura  se  recono- 
ce esa  cualidad  de  parafernales  por  todos  los  demanda- 
dos incluso  D.  Jyan  B.  Giquel  y  D.  José  Morales  de  los 
Ríos  en  cuanto  convienen  en  que  los  derechos  que  la  ac- 
tora tiene  en  aquellos  bienes,  proceden  por  herencia  de 
«u  precitada  madre  la  señora  Rivero ;  unos  como  dótales 
adquiridos  antes  del  matrimonio  y  otros  cual  el  ingenio 
Alejandría  y  Potrero  Besaron,  después  de  su  matrimo- 
nio. Sexto :  á  la  repetida  escritura  de  renuncia  de  dere- 
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choa  y  transaccióa  de  Teintísiete  de  Jimio  de  mil  ocho- 
cientos novMita  y  tres  no  conearrió  la  actora,  ni  intervi- 
no en  ella.  Séptimo:  En  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco  falleció  D.  José  M.*  Mora  dej'ando  por 
sus  únicos  herederos  á  sus  hijos  D.  José  Anacleto,  Don 
Manuel,  doña  Mercedes  y  doña  Dolores  Mora  y  Bivero. 
Octavo :  según  el  testimonio  de  poder  que  acompaña,  la 
actora  ha  sido  autorizada  por  su  esposo  para  comparecer 
^1  jtiicio.  NoTeno:  invitf^dos  los  demandados  á  conci- 
liación, no  concurrieron  al  acto.  Después  ^e  consignan 
en  el  escrito  los  f  imdamentos  de  d^eeho  y  se  pide  en  la 
súplica  tener  por  parte  al  mandatario  y  por  establecida 
la  demanda  de  mayor  cuantía  contra  los  señores  Juan  B. 
Giquel,  José  Morales  de  los.  Bíos,  José  Anacleto,  Mapuel 
y  Mercedes  Mora  y  Rivero,  en  su  doble  carácter  estos 
tres  últimos  de  por  su  propio  derecho  con  que  suscribie- 
ron la  referida  escritura  de  transacción  y  como  sucesoreei 
de  su  señor  padre  José  M/  Hora  y  Oitiz,  declarándola 
con  lugar  y  declarar  también  nula  de  ningún  valor  ni 
efecto  en  cuanto  respecta  á  la  actora  la  renuncia  de  de-, 
rechos  y  transacción  á  que  se  contrae  la  citada  escritura 
de  veintisiete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
otorgada  ante  el  Notario  Francisco  de  Castro  con  reposi- 
dóñ  de  todos  aquellos  derecho  y  acciones  renunciados 
indebidamente  á  su  nombre  al. ser  y  estado  que  tenían 
en  aquella  fecha  con  las  costas  á  cargo  de  los  demanda- 
dos que  se  opusieren  en  cualquier  forma  4  la  demanda. 
Por  otrosíes  acompañó  las  copias  de  la  demanda  y  sus 
documentos  designó  el  domicilio  de  Ips  demandados  y 
i^ianifestó  que  debía  tenerse  como  mandatario  de  la  ac- 
tora á  Estanislao  Hermoso,  en  vez  del  Procurador  Gra- 
nados puesto  en  el  encabezamiento  de  dicho  escrito,  ^por 
error*' : 

Tercero.  ^^JElesultando  que  además  de  las  copias  se 
acompañaron  al  escrito  de  demanda  desde  fojas  primero 
hasta  la  diez  y  ocho  los  documentos  siguientes :  testimo- 
nio del  poder  otorgado  por  la  actora  al  Sr.  Estanislao. 
Hermoiso  y  ottos  autorizados  por  su  marido,  certiñca- 
ción  de  haberse  efectuado,  sin  avenencia  el  acto  de  con- 
ciliación con  el  demandado  Giquel,  é  intentado  ese  acto 
respecto  á  los  demás  demandados  no  asistentes,  y  la  pri- 
mera copia  inscrita  de  la  escritura  otorgada  ante  el  No- 
tario Castro  en  veinte  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos tiovents  y  tres  la  cuál  expresa  sustancialmente  los 
mismos  particulares  consignados  en  el  escrito  de  de- 
manda^' : 
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Cuarto.  ^^BeBultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  i  los  demandados  y  emplazados  estos  se  per- 
sonaron Giquel  por  medio  del  Pror;  Victoriano  de  la 
Llama  á  quien  se  tuvo  por  parte  según  el  testimonio  de 
su  pioder  fojas  veinte  y  nueVe,  Morales  de  los  filos  por 
medio  del  mismo  Procurador  4  quien  se  tuvo  por  parte 
según  el  testimonio  de  su  podiar  fojas  treinta  y  cinco;  y 
los  d^nás  comparecieron  en  el  escrito  fojas  treinta  y 
nueve  por  sí  á  quienes  se  tuvo  por  parte  en  ui9o  de  su  pr^ 
pió  derecho,  previniéndoseles  á  todos  los  demandados  que 
contestaran  á  la  demanda  en  el  término  de  veinte  dí4»'' : 

Contestación  : 

Quinto.  **Besultando  que  el  demandado  José  Ana- 
eleto  Mora  contestó  pot  su  escrito  foja  cuarenta  y  cuatro 
ser  (iiertos  los  hechos' primero,  segundo,  cuarto,  quinto, 
sexto,  séptimo  y  octavo  de  la  demanda,  que  el  tercero  no 
le  consta  y  respectó  al  noveno  sólo  puede  asegurar  que 
no  asistió  al  acto  de  conciliación.  Después  consigna  los 
fundamentos  de  derecho  y  concluye  suplicando  que  en 
definitiva  se  reeruelva  conforme  á  lo  solicitado  tn  la  de- 
manda" : 

Sexto.  "Eesultando  aue  los  demandados  G^iquel  y 
Morales  por  su  escrito  fojas  cuarenta  y  siete  contestan  á 
la  demanda  negándola  por  los  siguientes  hechos.  Pri- 
mero :  que  aceptan  los  de  la  demanda  en  que  constan  las 
cláusulas  de  la  escritura  de  veinte  y  siete  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres  origen  de  este  pleito.  Segun- 
do: que  á  dicha  escritura  concurrió  D.  Bafael  Echeve- 
rría y  Perdomo  consorte  de  la  demandante  representado 
por  su  mandatario  D.  Manuel  Mora  y  Jlivero  que  llevaba 
también  la  representación  de  su  poderdante  D.  José  M.* 
Mora  y  Ortíz,  padre  de  la  actora.  Tercero :  que  de  autos 
no  consta  que  doña  Dolores  Mora  y  Rivero  haya  renun- 
ciado la  herencia  de  D.  José  M.*  Mora' y  Ortí¿.  Sin  em- 
bargo- establece  su  demanda  de  nulidad  contra  sus  her- 
manos por  sí  y  como  herederos  de  D.  José  M.*  Mora 
aunque  no  lo  dice  debe  suponerse  que  dirige  también  su 
reclamación  contra  su  consorte  D.  Rafael  Echeverría  y 
Perdomo  que  también  fué  parte  en  la  escritura  de  veinte 
y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y  por 
ese  motivo  se  le  ha  comprendido  en  la  conciliación. 
Cuarto :  que  el  poder  con  que  comparece  D.  Estanislao 
Hermoso  como  mandatario  judicial  de  D^.  Dolores  Mo- 
ra de  Echeverría  viene  otorgado  mediante  licencia  ma- 
rital de  D.  Rafael  Echeverría  y  Perdomo  pero  cómo  no- 
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se  acompaña  tGetiuaonio  de  la  escritura  de  doce  de  Sep^ 
tiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante  J>. 
IVancisoo  de  Paula  Bodrígueü  en  que  se  otorgó  dicha  li*- 
oencia  marital,  no  es  posible  apreciar  de  momento  en  es- 
te pleito  el  alcance  de  la  autorización  concedida  por  Ba-' 
fael  Echeverría  á  su  oonsorte.  Quinto:  que  D*.  Dolores 
Mora  y  Bivero  ha  establecido  su  demanda  cuando  va  han 
transcurrido  más  de  cuatro  años  á  contar  desde  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  transacción  de  veintisiete  de 
Junio  de  mil  ochocietatoe  noventa  y  tres  y  no  ha  exhibido 
los  quinientos  pesos  que  como  c(»iBecuenoia  de  dicho 
cmtrato*  perdbió  su  consorte,  el  eual,  según  ella  afirma, 
1^  ha  concedido  licencia  para  establecer  este  pleito.  Des- 
pués consigÚAn  los  fundamentos  de  derecho,  y  concluyen 
suplicando  se  tengan  por  alegados,  primero  la  falta  de 
personalidad  y  personería  del  mandatario  judicial  de 
D*.  Dolores  Mora  de  Echerverría  por  insufiríencia  ó  ile- 
galidad de  su  poder.  Segundo :  delecto  legal  en  el  modo 
t'.e  proponer  la  demanda,  porque  la  actora  no  precisa  si 
Irtiga  ó  no  contra  su  marido  y  si  es  ó  no  causa  habiente 
de  su  señor  padre  D.  José  M*  Mora  y  Ortiz  á  cuyos  here- 
deros demanda.  Tercero:  la  prescripción  por  haber  de- 
cursado  más  de  cuatro  años  desde  el  otorgamiento  dé  la 
escritura  de  tranaaqción  de  veinte  y  siete  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  ante  el  Notario  Francis- 
co de  Castro  y  Flaquer,  Y  cuarto :  la  falta  de  acción  por 
haber  prescrito  la  de  nulidad  que  intenta  ejercitar  con- 
tra la  transacción  contenida  en  dicho  docujnento  nota- 
rial. Motivos  por  las  cuales  debe  en  su  oportunidad  de*- 
clararse  con  lugar  estas  excepciones  y  sin  lugar  la  de- 
manda con  las  costas. á  cargo  de  la  parte  demandante. 
Por  otrosí^  dice  que  no  estando  á  su  disposición,  por  no 
haber  sido  parte,  la  escritura  de  doce  de  Septiembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  en  que  D.  Kafael  Eche- 
verría y  Perdomo  concedió  á  su  consorte  doña  Dolores 
Mora  y  Rivero  licencia  para  litigar,  señala  el  archivo 
de  D.  Francisco  de  Paula  Bodríguez  y  Acosta  ante  quien 
se  otorgó  dicha  escritura  á  fín  ,de  traerla  en  el  período 
de  prueba,,  si  conviniere  á  sus  ¿erechos'^: 

Séptimo.  "Resultando  que  el  otro  demandado  Ma- 
nuel Mora  y  Rivero  por  su  escrito  fojas  cincuenta  con- 
testó á  la  demanda  pidiendo  se  declare  ésta  sin  lugar  con 
los  demás  pronunciamientos  procedentes  y  alegó  cbmo 
hechos.  Primero:  que  son  ciertos  los  de  la  demanda, 
pero  no  lo  es  menos  que  al  conferirles  su  poder  el  Dr. 
Echeverría  en  su  carácter  de  legítimo  consorte  de  la  ac- 
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tora^  no  limitó  las  facultades  del  contestante  á  bienes 
que  no  fueran  de  la  claae  de  parafernales.  Segundo: 
que  al  recibir  las  instrucciones  del  Dr.  EcheTerr^  para 
la  transacción  cuya  nulidad  se  arguye^  no  me  manifestó 
que  los  bienes  de  su  esposa  cuya  transacción  se  trataba 
correspondieron  á  la  clase  de  parafernales.  Tercero :  que 
ni  considera  como  bienes  paxáfemales  los  qué  fueron 
motivos  de  la  transacción  porque  si  bien  eran  los  adqui- 
ridos de  su  señora  madre>  ésta  á  su  yez  los  adquirió  casi 
en  su  totalidad  durante  la  sociedad  conyugal  pertene- 
ciente por  consiguiente  á  la  de  gananciales?': 

Ootavo.  ^^Besultando  que  eai  este  estiEtdo>  líos  pre- 
sentes autos  que  cursaban  en  el  Juzgado  del  distrito 
Norte  por  la  nuaví^  organización  dada  á  los  Juagados  de 
primera  instancia  de  esta  ciudad,  fueron  sometidos  nue- 
vamente á  sorteo  y  se  repartieron  á  este  Juzgado  y  al 
actuario,  fojas  cincuenta  y  una  vuelta'^* 

Noveno.  ^^Besultando  que  por  no  haber  contestado 
la  demanda  doña  Merced  Mora  se  tuvo  por  decaído  el 
derecho  no  ejercitado,  é  solicitud  de  la  actora  fojas  cin- 
cuenta y  tres  vuelta^' : 

RjSPLiCA : 

Décimo.  "Resultando  que  Conferido  traslado  en  ré- 
plica á  la  actora  lo  contestó  por  su  escrito  fojas  cincuen- 
ta y  cinco  en  el  cual  reprodujo  los  de  su  demanda.  Se- 
gundo: que  en  la  escritura  de  transacción  de  veinte  y 
siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  no  pres- 
tó su  consentimiento  la  actora  porque  en  el  poder  que  su 
marido  otorgó  á  D.  Manuel  Mora  no  consta  que  ella  lo 
autorizara  para  contratar  para  sus  bienes  parafernales. 
Tercero:  que  desde  esa  fecha  no  han  transcurrido  aún 
quince  años  que  k  ley  láñala  para  la  prescripción  de  las 
acciones  personales  que  no  tengan  término  especial. 
Cuarto :  Que  la  acción  de  nulidad  eetableciida  no  esté  ba- 
sada en  el  consentimiento  prestado  por  error,  violencia 
ó  intimidación  ó  por  dolo,  sino  en  la  falta  absoluta  de 
consentimiento.  Quinto:  que  la  demanda  expresa  clara- 
mente contra  quién  va  dirigida.  Sexto:  que  al  dirigir 
también  la  demanda  contra  el  resto  de  la  sucesión  de  D. 
José  M*  Mora  y  Ortiz,  ha  sido  como  lo  es  en  el  sentido 
d  ♦  la  continuación  jurídica  del  mismo  por  su  falleci- 
miento posterior  á  la  fecha  de  la  transacción  en  que 
aouél  fué  parte  legítima  y  á  fin  de  que  ese  resto  de  suce- 
sión tuviera  representación  en  este  juicio.  Séptimo :  que 
I>.  José  M*  Mora  y  Ortiz  no  dejó  bienes  de  ninguna  cía- 


se  á  «iir  fallecimieBto.  Octayo:  qae  al  estábleoer  sti  ie- 
ipianda  la  Sm.  Mora  de  Echeverría  no  lo-  ha  hecho  coit  el 
cotáeter  dé  heredera  ée  su  padre  Dw  José  M*  sino  por  su 
propio  derecho  Notado:  que  en' el  testimonio  de  poder 
c|iie  legitima  la  p^nonalidad  del  mapdatario  se  inserta 
con  la  fe  del  Notario  autorizante  la  dáusula  de  la  liceor 
eia  manial  otcH'gada  por  D;  Rafael  Echeverría  á  su  espo- 
sa la  aetova  para  otorgar  poderes  y  coihpareoer  en  juicio. 
Después,  coiasógnó  loe  fundamentos  de  deirecho  y  ccoelu^ 
yó  suplicando  que  en  definitiva  se  resuelva  conforme  á 
la  demanda^':  .  ¡  .     : 

DUPLICA.: 

Décimoprinierp.  "Besultándo  que  en  el  escrito  de 
duplica  fojas  setenta  y  tina  los  demandados  Giquel  y 
Morales  por  meáio  de  su  ^Procurador  Llama  reproduje- 
ron los  hechos  alegados  en  la  contestación  á  la  demanda 
añadiendo  los  siguientes:  Sexto:  D.  Rafael  Echeverría 
y  Perdolno  era  apoderado  general  de  sii  consorte  doña 
Dolores  Mora  y  Ri vero  para  entender  en  todos  los  asun- 
tos que  á  loe  bienes  dé  ésta  se  refiere  y  van  inclusos  los 
parafernales  mediante  la  escritura  de  mandato  otorgada 
en  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
por  ante  D.  Antonio  de  Porto,  Notario  de  San  Antonio 
de  los  Baños.  Séptimo :  que  ese  poder  tenía  facultad  de 
sustituir;  y  D.  Rafael  Echeverría  lo  sustituyó  en  diez 
y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  á  favor  de 
don  Manuel  Mora  y  Rivero,  por  ante  el  Notario  de  esta 
ciudad  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez;  y  con  ese  poder  sus- 
tituido se  personó  D.  Manuel  Mora  y  Rivero  (por  ante  el 
Notario  de  esta  ciudad)  digo  en  los  autos  del  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  seguido  por  los  hermanos 
Mora  y  Rivero  contra  D.  José  Morales  de  los  Ríos  en  el 
Juzgado  de  Marianao,  Escribanía  de  D.  Alejandro  Nú- 
ñez,  hoy  D.  Antonio  Fernández  de  Velazco.  Al  otorgar- 
se la  escritura  de  transacción  de  veinte  y  siete  de  Junio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  concurrió  D.  Manuel 
Mora  y  Rivero  como  apoderado'  sustituto  de  D.*  Dolores 
Mora  de  Echeverría  en  virtud  de  la  sustitución  ya  men- 
cionada,  pero  al  citar  la  fecha  de  su  poder,  indicó  por 
error  la  de  treinta  de  Enefo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho  que  era  la  de  otro  poder  que  para  administrar 
bienes  de  su  consorte  le  había  otorgado  D,  Rafael  Eche- 
verría y  Perdomo.  Octavo :  que  como  consecuencia  de  la 
escritura  de  transacción  de  veinte  y  siete  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  tres  recibió  D.  Manuel  Mora 
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y  fiivero  quinientos  pesos  en  oro  para  su  ttepresentada 
doña  Dolores  Mora  y  los  entregó  al  consorte  de  ésta  don 
Rafael  Ecbeyerría  quien  los  recibió  con  el  doble  carácter 
de  marido  y  apoderado  de  £).*  Dolores,  hedioe  sobre  lo 
cual  no  hay  duda  porque  asi  lo  expresa  la  misma  deman- 
c^ante.  Noveno :  la  actora  en  este  juicio  y  todas  las  par- 
tes litigantes  están  únicamente  conformes  en  que  el  apo- 
derado sustituto  D.  Manuel  Mora  y  Kivero  procedió  al 
otorgamiento  de  la  escritura  de  tranaacción  con  instruc- 
ciones expresas  que  había  recibido  de  sus  hermanos  doña 
Dolores  Mora  y  D.  Rafael  Echeverría  y  Perdomo.  Con- 
signan después  los  fundamentos  de  derecho;  y  conclu- 
yen suplicando  se  tenga  por  reiteradas  como  perentorias 
las  excepciones  de  falsedad,  es  decir  de  falta  de  perso- 
nalidad en  el  mandatario  judicial  de  la  demandante  y 
la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda; 
y  por  alegada  la  prescripción  por  haber  transcurrido  con 
exceso  el  término  de  cuatro  años  que  la  demandante  te- 
nía para  impugnar  la  escritura  de  veinte  y  siete  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  así  como  la  falta 
de  acción  por  no  haber  ejercitado  en  tiempo  la  de  nuli- 
dad, ni  tener  ninguna  otra  si  no  se  considera  ella  parte 
en  dicho  contrato  que  por  todo  lo  cual  debe  ser  declara- 
da sin  lugar  su  demanda  en  el  caso  de  qyie  lentes  no  se 
estimare  como  procedente  la  falta  de  personalidad  y  de- 
fecto en  el  modo  de  proponer  la  demanda :  por  otrosí  de- 
signan los  archivos  donde  existen  los  poderes  de  D.  Ra- 
fael Echeverría  y  Perdomo  ^'  D.  Manuel  Mora  y  Rivero 
que  por  no  estar  á  su  disposición  esos  documentos  pedirá 
testimonio  de  ellos  en  el  término  de  prueba" : 

Décimosegundo.  '^Resultando  que  el  demaiid«do  Jo- 
sé Anacleto  Mora  al  evacuar  la  duplica  en  su  escrito  fo- 
jas ochenta  reprodujo  los  hechos  de  su  contestación  á 
la  demanda  que  debía  resolverse  como  solicitaba  la  ac- 
■tora,  la  cual  no  prestó  su  consentimiento  en  la  escritura 
de  transacción  de  veinte  y  uno  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  tres  ni  directa  ni  indirectamente  porque 
no  concurrió  á  ella  y  si  su  consorte  el  Dr.  Echeverría 
concurrió  por  medio  de  un  apoderado,  su  comparecencia 
fué  baldía,  estéril,  ineñcáz  no  produjo  efecto  ni  en  favor 
ni  en  contra  de  su  esposa,  porque  ésta  no  lo  autorizó  para 
que  tratara  ni  contratara  sobre  sus  bienes  parafernales", 
oue  tratara  ni  contratara  sobre  sus  bienes  parafer- 
nales" : 

Decimotercero.    "Resultando   que   transcurrido   el 
término  legal  sin  que  los  demandados  Merced  y  Manuel 
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M(Nra  ooütestaren  al  traslado  para  dúpUca,  se  dio  por 
eracuado  el  trámite  á  solicitud  de  la  actora  y  se  recibió 
el  pleito  á  prueba  foja»  ochenta  y  ciíatro  y  noventa  ha- 
biéndose ejercitado  eín  el  segundo  periodo  de  ella  las  ad- 
mitidas i  las  partes  en  el  primero  desde  fojas  noventa  y 
s?ete'^ 

Pbubba ; 

Decimocuarto.  "Resultando  como  prueba  de  loe  de- 
mandados el  testimonip  foja^  ciento  seteiita  v  seis  del  po- 
der que  en  la  Villa  de  San  Antonio  ante  el  Notario  Por- 
to>  el  diez  de  Mayo  de  mil  ochocíjentoa  och/eQta  y  nueve 
otorgó  dopA.  Dolores  Mora, y  fiivero  á  su  esposo  D.  Ba- 
fael  Bcherverria  y  Ferdomo  general  para  administrar 
todos  los  biiepuss  de  la  poderdante;  cobrar  y  percibir  sus 
projluctos  asi'  como  todas  las  cantidades  que  se  le  adeu- 
dan y  le  correspondan;  comprar^  vender^  permutar^  ase- 
gurar^ c^der  y  dar  en. pago  é  cpmpeiisación. cualquiera 
dase  de  bienes^.créditoa  .6  derechos  ];eal^89  por  los  precios 
y  condiciones  que  estime  cony^DJenjbe;  otorgar  los  docu- 
mentos públicos  y  privados  que. sean  necesarios;  celebrar 
^soavenios  judiciales  y  extrajudiciales  y  cualquiera  tran- 
sacción, con  deudores  p  acreedores^  otorgar  poderes  es- 
peciales y  .  para .  pleitos,  con  las  facultades  que  estime 
cónveniena^tes;  sustituir  este  en  todo  ó  en  parte  y  repre- 
sentarla en  todas,  clases  de  juicios  ante  todas  las  auto- 
ridades^  tribunales  y  carponM^ioUbea'' : 

Déeimoquiaoiéo.  -^Besultando  como  más  prueba  de  lo8 
demandadps  el  testimonio  fojas  ciento  ochenta  vuelta 
del  poder  que  ante  el  Notario  Bodrígue^  Pérez  en  diez 
y  seis  de  Eidero  de  mil  ochocientos  noventa  otorgaron 
jentre  otras  personas  Rafael  Echeverría,  comp  apoderado 
general  de  su  esposa  Dolores  Mora  según  el  que  le  confi- 
rió el  diez  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
ante  Porto  en  San  Antonio,  á  Manuel  Mora  y  Riverq, 
para  el  objeto  expresado  en  el  resultando  anterior'^: 

Resolución  recurrida  : 

Decimosexto.  Resultando  que  el  referido  Juez  fa- 
lióy  en  once  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  deses- 
timando las  excepciones  de  falta  de  personalidad  en  el 
mandatario  de  la  actora,  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
poner la  demanda  y  prescripción,  las  cuales  declaró  ex- 
presamente sin  lugar,  y  estimó  la  de  falta  de  acción,  en 
virtud  de  la  cual  declara  sin  lugar  la  demanda  estable- 
cida y  absuelve  de  ella  á  los  demandados,  con  imposición 
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á  la  demandante  de  las  costaa  oaadionadas  á  les  que  se 
opusieron  á  la  reelaiiiación,  attiique  sin  estima«r  á^dkdta 
demandante  maliciosa  ni  temeraxia  á  los  efectos  de  la 
Orden  rnhnero  tres  de  mil  uoveeientos  uno : 

Decimoséptimo.  Resaltando  que^  «pelado  el  fallo 
por  la  actora^  lo  confirmó  con  fecha  dos  de  Junio  último 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habama,  con  las 
costas  á  dicha  apelante,  también  sin  especial  declai*ació¿ 
de  temeridad:  . 

Fundamentos  del  recurso  dé  casación: 

Décimooctavo.  Resultando  que  la  propia  parte  áo- 
tora  interpuso  contra  la  sentencia  de  segunda  instancia 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal,  fundado  en  las  causáis  primera,  segunda  y  séptima 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Bnjtii- 
ciamicnto  Civil,  habiendo  la  Sala  dentencifldora  negftdo 
isu  admisión  en  la  parte  relativa  á  esta  última  cauiá  y 
admitido  el  recurso  résped»  de'  las  dos  primeras,  <^ti« 
comprenden  las  siguientes  infracciones :  ''A.  El  fallo 
contiene  violación,  interpretación  errónea  y  aplicación 
indebida  de  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  ál  Mti* 
gro;  á  saber:  a.  La  sentencia  viola  el  artículo  náil  dos- 
cientos ochenta  del  Código  Civil  que  determina  tratan- 
do de  la  eficacia  de  los  contratos,  y  en  su  caso  quinto,  que 
deberá  constar  en  documento  público  el  poder  que  tenga 
por  objeto  un  acto  redactado  ó  que  deba  redactarse  en 
escritura  pública;  ó  haya  de  perjudicar  á  tercero.  Tam- 
bié  infringe  la  doctrina  legal  contenida  en  la  Real  Orden 
de  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  y 
en  la  sentencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Adminis- 
trativo de  trece  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho  en  tanto  que  por  aquella  R.  O.  se  reconoce  que 
con  arreglo  á  las  prescripciones  del  Código  Civil  y  desde 
luego  se  alude  al  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  deben 
forzosamente  consignarse  en  escritura  pública  los  con- 
tratos sobre  trasmisión  de  bienes  itunuebles  y  derechos 
reales  y  que  la  sentencia  citada  declara  con  vista  del  mis- 
mo artículo  mil  doscientos  ochenta  que  el  contrato  de 
compraventa  de  bienes  inmuebles  no  se  realiza  y  ejecuta 
prácticamente  sino  en  cuanto  se  otorga  la  correspondien- 
te escritura  .  La  Sala  sentenciadora  supone  que  el  señor 
Manuel  Mora  y  Rivero  concurrió  á  la  escritura  de  veinte 
y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  ante 
el  Notario  Castro,  no  por  virtud  de  un  poder  escrito  a 
que  allí  se  alude,  sino  por  las  instrucciones  y  facultades 
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verbales  que  le  diera  el  Dr.  Rafael  Echeverría  y  al  eeti^ 
mar  la  Sala  eficaces  las  estipulaciones  celebradas  por 
Manuel  Mora  y  Bivero  en  esa  escritura  es  evidente  la. 
infracción  que  dejo  señalada^  porque  Mora  y  Rivero  ne- 
cesitaba un  poder  constante  en  documento  público  y  así^ 
como  para  la  eficacia  de  los  actos  y  contratos  á  que  se  re- 
fiere el  número  primero  del  artículo  mil  doscientos; 
ochenta  del  Código  Civil  se  considera  en  la  R.  O.  y  sen- 
tencia referida  forzoso  el  otorgamiento  del  documento 
público^  de  igual  manera  es  lógico  considerarlo  indispen- 
sable para  la  eficacia  del  poder  otorgado  por  Echeverría^ 
á  Mora  y  Rivero  conforme  al  número  quinto  del  propia 
artículo  mil  doscientos  ochenta. — ^b.  La  sentencia  in- 
fringe el  articulo  mil  doscientos  setenta  y  ocho  del  Có- 
digo Civil  porque  se  le  aplica  indebidamente  al  determi-r 
narse  en  el  cuarto  Considerando  como  no  obstante  el  in- 
cumplimiento del  mil  doscientos  ochenta  no  constandot 
por  escrito  el  poder  de  Manuel  Mora  y  Rivero^  se  afirma, 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  que^esto  no  inva-^ 
lida  la  escritura  impugnada  por  que  entre  las  partes  Ifr. 
eficacia  y  fueirza  de  obligar  los  contratos  no  dependen: 
de  las  formalidades,  extrínsecas  sino  de  la  concurrencia 
de  los  requisitos  esenciales  exigidos  para  su  validez.  Des- 
de luego  no  he  de  mostrarme  inconforme  con  la  doctrina 
sentada  por  el  Tribunal,  como  derivada  del  artículo  mil 
doscientos  setenta  y  ocho,  y  completada  en  el  mil  dos- 
cientos setenta  y  nueve  como  lo  reconoce  la  jurispruden- 
cia. Pero  si  se  considera  que  no  son  las  estipulaciones  de? 
la  escritura  las  que  adolecen  del  defecto  debe  constar  eni 
escritura  pública,  sino  que  es  el  poder  que  se  supone  otor- 
gado por  Echeverría  á  Mora  el  que  carece  de  esa  condi- 
ción, vendremos  á  parar  en  que  el  mandato  referido  po- 
drá ser  válido,  pero  es  ineficaz  en  tanto  no  se  otorgue  el. 
documento  público  que  deba  contenerlo,  que  Mora  podrá: 
compeler  á  Echeverría  á  que  se  le  otorgue,  pero  que  en» 
tanto  sea  ineficaz  un  poder,  mal  puede  el  apoderado  pro- 
ducir actos  válidos  y  que  obliguen  á  mi  mandante.  8i 
Mora  ostentara  un  poder  escrito  en  documento  público  y 
verbalmente  ó  en  papel  privado  hubiere  pactado  el  con- 
tenido de  la  escritura  de  veinte  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  estaría  bien  aplicado  el  artículo' 
mil  doscientos  setenta  y  ocho  afirmándose  que  lo  conve- 
nido por  el  apoderado  Mora  era  válido  y  que  dependien- 
do su  eficacia  del  otorgamiento  del  documento  público 
las  partes  podrán  compelerse  á  ello,  pero  cuando  por  el. 
contrario  no  es  lo  convenido  por  el  apoderado,  sino  el. 
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conttato  de  mandato  que  á  este  se  atribuye,  ló  que  na 
consta  como  la  Ley  previene,  es  indebida  la  aplicación 
del  artículo  mil  doscientos  setenta  y  ocho  con  referencia 
á  la  validez  de  aquél  convenio.  En  tal  concepto  estimo 
cometida  la  infracción  que  he  aducido. — c.  La  sentencia 
declarando  válida  la  escritura  argüida  de  nula,  infringe 
los  artículos  cuarto,  mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  y 
mil  trescientos  del  Código  Civil,  violando  sus  disposicio- 
nes é  infringe  la  doctrina  legal  contenida  en  la  jurispru- 
dencia obligatoria  entre  nosotros  como  es  la  resolución 
de  la  Dirección  General  de  los  Registros  de  España  de 
veinte  y  dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuar 
tro,  donde  se  declara  que  para  que  los  contratos  ¿  que  se 
refiere  el  número  quinto  del  articulo  mil  doscientos 
ochenta^'  se  verifiquen  válidamente  por  mandatario,  es 
requisito  ineludible  que  el  poder  conste  en  documento 
público'\  Tenemos  una  escritura  en  que  se  realizan  ac- 
to6  de  dominio  sobre  bienes  parafernales  de  mujer  casa- 
da, otorgada  én  nombre  de  ésta  por  quien  no  tiene  poder 
constante  en  documento  público  y  por  tanto  carece  de 
la  representación  legal  de  aquélla  y  al  no  declarar  váli- 
da tal  escritura  no  cabe  duda  alguna  de  que  se  infringe 
los  preceptos  y  la  doctrina  que  he  citado,  porque  el  ar- 
ticulo cuarto  determina  la  nulidad  de  todos  los  precep- 
tos ejecutados  contra  lo  dispuesto  en  la  Ley,  porque  ei 
mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  considera  nulo  el  con- 
trato celebrado  por  quien  no  tenga  la  representación  le- 
gal de  la  persona  en  cuyo  nombre  contrata  y  porque  el 
mil  trescientos  admite  la  nulidad  aunque  en  el  contrato 
concurran  los  requisitos  esenciales  para  su  validez,  si 
existe  algún  vicio  legal  de  invalidación  del  mismo. — d. 
De  igual  modo  resulta  una  infracción  legal  cuando  la 
sentencia  aplica  indebidamente  en  el  cuarto  Consideran- 
do el  artículo  mil  setecientos  diez  del  Código  que  si  bien 
€8  verdad  admite  la  eficacia  de  poderes  verbales,  es  de 
considerársele  inaplicable  siempre  que  deliberada  y  ex- 
plícitamente la  Ley  lo  exige  escrito;  como  sucede  en  el 
caso  presente.  La  ya  citada  resolución  de  la  Dirección 
general  de  los  Registros  de  España  de  veinte  y  dos  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  cuya  dckítri- 
na  también  aparece  infringida,  es  muy  terminante  y 
clara,  y  do  ella  copio  lo  siguiente :  "La  mente  del  legis- 
lador no  es  otra  que  la  de  que  conste  por  modo  feha- 
ciente ó  auténtico  que  aquella  autorización  es  una  ver- 
dad ....  Aunque  también  es  mandato  el  verbal  y  asi- 
mismo es  eficaz  en  derecho  no  sirve  á  los  fines  del  ar- 
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tículo  sesenta  y'  uno ....  La  evidencia  de  esta  doctrina 
sube  de  punto  cuando  el  contrato. ...  es  de  aquéllos  que 
oeben  redactarse  en  escritura  pública. — e.  Se  ha  infrin* 
gido  el  artículo  mil  setecientos  trece  del  Código  Civil 
porque  de  su  contexto  se  desprende  claramente  que  el 
mandato  para  realisar  actos  de  dominio  como  los  reali- 
sados por  Manuel  Mora  á  nombre  de  mi  poderdante,  ha 
de  ser  poder  especial  es  decir  relativo  á  negocios  deter- 
mixiados.  El  artículo  mil  setecientos  doce  define  el  po- 
der general  y  el  especial  y  el  que  Dolores  Mora  otorgó  á 
su  esposo  en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  es  desde 
luego  gwacral,  pues  comprendé  todos  sus  asuntos.  El  ar- 
tículo mil  setecientos  trece  dice  que  el  poder  general  solo 
comprende  actos  de  administración,  luego  para  otros  ac- 
tos se  exige  el  especial  y  si  bien  es  verdad  que  el  mismo 
artículo  dice  que  para  transigir,  enajenar,  hipotecar,  y 
otros  actos  de  riffuroso  dominio  se  necesita  mandato  ex- 
preso, en  este  calo  el  vocablo  expreso  no  está  ^puesto  á 
tácito,  sino  á  general  ó  indeterminado  en  cuanto  al  objeto 
del  mandato,  esto  es,  equivale  á  especial. — ^Así  lo  ha  en- 
tendido la  jurisprudencia  que  indistintamente  usa  las 
palabras  expreso  y  especial Véase  al  efecto  las  re- 
soluciones de  la  Dirección  General  de  los  Registros  de 
España  de  veinte  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos  la  de  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  y  de  veinte  y  tres  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos que  con  referencia  al  artículo  mil  setecientos  tre- 
ce é  interpretándolo,  hablen  de  mandato  especial  donde 
ese  precepto  legal  dice  mandato  expreso. — f.  Pero  aún 
cuando  se  entendiera  que  al  exigirse  mandato  expreso  lo 
que  se  requiere  es  que  la  facultad  conferida  al  mandata- 
rio aparezca  en  el  poder  otorgado.  La  sentencia  infringe 
los  artículos  mil  setecientos  trece  y  mil  setecientos  ca- 
torce del  Código  Civil,  en  concepto  de  que  declara  váli- 
das, negándose  á  reconocer  su  nulidad  alegada  por  mi 
mandante  los  actos  realizados  por  el  Sr.  Manuel  Mora 
y  Rivero,  en  el  supuesto  de  que  los  realizara  con  instruc- 
ciones y  facultades  conferidas  á  él  por  el  Dr.  Rafael 
Echeverría  y  siendo  éste  mandatario  de  su  esposa  por 
virtud  de  la  escritura  de  mandato  otorgado  en  diez  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante  el  Nota- 
rio Porto  de  San  Antonio  de  los  Baños.  El  primero  de 
estos  preceptos  legales  previene  la  necesidad  de  mandato 
expreso  para  transigir  y  el  segundo  prohibe  al  manda- 
tario traspasar  los  límites  del  mandato ;  y  en  el  caso  pre- 
sente el  Dr.  Echeverría  carecería  de  facultades  para  tran- 
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sigir  en  los  términos  contenidos  en  la  escritura  de  veinte 
y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  ante 
Francisco  de  Castro  y  para  separarse  de  litigios  pen* 
dientes  como  en  este  instrumento  se  ha  verificado,  sien- 
do por  tanto  indudable  que  ora  hubiese  comparecido  el 
propio  Dr.  Echeverría  ora  su  sustituto  Manuel  Mora,  se 
ha  traspasado  los  límites  de  aquel  mandato  conferida 
por  la  señora  Dolores  Mora. — Procediendo  ¿  la  lectura 
del  poder  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  se  observa 
que  si  bien  en  la  cláusula  novena  del  mismo  se  autoriza 
al  apoderado  4  celebrar  convenios  y  transacciones,  estaa 
además  de  ser  con  deudores  ó  acreedores,  y  no  con  terce» 
ristas  de  mejor  derecho  administradores  judiciales  y 
otras  entidades,  resultan  limitadas  por  la  poderdante  á 
conceder  quitas  ó  esperas,  y  aceptar  créditos  6  hipote- 
cas que  á  su  favor  se  constituyan.  En  cuanto  á  la  facul- 
tad de  apartarse  de  pleitos  pendientes  lo  que  aparece  ea 
precisamente  lo  contrario,  pues  en  la  cláusula  oncena 
de^més  de  autorizar  al  apoderado  para  establecer  los  re- 
cursos que  las  leyes  conceden  contra  resoluciones  judi- 
ciales, y  para  apartarse  de  los  que  estableciere,  le  ordena 
s^uir  los  pleitos  ^^asta  que  se  terminen  y  se  ejecuten 
las  8entencia6'\  De  lo  que  se  desprende  que  en  los  caaos- 
de  estar  pendiente  el  fallo  por  ser  éste  favorable  en  plei^ 
tos  sostenidos  por  la  señora  Dolores  Mora  su  mandatario 
no  estaba  facultado  para  separarse  del  litigio.  Es  por  lo- 
expuesto  nula  la  transacción  contenida  en  la  escritura 
y  carecen  de  validez  laa  separaciones  que  se  hacen  en  laa 
cláusula  tercera,  quinta,  sexta  y  séptima  de  la  misma, 
de  varios  pleitos  en  tramitación  y  de  uno  ya  fallado  & 
favor  de  la  Sra.  Mora  y  Rivero. — g.  La  sentencia  in- 
fringe el  artículo  mil  trescientos  ochenta  y  tres  del  C6« 
digo  Civil  porque  exigiendo  este  precepto  la  interven- 
ción ó  consentimiento  de  la  mujer  para  ejercitar  cual- 
quiera acción  respecto  á  bienes  parafernales  se  ha  esti- 
mado bastante  á  obligar  á  mi  poderdante  los  convenios 
celebrados  por  el  Sr.  Manuel  Mora,  carente  de  facultades 
dadas  por  aquélla  y  el  cual  aún  en  la  hipótesis  de  haber 
procedido  como  sustituto  ó  apoderado  del  Dr.  Echeve- 
rría nunca  puede  representar  á  la  Sra.  Dolores  Mora  en 
cuanto  á  sus  bienes  parafernales,  porque  de  acuerdo  con 
el  artículo  citado  y  con  la  jurisprudencia  de  los  Tribu- 
nales, ella  debe  dar  su  consentimiento  expreso  y  espe- 
cialmente para  actos  de  esa  naturaleza. — ^B.  Hay  infrac- 
ción de  ley  por  no  ser  congruente  la  sentencia  con  laa 
pretensiones  deducidas  oportunamente  por  los  litigan- 
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tes.  Es  tarea  bien  fácil  demostrar  la  existencia  de  este 
tnotivo  de  casación'  que  á  la  Sala  sentenciadora  no  se 
Ocultaba ;  y  por  tanto  que  como  vulgarmente  se  dice  tra- 
tó de  curarse  en  salud.  En  efecto  en  el  quinto  Conside- 
rando de  la  sentencia  se  expresa  que  ^'si  bien  el  deman- 
dado no  trató  en  el  escrito  de  contestación  del  poder  de 
diez  de  Mayo  del  ochenta  y  nueve  lo  hizo  en  el  de  dupli- 
ca autorizado  por  el  artículo  quinientos  cuarenta  y  siete 
de  la  Ley  Procesal,  pues  que  no  alteró  el  objeto  princi- 
pal del  pleito  que  desde  su  inicio  fué  discutir  si  U.  Ra- 
fael Echeverría  y  Perdomo  tenía  para  contratar  sobre 
bienes  parafernales  de  su  esposa  la  demandante  las  fa- 
cultades ,  que  comunicó  á  D.  Manuel  Mora  y  Rivero.  No 
guarda  exactitud  lo  dicho  en  el  Considerando  transcrito 
con  la  resultancia  de  la  actuación.  El  punto  litigioso  fué 
según  el  escrito  de  demanda  que  siendo  los  bienes  objeto 
de  la  escritura  de  veinte  y  siete  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres  parafernales  de  mi  poderdante, 
no  habiéndose  otorgado  esa  escritura  con  su  consenti- 
miento ó  intervención,  era  nula ;  y  además  de  alegar  va- 
rias excepciones  que  no  han  prosperado,  los  demandados 
Sres.  Giquel  y  Morales  de  los  Ríos  opusieron  ¿  esa  ob- 
servancia que  la  señora  Dolores  Mora  había  concurrido 
á  la  escritura  por  medio  de  su  esposo  representado  por  el 
Sr.  Manuel  Mora  y  Rivero.  En  la  réplica  insistió  mi 
mandante  en  la  base  fundamental  de  su  demanda  agre- 
gando que  el  poder  que  su  marido  dio  al  Sr.  Manuel  Mo- 
ra no  constaba  que  ella  autorizaba  á  éste  á  contratar  so- 
bre su  parafema;  y  en  la  duplica,  trató  es  cierto  la  parte 
demandada  del  poder  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve pero  no  en  el  sentido  que  la  sentencia  supone,  sino 
para  sostener  que  facultado  el  Sr.  Echeverría  en  ese  po- 
der para  celebrar  transacciones  lo  sustituyó  en  diez  y 
seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  á  favor  de  Ma- 
nuel Mora  y  Rivero  y  éste  por  error  en  vez  de  citar  dicha 
sustitución  al  comparecer  en  la  escritura  tachada  de  nu- 
la hizo  referencia  á  otra  que  no  era  bastante  piara  los 
actos  que  realizó. — La  sentencia  tergiversa  los  puntos 
discutidos  y  pretende  que  el  fondo  del  litigio  era  averi- 
guar si  Echeverría  tenía  las  facultades  para  contratar 
que  trasmitió  á  Mora  y  Rivero,  y  para  poder  fallar  par- 
tiendo de  esa  premisa  inexacta,  se  vé  la  Sala  en  el  caso 
de  afirmar  que  nada  importan  las  excepciones  alegadas, 
ni  su  falta  de  comprobación,  pues  de  todas  suertes  se 
negó  la  demanda,  pasando  así  una  esponja  sobre  todo  lo 
escrito  en  las  leyes  de  enjuiciar.  Resolviendo  en  el  con- 
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cepto  indicado  puntos  no  discutidos  en  el  litigio,  es  evi- 
dente que  la  sentencia  puede  ser  recurrida  por  el  segun- 
do motivo  de  casación  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  CiviP : 

Decimonoveno.  Resultando  que  este  Supremo  Tri- 
bunal desestimó  en  veintiocho  de  Junio  la  queja  formula- 
da con  motivo  de  la  denegación  de  parte  del  recurso  y  ha 
sustanciado  éste  en  los  demás  extremos,  con  intervención 
del  demandado  José  Morales  de  los  Ríos,  celebrándose  en 
los  días  seis  y  nueve  del  actual  la  correspondiente  vista 
pública,  á  que  asistieron  el  Letrado  director  de  la  parte 
recurrente,  quien  sostuvo  el  recurso  admitido,  y  el  del 
expresado  demandado,  que  lo  impugnó; 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Oiberga: 
Primero.  Considerando,  con  relación  á  la  incon- 
gruencia del  fallo  alegada  en  el  recurso,  que  la  actora 
pide  en  su  demanda  la  declaratoria  de  nulidad  de  la  alu- 
dida escritura  pública,  en  razón  á  no  haber  ella  concu- 
rrido ni  intervenido  en  su  otorgamiento  (hecho  sexto  del 
escrito  de  demanda)  aunque  sí  concurrió  su  legítimo 
consorte  el  doctor  Rafael  Echeverría  y  Perdomo, 
nrpresentado  por  su  apoderaido  Manuel  Mora  y  Ri- 
vero,  á  quien  diclio  Echeverría  comunicó  sus  infltníc- 
ciones,  otorgándole  todas  las  facultades  necesarias  al  ob- 
jeto de  la  transacción  referida  (hecho  segundo  del  pro- 
pio escrito),  porque,  teniendo  la  cualidad  de  paraferna- 
les los  bienes  á  que  se  refiere  dicha  transacción  (hecho 
cuarto),  según  se  reconoce  en  la  propia  escritura  cuya 
nulidad  se  pide  (hecho  quinto),  y,  en  orden  á  los  funda- 
mentos de  derecho,  no  pudiendo  el  marido  ejercitar  ac- 
ciones de  nin&runa  clase,  respecto  á  tales  bienes  de  la  mu- 
jer, sin  intervención  ó  consentimiento  expreso  de  ésta 
(artículo  mil  trescientos  ochenta  y  tres  del  C.  C.)  y  no 
existiendo  contrato  cuando  falta  el  consentimiento  de 
ima  de  las  partes  (artículo  mil  doscientos  sesenta  y 
uno),  es  nulo  el  acto  que  se  impugna  como  ejecutado 
contra  lo  dispuesto  en  la  ley  (artículo  cuarto  del  Código 
CTtado) ;  términos  éstos  del  escrito  de  demanda  quo 
mantiene  la  actora  en  el  de  réplica,  donde  pide  se  resuel- 
va conforme  á  aquélla  y  fija  concreta  y  definitivamente 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  objeto  del  debate, 
reproduciendo  todos  los  consignados  en  el  anterior  escri- 
to y  añadiendo  que  en  la  repetida  escritura  de  transac- 
ción no  prestó  su  consentimiento,  porque  en  el  poder  que 
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ctu  marido  otorgó  á  Mora  no  consta  que  ella  lo  autoriza* 
ra  para  oontratiar  sobre  sus  bienes  parafernales  (heehp 
segundo  del  escrito  de  réplica) ;  atendido  lo  cual,  es  evi- 
dente la  exactitud  con  que  la  Sala  sentenciadora  expresa 
en  el  quinto  Consideraiido  de  la  sentencia  recurrida  que 
el  objeto  principal  del  pleito  fué  desde  su  inicio  discutir 
si  el  marido  de  la  demandante  tenía  para  contratar  sobre 
bienes  parafernales  de  ésta  las  facultades  que  cojnunicó 
á  su  apoderado  Mora  para  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura pública  en  cuestión,  y,  según  se  expone  en  otro  lu- 
gar de  la  sentencia,  que  el  debate  judicial  se  circunscri- 
be á  este  particular  y  al  de  di  podía  Echeverría  delegar 
esas  facultades,  como  lo  hizo,  en  D.  Manuel  Mora  y  Ri- 
vero ;  pero,  aunque  así  no  fuera,  en  el  supuesto  de  que  la 
Sala  sentenciadora  cometiera  error,  que  sería  de  pura 
exposición,  en  la  parte  fundamental  de  la  sentencia,  al 
referirse  á  la  materia  6  contenido  del  debate,  no  por  ello 
se  puede  tachar  de  incongruente  el  fallo  que,  con  refe- 
rencia al  hecho  aducido  por  los  demandados  Oiquel  y 
Morales  de  ser  Echeverría  apoderado  general  de  su  con- 
sorte para  entender  en  todos  los  asuntos  relativos  á  IO0 
bienes  de  ésta,  inclusos  los  parafernales,  con  facultad 
para  sustituir  ese  poder  (sexto  y  séptimo  de  la  duplica) 
^f  al  aceptado  por  todas  las  partes  contendientes  de  ha- 
ber Echeverría  facultado  é  instruido  á  Mora  al  objeto 
del  otorgamiento,  en  atención  á  entender  la  Sala  acre- 
ditadas tales  hechos  y  justificada  la  inexactitud  del  he- 
cho cardinal  en  qué  se  funda  la  reclamación,  rehusa  la 
declaratoria  pretendida  por  la  demandante,  absolviendo 
de  la  demanda  á  sus  contrarios  de  acuerdo  con  la  solici- 
tad formulada  por  los  oponentes,  al  pedir  que  se  decla- 
lese  aquélla  sin  lugar:  , 

Segundo.  Considerando  que  no  puede  estimarse  el 
motivo  enunciado  bajo  la  letra  á,  referente  á  la  viola- 
ción del  artículo  mil  doscientos  ochenta  del  Código  Ci- 
,vil,  por  carecer  de  la  precisión  y  claridad  indispensable, 
toda  vez  que,  al  expresarse  porque  ha  sido  infringido 
aquel  artículo,  según  el  cual  y  con  arreglo  á  su  caso  quin- 
to, que  invoca  el  recurrente,  "deberá  constar  en  docu- 
mento público  el  poder  que  tenga  por  objeto  un  acto 
redactado  ó  que  deba,  redactarse  en  escritura  pública  ó 
]\aya  de  perjudicar  á  tercero^',  no  se  dice  por  cuál  de  es- 
tos conceptos  era  procedente  la  consignación  en  dicha 
forma  de  la  renuncia  de  derechos  y  transacción  para  que 
í-e  confirió  el  poder  de  qué  se  trata,  y,  aún  suponiendo 
que  á  juicio  del  recurrente—pues  no  ha  distinguido—fue- 
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Ta^  respecto  de  esoa  actos,  el  otorgamiento  de  escritura 
necesario  por  los  dos  conoeptos  á  que  alude,  no  menciona 
en  el  motivo  la  disposición  que  tal  cosa  establezca,  resul- 
tando de  ello,  no  tan  solo  que  aparece  así  semejante 
afirmación  como  un  simple  supuesto  de  la  parte  sin 
apoyo  legal  que  lo  sustente,  sino  que  falta^  por  deñcien- 
xih  de  los  términos  en  que  se  formula,  la  alegación  con- 
<;reta  y  clara  del  error  de  derecho  que  se  supone  cometi- 
do, además  de  lo  cual  se  incurre  en  inexactitud  diciendo 
que  la  Sala  estimó  poder  verbal  el  otorgado,  y,  tocante 
á  la  R.  O.  y  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  que  se  citan,  es  de  tenerse  en  cuen- 
ta que  las  resoluciones  de  esa  clase  no  constituyen  en 
materia  cWl  doctrina  con  fuerza  suficiente  para  deter- 
minar la  casación  del  fallo  dictado  en  un  litigio : 

Tercero.  Considerando  quCj^si,  no  obstante  lo  ex- 
presado, se  admite  que  el  poder  conferido  por  Echeverría 
i  Mora  debió  hacerse  constar  en  documento  público,  con 
«ujeción  al  quinto  párrafo  del  artículo  mil  doscientos 
óchente  y  al  correlativo  de  este  no  invocado  en  el  motivo 
Anterior  ni  en  el  que  le  sigue,  letra  b,  de  todos  modos  ha 
de  desestimarse  este  último  motivo,  porque  en  el  fallo 
Be  aplica  rectamente  el  artículo  mil  doscientos  setenta  y 
ocho  del  Código  Civil  al  tener  por  válido  y  eficaz  para  la 
actora,  á  quien  representaba  su  marido,  el  poder  dado 
por  éste,  aun  cuando  no  fuera  en  documento  público, 
para  que  concurriera  Mora  en  representación  de  aquélla 
al  otorgamiento  de  la  escritura  cuya  nulidad  se  pide, 
toda  vez  que  este  precepto  declara  obligatorios  los  contra- 
tos, cualquiera  que  sea  la  forma  en  qué  se  hayan  cele- 
brado, siempre  que  en  ellos  concurran  las  condiciones 
esenciales  para  su  validez,  y,  consiguientemente,  por  ser 
\álido  dicho  mandato,  según  la  actora  reconoce  al  expo- 
ner este  motivo,  es  eficaz  para  obligarla  en  su  carácter 
de  mandante,  sin  que,  después  de  aceptedo  y  de  cumpli- 
.  do  por  el  mandaterio,  pueda  la  primera  impugnar  loe 
actos  del  segundo  ejecutados  en  desempeño  del  mandato 
con  sujeción  á  las  facultades  é  instrucciones  recibidas, 
ya  que  en  virtud  de  tal  aceptación,  no  habiendo  Mora 
usado  del  derecho  que  pudiera  tener  para  compelerla  al 
otorgamiento  del  mandato  en  forma  de  escritura  pública, 
tenía  ciertamente  la  obligación  precisa  de  cumplirlo, 
como  también  la  responsabilidad  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  su  inejecución  la  ocasionase;  y  aquel  derecho, 
concedido  por  el  artículo  mil  doscientos  setenta  y  nueve 
que  se  invoca,  en  previsión  de  que  la  \ey  exija  el  otorga- 
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miento  de  escritura  ú  otra  forma  especial  para  hacer 
efectivas  las  obligaciones  propias  de  un  contrato,  pre- 
supone la  existencia  de  la  obligación  por  el  contrato  pro- 
ducida ó  sea  la  fuerza  obligatoria  de  éste^  ya  declarada 
en  el  precedente  artículo  mil  doscientos  setehta  y  ocho, 
y  no  se  opone  de  manera  alguna  á  que  los  contratantes, 
con  renuncia  de  él,  den  cumplimiento  á  la  obligación 
estipulada,  aunque  no  se  llene  previamente  dicho  requi- 
sito extrínseco,  como  pudo,  por  tanto,  hacerlo  Mora  en 
sv  calidad  de  apoderado  de  la  demandante : 

Cuarto.  Considerando,  acerca  del  motivo  letra  c, 
que,  según  lo  ya  expuesto,  en  virtud,  además,  de  ser  in- 
aplicable el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  del 
predicho  Código,  puesto  que  Mora  estaba  autorizado 
para  contratar  á  nombre  de  la  actora  mediante  el  poder 
de  ésta  á  su  marido,  que  éste  4  su  vez  le  trasmitió,  y  de 
ser  asimismo  inaplicable  el  artículo  mil  trescientos,  re- 
lativo únicamente  á  la  anulaoión  de  los  contratos  en  que 
concurren  el  consentimiento  y  demás  requisitos  esen- 
ciales para  su  validez,  puesto  que  no  se  trata  de  esa  in- 
validación en  este  pleito,  propuesto  solo  por  la  falta  y 
no  por  vicio  del  consentimiento  de  la  actora,  atendido 
lo  cual  es  igualmente  inaplicable  el  artículo  cuarto,  re- 
lacionado en  esta  parte  del  recurso  con  los  anteriores, 
por  todo  ello,  y  porque  no  es  bastante  para  producir  la 
casación  de  una  sentencia  judicial  la  doctrina  que  se 
pueda  contener  en  cualesquiera  resoluciones  de  la  Direc- 
ción General  de  los  Registros  de  España,  procede  deses- 
timar el  motivo  examinado: 

Quinto.  Considerando  que  por  el  fundamento  que 
se  acaba  de  expresar  es  inútil  para  el  objeto  del  recurso 
1p  cita  que  se  hace  en  el  motivo  letra  d  de  una  resolu- 
ción dictada  por  el  mencionado  Centro,  relacionándola 
con  el  artículo  mil  setecientos  diez  del  Código  Civil,  que 
se  dice  infringido,  y  no  lo  está,  porque,  aparte  de  no 
estimar  la  Sala,  según  ya  se  ha  dicho,  contra  lo  que  le 
atribuye  la  recurrente,  que  fuera  dado  de  palabra  el 
poder  con  que  obró  Mora  á  nombre  de  la  demandante, 
contrayéndose  la  Sala  á  recordar  que  la  ley  autoriza 
en  aquél  texto  la  dación  de  mandato  en  la  referida  for- 
ma, para  establecer  que  cualquiera  forma  legal  de  otor- 
gamiento obliga  á  aquélla  que  lo  confirió  por  media- 
ción de  otro  apoderado  con  anterioridad  constituido,  son 
otras  varias  las  disposiciones  á  qué  da  suplicación,  de- 
terminantes de  la  eficacia  del  contrato  sea  la  que  fuere 
la  forma  en  qué  se  celebrase : 
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Sexto."  Considerando  que  tampoco  infringe  la  sen- 
tencia el  articulo  mil  setecientos  trece  del  Código  Civil^ 
en  cuanto  preceptúa  la  necesidad  de  mandato  expreso 
para  transigir^  enagenar^  hipotecar  ó  ejecutar  cualquier 
otro  acto  de  riguroso  dominio,  porque  expreso  es,  aún 
en  la  acepción  de  especial  que  dA  la  recurrente  ¿  este 
calificativo,  el  poder  que  otorgó  á  su  cónyuge  en  diez  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante  el  No- 
tario Porto  de  San  Antonio  de  los  Baños,  ya  que  no 
obsta  de  ninguna  suerte  á  su  especialidad,  respectb  de 
las  facultades  concedidas  para  la  transacción,  el  hecho 
de  que  á  la  vez  se  concedan  otras  de  distinta  especie  para 
diverso  objeto;  ni  el  extenderse  i  todos  los  bienes  de  la 
propiedad  de  la  mandante  ó  cualesquiera  otros  términos 
de  generalidad  en  el  mandato  excluyen  del  mismo  la 
atribución  al  mandatario  de  dicha  facultad  de  transi- 
gir, que  por  modo  explícito  se  le  confiere  al  autorizarle 
para  que  celebre  convenios  judiciales  ó  extrajudiciales, 
asi  como  cualquiera  transacción  con  deudores  ó  acree- 
dores, atribución  esta  especialmente  determinada  en  el 
poder  y  ejercida  por  el  apoderado  al  otorgar  por  medio 
del  sustituto  Mora  la  escritura  pública  cuya  nulidad  se 
solicita:  en  virtud  de  lo  cual  es  improcedente  el  motivo 
letra  e : 

Séptimo.  Considerando  que  asimismo  lo  es  el  si- 
guiente motivo  letra  f ,  donde  aduce  la  actora  que  la  fa- 
cultad especial  de  qué  se  habla  se  otorgó  al  marido  con 
ciertas  limitaciones  que  han  sido  desconocidas  por  el 
último,  traspasándose  así  por  el  mandatario  los  límites 
que  impuso  la  mandante,  pues  la  circunstancia  de  re- 
ferirse á  deudores  y  acreedores  las  transacciones  y  con- 
venios para  que  se  autorizaba  demuestra  claramente  la 
amplijtud  de  esta  fucultad,  en  vez  de  limitarla,  ya  que 
en  uno  de  estos  dos  conceptos,  en  su  propia  y  verdadera 
significación  jurídica,  ha  de  comprenderse  cualquiera 
persona  ó  entidad  obligada  de  algún  modo  en  favor  de 
la  poderdante  ó  asistida  de  derechos  contra  ella,  y  del 
detalle  referente  á  la  concesión  de  quitas  ó  esperas  y  á 
la  aceptación  de  créditos  ó  hipotecas,  mencionados  de 
fijo  como  posibles  contingencias  del  negocio  sobre  que 
recayere  el  convenio  ó  transacción  no  se  sigue  y  en  nin- 
guna forma  expresa  el  documento  que  á  tales  actos  se  re- 
dujese la  facultad  de  celebrarlos,  antes  bien  aparece  con- 
cedida para  cualquier  convenio  ó  transacción,  mientras, 
por  otra  parte,  es  de  todo  punto  inadmisible  que  la  li- 
mite ó  la  revoque  una  cláusula  posterior  del  mismo  do- 
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cumento  públieo,  relativa  aolo  á  la  facultad  de  represen- 
tar en  inicio  y  ee^air  pleitoe  hasta  que  se  terminen  y 
se  ejecuten  las  sentencias,  por  cuanto  ambas  facultades 
resultan  á  todas  luces  compatibles  y  sef^  ellas,  como 
pudo  el  mandatario  entablar  reclamaciones  judiciales 
y  continuar  las  ya  establecidas,  gestionando  el  cumpli- 
miento del  fallo  ejecutorio  que  las  decidiese,  ha  podido 
poner  término  á  los  unos  ó  evitar  la  provocación  de  otros, 
que  no  otra  cosa  constituye  la  esencia  de  la  transacción, 
y  celebrar  convenios  judicial  y  extrajudicialmente,  sin 
traspasar  los  límites  del  mandato  recibido:  con  lo  que 
se  evidencia  que  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  infrin- 
gido los  artículos  mil  setecientos  trece  y  mil  setecientos 
catorce  del  Código  Civil: 

Octavo.  Considerando  que  el  poder  otorgado  por  la 
demandante  se  refiere  á  todos  los  bienes  de  su  propiedad, 
s.'n  especificación  de  clase  y  por  tanto  de  cualquiera  cla- 
se ciue  ellos  sean,  comprendiendo  así  los  parafernales,  y, 
en  tal  virtud,  es  inexacto  que  no  pudiera  su  marido,  far 
cuitado  por  aquél  y  mediante  la  trasmisión  de  facultades 
que  hizo  á  Mora,  representarla  en  la  escritura,  á  la  cual 
de  esta  suerte  ha  concurrido  aquélla  dando  su  consenti- 
miento, acto  por  cierto,  el  de  otorgar  dicha  escritura, 
diferente  del  de  ejercitar  acciones  á  qué  se  contrae  el 
artículo  mil  trescientos  ochenta  y  tres  del  Código  Civil, 
citado  en  esta  parte  del  recurso  y  no  infringido,  en  con- 
secuencia, por  el  fallo: 

Noveno.  Considerando  pues,  que  no  ha  lugar  al 
presente  recurso  de  casación  y,  en  observancia  del  artícu- 
lo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  debe  condenarse  á  la  recurren- 
te al  pago  de  las  costas : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  presente  recurso  de  casación  é  imponemos 
las  costas  del  mismo  á  la  parte  recurrente:  comuni- 
qúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga.  —  Luis  Gastón. — "Ambrosio  R.  Morales.  —  Carlos 
Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  70.— 25  de  Noviembre.— Suspensión  de 

pagos.  (Gac,  Mayo  so f  1904.) 

DOCTRINA:  Carecen  de  eficacia  legal  las  re- 
clamaciones hechas  poruña  mujer  casada  de  obli- 
gaciones contraíadas  á  su  favor,  si  no  las  realiza 
con  asistencia  ó  autorización  de  su  marido. 
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Conforme  tiene  establecido  la  jnricpmdencia  in- 
terpretando rectamente  el  artículo  871  del  Código 
de  Comercio  no  obsta  para  que  un  comerciante  se 
presente  en  suspensión  de  pagos  que  hayan  trans- 
currido cuarenta  y  ocho  horas  desde  el  vencimien- 
to de  una  obligación,  puesto  que  ese  plazo  debe 
contarse  desde  que  reclapiada  una  obligación  ven- 
cida no  ha  sido  satisfecha. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinticinco  de  No- 
viembre dfe  mil  novecientos  tres,  en  los  antos  proceden- 
tes del  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste  y  Au- 
diencia de  'la  Habana,  sobre  suspensión  de  pago  de  Ci- 
priano Reygada  y  Barreras,  del  comercio  y  vecino  ^e  la 
misma,  é  injcáJdente  de  nulidad  Bel  auto  en  que  se  le  de- 
clara en  dicha  suspensión  de  pagos,  promovido  por  Fe- 
lipe López  Guruchaga,  de  la  propia  profesión  y  vecin- 
dad, como  cesionario  de  Desideria  Granero  y  Portuon- 
do ;  visto  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casa- 
ci6n  por  infracción  de  ley  y  doctrina  ]egal  interpuesto 
por  el  expresado  Cipriano  Reygada,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  mencio- 
nada, de  fecha  veintisiete  de  Julio  último. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  referida 
se  han  reproducido  los  fundamentos  de  hecho  de  la 
de  primera  instancia  que  á  continuación  ee  copian: 

Antecedentes  : 

Segundo.  '^Resultando  que  Cipriano  Reygada  Ba- 
rreras, comerciante  establecido  en  el  ramo  de  peletería 
y  otros  artículos,  por  escrito  de  fecha  diez  y  seis  de  Ju- 
lio del  año  último,  presentado  en  la  misma  fecha,  se 
presentó  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  no  obstante 
su  activo  ser  mayor  que  el  pasivo,  consignando  que  en 
el  día  anterior  se  le  citó  para  reconocimiento  de  firma 
en  diligencias  preparatorias  de  la  vía  ejecutiva  que  le 
promueve  Don  Felipe  López,  mandatario  de  Doña  De- 
sideria Granero,  en  cobro  de  pesos,  y  careciendo  del 
efectivo  necesario  para  abonar  de  momento  dicha  obli- 
gación, cumpliendo  lo  prevenido  en  el  artículo  ocho- 
cientos setenta  y  uno  del  Código  de  Comercio,  reforma- 
do por  Real  Decreto  de  veinticinco  de  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  solicitaba  se  le  declarase  en 
estado  de  suspensión  de  pagos  á  lo  que  se  accedió  por 
auto  de  cuatro  de  Agosto  siguiente". 

Demanda  : 

Tercero.  Resultando  que  Don  Felipe  López,  cesio- 
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nario  de  Doña  Deeideria  Granero  Portuondo,  presentó 
eecrito  en  cuatro  de  Septiembre,  folio  treinta  y  uno  al 
treinta  y  ocho,  promoviendo  incidente  de  nulidad  del 
auto  por  el  que  se  declaró  en  estado  de  suspensión  de 
pagos  al  Sr.  Reygada  y  alegó  como  hechos.  Primero: 
Que  Doña  Desideria  Granero  de  Llata  entregó  en  cali- 
dad de  préstamo  á  Don  Cipriano  J.  Reygada  el  día 
veintisiete  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno  la  can- 
tidad de  dos  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  cinco  pesos 
oro  del  cuño  español,  cuarenta  y  tres  centavos,  que  había 
de  devolverle  el  día  treinta  de  Junio  del  aiguiente  año. 
Segundo :  Que  D.  Cipriano  J.  Beygada  le  entregó  como 
constancia  de  lo  que  se  expresa  en  el  hecho  anterior  un* 
documento  privado,  pagaré  en  que  dfce  que  recibe  de  la 
indicada  señora  en  calidad  de  préstamo  la  supradicha 
cantidad  para  sus  negocios  de  peletería  "El  Encanto** 
con  el  interés  del  ocho  por  ciento  anual.  Tercero;  Que 
cumplida  la  obligación  sin  que  Don  Cipriano  J.  Beyga- 
da devolviese  la  cantidad  prestada,  resolvió  la  señora 
Granero  á  citarlo  para  que  recono*cie8e  la  ñrma  del  pa- 
garé ó  confesase  la  deuda  que  dicho  documento  expre- 
sa. Cuarto :  Que  por  no  haber  comparecido  ni  á  la  pri- 
mera ni  4  la  segunda  citación  fué  citado  por  tercera  vez 
fecha  treinta  y  uno  de  Julio  último  compareciendo  para 
manifester  que  no  podía  reconocer  la  firma  como  suya 
por  impedirlo  el  estado  de  su  vista  y  respecto  de  la  cer- 
tessa  de  la  adeuda  no  podía  declarar  si  era  cierta  ó  no 
porque  para  ello  tendría  necesidad  de  consultar  antece- 
dentes y  practicar  una  liquidación.  Quinto :  Que  la  obli- 
gación del  pagaré  del  veintisiete  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  uno  constituido  á  favor  de  la  Sra.  Doña 
Desideria  Granero  de  Llata  se  cumplió  el  veinte  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  dos.  Sexto:  Que  Don  Cipriano 
J  Beygada  el  día  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos dos  presentó  escrito  acompañando  el  inventario  ba- 
lance de  su  activo  y  pasivo,  manifestando  que  estando 
cumplida  la  obligación  que  á  favor  de  la  Sra.  Granero 
constaba  del  pagaré  fecha  veintisiete  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  uno  y  no  teniendo  efectivo  de  momen- 
to aunque  sí  bienes  suficientes  para  pagarlo,  solicitaba 
se  le  declarase  en  estado  de  suspensión  de  pagos.  Sép- 
timo: Que  en  el  inventario  y  balance  que  acompa- 
ña al  escrito  pidiendo  se  le  declarase  en  estado  de  sus- 
pensión de  pagos  figura  entre  los  acreedores  la  Sra.  Gra- 
nero de  Llata  y  reconoce  por  tajito  el  crédito.  Octavo: 
Que  Don  Cipriano  J.  Beygada,  que  el  día  diez  y  seis  de 
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Julio  presentó  d  eBcrito  á  que  se  ha  referido  en  loe  dos 
hechos  anteriores,  el  día  treinta  y  uno  del  mismo  mes 
bajo  juramento  y  ante  el  señor  Juez  de  primera  instan* 
cia  del  Centro,  se  negó  á  declarar  la  certeza  del  crédito 
de  la  Sra.  Granero,  que  tenía  reconocido,  desde  el  día 
dieciseis  en  el  escrito  presentado  iniciando  estas  diligen- 
cias. Noveno :  Que  desde  el  día  treinta  de  Junio  al  diez 
y  seis  de  Julio  las  horas  transcurridas  pasan  de  cua- 
renta y  ocho  evidentemente.  Décimo:  Que  el  cuatro  de 
Agosto  este  Juzgado  dictó  auto  á  instancia  de  Don  Ci- 
priano J.  Reygada  declarándolo  en  estado  de  suspen- 
sión de  pagos,  undécimo :  Que  Doña  Desideria  Givinero 
de  Llata  cedió  sus^  derechos  y  acciones  del  pagaré  del 
veintisiete  de  Diciembre  de  mil  novecientos  uno  i  Don 
Felipe  López  Guruchaga,  en  seis  de  Agosto  del  año  pa- 
sado por  escritura  pública  ante  el  Notario  de  esta  ciu- 
dad Don  Ramón  M.  Buiz,  la  cual  cesión  le  fué  notifi- 
cada al  deudor,  habiéndose  pagado  los  correspondientes 
derechos  fiscales;  y  después  de  los  fundamentos  de  de- 
recho solicitó  se  declare  la  nulidad  del  auto  por  el'  cual 
se  declaró  en  estado  de  suspensión  de  pagos  á  Don  Ci- 
priano Beygada. 

Contestación  : 

Cuarto.  Resultando  que  admitido  el  incidente  de 
nulidad  después  de  haber  acreditado  el  carácter  de  ce- 
sionario el  promovente,  se  dio  traslado  al  Sr.  Reygada 
que  lo  contestó  por  el  escrito  folio  sesenta  y  cuatro  al 
sesenta  y  ocho  confesando  por  él  ser  cierto  que  el  paga- 
na cedido  tiene  la  fecha  de  vencimiento  treinta  de  Junio 
de  mil  novecientas  dos  y  que  nadie  trató  de  cobrarle 
oficial  ni  extraoficialmente  la  obligación  que  contrajo 
por  ese  documento  privado  que  no  estaba  obligado  á 
pagar  hasta  que  se  le  fuese  á  cobrar,  puesto  que  pudo 
haber  sido  endosado  ó  cedido  como  lo  está  sin  que  el 
que  contesta  lo  supiese;  que  para  presentarse  en  estado 
de  suspensión  de  pagos  no  obsta  el  transcurso  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al  vencimiento  de  la 
obligación  que  no  haya  sido  reclamada  porque  solo 
cuando  se  pide  su  cumplimiento  y  no  se  obtiene,  puede 
en  rigor  decirse  que  ha  dejado  de  satisfacerla;  que  en 
ese  caso  se  encuentra  y  por  eso  no  se  creyó  obligado  á  so- 
licitar su  declaratoria  de  suspensión  de  pagos  hasta  que 
no  llegase  dicha  oportunidad,  y  citando  varias  senten- 
cias en  apoyo  de  su  derecho,  soh'citó  ge  declare  sin  lu- 
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gar  el   incidente    con  las  costas   al   promovente    del 
mismo. 

Prübba  : 

Quinto.  Eesnltando  que  recibido  á  prueba  solo  el 
Sr.  Beygada  pidió  se  tuviera  por  reproducido  el  mérito 
de  autos. 

Sexto.  Resultando  que  vencido  el  término  de  prue- 
ba se  mandaron  traer  los  autos  á  la  vista  para  sentencia 
fojas  setenta  y  cuatro  y  solicitada  vista  pública  tuvo 
efecto  á  fojas  setenta  y  siete. 

Séptimo.  Resultando  que  en  la  repetida  sentencia 
do  la  Sala  se  consignan  además  los  siguientes  resul- 
tandos: 

Octavo.  Resultando  ''que  recibida  la  actuación  en 
eete  Tribunal  y  personadas  las  partes,  según  se  ha  ex- 
puesto antes,  evacuaron  el  trámite  de  instrucción  y  por 
ei  apelante  se  solicitó  que  se  citara  4  Don  Cipriano  Rey- 
gada  para  un  acto  de  confesión  judicial,  y  accedido  á 
ello,  contestó  este  último  al  tenor  del  pliego  de  pregun- 
tas presentado:  ser  cierto  q^e  4  m4s  de  la  obligación 
que  con  la  Sra.  Granero  tenía  cumplida  y  exigida,  te- 
nía cumplido,  el  día  que  solicitó  se  le  declarara  en  es- 
tado de  suspensión  de  pagos,  otro  pagaré  de  doscientos 
veinte  y  tres  pesos  catorce  centavos  4  favor  de  Amoldo 
Flesch,  según  se  advierte  en  su  pasivo  en  el  balance,  que 
es  cierto  que  después  de  haberse  presentado  en  estado 
de  suspensión  de  pagos,  ha  cambiado  su  establecimien- 
to 4  la  Calzada  del  Monte,  inmediato  4  los  Cuatro  Ca- 
minos, pero  no  que  lo  haya  mejorado  notablemente; 
•que  no  es  cierto  que  el  alquiler  que  paga  en  el  nuevo  lo- 
cal es  mayor  que  el  que  el  que  pagaba  en  Neptuno  y 
Águila;  que  si  bien  es  cierto  que  cuando  presentó  la 
solicitud  que  dio  origen  4  este  expediente,  tenía  algunas 
obligaciones  vencidas,  no  había  ninguna  reclamada; 
que  es  cierto  que  cinco  ó  seis  días  antes  del  diez  y  seis 
de  Julio  reclamó  su  crédito  la  señora  de  que  es  cesio-. 
nario  Don  Felipe  López  Guruchaga,  contestando  el  di- 
cente,  que  4  su  marido  el  Sr.  Llata,  que  tenía  de  de* 
pendiente,  le  había  dicho  lo  que  había  en  el  particular, 
toda  vez  que  él  pretendía  que  se  le  prorrogase  la  obli- 
gación, que  pocos  días  antes  había  querido  cobrarle,  la 
Sra.  Granero  mi  cesionaria,  quien  vivía  cerca  del  esta- 
blecimiento, para  el  cual,  el  dinero  hubo  de  prestarse, 
según  se  advierte  en  el  pagaré  expresivo  de  la  obliga- 
ción, agregando  que  la  prórroga  llegó  4  estipularse   y 


880  boletín  U»I8I«ATIY0. 


que  la  Sra.  Granero  no  vivía  cerca  del  establecimiento, 
sino  en  el  mismo;  que  es  cierto  que  el  pagaré  de  que  se 
habla  en  la  pregunta  anterior  es  á  la  orden  y  tiene  pre- 
cisado el  plazo  en  que  había  de  devolverse  la  cantidad  en 
que  consiste  la  obligación  que  expresa;  que  es  cierto 
que  el  dicente  sabía  que  la  Sra.  Granero  poseía  el  paga- 
ré á  que  me  he  referido,  según  afirmó  en  el  inventario 
balance  que  acompañó  al  escrito  solicitando  la  declara- 
ción de  suspensión  de  pagos,  que  es  cierto  que  cuando 
tomó  el  préstamo  á  que  se  refiere  el  pagaré,  vivía  en 
Keptuno  esquina  á  Águila,  donde  tenía  establecida  la 
peletería  "El  Encanto",  debiendo  agregar  que  el  dine- 
ro importe  del  pagaré  de  la  Sra.  Granero  fué  deposi- 
tado en  el  establecimiento  del  que  contesta  por  el  es- 
poso de  ella,  habiéndose  convenido  en  que  al  vencimien- 
to del  plazo  se  prorrogaría  éste,  debiéndose  hacer  cons- 
tar además  que  expidió  el  pagaré  exponténeamente; 
manifestando—^después  de  contestar  la  octava  y  última 
pregunta  del  interrogatorio — que  deseaba  ampliar  la 
respuesta  dada  á  la  primera,  en  el  sentido  de  que  la 
obligación  del  Sr.  Flesch  fué  prorrogada  por  nueve 
días  más  á  contar  del  en  que  pidió  la  suspensión ;  y  dis- 
puesta después  la  citación  para  vista  tuvo  ésta  efecto 
el  día  veintidós  del  corriente  mes*\ 

Eesolücion  kecürrida: 

Noveno.  Resultando  <íue  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia,  cuyos  resultandos  anteriormente  se  transcri- 
ben, revoca  la  del  Juzgado  de  primera  instancia  que 
fué  apelada,  declara  la  nulidad  del  auto  de  fecha  cua- 
tro de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  que  declaró  en 
estado  de  suspensión  de  pagos  á  Cipriano  Reygada  y  Ba- 
rreras y  de  las  diligencias  posteriores,  y  que  el  estado 
legal  del  referido  Reygada  no  es  el  de  suepensión  de 
pagos,  á  cuyo  beneficio  no  puede  acogerse ;  pudiendo  sus 
acreedores  ejercitar  las  acciones  y  derechos  que  les  asis- 
tan en  la  vía  y  forma  correspondiente,  con  las  costas  de 
primera  instancia  á  cargo  del  mismo,  sin  declaratoria 
de  temeridad  ni  de  mala  fe,  y  las  de  segunda  instancia 
en  la  forma  ordinaria. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Décimo.  Resultando  que  contra  dicho  fallo  inter- 
puso el  perjudicado  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  de  doctrina  legal,  fundándose  en  los  números 
séptimo  y  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  consignando  al 
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efecto  loe  siguientes  motivos:  "Primero:  La  Sala  sen- 
tenciadora ha  incurido  en  error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  infringiendo  el  artículo  mil  dos- 
cientos treinta  y  tres  del  Código  Civil  al  apreciar  la 
confesión  absuelta  por  mi  mandante  estimando  me- 
diante ella  probado  solamente  que  al  deudor  le  fué  re- 
clamado por  Doña  Desideria  Granero,  cinco  6  seis  días 
antes  del  diez  y  seis  de  Julio  del  año  próximo  pasado 
el  importe  del  crédito  de  ésta,  prescindiendo  del  con- 
tenido de  esa  confesión  en  sus  otros  extremos  y  espe- 
cialmente del  que  se  refiere  á  la  prórroga  que  el  confe- 
sante afirmó  le  fué  concedida,  no  dando  ésta  por  proba- 
da, á  pesar  de  formar  parte  integrante  del  hecho  com- 
plejo confesado.  Segundo :  En  el  supuesto  de  que  el  Tri- 
bun-al  estimase  que  .no  se  ha  cometido  el  error  alegado, 
en  el  párrafo  que  precede,  la  sentencia  viola  el  artículo 
sesenta  del  Código  Civil,  y  relacionado  con  él  y  entre 
sí;  los  artículos  cincuenta  y  nueve,  mil  cuatrocientos 
doce  y  mil  cuatrocientos  siete  del  mencionado  Código;, 
en  el  concepto  de  que  en  ella  se  da  eficacia  jurídica  á  lal 
reclamación  de  la  deuda  realizada  por  Doña  Desideria 
Granero,  que  es  una  mujer  caeada  y  que,  por  tanto,  car^ 
rece  de  capacidad  para  realizar  por  sí  actos  eficaces  res- 
pecto á  los  bienes  del  matrimonio,  según  claramente  re- 
sulta de  los  preceptos  legales  citados  que  dan  al  mari^ 
do  la  representación  de  la  mujer  y  la  administración  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  á  cuya  clase  pertene- 
ce, sin  duda  alguna,  por  presunción  legal,  la  deuda  re- 
clamada. Tercero:  interpretación  errónea  de  la  doctri-» 
na  legal  consignada  en  la  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  España  de  diez  y  ocho  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  según  la  cual  *'m  el  textq 
del  artículo  ochocientos  setenta  y  uno  del  Código  de  Co- 
mercio, ni  de  la  sentencia  dictada  por  ese  Tribunal  en 
veintisiete  de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  cabe  inferir  que  el  protesto  de  la  obligación  sea 
preciso  para  reputarla  no  satisfecha",  en  cuanto  la  Sa- 
la sentenciadora  ha  estimado  que  esa  doctrina  modifica, 
haciéndola  inaplicable  al  caso  actual,  la  sustentada  por 
el  referido  Tribunal  Supremo  al  fijar  la  inteligencia  áá 
citado  articulo  ochocientos  setenta  y  uno  del  Código  de 
Comercio,  á  que  me  referiré  en  el  párrafo  siguiente,, 
cuando  por  el  contrario  la  corrobora  y  completa.  Cuar-- 
to:  Violación  de  la  doctrina  legal,  consignada  en  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  de  España  de  veintisie- 
te de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  on- 
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co  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  la 
cual  fija  el  concejpto  de  las  últimas''  palabras  del  artícu- 
lo ochocientos  setenta  y  uno  del  Código  de  Comercio  en 
el  sentido  de  que  rectamente  interpretadafi  hay  que  de- 
ducir de  ellas  "que  para  el  efecto  de  poder  el  comercian- 
te' presentarse  en  estado  de  suspensión  de  pagos  en  el 
caso  á  que  se  refiere  dicho  artículo,  no  obsta  al  trans- 
curso de  las  cuarenta  y  ocho  siguientes  al  vencimiento 
de  una  obligación ;  que  no  haya  sido  reclamada,  porque 
solo  cuando  se  pide  su  cumplimiento  y  no  se  obtiene, 
puede  en  rigor  decirse  que  ha  dejado  de  satisfacerse", 
habiendo  violado  esa  doctrina  la  Sala  sentenciadora  al 
no  aplicarla  al  presente  caso  y  declarar  nulo  el  auto  del 
Juez  que  declaró  á  mi  mandante  en  estado  de  suspen- 
sión de  pagos,  no  obstante  que  en  la  fecha  en  que  se 
presentó  en  dicho  estado  no  habían  transcurrido  cuaren- 
ta y  ocho  horas  desde  que  le  hubiera  sido  reclamada 
eficazmente  ninguna  obligación. 

Décimaprimero.  Resultando  que  admitido  el  recur- 
,90  por  auto  de  fecha  diez  y  nueve  de  Agosto  último  y 
,^nrplazadas  las  partes  se  personaron  en  este  Tfibunal 
Supremo  oportunamente  el  recurrente,  por  medio  del 
Procurador  Juan  Mayorga,  y  el  no  recurrente  por  sí 
mismo. 

Décimosegundo.  Eesultando  que  durante  el  trámi- 
te de  instrucción  el  recurrente  presentó  escrito  am- 
pliando el  recurso,  y  consignando  al  efecto  los  siguien- 
tes nuevos  motivos.  Quinto:  Al  cometer  la  Sala  la  in- 
íraoción  alegada  en  el  motivo  segundo  del  recurso,  ha 
infringido  también  el  artículo  cincuenta  del  Código  de 
Comercio,  por  cuanto  según  ese  artículo  son  de  aplica- 
ción los  preceptos  del  Código  Civil  que  en  dicho  motivo 
.lie  citado,  cuando  se  trata  de  la  capacidad  legal  de  los 
contratantes  en  materia  mercantil;  y  al  no  tener  en 
■cuenta  la  Sala  sentenciadora  ese  precepto,  lo  ha  viola- 
de  con  los  otros  citados  en  el  repetido  motivo  segundo. 
Sexto:  La  Sala  sentenciadora  ha  infringido  además  de 
la  doctrina  legal  consignada  en  el  motivo  cuarto  del  re- 
.curso,  el  propio  artículo  ochocientos  setenta  y  uno  del 
Código  de  Comercio,  en  el  concepto  de  haber  declarado 
íiulo  el  estado  de  suspensión  de  pagos,  no  obstante  ha- 
berse mi  mandante  presentado  en  ese  estado  antes  de 
que  se  le  hubiere  reclamado  eficazmente  el  pago  de  nin- 
guna obligación  y  por  consiguiente,  antes  de  transcurrir 
litó  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  á  haber  dejado  de 
satisfacer  obligaciones  vencidas,  pues  solo  cuando  és- 
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tas  son  reclamadas  es  cuando  puede  afirmarse  que  no 
han  sido  satisfechas. 

Decimotercero.  Eesultando  que  tramitado  en  legal 
forma  el  recurso  tse  celebró  la  vista  el  día  diez  del  mes 
corriente,  con  asistencia  de.  loe  Letrados  de  ambas  par- 
tes, habiéndolo  sostenido  el  de  la  recurrente  é  impug- 
nándolo el  de  la  no  recurrente. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Carlos  Eevilla 
y  Ferrari. 

Primero.  Considerando  que,  prescindiendo  de  la 
cuestión  propuesta  en  primer  término  por  el  recurren- 
te, ó  eea  la  de  si  la  Sala  sentenciadora  ha  infringido  el 
artículo  mil  doscientos  treinta  y  tres  del  Código  Civil, 
al  apreciar  la  confesión  absuelta  por  el  mismo ;  siempre 
resulta  que,  dado  los  -términos  en  que  aquella  ha  afir- 
mado el  particular  de  hecho  que  se  impugna  en  el  in- 
dicado lugar  del  recurso^  estableciendo  en  el  segundo 
considerando  que  consta  probado  por  la  declaración 
prestada  por  el  deudor  que  "Doña  Desideria  Granero, 
cuatro  ó  cinco  días  antes  del  diez  y  seis  de  Julio  del 
año  próximo  pasado  (fecha  de  la  solicitud  respecto  á 
la  suspensión  de  pagos)  le  reclamó  el  importe  de  su 
crédito";  dicha  reclamación  no  puede  estimarse  eficaz 
para  el  efecto  que  el  enunciado  Tribunal  le  atribuye, 
pues  tratándose  de  mujer  casada,  como  aparece  serlo 
la  expresada  Sra.  Granero,  para  reclamar  en  forma  ade- 
cuada el  cumplimiento  de  la  obligación  á  su  favor  cons- 
tituida, debió  hacerlo  con  intervención  de  su  marido; 
por  lo  cual  es  visto  que  al  desconocer  el  Tribunal  refe- 
rido la  necesidad  de  esta  concurrencia,  de  hecho  conce- 
de indebidamente  á  una  mujer  casada,  al  efecto  que  ya 
queda  indicado,  la  plenitud  de  su  capacidad  civil,  é 
infringe,  por  tanto,  el  artículo  sesenta  del  Código,  que 
manifiestamente  la  limita  y  los  que  con  él  relacionados 
se  citan  en  el  segundo  motivo  del  escrito  de  interposi- 
ción; así  como  también  el  cincuenta  del  Código  de  Co- 
mercio, que  se  invoca  en  el  primero  del  escrito  amplian- 
do motivos  presentado  ante  este  Tribunal. 

Segundo.  Considerando  que  también  infringe  el 
fallo  recurrido  el  artículo  ochocientos  setenta  y  uno  del 
Código  de  Comercio  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  de  España,  que  respectivamente  se  invocan  en 
el  segundo  motivo  del  precitado  escrito  de  ampliación 
y  en  el  tercero  y  cuarto  del  de  interposición  del  recur- 
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80 ;  porque  no  debiéndose  conceder  eficacia  al  acto  de 
reclamación  realizado  por  la  acreedora,  en  virtud  de  las 
lazones  consignadas  en  el  anterior  párrafo,  es  visto  que 
el  deudor,  cuando  se  acogió  al  beneficio  que  aquel  ar- 
tículo establece,  se  encontraba  en  las  circunstancias  en 
él  previstas,  en  cuanto  no  bastaba  ciertamente  para  es- 
torbar que  asi  fuese  el  mero  vencimiento  de  la  obliga- 
ción y  el  transcurso  de  cuarenta  y  ocho  horas  á  píirtir 
del  mismo;  pues  este  plazo,  fijado  en  el  dicho  artículo 
ochocientos  setenta  y  uno  como  término  para  deducir 
la  solicitud  correspondiente,  debe  contarse  desde  que  re- 
clamada una  obligación  vencida,  ha  dejado  de  satisfa- 
cerse; conforme  tiene  establecido  la  jurisprudencia 
mencionada,  interpretando  rectamente  el  mencionado 
precepto  legal. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ci- 
priamo  Beygada  y  Barreras  contra  la  sentencia  de  fecha 
veintisiete  de  Julio  último  dictada  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Andiencia  de  la  Habana,  la  cual  casamos  y 
anulamos,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas.  Co- 
muniqúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamod, 
mandamos^  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Qiber- 
ga. —  Carlos  Kevilla.  —  Rafael  Maydagán.  —  J.  M» 
Aguirre. 

SogXUlda  sentendA.  ^En  la  mitma  fecha  dicté  el  Tribunal 
nueva  setitencia  eti  los  siguientes  términos: 

Aceptando  los  resultandos  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  y  reproduciendo  los  de  la  sentencia  ca- 
sada que  han  sido  transcriptos  en  la  de  casación. 

Aceptando  los  tres  considerandos  de  la  sentencia 
del  Juez  de  primera  instancia,  que  á  continuación  se 
transcriben. 

Primero.  Considerando  que  según  los  artículos 
o<?hocientos  setenta  y  ochocientos  setenta  y  uno  del  Có- 
digo de  Comercio,  el  comerciante  que  posea  bienes  su- 
ficientes para  cubrir  todos  sus  créditos  pasivos,  puede 
constituirse  en  estado  de  suspensión  de  pagos  cuando 
prevea  la  imposibilidad  de  pagar  sus  deudas  en  las  fe- 
chas de  sus  vencimientos;  y  dentro  de  las  cuarenta  y 
ocho  horas  siguientes  al  vencimiento  de  una  obligación 
que  no  haya  satisfecho,  puede  presentarse  en  esa  situa- 
ción jurídica. 

Segundo.  Considerando  que  aunque  es  un  hecho 
en  que  estén  de  acuerdo  las  partes,  que  el  pagaré  que 
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Don  Cipriano.  Beygada  tenía  otorgado  á  favor  de  Doña 
Desideria  Granero,  venció  el  treinta  de  Junio  del  año 
próximo  pasado,  aparece  de  autos  que  dicho  Sr.  Eey- 
ífada  se  presentó  en  estado  de  suspensión  de  pagos  el 
diez  y  seis  de  Julio  siguiente,  un  día  después  que  se  le 
citó  por  el  Escribano  Don  José  de  Urrutia  para  que  re- 
conociera la  finna  de  ese  documento  en  diligencias  pre- 
paratorias de  la  vía  ejecutiva,  según  puede  comprobar- 
lo examinando  la  boleta  de. fojas  cinco  y  el  escrito  de 
fojas  siete. 

Tercero.  Considerando  que  la  declaración  de  sus- 
pensión de  pagos  pedida  antes  de  transcurridas  las  cua- 
renta y  ocho  horas  siguientes  á  la  reclamación  de  una 
obligación  vencida,  está  bien  solicitada  y  declarada, 
porque  en  rigor  solo  puede  decirse  que  una  obligación 
ha  dejado  de  satisfacerse  cuando  ha  sido  reclamada. 
Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  once 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y  vein- 
tisiete de  Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve. 

Cuarto.  Considerando,  además,  que,  practicada 
prueba  de  confesión  en  la  segunda  instancia,  la  senten- 
cia que  resolvió  ésta,  apreciando  dicha  prueba,  estable- 
ce que  "Doña  Desideria  Granero,  cuatro  6  cinco  días 
antes  del  diez  y  seis  de  Julio  del  año  próximo  pasado, 
le  reclamó  al  deudor  el  importe  de  su  crédito",  afirma- 
ción que  no  ha  sido  combatida  sino  en  cuanto  fué  he- 
cha sin  tener  en  cuenta  que  el  propio  confesante  agre- 
gó, que  por  la  propia  reclamante  se  le  había  otorgado 
una  próroga ;  pero  dicha  reclamación  no  puede  estimar- 
se adecuada  para  que  se  considere  que  la  deuda  ha  deja- , 
do  de  satisfacerse,  porque  tratándose  de  una  mujer  ca- 
sada, carácter  que  se  ha  reconocido  á  la  Sra.  Granero, 
no  podía  sin  intervención  de  su  marido  reclamar  en 
forma  el  cumplimiento  de  la  obligación  á  su  favor  cons- 
tituida. 

Pallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos 
la  sentencia  dictada  por  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia, fecha  veintitrés  de  Febrero  del  corriente  año,  que 
declara  sin  lugar  el  incidente  de  nulidad  promovido  por 
Felipe  López  Guruchaga,  á  que  se  refiere  esta  senten- 
cia, á  quien  imponemos  asimismo  las  costas  de  segun- 
da instancia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  fo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. —  Carlos  Eevilla.  —  Baf  ael  Maydagán.  —  J.  M. 
Aguirre. 
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Inf.  ley.— Sent.  71.— 28  do  Noviembre.— Sentencia  con- 
gruente.—Nulidad.  (Gac,  Mayo  SO,  190JÍ, ) 

DOCTRINA:  No  otorga  más  de  lo  pedido  la 
sentencia  que  se  limita  á  absolver  al  demandado 
de  la  demanda,  cualesquiera  que  sean  los  funda- 
mentos lef^ales  de  ese  fallo. 

No  se  infringe  el  artículo  34  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, cuando  se  hace  trascender  á  terceros  los  efec- 
tos de  la  nulidad  de  un  acto  inscripto,  si  aquélla 
proviene,  á  juicio  de  la  Sala  no  combatido  en  el 
recurso,  de  causas  que  resulten  claramente  del 
Registro. 

Bs  improcedente  un  motivo  que  descansa  en  su- 
puesto de  hechos  ó  en  supuesta  aplicación  de  de- 
terminados  preceptos  legales. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  de  doctrina  legal  deducido  por  Martín  Herrera  v 
Montero,  propietario  y  vecino  de  la  ciudad  de  Pinar  del 
Río,  en  loe  autoe  del  pleito  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía que  sigue  contra  Julio  Villafranca  y  Torres,  propie- 
tario y  vecino  de  Río  Seco,  en  San  Juan  y  Martínez,  so- 
bre reivindicación  de  una  y  media  caballería  de  tierra 
de  la  finca  denominada  "La  Esperanza":  autos  falla- 
dos definitivamente  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río 
con  fecha  diez  y  siete  de  Junio  del  año  actual : 

Demanda : 

Primero.  "Resultando  que  intentado  el  acto  de  con- 
"ci'liación  por  Martín  Herrera  y  Montero  con  Julio  Vi- 
"llafranca  y  Torres,  se  estableció  por  el  primero  la  de- 
"manda  objeto  de  este  pleito,  presentada  en  nueve  de 
"Noviembre  de  mil  novecientos  uno  solicitando  que  en 
"definitiva  se  condene  al  demandado  Julio  Villafran- 
"ca  á  que  desocupe 'y  le  entregue  la  caballería  y  media 
"de  tierra  poco  más  ó  menos  de  la  finca  denominada 
"La  Esperanza"  dejándola  libre  y  expedita  á  su  dispo- 
"sición  con  sus  fábricas  y  plantíos  y  á  pagar  además  las 
"costas  del  juicio,  sentando  como  hechos  los  siguientes: 
"Primero :  el  día  cuatro  de  Agosto  del  año  mil  novecien- 
"tos  por  escritura  pública  otorgada  en  esta  capital  ante 
"el  Notario  José  Antonio  Caíñas  compró  á  Federico 
"González  Ferregiit  una  finca  rústica  denominada  "La 
"Esperanza"  compuesta  de  tres  caballerías  de  tierra 
"cuyos  linderos  son  los  siguientes:  por  el  Norte  con 
"Don  Antonio  Guerra,  por  el  Sur  con  Emilio  Santa 
"Cruz  y  sucesión  de  Vega,  por  el  Este  con  el  sindicato 
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"Havana  Commercial  Company  y  por  el  Oeste  con  he- 
"rederoe  de  Doña  Majría  del  Rosario  Sotolongo  y  suce^ 
"sión  de  Buenaventura  Vilkf ranea.  Segundo:  que  el 
"documento  público  antes  referido  fué  inscripto  en  el 
"•^Hegistro  de  la  Propiedad  de  este  partido  -al  folio  no- 
venta y  dos  del  tomo  quince  del  Ayuntamiento  de  SbA 
"Juan  y  Martínez,  finca  número  seiscientos  setenta  y 
"siete,  inscripción  cuarta.  Tercero :  que  de  esa  finca  po*- 
"see  indebidamente  sin  título  de  ninfi^inia  clase  para 
"ello,  Julio  Villaf ranea  una  porción  de  tierra  como  de 
"una  caballería  de  tierra  poco  mes  6  menos.  Cuarto: 
"que  los  linderos  de  esa  porción  de  terreno  que  posee 
"Julio  Villafranca  son  por  el  Norte  y  Sur  tierras  de 
"la  finca  denominada  'Tia  Esperanza"  de  que  forman 
"parte,  por  el  Este  terrenos  del  sindicato  Havana  Com- 
"mercial  Company  y  por  el  Oeste  sucesión  de  Buena- 
"ventura  Villafranca.  Quinto:  que  es  verdadero  dueño 
'^e  esa  porción  de  terreno  que  posee  indebidamente 
"Julio  ViUafranoa.  Sexto:  que  para  evitar  el  pleito 
"propuso  demanda  en  conciliación  á  Julio  yillafranca 
"el  que  no  concurrió  al  acto  y  se  dio  por  intentado  sin 
"efecto.  Con  el  escrito  de  demanda  de  que  se  ha  hecho 
"referencia  se  acompañó  la  escritura  pública  á  que  se 
"contrae  en  el  hecho  primero,  la  certificación  del  acto 
"de  conciliación  y  dos  recibos  corresipondientes  al  pri-- 
"mero  y  segundo  semestre  del  ejercicio  de  mil  ochocien» 
"tos  noventa  y  nueve  á  mil  novecientos  por  contribu- 
"cipn  de  la  finca  "La  Esperanza",  satisfechos  por  Fe- 
"derico  González  Perregut": 

COXTESTACIÓN  : 

Segundo.  "Besultando  que  conferido  traslado  con 
"emplazamiento  al  demandado  Julio  Villafranca  cón- 
"testó  á  ta  demanda  exponiendo  como  hechos  los  siguien- 
"tes:  "Primero:  Son  ciertos  los  hechos  primero,  según- 
"do,  cuarto  y  sexto  en  que  se  funda  la  demanda.  Se- 
"gimdo:  No  es  cierto  y  por  lo  tanto  lo  niego  el  hecho 
"tercero  de  la  demanda,  porque  posee  ese  terrenp  como 
"uno  de  los  herederos  incápite  su  señor  padre  Don 
"Buenaventura  Villafranca,  según  consta  del  juicio  de 
"testamentaría  de  éste,  cuyo  juicio  cursó  ante  este  Juz- 
"gado  y  Escribanía  que  desempeñó  D.  Gerardo  Nonell 
"y  de  la  escritura  de  división,  participación  y  adjudi- 
cación de  los  bienes  del  Presbítero  Don  Manuel  de  la 
"Cruz  Villafranca,  otorgada  por  sus  herederos  en  esta 
"ciudad  ante  Don  Francisco  Caso  y  Luengo  en  trece  de 
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"Enero  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  la  cual  es- 

"critura  se  inscribió  en  el  Re^stro  de  la  Propiedad  en 

^'cuanto  á  la  finca  de  que  es  parte  la  caballería  y  media 

"reclamada  al  folio  ciento  ochenta  y  tres  y  ciento  ochen- 

"ta  y  ocho,  tomo  diez  y  seis  del  x^yuntamiento  de  San 

"Juan  y  Martínez.  Tercero:  Niego  igualmente  el  he- 

*'eho  quinto  por  no  ser  la  finca  objeto  de  esta  reclama- 

*^ción  de  la  propiedad  del  actor  y  sí  de  la  sucesión   de 

^^Bu€jnaTentura  y  Manuel  Villaf ranea.    Cuarto:    Doña 

^*Marí«i  del  Bosario  Sotolongo  por  documento  privado 

^'que    otorgó  en  la  Habana  á  cinco  de  Agosto  .de  mil 

^'ochocientos  cuarenta  y  uno  cedió  á  Don  Francisco  de 

''Silva  las  pensiones  vencidas  y  que  vencieran  hasta  Agos- 

'Ho  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  tres  del  capital  acen- 

^'suado  de  cuatro  mil  cuatrocientos  treinta  pesos  reco- 

"nocido  á  eu  favor  en  ocho  y  media  caballerías  de  tie- 

"rra  de  su  hacienda  San  Sebastián  las  cuales  poseía  en- 

"tonces  Don  Joeé  Vento,  en  pago  de  mil  ciento  siete 

''pesos  cuatro  reales  que  por  dicho  documento  confesó 

'4iaber  recibido  á  préstamo  de  Silva,  cuyos  documentos 

"y  deuda  reconoció  la  Sra.  Sotolongo  ante  la  autoridad 

''judicial.  Quinto :  Que  Don  Francisco  de  Silva  con  ese 

"documento  demandó  en  juicio  ejecutivo  en  esta  ciu- 

"dad  á  k  sucesión  de  Don  José  Vento  las  pensiones 

"vencidas  que  le  había  cedido  la  Sra.  Sotolongo,  obte- 

^*niendo  en  dicho  juicio  que  se  sacara  á  pública  subas- 

*ta  las  ocho  caballerías  que  constituían  entonces  la  fin- 

^'ca  Vento  en  la  que  se  hallaban  reconocidos  i  censo  los 

"cuatro  mil  cuatrocientos  treinta  pesos  antes  indicados. 

"Sexto :  Que  á  esta  subasta  que  tuvo  lugar  en  esta  ciu- 

"dad  el  día  veintisiete  de  Marzo  de  mil  ochocientos  cua- 

"renta  y  tres,  concurrió  como  postor  el  Presbítero  Ma- 

"nuel  de  la  Cruz  Villafranca  ofreciendo  por  las  ocho 

"caballerías  más  ó  menos  de  que  se  decía  componerse  la 

^'vega  y  potrero  embargado  en  el  juicio  á  la  sucesión  de 

"Vento,  dos  mil  cincuenta  pesos,  y  no  habiendo  quien 

"mejorase  esa  proposición  le  fué  aceptada  por  el  Juez, 

"declarando  por  su  auto  de  seis  de  Abril  de  mil  ocho- 

"cientós  cincuenta  y  tres  después  de  aprobar  el  remate 

"y  en  atención  á  la  naturaleza  privilegiada  del  crédito 

"que  ocasionó  la  subasta  sin  ningún  valor  ni  efecto  los 

"gravámenes  referidos  en  la  certificación  que  ocupa  la 

"foja  ciento  cuarenta  y  siete  de  aquellos  autos,  con  res- 

"pecto  á  las  cosas  que  fueron  objeto  de  la  expresada  su- 

"bafita,  y  dispuso  se  le  diera  posesión  judicial  de  la  fin- 

"ca  rematada  al  Sr.  Villafranca.  Séptimo :  Que  en  vein- 
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"tiseis  de  Abril  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  tres  y  en 
"cumplimiento  de  lo  mandado  en  el  auto  referido  en  el 
^^eoho  anterior  se  dio  posesión  judicial  al  Presbítero 
"Manuel  de  la  Cruz  Villafranca  de  la  finca  rematada 
"como  de  ocho  caballerías  de  tierra  que  lindaban  enton- 
"ces  con  Manuel  de  la  Cruz  Hernández,  Agustín  Cruz, 
"el  moreno  Andrés,  José  Vega,  Ramón  Camejo  y  el  río 
"San  Sebastián,  todo  lo  que  lo  mismo  que  las  afirmacio- 
"nes  contenidas  en  los  hechos  cuarto,  quinto  y  sexto, 
"constan  de  un  modo  claro  y  terminante  de  la  certifica- 
"ción  de  lugares  que  acompaño  señalada  con  el  núme- 
"ro  imo.  Octavo :  Que  fallecido  Manuel  de  la  Cruz  Vi- 
"llafranca,  sus  hijos  Don  José,  Don  Buenaventura, 
"Don  Manuel,  Doña  Juana  y  Doña  Inés  Villafranca  y 
"Torres,  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  esta 
"ciudad  Don  Francisco  Caso  y  Luengo  en  trece  de  Ene- 
"ro  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  partieron,  divi- 
"dieron  y  se  adjudicaron  los  bienes  dejados  por  su  pa- 
^yxe,  adjudicándose  Don  Buenaventura  Ja  mitad  de  la 
"finca  de  ocho  cabaillerías  y  cordeles  que  h«bía  adquiri- 
"do  su  citado  padre,  en  virtud  del  remate  á  que  se  re-^ 
"fiere  el  hecho  sexto  de  este  escrito,  eegán  todo  aparece 
"del  testimonio  de  escritura  marcado  con  el  número 
"dos.  Noveno:  Que  por  la  ínisma  e^ritura  le  fué  adju- 
"dicada  la  otra  mitad  de  la  finca  referida  á  Manuel 
"Villafranca  y  Torres,  sin  que  antes  los  Sres.  Buena- 
"ventura  y  Manuel  Villafranca  y  Torres  ni  después  sus 
"respectivos  herederos  hayan  dividido  nunca  aquella 
"finca  que  poseyeron  y  poseen  proindiviso  ambas  re- 

"presentaciones.  Décimo :  Que  dentro  de  los  linderos  de 
"esta  finca  se  encuentra  la  caballería  y  media  que  re- 
"clama  Martín  Herrera  y  Montero  por  la  demanda  que 
"contesta.  Undécimo  :Que  la  sucesión  de  Doña  María 
"del  Rosario  Sotolongo  ha  cobrado  de  los  Villafranca 
"como  poseedores  de  las  ocho  caballerías  de  la  finca  re- 
^^matada  los  réditos  del  capital  reconocido  en  la  mis- 
"ma  á  favor  de  dicha  señora  según  se  acredita  con  los 
"recibos  que  se  acompañan  marcados  con  los  números 
"del  tres  al  nueve  inclusive.  Duodécimo:  Que  Don  Fe- 
"derico  León  como  legítimo  esposo  de  Doña  Bemardi- 
"na  González  Farragut  ha  cobrado  á  los  mismos  Villa- 
"f ranea  los  réditos  de  las  partes  proporcionales  del  oen- 
"so  que  les  adjudicaron  en  la  testamentaría  de  la  Sra. 
"Sotolongo,  según  se  comprueba  con  los  recibos  acom- 
"pañaldos  con  los  números  del  diez  al  quince  inclusive. 
"Decimotercero:    Que  los  Villafranca  poseen  con  justo 
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"título  y  buena  fe  desde  el  año  de  mil  ochocientos  cua- 
"renta  y  tres  en  que  en  subasta  pviblica  hecha  con  to- 
adas las  solemnidades  de  la  ley  se  le  adjudicó  al  Pres- 
'^ítero  Don  Manuel  de  la  Cruz  Villafranca  la  finca  de 
*'ocho  caballerías  más  ó  menos  de  la  que  es  parte  la  ca- 
"ballería  y  media  que  se  reclama  por  Herrera.  Décimo- 
"cuarto:  Que  desde  entonces  han  pagado  los  Villafran- 
"ca  al  Estado  y  al  Municipio  las  contribuciones  de  esa 
"finca  á  título  de  dueños  y  también  los  censos  que  han 
"sido  cobrados.  Y  concluyó  solicitando  se  tuviese  por 
"contestada  la  demanda  y  por  opuesto  á  la  pretensión 
"del  actor,  en  definitiva  declarar  sin  lugar  ésta,  conde- 
"nando  á  Martín  Herrera  y  Montero  al  pago  de  las  cos- 
"tas'\  "Por  un  otrosí  de  dicho  escrito  de  contestación 
"expresa  que  cuando  Federico  González  Ferragut  com- 
"pró  á  su  cuñado  Federico  León  y  Suárez  como  apode- 
"rado  éste  de  su  esposa  Bernaídina  González  Ferregut 
"y  Morales  la  caballería  y  media  de  tierra  á  que  se  refie- 
"re  la  escritura  de  tres  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
"setenta  y  siete  otorgada  ante  el  Notario  Esteban  Quin- 
"tanas,  no  ignoraba  que  la  vendedora  su  hermana  no  era 

"dueña  de  los  terrenos  vendidos,  pues  el  mismo  Ferre- 
"gut  fué  durante  algíin  tiempo  apoderado  en  ésta  de 
"su  citado  cuñado  y  con  ese  carácter  cobró  durante  va- 
"rios  años  á  Buenaventura  Villafranca  los  réditos  de 
"la  parte  del  censo  que  fué  adjudicado  á  su  citada  her- 
"mana  en  la  testamentaría  de  la  Sra.  Sotolongo,  reco- 
"nocido  en  la  finca  "Santa  Inés",  según  queda  com- 
"probado  con  los  recibos  que  se  acompañan  á  esta  con- 
"testación  señalados  con  los  números  once  y  catorce  y 
"con  el  documento  que  se  agrega  marcado  con  el  nx\me- 
"ro  quince.  Los  recibos  acompañados  con  los  número:* 
"doce  y  trece  demuestran  también  que  Federico  Gon- 
"zález  Ferregut  sabía  que  lo  que  se  le  adjudicaba  á  él 
"en  la  misma  testamentaría  era  la  parte  proporcional 
"del  censo  reconocido  en  el  todo  de  la  finca  "Santa 
"Inés'*  que  corrcFq^ondía  á  la  caballería  y  media  que  se 
"le  señaló  y  no  propiedad  de  esa  caballería  y  media  co- 
"mo  él  afirma  por  lo  que  al  vender  á  su  cuñado  Don 
"Martín  Herrera  y  Montero  las  tres  caballerías  que  se 
"le  han  enajenado  por  escritura  de  cuatro  de  Agosto 
"de  mil  novecientos  ante  el  Xotario  Ledo.  José  Anto- 
"nio  CaíñaíJ,  ha  faltado  á  sabiendas  á  la  exactitud  de 
"los  heelios  al  afirmar  que  tiene  el  dominio  y  posesión 
"de  esas  tres  cal>allorías  de  tierra.  Y  por  último  que  Fe- 
"derico  González  Ferregut  y  Morales  permutó  con  Bue- 
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"naventiira  Yillaf ranea  y  Torres  la  parte  del  censo  re- 
"conocido  en  la  finca  "Santa  Inés''  que  se  le  adju-dicó 
"en  la  testamentaría  de  la  Sra.  Sotolongo  por  una  ne- 
"grita  llamada  Eustaquia,  la  que  pasó  á  ser  propiedad 
"de  González  Ferregut  en  cuyo  poder  falleció  sin  que 
"nunca  llegara  éste  á  otorgar  la  correspondiente  escri- 
"tura  de  permuta" : 

Tercero.  "Eesultando  que  con  la  contestación  ¿  la 
"demanda  se  acompañó  un,  certificado  expedido  por  el 
"Escribano  Mateo  J.  Quintero  con  fecha  en  esta  ciudad 
"á  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  j 
"tres  expedida  con  vista  de  los  autos  seguidos  por  Fran- 
"cisco  de  Silva  como  cesionario  de  la  Sra.  María  del 
"Eosario  Sotolongo  contra  la  sucesión  de  José  Vento 
"en  cobro  de  pesos  procedentes  de  tributos  en  la  que  se 
"inserta  el  acta  de  remate  celebrado  A  favor  del  Presbí^ 
"tero  Don  Manuel  de  la  Cruz  Villafranca  con  fecha 
"veintisiete  de  Marzo  de  mil  ochocientos  cuarenta  y 
"tres,  auto  de  aprobación,  diligencia  de  posesión  y  el 
"documento  otorgado  á  favor  de  Silva  por  la  Sja.  Ma- 
"ría  del  Rosario  Sotolongo  en  cinco  de  Agosto  de  mil 
"ochocientos  cuarenta  y  uno  y  la  diligencia  de  recono- 
"cimiento  de  dicho  documento  y  de  su  firma  por  dicha 
"Sra.  Sotolongo,  Testimonio  de  la  escritura  de  división, 
"partición  y  adjudicación  de  trece  de  Enero  de  mil 
"ochocientos  cuarenta  y  ocho  otorgada  entre  los  hijos  y 
"herederos  del  Presbítero  Villafranca  de  la  que  se  han 
"hecho  relación  en  anteriores  resultandos  y  diez  y  seis 
"documentos,  digo,  trece,  fechados  los  dos  primeros  en 
"San  Sebastián  á  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
"cincuenta  y  tres  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
"cincuenta  y  cuatro  suscripto  Francisco  López  en  que 
"expresa  haber  recibido  de  Buenaventura  Villafranca 
"ciento  noventa  pesos  cuatro  reales  que  paga  de  tribu- 
"to  por  una  posesión  que  ocupa  en  terrenos  de  la  ha- 
"cienda  San  Sebastián,  de  la  que  pagaba  doscientos  sie- 
"te,  pero  como  no  tenía  el  terreno  suficiente  para  ese 
"pago  rebajaba  doce  pesos  cuatro  reales  y  correspon- 
"diente  al  año  cincuenta  y  tres  cobro  que  hacía  como 
"comisionado  por  el  Alcalde  Mayor  cuarto  de  la  Haba- 
"na  y  el  segundo  por  igual  suma  como  comisionado  por 
"el  Alcalde  Mayor  segundo  también  de  la  Habana.  El 
"segundo  marcado  con  el  mimero  cinco  erpedido  en 
"treinta  de  Octubre  de  mil  oc^hociontos  sesenta  y  sus- 
"eripto  por  Pablo  García  en  que  expresa  haberle  satis- 
"feeho  Don  Buenaventura  A^illafranca  ciento  veinticin- 
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"co  pesos  vencido  en  primero  de  Agosto  de  ese  año  por 
^^una  posesión  -que  ocupaba  en  la  hacienda  San  Sebas- 
"tián  de  la  propiedad  de  los  herederos  de  Doña  María 
"del  Rosario  Sotolongo  cuyos  tributos  le  estaban  em- 
^n^argados  por  el  señor  Alcalde  Mayor  del  Cerro.  El 
^'marcado  con  el  número  seis  de  fecha  diez  de  Septiem- 
^%re  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos  suscripto  ííarciso 
"Porta  en  'que  expresa  haber  recibido  de  Buenaventura 
'* Vi Haf ranea  trescientos  setenta  y  cuatro  pesos  por  tri- 
^^uto  -que  pagaba  de  'los  terrenos  que  poseía  en  San  Se- 
^'bastián  correspondiente  á  los  herederos  de  Doña  Ha- 
bría del  Rosario  Sotolongo  cuyos  tributos  pertenecían  á 
*los  años  anteriores  al  de  sesenta  y  dos  y  cobraba  co- 
"mo  comisionado  del  Sr.  Alcalde  Mayor  de  la  Habana 
"por  la  Escribanía  de  Ayala.  El  marcado  con  el  número 
"siete  de  veinte  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
"cuatro  suscripto  líarcieo  Porta  expresando  haber  reci- 
'T)ido  de  Buenaventura  Villafranca  cien  pesos  de  tri- 
'^uto  correspondiente  á  dicho  año  por  el  terreno  que 
"ocupaba  en  San  Sebastián  de  los  herederos  de  la  Sra. 
"Sotolongo  á  virtud  de  exihorto  del  Juzgado  del  Cerro. 
"El  octavo  de  fecha  treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil 
"ochocientos  sesenta  y  cinco  suscripto  por  el  mismo 
"Narciso  Porto  en  que  expresa  haber  recibido  de  Bue- 
"naventura  Villafranca  ciento  veinticinco  pesos  de  tri- 
*T[)uto  correspondiente  ¿  dicho  año  á  virtud  de  exhorto 
^^el  Juzgado  del  Cerro  de  la  Habana.  El  marcado  con 
"el  número  nueve  suscripto  Víctor  Moreno  fechado  en 
"San  Juan  y  Martínez  á  veinte  de  Agosto  de  mil  ocho- 
"cientos  sesenta  y  siete  en  que  hace  constar  que  como 
"comisionado  del  Alcallde  Mayor  de  Belén  á  consecuen- 
"cia  del  incidente  formado  para  la  conclusión  del  jui- 
"cio  de  testamentaría  de  Doña  María  del  Rosario  So- 
"tolongo  recibió  de  Buenaventura  Villafranca  ciento 
"veinticinco  pesos  de  tributos  que  dice  pagar  por  el  te- 
"rreno  que  posee  en  la  hacienda  San  Sebastián  propie- 
"dad  de  los  herederos  de  Doña  María  del  Rosario  Soto- 
'^ongo  correspondiente  á  dicho  año.  El  marcado  con  el 
"número  diez  suscripto  por  Felipe  Hernández  por  im- 
"posibilidad  de  la  vista  del  Ledo.  Agustín  Bozalongo  y 
"como  apoderado  fechado  en  esta  ciudad  en  veintiséis 
"de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  en  que  ex- 
"presa  haber  recibido  de  Buenaventura  Villafranca  por 
"adelantado  doscientos  treinta  y  ocho  pesos  por  el  cen- 
"so  que  abona  á  los  herederos  de  Doña  María  del  Rosa- 
"rio  Sotolongo  y  que  habían  de  vencer  en  los  meses  de 
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"Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  y  sesenta  y 
'^mieve,  de  cuya  suma  rebajaba  treinta  pesos  de  la  con- 
"tribnción  territorial  recibo  que  expedía  como  apodera- 
''do  de  dichos  herederos.  El  marcado  con  el  número  on- 
"ce  suscripto  Federico  González  Ferregut  en  que  hace 
"constar  haber  recibido  de  Don  Ventura  Villafranca 
"setenta  y  cinco  pesos  de  censos  por  tres  caballerías  de 
"tierra  pertenecientes  al  suscribiente  y  su  hermana  que 
"vencía  en  primero  de  Agosto  y  está  fechado  en  treinta 
"de  ese  mes  y  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres.  El 
"marcado  con  el  número  doce  suscripto  Federico  Gon- 
"zález  Ferregut  y  fechado  en  cuatro  de  Enero  de  mil 
"ochocientos  sesenta  y  cuatro  expresando  haber  recibi- 
"do  de  Ventura  Villafranca  treinta  y  siete  pesos  cua- 
"tro  reales  por  tributos  que  le  pagaba  por  caballería  y 
"media  que  hubo  en  la  testamentaría  de  su  bisabuela 
"María  del  Rosario  Sotolongo  que  vencía  en  primero  de 
"Agosto.  El  número  trece  fechado  en  San  Sebastián  á 
"treinta  y  imo  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
"cinco  suscripto  Federico  González  Ferregut  en  que  ex- 
"presa  haber  recibido  de  Ventura  Villafranca  treinta  y 
"siete  pesos  cuatro  reales  de  tributo  que  le  pagaba  por 
"caballería  y  media  que  le  pertenecía  de  las  «iete  y  me- 
'*dia  que  posee  según  hijuela  de  posesión  y  que  se  vence 
"en  el  mes  de  Agosto.  El  número  catorce  suscripto  Fe- 
"derico  León  y  fechado  en  San  Sebastián  en  primero  de 
"Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  el  que  ex- 
"presa  haber  recibido  de  Andrés  Torres  la  cantidad  de 
"trescientos  cuarenta  pesos  del  Banco  Español  de  la 
"Habana  perteneciente  á  loe  tributos  que  paga  de  la  ca- 
"ballería  y  media  de  tierra  que  fué  adjudicada  á  su  es- 
"posa  Doña  Bernardina  G.  Ferregut  perteneciente  di- 
"cha  cantidad  á  los  años  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
"cinco  á  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve,  entendiéndose 
"que  en  los  restantes  años  se  entenderán  con  mi  cuñado 
"Don  Federico  G.  Ferregut.  El  marcado  con  el  número 
"cinco  fechado  en  Río  Seco  á  diez  y  seis  de  Agosto  de 
"mil  ochocientos  noventa  y  uno  y  suscripto  Federico  G. 
"Ferregut  dice:  Julio,  puedes  liquidar  con  mi  cuñado 
"Federico  León  lo  que  quedastes  pendiente  hasta  el  año 
"setenta  y  nueve  que  lo  que  quedastes  á  deber  según  re- 
"cibo  que  tiene  dados  por  él  para  que  lo  que  le  queda- 
'T)as  á  deber  te  entendieras  conmigo;  y  como  yo  no  he 
"cobrado  nada  de  lo  cedido  según  recibo,  puedes  hacerle 
"esa  liquidación  á  vista  del  último  recibo  y  penúltimo ; 
"y  el  marcado    con  el  número  diez  y  seis    fechado  en 
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"Arroyo  Hondo  á  veintisiete  de  Agosto  de  mil  ocho- 
"cientos  noventa  y  uno  suscripto  Federico  León  en  el 
"que  expresa  que  como  representante  de  sus  legítimos 
*^ijos  que  tuvo  con  ^u  difunta  esposa  Doña  Bernardi- 
"na  González  Ferregut  recibió  de  José  Antonio  Cabe- 
"zas,  apoderado  de  los  sucesores  y  viuda  de  Don  Bue- 
"naventura  Villafranca  trescientos  setenta  y  cinco  pe- 
nses en  oro  por  censos  que  dicha  sucesión  adeudaba  de 
"los  terrenos  que  posee  compuestos  de  una  y  media  ca- 
"ballería  de  tierra  en  la  hacienda  de  San  Sebastián, 
"propiedad  de  su  difunta  esposa  correspondiente  dicha 
"suma  á  los  años  de  mil  ochocientos  setenta  al  de  mil 
"ochocientos  ochenta  inclusive  á  razón  de  treinta  y  siete 
"v  raedio  pesos  anuales" : 

RÉPLICA : 

Cuarto.  "Resultando  que  conferido  traslado  en  ré- 
"plica  al  actor  lo  contestó  consignando  como  hechos, 
"Primero :  Reproduce  los  de  su  escrito  de  demanda.  Se- 
"gundo :  Que  niega  todos  los  fijados  por  el  contrario  en 
"el  escrito  de  contestación.  Tercero :  Que  Federico  Gon- 
"zález  Ferregut  como  dueño  de  l€tó  tres  caballerías  de 
"tierra  que  componen  la  vega  "Esperanza"  en  el  tér- 
"mino  de  San  Juan  y  Martínez,  siempre  la  ha  tenido 
"inscripta  á  su  nombre  en  el  Registro  de  la  Propiedad, 
"en  el  Amillaramiento  y  ha  venido  pagando  sus  con- 
"tribuciones.  Cuarto:  Que  Martín  Herrera  tiene  ins- 
"cripta  dicha  finca  en  ambos  Registros  y  satisface  co- 
"mo  propietario  sus  impuestos.  Quinto:  Que  ni  Ma- 
"nuel,  ni  Buenaventura,  ni  Julio  A'illafranca  han  ad- 
*^uirido  nunca  ninguna  finca  de  ocho  caballerías  de 
"tierra  poco  más  ó  menos  que  la  hacienda  San  Sebas- 
"tián,  pues  la  de  siete  y  media  y  tres  cordeles  de  tierra 
"que  figura  en  la  testamentaría  de  Doña  María  del  Ro- 
"sario  Sotolongo  que  cursa  en  la  Habana  tiene  como 
"número  del  lote  en  el  plano  el  diez  y  seis  á  fojas  cua- 
"trociontos  noventa  y  dos  y  luego  en  la  sesenta  y  siete 
"vuelta  de  la  cuenta  de  división  y  partición  en  Noviem- 
"bre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  dos,  antiguo  Juz- 
"gado  de  Belén  fué  adjudicada  á  varios  herederos  entre 
"los  que  figuran  el  Sr.  González  Ferregut  y  su  hermana 
"Bernardina  que  algunas  veces  por  error  fué  citada  por 
"Beatriz  á  quien  le  compró  aquél.  Sexto :  Que  Ferregut 
"en  el  año  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  tomó  po- 
"sesión  judicial  de  dichas  tres  caballerías  de  tierra  y  en 
"mil  ochocientos  ochenta  realizó  judicialmente  su  apeo 
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"y  deslinde,  según  consta  en  autos  seguidos  y  existen- 
"tee  en  este  Juzgado.  Séptimo:  Que  Ferregut  no  per- 
*^mutó  esclavo  alguno  por  terreno  con  Ventura  Vi- 
^^llafranca,  sino  que  compró  y  pagó  á  éste  una  menor 
*'de  edad  llamada  Eustaquia.  Octavo:  Que  en  el  Ee- 
^'gistro  de  la  Propiedad  existe  el  plano  original  que  le- 
^'vantó  y  entregó  el  geómetra  José  Salazar  comisionado 
'^or  el  Juzgado  para  el  apeo  y  deslinde  de  tres  caba- 
"llerías  de  tierra.  Noveno:  Que  Manuel,  Buenaventura 
'*y  Julio  Yillafranca  siempre  han  estado  disfrutando 
^'una  finca  de  la  hacienda  San  Sebastián. en  concepto  de 
"arrendatarios.  Décimo:  Que  Federico  G.  Ferregut  ni 
•^'Martín  Herrera  no  les  han  reconocido  ningún  dereclio 
"á  la  propiedad  ni  á  la  posesión  ni  les  han  otorgado 
"ningún  recibo.  Undécimo:  Que  Martín  Herrera  es  el 
"legítimo  propietario  de  la  finca  "Esperanza"  de  tres 
"caballerías  de  tierra  sita  en  el  término  municipal  de 
"San  Juan  y  Martínez.  Y  concluyó  solicitando  que  en 
"definitiva  se  fallase  como  había  pedido  en  la  súplica  en 
"su  demanda.  Por  medio  de  otrosíes  solicitó  que  el  jui- 
"cío  se  recibiera  á  prueba,  que  por  no  estar  conforme 
"con  la  autenticidad  ni  la  exactitud  de  ninguno  de  los 
"documentos  acompañados  al  escrito  de  contestación 
"los  impugnaba  expresamente  y  en  cuanto  á  los  marca- 
"dos  con  los  números  uno  y  dos  y  que  figuran  de  fojas 
"treinta  y  siete  á  la  sesenta  y  cinco,  hoy  veintinueve  á 
"la  cincuenta  y  siete  solicitaba  su  devolución  al  demán- 
"dado  por  oponerse  á  su  admisión  el  artículo  trescien- 
"tos  ochenta  y  nueve  de  la  Ley  Hipotecaria,  dado  que 
"por  ellos  parece  que  se  trasmiten  derechos  domínico.5 
"sujetos  á  inscrijxíión  según  la  misma  Ley  y  tiene  por 
"objeto  dicha  presentación  hacer  efectivo  en  su  perjui- 
*^cio  el  derecho  de  propiedad  que  debió  ser  inscripto  y 
"no  lo  ha  sido,  pues  Herrera  por  no  haber  tomado  parte 
"en  esas  escrituras  tiene  el  carácter  de  tercero;  y  acom- 
"pañó  una  certificación  librada  por  José  de  Coca  en  diez 
"de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  en 
"que  inserta  un  contrato  de  venta  celebrado  ante  él  en 
"catorce  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos 
"como  Teniente  del  Cuartón  de  Eío  Seco  por  el  cual 
"Ventura  Villafranca  vendió  á  Federico  Ferregut  en 
"precio  de  trescientos  seis  pesos  fuertes  que  tenía  reci- 
"l)idos  una  negra  criolla  de  diez  años  de  edad  llamada 
"Eustaquia  á  reserva  del  otorgamiento  de  la  escritura  y 
"otra  certificación  del  Escribano  José  Ramón  Cabello 
"con  vista  de  la  testamentaría  de  Doña  María  del  Eo- 
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"sario  Sotolongo  en  que  hace  constar  que  los  hijos  de 
^*Doiia  Isabel  Morales  que  en  representación  de  ésta  in- 
"tervinieron  en  dicho  juicio,  eran  Bernardina  y  Federi- 
"co  González  Ferregut  si  bien  por  error  del  Contador 
"judicial  figuró  aquella  con  el  nombre  de  Beatriz  en  la 
"división  y  adjudicación  y  habiendo  fallecido  Bemar- 
"dina  González  Ferregut  y  Morales  fueron  declarados 
"herederos  suyos  sus  hijos  María  Rosalía,  América, 
"Federico,  Alejandro,  Francisco  y  Abelardo  de  León  y 
"González  Ferregut  y  un  testimonio  expedido  por  el  Es- 
"cribano  Esteban  Quintanas  de  la  protocolación  de  nue- 
"ve  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  hizo 
"de  la  hijuela  de  partición  y  adjudicación  que  en  seis 
"de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  expidió  él 
"Escribano  Francisco  de  Ayala  con  vista  de  la  testa- 
"mentaría  de  Doña  María  del  Rosario  Sotolongo  á  fa- 
"vor  de  Federico  y  Bernardina  González  Ferreguf  * : 

Quinto.  "Resultando  que  el  demandado  contestan- 
"do  en  diiplioa  sienta  como  hechos.  Primero :  Que  re- 
"produtíe  todos  los  contenidos  en  el  escrito  de  contesta- 
"ción.  Segundo:  Que  niega  los  fijados  por  el  actor  en 
"sus  escritos  de  demanda  y  réplica  menos  los  números 

Duplica  : 

"primero,  segundo,  cuarto  y  sexto  de  la  demanda  que 
*^os  acepta.  Tercero:  Que  Federico  y  Bernardina  Gon- 
"zález  Ferregut  con  fecha  siete  de  Septiembre  de  mil 
"ochocientos  sesenta  presentaron  escrito  ^n  la  testamen- 
"taría  de  Doña  María  del  Rosario  Sotolongo,  fojas  mil 
"ochocientos  ochenta  y  nueve  de  la  novena  pieza,  mani- 
"f estando  que  los  terrenos  que  se  les  habían  adjudicado 
"del  lote  de  Villafranca  estaban  acensuados  puesto  que 
"Villafranca  decía  que  era  censatario  y  que  como  esos 
"censos  no  estaban  embargados  se  tomaran  las  medidas 
"necesarias  para  que  no  hubiera  dificultad  para  cobrar 
"á  Villafranca  los  tributos  que  adeudaba  y  que  debía 
"pagar  de  por  mitad  á  dichos  hermanos  Ferregut. 
"Cuarto:  Que  ese  escrito  fué  proveído  de  conformidad 
"por  auto  de  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ooho- 
"cientos  sesenta,  librándose  á  ese  efecto  un  oficio  á  Pi- 
"nar  del  Río  el  cual  se  entregó  á  Don  Federico  León 
"como  marido  de  Doña  Bernardina  González  Ferregut. 
"Quinto:  Que  en  virtud  de  esa  orden  todos  los  herma- 
nos González  Ferregut  así  como  la  Santa  Cruz  More- 
"jón  y  otros  cobraron  durante  muchos  años  á  Villafran- 
"ca  los  réditos  del  censo  que  reconocía  la  vega  "Santa 
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"Iiié8'\  Sexto:  Que  Federico  y  Bernardina  González 
"FerregTit,  fxindándoee  en  que  Villafranca  era  censata- 
"rio  y  no  arrendatario  de  los  terrenos  que  decían  se  les 
'habían  adjudicado  pidieron  distintas  veces  en  la  testa- 
amentaría  que  se  les  reintegrara  la  diferencia  del  valor 
"de  lo  que  resultaba  que  se  les  había  adjudicado^  cuya 
"diferencia  estimaron  la  tercera  parte  del  precio  de  los 
"terrenos  adjudicados.  Séptimo:  Que  Julio  Villafranca. 
"desde  hace  más  de  veinte  años  está  en  posesión  públi- 
"ca,  pacífica  y  no  interrumpida  de  la  caballería  y  me- 
"dia  que  en  este  juicio  le  reclama  Martín  Herrera  y 
'Ttfontero,  la  cual,  en  imi6n  de  las  otras  que  constitu- 
"yen  la  finca  "Santa  Inés^*,  posee  como  uno  de  los  here- 
"derps  de  su  padre  Buenaventura  Villafranca  en  con- 
"cepto  de  dueño  con  justo  título  y  buena  fe.  Octavo: 
"Que  Federico  González  Ferregut  que  se  dice  fué  due- 
"ñq  hasta  el  día  cuatro  de  Agosto  de  mil  novecientos 
"de  la  caballería  y  media  de  tierra  objeto  de  este  plei- 
"to,  durante  los  últimos  veinte  años  ha  vivido  en  el  mis- 
'%o  término  municipal  que  Julio  Villafranca.  Y  con- 
"duyó  solicitando  se  desestimasen  las  pretensiones  del 
"actor  y  en  definitiva  se  dictase  sentencia  en  el  sentido- 
"que  tenía  solicitado  en  su  escrito  de  contestación  á  la 
"demanda.  Por  medio  de  otrosíes  manifestó  estar  con 
"forme  y  solicitó  se  i;ecibiera  el  pleito  á  prueba.  Que 
"no  lo  estaba  con  ninguno -de  los  documentos  acompa- 
"ñados  por  el  actor  impugnándolos  expresamente  todos, 
"Que  se  oponía  á  la  solicitud  deducida  por  el  actor  en 
"el  último  otrosí  del  escrito  de  réplica  porque  el  docu- 
*'mento  á  que  alude  fué  presentado  con  el  objeto  de  co- 
"rroborar  otro  título  posteriormente  inscripto  (la  escri- 
"tura  de  división  y  adjudicación  de  los  bienes  del  Pres- 
'1)ítero  Villafranca)  á  los  folios  ciento  ochenta  y  tres 
"y  ciento  ochenta  y  ocho  del  tomo  diez  y  seis  del  Áyun- 
"tamiento  de  San  Juan  y  Martínez  y  cuando  esto  ocu- 
^^e,  puede  presentarse  el  título  sin  inscripción  á  tenor 
"de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  mismo  ar- 
"tículo  trescientos  ochenta  y  nueve  de  la  Ley  Hipote- 
"caria  citado  por  el  actor,  y  reprodujo  en  todas  sus  par- 
"tes  el  último  otrosí  del  escrito  de  contestación  á  la  de-- 
"manda" : 

Rksolucion  recurrida: 

Sexto.  Resultando  que,  preívio  el  recibimiento  del 
juicio  á  prueba  y  'la  práctica  de  ésta,  como  también  la 
ordenación  y  cumplimiento  de  diligencias  P*ra  mejor 
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proveer,  falló,  en  veinticinco  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos dos,  el  Juez  de  primera  instancia  de  Pinar  del 
Eío,  en  los  siguientes  términos :  '^Fallo  que  debo  absol- 
^ver  y  absuelvo  á  Julio  Villaf ranea  y  Torres  de  la  de- 
'^manda  contra  él  establecida  por  Martín  Herrera  y 
^^Montero  sobre  reivindicación  de  una  y  media  caballería 
■'^de  tierra,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas" : 

Séptimo.  Resultando  que,  apelada  por  el  actor  di- 
cha sentencia,  la  confirmó  la  Audiencia  de  Pinar  del 
Bío,  con  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  propio 
actor,  sin  otro  aditamento,  aceptando  todos  los  funda- 
mentos de  hecho  de  la  misma,  entre  los  cuales  se  contie- 
nen los  cinco  Resultandos  que  se  han  transcrito  en  ésta; 
resolución  para  la  cual  se  basa  la  Sala  sentenciadora  en 
haberse  justificado  plenamente  que  María  del  Rosario 
Sotolongo  reconoció  el  año  de  mil  ochocientos  cuarenta 
y  imo,  mediante,  documento  privado,  tener  un  censo  en 
las  tierras  á  que  se  refiere  la  demanda  y  otras,  poseídas 
á  la  sazón  por  José  Vento,  y  cedió  á  favor  de  Francis- 
co de  Silva  ciertas  pensiones  de  aquel  censo,  para  que 
con  ellas  precisamente  se  cobrase  determinado  crédito, 
ain  que  pudiera  dirigirse  á  otros  bienes  de  la  deudora, 
documento  que  ésta  reconoció  y  ratificó  judicialmente 
con  posterioridad  y  que  acredita  la  existencia  del  cen- 
so, también  reconocida,  así  como  la  obligación  de  pagar 
el  canon,  por  el  poseedor  de  las  tierras  José  Vento, 
contra  quien,  en  cobro  de  pensiones,  siguió  juicio  eje- 
cutivo el  cesionario,  adquiriendo  entonces  en  subasta 
pública  el  Presbítero  Manuel  de  la  Cruz  Villafranca  la 
propiedad  y  posesión  de  la  aludida  finca,  con  el  grava- 
men sobre  ella  constituido,  y  sucediéndole  en  tales  dere- 
chos sus  hijos  legítimos  y  herederos  'designados  en  tes- 
tamento Buenaventura  y  Manuel  de  la  Cruz  Villafran- 
ca, (padre  el  primero  del  demandado  Julio  Villafran- 
ca y  Torres),  á  los  cuales,  por  escritura  pública  de  que 
se  tomó  razón  en  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecaa 
en  Enero  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho  y  que  se 
inscribió  en  el  Registro  de  la  Propiedad  en  Junio  de 
mil  novecientos,  les  fué  adjudicada  dicha  finca  de  por 
mitad  al  dividirse  y  partirse  el  caudal  hereditario,  y, 
SL  bien,  por  otra  parte,  en  el  juicio  de  testamentaría  de 
la  citada  María  del  Rosario  Sotolongo  se  hizo  figurar 
el  lote  de  tierra  poseído  por  Buenaventura  Villafranca 
•en  el  concepto  de  pertenecer  á  los  bienes  de  esta  heren- 
cia y  respecto  de  él  se  consignó  en  la  cuenta  de  división 
y  partición  que  á  Federico  y  Bernardina,  hijos  de  Isa- 


/ÜBI8PBÜDEN0IA  CITIIi.  899 


bel  Moíales,  6  eean  los  hennanos  González  Ferre^t,  se 
le»  adjudicaban  en  venta  tres  caballerías  de  las  que  lo 
componían^  tal  adjudicación^  hecha  bajo  el  supuesto  de 
que  Villafranca  no  era  dueño  sino  arrendatario,  no  pu- 
do transferir  á  loe  hermanos  Ferregut  el  dominio  de 
qué  carecía  la  Sotolongo,  su  causante,  ni  privar  á  Villa- 
franca  del  que  legítimamente  había  adquirido  y  traía 
•origen  de  la  misma  testadora,  porque  nadie  puede  trans- 
mitir más  que  lo  que  le  pertenece,  ni  adquirir  bienes  de 
quien  no  es  su  dueño,  como  también  se  opone  é  seme- 
jante privación  al  principio  de  que  nadie  puede  volverse 
contra  sus  propios  actos,  aplicable  al  causahabiente  á 
título  de  herencia,  á  quien  no  es  lícito  reclamar  como 
nulo  aquello  que  como  válido  y  eficaz  realizó  ó  aceptó  en 
causante,  según  sucede  á  los  hermanos  Gk>nzález  Ferre- 
gut,  herederos  de  la  Sotolongo,  y  cuyo  curador,  ade- 
más, acuidió  en  mil  odiocientos  sesenta  á  Ja  testamenta- 
ría de  ésta  exponiendo  que,  al  pretender  Federico  de 
Ijeón,  marido  de  su  curada  Bernardina,  cobrar  las  ren- 
tas de  los  terrenos  que  le  fueron  adjudicados  &i  dicho 
juicio,  había  alegado  Buenaventura  Villafranca  que  él 
no  pagaba  rentas,  sino  tributos  de  xm  censo  que  recono- 
cía, y,  como  las  tres .  caballerías  adjudicadas  á  los  dos 
hermanos  lo  habían  si*plo  en  concepto  de  libres,  pedía  el 
curador  se  autorizase  á  León  para,  cobrar  á  Villafranca 
los  tributos  vencidos  que  habrían  de  dividirse  entre  los 
dos  hermanos,  solicitud  á  qué  accedió  el  Juzgado,  en- 
tregándose á  Ijeón  la  orden  interesada,  y  aunque  Fe- 
derico González  Ferregut  por  escritura  de  tres  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  adquirió  de  su 
hermana  la  una  y  media  caballería  de  tierra  de  las  de 
la  finca  de  Buenaventura  Villafranca,  según  su  hijuela, 
adquisición  que  logró  inscribir  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad, y  con  la  otra  caballería  y  media  de  su  partija 
formó  una  sola  finca, que  intituló  "Esperanza'^,  inscri- 
biéndola bajo  un  solo  número,  no  es,  menos  cierto  que 
las  tres  caballerías  de  qué  se  supone  dueño  son  parte 
integrante  de  la  finca  de  los  Villafranca,  quienes,  en 
las  diligencias  de  posesión  de  dichas  tres  caballerías  que 
dio  á  aquél  el  Juez  municipal  de  San  Juan  y  Martínez 
en  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve,  se 
negaron  á  reconocer  tal  posesión,  alegando  el  dominio 
de  las  tierras,  sin  que  la  posesión  así  obtenida  por  Gon- 
zález Ferregut  pueda  destruir  este  derecho,  porque  no  le 
era  desconocido  el  vicio  de  origen  que  afectaba  el  suyo : 
fundándose,  asimismo,  la  Sala  sentenciadora,  para  fa- 
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llar  como  lo  hizo,  en  que  no  se  pueden  reunir  al  misma 
tiempo  los  caracteres  de  señor  del  censo  y  dueño  del  in- 
mueble que  lo  reconoce:  en  que  la  disposición  del  ar- 
tículo veintitrés  de  la  Ley  hipotecaria  presupone  que- 
sea legítima  la  adquisición  de  los  bienes  por  herencia  ó- 
por  legado,  y  no  puede  constituir  título  de  dominio  el 
hecho  de  que  en  unas  particiones,  por  la  «ola  voluntad  6- 
apreciación  de  los  que  las  practican,  se  incluya  un  in*- 
mueble  como  perteneciente  al  finado  y  se  adjudique  á 
sus  herederos,  con  lo  cual,  si  se  admitiese,  vendría  á  au- 
torizarse la  usurpación  por  tan  fácil  medio  de  la  pro- 
piedad agena:  en  que,  si  bien  no  fué  anotado  en  la  an- 
tigua Anotaduría  de  Hipotecas  el  testimonio  defl  acta 
del  remate  por  el  cual  adquirió  el  Presbítero  Villafranca 
la  finca  subastada  á  José  Vento,  quedó  satisfecho  ese  re- 
quisito el  año  mil  ochocientos  cuarenta  y  ocho,  en  qué 
se  tomó  razón  de  la  escritura  particional  de  los  bienes 
del  rematador  por  la  que  se  adjudicó  la  finca  á  sus  íhijo» 
Buenaventura  y  Manuel,  asiento  tradladaido  en  el  año 
de  mil  novecientos  al  moderno  Registro  de  la  Propie- 
dad, siendo  palmario  que  la  presentación  en  este  juicio- 
del  primero  de  aquellos  documentos  ha  tenido  por  ob- 
jeto corroborar  el  segundo  y  su.  admisión  en  autos  se 
ajusta  al  artículo  trescientos  ocl^enta  y  nueve  de  la  Ley 
Hipotecaria:  en  que,  justificado  por  los  distintos  me- 
dios probatorios  y  por  las  mismas  manifestaciones  del 
actor  que  las  tres  caballerías  de  tierra  de  qué  es  parte 
la  una  y  media  que  reclama  son  de  las  que  poseía  Bue- 
naventura Vililafranca,  inscripta  como  estaba  la  finca 
de  éste  en  el  antiguo  y  moderno  Registro  con  fecha  an- 
terior á  la  compra  que  hizo  el  demandante  en  Agosta 
de  mil  novecientos,  ya  no  puede  esta  parte  alegar  igno- 
rancia y,  si  adquirió  en  la  creencia  de  que,  á  pesar  de 
la  inscripción  que  pudo  ver  en  el  Registro,  no  era  eficaz 
el  título  inscripto,  solo  él  debe  sufrir  las  coneeeuencias 
de  ese  error,  porque,  conforme  el  artículo  treinta  y  tres 
de  la  Ley  Hipotecaria,  la  inscripción  no  convalida  actos 
y  contratos  nulos,  y,  en  tal  virtud,  aunque  es, cierto  que 
se  inscribieron  en  el  Registro  los  documentos  en  c\v^  el 
actor  funda  su  derecho,  no  siéndolo  menos,  como  quí 
da  dicho,  que  con  anterioridad  se  hallaban  también  re- 
gistrados los  que  acreditan  la  propiedad  del  terreno  li- 
tigioso á  favor  de  Buenaventura  y  Manuel  de  la  Cruz 
Villafranca,  cuya  nulidad  no  se  lia  pedido,  al  estimar- 
se, conforme  al  citado  artículo  treinta  y  tres,  la  de  la 
partición  y  adjudicación  á  loa  hermanos  González  Pe- 
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Tiegut,  en  cuanto  indebidamente  ee  comprendió  el  in- 
mueble de  los  Villafranca^  y  la  de  las  ventas  y  transac- 
<;ionee  sucesivas^  por  cansas  qne  aparecen  del  mismo  Re- 
gistro de  la  Propiedad,  se  hace  con  ello  estricta  aplica- 
'ción  del  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  misma  Ley  Hi- 
potecaria; fundamentos  de  derecho,  los  expuestos,  que 
consignó  el  Juez  en  la  sentencia  de  primera  instancia 
y  que  aceptó  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  agregando, 
entre  otroe,  para  confirmar  la  resolución  de  aquél,  que, 
atmque  no  consta  haberse  constituido  por  escritura  pú- 
hlica  el  censo  á  favor  de  la  Sotolongo,  el  documento 
privado  á  qué  antes  se  ha  aludido  demuestra  que  el  gra- 
vamen existia,  lo  que  presupone  necesariamente  el  con- 
trato ó  convenio  de  su  constitución :  que  la  garantía 
otorgada  por  el  artículo  setenta  y  siete  de  la  Ley  Hipo- 
iecaria  al  tercero  que  la  propia  Ley  define  esi  el  veinti- 
siete no  es  tan  absoluta  que  pueda  subsistir  con  infrac- 
ción de'l  precepto  contenido  en  el  treinta  y  tres,  pues 
«Ha  no  ampara  el  dominio  ni  ninguno  de  los  derechos 
reales  inscriptos  arbitrariamente'  en  el  Registro,  cuan- 
do acontece,  como  en  este  caso,  que  de  los  asientos  mer- 
ced á  los  cuales  transmitió  Federico  González  Ferregut 
a]  demandante  Herrera  el  dominio  de  un  inmueble  ins- 
cripto con  anterioridad  en  el  mismo  Registro  ¿  nombre 
de  los  Yillafranca  no  consta  la  transmisión  de  aquel 
dominio  por  éstos  á  González  Ferregut,  por  todo  lo  cual 
ep  obvio  que  ha  de  darse  más  valor  á  la  inscripción  más 
antigua,  que  ee  congruente  con  la  historia  del  inmue- 
ble constante  del  Registro  y  con  1^  cuail  pugna  la  ins- 
cripción del  causante  de  Herrera: 

Fundamentos  del  hbcubso  de  casación  : 

Octavo.  Resultando  qué  éste  interpuso  contra  el 
fallo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
y  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  denegándo- 
le la  Audiencia  la  admisión  del  primero  y  de  parte  del 
segundo,  con  cuyo  motivo  recurrió  aquél  en  queja  á  este 
Tribimal  Supremo,  que  la  resolvió  oportunamente, 
quedando,  en  consecuencia,  admitidos  para  su  decisión 
los  motivos  que  á  continuación  se  copian:  **A.  En  la 
"infracción  del  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  vigente 
^^jey  Hipotecaria  por  falta  de  aplicación,  puesto  que 
^la  Sala  al  declarar  sin  lugar  la  demanda,  niega  efica- 
^'cia  y  por  consiguiente  declara  sin  validez  la  inscrip- 
^^ción  á  favor  del  actor  Martín  Herrera  de  que  existe  á 
"su  favor  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  la  vega 
^^Esperanza^^  de  tres  caballerías  de  tierra  sita  en  el  tér- 
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"mino  municipal  de  San  Juan  y  Martínez^  cuando  confl- 
uía en  autos  que  su  causante,  aquel  que  le  vendió  la  fin- 
tea, Federico  González  Ferre^t  la  tenía  inscripta  tam- 
^T)ién  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  y  como  Herrera 
"según  el  artículo  veintisiete  de  dicho  texto  es  tercero 
"con  respecto  á  aquellos  de  quienes  adquirió  González 
"Ferregut,  porque  no  intervino  en  dicho  contrato,  aun- 
^^ue  se  anulara  ó  resolviera  el  título  del  último,  mi 
"poderdante  no  podía  ser  perjudicado  por  esa  decíara- 
"toria.  Si  la  Ley  Hipotecaria  se  informa  en  el  princi- 
'^io  de  que  constituye  título  fehaci^ite  que  dá  y  quita 
"derechos  la  inscripción  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad, 
^^a  constante  á  favor  de  Martín  Herrera,  le  favorece 
'^siempre  para  ser  propietario  del  predio  á  ,que  se  refie- 
"re,  pudiéndolo  reclamar  en  todo  tiempo  del  que  lo  ten- 
"ga  en  su  poder;  y  apoyando  el  recurso  en  esta  parte 
"en  el  número  primero  del  artículo  mil  ciento  noventa 
"de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  B.  Que  también  se 
^^a  infringido  le  Ley  en  su  artículo  trescientos  cincuen- 
"ta  y  ocho  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque  la  sen- 
"tencia  otorga  en  su  parte  dispositiva  mAs  de  lo  pedido 
"por  el  demandado,  puesto  que  de  hecho  declara  nu'la 
"ó  inválida  la  inscripción  á  favor  de  Martín  Herrera 
"de  la  finca  "Esperanza^^ ;  y  la  demanda  y  su  contesta- 
"ción  solo  se  refería  á  la  mitad  del  terreno  que  la  for- 
^'ma,  ó  sea  á  una  y  media  caballería  de  tierra,  resultan- 
"do  que  la  falta  de  validez  de  toda  la  inscripción,  com- 
^^rende  á  la  privación  de  los  derechos  dominicos  del 
"actor  sobre  tres  cabalerías  de  tierra^  que  son  las  que 
"componen  dicho  predio  y  esto  no  ha  sido  solicitado 
"por  ninguna  de  las  partes ;  apoyando  el  recurso  en  es- 
"ta  parte  en  el  número  tercero  del  artículo  mil  seis- 
"cientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  ya 
"que  el  trescientos  cincuenta  y  ocho  citado  impone  el 
^Sleber  de  que  las  demandas  sean  falladas  no  solo  en 
"congruencia  con  ellas,  sino  también  con  las  demás  pre- 
"tensiones  deducidas  en  el  pleito  y  decidiendo  los  pun- 
"tos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.  C.  Que 
'^a  Audiencia  ha  infringido  las  Leyes  tercera,  título 
"XIV  de  la  partida  primera  y  la  veintiocho,  título 
"VIII  de  la  partida  quinta  si  se  estima  que  existió  cen- 
"so  á  favor  de  Doña  María  del  Rosario  Sotolongo  antes 
"del  mes  de  Noviembre  del  año  mil  ochocientos  noven- 
"ta  en  que  comenzó  á  regir  en  esta  Isla  el  Código  Civil 
"y  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  de  dicho  Código 
"(caso  primero)  si  se  cree  que  fué  después  de  su  pro- 
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*%imlgacióii, .  porque  ambos  cuerpos  legales  exigen  y 
^'exigían,  que  los  céneos  habían  de  constituirse  para  que 
"fuesen  legítimos  y  valederos  y  lo  sean  actualmente  por 
**escritura  pública,  lo  que  no  hicieron  José  Vento  ni  Do- 
"ña  María  del  llosario  Sotolongo ;  apoyanda  el  recurso' 
"en  lo  que  á  este  punto  se  refiere,  en  el  número  primero 
".del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Jjefj  de  En* 
"juiciamiento  Civil  por  U  violación  de  las  leyes  sus- 
"tanti vas,  citadas.  D.  Que  al  no  reconocer  validez  á  la 
"inscripción  en  el  Eegistro  de  la  Propiedad  de  la  fin- 
"ca  "Esperanza**  de  tres  caballerías  de  tierra  á  favor 
"de  Martín  Herrera  y  declararla  de  hecho  inválida  la 
"sentencia,  ha  infringido  la  doctrina  legal  contenida 
"en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de 
"cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta,  diez  y  seis- 
"de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  y 
"veintiséis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis 
"que  declara  nulo  el  fallo  respecto  de  puntos  que  no 
'Tian  sido  objeto  de  la  demanda  ni  del  pleito,  como  su- 
"cede  en  este  caso  <]ue  el  demandado  no  discutió  la  va- 
'lidez  legal  del  título  de  dominio  ni  de  la  inscripción 
"en  el  Registro  de  la  Propiedad  á  favor  de  Martín  He- 
"rrera  de  aquel  predio,  estando  comprendido  este  mo- 
"tivo  del  recurso  en  el  número  tercero  del  artículo  mil 
"seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  CiviL 
"E.  Que  la  Sala  al  declarar  la  nulidad  ó  invalidez  de  la 
"inscripción  de  la  v(iga  "Esperanza**  en  el  Eegistro  de 
'la  Propiedad  que  consta  á  favor  de  Martín  Herrera, 
'*ha  infringido  la  doctrina  legal  emanada  de  las  sen^ 
"tencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  veinti- 
"seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  ocho  de 
"Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  veinticua- 
"tro  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco, 
"veintisiete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
"siete,  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se- 
"senta  y  ocho,  diez  y  siete  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
"cientos  setenta  y  tres,  seis  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta  y  cuatro,  siete  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
"tos  setenta  y  cinco  y  de  once  y  veintisiete  de  Junio -de 
"mil  ochocientos  setenta  y  seis,  según  la  cual  la  nulidad 
"de  un  acto  ó  contrato  ha  de  ser  pedida  previamente 
"para  que  sea  resuelta  y  más  aún  otorgada,  estando 
"comprendido  este  motivo  del  recurso  en  el  número  pri- 
"mero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
"Enjuiciamiento  Civil,  pues  el  demandado  no  pidió 
"dicha  declaratoria** : 
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Noveno.  Eesultando  que,  personadas  las  partes  an- 
te este  Supremo  Tribunal  y  sustanciado  el  recurso,  se 
celebró  con  fecha  trece  de  Noviembre  actual  la  corres- 
pondiente vista,  á  qué  asistieron  los  Letrados  .de  ambos 
litigantes,  sosteniéndolo  el  del  recurrente  é  imipugnén- 
•dolo  el  de  la  pari«  contraria : 

Decisión  dbl  recübso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 
Primero.  Considerando  que  la  parte  dispositiva  de 
la  sentencia  recurrida  no  contiene  declaratoria  ni  pro- 
nunciamiento alguno  sobre  la  nulidad  ó  invalidez  de  la 
inscripción  de  la  finca  ^Esperanza^^  existente  en  el  Be^ 
l^istro  de  la  Propiedad  á  favor  del  demandante  y  en 
ningún  sentido  se  refiere  á  la  totalidad  de  las  tierras 
<\\xe  comprende  dicha  inscripción,  limitándose  á  absol- 
ver al  demandado  de  la  demanda  contra  él  establecida 
«en  reivindicación  de  tma  y  media  caballeria  de  tierra, 
.según  explícitamente  lo  consigna  el  fallo  dictado  por  el 
Juez  y  confirmado  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río, 
.-siendo,  por  tanto,  incierto  que  otorgue  más  de  lo  pedi- 
do por  el  demandado,  quien  se  opuso  á  la  demanda  rei* 
-vindicatoria,  negando  de  modo  expreso  el  dominio  del 
•actor,  á  la  vez  que  afirmaba  el  suyo  propio,  y  pidiendo 
'que  aquélla  fuese  declarada  sin  lugar,  que  es  lo  único 
que  decide  la  sentencia,  sean  cuales  fueren  las  razones 
legales  en  qué  descansa  tal  resolución;  con  lo  cual  se 
demuestra  la  absoluta  inefioacia  de  los  motivos  expresa- 
.dos  bajo  las  letras  B.,  D.  y  E.  por  la  parte  recurrente : 

Segundo.  Considerando  que  también  carece  de  efi- 
cacia el  motivo  letra  A.  por  cuanto  el  artículo  treinta  y 
cuatro  de  la  vigente  Ley  Hipotecaria  no  puede  aplicar- 
d3e  en  el  sentido  que  el  recurrente  expone,  sino  en  el  que 
la  Sala  sentenciadora  le  atribuye,  pues,  conforme  á  su 
texto,  en  relación  con  el  artículo  treinta  y  tres  que  le 
precede,  no  convalidándose  por  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  los  actos  y  contratos  que  con 
arreglo  á  las  leyes  sean  nulos  y  aunque,  en  cuanto  á  ter- 
X3erb,  no  cabe  invalidar,  luego  de  inscriptos,  los  que  se 
ejecuten  ú  otorguen  por  persona  que  en  el  Registro  apa- 
rezca con  derecho  para  ejecutarlos  ú  otorgarlos,  por 
más  que  se  anule  ó  se  resuelva  posteriormente  el  dere- 
cho de  ésta  en  virtud  de  título  anterior  no  inscripto  ó 
de  causas  que  del  mismo  Registro  no  resulten  clara- 
mente, es  indudable  que  ha  lugar  á  la  invalidación  en 
perjuicio  de  tercero  cuando  las  causas  determinantes  de 
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ella  aiparezcan  olaramente  del  Begistro  ó  estuviese  ins- 
cripto el  título  anterior,  como  ha  estimado  la  Sala  que 
ocurre  en  este  caso,  ein  que  su  apreciación  respecto  del 
particular  sea  destruida  ni  aún  impugnada  por  el  recu- 
rrente en  ninguno  de  los  motivos  que  formula : 

Tercero.  Considerando  que  tampoco  vale  para  la 
casación  del  fallo  éí  motivo  letm  G.  en  el  extremo  en 
que  está  admitido  y  que  ya  queda  consignado,  pues, 
aparte  de  la  incongruencia  en  qué  se  incurre  al  estable- 
cer la  hipótesis  de  que  la  Sala  sentenciadora  haya  esti- 
mado la  existencia  del  censo  posterior  á  la  fecha  en  qué 
empezó  4  regir  en  esta  Isla  el  Código  Civil — ^fecha  á  la 
cual  por  cierto  se  alude  equivocadamente  con  referen- 
cia, al  mes  de  Noviembre  del  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta, en  lugar  del  propio  mes  del  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve — ,  siendo  así  que  la  Sala  en  tér- 
minos precisos  y  de  perfecta  claridad  estima  probada 
la  constitución  de  aquel  gravamen  en  época  anterior  al 
año  de  mil  oohocientos  cuarenta  y  uno,  por  lo  que  es 
inoportuna  ¿  todas  luces  la  cita  que  hace  el  recurrente 
de  cierta  disposición  del  referido  Código,  no  tiene  más 
valor  la  de  las  antiguas  leyes  de  partidas  que  se  in- 
vocan sobre  di  supuesto — que  no  otra  cosa  es— de  haber- 
se constituido  el  censo  mediante  documento  privado,  ya 
que  la  forma  de  constitución  se  desconoce  en  el  litigio, 
y  él  documento  de  esa  naturaleza  al  cual  el  recurso  se 
contrae,  que  no  aparece  ser  el  de  constitución  del  cen- 
so, sino  tan  solo  de  cesión  de  pensiones  á  un  tercero  por 
k  censualista,  útil  y  suficiente,  ¿  juicio  de  la  Sala,  co- 
mo medio  probatorio  para  justificar  la  existencia  del 
gravamen  previamente  constituido,  no  ee  niega  por  el 
recurrente  que  lo  sea  á  dicho  efecto,  único  para  el  cual 
viene  apreciado,  ni  era  posible  sostener  taJ  negativa  al 
amparo  del  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Lev  de  Enjuiciamiento,  en  qué  se 
apoya  este  motivo,  mucho  menos  cuando  la  Sala  funda 
también  su  apreciación  en  otras  resultancias  de  la 
prueba : 

Cuarto.  Considerando,  pues,  que  procede  desesti- 
mar el  recurso  y,  en  observancia  del  artículo  XL  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  condenar  al  recurrente  al  pago  de  las  costas : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  se  deja  examina- 
do é  imponemos  las  costas  del  mismo  al  recurrente: 
comuniqúese,  ete. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronimciamos» 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Octavio  Giber- 
ga. — Luis  Gastón. — Carlos  Eevilla. — ^Rafael  Maydagán. 

Inf.  ley.-  -Sent.  72.-1^  de  Diciembre.— PrescripoióiL— 

CJostaS.  (Gac,  Mayo  so,  190^.) 

DOCTRINA:  En  el  escrito  de  duplica  pueden 
alegarse  nuevas  excepciones,  siempre  que  no  alte- 
ren lo  que  sea  objeto  principal  del  pleito. 

El  artículo  115  del  Código  Civil  no  tiene  cone- 
xión alguna  con  el  caso  en  que  se  pretende  demos- 
trar que  una  persona  ha  sido  declarada  heredera 
de  otra. 

Es  improcedente  un  motivo  que  se  refiere  á  una 
cuestión  suscitada  en  el  pleito,  pero  expresamente 
retirada  en  tiempo,  por  él  mismo  recurrente. 

Los  artículos  1936  y  1951  del  Código  Civil  no 
se  refieren  á  la  prescripción  de  acciones. 

El  particular  de  la  imposición  de  costas  al  liti- 
gante cuva  demanda  ó  excepción  se  desestima  es 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala  sentencia- 
dora. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  primero  de  Diciem- 
bre de  mil  noTeci entes  tres;  visto  ante  este  Tribmial 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz,  escoge- 
dor y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  tres  de  Julio  último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  el  juicio  declarativo  de  ma- 
yor cuantía  promovido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Guanabacoa  por  el  mencionado  Carrasco  con- 
tra el  Ministerio  fiscal  y  el  Obispo  de  esta  Diócesis  so- 
bre nulidad  de  la  fundación  de  una  capellanía. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recurrida 
se  aceptan  los  resultandos  de  la  del  Juez  de  primera 
instancia,  entre  loe  cuailes  se  hallan  loe  veintisiete  que 
á  continuación  se  copian. 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  Juan  Antonio  Carrasco 
y  Ruiz  en  escrito  fojas  diez,  estableció  demanda  decla- 
rativa de  mayor  cuantía  contra  el  Ministerio  fiscal  cuya 
demanda  fundó  en  los  siguientes  hechos :  Primero :  Que 
Don  José  Díaz,  albacea,  cumpliendo  la  voluntad  de  Don 
Pedro  Ruiz  fundó .  la  capellanía  laical  y  memoria  de 
misas  que  expresa  la  eecrltura  de  fundación  de  quince 
de  Jimio  de  mil  ochocientos  diez  y  ocho  ante  José  Ro- 
dríguez, dotándola  con  él  principail  de  veinte  mil  ocho- 
cientos pesos  que  se  hallan  impuestos  sobre  un  potrero 
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de  cuatro  caballerÍAB  de  tierra  en  el  partido  de  Santa. 
Cruz  del  Bío  Blanco^  en  una  casa  situada  en  la  villa  de 
Guanabacoa  calle  Beal  número  . . .  por  escritura  ante 
el  propio  Escribano  en  diez  y  nueve  de  Julio  de  mil 
ochocientos  diez  y  ocho,  en  otra  casa  en  la  ciudad  de  la 
Habana  c^Ue  de  Jesús  María  número  diez  y  nueve  por- 
escritura  ante  el  susodicho  Escribano  en  veinte  y  ocho 
de  Enero  de  mil  setecientos -noventa  y  nueve,  y  seis  mil 
pesos  impuestos  sobre  un  potrero  de  cinco  caballerías  y 
cordeles  de  tierra  en  el  partido  de  Santa  Cruz  del  Bío- 
Blanco,  por  escritura  de  trece  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  diez,  hechos  comprobados  con  el  testimo- 
nio de  escritura  acompañado.  Segundo :  Que  de  esa  dis- 
posición testamentaria  fueron  instituidos  herederos  fi- 
duciarios los  hijos  de  Don  Manuel  José  Euiz  y  Don  Ig- 
nacio Ruiz,  ahijados  estos  dos  de  los  fundadores  y  por 
su  falta  á  los  parientes  más  próximos  tantp  varones  co- 
mo hembras  confiriendo  al  patrono  que  en  tiempo  fuera 
de  las  instituciones  por  la  autoridad  eclesiástica  en  la 
administración  de  esa  fundación,  y  facultándolo  para 
tomar  el  principal  de  su  dotación  y  darle  aplicación  á 
los  intereses  que  ee  debieren.  Hechos  demostrados  con  el 
testimonio  de  la  escritura  de  fundación  mencionada. 
Tercero :  Que  con  las  certificaciones  parroquiales  acom- 
pañadas demostraba  el  promoveníte  Juan  Antonio  Ca- 
rrasco y  Buiz  ser  hijo  legítimo  de  legítimo  matrimonio 
de  Juan  Carrasco  y  Bita  Buiz  García  y  esta  última  hi- 
ja legítima  de  Bosalía  García  con  Femando  Buiz,  her- 
mano este  último  de  Francisco  Buiz,  de  Manuel  José  é- 
Ignacio  é  hijos  de  María  Bita  Abreu  y  de  Ignacio  Buiz 
que  se  expresa  en  la  fundación,  instituyendo  por  here- 
deros á  los  hijos  de  Ignacio  Buiz.  Fijó  fundamentos  de 
derecho  y  concluyó  solicitando  se  tuviera  por  presenta- 
da la  presente  demanda  declarativa  de  mayor  cuantía 
que  interpone  contra  el  Ministerio  fiscal  en  representa- 
ción de  la  ley,  optando  por  lae  disposiciones  que  el  Có- 
digo Civil  establece  para  los  fideicomisarios  admitien- 
do 6on  lugar  dicfha  demanda,  sustanciándola  con  el  de* 
legado  del  Ministerio  fiscal,  á  quien  se  conferirá  de  ella 
traslado  con  emplazamiento  y  en  definitiva  declararla 
con  lugar,  declarando  que  no  surtan  efecto  alguno  las 
cargas  á  cuyo  cumplimiento  se  obligaron  los  bienes  de 
la  disposición  fideicomisaria  de  Pedro  Buiz  de  veinte 
mil  ochocientos  pesos  por  no  poder  continuar  subsis- 
tiendo declarando  extinguida  la  perpetuidad  de  la  mis- 
ma, restituyendo  á  bienes  libres  de  libre  disposición  su- 
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principal  é  intereses  con  liberación  de  toda  car^  y  ad- 
judicar en  pleno  dominio  ese  principal  á  Juan  Anto- 
nio Carrasco  y  Ruiz  para  que  de  ellas  disponga  libre- 
mente en  pleno  dominio  librándose  loe  correspondien- 
tes exhortos  á  los  Jueces  respectivos  y  mandamientos  á 
los  Registradores  de  la  Propiedad  para  las  inscripcio- 
nes respectivas. 

Tercero.  Resultando  que  por  providencia  foj»s  diez 
y  siete  se  dispuso  á  reserva  de  proveer  se  interesara  del 
Obispo  de  la  Diócesis  los  informes  necesarios  acerca  del 
carácter  de  la  fundación  cuya  desvinculación  se  peree* 
guía. 

Cuarto.  Resultando  que  de  la  certificación  expedi- 
dti  por  el  Obispado  resulta  que  por  auto  de  veintidós 
de  Junio  de  mil  ochocientos  diez  y  ocho  dictado  en  los 
autos  de  fundación  de  la  capellanía  de  Pedro  Ruiz  que 
en  la  mejor  forma  que  hubiera  lugar  admitía  la  funda- 
-ción  de  la  capellanía  de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de 
principal  ftmdándola  canónicamente  en  la  Santa  Igle>- 
sia  Catedral  de  la  Habana  y  la  erige  y  convierte  en  be- 
neficio eclesiástico  colativo  y  los  veinte  mil  ochoden- 
toB  pesos  de  su  dotación  principal  en  bienes  espiritua- 
les de  capellanías  para  que  las  fincas  en  que  están  im- 
puestoe  no  se  puedan  enajenar  sin  esta  carga  y  en  los 
'  casos  prevenidos  por  derecho. 

Quinto.  Resultando  que  Juan  Antonio  Carrasco  y 
Ruiz  en  escrito  fojas  veintidós  evacuó  la  instrucción 
conferida  por  el  Juzgado  del  informe  del  Obifiípado  de 
la  Diócesis  de  k  Habana  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  decreto  de  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil 
novecientos  uno  declarando  kical  la  capellanía  manda- 
da fundar  por  Pedro  Ruiz  de  veinte  mil  ochocientos  pe- 
sos- reconocidos  en  los  capitales  impuestos  sobre  los  in- 
muebles erpresados  y  en  consecuencia  conferir  trasla- 
do de  la  demanda  al  delegado  del  Ministerio  fiscal  y 
por  otrosí  acompañó  certificación  de  la  defunción  de 
Antonia  Ruiz,  consorte  viuda  de  Pedro  Ruiz,  la  cual  de- 
muestra que  la  citada  Antonia  Díaz  no  tuvo  sucesión  y 
que' siendo  viudo  Pedro  Ruiz,  contrajo  matrimonio  con 
Antonia  Díaz. 

Sexto.  Resultando  que  por  providencia  fojas  vein- 
ticinco se  declaró  no  haber  á  proveer  sobre  la  admisión 
de  la  presente  demanda  contra  el  delegado  del  Minis- 
terio fiscal  sin  intervención  de  la  Igesia  católica  hasta 
tanto  no  se  trajeron  la  justificación  de  que  por  Tribu- 
nal civil  competente  y  en  el  juicio  correspondiente  sus- 
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tanciedo  con  el  dicho  representante  de  k  Iglesia^  se  ha 
decorado  la  nulidad  del  auto  de  erección  canónica  de 
veintidós  de  Junio  de  mil  ochocientos  diez  y  ocho. 

Séptimo.  Besultando  que  el  actor  en  escrito  de  fo- 
jas veintisiete  estableció  recurso  de  reposición  contra 
Ift  providencia  de  fojas  veinticinco  vuelta  fundado  en 
que  se  había  infringido  el  artículo  ó  regla  tercera  de  la 
disposición  de  la  Secretaría  de  Justicia  de  treinta  y 
uno  de  Enero  de  mil  novecientos  uno  cuyo  recurso  fué- 
declarado  con  lugar  por  auto  fojas  veintitrés  admitién- 
dose la  presente  demanda  y  confiriéndose  instrucción  de 
ella  al  señor  Obispo  de  esta  diócesis  á  fin  de  que  dentro 
dp  nueve  días  se  persone  en  loe  autos  por  sí  ó  por  me- 
dio de  representación  legitima  librándose  á  instancia 
del  actor  exhorto  al  Juez  decano  de  la  Habana  para  el 
emplazamiento  del  Obispo  el  cual  se  llevó  á  efecto  á  fo- 
jas cuarenta  y  tres  vuelta. 

Octavo.  Sesultando  que  el  Procurador  Miguel  Va- 
lera  en  escrito  fojas  cincuenta  y  uno  se  personó  á  nom- 
bre del  Lodo.  Melchor  Batista  y  Varona,  Colector  de 
capellanías  del  Obispado  de  la  H8A>ana,  siendo  tenido 
por  parte  en  providencia  fojas  cincuenta  y  dos. 

Noveno.  Resultando  que  el  actor  por  medio  del  es- 
crito fojas  cincuenta  y  tres  interpuso  recurso  de  re- 
posición contra  el  proveído  fojas  cincuenta  y  dos  que 
tuvo  por  parte  al  Procurador  Valera  á  nombre  de  quien 
compareció  y  por  parte  al  señor  Obispo  de  la  diócesis 
de  la  Habana,  fundado  en  que  solamente  podía  ser  te- 
nido por  parte  el  señor  Obispo  en  su  carácter  de  único- 
representante  de  la  Iglesia  Católica  por  sí  ó  por  medio 
de  su  representante  legítimo,  según  se  dierpone  en  el 
artículo  tercero  del  Decreto  de  treinta  y  uno  de  Enero- 
do  mil  novecientos  uno  en  cuya  forma  se  había  manda^ 
do  practicar  el  emplazamiento;  que  el  Colector  de  ca- 
pellanías del  Obispado  de  la  Habana  no  era  el  repre- 
sentante de  la  Iglesia  Católica  para  discutir  si  la  fun- 
dación de  Pedro  Euiz  era  laical  ó  eclesiástica,  por  cuyo 
motivo  é  infringiéndose  el  artículo  tercero  del  Decreto 
de  treinta  y  uno  de  Enero  citado,  no  se  podía  tener  por 
personado  al  Procurador  Valera  á  nombre  del  Colector 
de  capellanías  del  Obispado  de  la  Habana,  ni  tenerlo 
tampoco  por  parte  á  nombre  del  señor  Obispo :  Que  no 
habiéndose  éste  personado  en  la  forma  que  se  le  previ- 
no, le  acusaba  la  rebeldía  dándosele  por  contestada  la 
demanda  y  confiriéndose  traslado  aJ  señor  delegado  del 
Ministerio  fiscal  y  solicitando  por  otrosí  se  constituya 
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en  administración  judicial  por  tratarse  de  una  capella- 
nía laical. 

Décimo.  BesTiltando  qne  mandado  sustanciar  el  re- 
curso con  el  Procurador  Valera  é  instruido  de  lo  soli- 
citado en  el  otrosí  del  escrito  de  reposición  evacuó  el 
traslado  conferido  por  medio  del  escrito  fojas  cincuen- 
ta y  nueve  en  eentido  de  que  se  declaran  sin  lugar  la 
reposición  solicitada  y  pretensión  deducida  por  el  actor 
en  el  otrosí  del  escrito  á  que  se  ha  hecho  neferencia,  cu- 
ya reposición  fué  declarada  ein  lugar  por  auto  fojas  se- 
senta y  nueve  sin  especial  condenación  de  costaa,  dene- 
gándose también  por  improcedente  fe  solicitud,  conte- 
nida en  el  otrosí  del  escrito  fojas  cincuenta  y  tres. 

Décimoprimero.  Resultando  que  por  providencia 
fojas  setenta  y  cuatro  ee  confirió  traslado  al  señor  de- 
legado del  Ministerio  fiscal,  el  cual  se  excusó  del  cono- 
cimiento de  estos  autos  por  ser  el  Letrado  director  del 
Colector  de  capellanías,  su  tío  camial ;  y  admitida  la  ex- 
cusa por  el  Juzgado  se  dispuso  se  entendieran  los  trá- 
mites con  el  sustituto  legal  de  dioho  delegado,  el  que 
emplazado  se  personó  dentro  del  término,  por  medio  del 
escrito  fojas  setenta  y  nueve  manifestando  que  la  cita- 
ción y  emplazamiento  según  instrucciones  que  tenía  del 
señor  fiscal  de  la  Audiencia,  había  de  hacerse  á  éste  úl- 
timo directamente,  lo  cual  también  hizo  presente  á  este 
Juzgado  el  señor  fiscal  de  la  Audiencia  en  comunicación 
fojas  ochenta. 

Décimosegundo.  Resultando  que  por  providencia 
fojas  ochenta  y  dos  se  declaró  no  haber  lugar  á  tener 
por  parte  al  señor  Fiscal  municipal  suplente  mandán- 
dose que  el  traslado  dispuesto  se  entendiera  con  el  señor 
Fiscal  de  la  Audiencia  y  verificado  éste  por  medio  del 
Escribano  actuario  en  escrito  fojas  ochenta  y  cuatro  se 
personó  el  Ministerio  fiscal  mostrándose  parte  á  nonj- 
bre  de  la  Administración  General  del  Estado  y  habién- 
dosele tenido  por  personado  y  parte  en  el  carácter  y  for- 
ma en  que  comparecía,  se  dispuso  que  los  demandados 
contestaran  la  demanda  dentro  del  término  de  veinte 
días  cuyo  término  fué  prorrogado  á  diez  días  más  á  ins- 
tancia del  Ministerio  fiscal  y  de  la  representación  del 
Obispo  de  la  Diócesis  de  la  Habana. 

Contestación: 

Decimotercero.  Resultando  que  el  Procurador  Mi- 
guel Valera  á  nombre  del  señor  Obispo  y  por  medio  del 
•escrito  fojas  ochenta  y  nueve  contestó  la  demanda  fun- 
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dando  su  contestación  en  loe  siguientes  hechos :  Prime- 
To :  El  que  expresa  el  escrito  de  demanda  relativo  á  que 
D.  José  Díaz  cujnpliendo  la  voluntad  de  Pedro  Euiz 
hizo  la  fundación  de  la  capellanía  ordenada  por  el  úl- 
timo con  capital  de  veinte  mil  ochocientos  pesos.  Se- 
gundo :  Que  fueron  llamados  como  patronos  de  esa  ca- 
pellanía los  hijos  de  D.  Manuel  José  y  los  de  D.  Igna- 
cio BuiZ;  amboe  ahijados  y  sobrinos  de  D.  Pedro  Buiz 
y  por  falta  de  dichos  hijos  los  parientes  más  cercanos 
del  mismo  D.  Pedro  Buiz  y  su  consorte  D*.  Antonia 
Díaz^  y  entre  esos  parientes  el  que  fuere  más  pronto  y 
apto  para  colarse  la  capellanía.  Tercero :  Que  la  cape- 
llanía de  que  se  trata  tenía  el  carácter  de  colativa  no 
obstante  los  esfuerzos  que  hacía  el  actor  para  demos- 
trar que  dicha  institución  era  laical.  Cuarto :  Que  el  ca- 
pital de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de  la  capellanía 
que  mandó  fxmdar  D.  Pedro  Buiz  estaba  asegurado  en 
varias  fincas  de  esta  villa  de  la  Habana  y  en  un  potre- 
ro situado  en  Santa  Cruz  del  Bío  Blanco.  Quinto :  Que 
el  actor  había  presentado  varios  documentos  parroquia- 
les eficaces  por  la  época  á  que  se  referían,  los  cuales  pro- 
baban únicamente  aun<que  no  en  modo  satisfactorio  la 
existencia  del  víncuílo  de  parentesco  entre  el  propio  de- 
maiodante  y  los  patronos  llamados  en  primer  término 
á  usuf ruotuasr  la  capellanía,  y  Sexto :  Que  el  repetido 
demandante  no  había  traído  ningún  documento  que  jus- 
tificara su  derecho  como  único  heredero  de  Pedro  Buiz 
para  que  ae  le  reconociera  como  dueño  de  los  bienes 
raíces  que  pretendía  se  declarasen  libres  de  la  carga  de 
li  vinculación  que  sobre  ellos  pesan  ó  sean  las  fincas  res- 
ponsables al  capital  de  veinte  mil  ochocientos  pesos.  Fi- 
jó los  fundamentos  de  derecho  y  terminó  solicitando  se 
diera  por  contestada  la  demanda  y  teniéndola  por  ne- 
gada^ absolver  de  ella  á  su  poderdante  declarándola  sin 
lugar  y  que  debían  prosperar  y  se  admitieran  como  per- 
tinentes las  dos  excepciones  perentorias  de  falta  de  per- 
sonalidad y  de  acción  en  el  actor  con  ks  costas  á  su 
•cargo. 

Decimocuarto.  Eesultando  que  el  Ministerios  fis- 
cal por  medio  del  escrito  fojas  noventa  y  nueve  y  como 
representante  de  la  Administración  Qeiieral  del  Esta- 
do solicitó  se  le  concediera  un  plazo  de  seis  meses  para 
contestar  la  presente  demanda,  lo  cual  no  podría  efec- 
tuar sin  recibir  infftrucciones  de  la  Hacienda  por  tra- 
tarse de  un  caso  previsto  y  señalado  taxativamente  en 
el  Bieal  Decreto  de  veintiocho  de  Marzo  de  mil  ochocien- 
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tos  sesenta  y  sietes  habiéndose  ooncedido  por  el  Jnz^- 
do  en  proveído  de  fojas  cien  á  dicho  Ministerio  solo  un 
plazo  de  tres  meses  para  contestar  dicha  d^nanda. 

Réplica  : 

Decimoquinto.  Besnitando  que  dicho  Ministerio 
fiscal  se  allanó  á  la  demanda  solo  en  cuanto  se  declare 
nula  la  institución  hecha  por  Pedro  Ruiz  entendiéndose 
que  ese  allanamiento  en  manera  alguna  qfuiere  decir 
que  no  haya  de  observarse  el  exacto  cumplimiento  de 
lab  Leyes  y  por  providencia  fojas  ciento  cuatro  vuelto, 
se  tuvo  por  allanado  á  la  demanda  á  dicho  Ministerio 
fiscal  confiriéndose  traslado  en  réplica  al  actor  por  tér- 
mino de  diez  días  el  cual  evacuó  en  escrito  fojas  ciento 
seis  aleg«indo  como  hechos  los  siguientes:  Primero: 
Que  el  señor  Obispo  de  la  Diócesis  de  la  Habana  en  los 
puntos  de  hedios  objeto  del  debate  como  en  los  funda-  • 
mentes  de  deredio  de  su  contestación,  alegó  las  excep- 
ciones de  falta  de  personalidad  en  el  demandante  y  la 
falta  de  acción;  sosteniendo  que  la  fundación  dispuesta 
por  Pedro  Ruiz  en  su  testamento  de  tres  de  Diciembre 
do  mil  ochocientos  seis  fundada  en  quince  de  Junio  de 
mil  ochocientos  diez  y  ocho  era  eclesiástica  con  el  nom- 
bre de  colativa  defendiendo  la  perpetuidad  de  la  referi- 
da fundación,  oponiéndose  á  la  restitución  á  bienes  li- 
bres del  capital  é  intereses  de  ella  de  veinte  mil  ocho- 
cientos pesos  de  principal  y  oponiéndose  á  la  desvincu- 
Isción.  Segundo:  Que  el  demandante  tenía  acompaña- 
do el  árbol  genealógico  y  los  documentos  justificativos 
de  su  derecho  hasta  entroncar  con  don  Francisco  Ruiz, 
hijo  de  don  Ignacio,  sobrino  éste  del  testador,  según  de- 
ja consignado  y  comprobaba  con  la  misma  escritura  de 
fundación  y  por  consiguiente  con  la  acción  necesaria 
para  reclamar  la  nulidad  de  la  perpetuidad  de  la  fun- 
dación y  demás  extremos  de  la  demanda,  sobre  nuUdad 
del  auto  de  erección  canónica,  su  desvinculación  y  res- 
titución á  bienes  libres  por  lo  que  demostraba  su  per- 
sonalidad y  acción  para  sostener  la  demanda;  que  tiam- 
poco  se  hacían  aceptables  los  fundamentos  del  deman- 
dado en  lo  que  se  referia  á  la  falta  de  personalidad  y  de 
acción,  y  menos  aceptable  se  hacía  dándose  ingerencia 
á  la  jurisdicción  eclesiástica  de  una  fundación  exclusi- 
vamente laical,  podido  desempeñarse  su  patronato  y  ca- 
pellanato  por  las  personas  del  sexo  femenino,  con  expre- 
sa sumisión  á  las  justicias  del  fuero  ordinario  común 
sin  que  en  ningún  tiempo  se  opusiese  obstáculos  á  los 
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capellanes  y  patronos  en  sus  facultades  administrati- 
vas sin  intervención  alguna  de  la  jurisdicción  eclesiásti- 
ca; que  el  Obispo  «de  la  Diócesis  de  la  Habana  fué  el 
que  debió  no  canonizarla  principiando  porque  admitió 
hi  licencia  para  la  perpetuidad  de  la  fundación  y  des- 
pués infringiendo  la  voluntad  de  los  testadores  y  con- 
cluir en  estos  mismos  autos  por  contrariar  la  voluntad  df. 
los  que  fueron  patronos  y  capellanes  para  que  desde  ese 
mismo  instante  dejase  de  existir  el  mismo  auto  de  erec- 
ción canónica.  Tercero:  Que  para  reclamar  la  nulidad 
de  la  perpetuidad  de  la  fundación  de  don 'Pedro  Ruiz, 
reclamar  la  desvinculación  y  la  restitución  á  bienes  li- 
bres de  libre  disposición  su  principal  de  veinte  mil 
ochocientos  pesos,  y  «us  intereses,  no  era  necesario  ha- 
ber principiado  por  obtener  el  nombramiento  ó  cola- 
ción de  patrono  y  capellán;  que  el  criterio  del  señor 
Obispo  de  la  Diócesis  de  la  Habana  en  todo  lo  serio  de 
si'  ministerio,  había  dejado  de  serlo.  Cuarto:  Que  la 
demanda  con  la  intervención  del  Obispo  de  la  Diócesis 
de  la  Habana  quedaba  concretado  á  los  términos  de  la 
nulidad  de  la  perpetuidad  de  la  fundación  de  don  Pe- 
dro Ruiz  de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de  principal, 
de  estimarse  esa  fundación  una  capellanía  laical  y  ser 
una  institución  fideicomisaria  la  que  no  surtía  efecto 
alguno  y  la  restitución  á  bienes  libres  de  libre  disposi- 
ción, dicho  principal  é  intereses,  con  liberación  dicha 
renta  de  toda  carga.  Quinto :  Que  descansando  en  esos 
antecedentes,  mantenía,  reproducía  y  ratificaba  los  fun- 
damentos de. hecho  de  su  demanda  negando  los  del  es- 
crito de  contestación  del  señor  Obispo  de  la  Diócesis  -de 
la  Habana.  Fijó  los  fundamentos  de  derecho  del  caso 
y  concluyó  solicitando  se  tuviera  por  evacuado  el  tras- 
ledo  desestimando  las  excepciones  opuestas  por  el  señor 
Obispo,  pronunciando  fallo  de  acuerdo  con  el  allana- 
miento del  Ministerio  fiscal  á  los  extremos  de  la  nuli- 
dad de  la  perpetuidad  de  la  fundación  de  don  Pedro 
Ruiz  dispuesta  en  su  testamento  de  tres  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  seis  fundado  en  quince  de  Junio  de 
mil  ochocientos  diez  y  ocho,  declarar  que  dicha  disposi- 
ción es  un  fideicomiso  ó  capellanía  laical  que  no  podía 
seguir  subsistiendo:  Declarar  la  nulidad  del  auto  de 
erección  canónica  y  que  no  surtan  efecto  las  cargas  6 
pensiones  sobre  los  intereses  del  capital  que  la  constitu- 
ye de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de  principal  y  en 
consecuencia  restituir  á  bienes  libres  de  libre  disposi- 
ción dicho  principal  é  intereses  con  las  costas  á  cargo 
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-del  Obispo  y  solicitando  por  otrosí  el  recibimiento    á 
prueba. 

Decimosexto.  Resultando  que  por  providencia  fo- 
jas ciento  veinte  vuelta  se  tuvo  por  evacuada  la  réplica 
disponiendo  siguiera  el  traslado  en  duplica  por  igual 
término,  el  cual  fué  prorrogado  a  cinco  días  má«  á  ins- 
tancia de  la  representación  del  señor  Obispo. 

DUPLICA : 

Decimoséptimo.  Resultando  que  el  Procurador  don 
Miguel  Valera  por  medio  del  escrito  fojas  veinticuatro 
evacuó  el  traslado  en  duplica  conferid,o  y  alegó  como 
hechos  loe  siguientes:  Primero:  Que  don  Pedro  Ruiz 
dispuso  en  el  testamento  bajo  el  cual  falleció,  otorgado 
en  esta  villa  en  tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
seis,  ante  el  Escribano  don  Joaquín  de  Santa  Cruz,  que 
después  de  ocurrir  su  muerte  y  la  de  su  consorte  Anto- 
nia Díaz,  que  en  mancomunidad  con  aquél  consignaba 
también  su  última  voluntad,  que  se  fundaran  dos  cape- 
llanías con  el  capital  de  veinte  mil  ochocientos  pesos, 
dando  encargo  ed  cumplir  aquella  disposición  á  don  Jo- 
sé Díaz,  su  hermano  político,  á  quien  nombró  albacea  te- 
nedor de  bienes,  dándole  las  instrucciones  necesarias  en 
el  caso ;  que  ambos  esposos  hicieron  desde  luego  los  nom- 
bramientos de  patronos,  designando  en  primer  lugar  á 
los  hijos  de  don  Manuel  José  Ruiz  y  á  don  Ignacio  del 
propio  apellido,  sus  sobrinos  y  ahijados,  llamando  por 
falta  de  ellos  á  los  parientes  más  cercanos  de  los  mismos 
testadores;  expresando  que  debían  acudir  los  más  pron-. 
toíS  y  aptos  para  la  colación  y  suplicando  que  si  no  los 
hubiese  fueran  nombradas  las  personas  que  lo  sustitu- 
yeran, señalándose  el  número  de  misas  que  á  cada  uno 
correspondían  en  proporción  del  caudal,  aplicándolas 
por  las  almas  de  los  dos  esposos  y  por  las  del  Purgato- 
rio. Segundo:  Que  ocurrida  la  muerte  de  don  Pedro 
Ruiz  y  de  D*.  Antonia  Díaz,  el  albacea  tenedor  de  bie- 
nes otorgó  la  escritura  de  fundació  de  quince  de  Junio 
d*.:  mil  ochocientos  diez  y  ocho  ante  el  Escribano  de  la 
Habana  José  Rodríguez :  Que  en  esa  escritura  se  inser- 
tó como  era  consiguiente  la  cláusula  del  testamento  de 
tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  seis  en  que  se  dis- 
puso la  fundación  y  se  veriñcó  relacionando  las  fincas 
er  que  quedaba  impuesto  el  capital  de  veinte  mil  ocho- 
cientos pesos;  se  hacían  los  llamamientos  en  el  mismo 
orden  y  con  las  propias  palabras  que  ha  transcrito  en  el 
número  anterior,  se  expresa  que  los  capellanes  han  de 
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tener  obligación  de  decir  ó  mandar  decir  todos  los  años 
sesenta  y  dos  misas  rezadas,  y  se  consigna  lo  que  han  de 
percibir  por  el  patronato,  reclamándola  de  los  dueños 
di»  los  inmuebles,  bastándole  la  simple  relación  de  haber 
dicho  las  mieas  de  su  obligación,  agregando  José  Díaz 
que  hacía  la  referida  fundación  y  pedía  y  suplicaba  al 
Ilustrísimo  señor  Obispo  Diocesano  se  sirviera  mandar- 
la aprobar  y  fundar  canónicamente,  interponiendo  su 
autoridad  y  judicial  decreto  y  que  erigiera  y  convirtie- 
ra así  en  bienes  espirituales  los  veinte  mil  ochocientos 
pesos,  principal  de  la  capellanía  y  sus  rentas,  queriendo 
que  por  ninguna  vía,  remedio  ó  pretexto  pueda  impe- 
trarse por  su  santidad  remedio  alguno  ó  si  se  impetrase 
ó  intentase  hacer  de  propia  autoridad,  había  de  poder 
tcimar  el  principal  de  su  dotación  y  lo  que  se  debiere  de 
renta  lo  invierta  en  Obrapía  por  las  almas  benditas  del 
Purgatorio,  según  la  intención  de  la  testadora.  Terce- 
ro :  Que  con  testimonio  da  esa  escritura  acudió  el  alba- 
cea  don  José  Díaz,  pocos  días  después  de  otorgada,  & 
solicitar  de  le  Autoridad  eclesiástica  que,  en  cumpli- 
miento de  la  voluntad  de  ambos  testadores  hiciera  la 
fundación  canónica  de  las  capellanías;  que  así  sucedió 
dictándose  en  veintidós  de  Junio  de  mil  ochocientos 
diez  y  ocho  por  el  Provisor  y  Vicario  general  del  Obis- 
pado de  la  Diócesis  de  k  Habana,  un  auto  cuya  parte 
resolutoria  decía  de  la  mejor  forma  en  que  hubiere  lu- 
gar admitía  y  admitió  dicha  fundación  fundando  ca- 
nónicamente la  expuesta  capellanía  en  la  Santa  Iglesia 
Catedral  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  la  erigió  y  con- 
virtió en  beneficio  eclesiástico  colativo  y  los  veinte  mil 
ochocientos  pesos  de  su  dotación  principal  en  bienes  es- 
pirituales de  capellanías  para  que  las  fincas  en  que  es- 
tán impuestas  para  su  mayor  firmeza  y  validación,  in- 
terponía é  interpuso  la  autoridad  judicial  que  se  inqui- 
ría. Cuarto :  lias  dos  capellanías  mencionadas  han  exis- 
tido con  el  carácter  de  colativas  y  el  capital  de  ambas 
convertido  en  beneficio  eclesiástico,  sin  reclamación  que 
hiciera  en  ningún  sentido  don  Juan  Antonio  Carrasco 
y  Ruiz  ni  otro  causahabiente  de  los  testadores  don  Pe- 
dro Ruiz  y  D*.  Antonia  Díaz  desde  mil  ochocientos  diez 
y  ocho,  fecha  de  la  fundación,  hasta  el  veintiséis  de 
Enero  del  citado  año  de  mil  novecientos  uno  en  que  se 
inició  este  juicio  con  la  presentación  del  escrito  de  de- 
manda. Quinto:  Que  hay  que  hacer  una  excepción  en 
cuanto  al  hecho  que  acaba  de  exponer  en  favor  de  un 
don  Pedro  Ruiz  por  más  que  ignora  la  promoción  que 
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hiciera  con  las  doe  copias  de  la  escritura  de  fxmdación 
que  al  pie  del  testimonio  presentado  con  la  demanda 
constan  habérsele  expedido;  uno  por  el  Juez  de  primera 
instancia  del  distrito  de  Jesús  María  de  la  Habana  en 
veinte  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro ;  y  la  otra  en  veintisiete  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  á  solicitud  del  mismo  interesado 
que  expresaba  fundar  su  derecho  en  esa  escritura.  Sex- 
to: Que  don  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz  presentó 
con  flu  demanda  además  del  testimonio  de  la  repetida 
escritura  de  fundación  de  las  capellanías,  las  cinco  par- 
tidas parroquiales  que  prueban  únicamente  los  actos  si- 
guientes: Xiimero  uno:  El  bautizo  de  Juan  Antonio 
Carrasco  y  Euiz,  el  promovente,  hijo  de  don  Juan  y  de 
D*.  María  Rita,  que  nació  el  veintiséis  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  treinta  y  siete,  siendo  sus  abuelos  paternos 
don  Juan  Antonio  y  D*.  Rita  Reyes.  Número  dos:  El 
matrimonio  en  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
treinta  y  seis  de  los  citados  don  Juan  Antonio  Carrasco 
hijo  de  don  Juan  Carrasco  y  D*.  Rita  Reyes  con  D*.  Ma- 
ría Rita  Ruiz,  hija  de  don  Fernando  Ruiz  y  de  D*.  Ro- 
salía García  y  otros  documentos  más.  Séptimo:  Que  en 
la  demanda  solicitó  don  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz 
que  se  hicieran  los  siguientes  pronunciamientos:  Pri- 
mero: que  se  declara  extinguida  la  perpetuidad  de  la 
disposición  fideicomisaria  de  don  Pe^ro  Ruiz  respecto 
dt  la  imposición  del  capital  de  veinte  mil  ochocientos 
pesos  y  que  no  surtan  efecto  alguno  las  cargas  ó  gravá- 
menes que  aseguraban  el  cumplimiento  de  aquella  dis- 
posición. Segundoc:  Que  se  restituj'cran  á  la  condición 
do  bienes  libres  de  libre  disposición,  dicho  principal  y 
sus  intereses,  con  liberación  de  toda  carga.  Tercero: 
Que  se  adjudicaran  en  pleno  dominio  al  propio  actor  el 
referido  capital  y  sus  réditos  para  que  de  unos  y  otro? 
se  dispusiera  libremente  en  pleno  dominio,  y  Cuarto: 
Que  se  expidieran  exhortes  á  los  Jueces  respectivos  y 
mandamientos  á  los  Registros  de  la  propiedad  -para  la 
inscripción  de  ese  dominio.  Octavo :  Que  el  Juzgado  en 
proveído  de  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos  uno  re- 
servándose resolver  sobre  lo  interesado  en  esa  demanda 
que  se  interpuso  con  error  manifiesto  contra  el  delega- 
do del  Ministerio  fiscal,  declaró  que  en  cumplimiento 
do  lo  prevenido  en  el  artículo  segundo  de  la  Orden  del 
Gobierno  Militar  de  treinta  y  uno  de  Enero  último  se 
dirigiera  comunicación  al  Obispo  Diocesano  de  la  Ha- 
bana solicitando  se  remitiera  informe  acerca  del  carác- 
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ter  de  la  fundación  de  las  capellanías  de  que  se  trata  y 
certificación  del  correspondiente  auto  de  erección  canó- 
nica de  la  propia  fundación  y  como  resultado  de  ella  se 
recibió  y  afirregó  el  documento  del  Notario  Mayor  ecle- 
siástico de  la  mencionada  Diócesis  fecha  veintiuno  de 
lebrero  último  que  contiene  aquel  auto  de  erección  ca- 
nónica. Noveno:  Que  dada  instrucción  de  ese  documen- 
ta al  promovente  se  esforzó  inútilmente  en  imputar- 
lo solicitado  con  tanta  inoportunidad  como  falta  de 
fundamento  que  se  declarara  ya  que  la  fundación  era 
laical  y  se  confiriera  traslado  de  la  demanda  al  señor 
delegado  del  Ministerio  fiscal.  Décimo:  Que  el  Juzgado 
en  providencia  del  dos  de  Marzo  del  año  próximo  pasa- 
do declaró  no  haber  lugar  á  resolver  sobre  la  admisión 
de  la  demanda  interpuesta  contra  el  delegado  del  Mi- 
nisterio fiscal  sin  intervención  de  la  Iglesia  Católica, 
hasta  tanto  no  se  tragere  á  los  autos  la  justificación  de 
que  por  el  Tribunal  competente  y  en  el  juicio  que  co- 
rrespondía, sustanciado  con  el  representante  de  la  Igle- 
sia Católica  se  había  decretado  la  nulidad  del  auto  de 
erección  canónica  dictado  en  veintidós  de  Junio  de  mil 
ochocientos  diez  y  ocho.  Undécimo :  Que  contestada  por 
el  Obispo  de  la  Habana  la  demanda  en  los  términos  que 
se  ven  en  el  eí^crito  presentado  en  cinco  de  Septiembre 
del  año  anterior,  el  Fiscal  de  la  Audiencia  solicitó  en  la 
misma  fecha  y  á  ello  accedió  el  Juzgado,  que  se  amplia- 
ría á  tres  meses  el  término  que  se  le  concediera  para  el 
tr<4mite  de  contestación  ó  sea  el  ordinario  de  nueve 
días.  Duodécimo:  Que  vencido  con  exceso. ese  largo  pla- 
zo que  además  prorrogó  dicho  funcionario  hasta  once 
de  Enero  del  corriente  año,  presentó  escrito  haciendo 
constar  que  con  autorización  que  obtuvo  del  Estado  ve- 
nía á  allanarse  y  se  allanaba  á  la  demanda  solo  en  cuan- 
to á  que  se  declarara  nula  la  institución  hecha  por  don 
Pedro  Ruiz.  Decimotercero:  Que  el  demandante  al  eva- 
cuar el  trámite  de  réplica  reconociendo  sin  confesarlo 
lo  procedente  de  las  alegaciones  que  hizo  al  contestar 
la  demanda  sobre  que  en  este  juicio  no  podía  obtener 
los  doe  fines  que  en  ella  se  proponían  ó  sea ;  uno :  que  se 
declarara  la  nulidad  de  la  fundación  y  como  consecuen- 
cia que  eran  libres  los  bienes  inmuebles  (embargados) 
gravados  con  la  carga  del  capital  de  veinte  mil  ocho- 
cientos pesos  dedicado  á  esa  institución,  y  el  otro:  que 
se  le  adjudicaran  en  absoluto  dominio  ese  capital  y  sus 
intereses  como  oausahabiente  del  testador  don  Pedro 
Ruiz;  y  asimismo  aceptando  la  manifestación  del  Fia- 
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cal  y  la  discreta  limitación  que  puso  á  su  allanamiento 
d(.-  acuerdo  con  los  razonamientos  de  su  representado 
efícrito  de  contestación,  ha  pretendido  rectificar  la  de- 
manda circunscribiéndola  en  el  quinto  fundamento  de 
derecho  al  primero  de  los  citados  extremos  con  la  inge- 
niosa reserva  de  cumplir  con  los  preceptos  del  mencio- 
nado título  once,  libro  sesudo  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
íniento  Civil,  esto  es,  comprendiendo  también  entonces 
el  segundo  de  aquellos  particulares  si  lo  que  llaman  te- 
meridad del  señor  Obispo,  lo  hace  continuar  este  juicio 
por  todos  sus  trámites,  citando  para  su  caso  la  aplica- 
ción de  la  Orden  número  tres  de  mil  novecientos  uno. 
Decimocuarto:  Que  en  el  referido  escrito  de  réplica 
tiimbién  pretende  el  demandante  limitar  el  derecho  del 
Obispo  Diocesano  á  discutir  exclusivamente  sobre  la  va- 
lidez y  el  carácter  de  las  capellanías  en  cuestión,  afir- 
mando una  y  otra  vez  contra  lo  que  consta  probado  que 
son  laicales,  negando  por  tanto  al  demandado  carácter 
y  título  para  inmiscuirse  en  si  tiene  ó  no  personali- 
dad y  acción  el  propio  actor  para  haber  establecido  este 
juicio  porque  aquel  litigante  no  debe  intervenir  en  lo 
que  se  refiera  á  la  declaratoria  de  herederos  del  causan- 
te don  Pedro  Ruiz.  Fijó  fundamentos  de  derecho  y  con- 
cluyó solicitando  se  tuviera  por  evacuado  el  trámite  de 
dú-^lica,  haciendo  en  definitiva  los  pronunciamientos 
que  solicitó  al  contestar  la  demanda  con  expresa  decla- 
ratoria de  que  hubo  temeridad  y  nlala  fe  en  el  actor  á 
quien  deberá  condenársele  en  las  costas  y  por  otrosí  so- 
licitó el  recibimiento  á  prueba. 
Prükba : 

Decimoctavo.  Eesultando  que  por  providencia  fo- 
jas ciento  cincuenta  y  siete  vuelto  se  abrió  el  juicio  á 
prueba  por  término  de  veinte  días  improrrogables  para 
proponer  en  uno  ó  en  varios  escritos,  todo  lo  que  les  in- 
terese á  las  partes. 

Decimonoveno.  Resultando  que  Juan  Antonio  Ca- 
rrasco en  escrito  fojas  ciento  cincuenta  y  nueve  mani- 
festó que  en  estos  autos  se  había  dado  ingerencia  al 
Obispo  de  la  Habana  compareciendo  el  Colector  con  po- 
der del  Sr.  Sbarretti  Obispo  entonces  y  habiendo  cesa- 
do dicho  señor  en  el  cargo  resultaba  que  el  Procurador 
A  alera  carecía  de  personalidad  y  representación  para 
CAacuar  el  trámite  de  duplica  á  nombre  del  Obispo  de 
la  Habana,  por  lo  cual  pedía  se  subsanara  esa  falta  y 
habiendo  declarado  el  Juzgado  sin  lugar  lo  solicitado 
S3  interpuso  por  dicho  actor  recurso  de  reposición  el  que 
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sustanciado  con  la  representación  del  Obispo  fué  de- 
clarado sin  lugar  en  resolución  fojas  ciento  setenta 
y  dos. 

Vigésimo.  Resultando  que  el  actor  por  medio  del 
escrito  fojas  ochenta  y  dos  propuso  como  prueba  por  lo 
principal  el  mérito  favorable  de  autos;  por  el  primer 
otrosí  la  de  cotejo;  por  el  segundo  que  se  libre  exhorto 
á  la  Habana  para  traer  las  certificaciones  del  Obispa- 
do ;  por  el  tercero  la  de  testigos  acompañando  al  efecto 
e!  interrogatorio  por  el  que  habían  de  ser  examinados 
•los  testigos,  y  por  el  cuarto  que  se  practicara  la  prueba 
con  citación  contraria;  cajR  prueba  fué  declarada  sin 
lugar  por  no  determinarse  concretamente  la  petición 
que  en  ella  se  formulaba. 

.  Vigésimoprimero.  Resultando  que  el  referido  actor 
propuso  en  escrito  fojas  ciento  ochenta  y  seis,  la  docu- 
mental, testifical  y  cotejo  de  letras,  cuya  prueba  fué  ad- 
n'itida  á  excepción  de  la  de  cotejo,  que  se  declaró  sin 
lugar  por  no  haberse  cumplido  los  preceptos  de  la  Ley, 
declarándose  pertinentes  las  preguntas  contenidas  en  el 
interrogatorio  acompañado  practicándose  toda  con  ci- 
tación contratia  y  librándose  los  despachos  necesarios. 

Vigésimosegundo.  Resultando  que  el  mencionado 
actor  por  el  escrito  fojas  ciento  ochenta  y  nueve  adicio- 
nó la  prueba  testifical  propuesta  acompañando  interro- 
gatorio de  preguntas  cuya  prueba,  por  providencia  fo- 
jas ciento  noventa  y  uno  se  tuvo  por  adicionada  decla- 
rándose pertinentes  las  preguntas  del  interrogatorio 
acompañado,  así  como  en  providencia  fojas  ciento  no- 
venta y  cuatro  se  tuvo  también  por  acompañada  la  lis- 
tíi  de  testigo^  nresentada  por  el  actor. 

Vigésimoterccro.  Resultando  que  el  Procurador 
Miguel  Valera  en  .representación  del  señor  Obispe  -^e  la 
Diócesis  de  la  Habana  en  su  escrito  fojas  ciento  noven- 
ta y  cinco  consignó  la  protesta  relativa  á  la  admisión  de 
la  prueba  documental  al  objeto  de  que  surta  sus  efectos 
legales  en  la  oportunidad  de  dictarse  sentencia  defini- 
tiva, cuya  protesta  se  tuvo  por  consignada  en  providen- 
cia fojas  doscientas  vuelta. 

Vigésimocuarto.  Resultando  que  vencido  el  primer 
período  de  prueba  se  abrió  el  segundo  por  término  de 
treinta  días  improrrogables  comunes  dentro  de  los  cua- 
lef;  se  practicaría  toda  la  propuesta  y  admitida  y  dada 
cuenta  con  el  cuaderno  respectivo  se  mandó  practicar 
con  citación  de  las  partes  señalándose  día  y  hora  para 
el  examen  de  los  testigos. 
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Vigésimoquinto.  Resultando  que  el  testigo  Eva- 
risto Lozaya  evacuando  el  interrogatorio  de  preguntas 
y>resentado  por  el  actor  y  obrando  á  fojas  ciento  ochenta 
así  como  por  el  interrogatorio  de  fojas  ciento  noventa 
de  la  misma  parte  actora  después  de  manifestar  no 
comprenderle  las  generales  de  la  Ley,  declaró  de  entera 
conformidad  con  las  preguntas  contenidas  en  los  mis- 
mos ;  y  examinado  á  tenor  del  pliego  de  repreguntas  pre- 
sentado por  el  Procurador  Valera  referentes  al  primer 
interrogatorio  dijo :  que  estaba  enterado  de  las  penas  del 
perjurio,  pero  que  ignoraba  las  del  delito  de  falso  tes- 
timonio en  asuntos  civiles;  que  no  le  consta  ni  recuerda 
dónde  residieran  los  padres  de  Juan  Antonio  Carrasco 
y  Ruiz,  así  como  tampoco  los  demás  extremos  que  con- 
tiene la  pregunta;  que  no  puede  contestar  la  tercer  pre- 
gunta por  no  poderla  explicar;  que  ignora  el  conteiiido 
de  la  cuarta  y  en  cuanto  á  la  quinta  que  si  bien  ha  leído 
la  escritura  de  fundación  no  recuerda  las  fechas,  igno- 
rando qué  clase  de  fundación  fuera  ni  en  qué  fecha  fue- 
ra patrono  y  capellán  Francisco  Ihiiz ;  que  era  cierta  la 
scixta  pregunta  y  que  respecto  á  la  séptima  hacía  mu- 
chos años  que  conocía  á  Juan  Antonio  Carrasco,  siendo 
tan  solo  amigo;  que  aquél  se  dedicaba  al  oampo,  no  lo 
lia  tratado  constantenionte  y  hace  algún  tiempo  que  ha 
l'.ablado  con  él.  Examinado  asimismo  el  referido  testi- 
go por  él  pliego  de  repreguntas  referentes  al  segundo 
interogatorio  por  el  actor,  manifestó  que  ignoraba  el 
contenido  de  todas  ellas. 

Vigésimosexto.  Resultando  que  el  testigo  Andrés 
A^i relias  y  Mata  declarando  á  tenor  de  los  inteírogato- 
rios  de  fojas  ciento  ochenta  y  ciento  noventa  manifestó 
sei  cierto  el  contenido  de  las  preguntas  que  los  mismos 
contienen  y  en  cuanto  al  pliego  de  repreguntas  formu- 
lado por  el  Procurador  Valera  y  que  áe  contraen  al  pri- 
mero de  los  interrogatorios  del  actor  dijo:  que  ignora- 
ba el  contenido  de  la  primera  repregunta,  por  cuya  ra- 
zón se  le  leyó  el  artículo  del  Código  á  que  dicha  repre- 
gunta se  refiere ;  que  ignoraba  el  contenido  de  la  prime- 
ra parte  de  la  segunda  repregunta;  que  cuando  conoció 
á  Juan  Antonio  Carrasco  tendría  de  veinticinco  á  trein- 
ta años ;  que  era  mayoral  de  ingenio ;  que  aunque  no  tu- 
co ignorando  los  demás  extremos ;  en  cuanto  á  la  terce- 
vü  frecuente  trato  lo  conoció  desde  el  año  sesenta  y  pi- 
ra pregunta  contestó  que  por  oídas;  respecto  á  la  cuar- 
ta pregimta  que  lo  ignoraba;  con  relación  á  la  quinta 
que  no  había  leído  la  escritura  de  fundación  ignorando 
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los  demás  extremos;  que  era  cierto  el  contenido  de  la 
sexta  y  en  cnanto  á  la  séptima  que  conocía  á  Juan  Ca- 
rrasco y  Ruiz  desde  el  año  sesenta  y  pico  con  quien  te- 
nía solo  relaciones  de  amistad;  que  era  del  campo,  que 
no  lo  ha  tratado  constantemente,  no  recordando  la  úl- 
tima vez  que  habló  con  él;  y  repre^ntando  asimismo 
á  tenor  de  las  repreguntas  que  le  conciernen  referentes 
al  sesudo  interrogatorio,  dijo  que  ignoraba  la  finca  6 
fincas  en  que  estuviesen  impuestos  los  veinte  mil  ocho- 
C3entos  pesos  de  la  fundación,  constándole  el  segundo 
particular  de  oídas,  así  como  también  el  primer  extre- 
mo de  la  tercera»  repregunta  y  todos  los  particulares  de 
h  cuarta  también  por  oídas,  ignorando  los  demás  ex- 
ttemos  de  la  pregunta  tercera. 

Vigésimoséptimo.  Resultando  que  el  testigo  Mi- 
guel Rodríguez  López,  absolviendo  los  interrogatorios 
de  fojas  ciento  ochenta  y  ciento  noventa,  después  de  ma- 
nifestar no  comprenderle  las  generales  de  la  Ley,  de- 
claró de  entera  conformidad  con  ellos  á  excepción  de  la 
segunda  pre.írunta  del  segundo  de  los  interrogatorios 
que  ignoró  el  contenido  de  e\las.  Repreguntado  el  men- 
cionado testigo  por  las  que  lé  conciernen  referente  al 
primero  de  los  interrogatorios  manifestó  i.gnorar  el  con- 
tenido de  la  primera  á  la  cuarta  preguntas  no  habiendo 
leído  la  escritura  a  que  se  refiere  la  quinta,  ignorando 
los  demás  particulares  que  contiene  esta  última,  siendo 
cierto  lo  que  expresa  le  sexta  pregunta  y  que  respecto  á 
líi  séptima  que  hacía  como  treinta  años  trataba  á  Juan 
Antonio  Carrasco  con  frecuencia  el  cual  tenía  una  finca 
en  Jaruco;  repreguntado  igualmente  dicho  testigo  por 
las  repreguntas  formuladas  y  relativas  al  segundo  inte- 
n-ogatorio,  manifestó  ignorar  el  contenido  de  la  segun- 
de, y  tercera  repregunta  constándole  el  contenido  de  la 
cuarta  por  habérselas  oído  decir  á  la  familia  Ruiz. 

Vigésimoctavo.  Resultando  de  la  certificación  ex- 
pedida por  el  K otario  Mavor  del  Obispado  de  la  Haba- 
na que  por  auto  de  veintidós  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos diez  y  ocho  fué  erigida  canónicamente  la  capellanía 
de  don  Pedro  Ruiz  por  veinte  mil  ochocientos  pesos  de 
capital,  mandando  se  despacharan  edictos  convocatorios 
para  proveer  el  patronato  y  propiedad  de  dicha  capella- 
nía; que  por  estar  vacante  desde  su  erección  en  vein- 
tiuno de  Junio  de  mil  ochocientos  diez  y  ocho  se  nom- 
bró á  don  Francisco  Ruiz  patrono  y  capellán  propieta- 
rio por  ser  hijo  legítimo  de  Ignacio  Ruiz ;  que  por  fa- 
llecimiento de  don  Francisco  Ruiz  se  nombró  por  auto 
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d(?  veinticinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  pa- 
tj'ono  y  capcHán  propietario  á  José  de  la  O.  Euiz,  que 
por  faílecimiento  de  éste  se  nombró  á  Andrés  Avelino 
áo  Jesiis  Kuiz  y  por  renuncia  de  este  último  por  auto  de 
primero  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro 
80  nombró  á  don  Manuel  María  Euiz  y  Roque  capellán 
piopietario,  por  ser  tercer  nieto  de  Manuel  Ruiz,  her- 
mano legítimo  del  fundador  y  por  haber  contraído  ma- 
trimonio Manuel  Ruiz  Roque  en  auto  de  veintiséis  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  se  declaró 
vacante  la  propiedad  de  esa  capellanía. 

Resolución  uecuruida  ;. 

Vigési  mono  veno.  Resultando  que  la  Audiencia  de 
la  Habana  resolvió  la  apelación  interpuesta  contra  el 
fallo  de  primera  instancia  declarando  sin  lugar  la  ex- 
cepción de  falta  de  personalidad  en  el  actor  y  con  lugar 
las  otras  de  falta  de  acción  y  prescripción,  propuestas 
tí.das  por  el  Obispo  de  la  Habana,  á  ouien  absolvió  de  la 
demanda,  con  las  costas  de  ambas  instancias  á  cargo 
de  la  parte  demandante,  en  cuyos  términos  confirió  la 
sentencia  apelada. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Trigésimo.  Resultando  que  contra  dicha  sentencia 
de  la  Audiencia  interpuso  el  demandante  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  le>' ;  y  habiéndole  sido  denega- 
da su  admisión,  estableció  el  de  queja  ante  este  Supre- 
mo Tribunal,  que  lo  declaró  con  lugar  en  cuanto  á  los 
dos  motivos  siguientes:  Sexto  fundamento.  Siendo  la 
falta  de  personalidad,  distinta  de  la  prescripción  de 
la  acción,  y  ésta  completamente  distinta  de  la  prescrip- 
ción, sin  que  una  pueda  ser  consecuencia  de  la  otra, 
planteándose  con  cada  una  de  ellas  distinta  cuestión  en 
el  pleito,  sin  que  pueda  estimarse  alguna  de  ellas  conti- 
nuación de  las  otras,  el  fallo  de  la  sentencia  recurrida 
que  declara  con  lugar  la  excepción  de  prescripción  ale- 
gada en  el  escrito  de  diíplica  en  concepto  de  amplia- 
ción ó  modificación,  ó  adición  de  las  excepciones  de  fal- 
ta de  personalidad  y  de  la  falta  de  acción,  interpreta 
erróneamente  la.s  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al 
caso  del  pleito,  infringiendo  el  artículo  quinientos  cua- 
renta y  siete  de  la  T^ey  de  Enjuiciamiento  Civil  en  lo^ 
conceptos  de  que  dichas  adiciones  no  puedan  alterar  las 
que  sean  objeto  principal  .del  pleito,  ya  de  las  acciones, 
ya  de  las  excepciones,  causal  comprendida  en  el  número 
primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  • 
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do  Eniínciamiento  Civil.  Séptimo  fundamento:  Ha- 
biendo sido  propuesta  la  excepción  de  prescripción  de 
la  acción  y  del  derecho  deil  actor  á  los  bienes  de  la  fun- 
dación de  don  Pedro  Euiz  de  veinte  mil  ochocientos  pe- 
sos de  principal,  en  el  sexto  fundamento  de  derecho  de 
la  duplica,  el  fallo  de  la  sentencia  recurrida  declarando 
con  lucrar  dicha  excepción  de  prescripción,  le-  otorga  más 
de  lo  pedido  sobre  las  pretensiones  oportunamente  de- 
ducidas en  el  pleito,  é  infringe  el  artículo  quinientos 
cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en 
los  conceptos  de  que  en  la  contestación  á  la  demanda  el 
demandado  deberá  hacer  uso  de  las  excepciones  peren- 
torias que  tuviere.  Causal  comprendida  en  el  mimero ' 
tercero  del  artículo  itiil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil. 

Trigésiraoprimcro.  Resultando  que  elevados  los  au- 
tos á  este  Tribunal  Supremo,  el  recurrente  amplió  los 
motivos  del  recurso  con  otros  diez,  de  loe  cuales  le  fue- 
ron admitidos  los  seis  siguientes:  Primer  motivo  de 
ampliación:  Presentada  con  la  demanda  y  antes  del 
trámite  de  contestación,  testimonio  de  la  escritura  de 
fundación  que  contiene  inserta  la  cláusula  de  la  dispo- 
sición de  don  Pedro  Euiz  y  su  consorte  Antonia  Díaz 
con  la  institución  y  el  orden  de  sustitución  que  expresa 
á  falta  del  individualmente  nombrado  á  los  parientes 
de  los  fundadores  y  de  éstos  al  más  próximo,  pronto  y 
apto  para  la  colación;  acompañándose  además  con  la 
demanda,  las  certificaciones  parroquiales,  con  cuyos  do- 
cumentos auténticos  demuestra  el  actor  Juan  Antonio 
Carrasco  y  Ruiz  ser  pariente  en  sexto  grado  del  testa- 
dor Pedro  Ruiz,  por  ser  el  actor  hijo  legítimo  de  Rita 
Ruiz  y  García,  ésta  hija  legítima  de  don  Fernando  Ruiz 
y  Abren,  éste  hijo  legítimo  de  Ignacio  Ruiz;  y  este  úl- 
timo sobrino  del  testador  Pedro  Ruiz ;  y  fundada  la  ex- 
cepción de  falta  de  acción  en  no  haber  acompañado  con 
l,i  demanda  el  documento  ó  documentos  que  acrediten 
su  carácter  de  heredero  ó  oausahabiente  de  don  Pedro 
Ruiz,  y  á  que  el  derecho  que  reclama  procede  de  éste, 
cuyo  documento  en  el  caso  de  autos  sería  la  declaratoria 
hecha  á  favor  del  propio  Juan  Antonio  Carrasco  de  la 
acción  que  le  adjudique  el  dominio  de  los  bienes  de  que 
se  trata;  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida 
que  declara  con  lugar  la  excepción  de  falta  de  acción  en 
el  actor,  incurre  en  error  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba,  é  infringe  el  artículo  ciento  ouince  del 
Código  Civil  en  el  concepto  de  que  "la  filiación  de  los 
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hijos  legítimos  se  prueba  por  documento  auténtico". 
Causa'l  comprendida  en  el  número  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil.  Segundo  motivo.  Demostrado  el  parentesco  en 
sexto  grado  del  demandante  Juan  Antonio  Carrasco  y 
Kuiz  con  el  testador  Pedro  Huiz,  habiendo  acompaña- 
do con  la  doinanda  testimonio  de  la  escritura  de  funda- 
ción y  demás  certificaciones  parroquiales,  en  cuya  es- 
critura se  inserta  la  cláusula  testamentaria  que  no  im- 
pide el  ejercicio  de  los  derechos  que  la  institución  de 
heredero  y  orden  de  sustitución  establecido  concede  á 
los  colectivamente  designados  á  falta  del  individual- 
mente nombrado;  pudiendo  promover  el  juicio  univer- 
sal de  adjudicación  los  que  se  crean  con  derecho  á  los 
bienes,  cuyo  procedimiento  establecido  en  el  título  once, 
libro  segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  es  el 
que  debe  observarse  para  los  demás  casos  en  que  por  los 
Tribunales  se  tenga  que  hacer  la  declaración  del  dere- 
cho; y  fundada  la  excepción  de  falta  de  acción  en  no  ha- 
ber acompañado  el  actor  con  la  demanda  la  declaratoria 
á  favor  del  propio  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz  de  la 
acción  que  le  adjudique  el  dominio  de  los  bienes  de  que 
se  trata;  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida 
que  declara  con  lugar  la  excepción  de  falta  de  acción  en 
el  actor  para  pedir  los  pronunciamientos  sol ici tallos  en 
la  réplica  sin  antes  haberse  adjudicado  los  referidos 
bienes,  interpret^indo  erróneamente  las  leyes  y  doctri- 
na legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  infringe  el  ar- 
tículo mil  ciento  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
en  el  concepto  "ó  cualquiera  de  ellos".  Causa  compren- 
dida en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Tercer  mo- 
tivo. El  Obispado  de  la  Diócesis  de  la  Habana  ha  veni- 
do desonipcñando  y  por  sus  propios  hechos  demostran- 
do con  la  certificación  de  fojas  doscientas  tres  de  los 
autos  principales  desempeñar  las  funciones  de  fiduicia- 
rio  encargado  de  entregar  los  bienes  según  se  han  ido 
sustituyendo  en  el  cargo  de  patrono  ó  capellán  á  los  he- 
rederos parientes  de  Pedro  Ruiz  instituidos  en  el  testa- 
mento de  éste  y  su  consorte  Antonia  Díaz ;  no  estando 
en  posesión  de  los  bienes  ningún  fideicomisario  y  vacan- 
to  dicha  herencia;  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
recurrida  que  declara  con  lugar  la  excepción  de  falti 
de  acción  en  el  actor  por  no  haberse  adjudicado  previa- 
mente los  bienes  para  pedir  loe  pronunciamientos  soli- 
citados oportunamente^  interpretando  erróneamente  las 
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leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  in- 
frinore  el  artículo  setecientos  ochenta  y  tres  del  Código 
Civil  en  el  concepto  de  que,  "el  fiduciario  estará  obli- 
gado á  entregar  la  herencia  al  fideicomisario".  Causa 
comprendida  en  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Oc- 
tavo motivo.  Habiendo  sido  fundada  en  quince  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  diez  y  ocho  la  disposición  fidei- 
comisaria dispuesta  por  Pedro  Ruiz  y  su  consorte  Anto- 
nia Díaz  de  veinte  mil  ochocientos  pesos  de  principal, 
la  que  se  erigió  canónicamente  por  auto  de  veintidós  de 
Junio  del  mismo  año  de  mil  ochocientos  diez  y  ocho, 
sin  que  de  una  á  otra  fecha  haya  transcurrido  lapso  al- 
guno de  tiempo  de  prescripción,  ni  desde  la  fecha  del 
auto  de  erección  canónica  que  espiritualizó  los  bienes  ó 
derechos  reales  á  censo,  éstos  hayan  podido  ser  suscep- 
tibles de  prescripción;  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia recurrida  que  declara  con  lugar  dicha  excepción 
de  prescripción  interpreta  erróneamente  las  leyes  y  doc- 
trinas legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  é  infringe 
el  artículo  mil  novecientos  treinta  y  seis  del  Código  Ci- 
vil en  el  concepto  "Son  susceptibles  de  prescripción  to- 
das las  cosas  que  están  en  el  comercio  de  los  hombres". 
C  au«a  comprendida  en  el  mimero  primero  del  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil.  Noveno  motivo.  Demostrándose  con  el  certificado 
de  fojas  «doscientos  trece  de  los  autos  principales,  no  po- 
seer el  Obispado  los  derechos  reales  á  censo  que  consti- 
tuyen el  principal  de  la  sustitución  fideicomisaria  de 
veinte  mil  ochocientos  pesos  de  principal  dispuesta  por 
Pedro  Ruiz  y  su  consorte  Antonia  Díaz,  en  concepto 
público  de  dueño,  no  interrumpida  y  pacíficamente,  si- 
no de  fiduciario,  obligado  á  entregar  la  herencia,  y  jus- 
tificado el  derecho  y  acción  del  demandante  Juan  An- 
tonio Carrasco  á  los  referidos  derechos  reales ;  la  parte 
dispositiva  que  declara  con  lugar  la  excepción  de  pres- 
cripción del  dereoho  y  de  la  acción  del  actor  para  pedir 
los  bienes  libres  que  fueron  de  Pedro  Ruiz,  dicha  parte 
dispositiva  de  la  sentencia  recurrida,  interpreta  erró- 
neamente las  leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  ca- 
so del  pleito,  é  infringe  el  artículo  mil  novecientos  cin- 
cuenta y  uno  del  Código  Civil  en  el  concepto  de  que 
"Las  condiciones  de  la  buena  fe  son  igualmente  necesa- 
rias para  la  determinación  de  aquel  requisito  en  la 
prescripción  del  dominio  y  demás  derechos  reales".  Cau- 
c«  comprendida  en  el  número  primero  del  artículo  mil 
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seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
Décimo  motivo.  Teniendo  obligación  el  Obispado  como 
persona  jurídica  la  observancia  y  cumplimiento  de  sus 
obligaciones,  oponiéndose  y  negando  la  demanda  obje- 
to de  este  pleito  á  presencia  del  allanamiento  del  Minis- 
terio fiscal,  haciendo  continuar  y  seguir  el  pleito  por 
todos  sus  trámites  causando  costas,  por  alegar  excepcio- 
nes improcedentes  y  extemporáneamente,  con  completa 
carencia  de  razón,  y  con  manifiesta  temeridad  y  mala  fe, 
la  parte  dispositiva  de  al  sentencia  recurrida  que  impo- 
ne las  costas  al  recurrente,  interpreta  erróneamente  las 
leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  é 
infringe  el  artículo  mil  noventa  y  ocho  del  Código  Civil 
en  el  concepto  de  que  "Si  el  obligado  á  hacer  alguna  co- 
so no  la  hiciere,  se  mandará  á  ejecutar  á  su  costa".  Cau- 
S.1  comprendida  en  el  número  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
Trigésimosegimdo.  Resultando  que  sustanciado  el 
recurso  se  celebró  la  vista  pviblica  el  día  diez  y  nueve 
del  mes  próximo  pasado,  con  asistencia  de  los  respecti- 
vos abogados  del  recurrente  y  del  Obispado,  sosteniendo 
el  del  primero  é  impugnando  el  del  segundo  los  motivos 
del  presente  recurso. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Rafael  May- 
dagán. 

Primero.  Considerando  qu^  aunque  el  artículo  qui- 
nientos cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  previene  que  en  la  contestación  á  la  demanda  el 
demandado  deberá  hacer  uso  de  las  excepciones  peren- 
torias que  tuviere,  ese  precepto  general  no  impide  que 
tales  excepciones  puedan  ampliarse,  adicionarse  ó  mo- 
dificarse en  el  escrito  de  duplica,  siempre  que,  como  di- 
ce  el  artículo  quinientos  cuarenta  y  siete,  no  alteren  las 
que  sean  objeto  principal  del  pleito ;  y  como  la  de  pres* 
cripción  utilizada  por  la  representación  del  Obispado 
en  dicho  trámite  de  duplica  deja  intactas  las  de  falta 
de  personalidad  y  de  acción  alegadas  en  la  contestación 
á  la  demanda,  la  Salla  sentenciadora  al  estimarla  opor- 
tunamente deducida  y  resolver  sobre  ella  en  la  senten- 
cia, no  infringe  ninguno  de  los  mencionados  artículos, 
c(  mo  con  error  se  afirma  en  los  motivos  sexto  y  séptimo 
del  recurso. 

Segundo.  Considerando  que  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora que  ni  la  escritura  de  fundación  de  la  cape- 
llanía que  es  objeto  del  pleito,  ni  las  partidas  parro- 
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quialee  que  con  el  testimonio  de  dicha  escritura  se 
acompañaron  á  la  demanda,  acreditan  como  lo  pretende 
el  recurrente,  que  éste  haya  sido  declara/do  heredero  del 
último  que  lo  fué  del  fundador  de  la  capellanía,  es  in^ 
dudable  que  dicha  Sala  se  ha  ajustado  en  su  aprecia- 
ción al  contexto  explícito  de  los  refridos  documentos  y 
no  hf^  infringido  ni  podido  infringir  en  este  caso,  como 
so  supone  en  el  primer  motivo  de  ampliación,  el  artícu- 
lo ciento  quince  del  Código  Civil,  que  por  referirse  úni- 
camente á  la  manera  de  probar  la  fíliación  de  los  hijoa 
legítimos,  no  tiene  conexión  alguna  con  la  apreciación 
judicial  de  que  se  trata. 

Tercero.  Considerando  que  por  el  mismo  razona- 
miento de  no  estimar  la  Sala  comprobado  que  á  favor 
del  recurrente  se  haya  hecho  la  declaratoria  en  que  fun- 
da la  petición  de  que  se  le  entreguen  los  bienes  de  la 
antedicha  capellanía,  es  de  desecharse  el  motivo  terce- 
ro de  'loe  adicionales ;  porque  si  bien  él  artículo  setecien- 
tos ochenta  y  tres  del  Código  Civil  que  se  invoca  en  di- 
cho motivo,  establece .  que  ^^el  fiduciario  está  obligado 
á  entregar  la  herencia  al  fideicomisario",  tal  precepto 
solo  puede  tener  aplicación  en  el  caso  de  que  una  y  otro 
carácter  estén  debidamente  acreditados. 

Cuarto.  Considerando  que  es  un  hecho  consignado 
01  la  sentencia  que  el  actor  en  este  pleito,  reconociendo 
su  error  de  invocar  en  la  demanda  el  artículo  mil  cien- 
to dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  aplicable  tan 
sclo  al  juicio  universal  á  que  dicho  artículo  se  contrae, 
Kc  apresuró  en  el  escrito  de  réplica  á  eliminar  de  sus  pre- 
tcnsiones la  de  que  se  le  adjudicasen  los  bienes  afectoá 
á  la  fundación,  limitando  su  solicitud  á  que  dichos  bie- 
ues  sean  declarados  libres  por  ser  nula  la  institución 
que  los  grava;  y  dado  este  antecedente,  resulta  mani- 
fiesta la  inconsecuencia  y  falta  de  razón  con  que  el  pro- 
pio demandante  funda  ahora  el  segundo  motivo  adicio- 
nal de  su  recurso  en  la  infracción  del  precitado  artículo 
mil  ciento  dos,  alegando  que  el  fallo  desconoce  la  proce- 
dencia de  la  pretensión  que  él  mismo  retiró  de  la  con- 
tioversia. 

Quinto.  Considerando  que  la  excepción  de  pres- 
cripción alegada  por  el  Obispo  de  la  Habana  tiene  por 
base  el  hecho  de  que  desde  el  año  de  mil  ochocientos 
diez  y  ocho,  fecha  en  que  se  fundó  la  referida  capellanía 
y  se  dictó  el  auto  de  erección  de  la  misma,  hasta  el  día 
de  la  interposición  de  esta  demanda,"  no  se  ha  pedido 
por  ninguno  de  los  interesados  en  la  fundación  la  nuli- 
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dad  de  dichos  actos;  y  como  ese  hecho,  aceptado  como 
cierto  en  la  sentencia,  no  ha  sido  contradicho  por  el  ac- 
tor, que  se  limita  á  impugnar  sus  efectos  legales  con  la 
cita  de  los  artículos  mil  novecientos  treinta  y  seis  y  mil 
novecientos  cincuenta  y  uno  del  Código  Civil,  de  los 
cuales  el  uno  solo  contiene  la  declaratoria  de  que  son 
susceptibles  de  prescripción  todas  las  cosas  que  están  en 
e!  comercio  de  los  hombres,  y  el  otro  no  hace  referencia 
á  la  prescripción  de  las  acciones,  es  notoria  la  ineficacia 
de  dichas  citas  contenidas  en  los  motivos  octavo  y  nove- 
no de  la  ampliación. 

Sexto.  Considerando  que  además  de  que  el  particu- 
lar de  si  procede  ó  no  la  imposición  de  costas  al  litigan- 
te cuya  demanda  ó  excepción  se  desestima,  es  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  la  Sala  sentenciadora,  la  infrac- 
ción del  artículo  mil  noventa  y  ocho  en  que  se  funda  el 
ijjtimo  motivo  del  recurso  es  de  notoria  improcedencia, 
porque  dicho  artículo,  relativo  á  que  "si  el  obligado  á 
hacer  alguna  cosa  no  la  hiceire,  se  mandará  á  ejecutarla 
á  su  costa^',  no  guarda  relación  alguna  con  lo  decidido 
sobre  costas  en  la  sentencia. 

Séptimo.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  y  aplican- 
do el  precepto  del  artículo  cuarenta  de  la  Orden  eobre 
casación,  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Juan 
Antonio  Carrasco  contra  la  sentencia  dictada  en  tres  de 
Julio  último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — ^Ra- 
itel  Maydagán. 


Inf.  ley.— Sent.  73.-2  do  Diciembre.— Hechos.  (Oaceta, 

Muyo  so,  190 i.) 

DOCTRINA:   Es  improcedente  un  recurso  que 
descansa  en  la  afirmación  de  un  hecho  inexacto. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  dos  de  Diciembre  d<^ 
mil  novecientos  tres,  visto  ante  este  Supremo  Tribunal 
el  recurso  «le  casación  por  infracción  de  ley  deducido 
por  Manuel  Suárez  Negreira,  comerciante,  de  esta  ve- 
cindad, contra  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  el 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  contra  aquél 
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por  811  mujer  Consuelo  Boan  y  Soto,  de  la  misma  vecin- 
dad, sobre  divorcio : 

Demanda  : 

Primero.  "Kesultando  que  en  el  escrito  fojas  nueve, 
Consuelo  Boan  y  Soto  por  medio  de  su  apoderado  Ldo. 
Vicente  Bravo,  dedujo  su  demanda  en  juicip  declara- 
tivo de  mayor  cuantía,  alegando :  Primero :  que  con- 
trajo matrimonio  con  Manuel  Suárez  Negreira  en 
veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  nueve  según  rito  católico,  inscribiéndose  en  el 
Registro  Civil  de  Jesús  María  en  veintidós  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa;  dicho  matrimonio  contraído 
bajo  el  régimen  de  gananciales.  Segundo:  que  en  los 
primeros  años  del  matrimonio,  su  marido  no  ejerció  acto 
de  violencia  con  la  actora  y  cimiplió  con  sus  deberes,  pero 
hace  algunos  años  que  debido  al  fallecimiento  de  Joaquín 
Suárez  y  Negreira,  hermano  del  demandado,  éste  se  puso 
al  frente  del  café  La  Indja,  sito  en  la  Calzada  del  Prín- 
cipe Alfonso,  esquina  á  Prado,  y  desde  entonces  empeza- 
ron los  disgustos  que  han  terminado  por  agresiones  per- 
sonales del  marido  á  la  mujer.  Tercero:  es  de  pública 
notoriedad  que  en  la  parte  alta  de  dicho  café  se  ha  veni- 
do ejerciendo  la  prostitución,  ó  mejor  dicho,  es  un  local 
destinado  á  citas  amorosas;  y  el  demandado  en  vez  de 
mirar  ese  asunto  bajo  el  punto  de  vista  mercantil,  olvidó 
sus  deberes  conyugales  y  se  entregó  á  más  de  un  aman- 
cebamiento, como  lo  demuestra  la  carta  que  acompaña, 
suscrita  por  D.  Felipe  Monteagudo  que  era  en  esa  fecha 
dependiente  del  demandado,  pero  que  no  podía  menos  de 
indignarse  al  ver  la  conducta  de  su  principal. — Cuarto: 
en  consecuencia  el  demandado  se  desvió  del  camino  que 
hasta  entonces  había  seguido  con  su  esposa,  y  durante 
cuatro  años  no  tuvo  con  ella  contacto  carnal,  dirigién-. 
dola  palabras  injuriosas  (entre  ellas  la  de  p. .)  ofensi- 
vas á  su  dignidad  que  la  hacían  llorar,  y  en  vez  de  cal- 
mar su  furor  ha  aumentado  hasta  golpearla  con  frecuen- 
cia.— Quinto:  en  la  certificación  que  acompaña,  dice  el 
Dr.  Crespo  haberla  asistido  de  una  lesión  en  la  rodilla  ó 
sea  de  artritis  inflamatoria  producida  por  el  traumatis- 
mo. Y  en  efecto  uno  de  esos  días  en  que  el  demandado 
maltrataba  á  su  esposa,  le  pegó  una  patada  que  le  impi- 
dió caminar,  guardando  cama  bajo  la  asistencia  de  dicho 
Doctor. — Sexto:  La  actora  ocultó  al  doctor  la  causa  de 
dicha  lesión  por  no  perjudicar  al  demandado  ante  el 
Juez  de  lo  Criminal ;  pero  en  el  trámite  de  prueba  dirá 
ese  facultativo  respecto  á  la  conducta  del  demandado  k) 
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que  obeenró  en  sus  visitas  diarias  á  la  enferma  pues  ni 
una  vez  vio  que  el  demandado  se  interesara  por  el  estado 
de  su  esposa  á  quien  miraba  como  un  perro. — Séptimo:' 
También  el  Dr.  Ignacio  Plasencia  ha  venido  asistiendo 
á  la  actora  por  los  golpes  que  le  infirió  el  demandado,  si 
bien  ella  siempre  ocultó  la  causa. — Octavo:  el  estado  de 
constante  lucha  no  dejaba  dormir  á  la  actora,  y  si  se  lia 
parado  en  el  balcón  de  su  casa  para  mirar  á  la  calle  el 
"marido  la  ha  amenazado  con  tirarla  á  la  calle  y  se 
ha  retirado  amedrentada,  siendo  la  última  pretensión 
del  maridq,  que  la  actora  vendiera  una  casita  que  posee 
en  Marianao,  adquirida  con  el  premio  que  obtuvo  de  una 
lotería  jugada  durante  el  Gobierno  de  España. — Nove- 
no :  constituido  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Cen- 
tro en  el  domicilio  conyugal,  para  el  depósito  de  la  acto- 
ta,  el  Juez  y  el  Escribano  pudieron  observar  las  formas 
violentas  del  demandado,  y  su  animosidad  con  la  actora, 
á  quien  no  dejó  sacar  sino  muy  escasa  ropa  de  uso. — ^Dé- 
cimo :  Tampoco  pudo  la  actofa  extraer  los  recibos  á  su 
nombre,  expresivos  de  que  hasta  la  casa  eú  que  habita  el 
demandado,  eran  pagados  sus  alquileres  por  la  actora; 
pero  el  propietario  de  dicha  casa  lo  declarará  en  el  trá- 
mite probatorio. — Undécimo:  La  certificación  acompa- 
ñada demuestra  la  inutilidad  de  las  gestiones  hechas  pa- 
ra la  conciliación.  Después  se  consignan  los  fundamen- 
tos de  derecho  y  se  concluye  suplicando  que  en  definiti- 
va se  declare  con  lugar  el  divorcio  decretando  la  separa- 
ción de  la  vida  conyugal  y  de  los  bienes  de  la  sociedad 
de  gananciales,  y  que  se  condene  al  demandado  á  perder 
todo  lo  que  hubiese  sido  dado  ó  prometido  por  su  consor- 
te ó  por  otra  persona  en  consideración  á  ésta,  y  á  perder 
la  administración  de  los  bienes  de  su  mujer  si  los  hu- 
biere, debiendo  ésta  conservar  cuanto  hubiere  recibido 
de  aquél  y  poder  desde  luego  reclamar  lo  que  su  marido 
le  hubiese  prometido,  no  haciendo  declaración  respecto 
á  los  hijos  por  no  existir,  y  en  otro  caso  declarar  la  pa- 
tria potestad  á  favor  del  cónyuge  inocente;  condenando 
f  n  las  costas  al  demandado  si  se  opusiere  á  esta  demanda, 
con  declaración  de  temeridad  ó  mala  fe.  Por  otrosí  dice 
que  la  actora  suscribe  el  escrito  en  conformidad  con  los 
hechos  consignados": 

Segundo.  ''Resultando  que  además  de  las  oopías  res- 
pectivas se  acompañaron  al  escrito  de  demanda,  desde 
foja  primera  á  la  ocho,  los  documentos  siguientes  al  tes- 
timonio de  poder  conferido  por  la  actora  á  su  letrado 
Director:  la  certificación  del  matrimonio  de  ambas  par- 
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tes ;  la  del  aeto  conciliatorio  intentado ;  y  la  carta  y  certi* 
fícación  médica  que  expresan  los  hechos  consignados'^ : 

Contestación  : 

Tercero.  'Tlesultando  que  emplazado  el  demandado, 
se  personó  en  su  nombre  fojas  veintitrés,  Eduardo  Pérez 
según  el  testimonio  de  poder  foja  diez  y  ocho  y  contestó 
á  fojas  treinta  y  uno  por  medio  de  su  otro  mandatario 
y  Letrado  director  José  Tiópez  y  Pérez  comprendido  en. 
el  mismo  poder,  alegando :  Primero :  que  acepta  el  hecho 
primero  de  la  demanda. — Segundo :  que  aqepta  el  hecho 
segundo,  solo  en  que  el  demandado  ha  cumplido  sus  de- 
beres de  buen  esposo  de  la  actora  y  niega  los  demás. — 
Tercero:  que  niega  los  hechos  restantes  de  la  demanda. 
— Cuarto:  que  en  veinticuatro  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos dos  el  demandado  vendió  el  establecimiento  La 
India  á  Ruperto  Horna  según  el  testimonio  de  escritura 
que  acompaña;  y  esta  demanda  la  promovió  la  actora 
después  de  esa  venta,  cuando  podía  su  esposo  estar  más 
tiempo  á  su  lado,  desapareciendo  la  causa  ó  pretexto  á 
que  la  actora  atribuye  las  supuestas  faltas  del  demanda- 
do.— Quinto:  el  demandado  guardó  siempre  considera- 
ciones á  la  actora,  sosteniéndola  según  su  posición  so- 
cial, sin  darle  disgustos  ni  motivo  para  el  divorcio;  ne- 
gando todo  valor  á  los  documentos  acompañados  á  la 
demanda;  pues  no  es  cierto  que  la  lesión  curada  por  el 
Dr.  Crespo  la  ocasionara  el  demandado  ni  es  cierto  lo 
dicho  por  el  dependiente  Felipe  en  su  carta,  al  que  des- 
pidió de  su  casa  el  demandado.  Después  se  consignan 
los  fundamentos  de  derecho  y  se  concluye  suplicando  se 
absuelva  de  la  demanda  al  demandado,  imponiendo  á  la 
actora  el  pago  de  las  costas'* : 
Eenuncia  de  réplica: 

Cuarto.  "Eesultando  que  la  actora  en  su  escrito  fo- 
jas treinta  y  siete  renunció  el  trámite  de  réplica  y  como 
no  procedía  la  duplica  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  prac- 
ticándose en  el  segundo  período  la  admitida  á  ambas 
partes  en  el  primero,  desde  fojas  cuarenta  y  seis'* : 
Prueba : 

Quinto.  Resultando,  como  parte  de  la  prueba  del 
demandado,  que,  habiendo  éste  propuesto  la  de  confesión 
judicial  de  su  mujer,  á  tenor  del  pliego  de  posiciones 
concebido  como  sigue:  ^Trímera:  Diga  ser  cierto  no  ha 
<K>nocido  ninguna  mujer  que  fuese  sostenida  por  el  espo- 
so de  la  declarante,  y  con  la  que  éste  tuviese  pública- 
mente relaciones  ilícitas  las  que  la  ocasionasen  disgus- 
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tos,  por  dar  lugar  á  que  la  menospreciase  su  marido. — 
Y  en  el  caso  que  diga  no  ser  cierto :  exprese,  el  nombre, 
domicilio  y  demás  circunstancias  de  la  mujer  con  quien 
su  marido  haya  sostenido  relaciones  ilícitas;  fechas  en 
que  éstas  tuvieron  lugar;  tiempo  que  duraron  y  en  qué 
consistían  los  actos  de  su  marido  que  la  producían  disgas- 
tos.— Segunda:  diga  ser  cierto  no  ha  tenido  disgustos 
con  su  esposo. — Y  en  caso  que  diga  no  ser  cierto  exprese 
las  épocas  en  que  ha  tenido  disgustos  y  la  causa  de  éstos. 
Tercera :  diga  ser  cierto  que  el  Sr.  Suárez  cumplía  con 
todos  sus  deberes  de  esposo  y  cabeza  de  familia,  guardan- 
do á  la  declarante  las  debidas  consideraciones. — Cuarta: 
diga  ser  cierto  que  las  yeces  que  el  Sr.  Suárez  no  dor- 
mía en  su  casa,  era  porque  tenía  que  atender  al  estable- 
cimiento de  su  propiedad  denominado  "La  India"  ha- 
biendo pasado  todas  las  noches  en  su  casa  desde  que  ven- 
dió dicho  establecimiento. — Quinta:  diga  ser  cierto  que 
el  único  motivo  de  disgusto,  que  puede  tener  para  con  su 
esposo  es  el  que  éste,  le  hubiese  impedido  últimamente 
salir  á  la  calle  sin  participárselo  á  él,  y  el  que  le  llamase 
la  atención  respecto  á  los  gastos  que  hacía  manifestándo- 
le usar  prendas  y  vestidos,  que  no  estaban  en  armonía 
con  la  posición  social  de  ambos. — Sexta:  diga  ser  cierto 
que  el  establecimiento  "La  India"  que  era  del  Sr.  Fer- 
nando López  Acevedo  y  en  el  que  éste  puso  al  Sr.  Suá- 
rez de  encargado,  no  fué  de  su  marido,  hasta  que  lo  ad- 
quirió del  referido  Sr.  López  Acevedo  por  escritura  de 
veintiséis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
ante  el  Notario  de  esta  ciudad  Sr.  Arturo  Galletti. — Sép- 
tima: Diga  ser  cierto,  que  por  la  misma  escritura  por 
la  que  su  esposo  el  Sr.  Suárez  adquirió  el  establecimiento 
"La  India"  adquirió  la  declarante  del  mismo  Sr.  Fer- 
nando Tjópez  Acevedo,  en  trescientos  pesos  oro  español, 
con  el  consentimiento  de  su  referido  esposo  Sr.  Suárez, 
la  finca  "La  Conchita"  sita  en  el  término  Municipal  de 
Marianao. — Octava:  Diga  ser  cierto  que  trescientos  pe- 
sos con  que  se  compró  la  finca"  La  Conchita"  después 
de  algunos  años  de  casada,  fueron  dados  por  su  esposo 
Sr.  Suárez. — Novena:  diga  ser  cierto  que  por  no  saber 
leer  ni  escribir  su  esposo  Sr.  Suárez  es  la  declarante  la 
que  hacía  y  firmaba  los  recibos  de  las  cantidades  que  el 
marido  cobraba  y  también  la  que  recojía  los  recibos  de 
las  cantidades  que  aquél  pagaba. — Décima:  Diga  ser 
cierto  que  la  referida  finca  "La  Conchita"  la  arrend6 
con  el  consentimiento  de  su  esposo,  al  Gk)bierno  Interven- 
tor de  la  Isla  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de 
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esta  ciudad  Sr.  Femando  M.  Vidal  en  trece  de  Abril  de 
mil  novecientos*  uno. — Décimaprimera :  Diga  ser  cierto 
que  su  esposo  siempre  le  permitió  cobrar  y  disponer  de 
la  renta  de  treinta  y  cinco  pesos  oro  americano  mensua- 
les, que  el  referido  Gobierno  Interventor  abonaba  por  el 
arrendamiento  de  la  expre/sada  finca;  sin  que  nunca  su 
esposo  le  hubiese  pedido  le  entregase  la  referida  renta, 
ni  tomado  cuenta  de  ella. — Décimasegunda :  diga  ser 
cierto  no  ha  tenido  desde  que  se  casó  con  el  Sr.  Suárez, 
necesidad  de  trabajar  personalmente  para  librar  su  sub- 
sistencia ;  no  percibiendo  tampoco  más  entradas  ó  rentas- 
fuera  de  lo  que  daba  su  esposo  que  las  rentas  de  la  alu- 
dida finca  "La  Conchita".  Y  en  caso  que  diga  no  ser 
cierto  exprese  qué  clase  de  trabajos  realizaba,  para  quién 
ó  quiénes  hacía  el  trabajo  y  sueldo  6  salario  que  perci- 
bía.— Décimatercera :  diga  ser  cierto  siempre  ha  vestido 
bien,  usado  prendas  y  generalmente  ha  tenido  una  cria- 
da.— Décimacuarta :  diga  ser  cierto  ganaba  veinticinco 
pesos  cincuenta  centavos  oro  español  mensuales  la  casa 
que  habitaba  con  su  esposo  y  cuando  salió  de  ella  nada 
se  debía ;  pues  todas  las  atenciones  de  la  familia  estaban 
cubiertas. — Décimaquinta :  diga  ser  cierto  que  la  familia 
donde  está  depositada  jamás  ha  sido  visita  de  su  casa,  ni 
tenido  relaciones  de  amistad  con  la  declarante. — Déci- 
masexta :  diga  ser  cierto  que  obedeciendo  á  malos  conse- 
jos se  ha  decidido  á  pedir  su  separación  del  hogar  domés- 
tico, en  el  que  vivió  tranquila  y  contenta  durante  mu- 
chos años  y  siempre  amada  por  su  esposo",  la  deman- 
dante, evacuando  las  expresadas  posiciones,  contestó,  se- 
gún diligencia  obrante  á  fojas  ciento  sesenta  y  siete  y 
ciento  sesenta  y  ocho  de  los  autos,  "A  la  primera:  que 
había  rumores  de  que  su  esposo  sostenía  relaciones  con 
varias  mujeres,  pero  á  la  absol vente  no  le  consta.  A  la  se- 
gunda :  que  no  es  cierto  que  la  causa  de  los  disgustos  era 
porque  la  absolvente  lo  regañaba  por  las  mujeres,  siendo 
frecuentes  dichos  disgustos  desde  poco  tiempo  después 
de  casados. — ^A  la  tercera :  que  no  es  cierto. — A  la  cuar- 
ta :  que  respecto  al  primer  extremo  así  se  lo  decía  su  es- 
poso, siendo  cierto  el  segundo  extremo. — A  la  quinta: 
que  no  es  cierto. — A  la  sexta:  que  es  cierto. — A  la  sép- 
tima: que  es  cierto. — A  la  octava:  que  no  es  cierto. — 
A  la  novena:  que  no  es  cierto  en  términos  generales, 
pero  respecto  de  las  de  la  finca  los  hacía  la  absolvente. — 
A  la  décima :  que  es  cierto. — A  la  undécima :  que  es  cier- 
to.— A  la  décimasegunda:  que  es  cierto. — A  la  décima- 
tercera:  que  es  cierto  pero  todas  las  prendas  que  usaba 
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las  había  adquirido  con  sus  ahorros  cuando  soltera^  y 
una  lotería  grande  que  se  sacó.  A  la  dé^macuarta:  que 
no  es  cierto. — Pues  la  casa  ganaba  cuatro  centenes  y  al 
salir  de  ella  se  debían  cuatro  meses  de  alquiler  y  loe  an- 
teriores los  había  pagado  la  absolvente. — A  la  décima» 
quinta:  que  es  cierto. — ^A  la  déeimasexta:  que  no  es 
cierto" : 

Sentencia  de  primera  instancia: 

Sexto.  Resultando  que  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  Distrito  del  Centro  de  esta  capital,  que  conocía 
del  juicio,  dictó  sentencia  en  nueve  de  Marzo  del  presen- 
te año,  declarando  con  lugar  la  demanda  de  divorcio  y 
en  su  consecuencia  decretando  "primero:  la  separación 
de  los  cón}aiges.  Segundo :  no  hacer  declaración  respecto 
de  los  hijos,  por  no  existir  éstos  del  matrimonio.  Y  ter- 
cero :  la  separación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyu- 
gal y  disolución  de  los  gananciales  consecuente  al  matri- 
monio", condenando  al  demandado  al  pago  de  las  costas, 
aunque  sin  declaratoria  de  temeridad  ni  mala  fe. 

Resolución  recurrida: 

Séptimo.  Resultando  que,  apelada  la  sentencia  por 
el  demandado,  la  confirmó  en  cinco  de  Septiembre  últi- 
mo la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con 
las  costas  de  la  segunda  instancia  al  apelante,  también  sin 
declaratoria  de  temeridad  á  los  efectos  de  la  Orden  nú- 
mero tres  de  mil  novecientos  uno,  aceptando  los  Resul- 
tandos de  la  resolución  dictada  por  el  Juez,  entre  los  cua^ 
les  figuran  los  cuatro  transcritos  más  arriba,  y  teniendo 
la  Sala  en  consideración  que  por  declaración  de  varios 
testigos  se  ha  probado  en  autos  el  maltrato  de  palabra  re- 
petidamente inferido  por  el  marido  á  su  mujer  y  consti- 
tutivo de  injurias  graves  y  reiteradas,  que,  según  el  ar- 
tículo ciento  cinco  del  Código  Civil  y  la  doctrina  de  este 
Supremo  Tribunal,  son  causa  legítima  para  el  divorcio: 

Fundamentos  del  recurso  db  casación  : 

Octavo.  Resultando  que  el  demandado  interpuso 
contra  el  fallo  de  la  Sala  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  el  número  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, alegando  la  infracción  del  artículo  mil  doscientos 
treinta  y  dos  del  Código  Civil  por  la  Sala  sentenciadora 
"en  el  concepto  de  no  haber  aplicado  este  artículo,  de^ 
hiendo  hacerlo,  por  lo  que,  dejó  de  conceder  la  fuerza  y 
eficacia  probatoria  que  dicho  precepto  del  Código  Civü 
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da  á  la  prueba  de  confesión  judicial,  incurriendo  por  lo 
tanto  en  evidente  error  de  derecho  al  no  apreciar  la 
prueba  de  confesión  judicial  de  la  actora,  obrante  á  fo- 
jas ciento  sesenta  y  siete  de  los  autos  principales  y  dar 
por  probados  los  hechos  en  qué  se  funda  la  demanda,  es- 
timando solo  la  prueba  testifical  presentada  por  la  ac- 
tora, á  pesar  de  estar  en  contradicción  lo  confesado  por 
ésta  con  lo  declarado  por  los  testigos  que  presentó" : 

Noveno.  Resultando  que  el  recurso,  admitido  por 
la  Sala  sentenciadora,  se  ha  sustanciado  con  arreglo  á 
derecho  ante  este  Supremo  Tribunal,  celebrándose  la 
vista  pública  en  veinte  y  seis  de  Noviembre  próximo  pa- 
sado, con  asistencia  tan  solo  del  Letrado  director  de  la 
demandante,  que  impugnó  el  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 

Primero.  Considerando  que  es  del  todo  inexacto 
el  supuesto  en  qué  descansa  el  único  motivo  de  este  re- 
curso, basado  solo  en  la  contradicción  que  supone  existir 
el  recurrente  entre  lo  confesado  en  juicio  por  la  actora 
j  lo  declarado  por  los  testigos  cuyo  testimonio  se  acepta 
en  la  sentencia,  siendo  así  que  nada  depuso  aquella  parte 
en  oposición  al  hecho  testifícalmente  acreditado  de  ha- 
berle su  marido  con  reiteración  infligido  injurias  gra- 
ves de  palabra,  como  lo  muestra  de  evidente  modo  la 
simple  lectura  de  las  actuaciones  relativas  á  la  diligencia 
de  prueba  que  se  invoca  en  el  recurso,  y  por  tanto,  vicia- 
do este  en  su  mismo  fundamento,  no  es  posible  entender 
que  se  haya  cometido  en  el  fallo  la  infracción  del  precep-» 
to  referente  al  valor  de  la  confesión  como  medio  probato- 
rio y  debe  denegarse,  por  improcedente,  la  casación  que 
con  tal  motivo  se  reclama : 

Segundo.  Considerando  que,  en  consecuencia,  y 
eon  arreglo  á  la  disposición  del  artículo  XL  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve, hay  que  imponer  el  recurrente  las  costas  del  recurso : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  deducido  en  los  autos 
mencionados  por  Manuel  Suárez  y  Negreira,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas:  comuniqúese,  etc.  . 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. — Ra- 
fael Maydagán. 
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Impugnación.— Auto  90,-4  de  Diciembre.— Precepto  an- 

torizador,   (6?ac.,  Mayo  so,  1904,) 

DOCTRINA:  Las  resoluciones  dictadas   en 
^  los  incidentes  promovidos  en  el  periodo  de  ejecu- 

ción de  sentencia  solo  son  recurribles  por  las  cau- 
sas consignadas  en  el  artículo  1693  de  la  lev  de 
Enjuiciamiento  Civil,  ymediante  la  invocación  de 
esos  preceptos  para  autorizar  el  recurso. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  las  diligencias  sobre  cumpli- 
miento de  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio  de  desa- 
hucio seguido  en  d  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  Oeste  de  la  Habana  por  María  del  Río  de  Tiant 
contra  loe  síndicos  de  la  quiebra  de  la  sociedad  '^iuda 
de  A.  del  Río  y  C*/',  se  promovió  incidente  sobre  ex- 
clusión de  partidas  de  la  tasación  de  costas;  y  habién- 
dose interpuesto  apelación  contra  la  resolución  recaída 

Recurso  admitido  : 

en  dicho  incidente,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
df:  la  Habana  dictó  sentencia  en  treinta  de  Septiembre 
último  confirmando  la  de  primera  instancia  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas  ni  declaratoria  de  teme- 
ridad á  los  efectos  de  la  Orden  número  tres  de  mil  no- 
vecientos uno. 

Resultando  que  contra  la  sentencia  de  la  Audien- 
cia establecieron  loe  mencionados  síndicos  recurso  de 
cesación  por  infracción  de  ley,  cuya  interposición  esti- 
man autorizada  por  los  artículos  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  siete  y  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  inciso  primero  de  los  mismos, 
así  como  comprendidos  respectivamente  en  los  números 
séptimo  y  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  propia  ley  los  dos  motivos  que  alegan  y  se  expre- 
san á  continuación:  Primero:  "Error  de  derecho  por 
"parte  del  Juzgado  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
"puesto  que  al  estimar  en  uno  de  los  considerandos  que 
"sirven  de  fundamento  al  fallo  recurrido  que  por  la 
•  "Sra.  María  del  Río  no  se  había  incurido  en  la  temeri- 
"dad  ni  mala  fe  á  que  se  refiere  la  Orden  número  tres 
"de  mil  novecientos  uno,  ni  había  méritos  para  impo- 
nerle las  costas  de  este  incidente,  se  infringen  con  dicha 
"apreciación  los  artículos  mil  doscientos  cuarenta  y 
"nueve  y  mil  doscientos  cincuenta  y  tres  del  Código  Ci- 
"vil,  ya  que  estableciéndose  por  el  primero  de  esos  pre- 
^^eptoe  que  las  presunciones  son  admisibles  cuando  el 
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^^echo  de  que  -ha  áe  deducirse  esté  com-pletamente 
^•acreditado,  y  en  el  segundo  que  para  que  la  presunción 
"deba  apreciarse,  basta  que  entre  el  hecho  demostrado 
"y  aquél  que  se  trate  de  deducir  haya  un  enlace  directo, 
"y  siendo  como  es  un  hecho  probado  según  así  se  reco- 
*^noce  en  la  sentencia  que  recurro  que  la  Sra.  D*.  María 
"del  Río,  se  había  allanado  á  este  incidente,  había  que 
"deducir  lógicamente  su  conformidad  con  el  mismo  y 
"de  que  fué  procedente  su  interposición,  y  como  quiera 
"que  quien  dio  lugar  á  la  promoción  de  dicho  incidente 
"no  fué  mi  parte  sino  la  propia  D*.  María  del  Río  por 
"haber  incluido  en  una  minuta  de  honorarios  de  su  Le- 
"trado  director  el  Ldo.  don  Pedro  Arango  partidas  cu- 
"yo  pago  no  correspondía  á  mis  mandantes,  los  cuales 
"para  obtener  la  exclusión  de  aquéllos  no  tenían  otro 
"camino  legal  que  el  de  la  promoción  del  Incidente,  es 
"visto  que  había  también  que  presumir  que  existían  y. 
"existen  méritos  para  estimar  temeraria  la  conducta  de 
"D*.  María  del  Río".  "Segundo:  Infracción  por  falta 
"de  aplicación  del  artículo  mil  novecientos  dos  en  rela- 
"ción  con  el  mil  ochenta  y  nueve  deíl  Código  Civil,  la 
"cual  en  parte  surge  y  es  consecuencia  del  error  dé  de- 
"reoho  i  que  se  refiere  el  anterior  motivo,  y  cuya  infrac- 
"ción  ha  sido  cometida  en  el  concepto  siguiente:  por- 
"que  disponiéndose  de  un  modo  expreso  y  terminante 
"en  el  primero  de  esos  preceptos  que  el  que  por  acción  ú 
"omisión  causa  daño  á  otro  interviniendo  culpa  ó  ne- 
"gligencia,  está  obligado  á  reparar  el  daño  causado  y  el 
'Segundo  que  las  obligaciones  nacen  también  de  los 
"actos  en  que  intervenga  cualquier  género  de  culpa  y 
"evidenciado  como  está  según  se  consigna  en  el  anterior 
"motivo,  que  á  mi  paríe  se  le  causó  por  D*.  María  del 
"Río  un  daño  cierto  y  positivo  con  la  inclusión  de  par- 
"tidas  indebidas  en  la  referida  minuta  de  honorarios, 
"daño  que  consistió  en  tener*  que  promover  un  inciden- 
'^e  para  obtener  la  exclusión  de  dichas  partidas  y  el  de 
"tener  que  acudir  á  un  Letrado  para  que  llenase  tal  co- 
"metido  y  cuyo  trabajo  había  que  retribuir;  y  eviden- 
"ciado  igualmente  que  en  la  comisión  de  ese  daño  inter- 
"vino  culpa  por  parte  de  D*.  María  del  Río,  pues  ella 
^•misma  al  allanarse  al  incidente  reconoció  la  proceden- 
"cia  de  éste  y  por  tanto  la  culpa  que  cometió  al  incluir 
"tales  partidas,  resulta  evidente  que  dicha  señora  á  te- 
'^or  del  citado  artículo  mil  novecientos  dos  en  rela- 
**ción  con  el  mil  ochenta  y  nueve  del  Código  Civil,  es- 
^Haba  obligada  á  reparar  el  daño  causado  á  mis  man- 
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^^dantes  y  que  en  este. caso  consistía  en  los  costas  oca-* 
'^sionadafi  en  el  incidente  y  la  sentencia  que  aai  no  lo 
"estima  infringe  por  falta  de  aplicación  los  citados  pre- 
"eeptos  legales". 

Impugnación  : 

Hesultando  que  admitido  el  recurso  y  personadais 
las  partes  ante  este  Tribunal  Supremo,  el  Ministerio 
fisc^  ha  impugnado  la  admisión  de  dicho  recurso  en  es- 
crito del  veinte  y  tres  de  Noviembre  último  por  los  si- 
guientes fundamentos:  "Primero:  Carencia  del  requi- 
'^ito  primero  de  los  exigidos  en  el  artículo  VII  de  la 
"Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  no- 
"venta  y  nueve,  por  no  ser,  según  la  Ley,  susceptible 
*'del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  la  reso- 
"lución  de  treinta  de  Septiembre  último  de  la  Audien- 
"cia  de  la  Habana,  contra  la  cual  se  interpuso  y  admi- 
"tió.  Segundo:  Por  ser  ineficaz  la  cita  de  las  causas 
"enumeradas  en  el  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
'^a  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  como  preceptos  auto- 
^'rizadores  del  recurso,  cuando  dicha  cita  no  se  hace  re- 
"lacionando  la  causa  ó  causas  citadas  con  resoluciones 
^*ique  sean  susceptibles  de  casación  á  tenor  de  lo  dispues- 
"to  en  los  artículos  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  y  mil 
"seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
"to  Civil,  de  ninguna  de  las  cuales  es  el  referido  auto 
"recurrido  de  treinta  de  Septiembre.  Tercero:  Por  no 
"ser  tampoco  susceptible  de  estimarse  infringida  á  los 
"efectos  de  la  casación  ninguna  ley  que  sin  fijar  reglas 
"de  precisa  observancia  deja  al  prudente  arbitrio  de  los 
"Tribunales,  y  á  eu  facultad  discrecional  resolver  en  un 
"sentido  ó  en  otro  determinados  particulares,  como 
"acontece  con  la  Orden  número  uno  de  la  serie  de  mil 
"novecientos  uno  relativamente  á  la  buena  ó  inala  fe  de 
"los  litigantes'\ 

Resultando  que  la  cuestión  previa  propuesta  por  el 
iíinisterio  fiscal  ha  sido  sustanciada  debidamente,  ce- 
lebrándose la  vista  pública  el  día  primero  deil  actual 
con  la  asistencia  de  dicho  Ministerio  y  del  Letrado  de 
la  parte  no  recurrente,  sosteniendo  una  y  otra  la  impug- 
nación formulada. 

Resolución  : 

Considerando  que  el  Ministerio  fiscal  funda  esen- 
cialmente su  impugnación  en  la  doctrina  de  ser  ineficaz 
en  un  recurso  de  casación  la  cita  de  la  causa  estimada 
como  autorizante  del  mismo  si  dicha  cita  no  se  rekcio- 
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no  debidamente  con  una  reBolueión  euscepiible  del  ex*- 
preeado  recurso;  y  siendo  esa  doctrina  de  notoria  apli^ 
cación  al  caso,  puesto  que  contrayéndose  este  recurso  á 
la  resolución  de  un  incidente  promovido  en  el  período 
át  ejecución  de  sentencia,  cuya  resolución,  según  el  ar« 
ifeulo  mil  seiscientos  noventa  y  tres  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  no  es  susceptible  de  casación,  4  no 
ser  que  en  ella,  conforme  lo  expresa  el  mismo  artículo, 
ge  decidan  puntos  sustiúiciales  no  controvertidoa  en  el 
pleito,  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea  en  con- 
tra de  lo  ejecutoriado,  cuyas  circunstancias  excepciona- 
les no  han  sido  alegadas  de  modo  alguno  por  el  recu- 
rrente, resulta  que  en  este  caso,  tal  como  se  presenta, 
no  puede  estimarse  á  priori  recurrible  la  resolución  de 
que  se  trata;  y  aún  en  el  supuesto  de  que  se  hubiera  de- 
mostrado que  lo  era,  como  el  propio  recurrente  no  ha- 
ce siquiera  mención  del  artículo  precitado,  único  que 
contiene  el  precepto  autorizador  del  recurso  en  el  trá* 
mite  de  ejecución  de  sentencia,  es  evidente  que  por  una 
ú  otra  causa  el  recurso  carece  de  las  condiciones  de  ad- 
misibilidad exigidas  en  el  número  primero  del  artículo 
TU  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  y  el  número  séptimo  del  mis- 
mo artículo  en  relación  con  el  inciso  tercero  del  quinto 
de  la  propia  Orden  y  ha  debido  ser  rechazado  al  tiempo 
de  su  interposición. 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  sociedad 
"Viuda  de  A.  del  Bío  y  C*/*,  sin  especial  cond«iaci6n 
de  costas. 

Devuélvanse  las  actuaciones,  etc. 

Así  lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magie- 
trados  dd  margeoí,  ante  mí  de  que  certifico. — José  Vá- 
rela.— Pedro  González  Llórente. — Octavio  Giberga. — 
Carlos  Revilla. — Bafael  Maydagán. — El  Secretario, 
Armando  de  J.  Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  71—9  de  Diciembre.— Hechos.— Ley  in- 
fringida. (Gac,  Mayo  30,  1904.) 

DOCTRINA:  Bs  improcedente  u^  motivo 
que  descansa  en  supuestos  de  hechos  contrarios  á 
los  contenidos  en  la  sentencia. 

Al  amparo  delnfimero  7?  del  artículo  1690  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuando  se  invoque 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba 
sólo  puede  alegarse  la  infracción  de  preceptos  le- 
gales que  regulen  el  valor,  fuerza  y  eficacia  de  los 
medios  probatorios. 
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En  la  ciudad  de  la  Habana  á  nneve  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  legal  interpuesto  por  Mariano  Esteban  y  Mai- 
mó  ó  Mimó,  pailero  y  vecino  de  esta  ciudad,  qpntra  la 
sentencia  dictada  en  cinco  de  Septiembre  último  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  el  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  promovido  por  dicho 
recurrente  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Oeste 
contra  la  Spanish  American  Light  and  Power  Compa- 
ny  Consolidated,  domiciliada  en  ceta  capital,  sobre  in- 
demnización de  daño. 

Primero.  Besultando  que  en  la  sentencia  recurrida 
se  aceptan  loe  hechos  relacionados  en  la  de  primera  ins- 
tancia que  ee  copian  en  los  diez  resultandos  siguientes, 
de  los  cuales  el  primero,  no  precedido  de  dicha  palabra 
"Eeeultando'^  en  la  sentencict  del  Juzgado,  transcribe 
los  hechos  en  que  el  actor  funda  su  demanda. 
Hechos  : 

Segundo.  Eestíltando  que  el  día  diez  y  nueve  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  la  Sra.  Pe- 
regrina Maimó-  ó  Mimó  y  Gordi  casada  con  don  Manuel 
Esteban,  dio  á  luz  un  hijo  á  quien  se  puso  por  nombre 
Mariano,  el  cual  es  su  representado.  Segundo ;  Que  ha- 
biendo enviudado  posteriormente  la  Sra.  Peregrina 
Maimó  ó  Mimó,  se  fué  á  habitar  en  un  cuarto  de  la  ca- 
sa Peña  Pobre  número  tres  de  esta  ciudad  donde  aún 
residía  el  trece  de  Noviembre  de  mil  novecientos.  Terce- 
ro: Que  en  dicha  casa  no  había  instalaciones  para  el 
alumbrado  de  gas.  pero  por  el  frente  de  <la  misma,  co- 
mo en  las  demás  calles  céntricas  de  esta  ciudad  pasaba 
la  cañería  maestra  conductora  de  ese  fluido,  propiedad 
de  la  Compañía  Hispano  Americana  de  Gas  de  la  Ha- 
bana. Cuarto:  Que  debido  al  mal  estado  de  conserva- 
ción  de  dicha  cañería  ésta  había  sufrido  roturas  que  die- 
ron lugar  á  escapes^  de  gas  que  penetrando  la  noche  del 
trece  al  catorce  de  Noviembre  de  mil  novecientos  por  la 
cloaca  al  interior  de  la  casa  Peña  Pobre  número  tres, 
ocasionó  la  asfixia  de  varias  personas  y  entre  ellas  de 
D*.  Peregrina  Maimó  ó  Mimó,  la  cual  por  su  consecuen- 
cia falleció,  (iuinto:  Que  habiéndose  practicado  la  co- 
rrespondiente autopsia  del  cadáver  de  D*.  Peregrina 
Maimó  ó  Mimó  por  orden  del  Sr.  Juez  de  instrucción 
del  Norte,  se  comprobó  por  los  médicos  forenses  que  bu 
muerte  había  sido  ocasionada  por  asfixia  del  carbono 
Sexto:  Que  habiéndose  formado  diligencias  en  ayeñ» 
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^nación  de  los  hechos  por  el  mismo  Juzgado  con  el  nú- 
mero trescientos  ochenta  y  tres  de  orden  fué  llamado  á 
e:^aminar  las  causas  del  escape  y  á  dictaminar  sobre 
ellas  el  Arquitecto  Municipal  Sr.  Luis  Arozarena.  Sép- 
timo: Que  el  informe  de  este  Arquitecto  que  consta  á 
fojas  treinta  y  nueve  de  dichas  diligencias  y  tiene  fecha 
catorce  de  Noviembre  expresa  que  después  de  haber 
practicado  un  reconocimiento  del  pavimento  frente  á  la 
casa  número  tres  había  observado  primero  que  la  Com- 
pañía de  Gas  había  procedido  en  el  día  anterior  al  pica- 
do y  reconocimiento  de  las  cañerías  de  gas  de  la  cua- 
dra, encontrando  cinco  roturas  ó  escapes  de  cañerías  en 
los  entronques  de  otras  tantas  casas,  roturas  que  fueron 
soldadas.  Segundo:  Que  la  casa'  Peña  Pobre  númfero 
tres  no  tenía  servicio  de  gas.  Cuarto :  Que  los  escapes  de 
gas  no  podían  haber  venido  á  la  casa  citada  (número 
tres)  sino  por  los  caños  de  la  cloaca.  Séptimo:  Que  la 
cañería  era  vieja,  por  lo  tanto  de  poca  duración,  debido 
á  k  oxidación.  Octavo :  Que  el  piso  de  esta  calle  había 
sido  arreglado  hacía  poco  pasando  por  él  uno  de  los  ci- 
lindros de  vapor  del  ramo  de  calles  para  hacer  el  apla- 
uamiento.  Noveno :  Que  entre  el  piso  exterior  y  la  cañe- 
ría de  gas  había  un  espesor  de  tierra  de  cuarenta  centí- 
metros. Décimo:  Que  era  muy  probable  que  el  aplana- 
miento del  material  echado  para  hacer  el  afirmado  de  la 
calle  haya  producido  las  roturas  de  las  cañerías  viejas 
de  los  entronques  de  gas.  Octavo :  Que  á  fojas  cuarenta 
y  uno  de  las  mismas  diligencias  sumariales  el  Sr.  Aro- 
zarena ratifica  su  informe  anterior  y  manifiesta  que 
cree  que  fueran  debidas  las  roturas  que  determinan  el 
escape  de  gas  al  peso  del  cilindro  al  aplanar  que  rompió 
las  cañerías  de  gas  que  son  muy  viejas.  Noveno:  Que 
á  virtud  de  diligencias  promovidas  al  efecto  por  su  re- 
^presentado  ante  el  Sr.  Juez  de  primera  instancia  del 
Este,  Escribanía  de  José  Mejías  por  auto  de  veintiséis 
dt  Febrero  de  mil  novecientos  uno  fué  declarado  único 
y  universal  heredero  de  su  madre  Peregrina  Maimó, 
por  ser  único  hijo  legítimo  sobreviviente.  Décimo:  Que 
L;  muerte  de  la  Sra.  Peregrina  Maimó  ó  Mimó,  consti- 
tuye para  su  hijo,  su  representado,  un  daño  real  y  efec- 
tivo de  gran  valor.  Undécimo :  Que  habiendo  deraanda- 
dc  en  conciliación  el  compareciente  á  nombre  de  don 
Mariano  Esteban  á  don  Eudaldo  Eomagosa  como  Pre- 
sidente de  la  Compañía  Hispano  Americana  de  Gas  de 
esta  ciudad,,  éste  no  compareció  al  acto  que  se  celebró 
ei^  veintinueve  de  Abril  del  corriente  año  ante  el  Juez 
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MtinicÍTMil  del  Eete,  quien  por  cansi^iente  dio  por  ia* 
tentada  sin  efecto  la  coaiciliación ;  y  después  de  loe  fun- 
damentos de  derecho  solicitó  que  en  definitiva  se  conde- 
ne á  la  sociedad  demandada  á  indemnizar  al  actor  del 
daño  que  ha  sufrido  con  el  fallecimiento  de  su  se- 
ñora madre  por  ne^lip^^encia  de  la  sociedad  demandada. 
Tercero.  Resultando  que  con  la  demanda  «e  pre- 
sentó el  poder,  la  partida  de  bautismo  de  Mariano  hijo 
de  Manuel  Esteban  y  Pere^na  Maimó,  la  de  defun- 
ción de  ésta  ocurrida  por  asfixia  del  p^as  en  la  c&sa  Pe- 
ño Pobre  número  tres,  en  trece  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos ;  certificación  del  auto  de  declaración  de  here- 
dero de  la  última,  á  favor  de  su  hijo  y  la  de  haber  in- 
tentado la  conciliación  fojas  primera  á  doce. 

Contestación  : 

Cuarto.  Besultando  que  admitida  la  demanda  se 
dio  traslado  á  la  demandaida  que  se  personó  por  medio 
del  Procurador  don  Victoriano  de  la  Llama  por  el  escri- 
to folio  veintisiete  teniéndosele  por  parte  y  mandando 
ce  ntestar  la  demanda,  lo  que  efectuó  por  el  escrito  folio 
treinta  y  dos  y  treinta  y  tres,  alegando  como  hechos. 
Primero:  Que  la  muerte  de  D*.  Brígida  Maimó  ó  Mi- 
mó, fué  un  hecho  casual,  no  imputable  á  nadie.  Segun- 
do: Que  la  Spanieh  American  Light  and  Power  CÓm- 
pany,  reparó  á  tiempo  las  cañerías  de  gas  que  se  halla- 
ban en  mal  estado  y  que  cruzaban  la  calle  de  Peña  Po- 
bre; procediendo  con  toda  solicitud  y  celo.  Tercero: 
Que  la  rotura  de  algunas  de  esas  cañerías,  después  de 
haber  sido  reparada  por  la  Empresa,  es  un  hecho  del 
tc»do  ageno  á  la  mencionada  Empresa,  sin  que  en  abso- 
luto pueda  afectarle  en  nada;  y  después  de  los  funda- 
mentos de  derecho  solicitó  se  declarase  sin  lugar  la  de- 
manda con  imposición  de  las  costas  á  la  parte  contraria. 

RÉPLICA : 

Quinto.  Resultando  que  conferido  traslado  en  ré- 
plica al  actor  lo  evacuó  por  el  escrito  folio  treinta  y  sie- 
te al  cuarenta  y  cuatro,  reproduciendo  los  hechos  de  su 
demanda,  v  respecto  de  los  alegados  por  la  contraria, 
consignó  los  siguientes:  Primero:  Que  las  soldaduras 
de  las  roturas  de  las  cañerías  de  gas  que  pasaba  por  la 
calle  de  Peña  Pobre  y  que  encontró  el  arquitecto  Sr. 
Arozarena  en  el  examen  practicado  por  orden  del  Juez 
de  instrucción,  no  fueron  hechas  por  la  compañía  de 
gas  antes  de  los  escapes  de  este  fluido,  que  ocasionaron 
la  muerte  de  Peregrina  Maimó,  sino  después  de  este  sw- 
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ceso,  que  fué  publicado  por  la  prensa.  Segundo:  Que 
dado  el  supuesto  de  haberse  hecho  estas  soldaduras  an- 
tee de  los  eBcapes  que  ocasionaron  dicha  des^acia,  siem- 
pre resultaría  que  la  Compañía  de  gas  por  no  haber 
fimstitufdo  las  cañerías  viejas  por  nuevas,  había  incurri- 
do en  negligencia  6  en  culpa.  Tercero :  Que  el  cilindro 
de  vapor  no  fué  la  causa  de  las  roturas  de  las  cañerías 
originadoras  de  los  escapee  de  gas,  y  dado  que  hubiera 
sido  factor  de  aquéllas,  lo  fué  principalmente  el  mal  es- 
tado de  la  cañería.  Cuarto :  Que  la  muerte  de  D*.  Pere- 
grina Maimó  no  fué  puramente  casual.  Quinto:  Qu*» 
\'i  American  Light  and  Power  Company  Consolidated, 
no  reparó  á  tiempo  como  debió,  las  cañerías  de  gas  que 
•pasaban  por  la  calle  de  Peña  Pobre.  Sexto :  Que  las  ro- 
turas de  algunas  de  esas  cañerías  que  dieron  lugar  á  loe 
•escapes  de  gas,  que  asfixiaran  á  D*.  Peregrina  Maimó 
n->  son  hechos  ágenos  á  la  Compañía,  pues  por  su  negli- 
gencia ó  culpa  ocurrieron;  y  concluyó  pidiendo  ee  ten- 
g&  por  reproducida  la  demanda  y  se  abra  á  prueba  el 
juicio. 

Duplica  : 

Sexto.  Resultando  que  dado  traslado  en  duplica  lo 
evacuó  el  demandado  por  el  escrito  folio  cuarenta  y  seis 
al  cincuenta  y  cuatro,  y  en  él  consignó  el  siguiente  he- 
cho :  que  la  rotura  de  las  cañerías  por  donde  se  escapó 
el  gas  que  originó  la  muerte  de  D*.  Peregrina  Maimó  ó 
Mimó  es  un  hecho  no  imputable  en  modo  alguno  á  la 
Compañía  demandada  porque  ésta  tenía  dichas  cañe- 
rías en  perfecto  estado  de  conservación,  estaban  coloca- 
das de  acuerdo  con  los  términos  de  la  concesión  que  pa- 
ra dio  tiene  la  Empresa  y  con  la  vigilancia  é  inspección 
del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  en  lo  que  se  oponga  á 
esto,  niega  los  hechos  de  los  escritos  de  demanda  y  ré- 
plica, y  concluyó  pidiendo  que  teniendo  por  evacuado  el 
traslado,  se  abra  el  juicio  á  prueba  y  en  definitiva  se 
dicte  sentencia  declarando  sin  lugar  la  demanda,  con 
las  costas  á  cargo  de  la  parte  actora. 

Prueba  : 

Séptimo.  Beeultando  que  recibido  el  pleito  á  prue- 
ba, en  parte  de  la  propuesta  por  el  actor  ee  presentó  la 
comunicación  folio  setenta  y  seis  y  de  su  traducción  de 
f<Jio  setenta  y  ocho  consta  eer  librada  por  el  Goberna- 
dor Militar  de  Cuba  firmada  por  su  Ayudante  dirigida 
á  Teresa  Fernández,  Peña  Pobre  número  tres,  en  seis 
fle  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  en  que  participa  t^fue 
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el  Departamento  de  Iiip;enierofi  no  es  responsable  de  la 
muerte  de  su  madre  é  hijo,  por  la*  asfixia. 

Octavo.  Resultando  que  como  más  prueba  del  actor 
se  trajo  á  los  autos  la  certificación  del  folio  ochenta  y 
cuatro  al  noventa  y  uno  expedido  por  el  Secretario  de 
la  Sección  Segunda  de  lo  Criminal  de  esta  Audiencia, 
con  vista  de  la  causa  sep^uida  en  el  Juzgado  del  Norte 
por  muerte  de  Peregrina  Maimó  y  otros  por  asfixia  en 
la  casa  Peña  Pobre  tres,  ocasionada  por  el  carbono,  lo 
que  evidenció  además  la  autopsia  y  en  la  que  con  fecha 
diez  y  siete  de  Diciembre  de  mil  novecientos  se  dictó  au- 
to por  la  superioridad  en  el  que  por  estimarse  que  el 
motivo  que  dio  lugar  á  la  formación  de  la  causa,  no 
constituye  delito,  se  confirmó  el  de  terminación  del  su- 
mario y  se  sobreseyó  libremente  con  las  costas  de  oficio. 
Noveno.  Resultando  que  el  actor  como  más  prueba 
pidió  en  el  número  cuarto  del  primer  otrosí  de  su  escri- 
to folio  setenta  y  uno,  un  informe  del  Departamento  de 
Ingenieros  que  aparece  del  folio  ciento  cuatro  al  ciento 
treinta  traducido  del  ciento  treinta  y  dos  al  ciento  cin- 
cuenta y  seis,  remitido  vencido  el  término  de  prueba- 
Décimo.  Resultando  que  como  prueba  de  la  Com- 
pañía demandada,  se  trajo  á  los  autos  la  certificación 
expedida  por  el  Secretario  de  la  Sección  Segunda  de  lo 
Criminal  con  vista  de  la  indicada  causa  en  la  que  se  in- 
serta el  informe  del  arquitecto  municipal  que  hace  cons- 
tar que  la  casa  Peña  Pobre  número  tres  no  tenía  servi- 
cio de  gas;  que  las  cañerías  que  surten  de  fluido  á  las 
casas  de  esta  calle  corre  á  un  metro  treinta  centímetros 
de  la  pared  de  los  pares,  es  decir,  del  lado  opuesto;  que 
los  escapes  solo  pudieron  venir  á  esta  casa  por  los  caños 
de  la  cloaca  cubiertos  con  piedras  flojas;  que  las  cañe- 
rías son  viejas  y  habiendo  sido  arreglada  la  calle  hacía 
poco,  es  muy  probable  que  el  aplanamiento  del  mate- 
rial echado  para  hacer  el  afirmado,  haya  producido  la 
rotura  de  la  cañería,  en  cuyo  informe  se  ratificó,  sin  po- 
der afirmar  que  las  roturas  sean  recientes,  insertándose 
el  auto  de  sobreseimiento  que  se  ha  relacionado  ante- 
riormente. 

Undécimo.  Resultando  que  la  Compañía  demanda- 
da por  el  segimdo  otrosí  del  escrito  de  diez  y  ocho  de 
Febrero  del  año  próximo  pasado,  folio  noventa  .y  cua- 
tro, solicitó  se  librara  oficio  á  la  Alcaldía  Municipal  pa- 
ra que  informara;  primero:  si  es  cierto  que  en  sesión 
de  veinticuatro  de  Octubre  de  mil  novecientos,  el  Ay\m- 
tamiento  acordó  que  no  se  cobre  á  esta  Empresa  arbi- 
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trio  por  ejecutar  obrae  de  escavaciones  en  la  vía  pública 
para  instalación  de  alumbrado  como  dispone  la  cláueu- 
la  catorce  del  contrato  y  qne  fie  hizo  saber  al  Departa- 
mento de  Ingenieros  que  la  Spanish  American  Light 
and  Power  Company  Consolidated  está  obligada  á  soli- 
citar del  Ayuntamiento  los  permisos  para  hacer  esas  es- 
cavaciones, y  por  consiguiente  lo  solicite  en  lo  sucesivo 
acudiendo  á  la  oficina  del  Concejal  Inspector  del  ramo. 
Segundo :  Si  es  cierto  que  en  catorce  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  por  la  aelegación  del  servicio  de  Alum- 
brado Público  se  concedió  á  la  Spanish  American 
Light  and  Power  Company  Consolidated  autorización 
á  tenor  de  lo  estipulado  en  la  cláusula  catorce  del  con- 
trato de  alumbrado,  para  practicar  escavaciones,  á  fin 
de  reparar  laa  cañerías  de  gas  en  la  calle  -de  Pe- 
ña Pobre  desde  Aguiar  á  Monserrate ;  y  Tercero :  Si  es 
cierto  que  el  Ajruntamiento  concede  á  la  Spanish  Ame- 
rican Light  and  Pover  Company  Consolidated  los  per- 
misos para  hacer  escavaciones  en  la  vía  pública,  á  fin  de 
cdocar  en  ellas  las  cañerías  maestras  y  la^  d'Q  servicios 
de  acometida  á  las  casas;  y  accedido  4  ello  consta  de  la 
certificación  de  fojas  ciento  dos,  ser  estos  los  tres  extre- 
mos consignados. 

Eesoluoión  recurrida: 

Duodécimo.  Eesultando  que  la  Audiencia  de  la 
Jlabana,  confirmando  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, apelada  por  el  actor,  declaró  sin  lugar  la  demanda, 
absolviendo  de  ella  á  la  Empresa  demandada,  y  conde- 
nando al  apelante  en  las  costas  de  la  segunda  ins- 
tancia. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  : 

Decimotercero.  Eesultando  que  contra  dicha  sen- 
tencia de  la  Audiencia  interpuso  el  demandante  Ma- 
riano Esteban  y  Maimó  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  doctrina  legal  fundado  en  los  casos  prime- 
ro y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  alegando  los  siguientes 
motivos:  Primero:  Al  aceptarse  por  la  Sala  el  primer 
•  considerando  de  la  sentencia  del  señor  Juez  de  prime- 
ra instancia,  el  cual  dedlara  que  para  que  pueda  pros- 
perar una  reclamación  nacida  de  daño  es  necesario  que 
se  justifique  su  cuantía,  se  infringe  la  doctrina  legal  á- 
^^rrtud  de  la  cual»  demostrada  la  procedencia  de  una  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  se  puede  condenar  al 
pago  de  los  mismos  sin  fijar  su  importe  en  cantidad  lí- 
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quida  estableciéndose  ó  no  las  bases  para  la  liquidación, 
á  reserva  de  practicar  ésta  por  los  trámites  establecidos 
eu  la  hej  de  Enjuiciamiento  Civil  por  sus  artículos  no- 
vecientos veinte  y  siete,  novecientos  veinte  y  nueve  y 
novecientos  treinta,  cuya  doctrina  corroborada  por  la 
jurisprudencia  se  deriva  clara  y  precisamente  del  con- 
texto de  dichos  preceptos  procesales,  que  sin  ella  no 
tendrían  práctica  aplicación.  Segundo:  Que  al  aceptar- 
.  so  también  por  la  Sala  el  segundo  considerando  de  la 
sentencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  por  el  cual 
se  expresa  que  "si  bien  es  un  hecho  indudable  acredita- 
de  en  autos  que  la  muerte  de  D*.  Peregrina  Maimó  ó 
Mimó  fué  ocasionada  por  envenenamiento  teniendo  co- 
mo cansa  inmediata  los  escapes  de  gas,  no  es  menos 
cierto  cfiie  el  actor  no  ha  justificado  que  ese  suceso  la- 
mentable vseguramente,  de  inestimable  valor  moral  pa- 
ra él,  le  haya  producido  una  pérdida  en  el  orden  econó- 
mico que  sea  reparable^'.  Se  ha  incurrido  al  apreciarse 
así  la  prueba  en  un  error  de  derecho,  pues  que  el  ar- 
tículo mil  novecientos  dos  del  Código  Civil  cuando  es- 
tablece la  responsabilidad  por  daño  no  exige  que  éste 
sea  preciso  v  puramente  económico,  aunque  para  repa- 
rarse tenga  que  avaluarse  en  metálico  cuando  sea  posi- 
ble;  y  se  ha  incurrido  además  en  error  de  hecho  de  su- 
poner que  lo  únicamente  reclamado  por  el  actor  es  la 
indemnización  del  daño  recibido  por  la  muerte  de  su 
señora  madre,  estando  justificado  por  la  demanda  y  el 
escrito  de  conclusión  del  propio  actor  que  se  reclama 
principalmente,  con  el  carácter  de  heredero  de  D*.  Pe- 
regrina Maimó  la  reparación  del  daño  causado  á  ésta 
por  los  escapes  de  gas,  tan  grave  y  trascemdental  el  es- 
cape que  culminó  en  su  nnierte  y  cuyo  daño  irrepa- 
rable es  susceptible  de  valuarse  en  metálico  y  «es  prácti- 
ca en  los  Tribunales  de  Justicia  así  hacerlo  á  los  efectos 
de  la  indemnización,  resultando  el  carácter  susodicho 
de  heredero  de  la  certificación  de  la  declaratoria  corres- 
pondiente expedida  por  el  Escribano  del  Juzgado  del 
Este  de  esta  ciudad  don  José  Mejía  y  Romero  que  se 
acompañó  á  la  demanda  y^que  no  podía  acompañarse 
con  otra  finalidad  que  la  expresada,  por  lo  que' los  he- 
chos sobre  los  cuales  se  ha  cometido  el  error  constan  de 
docuanentos  auténticos  que  demuestran  la  equivoca- 
ción evidente  de  la  Sala.  Tercero:  Al  manifestarse  asi- 
mismo por  la  Sala  en  el  segundo  de  los  nueve  conside- 
randos alegados  en  relación  con  el  primero  que  en  el  ca- 
so de  autos  no  se  ha  demostrado  por  el  reclamante   la 
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existencia  j-eal  y  taaigible  de  la  pérdida  material  en-  que 
ha  de  consistir  el  daño  económico  por  cuya  existencia 
V-:  solicita  la  indemnización  pecuniaria  y  que  á  esa  pér- 
dida material  es  á  la  que  se  ha  refrido  el  legislador  en 
el  artículo  mil  novecientos  dos  del  Código  Civil  se  in- 
fringe este  artículo  y  el  mil  novecientos  tres  del  mismo 
Código  y  se  incurre  en  los  mismos  errores  de  derecho  y 
de  hecho  alegados  en  el  segundo  fundamento  de  este  re- 
curso. 

Decimocuarto.  Resultando  que  admitido  el  recurso 
so  sustanció  ante  este  Tribunal  Supremo,  celebrándose 
Ip.  vista  pública  el  día  tres  del  actual  con  la  sola  asisten- 
cia del  abogado  defensor  del  recurrente,  que  sostuvo  el 
ri-curso. 
Decistox  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  la  alegación  contenida 
en  el  primer  motivo  del  recurso  de  que  demostrada  la 
procedencia  de  una  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios se  puede  condenar  en  el  fallo  al  pago  de  los  mis- 
mos sin  ñjar  su  importe  en  cantidad  líquida,  exige  pa- 
r:  que  sea  eficaz,  el  supuesto  de  estar  fuera  de  duda  la 
existencia  del  daño  cuya  indemnización  se  pretende;  y 
como  semejante  supuesto  se  halla  en  contradicción  con 
el  criterio  do  la  Sala  sentenciadora  que,  apreciando  com- 
petentemente la  prueba,  estima  que  no  se  ha  demos- 
trado en  los  airtos  el  daño  que  el  demandante  afirma 
haberle  ocasionado  la  irremediable  desgracia  que  lamen- 
ta, es  notoria  la  ineficacia  de  esta  alegación. 

Segundo.  Considerando  en  cuanto  á  los  motivos  se- 
gundo y  tercero,  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incu- 
rido  en  error  de  hecho  al  no  estimar  que  el  actor  en  este 
7'leito  haya  reclamado  con  el  carácter  de  heredero  de  Pe- 
regrina Mainió  la  reparación  del  daño  á  ésta  causado, 
siendo  así  que  en  el  escrito  de  demanda  se  formula  con- 
cretamente la  solicitud,  reproducida  en  el  de  réplica,  de 
que  se  condene  á  la  vsociedad  demandada  "á  indemnizar 
al  actor  el  daño  que  ha  sufrido  con  el  fallecimiento  de 
su  señora  madre";  y  como  por  otra  parte,  los  errores 
de  derecího  que  en  uno  y  otro  motivo  se  atribuyen  á  la 
propia  Sala  no  tienen  otro  fundamento  que  la  más  am- 
plia significación  que  da  el  recurrente  á  la  palabra  da- 
no  contenida  en  los  artículos  mil  novecientos  dos  y  mil 
novecientos  tres  del  Código  Civil,  cuyos  artículos  no  se 
refieren  do  modo  alguno  aí  valor  y  eficacia  de  los  medios 
probatorios  ni  á  la  forma  en  que  éstos  deben  ser  aprecia- 
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(los.,  únicos  preceptos  que  pudieran  ser  infringidos  en  el 
particular  de  que  se  trata,  resulta  que  no  es  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  sino  la  del  sentido  de  los  mencionados 
artículos,  la  cuestión  que  en  dichos  motivos  se  propone 
amparándola  indebidamente  en  el  caso  séptimo  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  procesal,  siendo 
]>or  lo  tanto  manifiesta  también  la  improcedencia  de  los 
citados  motivos. 

Tercero.  Considerando  que  por  las  razones  expues- 
tai5  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso  y  aplicar  el 
precepto  del  artículo  cuarenta  de  la  Orden  sobre  casa- 
ción imponiendo  las  costas  al  recurrente. 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
riano Esteban  y  Maimó  ó  Mimó  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  cinco  de  Septiembre  último  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil do  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  las  costas  á  cargo 
del  recurrente. 

Devuélvanse  los  autos,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  Gronzález 
Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Eevilla. —  Bafael 
Maydagán. 

Inf.   ley.  —  Sent.   75.  — 10  de  Diciembre.  —  Hechos.— 

(Gac,  Mayo  SO,  190^,) 

DOCTRINA:  Es  improcedente  un  motivo 
que  descansa  en  un  supuesto  de  hecho  distinto  6 
contrario  de  los  contenidos  en  la  sentencia  recu- 
rrida. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  tres,  en  los  autos  de  mayor  cuantía  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Este  y  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  dicha  capital  por  la 
Sra.  !María  Teresa  Guaxardo  Fajardo  y  Fonseca  contra 
el  Sr.  Eduardo  Laborde,  sobre  divorcio. 

Eesolüción  recubrida: 

Primero.  .  Resultando  que  en  ese  juicio  el  Juez  dic- 
tó sentencia  el  ocho  de  Septiembre  del  año  próximo  pa- 
sado, por  la  que  declaró  con  lugar  la  demanda  estableci- 
da sobre  divorcio,  declarando  la  suspensión  de  la  vida 
común  de  ambos  cómniges,  así  como  la  separación  de  sus 
personas  y  de  los  bien'fes  de  la  sociedad  conyugal,  conde- 
nando al  demandado  á  perder  todo  lo  que  hubiese  dado  ó 
prometido  por  su  consorte  p  por  otra  persona  en  consi- 
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•deración  á  ella,  á  perder  la  administración  de  los  bienes 
de  su  mujer,  si  k  tuviese,  quedando  los  hijos  bajo  la  pa- 
i;ria  potestad  de  la  esposa  demandante,  y  sin  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas  ni  declaratoria  de  temeri- 
dad á  los  efectos  de  la  Orden  ¿úmero  tres,  serie  de  mil 
novecientos  uno ;  fallo  que  fué  confirmado  por  la  Sala  de 
la  Audiencia  en  veinte  y  dos  de  Agosto  del  corriente  año 
con  las  costas  de  la  segunda  instancia  á  cargo  del  ape- 
lante Laborde,  sin  hacer  especial  declaratoria  de  teme- 
ridad. 

Segundo.    Resultando  que  la  Sala  aceptó  la  expo- 
sición de  hechos  contenida  en  la  sentencia  apelada,  que 
son  los  siguientes : 
Demanda  : 

Tercero.  Resultando  que  el  Pror.  D.  Victoriano 
de  la  Llama,  á  nombre  de  D.*  María  Teresa  Guaxardo 
Fajardo  y.  Fonseca  por  su  escrito  de  folio  once,  estable- 
ció la  presente  demanda  de  divorcio  contra  el  esposo  de 
Aquélla  D.  Eduardo  Laborde  y  Perei-a,  fundándose  en 
los  siguientes  hechos. — Primero:  que  la  demandante 
contrajo  matrimonio  con  D.  Eduardo  Laborde  en  vein- 
te y  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
•seis  en  la  Iglesia  parroquial  de  Nuestra  Sra.  de  Guada- 
lupe de  esta  ciudad,  con  arreglo  á  las  leyes  entonces  vi- 
dentes, este  hecho  se  comprueba  con  la  certificación  de 
foja  primera. — Segundo:  que  en  ese  matrimonio  ha  te- 
nido por  hija  á  María  Teresa  Laborde  y  Guaxardo,  que 
vive  actualmente  al  abrigo  y  amparo  de  su  señora  madre 
justificándose  el  nacimiento  con  el  testimonio  de  folio 
dos. — Tercero:  que  durante  la  vida  matrimonial  de  los 
-esposos  Laborde  y  Guaxardo  fueron  constantes  los  dis- 
gustos entre  ambos,  debidos  exclusivamente  á  la  conduc- 
ta y  modo  de  proceder  del  esposo  D.  Eduardo  Laborde. — 
Cuarto:  que  á  fines  del  año  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  próximamente,  el  Sr.  Laborde  se  trasladó  á  los 
Estados  Unidos  de  América  é  inesperadamente  se  supo 
que  allí  se  había  unido  á  la  señora  Silvia  Moliner  y  Gar- 
•cía:  que  posteriormente  regresó  el  Sr.  Laborde  á  esta 
Isla,  acompañado  de  la  referida  señorita;  la  que  presenta 
públicamente  como  su  legítima  esposa,  frecuentando  la 
Sociedad  y  dice  estar  casado  con  ella :  que  el  Sr.  Labor- 
de  ha  tenido  en  esta  nueva  unión  un  hijo :  ocupa  el  pues- 
to de  Jefe  de  la  Policía  del  Puerto,  goza  de  una  posi- 
-ción  desahogada  y  en  absoluto  se  ocupa  de  su  legítima 
esposa,  que  en  unión  de  su  hija  legítima  D.*  María  Te- 
Tesa  viven  recogidas  en  un  cuarto  interior  de  la  casa  de 
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préstamos  situada  en  la  calle  de  Compostela  número 
ciento  diez  y  siete. — Y  quinto :  que  la  Sra.  Guaxardo  y 
Fajardo  ha  intentado  sin  éxito  la  conciliación,  ante  el 
Juzgado  Municipal  del  Este,  con  fecha  tres  de  Julio  úl- 
timo, como  se  justifica  con  el  documento  de  folio  seis. — 
Solicitando  por  lo  principal  que  en  definitiva  se  declare 
con  lugar  el  divorcio  con  todos  los  pronunciamientos  fa- 
vorables á  que  se  refieren  los  artículos  setenta  y  tres  y 
ciento  sesenta  y  nueve  del  Código  Civil. — Y  por  otrosí, 
acompañó  el  testimonio  de  poder. 

Cuarto.  Kesultando  que  traído  á  este  juicio  testi- 
monio de  la  licencia  marital  otorgada  por  I).  Eduardo 
Laborde  y  Perera  á  favor  de  su  esposa  D.*  Silvia  Moliner 
y  García,  en  N.  I.  en  quince  de  Diciembre  de  mil  ocho-  ' 

cientos  noventa  y  siete,  ante  el  Notario  de  aquella  ciudad  ' 

D.  Néstor  Ponce  de  León,  cuya  licencia  se  halla  agrega-  I 

da  á  la  escritura  de  fecha  veinte  y  uno  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  ante  el  Notario  D.  Manuel 
Díaz  Quibus  folio  diez  y  ocho  vuelto;  en  providencia  de 
veinte  y  seis  de  Octubre  del  año  próximo  pasado  folio 
veinte  y  tres  vuelto,  se  admitió  la  demanda  mandándose 
conferir  traslado  de  la  misma  con  emplazamiento  á  D. 
Eduardo  Laborde  para  que  dentro  del  término  de  nueve 
días  se  personase  en  los  autos. 

Contestación  : 

Quinto.  Resultando  que  personado  en  este  juicio 
el  Pror.  D.  Alfredo  Martínez  Aparicio  á  nombre  de  D. 
Eduardo  Laborde  según  el  poder  de  folio  veinticinco  y 
habiéndosele  tenido  por  parte,  en  providencia  de  diez  y 
seis  de  Noviembre  del  año  último  folio  veintiocho  vuelto 
dicho  procurador,  por  su  escrito  de  folio  treinta  y  tres, 
evacuó  el  trámite  de  contestación.  Solicitando  se  tenga 
por  opuesta  á  la  demanda  la  excepción  de  incompeten- 
cia de  jurisdicción,  comprendida  en  el  inciso  primero  del 
artículo  quinientos  treinta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  absteniéndose  el  Juzgado  de  discutir  la 
cuestión  de  fondo ;  y  que  en  definitiva  se  declare  con  lu- 
gar dicha  excepción  é  incompetente  este  Tribunal  para 
conocer  de  la  presente  demanda,  reservando  á  la  actora 
los  derechos  de  que  se  crea  asistida  para  que  los  haga  va- 
ler, si  le  conviniere,  ante  los  Tribunales  que  fueren  com- 
petentes, en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica; fundándose  en  los  siguientes  hechos:  Que  Don 
Eduardo  Laborde  y  Perera  es  ciudadano  de  los  E.  U.  de 
América  justificando  este  hecho,  con  el  documento  de 
folio  treinta  y  uno.  Y  que  la  pretensión  que  se  deduce  en 
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la  presente  demanda,  descansa,  exclusivamente  en  los 
actos  comprendidos  en  documentos  traidos  y  aceptados 
por  la  actora,  que  expresan  que  mi  representado  se  ha 
unido  con  D.*  Silvia  Moliner  y  García  ciudadana  ameri- 
cana, en  territorio  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

Sexto.  Eesultando  que  conferido  traslado  en  ré- 
plica á  la  actora  según  providencia  del  folio  treinta  y 
ocho  y  habiendo  dejado  transcurrir  el  término  sin  eva-  ' 
cuar  aquel  traslado,  por  providencia  de  veintidós  de  Ene- 
ro último,  se  tuvo  por  renxinciado  dicho  trámite  y  se  dejó 
sin  efecto  el  de  duplica. 
Pbubba  : 

Séptimo.  Resultando  que  abierto  á  prueba  el  jui- 
cio, se  practicó  la  propuesta  por  la  demandante  en  la  for- 
ma siguiente:  Reprodujo  el  mérito  favorable  de  autos. 
La  diligencia  de  cotejo  de  la  partida  de  matrimonio  de 
D.*  María  Teresa  Guaxardo  y  D.  Eduardo  Laborde  que 
se  halla  agregada  á  foja  primera;  con  su  original,  que 
se  encuentra  en  el  libro  trece  de  matrimonios  al  folio 
ciento  noventa  y  cinco  bajo  el  número  ciento  cincuenta 
y  nueve.  Así  como  también  el  cotejo  de  la  certificación 
referente  al  bautizo  de  Rene  Ángel  Laborde  y  Moliner, 
que  se  halla  agregada  á  foja  catorce,  con  su  original  que 
se  encuentra  en  el  libro  número  cincuenta  y  dos  de  bau- 
tismos al  folio  cincuenta  y  nueve  vuelto,  bajo  el  número 
doscientos  ocho,  resultaron  en  un  todo  conforme  las  do& 
confrontas  según  todo  consta  á  foja  cincuenta  y  cinco 
vuelta. — Y  la  otra  diligencia  de  cotejo  practicada  en  la 
Notaría  de  D.  Manuel  Díaz  Quibus  en  veintitrés  de  Abril 
último,  del  testimonio  de  la  licencia  marital  que  se  lla- 
ma agregada  á  folio  diez  y  ocho  vuelto  de  estos  autos, 
con  su  original  que  se  encuentra  á  fojas  trescienta& 
ochenta  y  nueve  del  Tomo  primero  del  Protocolo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho,  correspondiente  á  la  escri- 
tura de  veintiuno  de  Enero  del  referido 'año,  resultando 
en  un  todo  conforme  dicha  confronta,  según  aparece  de 
la  diligencia  de  folio  sesenta  y  dos  vuelto. 

Octavo.  Resultando  como  más  prueba  de  la  de- 
mandante. La. declaración  de  D.  Francisco  Plá  y  Pica- 
bia  de  folio  sesenta  y  tres  evacuando  el  interrogatorio 
de  folio  cuarenta  y  siete,  dijo:  que  no  le  comprendían 
las  generales  de  la  Ley  de  que  fué  instruido:  que  era 
cierto  que  conoce  desde  hace  largo  tiempo  á  D.  Eduardo 
Laborde,  y  sabe  que  éste  es  legítimo  esposo  de  D.*  María 
Teresa  Guaxardo  y  padre  legítimo  de  la  Srta.  María  Te- 
resa Laborde :  que  es  cierto  que  por  el  año  mil  ochocien- 
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tos  noventa  3^  cuatro  el  Sr.  Laborde  cobró  en  el  Banco 
de  Comercio  de  esta  ciudad,  el  resto  de  un  depósito  de 
cuatro  mil  pesos  oro:  que  también  era  cierto  que  dicha 
suma  procedía  de  un  legado  que  la  Sra.  Joaquina  de 
Ponseca,  viuda  de  Díaz  de  Herrera  hizo  á  su  sobrina  D.* 
María  Tferesa  Guaxardo  que  no  sabía  si  dicha  suma  co- 
brada por  Laborde  fuese  malbaratada  por  éste;  y  que  es 
«ierto  y  le  consta  la  virtud  y  moralidad  de  la  Sra.  María 
Teresa  Guaxardo,  no  constándole  si  el  Sr.  Laborde  la 
tiene  abandonada,  pero  sabe  que  están  separados. — Las 
^declaraciones  de  D.  Luis  V.  Place  y  de  D.  Antonio  Blan- 
rco  fojas  sesenta  y  cuatro  y  sesenta  y  cinco  evacuando  el 
interrogatorio  de  fojas  cuarenta  y  nueve  dijeron :  que  no 
les  comprendían  las  genérale»  de  la  ley  de  que  fueron 
instruidos,  manifestando  Place  que  no  es  cierto  que  el 
fdeclarante  sea  dueño  ó  inquilino  principal  de  la  casa 
Oompostela  número  ciento  diez  y  siete,  pero  que  sabía 
que  en  dicha  casa  habitaban  la  Sra.  Guaxardo  y  su  hija 
expresando  el  testigo  Blanco  que  sólo  es  inquilino  prin- 
cipal de  dicha  casa,  donde  tiene  alquiladas  unas  habita- 
ciones dicha  Sra.  con  su  hija :  que  la  mencionada  Sra.  y 
;su  hija  habitaban  en  dicha  casa  desde  el  día  tres  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  y  adeuda  diez  meses  de  alquir 
1er  á  razón  de  cuatro  centenes  al  mes,  ignorando  este 
particular  el  otro  testigo  Place :  que  era  cierto  que  tanto 
la  Sra.  Laborde  como  su  hija  la  Srta.  María  Teresa  son 
personas  de  moralidad  y  que  se  hallan  por  completo 
rabandonadas  por  D.  Eduardo  Laborde,  esposo  y  padre 
respectivamente  de  aquéllas,  si  bien  el  testigo  Place  ma- 
nifestó que  ignora  este  segundo  extremo :  y  que  es  cierto 
y  les  constaba  que  tanto  la  Sra.  Laborde  como  su  seño- 
rita hija  carecen  de  medios  de  subsistencia  y  que  el  se- 
ñor Eduardo  Laborde  se  halla  unido  con  la  Srta.  Silvia 
Itfoliner. 

Noveno.  Resultando  que  habiendo  transcurrido  el 
'térmijio  de  prueba,  según  informa  el  actuario  á  fojas 
cuarenta  y  cuatro  vuelta  se  dispuso  en  providencia  de 
veintiséis  de  Mayo  último,  se  uniesen  á  los  autos  las 
pruebas  practicadas,  haciéndose  saber  á  las  partes  y  ven- 
cido que  fué  dicho  término  sin  que  aquéllas  solicitasen 
•vista  pública  por  providencia  de  treinta  y  uno  del  refe- 
rido mes  de  Mayo  folio  setenta  y  tres  vuelto,  se  dispuso 
entregar  los  autos  por  su  orden  á  las  partes  para  que 
concluyesen  haciendo  por  escrito  el  resumen  de  la 
j)rueba. 

Décimo.     Resultando  que  contra  la  resolución  de- 
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finitiva  del  pleito  interpuso  Laborde  recurso  de  casa- 
ción para  el  que  alegó  tres  motivos  de  los  que  dijo  ser 
uno  por  quebrantamiento  de  forma  y  los  otros  dos  por 
infracción  de  ley. 

Décimoprimero.  Eesultando  que  el  señor  Fiscal 
impugnó  la  admisión  del  recurso  en  cuanto  al  quebranta- 
miento de  forma  y  en  lo  concerniente  al  segundo  motivo 
•de  los  alegados  por  infracción  de  ley;  que  la  cuestión 
previa  se  sustanció  debidamente  y  al  acto  de  la  vista  so- 
lamente asistió  é  informó  el  mencionado  señor  Fiscal. 

Décimosegundo.  Resultando  que  por  auto  de  cua- 
-tro  de  Noviembre  último  esta  Sala  declaró  mal  admitido 
•el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  co- 
mo también  en  cuanto  al  segundo  de  los  motivos  que 
comprende  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
y  mandó  seguir  la  sustanciación  de  éste  en  lo  que  atañe 
fil  primero  de  sus  dos  motivos,  respecto  al  cual  se  cele- 
bró la  vista  el  veinte  y  siete  del  mismo  Noviembre,  sin 
•que  asistieran  las  partes. 
Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Decimotercero.  Eesultando  que  ese  motivo,  el  pri- 
mero de  los  dos  alegados  como  de  infracción  de  ley,  úni- 
co sobre  que  ha  de  resolverse  en  la  presente  sentencia,  se 
halla  propuesto  en  la  forma  que  literalmente  se  va  á  co- 
piar :  *^Que  dicha  sentencia  infringe  y  viola  por  error  de 
-derecho  y  aplicación  indebida  en  este  caso  el  artículo 
ciento  cinco  inciso  primero  del  Código  Civil  en  que  se 
funda,  pues  apareciendo  de  las  actuaciones  y  consignán- 
dose en  el  segundo  fundamento  del  fallo  aceptado 
por  esta  Audiencia;  que  la  demandante  sostuvo  co- 
mo hecho  y  no  se  ha  negado  por  mi  parte  que  con- 
traje segundas  nupcias  la«  cual  con  sus  consecuencias  ha 
dado  lugar  á  la  acción  deducida  por  la  actora,  es  induda- 
ble que  los  actos  derivados  de  esta  segunda  unión,  per- 
fectamente legales  mientras  por  sentencia  ejecutoria  no 
se  declaren  nulos  no  puede  estimarse  con  razón  conten- 
tivos de  un  adulterio  con  escándalo  público  ó  menospre- 
cio de  la  mujer  determinante  del  divorcio  mientras  sub- 
siste con  eficacia  legal  el  nuevo  estado  que  se  reconoce 
y  admite  como  contraído  en  país  extranjero  y  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  aquél  Territorio,  por  lo  que  procede  la 
casación  de  la  sentencia  por  este  motivo  del  recurso  que 
fundo  en  el  inciso  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Pedro 
'González  Llórente. 


954  boletín  legislativo. 


Primero.  Considerando  que  aquel  único  motivo 
pendiente  de  resolucipn  lo  hace  consistir  el  recurrente 
en  que  la  sentencia  infringe  el  artículo  ciento  cinco  inci- 
so primero  del  Código  Civil  por  que  aparece  de  los  autos 
y  se  consigna  en  el  segundo  fundamento  del  fallo  que  la 
demandante  sostuvo  como  hecho  que  su  marido  el  señor 
Eduardo  Laborde  contrajo  segundas  nupcias;  por  que 
los  actos  derivados  de  esa  segunda  unión  son  perfecta- 
mente legales  mientras  por  sentencia  ejecutoria  no  se  de- 
claren uulos;  y  porque  no  pueden  estimarse  como  con- 
tentivos de  adulterio,  con  escándalo  público  6  menospre- 
cio de  la  mujer,  determinante  de  divorcio,  mientras  sub- 
sista el  nuevo  estado  legal  que  se  reconoce  y  admite  co- 
mo contraído :  y  no  son  eficaces  para  la  casación  esas  pro- 
posiciones, pues  aparte  de  que  la  demandante  sólo  dijo, 
sostuvo  y  aparece  siempre  en  las.  actuaciones  que  el  se- 
ñor Laborde  se  trasladó  á  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica é  inesperadamente  se  supo  que  se  había  unido  á  la 
Srta.  Silvia  Moliner  y  García  regresando  posteriormente 
á  Cuba  donde  presentó  á  aquélla  como  su  legítiina  espo- 
sa y  dice  estar  casado  con  la  misma,  es  lo  cierto  que  el 
juzgador  no  "reconoce  ni  admite  el  hecho  del  segundo 
matrimonio  en  el  cual  se  funda  notoria  y  exclusivamente 
éste  recurso,  por  cuya  razón,  faltando  tal  supuesto,  no 
cabe  aceptar  que  la  sentencia  infrinja,  en  el  concepto 
que  el  recurrente  expresa,  el  artículo  del  Código  Civil 
que  invoca. 

Segundo.  Considerando  que  según  el  artículo  cua- 
renta de  la  Orden  Militar  número  noventa  y  dos  serie 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  cuando  se  declare 
sin  lugar  un  recurso  de  casación  se  impondrán  siempre 
las  costas  á  la  parte  ó  partes  recurrentes. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  el  Sr.  Eduardo  Laborde  á  quien  condenamos 
en  costas  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  con  la 
correspondiente  certificación.  Así  por  esta  nuestra  sen- 
tencia, lo  pronunciamos,  mandamos  y  filmamos. — José 
Várela. — Pedro  González  Llórente.  —  Octavio  Giberga. 
— Carlos  Eevilla. — ^Eafael  Maydagán. 

Guqa.— Auto.  92.— 12  de  Diciembre.— Ley  infringida.— 

(Gac,  Mayo  30,  190^,) 

DOCTRINA:  No  se  cita  con  precisión  y  cla- 
ridad la  ley  infringida  cuando  la  cita  se  limita  á 
la  fecha  de  un  R.  D.  sin  expresar  cuál  de  los  varios 
preceptos  que  contiene  es  el  infringido. 
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Antecedentes: 

Resultando  que  en  juicio  de  mayor  cuantía  seguido 
por  el  Sr.  Lázaro  Cowley  contra  el  A\Tintamiento  de  es- 
ta capital  sobre  indemnización  de  perjuicios,  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  dictó  sen- 
tencia en  diez  y  siete  de  Octubre  del  corriente  año  con- 
firmando la  de  primera  instancia. 

Recubso  denegado: 

Resultando  que  contra  dicha  resolución  de  la  Sala 
el  Sr.  Cowley  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundándolo  en  los  términos  siguientes :  "El 
recurso  que  interpongo  se  funda  en  infracción  de  ley,  y 
lo  que  se  infringe  es  el  Real  Decreto  de  cuatro  de  Enero- 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  publicado  e»  la  Gace- 
ta Oficial  de  veintiséis  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro,  en  que  se  regula  la  forma  de  contrata- 
ción por  las  Diputaciones  Provinciales  y  Ayuntamientos 
de  la  Isla  de  Cuba,  de  toda  clase  de  servicios,  obras,, 
compras,  ventas  y  arrendamientos;  y  se  infringe  dicha 
disposición  legal.  A.  Por  interpretación  errónea  y  a/pli- 
caoión  indebida  de  la  disposición  legal  «aiplicable  al  caso 
del  pleito  en  cuanto  se  hace  descansar  la  absolución  del 
demandado  precisamente  en  el  mencionado  Real  Decre-^ 
to  de  cuya  recta  aplicación  había  de  resultar  condenado 
dicho  litigante  dada  la  malicia  desplegada  por  los  Con* 
cejales  en  cuantos  «ctos  se  relacionan  con  el  acuerdo 
porque  se  hizo  la  adjudicación  definitiva  de  la  subas- 
ta en  cuestión.  B.  Por  error  de  hechos  que  resulta  de 
documentos  auténticos  como  son  las  certificaciones  ex- 
pedidas por  el  Swretario  del  Ayuntamiento  que  de- 
muestra la  equivocación  evidente  del  juzgador  al  apre- 
ciar que  no  está  com'probada  la  malicia  de  los  Conceja- 
les,  cuando  de  dichos  atestados  consta  que  en  todo  pres- 
cindieron de  las  ventajas  que  sobre  la  proposición  favo- 
recida, asistía  á  las  que  le  fueron  opuestas  dentro  y  fue- 
ra de  la  subasta". 

Causa  de  la  queja  : 

Resuiltando  que  la  Sala  de  la  Audiencia  por  auto 
de  doce  d.e  noviembre  del  mismo  año  declaró  no  haber 
lugar  á  admitir  el  recurso  fundado  en  el  primero  de  di- 
chos motivos,  auto  concebido  en  la  forma  que  pa^a  á 
copiarse :  "Considerando  por  lo  que  respecta  al  primer 
motivo  de  los  aducidos  por  el  recurrente  que  haciéndose 
consistir  dicho  motivo  en  la  interpretación  errónea  y 
aplicación  indebida  de  la  disposición  legal  aplicable  al 
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caso  del  pleito,  estimáiudose  como  tal  el  Real  Decreto 
de  cuatro  de  Encero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres, 
contentivo  de  varios  artículos  reguladores  de  la  forma 
•>como  debe  celebrarse  la  contratación  de  toda  dase  de 
servicios  por  las  Diputaciones  Provinciales  y  Ayunta- 
mientos, venía  obligado  el  recurrente  á  citar  con  la  pre- 
'  cisión  y  claridad  exigida  por  el  número  cuarto  del  ar- 
tículo quinto  de  la  Orden  de  casación  el  artículo  ó  ar- 
tículos de  dicho  Reai  Decreto  que  .resultan  infringidos 
á  su  juicio,  y  que  no  habiéndose  cumplido  con  dicho  re- 
quisito, es  evidente  que  procede  la  denegación  del  recur- 
so por  el  expresado  motivo.  Considerando,  por  lo  que 
hace  al  segundo  motivo,  que  teniendo  la  sentencia  con- 
tra la  que  se  interpone  el  recurso  de  casación  el  carácter 
df  definitiva,  habiéndose  deducido  dicho  recurso  dentro 
del  término  legal  y  fundándose  el  mismo  en  el  número 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
di?  Enjuiciamiento  Civil  é  indicándose  loe  documentos 
auténticos  que,  á  juicio  del  recurrente,  han  sido  ap-re- 
ciados  con  evidente  error  de  hecho  por  el  Tribunal ;  por 
todo  lo  cual  y  por  haber  cumplido  el  recurrente  en  rela- 
ción con  dicho  motivo  con  los  requisitos  que  previene 
e]  artículo  quinto  de  la  Oiden  número  noventa  y  dos 
dd  Gobierno  General  dé  veintiséis  de  Jxmio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  sobre  casación,  es  proce- 
dente la  admisión  del  expresado  recureo,  fundado  en 
dicho  segundo  motivo: — Ño  ha  lugar  A  a;dmitÍT  el  re- 
curso de  casación  que,  fundado  en  el  primer  motivo,  se 
establece  por  don  Lázaro  Cowley  contra  la  sentencia  de 
fecha  diez  y  siete  del  pasado  mes ;  désele  en  el  acto  de 
la  notificación  copia  certificada  de  este  auto  y  del  ante- 
rior escrito,  haciéndose  constar  al  pie  de  ella  el  día  en 
que  tiene  lugar  la  entrega,  así  como  el  particular  á  que 
se  refiere  el  artículo  quince  de  dicha  Orden  de  casación 
y  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  que,  funda- 
do en  el  segundo  motivo,  se  establece  por  el  menciona- 
do recurrente  contra  la  referida  sentencia*'. 
N  Resultando  que  el  Sr.  Lázaro  Cowley  estableció  an- 
te este  Tribunal  Supremo  recurso  de  queja  por  no  ha- 
bérsele admitido  el  de  casación  en  cuanto  á  su  primer 
motivo ;  y  que  dicho  recurso  de  queja  se  ha  sustanciado 
por  todos  sus  trámites  y  en  el  acto  de  la  vista,  ccllebra- 
da  en  nueve  del  corriente,  informaron  los  defensores  de 
las  partes. 
Resolución  : 

Considerando   que   para  ser   admisible  el   recurso 
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de  casación,  se  necesita  que  al  interponerlo  se  citen  con 
precisión  y  claridad  la  ley  ó  la  doctrina  infringidas  y 
el  concepto  en  que  lo  han  sido,  pues  así  lo  previene  el 
párrafo  cuarto  dd  artículo  quinto  de  la  Orden  Militar 
número  noventa  y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  por  lo  cual  la  Sala  sentenciadora  obró  con 
estricto  arreglo  á  derecho,  no  admitiendo  el  recurso  en 
cuanto  al  primer  motivo  enunciado,  en  que  no  se  llenó 
aquella  formalidad,  pues  solo  se  dijo  que  se  había  in- 
fringido el  Eeal  Decreto  de  cuatro  de  Enero  de  mV 
ochocientos  ochenta  y  tres,  sin  expresarse  con  la  preci- 
sión requerida,  cual  de  las  muchas  disrpoeiciones  com- 
prendidas en  aquel  decreto  es  la  que  el  recurrente  juz- 
ga quebrantada. 

Considerando  que  según  el  artículo  veinticinco  de' 
la  citada  Orden  número  noventa  y  dos,  siempre  que  se 
declare  sin  lugar  un  recurso  de  queja,  se  deben  imponer 
las  costas  al  que  lo  interpuso. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  in- 
terpuesto por  Lázaro  Cowley  en  los  autos  ya  mencio- 
nados, con  las  costas  á  su  cargo.    Comuniqúese,  etc. 

Lo  acordaron, .  mandaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen  ante  mí,  certifico. — José  Várela. — Pedro 
González  Llórente.— Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. 
— Eafael  Maydagán. — El  Secretario  Armando  de  J. 
Eiva. 


Gneb.  forma.— Sent.  21.-16  de  Diciembre.— Denegación 
de  prueba. — ( Oac, ,  Junio  s,  1904., ) 

DOCTRINA:  Es  conforme  á  derecho  la  de- 
negación de  una  prueba  documenta],  la  cual  se  re- 
fiere en  parte  á  puntos  que  no  son  objeto  del  de- 
bate y  parte  á  otros  que  han  sido  aceptados  por 
los  litigantes. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  seis  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  interpuesto  por  Rufino  Collado  y  Moreno,  del  co- 
mercio y  vecino  de  Cienfuegos,  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  dos  de  Junio  último  en  la  Audiecia  de  Santa 
Clara  en  el  juicio  de  menor  cuantía  promovida  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Cienfuegos  por  dicho  re- 
currente contra  la  sociedad  de  Mier  yiSuárez  sobre  devo- 
lución de  unos  sacos  de  azúcar. 

Primero.     Resultando  que  en  la  sentencia  recurrí- 
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da  se  aceptan  los  tres  resultandos  de  la  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  que  se  copian  á  continuación. 
Demanda  : 

Segundo.  "Resultando  que  el  actor  funda  su  de- 
manda en  los.  hechos  siguientes :  que  en  posesión  del  Cen- 
tral *^San  Lino",  á  consecuencia  de  juicio  ejecutivo  se- 
guido por  D.  Santiago  R.  Ross,  contra  los  dueños  del 
mismo,  llevó  á  cabo  la  zafra  que  acaba  de  terminar :  que 
contrató  con  los  colonos  el  pago  de  sus  cañas  al  precio  .de 
seis  arrobas  de  azúcar  j3or  cada  cien  de  caña :  que  varios 
colonos  confirieron  á  D.  Francisco  Mier  su  representa- 
ción para  liquidar  y  cobrar:  que  entre  todos  esos  colo- 
nos, cuya  relación  ofrece  producir  cuando  sea  oportuno 
^/  necesario  molieron  en  el  Central  un  millón  ciento  cua- 
renta y  seis  mil  novecientos  cincuenta  y  cinco  arrobas  de 
caña  que  al  tipo  convenido  correspondía  á  sesenta  y  ocho 
mil  ochocientos  diez  y  siete  arrobas  de  azúcar,  equivalen- 
tes á  cinco  mil  doscientos  noventa  y  tres  sacos  de  trece 
arrollas :  que  al  propio  Mier,  le  entregó  para  pagar  el 
carbón  que  había  garantizado  trescientos  sacos  de  azúcar: 
que  ambas  obligaciones  representaban  cinco  mil  quinien- 
tos noventa  y  tres  sacos  que  debió  recibir  el  Sr.  Mier, 
cinco  mil  doscientos  noventa  y  tres  en  pago  de  la  caña 
de  los  colonos  sus  representados  y  trescientos  para  pago 
del  carbón  que  garantizó:  que  como  recibieron  los  colo- 
nos ciento  doce  sacos  de  trece  arobas  en  el  ingenio,  la 
obligación  por  concepto  de  caña  quedó  reducida  á  cinco 
mil  ciento  ochenta  y  un  sacos,  que  sumados  á  los  trescien- 
tos sacos  del  carbón  debieron  hacer  un  total  de  cinco  mil 
cuatrocientos  oclu^nta  y  un  sacos :  que  D.  Francisco  Mier 
percibió,  hizo  suyos  y  remitió  á  e^ta  plaza,  á  los  Almace- 
nes de  los  Sres.  Cacicedo  y  Compañía  cinco  mil  seis- 
cientos cincuenta  y  seis  sacos,  es  evidente  que  indebida- 
mente l(^s  fueron  entregados  ciento  setenta  y  cinco  sacos 
de  azúcar,  que  á  su  vez  viene  obligado  á  devolver:  que 
agotado  sin  resultado  el  esfuerzo  extrajudicial,  con  fe- 
cha siete  del  pasado  Junio  estableció  demanda  de  conci- 
liación sin  resultado  por  no  haber  á  ella  concurrido  el 
demandado  según  consta  de  la  certificación  que  acom- 
paña c(m  el  número  uno :  que  el  demandado,  en  el  núme- 
ro ciento  veintidós  del  periódico  local  "La  Correspon- 
dencia" del  día  seis  de  Junio,  cuando  ya  estaba  citado 
para  la  conciliación  que  le  propuso,  publicó  un  comuni- 
cado por  el  que  pretende  explicar  porqué  entró  en  su 
poder  la  diferencia  que  se  advierto,  procedimiento  que  si 
pudo  responder  como  allí  indica  el  restablecimiento  de 
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SU  crédito  que  se  dice  se  trató  de  perjudicar,  no  ha  de 
servirle  en  este  pleito,  sino  cuando  pruebe  en  derecho 
sus  añrmaciones,  pero  que  de  todos  modos  adelanta  en 
8u  favor  la  evidencia  de  los  hechos  sustanciales  que  le 
sirven  de  fundamento  ó  séanse  la  existencia  del  contra- 
to, reconocimiento  de  su  personalidad  y  confesión  de  la 
intervención  que  le  atribuye  en  todo  lo  relacionado:  y 
que  la  conducta  de  D.  Francisco  Mier  es  temeraria;  y 
después  de  alegar  los  fundamentos  de  derecho  que  esti- 
mó pertinentes,  concluyó  pidiendo  al  Juzgad(y^e  conde- 
ne á  D.  Francisco  Mier  con  el  carácter  ya  expresado  á 
<^ue  dentro  de  tercero  día  entregue  á  D.  Rufino  Collado 
los  ciento  setenta  y  cinco  sacos  de  azúcar  de.  guarapo  que 
recibió  de  más  ó  en  su  defecto  su  importe,  tomando  el 
promedio  del  precio  obtenido  por  ese  fruto  en  el  mes  de 
Abril  pasado  interés  de  demora  desde  la  interpelación 
judicial  y  costas  que  se  causen;  interesando  por  un  otro- 
sí, el  recibimiento  á  prueba  de  este  juicio  en  su  opor- 
tunidad^\ 
Contestación:  ,   . 

Tercero.  "Resultando  que  admitida  la  demanda  y 
emplazado  en  forma  legal  D.  Francisco  Mier,  como  ge- 
rente de  la  Sociedad  de  Mier  y  Suárez  se  personó  á.su 
nombre  el  procurador  Emilio  Menéndez  Acebal  y  por  su 
escrito  de  fojas  veinticuatro  contestó  al  escrito  de  deman- 
da consignando  los  siguientes  hechos :  que  en  la  zafra  de 
mil  novecientos  uno  á  mil  novecientos  dos  del  Central 
"San  Lino'",  los  colonos  que  en  el  Central  molieron  sus 
callas  designaron  por  su  representante  para  recibir  el 
pago  de  la  misma  en  azúcar  é  intervenir  en  las  opera- 
ciones (jue  á  ellos  interesaban  á  D.  Manuel  Rangel  veci- 
no de  Rodas:  que  el  Sr.  Rangel  distribuía  los  azúcares 
pertenecientes  á  los  colonos  según  las  instrucciones  que 
de  ellos  tenía,  habiendo  enviado  á  los  señores  Mier  y 
Suárez  la  perteneciente  á  los  que  ellos  refaccionaban, 
hasta  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  cincuenta  y  seis 
sacos  á  partir  del  veinticuatro  de  Enero  de  este  año  que 
tuvo  lugar  la  primera  remisión  hasta  el  ocho  de  Abril 
en  que  se  verificó  la  última,  todo  por  el  ferrocarril  de 
Rodas  á  San  Lino,  los  cuales  fueron  enviados  á  esta  ciu- 
dad para  su  venta  á  los  Almacenes  de  los  Sres.  Cacice- 
do  y  Compañía  hoy  Sres.  Balbín  y  Valle  Sociedad  en 
Comandita :  que  á  los  demandados  les  fueron  entregados 
trescientos  sacos  más  para-  "Cienfuegos  Coal  Company", 
los  cuales,  como  Collado  expresa,  hay  que  agregar  á  los 
<\\xe  recibieron  de  los  colonos  y  con  ellos  hacen  un  total 
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de  cinco  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  seis  sacos  y  si  á. 
esto  se  añaden  doscientos  sacos  más  que  el  propio  Colla- 
do ordenó  le  fueran  entregados  á  D.  Francisco  Mier,na 
á  Mier  y  Suárez  en  su  particular  y  como  coínisionado  del 
Ldo.  Sr.  Felipe  Silva  según  acreditan  las  cartas  que  ad- 
junto señaladas  con  los  números  uno,  dos  y  tres,  cuyo- 
depósito  en  casa  de  Cacicedo  y  Compañía  y  venta  fué 
ordenado  por  Silva  quien  de  D.  Francisco  Mier  recibió  su 
importe,  tenemos  un  total  de  cinco  mil  seiscientos  cin- 
cuenta y>ieis  sacos  de  azúcar  igual  al  total  en  que  Co- 
llado funda  su  reclamación  de  los  cuales  deducidos  los 
doscientos  de  Silva  y  los  trescientos  de  la  "Cienfuegos 
Coal  Company^'  quedan  cinco  mil  ciento  cincuenta  y 
seis  sacos  únicos  que  Mier  y  Suárez  recibieron  de  los  co- 
lonos que  refaccionaban,  enviados  á  la  expresada  socie- 
dad por  D.  Manuel  Rangel  como  sabe  el  olvidadizo  don 
Rufino  Collado  y  comprueba  la  conciliación  que  á  Mier 
y  Suárez  estableció  y  publicó  el  Ldo.  Schwieps  como 
mandatario  de  Collado;  documento  número  cuatro 
la  propia  conciliación  establecida  por  éste  á  «la  men- 
cionada sociedad  y  se  evidencia  en  la  copia  de  la 
carta  que  en  el  periódico  "La  Correspondencia'' 
correspondiente  al  cuatro  de  Junio  último  publicó 
el  demandante:  que  Mier  y  Suárez  no  hicieron  contrato 
alguno  con  D.  Rufino  Collado  referente  al  azúcar  de  los 
colonos  que  refaccionaban,  ni  recibieron  de  la  de  éstos 
otra  cantidad  que  los  cinco  mil  ciento  cincuenta  y  seis 
sacos,  que  aparecen  en  las  remisiones  á  que  se  contrae 
el  hecho  segundo,  del  ferrocarril  de  San  Lino  á  Rodas: 
que  1).  Francisco  Mier,  como  comisionado  del  Ldo.  Fe- 
lipe Silva  procedió  autorizado  por  Collado  y,  en  su  par- 
ticular á  recibir  de  D.  Francisco  Céspedes,  doscientos 
sacos  de  azúcar,  como  se  vé  por  los  documentos  adjuntos, 
cumplió  á  satisfacción  de  su  comitente  la  misión  que 
por  éste  se  le  encomendó,  lo  cual  resulta  también  acre- 
ditado por  la  remisión  de  los  doscientos  sacos  de  San  Li- 
no á  Rodas  (ferrocarril)  y  de  Rodas  á  esta  ciudad  por 
los  vapores  de  la  Empresa  de  BouUón  y  Compañía;  y 
que  Collado  carece  de  la  acción  que  ejercita  y  proceiie 
temerariamente:  después  de  alegar  los  fundamentos  de- 
derecho  que  estimó  procedentes,  concluyó  suplicando  al. 
Juzgado  que  teniendo  por  contestada  en  tiempo  la  de- 
manda y  por  acompañados  los  documentos  relacionados 
con  las  copias  prevenidas,  en  su  oportunidad,  se  declare 
sin  lugar,  con  las  costas  áe  cargo  del  demandante  D*  Eut- 
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fino  Collado,  interesando  por  un  otrosí  el  recibimiento 
á  prueba  del  juicio". 

Prueba : 

Cuarto,  "líesultando  que  durante  el  segundo  pe- 
ríodo de  prueba  y  por  su  escrito  de  fecha  treinta  de 
Agosto  iiltirao,  el  demandante  acompañó  el  testimonio 
de  acta  notarial  de  fojas  setenta  y  siete,  por  estimar  su 
contenido  de  influencia  notorial  en  el  pleito ;  y  previa  la 
tramitación  que  establecen  los  artículos  quinientos  siete 
y  siguientes  de  la  Ijey  de  Enjuiciamiento  Civil,  se  agre- 
gó á  los  autos  á  los  efectos  del  artículo  quinientos  áo& 
de  la  propia  Jjef\ 

Quinto.  Resultando  que  el  testimonio  de  acta  no- 
tarial de  que  habla  el  resultando  anterior  se  contrae  á 
un  requerimiento  que  en  veintiocho  de  Agosto  de  mil 
novecientos  dos  hizo  el  demandante  Rufino  Collado  al 
Notario  de  Cienfuegos  José  Fernández  Pellón  para  que* 
constituyéndose  con  él  en  las  Oficinas  del  Ferrocarril  de 
Rodas  á  Turquino  y  Cartagena  testimoniase  los  docu- 
mentos que  allí  le  indicaría  si  á  ello  se  prestase  el  Jefe' 
de  las  mencionadas  Oficinas,  siendo  el  resultado  de  dicha 
diligencia  la  exhibición  y  copia  de  dos  documentos :  uno 
en  que  se  relacionan  todos  los  azúcares  del  Central  "San 
Lino"  recibidos  en  dicha  Empresa  y  remitidos  por  Mier 
y  Suárez  en  la  zafra  de  mil  novecientos  uno  á  mil  nove- 
cientos dos,  y  otro  relativo  á  los  azúcares  de  igual  pro- 
cedencia que  durante  la  propia  zafra  y  envasados  en 
cinco  mil  seiscientos  cincuenta  y  seis  sacos  embarcó  la 
misma  Empresa  por  la  de  vapores  de  BouUón  y  Compa- 
ñía para  Cacicedo  y  Compañía  de  Cienfuegos  por  orden 
de  los  expresados  Mier  y  Suárez. 

Resolución  recurrida: 

Sexto.  Resultando  que  impugnada  por  la  Sociedad 
demandada  la  admisión  del  referido  documento  que  el 
actor  conceptuaba  comprendido  en  los  casos  del  artículo 
quinientos  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  el 
Juez  en  su  sentencia,  absolutoria  de  la  demanda,  estimó 
con  lugar  la  impugnación,  fundado  en  que  para  ser  ad- 
misible la  prueba  que  en  juicio  se  proponga  ha  decon- 
cretarse  á  los  hechos  que  fijados  en  los  escritos  perti- 
nentes, no  hayan  sido  confesados  llanamente  por  las  par- 
tes; y  establecida  apelación  contra  dicha  sentencia,  fué 
confirmada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  cuanto- 
declaraba  sin  lugar  la  demanda  con  las  costas  á  carga 
del  actor;  más  no  respecto  á  la  declaratoria  de  temeri- 

T.  6.— 1904.— 61. 


962  boletín  LEOISLATiyO. 


dad,  que  en  la  misma  se  coDsigna,   y  no   hizo   especial 
condenación  respecto    á  las   costas  de  la   segunda  ins- 
tancia. 
Fundamentos  del  becurso  de  casación  : 

Séptimo.  Resultando  que  contra  dicha  sentencia 
•de  la  Audiencia  interpuso  el  apelante  Rufino  Colado  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  con  re- 
ferencia al  último  párrafo  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  dos  de  la  Ley  procesal,  y  alegando  como  fun- 
damento del  recurso  lo  siguiente:  "Autoriza  el  recurso 
el  número  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
y  uno  de  la  precitada  Ley,  ó  sea  la  denegación  en  prime- 
ra instancia  de  la  admisión,  como  medio  de  prueba,  del 
testimonio  del  acta  notarial,  levantada  por  el  Notario 
de  Cienfuegos  Ldo.  José  Fernández  Pellón,  en  veinte  y 
ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos,  en  el  escritorio 
de  los  Sres.  Francisco  y  Emilio  Terry  y  Compañía  en  li- 
quidación, dueños  del  Ferrocarril  de  Rodas  á  Turquino 
y  Cartagena,  acerca  de  los  sacos  de  azúcar  remitidos  por 
los  Sres.  Mier  y  Suárez  en  la  zafra  de  mil  novecientos 
dos  desde  el  ingenio  "San  Lino^'  al  paradero  de  Rodas  y 
desde  éste  á  los  Almacenes  de  Cienfuegos,  cuya  no  admi- 
sión ha  producido  á  mi  parte  indefensión,  dejando  de 
justificar  la  entrega  indebida  á  Mier  y  Suárez  de  los 
■ciento  setenta  y  cinco  sacos  de  azúcar,  cuya  devolución, 
ó  la  de  su  importe,  se  les  reclama  en  este  juicio. — En  el 
escrito  que  con  fecha  treinta  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos dos  produjo  mi  poderdante  en  la  primera  instancia 
de  este  juicio,  presentó  testimonio  auténtico  del  acta  no- 
tarial antes  referida,  expresando  que  dicho  documento, 
de  influencia  notoria  en  la  decisión  de  la  presente  con- 
troversia, era  de  fecha  posterior  á  los  escritos  de  deman- 
da y  contestación  y  que  juraba  no  haber  tenido  conoci- 
miento de  los  hechos  á  que  se  contrae  dicha  acta  antes 
de  los  referidos  escritos,  por  lo  que  estando  comprendi- 
da en  los  números  primero  y  segundo  del  artículo  qui- 
nientos cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  enten- 
día que  era  admisible  en  el  juicio  y  debía  surtir  los  de- 
bidos efectos  en  el  mismo;  respecto  de  la  prueba  que  ella 
suministraba. — Impugnada  la  admisión  de  dicho  docu- 
mento por  la  representación  de  Mier  y  Suárez,  en  el  es- 
crito de  fecha  doce  de  Septiembre  de  mil  novecientos  dos 
y  rebatida  la  impugnación  en  el  escrito  que  después  pro- 
dujo mi  poderdante,  el  Juez,  al  dictar  sentencia  en  trein- 
ta y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos;  declaró  que 
no  era  dable  admitir  dicho  documento,  por  las  razones 
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que  se  consignan  en  el  cuarto  considerando  de  dicha  sen- 
tencia, trámite  en  que,  según  el  artículo  quinientos  doce 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  debía  decidirse  acer- 
ca de  la  admisión  de  dicha  acta  notarial,  cometiéndose» 
en  ese  tr&mite  la  falta  que  dá  origen  al  recurso  de  casa- 
ción que  ahora  establezco. — ^Apelada  por  mi  poderdante 
Rufino  Collado  y  Moreno,  la  sentencia  de  treinta  y  uno 
de  Octubre  de  inil  novecientos  dos  y  pedido  por  mi  Le- 
trado director  en  el  acto  de  la  vista  pública,  que  se  ce- 
lebró el  veinticinco  de  Abril  último,  la  revocación  de  di- 
cha sentencia  y  que,  al  dictar  la  Sala  la  que  estimase 
procedente  admitiese  como  medio  de  prueba  la  referi- 
da acta  notarial,  para  justiñcar  la  entrega  indebida  de 
los  ciento  setenta  y  cinco  sacos  de  azúcar  reclamados  á 
Mier  y  Suárez,  he  cumplido  con  el  precepto  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  respecto  de  la  petición  de  la  subsanación 
de  la  falta  en  la  forma  legal  procedente,  puesto  que,  dada 
la  tramitación  especial  de  la  segunda  instancia  de  los 
juicios  de  menor  cuantía,  no  cabía  otra  gestión  que,  la 
por  mí  practicada  al  sostener  en  la  segunda  instancia  la 
improcedencia  de  la  sentencia  del  Juez  que  denegó  la  ad- 
misión como  medio  de  prueba  de  la  referida  acta  nota- 
rial. El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  Cuba  en  la 
sentencia  dictada  con  fecha  seis  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos uno,  visible  en  la  página  trescientos  cincuenta  y 
uno  del  ^^apéndice  primero'^  al  tomo  segundo  de  mil  no- 
vecientos uno  de  la  Colección  Legislativa,  declaró  que  "se 
quebrantan  las  formas  esenciales  del  juicio,  dando  lugar 
al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
fundado  en  la  causa  quinta  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuan- 
do la  Sala  sentenciadora  niega  la  admisión  de  un  docu- 
mento de  fecha  posterior,  no  tan  solo  á  los  escritos  de 
demanda  y  contestación,  sino  también  á  la  sentencia  de 
primera  instancia,  que  la  parte  presente  antes  del  seña- 
lamiento de  vista  en  la  segunda,  jurando  no  haber  teni- 
do anteriormente  conocimiento  de  él  y  con  el  cual  pre- 
tende justificar  un  hecho  de  notoria  influencia  en  el 
pleito". 

Octavo.  Resultando  que  denegada  por  la  Sala  sen- 
tenciadora la  admisión  del  recurso  establecido,  interpu- 
so el  recurrente  el  de  queja;  y  habiendo  sido  éste  decla- 
rado con  lugar,  se  ha  sustanciado  el  de  casación  ante  este 
Tribunal  Supremo,  celebrándose  la  vista  pública  el  día 
•diez  del  actual  con  la  sola  asistencia  del  Abogado  de  la 
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parte  recurrente,  que  sostuvo  los  fundamentos  del  re- 
curso. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  el  artículo  quinientos 
sesenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  es- 
tablece (¡ue-  las  pruebas  que  se  propongan  en  juicio  han 
de  contraerse  á  los  hechos  que  fijados  definitivamente  en 
los  respectivos  escritos  no  hayan  sido  llanamente  con- 
fesados por  la  parte  á  quien  perjudiquen,  ordenando  el 
quinientos  sesenta  y  cinco  que  se  repelan  de  oficio  las  que 
no  se  acomoden  á  las  condiciones  expresadas;  y  no  lle- 
nándose esas  condiciones  en  el  acta  notarial  á  que  se  con- 
trae el  presente  recurso,  puesto  que  su  primera  parte  no 
corresponde  á  los  antecedentes  del  problema  planteado 
ni  guarda  conexión  alguna  con  los  hechos  fundamenta- 
les de  la  demanda,  y  su  segundo  extremo  no  tienen  otro 
objeto  que  demostrar  la  certeza  de  una  cantidad  cuya  as- 
cendencia, fijada  en  la  demanda,  ha  sido  reconocida  lla- 
namente por  la  sociedad  demandada  en  su  escrito  de 
contestación,  utilizándola  de  consuno  ambos  litigantes 
como  base  de  sus  respectivas  alegaciones,  es  evidente  que 
dicha  prueba  ha  sido  bien  denegada  por  la  Sala  senten- 
ciadora, la  que  no  ha  incurrido  por  lo  tanto,  en  el  que- 
brantamiento de  forma  que  se  le  atribuye  en  el  recurso. 

Segundo.  Considerando  que  por  las  razones  ex- 
puestas procede  decarar  sin  lugar  el  recurso,  y  aplicando 
el  precepto  del  artículo  XL  de  la  Orden  sobre  casación, 
imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Rufino 
Collado  y  Moreno  contra  la  sentencia  dictada  en  dos  de 
Junio  último  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente. 

DcMiélvanse,  etc. 

Así  por  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. — José  Várela. — Pedro  González  Lló- 
rente.— Octavio  Gib'erga. — Carlos  Eevilla. — Eafael  Ma}"- 
dagán. 


Inf.  Ie7.--Snt.  76.— 17  de  Diciembre.  —  Oontratofi.— 

(Gac,  Junios,  1904.) 

DOCTRINA:  La  primera  regla  para  la  in- 
terpretación de  los  contratos  es  la  de  atenerse  al 
sentido  literal  de  sus  cláusulas. 

La  facultad  de  ejecutar  concedida  en  un  contra- 
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to  por  el  deudor  á  su  acreedor  no  envuelve  una 
obligación  para  el  mandatario  de  éste,  máxime 
cuando  á  dicho  mandatario  no  se  le  confiere  po- 
der expreso  para  comparecer  y  reclamar  en  juieio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  y  siete  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribunal 
Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  la  Sociedad  de  Pablo  Gómez  y  Compañía 
domiciliada  en  Caibarién,  contra  la  sentencia  dictada 
^n  treinta  de  Septiembre  último  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
promovido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ee- 
medios'por  la  mencionada  Sociedad  contra  la  de  Rai- 
mundo Llanes  y  Compañía  domiciliada  como  la  anterior 
'en  Caibarién,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recurrida 
*se  aceptan  los  cuatro  Resultandos  de  la  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  que  se  copian  á  continuación : 

Demanda  : 

Segundo.  Resultando  que  en  escrito  de  diez  de 
Mayo  último  el  Procurador  Salustiano  Casares  y  Sa- 
cristán, á  nombre  de  la  Sociedad  Mercantil  de  "Pablo 
Gómez  y  Compañía",  estableció  demanda  de  mayor  cuan- 
tía contra  la  Sociedad  mercantil  de  "Raimundo  Llanes 
y  Compañía",  en  liquidación,  en  la  cual  solicitaba  que  se 
le  tuviese  por  parte  y  por  interpuesta  dicha  demanda,  se 
emplázase  á  la  sociedad  demandada  y  en  deñnitiva  se  le 
condenara  á  indemnizar  á  los  Sres.  Pablo  Gómez  y  Com- 
pañía los  daños  y  perjuicios  que  les  hubiesen  ocasionado 
por  falta  de  cumplimiento  y  xtralimitación  de  sus  obli- 
gaciones como  mandatarios  para  exigir  á  la  "Narcisa 
Sugar  Company"  el  cumplimiento  de  la  obligación  ex- 
presada en  la  escritura  de  veintiuno  de  Junio  de  mil  no- 
vcientos  uno,  cuyos  daños  y  perjuicios  se  regularían  por 
los  trámites  establecidos  en  los  artículos  novecientos  vein- 
tisiete y  siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
y  al  pago  de  todas  las  costas  fundando  dicha  demanda 
en  los  siguientes  hechos  y  razones  de  derecho:  Hechos: 
Primero:  Que  la  "Narcisa  Sugar  Compan^  dueña  del 
Central  "Narcisa"  situado  en  el  término  municipal  de 
Yaguajay,  en  este  partido  judicial  con  fecha  primero  de 
Junio  propuso  á  los  tenedores  de  giros  de  esa  Sociedad 
vencidos  desde  el  quince  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno 
y  á  vencer  hasta  el  doce  de  Julio  del  mismo  año,  pagar- 
les la  suma  de  treinta  y  un  mil  doscientos  noventa  y  un 
pesos  noventa  y  siete  centavos  en  oro  español  en  la  si- 
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guíente  forma,  según  consta  en  el  documento  privado  que 
acompaña,  que  es  una  copia  de  su  original  firmada  por 
el  Sr.  Mariano  E.  Artis,  Superintendente  y  apoderada 
de  la  "Narcisa  Sugar  Compan/\  Primero:  La  Narcisa 
.  Sugar  Company  pondrá  á  la  disposoción  de  la  persona 
ó  casa  que  se  designe  desde  el  segundo  mes  de  la  zafra  de 
rail  novecientos  dos  ó  sea  desde  el  mes  de  Febrero  todos 
los  días  quince  y  treinta  de  cada  mes  setecientos  sacos 
de  azúcar  de  guarapo  centrifugado  con  peso  de  trescien- 
tas veinticinco  libras  netas  polarizando  de  noventa  y  cin- 
co grado  á  noventa  y  seis  hasta  extinguir  la  cantidad  que 
reprcw^entan  los  giros  citados.  Segundo:  Según  lleguen 
á  Caibarién  las  remesas  de  los  setecientos  sacos  citados 
serán  vendidos  al  tipo  de  plaza  reservándosele  á  la  Nar- 
cisa  Sugar  Company  el  derecho  de  adquirirlos  en  igua- 
les condiciones  sí  así  le  conviniese,  y  sus  productos  serán 
repartidos  á  los  tenedores  de  giros  proporcionalmente  se- 
gún la  cantidad  que  cada  uno  represente  y  de  cuya  li- 
quidación se  entregará  nota  al  Central  Narcisa.  Tercero : 
La  "Narcisa  Sugar  Company"  queda  obligada  á  poner 
por  su  cuenta  y  riesgo  al  costado  de  las  lanchas  ú  otras 
embarcaciones  que  reciban  dicho  azúcar  haciendo  gratui- 
tamente dicho  servicio.  Cuartd:  La  "Narcisa  Sugar 
Compan/'  declara  y  lo  ratificará  que  no  tiene  celebrado 
ningún  contrato  ni  otorgado  ninguna  escritura  que  per- 
judique los  efectos  de  este  contrato  6  impida  su  cumpli- 
miento. Quinto :  La  persona  ó  casa  que  se  designe  ó  acep- 
te el  encargo  que  se  le  confiere  por  la  cláusula  primera,, 
suscribirá  el  presente  convenio  para  hacer  constar  su 
conformidad.  Sexto:  Para  garantizar  debidamente  el 
cumplimiento  de  lo  pactado  se  elevará  este  convenio  á 
escritura  pública  que  firmará  la  persona  ó  casa  que  se  de- 
signa en  representación  de  todos  los  poseedores  de  giros 
y  que  acepten  este  convenio.  Séptimo :  En  dicha  escri- 
tura se  consignará  el  interés  del  ocho  por  ciento  anual 
sobre  la  ascendencia  total  del  crédito,  cuyo  interés  que- 
dará sin  efecto  respecto  de  las  cantidades  que  se  dismi- 
nuyan del  total.  Octavo :  Los  gastos  que  se  originen  pa- 
ra el  cumplimiento  de  este  contrato  además  de  los  que 
origine  la  escritura  serán  por  cuenta  de  la  "Narcisa  Su- 
gar Company"  aceptando  ambos  el  Juzgado  de  Remedios 
para  gestinar  el  cumplimiento  de  la  misma.  Noveno: 
La  "Narcisa  Sugar  Company^^  se  obliga  á  hacer  la  entre- 
ga de  los  setecientos  sacos  de  azúcar  los  días  quince  y 
treinta  de  cada  mes,  principiando  la  primera  el  día  quin- 
ce (le  Febrero  de  mil  novecientos  dos  y  sucesivamente 
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hasta  extinguir  el  total  adeudo  y  si  dejara  de  cumplir 
cualquiera  de  las  entregas  en  las  fechas  determinadas,, 
se  entenderá  vencido  el  compromiso  de  espera  quedando- 
expedita  la  vía  ejecutiva  para  que  la  persona  ó  casa  á  cu- 
yo favor  se  otorga  la  escritura  pueda  exigir  de  la  Com- 
pañía el  cumplimiento  ó  pago  de  la  suma  pendiente". — 
Segundo :  que  los  tenedores  de  giros  de  la  "Narcisa  Su- 
gar  Company^á  quienes  se  hizo  la  proposición  de  con- 
venio á  que  se  refiere  el  hecho  anterior,  aceptaron  la  pro- 
posición y  designaron  como  mandatarios  para  otorgar 
la  escritura  y  exigir  el  cumplimiento  de  la  misma  á  los: 
señores  "R.  Llanes  y  Coinpañía"  socied^id  mercantil  con 
residencia  en  la  villa  de  Caibarién.  Tercero :  Que  entre 
los  tenedores  de  giros  que  aceptaron  el  convenio  figuran 
los  señores  Pablo  Gómez  y  Compañía  á  quienes  adeuda 
la  "Xarcisa  Sugar  Compan/',  por  ese  concepto  la  suma 
de  dos  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  pesos  cincuen- 
ta y  seis  centavos  en  oro  español,  según  aparece  en  la 
escritura  de  convenio  que  acompaña  á  la  demanda.  Cuar- 
to :  Que  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compañía  aceptaron  el  con- 
venio y  la  designación  por  ellos  hecha  para  el  otorga- 
miento de  la  escritura  y  su  ejecución,  según  aparece  en  el 
convenio  inserto  en  la  escritura  que  acompaña  y  en  la 
cláusula  cuarta  de  la  citada  escritura.  Quinto:  que  en 
veintiuno  de  Junio  de  mil  novecientos  uno  ante  el  No- 
tario de  esta  ciudad  Ldo.  Antonio  Rojas  Oria  se  elevó 
á  escritura  pública  el  convenio  propuesto  por  la  "Narci- 
sa  Sugar  Company"  aunque -en  ella  se  hizo  ascender  la 
deuda  á  la  suma  de  treinta  y  ocho  mil  doscientos  noven- 
ta y  siete  pesos  cinco  centavos  oro  español  ó  sea  siete 
mil  cinco  pesos  ocho  centavos  más  de  lo  que  ascendía  la 
cantidad  expresada  en  la  proposición  primitiva  de  la 
"Narcisa  Sugar  Company'\  Sexto :  Que  los  Sres.  Pablo 
Gómez  y  Compañía  no  han  percibido  cantidad  alguna 
por  concepto  de  ese  convenio.  Séptimo :  Que  la  "ISTarci- 
sa  Sugar  Company"  dejó  de  cumplir  las  condiciones  es- 
tipuladas en  el  convenio  no  remitiendo  á.los  señores  R. 
Llanes  y  Compañía  los  sacos  que  se  había  comprometi- 
do á  entregar  como  pago  de  la  deuda.  Octavo:  Que  los 
Sres  R.  Llanes  y  Compañía  no  gestionaron  debidamente 
el  cumplimiento  de  la  obligación  ejercitando  la  vía  eje- 
cutiva para  asegurar  el  cobro  de  la  cantidad  adeudada 
toda  vez  que  con  arreglo  al  convenio  podía  considerarse 
vencida  la  deuda.  Noveno:  que  en  veintiséis  de  Fe- 
brero de  este  año  los  Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  re- 
quirieron notarialmente  á  los  Sres.  R.  Llanes  y  Com- 
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pañía  para  que  cumpliesen  la  obligación  contraida  pro- 
testando de  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  ocasiona- 
sen. Décimo:  Que  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compañía  en 
vez  de  exigir  judicialmente  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación citaron  á  los  tenedores  de  giros  á  una  junta  para 
que  determinaran  la  conducta  que  habían  de  seguir  in- 
dicando que  seguirían  lo  que  acordase  la  mayoría  y  que 
protestaban  de  cualquiera  reclamación  de  daños  y  per- 
.  juicios  que  se  intente  por  los  disidentes  ó  por  los  que  ca- 
recieren de  representación  en  dicha  junta.  Undécimo: 
que  celebrada  esa  Junta  á  la  que  asistió  un  representante 
de  la  ^TN^arcisa  Sugar  Company*'  se  acordó  por  la  mayo- 
ría la  novación  del  convenio  concediendo  quita  y  espera 
.al  deudor,  limitando  la  entrega  del  azúcar  á  dos  mil  dos- 
cientos sacos  y  levantándose  un  acta  en  la  que  "se  modi- 
ficaba la  obligación  en  nombre  de  todos  los  acreedores 
comprendidos  en  el  convenio  hayan  ó  no  asistido  á  la 
Junta  y  estuviesen  ó  no  conformes.  Duodécimo :  que  los 
Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  estuvieron  representa- 
dos en  esa  Junta  y  manifestaron  su  no  conformidad  con 
la  novación  del  convenio.  Decimotercero :  que  como  con- 
.secuencia  de  la  actitud  de  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compa- 
ñía no  exigiendo  el  cumplimiento  del  convenio  primero 
y  modificándolo  después  sin  su  voluntad  han  sufrido  los 
.Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  daños  y  perjuicios  en  sus 
intereses  cuya  cuantía  no  se  podía  apreciar  por  ahora 
pero  se  fijaría  en  el  período  de  ejecución  de  sentencia, 
consistentes  en  el  no  pago  de  la  suma  adeudada  en  que 
no  se  haya  asegurado  el  cumplimiento  de  la  obligación 
por  el  ejercicio  de  la  vía  ejecutiva,  en  que  se  demoró  su 
cumplimiento  y  en  que  la  nueva  obligación  les  es  per- 
judicial pues  disminuye  la  deuda,  circunstancias  que  han 
influido  también  en  la  marcha  de  sus  otros  negocios.  De- 
cimocuarto: que  el  ingenio  "Narcisa"  perteneciente  á 
la  "Narcisa  Sugar  Company^'  continúa  en  la  actualidad 
su  molienda  haciendo  una  tarea  diaria  media  de  quinien- 
tos sacos  de  azúcar.  Decimoquinto :  que  la  sociedad  de 
R.  Llanes  y  Compañía  está  hoy  en  liquidación,  habién- 
dose nombrado  liquidadores  de  la  misma  por  escritura 
otorgada  ante  el  Notario  Alejandro  Testar  y  Pont  á  los 
que  fueron  sus  socios  gerentes  Antonio  Rodríguez  Váz- 
quez y  Marcelino  Cantera  Pires. — Fundamentos  de  de- 
recho. Primero:  el  artículo  mil  setecientos  nueve  del 
Código  Civil.  Segundo:  el  artículo  mil  setecientos  ca- 
torce del  mismo  Código.  Tercero:  el  artículo  mil  sete- 
vcientos  diez  y  ocho  de  dicho  Código.    Cuarto :  el  artículo 
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mil  setecientos  diez  y  nueve.  Quinto:  que  los  Sres.  K. 
Llanes  y  Compañía  no  cumplieron  con  sus  deberes  de 
mandatarios  no  ejercitaron  la  acción  ejecutiva  contra  la 
^^Narcisa  Sugar  Compan/'  para  asegurar  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  contraída  por  esta  Sociedad. 
Sexto:  que  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compañía  se  extrali- 
mitaron de  los  límites  del  mandato  novando  la  obliga- 
ción con  perjuicio  de  los  intereses  de  sus  mandantes  los 
Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  por  lo  cual  son  respon- 
sables de  los  daños  y  perjuicios.  Séptimo :  que  al  novar 
la  obligación  los  Sres.  B.  Llaneá  y  Compañía  procedie- 
ron contra  las  instrucciones  y  deseos  de  éstos  expresa- 
mente manifestados,  por  lo  que  son  responsables  de  los 
daños  y  perjuicios.  Octavo:  que  siendo  la  cuantía  de 
esta  demanda  inestimable  y  en  todo  caso  pasando  de 
siete  mil  quinientas  pesetas,  debe  de  sustanciarse  en  jui- 
<íio  declarativo  de  mayor  cuantía.  Noveno :  que  no  pu- 
diendo  apreciarse  en  esta  demanda  la  ascendencia  de  los 
daños  y  perjuicios,  se  regularían  en  la  ejecución  de  la 
sentencia  con  arreglo  á  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  novecientos  veintisiete  y  siguientes  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  y  Décimo:  que  el  litigan- 
te temerario  debe  ser  condenado  al  pago  de  las  costas. 
Contestación  : 

Tercero.  Resultando  que  en  escrito  de  ocho  del  si- 
miente mes  de  Julio,  Juan  Soler  y  Soler,  á, nombre  de 
la  sociedad  demandada,  evacuó  el  trámite  de  contesta- 
ción y  exponiendo  que  la  demanda  propuesta  era  tan  ex- 
traña y  original  y  tan  falta  de  fundamento  legal  que  es- 
peraba ^ue  el  Juzgado  la  declarase  sin  lugar  con  todos 
los  pronunciamientos  favorables  para  la  sociedad  su  re- 
presentada, solicitó  que  se  absolviese  de  ella  á  los  Sres. 
R.  Llanes  y  Compañía  en  concepto  de  representantes 
de  los  acreedores  de  la  Narcisa  Sugar  Company  com- 
prendidos en  el  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos uno,  y  se  declarase  temeraria  la  interposi- 
ción de  aquélla  con  las  costas  y  demás  pronunciamien- 
tos consiguientes,  basando  su  contestación  en  los  siguien- 
tes hechos  y  fundamentos  de  derecho. — Hechos.  Prime- 
ro: que  en  virtud  de  designación  hecha  por  diversos  te- 
nedores de  giros  contra  la  "Narcisa  Sugar  Compan^  en 
«1  convenio  tenido  por  aquéllos  con  la  representación  de 
ésta  en  primero  de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  la  So- 
ciedad de  R.  Llanes  y  Compañía  llevaba  la  de  los  acree- 
dores para  todo  lo  relativo  al  cumplimiento  de  dicho 
convenio.     Segundo:   Que  dicha   Sociedad  cumpliendo 
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el  primer  deber  que  se  impuso  otorgó  la  escritura  públi- 
ca en  que  aquel  documento  privado  adquirió  el  carácter 
de  público  según  su  cláusula  sexta,  documento  que  tes- 
timoniado en  forma  se  presenta  por  la  parte  actora  y 
que  la  sociedad  demandada  acepta  áf  todos  los  efectos  de 
la  presente  demanda.  Tercero :  que  asimismo  recibió  en 
Caibarién  los  sacos  de  azúcar  que  le  fueron  remesados 
por  el  Central  Narcisa  vendiéndolos  y  distribuyendo  su 
importe  entre  los  acreedores  de  conformidad  á  lo  esta- 
blecido en  la  cláusula  segunda  del  referido  convenio,  y 
que  en  el  reparto  del  producto  de  dichos  sacos  la  socie- 
dad demandante  se  negó  á  recibir  la  parte  proporcional 
que  le  correspondía  y  cuyo  importe  tiene  á  disposición 
de  la  misma  sus  representados.  Cuarto:  que  según  la 
cláusula  novena  del  repetido  convenio, la  falta  de  cumpli- 
miento en  las  remesas  ofrecidas  por  la  "Narcisa  Sugar 
Company"  en  las  fechas  y  en  las  cantidades  que  cons- 
tan en  aquel  sería  causa  bastante  para  entenderse  venci- 
do el  compromiso  de  espera,  quedando  expedita  la  acción 
ejecutiva  para  que  la  persona  ó  casa  á  cuyo  favor  se  otor- 
ga la  escritura  pueda  exigir  de  la  Compañía  el  cumpli- 
miento ó  pago  de  lo  pendiente..  Quinto :  que  no  habién- 
dose recibido  en  quince  de  Febrero  el  completo  de  Ios- 
setecientos  sacos  de  azúcar  que  en  esa  época  se  obligó 
á  entregar  la  "Narcisa  Sugar  Company^'  la  Sociedad  de 
R.  Llanes  y  Compañía  exigió  el  resto  de  dicho  plazo  con- 
testando el  señor  Artis  representante  de  la  Sociedad  deu- 
dora en  los  términos  que  expresa  el  telegrama  que  se  pre- 
senta marcado  con  el  número  uno.  Sexto:  que  no  com- 
pleta la  remesa  anterior  y  faltando  la  correspondiente  al 
último  día  de  Febrero,  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compañía 
comunicaron  en  cuatro  de  Marzo  al  Sr.  Artis  que  proce- 
derían á  hacer  uso  de  la  vía  ejecutiva,  intimación  á  la 
que  contestó  Artis  en  los  términos  que  aparecen  de  su 
carta  del  seis  de  Marzo  (documentos  números  dos,  tres 
y  cuatro).  Séptimo:  que  en  siete  del  mismo  mes  se  le 
dijo  á  Artis  en  telegrama  por  la  Sociedad  representante 
^'Imposible  esperar  sin  apremiar"  y  éste  expone  las  con- 
secuencias de  una  actitud  violenta  en  su  otra  carta  del 
día  ocho  (documento  número  cinco).  Octavo:  que  en 
trece  del  repetido  mes  de  Marzo  se  requiere  al  mismo 
Artis  por  el  resto  de  la  primera  entrega  y  aquél  anuncia 
la  salida  del  barco  que  la  conduce  (documentos  números 
seis,  siete  y  ocho).  Xoveno:  que  en  quince  del  propio 
mes  los  señores  R.  Tjlanes  y  Compañía  dan  cuenta  á  los 
acreedores  del  resultado  de  sus  gestiones  y  las  dificulta- 
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des  que  ofrece  el  cumplimiento  de  lo  convenido  y  piden' 
se  les  dé  por  ello*  una  solución  al  asunto  en  vista  de  las 
manifestaciones  del  deudor  (documento  número  nueve). 
Décimo:  que  contestan  á  la  circular  á  que  alude  el  nú- 
mero anterior  los  acreedores  Pertierra  y  Compañía,  L. 
G.  Drake,  José  L.  Martínez,  Vicente  Villate,  F.  Jimé- 
nez y  Compañía,  Manuel  Cruz  Brito,  Víctor  Machado 
y  José  Fernández  en  el  sentido  de  que  están  confonnes 
en  conceder  prórroga  á  la  "N"arcisa  Sugar  Company^' 
para  el  cumplimiento  de  lo  convenido  (documento  nú-  . 
meros  diez  al  diez  y  siete).  Undécimo:  que  á  dicha  cir- 
cular contestan  los  acreedores  Cesáreo  Solares  y  Miguel 
Valle  excusando  su  parecer  por  distintas  causas  (docu- 
mentos números  diez  y  ocho  al  diez  y  nueve).  Duodé- 
cimo :  que  como  respuesta  á  la  misma  circular,  dicen  los 
Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  y  Pedro  Cantera  que  no 
pueden  consentir  en  moratorias  y  que  debe  ejecutarse 
al  Central  Xareisa  (documento  números  veinte  y  veinte 
y  uno).  Decimotercero:  que  en  vista  de  las  diferentes 
opiniones  emitidas  por  los  acreedores  que  representaba 
la  Sociedad  de  R,  Llanos  y  Compañía,  ésta  en  otra  cir- 
cular dirigida  á  aquéllos  con  fecha  veintidós  de  Marzo 
exige  de  sus  mandantes  un  criterio  uniforme  y  al  efecto 
los  convoca  para  una  junta  con  el  propósito  de  que  deli- 
beren en  ella  la  actitud  que  ha  de  asumir  y  se  le  den  ins- 
trucciones concretas  para  el  cumplimiento  del  mandato 
recibido,  en  la  inteligencia  de  que  cumpliría  el  acuerdo 
de  la  mayoría  representada  por  los  dos  tercios  del  adeu- 
do protestando  de  cualquier  reclamación  de  daños  y  per- 
juicios que  se  les  estableciera  por  los  disidentes  ó  por 
los  que  carecieren  de  representación  en  la  junta  (docu- 
mento número  veintidós).  Decimocuarto:  que  en  el  in- 
dicado día  veintisiete  de  Marzo  se  celebró  la  Junta  con  la 
asistencia  ó  representación  de  veintiún  acreedores  de  los 
veintisiete  que  firmaron  y  aceptaron  el  convenio  y  acuer- 
dan aprobar  las  gestiones  y  actos  realizados  por  los  se- 
ñores R.  Llanes  y  Compañía  por  haber  cumplido  á  sa- 
tisfacción de  todos  los  acreedores  los  deberes  que  les  im- 
ponía el  mandato  que  le  dieron,  conceder  la  prórroga 
que  solicita  la  "Narcisa  Sugar  CompanV'  por  medio  de 
su  Superintendente  y  apoderado  Mariano  Artis  y  Jimé- 
nez en  los  términos  que  se  expresan  en  el  acta,  y  que  es- 
tando próximo  el  plazo  de  la  disolución  de  la  Sociedad 
mandataria  continúen  representando  á  los  acreedores  los 
socios  que  queden  hecho  cargo  de  la  liquidación  de  la 
misma  Sociedad :  que  Pablo  Gómez  en  nombre  de  la  So- 
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ciedad  de  Pablo  Gómez  y  Compañía  en  el  acto  mismo 
de  la  Junta  emitió  su  voto  en  contra  de  lo  acordado  res- 
pecto á  los  dos  primeros  particulares  fundándose  en  que 
debió  ejecutarse  la  Sociedad  deudora  conforme  al  con- 
venio y  en  que  con  la  novación  del  contrato  se  perjudi- 
can los  intereses  de  la  Sociedad  que  representa;  y  que 
como  en  el  acta  que  original  se  acompaña  señalada  con  el 
número  cuarenta  se  expresa  que  formarán  paite  de  la 
misma  los  comprobantes  que  justifican  la  personalidad 
de  los  que  comparecen  en  representación  de  otros  acree- 
dores se  acompañan  también  éstos  con  los  números  vein- 
titrés al  treinta  y  nueve.  Decimoquinto:  que  en  virtud 
de  los  acuerdos  referidos  y  siguiendo  las  instrucciones  en 
ellos  contenidos  los  Sres.  R.  Llanes  y  Compañía  se  han 
abstenido  de  hacer  uso  de  la  acción  ejecutiva  que  podrían 
« emplear  para  exigir  el  cumplimiento  del  convenio  de  pri- 
mero de  Junio  de  mil  novecientos  uno  y  en  su  consecuen* 
cia  han  recibido  por  cuenta  del  adeudo  cuatrocientos  sa- 
cos más  de  azúcar  correspondientes  á  la  entrega  que  de- 
bía realizar  el  Central  Narcisa  la  primera  quincena  del 
mes  de  Abril;  y  Decimosexto:  que  no  siendo  objeto  de 
controversia  la  conducta  de  sus  representados  con  rela- 
ción al  cumplimiento  de  lo  acordado  por  los  acreedores 
en  la  junta  de  veintisiete  de  Marzo  último  se  abstiene  de 
hacer  relación  de  hechos  ocurridos  protestando  alegar  lo 
necesario  respecto  á  los  mismos  si  de  ellos  se  hiciese  men- 
ción en  esta  contienda.  Fundamentos  de  derecho.  Pri- 
mero :  los  artículos  mil  setecientos  nueve  y  mil  setecien- 
tos, diez  y  nueve  del  Código  Civil  y  que  la  Sociedad  de 
li.  Llanes  y  Compañía  aceptó  el  mandato  que  le  confia- 
ron los  acreedores  del  Central  Narcisa  comprendidos 
en  el  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil  novecientos 
uno  cumpliendo  dentro  de  las  instrucciones  del  mis- 
mo en  cuanto  al  recibo  de  frutos,  su  venta  y  su  distri- 
bución; que  como  carecía  de  instrucciones  en  cuanto  al 
ejercicio  del  poder  que  se  le  daba  para  exigir  por  la  vía 
ejecutiva  el  cumplimiento  del  convenio,  acudió  en  bus- 
ca de  ellas  á  sus  mandantes;  que  como  éstos  eran  varios 
y  no  tenían  parecer  unánime  pidió  la  celebración  de  una 
junta  en  la  que  se  le  dieran  instrucciones  precisas,  estan- 
do dispuesto  á  cumplir  lo  que  la  mayoría  acordara;  y  que 
celebrada  la  junta  y  recibidas  instrucciones  cumplió  el 
mandato  con  arreglo  á  éstas.  Segundo:  que  la  razón 
legal  de  esta  conducta  estaba  autorizada  en  la  falta  de 
-orden  expresa  del  mandato  según  el  cual  no  debía  exi- 
gir, si  no  podía  exigir ;  y  las  sentencias  de  cuatro  de  Di- 
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ciembre  de  mil  novecientos  y  treinta  y  uno  de  Enero  dp 
mil  novecientos  uno,  del  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla,, 
explicaban  por  medio  de  uno  de  sus  respectivos  consi- 
derandos el  alcance  de  las  palabras  '^podrán  exigir*^  y 
"podrá  venderlas";  y  que  si  en  los  casos  citados,  objeto 
de  deliberación  del  alto  Cuerpo  Jurídico  de  esta  Isla,  se- 
dice  que  la  locución  "podía  exigir'^,  "podrá  vender*^  deja 
á  la  voluntad  del  que  tiene  el  derecho  de  reclamar  ó  ven- 
der ejercitarlo  ó  no  según  su  conveniencia  no  distinguía 
la  razón  de  que  los  mandatarios  E.  Llanes  y  Compañía 
habían  de  elegir  por  sí  entre  ejercer  6  no  la  facultad  de 
exigir  el  cumplimiento  del  contrato  por  la  vía  ejecutiva 
sin  01  r  primero  el  parecer  de  aquéllos  á  quienes  podía  ó 
no  perjudicar  su  determinación.  Tercero:  el  artículo 
mil  setecientos  veintiséis  del  Código  Civil  como  aplica- 
ción del  precepto  común  á  todas  las  obligaciones  de  que 
trata  el  artículo  mil  ciento  cuatro  del  mismo.  Cuarto :  el 
artículo  mil  ciento -cinco  de  dicho  Código.  Quinto:  el 
artículo  mil  ciento  seis  del  propio  Código.  Sexto:  las 
disposiciones  de  los  artículos  mil  ciento  uno  y  siguien- 
tes del  capítulo  segundo,  título  primero,  libro  cuarto 
del  dicho  Código  Civil  y  las  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo Español  de  catorce  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cuatro,  siet^  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  y  veintiocho  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho.  Séptimo:  las  sentencias  del 
mismo  Tribunal  de  tres  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos,  veintiocho  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro,  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis  y  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete.  Octavo :  el  artículo  mil  doscientos  ochenta 
y  dos  del  Código  Civil  y  el  mil  doscientos  ochenta  y  cin- 
co del  mismo  y  Noveno :  la  Orden  número  tres  de  la  se- 
rie de  mil  novecientos  uno  del  Gobierno  General  de  esta 
Isla. 

RÉPLICA : 

Cuarto.  Resultando  que  dado  traslado  al  actor  pa- 
ra réplica,  trámite  que  evacuó  por  escrito  de  veintiuno- 
de  Julio,  al  que  acompañó  una  copia  simple  del  acta  de 
protesta  levantada  por  el  Notario  de  Caibarién  Ldo.  Ale- 
jandro Testar  y  Font  con  fecha  quince  de  Mayo  próximo 
pasado  á  requerimiento  de  Marcelino  Cantera  y  Pires  en 
su  carácter  de  gerente  liquidador  de  la  sociedad  mercan- 
til de  Raimundo  Llanes  y  Compañía,  en  la  que  se  consig- 
na la  renuncia  hecha  por  dicha  sociedad  á  la  representa- 
ción que  los  acreedores  de  la  "Narcisa  Sugar  Comapn/' 
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le  confirieron  por  el  convenio  de  primero  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno,  protestando  de  toda  responsabilidad  que 
se  pretendiese  deducir  contra  la  citada  sociedad  mer- 
cantil por  todos  y  cada  uno  de  los  acreedores  que  repre- 
senta, estando  dispuesto  á  rendir  cuenta  detallada  de  su 
gestión  y  reservándose  tan  solo  el  derecho  de  vender  los 
últimos  cuatrocientos  sacos  de  azúcar  recibidos  y  repar- 
tir su  importe  entre  los  acreedores,  reprodujo  los  quin- 
ce hechos  consignados  en  la  demanda  ampliando  el  un- 
décimo en  el  sentido  de  que  en  la  junta  estuvieron  re- 
presentados muchos  acreedores  por  personas  que  acre- 
ditaron la  representación  que  ostentaban  por  medio  de 
documentos  que  las  acreditan.  Modificó  el  decimocuarto 
manifestando  que  el  ingenio  Narcisa  perteneciente  á  la 
Narcisa  Sugar  Company  continuaba  moliendo  el  día 
de  la  presentación  de  esta  demanda  haciendo  una  tarea 
media  por  día  de  quinientos  sacos  de  azúcar.  Y  añadió 
los  siguientes:  Decimosexto:  que  muchos  de  los  acree- 
dores que  asistieron  á  la  junta  de  veintisiete  de  Marzo 
del  corriente  año  tenían  interés  en  la  modificación  del 
convenio  por  tener  relaciones  de  negocios  independientes 
de  dicho  convenio  con  la  Narcisa  Sugar  Company.  Dé- 
<íimoséptimo :  Que  la  iN'arcisa  Sugar  Company  no  cum- 
plió tampoco  el  convenio  celebrado  en  veintisiete  de  Mar- 
zo. Décimooctavo :  que  en  quince  de  Marzo  del  corrien- 
te año,  en  escritura  pública  otorgada  ante  el  Notario  de 
Caibarién  Ldo.  Alejandro  Testar  y  Font  los  Sres.  R.  Lla- 
nes  y  Compañía  renunciaron  á  la  representación  de  los 
acreedores  de  la  Narcisa  Sugar  Company,  que  habían 
aceptado  el  convenio,  sin  que  hubiesen  sido  satisfechos 
los  créditos  de  dichos  acreedores,  protestando  de  toda 
responsabilidad  que  se  pretendiera  deducir  contra  ellos. 
Decimonoveno :  que  aceptaba  los  dos  primeros  hechos  de 
la  contestación  de  la  demanda.  Vigésimo :  que  negaba  el 
hecho  tercero  porque  la  remesa  á  que  se  refiere  no  fué 
hecha  ni  en  la  forma  ni  en  la  fecha  que  termina  el  conve- 
nio. Vigésimoprimero :  que  aceptaba  los  hechos  cuarto, 
quinto,  sexto  y  séptimo  de  la  contestación.  Vigésimo- 
segundo  :  que  negaba  la  certeza  del  octavo  porque  no  re- 
conoce la  legitimidad  de  los  documentos  en  que  se  funda 
este  lieeho.  Vigésimotercero :  que  acepta  el  hecho  nove- 
no de  la  contestación,  aunque  no  le  consta  si  se  dio  cuen- 
ta á  todos  los  acreedores.  Vigésimocuarto :  que  niega  los 
hechos  décimo  y  undécimo  de  la  contestación  porque  no 
reconoce  como  legítimos  los  documentos  que  en  él  se  ex- 
presan: Vigésimoquinto :  que  acepta  el  hecho  duodéci- 
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jno  de  dicha  contestación.  Vigésimosexto :  que  acepta  el 
decimotercero  aunque  haciendo  constar  que  no, está  acre- 
ditado debidamente  que  fueron  citados  todos  los  acree- 
dores. Vigésimoséptimo :  que  acepta  el  hecho  décimo- 
cuarto  aunque  haciendo  constar  que  no  concurrió  perso- 
nalmente la  mayoría  de  los  acreedores;  que  muchos  de 
éstos  aparecieron  representados  por  personas  que  acredi- 
taban la  representación  por  medio  de  documentos  pri- 
vados que  impugnaba ;  que  en  esa  junta  se  acordó  acceder 
á  la  prórroga  solicitada  por  el  Sr.  Artis  y  que  para  ex- 
tinguir la  obligación  debería  remesar  la  representación 
del  Narcisa  cuatrocientos  sacos  de  azúcar  en  la  primera 
quincena  de  Abril,  seiscientos  en  la  segunda  y  cuatro- 
cientos antes  del  quince  de  Mayo  y  si  por  parte  de  la  so- 
ciedad deudora  no  se  cumpliere  este  acuerdo  dentro  de 
los  cinco  días  siguientes  al  vencimiento  de  cada  plazo,  la 
Sociedad  representante  de  los  acreedores  convocará  & 
éstos  para  que  en  junta  general  acuerden  el  procedimien- 
to que  debe  adoptarse;  y  que  admitía  como  cierto  el  do- 
tjumento  número  cuarenta,  ó  sea  el  acta  de  la  junta,  pero 
no  los  comprendidos  en  los  números  del  veintitrés  al 
treinta  y  nueve  que  impugnaba.  Vigésimooctavo :  que 
negaba  el  hecho  decimoquinto  de  la  contestación.  Vigé- 
simonoveno :  que  negaba  el  decimosexto  porque  esa  con- 
ducta está  relacionada  con  el  primitivo  convenio  y  con 
su  falta  de  cumplimiento.  Reprodujo  los  diez  fundamen- 
tos de  derecho  de  la  demanda  y  añadiendo  el  siguiente : 
Undécimo:  que  las  sentencias  de  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  y  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos uno  no  tienen  relación  con  este  caso,  pues  no  se 
refieren  á  las  obligaciones  que  contraen  los  mandatarios 
con  relación  á  sus  mandantes  con  cuyos  intereses  tienen 
que  estar  identificados  y  á  los  cuales  tienen  que  defender, 
sino  á  personas  que  tienen  intereses  contrarios  en  la  mis- 
ma obligación,  solicitó  que  en  definitiva  se  fallase  en  los 
términos  pedidos  en  el  escrito  de  demanda  condenando 
á  los  demandados  al  pago  de  las  costas  con  declaración 
expresa  fie  temeridad  y  por  otrosí,  que  se  recibiese  el  plei- 
to á  prueba  y  se  tuviese  por  acompañado  el  documento 
que  aducía  por  referirse  á  un  hecho  nuevo  de  influencia 
en  el  pleito  y  ser  de  fecha  posterior  al  escrito  de  de- 
manda. 
Duplica  : 

Quinto.     Resultando  que  la  Sociedad  demandada' 
^n  el  escrito  que  presentó  evacuando  el  trámite  de  dupli- 
ca, reprodujo  los  quince  primeros  hechos  de  la  contesta- 
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ción  á  la  demanda  adicionándolos  con  los  siguientes.  De- 
cimosexto :  que  en  virtud  de  no  haberse  cumplido  por  la 
Sociedad  lo  convenido  en  la  Junta  de  veintisiete  de  Abril 
último,  faltando  á  la  entrega  de  los  seiscientos  sacos  de 
azúcar  que  correspondían  á  la  segunda  quincena  del  mes 
de  Abril  y  en  virtud  de  lo  acordado  en  la  misma  junta 
los  Sres.  E.  Llanes  y  Compañía  convocaron  la  de  ocho 
de  ^[a}'o  último,  ó  sea  dentro  de  los  cinco  días  siguien- 
tes al  vencimiento  de  aquél  plazo,  la  cual  no  tuvo  efecto 
por  no  haber  concurrido  á  ella  ningún  acreedor ;  que  en 
vista  de  la  actitud  de  éstos,  en  circular  de  doce  del  mis- 
mo mes  los  convocó  para  otra  nueva  junta  que  había  de 
tener  lugar  el  siguiente  día  quince  manifestándoles  que 
se  consignaría  en  acta  notarial  en  su  caso,  los  motivos 
porque  aquélla  no  se  efectuaba  y  se  haría  renuncia  por 
dicha  Sociedad  de  la  representación  que  ostentaba,  y  lle- 
gado el  día  señalado  y  no  compareciendo  más  que  cuatro 
acreedores  ó  sus  representantes,  se  hizo  constar  así  por 
acta  levantada  por  el  Xotario  Alejandro  Testar  y  Font 
y  se  consignó  en  ella  la  renuncia  que  dicha  Sociedad 
presentaba  del  mandato  que  por  los  acreedores  se  le  ha- 
bía conferido  protestando  de  toda  responsabilidad  que  se 
pretendiera  deducir  contra  ella  por  todos  y  cada  uno  de 
los  acreedores  que  representaba,  estando  dispuesta  á  ren- 
dir cuenta  detallada  de  su  gestión  y  reservándose  tan 
sólo  el  derecho  de  vender  los  últimos  cuatrocientos  sacos 
de  azúcar  recibidos  y  repartir  su  importe  entre  los  acree- 
dores (documento  números  uno  al  cuatro  de  los  acompa- 
ñados). Decimoséptimo:  que  la  Sociedad  de  Pablo  Gó- 
mez y  Compañía,  después  de  celebrado  el  juicio  de  con- 
ciliación para  preparar  su  demanda,  celebró  conferen- 
cias con  el  representante  de  la  Sociedad  Narcisa  Sugar 
Company  Sr.  Artis,  y  como  resultado  de  ellas  les  conce- 
dió un  pla?o  de  veinte  días  para  hacer  la  entrega  de  los 
setecientos  sacos  de  azúcar  que  debió  haber  remesado  en 
quince  (^e  Febrero,  y  cinco  días  más  respecto  á  los  otros 
setecientos  que  se  comprometió  entregar  el  último  día 
del  citado  mes,  según  todo  consta  de  la  carta  que  la  cita- 
da Sociedad  dirigió  á  Artis  en  veintiocho  del  referido 
mes.  Décimooctavo :  y  que  la  Sociedad  de  R.  Llanes  y 
Compañía  aunque  sabía  que  los  Sres.  Pablo  Gómez  y 
Compañía  habían  reclamado  directamente  á  Artis  el 
cumplimiento  del  convenio,  ignoraba  el  resultado  de  sus 
oficiosas  gestiones  y  con  el  fin  de  conocerlas  escribió  á 
Artis  y  éste  en  quince  de  Julio  último,  esto  es,  después, 
de  presentado  el  escrito  de  contestación,  contesta  por  laL 
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earta  que  con  el  número  cinco  se  presenta,  y  por  consi- 
giiiente  de  fecha  posterior  á  aquél,  remitiendo  la  que  te 
dirigieron  los  Sres.  Pablo  Gómez  y  Compañía  que  tam- 
bién acompañaba  señalada  con  el  número  seis  jurando 
que  ignoraba  que  dicha  carta  que  es  la  que  se  refiere  el 
hecho  anterior,  existiese,  como  lo  justifican  los  térimnoB 
en  que  está  redactada  la  del  Sr.  Artis ;  y  consignando  en 
cuanto  á  los  hechos  que  sirven  de  fundamento  á  la  der 
manda.  Primero :  que  aceptaba  el  hecho  primero  na  con 
relación  á  las  copias  del  convenio  que  presentaba  la  parte 
actora,  cuya  exactitud  no  le  consta,  sino  con  relación  al 
testimonio  inserto  en  la  escritura  de  veintiuno  de  Junio 
de  mil  novecientos  uno  ante  el  Notario  Antonio  Eojas 
Oria  presentada  también  por  el  actor.  Segundo:  qu^ 
aceptaba  los  hechos  segundo,  tercero,  cuarto  y  quinto  tal 
como  aparecen  en  la  demanda.  Tercero:  que  aceptaba 
asimismo  el  hecho  sexto,  pero  haciendo  constar  quQ  al 
hacer  el  reparto  de  las  cantidadep  que  correspondían  á 
los  acreedores  por  el  producto  de  la  venta  de  los  azúcares 
recibidos  se  citó  á  la  Sociedad  de  Pablo  Gómez  y  Com- 
pañía para  que  recibiera  la  parte  proporcional  que  le  co- 
rrespondía negándose  á  ello.  Cuarto :  que  aceptaba  tam- 
bién los  hechos  séptimo  y  octavo  aunque  rechazamos  la 
frase  "debidamente"  que  se  contiene  en  el  segundo  por 
ser  esta  apreciación  y  las  demás  que  contiene  dicho  hecho 
inotivo  de  la  presente  controversia.  Quinto :  que  ninguna 
objeción  se  le  ofrecía  á  los  hechos  noveno,  décimo,  undé- 
cimo y  duodécimo.  Sexto :  que  negaba  el  hecho  décimo- 
tercero  por  rechazar  la  premisa  que  en  él  se  establece 
de  ser  obligatoria  á  la  sociedad  de  E.  Llanes  ejercitar  la 
vía  ejecutiva  en  cobro  de  los  créditos  pendientes,  y  por 
tanto  la  obligación  de  indemnizar  daños  y  perjuicio» 
cuya  existencia  niega  también  por  no  haberse  justifica- 
do previamente,  rechazando  asimismo  el  cargo  que  .en  el 
mismo  hecho  se  hace  á  su  representado  por  la  modifica- 
ción introducida  en  el  convenio  por  los  propios  acree- 
dores. Séptimo:  que  negaba  el  hecho  decimocuarto  por 
no  constarle  la  certeza  del  mismo ;  y  Octavo :  que  acepta 
la  certeza  del  hecho  decimoquinto  de  la  demanda  y  la  de 
los  números  decimosexto,  decimoséptimo  y  décimoocta- 
vo  de  la  réplica,  reprodujo  los  nueve  fundamentos  de  de- 
recho consignados  en  su  escrito  de  contestación  á  la  dé- 
manda  y  solicitó  en  lo  principal  que  se  fallase  esta  en  lo» 
términos  indicados  en  dicha  contestación  y  por  otrosí 
que  se  abriese  el  juicio  á  prueba  y  se  tuviesen  por  acon^- 
pañadas  las  dos  cartas  de  que  se  hacía  mérito  en  los  he- 
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<jho8  decimoséptimo  y  décimooctavo  que  eran  de  influen- 
cia decisiva  en  la  contienda  y  que  por  ignorar  bu  exi»- 
tencia  y  contenido  no  se  acompañaron  al  escrito  de  con- 
testación. 

Prueba : 

Sexto.  Resultando  que  la  cláusula  novena  del  con- 
trato privado  inserto  en  la  escritura  pública  de  veintiuno 
de  Junio  de  mil  novecientos  uno  cuyo  testimonio  se 
acompañó  con  la  demanda,  dice  así :  '*La  Narcisa  Sugar 
"Company  se  obliga  á  hacer  la  entrega  de  los  setecien- 
''tos  sacos  de  azúcar  los  días  quince  y  treinta  de  cada  mes, 
''principiando  la  primera  el  día  quince  de  Febrero  de  mil 
■'novecientos  y  sucesivamente  hasta  extinguir  el  total 
"adeudo,  y  si  dejara  de  cumplir  cualquiera  de  las  entre- 
''gas  en  las  fechas  determinadas  se  entenderá  vencido  el 
'^compromiso  de  espera;  quedando  expedita  la  vía  eje- 
^'cutiva  para  que  la  persona  ó  casa  á  cuyo  favor  se  otor- 
"gue  la  escritura  pueda  exigir  de  la  Compañía  el  cum- 
^'plimiento  ó  pago.de  la  suma  pendiente.  Habana  pri- 
"meros  de  Junio  de  mil  novecientos  uno. — p.p.  de  la 
'^Narcisa  Sugar  Company  M.  C.  Artis" ;  siguiendo  á  con- 
tinuación de  esta  firma  la  de  los  acreedores  de  dicha  So- 
ciedad después  de  expresar  que  aceptan  el  convenio  y  que 
designan  á  R.  Llanes  y  Compañía  para  el  otorgamiento 
de  la  escritura. 
Resolución  recurrida  : 

Séptimo.  Resultando  que  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  revocó  la  sentencia  apelada  de  primera  instancia 
declarando  sin  lugar  la  demanda  y  absolviendo  de  ella 
á  la  Sociedad  demandada  por  no  estar  ésta  obligada  á  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  sin  especial  conde- 
nación de  costas  en  ambas  instancias. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Octavo.  Resultando  que  contra  dicha  sentencia  de 
la  Audiencia  interpuso  la  sociedad  demandante  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  el  núme- 
ro primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  alegando  los  motivos  siguien- 
tes :  Primero :  El  fallo  infringe  la  Ley  suprema  del  con- 
trato y  con  ella  el  artículo  mil  noventa  y  uno  del  Código 
Civil,  que  le  dá  fuerza  de  tal,  al  consignar :  "que  las  obli- 
gaciones que  nacen  de  los  contratos  tienen  fuerza  de 
ley  entre  las  partes  contratantes,  y  deben  cumplirse  al 
tenor  de  los  mismos".  No  ha  menester  de  mayores  es- 
fuerzos la  demostración  del  concepto  de  la  infracción 
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que  se  apunta,  fiasta  fijarse  en  que  la  sentencia  recurri- 
da interpreta  el  verbo  "poder"  usado  en  la  cláusula  no- 
vena de  la  escritura  pública  de  primero  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno  en  el  sentido  de  lo  potestativo  para  que 
se  vea  que  tras  la  infracción  ideológica-gramatical,  ha 
venido,  forzosamente,  la  jurídica.  Nada  tiene  que  ver  Ip 
uno  con  lo  otro,  pues  son  dos  palabras,  que  expresan 
conceptos  distanciados  radicalmente.  Potestativo,  que  no 
€8  palabra  sustancial  y, sí  calificativa,  derivada  del  sus- 
tantivo potestad  que  significa  dominio,  poder,  jurisdic- 
ción 6  facultad  que  se  tiene  sobre  alguna  cosa  y  también 
en  algunos  pueblos  de  Italia,  el  corregidor,  juez  ó  gober- 
nador. Por  consiguiente,  el  concepto  del  adjetivo  po- 
testativo, no  puede  ser  otro  que  imperio,  soberanía,  li- 
bertad  de  ¡lacer,  al  paso  que  el  verbo  "poder^*  en  su  na- 
turaleza activa,  no  expresa,  ideológicamente,  otro  con- 
cepto, que  el  de  tener  una  persona  expedita  la  facultad  6 
potencia  de  hacer  alguna  cosa. — Al  decirse  pues,  en  la 
cláusula  novena  del  convenio  que  no  cumplió  el  Central 
Narcisa  y  que  se  consignó  en  la  escritura  de  Junio  de  mil 
novecientos  uno  aludida;  que  quedaría  expedita  la  vía 
ejecutiva  para  que  pudiera  enderezar  la  acción  la  Socie- 
dad demandada,  á  la  vez  acreedora  de  aquél  Central  y 
iftndataria  de  los  demás  acreedores  relacionados  en  la 
escritura,  es  evidente,  de  toda  evidencia,  que  se  quiso 
decir  y  se  dijo,  tanto  en  el  común  sentido  de  las  palabraa 
como  en  el  jurídico,  que  llegado  el  caso  del  incumpli- 
miento, surgiría  la  obligación,  aceptada  por  Llanes  y 
Compañía,  "de  establecer  el  juicio  ejecutivo  correspon- 
diente contra  el  Central  Narcisa".  Mientras  esa  infrac- 
ción no  vino,  no  pudo  venir  tampoco  la  posibilidad  del 
ejercicio  del  mandato  otorgado  á  Llanes  y  Compañía 
por  los  acreedores  del  Central  Narcisa.  Dedúcese,  sin  es- 
fuerzo alguno,  que  habiendo  venido  la  infracción  por 
parte  del  Narcisa,  nació  entonces  la  obligación  de  Lla- 
nes y  Compañía  en  favor  de  sus  mandantes.  Y  si  nació 
una  obligación,  de  la  que  no  se  relevó,  jurídicamente  á' 
la  Sociedad  de  Llanes  y  Compañía  por  la  de  Pablo  Gtó- 
mez  y  Compañía,  ¿cómo  decir  que  era  potestativo  en 
aquélla  cumplirla  ó  no  cumplirla? — No  he  de  responder 
yo  á  esta  pregunta,  pues  lo  ha  de  hacer  autorizadamente, 
el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  seis  del  Código 
Civil,  que  dice:  "La  validez  y  el  cumplimiento  de  los 
contratos,  no  pueden  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los 
contratantes".  Y  como,  precisamente,  el  fallo  recurrido 
introduce  ese  arbitrio  en  favor  de  la  Sociedad  demanda- 
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da  de  B.  Llanes  y  Compañía,  al  estimar  potestativo  en 
ella,  lo  que  era  un  deber  ineludible  de  la  contratación, 
claramente  definida,  es  visto,  que  infringe  también  ese 
citado  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  seis  del  Códi- 
go Civil.  Segundo :  infringe  asimismo,  el  fallo  recurrido, 
el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  cuatro  del  Código 
Civil,  que  vengo  citando,  según  el  cual :  "el  contrato  exis- 
te desde  que  una  ó  varias  personas  consienten  en  obli- 
garse respecto  de  otra  ú  otras,  á  dar  alguna  cosa  ó  pres- 
tar algún  servicio".  El  concepto  de  esta  infracción  es 
visible  y  se  relaciona  con  la  otra  del  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  seis,  antes  mencionada,  porque  aceptando  el  fa- 
llo el  hecho  jurídico  de  la  contratación  realizada  entre 
fLlanes  y  Compañía  y  los  acreedores  del  Central  Nar- 
cisa,  comprendidos  en  la  escritura  de  convenio  de  Junio 
de  mil  novecientos  uno  le  quita  sus  efectos  jurídicos, 
cayendo,  en  el  verdadero  imposible  metafísico  de  ser  y 
no  ser  á  la  vez,  al  afirmar  que  era  potestativo,  es  decir, 
de  puro  arbitrio  suyo,  el  cumplimiento,  por  parte  de  R. 
Llanes  y  Compañía,  de  la  obligación  emergente  de  aquél 
contrato. — ^Tercero:  Infringe,  igualmente,  la  ejecutoria 
de  que  recurro,  el  artículo  mil  doscientos  ochenta  y  uno 
del  Código  Civil.  Este  establece :  "que  si  los  términos  de 
nn  contrato  son  claros  y  no  dejan  duda  sobre  la  intA- 
ción  de  los  contratantes,  se  estará  al  sentido  literal  de 
sus  cláusulas". — "Si  las  palabras  parecieren  contrarias 
á  la  intención  evidente  de  los  contratantes,  prevalecerá 
ésta,  sobre  aquélla". — No  necesita  esta  infracción  de  otro 
razonamiento  por  mi  parte,  para  demostrar  el  concepto 
en  que  resulta,  que  traer  aquí  cuanto  expuse  en  el  nú- 
mero primero  de  estos  motivos  sobre  la  confusión  de 
ideas  del  fallo  en  orden  al  significado  de  la  palabra  po- 
testativo y  del  verbo  poder. — Pero  sí,  hipotéticamente, 
se  le  diese  validez  á  la  interpretación  sustentada  por  la 
Sala  sentenciadora,  en  orden  á  las  palabras  de  la  cláu- 
sula novena  de  la  escritura  de  Junio  de  mil  novecientos- 
nno,  fácil  es  demostrar  su  contradicción  con  la  evidente 
intención  de  los  contratantes,  puesto  que  no  es  posible 
admitir,  en  sana  hermenéutica  contractual,  que  Pablo 
Gómez  y  Compañía  y  demás  acreedores  de  la  escritura 
de  convenio,  que  tenían  expeditos  sus  títulos  para  pre- 
parar vías  ejecutivas  contra  el  Central  Narcisa,  entrasen 
•en  aquel  convenio,  para  empeorar  su  situación  y  dejar  al 
arbitrio  de  Llanes  y  Compañía,  el  cobro  de  sus  acreen- 
cias.— Ninguna  interpretación  ,  que  lleva  á  lo  absurdo, 
es  valedera  en  derecho. — Cuarto:  Por  último,  infringe. 
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la  ejecutoria  recurrida,  el  artículo  mil  setecientos  diez  y 
ocho  del  Código  Civil,  cuyo  texto  dice:  "el  mandatario 
queda  obligado  por  la  aceptación  á  cumplir  el  mandato^ 
y  responde  de  los  daños  y  perjuicios  que,  de  no  ejecutarlo 
se  ocasionen  al  mandante;  y  también  el  que  subsigue, 
mil  setecientos  diez  y  nueve  de  aauél  Código,  que  se  ex- 
presa de  este  modo :  "en  la  ejecución  del  mandato,  ha  de 
arreglarse  el  mandatario  á  las  instrucciones  del  mandan- 
te", — Evidencian  el  concepto  de  estas  dos  infracciones 
sencillas,  elementales  razpnes,  porque  en  presencia  del 
hecho  jurídico,  que  la  ejecutoria  tiene  como  verdad  le- 
gal, de  que  el  Central  Narcisa  no  cumplió  lo  convenido 
en  la  escritura  de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  no  se 
comprende  que  releve  al  mandatario,  K.  Llanes  y  Com- 
pañía, de  la  sanción  legal,  de  abonar  daños  y  perjuicios, 
por  su  actitud  y  voluntad  antijurídicas  rehuyendo  el 
cumplimiento  de  su  obligación  con  sus  mandantes  y 
fungiendo  de  Jano  con  el  deudor  común.  "Central  Nar- 
cisa", para  introducir,  entre  los  menos  entendidos  de  sus 
mandantes  el  especioso  pretexto  de  que  había  que  estu- 
diarse ó  escojerse  un  criterio  determinante  de  la  actitud 
que  debiera  adoptarse  en  presencia  de  los  cantos  de  Si- 
rena del  deudor  con  el  fin  de  novar  su  convenio  y  hacer 
ilusorio  el  cobro  de  aquéllos  créditos,  como  así  resultó 
por  haberse  trasmitido,  á  tercera  persona,  el  centro  ma- 
nufacturero deudor. 

Noveno.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y  ele- 
vados los  autos  á  este  Tribunal  Supremo,  el  recurrente 
amplió  los  motivos  del  recurso  con  los  cinco  siguientes: 
Primero :  La  sentencia  recurrida  que  pronunció  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  treinta 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  tres,  infringe  el  ar- 
tículo mil  setecientos  nueve  del  Código  Civil  que  define 
el  contrato  de  mandato  como  aquel  por  el  que  se  obliga 
una  persona  á  prestar  algún  servicio  ó  hacer  alguna  co- 
sa por  cuenta  ó  encargo  de  otra. — Consiste  la  infracción 
en  que  la  Sala  sentenciadora  constando  del  documento 
privado  de  primero  de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  ele- 
vado á  escritura  pública  en  veintiuno  del  mismo  mes,  en 
Eemedios,  ante  el  Notario  D.  Antonio  Rojas  Oria,  el 
contrato  de  mandato  celebrado  entre  la  sociedad  recu- 
rrente y  la.  recurrida,  por  cuyo  contrato  se  obligó  esta 
última  á  prestar  determinados  servicios  á  mi  poderdante, 
la  Sala  sentenciadora  viola  el  contrato  infringiendo  el 
expresado  artículo  del  Código  Civil,  desde  el  punto  en 
que  declara  que  era  potesta.tivo  á  la  sociedad  mandataría 
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prestar  ó  no  los  servicios  que  fueron  la  materia  del  con- 
trato y  especialmente  el  de  reclamar  á  la  ^Xarcisa  Sugar 
Company^'  la  cantidad  que  reconoció  deber  á  la  de  Pa- 
blo Gómez  y  Compañía,  cuando  esta  cantidad  era  exigi- 
ble  por  la  vía  ejecutiva  en  virtud  de  la  cláusula  penal 
contenida  en  el  contrato  de  primero  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos uno  elevado  á  escritura  pública  en  veintiuno 
de  Jimio  de  mil  novecientos  uno.  S^undo :  La  sentencia 
recurrida  infringe  el  artículo  mil  dosoientos  cincuenta 
y  seis  del  Código  Civil^  en  cuanto  declara  que  la  vali- 
dez y  el  cumplimiento  de  los  contratos  no  pueden  dejar- 
se al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes.  Y  la  infracción 
de  este  artículo  consiste  en  que  habiéndose  obligado  la 
Sociedad  de  R.  Llanes  y  Compañía  por  el  contrato  de 
primero  de  Junio  de  mil  novecientos  uno  á  reclamar  ju- 
dicialmente el  pago  de  los  créditos  debidos  por  la  Nar- 
cisa  Sugar  Company^  cuando  esa  dejara  de  entregar 
desde  el  segundo  mes  de  la  zafra  de  mil  novecien- 
tos dos,  y  en  los  días  quince  y  treinta  de  los  me- 
ses sucesivos  setecientos  sacos  de  azúcar,  porque  para 
este  caso  se  entendería  vencido  el  compromiso  de  espe- 
ra y  quedaría  expedita  la  vía  ejecutiva  para  que  R.  Lla- 
nes y  Compañía  exigieran  el  pago  de  los  créditos,  la  Sala 
sentenciadora  declara  que  apesar  del  contrato,  la  validez 
y  el  cumplimiento  del  mismo  quedó  al  arbitrio  de  R. 
Llanes  y  Compañía  como  si  en  tal  caso  fuera  posible  que 
el  contrato  existiera  legalmente.  Tercero :  La  sentencia 
recurrida  infringe  el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y 
ocho  del  Código  Civil  en  cuanto  ordena  que  los  contratos 
perfectos  no  solo  obligan  al  cumplimiento  de  lo  expre- 
samente pactado,  sino  también  á  todas  las  consecuencias 
que,  según  su  naturaleza,  sean  conformes  4  la  buena  fé, 
al  uso  y  á  la  Ley.  Y  la  infracción  de  este  artículo  con- 
siste en  que  conforme  á  la  naturaleza  del  contrato  de 
mandato  de  primero  de  Junio  de  mil  novecientos  uno,  á 
la  buena  fé,  al  uso  y  á  la  Ijcy,  además  de  estar  expresa- 
mente pactado  que  R  .Llanes  y  Compañía  ,  en  represen- 
tación de  Pablo  Gómez  y  Compañía  reclamase  judicial- 
mente á  la  "Narcisa  Sugar  Company"  el  pago  de  su  cré- 
dito, por  haber  incurrido  en  la  sanción  civil  penal  es- 
crita en  la  cláusula  novena  de  dicho  contrato,  esta  recla- 
mación judicial  se  imponía  por  la  buena  fé-con  que  R. 
Llanos  y  Compañía  debía  prestar  sus  servicios,  y  con- 
forme á  los  usos  recibidos  generalmente  en  tales  casos, 
y  á  la  ley  del  contrato.  La  Sala  sentenciadora  viola  el 
citado  precepto  cuando  declara  puramente  facultativas 


JUBISPBUOBMCIA  QIVUm  983 


las  obligaciones  que  se  ihipuso  R.  Llanes  y  Compañía  «a 
el  contrato  de  primero  de  Junio  de  mil  novecientos  uno 
en  punto  á  la  reclamación  judicial  del  pago  de  los  cré- 
ditos vencidos  y  no  satisfechos  por  la  "líarcisa  Sugar 
Company'\  Cuarto :  La  sentencia  recurrida  infringe  los 
artículos  mil  doscientos  ochenta  y  cuatro,  mil  doscien- 
tos ochenta  y  cinco  y  mil  doscientos  ochenta  y  seis  del 
Código  Civil,  que  declaran;  el  primero,  que  si  alguna 
cláusula  de  los  contratos  admitiese  diversos  sentidos  de- 
berá entenderse  en  el  más  adecuado  para  que  produzca 
efecto;  el  segundo,  que  manda  que  las  cláusulas  de  los 
contratos  se  interpreten  las  unas  por  las  otras,  atribu- 
yendo á  las  dudosas  el  sentido  que  resulte  del  conjunto 
de  todas;  y  el  tercero,  que  ordena  que  las  palabras  que 
puedan  tener  distintas  acepciones  serán  entendidas  en 
aquéllas  que  sea  más  conforme  á  la  naturaleza  y  objeto 
del  contrato.  Y  la  infracción  de  estos  preceptos  consiste, 
la  del  primero,  en  que  la  Sala  sentenciadora  dá  precisa- 
mente á  la  cláusula  novena  del  contrato  de  primero  de 
Junio  de  mil  novecientos  uno  el  sentido  que  no  produce 
ningún  efecto ;  el  segundo,  porque  no  atribuye  á  l¿  cláu- 
aula  novena  en  el  caso  de  que  sea  dudoso  su  sentido  fe 
inteligencia  que  debe  dársele  con  arreglo  á  las  demás 
cláusulas  del  contrato  de  primero  de  Junio ;  y  el  tercero, 
porque  la  Sala  sentenciadora  ha  aceptado  la  acepción  de 
la  inflexión  del  verbo  poder  en  aquella  menos  conforme 
á  la  naturaleza  y  objeto  del  contrato.  Quinto :  La  senten- 
cia recurrida  infringe  el  artículo  mil  setecientos  veinti- 
séis del  Código  Civil  que  declara  responsable  al  manda- 
tario no  solamente  del  dolo,  sino  también  de  la  culpa, 
mandando  que  esta  responsabilidad  se  exija  con  más  ó 
menos  rigor,  según  que  el  mandato  haya  sido  ó  no  retri- 
buido. Y  la  infracción  de  este  precepto  consiste  en  haber 
desconocido  la  Sala  sentenciadora  que  siendo  una  ver- 
dadera obligación  la  que  contrajo  E.  Llanes  y  Compañía 
en  el  contrato  de  primero  de  Junio  de  mil  novecientos 
uno,  no  podía  omitir,  para  cumplirla,  aquella  diligencia 
que  consistía  en  reclamar  á  la  "Narcisa  Sugar  Com- 
pany^^  por  haber  faltado  á  la  entrega  de  los  setecientos 
sacos  de  azúcar,  por  el  procedimiento  ejecutivo  el  cré- 
dito de  Pablo  Gómez  y  Compañía,  por  cuanto  se  había 
obligado  á  prestar  este  servicio,  diligencia  que  estaba  en 
perfecta  relación  con  el  tiempo  de  la  zafra  y  con  el  lu- 
gar en  que  se  hallaba  la  finca  que  debía  producir  los  fru- 
tos sobre  los  cuales  podía  hacerse  legalmente  la  traba  ó 
«oabargo.  La  Sala  sentenciadora,  que  niega  el  carácter 
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de  la  obligación,  considerándola  puramente  facultati- 
va, viola  el  precepto  legal  que  hace  responsable  al  man- 
datario á  los  perjuicios  que  cause  su  omisión  por  la  sim- 
ple culpa. 

Décimo.  Resultando  que  sustanciado  el  recurso  se 
celebró  la  vista  pública  el  día  cuatro  del  actual  con  asis- 
tencia de  los  respectivos  Abogados  de  las  partes,  soste- 
niendo el  del  recurrente  é  impugnando  el  otro  los  mo- 
tivos del  presente  recurso. 
Decisión  del  keourso: 

Siendo  Ponente  para  la  redacción  de  esta  sentencia 
el  Magistrado  Sr.  Rafael  Maydagán  por  hallarse  indis- 
puesto el  Magistrado  Sr.  Pedro  González  Llórente  4 
quien  correspondía  hacerlo. 

Primero.  Considerando  que  si  bien  los  respectivoB 
representantes  de  las  partes  convienen  ei^i  que  por  la  cláu- 
Süla,  novena  del  contrato  de  veinte  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos uno  se  confirió  á  la  Sociedad  demandada  la  far 
cuitad  de  establecer  demanda  ejecutiva  contra  la  "Nar- 
cisa  Sugar  Compan/^,  surge  entre  ellos  la  cuestión,  que 
es  la  que  procede  resolver,  de  si  dicha  facultad,  no  ejer- 
citada por  el  mandatario,  constituye  ó  no  un  encargo  de 
carácter  obligatoriq. 

Segundo.  Considerando  que  al  ofrecerse  por  la 
Narcisa  Sugar  Company,  en  la  citada  cláusula  novena, 
i  la  persona  que  designaran  los  acreedores  para  el  otor- 
gamiento de  la  escritura,  los  medios  que  le  era  dable  pro- 
porcionarle para  poder  establecer  en  su  caso  una  ejecu- 
cución  contra  ella,  no  cabe  suponer  que  por  dicha  cláu- 
sula impusiera  á  tal  persona  la  obligación  de  emplear 
semejante  forma  de  cobro,  cuando  precisamente  por  ser 
natural  que  el  deudor  tratara  de  eludirla  á  causa  de  sus 
perjudiciales  consecuencias,  es  que  ese  mismo  deudor 
ponía  dichos  medios  en  manos  del  mandatario  de  sus 
acreedores  como  garantía  de  que  no  daría  lugar  á  em- 
plearlos; y  este  concepto  de  no  ser  obligatorio  el  uso  de 
la  facultad  concedida  se  encuentra  corroborado  por  loa 
actos  posteriores  de  la  mayoría  de  los  acreedores  que 
aprobó  en  junta  la  conducta  de  su  representante  con 
respecto  al  procedimiento  que  á  su  discreción  se  de- 
jaba, por  no  ser,  como  lo  Supone  el  recurrente  al  invocar 
el  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  seis  del  Código 
?:tí!,  cláusula  obligatoria  del  contrato. 

Tercero.  Considerando  que  aun  en  el  supuesto 
inadmisible  de  que  fuera  encargo  obligatorio  para  el 
mandatario  el  de  ejecutar  á  la  Sociedad  deudora,  no  ha- 
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biéndole  provisto  los  mandantes  del  poder  expreso  y  ne- 
cesario para  comparecer  y  reclamar  en  juicio,  resultaba 
legalraente  imposible  el  cumplimiento  del  mandato,  j 
tal  imposibilidad  destruiría  en  todo  caso  el  concepto  de 
responsabilidad  por  omisión,  mucho  más  cuando  esta  no 
provenía  del  mandatario  sino  de  sus  propios  mandantes, 
quienes,  por  otra  parte,  pudieron  por  sí  mismos  reclamar 
y  no  lo  hicieron. 

Cuarto.  Considerando  que  siendo  la  primera  re- 
gla de  interpretación  de  los  contratos  la  de  atenerse  al 
sentido  literal  de  sus  cláusulas  cuando,  como  en  este  ca- 
so, no  deja  duda  sobre  la  intención  de  los  contratantes; 
la  Sala  sentenciadora  al  estimar  como  base  de  su  resolu- 
ción el  hecho  de  no  constituir  un  encargo  de  carácter 
obligatorio  el  que  se  discute  en  este  pleito,  no  infringe 
las  disposiciones  legales  que  se  invocan  en  el  recurso 
como  opuestas  al  mencionado  criterio  aceptado  por  este 
Tribunal. 

Quinto.  Considerando  que  por  las  razones  expues- 
tas procede  declarar  sin  lugar  el  recurso,  y  por  precepto 
legal  imponer  las  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad 
de  Pablo  Gómez  y  Compañía  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  treinta  de  Septiembre  último  por  la  Audien- 
cia de  Santa  Clara,  con  las  costas  á  cargo  de  dicha  so- 
ciedad recurrente. — Devuélvanse,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  —  José  Várela.  —  Pedro  Gon- 
zález Llórente.  —  Octavio  Giberga.  —  Carlos  Eevilla. — 
Rafael  Maydagán. 


a.— Auto.  93.-18  de  Diciembre.  —  Notificación. —■ 
Concepto. — Ley  infringida,  (üac,  Junio  s,  1904>) 

DOCTRINA:  Se  exprese  debidamente  la  fe- 
cha de  la  áliima  notificacióo,  consignando  el  re- 
currente el  día  en  que  la  sentencia  fué  notificada  á 
las  partes,  añadiendo  "sin  que  con  posterioridad 
se  hubiere  extendido  otra  notificación  á  las  par- 
tes." 

Queda  expresado  claramente  el  concepto  de  una 
infracción  cuando  el  recurrente  expone  su  juicio 
respecto  á  la  aplicación  ó  á  la  indebida  aplicación 
del  precepto  que  invoca. 

Al  amparo  del  níjmero  7  °  del  artículo'  1960  de 
la  ley  de  Bnjuiciamiento  Civil  sólo  pueden  citarse 
como  leyes  infringidas  las  que  contengan  reglas 
sobre  el  valor,  fuerza  ó  eficacia  de  los  medios  de 
prueba.] 
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Ebcurso  denegado: 

Resultando  que  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  seguido  por  Herminia,  Alberto  y  Carlos  Gon- 
zález Bertet,  y  Mariano  Rocafort  y  Marcayda,  en  re- 
]>resentación  de  sus  hijos,  contra  Rosa  y  Magdalena 
Almerás,  sobre  pago  de  pesos  de  una  hipoteca,  dictada 
sentencia  definitiva  en  veintinueve  de  Octubre  último 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
y  notificada  á  las  partes  en  doce  de  Noviembre,  el  Pro- 
curador de  las  demandadas  presentó  en  diez  y  ocho  de 
e.<te  último  mes  escrito  interponiendo  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  el  cual  escrito  contiene  en- 
tre otros -los  particulares  que  á  continuación  se  copian: 
"Primero.  Que  la  sentencia  recurrida  fué  notificada 
el  día  doce  de  Noviembre  de  mil  novecientos  tres  sin 
que  con  posterioridad  se  hubiese  extendido  otra  notifi- 
cación á  las  partes'\  "Tercero.  Autorizan  el  recurso 
los  incisos  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  vigente, 
y  así  como  el  apartado  primero  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  citada  en  relación  con  los  preceptos  or- 
ganizados desde  el  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  hasta 
el  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,' de  la  propia  Ijey  Pro- 
cesal. Entiende  el  recurrente  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  violado  una  Ley  y  ha  incurrido  en  error  de  derecho 
al  apreciar  la  prueba  practicada.  Cita  de  la  Ley  infrin* 
gida  y  concepto  de  la  infracción.  —  Primer  motivo : 
Cuarto.  I^a  sentencia  viola  el  artículo  ciento  treinta  y 
nueve  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  su  correlativo  el  ciento  veinticinco  de  la  misma 
Ley,  de  igual  nombre,  vigente.  Ambos  artículos  el  cien- 
to treinta  y  nueve  y  el  ciento  veinticinco  fijan  el  mismo 
caso  y  han  organizado  derechos  idénticos.  La  sentencia 
de  veintinueve  de  Octubre  pronunciada  por  la  Sala  ha 
violado  esos  dos  artículos  de  la  Ley  Hipotecaria,  no  so- 
lo prescindiendo  de  su  aplicación  exigible,  sino  además 
desnaturalizando  y  no  cumpliendo  lo  decretado  en 
ellos.  Doble  es  el  concepto  de  la  infracción  de  los  ar- 
tículos ciento  treinta  y  nueve  y  ciento  veinticinco;  do- 
ble, porque  fallando  la  Sala  contra  esos  preceptos,  una 
propiedad  inmueble,  libre  de  gravámenes,  ha  de  soste- 
ner alguno,  reconocido  eficazmente  por  la  sentencia  re- 
currida,'aunque  en  abierta  oposición  á  lo  establecido  en 
los  artículos  violados.  Doble,  porque  la  Sala  sentencia- 
dora viola  los  referidos  artículos,  prescindiendo  de  su 
aplicación,  desconociendo  el  sistema  de  derecho,  llama- 
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do  de  cancelaciones,  cuyos  alcances  favorecían  á  la  Sra. 
D.*  Magdalena  Almerás>  que  tenía  el  dominio  de  la 
finca  "El  Escorial"  amparado,  libre  de  todo  gravamen 
por  el  artículo  ciento  treinta  y  nueve  infringido.  Se- 
gundo motivo.  La  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en 
error  de  derecho  no  apreciando  debidamente  las  prue- 
bas practicadas  por  los  demandados. — Con  todas  las 
formalidades  de  los  documentos  públicos  vino  á  los  au- 
tos una  certificación  del  Escribano  de  actuaciones  D. 
Santiago  Castro,  ante  quien  cursaba  el  concurso  de  don 
Serapio  Hernández  en  el  Juzgado  del  Distrito  Norte 
de  Matanzas.  De  la  referida  certificación  se  viene  en 
conocimiento  que  D.*  Magdalena  Almerás  se  adjudicó 
la  finca  "El  Escorial"  libre  de  todo  gravamen,  en  vir- 
tud de  cancelaciones  de  hecho  y  de  derecho  deducibles 
de  la  propia  adjudicación  y  en  cuanto  había  de  poner- 
se en  ejercicio  el  artículo  ciento  treinta  y  nueve  de  la 
Ley  Hipotecaria.  La  sentencia  contiene  una  aprecia- 
ción de  la  prueba,  respecto  de  este  extremo  cayendo  en 
el  error  de  derecho  de  dar  mayor  valimiento  probato- 
rio á  la  vigencia  del  gravamen  en  los  libros  del  Kegis- 
tro  que  á  la  liberación  del  mismo,  deducible  del  docu- 
mento público  menospreciado." 
Causa  de  la  queja  : 

Resulatndo  que  la  Sala  sentenciadora,  por  auto  de 
diez  y  nueve  de  Noviembre,  denegó  la  admisión  del  recur- 
so, fundándose  para  ello,  primero :  en  "que  al  interponer 
el  recurso  de  que  se  trata  nó  se  expresa  la  fecha  de  la 
última  notificación  de  la  sentencia  contra  la  cual  se 
recurre,  porque  no  resulta  esa  expresión  de  manifes- 
tar que  "fué  notificada  el  día  doce  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  tres  sin  que  con  posterioridad  se  hu- 
biese extendido  otra  notificación  á  las  partes"  toda  vez 
que  tal  redacción  sugiere  la  idea  de  que  pudiera  haber 
notificaciones  pendientes";  segundo:  en  "que  tampoco 
se  determina  el  concepto  de  las  infracciones  de  los  ar- 
tículos ciento  treinta  y  nueve  y  ciento  veinticinco  de 
las  Leyes  Hipotecarias  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
vigente  respectivamente  que  se  dicen  infringidas  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  porque  no  se  explica,  po- 
niendo en  relación  lo  resuelto  por  la  Sala  y  los  térmi- 
nos en  que  están  redactados  dichos  preceptos  legales, 
en  qué  consiste  la  violación,  el  error  de  interpretación 
ó  la  indebida  aplicación";  y  tercero:  en  "que,  con  rela- 
ción al  segundo  motivo,  fundado  en  haber  incurrido  la 
sentencia  en  error  de  derecho,  el  recurrente  olvida  ci- 
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tar  la  Ley  ó  doctrina  legal  que  reputa  infringida,  pues 
se  limita  á  referirse  á  un  documento  obrante  en  autos 
como  si  hubiera  alegado  el  error  de  hecho,  lo  que  no 
cabe  suponer,  ya  que  reiteradamente  declara  ser  de  de- 
recho el  mencionado  error  que  supone  cometido'^ . 

Kesultando  que  la  parte  recurrente  ha  ocurrido  á 
este  Supremo  Tribunal  en  queja  contra  el  expresado 
auto  denegatorio,  la  cual  se  ha  sustanciado  con  arreglo 
á  ley,  celebrándose  en  el  día  de  ayer  la  correspondiente 
vista,  á  qué  asistió  tan  sólo  el  Letrado  de  la  mencionada 
parte  recurrente,  quien  informó  en  sostenimiento  de  la 
queja,  sin  que  la  otra  parte  litigante  haya  comparecido 
ante  este  Supremo  Tribunal: 

Resolución  : 

Considerando,  acerca  del  primer  fundamento  adu- 
cido por  la  Sala  sentenciadora  p^ra  denegar  la  admi- 
sión del  recurso  en  su  totalidad,  que  no  puede  aceptar- 
se como  causa  suficiente  para  la  denegación  el  hecho 
de  haberse  consignado  en  la  forma  que  lo  ha  sido  la 
fecha  de  la  última  notificación  de  la  sentencia,  aunque 
se  preste  semejante  forma  al  supuesto  que  la  Sala 
enuncia,  porque,  notificada  como  fué  dicha  sentencia 
el  día  doce  de  Noviembre  á  todas  las  partes  del  juicio, 
es  lo  cierto  que,  al  expresar  esta  fecha  el  recurrente, 
deja  expresada  la  de  la  última  notificación  que  se  ha  he- 
cho en  autos,  agregue  ó  no  que  con  posterioridad  no  se 
ha  extendido  ninguna  otra  notificación,  con  lo  cual,  si 
lo  agrega,  no  es  lógico  entender  que  se  anule  ó  desvir- 
túe el  cumplimiento  dado  ya  al  requisito  legal  de  qué 
se  trata,  teniendo  en  cuenta  que  mediante  esa  mani- 
festación, sea  cual  fuere  su  sentido  bajo  otro  respecto, 
se  hace  constar  sin  género  de  duda  que  la  notificación 
de  referencia  es  la  átima  efectuada,  pues  esto  signifi- 
ca el  consignar  que  no  hay  ninguna  posterior;  y,  por 
otra  parte,  aun  cuando  no  fuese  mera  hipótesis,  sin 
realidad  en  el  procedimiento,  sino  hecho  positivo,  re- 
sultante de  éste,  que  el  recurso  de  casación  se  hubiese 
establecido  por  una  de  las  partes  antes  de  notificarse 
el  fallo  á  todas,  no  por  ello  procedería  la  inadmisión 
de  aquél,  pues  no  hay  disposición  que  prohiba  hacerlo, 
ni  se  ocasiona  perjuicio  á  derecho  alguno,  bien  al  con- 
trario, es  de  razón  natural  que  un  litigante,  sabedor  de 
la  sentencia,  siquiera  no  se  le  haya  notificado  en  for- 
ma todavía,  pueda  deducir  en  cualquier  tiempo  el  recur- 
so que  la  ley  le  otorga,  mientras  no  haya  decursado  el 
término  que  la  misma  ley  señala,  y  el  artículo  III  de  la 
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Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
tí\  y  nueve,  que  en  su  párrafo  primero  fija  para  recu- 
rrir en  casación  el  de  cinco  días  á  contar  desde  la  úl- 
tima notificación  de  la  resolución  contra  qué  se  recu- 
rre, solo  dispone,  en  su  párrafo  segundo,  que  la  reso- 
lución quedará  firme  en  el  caso  de  pasar  el  término  sin 
que  el  recurso  se  haya  deducido,  pero  no  cuando  se  de- 
duzca antes  de  empezar  el  término  á  correr: 

Considerando  que  es  igualmente  inaceptable  la 
opinión  de  la  Sala  sentenciadora  acerca  del  primer 
motivo  del  recurso,  en  el  cual  se  alega  la  infracción 
del  artículo  ciento  treinta  y  nueve  de  la  Ley  Hipote- 
caria de  mil  ochocientos  ochenta  y  su  correlativo  el 
ciento  veinticinco  de  la  actual,  pues,  contra  lo  estimado 
por  aquélla,  relacionando  la  parte  recurrente  el  fallo 
recaído  con  los  preceptos  de  la  ley,  dice  violados  éstos, 
porque  eran  de  aplicarse  y  no  lo  han  sido,  toda  vez  q\ie 
según  ellos  el  dominio  del  inmueble  que  se  cita  ha  de 
entenderse  libre  de  gravámenes  y  sin  embargo  la  sen- 
tencia lo  reputa  afecto  á  cierta  carga,  que  reconoce  co- 
mo subsistente  y  eficaz,  desconociendo  así  el  sistema 
legal  sobre  cancelaciones  contenido  en  los  preceptos  in- 
vocados, que,  en  sentir  de  la  parte,  amparan  aquel  de- 
recho de  dominio  é  impiden  tal  limitación;  con  lo  cual 
queda  clara  y  precisamente  determinado  el  concepto  de 
la  infracción  que  se  supone  cometida : 

Considerando  que,  conforme  lo  indica  la  Sala 
sentenciadora,  con  relación  al  segundo  motivo  del  re- 
curso, el  recurrente  no  ha  propuesto  en  los  debidos  tér- 
minos la  cuestión  de  prueba  á  qué  se  refiere  este  moti- 
vo, fundado  en  la  causa  séptima  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  aquélla,  pues  in,- 
voca  tan  sólo  un  documento  público  obrante  en  autos 
y  ol  ya  citado  artículo  ciento  treinta  y  nueve  de  la  Ley 
Hipotecaria,  que  no  c^)ntiene  disposición  alguna  refe- 
rente á  los  elementos  y  medios  probatorios  en  razón  de 
lo  cual,  faltando  cita  expresa  de  ley  ó  de  doctrina  re- 
guladora de  la  prueba,  claro  es  que  no  se  consigna  cop 
la  necesaria  claridad  y  precisión  cual  es  el  error  jurí- 
dico de  dicha  especie  que  contenga  el  fallo,  siendo,  en 
rigor,  de  clase  muy  distinta  y  comprendido  en  la  pri- 
mera causa  de  las  de  casación  que  enumera  dicho  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  del  Enjuiciamiento  el 
efror  á  qué  se  alude,  consistente  en  dar  mayor  valor  á 
h\  vigencia  del  gravamen  en  los  libros  del  Registro  que 
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á  la  liberación  cbel  mismo  deducible  del  documento 
mencionado : 

Considerando,  en  consecuencia,  que  la  denegación 
de  la  Sala  sentenciadora  es  improcedente  en  cuanto  al 
gundo,  porque  en  el  primero  concurren  las  circuiifs- 
gundo,  porque  en  el  primero  concurre  las  circunstan- 
cias exigidas  para  su  admisión  por  el  artículo  VII  de 
la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  con  areglo  al  cual  debió  admitirse,  y  el  segundo 
carece  de  los  requisitos  tercero  y  cuarto  del  propio  ar- 
tículo, en  relación  con  iguales  números  del  artículo  V 
de  la  misma  Orden  número  noventa  y  dos,  cuyo  artículo 
XI  preceptúa  la  denegación  en  este  caso : 

Se  declara  con  lugar  el  presente  recurso  de  queja 
en  cuanto  al  primer  motivo  formulado  en  el  de  casación 
y  sin  lugar  en  cuanto  al  segundo  motivo  que  compren- 
de,, sin  especial  condenación  de  costas:  comuniqúese,  etc. 

Lo  proveyeron,  mandaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen  ante  mí  certifico.  —  José  Várela.  —  Pedro 
González  Llórente. — Octavio  Giberga. — Carlos  Revilla. 
—  Rafael  Maydagán.  —  El  Secretario,  Armando  de  J. 
Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  77.-24  de  Diciembre.— Dedrratoria  de 
herederos.  (Oac.,  Junios,  looi,) 

DOCTRINA:  Al  amparo  del  número  I.*'  del 
artículo  1690  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
no  pueden  plantearse  en  casación  cuestiones  refe- 
rentes á  la  apreciación  de  la  prueba. 

£1  recurso  de  casación  se  otorga  contra  el  fallo 
y  no  contra  los  considerandos  de  las  sentencias. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinticuatro  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  tres.  Visto  ante  este  Tribu- 
nal Supremo  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  doctrina  legal  interpuesto  por  Matías  Martoe  Cha- 
ple,  cuyo  oficio  y  vecindad  no  constan,  contra  el  auto 
dictado  en  trece  de  Agosto  último  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  las  diligiencias  so- 
bre 'declaratoria  de  herederos  de  Luisa  Chaple  promovi- 
das en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
(teste  de  la  capital. 

.Primero.  Eesultando  que  en  el  auto  recurrido  se 
aceptan  los  tres  resultandos  del  de  primera  instancia, 
apelado  por  el  Fiscal  municipal,  que  se  copian  á  conti- 
nuación. 
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Antecedentes  : 

Segundo.  Resultando  que  el  Sr.  Matías  Marto« 
Ghaple  promovió  las  presentes  diligencias  solicitando 
la  declaración  de  herederos  de  D*.  Luisa  Ohaple  á  favor 
del  promovente  y  de  su  hermano  don  Tomás  Chaple 
en  concepto  de  hijos  naturales  de  la  referida  Luisa  Cha- 
ple que  falleció  en  esta  ciudad  en  cinco  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  según  lo  acredita  la 
certificación  expedida  por  el  señor  Juez  municipal  en- 
cargado del  Registro  Civil  del  Sur  que  acompañó,  así 
como  las  partidas  bautismales  del  promovente  y  su  her- 
mano Tomás  Chaple. 

Tefcero.  Resultando  que  ratificada  la  instancia  por 
el  promovente  se  dispuso  se  recibiese  con  citación  del 
Ministerio  fiscal  la  información  ofrecida,  á  cuyo  efecto 
declararon  los  testigos  don  Alfonso  López  y  González  y 
don  Luis  Ohaple,  mayores  de  edad  y  de-esté  vecindario ; 
que  no  les  comprenden  las  generales  de  la  ley  de  que 
fueron  instruidos;  que  es  cierto  y  les  consta  que  D.* 
liuisa  Chaple  falleció  sin  otorgar  testamento;  que  es 
cierto  y  les  consta  que  la  referida  D*.  Luisa  Chaple  no 
dejó  más  herederos  que  sus  dos  hijos  naturales  nombra- 
dos Matías  Martos  y  Tomás  Chaple;  que  es  cierto  que 
lo  declarado  lo  saben  por  el  frecuente  trato  que  han  te- 
nido y  tienen  con  los  promoventes  y  sus  familiares,  in- 
cluso su  difunta  madre. 

Cuarto.  Resultando  que  dada  vista  «1  señor  Fiscal 
municipal  fué  de  parecer  que  no  procedía  hacer  la  de- 
claratoria de  herederos  solicitada. 

Resolución  recurrida  : 

Quinto.  Resultando  que  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na revocó  el  auto  apelado,  resolviendo  no  haber  lugar  á 
la  declaratoria  de  herederos  solicitada  á  favor  de  Ma- 
tías y  Tomás  Chaple,  sin  especial  condenación  de 
costas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Sexto.  Resultando  que  contra  dicha  resolución  de 
la  Audiencia  interpuso  Matías  Chaple  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  fundado  en 
e'.  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  y  habiéndole  sido 
denegada  su  admisión,  estableció  el  recurso  de  queja  an- 
te este  Tribunal  Supremo,  que  lo  declaró  con  lugar  en 
cuanto  á  los  cinco  motivos  siguientes:  Primero:  Cito 
como  infringidos  el  artículo  novecientos  setenta  y  ocho 
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d?  la  Ley  de  Enjuiciaraiento  Civil  en  relación  con  el  ar- 
tículo seiscientos  cincuenta  .y  ocho  y  los  números  se^n- 
do  y  séptimo  del  artículo  quinientos  setenta  y  siete  de 
la  referida  Ley  de  procedimientos,  porque  no  exigen- 
do  el  artículo  novecientos  setenta  y  ocho  número  deter- 
minado de  testigos  y  haciendo  uso  de  uno  de  los  medios 
de  que  las  partes  pueden  valerse,  se^n  el  número  sép- 
timo del  artículo  quinientos  setenta  y  siete,  presenté 
para  que  declararan  como  declararon  contextes  sobre 
hechos  concretos,  dos  testigos,  y  además  las  partidas 
bautismales  que  son  documentos  públicos  y  solemnes, 
que  es  lo  único  que  exige  para  la  declaración  de  herede- 
ros el  artículo  novecientos  setenta  v  ocho  ya  citado,  esto 
es,  que  para  que  los  herederos  abintestato  que  sean  del 
finado  puedan  obtener  la  declaración  de  su  derecho,  tie- 
nen que  justificar  con  los  correspondientes  documentos 
o  con  la  prueba  que  sea  posible,  el  fallecimiento  de  la 
persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y.  su  parentesco  con 
la  misma;  y  con  información  testifical,  que  dicha  per- 
sona ha  fallecido  sin  testar,'  y  que  ellos  ó  los  que  desig- 
nen, son  sus  únicos  herederos.  ¿Cómo  se  ha  cumplido 
siempre  ése  precepto  de  la  Ley?  Con  los  únicos  medios 
de  que  se  puede  disponer,  según  el  procedimiento  cons- 
tante y  conocidísimo  en  esta  clase  de  juicios.  Se  acom- 
pañará, como  se  acompañaron,  las  partidas  de  bautismo 
de  las  que  aparece  que  somos  hijos  de  Luisa  Chaple,  la 
defunción  de  ésta,  y  los  demás  extremos  se  justificaron 
con  la  prueba  testifical,  que  es  medio  que  da  el  mismo 
artículo  novecientos  setenta  y  ocho  para  justificar  el  pá- 
rente*'© de  los  promoventes  con  el  finado.  Y  hemois 
cumplido  el  precepto  de  la  Ticy  que  no  es  otro  que  el 
dicho.  Por  los  medios  explicados  ó  séase  por  medio  de 
la  infirmación  testifical  justificamos  que  Matías  Mar- 
tos  y  Tomás  Chaple  eran  hijos  naturales  de  Luisa  Cha- 
■pJe,  y  que  por  este  motivo  hubo  que  declarárseles  sus 
heredíTos  iinicos  y  universales.  El  Juzgado  conforme  á 
las  ref^'las  de  la  sana  crítica  y  teniendo  en  consideración 
h;  razón  de  ciencia  que  dieron  los  dos  testigos  y  las  cir- 
cunstancias que  en  ellos  concurrían,  aprobó  la  informa- 
ción recibida  y  en  ella,  por  consiguiente,  quedó  apro- 
bada o\  extremo  de  la  información  que  se  refería  á  que 
los  pri>moventes  eran  hijos  naturales  de  Luisa  Chaple, 
y  por  virtud  de  esta  declaración  judicial  vino,  proba- 
dos lo  \  demás  extremos  que  exige  para  la  declaración  de 
heredt'ros  en  concepto  de  hijos  naturales,  porque  ya  de 
pí'SO  re  hacía  esta  declaración  en  el  mismo  auto  y  pre- 
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viamente.  A  todo  el  procedimiento  fué  citado  el  Mi- 
nisterio fiscal,  no  concurrió  á  ningún  acto,  no  impugnó 
la  priígunta  tercera  del  interrogatorio  en  la  que  se  ha- 
cía eictensivo  el  informativo  á  la  cualidad  de  hijo  natu- 
ral, 3'  din  embargo,  erróneamente  quiere  aplicar  el  ar- 
tículo novecientos  treinta  y  nueve  del  Código  Civil  de 
manera  distinta  al  que  debe  ser  interpretado;  y  en  ese 
mismo  error  incurre  la  Sala  según  lo  demostraremos 
más  adelante.  Por  consiguiente,  cumplido  el  precepto 
del  artículo  novecientos  setenta  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  en  concurrencia  con  el  seiscientos 
oincui?nta  y  ocho  de  la  misma  ley  y  los  números  segun- 
do y  oéptimo  del  artículo  quinientos  setenta  y  siete  de 
la  piNypia  ley  de  procedimientos,  al  desconocerlo  la  Sa- 
la seittenciadora,  lo  infringe.  Cuarto:  Para  el  caso  de 
no  estimarse  infringidos  los  artículos  novecientos  se- 
tenta y  ocho,  seiscientos  cincuenta  y  ocho  y  quinientos 
setenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  cita- 
dos, y  las  doctrinas  legales  expresadas  cito  como  in- 
fringida además,  la  ley  XI  de  Toro,  que  es  la  Ley  I,  Tí- 
tulo V,  Libro  X  de  la  Novísima  Eecopilación  y  la  doc- 
trina legal  que  sienta  el  Tribimal  Supremo  de  España 
en  laá  sentencias  de  trece  de  Junio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  dos,  número  ciento  cincuenta  y  nueve,  pági- 
na trescientas  cincuenta  y  dos.  Tomo  siete  de  la  Colec- 
ción Ijegislativa,  de  veinticuatro  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cinco,  número  cincuenta  y  seis, 
página  ciento  ochenta  y  ocho.  T.  once.  C.  L.  de  dos  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  número  se- 
senta y  siete,  página  doscientas  cuarenta  y  una,  T.  on- 
ce, C.  L.  de  veinte  de  Abril  de  mil .  ochocientos  sesenta 
y  cíbco,  número  ciento  cincuenta  y  cinco,  página  qui- 
nientíis  trece,  T.  once,  C.  L.  de  treinta  de  Junio  de  mil 
ocho<i&nto8  sesenta  y  cinco,  número  doscientos  ochenta 
y  peJá,  página  novecientas  veintiuna,  T.  once,  C.  L.  y 
veintiséis  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
Bjete,  número  doscientos  cuarenta  y  uno,  página  ciento 
geteJita  y  nueve,  E.  diez  y  seis;  en  relación  con  la  regla 
primera  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  Ci- 
vil. La  Ley  once  de  Toro  que  es  la  Ley  I,  Título  V,  Li- 
bro X  de  la  Novísima  Eecopilación,  dice:  "Porque  no 
se  pueda  dudar  cuales  son  hijos  naturales,  ordenamos, 
que  entonces  se  digan  ser  los  hijos  naturales,  cuando  al 
tiempo  que  nacieron  ó  fueron  concebidos,  sus  padres 
podían  casar  con  sus  madres  justamente  é  sin  dispensa- 
ción con  tanto  que  el  padre  lo  reconozca  por  $u  hijo, 
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puesto  que  no  haya  tenido  la  mujer  de  quien  lo  hubo  en 
su  casa,  ni  sea  una  sola;  ya  concurriendo  en  el  hijo  las 
cualidades  susodichas,  mandamos  que  sea  hijo  natu- 
ral". Había  la  presunción  tenida  por  in-dudable,  se^n 
l:i  Ley  citada,  de  que  la  madre  era  siempre  conocida,  y 
dií  acuerdo  con  ese  precepto  Ic.^al  fundamental,  ha  sen- 
tado el  Tribunal  Supremo  de  P^paña,  en  las  citadas 
sontoncias  la  si;?uieute  doctrina  lega]:  Que  la  Ley  I, 
Título  V,  Libro  X  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  séa- 
so  la  Ley  XI  de  Toro,  no  exigía,  para  la  declaración  de 
hijo  natural,  el  reconocimiento  de  la  madre,  requirién- 
áose  solo  el  'del  padre,  con  tal  de  que  concurra  la  cir- 
cunstancia de  que  éste  pudiera^  casarse  con  aquélla  sin 
dispensación,  que  })or  dielia  ley  no  se  determinaba  la  for- 
ma en  que  había  de  verificarse  el  reconocimiento  ni  si 
é?te  había  de  hacerse  expreso:  hallándose  confirmada 
por  dicho  Tribunal  Supremo  la  doctrina  legal  de  que 
bastaba  el  reconocimiento  tácito  para  que  quedara  re- 
conocida la  cualidad  de  hijo  natural.  Sentado  ese  pre- 
cedente legal,  que  es  el  infringido  por  la  Sala  senten- 
ciadora, vamos  á  determinar  el  concepto,  á  nuestro  jui- 
cio, de  esa  infracción.  fiRige  el  estatuto  personal  des- 
de que  el  ser  nace,  ó  cuando  el  que  le  dio  el  ser  fallece? 
Si  aún  viviendo  la  madre  .del  que  habla  y  de  su  herma- 
no tiene  la  cualidad  de  hijo  natural,  porque  ese  derecho 
nos  lo  ha  concedido  desde  que  nacimos  la  Ley  XI  de 
Toro  que  es  la  Ley  I,  Título  V,  Libro  X  de  la  Novísima 
Recopilación  y  la  doctrina  legal  sustentada  por  el  Tri- 
bunal Supremo  de  España  en  sus  antes  citadas  senten- 
cias, ¿por  qué  no  ha  de  seguir  despuéy  con  nosotros  el 
derecho  que  nos  dio  el  acto  de  nacer,  aunque  nuestra 
madre  haya  fallecido  después  de  la  promulgación  del 
Código  Civil  en  esta  Isla,  cuando  ese  mismo  cuerpo  le- 
gal nos  lo  respeta  en  sus  disposiciones  transitorias? 
Por  eso  hemos  dicho:  ¿Por  qué  hemos  de  esperar  á  que 
nuestra  madre  fallezca,  para  adquirir  la  cualidad  de  hi- 
j)  natural?  ¿no  es  derecho  que  ya  teníamos  reconoci- 
do por  ser  personal ísimo?  Si  por  el  contrario  estuvié- 
ramos inscritos  en  el  Registro  Civil  ya,  por  ese  acto  rea- 
lizado por  nuestra  madre  reconociéndonos  como  hijos 
naturales,  ¿desde  ese  momento  no  éramos  sus  hijos  na- 
turales? ¿Acaso  tendríamos  que  aguardar  á  que  ella  fa- 
lleciera para  adquirir  aquella  cualidad  de  hijo  natural 
que  nos  daba  el  acto  que  lo  motivara,  y  no  el  del  falle- 
CJ miento?  ¿Tendríamos  que  esperar  á  su  fallecimiento 
para  usar  su  apellido,  como   lo   usamos,  para  exigirle 
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alimentos,  para  dárselos,  para  tantos  actos  que  nos  dan. 
la  cualidad  de  hijo  natural?  Parécenos  erróneo  pensar 
que  tales  derechos  que  nos  han  concedido  y  reconocido 
leyes  vigentes  al  tiempo  de  nacer  y  ser  bautizados,  va- 
yan á  regularse  por  las  disposiciones  del  Código  Civil, 
que  en  manera  alguna  tienen  efecto  retroactivo  en  se- 
mejante caso,  y  que  por  el  contrario  respeta  nuestro  de- 
recho y  lo  confirma  la  primera  de  las  disposiciones 
tT-ansitorias  del  mismo  Código  y  por  eso  es  de  aplica- 
ción el  artículo  novecientos  treinta  y  nueve  del  Código 
Civil.  Es  errónea  la  aplicación  que  hace  el  Tribunal  á 
quo,  del  citado  artículo  novecientos  treinta  y  nueve  del 
Código  Civil  y  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  España  de  veinticuatro  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete,  en  el  sentido  que  lo  haxie  la  Sala, 
porque  el  artículo  novecientos  treinta  y  nueve,  debe 
aplicarse  no  para  negar  sino  para  conceder,  pues  ese 
artículo  dice:  que  á  falta  de  descendientes  y  ascendien- 
tes legítimos  sucederán  al  difunto  en  el  todo  de  la  he- 
rencia las  liijos  naturales  legabnente  reconocidos  y  los 
legitimados  por  concesión  Real,  y  según  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  ciento  diez  y  nueve  del  mismo  cuer- 
po legal,  son  hijos  naturak^s  los  nacidos  fuera  del  ma- 
trimonio, de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  de 
aquéllos  pudieran  casarrse  sin.  dispensa  ó  con  ella  y  sien- 
do siempre  la  m'adre  conocida  y  cierta,  según  la  legis- 
lación anterior,  y  la  doctrina  sentada  entonces  por  el 
Tribunal  Supremo  de  España  de  acuerdo  con  esas  mis- 
mas leyes  citadas,  es  indudable  que  el  derecho  adquiri- 
do en  esa  época,  dentro  de  una  legislación  que  nos  lo 
dio,  debe  respetarlo  el  Código  según  la  primera  de 
sus  disposiciones  transitivas,  y  aplicar  el  precepto  del 
artículo  treinta  y  nueve  aceptándonos  y  teniéndonos  por 
un  hijo  natural  legalmento  reconocido  dentro  de  aque- 
lla legislación.  En  una  palabra,  con  semejante  aplica- 
ción errónea  del  artículo  novecientos  treinta  y  nueve 
oel  Código  Civil  en  relación  con  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  España  de  veinticuatro  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  citada,  se  viola  el  esta- 
tuto personal  ó  séase  la  Ley  que  nos  rige,  la  ley  que  es- 
t;-.  adherida  á  nuestra  persona  desdo  el  mismo  instante 
en  que  nacimos,  y  que  no  nos  abandona  hasta  después 
dr  la  muerte.  La  sentencia  antes  dicha  lleva  el  número 
coscientos  setenta  y  tres  y  se  lee  en  la  página  mil  dos- 
cientos cincuenta  y  cinco  del  Tomo  ochenta  y  uno  de 
la  Jurisprudencia  Civil,  su  fecha  veinticuatro  de  Junio 
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do  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  y  se  refiere  al  me- 
jor derecho  que  tienen  á  la  herencia  los  parientes  legí- 
timos del  difunto  y  no  los  descendientes  naturales  al 
reclamar  la  herencia  el  hijo  legítimo  de  ese  descendien- 
t';  natural.  Se  trata,  pues,  de  una  herencia  discutida 
por  herederos  legítimos  á  herederos  naturales  legalmen- 
te  reconocidos.  Si  es  verdad  que  la  sucesión  de  una  per- 
sona se  abre  el  día  de  su  fallecimiento,  no  por  eso  el 
Iribunal  Supremo  en  esa  su  sentencia,  por  aquel  her 
cho,  quitó  á  ninguno  de  los  contendientes  la  cualidad : 
á  uno  de  legítimo,  al  otro  de  natural,  sino  que  por  el 
contrario,  valiéndose  precisamente  de  esaa  circunstan- 
cias y  aplicando  rectamente  los  artículos  novecientos 
cuarenta  y  tres  y  novecientos  treinta  y  nueve  del  Códi- 
go Civil  resolvió  que  eran  herederos  los  legítimos  y  no 
los  naturales,  porque  esa  preferencia  la  daba  la  ley,  doc- 
trina ésta  que  no  es  aplicable  al  presente  caso,  pues  que 
á  pesar  de  abrirse  la  sucesión  de  una  persona  el  día  que 
fallece,  si  el  que  solicita  ser  su  heredero,  justifica,  co- 
mo lo  ha  hecho  el  que  habla,  su  cualidad  d«  hijo  natu- 
ral, cumpliendo  el  precepto  del  ari;ículo  novecientos  se- 
tenta y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  sin  que 
haya  ningún  heredero  legítimo  que  discuta  ese  derecho, 
pues  consta  de  la  certificación  de  defunción  oue  nues- 
tra madre  falleció  soltera,  y  X3|ue  nuestro  hermano  para 
el  cual  también  hemos  solicitado  la  declaratoria  de  he- 
rederos, está  en  el  mismo  caso  que  yo,  no  hay  motivo 
para  declarar  que  no  tenemos  derecho  á  suceder  abintes- 
tato  á  nuestra  madre  natural  Luisa  Ohaple.  Además, 
la  prueba  suministrada  al  caso  hace  presumir,  si  no 
bastaran  los  preceptos  legales  citados,  que  el  promoven- 
te  y  su  hermano  son  los  únicos  hijos  naturales  de  Luisa 
Chaple  por  ministerio  de  la  ley  XI  de  Toro  que  es  la 
Ley  I,  TítuloV,  Libro  X  de  la  Novísima  Recopilación 
al  decir :  "ca  concurriendo  en  el  hijo  las  qualidades  suso- 
dichas (que  al  tiempo  de  la  concepción  ó  del  nacimien- 
to sus  padres  pudieran  casarse)  mandamos  que  sea  hi- 
jo natural".  Este  precepto  está  de  acuerdo  con  el  artícu- 
lo ciento  diez  y  nueve,  párrafo  segundo  del  Código  Ci- 
vil. Las  presunciones  que  la  Ley  establece,  dispensan 
ái-  toda  prueba  á  los  favorecidos  por  ella,  dice  el  artícu- 
li)  mil  doscientos  cincuenta  del  propio  Código ;  por  eso, 
dando  recta  aplicación  á  aquella  ley,  el  Tribunal  Su- 
premo de  España  en  su  sentencia  de  veintiséis  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  declaró :  que 
la  Ley  I,  Título  V,  Libro  X  de  la  Novísima  Recopila- 
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c:6n,  6  sea  la  Ley  XI  de  Toro,  así  por  lo  terminante  de 
sil  letra  como  por  su  espíritu,  le^^almente  interpretado 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  tiene  aplica- 
ción á  todos  los  casos  en  que  deban  resolverse  cuestio- 
nes acerca  de  las  cualidades  de  los  hijos  para  que  se  es- 
timen naturales;  no  existiendo  jurisprudencia  en  con- 
trario consi^niada  por  el  Tribunal  Supremo.  No  es  ne- 
cesaria para  justificar  la  cualidad  de  hijos  naturales  en 
un  expediente,  el  reconocimiento  consignado  en  escri- 
tura pública,  testamento  6  ejecutoria  bastando  al  efec- 
to otras  pruebas  supletorias,  (sentencia  de  once  de 
Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno)  y  los  hijos  na- 
turales con  relación  á  la  madre  ^ocen  en  ese  caso  de  los 
derechos  que  á  los  de  esta  clase  corresponda  (sentencia 
de  doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
ocho).  Por  eso  hemos  dicho,  que  teniendo  adquiridas  el 
postulante  y  su  hermano  la  cualidad  de  hijos  naturales 
con  arreglo  á  la  legislación  que  regía  al  tiempo  de  sus 
nacimientos,  no  son  aplicables  al  caso  discutido  el  ar- 
ticulo novecientos  treinta  y  nueve  y  sentencia  de  vein- 
ticuatro de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  en 
el  sentido  que  lo  hace  la  Sala,  aunque  la  madre  haya 
fallecido  con  posterioridad  al  Código,  pues  sus  derechos 
adquiridos  los  respeta  la  primera  de  las  disposiciones 
transitorias  de  dicho  cuerpo  legal,  y  teniendo  como  se 
ha  dicho,  los^promoventes,  la  cualidad  de  herederos  na- 
turales legalmente  reconocidos  por  ar,  aellas  leyes,  no 
discutiendo  la  herencia  ningún  heredero  legítimo,  la 
recta  aplicación  del  artículo  novecientos  treinta  y  nue- 
ve del  Código  Civil  y  la  sentencia  citada  es  al  caso  refe- 
rido, para  su  propio  fimdamento,  que  no  es  otro,  que 
deferir  la  herencia  á  los  descendientes  naturales  legal- 
mente reconocidos  ó  de  otros  legítimos,  declarar  al  pro- 
movente  y  su  hermano  únicos  y  universales  herederos 
de  eu  señora  madre  natural  Luisa  Chaíple.  De  no  ha- 
cerlo «8Í  infringe  la  Sala  sentenciadora  la  Ley  I,  Título 
V,  Libro  X  de  la  Novísima  Recopilación  que  es  la  Ley 
XI  de  Toro  y  doctrina  legal  constantemente  sustenta- 
da y  confirmativa  de  ella ;  y  hace  aplicación  errónea  del 
artículo  novecientos  treinta  y  nueve  del  Código  Civil  y 
de  la  sentencia  de  veinticuatro  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  citadas.  Quinto:  En  relación 
con  la  anteriormente  citada,  se  ha  infringido  asimismo 
la  primera  de  las  disposiciones  transitorias  del  Códigj 
Civil  en  relación  con  la  regla  doce  ñe  la  misma  dispo- 
sición. Yenimos  ú  reclamar  la  herencia  dos  hijos  natxi- 
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rales  legalmente  reconocidos,  con  arreglo  á  las  leyes  que 
logían  al  tiempo  de  sus  nacimientos,  y  este  derecho  se 
lige  por  la  legislación  anterior  al  Código  por  haber  na- 
cido de  hechos  realizados  bajo  su  régimen,  aunque  el 
Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no  los  reqonozca;  y 
el  derecho  discutido  ni  es  nuevo  ni  aparece  declarado 
por  primera  vez  en  el  Código.  Esto  dice  la  regla  prime- 
ra de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  Civil.  La 
b.erencia  de  los  fallecidos  después  de  estar  en  vigor  ei 
Código,  dice  la  regla  doce  de  las  mismas  disposiciones 
transitorias,  se  adjudicará  y  repartirá  con  arreglo  al 
Diopio  cuor])o  legal.  Ijas  declaraciones  de  herederos 
al)int(?stato  coinpreenden  dos  derechos:  uno  de  sucesión, 
otro  de  adquisición.  Evsta  es  la  gran  diferencia  que  exiá- 
te  entro  los  derechos  ad<T|uiridos  por  la  legislación  que 
regía  al  tiempo  de  nacer  los  que  hemos  solicitado  la  de- 
claratoria de  herederos;  y  la  que  se  debe  aplicar  al 
tiempo  de  repartirse  los  bienes,  derechos  y  acciones  de 
esa  herencia.  Según  hemos  demostrado  anteriormente, 
en  el  presente  recurso  se  acompañaron,  en  la  declarato- 
ria (le  herederos,  las  partidas  bautismales  de  los  promo- 
\('nt(»s,  (l(K'iimontos  auténticos  por  darles  ese  carácter 
legal  la  legislación  anterior  y  actual;  incuestionable- 
mente son  pruebas  escritas;  además,  la  información  la 
ampliamos  al  hecho  de  ser  Matías  Martes  y  Tomás 
Chaple  vínicos  herederos  en  concepto  de  hijos  naturales 
de  Luisa  Chaple.  Ix)s  testigos  estuvieron  contexfces  so- 
bre ese  hecho,  y  á  éstos  les  constaba  lo  declarado,  por  el 
fiecuente  trato  que  sostenían  con  la  difunta  y  sus  fa- 
R'iliares;  que  esa  información  se  recibió  con  citación  del 
Ministerio  fiscal,  y  que  fué  aprobada  antes  de  hacerse 
Ir.  deelaración  de  herederos,  y  por  consecuencia  de 
acjuella  justificación  previa  y  su  aprobación  se  hizo  des- 
pués la  declaración  de  herederos.  De  suerte  que  justifica 
e.  nacimiento  anterior  al  Código,  también  se  justificó 
la  cualidad  de  hijos  naturales  reconocidos  por  minis- 
tírio  de  la  ley,  y  constante  jurisprudencia  de  la  época 
er  que  el  acto  tuvo  lugar,  y  al  desconocerlo  la  Sala  in- 
fringe la  regla  primera  de  las  disposiciones  transito- 
rias del  Código  Civil  aplicándola  erróneamente.  Sexto: 
luí  relación  con  la  regla  primera  resulta  infringida  la 
doce  de  las  propias  disposiciones  transitorias  del  Códi- 
go Civil,  dice  esta  regla:  ^7^os  derechos  á  heredar  del 
c¡ue  hubiese  fallecido,  con  testamento  ó  sin  él  antes  de 
hallarse  en  vigor  el  Código  Civil,  se  regirán  por  la  le- 
gislación anterior.     I^a  herencia  de    lo»  fallecidos  des- 
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pues,  sea  ó  no  con  testamento,  se  adjudicará  y  reparti- 
rá con  arreoflo  al  Código".  Existe  una  distinción  en  esa 
legla  relacionada  con  la  primera,  y  es  que  dice:  "los  de- 
rechos á  heredar"  "y  la  herencia  se  repartirá"  y  esto 
quiere  decir  lo  que  venimos  sostenien-do  en  este  recurso, 
que  los  «derechos  individuales,  que  son  los  qfte  respeta 
h  recala  primera,  nacidos  antes  del  Gódi^^o  le  dan  dere- 
cho á  heredar,  y  esa  herencia  se  repartirá  y  adjudicará 
con  arreglo  al  Código,  y  esa  distinción  que  establece  es- 
ti;  cuerpo  legal  es  la  misma  que  hemos  sostenido  rcspee- 
tci  á  las  declaraciones  de  herederos  que  comprenden,  si- 
guiendo el  orden  de  los  testamentos,  dos  declaraciones. 
Una,  la  de  personas,  siempre  va  unido  al  individuo;  y 
la  otra,  de  bienes,  derechos  y  acciones,  que  es  la  trasmi- 
tí va  del  dominio.  ^;No  se  dice  en  el  testamento:  8on  mis 
hijos  fulano  y  sutajio;  son  mis  bienes  tales  cosas?  y 
liego  ¿no  se  dice  declaro  á  fulano  y  á  sutano  herederos 
ele  esos  bienes?  ¿ücaso  los  derechos  de  sucesión  se  rigen 
por  los  de  repartición  y  adjudicación  de  los  bienes? 
tinos  rigen  al  individuo,  otros  á  las  cosas.  Pues  esa  mis- 
ma separación  hay  que  hacer  en  las  declaraciones  de  he- 
rederos abintestatos,  respetando  la  ley  que  sigue  al  in- 
dividuo que  por  la  herencia.  La  misma  regla  doce  respe- 
ta las  disposiciones  testamentarias,  aunque  el  Código 
las  regule  de  otro  modo.  ¿Por  qué?  No  porque  sea  la 
voluntad  del  testador  que  no  podía  prevalecer  contra 
las  disposiciones  de  la  ley,  sino  porque  esas  disposicio- 
res  pueden  estar  bien  hechas  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción que  regía  el  día  del  otorgamiento  del  testamento. 
I'sta  es  7a  aplicación  de  esa  regla  duodécima,  descono- 
ciéndola la  Sala  la  infringe  y  por  consiguiente  hace  de 
ella  una  aplicación  errónea.  Séptimo:  Resulta  infrin- 
gido también  el  artículo  seiscientos  cincuenta  y  siete 
del  Código  Civil  al  dársele  una  aplicación  errónea,  pues 
que  si  es  verdad  que  los  derechos  á  la  sucesión  de  una 
persona  se  trasmiten  desde  el  momento  de  su  falleci- 
miento, no  quiere  ello  decir  que  los  que  tengan  dere- 
chos ad-quiridos  con  arreglo  á  la  legislación  que  regía 
al  tiempo  de  su  nacimiento,  no  puedan  optar  á  la  heren- 
cia justificando  su  parentesco  por  los  mwlios  que  le  da 
el  artículo  novecientos  setenta  y  ocho  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  como  se  ha  hecho  y  que  sea  declara- 
do como  heredero  de  acuerdo  con  el  artículo  novecien- 
tos treinta  y  nueve  del  Código,  en  concepto  de  hijo  na- 
tural de  la  madre.  La  Sala  sentenciadora  dice  en  el  pri- 
mer considerando  de  su  sentencia  de  trece  de  Ago&to  de 
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rail  novecientos  tres  "que  los  derechos  sucesorios  no  na- 
cen ni  se  adquieren  sino  desde  la  muerte  de  su  causan- 
te", según  el  citado  artículo  seiscientos  cincuenta  y  sie- 
te del  Código  está  hecha  la  aplicación  erróneamente  con 
arreglo  á  la  letra  y  espíritu  de  dicho  artículo,  pues  él  no 
dice  que  los  derechos  sucesorios  nazcan  desde  la  muerte 
del  causante,  sino  que  dice,  y  es  cosa  muy  distinta,  que 
^'los  derechos  á  la  sucesión  se  trasmiten  desde  el  mo- 
rjento  de  su  muerte".  Nacer  im  derecho  es  distinto  á 
trasmitirlo,  pues  que  lo  primero  se  refiere  á  una  cosa 
que  no  existe  todavía,  y  en  aqiiel  momento  del  falleci- 
níiento  nace;  y  lo  otro,  es  decir,  trasmitir  im  derecho, 
es  que  ya  está  nacido,  es  que  ya  se  tiene,  es  que  tenía  su 
existencia,  por  lo  que  es  trasmisible  á  la  muerte  del  que 
se  ha  de  suceder.  Prei'epto  legal  que  hemos  sostenido  en 
efte  recurso  y  que  repetimos:  los  derechos  que  nos  con- 
cedieron las  leyes  anteriores  al  Código,  y  que  sustentó 
el  Tribunal  Supremo  en  doctrinas  legales  constantes, 
nos  dá  derecho  á  optar  por  la  herencia  de  nuestra  ma- 
dre, en  concepto  de  hijos  naturales  de  ella,  cuando  no 
concurren  con  nosotros  á  heredarla  parientes  legítimos 
de  ella.  Ese  es  el  concepto  claro  y  definido  del  artículo 
seiscientos  cincuenta  y  siete  del  Código  Civil  y  no  apli- 
cándolo así  la  Sala  ha  cometido  error  de  derecho  y  co- 
mo consecuencia  tal  error  es  motivo  de  infracción. 

Séptimo.  Resultando  que  elevados  los  autos  á  es- 
to Supremo  Tribunal  se  sustanció  el  recurso  celebrán- 
dose la  vista  pública  el  día  diez  y  siete  del  actual  con  la 
sola  asistencia  del  abogado  de  la  parte  recurrente  que 
sostuvo  los  fundamentos  del  recurso. 

Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Maydagán. 

Primero.  Considerando  que  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora que  en  las  diligencias  á  que  se  contrae  este 
recurso  no  han  justificado  los  aspirantes  á  la  herencia 
de  Luisa  Chaple  su  parentesco  con  la  persona  de  cuya 
sucesión  se  trata,  no  infringe,  como  se  afirma  en  el  pri- 
mer motivo  del  recurso,  el  artículo  novecientos  setenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que 
la  apreciación  de  la  prueba  que  exige  el  propio  artículo 
á  los  descendientes  del  finado  para  obbener  la  declara- 
ción de  su  derecho,  es  de  la  exclusiva  competencia  del 
Juez  ó  Tribunal  que  conozca  de  dichas  diligencias,  sin 
que  sea  dable  combatir  la  aludida  apreciación  judicial 
al  amparo  de  otro  precepto  que  no  sea  el  séptimo  del 
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ai-tículo  mil  eeiscientos  noventa  de  la  citada  Ley  de  En- 
juiciamiento, el  cual  no  ha  sido  invocado  en  el  recurao. 

Segundo.  Conei'derando  que  por  la  misma  razón  de 
Di  fundarse  el  recurso  en  la  causa  séptima  sino  en  la 
primera  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley- 
procesal,  resultan  también  ineficaces  los  motivos  cuar- 
to, quinto  y  sexto,  siendo  así  que  la  sentencia  recurrida 
DO  desconoce  que,  conforme  á  íae  disposiciones  transito- 
rias del  Código  Civil,  para  la  filiación  natural  de  los 
nacidos  con  anterioridad  á  la  promulgación  de  dicho 
Código,  rige  la  legislación  anterior,  especialn>ente  lá 
Ley  once  de  Toro,  basando  únicamente  su  negativa  á 
lii  declaratoria  de  herederos  pretendida,  en  la  circuns- 
tancia anteriormente  expuesta,  de  no  estimar  compro- 
bada en  forma  alguna  la  filiación  de  los  aspirantes. 

Tercero.  Considerando  con  referencia  al  último 
motivo  del  recurso,  que  tampoco  cabe  impugnar  al  am- 
paro del  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  loe  razona- 
Djíentos  contenidos  en  un  considerando  para  deducir  d.^ 
ellos  una  infracción  legal,  puesto  que  el  expresado  nú- 
mero solo  autoriza  el  recurso  cuando  las  infracciones  se 
cometen  en  el  fallo. 

Cuarto.  Considerando  que  cuando  ee  declara  sin 
lugar  un  recurso  debe  condenarse  en  costas  al  recu- 
rrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
tías Martos  Chaple  contra  la  resolución  dictada  en  tre- 
ce de  Agosto  último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  con  las  costas  á  cargo  del  recu- 
rrente.    Devuélvanse,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
iMandamos  y  firmamos. — José  Várela. — ^Pedro  González 
Llórente. — Octavio  Giberga. — ^Carlos  Revilla. — Rafael 
Maydagán. 


Fin  DEL    TOMO   VI, 
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Qtiqja.— Auto  L— 11  de  Jnijio.  (Goc.  Marzo  8,  1904.) 

DOCTRINA:  Los  fallos  que  resuelven  los 
recursos  contencioso-administrativos  contra  las 
resoluciones  del  Gobernador  Militar  son  apelables 
pero  no  procede  contra  ellas  el  recurso  de  casa- 
ción. 

La  circunstancia  de  que  la  resolución  recurrida 
se  hubiera  dictado  á  propuesta  de  un  Secretario 
del  Despacho  no  altera  su  carácter  de  resolución 
del  Gobernador  Militar. 

Antbobdbntbs: 

ReBultando  que  el  Procarador  Joan  Mayorga  á 
nombre  de  la  señora  Enma  Qoudiog  viada  deTaylor, 
por  escrito  de  ocho  de  Mayo  próximo  pasado,  produ- 
cido según  sa  propio  encabezamiento  en  el  jaicio  con- 
tencioso por  61  establecido  contra  resolaci6n  del  Qo- 
bernador  Militar  sobre  seguimiento  de  an  contrato  de 
adoquinado  de  calles  de  esta  ciudad,  interpuso  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  contra  la  senten- 
oia  en  dichos  autos  pronunciada  con  fecha  Teintidos 
de  Abril  último,  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana. 

Causa  db  la  qubja: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  denegó  la 
admisión  del  recurso  por  el  auto  que  se  transcribe  & 
continuación: — «Habana,  Mayo  nueve  de  mil  nove- 
cientos tres. — Resultando:  que  D^  Enma  Qouding  de 
Taylor  solicitó  del  Ayuntamiento  de  esta  ciudad  con- 
tinuar el  contrato  de  adoquinado  de  calles  celebrado 
con  su  esposo  A.  H.  Taylor,  &  lo  cual  resolvió  aquella 
Corporación  no  haber  logar  declarando  rescindido   el 
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sasodicho  contrato,  resolución  que  fué  confirmada  en 
alzada  por  el  Gobierno  Civil  de  esta  Provincia. — 
Resultando:  que  D?  Eoma  Gouding  acudió  en  alzada 
¿  la  Secretaría  de  Gobernación,  la  que  propuso  en 
veintitrés  de  Abril  de  mil  novecientos  uno  al  Gobier- 
no Militar  la  confirmación  de  la  resolución  recurrida 
recomendando  al  Ayuntamiento  que  optara  por  la 
rescisión  del  contrato,  y  el  Gobierno  Militar  aprob6 
esa  propuesta  por  medio  del  siguiente  endose:  crPrimer 
Traslado: — E.  G.  Departamento  de  Cuba,  Habana, 
Mayo  cinco  de  mil  novecientos  uno. — Devuélvase  res- 
petuosamente al  Secretario  de  Estado  y  Gk)bernaci6n 
en  la  Habana,  cuya  indicación  de  que  el  Ayuntamien- 
to satisfaga  la  indemnización  correspondiento,  es 
aprobada. — De  orden  del  Gobernador  Militar,  (firma- 
do) H.  L.  Scott,  Ayudante  General.. — «Resultando 
que  contra  esa  resolución  del  Gobernador  Militar  in- 
terpuso el  Procurador  Juan  Mayorga  recurso  conten- 
cioso administrativo  que  tramitado  fué  declarado  sin 
lugar  por  sentencia  de  esta  Sala  de  veintidós  de  Abril 
próximo  pasado  notificada  á  las  partes  en  dos  del  mes 
corriente. — Resultando:  que  ayer  ocho,  presenta  el 
Procurador  Mayorga  escrito  interponiendo  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  autorizado  por  los  nú- 
meros primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. — Consi- 
derando que  el  recurso  que  se  intorpone  es  inadmisi- 
ble, porque  procediendo  del  Gobierno  Militar  la  reso- 
lución cuya  revocación  se  pide  en  la  presente  demanda 
contencioso-administrativa,  contra  la  sentencia  defini- 
tiva de  esta  Sala,  procede  ánicamente  el  recurso  de 
apelación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  octa- 
vo de  la  Orden  número  ciento  once  de  mil  novecientos 
uno. — No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  se  interpone  por  el  Pro- 
curador Juan  Mayorga  á  nombre  del  recurrente  y  en- 
tregúese al  mismo  en  el  acto  de  la  notificación  copia 
certificada  de  este  auto  y  del  escrito  que  lo  motiva  & 
los  efectos  del  artículo  catorce  de  la  Ley  de  Capación, 
haciéndose  constar  al  pie  de  dicha  copia  la  fecha  en 
que  tenga  lugar  su  entrega. — Proveído  y  firmado  por 
los  Sres.  del  margen. — Francisco  Noval  y  Martí. — 
José  V.  Tapia. — Manuel  Enríqne  Gómez. — Ante  mí, 
Enrique  de  Almagro.» 

Fundamentos  de  la  qükja: 

Resultando  que  contra  ese  auto  estableció  queja 
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el  recnrrento,  y,  formalizándola  en  esto  Tríbnnal  Su- 
premo, expuso:  Primero:  El  auto  que  recurre  indu- 
dablemente hace  mala  aplicación  del  artículo  octavo 
de  la  Orden  ciento  once  de  mil  novecientos  uno  que  el 
mismo  evoca,  porque  ese  articulo  se  refiere  &  las  reso- 
luciones del  articulo  quinto  de  la  misma  Orden  y  las 
cuales  con  claridad  manifiesta  expresa  que  deben  pro- 
ceder del  Gk)bernador  Militar  de  la  Isla,  es  aecir,  di- 
rectamente de  la  persona  de  ese  Gobernador  y  nunca 
del  Gobierno  Militar  como  expresa  y  dice  el  citado 
«uto  que  recurro. — El  «rOobierno  Militar»,  así  en  ab- 
soluto, indudablemente  se  refiere  &  todas  aquellas  per- 
sonas (como  por  ejemplo  los  Secretarios  del  Goberna- 
dor) que  en  aquella  época  reglan  los  destinos  de  esta 
Bepública  y  nunca  por  lo  tanto,  interpretando  así  la 
ley,  procedería  un  recurso  deoasacióo,  sino  que  en 
todo  caso  habría  de  interponerse  el  de  apelación  con- 
tra las  resoluciones  de  la  Audiencia  de  la  Habana. — 
No  es  así  el  espíritu  y  aún  la  letra  del  artículo  octavo 
en  relación  con  el  quintil  de  la  Ordeu  ciento  once  de 
mil  novecientos  uno;  e^o»  recursos  que  sefiala  son  los 
procedentes,  cuando  la  resolución  primordial  emana 
directamente  de  Ja  persona  del  Gobernador  Militar  de 
la  Isla,  no  de  la  entidad  Gobierno  Militar. — Ahora 
bien:  la  resolución  contra  la  que  mi  representado  pro- 
movió esta  vía  contencioso-administrativa  emanó  de 
la  Secretaría  de  Estado  y  Gobernación,  pues  asi  lo  re- 
conoce el  citado  auto  que  recurro  inserto  en  la  certi- 
ficación que  acompafio,  fojas  tres,  al  decir:  Devuélva- 
se respetuosamente  al  Secretario  de  Estado  y  Gober- 
nación en  la  Habana  cuya  indicación  de  que  el  Ayun- 
tamiento satisfaga  la  indemnización  correspondiente, 
es  aprobada:  De  orden  del  Gobernador  Militar,  (fir- 
mado) H.  L.  Scott.» — De  manera  que  es  evidente  que 
la  resolución  emanó  directamente  de  la  Set^retaría  de 
Estado  y  Gobernación  y  no  de  la  persona  del  Gober- 
nador Militar  de  la  Isla,  quien  solamente  intervino 
en  el  asunto  en  una  forma  pasiva,  aprobando,  sancio- 
nando la  Orden  dictada  por  el  Secretario  de  Estado  y 
Gobernación.  — Y  para  que  ninguna  duda  quepa  sobre 
esto  al  Tribunal,  en  los  autos  á  fojas  quince,  obra  una 
comunicación  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  al  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Civil  que  ex- 
presamente dice:  «que  la  resolución  contra  la  que 
Emma  Gouding  estableció  recurso  contencioso,  provi- 
no de  la  misma  Secretaria  de  Estado  y  Gobernación.» 
Y  por  si  esto  no  bastara  á  fojas  diez  y  seis  de  los  au- 
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to8  y  bajo  el  número  diez  mil  novedentos  treinta  y 
dos,  obra  esta  comanicación  del  mismo  Presidente  de 
la  Aadiencia  al  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Civil,  oo- 
manie&Ddole  el  oficio  qne  recibió  de  la  StKsretaría  de 
Estado  y  Qobernaoión  en  la  que  le  dice:  «Que  le  remi- 
te el  expediente  instrnido  en  dicha  Secretaria  con  mo» 
tivo  de  la  alzada  interpuesta  por  Raimundo  Cabrera  6 
nombre  de  Emma  Oonding  vinda  de  Taylor,  por  ha- 
berse rescindido  el  contrato  entre  el  Ayuntamiento  y 
Mr.  Taylor. — Si  el  recurso  de  mi  representada  se  en- 
tabló ante  el  Secretario  de  Qobernación  y  ante  éste  se 
instruyó  el  expediente,  dicho  Secretario  indudable- 
mente dictó  la  Orden  objeto  del  procedimiento  oon- 
teucioso-administrativo  que  sigue  mi  representadla. — 
Emanada  pues  dicha  Orden  del  Secretario  de  Estado 
y  Gobernación,  no  es  de  aplicar  en  el  presente  caso, 
objeto  de  este  recurso,  las  disposiciones  del  articulo 
octavo,  de  la  Orden  ciento  once  de  mil  novecientos 
tino,  sino  las  qne  están  determinadas  en  el  artículo 
CIII  y  siguientds  de  la  Ordeif  noventa  y  dos  serie  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  hoy  vigente. — Y  co- 
mo esta  Orden  dispone  qne  con  tra  la  resolución  dic- 
tada por  la  Audiencia  de  la  Habana,  enten<iiendo 
en  asuntos  cuyas  disposiciones  cortra  la  que  se  recu- 
rra no  procedan  del  Gobernador  Militar  de  la  Isla, 
procede  el  recurso  de  casación  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo.— Mi  representada  la  Sra.  Emma  Gouding  Viuda 
de  Taylor  ha  obrado  conforme  á  derecho  interponien- 
do el  recurso  de  casación  que  le  ha  denegado  el  auto 
que  recurro  y  en  manera  alguna  pudo  interponer  el 
recurso  de  apelación  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  porque 
la  resolución  gubernativa,  provino  directamente  del 
Secretario  de  Estado  y  Gobernación  de  la  Isla  y  no  de 
la  persona  del  Gobernador  Militar. 

Resultando  que  el  día  ocho  del  mes  corriente  se 
celebró  la  vista  del  recurso,  habiendo  informado  en  el 
acto  el  Letrado  de  la  parte  recnrrente  que  sostiene  su 
pretensión  y  el  representante  del  M.  Fiscal  que  la  im- 
pugnó pidiendo  se  desestimara  la  queja. 

Ebsoluoión: 

Considerando  que  la  resolución  de  cinco  de  Mayo- 
de  mil  novecientos  uno,  objeto  del  recurso  contencioso- 
administrativo  conforme  se  consigna  en  el  auto  recu- 
rrido en  queja  y  se  reconoce  por  el  recurrente,  fué 
dictado  por  el  Gobernador  Militar  en  tiempo  de  la 
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Isla,  sin  qae  importe  el  caso  qae  sa  origiDaria  hubie- 
ra sido  propuesta  por  la  Secretaria  de  Estado  y  Qo« 
bernaciÓD,  por  qae  el  acto  de  aqaeUa  Aatoridad,  apro- 
bándola fué  el  que,  revistiéndola  de  fuerza  y  valor,  ler 
di6  existencia  6  vida  en  la  realidad  administrativa  y 
sin  que  por  otra  parte  se  halle  autorizado  por  funda- 
mento alguno,  ni  legal,  ni  lógico,  la  distinción  que  se* 
pretende  entre  resoluciones  del  Qobiemo  General  y 
resoluciones  del  Gobernador  General. 

Considerando  que  contra  las  sentencias  de  la  Sala^ 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  recursos- 
contenciosos-administrativos  contra  las  resoluciones 
del  Gobernador  Militar,  no  procede  el  recurso  de  ca- 
sación sino  el  de  apelación  conforme  asi  lo  disponen 
los  articulos  cinco  y  ocho  de  la  Orden  ciento  once  de 
veinticuatro  de  Abril  de  mil  novecientos  uno;  y  que 
por  tanto  no  siendo  suceptible  de  recurso  de  casacióu 
la  sentencia  recurrida,  carece  el  interpuesto  de  la  pri- 
mera de  las  circunstancias  requeridas  para  su  admi- 
sión por  el  articulo  séptimo  de  la  Orden  noventa  y  dos 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  y  en  consecuen- 
cia en  armenia  con  el  articulo  once  de  la  última  dis- 
posición citada,  el  Tribunal  a  quo  debió  denegar,  como 
lo  hizo,  la  admisión  del  recurso;  y  procede  que  por 
este  Supremo  se  desestime  la  queja,  en  cual  caso  co- 
rresponde de  conformidad  con  el  articulo  veinticinco 
de  la  repetida  Orden  noventa  y  dos  imponer  las  cos- 
tas al  recurrente. — Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de 
queja  interpuesto  por  el  Procurador  Juan  Mayorgaen 
representación  de  la  Sra.  Emma  Gouding  Vda.  de 
Taylor  contra  el  auto  dictado  en  nueve  de  Mayo  últi- 
mo por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, denegatorio  del  de  casación  interpuesto  en  el 
pleito  contencioso-administrativo  de  referencia  con  laa 
costas  del  cargo  del  recurrente.  Comuniquebe  etc. 
Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  Magistrados  del 
margen,  ante  mi,  certifico. — Bafael  Cruz  Pérez.  —José 
Várela.  — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
Carlos  Bevilla. — El  Secretario,  Armando  de  J.  Biva» 


Apelación.— Sent.  10.— 3  do  Julio.— ICnas.  (^Oc^-  Marzo 

S,  1904.) 

DOCTRINA:  Las  resoltidoiies  administra- 
tivas  han  de  ser  con^nentes  con  las  solicitudes 
sobre  las  cuales  recaigan  j  por  tanto  pedida  la 
caducidad  de  una  mina,  no  puede  por  ningún  con- 
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cepto  decretarse,  como  consecuencia  de  ella,  la  de 
otra  mina  distinta. 

Acogido  el  registrador  de  una  mina  á  la  lej  de 
bases,  el  Gobernador  Civil  carece  de  facultad  para 
declarar  la  caducidad  sin  que  por  la  Hacienda  se 
tramite  el  expediente  de  apremio  respectivo. 

Los  acuerdos  tomados  por  los  Gobernadores 
Civiles  en  materia  administrativa  después  del  15 
de  Diciembre  de  1898,  carecen  de  eficacia  porque 
según  decreto  del  Gobierno  autonómico  debieron 
cesar  en  el  despacho  de  dichos  asuntos  en  la  fecha 
indicada. 

No  procede  la  nueva  concesión  de  una  mina  re- 
gistrada sin  que  se  haya  declarado  previa  y  eficaz- 
mente la  caducidad  de  la  anterior  concesión. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  tres  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres,  en  los  autos  del  recurso  contencioso 
administrativo  interpuesto  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  efeta  ciudad  por  el  Dr.  MHUuel  Tagle 
y  Alfonso,  Médico-Cirujano  y  vecino  de  esta  ciudad, 
representado  en  esta  segunda  instancia  por  el  procu- 
rador ííicolás  Sterling  y  Varona,  con  la  dirección  del 
Letrado  Alberto  Morales,  contra  la  Administración 
General  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
Fiscal  y  como  coadyuvante  José  Gutiérrez  y  Gutiérrez, 
que  en  la  propia  instancia  ha  comparecido  por  sí  con 
la  dirección  del  Letrado  Carlos  Morales,  visto  en  este 
Tribunal  Supremo  la  apelación  interpuesta  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  con  la  representación  expresada  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  referida  Sala  en  veintiuno 
de  Enero  último  que  declara  con  lugar  la  demanda  y 
en  su  consecuencia,  primero:  nulo,  sin  valor  ni  efecto 
legal  el  expediente  de  caducidad  de  la  mina  de  cobre 
Constancia  promovido  por  el  sefíor  Manuel  Naveda, 
como  apoderado  de  don  José  Gutiérrez  y  Gutiérrez: 
igualmente  nulo  el  expediente  de  Registro  de  dicha 
mina  promovido  por  el  señor  Gutiérrez  en  virtud  de 
la  nulidad  del  expediente  originario  de  caducidad  de 
la  referida  mina  Constancia  y  subsistente  la  concesión 
de  la  mina  á  favor  del  Dr.  Manuel  Tagle  y  Alfonso 
causahabiente  del  primitivo  concesionario  don  Eduar- 
do Reboul  é  Isasi,  mandando  devolver  el  depósito 
consignado  por  el  denunciante  de  dicha,  mina  señor 
Gutiérrez,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Aceptando  los  Resultandos  de  la  sentencia  apela- 
cía,  y 

Resultando  además  que  habiendo  sido  apelada  di- 
cha sentencia  por  el  Ministerio  Fiscal  fué  admitida  la 
apelación,   citándose  y  emplazándose  á  las  partes,  y 
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las  cuales  se  han  personado  en  esta  segunda  ins- 
tancia. 

Resultando  que  en  esta  segunda  instancia  se  ha 
tramitado  la  apelación  en  forma  legal^  celebi*ándose  la 
vista  el  día  veintidós  del  mes  pasado. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  !Bevilla  y 
Ferrari. 

Aceptando  también  los  Considerandos  de  la  sen- 
tencia apelada. 

Fallamo-)  que  debemos  confirmar  y  confirmamos 
la  sentencia  apelada,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas  en  ninguna  de  las  instancias.  Comuniqúese 
por  medio  de  certificación  á  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na devolviéndole  las  actuaciones  elevadas;  «publiquen- 
se  en  la  Gaobta  Oficial  dk  la  Rbpublica  con  inser- 
ción á  continuación  de  la  sentencia  confirmada,  y  en 
la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  li- 
brándose al  efecto  las  coplas  necesarias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José 
Várela. — José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — 
Carlos  Revilla. 

Sentencia  confirmada: 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintiuno  de  Enero 
de  mil  novecientos  tres,  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Au- 
diencia habiendo  visto  el  presente  recurso  contencioso 
administrativo,  seguido  entre  partes  de  la  una  como 
demandante  el  Dr.  Manuel  Tagle  y  Alfonso,  represen- 
tado por  el  Procurador  Nicolás  Sterling,  dirigido  por 
el  Ldo.  Juan  Bandini,  y  de  la  otra  parte  la  Adminis- 
ti^ación  General  del  Estado,  representada  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal,  y  como  coadyuvante,  el  señor  José 
Gutiérrez  y  Gutiérrez,  que  ha  comparecido  por  sí  sin 
la  dirección  de  Letrado,  en  solicitud  el  primero  de  que 
se  revoque  la  resolución  del  íifobernador  Militar  de  la 
Isla,  de  fecha  tres  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos, 
sobre  caducidad  de  la  mina' Constancia. 

Anteckdentes  administrativos: 

Resultando  que  el  Gobierno  Civil  de  la  Provin- 
cia de  Pinar  del  Río,  comunicó  al  Sr.  Manuel  E.  Tagle 
lo  siguiente: — «Marzo  cuatro  mil  novecientos  dos.— ^ 
Al  8r.  Manuel  E.  Tagle. — Habana. —Señor:  Con  fecha 
de  ayer  dice  á  este  Gobierno  la  Secretarla  de  Agricul- 
tura, Comercio  é  Industria,  lo  siguiente:  «En  el  re- 
curso de  alzada  interpuesto  por  los  señores  José  Gu- 
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tiérrez  y  Gregorio  Palacios  contra  la  resolación  de  ese 
Gk)bierno  Civil  de  veintiséis  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos, por  la  cual  se  declaró  nulo  el  Decreto  de  ca- 
ducidad de  la  mina  Constancia,  dictado  en  diez  y  nue- 
ve de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho 
por  el  entonces  Gobernador  Civil  de  esa  Provincia,  el 
Honorable  Gobernador  Militar  de  la  Isla  se  ha  servi- 
do resolver:  Primero:  Se  revoca  la  resolución  del  Go- 
bernador Civil  de  Pinar  del  Río  de  veintiséis  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos,  por  la  cual  se  declara  nula 
la  caducidad  decretada  en  diez  y  nueve  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  de  la  concesión  de 
la  mina  de  Cobre  Constancia  hecha  á  favor  del  señor 
Eduardo  Reboul  y  traspasada  al  señor  Manuel  Tagle 
la  indicada  resolución  de  diez  y  nueve  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  dictada  por  el  en- 
tonces Gobernador  Civil  de  Pinar  del  Rio  declarando 
la  caducidad  de  la  mina  Constancia,  &  fin  de  que,  si 
dicho  señor  lo  cree  conveniente,  interponga  recurso 
contencioso-administrativo  contra  la  resolución  cita- 
da; y  tercero:  que  respecto  al  denuncio  registro  de  la 
mina  Constancia,  promovido  por  el  señor  José  Gutié- 
rrez y  de  la  oposición  al  mismo  por  el  señor  Gregorio 
Palacios,  no  procede  dictar  resolución  hasta  que  la 
antes  mencionada  de  diez  y  nueve  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  ó  la  sentencia  pronun- 
ciada por  el  Tribunal  Contencioso  administrativo  sea» 
definitiva». — Lo  que  tengo  el  gusto  de  comunicar  &^ 
Vd.  para  su  conocimiento  y  efectos  que  estime  proce- 
dentes. 

Dbmanda: 

Resultando  que  el  Procurador  Kicolás  Sterling 
á  nombre  de  don  Manuel  Tagle  y  Alfonso  acompañan- 
do testimonio  de  poder  bastante  y  el  traslado  de  la 
resolución  anterior,  estableció  contra  ésta  recurso  con- 
tencioso administrativo,  por  medio  de  escrito  de  vein- 
tiuno de  Abril  de  mil  novecientos  dos;  admitido  dicho- 
recurso,  publicada  su  interposición  y  recibidos  los  an- 
tecedentes administrativos  del  asunto,  el  expresado 
Procurador  Sterling  formalizó  su  demanda  por  medio 
de  escrito  fecha  diez  y  seis  de  Septiembre,  alegando 
hechos.  I'rimero:  En  veintitrés  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho  don  Eduardo  Reboul  é  Isasi 
solicitó  la  concesión  de  veintitrés  pertenencias  mine- 
ras de  mineral  de  cobre  en  la  hacienda  «La  Chorrera», 
término  Municipal  de  Vinales,   que  denominó  «Cons- 
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tancia»  con  arreglo  &  la  Ley  de  bases  generales  para 
la  nueva  legislación  de  minas  de  Teintinueve  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  aplica- 
da á  Cuba  por  B.  B.  D.  D.  de  diez  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  tres  y  veintisiete  de 
Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  concesión 
que,  previas  las  formalidades  legales,  le  fué  otorga- 
da, expidiéndosele  el  correspondiente  titulo  de  pro- 
piedad en  veintidós  de  Febrero  de  mil  ochociientos 
ochenta  y  nueve  por  el  Gobernador  Civil  de  Pinar  del 
Bio;  el  que  se  registró  en  la  sección  de  Fomento  al 
folio  diez  y  nueve  número  catorce  del  Libro  de  Begis- 
tro  correspondiente,  y  se  inscribió  en  el  de  la  Propie- 
dad al  folio  ciento  setenta  y  tres  tomo  don  del  Ayun- 
tamiento de  Vinales  finca  número  setenta  y  cinco, 
inscripción  primera.  Segundo:  Con  fecha  diez  y  siete 
de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  el  Gober- 
nador General  de  la  Isla  otorgó  titulo  de  propiedad  & 
favor  de  don  Eduardo  Beboul  é  Isasi  de  una  mina  de 
Cobre  denominada  «Nuestra  señora  del  Bosario»  en  la 
propia  hacienda  y  término  municipal  cuyo  titulo  tam- 
bién fué  registrado  en  la  sección  de  Fomento  del  Go- 
bierno Civil  al  folio  cuatro  con  el  número  cinco,  con 
fecha  primero  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
seis,  é  inscripto  igualmente  en  el  Begistro  de  la  Pro- 
piedad. Tercero:  Por  escritura  de  diez  y  nueve  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante 
don  José  Antonio  Portocarrero,  don  Eduardo  Beboul 
vendió  á  don  Manuel  Tagle  la  mina  de  Cobre  «Cons- 
tancia» en  precio  de  tres  mil  pesos  con  el  derecho  de 
recuperar  la  propiedad  de  la  mina  si  antes  del  dia  diez 
y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  le 
devolvía  Beboul  &  Tagle  los  enunciados  tres  mil  pesos 
No  habiéndose  cumplido  la  condición  resolutoria  que* 
dó  firme  la  venta,  poniéndose  la  correspondiente  nota 
de  cancelación  al  margen  del  asiento  con  fecha  siete 
de  Febrero  de  mil  novecientos  uno.  Cuarto:  Por  otra 
escritura  de  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  ante  don  Manuel  Fornari  del  Corral, 
don  Eduardo  Beboul,  permutó  con  don  Mrnuel  Tagle 
la  propiedad  de  la  mina  de  cobre  Nuestra  Sefiora  del 
Bosario,  por  otra  de  asfalto  de  don  Manuel  Tagle  ti- 
tulada Santa  Elena,  quedando,  por  tanto,  el  doctor 
Tagle  dueño  de  las  minas,  «Nuestra  Señora  del  Bosa- 
rio» y  «Constancia».  Quinto:  Habiendo  adquirido  el 
8r.  Beboul  la  mina  «Nuestira  Señora  del  Bonario»  con 
anterioridad  &  la  promulgación  en  esta  Isla  del  «De- 
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creto  Bases»  para  ]a  nneva  legislación  de  minas  pre- 
sentó instancia  en  el  Gobierno  Civil  acogiéndose  á  la 
nueva  legislación  qae  establecía  ese  decreto,  lo  que 
tuvo  lugar  no  siendo  neca^aria  esa  acogida  con  respec- 
to á  la  mina  «Constancia»  porque  esta  fué  adquirida 
dentro  del  referido  Decreto,  estando  por  tanto,  ambas 
minas  hoy  de  la  Propiedad  del  Dr.  Manuel  Tagle  den- 
tro de  las  disposiciones  y  al  amparo  del  Decreto  Bases 
de  veintinueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  ocho  —Sexto:  En  primero  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  presentó  intancia  en  el 
Gobierno  Civil  de  Pinar  del  Río  don  Manuel  Noveda 
á  nombre  de  don  José  Gutiérrez  solicitando  la  decla- 
ratoria de  caducidad  de  la  mina  Nuestra  Señora  del 
Rosario  de  don  Eduardo  Beboul  informando  el  Nego- 
ciado que  no  apareciendo  en  el  Registro  ninguna  mina 
Nuestra  Señora  del  Rosario  debía  referirse  sin  duda  á 
la  mina  Constancia  y  conformado  el  Gobernador  con 
ese  informe  dictó  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  declaratoria  de  caducidad 
de  la  mina  Constancia,  fundándose  en  haberse  incum- 
plido lo  dispuesto  en  los  artículos  cincuenta  al  cin- 
cuenta y  tres  y  ochenta  de  la  ley  de  mina«  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  nueve,  el  veintitrés  del  De- 
creto bases  de  veintinueve  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  ocho  y  el  veinticuatro  de  la  ley  de 
once  de  Abril  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  nueve,  á 
pesar  de  qjue  el  gobierno  autonómico  había  dictado 
una  Orden  el  cinco  de  Diciembre  del  propio  año,  dis- 
poniendo que  los  gobernadores  cesaran  en  el  despacho 
de  todos  los  asuntos  y  sin  que  el  expediente  se  ti*ami- 
tara  con  el  Dr.  Tagle,  ni  éste  fuera  oido,  ni  se  le  noti- 
fícara  resolución  alguna,  sino  al  Sr.  Reboul  á  quien 
no  se  le  notificó  por  cierto,  la  recolución  de  caducidad 
Séptimo:  Don  Manuel  Noveda  presentó  instancia  en 
el  Gobierno  Civil  de  Pinar  del  Río  en  primero  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  á  nombre  de 
D.  José  Gutiérrez,  solicitando  en  vista  de  la  caduci- 
dad decretada,  la  concesión  de  la  mina  Constacia  se- 
gún la  designación  que  hizo  don  Eduardo  Reboul  y 
publicada  esa  solicitud  en  la  Gaceta  de  la  Habana  se 
presentaron  en  tiempo  y  forma,  oponiéndose  don  Ma- 
nuel Tagle  y  don  Eduardo  Chirino  como  apoderado  de 
don  Gregorio  Palacios.  Octavo:  El  Dr.  Tagle  formu- 
ló su  oposición  fundándose  en  que  era  el  actual  dueño 
de  la  mina  Constancia,  acompañando  al  efecto  sus  tí- 
tulos de  dominio  y  en  no  haberse  tramitado   el  expe- 
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diente  con  él,  y  don  Gregorio  Palacios  en  ser  dueño  de 
la  Hacienda  «rChorrera»  y  no  haber  aistorissado  á  nadie 
para  hacer  investigaciones  para  beneficiar  ninguna 
mina.  Noveno:  Tramitada  la  solicitud  con  las  oposi- 
ciones formuladas  informaron  la  Sección  de  Minas  y 
Obras  Públicas  de  la  Junta  Local  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio,  el  Ingeniero  Jefe  de  minas  del 
Distrito,  el  Negociado  y  la  Secretaria,  manifestándose 
todos  conforme  en  la  ilegalidad  que  revestía  la  decla- 
ratoria de  caducidad  h^cha  por  el  Gobernador  Civil 
dictándose  entonces  la  resolución  de  veintiséis  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  en  la  cual  se  deja  sin  efecto 
la  declaratoria  de  caducidad  de  la  mina  de  cobre  Cons- 
tancia hecha  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  se  desestima  la  oposi<'ión 
del  Sr.  Gregorio  Palacios  y  como  consecuencia  de  todo 
ello  se  declara  nulo  el  expediente  de  registro  de  dicha 
mina  promovido  por  don  José  Gutiérrez  Décimo: 
De  la  expresada  resolución  interpusieron  recurso  de 
alzada  don  José  Gutiérrez  y  don  Gregorio  Palacios,  y 
tramitados  á  su  vez  dichos  recursos,  fueron  informa- 
dos desfavorablemente  por  la  Secretaría  de  Ag»icultu- 
ra,  Industria  y  Comercio,  mostrándose  ésta  conforme 
con  la  resolución  dictada  en  veintiséis  de  Febrero  de 
mil  novecientos  y  con  la  justicia  y  legalidad  que  asiste 
al  Dr.  Manuel  Tagle  y  desestimando  la  oposición  del- 
Sr.  Gregorio  Palacios.  Onceno:  El  Gobernador  Civil* 
dictó  resolviendo  esas  alzadas  la  resolución  que  motiva 
este  recurso,  revocando  la  de  veintiséis  de  Febrero  de 
mil  novecientos  por  la  cual  se  declara  nula  la  caduci- 
dad decretada  en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  de  la  concesión  de  la  mi- 
na Constancia  hecha  á  don  Eduardo  RebouL — Como 
fundamentos  de  derechi>  el  artículo  veintitrés  del  De- 
creto de  Bases,  la  ley  de  minas  de  mil  ochocientos 
cincuenta  y  nueve.  Rea'  Orden  de  veintiocho  de  Ma- 
yo de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  R.  R.  D.  D.  de 
veintinueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres  y  siete  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos,  Orden  del  Gk)bierno  autonómico  de  cinco  de  Di- 
eiembrn  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho.  Real  De- 
creto de  veintitrés  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  y  artículo  cuarto  del  Código  Civil.  Y 
concluyó  pidiendo  á  la  Sala  que  en  definitiva  declara- 
ra con  lugar  la  demanda  dejando;  primero:  nulo,  sin- 
ningún  valor  ni  efecto  legal  el  expediente  de  caduci- 
dad de  la  mina  de  cobre  Constancia  en   el  término  de- 
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Yifiales,  hacienda  la  «rChorrera»  promovido  en  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  por  el  se- 
ñor Manuel  Noveda,  como  apoderado  de  don  José 
Gutiérrez  y  Gutiérrez;  segundo:  nulo  igualmente  el 
expediente  de  registro  de  dicha  mina  proseguido  por 
el  Sr.  Gutiérrez  en  virtud  de  la  nulidad  del  expedien- 
te originario  de  caducidad  de  la  referida  mina  Cons- 
tancia, y  por  tanto  fuera  de  lugar  la  oposición  del  se- 
ñor Gregorio  Palacios,  quien  como  dueño  del  terreno 
en  que  se  encuentra  aquélla,  tiene  reservado  sus  de- 
rechos en  la  ley;  tercero:  subsistente  la  concesión  de 
la  mina  de  cobre  Constancia  á  favor  del  Dr.  Manuel 
Tagle  y  Alfonso  causahabiente  del  primitivo  conoe- 
cionario  D.  Eduardo  Eeboul  é  Isasi;  y  cuarto:  que  se 
devuelva  el  depósito  consignado  por  el  denunciante 
de  dicha  mina  Sr.  Gutiérrez  en  virtud  de  la  subsisten- 
cia de  la  concesión  de  la  mina:  condenando  en  las  cos- 
tas al  que  se  opusiere  y  no  fuere  el  Ministerio  Fiscal. 
Resultando  que  el  recurrente  acompañó  con  su 
escrito  de  demanda  los  documentos  siguientes:  testi- 
monio de  la  escritura  otorgada  en  diez  y  nueve  de  No- 
viembre de  mü  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante  el  No- 
tario José  Antonio  Portocarrero,  por  lo  cual  don 
Eduardo  Reboul  é  Isasi  vendió  al  Dr.  Manuel  Tagle 
y  Alfonso  la  mina  de  cobre  titulada  «rLa  Constancia» 
en  precio  <)e  tres  mil  pesos,  bajo  la  condición  de  que 
quedaría  resuelta  y  sin  eficacia  alguna  la  venta,  si  an- 
tes del  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno,  devolviera  el  vendedor  al  comprador,  loe 
tres  mil  pesos  precio  de  la  venta;  apare<ñendo  r^is- 
trada  en  el  Registro  de  la  Propiedad  y  cancelada  en 
el  mismo  Registro,  la  condición  en  siete  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno;  el  título  de  propie* 
dad  de  la  mina  de  cobre  Constancia  expedido  á  favor 
de  Eduardo  Reboul  é  Isasi  en  veintidós  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  por  el  Gobernador 
Civil  de  la  Provincia  de  Pinar  del  Río,  registrada  en 
la  Sección  de  Fomento  al  folio  diez  y  nueve  námero 
catorce  del  Libro  correspondiente  é  inscripto  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  al  folio  ciento  setenta  y  tres 
del  tomo  segundo  del  Ayuntamiento  de  Vinales,  finca 
número  setenta  y  cinco,  inscripción  primera,  en  diez 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa;  carta  de  pago 
expedida  por  la  Administración  Principal  de  Hacien- 
da de  Pinar  del  Río  en  veintisi^'te  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete  á  favor  de  don  Eduardo 
Reboul  de  la  cantidad  de  doce  pesos  en  oro  por  el  ca- 
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•non  del  año  económico  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
•cuatro  á  ochenta  y  cinco,  por  su  mina  de  cobre  Nues- 
tra Señora  del  Eosarío:  testimonio  de  la  escritura  de 
nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
(brGBy  ante  el  Notario  Ldo.  Manuel  Fornari  del  Corral, 
«por  la  que  don  Eduardo  Reboul  é  Isasi  permutó  con 
¿on  Manuel  Tagle  y  Alfonso  la  propiedad  de  la  mina 
<de  cobre  Nuestra  Señora  del  Rosario,  por  otra  de  as- 
folto  titulada  Santa  Elena  de  don  Manuel  Tagle,  ins- 
cripto  en  cuanto  á  la  mina  Nuestra  Señora  del  Bosa* 
rio  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  Pinar  del  Río, 
en  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
■al  folio  noventa  y  tres,  tomo  segundo  de  Vinales,  ná- 
imero  sesenta  y  tres,  inscripción  segunda:  el  título  de 
propiedad  de  la  mina  de  cobre  Nuestra  Señora  del  Ro- 
.tufcrío,  expedido  por  el  Gobernador  G^eral  de  la  Isla 
^en  die^  y  siete  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
iires  á  favor  de  don  Eduardo  Reboul  é  Isasi,  registra- 
do en  la  Sección  de  Fomento  del  Gk>bierno  Civil  de 
Pinar  del  Río  en  primero  de  Abril  de  mil  ochocientos 
•ochenta  y  seis;  una  certificación  expedida  por  el  Secre^* 
<tario  del  Gk>bierno  Civil,  contentiva  de  haber  presen- 
>tado  una  instancia  don  Eduardo  Reboul  é  Isasi,  en 
K^uatro  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
solicitando  acojerse  á  las  bases  generales  para  la  nue- 
Ta  legislación  de  minas,  como  concesionario  de  la  mi- 
na de  cobre  Nuestra  Señora  del  Rosario,  é  inscripto 
•en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  Pinar  del  Río  en 
veintinueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
seis,  al  folio  noventa  y  dos,  Libro  segundo  del  Ayun- 
tamiento de  Vinales,  finca  número  sesenta  y  tres,  ins- 
cripción primera:  una  certificación  expedida  por  el 
•Secretario  del  Ayuntamiento  de  Vinales,  fecha  ocho 
<le  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  en  la  que 
«e  inserta  el  acta  de  toma  de  posesión  de  siete  del 
mismo  mes  y  año  de  la  mina  de  cobre  Nuestra  Señora 
<lel  Rosario  por  don  Qerardo  Mier  en  representación  y 
•con  poder  del  concesionario  don  Eduardo  Reboul  é 
Isasi;  y  un  documento  privado  de  fecha  treinta  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y  prorroga- 
-do  en  treinta  v  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos  uno, 
por  el  que  don  Manuel  Tagle  conviene  con  la  razón  so- 
cial Funnell  Smith  y  Rovirosa,  la  venta  de  la  propie- 
dad de  dos  minas  de  cobre,  nombradas  la  Constancia 
y  el  Rosario. 
Oontestaoión: 

Resultandp  que  conferido  traslado  de  la  deman- 


16  boletín  legislativo. 


da  al  Ministerio  Fiscal  en  representación  de  la  Admi- 
nistración General  del  Estado  para  que  la  contestara, 
lo  verificó  por  escrito  de  diez  y  ocho  de  Octnbre  últi- 
mo, pidiendo  á  la  Sala  que  se  declarara  sin  lugar  la 
demanda  á  cuyo  efecto  alegaba  la  excepción  perento- 
ria de  incompetencia,  de  jurisdicción,  ^con  las  costas  á 
cargo  del  demandante:  alegó  hechos:  El  Fiscal  acepta 
los  que  expone  la  representación  del  demandante, 
ampliando  el  tercero  de  los  que  enumera  en  esta  for- 
ma: (a)  al  quedar  firme  la  venta  de  la  mina  Constan- 
cia hecha  por  Eduardo  Reboul  á  Manuel  Tagle  éste  no 
inscribió'  tal  traspaso  de  propiedad  en  la  Sección  de 
Fomento  del  Gobierno  Civil  de  Pinar  del  Río  donde 
continuó  inscripta  á  nombre  de  Reboul,  que  siguió 
siendo  para  la  Administración  el  verdadero  dueño  de 
ella:  (b)  También  amplia  el  sexto  de  los  hechos  rela- 
tados manifestando  que  contra  la  resolución  dictada 
en  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  declarando  la  caducidad  de  la  concesión 
de  la  mina  Constancia  no  interpuso  Tagle  el  corres- 
pondiente recurso  contencioso  administrativo  dentro 
del  plazo  legal  para  ello,  no  obstante  haber  tenido  co- 
nocimiento de  esta  resolución  en  Agosto  tres  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  en  que  presentó  instan- 
cia con  ella  relacioi<ada  al  Gobierno  Civil  de  la  Pro- 
vincia ya  mencionado.  Y  como  fundamentos  legales, 
los  artículos  séptimo,  cuarto  número  tercero,  número 
primero  del  artículo  primero  y  el  artículo  segundo  de 
la  Ley  de  la  Contencioso  de  trece  de  Septiembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  ocho. 

Otros  antecedentes  administrativos: 

Resultando  que  de  los  expedientes  administrati- 
vos aparece:  que  en  veintitrés  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  el  señor  Eduardo  Reboul  é 
Isasi  solicitó  del  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de 
Pinar  del  Río  la  adquisición  de  veintitrés  hectáreas 
de  mineral  de  cobre  con  el  nombre  de  Constancia  en 
el  término  Municipal  de  Vinales,  hadenda  <rLa  Cho- 
rrera» y  que  previa  la  instrucción  de  ley  y  reglamento 
se  le  expidiera  el  correspondiente  título  de  propiedad 
y  tramitado  el  expediente,  en  veinte  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  por  dicho  Goberna- 
dor Civil  se  aprobó  dicho  expediente,  mandándose  ex- 
pedir el  correspondiente  título  de  propiedad;  en  vein- 
tidós del  mismo  mes  fué  expedido  el  titulo  de  propie- 
dad y  en  la  propia  fecha  se  comunicó  al  Administra- 
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dor  Principal  de  Hacienda  de  la  Provincia  y  al  Alcalde 
Mtinicipal  de  Vinales.  Que  don  Manuel  !N^oveda  4 
nombre  de  don  José  Gutiérrez  y  Gutiérrez,  en  instan- 
cia de  primero  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  acudió  al  Gobierno  Civil  de  Pinar  del 
Kio  pidiendo  que  con  arreglo  á  la  Ley  y  Reglamento 
de  Minas  se  declarara  la  caducidad  de  la  mina  de  co- 
bre titulada  Nuestra  Señora  del  Rosario,  situada  en  el 
término  Municipal  de  Vinales  hacienda  la  Chorrera, 
fundado  en  la  falta  de  pago  del  canon  de  superficie; 
informó  el  Negociado  que  no  aparecía  antecedente  al- 
guno de  la  mina  Nuestra  Señora  del  Rosario,  asi  como 
tampoco  en  el  Registro  de  Minad  del  Gobierno;  que 
bajo  el  número  catorce  aparecía  registrada  la  mina  de 
cobre  titulada  Constancia  en  los  terrenos  de  la  hacien» 
da  la  Chorrera  á  favor  de  don  Eduardo  Reboul  é  Isa- 
si,  que  sin  duda  alguna  el  denunciante  se  referia  á  la 
mina  Constancia,  la  cual,  también  ge  hallaba  en  los 
(«asos  de  caducidad  por  falta  de  pago  del  canon  y  no 
haber  cumplido  los  preceptos  que  exige  la  Ley,  y  que 
por  lo  tanto  procedía  tramitar  el  expediente  de  cadu- 
-cidad  de  esta  mina,  publicando  en  el  Boletín  Oficial  y 
Gaceta,  llamando  al  Registrador  de  la  mina,  para  que 
-en  el  plazo  de  quince  días  se  presentara  á  ejercitar  los 
derechos  que  la  Lfjy  le  concedía,  conforme  el  Gober- 
nador, se  agregó  un  número  del  Boletín  Oficial  de  la 
Provincia  donde  se  hizo  la  publicación  y  con  fecha 
diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  el  Gobernador  hizo  la  declaratoria  de  la  mina 
Constancia,  resolución  que  fué  notificada  al  señor  Ma- 
nuel Noveda  que  había  solicitado  en  ocho  del  mismo 
mes  á  nombre  de  don  José  Gutiérrez  lét  subasta  de  la 
mina.  Que  el  señor  Manuel  Noveda  á  nombre  de  don 
José  Gutiérrez  en  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  solicitó  que  se  le  expidiera  el  tí- 
tulo de  propiedad  de  la  mina  Constancia,  dado  que 
había  sido  declarada  la  caducidad  de  la  misma 
mina;  que  dispuesto  por  el  Gobierno  Civil,  que  se  hi- 
cieran las  publicaciones  que  prevenía  el  artículo 
veintitrés  de  la  Ley  de  Minas,  en  ese  trámite  se  pre- 
sentó el  Dr.  Manuel  E.  Tagle  pidiendo  que  se  deses- 
timara la  solicitud  porque  esa  mina  era  de  su  propie- 
dad, por  compra  que  hizo  al  cesionario  señor  Eduardo 
Reboul  é  Isas!  por  escritura  de  diez  y  nueve  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  que  se- 
^n  los  testimonios  justificativos  que  acompañaba, 
don  Eduardo  Chirino  y  González  como  Administrador 
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de  los  bienes  de  don  Gregorio  Palacios  y  Pérez,  dueño 
'  entre  otros,  de  la  hacienda  <fLi  Chorrera»,  se  opuso  á 
la  concesión  fundado  en  no  haber  dado  permiso  para 
reconocimientos  mineros,  ni  enajenación  ó  cesión  á 
persona  alguna  en  su  hacienda  «La  Chorrei*a»;  trami- 
tadas las  oposiciones,  el  Gobernador  de  la  Provincia, 
después  de  los  informes  favorables  de  la  Sección  de 
Minjts  y  Obras  PCiblicas  de  la  Junta  Provincial,  del 
Negociado,  Secretaría  y  del  Ingeniero  Jefe  de  Mina» 
del  Distrito,  dictó  resolución  en  veintiséis  de  Febrera 
de  mil  novecientos  declarando:  «Primero:  Que  queda 
[i  nula  y  sin  efecto  la  declaratoria  de  caducidad   de  la 

^'  mina  de  cobre  titulada  Constancia  sita   en   el  término 

[:  de  Vinales,  dictada  dicha  declaratioria  en  diez  y  nueve 

de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y 
cuya  publicación  no  se  hizo  en  ningún  periódico  oñcial 
ni  consta  se  notificara  al  señor  Tagle  causahabiente 
de  Reboul  é  Isas  i.  «Segundo:  Que  desestima  la  opo- 
sición presentada  por  el  señor  Eduardo  Chirino  cx)mo- 
Administrador  del  señor  Gregorio  Palacios  por  no  es- 
tar fundada  en  ningún  precepto  legal  y  Tercero:  Que 
como  consecuencia  de  la  nulidad  del  expediente  de  ca- 
ducidad de  la  mina  Constancia,  se  declara  también 
nulo  el  expediente  de  registro  de  dicha  mina  promo- 
vido por  el  señor  Manuel  No  veda  á  nombre  del  señor 
José  Gutiérrez  y  Gutiérrez  y  subsistente  por  tanto  la 
concesión  anterior  de  la  repetida  mina  el  señor  Ma- 
nuel E.  Tagle  causahabiente  del  señor  Reboul  é  Isa- 
si».  Interpuesta  alzada  conti*a  la  anterior  resolución 
por  loe  señores  José  Gutiérrez  y  Gregorio  Palacios, 
sustanciada  en  la  Secretaria  de  Agricultura ,  Co- 
mercio é  Industria,  el  Gobernador  Militar  dictó  la^ 
resolución  inserta  en  el  primer  Resultando  de  esta  sen- 
tencia. 

Resultando  que  no  habiéndose  solicitado  por  nin- 
guna de  las  partes  el  recibimiento  del  pleito  á  prueba, 
se  pusieron  de  manifiesto  las  actuaciones  4  las  mii^mas 
en  la  Secretaría  por  término  de  quinto  día  para  ins- 
trucción, vencido  dicho  término  y  pasados  los  antos 
al  Ponente  y  hecho  el  señalaní lento  de  la  vista  se  per- 
sonó en  los  autos  el  señor  Gutférrez  y  Gutiérrez,  te 
niéndosele  por  parte  coadyuvante  y  se  celebró  la  vista 
el  día  nueve  del  corriente  mes,  con  asistencia  del  Mi- 
nisterio Fiscal  y  la  representación  del  demandante  con 
su  Letrado  director. 

Resultando  que  en  la  sustanciación  de  este  plei- 
to se  han  observado  las  prescripciones  legale^s. 
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Considerandos  ackptados: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Sr.  Juan  de  Dios 
García  Kobly. 

Considerando  que  las  rasoluciones  de  todas 'clases 
bien  sean  administrativas,  judiciales  ó  gubernativas, 
han  de  ser  congruentes  con  las  solicitudes  y  promo- 
ciones á  que  recaen,  sin  que  sea  lícito  extenderlas  á 
cosas  y  casos  distintos  de  los  que  sm  objeto  de  la  pe- 
tición. 

Considerando  que  habiéndose  reclamado  por  don 
Manuel  Noveda  á  nombre  de  don  José  Gutiérrez  la 
caducidad  de  la  mina  titulada  Nuestra  Señora  del  Ro- 
sario solo  cabía  hacer  la  declaratoria  respecto  á  la 
misma  y  no  en  modo  alguno  respecto  de  otra  mina 
distinta  de  la  que  fué  objeto  de  la  solicitud  sin  que 
pueda  en  modo  alguno  servir  de  justificación  á  la  des- 
viación operada  en  el  expediente  instruido  al  efecto, 
el  que  el  Negociado  partiendo  del  hecho  equivocado 
d«  no  aparecer  registrada  aquella  mina  infiera  capri- 
chosamente que  el  promovente  quiso  referirse  á  otra 
mina  diferente. 

Considerando  que  al  disponerse  en  el  acuerdo  de 
diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  adoptado  por  el  Gobernador  Civil  de  Pinar  del 
Rio  que  se  declaraba  la  caducidad  de  la  mina  Cons- 
tancia se  resolvió  fuera  de  lo  pedido,  evidenciándose 
ese  hecho  con  solo  observar  el  encabezamiento  de  la 
referida  resolución  en  el  que  se  dice  que  don  Manuel 
Noveda  había  presentado  instancia  á  nombre  de  don 
José  Gutiérrez  pidiendo  se  declare  la  caducidad  de  la 
mina  de  cobre  titulada  Constancia  y  cotejarlo  con  la 
instancia  que  sirve  de  inicio  al  expediente  donde  lo 
que  se  pide  es  la  declaratoria  de  caducidad  de  la  mina 
Nuestra  Señora  del  Rosario. 

Considerando  que  habiéndose  acogido  el  señor 
Reboul  y  su  causahabiente  el  señor  Tagle,  según  cons- 
ta justificado,  (i  los  preceptos  de  la  Ley  de  Bises  para 
la  legislación  de  minas  de  veintinueve  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  se.^enta  y  ocho  y  disponiéndose  en 
éstas  que  solo  la  Administración  de  Hacienda  es  la 
competente  para  seguir  el  procedimiento  señalado  en 
el  artículo  veintitrés  del  Decreto  Bases  y  no  los  Go- 
bernadores Civiles,  eá  incuestionable  que  carecía  el  de 
Pinar  del  Río  de  atribuciones  para  decretarla  en  los 
términos  que  lo  hizo,  en  el  supuesto  que  se  le  había 
pedido  la  de  la  mina  sobre  que  la  decretaba. 
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Considerando  qne  en  la  fecha  diez  y  naeve  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  que 
dictó  su  resolución  el  Gobernador  Oivil  de  Pinar  del 
Río  carecía  por  virtud  del  Decreto  del  Gobierno  Autó- 
nomo de  principios  del  mismo  mes,  de  facultades  para 
el  despacho  de  todos  los  asuntos  que  se  promovieren 
ó  hubieren  promovido,  debiendo  cesar  en  el  despacho 
de  esos  asuntos  desde  el  día  quince  de  dicho  mes. 

Considerando  que  fundándose  la  solicitud  de  don 
José  Gutiérrez  de  que  se  le  conceda  la  mina  Constan- 
cia en  la  caducidad  decretada  respecto  á  la  misma  con- 
tra el  señor  Tagle  como  causahabiente  del  señor  Be- 
boul,  es  evidente  que  carece  de  razón  en  tanto  aquella 
caducidad  no  sea  ratificada,  á  cuyo  requisito  subordi- 
na expresamente  la  concesión  el  propio  Gobernador 
Militar  en  la  resolución  recurrida. 

Considerando  que  requiriendo  el  artículo  noven- 
ta y  tres  de  la  Ley  de  lo  contencioso-administrativo 
la  temeridad  notoria  para  la  especial  imposición  de  cos- 
tas, no  habiendo  méritos  para  apreciarla  existente  en 
ese  grado,  son  de  declararse  en  la  forma  ordinaria. 

Fallo  confirmado: 

Vistas  las  (^isposiciones  citadas. — Fallamos:  de- 
clarando con  lugar  la  demanda  y  en  su  consecuencia 
se  deja  nulo,  sin  efecto  ni  valor  legal  el  expediente  de 
caducidad  de  la  mina  de  cobre  Constancia,  promovido 
por  el  señoi^  Manuel  Noveda  como  apoderado  del  señor 
José  Gutiérrez  y  Gutiérrez;  igualmente  nulo  el  expe- 
diente de  registro  de  dicha  mina  promovido  por  el 
señor  Gutiérrez  en  virtud  de  la  nulidad  del  expediente 
originario  de  caducidad  de  la  referida  mina  Constan- 
cia y  subsistente  la  concesión  de  la  mina  de  cobre 
Constancia  á  favor  del  Dr.  Manuel  Tagle  y  Alfonso 
causahabiente  del  primitivo  concesionario  don  Eduar- 
do Beboul  é  Isasi  mandando  á  devolver  el  depósito 
consignado  por  el  denunciante  de  dicha  mina  señor 
Gutiérrez,  sin  liacer  especial  condenación  de  costas. — 
Y  firme  que  sea  esta  sentencia,  con  certificación  de  la 
misma,  d<^vuélvanse  los  antecedentes  administrativos 
para  su  cumplimiento. — Así  lo  pix>nunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — José  María  Gispert. — Juan  Fede- 
rico Edelmann. — ^Juan  de  D.  García  Kohly. — Leída  y 
publicada  fué  la  resolución  que  antecede  por  el  señor 
Ponente  en  audiencia  pública  de  hoy.  Lo  certifico 
como  Secretario  de  la  Sala. — Habana,  Enero  treinta 
de  mil  novecientos  tres.— Enrique  de  Almagro. 
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M.  ley.— Sent.  11.— 8  de  Julio.— Marcas  de  fábrica.  (  Oa- 

neta  Marzo  8,  190^. ) 

DOCTRINA:  Registrada  como  marca  de 
fábrica  el  nombre  del  industrial  y  trasmitida  esa 
marca  á  un  tercero,  no  puede  concederse  nueva 
marca  en  la  cual,  como  parte  integrante  de  la 
misma,  aparezca  dicho  nombre  aun  cuando  se  le 
adicione  con  otros  nombres  ó  símbolos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres  en  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  interpuesto  por  el  procurador  Juan  Ma- 
yoi^  á  nombre  de  don  Pedro  Murías  y  Rodríguez 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de 
•la  Audiencia  de  la  Habana  en  ti'ece  de  Abríl  del  co- 
rríente  año  en  el  pleito  contencioso-administrativo 
seguido  por  el  referido  Pedro  Murías  y  Rodríguez  cu- 
yas generales  no  se  expresan,  contra  la  Administración 
general  del  Estado  representada  por  el  Ministerío  Fis- 
cal solicitando  se  deje  sin  efecto  la  resolución  de  la 
Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de 
quince  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos  que  le  negó 
la  concesión  de  la  marca  para  cigarrillos  titulada  aLa 
Devesa». 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrída  se  consignan  como  hechos  los  contenidos  en  los 
siguientes  resultandos  de  la  misma  que  literalmente  se 
transcríben. 

Demanda: 

Segundo.  Resultando  que  en  quince  de  Abril  de 
mil  novecientos  dos  el  Procurador  Juan  Mayorga 
acompañando  testimonio  de  poder  bastante  y  el  tras- 
lado de  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Agricultura, 
Comercio  é  Industria,  de  quince  de  Marzo  del  mismo 
año  á  nombre  y  en  representación  del  Sr.  Pedro  Mu- 
rías y  Rodríguez,  estableció  recursp  contencioso-ad- 
ministrativo contra  la  expresada  resolución:  que  ad- 
mitido dicho  recui-so,  publicada  su  interposición  y 
traídos  los  antecedentes  gubernativos  del  asunto,  for- 
malizó su  demanda  estableciendo  los  siguientes  hechos 
Primero:  el  autiguo  y  acreditado  fabricante  de  taba- 
cos y  cigarros  de  esta  ciudad  Sr.  Pedro  ^furias  y  Ro- 
dríguez al  establecerse  de  nuevo  para  continuar  en  la 
propia  industria,  en  la  próxima  villa  de  Guanabacoa, 
solicitó  con  fecha  veinticuatro  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos uno,  la  inscripción  á  su  nombre  y  como  de  su 
propiedad,  de  una  marca  que  con  el  título  de  «La  Be- 
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vesa»  ee  proponía  usar  en  la  fabricación  de  c»gan*oa, 
en  la  calidad  que  ya  queda  mencionada  fojas  tres  del 
expediente'  respectivo.  Segundo:  en  la  solicitud  de 
la  expresada  marca  que  es  la  que  aparece  litografiada 
y  detalladamente  descripba  al  folio  cuatro  del  aludido 
expediente  se  observa!  on  por  el  peticionario  8r.  Mu- 
rías t<xlas  las  formalidades  exigidas  pai-a  el  caso  por 
las  disposiciones  que  rigen  en  materia  de  marcas  in- 
dustriales; sin  que  del  examen  del  repetido  expedien- 
te pueda  surgir  observación  en  contrario.  Tercero: 
pasada  &  informe  de  la  Sociedad  intitulada  Unión  de 
Fabricantes  de  Tabacos  y  Cigarros  de  la  Habana,  la 
explicada  solicitud  del  Sr.  Murias,  expúsose  lo  siguien- 
te por  la  expresada  Ooorporación  «que  ha  examinado 
la  instancia  documentada  del  Br.  Pedro  Murías  en  qne 
solicita  inscribir  como  de  su  propiedad  una  marca  de 
cigarros  titulada  «La  Bevesa»  y  opina  que  es  de  acce- 
derse  á  lo  solicitado  toda  vez  que  el  peticionario  ha 
llenado  los  requisitos  que  exige  la  vigente  Ley  de  la 
materia:  Cuarto:  La  Sociedad  Económica  de  Ami- 
gos del  País  emitió  al  folio  nueve  y  con  fecha  quince 
de  Octubre  de  mil  novecientos  uno  informe  favorable 
análogo  por  entender  «que  procede  la  petición  por 
cumplir  con  los  requisitos  de  la  Ley».  Quinto:  Esto 
asi  y  con  fecha  diez  y  siete  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos uno  hizose  constar  que  en  el  expediente  de  re- 
ferencia que  examinados  los  Libros  Registros  del  Ne- 
gociado respectivo,  no  existía  nada  registrado  igual  & 
la  marca  solicitada  por  el  señor  Murías  fojas  nueve 
vuelto.  Sexto:  Llegada  á  este  punto  la  tramitación 
del  expediente  iniciado  por  la  sabida  solicitud  del  se- 
ñor Murías,  presentóse  en  aquél  con  fecha  diez  y  nue- 
ve de  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  don  Domingo 
Yillamil  en  su  cai*aeter  de  apoderado  de  la  Havana 
Comercial  Company  oponiéndose  á  la  concesión  de  la 
marca  é  instando  su  denegación,  en  virtud  de  conside- 
raciones que  más'itdelante  refutaré;  si  bien  po  habré 
de  hacerlo  sin  advertir  antes  que  al  dicho  Sr.  Villa- 
mil  le  fué  admitida  la  oposición  de  referencia,  sin  que 
acreditara  previamente  el  cai-ácter  de  apoderado  de  la 
Havana  Comercial  Company,  en  cuya  virtud  procedía, 
(fojas  once).  Séptimo:  vino  luego  al  expediepte,  á 
solicitud  del  Jefe  de  Negociado  y  con  carácter  devoía- 
tivo,  (foja  una  ílel  cuadi-rní  de  notas)  la  escritura  de 
cuatro  de  Abril  de  rail  ochocientos  noventa  y  nueve 
otorgada  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  Ledo.  Fran- 
cisco de  P.  Rodríguez  entre  el  señor  Pedro  Murías  y 
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Rodríguez  y  la  repreaf»ntacíón  de  la  Havana  Comer- 
cial Company.  De  dicha  escritura  de  la  qu«  acompa- 
ñó copia  debidamente  autorizada  por  uo  constar  ya  en 
el  expediente,  aparece.  Primero,  que  entre  las  va- 
rias marcas  industriales  vendidas,  por  el  señor  Murías 
á  aquella  sociedad  establecida  en  Jersey  City  del  Es- 
tado ííew — Jersey  figuró  la  de  cigarros  denominada 
«Pedro  Murías»  con  sujeción  al  diseño  que  acompaño; 
Segundo:  que  el  señor  Pedro  Murías  se  reservó  la  pro- 
piedad y  por  ende  el  derecho  de  usarlas,  de  las  titula- 
das «La  Devesa»  y  «La  Suiza  Española»  y  tercero: 
que  el  Sr.  Murías — cláusula  quinta — al  otorgar  á  la 
compañía  compmdora  el  derecho  de  usar  el  nombre 
del  vendedor,  qne  aparecía  en  los  diseños,  hierros  y 
demás  distintivos  de  las  marcas  vendidas  tal  como  en 
ella  se  ostentaba,  y  al  solo  efecto  de  ueo,  lo  limitó  de 
modo  expreso  &  esas  marcas  específicamente  vendidas. 
Octavo:  El  Jefe  del  Negociado  en  vista  del  texto  de 
la  escritura  que  queda  mencionada  y  teniendo  en 
cuenta  además  la  impugnación  formulada  por  el  señor 
VillamiJ,  impugnación  mal  admitida  por  no  haber 
acreditado  dicho  señor  según  se  deja  escrito,  la  repre- 
sentación que  se  atribuyó,  de  la  Havana  Comercial 
Company,  dictaminó  con  razonamientos  irrefutables, 
en  el  sentido  que  se  lee  al  reverso  de  la  foja  primera 
del  cuaderno  de  notas  remitida  con  él  expediente  por 
la  Secretaria  de  Agricultura,  Comercio  é  Industria; 
apreciando  que  la  impugnación  del  señor  Villamil,  no 
podía  ni  debía  estimarse  por  estar  fuera  de  ley  y  re- 
conociendo el  evidente  derecho  del  señor  Murías  á  la 
inscripción  de  la  marca  <rLa  Devesa»  cuya  propiedad 
con  asentimiento  de  la  Havana  Comercial  Company, 
se  había  expresamente  reservado  por  la  ya  invocada 
escritura  de  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve.  Noven/o:  Más  tarde  el  Jefe  de  la  Sección 
por  su  dictamen  no  menos  razonado  que  el  del  Jefe 
del  Negociado  visible  al  dorso  de  la  foja  tres  del  pro- 
pio cuaderno  de  notas,  informó  en  el  sentido  de  que 
debía  concederse  la  inserí pi  ion  solicitada  por  mi  po- 
derdante; si  bien  entendiéndose  como  no  podía  y  no 
pudo  menos  de  entendei-se  que  las  palabras  .«Pedro 
Murías»  que  figuran  en  el  diseño  de  la  marca  para  ci- 
garros «La  Devesa»  no  forman  parte  de  esta  marca, 
aunque  aparezcan  en  él,  por  existir  inscriptas  esas 
palabras  como  título  de  la  nombrada  también  para  ci- 
garros «Pedro  Murías».  Décimo:  la  Subsecretaría  por 
ultimo,  emitió  á  su  vez  dictamen  favomble  á  la  concé- 
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8i6n  de  la  marca  solicitada  por  el  señor  Murias  en  los 
términos  que  resaltan  del  informe  que  empieza  al  fo- 
lio cuatro  del  repetido  cuaderno  de  notas  en  el  que  se 
leen  entre  otras  las  siguientes  atinadas  consideracio- 
nes: «pues  parece  evidente  que  no  habiendo  renuncia- 
do el  Sr.  Murias  á  continuar  siendo  fabricante  de  ta- 
bacos y  cigarros*,  no  debe  negársele  el  derecho  que  le 
asiste  para  poner  su  nombre  y  apellido  en  las  marcas 
que  solicite  y  obtenga  para  amparar  los  productos  de 
6u  fábrica,  siempre  que  no  obstente  el  carácter  de  tí- 
tulo y  que  los  diseños  sean  suñcientemente  desiguales 
jj  que  corre>ponde  á  la  marca  de  cigarros  denominada 
«Pedro  Murias» — Negar  este  derecho  equivaldría  á  in- 
capacitar al  señor  Pedro  Murias  para  ejercer  su  indus- 
tria; y  como  esa  condición  onerosa  no  figura  en  nin- 
guna de  las  cláusulas  del  contrato  de  compra- venta  de 
las  marcas  que  cedió  á  la  Havana  Comercial  Company, 
de  aquí  que  la  Subsecreraría  entienda  que  no  procede 
tomar  en  consideración  la  protesta  de  dicha  Compañía 
contra  la  concesión  de  la  marca  «La  Devesa»  en  la  for- 
ma que  se  ha  solicitado,  es  decir,  con  un  diseño  com- 
pletamente distinto  del  de  la  que  se  supone  que  resul- 
taría inferida  por  aquélla.  Undécimo:  la  Secretaría 
ello  no  obstante,  aps^rtándose  del  unánime  sentir  de 
las  corporaciones  y  de  los  funcionarios  que  por  razón 
de  su  cargo  habían  dicttaminado  en  sentido  favorable 
á  la  inscripción  de  la  marca  «La  Devesa»  tuvo  á  bien 
declarar  por  su  resolución  de  quince  de  Marzo  último 
que  es  una  reproducción  de  las  consideraciones  intere- 
«bdas  que  adujo  el  señor  Villamil,  no  haber  lugar  á 
conceder  la  mencionada  inscripción  incurriendo  entre 
otros  errores  en  el  de  suponer  que  la  marca  solicitada 
no  lleva  por  título  «La  Devesa»,  sino  «La  Devesa  de 
Pedro  Murias».  Duodécimo:  noiifícada  dicha  resolu- 
ción al  señor  Murias  el  diez  y  siete  de  Mai*zo  próximo 
pasado,  quedó  interpuesto  contra  ella  ccm  fecha  quin- 
ce de  Abril  siguiente  el  recurso  cont^'ncioso-^tdminis- 
trativo  que  formalizó  por  la  presente  demanda.  Y  de- 
cimotercero: como  adición  á  «ios  hechos  precedentes, 
en  que  fundo  dicha  demanda,  corresponde  recomendar 
los  siguientes:  A. — que  por  la  escritura  ya  citada  al- 
guuas  veces,  de  cuatro  de  Abril  de  rail  ochocientos 
noventa  y  nueve,  el  señor  Pedro  Murias  y  Rodríguez 
ni  renunció  al  uso  de  su  nombre,  al  efecto  de  señalar 
con  él  los  productos  que  como  industrial  se  le  ocurrie- 
se elaborar  en  lo  sucesivo;  ni  cedió  tampoco  á  manera 
de  privilegio  á  la  Havana  Comercial  Company  el  dere- 
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cho  de  qae  esta  sociedad  y  solo  ésta  con  exclusión  del 
mismo  cedente,  pudiera  usar  el  expresado  nombre  en 
la  industria  del  tabaco.  B.  —que  de  la  escritura  antes 
dicha  solo  apai*ece  que  el  señor  Murías  se  limitó  á  au- 
torizar á  la  Ha  vana  Comercial  Company,  para  que, 
por  la  cesión  á  ésta,  continuara  usando  su  nombre  en 
la  forma  en  que,  hasta  el  momento  de  la  cesión,  venia 
apareciendo  dicho  nombre  en  las  malacas  que  aquél  le 
vendiera.  C. — El  señor  Murías  al  reservarse  por  la 
escritura  de  referencia,  con  el  asentimiento  de  la  Ha- 
vana  Comercial  Company,  la  propiedad  de  las  marcas 
•  «La  Devesai»  y  «La  Suiza  Española»,  hizolo  con  el  pro- 
pósito, y  ciertamente  que  tal  reserva  no  admite  otra 
explicación,  de  volver  á  establecerse,  si  así  le  conve- 
nía, como  fabricante  de  tabacos  y  cigarro^  D. — que 
por  ello,  precisamente  por  ello,  el  señor  Murías  se  li- 
mitó—como hace  poco  se  ha  escrito — á  conceder  á  la 
Havana  Comercial  Company  el  mero  derecho  de  usar 
su  nombre  tal  y  como  éste  venía  figurando  en  las  mar- 
cas cnya  propiedad  se  trasmitió.  E. — que  de  este  he- 
cho indúcese  lógicamente  el  de  que  el  señor  Murías, 
muy  lejos  de  renunciar  al  uso  de  su  nombre  en  los  pro- 
ductos de  su  futura  elaboración,  había  de  usarlo  no 
solo  en  las  marcas  «La  Davet^a»  y  «La  Suiza  Española» 
cuya  propiedad  expresamente  se  reservó,  sino  también 
en  cualquiera  otras  que  se  propusiera  adoptar  para 
ejercer  su  industria.  F.  — que  la  marca  cuya  inscrip- 
ción ha  denegado  la  resolución  recurrida  se  titula  «La 
Devesa»  y  no  «La  Bevesa  de  Pedro  Murías»  como  erró- 
neamente se  supone  en  dicha  resolución,  resultando 
claramente  que  las  palabras  de  Pedro  Murías  que  se 
advierten  después  del  titulo  de  la  marca  y  debajo  del 
retrato  de  mi  poderdante,  solo  tiene  por  objeto — lo 
que  parece  evidente — determinar  que  «La  Devesa»  es 
de  la  propiedad  de  Pedro  Murías,  para  así  evitar  á  la 
marca  el  defecto  sustancial  de  ser  anónima.  C— que 
entre  las  marcas  «La  Devesa»  y  la  titulada  Pedro  Mu- 
rías, no  existe  semejanza  alguna  ni  concurren  circuns- 
tancias que  en  ningún  sentido  pueden  confundirlas, 
bastando  para  así  comprenderlo  comparar  los  diseños 
que  en  la  hoja  adjunta  presento  y  tener  vista  y  buen 
sentido  para  hacer  la  comparación.  H. — que  es  in- 
cierto y,  sobre  incierto,  inverosímil,  que  el  antiguo, 
que  el  acreditadísimo  fabricante  de  tabacos  y  cigarros 
señor  Pedro  Murías— mucho  más  apto  por  causas  va- 
rías en  la  industria  á  que  se  viene  aludiendo,  que  la 
sociedad  anónima  extranjera  Havana  Comercial  Com- 
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pany — aspire,  como  en  la  oposición  gratuitamente  sa 
supone,  á  que  los  productos  de  su  inteligente  y  exper- 
ta manufactura  pueda  ser  confundida  cpn  los  que  ela- 
bore aquella  extranjera  sociedad,  que  acaba  de  surgir 
á  la  vida  industrial;  hallándose  por  lo  contrario,  en  el 
interés  del  señor  Murias,  para  el  mayor  crédito  y  la 
mejor  salida  de  sus  productos,  que  éstos  no  puedan  ser 
confundidos  nunca  con  ios  de  la  Havana  Comercial 
Oompany,  y  I.— -que  de  las  consideraciones  recomen- 
dadas en  su  oposición  por  la  sociedad  coadyuvante, 
cabe  inferir  —sin  tener  que  esforzar  mucho  la  malicia— 
que  dicha  sociedad  pretende  que  con  engaño  del  pü-^ 
buco  consumidor,  éste  crea  que  los  cigarros  de  la  mar- 
ca Pedro  Murias  continúan  siendo  elaborados  con  el 
tabaco  y  por  loe  empleados  y  operarios  de  mi  poder- 
dante y  bajo  la  dirección  de  éste,  y  no—como  es — que 
esos  cigarros  se  elaboran  sin  el  tabaco  cosechado  por 
el  señor  Pedro  Murias  y  H\n  la  menor  intervención  de 
«ste  fabricante  en  su  elaboración.  Y  poy  ésto  la  ex- 
traña pretensión  de  que  el  señor  Muria»  no  dé  su  nom- 
bre— que  nunca  ha  enajenado  ni  al  que  nunca  ha  re- 
nnnciado— á  los  productos  de  su  nueva  fábrica.  No 
es  la  confusión  que  no  existe  de  unos  y  otros  produc- 
tos lo  que  teme  la  Havana  Comercial  Company ;  lo  que 
ella  teme  es  la  competencia.  Alegó  los  fundamentos 
de  derecho  que  tuvo  por  conveniente  y  concluyó  pi- 
diendo á  la  Sala  que  pronunciara  en  su  dia  sentencia 
definitiva  revocando  la  expresada  resolución  y  decla- 
rara que  procede  la  inscripción  de  la  marca  para  ciga- 
rros «La  Devesa»  en  favor  del  demandante  señor  Pedro 
Murias  y  Rodríguez,  con  orden  de  que  se  expida  á  éste 
el  correspondiente  certificado  de  propiedad,  por  ser 
ello  ajustado  á  justicia,  con  costas.  Y  acompañó  con 
dicho  escrito  de  demanda  la  copia  de  la  escritura  y  el 
dist-ño  de  que  hace  relación  en  el  hecho  séptimo  de  la 
misma. 

Contestación  del  fiscal: 

Tercero.  Resultando  que  conferido  traslado  de 
la  demanda  al  Ministerio  Fiscal  en  representación  de 
la  Administración  General  del  Estado  para  que  la  con- 
testara, evacuó  el  trámite,  pidiendo  al  Tribunal  que 
desestimara  la  demanda  y  declarara  subsistente  la  re- 
solución reclamada  con  expresa  condenación  de  costas 
al  demandante,  y  expuso  como  hechos.  Primero:  Pe- 
dro Murias,  antiguo  fabricante  de  tabacos  y  cigarros, 
vendió  á  la  Havana  Comercial  Company  por  escritura 
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otorgada  en  esta  ciudad  ante  don  Francisco  de  Paula 
Rodríguez  Acosta  en  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  varias  fábricas  de  cigarros  y  ta- 
bacos, entre  otras  la  fábrica  de  cigarros  yPedro  Mu- 
rías», inscripta  en  el  Registro  correspondiente  en 
treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco, 
consintiendo  por  diciía  escritura  en  que  la  sociedad 
compradora  ó  sus  causahabientes  continuaran  usando 
el  nombre  de  Pedro  Murías,  qne  aparece  en  los  dise- 
ños y  hierros  como  parte  integrante  de  dichas  marcas. 
Segundo:  En  veinticuatro  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos uno  compareció  don  Pedno  Murías  6  remitió  una 
solicitud  á  la  Secretaría  de  Agrícultura,  Industría  y 
Comercio  y  pidió  se  inscríbiera  como  de  su  propiedad 
la  marca  para  cigarros  «La  Devesa  de  Pedro  Murías» 
y  acompañó  un  diseño  cuya  descripción  es  la  siguien- 
te: cuatro  rectángulos  en  el  de  la  derecha  visto  de 
frente  el  papel  destinado  á  envoltura  de  cigarros  apa- 
rece un  letrero  que  dice  «La  Devesa»  un  retrato  y  de- 
bajo otro  letrero  que  dice  de  Pedro  Murían  Guanaba- 
coa,  Cuba,  en  el  segundo  rectángulo  su  nombre  y  firma 
que  dice  Pedro  Murías  y  después — Cosechero  y  pro- 
pietario de  la  única  Colonia  Agrícola  tabacalera  exis- 
tente en  Vuelta  Abajo. — En  el  tercer  rectángulo  exis- 
ten estos  letreros:  «Fábrica  de  tabacos  y  cigarros — 
Barreto — ^sesenta  y  sesenta  y  dos — Guanabacoa,  Cuba 
y  al  pie  de  la  litografía  y  en  el  cuarto  rectángulo 
la  clase  de  cigarros  á  que  la  envoltura  se  dedica. 
Tercero:  Se  instruyó  expediente  en  la  Secretaría 
de  Agrícultura,  Industria  y  Comercio  y  después 
de  oirsoiá  la  Sociedad  Económica  de  Amigos  del 
País,  á  la  sociedad  «Unión  de  Fabricantes  de  Taba- 
•cos»  quienes  informaron  en  sentido  de  que  se  ins- 
cribiera la  marca,  se  personó  don  Domingo  Villamii 
oomo  apoderado  de  la  Havana  Comercial  Company  á 
oponerse  á  la  inscripción  de  la  marca,  fundándose  en 
que  son  distintivos  principales  de  la  nueva  marca  el 
retrato  y  nombre  de  don  Pedro  Murías,  que  existiendo 
ya  una  marca  para  la  industria  de  cigarros  con  ese 
mismo  nombre  de  Pedro  Murías,  la  concesión  de  la 
nueva  daría  por  resultado  que  se  confundieran  los 
productos  de  ambas:  en  que  el  nombre  industrial  acre- 
ditado de  Pedro  Murías  fué  vendido  á  la  Compañía  su 
representada  en  crecida  cantidad  por  la  escritura  cita- 
da en  el  primer  hecho  en  que  fundo  esta  oposición,  y 
en  varios  artículos  que  cita  del  Real  Decreto  de  vein- 
tiuno de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro. 
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Cuarto:  Informó  el  N«»gociado,  la  Sección  y  la  Sobse- 
cretaria,  en  sentido  de  que  era  de  inscribirse  la  marca 
nueva  porque  el  peticionario  no  renunció  por  la  citada 
escritura  de  cuatro  de  A  bril  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  á  usar  su  nombre;  en  que  los  diseños  de  las 
marcas  vendidas  son  distintos  á  los  de  la  nueva  y  en 
que  el  nombre  de  Pedro  Murías  no  forma  parte  de  la 
marca  y  Quinto:  No  aceptó  ia  Secretaria  tan  origina- 
les fundamentos  y  en  quince  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos dos,  dictó  la  resolución,  objeto  de  este  recurso 
en  la  que  declaró  no  haber  lugar  á  la  inscripción  de 
la  marca  solicitada  por  don  Pedro  Murías,  porque  ello 
es  contrarío  al  Real  Decreto  de  diez  y  ocho  de  Abril, 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  porque  no  era  de 
temerse  en  cuenta  lo  informado  por  la  Sociedad  Eco- 
nómiea,  porque  su  informe  tuvo  por  base  el  error,  su- 
poniendo que  se  trata  de  la  inscripción  de  una  marca 
¿e  tabacos  y  porque  el  parecido  ó  analogía  entre  dis- 
tintas marcas  debe  buscarse  en  todo  su  conjunto  y  no  en 
sus  partes  y  siendo  el  nombre  de  la  marca  cuya  ins- 
cripción se  solicita  La  Devesa  de  Pedro  Murías  y  cons- 
tituyendo hoy  el  nombre  de  Pedro  Murías  una  marca 
industrial  inscripta  y  que  fué  cedido  el  crédito  del 
nombre  por  propia  voluntad  de  Murías  á  The  Havana 
Ck)mercial  Gompany,  la  concesión  de  una  nueva  mar- 
ca en  la  que  el  nombre  de  «Pedro  Murías»  figure  como 
parte  eseucial  sería  contrario  á  la  Lpy.  Y  alegó  los 
fundameiitoá  de  derecho  que  tuvo  á  bien. 

Contesta  CIÓ  >í  del  coadyuvante: 

Cuarto.  Resultando  que  dispuesto  que  siguiera 
el  traslado  de  contestación  á  la  demanda  con  la  parte 
coadyuvante,  ésta  propuso  la  excepción  dilatoria  de 
incompetencia  de  jurisdicción,  que  sustanciada  fué  de- 
clarada por  la  Sala  sin  lugar,  por  auto  de  trece  de 
Septiembre  último;  que  habiendo  quedado  firme  dicho 
auto  contestó  la  demanda  el  coHyuvante  solicitando  se 
declarara  sin  lugar,  con  imposición  de  costas  al  de- 
mandante, fundado  en  los  siguientes  hechos.  Príme- 
ro:  Don  Pedro  Murias  y  Rodríguez  era  duefío  de  las 
marcas  de  fábrica  para  tabacos  denominadas  «La  Me- 
ridiana», «Pedro  Murías»,  «Water  Bcott»,  «Balmoral», 
ttLa  Inflexible»,  «Flor  de  los  Campos  de  Cubaj),  «La 
Joven  América»,  «La  Paz  de  Cuba»,  «El  Idólico»,  «La 
Reserva»,  «El  Palacio  de  Cristíil»  y  [«American  Plag», 
y  de  las  marcas  piira  fábrica  de  cigarros  y  paquetes  de 
picadura  denominadas  ambas  «Pedro  Murías».     Se- 


JURISPRUDENCIA  CONTElfCIOfiO-ADMrNiaTBATIVA.  29 

gando:  poseía  además  Pedro  Murías  y  Rodrigaez  una 
marca  para  fábrica  de  tabacos  denominada  «La  Deve- 
sa»  que  le  fué  concedida  en  siete  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  y  veintisiete  de  Diciem* 
bre  de  mil  nochocientos  noventa  y  siete.  Tercero:  En 
cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y 
por  escritura  knte  el  Notario  Francisco  de  Paula  Ro- 
driguez  Acosta  don  Pedro  Murias  y  Rodríguez  vendió  á 
la  Havana  Comercial  Gompany  las  marcas  para  fábri- 
cas de  tabacos  y  las  marcas  para  fábricas  de  cigarros  y 
para  paquetes  de  Picadura,  enumeradas  en  el  hecho 
primero  de  este  escrito  reservándose  expresamente  el 
vendedor  la  propiedad  y  dominio  de  la  marca  para  fá- 
brica de  tabacos  denominada  «La  Devesa»  á  que  se  re- 
fiere el  hecho  segundo.  Cuarto:  En  los  años  de  mil  no- 
vecientos y  mil  novecientos  uno,  don  Pedro  Murías  y 
Rodríguez  solicitó  de  la  Secretaría  de  Agricultura, 
Comercio  é  Industria  una  varíación  del  diseño  de  fu 
marca  para  fábrica  de  tabacos  denominada  «La  Deve- 
sa» y  estableció  una  fábrica  de  tabacos  amparada  con 
ese  titulo  eo  la  Villa  de  Guanabacoa.  Quinto:  En 
seis  de  Septiembre  de  mil  novecientos  uno,  digo  en 
veinticuatro  de  Agosto  acudió  don  Pedro  Murias  y  Ro- 
dríguez por  conducto  del  Gobierno  Civil  solicitando 
título  de  inscripción  de  una  macea  para  fábrica  de  ci- 
garros denominada^  ((La  Devesa»  segCín  el  solicitante, 
pero  que  realmente  la  marca  es  «La  Devesa»  de  Pedro 
Murías».  Sexto:  El  solicitante  describe  la  citada 
marca  de  la  siguiente  manera:  «cuatro  rectángulos  en- 
cierran el  retrato,  letreros  y  dibujo*»,  que  figuran  en 
la  envoltura. — En  el- primero  aparece  el  retrato  del  so- 
licitante y  hay  los  letreros  siguientes:  «La  Devesa»  en 
la  parte  superior  y  «De  Pedro  Murias»  Guanabacoa: 
Cuba))  en  la  parte  inferior,  entre  dos  pequeños  dibujos 
ó  adornos;  en  el  segundo  figuran  un  facsímile  de  la 
firma  y  rúbrica  del  solicitante  y  la<»  palabras  «Cose- 
chero y  Propietario  de  la  única  Colonia  Agrícola  Ta- 
bacalera existente  en  Vuelta  Abajo:  en  el  tercero  se 
leen  las  siguientes  palabras  adornadas  con  barios  di- 
bujos: «Fábrica  de  Tabacos  y  cigarros»  «Barrete  se- 
senta y  sesenta  y  dos»  «Guanabacoa» — «Cuba»,  y  en  el 
cuarto  se  consignará  el  papel  y  clase  de  los  cigarros 
que  contenga  la  cajetilla — El  todo  vá  encerrado  en 
una  orla  y  viñeta  y  la  impresión  será  en  una  sola  tinta 
ó  color  sobre  papel  blanco». — Séptimo:  Por  poco  que 
se  examine  el  diseño  de  la  marca  que  solicita  don  Pe- 
dro Murias  se  ve  desde  luego  que  se  trata  de  una 
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marca  compleja  formada  por  cuatro  planos  rectangu- 
lares dos  pequeños  correspi>ndiente8  á  los  dos  lados 
menores  de  la  cajetilla  de  cigarros,  uno  de  los  cuales 
sirve  para  expresar  la  clase  especial  del  producto,  y  el 
otro  realmente  para  separar  los  dos  planos  mayores 
— Los  otros  dos  recf ángulos,  ó  sean  los  dos  planos 
mayores  corresponden  á  las  dos  caras  6  lados  visibles 
de  la  cajetilla  de  cigarros — El  uno  de  elios  es  un  rec- 
tángulo que  contiene  los  letreros  sobre  la  fábrica  de 
tabacos,  «lice  y  cigarros  y  el  lugar  de  su  situación,  im- 
preso todo  con  tinta  negra  sobre  fondo  blanco  £1 
otro  lado  mayor  en  también  un  rectángulo  en  el  que 
aparece  también  impreso  con  tinta  negra  sobre  papel 
blanco  lo  siguiente:  en  la  parte  superior  las  palabras 
«La  Devesa»  á  las  que  le  siguen  más  abajo  con  letra» 
grandes  y  llamativas  estas  otras:  de  Pedro  Morías, 
que  cruzan  el  retrato  de  este  eonoeido  indostríal  que 
ocupa  el  centro  del  rectángulo.  —En  la  parte  inferíor 
aparecen  las  palabras  «Guanabacoa»  «Cuba».  El  toda 
de  la  cajetilla  vá  encerrado  en  una  orla 6  viñeta  ciaprí- 
ehosamente  dibujada  é  impreso  todo  con  tinta  negra 
sobre  papel  blanco  satinadp  corriente.  Octavo:  se  he- 
cha  de  ver  desde  luego  que  la  parte  esencial  y  predo» 
minante  de  todo  el  diseño  es  el  rectángulo  6  plano  6 
lado  mayor  de  la  cajetilla  de  cigarros  últimamente  des- 
crípto,  en  el  que  aparecen  el  nombre  de  la  marca  y  el 
retrato  del  fabricante:  que  la  denominación  de  la  mar- 
ca es  tfLa  Devesa  de  Pedro  Murías»,  y  que  el  elemento 
dominante  característico  esencial,  propio  de  la  marca, 
su  verdadero  distintivo,  lo  que  ba  de  servir  para  que 
el  público  y  el  mercado  distingan  los  productos,  loB 
pidan,  los  solicit^en  y  los  designen,  es  el  nombre  de  Pe- 
dro Murias,  convertido  asi  en  marca  de  fábríca,  en 
nombre  comercial,  en  elemento  mercantii  é  industrial 
que  está  ratificado,  para  que  no  quepa  dudas,  por  el 
retrato  del  conocidísimo  fabrícante,  industrial  y  co- 
merciante Pedro  Murias  con  el  cual  guarda  el  graba- 
do un  parecido  exactísimo — Noveno:  Entre  las  marca» 
que  posee  la  Havana  Comercial  Company  figura  la 
marca  para  fábrica  de  cigarros  Pedro  Murias  que  fné 
adquirida  por  la  compañía  de  su  fundador  y  anterior 
dueño  don  Pedro  Murias  y  Rodríguez  y  que  hade  des- 
cribirse de  esta  manera;  es  una  marca  compleja  for- 
mada por  cuatro  planos  rectangulares,  dos  pequeños 
correspondientes  á  los  dos  lados  meaore»*  de  la  ca- 
jetilla de  cigarros,  uno  de  los  cuales  sirve  para 
expresar   la  cla^e  especial   del    producto  y  el   otro 
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realmente  para  separar  los  dos  planos  mayores.  Los 
otros  dos  rectángulos  6  sean  los  dos  planos  ma- 
yores, corresponden  á  las  dos  caras  ó  lados  visi- 
bles de  las  cajetillas  de  cigarros.  El  uno  de  ellos 
es  un  rectángulo  que  contiene  los  letreros  sobre  la 
fábrica  de  tabacos,  cigarros  y  paquet^'S  de  picadu- 
ra y  el  lugar  de  su  situación,  impreso  todo  con  tinta 
negra  fondo  blanco.  El  otro  lado  mayor  es  también 
un  rectángulo  en  el  que  aparece  también  impreco  con 
tinta  negra  sobre  papel  blanco  lo  siguiente:  en  la  par- 
te superior  las  palabi*as  «Pedro  MuriasD  escritas  con 
letras  grandes  y  llamativas;  en  el  ceutio  un  grabada 
representando  atributos  de  la  industria  3'  en  la  parte 
inferior  aparece  la  palabra  «Habana».  El  todo  de  la 
cajetilla  va  encerrado  en  una  orla  ó  viñeta  capricho- 
samente dibujada  é  impreso  con  tinta  negra  sobre  pa- 
pel blanco  satinado  corriente.  Décimo:  También  se 
echa  de  ver  desde  luego,  que  la  parte  esencial  y  pre- 
dominante de  todo  el  diseño  es  el  rectángulo  ó  plano 
6  lado  mayor  de  la  cajetilla  de  cigarros  últimamente 
descripto  en  el  que  aparecen  el  nombre  de  la  marca  y 
los  dibujos  del  diseño;  que  la  denominación  de  esta 
marca  compleja  es  Pedro  Murías  y  que  el  elementa 
esencial,  propio,  característico,  dominante,  que  sirve 
para  distinguir  ¡os  productos,  pedirios  y  solicitarlos, 
es  el  nombre  Pedro  Murías,  convertido  así  en  un  nom- 
bre comercial,  en  una  marca  de  fábrica  y  en  un  ele- 
mento mercantil  é  industrial  ofrecido  al  mercado,  cir- 
culante en  el  mercado  y  conocido  y  estimado  como  la 
enseña  de  una  antigua  y  acreditada  marca  para  fábri-^ 
ca  de  cigarros.  Décimoprimeror  Tramitada  la  solici* 
tnd  de  don  Pedro  Murias  y  Rodríguez  no  opu^^o  nada 
á  la  concesión  de  la  nueva  marca  para  fábríea  de  ciga- 
rros «Lá  Devesa»  de  Pedro  Muría43  la  Unión  de  Fabri- 
cantes de  Tabacos  y  no  informó  nada  la  sociedad  Eco- 
nómica de  Amigos  del  País,  creyendo  equivocada- 
mente que  se  trataba  de  la  antigua  marca  paiu  fábrica 
de  tabacos  denominada  cLa  Devesa»  que  posee  don 
Pedro  Murias  y  Rodríguez  desde  siete  de  Agost.o  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  y  se  opuso  á  la  con- 
cesión usando  de  una  facultad  legal  la  Ravana  Co- 
mercial Company,  dueña  y  poseedora  de  la  marca  para 
fábrica  de  cigarros  Pedro  Murias.  Décimosegnndo: 
fundábase  la  oposición  de  la  Havava  Comercial  Com- 
pany y  entre  otras  consideraciones  en  las  siguientes; 
que  aunque  el  aspecto  de  conjunto  es  suficiente  para 
impedir  la  concesión  de  la  nueva  marca  por  lo  seme- 
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jante  que  resalta  á  la  marca  antigua  Pedro  Marías, 
algunos  de  sus  elementos  figurativos  son  tales  que  aun 
prescindiendo  de  aquella  circunstancia  imposibilita- 
rían dicha  concesión;  que  son  los  principales,  el  retra- 
to del  fabricante  don  Pedro  Murias  y  el  nombre  Pedro 
Murías  colocado  de  una  manera  resaltante  en  dicho 
retrato,  que  están  llamados  á  distinguir  los  productos 
que  se  destinan  á  cubrir  tanto  con  el  nombre  «La  De- 
vesa»  como  con  el  nombre  Pedro  Murias;  que  hay  la 
circunstancia  de  existir  otra  marca  de  cigarros  que 
teniendo  el  mismo  aspecto  de  conjunto,  se  titula  Pe- 
dro Murias  y  fué  obtenida,  explotada  y  acreditada 
durante  largos  años  y  hasta  hace  muy  poco  tiempo  por 
ese  mismo  conocidísimo  fabricante  don  Pedro  Murías, 
cuyo  retrato  y  cuyo  nombre  se  presentan  de  una  ma- 
nera resaltante  como  cemento  eseocial  figurativo  de 
la  marca  que  se  pretende:  que  el  solicitante  no  puede 
ignorar  que  en  el  mercado  los  acreditadísimos  cigarros 
de  la  marca  Pedro  Marías  se  solicitian  pidiéndolos  con 
ese  nombre  Pedro  Mu'ias  6  simplemente  con  el  apelli- 
do Murías;  que  por  las  extensas  relaciones  del  solici- 
tante adquiridas  durante  largos  afios,  su  retrato  y  su 
nombre  y  apellido,  puestos  como  elemento  esencial  y 
de  una  manera  visible  debajo  del  membrete  «La  De- 
vesa»  del  cual  vi^e  á  formar  parte  integrante  y  la 
más  resaltante  y  decisiva,  harán  conocer  muy  pronto 
la  nueva  marca  por  el  nombre  y  apellido  Pedro  Ma- 
rías y  ese  s-rá  el  verdadero  elemento  distintivo,  el 
verdadero  nombre,  la  propia  enseña,  la  parte  caracte- 
rística y  dominante,  la  que  servirá  para  pedir,  solici- 
tar, conocer  y  distinguir  los  nuevos  cigarros  en  el 
mercado,  produciéndose  asi  una  confusión  fatal,  nece- 
saria é  inevitable  con  los  antiguos  eigaiTos  de  la  mar- 
ca Pedro  Murías  á  un  extremo  tal  que  desde  que  em- 
piecen á  circular  los  cigarros  de  «La  Devesa^  de  Pedro 
Murias  en  la  forma  indicada,  el  mercado  y  el  publico 
no  considerarán  como  auténti«os  y  legítimos  más  ci- 
garros que  éstos,  cuando  se  trate  de  cigarros  Pedro 
Murías,  y  siempre  y  en  todo  caso  existirá  la  posibili- 
dad de  la  confusión  de  unos  y  otros  productos;  que  la 
marca  de  fábrica  constituye  un  privilegio  por  quince 
años  en  favor  del  que  la  obtiene  para  usar  durante  ese 
término  de  un  distintivo  dado,  que  caracterice  sus  pro- 
ductos y  los  diferencie  de  otros  análogos,  y  que  por 
eso  la  legislación  marcaría  una  legislación  restrictiva, 
una  legislación  de  privilegio,  una  legislación  protec- 
cionista, no  del  que  pide  sino  del  que  ha  obtenido  el 
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privilegio;  qae  don  Pedro  Murías  al  pedir  y  obfener 
la  marca  para  fábrica  de  cigarros  tfPedro  Murías»  cons- 
tituyó su  nombre  y  apellido  en  un  elemento  mercautil, 
de  una  marca  de  fábrica,  en  una  enseña  iudustrial.  en 
el  signo  de  un  prívilegio  á  su  favor  por  el  término  de 
quince  años,  para  distinguir  á  su  favor  la  fabricación 
de  cigarros,'  privilegio,  nombre,  marca,  enseña  indus- 
trial y  elemento  mercantil  que  traspasó  después  á  la 
Havana  Comercial  Company,  al  cederle  dicha  marca; 
que  don  Pedro  Murías  no  puede  ya  mientras  esté  vi- 
gente aquel  privilegio  y  valga  la  citada  concesión  em* 
plear  y  usar  su  nombre  como  elemento  distintivo,  co- 
mo eleiñento  esencial  figurativo,  como  enseña  de  otra 
marca  paia  fábrica  de  cigarros,  porque  eso  traerá  ne- 
cesariamente la  violación  de  aquel  privilegio,  la  inu- 
tilidad de  aquella  concesión,  produciéndose  así  una 
confusión  inevitable  en  el  mercÍBUÍo  y  realizándose  una 
concurrencia  ilícita  y  desleal  que  la  ley  prohibe.  Un- 
décimotercero:  .£n  diez  y  siete  de  Marzo  último  la 
Secretaria  de  Agricultura,  Comercio  é  Industria  dictó 
resolución  negando  la  concesión  de  la  marca  por  los 
fundamentos  siguientes:  entre  otros  también  impor- 
tantes que  el  articulo  quinto  del  Eeal  Decreto  de  vein- 
titrés de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro 
no  permite  el  uso  en  una  marca  de  los  distintivos  que 
por  su  semejanza  ó  parecidos  á  otros  ya  otorgados  in- 
duzcan á  confusión  ó  error;  que  el  citado  Decreto  es 
de  aplicarse  en  el  sentido  de  editar  al  fabricante  que 
tiene  registrada  su  marca  toda  concurrencia  desleal  y 
por  tanto  ilícita  y  es  de  rechazarle  por  consiguiente 
toda  solicitud  de  concesión  de  marca  que  pueda  con- 
fundir ó  inducir  á  error  al  consumidor  sobre  la  pro- 
cedencia, bondad  ó  elaboración  del  producto  que  con 
ella  quiere  distinguirse,  garantizando  así  los  intereses 
de  los  que  poseen  con  anterioridad  una  marca  adqui- 
rida legítimamente;  que  no  es  lícito  y  cae  de  lleno 
dentro  de  la  prohibición  del  articulo  quinto  el  buscar 
la  imitación  ó  sem^'j^anza,  con  marca  anteríormente 
concedida,  por  medio  de  aditamento  más  ó  menos  es- 
tudiados é  intencionales  que  tiendan  visiblemente  á 
engañar  ó  á  inducir  á  error  al  comprador  inexperto 
sobre  la  naturaleza  ó  procedencia  de  la  cosa  vendida; 
que  la  marca  cuyo  registro  solicita  don  Pedro  Murías 
y  Rodríguez  no  es  «La  Devesa»  sino  «La  Devesa  de 
Pedro  Murías»  con  los  demás  aditamentos  y  distintivos 
que  aparecen  en  el  modelo  y  que  e)  nombre  y  el  retra- 
to dd  fabricante  presentados  en  la  forma  en  que  lo 
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han  sido,  forman  part^  integrante,  esencial  y  caracte- 
rística de  ]a  marca  y  sn  nota  más  saliente  y  es  indi- 
cación bastante  para  engañar  al  comprador  sobre  el 
origen  y  naturaleza  del  producto;  que  es  el  nombra 
Pedro  Murías  constituye  hoy  una  marca  de  fábrica 
por  propia  voluntad  del  que  lo  lleva,  y  cedida  esa  mar- 
ca á  tercero  y  con  ella  el  crédito  del  nombre,  sería 
contrario  á  la  letra  y  al  espíritu  del  articulo  diez  del 
Decreto  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro,  conceder  otra  marca  en  que  forme 
ese  nombre  parte  esencial  de  la  misma,  haciendo  po- 
sible la  confusión  de  los  productos  de  una  fábrica  con 
los  de  la  otra  y  que  por  la  resolución  que  extractamos 
no  se  niega  á  don  Pedro  Murías  en  términos  generales 
y  absolutos  el  derecho  de  usar  su  nombre  en  los  ar- 
tículos de  su  fabricación  sino  en  cuanto  da  lugar  á 
confusión  con  la  marca  Pedro  Murías  propiedad  de  la 
Havana  Comercial  Cumpany.  Y  alegó  los  fundamen- 
tos de  derecho  que  estimó  conveniente. 

Pbürba: 

Quinto.  Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prue- 
ba el  recurrente  reprodujo  el  mérito  favorable  de  autos 
y  el  de  los  antecedentes  administrativos  traídos  al 
presente  recurso  y  el  coad^'uvante  después  de  reprodu- 
cir asimismo  el  mérito  favorable  de  las  actuaciones 
gubernativas  y  contenciosas'propuso  la  prueba  docu- 
mental que  fué  admitida  y  practicada  apareciendo  de 
la  misma  lo  siguiente:  que  en  los  archivos  de  la  Secre- 
taría de  Agricultura,  Comercio  é  Industria,  en  el  libro 
primero  de  marcas  antiguo  consta  el  asiento  de  la  mar- 
ca para  cigarros  ffPedro  Murías»  á  favor  del  señor  Pe- 
dro Murías  fechado  en  treinta  de  Abril  de  mil  ocho* 
cientos  ochenta  y  cinco;  la  descrípción  de  la  mencio- 
nada marca;  que  en  treinta  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  fué  anotado  el  traspaso  que 
por  escritura  de  cuatro  de  Abril  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  hizo  el  señor  Pedro  Murías  de  la 
marca  de  fábrica  para  cigarros  «Pedro  Murías»  á  favor 
de  la  Havana  Comercial  Company;  y  que  la  marca 
para  cigarros  «Pedro  Murías»  ha  sido  renovada  por  la 
sociedad  Havana  Comercial  Company,  expidiéndosele 
título  de  propiedad  en  once  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos. Que  de  los  antecedentes  del  archivo  de  la  misma 
Secretaría  no  aparece  concedida  en  ningún  tiempo  á 
don  Pedro  Murías  y  Rodríguez  marca  alguna  para  ci- 
garros con  la  titulación  «La  Devesa»;   que  en  once  de 
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Octubre  de  mil  novecientos  uno,  solicitó  el  señor  P«- 
dro  Murias  y  Rodríguez  la  variación  del  diseño  del 
hierro  de  la  marca  para  tabacos  «La  Devesa»  %ue  le 
faé  concedida,  expidiéndole  titulo  de  propiedad  en 
veinte  de  Diciembre  del  mismo  año,  declarándose 
anulado  el  diseño  anterior  concedido  para  la  misma 
marca;  y  se  hace  la  descripción  del  diseño  de  la  mar- 
ca. Y  que  en  el  referido  archivo  de  la  Secretaría  cons- 
ta que  en  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cinco  se  expidió  al  señor  Pedro  Murias  y  Rodríguez 
título  de  propiedad  por  las  variaciones  introducidas 
en  su. marca  para  tabacos  «La  Devesa»,que  en  veinti- 
siete de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete 
se  expidió  titulo  de  propiedad  de  la  renovación  de  la 
expresada  marca  «La  Devesa»  á  nombre  de  Pedro  Mu- 
rías; y  se  describe  el  diseño  del  hierro  de  la  marca  re- 
novada, y  que  consta  que  el  meucionado  hierro  fué 
anulado  por  acuerdo  del  Secretario  del  Departamento, 
fecha  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
uno,  al  concederse  al  señor  Pedro  Murias  la  variación 
que  del  mismo  solicitó  en  once  de  Octubre  del  misma 
año,  cuyo  extremo  ya  se  ha  relacionado  antes.  Y  como 
más  prueba  de  la  parte  coadyuvante  el  pliego  de  po- 
siciones que  absolvió  el  demandante  don  Pedro  Murias 
y  Rodríguez  manifestando  que  no  ei*a  cierto  que  al 
fijar  en  el  dibujo  de  la  marca  para  cigarros  «La  Deve- 
sa de  Pedro  Murias»  el  nombre  y  apellido  del  absol- 
vente  entre  los  elementos  distintivos  y  figurativos  de 
la  marca  se  propuso  lo  mismo  ^tie  al  poner  su  firma  y 
su  propio  retrato  trasmitir  á  la  nueva  marca  y  á  los 
productos  que  estaba  destinada  á  distinguir  el  crédito 
de  que  goza  su  nombre  como  fabricante  de  cigarros, 
crédito  que  simboliza  su  nombre  y  que  está  cimentado 
por  el  uso  del  mismo  durante  largo  número  de  años 
en  diversas  marcas  de  fábrica,  especialmente  en  la 
marca  « Pe<lro  Murias»  que  es  conocida  desde  hace  mu- 
cho tiempo  como  uno  de  las  más  acreditadas  del  país, 
debido  á  los  esfuerzos,  á  la  inteligencia  y  á  la  perse- 
verancia industriales  del  confesante»  y  después  mani- 
festó que  puso  su  nombre  y  apellido  para  demostrar 
que  "La  Devesa»  es  de  Pecho  Murias. 

Sexto.  Resultando  que  de  los  expedientes  remi- 
tidos por  la  Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio  aparecen  como  antecedentes  los  hechos  rela- 
cionados del  número  primero  al  once  del  escrito  de 
demanda. 

Séptimo.     Resultando  que  vencido  el   término  de 
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prueba  se  nnieroa  las  practicadas  á  los  autos  y  previa 
inst'  acción  que  se  confirió  á  las  partes  se  señaló  la 
vista»  del  pleito  que  tuvo  lugar  en  los  días  primero, 
dos  y  treé  del  corriente  mes  con  asistencia  de  las  par- 
tes y  BUS  Letrados  directores. 

Octavo.  Resultando  que  en  la  sustanciación  de 
este  pleito  se  han  observado  las  prescripciones  legales. 

Resolución  recurrida: 

Noveno.  Resultando  que  la  sentencia  recurrida 
declaró  sin  lugar  la  demanda  interpuesta  por  el  refe- 
rido Pedro  Murías  Rodríguez  confirmando  la  resolu- 
ción de  la  Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio de  quince  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas. 

FUNDAMRNTOS  DKL  RECURSO  DE  CASACIÓN: 

Décimo.  Resultando  que  cbntra  esta  sentencia  el 
procurador  Juan  Mayoi^a  á  nombre  de  Pedro  Murías 
Rodríguez  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  fundado  en  el  número  primero  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  expresando  los  siguientes  motivos:  Cito  como  pre- 
ceptos infringidos  explicando  el  sentido  en  que  así  lo 
estimo:  Primero:  El  artículo  quinto  del  Real  Decreto 
de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatix),  que  otorga  á  todo  fabricante,  agricultor  ó  in- 
dnsferíal  de  oti-a  especie,  el  derecho  de  adoptar  para 
los  productos  de  sus  fabricas,  comercio  ó  agricultura 
los  distintivos  que  tenga  por  conveniente,  sin  otras 
excepciones  que  las  en  el  mismo  articulo  taxativamen- 
te numei*adas;  por  cuanto  la  sentencia  contra  la  que  se 
recun*e,  al  declarar  sin  lugar  la  demanda  establecida 
por  el  señor  Pedro  Murías  y  Rodríguez  contra  la  re- 
solución dictada  por  la  Secretaria  de  Agricultura,  Co- 
mercio ó  Industria  del  Gobierno  Interventor  con  fecha 
quince  de  Marzo  dí^  mil  novecientos  dos,  denegatoria 
de  la  inscripción  de  marca  para  cigarros  «La  Devesa», 
ha  infringido  el  artículo  que  se  deja  citado  del  Real 
Decreto  de  referencia;  consistiendo  la  infracción  en 
haberse  dictado  la  explicada  declaración  judicial,  le- 
siva del  derecho  consagrado,  en  favor  de  los  fabrican- 
tes ó  industriales,  por  el  aludido  artículo  quinto,  & 
pesar  de  no  hallarse  la  marca  denegada  en  ninguno  de 
los  casos  de  excepción  señalados  en  dicho  artículo.  Se- 
gundo: El  propio  artículo  quinto,  en  su  relación  cotí 
el  primero  del  aludido  Real  Decreto  de  veintiuno  de 
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Agoatx)  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  por  cnan- 
to en  ellos  auténticamente  interpretados  por  el  mismo 
Poder  Ejecutivo  de  que  tal  decreto  exclusivamente 
emana,  mediante  la  Real  Orden  de  veintitrés  de  Junio 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  se  reconoce  implí» 
ci (amen te  á  todo  fabricante  el  derecho  de  estampar  su 
nombre  y  apellido  en  los  artículos  de  su  fabricación, 
sin  que  por  la  circunstancia  de  que  otro  fabricante 
tenga  nombre  y  apellido  igual  ó  parecido,  pueda  legí- 
timamente negársele  la  inscripción  de  la  marca  que 
los  lleva,  siempre  que  los  demás  detalles  de  ella  sean 
tales  que  no  puedan  dar  lugar  á  confusión  con  las  de 
los  productores  ó  fabricantes  homónimos.  Y  la  sen- 
tencia de  que  se  recurre  par»  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo, infringe  abiertamente  las  disposiciones  citadas  en 
este  motivo,  por  cuanto  la  razón  capital  en  que  se  basa 
dicha  sentencia  para  resolver  negativamente  la  de- 
manda la  conclusión  del  número  sexto  del  artículo 
quinto  consiste  en  que  la  marca  «La  Devesa»  va  adi- 
tada  con  las  palabras  de  Pedro  MuriaSy  ó  se^i  con  el 
nombi'e  y  apellido  del  industrial  promovente,  apellido 
y  nombre  igual  al  de  la  marca  Pedro  Mutíob  de  la  pro- 
piedad de  la  Ha  vana  Comercial  CJorapany  y  por  cuan- 
to la  identidad  de  nombres  y  apellido»  no  ha  podido 
ser  obstáculo  para  la  concesión  de- «La  Devesa»,  dife- 
rente en  los  demás  detalles  de  la  titulada  Pedro  Mu- 
rías». A  lo  que  debe  agregarse  que,  á  tenor  de  la  ex- 
plícita y  ciará  interpretación  dada  por  la  Real  Orden 
de  veintitrés  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho  el  artículo  quinto  del  Real  Decreto  de  veintiuno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cnatro,  los 
nombres  y  apellidos  iguales  estampados  en  dos  mar- 
cas, que  resultan  en  sus  demás  detalles  diferentes,  no 
se  hallan  comprendidos  en  los  casos  de  excepción  se- 
ñalados en  los  números  quinto  y  sexto  del  artículo 
quinto  que  ha  sido  infringido,  toda  vez  que  no  puede 
prohibirse  á  un  fabricante  el  derecho  de  dar  su  propio 
nombre  á  sus  productos,  y  toda  vez  también  que  el 
uso  de  sus  nombres  por  dos  ó  más  fabricantes  que  la 
hagan  iguales,  no  produce  por  sí  solo,  según  la  Real 
Orden  que  so  deja  invocada,  la  confusión  excepcional 
por  la  Ley.  Tercero:  El  mismo  artículo  quinto  del 
Real  Decreto  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  cuatro  en  cuanto  por  lo  establecido  en 
su  número  octavo  se  reconoce  á  todo  fabricante  el  de- 
recho privativo  de  hacer  figurar  su  retrato  como  dis- 
tintivo en  las  marcas  que  solicite  para  distinguir  sus 
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productos,  consistiendo  la  infracción  que  comete  la 
sentencia  contra  qne  se  recurre  de  la  dispoBÍción  aca- 
bada de  citar  en  denegarse  la  concesión  de  la  marca^ 
«La  Devesa»  por  figurar  en  elli*  el  retrato  de  bu  eolici- 
tante  el  8r.  Pedro  Murías,  con  lo  que  se  da  el  caso 
anormal  de  que  sirviendo  el  retrato  precisameniie  para 
que  por  todos  se  sepa  que  los  cigarros  en  cuyas  cajeti- 
llas ó  envolturas  aparece,  son  productos  de  la  fabrica- 
ción del  Sr.  Pedro  Murías  y  no  de  los  elaborados  por 
la«Havana  Comercial  Company»,  ello  sin  embargo 
se  asegure  para  desestimar  la  demanda,  que  tal  retra- 
to, que  no  puede  usar  en  sus  mareas  la  aludida  socie- 
dad, induce  á  confusión  con  la  titulada  «Pedro  Mu- 
rías», que  no  ostenta  ni  ostentarlo  puede.  El  reti*ato^ 
de  referencia,  puesto  en  «La  Devesa»  y  no  hallado  en 
la  Pedro  Murías,  lejos  de  fter  un  distintivo  inductor 
de  confusión,  hace  diferentes,  de  modo  ostensible, 
ambas  marcas. 

Undécimo.  Resultando  que  admitido  el  recurso 
referido  por  el  Tribunal  sentenciador  y  personado  el 
procurador  Juan  Mayorga  á  nombi-e  del  recurrente 
Pedro  Murías  y  Rodríguez  ante  este  Supremo  Tribu- 
nal se  sust-anció  dicho  recurso  señalándose  para  la  vis^ 
ta  del  mismo  el  veintinueve  de  Junio  pasado  la  cual 
se  celebró  con  asistencia  del  Letrado  del  recurrente 
que  solicitó  se  declarara  con  lugar  el  recurso  y  del  Mi- 
nisterio Fiscal  en  representación  del  Estado  y  del  le* 
trado  de  la  parte  coadyuvante  que  solicitaron  se  decla- 
rara sin  lugar. 

Decisión  del  becorso: 

Siendo  Ponente  el  Magistmdo  Sr.  José  Várela 
Jado. 

Primero.  Considerando  en  cuanto  al  primer  mo- 
tivo que  no  es  posible  admitir,  como  pretende  el  re- 
currente, que  se  halla  infringido  por  la  Sala  sentencia- 
dora el  articulo  quinto  del  Real  Decreto  de  veintiuno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatio  «por  no 
hallarse  la  marca  denegada  en  ninguno  de  los  casos  de 
excepción  señalados  en  dicho  artículo»  pues  es  eviden- 
te que  el  nombre  de  «Pedro  Murías»  constituye  una 
marca  de  fábrica  de  cigarrillos  extraordinariamente 
acreditada  en  el  mercado  universal,  cuyo  nombre,  no 
solo  es  el  símbolo  del  crédito  de  la  Sociedad  á  quien 
pertenece  sino  que  es  además  la  esencia  de  dicha  mar- 
ca, lo  que  realmente  la  caracteriza,  loque  la  distingue 
lo  que  constituye  el  elemento  figurativo  predominante 
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•de  ella  j  no  queda  dada  que  existe  la  oonfasíón  que 
fieñala  el  caso  sexto  del  artículo  quiote  del  referido 
Real  Decreto  desde  el  momento  que  se  ponga  el  nom- 
bre «Pedro  Mudas»  como  signo  distintivo  en  otra  mar- 
ca para  expender  cigarrillos  aunque  se  le  /una  otro 
nombre  6  título  y  se  le  adorne  con  emblemas  ó  dibu- 
j  )8  diferentes,  puesto  que  el  nombre  «Pedro  Murías» 
elemento  figurativo  predominante  de  la  marca  de  la 
Havana  Comercial  Company  colocado  en  la  marca 
oLa  Devesa»  produce  la  confusión  con  aquella  é  indu- 
ce á  error  al  consumidor  inexperto  y  el  consentirlo, 
constituirla  un  acto  abusivo  que  ataca  el  derecho  age- 
no  y  pugna  con  la  buena  fe  que  es  el  alma  del  comer- 
cio. 

Segundo.  Considerando  que  desde  el  momento 
que  el  nombre  y  apellido  «Pedro  Murías»  pasó  por  vo- 
luntad de  su  dueño  á  ser  distintivo  de  una  marca  in> 
dustrial  y  se  acreditó  en  el  mercado  como  tal  marca/ 
una  vez  que  la  vendió  á  otra  persona  ó  sociedad,  como 
resulta  en  el  presente  caso,  adqnirió  esta  sociedad  in- 
dudablemente el  derecho  exclusivo  de  .usar  de  ese 
nombre  en  el  concepto  de  tal  marca  industrial  y  no  es 
líoito  á  nadie,  sin  atacar  un  derecho  legítimo  y  respe- 
table usar  el  referido  nombre  en  el  sentido  ya  expre- 
sado para  vender  en  el  mercado  un  artículo  igual 
aunque  se  disfrace  la  marca  con  aditamentos  más  ó 
menos  estudiados  que  visiblemente  induzcan  á  confu- 
sión ó  error  al  inexperto  comprador  por  lo  que  lejos  de 
infringir  la  Sala  sentenciadora  el  referído  artículo 
quinto  en  relación  con  el  primero  del  Real  Decreto  de 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro lo  ha  aplicado  debidamente  no  siendo  tampoco 
aplicable  á  este  caso  la  Real  orden  de  veintitrés  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  que  solo  resuel- 
ve un  caso  particular. 

Tercero.  Considerando  en  cuanto  al  tercer  moti- 
vo del  recui*so  que  estima  infringido  el  caso  octa,vo  del 
mismo  artículo  quinto  del  referido  Real  Decreto  de 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro haciéndose  consistir  la  infracción  en  haberse  dencr 
gado  la  concesión  de  la  marca  «La  Devesa»  por  figurar 
en  ella  el  reti-ato  de  D.  Pedro  Murías;  que  aun  cuando 
este  motivo  se  dirige  contra  un  Considerando  de  la 
sentencia  recurrida  contra  los  cuales,  como  es  sabido 
no  se  da  el  recurso  de  casación  tampoco  podría  acep- 
tarse porque  el  recurrente  hace  un  supuesto  erróneo 
toda  vez  que  la  sentencia  de  la  cual  se  recurre  aducq 
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entre  otros  faudamentos  para  declarar  la  confasión 
entre  las  dos  marcas,  no  solo  que  aparezca  en  ella  el 
retrato  de  don  Pedro  Marías  sino  la  circunstancia  de 
aparecer  al  pie  del  retrato  su  nombre  que  es  el  ele- 
mento figurativo  predominante  como  ya  queda  dicho 
de  la  marca  de  cigarros  «Pedro  Murias»  perteneciente 
á  la  Havana  Comercial  Compatiy  produciéndose  por 
este  motivo  la  confusión. 

Cuarto.  Considerando  que  siendo  improcedentes 
para  la  casación  de  la  sentencia  los  tres  motivos  ale- 
gados en  el  recurso,  procede  declarar  éste  sin  lugar  y 
en  cumplimiento  del  articulo  cuarenta  de  la  Orden 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
condenar  en  Jas  costas  al  recurrente. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  don  Pedro  Murías  y  Rodríguez 
contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de 
trece  de  Abril  del  corriente  año  en  el  juicio  al  princi- 
pio referido  con  las  costas  á  cargo  del  expresado  Pe- 
dro Murías  y  Rodríguez  y  con  devolución  de  los  autos 
originales,  comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  — Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.—José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Car- 
los Revilla. 


QTicga.—ATito  3.-24  de  Septiembre. —Snbsanadón  de 

faltes.  iOae.  Marzo  8,  190^.) 

DOCTRINA:  Procede  denegar  la  admisión 
de  un  recnrso  por  quebrantamiento  de  forma, 
cuando  no  se  ha  pedido  la  subsanación  de  la'falta 
en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido. 

Si  quien  debe  ser  citado  para  comparecer  en  na 
juicio,  comparece  y  no  reclama  contra  la  falta  de 
citación, consiente  estay  no  puede  alegarlas  como 
motivo  de  casación. 

Antecedentes  : 

Resultando  que  en  los  autos  del  recurso  conten- 
cioso-administrativo  establecido  por  la  Sociedad  anó- 
nima «Trinidad  8ugar  Companyj»  contra  resol ncíó a  de 
la  Secretaría  de  Hacienda,  sobre  renta  imponible  al 
Central  «Trinidad)),  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  dictó  sentencia  definitiva  en  veinti- 
cuatro de  Julio  último,  y  contra  ella  interpuso  la 
representación  del  Ayuntamiento  de  Trinidad  como 
parte  coadyuvante  de  la  Administración  recurso  de 
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caBAción  por  quebrantamiento  de  forma  que  expresó 
estar  autorizado  por  el  articulo  ciento  tred  de  la  Or- 
den número  noveDta  y  dos  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve  y  el  número  primero  del  articulo  mil  seis*" 
cientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Eojuiciamiento 
Civil,  ósea  por  falta  de  emplatamiento  en  primera 
instancia  de  las  personas  que  hubieran  debido  ser  ci- 
tadas para  el  juicio,  exponiendo  los  motivos  dé  casa- 
don  en  los  siguientes  términos:  aPrimero:  Alego  este 
motivo  porque  no  se  ha  publicado  en  la  Gaceta  Ofi- 
cial ns  LA  Republioa  el  anuncio  de  haberse  inter- 
puesto el  recurso  contencioso  x>ara  conocimiento  dé  los 
que  tuviesen  interés  directo  en  el  negocio  y  quisieren 
coadyuvar  en  él  á  Ja  Administración  personándose  en 
los  autos,  como  ordena  el  articulo  treinta  y  seis  de  la 
Ley  de  lo  contencioso  vigente;  sin  que  pueda  alegarse 
que  ese  anuncio  se  hizo  cuando  por  primera  vez  se  in- 
terpuso el  recurso,  porque  éste  quedó  sin  efecto  al 
resolver  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana la  excepción  dilatoria  alegada  por  el  Ministerio 
Fiscal,  que  fué  declarada  con  lugar  por  la  Sala  citada, 
ordenando  éi^fea,  al  propio  tiempo,  que  se  devolvieran 
&  la  Oficina  de  donde  procedían  los  expedientes  admi- 
nistrativos que  se  mandaron  traer  para  formalizar  la 
demanda. — Si  se  interpuso  una  nueva  demanda,  de- 
bió cumplirse  con  las  formalidades  ordenadas  por  el 
articulo  treinta  y  seis  ya  citado,  haciendo  un  nuevo 
anuncio,  el  cual  equivale,  en  el  orden  procesal,  al  em- 
plazamiento de  los  que  deseen  coadyuvar  á  la  Admi- 
nistración.— Hago  constar  en  cumplimiento  de  lo  que 
ordena  la  Ley,  que  no  reclamé  contra  esa  falta,  por- 
qué cuando  comparecí  en  estos  autos  como  coadyu- 
vante, ya  estaban  éstos  en  poder  del  sefior  Fiscal  para 
que  éste  contestara  la  demanda;  comparecencia  que 
efectué  sin  qae  nadie  me  llamara  y  si  solo  por  noticias 
t^xtrajudiciales  que  tuve  de  ese  negocio. — Además  el 
Ministerio  fiscal  había  reclamado  ya  y  su  solicitnd 
había  sido  declarada  «In  lugar. — ^S^undo:  Alego  tam- 
bién como  quebrantamiento  de  forma  fundado  en  el 
propio  motivo  anterior,  el  hecho  de  haberse  admitido 
por  la  6ala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
un  escrito  de  <]e»anda  para  subsanar  los  defectos  co* 
metidos  por  la  parte  recurrente  al  interponer  el  reeur- 
eo  contencioso,  que  fué  desestimado  al  admitir  dicha 
Sala  la  excépcióo  interpuesta  por  el  Ministerio  fiscal; 
«qnebnantamiento  de  fonna  que  resulta  evidente,  por 
prohibir  terminantemente  el  arttonlx^trcscieatoB  úáw  j 
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ocho  del  Reglamento  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  vi- 
gente, aque  si  estimadas  las  excepciones  dilatorias  el 
actor  presentase  escritod  6  docamen^os  para  subsanar 
los  defectos  qne  hubiesen  dado  lug^r  á  ellas,  se  recha- 
zarán de  plano]»!  lo  que  no  hizo  la  Sala  de  Audiencia 
de  la  Habana;  sin  quepa  sostener  qne  el  derecho  que 
en  ese  precepto  legal  se  le  reconoce  al  actor  para  pre- 
sentar nueva  demanda  sea  el  que  ha  utilizado  la  parte 
en  este  recurso  toda  vez  que  esa  demanda  debe  ir 
siempre  precedida  del  escrito  de  que  habla  el  articulo 
treinta  y  cuatro  de  la  Ley  para  que  se  reclamen  los 
expedientes  y  se  haga  el  anuncio  en  la  Gaceta  Ofi- 
cial DB  LA  República,  equivalente  este  anuncio  al 
emplazamiento  de  los  coadyuvantes, — Respecto  á  esta 
falta  tampoco  pedí  su  snbsanación  por  las  razones 
consignadas  en  el  apartado  que  precede.» 

Causa  de  la  queja: 

Resultando  que  la  referida  Sala  por  auto  de  vein- 
ticuatro de  Agosto  último,  denegó  la  admisión  de  di- 
cho recurso  por  estimar  que,  confesándose  por  la  par- 
te recurrente  no  haber  establecido  reclamación  alguna 
contra  las  faltas  que  supone  cometidas  en  los  dos  mo- 
tivos alegados,  procede  dicha  denegación  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  número  quinto  artículo  quinto  de 
la  Orden  sobre  casación. 

Resultando  que  contra  esta  resolución  anunció  6 
interpuso  en  tiempo  y  forma  la  referida  representa- 
ción, el  presente  recurso  de  queja,  celebr&ndose  la 
correspondiente  vista  pública  con  asistencia  de  los 
Letrados  defensores  de  dicha  parte  y  de  la  no  recu- 
rrente,  sosteniendo  el  primero  la  procedencia  de  la 
queja,  é  impngnándola  el  segundo. 

Resolución: 

Considerando:  que  según  el  artículo'mil  seiscien- 
tos noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil en  concordancia  con  el  número  quinto  del  artículo 
séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  reguladora  del  piocedi- 
miento  para  la  casación  en  toda  clase  de  juicios,  (ara 
qne  un  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  pueda 
eer  admitido,  será  indispensable  que  la  falta  en  que 
se  funde  haya  sido  oportunamente  reclamada  en  los 
casos  en  que,  conforme  á  derecho,  tal  reclamación 
hubiese  sido  posible,  debiendo  ser  denegado  conforme 
al  artículo  once  de  dicha  Orden  el  recurso  en  que  no 
concurra  dicha  circunstancia. 
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Consideri^ndo  qae  en  «Be  caso  86  encaentra  inda- 
dablemeDte  ei  recurso  por  quebrantamiento  de  forma 
interpuesto  por  la  representación  del  Ayuntamiento 
de  Trinidad,  puesto  que  ésta  no  hizo  reclamación  aU 
guna  contra  la  falta  de  emplazamiento  para  el  juicio 
en  que  funda  loa  dos  motivos  alegados,  seg&n  lo  ex- 
presó la  misma  parte  en  su  escrito  de  interposición, 
sin  que  pueda  estimarse  que  no  era  legalmente  posi* 
ble  i^eclamar  en  el  caso  de  que  se  trata  por  las  razones 
que  aduce  el  recurrente,  ya  que  en  nada  le  impedía 
formular  su  reclamación  el  estado  en  que  se  encontra- 
ran los  autos  al  comparecer  aquel  en  ellos,  ni  el  que 
otras  de  las  partes  hubiera  reclamado  por  la  misma 
falta,  como  se  dice  ocurrió;  deduciéndose,  por  el  con- 
trario, de  esa  omisión  que  las  infracciones  de  forma 
que  dicho  recurrente  supone  cometidas,  fueron  por  él 
consentidas  y,  por  ^nto,  que  no  puede  alifgs,r]as  como 
fundamento  para  la  casación. 

Considerando  que  en  tal  concepto  al  denegar  la 
Sala  sentenciadora  la  admisión  del  referido  recurso  se 
ajustó  &  las  prescripciones  legales  aplicables  al  caso, 
y  por  tanto  procede  desestimar  la  queja  establecida 
imponiendo  las  costas  al  recurrente. 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  la 
representación  del  Ayuntamiento  de  Trinidad,  por 
den^^ión  del  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  que  interpuso  en  ei  juicio  de  referen- 
cia, con  las  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente.  Co- 
muniqúese ete. 

Lo  acordaron,  mandaron  y  firman  los  sefiores 
Magistrados  del  margen  ante  mi:  certifico. — Rafael 
Cruz  Pérez. — José  Várela, — José  Antonio  Pichardo. — 
Luis  Oastón.  —Carlos  Revilla. — :E1  Secretario,  Arman- 
do de  J.  Riva. 


Inf.  ley.— Sent.  12.— 24  de  Julio.— Marca  industrial.  ( Ga- 
ceta Marzo] i,  J90i,) 

1>()CTR1NA:  Es  improcedente  un  rccurfo 
de  casación  fundfldo  en  el  número  1?  del  art'culo 
1690  de  la  le}-  de  Enjuiciamiento  Civil  y  en  el  cual 
se  impugna  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por 
la  Sala  sentenciadora. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinticuatro  de  Ju- 
lio de  mil  novecientos  tres  en  el  recurso  de  casación 
dor  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio 
Fiscal  en  el  pleito  contencioso  administrativo  seguido 
ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 


BObETIK  LEGISLATIVO. 


entre  partes  d^  la  una  como  demandante  el  Sr.  Je  sé 
Manuel  Mítntecon  y  Rodríguez  del  comercio  y  vecino 
de  esta  ciudad  y  de  la  otra  como  demandada  la  Admi* 
nistraoión  General  del  Estado  repretientada  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  sobre  revocación  de  la  resolucióo  de  al 
Secretaria  de  Agricultura  Comercio  é  Industria,  que 
negó  al  primero  Ja  inscripción  de  una  marca  comerdal. 
Primero.  Resultando  que  la  sentencia  definitiva 
dictada  por  la  expresada  Sala  en  cinco  de  Mayo  últi- 
mo contienen  loe  Resultados  que  á  continuación  se 
transcriben. 

Antecedentes  administbativos: 

Segundo.  Resultando  que  según  aparece  de  los 
expedientes  administrativos,  que  se  han  remitido:  en 
Junio  de  mil  novecientos  qno  el  Sr.  José  Manuel  Man- 
tecón, establecido  ea  esta  Plaza  co^  Almacén  de  vive- 
res  finos,  solicitó  fiel  Secretario  de  Agricultura  Comer- 
cio é  Industria  inscribir  como  de  su  propiedad  en  el 
Registro  de  esta  Isla  una  marca  comercial  con  la  deno* 
minaoión  «Señorita»  para  distinguir  galleticas  que  ex« 
pendía  en  su  establecimiento;  y  al  efecto  acompaOó  la 
viñeta  ó  diseño  que  constituía  la  marca:  que  la  Socie^ 
dad  Económica  Amigos  del  País  informó,  que  con  esa 
marca  se  distinguía  una  forma  de  galleticas  de  recien- 
te  importación  por  varios  comerciantes  y  bastante  ex»- 
tendida  en  este  mercado,  pero  que  no  vela  inconve- 
niente en  que  se  concediera  la  marca,  siempre  que  á 
los  envases  se  añadiera  algún  distintivo  especial  que 
indicara  que  los  envases  de  esae  galleticas  eran  de  la 
venta  especial  del  establecimiento  de  dicho  Sr.  Mante- 
con,  á  fin  de  que  en  algo  se  diferenciara  de  las  corrien- 
tes en  el  mercado:  también  informó  el  Centro  General 
de  Comerciantes  é  Industriales  entre  oti'«-s  razones  y 
refiriéndose  á  la  inscripción  de  oti*as  marcas,  que  ya 
en  trece  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno,  expuso  quie 
los  nombres  de  Señorita  era  de  antiguo  usados  por  dis- 
tintos comerciantes  de  galletas  de  Inglaterra,  Francia, 
España  y  Cuba  y  que  los  comerciante^  de  esta  Isla  y 
de  la  Habana  especialmente,  las  importaban  y  vendían 
libremente,  sin  que  los  fabricantes,  no  importadores 
hubieran  pretendido  registrar  dichos  nombres,  con  que 
generalmente  eran  conocidas  las  galletas;  por  que  su 
registtx>,  por  un  determinado  comerciante,  le  otorga» 
ría  un  monopolio,  que  los  industriales  no  habían  quei* 
rido  ejercer  en  beneficio  del  consumidor  y  que  la  Corw 
poración  no  hallaba  forma  hábil  de  cohonestar  la  inar 
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oripcióu  de  la  referida  marca  á  trueque  de  que  el  soli- 
.  citante  adicionase  algún  otro  distintivo  y  cambiase  ra- 
dioalmente  el  estilo  del  envase:  y  la  Secretaria  de  Agri- 
cultura. Comercio  é  Industria  por  acuerdo  de  veinti- 
dós de  Enero  de  mil  novecientos  dos  desestimó  la  soli- 
«itud  del  8r.  Mantecón.  Este  en  catorce  de  Febrero 
siguiente  pidió  la  revisión  del  anterior  acuerdo  fundado 
«n  que  la  palabra  «Señorita»  de  marca  para  distinguir 
galleticas  no  Bguraba  en  ningún  catálogo  de  fabrican- 
tes extranjeros,  ni  del  País  y  en  comprobación  acom- 
pañó varios  catóilogos  de  los  comerciantes  que  mencio- 
naba: que  el  Centro  General  de  Comerciantes  é  Indus- 
tríales referido  ratiñcó  su  criterio  anterior  y  acompa- 
ñó nna  muestra  en  caja  de  la  fábrica  «La  Estrella»  de 
los  Sres.  Vilaplana  Guerrero  &  (Jt  denominada  Seño- 
rita, marca  Habanera,  y  la  referida  Secretaria  por 
acijLerdo  de  veintitrés  de  Abril  del  mismo  confirmó  su 
resolución  de  veintidós  de  Enero,  denegando  la  ins- 
-cripción  de  dicha  marca. 

Demanda  : 

Tercero.  Resultando  que  el  Procurador  Juan  Ma- 
yorga  á  nombre  de  D.  Jo^sé  Manuel  Mantecón  Eodri- 
guez,  acompañado  de  testimonio  de  poder  bastante  y 
del  traslado  del  acuerdo  de  veintitrés  de  Abril  de  mil 
novecientos  dos,  estableció  contra  é^te  recurso  conten- 
eioso  administrativo:  admitido  el  recurso  publicada  su 
interposición  y  recibidos  sus  antecedentes  gubernati- 
vos, formalizó  su  demanda  consignando  los  siguientes 
hechos:  Primero:  En  los  primeros  días  del  mes  de  Ju- 
nio del  año  mil  novecientos  uno  solicitó  D.  José  Ma- 
nuel Mantecón  y  Rodríguez  que  se  le  concediera  la 
propiedad  de  una  marca  industrial  digo  comercial  con 
la  denominación  «Señorita»  para  distinguir  las  galleti- 
-cas  que  vende  en  su  establecimiento  y  previo  informe 
la  Sociedad  Económica  que  lo  evacuó  en  términos  fa- 
vorables á  la  concesión  de  la  marca  y  del  Centro  Ge- 
neral de  Comerciantes  é  Industriales  que  lo  emiúó 
fundado  en  hechos  inexactos,  en  el  sentido  de  que  no 
debía  concederse  la  marca  por  ser  generalmente  cono- 
cida la  denominación  «Señorita»  para  distinguir  en  el 
comercio  una  clase  de  galleticas  que  producían  todas 
las  fábricas  y  vendían  todos  los  comerciantes,  fué  ne- 
gado á  Mantecón  el  certificado  de  propiedad  solicitado 
en  resolución  de  la  Secretaría  de  Agricultura.  Comer- 
cio é  Industria  fecha  veintidós  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos uno.— Srgundo:  Solicitado  por  D.  José  Manuel 
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Mantecón  antes  de  que  causara  estado  esa  resolución^ 
ante  la  propia  Secretaría,  que  se  recon^ideras6  el  caso- 
resuelto  y  se  le  concediera  el  certificado  de  la  marca 
toda  vez  que  la  negativa  de  ella  descausaba  en  los  erró- 
neos informes  del  Centro  de  Comerciantes,  según  lo 
demostraban  Jos  diez  y  seis  catálogos  de  fabricantes  y 
comerciantes  vendedores  de  galleticas,  que  acompaña- 
ba, en  ninguno  de  los  cuales  se  comprendía  clase  algu- 
na de  galleticas  con  el  nombre  de  «Señoritas»,  dispúso- 
la Secteraría  que  informara  nuevamente  el  mencionado 
Centro  de  Comerciantes,  que  lo  veiificó  con  fecha  siete 
de  Marzo,  en  el  sentido  de  que  debia  negarse  de  todos 
modos  la  propiedad  de  la  marca  á  Mantecón,  pues  loe 
Sres.  Vilaplana  Guerrero  y  CT  dueños  de  la  fábrica  de 
galleticas  «La  Estrella»,  establecida  en  esta  ciudad, 
producían  una  clase  de  galleticas  que  denominabais 
«Sí  ñoritas»  según  lo  probaba  el  catláogó  de  esa  fábri- 
ca que  acompañaba,  agregando  que  ignoraba  el  Centro- 
si  había  otra  fábrica  que  los  produjera  y  sosteniendo 
siempre  que  debía  negarse  la  marca,  en  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  dííl  articulo  quin-^ 
to  del  Real  Decreto  de  veintiubo  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  ochenta,  y  cuatro,  parecer  que  aceptó  6 
hizo  suyo  como  definitivo,  la  Secretaría  de  Agricultu- 
ra Comercio  6  Industria  declarando  que  no  había  lu- 
gar á  conceder  al  Sr.  Mantecón  la  marca  solicitada  por 
los  fundamentos  expresados  en  el  referido  informe,  en 
su  resolución  de  veintitrés  de  Abril  de  este  año,  contra 
la  que  se  dirige  la  presente  demanda. — Tercero:  No  cb 
cierto  que  hubiera  una  clase  especial  de  galleticas  gene- 
ralmente conocidas  en  el  Comercio  con  la  denomina- 
ción «Señorita»  con  anterioridad  á  la  fecha  en  que  soli^ 
tó  D.  José  Manuel  Mantecón  que  se  le  concediera  la 
propiedad  de  esa  marca,  como  lo  aprueba  el  hecho  def 
no  haber  indicado  el  Centro  General  de  Comerciantes 
é  Industriales  en  su  informe  de  siete  de  Marzo  más  fa- 
bricantes que  los  Sres.  Vilaplana  Guerrero  y  C^  como 
productores-  de  galleticas  con  la  denominación  «Seño- 
ritas», los  diez  y  seis  c^talog*  s  que  obran  en  el  expe- 
diente administrativo  y  el  que  acompaña  á  este  escri- 
to de  los  Sres.  Bastillo  y  Sobrino  comerciantes  vende- 
dores de  galleticas,  que  á  pesar  de  toner  fecha  ese  ca- 
tálogo de  Agosto  de  este  año  no  comprenden  en  él  cla- 
se de  galleta  alguna,  con  el  nombre  de  «Señorita». — 
Cuarto:  Los  Sres.  Vilaplana  Guerrero  y  W  no  tenían 
comprendida  en  el  catálogo  que  usaban,  cuando  fué 
solicitada  la  propiedad  de  la  marca  por  el  Sr.  Man  te* 
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«ón.  del  que  acompañamos  uq  ejemplar,  ninguna  cla- 
se  de  galleticas  con  el  nombre  de  ffSeñoritas»  para  8u 
venta^  lo  que  indica,  que  no  las  producían  entonces,  y 
después  que  el  Sr.  Mantecón  s  ilícito  la  propiedad  de 
esa  marca  fué  que  comenzaron  á.  producir  galleticas 
con  el  nombre  de  «Señoritas»  y  qne  incluyeron  esta  cla- 
se de  galleticas  con  esa  denominación  en  el  nuevo  ca- 
tálogo de  esa  casa  del  que  es  un  ejemplar  el  acompa* 
nado  á  su  citado  informe  por  el  Centro  General  de  Co- 
merciantes é  Industriales. — Quinto:  Cu«ndo  el  Señor 
Mantecón  solicitó  en  el  mes  de  Junio  del  año  mil  no- 
vecientos uno  certificado  de  propiedad  de  la  marca 
«Señorita»  para  distinguir  galleticas,  no  figuraba  ins- 
cripta ninguna  marca  parecida  ni  semejante  á  la  pedida 
por  Mantecón  ni  constaba  siquiera  solicitada:  no  te- 
niendo D  >r  lo  tanto  los  Sres.  Yilaplana  Guerrero  y  CT 
<5ert¡ficado  de  propiedad  pai-a  distinguir  con  el  nombre 
de  «Señoritas»  las  galleticas  que  hoy  producen,  que  les 
concediere  el  uso  exclusivo  de  dicha  marca,  y  les  die- 
ra derecho  á  oponerse  fuera  concedido  á  otro  indus- 
trial 6  comerciante  que  en  forma  lo  solicitara  y  Sexto: 
Las  galleticas  que  pretende  distinguir  D.  José  Manuel 
Mantecón  con  la  marca  «Señoritas»  no  son  iguales  por 
su  clase  ni  envases  á  las  que  producen  los  Sres.  Vila- 
plana  Guerrero  y  CT  en  su  fábrica  i'La  Estrella»,  estan- 
do como  es  natu»'al  señalados  con  el  nombre  del  fabri- 
cante que  los  elabora,  por  ser  la  marca  que  ha  solici- 
tado el  Sr.  Mantecón  de  carácter  comercial  y  no  indus- 
trial, lo  que,  por  cousiguiente,  demuestra  aún  más,  que 
no  hay  clase  especial  y  única  de  gallet'as  que  se  distin- 
ga en  el  comercio  de  modo  general  y  uniforme  con  la 
denominación  «Señoritas».  Después  de  exponer  las 
razoneM  por  que  procede  el  recurso  contencioso  admi- 
nistrativo y  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó 
oportunos,  concluyó  pidiendo  á  la  Sala  que  dictara 
sentencia  declarando  con  lugar  la  demanda  y  en  su 
consecuencia  se  dejara  sin  efecto  la  resolución  de  la 
Secretaría  de  Agricultuia  Comercio  é  Industria  fecha 
veintitrés  de  Abril  de  este  año  que  denegó  al  Sr.  José 
Manuel  Mantecón  la  propiedad  de  la  marca  «Señoritas» 
para  distinguir  las  galleticas  que  expende  en  su  esta- 
blecimiento, mandando  que  se  expida  por  dicha  Secre- 
taria el  certificado  de  propieda  de  esa  marca.  Y  acom- 
pañó con  dicho  escrito  de  demanda  los  catálogos  de  los 
conerdantes  Sres,  Bustillo  y  Sobrino  y  Vilaplana 
Guerrera  y  C?  á  que  se  refieren  los  hechos  tercero  y 
<;uarto  del   mismo  escrito. 
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Contestación: 

Cuarto.  Resultando  que  3\  Ministerio  Fiscal  se 
opuso  4  la  demanda  pidiendo  al  Tribunal  que  se  sirvie- 
ra desestimarla  y  declarar  subsistente  la  resolución  re- 
clamada con  expresi  condenación  de  costas  al  deman- 
dante, exponiendo  los  hechos  siguientes:  Primero.  En 
Junio  de  mil  novecientos  uno  el  Sr.  D,  José  Manuel 
Mantecón  presentó  instancia  ala  Secretaria  de  Agricul- 
tura Comercio  é  Industria  solicitando  inscribir  como 
de  su  propiedad  en  el  Registro  de  est-a  Isla  una  marca 
comercial  con  la  denominación  de  ffSeñoritas»  pai*a  dis- 
tinguir galieticas  que  expende  en  su  establecimiento^ 
acompañando  la  documentación  necesaria:  Pasado  in- 
forme de  la  Sociedad  Económica  ésta  dictaminó  en  el 
sentido  de  que  cun  la  citada  marca  «Señorita»  se 
distingue  una  marrca  de  galieticas  de  reciente  im- 
portación en  est-a  Isla,  por  lo  que  entendía  no  debta 
accederse  á  lo  solicitado  á  menos  de  que  en  los  en- 
vases de  las  galieticas  del  Sr.  Mantecón  se  añadiera 
algún  distintivo  especial  que  indicara  que  las  citadas 
galieticas  son  de  ventíi  especial  ó  han  salido  del 
establecimiento  del  Sr.  Mantecón.  En  el  mismo  sen- 
tido hubo  de  informar  el  Centro  General  de  Comer- 
ciantes é  Industriales  de  la  Isla  de  Cuba. — Segundo; 
De  los  expedientes  administrativos  consta  que  la  So- 
ciedad de  Sres.  Vilaplana  Guerrero  y  C*.*^  dueños  de  la 
fábrica  de  galieticas  «La  Estrella»  fabrican  una  clase 
de  galieticas  denominadas  «Sr'ñoritas».  Tercero.  De- 
negada por  la  Secretaria  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio  la  solicitud  de  inscripción  de  marca  hecha 
por  el  Sr.  José  Manuel  Mantecón  y  Rodi  iguez  estable- 
ció el  presente  recurso  contencioso  administrativo. 
Y  alegó  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  opor- 
tunos. 

Prukba: 

Quinto.  Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prue- 
ba, el  demandante  y  el  demandado  reprodujeron  el 
mérito  favorable  de  autos,  y  á  instancia  del  recurren- 
te se  practicó  la  siguiente:  Certificación  expedida  por 
el  Centro  General  de  Comerciantes  é  Industriales,  en 
la  que  hace  constar  que  el  Sr.  Luis  G.  Guerrero  mien- 
bro  de  la  razón  social  Vilaplana  Guerrero  y  C?  es  Vo- 
cal de  la  Directiva  del  Centro  desde  primero  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  hasta  la  fecha,  tín 
)que  halla  dejado  de  serlo  en  ninguna  época  por  haber 
eido  reelecto  en  las  Asambleas  generales  de  mil  nove- 
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cientos  y  mil  novecientos  dos,  figurando  siempre  en  la 
Sección  de  Industria  del  Centro.  La  diligencia  prac- 
ticada por  el  Secretario  de  esta  Sala  en  el  estableci- 
miento cromo-litográfico  de  D.  Angei  Estrugo,  para 
certificar  con  vista  del  libro  de  cuentas  un  asiento  re- 
ferente á  los  últimos  catálogos  de  galleticas  «La  Estre- 
lla», que  no  pudo  practicarse  por  manifestar  el  Sr.  Es- 
trugo, que  el  libro  de  cuentas  corrientes  es  de  su  uso 
exclusivo  privado,  por  lo  que  no  le  exhibía:  Que  libra- 
da comunicación  al  Sr.  Administrador  de  Aduana  de 
este  Puerto  para  que  informara  previas  las  investiga- 
cion(»8  necesatias,  si  los  comerciantes  de  esta  Isla  han 
importado  ó  importan  en  la  actualidad  galleticas  de 
procedencia  extranjera  con  U  denominación  de  «Señori- 
tas» expresando  las  fechas  de  las  importaciones  y  los 
nombres  de  los  comerciantes  que  la  recibieron,  infor- 
mó que  siendo  dicha  mercancía  de  las  que  paga  derecho 
por  peso  específi  o,  la  Aduana  no  ha  tomado  nunca  por 
innecesario,  dato  alguno  en  cuanto  á  marcas  especiales 
ó  particulares,  sino  clases  en  general:  Informe  de  la 
Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  que 
expresa:  primero,  que  con  anterioridad  á  la  fecha  en 
que  don  Joí-é  Manuel  Mantecón  solicitó  el  certificado 
de  propiedad  de  la  marca  «Señorita»  para  distinguir 
las  galleticas  que  expende  en  su  establecimiento,  nadie 
la  había  solicitado  de  la  Secretaría;  y  spgundo:  que 
con  posterioridad,  solo  consta  pedida  por  los  sí-ñores 
Mantecón  Hermanos  (S.  en  C.)>  ^^  marca  «La  Señori- 
ta» para  distinguir  galleticas  crema,  la  cual  le  fué  ne- 
gada por  acuerdo  de  dos  de  Julio  de  mil  novecientos 
dos,  comunicado  á  dichos  Sres.  en  tres  del  mismo  mes 
y  año.  Las  declaraciones  de  los  testigos  D.  Manuel 
Gómez  y  D.  José  Vázquez  que  manifestaron:  Prime- 
ro: no  comprenderles  las  generales  de  la  ley.  Segun- 
do: el  primer  testigo,  que  era  cierto  que  el  Sr.  Mante- 
cón, comerciante  establecido  en  esta  plaza,  acreditó 
en  los  años  mil  novecientos  á  mil  noveci^-ntos  uno, 
una  cla-se  de  galletilla«  que  importa,  llamándola  «Se- 
ñorita» para  distinguirla  de  las  otras  muchas  clases  de 
galleticas  que  lecibe,  y  le  consta  porque  por  esa  fecha 
se  encontraba  en  la  Habana;  y  el  segundo  testigo  que 
por  los  años  expresados  en  la  pregunta  sabía  que  los 
dependientes  del  esta^bleci miento  del  señor  Mantecón 
íixpendían  á  otros  establecimientos  déla  ciudad  las  ga- 
lleticas con  el  nombre  de  «Señoritas»  ignorando  si  en 
otros  establecimientos  se  expendían;  tercero,  el  primer 
testigo,  que  tiene  conocimiento  de  que  Mantecón  soli- 
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citó  la  inserí pcióa  de  la  marca  ignorando  la  fecha  en 
que  la  pidió  y  el  segundo  testigo  que  lo  ignoraba; 
cuarto,  puesto  de  manifiesto  las  galleticas  presenta- 
das por  el  recuTrente,  el  primer  testigo  dijo:  que  son 
iguales  á  las  que  sa  ha  referido  y  el  begundo  que  eran 
las  mismas  con  aquel  nombre;  quinto,  el  primer  testi- 
go, que  era  cierto  que  con  anterioiidad  á  la  solicitud 
de  Mantecón  para  la  coucesión  de  la  marca  no  se  fa- 
bricaban ni  se  expendían  por  Vilaplana  Guerrero  y 
C?",  dueños  de  «La  Estrella»,  galleticas  «SeñoritasM  con 
referencia  á  mil  novecientos,  en  que  estuvo  el  testigo 
empleado  en  la  casa  de  aquellos  señores  y  el  segundo 
testigo  que  en  la  época  á  que  se  refería  solo  conocía 
las  galleticas  expresadas;  sexto,  con. presencia  del  ca- 
tálogo de  Vila^ana  Guerrero  y  C^  presentado  con  la 
demanda,  dijo  el  primer  testigo,  que  cuando  él  estuvo 
en  esa  casa  se  usaban  ya  esos  catálogos,  ignorando  si 
después  usaron  otros,  y  el  segundo  testigo  que  lo  re- 
conocía como  el  que  usaban  en  mil  novecientos  uno  y 
en  los  primeros  meseá  de  mil  novecientos  dos  y  le 
consta  por  haber  estado  en  esa  época  en  un  depósito 
que  tenía  Vilaplana  Guerrero  y  &  en  Jesús  del  Mon- 
te; séptimo,  el  primer  testigo  que  ignoraba  que  en  el 
comercio,  no  era  conocida  en  Marzo  de  mil  novecien- 
tos dos,  con  el  nombre  de  «Señorita^  má^  galleticas 
que  las  que  vendía  Mantecón  en  su  establecimiento;  y 
el  segundo  testigo  que  era  ciei  to  y  le  constaba;  octavo, 
con  presencia  del  catálogo  de  Vilaplana  Guerrero  y 
C^  que  obra  en  el  expediente  administrativo,  manifes- 
taron ambos  testigos  que  no  conocían  hasta  ese  acto 
dicho  catálogo;  noveno,  los  dos  testigos  que  era  cierto 
que  en  el  comercio  se  distingue  perfectamente  por  su 
diferente  clase,  elaboración,  forma,  señales  y  envases 
las  galleticas  que  expende  Mantecón  de  las  que  fabri- 
can y  expenden  Vilaplana  Guerrero  3'  C^,  y  décimo: 
que  por  lo  declarado  se  refieren  á  la  razón  de  su  dicho. 
Y  además  que  ignoraba  que  Vilaplana  Guerrero  y  C^ 
no  circularon  los  catálogos  iguales  al  que  obra  en  el 
expediente  administrativo  hasta  Marzo  de  mil  nove- 
cientos dos,  y  que  e^os  catálogos  fueron  hechos  en 
el  establecimiento  tipográfico  dn  don  Ángel  Estrugo. 
Las  declaraciones  de  los  testigos  don  Wenceslao  Sal- 
vat,  doii  Apolinar  Sotelo,  don  Fernando  Gómez  y  Pé- 
rez y  don  Domingo  Yrizarri  3^^  Larrapide,  los  qne  ma- 
nifestaron, primero:  no  comprenderles  las  generales 
de  la  ley;  se-^undo,  que  son  dueños  de  establecimientos 
de  víveres  respectivamente  de  los  titulados  Cuba  Cata- 
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luna,  Santo  Domingo,. El  Peral,  Viña  de  Belén;  tercero, 
que  el  catálogo  presentado  en  el  expediente  adminis- 
trativo de  su  respectivo  establecimiento  es  legítimo; 
cuarto,  el  primero,  segundo  y  cuarto  testigo,  que  es  cier- 
to que  no  se  incluyó  en  ese  ca»tálogo  la  galleta  «Se- 
íiorita»  por  no  haber  una  clase  especial  de  galleta  co- 
nocidiv  con  esa  denominación  pues  contal  nombre  solo 
se  conoce  unas  galleticas  que  expende  Mantecón  y  que 
^ste  impoTta  con  el  nombre  de  «Fiuger  Cream»  agre- 
gando el  segundo  que  la  galleta  que  conoce  por  «Seño- 
rita»,  es  la  «Finger  Cream»,  que  ha  comprado  á  Man- 
tecón que  ni  el  declarante  las  recibe  ni  sabe  que  otro 
<;omercian te  la  importen  ó  vendan  con  el  nombre  de 
«Señorita»  y  el  tercer  testigo  que  es  cierto  el  primer 
extremo,  pero  ignora  si  Mantecón  las  importa  y  el  se- 
gundo párrafo  es  cierto  en  cuanto  al  declarante,  igno- 
rándolo respecto  de  los  demás  comerciantes;  quinto; 
todos  los  testigos  que  es  cierto  que  el  público  consu- 
midor llama  «Señorita^  á  las  galleticas  ((Finger  Cream» 
que  importa  y  vende  Mantecón  agregando  el  tercer 
testigo  que  ignorando  como  ha  dicho,  si  Jas  importa  ó 
no  Mantecón;  sexto,  el  piúmer  testigo  que  nunca  ha 
<3omprado  en  el  establecimiento  Vilaplana  Guerrero  y 
C^  ni  sabe  que  eu  el  mismo  se  fabricaban  galleticas 
con  la  denominación  de  (cSeñoritas»  ni  las  vio  anuncia- 
das en  loa  catálogos  ni  antes  ni  después  de  Marzo  de 
este  año;  pues  no  la  conocía  ignorándolo  respecto  á 
los  dueños  de  establecimiento.^  de  esta  ciudad,  el  se- 
gundo testigo  que  es  cierto  en  cuanto  4  él,  pues  nunca 
compró  galleticas  á  Vilaplana  Guerrero  y  Compañía 
y  el  tercero  y  cuarto  testigo  que  era  cierto  eu  cuanto 
Á  ellos,  ignorándolo  respecto  á  los  demás  comercian- 
tes; séptimo  con  presencia  del  catálogo  que  obra  en 
los  autos  á  fojas  nueve  dijeron  que  no  lo  conocían  y 
que  era  cierto  que  lo  declarado  les  consta  como  due- 
ños del  establecimiento  á  que  se  han  referido.  La 
declaración  de  D.  Ángel  Estrugo  y  Hernández  que 
expresó  no  comprenderle  las  generales  de  la  ley:  que 
no  es  cierto  que  sea  dueño  de  uii  establecimiento  cro- 
molitográfico situado  en  Amistad  ciento  cuarenta,  pues 
solo  es  encargado,  que  ha  hecho  catálogos  á  los  seño- 
res Vilaplana  Guerrero  y  Compañía  desde  el  año  no- 
vecientos, pero  que  no  puede  precisar  las  fechas  en  que 
fueron  hechos,  pues  lo  ha  hecho  varias  veces,  que  el 
catálogo  de  fojas  cincuenta  y  cuati  o  del  expediente 
^ministrativo  lo  reconoce  como  hecho  en  el  estable- 
-cimiento  de  que  es  encargado  sin  precisar  la  fecha 
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aclarando  que  lo  hecho  en  el  establecimiento  es  la  par- 
te interior  del  catálogo  y  recuerda  que  á  último  del 
año  pasado  se  entregaron  á  Vilaplana  Guerrero  y  C^ 
tenían  en  la  primera  y  última  página  dorada,  que  no 
tiene  el  examinado  y  que  en  todo  lo  demás  son  iguales 
sin  poder  hacer  esta  aQrmación  respecto  del  contenido, 
que  el  catálogo  de  foj.is  nueve  de  los  autos  es  hecho  en 
la  casa  de  que  es  encargado;  sin  poder  precisar  la  fe- 
cha ni  el  año;  y  que  lo  declarado  le  <;onsta  como  en- 
cargado del  establecimiento,  según  deja  dicho.  La 
declaración  del  testigo  D.  Luis  ('ajete  Guerrero  que 
manifestó  no  comprenderle  las  geneíales  déla  ley: que 
es  cierto  es  socio  re¡)r€ sentante  de  la  (.^ompañía  Vila- 
plana Guerrero  y  C>  propietaria  de  la  fábrica  «La  Es- 
trella» situada  en  la  Calzada  de  la  Infanta  que  el  catá- 
log  »  que  obra  á  fojas  cincuenta  y  cuatro  del  expedien- 
te administrativo  se  hicieron  en  el  establecrmiento  de 
D.  Ángel  F.  Estrugo  y  en  otroá  también  y  sin  poder 
precisar  la  fecha  asegura  que  fueron  puestos  en  circu- 
lación entre  los  meses  de  Marzo  y  Abril  últimos;  que 
el  catálogo  de  fojas  nueve  de  los  autos  no  puede  pre- 
cisar si  los  iguales  fueron  puestos  en  circulación  ante» 
ó  después  del  referido;  que  en  la  época  en  que  se  pu- 
sieron en  circulación  los  catálogos  de  fojas  nueve,  se 
fabricaban  en  el  establecimiento  las  galleticas  aSeño- 
ritasa  y  que  no  las  incluyeron  en  los  catálogos  por  que 
no  estaban  obligados  á  hacerlo,  que  esas  galleticas  se 
fabricaban  en  la  Estrella  desde  Enero  de  mil  nove- 
cientos dos  y  que  es  cierto  que  la  incluyeron  en  lo& 
catálogos  por  lo  solicitadas  que  eran  por  el  público  y 
que  los  aparatos  para  la  fabricación  los  tenían  con< 
mucha  anterioridad;  y  que  lo  declarado  le  consta  co- 
mo socio  que  es  y  representante  de  la  Sociedad  Vila- 
plana Guerrero  y  Compañía.  Y  por  último  la  prueba 
pericial  practicada  por  dos  peritos  mercantiles,  con 
presencia  de  los  envases  y  galleticas,  uno  presentado- 
por  el  recurrente,  de  la  marca  cuya  inscripción  solici- 
tó y  el  otro  traído  de  la  Secretaría  de  Agrifuitura, 
Industria  y  Comercio,  que  se  refiere  á  la  de  Vilapla- 
na Guerrero  y  C'.^  informando  dichos  peritos  que  salta 
enseguida  á  la  vista  la  notable  diferencia  de  las  mis- 
mas, pues  difieren  en  la  forma  y  dimensiones,  creyen- 
do que  tanto  los  productos  como  los  envases  délos 
doá  productos  de  los  Sres.  Vilaplana  Guerrero  y  C^  y 
José  M.  l^Iantecón  son  distintos  y  que  por  su  forma  y 
envases  distintos  no  pueden  confundirse  fácilmente 
en  el  comercio». 
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Rksolució»v  recurrida: 

Sexto.  Kesultando  que  la  Sala  sentenciadora  de- 
claró con  lugar  el  recuro  contencioso-administrativo 
establecido,  y  en  su  consecuencia,  con  revocación  do 
lo  resuelto  por  la  Secretaría  de  Agricultura,  Comercio 
é  Industria,  declaró  que  procede  y  debe  expedirse  por 
el  referido  Centro  Oíicial  el  certificado  de  inscripción 
de  la  marca  comercial  «Señorita»  solicitada  por  don 
José  Manuel  Mantecón,  para  distinguir  una  clase  de 
galleticas  que  expende  en  su  establecimiento  sin  espe- 
cial condenación  de  costas  fundándose  para  ello  en 
que  por  Iqs  distintos  elementos  de  pruebas  ti-aídos  al 
juicio  no  se  ha  demostrado  que  la  denAninación  de 
«Señorita»  que,  como  marca  comercial  se  propone  usar 
Mantecón  para  distinguir  una  clase  especial  de  galle- 
ticas  que  expende  en  su  rstableci miento,  se  emplea 
realmente  y  de  un  modo  general  en  el  comercio  para 
designar  determinada  clase  de  galleticas,  habiénd»  se 
por  el  coutratio  jtistificado  plenament-e  por  la  prueba 
testifical  practicada  que  cuando  Mantecón  solicitó  la 
inscripción  de  dicha  man  a,  la  expresada  denominación 
de  «Señorita)!  no  era  empleada  generalmente  en  el  co- 
mercio con  aquel  objeto  y  por  lo  tanto  que  ese  distin- 
tivo no  se  encuentra  comprendido  en  la  excepción  es- 
tablecida en  el  número  tercero  del  artículo  quinto  del 
Real  Decreto  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochentíi  y  cuatro:  estimando  por  otra  parte  que  la 
concesión  de  una  marca  meramente  comercial  no  im- 
plica monopolio  de  ninguna  clase  en  favor  del  comer- 
ciante que  la  obtiene. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Séptimo.  Eesultando  que  contra  esta  sentencia 
interpuso  el  Ministerio  Fiscal  el  presente  recurso,  ex- 
presando estar  autorizado  por  el  caso  primero  del  ar- 
tículo mil  seiscient(<í5  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  que  se  ha  infringido  el  inciso  tercero 
del  artículo  quinto  del  Real  Decreto  de  veintiuno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  pues  usán- 
dose en  el  comercio  la  palabra  «Señorita»  para  deter- 
minar una  clase  de  galleticas — que  es  la  que  se  dení>- 
mina  en  los  envases  extranjeros  con  el  nombre  de 
(íFinger  Cream» — según  se  declara  en  los  Resultandos 
de  la  sentencia  que  se  recurre,  no  es  posible  hacer  la 
concesión  de  la  inscripción  de  marca  de  gaUeticas  con 
esa  denominac  ón  de  «Señorita»  á  favor  de  un  deter- 
minado comerciante,  pues  por  el  artículo  quinto  inci- 
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SO  tercero  de  la  Ley  mencionada  arriba,  quedan  ex- 
ceptuados de  poder8e  adoptar  por  los  comerciantes  las 
denominacioiías  usadas  generalmente  en  el  comercio 
para  determinadas  clases  de  mercancías,  que  en  este 
caso  son  las  galleticas  marca  «Señorita»,  infringiótidostí 
por  lo  tanto  en  la  s-entencia  el  artículo  y  Ley  men- 
cionado al  declarar  en  ella  que  procede  y  debe  expe- 
dirse por  la  Secretaría  de  Agricultura,  Comercio  é 
Industria  el  certificado  de  inscripción  cor  respondió)  te 
á  dicha  marca  comercial,  y  mucho  más  cuando  en  la 
propia  sentencia  se  reconoce  que  en  los  catálogos  de 
los  señores  Villaplana  Guerrero  y  Compañía,  fabri- 
cantes do  es  til  plaza,  figuia  la  denominación  de  «Se- 
ñoritas» entre  las  clases  de  galleticas  que  en  él  se 
anuncian. 

Octavo.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y 
sustanciado  debidamente  en  este  Tribun:d  se  celebro 
la  vista  publica  con  asistencia  solo  del  Letrado  defen- 
sor de  la  parte  no  recurrente  que  lo  impugnó. 

Decisión  dkl  ri:curso: 

Siendo  Ponent^i  el  .Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Primero.  Considerando  que,  aunque  este  recurso 
se  dice  autorizado  por  el  número  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  el  razonamiento  todo  en  que  se  apoya  se  dirige 
realmente  á  impugnar  la  apreciación  de  la  prueba  he- 
cha por  laSalasentenciiidora  en  uso  de  sus  facultades, 
puesto  que  el  recurrente  afirma  estar  justificado  que 
la  denominación  de  «Senorita))  se  usa  generalmente  en 
el  comercio  para  determinar  una  el  ase  de  galleticas, 
siendo  así  que  el  fallo  recurrido  se  funda  precisamente 
en  una  apreeiaciación  del  todo  con  tríiria  respecto  de  los 
elementos  probato,  ios  aducidos  al  jtjícío,  y  como  tal 
motivo  de  casación  no  puede  alegarse  al  amparo  del 
precepto  invocado  sino  del  ntimero séptimo  del  mismo 
artículo  mil  seiscientos  noventa,  siempre  que  se  haga 
en  la  forma  y  modo  que  el  mismo  señala,  resulta  que 
no  se  ha  cumplido  en  la  interposición  del  recurso 
el  requisito  que  exige  el  número  tercero  del  artículo 
quinto  de  la  orilen  número  noventa  y  dos  de  rail  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  alo  cual  erjuivale  según  la 
jurisprudencia  establecida,  el  citar  incongruentemen- 
te el  precefito  que  lo  autorice. 

Segundo:  .-  Considerando  que  por  este  defecto  sus- 
tancial el  rebullo  carece  de  eficacia  legal  para  que 
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pueda  ser  discatido  y  resuelto  á  los  efectos  de  la  casa- 
ción y  debe  eer  por  tanto  desestimado. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  como  repre- 
sentante de  la  Admitistracióu  del  Estado,  en  el  pleito 
contencinso-administrativo  de  referencia,  con  las  cos- 
tas de  oficio.     Comuniqúese  etc. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez — José  Vá- 
rela.— Luis  Gastón. — José  Antonio  Pichardo. — Carlos 
Revilla. 


Inf.  ley.— Sent.  13.— 4  de  Noviembre.— Ley  infringida, 

{Gac,  Marzo  U,  1904.,)  ^' 

DOCTRINA:  Cuando  la  lev  que  se  cita  co- 
mo infringida  contiene  varios  artículos,  para  que 
quede  citada  con  precisión  es  necesario  determinar 
el  artículo  á  que  se  refiere  la  infracción. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  tres  en  el  recurso  de  ^casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  Fis- 
cal y  el  Procurador  Nicolás  Rterling  y  Varona  (i  nom- 
bre del  Ayuntamiento  de  la  Habana  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  catorce  de  Agosto  del  corriente  año  en 
el  pleito  contencioBO-administrativo  seguido  por  el  re- 
ferido Ayuntamiento  contra  la  Administración  Gene- 
ral del  Estado  repre-entada  por  el  Ministerio  fiscal 
solicitando  éste  que  en  vez  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  lo  Civil  aunque  favorable  al  Estado,  se  dic- 
te en  su  lugar  otra  declarando  la  incompetencia  de 
dicha  Sala  para  conocer  de  este  asunto  por  no  ser  de 
su  jurisdicción,  romo  oportunamente  solicitó  y  le  fué 
negado,  y  el  Procuiadoi-  Sterliug  que  se  deje  sin  efec- 
to la  resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda  de  diez 
y  nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos  sobre  aibi- 
trio  de  «Vendedores  ambulantes». 

Primero.  Resultando  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida se  consignan  como  hechos  los  contenidos  en  los 
siguientes  Resultandos  de  la  misma  que  literalmente 
se  transcriben: 

ANTEGEDE>rTE8  ADMINISTRATIVOS: 

Segando.  Resultando  del  expediente  administra- 
tivo: que  en  cinco  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos, 
el  Alcalde  Municipal  de  esta  ciudad  remitió  al  señor 
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Secretario  de  Hacienda  las  instaocias  que  habían  pre- 
sentado los  señores  M.  T.  Gudeman  y  Rafael  Benítez 
y  los  expedientes  que  habían  originado  las  misma» 
instancias,  estableciendo  por  éstas  alzada  ante  aquella 
Secretaría,  p:)r  la  resolución  que  había  tomado  la  Al- 
caldía de  condenar  al  pago  de  vendedores  ambulantes 
á  los  que  de  una  manera  clara  resultaran  comproba- 
dos que  ambulantemente  se  dedicaban  al  ejercicio  do 
esa  industria,  y  después  de  referir  los  trámites  obser- 
vados p-ira  la  imposición  del  impuesto,  le  rogaba  que 
al  resolver  las  alzadas  se  condenara  al  pago  á  las  Em- 
presas para  satisfacer  por  cada  carro  que  tuvieran  ins- 
cripto, sin  que  procediera  la  comprobación  del  ejerci- 
cio de  la  industria,  llamando  su  atención  á  que  si  se 
resoi^iera  no  haber  lugar  al  cobro,  la  resolución  en- 
volvería modificación  del  artículo  cuarenta  y  cuatro 
del  Reglamento  de  Subsidio  Industrial  y  lo  resuelto 
en  términos  generales  sobre  el  ai  bi trio  de  vendedores 
ambulantes.  Y  después  de  tramitada  la  alzada,  la 
Secretar'ui  de  Ilacieuda  con  fecha  diez  y  nueve  del 
mismo  niQs  de  Agosto,  considerando  que  eran  vende- 
dores ambulantes  los  que  ejercían  tal  industria  sin  que 
ésta  tuviera  domicilio  fijo,  explotando  la  reventa  de 
los  artículos  que  despachaban,  resolvió  declai*audo, 
que  los  dependientes  de  la-<  fábricas  que  se  dedicaban 
á  proponer  y  repartir  en  cualquier  forma,  pero  siem- 
pre dentro  del  término  en  que  esté  domiciliada  la  fá- 
brica, los  productos  elaborados  en  y  por  cuenta  de 
aquélla,  no  est-aba'i  sujetos  al  pago  del  arbitrio  de  ven- 
dedores ambulantes. 

Demanda:  , 

Tercero.  Resultando  que  el  Ayuntamiento  de 
esta  ciudad  representado  por  el  Procurador  Nicolás 
Sterling  por  escrito  de  diez  de  Noviembre  último  es- 
tableció recurso  contencioso-administ.rativo  contra  la 
expresada  resolución  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de 
mil  novecientos  dos  acompañando  copia  de  éí^ta  y  ade- 
más de  otra  resolución  de  la  raisuii.  Secretaría  de  Ha- 
cienda de  diez  y  nueve  de  Marzo  del  propio  afío,  por 
la  que  dispiiáo  lo  sigiiieiite:  «Esta  Secretaría  ha  resuel- 
to con  fecha  de  hoy  declarar  que  para  cobro  del  arbi- 
trio «Vendedores  Ambulantes»  hade  ceñirse  ese  Ayun- 
tamiento al  re3ultado  de  las  comprobaciones  que  en 
cada  caso  realice,  cuando  sospeche  que,  sin  tributar, 
se  ejc5rzi  alguna  industria  en  ambulancia;  puesto  que 
conforme  ii  lo  que  ha   de  enteiulerse  por   <r Vendedor 
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Aoibulante»,  como  ya  queda  dicho,  ni  todos  los  que 
reclaman  en  el  expediente,  son  de  considerarse  como 
tales,  ni  puede  aceptarse  que  de  una  manera  general 
se  Jntent'C  declararlos  comprendidos  entre  esa  clase  de 
industríales,  para  obligarlos  asi  al  pago  del  arbitrio»: 
qne  admitido  por  la  Sala  dicho  recurso,  publicada  su 
interposición  y  traidos  los  antecedentes  administrati- 
vos, el  recurrente  formalizó  su  demanda,  pidiendo  que 
se  revocara  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Ilacienda 
«ie  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos  y 
que  se  declarara  que  los  carros  dedicados  al  transporte 
de  mercancías  y  efectos  que  no  fueran  meros  conduc- 
tores de  efectos  previamente  vendidos  y  que  ofrecieran 
su  artículo  en  la  vía  píiblica  y  lo  vendieran,  estaban 
de  lleno  incluidos  en  la  clasificación  de  vendedores 
ambulantes,  exponiendo:  Hechos:  Primero:  en  el  De- 
partamento de  contribuciones  del  Ayuntamiento  de  la 
Habana  se  instruyó  un  expediente  promovido  á  virtud 
de  parte  producido  por  los  inspectores  de  la  cuarta  y 
quinta  zona  señores  Echezabal  y  Cantera  sobre  deten- 
ción de  gaseosas  á  don  José  María  Ibarguengoitia  de 
la  fábrica  de  Arsenal  número  doce.  Segundo:  Con 
motivo  de  estar  expendiendo  gaseosa  de  dicha  fábrica 
por  medió  de  venta  concertada  libremente,  bajo  una 
oferta  ocasional,  y  de  no  haber  exihibidoá  los  señores 
Inspectores  citítdos  la  correspondiente  chapa  que  au- 
toriza á  la  venta  ambulante,  fuercm  aquéllos  denuncia- 
dos, produciéndose  el  correspondiente  parte,  formán- 
dose el  oportuno  expediente  á  que  nos  hemos  referido 
en  el  hecho  anterior  que  radicó  en  el  Negociado  de 
(fPropios  y  Arbitrios».  Tercero:  Con  este  motivo  le- 
vantaron los  Inspectores  citados  el  acta  correspondien- 
te dando  cuenta  de  haber  comprobado  que  el  señor 
José  María  Ibarguengoitia  estaba  proponiendo  gaseo- 
sas y  aguas  minerales  en  la  bodega  situadaí  en  Ange- 
les y  Sitios,  artículos  que  llevaba  éste  á  su  libre  dis- 
posición, segím  lo  acreditó  bajo  su  propia  firma  y  sin 
la  licencia  del  caso.  Cuarto:  Con  este  motivo  se  ins- 
truyó en  el  Departamento  de  contribuciones  el  opor- 
tuno expediente  acordando  el  Ayuntamiento  que  esta- 
ban aquellos  industriales  sujetos  al  pago  del  referido 
arbitrio.  Quinto:  No  conforme  con  ese  acuerdo  se 
alzaron  los  interesados  y  la  Secretaría  de  Hacienda, 
de  acuerdo  con  el  dictamen  emitido  por  el  Negociado 
y  la  Sección  correspondiente,  decretó  que  solo  estaban 
sujetos  al  pago  de  ese  arbitrio  los  industriales  sin  do- 
micilio ó  paradero  fijo  ó  que  traficaren  en  distintos 
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términos  municipales;  y  Sexto:  Dicho  decreto  coarta 
las  facultades  del  Ayuntamiento  de  la  Habana  y  le 
priva  de  uno  de  los  ingresos  voluntarios  que  determi- 
na la  Orden  número  doscientos  cincupnta  y  cu«itro  de 
mil  novecientos;  y  fundamento  de  derecho  en  cuanto 
al  fondo  de  la  cuestión  la  Orden  Militar  número  cien- 
to once  de  mil  novecientos  uno  en  su  párrafo  tercero  y 
la  resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda  de  diez  y 
nueve  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos. 

Contestación: 

Cuarto.  Resultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  al  Ministerio  fiscal  para  que  la  contesta,  di- 
cho Ministerio  fiscal  propuso  la  excepción  dilatoria  de 
incompet-encia  de  jurisdicción,  y  sustanciando  este  in- 
cidente, la  Sala,  por  auto  de  doce  de  Febrero  ultimo, 
declaró  sin  lugar  la  excepción  propuesta,  y  que  el  Mi- 
nistrcrio  fiscal  contestara  la  demanda  dentro  del  térmi- 
no de  quince  días. 

Quinto.  Resultíindo  que  dentro  del  término  con- 
cedido el  Ministerio  fiscal  contestó  la  demanda,  pi- 
diendo que  en  definitiva  se  declarara  sin  lugar,  con 
las  costas  al  recurrente,  dejándose  en  vigor  la  reso- 
lución de  la  Secretaría  de  Hacienda,  alegó  Hechos: 
Primero:  Que  con  motivo  del  expediente  incoado  y 
seguido  por  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  y  en  el  De- 
partamento de  contribuciones  por  estarse  expendien- 
do gaseosas  de  la  fábrica  Arsenal  ,doce  realizando  las 
ventas  fuera  del  establecimiento  y  no  estar  provistos 
de  licencia  los  que  la  realizaban,  dependientes  de 
aquel  comercio,  acordó  la  Coi-poración  ISfunicipal  que 
estos  iuduatriaíes  estaban  sujetos  al  pago  del  arbitrio. 
Segundo:  Inconformes  con  ese  acuerdo  los  interesados 
se  alzaron  ante  la  Secretaría  de  Hacienda  la  que  resol- 
vió, previos  los  informes  correspondientes  del  negocia- 
do y  de  la  Sección  estableciendo  que  solo  debían  con- 
tribuir á  ese  arbitrio  los  industriales  sin  domicilio  ó 
paradero  fijo  ó  que  traficaran  por  distintos  términos 
municipales,  no  pudiendo  sostenerse  que  el  dependien- 
te ó  encargado  por  comisión  de  la  fábrica  á  que  perte- 
nece realiza  la  vent^  de  los  efectos  que  destribuye,  los 
tiene  á  su  libre  disposición,  que  es  uno  de  los  requisi- 
tos que  había  de  cumplirse  para  que  pudiera  estimar- 
se á  dichos  dependientes  comprendidos  en  el  concepto 
de  vendedores  ambulantes  según  la  definición  de  esta 
clase  de  industriales,  ya  aceptada.  El  hecho  de  no  ser 
dueños  de  las  mercancías  que  llevan  dichos  dependí  en- 
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tes  los  excluye  de  la  posibilidad  de  esa  libre  disposición 
de  la  queprecisameute  por  su  carácter  de  raeros  eacar- 
gado3,  no  tietien,  y  Tercero:  Con  anterioridad  á  esta 
resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda  recurrida,  en 
diez  y  nueve  de  Ai  ayo  del  año  próximo  pasado,  se  dic- 
tó resol ncióu  análogo  que  resolvía  la  cuestión  de  fondo 
sin  que  entonces  se  estableciese  recurso,  siendo  indis- 
cutible, por  tanto,  que  la  resolución  de  diez  y  nueve 
de  Agosto  recurrida  viene  á  ser  una  reproducción  de 
una  anterior  que  ha  causado  estado  v  no  ha  sido  reda- 
mada; fundamentos  de  derecho,  la  Orden  doscientos 
cincuenta  y  cuatro  en  su  artículo  cuar*-.o  letra  A.,  el 
párrafo  tercero  del  artículo  cuarto  del  Decreto  Ley  de 
trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho 
y  el  número  tercero  del  artículo  primero  del   mismo. 

Pkukba: 

Sexto.  Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prue- 
ba, solo  la  promovió  la  parte  recurrente,  consistente 
en  el  mérito  favorable  de  autos,  y  además  se  trajeron 
del  Ayuntamiento  de  la  Habana  tres  certificaciones 
debidamente  autorizadas,  délas  que  aparece;  primero: 
que  en  el  expediente  promovido  á  virtud  departe  pro- 
ducido por  los  inspectores  señores  Echezabal  y  Cante- 
ras sobre  detención  de  giseosas  á  don  José  María 
Ibarguengoitia  de  la  fábrica  Arsenal  númei'o  doce, 
consta  el  acta  que  dice  así:  «En  la  Habana  á  doce  de 
Mayo  de  mil  n()V<?cientos  dos,  comprobado  por  los  ins- 
pectores que  suscriben  que  el  señor  José  María  Ibar- 
guengoitia ejercía  la  venta  ambulante  en  carro  y  el 
que  se  encontraba  proponiendo  ga^seosas  y  aguas  mine- 
rales en  el  estíiblecí miento  de  bodega  sita  en  Angeles 
y  Sitio  sin  que  para  ello  estuviera  provisto  de  patente 
de  circulación  digo  (le  vendedor  ambulante  y  cuyas 
mercancías  llevaba  a  su  libre  disposición,  procedimos 
á  la  detención  de  las  mercancías,  para  que  respondan 
al  arbitrio  correspondiente, — El  8r.  Ibarguengoitia 
hace  constar  que  aunque  las  mercancías  de  referencia 
las  lleva  á  su  libre  disposición  y  las  vende  en  los  dis- 
tintos estíiblecimieutos  de  esta  ciudad,  no  son  de  su 
propiedad  sino  de  la  casa  conocida  por  Alonso  Jauma 
y  Compañía  y  de  cual  es  dependiente  visto  lo  cual  se 
levanta  la  presente  para  constancia  y  firma  dicho  se- 
ñor con  los  inspectores  que  suscriben. — El  interesado. 
— José  M'>  Ibarguengoitia. — F.  Echazábal. — Juan  A. 
Cantero,  Inspectores  -  Segundo:  El  Decreto  del  Al- 
calde Municipal  de  veintidós  de  Julio  de  mil  novecien- 
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tos  doii«  de  conformidad  con  el  Departamento  de  Ha- 
cienda en  el  informe  que  dice  así: — llábana  Julio 
veintiuno  de  mil  novecientos  dos— Sr.  Alcalde.  Por 
el  acta  que  antecede  los  inspf^ctores  municipales  seño- 
res Echazábal  y  Cantera  dan  cuenta  de  haber  compro- 
bado que  el  Sr.  José  María  Ibarguengo  tía  csta)>a  pro- 
poniendo gaseosas  y  aguas  minerales  en  el  estableci- 
miento l>odega  situado  en  Angeles  y  Sitios,  el  que 
llevaba  á  bu  libre  disposición  la  mercancía,  sin  estar 
provisto  de  la  correspondiente  licencia  que  le  autoriza 
paraellO;  manifei^tacion  que  autoriza  con  su  firma  el 
Sr.  Ibarguengoitia.  Para  responder  al  pago  del  arbi- 
trio y  de  la  pena  pecuniaria  que  le  corresponde  satis- 
faí;er  fueron  decomisados  los  efectos  que  llevaba  Ibar- 
guengoitia los  que  fueron  devueltos  por  resultar  estos 
ser  de  la  casa  establecida  Sres.  Alonso  Jaumay  Compa- 
ñía, garantizando  el  8r.  Rafael  Benitezque  dijo  ser  ge- 
rente de  la  casa,  el  que  pagaría  lo  que  procediera. — Re- 
suelto por  la  Secretaría  de  Hacienda  en  diez  y  nueve 
de  Marzo  del  corriente  año  «Que  la  calificación  de 
vendedor  ambulante  ha  de  aplicarse  en  justicia  á  aque- 
llos comerciantes  que  con  cualquiera  forma  de  locomo- 
ción y  llevando  ásu  libre  disposición  la  mercancía  se 
trasladen  sucesivamente  de  uno  á  otro  lugar  para  el 
rjereicio  de  su  industria,  concertando  siempre  líus 
ventas  en  el  acto  de  la  entrega  de  la  mercancía  ó  ar- 
tículo. Que  conforme  á  los  preceptos  legales  genera- 
les de  tributación  a  ningún  comerciante  puede  exigír- 
sele  legaJmente  el  pago  de  una  cuota,  sin  su  declara- 
ción espontánea  ó  la  previa  comprobación  de  que 
ejerce  la  industria  porque  se  le  cobra:  Que  el  arbitrio 
de  vendedores  ambulantes,  no  era  exigible  á  los  que 
en  sus  establecimientos  ó  fábricas  venden  mercancías 
y  después  en  carros  propios  se  las  remiten  á  los  com- 
pradores, mientras  que  por  la  resíSrlución  de  veintinue- 
ve de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  se 
declaró  que  están  sujetos  al  pago  de  ese  arbitrio,  los 
carros  de  destinados  á  vender  y  á  proponer  sus  mer- 
cancías á  los  establecimientos  de  comercio  al  por  ma- 
yor: (iue  el  hecho  de  satisfacerse  por  transporte  y 
locomoción  no  exime  se  tribute  por  el  arbitrio  en  am- 
bulancia, siempre  que  se  compiuebe  que  en  tal  forma 
so  expende  la  mercancía  y  justificado  que  el  Sr.  Ibar- 
guengoitia llevaba  á  su  hbre  disposición  la  mercancía 
la  que  proponía  en  una  bodega,  sin  que  hubiese  satis- 
fecho la  cuota  de  quince  pe^sos  correspondiente  al  se- 
mestre, es  de  declai^i'scle  deudor  por  esa  cantidad 
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con  más  el  importe  de  igual  cai^tidad  que  conforme  á 
instrucción  corresponde  por  pena  pecuniaria,  notificán- 
dole la  resolución  que  recaiga  á  los  señores  Alonso 
Jauma  y  Compañía,  concediéndole  para  el,  pago  un 
plazo  de  tercero  día  y  si  no  satisfaciera  el  adeudo  en 
ese  plazo  continuase  el  procedimiento  de  cobro  confor- 
me lo  determina  la  Orden  número  quinientos  uno  del 
Gobierno  Interventor!'  Vd.  resolverá  •  Gustavo  Pérez 
Jefe  de  la  Sección  Administrativa»;  y  Tercero:  que 
segán  informa  el  Departamento  de  Hacienda  con  vista 
de  los  libros  que  se  llevan  en  el  mismo  lo  recaudado 
por  el  concepto  de  vendedoras  ambulantes  <lurante  el 
ejercicio  de  mil  novecientos  uno  á  mil  novecientos  dos 
ascendió  á  la  suma  de  diez  mil  ciento  veinte  pesos 
cincuenta  centavos  y  por  igual  concepto  en  el  actual 
ejercicio  de  mil  novecientos  dos  á  mil  novecientos  tres 
se  lleva  recaudado  hasta  el  día  treinta  y  uno  de  Mar- 
zo la  suma  de  catorce  mil  ciento  noventa  y  tres  pesos. 

Resolucióx  rbgukbida: 

Séptimo.  Resultando  que  la  sentencia  recurrida 
declaró  sin  lugar  la  demanda  interpuesta  por  el  referi- 
do Ayuntamiento  confirmando  la  resolución  de  la  Se- 
cretaría de  Hacienda  de  diez  y  nuevo  de  Agosto  de 
mil  novecientos  dos  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas. 

Octavo.  Resultando  que  contra  esta  sentencia  el 
Ministerio  Fis  al  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  fúndalo  en  el  n&mero  sexto  del  artícu- 
lo rail  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Noveno.  Resultando  que  el  procurador  Nicolás 
Stérling  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  la  Habana 
interpuso  también  recurso  de  casación  fuLdado  en  el 
número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  expresando:  «Que 
incita  como  infringida  la  Orden  Militar  del  Gobierno 
«Interventor  número  doscientos  cincuenta  y  cuatro  de 
»mil  novecientos,  que  autorizó  la  creación  de  un  in- 
«greso  ó  arbitrio  voluntíirio  sobre  las  industrias  que 
»se  ejercían  ocasionalmente  en  la  vía  pública». — 
fíCoucepto  de  la  Infracción. — La  Orden  citada  nú- 
»mero  doscientos  ciucuentíi  y  cuatro  de  mil  no- 
«vecientos  al  permitir  la  creación  de  ese  impues- 
to estimó  que  existían  ciertas  industrias  menores  que 
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»erau  objeto  de  provechosa  ex:p1otaclón  que  se  ejercían 
»en  la  vía  pública,  comenzando  y  terminando  el  con- 
Acierto  de  voluntades  para  la  reventa  en  la  calle  de 
»una  manera  casual,  fortuita,  ocasional,  y  cuya  indus- 
))fcria  no  debía  úq  e^tar  totalmente  exenta  de  tributa- 
»ción,  pues  eso  hubiera  envuelto  una  tremenda  injus- 
»ticia  á  la  par  que  un  daño  gratuito  á  las  indus&rias 
«mayores,  á  quienes  se  les  hacíH  en  esa  forma  una 
«temible  competencia,  pues  los  ambulantes,  sin  mayo- 
Ares  gastos,  pueden  más  fácilmente  realizar  su  mercan- 
«cía,  abaratándola  y  llevándola  directamente  á  domi- 
«cilio.  Ese  fué  entre  otros  el  principal  motivo  en  que 
«se  inspiró  la  Orden  doscientos  cincuenta  y  cuatro  de 
«mil  novecientos  para  autorizar  la  creación  de  ese  ar- 
«bitrio  que  venia  á  establecer  un  justo  equilibrio  entre 
«el  industrial  con  domicilio  conocido  y  el  que  sin  ese 
«domicilio  fijo,  de  una  manera  errante,  ofrece  en  la 
«vía  pública  sus  artículos.  Creado  qu»^  fué  el  impues- 
»to,  se  procedió  á  la  legítima  exacción  y  se  abonaba 
«con  regularidad  por  aquellos  á  quienes  afectaba,  des- 
«de  luego  atendiendo  par^  su  imposición,  clasificación 
«y  exacción  al  carácter  de  ambulante  del  industrial  y 
«que  la  reventa  del  artículo  tuviese  lugar  de  una  ma- 
«nera  ocasional,  t-érmino  por  decirlo  así  esencial  y 
«condición  precisa  de  viabilidad  legal  de  este  impues- 
))to.  Nadie  más  que  los  inspectores  municipales  po- 
«dían  comprobar  el  ejercicio  de  esa  clase  de  industria 
«y  levantar  acta  de  esas  diligencias  comprobatorias, 
«cuyo  texto  e  a  el  mismo  á  los  efectos  legales,  ocurrie- 
»re  dentro  del  término  municipal  ó  por  vecinos  que  de 
«otro  tétmino  vinieren  á  ésta  á  ejercer  dicha  industria  , 
«ambulante.  S^*  atendía  siempe  á  la  condición  de 
«ambulante  y  de  qne  la  reventa  fuera  ocasional  para 
«aplicar  la  primera  califica.ción  y  hacer  efectiva  la 
«exacción  del  impuesto.  La  Secretaría  de  Híicienda 
«resolvió  varios  casos  en  este  sentido,  pero  con  poste- 
«rioridad  se  separó  de  este  lógico  criterio,  y  entendió 
«que  solo  era  ambulante  á  los  efectos  de  la  exacción  del 
«impuesto  los  industriales  que  de  un  término  pasaban 
«á  otro  término  á  vender  sus  mercíincías  de  manera 
«que  se  contradecía  de  una  manera  rotunda  la  expre- 
«sada  Secretaría  con  tan  distintáis  resoluciones.  Y  el 
«tribunal  sentenciador  al  conocer  de  este  recurso  y 
«decidirse  por  e-^te  último  criterio  igual  al  de  la  Ha- 
«cienda  ha  infringido  abiertamente  la  Orden  doscien- 
«tos  cincuenta  y  cuatro  de  mil  novecientos,  que  es  la 
«ley  en  materia.     La  Sala  ha  debido  para  interpretar 


JUKISPBUDENCaA  OOSíTEWCIOBO-ADMHíIOTBATIVA.  63 

»fíe1meute  la  Ley  en  estie  caso  declarar  que  la  califica- 
»ción  de  ambulaute  la  merece  aqael  industrial  que  no 
»tieue  domicilio  conocido,  y  de  uua  manera  puramente 
^ocasional  realiza  bus  mercancías  sacando  éstas  sin 
«destino  fijo  y  sin  previa  colocación,  llevándolas  el 
«conductor  á  su  libre  disposición.  Estas  han  debido 
»ser  las  bases  del  fallo.  Al  no  hacerlo  así  se  ha  in- 
«fringido  la  Ley  en  ese  concepto.  Justificada  la  causa 
»de  la  infracción  procede  la  admisión  de  este  recurso: 
«Primero:  Porque  se  interpone  contra  la  sentencia  de- 
«finitiva  de  catorce  de  Agosto  próximo  pasado  dictada 
«en  este  recurso.  Segundo:  Porque  contiene  evidente 
«infracción  legal  la  mencionada  sentencia  de  la  Orden 
«doscientos  cincuenta  y  cuatro  de  mil  novecientos. 
«Tercero:  Por  interponerse  este  recurso  dentro  del 
«téi^mino  improrrogable  de  cinco  días  á  contar  desde 
«la  ultima  notificación  de  la  resolución  contra  la  cual 
«se  interpone. — Artículo  tercero  de  la  Orden  de  casá- 
«ción  vigente. — Cuarto:  Por  fundarse  en  la  primera 
«de  las  causas  ó  motivos  que  enumera  el  artículo  mil 
«seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
«vil.  Quinto:  por  citarse  como  infringida  la  Orden 
«número  doscientos  cincuenta  y  cuatro  de  mil  nove- 
«cientos  y  explicars-^  el  concepto  en  que  lo  ha  sido. 
«Sexto:  Por  ser  el  que  lo  interpone  una  de  las  partes 
«del  juicio  y  venir  asistido  de  ese  perfecto  derecho. 
«Séptimo:  Por  consignarse  en  este  escrito  las  demás 
«circunstancias  del  artículo  V  de  la  Orden  de  casa- 
«ción». 

Décimo.  Resultando  que  admitidos  arabos  recur- 
sos por  el  Tribunal  se<itenciador  y  personados  los  re- 
currentes ante  este  Supremo  Tribunal  se  separó  el 
Ministerio  fiscal  del  que  interpuso  y  se  le  tuvo  por  se- 
parado, sustanciándose  el  intepuesto  por  el  procurador 
Sterliug  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  la  Habana, 
señalándose  para  la  vista  pública  el  veintiséis  de  Oc- 
tubre pasado,  la  cual  se  celebró  con  asistencia  del  Le- 
trado del  recurrente  que  solicitó  se  declarara  con  lu- 
gar el  recurso  y  del  Ministerio  fiscal  en  represen taoión 
del  Estado,  que  además  de  impugnarlo  en  el  fondo  lo 
impuguó  en  la  forma,  fundado  en  que  se  «cita  con  pre- 
«cisión  la  ley  infringida,  pues  solo  señala  la  Orden  nú- 
«raero  doscientos  cincuenta  y  cuatro  y  no  la  parte  ó 
«artículo  que  se  estima  haberlo  sidoo. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  señor  José  Várela 
Jado. 

Primero.     Considerando  que  habiendo  el  Minis- 
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terio  fiscal  impugnado  en  el  acto  de  la  vista  este  re- 
curso por  haber  dejado,  á  su  juicio,  incumplido  el 
recurrente  al  interponerlo  ante  la  Sala  sentenciadora, 
el  requisito  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  no- 
venta y  d(»s  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por 
00  citar  con  precisión  la  ley  que  supone  infringida, 
procede  resolver  en  primer  término  esta  impugnación. 

Segundo.  Consid^^rando  que  cuando  se  cita  como 
infringida  una  Orden  Militar  compuesta  de  varios  ar- 
tícenlos, en  la  que  se  tratan  distintos  particulares,  si- 
quiera se  i'efieran  éstos  á  la  misma  materia,  como 
acontece  con  la  número  doscientos  cincuenta  y  cuatro 
de  veintiocho  de  Junio  de  mil  novecientos,  que  supo- 
ne infringida  el  recurrente,  no  se  cumple  ciertamente 
con  el  requisito  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden 
sobre  casación  citando  solo  el  número  de  la  Orden  y 
Hu  fecha  aunque  se  haga  referencia  más  ó  menos  vaga 
á  la  parte  d-?  dicha  Orden  en  que  se  estima  cometida 
l;i  infracción  sino  que  es  indispensable  citar  expresa- 
mente el  artícij^  que  se  crea  infringido  de  la  referida 
Orden  para,  que  la  cuestión  propuesta  en  casación 
quede  plantea  la  con  la  debida  precisión,  y  como  el 
recurrente  se  limiUi  solamente  á  citar  el  número  de  la 
Orden  y  su  fecha  haciendo  algunas  referencias,  pero 
no  citando  el  artículo  de  la  misma  que  supone  infrin- 
erido,  es  indudable  que  ha  faltado  al  requisito  cuarto 
del  artículo  quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos,  por  lo 
que  la  Sala  sentenciadora  debió,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  los  artículos  YII  y  XI  de  la  misma,  de- 
negarlo. * 

Tercero.  Considerando  que  cuando  se  deja  in- 
cumplido en  el  escrito  de  interposición  del  recurso 
cualquiera  de  los  requisitos  exigidos  en  el  artículo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  rail  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  aunque  haya  sido  admitido 
aquél  por  el  Tribunal  sentenciador  y  aun  cuando  no 
Imbiera  sido  impugnado  oportunamente  se  d^be  de- 
clarar en  definitiva  sin  lugíir  por  la  ineficacia  consig- 
nada á  todo  recurso  defectuosamente  interpuesto  y  de 
acuerdo  con  el  artículo  cuarenta  de  la  misma  Orden 
condenar  en  las  costas  í^l  recurrente. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  el  Procurador  Nicolás  Sterling  y 
Varona  á  nombre  del  Ayuntan^iento  de  la  Habana 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  en  catorce   de  Agosto  del 


V 


JURISPRUDENCIA  00KTEN0I0BO-ADMINI8TRATIVA.  65 

comente  año  en  el  juicio  al  principio  referido  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente,  y  con  devolución  de  lo& 
autos  originales,   comuniqúese  etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos^ 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^José  Vá- 
rela.—José  A.ntonio  Pichardo.— Luis  Gastón.—  Garlo» 
Bevilla. 


Inf.  ley.— Sent.  14.— 13  de  Noviembre.— Resolución  re- 
Ctinible.  (Oae.,  Mayo  13,  1904.) 

^  DOCTRINA:  No  procede  el  recurso  de  casa- 
ción contra  el  auto  que  declara  con  lugar  la  ex- 
cepción de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  porque  por  su  naturaleza  no  pone  tér- 
mino .al  recurso  contencioso-admini^trativo  ha- 
ciendo imposible  su  continuación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  trece  de  No\aembre 
de  mil  novecientos  tres  en  los  autos  del  recurso  conten- 
cioso-adrainistrativo  establecido  por  el  Presidente  de  la 
Comisión  de  Amillaramiento  contra  varias  resoluciones 
de  la  Secretaría  de  Hacienda  dictadas  con  motivo  de 
acuerdos  de  dicha  Comisión,  sobre  declaración  de  ren- 
tas de  varias  fincas"  urbanas,  visto  en  este  Tribunal  Su- 
premo el  recurso  de  casación  interpuesto  por  dicho  re- 
currente contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  fecha  treinta  y  uno 
de  Agosto  del  corriente  año. 

Antecedentes  : 

Primero.  Resultando  que  el  expresado  auto,  se 
refiere  á  uno  anterior  de  primero  del  mes  de  su  fecha, 
y  contiene  como  único  resultando  el  siguiente:  "Resul- 
tando que  por  auto  de  fecha  primero  del  corriente  se 
declaró  con  lugar  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  mo- 
do de  proponer  la  demanda  alegada  por  el  representan- 
te de  la  Administración  General  del  Estado  y  notificado 
dicho  auto  al  recurrente,  dentro  del  término  legal  esta- 
bleció contra  el  mismo  recurso  de  súplica,  alegando  los 
razonamientos  que  estimó  pertinentes  y  entregada  la  co- 
pia de  dicho  escrito  á  la  parte  contraria,  transcurrió  el 
término  legal  sin  que  por  dicha  parte  se  produjese  es- 
crito impugnando  el  recurso." 

Segundo.  Resultando,  que,  á  su  vez  el  referido 
auto  de  fecha  primero  de  Agosto  contiene  los  resultan- 
dos que  á  continuación  se  copian. 

T.  6.— 1904.— iS 
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Tercero.  "Eesultando  que  el  Procurador  Nicolás 
Sterling,  á  nombre  y  en  representación  del  Alcalde  Mu- 
inpipal  de  esta  ciudad,  por  escrito  de  treinta  de  Marzo 
último,  estableció  recurso  contencioso-administrativo 
contra  las  resoluciones  de  la  Secretaría  de  Hacienda 
dictadas  con  motivo  de  las  alzadas  interpuestas,  contra 
acuerdos  de  la  Comisión  de  Amillaramiento,  por  los 
señores  Epifanio  San  Miguel,  Domingo  Fernández, 
Zenón  Arribalzaga,  Juan  Eigol,  Antonio  Dueñas,  Pa- 
blo Bengurría  y  Baldomcro,  con  motivo  de  la  renta  fi- 
jada á  las  casas  Jesús  del  Monte  doscientos  ochenta  y 
uno,  Oaliano  treinta  y  dos,  Virtudes  setenta  y  cinco, 
San  Rafael  ciento  cincuenta  y  cinco.  Mango  siete  y  Ve- 
dado, Séptima  número  ciento  veinticuatro  6  ciento 
treinta  y  cuatro  A.,  pidiendo  al  Tribunal  que  los  tuvie- 
ra por  personados  á  nombre  del  Presidente  de  la  Comi- 
sión de  Amillaramiento  y  por  iniciado  el  recurso,  se  re- 
clamaran los  expedientes  gubernativos  de  la  Secretaría 
de  Hacienda  y  se  publicara  la  interposición  del  re- 
curso/' 

Cuarto.  **Eesultando  que  con  dicho  escrito  acom- 
pañó el  procurado  Stérling  un  testimonio  de  poder  otor- 
gado en  veinticuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres 
en  esta  ciudad,  ante  el  Notario  Dr.  Federico  Mora  y 
Valdés,  por  el  señor  Eligió  Bonachea  y  Palmero  en  su 
carácter  de  Alcalde  Municipal  de  esta  ciudad,  bastan- 
teado  dicho  testimonio  de  poder  por  el  Doctor  Feman- 
do Barrueco:  una  certificación  expedida  por  el  Secreta- 
rio de  la  Comisión  de  Amillaramiento  de  la  Habana 
visada  por  el  señor  Presidente,  en  la  que  se  inserta  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  de  tres  de  Febrero  de  mil 
novecientos  tres  en  que  se  declaró  incompetente  para 
establecer  el  recurso  contencioso,  por  tener  la  competen- 
cia la  Comisión  de  Amillaramiento  por  sí  y  puso  á  dis- 
posición de  la  Comisión  de  Letrados  Consultores  del 
Ayuntamiento:  el  informe  emitido  por  estos  Letrados 
favorable  á  establecer  el  recurso  contencioso-administra- 
tivo y  el  acuerdo  de  la  Comisión  de  Amillaramiento  de 
cinco  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres  autorizando  al 
Alcalde  Presidente,  para  que  ostente  le  representación 
en  el  recurso  y  nombrado  al  Doctor  Fernando  Barrueco 
para  llevar  la  dirección:  seis  copias  de  las  resoluciones 
de  la  Secretaría  de  Hacienda,  objeto  del  recurso ;  y  certi- 
ficación del  Secretario  del  Ayuntamiento  visada  por  el 
Alcalde  Municipal  concreta  al  nombramiento  de  Secre- 
tario de  la  Comisión  de  Amillaramiento.^' 
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Demanda : 

Quinto,  "Resultando  que  por  providencia  de* 
treinta  y  uno  de  Marzo  último,  se  tuvo  por  parte  al 
Procurador  Nicolás  Stérling,  por  establecido  el  recurso 
contencioso-administrativo  y  se  mandó  reclamar  de  la 
Secretaría  de  Hacienda  los  antecedentes  administrati- 
vos y  se  publicara  en  la  Ga.cfta  Oficial  la  interposi- 
ción del  recurso ;  y  que  recibidos  esos  antecedentes  y  he- 
cha la  publicación  el  recurrente  formalizó  su  demanda 
por  medio  del  escrito  que  dice  asi:  A  la  Sala.  Procura- 
dor Nicolás  Stérling  y  Varona  á  nombre  del  Ayunta- 
miento de  la  Habana  en  los  autos  del  recurso  contencio- 
so número  noventa  y  cuatro  de  mil  novecientos  tres 
seguido  contra  resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda, 
ante  Vd.  comparece  y  conforme  á  derecho  dice:  Que 
viene  dentro  del  plazo  legal  de  treinta  días  que  se  le  pre- 
viene en  providencia  de  diez  y  ocho  del  pasado  raes,  á 
formalizar  la  demanda  contencioso-administrativa  contra 
diversas  resoluciones  dictadas  por  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda sobre  d^eclaración  de  renta  de  varias  fincas  ur- 
banas. A  ese  efecto  en  cumplimiento  de  lo  que  dispone 
el  artículo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  trece  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  y  el  doscien- 
tos noventa  y  cuatro  de  su  Reglamento,  pasamos  á  ex- 
poner los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  esta  de- 
manda. Hechos.  Primero :  con  fecha  once  de  Octubre  de 
mil  novecientos  dos  se  le  notificó  al  propietario  de  la  ca- 
sa Jesús  del  Monte  número  doscientos  ochenta  y  uno  la 
alteración  que  la  Comisión  de  Amillaramiento,  por 
efecto  de  una  debida  comprobación  creyó  deber  hacer 
en  el  alquiler  declarado  por  esa  casa,  haciéndosele  en 
ella  la  advertencia,  de  que  de  no  estar  conforme  recla- 
mase en  el  plazo  de  cinco  días,  ó  de  lo  contrario  perde- 
ría su  derecho,  y  se  consignaría  en  firme  en  los  Regis- 
tros la  renta  asignada,  conforme  lo  ordenado.  Segundo. 
Con  fecha  catorce  de '  Noviembre,  el  propietario  de  la 
citada  casa,  presentó  instancia  reclamando  de  la  altera- 
ción hecha;  y  la  Comisión  acordó  declararla  sin  lugar 
por  estar  presentada  con  exceso,  fuera  del  plazo  que  se 
le  notificó  debía  hacerlo,  sin  entrar  en  discusión  sobre 
el  fondo  de  la  reclamación,  por  haber  perdido  el  derecho 
al  no  presentarla  en  tiempo  según  se  le  había  notifica- 
do; y  estar  por  consiguiente,  consignada  en  firme  la 
renta  asignada  en  los  Registros,  en  cumplmiento  de  la 
ley ;  lo  que  fué  notificado.  Tercero :  Se  estableció  por  el 
propietario,  apelación  ante  la  Junta  de  Zona  y  ésta  con- 
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firmó  la  resolución  de  la  Comisión  de  Amíllaramiento. 
, Cuarto:  Eepetida  la  alzada  para  ante  la  Secretaría  de 
Hacienda  resuelve  ésta  revocando  los  acuerdos  de  la  ci- 
tada Comisión  de  Amillaramiento  y  Junta  de  Zona  y 
estima  firme  la  declaración  del  señor  Epifanio  San  Mi- 
guel, apoderado  de  Don  Francisco  González  Cuesta, 
mientras  no  se  justifique  que  la  finca  Jesús  del  Monte 
número  doscientos  ochenta  y  uno  le  produce  renta  ma- 
yor que  la  que  hizo  constar  en  su  declaración  jurada. 
Quinto:  La  Secretaría  de  Hacienda  no  tuvo  en  cuenta 
que  la  Comisión  practicó  respecto  á  esta  casa  la  compro- 
bación ordenada,  apreciando  su  verdadera  renta,  mucho 
mayor  en  un  lugar  promedio  que  la  confesada  y  declara- 
da por  su  propietario,  evitando  así  que  prosperara  la 
ocultación  de  la  riqueza,  y  se  mermen  á  los  poderes  oficia- 
les sus  verdaderas  y  genuinas  entradas  y  tributos.  Sexto : 
En  varias  conferencias  celebradas  precisamente  por  vo- 
cales de  la  Comisión  de  Amillaramiento  can  el  Secre- 
tario de  Hacienda,  señor  Cancio,  en  consulta  de  la  for- 
ma en  que  debían  hacer  la  comprobación  de  las  ren- 
tas declaradas,  el  señor  Secretario  las  evacuó  en  el  sen- 
tido de  que  al  hacer  la  comprobación  apreciasen  todo  lo 
que  produjesen  ó  pudiesen  producir  las  fincas,  tenién- 
dose en  cuenta  que  existen  casas  que  están  alquiladas  á 
familiares  del  propietario,  otras  que  han  sido  objeto  de 
reconstrucción  que  dan  más  valor  á  la  propiedad,  para 
que  las  asignaciones  sean  verdaderas  y  no  se  repita  el  an- 
tiguo, tradicional  y  bochornoso  fraude  al  Tesoro  pública 
que  es  el  único  y  directamente  perjudicado.  Por  virtud 
de  estas  consultas  y  declaraciones  la  Comisión  de  Ami- 
llaramiento ha  practicado  el  nuevo  Amillaramiento  de 
fincas  urbanas  bajo  la  base  de  un  cuidadoso  examen,  evi- 
tando se  trate  de  ocultar  ó  falsear  la  verdadera  produc- 
ción de  cada  casa,  notificando  siempre  á  los  interesados 
la  asignación  señalada  y  previniéndoles,  para  su  mejor 
derecho,  que  tenían  un  plazo  de  ^inco  días  para  reclamar 
ante  la  Comisión,  caso  de  no  estar  conformes.  Tan  evi- 
dente es^  esto  que  en  casos  de  dudas  y  para  cerciorarse 
de  la  renta  de  las  fincas  podrán  acudir  las  Juntas  á  to- 
dos los  medios  de  comprobación  reconocidos  en  derecho, 
á  cuyo  efecto  podrán  tomar  juramentos,  citar  testigos 
y  partes,  í§*  íC**,  según  lo  determina  el  artículo  veinti- 
cuatro de  la  Orden  número  trescientos  treinta  y  cinco 
de  mil  novecientos.  Así,  pues,  esa  comprobación  es  efi- 
caz y  de  la  competencia  de  la  Comisión  debiendo  ó  con- 
formarse los  interesados  con  ella  ó  apelar  ante  la  Junta 
de  Zona  en  el  ténnino  de  cinco  días  que  determina  la 
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<íitada  Orden.  Séptimo:  La  Secretaría  de  Hacienda  le- 
siona los  intereses  de  este  Ayuntamiento,  porque  auto- 
riza con  ello  un  desacato  por  parte  de  los  propietarios 
de  un  acuerdo  tomado  y  notificado  por  una  entidad  ad- 
ministrativa, como  es  la  Comisión,  que  de  prevalecer, 
daría  por  resultado  que  todos  los  propietarios  á  quienes 
se  les  ha  alterado  sus  rentas,  por  efecto  de  la  comproba- 
ción, vengan  con  ese  precedente  reclamando  de  las  altera- 
ciones en  todo  tiempo  y  que  les  han  sido  notificadas  en  su 
oportunidad  fijándose  en  ella  un  plazo  para  apelar,  y  si 
así  no  se  hiciera  no  podría  llegar  á  tener  firmeza  el  Re- 
gistro de  Amillaramiento.  Octavo:  Igual  resolución  ha 
dictado  la  Secretaría  de  Hacienda  en  las  alzadas  esta- 
blecidas por  los  propietarios  de  las  casas  Galiano  núme- 
ro treinta  y  dos,  Virtudes  sesenta  y  tres  y  San  Rafael 
ciento  cincuenta  y  cinco,  á  los  que  sé  les  notificó  el 
acuerdo  de  la  Comisión  en  quince  de  Julio  y  veinte  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  dos  y  vinieron  reclaman- 
do en  veintisiete  y  seis  de  Octubre,  desestimándolas  tam- 
bién esta  Comisión  por  estar  también  presentadas  fuera 
de  tiempo  y  confirmado  por  la  Junta  de  Zona  en  apela- 
ción que  interpusieron.  Noveno:  La  misma  resolución 
ha  dictado  la  Secretaría  de  Hacienda  en  las  alzadas  in- 
terpuestas por  el  señor  Antonio  Dueñas  y  Manuel  Me- 
néndez  contra  acuerdos  de  la  Comisión  que  les  asigna 
á  la  casa  Mango  siete  en  Jesús  del  Monte  y  á  la  casa  Ve- 
dado calle  ^Séptima  sii^  número  que  se  encuentra  divi- 
dida en  dos  con  los  números  ciento  veinticuatro  y  cien- 
to veinticuatro  A.  Décimo:  Los  dos  Abogados  Consul- 
tores del  Ayuntamiento  dictaminaron  que  había  infrac- 
ción manifiesta  de  la  Orden  trescientos  treinta  y  cinco 
de  mil  novecientos,  y  procedía  este  recurso  contencioso. 
Fundamentos  de  derecho.  Primero:  Este  Tribunal  es 
competente  para  conocer  de  esta  demanda  dado  que  por 
la  Orden  Militar  número  ciento  once  serie  de  mil  nove- 
<;ientos  uno  pasó  á  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  el  conocimiento  de  esta  clase  de  deman- 
das. Párrafo  III  de  la  citada  Orden  y  artículo  cuarenta 
y  dos  de  la  Ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil*  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho.  Segundo :  Las  resoluciones  adminis- 
trativas reclamadas  son  susceptibles  del  recurso  conten- 
coso-administrativo,  por  tratarse  de  lesoluciones  que 
han  causado  estado,  contra  las  que  no  cabe  ningún  otro 
recurso,  por  la  vía  gubernativa,  y  pone  término  á  la 
cuestión  planteada  haciendo  imposible  su  continuación. 
Además  ha  manado  de  la  Administración  en  el  ejercicio 
de  sus  facultades  regladas  y  vulnera  un  derecho  de  ca- 
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rácter  administrativo  establecido  anteriormente  por  una 
disposición  de  igual  índole.  Artículo  primero  de  la  Ley 
de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho.  Tercero:  El  actor  tiene  acreditado  su  personalidad 
y  carácter  con  que  comparece  en  el  escrito  iniciando  este 
recurso,  por  cuyo  motivo  oportunamente  lo  tuvo  por 
parte  la  Sala.  Cuarto :  Este  recurso  se  inició  dentro  del 
plazo  que  señala  el  artícuo  séptimo  de  la  Ley.  Quinto: 
El  fondo  de  este  asunto  ó  sea  lo  que  se  aspira  á  obtener 
por  medio  de  la  presente  demanda  es  la  revocación  ó  nu- 
lidad de  las  diversas  resoluciones  de  la  Secretaría  de 
Hacienda  que  alteraron  las  rentas  asignadas  á  varias  fin- 
cas urbanas  por  la  Comisión  de  Amillaramiento.  Sexto : 
Las  apelaciones  para  ante  la  Junta  de  Zona,  y  de  esta 
ante  la  Secretaría  de  Hacienda  se  interpondrán  en  el 
témino  de  cinco  días  contados  desde  la  notificación  al 
interesado  del  acuerdo  que  le  perjudique,  artículo  cua- 
renta y  tres  de  la  Orden  número  trescientos  treinta  y 
cinco  serie  de  mil  novecientos.  Séptimo :  Que  si  los  con- 
tribuyentes aceptasen  las  alteraciones  hechas  por  las 
Juntas,  quedarán  éstas  en  firme  y  se  cpnsignarán  en  los 
Registros.  Inciso  tercero  del  artículo  veintinueve  de  la 
citada  Orden.  Octavo :  Las  actuaciones  habrán  de  prac- 
ticarse en  días  y  horas  hábiles,  bajo  la  pena  de  nulidad. 
Artículo  doscientos  cincuenta  y  seii  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil.  Noveno:  La  Comisión  Supervisora  de 
Amillaramiento  cuidará  de  que  cada  finca  sea  empadro- 
nada con  su  verdadero  valor  en  renta,  de  nlodo  que  re- 
sulte exacto  el  amillaramiento;  y  al  efecto  podrá  prac- 
ticar y  dirigir  todas  las  diligencias  de  comprobación  é 
investigación  que  estime  necesarias.  Artículo  tercero  de 
la  Orden  número  ciento  cincuenta  y  dos  serie  de  mil  no- 
vecientos uno.  Décimo :  A  la  Comisión  Supervisora  sus- 
tituyó la  Comisión  conjunta  compuesta  de  miembros  de 
aquélla  y  de  cinco  Concejales  para  que  terminaran  por 
completo  el  Amillaramiento,  con  las  mismas  facultades 
otorgadas  á  la  Supervisora  por  lá  citada  Orden  número 
ciento  cincuenta  y  dos  y  es  la  que  actualmente  está  fun- 
cionando hasta  su  tenninación.  Resolución  del  Gobier- 
no Militar  de  Cuba  de  veintiséis  de  Febrero  de  mil  no- 
vecientos dos.  Por  tanto:  Pido  al  Juzgado  se  sirva: 
Primero.  Tener  por  presentado  este  escrito  y  por  for- 
malizada la  demanda  contencioso-administrativa  contra 
las  diversas  resoluciones  de  la  Secretaría  de  Hacienda, 
recaídas  á  las  alzadas  establecidas  por  los  propietarios 
de  las  varias  fincas  urbanas  que  hemos  citado,  declaran- 
do firme  la  renta  declarada  en  las  respectivas  planillas. 
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en  contra  de  lo  consignado  por  la  Comisión.  Segundo. 
Admitirla  y  sustanciarla  en  legal  forma  y  en  definitiva 
declararla  con  lugar  revocando  las  resoluciones  de  la  ex- 
presada Secretaria  que  resolviendo  esas  alzadas^  mantie- 
nen en  firme  las  declaraciones  privadas  de  los  propieta- 
rios y  en  su  consecuencia  declarar  que  en  mérito  de  no 
haber  entablado  en  tiempo  su  reclamación  los  interesa- 
dos se  tenga  por  válidas  las  asignaciones  hechas  por  la 
Comisión  de  Amillaramiento.  Tercero.  Disponer  de 
acuerdo  con  el  artículo  cuarenta  y  cinco  de  la  Ley,  se 
cite  y  emplace  con  entrega  de  la  copia,  en  legal  forma 
al  señor  Fiscal,  á  fin  de  que  la  conteste  en  el  plazo  co- 
rrespondiente. Es  de  justicia  que  pido.  Otrosí :  En  mé- 
rito de  estimar  bastante  la  resultancia  de  autos  renim- 
ciamos  al  recibimiento  á  prueba  de  este  juicio,  pues  en 
los  antecedentes  remitidos  constan  las  citaciones  y  no- 
tificaciones hechas, á  los  propietarios,  y  la  fecha  igual- 
mente en  que  se  alzaron  haciéndolo  fuera  del  término 
preciso  de  cinco  días  que  previene  el  articulo  cuarenta 
y  tres  de  la  Orden  número  trescientos  treinta  y  cincO' 
de  mil  novecientos.  Sírvase  la  Sala  tener  por  renuncia- 
do el  recibimiento  á  prueba  y  dar  á  este  juicio  la  sucesi- 
va tramitación.  Justicia,  &*.  Habana,  Mayo  diez  y  nue- 
ve de  mil  novecientos  tres. — Dr.  Femando  Barrueco. — 
Nicolás  Stérling  y  Varona."' 

Contestación  : 

Sexto.  Resultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  al  Ministerio  Fiscal  en  representación  de  la 
Administración  General  del  Estado,  para  que  la  contes- 
tara dentro  del  término,  por  escrito  de  treinta  de  Mayo- 
propuso  las  excepciones  dilatorias  de  incompetencia  de 
jurisdicción,  de  falta  de  personalidad  del  actor  y  defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  fundando 
la  primera,  en  que  el  artículo  primero  caso  tercero  del 
Decreto  Ley  de  lo  Contencioso-administrativo  exige  pa- 
ra que  una  resolución  sea  recurrible  en  vía  contenciosa 
que  vulnere  un  derecho  de  carácter  administrativo  esta- 
blecido anteriormente  á  favor  del  demandante  por  una 
Ley,  Reglamento  ó  precepto  administrativo,  y  en  este 
caso  esa  Ley  no  existe.  Que  no  se  trata  de  un  particular 
lesionado  por  una  resolución  que  establece  todos  los  re- 
cursos legales  contra  ella  y  cuando  ha  recaído  ya  Lina 
resolución  definitiva  é  inapelable  acuí'e  ante  el  Tribunal 
contencioso  para  que  se  le  haga  justicia,  trátase  de  tul  or- 
ganismo inferior  de  quien  se  apeló  para  ante  autori- 
dad competente  y  conforme  con  el  fallo  de  su  superior 
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jerárquico  apela  de  él,  recurre  contra  esa  superior  dis- 
posición, ni  más  ni  menos  que  si  un  juez  de  primera 
instancia  no  conforme  con  un  fallo  de  la  Audiencia 
en  pleito  seguido  entre  partes  pretendiera  apelar  an- 
te el  Supremo.  Que  se  tirata  en  el  presente  caso  de  la 
Comisión  para  el  Amillaramiento  de  la  propiedad  te- 
rritorial, la  cual  se  creó  exclusivamente  para  la  forma- 
ción de  los  padrones,  funciona  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  Orden  trescientos  treinta  y  cinco  de  mil 
novecientos  que  es  el  Beglamento  porque  se  rige  dicha 
Junta  y  cita  como  fundamentos  legales  el  articulo  nueve 
de  la  citada  Orden,  la  Orden  ciento  cuarenta  y  cinco  de 
mil  novecientos  uno  articulo  segundo,  párrafo  tercero, 
y  la  sentencia  del  Consejo  Administrativo  de  diez  y  sie- 
te de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho :  fundó  la 
segunda  y  tercera  excepción,  en  que  el  Procurador  Stér- 
ling  compareció  preparando  el  recurso  en  nombre  del 
Alcalde  Municipal  en  su  carácter  de  Presidente  de  la 
Comisión  de  Amillaramiento,  que  en  la  demanda  ya  no 
ostenta  la  misma  representación,  en  este  escrito  compa- 
rece á  nombre  del  Ayuntamiento  de  la  Habana  y  es  caso 
que  la  Comisión  de  Amillaramiento  y  el  Ayuntamiento 
de  la  Habana  son  dos  cosas  distintas,  el  poder  presenta- 
do no  fué  otorgado  por  el  Presidente  de  la  «Junta  de 
Amillaramiento,  sino  lo  fué  por  el  Alcalde  Municipal 
con  este  carácter  únicamente  y  claro  está  que  no  es  bas- 
tante para  dar  validez  H  ese  poder,' que  existan  acuerdos 
por  los  cuales  se  haya  decidido  que  los  Ijetrados  del 
Ayuntamiento  representen  á  la  Junta  de  Amillaramien- 
to, sino  que  para  representar  en  juicio  el  Procurador  del 
Ayuntamiento  á  la  Junta,  necesita  un  poder  especial 
y  no  habiéndolo  presentado,  ni  al  preparar  el  recurso  ni 
con  la  demanda,  el  Procurador  Stérling  carece  de  per- 
sonalidad para  representar  á  la  Junta  de  Amillaramien- 
to :  y  que  no  se  recurre  de  una  sola  resolución  sino  que 
se  recurre  de  varias  sin  citarse  las  fechas  en  que  se  dic- 
taron con  lo  que  se  omite  alegar  el  término  en  que  el 
recurso  se  interpuso,  debiendo  entenderse  por  esto  solo, 
que  existe  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  párrafo  tercero 
del  artículo  trescientos  trece  del  Reglamento :  que  á  pe- 
sar de  ser  varias  las  resoluciones  recurridas  en  la  de- 
manda solo  se  detalla  uno  de  los  casos,  el  que  se  refiere 
á  la  casa  Monte  doscientos  ochenta  y  uno,  y  aún  en  lo 
.que  á  esa  resolucón  se  refiere  no  se  cita  su  fecha,  des- 
pués de  dedicar  hasta  el  séptimo  fundamento  de  hecho 
:á  esa  resolución  no  citada,  en  el  octavo  se  dice  que  igual 
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resolución  se  dictó  en  los  casos  de  las  casas  Galiano 
treinta  y  dos,  Virtudes  sesenta  y  tres  y  San  Rafael  cien- 
to cincuenta  y  cinco  sin  citarse  tampoco  las  fechas  de 
las  resoluciones  recurridas;  que  en  el  noveno  hecho  se 
habla  de  otra  resolución  dictada  respecto  á  la  casa  Man- 
gos siete  sin  que  tampoco  se  cite  la  fecha  de  esta  última 
resolución  y  por  último  para  que  la  confusión  sea  com- 
pleta, en  el  quinto  fundamento  de  derecho  se  dice  tex- 
tualmente: "El  fondo  de  este  asunto  ó  sea  lo  que  se  as- 
pira á  obtener  por  medio  de  la  presente  demanda  es  la 
revocación  ó  nulidad  de  las  diversas  resoluciones  de  la 
Secretaría  de  Hacienda  que  alteran  la  renta  asignada  á 
varias  ñncas  urbanas  por  la  Comisión  de  Amillara- 
miento/' 

Séptimo.  "Resultando  que  sustanciada  la  cuestión 
incidental  propuesta  se  celebró  la  vista  el  día  veintinue- 
ve de  Julio  último  con  las  representaciones  del  Ministe- 
rio Fiscal  y  del  Ayuntamiento,  éste  asistido  de  su  Abo- 
gado director/' 

Resolución  recurrida: 

Octavo.  Resultando  que  el  auto  recurrido,  de  fe- 
cha treinta  y  uno  de  Agosto  último  declara  en  su  parte 
dispositiva,  no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmendar  el  de 
primero  del  propio  mes  que  el  recurrente  había  inter- 
pelado en  el  extremo  del  mismo  que  declaró  con  lugar 
la  excepción  de  def^to  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda,  mandando  estar  á  lo  que  este  último  había 
dispuesto;  el  cual  á  su  vez,  en  su  parte  dispositiva  de- 
claró sin  lugar  las  excepciones  de  incompetencia  de  ju- 
risdicción y  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del 
actor  alegadas  por  la  representación  de  la  Administra- 
ción General  del  Estado  y  con  lugar  la  excepción  de  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  alegada 
por  la  propia  representación,  sin  hacer  especial  conde- 
nación de  costas;  y  .en  su  consecuencia  se  declara  sin 
curso  la  demanda  y  se  ordena  la  devíJlución  de  los  ex- 
pedientes administrativos  á  la  Oficina  de  donde  pro- 
cedan. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Noveno.  Resultando  que  la  parte  recurrente  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  contra 
errepetido  auto  de  fecha  treinta  y  uno  de  Agosto  fun- 
dándose en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  consig- 
nando el  motivo  de  casación  en  la  siguiente  forma :  "Ci- 
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to  como  infringida  la  ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  en  su  artículo  cuarenta  y 
dos,  y  el  Reglamento  para  su  ejecución  en  su  articula 
doscientos  noventa  y  cuatro.  Concepto  de  la  infracción. 
La  Ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  es  la  orgánica  que  regula  el  procedimien- 
to contencioso-administrativo,  y  en  su  artícido  cuarenta 
y  do¿  previene  que  en  las  demandas  se  establecerán  entre 
los  puntos  de  hechos  y  fundamentos  de  derecho  las  cues- 
tiones relativas  á  la  competencia  del  Tribunal ;  á  las  con- 
diciones de  la  resolución  reclamada,  al  término  en  que 
el  recurso  se  interponga  y  al  fondo  del  asunto,  cuestio- 
nes que  reitera  el  artículo  doscientos  noventa  y  cuatro 
del  Reglamento  citado. — Pues  bien  basta  al  recurrente 
haber  llenado  estos  requisitos  exigidos  en  la  Ley  para 
que  quedaran  perfectamente  cubiertas  las  formas  lega- 
les, lo  cual  hicimos  oportunamente  al  formidar  la  co- 
rrespondiente demanda  en  este  recurso,  al  igual  que  en 
el  escrito  iniciando  el  recurso  cumplimos  los  preceptos 
del  artículo  treinta  y  cinco  de  la  propia  Ley,  respecto  á 
la  forma  de  preparar  estos  recursos.  La  Sala  sentencia- 
dora en  su  auto  interpelado  de  primero  de  Agosto  pró- 
ximo pasado  declaró  sin  lugar  las  excepciones  de  incom- 
petencia de  jurisdicción  y  falta  de  personalidad,  y  en 
cambio  declaró  con  lugar  la  excepción  de  defecto  l^al 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda  alegada  también 
por  el  señor  Fiscal. — Ninguna  razón  tuvo  para  ello.  Se 
habían  cumplido  las  prevenciones  legales,  los  requisitos 
de  pura  forma  y  no  había  objeción  legal  que  hacer  á 
nuestra  demanda. — Habíamos  citado  una  de  las  resolu- 
ciones de  la  Hacienda  que  recurrimos  y  no  teníamos  ne- 
cesidad de  ir  enumerando  las  demás,  pues  estaban  conte- 
nidas en  un  mismo  expediente  gubernativo,  nos  limita- 
mos á  citar  los  casos  dado  que  la  consecuencia  legal  de 
uno  acogería  á  los  otros. — Desde  luego  que  ese  criterio 
del  Tribunal  sentenciador  viola  é  infringe  de  un  modo 
notable  el  artículo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  trece  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  y  el  dos- 
cientos noventa  y  cuatro  de  su  reglamento,  con  cuyas 
formalidades  se  ha  cumplido  y  exigir  otra  cosa  para  ad- 
mitir una  demanda  de  esta  clase,  es  interpretar  errónea- 
mente la  Ley  causando  como  causa  en  este  caso  notable 
perjuicio." 

Décimo.  Resultando  que  por  auto  de  ocho  de  Sep- 
tiembre de  este  año  se  admitió  el  expresado  recurso  de 
casación  y  emplazadas  las  partes  se  personó  ante  este 
Tribunal  Supremo  el     procurador     Nicolás  Stérling  á 
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nombre  del  recurrente,  habiéndose  sustanciado  en  legal 
forma  con  intervención  de  dicho  recurrente  y  del  Minis- 
terio Fiscal;  y  celebrándose  la  vista  pública  el  día  dos 
del  mes  en  curso  sin  que  asistieran  las  partes. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Carlos  Revilla  y 
Ferrari. 

Primero.  Considerando  que  el  artículo  ciento- 
tres  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  establece  que  el  recurso  de  casación 
en  asuntos  contencioso-administrativos  procede  contra 
sentencia  definitiva  ó  auto  de  tal  naturaleza  que  ponga 
término  al  recurso  contencioso  impidiendo  su  continua- 
ción, y  el  auto  ahora  recurrido  no  tiene  este  último  ca- 
rácter, porque  habiendo  declarado  con  lugar  la  excep- 
ción dilatoria,  propuesta  por  el  demandado,  de  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  es  visto  el  de- 
recho del  actor  á  promover  una  nueva,  conforme  á  lo- 
que establece  el  artículo  trescientos  diez  y  ocho  del  Re- 
glamento para  la  aplicación  de  la  ley  de  trece  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  que  rige  la 
materia,  á  no  ser  que  haya  transcurrido  el  término  para 
interponer  el  recurso,  lo  cual  constituye  una  contingen- 
ciíi  extraña  á  la  naturaleza  de  la  resolución  recurrida,  y 
que  no  puede  servir,  por  tanto,  para  modificar  su  carác- 
ter al  efecto  expresado  de  su  recurribilidad  en  casación- 
Segundo.  Considerando  que  este  Trbunal  tiene 
declarado  reiteradamente  que  cuando  el  recurso  ha  sido 
mal  admitido,  la  falta  de  su  impugnación  no  impide  el 
que  se  considere  ese  aspecto  de  la  cuestión  al  resolver  el 
recurso  en  trámite  de  sentencia  para  declararlo  sin  lu- 
gar; y  que  el  artículo  cuarenta  de  la  citada  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mil  ochpcientos  noventa  y  nueve 
ordena  que  se  impongan  las  costas  al  recurrente  (íuando 
se  declare  no  haber  lugar  al  recurso. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no- 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  á  que  se  contrae  esta 
sentencia  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Comuni- 
qúese, etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Carlos 
Revilla. 
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.Inf.  ley.— Sent.  15.— 27  de  Noviembre.  —  Demanda. — 
Contribuciones,  (^«c,  Mayo  so,  looi. ) 

DOCTRINA:  No  procede  repeler  una  de- 
manda contencioso- administrativa  presentada 
dentro  del  término  que  la  ley  señala  para  esa 
clase  de  recursos,  por  haberse  estimado  antes  una 
excepción  dilatoria  y  con  el  fundamento  de  que  el 
derecho  que  concede  el  artículo  318  del  reglamen- 
to es  el  de  iniciar  nuevo  recurso  y  no  el  de  deducir 
la  demanda. 

Para  la  exacción  de  la  contribución  sobre  in^- 
:nios  ha  de  tenerse  en  cuenta  la  renta  sin  dis- 
tinción entre  la  que  pudiere  provenir  del  cultÍYO 
•de  terrenos  de  propios  y  elaboración  de  sus  cañas, 
y  la  que  pudieren  reportar  de  la  explotación  que 
•de  la  finca  se  hace  con  la  fabricación  del  azúcar 
por  elaboración  de  otras  cañas  de  distinta  proce- 
dencia, pues  unos  y  otros  elementos  concurren  á 
la  producción  de  las  utilidades  ó  rentas. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  siete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  conten- 
cioso administrativo  establecido  por  la  representación 
de  la  Sociedad  anónima  "Trinidad  Sugar  Company*' 
contra  la  Administración  General  representada  por  el 
Ministerio  Fiscal,  y  en  que  también  ha  sido  parte,  como 
coadyuvante  de  la  demandada,  el  Ayuntamiento  ae  Tri- 
nidad; solicitando  aquélla  se  revoque  la  resolución  de  la 
Secretaría  de  Hacienda  fecha  nueve  de  Agosto  de  mil 
novecientos  dos,  por  la  cual,  comñrmAndose  acuerdo  de  la 
Zona  Fiscal  de  Cienfu^os,  se  deja,  como  renta  imponi- 
ble del  ingenio  central  de  fabricar  azúcar  "Trinidad", 
la  de  treinta  y  cinco  mil  noventa  v  cinco  pesos  que  le  ha- 
bía sido  declarada ;  y  el  cuad  recurso  pende  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  á  virtud  de  los  de  casación  interpuestos 
por  el  Ministerio  fiscal  y  por  el  Ayuntamiento  de  Trini- 
dad contra  la  sentencia  en  aquél  dictada  con  fecha  vein- 
ticuatro de  Julio  último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  como  Tribunal  de  lo  Contencioso. 

Primero.  Resultando  que  en  dicha  sentencia  se 
contienen  los  resultandos  que  se  transcriben  á  conti- 
nuación. 

Antecedentes  : 

Segundo.  Resultando  que  el  Procurador  Juan  Ma- 
yorga  á  nombre  y  con  poder  bastante  de  la  "Trinidad 
Sugar  Company^',  por  medio  de  escrito  de  diez  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  dos,  estableció  recurso  contencioso 
administrativo  contra  la  resolución  dictada  por  la  Se- 
cretaría de  Hacienda  de  esta  República  en  nueve  de  mis- 
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mo  mes  de  Agosto,  que  confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta 
de  la  Zona  fiscal  de  Cienfuegos,  que  fijó  como  renta  lí- 
quida imponible  del  Central"  Trinidad  la  suma  de  trein- 
ta y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos,  en  vez  de  los  cien- 
to diez  y  siete  pesos  que  declaró  la  citada  Sociedad;  y 
acompañó  á  dicho  escrito  el  testimonio  de  poder  que 
acredita 'SU  representación  y  el  traslado  de  la  resolución 
que  le  fué  comunicada  por  la  Secretaría  de  Hacienda : 
que  admitido  dicho  recurso  publicada  su  interposición  y 
traídos  los  antecedentes  administrativos  dispuso  la  Sala, 
en  diez  y  siete  de  Septimbre  siguiente  que  el  recurrente 
formalizara  su  demanda  dentro  del  término  de  treinta 
días:  que  por  escrito  de  once  de  Octubre  formalizó  su 
demanda  el  Pror.  Mayorga  y  dado  traslado  de  la  misma 
al  Ministerio  fiscal  en  representación  de  la  Administra- 
ción General  del  Estado  para  que  la  contestara,  dicho- 
Ministerio  fiscal  dentro  del  término  alegó  la  excepción 
dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda :  que  la  Sala  en  veinte  y  nueve  del  mismo  Octu- 
bre con  suspensión  del  curso  del  emplazamiento  para 
contestar  la  demanda,  dispuso  que  se  comunicara  con  la 
copia  del  escrito  á  la  parte  contraria,  y  señaló  día  para 
la  celebración  de  la  vista  del  incidente :  que  el  Pror.  Ma- 
yorga en  treinta  y  uno  del  propio  mes,  solicitó,  que  se 
tuviera  por  mostrado  su  allanamiento  y  conformidad  á 
la  excepción  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda,  haciendo  la  manifestación  de  re- 
servarse el  derecho  que  le  concede  el  artículo  trescientos 
diez  y  ocho  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley 
de  lo  Contencioso  administrativo;  y  previa  entrega  de 
la  copia  de  este  escrito  al  Ministerio  fiscal,  el  Tribunal, 
por  auto  de  cinco  de  Noviembre  siguiente,  declaró  con 
lugar  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda,  alegada  por  el  representante  de  la  Ad- 
ministración General  del  Estado  y  en  su  consecuencia 
dejó  sin  efecto  el  señalamiento  hecho  para  la  vista  del 
incidente,  declaró  sin  curso  la'  demanda,  que  se  devol- 
vieran los  expedientes  administrativos  á  la  Oficina  de 
donde  procedían  y  tuvo  por  hecha  la  manifestación  del 
recurrente  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
trescientos  diez  y  ocho  del  Reglamento  para  la  ejecu- 
ción de  la  Tioy  de  lo  Contencioso  administrativo. 
Dkmanda: 

Tercero.  Resultando  que  el  Pror.  Mayorga  por  es- 
crito de  siete  de  Noviembre,  formuló  nueva  demanda 
que  fundó  en  los  siguientes  hechos:  Uno.  la  Trinidad 
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Sugar  Company  es  propietaria  del  Ingenio  Central  Tri- 
nidad, destinada  á  la  fabricación  de  azúcar  y  situado  en 
el  barrio  de  Río  de  Ay,  término  Municipal  de  Trinidad; 
cuya  finca  se  compone  sola  y  únicamente  de  dos  caba- 
llerías y  sek  décimos  de  otra  de  terreno,  en  las  cuales 
tiene  instalado  su  batey. — Cou  dicha  extensión  resulta 
inscrito  en  el  Registro  de  la  Propiedad  correspondiente. 
— dos.  La  citada  Compañía  tiene  además,  actualmente 
arrendada  á  la  sucesión  de  Joaquín  E.  S.  Mejer,  dueños 
de  ellas  las  fincas  **Las  Bocas*'  y  "Guachinango*^  com- 
puestas de  cuarenta  y  ocho  caballerías,  y  la  nombrada 
^^Buena  Vista'*  y  San  José  de  la  Cruz,  de  ochenta  y  una 
caballería  por  cuyas  fincas,  que  la  compañía,  arrendata- 
ria tiene  dedicadas  al  cultivo  de  la  caña  abona  aquélla 
á  la  sucesión  arrendadora  la  renta  de  seis  mil  pesos  en 
oro  americano  anuales. — Tres.  En  ese  concepto  la  Com- 
pañía Central  Trinidad  presentó  por  medio  de  su  ad- 
ministrador á  la  Junta  Municipal  de  Amillaramiento 
de  Trinidad,  con  fecha  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil  no- 
vecientos uno,  la  declaración  jurada  exigida  por  la  Or- 
den de  la  serie  de  mil  novecientos,  número  trescientos 
treinta  y  cinco ;  en  la  que  se  hizo  constar  que  los  terre- 
nos propios  del  Central  se  componían  de  las  citadas  dos 
caballerías  y  seis  décimos  de  otra :  que  el  valor  en  venta 
de  la  finca  con  esos  terrenos  sus  fábricas,  campos  de  ca- 
ñas, etc.,  se  estimaban  en  quinientos  mil  pesos  más  ó 
menos,  en  oro  americano:  que  el  valor  en  renta  de  los 
expresados  terrenos  propios  de  la  finca,  se  calculaba  en 
ciento  diez  y  siete  pesos  y  que  el  valor  en  renta  que  la 
Compañía  abonaba  como  precio  del  arrendamiento  de  la 
ciento  veinte  y  nueve  caballerías  de  las  mencionadas  fin- 
cas arrendadas  á  la  sucesión  de  Mejer  era  el  de  seis  mil 
pesos  oro  americano.^Así  se  ve  de  la  copia  de  la  res- 
pectiva planilla  agregada  á  fojas  una  del  expediente 
Municipal  de  Trinidad  elevado  por  virtud  de  este  recur- 
so.— Cuatro.  Y  sin  que  acerca  de  tal  declaracón  jurada 
se  adoptase  acuerdo  ó  resolución  alguna  por  la  referida 
Junta  Municipal  de  Trinidad,  que  era  el  Organismo  6 
Corporación  en  primer  lugar  llamado  á  resolver  sobre 
ellos,  conforme  á  los  artículos  veinte  y  nueve,  treinta  y 
treinta  y  tmo  de  la  Orden  Orden  número  trescientos 
treinta  y  cinco,  serie  de  mil  novecientos,  la  Junta  de  la 
Zona  fiscal  de  Cienfuegos  por  acuerdo  de  diez  y  siete 
de  Febrero  de  mil  novecientos  dos  resolvió  asignar  al 
Central  Trinidad  como  valor  en  renta  6  base  de  su  cuo- 
ta contributiva,  la  suma  de  treinta  y  cinco  mil  pesos  en 
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oro,  en  vez  de  los  ciento  diez  y  siete  pesos  declarados  por 
la  Ck)mpañía. — Cinco.  La  expresada  Junta  de  Zona  para 
fijar  ese  enorme  y  escandaloso  valor  en  renta  de  una  fin- 
ca de  dos  caballerías  y  seis  décimos  de  tierra^  comenzó 
por  estimar  como  base  ó  elemento  para  ello,  el  número 
de  carretadas  de  caña  que  dice  producen  las  fincas  arren- 
dadas por  la  Compañía  á  la  sucesión  de  Mejer,  que  se  ex- 
presan en  el  hecho  dos  (diez  y  seis  mil  ochocientos  diez 
y  seis  carretadas)  y  el  que  también  producen  (según  da- 
tos que  dice  recogidos  de  otras  planillas)  varias  colonias 
dé  cañas  completamente  extrañas  al  Central  Trinidad, 
pero  que  muelen  sus  frutos  en  el  mismo  Central,  á  saber : 
Colonias  Aracas  Marín;  Potrero  Aracas;  Guasasa;  La 
Guanábana;  Monserrate  de  Algola;  Ingenio  Paso  Eeal; 
San  Alejo;  con  un  total  de  trece  mil  cuatrocientos  cin- 
cuenta carretadas  de  cañas,  figuran  declaradas  en  el 
Amillaramiento  con  un  valor  en  renta  de  nueve  mil 
novecientos  cincuenta  pesos,  proporcionalmente  corres- 
ponde á  las  diez  y  seis  mil  ochocientos  diez  y  seis  carre- 
tadas de  caña  de  las  fincas  arrendadas,  por  la  Compañía 
á  la  sucesión  de  Mejer  un  valor  en  renta  de  doce  mil 
ciento  seis  pesos. — Y  como  dichas  fincas  solo  tienen 
asignado  como  valor  en  renta  la  suma  de  cinco  mil  (fcho- 
cientos  noventa  pesos  que  es  lo  que  sus  dueños  perciben 
como  renta  que  por  las  mismas  le  satisface  la  Compañía 
la  diferencia  resultante  entre  ambas  cantidades,  seis 
mil  doscientos  diez  y  seis  pesos  debe  estimarse  como  va- 
lor en  renta  fijable  al  Central,  puesto  que  esa  suma  for- 
ma parte  de  sus  utilidades.— Siete.  Y  asimismo  fundó 
fiu  resolución  en  que  los  datos  consignados  en  la  planilla 
del  Central  son'  inexactos  porque  el  valor  en  renta  que 
declara  es  la  renta  ó  arrendamiento  que  tiene  con  la  su- 
cesión de  Mejer,  y  la  renta  que  le  calcula  á  las  dos  y  seis 
décimos  caballerías  en  qu  está  instalado  el  batey;  cuan- 
do lo  que  debe  declarar  es  el  valor  en  renta  total  de  todo 
el  Central,  es  decir;  lo  que  representa  por  los  campos  de 
caña  que  tiene,  ó  sea  la  parte  agrícola  y  el  que  representa 
por  la  industria  como  fábrica  de  azúcar.  A  cuya  con- 
sideración agregó  que  teniendo  en  cuenta  que  los  Centra- 
les por  más  que  tienen  esos  dos  aspectos  no  están  inclui- 
dos en  el  padrón  industrial  por  la  que  ejercen,  sino  so- 
lamente en  el  amillaramiento  de  fincas  rústicas':  debe 
tenerse  presente  los  datos  del  azúcar  que  hace  y  natu- 
ralmente, la  utilidad  que  esta  parte  industrial  le  pro- 
duce, además  del  producto  que  como  dueños  de  cañas  ob- 
tienen en  los  que  cultivan. — Ocho.  En  cuyo  concepto  y 
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partiendo  de  los  datos  que  se  le  antojaron  oportunos  para 
fijar  las  carretadas  de  caña  que  se  cultivan  en  otras  va- 
rias colonias  también  extrañas  al  Central  en  el  que  se 
efectuó  sin  embargo  su  molienda  fijó  en  cuarenta  mil 
quinientos  ochenta  y  siete  carretadas  de  cañas  el  número 
de  las  que  se  muelen  en  el  referido  ingenio  Central  Tri- 
nidad equivalentes,  á  ocho  millones  ciento  diez  y  siete 
mil  cuatrocientas  .arrobas :  que,  calculadas  á  un  rendi- 
miento promedio  de  ocho  cinco  centesimo,  estimó  pro- 
ducirían seiscientos  ochenta  y  nueve  mil  novecientos  se- 
tenta y  nueve  arrobas  de  azúcar,  ó  sean  cincuenta  y  tres 
mil  setenta  y  cinco  sacos  de  azúcar  de  primera  y  nueve 
mil  trescientos  sesenta  y  seis  de  azúcar  de  segunda,  que 
le  reportarían  al  ingenio  una  utilidad  de  veinte  y  ocho 
mil  ochocientos  setenta  y  nueve  anuales,  en  la  parte  in- 
dustrial, calculando  esa  utilidad  en  cincuenta  centavos 
por  saco  de  azúcar  de  primera  y, veinte  y  cinco  centavos 
por  saco  de  la  de  segunda. — Nueve.  En  virtud  de  todas 
cuyas  bases  ó  premisas  la  citada  Junta  de  Zona  Fiscal  de 
Cienfuegos  concluyó  por  asignar  como  valor  en  renta 
del  propio  ingenio  Central  Trinidad,  el  siguiente:  Por 
la  utilidad  calculada  en  su  industria  como  fábrica  de 
azúf  ar  veinte  y  ocho  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  pe- 
sos. Más  el  valor  en  renta  anual  por  los  diez  y  seis  mil 
trescientos  sesenta  y  cinco  carretadas  de  caña  que  como 
dueño  cultiva  en  sus  colonias  en  ciento  veinte  y  nueve 
caballerías  (ó  sea  en  las  arrendadas  á  la  sucesión  de 
Mejer)  seis  mil  doscientos  diez  y  seis  pesos.  En  renta 
treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos.  Todo  lo  cual 
consignado  en  los  precedentes  hechos  del  cuatro  al  nue- 
ve inclusive  resulta  justificado  por  las  certificaciones  re- 
petidas del  citado  acuerdo  de  la  Junta  de  Cienfuegos 
agregadas  á  fojas  dos,  tres  y  cuatro  del  expediente  de 
la  Junta  Municipal  de  Trinidad,  y  seis,  siete,  ocho,  diez 
y  siete,  diez  y  ocho,  diez  y  nueve,  treinta  y  treinta  y  uno 
del  expediente  de  la  Secretaría  de  Hacienda  también  ele- 
vado á  este  Tribunal  para  la  sustanciación  de  este  pleito. 
— Diez.  La  Junta  Municipal  de  Amillaramiento  de  Tri- 
nidad, aceptó  en  su  totalidad  el  expresado  acuerdo  de  la 
Junta  de  Zona  de  Cienfuegos  y  resolvió  que  se  le  noti- 
ficara al  Administrador  del  Central  Trinidad.  —  Así 
consta  de  la  certificación  agregada  á  fojas  treinta  y  dos 
del  último  de  los  citados  expedientes  administrativos. — 
Once.  Tanto  las  colonias  ó  fincas  que  la  Compañía  Cen- 
tral Trinidad  tiene  arrendadas  á  la  sucesión  de  Mejer, 
lo  mismo  que  todas  las  demás  fincas  en  que  se  cultivan 
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cañas  que  después  son  molidas  en  el  referido  ingenio,  y 
las  cuales  resultan  relacionadas  en  el  acuerdo  de  la  Junta 
de  Zona  de  Cienfuegos,  todas  ellas,  individualmente,  tie- 
nen presentadas  sus  declaraciones  juradas  á  la  Junta 
Municipal  de  Amillaramiento  de  Trinidad  y  asignados 
y  fijados  los  respectivos  valores  en  venta  y  renta  que  á 
cada  una  se  le  han  señalado  con  arreglo  á  los  cuales  se 
satisfacen  asimismo  por  sus  respectivos  dueños  ó  pro- 
pietarios las  cuotas  contributivas  6  contribuciones  al 
Ayuntamiento  de  aquella  población. — Doce.  Por  su  es- 
crito de  veinte  y  cinco  de  Marzo  último,  la  representa- 
ción de  la  Trinidad  Sugar  Company  estableció  en  tiem- 
po y  para  ante  la  Secretaría  de  Hacienda  recurso  de  al- 
zada ó  apelación  contra  el  citado  acuerdo  de  la  Junta  de 
Zona  de  Cienfuegos  cuyo  recurso  fué  ampliado  y  de  nue- 
vo razonado  por  escrito  de  la  propia  Compañía  de  diez 
de  Julio. — Trece.  Y  no  obstante  las  evidentes  razones 
legales  para  ello  recomendadas  la  Secretaría  de  Hacien- 
da con  un  criterio  tan  estrecho  como  impropio  de  una 
Administración  seria,  que  nunca  debe  contrariar  la  Ley 
y  menos  sus  propias  resoluciones  anteriores  acordó  des- 
estimar dicha  alzada  y  confirmar  el  acuerdo  apelado,  fi- 
jando como  renta  imponible  al  ingenio  Central  Trinidad 
los  mismos  treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos, 
tan  indebida  é  injustamente  asignados  poc  la  Junta  de 
Zona  de  Cienfuegos. — Así  consta  del  expediente  res- 
pectivo y  de  la  comunicación  de  dicho  Departamenta 
agregado  á  fojas  diez  de  los  autos  de  -este  pleito. — Ca- 
torce. La  referida  resolución  de  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda de  la  Eepública  fecha  nueve  de  Agosto  del  co-^ 
rriente  año,  fué  comunicada  por  oficio  de  la  propia  fe- 
cha á  los  Sres.  Guillermo  L.  Tumer  y  José  A.  Pessino 
como  administrador  y  apoderado  respectivamente  de  la 
Trinidad  Sugar  Company. — Cuya  resolución  perjudica 
á  los  intereses  y  derechos  de  esta  Compañía,  imponién- 
dole una  obligación  contributiva  superior  á  la  que  aque- 
lla tiene  el  deber  de  satisfacer  en  virtud  de  los  precep-^ 
tos  legales  dictados  y  vigentes  con  anterioridad  á  la  fe- 
cha de  la  citada  resolución ;  sjendo  esta  de  carácter  defi- 
nitivo en  el  orden  administrativo,  sin  que  contra  ella 
exista  en  ese  mismo  orden  autoridad  ni  Tribunal  Supe- 
rior ante  quien  reclamar  de  la  misma.-^Quince,  Diez  y 
seis  y  Diez  y  siete,  expresa  los  fundamentos  sobre  com- 
petencia del  Tribunal,  personalidad  del  recurrente,  ma- 
tria  y  término  en  que  se  interpuso  el  recurso.  Como  fun- 
damento de  derecho  cita  los  artículos  dos,  catorce,  diez 
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y  siete  y  cuarenta  y  seis  de  la  Orden  número  trescientos 
treinta  y  cinco  del  Gobierno  Militar  que  fué  de  esta  Isla 
serie  de  mil  novecientos:  artículo  treinta  de  su  párrafo 
segundo,  el  treinta  y  siete  de  la  Orden  doscientos  cin- 
cuenta y  cuatro,  serie  de  mil  novecientos;  y  la  circular 
de  siete  de  Enero  de  mil  novecientos  uno  de  la  Secreta- 
ría de  Hacienda;  suplicando  á  la  Sala  que  en  su  opor- 
tunidad, fallara  el  pleito,  declarando  con  lugar  la  de- 
manda, y  revocando  el  acuerdo  recurrido  dictado  por  la 
Secretaría  de  Hacienda  de  la  Eepública  en  nueve  de 
Agosto  de  mil  novecientos  dos  declarara  en  su  lugar  que 
debe  estimarse  como  valor  en  renta  del  ingenio  Central 
Trinidad  á  todos  los  efectos  del  pago  de  sus  contribu- 
ciones la  suma  de  ciento  diez  y  siete  ppsos  oro  americano 
que  es  la  declarada  por  la  Trinidad  Sugar  Company, 
propietaria  del  mismo  en  relación  jurada  por  ella  pre- 
sentada :  por  primero  y  segundo  otrosí  solicitó  el  recibi- 
miento á  prueba  del  juicio  consignando  los  hechos  que 
debían  de  ser  objeto  de  la  prueba:  por  tercer  otrosí  hizo 
las  manifestaciones,  de  establecer  la  demanda  dentro  del 
término  de  tres  meses  señalados  para  la  interposición 
del  recurso  contencioso  administrativo,  por  el  artículo 
séptimo  de  la  Ley  de  lo  contencioso  de  trece  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho ;  y  en  uso  del  de- 
recho que  le  confiere  el  artículo  trescientos  diez  y  ocho 
del  Reglamelito  vigente  para  la  ejecución  de  la  citada 
Ley,  y  que  se  dispusiera  la  sustanciación  de  la  demanda 
en  los  mismos  autos  ya  formados  en  el  Tribunal  para 
tratar  del  recurso  contencioso  administrativo  oportuna- 
mente establecido;  y  por  cuarto  otrosí  que  se  dejara  sin 
•efecto  el  auto  dictado  el  día  cinco,  respecto  á  la  devolu- 
ción de  los  expedientes  administrativos  los  que  permane- 
cerían en  el  Tribunal  á  los  efectos  de  la  terminación  de 
la  demanda. 

Cuarto.  Resultando  que  por  providencia  de  ocho 
de  Noviembre  se  tuvo  por  establecida  en  tiempo  nueva 
demanda,  se  confirió  traslado  de  la  misma  al  Ministe- 
rio fiscal  en  representación  de  la  Administración  Gene- 
ral del  Estado  para  que  la  contestara  dentro  del  término 
de  treinta  días,  á  cuyo  efecto  sería  emplazado :  que  opor- 
tunamente se  proveería  el  primero  y  segundo  otrosí :  por 
hecha  las  manifestaciones  del  tercero  y  en  cuanto  4  lo 
solicitado  en  el  cuarto  otrosí,  se  dejó  sin  efecto  lo  man- 
dado en  el  auto  de  cinco  del  mismo  mes,  respecto  á  la 
devolución  de  los  expedientes  administrativos,  los  que 
continuarían  en  el  tribunal  á  los  efctos  legales  que  con- 
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tra  la  providencia  anterior  del  día  ocho  de  Noviembre 
el  Ministerio  fiscal  interpuso  rcurso  de  reposición,  para 
que  se  dejara  sin  efecto  y  se  rechazara  el  escrito  en  que 
se  subsanaban  los  defectos  legales  de  que  la  demanda 
adolecía;  que  sustanciado  dicho  recurso  fué  impugna- 
do por  el  recurrente,  y  por  auto  de  veinte  y  siete  del  ci- 
tado Noviembre  se  declaró  no  haber  lugar  á  reponer  la 
providencia  interpelada  y  que  se  estuviese  á  lo  en  ella 
dispuesto. 

Quinto.  Kesultando  que  el  Ministerio  fiscal  por 
escrito  de  cinco  de  Diciembre  estableció  la  excepción  di- 
latoria de  incompetencia  de  jurisdicción  que  la  Sala, 
por  auto  de  diez  del  mismo  mes  declaró  no  haber  lugar 
á  tener  por  establecida  dicha  excepción,  mandando  de- 
volver á  la  representación  general  del  Estado  el  escrito, 
declarando  que  su  presentación  no  producía  el  efecto 
de  interrumpir  el  término  concedido  para  contestar  la 
demanda. 
Contestación  del  Fiscal: 

Sexto.  Resultando  que  por  escrito  de  trece  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  dos,  el  Ministerio  fiscal  con- 
testó la  demanda  suplicando  al  Tribunal  que  tuviera 
por  establecidas  las  excepciones  perentorias  de  incom- 
petencia de  jurisdicción  y  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda ;  que  en  el  caso  de  desestimarla 
declarara  caducado  el  recurso  por  no  haberse  formali- 
zado la  demanda  dentro  de  los  treinta  días  á  que*se  re- 
fiere el  artículo  cuarenta  de  la  Ley  y  doscientos  ochenta 
y  ocho  del  Reglamento  para  su  ejecución;  y  tener  por 
contestada  en  tiempo  y  forma  la  demanda  dclarándola 
sin  lugar  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. — ^Alegó 
como  fundamentos  de  la  excepción  de  incompetencia  de 
jurisdicción,  que  interpuesto  el  recurso  de  que  se  trata 
en  diez  y  seis  de  Agosto  del  año  actual  contra  resolución 
de  la  Secretaría  de  Hacienda  de  nueve  del  propio  mes 
fué  sustanciándose  en  forma  legal;  en  diez  y  ocho  de 
Septiembre  se  le  notificó  al  actor  la  providencia  man- 
dándole á  formalizar  la  demanda  dentro  de  treinta  días 
teniéndose  por  formalizada  el  quince  de  Octubre  sub- 
siguiente. Opuesta  por  esta  representación  la  excepción 
dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda se  suspendió  el  curso  del  emplazamiento  para 
contestarla  el  día  veinte  y  nueve  y  en  cinco  de  ííoviem- 
bre  último  el  Tribunal  dictó  auto  declarando  con  lugar 
la  excepción  dilatoria  sin  curso  la  demanda  y  dispo- 
niendo la  devolución  de  los  expedientes  administrativos 
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en  la  Oficina  de  su  procedencia  y  proveyendo  á  iin  otrosí 
del  escrito  en  que  el  actor  se  allanaba  á  la  excepción 
opuesta  en  que  se  reservaba  el  derecho  de  presentar  nue- 
va demanda  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  tres- 
cientos diez  y  ocho  del  Reglamento,  tuvo  por  hecha  la 
manifestación  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  indi- 
cado precepto:  que  por  disposición  del  Tribunal  quedó 
sin  curso  la  demanda :  que  en  siete  del  propio  mes  el  ac- 
tor presenta  en  forma  de  demanda  con  la  debida  separa- 
ción de  los  fundamentos  de  derecho  de  los  puntos  de  he- 
cho, un  escrito  subsanando  los  defectos  que  fueron  obje- 
to de  la  excepción  resuelta,  á  lo  que  el  Tribunal  ha  dado 
en  llamar  nueva  demanda  como  si  una  demanda  no  fue- 
ra un  escrito,  que  resulta  interpuesta  fuera  del  término 
de  los  treinta  días  que  señala  el  artículo  cuarenta  de  la* 
Ley  en  relación  con  el  doscientos  ochenta  y  ocho  del  Re- 
glamento: Como  fundamento  de  defecto  legal  en  el  mo- 
do de  proponer  la  demanda  alegó  hechos.  Primero :  En 
diez  y  seis  de  Agosto  el  Pror.  J.  Mayorga  interpuso  re- 
curso contencioso-administrativo  contra  resolución  de  la 
Secretaría  de  Hacienda  de  dos  del  propio  mes.  Segundo : 
En  diez  y  ocho  se  tuvo  por  parte  á  D.  J.  Mayorga,  estar 
blecido  el  recurso,  se  mandó  reclamar  4  la  Secretaría 
de  Hacienda  el  expediente  administrativo  y  que  se  pu- 
blicara por  medio  de  la  Gaceta  Oficial  la  inteirposi- 
ción  de  dicho  recurso  á  los  efectos  del  artículo  treinta  y 
seis  de  la  Ley.  Tercero :  En  veintinueve  de  Agosto  se  ha- 
ce constar  la  publicación  á  que  se  refiere  el  capítulo  an- 
terior. Cuarto:  En  Septiembre  se  dispuso  que  se  entre- 
garan los  antecedentes  recibidos  en  este  expediente  al 
recurrente  á  fin  de  que  formalice  su  demanda  dentro  del 
término  de  treinta  días.  Quinto:  En  quince  de  Octubre 
se  tuvo  por  formalizada  la  demanda  y  en  veintinueve  se 
tuvo  por  presentado  el  escrito  alegando  la  excepción  de 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. — Sex- 
to :  En  su  escrito  del  día  treinta  y  uno  de  Octubre  el  re- 
currente al  allanarse  á  la  exrepción  opuesta  se  reservó  el 
derecho  de  presentar  nueva  demanda  dentro  del  térmi- 
no correspondiente  con  el  mismo  objeto  que  tuvo  la  ya 
•formulada  en  autos. — Séptimo:  El  Tribunal  por  su  re- 
solución de  cinco  de  Noviembre  estimó  la  excepción  ale- 
gada, mandó  devolver  los  expedientes  administrativos  á 
las  Oficinas  de  donde  procedían  tuvo  por  hecha  la  mani- 
festación consignada  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  trescientos  diez  y  ocho  del  Reglamento  para  la 
ejecución  de  la  Ley  contencioso-administrativa :  Octavo : 
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En  siete  del  mismo  mes  se  presenta  por  el  recurrente  en 
escrito  en  forma  de  demanda  subsanando  los  defec- 
tos que  fueron  objeto  del  recurso  y  el  Tribunal  el 
día  ocho  tiene  por  establecida  en  tiempo  nueva 
demanda.  Noveno:  establecido  recurso  de  reposi- 
ción por  este  Ministerio  contra  esa  providencia,  des- 
pués de  sustanciada  se  declaró  sin  lugar  alegándo- 
se entre  otras  el  fundamento  del  derecho  de  esta- 
tablecer  una  excepción  dilatoria,  que  establecida  fué  re- 
chazada de  plano — como  debió  haberla  sido  el  escrito  á 
•que  se  le  llama  nueva  demanda — ^por  no  haberse  formu- 
lado dentro  de  los  diez  primeros  días  del  emplazamiento : 
y  como  fundamentos  de  derecho  el  caso  tercero  del  ar- 
ticulo cuarenta  y  seis,  el  párrafo  segundo  del  cuarenta 
y  ocho,  el  treinta  y  cuatro  y  treinta  y  cinco  de  la  Ley  de 
lo  Contencioso-administrativo,  artículo  trescientos  doce 
y  trescientos  trece,  caso  primero  del  Eeglamento:  Y  en 
cuanto  á  la  demanda  opuso  hechos :  Primero :  D.  Gui- 
llermo S.  Tumer  como  Administrador  de  The  Trinidad 
Sugar  Company  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la 
Orden  número  trescientos  treinta  y  cinco  serie  de  mil 
novecientos  del  extinguido  Cuartel  General  de  la  Divi- 
sión de  Cuba  presentó  una  declaración  jurada  de  la  fin- 
ca rústica  que  posee  dicha  Compañía  en  el  término  Mu- 
nicipal de  Trinidad  barrio  Kío  de  Ay. — Segundo:  Di- 
ch^  finca  que  es  un  ingenio  Central  de  fabricar  azúcar 
fué  fomentada  en  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  desde 
cuya  fecha  viene  moliendo  sin  interrupción  todos  los 
años  rindiendo  pingües  utilidades  á  su  dueña  la  citada 
Compañía  que  durante  todo  ese  largo  periodo  de  tiem- 
po no  había  pagado  cantidad  alguna  en  concepto  de  con- 
tribución ni  al  Estado  ni  al  Municipio  porque  si  en  algo 
contribuye  á  las  cargas  Municipales  es  en  el  concepto  en 
que  contribuyen  las  tiendas  de  los  bateyes. — ^Tercero: 
En  la  declaración  jurada  á  que  se  refiere  el  capítulo  pri- 
mero de  este  escrito  se  hace  constar  por  el  Administrador 
•que  la  suscribe  entre  otros  particulares  que  la  finca  solo 
posee  como  propias  dos  caballerías  seis  décimos,  teniendo 
arrendadas  ciento  veinte  y  nueve  caballerías  de  la  pro- 
piedad de  la  sucesión  de  D.  Joaquín  S.  Mejer. — Cuarto : 
en  la  mencionada  planilla  se  declaró  por  el  Administra- 
dor de  la  Compañía  recurrente  como  valor  en  venta  qui- 
nientos mil  pesos. — Quinto :  Como  valor  que  paga  como 
renta  de  los  terrenos  arrendados  se  consigna  la  cantidad 
de  seis  mil  pesos,  estimando  el  de  los  propios  en  ciento 
•diez  y  siete  pesos. — Sexto :  además  de  los  terrenos  arren- 
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dados  á  la  sucesión  de  Mejer  que  han  sido  declarados^ 
el  Central  muele  la  caña  de  otras  fincas  con  ó  sin  oonr 
trato  de  arrendamiento  pues  es  el  único  Central  que  por 
allí  muele,  por  lo  que  resultan  exactos  los  datos  consig- 
nados en  la  planilla. — Séptimo :  Son  erróneos  los  datos 
de  la  planilla  porque  el  valor  en  renta  que  declara  es  la 
renta  ó  arrendamiento  que  tiene  con  la  sucesión  de  Me- 
jer y  su  renta  que  la  calcula  á  las  dos  y  seis  décimas  ca- 
balleríafi  que  ocupa  el  batey  cuando  lo  que  debía  decla- 
rar en  esa  columna  es  el  valor  en  venta  total  del  Central, 
es  decir  el  que  representa  en  los  campos  de  caña  que 
tiene  por  la  parte  agrícola  que  ejerce  y  el  que  represen- 
ta por  la  industria  como  fábrica  de  hacer  azúcar. — Oc- 
tavo :  por  datos  obtenidos  de  otras  planillas  la  Junta  de 
la  Zona  Fiscal  correspondiente  en  cumplimiento  de  su 
deber  asignó  como  valor  en  venta  á  The  Trinidad  Sugar 
Company,  un  valor  en  renta  de  sesenta  y  cinco  mil  no- 
venta y  cinco  pesos,  y  fundamentos  de  derecho,  el  párra- 
fo segundo  y  el  tercero  del  artículo  séptimo  de  la  Orden 
doscientos  cincuenta  y  cuatro  de  mil  novecientos  del 
Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba. 
Contestación  del  coadyuvante: 

Séptimo.  Resultando  que  tenido  por  parte  coad- 
yuvante al  Dr.  Antonio  L.  Valverde  á  nombre  del  Ayun- 
tamiento de  Trinidad  y  dispuesto  que  siguiera  el  tras- 
lado de  la  demanda  con  dicha  representación,  evacuó  el 
trámite  por  escrito  de  dos  de  Febrero  último,  pidiendo 
á  la  Sala  tuviera  por  contestada  la  demanda  y  por  alega- 
das las  excepciones  de  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
poner la  demanda  y  la  de  incompetencia  de  jurisdicción 
por  no  reunir  la  resolución  dictada  por  el  Secretario 
de  Hacienda  de  la  República  el  requisito  primero  del  ar- 
tículo primero  de  la  Ley  vigente  en  la  materia  contencio- 
sa, oponiendo  los  siguientes  hechos:  Primero:  que  la 
Junta  de  Amillaramiento  de  Trinidad  fijó  al  Central 
Trinidad  como  valor  en  renta  la  suma  de  treinta  y  cin- 
co mil  noventa  y  cinco  pesos,  en  lugar  de  los  ciento  diez 
y  siete  pesos  en  que  fué  declarado  por  sus  propietarios. 
— Segimdo:  que  contra  esa  resolución  acudieron  en  al- 
zada dichos  propietarios  á  la  Junta  de  Zona  de  Qienfue- 
gos  y  ésta  en  detallado  informe  que  consta  en  el  expe- 
diente administrativo  y  que  reproduzco  en  este  lugar, 
confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Amillaramiento  de 
Trinidad  fundándose  en  que  el  referido  Central  en  el 
año  económico  de  mil  novecientos  uno  á  mil  novecien- 
tos dos,  molió  ocho  millones  ciento  diez  y  siete  mil  cua- 
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trocientas  arrobas  de  caña  que  le  produjo  una  utilidad 
líquida  veinte  y  ocho  mil  ochocientos  setenta  y  siete  pe- 
sos,que  unido  á  la  renta  de  sus  tierras  de  seis  mil  cienta 
diez  y  siete  pesos  alcanzaba  una  renta  líquida  de  treinta 
y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos  que  le  fija  la  expresa- 
da Junta  de  Cienfuegos,  después  de  haber  procedido  á  la 
comprobación  de  que  trata  el  artículo  veinte  y  cinco  del 
Eeglamento  de  cuatro  de  Septiebmre  de  mil  novecientos, 
teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  artículo  treinta 
y  lo  preceptuado  en  los  artículos  treinta  y  uno,  treinta 
y  dos  y  treinta  y  siete  del  propio  Beglamento. — ^Tercero : 
que  en  la  reclamación  que  en  el  terreno  administrativo- 
ha  hecho  el  representante  del  Central  Trinidad  Sugar 
se  limita  á  impugnar  esa  renta  de  treinta  y  cinco  mil  no- 
venta y  cinco  pesos  que  se  le  ha  fijado  fundando  dicha 
impugnación  que  en  esa  renta  se  comprende  la  parte  in- 
dustrial, que  no  debe  comprenderse,  por  no  poderse  co- 
brar por  las  utilidades  que  producen  los  terrenos  culti- 
vados. Cuarto :  que  la  Secretaría  de  Hacienda  de  acuerdo- 
con  lo  informado  por  las  Juntas  mencionadas  y  por  el 
Negociado  respectivo  confirmó  dichos  acuerdos  dejando 
como  rentas  imponibles  del  Central  Trinidad  Sugar 
Company  los  treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos- 
que  le  fueron  asignados.  Quinto :  que  contra  esta  reso- 
lución dictada  y  notificada  en  siete  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos dos  interpuso  en  siete  de  Noviembre  de  ese 
mismo  año  demanda  contenciosa.  Sexto:  que  la  repre- 
sentación demandante  no  interpuso  recurso  alguno  ante 
el  Sr.  Presidente  de  la  Eepública.  Séptimo :  Reproduz- 
co y  hago  míos  los  hechos  primero  al  noveno,  ambos  in- 
clusives, aducidos  por  el  Sr.  Fiscal  y  que  se  refieren  á 
la  excepción  perentoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda;  y  como  fundamentos  de  derecho 
el  artículo  séptimo  de  la  Orden  doscientos  cincuenta  y 
cuatro  serie  de  mil  novecientos  en  su  párrafo  segundo, 
los  fundamentos  legales  del  escrito  del  Ministerio  fiscal 
en  lo  que  se  refiere  á  la  excepción  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda  y  el  artículo  setenta  y  seis  de  la 
Constitución  de  la  República. 
Prueba  : 

Octavo.  Resultando  que  recibido  el  pleito  4  prue- 
ba solo  la  promovió  la  parte  recurrente  y  con  la  debida 
citación  contraria  se  practicó  la  siguiente:  Se  trajeron- 
certificaciones  expedidas  por  el  Secretario  Contador  del 
Ayuntamiento  de  Trinidad  visadas  por  el  Alcalde  Muni- 
cipal del  mismo,  en  las  que  se  insertan  literalmente  la» 
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planillas  ó  relaciones  juradas  presentadas  por  sus  res- 
pectivos propietarios  ó  los  representantes  de  éstos  á  la 
Junta  Municipal  de  Amillaramiento  de  dicha  ciudad, 
de  las  fincas  siguientes  y  que  esas  fincas  abonan  directa- 
mente al  Municipio  las  cantidades  que  se  expresan :  á  sa- 
ber: Las  Bocas  y  Cruachinango  ciento  ochenta  y  nueve 
pesos  ochenta  y  un  centavos,  Buena  Vista  y  San  José 
de  la  Cruz  ó  sea  San  José  de  Altunaga,  ciento  sesenta 
y  tres  pesos  sesenta  y  tres  centavos  de  la  sucesión  de 
Joaquín  Mejer,  colonia  Aracas  Marin  de  C.  Marin, 
treinta  y  seis  pesos;  colonia  Potrero  Aracas  ó  Nuestra 
Sra.  del  Amparo  de  F.  Aloma,  veinte  y  cuatro  pesos; 
colohia  Guasasa  de  los  herederos  de  F.  Bastida  treinta  y 
dos  pesos,  la  Guanábana  de  la  misma  sucesión  de  J.  Bas- 
tida seis  pesos,  colonia  Monserrate  de  Aldaba  de  S.  Sán- 
chez é  Iznaga  ciento  ochenta  pesos,  ingenio  demolido 
Paso  Real  de  Smiht  y  Fisher,  seis  pesos  sesenta  y  seis 
centavos;  colonia  San  Alejo  alias  Manacas  Iznaga,  de 
los  herederos  de  C.  Iznaga,  doscientos  setenta  pesos; 
vega  Rosario  de  Cayetano  Nicolau  tres  pesos,  colonia 
San  Juan  de  los  herederos  de  P.  Beltrán  un  peso  cua- 
renta y  cuatro  centavos ;  Santísima  Trinidad  de  Miguel 
Gispert  setenta  y  dos  centavos ;  San  Isidro  de  los  herede- 
ros de  C.  Armenteros  noventa  centavos;  S.  Juan  de  los 
herederos  de  M.  Ponce  de  Lara  veinticuatro  centavos; 
la  Purísima  Concepción  de  Ponce  un  peso  veinte  centa- 
vos; potrero  La  Punta  de  los  herederos  de  C.  Armente- 
ros siete  pesos  noventa  y  ocho  centavos;  vega  Jesús  Ma- 
ría de  los  herederos  de  Agustín  Martínez  un  peso  veinte 
centavos;  vega  el  Carmen  de  los  herederos  de  Jesús  M. 
González  dos  cuarenta ;  la  Caridad  de  José  Reguera  cua- 
renta y  ocho  centavos; la  Hermita  de  M.  Iznaga  cincuen- 
ta y  cuatro ;  la  loma  y  Bidama  de  herederos  de  C.  Car- 
doso  tres  sesenta ;  Caridad  de  Cayetano  Nicolau  cuarenta 
y  ocho  centavos ;  ingenio  demolido  Cañamavo  de  S.  Arre- 
chea  cuarenta  centavos;  colonia  Guá>Tnaro  de  Cacicedo 
y  C*  doscientos  cuarenta  pesos;  potrero  el  Barral,  de 
Fuentes  Martínez  y  C*  noventa  pesos;  potrero  San  Isi- 
dro de  Jaime  Rubies  tres  pesos;  potrero  Palmarito  de 
M.  Barral  de  Torrado  veinticuatro  pesos;  colonia  Ara- 
cas  seis  pesos  sesenta  y  seis  centavos  y  potrero  Manicú 
cuatro  pesos  de  Iznaga ;  y  San  José  de  Abajo  de  S.  Sán- 
chez Iznaga  diez  pesos  sesenta  y  seis  centavos.  Otra  cer- 
tificación expedida  por  dos  corredores  de  comercio  de 
Cienfuegos  en  la  que  se  hace  constar  que  el  precio  pro- 
medio que  durante  las  zafras  de  mil  novecientos  á  mil 
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novecientos  uno  y  mil  novecientos  uno  4  mil  novecientos 
dos,  obtuvo  en  esta  plaza  el  azúcar  centrifi^gado  de  gua- 
rapo polarización  base  novena  y  seis  grados  fué  el  de 
cuatro  reales  setenta  y  cinco  céntimos,  treinta  y  un  cén- 
timos, la  arroba;  y  tres  peales  cuarenta  y  dos  céntimos 
diez  y  seis  céntimos  respectivamente  según  resulta  de  los 
datos  que  obran  en  su  poder.  Otra  certificación  expedi- 
da por  el  Registrador  de  la  Propiedad  de  Trinidad,  de 
la  que  aparece  la  inscripción  de  un  lote  de  terreno  que 
formaba  parte  del  potrero  Concepción  de  Aracas  lin- 
dante por  el  Este  con  el  Río  Agabama  ó  Manatí  que  lo 
separa  del  ingenio  Cañamabo,  por  el  Norte  con  fincas 
las  Cayamas  de  los  Sres.  Mejer  Thode  y  C*  y  por  el  Sur 
y  Oeste  con  terrenos  del  potrero  Concepción  de  Aracas 
de  que  formaba  parte,  tiene  de  cabida  dos  caballerías 
seiscientas  ochenta  y  dos  milésimas  é  inscrito  el  dominio 
á  favor  de  la  Sociedad  The  Trinidad  Sugar  Company. 
Y  por  iiltimo  la  diligencia  practicada  por  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Trinidad  en  el  escritorio  del  In- 
genio Central  Trinidad,  con  presencia  de  los  Libros  y  de- 
más datos  necesarios  requeridos  al  Administrador  de  la 
finca  quien  manifestó  que  ésta  no  tiene  sembrada  caña 
en  los  terrenos  propios  y  sólo  cultiva  las  de  las  colonias 
Buena  Vista,  Las  Bocas  y  Guachinango  arrendadas :  que 
aparece  que  éstas  han  producido  en  las  zafras  de  mil  no- 
vecientos á  mil  novecientos  uno,  un  millón  novecientos 
cincuenta  y  nueve  ciento  cincuenta  arrobas,  y  en  la  de 
mil  novecientos  uno  á  mil  novecientos  dos  un  millón  no- 
vecientos ochenta  y  nueve  mil  cuatrocientos  cincuenta 
y  cinco  arrobas :  que  de  otras  fincas  colonias  del  Central 
el  niimero  de  arrobas  en  la  zafra  de  mil  novecientos 
uno  es  de  cuatro  millones  ciento  cincuenta  y  nueve  mil 
sesenta  y  ocho  y  en  la  zafra  de  mil  novecientos  dos  es 
el  de  cinco  millones  cuatrocientos  seis  mil  novecientos 
treinta  y  tres,  con  el  reparto  siguiente:  Algaba,  un  mi- 
llón trescientos  ochenta  mil  doscientos  veintidós  y  un 
millón  seiscientos  ochenta  y  un  mil  quinientos  cuatro, 
Manacú  Iznaga  seiscientos  noventa  y  ocho  mil  cuatro- 
cientos quince  y  setecientos  ochenta  y  dos  mil  seiscien- 
tos veinte,  Guamao  seiscientos  ochenta  y  un  mil  cuatro- 
cientos ochenta  y  seis  y  seiscientos  sesenta  y  ocho  mil 
seiscientos  noventa  y  siete;  Amparo  diez  y  ocho  mil 
ciento  setenta  y  seis  y  ciento  doce  mil  quinientos  cin- 
cuentay  seis,  José  Rodríguez  setecientos  veintiocho  y 
once  mil  ciento  cincuenta  y  tres,  Demetrio  Bravo  ochen- 
ta y  cinco  mil  novecientos  veinte  y  ciento  veintiséis  cien- 
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to  once,  Florencio  Yrarragorry  trece  mil  novecientoB 
cuarenta  y  ocho  y  tres  mil  novecientos  setenta  y  cinco, 
Aracas  Iznaga  siete  mil  ciento  ochenta  y  ciento  treinta 
y  un  mil  doscientos  noventa;  Tomás  Ramírez  dos  mil 
ochocientos  sesenta  y  seis  y  tres  mil  ciento  ochenta  y  seis,, 
viuda  de  Torres  La  Punta,  treinta  y  nueve  mil  doscien- 
tos cuarenta  y  treinta  y  cinco  mil  ciento  sesenta  y  ocho 
Colonia  Cañamabo  setenta  y  siete  mil  trescientos  ochen- 
ta y  ocho  y  cincuenta  y  un  mil  novecientos  sesenta  y  dos; 
Colonia  Paso  Real  setenta  y  ocho  mil  sesenta  y  cinco  y 
cincuenta  y  cinco  mil  ciento  treinta  y  tres,  Arasús  Ma- 
rín cuarenta  y  tres  mil  trescientos  diez  y  seis  y  ciento- 
cincuenta  y  seis  mil  sesenta  y  tres,  Pedro  Gutiérrez 
veinticinco  mil  cuatrocientos  sesenta  y  cinco  y  doce  mil 
novecientos  setenta  y  ocho,  José  Pérez  seis  mil  sete- 
cientos cincuenta  y  seis,  y  trece  mil  cincuenta  y  uno,. 
Barral  trescientos  doce  mil  novecientos  noventa  y  siete 
y  trescientos  cincuenta  y  dos  mil  trescientos  setenta^ 
Rafael  González  once  mil  ochenta  y  seis  y  doce  mil  qui- 
aientos  sesenta  y  ocho,  Marcelino  Carretero  cuarenta  y 
ocho  mil  doscientos  cinco  y  cuarenta  y  nueve  mil  se- 
tenta y  dos.  Boca  chica  treinta  y  cuatro  mil  trescientos 
veintiuno  y  cuarenta  y  cuatro  mil  setecientos  diez,  José 
Hernández  diez  y  nueve  mil  setenta  y  tres  y  veinte  mil 
quinientos  cuatro,  Guasasa  ochenta  y  ocho  mil  setecien- 
tos noventa  y  ocho  y  ciento  ochenta  y  cuatro  mil  tres- 
cientos tres.  Guanábana  cuarenta  y  tres  mil  quinientos 
cincuenta  y  tres  y  noventa  y  cinco  mil  veintitrés,  Da- 
niel Torrado  Palmarito  noventa  y  siete  mil  setecientos 
catorce  y  ciento  cincuenta  y  tres  mil  cuatrocientos  trein- 
ta y  siete,  Rosario  E.  Nicoíau  cincuenta  y  cinco  mil  cua- 
trocientos cincuenta  y  seis  y  cincuenta  y  tres  mil  tres- 
cientos tres,  Caridad  M.  Martínez  cuarenta  y  dos  mil  no- 
vecientos noventa  y  nueve  y  cincuenta  y  un  mil  ocho- 
cientos cincuenta  y  nueve,  Jesús  María  veintitrés  mil 
sesenta  y  nueve  y  veintidós  mil  doscientos  treinta  y  dos, 
Concepción  Ponce  diez  mil  ochocientos  doce  y  catorce 
mil  cuatrocientos  setenta  y  cinco,  Anastasio  Lara  diez 
mil  novecientos  sesenta  y  uno  y  quince  mil  ochocientos 
setenta,  Manuel  Lara  diez  mil  cuatrocientos  doce  y  diez 
mil  setecientos  veintisiete,  Carmen  cuarenta  y  seis  mil 
treinta  y  seis  y  cuarenta  y  siete  mil  ciento  ochenta  y  cin- 
co, Caridad  J.  Reguera  veintinueve  mil  seiscientos  se- 
senta y  seis,  y  veintinueve  mil  doscientos  veinte,  Anice- 
to Lara  diez  mil  ciento  cuarenta  y  ocho  y  diez  y  siete  mil 
trescientos  sesenta  y  dos,  Gregorio  Sans  treinta  y  tres 
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mil  noventa  y  nueve  y  cuarenta  mil  cuatrocientos  ochen- 
ta y  tres,  J.  Cacho  y  C*  treinta  y  cinco  mil  quinientos 
ochenta  y  ocho  solo  de  la  zafra  de  mil  novecientos  uno, 
y  de  igual  modo  de  la  zafra  de  mil  novecientos  dos,  An- 
tonio Cadalzo  novecientos  veintiuno,^  Eugenio  Cantero 
mil  novecientos  ochenta  y  tres,  Juan  Virella  novecien- 
tos cuarenta  y  siete,  Las  Delicias  de  S.  Sánchez  ciento 
cincuenta  y  un  mil  setecientos  cuarenta  y  cuatro,  Joa- 
quín Moreno  once  mil  noventa  y  dos,  Guillermo  Poma- 
res siete  mil  cuarenta  y  nueve,  Pedro  Arholaes  cinco  mil 
setecientos  cuarenta,  Juan  Carroche  cinco  mil  cuatro- 
cientos veinticuatro,  José  Ruiz  diez  mil  ciento  cuarenta 
y  seis,  liafael  Gronzález  Conde  cuatro  mil  ochenta  y  dos, 
Pedro  González  doce  mil  novecientos  sesenta  y  uno.  En- 
carnación Gk)nzález  once  mil  setecientos  uno,  Pedro  Ro- 
dríguez siete  mil  quinientos  noventa,  Sebastián  Mon- 
talvo  Manicú  siete  mil  novecientos  sesenta  y  cuatro,  Pe- 
dro Quevedo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho,  Mariana 
Brunet  cuatro  mil  cuatrocientos  setenta  y  cinco,  Serafín 
Ramos  nueve  mil  quinientos  ochenta,  Juan  Zúñiga  cin- 
co mil  seiscientos  setenta  y  uno,  Manuel  B.  Aragón  tres 
mil  setenta  y  cinco,  Francisco  Carret  mil  quinientos  no- 
venta y  cinco,  Severino  Escaobar  seis  mil  trescientos, 
Esteban  Altimaga  cinco  mil  setecientos  veintinueve,  Ma- 
nuel Aragón  dos  mil  ciento  noventa  y  seis,  José  Cala- 
zans  dos  mil  setecientos  nueve,  Santos  Bequer  dos  mil 
trescientos  treinta  y  uno,  Santiago  Juvenel  setecientos 
cincuenta  y  cinco,  María  de  la  Paz'  Echemendía  dos  mil 
cien,  Mariano  Ramos  mil  cuatrocientos  sesenta,  Mauri- 
cio Iznaga  diez  y  seis  mil  setecientos  noventa  y  seis  y 
Esteban  Cantero  mil  ochenta  y  seis :  que  la  suma  de  la& 
arrobas  de  caña  molida  en  la  zafra  de  mil  novecientos 
á  mil  novecientos  uno,  es  de  seis  millones  ciento  cincuen- 
ta y  nueve  mil  sesenta  y  ocho  y  en  la  de  mil  novecientos 
uno  á  la  de  mil  novecientos  dos,  siete  millones  cuatro- 
cientos seis  mil  novecientos  treinta  y  tres :  que  el  precio- 
promedio  pagado  por  cada  cien  arrobas  de  caña  en  la  za- 
fra de  mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno  fué  el  de 
dos  pesos  y  nueve  mil  seiscientos  noventa  milésimas  y  la 
zafra  de  mil  novecientos  uno  á  mil  novecientos  dos  el  de 
dos  pesos  mil  doscientos  sesenta  y  una  milésimas:  que 
escendieron  los  gastos  de  cultivo  de  las  fincas  arrenda- 
das  en  la  zafra  de  mil  novecientos  á  mil  novecientos  uno, 
por  las  Bocas  veinticuatro  mil  ochocientos  nueve  pesos 
ochenta  y  cinco  centavos,  por  la  de  Buena  Vista  que 
comprende  Altunagas  y  Cayamas  veintiséis  mil  nove- 
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cientos  noventa  y  cuatro  pesos  noventa  y  cuatro  centa- 
vos; y  en  la  zafra  de  mil  novecientos  uno  á  mil  nove- 
cientos dos,  quince  mil  doscientos  doce  pesos  setenta  y 
cuatro  centavos  los  de  la  primera  y  veinticinco  mil  cua- 
renta y  cuatro  pesos  noventa  y  siete  centavos  los  de  las 
otras  que  por  renta  de  arrendanuento  de  Buena  Vista 
y  Altunaga  y  Cayamas,  las  Bocas  y  Guachinango  seis 
mil  seiscientos  pesos  anuales  cuya  renta  no  aparece  de- 
tallada por  finca,  porque  se  abona  á  una  sola  persona 
dueña  de  todas :  que  en  la  zafra  de  mil  novecientos  á  mil 
novecientos  uno  Buena  Vista  molió  un  millón  ciento 
ochenta  y  ocho  mil  ochocientos  cuatro  arrobas,  las  Bo- 
cas setecientas  noventa  y  cinco  mil  quinientas  cincuenta 
y  ocho  arrobas  y  Guachinango  veintisiete  mil  novecien- 
tas ochenta  y  ocho  arrobas  y  en  la  zafra  de  mil  novecien- 
tos uno  á  mil  novecientos  dos,  la  primera  un  millón  no- 
venta y  cinco  mil  treinta  y  ocho  arrobas,  la  segunda  seis- 
cientas cincuenta  y  ocho  mil  trescientas  cincuenta  y  una 
arrobas  y  la  tercera  doscientas  treinta  y  ocho  mil  setenta 
y  dos  arrobas. 
Antecedentks  administrativos  : 

Noveno.  Resultando  que  de  los  expedientes  admi- 
nistrativos aparece  que  la  The  Trinidad  Sugar  Compa- 
ny,  por  medio  de  su  administrador,  presentó  á  la  Junta 
Municipal  de  Trinidad,  la  relación  jurada  del  ingenio 
Central  Trinidad,  declarando  en  ella  dos  caballerías  y 
seis  décimas  de  terreno  propio  y  ciento  veintinueve  ca- 
ballerías arrendadas;  como  valor  en  venta  del  Central 
quinientos  inil  pesos  más  ó  menos  y  valor  en  renta  seis 
mil  pesos  oro  americano  de  los  terrenos  arrendados  y 
ciento  diez  y  siete  pesos  oro  americano  por  los  terrenos 
propios :  que  la  Junta  de  Zona  de  Cienf  uegos  estimó  que 
eran  deficientes  y  erróneos  los  datos  que  constaban  en  la 
planilla,  procedió  á  la  comprobación  con  datos  obtenidos 
de  otras  planillas,  asignando  treinta  y  cinco  mil  noven- 
ta y  cinco  pesos  como  valor  en  renta  anual  á  dicho  Cen- 
tral: que  comunicado  el  acuerdo  á  la' Junta  Municipal 
de  Amillaramiento  de  Trinidad,  ésta  lo  hizo  suyo:  que 
el  Administrador  del  Central  referido  y  José  A.  Pessi- 
no  en  su  carácter  de  apoderado  sustituto  de  The  Sugar 
Company  se  alzaron  de  dicho  acuerdo  y  tramitado  el  re- 
curso la  Secretaría  de  Hacienda  dictó  la  resolución  si- 
guiente.— Habana,  Agosto  nueve  de  mil  novecientos  dos. 
— Visto  el  recurso  de  queja  establecido  por  los  Sres.  Gui- 
llermo E.  Turner  y  José  A.  Pessino  como  administrador 
y  apoderado  respectivamente  del  Central  Trinidad  Su- 
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gar  Company,  contra  la  Junta  de  Zona  de  Cienfuegos 
que  asignó  á  dicho  Central  la  renta  líquida  de  treinta  y 
cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos  en  vez  de  los  ciento  diez 
y  siete  en  que  fué  declarado. — Resultando  del  detallado 
informe  producido  por  la  Junta  expresada  que  el  inge- 
nio Central  referido,  durante  el  año  de  mil  novecientos 
uno  á  mil  novecientos  dos  molió  ocho  millones  ciento  diez 
y  siete  mil  cuatrocientas  arrobas  de  caña  con  una  pro- 
ducción líquida  de  veintiocho  mil  ochocientos  setenta  y 
siete  pesos  á  la  que  unidas  las  rentas  de  sus  tierras  de  seis 
mil  ciento  diez  y  siete  pesos  alcanza  una  renta  líquida  de 
treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos  que  le  fijó  la 
Junta  de  Zona  después  de  haber  procedido  á  la  compro- 
bación de  que  trata  el  artícxdo  veinticinco  del  Regla- 
mento de  cuatro  de  Septiembre  de  mil  novecientos  te- 
niendo en  cuenta  lo  dispuesto  en  los  párrafos  segundo  y 
tercero  del  artículo  treinta  y  lo  preceptuado  también  en 
los  artículos  treinta  y  uno,  treinta  y  dos  y  treinta  y  siete- 
del  propio  Reglamento. — ^Resultando:  tanto  de  la  ins- 
tancia de  ambos  reclamantes  que  en  la  alzada  estable- 
cida se  concreta  á  impugnar  la  renta  asignada  fundando* 
s  .  reclamación,  en  que  la  renta  que  se  le  fija  por  la  parte 
industrial  no  debe  cobrarse  sino  por  las  utilddadeá 
que  producen  los  terrenos  enterados. — Considerando  que 
el  artículo  séptimo  de  la  Orden  doscientos  cincuenta  y 
cuatro  serie  de  mil  novecientos  en  su  párrafo  segundo 
señala  como  tipo  de  tributación  el  ocho  por  ciento  so- 
bre los  ingenios  de  fabricar  azúcar  que  estén  funcionan- 
do como  tales  y  en  el  párrafo  tercero  el  seis  por  ciento 
sobre  las  fincas  destinadas  al  cultivo  de  la  caña,  al  del 
tabaco  ó  á  varios  cultivos  á  la  vez  en  escala  industrial 
en  cuyos  conceptos  están  comprendidos  los  ingenios  Cen- 
trales, vinieudo  esta  circunstancia  á  destruir  los  argu- 
mentos empleados  en  la  presente  alzada  y  á  justificar 
la  opinión  sustentíida  por  la  Junta  de  Zona  de  Cienfue- 
gos.— Considerando  que  los  ingenios  Centrales  no  tie- 
nen ninguna  excepción  especial,  á  virtud  de  la  que  no 
deban  contribuir  al  sostenimiento  de  las  cargas  públicas 
Considerando  que  los  Centrales  ó  ingenios  por  más  que- 
tienen  el  doble  aspecto  agrícola  é  industrial  no  están  in- 
cluidos en  el  padrón  industrial  y  solamente  deben  tribu- 
tar por  los  registros  de  fincas  rústicas,  esta  Secretaría 
ha  acordado  confirmar  el  acuerdo  de  la  suprimida  Junta 
de  Zona  Fiscal  de  Cienfuegos  y  dejar  como  renta  impo- 
nible los  treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos  que- 
por  ella  le  fué  declarada. 
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Resolución  recurrida: 

Décimo.  Resultando  que  por  la  expresada  senten- 
cia se  declaró  con  lugai:  la  demanda,  y  se  revocó  la  re- 
solución de  la  Secretaría  de  Hacienda  y  en  su  lugar  se 
declaró  que  debía  estimarse  como  valor  en  renta  del  in- 
genio Central  Trinidad  la  suma  de  ciento  diez  y  siete 
pesos  en  oro  americano,  fijada  en  la  declaración  de  sus 
propietarios  sin  hacerse  especial  condenación  de  costas. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación  del  coadyu- 
vante : 

Décimoprimero.  Resultando  que  contra  ese  fallo 
interpuso  la  parte  coad}nivante  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  y  de- 
negada la  admisión  del  de  quebrantamiento  y  de  dos  mo- 
tivos del  de  infracción,  pende  como  admitido  el  recurso 
qué,  establecido  al  amparo  del  número  primero  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  contiene  los  dos  motivos  que  se  transcriben 
á  continuación. — "Uno. — El  artículo  trescientos  diez  y 
ocho  de  la  Ley  de  lo  Contencioso  que  establece  que  si  es- 
timadas las  excepciones  dilatorias  el  actor  presentase  es- 
crito ó  documento  para  subsanar  los  dafectos  que  hubie- 
sen dado  lugar  4  ellas,  se  rechazaran  de  plano ;  precepto 
que  no  ha  cumplido  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
en  tanto  admitió  un  escrito  del  actor  subsanando  defec- 
tos que  fueron  admitidos  con  lugar  al  fallar  la  propia 
Sala  las  excepciones  dilatorias  propuestas  por  el  Minis- 
terio fiscal;  sin  que  quepa  sostener  dentro  del  procedi- 
miento contencioso,  que  el  escrito  de  demanda  presen- 
tado dspués  de  ese  fallo  por  el  actor,  es  la  demanda  de 
que  habla  el  artículo  trescientos  diez  y  ocho  del  Regla- 
mento de  la  materia,  dado  que  esa  demanda  no  debe  in- 
terponerse de  esa  manera,  pues  á  eUa  debe  preceder  el 
anuncio  de  su  interposición,  la  publicación  de  los  edictos 
en  la  Gaceta,  para  que  comparezcan  los  coadyuvantes, 
la  reclamación  de  los  expedientes  y  el  emplazamiento  de 
las  partes ;  interpretación  ésta  lógica  de  la  ley  dado  que 
el  recurso  contencioso  no  se  interpone  con  la  demanda, 
sino  cuando  el  Ministerio  fiscal  es  quien  lo  interpone, 
pero  no  los  particulares,  en  cuyo  caso  hay  que  cumplir 
estrictamente  con  lo  que  dispone  el  artículo  treinta  y  seis 
de  la  Ijey  de  lo  Contencioso  que  señalo  también  como  in- 
fringido; dándose  como  interpretación  evidente  del  Re- 
glamento que  el  artículo  trescientos  diez  y  ocho  al  decir 
«demanda  no  quiso  expresar  el  escrito  que  comúnmente 


^ITBISPBUDENCIA  OOVTEITCIOBO-ADKINISTRATITA.  96 

lleva  este  nombre,  sino  el  recurso  contencioso. — Cuarto. 
Alego  igualmente  como  motivo  de  casación  la  interpre- 
tación errónea  del  artículo  séptimo  de  la  Orden  doscien- 
tos cincuenta  y  cuatro  de  mil  novecientos  que  en  su  segundo 
párrafo  señala  como  tipo  de  tributación  el  ocho  por  cien- 
to sobre  los  ingenios  de  fabricar  azúcar  que  estén  fun- 
cionando como  tales  y  en  el  párrafo  tercero  el  seis  por 
ciento  sobre  las  fincas  destinadas  al  cultivo  de  la  caña, 
al  del  tabaco  ó  á  varios  cultivos  á  la  vez  en  escala  indus- 
trial en  cuyo  concepto  están  comprendidos  los  Centra- 
les, que  por  su  doble  aspecto  de  agrícola  é  industrial  no 
están  incluidos  en  el  padrón  industrial  y  solamente  de- 
ben tributar  por  los  registros  de  fincas  rústicas;  siendo, 
pues  errónea  la  interpretación  que  á  éste  precepto  da  el 
íallo  recurrido. 
Becürso  del  Fiscal: 

Décimosegundo.  Besultando  que  el  Ministerio  fis- 
<?al  también  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
•ción  de  ley,  y  autorizado  por  los  incisos  sexto  y  primer 
To  del  propio  artículo  mil  seiscientos  noventa,  alegó  Pri- 
mero: la  infracción  del  artículo  trescientos  diez  y  ocho 
del  Eeglaraento  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo  en  relación  con  el  séptimo,  úl- 
tima parte  del  segundo  inciso  del  número  tres  del  cua- 
renta y  seis  y  segi^nda  parte  del  cuarenta  de  la  Ley  de 
ló  Contencioso-administrativo,  y  número  segundo  del 
trescientos  diez  del  Eeglamento  por  su  falta  de  aplica- 
ción, cometiéndose  en  la  sentencia  el  error  del  citado 
número  sexto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  toda  vez  que  el  Tribimal 
incurrió  en  exceso  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  al 
•conocer  del  recurso  establecido  en  siete  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  dos  á  nombre  de  la  Trinidad  Sugar  Com- 
pany,  cuando  para  ello  carecía  de  potestad;  y  como  ra- 
zonamiento de  dicho  motivo  expuso  que  la  Sala  debió 
rechazar  de  plano  la  nueva  demanda  á  tenor  del  artículo 
trescientos  diez  y  ocho  del  Reglamento,  pues  se  trataba 
de  escrito  presentado  para  subsanar  defectos;  y  el  recu- 
rrente opuso  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción porque  la  demanda  no  se  había  formalizado  dentro 
de  los  treinta  días  á  que  se  refiere  el  artículo  cuarenta  de 
la  Ley ;  pues  aunque  en  el  artículo  trescientos  diez  y  ocho 
se  emplee  el  vocablo  demanda  no  se  refiere  sino  á  recur- 
so, por  manera  que  la  única  vía  que  tenía  expedita  el  de- 
mandante, era  la  de  interponer  un  nuevo  recurso,  pues 
no  es  posible  que  defectos  predeterminados  sean  objeto 
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de  una  excepción  dilatoria  y  al  propio  tiempo  puedan 
ser  subsanados  en  un  nuevo  escrito  de  demanda;  por 
todo  lo  cual  la  sentencia  infringía  las  disposiciones  cita- 
das; y  determinando  una  incompetencia  de  jurisdicción 
relativa  según  los  artículos  cuarenta  y  seis  número  tres 
de  la  ley  y  trescientos  diez  número  dos  del  Reglamento 
la  interposición  de  los  recursos  fuera  del  plazo  de  tres 
meses  señalado  en  el  artículo  tres  (debe  ser  siete)  de  la 
ley,  era  indudable  que  limitada  y  hasta  anulada  la  ju- 
risdicción del  Tribunal  por  el  recurso  del  expresado  tér- 
mino, no  podía  continuar  un  recurso  caducado  de  dere- 
cho, conforme  el  artículo  cuarenta  de  la  ley  sin  exceder- 
se, como  se  ha  excedido,  la  Sala  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones, — "Y  segundo :  Infringe  la  sentencia  el  ar- 
tículo séptimo  de  la  Orden  número  doscientos  cincuenta 
y  cuatro  serie  de  mil  novecientos  en  sus  párrafos  segun- 
do y  tercero,  párrafos  segundo  y  tercero  del  artículo  ter- 
cero y  artículos  treinta  y  uno,  treinta  y  dos  y  treinta  y 
$iete  de  la  Orden  número  trescientos  treinta  y  cinco — 
mil  novecientos  que  señalan  como  tipo  de  tributación  el 
ocho  por  ciento  sobre  los  ingenios  de  fabricar  azúcar  que- 
estén  funcionando  como  tales  y  el  seis  pot  ciento  sobre 
las  ñncas  destinadas  al  cultivo  de  la  caña,  al  del  tabaco  ó* 
á  varios  cultivos  á  la  vez  en  la  escala  industrial,  en  cuyo 
concepto  están  comprendidos  los  ingenios  Centrales,  que 
por  su  doble  aspecto  de  agrícola  é  industrial  no  están  in- 
cluidos en  el  Padrón  Industral ;  cuyos  preceptos  por  fal- 
ta de  aplicación  infringe  la  sentencia,  incurriendo  en  el 
error  á  que  se  refiere  el  caso  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  del  Enjuiciamiento  Civil". 

Decimotercero.  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal 
amplió  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  interpues- 
to con  un  nuevo  motivo  autorizado  por  la  causa  primer» 
del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  citando  como  infringido  el  artículo  diez 
y  siete  de  la  Orden  número  trescientos  treinta  y  cinco 
de  cuatro  de  Septiembre  demil  novecientos,  conforme  al 
cual,  el  líquido  imponible  en  las  fincas  rústicas  se  deter- 
minará por  el  valor  en  renta  del  predio  según  el  cultivo 
ó  explotación  á  que  se  destine,  y  esto  había  sido  desco- 
nocido por  la  sentencia  al  considerar  indiferente  á  los 
efectos  de  la  tributación  la  mayor  utilidad  ó  rendimien- 
to que  de  una  finca  rústica  se  obtiene  mediante  la  explo- 
tación á  que  se  la  destine ;  con  lo  que  al  prescindir  el  fa- 
llo de  ese  artículo  diez  y  siete  citado,  no  sólo  contiene 
violación  del  mismo,  sino  que  se  hace  más  evidente  la  in- 
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terpretación  errónea  de  la  Orden  trescientos  treinta  y 
cinco,  habiéndose  limitado  el  Tribunal  a  quo  á  tomar  en 
consideración  otros  artículos  de  ella  cuyo  complemento 
necesario  lo  es  el  mencionado. 

Decimocuarto.  Resultando  que  el  día  diez  y  seis 
del  corriente  se  celebró  la  oportuna  vista  en  la  que  in- 
formaron el  representante  del  Ministerio  fiscal  y  el  Le- 
trado defensor  de  la  parte  no  recurrente,  pidiendo  el  pri- 
mero se  declare  con  lugar  el  recurso  é  impugnándolo  el 
segundo  que  pidió  se  desestime. 
Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Antonio  Pi- 
chardo. 

Primero.  Considerando,  en  cuanto  á  los  motivotí 
respectivamente  alegados  en  primer  término  por  el  coad- 
yuvante y  por  el  Ministerio  fiscal,  que  el  artículo  tres- 
cientos diez  y  ocho  del  Reglamento  para  la  aplicación  de 
la  Ley  de  lo  contencioso  establece  terminantemente  que, 
si  estimadas  las  excepciones  dilatorias,  el  actor  presen- 
tase escritos  ó  documentos  para  subsanar  los  defectos  que 
hubiesen  dado  lugar  á  ellas,  se  rechazarán  de  plano,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  actor  para  deducir  nueva  de- 
manda, si  lo  estima  conveniente,  cuando  no  hubiese, 
transcurrido  el  término  señalado  para  impugnar  en  vía 
contenciosa  la  resolución  administrativa  reclamada;  y 
que  por  tanto  no  habiéndose  reclamado,  digo,  presentado 
en  el  caso  por  el  actor  escritos  ó  documentos  para  subsanar 
los  defectos  que  dieron  lugar  á  la  excepción,  sino  que  de- 
dujo nueva  demanda,  hallándpse  (no  existe,)  dentro  del 
término  señalado  para  impugnar  en  vía  contenciosa  la 
resolución  reclamada,  por  cuanto  no  habían  transcurrido 
los  tres  meses  que  para  interponer  el  recurso  contencio- 
so-administrativo  señala  el  artículo  séptimo  de  la  ley  de 
la  materia,  es  visto  que  aquél  ejercitó  un  derecho  que  le 
está  reconocido  por  el  mencionado  artículo  del  Regla- 
mento, y  la  Sala  al  admitir  la  nueva  demanda,  respetan- 
do tal  derecho,  lejos  de  infringir  el  citado  artículo  tres- 
cientos dieciocho  le  dio  exacto  cumplimiento  por  concu- 
rrir la  única  condición  que  respecto  de  términos  dicho 
artículo  exige;  siendo  por  otra  parte  arbitrario  enten- 
oer  que  donde  éste  dice  nueva  demanda  quiso  decir  nue- 
vo recurso  contencioso. 

Segundo.  Considerando  que  no  requiriendo  el  ci- 
tado artículo  trescientos  diez  y  ocho,  como  queda  expues- 
to en  el  anterior  considerando,  otra  condición  de  térmi- 
no al  actor  para  que  pueda  deducir  la  nueva  demanda 
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por  dicho  artículo  autorizada,  que  la  de  que  lo  sea  dentro 
del  señalado  para  impugnar  la  resolución  reclamada,  no 
cabe  extender  dicho  precepto  en  perjuicio  del  reclamante 
á  exigencias  que  la  ley  no  establece  en  el  caso  especial 
que  prevé;  por  lo  qu  es  forzoso  entender  que  tal  caso  es- 
pecial no  se  regula  por  el  artículo  cuarenta  de  la  ley 
y  con  los  efectos  que  previene  el  inciso  segundo  del  ar- 
tículo trescientos  diez  del  Beglamento  en  cuanto  á  aquél 
se  refiere ;  y  los  cuales  tampoco  podrían  tener  una  rigu- 
rosa y  exacta  aplicación,  por  lo  mismo  que  no  existe  ni 
puede  existir  término  señalado  para  formalizar  la  nueva 
demanda. 

Tercero.  Considerando  asimismo  que  el  actor  de- 
dujo esta,  conforme  al  artículo  trescientos  diez  y  ocho  ci- 
tado, dentro  del  término  en  que  podía  impugnar  la  reso- 
lución administrativa  reclamada  por  cuanto  lo  hizo  den- 
tro de  los  tres  meses  señalados  por  el  artículo  séptimo  de 
la  ley  de  lo  contencioso  para  la  interposición  del  recurso; 
y  por  tanto  no  se  está  en  el  caso  de  incompetencia  pre- 
visto en  la  última  parte  del  segundo  inciso  del  número 
tres  del  artículo  cuarenta  de  la  Ley. 

Cuarto.  Considerando  en  mérito  de  lo  expuesto 
que  no  se  han  cometido  las  infracciones  alegadas  en  los 
dos  motivos  examinados,  y  en  consecuencia  procede  des- 
estimarlos. 

Quinto.  Considerando  en  cuanto  á  los  motivos  ex- 
puestos en  segundo  término  por  ambos  recurrentes,  asi 
como  al  ampliado  por  el  Ministerio  fiscal,  que  el  artícu- 
lo séptimo  de  la  Orden  doscientas  cincuenta  y  cuatro  de 
mil  novecientos  señala  en  su  inciso  segundo  como  tipo 
de  exacción  para  la  contribución  territorial  sobre  la  renta 
imponible  el  ocho  por  ciento  respecto  de  los  ingenios  de 
fabricar  azúcar  que  estén  funcionando  como  tales;  y  en 
su  ÍD(íiso  tercero  fija  el  seis  por  ciento  sobre  las  fincan 
destinadas  al  cultivo  de  la  caña,  al  del  tabaco  ó  á  varios 
cultivos  á  la  vez  en  escala  industrial;  por  lo  que  es  visto 
que  al  fijar  dicho  segundo  inciso  la  cuota  respecto  de  los 
ingenios  sobre  su  renta  imponible,  requiriendo  por  con- 
dición que  estén  funcionando  como  tales,  ha  tenido  en 
cuenta  el  doble  carácter  de  estas  fincas  para  exigir  la 
contribución  sobre  su  renta  sin  distinción  entre  la  que 
pudiera  provenir  del  cultivo  de  tierras  propias  y  elabo- 
ración de  sus  cañas,  y  la  que  pudiera  reportar  de  la  ex- 
plotación que  de  la  finca  se  hace  con  la  fabricación  del 
azúcar  por  la  elaboración  de  otras  cañas  de  distinta  pro- 
cedencia; pues  unos  y  otros  elementos  concurren  á  la 
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producción  de  las  utilidades  ó  rentas,  y  el  líquido  im- 
ponible por  razón  de  ésta  en  las  fincas  rústicas  debe  de- 
terrainarse  conforme  previene  el  artículo  diez  y  siete  de 
la  Orden  trescientos  treinta  y  cinco  de  mil  novecientos, 
fiegún  el  cultivo  ó  explotación  á  que  el  predio  se  destine, 
por  lo  que  no  existe  fundamento  legal  para  excluir  de  la 
computación  de  la  renta  tales  elementos  de  la  produc- 
ción obtenida  en  la  explotación  del  ingenio,  el  cual  si  es- 
tuviera arrendado  por  sus  dueños  habría  de  contribuir 
por  la  renta  estipulada  que  ciertamente  no  fijarían  éstos 
con  relación  sólo  al  terreno  de  cultivo,  sino  teniendo  en 
cuenta  el  rendimiento  de  la  producción  total. 

Sexto.  Considerando  que  al  separarse  el  Tribunal 
a  quo  de  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  Ordenes  dos- 
cientas cincuenta  y  cuatro  y  trescientas  treinta  y  cinco 
en  sus  artículos  siete  y  diez  y  siete  en  el  sentido  expre- 
sado, los  ha  infringido,  y  procede  por  tanto  estimar  los 
motivos  expresados. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber 
lugar  á  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley 
niterpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  y  por  la  representa- 
ción del  Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Trinidad  contra 
la  sentencia  dictada  con  fecha  veinte  y  cuatro  de  Julio 
último  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana como  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo, 
en  el  recurso  de  que  queda  hecho  mérito  establecido  por 
la  Sociedad  anónima  "Trinidad  Sugar  Company^^  la 
cual  sentencia  casamos  y  anulamos  sin  especial  conde- 
nación de  costas.     Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Bafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Carlos 
Kevilla. 

Segtmáa  sentencia. — En  la  misma  fecha  dictó  el   Tribunal 
nueva  sentencia  en  los  siguientes  términos: 

Dando  igualmente  por  repro<lucidos  los  seis  prime- 
ros considerandos  de  la  misma. 

Séptimo.  Considerando  por  lo  que  hace  al  fondo 
del  recurso,  que  la  cuestión  que  realmente  se  discute  se 
reduce  á  resolver  si  para  la  liquidación  de  la  renta  im- 
ponible de  treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cinco  pesos  que 
ha  sido  señalada  al  Ingenio  Central  Trinidad  deben  to- 
marse en  cuenta  los  proventos  ó  aprovechamientos  que  le 
resultan  de  la  elaboración  que  para  fabricar  azúcar  hace 
de  las  cañas  no  sembradas  en  terreno  propio  del  ingenio 
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V  que  éste  utiliza,  ya  por  llevar  en  arrendamiento  otro& 
en  que  se  cultivan,  ya  por  adquirir  aquéllas  de  distintos 
dueños  y  fincas,  ó  si  por  el  contrario  la  renta  imponi- 
ble ha  de  liquidarse  tomando  en  consideración  única^ 
mente  la  caña  cultivada  en  el  terreno  del  ingenio. 

Octavo.  Considerando  que  el  artículo  séptimo  de 
la  Orden  doscientos  cincuenta  y  cuatro  de  mil  novecien- 
tos señala  en  su  inciso  segundo  como  tipo  de  exacción 
para  la  contribución  territorial  sobre  la  renta  imponible 
el  oclio  por  ciento  respecto  de  los  ingenios  de  fabricar 
azúcar  que  estén  funcionando  como  tales,  y  en  su  inciso 
tercero  fija  el  seis  por  ciento  sobre  las  fincas  destinadas 
al  cultivo  de  la  caña,  al  del  tabaco  ó  á  varios  cultivos  á 
la  vez,  en  escala  industrial ;  por  lo  que  es  visto  que  al  fi- 
jar dicho  segundo  inciso  la  cuota  respecto  de  los  inge- 
nios sobre  su  renta  imponible,  requiriendo  por  condi- 
ción que  estén  funcionando  como  tales,  ha  tenido  en 
cuenta  el  doble  carácter  de  estas  fincas  para  exigir  la 
contribución  sobre  su  renta  sin  distinción  entre  la  que 
pudiera  provenir  del  cultivo  de  tierras  propias  y  elebora- 
ción  de  sus  cañas  y  la  que  pudiera  reportar  de  la  explo- 
tación que  de  la  finca  se  hace  con  la  fabricación  del  azú- 
car por  la  elaboración  de  otras  cañas  de  distinta  proce- 
dencia; pues  unos  y  otros  elementos  concurren  á  la  pro- 
duccón  de  las  utilidades  ó  renta  y  el  líquido  imponible 
por  razón  de  ésta  en  las  fincas  rústicas  debe  determinar- 
se, conforme  previene  el  artículo  diez  y  siete  de  la  Orden 
trescientos  treinta  y  cinco  de  mil  novecientos,  se^nín  el 
cultivo  ó  explotación  á  que  el  predio  se  destine,  por  lo  que 
no  existe  fundamento  legal  para  excluir  de  la  computa- 
ción de  la  renta  tales  elementos  de  la  producción  obte- 
nida en  la  explotación  del  ingenio,  el  cual,  si  estuviera 
arrendado  por  sus  dueños,  habría  de  contribuir  por  la 
renta  estipulada  que,  ciertamente,  no  fijarían  éstos  con 
relación  solo  al  terreno  de  cultivo,  sino  teniendo  en  cuen- 
ta el  rendimiento  de  la  producción  total. 

Xoveno.  Considerando  que  esta  recta  inteligencia 
de  los  artículos  mencionados,  en  armonía  con  los  princi- 
pios generales  que  presiden  la  materia,  por  cuanto  es  lo 
natural  y  lógico  que  toda  riqueza  contribuya  al  soste- 
nimiento de  las  cargas  públicas,  lejos  de  hallarse  en  con- 
tradicción como  se  pretende,  con  la  circular  de  la  Secre- 
taría de  Hacienda  de  siete  de  Enero  de  mil  novecientos 
uno,  resulta  robustecida  por  la  misma,  ya  que  ésta  lejos 
de  establecer  privilegio  alguno  .eximiendo  de  contribuir 
á  la  industria  azucarera,  simplemente  se  limita  á  decía- 
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xar  que  ño  fué  la  mente  de  la  Administración  someter 
Á  una  nueva  tributación  la  industria  azucarera  y  demás 
explotaciones  agrícolas  que  son  objeto  de  disposiciones 
especiales  y  privativas  de  las  Ordenes  doscientos  cincuen- 
ta y  cuatro  y  trescientos  treinta  y  cinco ;  con  lo  cual  sólo 
se  dice  que  no  se  les  impone  una  nueva  tributación  sobre 
la  que  tiene  señalada  y  además  se  reconoce  á  la  industria 
azucarera  el  carácter  de  explotación  agrícola,  y  precisa- 
mente con  arreglo  á  la  explotación  á  que  están  destina- 
das es  que  deben  contribuir  las  fincas  rústicas. 

Décimo.  Considerando  que  al  contribuir  las  fincas 
destinadas  al  cultivo  de  cañas  en  escala  industrial,  y 
«contribuir  luego  el  ingenio  por  su  renta  imponible,  sólo 
se  abona  la  contribución  respectivamente  señalada  á  cada 
clase  de  finca  rústica,  sobre  la  renta  de  las  cuales  y  no  so- 
bre determinado  fruto  ó  producto  es  que  pesa  la  contri- 
bución ;  y  para  la  liquidación  de  esa  renta  han  dé  tener- 
se en  cuenta  los  diferentes  datos  y  elementos,  en  favor  ó 
en  contra,  de  que  aquélla  es  la  resultante,  por  manera 
que  en  el  monto  de  la  renta  imponible  del  ingenio  en  que 
las  cañas  se  elaboren  solo  vienen  á  figurar  los  proventos 
que  reporta  por  elaboración  de  tales  cañas  adquiridas, 
con  las  que  forma  un  producto  de  la  finca  cual  es  el  azú- 
car, careciendo  de  apoyo  legal  la  pretensión  de  que  por 
ser  un  producto  que  se  estima  meramente  industrial  no 
«está  obligado  á  contribuir,  pues  como  queda  dicho  las 
fincas  rústicas  contribuyen  no  solo  por  razón  de  su  cul- 
tivo sino  por  la  explotación  á  que  están  destinadas;  y  el 
ingenio  que  funciona  como  tal,  se  explota  elaborando 
azúcar,  y  ésta  como  producto  que  es  de  la  finca  ha  de  ser 
apreciada  para  la  liquidación  de  la  renta  ya  que  con 
arreglo  al  artículo  treinta  de  la  Orden  trescientos  trein- 
ta y  cinco,  se  tendrá  para  ello  presente  el  valor  de  los 
productos  y  facilidad  en  su  conducción. 

Undécimo.  Considerando  que  habiéndose  declara- 
do por  la  Zona  Fiscal  de  Cienfuegos  como  renta  imponi- 
ble del  ingenio  Central  Trinidad  la  de  treinta  y  cinco 
mil  noventa  y  cinco  pesos  cuyo  acuerdo  hizo  suyo  la  Jun- 
ta Municipal  de  Amillaramiento  de  Trinidad,  y  no  ha- 
biéndose en  rigor  negado,  ni  siquiera  intentado  probar 
•que  tal  renta  no  fuera  en  verdad  rendida  por  una  finca 
de  la  importancia  de  la  de  que  se  trata  en  plena  activi- 
dad y  cuantiosa  producción  con  un  valor  en  venta  de 
.  quinientos  mil  pesos ;  sino  que  dicha  renta  se  impugna 
en  el  concepto  de  que  no  deben  tenerse  en  cuenta  para  fi- 
jarla determinados  elementos  de  producción  cuales  son 
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las  cañas  que  se  elaboran  de  procedencia  ajena  á  los  te- 
rrenos propios  de  la  finca,  lo  cual  es  erróneo;  forzoso  se 
hace  tener  como  buena  la  renta  señalada  por  la  adminis- 
tración. 

Duodécimo.  Considerando  que  por  ninguna  de  las 
partes  del  recurso  se  ha  procedido  con  temeridad  ni 
malicia. 

Vistos  los  artículos  siete,  treinta  y  cindb,  treinta  y 
seis,  cuarenta  y  cuarenta  y  seis  de  la  ley  de  lo  contencio- 
so-administrativo  y  trescientos  diez,  trescientos  trece  y 
trescientos  diez  y  ocho  del  Reglamento  para  su  aplica- 
ción; así  como  las  Ordenes  Militares  doscientas  cin~ 
cuenta  y  cuatro  y  trescientas  treinta  y  cinco  de  mil  no- 
vecientos, tres  de  mil  novecientos  uno  y  ciento  cuaren- 
ta y  ocho  de  mil  novecientos  dos,  circular  de  la  Secre- 
taría de  Hacienda  de  siete  de  Enero  de  mil  novecientos 
uno  é  igualmente  la  siete  de  las  disposiciones  transito- 
rias de  la  Constitución. 

Fallamos  que  debemos  desestimar  y  desestimamos 
las  excepciones  de  incompetencia  y  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  alegadas  en  el  recurso,  y 
asimismo  no  haber  lugar  á  la  demanda  establecida  por 
la  Sociedad  Trinidad  Sugar  Company ;  y  por  el  contraria 
confirmamos  la  resolución  recurrida  de  la  Secretaría  de 
Hacienda  fecha  nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos  dos, 
por  la  que  á  su  vez  se  confirmó  el  acuerdo  de  la  Zona 
Fiscal  de  Cienfuegos  y  dejó  como  renta  imponible  del 
Central  Trinidad  la  de  treinta  y  cinco  mil  noventa  y  cin- 
co pesos  que  le  fué  declarada  por  la  expresada  Zona  Fis- 
cal. Y  no  hacemos  especial  condenación  de  costas.  Con 
certificación  de  esta  sentencia,  devuélvanse  los  antece- 
dentes administrativos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  á 
quien  se  comunicará  esta  resolución  publíquese  en  la  Ga- 
ceta Oficial  de  la  República  é  insértese  en  la  Colec- 
ción á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia  librándose  al 
efecto  las  oportunas  copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Carlos 
Revilla. 


Apelación.— Auto  4.  —  4  de  Diciembre.— Incompetencia. 

(Gac.  Mayo  30,  190^,) 

DOCTRINA:  Las  órdenes  del  Gobierno  Mi- 
litar  que  tengan  carácter  de  le^slativas  no  son 
recurribles  en  vía  contencioso-administrativa. 
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En  la  ciudad  ie  k  Habana  á  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres.  La  Sala  de  lo  Contencioso-Ad- 
ministrativo  del  Tribunal.  Supremo,  visto  el  recurso  de 
apelación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  el 
auto  de  veintiocho  de  Agosto  del  corriente  añoj  confir- 
mado por  el  de  diez  y  ocho  de  Septiembre  último  dicta- 
do por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
declarando  sin  lugar  la  excepción  de  incompetencia  de 
jurisdicción  propuesta  por  dicho  Ministerio  en  el  plei- 
to Contencioso-Administrativo  establecido  por  la  Jun- 
tA  de  Patronos  del  Hospital  ie  San  Lázaro  contra  la 
Orden  Militar  número  noventa  y  seis  de  ocho  de  Abril 
d*  mil  novecientos  dos  que  declaró  dicho  Hospital  ins- 
titución de  carácter  público. 

Antecedentes  : 

Aceptando  los  hechos  consignados  en  el  auto  de  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  veinte 
y  ocho  de  Agosto  de  este  año. 

Resultando  que  personadas  las  partes  ante  este 
Supremo  Tribunal  y  sustanciada  debidamente  la  apela- 
ción establecida,  se  señaló  para  la  vista  de  la  misma  el 
veintitrés  del  pasado  Noviembre,  la  cual  tuvo  efecto  con 
asistencia  del  representante  del  Ministerio  fiscal,  que 
sodlicitó  se  declara  con  lugar  el  recurso,  y  del  Letrado 
Sr.  Félix  Soloni  en  representación  de  la  Junta  de  Pa- 
tronos del  Hospital  de  San  Lázaro  que  solicitó  se  de- 
clarara sin  lugar.  , 

Resolución  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Várela  Jado. 

Considerando  que  la  cuestión  de  incompetencia  de 
jurisdicción  que  como  excepción  propone  el  Ministerio 
fiscal,  si  bien  es  cierto  que  no  "puede  fundarse  en  que  el 
hecho  de  dictar  la  Orden  noventa  y  seis  de  mil  nove- 
cientos dos  declarando  institución  de  carácter  público 
general  al  Hospital  de  San  Lázaro  de  k  Habana  sea  un 
acto  emamado  de  la  potestad  discrecional  del  Gobierno, 
es  indudable  que  atendiendo  á  los  fundamentos  de  oa-^ 
rácter  general  alegados  por  el  Superintendente  del  De- 
partamento de  Beneficencia,  loe  cuales  dieron  origen,  y 
Síj  tuvieron  en  cuenta,  y  se  aceptaron  para  dictar  la  re- 
ferida Orden  noventa  y  seis,  le  imprime  á  ésta  el  carác- 
ter de  un  acto  legislativo  del  extinguido  Gobierno  Mi- 
litar que  entre  sus  facultades  tenía  la  de  legislar. 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
séptima  de  las  disposiciones  transitorias  de  la  Constitu- 
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ción  y  en  la  Orden  ciento  cuarenta  y  ocho  de  mil  nove- 
cientos  dos  del  Gobierno  Militar  todas  las  leyes,  regla- 
mentos, órdenes  y  demás  disposiciones  que  estuvieren 
en  vigor  al  promulgarse  la  Constitución  continuarán 
observándose  en  cuanto  no  se  opongan  á  ella  mientras 
no  fuesen  derogadas  ó  modificadas  legalmente. 

Considerando  que  solo  el  Congreso  de  la  Eepúbli- 
ca  es  el  competente  para  derogar  una  Orden  de  carácter 
general  del  extinguido  Gobierno  Interventor  y  que  por 
este  motivo  y  por  las  demás  razones  expuestas  debe  de- 
<;!  ararse  con  lugar  la  apelación  establecida  por  el  Minis- 
terio fiscal  sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  au- 
to de  veintiocho  de  Agosto  del  corriente  año  y  su  con- 
cordante de  diez  y  ocho  de  Septiembre  y  en  su  conse- 
cuencia declaramos  con  lugar  la  excepción  de  incompe- 
tencia de  jurisdicción  propuesta  por  el  Ministerio  fiscal 
y  no  hacemos  especial  condenación  de  costas.  Comuni- 
qúese, etc. 

Así  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Eafael  Cruz  Pérez. — José  Várela. — José  Antonio  Pi- 
chardo. — Luis  Gastón. — Carlos  Bevilla. — El  Secreta- 
rio, Armando  de  J.  Riva. 


Inf.  I07.— Seni  16.— 14  de  Diciembre.— Inscripción  de 

marca.  (  Oaceta,  Junio  Sy  190JÍ. ) 

DOCTRINA:  No  es  lícito  á  un  fabricante 
adoptar  como  marca  para  los  productos  de  su 
fábrica  su  propio  nombre  ó  razón  social,  si 
ese  distintivo,  como  cualquier  otro,  por  su  seme- 
janza 6  parecido  á  alguno  ya  otorgado,  puede 
inducir  á  error  ó  confusión  al  consumidor;  máxi- 
me cuando  el  nombre  del  fabricante  sea  el  distin- 
tivo predominante  de  la  marca  anterior  y  en  la 
nueva  se  consigne  en  forma  casi  idéntica  y  entre 
ambos  diseños  otros  elementos  parecidos. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  catorce  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  tres,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en 
el  pleito  contencioso  administrativo  seguido  ante  la  Sa- 
la de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  entre  par- 
tes de  la  una  como  demandante  la  sociedad  Henry  Clay 
and  Bock  and  C°.  Limited,  de  la  otra  el  Ministerio  fis- 
cal en  representación  de  la  Administración  General  del 
Estado  como  demandada,  y  como  coadyuvante  los  Sres. 
Beck  y  C*.  sobre  revocación  de  la  resolución  de  la  Secre- 
.taría  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  por  la  que 
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se  concedió  á  los  Sree.  Beck  y  C*.  la  marca  para  taba- 
cos del  mismo  nombre. 

Primero.  Eesultando  que  la  sentencia  definitiva 
dictada  por  la  expresada  Sala  en  diez  de  Septiembre  úl- 
timo contiene  los  resultandos  que  á  continuación  se 
transcriben. 

Antecedentes  administrativos  : 

Segundo.  Eesultando  que  en  veintitrés  de  Junio 
de  mil  novecientos  dos  los  Sres.  Beck  y  C*.  soKcitaron 
del  señor  Secretario  de  Agricultura,  Industria  y  Co^ 
mercio  registrar  una  marca  para  tabacos  denominada 
^*Beck  y  C*."  y  cuatro  dibujos  industriales  para  usarlos 
con  la  marca  acompañando  por  triplicado  los  siguien- 
tes diseños:  primero:  la  marca  ó  hierro,  un  letrero  en 
la  parte  superior  que  dice  ^'Beck  y  C*.^^  otro  en  la  par- 
te inferior  "Habana'^  y  sobre  éste  con  letras  más  chicas 
^^Trade  Mark^',  en  el  centro  dos  manos  asidas,  teniendo 
á  derecha  é  izquierda  de  las  mismas  una  pequeña  rose- 
ta; segundo:  el  dibujo  industrial  llamado  "Vista",  un 
ovoide  formado  de  nubes,  que  dejan  un  espacio  claro  en 
el  centro  de  que  aquéllas  se  apartan  al  ser  heridas  por 
rayos  de  sol,  espacio  que  ocupan  dos  manos  asidas,  so- 
bre ellas  en  semicírculo  las  palabras  "Beck  y  C*.",  de- 
bajo de  ellas  en  caracteres  más  pequeños  "Trade  Mark" 
y  en  la  parte  inferior  sobre  una  cinta  ó  banda  ondulante 
las  palabras  "Fabricantes  de  Tabaco,  Habana";  terce- 
ro: el  dibujo  industrial  denominado  "Bofetón",  otro 
•ovoide  formado  de  nubes,  con  las  palabras  "Manufactu- 
ra de  Tabacos"  en  el  espacio  blanco  del  centro  en  la 
parte  superior,  circularmente,  "Beck  y  C*."  y  en  la  infe- 
rior, en  el  centro  de  una  banda  ondulante,  "Habana"; 
cuarto:  el  dibujo  industrial  conocido  por  "Pepeleta", 
un  rectángulo  con  adornos  de  capricho  en  las  esquinas 
sobre  fondo  rojo,  una  cinta  de  derecha  á  izquierda  fon- 
do blanco  con  las  palabras  en  letras  amarillas  "Tabaco 
Exquisito  de  Kegalía",  en  el  centro  un  sol  y  las  dos  ma- 
nos asidas  con  letras  rojas  "Beck  y  C*.,  Habana"  y  con 
letras  negras  "Trade  Mark",  en  la  parte  inferior  con 
letras  negras  y  bien  visibles  "Cigarros  pour  La  Hante 
Volee",  á  los  íados  de  ios  letreros  en  negro  y  sobre  fon- 
de  gris  claro  "Fabricados  con  especial  cuidado  y  esme- 
ro", "High  Grade",  "Brand  of  Cigars"  "Para  las  per- 
sonas de  gusto",  "Made  Exclusivelt  for  connaiseurs" ; 
y  quinto:  el  dibujo  industrial  llamado  "Contraseña", 
uii  ovoide  formado  por  dos  círculos  concéntricos,  entre 
los  cuales  sobre  fondo  rojo  oscuro  se  ven  de  espacio  en 
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espacio  separados  por  una  cinta  blanca  dos  manos  asi-- 
das,  coloreadas  de  amarillo,  sobre  fondo  gris  en  la  par- 
te superior  las  palabras  "Beck  y  C*/^  debajo  dos  manos 
a¿idas  sobre  fondo  blanco  que  parece  un  sol  y  debajo 
sobre  fondo  gris  "Fabricantes  de  Tabacos  Puros'^  ^TBÍe- 
chos  expresamente  de  las  mejores  vegas  de  Vuelta  Aba- 
jo", con  caracteres  negros  destacándose  sobre  esos  letre- 
ros  las  palabras  ^'Beck  y  C*."  en  color  amarillo  claro,  y 
en  la  parte  inferior  la  palabra  "Habana"  en  negro. 

Tercero.  Resultando  que  didha  solicitud  formula- 
da mediante  una  instancia  por  cada  diseño,  presentados, 
éstos  y  aquéllas  al  señor  Gobernador  Civil  de  Provincia 
fueron  remitidas  á  la  Secretaría  de  Agricultura,  Indus« 
tria  y  Comercio  y  formados  los  expedientes  correspon- 
dientes informó  la  Unión  de  Fabricantes  de  Tabacos, 
que  no  debían  de  registrarse  la  marca  y  dibujos  solici- 
tados, pues  causaría  perjuicios  á  la  marca  de  fábrica  de 
tabaco  titulada  "El  Águila  de  Oro"  de  que  es  actual 
poseedora  la  "Henry  Clay  and  Bock  C**.  Limited"  en 
cuanto  á  la  marca  ó  hierro  por  la  semejanza  de  los  nom- 
bres "Bock  y  C^"  y  "Beck  y  C*."  y  en  cuanto  á  los  de- 
más dibujos  industriales,  por  la  oasi  identidad  que 
guardan  con  los  de  la  misma  clase  propiedad  del  "Águi- 
la de  Oro"  y  para  su  demostración  acompañó  los  si- 
guientes diseños  de  esta  última  marca :  hierro,  un  águi- 
la coronada,  con  las  alas  desplegadas  en  las  que  está  es- 
crito "El  Águila  de  Oro",  sostiene  con  sus  garras  una 
cinta  ondulante  que  lleva  este  letrero  "Bock  y  C*.,  Ha- 
bana" y  en  la  parte  superior  del  grabado  "Trade 
Mark";  Vista,  un  ovoide  que  forma  nubes  dejando  cía- 
ro  el  centro  donde  aparecen  rayos  de  sol,  y  el  águila  ya 
descrita,  en  la  parte  superior  las  palabras  "Bock  y  C*.",. 
en  la  inferior  una  cinta  ondulante  en  la  que  está  escrita 
"Fabricantes  de  Tabaco,  Habana"  y  ocho  medallas  de 
premios  obtenidos  en  exposiciones;  "Bofetón",  ovoide 
alargando  formados  por  dos  franjas  concéntricas  una 
de  rayos  solares  y  otra  de  nubes  dejando"  en  el  centro  un 
claro  con  estas  palabras  "Bock  y  C*.";  "Pepeleta",  un 
rectángulo  con  adornos  en  las  esquinas  sobre  fondo  ro- 
jo, una  cinta  de  derecha  á  izquierda  con  estas  palabras 
de  letras  doradas  "Regalía  de  preferencia",  en  el  cen- 
tro y  sobre  un  sol  el  águila  ya  descrita  rodeada  de  seis 
medallas,  en  la  parte  inferior  "Cigarros  de  Regalía"  y. 
a  ambos  lados  "Exquisitos  Tabacos"  "Hechos  expresa- 
mente para  personas  de  gusto"  "Confectiones  par  le^ 
Plus  Hábiles  Onieus"  "Destiné  aux  persones  de  Cout*' ; 
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todo  sobre  un  fondo  ^is  de  acero  con  letras  negras  en 
su  mayoría;  "Contraseña",  un  óvalo  formado  por  dos 
círculos  concéntricos,  oro  y  rojo,  entre  ellos  una  corona 
de  hojas  verdes  rodeada  de  espacio  en  espacio  por  una 
cinta  dorada,  en  la  parte  superior  las  palabras  "Bock  y 
C*.",  debajo  el  águila  descrita  y  con  letras  de  gran  ta- 
maño "Bock  y  C*.",  todo  color  de  oro  y  sobre  ello  con 
letras  negras  "Habana"  "Fabricantes  de  Tabacos  Pu- 
ros" "Superiores  de  Vuelta  Abajo"  "Cigars  manufac- 
tured  en  Habana"  "Cigaree  Superieurs  de  la  Vuelta 
Abajo  manufactures  á  la  Habana"  "Bock  y  C*."  "Flor 
Fina". 

Cuarto.  Eesultando  que  la  Sociedad  Económica  de 
x\migos  del  País  informó  estaban  cumplidos  los  requi- 
sitos de  la  Ley  dejando  á  la  resolución  de  la  Secretaría, 
si  había  ó  no  intención  de  imitar  marca  existente;  que 
también  informaron  el  Negociado  de  Marcas  y  Paten- 
tes Extranjeras  en  el  sentido  de  no  existir  nada  regis- 
trado igual  á  la  marca  solicitada,  y  el  revisador  de  mar- 
cas que  tampoco  existía  registrada  para  tabaco  ninguna 
parecida ;  'en  cuyo  estado  compareció  don  Gustavo 
Bock  y  Muller  en  su  carácter  de  Director  Gerente  de  la 
Sociedad  Henry  Clay  and  Bock  and  Company  Limited» 
formalizando  oposición  á  lo  solicitado  por  los  Sres, 
Beck  y  C°.  por  inferir  daño  y  perjuicio  notorio  á  la  mar- 
ca que  tiene  con  anterioridad  registrada  con  sus  dibu- 
jos industriales  anexos  titulada  "El  Águila  de  Oro", 
fundándose  en  que  por  lo  que  respecta  á  los  cuatro  di- 
bujos pedidos  es  manifiesta  la  intención  de  copiar  ó  re- 
producir detalles,  composición  y  conjunto  de  los  perte- 
necientes á  la  marca  "Águila  de  Oro",  constituyendo  eJ 
signo  principal  de  su  crédito,  siendo  esa  confusión  el 
propósito  malicioso  de  los  peticionarios  de  la  nueva 
marca  como  lo  indica  la  constitución  de  la  sociedad 
Beck  y  C*.  en  cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos, 
por  un  año  por  don  Carlos  E.  Beck  y  Souvallé  y  don 
Enrique  M.  de  Fuentes  y  Hernández  que  no  son  fabri- 
cantes de  tabacos. 

Quinto.  Eesultando  que  previo  informe  del  Jefe 
del  Negociado  correspondiente  aceptado  por  el  Jefe  de 
Sección  proponiendo  que  se  conceda  el  hierro  de  la  mar- 
ca Beck  y  C*.  y  se  niegue  la  inscripción  de  los  cuatro 
dibujos  para  la  misma,  el  señor  Secretario  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio  con  fecha  diez  y  ocho  de 
!Noviembre^del  expresado  año  de  mil  novecientos  dos 
mostró  su  conformidad  con  el  informe  del  Subsecreta- 
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rio,  que  propuso  conceder  la  inscripción  del  hierro  de 
dicha  marca  y  el  dibujo  industrial  denominado  'bofe- 
tón" y  se  dijera  á  los  peticionarios  que  no  había  incon- 
veniente en  concederles  también  la  de  los  dibuios  cono- 
cidos por  "Vista^",  "Papeleta^^  y  "Contraseña*^  varian- 
do el  carácter  de  letra  de  Beck  y  C*.  ó  la  posición  de 
ese  nombre  respecto  del  primero  y  modificando  el  dibu- 
jo respecto  del  segundo  y  tercero,  de  forma  que  se  dife- 
renciara aún  más  de  sus  similares  los  del  "Águila  dü 
Oro'^  habiéndose  comunicado  lo  resuelto  á  Beck  y  C*. 
en  veintisiete  de  dicho  mes  y  en  cinco  de  Diciembre  á 
don  Gustavo  Bock  como  Gerente  de  Henry  Clay  and 
Bock  C^  Limited,  en  escrito  que  dice  así:  Señor:  Vis- 
tos los  escritos  de  usted  fecha  veinte  de  Septiembre  y 
veinte  de  Octubre  último  oponiéndose  á  la  concesión  de 
U  marca  para  tabacos  denominada  Beck  y  C*.  y  de  cua- 
tro dibujos  industriales  de  al  misma  solicitada  por  los 
Sres.  Beck  y  C*.  y  considerando  primero:  Que  el  ar- 
tículo primero  del  Real  Decreto  de  veintiuno  de  Agos- 
ta» de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro ;  sobre  concesión 
de  marcas  dice  así :  "Son  marcas  de  fábricas,  de  comer- 
cio, de  agricultura  y  de  cualquiera  otra  industria,  los 
nombres  de  los  fabricantes,  comerciantes,  agricultores, 
industriales  de  todas  clases  ó  Compañías  formadas  por 
los  mismos,  las  denominaciones,  emblemas,  etc.  Segun- 
do: Que  eSj  pues,  incuestionable,  que  con  arreglo  á  di- 
cho precepto  legal  los  Sres.  Carlos  E.  Beck  y  Enrique 
M.  de  Fuentes,  constituidos  en  sociedad,  bajo  la  razón 
do  Beck  y  C*.  debidamente  inscrita  en  el  Registro  Mer- 
cantil tienen  perfecto  derecho  á  adoptar  el  nombre  de 
dicha  razón  social  como  título  de  la  marca  que  preten- 
da registrar  para  distinguir  el  tabaco  que  elaboran  en 
su  establecimiento,  lo  mismo  para  la  venta  al  menudeo, 
hoy,  que  para  la  venta  al  por  mayor,  después,  si  así  les 
conviniere,  porque  la  Ley,  no  hace  distinción  alguna  en 
este  particular,  y  tercero:  que  la  marca  propiedad  de 
In  Compañía  que  usted  representa  no  se  titula  siquiera 
Bock  y  C*.  sino  "El  Águila  de  Oro*^  que,  á  mayor 
abundamiento,  el  hierro  de  ésta,  que  es  el  signo  carac- 
terístico de  la  marca,  y  el  que  se  usa  exleriormente  en 
los  envases  para  distinguir  la  procedencia  del  tabaco, 
según  cada  fábrica,  no  puede  dar  lugar,  bajo  ningún 
concepto,  á  la  confusión  que  se  teme,  por  la  notable  di- 
ferencia que  existe  con  relación  al  de  la  marca  de  los 
Sres.  Ikck  y  C*.,  al  Secretario  de  este  Departamento 
por  acuerdo  del  diez  y  ocho  del  mes  próximo  pasado  se 
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ha  servido  conceder  á  los  Sres.  Beck  y  C*.  la  marca  pa- 
P/.  tabacos  "Beck  y  C."  y  un  dibujo  industrial  anexo 
conocido  en  el  ramo  de  tabaquería  por  "Bofetón'',  ma- 
nifestándoles á  dichos  señores  que  no  había  inconve- 
nientes en  concederles  los  dibujos  industriales  conoci- 
dos por  "Vista",  "Papeleta"  y  "Contraseña",  si  se  va- 
ría el  carácter  de  letra  de  Beck  y  C*.  ó  la  posición  de 
dicho  letrero  respecto  del  primero,  y  se  modifica  el  di- 
bujo respecto  del  sesudo  y  tercero,  de  manera  tal  que- 
se  diferencien  aún  más  de  lo  que  lo  están  de  sus  simila- 
res 'los  de  la  marca  "El  Águila  de  Oro".  Lo  que  de  su 
orden  comunico  á  usted  para  su  conocimiento  y  como 
resultado  de  sus  citados  escritos. — De  usted  atenta- 
mente, el  Subsecretario,  B.  Pichardo". 

Sexto.  Resultando  que  en  los  expedientes  adminis- 
trativos de  la  "Vista",  "Papeleta"  y  "Contraseña"  los 
Sres.  Beck  y  C*.  presentaron  nuevos  diseños,  cuyas  ins- 
cripciones les  fueron  concedidas  por  resoluciones  de  la 
vSecretaría  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  con 
fecha  diez  y  ocho  de  Diciembre  del  mencionado  año  de- 
mil  novecientos  dos  y  loa  cuales  diseños  son  iguales  á 
los  anteriormente  presentados  salvo  las  diferencias  si- 
guientes: en  cuanto  á  la  "Vista"  aparecen  mayores  y 
más  resaltantes  el  nombre  "Beck  y  C*."  y  modificado 
algo  el  carácter  de  sus  letras ;  respecto  á  'la  "Papeleta" 
variados  los  pequeños  dibujos  de  las  cuatro  esquinas 
rojas  del  rectángulo  y  suprimida  la  cinta  blanca  de  la 
parte  superior,  y  con  relación  á  la  "Contraseña"  en  co- 
locar debajo  de  las  manos  asidas  el  nombre  de  Beck  y 
C".  en  letras  rojas  que  estaba  colocado  con  letras  negras 
arriba  de  dichas  manos,  a/pareciendo  en  su  lugar  la  fra- 
se ^^lanufacturado  en  Cuba",  habiendo  sido  estas  con- 
cesiones notificadas  á  Beck  y  C*.  el  diez  y  nueve  del  ex- 
presado mes  de  Diciembre. 

Demanda  : 

Séptimo.  Eesultando  que  en  veintidós  del  propio- 
mes  el  Procurador  Joaquín  González  Sarraín  acompa- 
ñando testimonio  de  poder  bastante  y  la  comunicación 
que  queda  copiada^  á  nombre  y  en  representación  del 
Sr.  Gustavo  Bock  y  Muller  por  sí  y  como  Director  Ge- 
' rente  de  la  Sociedad  Inglesa  Henry  Cay  and  Bock  C°. 
Limited,  estableció-  recurso  contencioso-administrativo 
contra  la  expresada  resolución  ó  acuerdo  de  la  Secreta- 
ría de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  diez  y  ocho 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos;  y  admitido  di- 
cho recurso,  publicada  su  interposición    y    traídos  los 
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antecedentes  administrativos  del  asunto,  formalizó  su 
demanda  estableciendo  los  siguientes  hechos:  Primero: 
El  cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos  constituyeron 
don  Carlos  E.  Beck  y  Souvallé  y  don  Enrique  M.  Fuen- 
tes y  Hernández  una  Sociedad  por  ante  el  Notario  de 
esta  capital  don  Juan  A.  Lliteras,  la  cual  había  de  gi- 
rar por  el  término  de  un  año,  bajo  la  razón  social  de 
Beck  y  C*.  y  así  fué  inscrita  el  doce  de  Abril  siguiente 
•en  el  Registro  Mercantil  de  esta  plaza.  Segundo:  En 
veintitrés  de  Junio  del  mismo  año  los  .Sres.  Beck  y  O. 
solicitaron  la  inscripción  de  una  marca  para  tabacos 
denominada  Beck  y  C*.  acompañando  los  diseños  de  la 
misma.  Tercero:  Pasada  la  solicitud  á  informe  de  la 
Unión  de  Fabricantes  de  Tabacos  y  Cigarros  de  la  Ha- 
bana, lo  evacuó  en  el  sentido  de  que  los  dibujos  de  la 
marca  presentada  tenían  semejanza,  que  se  prestaba  á 
confusión  con  los  de  la  marca  de  los  Sres.  Bock  y  C*. 
titulada  "I]l  Águila  de  Oro",  y  para  así  corroborarlo 
acompañó  su  informe  con  un  diseño  de  la  marca  ^^1 
Águila  de  Oro"  de  Bock  y  C*.  Cuarto :  Pasado  el  asun- 
to á  informe  de  la  Sociedad  de  Amigos  del  País  de  la 
Habana,  lo  despachó  en  el  sentido  de  que  dejaba  á  la 
alta  resolución  de  la  Secretaría  de  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio,  si  hay  ó  no  intención  por  parte  de  los 
Sres.  Beck  y  C*.  de  imitar  marca  existente.  Quinto :  En 
treinta  de  Septiembre  último  formuló  don  Gustavo 
Bock  y  Muller  ante  la  Secretaría  de  Agricultura,  In- 
dustria y  Comercio  su  escrito  de  aposición  á  que  conce- 
diera la  marca  Beck  y  C*.  fundándola  en  las  razones  que 
allí  expuso,  y  que  amplió  por  su  instancia  de  veinte  de 
Octubre  del  mismo  año.  Sexto:  A  pesar  de  esa  oposi- 
ción, de  los  informes  de  la  Unión  de  Fabricantes  y  de 
la  Sociedad  Económica,  del  Jefe  del  Negociado  del  ra- 
mo y  del  Jefe  de  la  Seción  correspondiente  de  la  Secre- 
taría, el  señor  Secretario  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  tuvo  á  bien  conformarse  con  el  dictamen  del 
señor  Subsecretario  y  otorgar  en  diez  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos  la  concesión  de  la  mar- 
ca Beck  y  C*.  en  los  términos  y  condiciones  que  constan 
de  la  resolución  impugnada;  los  cuales  revelan  que  en 
e^  ánimo  de  los  señores  Secretario  y  Subsecretario  había 
iiifluído  la  persuación  de  que  por  parte  de  los  Sres. 
Beck  y  C*.  se  buscaba  un  parecido,  que  se  prestase  á 
confusión,  con  la  marca  que  la  misma  Secretaría  llama 
similar  de  los  Sres.  Bock  y  C*.,  por  eso  dispuso  la  re- 
forma de  algunos  dibujos  y  diseños  de  Beck  y  C*.  en  el 
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.sentido  que  expresa  el  acuerdo  interpelado.  Séptimo: 
Ix)s  Sres.  Beck  y  C*.  para  cunlplir  lo  dispuesto  han  he- 
cho variaciones  en  sus  dibujos  que  no  alegan,  sino  por 
el  contrario  imitaii  más  el  parecido  de  la  marca  similar 
de  Bock  y  C^ 

Contestación  : 

Octavo.  Eesultando  que  conferido  traslado  de  la 
demanda  al  Ministerio  fiscal  en  representación  de  la 
Administración  General  del  Estado  para  que  la  con- 
testara, evacuó  el  trámite  solicitando  se  confirmase  en 
definitiva  en  todas  sus  partes  la  resolución  recurrida 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  expuso  como  he- 
chos: Primero:  Acepto  el  primer  hecho  de  la  demanda 
en  el  que  se  dice  que  en  cinco  de  Marzo  del  año  próxi- 
mo pasado  don  Carlos  E.  Beck  y  Souvalle  y  Enrique 
M.  Fuentes  y  Hernández,  constituyeron  una  sociedad 
que  giraría  bajo  la  razón  social  de  Beck  y  C*.  cuya  so- 
ciedad se  constituyó  por  escritura  otorgada  ante  el  No- 
'tario  don  Juan  Á.  ¿literas,  inscribiéndose  en  doce  de 
Abril  en  el  Registro  Mercantil.  Segundo:  Acepto  tam- 
bién el  segundo  hecho,  pues  es  cierto  que  en  veintitrés 
di?  Junio  del  propio  año  los  Sres.  Beck  y  C*.  solicitaron 
la  inscripción  de  una  marca  para  tabacos  denominada 
Beck  y  C*.  y  acompañaron  los  diseños  de  la  misma.  Ter- 
xjero:  Solo  acepto  el  tercero  de  la  demanda  en  cuanto 
afirma  que  pedido  informe  á  la  Unión  de  Fabricantes  de 
Tabacos  lo  evacuó  en  el  sentido  de  que  no  era  de  acce- 
derse  á  la  solicitud  de  los  Sres.  Beck  y  C*.,  pero  para 
ello  emitió  varios  informes  y  se  fundó  no  solo  en  que  á 
su  juicio  existe  el  parecido  entre  la  marca  solicitada 
por  Beck  y  C*.  y  la  marca*  '^1  Águila  de  Oro",  sino 
principalmente  en  que  entendía  que  no  debía  usarse  en 
la  nueva  maría  el  nombre  de  la  razón  social  Beck  y  C*. 
porque  ese  nombre  se  parece  al  de  Bock  y  C*.  que  usa 
"El  Águila  de  Oro".  Cuarto :  Que  una  'vez  emitido  el 
anterior  informe  se  pasó 'el  caso  á  la  Sociedad  Econó- 
mica quien  se  limitó  á  decir  que  procedía  la  petición 
por  cumplir  los  requisitos  legales  y  que  dejaba  á  la  Se- 
cretaría resolver  si  existía  ó  no  ánimo  de  imitar  otra 
fábrica  existente,  lo  que  equivale  á  no  decir  nada  res- 
pecto á  este  último  extremo.  Quinto:  Se  opuso  Gustavo 
Bock  á  la  concesión  de  la  marca  y  la  Secretaría  no  cre- 
yendo fundada  esa  resolución,  no  conforme  con  el  pare- 
cer de  la  Unión  de  Fabricantes  de  Tabacos  y  no  en  con- 
tra del  informe  de  la  Sociedad  Económica  como  preten- 
de el  demandante  en  el  hecho  sexto  sino  aceptando  ese 
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informe  de  conformidad  también  con  el  Jefe  del  Ne- 
í>ociado,  quien  en  contra  de  lo  que  ase^ira  también  el 
demandante  en  el  mismo  hecho  informó  en  sentido  fa- 
vorable á  la  solicitud  de  los  Sres.  Beck  y  C*.  de  acuerdo 
con  el  Jefe  de  la  Sección  que  fué  también  favorable  á 
los  Sres.  Beck  y  C*.  y  con  el  informe  emitido  por  el 
Subsecretario  concedió  á  los  Sres,  Beck  y  C*.  en  diez  y 
ocho  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado  la  marca 
que  solicitaban  si  bien,  dando  prueba  de  justicia  y  de- 
equidad,  dispuso  que   en   algimos    dibujos  se  hicieran 

ciertas  variaciones.  Sexto:  Hechas  las  variaciones  dis- 
puestas fueron  aceptadas  por  la  Secretaría  en  diez  y 
nueve  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos  y  se  expidiá 
á  favor  de  los  Sres.  Beck  y  C*.  una  vez  pagados  los  dere- 
chos, los  títulos  de  propiedad  é  iscripción.  Séptimo :  No 
existe  intención  maliciosa  por  parte  de  Beck  y  C*.  al 
solicitar  la  marca  que  ha  obtenido.  Entre  los  diseños 
inscritos  por  Beck  y  C*.  y  los  de  la  fábrica  "El  Águila 
de  Oro^'  existen  diferencias  esenciales  que  distinguen- 
perfectamente  y  á  primera  vista  los  de  una  y  otra  fá- 
bricas y  basta  fijarse  en  los  que  están  unidos  á  los  expe- 
dientes administrativos  para  comprender  que  es  impo- 
sible que  los  de  la  marca  de  Beck  y  O*,  infundan  á  error 
al  consumidor  con  los  de  Bock  y  C*.  En  el  dibujo  "Bo- 
fetón'' del  "Águila  de  Oro"  solo  hay  un  letrero  en  el 
centro  que  dice:  "Bock  y  C*."  rodeado  de  nubes  y  lí- 
neas, teniendo  en  la  parte  inferior  un  letrero  en  inglés 
que  dice  el  nombre  de  los  grabadores.  "El  Bofetón''  de 
Bock  y  C*.  tiene  este  nombre  en  la  parte  superior,  no 
ei  el  centro,  el  centro  está  ocupado  por  un  letrero  que 
dice  ^^lanufactura  de  Tabacos"  y  debajo  de  unas  nu- 
bes otro  que  dice:  "Habana"  en  una  cinta.  Tampoco 
tiene  ningún  parecido  el  diseño  ^^ista"  reformado  por- 
lof.  Sres.  Beck  y  C*.  con  el  mismo  de  la  fábrica  "El 
Águila  de  Oro".  En  el  del  "Águila  de  Oro"  hay  un  le- 
trero'en  la  parte  superior  que  dice:  "Bock  y  C*.",  des- 
pués de  otro  que  dice:  "Trade  Marlc",  después  hay  di- 
bujada un  águila  coronada  en  cuyas  alas  dice  un  letre- 
ro :  "El  Águila  de  Oro",  á  los  pies  del  águila  una  cinta 
que  dice:  '^ock  y  C*.,  Habana",  rodeando  el  águila 
existe  una  serie  de  medallas  de  distintas  exposiciones  y 
cierra  el  dibujo  una  cinta  que  dice:  "Fabricantes  de 
Tabacos,  Habana".  La  *^"ista"  de  Beck  y  C*.  ostenta 
con  distinto  carácter  de  letra  el  nombre  de  estos  seño- 
res en  la  parte  superior;  no  ostenta  el  águila,  en  lugar- 
de  ésta  existen  dos  manos  enlazadas,  el  Trade  Mark  en 
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lugar  de  tenerlo  encima  lo  tiene  debajo,  y  cierra  el  dibu- 
jo una  cinta  que  como  en  la  de  Bock  dice:  "Fabrican- 
tes de  Tabacos,  Habana^^  de  mado  que  no  solo  es  dis- 
tinto porque  una  águila  no  se  confunde  con  unas  ma- 
nos, porque  uno  tiene  el  nombre  del  "Águila  de  Oro*'  y 
el  otro  no,  sino  porque  además  un  dibujo  está  rodeado 
de  medallas  y  el  otro  no.  El  dibujo  "Papeleta**  del 
**  A  güila  de  Oro"  dice  en  la  parte  superior  "Regalía  de 
preferencia*',  tiene  en  el  centro  una  águila  dorada  en 
cuyas  alas  existe  el  letrero  "El  Águila  de  Oro**  rodeado 
de  medallas  doradas  de  distintas  exposiciones  y  á  lo6 
lados  estos  letreros:  "Exquisitos  tabacos  hechos  expre- 
samente para  las  personas  de  gusto*'  "Confectione<^ 
Pour  Plus  Hábiles  Onvieus  Destines  aux  personnes  de 
6out.  Cigares  de  Regalía".  La  "Papeleta"  de  Beck  y 
C".  no  tiene  el  águila,  no  tiene  medallas,  dice  en  la  par- 
te superior  "Tabacos  exquisitos  de  Regalía",  más  aba- 
jo "Beck  y  C*.".  en  el  centro  dos  manos  enlazadas,  des- 
pués "Trade  Mark,  Habana"  y  rodean  las  manos  lo» 
siguientes  letreros  fabricados  con  especial  cuidado  y  es- 
mero para  las  personas  de  gusto;  "High  Grade  Brand 
Cigars,  made  exclusivel  y  for  Conettusienns  Cigars 
Brand,  Cigars  Pour  La  Hante  Voles".  Y  octavo:  El 
nombre  de  Beck  y  C*.  y  el  de  Bock  y  C*.  no  eon  iguales. 

Prueba : 

Noveno.  Resultando  que  recibido  á  prueba  este 
pleito  se  tuvo  por  alegado  por  ambas  partes  el  mérito 
de  autos  y  se  evacuó  la  prueba  siguiente  propuesta  por 
el  recurrente;  un  testimonio  obtenido  por  mandamien- 
to compulsorio  de  la  escritura  número  ciento  cotorce 
de  cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  dos  ante  el  No- 
tario de  esta  ciudad  Juan  Antonio  Lliteras,  de  la  cual 
resulta  que  Carlos  E.  Beck  y  Souvalle  y  Enrique  M.  de 
iuentes  y  Hernández  constituyeron  una  sociedad  mer- 
cantil regular  colectiva  bajo  la  razón  social  de  Beck  y 
C".  y  con  domicilio  en  la  casa  número  quince  de  la  ca- 
lle de  San  Miguel,  para  elaboración  y  fábrica  de  tabaco 
por  un  año  que  vencería  en  veintiocho  de  Febrero  de 
mil  novecientos  tres  con  un  capital  social  de  mil  pesos 
oro  español  que  aportan  por  mitad,  correspondiendo  la 
gerencia  á  ambos  socios  y  otros  pactos  sobre  la  liquida- 
ción social;  una  certificación  expedida  por  el  Registra- 
dor mercantil  de  la  Habana,  relativa  á  haberse  inscrito 
la  mencionada  escritura  de  constitución  de  sociedad 
mercantil  de  doce  de  Abril  de  mil  novecientos  dos  y 
asimismo  inscrito  en  «íssintitres  de  Marzo  del  corriente 
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la  escritura  de  veintiséis  de  Febrero  del  mismo  año  an- 
te el  Notario  Jesús  María  Barraqué  y  Adúe  por  la  que 
se  prorroga  á  otro  año  más  el  testimonio  de  duración  de 
la  sociedad  /Beck  y  C*.,  un  informe  -del  Jefe  de  la  Poli- 
cía Secreta  haciendo  constar  que  un  agente  de  su  depar- 
tamento ha  averiguado  que  en  San  Miguel  número  quin- 
ce no  existe  taller  ni  fábrica  de  tabacos  ó  cigarros,  que 
en  la  parte  alta  tiene  su  domicilio  particular  un  hijo  de 
Carlos  E.  Beck  y  Souvalle  nombrado  Carlos,  á  quien  pe- 
dida una  nota  de  precios  de  tabaco,  entregó  la  que  se 
adjunta,  expresando  que  no  tiene  fábrica  abierta,  pero 
que  podía  servir  cualquier  pedido  pues  tenía  á  su  dispo- 
sición las  fábricas  de  tabacos  no  pertenecientes  al  Trust ; 
que  don  Carlos  E.  Beck,  padre,  reside  en  Carlos  tercero 
veintidós  donde  existen  en  el  fondo  del  patio  tercios  de 
tabaco  y  tiene  su  escritorio  como  agente  de  la  Compañía 
de  S^uros  Law  ünion  Crow  Tire  &  Life  Insurance  C*. 
London,  en  Obrapía  veintiocho  en  cuya  propia  casa  tie- 
ne su  escritorio  Beck,  hijo,  y  el  Enrique  M.  Fuentes  es 
el  Tenedor  de  Libros  de  Beck  padre,  siendo  la  referida 
nota  adjunta  impresa  de  precios  de  tabacos  por  vitola 
desde  mil  pesos  á  treinta  y  seis  por  mil,  tiene  fecha  Fe- 
brero dos  de  mil  novecientos  dos  y  firmada  "Beck  y  C'.** 
j  una  comunicación  del  Presidente  de  la  Unión  de  Fa- 
bricantes de  Tabacos  y  Cigarros  de  la  Habana  infor- 
mando no  constarle  que  en  veintitrés  de  Junio  de  mil 
novecientos  dos  los  Sres.  Beck  y  C*.  tuviesen  fábricas  6 
taller  de  manufacturar  tabacos  ó  cigarros. 

Pbbsonbbia  del  coadyuvante: 

Décimo.  Eesultando  que  mandado  pasar  los  autos  al 
señor  Ponente  el  Ldo.  Manuel  Francisco  Lámar  se  per- 
sonó á  nombre  de  la  Sociedad  Beck  y  C*.  presentando 
la  oportuna  escritura  de  mandato  y  se  le  tuvo  por  parte 
coadyuvante  en  el  estado  del  juicio  entendiéndose  con  él 
los  trámites  sucesivos;  disponiéndose  luego  se  trajeran 
los  autos  á  la  vista  con  citación  para  sentencia,  lo  que 
Verificado,- se  señaló  para  la  vista  el  día  veintiséis  de 
Agosto  último  en  que  tuvo  lugar,  continuándose  el  acto 
los  días  veintiocho  y  veintinueve  del  mismo  mes  con 
asistencia  de  la  representación  del  recurrente,  Ministerio 
fiscal  y  coadyuvante. 

Eesolücion  recurrida  : 

Décimoprimero.  Resultando  que  la  Sala  sentencia- 
dora por  el  fallo  dictado  revocó  la  resolución  ó  acuerdo 
de  la  Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y   Comercio 
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de  diez  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos  que 
concedió  á  los  Sres.  Beck  y  C*.  la  marca  para  tabacos 
^*Beck  y  C*."  y  los  demás  particulares  que  dicha  resolu- 
ción contiene^  sin  hacer  especial  condenación  de  costas^ 
fundándose  para  ello  en  lo  que  disponen  los  artículos 
primero,  quinto  y  doce  del  Beal  Decreto  de  veintiuno 
de  A^;osto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  acerca 
de  las  marcas  que  pueden  adoptar  para  sus  productos 
los  fabricantes,  comerciantes  é  industriales;  y  en  que 
según  esas  disposiciones  rectamente  entendidas  y  apli- 
cadas al  caso,  conforme  á  las  doctrinas  que  se  exponen, 
los  Sres.  Beck  y  C*.  no  tienen  derecho  á  adoptar  su  ra- 
zón social  como  titulo  de  marca  de  sus  productos,  por 
existir  ya  la  titulada  *^Aguila  de  Oro^'  propiedad  de 
Henry  Clay  and  Bock  and  C*^.  Limited,  que  destaca  en 
su  hierro  y  demás  dibujos  industriales  como  elemento 
esencial  predominante  y  más  figurativo  la  razón  social 
Bock  y  C^.  que  es  casi  idéntica  á  aquella  tanto  por  su 
impresión  fonética  como  visual;  teniendo  también  los 
demás  diseños  presentados  para  la  inscripción  de  la 
nueva  marca,  gran  semejanza  con  los  correspondientes 
de  la  ya  inscrita,  como  se  observa  al  compararlos,  pues 
aunque  existen  diferencias  en  sus  detalles  presentan 
unos  y  otros  análogo  aspecto  de  conjunto,  lo  cual  basta 
para  que  se  presuma  la  posibilidad  del  error  en  el  con- 
sumidor. 
Fundamentos  dbl  recurso  de  casación: 

Décimosegundo.  Resultando  que  contra  la  referi- 
da sentencia  interpuso  el  Ministerio  fiscal  el  presente  re- 
curso, expresando  que  lo  autoriza  el  artículo  ciento  tres 
y  el  ciento  cuatro  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  el  número  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  y  el  número 
primero  del  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  que  las  infracciones  cometidas  son: 
Primera:  El  artículo  primero  del  Real  Decreto  de 
veintiuno  dé  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro por  errónea  aplicación,  por  cuanto  reconociendo  el 
mismo  el  derecho  á  todo  comerciante  de  obtener  como 
marca  de  fábrica  el  uso  de  su  nombre  ó  razón  social  pa- 
ra señalar  sus  productos  ó  mercancías  con  el  objeto  de 
que  el  público  los  conozca  y  distinga,  sin  confundirlos 
con  otros,  niega  ese  derecho  á  los  Sres.  Beck  y  C*.  fun- 
dada en  que  otro  fabricante  de  productos  similares  ha 
obtenido  ya  con  anterioridad  el  uso  de  la  marca  "El 
Águila  de  Oro",  Henry  Clay  and  Bock  and  C®.  Limi- 
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tí  d,  que  destaca  en  su  hierro  y  demás  dibujos  industria- 
les como  elemento  esencial  predominante  y  más  fi^ra- 
tivo  la  razón  social  Bock  y  Ó*,  cuyo  nombre  por  su  gran 
semejanza  tanto  fonética  como  visual  con  la  de  Beck  y 
C*.  puede  inducir  á  error  al  consumidor.  El  hecho  de 
que  en  la  marca  industrial  "El  Águila  de  Oro"  aparezca 
e^  nombre  de  Bock  y  C*.  aunque  entre  éste  y  el  de  Beck 
V  C*  existe  semejanza,  no  es  motivo  suficiente  para  dene- 
gar á  éste  el  uso  de  su  nombre  como  marca  de  fábrica, 
puesto  que  ese  derecho  se  lo  otorga  el  artículo  primero 
del  Decreto  citado  y  solo  podría  negársele  interpretando 
restrictivamente  el  Real  Decreto  de  veintiuno  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  si  .el  nombre  de 
Bock  y  C*.  fuese  marca  de  fábrica,  que  no  lo  es,  puesto 
que  la  marca  que  pertenece  á  la  razón  social  Henry 
Clay  and  Bock  Company  Limited  se  denomina  "Él 
Águila  de  Oro"  cuyo  nombre  por  la  forma  en  que  se  en- 
cuentra colocado,  en  laa  alas  abiertas  del  águila  corona- 
da, que  se  destaca  en  dicha  marca  como  la  más  impor- 
tante del  conjimto,  es  lo  que  constituye  el  elemento  más 
esencial,  predominante  y  figurativo  de  la  marca;  no 
siéndolo  en  manera  alguna  el  nombre  de  Bock  y  C*.  que 
aparece  en  lugar  secundario  de  la  misma,  por  cuya  ra- 
zón ni  la  impresión  de  conjunto  ni  el  detalle  de  la  mis- 
ma puede  inducir  al  público  á  confundir  una  con  otra. 
'No  siendo  la  palabra  Bock  y  C*.  el  lema  ó  título  de  la 
marca  de  fábrica  que  poeee  la  Sociedad  Henry  Clay  and 
Bock  C°.  Limited,  sino  solo  la  indicación  de  su  proce- 
dencia, no  existe  razón  para  negar  á  Beck  y  C*.  por  el 
hecho  de  que  su  nombre  sea  casi  homónimo  al  de  Bock 
y  C*.  el  uso  de  su  nombre  en  la  marca  de  fábrica  que 
solicita  cuando  ese  nombre  constituye  el  título  de  la 
misma  y  no  existe  otra  marca  con  igual  nombre.  El 
negar  á  los  Sres.  Beck  y  C*.  el  derecho  de  emplear  su 
nombre  como  marca  de  fábrica  es  despojarlo  del  dere- 
cho que  las  leyes  le  reconocen  de  utilizar  su  razón  social 
como  símbolo  de  su  crédito  y  despojarlo  dé  una  propie- 
dad tan  legítima  y  respetable  como  las  demás  que  el 
derecho  reconoce.  Segunda  infracción.  El  propio  ar- 
tículo primero  del  citado  Real  Decreto  de  veintiuno  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  en  relación 
con  los  números  cinco  y  seis  del  artículo  quinto  del  pro- 
pio Real  Decreto,  por  errónea  aplicación,  al  estimar  la 
sentencia  que  la  marca  y  los  diseños  concedidos  á  los 
Sres.  Beck  y  C*.  son  tan  parecidos  ó  semejantes  á  los  ya 
obtenidos  por  la  antigua  razón  social  Bock  y  C*.,   hoy 
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Henry  Clay  and  Bock  O**.  Limited  que  pueden  inducir 
á  error  al  consumidor  ó  engaño  en  el  mercaao  por  la 
coexistencia  de  ambas  marcas.  En  efecto,  entre  las  mar- 
cas de  los  Sres.  Beck  y  C*.  ó  como  se  le  llama  en  el  co- 
mercio, el  hierro,  y  el  de  los  Sres.  Bock  y  C*.,  hoy  Heií- 
ry  Clay  and  Bock  C®.  Limited  no  existe  la  más  ligera 
«emejanza  ó  parecido  que  induzcan  á  confusión  ó  error. 
Primero:  Porque  si  se  considera  la  marca  que  en  tec- 
nicismo administrativo  se  conoce  bajo  la  denominación 
de  compleja  por  entrar  en  eu  composición  diversos  ele- 
mentos en  su  conjunto,  se  ve  á  la  simple  vista,  las  nota- 
bles diferencias  que  existen  entre  ambas,  que  hacen  im- 
posible que,  aún  en  las  condiciones  en  que  se  encuen- 
tra el  comprador,  en  presencia  de  una  sola  de  las  mar- 
cas, pueda  confundir  una  con  otra.  Segundo :  porque  si 
80  tiene  en  cuenta  que  la  mayoría  de  los  consumidores 
sen  analfabetos,  en  nada  influye  en  los  mismos  la  se- 
mejanza de  ambos  nombres,  semejanza  que  por  otra 
parte  no  existe  para  los  que  pueden  leer  el  nombre. 
Tercero:  Porque  analizada  en  detalles  se  aprecian  las 
notables  diferencias  que  existen  entre  ambas.  En  efec- 
to, según  la  sentencia,  la  marca  ó  hierro  de  Beck  y  C*. 
la  forma  un  letrero  en  la  parte  superior  que  dice  ^^eck 
y  C*.",  otro,  en  la  parte  inferior,  ''Habana"  y,  sobre  és- 
te, con  letras  más  chicas,  "Trade  Mark*',  en  el  centro 
dos  manos  asidas,  teniendo  á  derecha  é  izquierda  de  las 
mismas  una  pequeña  roseta;  la  marca  ó  hierro  de  Bock 
y  C*.  representa  un  águila  coronada,  con  las  alas  des- 
plegadas en  las  que  está  escrito  "El  Águila  de  Oro", 
sostiene  con  sus  garras  una  cinta  ondulante  que  lleva 
este  letrero  "Bock  y  C*.,  Habana"  y  en  la  parte  superior 
del  grabado  "Trade  Mark";  el  grabado  de  Beck  y  C*. 
es  solo  formado  por  líneas  y  el  de  Bock  y  C*.  el  águila 
■eptá  coloreada  de  negro,  destacándose  del  conjunto.  El 
dibujo  industrial  conocido  por  "Bofetón"  de  la  marca 
de  Beck  y  O*,  es  un  ovoide  formado  por  nubes  con  las 
palabras,  en  negro,  "Manufactura  de  Tabacos",  en  la 
parte  superior  circulante  "Beck  y  C*."  y  en  la  inferior 
en  el  centro  de  una  banda  ondulante  "Habana".  El  di- 
seño de  Bock  y  C*.  llamado  "Bofetón"  lo  fonna  un  oyoi- 
de  alargado  formado  por  dos  franjas  concéntricas  una 
de  rayos  solares  y  otra  de  nubes,  dejando  en  su  centro 
un  claro  con  jestas  palabras  "Bock  y  C*."  En  cuanto  á 
los  otros  diseños  conocidos  por  "Vista",  "Papeleta"  y 
"Contraflcña",  aunque  existen  las  mismas  diferencias 
que  en  las  anteriores  no  es  necesario  detallarlas  por  no 


118  boletín  legislativo. 

haberse  concedido  por  la  resolución  de  diez  y  ocho  de 
Is'oviembre  de  mil  novecientos  dos  que  es  la  recurrida  y 
revocada  en  la  sentencia.  Se  ve,  pues,  que  no  existe  ra- 
zón alguna  para  aplicar  á  este  caso  los  preceptos  del 
artículo  quinto  porque  no  existe  ni  siquiera  la  posibi- 
lidad de  que  puedan  confundirse  unas  marcas  con  otras. 

Decimotercero.  Besultando  que  admitido  el  recur- 
so el  Ministerio  fiscal  lo  amplió  en  el  trámite  correspon- 
diente ante  este  Tribunal,  alegando  un  nuevo  motivo 
que  dijo  estar  autorizado  por  la  causa  séptima  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  consiste  en  existir  error  de  derecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas  al  estimar  la  Sala  senten- 
ciadora que  los  diseños  de  la  marca  concedida  á  Beck  y 
C*.  pueden  inducir  á  error  6  confusión  al  consumidor 
respecto  á  la  marca  anterior  de  Bock  y  C*.,  pues  los  res- 
pectivos diseños  auténticos  de  una  y  otra  marca  obran- 
tes, los  del  hierro  á  los  folios  tres  y  cuatro  del  expe- 
diente administrativo  número  uno,  los  de  las  vistas  á 
los  folios  tres,  cuatro  y  doce  del  expediente  número 
dos ;  los  de  los  "Bofetones"  á  los  folios  tres  y  cuatro  del 
expediente  número  tres;  los  de  las  "Papeletas"  á  los  fo- 
lios tres,  cuatro  y  cinco,  catorce  y  diez  y  nueve  vuelto 
del  expediente  mimero  cuatro  y  por  último,  los  de  las 
"Contraseñas"  á  los  folios  tres,  cuatro,  cinco  y  catorce 
del  expediente  número  cinco,  demuestran  á  la  simple 
vista  la  equivocación  evidente  del  juzgador  á  que  se  re- 
fiere la  causa  invocada,  y  que  este  Tribunal  Supremo 
rectificará,  contrastando,  al  amparo  del  precepto  proce- 
sal citado,  esos  documentos,  de  cuyo  examen  resultará 
que  las  diferencias  son  notorias,  que  la  disparidad  entre 
eeos  símbolos,  títulos,  dibujos,  grabados,  etc.  etc.  en  los 
dichos  documentos  distintivos  contenidos,  resalta  y  ex- 
cluye todo  error,  y  por  tanto,  que  no  le  comprende  á  la 
concesión  otorgada,  la  prohibición  del  artículo  quinto 
en  relación  con  el  doce  del  Decreto  de  veintiuno  do 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  aplicado 
por  el  Tribimal  á  quo  porque  no  existe  la  semejanza  in- 
ductiva á  confusión,  supuesto  y  base  del  fallo  recurri- 
do ál  revocar  la  resolución  de  que  antes  se  ha  hecho 
mención. 

Decimocuarto.  Resultando  que  habiéndose  tenido 
por  ampliados  los  motivoe  del  recurso  se  celebró  la  vis- 
ta pública  correspondiente  con  asistencia  del  Ministerio 
fif^al  recurrente   y   del  Ijetrado  director  de   la   Henry 
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Clay  and  Bock  and  C®.  sosteniendo  el  primero  la  pro» 
cedencia  del  recurso  é  impugnándola  el  segundo. 
Decisión  del  recurso  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Luis  Gastón  y 
Gastón. 

Primero.  Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  el 
nombre  patronímico  y  la  razón  social  de  los  fabricantes 
y  otros  industriales  es  una  propiedad  legítima  de  los 
mismos  y  que  con  arreglo  al  artículo  primero  del  Real 
Decreto  de  veintiuno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro  pueden  los  que  lo  llevan  adoptarlo  co- 
mo marca  para  distinguir  los  productos  de  sus  fábrica.-^ 
ó  industrias,  no  es  menos  cierto  que  de  esos  derechos  no 
puede  hacerse  uso  en  el  comercio  sino  en  las  condicio- 
nes y  con  la  limitación  impuesta  por  la  ley,  tendentes 
á  evitar  que  al  ejercitarlos  se  perjudiquen  los  derechos 
é  intereses  también  legítimos  y  respetables,  de  otros  fa- 
bricantes adquiridos  con  anterioridad. 

Segundo.  Considerando  que  en  tal  concepto  no  es  ' 
Ik'ito  á  ningún  fabricante  adoptar  como  marca  para  los 
productos  de  su  fábrica  su  propio  nombre  ó  razón  so- 
cial, si  ese  distintivo  como  cualquier  otro,  por  su  seme- 
janza 6  parecido  á  alguno  ya  otorgado  puede  inducir  á 
error  6  confusión  al  consumidor  según,  así  se  deduce  ri- 
gurosamente de  lo  prescrito  en  el  número  quinto  del  ar- 
tículo quinto  del  citado  Real  Decreto  y  lo  ha  reconocido 
constantemente  la  jurisprudencia. 

Tercero.  Considerando  que  en  ese  caso  se  encuen- 
tra sin  duda  alguna  la  marca  Beck  y  C*.  concedida  á  la 
Sociedad  de  ese  nombre  para  los  productos  de  su  fábri- 
ca de  tabacos,  según  lo  ha  estimado  la  Sala  sentencia- 
dora, porque  esa  denominación  usada  en  la  forma  que 
se  pretende,  puede  ser  confundida  por  los  consumido- 
res con  la  otra  marca  de  tabacos  ya  registrada  anterior- 
mente con  el  título  "El  Águila  de  Oro"  y  que  pertenece 
á  Henry  Clay  and  Bock  and  C°.  Limited,  pues  aunque 
esta  última  tenga  aquel  nombre  diferente  del  que  se  da 
á  la  nueva,  según  alega  el  recurrente,  es  un  hecho  in- 
negable que  el  distintivo  predominante  y  más  figurati- 
vo aún  que  su  mismo  título,  en  la  expresada  antigua 
marca  y  que  se  ostenta  en  todos  los  signos  y  dibujos  que 
la  constituyen,  es  la  razón  social  Bock  y  C*.  que  fué  la 
de  sus  fundadores,  y  con  cuyo  nombre  adquirieron  sus 
productos  el  crédito  y  estimación  de  que  gozan  en  el  • 
mercado,  y  la  casi  identidad  que  existe  entre  una  y  otra 
razón  social  ó  nombre  de  los  fabricantes,  que  es  ío  que 
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principalmente  puede  ^liar  á  los  compradores  en  la 
elección  de  los  productos,  es  motivo  suficiente  para  pre- 
sumir que  aquéllos  se  engañen  y  confundan  en  este 
caso. 

Cuarto.  Considerando  que  además  de  esa  comple- 
ta semejanza  en  los  nombres  de  los  fabricantes  que  apa- 
recen puestos  en  forma  que  resalta  en  la  antigua  mar- 
ea lo  mismo  que  en  la  nueva,  existe  también  evidente- 
mente la  que  el  Tribunal  sentenciador  ha  apreciado  en- 
tre todos  los  diseños  y  dibujos  que  como  componentes 
de  su  marca  ha  adoptado  Beck  y  C*.  y  los  correspon- 
dientes de  la  Henry  Clay  and  Bock  and  C®.,  pues  aun- 
<*ue  es  cierto  que  en  aquéllos  no  se  reproducen  éstoe  en 
todos  sus  detalles  y  que  algunos  ofrecen  marcadas  dife- 
lencias,  especialmente  el  denominado  hierro,  no  es  po- 
sible desconocer,  -al  confrontar  unos  con  otros,  que  la 
forma  y  composición  dada  á  todos  los  suyos  por  Beck  y 
C*.  presentan  en  conjunto  una  apariencia  que  trae  á  la 
memoria  los  rasgos  principales  y  característicos  de  los 
del  "Águila  de  Oro",  haciendo  así  posible  y  fácil  la  con- 
fusión en  los  consumidores  que  en  general  adquieren 
la  mercancía  sin  un  detenido  examen;  y  tal  circunstan- 
cia impide  como  se  ha  dicho,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones citadas,  el  uso  de  la  repetida  marca  cuya  propie- 
dad se  ha  solicitado. 

Quinto.  Considerando  que  por  todo  lo  expuesto  es 
visto  que  la  Sala  sentenciadora  al  dictar  el  fallo  recu- 
rrido en  la  forma  en  que  lo  ha  hecho,  no  ha  cometido 
las  infraciones  legales  que  se  alegan  en  los  distintos 
motivos  del  recurso  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal^ 
y  por  tanto  aquél  debe  ser  desestimado,  declarando  las 
costas  de  oficio  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artícnb 
XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  como  representante 
de  la  Administración  General  del  Estado  en  el  pleito 
contencioso  administrativo  á  que  se  ha  hecho  referen- 
cia, con  las  costíia  de  oficio.    Comuniqúese,  etc. 

Así  por  esta    nuestra    sentencia   lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Luis    Gastón. — Carlos 
',  Ke villa. 
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Inf.  ley.— Sent.  17.— 21  de  Didembre.  -Incompetencia. 

(  Q aceta,  Junio  6,  190 J^, ) 

DOCTRINA:  No  causa  estado,  j  por  conni- 
firuíente  no  es  recurrible  en  vía  contenciosa  la  re- 
solución administrativa  que  se  limita  á  declarar 
la  nulidad  de  un  expediente  sin  resolver  directa  ni 
indirectamente  la  cuestión  que  es  objeto  del  mismo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veintiuno  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  tres;  en  el  recurso  contencioeo- 
administrativo  establecido  por  el  Procurador  Nicolás 
Sterling,  dirigido  por  el  Letrado  Fernando  Barrueco, 
á  nombre  de  la  Comisión  de  Amillaramiento  de  esta 
ciudad,  contra  la  Administración  General  del  Estado, 
lepresentada  por  el  Ministerio  fiscal,  en  solicitud  de  que 
se  revoque  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda 
de  cinco  de  Marzo  de  este  año,  por  la  cual  anulándose 
parte  del  expediente  instruido  sobre  declaración  de  la 
renta  de  la  casa  número  seiscientos  cincuenta  y  nueve 
de  la  Calzada  del  Cerro,  se  dispuso  que  la  Comisión 
piooediese  á  resolver  el  expediente  con  arreglo  á  dere- 
cho, y  el  cual  recurso  pende  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo por  virtud  del  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  el  demandante  contra  el  auto  dictado  por 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la.  Habana,  como 
Tribunal  de  lo  contencioso  administrativo,  con  fecha  ca- 
torce de  Octubre  último,  que  declaró  no  haber  lugar  á 
suplir,  ni  enmendar  el  auto  de  veintiséis  de  Septiembre 
anterior. 

Primero.  Resultando  que  el  expresado  auto  de  ca- 
torce de  Octubre  contiene  los  resultandos  siguientes : 

Antecedentes  : 

Segundo.  Resyltando  que  por  auto  de  esta  Sala  de 
veintiséis  de  Septiembre  último,  se  declaró  sin  lugar  la 
excepción  de  falta  de  personalidad  y  este  Tribunal  in- 
competente para  conocer  en  vía  contencioso-adminis- 
trativa  el  presente  recurso  sin  condena  especial  de  cos- 
tas ni  temeridad  á  loe  efectos  de  la  Orden  número  tres 
de  mil  novecientos  uno. 

Tercero.  Resultando  que  la  representación  de  la 
porte  recurrente  ha  establecido  el  recurso  de  súplica, 
p£rra  que  se  enmiende  el  auto  citado  de  veintiséis  de 
Septiembre  y  se  declare  sin  lugar  la  excepción  de  in- 
competencia de  jurisdicción  alegada  por  el  Ministerio 
fic^cal,  fundado,  que  no  obsta  que  en  un  expediente  se 
puedan  proveer  ciertos  trámites,  bien  para  continuarlo 
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ó  para  perfeocionarlo  para  que  una  resolución  de  la  Se- 
cretaria  de  Hacienda  deje  de  causar  estado  y  que  en 
términos  de  derecho,  causar  estado,  quiere  decir,  no  po- 
der recurrir  de  una  resolución  y  ese  carácter  y  esa  cua- 
lidad tiene  la  resolución  de  la  Secretaría  de  Hacienda 
recurrida,  por  cuyo  motivo  no  tiene  causal  bastante  el 
Tribunal  para  abstenerse  del  conocimiento  de  esta  de- 
ir.anda  á  título  de  que  es  incompetente. 

Cuarto.  Resultando  que  en  su  concordante  de  vein- 
tiséis de  Septiembre  se  consignan  los  que  se  transcriben 
á  continuación. 

Demanda  : 

Quinto.  Resultando  que  el  Sr.  Ramón  Pérez,  Pre- 
b  i  dente  de  la  Sociedad  Centro  Asturiano,  á  los  efectos 
del  amillaramiento  presentó  declaración  jurada  expre- 
sando que  la  casa  Cerro  número  seiscientos  cincuenta  y 
nueve  de  esta  ciudad,  de  la  propiedad  de  dicha  Asocia- 
ción, ganaba  un  alquiler  mensual  de  ciento  cincuenta  y 
nueve  pesos,  que  la  Comisión  de  Amillaramiento  estimó 
en  tref«ciento8  cincuenta  pesos  moneda  americana,  y  es- 
tablecido por  el  contribuyente  recurso  de  alzada  ante  la 
Junta  de  Zona,  ésta  resohdó  el  alquiler  fijado  por 
aquél,  acudiendo  la  Comisión  de  Amillaramiento  á  la 
Secretaría  de  Hacienda  con  fecha  cinco  de  Marzo  últi- 
mo^ quien  anuló  el  expediente  desde  la  resolución  de 
catorce  de  Enero  en  adelante,  mandando  que  la  Comi- 
sión resuelva  el  expediente  con  arreglo  á  derecho. 

Sexto.  Resultando  que  contra  esa  resolución  de  cin- 
C(»  de  Marzo,  interpuso  recurso  contencioso-administra- 
tJvo  el  Procurador  Nicolás  Sterling  y  Varona,  á  nom- 
bre del  señor  Alcalde  Municipal  de  esta  ciudad  en  el 
carácter  que  ostenta  de  Presidente  de  la  Comisión  de 
Amillaramiento,  acompañando  testimonio  del  poder 
otorgado  en  veinticuatro  de  Marzo  próximo  pasado,  anr 
te  el  Notario  Federico  Mora  y  Valdés,  por  don  Eligió 
Bonachea  y  Palmero,  quien  concurre  en  su  carácter  de 
Alcalde  Municipal  de  esta  ciudad  y  da  poder  ¿  Procu- 
rHdores  para  que  le  representen  en  su  repetido  carác- 
ter y  los  que  le  son  anexos,  en  cuanto  se  le  ofrezcan  en 
lo  judicial,  y  además  de  otros  documentos  exigidos  por 
la  ley  incluso  los  que  acreditan  el  nombramiento  de  Al- 
calde Municipal,  certificación  de  que  la  Comisión  de 
Amillaramiento  en  sesión  celebrada  el  día  nueye  de 
Abril  próximo  pasado  acordó  establecer  recurso  con- 
toncioso-administrativo  contra  la  resolución  objeto   del 
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presente,  designando  al  Alcalde  Municipal  como  Presi- 
dente nato  de  la  Comisión  para  que  la  representara  y 
otorgara  poder  á  Procuradores. 

Contestación  : 

Séptimo.  Resultando  que  admitido  el  recurso  y 
cumplidos  los  trámites  que  preceden  á  la  demanda,  de- 
ducida ésta  y  -dado  traslado  al  Ministerio  fiscal  en  re- 
presentación del  Estado,  contestó  oponiendo  las  excep- 
ciones de  falta  de  personalidad  en  el  actor  y  la  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  fundando  la  primera  en 
que  el  Procurador  don  Nicolás  Sterling  ha  comparecido 
por  el  poder  que  le  confirió  el  Alcalde  Municipal  de  la 
Habana,  con  el  carácter  de  tal,  y  no  con  el  de  la  repre- 
sentación de  la  Comisión  de  Amillaramiento,  que  lo  es 
el  de  Presidente  de  la  misma  y  que  el  acuerdo  de  la  Co- 
tiiisión  de  Amillaramiento  para  establecer  este  recurso 
lleva  fecha  nueve  de  Abril  de  mil  novecientos  tres  y  por 
él  autoriza  al  Alcalde  como  Presidente  nato  de  la  Co- 
misión para  representadla  y  el  poder  está  fechado  en 
veinticuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos  tres;  y  la  se- 
gunda, que  la  Orden  número  trescientos  treinta  y  cinco 
de  mil  novecientos  que  se  invoca  por  el  recurrente  no 
establece  derecho  alguno  á  favor  de  la  Comisión  de 
Amillaramiento  y  ésta  no  es  más  que  un  organismo  ba- 
JA  la  dependencia  de  la  Secretaría  de  Hacienda,  no 
siendo  ella,  sino  á  los  contribuyentes  á  quien  dicha  Or- 
den concede  el  recurso  contencioso-administrativo. 

Octavo.  Resultando  que  propuestas  en  tiempo  y 
forma  las  mencionadas  excepciones,  con  suspensión  del 
asunto  principal  y  trasMo  en  copia  á  la  otra  parte,  se 
señaló  día  para  ía  vista  del  incidente  que  tuvo  lugar, 
con  asistencia  de  los  interesados,  en  veintitrés  del  ac- 
tual. 

Fundamentos  del  recurso  de  casación: 

Noveno.  Resultando  que  por  este  último  referido 
auto  la  Sala  sentenciadora  consideró  que  era  improce- 
dente la  excepción  de  falta  de  personalidad,  y  que,  si  bien 
por  razón  del  derecho  prexistente  el  Tribunal  se  había 
oirás  veces  declarado  competente  para  conocer  de  recur- 
sos interpuestos  por  la  Comisión  de  Amillaramiento,  la 
resolución  recurrida  no  era. definitiva,  ni  ponía  térmi- 
no ó  hacía  imposible  la  continuación  de  la  vía  guberna- 
tiva, y  por  ello,  no  causando  estado,  era  de  aplicarse  el 
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número  primero  del  artículo  T^rimero  y  el  segundo  de  la 
ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho;  y  en  tal  virtud  declaró  sin  lugar  la  excepción 
de  falta  de  personalidad,  y  se  declaró  incompetente  pa- 
ra conocer  del  recurso  en  vía  contencioeo-administrati- 
va,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas,  ni  declara- 
ción de  temeridad.  Y  por  el  auto  de  catorce  de  Octubre 
la  Sala,  por  los  fundamentos  del  anterior,  declaró  sin 
lugar  la  súplica  establecida  contra  el  mismo. 

Décimo.  Resultando  que  contra  dicha  resolución  in- 
terpuso el  Procurador  Sterling  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  citando  como  precepto  autorizante  el 
número  primero  del  artículo  mil  seiscieníx»  noventa  da 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  cuanto  la  resolu- 
ción recurrida,  en  su  sentir,  contiene  interpretación 
errónea  y  aplicación  indebida  de  la  ley  y  el  artículo 
c'ento  tres  de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve;  y  expone  que  se  ha  infringido  Ih* 
ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho  en  su  artículo  primero,  caso  primero,  y  en  su  ar- 
tículo segundo,  porque  conforme  al  primero  de  dichos 
artículos,  procede  el  recurso  contencioso  contra  las  re- 
soluciones que  reúnan  los  requisitos  que  el  mismo  se- 
ñala, y  todos  concurren  en  la  resolución  reclamada,  ya 
aue,  contra  lo  que  estima  la  Sala  sentenciadora,  aqué- 
lla causó  estado,  pues  para  la  ley  de  lo  contencioso  cau- 
san estado  las  resoluciones  que  producen  un  efecto  in- 
mediato sin  posible  alzada,  cual  resulta  con  las  de  la 
Secretaría  de  Hacienda ;  y  tal  es  la  recurrida  que  impo- 
ne una  nulidad  contra  la  que  no  se  puede  reclamar  gu- 
bernativamente y  con  la  cual  no  está  conforme  la  Co- 
misión, sin  que  importe  que  la  resolución  no  recaiga 
sobre  el  fondo  del  asunto,  pues  basta  que  se  dicte  sobre 
UT.  trámite  del  expediente,  según  afirma  el  artículo  se- 
gundo de  la  ley  de  trece  de  Septiembre,  para  que  con- 
tra ella  proceda  el  recurso. 

Décimoprimero.  Resultando  que  el  día  catorce  del 
mes  corriente  se  celebró  la  oportuna  vista  del  recurso, 
habiendo  informado  en  dicho  acto  el  Letrado  de  la  par- 
te recurrente  que  lo  sostuvo  y  el  representante  del  Mi- 
iiisterio  fiscal  que  lo  impugnó. 

Decisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Antonio  Pi- 
chardo. 

Primero.  Considerando  que,  confonne  al  artículo 
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primero  de  la  ley  de  trece  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  para  que  pueda  interponerse  el 
Tí^curso  contencioso  administrativo,  es  necesario  que  la 
resolución  reclamada  reúna  los  requisitos  que  dicho  ar- 
tículo establece,  siendo  el  primero  de  ellos  que  cause 
estado. 

Sesudo.  Considerando  que,  según  el  artículo  se- 
gando de  la  propia  ley,  se  entenderá  por  resoluciones 
que  causan  estado  las  que  no  sean  susceptibles  de  recur- 
so en  la  vía  gubernativa,  ya  sean  definitivas,  ya  de  trá- 
mites, si  estas  últimas  deciden  directa  6  indirectamen- 
te el  fondo  del  asunto,  de  tal  modo  que  pongan  término 
íi  aquélla  ó  hagan  imposible  su  continuación. 

Tercero.  Considera.ndo  que  habiéndose  limitado  la 
resolucón  reclamada  de  cinco  de  Marzo  líltimo  de  la  Se- 
cretaría de  Hacienda  á  disponer  la  nulidad  del  expe- 
diente desde  la  resolución  de  catorce  de  Enero  y  á  man- 
dar que  la  Comisión  resuelva  aquél  con  arreglo  á  dere- 
clio,  es  visto  que  tal  resolución  ni  directa,  ni  indirecta- 
mente, decide  el  fondo  del  asunto,  de  tal  modo  que  le 
penga  término  ó  haga  imposible  su  continuación,  pues 
antes  bien  se  ordena  que  la  Comisión  lo  resuelva;  por 
lo  que,  no  bastando  para  la  procedencia  del  recurso  con- 
tencioso administrativo,  según  pretende  el  recurrente, 
que  la  resolución  administrativa  no  sea  susceptible  de 
itxíurso  en  vía  gubernativa,  sino  que  es  preciso  que  cau- 
^e  estado  en  la  inteligencia  que  queda  expuesta  decla- 
rada por  el  precitado  artículo  segimdo  de  la  ley  de  lo 
contencioso  administrativo,  lo  cual  no  ocurre  en  el  pre- 
sente caso;  el  Tribunal  sentenciador  al  declararse  in- 
competente por  estimar  que  la  resolución  reclamada  no 
causa  estado,  no  ha  incurrido  en  las  infracciones  que  se 
le  imputan,  de  los  artículos  primero  y  segundo  invóca- 
nos en  el  presente  recurso,  que  por  tanto  debe  ser  de- 
ses-timado. 

Cuarto.  Considerando  que  cuando  se  declara  sin 
lugar  un  recurso  de  casación  procede  imponer  las  cos- 
tas al  recurrente  conforme  lo  preceptúa  el  artículo  XL 
de  la  Orden  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
establecido  por  el  Procurador  Nicolás  Sterling  á  nom- 
bre de  la  Comisión  de  Amillaramiento  de  esta  ciudad 
contra  el  auto  dictado  en  catorce  de  Octubre  último  por 
\\  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  el 
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recurso  contencioso  administrativo  referido  al  princi- 
pio, con  las  costas  de  cargo  de  la  parte  recurrente.  Co- 
muniqúese, etc. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — Luis  Gastón. — Carlos 
Revilla. 
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breroy  1904.) 

KXTRACTO:  Se  declara  bien  denegada  la 
inscrípción  de  una  faja  estrecha  de  terreno  en  la 
zona  marítima,  pedida  aisladamente  por  el  pro- 

gietarío  de  una  nnca  lindante  con  el   mar,  cuja 
nca  fué  urbanizada  en  la  parte  que  confína  con 
dicha  zona. 

Visto  por  el  Preflideate  de  este  Tribunal  el  recur- 
so de  apelación  establecido  por  la  señora  Antonia  Da- 
brocq  de  Jiménez,  en  reonrso  gubernativo  contra  la 
resolución  dictada  por  la  Presidencia  de  la  Audiencia 
de  Matanzas  en  siete  de  Agosto  último,  confirmatoria 
del  auto  de  veinte  y  nueve  de  Junio  próximo  pasado  del 
Juez  de  primera  instancia  de  la  mencionada  ciudad, 
auto  por  el  cual  se  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
gubernativo  interpuesto  contra  la  nota  denegatoria  del 
Registrador  de  la  propiedad  de  aquella  misma  ciudad 
de  fecha  tres  de  Abril  último  por  la  que  no  se  admitió 
la  solicitud  de  inscripción  de  una  faja  estrecha  de  te- 
rreno comprendida  entre  el  paseo  Santa  Cristina,  hoy 
Martí,  y  parte  de  la  bahía  de  Matanzas,  barrio  de  Ver- 
salles,  fundándose  dicho  Registrador  para  esa  negati- 
va en  diversas  razones  legales,  aceptadas  todas  por 
dicho  Juez  y  por  la  Presidencia  de  la  propia  Audien- 
cia. 

Reproduciendo  la  relación  de  hechos  consignados 
en  dicho  auto  de  veinte  y  nueve  de  Junio,  la  cual  es  co- 
mo sigue: 

Antbobdbntbs: 

Resultando  que  don  Manuel  María  Jiménez,  ma- 
yor de  edad  y  de  este  vecindario,   en  representación 
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de  su  legitima  esposa  D^  Antonia  Dubrocq  y  Jimé- 
nez presentó  instancia  al  Sr.  Registradpr  de  la  Pro- 
piedad de  esta  propia  ciudad  solicitando  la  inscripción 
en  los  nuevos  libros  del  moderno  Registro  de  la  Pro- 
piedad y  á  nombre  de  su  citada  esposa,  del  dominio 
de  una  porción  de  terreno  de  que  era  dueña,  sita  en 
esta  referida  ciudad,  en  el  barrio  de  Versallés,  con 
una  extensión  superficial  de  nueve  y  un  tercio  solares 
de  ochocientos  sesenta  y  dos  metros  y  noventa  y  dos 
centímetros  cuadrados  cada  uno,  equivalentes  en  con- 
junto á  ochenta  áreas,  tíincuenta  y  tres  centi&reas  y 
noventa  y  dos  centímetros  cuadrados  que  linda  por  el 
Norte  con  el  paseo  de  Santa  Cristina,  hoy  Martí;  por 
el  Sur,  con  la  bahía  dft  Matanzas,  (Costa  Norte);  por 
el  Este,  con  la  zona  Militar  del  Castillo  San  Severino, 
á  cuatrocientas  varas  de  dicha  fortaleza;  y  por  el  Oes-, 
te  con  terrenos  do  don  Abelardo  Ferrer^  y  prolonga- 
ción de  la  calle  de  Lalx>rde;  haciendo  en  esa  instancia 
historia  de  la  propiedad  del  realengo  San  Alejandro 
(a)  Bien  Vengas,  al  que  dice  pertenecer  la  faja  de  te- 
rreno de  que  solicitíi  la  inscripción,  y  citando  en  ella 
los  documentos  que  acompaña  con  las  letras  A.  B.  C. 
D.  E.  F.  G.  H.  J.  K.  L.  M.  y  N.  que  más  adelante  se 
relacionan. — Resultando  que  á  la  anterior  instancia  le 
recayó  la  siguiente  nota  denegatoria  del  señor  Regis- 
trador de  la  Propiedad  que  literalmente  dice:  «rNo  ad- 
nmitida  la  inscripción  de  an  lote  de  terreno,  parte  de 
j)la  hacienda  San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas,  que  se 
»pretende  a  favor  de  D*  Antonia  Dubrocq  de  Jimé- 
«nez,  ca.nsahabiente  de  don  Miguel  Dubrocq,  por  ob- 
uservar  lofi  siguientes  defectos.  Porque  con  posteriori- 
»dad  ahdocumento  antiguo  de  fecha  quince  de  Marzo  de 
))mil  ochocientos  veinte  y  cuatro,  han  sido  urbanizados 
»los  terrenos  que  constituían  esa  hacienda,  dividiendo- 
»se  en  calles,  manzanas  no  pudiendo  por  tanto  esti- 
»marse  como  documento  fehaciente,  para  inscribir  el 
«dominio  de  una  parte  de  la  población  de  Matanzas, 
»\xn  documento  antiguo,  anterior  á  la  ampliación  de 
jidícha  ciudad,  documento  que  se  refiere  á  una  hacien- 
))da  que  existió  cuando  se  otorgó  ese  título;  pero  que 
«hoy  ya  ha  desaparecido  por  la  transformación  que 
))ha  sufrido  la  pix)piedad,  lo  que  ha  sido  aceptado  por 
«la  misma  interesada  al  inscribir,  como  lo  ha  hecho 
»en  este  registro,  en  época  anteiior,  algunos  lotes  de 
«esa  hacienda  en  forma  de  solares  y  manzana?,  como 
>'8e  comprueba  con  las  certificaciones  que  la  misma 
«parte  interesada  ha  presentado  ahora,   y  que  van 
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jonarcadas  0901  las  1  eticas  J.  K.  y  L.  en  las  cuales  se  fir 
»jan  los  números  de  solares  6  manzanas  y  los  linderos 
»de  los  mismos  en  determinadtis  calles,  16  que  patenti- 
»za  la  exactitud  del  hecho  de  la  iu*banizaci6n  del  te- 
»rreno,  que  antes  constituía  el  todo  déla  hacienda  en 
j»cu^tión;  y  porque  en  el  plano  que  se  acompaña,  do- 
>iGumento  letra  A,  para  señalar  la  porción  del  terreno 
»cnya  inscripción  se  solicita^  se  <fetermina  de  una  ma- 
Duera  precisa  la  parte  que  ocupa  el  paseo  público  deno- 
«mioado  hoy  de  Martí  y  antes  de  Santa  Cristina, 
»paseo  que  modificó  por  completo  los  linderos  primiti- 
»vos  que  tenía  la  liacienda,  siendo  la  porción  que  se 
Adesea  inscribir,  la  que  queda  al  Sur  de  dicho  paseo, 
«que  debe  considerai-se  como  formando  parte  del  mis- 
»mo  y  complemento  délas  obras  de  ácantilamiento  del 
»ref crido  paseo,  siendo  lo  que  queda,  ribera  del  mar, 
jique  con  arreglo  al  artículo  veinte  y  cinco  del  Regla- 
Dmento  para  la  ejecucióá  de  la  Ley  Hipotecaria,  no  es 
^inscribible  por  ser  del  dominio  público,  como  tampoco 
dIo  sería  el  paseo,  por  igual  motivo.  Y  no  pareciendo 
»subsanables  las  faltas  consignadas,  no  es  admisible 
)»tampoco  la  anotación  preventiva.  Matanzas,  Abril 
»tres  de  mil  novecientos  tres. — Arturo  Aróstegui». 
— Resultando  que  B^í  Antonia  Dubrocq  de  Jiménez, 
asistida  de  su  esposo  D.  Manuel  María  Jiménez,  y 
dirigida  por  el  Letrado  Ldo.  Policarpo  Lujan,  inter- 
puso en  tiempo  y  forma  contra  esa  calificación  el  re- 
curso gubernativo  que  le  concede  la  ley,  alegando  las 
razones  y  fundamentos  que  estimó  convenientes,  ter- 
minando dicho  escrito  solicitando  que  se  tengan  por 
acompañados  los  documentos  marcados  con  las  letras 
A,  B.  C-  D.  E.  F.  G.  H.  J.  K.  L.  M.  N.  y  números 
1,  2,  y  3  por  interpuesto  el  recur^  gubernativo  con- 
forme á  la  Orden  cuarenta  y  ocho  de  mil  novecientos 
dos,  contra  la  nota  denegatoria  de  la  solicitud  de  ins- 
cripción de  una  porción  de  terreno  que  pretendió  se 
verifícase  á  su  nombre  por  el  documento  número  uno. 
•  Que  el  Registrador  deje  sin  efecto  la  referida  nota  de- 
negatoria que  estampó  el  día  tres  del  corriente  mes 
al  pie  del  aludido  documento  número  uno,  y  que  pro- 
ceda á  inscribir  á  su  nombre  en  los  modernos  libros 
de  la  Propiedad  de  Matanzas,  la  porción  de  terreno 
descripta  en  el  párrafo  segundo  del  citado  documento 
número  uno,  y  en  la  forma  que  solicitó  por  el  mismo 
documento  y  que  se  le  impongan  las  costas  á  dicho 
funcionario  si  temerariamente  sostiene  el  recurso. 
— Resultando  que  concedida  audiencia  al  Sr.  Registra- 
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(lor  de  la  Propiedad  por  el  término  de  cin^  días,  éste 
la  evacuó  dentro  de  dicho  término,  sosteniendo  su  cali- 
fícación  en  todos  sus  extremos,  alegando  para  ello  las 
razones  que  creyó  convenientes. — Resultando  que  en 
el  documento  número  uno,  consta  la  instancia  á  que 
se  refiere  el  primer  Resultando  y  á  la  que  recayó  la 
calificación  recurrida.  Que  el  número  dos  es  «un  pla- 
»no  de  la  ciudad  de  San  Carlos  de  Matanzas  y  sus  ba- 
Drrios  extrapuentes,  mandado  copiar  del  original  por 
»el  Excmo.  Sr.  Gobernador  Capitán  General  en  quince 
»áe  Diciembre  de  mil  ochocientos  treinta  y  seis,  en  su 
«oficio  al  Sr.  Brigadier  Gobernador  de  Matanzas,  el 
Dcual  me  hizo  cargo  de  su  ejecución.  Matanzas  y  Abril 
))i)iete  de  mil  ochocientos  treinta  y  siete,  Miguel  Du- 
Dbrocq».  Número  tres,  certificación  del  Registro  de 
la  Propiedad  de  esta  ciudad,  por  la  que  aparece  que 
don  Antonio  Dubrocq  y  Jiménez,  tiene  inscripto 
&  su  favor  un  terreno  de  tres  y  media  caballe- 
lias  de  tierra,  situadas  en  el  realengo  San  Alejan- 
dro, barrio  de  Versalles.  Documento  letra  A.  Plano 
de  la  faja  de  tcírieno  de  que  es  objeto  este  recurso. 
B.  Testimonio  de  escritura  por  la  que  don  Miguel 
Dubrocq  adquirió  el  realengo  San  Alejandro  por  com- 
pra, asi  como  parte  de  la  hacienda  San  Francisco  del 
ojo  de  agua.  C.  Certificación  del  Registro  de  la  Pro- 
piedad en  la  que  consta  la  inscripción  de  un  censo  de 
seiscientos  pesos  que  reconocía  don  Miguel  Dubrocq  á 
favor  de  la  Hacienda,  sobre  el.  realengo  San  Alejandro 
(a)  Bien  Vengas.  D.  Testamento  de  don  Miguel 
Dubrocq.  E.  Certificación  del  autyo  de  declaratoria 
de  herederos  de  los  recurrentes.  F.  Testimonio  de 
la  escritura  de  división  y  adjudicación  de  los  herede- 
ros de  don  Pío  Alejandro  Dubrocq.  G.  Testimonio 
del  expediente  promovido  por  don  Miguel  Dubrocq  so- 
licitando el  deslinde  y  amojonamiento  de  la  hacienda 
San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas.  H.  Testimonio  del 
expediente  de  la  propiedad  de  dicho  realengo.  J.  K. 
y  L.  Tres  Certificaciones  del  Registro  de  la  Propiedad 
por  las  que  aparecen  inscriptas  á  nombre  de  los  recu- 
rrentes dos  porciones  de  terreno  en  el  barrio  de  Ver- 
salles  en  esta  Ciudad.  M.  Certificación  del  Ayunta- 
miento de  esta  Ciudad  en  la  que  consta  la  declaración 
de  esa  Corporación,  que  no  tiene  derecho  alguno  so- 
bre la  faja  de  terreno  que  se  trata  de  inscribir,  y  N. 
Certificación  del  Registro  de  la  Propiedad  de  no 
estar  inscripta  á  nombre  de  nadie  esa  porción  de  te- 
rreno. 
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RoBnltando  qae  en  la  sustauciación  de  este  recur- 
so se  han  observado  las  presci^peiones  legales. 

Resultando  que  con  fecha  catorce  de  Agosto  pre- 
sentó escrito  la  señora  Dubrocq,  apelando  para  ante 
la  Presidencia  del  Supremo  de  la  resolución  de  la  Pre- 
sidencia de  la  Audiencia  de  Matanzas,  apelación  que 
le  fué  admitida,  seg&n  providencia  de  Agosto  diez  y 
ocho« 

Resultando  que  en  veinte  y  nueve  de  Agosto  se 
presentó  &  esta  Presidencia  un  escrito  por  la  parte 
apelante,  personándose,  y  pidiendo  en  definitiva  que 
se  deje  sin  efecto  la  nota  denegatoria  de  inscripción, 
de  que  se  ha  hecho*  referencia,  que  se  anulen  las  reso- 
luciones que  confirman  dicha  nota  y  que  se  mande  á 
inscribir  la  faja  de  .terreno  cuya  inscripción  se  solicitó 
imponiéndose  al  Registrador  las  costas  del  recurso  por 
la  temeridad  con  que  lo  ha  sostenido. 

Resultando  de  los  antiguos  testimonios  acompaña- 
dos al  recurso  y  calificados  por  el  Registrador,  que  en 
el  primer  cuarto  del  siglo  pasado,  es  decir,  en  mil 
ochocientos  veinte  y  cuatro,  adquirió  don  Miguel  Du- 
brocq  el  realengo  San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas,  y 
como  durante  los  dos  primeros  años  siguientes  á  esa 
fecha  se  le  disputara  por  algunos  la  propiedad  de  una 
parte  de  ese  mismo  realengo,  aq  dictó  en  mil  ochocien- 
tos veinte  y  seis  un  auto  por  Juez  competente,  por  el 
que,  en  mérito  de  los  documentos  presentados  por  el 
propio  Dubrocq,  y  entre  ellos  el  plano  levantado  al 
efecto,  contentivo  de  dicho  realengo,  se  declaró  que 
eran  del  dominio  y  propiedad  de  éste  todos  esos  terre- 
nos legítimamente  adquiridos  por  sus  causantes  que 
lo  tuvieren  de  la  Real  Hacienda  en  pública  subasta;  y 
habiéndose  solicitado  por  el  mismo  Dubrocq,  para  me- 
jor afianzar  sus  derechos  &  ese  inmueble  y  cortar  de 
raiz  ulteriores  pleitos,  que  con  presencia  del  plano  le- 
vantado por  el  agrimensor  Lanier,  plano  ejecutoriado 
en  juicio  contradictorio,  se  reconocieran  y  rectificaran 
nuevamente  los  linderos  y  medida  de  dicho  realengo, 
á  fin  de  que  se  le  diera  posesión  formal  y  corporal  de 
aquél;  en  ese  mismo  auto  se  ordenó,  en  vista  de  la  pe- 
tición formulada,  que  se  procediera  por  el  agrimensor 
Lenier  á  esa  nueva  medida  pai*a  aclarar  y  amojonar 
de  nuevo  los  linderos  del  realengo  San  Alejandro,  ope- 
ración que  había  de  haceree  con  arreglo  á  los  citados 
documentos,  dexílarándose  más  tarde  firme  el  referido 
auto. 

Resultando  de  los  propios  antiguos  testimonios, 
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que  á  fineB  de  mil  ochocientos  veinte  y  seis  se  comen- 
zó esa  nueva  operación  de  agrimensura  con  todas  las 
formalidades  legales,  concluyéndose  &  cansa  de  con- 
tiendas surgidas  en  mil  ochocientos  treinta,  fecha  en 
que,  terminados  los  trabajos,  se  ordenó  al  propio  Bu- 
brocq  recorriera  un  gran  espacio  de  terreno  remedido, 
arrancase  yerbas,  tirase  piedras  y  diese  voces  por  tres 
veces  diciendo  ser  aquello  suyo,  todo  como  sefial  de 
posesión^  acto  que  se  realizó;  resultando  del  plano  re- 
tocado que  la  superficie  total  del  realengo  se  componía 
de  trescientos  cinco  caballerías  y  noventa  y  siete  cor- 
deles planos  de  tierra,  rebajando  además  de  las  cuatro- 
cientas varas  dadas  al  Castillo  San  Severino  lo  que 
baia7i  las  olas  del  mar,  plano  que  fué  aprobado  en  su  to- 
talidad, sin  que  después  de  esa  posesión  material  dada 
á  Dubrocq,  con  arreglo  al  resultado  del  plano,  y  com- 
pleta conformidad  de  aquél  con  lo  practicado,  hubiese 
surgido  después  reclamación  alguna  contra  lo  hecho 
nuevamente,  habiendo  muerto  Dubrocq  muchos  años 
después  de  mil  ochocientos  treinta  en  quieta  y  pacífi- 
ca posesión  del  referido  realengo. 

Resolución: 

CJonsiderando  que  la  cuestión  sometida  á  esta  Pre- 
sidencia se  reduce  á  si,  dada  la  escritura  de  remate 
del  realengo  San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas,  realiza- 
do por  la  Intendencia  de  Hacienda  de  esta  Isla  en  mil 
setecientos  cuarenta  y  ocho,  y  la  posesión  dada  del 
mismo  realengo  en  mil  ochocientos  treinta  después  de 
diversas  contiendas  judiciales,  á  uno  de  los  comprado- 
res de  ese  inmueble,  con  sujeción  al  plano  levantado 
al  efecto  y  aprobado  en  un  todo,  hechos  todos  ocurri- 
dos con  mucha  anterioridad  á  la  legislación  vigente 
sobre  «dominio  de  las  aguas  del  mar  litoral  y  de  sus 
playas,  de  las  accesiones  y  servidumbres  de  los  terre- 
nos contiguos»,  es  lie  accederse  á  la  inscripción  solici- 
tada hoy  por  el  actual  dueño  de  dicho  realengo  de  una 
estrecha  faja  de  terreno  situada  entre  la  orilla  de  una 
parte  de  la  bahía  de  Matanzas  y  el  Malecón  del  paseo 
nombrado  «Santa  Cristina»  en  años  anteriores  y  hoy 
de  «Martí»,  en  la  Ciudad  de  Matanzas,  faja  que  alega 
la  demandante  ser  de  su  exclusiva  propiedad,  según 
la  última  posesión  realizada  hace  más  de  setenta  años 
á  su  causante;  ó  hay  en  los  antiguos  testimonios  aéora- 
pañados  al  recui-so  gubernativo  establecido  y  que  tuvo 
á  la  vista  el  Registrador,  términos  hábiles  para  negar 
dicha  inscripción  por  estar  la  mencionada  faja  excluí- 
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da  de  la  venta  hecha  á  don  Miguel  Dobrocq,  cansante 
de  la  apelante  doña  Antonia  Dabrocq  de  Jiménez. 

Ck>nsiderando  que  antes  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  seis,  no  se  había  legislado  sobre  el  uso  y  apro- 
vechamiento del  mar  litoi*al  y  de  sus  playas,  faltaban 
reglas  para  esa  importante  clase  de  aprovechamientos 
y  existia  tal  confusión  y  vaguedad  en  esa  materia, 
que  se  palpó  la  necesidad  de  hacer  desaparecer  ese  es- 
tado de  incertidumbre,  reuniéndose  en  una  sola  ley 
cuanto  se  refiere  al  dominio  público  y  privado  de  las 
aguas,  y  procurándose  no  invadir  el  terreno  del  dere- 
cho civil;  por  todo  lo  cual  apareció  la  Ley  de  aguas 
de  tres  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis, 
derogada  más  tarde  por  la  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta,  hecha  extensiva  á  Cuba  en  Enero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno,  leyes  que  pusieron  fin 
al  mal  estado  de  nuestra  legislación  en  esa  materia, 
reducida  como  estaba  á  la  deficiente  ley  sexta,  Titulo 
veinte  y  ocho,  Partida  tercera,  á  alguna  que  otra  dis- 
posición sobre  determinados  .usos  y  costumbres  en  disi 
tintas  localidades  y  á  otras  emanadas  de  la  adminis- 
tración; y  no  es  lógico  ni  jurídico,  para  resolver  el 
caso  presente,  aplicar  dicha  ley  de  aguas,  asi  como 
preceptos  del  Código  Civil,  á  hechos  que  se  realizaron 
en  mil  setecientos  cuarenta  y  ocho,  mil  setecientos  cin- 
cuenta y  nueve,  mil  ochocientos  veinte,  mil  ochocien- 
tos veinte  y  cuatro,  mil  ochocientos  veinte  y  seis  y 
mil  ochocientos  treinta,  según  antiguos  testimonios 
acompañados  al  recurso,  fechas  muy  anteriores  al  ac- 
hual estado  de  nuestra  legislación  en  materia  de  aguas 
y  playas,  no  teniendo  fuerza  alguna  tampoco  el  hecho 
de  la  urbanización  de  esa  parte  de  la  Ciudad  de  Ma- 
tanzas, posterior  también  á  la  primitiva  venta  del  rea- 
lengo San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas,  urbanización 
que  no  sería  del  todo  eficaz  para  anular  derechos  que 
se  hubieran  adquirido  civilmente  por  don  Miguel  Du- 
brocq,  rematador  de  esas  tierias. 

Considerando  que  por  la  petición  hecha  por  Du- 
brocq  de  que  no  obstante  el  plano  existente,  se  recono- 
cieran nuevamente  y  rectificaran  los  linderos  y  medida 
da  del  realengo  San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas,  coma 
paso  previo  á  la  posesión  material  que  debia  dárseles- 
de  esas  mismas  tierras,  con  todas  las  formalidades  lega- 
les, ya  que  tenía  la  posesión  civil  de  ese  mismo  terrena 
comprado:  realizada  nuevamente  dicha  medida  con  la^ 
entera  conformidad  de  Dubrocq  y  dando  todo  por  re- 
sultado que  el  terreno  en  cuestión  se  componía  de  tres* 
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cientas  cinco  caballerías  de  tierra,  noventa  y  siete  cor- 
deles planos,  rebajando  lo  que  combaten  Im  olas  del  mar^ 
es  cosa  clara  que  en  esta  rebaja,  que  también  admitió 
Dabrocq  sin  protesta  de  ningún  género,  qaedó  com- 
prendida la  qne  hoy  se  llama  Zona  marítima  terrestrey  6 
sea,  el  espacio  de  las  costas  ó  fronteras  que  bañan  6 
combaten  las  olas  en  su  flajo  y  reflujo,  en  donde  son 
sensibles  las  mareas  y  las  mayores  olas  en  los  tempo- 
rales en  donde  no  lo  sean,  no  habiéndose  dado  por  lo 
tanto  al  mencionado  señor  dominio  alguno  sobre  esa 
faja  estrecha  de  terreno,  comprendida  entre  el  borde 
del  agua  de  la  bahía  de  Matanzas  y  la  línea  á  donde 
llega  el  oleaje  en  su  flujo  y  reflujo,  faja  qne  es  la  com- 
batida por  las  olas  del  mar  y  que  por  el  hecho  de  esa 
¡rebaja  es  hoy  del  dominio  público  como  Zona  marítima 
terrestre;  y  no  teniéndose  dominio  alguno  por  la  señora 
Dubrocq  sobre  esa  faja,  por  lo  que  resulta  del  plano 
retocado  y  aceptado  sin  protestas,  según  lo  que  arro- 
jan los  antiguos  testimonios  acompañados,  claro  es 
también  que  no  cabe  la  inscripción  de  dicha  faja  de 
terreno  solicitada  por  la  apelante. 

Considerando  que  no  habiendo  protestado  nunca 
-el  señor  Dubrocq  de  la  operación  hecha,  con  1^  que  es- 
tuvo conforme  siempre,  desde  que  se  le  dio  posesión 
del  realengo  San  Alejandro  (a)  Bien  Vengas  con  arre- 
glo al  plano  retocado,  es  cosa  clara  que  hoy  no  cabe  lo 
pretendido  por  uno  délos  continuadores  de  la  persona 
del  señor  Dubrocq,  como  lo  es  su  nieta,  la  apelante  se- 
ñora Dubrocq,  por  ser  un  principio  de  derecho  repeti- 
do constantemente  por  la  jurisprudencia  española  an- 
tes de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  después  de 
esta  fecha  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo, el  de  que  nadie  puede  volverse  contra  sus  pro- 
pios actos,  y  acto  de  esta  índole  es  la  petición  formu- 
lada por  la  señora  Dubrocq  de  Jiménez. 

Considerando  que  no  habiendo  incurrido  el  Regis- 
trador de  la  Propiedad  de  Matanzas,  al  calificar  los 
documentos  presentados,  y  al  sostener  su  calificación, 
en  temeridad  alguna,  no  procede  condenarlo  en  costas. 

Vistos  todos  los  antiguos  testimonios  acompaña- 
dos al  actual  recurso  gubernativo  y  diversas  senten- 
cian, así  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  España, 
como  del  de  esta  .República. 

Esta  Presidencia  confirma,  en  lo  referente  &  la  no 
admisión  de  la  inscripción  solicitada  por  la  señora 
Dubrocq,  así  los  autos  de  la  Presidencia  de  la  Audien- 
«cia  de  Matanzas  y  del  Juez  de  primera  Instancia  de 
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-esta  Ciudad,   como  la  nota  del  Registrador  de  la  Pro- 
piedad de  este  mismo  último  panto. 

Comuniqúese   etc.  —  Rafael   Cruz  Pérez.  —  Ante 
aní,  L.  Antonio  E.  Mes^i  y  Domínguez. 
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4  Julio. — Expropiación. — Sent.  47. — Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel J.  Morales  y  Martin  contra  la  resolución 
dictada  en  juicio  seguido  por  el  mismo  contra  la 
"Insular  Railway  Co.''  sobre  expropiación  de 
una  faja  de  terreno  de  la  finca  **La  Miranda.' '    335 

6  Julio. — Nulidad. — Sent.  48. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Carlota  Bo- 
drigpiez  j  Rodríguez  contra  la  sentencia  dictada 
en  juicio  contra  Isabel  Baralt  y  Sánchez  de  Ea- 
gura  sobre  nulidad  del  titulo  de  dominio  de  la 
casa  Jesús  del  Monte  núm.  120 345 

9  Julio. — Pensioiies. — Sent.  49. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Da.  Fran- 
cisca Cairo  contra  la  sentencia  dictada  en  jui- 
cio seguido  contra  Blanca  Gómez  7  Cachonegre- 
te  y  otros  Bobrenulidad  de  un  testamento  é  inci- 
dente formado  sobre  cobro  de  costas.  .  .  .  365 
18  Julio. — Relación  de  créditos, — Sent  50. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Fernando  Stable  7  José  Rufino  Marino  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  el  incidente  al  con- 
curso necesario  de  la  Sra.  Caridad  Carón  de  Bi- 
det  formado   para   tratar   del   reconocimiento  y 

graduación  de  créditos 363 

18  Julio. — Prescripción. — Sent.  51. — Declarando  con  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Eduar- 
do, Ana  María  7  Enrique  Suástegui  Fajardo 
contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  seguido  por 
Ricardo  R.  de  Céspedes  7  Céspedes  sobre  pres- 
cripción de  costas.      .  • 3SI 

20  Julio. — Donación. — Sent.  52. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Facundo 
Baeardí  7  Moren  contra  la  sentencia  dictada  en 
juicio  por  José  Masforrol  sobre  cumplimiento  de 
obligaciones 437 
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5  Agosto. — Daños  y  perjuicios. — Sent.  53. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
José  Collía  Intriago  contra  la  sentencia  dictada 
en  juicio  contra  Antonio  Fernández  de  Castro 
sobre  cumplimiento  de  co7itrato  y  reclmnación  de 
perjuicios 474 

6  Agosto. — Expropiación, — Se7it.  54. — Declarando  sin  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ata- 
nasio  Querejeta  y  Manuel  José  florales  contra 
la  resolución  dictada  en  el  expediente  promovido 
por  la  **  Insular  Bailway  Company'*  sobre  ex- 
propiación de  una  faja  y  parcela  de  terreno  de 
la  finca  **La  Miranda.'' 487 

7  Agosto. — Motivos. — Sent.    55. — Declarando    sin    lugar 

el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dolores 
Palacios  y  Crispina  de  la  Caridad  Borges  y  Pa- 
lacios contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  con- 
tra Manuel  y  Matilde  Mena  sobre  nulidad  de  la 
ituicrijyción  de  una  finca  rústica 496 

19  Agosto. — Cosa  juzgada. — Sent.  56. —  Declarando  sin  • 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Leo- 
cadia Oliver  y  Font  como  depositarla  adminis- 
tradora de  los  bienes  de  su  difunto  esposo  Fran- 
cisco Fernández  y  González  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  contra  írosme  Blanco  Herrera 
sobre  restitución  de  setenta  y  tres  acciones  del 
Ferrocarril  de  Caibarién 567 

22  Agosto. — Procedimiento  ejecutivo  hipotecario. — Sent. 
57. — Declarando  pin  lugar  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Francisco  Romero  y  Cárdenas 
contra  el  auto  dictado  en  las  diligencias  sobre 
cumplimiento  de  sentencia  recaída  en  los  autos 
seguirlos  por  aquél  contra  José  de  la  Cruz  Ulloa 

en  cobro  de  pesos 610 

2  Septiembre. — Retracto  legal. — Sent.  58. —  Declarando 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
la  Sra.  María  de  la  Luz  Cabrera  de  Mora  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  juicio  contra  el  Dr. 
Guillermo  Domínguez  Roldan  sobre  retracto  de 
la  casa  Campanario  65 644 

8  Septiembre. — Acción    de    nulidad. — Sent.    59. — Decla- 

rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Jacinto  Sigarroa  y  Jorges  contra  la  sen- 
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tencia  dictada  en  juicio  contra  Manuel  Saave- 
dra  Campo  sobre  nulidad  de  un  juicio  ejecu- 
tivo  673 

12  Septiembre. — Letras    de    cambio, — Sent.    60. — Decla- 

rando con  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Faustino  Aguirregaviria  é  Ibarguen  con- 
tra la  sentencia  tlictada  en  juicio  contra  la  su- 
cesión de  Cristina  Baró  en  cobro  de  pesos,     ,     ,     691 

21  Octubre. — Hechos. — Sent,  61. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Salvador 
Canips  y  Riera  contra  la  sentencia  dictada  en 
juicio  por  Inés  Barroso  sobre  desahucio.      .      .     717 

31  Octubre. — Prescripción. — JSent.  62. — Declarando  con 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel Arocena  y  Zagastazu  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  por  Rodrigo  Bustillo  y  Busti- 
Uo  en  cobro  de  réditos  de  censo 737 

11  Noviembre. — Indemnización  de  perjuicios. — Sent.  63. 
— Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  la  Sociedad  de  Francisco  y  Emilio 
Terry  contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  por 
Teófila  Bouza  y  Yanes .      .     .    • 752 

13  Noviembre. — Emancipación. — Sent.    64. —   Declarando 

sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Sofía  Saussal  y  Fabre  contra  la  sentencia  dictada 
en  juicio  por  María  Antonia  Aussel  y  Fabre  so- 
bre cesación  en  la  administración  de  bienes,  ren- 
dición de  cuentas  y  divisián  de  dominio.   .     .     .     777 

14  Noviembre. — Contrato. — Sent.  65. — Declarando  sin  lu- 

gar el  recurso  de  casación  intprj>uesto  por  Ri- 
cardo Armenteros  y  (,'astellón  contra  la  sentencia 
dictada  en  juicio  contra  Benito  Alvarez  y  Taba- 
res  y  Gabriel  Pedroso  y  Cárdenas  sobre  ntilidad 
de  contrato 785 

18  Noviembre. — Sentencia  congruente. — Sent.  66. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  contra  la 
sentencia  dictada  en  juicio  por  la  Sociedad  de 
de  C.  Torre  y  Ca.,  en  cobro  de  pesos.      .      ,      .     806 

20  Noviembre. — Desahucio. — Sent.  67. — Declarando  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Es- 
teban Herrera  y  Núñez  contra  la  sentencia  dic- 
tada en  juicio  por  José  Pendas  Blanco.      .      .     838 
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21  Noviembre. — Cumplimiento  de  contrato. — Sent,  68. — 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Plácido  Cambas  González  contra 
la  sentencia  dictada  en  juicio  contra  f^ustino 
Bermúdez  y  Castro  sobre  liquidación  de  sociedad,     845 

24  Noviembre. — Nulidad   de   contrato. —  Sent.   69. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Dolores  Mora  de  Echavarria  contra 
la  sentencia  dictada  en  juicio  contra  Juan  Bau- 
tista Giquel  7  otros 854 

25  Noviembre. — Suspensión  de  pagos. — Sent.  70. — Decla- 

rando con  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Cipriano  Reygada  y  Barreras  contra  la 
sentencia   dictada   en   juicio   por   Felipe    López 

Gurochaga 875 

28  Noviembre. — Sentencia  congruente. — Sent.  71. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Martín  Herrera  y  Montero  contra  la 
sentencia  dictada  en  juicio  contra  Julio  Villa- 
franca  y  Torres  sobre  reivindicación  de  una  y 
media  caballería  de  tierra  de  la  finca  ''La  Es- 
peranza."  886 

1  Diciembre. — Prescripción. — Costas.. — Sent.  72. — Decla- 

rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Juan  Antonio  Carrasco  y  Ruiz  contra  la 
sentencia  dictada  en  Junio  contra  el  Obispo  de. 
la  Habana  sobre  nulidad  de  la  fundación  de  una 
capellanía 906 

2  Diciembre. — Hechos. —  Sent.  73. — Declarando  sin  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ma- 
nuel Suárez  Negreira  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  juicio  por  Consuelo   Boan  y  Soto   sobre 

divorcio 92S 

9  Diciembre. — Hechos. — Ley  infringida. — S€7U.  74. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Mariano  Esteban  Maimó  ó  Mimó 
contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  contra  la 
*  *  Spanish  American  Light  and  Power  Company ' ' 
sobre  indemnicación  de  daños  y  perjuicios,  '.  93l-> 
10  Diciembre. — Hechos. — Sent,  75. — Declarando  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Eduar- 
do Laborde  contra  la  sentencia  dictada  en  juicio 
por  María  Teresa  Guaxardo  Fajardo  y  Fonsoca 
sobre  divorcio 943 
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17  DiciEMBEB. — Contratos. — Sent,  76. — Declarando  sin  lu- 

gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  So- 
ciedad de  Pablo  Gómez  y  Ca.,  contra  la  senten- 
cia dictada  en  juicio  contra  la  de  Raimundo  Lla- 
nos y  Ca.,  sobre  reclamación  de  daños  y  perjui- 
cios  964 

24  Diciembre. — Declaratoria  de  herederos. — Sent.  77. — 
Declarando  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Matías  Martos  Chaple  contra  la  reso- 
lución dictada  en  las  diligencias  sobre  declara- 
toria de  herederos  de  Luisa  Chaple 990 

QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA 

AÑO  i9oa 

•  14  Julio. — Denegaron  de  prueba. — Sent.  8. — Declarando 

BÍ4  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 

Ramón  García  y  Fernández  contra  la  sentencia 

dictada  en  juicio  seguido  por  Amelia  Neninger 

sobre  desahucio 327 

16  Julio. — Desahucio. — Sent.  9. — Declarando  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Narciso  Amé- 
rico  Crucet  y  Radillo  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  juicio  seguido  por  Ramón  del  Busto  y 
Cuervo  contra  aquél  para  el  desalojo  de  la  casa 
Gervasio  núm.  26 3D4 

18  Julio. — Falta  de  personalidad. — Sent.  10. — Declaran- 

do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Guy  P.  Lamson  y  PhiUp  B.  Windsor  contra 
la  sentencia  dictada  en  juicio  por  Juan  Antonio 
Calderón  y  Rodríguez 431 

29  Julio. — Campe  le  ncia. — Sent.    11. — Declarando    sin    lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  So- 
•            ciedad  de  Presnianes  y  García  contra  la  senten- 
cia dictada  en  juicio  por  Juan  Llabona  y  Cane- 
llada  c7i  cobro  de  pesos 457 

31  Julio. — Denegación  de  prueba. — Sent.  12. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Gerónimo  Schmidt  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  juicio  por  Pedro  y  José  Esteban  y  Gonzá- 
lez Larrinaga  sobre  desahucio 467 

8  Agosto. — Dtnegaci<m  de  prueba. — Sent.  13. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Mercedes  Febles  y  Flores  y  otros  contra 
la    sentencia    dictada   en    juicio   contra    Quirina 
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García,  viuda  de  Fernández  Blanco  y  Catalina 
Josefa  Fernández  Blanco  de  Avendaño  sobre 
reivindiccLción  de  la  cuarta  parte  del  ingejiio  San 
José  y  Animas  y  entrega  de  sus  frutos.     .     .     .     512 

13  Agosto. — Competencia. — Sent,      14. — Declarando      sin 

lugar  el  reciírso  de  casación  interpuesto  por  Ni- 
ceto  Sola  y  Freixas  contra  la  sentencia  dictada 
en  juicio  por  Julián  Gener  y  Batet  en  cobro  de 
pesps 533 

15  Agosto. —   Personalidad. —    Acción    reivindicatoría. — 

Sent.  15. — Declarando  sin  lugar  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Pastor  Moreno  y  Es- 
trella contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  por 
Diego  Calderin  González  sobre  reivindicación  de 

terrenos 542 

31  Agosto. — Falta  de  personalidad. — Sent.  16. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Félix  Manuel  de  Villiers  y  Sánchez  contra 
la  sentencia  dictada  en  juicio  por  el  Ldo.  Joa- 
quín Navarro  en  cobro  de  pesos 6*28 

14  Septiembre. — Precepto    autorizador. — Sent.     17. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Martín  Albizua  y  Oliva  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  juicio  contra  Andrés  Antonio 
Terry  en  cobro  de  pesos.      .      .      .      .      .      .      .     653 

22  Septiembre. — Falta  de  personalidad. — Sent.  18. — De- 
clarando con  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Fermín  Fuentes  y  Barreda  contra  la 
sentencia  dictada  en  juicio  por  Baudilio  Mestre  y 
Sevilla  en  cobro  de  pesos 665 

29  Octubre. — Prueba. — Sent.  19. — Declarando  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Nicolasa 
Viera  contra  la  sentencia  dictada  en  juicio  por 
Manuel  Tobías  y  Lerena  sobre  reconocimiento 
de  un  censo  y  pago  de  pensiones 722 

19  Noviembre. — Precepto  autorizador. — Sent.  20. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  G avino  García  Menéndez  contra  la  senten- 
cia dictada  en  juicio  contra  Juan  W.  Witacre  en 
cobro  de  pesos 822 

16  Diciembre. — Denegación   de   prueba» — Sent.    21. — De- 

clarando sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Rufino  rollado  y  Moreno  contra  la 
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sentencia  dictada  en  juicio  contra  la  Sociedad  de 
Mier  y  Suárez  sobre  devolución  de  unos  sacos  de 
azúcar.     .     .      .      ; 957 

RECURSOS  DE  QUEJA 

AÑO    1903 

15  Julio. — Resolución    no    recurrible. — Auto    49. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  De- 
metrio H.  Moenk  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión   del   recurso    de   casación   en    el    juicio      * 
contra  Salvador  Baró  y  Negre  en  cobro  de  pesos.     118 

15  Julio. — Resolución  no  recurrible. — Auto  50. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Elisa 
Olivera  en  representación  de  sus  hijos  contra  el 
auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción en  juicio  por  Demetrio  H.  Moenk  contra 
Salvador  Baró  y  Negre. 149 

18  Julio. — Resolución  recnrrihle. — Auto  51. — Declarando 
con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  José  Ma. 
Negre  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  en  juicio  de  desahucio  segui- 
do por  José  Ma.  Gotta  contra  Juan  N.  Martí- 
nez.   ' 301 

23  Julio. — Sentencia  no  definitiva. — Auto  54. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la  represen- 
tación de  Domingo  Hernán^\ez  Gonzf.lez  contra 
el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación en  juicio  contra  Domingo  Ubeda  ..Jorge 
y  otros  sobre  reivindicación  del  potrero  **Dos 
Amigos.'* 306 

28  Julio. — Precisión  y  claridad. — Auto  57. — Declarando 

sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la  Sra.  Dolo- 
res Mora  y  Rivero  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  en  juicio  por  la 
misma  contra  Juan  Bautista  Giquel  y  otros.      .     308 

29  Julio. — Concepto. — Ley     infringida. — Precepto    auto- 

rizador. — Auto  58. — ^Declarando  sin  lugar  en 
parte  el  recurso  interpuesto  por  Martín  Herrera 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
so en  juicio  contra  Julio  Villafranca  y  Torres 
sobre  reivitidicación  de  una  y  media  caballerías 
de  tierra  de  la  finca  **La  Esperanza.".  .  .  389 
4  Septiembre. —  Motivos. —  Auto  62. —  Declarando  con 
lugar  en  parte  el  recurso  interpuesto  por  Juan 
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Antonio  Carrasco  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  en  juicio  con- 
tra el  Obispado  de  la  Habana  sobre  nulidad  de 
la  fundación  dispuesta  por  Pedro  Ruiz.  .  .  396 
5  Septiembre. —  Precepto  autorizador, — Auto  36. — De- 
clarando con  lugar  el  recurso  interpuesto  por 
Joaquín  Kaigt  contra  el  auto  que  le  negó  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  en  juicio  seguido 
por  Bicardo  Guell  Lasheras  contra  Andrés  Oon- 
záiez  y  Ca.  en  cobro  de  pesos 406 

21  Septiembre. — Precepto  autorizador. — Auto  66. — De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la 
representación  de  Plácido  Cambas  v  González 
contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  recur- 
so de  casación  en  juicio  contra  Faustino  Ber- 
múdez 409 

26  Septiembre. — Sentencia  definitiva, — Auto  68. — ^Decla- 
rando con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  José 
Grande  y  Carreño  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  en  juicio  contra 
Camila  Hernández  y  Rauce  sobre  aplazamiento 
de  crédito  hipotecario 412 

28  Septiembre. — Suhsanación  de  faltas. — Auto  69. — De- 
clarando con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Ru- 
fino Collado  contra  el  auto  que  le  negó  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  en  juicio  contra 
Francisco  Mier  sobre  reclamación  de  175  sacos 
de  azúcar '  .     .     .     .     415 

28  Septiembre. — Subsanacián  de  faltas. — Auto  '70. — ^De- 
clarando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por 
Francisca  Angela  Valdés  contra  el  auto  que  le 
negó  la  admisión  del  recurso  en  juicio  por  Jai- 
me Bassa  Lloverás ' 418 

16  Octubre. — Precepto  autorizador. — Auto  75. — Decla- 
rando con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Ma- 
tías Martos  Chaple  contra  el  auto  que  le  negó  la 
admisión  del  recurso  en  juicio  sobre  declarato- 
ria de  herederos  de  Luisa  Chaple 713 

3  Noviembre. — Quebrantamiento. — Auto  79. — Declaran- 
do sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  el  Ldo. 
Félix  del  Pino  yDíaz  contra  el  auto  que  le  negó 
la  admisión  del  recurso  en  juicio  por  Rosario  y 
Luisa  Hidalgo  Gato  en  cobro  de  pesos.     .     .     .     745 
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19  Noviembre. — Ultima  notificación, — Auto  87. — Decla- 
rando sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Ana 
María  Daniel  Valdés  contra  el  auto  que  le  negó 
la  admisión  del  recurso  en  juicio  contra  Pedro 
Domínguez  sobre  divorcio 819 

12  Diciembre. — Ley  infringida. — Auto  92. — Declarando 
sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  Lázaro  Low- 
ley  contra  el  auto  que  le  negó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  en  juicio  contra  el  Ayunta- 
miento de  la  Habana  sobre  indemnización  de 
perjuicios 95* 

18  Diciembre. — Notificación. — Concepto. — Ley  infringida. 
Auto  93. — ^Declarando  con  lugar  en  parte  el  re- 
curso interpuesto  por  Rosa  y  Magdalena  Alme- 
rás  contra  el  auto  que  les  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  en  juicio  por  Herminia  Gon- 
zález Bertet  sobre  pago  de  pesos  de  una  hipo- 
teca  985 
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